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DECLARACIÓN.— Deposición  que, ba- 
jo jaramente  ó  sin  él,  hace  ana  persona 
ante  funcionario,  autoridad  ó  tribunal 
competentes. 


DECLARACIONES  D£  EMPLEADOS. 

—  Rige  en  esta  materia  la  Ley  de  Enjui 
4!Íamiento  criminal.  No  contiene  esta  ley 
preceptos  especiales  relativos  á  las  de- 
claraciones de  los  empleados  de  Prisio- 
nes, pero  les  son  aplicables  los  que  tra- 
tan de  los  funcionarios  en  general. 

Aunque  en  el  lugar  correspondiente  se 
inserta  íntegra  la  referida  ley,  para  ma- 
yor claridad  y  más  fácil  consulta  de  lo 
<iae  á  este  artículo  concierne,  creemos 
oportuno  copiar  aqaí  lo  que  á  las  decla- 
raciones que  nos  ocupan  se  retíere. 


DECLARACIÓN  EN  CAUSA  CRIHl- 
MAL* — Puede  ser  ésta  de  procesados,  de 
testigos  ó  de  peritos.  A  k>8  testigos  y  pe- 
ritos se  les  toma  <ieclaración  bajo  jura- 
mento en  forma,  siendo  mayores  de  ca- 
torce afios,  y  shi  él  cuando  son  menores 
<le  esta  edad.  A  los  procesados  no  se  les 
recibe  juramento,  en  conformidad  al  ar- 
tículo 887  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  exhortándoles  solamente  á  de- 
soír la  verdad  y  ad  virtiéndoles  el  Jaez  que 
deben  responder  de  una  manera  precisa, 
clara  y  conforme  á  la  verdad,  á  las  pre 
guntas  que  les  fuesen  hechas. 


Ley  de  14  de  Septiembre  de  1882. 

(Orac,  y  Just.)    « Art.  417.    No  po- 

LBai8LACió!r  pknál  t  di  Prisionss  -  Tomo  II 


drán  ser  obligados  á  declarar  como  tes- 
tigos: 

l,<*  Los  eclesiásticos  y  ministros  de 
cultos  disidentes,  sobre  los  hechos  que 
les  fuesen  revelados  en  el  ejercicio  de 
las  funciones  de  su  ministerio. 

2.0  Los  funcionarios  públicos,  tanto 
civiles  como  militares,  de  cualquier  clase 
que  sean,  cuando  no  pudieren  dsclarar 
sin  violar  el  secreto  que  por  razón  de  sus 
cargos  estuviesen  obligados  á  guardar,  ó 
cuando,  procediendo  en  virtud  de  obe- 
diencia debida,  no  fuesen  autorizados 
por  sus  superiores  jerárquicos  para  pres- 
tar la  declaración  que  se  les  pida.» 

<Art.  422.  Si  el  testigo  residiese  fue- 
ra del  partido  ó  término  municipal  del 
Juez  que  instruyere  el  sumario,  éste  se 
abstendrá  de  mandarle  comparecer  á  su 
presencia,  á  no  ser  que  lo  considere  ab- 
solutamente necesario  para  la  compro- 
bación del  delito  ó  para  el  reconocimien- 
to de  la  persona  del  delincuente,  orde- 
nándolo en  este  caso  por  auto  motivado. 

También  deberá  evitar  la  comparecen- 
cia de  los  empleados  de  vigilancia  públi- 
ca que  tengan  su  residencia  en  punto 
distinto  de  la  capital  del  Juzgado;  de  los 
Jefes  de  estación,  maquinistas,  fogone- 
ros, conductores,  telegraÜstas,  factores, 
recaudadores,  gnardaagujas  ú  otros  agen- 
tes que  desempeñen  funciones  análogas, 
á  los  cuales  citará  por  conducto  de  sus 
Jefes  inmediatos,  cuando  sea  absoluta- 
mente indispensable  su  comparecencia.» 


<Art.  426.  Si  la  persona  llamada  á 
declarar  ejerce  funciones  ó  cargo  públi- 
co, se  dará  aviso,  al  mismo  tiempo  que 
se  practique  la  citación,  á  su  superior  in- 
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meiliato,  para  que  le  nombre  sustituto 
durante  sn  ausencia,  si  lo  exigiese  así  el 
interés  ó  la  seguridad  pública>  (1). 

Nota.  Con  frecuencia  eran  citados 
los  funcionarios  de  la  Prisión  Celular  de 
Madrid  para  declarar  ante  los  Juzgados, 
sin  dar  antes  conocimiento  de  las  cita- 
ciones al  Director  del   Establecimiento. 

El  Director  re<:urrió  al  Ministerio  de 
Qracia  y  Justicia,  y  se  dispuso  «que  los 
respectivos  Juzgados  se  sirvan  ordenar 
que,  al  mismo  tiempo  que  la  citación  se 
practica,  aea  puesta  en  conocimiento  del 
Jefe  de)  Esta'blecim lento,  para  qne^pneda 
nombrar  sustituto  al  compareciente  du- 
rante sn  ausencia,  por  convenir  así  al 
interés,  seguridad  é  importancia  de  los 
servicios  de  la  mencionada  Prisión  Ce- 
lular de  esta  Corte». 

Esta  disposición  es  de  8  de  Enero  de 
1899  y  la  insertamos  íntegra  en  el  Apén- 
dice correspondiente. 


DE(LAK1C10NES  DE  PENADOS  Y 
PRESQS.— /¿ea/  orden  de  25  de  Octu- 
bre de  1839,  mandando  que  cuando  lo^ 
Jueceit  y  Escribanos  tefigan  que  practi- 
car diligencias  de  oficio  con  algún  conji' 
nado,  vayan  personabnenfe  á  despacJuir- 
las  en  los  Presidios. 

{Orac.  y  Just.)  < En  vista  de  una  co- 
municación del  Ministerio  de  la  Gober- 
nación de  la  Península,  sobre  que  se 
mande  á  los  Eflcri baños  que  concurran 
al  cuartel  del  Presidio  á  recibir  declara- 
ciones y  practicar  las  demás  diligencias 
judiciales  concernientes  A  los  contínados 
en  él,  ha  consnltado  al  Supremo  Tribu- 
nal de  Justicia  lo  conveniente;  y  confor- 
mándose S  M.  con  su  parecer,  se  ha  ser- 
vid») mandar,  que  los  Jueces  á  qnienes 
competa  recibir  declaraciones  y  li>s  Es 
críbanos  que  tengan  que  practicar  cual- 
quiera otra  diligencia  judicial  con  los 
confinados  en  los  Presidios,  pasen  en 
persona  á  verificarlo  en  su  respectivo 
cuartel. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los 
efectos  consiguientes.  Dios,  etc.  Madrid 
26  de  Octubre  de  ÍS^9.— Lorenzo  Arra- 
zola.  —  Sr.  Regente  de  la  Audiencia  de....> 
(O.  L.  de  P.,  tomo  I,  pág.  172;. 


(1)    Véase  en  Ley  de  EjiJalclABiIcnto 

erlnilnAl  los  artículos  410  á  450. 


Real  orden  de  11  de  Enero  de  ISál,  esta- 
bleciendo reglas  para  la  mejora  de  lo» 
Presidios.  {Diligencias  judiciales), 

{Gob.)  «Entre  los  diferentes  ramo» 
que  de  este  Ministerio  dependen,  excita 
el  de  Presidios  muy  particularmente  la 
atención,  y  requiere  mejoras  esenciales 
para  corregir  abusos  y  malas  práctica» 
que  en  él  se  han  introducido  y  arraiga- 
do. En  la  necesidad  que  la  ley  reconoce 
de  alejar  por  algón  tiempo  de  la  sociedad^ 
en  casos  determinados,  á  los  hombres 
criminales  que  contra  ella  ó  alguno  de 
sus  individuos  ó  contra  las  propiedades 
que  á  éstos  pertenecen  hubieren  atenta- 
do, deber  es  del  Gobierno  atender  simul- 
táneamente á  lo  que  la  seguridad  común 
exige,  y  á  las  consideraciones  que  la  hu- 
manidad reclama.  Pero  aconseja  ade- 
más la  previsión,  y  el  ord^n  social  hace 
necesario,  procurar  con  filantrópico  celo 
que  al  volver  á  la  libertad  los  que  por 
BUS  extravíos  se  vieron  de  ella  privados, 
no  la  empleen  en  daño  <Ie  sus  semejaa- 
tes,  y  que  abandonando  la  senda  del  vi- 
cio, puedan  prestar  ütiles  servicios  y  ga- 
nar honradamente  su  sustento.  Por  tan- 
to, la  Regencia  provisional  del  Reino» 
que  considera  indispensable  para  conse- 
guir estos  fines,  introducir  en  los  Esta- 
blecimientos presidíales  el  orden,  la  di8> 
ciplina,  la  conveniente  instrucción,  la 
educación  moral  y  religiosa  y  el  apren- 
dizaje de  arles  y  oficios  útiles,  ha  tenido 
á  bien  resolver  lo  siguiente: 

1.®  Siendo  notoriamente  perjudicial  á 
la  disciplina  de  los  penados  y  contraria 
al  exacto  cumplimiento  de  la  ley  su  per- 
manencia en  las  Cárceles  después  de  no- 
tificada la  sentencia,  cuidarán  los  Jefes 
políticos,  luego  que  reciban  los  testimo- 
nios de  condenas  de  los  rematados,  qae 
los  Juzgados  pongan  á  su  disposición^ 
con  arreglo  al  art.  49  de  la  Ordenanza, 
de  que  tengan  inmediatamente  entrada 
en  los  respectivos  Establecimientos  pe- 
nales, sin  permitir  su  permíinencia  en 
las  Cárceles,  mezclados  con  los  reos  pen 
dientes  de  .causa.  Por  las  mismas  razo- 
nes deberá  tener  exacto  cumplimiento  lo 
dispuesto  en  el  art.  348  de  dicha  Orde- 
nanza, según  el  cual,  cuando  por  cual- 
quiera delito  se  haya  de  formar  causa  á 
un  confinado,  debe  permanecer  preso  en 
el  mismo  cuartel,  sin  trasladarle  á  la 
Cárcel,  porque  esto  sería  eludir  el  cum- 
plimiento de  la  anterior  condena,  proce- 
dente acaso  de  un  crimen  más  grave,  y 
la  malicia  podría  sugerir  la  perpetración 
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de  leves  faltas  para  evitar  momentánea- 
mente la  severidad  y  vigilancia  del  Pre- 
sidio. 

2.0  Siempre  qae  hayan  de  practicarse 
algunas  diligencias  jndiciales  que  tengan 
relación  con  los  confinados,  deberán 
efectuarse  en  los  mismos  cuarteles,  ex- 
cepto en  tos  casos  en  que  los  Jueces  con- 
sideren precisa  en  sus  estrados  ó  en  la 
Cárcel  la  comparecencia  personal  de  los 
encausados,  los  cuales  habrán  de  volver 
inmediatamente  al  Presidio  de  donde 
fueron  extraídos,  ó  al  más  inmediato, 
cuando  aquélla  deje  de  ser  necesaria t 

(Las  demás  resoluciones  de  esta  Real 
orden  se  refieren  á  remesas  de  remata- 
dos, trabajos  en  obras  públicas^  hierros, 
escuelas,  etc.,  que  no  insertamos  aquí 
por  no  corresponder  á  este  artículo.  Au- 
toriza esta  Heal  orden  el  Ministro,  sefior 
Cortina,  y  se  halla  en  el  tomo  I,  pági- 
nas 185  á  188  de  la  Colección  legislativa 
de  Freñdios), 

Real  orden  de  31  de  Mayo  de  1845,  man- 
dando que  cuando  8ea  preciso  que  los 
,  Jueces  reciban  declaraciones  á  presidia- 
rios, lo  hagan  por  exhortos,  y  que  sólo 
exijan  su  presencia  para  las  causas  ú 
otros  casos  eti  que  sea  indispensable, 

(Oob.)  < Sobre  la  comunicación  de 
V.  S.,  de  17  de  Abril  último,  en  que  con 
suUa  si  cuando  los  Juzgados  de  primera 
instancia  de  esa  capital  reclaman  la  pre- 
sentación en  ella  de  confinados  dé  la  ca- 
rretera de  Motril,  deben  ó  no  ser  trasla- 
dados, S.  M.,  de  acuerdo  con  lo  preveni- 
do en  Circulares  de  11  de  £nero  de  1841 
y  15  de  Abril  de  1844,  se  ha  servido  re- 
solver que,  cuando  haya  de  recibirse  de- 
claración á  los  confinados,  podrá  tener 
ufecto  por  medio  de  exhortos,  excepto 
em  los  casos  de  careo  ú  otros  que  hagan 
absolutamente  indispensable  la  presen- 
tación. 

Lo  digo  á  V.  S.  de  Real  orden,  etc.  Ma- 
drid 81  de  Mayo  de  1845.— Piria/.- Sefior 
Jefe  político  de  Granada.»  {C.  L.  de  P.,  to- 
nao  I,  pág.  282). 

Heal  orden  de  17  de  Dicsembre  de  1847, 
disponiendo  que  los  Jueces  y  Escribanos 
vayan  á  los  'Presidios  cuando  tengan 
que  practicar  alguna  diligencia  con  los 
confinados, 

(Qob.)  «Ha  llamado  la  atención  de  la 
Reina  (Q.  D.  G.)  varias  comunieacionea 
dirigidas  por  Autoridades  judiciales  al 


Director  de  cotrección,  con  objeto  de  que 
se  pongan  en  las  Cárceles,  á  disposición 
de  los  respectivos  Juzgados,  algunos  pre- 
sidiarios que  deben  prestar  declaraciO'^ 
nes  en  causas  criminales;  y  atendiendo 
á  que  por  Real  decreto  de  18  de  Noviem- 
bre último  está  prevenido  que  dichas 
Autoridades  se  entiendan  en  tales  casos 
directamente  con  los  Jefes  políticos,  ha 
resuelto  S.  M.  se  recuerde  á  V.  S.,  como 
lo  ejecuto  de  Real  orden,  comunicada 
por  el  8r.  Ministro  de  la  Gobernación,  el 
exacto  cumplimiento  de  otra  Real  dispo- 
sición de  25  de  Octubre  de  1889,  expedi- 
da por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, que  prescribe  lo  siguiente.  (Omitimos 
transcribirla  porque  queda  inserta  en  la 
página  ^). 

Dios,  etc.  Madrid  17  de  Diciembre 
de  1847. — El  Subsecretario,  Vicente  Yaz- 
que»  Queipo.Sr.  Jefe  político  de  la  pro- 
vincia de >  (C.  L.  de  P.,  t.  II,  pág.  63). 

Eeal  orden  de  28  de  Marzo  de  1849,  dis- 
poniendo que  cuando  las  Autoridades 
judiciales  reclamen  la  presencia  de  con* 
finados  en  puntos  donde  haya  Presidios^ 
áfin  de  nustanciar  cauhas  cuyos  trámi- 
tes  no  puedan  seguirse  por  medio  de 
eschortos,  se  trasladen  los  penados  de 
unos  Establecimientos  á  otros. 

(Gob.)  «Nuestro  sistema  carcelario, 
menos  riguroso  en  la  disciplina  que  el  de 
los  Establecimientos  penales,  interrum- 
pe en  los  confinados  los  hábitos  de  tra- 
bajo y  subordinación  adquiridos  bajo  el 
régimen  presidial,  cuando  por  efecto  de 
resultar  complicados  en  nuevos  proce- 
sos reclaman  los  Tribunales  su  trasla- 
ción á  las  Cárceles.  Para  evitar  en  lo  po- 
sible tamaño  inconveniente,  sin  detri- 
mento de  la  acción  judicial,  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  consultado  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  y  de  acuerdo  con  su 
dictamen,  se  ha  servido  disponer  que, 
cuando  las  Autoridades  judiciales  recla- 
men la  presencia  de  confinados  en  pun- 
tos donde  haya  Presidios,  á  fin  de  sus- 
tanciar causas  cuyos  trámites  no  puedan 
seguirse  por  medio  de  exhortos,  se  tras- 
laden los  penados  de  un  Establecimien- 
to á  otro,  no  saliendo  de  él  más  que  en 
los  oafios  de  careo,  por  mandato  del  Juez, 
quien  ordenará  al  Comandante  del  Esta- 
blecimiento el  modo  y  forma  en  que  de 
ba  tenerlos,  según  lo  exija  el  estado  de 
la  causa;  debiendo  practicarse  las  demás 
diligencias  con  sujeción  á  lo  prescrito  en 
la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio 
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de  Gracia  y  Jatticia  en  26  de  Octubre 
de  18B9,  f  circvlada  por  el  de  mi  cargo 
para  au  obaervancía  en  17  de  Diciembre 
de  1847. 

De  orden  de  S.  M.  lo  comunico  á  V.  8. 
para  que  tenga  cumplido  efecto  en  la 
pafte  que  le  correeponde.  Dioe,  etc.  Ma- 
drid 28  de  Marso  de  1849.— San  £fctf.— 
8r.  Jefe  político  de  ...... {C.  L.de  P.,  to* 

moII»pág.  1S4). 

Ley  de  Enjuieiatmenta  criminal  de  1882. 

< Art.  800.    Cuando  el  Juea  conai 

dere  conveniente  el  examen  del  procesa- 
do en  el  lugar  de*  los  hechos  acerca  de 
loa  cuales  deba  aer  examinado  ó  ante  laa 
personas  ó  cosas  con  ellos  relacionadas, 
se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  488.f 

cArt.  488.  £1  Juez  instructor  podrá 
mandar  que  se  conduzca  al  testigo  al  lu 
gar  en  que  hubiesen  ocurrido  los  hechos 
y  exsminarle  allí  ó  poner  á  su  presencia 
los  objetoa  sobre  que  hubiere  de  veraar 
la  declaración » (1) 


DECLINATORIA.— Consiste  en  pedir 
al  Juez,  que  conoce  de  un  asunto  de  jus- 
ticia, se  abstenga  de  continuar  enten- 
diendo en  él  y  remita  el  asunto  al  que 
sea  competente.  (Arts.  26,  81,  46  y  666  á 
679  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal). 


DECRETO  MARGINAL.- Resolución 
ó  acuerdo  que  se  consigna  al  margen  de 
un  oBcio,  instancia  ú  otro  documento, 
por  ei  jefe  competente,  para  la  tramita- 
ción ó  solución  de  un  ssunto. 

Estas  diligencias  se  autorizan  con  la 
media  firma  del  que  las  extiende. 


DECRETO  VLE,lLL{Real  decreto),— ^m 
la  forma  más  solemne  en  que  la  Admi- 
nistración, como  poder,  ejerce  sus  facul- 
tades de  mando. 

8e  reserva  la  forma  de  Real  decreto 
para  los  asuntos  de  mayor  importancia, 
ios  que  exigen  mayores  solemnidades  y 
los  propios  de  las  prerrogativas  regias. 


(1)    Véase  Eiey  Je  EBlalcUiiileBte  erl- 
ntlnal  Je  ISS^. 


como  los  altos  nombramientos  civiles  y 
militares,  indultos,  ejecución  de  leyes, 
constitución  de  organismos  administra- 
tivos, etc. 

Todo  Real  decreto  lleva  el  nombre  del 
Rey  que  lo  firma  y  se  refiere  á  los  actoa 
qne  se  suponen  emanados  del  mismo  Mo- 
narca; va  además  refrendado  por  un  Mi- 
nistro, que  por  este  hecho  se  hace  res- 
ponsable, y  ain  cuyo  requisito  ningún 
mandato  del  Rey  puede  ser  ejecutado,  en 
conformidad  al  artículo  49  de  la  Consti 
tución  del  Estado. 

Los  Reales  decretos  que  se  refieren  á 
la  reforma  y  regulación  de  servicios,  á  la 
ejecución  de  leyes,  etc.,  se  dividen  en  dos 
partes:  exposición  ó  preámbulo,  y  aHicu 
lado  ó  parte  dispositiva.  En  la  primera 
parte  expone  el  Ministro  los  motivos  que 
tiene  ó  razones  que  aconsejan  la  promul 
gación  del  Real  decreto,  y  va  autorizada 
con  la  firma  del  mismo  Ministro.  En  la 
segundase  consigna  y  desarrolla  el  man- 
dato por  artículos  correlativos,  y  va  au- 
torizada con  las  firmas  del  Monarca  y  del 
Ministro  responsable. 

La  potestad  imperativa  ó  de  mando,  la 
ejerce  también  la  Administración  en  for- 
ma de  Reales  órdenes.  Reglamentos  y 
Ordenes  de  Dirección,  de  lo  cual  nos  ocu- 
paremos en  los  lugares  respectivos  de  es- 
ta obra. 


DEFENSA.— Hay  distintas  clases  de 
defensa  en  el  orden  judicial  y  gubernati- 
vo. Defensa  por  pobre;  defensa  propia  ó 
de  parientes  en  grado  próximo;  defensa 
de  los  funcionarios  de  Prisiones  en  ex- 
pedientes gubernativos. 


DEFENSA  DE  LOS  FUNCIONARIOS 
DE  PRISIONES  EN  LOS  EXPEDIEN- 
TES GUBERNATIVOS.— Se  exige  como 
requisito  indispensable  en  los  expedien- 
tes instruidos  á  los  funcionarios  del  Cuer 
po  de  Penales  y  Cárceles  por  faltas  come 
tidas  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  la  de- 
fensa de  los  interesados,  ó  la  renuncia 
expresa  á  defenderse.  Tanto  la  defensa 
como  la  renuncia,  han  de  hacerse  por 
escrito. 

La  defensa  ha  de  evacuarse  en  térmi 
no  de  tres  días,  poniendo  de  manifiesto 
el  expediente  á  los  interesados,  después 
de  reunidos  todos  los  elementos  de  prue- 
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ha  j  antes  de  gae  inforoie  el  Jefe  del 
;£sUibieciiDÍento. 

(Véase  Real  decreto  de  16  de  Marso 
de  1891,  art.  88,  oúm.  6.o,  y  art.  40;  to 
mo  I,  páginas  028  y  929). 


CoifaNTAUO. — Créennos  oportuno  ha- 
cer ligeras  consideraciones  relativas  á  los 
artícolos  38  y  40  del  Real  decreto  qae  se 
eita,  j  sólo  en  lo  que  concierne  al  infor- 
me qoe  ha  de  emitir  el  Jefe  del  Estable- 
cimiento en  que  se  instraya  y  tramite  un 
expediente  gobernativo. 

Cuando  el  expediento  se  refiere  á  nn 
subordinado  del  Jefe  y  éste  se  halla  en 
fonriones,  ningán  i ncuu veniente  se  ofre- 
ce. Mas  mando  dicho  expediente  se  ins- 
trnye  contra  el  mismo  Jefe,  ocurre  pre- 
guntar: ¿Quién  ha  de  «emitir  el  informe? 
Dos  ca«08  pueden  presentarse:  qii%  el 
Jefe  haya  bkJü  snspenso  por  causa  del 
expediente,  ó  que  siga  desempeñando  su 
cargo  á  la  vez  que  el  expediente  se  tra 
mita. 

Tampoco  en  el  primer  caso,  en  ei  de 
que  el  Jefe  haya  sido  suspenso  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  se  ofrece  difi- 
cultad legal,  reglaqientaria  6  administra- 
tíva,  porque  l/i  legislación  vigente  pre- 
ceptúa que  al  Jefe  sustituirá  el  Subjefe 
ó  inmediato  en  categf>ria,  cuando  aquél 
no  desempeñe,  por  cualquier  causa,  sus 
funciones,  sustitución  necesaria  en  casos 
de  scv'P^n^i^^n.  Y  es  evidente  que  el  en- 
cargado de  reemplazar  al  Jefe  suspenso 
en  la  Jefntura,  y,  por  ende,  en  las  atribu 
ciones,  <iebere8  y  responsabilidades,  si- 
quiera sea  con  carácter  accidental  é  in- 
terino, ha  de  ser  el  llamado  á  emitir  el 
informe  de  que  se  trata. 

Procediendo  así,  en  nada  se  falta  á  lo 
que  el  Decreto  preceptúa,  puesto  que  no 
diatingne  entre  Jefe  propietario  y  Jefe 
accidental  ó  interino.  Sin  embargo,  nos 
parece  que,  en  este  caso,  si  no  existe  in- 
compatibilidad legal,  puede  existir  mo* 
raímente,  y  siempre  se  crea  al  Jefe  in- 
terino una  situación  poco  libre  para  emi- 
tir juicio  acerca  de  la  conducta  del  que 
ha  sido  so  Jefe,  que  no  ha  dejado  de 
serlo  más  que  accidentalmente  y  que 
puede  volverlo  á  ser,  una  vez  resuelto  el 
expediente. 

En  el  caso  segnifdo,  en  el  de  que  el 
Jefe  siga  desempeñando  su  cargo,  no  es 
posible,  ni  moral  ni  legalmente,  que  él 
informe  en  las  diligencias  que  se  le  si- 
guen. Y  como  el  Real  decreto  no  expre- 


sa quién  ha  de  llenar  el  trámite  del  in- 
forme en  tales  circunstai»cias,  sería  con- 
veniente, y  á  juicio  nuestro,  necesaria, 
ona  aclaración  al  artículo. 

Sabido  es,  porque  en  el  mismo  Decreto 
se  detalla,  que  loi»  expedientes  de  que 
tratamos  los  instruye  el  funcionario  de- 
signado por  el  Presidente  de  la  Junta  de 
Prisiones  respectiva,  y  que  éste,  en  vista 
de  los  datos  que  el  expediente  arroja, emi- 
te su  dit'tamen,  ó  hace  su  propuesta  al 
Centro  directivo.  Como  veremos  al  tratar 
de  las  Juntas  de  Prisiones,  tienen  dichos 
organismos  la  facultad  y  el  deber  de  ins- 
peccionar los  Establecimientos  peniten- 
ciarios y  carcelarios  yá  loa  empleados  que 
en  ellos  sirven.  Por  esta  inspección  y 
por  las  relaciones  oficiales  y  constantes 
entre  Juntas  y  empleados,  y  especial- 
mente entre  Juntas  y  Jefes,  aquéllas  han 
de  tener  conocimiento  del  proceder  y 
conducta  de  éstos,  y  como  consecuencia, 
motivo  suficiente  para  dar  un  infonne 
razonado.  Por  otra  parte,  la  diferencia 
de  funciones  entre  el  Jefe  de  una  Prisión 
y  los  organismos  de  que  hablamos,  es- 
tablece la  separación  y  la  independencia 
bastantes  para  que  pueda  una  Junta  emi- 
tir libre  é  imparcialmente  su  juicio  res- 
pecto al  Jefe  de  la  Prisión  ó  Prisiones 
que  inspecciona,  cosa  que  puede  no  ocu- 
rrir al  que  accidentalmente  desempeñe 
la  Jefatura  de  un  Establecimiento. 

A  nuestro  parecer,  pues,  y  en  virtud  de 
las  razones  expuestas,  entendemos  que 
sería  conveniente  y  acertado  en  ambos 
casos,  y  juzgamos  que  es  de  necesidad  en 
el  segundo,  que  el  instructor  del  expe- 
diente, ó  el  Presidente  de  la  Junta,  sean 
los  que  evacúen  el  informe  de  que  se 
viene  tratando,  siempre  que  se  siga  ex- 
pediente contra  el  Jefe  de  una  Prisión. 


DEFENSA  POR  POBRE.- La  decla- 
ración de  pobreza  legal  ue  sujeta  á  lo  es- 
tablecido en  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  Y  aun  cuando  dicha  ley  no  ee  trata 
ni  incluye  en  la  presente  obra,  estima- 
mos pertinente  insertar  aquí  lo  que  á  la 
pobreza  legal  concierne,  por  las  relacio- 
nes que  este  punto  tiene  con  el  procedi- 
miento criminal. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  ISSL  —Li- 
bro 1,  titulo  I /sección  segunda. 

«Art.  13.  La  justicia  se  administrará 
gratuitamente  á  los  pobres  que  por  los 
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Tribunales  y  Juzgados  sean  declarados 
con  derecho  á  ^te.  beneficio.  > 

Art.  lá.  Los  que  sean  declarados 
pobres  disfrutarán  los  beneficios  si^ 
guientes: 

1 .0  £1  de  usar  para  su  defensa  papel 
del  sello  de  pobres. 

2.°  Él  que  se  Jes  nombre  Abogado  y 
Procurador,  sin  obligación  de  pagarles 
honorarios  ni  derechos. 

8. o  La  exención  del  pago  de  toda 
clase  de  derechos  á  los  auxiliares  y  su- 
balternos de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

4.0  El  de  dar  caución  juratoria  si  vi- 
nieren á  mejor  fortuna,  en  vez  de  hacer 
los  depósitos  necesarios  para  la  interpo- 
sición de  cualesquiera  recursos. 

6.0  El  de  que^e  cursen  y  cumpli- 
menten de  oficio,  si  asi  lo  solicitaren, 
los  exhortos  y  demás  despachos  que  se 
expidan  á  su  instancia. 

Art.  16.  Sólo  podrán  ser  declarados 
pobres: 

1.0  Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  sa- 
lario eventual. 

2.0  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario 
permanente  ó  de  un  sueldo,  cualquiera 
que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda 
del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  lo- 
calidad donde  tenga  su  residencia  habi- 
tual el  que  solicitare  la  defensa  por 
pobre. 

3.0  Los  que  vivan  sólo  de  rentas, 
cultivo  de  tierras  ó  cria  de  ganado»,  ca- 
yos productos  estén  graduados  en  una 
suma  que  no  exceda  de  la  equivalente. al 
jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  sn 
residencia  habitual. 

4.0  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio 
de  una  industria  ó  de  los  productos  de 
cualquier  comercio  por  los  cuales  paguen 
de  contribución  una  suma  inferior  á  la 
fijada  en  la  siguiente  escala: 

En  las  capitales  de  provincia  de  pri- 
mera clase,  06  pesetas. 

En  las  de  segunda,  60  pesetas. 

En  las  de  tercera  y  cuarta  y  demás  po- 
blaciones que  pasen  de  20.000  almas, 
40  pesetas. 

En  Ihs  cabezas  de  partido  judicial  de 
término  que  no  estén  comprendidas  en 
alguno  de  los  casos  anteriores,  y  demás 
poblaciones  que,  excediendo  de  10.000 
habitantes,  no  pasen  de  20.000,  80  pe- 
setas. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial  de 
ascenso  y  entrada  y  demás  poblaciones 
que,  excediendo  de  6.000  habitantes,  no 
pasen  de  10.000,  26  pesetas. 

En  las  demás  poblaciones,  20  pesetas. 


6.0  Los  que  tengan  embargados  to- 
dos sus  bienes  ó  los  hayan  cedido  judi- 
cialmente á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan 
industria,  oficio  ó  profesión,  ni  se  hallen 
en  el  caso  del  art.  17. 

En  estos  casos,  si  quedaren  bienes 
después  de  pagar  á  Jos  acreedores,  se 
aplicarán  al  pago  de  las  costas  cansadas 
á  instancia  del  deudor  defendido  como 
pobre. 

Art.  16.  Cuando  alguno  renniere  dofe 
ó  más  modos  de  vivir  de  ios  designados 
en  el  artículo  anterior,  se  computarán 
los  rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  po 
drá  otorgársele  la  defensa  por  pobre,  si 
reunidos  excedieren  de  los  tipos  señala- 
dos en  el  articulo  precedente. 

Art.  17.  No  se  otorgará  la  defensa 
por  pobre  á  los  comprendidos  en  cual- 
quiera de  los  casos  expresados  en  el  ar* 
tícnlo  16,  cuando,  á  juicio  del  Juez,  se 
infiera  del  numero  de  criados  que  tengan 
á  su  servicio,  del  alquiler  de  la  casa  que 
habiten  ó  de  otros  cualesquiera  signos 
exteriores,  qtie  tienen  medios  superiores 
al  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  lo- 
calidad. 

Art.  18.  Tampoco  se  otorgará  la  de-» 
fensa  por  pobre  al  litigante  que  disfrute 
una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte 
ó  al  producto  de  los  bienes  de  sus  hijos, 
cuyo  usufructo  le  corresponda,  constitu- 
yan acumuladas  una  snma  equivalente 
al  jornal  de  tres  braceros  en  el  Ingar 
donde  tenga  la  familia  su  residencia  ha- 
bitual. 

Art.  19.  Cuando  litigaren  nnidos  va- 
rios que  individualmente  tengan  dere* 
cho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les 
autorizará  para  litigar  como  tales,  aun 
cuando  los  productos  unidos  de  los  mo- 
dos de  vivir  de  todos  excedan  de  los  ti- 
pos que  quedan  señalados. 

Art.  20.  El  beneficio  de  la  defensa 
por  pobre  sólo  se  concederá  para  litigar 
derechos  propios. 

El  cesionario  que  lo  tenga  no  podrá 
•utilizarlo  para  litigar  los  derechos  del 
cedente,  ó  los  que  haya  adquirido  de  un 
tercero  á  quien  no  corresponda  dicho 
beneficio,  fuera  del  caso  en  que  la  ad- 
quisición haya  sido  por  título  de  he- 
rencia. 

Art.  21.  La  declaración  de  pobreza 
se  solicitará  siempre  en  el  Juzgado  ó 
Tribunal  que  conozca  ó  sea  competente 
para  conocer  del  pleito  ó  negocio  en  que 
se  trate  de  utilizar  dicho  beneficio,  y  se- 
rá considerada  como  un  incidente  del 
asunto  principal. 
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Art  22.  Oaando  él  que  solicite  ser 
defendido  como  pobre  tenga  por  objeto 
eoUblar  una  demanda,  se  espetará,  para 
dar  cnrso  á  ésta,  á  qne  sobre  el  incidente 
de  pobreza  haya  recaído  ejecutoria. 

No  obstante,  los  Jaeces  accederán  á 
que  se  practiquen,  sin  exacción  de  dere 
cbos,  aquellas  actuaciones  de  cuyo  apla- 
sanoiento  puedan  seguirse  perjuicios  irre- 
parables al  actor,  suspendiéndose  inme- 
diatamente después  el  curso  del  pleito. 

Art  23.  Guando  se  solicite  la  defensa 
por  pobre,  tatito  por  el  actor  como  por  el 
demandado,  después  de  contestada  ó  al 
contestar  la  demanda,  se  sustanciará  erí 
pieza  separada,  la  cual  se  formará  á  cos- 
ta de)  qne  pida  ta  pobreza. 

Sólo  podrá  auapenderse  en  este  caso 
el  cnrso  del  pleito  principal  por  confor- 
midad de  ambas  partes. 

Art.  24.  Cuando  el  actor  no  haya  so- 
licitado la  defensa  por  pobre  antes  de 
presentar  su  demanda,  si  la  pidedespués, 
no  podrá  otorgársele  si  no  justifica  cum- 
plidamente que  ha  venido  al  estado  de 
pobreza  después  de  haber  entablado  el 
pleito. 

Art^  26.  El  litigante  que  no  haya  sido 
defendido  por  pobre  en  la  primera  ins 
tanciír,  si  pretende  gozar  de  este  benefi- 
cio en  la  segunda,  deberá  justificar  que 
con  posterioridad  á  aquélla,  ó  en  el  corso 
de  la  ínisroa,  ha  venido  al  estado  de  po- 
breza. No  justificándolo  cumplidamente, 
no  se  le  otorgará   la  defensa   por  pobre. 

Art.  26.  La  regla  fijada  en  el  artículo 
anterior  será  aplicable  asimismo  al  que, 
no  habiendo  litigado  como  pobre  en  la 
aegmida  instancia,  solicitare  que  se  le  de- 
fienda como  tal  para  interponer  ó  seguir 
el  recurso  de  casación. 

En;este  caso  no  estará  dispensado  del 
depósito  si  no  hubiere  solicitado  la  de- 
fensa por  pobre  antes  de  la  citación  para 
sentencia  en  la  segunda  instancia. 

Art.  27.  A  todo  el  que  solicite  en  for- 
ma la  declaración  de  pobreza  se  le  defen 
derá  desde  hiego  como  pobre,  nombrán- 
dole de  oficio  Abogado  y  Procurador,  si 
lo  pidiere,  sin  perjuicio  de  lo  que  se  re- 
suelva en  definitiva. 

También  se  nombrarán  Abogado  y 
Procurador  de  ofic¡o  al  que  lo  solicite 
pon  objeto  de  entablar  demanda  de  po- 
breza. 

Art.  28.  Esta  demanda  se  formulará 
del  modo  prevenido  en  el  art.  624  para 
las  demandas  ordinarias,  expresándose 
además  en  ella: 

1.*     El  pueblo  de  la  naturaleza  del  de- 


mandante, el  de  sfT  domicilio  actual  y  el 
que  liaya  tenido  eq  los  cinco  afios  ante- 
riores. 

2.0  Su  estado,  edad,  profesión  ú  ofi- 
cio y  medios  de  subsistencia. 

8.*    Si  fuere  casado  ó  viudo,  el   nom- . 
bre  y  pueblo  de  la  naturaleza  de  su  con- 
sorte y  los  hijos  que  tengan. 

4.0  La  casa  ó  cuarto  en  que  habiten, 
con  expresión  de  la  calle  y  número  y  de) 
alquiler  que  paguen. 

6.0  Los  bienes  de  su  consorte  y  de 
sus  hijos,  cuyo  usufructo  le  corresponda 
y  la  renta  que  produzcan. 

6.<*  Y  acompaCará  una  certificación 
expedida  por  la  autoridad  ó  funcionario 
competente  de  no  pagar  contribución  de 
ninguna  clase  en  el  año  econófnico  co- 
rriente y  en  el  anterior,  ó  de  la  que  pa- 
gue, acompañando  en  este  caso  k)s  reci- 
bos del  último  trimestre  que  hubiere  sa- 
tisfecho, y  otra  certificación  en  su  caso 
para  acreditar  si  se  halla  ó  no  inscrito 
en  las  listas  electorales  y  en  qué  con- 
cepto. 

Art.  29.  No  se  dará  curso  á  las  de- 
mandas que  no  contengan  los  requisitos 
expresados  en  el  artículo  anterior. 

Si  alegare  el  demandante  no  haber  po- 
dido adquirir  las  certificaciones  expresa- 
das en  elnúmero  6.o  de  dicho  artículo, 
las  reclamará  el  Juez  de  oficio,  pero  no 
se  dará  curso  á  la  demanda  mientras  no 
se  unan  á  los  autos. 

Art,  30.  Las  demandas  de  pobreza  se 
siiiStanciarán  y  decidirán  por  los  trámi- 
tes establecidos  para  los  incidentes,  «-on 
audiencia  del  litigante  ó  litigantes  con- 
trarios, y  del  Ministerio  fiscal  en  repre- 
sentación del  Estado. 

Cuando  se  deduzca  esta  demanda  an- 
tes de  entablarse  el  pleito,  se  emplazará 
á  los  que  deban  contestarla,  para  que 
dentro  de  nueve  días  cxjmparezcan  con 
este  objeto. 

Si  no  compareciere  el  litigante  contra- 
rio, se  sustanciará  sólo  con  el  Ministerio 
fiscal. 

Art.  31.  Siempre  que  se  deniegue  la 
defensa  por  pobre,  se  condenará  en  las 
costas  de  la  primera  instancia  al  que  la 
haya  solicitado. 

En  caso  de  apelación,  se  impondrán 
las  de  la  segunda  instancia  á  quien  co- 
rresponda con  arreglo  á  derecho. 

Art.  32.  Luego  que  sea  firme  la  sen- 
tencia, se  practicará  la  tasación  de  las 
costas,  con  inclusión  del  papel  sellado 
que  deba  reintevírarse,  y  se  procederá  á 
hacerlas  efectivas  por  la  vía  de  apremio 
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Art;  33.  Lsf  feíUencia  concediendo  ó 
negando  la  defensa  por  pobre  no  prodp- 
ce  los  efectos  de  cosa  juzgada. 

£n  cnalquier  estado  del  pleito  podrá 
la  parte  á  quien  interese  promover  nue 
vo  incidente  para  su  revisión  y  revoca- 
ción, siempre  que  asegure,  á  satisfacción 
del  Juez,  el  pago  de  las  coatas  en  que 
será  condenada  si  uo  prospera  su  pre- 
tensión. 

De  esta  fianza  estará  exento  el  Mi- 
nisterio fiscal  cuando  promueva  dicho 
incidente. 

Art.  34.  En  el  caso  del  artículo  ante 
rior,  no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre 
al  litigante  á  quien  hul)iese  sido  dene- 
gada, si  no  justifica  cumplidamente  que 
ha  venido  á  ese  estado  por  causas  pos- 
terioroH  á  la  sentencia  que  le  negó  ante- 
riormente aquel  beneficio. 

No  se  dará  curso  á  su  nueva  demanda 
ai  no  se  funda  én  dicho  motivó. 

Art.  3ó.  La  declaración  de  pobreea, 
hecha  en  un  pleito,  no' puede  utilizarse 
en  otro,  sí  á  ello  se  opusiere  el  coliti- 
gante. 

Oponiéndose,  deberá  repetirse,  con  su 
citación  y  audiencia,  la  sustanciación  del 
incidente  hasta  dictar  nueva  sentencia 
sobre  la  pobreza. 

Art.  36.  Xia  declaración  de  pobreza, 
hecha  en  favor  de  cuaiqnit^r  litigante, 
no  le  librará  de  la  obligación  de  pagar 
las  costas  en  que  haya  sido  condenado, 
si  se  le  encontrasen  bienes  en  que  ha- 
cerlas efectivas. 

Art.  37.  Venciendo  el  declarado  po- 
bre en  el  pleito  que  hubiere  promovido, 
deberá  pagar  las  costas  causadas  en  su 
defensa,  siempre  que  no  excedan  de  la 
tercera  parte  de  lo  que  en  él  haya  obte 
nido  en  virtud  de  la  demanda  O  recon- 
vención. 

Si  excedieren,  se  reducirán  á  lo  que 
im|)orte  dicba  terrera  parte. 

Art.  88.  Cuando  no  haya  bienes  bas- 
tantes para  cnbrir  loa  derechos  de  la 
Hacienda  y  los  que  pertenezcan  á  los 
Abogados,  Procuratlores  y  demás  inte- 
resados en  las  costas,  todos  percibirán  á 
prorrata  la  parte  que  les  corresponda. 

Art.  39.  Estará  además  el  declarado 
pobre  en  la  obligación  de  pagar  las  eos 
tas  expresadas  en  el  art.  37,  si  dentro 
de  tres  afios  después  de  fenecido  el  plei- 
to viniese  á  mejor  fortuna. 

Se  entiende  que  ha  venido  á  mejor 
fortuna: 

l.o  Por  haber  adquirido  salario  per- 
manente, aneldo,  rentas  ó  bienes,  ó  estar 


dedicado  aJ  cultivo  de  tierras  ó  cría  de 
ganados,  cuyos  productos  sean  ó  estén 
grad«i«dos  en  una  cantidad  superior  al 
jornal  de  cuatro  braceros  en  cada  [wm- 
lidad. 

2.<>  Por  pagar  de  contribución  de  sub- 
sidio cuotas  dobles  á  las  designadas  en 
el  núm.  4.^  del  art.  15. 

Art.  40.  El  que  haya  sido  declarado 
pobre,  podrá  valerse  de  Abogado  y  Pro- 
curador de  BU  elección,  si  aceptan  el 
cargo. 

No  aceptándolo,  se  le  nombrarán  de 
oficio,  pero  con  sujeción  á  lo  que  se  pres- 
cribe en  lo^  artículos  siguientes. 

Art.  41.  El  que  baya  obtenido  la  de- 
claración de  fiobreza  para  promover  un 
pleito  ó  deducir  cualquier  demanda,  de- 
berá presentar  al  Juzgado,  en  papel  co- 
mi&n  ó  del  sello  de  pobres,  una  relación 
circunstanciada  de  los  hechos  en  que 
funde  su  derecho,  y  los  documentos  ó 
expresión  de  los  medios  con  que  cuente 
para  justificarlos. 

Ari  42.  Luego  que  el  declarado  po- 
bre cumpla  lo  prevenido  en  el  articulo 
anterior,  se  le  nombrarán  de  oficio  Pro- 
curador y  Abogado  que  se  encarguen  de 
su  representación  y  defensa,  y  se  entre- 
garán los  autos  al  Procurador  para  que 
ios  p<ise  al  estudio  d^l  Iletrado. 

Art.  43.  Si  el  Letrado  estimare  que 
son  insuficientes  los  hechos  consignados 
en  la  relación,  podrá  pedir  dentro  de  diez 
díaa  que  se  requiera  al  inietesado  para 
que  los  amplíe  ó  aclare  sobre  los  extre- 
mos que  aquél  designe. 

Art.  44.  Cuando  con  dicba  ampliación 
ó  sin  ella  estime  el  Letrado  que  es  insos- 
tenible el  derecho  que  quiere  hacer  valer 
el  pobre,  podrá  excusarse  de  la  defensa, 
;  haciéndolo  presente  al  Juzgado,  dentro 
de  diez  días,  en  escrito  sucintamente  ra- 
zonado. 

Art.  46  En  esté  caso,  el  Juzgado  pa- 
sará los  autos  al  colegio  de  Abogados, 
para  que  dos  Letrados  en  ejerí'icio,  de 
los  que  paguen  las  tres  primeras  cuotas 
de  contribución,  den  su  dictamen  sobre 
si  puede  ó  no  sostenerse  en  juicio  Ih  ac- 
ción que  se  proponga  entablar  el  decla- 
rado pobre. 

Si  no  hubiere  colegio,  el  Juez  nombra- 
rá á  dos  de  los  letrados  más  antiguos 
del  mismo  Juzgado  para  que  den  dicho 
dictamen;  y  si  no  los  hubiere  hábiles,  re- 
mitirá los  autos  por  conducto  del  Juez 
respectivo,  al  colegio  de  Abogados  más 
próximo. 

Art.  46.    Si  el  dictamen  de  dichos  dos 
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Letrados  faere  conforme  con  el  del  nom- 
brado de  oficio,  se  negarán  al  interesado 
los  beneficios  de  la  defensa  por  pobre  en 
áqoel  asniíto,  sin  perjuicio  de  so  <leref;ho 
para  promoverlo  como  rico. 

Art.  47.  Cuando  los  dos  Letrados,  ó 
ono  de  ellos,  opinare  que  procede  enta- 
blar la  acción,  6  que  es  dudoso,  por  lo 
fnenos,  el  derecho  que  pretenda  el  decla- 
rado pobre,  se  le  nombrurá  de  oficio  otro 
Abogado,  para  quien  será  obligatoria  la 
•defensa. 

Art.  48.  En  el  caso  de  ser  declarado 
pobre  el  demandado,  si  el  Abogado  á 
4]aien  corresponda  su  defensa,  se  excn 
Sare  por  creer  Insostenible  la  pretensión 
de  aquél,  dentro  de  seis  días  lo  manifes- 
tará al  Juzgado,  el  cual  dispondrá  el 
nombramiento  de  otro  Ahogado.  Si  éste 
•e  excusare  también  por  la  misma  cansa, 
se  pasará  el  asunto  al  Promotor  fiscal, 
tmando  no  fuere  parte,  para  que  mani- 
fieste si  es  ó  no  sostenible  la  pretensión 
del  (»obre.  Cuando  sea  parte  el  Ministerio 
fiscal,  dará  este  dictiimen  un  Abngadoque 
no  sea  de  pobres,  elegido  por  el  colegio, 
donde  lo  haya,  y  en  sNi  defecto,  designa- 
do por  el  Juez.  Si  el  Promotor  fiscal,  ó  el 
tercer  Abogado  en  su  cano,  estima  insos- 
fettible  la  pretensión  del  pobre,  cesará  la 
obligafsióii  áeíoa  Abe^aidoa  pvgrunla  dor, 
fensa  gratuita;  pero  si  la  considera  aoste- 
nible,  se  nombrará  un  tercer  A  bogado  de 
oficio,  el  cual  no  podrá  excusarse  de  la 
defensa.  Lo  propio  se  practicará  cuando 
el  actor  solicite  y  obtenga  la  <lefensa  por 
pobre  después  de  contestada  la  demanda, 
ó  cualquiera  de  las  partes  durante  la  se- 
ganda  instancia. 

Art.  49.  Los  Abogados  que  dentro  de 
los  plazos  fijados  en  los  arta.  43,  44  y  48, 
DO  hagan  la  manifestación  á  qae  respec- 
tivamente se  refieren,  se  entenderá  que 
aceptan  la  defensa  del  pobre,  y  no  po- 
drán excusarse  aino  por  haber  cesado  en 
el  ejercicio  de  la  piofesión. 

Art.  60.  El  Letrado  que  se  haya  en- 
cargado de  la  defensa  de  una  parte  en 
conr^epto  de  rica,  si  después  es  declarada 
pobre,  estará  obligado  á  seguir  defen 
diéndola  en  este  concepto,  cuando  no 
baya  en  el  Juzgado  Abogados  especiales 
de  pobres,  hábiles  para  ello.» 

(La/^igente  Ley  de  Enjuiciamiento  ci 
vil  fué  promulgada  y  publicada  en  las 
Oacetas  de  5  á  22  de  Febrero  de  1881). 
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DEI^NSA  PROPIA  Ó  DE  PARIEN- 
TES EN  ORADO  PRÓXIMO.- Para  que 


sea  legítima  la  defensa  y  no  pueda  ad- 
quirir, por  tanto,  responsabilidad  crimi- 
nal la  persona  que  la  ejercite,  ha  de  reu- 
nir los  requisitos  exigidos  en  el  Código 
penal.  (Véase  Código  penal.  De  las  cir- 
eunstattciag  que  fximeñ  de  respomabilidad 
criminnl;  tomo  I,  pág.  611). 


DELEGADOS .  —  Véase  Gobernado- 
res y  Palicitt. 


DELITO.—  Distintas  definiciones  se 
dan  del  delito,  tanto  en  la  esfera  de  la 
ciencia  jurídica.  <ruanto  en  el  Derecho 
positivo.  Teniendo  en  cuenta  el  carácter 
de  nuestro  trabajo,  prescindimos  del  te- 
rreno especulativo,  y  nos  limitamos  á  in- 
sertar las  defíniciunes  legales  que  pre- 
sentan los  Códigos  que  dejamos  insertos. 

El  Código  penal  común  dice  que  cSon 
delitos  ó  faltas  las  acciones  y  omisiones 
voluntarias  penadas  por  la  ley>  (ert.  l.<>) 

El  Código  de  Justicia  militar  establece 
que  cSon  delitos  ó  faltas  militares  las 
acciones  y  omisiones  penadas  en  esta 
ley»  (art.  17 J). 

El  Código  de  la^  Marina  de  guerra, 
¡pre^crjj^e  que  «Son  delitos  ó  faltas  las 
acciones  y  omisiones  penadas  por  la  ley 
y  ejecutadas  <íon  malicia»  (art.  I  o) 

Aunque  estas  definiciones  se  diferen- 
cian en  la  forma  de  expresión,  las  tres 
coinciden  en  un  punto  esencial:  en  que 
las  acciones  y  omisiones,  en  tanto  son  de- 
litos ó  faltas,  en  cuanto  la  ley  las  pena, 
y  no  merecen  tal  calificación  en  tanto 
que  no  se  hallan  penadas  por  la  ley. 

Rn  todo  delito  existen  dos  elementos 
sustanciales:  el  externo  ó  material,  que 
comprende  el  dafío  causado,  y  el  interno 
ó  ético,  que  se  refiere  á  la  intención  del 
agente.  Éstos  dos  elementos  sirven  de 
base  á  lo  que  los  autores  llaman  genera- 
ción del  delito,  atendiendo  al  estado  ó 
grado  de  desarrollo  de  las  acciones  y 
omisiones  que  la  ley  castiga,  cuyos  esta- 
dos designa  el  Código  con  los  nombres 
de  delito  consumado,  delito  frustrado  y 
tentativa  de  delito.  No  define  el  Código 
el  delito  consumado,  pero  su  definición 
surge  de  la  del  delito  frustrado. 

Hay  deiito  consumado  cuando  el  cul- 
pable practica  todos  los  actos  de  ejecu- 
ción que  deben  producirle,  y  alcanza, 
como  resultado  de  ellos,  que  el  delito  se 
produzca. 

Hay  delito  frustrado  cuando  el  culpa- 
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ble  practica  todos  loa  actos  de  ejecución 
que  deberían  producir  como  resultado  el 
delito,  y  sin  embarK'>  no  lo  producen  por 
causas  ajenas  á  la  voluntad  del  agente. 
Hay  tentativa  cuando  el  culpable  da 
principio  á  la  ejecurión  del  delito  direc- 
tamente por  herhos  exteriores ,  y  no 
practica  todos  los  actos  de  ejecución  que 
debieran  producir  el  delito,  por  causas  ó 
accidentes  qué  no  sean  su  propio  y  vo- 


luntario desistimiento  (art,  8.<>,  Código 
penal,  pág.  610,  tomo  I).      . 

Aunque  en  el  lugar  correspondiente 
se  inserta  íntegro  el  Código  penal,  y  por 
tanto,  se  bailan  allí  comprendidas  todas 
las  acciones  y  omisiones  que  la  ley  cas- 
tiga  como  delitos,  creemos  oportuno, 
para  su  más  fácil  conocimiento  y  con- 
sulta, '  presentarlos  reunidos  en  el  si- 
guiente cuadro: 


DELITOS  T  SUS  PENAS  (llbl-o  segundo  del  Código  penal). 


tItulos 


CAPÍTULOS 


m-  \ 

ri-  / 


Delitos  con- 
tra la  segnri*^ 
dad    exterior  i 
del  Estado...  f 


n 

Delitos  con- 
tra la  Coneti- 
inoión 


1  .o  Delitos  de  traición 

2.0  Delitos  qoe  comprometen  la  pas 
ó  la  independencia  del  Estado. .  • . 

8.0  Delitos  contra  el  derecho  de  gen- 
tes  , 

4.0  Delitos  de  piratería, 


.0  Delitos  de  lesa  majestad,  centra 
las  Cortes,  el  Consejo  de  '^Ilnistros 
y  contra  la  (^i;m;^dB  4ILo()iefno.> 


'2.^  De  los  delitos  cometidos  con  oca- 
sión del  ejercicio  de  los  derechos 
individualeii  garantizados  por  la 
Constitución 


8HCCI0NES  Articnlps. 


>  186  á  143 

>  144  á  162 

'   »  168  y   164 

>  166  y   166 

I.»  Delitos  de  lesa 
majestad 167  á  164 

2.'  Delitos  con- 
tra las  Cortes  ' 
y  BUS  indivi- 
duos y  contra 
ek  Consejo  ,de 
.'Ministros..:..    166  á  180 

8  s  Delitos  con- 
tra la  forma  de 
Gobierno 181   á  187 

4>  Disposición 
común  á  las 
tres  secciones 
anteriores....     188 

l.A  Delitos  come- 
tidos por  los 
particular  es 
con  ocasión  del 
ejercicio  de  los 
derechos  indi- 
viduales garan- 
tizados |>or  la 
Constitución..  189  á  208 
/  2  A  De  ¡os  delitos 
cometi<los  por 
los  funciona- 
rios p  ú  b  I  i  c  os 
contra  el  ejer- 
cicio de  I  os  de- 
rechos indivi- 
duales sancio- 
nados por  la 
Constitución . .    204  á  235 

3.»  Delitos  rela- 
tivos al  libre 
ejercicio  de  los 
cultos 236  á  241 
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títulos 


capítulos 


8RCCIONE8 


m 

Deliloeeon- 
tra  el  orden 
público 


(\pf 


IV 
De  las  fñU 
•edades 


1.0  Rebelión , 

2.0  Sedición. 

3.0  Disposiciones  comunes  á  los  dos 

^    capítulos  anteriores. é . 

4.0  De  los  atentados  contra  la  autori- 
dad y  sus  agentes,  resistencia  y  dea- 
obediencia  

o.**  De  los  desacatos,  inanltoS|,  inju- 
rias y  amenazas  á  la  autoridad,  y 
de  los  insultos,  injurias  y  amenazas 
á  sus  agentes  y  á  los  demás  fun- 
cionarios públicos * 

6.0  Desórdenes  públicos 

7. o  Disposiciones  comunes  á  los  tres 
capítulos  anteriores. ¿i 


1  .*  De  la  falsificación  de  la  firma  ó) 
estampilla  real,  firmas  de  los  Mi- 
nistros, sellos  y  marcas 


2.*  De  la.  falsificación  de  monedas,. . 
^fi  De  laj  falsi^cációh  de  bl^Uétes  de 
-  B»fic6,'do<^'ififehxcíá1í¿  étóültbt'^liái 
peí  sellado,  sellos  de  Telégrafos  y 
Conreoé  y  demás  efectos  timbrados 
cuya  expendición  está  reservada  al 
Estado 


4.0  De  la  falsificación  de  documentos. 


6.0  Disposiciones  comunes  á  los  cna- 
tro  capítulos  anteriores 

6.0  De  la  ocultación  fraudulenta  de 
bienes  ó  de  industria,  del  falso  tes- 
timonio y  de  la  acusación  y  denun- 
cias falsas 

7.0  De  la  usurpación  de  funciones, 
calidad  y  títulos  y  uso  indebido  de 
nombres,  trajes,  insignias  y  conde- 
coraciones  


Artienloi. 

248  á  249 
260  á  266 

267  á  262 
263  é  266 


> 
> 

l.«  De  la  falsifi- 
cación de  la  fir- 
ma ó  estampi- 
lla real  y  firmas 
de    los    Minis- 
tros  

266  á  270 
271   á  ^76 

277  á  279 
280  á  282 

2.^  De  la  falsifi- 
cación de  sellos 
y  marcas 

> 

288  á  298 
294  á  802 

1.a  De  la  falsifi- 
cación de  docu- 
mentos públi- 
cos, oficiales  y 
de  comercio  y 
de  los  despa- 
chos telegráfi- 
cos   

I  2.a  De  la  falsifi- 
cación de  do- 
cumentos pri- 
vados  

8>  De  la  falsifi- 
cación de  cédu- 
las de  vecindad 
y  certificados . 


308  á  818 


814  á  817 


818  y  819 


820  á  826 


826  á  880 


861  á  U\ 


842  á  34$ 

GooQÍe 


Digitized  by  VjOOQ 


DEL 


—     12    -T 


DEL 


TITXJIiOS 


V 

Delainfrac 
ción  de  las  le- 
yes sobre  in- 
bamaclones,  | 
de    1  a    viola- 
ción de  sepul-  j 
turas  y  de  los 
delitos  coiUra  ' 
la  salud   pú 
blica 

VI 
De  los  jue- 
gos y  rifas. . 


CAPÍTULOS 


SECCIONES  ArtioolM. 


I 


VII 

De  los  deli- 
tos de  los  em- 
pleado^ públi- 
cos en  el  ejer- 
cicio de  sus 
cargos 


VIII 
Delitos  con 
tra  las  perso- 
ñas 


IX 
Delitos  con- 
tra la  bones- 
tidad 


l.o  De  la  infracción  de  las  leyes  s^o 
bre  inbnmaoiones  y  de  la  violación 
de  sepulturas «... 

2.0  De  los  delitos  contra  la  salud  pú- 
blica  


X 

De  los  deli- 
tos contra  el 
honor 


1  .<>  Prevaricación 

2.0  Infidelidad  en  la  custodia  de  pre- 
sos  ; 

8.0  Infidelidad  en  la  custodia  de  do- 
numentOR 

4.0  De  la  violación  de  secretos 

6.0  Desobediencia  y  denegación  de 
auxilio 

6.0  Anticipación,  prolongación  y  aban 

dono  de  funciones  públicas 

\  7.0  usurpación  de  atribucionesy 
nombramientos  fle^aies^'. 

8.0  Abusos  contra  la  honestidad. . . . 

9.0  Cohecho 

10.  Malversación  de  caudales  públi- 
cos  

11.  Fraudes  y  exacciones  ilegales. . . 

12.  Negociaciones  prohibidas  á  los 
empleados 

1 8.  Disposición  general 

1.*  Parricidio 

2.*  Asesinato 

8.'  Homicidio 

4.0  Disposiciones  comunes  á  los  tres 

capítulos  anteriores 

6.0  Infanticidio 

6.®  Aborto 

7.*  Lesiones 

8."  Disposición  general 

9.0  Duelo ^ 

1.**  Adulterio 

2.0  Violación  y  abusos  deshonestos. 
3.0  Delitos  de  escándalo  público. . . . 
4.0  Estupro  y  corrupción  de  menores. 

6.0  Rapto 

6.0  Disposiciones  comunes  á  los  ca- 
pítulos anteriores. 

1.0  Calumnia. :«.¿.^.. 

2.0  Injurias.. i ^,m^,,* 

8.0  Disposiciones  generales 


849  y  860 
851  á  867 


368  á  860 

>                  361  á  872 

378  y  874 

376  á  877 
878  y  879 

880  á  888 

>                 884  á  887 

-      V  '^     •'     Í?*8  á  898 

w                894  y  896 

896  á  404 

406  á  410 
411  á  414 

>  416 

>  416 

417 
418 
419  á  421 

422  y  428 
»                  424 

426  á  428 
»                  429  á  437 

488 

489  á  447 

448  á  452 
1                  463  y  454 

466  á  457 
»                  468-  y  459 

460  á  462 

463  á  466 

467  á  470 
471  á  475 
476  á  482 
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Delitos  con  f 

Ira  el  estada  | 

civil  de  las] 

personas...  J  7 


xn 

De  los  deli- 
tos contra  la 
libertad  y  se- 
garidad i 


CAPÍTULOS 


XIII 
De  Jos  deli- 
tos contra  la 
propiedad . . . 


1.0  SqposicSón  de  partos  y  usorpa- 
ción  de  estado  civil 

2.<>  Celebración  de  matrimonios  ile- 
gales  ^........ 

l.o  Detenciones  líeseles 

2.^  Sustracción  de  menores 

8.0  Abandono  de  nifios.  • 

4.0  Disposición  común  á  los  tres  ca- 
pítulos precedentes 

6.^  Allanamiento  de  morada 

6  o  De  las  amenazas  y  coacciones. . . 

7.*  Descubrimiento  y  revelación  de 
secretos 

1.0  De  los  robos. 

2.0  De  los  hurtos 

8.0  De  la  usurpación , .  • . 

f 

4.0  Defraudaciones - 


6.0  De  las  maquinaciones  para  alte- 
rar el  precio  de  las  cosas 

6.0  De  las  casas  de  próstfiínQ»  sobré 
prendas 

7.0  Del  incendio  y  otros  estragos. . . . 

8.0  De  los  dafios 

9.0  Disposiciones  generales 


SBCCIONB8 

Artienlos. 

483  á  486 

486  á  éU 

495  i  497 

498  á  600 

601  y  602 

603 

604  á  606 

607  á  611 

612  á  614 

6U  á  629 

630  á  633 

684  á  686 

l.A  Alzamiento, 

quiebraé  insol- 

vencia  puni- 

bles..  

636  á  646 

2.»   Estafas    y 

otros  engaños . 

647  á  664 

r 

665  á  668 

' '               f       '     ' 

669  -y  660 

> 

661  á  674 

» 

676  4  679 

1 

680 

XIV 

De  la  im- 
prudencia te- 
meraria   

XV 
Dispoaioio- 
Des  genera  les. 


681 


682  y  688 


DELITO  FLAGRANTE. -<Se  conei- 
dera  detito  flagrante  el  que  se  estuviera 
cometiendo  ó  se  acabare  de  cometer  ^ 
cuando  el  delincuente  ó  delincuentes 
fueran  sorprendidos. 

8e  entenderá  sorprendido  en  el  acto, 
no  sólo  el  criminal  que  fuese  cogido  en 
el  momento  de  cometer  el  delito,  sino  el 
detenido  ó  perseguido  inmediatamente 
después  de  cometerle,  si  la  persecución 
durase  ó  no  se  suspendiera  mientras  el 
delincuente  no  se  ponga  fuera  del  inme- 
diato alcance  de  los  que  le  persiguen. 

También  se  considerará  delincuente 
«n/roj/onlt  aquél  á  quien   se  sorprenda 


inmediatamente  después  de  cometido  un 
delito,  con  efectos  ó  instrumentos  que 
infundan  la  presunción  vehemente  de  su 
participación  en  él.»  (Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  art.  779). 


DELITOS  CONEXOS. -Entiende  el 
Diccionario  de  la  lengua  por  conexo  lo 
que  está  enlazado  ó  unido  con  otra  cosa, 
ó  á  la  que  va  agregada  y  pendiente  de 
otra  principal. 

Así,  pues,  delitos  conexos  serán  aque- 
llos que  vayan  enlazados  ó  unidos  á 
otro  ú  otros  principales,  tomando  la  de- 
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fíBición  qiie  da  elDíccionnrro  de  Ta'pála- 
bra  eoúexo.  Atendiendo  al  concepto  .pu- 
nitivo ó  de  castigo,  «son  conexos  los  de- 
litos diferentes  producidos  por  on  solo 
becbo,  ó  los  ejecatados  como  medio  6 
medios  de  cometer  otro.» 

£i  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  ^852, 
en  sn  art.  7.o,  no  define,  pero  enumera 
los  delitos  conexos  (pág.  805,  tomo  I);  y 
ia  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  los 
describe  también  en  el  art.  17.  £1  de. 
Justicia  militar,  en  sn  art.  218;  él  de  la 
Marina  de  guerra,  en  el  88,  y  el  penal  en 
el  ^,  se  refieren  á  los  delitos  conexos 
para  la  aplicación  de  las  penas  (páginas 
514,  576  y  621  respectivamenteVtomó  I). 


DELITOS  ORATES  T  MElfOS  OBA- 

YES.— Así  los  clasifica  el  Código  según 
las  penas  con  que  los  castiga.  Sé  repU' 
tan  delitos  graves  los  que  la  ley  castiga 
con  penas  que  en  cualquiera  de  sus  tres 
grados  sean  aflictivas. 

Se  reputan  delitos  oiénos  graves  los 
que  la  ley  reprime^^on  penas  que  en  su 
grado  máximo  sean  correccionales.  (Có- 
digo penal,  art.  6.o,  pág.  610,  tomo  I). 


PEIilTOS  POLÍTÍCOS.-^En  las  cla^ 
sificaciones  y  definiciones  que  el  Código 
penal  hace  de  los  delitos,  no  se  encuen- 
tran definidos  los  políticos,  una  ley  de 
15  de  Febrero  de  1878  los  definió,  pero 
sólo  para  los  efectos,  del  punto  en  que 
han  de  sufrir  la  prisión  ó  la  pena  los 
delincuentes,  y  también  trata  de  los  ci- 
tados delitos  el  Reglamento  de  la  Pri- 
sión celular  de  Madrid ,  sólo  también 
para  los  efectos  del  departamento  -que 
han  de  ocupar  los  procesados. 

He  aquí  las  disposiciones  á  que  nos 
referimos. 

Ley  de.  15  de  Febrero  de  1873,  que  define 
¡08  delitos  políticos  para  los  Rectos  del 
sitio  en  que  han  de  sufri*-  la  detención 

.  y  prisión  los  delinctientes. 

•  (Presidencia  dd  Poder  Ejeaitivo  de  la 
Bepública).  thíí  Asamblea  Nacional,  en 
uso  de  su  soberanía,  decreta  y  sanciona 
la  siguiente  ley: 

Artículo  1.**  Los  procesados  por  de- 
litos políticos  sufrirán  la  detención  y 
prisión  en  locales  distintos  ó  completa- 


mente separados  de  los  que  ocupen  los 
procesados  por  delitos  coti)unes. 

Ari.  2.0  Se  considerarán  como  deli- 
tos políticos  para  los  efedtos  de  esta  ley: 

l.o  Los  comprendidos. en  las  dispo- 
siciones del  libro  II  del  Código  penal  re- 
formado que.á  coatinuación  se  expresan: 

Título  I,  caps.XJtt  y  nr 

...Tituló  XÍ,  cap.  I  en  todas  ^sus  seccio- 
nes, cap.  II  en  sus  secciones  primera  .y 
tercera  y  arts.  229,  280,  281/282  y  234 
eu  la  seqcióa  segunda  del  mismo. capi- 
tulo. , 

Título  III,  caps,  I.  II  y  m, 

Capítulos  IV  y  V  en  todos  aquello^ 
casos  en  ^ue  por  carácter  de  la  autoridad 
ofendida  ó  dej^^cto  oficial  con  cuyo  mo- 
tivo se  haya  cometido  el  delito,  pueda 
éste  eier  considerado  como,  político. 

2.^  Todos  los  delitos  comprendidoB 
en  el  Código  penal  cometidos  por  medio 
de  la  prensa  en  cualquiera  d^  la^  Dif  nj- 
festaciones  de  ésta,  á  excepción  de  Íóa 
que  se  persigan  á  instancia  de  partea 

$.0  Los  hechos  conexos  é  incidenciaB 
de  delitos  políticos  que  los  Tribunales' 
apreciarán  por  su  naturaleza  y  circuns- 
tancias especíales  de  cada  uno  de  ellos; 
su  tendencia,  objeto  y  relación  que  tú 
vieran  cotí  el  delito  principal,  debiegcló 
I  desde  luego  calificarse  c^mo  póiíiicoW 
•  por  regla  general,  tratándose  del  delito 
de  rebelión,  la  sustracción  de  caudales 
públicos,  la  exacción  de  jarmas,  muni- 
ciones y  caballos,  la  interrupción  de  las 
lítieas  férreas  y  telegráficas,  la*  detendón 
de  la  correepondelicia  y  dem4«  qnei  feíf' 
gan  íntima  é  inmediata  relación  ó  sea  UD. 
medio  natural  y  frecuente  de  preparalp^ 
realizar  ó  favorecer  el  delito  principal; 

Art.  8.0  El  Gobierno  queda  autoriza- 
do para  habilitar,  dentro  del  término 
preciso  de  dos  meses  desde  la  publica- 
ción de  esta  ley,  locales  desahogados,* 
higiénicos  y  seguros  donde  los  compren- 
didos en  estas  disposiciones  puedan  su- 
frir su  detención  y  prisión,  siempre  con 
absoluta  separación  de  ios  procesados 
por  delitos  comunes. 

Art.  4.0  Toda  autoridad  gubernativa, 
militar  ó  judicial  que  faltare  al  cumplí-, 
miento  de  esta  ley,  será  castigada  como 
autor  de  detención  arbitraria. 

Lo  tendrá  entendido  el  Poder  Ejecuti 
vo  para  su  impresión ,  publicación  y 
cumplimiento. 

Palacio  de  la  Asamblea  Nacional  l&de 
Febrero  de  1878.— CWsfínó  Hartos,  Pre- 
sidente, etc.— {Gaceta  18  Febrero).. 
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Beglamento  dtílaiJPjtrmkhiiéuiar  dtt  Ma- 
drid de  23  de  Febrero  de  Í«W.  TOw- 
lo  VI,  cap.  riIL  Del  departamento  de 
presos  polUieos. 

c  ....  Art.  288.  Los  presos  políticos, 
siempre  qae  en  el  mandamiento  judicial 
se  consigne  expresamente  la  circunstan- 
cia de  serlo  por  causas  de  esta  índole,  ó 
cuando  el  Tribunal  posteriormente  lo 
hiciere  así  presente  al  Director  de  la 
Prlmión,  ocuparán  separadamente  las 
celdas  sefialadas  á  los  mismos,  quedan- 
do sometidos  al  régimen  del  Estableci- 
miento. 

Cuando  concurriere  en  ellos  la  cir- 
ennsUncia  prevista  en  ti  art.  172  (1),  se 
observará  lo  preceptuado  en  éste,  b»jo 
la  responsabilidad  del  Director  de  la 
PHsión. 

Art.  289.  Im  comunicación  de  dichos 
presos  se  efectuará  en  el  locutorio  exis- 
tente en  cada  celda,  en  las  horas  esta- 
blecidas por  la  Junta  local,  oyendo  al 
Pireetor^  á  do  impedirlo  la  orden  de  al- 
cona A  titorida<l  (2). 

El  paseo  será  en  común  y  en  el  sitio 
eÉpecial  y  á  las  horas  que  acuerde  la 
mencionada  Junta,  oyendo  igualmente 
al  Director. 


HELITOS     PÚBLICOS    Y    PRITA- 

1K>S.— Son  públicos  los  delitos  que  dan 
iBKar  á  procedimiento  de  oficio;  y  priva* 
dos  los  qae  súio  pueden  perseguirse  á 
instancia  de  parte  agraviada.  Se  funda 
esta  clasiP.cación  de  loa  delitos  en  la 
clase  de  acción  que  lá  Jey  concede  para 
perseguirlo^. 

£n  los  delitos  privados  se  extingue  la 
acción  penal  por  el  perdón  de  la  parte 
ofendida. 


(l)  llModa  este  artículo  que  «Los  deteni- 
dos y  preso*  por  dei^'tos  políticos,  serán  desti* 
nado»  á  las  celdas  de  sus  departtmie otos  res- 
pectivos, siempre  qae  eii  ja,  orden  de  la  Auto- 
ridad ó  en  el  mandamiento  judicial  se.consig- 
ne  expresamente  la  circunstancia  de  serlo  por 
causas  políticas,  ó  cuando  el  Tribunal  poste- 
riormente lo  hiciera  a^í  presente  al  Director 
déla  PrisiÓD.» 

(S)  Al  ocQparoos  de  la  comunicación  de 
los  reelosos  por  delitos  «omiMies  eu  el  tomo  I, 
página  121,  y  al  citar  el  Reglamento  de  la 
Prisíóu  celular  de  Madrid,  se  consignó,  por 
error  de  iibpreñta,  la  fecha  de  27  de  Febrero, 
en  vez  de  23,  que  lleva  dicho  Reglamento. 


>  MíIBIíTE.-^LoCof.  falto  de  juicio 
(Diccionario  de  la  lengua).  Véase  Imbé» 
cil  y  Loco:  Manicomios.  Véase  el  Apén- 
dice de  1897,  Demente»  donde  inserta- 
mos el  Real  decreto  de  1.**  de  Septiembre 
de  dicho  afio. 


DEXENTES  MILITARES. -Inserta- 

mos  á  continuación  la  Real  orden  que 
rige  en  la  materia. 

Meal  orden  de  26  de  Febrero  de  1851,  rp- 
guiando  el  servicio  de  los  hospitales  de 
militares  dementes, 

(Querrá).  <8.  M se  ha  servido  re- 
solver que  para  el  servicio  de  la  hofpi- 
talidad  de  militares  dementes,  se  obser- 
ven en  lo  sucesivo  las  "reglas  siguientes: 

1.»  Todo  Jefe  ú  Ofícial  que  dependa 
ó  haya  pertenecido  al  Ejército,  mientras 
goce  sueldo  ó  fuero  por  esta  circunetan* 
cía,  que  sea  acometido  de  demencia,  será 
puesteen  observación  por  seis  meses  en 
el  hospital  militar  más  inmediato  qne 
cuente  con  mejores  medios  para  la  cura- 
ción. 

2.^  Terminado  este  período  sin  ha* 
berlá  conseguido,  se  procederá  á  Is  de 
Claración  de  incurable  por  tres  faculta- 
tivos castrenses,  Ó  civiles  á  falta  de  ellos. 

8.^  Con  vista  de  esta  declaración,  que 
se  pasará  por  el  facultativo  más  gradua- 
do ó  más  antiguo  en  igualdad  de  clase,  á 
la  autoridad  militar  local,  se  trasladará 
el  demente  sin  detención  al  Estableci- 
miento más  inmediato  en  que  pueda  ser 
colocado  desde  luego,  de  los  exclusiva- 
tnente  destinsdos  á  este  objeto,  á  no  ser 
que  la  respectiva  familia  pretenda  opor- 
tunamente llevarle  á  su  inmediación  y 
así  le  sea  concedido  por  la  misma  auto- 
ridad. 

4.'  Los  Establecimientos  de  demen- 
tes admitirán  al  individuo  que  á  ellos 
sea  trasladado  sin  necesidad  de  orden 
previa,  siempre  que  exista  posibilidad  de 
la  colocación,  que  anticipadamente  ha- 
brá de  averiguar  la  autoridad  militar  que 
dlspOiiga  la  trsslaeión. 

6.S  Remitida  la  <leclarac¡ón  al  Capi- 
tán general,  la  dará  el  curso  correspon- 
diente para  qne  con  la  brevedad  posible 
pueda  el  Gobierno  conceder  el  retiro  ó  la 
licencia  absoluta  á  que  haya  derecho 
mediante  el  instruido  expediente,  que 
habrá  de  entenderse  desde  el  siguiente 
día  del  término  de  la  observación. 

6.*    Durante  la  observación,  se  acre- 
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<ntará  menstiaíiTimirfT  Téif;  éí^^^ 
(iocQDoento  de  haber,  la  niítad  Ui^l  éúéi> 
do  del  empleo  en  actividad  del  demen- 
te, si  depende  del^  Ejército,  que  será  en- 
tregado á  la  esposa,  á  los  hijos,  á  los 
padres  siendo  ambos  legítimos  ó  bien 
viudo  6  viada,  ó  á  las  hermanas  solte- 
ras, supnesta  la  falta  de  la  espora,  6  á  los 
demás  respectivamente  por  el  orden  que 
queda  sefialado. 

7>  Lo  mismo  se  practicará  respecto 
á  los  retirados,  sirviendo  de  base  el 
sueldo  que  goce  de  retiro. 

8.*  La  mitad  restante  de  unos  y  otros 
06  considerará  como  descuento  por  el 

fasto   en  vi   hospital,  en  lugar  de  los 
os  tercios  fíjados  ppr  regla  general  para 
iQsea  ferinos.     ,         ' 

0.a  I4O8  gastos  de  traslación  desde  el 
hospital  de  observación  al  Establecí- 
míentadeiiemenies,  los  suplirá  la  Ad- 
ministnuúón  militar  mediante  cuenta 
jqstifícada  d^^l  comiaionHdo  al  efecto  que 
designe  la  autoridad  militar  local  del 
punto  de  salida  en  concepto  de  obliga- 
ción del  Ministerio  de  Hacienda. 

10.  £1  Gobernador  civil  de  la  provin- 
cia respectiva,  y  el  Comandante  general 
militar  de  la  misma,  fijarán,  en  vista  de 
los  necesarios  datos,  el  tanto  diario  que 

'  haya  de  abonarse  al  Edtablecimientb  de 
reclusión  si  no  pareciere  me|or  al  Qo- 
bierno  señalar  una  cantidad  para  todos. 

11.  Son  obligación  de  la  Hacienda 
civil  el  gasto  de  traslactóu  y  el  de  la  es- 
tancia en  la  casa  de  locos,  á  la  que  sa- 
tisfará directamente  este  último,  y  re 
integrar  el  otro  á  la  Administración  mi* 
litar  por  el  método  en  práctica. 

12.  La  Hacienda  pública  descontará 
la  mitad  del  haber  del  retiro  que  corres- 
ponda á  los  dementes  cuando  á  dicha 
mitad  iguale  ó  exceda  el  gasto  que  los 
mismos  causen  por  su  traslación  á  los  Es 
tablecim lentos  á  que  se  íes  destine  y  es- 
tancias que  devenguen  en  ellos;  cuando 
aea  menor,  entonces  únicamente  la  parte 
suficiente  al.  reembolso  del  gasto. 

18.  La  mitad  ó  mayor  parte  restan- 
te serán  .  satisfechas  como  se  establece 
en  la  regla  6.*  respéctp  al  período  de  ob- 
servación. 

14.  Los  que  por  falta  de  afios  de 
servicio  sólo  cueuten  con  el  fuero  crimi- 
nal,  serán  también  admitidos  para  la  oh* 
•ervación  en  los  hospitales  militares 
oosteando  el  gasto  los  fondos  de  gutfrra 
en  el  cap.  X,  art.  2.o,  y  conducidos  y  asis' 
tidos  en  los  Establecimientos  de  demen- 
tes por  cuenta  de  la  Hacienda  civil. 


a  todóá  íoéTífiarvíauós  dependientes  del 
Ministerio  de  la  Guerra^  cuyas  clases  ea^ 
tan  equiparadas  á  las  de  Jefes  y  Oficiales. 
16.  Los  individuos  de  tropa  en  servi* 
cío,  serán  observados,  retirados,  trasla- 
dados y  asistidos  en  las  casas  de  demen- 
tes  según  las  reglas  que  quedan  estable- 
cidas, con  los  abonos  como  enfermos  du- 
rante la  observación.  $i  les  correspon- 
diere sueldo  de  retiro,  se  practicará  rea* 
pecto  á  ellos  lo  mismo  que  con  los  Jefea¡ 
y  Oficiales,  si  bien  con  trato  no  distin- 
guido. ^De  Real  orden,  etc.  Madrid  26 
de  Febrero  de  1861. — El  Subsecretario, 
Bernardo  Cortés  » -  (O.  L.,  tomo  62,  pá- 
gina 229].< 


DEMENCIA.— Tratan  de  la  demencia 
los  arts.  269  á  269  de  la  Ley/  de  Enjtii 
ciamiento  criminal. 


DENUNCIA  ANÓNIMA.  -  (Véase  lué. 
nlmo^  pág.  45,  tomo  I). 


DENUNCIA  FALSA.-De  la  denuncia 
falsa  se  oünpan  )oft  <^r^^  '  S4Q  y.  84i)del 
Código  penal  (págs.  647  y   648,  tomo  I). 


DEPARTAMENTOS. -Los  diferente» 
locales  de  una  Cárcel  ó  de  un  Penal. 
(Véase  la  descripción  que  hacemos  d9 
las  Cárceles  en  la  relación  alfabética  de 
las  mismas,  págs.  229  á  430  del  tomo  I,, 
y  la  descripción  de  los  Penales  en  el  ar- 
tículo correspondiente). 


DEPORTACIÓN  Y  DEPORrADOS.— 

El  Código  penal,  no  enumera  la  deporta- 
ción entre  sus  penas.  Las  más  análogas 
á  ella  son  la  relegación,  el  eztrañabiien- 
to,  el  confinamiento  y  el  destierro.  (Véa- 
se Penas). 

Somos  partidarios  de  la  deportación,  y 
aunque  no  existe  en  la  actualidad  dispo- 
sición alguna  que  de  ella  trate,  por  la 
naturaleza  de  la  materia,  porque  en  otros 
países  se  halla  establecida  y  se  practica, 
y  por  lo  indicado  que  está  el  ocuparse 
de  ella  en  una  obra  como  la  presente^ 
creemos  oportuno  transcribir  aquí  algn 
nos  puntos  del  trabajo  que  en  1896  pu- 
blicamos, relativo,  á  este  importante  y 
debatido  problema. 
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La  D«FORTÁOióN.~C<ípiYM/o  primero. 
Su  existencia  en  los  hechos. 

Deportar  en,  según  nuestro  Dicccinna- 
rio4Je  la  lengua,  cdesterrar  á  uno  á  un 
paulo  determinado,  y,  por  lo  regular,  ul- 
tramarino». Nuestras  antiguas  leyes  en- 
tienden por  deportación  la  pena  de  des- 
tierro perpetuo,  acompañada  de  lacou- 
fiecaeión  de  los  bienes  del  condenado  y 
de  la  mnerte  civil  del  mismo.  Para  nos- 
otros, la  deportación  consiste  en  que  el 
sentenciado  por  los  Tribunales  de  la  Me- 
trópoli cumpla  su  condena  en  las  pose- 
siones de  ultramar. 

Con  diversidad  de  nombres,  con  varie- 
dad de  criterios  y  con  procedimientos 
distintos,  la  pena  de  deportación  ha  exis- 
tido desde  tiempos  muy  antiguos;  siem- 
pre se  han  inspirado  los  pueblos,  para 
eetablecerla  y  aplicarla,  en  el  natural  de- 
seo de  librarse  de  los  malhechores  como 
gente  peligrosa;  y  para  conseguirlo  han 
empleado  los  medios  de  que  podían  dis- 
poner, ora  en  el  mismo  continente,  ora  en 
las  islas  próximas  ó  lejanas,  pobladas  ó 
desiertas. 

Las  Repúblicas  de  Grecia,  así  Atenas 
como  Esparta,  Tebas  y  otras,  no  conocían 
las  penas  de  privación  de  libertad  al  mo- 
do como  hoy  existen;  pero  aplicaban  la 
deportación  con  el  nombre  de  ostracismo 
á  los  repúblicos  que  creían  aspiraban  al 
Poder,  como  le  sucedió  á  Árístides,  y  las 
penas  cor(>ora1es  frecuentemente  se  con- 
mutaban por  destierro  en  las  leyes  de 
Solón.  En  el  Derecho  antiguo  de  Roma 
existía  la  interdicción  del  agua  lustral  y 
del  fuego  sagrado,  cuya  pena,  como  es 
sabido,  privaba  de  los  derechos  de  ciuda- 
danía, y  por  tanto,  de  familia,  á  aquél  á 
quien  se  aplicaba.  Y  como  sin  estos  in- 
dispensables elementos  era  imposible 
vivir  dentro  de  la  patria,  los  que  tal  pena 
sufrían  se  veían  obligados  á  emigrar.  Tal 
alejamiento  de  la  patria,  forzoso  en  su 
esencia,  aunque  aparentemente  resultase 
voluntario,  fué  erigido  en  sistema  duran- 
te la  dictadura  de  Si  la,  en  cuya  época 
refiere  la  Historia  fueron  deportados  á  la 
isla  de  Cerdeña  más  de  6.000  ciudadanos 
del  partido  marianista.  El  Emperador 
Augusto  hizo  más  general  la  aplicación 
de  esta  pena,  castigando  con  la  de  muerte 
al  que  abandouaba  el  sitio  á  que  había 
«ido  deportado,  y  en  el  cual  debía  cum  - 
pllr  su  condena.  En  la  isla  de  Sicilia  se 
fundó  ona  colonia  penitenciaria,  y  á  ella 
fueron  destinados  los  piratas  que  el  Gran 
Pompeyo  hizo  prisioneros  en  el  mar  Me- 


diterráneo, cuya  colonia  tomó  el  nombre 
de  Pompeyópolis,  de  lo  cual  se  deduoe 
que  debió  ser  su  fundador  aquel  famoso 
general  romano  (1). 

Aunque  no  muy  numerosos  ni  bien 
definidos  los  casos  de  deportación,  bas- 
tan los  apuntados  para  evidenciar  la 
existencia  de  esta  pena  en  los  pueblos 
de  la  antigüedad.  Y  ciertamente  se  hu- 
Viieran  repetido  con  mayor  frecuencia,  á 
no  existir  la  esclavitud  como  institución 
general  en  Grecia  y  Roma.  La  deporta- 
ción era  la  pena  que  seguía  en  gravedad 
á  la  de  muerte:  la  esclavitud  aparecía  con 
el  mismo  carácter  cuando  se  aplicaba  á 
los  vencidos,  pues  teniendo  el  vencedor 
el  derecho  á  quitarles  la  vida,  se  estima- 
ba como  una  gracia,  una  conmutación, 
que  se  diría  hoy,  no  darles  muerte  y  ha- 
cerles esclavos. 

En  la  Edad  Media  aplicaron  dicha  pe- 
na la  mayor  parte  de  los  pueblos  de  Eu- 
ropa. Por  lo  que  á  España  respecta,  la 
vemos  consignada,  así  en  la  legislación 
general  comp  en  los  fueros  de  los  reinos 
ó  regiones  en  que  se  fraccionó  la  Penín- 
sula durante  la  Reconquista.  Es  cierto 
que  el  alejamiento  de  los  criminales  del 
sitio  en  que  cometieron  el  crimen,  ó  la 
expulsión  del  reino,  no  siempre  lleva  el 
nombre  de  deportación;  pf  ro  en  su  esen- 
cia y  en  sus  efectos  puede  considerarse 
como  tal,  y  así  la  consideramos  nosotros. 
Ya  el  Fuero  Juzgo  establece:  c E  los 

>  siervos  que  esto  ficieren  (adivinamien- 
»  tos),  sean  tormentados  por  muchas  ma- 
»  neias,  y  sean  vendidos,  que  los  lieven 
*a  ultra  mar....*  (2).   Y   más  adelante 

>  dice:  < E  si  por  ventura  el  que  ma- 

>  ta  fuyere  á  la  iglesia,  y  el  rey  ol  sen- 

>  ñor  lo  quisieren  librar  de  muerte  por 
»  piedad,  envíenlo  por  siempre  fuera  de  la 
atierra»  (3).  El  Fuero  Viejo  de  Castilla 
y  las  Leyes  del  Estilo,  hablan  también  del 
destierro  de  más  ó  menos  duración; 
y  el  Código  de  las  Partidas,  en  va- 
rias leyes,  trata  de  la  deportación,  to- 
mada del  Derecho  romano,  c  Siete  mane- 

>  ras  son  de  penas  porque  pueden  los 

>  judgadores  escarmentar  á  los  fazedo- 
f  res  de  los  hierros.   E  las  cuatro  son  de 

>  los  mayores,  é   las  tres,  de  los  meno 

>  res La  segunda,  es  condenarlo  que 


(1)  Armeogol,  ¿A  la»  Islas  Marianaa  ó  al 
Oolfo  dé  Ontuea?  Memoria  laureada  por  la 
Reel  Academia  de  Ciencias  Morales  y  Políti- 
cas. Madrid,  1818. 

(2)  Ley  I,  tít.  I,  lib.  II  del  Fuero  Juzgo, 

(3)  Ley  XVII,  tít.  V,  lib.  VI,  íbid. 
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»  esté  en  fierros,  para  siempre,  caoando 

>  en  los  metales  del  Rey  o  labramlo  en 

>  las  otras  sus  lauores,  o  siraiendo  á  los 

>  que  lo  flcieren.  La  tercera,  es  cuando 

>  deatien'an  a  alguno  para  siempre  en 

>  alguna  ysla,  o  en  algún  lugar   cierto^ 

>  tomándole  todos  sus  bienes  >  (1).  Los 
Fueros  y  las  Observancias  de  Aragón 
disponen,  que  á  los  perjuros  se  les  haga 
ana  cruz  con  hierro  candente  en  la  ca- 
beza y  se  les  arroje  del  territorio.  Y  á  los 
qne  faltaban  al  respeto  al  Rey,  se  les  Im- 
ponía la  pena  de  destierro.  En  los  Fueros 
de  Valencia,  se  estatuye  que,  dos  parien- 
tes hasta  el  cuarto  grado,  de  un  indivi- 
duo herido  mortalmente  en  una  querella, 
están  autorizados  para  matar  al  homici- 
da, si  no  se  deslierra  para  siempre  del  si- 
tio de  su  crimen.*  cEI  noble  ciudadano  ó 

>  villano  que  rehusa  dar  seguranza  á  su 

>  enemigo,  es  desterrado  del  reinos  (2). 
También  se  desterraba  del  reino  para 
siempre,  al  que  contraía  segundo  matri- 
monio viviendo  la  mujer  del  primero.  Es- 
tas disposiciones  legales  subsisten  por 
largo  tiempo,  y  van  pasando  á  los  Códi- 
gos y  Compilaciones  posteriores  de  nues- 
tra legislación  de  la  Edad  Media,  hasta 
que  en  la  Edad  Moderna  se  establece  por 
la  Casa  de  Austria  la  pena  de  galeras, 
que  en  cierto  modo  vino  á  sustituir  en  la 
práctica  á  la 'de  deportación. 

Ks  evidente  que  la  pena  de  deporta- 
ción no  tenía  en  los  siglos  á  que  nos  ve- 
nimos refiriendo,  el  carácter  que  la  da- 
mos hoy  nosotros.  Eran  muy  distintas 
las  costumbres  úa  aquellas  sociedades, 
y  en  mucho  se  diferenciaba  bu  modo  es- 
pecial de  vivir  y  desenvolverse  de  las 
costumbres  y  género  de  vida  de  la  época 
actual.  Por  otra  parte,  el  derecho  punitivo 
se  encontraba  atrasadísimo,  y  aun  no  se 
habían  verificado  los  grandes  descubri- 
mientos geográficos  que  inicia  con  he- 
roísmo Vasco  de  Gama  en  el  Continen- 
te africano  y  realiza  con  asombro  Cristó- 
bal Colón  en  América,  abriendo  nuevas 
direcciones  por  el  hasta  entonces  desco- 
nocido Océano,  descubrimientos  y  direc 
clones  que  por  modo  irresistible  excitan 
el  interés  y  avivan  el  deseo  de  Europa  á 
nuevas  y  repetidas  y  múltiples  explora- 
ciones, que  al  fin  consiguen  completar  el 
mapa  de  nuestro  planeta,  y  ofrecer  al 
Mundo  Viejo  un  nuevo  mundo  de  territo 
rio  extensísimo  y  desuelo  fértil  donde  pu- 


(1)  Ley  IV,  lít.  XXXI,  Partida  VII. 

(2)  Furtj  libro  IX. 


dieran  ejercer  su  actividad  los  europeo» 
y  á  donde  debían  llevar  su  eivilizaciótí  y 
su  progreso.  Y  á  tales  diferencias  esen- 
ciales entre  aquellas  épocas  y  las  con- 
temporáneas, son  debidas  también  la« 
diferencias  accidentales  entre  la  depor- 
tación antigua  y  la  deportación  mo- 
derna. 

Para  mayor  claridad  en  el  relato  de  lo» 
hechos  que  á  la  deportación  contemporá- 
nea y  á  la  colonización  por  penados  se 
refieren,  exige  el  buen  método  que  lo  es- 
tudiemos con  la  conveniente  separación 
en  cada  una  de  las  naciones  que  la  hao 
practicado  ó  practican.  Y  como  la  primera 
en  importancia  ha  sido  la  Gran  Bretafia, 
y  creemos  lo  sea  también  en  el  orden  cro- 
nológico, por  ella  deben  empezar  nuestra» 
investigaciones. 


•  « 


A.  Inglaterra,—  Fué  Inglaterra  el  pri- 
mero de  los  Estados  modernos  que,  con 
carácter  serio  y  decidido  propósito,  esta- 
bleció esta  pena  en  su  Código  y  la  ejecu- 
tó en  la  práctica.  En  el  último  tercio  del 
siglo  xviii  tenía  la  Gran  Bretafía  sus  Es- 
tablecimientos penales  atestados  de  re- 
clusos, y  en  tan  malas  condiciones,  que 
fué  necesaria  la  potente  voz  y  la  inque- 
brantable voluntad  del  filántropo  Juan 
Howard,  para  que  aquella  nación  se  de- 
cidiese á  mejorar  el  triste  estado  de  su» 
prisioneros.  Cuando  los  Estados  Unidos 
formaban  colonia  inglesa,  Inglaterra  prac- 
ticaba la  deportación,  enviando  á  los  de- 
lincuentes que  la  sufrían  á  las  provincias 
de  Maryiand  y  Virginia,  en  el  Continen- 
te, y  á  las  islas  Jamaica  y  Barbada  en  las 
Antillas,  l^a  resistencia  de  las  colonias 
de  América  á  recibir  deportados;  la  insu- 
rrección que  se  produjo  luego  y  la  eman- 
cipación que  por  fin  los  Estados  Unidos 
lograron,  impidieron  á  Inglaterra  seguir 
mandando  criminales  á  la  América  del 
Norte.  Tuvo  entonces  que  pensar  en  ha- 
bilitar prisiones  en  la  Metrópoli,  ó  elegir 
otra  colonia  para  la  deportación,  con  tan 
to  más  motivo,  cuanto  que  hacía  algunos 
años  azotaba  el  tifus  á  los  Presidios,  y 
con  la  aglomeración  en  que  los  presidia- 
rios vivían,  tomaba  proporciones  alar- 
mantes y  causaba  asoladores  efectos. 

En  tales  apremiantes  condiciones  el 
Gobierno  británico  se  hallaba  cuando  el 
savegante  Cook  arribaba  por  vez  pri- 
mera á  las  costas  de  la  Australia.  Las  no- 
ticias que  aquel  intrépido  marino  llevó  á 
su  patria  de  la  isla  descubierta,  mayor 
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qoe  las  tres  coartas  partea  de  Europa 
(770.000  kilómetros*),  de  amplios  fondea- 
deros, de  suelo  fertilísisio,  de  clima  sua- 
ve y  de  población  escasa,  hicieron  pen- 
sar á  Inglaterra  en  establecer  allí  una  co- 
lonia penal.  £1  punto  elegido  se  llamó 
Botanj  Bay,  por  la  lozanía  y  exube 
rancia  que  presentaba  la  vegetación  de 
aquel  suelo.  Por  Decreto  de  6  de  Diciemi- 
bre  de  1786  se  mandó  organizar  laexpe* 
dición,  y  en  13  de  Marzo  de  1787,  salie- 
ron once  navios  del  puerto  de  Pors^ 
moatb,  al  mando  de  Arturo  Phillip,  nom- 
brado Capitán  de  la  flota  y  Gobernador 
de  la  colonia.  Iban  en  la  expedición  666 
penados,  192  mujeres  y  18  nifios,  distri- 
buidos en  seis  barcos;  200  soldados,  al- 
gunos de  ellos  con  su  familia,  en  dos  bu- 
ques de  guerra,  y  el  resto  de  las  embar- 
caciones conducían  víveres,  herramien- 
tas y  demás  útiles  necesarios  para  los 
trabajos  de  instalación  y  cultivos;  y  á  los 
diez  meses  próximamente  de  haber  sali- 
do de  Inglaterra,  en  20  de  Enero  de  1788, 
anclaban  en  la  bahía  de  Australia,  des- 
pués de  tocar  en  Tenerife,  Río  Janeiro  y 
Cabo  de  Buena  Esperanza. 

Las  relaciones  hechas  por  el  marino 
Cook  en  la  Metrópoli,  no  resultaron 
exactas  al  llegar  la  expedición  á  la  bahía 
botánica:  ni  el  calado  del  puerto,  ni  las 
eondiciones  movedizas  y  poco  profundas 
del  suelo  de  la  costa,  ni  mucho  menos  la 
de  salubridad  del  punto  designado  para 
establecer  la  colonia,  fueron  del  agrado 
del  Gobernador  Phillip  y  le  obligaron  á 
avanzar  hasta  el  puerto  de  Jackson,  don- 
de saltaron  á  tierra,  y  definitivamente  se 
fijaron  los  expedicionarios,  echando  los 
cimientos  de  la  ciudad  de  Sydney  en  la 
parte  oriental  de  Nueva  Gales  del  Sur. 
No  procedió  el  Gobierno  de  Inglaterra 
con  la  previsión  debida,  ni  en  la  elección 
de  penados  para  la  empresa  colonizado- 
ra que  emprendía,  ni  en  la  provisión  de 
víveres  para  aquellos  centenares  de  in- 
dividuos que  se  iban  á  convertir  en  antí- 
podas de  Londres,  y  tocáronse  los  resul- 
tados al  ^ar  la  planta  en  la  nueva  tierra. 
La  conveaiencia  de  vivir  bajo  techado, 
y  U  necesidad  de  poner  en  seguro  á  los 
colonos,  t)ue  al  fin  y  al  cabo  procedían 
del  presidio  y  extinguían  penas  de  larga 
duración,:Í3Ízo  pensar  al  Gobernador  Phi 
Ilip  en  la  atención  más  perentoria,  en 
construirse  edificios,  siquiera  fuesen  li- 
geros, y  ^  mereciesen  más  nombre  que 
el  de  bandeas,  para  albergar  y  tener  su- 
jetos y  seguros  á  los  deportados.  Y  echó- 
se entonqes  de  ver  que,  para  tales  obras 


sólo  existía  un  albafiil,  y  que  la  mayor 
parte  de  la  gente  era  achacosa,  valetudi- 
naria ó  inhábil  para  los  trabajos.  Ingla- 
terra se  cuidó  más  de  alejar  de  la  Metró- 
poli á  los  individuos  que  la  molestaban, 
que  de  enviar  á  la  naciente  colonia  obre- 
ros útiles  para  dar  feliz  coronamiento  á 
la  empresa.  Y  estas  desfavorables  con- 
diciones se  agravaron  con  el  olvido,  ó  al 

,  menos  incomprensible  y  censurable  aban- 
dono en  que  puso  la  Gran  Bretaña  al  Es*, 
tablecimiento  penal.  Comenzó  á  sentirse 
la  escasez  de  subsistencias,  que  produjo 
primero  desasosiego  y  zozobra,  y  causó 
después  alarma  y  desesperación.  Dos 
afios  transcurrieron  sin  que  Ins  colonos 
de  la  Australia  vieran  buque  alguno  ni 
recibiesen  socorro  de  la  Metrópoli.  Había 
el  Gobierno  inglés  ofrecido  tener  los  al- 
macenes de  la  colonia  provistos  de  víve- 
res; pero  tal  promesa  no  se  cumplía,  y  la 
situación  de  los  expedicionarios  se  iba 
haciendo  insostenible:  el  hambre  y  la 
miseria  comenzaban  á  ejercer  su  terrorí- 
fica acción,  y  fué  necesaria  toda  la  ener- 
gía, todo  el  acierto  y  toda  la  inteligencia 
del  Gobernador  Phillip,  para  que  la  em- 
presa no  tuviera  un  triste  y  completo  fra- 
caso. La  necesidad  obligó  á  disminuir  la 
ración  alimenticia  y  á  emplear  todos  los 
medios  para  que  las  escasas  provisiones 
durasen  el  mayor  tiempo  posible.  Sin 
embargo  de  estas  medidas  previsoras,  la 
angustia  crecía  porque  el  ansiado  Socorro 

I  no  llegaba;  y  en  condiciones  tales,  dis- 
puso Mr.  Phillip  partiera  un  buque  al 
cabo  de  Buena  Esperanza  en  busca  de 
víveres,  y  que  al  mismo  tiempo  mandase 
noticias  á  Inglaterra  de  la  desesperada 
situación  en  que  estaban  los  colonos  de 
Sydney. 

En  Junio  de  1790,  cuando  más  las  cir- 
cunstancias apremiaban  y  era  el  estado 
de  la  colonia  más  crítico,  llegó  un  barco 
de  la  Metrópoli  provisto  de  víveres,  pero 
conduciendo  también  nuevos  deporta- 
dos. Con  este  envío  de  subsistencias  solo 
pudo  paliarse  el  mal  que  se  sentía,  toda 
vez  que  el  número  de  consumidores  au- 
mentó también.  Y  lo  que  ocurrió  en  1790, 
repitióse  en  afios  posteriores:  Inglaterra 
mandó  nuevos  buques  con  provisiones, 
algunos  de  los  cuales  se  perdieron  ó  su- 
frieron grandes  averías;  pero  con  el  car- 
gamento de  artículos  de  consumo,  llega- 
ban también  nuevas  remesas  de  penados^ 
Convencióse  Arturo  Phillip  del  poco  cui- 
dado que  la  Gran  Bretafia  ponía  en  su 
lejana  colonia,  y  pensó  que  esta  misma 
ocurriera   á  las  necesidades  más  apre- 
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raiantes  de  la  vida.  OomenEÓ  por  distri- 
buir tierras,  primero  á  loe  Oficiales  y 
soldados,  después  á  los  deportados  que 
por  su  buena  conducta  se  habían  hecho 
acreedores  al  indulto,  ó  que  iban  extin- 
guiendo sus  condenas;  creó  nuevos  esta- 
blecimientos en  Rose  Hi  1 1  y  en  la  isla  de 
Norfolk,  dependientes  de  la  colonia  ma- 
triz; uniendo  á  la  prudencia  la  energía  y 
la  severidad,  cuando  las  circunstancias  lo 
demandaban,  disciplinó  á  aquella  gente 
muy  dispuesta  y  propicia  á  rebelarse, 
máxime  en  una  comarca  tan  distante  de 
la  Metrópoli,  en  en  mayor  parte  desierta, 
y  en  1h  cual,  el  suelo  virgen,  y  por  tanto 
sin  cultivo,  juntamente  con  el  clima,  de- 
jaban sentir  de  iin  modo  intenso  su  ac- 
ción en  la  salud  de  los  penados,  no  ha- 
llando otro  medio  para  librarse  de  los  pe- 
ligro» de  la  aclimatación,  difíciles  de  evi- 
tar en  un  principio,  que  la  fuga.  Y  apli- 
cando á  los  hechos  punibles  el  merecido 
castigo,  y  premiando  la  laboriosidad  y  la 
buena  conducta,  logró  aquel  inteligente 
y  activo  Gobernador  que  la  colonia  co- 
menzase á  prosperar,  al  punto  que  en 
Septiembre  de  1796,  esto  es,  á  los  siete 
años  de  su  instalación,  ccmtaba  8.688 
hombres  sostenidos  por  el  Estado;  861 
que  atendían  por  sí  á  su  propia  subsis- 
tencia; una  nueva  colonia  de  1.000  de- 
portados en  la  isla  citada  de  Norfolk;  un 
hospital  en  Sydney  y  gran  extensión  de 
terreno  cultivado. 

El  rudo  trabajo,  los  continuos  desvelos 
y  los  no  pocos  disgustos  que  á  Mr.  Phi« 
Ilip  le  ocasionaron  los  primeros  pasos  de 
la  colonización  penal  en  Australia,  ha- 
bían quebrantado  su  salud;  y  después  de 
dejar  iniciada  y  ya  establecida  la  marcha 
de  la  colonización  en  aquellas  apartadas 
posesiones,  se  embarcó  para  Inglaterra, 
que  en  premio  de  sus  eminentes  servi- 
cios le  concedió  una  pensión  vitalicia  y 
le  honró  con  un  i tn  portante  cargo  en 
la  marina.  Los  Gobernadores  Paterson, 
Hnnter  y  King,  que  sucedieron  en  el  car- 
go al  intrépido  Phillip,  continuaron  la 
senda  trazada  por  éste  en  el  desarrollo  y 
prosperidad  de  la  naciente  colonia.  King, 
creó  nuevos  Establecimientos  en  la  mis- 
ma comarca  de  Sydney  y  en  Van-Diemen 
ó  Tasmania,  tierras  por  aquella  sazón 
descubiertas,  é  hizo  prosperar  las  insta 
lacíones  hcHihas  por  su  antecesor  Phillip 
en  Rose-Hill  y  en  la  isla  de  Norfolk.  A 
King  sucedió  Macquarie,  que  organizó  la 
administración  de  justicia,  nombrando  á 
los  libertos  de  buena  conducta  para  el 
cargo  de  jurados;  abrió  nuevas  vías  de 


comunicación;  creó  un  Banco  de  crédito 
agrícola  y  una  Oaja  de  Ahorros,  y  en 
1820  pudo  presentar  á  Inglaterra  una  es- 
tadística del  próspero  estado  de  la  coló* 
nia,  en  la  cual  aparecen  160.000  libras 
esterlinas  como  capital  de  los  deporta- 
dos y  100.000  de  los  colonos  libres;  que 
los  penados  daban  una  producción  de 
1.128  000  libras  anuales,  y  los  ox>lonos  li- 
bres 526.000;  que  existían  154  000  reses 
vacunas  y  166.000  lanares;  que  había  más 
de  824.000  acres  de  terreno  cultivado  en 
Sydney  y  57.030  en  Van-Diemen,  cuya 
prosperidad  de  esta  última  colonia  au- 
mentó tanto,  que  en  1825  se  emancipó 
de  Sydney,  y  en  1840  contaba  una  po- 
blación de  46.000  habitantes,  al  mismo 
tiempo  que  Sydney,  por  la  misma  fecha, 
tenía  una  población  de  60.000  almas,  ca- 
tedral, establecimientos  de  instrucción  y 
mercantiles,  caminos  de  hierro,  casas  de 
beneficencia  y  demás  elementos  propios 
de  una  ciudad  civilizada  y  floreciente. 

Años  antes  se  había  iniciado  con  bas- 
tante intensidad  la  corriente  de  emigra- 
ción libre  á  la  Austraha,  y  ya  por  enton 
ees  era  crecido  el  número  de  libertos  que 
se  habían  convertido  en  propietarios;  dis- 
poníase de  brazos  suficientes  para  los 
trabajos  agrícolas,  y  se.  consideraban  los 
colonos  de  Nueva  Gales  del  Sur,  de  Tas- 
mania y  ribera  de  los  Cisnes  lo  bastante 
fuertes  para  atender  por  sí  propios  á  las 
necesidades  de  la  vida.  Hizo  esto  que  co- 
menzase á  mirarse  con  desvío  á  la  gente 
que  Inglaterra  seguía  deportando.  Con 
tal  desvío  en  la  colonia  coincidió  en  la 
Metrópoli  la  tendencia  de  abolir  la  pena 
de  deportación  á  la  Australia,  iniciada 
primero  en  la  prensa  y  llevada  después 
al  Parlamento.  El  Diputado  Bennet  co- 
menzó á  agitar  tal  tendencia  en  la  Asam- 
blea; Mr.  Adderley  presentó  en  1860  una 
interpelación  al  Gobierno  negándole  fa 
cultades  para  designar  por  sí  los  sitios 
en  que  la  deportación  había  de  cumplir- 
se, siendo  para  esto  necesaria  la  autori- 
zación de  la  Cámara.  Su  proposición  fué 
desechada,  no  obstante  el  decidido  apo- 
yo que  le  prestó  el  representante  Moles- 
worth;  pero  la  idea  de  la  abolición  seguía 
abriéndose  paso,  tanto  en  la  Cámara  de 
los  Lores  como  en  la  de  los  comunes,  y 
los  trabajos  y  la  oposición  tenaz  d«^ 
Syttlon,  en  1853;  Monteagle,  en  1864; 
Mr.  Peel  y  lord  Russel  más  tarde;  la  re- 
sistencia creciente  que  las  colonias  ha- 
cían á  recibir  deportados;  la  reUjación  de 
costumbres  que  en  Australia  se  operó, 
debida  en  su  mayor  parte  al  cambio  do 
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aistein&  y  trfttamiénto  qae  á  los  penados 
se  impuso,  y  sobre  todo  el  haber  princi- 
piado la  Metrópoli  á  levantar  en  la  mis- 
ma Inglaterra  Prisiones  cel alares, deque 
es  modelo  la  grrandiosa  Penitenciaría  de 
Milbank,  en  Londres,  todas  estas  cansas 
reanidas  obligaron  al  Gobierno  británico 
á  ceder,  y  en  1864  dispuso  que  cesase  la 
deportación  á  Australia,  lo  cual  tuvo  lu- 
gar en  Enero  de  1868,  fecha  en  que  llegó 
el  último  boque  con  penados  á  Nueva 
Gales  del  Sur. 


B,  Francia — c Guando  Napoleón  era 
Presidente  de  la  Repóblica,  en  su  men 
saje  de  12  de  Enero  de  1850,  tomó  con 
calor  la  colonización,  y  decía  en  aquel 
momento:  SrU  mil  hombrea  existentes  en 
HH€8tros  Penales  de  Tolón,  Brest  y  Roche- 
fort  gravan  el  presupuesto  de  una  manera 
enorme,  se  corrompen  cada  día  más,  y  son 
una  amenaza  continua  á  la  sociedad:  en- 
tiendo que  la  pena  de  trabajos  forzados 
puede  hacerse  más  eficaz,  moralizadora^ 
menos  dispendiosa  y  más  humanitaria,  uti- 
lizando estos  penados  en  pro  de  la  coloni- 
zación fran^sa»  (1) 

Agitábase  en  Francia  desde  1828  la 
idea  de  la  deportación  y  de  colonizar  sus 
posesiones  ultramarinas  por  penados;  y 
esta  corriente,  unida  á  la  iniciativa  de 
Napoleón,  hizo  que  en  21  de  Febrero 
de  1851  se  nombrara  una  Comisión  para 
eetndiar  el  problema.  La  Guayana  (2)  y 
la  Nueva  Oaledonia,  situadas,  la  primera 
en  la  América  Central,  entre  Venezuela, 
el  Brasil  y  el  Atlántico,  cruzada  (la  Gua- 
yana francesa)  por  el  Ecuador,  y  la  se- 
gunda en  la  Melanesia  (Oceanía)  al  E.  de 
la  Australia,  entre  el  trópico  de  Capri- 
eomio  y  el  paralelo  20,  fueron  los  puntos 
en  que  los  comisionados  fijaron  su  aten- 
ción. £1  transportar  cada  penado  á  la 
Nueva  Caledonia  costaba  1.000  francos, 
en  tanto  qne  á  la  Goayana  sólo  ascendía 
á  269;  y  esta  razón  económica,  unida  á 
otras  de  climatología  y  salubridad,  hicie 
ron  que  la  Comisión  se  decidiese  por  ele- 
gir la  Guayana  para  colonia  penal.  Por 


(1)  Armen  gol,  JA  la*  Ulcu  Maríanat  ó  al 
Qülfo  d§  Gv<M«a?  O  ora  citada. 

(2)  La  Qaayana  es  una  vasta  extensión  de 
terreno  limitada  al  N.,  por  el  Orinoco;  al  E., 
por  Bolivia  y  el  Brasil;  ai  S.,  por  el  Amazonas; 
al  O.,  por  el  Océano  Atlántico.  En  la  actuali- 
dad se  halla  dividida  en  Guayana  de  Vene- 
zuela; Gaayana  inglesa;  Guayana  holandesa; 
Ooayana  francesa»  y  Qaayana  brasilera. 


Decreto  de  20  de  Febrero  de  1862  se  man- 
dó establecer  la  colonia  en  Cayena,  capi- 
tal de  la  Guayana  francesa,  la  cual  había 
de  formarse  con.  reclusos  del  Penal  de 
Rochefort,  que  quedaba  suprimido.  Otro 
Decreto  de  27  de  Marzo  del  mismo  año 
y  la  Ley  de  25  de  Mayo  siguiente  consti- 
tuían la  legislación  en  la  materia,  clasi- 
ficando á  los  penados  en  tres  categorías: 
pertenecen  á  la  primera,  los  designados 
por  las  Comisiones  de  los  departamentos 
como  individuos  de  sociedades  secretas; 
forman  la  segunda,  los  condenados  por 
los  Tribunales  á  deportación;  y  constitu- 
yen la  tercera,  los  que  extinguiendo  su 
condena  en  los  Presidios  aceptan  su  tras 
lación  á  la  colonia.  La  primera  expedi- 
ción de  deportados  salió  del  puerto  de 
Brest  en  81  de  Marzo,  conduciendo  á  311 
individuos. 

Tiene  la  Guayana  francesa  una  exten- 
sión de  121.413  kilómetros  cuadrados  y 
se  halla  circuida  por  once  islas  que  la 
sirven  de  defensa.  Este  grupo  de  islas,  y 
particularmente  la  Real,  fué  escogida 
en  1852  para  servir  de  depósito  y  prime- 
ra etapa  á  los  deportados.  La  isla  Real 
presentaba,  como  Penitenciaría,  ventajas 
muy  favorables:  una  rada  segura  y  ase* 
quible  á  todos  ios  grandes  buques,  un 
clima  que  se  hace  soportable  por  las  bri- 
sas del  mar,  la  proximidad  al  continente 
y  los  aprovisionamientos  de  agua  nece- 
saria. De  este  punto  partieron  para  la- 
brar la  gran  tierra  los  contingentes  de 
penados  llamados  á  formar  los  e.stableci- 
mientos  penitenciarios  y  agrícolas.  De 
este  modo  fueron  sucesivamente  inten- 
tados varios  ensayos  de  cultivo  por  los 
transportados  á  la  Montaña  de  la  Plata  y 
á  San  Jorge,  en  las  orillas  del  Oyapock, 
en  Santa  María,  San  Agustín  y  San  Feli- 
pe, en  tas  de  Compte,  y  aun  con  mayor 
éxito  en  las  del  Maroni.  Desde  1867  á  1870 
fueron  transportadas  á  Cayena  19.069 
personas  en  clase  de  condenados,  de  los 
cuales  quedaban  en  1870,  5.544(1).  El 
Sr.  Armengol,  que  expone  con  más  de- 
talles la  historia  de  estas  colonias,  dice 
que  la  isla  de  la  Salud  fué  el  depósito 
provisional;  que  á  la  isla  Real  fueron 
destinados  los  que  sufrían  pena  de  tra- 
bajos forzados;  á  la  de  San  Jorge,  los  li- 
bertos; á  la  de  el  Padre,  las  mujeres  con- 
denadas á  reclusión,  y  á  la  Madre,  los 
deportados  políticos. 

Las  bajas  que  las  enfermedades  pro- 


(1)     Malte-Brun,    Qwgrafia   universal,   to- 
mo  II,  pág.  926. 
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dacÍAD  en  la  población  penada,  hicieron 
pensar  á  Francia  en  construir  edificios 
donde  pudieran  los  deportados  albergar- 
se, siguiendo  )a  opinión  y  partiendo  de 
los  informes  emitidos  por  el  capitán  Bo- 
nard,  gobernador  de  la  colonia,  que  decia: 
La  gran  aspiración  de  la  Francia  debe  re- 
ducirse á  trasladar  á  la  Ouayana  los  Fre- 
tidios  de  la  Metrópoli,  Iba  la  colonia  pros- 
perando, cuando  la  fiebre  amarilla  se  des* 
arrolló  entre  los  colonos  europeos  de 
Guayana,  y  esto  hizo  que  Francia  pensa^ 
ra  en  otros  territorios  á  donde  enviar  los 
sentenciados  á  deportación  por  los  Tri- 
bunales de  la  Metrópoli,  destinando  sólo 
á  la  colonización  de  Cayena  los  penados 
de  las  islas  Martinica,  Guadalupe  y  Reu- 
nión, en  cuyos  individuos  es  menos  sen- 
sible la  aclimatación  en  aquel  suelo  y 
menos  sensibles  también  los  efectos  de 
las  enfermedades  que  en  aquella  zona 
ecuatorial.  El  crecido  número  de  defun- 
ciones que  el  clima  de  Guayana  producía 
en  los  penados,  decidió  á  la  Francia  á 
ensayar  la  deportación  en  otros  territo- 
rios; y  en  1867  partió  del  puerto  de  Brest 
el  primer  buque  con  500  deportados  á  la 
Nueva  Caledonia.  El  buen  resultado  de 
esta  expedición  y  de  otras  varias  que  la 
ajguieron,^  motivó  el  decreto  de  1863,  se- 
^  gún  el  cual  aquella  región  debía  ser  en 
lo  sucesivo  el  centro  de  las  deportaciones 
para  los  condenados  por  la  Metrópoli  á 
más  de  ocho  afios  de  condena;  y  en  1867 
quedó  dicho  territorio  como  único  lugar 
para  deportar  penados  desde  Francia. 

Hay  en  la  Nueva  Galedonia  varios  Es- 
tablecimientos para  extinguir  esta  pena 
por  un  sistema  gradual  y  progresivo  ó 
regresivo,  según  la  conducta  del  penado, 
y  que  tiene  mucha  semejanza  con  el  sis- 
tema de  Orofton,  aplicado  en  Inglaterra. 
En  la  isla  de  Nou,  frente  á  la  extensa 
bahía  de  Noumea,  existe  un  gran  edificio 
construido  por  los  mismos  deportados, 
que  sirve  de  Penitenciaría.  En  este  edifi 
cío  ingresan  todos  los  que  llegan  para 
cumplir  condena,  y  en  él  sufren  el  perío- 
do llamado  de  preparación.  Atendiendo 
á  su  conducta,  á  su  habilidad,  á  su  apli- 
cación y  á  sus  condiciones  personales,  se 
les  clasifica  en  cuatro  grupos,  dentro  del 
mismo  Establecimiento.  Estos  grupos 
son:  l.o  Colonia  agrícola;  2.o  Granja-mo- 
delo; 8.0  Servicios  públicos;  4.o  Incorre- 
gibles. 

Los  que  han  observado  buena  conduc 
ta  durante  su  reclusión  y  dado  muestras 
de  laboriosidad,  sin  notas  desfavorables, 
salen  de  la  Penitenciaría  y  van  á  la  colo- 


nia agrícola  establecida  en  Buraie,  al 
Norte  de  los  terrenos  asignados  al  Penal. 
En  úifihtL  colonia  obtienen  una  concesión 
de  dos  hectáreas  de  tierra  si  son  célibes; 
cuatro,  si  están  casados,  y  seis,  si  tienen 
más  de  dos  hijos.  Se  les  anticipan  víve- 
res y  útiles  para  los  cultivos,  con  la  obli- 
gación de  abonar  su  importe  al  recolec- 
tar la  primera  cosecha,  y  pueden  además, 
con  sus  ahorros,  adquirir  la  propiedad  de 
la  tierra  que  cultivan.  El  concesionario 
que  después  de  estar  en  la  colonia  obser- 
va mala  conducta,  si  ha  extinguido  sn 
condena,  es  recogido  por  la  autoridad  y 
se  le  somete  de  nuevo  al  tratamiento  pe- 
nitenciario; si  es  penado  todavía,  vuelve 
á  ser  recluido  en  la  Penitenciaría  de  Noa. 
El  régimen  á  que  están  sujetos  los  colo- 
nos de  esta  clase,  es  muy  suave;  la  auto- 
ridad  los  vigila  y  el  director  del  grupo 
desempeña  principalmente  funciones 
mixtas  de  Alcalde  y  de  Juez  de  paz,  pues 
su  misión  especial  es  mantener  el  orden 
y  la  concordia  entre  los  trabajadores. 

La  granja  modelo  se  halla  siluada  en 
Yahué,  al  Sur  del  territorio  de  la  Peni- 
tenciaría: los  penados  que  la  forman  han 
sufrido  ya  el  período  de  preparación  en 
el  edificio  de  Nou:  el  tratamiento  que  se 
sigue  en  Yahné,  es  más  suave  que  el  de 
la  Penitenciaría  de  Nou,  pero  de  más  ri- 
gor que  el  de  la  colonia  de  Buraie.  Cuan- 
do los  penados  salen  de  la  granja  sin 
nota  desfavorable,  pueden  entrar  al  ser- 
vicio de  los  particulares,  mediante  la  ma- 
nutención y  un  salario  de  40  céntimos 
por  día.  La  autoridad  los  vigila,  y  la  per 
Bona  que  utiliza  sus  servicios,  está  obli- 
gada á  dar  cuenta  á  la  Administración 
de  la  colonia  de  la  conducta  que  el  pena- 
do observa. 

Los  clasificados  en  el  tercer  grupo,  al 
llevar  un  afio  de  encierro  en  Nou,  los  des- 
tinan á  servicios  públicos  de  puentes,  ca- 
minos, edificios,  etc.,  y  también  á  talle- 
res, en  que  se  elaboran  manufacturas  con 
destino  á  la  colonia  ó  á  otros  servicios 
del  Estado.  Se  hallan  sometidos  á  un  ré- 
gimen más  severo  que  los  de  los  dos  gru- 
pos anteriores,  pero  obtienen  disminu- 
ciones de  penas,  y  pueden  adquirir  pecu- 
lio, que  utilizan  el  día  que  pasan  á  los 
grupos  segundo  ó  primero. 

Forman  el  cuarto  grupo  ó  clasificación, 
según  queda  dicho,  los  incorregibles.  Son 
destinados  á  Karnala,  y  sufren  la  pena 
en  reclusión,  hallándose  sujetos  al  régi* 
men  del  Presidio  en  todo  su  rigor,  incln- 
so  los  castigos  corporales:  se  hallan  pri- 
vados de  salario;  no  se  les  concede  liber- 
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tad  algona,  y  se  les  emplea  en  los  traba- 
jos más  daros  que  es  preciso  practicar. 
Además  de  los  Establecimientos  referi- 
dos para  deportados  comunes  dentro  de 
U  isla  Nueva  Caledonia,  se  halla  en  la 
misma  isla  y  en  la  parte  S.  O.  la  penín- 
sula de  los  Ducos,  á  cuyo  lugar  se  desti- 
nan los  deportados  políticos  que  deben 
sufrir  la  pena  en  lugar  fortificado;  y  á 
la  isla  de  Pinop,  separada  de  la  anterior 
por  un  canal  de  unos  sesenta  kilómetros, 
destina  también  Francia  los  reos  políti- 
cos condenados  á  deportación   simple, 
cuyos  lugares  (la  península  de  los  Ducos 
y  la  isla  de  Pinos),  han  venido  á  sustituir 
al  valle  de  Waithan  en  las  islas  Marque- 
sas, que  era  antf  s  el  sitio  donde  esta  cl^se 
de  delincuentes  extinguía  sus  condenas. 
Al  organizar  Francia  la  deportación,  se 
propuso  cuatro  fines  principales:  1^  Es- 
tablecer un  castigo  más  duro  y  más  efi- 
caz que  el  que  se  aplicaba  en  los  Presi- 
dios; 2.0  Utilizar  los  brazos  de  los  forza- 
dos en  los  trabajos  más  duros  de  la  colo- 
nización; 3.0  Conseguir  que  los  libertos 
se  establecieran  en  la  colonia  luego  de 
cumplir  BU  pena;  4.o  Que  la  población 
honrada  fuera  absorbiendo  y  transfor- 
mando á  los  penados.  Mas  la  excesiva 
blandura  que  la  Administración  colonial 
tenía  con  los  deportados,  debilitando  con 
esto  la  nota  represiva  que  caracteriza  á 
la  pena,  ha  dado  pie  á  las  quejas  y  cen- 
suras lanzadas  contra  el  sistema  y  ha 
sido  motivo  para  que  se  modifique  y  com- 
plete la  legislación  primera.  En  25  de 
Diciembre  de  18S0  decidió  el  Parlamento 
que  los  condenados  á  trabajos  forzados 
por  crímenes  cometidos  en  las  Prisiones, 
sufrirían  la  nueva  pena  impuesta  en  el 
interior  del  Establecimiento  penal  en  que 
habían  delinquido,  y  que  no  serían  de- 
portados. En  18  de  Junio  de  1880,  se  pro- 
mulgó un  nuevo  decreto  reorganizando 
la  deportación,  reglamentando  la  disci- 
plina de  las  colonias  penales  y  sometien- 
do á  los  condenados  á  una  progresión  sa- 
biamente concebida,  que  empieza  en  la 
represión,  por  medio  del  empleo  en  los 
trabajos  más  duros;  continúa  en  la  en- 
mienda,  con  mitigaciones  sucesiva^  con- 
cedidas á  la  buena  conducta,  y  termina 
en  la  recompetixa,  obteniendo  una  liber- 
tad relativa  y  determinadas  concesiones; 
y  por  último,  se  ha  promulgado  la  Ley 
de  27  de  Mayo  de  1886,  sobre  la  r^ega- 
ción  de  malhechores  ó  incorregibles  (1). 


(1)     Jorge  Vián],  Principios  fundamentales 
d€  la  penalidad. 


Francia  ha  hecho  en  la  Nueva  Oaledo- 
uia  lo  que  antes  hiciera  la  Gran  Bretafia 
en  Australia;  ha  comenzado  la  coloniza- 
ción de  aquel  archipiélago  con  los  pena- 
dos de  más  responsabilidad  que  tenía  en 
sus  Presidios,  Y  aun  cuando  ahora  tiene, 
como  tuvo  antes,  sus  adversarios  la  de- 
portación, es  lo  cierto  que  la  Nueva  Oa- 
iedonia  se  va  poblando,  y  sus  tierras  en- 
trando en  cultivo  á  virtud  del  trabajo  y 
la  acción  de  los  delincuentes,  que  en  la 
Metrópoli  eran  una  caraira  y  un  peligro. 
En  1875  había  en  aquella  colonia  15.559 
individuos,  de  los  cuales  10.584  eran  pe- 
nados (1).  En  la  estadística  que  el  8r.  Ar- 
mengol  presenta  de  esta  colonia  penal, 
consigna  que  por  tos  años  1878  y  1874 
sufragaban  todos  los  gastos  necesarios  á 
la  vida  sin  auxilio  del  Estado,  384  pena- 
dos. Corto  es  el  número  de  los  que  en  la 
fecha  aquélla  se  bastaban  á  sí  mismos; 
pero,  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  esta- 
blecimiento de  la  colonia  es  de  fecha  no 
lejana;  que  á  lo  primero  que  ha  tenido 
que  atender  ha  sido  á  la  construcción  de 
edificios,  algunos  como  el  de  Nou,  puede 
albergar  2  000  reclusos,  con  los  locales 
suficientes  para  oficinas,  almacenes,  et- 
cétera; que  era  preciso  abrir  caminos,  y, 
en  una  palabra,  practicar  los  trabajos  de 
instalación  y  vencer  los  obstáculos  pro* 
pios  á  la  aplicación  de  un  nuevo  sistema, 
no  es  aventurado  suponer  que  la  coloni- 
zación penal  ha  de  producir  satisfacto- 
rios resultados  y  ser  la  base  de  la  coloni- 
zación libre,  que  ya  principia  á  iniciarse 
con  bastante  intensidad,  sobre  todo  en 
los  archipiélagos  inmediatos  á  la  Nueva 
Caledonia.  Francia  atiende  más  á  reha- 
bilitar al  penado  y  á  sacar  utilidad  de  su 
colonia,  que  á  alejar  de  la  Metrópoli  ele- 
mentos peligrosos.  Por  esto  estimula  en 
todas  formas  el  trabajo,  haciendo  conce- 
siones de  tierras,  y   anticipando  los  úti- 
les necesarios  á  la  industria;  dando  faci- 
lidadeH  para  que  los  deportados  se  cons- 
titu^n  en  familia,  y  empleando  los  me- 
dios más  adecuados  para  que  el  aliciente 
de  la  ganancia  y  la  readquísición  de  los 
derechos  civiles  despierten  en  los  pena 
dos  el  sentimiento  de  la  dignidad,  les  re- 
generen y  les  hagan  útiles  á  sí  propios, 
á  su  familia  y  á  la  sociedad. 


C.    Rusia.-^Lñ.  forma  en  que  Rusia 
practica  la  deportación,  se  diferencia  de 


(1)     Malte  BruD,  obra  citada. 
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la  definición  qae  nosotroB  hemos  dado 
de  este  BÍBtema  penal.  Por  los  procedi- 
mientos empleados  con  los  qae  la  sa* 
fren,  es,  en  su  esencia,  una  verdadera  de- 
portación con  lo  que  Rusia  castiga  á  sus 
forzados:  por  los  sitios  en  que  el  castigo 
se  sufre,  aparece  como  un  destierro,  ya 
temporal,  ya  perpetuo.  Dando  más  im- 
portancia á  lo  esencial  de  la  pena  que  á 
¡a  circunstancia  del  lugar  en  que  se  ex- 
tingue,  y  dados  el  carácter  y  fin  de  nues- 
tro trabajo,  consideramos  deportados  á 
los  delincuentes  que  Rusia  envia  á  Sibe- 
ría,  y  deportación  á  la  manera  de  extin- 
guir las  penas  en  aquel  dilatado  territo- 
rio. La  deportación,  á  diferencia  del  pre- 
sidio, lleva  en  sí  la  idea  de  alejar  al  con- 
denado del  sitio  en  que  delinquió,  tras- 
ladándole á  otro  enteramente  distinto  en 
clima,  suelo,  costumbres,  etc.;  esto  es  lo 
que  acontvjce  con  los  que  van  de  las  dis- 
tintas regiones  de  la  Rusia  á  trabajar, 
por  via  de  pena,  á  las  estepas  siberianas. 
Cierto  que  los  deportados  no  Aruzan  el 
Océano  para  llegar  á  su  destino;  pero  la 
distancia  que  media  desde  las  montañas 
del  Gáucaso  en  la  Rusia  meridional  á  la 
desembocadura  del  Wo  Obi  en  la  Siberia 
del  Norte,  ó  desde  Finlandia,  en  la  Rusia 
de  Occidente,  hasta  el  estrecho  de  Beh- 
ring en  la  Siberia  oriental,  es  tan  grande, 
que  análogo  cambio,  análoga  transforma- 
ción en  el  género  de  vida  experimentan 
los  reclusos,  sin  salir  del  continente,  que 
la  que  experimentarían  atravesando  los 
mares  para  ser  inscriptos  en  una  colonia 
ultramarina.  Por  esto,  repetimos,  los  des- 
tierros á  Siberia  los  consideramos  como 
una  deportación. 

Es  antiguo  en  Rusia  el  procedimiento 
de  enviar  á  los  grandes  criminales  al  la- 
boreo de  minas  en  lejanas  tierras  de  su 
inmenso  territorio.  De  Moscow  y  San  Pe- 
tersburgo  salían  los  forzados  para  cum- 
plir sus  condenas  en  los  distritos  mine- 
ros de  los  montes  Urales  antes  de  ser 
conquistada  la  Siberia  por  los  *rusoB. 
Cuando  esta  VHSta  región  vino  á  formar 
parte  del  imperio  moscovita,  el  Gobierno 
la  juzgó  adecuada  para  mandar  á  ella  á 
los  reos  políticos  primero,  y  á  los  crimi- 
nales más  temibles  después.  Ya  en  el 
primer  cuarto  del  siglo  xvm,  el  Czar  Pe- 
dro el  Grande  mandó  á  ürdinsk,  pobla- 
ción de  la  Siberia  oriental,  á  los  etrelízt 
que  se  habían  sublevado  contra  él,  y  más 
tarde  fueron  enviados  los  malhechores  á 
diferentes  Gobiernos  de  la  citada  Sibe- 
ria, sobre  todo  á  Tobolsk  y  á  Berezof, 
para  la  extracción  de  minerales  en  los 


yacimientos  que  se  iban  descubriendo, 
con  lo  cual  se  conseguía  expulsar  de  la 
sociedad  elementos  depravados  y  aplicar 
su  esfuerzo  y  su  actividad  á  lá  coloniza- 
ción de  aquella  helada  comarca. 

Los  deportados  á  Siberia  se  dividen  en 
tres  categorías  principales,  que  corres- 
ponden á  las  tres  clasificaciones  que  exis 
ten  en  los  Establecimientos.  Los  delin- 
cuentes de  más  responsabilidad  se  desti- 
nan á  los  trabajos  forzados;  siguen  á  és- 
tos los  destinados  al  laboreo  de  las  mi- 
nas, y  forman  la  tercera  clase  los  adscri- 
tos á  simple  colonización.  Se  ha  suprimi- 
do un  cuarto  grupo  que  existía  antes,  co- 
nocido con  el  nombre  de  sección  partictí* 
lar  y  en  la  que  figuraban  los  más  reprobos, 
temibles  y  feroces,  procedentes  de  todas 
las  Rusias.  Los  principios  á  que  se  atien- 
de para  clasificar  á  los  deportados  es  la 
gravedad  del  crimen  y  la  duración  de  la 
pena.  Los  sentenciados  á  veinte  ó  más 
años  de  condena  se  llaman  perpetuos  y 
son  inscritos  en  la  sección  de  trabajos 
forzados]  los  de  ocho  á  doce  años  de  con- 
dena se  destinan  á  las  minas,  que  se  es- 
timan como  trabajos  de  segundo  grado, 
y  cuando  su  castigo  termina  se  les  man- 
da á  un  cantón  de  la  Siberia  en  calidad 
de  colonos,  que  es  lo  que  constituye  la 
tercera  clasificación.  Rusia  cuida  con 
todo  interés  tener  en  ocupación  constan- 
te á  los  deportados,  de  tal  suerte,  que 
cuando  el  trabajo  productivo  escasea,  lo 
sustituye  el  trabajo  puramente  penal, 
como  el  deshacer  embarcaciones  inservi- 
bles, trasladar  tierras  de  un  punto  á  otro 
y  viceversa,  triturar  piedras,  arrastrar  la 
nieve  que  forman  los  ventisqueros,  etcé- 
tera. De  aquí  que  á  las  tres  clasificacio- 
nes se  unan  otras  secundarias,  según  las 
estaciones,  la  mayor  ó  menor  ocupación 
y  el  número  de  penados.  Tales  clasifica- 
ciones se  refieren  sólo  á  los  condenados 
por  los  Tribunales  del  orden  civil;  los  qae 
proceden  del  Ejército  ingresan  en  briga- 
das de  disciplina,  permanecen  en  ellas 
hasta  cumplir  la  condena  y  después  son 
destinados  á  un  destacamento  para  con- 
tinuar su  servicio  en  filas. 

Durante  el  día  los  deportados  se  dedi- 
can á  los  trabajos  dichos,  y  ai  llegar  la 
noche  ó  al  terminar  su  faena,  se  recogen 
en  una  fortaleza  que  les  sirve  de  Penal, 
dentro  de  cuya  fortaleza  existen  varias 
casernas,  en  las  que  se  distribuyen  las 
diferentes  secciones  que  forman  la  po- 
blación deportada.  También  existen  talle 
res  en  el  Establecimiento,  en  los  cuales 
se  confeccionan  por  los  mismos  deporta- 
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(1)  CoDsifite  la  blanca  en  una  cadena,  de 
an  metro  próximameiite,  amarrada  por  un  ex- 
tremo á  la  pared  y  por  e!  otro  á  uim  argolla, 
que  e!  penado  lleva  en  uj>a  pierna,  en  la  cin- 
tura ó  en  un  brazo,  por  cuyo  medio  queda  su- 
jeto, y  en  cuyo  estado  permanf  ce  hasta  cua- 
tro^ seis,  ocho  ó  m^s  afkos,  según  la  gravedad 
de  éus  faltas. 

(2)  Llamau  los  deportados  calle  tode^  al  es- 
pacio que  queda  entre  dos  filuH  de  soídrtdos, 
provistos  de  varas,  enir«»  las  cumIcj*  tienen  que 
pasar  los  condenados  á  este  castigo  diacipliiia- 
rio  (pena  de  varas). 

(8)  Para  eonocer  el  régimen  de  los  Esta- 
blecimientos de  deportados  en  Siberia,  puede 
consaltarse  la  obra  de  Fedor  Dostoyuski,  L« 
Casa  d$  lo*.Mu$rto9. 

(4)  Lastres,  La  colonización  peniteuciaria 
d*  las  MarianoM  y  Femando  Póo.  Memoria 
laareada  por  la  Academia  de  Cieucias  Mora- 
lea  y  Políticas.— Madrid,  18*78. 


doB  las  manufacturas  más  indispensables 
para  atender  á  las  necesidades  de  la  casa 
j  loe  ütiles  precisos  para  los  trabajos.  La 
disciplina  es  severa  é  inñezible,  y  exis- 
ten castigos  corporales  para  corregir  las 
faltas  que  los  penados  cometen.  La  cade 
na,  los  azotes,  la  blanca  (i)  y  ]a  calle  vet' 
de  (2)  son  de  general  aplicación  (3). 


D.  España. — < Nunca  ha  des.ipareci- 
do  la  deportación  de  nuestras  leyes  pe- 
nales; la  conservaba  el  Código  de  1822, 
y  el  actual  establece,  en  el  art.  111,  que  ! 
las  penas  de  relegación  perpetua  y  tem- 
poral se  cumplirán  en  ultramar  en  los 
puntos  para  ello  destinados  por  el  Go- 
bierno, y  que  los  relegados  podrán  dedi- 
carse libremente,  bajo  la  vigilancia  de  la 
autoridad,  á  su  profesión  ü  oficio,  dentro 
del  radio  á  que  se  extiendan  los  límites 
del  Establecimiento  penal.  Mas,  á  pesar 
de  las  prescripciones  legislativas,  no  se 
ha  organizado  nunca  de  un  modo  serio 
la  colonización  penitenciaria,  y  sólo  en 
momentos  dados,  y  por  medida  guberna- 
tiva, se  han  enviado  á  Fernando  Póo  y 
á  las  Marianas  á  los  conspiradores  ven- 
cido», y  algunas  veces  á  los  vagos  y  hom- 
bres de  mala  conducta;  pero  se  ha  proce- 
dido siempre  sin  método,  sin  preparación 
ninguna,  y  no  es  de  extrañar,  por  tanto, 
que  los  resultados  sean  negativos»  (4). 

En  efecto,  el  art.  II 1  dice  que  la  pena 
de  relegación,  que  para  nosotros  es  de- 
portación, y  que  puede  ser  temporal  (de 
doce  afios  y  un  día  á  veinte  años),  ó  per- 
petua (treinta  años),  ha  de  cumplirse  en 
ultramar,  y  de  un  modo  general  estable- 


ce la  forma  de  su  cumplimiento.  Pero 
tal  pena  sólo  existe  en  el  Código,  pues 
al  presente  no  tenemos  noticia  haya  al- 
guno que  la  sufra.  Así,  pues,  los  que  han 
sido  llevados  á  ultramar  en  épocas  de 
agitaciones  políticas,  no  podían  llamarse 
en  realidad  deportados,  ora  porque  tales 
determinaciones  se  tomaban  por  autori- 
dad gubernativa  y  no  en  virtud  de  una 
sentencia  dictada  por  los  Tribunales  de 
justicia,  ora  porque  tales  providencias 
obedecían  exclusivamente  al  deseo,  ó 
quizá  á  la  necesidad  de  alejar  de  la  Me- 
trópoli á  elementos  perturbadores,  ora, 
en  fin,  porque  la  estancia  en  ultramar 
de  los  qi^e  eran  transportados  no  tenía 
tiempo  deteruíinado,  ni  se  atemperaba  á 
un  principio  fijo,  ni  se  sujetaba  á  un  sis- 
tema penitenciario  y  colonizador.  Era  la 
política  del  desembarazo  ó  del  despejo 
puesta  en  práctica. 

Empero,  lo  que  no  hicieron  hasta  ia 
fecha  los  Gobiernos,  ni  estableció  de  un 
modo  serio  el  Poder  Legislativo,  ni  apli- 
caron como  sistema  los  Tribunales,  lo  ha 
venido  haciendo  la  costumbre  contra  ley, 
y  ha  llegado  á  sancionarlo  el  Poder  Eje- 
cutivo por  medio  de  su  órgano  correspon- 
diente el  Ministerio  de  Justicia.  En  Ceu- 
ta es  donde  ee  ha  operado  esta  'lenta  y 
))rovecho8a  labor,  quizá  sin  ejemplo  en 
la  historia  penal-penitenciaria,  no  solo 
de  España,  si  que  también  del  extranje- 
ro, debiendo  notarse  que  el  desenvolvi- 
miento de  la»  vida  presidial,  que  hoy 
constituye  un  sistema  en  aquella  plaza 
de  guerra,  se  ha  producido  espontánea- 
mente y  (contrariando  los  terminantes 
preceptos  del  derecho  escrito,  pero  cum- 
pliendo las  exigencias  de  la  realidad  en 
la  colonia  africana,  y  respondieiuio  á  la 
necesidad  que,  como  ley  suprema,  se  ha 
sobrepuesto,  cual  siempre  se  sobrepone, 
á  los  preceptos  del  Código.  ¿Podremos 
llamar  deportatnón  al  sistema  de  ejecu: 
tar  las  penas  en  Ceuta,  y  <lepurta<ios  á 
los  que  las  sufren?  Indudablemente.  No 
es  mucha  la  distancia  á  que  los  penados 
se  encuentran  de  la  Metrópoli;  })ero,  si 
se  tiene  en  cuenta  la  clase  de  condenas 
que  sufren  (trabajos  forzados),  el  cambio 
de  vida  que  ex{)erimentan,  el  tratau)ien- 
to  á  que  se  les  somete,  el  hallarse  en 
continente  distinto  de  aquel  en  que  de 
linquieron,  la  diferencia  entre  el  régimen 
aquél  y  el  que  existe  en  los  Presidios  y 
Qárceles  de  la  Península,  no  creemos 
haya  otros  nombres  niás  adecuados  y 
propios,  aunque  no  los  empleen  la  ley  ni 
los   reglauícntoH,   (]ae   el   de  deportados 
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para  los  individuos  y  el  de  deportación 
para  el  sistema,  como  hemos  creído  tam 
isién,  aunque  por  diferentes  razones,  de- 
be considerarse  romo  deportación  lo  que 
Rusia  practica  con  los  sentenciados  que 
transporta  á  laSiberia. 

Hemos  dicho  que  la  importante  refor- 
ma, la  singular  transformación  verifíca- 
da  en  Ceuta  con  lo  que  se  llamó  en  un 
principio  Presidio,  se  ha  operado  por 
costumbre  contra  ley:  así  es,  en  efec- 
to. Dice  el  art.  107  del  Código:  «Los sen- 
tenciados á  caleña  temporal  ó  perpetua, 
trabajarán  en  benetício  del  Estado;  lle- 
varán siempre  una  (-«ilena  al  pie,  pen- 
diente de  la  cintura;  se  ('mplearán  en 
trabajos  duros  y  pent^son,  y  no  recibirán 
auxilio  a'Kuno  de  fuera  del  Establecí- 
mitnto.>  Y  el  art.  110,  que  viene  á  ser 
complemento  de  los  anteriores,  dispone 
en  el  párrafo  segundo  que  «los  condena- 
dí)S  á  ellas  (rerlusión  perpetua  y  tempo- 
ral), estarán  sujetos  á  trabajo  forzoso  en 
beneficio  del  Establecimiento.»  Y  no  obe 
tante  tan  terminantes  mandatos  legales, 
en  Ceuta  apenas  han  usado  la  cadena  los 
perpetuos  y  siempre  han  salido  del  recin- 
to del  Presidio  á  la  población  libre  para 
desempeñar  determinados  servicios.  Es- 
te modo  extralegal  de  cumplirse  las  con- 
denas, que  la  necesidad  imponía,  en  la 
plaza  de  Ceuta,  era  una  cone>tante  infrac- 
ción de  los  preceptos  del  Código;  y  en  ta- 
les condiciones,  ó  había  que  modificar  la 
ley  penal,  ó  romper  con  la  costumbre  ó 
reglamentar  oficialmente  aquel  orden  de 
cosas.  No  era  fácil  lo  primero,  porque  el 
Código  penal  español  se  hallaba  y  se  ha- 
lla ne(  esitado  de  una  muy  radical  y  pro- 
funda reforma,  qun  necesita  detenido 
estudio  en  sus  diferentes  capítulos,  y 
9l  acometerla  sería  necesario  abarcarla 
por  completo;  lo  segundo,  resultaba, 
sino  imposible,  profundamente  trastor- 
nador;  y  se  optó  por  lo  tercero,  que 
al  fin  legalizaba  en  cierto  modo,  ó  al 
menos  reglamentaba  lo  existente  y  no 
producía  trastornos,  antes  bien,  se  atem- 
peraba á  lo  que  debía  ser  y  á  lo  que  es 
en  realidad.  Y  en  su  virtud  se  dictó  el 
Real  decreto  de  2.H  de  Diciembre  de  1889, 
cuyo  elocuente  y  bien  estrrito  preámbulo 
corresponde  á  la  importante  reforma  que 
propone,  y  cuyo  articulado  demuestra  un 
verdadero  deseo  de  mejora  y  de  progre 
80  en  el  sistema  penitenciario.  Debemos 
confesar  que  lo  que  se  hace  en  la  prác- 
tica no  se  ajusta  por  completo  todavía, 
por  falta  de  medios  materiales,  á  lo  que 
el  decreto  manda;  pero  está  echada  la  se- 


milla y  es  seguro  ha  de  dar  copioso  fruto. 

En  la  laminosa  exposición  del  decreto 
se  afirma  que  el  sistema  progresivo  lleva 
ventajas  á  todos  los  demás,  y  si  en  la  Pe- 
nínsula no  es  dable  aplicarle  en  toda  su 
latitud,  las  condiciones  en  que  Ceuta  se 
halla  brindan  propicia  ocasión  para  un 
ensayo  (realmente  no  era  ensayo,  era  re- 
glamentar lo  que  existía  de  tiempo  atrás 
por  la  costumbre  establecido  y  sanciona- 
do). Aquella  plaza  fuerte,  admirablemen- 
te dotada  de  condiciones  de  seguridad  y 
sometida  á  un  régimen  militar  inexora- 
ble, levantada  ha  sido  en  gran  parte  des- 
de hace  cuatro  siglos  por  el  trabajo  de 
los  penados;  y  desde  entonces  acá,  alil 
venía  la  colonia  penitenciaria  prestando 
valiosos  servicio^),  tanto  en  las  relacioneR 
de  la  vida  ordinaria,  como  en  aquellos 
casos  excepcionales  en  que  ha  sido  ne- 
cesario arriesgar  la  existencia  para  de- 
fenderse de  extranjeras  agresiones.  Al 
cabo  de  tantos  aQos  de  convivencia,  e^ 
Presidio,  tal  como  se  halla  constituido, 
ha  llegado  á  ser  tan  indispensable  á 
Ceuta,  que  apenas  se  concibe  pueda  exis 
tir  sin  él.  (.os  penados  llevan  á  cabo  las 
obras  de  fortificación;  los  penados  abren 
caminos,  trabajan  en  el  campo,  cuidan 
de  los  mueileay  fosos,  desempeñan  las 
duras  faenas  de  la  Maestranza  de  Arti- 
llería, practican  la  limpieza,  acarrean  el 
agua,  practican  los  servicios  domésticos 
y  hasta  se  dedican  á  la  educación  de  la 
infancia,  caso  venturoso  y  quizá  único, 
que  sin  mengua  de  la  población  libre  y 
honrada,  contribuye  por  eficaz  modo  á  la 
regeneración  de  los  confinados  y  delin- 
cuentes. En  estas  y  otras  razones  de  tan- 
to peso  y  tan  serias,  se  funda  el  Real 
decreto  que  á  propuesta  del  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  entonces,  Sr.  Canalejas, 
con  informe  favorable  de  la  Junta  supe- 
rior de  Prisiones  y  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  sancionó  S.  M.  en 
la  mencionada  fecha. 

En  conformidad  á  la  soberana  dispo- 
sición referida,  se  destinan  hoy  á  Ceuta 
los  condena<lüs  á  cadena  y  reclusión  per- 
petua y  temporal.  El  sistema  á  que  se 
hallan  someti<ios,  se  divide  en  cuatro 
períodos:  el  priíoero  es  celular  (que  en 
la  actualidad  no  se  practica  por  no  haber- 
se construido  todavía  el  edificio  que  niati- 
dó  levantar  el  Real  decreto,  pero  se  cum- 
ple este  período  en  el  Acho  (1),  en    el  que 

(1)  El  Acho  es  uu  monte  que  domina  l« 
ciudad  y  que  se  halla  á  bastante  distaucia  de 
la  población. 
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8i  bien  los  penados  viven  en  común,  se 
hftlian  en  completa  separación  y  á  gran 
distancia  de  los  comprendidos  en  los 
otros  tres  periodos).  £1  segnndo  período 
■e  llama  inatmctivo,  y  los  que  correspon- 
den áól,  pneden  asistirá  laescuela  y  á  los 
talleres  en  común,  así  como  á  las  obras 
de  servicios  públicos.  El  tercer  período 
se  denomina  intermediario,  y  los  reclusos 
practican  trabajos  libres  en  la  ciudad  ó 
en  el  campo  contiguo  durante  el  día,  per- 
noctando en  el  edificio  que  les  está  desti- 
nado.  El  cnarto  período  es  de  circulación 
libre  dentro  del  recinto  de  la  colonia;  los 
penados  se  dedican  á  loa  ofidos  que  esti- 
man convenientes  y  duermen  fuera  de  los 
edificios  penitenciarios,  pero  tienen  la 
obligación  de  presentarse  en  ellos  cuan- 
do son  llamados,  y  cada  ocbo  ó  quince 
días  para  las  revistas  que  deben  pasar. 
£1  pase  de  uno  á  otro  período  se  determi- 
na mediante  vales  de  buena cundu»  ta  que 
aprecia  un  Ck>neejo  ilamudo  de  discipli- 
na, formado  por  las  autoridades  de  la 
población  y  el  Dire(  tor  de  la  colonia. 
Dentro  de  cada  periodo  se  establecen  cla- 
sificaciones atendiendo  á  la  índole  y  gra- 
vedad de  los  delitos,  á  las  reincidencias, 
á  la  edad  y  al  caráuier  de  los  condenados. 
La  buena  conducta  sirve  para  ascender 
en  propuesta  extraordinaria  de  un  grado 
á  otro,  y  la  mala  da  motivo  á  retroceso. 
Los  períodos  segundo,  tercero  y  cuarto 
tienen  de  duración  cada  unu  la  tercera 
parte  de  la  condena,  descontado  el  tiem- 
po que  el  penado  pasa  en  el  período  pri- 
meio. 

Tal  es  la  organización  actual  dd  la  co- 
lonia penitenciaria  de  Ceuta,  que  á  juicio 
nuestro  es  una  verdadera  deportación,  y 
que  en  verdad  es  de  lo  más  perfecto  que 
se  conoce,  dados  los  medios  de  que  se 
dispone  y  el  carácter  especial  de  aquella 
plaza  de  guerra.  ¡Ojalá  que  el  sistema  se 
extendiese  pronto  á  las  demás  plazas  que 
en  África  postemos,  y  á  nuestras  Filipi- 
nas, Marianas  y  Fernando  Pool 


E.  FortugaL— Tñmh'ién  Portugal  ba 
practicado  y  practica  la  deportactión,  en- 
viando á  los  criminales  á  la  costa  orien- 
tal de  A  trica,  cuando  han  concurrido  en 
el  delito  circunstancias  agravantes,  y  á  la 
occfdental  si  tales  circunstancias  no  exis- 
ten. Los  puntos  destinados  á  este  efec- 
to, son,  el  Archipiélago  de  Cabo  Verde, 
la  isla  dé  Santo  Tomás  ó  8an  Thomé,  en 
el  golfo  de  Guinea,  LoandayBenguela.en 


la  Guinea  del  Sur,  lorenzo  Márquez,  en 
la  costa  de  Sofala,  y  al  Sur  de  ésta  Mo- 
zambique. La  ley  de  9  de  Diciembre  de 
1889  regulaba  la  deportación  en  Portugal, 
hasta  que  en  ItS  de  Septiembre  de  1886 
se  promulgó  el  Código  vigente  que  esta- 
blece esta  pena,  bien  sola,  bien  juntamen- 
te con  la  prisión  celular  para  los  delitos 
más  graves,  enviando  á  los  deportados  á 
lossiiiusque  les  corresponde  según  la 
gravedad  del  crimen  y  las  circunstancias 
que  concurrieron  en  el  hecho.  Para  dar 
exacto  cumplimiento. á  los  preceptos  le- 
gales, se  publicó  en  27  de  Diciembre  de 
1881  un  Keglamenlu,  en  el  que  se  desen- 
vuelven los  principios  de  la  ley;  y  en  17 
de  Febrero  de  1894,  promulgóse  un  Keal 
decreto  que  completa  la  legislación  en  la 
materia.  Según  esta  legislación,  se  .esta- 
blecen depósitos  de  deportados  en  las  co- 
lonias ó  posesiones  portuguesas  de  Áfri- 
ca, bien  en  edificios  cenados,  bien  en  te- 
rrenos del  Estado,  que  sean  saludables 
y  que  por  sus  condiciones  económicas  se 
presten  al  ejercicio  de  industrias  agríco- 
las y  fabriles.  A  tres  principios  funda- 
mentales atiende  la  legislación  portugue- 
sa respecto  á  los  deportados:  primero,  sa- 
car provecho  de  las  fuerzas  del  delin- 
cuente, ora  como  agricultor,  ora  como  in- 
dustrial, ora  como  militar;  segundo,  me- 
jorar la  condi<!Íón  del  penado  mediante 
el  trabajo,  la  instrucción  y  la  discinlina; 
tercero,  colonizar  las  posesiones  de  Ul- 
tramar é  interesar  en  esta  empresa  á  los 
coiidenaiios  por  medio  de  concesiones 
de  terreno.  Predomina  en  el  régimen  de 
los  deportados  el  carácter  militar,  y  con 
muy  buen  acuertio  han  tri^tado  los  por- 
tugueses de  conciliar  dos  puntos  impor- 
tantes: el  cultivo  de  la  tierra  por  los  de- 
portados y  la  se^uritlad  de  la  numerosa 
población  libie  de  la  ciudad  de  Loanda. 
En  esta  importante  capital  se  halla  el 
principal  depósito,  pero  hay  otros  secun- 
darios distribuidos  en  la  prov¡n«*irt  de 
Angola,  dehieuíio  menciíMiarse  el  tie  Ben- 
guela,  que  siempre  tiene  considerable  nú- 
mero de  deportados  (1). 


(1)  Creemos  oportuno  consijjnar  por  nota 
las  principales  dnspoBicioueN  <iel  citado  decre- 
to. Toda  cülnnirt  pennl  militar  debe  ser  orga- 
nizada Como  una  fuerte  compañía  en  pin  de 
guerra.  Los  Oficiales  y  Suboficiales  de  la 
compaiiÍH  serán  escogiíjcaenlro  el  personal  mi- 
litar europeo  que  lleve  por  lo  menos  un  año  de 
res¡dencia;en  la  provincia  y  tengan  buena  con- 
ducta. Los  condenados  destinados  á  formar  la 
colonia  serán  escogidos  entre  los  otros  depor- 
tados que  por  razón  de  su  edad  y  vigor  ten- 
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jp.  Otros  E8fado8.~?SLr9,  concluir  es- 
tos apuntes  históricos,  vamos  á  permitir- 
nos copiar  lo  que  dice  un  ilustre  escritor, 
competente  en  la  materia,  á  quien  en 
mucho  seguimos  y  hemos  citado  varias 
veces.  «Pero  si  concretamos  la  investiga- 


gan  la  aptitud  necesaria  parn  el  servicio  mi- 
litar. El  efectivo  que  coiustituje  la  coloDia  se 
considera  niempre  como  estaoiio  eu  servicio 
de  guerra;  pero  só'.o  disfrutarán  sobresueldos 
los  Oficiales  y  Subuficinles.  Tolos  Iojs  Oficia- 
les y  todo  el  personal  q«ie  tenjfa  grado  de  Ofi- 
cial tendrá  derecho  áui  cabnllo,  equipado  j 
alimentado  por  cuenta  del  Estado.  Un  Oficial 
subalterno,  un  Sargento  mayor  y  un  Sargen- 
to segundo,  cuatro.  Cabos  primeros  y  cuatro 
segundos,  cuareutn  soldados^  sernn  exclu8Í-< 
vameiite  destinados  á  prestar  servicio  en  ar- 
tillería; todos  íüí  restauífs  serán  incorpora- 
dos á  las  c.umpnriíns  de  guerra  que  constitu- 
yen la  colonia.  El  Capellán  misionero,  ade- 
más de  los  deberes  de  su  miaisterio y  de  ca- 
tecismo, dirigirá  Ik  encuela  primuria.  El 
mismo  estará  encargado  de  estos  distintos 
servicios.  Los  Módicos  serán  ]oa  encargados 
de  i\i8truir  al  personal  auxiliar.  El  art.  2^"  y 
8US  párrafos  regulan  el  prest  de  loa  soldados  y 
el  sueldo  <!♦»  los  Oficiales,  Suboficiales,  Cape- 
llán y  Médico.  El  Comandante  nnílittr  de  la 
colonia  teiidr;)  la  misma  competencia  üiscipli 
naria  que  los  Ooberuadores  de  las  plazas  de 
guerra;  estará  encarfíndo  de  la  admiiiistraciói^ 
y  policía  de  la  cilonia.  La  colonia  estará  esta- 
blecida en  el  interior  de  la  provincia,  lejos  de 
los  centros  civilizados,  pero  teniendo  siempre 
en  cuenta  la  facilidad  de  comunicaciones,  la 
salubridad  de  las  localidades  y  las  buenas 
cualidades  del  terreno,  teniendo  presente  la 
explotación  agricolo,  la  instalación  de  las  tro- 
pas, asi  como  las  condiciones  estratégicas  del 
Establecimiento.  La  elección  de  la  localidad 
se  hará  por  el  Gobernador,  ñ  propuesta  del 
Comandante  mi  itar  de  la  colonia,  y  teniendo 
en  cuenta  los  datos  de  la?)  dem>is  autoridades 
ó  Corporaciones  que  piiedan  ser  consultadas. 
La  inatalación  de  la  colonia  y  sus  construc- 
cionee  serán  dirigidas  por  el  Comandante  mi- 
litar, mediante  aprobación  previa  del  Gober- 
nador general.  Luego  que  lo.i  trabajos  de  ins- 
talación estétí  bastante  avanzados,  se  dará 
alojamiento  á  las  familias  de  los  condenados, 
estableciendo  lo  m«8  pronto  posible  una  es- 
cuela dirigida  por  el  Cnpellnn  misionero,  con 
la  ayuda  de  los  Sub  oficiales  y  de  los  herma- 
nos bospitatarioM.  Cuando  la  instalación  de  la 
colonia  esté  terminada,  los  condenados  aptos 
para  los  trabajos  públicos  serán  destinados 
para  e^te  servicio  Se  podrá  otorgar  terreno 
en  enfiteusis  en  los  alrededores  de  la  colonia 
á  los  condenados  que  hubiesen  cumplido  el 
tiempo  por  que  fueron  deportados,  y  podrán 
ser  agraciados  los  que  por  su  conducta  se  le 
considere  dignos  de  este  favor.  Si  las  circuns- 
tancias lo  permiten,  se  creerán  en  Angola 
nuevas  colonias  penales,  en  las  mismas  con- 
diciones y  con  el  efectivo  establecido  por  el 


ción  á  la  época  contemporánea,  observa- 
remos que  ya  á  principios  de  este  siglo 
el  rey  de  Prusia  encargó  á  sus  Embaja- 
dores en  España,  Portugal,  Husia  y  Ho- 
landa, que  procurasen  lograr  de  e^tos 
Gobiernos  la  admisión  en  sus  colonias  de 
ciorto  número  de  condenados,  petición  á 
que  parece  accedió  tan  solo  Rusia,  en 
tanto  que  ingresaron  en  la  Siberia  148 
condenados  prusianos,  y  más  tarde,  en 
1866,  trató  dicha  nación  de  comprar  al 
Emperador  de  Marruecos  una  porción 
de  kilómetros  cuadrados  de  terreno  para 
instalar  allí  una  colonia  penitenciaría.  El 
Gran  Ducado  de  Mecklemburgo  gestionó 
en  idéntico  sentido.  El  Ducado  de  Hesse- 
Darmstard,  en  18^7,  vio  sostenida  una 
proposición  por  el  Diputado  Van-Bibra 
para  lograr  la  deportación  de  ios  reos  de 
homicidio,  infanticidio,  robo  en  despo- 
blado, incendio  y  perjurio,  y  según 
aquella  idea,  los  condenados  por  dichos 
delitos  á  diez  ó  veinte  años  de  reclusión, 
verían  permutada  su  condona  con  un  es- 
pacio de  tiempo  de  deportación  con  espe- 
ranza de  mejor  porvenir,  y  al  efecto  de- 
bían ser  trasladados  á  la  Nueva  Gales  6 
á  Van-Diemen,  debiendo  salir  Cjfda  dos  ó 
tres  aflos  una  expedición  de  Hambargo  ú 
otro  punto  de  Holanda.  Este  proyecto, 
sin  embargo,  se  frustró.  El  Gobierno  de 
Ñapóles  en  1843,  a(tquirió  la  isla  de  Lam- 
pedusa  para  establecer  en  ella  una  colo- 
nia penitenciaria,  creándose  después  otra 
en  Tremiti  (Calabria),  y  en  la  isla  inculta 
de  Favígnana;  posteriormente,  el  mismo 
Gobierno  tírmó  un  tratado  con  la  Kepó- 
blica  Argentina  para  colonizar  algunas 
riberas  del  Paraná,  á  las  cuales  se  des 
tinaron  los  reos  políticos.  En  el  Piamonte 
en  1852  nombróse  una  Comisión  para  el 
estudio  de  la  deportación  y  fué  desecha- 
da esta  pena;  en  1870  y  71  volvió  á  tra- 
tarse esta  cuestien,  pero  no  sabemos  que 
sé  tomase  acuerdo  definitivo;  sólo  sí  qi^e 
en  1872,  el  Capitán  Recchio  recibió  co- 
misión de  estudiar  la  conveniencia  de 
adquirir  una  isla  en  el  Cabo  de  Hornos 
como  lugar  de  deportación,  propósito  in- 
cluido después  de  una  manera  supletoria 
en  el  proyecto  de  Código  penal  de  Italia, 
presentado  por  el  Ministro  De  Falco.  En 
la  República  de  Chile  continúan  atin  las 


presente  decreto,  de  manera  que  ellas   entre 
sí  se  presten  ayuda  y  protección  (a). 

(a)  Traducido  de  la  Rerm  PenifeHciaire  de  la  So- 
ciedad general  de  Prlaíoues  de  París,  correspon- 
diente al  mes  de  Mayo  de  ISS),  páginas  72S  á  731. 


Digitized  by 


Google 


DEP 


29  ~ 


DEP 


deportaciones  á  la  isla  de  Juan  Fernán- 
dez, pero  es  notablemente  mejor  la  qne 
después  s«  estableció  en  la  Tierra  del 
Fuego,  en  el  estrecho  de  Magallanes.  £1 
Pera  hace'expiotar  por  los  condenados 
y  algunos  pelotones  de  chinos,  las  coli- 
nas de  gitano  en  las  islas  Chinchas;  y 
aun  la  República  de  Santo  Domingo  fun- 
dó ¿  BU  vee  nna  colonia  penal  en  la  Pe- 
nínsula de  Panamá.  Turquía  ha  ensaya- 
do también  el  establecerlas  en  Sandjack 
y  Trebisonda,  pero  con  muy  desgraciado 
éxito,  y  el  rey  de  0-Taiti,  Pon>aré  II,  eli- 
gió la  isla  de  Palmeri»ton  para  instalar 
allí  á  los  condenados  por  la  mayor  parte 
de  los  delitos.  La  China  tiene  también 
hace  años  el  Torgot,  provincia  de  la  Tar- 
taria, destinado  á  colonia  penal»  (1). 

CAPITULO  II. -Sw  justificación 
en  el  Derecho. 

No  es  del  caso  analizar  aquí  los  dife- 
rentes criterios  relativos  á  la  jii«t¡fica- 
ción  del  derecho  de  penar,  pues  saldría- 
mos de  los  estrechos  límites  trazados  á 
este  modesto  trabajo.  Mas  si  no  entra- 
mos en  un  análisis  razonado  y  minucio- 
so, indicaremos,  no  obstante,  los  princi- 
pales criterios  que  en  la  materia  domi- 
nan, en  la  forma  breve  y  concisa  quo 
cumple  á  nuestra  labor. 

Los  partidarios  de  \íí  penalidad  contra 
table,  á  cuya  cabeza  fígnru  con  justicia 
Mr.  Fouillée,  con  su  obra  La  Ciencia 
Contemporánea,  creen  que  las  leyes  so 
ciales  existen  por  un  pacto  convenido 
entre  todos  los  ciudadanos  que  forman 
una  nación.  cAl  entrar  en  sociedad,  es- 
cribe Mr.  Fouillé,  por  una  especie  de 
pacto  tácito  me  he  comprometido  á  obe- 
decer las  leyes  que  yo  mismo,  por  mi 
carácter  de  ciudadano,  «'ontribuyo  á  es- 
tablecer. Si  rompo  el  pacto  se  me  repri- 
me y  se  me  impone  una  compensación; 
nada  hay  de  injusto  en  esto,  porque  na- 
da hay  en  definitiva  contrario  á  mi  vo- 
luntad. He  querido  vivir  en  sociedati;  pa- 
ra esto  he  querido  leyes  sociales;  cuando 
estas  leyes  me  restringen,  soy  yo  mismo 
qnien  me  restrinjo  por  medio  de  ellas;  es 
mi  voluntad  anterior  la  que  reprime  mi 
voluntad  presente;  soy  yo  quien  como 
legislador  me  defiendo  contra  mí  mismo 
como  violador  de  la  ley.»  La  doctrina  del 
mandOj  expuesta  por  el  sabio  criminalis- 
ta Mr.  Bertauld,  sostiene  que  el  derecho 


(1)    Armengol,  obra  citada. 


de  mandar  in^lica  el  derecho  de  hacer 
respetar  lo  mandado  y  sancionarlo;  la 
sanción  del  mando  es  la  pena;  el  derecho 
de  mandar,  implica,  pues,  el  derecho  de- 
castigar  al  que  ha  violado  el  mandato,  y 
este  es  el  verdadero  fujida mentó  de  la 
penalidad  (1).  Mr.  Luciano  Brun,  es  de- 
fensor de  Injusticia  absoluta,  y  encuen- 
tra el  origen  de  la  legitimidad  de  casti- 
gar en  el  Derecho  divino,  coi^siderando 
al  Príncipe  como  ministro  de  Dios  para 
el  bien,  según  decía  San  Pablo  en  su 
epístola  á  los  romanos.  «La  idea  de  la 
justicia  es  inseparable  de  la  de  respon- 
sabilidad. El  Estado  tiene  el  deber  de 
reprimir  la  violación  del  derecho»  (2).  La 
escuela  pusitivista  italiana,  es  lagenui- 
na  rei>resentante  de  la  defensa  social, 
siendo  esta  defensa  social  la  razón  y  le- 
gitimidad del  derecho  de  castigar.  El 
hombre,  dice  Ferri,  se  halla  sometido  á 
leyes  de  orden  diferente:  físicas,  biológi- 
cas y  sociales;  á  las  violaciones  de  estas 
diversas  especies  de  leyes  corresponden 
sanciones  y  reacciones  del  mismo  orden; 
sanciones  físicas,  biológicas  y  sociales. 
La  violacióií  de  las  leyes  fundamentales 
de  la  sociedad  que  comprometen  su  vida 
ó  perturban  su  curso,  produce,  por  la 
misma  razón  y  por  una  consecuencia  ló- 
gica, una  reacción  social  del  organismo 
herido  (3).  La  escuela  utilitaria,  de  Ben- 
tham,  funda  el  derecho  de  castigar  en  la 
conveniencia  del  mayor  número,  en  la 
utilidad,  como  su  nombre  expresa,  que 
puede  traer  á  la  societlad  el  castigo  del 
culpable.  ho%  eclécticos,  armonizan  ó  quie- 
ren armonizar  los  principios  de  utilidad 
social  y  áe  justicia,  haciendo  de  ellos  el 
fundamento  legítimo  del  derecho  de  pe- 
nar. «No  castigar,  dice  el  Profesor  de  la 
Universidad  de  Tolosa,  M.  Vidal,  más 
qne  lo  que  es  á  la  vez  contrario  á  la  ley 
moral  y  á  los  intereses  de  la  sociedad, 
con  una  pena  que  no  exceda  ni  la  medi- 
da de  la  justicia  ni  la  necesidad  de  la 
defensa  de  sus  intereses.»  Los  partida- 
rios de  la  enmienda  moral,  han  tomado 
como  punto  de  parti<la  la  reforma  del 
culpable,  y  en  ella  fundiimentan,  y  en 
ella  encuentran  el  derecho  de  castigar. 
Considerando  al  delincuente  como  á  un 
enfermo  moral,  entiende   que   tiene  per- 


(1)  Bertauld,  La  liberiad  civil. 

(2)  Brun,  Introducción  al  estudio  del  Deré^ 
eho   E!  derecho  de  cflstigar. 

(3)  Ferri,  Loi  nutvofí  horizontes  del  Derecho 
y  del  procedimiento  penal. 
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fecto  derecho  á  la  pena«  medio  necesario 
para  bu  curación  y  para  poder  volver  á 
la  sociedad  honrada  una  vez  rehabilitado 
por  el  arrepentimiento  y  la  corrección. 

£n  esta  tan  concisa  reseña  de  los  dife- 
rentes criterios  acerca  del  fundamento 
jurídico  del  derecho  de  penar,  se  ve  que 
todas  las  escuelas  se  hallan  conformes 
en  la  necesidad  de  una  ley  sancionadora 
que  reprima  los  actos  contrarios  á  la  jus- 
ticia y  hostiles  á  la  vida  de  la  sociedad. 
De  esa  necesidad  imperiosa  dimana  la 
ley,  que  es  la  exterior  y  gráfica  manifes- 
tación de  lo  que  entendemos  por  Dere 
cho,  bien  en  el  fuero  interno  de  la  con- 
ciencia, porque  se  ajusta  á  los  eternos 
principios  de  la  justicia  y  es  en  la  vida 
un  elemento  esencial,  bien  en  la  expre- 
sión de  la  lengua,  que  entienden  por  tal, 
por  Derecho,  la  recta  dirección  para  el 
cumplimiento  del  fin  del  hombre,  ya  co- 
mo individuo,  ya  formando  parte  de  la 
colectividad.  ¿Y  quién  ha  de  dictar  esta 
ley?  ¿Quién  ha  de  constituir  este  Dere- 
cho? Indudablemente  ha  de  ser  la  misma 
sociedad  por  medio  de  sus  legítimos  ór- 
ganos encargados  de  desempeñar  el  Poder 
legislativo,  ó  la  misión  de  legislar.  Y  jus- 
tificado y  reconocido  el  derecho  á  dictar 
la  ley  los  órganos  legislativos  (Monarcas. 
Consejos  ó  Parlamentos),  ¿cuáles  han  de 
ser  los  límites  de  ésta?  ¿No  cabe  que 
esos  mismos  órganos  hagan  leyes  injus 
tas,  equivocadas  ó  erróneas?  Ciertamen- 
te. Pero  siempre  serán  legítimas  y  siem 
pre  expresarán  los  sentimientos  de  la 
conciencia  coíectiva  y  las  aspiraciones 
del  mayor  número.  Todos  convienen  en 
la  necesidad  absoluta  de  la  ley  romo  ele- 
mento indispensable  para  la  realización 
de  la  justicia  humana  y  para  la  conser- 
vación y  desenvolvimiento  progresivo  de 
la  sociedad.  Y  de  no  hacer  tales  leyes  el 
Poder  legislativo,  de  no  formar  el  Dere- 
cho escrito  estos  órganos,  otras  entidades 
ú  otros  individuos  habrían  de  cumplir 
tal  misión,  dada  su  necesidad  ineludible 
é  imperiosa.  ¿Y"  cuáles  serían  aquellas 
entidades,  y  quiénes estosindividuos? Las 
primeras  estarían  compuestas  de  hombres 
y  hombres  serían  los  segundos,  unas  y 
otros  sujetos  á  error,  según  lo  están  los 
mismos  que  hoy  constituyen  los  órganos 
actuales  que  tal  función  desempeñan,  co- 
mo consecuencia  lógica  de  la  imperfecti- 
bilidad hnmana.  Y  dado  que  tales  órga- 
nos existen,  dado  que  en  la  constitución  y 
existencia  de  esos  órganos  ha  tomado  par 
te,  directa  ó  indirectamente,  la  colectivi- 
dad, eligiendo  á  sus  individuos,  cuando  de 


Asambleas  legislativas  se  trata,  recono- 
ciendo el  derecho  hereditario  «n  las  xno- 
narqnías  que  á  este  principio  obedecen 
ó  eligiendo  al  Jefe  del  Estado  si  el  siste- 
ma es  electivo,  fuerza  es  considerar  á  la 
ley,  por  dichos  órganos  y  en  tales  condi- 
ciones dictada,  como  lo  más  justo,  lo  más 
acertado,  lo  más  conveniente,  lo  que  lle- 
va en  sí  cierta  nota  que,  á  modo  de  in- 
falibilidad legal,  se  impone  á  todos,  y  to- 
dos deben  acatar,  reconocer  y  cumplir. 
Los  razonamientos  anteriores,  aplica- 
bles á  todos  los  principios  generales  de 
Derecho,  lo  son,  por  ende,  á  la  ley  penal; 
y  viene  enseguida  la  debatida  cuestión  de 
la  clase  de  castigos  que  el  Poder  legisla- 
tivo, en  nombre  y  representación  de  la 
sociedad,  impone  á  los  culpables.  En  los 
límites  de  este  trabajo,  no  cabe  analizar 
la  razón  y  justicia  de  las  diferentes  pe- 
nas; pero  cumple  al  ñn  que  nos  propone- 
mos tratar  muy  ligeramente  de  l(i  pena 
capital.  No  son  pocos  los  que  piden  la 
abolición  de  e<ite  suplicio,  alegando  para 
ello  razones  que,  al  decir  suyo,  no  tie- 
nen refutación.  Pero  seguramente  son 
más  los  que  défiemien  su  existencia,  con 
razones,  á  nuestro  parecer,  de  fundamen- 
to más  sólido.  ¿Con  qué  derecho,  dicen 
los  abolicionibtas.  disponen  uno  ó  varios 
hombres  de  la  vida  de  otro?  Sólo  Dios, 
que  hadado  la  existencia  al  individuo, 
puede  privarle  de  ella.  A  primera  vista 
parece  que  el  argumento  tiene  fuerza 
incontrastable;  mas  si  se  examina  dete- 
nidamente, flaquea  por  su  base.  Cierto 
que  Dios  (para  los  que  en  él  creemos)  ha 
dado  la  vida  al  hombre;  pero  tal  vida 
debe  conservarla  el  individuo  para  llenar 
el  fin  que  la  justifica  y  que  ha  de  cumplir 
en  el  mundo.  Y  cuando  no  sólo  se  aparta 
de  tal  fin,  sino  que  impide  á  los  demás  la 
realización  del  suyo  respectivo,  la  exis- 
tencia de  tal  vida,  de  tal  individuo,  es 
dañosa  á  la  sociedad,  atentatoria  á  la  ley 
y  hostil  á  la  justicia;  y  en  la  colisión  que 
se  establece  entre  el  individuo,  de  un 
lado,  y  la  sociedad,  la  ley  y  la  justicia  de 
otro,  aquél  debe  sucumbir.  Por  otra  parte, 
los  abolicionistas  de  la  pena  de  muerte 
están  conformes  con  las  de  privación  do 
libertad.  Y  ocurre  preguntar:  ¿No  es  la 
libertad  un  derecho  innato  en  el  hombre, 
como  lo  es  el  que  tiene  á  la  vida?  ¿No 
emanan  del  mismo  origen  estas  dos  pro- 
piedades intrínsecas  al  ser  humano?  Pues 
siendo  así,  de  admitir  la  segunda  pena, 
hay,  en  buena  lógica,  que  admitir  la 
primeVa,  ó  de  negar  aquélla,  hay  que 
negar  ésta.  Es  que  la  pena  do  muerte  es 
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más  grave,  es  irreparable,  etc.  Pero  tam- 
bién los  delitos  por  que  se  impone  son 
los  más  horrendos  (nos  referí  nos  al  orden 
dvil).  los  qae  llenan  de  terror  y  de  es- 
panto á  la  sociedad,  los  qne  delatan  un 
instinto  feroz  y  sanguinario,  y  no  cono- 
cemos caso  real,  verdaderamente  proba 
do,  qae  por  equivocación  haya  subido  un 
¡nocente  al  patíbulo.  Sólo  en  novelas  he- 
mos leído  algunos  episodios  de  tal  índo- 
le y  de  tan  mal  gusto  literario.  Además, 
¿podía  el  críminal  disponer  de  la  vida  de 
sos  víctimas  para  arrebatársela  por  modo 
cruel  y  violento?  £s  que  la  sociedad  no 
ha  de  proceder  como  el  criminal  proce- 
dió; es  que  con  matar  ai  malhechor  no  se 
resucita  á  sus  víctimas,  podrá  objetarse. 
Verdad;  pero  es  que  la  sociedad  no  p-o- 
cede  como  el  asesino;  aquél  desconocien- 
do y  atropellando  el  Derecho  y  la  Justi- 
cia, llevó  á  cabo  un  espantoso  crimen, 
constituyéndose  en  amenaza  y  peligro 
para  la  sociedad;  y  ésta,  en  cambio,  al 
prívar  de  su  existencia  al  malvado,  res- 
tablece el  Derecho,  cumple  la  Justicia  y 
•e  constituye  en  salvaguardia  y  amparo 
de  sus  individuos. 

Nos  llevaría  muy  lejos  el  análisis  dete- 
nido de  este  importante  y  debatido  pro- 
blema. Con  lo  expuesto  creemos  haber 
demostrado  que  la  sociedad  tiene  dere- 
cho á  imponer  la  pena  de  muerte  á  los 
grandes  criminales,  así  como  aplica  la 
de  privación  de  libertad,  por  ejemplo,  á 
Jos  autores  de  delitos  de  menor  grave- 
dad. Y  es  obvio  y  es  lógico  y  á  todas  lu- 
ces evidente,  qne,  pudiendo  en  Derecho 
y  en  Justicia  Anpouer  la  pena  de  muerte, 
por  exigirlo  así  la  conservación  de  la 
sociedad, 'siendo  tal  pena  la  más  grave, 
lógico,  legal  y  justo  resulta  que  tiene 
también  derecho  para  establecer  en  sus 
Códigos  y  ejecutar  en  la  práctica  la  pena 
de  deportación. 


Y  demostrado,  á  nuestro  parecer,  el 
derecho  del  Estado  á  establecer  y  apli- 
car la  pena  de  deportación  á  los  grandes 
criminales  con  quieres  no  ejecuta  la  de 
omerte,  nos  proponemos  refutar  alguna 
de  las  objeciones  hei^has  al  sistema  por 
¡lastres  y  decididos  adversarios. 

La  oposición  más  enérgica,  á  juicio 
mío,  hecha  á  la  deportación,  se  halla  en 
los  originales  escritos  de  Doña  Concep- 
ción Arenal,  tantas  veces  citados  con 
entusiasmo  por  los  pocos  que  en  Espafla 
estudian  estas  cuestiones;  leídos,  releí- 


dos y  elogiados  con  justicia  en  el  extran- 
jero, por  los  hombres  de  mayor  reputa- 
ción que  al  estadio  de  los  problemas  so- 
ciales se  dedican.  En  la  Memoria  Las 
Colonias  penales  de  la  Australia  y  la  pena 
de  deportación,  á  que  otorgó  el  primer 
premio  la  Academia  de  Ciencias  Morales 
y  Políticas,  en  1877,  y  en  los  Esludios 
Fenitenciarios^  impresos  el  mismo  año  en 
Madrid,  de  la  Sra.  Arenal,  se  declara  esta 
insigne  publicista  enemiga,  no  sólo  de  la 
deportación,  si  que  también  de  las  co- 
lonias penales.  Su  original  y  vigorosa 
dialéctica,  y  el  profundo  talento  que  en 
su  argumentación  resalta,  hacen  que  á  la 
escritora  se  respete;  pero  los  principios 
de  que  parte,  el  exceso  de  filantropía  qoe 
la  domina,  y  su  exaltación  por  el  bien,  la 
llevan  á  conclusiones  que  distan  mucho 
de  la  realidad,  de  lo  que  en  la  vida  spce- 
de  y  de  lo  que  cabe  hacer  en  la  práctica. 
Se  ha  dicho,  no  sin  razón,  que  lo  mejor 
es  enemigo  de  lo  bueno,  y  como  la  seño- 
ra Arenal  aspiraba  á  lo  perfecto,  más  se 
ven  en  sus  trabajos  censuras  acres  á  lo 
presente,  que  remedios  para  mejorarlo 
mismo  que  critica  y  recrimina.  Se  fija 
ante  todo  en  lo  que  ocurrió  con  las  colo- 
nias penales  que  Inglaterra  estableció  en 
Anstralia,  y  funda  en  esto  su  decidido 
propósito  de  que  no  se  establezcan  otras 
en  vista  de  los  malos  resultados  que,  á 
su  juicio,  dieron  aquéllas.  En  primer 
término,  no  fueron  tan  malos  como  la 
penalista  supone,  pues  ya  hemos  dicho, 
la  Historia  lo  demuestra,  que  las  prime- 
ras instalaciones  de  deportados  en  Nueva 
Holanda,  han  sido  la  base  de  la  coloniza- 
ción australiana.  Y  debe  dotarse,  porque 
es  de  capital  importancia,  que  tal  coloni- 
zación y  tal  sistema  de  penar, dio  comien- 
zo á  fines  del  siglo  último,  cu£^ndo  se 
empleaban  en  la  navegación,  desde  In- 
glaterra á  la  Australia,  nueve  ó  diez  me- 
ses por  lo  menos:  cuando  acababan  de 
ser  descubiertas  aquellas  lejanas  tierras; 
cuando  en  ellas  no  había  más  que  indí- 
genas salvajes;  cuando  el  territorio  era 
desconocido  en  su  mayor  parle;  cuando 
el  clima  no  se  li^bía  modificado  por  la 
virtud  del  trabajo;  cuando,  en  una  pala- 
bra, se  trataba  de  ensayar  un  sistema 
penal  y  colonizador  en  una  apartada  y 
vasta  región,  y  todos  los  elementos,  au 
turitlades,  colonos,  víveres,  otiles  para  el 
cultivo,  barcos  para  la  travesía,  etc.,  etc., 
había  de  proporcionarlos  á  su  costa  la 
Metrópoli.  Y  es  evidente,  que  habiendo 
en  la  actualidad  cambiado  las  causas 
que  produjeron  los  males  de   que  la  se- 
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fíora  Areual  habla,  si  en  Australia  ó  en 
otros  territorios  de  nltr|imar,  una  Nación 
quisiera  establecer  colonias  de  deporta- 
dos para  que  la  pena  de  deportación  se 
cumpliese,  otros  muy  distintos  habían  de 
ser  los  efectos,  como  se  ve  en  Francia 
con  su  Nueva  Caledonia,  en  Rusia  con  su 
Siberia,  en  Portugal  con  sus  posesiones 
de  África,  y  en  la  misma  España  con  su 
colonia  de  Ceuta. 

Por  de  pronto,  los  Estados  que  tienen 
posesiones  en  los  Archipiélagos  deOcea- 
nía,  ó  ein  otros  lejanos  puntos,  se  ven 
obligados  á  mandar  fuerza  militar  que 
las  defienda  y  funcionarios  que  las  go- 
biernen y  administren,  haya  ó  no  en  ellas 
deportados.  Con  estas  mismas  fuerzas 
que  imprescindiblemente  ha  de  sostener 
el  Tesoro  público  de  la  respectiva  Nación 
y  algunos  funcionarios  más,  la  col<7hiza- 
cjón  por  penados  puede  practicarse.  Seis, 
ocho  ó  diez  meses  se  invertían  antes  en 
cada  expedición,  según  el  punto  á  que 
iba  dirigida,  y  ese  tiempo  ha  quedado 
reducido  á  la  octava  ó  décima  parte.  Los 
obstáculos  más  grandes  con  que  tocó  la 
deportación  inglesa  y  los  más  graves 
conflictos  que  se  produjeron  en  Austra- 
lia, dimanaron  de  la  imprevisión  de  la 
Metrópoli  y  del  descuido  en  que  dejó 
á  su  colonia,  pues  ya  hemos  dicho  que  al 
desembarcar  los  penados  en  Sydney,  sólo 
pudo  encontrarse  un  albañil,  y  en  cambio 
había  mucha  gente  inhábil  para  los  tra- 
. bajos:  y  también  que  la  escasez  de  víve- 
res y  la  ansiedad  con*que  eran  esperados 
socorros  que  no  llegaban,  crearon  una 
situación  desesperada  en  la  naciente  co 
lonia,  y  merceü  á  las  excepcionales  con- 
diciones del  Gobernador  Phillip,  los  ex- 
pedicionarios pudieron  salvar  el  peligro' 
en  que  les  puso  el  a?:)andono  del  Gobier- 
no. Así,  pues,  los  vicios  y  trastornos  que 
produjeron  el  desacierto  y  el  descuido 
de  los  encargados  de  aplicar  el  sistema, 
no  deben  imputarse  al  sistema  mismo, 
que  la  mejor  empresa  fracasa  siempre 
que  se  confía  á  manos  imperitas. 

De  inhumana,  de  injusta  y  de  atenta- 
toria al  Derecho  califica  á  la  deportación 
la  Sra.  Arenal.  Funda  la  inhumanidad, 
en  el  tratamiento  duro  y  hasta  enterque, 
en  su  opinión,  recibe  el  forzado;  en  los 
peligros  de  la  travesía;  en  los  inconve- 
nientes de  la  aclimatación;  en  el  dolor 
de  dejar  á  su  familia,  etc.  Y  se  nos  ocu- 
rre preguntar:  ¿y  el  soldado  que  en  cum- 
plimiento del  sagrado  deber  patrio,  deja 
á  su  familia,  de  la  cual  es  quizá  el  iónico 
sostén,  que  es  persona  honradaf  y  digna, 


no  sufre  también  los  peligros  de  la  tra- 
vesía y  los  inconvenientes  de  la  aclima- 
tación? Y  si  es  verdad  que  al  deportado, 
al  criminal,  se  le  obliga  á^ue  trabaje  en 
la  colonia,  en  ansL  faena  dura,  si  se  quie- 
re, ¿no  se  obliga  igualmente  al  militar  á 
misión  más  peligrosa,  presentándose  an- 
te el  enemigo  y  ofreciendo  su  vida  en 
holocausto  por  el  bien  y  defensa  de  la 
patria?  ¿Dónde  corre  la  vida  más  riesgo^ 
!   en  un  trabajo  por  penoso  que  sea,  ó  ante 
I   las  balas  enemigas?  Y  cuenta  que  no  es 
posible   comparar   al   soldado    valeroso 
con  el  asesino  depravado.   A   modo  de 
comparación   lo  citamos  nosotros,  para 
que  pueda  apreciarse  mejor  la  sinrazón 
de  tanta  filantropía,  de  tanto  sentimen- 
I   talismo,  de  tanto  mimo  al  criminal,  que 
quizá   ha   sido  descolgado  de  la  horca 
mediante  un   indulto  y  conmutada  por 
la  deportación   la  pena  capital.  No  hay 
duda  que  cuesta  esfuerzo  y  fatiga  entrar 
ea  cultivo  un  suelo  virgen,  y  que  si  es 
malsano  produce  víctimas  el  hacerle  sa- 
ludable. Pero  dada  la  necesiciad  de  em- 
plear el   trabajo  para  que   la  tierra  pro- 
duzca y  de  sanear  el  terreno  para  evitar 
ó  disminuir  enfermedades,  si  no  lo  hace 
una  población  penal,  tendrán  que  hacer- 
lo trabajadores  lil^res-.y  si  Ja  insalubri- 
dad del  clima  y  las  primeras  labores  del 
campo  han  de  ocasionar  necesariamente 
víctimas,  sien)pre  resultará  menos  dolo- 
roso se  produzcan   éstas  en  gente  crimi- 
nal que  en  honrados  obreros.  Bien  que 
no  se  agrave  la  situación  del  condenado, 
si   para  ello   no  hay   níotivo  racional  y 
necesario;  pero  no  se  llévala  benignidad 
á  tal  punto,  que  se  quite  á   la  pena  su 
carácter  represivo  y  se  clame  contra  la 
deportación    porque  los   delincuentes  á 
quienes  se  aplica  ó  se  aplique,  se  hallen 
sometidos  á  las  m.idiuas  indispensables 
contingencias  de  un  largo  viaje  por  mar, 
aclimatación,  etc.,  que  las  clases  honra- 
das de  la  sociedad  (funcionarios  públicos, 
industriales,   etc.),   sufren   también;   ni 
porque  al  deportado  se  le  someta  al  tra- 
bajo en   la  nueva  tierra,  se  argumente 
en  contra  del  sistema,  pues  también  tra- 
baja el   desgraciado  emigrante  á  quien 
la  miseria  y   el  hambre   le  impulsan  á 
dejar  patria,   familia  y   afecciones  en  el 
punto  en  que  nació,  y  á  ofrecer  en  ex- 
tranjero suelo  y   á   manos  extrañas  su 
actividad  y  su  esfuerzo  como  único  medio 
para  huir  de  la  criminalidad  en  que  cayó 
el  deportado  y   librar  su   mezquina  exis 
tencia  en  circunstancias  más  dudosas  y 
de  mayor  zozobra  quizá  que  aquellas  en 
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q&e  se  eDcaentra  el  forzado,  qne  al  fin 
tiene  seguro  el  albergue,  la  comida  y  el 
vestido  por  el  tiempo  que  dura  su  con- 
dena, esenciales  elementos  de  dudosa 
posesión  para  el  que  emigra  y  que  sólo 
adquiere  en  fuerza  de  desvelos,  zozobras 
j  amarguras. 

Se  dice  que  es  injusta  la  deportación 
porque,  en  opinión  de  sus  adversarios, 
pesa  desigualmente  sobre  los  penados, 
«egün  su  organización  física,  sus  díspo- 
«iciones  morales,  su  edad,  las  condicio- 
nes en  qne  se  haga  el  viaje,  la  mayor  ó 
menor  difícnltad  de  volver  á  la  Metró- 
poli una  vez  extinguida  su  condena,  las 
afecciones  de  parentesco  y  amistad,  las 
probabilidades  de  evasión,  etc.  Pero  esas 
mismas  consideraciones  se  pueden  hacer 
á  toda  clase  de  penas;  más  todavía:  son 
aplicables  á  todos  los  órdenes  de  la  vida. 
Supongamos  que  no  es  en  una  colonia 
penitenciaria  ultramarina  donde  se  en- 
cuentra una  poblflción  culpable;  que  se 
trata  de  un  Establecimiento  celular  ó 
de  un  Presidio  en  común.  Pues  en  cual 
quiera  de  estos  últimos  casos  el  su- 
frimiento es  diferente,  tanto  en  el  or- 
den moral  como  en  el  físico.  Al  delin- 
cuente que  ha  perdido  todo  rastro  de 
vergüenza,  que  vivió  del  pillaje,  que 
carece  de  hogar  y  de  familia,  viste  el 
traje  del  Presidio  con  indiferencia,  quizá 
con  gusto  (de  lo  cual  podría  citar  ejem- 
plos), porque  en  la  calle  andaba  desnudo 
ó  con  harapos;  la  comida  de  la  Prisión 
le  agrada,  porque  es  segura  y  mejor  que 
Ifl  dudosa  que  tenía  en  libertad;  y  la 
compafiía  con  reclusos  tan  malos  como 
él  en  nada  le  molesta,  porque  no  son 
peores  que  los  camaradas  y  secuaces  que 
dejó  en  la  calle.  En  cambio,  al  que  pisa 
por  vez  primera  esos  lugares,  le  parecen 
un  remedo  del  infierno,  y  la  comida,  el 
vestido,  la  vida  en  común  y  todo  el  me- 
canismo penal,  le  producen  un  continuo 
tormento  y  una  profunda  amargura,  que 
en  modo  más  ó  menos  lento  minan  y 
concluyen  su  existencia.  Para  que  hu* 
biera  exacta  igualdad  en  la  ejecución  de 
penas,  necesario  sería  qne  todos  los  pe- 
nados fuesen  exactamente  iguales  en 
condiciones;  no  siendo  posible  esta  igual- 
dad, pretender  la  otra  resulta  una  qui- 
mera; y  llamar  injusta  á  la  pena  por  es 
tas  desigualdades,  que  no  está  en  lo  hu- 
mano remediar,  siquiera  al  decirlo  se 
emplee  el  ropaje  de  un  elegante  estilo 
literario,  más  tendrá  siempre  de  aparato 
retórico  qne  de  argumentación  irrefuta- 
ble. ¿A  qué  penados  se  deporta?  A  los 


que  han  cometido  los  crímenes  más  gra- 
ves, pues  es  sabido  que  la  deportación 
sustituye  muchas  veces  á  la  pena  capi- 
tal. ¿Y  qué  dolor  ha  de  producir  en  el 
que  mató  á  su  padre,  á  su  hijo  ó  á  sa 
esposa,  dejar  á  la  familia?  Y  el  que  por 
robar  mata,  ó  por  instinto  asesina,  ¿qué 
pena  ha  de  producirle  dejar  á  los  ami- 
gos, si  es  que  algunos  tiene,  en  el  teatro 
de  sus  sangrientos  desmanes?  Más  deben 
pesar  todas  esas  razones  cuando  se  trata 
del  proletariado  que  emigra,  y  que  tam- 
bién hace  la  travesía  hacinado  en  las  ¿o- 
degaa  de  Ion  buques,  sufre  Ihs  consecuen- 
cias ile  climas  malsanos  y  de  las  fatigas 
que  en  sí  lleva  la  ruda  labor  de  un  cam- 
po iuculto,  á  cuya  acción  en  gran  núine* 
ro  sucumben;  y  sin  embargo,  nadie  cali» 
fíca  de  injusta  la  emigración,  que  el  Es- 
tado reglamenta  y  restringe  ó  facilita. 

Tan) poco  creemos  que  la  deportación 
sea  atentatoria  al  Derecho  humano,  al 
Derecho  coercible,  al  que  forma  el  Esta- 
do como  medio  neceHario  para  la  vida 
social.  En  esto  nos  atenemos  á  lo  que 
llevamos  dicho  respecto  al  criterio  de 
las  diferentes  escuelas  en  lo  que  concier- 
ne al  Derecho  de  punir.  Y  si  puede  dic- 
tarse, y  se  dicta  y  se  ejecuta,  una  ley 
que  impone,  que  castiga  con  la  muerte 
al  autor  de  determínA<loB  orímenes,  ¿qué 
razón  fundamental  llegará  á  convencer 
de  que  á  ese  mismo  Poder  qne  incluye  la 
pena  capital  en  su  Código,  le  está  vedado, 
en  buenos  principios  jtiríilicos,  consignar 
la  deportación,  que  ai  ñu  y  al  cabo  no  es 
otra  cosa  que  el  deber  ineludible  de  tra- 
bajar, en  este  ó  en  aquel  sitio,  que  al 
condenado  se  impone,  como  consecuen- 
cia lógica  é  indeclinable  de  su  crimen? 
Parécenos  que  al  discutir  asi  se  atiende 
más  al  sentimiento  qne  á  la  razón  y  se 
da  preferencia  á  la  belleza  de  la  literatu- 
ra, con  perjuicio  de  la  irrefutable  argu- 
mentación que  los  hechos  constituyen 
por  sí  solos.  €¿Qaé  se  diría — escribe  Is 
Sra.  Arenal— de  un  Gobierno  que  hiciera 
matar  á  los  que  por  los  Tribunales  no 
estaban  condenados  á  muerte?  Los  que 
deportan,  á  sabiendas  ó  sin  saberlo,  im- 
ponen penas  perpetuas  ó  capitales  contra 
el  fallo  de  los  jue<*e8.>  Desde  luego  se 
echa  ver  lo  débil  del  ar^fumento.  El  Go- 
bierno que  deporta  no  sabe,  no  puede  sa- 
ber si  el  deportado  va  á  morir  ó  si  cum- 
plirá su  condena.  Sí  por  este  temor,  por 
el  temor  de  que  un  sentenciado  pueda 
morir  antes  de  extinguir  su  pena,  no  ss 
condenara,  debieran  suprimirse  los  fallos 
de  los  Tribunales  y  clausurar  las  Prisio- 
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nee,  pues  en  éstas,  ya  celulares,  ya  aglo- 
meradas, mueren  á  diario  no  pocos  cal- 
pables.  Respecto  á  que  la  deportación  se 
convierta  en  pena  perpetua,  nada  tiene 
de  particular  si  la  ley  la  da  este  carácter; 
consignada  su  perpetuidad  en  el  Código, 
ios  Tribunales  no  hacen  otra  cosa  que 
imponerla,  y  el  Poder  encargado  de  su 
ejecución  aplicarla:  la  ley  y  el  fallo  de 
los  jueces  se  cumplen  exactamente  y  de 
consuno  en  tal  caso.  Cuando  la  deporta 
cíón  es  temporal,  puede  ocurrir  que  el 
condenado  la  cumpla,  y  por  falta  de 
medios  para  volver,  no  á  la  patria,  como 
dice  la  escritora  á  que  aludimos,  sino  á  la 
Metrópoli,  pues  patria  es  todo  territorio 
en  que  ondea  t* I  pabellón  nacional  y  á 
don<le  se  extiende  la  jurisdicción  del 
Estado  y  se  acata  y  se  respeta  la  autori- 
dad del  Poder;  por  falta  de  medios  para 
volver,  repito,  baya  de  quedarse  en  la 
colonia.  Pero  siendo  ya  libre  el  individuo 
á  quien  tal  suceda,  no  cabe  considerar 
como  pena  el  hecho  de  seguir  viviendo 
en  el  punto  en  que  extinguió  la  que  le 
condujo  á  ultramar,  y  en  la  misma  for- 
ma que  viven  los  ciudadanos  allí  domici- 
liados y  los  funcionarios  (considerados 
como  particulares)  que  el  mismo  Estado 
envía.  ]Que  para  algunos  equivale  la  de- 
portación á  la  pena  de  muerte!  ¡Pobre$ 
aaesinoül  {Cuánta  compasión  para  el  faci- 
neroso, pura  el  bandido,  para  el  saltea- 
dor! Pues  qué,  ¿no  mueren  también  mu- 
chos infelices  soldados  y  funcionarios 
que  van  á  servir  á  la  patria  en  aquellas 
apartadas  tierra»?  Y  generalizando  el  ar- 
gumento que  á  los  penados  se  aplica, 
puede  decirse  que  el  hecho  de  enviar 
servidores  á  ultramar  equivale  también, 
para  no  pocos,  á  una  sentencia  de  muer- 
te. ¿Y  no  se  ve  obligado  á  pagar  el  pasa- 
je de  regreso  á  la  Península  (en  este  caso 
concreto  me  refiero  á  España)  el  funcio- 
nario que  permanece  en  nuestras  pose- 
siones ultramarinas  mayor  tiempo  que 
aquel  á  que  el  Estado  se  ob'iga  á  costear- 
le el  viaje  de  vuelta?  Pues  si  esto  ocu- 
rre con  ciudadanos  honrados,  con  depen- 
dientes directos  del  Qobierno  que  cum- 
plen un  fin  social,  ¿qué  razón  de  justicia 
ni  de  Derecho  puede  alegarse  para  que  el 
Estado  haga  dispendios  para  transportar 
y  dar  gusto  al  que  podrá  haberse  corre 
gido  después  de  algún  tiempo  de  trata- 
miento penitenciario,  pero  que  antes  fué 
criminal,  escarneció  la  Justicia,  pisó  el 
Derecho  y  ofendió  á  la  sociedad?  Antes 
al  contrario;  el  deportado  que  al  extin- 
goir  su  condena  no  ha  logrado  reunir 


algún  flhorro,  hace  presumir  un  mal  codcI' 
portamiento,  falta  de  habilidad  ó  sobra 
de  holgazanería,  pues  en  un  largo  perío- 
do de  laboriosidad,  de  economía  y  de 
constancia,  bien  puede  reunirse  la  canti- 
dad necesaria  al  pasaje  de  que  trato.  Por 
otra  parte,  la  tierra  la  hizo  Dios  para 
morada  del  hombre,  y  donde  viven  per- 
sonas que  fueron  siempre  honradas,  bien 
puede  vivir,  sin  que  esto  se  considere 
como  pena,  el  qué  fué  criminal  y  cum- 
plió la  sentencia  que  los  Tribunales  le 
impusieron. 


DEPOSITA Rli.  MUNICIPAL.— Ofi«ti- 
na  existente  en  los  Ayuntamientos,  en  la 
cual  se  ingresan  las  rentas  y  arbitrios  de 
los  pueblos  y  se  pagan  los  libramiento» 
que  con  arreglo  á  la  ley  expiden  los  mis- 
mos Ayuntamientos. 

Tienen  relaciones  oficiales  estas  de- 
pendencias con  los  Establecimientos  pe* 
nitenciarios,  porque  en  ellas  deben  in- 
gresarse las  cantidades  procedentes  de^ 
fondo  de  ahorros  de  penados,  en  los  pun- 
tos en  que  los  Penales  radican,  y  no  ha- 
ya sucursal  del  Banco  de  España  (Real 
decreto  de  21  de  Septiembre  de  1 888, ar- 
tículo 12,  pág.  20,  t.  I),  y  además  porque 
las  obligaciones  de  las  Cárceles  de  par- 
tido dependen  y  gravitan  sobre  los  Ayun- 
tamientos respectivos. 


DEPÓSITOS  MUNICIPALES.  —  De- 

pendencias  establecidas  en  las  capitaleí» 
de  los  distritos  municipales  para  el  cum- 
plimiento de  las  penas  de  arresto  menor 
y  para  tener  en  ellas  á  los  procesados  y 
penados,  ínterin  se  les  traslada  á  las  Car 
celes  ó  á  los  Penales.  (Véase  Arqiiltec- 
tnra  penitenciaria^  pág.  69;  Arresto 
uienory  pág.  83;  Cárcel^  págs.  248  á  250, 
y  en  este  último  artículo,  Relación  de  las 
Cárceles,  págs.  299  á  443;  y  Resumen  es 
tadistico  de  las  Cárceles  y  depósitos  muñid- 
pales^  pág.  444,  tomo  I.  Véase  adema» 
tía^tos  carcelarios). 


DERECHOS   PASIYOS.-La  I^y  de 

Presupuestos  de  1 896  concedió  derecho» 
pasivos  á  loa  empleados  del  Guerpo  de 
Penales  que  prestan  servicios  en  Cárce- 
les, con  nombramiento  de  Real  orden. 
(Véase  pág.  984,  tomo  I,  por  lo  que  res- 
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pecta  á  eatoe  funcionarios;  y  en  lo  qoe  á 
derechos  pasivos  en  general  concierne, 
véase  Jabllaeioues). 


DESACATO  Y  ATENTADO,  — Define 

el  desacato  el  artículo  266  del  Código. 
(Véase  Código  penal,  arts.  266  á  270, 
págs.  641  á  642.  tomo  I).  Para  que  exista 
desacato  es  preciso  que  los  hechos  que 
constituyen  el  delito  se  realicen  en  pre- 
sencia de  la  autoridad  desacatada.  Pero 
esta  presencia  puede  ser  real,  física  ó  mo- 
ral. A  tal  propósito,  de<ría  el  Sr.  Montero 
Ríos  en  un  discurso  pronimciadu  en  las 
Cortes, siendo  Ministro  de  GrHCÍH  y  Justi- 
cia: cOuando  el  desacato  es  materialmen- 
te á  la  Autoridad,  no  hay  duda  alguna  pa- 
ra determinar  la  naturaleza  del  delito; 
cuando  el  que  desacata,  ó  sea  el  que  pro- 
fiere injuria, calumnia  ó  amenasa  á  la  Au- 
toridad, lo  hace  en  una  comunicación  de 
carácter  oficial,  cuando  dirige  la  comuni- 
cación á  la  Antoridad^como  tal  Autori- 
dad, no  como  particular,  ¿puede  descono- 
cer algnieu  que  tales  injurias  que  en  esa 
comanicación  se  viertan  son  de  la  natura- 
leza del  desacato,  y  por  las  que  hay  des- 
acato contra  aquella  Autoridad,  pero  de 
nna  manera  moral?  Esta  es  la  naturaleza 
del  delito,  tal  como  está  perfectamente 
definido  por  la  ciencia  y  por  nuestra  ju- 
risprudencia....» El  desacato  se  circuns- 
cribe hasta  el  punto  de  limitarse  á  la 
Autoridad;  no  se  extiende  á  ningún  otro 
fpncionario  público;  tan  sólo  la  Autori- 
dad puede  ser  deitocatada;  no  serán  des- 
acatados los  funcionarios;  éstos  podrán 
ser  injuriados  ó  calumniados. 

£1  atentado  se  define  en  el  art.  263  del 
Código.  (Véase  Código  penal,  arts.  $68 
á  265,  pág.  641,  tomo  I).  Para  que  exista 
el  delito  de  atentado,  dice  el  Sr.  Viada, 
0on  precisas  tres  circunstancias:  1.*  Que 
haya  habido  acometimiento,  empleo  de 
fuerza,  ó  intimidación  ó  re8Ü*tencia  grave; 
2.*  Qne  tales  actos  de  fuerza  se  hayan 
ejercido  contra  la  Autoridad  ó  sus  agen- 
ter,  8.*  Que  se  hayan  ejecutado  contra 
dicha  Autoridad  ó  sus  agentes,  hallán- 
dose éstos  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes ó  con  ocasión  de  ellas. 


JuBispRUDBHCiA.— fConcep¿o  de  los  dis- 
tintivos de  los  cargos  para  la  apreciación 
del  delito  de  atentado.)'-E\  mismo  Sr.  Via- 
da cita«  en  su  obra  Código  penal,  un  caso 


de  jurisprudencia  francesa,  y  dice:  Si  la 
Autoridad  ó  sus  agentes  NO  LLEVAN 
distintivo  alguno  de  su  cargo  en  el  momen- 
toqúese  les  acometió,  intimidó  gravemente 
ó  se  les  kizo  resistencia  también  grave,  ¿de- 
berá calificarse  el  delito  de  A  TENTA  DO? 
El  Tribunal  de  Casación  irancés  ha 
resuelto  la  afirmativa,  fundándose  en 
que  el  derecho  de  ejecutar  un  acto  dima- 
ca del  carácter  dado  al  funcionario  por 
la  ley  ó  por  el  Príncipe,  y  no  de  las  in- 
signias ó  distintivos  de  sus  atribuciones, 
con  tal,  sin  embargo,  que  se  halle  debi- 
damente probado  que  el  culpable  conocía 
perfectamente  que  la  persona  ofendida 
era  tai  Autoridad  ó  afrente  de  la  mis- 
ma. (Sentencia  de  11  de  Octubre  de  1 S21 ). 

Sentencia  de  21  de  Abril  d¿  1891,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  ínter- 
pttesto  por  un  penado  cumplido  de  la 
Prisión  celular  sentenciado  por  la  Aii- 
diencia  de  Madrid,  por  haber  agredido 
á  un  empleado  del  Establecimiento  fue- 
ra de  la  Prisión. 

{Trib.Sup.de  Just.)  cEn  la  Villa  y 
Corte  de  Madrid,  á  21  de  Abril  de  1891, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  ante  Nos  pende,  interpuesto 
por  Alejandro  Martínez  Diez  contra  sen- 
tencia de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  este  territorio,  en  causa  pro- 
cedente del  Juzgado  de  instrucción  del 
distrito  del  Centro  seguida  al  Martínez 
por  atentado: 

Resultando  que  la  referida  sentencia, 
dictada  en  12  de  Febrero  último,  contie- 
ne el  siguiente: 

Primero.  Probado  que  entre  ocho  y 
nueve  de  la  noche  del  4  de  Julio  del  afío 
próximo  pasado,  estando  el  Oficial  Se- 
cretario de  la  Cárcel  Modelo,  parado  en 
unión  de  otros  individuos  en  el  centro 
de  la  plaza  que  hay  frente  á  la  puerta  de 
entrada  del  Establecimiento,  se  le  apro 
ximó  Alejandro  Martínez  Diez,  recla- 
mándole 23  reales  qne  se  le  retuvieron 
cuando  cumplía  condena  en  el  Correccio- 
nal, é  insultando  y  llamando  estafador  al 
Oficial  Secretario  le  acometió  con  un 
arma  blanca;  pero  vista  la  acción  por 
éste,  corrió,  internándose  en  el  edificio, 
siguiéndole  el  Alejandro  Martínez,  el 
que  antes  de  llegar  á  la  puerta  se  dirigió 
corriendo  hacia  la  derecha. 

Resnltando  que  la  Sala  sentenciadora, 
estimando  que  el  hecho  probado  consti- 
tuye el  delito  de  atentado  definido  en  el 
número  2.o  del  art.  268,  y  penado  en  el 
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264  del  Código  penal,  por  concurrir  la 
circunstancia  1.^  que  marca  este  articulo, 
siendo  su  autor  el  procesado  Alejandro 
Martínez  Diez,  con  la  circunstancia  agra- 
vante de  reincidencia  por  haber  sido 
condenado  anteriormente  por  un  delito 
igual,  le  condenó  á  siete  años  de  prisión 
mayor  y  inulta,  accesorias  y  costas: 

Resultando  que  el  procesado  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  la  regla  1.*  del 
artículo  849  de  la  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, citando  como  infringidos: 

l.o  El  art.  268,  en  relación  con  el  264 
del  Código  penal,  por  aplicación  indebi- 
da, por  cuanto  se  «precia  el  hecho  de  de- 
lito de  atentado,  cuando  ni  siquiera 
existe  la  tentativa  de  delito,  puesto  que 
el  Oficial  de  Secretaria  de  la  Cárcel,  ni 
desempeñaba  cuando  fué  acometido  las 
funciones  de  su  cargo,  ni  fué  con  ocasión 
de  ellas. 

2.0  El  artículo  3.",  párrafo  tercero  de 
dicho  Código,  porque  tampoco  existe  la 
tentativa  de  delito,  puesto  que  el  proce- 
sado, por  su  voluntad,  desistió  de  seguir 
á  su  contrario,  yéndose  hacia  otro  lado. 

3.0  El  art.  1.®  del  mismo  Código,  á 
que  se  ha  dado  mala  interpretación,  pues 
el  hecho  no  reviste  caracteres   de  delito: 

Resultando  que  en  el  acto  de  la  vista 
el  Ministerio  fiscal  impugnó  el  recurso: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado 
D.  Mateo  de  Alcocer: 

Considerando  que  se  comete  el  delito 
de  alentado  á  que  se  refiere  el  párrafo  se- 
gundo del  artículo  263  del  Código  penal, 
cuando  se  acomete  á  la  Autoridad  ó  á 
sus  agentes,  se  emplea  fuerza  contra 
ellos,  se  les  intimida  gravemente  ó  se  les 
hace  resistencia  también  grave,  hallán- 
dose en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó 
con  ocasión  de  ellas. 

Considerando  que  conforme  á  este  tex- 
to legal  no  puede  dudarse  que  el  procesa- 
do Alejandro  Martínez  Diez  ejecutó  en 
toda  su  integridad  el  delito  de  atentado 
contra  un  agente  de  la  Autoridad  y  con 
motivo  y  ocasión  de  las  funciones  de  tal 
agente,  porque  á  pretexto  de  reclamar 
veintitrés  reales  que  dice  le  retuvieron 
cuando  cumplía  condena  en  el  Correccio- 
nal, se  acercó  al  Oficial  Secretario  de 
este  Establecimiento,  y  no  sólo  le  insul- 
tó llamándole  estafador,  sino  que  le  aco- 
metió y  persiguió  amenazándole  con  una 
arma  blanca,  y  obligándole  á  huir,  y  rea- 
lizando de  este  modo  el  hecho,  en  el  que 
como  se  ve,  se  empleó  contra  un  agente 
de  la  Autoridad,  como  era  el  Secretario 


de  la  Cárcel  y  con  ocasión  de  sus  funcio- 
nes, una  intimidación  grave  y  se  llevó  ék. 
efecto  una  agresión  á  mano  armada. 

Considerando  que  las  razones  expues- 
tas han  sido  el  fundamento  del  fallo  con- 
denatorio de  esta  Audiencia,  en  el  que 
no  se  han  infringido  el  artículo  citado  y 
demás  que  se  señalan  en  el  recurso,  ni 
incurrido  en  el  error  de  derecho  en  que 
éste  se  apoya;  fallamos  que  debemos  de- 
clarar y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Alejandro  Martí- 
nez Diez,  al  que  condenamos  en  las  cos- 
tas y  al  abono,  si  viniese  á  mejor  fortuna, 
de  126  pesetas  por  razón  del  depósito  iio 
constituido;  lo  que  se  comunique  al  Tri- 
bunal sentenciador  á  los  efectos  consi- 
guientes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa^  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Emilio  Bravo.— Mateo  de  Alcocer.— Ra^ 
fael  Alvarez.— Miguel  de  Castelh,  —  Diego 
Montero  de  Espinosa.— Rafael  de  Soíis 
Liévana.—  Luis  Lamas. 

Publicación. — Leida  y  publicada  fué 
la  anterior  sentencia  por  el  Excelentísi- 
mo señor  D.  Mateo  de  Alcocer.  Magis- 
trado del  Tribunal  Supremo,  celebrando 
audiencia  pública  su  Sala  segunda  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secre- 
tario Relator  de  ella. 

Madrid  21  de  Abril  de  1891.— Licen- 
ciado, José  Maria  Pantoja. — (Gaceta  de 
29  de  Octubre  de  1891). 


DESCUENTOS. -(Véase    Nóminas    y 
Sueldos). 


DESERTAR.— Abandonar  el  soldado 
sus  banderas.  El  Código  de  Justicia  mi- 
litar concede  competencia  exclusiva  á  la 
jurisdicción  de  Guerra  para  conocer  de 
la  deserción,  de  los  hechos  de  inducir  á 
ella,  auxiliarla  ó  encubrirla  (art.7.<>)  Dicta 
otras  disposiciones  sobre  procedimien- 
tos por  deserción  (128  y  410);  priva  á  los 
reos  de  la  misma  del  abono  de  prisión 
sufrida,  y  contiene  otros  preceptos  rela- 
tivos á  prescripción,  clase  de  desercio- 
nes, etc.  También  trata  de  la  deserción 
el  Código  de  la  Marina  de  guerra,  en  sos 
artículos  116.  169,  174,  175  y  213  á  230. 
(Véase  Código  de  Justicia  militar^  pá- 
gina 486,  y  Código  de  la  Marina  de  gue* 
rra,  pág.  666,  tomo  I). 
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Sólo  nos  referimoB  aquí  á  las  desercio- 
Bes  de  los  militares  y  de  los  marinos.  De 
las  de  presos  y  penados,  nos  ocupamos 
en  Erasioiies. 


DESOBEDIENCIA.— Acción  y  efecto 
de  desobedecer.  La  desobediencia  puede 
referirse  á  la  Autoridad  ó  á  sus  agentes, 
7  paede  ser  también  de  los  funcionarios 
páblicos  á  sus  superiores.  El  acto  de  dea- 
obediencia  se  considera  también  bajo 
distintos  conceptos,  y  cabe  que  constitu- 
ya delito  ó  falta  que  pena  el  Código;  fal- 
ta gobernativa,  que  se  corrige  disciplina- 
riamente, y  mera  falta  de  atención  ó  de 
proceder  correcto  y  delicado,  que  no  es 
punible  ni  castigable  oficialmente,  sino 
sólo  censurable  bajo  el  punto  de  vista  de 
la  boena  educación. 

f^  desobediencia  justiciable  puede  ser 
grave,  y  constituye  el  delito  compren- 
dido en  el  art.  265  del  Código  penal,  ó 
leve,  y  tener  el  carácter  de  falta  á  que  se 
refiere  el  art.  589  casos  5.o,  6.o  y  7.°  del 
mismo  Código  (págs.  641  y  671,  respec- 
tivamente, del  tomo  I). 

De  la  desobediencia  de  los  funciona- 
rios públicos  á  sus  superiores,  se  ocupan 
los  arta.  880  y  381  del  citado  Código, 
que  dejan  íntegra  la  acción  gubernativa 
para  castigar  disciplinariamente  el  becho 
cuando  no  constituye  delito  (pág.  651  del 
mismo  tomo). 


DBSTIERRO. -(Véase  Penas). 


DETENCIÓN  DE  LOS  HIJOS  POR 

SUS  PADRES.— Pueden  acordarla  los 
padres  respecto  á  los  bijos  no  emancipa 
dos,  con  snjeción  á  los  artículos  156  y  158 
del  Código  civil,  y  debe  tener  lugar  en 
los  establecimientos  á  que  se  refiere  la 
Real  orden  de  12  de  Marzo  de  1891. 
(Véase  Alimentos^  págs.  37  y  38,  tomo  I; 
y  Asilo  de  correeeión»  págs.  86  á  88  y 
siguientes  del  mismo  tomo). 


DETENCIÓN  Y  PRISIÓN.-La  deten- 
ción es  el  acto  de  apoderarse  la  autori- 
dad gobernativa  de  una  persona  por  ra- 
zón de  delito. 

La  prisión  es  la  privación  de  libertad 


como  medida  preventiva,  dictada  en  un 
proceso  para  asegurar  la  acción  de  la  jus- 
ticia y  evitar  la  fuga  del  culpable. 

La  detención  y  la  prisión  consisten, 
pues,  en  la  privación  interina  de  la  liber- 
tad. Bajo  este  respecto  son  iguales,  y  lo 
son  también  en  cuanto  á  que  ni  una  ni 
otra  constituyen  pena,  según  el  art.  25 
del  Código  (pág.  614,  tomo  I).  Pero  se 
diferencian  por  su  concepto,  por  las  au- 
toridades que  pueden  practicar  la  prime- 
ra y  ejecutar  la  segunda,  y  por  el  tiempo 
de  su  duración. 

La  detención  sólo  supone  indicios  ó 
sospechas  contra  la  persona  detenida  de 
haber  cometido  nn  delito,  y  procede  tra- 
tándose de  individuos  que  se  encuentran 
en  los  siguientes  casos:  1.^,  de  presos  ó 
penados  que  se  fuguen  de  la  custodia  á 
que  están  sometidos;  2. o,  de  sentenciados 
ó  sujetos  á  mandamiento  de  prisión  que 
no  comparezcan  ante  los  Tribunaies;  8.o, 
de  reos  sorprendidos  infraganti\  4.",  de 
personas  de  quienes  se  supone  fundada 
mente  que  preparan  la  ejecución  de  un 
delito,  bien  contra  la  seguridud  indivi- 
dual, bien  contra  el  orden  público  (I). 
Pero  siempre  la  persona  detenida  ha  de 
ser  entregada  á  los  Tribunales  dentro 
del  término  marcado  por  las  leyes.  La 
prisión  sólo  puede  tener  logar  en  virtud 
de  mandamiento  de  Juez  competente  y 
por  auto  motivado,  oyéndose  al  preso  pa- 
ra notificarle  el  auto  ó  dejarle  sin  efecto 
dentro  de  las  setenta  y  dos  boras  siguien- 
tes á  haberlo  dictado. 

La  detención  puede  llevarse  á  cabo 
por  la  Autoridad  gubernativa,  por  perso- 
na que  carez(;a  de  autoridad  oficial,  ó  por 
Autoridad  judicial.  La  prisión  sólo  pae- 
de decretarse  por  quien  ostenta  legíti- 
mamente este  último  carácter  y  tenga 
jurisdicción  para  perseguir  y  castigat  los 
delitos. 

La  detención  no  puede  durar  más  de 
veinticuatro  horas;  la  prisión  puede  du- 
rar setenta  y  dos.  (Véase  Coustitneión 
política,  arts.  4.0,  6.o  y  8.«,  pág.  766,  to- 
mo  I;  Código  de  Justicia  militar^  artícu- 
los 470  y  siguientes,  pág.  540  del  mismo 
tomo,  y  Enjuiciamiento  orimiual  (Ley 
de),  arts.  489  á  527). 


DETENCIONES  ARBITRARIAS  £ 
ILEGALES. — Aunque  en  el  artículo  Có- 
digo peaaly  insertamos  los  preceptos  re 

(1)    Santamaría,  D«f-M/io  })oH<tco. 
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IfttivoB  á  esta  materia,  págs.  684  á  688  y 
661  y  662  del  tomo  I,  por  la  importancia 
que  la  cnestión  tiene  para  los  fancicna- 
rios  del  orden  jndicial,  y  especialmente 
para  los  de  Prisiones,  creemos  oportuno 
reproducir  aquí  dichos  preceptos  para 
hacer  más  fácil  su  consulta,  completando 
la  materia  con  varios  casos  de  jurispru 
dencia. 

De  los  delitos  cometidos  por  los  funciona- 
rios públicos  contra  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos sancionados  por  la  Constitución, 

c  Art.  204.  El  funcionario  publico  que, 
arrogándose  atribuciones  judiciales,  im- 
pusiere algún  castigo  equivalente  á  pena 
personal,  incurrirá: 

1.0  En  la  pena  de  inhabilitación  ab- 
soluta temporal,  si  el  castigo  impuesto 
fuese  equivalente  á  pena  aflictiva. 

2.^  En  la  pena  de  suspensión  en  su 
grado  medio  y  máximo,  si  fuese  equiva- 
lente á  pena  rorrecciona!. 

8.°  En  la  de  suspensión  en  su  grado 
mínimo  y  medio,  si  fuese  equivalente  á 
pena  leve. 

Art.  206.  Si  la  pena  arbitrariamente 
impuesta  se  hubiese  ejecutado,  además 
de  las  determinadas  en  el  artículo  ante- 
rior, se  aplicará  al  funcionario  culpable 
la  misma  pena  impuesta  y  en  el  mismo 
grado. 

No  habiéndose  ejecutado  la  pena,  se 
le  aplicará  la  inmediata  inferior  en  grado, 
si  aquélla  no  hubiese  tenido  efecto  por 
causa  independiente  de  su  voluntad. 

Art.  206.  Cuando  la  pena  arbitraria- 
mente impuesta  fuere  pecuniaria,  el  fun- 
cionario culpable  será  castigado: 

1,^  Con  la  de  inhabilitación  absoluta 
temporal  y  multa  del  tanto  al  triplo,  si 
la  pena  por  él  impuesta  se  hubiere  eje- 
cutado. 

2.0  Con  la  de  suspensión  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo  y  multa  de  la  mitad 
al  tanto,  si  no  se  hubiere  ejecutado  por 
causa  independiente  de  su  voluntad. 

8.^  Con  la  de  suspensión  en  sus  gra- 
dos mínimo  y  medio,  si  no  se  hubiere 
ejecutado  por  revocación  voluntaria  del 
mismo  funcionario. 

Art.  207.  Las  Autoridades  y  funcio- 
narios civiles  y  militares  que,  aun  ha- 
llándose en  suspenso  las  gaiantías  cons- 
titucionales, establecieren  una  penalidad 
distinta  de  la  prescrita  previamente  por 
la  ley  para  cualquier  género  de  delitos, 
y  ios  que  la  aplicaren,  incurrirán  respec- 
tivamente, y  según  los  casos,  en  las  pe- 


nas señaladas  en  los  tres  artículos  ante- 
riores. 

Art.  208.  La  Autoridad  judicial  qne 
entregare  indebidamente  una  causa  cri- 
minal á  otra  Autoridad  ó  funcionario  mi- 
litar ó  administrativo  que  igualmente  Be 
la  reclame,  será  castigado  con  la  pena  de 
suspensión  en  su  grado  medio  y  máximo. 

Serán  castigados  con  la  pena  inmedia- 
tamente superior  en  grado,  la  Autoridad 
ó  funcionario  militar  ó  administrativo 
que  insistiere  en  la  exigencia  de  la  en- 
trega indebida  de  la  causa,  obligando  á 
la  Autoridad  juiicial,  después  de  haber- 
le hecho  éste  presente  la  ilegalidad  de  la 
reclamación. 

Art.  209.  Si  la  persona  del  reo  hubie 
ra  sido  también  exigida  y  entregada,  las 
penas  serán,  en  sus  respectivos  casos,  las 
inmediatamente  superiores  en  grado  á  las 
señaladas  en  el  artículo  anterior. 

Art.  210.  El  funcionario  público  que 
detuviere  á  un  ciudadano,  á  no  ser  por 
razón  de  delito,  no  estando  en  suspenso 
las  garantías  constitucionales,  incurrirá 
en  las  penas  de  multa  de  125  á  1.250  pe- 
setas, si  la  detención  no  hubiere  excedí - 
do  de  tres  días;  en  la  de  suspensión  (1) 
en  sus  grados  mínimo  y  medio,  si  pasan- 
do de  este  ¿iempo  no  hubiere  llegado  á 
quince;  en  la  de  suspensión  en  sus  gra- 
dos máximo  á  inhabilitación  absoluta 
temporal  en  su  grado  medio,  si  no  ha- 
biendo bajado  de  quince  días  no  hubiere 
llegado  á  un  mes;  en  la  de  prisión  correc- 
cional en  su  grado  máximo  á  prisión  ma- 
yor en  su  grado  mínimo,  si  hubiere  pa- 
sado de  un  mes  y  no  hubiere  excedido 
de  un  año;  y  en  la  de  prisión  ma|(or  en 
su  grado  medio  á  reclusión  temporal  en 
toda  su  extensión,  si  hubiere  pasado  de 
un  año. 

Art.  211.  El  funcionario  público  qne 
dilatare  el  cumplimiento  de  un  mandato 
judicial  para  que  se  ponga  en  libertad  á 
un  preso  ó  detenido  que  tuviere  á  su  dis- 
posición, será  castigado  con  las  penas  in- 
mediatamente superiores  en  grado  á  las 
señaladas  en  el  artículo  anterior  en  pro- 
porción al  tiempo  de  la  dilación. 

Art.  212.  Incurrirá  respectivamente 
en  las  penas  superiores  en  grado  á  las 
señaladas  en  el  art.  210,  el  funcionario 
público  que  no  siendo  Autoridad  judi- 
cial y  no  estando  en  suspenso  his  garan- 
tías constitucionales,  detuviere  á  un  ciu- 


(1)  Al  insertar  este  artículo  en  la  pág.  685 
del  tomo  primero,  se  omitieron  por  error  de 
imprenta  las  palabras  auip$nsi^  «n. 
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dadaoo  por  razón  de  delito  y  nó  le  po- 
neré á  disposición  de  la  Áatoridad  jadi- 
eial  en  las  veínticnatro  horas  siguientes 
á  la  en  que  se  hubiere  hecho  la  deten- 
ción. 

Art.  218.  Incurrirán  también  en  las 
misoias  penas  en  sus  respectivos  casos: 

l.o  El  Alcaide  de  Cárcel  ó  cualquier 
otro  funcionario  publico  que  recibiere  en 
calidad  de  detenido  á  cualquier  ciudadano 
y  de¡jare  transcurrir  veinticuatro  horas 
8in  ponerlo  en  conocimiento  de  la  Autori- 
dad judicial. 

2."  El  Alcaide  de  Cárcel  ó  cualquier 
otro  funcionario  publico  que  no  pusiere  en 
libertad  al  detenido  que  no  hubiere  sido 
constituido  en  prtbión  en  las  setenta  y  dos 
horas  siguientes  á  la  en  que  aquél  hubiere 
puesto  la  detenciófi  en  conocimiento  de  la 
Autoridad  judicial. 

S.o  El  Alcaide  de  Cárcel  ó  cualquier 
otro  funcionario  público  que  recibiere  en 
calidad  de  preso  á  un  ciudadano,  á  no  ser 
en  virtud  de  mandamiento  judicial  ó  lo  re- 
tuviere  en  prisión  después  de  las  setenta 
y  dos  horas  de  haberle  sido  entregado  en 
tal  concepto^  ó  habérsele  notificado  el  auto 
de  prisión,  sin  que  durante  este  tiempo  le 
hubiere  sido  notificado  también  el  auto  ra- 
tificando aquél, 

4,0    El  Alcaide  de  Cárcel  ó  cualquier 
otro  funcionario  público  que  ocultare  un 
,  preso  á  la  Autoridad  judicial. 

j     6.0    El  Alcaide  de  Cárcel  ó  Jefe  de  es- 

*   'jtabledmiento  penal  que  sin  mandato  de 

-autoridad  judicial^  tuviere  á  un  preso 

ó  (k)  Sentenciado  incomunicado  ó  en  lugar 

distinto  del  que  le  corresponda. 

6.®  El  Alcaide  de  Cárcel  ó  Jefe  de  es- 
tablecimiento penal  que  impusiere  á  los 
presos  ó  sentenciados  privaciones  indebi- 
das ó  usare  con  ellos  de  un  rigor  inne- 
cesario. 

7.0  El  Alcaide  de  Cárcel  ó  Jefe  de  es- 
tablecimiento penal  que  negare  á  un  dete- 
nido ó  preso,  ó  á  quien  le  representare, 
eertificacióíi  de  su  detención  ó  prisión,  ó 
que  no  diere  curso  á  cualquiera  solicitud 
relativa  á  su  libertad. 

8.0  El  Jefe  de  establecimiento  penal 
que  retuviere  á  una  persona  en  el  estable- 
cimiento después  de  tener  noticia  oficial 
de  9u  indulto,  ó  después  de  haber  extingui- 
do su  condetia. 

Art  214.  Incurrirán  en  la  pena  de  BUS' 
pensión  en  sus  grados  mínimo  y  medio: 


(1)    Al  i Daertar  este  artículo  eu  U    página 
636  del  tomo  I,  se  omitió  por  error  de  impren- 
*  tft  la  eoojuDciÓD  ó. 


l.^  La  Autoridad  judicial  que  no  pn- 
siere  en  libertad  ó  no  constituyere  en 
prisión  por  auto  motivado  al  ciudadano 
detenido,  dentro  de  las  setenta  y  dos  ho- 
ras siguientes  á  la  en  que  aquél  hubiere 
sido  puesto  á  su  disposición. 

2.0  La  Autoridad  Judicial  que  no  rati- 
ficare el  auto  de  prisión  ó  no  lo  dejare 
sin  efecto  dentro  de  las  setenta  y  dos 
horas  siguientes  á  la  en  que  aquél  hubie- 
re sido  dictado. 

8.0  La  Autoridad  judicial  que,  fuera- 
de  los  casos  expresados  en  los  dos  núme- 
ros  anteriores,  retuviere  en  calidad  de 
preso  al  ciudadano  cuya  soltura  proceda. 

4.0  La  Autoridad  judicial  que  decre- 
tare ó  prolongare  indebidamente  la  inco- 
municación de  un  preso. 

6.0  £1  Escribano  ó  Secretario  de  Juz- 
gado ó  Tribunal  que  dejare  transcurrir  el 
término  fijado  en  el  número  1.^  de  este 
articulo  sin  notificar  al  detenido  el  auto 
constituyéndole  en  prisión  ó  dejando  sin 
efecto  la  detención. 

6.0  El  Escribano  ó  Secretario  de  Tri- 
bunal ó  Juzgado  que  dilatare  indebida- 
mente  la  notificación  del  auto  alzando  la 
incomunicación  ó  poniendo  en  libertad  á 
un  preso. 

7."    El  Escribano  ó  Secretario  de  Tri- 
bunal ó  Juzgado  que  dilatare  dar  cuenta 
á  éstos  de  cualquiera  solicitud  de  un  de 
tenido  ó  preso  ó  de  su   representante  re- 
lativa á  su  libertad. 

Cuando  la  demora  á  que  se  refieren 
los  números  anteriores  hubiere  durado 
más  de  un  mes  y  no  hubiere  excedido  do 
tres,  incurrirán  los  culpables,  en  sus  res- 
pectivos casos,  en  la  pena  de  suspensión 
en  su  grado  máximo  á  inhabilitación  ab 
soluta  temporal  en  su  grado  medio  y 
mnlta  de  126  á  1.260  pesetas,  y  si  hubie- 
re excedido  de  dicho  tiempo,  en  la  iuha 
bilitación  absoluta  temporal  en  su  grado 
máximo  á  inhabilitación  absoluta  perpe- 
tua y  multa  de  500  á  6.000  pesetas. 

Art.  216.  Incurrirán  en  las  penas  de 
suspensión  en  sus  grados  mínimo  y  me 
dio  y  multa  de  126  á  1.260  pesetas: 

l.o  El  funcionario  público  que,  no 
siendo  Autoridad  judicial,  y  no  estando 
en  suspenso  las  garantías  constituciona- 
les, entrare  en  el  domicilio  de  un  espa- 
ñol ó  extranjero  sin  su  consentimiento, 
á  no  ser  en  los  casos  y  con  los  requisitos 
previstos  en  los  párrafos  l.o  y  4.0  del  ar 
tículo  6."  de  la  Constitución. 

2.0  El  funcionario  público  que  no 
siendo  autoridad  judicial  y  no  estando 
tampoco  en  suspenso  las  garantías  cons- 
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titucionales,  registrare  los  papeles  de  un 
ciudadano  ó  extranjero  y  efectos  que  se 
hallaren  en  su  domicilio,  á  no  ser  que  el 
duefio  hubiere  prestado  su  consentimien- 
to. Si  no  devolviera  al  duefio  inmediata- 
mente después  del  registro  los  papeles  y 
efectos  registrados,  la  pena  será  la  inme- 
diatamente superior  en  grado. 

Si  los  sustrajere  y  se  los  apropiare, 
será  castigado  como  rep  de  delito  de  robo 
con  violencia  en  las  personas. 

8.0  £1  funcionario  público  que,  con 
ocasión  de  registro  de  papeles  y  efectos 
de  un  ciudadano,  cometiere  cualquiera 
otra  vejación  injusta  contra  las  personas 
ó  dafío  innecesario  en  sus  bienes. 

Si  los  delitos  penados  en  los  tres  nú- 
meros anteriores  fueran  cometidos  de 
noche,  las  penas  serán  las  de  suspensión 
en  sus  grados  medio  y  máximo  y  inulta 
de  250  á  3.600  pesetas,  salvo  lo  dispuesto 
en  los  párrafos  segundo  y  tercero  del  nú- 
mero 2.**,  respecto  á  los  cuales  la  pena 
será  la  inmediatamente  superior  en  gra- 
do á  las  en  ellos  señaladas. 

Art.  216.  La  Autoridad  judicial  que, 
fuera  de  los  casos  previstos  en  los  párra- 
fos 1.0  y  4.0  del  art.  6.o  de  la  Constitu- 
ción, y  no  estando  en  suspenso  las  ga- 
rantías constitucionales,  entrare  de  no- 
che en  el  domicilio  de  un  espafíol  ó  ex- 
tranjero sin  su  consentimiento,  incurrirá 
en  la  pena  de  suspensión  en  sus  grados 
mínimo  y  medio  y  multa  de  126  á  1.260 
pesetas. 

Art.  217.  £n  la  misma  pena  incurrirá 
la  Autoridad  judicial  que  registrare  de 
noche  en  el  domicilio  de  un  espafiol  ó 
extranjero  sus  papeles  y  efectos,  á  no 
ser  con  su  consentimiento. 

Art.  218.  £1  funcionario  público  que 
no  siendo  Autoridad  judicial  detuviere 
la  correspondencia  privada  confiada  al 
correo  ó  recibida  y  cursada  á  su  deslino 
por  la  primera  estación  telegráfica  en 
que  se  hubiere  entregado,  incurrirá  en  la 
multa  de  126  á  1.260  pesetas. 

Art.  219.  £1  funcionario  público  que, 
no  siendo  Autoridad  judicial,  abriere  la 
correspondencia  privada  confiada  al  co- 
rreo, incurrirá  en  la  pena  de  suspensión 
en  sus  grados  metlio  y  máximo  y  multa 
de  260  á  2.600  pesetas. 

Art.  220.  £1  funcionario  público  que 
la  sustrajere,  será  castigado  con  la  pena 
de  inhabilitación  absoluta  temporal  en 
sus  grados  mínimo  y  medio  y  multa  de 
600  á  6.000  pesetas. 

Art.  221.  £1  funcionario  público  que, 
estando  en  suspenso  las  garantías  cons- 


titncionales,  desterrare  á  un  ciudadano 
á  una  distancia  mayor  de  360  kilómetros 
de  su  domicilio,  á  no  ser  en  virtud  de 
sentencia  judicial,  incurrirá  en  la  pena 
de  multa  de  126  á  1.260  pesetas. 

£1  funcionario  público  que,  no  estando 
en  suspenso  las  garantías  constituciona- 
les, competiere  á  un  ciudadano  á  mudar 
de  domicilio  ó  residencia,  será  castigado 
con  la  pena  de  destierro  y  multa  de  260 
á  2.600  pesetas. 

Art.  222.  £1  funcionario  público  que 
deportare  ó  extrañare  del  territorio  del 
Reino  á  un  ciudadano,  á  no  ser  en  virtud 
de  sentencia  firme,  será  castigado  con  la 
pena  de  confinamiento  y  multa  de  600  á 
6.000  pesetas. 

Art.  223.  £1  Ministro  de  la  Corona 
que  mandare  pagar  un  impuesto  del  £s- 
tado  no  votado  ó  autorizado  por  las  Cor- 
tes, será  castigado  con  la  pena  de  inha- 
bilitación absoluta  temporal  y  ntulta  de 
600  á  6  000  pesetas. 

Art.  224.  La  Autoridad  que  mandare 
pagar  un  impuesto  provincial  ó  munici- 
pal, no  aprobado  legalmente  por  la  res- 
pectiva Diputación  provincial  ó  Ayunta- 
miento, será  castigada  con  la  pena  de 
suspensión  en  su  grado  máximo  á  inha- 
bilitación absoluta  temporal  en  su  grado 
mínimo  y  multa  de  260  á  2.600  pesetas. 

Art.  226.  Los  funcionarios  públicos 
que  exigieren  á  los  contribuyentes  para 
el  Estado,  la  provincia  ó  el  municipio  el^ 
pago  de  impuestos  no  autorizados,  segúi\  * 
su  clase  respectiva,  por  las  Cortes,  la  Di^ 
putación  provincial  ó  el  Ayuntamiento, 
incurrirán  en  la  pena  de  suspensión  eo 
sus  grados  medio  y  máximo  á  inbabili 
tación  absoluta  temporal  en  su  grado 
medio  y  multa  de  260  á  2.600  pesetas. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  efecti- 
va, la  multa  será  del  tanto  al  triplo  de  la 
cantidad  cobrada. 

Si  la  exacción  se  hubiere  hecho  em- 
pleando el  apremio  ú  otro  medio  coerci- 
tivo, la  pena  será  la  de  inhabilitación  ab- 
soluta temporal  y  la  multa  sobredicha. 

Art.  226.  Si  el  importe  cobrado  no 
hubiere  entrado,  según  su  clase,  en  las 
cajas  del  Tesoro,  de  la  provincia  ó  del 
Municipio,  por  culpa  del  que  la  hubiere 
exigido,  será  éste  castigado,  como  esta- 
fador, en  el  grado  máximo  de  la  pena 
que  como  tal  le  corresponda. 

Art.  227.  Las  Autoridades  que  pres- 
ten su  auxilio  y  cooperación  á  los  funcio- 
narios mencionados  en  los  dos  artículos 
anteriores,  incurrirán  en  las  penas  de 
inhabilitación  absoluta  temporal  en  sus 
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Krados'mínirao  y  medio,  y  malta  de  126 
ft  1.250  pesetas. 

En  el  CASO  en  qae  se  hubieren  lucrado 
•le  las  cantidades  cobradas,  serán  castiga- 
líos  como  autores  del  delito  penado  en  el 
articulo  anterior. 

Art.  22S.  El  funcionario  público  que 
*  expropiare  de  sus  bienes  á  un  ciudadano 
ó  extranjero  para  nn  servicio  ú  obra  pú* 
blica,  á  no  ser  en  virtud  de  sentencia  ó 
inandaniíento  judicial,  y  con  los  requisi- 
tos prevenidos  eti  las  leyes,  incurrirá  en 
las  penas  de  suspensión  en  sus  grados 
medio  y  máximo  y  multa  de  250  á  2.500 
pesetas. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  lo 
perturbare  en  ia  posesión  de  sus  bienes, 
á  DO  ser  en  virtud  de  mandato  judicial. 

Art  229.  Serán  castigados  con  las 
penas  de  suspensión  en  sus  grados  míni- 
mo y  medio  y  multa  de  125  á  1.250  pe- 
setas: 

l.<>  El  funcionario  público  que  no  es- 
tando en  suspenso  las  garantías  consti 
tdcionales,  prohibiere  ó  impidiere  á  un 
ciudadano  no  detenido  ni  preso  concu- 
rrir á  cualquiera  reunión  ó  manifestación 
pacífica. 

2.0  El  funcionario  público  que  en  el 
mismo  caso  le  impidiere  ó  prohibiere 
{orniar  parte  de  cualquier  asociación,  á 
no  ser  a^una  de  las  comprendidas  en  el 
art.  198  de  este  Código. 

3.0  El  funcionario  público  que  en  el 
mismo  caso  de  los  artículos  anteriores 
prohibiere  ó  impidiere  á  un  ciudadano 
dirigir  solo  ó  en  unión  con  otros,  peticio- 
nes á  las  Cortes,  al  Key  ó  á  las  Autori- 
dades. 

Art.  230.  Ei  funcionario  público  que 
impidiere  por  cualquier  medio  ia  ceíebra- 
üión  de  una  reunión  ó  manifestación  pa- 
cífica de  que  tuviere  cono(ñmieuto  oficial, 
o  la  fundación  de  cualquiera  asociación 
que  no  esté  comprendida  en  el  art.  198 
de  este  Código,  ó  la  celebración  de  sus 
sesiones,  á  no  ser  las  en  que  se  hubiere 
tronietido  alguno  de  los  delitos  penados 
en  el  título  III,  libro  II  del  mismo,  incu- 
rrirá en  la  pena  de  suspensión  en  sus 
grados  medio  y  máximo  y  multa  de  250 
á  2.600  pesetos. 

Art.  231.  Serán  castigados  con  la  pe- 
na de  suspensión  en  su  grado  máximo  á 
inhabilitación  absoluta  temporal  en  su 
gr»do  mínimo  y  multa  de  260  á  2.500  pe- 
setas: 

\.o  El  funcionario  público  que  orde- 
nare la  disolución  de  alguna  reunión  ó 
manifestación  pacífica. 


2.^  £1  funcionario  público  que  orde- 
nare la  suspensión  de  cualquiera  asocia- 
ción no  comprendida  en  el  art.  198  de 
este  Código. 

Art.  232.  El  funcionario  público  que 
no  pusiere  en  conocimiento  de  la  Auto- 
ridad judicial,  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  hecho,  la  suspensión  de  una 
asociación  ilícita  ó  la  de  la  sesión  de 
cualquiera  otra  asociación  que  hubiere 
acordado  y  las  causas  que  hayan  motiva- 
do la  suspensión  ordenada,  incurrirá  en 
la  pena  de  suspensión  en  su  grado  medio 
y  máximo  y  multa  de  250  á  2.500  pe- 
setas. 

Art.  233.  Incurrirá  en  las  mismas 
penas  el  funcionario  público  que  ordena- 
re  la  clausura  ó  disolución  de  cualquier 
establecimiento  privado  de  enseñanza,  á 
no  ser  por  motivos  racionalmente  sufi- 
cientes de  higiene  ó  moralidad,  y  el  que 
no  pusiere  en  conocimiento  de  la  Auto- 
ridad judicial  dicha  clausura  ó  disolución 
en  las  veinticuatro  horas  siguientes  de 
haber  sido  llevada  á  efecto. 

Art.  234.  Incurrirá  en  la  pena  de  dea- 
tierro en  sus  grados  mínimo  y  medio  el 
funcionario  público  que,  sin  haber  inti- 
mado dos  veces  consecutivas  la  disolu- 
ción de  cualquiera  reunión  ó  manifesta- 
ción, ó  la  suspensión  de  las  sesiones  de 
una  asociación,  empleare  la  fuerza  para 
disolverla  ó  suspenderla  á  no  ser  en  el 
caso  de  que  hubiere  precedido  agresión 
violenta  por  parte  de  los  reunidos,  mani- 
festantes ó  asociados. 

Si  del  empleo  de  la  fuerza  hubiertru 
resultado  lesiones  leves  á  alguno  ó  á  al- 
gunos de  los  concurrentes,  la  pena  será 
la  de  .destierro  en  su  grado  medio  y 
máximo  y  la  misma  multa. 

Si  las  lesiones  fueren  graves,  la  pena 
será  la  de  confinamiento  en  sus  grados 
mínimo  y  medio  y  multa  de  500  á  5.000 
pesetas. 

Si  hubiere  resultado  muerte,  la  pena 
será  la  de  confinamiento  en  su  grado 
máximo  á  relegación  temporal  y  nmlta 
de  1.250  á  12.500  pesetas. 

Art.  235.  El  funcionario  público  que, 
una  vez  disuelta  cualquiera  reunión,  ma- 
nifestación, ó  suspendida  cualquiera  aso- 
ciación ó  su  sesión  se  negare  á  poner  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  judicial 
que  se  lo  reclamare  las  causas  que  hubie- 
ren motivado  la  disolución  ó  suspensión, 
será  castigado  con  la  pena  de  inhabilita- 
ción absoluta  temporal  y  la  multa  dií 
250  á  2.500  pesetas. 
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JuBispRDDicNoiA. — Se^itenciü  de  15  de  Ju- 
nio de  1887 y  declarando  que  incwre  en 
responsabilidad  el  Alcaide  {Jefe)  de  Cár- 
cel que,  pasadas  las  setenta  y  dos  horas 
de  una  dete^ición  judicial  sin  haberse  ele 
vado  á  prisión,  no  pone  en  libertad  al 
detenido. 

{Trib.  Sup.  de  Just)  tEn  la  Villa  y  Cor- 
te de  Madrid  á  15  de  Jnnio  de  1887,  en 
el  fecnrso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  ante  Nos  pende,  interpuesto  por 
el  Ministerio  fiscal  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Aadiencia  de  lo  cri- 
minal de  Colmenar  Viejo  en  causa  por 
tietención  arbitraria,  seguida  contra  Ju- 
lián Nieto  Montero: 

Resultando  que  la  indicada  sentencia, 
dictada  en  10  de  Febrero  último,  contie- 
ne el  resnntado  siguiente: 

Resulta^ido  que,  en  17  de  Diciembre 
de  1885,  una  pareja  de  la  Guardia  civil 
aprehendió  en  el  monte  titulado  Milani- 
Do,  sito  en  el  término  del  Escorial,  á 
Mariano  Valle  García,  por  estar  cazando 
con  lazos,  poniéndole  á  disposición  del 
Juez  municipal  del  expresado  pueblo, 
con  Hilario  Clemente,  quien  ordenó  la 
detención  del  Valle,  hasta  que  por  el 
Juzgado  instructor  del  partido  se  contes 
tase  á  una  consulta  acerca  de  si  el  hecho 
imputado  á  aquél  debía  apreciarse  como 
delito  ó  como  falta;  que  cumplimentada 
por  Julián  Nieto  Montero,  Alcaide  de  la 
Cárcel,  orden  verbal  de  detención  dada 
por  el  referido  Juez,  se  encerró  en  aqué- 
lla al  Mariano  Valle,  quien  al  cabo  de 
uoho  días  se  fugó  de  la  misma,  siendo  de 
nnevo  aprehendido  por  el  Nieto  y  pre- 
sentado al  Juez  municipal  mencionado, 
el  que  reiteró  la  orden  de  detención,  per- 
maneciendo el  Valle  otros  nueve  días  en- 
Ct^rrado  en  un  calabozo,  evadiéndose  al 
eaho  de  dicho  tiempo,  sin  que  durante  el 
Iraiiscurso  del  mismo  se  elevara  la  deten- 
ción á  prisión  ni  se  decretase  la  libertad 
dul  repetido  Valle;  hechos  probados: 

Resultando  que  aquel  Tribunal  conde- 
nó á  Matilla  como  autor  del  delito,  por 
no  haber  puesto  en  libertad  á  Valle  ni 
constituídole  en  prisión  dentro  de  seten- 
ta y  dos  horas  siguientes  á  su  detención, 
y  absolvió  á  Nieto,  por  entender  que  el 
número  2.odel  art.  213  del  Código  penal 
no  se  refiere  á  la  detención  ordenada  por 
la  Autoridad  judicial,  que  en  el  caso  ac- 
tual la  mandó  reiteradamente: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia 
se  ha  interpuesto  por  el  Ministerio  fis- 
cal recurso  de  casación,  en  cuanto  se  re- 


fere á  Nieto,  fundado  en  el  núm.  2.o  del 
art.  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  señalando  C0910  infringido  el 
213  del  Código  penal  en  sus  números 
2.''  y  8.",  que  comprenden  con  generali- 
dad los  casos  en  que  los  Alcaides  no  po 
n'en  en  libertad  á  los  detenidos  no  cons- 
tituidos en  prisión  dentro  de  setenta  y  , 
dos  horas  con  las  formalidades  legales, 
de  lo  que  estima  responsable  á  Nieto, 
aunque  se  considere  como  mandamiento 
judicial  la  orden  verbal  que  recibió: 

Resultando  que  instruida  la  defensa 
del  procesado,  fué  admitido  el  recurso: 

Visto,  siendo  ponente  el  Magistrado 
D.  Eduardo  Martínez  del  Campo: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  4.^  de  la  Constitución 
de  la  Monarquía,  la  detención  de  una 
persona  no  puede  prolongarse  más  de 
las  setenta  y  dos  horas  siguientes  á  la  en 
que  se  la  ponga  á  disposición  del  Juez 
competente: 

Considerando  que  para  la  eficacia  in- 
mediata de  este  precepto,  que  garantiza 
y  asegura  la  libertad  de  ios  ciudadanos 
además  y  con  independencia  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  pueda  incurrir  la 
'  Autoridad  judicial  respectiva,  en  el  caso 
de  no  cumplirle  y  de  infringir  los  con  él 
relacionados  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal,  el  número  2.o  del  art.  213 
del  Código  penal  determina  lo  que  ea 
propio  del  Alcaide  de  Cárcel  ó  cualquier 
otro  funcionario  público  que  no  pusiere 
en  Hbertad  al  detenido  que  no  hubiera 
sido  constituido  en  prisión  en  las  seten- 
ta y  dos  horas  siguientes  á  la  en  que 
aquél  hubiese  puesto  la  detención  en  co- 
nocimiento de  la  Autoridad  judicial: 

Considerando  que  acordada  por  el  Juez 
municipal  del  Escorial  la  detención  de 
Valle,  y  comunicada  verbalmente  al  Al- 
caide del  depósito  municipal,  era  obliga- 
ción inexcusable  de  éste  ponerle  en  li 
bertad  en  cuanto  transcurrieran  setenta 
y  dos  horas,  si  durante  ese  período  de 
tiempo  no  se  le  constituía  en  prisión: 

Considerando  que  por  no  haber  procedi 
do  así  el  Alcaide  procesado,  y  prolongán- 
dose en  su  consecuencia  la  detención  de 
Valle  hasta  diez  y  siete  días,  sin  expedir 
mandamiento  de  prisión,  cometió  el  deli- 
to contra  la  Constitución  definido  en  di- 
cho art.  218  del  Código,  ya  que  siendo 
precepto  legal,  absoluto  é  incondicional 
que  ninguna  detención  exceda  de  seten- 
ta y  dos  horas  posteriores  á  la  sumi- 
sión del  que  la  sufre  al  Juez  respectivo, 
no  podía  ni  debía  ser  obstáculo  á  la  obe- 
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«liencU  por  parte  del  Alraiiie  á  Ul  pre- 
repto  t»l  hecho  de  haberse  acorda(Ío  la 
ileiención  por  el  Juez  iiiiBinn,  y  no  por 
•itra  persona,  romo  eqnivocadamente  ha 
entendido  el  Trihiinal  a  qno,  puesto  que 
la  ley  no  dittinKue  enlre  uno  y  otro  cftBo, 
y  «demás  porque  aquel  plazo  debía  con- 
wrse,  y  se  cuenta  para  el  Alcaide,  desde 
vi  momento  en  que  el  Juei  municipal 
competente  para  acordar  sobre  la  prisión 
ola  libertad  del  detenido,  seRiin  los  ar- 
tículo» SOS,  497.  499  y  502  tle  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  tuvo  conoci- 
miento del  hecho,  que  es  lo  que  en  sns- 
Uncift  exige  el  citado  núm.  2.°  del  cita<io 
«rt.  218  del  Código  penal,  infringido  por 
Unto  en  la  sentencia  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  de- 
claramos haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
contra  la  expresóla  sentencia,  que  en  es- 
ta parte  casamos  y  anulamos,  declarando 
de  oficio  las  costas  en  él  causadas;  lo  que 
íie  comunique  al  Tribunal  sentenciador 
para  loa  efectos  procedentes,  con  la  que 
•e  pronuncia  seguidamente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gacrta  de  Madrid  é  inser- 
tará en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronun- 
iñamos,  mandamos  y  firmamos.— Kmilio 
íiravo.— Kduardo  Martínez  d^l  ('ampo.— 
Mateo  de  Alcocer.— Federico  Knjuto.— 
Rafael  Alvarez.— Antonio  (iarijo  Lara.— 
Diego  Montero  de  Espinosa. 

Faldicación— l^ída  y  publicada  fué  la 
Anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Ktluardo  Martínez  del  Campo,  Magistrado 
titíl  Tribunal  Supremo,  celebrando  au- 
(Hencia  pública  su  8ala  segunda  en  el  día 
tje  boy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  de  ella 

Madrid  16  de  Jcnio  de  1887. -Doctor 
Knriqne  Medina.»  —{Gaceta  de  14  de  Sep- 
tiembre de  1887). 


DILIGENCIAS  JUDICIALES.-  Sólo 

comprendemos  aquí  las  diligencias  judi- 
ciales qne  se  practican  con  los  reclusos, 
lira  en  loa  Establecimientos  en  que  su- 
fren  prisión  ó  extinguen  condena,  ora  en 
»qoell0fl  á  que  son  conducidos  para  la 
práctica  de  dichaa  diligencias. 

Los  abasos  á  que  daban  lugar  los  tras- 
Indos  de  presos  y  penados  de  unos  pnn- 
tos  A  otros  so  pretexto  de  asistir  á  jui- 
cios orales  y  por  jurados,  prestar  decla- 
ración, etc.,  y  los  disgustos  y  evasiones 


que  el  continuo  movimiento  de  los  pena 
dos  y  prestís,  por  tales  causas,  trnían. 
obligaron  á  la  Adminislranon  cenital  A 
dictar  disposiciones  realrittivHS  enraiui- 
nnílas  acortar  los  almsos  y  a  evitar  los 
disgustos  que  aquel  proceder  ocasionaba, 
como  lo  demuestra  la  siguiente 

üeal  mden  de  19  de  Enero  dictando  realas 
sobre  comparece  ocia  de  penado»  y  prt-HOB 
ante  los  Tribunales  de  juhticia  para 
práctica  de  diligencias  judiciales,  enea- 
minadai  á  rentringir  las  salidas  de  loa 
reclusos  de  sus  Establecimientos  y  á  eci- 
tar  que  permanezcan  largo  tiempo  fuera 
del  que  les  corresponde, 

{Grac.  y  Junt.)  cLa  frecuencia  con  qne 
los  penados  tienen  que  comi»arecer  ante 
los  Tribunales  de  justicia  para  asistir  A 
los  juicios  orales  y  á  la  inairucción  de  su- 
marios, ya  como  procesados  en  nuevas 
causas,  ya  como  testigos,  ba  dado  lugar 
á  repetidas  quejas.  Kl  régimen  peniten- 
ciario se  quebranta  con  esta  movilidH«l 
de  la  población  penal,  y  sólo  cuando  no 
pneila  excusarse  cabe  tolerar  que  per- 
manezcsn  los  reclusos  en  las  Cárceles  de 
partido,  fuera  de  sus  destinos  y  exentos 
de  la  disciplina  rigurosa  y  severa  de  los 
Kstablecimientos  penales. 

La  comparecencia  de  los  penados  an 
te  los  Tribunales  de  justicia  no  pue«le 
vetiarse  en  absoluto,  porque  no  lo  con- 
sienten los  fueroH  de  la  acusación  y  la 
defensa;  pero  dentro  de  ia  ley  se  ba  de 
restringir,  recomendando  á  los  Jueces 
instructores  de  los  sumarios,  que  sólo  en 
casos  excepcionales  acuerden  la  compa- 
recencia personal,  y  á  las  Audiencias, 
qne  para  la  celebración  del  juicio  oral, 
cuando  sea  inexcusable  la  asistencia  de 
los  penados,  abrevien  la  permanencia  de 
éstos  fuera  de  los  Kstablecimientos  peni 
tenciarios.  Este  mismo  designio  tuvo  el 
Real  decreto  de  24  de  Noviembre  de 
1890,  cuyo  art.  17  dispone  el  inmediato 
regreso  al  Establecimiento  originario.  En 
la  práctica,  sin  embargo,  no  ba  sido  este 
precepto  tle  tan  eíicaz  aplicación  como 
fuera  de  desear.  Y  á  tin  de  evitar  que  se 
erija  en  sistema  tan  perjudicial  costón»- 
bre,  que  está  en  abierta  oposición  con  el 
espíritu  de  la  ley  y  con  el  respeto  y  la 
consideración  que  se  debe  á  los  fallos  de 
los  Tribunales; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  >'  en  su  nombre 

la  Ktíina  Regente  del  Reino,  ba  tenuio  á 

bien  disponer: 

1.0    Que  se  prevenga  á  los  Jueces  de 
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instrucción  que  caando  no  sea  de  imperio- 
sa necesidad  la  presencia  de  los  penados, 
se  evacúen  por  medio  de  exhortos  las  di- 
ligencias snmariales  que  hayan  de  enten- 
derse con  ellos;  y 

2.'^  Que  cuando  por  inexcusable  se 
decrete  la  Comparecencia  de  los  penados, 
ó  las  Audiencias  los  citen  para  el  acto 
del  juicio  oral,  tenga  fiel  y  exacta  obser- 
vancia el  art.  17  <lel  Real  decreto  de  24 
de  Noviembre  de  1890,  según  el  cual 
«los  Tribunales  respectivos,  en  el  preci- 
so término  de  tres  días,  darán  cuenta  A 
la  Dirección  general  de  la  terminación 
de  las  diligencias,  para  que  tenga  lugar 
inmediatamente  el  regreso  del  preso  pe- 
nado al  Establecimiento  de  donde  pro- 
cediere. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  19  de  Ene- 
ro de  1896.— Afaura.»  {Gaceta  del  26  de 
Enero). 

Véase  Declaracloues  de  penados  y 
presosy  págs.  2  á  4  de  este  tomo,  y  Tras* 
lacióii  do  peuados  y  presos. 


DINERO  DE  RECLUSOS.— Sólo  nos 
referimos  aquí  al  que  pueden  adquirir  los 
reclusos,  bien  con  el  producto  de  su  tra- 
bajo, bien  porque  se  lo  faciliten  sus  pa- 
rientes, amigos  ó  personas  caritativas. 

No  sabemos  se  haya  dictado  disposi- 
ción alguna  exclusiva  para  regular  de- 
talladamente esta  materia,  que  dada  su 
importancia ,  entendemos  que  bien  lo 
merece  y  necesita.  Pero  si  no  existe  dis- 
imsicióu  especial  relativa  al  caso,  en  los 
Reglamentos,  Instrucciones,  Reales  órde- 
nes y  Circulares  promulgadas  para  los 
diferentes  servicios  de  los  Estableci- 
mientos, sobre  todo  los  que  integran  el 
rét^inien  ó  afectan  al  orden  económico, 
domina,  eti  general,  la  tendencia  prohi- 
bitiva respecto  á  que  los  reclusos  conser- 
ven dinero  en  .<:n  poder.  La  Real  orden 
de  7  de  Septiembre  (páginas  16  á  18, 
lomo  1),  que  trata  del  fondo  de  ahorros 
de  penados;  la  Instrucción  para  la  conta- 
bilidad de  los  talleres,  que  entre  otras  co- 
sas se  ocupa  del  peculio  de  libre  dispo- 
sición de  los  penados  (art.  27,  pág.  780, 
tomo  I),  y  la  Instrucción  para  el  servicio 
de  las  Cárceles  de  Audiencia  (págs.  263 
y  siguientes  del  mismo  tomo),  evidencian 
claramente  esta  tendencia,  al  preceptuar 
que  los  productos  que  obtengan  los  pe- 
nados ingresen  en  su  fondo  de  ahorros, 
que  no  se  pueda  distraer  de  este  fondo 
cantidad  alguna  sin  Henar  los  requisitos 


que  allí  se  establecen,  que  dicho  fondo 
no  se  entregue  á  los  interesados  hasta  dti 
licénciamiento,  y  quede  retenido  en  el 
Penal  en  los  casos  en  que  el  licenciado 
haya  de  extinguir  arresto  en  alguna  Cár- 
cel después  de  cumplida  la  pena  princi- 
pal en  un  Presidio.  Al  mismo  fin  se  tn  - 
camina  la  Instrucción  de  contabilidad 
antes  citada,  al  preceptuar  que  se  formen 
cuentas  del  peculio  de  libre  disposición, 
constituido  por  las  cantidades  percibi- 
das por  giros,  donativos,  etc. 

Las  exigencias  del  régimen  y  las  con 
veniencias  del  orden  en  las  Prisiones, 
aconsejan  desde  luego. que  los  reclusos 
no  conserven  en  su  poder  cantidades  de 
dinero,  y  en  tales  principios,  sin  duda,  se 
inspira  la  legislación  vigente  en  la  ma- 
teria. 

Pero  á  más  de  las  disposiciones  cita- 
das de  carácter  general,  existen  prohibi- 
ciones terminantes  y  concretas,  relativas 
á  los  penados,  unas,  y  á  los  presos,  otras. 
Helas  aquí: 

Reglamento  de  15  de  Abril  de  18áá. 

< Árt.  27.     En  fin,  no  permitirán 

los  Comandantes  que  penado  alguno  sal 
ga  del  Establecimiento.....  ni  que  tenga 
dinero  en  su  poder^  pues  que  cubiertas  las 
primeras  atenciones  de  la  vida,  para  fu- 
mar, única  distracción  que  se  le  puede 
permitir,  les  bastan  los  medios  que  su 
aplicación  al  trabajo  les  proporcionen... > 
(C.  L.  de  P.,  tomo  I,  pág.  266). 

Reglamento  de  15  de  Septiembre  de  1844 

(  Qob.)  €  Si  llevase  el  penado  algún  dine- 
ro se  depositará  en  la  Caja  de  Ahorros  del 
Presidió  ó  general  de  la  provincia,  dando 
le  el  conducente  resguardo,  puesto  que 
ningún  presidiario  ha  de  conservar  efi  su 
poder  más  cantidad  que  la  de  cuatro  reales 
oellón,  que  es  el  máximum  que  con  cortas 
excepciones  se  gradúa  puede  correspon- 
derle  en  mano  cada  semana  por  produc 
to  de  sus  trabajos...»  (C.  L.  de  il,  tomo  I, 
págs.  282  y  283). 

Reglamento  para  las  Cárceles  de  capitales 
de  provincia,  de  25  de  Agosto  de  1847. 

« Art.  67.  Se  les  prohibe  por  últi- 
mo (á  los  presos)  conservar  en  su  poder 
ningún  dinero,  debiendo  depositar  en  la 
Caja  del  Establecimiento,  bajo  recibo,  la 
cantidad  que  posean  á  su  entrada.»  {Co- 
lección legislatit)a  de  Cárceles,  pág.  161). 
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R^glámfHfo   de   la   Prisión  celular   de 
Madrid  de  23  de  Marzo  de  1S94. 

{Gracia  y  Justicia).   « Art.   34.     Tu 

i1ofl  los  (lonativoe,  tanto  en  dinero  cofno 
en  especie,  que  se  entreguen  al  Director 
pnra  deterinina<lo  preso  ó  penado,  (\  para 
Ktenciones  benéficas  del  Estahlefúniien- 
to,  los  recibirá,  mandando  expedir  el 
oportano  resguardo  al  Administrador, 
<inien  se  hará  cargo  de  ellos  dando  caen- 
ta  á  la  Janta  local. 

Art.  168.  Antes  de  entrar  en  el  se- 
gando rastrillo  se  practicará  un  escrupu- 
loso reconocimiento  en  las  ropas  de  los 
«/lie  han  de  ingresar  en  la  Prisión,  reco- 
teiendo  el  dinero,  alhajas  y  demás  efec- 
tos que  les  encontraren,  entregándose 
todo  ello  al  Administrador,  previo  recibo 
qne  se  facilitará  al  interesado,  para  serle 
mnjeado  á  su  salida,  mediante  la  devo- 
lución de  lo  que  le  pertenezca,  ó  se  entre- 
gará á  su  familia  ó  persona  que  designe, 
á  no  ser  que  disponga  otra  cosa  la  Auto 
i4dad  que  haya  ordenado  la  detención  ó 
prisión. 

Art.  245.  Los  presos  que  se  manten- 
gan á  «ns  expensas,  dispondrán  por  com 
pleto  del  producto  de  su  trabajo,  pudien- 
do  destiiiHi  lo  á  su  familia  ó  personas  que 
designen. 

Cuando  no  le^dieren  este  destino,  se 
entregará  bajo  recibo  al  Administrador, 
el  cual  abrirá,  por  tal  concepto,  una  cuen- 
ta <n>rriente  á  cada  preso,  anotando  en 
e.la  toda  entrada  ó  salida  de  cantidades. 

Si  la  cantidad  que  pertenezca  á  cada 
uno  de  ellos  es  suficiente  para  hacer  una 
imposición  en  la  Caja  de  Ahorros,  se  de- 
positará por  el  Administrador  en  dicha 
dependencia,  inscribiendo  la  cartilla  ó 
resgnardo  correspondiente  á  nombre  del 
pre<io  y  agregando  semana  I  mente  los  au- 
mentos sucesivos  de  que  disponga. 

Esto  mismo  se  hará  con  las  cantidades 
liquidas  qne  resulten  á  favor  de  los  pre- 
sos pobres  por  retribución  de  su  tra 
bajo. 

Art.  272  Los  valores  de  todas  clases 
ron  destino  á  tos  corrigendos,  se  recoge- 
rán por  el  Director,  quien  los  entregará 
al  A<hninistrador  con  las  formalidades 
debidas,  nara  que'  éste  los  consigne  en 
fl  fondo  de  ahorros  correspondiente  á 
cada  uno. 

Art.  397.    Al  poner  en  libertad  al  de- 


tenido ó  preso,  se  le  hará  entrega  de  los 
efectos,  fondos  ó  valores  de  su  propiedad 
que  existan  en  depósito,  previo  examen 
de  los  utensilios  y  celda  que  haya  ocu- 
pado, descontándola  el  im¡)orle  de  los  de- 
terioros rausatloH  voluntariamente  ó  por 
inexcusable  negligencia  en  los  mismos.  » 
(Véase  Prisión  celular  de  Madrid), 


DIPUTACIONES  PROVINCIALES.- 

«Cuerpos  que,  formados  periódicamente 
por  la  elección  libre  de  las  mismas  pro- 
vincias, tengan  además  de  su  confianza, 
las  luces  y  conocimientos  locales  que 
sean  necesarios  para  proveer  su  prospe- 
ridad». 

Así  definían  las  Cortes  de  Cádiz  de 
1812  á  las  Diputaciones  provinciales,  y 
á  nuestro  parecer,  es  la  mejor  definición 
que  puede  darse  de  dichos  organismos. 

Dado  el  carácter  de  esta  obra,  sólo  in- 
sertaremos las  disposiciones  que  más  se 
relacionan  con  las  materias  que  en  la 
misma  se  tratan,  prescindiendo  de  lo  que 
se  refiere  al  orden  político  y  á  la  admi* 
nistración  de  otros  ramos  que  al  de  Pri- 
siones. Mas  teniendo  en  cuenta  la  impor- 
tancia de  la  Ley  Orgánica  provincial 
vigente,  la  insertamos  íntegra  en  este 
artículo. 

Real  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1833, 
dictando  reglan  para  el  desempeño  de  las 
funciones  de  los  Delegados  de  Fomento. 

{Fomento  general).     Capitulo  X. 

Cárceles  y  Establecimientos  de  cotrección. 

Policía  de  las  Prisiones. 

«....Art.  46.  I, fí  policía  de  las  Prisio- 
nes debe  excitar  la  solicitud  paternal  de 
la  Administración.  Hay  pueblos  en  que 
los  presos  no  viven  sino  de  los  dones 
eventuales  ó  inciertos  de  la  compasión; 
otros  en  qne  no  pueden  sostenerse  sin 
gravar  al  vecindario  con  un  suplemento 
de  impuesto,  y  otros  en  cuyas  Cárceles 
no  hay  separaciones  para  el  delincuente 
á  quien  aguarda  el  suplicio  y  el  aturdido 
que  expía  por  unos  pocos  días  de  encie- 
rro una  falta  ligerísima;  hay  Prisiones, 
en  fin,  donde  viven  mezclaiias  las  per- 
sonas de  sexos  diferentes,  con  dafío  de 
las  costumbres  y  mengua  de  la  civiliza- 
ción. Todos  est4»s  inconvenientes  pueden 
remediarse  con  pequeños  esfuerzos.  A  los 
Subdelegados  de  Fomento  incumbe  ha- 
cer los  que  sean  necesarios,  y  proporcio- 
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nnr  recursos  para  cubrir  los  gastos  á 
que  antes  no  se  baya  provisto,  ya  por 
medio  de  suscripciones  voluntarias  de  los 
pudientes,  ya  por  la  aplicación  de  arbi- 
trios, hoy  malversados,  ya  estableciendo 
industrias  en  la  parte  de  los  edificios 
destinada  á  los  presos  por  delitos  leves, 
yn  encomendando  A  Juntas  compuestas 
du  personas  benéficas  la  administración 
d(*  las  Prisiones,  ó  por  otros  medios,  en 
fí]i,  que  por  donde  quiera  nacen  á  la  voz 
de  una  autoridad  protectora,  y  que  á  su 
vez  producen  otros  y  otros,  que  reem- 
plazarán sin  fin  á  los  que  sucesivamente 
vayan  desapareciendo. 

Art.  47.  Bajo  el  nombre  de  policía  In- 
terior de  las  Cárceles,  se  comprende  la 
distribución  de  los  edificios,  el  modo  de 
alojar  los  presos,  él  arreglo  de  sus  ocupa- 
ciones, las  precauciones  necesarias  para 
su  custodia,  las  medidas  para  su  manu- 
tención y  cuanto  no  diga  relación  al  mo- 
tivo del  encarcelamiento  y  á  los  trámites 
de  la  causa  que  á  cada  preso  se  siga,  atri- 
buciones que  son  privativas  de  la  Autori- 
dad Judicial,  como  las  antes  enumeradas 
lo  son  de  la  Administración. 

Casas  de  corrección, 

Art.  48.  Esta  distribución  ó  separa- 
<;ión  de  atribuciones  se  limita  á  las  cár- 
celes, y  no  es  por  consiguiente  aplicable 
á  los  Establecimientos  de  corrección.  La 
autoridad  judicial  cesa  desde  el  punto  en 
que  el  reo,  en  virtud  de  su  condena,  es 
trasladado  á  uno  de  dichos  establecimien- 
tos, cuyo  régimen  esexcUisivamentede  la 
roinpetencia  de  la  Administración.  A  ella 
lora  organizados  de  manera  que  se  cum- 
pJHu  las  intenciones  de  la  ley  y  la  senten- 
cia del  Juez,  corrigiendo  y  mejorando  á 
los  condenados,  en  lugar  de  endurecerlos 
y  de  pervertirlos.  Para  ello  los  Jefes  de 
la  Administración  empezarán  por  exa- 
ntinar  detenidamente  cada  una  de  las 
casas  destinadas  á  este  objeto,  y  cui- 
dnrán  de  introducir  en  su  gobierno  to- 
das las  mejoras  de  que  sean  suscepti- 
bles, tanto  en  el  arreglo  de  talleres  ya 
eaiablecidos,  como  en  la  plantificación 
de  otros  nuevos,  sea  de  la  misma  espe- 
cie ó  de  otras  más  apropiadas  á  los  há- 
bitos de  los  presos  ó  á  las  necesidades 
de  cada  localidad.  Las  reglas  que  deben 
regir  en  esta  materia,  y  que  se  sacarán 
fácilmente  de  la  denominación  misma 
de  la  cosa,  son:  1.'  Hacer  trabajar  á  los 
reclusos  por  sentencia  judicial;  2.'  Adju- 
dicarles la  mayor  parte  posible  de  los 


productos  de  su  ocupación;  8.'  Inspirar- 
les por  esta  cesión  de  los  beneficios  el 
amor  al  trabajo,  al  cual  pueden  deber 
algón  día  su  rehabilitación  social,  y  la 
ventura  del  resto  de  su  vida;  4.*  Tratar- 
los con  benignidad  y  dulzura,  no  sólo 
por  el  derecho  que  á  ello  tiene  el  que 
expía  resignadamente  la  falta  que  co- 
metió, sino  porque  la  bondad  con  que  se 
les  mire  modificará  ó  cambiará  sus  há- 
bitos; pues  el  espectáculo  constante  de 
la  indulgencia,  no  puede  menos  de  ha- 
cer indulgentes  á  los  que  lo  presencien. 

Presidios, 

Art.  49.  Estas  reglas  son  aplicables 
en  proporción  á  los  depósitos  de  conde- 
nados á  obras  públicas  y  á  los  Presidios 
correccionales.  Reglamentos  nuevos  van 
al  punto  á  fijar  el  modo  de  aprovechar 
con  bien  del  país  y  de  los  condenados 
mismos,  los  trabajos,  á  veces  iniitiles,  á 
que  boy  se  les  somete;  el  de  asegurarles 
alimento  abundante,  vestido  limpio,  alo 
jamiento  relativamente  cómodo;  el  do 
desterrar  de  sus  almas  por  estos  y  otros 
medios  aqálogos  los  hábitos  funestos 
que  no  pueden  menos  de  contraer  hom- 
bres atormentados  siempre  del  hambre, 
avergonzados  de  su  desnudez,  y  acosa- 
dos de  rigores  y  males  de  toda  especie. 
Dedicados  á  empresas  de  prosperidad, 
los  presidiarios  no  saldrán  de  su  confi- 
nación más  perversos  que  se  mostraran 
al  dar  los  primeros  pasos  en  la  carrera 
del  crimen,  y  volviendo  á  la  sociedad  no 
podrán  menos  de  bendecir  la  Adminis 
tración  protectora  bajo  cuya  dirección 
reformaron  sus  costumbres  y  se  propor 
clonaron  ahorros  que  mejorarán  su  con- 
dición.—  Javier  de  Burgos,*  (C  Z.,  to- 
mo XVIII,  pág.  886). 

LET  PROVINCIAL 
de  29  do  Agosto  do   1882. 

(Oob,)  «Don  Alfonso  XII,  por  la  gra 
cia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Espa- 
ña; á  todos  los  que  la  presente  vieren  y 
entendieren,  sabed:  que  las  Cortes  han 
decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

TITULO  PRIMERO 

CiPiTüLO  PRIMERO. — De  las  provincias, 
su  territorio  y  habitantes. 

Artículo  l.o  £1  territorio  de  la  na- 
ción  espafiola  en  la  Península  é  islas 
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n<]yacent68  se  divide  para  su  admini» 
I  ración  }*  régimen  en  provincias. 

Art.  2.0  El  námero  de  provincias, 
sns  límites  y  capitales,  son  los  que  es- 
tán determinados  por  las  disposiciones 
videntes. 

Art.  8.0  No  se  hará  alteración  alguna 
en  los  límites  y  capitalidad  de  ninguna 
provincia  sino  por  medio  de  una  ley. 

Sin  embargo,  el  Gobierno  podrá  cam- 
biar, oyendo  al  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  la  dependencia  de  un  término 
ninnicipal  de  una  provincia  á  otra,  siem- 
pre qne  concurra  la  conformidad  de  los 
Aynntamientos  y  Diputaciones  provin- 
ciales interesados. 

Art.  4.**  Son  aplicables  á  los  habi- 
tantes de  las  provincias  las  disposicio- 
nes de  la  Ley  Municipal  en  lo  relativo  á 
sn  condición  y  derechos. 

TITULO  U 

Cap.  IL — De  la  administración 
de  la»  provincias, 

Art.  6.0  £1  régimen  y  administración 
tie  las  provincias  corresponde: 

I.*     Al  Gobernador. 

2.®     A  la  Diputación  provincial. 

S.o     A  la  Comisión  provincial. 

Art.  6.0  Corresponde  al  Gobierno  el 
nombramiento  y  separación  de  los  Go- 
bernadores, asi  como  el  de  todos  los 
empleados 'que  bajo  sus  órdenes  llenen 
funcione»  no  reservadas  por  esta  ley  ni 
por  otras  á  la  Diputación  ó  á  la  Comi- 
sión provincial. 

Art.  7.0  La  Diputación  provincial  se 
compone  de  l«s  Diputados  elegidos  por 
los  habitantes  de  la  provincia  á  quienes 
la  presente  ley  reconoce  este  derecho  y 
en  la  forma  que  la  misma  ley  y  la  Elec- 
toral determinen. 

Art.  8.0  Habrá  en  cada  provincia  el 
número  de  Diputados  que  resulte  de  la 
H^ropación  de  cada  dos  partidos  judi- 
ciales precisamente  colindantes  on  un 
distrito  que  elegirá  cuatro  Diputados. 

Cuando  el  número  de  partidos  judi- 
ciales sea  impar,  aquel  que  cuente  ma- 
yor numen»  de  habitantes  formará  por 
sí  nn  solo  distrito,  que  elegirá  cuatro 
Diputados. 

Kn  las  provincias  que  tengan  seis, 
siete  ó  ocho  partidos  judiciales,  se  for- 
marán cinco  agrupaciones  electorales,  y 
pnra  ello  constituirán  distritos  por  sí 
flolos  los  partidos  judiciales  de  mayor 
número  de  habitantes. 


Cuando  las  provincias  se  compongan 
de  cinco  ó  de  menos  partidos  judiciales, 
cada  uno  formará  por  sí  solo  distrito, 
eligiendo  cuatro  Diputados. 

Art.  9.0  Para  formar  las  agrupaciones 
ó  distritos  se  procurará  la  mayor  igual- 
dad posible  en  cuanto  al  número  de  habi- 
tantes que  hayan  de  constituirlos,  sin 
desatender  por  esto  la  circunstancia  in- 
dispensable de  que  sean  colindantes  los 
partidos  judiciales  que  los  compongan. 

Art.  10.  La  capitalidad  de  cada  dis 
trito  se  fijará  en  el  pueblo  cabeza  de  par- 
tido cuyo  Juzgado  sea  de  mayor  catego- 
ría. Si  los  dos  que  compongan  un  distrito 
son  de  la  misma  categorÍH,  la  capitalidad 
se  establecerá  en  la  población  cabeza  de 
partido  de  mayor  número  de  habitantes. 

Art.  11.     Cada  elector  votará  tres  can- 
didatos. Si  las  papeletas  de  votación  con- 
tuvieren más  nombres,  el  voto  se  compu 
tara  solamente  á  los  que  ocupen  los  tres 
primeros  lugares. 

Art.  12.  La  Comisión  provincial  se 
compone  de  tantos  Diputados  cuantos 
sean  los  distritos  qnls  formen  la  pro- 
vincia. 

Será  su  Presidente  el  Gobernador,  y 
tendrá  nn  Vicepresidente  que  elegirá  la 
Diputación  todos  los  afíos  en  su  primera 
sección  entre  los  individuos  que  deban 
componer  en  aquel  año  la  Comisión. 

La  elección  se  hará  siempre  en  vota 
ción  secreta. 

Art.  13.  La  Diputación,  en  una  de  las 
tres  primeras  sesiones  después  de  cons- 
tituida, acordará  la  distribución  de  los  Di 
putados  en  cuatro  secciones  de  igual  nú 
mero,  cuidando  de  que  no  haya  dos  Dipu- 
tados de  un  mismo  distrito  en  ninguna 
de  ellas,* 

Cada  una  de  estas  secciones  constitui- 
rá durante  un  año  la  Comisión  provincial, 
y  la  Diputación  acordará  el  turno  que 
aquellas  secciones  han  de  seguir. 

En  los  rasos  de  suspensión  guberna- 
tiva ó  judicial,  enfermedad  ó  licencia,  po 
drá  sustituir  al  Diputado  ausente  el  de 
su  distrito  que  siga  en  el  turno  antes  in- 
dicado. 

Cap.  111. — Del  gobierno  de  las  provincias. 

Art.  14.  El  gobierno  de  las  provincias 
corresponde  al  Gobernador  como  repre- 
sentante del  Gobierno  de  S.  M. 

Art.  16.  El  nombramiento  de  los  Go- 
bernadores de  provincia  y  su  separación 
se  hará  en  virtud  de  Reales  decretos  acor- 
dados en  Consejo  de  Ministros  y  expe 
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didos    por    la    Presidencia  del    mismo. 

Paeden  ser  nombrados  Gobernadores 
los  españoles  mayores  de  treinta  años  que 
reúnan  alguna  de  las  condiciones  si* 
guientes: 

I>  Haber  desempeñado  durante  cual  • 
qnier  plazo  destinos  con  categoría  de  Jefe 
de  Administración  de  primera  clase, ó  ha- 
berlos desempeñado  por  más  de  un  año 
con  la  categoría  de  segunda,  ó  por  más  de 
dos  con  la  de  tercera  ó  cuarta. 

2.a  Tenermás  de  quince  años  de  servi- 
cios administrativos  prestados  al  Estado 
ó  á  la  provincia,  siempre  que  el  último 
destino  haya  sido  de  categoría  superior  á 
la  de  Jefe  de  Negociado  de  tercera  clase. 

8.*  Haber  sido  Diputado  á  Cortes  ó 
Senador  electivo  durante  una  legislatura 
completa. 

4.^  Haber  sido  elegido  Diputado  pro- 
vincial por  lo  menos  dos  veces,  habiendo 
tomado  posesión  y  desempeñado  el  car- 
go sin  haber  cesado  en  él  por  renuncia. 

5.A  Haber  sido  Magistrado  de  cual- 
quiera Audiencia  ó  Teniente  fiscal  por 
más  de  dos  años,  ó  haber  desempeñado 
un  cargo  superior  á  los  dos  expresados 
en  la  carrera  judicial. 

6.^  Haber  desempeñado  el  cargo  de 
Alcalde  en  propiedad  por  más  de  dos  años 
en  capitales  de  provincia  de  primera  ó  de 
segunda  clase,  ó  haber  pertenecido,  por 
el  mismo  plazo  á  la  Comisión  provin- 
cial. ^ 

7.*  Haber  sido  Secretario  de  Gobier- 
no por  más  de  dos  años  en  provincias  de 
primera  clase. 

8.*  Ser  ó  haber  sido  Secretario  por 
oposición  de  Diputación  provincial  cua- 
tro años  en  provincias  de  primera  clase. 

También  podrán  ser  nombrados  Gober- 
nadores los  militares  que  cuenten  veinti- 
cinco años  de  servicios  y  de  ellos  diez 
con  empleo  efectivo  de  Jefes. 

Art.  ItJ.  El  cargo  de  Gobernador  es 
incompatible  con  el  ejercicio  de  cual 
quier  mando  militar,  con  todo  otro  cargo 
provincial,  municipal,  judicial  ó  eclesiás- 
tico, y  con  el  ejercicio  de  cualquiera  pro- 
fesión ó  industria  dentro  de  la  provincia 
de  su  mando 

Art.  17.  El  Gobierno  designará  la  per- 
sona que  haya  de  sustituir  al  Gobernador 
en  ausencias  y  enfenpedades.Si  la  ausen- 
cia fuese  de  la  capital,  mas  no  de  la  pro- 
vincia, continuará  el  Gobernador  desem 
penando  su  cargo  desde  el  punto  en  que 
se  halle,  sin  perjuicio  de  lo  cual,  los  Jefes 
administrativos  y  el  Secretario  despacha- 
rán los  asuntos  de  mera  tramitación,  en- 


tendiéndose directamente  con  el  Gobier- 
no en  los  casos  urgentes. 

Art.  18.  Cuando  las  necesidades  Je! 
orden  público  ú  otros  sucesos  extraordi- 
narios lo  hagan  en  su  concepto  preciso, 
podrá  también  el  Gobierno  nombrar  De- 
legados especiales,  con  autoridad  guber- 
nativa, para  |)oblaciones  que  no  sean  cm 
pítales  de  provincia.  Los  haberes  de  es- 
tos funcionarios  se  pagarán  siempre  del 
presupuesto  general  del  Estado,  y  sus 
nombramientos  se  pondrán  en  conoci- 
miento de  las  Cortes,  si  éstas  se  hallasen 
abiertas,  dentro  de  los  ocho  días  signieti  - 
tes  al  en  que  fueren  aquéllos  firmados,  y 
en  otro  caso,  dentro  de  los  ocho  primeros 
días  de  la  siguiente  legislatura. 

Cap.  IV.— De  las  atribuciones  y^  deberes 
de  los  Gobernadores, 

Art.  19.  Las  atribuciones  de  los  Go^ 
bernadores  de  porvincia  serán  aquellas 
que  el  Gobierno  les  delegare  y  las  que  les 
correspondan  por  la  Constitución  y  las 
leyes  como  representantes  sufieriores  del 
mismo  Gobierno  en  el  orden  político  y 
administrativo. 

Art.  20.  El  Gobernador  cuidará  <ie 
publicar,  circular,  ejecutar  y  hacer  que  se 
ejecuten  en  la  provincia  de  bo  maodu  hts-^ 
leyes,  decretos,  órdenes  y  disposiciones 
que  al  efecto  le  comunique  el  Gobierncj, 
y  las  de  observancia  general  que  se  in- 
serten en  la  Gaceta  de  MadHd. 

Art.  21.  Corresponde  al  Gobernador 
mantener  el  orden  público  y  proteger  las 
personas  y  las  propiedades  en  el  terriUj- 
rio  de  la  provincia,  á  cuyo  fin  las  autori- 
dades militares  le  presta/án  su  auxilio 
cuando  lo  reclame. 

Art.  22.  También  deberá  reprimir  los 
actos  contrarios  á  la  moral  ó  á  la  decen- 
cia pública,  las  faltas  de  obediencia  ó  de 
respeto  á  su  autoridad,  y  las  que  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos  cometan  los  fun- 
cionarios y  corporaciones  dependientes 
de  la  misma;  pudiendo  imponer,  con  esle 
motivo,  multas  que  no  excedan  de  500  pt» 
setas,  á  no  estar  autorizado  para  mayor 
suma  por  leye<t  especiales. 

En  defecto  de  pago  de  las  multas  pue- 
de imponer  el  arresto  supletorio  hasta  el 
máximum  de  quince  días. 

Contra  la  imposición  de  las  multas  po- 
drán los  interesados  interponer  recurso 
de  alzada  ante  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, previa  consignación  del  importe 
de  la  multa  y  en  el  término  de  diez  días 

Interpuesto  este  recurso,  el  Goberna 
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dor  remitirá  lo«  anteóedentet  al  Minifte- 
rio  dentro  del  término  de  tercero  dia. 

Art.  28.  £1  Gobernador  velará  mny 
especialmente  por  el  exacto  cumplimien- 
to de  las  leyéa  «anitaríaa  é  higiénicas, 
adoptando  en  caaos  necesarios,  bajo  sa 
reeponsabiüdad  y  con  toda  premnra,  las 
medidas  que  estime  convenientes  para 
preservar  á  la  salod  pública  de  epide- 
mias» enfermedades  contagiosas,  focos  de 
infección  y  otros  riesgos  análogos,  dando 
cuenta  inmediatamente  al  Qobierno. 

Art.  24.  £1  Gobernador  instruirá  por 
tí.  mismo  ó  por  sos  Delegados  las  prime- 
ras diligencias  en  aquellos  delitos  ct!yo 
descubrimiento  ee  deba  á  sus  disposicio- 
nes ó  agentes,  entregando  los  detenidos 
al  Tribunal  competente,  con  las  diligen- 
cias que  hubiere  practicado,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  al  acto 
de  la  detención. 

Una  vez  entregados  á  los  Tribunales 
los  detenidos  como  delincuentes,  con  las 
diligencias,  se  entenderá  reconocida  por 
el  Gobernador  la  jurisdicción  del  Juzga- 
do ó  Tribunal,  y  no  podrá  el  primero 
provocar  Competencia  en  la  misma  cansa. 

Art.  26.  Corresponde  al  Gobernador 
dar  ó  negar  permiso  para  las  funciones 
públicas  que  hayan  de  celebrarse  en  el 
panto  de  su  residencia,  y  presidir  estos 
actos  cnando  lo  estime  conveniente. 

Cuando  se  tratare  de  espectáculos  pú- 
blicos al  aire  libre  en  puntos  en  que  no 
resida  el  Gobernador  y  que  puedan  com- 
prometer el  orden  público,  los  Alcaldes 
deberán  solicitar  con  la  posible  anticipa- 
ción el  permiso  de  aquella  Autoridad, 
que  podrá  concederlo  ó  negarlo  y  presi- 
dir  los  espectáculos  citados  si  lo  juzga 
conveniente. 

Art.  26.  Al  fin  de  cada  afio  económi- 
co el  Gobernador  elevará  á  la  Presiden- 
cia  del  Consejo  de  Ministros  una  Memo- 
ria en  que  exprese  el  estado  de  la  pro- 
Tinda  en  los  diferentes  ramos  de  la  Ad- 
ministración cometidos  á  su  Autoridad, 
y  proponga  cuanto  pueda  contribuir  al 
adelanto  y  desarrollo  intelectual  y  moral 
del  país  y  al  fomento  de  sus  intereses 
materiales. 

Art.  27.  Corresponde  asimismo  á  los 
Gobernadores,  como  atribución  exclusi- 
va, provocar  competenciaa  á  los  Tribu- 
nales y  Juzgados  de  todos  los  órdenes, 
cnando  éstos  invaden  las  atribuciones  de 
la  Administración. 

Art.  28.  Corresponde  también  al  Go- 
bernador, como  Jefe  de  la  Administra- 
ción provincial: 


I  l.o  Presidir  con  roto  la  Diputación 
provincial  y  la  Comisión  cuando  asista  á 
sus  sesiones. 

2  o  Comunicar  y  ejecutar  los  aeiter- 
dos  de  la  Diputación  provincial. 

8.0  £jercer,  respecto  de  los  ramos  de 
Gobernación,  Hacienda  y  Fomento,  la 
autoridad  que  determinan  las  leyes  y  re 
glamentos,  y  en  la  Administración  eco- 
nómica provincial  y  municipal  las  atri* 
bucionea  qtfe  se  le  confieren  por  esta  ley, 
y  en  general,  por  cualesquiera  otras  le- 
yes, decretos,  órdenes  y  disposiciones 
del  Gobierno  en  la  parte  que  requiera  su 
intervención. 

4.0  Inspeccionar  por  sí  ó  por  medio 
de  sus  Delegados  las  dependencias  de  la 
provincia  y  las  de  los  Ayuntamientos, 
comprobando  el  estado  de  sus  cajas,  ar- 
chivos y  cuentas,  cuidando  de  que  se 
cumplan  así  las  leyes  y  disposiciones 
generales  como  los  acuerdos  de  la  Dipu- 
tación y  de  la  Comisión  provincial,  y 
procurando  que  éstas  observen  y  cum- 
plan su  ley  orgánica. 

6.*  Suspender  los  acuerdos  de  la  Di- 
putación y  de  la  Comisión  cuando  pro- 
ceda según  las  leyes,  dando  cuenta  raso 
nada  al  Gobierno  dentro  de  las  cuarenta 
y  ocho  horas  siguientes  á  la  suspensión, 
y  poniéndola  también  en  conocimiento 
de  ía  Diputación. 

Art.  29.  Los  Gobernadores  de  provin- 
cia no  podrán  modificar  ó  revocar  sus 
resoluciones  cuando  sean  declaratorias 
de  derechos,  ó  hayan  servido  de  base  á 
una  sentencia  judicial. 

Tampoco  podrán  modificar  ó  revocar 
las  resoluciones  que  adopten  acerca  de 
la  competencia  en  favor  de  la  Adminis- 
tración. 

Art.  80.  El  Tribunal  Supremo  juzga- 
rá á  lüs  Gobernadores  por  los  delitos  que 
cometan  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Cap.  V.-^  Organización  y  modo  de  funcio- 
nar de  la  Diputación  provincial. 

Art.  81.  La  primera  división  de  la 
provincia  en  distritos  electorales  sobre 
las  bases  establecidas  en  el  art.  9.o  se 
hará  por  el  Gobierno  oyendo  á  las  res- 
pectivas Diputaciones;  pero  una  vez  he- 
cha, no  podrá  alterarse  sino  por  medio 
de  una  ley. 

Art.  82.  Esta  división,  y  la  designa- 
ción de  los  pueblos  cabezas  de  cada  uno 
de  los  distritos  que  la  Diputación  pro- 
vincial proponga,  serán  publicadas  en  el 
Boletín  oficial  quince  días  antes  de  ele- 
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var  las  propuestas  al  Gobierno.  Durante 
tiste  ^ieropo  el  Gobernador  recibirá  las 
reclainaeioties  y  observaciones  que  van 
me^o  de  la  división  hicieren  los  Aynn- 
tamientos  y  vecinés,  y'x»^»to  con  el  pro- 
yecto de  la  Diputación  has  pasará  al  Go- 
bierno dentro  de  los  ochadlas  siguientes 
á  la  espiración  del  plaso. 

Art.  83.  Tendrán  derecho  á  votar  Di 
putados  provinciales  y  á  ser  inscriptos 
como  electores  en  las  listas  del  censo 
electoral  del  distrito  á  que  corresponda 
su  dumicilio  respectivo  todos  los  espaflo- 
les  varones  mayores  de  edad  que  acredi- 
ten saber  leer  y  escribir. ' 

Art.  84.  Tendrán  también  derecho  á 
ser  inscriptos,  nUnque  no  supieren  leer 
ni  escribir,  los  que  se  hallasen  en  alguno 
de  los  casos  siguientes: 

l.<>  Ser  contribuyente  dentro  ó  fuera 
d^l  distrito  de  su  domicilio,  con  cual- 
quiera cuota  pagada  con  un  afío  de  ante- 
lación por  la  contribución  de  inmuebles, 
cultivo  y  ganadería,  y  con  dos  afíos  por 
subsidio  industrial  y  de  comercio. 

2.0  Ser  licenciado,  con  licencia  limpia 
de  toda  nota  desfavorable,  del  servicio 
del  Estado  en  el  Ejército  ó  en  la  Marina 
de  guerra. 

Ño  tendrán  este  derecho,  aunque  su- 
pieren leer  y  ese  ribir,  los  que,  careciendo 
de  medios  de  subsistencia,  reciban  ésta 
en  establecimientos  sostenidos  por  la  be- 
neñceucia  páblica  ó  privada,  ó  estuvieren 
empadronados  como  mendigos  y  autori- 
zados para  implorar  la  caridad  pública. 
Art.  86.  Pueden  ser  Diputados  pro- 
vinciales los  que  tengan  aptitud  para 
serlo  á  Cortes  y  sean  naturales  de  la  pro- 
vincia, ó  lleven  cuatro  afios  consecutivos 
de  vecindad  dentro  de  1h  misma. 

Art.  86.  El  cargo  de  Diputado  provin- 
cial es  incompatible: 

\,^    Con  el  de  Diputado  á  Cortes. 
2.0    Con  el  de   Alcalde,  Teniente  de 
Alcalde  ó  Concejal. 

S.<>  Con  todo  empleo  activo  der  Esta- 
do, de  la  provincia  ó  de  algunos  de  sus 
municipios. 

Se  ezcepttüan  únicamente  de  esta  in- 
compatibilidad los  cargos  de  Catedrá- 
ticos de  Universidad,  de  Escuelas  supe- 
riores ó  de  Institutos,  cuyos  sueldos  no 
sean  satisfechos  con  fondos  de  la  pro- 
vincia. 

Art.  87.  El  Diputado  electo  que  ocho 
días  después  de  la  aprobación  de  su  acta 
ó  de  haberse  declarado  su  incompatibili- 
dad no  hubiera  renunciado  en  la  Secre- 
taría de  la  Diputación  oficialmente  y  ba- 


jo su  firma  el  cargo  que  según  el  artículo 
anterior  he  haga  incompatible,  se  entien- 
de que  renuncia  el  de  Diputado  provin- 
cial, y  la  Diputación  declarará  la  vacante 
poniéndolo  inmediatamente  en  conoci- 
miento del  Gobernador. 

Art.  88.  Están  incapacitados  para  ser 
Diputados  provinciales: 

1 .0  Los  contratistas  y  sus  fiadores  de 
las  obras,  suministros  y  servicios  que  ae 
paguen  con  fondos  provinciales  y  muni- 
cipales, y  los  Administradores  de  dichas 
obras  y  servicios. 

2.0  Los  Recaudadores  de  contribucio- 
nes dentro  de  la  provincia  y  sus  fiadores. 
3.0  Los  que  tengan  contienda  admi- 
nistrativa ó  juditial  pendiente  con  la  Di 
putación  ó  los  establecimientos  sujetu» 
á  la  dependencia  y  administración  de 
ésta. 

á.^  Los  deudores  en  concepto  de  se- 
gundos contribuyentes  al  Estado,  á  las 
provincias  ó  á  cualquiera  de  sus  munici- 
pios, ó  los  que  lo  sean  por  cualquiera  cía 
se  de  contratos,  si  contra  ellos  se  hubie- 
se expedido  apremio  ó  ejecución. 

5.0  Los  inhabilitados  por  senteiici'a 
judicial. 

Art.  89.  Las  incapacidades  referidas 
pueden  llegar  á  conocimiento  oficial  de 
la  Diputación: 

l.o  Por  declaración  de  los  Diputados 
á  quienes  afecten. 

2.0  Por  manifestación  ó  interroga- 
ción que  haga  en  sesión  pública  otro  Di- 
putado. 

3.0  Por  comunicación  del  Goberna- 
dor de  la  provincia. 

4.0  Por  aviso  ó  denuncia  de  los  elec- 
tores de  cualquier  distrito  de  la  provin- 
cia, que  en  tal  caso  deberá  dirigirte  al 
Presidente  de  la  Diputación,  autorisada 
con  la  firma  de  tres  electores. 

Art.  40.  Las  incapacidades  consigna- 
das en  el  art.  38  surtirán  sus  efectos  en 
cualquier  tiempo  en  que  se  produscan  ó 
demuestren,  aunque  se  halle  admitido  el 
Diputado  á  quien  afecten. 

Art.  41.  La  Diputación,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, examinará  y  resolverá  loe 
casos  de  incapacidad  antes  enumerados, 
en  una  de  las  dos  sesiones  que  celebre 
inmediatamente  después  de  haber  llega- 
do la  incapacidad  á  su  conocimiento. 

Art.  42.  No  se  computarán  á  loa  Di- 
putados electos  los  votos  que  hubieren 
obtenido  en  localidades  en  que  ejercie- 
ran jurisdicción  al  verificarse  las  elec- 
ciones, ó  la  hubieran  ejercido  seis  meses 
antes,  aunque  esta  jurisdicción  correa- 
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pondA  á  funciones  maniclpulef  ó  á  car- 
gos desempefiados  en  comisión. 

Se  exceptúan  de  esta  disposición  los 
Diputados  provinciaies  y  ios  Vocales  de 
la  GoQiisión  provincial  qoe  puedan  ser 
reelegidos. 

Ari.  48.  Pueden  excusarse  de  ser  Di- 
putados provinciales  antes  ó  después  de 
aeeptado  el  cargo: 

1  .o  Los  mayores  de  sesenta  años  y  los 
ííalcamente  impedidos. 

2.0  Los  que  hayan  sido  Senadores, 
Diputados  á  Cortes,  Diputados  provin- 
ciales. Alcaldes  y  Concejales,  hasta  dos 
afios  después  de  bahelr  cesad9  en  sus 
respectivos  cargoa. 

Art.  44  La  elección  de  Diputados 
provinciales  tendrá  lugar  en  la  primera 
quincena  del  tercer  mes  del  afio  eco- 
nómico. 

Los  colegios  electorales  serán  los  mis- 
mos que  sirvan  para  las  elecciones  mu- 
nicipales. 

Los  Diputados  electos  presentarán  sus 
actas  en  la  Secretaría  de  la  Diputación, 
que  las  numerará  en  el  acto  por  el  orden 
de  presentación,  ocho  días  antes  de  aquel 
en  que  deba  celebrarse  la  apertura  de 
las  sesiones.  En  este  día,  sin  necesidad 
de  previa  convocatoria,  se  reunirán  los 
Diputados  que  hayan  presentado  sus  ac- 
tas, bajo  la  presidencia  del  Gobernador, 
y  procederán  á  la  constitución  interina 
de  la  Diputación. 

Art.  44.  La  Diputación  provincial  se 
constituye  interinamente,  ocupando  la 
Presidencia  el  Vocal  de  más  edad  y  ha- 
ciendo de  Secretarios  los  dos  más  jóve- 
nes de  entre  los  presentes. 

Art.  47.  Constituida  la  Diputación  in- 
terinamente, y  en  la  propia  sesión  que 
lo  verifique,  elegirá  dos  Comisiones  de 
actas;  la  primera,  permanente,  se  com- 
pondrá de  cinco  Vocales,  y  examinará 
todas  las  setas  que*  no  se  refieran  á  la 
elección  de  los  mencionados  cinco  Vo- 
cales; la  segunda,  auxiliar,  se  compondrá 
de  tres  Diputados  electos  y  examinará 
las  actas  de  loa  que  componen  la  perma- 
nente, dando  inmediatamente  dictamen 
acerca  de  las  mismas. 

Estos  dictámenes  quedarán  veinticua- 
tro horas  sobre  la  mesa  de  la  Diputación, 
la  cnal  resolverá  después  sin  interrup- 
ción las  reclamaciones  y  protestas  á  que 
hubieren  dado  lugar  las  operaciones  elec- 
torsles. 

La  Dipotación  interina  no  podrá  anu- 
lar ningún  acta;  pero  si  al  discutirse  la 
de  los  Vocales  de  la  Comisión  permanen- 


te de  acias  declarase  alguna  grave,  se 
procederá  á  completar  la  Comisión  refe- 
rida, eligiéndose  otro  Vocal  en  la  misma 
sesión. 

En  las  provincias  cuyos  partidos  ju- 
diciales sean  menos  de  cinco,  la  Comi- 
sión permanente  de  actas  á  que  se  refie- 
re este  articulo  se  compondrá  de  tantos 
Vocales  como  distritos  contenga  la  pro- 
vincia. 

Art.  48.  No  podrán  -^gurar  en  una 
Comisión  de  actas  dos  Diputados  elegi- 
dos por  una  misma  agrupación  ó  distrito. 
En  el  caso  de  resultar  elegidos  dos  Di- 
putados que  representen  la  misuia  agru- 
pación ó  distrito,  quedará  en  la  Comisión 
aquel  que  hubiere  obtenido  más  votos,  y 
si  los  dos  alcanzan  el  mismo  número,  el 
que  designe  la  suerte. 

Art.  49.  Aprobadas  las  actas  de  los 
Vocales  de  la  Comisión  permanente,  ésta 
procederá  al  exauden  de  las  de  los  demás 
Diputados,  distribuyéndolas  en  dos  cia- 
ses. Comprenderán  la  primera,  las  que 
no  contengan  protestas  ni  reclamaciones, 
ó  que  las  presenten  fundadas  en  hechos 
ú  omisiones  conocidamente  leves;  y  la  se- 
gunda, aquellas  actas  que  descubran  he- 
chosósnsciten  dudas  de  mayor  gravedad. 

Art.  60.  La  Diputación  interina  sólo 
podrá  discutir  las  actas  declaradas  leves 
por  la  Comisión  permanente;  las  decla- 
radas graves  pasan  al  examen  y  discu- 
sión de  la  Diputación  definitivamente 
constituida. 

Art.  61.  Aprobadas  las  actas  leves, 
procederá  la  Diputación  á  constituirse, 
eligiendo  de  su  seno  un  Presidente,  un 
Vicepresidente  y  dos  Secretarios  para 
todas  las  sesiones  que  han  de  celebrarse 
hasta  la  renovación. 

Los  Diputados  que  quince  días  des- 
pués de  constituida  definitivamente  la 
Diputación  no  hubiesen  presentado  sus 
actas  en  la  Secretaría,  se  entenderá  que 
renuncian  el  cargo.  La  Diputación  decla- 
rará la  vacante,  procediéndose  á  elección 
parcial  en  la  forma  y  tiempo  que  la  ley 
determina. 

Art.  62.  Constituida  definitivamente 
la  Diputación,  se  procederá  al  examen  de 
las  actas  graves.  Si  alguna  fuese  anulada, 
se  declarará  la  vacante  y  se  procederá  á 
nueva  elección  en  la  misma  forma,  sin 
perjuicio  de  los  recursos  á  que  hubiere 
lugar. 

Si  las  vacantes  declaradas  en  un  dis- 
trito fuesen  dos,  cada  elector  tendrá  de- 
recho á  votar  dos  Diputados;  si  fuesen 
tres,  tendrá  derecho  á  votar  dos. 


Digitized  by 


Google 


DIP 


—  52  — 


DIP 


Árt.  58.  Contra  la  resolución  de  la 
Diputación  provincial  anulando  ó  decla- 
rando la  validez  de  alguna  elección,  se 
establece  recurso  contencioso  ante  la 
Audiencia  respectiva.  Los  interesados  in- 
terpondrán el  recurso  dentro  de  los  quin- 
ce días  siguientes  á  la  publicación  del 
acuerdo  ó  á  la  notificación  administrativa 
del  mismo. 

Art.  54.  8¡  la  Diputación  no  hubiere 
resuelto  definitivamente  acerca  de  la  va- 
lides ó  nulidad  de  una  elección  antes  de 
la  tercera  sesión  de  la  reunión  semestral 
que  se  celebre  inmediatamente  después 
de  aquella  en  que  el  acta  fué  presentada, 
se  tendrá  por  firme  y  efícas  la  proclama- 
ción del  Diputado  hecha  en  el  distrito 
electoral,  y  con  derecho  el  electo  para 
ser  admitido  á  tomar  parte  en  los  acuer- 
dos de' la  Diputación. 

La  admisión  del  Diputado  en  este  caso, 
se  comunicará  á  los  interesados  en  las 
reclamaciones  y  protestas  contra  la  vali- 
des de  la  elección  para  que  puedan  inter- 
poner el  recurso  á  qne  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  reclamando  la  nulidad 
del  acta  ó  la  incapacidad  del  admitido. 

Para  que  un  acta  grave  se  someta  á 
discusión  y  acuerdo,  bastará  que  la  soli- 
citen tres  de  los  Diputados  proclamados. 

Art.  56.  La  Diputación  provincial  se 
reunirá  necesariamente  en  la  capital  de 
la  provincia  todos  los  afios  el  primer  día 
útil  de  loa  meses  quinto  y  décimo  del 
afio  económico. 

Art.  5C.  La  primera  sesión  de  cada 
período  será  abierta  por  el  Gobernador 
en  nombre  del  Gobierno. 

Art.  57.  El  cargo  de  Diputado  es  gra- 
tuito, honorífico,  sujeto  á  responsabili- 
dad, y  no  renunciable  sino  por  justa  cau- 
sa una  ves  aceptado. 

Su  duración  es  de  cuatro  afios,  hacién- 
dose cada  dos  la  renovación  de  la  mitad 
de  los  distritos  ó  agrupaciones. 

La  primera  designación  se  hará  por 
sorteo,  cesando  el  número  /nayor  si  el 
total  no  fuera  susceptible  de  exacta  divi- 
sión, y  en  las  renovaciones  sucesivas  sal- 
drán los  más  antiguos. 

Art.  58.  Las  vacantes  eztraordinariaa 
que  por  cualquier  concepto  ocurran  cuan< 
do  antes  de  la  renovación  general  haya 
de  verificarse  alguna  de  las  sesiones  or- 
dinarias de  la  Diputación,  serán  cubier- 
tas por  elección  parcial,  ingresando  el 
elegido  ó  elegidos  en  el  lugar  qne  corres- 
ponda al  Diputado  ó  Diputados  salientes. 

Cuando  la  vacante  ocurriese  por  sus- 
pensión gubernativa  ó  judicial,  ó  después 


del  plaso  arriba, expresado,  el  Gobteruo 
la  proveerá  interinamente  en  cualquiera 
de  los  que  hayan  desempeñado  por  elec- 
ción el  cargo  de  Diputado  en  alguno  de 
los  partidos  judiciales  que  compongan  el 
distrito  representado  por  el  Dipotado  sa- 
liente ó  suspenso.  £1  nombrado  continua- 
rá hasta  que  se  resuelva  definitivamente 
sobre  la  suspensión  del  Diputado  á  quien 
reemplaza  hasta  la  primera  renovación 
si  en  ella  debiera  cesar  aquél  por  el  tur- 
no establecido. 

En  las  elecciones  parciales  para  cubrir 
vacantes  extraordinarias  se  tendrá  en 
cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  62. 

Art.  69.  A  la  Diputación  provincial 
corresponde  admitir  ó  desechar  las  re- 
nuncias y  excusas  y  declarar  las  va- 
cantes por  estas  cansas  ó  la  de  incapa- 
cidad. 

El  Gobernador  dispone  las  elecciones 
ordinarias  y  extraordinarias  cuando  se- 
gún las  leyes  deban  verificarse,  y  en  la 
forma  que  las  mismss  determinen.  r.*as 
elecciones  serán  anunciadas  en  los  ocho 
días  siguientes  al  acuerdo  en  que  se  fun- 
den, y  se  verificarán  ilentro  de  un  plazo 
que  no  baje  de  quince  días  ni  exceda  de 
treinta  después  de  la  convocación. 

Art.  60.  La  Diputación  fija  en  su  pri- 
mera sesión  de  cada  período  semestral 
el  número  de  las  que  haya  de  celebrar  en 
días  consecutivos  no  feriados  durante  el 
mismo.  En  caso  de  necesidad  puede 
acordar  la  prórroga  de  sus  sesiones,  po- 
niéndolo en  conocimiento  del  Gober- 
nador. 

Si  «durante  la  celebración  de  las  sesio- 
nes sobrevinieren  cansas  que  hicieran 
peligrosa  su  continuación,  el  Gobernador 
puede,  bajo  su  responsabilidad,  suspen- 
derlas ó  aplazarlas,  dando  cuenta  al  Go- 
bierno dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes. 

Art.  61.  La  Diputación  se  reúne  en 
sesión  extraordinaria  cuando  para  asun- 
tos determinados  sea  necesario,  á  juicio 
del  Gobierno,  del  Gobernador  ó  de  la  Co- 
misión provincial. 

Art  63.  El  Gobernador  hace  la  con- 
vocatoria citando  por  escrito  y  en  so  do- 
micilio á  cada  uno  de  los  Diputados  con 
ocho  días  de  antelación,  v  expresando  el 
objeto  si  se  trata  de  sesión  extraordina- 
ria. La  reunión  será  anunolads  con  la 
misma  antelación  en  el  BoleHn  oficial  de 
ia  provincia. 

Art.  68.  Cuando  por  fundados  moti- 
vos crea  el  Gobernador  qne  de  una  rea- 
nión extraordinaria  pueden  sobrevenir 
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«it6rai»oaM«e&  el  orden  público,  satpen- 
derá  la  convocatorüi,  dando  cuenta  al 
Gobierno  y  comunicándolo  á  la  Comisión 
provincial  en  el  término  de  tercero  día. 
Dentro  de  loa  quince  días  aignientes  á 
Im  conuinicación,  el  Gobierno  resolverá 
precieamente  lo  qne  proceda,  aprobando 
el  acuerdo  del  Gobernador  ó  levantando 
1»  enepen^ón. 

Esta  se  entiende  levantada  cnando  pa« 

•  eado  an  mes  desde  el  acuerdo  de  la  con- 

▼ocatora  no  se  hubiese  comunicado  á  la 

Cooaiaión  provincial  resolución   alguna 

raperior  ea contrario. 

Loe  plaxos  señalados  en  el  párrafo  an- 
terior, y  loe  demás  análogos  preceptúa- 
doe  por  esta  ley,  se  entienden  ampliados 
por  quince  días  más  cuando  se  trate  de 
lae  lelas  Baleares  ó  Canarias. 

Árt.  64.  Las  sesionen  serán  públicas, 
y  de  ellas  se  insertará  diariamente  un 
extracto  en  el  BoUtin  oficiaL 

Poeden  celebrarse  en  secreto  cuando 
la  naturaleza  del  asunto  lo  exija,  y  la  Di- 
paiación,  á  petición  del  Presidente,  del 
Gobernador  ó  de  cinco  Vocales,  lo  acuer- 
de. £n  ningún  caso  dejarán  de  ser  públl- 
caa  las  sesiones  en  que  se  trate,  así  de 
cuentas,  presupuestos  y  otros  objetos  re- 
lacionados con  ellos,  como  de  las  actas 
de  eleccionea  provinciales. 

Art.  65.  Después  de  constituida  defi- 
nitivamente la  Diputación,  fijará  en  una 
de  las  primeras  sesiones  el  número  de 
Comisiones  permanentes  en  que  ha  de 
dividirse  para  informar  acerca  de  uno  ó 
más  ramos  de  los  que  la  ley  pone  á  su 
cargo,  determinando  el  número  de  indi- 
▼idoos  de  que  han  de  componerse. 

La  elección  de  personas  se  hará  en  vo- 
tación secreta  y  por  papeletas,  quedando 
el^^os  los  que  obtuvieren  mayor  nú- 
mero de  votos,  y  decidiendo  la  suerte  en 
caso  de  empate. 

También  podrá  nombrar  la  Diputación 
durante  las  reuniones  s«mestraie8  ó  en 
laa  sesiones  extraordinarias,  si  lo  estima 
conveniente,  Coq^isiones  especiales  que 
ceaarán  concluido  que  sea  su  encargo. 

Art.  66.  Es  obligatoria  la  asistuncia 
á  las  sesiouea. 

£1  DipGtado  que  sin  gansa  debidamen- 
te justificada  dejase  de  cumplir  lo  que 
en  este  articulo  se  dispone,  incurrirá  en 
ana  multa  de  25  pesetas  por  cada  vez, 
qne  como  corrección  disciplinaria  le  im- 
pondrá el  Presidente  de  la  sesión  en  que 
la  ^Ita  se  hubiese  cometido,  siéndole 
además  imputables  los  perjuicios  á  que 
su  morosidad  pudiese  dar  lugar. 


La  reincidencia  en  la  falta  después  de 
haber  sufrido  la  primera  multa  será  con- 
siderada como  desobediencia  grave  para 
tos  efectos  del  art.  ISd,  siempre  que  la 
segunda  ó  sucesivas  citaciones  se  hayan 
hecho  con  apercibimiento. 

Durante  las  sesiones  se  necesita  para 
ausentarse  licencia  de  la  Diputación,  la 
cual  solamente  podrá  concederla  en  cnan- 
to sus  efectos  no  se  opongan  al  precepto 
contenido  en  el  articulo  siguiente, 

Art.  67.  Para  deliberares  necesaria 
la  presencia  de  la  mayoría  absoluta  del 
número  total  de  los  i3iputados  que  co- 
rrespondan á  la  provincia. 

Art.  68.  Para  tomar  acuerdo  se  nece- 
sita el  voto  de  la  mayoría  de  los  concu- 
rrentes. En  caso  de  empate  se  repetirá  la 
votación  al  dia  siguiente,  ó  en  la  misma 
sesión  si  el  asunto  tuviere  carácter  ur- 
gente á  juicio  de  los  asistentes,  y  si  hu- 
biese segundo  empate  será  resuelto  por 
el  Presidente. 

Art.  69.  Los  Diputados  provinciales 
son  respon&abies  de  los  acuerdos  que  au- 
toricen con  su  voto,  sin  que  por  ningún 
concepto  les  sea  permitido  abstenerse  de 
emitirlo. 

Art.  70.  Será  nula  toda  sesión  que  se 
celebre  con  carácter  de  i ordinaria,  fuera 
del  número  de  las  prefijadas  para  cada 
reunión  semestral,  y  no  se  halle  tampoco 
en  el  número  de  las  prorrogadas  <!on  co- 
nocimiento del  Gobernador.  Serán  asi- 
mismo nulas  las  que  se  celebren  con  ca- 
rácter de  extraordinarias  sin  haberlas 
convocado  el  Gobernador  en  la  forma  y 
con  las  circunstancias  que  previenen  los 
arts.  61  y  62,  y  aquellas  en  que  se  trata- 
se de  un  asunto  no  anunciado  en  la  con- 
vocatoria, considerándose  en  su  virtud 
nulos  también  los  acuerdos  que  en  di- 
chas sesiones  se  adopten. 

Art.  71.  De  cada  sesión  se  extenderá 
por  los  Secretarios  de  la  Diputación  un 
acta,  en  que  han  de  constar  los  nombres 
del  Presidente  y  de  los  Diputados  pre- 
sentes: los  asuntos  que  se  trataren,  y  lo 
resuelto  sobre  ellos;  el  resultado  de  las 
votaciones,  y  las  listas  de  las  nommales 
cnando  las  hubiere. 

Siempre  constarán  en  el  acta  la  opi- 
nión de  las  minorías  y  sus  fundamentos. 

El  acta  será  firmada  por  el  Goberna- 
dor si  ha  presidido  la  sesión,  y  por  el 
Presidente  de  la  Diputaciún,  ó  quien  ha- 
ya hecho  sus  veces,  y  por  los  Secretarios. 

Art.  72.  La  Diputación  forma  su  re- 
glamento para  el  despacho  de  los  nego- 
cios, orden  de  las  sesiones  y  modo  de 
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fanoionar;  pero  los  trámites  de  instriic- 
ción  de  los  expedientes  f  la  discDsión  de 
lo»  asuntos  no  servirán  de  <^x<Hisa  á  las 
Dipataciones  para  dilatar  el  caúiplíinieB- 
to  de  las  obligaoiónes  que  las  Wyes  les 
imponen.  ^ 

Cap.  VI. — Competenoia  y  atrtbucioneB  át 
la8  DipíUaciones  provincialca. 

Art.  73.  Las  Diputaciones  provincia- 
les no  pueden  ejercer  otras  funciones  que 
aquellas  que  por  las  leyes  sd  les  señale. 

Árt.  74.  Corresponde  exclusivamente 
á  las  Diputaciones  provinciales  la  admi 
nistración  de  los  intereses  peculiares  de 
las  provincias  respectivas,  coaarre^^lo  y 
sujeción  á  las  le^es,  reglamentos  y  dis- 
posiciones generales  dictados  para  su 
ejecución,  y  en  particular  cuanto  se  re- 
fiere á  los  objetos  siguientes: 

1.0  Creación  y  conservación  de  ser- 
vicios que  tengan  por  fin  la  comodidad 
de  los  habitantes  de  la  provincia  y  el  fo- 
mento de  sus  intereses  morales  y  mate- 
riales, tales  como  establecimientos  de  be- 
neficencia ó  de  instrucción,  caminos,  ca- 
nilles de  navegación  y  de  riego,  y  de  toda 
clase  de  obras  públicas  de  interés  pro 
vincial,  así  como  concursos,  exposiciones 
y  otras  instituciones  de  fomento. 

2  o  Administración  de  los  fondos  de 
la  provincia  y  su  inversión  conforme  al 
presupuesto  aprobado. 

8.0  Custodia  y  conservación  de  los 
bienes,  acciones  y  derechos  que  perte- 
necean  á  la  provincia  ó  establecimientos 
que  de  ella  dependan,  repartiendo  é  in- 
virtiendo  los  productos  en  la  realización 
de  los  servicios  que  están  confiados  á  la 
Diputación. 

4.0  Nombramiento  y  separación,  con 
arreglo  á  las  leyes  especiales,  de  todos  los 
empleados  y  dependientes  pagados  de 
los  fondos  provinciales.  Los  funcionarios 
destinados  á  servicios  profesionales,  ten* 
drán  la  capacidad  y  condiciones  que  en 
las  leyes  relativas  á  aquéllos  se  deter- 
minen. 

Art.  76.  Como  á  superior  jerárquico 
de  loa  Ayuntamientos  corresponde  á  la 
Diputación: 

l.o  Revisar  los  acuerdos  de  los  Ayun- 
tamientos con  arreglo  á  lo  que  disponga 
la  Ley  Municipal. 

2.0  Encargar  á  cualquiera  de  sus  Vo- 
cales que  gire  visitas  de  inspección  á  los 
Ayuntamientos  con  el  fin  de  enterarse 
del  estado  de  sus  servicios,  cuentas  y  ar- 
chivo. 

La  Diputación  adoptará,  en  vista  del 


resultado  de  estas  visitas,  las  disposicio- 
nes que  estime  convenientes  dentro  de 
sus  facuftades,  para  mejorar  la  adminis- 
tración municipal. 

ATt{76.  Los  establecimientos  de  bene- 
ficencia y  los  de  ensefiansa,  creados  ó 
sostenidos  por  las  Diputaciones  provin* 
cíales,  se  acomodarán  á  lo  que  dispongan 
la  Ley  de  Beneficencia  y  de  Instrucción 
pública. 

La  Diputación  no  podrá  suprimir  nin- 
guno de  estos  establecimientos  sin  la 
aprobación  del  Gobierno. 

Art.  77.  \  Los  edificios  provinciales  de- 
clarados inútiles  para  el  servicio  á  que 
estaban  destinados  pueden  ser  vendidos 
por  la  Diputación  en  pública  subasta. 

Para  la*  permuta  de  dichos  bienes  ha 
de  preceder  la  aprobación  del  Gobierno. 
£s  nec^esaria  la  misma  aprobación  para 
todos  los  contratos  relativos  á  la  enaje- 
nación ó  hipoteca  de  los  demás  biends 
inmuebles,  derechos  reales  y  títulos  de  la 
Deuda  pública,  y  á  la  emisión  de  emprés- 
titos ó  estipulación  de  préstamos. 

Art.  78  Los  acuerdos  tomados  por  la 
Diputación  provincial,  de  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  los  arts.  74  y  75,  se  eje 
cutarán  desde  luego  sm  perjuicio  de  los 
recursos  establecidos  en  esta  ley. 

Art.  79.  Los  acuerdos  de  la  Diputa- 
ción provincial  serán  comunicados  en  el 
término  de  tercero  día  al  Gobernador,  el 
cual  podrá  suspenderlos  por  sí,  ó  á  ins- 
tancia de  parte,  si  ésta  lo  solicitare  en  el 
plaso  de  cuatro  días: 

l.o  Por  recaer  en  asuntos  que,  según 
esta  ley  ú  otras  especiales,  no  sean  de  la 
competencia  de  la  Diputación. 

2.0  Por  delincuencia  en  que  la  Corpo- 
ración provincial  haya  incurrido. 

8>>  Por  infracción  manifiesta  de  las 
leyes,  siempre  que  resulten  directamente 
perjudicados  los  intereses  generales  del 
Estado  ó  los  de  otra  provincia. 

Art.  80.  El  Gobernador  podrá  tam- 
bién suspender  los  acuerdos  de  la  Dipu- 
tación provincial  por  causar  perjuicios 
de  difícil  reparación  á  los  intereses  ó  de- 
rechos de  los  particulares  ó  de  las  corpo- 
raciones, si  los  agraviados  lo  solicitan 
dentro  de  dies  días,  y  al  propio  tiempo 
declaran  que  interpondrán  contra  dichos 
acuerdos  la  demanda  á  que  se  refiere  el 
art.  88. 

Art.  81.  El  Gobernador  decretará  la 
suspensión,  si  procede,  dentro  de  loe  tree 
días  siguientes  á  aquel  en  que  se  le  co« 
munícó  el  acuerdo,  ó  los  perjudicados  ln 
hubieren  reclamado. 
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Art.  82.  La  snspenBÍón  se  notificará  á 
1m  Dipatación  si  estuviera  reunida,  y  en 
caso  contrario  á  la  Comisión  provincial, 
dentro  del  plaso  de  tres  días,  á  contar 
desde  aquel  en  que  fué  acordada,  con  ex- 
presión de  las  cansas  que  la  motivaron  y 
ios  fundamentos  legales  en  que  se  apoya. 
También  se  notificará  dentro  del  mis- 
mo plaso  ai  interesado  que  la  httbiere 
reclamado. 

Art.  83.  Si  el  Gobernador,  en  el  indi- 
cado plaso  de  tres  días,  pidiere  el  expe- 
diente ú  otros  documentos  con  el  fin  de 
examinarlos  antes  de  resolver,  no  corre- 
rá el  plazo  de  los  tre9  días  «ino  áesde 
que  aqnóllos  le  fuesen  entregados. 

Art.  84.  En  ningún  piro  caso  podrá 
ser  suspendida  la  ejecución  de  los  acuer- 
dos de  la  Diputación  provincial,  aun 
cuando  por  ellos  se  infrinja  alguna  de 
las  disposiciones  de  esta  ley  ó  de  otras 
especiwles. 

Art.  85.  Contra  las  providencias  del 
Gobernador  decretando  ó  negando  la  sus- 
pensión del  acuerdo,  según  lo  dispuesto 
en  el  art.  79,  se  concede  á  loe  particCila- 
res  ó  corporaciones  y  á  la  misma  Dipu- 
tación provincial  recurso  de  altada  ante 
el  Gobierno. 

Art.  86.  Los  Gol>emadores  remitirán 
al  Ministerio  de  la  Gobernación  en  el  tér- 
mino de  diez  días  los  recursos  de  alzada 
qne  se  interpongan  según  el  articulo  an- 
terior. 

Bl  Gobierno  resolverá  dichos  recursos 
dentro  del  plazo  de  sesenta  días  después 
de  la  remisión  del  expediente,  oyendo 
antes  al  Consejo  de  Estado,  el  cual  emi- 
tirá su  informe  en  un  término  que  no  po- 
drá exceder  de  cuarenta  días.  8i  transcu- 
rriera el  primero  de  dichos  plazos  sin  re- 
solución alguna  del  Gobierno,  quedarán 
firmes  los  acuerdos  de  las  Diputaciones 
provinciales,  sin  que  sea  ya  posible'  por 
lo  tanto  modificarlos  ni  revocarlos  en  la 
vía  gubernativa.  No  se  tomará  en  cuenta 
para  el  cómputo  de  estos  plazos  el  perio- 
do de  vacaciones  del  Consejo  de  Estado. 
La  resolución  será  siempre  motivada 
y  se  publicará  en  la  Gaceta  y  en  el  Bole- 
tín oficial  de  la  provincia. 

Si  el  Gobierno  disintiere  del  parecer 
del  Consejo  de  Estado,  se  publicará  el 
dictamen  de  este  Cuerpo  al  mismo  tiem- 
po y  en  la  misma  forma  que  la  resolu- 
ción del  Gobierno. 

Contra  las  resoluciones  del   Gobierno 
procede  en  todos  tos  casos  el  recurso  con- 
tencioso administrativo. 
Art  87.    Contra  los  acuerdos  de  la  Di- 


putación provincial  comprendidos  en 
cualquiera  de  los  casos  previstos  en  el 
art.  79,  se  concede  recurso  de  alzada  pa- 
ra antedi  Gobierno^  hayase  ó  no  solicita- 
do la  suspensión  de  dichos  acuerdos. 

Son  aplicables  al  indicado  recurso  las 
disposiciones  contenidas  en  el  articulo 
anterior. 

Art.  88.  Los  que  se  crean  perjudica- 
dos en  sus  derechos  civiles  por  los  acuer- 
dos de  la  Diputación,  haya  sido  ó  no  sus- 
pendida su  ejecución  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  80,  pueden  reclamar 
contra  ellos  mediante  demanda  ante  Juez 
ó  Tribunal  competente,  según  lo  que, 
atendida-la  naturaleza  del  asunto,  dis- 
pongan las  leyes.  El  Juez  ó  Tribunal  que 
entienda  en  el  asunto  puede  suspender 
por  primera  providencia,  á  petición  del 
interesado,  la  ejecución  del  acuerdo,  si 
esto  no  hubiese  tenido  lugar,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  80  de  esta  ley. 

Para  interponer  dicha  demanda  se 
concede  un  plazo  de  treinta  días,  pasado 
el  cual  sin  ^haberse  interpuesto,  queda 
levantada  de  derecho  la  suspensión  gu- 
bernativa si  se  hubiese  acordado  y  queda 
también  consentido  el  acuerdo. 

Art.  89.  Reclamado  el  acuerdo  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, el  Gobernador  remitirá  los  ante- 
cedentes al  Juez  ó  Tribunal  que  entien- 
da en  el  asunto  dentro  de  ios  ocho  días 
siguientes  á  aquel  en  que  le  fueren  pedi- 
dos, y  si  los  hubiera  remitido  al  Gobier- 
no, elevará  desde  luego  al  mismo  la  re- 
clamación de  dicho  Juez  ó  Tribunal. 

Art.  90.  Lk>s  Gobernadores  y  Diputa- 
dos provinciales  son  personalmente  res- 
ponsables, con  arreglo  á  las  leyes,  de  los 
daños  y  perjuicio^  que  se  originen  por 
la  ejecución  ó  suspensión  de  los  acuer- 
dos de  las  Diputaciones  provinciales. 

Art.  91.  I^s  repartimientos  de  todo 
género  que  haga  la  Diputación  entre  los 
pueblos  de  la  provincia  para  cubrir  los 
cupos  señalados  á  ésta,  y  el  necesario 
para  atender  á  los  gastos  provinciales, 
se  ejecutarán  desde  luego,  pero  con  ape- 
lación al  Gobierno,  que  necesariamente 
deberá  resolver. 

Para  que  puedan  acordarse  dichos  re- 
partimientos, deberán  concurrir  á  la  se- 
sión las  dos  terceras  partes  por  lo  menos 
de  los  Diputados  provinciales. 

Cap.  Y^^'— Organización  y  modo  de  fun- 
cionar de  la,  Comisión  provincial.  ' 

Art.  92.  La  Comisión  provincial  tiene 
las  atribuciones  que  le  concede  esta  ley 
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ó  las  que  le  correspondan  por  otras  es- 
peciales; está  siempre  en  funciones  y  re- 
«ide  en  la  capital  de  la  provincia. 

Cada  uno  de  los.Voeales  podrá  recia* 
mar  como  dietas  ana  indemniaación  de 
20  pesetas  por  cada  sesión  á  qae  asista 
en  las  provincias  de  primera  y  segunda 
clase,  y  de  1 6  pesetas  en  las  de  tercera. 

£n  los  casos  de  enfermedad  ó  licencia, 
7  en  los  de  suspensión  gnbernativa  ó  ju- 
dicial, snatitiiirá  al  Diputado  ausente  el 
que  le  siga  en  número,  según  el  acuerdo 
á  que  se  reñere  el  art.  IS. 

Los  suplentes  tendrán  el  mismo  dere- 
cho que  los  propietarios  por  las  sesiones 
á  que  asistan  en  reemplazo  de  éstos. 

Art.  98.  En  los  casos  de  suspensión 
gobernativa  ó  judicial,  ó  de  ausencia  por 
enfermedad,  uso  de  licencia  ó  cualquiera 
otra  causa,  sustituirá  al  Vicepresidente 
de  la  Comisión  el  Diputado  de  más  edad 
de  los  que  asistan  á  la  sesión. 

Art.  94.  La  Comisión  provincial  se 
reunirá  cuantas  veces  lo  exijan  los  ne- 
gocios que  estén  á  su  cargo,  según  el  or- 
den que  establezca  en  la  primera  sesión 
de  cada  mes. 

8e  reunirá  acfemás  en  sesión  extrsor- 
dinaria  siempre  que  el  Gobernador  le 
pida  que  informe  sobre  algún  asunto  que 
considere  urgente. 

Art.  96.  Para  deliberar  es  necesaria 
la  presencia  de  la  mitad  más  uno  de  los 
Vocales  que  compongan  la  Comisión,  y 
para  que  sea  válido  un  acuerdo  ha  de 
reunir  la  mitad  más  uno  de  los  votos  de 
los  concurrentes. 

£n  el  caso  de  empate  se  aplacará  la 
segunda  votación  para  la  sesión  inme- 
diata; y  si  se  repitiera  el  empate,  decid  i 
rá  el  voto  del  Presidente. 

Art.  96.  Es  obligatoria  la  asistencia  á 
las  sesiones  de  la  Ck>misión  provincial,  y 
sus  Vocales  firmarán  todas  las  actas  de 
las  sesiones  á  que  concurran. 

£1  SecreUrio  pasará  al  Gobernador  y 
al  Contador  de  fondos  provinciales  listas 
certificadas  de  los  Vocales  que  hayan 
asistido  á  la  sesión  y  firmado  el  acta,  pa- 
ra qae  con  vista  de  ellas  se  liquiden  y 
abonen  á  fin  de  mes,  por  medio  del  opor- 
tono  libramiento  justificado  <^n  dichas 
listas,  las  dietas  que  cada  uno  de  los  Vo- 
cales haya  devengado. 

Art.  97.  Las  sesiones  serán  secretas, 
cuando  así  lo  acuerde  la  mayoría,  por  tra- 
tarse de  preparación  de  expedientes, 
acuerdos  de  nueva  tramitación  ó  relati- 
vos al  orden  público  y  régimen  interior 
da  la  corporación,  ó  por  afectar  al  deco- 


ro de  la  misma  ó  de  cualquiera  de  sus 
miembros.  También  será  secreta  la  se- 
sión cuando  la  Comisión  haya  de  emitir 
algún  informe  que  el  Gobierno  ó  el  Go- 
bernador le  hubiere  pedido. 

Serán  públicas  en  los  demás  casos,  y 
en  ningún  concepto  pueden  dejar  de  ser- 
lo cuando,  con  arreglo  á  lo  que  disponga 
la  Ley  Municipal,  interrenga  la  Comisión 
en  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos, 
ya  revisándolos  por  sí,  ya  informando 
acerca  de  el  loa. 

Cap.  VUL"  Competencia  y  atnbucione$ 
de  ¡a  Comisión  provincial, 

Art.  98.  Como  cuerpo  administrativo 
corresponde  á  la  Comiaión  provincial: 

1.0  Procnrar  la  exacta  ejecución  de 
los  acuerdos  de  la  Diputación  provincial, 
recurriendo  al  Gobernador  ó  al  Gobierno, 
según  proceda,  en  casos  de  omisión,  ne- 
gligencia ú  oposición  por  parte  de  las 
corporaciones,  empleados,  dependientes 
ó  particulares  encargados  de  cumplir  di- 
chos acuerdos. 

2.0  Preparar  todos  los  asuntos  en  que 
ha  de  ocuparse  i  a  Diputación  en  c^tda 
reunión  semestral;  y  presentar  una  Me- 
moria en  cada  una  de  estas  reuniones  que 
exprese  los  asuntos  de  interés  que  merez- 
can el  examen  y  la  resolución  de  la  Dipu- 
tación, y  dé  noticia  circunstanciada  de 
loa  negocios  pendientes,  y  estado  de  las 
cnentaa,  fondos  y  administración  pro- 
vincial. 

8.0  Resolver  interinamente  los  asun- 
tos encomendados  á  la  Diputación,  cuan- 
do so  urgencia  no  consintiere  dilación  y 
su  importancia  no  justificase  la  reunión 
extraordinaria  de  ésta,  dando  cuenta  de 
los  acuerdos  que  adopte  á  la  Diputa- 
ción en  la  primera  sesión  que  celebre,  la 
cual  podrá  modificar  ó  revocar  dichos 
acuerdos. 

Para  que  la  Comisión  declare  urgente 
un  asunto  de  los  que,  según  el  párrafo  an- 
terior, no  le  competen  eapecialmente,  se- 
rá siempre  necesario  acuerdo  adoptado 
por  dos  terceras  partes  de  todoa  los  Dipo- 
tados que  á  la  miama  Comisión  perte- 
nescsn. 

4.*  Suspender  por  justas  causas  á  los 
empleados  y  dependientes  de  la  Diputa- 
ción, dando  cuenta  á  ésta  en  la  primera 
sesión. 

6.0  Cuidar  de  la  gestión  de  los  nego- 
cios lodiciales  segoidos  en  nombre  de  la 
provincia. 

6«o    Interponer  demandas  ordinarias 
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ó  coDteucio0O  administrativas,  previo 
acuerdo  de  la  Diputación,  coyo  nombre  y 
repreeeutaeióo  llevará  el  Vicepresidente 
de  la  Comisión  en  todos  los  negocios  ju- 
diciales. 

Art.  99.  Ck>mo  snperíor  jerárqnicó  de 
los  Ayuntamientos,  corresponde  á  la  Co* 
mielen  provincial: 

i. o  Decidir  todas  laa  incidencias  de 
qointaa,  fallando  los  recursos  que  se  pro- 
muevan, con  sujeción  á  la  l^y  de  Reem- 
plazo del  Ejército. 

2.0  Resolver  las  reclamaciones  y  pro- 
teatas  en  las  elecciones  municipales,  así 
como  las  incapacidades,  incompatibilida- 
des y  etCnsas  de  los  Concejales  en  los  ca- 
aoe  7  en  la  forma  que  la  Ley  Municipal  y 
la  Ley  Electortri  establezcan. 

Art.  100.  Corresponden  asimismo  á 
la  Comisión  provincial  las  atribuciones 
que  el  art.  76  de  esta  ley  confiere  á  la 
Diputación,  cuando  ésta  no  se  halle  reu- 
nida, con  la  obligación  de  dar  cuenta  á  la 
Diputación  en  la  primera  sesión  del  uso 
qoe  hubiere  hecho  de  dichas  atribu- 
ciones. 

Art.  101.  Son  aplicables  á  los  acuer- 
do» de  la  Comisión  provincial  las  dispo- 
alciones  de  los  arts.  78,  79,  8*J,  68,  84  y 
85  de  eata  ley. 

Art.  102.  La  Comisión  provincial,  co 
mo  cuerpo  consultivo,  dará  dictamen 
cuando  las  leyes  y  reglamentos  lo  pres- 
cñban,  y  siempre  que  el  Gobernador,  por 
ai  ó  por  disposición  del  Gobierno,  estime 
conveniente  pedírselo. 

Cap.  IX.Smpleadoi  y  agentes  de  la  Ad- 
ministración provincial. 

Art.  103.  Las  dependencias  de  la  Di- 
putación provincial  se  componen: 

l.^    De  la  Secretaria. 

3.0    De  la  ConUduria. 

S.o     De  la  Depositaría. 

Al  frente  de  cada  una  de  estas  seccio- 
nes habrá  un  Jefe,  bajo  cuyas  órdenes 
servirán  los  empleados  necesarios. 

Art.  104.  La  Diputación  nombra  y  se- 
para sus  empleados,  fija  el  sueldo  de  los 
mismos,  y  arregla  las  plantillas  dentro  de 
lo  prevenido  en  las  leyes,  y  acuerda  el 
reglamento  de  servicio  interior  de  sus  ofi 
ciñas. 

Para  el  nombramiento  de  Secretarios  y 
Contadores  se  entenderán  estas  atribu 
clones  sin  perjuicio  de  los  derechos  ad- 
quiridos. 

Art.  106.  El  Jefe  de  la  Secretaría  tie- 
ne á  su  cargo  la  preparación  y  tramita- 


ción de  los  asuntos  de  que  hayan  de  co- 
nocer la  Diputación  y  la  Comisión  provin- 
cial, la  redacción  de  sus  actas  y  acuerdos, 
la  correspondencia  y  el  cuidado  y  conser- 
vación desu  archivo. 

Firma  con  el  Presidente  los  acuerdos  y 
decretos  de  la  Comisión  provincial,  y  los 
testimonios  que  se  libren  de  las  actas  de 
la  Diputación,  autbrisándolos  con  el  sello 
de  la  provincia,  cuya  guarda  le  estará  en» 
comendada,  y  cuida  de  que  se  comuni- 
quen á  quien  corresponda. 

Art.  106.  £1  Contador  tiene  á  su  car- 
go la  oficina  de  cuenta  y  razón,  y  la  in^- 
tervención  de  fondos  provinciales. 

En  tal  concepto  registra  las  entradas 
y  salidas  de  los  fondos,  autoriza  con  el 
Ordernador  los  pagos  de  los  libramien- 
tos, hace  los  asientos  necesarios  en  los 
libros  que  lleva  al  efecto,  y  prepara  los 
presupuestos  y  cuentas  que  deben  ser 
sometidos  á*  la  Diputación. 

Art.  107.  £1  Depositario  es  el  ónico 
encargado  de  la  custodia  de  los  fondos 
de  la  provincia,  y  prestará  como  tal  las 
fianzas  que  la  Diputación  exija.  >  ' 

Si  la  entidad  de  los  fondos  lo  consien- 
te, habrá  dos  cajas;  una  general  con  tres 
llaves  que  tendrán  el  Ordenador  de  pa- 
gos, el  Contador  y  el  Depositario,  y  otra 
diaria,  donde  bajo  la  guarda  exclusiva  de 
este  último,  estarán  los  fondos  destina- 
dos á  las  atenciones  de  cada  mes. 

£1  Depositario  no  hará  pagos  ni  reci- 
birá cantidades  sino  en  virtud  de  un 
mandato  autorizado  por  el  Ordenador  de 
pagos  y  Contador. 


Cap.  X.— iVí«Mj?ue«/o«  y  cuentas  provin- 
ciales. 


Art.  108.  Son  aplicables  á  la  Hacien- 
da provincial  las  disposiciones  de  la  Ley 
de  Contabilidad  general  del  Estado  en 
cuanto  no  se  opongan  á  la  presente. 

£1  año  económico  provincial  será  el 
mismo  que  rija  para  los  presupuestos  y 
cuentas  generales  de  Iit  nación. 

Art.  109.  Las  Diputaciones  formarán 
todos  los  años  un  presupuesto  que  com- 
prenda loa  gastos  que  por  cualquier  con- 
cepto hayan  de  hacerce  y  los  ingresos 
destinados  á  cubrirlos;  al  efecto  nombra- 
rá de  su  seno  una  de  las  Comisiones  de 
que  habla  el  art.  65. 

A  rt.  1 !  0.  Los  gastos  comprendidos  en 
los  presupuestos  provinciales  serán  cu- 
biertos con  ingresos  independientes  de 
los  del  Estado,  que  se  recaudarán  y  repar- 
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tiran  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  pre- 
•ente  lev. 

Art.  111.  Terminado  el  afio  económi- 
co, quedan  finotadoe  loacróditoa  abiertoe 
y  no  invertidos  en  aqael  ejercicio. 

Durante  el  periodo  de  ampliación  se 
terminarán  las  operaciones  de  oobransa 
de  los  recursos  presapaestos,  y  la  liqui- 
dación y  pago  de  los  servicios  realisados 
dnrante  el  afiu.  Las  resultas  que  queda- 
ren  después  de  este  periodo  serán  obje- 
to  de  un  presupuesto  adicional,  previas 
las  consiguientes  liquidaciones,  que  se 
terminarán  en  el  mes  siguiente. 

Art.  ]  l'i.  Cuando  para  cubrir  atencio- 
nes imprevistas,  satisfacer  alguna  deuda 
ó  para  cualquier  otro  objeto  de  impor- 
tancía,  no  determinado  en  el  presupues 
to  ordinario,  sean  insuficientes  los  recur- 
sos consignados  en  éste,  la  Diputación 
formará  un  presupuesto  eztraoniinario 
en  la  misma  forma  y  por  el  mismo  pro- 
cedimiento que  el  ordinario. 

Art.  113.  Las  deudas  de  las  provin- 
cías  que  no  estuviesen  aseguradas  con 
prenda  ó  hipoteca,  no  serán  exigidas  á 
las  Diputaciones  por  los  procedimientos 
de  apremio. 

Guando  alguna  provincia  fuere  conde* 
nada  al  pago  de  una  cantidad,  la  Diputa- 
ción, después  de  ejecutoriada  la  senten- 
cia, procederá  á  formar  un  presupuesto 
extraordinario,  á  no  ser  que  el  acreedor 
convenga  en  en  I  asar  el  «jobro  de  modo 
que  puedan  consignarse  en  los  presu- 
puestos ordinarios  sucesivos  las  cantida- 
des necesarias  para  el  pago  del  capital  y 
rédito  estipulado. 

Los  Diputados  provinciales  serán  per- 
sonalmente responsables  de  los  perjui- 
cios que  ocasione,  la  falta  ó  retraso  en  la 
formación  del  presupuesto  extraordina- 
rio á  que  se  refiere  este  artículo. 

Art.  1 14.  Para  hacer  efectiva  la  re- 
caudación serán  aplicables  los  medios 
de  aprenúo  en  primeros  y  segundos  con- 
tribuyentes, dictados  en  favor  del  Estado. 

Art.  116.  Los  presupuestos  provin- 
ciales contendrán  precisamente  las  par- 
tidas necesarias,  según  los  recnrsos  de 
la  provincia,  para  atender  á  los  servicios 
siguientes: 

-l.<»  Personal  y  material  de  sus  ofici- 
nas y  dependencias  y  establecimientos 
provinciales  de  Beneficencia,  Sanidad  é 
Instrucción  pública. 

S.o  Conservación  y  administración  de 
las  fincas  de  la  provincia. 

3.0  Construcción,  conservación  y  ad- 
ministración de  las  obras  públicas. 


4.0  Suscripción  á  la  Gaceta  de  Madrid 
y  Colección  hgielaiwa, 

é.o  Fondo  de  imprevistos  y  para  e* 
lamidades  públicas. 

6.0  Anuncios,  impresiones  y  otroa 
gastos  que  se  consideren  necesarios  t> 
convenientes. 

7.0  Todos  los  demás  gastos  que  darm 
y  terminan  tomento  exijan  esta  y  otrs« 
leyes  en  la  parte  que  deban  ser  enmpli« 
das  por  la  provincia. 

8.0  Gastos  de  representación  al  Pre- 
sidente. 

Art.  110.  Para  la  «probación  del  pre- 
supuesto se  requiere  el  voto  de  la  mayo- 
ría absoluta  del  total  de  Diputados  que» 
correspondan  á  la  provincia.  81  al  prin- 
cipiar el  afio  económico  no  estuviere 
aprobado  el  presupuesto  seguirá  rigien- 
do el  anterior. 

Art.  117.  Para  cubrir  los  gastos  con 
signados  en  los  presupuestos  provincia- 
les, la  Diputación  utilisará  los  recursos 
que  procedan,  así  de  rentas  y  productos 
de  toda  clase  de  bienes,  derechos  ó  ca 
pítales  que  por  cuali^iiier  concepto  per- 
tenezcan á  la  provincia  ó  á  los  estable- 
cimientos que  de  ella  dependan,  comu 
los  de  obriis  públicas,  instituciones  ó 
servicios  costeados  de  sni^  fondos. 

Si  éstos  no  fueran  suficientes,  la  Di- 
potaeión  verificará  por  el  reato  un  repar- 
timiento entre  los  pueblos  de  la  provin- 
cia en  proporción  de  lo  que  por  contribu- 
ciones directas  y  por  el  impuesto  de  con- 
sumos  pague  cada  uno  al  Tesoro. 

Para  aprobar  este  repartimiento  se  re- 
quieren las  condiciones  sefialadas  en  el 
artículo  116. 

Art.  US.  *  Esta  cuota  será  incluida  en 
el  presupuesto  de  cada  pueblo  y  so  im 
porte  ingresará  íntegro  en  la  Depositaría 
provincial  en  la  época  de  recaudación 
ordinaria,  ó  antes  si  voluntariamente  lo 
entregan  los  Ayuntamientos. 

En  ningún  caso  podra  ser  embargada 
ni  detenida  por  las  oficinss  de  Hacienda, 
amo  cuando  procedan  contra  la  misma 
Dipntación  como  deudora  al  Estado. 

El  embargo  ni  aun  en  este  caao  podrá 
exceder  del  importe  de  la  recaudación 
verificada. 

Art.  119.  Las  provincias  que  de  an- 
tiguo hayan  uti Usado  algún  arbitrio  es 
pecial  ordinario  ó  extraordinario  con  la 
aprobación  del  Gobierno  y  la  aquiescen- 
cia de  los  pueblos  de  su  demarcación, 
podrán  continuar  aplicando  sus  produc- 
tos á  cubrir  las  atenciones  de  se  presa 
puesto  en  la  forma  en  que  lo  hayan  he- 
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ebo  b««U  boy,  y  tiempre  que  medien 
las  «xpreMilac  oondioionee. 

l4LB  DipoUcioiiea  podrán  ettablecer 
con  ta  «probfición  del  Oobiertio  y  el 
ooDseDiimieDio  de  io»  pueblo*  «rbitriot 
de  la  misma  índole  y  de  fácil  recauda- 
ción cuando  lo  jusgnen  conveniente. 

Ári.  18Q  Las  Diputaoionea  provin- 
cialaa  redactarán,  diecntirán  y  aprobarán 
ao  presopneeto  ordinario  dentro  de  loe 
quince  primero*  d'ae  def  mea  de  Abril,  y 
el  adicional  durante  el  raes  de  Febrero. 
£1  día  20  de  Abril  remitirán  laa  Dipu- 
tacionea  al  MíDiaterio  de  la  Gobernación, 
por  conducto  del  Gobernatior,  el  prean- 
paeato  aprobado  para  el  aolo  efecto  de 
corregir  laa  eztralimitacionea  legales,  ai 
laa  hubiera,  ó  impedir  que  ae  perjndi- 
qoan  loa  intereses  generales  de  loa  pne- 
bloa. 

£1  Gobierno  dictará  resolución  antee 
del  día  16  de  Junio,  y  ai  para  eata  fecha 
no  liabieae  sido  devuelto  el  presnpneeto 
por  el  Ministerio  á  la  Dipntación,  regirá 
el  qae  voló  la  Corporación  provincial, 
aiempre  que  hubiese  sido  remitido  por 
ésta  al  primero  dentro  del  placo  marca- 
do  en  el  párrafo  anterior. 

£|  presupuesto  adicional  aera  remitido, 
al  Ministerio  .de  la  Ooberaación  antea- 
del  S8  de  Febrero.  £1  Gobierno  dictará 
reaoloción  antes  del  16  de  Abril;  y  si 
para  esta  fecha  no  hubiese  sido  devnelto 
por  el  Ministerio,  se  entenderá  que  que- 
da aprobadüi  y  em pesará  á  regir. 

Art.  121.  Gorreaponderá  exclusiva- 
mente á  la  Oipotaeión,  y  ai  no  estuviere 
reunida,  á  la  Comiaión  provincial,  la  día* 
tribnción  mensual  de  fondoe. 

Art  122.  La  ordenación  de  pagos  co- 
rreaponde  al  Presidente  elegido  por  la 
Diputación,  ó  á  quien  baga  sos  vecee. 

Art.  128.  La  administración  y  recau- 
dación de  loa  fondos  provinciales  está  á 
cargo  de  las  respectivas  DipiUaciones,  y 
se  efectaará  por  aue  agentes  y  Dele- 
gados. 

Art.  124.  Los  agentes  de  la  recauda- 
ción de  dichos  fondos  son  responsables 
ante  la  Diputación,  quedándolo  ésta  en 
todo  caso  civilmente  para  la  provincia, 
aiempre  que  medie  negligencia  ú  omi 
sión  probadas. 

Art.  125.  Las  Diputaciones  publica- 
rán al  principio  de  cada  reunión  semes- 
tral un  estado  de  la  recaudación  é  inver- 
sión de  sos  fondos  durante  el  semestre 
anterior. 

£n  las  obras  provinciales  que  se  ba- 
gan por  administración  se  publicará  men- 


sualmente  por  la  Comisión  nota  de  los 
gastos  causados,  especificando  el  porme- 
nor de  los  jornales,  materiales  empleados 
y  personas  que  los  han  vendido,  contra- 
tietaa,  sitio  en  que  se  construye  la  obra 
y  demás  circunstancias  análogas. 

Sn  la  Secretaría  estarán  de  manifiesto 
todo  el  afio,  en  loa  díaa  y  horaa  útiles,  á 
cualquier  particular,  y  con  especialidad 
á  los  Diputados  provinciales,  las  cuentas 
y  documentoe  originalea  referentes  á  las 
mismaa  obras,  de  las  cuales  el  Jefe  de 
la  Secretaria  permitirá,  bajo  su  inspec- 
ción, sacar  apuntea  y  copias. 

Art.  126.  La  contaduría  formará  las 
cuentas  correspondientes  á  cada  afio 
económico,  y  las  someterá  á  la  Comisión 
provincial  con  los  documentos,  justifica- 
tivos, dentro  de  los  dos  meses  siguien- 
tes al  ejercicio  de  que  procedan. 

Un  extracto  d«4  ellas  se  insertará  en  el 
Boletín  oficial^  y  los  originales  quedarán 
expuestos  al  páblico  en  la  Secretaría  has- 
ta que  la  Diputación  provincial  se  reúna 
para  su  aprobación.  ^ 

Art.  127.  La  Diputación  procederá  al 
examen  de  las  cuentas  generales,  semes- 
trales, notas  y  extractos  á  que  se  refie- 
ren los  arts.  136  y  126,  nombrando  al 
efecto  una  Comiaión  especial  si  lo  cree 
necesario. 

La  Diputación  pnede  pedir  los  docu*» 
mentos  relacionados  con  las  cuentas,  y 
llamar  á  su  seno  para  re<íibir  su  informe 
oral  á  cuantas  personas  hayan  interve- 
nido en  las  operaciones  á  que  aquéllas  se 
refieren. 

Art.  128.  Las  cuentee  quedarán  a  pro» 
badas  si  obtuvieren  el  voto  de  la  mayo- 
ría de  loe  Vocales  que  componen  la  Di- 
putación, no  contando  á  los  de  la  Comí-  . 
sión  provincial,  que  no  tendrán  voto  en 
este  acto. 

En  otro  caso,  y  en  el  de  protestar  por 
infracción  de  ley  ó  malversación  de  fbn- 
doa,  volverán  á  la  Comisión  provincial,  la 
cnal  hará  por  eacrito  las  observaciones 
que  estime  oportunas,  devolviendo  el 
expediente  á  la  Diputación  para  que 
emita  au  dictamen  y  le  dé  el  curso  mar- 
cado en  el  artículo  siguiente. 

Art.  129.  Laa  cuentas  aprobadas  ó 
censuradas  por  la  Diputación  provincial 
pasarán  por  conducto  del  Ministerio  de 
la  Gobernación  al  Tribnnal  de  las  del 
Reino  para  su  revisión  y  aprobación  de- 
finitiva. 

Se  considera  á  los  Ayuntamientos  del 
territorio  como  interesados  en  las  cuen- 
tas provinciales  para  el  efecto  de  recla- 
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mar  y  protestar  contra  la  aprobación  de 
ftm  mÍBunas. 

TÍTULO  in 

Cap.  XI*  —  Dependencia  y  responsabili- 
dad de  los  Diputados  y  agentes  de  la 
Administración  provincial. 

Art.  130.  Las  Dipataciones  y  laa  Co- 
misiones provinciales  obran  bajo  la  de- 
pendencia del  Gobierno,  y  están  por  con- 
siguiente sujetas  á  la  responsabilidad 
qae  proceda  en  todos  aquellos  asnntos 
qae,  segán  esta  ley  ú  otras  especiales  no 
les  competan  exclusivamente,  ejercien- 
do con  absoluta  independencia  las  atrir 
buciones  qoe  les  son  propias. 

Incurren  en  responsabilidnd,  aan  cuan- 
do ejerzan  atribnciones  propias,  las  Di- 
putaciones y  Comisiones  provinciales 
que  cometen  infracciones  manifiestas  de 
la  ley. 

£1  Ministro  de  la  Gobernación  es  el 
único  encargado  de  transmitir  á  las  Di- 
putaciones y  Comisiones  provinciales, 
por  conducto  del  Gobernador,  las  dispo- 
siciones del  Gobierno  en  la  parte  que 
deban  ser  ejecutadas  por  estas  corpora- 
ciones, y  de  ejercer  la  alta  inspección 
que  ai  mismo  corresponde  para  impedir 
las  infracciones  de  la  Constitución  y  de 
las  leyes. 

Art.  181.  Las  Diputaciones  pro vincia- 
les  incurren  en.  responsabilidad: 

l.o  Por  infracción  manifiesta  de  la 
ley  y  en  sus  actos  ó  acuerdos,  bien  sea 
atribuyéndose  facultades  que  no  les 
competan,  bien  abusando  de  las  propias. 

2.0  Por  desobediencia  al  Gobierno 
en  los  asuntos  en  qoe  proceden  por  de- 
legación y  bajo  la  dependencia  de  éste. 

8.0  Por  desacato  á  sus  superiores  je- 
rárquicos. 

4.0  Por  negligencia  ú  omisión  de  que 
resulte  perjuicio  á  los  intereses  ó  servi- 
cios que  les  están  encomendados,  abuso 
ó  malversación  en  la  administración  de 
sus  fondos. 

Art.  182.  La  responsabilidad  podrá 
exigirse  á  las  Diputaciones  ó  á  los  Dipu- 
tados provinciales  ante  la  Adminietra 
ción,  ó  ante  los  Tribunales  de  justicia. 
Ante  la  Administración  por  hechos  y 
omisiones  culpables  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  cuando  no  llegan  á  cons- 
tituir delito.  Ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia por  hechos  ú  omisiones  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones  cuando  éstos  cons- 
tituyen delito  según  el  Código. 


La  responsabilidad  sólo  se  exigirá  Á 
los  Diputados  que  hubieren  incurrido 
en  la  omisión  ó  tomado  parte  eñ  el  acto 
ó  a<merdo  que  la  motive. 

Art.  1^8.  Corresponde  exclusivamen- 
te al  Gobierno  exigir  la  responsabilidad 
administrativa.  Esta  comprende  el  aper* 
cibimiento,  la  multa  y  la  suspensión. 

Procede  el  apercibimiento  en  los  casotf 
de  omisión,  negligencia  y  abuso  de  fsi- 
cultades,  cuyas  consecuencias  no  sean 
irreparables. 

Procede  la  multa  siempre  que  las  le- 
yes y  disposiciones  generales  lo  deter- 
minen, y  en  los  casos  de  reincidencia  en 
faltas  castigadar  ya  con  apercibimiento, 
asi  como  en  los  de  negligencia  cnyae 
consecuencias  sean  irreparables,  y  en 
los  de  abuso  de  autoridad  y  desobedíen* 
cia  que  no  produzcan  responsabilidad 
criminal. 

Procede  también  la  suspensión  en  loe 
casos  de  reincidencia  en  faltas  castiga- 
das ya  con  multas;  en  los  de  extralimita 
ción  grave  con  carácter  político,  y  en  loe 
de  resistencia  á  la  autoridad  <lel  Gobierno, 
acoiupafiadas  estas  dos  últimas  de  eoal- 
quiera  de  las  circunstancias  siguientee: 

1.^    Haber  dado  publicidad  al  acto. 

2 a  Excitará  otrae  borporáoionea  á 
cometerlas. 

8.»  Producir  alteración  del  orden  pú- 
blico. 

Y  por  último,  en  los  caeos  de  aboso  ó 
malversación  demostrados  en  la  adminis 
tración  de  sus  fondos. 

Art.  184.  Para  la  imposición  de  laa 
mullas  se  tendrán  presentes  las  leglae 
siguientes: 

1.'  La  declaración  de  estas  correccio- 
nes corresponde  al  Gobierno  con  audien- 
cia del  interesado  y  del  Consejo  de 
Estado. 

2.*  Las  multas  no  excederán  de  500 
pesetas. 

8.*  Las  multas  serán  satisfechas  por 
los  Diputados  responsables  según  el  ar- 
tículo 182. 

Art.  186.  Para  la  exacción  de  las  mal- 
tas se  observarán  además  las  reglas  si- 
guientes: 

].*  La  resolución  del  Gobierno  se  co- 
municará por  escrito  al  multado;  del  pa- 
go se  le  expedirá  el  competente  recibo. 

2.*  Las  multas  y  los  apremios  se  co- 
brarán en  papel  del  sello  correspondiente. 

8.A  Las  multas  serán  pagadas  preci 
sámente  del  peculio  particular  del  mul- 
tado. 

Art.  186.    Para  el  pago  de  toda  multa 
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•e  concede  im  ptAzo  proporcionado  á  ia 
4*«fil&thi  de  lia  mulla,  y  que  no  baje  de 
iiáem  dfM  tú  exoed»  de  oreinte,  pasado  el 
«nal  procede  el  aprendo  contra  los  mo- 
rosos. 

B4  apremio  no  será  mayor  de  6  por  100 
diario  del  total  de  la  multa,  sin  que  ex- 
iteda  en  ningún  caso  del  dnplo  de  la 
mlaoift. 

Contra  la  imposición  gubernativa  de 
la  mufla  procede  el  recurso  contencioso 
tidministratiTo,  previn  consignación  ó  de- 
pómto  de  su  importe. 

Art.  1S7.  En  ningún  caso,  para  hacer 
efectiva  la  malta,  se  expedirán  ccimisio- 
nadoa  de  ejecución  contra  la  Diputación 
y  aas  Vocales.  Cuando  los  multados  de- 
jasen de  pagar  la  multa,  no  obstante  el 
apremio,  el  Gobernador,  como  <ielegadu 
del  Qt>bierno,  oficiará  al  Juez  de  primera 
instancia  á  quien  corresponda,  comuni- 
«-ándole  laoi-den  ministerial  imponiendo 
la  malta,  y  la  «roantía  y  liquidación  de 
^sta,  y  requiriendo  su  autoridad  para 
hacerla  efectiva. 

El  Juez  pro<:ed«rá  á  la  exacción  por  la 
vU  de  apremio. 

Art.  1S8.  Para  imponer  la  suspensión 
•srabernativa  á  las  Diputaciones  ó  á  sns 
Vocales  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

i.*  El  Gobernailbr  trané'iriilirá  á  los 
interesados,  en  el  misnto  día  en  que  la 
reciba,  la  orden  de  suspensión  que  le  co- 
mnnlque  el  Gobierno,  con  expresión  de 
la' cansa  en  que  dicha  medida  se  funile. 
El  Diputado  ó  Diputados  suspensos  po- 
«IMn  exponer  a!  (lobierno,  f>or  conducto 
del  mismo  Uol>erna<lor  y  en  el  término 
de  tercero  día,  los  hechos  ú  observacio- 
nes que  á  su  defensa  convengan. 

1.*  Sólo  en  el  ca«o  de  que  los  intere- 
sados no  utilicen  en  el  plazo  indicado 
esta  facnitad,  se  resolverá  definitivamen- 
te la  suspensión  sin  oírles. 

8.»  La  suspensión  no  pasará  de  se- 
senta días.  Transcurrido  este  plazo  sin 
que  se  hubiese  mandado  proceder  á  la 
formación  de  causa,  ó  sin  que  la  Andien 
«!ia  haya  dicta<lo  auto  declarando  proce- 
sados A  los  Diputados  suspensos,  éstos 
volverán  de  hecho  y  de  derecho  al  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

Los  que  les  hubiesen  reemplazado  se- 
rán cotMiideradoB como  culpables  de  usur- 
pación de  atribuciones  si  después  de  re- 
qaeridos  ó  de  publicado  en  la  Gaceta  el 
acuerdo  alzando  la  suspensión  continua- 
ran  desempetSando  funciones  de  Diputa- 
dos provinciales,  sin  que  les  sirva  de  ex- 


cusa el  no  haber  recibido  la  orden  de  ce- 
sar en  sns  cargos. 

Art.  139.  £1  Gobierno,  para  proceder 
á  ta  suspensión,  formará  el  oportuno  ex- 
pediente, oyendo  al  Consejo  de  Estado. 
En  los  caaos  de  urgencia  puede  resolver 
por  sí  y  bajo  su  responsabilidad  sin  que 
preceda  la  expresada  audiencia. 

La  Real  orden  que  alce  ó  confirme  la 
suspensión  se  publicará  de  todos  modos 
en  la  Gaceta  de  Madrid,  insertándose  los 
diclámenes  del  Consejo  de  Estado  siem- 
pre que  se  hubiere  oído  á  este  Cuerpo;  y 
si  transcurrieren  los  sesenta  días  antes 
señalados  sin  que  la  citada  Real  orden 
apareciese  en  la  Gaceta,  los  Diputados 
suspensos  volverán  también  de  hecho  y 
de  derecho  al  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  140.  Las  Diputaciones  provincia- 
'  les  no  pueden  ser  disueltas  ni  uestitúf- 
dos  sns  Vocales  sino  por  sentencia  eje- 
cutoriada de  los  Tribunales. 

Art.  141.  Para  los  delitos  que  come-» 
tan  has  Diputaciones  provinciales  y  loa 
Diputados  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
ne.H  ^trá  Juez  competente  en  primera 
instancia  la  Audiencia  de  la  capital  de  la 
provincia. 

Art.  142.  Los  empleados  y  agentes 
de  la  Adndnistración  provincia^ nombra* 
dos  por  la  Diputación  ó  por  la  Comisión 
están  sujetos  á  su  obediencia  y  son  res- 
ponsables ante  ella  con  arreglo  á  esta  ley. 

OlSPuSlClONKS   COMUNkS 

Art.  143.  Las  providencias  «le  los  Go- 
bernadores que,  Megún  las  leyes,  hayan 
puesto  término  á  ta  vía  gubernativa  y 
hubiesen  causado  perjuicio  á  los  intere- 
ses ó  derechos  de  un  particular  ó  de  una 
Corporación,  seráii  reclamables  por  la 
vía  contenciosa  dentro  de  treinta  días. 

Las  decisiones  que  versen  sobre  las 
demás  materias  podrán  ser  revocadas  ó 
modificadas  por  el  Ministerio  respectivo. 

Las  reclamaciones  que  se  susciten  con- 
tra sns  providencias  por  incompetencia 
ó  exceso  de  atribuciones  se  decidirán 
siempre  por  el  Gobierno,  oído  el  Consejo 
de  Estado. 

Art.  144.  Los  recursos  gubernativos 
que  se  interpongan  contra  las  providen- 
cias de  los  Gobernadores  y  los  acuerdos 
de  la  Diputación  ó  Comisión  provincial 
se  presentarán  ante  la  Autoridad  ó  Cor- 
poración que  haya  dictado  aquellas  re- 
soluciones. 

A  todo  recurrente  se  le  facilitará  reci- 
bo en  el  acto    que    presente   el    recurso, 
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haciendo  constar  la  fecha  en  qne  se  haya 
presentado  y  el  objeto  del  mismo. 

Art.  146.  Los  Gobernadores,  dentro 
del  plazo  de  los  ocho  días  siguientes  al 
de  la  presentación  de  todo  recarso,  lo  re- 
mitirán con  todos  los  antecedentes  que 
formen  el  expediente,  al  Ministro  res- 
pectivo. 

Lo  mismo  harán  en  dicho  plazo,  y  por 
conducto  del  Gobernador,  las  Diputado 
nes  provinciales. 

Si  por  cualquier  cansa  no  se  cumpliere 
lo  preceptuado  en  este  artículo,  los  inte- 
resados tendrán  derecho  para  recurrir 
directamente  al  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, el  cual  reclamará  desde  luego  el  re- 
curso y  el  exoediente. 

Art.  146.  Para  la  interposición  de  los 
recursos  gubernativos  contra  las  provi- 
dencias y  acuerdos  expresados  en  el  ah 
tículo  144,  que  no  tengan  un  plazo  espe- 
cial stífíalado,  se  concede  el  término  de 
diez  días 

La  notificación  administrativa  deberá 
contener  la  providencia  ó  acuerdo  ínte- 
gros, la  expresión  de  los  recursos  qoeen 
su  caso  procedan  según  la  ley,  citándose 
el  artículo  en  que  se  establezcan,  la  fe- 
cha en  que  se  hace  la  notificación,  la 
firma  del  funcionario  que  la  verifique  y 
la  del  interesado  ó  representante  de. la 
Corporación  con  quien  se  entienda  dicha 
notificación. 

Si  el  notific4ido  no  supiere  ó  no  quisie- 
re firmar  la  notificación,  firmarán  dos 
testigos  presenciales. 

Cuando  no  tenga  domicilio  conocido  la 
persona  que  baya  de  ser  notificada  se 
publi(>ará  la  providencia  ó  acuerdo  en  el 
BoUiin  o/!ctVi¿de  la  provincia,  y  se  remi- 
tirá además  al  Alcalde  del  pueblo  de  la 
última  residencia  de  aquélla,  para  que  la 
publique  por  mHdio  de  edictos  que  fijará 
en  las  puertas  de  la  Casa  Consistorial. 

Art.  147.  Todos  los  términos  que  se 
establecen  en  esta  ley  son  improrroga- 
bles; comenzarán  á  contarse  desde  el  día 
siguiente  á  la  notificación,  y  no  se  com- 
prenderán en  ellos  los  días  de  fiesta  re- 
ligiosa ó  nacional. 

DI8PO8101ONK8    TaAWSlTORUS 

Primera.  ínterin  no  se  publique  la 
ley  que  establezca  los  Tribunales  que 
hayan  de  entender  de  lo  contencioso -ad- 
ministrativo, corresponderá  el  conoci- 
miento de  estos  asuntos  en  primera  ins- 
taneia  á  las  Comisiones  provinciales. 

Segunda,    Hasta  que  sea  reformada  la 


ley  Electoral  para  Diputado»,  á  Corte» 
vigente,  las  elecciones  de  Diputados  pro- 
vinciales se  harán  en  la  forma  estableci- 
da en  los  tits.  ni  y  IV  de  la  misma,  cod 
las  siguientes  modificaciones: 

l.A  Tendrán  derecho  á  votar  y  á  ser 
inscriptos  en  las  listasios  comprendidos 
en  los  arta.  83  y  34  de  esta  ley. 

2.a  £1  Gobierno  sefialará  los  plazos 
para  la  formación  y  rectificación  del  cen- 
so y  de  las  listas  electorales,  ajustándo- 
se en  todo  lo  posible  á  las  disposicione» 
del  cap.  III,  tít.  III  de  la  ley  Electoral. 

3.»  Las  operaciones  á  que  se  refieren 
los  arta.  66  al  71  de  la  ley  Electoral  ten- 
drán lugar  en  el  viernes  inmediatamente 
anterior  al  domingo  que  esté  señalado 
para  la  elección  de  Diputados. 

4.a  Las  cédulas  y  actas  notariales  á 
que  se  refieren  los  artículos  64  y  65  de  la 
ley  Electoral  no  podrán  llevar  fecha  an- 
terior en  más  de  ocho  días  á  la  del  seña- 
lado para  lá  elección  de  Diputadoa. 

6.*  La  copia  del  acta  á  que  se  refiere 
el  art.  90  será  remitida  en  la  forma  que 
el  mismo  expresa  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación. 

6.»  El  escrutinio  á  que  se  refiere  el 
art.  97  de  la  ley  Electoral  se  hará  el 
miércoles  inmediato  siguiente  al  domin- 
go en  que  se  haya  verificado  la  elección 
de  Diputados. 

Tercera.  I^  división  y  agrupación  en 
distritos  para  las  primeras  elecciones  de 
Diputados  provinciales  en  las  provincia» 
de  Canarias  y  Baleares  se  harán  por  el 
Gobierno,  atemperándose  en  lo  posible  á. 
las  disposiciones  de  esta  ley,  y  oyendo 
previamente  á  las  Diputaciones  respec- 
tivas. 

Cuarta.  Mientras  subsista  el  concier- 
to económico  consignado  en  R.  D.  de  38 
de  Febrero  de  1878,  y  las  Diputaciones 
de  las  Provincias  Vascongadas  hayan  de 
cumplir  las  obligaciones  que  les  imponen 
los  arta.  10  y  11  del  mismo,  se  conside- 
rarán investidas  dichas  Corporaciones, 
no  sólo  de  las  atribuciones  consignada» 
en  los  capítulos  VI  y  X  de  la  presente 
ley,  sino  <le  las  que  con  posterioridad  á 
dicho  convenio  han  venido  ejercitando 
en  el  orden  económico  para  hacerlo  efec- 
tivo. 

DI8F0S10I0RK8  ADIOIOHALIS 

1  .^  Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
y  disposiciones  anteriores  relativa»  al 
régimen  de  las  provincias. 

2.^    El  Qobierno  dictará,    con  suje- 
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&6n  á  ••!«  ley,  lo«  reglftmeutos  oecetm    i 
ríos  pmrñ  sa  ejecoción. 

S.*  Laa  ftciaales  Diputacionea  cuntí - 
Doaráo  en  el  «jercicio  de  sos  fonciones 
talee  como  se  bailan  conatituítiaa,  sin  la 
renovación  bienal  que  debiera  tener 
logar  en  el  próximo  mea  de  Septiembre, 
haata  que  en  camplimientode  la  présen- 
le ley  ae  proceda  á  la  elección  para  cons- 
tituir las  uoevas  Diputaciones. 

Laa  elecciones  se  harán  en  el  mes  de  ' 
Diciembre,  y  los  Diputados  electos  to-  ¡ 
ouirán  posesión  el  l.o  de  Enero  de  1888.   ; 

4.*     La  primera  renovación  de   la  mi-  I 
tad  de  laa  nnevas  Diputaciones   tendrá  ] 
logar  en  el  tercer  mes  <lel  año  económico 
ae  1884  á  1885. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  toiios  los  Tribunales,  Jus- 
ticias, Jefes.  Gobernadores  y  demás  auto- 
ridadea,  aai  civiles  como  militares  y  ecle* 
aiáaticaa,  de  cualquier  dase  y  dignidad, 
que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y 
ejecutar  la  preaente  ley  en  todas  sus 
partea. 

Dado  en  Sao  Ildefonso  á  2i)  de  Agosto 
de  1882.— Yo  BL  Rkt.—  El  Ministro  de 
Im  Gobernación,  Venancio  Oonzález.  {Oa- 
€eta  1. o  Septiembre). 

(Véaae  Presapoesios  y  Contabilidad 
provioelal.  Para  lo  concernit^nte  á  la 
parte  administrativa  y  económica  de  las 
Cárceles,  en  sus  relaciones  con  las  Dipu- 
taciones, puede  verse  Admiu  I  tiradores 
de  Cárceles  correccionales»  págs.  8  á  14 
del  tomo  I;  Instrucción  para  el  get vicio 
de  las  Cárceles  de  Audiencia^  págs.  268 
j  270  á  272  del  mismo  tomo,  y  Coeutas, 
págs.  826  á  888,  también  del  temo  I). 


DIRECCIÓN  GENERAL  DE  PRISIO- 
KES. — Es  el  órgsno  central  superior  de 
la  Administración  de  Prisiones,  con  su- 
bordinación directa  é  inmediata  al  Mi- 
niairo  de  Gracia  y  Justicia. 

Con  varioa  nombres  ha  sido  designado 
este  Centro.  Se  llamó  primero  Dirección 
general  de  FresidioB;  después  Dirección 
general  de  corrección;  más  tarde  Dirección 
general  de  sistemas  cat  celario  y  peniten* 
ciario,  y  últimamente  Dirección  ge^teral 
de  Establecimientos  penales,  que  es  el  que 
tiene  actualmente.  Nosotros  le  desig- 
namos con  el  de  Dirección  general  de 
Prisiones,  por  entender  que  es  más  apro- 
piado y  comprensivo  este  concepto,  fon- 
dáodonos   para  ello  en  análogas   raao- 


nes  á  laa  expueataa  al  tratar  det  C«er« 
pe  de  Prisiones  (pág.  889,  tomo  prime- 
ro), puesto  qoe  de  dicho  Centro  depen- 
den y  dicho  Centro  dirige,  tanto  loa 
Establecimientos  penalea  como  loa  car- 
celarios. 

A  semejansa  de  lo  que  hicimos  al 
tratar  del  Cuerpo  de  Prisiones»  inser- 
tamos aquí,  al  ocuparnos  de  la  Dirección 
general,  no  aólo  las  disposiciones  vi- 
gentes por  que  actualmente  ae  rige,  si 
que  también  algunas  otras  de  las  más 
iinportsntes,  que  si  no  tienen  vigencia, 
tienen  indiscutible  valor  históriro,  re- 
presentan nuestras  tradiciones  y  el  es- 
píritu que  ha  informado  la  legislación 
en  las  diferentes  épocas,  y  pueden  ser- 
vir no  poco  de  provechosa  enaefiansa 
para  la  reforma  y  mejora  de  los  servicios. 

Ordenanza  de  Presidios  de  14  de  Abril 
de  1834.^  Titulo  II. — Sección  segunda. 
^Del  gobierno  superior  de  los  Presidios. 

« Art.    22.      El    gobierno   superior 

de  los  Presidios  del  Reino  estará  á  cargo 
de  un  Director  general,  que  residirá  en 
la  Corte  á  las  inmediatas  órdenes  del 
Ministerio  de  Fomento  (I). 

Art.  23.     Al  Director  corresponde: 

l.o  ExpOilir  las  licenciaa  é  informar 
los  expedientes  sobre  alinmiento  de  re- 
tencionea,  en  la  forma  que  se  expresará 
en  el  titulo  primero  de  la  parte  marta  (2). 

2.0  Llevar  cuenta  exacta  de  las  en- 
tradas de  los  peiisdos  en  los  Presidios, 
y  distribuirlos  conforme  previene  esta 
Ordenanza,  á  cuyo  efecto  exigirá  de  loa 
Subdelegados  de  Fomento  (3)  de  las  pro- 
vincias, y  de  los  Jefes  inmediatos  de 
dichos  Establecimientos,  los  avisos  y 
noticias  que  se  exprefisn  en  el  titulo  pri- 
mero de  la  parte  cuarta. 

8  o  Disponer  las  conducciones  y  cuer- 
das de  los  coiitinados  con  arreglo  á  lo 
que  se  previene  en  el  título  IV  de  esta 
parte  primera  (4). 

4.0    Cuidar  de  que  se  lleven  con  exac- 

(1)  Al  promulgarse  la  Ord§nansa^  se  ha- 
llaba el  Centro  d©  que  se  trata  en  e\  Ministe- 
rio «le  Fomento;  pasó  después  al  de  la  Oober- 
nftción,  y  en  188T  al  de  Gracia  y  Justicia, 
donde  actualmente  se  encuentra. 

(2)  Derogado. 

(3)  Hoy  á  los  Presidentes  de  las  Juntas 
locales  y  Gobernadores  civiles  de  provincia. 

(4)  En  la  actualidad  se  rige  esta  materia 
por  las  disposiciones  insertas  en  el  articulo 
CoB4Í«celoBea  4e  |»eBa4Íoa  y  presea, 
paga.  126  a  'ISl,  del  tomo  L 
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tiUid  las  notas  en  las  fi liacioDes  de  los 
peuados,  y  de  que  en  los  Presidios  se 
observen  con  punt«alida<i  los  reglamen- 
tos, á  cayo  ñu  dictará  las  medidas  qoe 
considere  convenientes  caando  estén  en 
la  esfera  de  sus  fncultades,  consultando 
para  lui  Real  determinación  los  casos 
extraordinarios  o  no  previstos  en  esta 
Ordenan  SH. 

§.^  Procurar  que  los  locales  destina  • 
dos  á  los  £slableoi  ni  lentos  penales  de 
su  car^u  tengan  la  sutícieute  capacidad, 
y  sean  seguros,  sanos  y  ventilados,  cni- 
daudo  en  este  punto  de  ia  economía  qne 
sea  eonipalible  con  la  exactitud  del  ser- 
vicio. 

6.<>  Celar  para  que  en  nada  se  altere 
lo  prevenido  por  la  Ordenanza  general  y 
reglamentoa  particulares  respecto  á  eco 
nomía,  adminialración  y  distribución  de 
los  presidiarios,  á  su  vestuario,  calsado  y 
comida  de  los  penados,  á  su  aseo  y  el  de 
los  establuciniientos,  á  cuyo  efecto,  ade- 
más de  lo  que  arrojen  de  sí  los  partes 
mensuales  de  los  Ooinandantes  de  éstos, 
y  los  acciilentaies  o  extraordinarios  de 
los  Sabdelegados ,  procurará  adquirir 
otros  informes  de  personas  fidedignas, 
que  serán  extensivos  á  la  conducta  que 
observen  los  Comandantes  de  los  mis- 
mos Presidios,  dictan<lo  en  tal  caso  ó 
proponiendo  las  medidas  que  estime  pa- 
ra la  corrección  de  ios  abusos  que  no- 
tare. 

T.^  Elevar  mensualmente  á  mi  iK>no 
ciiiiientu  una  noticia  sobre  el  estado, 
progresos  é  incidentes  de  los  Presidios, 
y  furniar  una  Memoria  anual  sobre  el 
mismo  objeto,  en  la  que  expondrá  cuan- 
to considere  conducente  á  la  mejora  de 
estos  establecimientos. 

8.0  Cuidar  de  que  en  la  Secretaría  se 
lleven  los  registros  que  previene  esta 
Ordenanza:  en  ellos  se  pondrán  en  sus 
épocas  respectivas  las  correspondientes 
notas  de  aptitud,  buena  conducta,  celo, 
etcétera,  de  los  empleados  y  comisiona- 
dos; y  en  uno  especial,  que  se  formará 
para  los  penados,  anotará  sus  fíliaciones, 
ios  informes  de  conducta,  años  de  reba- 
ja, recompensas,  castigos  de  alguna  nota 
y  demás  necesario  para  formar  la  hiato 
ría  de  ellos  durante  su  reclusión. 

9.<>  Para  estar  siempre  bien  informa- 
do sobre  estos  puntos,  procurará  tener 
persouHs  de  c<mocido  celo,  inteligencia  é 
imparcialidad  en  los  puntos  donde  baya 
Establecimientos  penales,  á  ttn  de  que  le 
den  reservadamente  las  noticias  necesa- 
rias para  conocer  los  abusos  y  remediar- 


los. Con  estas  noticias,  con  los  inlormvs 
de  los  Subdelegados  y  con  los  parte*  de 
los  Comandantes  de  Presidios,  podrá  el 
Director  evacuar  con  conocimiento  los 
informas  que  yo  tenga  á  bien  pedhrto, 
y  desempefiar  coa  acierto  sus  obten- 
ciones. 

10.  Reunir  en  la  Secretaria,  y  hacer 
clasificar,  traducir  y  extractar  cnanina 
noticias  pneda  adquirir  «le  los  sisteoMs 
penitenciales  de  otros  países,  y  de  loe 
medios  más  eficaces  que  se  conozcsn 
para  bacer  efectiva  la  instrucción  prác- 
tica que  sea  compatible  con  la  sitdación 
de  los  penados. 

11.  Excitar  el  celo  de  los  eclesiásti 
eos  encargados  del  pasto  espiritual  eu 
los  Presidios,  para  que  le  informen  é 
ilustren  acerca  <lel  modo  de  ubtener  por 
medio  del  benéfico  influjo  de  la  religión, 
la  mejora  de  costumbres  de  los  confi- 
nados. 

12.  Cuidar  sobre  todo  de  que  los  pe- 
nados no  permanezcan  en  los  Estableci- 
mientos ni  una  bora  más  de  lo  que  l^s 
correspotida  (*or  sus  condenas,  á  cuyo 
fin  tendrán  los  expedientes  preparados 
de  antemano  para  que  pueda  expedirles 
las  licencias  sin  la  menor  dilación. 

13.  Extender  con  arreglo  á  las  notas 
de  Secretaría  el  parte  mensual  y  anual 
que  deberá  constar  de  la  entrada  de  tos 
penados,  las  salidas  y  las  existencias  del 
mes  anterior;  el  extracto  de  las  revistaa 
de  inspección  que  hayan  pasado  en  él 
los  Comisarios,  el  resumen  de  los  partss 
relativos  á  alojamiento,  vestuario,  calza 
do,  manutención,  aseo,  instrucción  prác- 
tica y  parte  espiritual;  noticia  de  los 
trabajos  en  que  se  hayan  empleado  los 
penados  en  todo  el  mes,  con  sus  resulta- 
dos, tanto  considerados  con  relación  á 
la  mejora  de  costumbres,  como  á  la  eco- 
nomía; finalmente,  la  propuesta  de  loque 
considere  que  se  deba  hacer  en  lo  suce- 
sivo. 

También  extenderá  con  arreglo  á  las 
notas  de  la  Contaduría,  la  parte  relativa 
á  la  cuenta  y  razón,  que  deberá  compren- 
<ler  indispensablemente  el  mismo  in- 
forme. 

14.  Cuidar  muy  particularmente  de 
la  exactitud  en  el  desempefio  de  las  obli- 
gaciones de  los  empleados  en  la  Conta- 
duría y  Secretaría,  á  cuyo  efecto  harán  el 
Contador  y  Secretario  jefes  de  estas  ofici- 
nas, las  prevenciones  convenientes. 

16.  Proponerme  personas  idóneas  pa- 
ra los  destinos  de  Secretario  y  Contador 
de  la  Dirección,  así  como  para  las  platas 
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^ Oficíales  de  laBecretarhi  y  Contadu- 
ria,  teniendo  para  ello  preéentes  lae  pro 
paeataa  de  los  Jefes  respeclivoe  de  estas 
dependencias. 

16.  Por  álttmo,  nombrar  por  sí  á  ios 
que  considere  á  propósito  para  desempe- 
ñar los  demás  cargos  ó  comisiones  de 
Presidios,  y  exonerar  de  ellos  á  los  que 
no  m«rexcan  su  confianza,  formando  an- 
tee ttu  expediente  reservado  é  instrncti> 
¥0  de  los  motivos  que  aconsejen  esta  me- 
dida. 

Art.  24.  £n  los  negocios  de  contabi- 
lidad oirá  el  Director  indispensablemen- 
te al  Contador  del  ramo,  así  como  cuan- 
do haya  de  evacuar  informes  ó  elevar 
coiisnltas  sobre  estos  objetos  (1]) 

Art.  25.  Cuando  considere  con  venien 
te  el  arreglo  de  algún  Establecimiento 
nuevo,  ó  Im  supresión  ó  variación  de  al- 
guno existente,  el  Director  general  dirigi- 
rá la  correspondiente  propuesta  al  Mi- 
nisterio de' vuestro  cargo,  fundándola  é 
itoatrándola  con  los  dato»  y  noticias  co- 
rrespondientes. 

Art.  26.  Con  este  objeto  tendrá  en  su 
Secretaría  ó  Archivo  un  plano,  vista  ó 
perfil  de  cada  Ealablectmiento  penal,  con 
Ib  indicación  de  los  proyectos  relativos  á 
aonaentarlos  ó  mejorarlos,  y  el  presu- 
pneato  detallado  de  los  gastos  de  estas 
obras. 

Art.  27.  Como  la  experiencia  tiene 
acreditado  que  los  reglamentos  mejor 
meditados  son  de  poca  utilidad  cuando 
no  concurran  á  sostenerlos  la  etícaz 
acción  de  los  Jtffes  y  la  decidida  volun 
lad  de  los  empleados,  procurará  el  Direc 
tor  general  formar  é  introducir  en  los  Es- 
tablecimientos de  su  dependencia  un  es 
piritu  de  cuerpo  tal,  que  se  obtenga  por 
SQ  medio  lo  que  jamás  se  podría  lograr 
con  simples  prevenciones.  El  Director 
me  propondrá  las  medidas  que  estime 
conducentes  para  la  consecución  de  t^ste 
importante  objeto,  y  me  dará  noticih  de 
los  empleados  que  más  se  distingan  por 
so  celo  y  exactitud  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  para  la  oportuna  remune- 
ración de  sos  servicios. 

Art.  28.  El  Director  se  entenderá  pa- 
ra los  objetos  de  gobierno  de  los  Pre.si- 
dios  con  las  Autoridades,  así  generales 
somo  particti lares,  qae  fuere  necesario, 
ooD  cnyo  fin  se  circulará  su  nombra- 
miento.» (O,  L.  de  P.,  tomo  I,  págs.  4  á  7). 


U)  Todo  lo  relativo  á  U  contabilidaü  se 
halla  confiado  hoy  á  la  Seceióo  administrati- 
va del  Centro  directivo. 


■  Heal  orden  de  24  de  Septiembre  de  1S34, 
previniendo  que  el  Director  general  d« 
Presidios  se  considere  desde  luego  inves- 
tido de  tóia  In  autoridad  que  para  la 
custodia  de  los  confinados  le  confiere  la 
Ordenanta. 

{Gob.)  «Excmo.  8r.:  He  dado  cnenta  á 
S.  M.  la  Reina  Gobernadora  del  oficio  de 
V.  E.  de  9  de  Agosto  óltimo,  en  que  inser 
tándome  lo  que  le  dice  el  Gobernador  de 
la  Sala  del  crimen  de  1h  Real  Audiencia  de 
Zaragoza  al  evacuar  el  informe  que  V.  K. 
le  pidió  sobre  nna  instancia  de  Pedro  Pé- 
rez Ibáfies,  confinado  en  el  canal  de  Cas- 
tilla, añade  V.  E.  que  habría  tomatlo  des- 
de luego  las  medidas  convenientes  para 
evitar  los  males  indicados  por  til  expre 
sado  Gobernador,  si  tuviera  la  autoridad 
que  no  tiene  todavía  sobre  la  custodia 
de  los  penados  de  ningón  Establecimien- 
to y  Hun  menos  de  los  consignados  á  eni- 
presas  particulares.  EnterHilH  S.  M.  se  ha 
servido  mandar  diga  á  V.  E  que  i>or  el 
art.  28  de  la  Ordenanza  de  Presidios  se 
ordeuf.  que  el  Director  se  entenderá,  para 
los  objetos  del  gobierno  de  los  Presidios, 
con  las  Autoridades  así  generales  como 
particulares  que  fuere  necesario,  con  cu* 
yo  fin  se  circulará  su  nombramiento.  Que 
en  su  consecuencia  los  Gobernadores  ci 
viles,  los  Jueces  de  rematados  y  todas  las 
demás  Autoridades  que  tienen  relación 
con  el  ramo  de  Presidios,  han  reconocido 
la  que  compele  á  V.  E ;  y  que  por  tanto, 
debe  V.  E.  considerarse  revestido  de  to- 
da la  autoridad  qua  le  da  la  Ordenan- 
za respecto  de  la  custodia  de  los  confina- 
dos, y  tomar  las  disposiciones  que  esti- 
me convenientes  al  efecto,  previa  con- 
sulta á  S.  M.  cuando  lo  crea  necesario. 

De  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  pa- 
ra los  efectos  correspondien tes, ad virtién- 
dole que  por  este  Ministerio  se  ha  trasla- 
dado al  Capitán  general  de  Castilla  la 
Vieja  y  al  Director  de  la  empresa  del  Ca- 
nal de  Castilla,  la  citada  manifestación 
del  Gobernador  de  la  Sala  «leí  crinjen  de 
la  Audiencia  de  Zaragoza,  para  que  res- 
pectivamente adopten  las  medidas  enér- 
gicas que  basten  á  contener  la  fuga  de 
presidiarios  que  se  denuncian.  Dios,  etc. 
Madrid  24  de  St-ptienibre  de  1884.— Aíos- 
coso. — Sr.  Director  general  de  Presidios.» 
(C.  L.  de  P.,  tomo  I,  páginas  76  y  77). 

Real  orden  de  IS  de  Agosto  de  18 35, 
mandando  que  los  Gobernadores  ejerzan 
sobre  todos  los  Presidios  de  su  distrito 
las  atribuciones  que  les  confiere  la  Or  - 
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denanza  y  que  con  ello8  u, entiéndanla 
Dirección. 

(Qob.)  «He  dado  cuenta  á  S.  M.  la 
Keina  Gobernadora  de  Ja  consulta  que 
V.  S.  me  dirigió  en  30  de  Mayo  últjmo, 
áconsecueuciade  una  competencia  recien 
temente  ocurrida  entre  el  Ordenador  mi- 
litar, Juez  de  rematados  y  el  Gobernador 
civil  de  Sevilla,  acerca  de  sus  respectivas 
atribuciones  en  el  Presidio  de  aquella 
ciudad,  con  motivo  de  la  admisión  de  dos 
confinados' en  dicho  Establecimiento  que 
, dispuso  el  Gobernador  civil;  y  convencida 
S.  M.  de  que  mientras  entre  los  Presidios 
y  su  Autoridad  estén  interpuestas  otras 
Autoridades  no  reconocidas  por  la  Orde- 
nanza general  del  ramo,  y  de  hecho  estén 
algunos  Gobernadores  civiles  excluidos 
absolutamente  de  la  intervención  que  de 
ben  tener  en  los  Presidios  de  su  distrito, 
y  desposeídos  otros  de  parte  de  las  atri- 
buciones que  les  son  propias  conforme  á 
la  misma  Ordenanza,  en  dafio  del  servi- 
cio, no  puede  esa  Dirección  producir  los 
resultados  que  su  Real  ánimo  se  propuso 
en  su  creación,  se  ha  servido  S.  M.,  de 
conformidad  con  V.  S.,  resolver  por  pun- 
to general  lo  siguiente: 

l.o  Que  los  Gobernadores  civiles  de 
las  provincias  ejerzan  sobre  todos  los 
Presidios  comprendidos  en  su  demarca- 
ción respectiva ,  las  funciones  que  les 
designa  la  Ordenanza. 

2.0  Que  esa  Dirección  se  entienda  so- 
bre los  asuntos  de  ellos,  con  los  respecti- 
vos Gobernadores  civiles  y  no  con  las 
Autoridades  con  que  ahora  lo  ejecutan. 

S.^    Que  no  se  altere  por  esta  disposi- 
.oión   su   actual   método   administrativo, 
conforme  alo  prevenido  en  Real  orden  ez 
pedida  por  este  Ministerio  en  21  de  Agos- 
to del  afio  próximo  pasado. 

4.0  Que  tampoco  se  haga  alteración 
en  lo  contencioso,  que  deberá  correr  co- 
mo hasta  aquí  á  cargo  de  los  actuales  Je- 
fes de  rematados,  segón  se  mandó  en 
otra  Real  orden  de  9  de  Marzo  úl- 
timo. 

De  la  misma  lo  digo  á  V.  8.  para  su 
gobierno  y  efectos  rorrespondientes;  en 
la  inteligencia  de  que  con  esta  misma 
fecha  lo  traslado  al  8r.  Secretario  del 
despacho  de  la  Guerra,  para  que  mande 
cumplir  lo  que  8.  M.  ordena  á  todas  las 
Autoridades  dependientes  del  Ministerio 
de  su  cargo,  á  fin  de  excusar  dudas,  con- 
sultas y  dilaciones  en  su  exacta  observa- 
,eión.  Dios,  etc.  Madrid  18  de  Agosto 
de  1885.— itVtwrftt  Gwe»r<i.— 8r.  Director 


general  de  Presidios.»  (C,L,  de  P.,  tQ- 
mo  I,  páginas  97  y  98). 

Real  orden  de  20  de  Enero  de  1836,  mari- 
dando que  desde  luego  entre  la  SHreccién 
general  de  Presidios  en  él  ejercicio  de  Iqa 
atribuciones  que  le  aeñala  la  Ordenan- 
za, determinando  el  modo  de  hacer  la 
entrega  y  distribución  de  caudales^  y 
que  se  instalen  las  Juntas  económicas. 

{(iob.)  «He  dado  cuenta  á  8.  M.  la 
Reina  Gobernadora  de  las  comunicacio- 
nes de  V.  8.  de  6,  9  y  1 1  del  corriente, 
relativas  á  la  urgencia  de  suministrar 
fondos  para  la  subsistencia  de  los  Presi- 
dios, por  haber  cesado  de  verificarlo  las 
oficinas  de  Real  Hacienda  desde  1.**  del 
presente  afio,  y  de  lo  que  con  este  moti- 
vo manifiesU  V.  S.  sobre  la  precisión  de 
que  se  establezcan  del  modo  posible  con- 
forme á  Ordenanza,  las  Juntas  económi- 
cas que  debe  haber  en  cada  uno  de  los 
Establecimientos  presidíales.  Enterada 
8  M  ,  se  ha  servido  resolver: 

I.*'  Que  esa  Dirección  general  y  Con- 
taduría de  Presidios  entren  desde  luego 
en  el  ejercicio  de  todas  las  atribuciones 
que  prefija  la  Ordenanza  general  vigente. 

2.0  Que  la  entrega  de  caudales  y  dis- 
tribución de  lo  que  corresponda  á  cada 
Presidio,  se  haga  con  sujeción  á  lo  dis 
puesto  en  los  arts.  189,  190  y  siguientes 
de  la  misma. 

ZP  Que  se  proceda  inmediatamente 
á  la  instalación  de  las  Juntas  económi- 
cas en  todos  los  Presidios  con  arreglo  en 
lo  posible  á  ella  en  su  art.  88. 

4/  Y,  finalmente,  que  V.  8.,  el  Con- 
tador de  este  Ministerio  y  el  Oficial  que 
tiene  el  Negociado  del  ramo  en  esta  Se- 
cretaría de  mi  cargo,  que  lo  es  D.  Fran- 
cisco Barra,  se  pongan  de  acuerdo  para 
arreglar  en  una  conferencia  las  dificulta- 
des que  pudiera  ofrecer  la  ejecución  d.e 
las  anteriores  disposiciones,  dando  cuen- 
ta del  resultado  para  la  aprobación  de 
Su  Majestad. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  20  de  Enero 
de  1836. — Heros.  -  Sr.  Director  general  de 
Presidios.»  (C.  L,  de  F,,  tomo  I,  pág.  1 12). 

Real  orden  de  13  de  Julio  de  1836,  man- 
dando que  los  Gobernadores  de  provin- 
cia y  los  Jefes  de  los  Presidios  se  abs- 
tengan  de  cumplir  toda  disposición  re- 
ferente á penados,  que  no  seles  comuni- 
que por  la  Dirección  general  de  Presi- 
dios. 

{Qob.)    «He  dado  cuenta  á  S.  M.  la 
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Reina  Gobernadora  de*  lo.  expuesto  por 
V.  8.  en  SO  de  Junio  próximo  paaiido, 
«obre  haberte  puesto  á  disposición  del 
Capitán'general  de  Castilla  la  Vieja  tiii 
confinado  en  el  Presidio  del  Canal  de 
Castilla,  llamado  José  Castro,  en  virtud 
de  Real  orden  de  14  de  Mayo  último,  co-' 
maniqada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Jofiticia  al  Regente  déla  Real  Audiencia 
de  Madrid,  y  trasladada  por  un  Jues  de 
primera  instancia  de  esta  Corte  al  refe- 
rido Capitán  general*  quien  la  transcribió 
al  Comaodante  del  Presidio.  Er^terada 
8.  M.,  se  ha  servido  mandar  prevenga 
V.  8.  á  los  Gobernadores  civiles  y  demás 
Jefes  inmediatos  de  los  Presidios,  se 
abstengan  de  cumplir  toda  disposición 
qne  no  reciban  por  el  conducto  de  esa 
Dirección  general,  cualquiera  qne  sea  el 
Ministerio  de  donde  proceda  y  la  antori* 
dad  que  la  comunique,  exceptuando  úni- 
camente el  caso  previsto  por  la  Orde* 
nanza  general  del  ramo  en  su  art.  862. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  IS  de  Julio 
de  1  «36.— iíiüag.—Sefior  Director  general 
de  Presidios.»  (C  L,  de  P.,  tomo  I,  pá- 
gina 124). 

Beal  orden  de  15  de  Febrero  de  1845,  au» 
íorizando  á  la  Dirección  general  de  Fre- 
9Ídios  para  nombrar  los  Capataces. 

{(iob.)  clluio.  Sr.:  Hallando  S.  M.  fun- 
dadas las  razones  expuestas  por  V.  I.  en 
comunicación  de  16  de  Enero  último,  ha 
tenido  á  bien  autorizarle  para  qne  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  Real  decreto 
de  5  de  Septiembre  próximo  pasado,  so- 
bre reducción  del  número  de  Presidios, 
provea  V.  I.  en  propiedad  las  plazas  de 
Capataces  de  los  mismos. 
.  Lo  digo  á  V.  I.  de  Real  orden  para  Ips 
■  efectos  correspondientes.  Dios  guarde 
á  V  I.  muchos  afios.  Madrid  15  de  Fe- 
brero de  1846.— Pt<ia/.—Sr.  Director  ge- 
neral de  Presidios.»  (C  L.  ífeP.,  tomol, 
pág.  324). 

Eeal  orden  de  23  de  Abril  de  1847,  auto- 
rizando al  Director  general  de  Presidios 
para  nombrar  interinamente  los  Médi- 
cos y  Capellanes  de  los  Establecimientos 
penales  y  proponer  en  !erna  para  su 
pfwisión  en  propiedad. 

i^Gob.)  cExcmo.Sr:  Vista  la  comunica- 
ción de  V.  E.  de  26  de  Septiembre  último, 
pidiendo  autorización  para  proveer  en 
propiedad  las^  plazas  de  Capellanes  y  Fa- 
cultativos de  los  Presidios,  la  Reina  (que 


Dios  gusrde)  se  ha  servido  facultar  á  V.  £.  • 
ptira  que  cuando  ocurran  vacantes  y  Jo 
considere  necesario  verifique  los  nombra- 
mientos, pero  en  calidad  de  interinos,  y 
sin  perjuicio  de  elevar  á  este  Ministerio 
la  propuesta  en  terna  para  que  recaiga 
la  resolución  de  S.  M. 

De  Real  orden  lo  digo-  á  V.  E.  para  su 
cumplimiento.  Dios  guarde  á  V.  £.  mu- 
chos años.  Madrid  28  de  Abril  de  ISÍÍ. 
— Benavides. — Sefior  Director  general  ele 
Presidios.»  {C.  L.  de  P.,  tomo  II,  pági- 
na 24). 


En-20  de  Octubre  de  1849,  8Íei)do  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  D.  Luis  José 
Sartorios,  se  reorganizan  las  dependen- 
cias del  Ministerio,  se  suprime  la  Direc- 
ción de  Presidios  y  se  fusiona  en  las  de 
Beneficencia  y  Sanidad,  coh  el  nombre 
de  Dirección  general  de  Beneficencia,  Cp- 
rrección  y  Sanidad.  (C  L.  de  F.,  tomo  11, 
págs.40y41){l). 

(1)  Lna  reformas  y  modifícaCioiies  introdu- 
cidas en  la  plantH  del  Ministerio  á<»  la  Qober- 
nnción,  han  afectado  á  los  di«tintos  centros 
de  dicho  Departamento  ministerial,  y,  por 
ende,  á  la  Dirección  general  de  Prisiones. 
Como  el  presente  artículo  sólo  trata  de  esta 
última  dependencia,  y  entendemos  que  es 
ajeno  al  objeto  de  la  presente  obra  el  estudio 
de  la  legislación  referente  a  las  otras  Direc- 
ciones,* como  la  de  Administración,  Comuni- 
caciones, etc.,  nos  limitamos  á  citar  los  Rea- 
les decretos  y  Reales  órdenes  que  «e  han  pro- 
mulgado para  llevar  á  cabo  las  reformas,  ha- 
ciendo las  oportunas  referencias  é  indicando 
las  fuentes  que  pueden  consultarse  para  cono- 
cer las  disposiciones  en  conjunto,  cuando  es- 
tas disposiciones  tienen,  á  nuestro  ver,  esca- 
sa importancia  práctica  para  nue8tro  trabajo. 
Kn  los  casos  en  que  la  importancia  es  msyor, 
insertamos  toda  la  disposición  respectiva  6 
parte  de  ella.  Y  para  »<eguir  el  orden  cronoló- 

frico  de  las  instiiucioneu,  incluímos  éstas,  ya 
otegraa,  ya  extractadas,  atendiendo  á  la  fecha 
de  su  publicación. 

Nos  proponemos  con  esto  dar  á  conocer  los 
cambios  y  vicisitudes  por  que  ha  pasado  el 
referido  organismo,  siguiendo  su  marcha  y 
desenvolvimiento  tal  como  se  han  producido, 
medio  el  mejor  á  nuestro  ver  para  conocer  su 
historia.  Y  como  de  lo  legislado  en  las  dis- 
tintas épocas,  e.xistfl  en  la  actualidad  mucho 
aue  tiene  videncia,  con  esto  y  con  las  últimas 
dispoaicionea  que  rigen,  aspiramoa  á  presen- 
tar la  Dirección  de  Prisiones  como  ha  sido  y 
como  es,  completando  el  trabajo  con  el  opor- 
tuno comentario  comprensivo  de  la  reforma 
que  en  nuestro  entender  debiera  hacerse  en 
conformidad  con  ios  adelantos  del  día  y  las 
exigencias  de  los  servicios  penitenciarios  y 
carcelarios. 
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En  14' d»  Mftfo  de  1#61,  «ién^to  Mfn^- 
tro  de  Ia  Gobemucién  Dt  MHnuel  Bdr- 
Cráa  de  Lis,  se  reforma  la  planta  del  Mi- 
niftteno  y  at»  reataUece  la  Dirección  con 
el  norabre  de  Dirección  g^eneral  de  Ktta- 
bledmieitioB  penalea,  dividida  en  loa  cin- 
co Negociados  siguientes: 

Negociado  1  ^  Cár<?ele8,  depósitos  mu- 
nicipales, éasas  de  vagos,  casas  de  de 
lención  para  los  jóvenes,  edificios  de  to- 
llos estos  establecimientos,  personal  de 
los  mismos,  su  organización  y  rejy;Iamen- 
tos,  régimen  interior,  Ídem  económico; 
ídem  disciplinario,  idem  moral  y  religio- 
so, inspección  de  ios  mismos  estableci- 
mientos, labores  en  que  pueden  ocupar- 
se los  presos 

Negociado  2  <>  Presidios,  casas  de  co- 
rrección prtra  mujeres,  personal  de  estos 
establecimientos,  edificios  de  los  mis- 
inos, sil  organíznción  y  reglamentos,  ré- 
gimen interior,  ídem  disciplinario,  ídem 
moral  y  religioso,  cumplimiento  <!e  pe 
ñas,  premios  y  rebajas,  alzamiento  de  re- 
tenciones, penadlos  qiie  babiendo  cum- 
plido sos  condenas  quedan  sujetos  á  la 
vigilancia  de  la  Autoridad,  aplicación  de 
loa  presidiarios  á  las  obras  públicas. 

Negociado  3.^  Régimen  económico, 
manutención  de  los  presidiarios,  véstua-' 
rio  de  los  mismos,  almacenes,  enferme- 
rías, talleres,  reglamentos  para  estos  ob- 
jetos. Subastas  y  contratas,  estadística 
fabril  de  los  penados  y  bu  comparación 
con  la  industria  libre. 

Negociado  4.^  Estadística  general  de 
las  Cárceles  y  Establecimientos  pénalas, 
estadística  moral  de  los  penados. 

Negociado  5.o  Registro  de  la  Direc- 
ción, copiador  de  órdenes  de  la  misma. 
(O.  L.  de  F.,  tomo  IL  págs.  204  á  208). 

En  10  de  Julio  de  1853,  se  introduce 
nueva  organización  en  el  Ministerio  de 
la  Gobernación,  siendo  Ministro  D.  Pe- 
dro Egaña,  y  queda  subsistente  la  Direc- 
ción general  de  Establecí rn i enl os  pena 
les,  dividida  en  tres  Negociados,  entre 
tos  cuales  se  distribuyen  los  asuntos  de 
los  cinco  Negociados  que  figuran  en  la 
división  de  1862.  (C.  L.  de  t.,  tomo  II, 
págs.  137  á  143) 

En  21  de  Octubre  del  mismo  año  1853, 
siendo  Ministro  de  la  Gobernación  don 
Luis  José  Sartorios,  se  modifica  nueva- 
mente la  planta  del  Ministerio,  y  se  re- 
funden en  la  Dirección  de  Establecimien 
tos  penales,  los  de  Beneficencia  y  Sani- 


dad. <Ü.  h.  de  P.,  tomo  H,  página»    W9 
y  2§«). 

Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1864, 
declarando  que  corresponde  á  la  iHreC' 
den  de  Beneficencia  y  coi^ección  hacer 
lo$  nombramientos  de  los  Capataces  de 
los  PrésidioB,  y  délos  Alcdidea  y  defen- 
dientes de  las  Cálceles. 

{Oob.)  c  Enterada  la  Reina  (que  Dios 
gaarde)  de  la  comunicación  de  V.  8,  fe- 
cha 6^  del  actual,  en  que  con  motivo  de 
haber  sido  nombrado  D.  Maimel  Moure 
escribiente  de  la  Junta  de  Beneficencia 
de  esa  provincia,  por  la  Dirección  gene- 
ral del  ramo,  consulta  si  está  vigente  el 
artículo  6.0  del  Rea T  decreto  de  2  úe 
Mayo  de  1861,  en  el  caal  se  concede  á 
los  Gobernadores  de  provincias  la  facili- 
tad de  hacer  esta  díase  de  iiombramietH 
tos,  se  ha  servido  decftarar  que  el  expre- 
sado articulo,  se  baila  derogado  por  el 
Real  decreto  de  21  de  Octubre  de  1858. 
que  entre  las  atribuciones  de  los  Dircrt;- 
toréB  generales  establece  la  de  nombrar 
y  separar  los  empleados  cuyo  sueldf»  no 
llegue  á  6.000  reales  en  los  Estableci- 
mientos especiales  de  su  dependencia, 
correspondiendo  por  lo  tanto  á  la  Direc- 
ción de  Beneficencia,  Sanidad  y  Estable- 
cimientoa  penales,  la  provisión  dé  las 
plazas  de  escribientes  ^le  las  Juntas  de 
Beneficencia,  la  de  los  Capataces  de  los 
Presidios  y  destacamentos,  de  Alcaides 
y  dependientes  de  las  Cárceles  moidci- 
pales,  y  todos  los  demás  dependientes 
d^  la  misma  que  por  el  citado  Decreto  da 
2  de  Mayo  1851  eran  de  la  competencia 
de  los  Gobernadores  de  las  provincias. 

De  Real  orden,  etc.  Dios,  etc.  Madrid 
18  de  Noviembre  de  1864  — ¿íafiAa  Crwt. 
— Sr.  Gobernador  de  Sevilla.»  (C  L.  de 
Presidios^  tomo  II,  páginas  267  y  258)« 

En  11  de  Junio  de  1866,  siendo  Minis- 
tro de  la  Gobernación  D.  Patricio  de  la 
Escosura,  se  reforma  la  organización  del 
Ministerio,  y  se  crea  la  Dirección  gene- 
ral del  sistema  carcelario  y  penitt^nciario. 
(O.  L    de  P.,  tomo  II,  páginas  29»  á  Í02), 

En  4  de  Agosto  del  mismo  afio,  siendo 
Subsecretario  de  Gobernación, D.  Ant»)- 
nio  Gil  de  Zarate,  se  reorganiza  la  planta 
de  la  Secretaría  del  Ministerio,  y  se  res- 
tablece la  Dirección  general  <le  Estable- 
cimientos penales,  dividiéndola  en  trst 
Negociados.  (C\  L.  de  P.,  tomo  II,  pájí- 
iiaa  305  á  808). 
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Ea  6  de  Noviembre  de  1856,  siendo 
Director  ¿^neral  D.  Dionisio  Gainzs.  se 
«re»  en  la  Dirección  de  Penales  una  sec- 
ción de  contabilidad. (C  L.  de  P%,  tomo  II, 
págfl.  820  y  821). 

En  6  de  Noviembre  de  1857,  se  reor- 
leaoisa  la  planta  del  mismo  Ministerio;  se 
divide  la  Subsecretaría  en  tres  secciones, 
y  para  los  demás  servicios  quedan  tres 
Direcciones  generales:  la  de  Correos,  la 
de  Telégrafos  y  la  de  Establecimientos 
penales.  (C.  X.  dt  P.,  tomo  II,  pág.  363). 

ESn  l.o  de  Abril  de  1860,  por  orden  de 
la  Dirección  de  Penales,  siendo  Director 
«^1  Sr.  García  Jove,  se  reorganizan  los 
eervictos  de  este  Centro,  distribuyendo 
los  en  tres  Negociados.  (C  L.  de  P.,  to- 
mo U,  págs.  443  y  444). 

En  33  de  Jnlio  de  1866,  siendo  Minis- 
tro de  la  Gobernatáón  D.  Luis  González 
Brabo,  se  reorganiza  la  planta  del  Minia- 
tesrio,  quedando  la  Dirección  general  de 
Penales.  (Qac.  25  Julio  1866). 

En  17  de  Octubre  de  1868,  siendo  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  D.  Práxedes 
Mateo  Sagasta,  se  reforma  la  planta  del 
Ministerio,  fusionándose  la  Dirección  de 
Pebáles  en  la  de  Beneficencik  y  Sanidad. 
íGac.  18  Octubre). 

Por  Decreto  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  28  de  Marzo  de  1873,  siendo 
Presidente  D.  Estanislao  Figneras  y  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  D.  Francisco  Pí 
y  Margall,  se  reorganiza  la  planta  de  la 
Secretaría  del  Ministerio,  se  suprimen 
las  Direcciones  de  Administración  ¡ocal, 
de  Beneficencia,  Sanidad  y  Establecí 
mientes  penales,  refundiendo  los  servi- 
cios de  estos  Centros  en  la  Secretaria. 
(Gac.  80  Marzo). 

Por  otro  Decreto  de  la  República,  fe- 
cha 9  de  Enero  de  1874,  siendo  Presiden- 
te del  Poder  Ejecntivo  D.  Francisco  Se 
rrano  y  Domínguez  y  Ministro  de  la 
Gobernación  el  Sr.  García  Ruíz,  se  resta- 
blece la  Dirección  general  de  Beneflcen 
cia  y  Sanidad  y  EstHbiecimientos  pena- 
les, y  las  de  AdininistrarJón  local,  Co- 
rreos y  Telégrafos,  supimidas  en  Marzo 
del  año  anterior,  confiriéndolas  las  mis- 
mas atribaciones  que  antes  tenían.  {Ga- 
ceta 10  Enero). 


Eteal  orden  de  16  de  Septiembre  de  1875* 
aprobando  el  Reglamento  para  el  régi- 
men interior  del  Mininterio  de  la  Qo' 
bernadón. 

{Oob.)  elimo  Sr.:  8.  M.  el  Rey  (que 
Dios  guarde),  se  ha  servido  aprobar  el 
adjunto  Reglamento  para  el  orden  de  los 
trabajos  de  este  Ministerio,  disponiendo 
que  se  observe  puntualmente  desde  esta 
fecha. 

Lo  que  comunico  á  V.  S.  para  su  cono- 
cimiento y  demás  efectos.  Dios,  etc.  MaA 
drid  16  de  Septiembre  de  1876. — Romero 
y  Robledo.— St.  Subsecretario  de  este  Mi- 
nisterio.» (Gae.  19  Septiembre). 

REGLAMENTO 

capítulo  FKlMKaO. 
Organización    del  Ministetio. 

.«Artículo  l.o  El  Ministerio  de  la  Go- 
bernación comprende  las  dependencias 
siguientes: 

l.o    Gabinete  particular  del  Excelen- 
tísimo sefíor  Ministro. 
'   a.o    Subsecretai'ía. 

8.®  Dirección  general  de  Policía  y  Ad- 
ministración. 

'  4.0     Dirección  general  de  Comunica- 
ciones. 

6.0  Dirección  general  de  Beneficen- 
cia, Sanidad  y  Establecimienton  penales. 

(Omitimos  lo  referente  al  Gabinete  par- 
ticular, Subsecretaría  y  Direcciones  de 
Policía  y  Administración  y  Comunicacio- 
nes, por  no  ser  materia  propia  de  esta 
obra). 

DIRECCIÓN  GENERAL  DE  BENEFICENCIA  Y  SANIDAD 
Y  ESTABLECIMIENTOS  PENALES 

Art.  6.0  Esta  Dirección  se  dividirá 
en  tres  secciones  y  éstas  en  Negociados. 

(La  sección  primera  trata  de  La  Benefi- 
cencia, y  la  segunda  de  la  Sanidad). 

SECCIÓN  TERCERA 

Kstablecimieotos  peoales. 

Negociado  primero. 

Personal  de  Presidios  y  Cárceles. 

Fianzas. 

Visitas. 

Reformas. 

Presupuestos  del  personal. 
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\Neg ociado  segundo. 

Presupuesto  general. 
Manutención  de  penados  y  reclusas. 
Contratas  de  vestuario  y  equipos. 
Cuenta    y  rassón  con  el  almacén  ge- 
neral. 

utensilios  y  nnobiliario. 

Efectos  y  gastos  de  escritorio. 

Talleres. 

Inventario  general. 

8nbastás  y  contratas  de  servicios. 

Cuentas  de  vestuario  y  calzado. 

Negociado  tercero. 

Presupuestos  de  ingresos. 
£xamen  de  cuentas  de  suministros. 
Obligaciones  devengadas  y  productos, 
ídem  de  ahorros  y  su  contabilidad  es- 
pecial. 

Negociado  cuarto. 

Organieacíón  y  reglamentos. 

Cumplimiento  de  condenas. 

Licénciamientos. 

Rebajas. 

Conducción  de  cuerdas. 

Indultos. 

Estadística  penitenciaria. 

Destino  de  rematados. 

Traslaciones. 

Incidencias. 

Negociado  quinto. 

Creación  y  supresión  de  Presidios. 
Obras. 

Concesión  de  penados  para  obras. 
Fugas. 

Reformas  y  mejoras. 
Presupuestos  para  las  mismas  y   para 
las  obras. 

Enajenaciones  y  adquisiciones. 
Incidencias. 

CAPITULO      SEGUNDO 

Atribuciones  de  los  funcionarios 
del  Ministerio. 

SBCCIÓN   PRIMBRA 

(Trata  del  Subsecretario). 

SBCCIÓN  SEGUNDA. 

De   los  Directores. 

Art.  7.®    Corresponde  á  los  Directores 
generales: 


l.o  Toda  resolución  de  instrucción  y 
trámite  dispuesta  por  las  leyes,  regla- 
mentos y  disposiciones  generales  ó  es-' 
peciales  del  ramo. 

2.0  Dictar  las  instrucciones  necesa- 
rias para  la  pronta  y  cabal  ejecución  de 
los  reglamentos  y  Reales  órdenes. 

3.0  Corresponderse  bajo  su  firma  y 
en  los  negocios  de  su  resolución  con  to- 
dos sus  inferiores  y  con  los  funcionario» 
públicos  de  igual  ó  de  inferior  categoría. 

4  o  Ordenar  en  su  Dirección  y  ramo 
el  trabajo  en  la  forma  más  conveniente 
al  bien  del  servicio,  de  conforn^idad  con 
las  órdenes  é  instrucciones  del  Ministro. 

6.0  Proponer  á  6.  M.  los  empleado» 
de  los  ramos  del  servicio  público  pues- 
tos á  cargo  de  sus  respectivas  Direccio- 
nes, y  nombrar  íiqnellos  cuyo  sueldo  no 
llegue  á  1.600  pesetas,  haciendo  en  el 
primer  caso  las  propuestas  por  escrito,  y 
cuidando  deque  no  se  extienda  nombra- 
miento alguno  que  nb  esté  comprendido 
en  propuesta  aprobada  por  8.  M.  con  de- 
creto autógrafo  del  Ministro,  ó  puesto 
|)or  el  Subsecretario,  en  cuyo  caso  ha  de 
estar  rubricado  por  el  Ministro. 

6.0  Examinar  y  anotar  después  de 
los  Jefes  de  Administración  todos  lo» 
expedientes  de  resolución  de  8.  M.,  y  re- 
dactar sus  decretos,  así  como  las  Reales 
órdenes  de  grave  importancia  y  los  re- 
glamentos é  instrucciones  de  su  ramo, 
ajustándose  á  lo  que  les  previniere  el 
Ministro  y  salvo  la  autoridad  de  éste. 

7.0  Dar  cuenta  y  acordar  con  el  Mi- 
nistro las  resoluciones  definitivas  eíi  los 
asuntos  que  correspondan  á  las  Seccio- 
nes de  su  Dirección,  y  entregar  al 
Subsecretario  un  duplicado  de  los  índi- 
ces de  todos  los  expedientes  resueltos. 

8.0  Informar  al  Ministro,  siempre  que 
lo  ordene,  sobre  cualquier  punto  de  la 
Administración,  y  proponerle  cuanto  en 
ella  crean  conveniente  al  bien  del  Es- 
tado. 

9.0  Inspeccionar  y  dirigir  los  trabajos 
de  los  empleados  de  su  Dirección,  amo- 
nestándolos y  reprendiéndoles,  en  su  ca- 
so, por  las  faltas  que  cometan,  y  dan<ío 
cuenta  al  Subsecretario  ó  al  Ministro 
cuando  consideren  necesaria  ana  co- 
rrección más  seria  ó  su  separación. 

10.  Pasar  mensualmente  á  la  Subse- 
cretaría una  relación  por  secciones  de 
los  empleados  de  la^  mismas,  con  las  ca- 
lificaciones de  asistencia,  aptitud  y  labo- 
riosidad. 

11.  Dirigir  siempre  é  inspeccionar, 
cuando  el   Ministro   se  lo  ordenare,  los 
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establecimientos  de  so  dependencia,  dic- 
tando en  el  acto  las  medidas  argentes  y 
proponiendo  á  la  SaperioridHd  las  demás 
reformas  ó  providencias  qne  el  bien  del 
servicio  reclamare. 

12.  Presidir  los  remates  y  subastas 
de  ene  respectivos  ramos,  siempre  qae 
no  lo  hiciere  el  Ministro  ó  el  Subsecre- 
tario. 

Art.  8.0  Los  Directores  desempefia- 
rán  además  tudas  Ia8<romisíones  que  pa- 
ra el  mejor  servicio  les  confiera  el  Mi- 
DÍatro,  y  mandarán  formar  las  estndísti* 
caá  especiales  <le  los  ramos  pnestos  á 
BU8  órdenes,  sometiendo  anualmente  al 
Ministto  los  resúmenes  de  ellas. 

Art.  9.«  Los  Directores  generales, 
presididos  por  el  Ministro,  y  en  su  au- 
sencia por  el  Subsecretario,  se  consti- 
toirán  en  Junta  consultiva  siempre  que 
por  el  Ministro  sean  convocados  para 
informarle  verbalmente  ó  por  escrito  en 
loe  negocios  en  que  aquél  lo  tuviese  por 
conveniente. 

£1  parecer  de  la  Junta  se  consignará 
siempre  en  el  expediente  respectivo. 

Art.  10.  (Sólo  se  refiere  este  artículo 
á  ia  Dirección  de  Comunicaciones). 

SBOCIÓN  TBSCBBA. 

De  los  Jefes  de   Sección. 

Art.  11.  Al  frente  de  cada  Sección 
habrá  un  Jefe  de  Administración,  Oficial 
de  Secretaría,  con  las  atribuciones  si- 
gaientes: 

1.'  Dirigir,  inspeccionar  y  activar  el 
careo  <le  los  expedientes,  distribuyendo 
entre  sus  subordinados  los  trabajos  de 
la  Sección,  según  crea  conveniente  al 
mejor  servicio. 

2.»  Redactar  y  escribir  de  su  pufío  y 
letra  las  notas  en  que  haya  de  proponer 
ú  S.  M.  la  resolución  definitiva  de  todos 
los  expedientes,  en  los  que  expondrá 
con  claridad  y  precisión  su  opinión  acer- 
ca del  objeto  ó  cuestión  que  en  ellos  se 
debata,  citando  las  fechas  y  artículos  do 
las  leyes,  decretos,  órdenes  ó  reglamen- 
tos en  que  apoye  su  dictamen. 

8.*  Examinar  y  rubricar  las  minutas 
de  las  órdenes  correspondientes  á  la  re 
solución  de  S.  M.  y  á  lus  acuerdos  del 
Subsecretario  ó  de  los  Directores,  cui- 
dando de  corregir  las  faltas  de  concepto 
y  de  estilo  qne  contengan. 

O  Rubricar  al  margen  todas  las  co- 
manicBciones  en  limpio  que  deban  pre- 
sentarse á  la  firma  del  Ministro,  Subse- 


cretario ó  Directores,  y  autoríiar  con  me- 
dia firma  los  índices  de  las  comunicado 
nes  y  de  los  expedientes  que  presente  al 
despacho,  los  cuales  se  archivarán  en  la 
Sección  respectiva. 

6.a  Informar  en  todos  los  expedien- 
tes que  se  instruyan  por  la  Sección  y 
hayan  de  resolverse  par  S.  M.,  por  el 
Subsecretario  ó  el  Director. 

6.»  Dar  cuenta  de  los  expedientes  al 
Subsecretario  ó  á  los  Directores  para  la 
resolución  giie  estimen  conveniente. 

7.»  Encargarse  del  despacho  de  uno 
ó  más  Negociados,  cuando  el  servicio  lo 
exija,  y  redactar  los  decretos  y  órdeu^» 
de  grave  importancia  y  los  reglamentoa 
del  ramo,  cuan<lo  no  lo  verifiquen  por  sí 
los  Directores. 

».*  Mandará  formar  un  resumen 
mensual  por  Negociados  de  los  expe- 
dientes despachados  por  la  Sección,  en 
que  conste  ios  ingresados  en  ella  en  la 
misma  fecha  y  los  pendientes  de  resolu- 
ción con  anterioriílad 

9.*     Autorizar  coii  su  flrnm   los  pedí 
dos  de  efectos  de  escrittjrio  y  demás  ob- 
jetos que  se  necesiten  en  la  Serción. 

SECCIÓN    CUARTA. 

De  los  Jefes  de  Negociado. 

Art.  12.  Al  frente  de  cada  Negocindo 
habrá  un  Jefe  ó  Auxiliar  de  Secretaría 
con  el  número  de  empleados  qne  desig- 
ne el  Jefe  de  la  Sección,  teniendo  en 
cuenta  las  necesidades  del  servicio. 

Art.  18.     Sus  atribuciones  son: 

1.*  Cuidar  del  orden  y  regularidad 
de  los  trabajos  <lel  Nego(;¡ado,  distribu- 
yéndolos entre  los  empleados  del  mismo 
en  términos  que  no  sufran  retraso  los 
ex'>edientes  que  en  él  radiquen. 

2.*  Proponer  con  su  firma  loe  acner 
dos  de  trámite,  indicando  la  disposición 
ó  las  razones  en  que  se  funden,  y  prepa- 
rar todos  los  asuntos  relativos  á  su  Ne- 
gociado sobre  ¡os  cuales  deba  informar 
el  Jefe  de  la  Sección. 

3.*  Dar  cuenta  de  los  expedientes  al 
Jefe  de  la  Sección  y  extender  las  minu- 
tas de  las  Reales  órdenes  y  comunicacio- 
nes que  hayan  de  expedirse 

4.»  Cuidar  de  que  ee  lleven  al  co- 
rriente con  toda  clari<lad  y  exactitud  los 
libros  de  entraila  y  salida  de  expedien- 
tes y  documentos,  asi  como  de  que  sh 
extracten  éstos  sin  demora  por  el  orden 
de  su  ingreso  en  el  Negociado,  excep- 
tuando los  asuntos  cuyo  preferente  dee- 
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pacho  les  ordene  el  Jefe  de  la  Sección 
por  su  importancia  ó  la  urgencia  del  ser- 
vicio. 

6.'  Entregar  á  su  Jefe  inineiÜato  en 
los  primeros  días  de  cada  mes  nna  nota 
del  número  de  expedientes  ingresados 
en  el  anterior,  de  todos  ios  resueltos  de- 
íinitivamente  y  de  los  pendientes  de  re- 
solución ó  de  ia  remisión  de  anteceden- 
tes por  otras  dependencias. 

6  »  Procurar  que  no  haya  demora  en 
evacuar  los  informes  pedidos  para  la 
instrucción  de  los  expedientes,  poniendo 
notas  y  minutas  de  recuerdo,  transcu- 
rrido el  tiempo  suficiente  para  recibir 
dichos  informes  ' 

7*  Coleccionar,  anotar  y,  conservar 
bajo  índire,  todas  las  leyes  y  disposicio- 
nes que  puedan  tener  alguna  aplicación 
para  el  dt-spacho  d^  los  asuntos  de  su 
Negociaílo 

8.*  Desempeñar,  cuando  el  servicio 
lo  exija,  todas  las  demás  obligaciones 
correspondientes  á  los  Auxiliares  y  cuan- 
tas comisiones  y  enCHrgos  les  confíen 
sus  Jefes. 


raspaduras,  confrontándolas    detenida* 
mente  antes  de  ponerlos  á  la  firman 

6.<>  Registrar  la  salida  de  docnmentoa 
de  la  Sección,  cuidando  de  verificarlo  en 
el  lugar  correspondiente  y  de  que  en  laa 
minutas  de  las  órdenes  que  se  remitaii 
al  cierre  para  su  curso  con  loS  documen- 
tos necesarios,  cuando  deban  Hevarlos 
unidos,  vayan  estampadas  las  letras  y 
numeración  del  registro  general  de  en- 
trada, á  fin  de  facilitar  las  operaciones. 

6.<>  Formar  los  índices  para  ia  firma 
del  Ministro,  Subsecretarios  y  Directore» 
generales,  así  como  ios  de  despacho  del 
Ministro  y  copia  de  éstos  para  el  Sabse 
creta  rio. 

7.0  Hacer  los  estados  y  resúmenes  de 
trabajos,  y  poner  éstos  en  limpio eaand<f 
por  su  naturaleza  especial,  reserva  ó  ar« 
gencia  se  lo  encargue  el  Jefe  de  la  Sec- 
ción ó  el  del  Negociado. 

8.®     Desempeñar  las  demás  ccmisío- 
nes  que  les  confíen  sus  superiores,  con- 
servar en  buen  orden  y  guardar  con  es 
mero  los  expedientes  y  papeles  que  cu 
rrespondan  á  su  mesa. 


880C  ÓPÍ    QUINTA. 

De   1 0,8   Auxiliares. 

Art.  14.  Corresponde  á  los  Oficiales 
Auxiliares  del  Negociado: 

1.0  Registrar  eti  los  libros  respectivos 
todos  los  documentos  que  inicien  expe- 
diente ó  hayan  de  unirse  á  otros  ya  ins- 
truidos en  el  Negociado  respectivo. 

2:0  Eltra€tar  dichos  documentos 
abriendo  expedientes  para  los  asuntos 
de  nueva  entrada,  y  verificándolo  á  con- 
tinuación del  último  acuerdo  en  los  que 
estén  ya  instruidos. 

El  extracto  se  hará  con  toda  claridad 
y  exactitud  por  el  orden  de  fechas  de  las 
respectivas  comunicaciones,  y  compren- 
derá toda  la  documentación  unida  á  éstas, 
expresando  en  primer  término  la  Autori- 
dad remitente,  ó  el  nojnbre  del  que  diri- 
ja la  instancia  en  su  caso,  é  inmediata- 
mente después  la  fecha  del  escrito. 

3.0  Reunir  toda  clase  de  anteceden- 
tes y  hacer  cuantos  trabajos  les  encar- 
guen sus  superiores,  indicándoles  oportu- 
namente la  legislación  que  rija  acerca 
del  asunto  á  que  cada  expediente  se  re- 
ñera. 

4.0  Cuidar  de  que  todas  las  órdenes, 
copias  y  demás  documentos  se  pongan 
en  limpio  con  esmero  y  prontitud,  sin 
abreviaturas,    borrones,   enmiendas    ni 


SECCIÓN  SBXTA. 

Registro    general. 

Art.  15.  El  Registro  general  de  entra- 
das y  salidas  estará  á  cargo  de  un  Auxi 
liar  de  Secretaría  y  de  los  escribientes 
necesarios,  los  cuales  darán  todos  los 
días  durante  una  hora  rasón  al  público 
del  estado  de  los  expedientes. 

Art.  16.  El  Registro  general  se  lleva- 
rá en  libros  separados  que  correspondan 
á  las  Secciones  en  que  se  distribuyan 
los  Negociados  del  Ministerio. 

Se  anotarán  diariamente  la  entrada  y 
salida  de  los  expedientes,  instancias  y 
comunicaciones  que  remitan  la  Subse- 
cretaría y  las  Direcciones  ó  entreguen 
los  particulares,  clasificándolos  y  distri- 
buyéndolos con  sujeción  á  este  regla- 
mento. También  «corresponde  al  Registro 
general  el  cierre  y  remisión  de  todas  las 
comunicaciones  expedidas  por  el  Minis- 
terio. 

Art.  17.  Todas  las  comunicaciones  y 
documentos  que  se  reciban,  en  el  Re- 
gistro general  se  anotarán  y  distribuirán 
en  el  mismo  día,  ó  en  el  siguiente  útil  ¿ 
más  tardar,  bajo  la  responsabilidad  per- 
sonal de  los  empleados  que  estén  al  fren- 
te de  esta  oficina  y  sin  perjuicio  de  la  en 
que  puedan  incurrir  también  los  que  les 
auxilien  en  el  desempeño  de  sn  o«rgú. 
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Ragifttrada  la  entrada  jáe  toda  clase  de 
comaDieactones,  ae  enTÍarán  á  tas  seccio- 
nes reepectivas. 

Art.  18.  Las  coinunicacionea  y  <iocu- 
luentoa  qae  se  reciban  de  las  Secciones 
se  anotarán  y  cerrarán  el  mismo  día,  se- 
llándost»  iaa  minotas  y  devolviéndose  á 
loa  respectivos  o6ciale8  eí  día  siguiente 
á  más  tardar. 

Art.  19.  £1  Registro  general  no  dará 
salida  á  ninguna  comunicación  que  no  se 
halle  antorizada  con  la  firma  del  Jefe 
respectivo  y  la  rúbrica  marginal  que  co- 
rreaponila. 

Art.  20.     Cuidará  también  el  encarga 
do  del  Registro,  bajo  su  responsabilidad, 
de  comprobar  si  acompañan  á   la  comu- 
oicación   los  documentos  que  á   la  mis- 
ma debe;i  correr  unidos,  según  su  con 
texto. 

Art.  21.  El  Registro  general  tiene  el 
carácter  de  permanente,  y  sus  emplea- 
dos alternarán  en  el  servicio  durante  las 
horas  de  oficina  y  fuera  de  ellas  hasta 
que  el  Ministro  y  el  Subsecretario  se  re- 
tiren por  la  norhe. 

Art.  22.  Kl  Jefe  del  Registro  cuidará 
de  pasar  á  la  Subsecretaría  y  Direcciones 
on  resumen  mensual  por  secciones  de  los 
expedientes  registrados  en  dicho  período. 

'    *  '     '      wtcciójr  séPTiMA.. 

Archivo  y  Bi'blioteca. 

Art.  28.  El  Archivo  y  la  Biblioteca  es- 
tarán á  cargo  de  un  Jefe  de  Negociado  ó 
Auxiliar  de  Secretaría,  con  el  número  de 
empleados  que  determine  el  Subsecreta- 
rio, teniendo  en  cuenta  las  necesidades 
del  servicio 

Art.  24.     Corresponde  aí  Archivero: 

].<*  Dirigiré  inspeccionar  los  traba- 
jos del  Archivo. 

2.0  Velar  por  el  buen  orden  y  coloca- 
ción metódica  de  todos  los  papeles  que 
existen  ó  se  remitan  al  Archivo,  hacien 
do  qoe  sus  Auxiliares  cumplan  con  exac- 
titud sos  respectivas  obligacioTies. 

S.O  Inventariar  y  custodiar  por  sí 
mismo  bajo  llave  los  expedientes  y  do- 
cumentos reservados. 

4.0  Recibir  todos  los  expedientes  y 
do(  amentos  que  se  entreguen  al  Archivo 
y  distribuirlos  para  su  colocación  y  cus 
todia  á  los, empleados  á  quienes  corres- 
pondan. 

5.0  Aatorisar  las  certificaciones  que 
por  resolución  del  Ministro  ó  del  Subse- 
cretario ss  le  mande  dar  de  documentos 


ó  asuntos  que  consten  en  el  Archivo.  Al 
lado  de  la  firma  del  Archivero  se  pondrá 
el  sello  en  seco  del  Ministerio. 

Estas  certificaciones  se  entregarán  á 
los  interesados,  mediante  recibo  que  pon- 
drán debajo  del  decreto  en  que  se  mande 
expedirlas. 

6.0  Desempeñar,  cuando  el  servicio 
lo  exija,  todas  las  demás  obligaciones 
que  se  expresan  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  25.  Corresponde  á  los  empleados 
del  Archivo: 

I. o  Ord^ar  y  clasificar  todos  los  ex- 
pedientes y  <locumentus  según  el  orden 
de  Negociados  y  materias. 

2°  Dispcmerlos  convenientemente  en 
legajos,  con  rótulos  y  carpetas  para  su  or- 
denada conaervacióii  y  pronto  hallazgo. 

3."  Custodiarlos  fielmente  y  no  per- 
mitir la  extracción  de  ninguno  de  ellos 
sin  orden  del  Archivero. 

4.0  Evacuar  con  toda  brevedad  por 
conducto  del  Anhivero  los  pedidos  de 
espedientes  y  documentos  que  se  hagan 
al  Archivo  por  el  Subsecretario,  Director 
y  Oficiales  de  Secretaria  ó  Jefes  de  Sec- 
ción, dejando  el  pedido  en  el  lugar  que 
ocupaba  el  expediente  ó  documento,  y 
anotando  en  él  la  entrega  de  éste  y  el 
día  en  que  lo  verifica. 

Si  el  Archivo  no  contuviese  el  antece- 
dente reclamado,  lo  hará  constar  así  el 
Archivero,  bajo  su  responsabilidad,  por 
nota  que  extenderá  en  el  mismo  pedido, 
fechándola  y  firmándola,  y  lo  devolverá 
al  que  lo  haya  suscrito. 

Al  recibirse  en  el  Archivo  los  expe- 
dientes que  hubiese  entregado,  se  devol- 
verá á  quien  corresponda  el  pedido  que 
había  colocado  en  lugar  de  aquéllos. 

.Art.  26.  El  Archivero  impedirá  que, 
sin  las  formalidades  prevenidas  en  los 
artículos  anteriores ,  se  extraiga  docu- 
mento alguno  ó  se  entregue  copia  ni  cer- 
tificado de  los  que  consten  en  el  Ar- 
chivo. 

De  la  falta  ó  extravío  de  dichos  docu- 
mentos y  de  su  extracción  sin  las  forma- 
lidades indicadas,  es  responsable  el  Ar- 
chivero, sin  perjuicio  de  lo  que  proceda 
respecto  al  empleado  que  haya  cometido 
la  falta. 

Art.  27.  Corresponde  al  Archivero  en 
el  concepto  de  Bibliotecario: 

1.*  Hacerse  cargo  de  todos  los  libros, 
papeles  y  demás  objetos  existentes  en 
la  Biblioteca,  bajo  inventario  que  por  du- 
plicado firmará  con  el  Subsecretario. 

2.0  Custodiar  las  obras,  manuscritos 
y  publicaciones  de  todas  clases  que  exis- 


Digitized  by 


Google 


DIR 


—  74  - 


DIR 


tan  en  la  Biblioteca,  ordenándolas  y  cla- 
sificándolaB  convenientemente. 

8/^  Recibir  las  obras  qne  se  destinen 
á  la  Biblioteca,  haciéndose  el  oportuno 
cargo  en  e^  inventario  por  duplicado. 

4.0  Proponer  por  escrito  la  adquisi- 
ción de  las  obras  y  publicaciones  que 
conceptúe  útiles  para  el  servicio  á  qne 
está  destinada  la  Biblioteca,  así  como  las 
medidas  qne  crea  convenientes  para  b\ 
buen  orden  de  la  misma. 

Art.  28.     Los   latálogos  estarán  á  dis- 
posición de  todos  los  empleados  del  Mi- 
nisterio, qne  podrán   consultarlos  en  el 
local  de  la  Biblioteca,  así  couío  los  libros   ^ 
existentes  en  ella. 

El  Subsecretario  y  los  Directores  ten- 
drán copia  autoriíada  de  dichos  cala- 
logos. 

Art.  29.  El  Subserretario.  los  Direc- 
tores generales  y  los  Jefes  <le  Sección 
dirigirán  pedido  escrito  al  Bibliotecario 
de  las  obras  qne  necesiten  para  sn  cou- 
sulta,  fechando  y  firmando  aquél  y  ha- 
ciendo constar  al  nie  sn  recibo. 

lArt.  30.  El  Bibliotecario  colocará  este 
pedido  en  el  mismo  lugar  del  libro  que 
haya  dado,  y  si  no  existiese  el  que  se  re 
clama  lo  hará  constnr  así  al  pie  de  dicho 
pedido  ó  expresará  en  su  caso  á  quién  ó 
en  qué  fecha  Uié  facilitado. 

Art.  81.  Guando  el  Bibliotecario  reci 
ba  los  libros  que  se  le  devuelvan,  los  re- 
conocerá por  si  hnn  patlecido  algún  de- 
terioro que  deba  ponerse  en  conocimien- 
to del  Subi»ecretario.  y  entregará  á  quien 
corresponda  el  petlido  qne  en  el  lugar 
del   libro  hubiera  colocado,   poniendo  á 

continuación  de  la  misma:    Devuelto 

hoy de 187 con  su  rúbrica,   para 

descargo   del   empleado   á   quien    había 
sido, facilitado  el  libro. 

Art.  82.  I^)S  funcionarios  menciona- 
dos en  el  art.  29  sólo  podrán  conservar 
en  su  poder  los  libros  por  término  de  un 
mes. 

SBCCIÓN   OCTAVA 

Habilitación. 

Art.  88.  El  Habilitado  será  siempre 
de  la  claae  de  Jefes  jle  Negoriado.  y  su 
nouíbramiento  se  deberá  á  la  elección 
hecha  por  votación  de  los  Jefes  del  Mi- 
nisterio. 

Art.  84.     Corresponde   al    Habilitado: 
l.o     Percibir   y  custodiar   los   fondos 
que  entregue  el  Tesoro  público  para  las 
atenciones  del  Ministerio. 


2.0  Hacer  su  distribución  conforme 
á  las  leyes  y  según  las  instrucciones  qae 
reciba  del  Subsecretario. 

8.®  Rendir  las  cuentas  mensaales  de 
estos  fondos,  llevando  al  efecto  los  libro» 
que  sean  necesarios. 

SBCCIÓN  NOVENA. 

De  los  escribieotos. 

Art  36.  Los  escribientes  formarán 
secítión  especial  bajo  la  dirección  del 
más  caracterizado  y  antiguo,  ó  seráD 
agregados  á  las  secciones,  según  deter- 
mine el  Subsecretario. 

Art.  36.     Sus  obligaciones  son: 

l.o  Copiar  bien  y  fielmente,  ski  ras- 
paduras, entrerrenglonaduras  ni  tachas, 
las  minutas  y  documentos  que  se  les  re- 
uíitan  con  la  rúbrica  del  Jefe  de  la  Sec- 
ción respectiva,  y  devolverlos  puestos  en 
limpio  á  las  veinticuatro  horas,  ó  antes 
cuando  se  les  advierta  ser  urgente. 

2.0  Desempeñar  los  demás  trabajo» 
que  se  les  encarguen  y  sean  relativos  al 
servicio  del  Ministerio,  asistiendo  con 
toda  puntualidad  en  las  horas  ordinaria» 
y  en  las  extraordinarias  que  su»  Jefe» 
les  señalen  ó  qué  sean  indispensable» 
para  la  pronta  ejecución  de  los  trabajo» 
pendientes.  » 

SBCCIÓN    DÉCIMA. 

De  lü3  porteros  y  ordenanzas. 

Art.  37.  El  portero  mayor  es  el  en- 
cargado de  la  conservación  de  todo  e^ 
mobiliario  del  Ministerio. 

Los  porteros,  bajo  la  dirección  del  ma- 
yor, desempeñarán  en  todas  las  oficina» 
los  servicios  propios  de  su  clase,  cum- 
pliendo las  órdenes  de  los  Jefes,  Oficia- 
les y  escribientes.  ' 

Art  38.  Los  ordenanzas  harán  los  ofi- 
cios mecánicos  que  exige  una  oficina, se- 
gún se  les  ordene,  conducirán  la  correa- 
pondenria  del  correo  á  la  Secretaría  y 
viceversa,  y  los  pliegos  que  vayan  diri 
gidos  á  las  Autoridades  y  demás  perso- 
nas residentes  en  Madrid,  anotándolos 
en  un  libro  de  salida. 

CAPÍTULO  TBBCKRO 

Reglas  de  orden  inteHor. 

SECCIÓN    PRIMERA. 

Procedimiento. 
Art.  39.     En  la  parte  superior  de  todos 
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los  docamentos  de  entradA  y  de  las  rtii- 
natae  de  comunicaciones  expedidas,  se 
pondrá  el  seHo  del  registro  general  con 
la  fecha  de  la  entrada  ó  salida  y  las  in- 
dicaciones convenientes  para  conocer  el 
Irbro  y  folio  en  que  estuvieren  regis- 
tradas. 

Art.  40.  Registrados  los  documentos, 
oe  pasarán  al  Negociado  á  que  correspon- 
da 80  despacho  por  conducto  del  Jefe  de 
la  Sección  respectiva,  quien  dispondrá 
qae  de  ellos  se  tome 'razón  en  el  registro 
particular  de  la  n'dsma. 

Art.  41.  Unidos  á  los  antecedentes,  si 
los  tuviese,  el  Oficial  auxiliar  procederá 
á  extractarlos  con  claridad,  exactitud  y 
concisión,  -sin  ondtir  circunstancia  algu- 
na esencial. 

Art.  42.  Si  una  sola  comunicación  de 
entrada  contuviese  dos  ó  más  expedien 
tes,  se  harán  tantos  extractos  separados 
cuantos  fuesen  aquéllos,  cuidando  de  re- 
lacionarlos entre  sí  por  medio  dé  notas 
«le  referencia. 

Art.  43.  iguales  notas  se  pondrán 
siempre  que  dos  ó  más  expedientes  ten- 
ían tal  enlace,  qu«  la  resolución  de  uno 
de  ellos  deba  influir  necesariamente  en 
la  qae  en  otro  se  adopte. 

Art.  44.  I^  responsabilidad  en  que 
incurra  él  Oficial  auxiliar  por  las  inexac- 
titudes que  cometiere  en  la  forUiación 
del  extracto,  uo  eximirá  al  Jefe  del  Ne 
gociado  de  la  que  á  su  vez  pueda  cofres- 
ponderle,  por  uo  haberse  cerciorado  de- 
bidamente de  la  fidelidad  en  la  ejecución 
de  aquel  trabajo. 

Art.  46.  La  entrega  de  expedientes 
de  unos  á  otros  Negociados  se  hará  cons- 
tar en  el  registro  de  la  Sección  y  en  el 
general  del  Ministerio  por  uiedio  de  una 
clara  nota  de  entrega  y  recibo  con  expre- 
sión de  la  fecha. 

Artj  46.  A  continuación  del  extracto, 
el  Jefe  de  la  Sección  ó  el  de  Negociado 
en  so  caso  (artículos  1 1 ,  párrafo  segundo 
y  18,  segundo)  extenderá  su  informe  en 
que  proponga  resolución  que  proceda, 
fundándola  en  la  disposición  ó  doctrina 
legal  que  corresponda,  y  citando  la  legis- 
lación que  sea  aplicable. 

Art.  47.  Kl  Jefe  de  la  Sección  dispon- 
drá el  trámite  conveniente  y  emitirá  su 
dictamen  á  continuación  del  informe  del 
Jefe  del  Negociado,  proponiendo  lo  que 
estime  procedente,  y  presentará  el  asun- 
to á  la  resolución  de  quien  corresponda 
en  el  primer  despacho. 

Si  se  reclamasen  datos  á  las  Autorida- 
des provinciales,  se  cuidará  de  fijar  el 


plazo  prudencial  en  que  deban  prestar 
el  servicio,  recordando  éste  si*  se  retrasa- 
se la  remisión  no  justificándola. 

Art.  48.  Todos  los  iúfoímes,  extrac- 
tos y  diligencias  llevarán  al  pie  la  fecha 
y  la  firma  del  empleado  que  hubiese  eje- 
cutado el  trabajo. 

Art.  49.  Las*  providencias  de  mera 
tramitación  se  dictarán  por  el  Subsecre- 
tario ó  los  Directores,  por  decretos  mar- 
ginales autorizados  con  media  firma. 

Art.  60.  Cuando  por  razones  de  inte- 
rés publico  convinieie  dejar  en  suspenso 
el  curso  de  algún  expediente,  se  hará  en 
virtud  de  decreto  marginal  del  Ministro 
ó  del  Subsecretario,   según  los  casos. 

Art.  61.  Conloa  expedientes  que  se 
pasen  á  los  altos  Cuerpos  del  Estado  üe 
remitirá  el  extracto  respectivo  y  el  íi>di- 
ce  de  los  documentos  que  se  acompaflan, 
quedando  en  el  Negociado  para  su  res- 
guardo la  minuta  del  oficio  de  remisión  y 
copia  autorizada  del  índice. 

Art.  62.  Las  autorizaciones  de  gastos 
y  aprobaciones  de  cuentas,  corresponde- 
rán en  todos  los  casos  al  Excmo.  Sr.  Mi- 
nistro, ó  á  quien  competa  por  expresa 
delegación  de  éste. 

Art.  63.  A  los  expedientes  no  acom- 
pañarán en  ningún  caso  Iss  órdenes  de 
ejecución  por  las  resoluciones  que  en 
ellos  deban  dictarse,  exceptuándose  sólo 
los  acuerdos  de  minuta  rubricada,  que  se 
pondrán  por  orden  escrita  ó  verbal  del 
Excmo.  Sr.  Ministro  ó  del  Subsecretario. 

El  Subsecretario  y  los  Directores  des- 
pacharán con  el  Excmo.  Sr.  Ministro, 
solos  ó  acompañados  de  los  Jefes  de 
Sección,  todos  los  asuntos  de  sus  respec- 
tivos centros. 

Art.  64.  Las  comunicaciones  se  ex- 
tenderán á  medio  margen  coii  el  mem- 
brete del  Ministerio,  Sección  y  Negocia- 
do ó  dependencia  correspondiente  y  la 
rúbrica  marginal  del  Jefe  respectivo. 

Art.  66.  A  los  Ministros  y  á  los  altos 
Cuerpos  del  Estado,  se  les  dará  noticia 
de  las  resoluciones  que  deban  llegar  á  su 
conocimiento  por  medio  de  comunica- 
ciones autorizadas  por  el  Ministro  ó  Sub- 
secretífrio,  en  su  caso,  con  firma  entera. 

Art.  66.  Los  expedientes  fenecidos  se 
remitirán  al  Archivo  en  los  períodos  que 
determine  el  Jefe  de  la  Sección.  Al  efec- 
to se  forntarán  relaciones  duplicadas, 
uno  de  cuyos  ejemplares,  con  el  recibí 
del  Archivero,  se  custodiará  en  la  Sec- 
ción. 


Digitized  by 


Google 


DIR 


-  76  - 


DIR 


BBOCIÓN   IdBOÜNDA. 

Diaposicioues  generales. 

Art.  57.  Todos  los  empleados  del  Mi- 
'Disterio  asistirán  á  éste  cou  puntualidad 
45U  las  horas  que  el  Subsecretario  deter- 
mine. 

Árt.  68.  Siempre. que  alguno  de  ellos 
«e  viere  imposibilitado  de  asistir  á  la 
hora  designadH,  lo  pondrá  en  conoci- 
miento de  BU  Jefe  inmediato. 

Art.  69.  Queda  prohibido  terminan- 
teniente  á  tus  porteros  pasar  recado  á 
ningún  empleado  del  Ministerio  fuera  de 
1h  hora  señalada  al  efecto  por  el  Minis- 
tro^ el  Subcsecretario  ó  los  Directores. 

Art.  60.  Se  guardará  la  más  completa 
reserva  en  toda  clase  de  negocios  antes 
de  su  resolución,  en  )h  inteligencia  de 
que  la  más  leve  falta  cometida  contra 
esta  prevención  será  castigada  con  la 
mayor  severidad. 

Art.  61.  En  ningün  caso  podrá  faci- 
litarse copia  de  orden,  nota  ni  papel  al- 
guno de  la  Secretaría,  sin  expresa  auto- 
rización del  Subsecretario  o  del  Director 
respectivo. 

Art.  62.  Tampoco  se  devolverá  irin- 
gún  documento  sin  previa  petición  es 
crita  del  interesa<lo  ó  del  que  legalmen- 
te  le  representé  y  acuerdo  del  Subsecre- 
tario. £1  acuerdo  será  por  decreto  mar- 
ginal y  al  pie  de  éste  firmará  el  recibo 
el  solicitante. 

Art.  68.  El  Subsecretario  resolverá 
Ihs  dudas  que  puedan  ocurrir  acercado 
1h  inteligencia  ó  ejecución  de  algún  ar- 
tículo de  este  reglamento.  Madrid  16  de 
Septiembre  de  1 875.  — A  probado.— i¿o- 
mero  y  Robledo»  {Gaceta  19  Septiembre).. 

Real  decreto  de  29  de  Septiembre  de  1875, 
suprimiendo  la  Dirección  general  de  Be- 
nefiC'^ncia^  Sanidad  y  Establecimientos 
penal f 8  y  crt'nudo  las  de  Beneficencia  y 
Sanidad  y  Establecimientos  penales. 

(Qob.)  c  Atendiendo  á  las  razones  ex- 
puestas por  el  Ministro  de  la  Gober- 
nación, i;» 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.o  Se  suprime  la  Dirección 
general  de  Beneficencia,  Sanidad  y  Esta- 
^blecimientos  penales. 

Art.  2.0  Se  crean  dos  Direcciones  ge- 
nerales denominadas,  una  <le  «Beneficen- 
cia y  Sanidad»  y  otrade  «Establ-ecimien- 
míenlos  penales». 

Art.  3.0    El  gasto  que  ocasione  esta 


reforma  se  cubrirá  con  el  crédito  consig- 
nado en  presupuestos  para  la  actual 
plantilla  de  la  Secretaría  del  Ministerio 
de  la  Gobernación. 

Dado  en  Palacio  á  29  de  Septiembre 
de  1876.— Alfonso.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Francisco  Romero  y  Roble- 
do.* (Qac.  30  Septiembre). 

Orden  de  la  Dirección  general  de  5  de 
Febrero  de  1884,  metodizando  el  despa- 
cho de  los  asuntos  de  la  misma. 

( hir.  gral.  de  Establecimientos  penales), 
cA  fin  de  metodizar  el  despacho  de  ios 
asuntos  que  competen  á  esta  Dirección 
general,  unificándolos  para  su  mejor  des- 
envolvimiento, he  acíordado  dictar  las 
siguientes  disposiciones,  que  no  acusan 
una  novedad  en  la  marcha  administrati- 
va dé  los  nogocios,  sino  que  parece  qae 
yacen  en  el  olvido  pur  parte  «le  los  en- 
cargados del  despacho  de  algún  Negocia- 
do de  este  centro  directivo: 

l.A  En  todos  los  expedientes  que  se 
pongan  al  acuerdo  del  excelentísimo  se- 
fíor  Ministro,  se  unirá  un  volante  con  el 
reextracto  del  expediente  y  resolución 
que  se  proponga,  además  del  que  se  sus- 
criba en  aquél. 

2.1^  Cuando  la  índole  de  los  asuntos 
por  su  tramitación  sencilla  ó  por  la  nr- 
gencia  de  su  resolución  permitan  ó  exi- 
jan, según  los  casos,  que  su  despacho 
sea  por  minuta  rubricada  y  no  por  expe- 
diente acordado  en  forma,  aquélla  será 
previamente  examinada,  corregida  y  ra- 
bricada  por  el  Jefe  de  la  Sección  corres- 
pondiente. 

8.*  Todas  las  minutas,  oficios  y  ro- 
mun^icaciones  de  acuerdo  de  expedien- 
te que  se  sometan  á  la  firma  del  Jefe  qae 
las  autoriza,  lo  serán  sin  enmiendas,  ta- 
chas, raspaduras  ni  entrelineas. 

4.<^  £1  destino  de  reuiatados  á  los 
Presidios  se  hará  con  arreglo  estricto  á 
lo  que  sobre  el  particular  dttennina  el 
Real  decretp  de  1/  de  Septiembre  de 
1879,  bajo  la  responsabilidad  del  funcio- 
nario que  rubrica  la  orden,  sin  excusa  ni 
pretexto  de  ningún  género. 

Para  el  cumplimiento  de  esta  disposi* 
ción  se  tendrá  presente  la  capacidad  de 
los  Establecimientos  penales. 

5.'.  Las  traslaciones  de  confinados  se 
harán  previo  acuerdo  de  expediente  ó 
mandato  escrito  por  mi  autoridad;  el  cual 
se  acompañará  en  todo  caso  á  la  minuta 
rubricada. 

6.*     La  transmisión  de  las  Reales  ór- 
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denes  de  indulto,  conmatación  ó  rebaja 
de  condena  á  los  confinados  ó  cualquiera 
ofem  gracia  de  que  sean  objeto  se  harán 
por  mínala  rubricada,  expresando  en 
ésta  el  extracto  del  texto  que  se  trans- 
4;ribe  y  el  nombre  y  el  apellido  del  indi- 
vidao  á  qnien  se  refiera,  acompañándose 
siempre  la  Keal  orden  original  á  la  mi- 
nuta del  traslado. 

7.*  (Se  refiere  al  nombramiento  de  los 
Cabos  de  vara,  y  está  derogado.  Véase 
Celadores,  pág.  472  del   tomo  primero). 

Los  señores  Jefes  de  Sección  y  de  Ne- 
gociado firmarán  á  continuación,  quedan* 
*\o  por  este  hecho  enterados  de  la  pre- 
sente orden,  que  cumplirán  en  todas  sus 
ftartes. — Madrid  5  de  Febrero  de  1884. 
El  Director  general,  G.  Fernández  de  Ca- 
^lómign.* — (Minuta  de  la  Dirección). 

Orden  de  la  Subsecretaí-ia  de  21  de  t4  bril 
de  1884  sobre  la  antefirma  que  se  ha  de 
ponerse  en  algunas  comunicaciones. 

(8iU>aeeretaria  de  Oobemación).  cEI 
limo.  Sr.  Subsecretario  de  este  Ministerio 
4*D  orden  circular  de  hoy,  me  comunica 
lo  siguiente: 

Para  dar  cumplimiento  á  lo  dispuesto 
•ed  la  Beál  orden  elpedida  por  este  Mi- 
iiisCerio,  én  17  del  actual,  publicada  en  la 
Gaceta  el  signiente.  día,  ^y  que  en  los 
Acuerdos  haya  la  debida  uniformidad,  los 
fiefiores  Directores  generales  se  servirán 
4liflponer  que  en  las  Reales  órdenes  y  ex- 
pedientes á  que  aquélla  se  refiere,  se 
ponga  en  la  parte  superior  de  ellos  la  an- 
tefirma siguiente:  Por  delegación^  El  Sub- 
secretario, 

Ix>  que  traslado  á  los  señores  Jefes  de 
Sección  y  Negociado,  para  que  «entera- 
«tos>,ae  sirvan  dar  cumplimiento  á  lo 
dispuesto  en  la  preinsenta  orden,— Ma 
drid  21  de  Abril  de  ISSi.—Cadórniga.»^ 
(Minuta  de  la  Dirección  de  Penales). 

Ley  de  Presupuestos  de  ^9  Junio  de  1887, 
en  la  cual  se  dispone  que  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales,  de- 
pendiente del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción, pase  á  formar  parte  del  de  (iracia 
y  Justicia. 

€.,.Art.  6.0  La  Dirección  general  de 
Establecimientos  penales  formará  parte 
en  adelante  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justiciaren  cuyo  presupuesto  se  consig- 
nará el  crédito  necesario  para  ¡os  servi- 
cios que  aquélla  tiene  á  su  cargo.>  {Ga- 
ceta 80  de  Junio). 
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Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1888,  su 
primiendo  la  Dirección  general  de  Es- 
tablecimientos penales  y  agregándola  á 
la  Subsecretaría  de  Orada  y  Justicia. 

{Grac.  y  Just.)  cSuprimido  el  cargo 
de  Director  general  de  Establecimien- 
tos penales  por  la  Ley  de  Presupuestos 
del  corriente  año  económico;  conformán- 
dome con  las  razones  expuestas  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  y  de  acuer- 
do con  el  parecer  del  Consejo  de  Minis- 
tros, en  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el 
Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Re- 
gente del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  BÍguit;nte: 

Articulo  l.o  Las  atribuciones  y  fa- 
cultades que  por  las  leyes  y  disposicio- 
nes vigentes  eran  propias  del  Director 
general  de  Establecimientos  penales, 
corresponderán  en  lo  sucesivo  al  Subse- 
cretario del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. 

Art.  2.0  Por  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  se  dictarán  las  disposiciones 
convenientes  para  la  distribución  de  Ne- 
gociados y  reorganización  del  servicio  en 
la  suprimida  Dirección. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Julio  de  1888. 
—  María  Ckistína,  — El  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  \fanuel  Alonso  Martinet. 
{Gaceta  de  II  de  Julio). 

Por  Real  decreto  de  12  de  Agosto 
de  1889,  se  introducen  economías  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  se  reor- 
ganiza su  planta  y  se  restablece  la  Di- 
rección general  de  Establecimientos  pe*^ 
nales,  cuyo  decreto  insertamos  en  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia. 

Real  orden  de  15  de  Agosto  de  1889,  devol- 
viendo al  Director  general  de  Estable- 
cimientos penales  las  funciones  qtie  te- 
nia al  suprimir  este  cargo  en  10  de  Ju- 
lio de  1888. 

{(trae,  y  Just.)  «limo.  Sr.:  Restable- 
cido el  cargo  de  Director  general  de  Es- 
tablecimientos penales  de  este  Ministe- 
rio, por  Real  decreto  fecha  12  del  mes 
actual;  S.  M.  la  Reina  (Q.  D.  G.),  Regen- 
te del  Reino,  en  nombre  de  su  Augusto 
Hijo,  se  ha  servido  disponer  lo  siguiente: 

l.o  Las  atribuciones  y  facultades  que 
se  confirieron  en  el  servicio  de  Estable- 
cimientos penales  al  Subsecretario  de 
este  Ministerio  por  Real  decreto  de  10 
de  Julio  del  año  último,  se  reintegran  al 
Director  general  del  ramo. 
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2"  Las  demás  atribuciones  y  facul- 
tades qtie  por  disposiciofies  posteriores 
•e  concedieran  eu  <ticho  ramo  al  Subse- 
cretario, corresponderán  igualmente  en 
lo  sucesivo  al  expresado  Director  ge- 
neral. 

Y  8  o  Que  se  encargue  V.  S  I.  del  des- 
pacho de  los  asuntos  de  la  citada  Direc- 
ción general  ínterin  no  se  provea  aquel 
cargo. 

De  Heal  orden,  etc.  Madrid  16  de  Agos- 
to de  \S^9,—Canalfjn8  y  Méndez.  8« 
ñor  Subsecretario  de  este  Ministerio.» 
{Gaceta  de  17  tle  Agosto) 

Real  decreto  de  2S  de  Octubre  de  1889, 
reorganizando  ia  Dirección  general  de 
Entable  cimientan  pénale». 

{Orne  y  Juh^.)  «Teniendo  en  cuenta 
las  razones  expuestas  por  el  Ministn» 
de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  mi 
Consejo  <le  Ministros; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente 
del  Reino, 

VeuKO  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  I. o  La  Dirección  general  de 
Establecimientos  penales,  formando  par- 
te integrante  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  y  como  derivación  y  comple- 
mento de  la  Administración  de  justicia 
en  lo  criminal,  en  cuanto  se  refiere  al 
cumplindento  de  las  penas,  es  el  Centro 
administrativo  superior  gue  tiene  á  su 
carg(»  el  servicio  penitenciario  y  de  Cár- 
celes, a  las  órdenes  inmediatas  del  Di- 
rector general,  bajo  la  dependencia  del 
Ministro,  como  Jefe  del  ramo,  y  con  la 
ot^ganización  que  se  determina  en  el  pre- 
sente Decreto. 

Art.  2.0  Se  dividirá  en  dos  Secciones, 
á  saber:  a«lminÍ8trativa  y   penitenciaria. 

Al  frente  de  cada  una  de  ellas  estará 
un  Jefe  de  Administración  civil,  que  sea 
Aboga<lo  y  venga  prestando  servicios 
en  dicho  Centro  directivo  desde  su  in- 
corporación al  Miiiisierio  de  Gracia  y 
Justicia  hasta  la  fecha. 

También  podrán  llegar  á  obtener  loa 
cargos  de  Jefes  de  Sección,  en  virtud  de 
los  ascensos  correspondientes,  los  fun- 
cionarios comprendidos  en  los  artícu- 
los 4."  y  6.<>  de  este  Decreto. 

Art.  8.«  í^a  Sección  administrativa 
constará  de  los  Negociados  siguientes: 
Interventtión  y  Contabilidad.— Suminis- 
tros y  material  de  Penales.— Conduccio- 
nes.— Personal  de  Establecimientos  pe- 
nales y  Cárceles. 


La  Sección  penitettciaria  se  componn- 
drá  de  los  Negociados  sigaientes:  Régi*- 
men.— Destino  de  penados.— Sanidad  pe* 
nitenciaria. — Inspección,  reforma  y  es«^- 
tadística. 

La  designación  de  los  Jefes  de  dichos* 
Negociados  y  del  personal  adscrito  á  los- 
mismos,  se  hará  por  el  Director  gene- 
ral, oyendo  á  los  dos  Jefes  de  Sección. 

Art.  iS*  Los  funcionarios  de  la  Di- 
rección general  de  Establecimientos  pe- 
nales, desde  el  destino  de  Jefe  de  Ad- 
ministración civil  hasta  al  de  Oficial  de- 
Administración  de  tercera  clase  inclu- 
sive, deberán  tener  el  título  de  licencia- 
do en  Derecho  civil. 

El  Jefe  de  Negociado  de  Sanidad  pe- 
nitenciaria se  hallará  provisto  del  título 
de  licenciado  en  Medicina  y  Cirugía. 

Art.  6.^  Los  funcionarios  desde  Ofí 
cial  Tie  Administración  de  tercera  clabe- 
en  adelante,  que  en  la  actualidad  ejer- 
zan cargos  en  dicho  Centro  directivo  y 
no  posean  titulo  de  Abogado  ó  <le  licen- 
ciado en  Medicina  y  Cirugía,  necesita- 
rán acreditar,  para  poder  continuar  eiv 
el  desempeño  de  sus  empleos  y  disfrotnr 
de  los  derechos  concedidos  por  el  pre- 
sente Decreto,  teiHír  diez  afios  lo  meno» 
de  servicios  al  Estado,  y  hallarse  des- 
empeñando sus  actuales  cargos  sin  in- 
terrupción desde  que  la  Dirección  gene- 
ral de  Establecimientos  penales  se  in- 
corporó al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. 

Art.  6.0  Se  formará  un  escalafón  es- 
pecial de  los  empleados  desde  Oficial  de 
Administración  de  tercera  clase  en  ade- 
lante, comprendidos  en  los  arts.  2.o,  4.^ 
y  5.^^  que  reúnan  los  requisitos  de  que^ 
se  deja  hecho  mérito,  en  que  constaráiv 
los  cargos  que  cada  uno  desempeñe,  la 
antigüeilad  de  los  mismos  y  el  tiempo 
de  servicios  en  la  Dirección  general, 
desde  su  incorporación  á  este  Ministerio. 

La  formación  de  dicho  eicalafón,  coma 
todo  lo  referente  al  personal  central  de 
la  Dirección,  estará  á  cargo  de  uno  d& 
los  Jefes  de  Sección  que  designe  el  Di- 
rector general. 

Art.  7.0  Las  vacantes  que  ocurran  de^ 
los  destinos  incluidos  en  el  escalafón  es- 
pecial, se  proveerán  por  antigüedad  en- 
tre los  empleados  de  la  escala  inferior  in- 
mediata. 

En  el  caso  de  que  la  antigüedad  fuese 
la  misma  en  dos  ó  más  funcionarios  á 
quienes  correspondiera  el  ascenso,  será 
preferido  el  que  tenga  más  años  de  ser- 
vicios en  la  Administración  del  Estado^ 
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ó  mayor  auti'Kfleüad  del  tíialo  profesio- 
nal en  igaaldad  de  aervicios  administra- 
tivos. 

Art.  8.0  Sin  perjaicio  del  precepto 
general  contenido  en  el  artícalo  anterior, 
el  Ministro,  como  excepción,  podrá  pre- 
ferir  en  el  ascenso,  siempre  dentro  de  la 
categoría  inmediata  inferior,  al  emplea- 
do del  escalafón  especial  que  se  haya 
dietingoido  notoriamente,  bien  por  la 
ejeeación  de  trabajos  extraordinarios,  ó 
bien  por  la  inteligencia  y  laboriosidad  en 
el  desempeño  de  sa  cargo. 

En  tales  casos  se  abrirá  nna  informa- 
ción Justificativa  en  qne  se  consigne  el 
dictamen  de  ios  dos  Jefes  de  Sección  y 
del  Director  general.  / 

Art.  9.^  Formado  el  escalafón  espe- 
cial de  los  funcionarios  de  la  Dirección 
general  qne  reúnan  los  requisitos  exigi- 
dos por  este  Decreto,  en  lo  sucesivo  se 
ingresará  en  el  mismo,  cuando  haya  va- 
cante, por  el  empleo  de  06cial  de  Admi- 
nMtración  de  tercera  clase. 

£stas  plaaas  se.  proveerán,  en  primer 
término,  por  concurso  entre  los  auxilia- 
res de  dicho  Centro  directivo  qne  se  ha- 
llasen en  el  desempeño  de  su  cargo  y 
tavieren  el  título  de  Abogado,  siendo 
-preferido  el  de  mayor  aneldo,  y  en  igual- 
dad de  eneldo  el  que  tenga  más  antigüe- 
dad en  dicho  titulo. 

Si  no  hubiese  auxiliares  con  este  re- 
requisito,  se  declarará  desierto  el  con 
curso  y  se  proveerá  la  vacante  por  opo- 
sición, previamente  anunciada  en  la  Óa- 
oefa,  entre  individuos  que  sean  Aboga- 
dos, y  con  sujeción  á  los  programas  que 
se  publicarán  oportunamente. 

Constituirán  el  Tribunal  de  estas  opo- 
siciones el  Director  general  de  Estable 
cimientos  penales,  Presidente;  los  dos 
Jefes  de  Sección,  un  Catedrático  de  la 
Facultad  de  Derecho  y  un  Ab<»gado  del 
Colegio  de  esta  Corte. 

Art.  10.  Si  las  necesidades  del  servi- 
cio reclamasen  en  lo  sucesivo  el  aumen- 
to del  personal  facultativo  en  el  Nego- 
ciado de  Sanidad  penitenciaria,  se  podrá 
crear  nna  plasa  de  Oficial  de  Adminis- 
tración de  tercera  clase  con  deslino  á 
dicho  Negociado,  la  cual  se  proveerá  por 
oposición  entre  individuos  que  sean  Li- 
cenciados en  Medicina  y  Cirugía,  previa 
la  debida  convocatoria  y  con  sujeción  á 
los  programas  que  se  publicarán  oportu- 
namente. 

Constituirán  el  Tribunal  de  estas  opo- 
siciones el  Director  general  de  Estable- 
cimientos penales,  Presidente;  el  Jefe  de 


Sección  á  que  corresponda  el  Negociado 
de  Sanidad  penitenciaria,  el  Jefe  de  este 
Negociado,  nn  Catedrático  de  Medicina 
legal  y  un  Médico. 

El  individuo  qne  obtuviere  la  plasa  de 
qne  se  deja  hecho  mérito,  figurará  en  su 
día  en  el  escalafón  especial  y  gozará  de 
los  beneficios  consignados  pn  el  presen- 
te decreto. 

Art.  1 1 .  El  escalafón  de  auxiliares  de 
la  Dirección  general  comprenderá  los 
destinos  desde  Oficial  de  Administra- 
ción civil  de  cuarta  clase  hasta  aspiran- 
te á  Oficial,  y  en  él  constará  la  antigüe- 
dad de  los  empleos  en  cada  clase. 

Los  ascensos  de  este  personal  se  con- 
cederán por  antigüedad  entre  los  em- 
pleados de  la  categoría  inmediata  infe- 
rior á  la  vacante.  En  el  caso  qne  hubiere 
dos  ó  más  individuos  de  la  misma  anti- 
güedad á  quienes  correspondiera  ascen- 
der, será  preferido  el  que  tuviere  título 
de  Abogado,  y  cuando  fueran  dos  ó  ntás 
con  dicho  título,  el  que  lo  tuviera  de  fe- 
cha anterior. 

Al  pasar  á  la  plantilla  de  la  Dirección 
general  los  doce  escribientes  que  apare- 
cen en  el  art.  2.o,  cap.  IX,  seciMÓn  terce- 
ra del  presupuesto  vigente,  y  vienen 
prestando  servicios  en  dicho  Centro  di- 
rectivo, se  les  agregará  al  escaiafón  de 
auxiliares,  figurando  en  la  categoría  in- 
ferior y  con  la  fecha  de  la  incorporación. 

Se  ingresará  en  el  personal  auxiliar 
por  las  plazas  de  aspirante  á  oficial  Las 
vacantes  de  esta  clase  qne  ocnrran,  annn  • 
ciadas  oportunamente,  se  proveerán  en- 
tre los  solicitantes  que  obtengan  mejor 
calificación,  previo  examen  comparativo 
de  gramática  castellana,  elementos  de 
contabilidad  y  ejercicios  de  escritura. 

Para  el  examen  de  que  se  deja  hecho 
mérito,  se  formará  un  Tribunal  compues- 
to del  Director  general  de  Establecimien 
tos  penales.  Presidente,  y  de  los  dos  Je- 
fes de  Sección. 

Art.  12.  Lios  funcionarios  de  la  Di- 
rección general  de  Establecimientos  pe- 
nales no  podrán  ser  separados  de  sus 
destinos  sino  por  cansa  justificada  y  en 
virtud  del  oportuno  expediente,  en  que 
se  consignarán  los  descargos  de  los  in- 
teresados, informarán  los  Jefes  respecti- 
vos y  se  oirá  á  la  Sección  de  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  13.  Por  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  se  dictará  el  oportuno  Regla- 
mento para  el  servicio  interior  de  la  Di- 
rección general  de  Establecimientos  pe- 
nales. 
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Dado  en  Palacio  á  28  de  Octubre  de 
1889. — María  Cristina— El  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  Jo%é  Canalejas  y  Mén- 
dez.* {Gaceta  29  de  Octubre). 

Real  decreto  de  29  de  Julio  de  1892  esta- 
bleciendo las  plantas  del  personal  del 
Ministerio,  Direcciones  generales  de 
Establecimientos  penales  y  Registros^  y 
derogando  los  decretos  de  asimilación  con 
los  de  la  Administración  de  Justicia 

{Grac.  y  Junt,)  c  En  cumplimiento  de 
lo  prescrito  en  el  art.  30  de  la  Ley 
de  P^^8uptlesto8  de  SO  de  Junio  último; 

Kn  nombre  de  mi  Auf^usto  Hijo  el  Rey 
1).  AlíunsoXlIIy  como  Heina  Regente 
ílel  Reino, 

Ven}<i»  en  decretar  lo  sígníento: 

Articulo  1.^  Las  plantas  <1el  personal 
de  la  Subsecretaría  del  Ministerio  de 
(trpcia  y  Justicia,  de  la  Dirección  gene- 
ral de  Establecimientos  penales  y  de  la 
Dirección  general  de  los  Registros  civil 
y  «le  Ih  propiedad  y  del  Notariado,  com- 
prenilidas  en  los  arti.  2.o,  3  «  y  4."  del 
cap.  I  de  la  sección  tercera  de  las  obliga- 
ciones de  los  departamentos  ministeria- 
les, quedan  reformadas  en  los  siguientes 
términos: 

1  Subsecretaría. 

1  Subsecretario,  Jefe  superior  de  Ad- 
ministración civil,  con  12.600  pesetas. 

2  Jefes  de  Administración  de  primera 
clase,  á  10.000  pesetas. 

2  iá»  id.  de  segnnda  (d.,  oficiales  pri- 
meros, á  8.760. 

2  id.  id.  de  tercera  id.,  id.  segundos, 
A  7.600. 

8  id.  id.  de  cuarta  id.,  id.  terceros, 
á  6.600. 

4  Jefes  de  Negociado  de  primera  clase, 
auxiliares  primeros,  á  6.000. 

6  id.  iá.  de  segnnda  id.,  id.  segundos» 
Á  6.000. 

6  id.  id.  de  tercera  id.,  id.  terceros, 
á  4.000. 

8  Oficiales  de  Administración  de  pri- 
mera clase,  id.  caartos,  á  S.600. 

8  id.  id.  de  segunda  id.,  id.  quintos, 
A  8.000. 

10  id.  id.  de  tercera  id .,  id.  sextos, 
á  2  600. 

1  escribiente  primero.  Oficial  de  Admi- 
nittración  de  segnnda  clase,  con  8.Q00. 

1  id.  segando  id.,  id.  de  tercera  idem, 
con  2.600. 


6  id.  terceros  id.,  id.  de  cuarta  idem, 
á  2.000. 

14  id.  cuartos  id.,  id.  de  quinta  idem, 
á  1.600. 

4  id.  quintos,  Aspirantes  de  primera 
clase,  á  1.260. 

1  Portero  primero  con  8.000;  1  id.  se- 
gundo con  2.600;  8  id.  terceros  A  2.000; 
9  id.  cuartos  A  1.600;  12  ordenansas 
A  1.260. 

Dirección  general  Ae  Establecimientos  ^ 
penales. 

1  Jefe  superior  de  Administración  civil. 
Director  general,  con  12,600  pesetas. 

1  Subdirector,  Jefe  de  Administración 
de  primera  clase,  con  10.000. 

2  Jefes  de  Administración  de  segunda 
ídem.  8.760, 

1  id.  id.  de  cuarta  iti.  con  6.600. 

1  Jefe  de  Negociado  de  primera  clase 
con  6  000. 

2  id  id.  de  segunda  id.  A  6.000. 

1  id.  id.  de  tercera  i^  con  4.000. 

8  Oficiales  de  Adniínistraclóu  de  pri- 
mera clase  A  3.600. 

4  id.,  id.  de  eegun<ia  id.  A  3  000. 

6  id.  id.  de  tercera  id.  A  2.600. 

4  id.  id.  de  cuarta  iá,,  escribientes  pri- 
meros, A  2.000. 

8  id.  id.  de  quinta  id.,  id.  segundos, 
A  1.600. 

18  Aspirantes  de  primera  clase,  id^  ter- 
ceros, A  1.260. 
.       I  Guardaalmacén  con  1.900;  1  Portero 
primero  con  2.000;  2  id.  -  segundos  «on 
1.600;  6  Ordenanzas  A  1.260. 

Dirección  general  de  los  Registros  civil 
y  de  la  propiedad  y  del  Notariado, 

1  Jefe  superior  de  Administración  ci- 
vil, Director  general,  con  12.600. 

1  Subdirector,  Jefe  de  Administración 
de  primera  clase,  con  10.000. 

1  Oficial,  ídem  ídem  de  segunda  idem, 
con  8  760. 

1  id.  segundo  id  ,  id.  de  tercera  ídem, 
con  7.600. 

1  Auxiliar  primero.  Jefe  de  Negociado 
de  primera  clase,  con  6.000. 

2  id.  segundos  id.,  id.  de  segunda  ídem, 
A  6.000. 

1  id.  tercero  id.,  id.  de  tercera  idem, 
con  4  000. 

1  id.  cuarto,  Oficial  de  Administración 
de  segunda  id.,  con  8.000. 

8  Escribientes  primeros,  oficiales  de 
idem  de  cuarU  id.,  A  2.000. 
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7  id.  8^^ndo8  id.,  id.  de  qaintt  ídem, 
A  1.600. 

8  id.  terceros,  Aspirantes  de  primera 
clave,  á  1.350. 

4  id.  cnartes  id  ,  id.  de  eegnnda  idem, 
4  1.000. 

1  Portero  mayor  cí)n  2.000;  1  id.  pri- 
mero con  1.760;  1  id.  segundo  con  1.500; 
d  mozos  de  oBotos  á  1.350. 

Art.  'i.o  Cuando  queda  vacante  una  de 
las  dos  plazas  de  Jefe  de  Adminiíitración 
de  seipinda  clase  asignadas  á  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales,  se- 
rá snpriniida,  creándose  en  su  lugar  otra 
de  Jefe  de  Administración  de  tercera 
clase: 

Art.  8.<>  Pasarán  de  la  Sui»secretarfa 
á  la  Dirección  general  de  Eetableciniien- 
tofl  penales  el  Negociado  de  indultos,  el 
^gístro  central  de  penados  y  los  demás 
ifSQtitos  qne  el  Ministro  acuerde. 

Art.  é.^  Queda  suprimida  la  impren- 
ta de  la  Colección  Legislativa, 

Art.  6.0  Tollos  lus  destinos  de  la  Sub 
secretaria  y  de  las  Direcciones  generales 
de  Establecí mit*ii tos  penales  y  de  los  Re- 
gistros, desde  la  de  Oficial  de'  Adminis- 
tración de  segunda  clase  inclusive,  serán 
provistos  precisamente  en  Licenciados 
en  J>efleGho. 

Art.  6<>  Con  la  excepción  de  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  anterior,  regirán 
únicamente  para  los  nombramientos,  ce- 
santías y  demás  resoluciones  relativas 
al  personal  de  la  Subsecretaría  y  de  la 
Dirección  general  de  Establecimientos 
penales,  las  mimnas  liisposiciones  esta- 
blecidas por  regla  general  para  todos  los 
foncionarios  de  la  Administración  civil. 

Art.  1.^  Quedan  derogados  los  Rea- 
les decretos  y  las  Reales  órdenes  que  han 
establecido  asimilaciones  entre  los  car- 
gos de  la  Subsecretaría  y  la  Dirección  ge- 
neral de  los  Registros,  con  los  de  Admi- 
nistración de  justicia.  Registros  de  la 
propiedad  y  cualesquiera  otros. 

I>Í9p08Íci(me8  transitorias.  —  Primera. 
Los  funcionarios  de  la  Subsecretaría  y 
de  las  Direcciones  generales  que  antes 
de  esta  fecha  han  obtenido  sus  nombra- 
mientos sin  ser  licenciados  en  Derecho, 
conservarán  su  aptitud  para  continuar 
desempeñándolos  y  para  ascender. 

Segunda.  Asimismo  los  que  hayan 
obtenido  basta  hoy  derechos  de  asimila- 
ción entre  sus  cargos  y  los  de  la  carrera 
judicial  ó  tos  Registros,  seguirán  disfru- 
tándolos con  arreglo  á  las  disposiciones 
legales  vigentes  antes  de  la  publicación 
de  este  decreto. 


Dado  en  San  Sebastián  á  29  de  Julio 
de  1892. -María  Ckistima.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Fertiando  CoS'-Qa- 
yán.9  {Gaceta  Z\  Julio). 

Beal  decreto  de  28  de  Agosto  de  1893,  por 
el  gue  se  reforman  las  plantas  del  perso- 
nal de  la  Subsecretaría  y  Direcciones 
de  los  Registros  y  Establecimientos  pe- 
nales. 

{Qrac,  y  Just.)  cEn  cumplimiento  de 
lo  presi:nto  en  la  Ley  de  Presupues- 
tos de  5  del  actual;  en  nombre  de  mi  An* 
gusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII  y 
como  Reina  Regente  del  Reino, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  único,  i^as  plantillas  del  per- 
sonal de  la  Subsecretaría  del  Ministerio 
de  Qrf\cia  y  Justicia,  de  la  Dirección  ge- 
neral de  los  Registros  civil  j^  de  la  propie- 
dad y  del  Notariado  y  de  la  de  Estableci- 
mientos penales,  ciiinprendidas  en  los 
arts.  2.0/  8.0  y  4.o  del  cap.  I  de  la  sec- 
ción 8.*  de  las  cObligaciones  de  los  De- 
partamentos minlsterialest,  quedan  refor- 
piadas  desde  l.o  de  Septiembre  próximo 
sn  los  siguientes  términos: 


Art.  2.0    Subsecretaría. 


PftNetaN. 


1  Subsecretario,  Jefe  superior 

de  Administración  civil. . . .         12.500 

2  Jefes  de  Administración  de 
primera  clase,  á  1 0.000 20.000 

2  id.  id.,  id.  de   segunda  id.,  á 

8.750 17.000 

2  id.  Id.,  ídem  de  tercera  id., 

á  7.600 15.000 

2  id.  id.,  ídem  de  cuarta  id., 

á  6.600 18.000 

8  id.  de  Negociado  de  primera 

clase,    Auxiliares  primeros, 

á  6.000 18.000 

4  id.  id.  de  segunda  id.,  id.  á 

5  000  (segundos) 20.000 

5  id.  id.  de  tercera  id.,  id.  ter- 
reros, á  4.000 20.000 

7  Oficiales  de  Administración 
de  primera  clase,  id.  cuartos, 

á  8.500 24.500 

8  id.  id.  de  segunda  ídem,  id. 
quintos,  á  8.000 24.000 

8  id.  id.  de  tercera  id.,  id.  sex- 
tos, á  2.500 20.000 

1  Escribiente  primero.  Oficial 
de  Administración  de  segun- 
da clase 8.000 
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1  id.  segundo,  id.  id.  de  terce- 
ra id 2.600 

6  id.  terceros,  id.  id.  de  cuarta 

id.,  á  2.000 10.000 

14  id.  cuartos,  Id.  id.  de  quinta 

id.,  á  1.600 21.000 

2  id.  quintos,  Aspirantes  de  pri 

mera  id.,  á  1 .260. . . . ; 2.600 

1  Portero  primero 8.000 

1  Portero  segundo 2.500 

8  id.  terceros,  á  2.000 6.000 

9  id.  cuartos,  á  1.1600 18.000 

12  Ordenanzas,  á  1.260 16.000 

288.600 


Art.  8.0  Dirección  general  de  los  Re 
gistros  civil  y  de  la  propiedad  y  del  No- 
tariado. 

P«««>tllM. 

1  Director  general,  Jefe  supe- 
rior de  Administración 1 2.600 

1  Subdirector,  Jefe  de  Admi- 
nistración de  primera  oíase.        10.000 

1  Oficial  primero,  id.  id.  de  se- 
gunda id 8.760 

1  id.  segundo,  id.  lé.  de  terce 
raid 7.600 

1  Jefe  de  Negociado  de  prime- 
ra id 6.000 

1  id.  id.  de  segunda  id 6.000 

1  Oficial  de  Administración  ci- 
vil de  tercera  id 2.600 

2  id.  id.  de  cuarta  id.,  á  2.000.  4.000 
8  id.  id.  de  quinta  id.,  á  1 .600. .  1 2  000 
7  Aspirantes  á  Oficiales  de  pri 

mera  id.,  á  1 .260 8.760 

2   Aspirantes  de  segunda  U\., 

ál.OOO 200i 

1  Portero  mayor 2.000 

1  id.  primero 1.760 

2  mozos  de  oficios,  á  1 .260 2.600 


86.250 


Art.  4.0     Dirección 
blecimiento  penales. 


general   de    Esta- 


1  Director  general,  Jefe  supe- 
rior de  Administración  ci- 
vil  

1  Subdirector,  Jefe  de  Admi- 
nistración de  primera  clase. 


P«Mta« . 

12.600 
lOOOü 


1  Jefe  de  Administración  de 

segunda  ciase ^ . . . .  8.760 

1  id.  id.  de  tercera  id 7.500 

1  id.  id.  de  cuarta  id 6.600 

2  Jefes  de  Negociado  de  se- 
gunda clase,  á  5.000 10.000 

1  id.  id.  de  tercera  id 4.000 

8  Oficiales  de  Administración 

de  primera  clase,  á  8.600. . .  10.600 

4  id.  id.  de  segunda  id.,  á  8.000.  12.000 

6  id.  id.  de  tercera  id.,  á  1.600.  16.000 

4  id.  id.  de  cuarta  id.,  escri- 
bientes primeros,  á  2.000. . .  8.000 

6  id.  id.  de  quima  id.,  id.  se* 

gundos,  á  1.600 9.000 

16  Aspirantes  de  primera  Ídem, 

,íd,  terceros,  á  1 .260 1 8.760 

1  Guardaalmacón I.VOO 

1  Portero  primero 2.000 

2  id.  segundos,  á  1 .600 8.000 

4  Ordenanzas,  á  1 .250 6.000 

144.400 


Dado  en  San  Sebastián  á  29  de  Agosto 
de  1898.— Makía  Ckistina.— £1  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Trinitatno  Ruiz 
Capdepón.i  {Gaceta  80  Agosto). 

Real  decreto  de  10  de  Febrero  de  1896,  con- 
cediendo á  lo9  funcionarios  de  la  Dir^c 
ción  general  de  Establecimientos  penales, 
los  mismos  derechos  y  consideracionrs 
que  á  los  de  la  Subsecfetaria  del  Minia 
terio  de  Orada  y  Justicia. 

(Qrac,  y  Just.)  c  Vengo  en  decretar  lo 
siguiente: 

Articulo  I. o  liOs  funcionarios  de  la 
Dirección  general  de  Establecí núentos 
penales,  desde  la  categoria  de  Oficial  de 
Administración  de  tercera  clase  que  ten- 
gan la  cualidad  de  letrados,  formarán 
parte  de  la  Subsecretaría  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  con  los  mismos  de- 
rechos y  consideraciones  que  los  de  igoaí 
clase  de  ella. 

Art.  *2.o  Quedan,  no  obstante,  subsis- 
tentes la  planta  y  organización  del  ex- 
presado Centro  directivo,  asi  como  el 
crédito  de  que  dispone  para  obligaciones 
(it-I  personal  y  material,  tal  como  estin 
consignadas  en  el  presupuesto  del  ca 
rriente  año  económico. 

Art.  8.0  Las  plazas  de  los  funciona- 
rios de  la  Dirección  general  de  Estable- 
cimientos penalefi,  desde   la  expresada 
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eategoría  de  06cial  de  Administración  de 
tercera  ctaae,  aeran  proviaUa  en  lo  ance- 
flivo  preciaamente  en  licenciadoa  de  De 
recho. 

Art.  4.^  Loa  actnalea  fancionarioa  de 
la  miama  Dirección  general,  que  no  ten- 
gmn  la  caalidad  de  Letradoa,  continuarán 
desempeñando  aua  cargoa,  conaervando 
loe  derechos  adquiridoa  con  anterioridad 
á  eete  decreto. 

Art  6.0  £1  Ministro  de  Gracia  y  Jua- 
ticia,  atendiendo  á  las  neceaidadea  del 
eervicio,  deatinará  indíatintainente  loa 
f uncionaríoa  de  la  Subaecretarfa  y  de  la 
Dirección  á  loa  diferentea  Negociadoa 
qoe  laa  conatitnyen;  y  determinará  laa 
atribncionea  del  Subaecretario  en  armo- 
nía con  laa  relajones  que  para  eatable- 
cer  la  niiidad  deben  exiatir  entre  ambaa 
dependenciaa. 

Dailo  en  Palacio  á  I O  da  Febrero  de 
1896.— M^atA  CaiaTiNA..— £1  Miniatro  de 
Gracia  y  Justicia,  Mawtel  Aguine  de 
Tejada,  {Qae.  1 1  Febrero). 

Beal  orden  de  18  de  Febrero  de  1896,  esta- 
bleciendo nueva  organización  de  sefvi- 
dos  y  Negociados  de  la  Subsecretaría  y 
Dirección  /íi?  Penales,  con  motivo  de  ha- 
berse incorporado  este  Centro  á  dicha 
Subsecretaría. 

{Orac.  y  Just,) .  «Incorporado  á  la  Sub- 
secretaría de  este  Miuiaterio  por  Real 
decreto  de  10  del  actual  el  personal  le- 
trado de  la  Dirección  general  de  Eatable 
eimientoa  penales  desde  la  categoría  de 
Oficial  de  Administración  de  tercera  cla- 
se, ae  impone  la  inmediata  necesidad  de 
establecer  una  nueva  organización  en 
los  aauntoB  de  que  una  y  otra  dependen- 
cia conocen,  diatribuyéndolos  y  agrupán- 
dolos en  forma  adecuada  á  los  concep- 
tos que  representan  y  á  las  necesidades 
del  servicio  público  á  que  cada  uno  res- 
ponde. A  este  fin,  y  en  cumplimiento  de 
lo  prevenido  en  el  art.  6.^  del  citado  Real 
decreto,  ae  dispone  que  queden  consti 
luidas  en  la  forma  siguiente: 

Subsecretaría. 

SaccioN    1.*  —  Personal  de  la    Adminis- 
tración de  justicia  y  del  Minisfetño. 

Nkuoüuuo  único.  —  Organización  de 
Tribunales. —  Nombramiento  de  Magis- 
trados del  Tribunal  Supremo  y  de  las 
Audiencias  territorialea  y  provinciales. 
— Ministerio  fiscal  áe  ios  mismos  Tribu- 
nalea. — Jueces  de   primera  instancia  é 


instrucción.  — Secretarios  y  Vicesecreta- 
rios de  Audiencias  provinciales. — Que- 
jas relativaa  á  dichos  funcionarios. — As- 
pirantes á  la  Judicatura.— Abogados  que 
aolicitan  ingreso  en  la  carrera  judicial  y 
cesantea  que  pretenden  volver  á  ella. — 
Aplicasiión  de  la  ley  de  unificación  y  de 
laa  carreras  judicial  y  fiscal  de  la  Penín- 
aula  y  XJI tramar.  — Personal  del  Minis- 
terio. 

Sección  2,* -^  Administración  de  justicia 
en  lo  civil  y  en  lo  criminal. 

N  ifiooc  I A  DO  1  .o — División  territorial  ju  - 
dicial. —  Recursos  de  queja.— Recursos 
de  revisión. — Competencias  con  la  Ad- 
ministración. —  £xhortos  y  suplicato- 
rios. —  Consultas  de  loa  Tribunales  re- 
lativas á  la  administración  de  justicia, 
— Partea  de  crauaaa. —  ExtrHdiciones.— 
Incidencias  del  juicio  oral  y  piiblino. — 
Jurado.  —  Análisia  químicos.  —  Rela- 
ciones con  la  Comiaión  general  <le  codifi- 
cación. —  Indeterminado  de  la  Sección.    - 

Nbuooiau*»  2.0 — Magistrados  y  Fiscale» 
8up¿en^«8.— A uxiliarea  y  personal  admi 
nistrativo  del  Tribunal  Supremo  y  de  las 
Audiencias  territorialea  y  provinciales, 
— Peraonal  auxiliar  y  subalterno  de  Tri- 
bunales y  Juzgados  de  primera  instan - 
cia|ó  inatrucción.— Jueces  y  Fiscales  mu- 
nicipales.—Abogadea  y  Procuradores. — 
Módicos  forenses. —Arancelea  judiciales. 

Sbcción  3.». — Títulos  del  Reino  é  indultos. 

NaoouiADo    1."—  Grandezas  y  títulos 
del  Reino. — Gracias  al  sacar.—  Cruces, 
NctiOuiADo  2.0 — Indultos. —  Amnistías. 

Skuckís  4.»  -  Régimen  y  Contabilidad. 

NaooriADo  ].^'-Fotmación  del  presu- 
puesto del  Ministerio.  — Habilitación.— 
Régimen  interior  —Material  del  Minis- 
terio.—  Material  de  Tribunales  y  Juzga- 
dos— Reclamación  de  habares.— Dietas 
en  asuntos  civiles  y  criminales. — Indem- 
niza(Mones  de  testigos  y  peritos.  —  Dietas 
de  jurados. — Obrsa  en  los  edificios  des- 
tinados á  la  Administración  de   justicia. 

Nfc-.oociAHo  2.^— Estad  íntica  de  la  Ad- 
ministración de  justicia  en  lo  civil  y  en  la 
ct'imí >irt¿.  — Formación  y  publicación  de 
la  Colección  legislativa.— Hñr.cAón  dele 
yes.  — Relaciones  con  los  Cuerpos  Cole- 
gislndores.  -  Legalización  de  documen- 
tos.—  Asuntos  generales  de  la  Subsecre- 
taría.—  Asimilaciones  de  la  Magistratura 
y  Judicatura.— Registro  general. — Expe- 
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«lición  de  reales  despichoa  y  títulos.— 
ladeterminado  generad— Prensa. 

Sbcciom  S,*— Asuntos  eclesiásticos. 

NsbocUDO  l.^—Relacioíies  con  la  San- 
ta Sede,— Feréonñi  de  los  grados  supe- 
riores de  la  jerarquía  eclesiástica.— Cle- 
ro catedral.  -  Provsión  de  mitras.  —  Per- 
sonal de  Gobernadores  eclesiásticos  y 
Vicarios  capitulares.— Organisación  de 
las  Catedrales,  Colegiatas  y  Abadías. — 
Venias  pura  las  preces  de  los  particula- 
res á  Roma  y  concesión  del  pase  á  las 
letras  Apostólicas.  —Tribunales  edesiás- 
líeos. — Tribunal  especial  de  las  Ordenes 
militares. — Asuntos  generales  sobre  eje- 
cución del  Concordato.— Cuestiones  del 
ftenl  Patronato.— Asuntos  relativos  á  la 
Comisaría  general  de  Cruea<la. —  Cape- 
llanías.^Iiicidencias  de  la  desamortiza- 
ción eclesiástica. 

Nkiiociahu  2.0— ^a?  Colegiatas  y  Clero 
7>arro^i*ifl/.— Clero  beneficial  de  las  pri- 
meras.—  Provisión  <le  curatos.— Jubila- 
ción de  párrocos.  -  Creación  de  coadju- 
torías— Derechos  parroquiales.  —  Cofra- 
días y  demás  asociaciones  pia«losas  — 
Comunidades  religiosas  de  ambos  sexos. 
—Capellanes,  Sacristanes  y  Cantores.- 
Reparación  de  templos  parroquiales, 
conventos,  palacios  episcopales  y  semi- 
'liarios.  — Beminarios  conciliares  y  sus 
dotaciones.— Gaetos  del  culto  de  todas 
las  iglesias. 

IHrección  general  de  Establecimientos 
penales. 

Sbcoiov  Í,^— Sección  administrativa. — 
Nboocudo  1.0— Intervención  y  contabi- 
lidad.—Nkoooiaimi  2.0— Suministros  y 
material  de  Penales.  — Ncuociádo  3.o  — 
Conducciones  de  penados.  —  Nkoocia- 
DO  4.0— Personal  de  Penales  y  Cárceles. 

SscoióN  2.*  —  Sección  peniieneiaria  y 
fiel  peí^onal  central.  ^  J^mioaumi  l.o— 
Régimen.—  Nkgooiado  *2.o—  Destino  de 
llenados.— Nbhociado  3.o— Obras  y  re- 
forma.—NhO  CIADO  4.0-  Sanidad.— Re- 
gistro central  de  penados.— Registro  ge- 
neral de  la  Dirección. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  18  de  Fe- 
brero de  lS96.^Tejada. — 8r.  Subsecre- 
tario de  este  Ministerio.»  (Gaceta  19  de 
Febrero). 


JuBiBPBUDBtfoiA.- Stfn/encia  del  Tribu» 
nal  Contencioso  administrativo  de  11  de 
Febrero  de  1892,  revocando  el  acuerdo  mi^ 


nisterial  por  el  gue  se  colocó  en  el  escala* 
fon  de  la  Dirección  general  de  Penales  á 
un  funcionario  delante  de  otro, 

( Tribunal  Contencioso-adminihlrativo). 
«D.  Santiago  Díaz  Benito,  Oficial  de  Ad- 
ministración de  tercera  clase  en  la  Di- 
rección de  Penales,  fué  ascendido  á  Ofi- 
cial de  segunda  y  colocado  en  el  escala- 
fón después  de  D.  León  Teruel,  sin  que 
protestará  ni  reclamara  contra  su  pues- 
to; no  obstante  lo  cual,  y  á  pesar  de  ha- 
berse aprobado  dicha  escala  de  Real  or- 
den, fué  antepuesto  Díaz  Benito  á  Te- 
ruel por  acuerdo  ministerial.  Teruel  re- 
currió en  vía  contenciosa  y  el'  Tribunal 
declara  que  el  demandante  delm  prece- 
der á  Díaz  Benito  en  el  escalafón  espe- 
cial de  funcionarios  de  la  Dirección,  con 
vista  de  los  arte.  6.o  y  7.o  del  Real  de 
creto  de  28  de  Octubre  de  1889: 

Considerando  que  es  definitiva,  cau- 
só estado  y  determinó  derecha  la  Real 
orden  por  la  cual  se  aprobó  el  escalafón 
especial  de  los  funcionarios  de  la  Direc- 
ción de  Establecimientos  pennlea,  man- 
dado formar  por  el  art.  6.o  ilel  Real  de- 
creto de  28  de  Octubre  del  mismo  año: 

Considerando  que  l>.  Santiago  Díaz 
Benito,  que  en  dicho  escalafón  figuraba 
en  categoría  inferior  á  la  de  D.  León  Te-' 
ruel,  consintió  aquella  Real  orden  por 
cuanto  no  hizo  reclamación  en  lugar  pre- 
ferente á  este  ultimo  para  el  caso  deque 
por  ascenso  posterior  volviera  á  ocupar 
la  misma  categoría: 

Considerando  que  ascendido  Díaz  Be- 
nito á  Oficial  de  Administración  de  se- 
gunda clase  dentro  de  la  citada  Direc- 
ción por  Real  orden  de  2H  de  Dittiembre 
de  1887,  contiimó  figurando  en  el  escala- 
fón con  f>osterioridad  á  Teruel,  sin  que 
en  el  expediente  conste  reclamación  al- 
guna del  interesado: 

Considerando  que  por  ser  permanente 
el  escalafón  respecto  de  los  funcionarios 
en  él  comprendidos,  es  indudable  que, 
colocado  Teruel  en  lugar  preferente,  no 
ha  podido  legalmente  ser  pospuesto  á 
Díaz  Benito,  en  razón  á  su  mayor  anti- 
gtkedad  en  la  categoría  dentro  del  Cuer- 
po especial  de  que  se  trata,  porque,  con 
arreglo  al  art.  7.o  del  Real  decreto  de  28 
de  Octubre,  la  antigüedad  dentro  de  cada 
una  de  las  categorías  que  comprende  el 
escalafón  determina  la  preferencia  para 
el  ascenso.»  (Sent.  11  Febrero  1892.-^ 
Oae.  28  Septiembre,  pág.  61). 
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GoMBüTABio. — En  el  comentar io  rela- 
tivo á  las  disposiciones  (iictadas  para  la 
constitución  y  reorganización  del  Cuerpo 
de  Prísiones,  se  trató  incidentaimente  de 
la  Dirección  general.  Decíamos  allí:  «No 
«ólo  06  constituyó  el  Cuerpo  por  virtud 
de  este  Decreto  (13  de  Junio  de  1886),  si 
^ae  también  comienza  á  tomar  realidad 
en  la  práctica  la  idea  que  debió  arariciar, 
4)ae  acarició  de  seguro  el  autor  del  Real 
decreto  primero  (23  de  Junio  de  1S81;,  la 
idea  de  llerar  á  la  Dirección  central  el 
foismo  espíritu  que  informaba  la  reforma 
al  constituir  el  Cuerpo  de  funcionarios 
locales,  esto  es,  formar  con  la  Dirección 
y  el  Cuerpo  un  solo  orgam'sino.  Los  ar- 
líenlos  9.0  y  12  del  Real  decreto  que  aho- 
ra nos  ocupa,  del  de  1886,  bien  de  mani- 
fiesto lo  ponen  al  preceptuar  que  se  con- 
«iderarán  como  plazas  de  la  Sección  ad- 
uainistrativa  del  Cuerpo,  una  de  Jefe  de 
Negociado  y  otra  de  Oficial  de  Adminis- 
tración con  destino  al  Negociado  de  Con- 
tabilidad del  Centro  directivo,  y  otra  de 
Jefe  de  Negociado  y  otra  de  Oficial  para 
el  de  Régimen.  > 

Tales  ideas  se  fundaban,  seguramente, 
en  las  doctrinas  expuestas  por  la  insigne 
Dolía  Concepción  Arenal  al  estudiar  en 
•el  afio  1882  la  reforma  que  en  el  perso- 
nal de  Prisiones  se  introdujo  al  crear  el 
Oaerpo  en  1881,  Criticaba  la  escritora  el 
Decreto  de  este  afio  y  lo  consideraba  de- 
ficiente por  limitarse  sus  preceptos  á  los 
fnneionarios  locales, dejando  la  Dirección 
central  como  estaba.  Las  consideracio- 
nes qne  la  Snfi.  Arenal  bacía  en  1882  res- 
pecto á  este  punto,  son  aplicables  en  la 
fecha  actual,  puesto  que  la  organización 
es  en  sn  esencia  la  misma.  No  hay  ra- 
zón que  justifique  la  diversidad  de  ori- 
gen entre  los  funcionarios  del  Cuerpo  y 
tos  de  la  Dirección  central,  ese  dualis- 
mo entre  anos  y  otros  que  por  necesidad 
ha  de  producir  y  produce  rozamientos  y 
asperezas. 

Que  el  ramo  de  Prisiones  tiene  un  ca- 
rácter esencialmente  técnico,  cosa  tan  cla- 
ra es,  que  ya  nadie  la  dist-ute.  Por  esto  se 
ha  exigido  y  hoy  se  exige,  aunque  en 
mny  pequefio  grado,  á  los  empleados  del 
Ooerpo,  ciertos  conocimientos;  por  esto 
los  qne  sirven  en  Cárceles  y  en  Penales, 
han  probado  previamente  su  aptitud  me- 
diante la  oposición.  La  parte  teórica  mos- 
trada en  los  respectivos  ejercicios  he- 
chos ante  el  Tribunal,  se  completa  con  la 
práctica  de  los  servicios  en  los  Estable- 
'  cimientos,  y  con  loque  enseña  la  expev- 
rieneia  en  el  constante  desempeño  de  los 


cargos.  Es,  pues,  necesario  conocer  los 
principios  y  los  hechos,  la  teoría  y  la 
práctica. 

Tan  importante  como  la  parte  técnica, 
es  lo  que  se  refiere  á  estabiiidhd  de  los 
funcionarios.  Toda  cuestión  administra- 
tiva, y  especialmente  las  penitenciarias, . 
requieren  por  necesidad  estudio  y  traba- 
jo para  conocerlas  bien  y  poder  mejorar- 
las con  discretas  y  prácticas  medidas.  La 
iniciativa  hade  partir  del  Jefe  superior, 
del  Director  general.  Este  necesita  tiem- 
po: primero,  para  estudiar  el  plantea- 
miento de  los  problemas  que  dependen 
de  su  Dirección,  y  después  para  resolver 
los.  Y  no  es  posible  que  fines  tan  impor- 
tantes se  logren  en  )o8  pocos  meses  que 
suelen  los  Directores  ocupar  su  puesto. 
A  nuestro  entender,  los  cargos  de  la  Di- 
rección de  Prisiones,  in(rlu80  el  de  Direc- 
tor general,  deben  ser  técnicos  y  establea 
ó  inamovibles,  y  hacer  en  este  Centro  lo 
que  se  hace  en  los  rRUios  de  Correos, 
Contencioso,  Registros,  etc.,  para  que  la 
acción  de  los  funcionarios  sea  más  efi- 
caz y  más  prácticas  Jas  reformas  que  se 
acometan. 

Tal  reforma,  esto  es,  cambiar  el  Centro 
directivo  de  Prisiones  en  técnico  é  in- 
amovible, ninguna  dificultad  ofrece,  con 
ella  á  nadie  se  perjudica  y  el  servicio  se 
mejora.  No  ofrece  dificultad,  porque  el 
llevarla  á  cabo  no  exige  desembolsos, 
causa  principal  que  obsta  el  resolver  ran- 
chos probletiiHs;  no  perjudica  á  nadie, 
pues  los  mismos  que  desempefían  pues- 
tos inseguros  en  el  Centro,  podrían  pre- 
sentarse al  certamen,  asegurar  sus  desti- 
nos y  desempeflnrlos  con  la  autoridad 
que  da  la  competencia  técnica  y  oficial- 
mente probada;  y  el  servittio  mejoraría, 
porque  de  la  unidad  de  pensandentos  en 
el  personal,  repultaría  la  unidad  de  ac- 
ción y  de  proceder  en  'os  servicios,  con 
mayor  conocimiento  de  la  materia  y  de 
los  problemas  que  deben  acometerse, 
plantear  y  resolver. 

La  tendencia  á  hacer  inamovible  los 
cargos  de  la  referida  Dirección,  ya  se 
tradujo  en  precepto  por  el  Decreto  de  28 
de  Octubre  de  1 889,  inserto  en  el  lugar  co- 
rrespondiente de  este  artículo,  así  como 
también  el  pensamiento  de  que  el  perso- 
nal fuera  técnico,  reforma  y  pensamiento 
que  se  hallan  conformes  con  las  conside- 
raciones que  preceden.  Pero  se  omitió  la 
idea  de  unión  del  Cuerpo  con  el  Centro, 
de  que  ambas  entidades  constituyeran  un 
solo  organismo,  y  tal  omisión,  en  sentir 
nuestro ,  dejaba  incompleto   el   pensa- 
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iiiieiilo  de  la  citada  publicista  Sra.  Are- 
nal y  del  autor  de  los  Decretos  orgánicos 
del  Cuerpo,  especialmente  del  de  Junio 
de  1886,  á  la  vez  que  se  separaba  de  lo 
que  la  conveniencia  de  ios  servicios  re 
clama. 

En  el  Decreto  de  Octubre  de  ISÍ'Q.  re- 
lativo á  la  Dirección,  se  estableció  un 
principio,  á  nuestro  ver  acertado,  en  lo 
que  respecta  á  la  constitución  de  Tribu- 
nales ^ara  ingreso  de  aspirantes,  y  que 
entendemos  sería  acertado  también  ba- 
cerle  extensivo  á  los  exámenes  que  para 
ingreso  en  el  ¡Cuerpo  se  practican,'  con 
las  modificaciones  que  la  razón  y  la  prác- 
tica constantemente  seguida  en  otros  or- 
ganismos aconsejan. 

Jtül  art.  9.<>  del  mencionado  Decreto  de 
1889  preceptúa  que  dicho  Tribunal  le 
constituyan:  el  Director  general  de  Esta- 
blecimientos penales,  dos  Jefes  de  Sec- 
ción del  mismo  Centro,  un  Catedrático 
de  la  Facultad  de  Derecho  y  un  Aboga- 
do del  Colegio  de  Madrid,  y  en  el  mismo 
pensamiento  se  inspira  el  art.  10  en  lo 
concerniente  á  la  pa^te  sanitaria. 

Habiendo  de  servirlos  aspirantes  apro- 
bados en  la  Dirección  general,  nada  más 
lógico  que  en  el  Tribunal  para  juzgar  de 
su  competencia,  figuren  funcionarios  de 
la  misma  Dirección.  Y  aplicando  el  mis- 
mo razonamiento  á  lo  que  en  el  Cueroo 
se  hace  respecto  á  este  particular,  lógico 
sería  igualmente  que  en  los  respectivos 
■Tribunales  figuraran  individuos  del  refe- 
rido Cuerpo,  como  ocurre  en  los  demás 
de  la  Administración  pública,  y  á  tenor 
de  lo  que  en  el  mismo  centro  de  Penales 
sé  hacía  por  virtud  del  referido  Decreto 
cuando   se  hallaba  en  vigencia. 

En  el  comentario  relativo  al  Cuerpo  de 
Prisiones  se  trata  con  más  detalle  este 
punto  (pág.  960  del  tomo  I),  y  para  evitar 
repeticiones  á  él  nos  remitimos. 

Los  buenos  principios  de  organización 
administrativa,  la  naturaleza  de  los  mis- 
mos servicios  y  la  práctica  constantemen- 
te seguida  en  otros  ramos,  aconsejan, 
como  decíamos  antes,  qne  el  Centro  di- 
rectivo y  el  Cuerpo  de  Prisiones  formen 
un  solo  organismo  y  se  rijan  por  la  mis- 
ma legislación. 

Como  se  ve  por  las  disposiciones  qne 
en  este  artículo  insertamos,  la  Dirección 
de  Penales  ha  sido  suprimida,  restable- 
cida y  reorganizada  varias  veces.  A  nues- 
tro parecer  tienen  tanta  importancia  los 
servicios  penitenciarios  y  carcelarios,  que 
no  es  posible  suprimir  el  referido  Centro 
sin  causar  honda  perturbación  en  los 


asuntos  de  que  entiende,  siendo  de  elU> 
prueba  conclnyente  el  hecho  de  haber 
tenido  que  restablecerle  al  poco  tiempo 
de  suprimirle,  siempre  que  tal  determi- 
nación se  ha  tomado.  Si  la  vida  de  ios 
reclusos  ha  de  reducirse  á  un  forzado  y 
estéril  encierro,  y  si  la  administración 
carcelaria  y  penitenciaria  ha  de  seguir  la 
antigua  y  rutinaria  marcha,  de  escaso  In- 
terés puede  ser  la  existencia  ó  no  exis- 
tencia del  Centro  de  que  tratamos.  Pero 
si  se  han  de  acometer  las  reformas  que 
el  progreso  exige;  si  se  aspira  á  que  los 
Establecimientos  sean  un  alivio  y  no  ana 
carga  para  el  Erario  público;  á  que  loa 
reclusos  se  reformen  por  la  virtud  del 
trabajo,  la  moral  y  la  instrucción,  asi 
literaria  como  fabril;  á  que  su  actividad 
se  ejercite  en  una  labor  útil  y  reformado- 
ra durante  la  reclusión  y  á  prepararles 
medios  de  vida  honrada  luego  de  cum- 
plir la  pena,  mediante  la  creación  y  des- 
arrollo de  sociedades  protectoras  en  qne 
se  unan  y  se  ayuden  y  armonicen  la  ac- 
ción oficial   y  la   particular si  estos  j 

otros  fines  se  quieren  lograr,  es  de  nece- 
sidad absoluta  que  la  Dirección  de  Pri- 
siones exista  y  funcione  como  organis- 
mo con  vida  y  autonomía  propia  dentro 
del  Departamento  ministerial  respectivo. 
Para  terminar  este  conciso  comentario, 
vamos  á  dedicar  breves  palabras  á  la  or- 
ganización del  Centro  que  nos  ocupa. 

Por  virtud  del  art.  S.o  del  Keal  decreto 
de  29  de  Julio  de  1892,  pasaron  á  formar 
parte  de  la  Dirección  de  Prisiones  los 
Negociados  de  Indultos  y  Registro  cen- 
tral de  penados,  que  antes  se  hallaban 
en  la  Subsecretaría  de  Gracia  y  Justicia. 
El  Registro  continúa  en  dicho  Centro;  lo 
relativo  á  indultos  ha  vuelto  á  nnirse  á 
la  Subsecretaría. 

Creemos  que  fué  acertado  el  acuerdo 
de  incorporar  á  la  Dirección  de  Prisiones 
aquellos  asuntos,  por  ser  este  Centro  el 
llamado  á  entender  en  todo  lo  qne  á  pe- 
nados y  á  Prisiones  se  refiere.  En  la  ci- 
tada Dirección  ha  de  llevarse  la  estadís- 
tica de  los  que  extinguen  condena,  y  de- 
biera llevarse  también  la  de  los  que  sa- 
fren  prisión  preventiva.  De  la  misma 
Dirección  dependen  las  Prisiones;  subor- 
dinados directos  á  ella  están  los  Jefes  de 
los  Establecimientos  que  han  de  infor- 
mar de  la  conducta  de  los  reclusos  en  los 
expedientes  de  gracia  ó  indultos  y  en  to- 
dos aquellos  que  el  Centro  crea  oportuno 
pedir  antecedentes;  el  mismo  Centro  co- 
noce, entiende  y  dirige  lo  relativo  á  con- 
'  dacciones,  trabajo,  alimento,  etc.,  de  los 
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condenados,  y  tiene  ntotivoe  y  medios 
para  conocer  las  incidencias  y  el  histo- 
rial de  los  que  solicitan  gracia  y  pueden 
ser  indaltados.  Por  todo  esto  á  ningán 
Centro  pneden  pertenecer  las  dichas  de 
pendencias  con  más  razón  y. más  acierto 
que  al  de  Prisiones. 

Es  verdad  que  en  la  cuestión  de  indul- 
tos intervienen  con  su  informe  los  Tribu 
nales  de  justicia  y  el  Consejo  de  Estado,y 
qae  ni  aquéllos  ni  éste  dependen  de  dicho 
Centro.  Pero  en  el  mismo  caso  se  en- 
cuentra con  respecto  á  la  Subsecretaría 
el  referido  Consejo,  y  en  cuanto  á  los  Tri- 
bannles,  su  dependencia  propia  es  del 
Ministerio  en  qae  figuran  las  dichas  Sub- 
secretaría y  Dirección,  subordinados  ai 
Ministro,  como  superior  jerárquico  en- 
cargado del  trámite  de  los  expedientes 
de  gracia  cuando  llegan  al  estado  de  in- 
forme á  los  Tribunales,  al  Consejo  de 
Estado  y  al  de  Ministros.  Y  la  ejecución 
de  estos  trámites,  del  mismo  modo  pue 
de  tener  lugar  en  la  Subsecretaría  que 
en  la  Dirección  de  Prisiones,  y  con  más 
motivo  en  esta  por  las  razones  que  ante- 
riormente se  aducen. 

La  organización  actual  del  Centro  de 
Prisiones,  es  una  tie  tantas  como  ha  te- 
nido en  el  tiempo  que  lleva  de  existen 
cía,  y  así  como  se  ha  variado  antes,  pue- 
de haber  razones  para  variarla  de  nuevo, 
razones  que  á  nuestro  modo  de  ver  in- 
dudablemente existen. 

La  organización  que  hoy  tiene  es  la 
que  establece  el  Real  decreto  de  18  de 
Febrero  de  1896,  inserto  en  su  correspon- 
diente lugar.  La  que  entendemos  nosotros 
que  debiera  tener  es  la  siguiente:  El  Di 
rector  general,  como  Jefe  superior  del 
ramo,  y  por  tanto  de  la  dependencia, 
dividida  en  dos  secciones,  que  podrían 
designarse  con  los  mismos  uombres  que 
hoy  tienen:  Sección  Penitenciaria  y  Sec- 
ción Administrativa,  ó  con  otros,  pues  el 
nombre  no  cambia  la  naturaleza  de  las 
cosas.  La  primera  podría  comprender  el 
Negociado  de  Inspección  y  Régimen  (for- 
mado por  los  que  hoy  se  llaman  de  régi 
men,  de  personal  y  por  la  inspección)  y 
el  de  Estadística  ((comprendiendo  en  él  el 
de  conducciones  y  destino   de  penados). 

La  Sección  segunda  podría  dividirse 
en  tres  Negociados:  el  de  Contabilidad 
(comprendien«io  en  él  el  de  suministros), 
el  de  Indultos  y  el  de  Registro  (de  docu- 
mentos y  de  penados  y  presos). 

£n  esta  nueva  planta  desaparecen  los 
Negociados  de  Obras   é  Higiene,  que  á 


nuestro  entender,  no  son  necesarios.  Los 
asuntos  que  hoy  despachan  pasarían  á 
Contabilidad  y  régimen,  respectivamen- 
te. Así  se  fusionarían  Contabilidad,  Su 
ministros  y  Obras,  con  indudables  ven- 
tajas para  la  rapidez  en  los  trámites,  el 
estudio  de  los  asuntos  y  el  servicio  en 
general.  Supongamos  que  un  Estableci- 
miento necesita  mobiliario,  que  sólo  pue- 
de adquirir  después  de  que  lo  autorice  la 
Dirección  general.  Al  efecto  forma  un 
presupuesto  extraordinario,  lo  eleva  á 
dicho  Centro  y  pasa  al  Negociado  de  Su- 
ministros. Este  lo  examina  y  propone  su 
aprobación  ó  desaprobación,  atendiendo 
á  los  objetos  que  sé  presupuestan  y  al 
precio  señalado  á  cada  uno.  En  el  primer 
caso  se  devuelve  el  presupuesto  al  Penal 
para  su  ejecución.  Hechas  las  compras 
se  formaliza  la  cuenta  justifícativa  del 
gasto,  y  siguiendo  el  mismo  trámite,  se 
remite  al  Centro.  Pero  tal  cuenta  pasa 
pa>a  BU  examen  ai  Negociado  respectivo, 
al  de  Contabilidad,  que  hasta  el  momento 
de  recibirla  no  ha  tenido  noticia  oficial 
del  servicio  que  se  ha  ejecutado.  Y  como 
el  referido  Negociado  de  Contabilidad  es 
el  que  conoce  los  créditos  legislativos  de 
cada  ejercicio,  las  obligaciones  contraí* 
das,  los  pagos  hechos  y  la  cantidad  dis- 
ponible en  cada  consignación;  y  como  na- 
da sabe  del  presupuesto  tramitado  en 
suministros,  cuya  oficina,  á  su  vez,  no 
conoce,  por  no  incumbiría,  cuáles  sean  el 
cargo  y  data,  cuánto  lo  liquidado  y  sa- 
tisfecho en  Contabilidad,  cabe  se  dili- 
gencie en  aquel  Negociado  un  servicio 
que  origina  pagos,  y  que  al  llegar  el  mo- 
mento de  satisfacerlos  no  disponga  Con- 
tabilidad de  crédito  necesario.  Y  este  ca- 
so, que  puede  presentarse  en  Suminis- 
tros, puede  ocurrir  en  Obras,  amén  de  la 
tardanza  que  el  servicio  sufre  con  la  du- 
plicidad innecesaria  de  trándtes.  Tales 
inconvenientes  se  evitan  fusionando  las 
dependencias  citadas,  y  el  despacho  de 
los  asuntos  se  sujetarla  al  principio  de 
unidad  que  exige  la  buena  administra- 
ción. Por  análogas  razones,  en  su  respec- 
tivo caso,  resultaría  conveniente  la  reduc- 
ción de  los  otros  Negociados  en  la  forma 
que  queda  consignada. 


DIRECTOR    DE  ESTABLECIMÍIEN- 

TO  PENAL,— Funcionario  del  Cuerpo 
especial  de  Establecimientos  penales. 
Los  hay  de  tres  clases,  primera,  segunda 
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y  tercera,  con  ó.OOO,  6.000  y  4.000  pese 
tas  de  sueldo  respectivamente  (1). 

Los  empleados  del  Cuerpo  de  Éstable- 
ciDiientos  penales  que  tienen  á  su  cargo 
la  jefatura  de  una  Prisión,  se  dividen  en 
Diret-tores  y  Jefes.  Son  Directores  los 
que  disfrutan  sueld(f  de  4.000  pesetas  en 
adelántelo  le  ban  disfrutado  y  sirven  el 
cargo  en  comisión.  Son  Jefes  los  que  no 
llegan  al  referido  sueldo. 

Los  funcionarios  con  categoría  de  Di- 
rector de  Penal,  pueden  desempeñar  y 
desempeñan  su  cargo  en  Penales  ó  en 
Cárceles,  in(iístintamente,  siempre  que 
la  plaza  superior  de  la  Prisión  respectiva 
tenga  asignado  el  sueldo  correspondien- 
te á  la  rategorfa  del  funcionario. 

En  los  Establecimientos  penitencia- 
rios tienen  categoría  de  Director  de  Pe- 
nal todos  y  cada  uno  de  los  empleados 
que  los  dirigen.  En  los  Establecimientos 
carcelarios  sólo  tienen  tal  categoría  los 
Jefes  que  disfrutan  como  mínimum  de 
sueldo  las  4.000  pesetas  mencionadas. 

Se  atiende,  pues,  para  la  división  ó 
clasiñcación  de  que  tratamos,  al  sueldo 
personal  del  funcionario  y  no  al  destino 
que  desempeña.  Por  esto,  en  la  Prisión 
celular  deMadrid  existen  dos  Directores: 
el  Subjefe,  Director  de  segunda  clase,  y 
el  Administrador,  Director  de  tercera, 
además  del  Director  de  la  Prisión  (2). 

Aquí  só!o  tratamos  de  los  Directores, 
en  cnanto  afecta  á  las  clases  que  existen 
y  á  BUS  categorías,  i-^  concerniente  á  sus 
funciones,  queda  inserto  en  la  Instruc- 
ción para  las  Cárceles  de  Audiencia  «le  26 
de  Octubre  de  1886,  páginas  268  á  273. 
tomo  I,  respecto  á  los  que  tienen  á  su 
cargo  la  Dirección  de  una  Cárcel;  y  en 
Comandantes  de  Presidios,  págs.  694 
á  706  del  mismo  tomo,  lo  que  atañe  á  los 
que  dirigen  un  Penal.  En  Prisión  celu- 
lar de  Madrid,  tratamos  de  las  funcio- 
n^B  del  Director  de  este  Establecimiento. 


(1)  Bn  lot  Reales  decretos  relativos  al  per- 
nooal  de  PrisíoneB  (véase  Cuerpo  de  Prl- 
•¡•■es),  Bguran  los  Directores  con  los  suel  • 
dos  consignados  en  el  texto,  hasta  1898  en 
qne  fueron  rebajados  dichos  sueldos  y  queda- 
ron los  funcionarios  sirviendo  los  destinos  en 
comisión.  (Real  decreto  de  29  de  Agosto  del 
referido  «fio,    paga.  933  y  934.  tomo  I). 

(2)  Véanse  en  Cuerpo  de  PrUleuea 
los  Reales  decretos  de  24  de  Julio  de  1882,  pá- 
gina 895,  tomo  I,  y  de  13  4e  Junio  de  1886, 
página  905  del  mismo  tomo;  PrUleu  eelu- 
lar  de  Madrid,  y  Apéndict  de  1898. 


DIKECTOB  GENERAL  D£  ESTA- 
BLECIMIENTOS PENALES* -Jefe  su- 
perior de  las  Prisiones,  subordinado  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  (Véase 
Direceióu  de  Prisiones). 


DISPOSICIONES  LEGISLATIVAS  Y 
DE  GOBIERNO.— Las  Leyes,  Reales  de- 
cretos, Reales  órdenes,  Reglamentos  y 
demás  disposiciones  generales,  ya  ema- 
nen de  los  diferentes  Ministerios,  ya  de 
las  Direcciones  á  otras  dependencias 
centrales,  deben  publicarse  en  la  parte 
oñciai  de  la  (¡aceta  de  Madrid. 

Respecto  á  este  punto  y  á  la  fecha  en 
que  las  leyes  y  demás  disposiciones  obli- 
gan, insertamos  á  continuación  un  Real 
decreto  relativo  á  la  materia,  y  el  artícu- 
lo primero  del  Código  civil  vigente. 

Real  decreto  de  9  de  Marzo  de  185 1^  de- 
terminando cuándo  y  cómo  obligan  las 
leyes  y  disposiciones  del  Gobierno, 

{Presid.  del  Cons.  de  Min.)  <  En  vista 
de  las  consideraciones  que  me  ha  ex- 
puesto el  Presidente  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, y  de  conformidad  con  éste,  ven- 
go en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.o  Todas  las  leyes.  Reales 
decretos  y  otras  disposiciones  generales 
que  por  su  índole  no  sean  reservadas, 
ya  emanen  de  los  diferentes  Ministerios, 
ya  de  las  Direcciones  y  demás  depen- 
dencias centrales,  se  publicarán  en  la 
parte  oficial  de  la  Gaceta. 

Art.  2.0  Las  disposiciones  generales 
que  se  publiquen  en  la  Gaceta,  no  se 
comunicarán  particularmente.  Con  sólo 
la  inserción  en  ella  de  las  expresadas 
disposiciones,  será  obligatorio  su  cum- 
plimiento para  los  Tribunales,  para  to- 
das las  Autoridades  civiles,  militares  y 
eclesiásticas  en  cuanto  dependan  de  los 
respectivos  Ministerios,  y  para  los  de- 
más funcionarios. 

Art.  3.0  Las  respectivas  autoridades 
y  funcionarios  á  quienes  incumba  cui- 
darán de  que  las  disposiciones  publica- 
das en  la  Gaceta  se  inserten  en  los 
Boletines  Oficiales  cuando  por  su  natura- 
leza deba  así  hacerse,  y  expedirán  desde 
luego  las  órdenes  convenientes  parausa 
pronto  y  exacto  cumplimiento,  como  si 
dichas  disposiciones  les  hubiesen  sido 
comanicadas  directamente. 

Art,  4.0  En  las  respectivas  oficinaa 
se  formarán  colecciones  encuadernadas 
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óe  la  Qaceta,  y  se  llevará  un  libro  co- 
piador  con  aa  índice  por  orden  de  ma- 
terias de  lo  tocante  á  sa  ramo. 

Art  S.^  La  suscripción  á  la  Gaceta 
éerá  obligatoria  para  todas  las  autori- 
dades, fancionarios  y  dependencias  que 
reciben  directamente  las  disposiciones 
generales  del  Gobierno,  de  las  Direccio- 
nes j  de  las  oficinas  centrales. 

Art.  6.**  El  importe  de  la  suscripción 
á  la  Gaceta  se  cargará  á  la  consigna 
ción  de  gastos  señalada  á  las  depen- 
dencias respectivas. 

Dado  en  Palacio  á  9  de  Marzo  de  1 86 1 .  > 
(C,  L„  tomo  LII,  pág.  839). 

Código  civil, 

cArtfcnlo  l.^  Las  leyes  obligarán  en 
la  Península,  islas  adyacentes,  Cananas 
y  territorios  'de  África  sujetos  á  la  le- 
gislación peninsular,  á  los  veinte  días 
de  su  promnlgación,  si  en  ellas  no  se 
dispusiera  otra  cosa.  Se  entiendo  becha 
la  promulgación  el  d(a  en  que  termina 
la  inserción  de  la  ley  en  la  Gaceta.* 


DIVISIÓN  TEERITORIAL^  —  Como 

disposición  general  rige  en  esta  materia 
el  Real  decreto  que  a  continuación  in- 
sertamos: 

Beal  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1833, 

{Fom.  y  Gob.)  < Persuadida  de  que  pa- 
ra que' sea  eficaz  la  arción  de  la  Adminis- 
tración debe  ser  rápida  y  simultánea;  y 
asegurada  de  que  esto  no  puede  suceder 
coando  sus  agentes  no  están  situados  de 
manera  que  basten  á  conocer  por  sí  mis- 
mos todas  las  necesidades  y  los  medios 
de  socorrerlas,  tuve  á  bien,  al  confiaros 
por  mi  Real  decreto  de  21  de  Octubre  el 
despacho  del  Ministerio  de  Fomento,  en- 
cargaros que  os  dedicaseis  antes  de  todo 
á  plantear  y  proponerme,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros,  la  división  civil 
del  territorio,  como  base  de  la  adminis- 
tración interior  y  medio  para  obtener  los 
beneficios  que  meditaba  hacer  á  los  pue- 
blos. Así  lo  habéis  verificado  después  de 
reconocer  los  prolijos  trabajos  hechos  de 
ahora  por  varias  Comisiones  y  personas 
sobre  tan  importante  materia;  y  confor- 
mándome con  lo  que  en  su  vista  me  ha- 
béis propuesto,  de  acuerdo  con  el  expre- 
sado Consejo,  y  oído  el  dictamen  del  de 
Gobierno,  be  venido,  en  nombre  de  mi 


muy  cara  y  excelsa  hija  la  Reina  Doña 
Isabel  II,  en  mandar  lo  siguiente: 

Artículo  1,0  El  territorio  español  en 
la  Peninsula  é  islas  adyacentes,  queda 
desde  ahora  dividido  en  cuarenta  y  nue- 
ve provincias,  que  tobarán  el  nombre  de 
sus  capitales  respectivas,  excepto  las  de 
Navarra,  Álava,  Guípi^zcoa  y  Vizcaya^ 
que  conservarán  sus  actuales  denomina 
Clones. 

Art.  2.0  La  Andalucía^  que  compren- 
de los  reinos  de  Córdoba,  Granada,  Jaén 
y  Sevilla,  se  divide  en  las  ocho  provin- 
cias siguientes:  Córdoba,  Jaén,  Granada, 
Almería,  Málaga,  Sevilla,  Cádiz  y  Hoel- 
va.EI  de  Aragón  se  divide  en  tres  provin- 
cias, á  saber:  Zaragoza,  Huesca  y  Teruel. 
£1  principado  de  Asturias  forma  la  pro- 
vincia de  Oviedo.  Castilla  la  Ntieva  con- 
tinúa dividida  en  las  cinco  provincias  de 
Madrid,  Toledo,  Ciudad  Real,  Cuenca  y 
Guada  tajara.  Castilla  la  Vieja  se  divide 
en  ocho  provincias,  á  saber:  Burgos,  Va- 
lladolid,  Palencia,  Avila,  Segovia,  Soria, 
Logroño  y  Santander.  Cataluña  se  divide 
en  cuatro  provincias,  á  saber:  Barcelona, 
Tarragona,  Lérida  y  Gerona.  Extremadu- 
ra se  divide  en  las  de  Badajoz  y  Cacares. 
Galicia^  en  las  de  Coruña,  Lugo,  Orense 
y  Pontevedra.  £1  reino  de  León  en  las  de 
León,  Salamanca  y  Zamora.  £1  de  Murcia 
en  las  de  Mur<ia  y  Albacete.  £1  de  Va- 
lencia en  las  de  Valencia,  Alicante  y  Cas- 
tellón de  la  Plana.  Pamplona,  Vitoria, 
Bilbao  y  San  Sebastián,  son  las  capitales 
de  las  provincias  de  Navarra,  Álava,  Viz- 
caya y  Guipúzcoa.  Palma,  la  de  las  Islas 
Baleares.  Santa  Cruz  de  Tenerife,  la  de 
las  Islas  Canarias. 

Art.  8.0  La  extensión  y  límites  de 
cada  una  de  dichas  provincias,  son  los 
designados  á  continuación  de  esta  ley. 
Sin  embargo,  si  un  pueblo  situado  á  la 
extremidad  de  una  provincia  tiene  ana 
parte  de  su  término  dentro  de  los  límites 
de  la  provincia  contigua,  este  territorio 
pertenecerá  á  aquélla  en  que  se  halle  si- 
tuado el  pueblo,  aun  cuando  la  línea  di- 
visoria general  parezca  separarlos. 

Con  respecto  á  los  límites  señalados  á 
las  provincias  que  confinan  por  cualquier 
punto  de  Francia  y  Portugal,  se  entiende 
en  conformidad  de  los  Tratados  existen- 
tes, sin  perjuicio  del  resultado  de  las 
rectificaciones  sobre  límites  ó  derechos 
de  pastos  en  varios  puntos  de  una  ú  otra 
frontera. 

Art.  4.0  Esta  división  de  provincias 
no  se  entenderá  limitada  al  orden  admi- 
nistrativo, sino  que  se  arreglarán  á  ella 
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las  demarcaciones  militares,  jadiciales  y 
de  Hacienda. 

Art.  6.0  ínterin  se  promulga  la  ley 
que  be  mandado  formar  sobre  acotamien- 
tos y  cerramientos  de  heredades,  no  per- 
jadicará  lanneva  división  territorial  á  los 
derechos  de  mancomunidad  en  pastos, 
riegos  y  otros  aprovechamientos  que  los 
pueblos  ó  los  particulares  disfruten  en 
los  territorios  contiguos  á  los  suyos. 

Art.  6.0  Loe  Subdelegados  de  Fomen 
to  harán  demarcar  lo»  confines  de  sus 
provincias  respectivas,  reunirán  todas 
las  observaciones  que  se  les  dirijan  sobre 
la  agregación  ó  separación  de  los  pueblos 
que  deban  hacer  ó  dejar  de  hacer  parte 
de  una  provincia,  y  los  trasladarán  al 
Ministerio  de  vuestro  cargo;  ó  instruido 
en  ól  un  expediente  general  me  propon- 
dréis al  cabo  de  un  afio  las  modificacio- 
nes de  esta  especie  que  deban  liacerse 
en  la  nueva  división. 

Art.  7.^  Entre  tanto,  los  dichos  Sub- 
delegados cuidarán  de  hacer  levantar 
planos  topográficos  exactos  de  sus  pro- 
vincias respectivas,  con  presencia  de  los 


cuales  haréis  levantar  nna  nueva  carta 
general  del  Reino.  Tendréislo  entendido, 
etcétera. ^Palacio  80  de  Noviembre 
de  I888.^  (C.  L.,  tomo  XVIII,  pág.  289). 

De  las  cuarenta  y  nueve  provincias, 
ocho  son  de  primera  clase:  Barcelona, 
Cádiz,  Corufia,  Granada,  Madrid,  Mála- 
ga, Sevilla  y  Valencia.  Ocho  de  segunda: 
Alicante,  Burgos,  Córdoba,  Murcia,  Ovie- 
do, Toledo,  Vali^dolid  y  Zaragoza.  Las 
diecisiete  restantes,  están  clasificadas  en 
la  categoría  de  tercera  clase.  Las  provin- 
cias se  subdividen  en  Ayuntamientos, 
que  ascienden  á  9.290,  según  el  estado 
que  tenemos  á  la  vista. 

La  división  territorial  judicial  puede 
verse  en  Aadieuclas»  pág.  107,  tomo  I,  y 
en  Tribunales.  De  las  divisiones  terri- 
torial, universitaria,  forestales,  agronó- 
mica, etc.,  no  tratamos  por  no  ser  objeto 
de  nuestro  estudio;  y  de  las  de  marina, 
militar  y  eclesiástica,  nos  ocuparemos  en 
el  artículo  Tribunales»  en  cuanto  se  in- 
fiere á  la  parte  penal  y  de  procedimientos. 
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ECLESIÍ8TIC0S.— <Lo0  qne  en  vir 

tud  de  las  Ordenes  sagradas  á  que  han 
sido  promovidos,  pe  hallan  dedicados  al 
altar  y  ai  cnlto  divino»  (1). 

Sólo  nos  ocapamos  aqu(  de  las  dispo- 
siciones relativas  á  los  eclesiásticos  re- 
dasos,  ya  sean  regulares^  ya  seculares  ó 
clérigos.  Lo  concerniente  á  los  Capella- 
nes de  las  Prisiones ,  puede  verse  en 
los  artículos  Capellanes  (p¿gs.  207  á  211, 
tomo  I),  y  en  Cnerpo  de  Prisiones  (pá- 
ginas t89  y  siguientes  del  mismo  tomo). 

Eeal  decreto  de  17  de  Octubre  de  1835, 
mandando  que  los  eclesiásticos  presos 
sean  tratados  con  la  posible  distinción  y 
colocadoH,  sin  perjuicio  de  su  seguridad, 
en  el  paraje  más  decente  de  las  Cárceles, 

(Grac.  y  Just.)  «S.  M.  la  Reina  Go- 
bernadora, con  fecha  17  del  actual,  se  ha 
servido  dirigirme  el  Real  decreto  si- 
guiente: 

Las  contestaciones  que  se  habían  sus- 
citado en  diferentes  ocasiones  entre  la 
jurisdicción  Real  y  la  eclesiástica  acerca 
de  la  competencia,  conocimiento  y  pro- 
cedimiento de  las  causas  contra  eclesiás 
ticos  por  delitos  atroces  ó  graves,  mo- 
vieron el  Real  ánimo  de  mi  Augusto 
abuelo  el  Sefior  Rey  Don  Carlos  IV  á 
mandar  en  Real  orden  de  19  de  Noviem- 
bre de  1799,  que  el  suprimido  Consejo 
de  Castilla  formase  una  instrucción  de- 
tallada sobre  la  materia  que  sirviese  de 
regla  general  á  todos  los  Tribunales  y 
Justicias  del  Reino,  y  dejase  expedita  la 
jurisdicción  Real  ordinaria  para  conte- 


(l)    Alcubilla. 


ner  y  castigar  los  delitos  qne  trastornan 
el  orden  común  y  cuyas  penas  exceden 
las  facpltadeh  de  la  potestad  eclesiástica; 
disponiendo  al  propio  tiempo,  que  ínte- 
rin esto  tenía  efecto,  conociese  de  estas 
causas,  desde  su  principio,  el  Tribunal 
Realcen  el  eclesiástico, hasta  ponerlas  en 
estado  de  sentencia,  y  que  entonces  las 
remitiese  al  Gobierno  por  la  vía  reserva- 
da para  lo  que  hubiere  lugar.  Muy  luego 
principiaron  á  sentirse  los  funestos  efec- 
tos de  esta  disposición,  por  el  entorpe- 
cimiento y  dilaciones  á  que  da  lugar  en 
la  sustanciación,  en  el  pronunciamiento 
de  los  fallos  y  en  la  ejecución  de  éstos; 
pero  tamaños  males  se  kan  hecho  aún 
más  patentes  é  intolerables  en  estos  últi*^ 
mos  tiempos,  que  por  desgracia  muchos 
eclesiásticos,  olvidados  de  los  deberes 
que  les  impone  su  sagrado  ministerio  y 
su  cualidad  de  ciudadanos,  han  tomado 
una  pa|te  más  ó  menos  activa  en  la  re- 
belión, conspiraciones  y  tramas  contra  el 
Trono  de  mi  Augusta  Hija,  cuando  es 
más  necesario  que  la  acción  de  la  justi- 
cia sea  pronta  y  rápida  para  castigar  á 
los  delincuentes,  y  que  su  castigo  con- 
tenga á  los  que  intentaren  imitarles.  A 
fin  de  cortar  de  una  vez  estos  males  tan 
trascendentales  y  librar  á  la  Nación  de 
las  funestas  consecuencias  de  un  privile- 
gio que  el  estado  eclesiástico  debiera  á 
la  sola  munificencia  de  la  autoridad  tem- 
poral de  los  Reyes,  y  que  únicamente 
puede  subsistir  en  cnanto  no  perjudique 
al  orden,  tranquilidad,  bienestar  y  con- 
servación de  la  sociedad;  teniendo  Yo 
presente  lo  que  sobre  el  particular  han 
manifestado  en  diferentes  consultas  al 
citado  Consejo  suprimido  de  Castilla,  el 
Supremo  Tribunal  de  Justicia  en  la  suya 
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lie  2  de  Septiembre  de  181S,  y  última- 
mente el  parecer  emitido^por  el  Supremo 
de  £8pafia  é  Indias,  y  la  Sección  de  Gra- 
cia y  Jnsticia  del  Consejo  Real  del  mis- 
mo nombre,  y  conformándome  con  él, 
vengo  en  decretar,  oído  el  Consejo  de 
Ministros,  á  nombre  de  mi  excelsa  Hija 
la  Reina  Dofia  Isabel  II,  lo  que  sigue: 

1.*^  Queda  derogada  y  sin  efecto  al- 
guno, la  disposición  contenida  en  la  Real 
orden  de  19  de  Noviembre  de  1799,  las 
demás  anteriores  á  que  esta  se  refiere  y 
las  posteriores  declaratorias  de  ellas. 

2.0  Las  causas  contra  eclesiásticos 
por  delitos  atroces  ó  graves  se  formarán 
desde  el  principio,  sustanciarán  y  falla- 
rán en  todo  el  Reino  sin  intervención  al- 
guna de  las  Autoridades  eclesiásticas, 
por  los  Jueces  y  Tribunales  Reales  á 
quienes  competan  con  arreglo  á  las  leyes 
y  decretos  vigentes,  en  razón  de  la  jerar- 
quía del  acusado,  ó  de  la  naturaleza  y 
carácter  del  delito  de  que  se  le  acusare; 
observándose  los  trámites  é  instancias 
prescritas  por  las  leyes  y  decretos  vigen- 
tes para  ln  sustanciación  de  las  causas 
de  la  misma  clase  contra  los  demás  ciu- 
dadanos, y  cuidando  los  respectivos  Jue- 
ces y  Tribunales  de  que  los  acusados 
sean  colocados  en  el  paraje  más  decente 
de  las  Cárceles,  sin  perjuicio  de  su  segu 
ridad,  y  de  que  se  les  trate  con  la  distin- 
ción posible,  especialmente  si  fuesen  sa 
cerdotes. 

8.0  £n  su  consecuencia,  cesarán  in- 
mediatamente en  sus  funciones,  así  el 
Tribunal  llamado  del  Breve,  en  Cataluña, 
como  todos  los  demás  que  basta  ahora 
han  conocido  y  estaban  destinados  á  co- 
nocer de  dicha  clase  de  causas  en  la  co- 
rona de  Aragón.  ^ 

4.*  Para  el  indicado  efecto  y  basta 
tanto  que  se  haga  una  clasificación  más 
conveniente  y  oportuna  de  los  delitos, 
se  reputarán  y  considerarán  atroces  ó 
graves  aquellos  que  por  las  leyes  del  rei- 
no ó  decretos  vigentes  se  castiguen  con 
pena  capital,  extrañamiento  perpetuo, 
minas,  galeras,  bombas  ó  arsenales. 

5.0  Dada  sentencia  que  merezca  eje- 
cución, en  laque  se  imponga  al  reo  algu- 
na de  las  penas  referidas,  pasará  el  Juez 
testimonio  literal  de  ella,  con  el  oportuno 
oficio  sin  incluir  ninguna  otra  cosa,  al 
Prelado  diocesano  para  que  por  éste  se 
proceda  en  su  caso  á  la  degradación  co- 
rrespondiente del  reo  en  el  preciso  tér- 
mino de  aeis  días. 

6.^  81  dentro  de  este  término  no  se 
verificare  la  degradación,  se  procederá 


sin  más  dilación  á  la  ejecución  de  la  seD 
tencia,   cualquiera  que  sea  la  pena  im- 
puesta al  reo;  y  si   fuese  la  capital,  ser4 
conducido  al  patíbulo  en  hábito  laical  y 
la  cabeza  cubierta  con  un  gorro  negro. 

7.0  Si  de  las  causas  y  de  las  defensas 
del  acusado  no  resultasen  bastantes  mé- 
ritos para  imponerle  ninguna  de  las  pe- 
nas mencionadas,  pero  sí  «>tra  inferior 
extraordinaria  y  la  condenación  de  cos- 
tas, se  le  aplicará  ésta  por  el  mismo  Jaes 
ó  Tribunal  que  hubiese  conocido  del  pro- 
ceso 

8.0y  áltimo.  En  las  causas  actual- 
mente pendientes,  cualquiera  que  sea 
su  estado,  se  observará  en  adelante  lo 
prevenido  en  este  mi  Real  decreto. 

Tendréislo  entendido,  y  dispondréis  lo 
necesario  á  su  cumplimiento. > 

Lo  que  de  Real  orden,  etc.  Madrid  20 
de  Octubre  de  \SS6.^ Alvaro  (iómez. — 
Señor ^  (C.  L.  de  Cárceles,  pÁg9.  68  á70). 

Real  orden  de  13  de  Octubre  de  1836, 
mandando  que  á  los  exclaustrados  con- 
denados á  presidio,  se  les  abone  su  pen* 
8ión  y  se  les  pague  con  puntualidad, 

{Oob.)  cEnterada  S.  M.  la  Reina  Go- 
bernadora de  una  consulta  que  por  con- 
ducto del  Director  general  de  Presidios 
ha  hecho  el  Jefe  político  de  la  Corufia, 
sobre  el  modo  de  socorrer  á  los  exclaas 
trados  sentenciados  á  Presidios  de  Áfri- 
ca por  delitos  de  la  mayor  gravedad,  se 
ha  servido  resolver  S.  M.  manifieste  á 
V.  E.,  que  estando  determinado  por  el 
art.  300  de  la  Ordenanza  de  Presidios, 
que  á  los  eclesiásticos  en  el  indicado  caso 
se  les  haga  por  sus  superiores  la  asigna- 
ción necesaria  para  su  manutención  y 
gastos,  que  no  deben  gravitar  sobre  el 
presupuesto  de  Presidios,  y  no  pudiendo 
ser  otra  esta  asignación  para  dichos  ex- 
claustrados que  la  que  marca  el  Decreto 
de  extinción  de  las  comunidades  á  que 
hubiesen  pertenecido,  es  de  toda  necesi- 
dad continuarles  este  abono  con  la  pun- 
tualidad que  requiere  su  estado;  y  para 
evitar  los  perjuicios  que  se  seguirían  al 
ramo  de  Presidios  si  de  sus  fondos  tu- 
viera que  hacerles  algún  adelanto,  au- 
mentando así  los  apuros  que  con  tanta 
frecuencia  se  experimentan;  y  que  al 
efecto  sería  conveniente  se  expidieran 
por  el  Ministerio  del  cargo  de  VE.  las  ór- 
denes correspondientes  para  que  á  la  ci- 
tada clase  de  exclaustrados  se  asistiese 
puntualmente  cada  mes  con  la  pensión 
señalada,  sin  aguardar  á  las  épocas  en 
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•qQe  se  satisfacen  á  los  demás  las  suyas, 
veriflcAndolo  los  comisionados  <le  arbi- 
tríos  de  amortización  de  las  provincias 
-en  cayos  £stablecinitent08  penales  exis- 
tan aquéllos  en  calidad  de  depositados,  y 
por  el  de  Málaga,  Sevilla  ó  Cádiz  luego 
qae  sean  trasladados  á  sus  respectivos 
destinos  de  África.  -De  Real  orden,  etc. 
Madrid  18  de  Octubre  de  1886  ^López, 
— Sr.  Secretario  del  Despacho  de  Hacien- 
da.» (C.  L,  de  F.,  tomo  I,  páginas  180 

y  181). 

Real  orden  de  l.o  de  Diciembre  de  18S6, 
declarando  que  por  el  art.  1  o  del  Real 
decreto  circular  de  20  Octubre  de  1835, 
Be  deroga  la  primera  parte  del  art.  300 
de  la  Ordenatiza. 

{Grac.  y  Just.)  «S.  M.  la  Reina  Gober- 
nadora se  ha  enterado  de  las  ezposicio* 
nes  elevadas  por  lus  Regentes  de  varias 
Andiencias  á  íin  de  obtener  el  Real  per- 
miso para  llevar  á  efecto  las  sentencias 
pronunciadas  contra  los  eclesiásticos  des 
tinados  á  África;  y  teniendo  presente  lo 
dispuesto  en  el  art.  1  .*  <ie  la  Circular  ex- 
pedida por  este  Ministerio  en  20  de  Oc- 
tubre de  1886,  y  que  por  este  requisito 
exigido  á  los  Tribunales  pueden  quedar 
ilusorios  además  los  fallos  que  acorda- 
sen, ha  tenido  á  bien  declarar  que  el  ar- 
tículo 800  Áe  la  Ordenanza  general  de 
ios  Presidios  del  Reino,  que  impone  la 
obligación  de  impetrar  la  expresada  li- 
4:encia  para  ejecutar  las  providencias  que 
dictasen,  se  halla  ilerogado  por  el  expre- 
sado articulo  de  la  Circular  referida,  de- 
jando en  su  fuerza  y  vigor  la  parte  de 
aquél  relativa  á  la  asignación  ó  congrua 
qoe  debe  hacerse  al  reo  por  la  autoridad 
correspondiente,  y  por  lo  cual  velarán 
las  respectivas  con  toda  eficacia  (1).— De 


(1)  B>  art.  800  de  la  Ordenanza  qu*  se  ci- 
ta en  el  Real  decreto  es  ctosecaencia  del  299, 
lioy  derogados  Disponían  estos  artículos: 
«Art.  299.  Sobsistirán  en  su  fuerza  y  vigor  las 
Beales  órdenes  de  8  de  Marzo  de  1794,  25  de 
Dieiembre  de  1816  y  14  de  Octubre  de  1819, 
preceptivas  de  que  los  eclesiásticos  cumplan 
sus  condenas  en  los  conventop,  hospitales,  ca- 
nas de  reclusión  ó  Cárceles  ecit'siástlcas  de  la 
PenÍDsnla.  y  que  solamente  se  les  destine  á 
África  por  delitos  de  la  mayor  gravedad. 

Art.  800.  Bn  este  caso  precederá  mi  Real 
lieeneia  por  el  Ministerio  de  Fomento,  coma- 
vieada  al  Director  genersl,  y  por  éste  al  Jefe 
del  Establecimiento,  con  la  asignación  ecle- 
«i&stica  que  hagan  al  penado  sus  superiores 
sobre  eapellanias,  beneficios,  obispados  ó  re- 


Real  orden,  etc.  Madrid  I.*'  de  Diciembre 
de  1836. — José  Landero.^Br.  Ministro  de 
la  Gobernación  de  la  Península.»  {ColeC' 
eión  legislativa  de  Presidios,  tomo  I,  pá- 
gina 183). 

Real  orden  de  25  de  Abril  de  1840,  decla- 
rando que  sólo  necesitan  los  Capitanes 
genei-ales  autorización  para  llevar  á. 
efecto  las  condenas  impuestas  á  ecle- 
siásticos  cuando  éstos  sean  destinados  á 
África. 

(Qob.)  «Enterada  8.  M.  la  Reina  Go- 
bernadora del  expediente  promovido  por 
V.  £.  pidiendo  autorización  para  trasla- 
dar al  presbítero  O.  As^ustín  Andrés  Ro- 
drigues á  cumplir  811  con<1ena  al  hospital 
militar  de  Ciudad  Rodrigo,  se  ha  servi- 
do  resolver  diga  á  V.  t).,  como  de  su  Real 
ordep  lo  ejecuto,  que  no  necesita  V.  E.  la 
licencia  que  solicita  para  verificar  dicha 
traslación,  pues  la  prevención  que  se  ha- 
ce en  el  artículo  299  de  la  Ordenanza  ge- 
neral <1^  Presidios,  de  que  subsistan  en 
su  fuerza  y  vigor  las  Reales  órdenes  que 
en  él  se  citan,  se  contrae  únicamente  al 
señalamiento  de  renta  eclesiástica  para 
la  manutención  del  confinado,  y  en  el  300 
se  dice  terminantemente  que  sólo  en  el 
caso  de  ser  destinados  á  los  Presidios  de 
África  los  de  igual  clase,  precederá  Real 
licencia  expedida  por  este  Ministerio, 
comunicada  al  Director  general  del  ra- 
mo, y  por  éste  al  Jefe  del  Estableci- 
miento. 

Dios,  etc.  Madrid  25  de  Abril  de  1840. 
— Armendáriz. —Skrñor  Capitán  general 
de  Castilla  la  Vieja. >  (C  L  de  P.,  tomo  I, 
página  183). 

Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1845 ,  man- 
dando que  á  los  eclesiásticos  reclusos  en 
las  Cárceles  y  casas  de  corrección  por 
faltasen  su  ministerio  se  les  pague  se- 
manalmente  su  asignación. 

(Qrac.  y  Just.)  «El  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  comunica  al  de  Ha- 
cienda con  esta  fecha  la  siguiente  Real 
orden: 

Excmo.  Sr.:  El  Gobernador  eclesiásti- 
co de  la  diócesis  de  Sevilla,  ha  recurrido 
á  la  Reina  nuestra   Señora   solicitando 


ligiones  á  que  pertenezc;in.  suficiente  para  su 
manutención  y  ga.«<to»,  que  no  deben  gravitar 
sobre  el  presupuesto  de  Presidios  civiles.» 
(C.  L.  dé  P.,  tomo  I,  p^gs.  59  y  60). 
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qne  se  destinen  fondos  para  el  sosteni* 
miento  de  los  eclesiásticos  reclusos  en 
las  Cárceles  y  de  los  que  es  preciso  re- 
tener en  las  casas  de  corrección  por  fal- 
tas cometidas  en  el  cumplimiento  de  su 
ministerio;  y  S.  M.,  con  vista  del  expe- 
diente instruido  sobre  esta  reclamación, 
se  ba  dignado  resolver  que  se  satisfaga 
seinanalmente  á  los  eclesiásticos  men- 
cionados su  respectiva  asignación  perso- 
nal, por  cuyo  medio  ce  evitará  que  pe- 
rezcan de  miseria  ó  vivan  á  expensas  de 
la  caridad  cristiana. 

Lo  que  de  la  propia  Real  orden,  comu- 
nicada pbr  el  exprttsado  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  traulado  á  V.  para  bU 
cumplimiento  y  efectos  oportunos.  Dios, 
etcétera.  Madrid  20  de  Febrero  de  1846. 
—  El  Subsectetario,  Manuel  Ortiz  de  Zú- 
ñiga.SefíoT.  ..  >  (C.  L.  de  C,  pág.   128). 

(Véase  además  sobre  eclesiásticos  los 
artículos  40,  144  y  H92  del  Código  penal). 


£Dá.D.— Tiempo  que  una  persona  ha 
vivido,  á  contar  desde  que  nació.  (Dic- 
cionario de  la  lengua). 


EDA»  FAKA  LOS  EFE(  TOS  PENA- 
LES,  JUDICIALES  Y  ADMINISTRA- 
TIVOS,—^-fc/o*  penales.— Lñ  edad  in- 
fluye en  el  orden  penal  eximiendo,  ate- 
nuando ó  agravando  la  responsabilidad. 

Es  circunstancia  eximente  cuando  el 
autor  de  un  hecho  justiciable  no  ha  cum 
plitlo  nueve  años  (Código  penal,  art.  8.^, 
número  2. o)  Lo  es  también  cuando  ha- 
biendo cumplido  nueve  años,  es  menor 
de  quince,  á  no  ser  que  se  pruebe  y  de- 
clare que  obró  con  discernimiento  (nú- 
mero S.^  del  mismo  articulo).  En  el  pri- 
mer caso  es  prueba  plena  el  no  haber 
llegado  á  la  referida  edad,  porque  se  su 
pone  ia  falta  de  inteligencia:  presunción 
juria  rt  de  jure.  En  el  segundo,  sólo  se 
establece  una  presunción  j'arís  tantum^  y 
cabe  probar  que  obró  <-on  discernimien- 
to. Pero  aun  así,  la  responsabilidad  cri- 
minal se  modifica  de  un  modo  notable, 
pues  la  pena  que  debe  imponerse  es  dis- 
crecional, y  siempre  inferieren  dos  gra- 
dos, por  lo  menos,  á  la  señalada  por  la 
ley  al  delito  que  hubiere  cometido. 

Considera  la  ley  como  circunstancia 
atenuante  el  ser  el  culpable  menor  de 
diez  y  ocho  afios,  aunque  mayor  de  quin- 
ce (art.  9.0,  núm.  2.o  del  mismo  Código), 


y  rebaja  en  un  grado  la  pena  correspoi» 
diente  al  delito. 

Es  causa  de  agravación  la  edad,  para 
los  efectos  de  la  penalidad,  cuando  se  co- 
mete un  delito  con  ofensa  ó  desprecio  de 
la  edad  del  ofendido  (art.  10,  núm.  20  del 
citado  Código). 

También  influye  la  edad  en  el  modo  de 
ejecutárselas  pduas.  «Los  sentenciados> 
á  cadena  temporal  ó  perpetua  trabajarán 
en  beneficio  del  Estado;  llevarán  siem> 
pre  una  cadena  al  pie,  se  emplearán  en 
trabajos  duros  y  penosos,  y  no  recibirán 
auxilio  alguno  de  fuera  del  Estableció 
miento. 

Sin  embargo,  cuando  el  Tribunal,  con- 
sultando la  edad del  delincuente,  ere 

yese  que  éste  debe  cumplir  la  pena  erk 
trabajos  interiores  del  Establecimiento^ 
lo  expresará  así  en  la  sentencia»  (ar- 
tículo 107). 

El  condenado  á  cadena  temporal  ó  per 
petua  que  tuviera  antes  de  la  sentencia 
sesenta  afíos  de  edad,   cumplirá   la  con- 
dena en  una  casa  de  presidio  mayor. 

Si  los  cumpliere  estando  ya  sentencia- 
do, se  le  trasladará  á  dicha  casa-presi- 
dio, en  la  que  permanecerá  durante  efc 
tiempo  prefijado  en  la  sentencia  (ar- 
tículo 109). 

A  la  edad  se  atiende  también  para  ca- 
lificar ^s  delitos  de  estupro  (art.  458X 
corrupción  de  menores  (469),  Tapto  (461),. 
sustracción  de  menores  (498  á  600)^ 
abandono  de  niños  (501  y  602)  y  abusos 
de  la  impericia  ó  pasiones  de  un  menor 
(artículo  658). 

En  el  Código  de  Justicia  militar,  tam- 
bién se  hallan  consignadas  exencione» 
y  ateriuaciones  de  la  responsabilidad  cri- 
minal atendiendo  á  la  edad  de  los  que 
ejecutan  los  hechos  (arts.  211  y  437),  é 
igualmente  las  establece  el  Código  de  la 
Marina  de  Guerra  (arts.  10,  números  2.o 
y  3.";  13,  núm.  2.o¡  16,  núm.  18,  y  artícu- 
lo 84). 

Lo^  penados  mayores  de  setenta  afios^ 
deben  extinguir  sus  condenas  en  la  Pe- 
nitenciaría hospital  del  Puerto  de  Santa 
María  (Real  decreto  de  18  de  Diciembre 
de  1886,  art.  l.o,  c<mdic¡ón  !.■) 

Los  menores  de  veinte,  al  ser  firme  la 
sentencia,  deben  ser  destinados  para 
cumplirla  al  Pjenal  de  Alcalá  de  Henare» 
(Keal  decreto  de  11  de  Agosto  de  1888, 
artículo  4.0,  y  Real  decreto  de  10  de  Fe- 
brero de  1 890,  art.  1  .o.  párrafo  segundo). 
Los  reclusos  en  la  Prisión  celalar  me- 
nores de  diez  y  ocho  afíos,  forman  sec- 
ción separada  y  tienen  departamento  y 
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régimen  Mpecialeg.  (Vénst  Reglamento 
4Ío  dicha  Prisión). 

Kfecio9  judieialew.^Ku  k  parte  Jadi- 
elai  influye  también  la  edad  para  las  de- 
«laraciooee.  El  art.  4SS  exenta  del  jora- 
omento  para  declarar  al  testigo  menor  de 
catorce  afiüs  (impúber",  y  lo  mismo  de- 
terminan el  461  del  Código  de  Jnsttcia 
militar,  el  647  de  la  Ley  de  Enjiiicia- 
mi«nlo  civil,  y  el  404  del  Reglamento  de 
lo  Contencioso  administrativo. 

Efectos  admhiUirnfivoB,  —  Para  ser  em 
pleado  público  rs  preciso  baber  cnniplido 
dieciseis  sfios  (Reglamento  de  18  de  Ju- 
nio de  1862,  art.  13);  para  ser  Consejero 
de  Estado,  treinta  y  cinco  (Ley  de  17  de 
Agosto  de  1860,  art.  4.o);  pura  ser  Gober 
nador  civil  de  provincia,  treinta  (Ley  de 
S9  de  Agosto  de  1882,  art.  16).  y  para  in- 
gresar en  el  Cuer|>ode  Prisiones,  haber 
cumplido  veinte  y  tener  menus  de  cua- 
renta (Real  decreto  de  16  de  Marso  1891, 
articulo  33). 

No  nos  ocupamos  de  los  funcionarios 
eorrespontlientes  á  otros  ramos  especia- 
les de  la  Administración,  por  no  se^ob- 
jeto  de  nuestro  trabajó. 

Hasta  los  sesenta  y  cinco  afios  cum- 
plidos no  podrán  jnbilarse  i*ontra  su  vo- 
luntad los  empleados  civiles,  salvo  el 
ottso  de  inulilidail  fi^ica  plenamente  de- 
mostrada, ó  que  cnente  el  funcionario 
cuarenta  afSos  de  servicios  efectivos  en 
destinos  abonables  y  día  por  día  (Leyes 
de  3  de  Agosto  de  1866,  art.  18,  y  de  Pre- 
sapoestos  de  1893,  art.  86). 


EJECUCIÓN  DE  LA  PENA  DE 
MUERTE.  — (Véase  en  Capilla  de  los 
reos  de  mnerte^  las  páginas  289  á  244, 
en  las  cuales  se  insertan  las  disposicio- 
nes relativas  á  la  forma  de  ejecutar  dicha 
pena,  y  el  Comentat-io  á  este  artículo,  en 
que  se  trata  de  la  asistencia  del  reo,  del 
tíempo  que  permanece  en  capilla  y  de 
la  publicidad  en  la  ejecución  de  la  sen 
tencia,  págs  344  á  248  del  tomo  I). 


EJECUCIÓN  DE  LAH  PENAS  PRI?A- 
TITAH  DE  LA  LIBERTAD  (Establecí- 
■lentos  en  qae  deben  rumplirae).  -  Las 
penas  de  arresto  menor,  arresto  mayor 
y  arresto  gubernativo,  se  cumplen  en  las 
Cárceles  de  Audiencia,  en  las  de  partido 
y  en  los  depósitos  mnnicipalee(|)ágB.  81 
á  86,  tomo  I^.  Véase  además  Arresto  mi- 
Utar  (pág.  86  y  86  del  mismo  tomo). 


l^s  penas  de  prisión  correccional  se 
sufren  en  las  Cárceles  llamadas  Correc- 
cionales. (Véase  en  Caree!»  el  Real  de- 
creto de  16  de  Abril  de  1886  y  la  Instruc- 
ción de  16  de  Octubre  del  mismo  afio 
(pág.  263  á  278  del  tonu)  I). 

Real  decreto  de  9  de  Agoito  de  188H,  es- 
tableciendo  la  documentación  qne  ka  de 
acompañar  á  lo$  penados  al  $er  conduci 
do$  al  Eatablecimiento  en  que  han  de 
cumplir  $u  pena. 

{Qrae,  y  Ju§t,)  «Artículo  l.<»  Los 
Presidentes  de  las  Andiencias  remitirán 
al  Director  de  la  Cárcel  en  que  el  reo  de- 
ba estar,  una  certificación  literal  de  la 
parte  dispositiva  de  la  sentencia  que  con- 
tra él  hnbiere  recaído. 

1^  remisión  de  estas  certificacionea  se 
hará  precisamente  4tentro  del  término  de 
tres  días,  contados  desde  la  fecha  en  que 
se  baya  declarado  firme  la  sentencia,  ó 
en  sn  caso  deade  el  día  en  qne  reciba  la 
certificación  que  remita  la  Sala  segunda 
del  Tribunal  Supremo. 

Art.  3.0  lx>8  Directores  de  las  Cárce- 
les conservarán  en  su  potler,  para  losefec 
tos  correspondientes,  las  certificaciones 
de  las  sentencias  en  que  se  imponga  pe- 
na de  arreflto  mayor  y  prisión  correccio- 
nal, siempre  que  estas  penas  tengan  que 
extinguirse  en  el  Kstablecintiento  á  cu- 
yo frente  estén;  y  las  que  se  refieran  á 
presidio  correccional,  presidio  mayor,  ca- 
dena temporal,  ca<lena  perpetua,  prisión  ^ 
mayor,  reclusión  temporal  y  reclusión 
perpetua,  las  enttegarán  bajo  sobre  ce- 
rrado al  Jefe  de  la  escolta  encargada  de 
la  conducción  del  reo  <les<le  la  Cárcel  al 
Penal  donde  <leba  extinguir  la  condena, 
cuyo  Jefe  la  entregará  á  su  vez,  con  el 
reo,  al  Director  del  Establecimiento  pe- 
nal designado. 

Art  8.0  El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia participará  á  los  Directores  de  !as 
Cárceles  la  designación  que  hubiere  he- 
cho del  Establecimiento  en  que  los  reos 
hayan  de  cumplir  sus  condenas,  y  en 
vista  de  esta  designación  dirigirá  la  do- 
cumentación corres|)ondiente  á  cada  in- 
dividuo al  respectivo  Director. 

Art.  4.^  l/os  Tribunales  unirán  á  la 
certificación  indicada  <le  la  sentencia  re- 
caída ó  pondrán  á  continuación  de  ella 
una  liquidación  del  tiempo  de  la  conde- 
na, ó  sea  la  expresión  de  la  fecha  en 
que  el  reo  ha  comenzado  á  extinguir  sn 
pena  y  la  en  que  deba  expedírsele  la  li- 
cencia por  haber  cumplido  aquélla.  En 
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esta  liqaidación  no  debe  haber  einnieii- 
das  ni  raspHduraa  y  serán  responsables 
de  su  exactitud  los  funtrionarios  que  la 
autoricen  con  su  ñrma. 

Art.  6.^  Los  Tribunales  reniitin^n  á 
los  Directores  de  las  Cárceles  donde  se 
encuentren  los  reos,  al  mismo  tiempo 
que  la  certificación  de  la  sentt^ncia,  una 
cartilla  que  se  denominará  histórico  penal 
para  fada  reo  de  los  condenados  á  penas 
conaistentes  en  privaiMÓn  <le  libertad,  en 
cuya  primera  l)oja  se  expresarán  todos 
los  ílatos  que  «ietermine  la  Instrucción. 
Estas  cartillas  acompañarán  constante  é 
indeft^t'tihlenienttí  á  onda  reo,  y  ningún 
Jefe  d¥  esrolta.  Director  de  Cárcel  ni  de 
Establecimienlo  penal  se  hará  cargo  de 
pciiadf)  alguno  que  no  vaya  provisto  dn 
ella  en  la  forma  indira<la.  La  cartilla  no 
debe  tener  enmiendas  ni  raspaduras;  laa 
equivocaciones  se  salvarán  sin  borrarlas. 
El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  publica- 
rá la  Instrucción  por  (|Ue  ban  de  regirse 
dichas  cartillas,  y  señalará  en  ella  el  día 
desde  que  será  obligatorio  su  uso.  En  ca- 
da cartilla  se  insertará  la  Instrucción {\). 

Art.  6  0  Cuantío  un  penado  de  los 
que  en  la  actualidad  están  extinguiendo 
con<lena  en  cualquiera  de  los  Estableci- 
mientos tenga  que  ser  conducido  á  otro 
punto  por  disposición  competente^  el  Di- 
rector de  la  Prisión  le  proveerá  de  la  co- 
rrespondiente Cartilla^  extendida  con  los 
datos  que  arrojeVl  respectivo  expedien- 
te, siendo  este  Jefe  responsable  de  la 
exa^rtitud  del  contenido  del   documento 

Art.  7.*^  Cuando  la  ejecución  de  las 
penas  impuestas  por  los  Tribunales  mi- 
litares estuviere  encomendada  por  la  ley 
á  la  jurisdicción  ordinaria ,  remitirán 
aquéllos,  por  medio  <]e  los  respectivos 
Fiscales,  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, la  hoja  ó  cédula  prevenida  por  Real 
orden  del  Ministerio  de  la  Guerra  en  7 
de  Diciembre  de  1887,  y  el  Ministerio  <le 
Gracia  y  Justicia,  al  acusarle  el  recibo, 
les  enviará  el  ejemplar  de  la  Cartilla  hiS' 
tórico penal.  Una  vez  cubierta  ésta  en  la 
forma  prevenida,  la  entregará  el  Fiscal 
al  Director  de  la  Cárcel  de  A  udiencia  más 
inmediata,  juntamente  con  la  liqui<lación 
de  condena  corrc^spondiente.  y  el  testi- 
monio y  el  reo,  con  arreglo  á  lo  que  dis- 
pone el  art.  424  de  la  Ley  tie  Enjuicia- 
miento militar. 

Art.  8.0  J^as  Cartillas  histórico  pena- 
les son  docutnentos  que  i<ientifican  al  reo 
á  que  se  refieren,  y  estarán  sujetas  en 

(1)    No  se  ha  publicado  iodavít. 


todo  tiempo  á  la  inspec.  ion  de  las  Auto- 
ridades de  todas  clases,  Guardia  civil  y 
agentes  oficiales. 

Art.  9.0  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  que  se  opongan  á  lo  pre- 
venido en  este  <lecreto. 

Dado  en  San  Sebastián  á  9  de  Agosto 
de  Í888.  María  CkistjXa  — El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso  Mar- 
tínez. {Qac.  12  Agosto). 

Real  decreto  de  11  de  Agonto  de  1888  de- 
terminando los  Estnbíebimientos  en  que 
debe^i  cumplirse  Vts  penas  de  presidio 
correccional  á  cadena  perpetua,  según  la 
índole  de  dichfts  petuis,  la  edad,  conduc- 
ta^ sexo,  etc.,  de  los  reos. 

{Grac.  y  Just)  «En  atención  á  las  ra- 
zones expuestas  por  el  Ministre»  de  Gra 
cía  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros;  en  nombre  de  Mi  Augusto 
Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  Xltl,  y  como 
Reina  Regente  del  Reino. 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.«  tíe  extinguirán  en  los  Es- 
tablecimientos penatfs  4Íe  Ceuta,  Melilla. 
Alhucemas.  Cbafartnas  y  Peñón  <le  la 
Gomera  todas  las  condenas  tle  cadena  y 
reclusión  perpetuas,  cadena  temporal  y 
reclusión  militar  perpetua.  Al  efecto  se 
verificará  proporcionalmente  por  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  la  distribu- 
ción de  la  población  penal  destinada  á 
los  mencionados  Presiilios,tenieniio  para 
ello  en  cuenta  la  capacidad  de  cada  uno 
de  ellos. 

Art.  2.0  Serán  destinados  á  los  Esta 
blecimientos  de  Cartagena,  Santoña,  San 
Miguel  de  los  Reyes  de  Valencia  y  Tarra- 
gona, ios  reos  condenados  á  reclusión 
temporal,  reclusión  militar  temporal  y 
los  que  deban  extinguir  más  de  una  con- 
dena de  presidio  mayor  y  prisión  militar 
mayor.  Los  condenados  á  reclusión  tem 
poral  y  reclusión  militar  temporal  podrán 
también  ser  destinados  á  los  Presidios 
de  África,  siempre  que  así  se  estime 
oportuno  por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia. 

Art.  3.**  Los  condenados  á  presidio 
mayor,  presidio  correccional,  prisión  ma- 
yor, prisión  militar  mayor  y  prisión  ral- 
litar  correccional,  extinguirán  sus  penas 
en  los  Establecimientos  de  Burgos,  Chin- 
chilla, Granada,  Ocaña ,  Puerto  de  Santa 
María,  San  Agustín  de  Valencia.  Vallado- 
lid  (I)  y  Zaragoza,  entre  cuyos  Esiableci- 

(!)  El  Penal  de  ValUdotid  ba  sido  supri- 
mido. 
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mientofl  distribuirá  el  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Jasticia  la  población  penal  á  ellos 
destinada,  proporcionalinente  á  la  capaci- 
dad de  cada  ano,  cuidando  siempre,  y  en 
la  medida  de  lo  posible,  de  que  cada  reo 
extinga  su  condena  en  el  Establecimiento 
penal  qne,  entre  los  citados,  esté  más  dis- 
tante del  punto  en  qne  resida  el  Tribu- 
nal  sentenciador  y  del  lugar  en  qne  el  reo 
condenado  á  presidio  y  prisión  mayor 
hubiere  tenido  sn  última  vecindad. 

Art.  4.^  Las  penas  impuestas  á  varo- 
nes que  no  hayan  cumplido  veinte  afíos 
de  e<tad  al  declarsTse  firme  la  sentencia, 
ó  caso  de  haberse  interpuesto  recurso  de 
casación,  en  la  fecha  en  qne  reciba  el  Tri 
bunal  sentencindor  la  certificación  á  qne 
se  refiere  el  art.  086  de  la  Ley  de  Eiijui- 
ciainieiito  criniinal,  se  extinguirán  en  el 
Establecimiento  de  Alcalá  de  Henares. 
Una  vez  extinguidas  por  cada  uno  de  di- 
chos penados  doce  afíos  de  sn  respectiva 
condena,  el  Director  del  Ulstablecimiento 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia,  informando  al 
propio  tiempo  y  en  catla  caso  sobre  la 
boena  6  mala  conducta  del  reo,  á  fin  de 
qne  por  el  referido  Ministerio  se  resuel 
Ta  si  éste  debe  seguir  en  Alcalá,  ó  ser, 
por  el  contrario,  trasladado  al  Estableci- 
miento que,  sin  consideración  á  su  edad, 
le  corresponda  por  su  pena.  Lo  dispues 
to  en  este  artículo  se  aplicará  igualmen 
te  á  los  penados  que  en  la  actualidad  ex- 
tinguen sus  condenas  en  el  citado  Esta- 
blecimiento, y  se  entenderá,  en  todo 
caso,  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el 
artículo  106  del  Código  penal. 

Art.  6."  Los  con«Íenado8  á  cadena 
perpetua,  cadena  temporal  y  reclusión 
militar  perpetua  que  tuvieren  más  de  se- 
senta afíos  de  edad,  cumplirán  sus  con- 
denas en  los'  Establecimientos  de  Bur- 
gos, Chinchilla,  Granada,  Ocafía,  Puerto 
de  8anta  María,  San  Agustín  de  Valen- 
cia, Valladolid  y  Zaragoza.  Los  Directo 
res  ó  los  qne  hagan  sus  veces  de  los  Es- 
tablecimientos penales  situados  en  Áfri- 
ca, pondrán  en  conocimiento  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  el  nombre  de 
los  reos  que  durante  la  extinción  dé  sus 
condenas  cumplieren  la  mencionada  edad 
de  sesenta  afíos,  á  fin  de  que  pueda  darse 
al  debido  cnroplimiento  á  la  prescripción 
conten  illa  en  el  párrafo  segundo  del  ar- 
ticulo 109  del  Código  penal. 

Art.  6.0  Las  penas  de  prisión  militar 
correccional  se  extinguirán  en  el  Esta- 
blecimiento de  Valladolid,  cuidando  de 
la  completa  separación  de  estos  reos  del 


resto  de  la  población  penal,  y  de  que 
exista  asimismo  separación  absoluta  en- 
tre los  penados  de  esta  clase  que  fueren 
oficiales  y  los  individuos  de  las  clases  de 
tropa. 

También  podrán  ser  destinados  al  re- 
ferido Establecimiento  penal  los  reos  por 
delito  politico,  cuando  las  circunstancias 
así  lo  aconsejaren  á  juicio  del  Gobierno. 
No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  pá- 
rrafos precedentes,  los  penados  á  que 
ambos  se  refieren  serán  trasladados  á' 
los  Estable<;imientos  especiales  que  para 
cada  una  de  estas  dos  clases  de  reos  se 
construyan,  tan  luego  como  se  terminen 
y  habiliten. 

Art.  7.0  Las  penas  impuestas  á  mu- 
jeres, con  excepción  de  las  de  arresto 
mayor  y  prisión  correccional,  se  cumpli- 
rán en  el  Establecimiento  «le  Alcalá  de 
Henales  destinado  al  efecto. 

Art.  8.0  Las  penas  impuestas  por  los 
Tribunales  de  las  Islas  Baleares  y  Cana- 
rias, se  cumplirán  conforme  á  lo  estable- 
cido en  este  decreto,  exceptuando  las  de 
presidio  piayor,  prisión  mayor  y  presi- 
dio correccional,  impuestas  por  los  Tri- 
bunales de  las  Baleares,  que  habrán  de 
extinguirse  en  ei  Establecimiento  penal 
de  aquellas  islas  (1)  mientras  la  capacidad 
del  edificio  lo  consienta. 

Art.  9.0  Hasta  tanto  que  se  apruebe 
el  proyecto  de  Ley  de  Prisiones  presen- 
tado á  las  Cortes  (2). el  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  podrá  instalar  nuevos  Estable- 
cimientos penales  donde  lo  creyera  opor- 
tuno, determinando  siempre  por  medio 
del  correspondiente  Real  decreto,  las  pe- 
nas que  en  el  Establecimiento  de  nueva 
creación  hayan  de  extinguirse. 

Art.  10.  Las  traslaciones  de  penados 
de  un  Establecimiento  á  otro  se  harán 
tan  sólo  cuando  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  aprecie  su  necesidad  ó  conve- 
niencia en  cada  caso,  y  en  ninguno  con- 
tra las  prescripciones  del  Código  penal 
refert<ite  al  cumplimiento  de  condenas. 

Art.  n.  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  legales  anteriores  á  este 
decreto  en  cuanto  se  opongan  al  mismo. 

Dado  en  San  Sebastián  á  11  de  Agosto 
de  1888.— María  Cristina.— -El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso  Mar- 
tinez.>  {Qac.  19  Agosto). 


( 1 )  El  Penal  de  Baleares  (Palma  de  Mallor- 
ca) ha  sido  suprimido. 

(2)  No  se  ha  aprobado  todavía. 
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Meal  decreto  de  14  de  Agonio  de  1888 y  dis- 
poniendo que  loa  sentenciados  á  prisión 
ó  presidio  correccional  por  las  Aiidien- 
das  que  cita,  cumplan  sus  condenas  en 
la  Prisión  celular  de  Madrid^  y  las  mu- 
jeres sentenciadas  á  prisión  correccional 
por  las  mistnas  Audiencias,  la  cumplan 
en  Alcalá  de  Henares. 

{Orac.  y  Just.)  cEn  atención  á  las  ra- 
zones expuestas  por  el  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia  de  acaenlo  con  el  Consejo 
de  Ministros;  en  nombre  de  Mi  Augnsio 
Hijo  el  Bey  D.  Alfonso  XIII  y  como  Rei- 
na Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decrerar  lo  siguiente; 

Artículo  1.°  Los  reos  varones,  cual- 
quiera que  fuese  su  edad,  condenados  á 
prisión  ó  presidio  correccional  por  las 
Audiencias  de  Madrid,  Alcalá,  Avila, 
Colmenar  Viejo,  Guadalajara,  8egovia, 
Sigüenza,  Talavera  de  la  Reina  y  Tote- 
do  (1),  serán  destinados  á  la  Prisión  ce- 
lular de  Madrid,  en  la  cual  extinguirán 
sus  respectivas  condenas,  de  conformidad 
con  lo  diapuesto  en  el  art.  2^  del  Regla- 
mento de  la  citada  Prisión  (2). 

Art.  2.0  Las  mujeres  condenadas  á 
prisión  correccional  por  tos  mencionados 
Tribunales,  cumplirán  por  ahora  sus  con- 
denas respectivas  en  el  Establecimiento 
de  Alcalá  de  Henares. 

Art.  3.0  Quedan  derogadas  cuantas 
disposiciones  se  opongan  á  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Dado  en  San  Sebastián  á  14  de  Agosto 
de  1888.— Maru  Cri«tina.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso  Mar- 
tinet.'k  {Gaceta  de  19  de  Agosto). 

Beal  decreto  de  l.o  de  Abril  de  1889,  dis- 
poniendo que  los  reos  sentenciados  á  pri- 
sión ó  presidio  correccional  por  la  Au- 
diencia de  Ouadalajara,  cumplan  sus 


(1)  De  las  Audiencias  qae  se  citan  sólo 
existen  actualmente  las  de  las  respectivas  ca- 
pitales de  provincia,  y  los  sentenciados  por 
ellas  á  prisión  correccional,  son  destinados  á 
la  Prisión  de  Madrid,  á  excepción  de  loa  de 
Ouadalajara,  que  cumplen  su  condena  en  la 
Cárcel  de  dicha  capital.  Los  sentenciados  á 
presidio  correccional  se  destinan,  en  confor- 
midad al  Real  decreto  de  1 1  de  Agosto  de  1888, 
según  lo  que  dispone  si  de  10  de  Febrero,  que 
mkñ  adelante  insertamos. 

(2)  Este  Reglamento  ha  sido  derogado  por 
el  de  23  de  Marzo  de  1804,  que  en  su  lugar 
insertamos. 


condenas  en  la  Cárcel  celular  de  aquella 
capital. 

[Orac.  y  Just.)  cEn  atención  á  las  rm- 
zones  expuestas  por  el  Ministro  de  Qara- 
cia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Gonae- 
jo  de  Ministros;  en  nombre  de  Mi  A.a- 
gusto  Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.^  Los  reos  varones,  cual- 
quiera que  fuese  su  edad,  sentenciados  A 
penas  de  prisión  ó  presi<Íio  correccionml 
por  las  Audiencias  de  lo  criminal  de  Gaa- 
dalajara  y  Sigüenza  (I),  cumplirán  sas 
condenas  en  la  Cárcel  celular  de  Qua- 
dalajara. 

Art»2.o  Se  deroga  en  este  panto  lo 
dispuesto  en  el  art.  i.^  del  Real  decreto 
de  14  de  Agosto  último,  quedando  sub 
sistente  en  lo  que  se  refiere  á  los  senten- 
ciados por  las  demás  Audiencias  coua- 
prendidas  en  el  mismo. 

Rado  en  Palacio  á  1  o  de  Abril  1889.— 
MarU  CaiHTiNA. — El  Ministro  de  Gracia 
y  Jus^cia,  José  Canalejas  y  Méndez.» 
[Gaceta  14  Abril). 

Real  decreto  de  10  de  Febrero  de  1890, 
mandando  que  los  sentenciados  á  presi 
dio  correccional  por  las  Audiencias  que 
se  dtan  en  el  Beal  decreto  de  14  de  Agua- 
to de  1888,  las  cumplan  en  los  EstabU- 
cimientos  que  expresa  el  articulo  3.^  del 
de  11  del  mismo  mes  y  año;  que  los  me- 
nores de  veinte  años  sean  destinados  á 
Alcalá  y  que  los  mayores  de  esa  edad 
reclusos  en  la  Prisión  celular  sean  tras- 
ladadoH  á  los  Penales  correspondientes. 

(Grac.  y  Just.)  <  A  rtículo  I  .o  Las  pa- 
nas de  presidio  correccional  impuestas  á 
varones  mayores  de  veinte  afios  por  las 
Audiencias  de  Madrid,  Alcalá.  Avila, 
Colmenar  Viejo,  Segovia,  Talavera  de  la 
Reina  y  Toledo  (2),  se  cumplirán  en  los 
Establecimientos  sefialados  al  efecto  en 
el  art.  3.o  del  Real  decreto  de  1 1  de  Agos- 
to de  1888. 

Cuando  los  reos  no  hayan  cumplido 
veinte  años  de  edad  al  declararse  6rme 
la  sentencia,  ó  caso  de  haberse  inter- 
puesto recurso  de  casación  en  la  fecha 
en  qde  reciba  el  Tribunal  sentenciador 


(1)  La  Audiencia  de  Sigüenza  ha  sido  su* 
primida,  pasando  los  asuntos  de  que  entendía 
á  la  de  Óuadalajara. 

(2)  Véase  la  nota  al  Real  decreto  de  14  ds 
Agosto  de  1888. 
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la  certificación  á  qae  se  refiere  el  art.  986 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
extingnirán  dichas  penaa  en  el  Esta- 
blecimiento de  Alcalá  de  Henares. 

Art.  2.0  Los  penados  de  presidio  co 
rreccional  qne  en  la  actualidad  cnmplen 
condena  en  la  Prisión  celalar  de  Madrid, 
serán  trasladados  á  los  Establecimientos 
á  qne  se  hace  referencia  ert  el  artículo 
anterior,  distribuyéndolos  conveniente- 
mente la  Dirección  g;eneral  de  Estable- 
cimientos penales,  según  la  capacidad  de 
cada  Penal.  « 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Febrero 
de  1890.  -María  Cristina.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Joaquín  López  Puig- 
eeroer,>  {Oac.  12  Febrero). 


ELECCIÓN E8.-(I>^  Electoral  sobre 
elecciones  por  sufragio  univerHat).—  86\o 
insertamos  aqní  la  parte  relativa  á  la 
sanción  penal  que  en  dicha  ley  se  esta- 
blece y  lo  relativo  á  infracciones. 

Ley  de  26  de  Junio  de  1890, 

(Ooh.)  «Don  Alfonso  XIII,  etc.;  sa- 
bed que  las  Ck>rtes  han  decretado  y  Nos 
sancionado  lo  siguiente: 


TIT.    VL— Ds  LA  SANCIÓN  PENAL 

Capitulo  primero.— />«  los  delitos, 

Art.  86.  La  falsedad  cometida  en  do- 
cumentos referentes  á  las  disposiciones 
de  esta  ley,  de  cualquiera  de  jos  modos 
sefiaiados  en  el  art.  314  del  Código  pe- 
nal, constituyen  delito  de  falsedad  en 
materia  electoral,  que  será  castigado  con 
las  penas  establecidas  en  dicho  artículo 
ó  en  el  siguiente,  según  el  carácter  de 
las  personas  responsables. 

Igual  delito  constituirá  y  con  las  mis- 
mas penas  será  castigada  cualquiera 
omisión  intencionada  en  los  documentos 
á  qae  se  refiere  el  párrafo  anterior  que 
pneda  afectar  al  resultado  de  la  elec- 
ción. 

Art.  86.  Los  Tribunales,  sin  embar- 
go, rebajarán  en  uno  ó  dos  grados  las 
penas,  imponiéndolas  en  el  que  estimen 
conveniente,  según  las  circunstancias 
específicas  del  caso,  el  escándalo  ó  alar- 
roa  que  hubieren  producido,  y  siempre 
que  no  resulte  conexidad  con  otros  de- 
litos penados  por  el  Código. 


Art.  87.  Son  documentos  oficiales, 
para  los  efectos  de  esta  ley,  el  censo  y 
sus  copias  autorizadas,  las  actas,  listas, 
certificaciones  y  cuantos  emanen  de  per- 
sonas á  quien  la  ley  encargue  su  expe- 
dición, ya  tengan  por  objeto  facilitar  ó 
acreditar  el  ejercicio  del  derecho  elec- 
toral ó  su  resultado,  ó  garantir  la  regu- 
laridad del  procedimiento. 

Art.  88.  Serán  castigados  con  las  pe- 
nas de  arresto  mayor  y  multa  de  600  á 
6.000  pesetas,  cuando  las  disposiciones 
generales  del  Código  penal  no  sefialen 
otra  mayor,  los  funcionarios  públicos 
que  por  dejar  de  cumplir  íntegra  y  es- 
trictamente los  deberes  impuestos  por 
esta  ley,  ó  por  las  disposiciones  que  se 
dicten  para  su  ejecución,  contribuyan 
á  alguno  de  los  actos  ú  omisiones  si- 
guientes: 

\,^  A  que  las  listas  de  electores,  ya 
sean  preparatorias  ó  definitivas,  no  se 
formen  con  exactitud  ó  no  estén  ex- 
puestas al  público  durante  el  tiempo  y 
en  el  lugar  correspondientes. 

Id.o  A  cualquier  alteración  de  los  días, 
horas  ó  lugar  en  qne  deba  celebrarse 
cualquier  acto,  ó  á  que  su  modo  de  de- 
signación pneda  inducir  á  error. 

8.0  A  manejos  fraudulentos  en  las 
operaciones  relacionadas  con  la  forma- 
ción del  censo,  constitución  de  las  Jun- 
tas y  Colegios  electorales,  votación , 
acuerdos  ó  escrutinios  y  propuestas  de 
candidatos. 

4.0  A  que  no  se  extiendan  con  la  exac- 
titud y  expresión  debidas  ó  no  se  firmen 
oportunamente  y  por  todos  los  que  de- 
ban hacerlo,  ó  á  que  no  tengan  el  curso 
debido  las  actas  ó  documentos  electo- 
rales. 

6.0  A  cambiar  ó  alterar  la  papeleta 
de  votación  que  el  elector  entregue  al 
ejercitar  su  derecho,  ó  á  ocultarla  de  la 
vista  del  público  antes  de  depositarse  en 
la  urna. 

6.0  A  que  se  impida  ó  dificulte  á  los 
electores,  candidatos  ó  Notarios  que  exa- 
minen por  sí  la  urna  antes  de  comenzar 
la  votación,  y  al  hacerse  el  escrutinio 
las  papeletas  que  de  ella  se  extraigan. 

7.0  A  la  anotación  intencionadamen- 
te inexacta,  de  manera  qne  oscurezca  la 
verdad  de  los  nombres  de  los  votantes 
en  cualquier  acto. 

8.0  Al  recuento  inexacto  de  votos  en 
acuerdos  referentes  á  la  formación  ó  rec- 
tificación del  censo  ó  á  operaciones  elec- 
torales, y  á  la  lectura  también  inexacta 
de  papeletas. 
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9,^  A  deacabrir  el  secreto  del  voto  ó 
de  la  elección  con  el  fin  de  inflaír  en  an 
resaltado. 

10.  A  que  se  haga  proclamación  inde- 
bida de  persona. 

11.  A  qu0  se  falte  á  la  verdad  en  ma- 
nifestación verhHl  qne  deba  hacerse  en 
acto  electoral,  ó  que  por  cualquiera  acción 
ú  omisión  se  tienda  á  evitar  ó  dificultar 
el  oportuno  conocimiento  de  la  verdad 
electoral. 

12.  A  suspender  8in  causa  ^rave  y 
suficiente  cualquier  acto  electoral. 

Art.  89.  Los  particulares  que  contri- 
buyan directamente  á  la  comisión  de  al-  i 
guno  <le  los  delitos  enumerados  en  el  ar- 
ticulo anterior,  serán  castigados  con  la 
pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, cuando  al  hecho  que  ejecutaren  ó  á 
la  omisión  en  que  incurrieren,  no  corres- 
ponda pena  más  grave  con  arreglo  al  Có- 
digo penal. 

Art.  90.  Todo  acto,  omisión  ó  mani- 
festación contrarios  á  esta  ley  ó  á  dispo- 
siciones de  carácter  general  dictadas 
para  su  ejecución,  que,  no  comprendido 
en  los  artículos  anteriores,  tenga  por  ob- 
jeto cohibir  ó  ejercer  presión  sobre  los 
electores  para  que  usen  dé  su  derecho  ó 
le  abamlunen  contra  su  voluntad,  consti- 
tuye delito  de  coacción  electoral,  y  si  no 
estuviere  previsto  y  penado  en  el  Código 
penal  con  sanción  más  grave,  será  casti- 
gado con  la  multa  de  126  á  2.500  pesetas. 

Art.  91.  Cometen  además  delito  de 
coacción  electoral,  aunque  no  conste  ni 
aparezca  la  intención  de  cohibir  ó  ejercer 
presión  sobre  los  electores,  é  incurren  en 
la  sanción  del  artículo  anterior: 

1.^  Las  Autoridades  civiles,  militares 
ó  eclesiásticas  que  prevengan  ó  reco- 
mienden á  los  electores  que  den  ó  nie- 
guen su  voto  á  persona  determinada, 
y  los  que  haciendo  uso  de  medios  ó  de 
agentes  oficiales  ó  autorizándose  con 
timbres,  sobres,  sellos  ó  membretes  que 
puedan  tener  este  carácter,  recomienden 
ó  reprueben  candidaturas  determinadas. 

2.0  Los  funcionarios  piüblicos  qne 
promuevan  ó  <nirsen  expedientes  guber- 
nativos de  denuncias,  multas,  atrasos  de 
cuentas,  propios,  montes,  pósitos  ó  cual- 
quier otro  ramo  de  la  Administración, 
desde  la  convocatoria  hasta  que  se  haya 
terminado  la  elección. 

3.<>  Los  funcionarios,  desde  Ministros 
de  la  Corona  inclusive,  que  hagan  nom- 
bramientos, separaciones,  traslaciones  ó 
suspensiones  de  empleados,  agentes  o 
dependientes  de  cualquier  ramo  de  la  Ad- 


ministración, ya  corresponda  al  fistaJo, 
á  la  Provincia  ó  al  Municipio,  en  el  pe- 
ríodo  desde  la  convocatoria  hasta  des- 
pués de  teruiina<lo  el  escrutinio  general, 
siempre  que  tales  actos  no  estén  funda- 
dos en  causa  legitima  y  afecten  de  alga- 
niLmanera  á  la  sección,  colegio,  distrito, 
partido  judicial  ó  provincia  donde  se  ve 
rifique  la  elección. 

La  causa  d&  la  separación,  traslación  ó 
suspensión,  se  expresará  precisamente 
en  la  orden  que  se  publicará  en  la  Gace- 
ta de  Madrid^  si  emanase  de  la  Adminis- 
tración central;  en  el  Boletín  oficUil  de  la 
provincia  respectiva,  si  fuese  dictada  por 
la  provincial  ó  municipal.  Omitidas  estas 
formalidades,  se  considerará  realizada 
sin  causa. 

Se  exceptiüan  de  eatos  requisitos  los 
Reales  decretos  ú  órdenes  relativos  á  los 
Gobernadores  civiles  de  las  provincias  y 
á  ios  Jefes  militares. 

Las  separaciones,  traslaciones  ó  sus 
pensiones  acordadas  y  no  notificadasálos 
interesados  antes  del  período  electoral, 
no  podrán  llevarse  á  cabo  durante  dicho 
periodo,  sino  en  los  casos  y  en  la  forma 
excepcionales  definidos  en  este  nómero. 

Art.  92.  Incurrirán  también  en  las 
penas  señaladas  en  el  art.  90,  cuando  no 
les  fueren  aplicables  otras  más  gravea, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
penal: 

l.<>  Los  qne  por  medio  de  promesa, 
dádiva  ó  rennineración  soliciten  directa 
ó  indirectamente  en  favor  ó  en  contra  de 
cualquier  candidato  el  voto  de  algún 
elector. 

2.0  l^s  que  exciten  á  la  embriaguez 
á  los  electores  para  obtener  ó  asegurar 
su  adhesión. 

Z.^     £1  que  vote  dos   ó   más  veces  en 

una  elección,  tome  nombre  ajeno   para 

'  votar,  ó  lo  bhga  estando  incapacitado   ó 

teniendo  suspendido  el   ejercicio  de  tal 

derecho. 

4.^  El  que  á  sabiendas  consienta,  sin 
protesta,  pudiendo  hacerla,  la  emisión 
.del  voto  en  los  casos  del  nóuiero  an- 
terior. 

6."  £1  que  niegue  ó  retarde  la  admi- 
sión, curso  y  resolución  de  las  protestas 
ó  reclamaciones  de  los  electores,  ó  no  dé 
resguardo  de  ellas  al  que  las  hiciere. 

6.0  El  que  omita  los  anuncios  y  pre- 
gones de  notificación  que  ordene  la  ley, 
ó  no  expida  ó  no  mande  expedir,  tan 
pronto  como  ésta  dispone,  certificación 
solicitada  de  actas  electorales. 

7.0     El  que  de  cualquier  otro  modo  no 
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or«visto  eii  esta  ley  impidA  6  diñculte 
qoe  an  elecior  ejercite  bus  derechos  ó 
campia  sus  deberes. 

8.0  £1  que  suscite  maliciosamente  ó 
DiAiiteiig^  sin  motivo  racional  dudas  so- 
bre la  identidad  de  una  persona  ó  la  en- 
tidad de  sus  derechos. 

Art.   OS.     ]^s    funcionarios    públicos 
que  hagan  salir  fie  su  domicilio  ó  resi- 
dencia, ó  permanecer  fuera  de  ellos,  aun- 
que sea  con  motivo  de  servicio   público, 
á  un  elector  en  el  día  de  la  elección  ó  en 
el  qae  pueda  y  quiera  efectuar   un  acto   \ 
electoral,  ó  los  que  le  detuviesen  privan-  I 
dote  en  casos  ¡guales  de  su  libertad,  ade-  [ 
mÚM  de  las  penas  señaladas  respectiva-   > 
meóte  en  el  segundo  párrafo  del  art.  221 
y  en  el  210  del  Código  penal,  incurrirán 
en  lude  inhabilitarrión  absoluta  perpetuH. 
Art.  94.     l^s  que  impidan  ó  dificulten 
la  Ubre  entrada  y  salida  de  ios  ««lectores 
en  el  lagar  en  que  deban  ejercer  su  de- 
recho, su  aproximación  á  las  Mesas  elec- 
torales, la  permanencia  de  Notarios,  can- 
didatos ó  electores  en  los  lugares  en  que 
se  realicen  los  actos  electorales,  de  ma- 
nera que  no  pueilan  nj  les  sea  fácil  ejer- 
<;itar  sa  oficio  ó  su  derecho  y  comprobar 
la  regalaridad  de  tales  actos,  incurrirán, 
siendo  funcionarios  públicos,  en  la  pena 
de  arresto  mayor  »n  su  grado  mínimo  y 
malta  de  600  á  2.600   pesetas,  y  siendo 
partientares,  en  la  pena  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  ndnimo,  á  no  ser  que  al 
hecho  estuvieran  señMladas  otras  penas 
más  graves  en  el  Código  penal,  en  cuyo 
«:aso  se  aplicarán  éstas. 

Art.  95.  Losfiincionariospúblicosque 
no  entreguen  ó  que  demoren  maliciosa- 
mente la  entrega  de  documentos  recia 
mados  por  comisionado  especial,  serán 
frastigados  como  reos,  de  delito  <le  des 
obediencia  grave  á  la  autoridad,  sin  per 
juicio  de  la  responsabilidad  disciplinaria 
on  que  á  la  vez  incurran. 

Art.  96.  IjOb  delitos  previstos  en  el 
Código  penal  que  tengan  por  objeto  la 
materia  electoral,  se  castigarán,  cuando 
no  sean  aplicables  las  disposiciones  es- 
peciales en  los  artículos  precedentes,  con 
las  penas  que  el  mismo  Código  señale,  y 
además  con  una  multa  de  125  á  1.250 
pesetas,  en  caso  de  que  no  correspondie- 
ra á  aquéllos  pena  de  esta  clase. 

Art.  97.  Serán  penas  comunes  para 
'  todos  los  delitos  relacionados  directa- 
mente con  las  disposiciones  de  esta  ley, 
ya  se  hallen  en  ella  previstos  ó  lo  estén 
en  otra,  la  de  inhabilita'-.ión  especial  tem- 
poral ó  perpetua  para  derecho  <le  sufra- 


gio, cuando  el  culpable  sea  ó  tenga  el  ca- 
rácter de  funcionario  público,  y  la  de 
suspensión  del  mismo  derecho  cuando 
sea  particular. 

Kn  caso  de  reincidencia  por  delito  de 
esta  especie,  la  inhabilitación  correspon- 
diente á  los  funcionarios  será  absoluta 
perpetua,  y  á  los  particulares  se  iujpon- 
drá  la  inhabilitación  absoluta  temporal, 
además  de  las  penas  correspondientes. 

Cap.  IL  — ¿>«  las  infracciones 

Art.  98.  Toda  falta  de  cumplimiento 
de  las  obligaciones  y  formalidades  que 
esta  ley  ó  las  disposiciones  que  se  dic 
ten  para  su  ejecución  impongan  á  cuan- 
tas personas  intervengan  con  carácter 
oficial  en  las  operaciones  eleÓtorales,  será 
corregida  con  una  multa  de  25  á  1.000 
peseta^  en  caso  de  no  constituir  delito. 

Loa  funcionarios  que  por  cualquier 
causa  que  no  sea  la  de  absoluta  imposi- 
bilidad justificada, dejen  de  cumplir  cual- 
quiera de  los  servicios  que  les  impone 
esta  ley,  incurrirán  en  la  expresada  mul- 
ta, que  decretará  la  Junta  del  Censo  ante 
la  cual  debió  prestarse  el  servicio,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  art.  107. 

Bn  igual  responsabilidad  incurrirán 
los  Presidentes  de  las  Juntas  provincia- 
les y  municipales  y  los  Alcaldes  que, 
debiendo  recibir  un  docuniento  de  los 
prevenidos  en  cualquiera  de  los  artículos 
de  esta  ley,  no  dicten  y  hagan  ejecutar 
lo  prescrito  en  el  art.  20  (1). 


(1)  He  aquí  so  texto:  «Art.  20.  Los  plazos 
señalados  en  las  distintas  disposiciones  de 
este  título  8i>u  improrrogables,  contándose 
en  ellos  los  días  festivos  que  serán  hábiles. 

Bl  funcionario  público  que  deba  recibir  al- 

frúu  documento  ó  comunicación  de  otro,  si  no 
o  recibiere  tan  pronto  como  pueda  llegar  á  so 
poder,  dispondrá,  bHJo  su  personal  respon- 
sabilidad, qne  inmediatamente  se  recoja  por 
comisionado  especínl,  á  costa  del  que  hubiera 
debido  enviarle 

Los  Alcaldes,  sin  embargo,  no  podrán  ex- 
pedir comisiones  contra  los  Jueces  de  ins- 
trucción y  de  primera  -instancia;  pero  darán 
cuenta  de  las  omisiones  de  éstos  al  Presiden- 
te de  la  Diputación  provincial  del  modo  más 
rápido  posible.  En  tal  caso,  el  Presidente  de 
la  Diputación  provincial  lo  hará  por  sí,  dan- 
do cuenta  á  la  Junta  provincial  para  lo  de- 
más que  corresponda. 

En  caso  de  no   potierae  obtener  inmediata- 
mente el  documento  que   hubiere  debido  re- 
mitirse,  el    comisionado   recogerá  los  datos 
I    preciso?*  por  ante  Notnrio,  v  a  falta  de  éste, 
i    acompañado  de  tres  testigos  electores  de  la 
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Los  que  en  tal  caso  no  den  conoci- 
miento á  la  Junta  cent.ral  <le  haber  cum- 
plido este  deber,  serán  corregidos  de 
igual  modo. 

Art.  99.  Serán  corregi<los  además 
como  ordena  el  nrtículo  anterior: 

1  o  Los  concurrentes  á  los  actos  elec- 
torales que  de  un  modo  que  no  constitu- 
ya delito,  perturben  el  orden  y  falten 
al  respeto  debido. 

2.<*  Los  que  no  teniendo  derecho  de 
entrar  en  los  Colegios  electorales,  á  tenor 
del  art.  68,  ó  en  las  Juntas  de  escrutinio, 
conforme  al  ai  t.  68,  no  abandonaren  el 


sección  respectiva,  4  costa  y  bujo  la  reupon- 
aabiliJad  del  qae  hubiere  dado  lugar  á  la 
diligencia 

L»«  eesiones  que  deban  celebrar  Ins  Jun- 
Us  del  Censo  electoral  en  día  fijo,  no  tendrán 
logar  en  otro  sino  cuando  sea  iodÍ9pen8>*bl« 
la  continuación  de  la  empezada,  ó  cuando 
haya  faltnilo  núraero  suficiente  de  individuos 
para  constituirla. 

Estas  sesiones  durarán  diez  horas  cada  día, 
y  podrán  prorrogarse,  cuando  lo  exija  el  cum  • 
plimientü  de  un  plazo  perentorio,  siempre 
que  lo  acuerden  las  dos  terceras  partes  de  los 
Vocales. 

Si  hubiera  de  conlinuflr  más  de  un  día,  se 
dará  en  cnda  uno  conocimiento  del  hecho  á 
loa  Presidentes  délas  JunlBS  provinciales  y 
central;  y  no  se  Uvantará  ningni.a  sesión 
8iu  que  se  huya  deliberado  y  resuelto  nobre 
todns  las  reclamnciones  de  que  se  hubiera 
dado  cuenta,  h  cuyo  fin  se  desttnnrrtn  lastren 
últimns  horas  de  cnda  sesión.  K«ih  no  podra 
3uapend«-rse  sino  por  espacio  de  una  hora 
después  di»  transcurridas  cinco  á  lo  menos. 

La  asistencia  á  las  hesiones  es  obligatoria 
paní  los  VüCHles  natos  y  páralos  huplenle.«i 
convocados,  los  cunles  incurrirán  en  perao- 
nal  respunsabi.idad  cuando  .sin  ju^íta  cau.m 
no  coiicurrit-ren  6  no  se  excusaren  oportuna- 
mente. 

Todas  Ihs  solicitudes,  actas,  certificaciones 
y  diligencias  referentes  a  la  formación  y  re- 
visión del  Cen-o  electoral,  así  como  las  ac- 
tuaciones julicia'es  relHti^Hsá  él,  serán  gra- 
tuitas, V  se  UHsra  para  ellas  papel  común. 

Lhs  Hutoridadrs  y  los  funcionnrios  públicos 
ó  eclesiásticos  encnrgHdos  de  los  respectivos 
archivos,  expedirán  gratuilamente  y  en  pa- 
pel común  cualquiera  cUse  de  documentos 
que  necesite  el  fleclor'ó  vecino  para  acredi- 
tar  su  capacidad,  ó  la  capacidad  ó  incapaci- 
dad de  otros  eectores  Fistos  documentos  ^e 
pedirán  por  medio  de  solicitud  expreniva  del 
objeto  á  que  se  destinen,  y  no  serán  admiti- 
dos en  ningún  Tribunal  ni  oficina  sino  para 
acreditar  ti  derecho  ó  incapacidad  de  los 
electores 

Los  que  con  otro  fin  se  valieren  de  ellos, 
serán  considerados  como  defraudadores  de  la 
renta  del  papel  sellado  » 


local  á  la  primera  iniimaciÓD  del  Presi- 
dente. 

JJ.o     Los  que  penetren  en  un  OoIeÉTÍo, 
Sección    ó   Junta  electoral,   con  Rrmas^ 
palos,  bastones  A  paraguas,  no  siendo  «a 
toridad  ó  no  hallándose  en  el  casQ    del 
artículo  60. 

4.0  Los  Notarios  que,  intentando 
ejercer  su  oficio,  no  dep  conocimiento 
previo  de  su  propósito  al  que  presida  el 
acto. 

6.®  Los  funcionarios  y  los  particnla- 
res  por  cuya  causa  no  reciba  quien  co- 
rresponda, en  los  phzos  señalados  y  de 
la  manera  establecida  en  la  ley,  al|j^niia 
coinuni(íación,  aviso,  acta  ó  docun.ento 
que  deba  transmitirse,  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  núm.  4.o  del  art.  BS. 

6.0  Los  V^ocales  natos  y  suplentes  de 
las  Juntas  del  Censo  que  sin  justa  causa 
no  concurrieren  á  las  sesiones  para  qutf 
fueren  convocados,  sin  haberse  excusada 
oportunamente. 

Serán  causas  justas  para  no  concurrir 
á  las  sesiones: 

1.»  La  ausencia  del  lugar  en  que  és- 
tas se  celebren. 

2.»  Atenciones  preferentes  del  servi- 
cio público. 

8.*^  Motivos  de  salud  personal  ó  d** 
familia  ú  ocupaciones  privadas  inapla- 
zables. 

4  a  Aquellas  en  cuya  virtud  dejen 
de  asistir  á  la  Junta  central  su  Presiden- 
te ó  sus  Vocales. 

Cap.  HL—  Disposiciones  genernlef. 

■  Art.  100.  Para  los  efectos  de  esta  ley 
se  reputarán  funcionarios  públicos  los 
de  nombramiento  del  Gobierno  y  los  que 
por  razón  de  su  cargo  desempeften  algu 
na  función  relacionada  con  las  eleccio- 
nes, así  como  los  Presidentes  y  los  Voca- 
les de  las  Juntas  ordinarias  ó  especiales 
del  Censo  electoral  y  los  Presidentes  é 
Interventores  de  las  Mesas  y  Juntas  de 
escrutinio. 

Art.  101.  La  jurisdicción  ordinaria 
es  la  úni(ía  competente  para  el  conoci- 
miento de  los  delitos  electorales,  cual- 
quiera que  sea  el  fuero  personal  de  los 
responsables. 

Para  los  efectos  de  las  disposiciones 
de  este  título  se  entenderá  que  son  de- 
litos electorales  los  especialmente  pre 
vistos  en  esta  ley,  y  los  que  estándolo  en 
el  Código  penal  afecten  á  la  materia  pro- 
piamente electoral. 

Art.  102.     Cuando  dentro  del  Colegio 
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^  Janta  electoral  se  cometiese  algún  de- 
lito, el  Presidente  mandará  detener  y 
pondrá  á  los  presnntos  reos  á  disposi 
•ción  de  la  Aatorídad  jadiciat. 

La  acción  penal  que  nace  de  los  deli 
tos  especialmente  electorales  es  páhlica 
y  podrá  ejercitarse  hasta  dos  meses  des- 
poéa  del  término  del  mandato  conferido 
por  la  elección. 

Para  sn  ejercicio  no  se  exigirá  depósi- 
to ni  fianza. 

Los  Jueces  y  Tribunales  procederán 
según  las  reglas  del  enjuiciamiento  cri 
minal. 

Art.  103.  No  se  necesitHiá  autoriza- 
-ción  para  procesar  á  nmiciün  funcionario. 

Las  causas  en  que  por  sentencia  firme 
me  exima  de  responsabilidad  por  obe- 
diencia debida,  se  remitirán  sin  dilación 
al  Tribunal  que  sea  competente  para  pro 
ceder  contra  el  que  dio  la  ortlen  obede 
cída.  El  plazo  de  la  prescripción,  á  que 
«e  refiere  el  artículo  anterior,  estará  en 
«aapenso  respecto  de  la  Autoridad  ó 
persona  obedecida,  desde  que  se  princi- 
pió á  proceiler  ha^la  el  día  en  que  el  Tri- 
banal  competente  baya  recibido  la  sen- 
tencia firme  en  que  se  declare  )a  exen-' 
•ción  de  responsabilidad  de  la  persona  que 
obedeció. 

Cuando  la  Autoridad  que  dio  la  orden 
fílese  nn  Ministro  de  la  Corona,  ó  cuando 
de  caaiqnier  modo  resultase  indicada  su 
responsabilidad,  el  Tribunal  que  conozca 
•del  proceso  remitirá  éste  sin  dilación  al 
Congreso  de  ios  Diputados,  firme  que  sea 
la  sentencia  en  que  sw  «leclare  la  exen- 
ción de  reaponsabilidad,  ó  los  antece- 
•dentes  que  del  mismo  resultara  que  sean 
indicantes  de  la  responsabilidad  del  Mi- 
nistro. 

Art.  101.  Son  aplicables  en  toilo  caso 
las  disposiciones  generales  y  especiales 
^el  Código  penal  á  los  delitos  previstos 
en  esta  ley,  en  cuánto  dichas  disposicio 
nes  se  refieran  al  concepto  de  los  delitos 
como  consumados,  frustrados  y  tentsti- 
TaSf  á  las  participaciones  en  ellos  de  las 
diversas  personas  que  sean  objeto  del 
procedimiento,  á  las  circunstancias  mo- 
dificativas de  la  responsabilidad  y  la 
consiguiente  graduación  y  aplicación  de 
(as  penas. 

Art  106.  El  Tribun»il  á  quien  corres- 
ponda la  ejecución  lie  las  sentencias  fir- 
mes, dispondrá  la  publicación  de  éstas  en 
el  Boletín  oficial  de  la  provincia  en  que  el 
hecho  penado  se  hubiese  cometido,  y  re- 
mitirá nn  ejemplar  de  este  periódico  á  la 
Janta  central  del  Censo. 


Art.  106.  No  se  dará  curso  por  el  Mi- 
ilisterio  de  Gracia  y  Justicia  ni  se  infor 
mará  por  los  Tribunales  ni  por  el  Conse- 
jo de  Estado,  solicitud  alguna  de  indulto 
en  causa  por  delitos  electorales  sin  que 
conste  previamente  que  los  solicitantes 
han  cumplido  por  lo  menos  la  mitad  del 
tiempo  lie  sus  contienas  en  las  penas  per 
sonaJes  y  satisfecho  la  totalidad  de  las 
pecuniarias  y  las  costas.  Las  Autorida 
des  y  los  individuos  de  Corporación,  de 
cualquier  orden  ó  jerarquía,  que  infringie- 
sen esta  disposición  dando  lugar  á  que  se 
ponga  á  la  resolución  del  Rey  la  solicitud 
de  gracia,  incurrirán  en  la  responsabili- 
dad establecida  en  el  art.  369  del  Código 
penal. 

í)e  toda  condeaión  de  indulto  dará  co 
no«*iiniento  el  Gobierno  á  la  Junta  cen- 
tral del  Censo. 

Art  107.  La  corrección  de  las  infrac- 
ciones corresponde: 

l.o  A  los  Presidentes  del  acto  ó  sesión 
en  que  se  cometan. 

2  o  A  las  .1  untas  municipales  ó  pro- 
vinciales del  Censo  en  las  que  respectiva 
mente  se  relacionen  con  los  actos,  de  los 
cuales  deban  entender  dichas  Juntas  ó 
sus  Presidentes. 

Las  Juntas  municipales  no  podrán,  sin 
embargo,  acordar  corrección  alguna  res- 
pecto á  las  superiores;  pero  si  entendie- 
ren que  la  provincial  ha  cometido  alguna 
infracción,  lo  pondrán  inme<liatamente 
en  conocimiento  de  la  central  para  la  re- 
solución que  corresponda.  Cuando  los 
Jueces  cometan  la  infracción  prevista  en 
el  art.  19.  lo  comunicarán  al  Presidente 
de  la  Audiencia  territorial  respectiva  para 
que  imponga  la  corrección,  y  darán  cuen- 
ta de  ella  á  la  Junta  central. 

3.0  A  la  Junta  central,  las  djemás;  y 
sólo  esta  Junta  podrá  alzar,  y,  en  su  caso, 
deberá  imponer  las  multas  á  que  den 
ot^asión  las  disposiciones  del  párrafo  se* 
gundo  del  art.  20,  y  la  excepción  á  que 
se  refiere  el  número  precedente. 

La  imposición  de  las  multas  se  hará  en 
resolución  escrita  motivada.  Las  que  se 
impongan  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  primero  de  este  artículo,  ó  por 
las  Juntas  municipales,  serán  reclama- 
bles  ante  la  Junta  provincial,  dentro  de 
dos  días  siguientes  á  la  notificación,  cuya 
Junta  se  limitará  á  confirmar  ó  revocar 
el  acuerdo. 

Las  resoluciones  revocatorias  de  la 
Junta  provincial,  como  las  de  ésta  en 
ejercicio  de  sus  facultades  propias,  po- 
drán apelarse  en  igual   término   ante  la 


Digitized  by 


Google 


ELE 


—  104  — 


EMP 


Junta  oetitral.  la  cuh)  podrá  agravar,  dit- 
miiinir  y  confirmar  ó  alzar  la  multa  den- 
tro del  Ifmite  de  bus  atribaciones. 

Art  108.  Loa  Alcaldes,  los  Presiden- 
tes de  Colegio  electoral  ó  de  Junta  de  es- 
crutinio y  las  Juntas  municipales,  no  po- 
drán imponer  multa  que  exceda  de  100 
pesetas. 

Los  Presidentes  de  Junta  provincial, 
y  estas  Juntas,  podrán  imponer  hasta  de 
600  pesetas. 

La  Junta  central  y  su  Presidente  has- 
ta LOOO  pesetas. 

Art.  10\).  El  pago  de  estas  multas  se 
hará  en  un  papel  especial  que  la  Hacien- 
da pública  emitirá  para  el  caso  y  entre- 
gará á  cuenta  á  Ihs  Diputaciones  provin- 
ciales, cobrando  sobre  él  un  derecho  del 
20  por  IDO  de  su  valor.  £1  resto  de  su  im- 
porte ingresará  en  la  Caja  provincial  res- 
pectiva. 

Si  á  los  seis  días  de  ser  firme  el  acuer- 
do no  se  hiciere  efectiva  la  multa,  se  exi- 
girá por  la  vía  de  apremio. 

En  caso  de  insolvencia  del  multado, 
sufrirá  éste  un  arresto  personal,  á  razón 
de  un  día  por  cada  cinco  pesetas  de  mul- 
ta, sin  que  pueda  exceder  de  diez  días, 
cuando  fuere  impuesta  por  Alcalde,  Jun- 
ta municipal  ó  Presidente  de  la  Mesa;  de 
veinte  si  lo  fuere  por  la  Junta  provincial, 
su  Prepídente  ó  por  los  de  las  Juntas  de 
escrutinio,  y  de  treinta,  si  lo  fuere  por  la 
Junta  central  ó  su  Presidente. 

A  rticidoB  adicionales. 

Primero.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos LO  y  2.«  y  las  de  los  títulos  II  y 
VI  de  esta  ley,  así  como  lo  referente  á  la 
forma  <le  las  votaciones,  serán  aplicables 
á  las  elecciones  de  Concejales  y  de  Di- 
putados provinciales  cuando  hayan  de 
verificarse  conforme  á  las  leyes  respec- 
tivas. 

Segundo.  La  Junta  provincial  del 
censo  publicará  como  complemento  de 
las  listas  ordinarias  una  dividida  por  sec- 
ciones, en  que  se  comprendan  los  electo- 
res que  hayan  sido  baja  en  el  censo  ge- 
neral por  formar  parte  de  los  Colegios 
especiales,  y  las  comunicará  á  los  Alcal- 
des respectivos,  á  fin  de  que  aquéllos 
puedan  ejercitar  oportunamente  su  dere- 
cho en  las  elecciones  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior. 

Tercero.  La  Junta  provincial  del  cen- 
so electoral  en  Navarra  será  presidida 
por  el  Vicepresidente  de  su  Diputación. 
No  formarán  parte  de  ella  los  que  hubie- 


ran presidido  la  Diputación  á  título  de- 
Gobernadores  de  la  provincia. 

Si  no  hubiese  número  suficiente  de  en 
Vicepresidentes  y  de  ex  Diputados  para 
completar  el  de  quince  con  los  cuatro 
Diputados  en  ejercicio  que  deberán  for- 
mar la  Junta  provincial,  serán  suplido» 
por  los  restantes  Diputados  provinciales 
y  por  los  Concejales  del  Ayuntamiento 
de  Pamplona  que  lo  hubieren  sido  más- 
veces. 

Cuarto.  El  Gobierno  de  S.  M.,  oída  la 
Junta  central  del  Censo  electoral,  dicta- 
rá las  disposiciones  necesarias  para  el 
cumplimiento  de. esta  ley  y  su  adapta- 
ción á  las  elecciones  de  Concejales  y  Di- 
putados provinciales. 

Quinto.  Las  disposiciones  del  tít.  VI 
de  esta  ley  se  aplicarán  á  los  actos  ú 
omisiones  que  puedan  tener  lugar  coi> 
motivo  de  las  elecciones  de  Senadores,  y 
en  relación  con  las  disposiciones  dü  la 
ley  que  las  regula. 

Disposiciones  transitorias. 

(Se  refieren  á  la  división  en  distritos, 
formación  de  listas,  censo,  reducción  de- 
plazos, etc.,  y  no  las  insertamos  por  ser 
ajenas  al  objeto  de  esta  obra). 

Por  tanto:  Mandamos  á  todos  los  Tri- 
bunales, Justicias,  Jefes,  Gobernadores 
y  demás  Autoridades,  así  civiles  coma 
militares  y  eclesiásticas,  de  cualquier 
clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan 
guardar,  cumplir  y  ejecutar  la  presente 
ley  en  to<las  sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á  26  de  Junio  «le  1890. 
— Y<»  íA  Reina  RnoicNTie.- El  Ministro 
de  la  Gobernación,  Trinitario  Euiz  ^ 
Capdepón.y  {Gac.  29  Junio). 


EMPLEADOS  DE   PRISIONES.-En 

loe  artículos  corresptmdientes  al  nombre 
de  cada  clase  de  empleados,  tratamos  de 
lo  relativo  á  los  mismos  en  cuanto  afec- 
ta á  sus  funciones.  Lo  referente  á  orga- 
nización, ingreso,  ascenso,  secciones,  ca- 
tegorías, etc.,  puede  verse  en  Cuerpo  de 
Prisiones^  págs,  889  a  964,  tomo  I,  y  en 
DIreecion  general  de  l'rlsioueMy  pági- 
nas 68  á  87  de  este  tomo. 

No  obstante  las  citas  que  preceden,  in- 
sertamos á  continuación  la  Circular  de  9 
de  Agosto  de  1888,  por  ser  de  carácter 
general  su  contenido  y  afectar  en  tal  con- 
cepto á  todos  los  funcionarios. 
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Circular  de  9  de  Agosto  de  1888,  de  la  Sub- 
9€cretaria  de  Qraeia  y  Justicia  (I),  dic- 
tando reglas  para  el  régiynen  y  servicios 
de  los  Establecimientos  penitenciaty,08  y 
carcelarios, 

(Suhsec.  de  Grac.  y  Just.)  «Entre  los 
diversos  servicios  que  dependen  de  esta 
Snbserretaria  de  mi  cargo,  uno  de  los  que 
reclama  más  preferente  atención  y  exige 
detenido  estadio  es  el  referente  al  ramo 
de  Establecimientos  penales  y  Cárceles, 
qae  hoy,  en  armonía  con  sn  índole  y  na- 
taratesa,  forma  parte  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  y  respecto  del  cual  me 
anima  el  ntás  firme  propósito  de  corre- 
gir, en  la  medida  de  lo  posible,  los  males 
inveterados  de  que  adolece  por  desgracia 
la  vida  penal,  inspirando  mi  conducta  un 
recto  y  prudente  sentido  práctico  que, 
sin  desdeñar  las  investigaciones  pura- 
mente abstractas,  desentrañe  de  la  reali- 
dad misma,  á  fin  «le  poder  extirparlos,  los 
tIcíos  y  defectos  que  enseña  una  doloro- 
«a  experiencia. 

Pero  preciso  es  reconocer  cuan  escasa 
satisfacción  podría  darse  A  las  justas 
exigencias  de  la  opinión,  y  á  las  múlti- 
ples necesiilades  del  servicio,  y  que  de 
poco  servirán  el  impulso  y  los  esfuerzos 
de  este  Centro  administrativo,  si  no  se 
TÍeran  eficazmente  secundados  por  la  so- 
Hcitiid,  el  celo  y  la  probidad  de  loa  em- 
pleados del  Cuerpo  de  Penales  y  Cárce- 
les, cayo  concurso  es  absolutamente  in 
dispensable  para  el  mejoramiento  y  pro- 
greso en  el  i*égimen  de  los  Establecimien- 
tos penitenciarios. 

Dotado  boy  este  Cuerpo  de  la  anhela- 
da garantía  de  la  inamovilidad  que  el 
Gobierno  respetará,  y  próximo  á  ser  ob- 
jeto de  mayores  beneficios  para  su  propio 
prestigio,  se- está  en  el  caso  de  exigir  de 
él,  con  perfecto  derecho,  el  más  estricto 
camplimiento  del  deber  en  el  ejercicio  de 
sa  cargo,  y  el  más  ardiente  celo  en  la 
castodia  y  defensa  de  los  intereses  mo- 
rales y  materiales  que  le  están  confiados. 
Ni  la  A<lminiatración  del  Estado  ni  la 
caasa  pública  se  pueden  dar  por  satisfe- 
chas con  procarar,  por  sí  solas,  estas  ren- 
tajas  personales,  sino  en  cuanto  sirven 
de  medio  racional  y  probable  para  pro- 
doctr  otras  de  nn  orden  más  elevado  y 
qoe  transciendan  á  los  intereses  genera- 


O)  Bq  la  fecha  de  1t  Circular  se  hallaba 
suprimida  la  Dirección  de  Penales,  y  depeL- 
día  de  la  Subsecretaría  de  Gracia  y  Justicia 
todo  ¡o  relativo  á  PrisioDes. 


les:  el  examen,  como  forma  de  ingreso 
en  el  Cuerpo  de  Penales,  no  puede  con 
siderarse  en  sí  mismo  como  ana  demos- 
tración completa  y  definitiva  de  idonei- 
dad, y  es,  por  tanto,  preciso  que  vaya  se- 
guido y  comprobado  en  el  desempeño  de 
los  cargos  y  en  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  una  incesante  laboriosidad,  un 
exquisito  celo,  una  intachable  integridad 
y  de  un  conjunto,  en  fin,  de  cualidades 
morales,  en  todo  empleo  público  necesa- 
rias, pero  absolutamente  indispensables 
en  los  del  ramo  de  Penales,  y  que  sólo  la 
experiencia  puede  evidenciar. ' 

£1  primero  que  ha  de  ostentar  de  modo 
elevante,  es  el  Director  de  cada  Estable- 
cimiento penal  ó  carcelarii»,  por  lo  mismo 
que  asume  la  jefatura  y  eu,é4  se  cierto --- 
nificA  la  autoridad  superior  respecto  de 
los  demás  empleatios,  teniendo  siempre 
presente  que  no  puede  haber  para  éstos 
enseñanza  más  persuasiva  que  la  del 
ejemplo. 

Así  es  que  he  de  encarecer  á  usted, 
como  le  encarezco  muy  especial  y  seña- 
ladamente, la  religiosa  observancia  de 
todos  sus  deberes,  penetrándose  de  la 
transcendental  misión  que  le  está  con- 
fiada, y  procurando  llevarla,  no  ya  como 
si  se  tratase  de  cubrir  las  apariencias  de 
un  vano  formalismo,  sino  persuadiéndo- 
se de  que  ejerce  un  verdadero  sacerdo- 
cio, en  que  las  virtudes  ayudan  eficaz- 
mente y  las  más  de  las  veces  suplen  con 
ventaja  á  las  facultades  intelectuales. 

En  el  desempeño  de  su  importante  co- 
metido debe  usted  contar  no  tan  sólo  con 
el  concurso  y  auxilio  del  personal  de  vi- 
gilancia y  el  administrativo,  sino  tam- 
bién, y  de  un  modo  eficaz  y  constante, 
con  la  provechosa  cooperación  del  Cape- 
llán, el  Médico  y  el  Maestro,  no  ya  en  ios 
casos  en  que  los  Reglamentos  y  Ordenan- 
zas lo  exigen  preceptivamente,  sino  tam- 
bién en  toda  situación  ó  momento  en  que 
puedan  contribuir  con  sus  luces  y  conse- 
jos á  mejorar  la  condición  física,  moral  , 
ó  intelectual  de  los  presos  y  penados. 

Tanto  usted  como  todos  los  funciona- 
rios de  ese  Establecimiento,  sean  de  la 
índole  y  categoría  que  fueren,  se  deben 
penetrar  de  la  misión  tutelar  que  ejer- 
cen sobre  los  reclusos,  ya  se  hallen  cum- 
pliendo condena,  ya  estén  presos  pre- 
ventivamente. 

En  uno  ó  en  otro  caso  habrían  de  pro- 
curar cuidadosamente  aliviar  la  triste  si- 
tuación de  estos  desdichados,  no  con 
concesiones  graciosas  que  acusen  ana 
preferencia  especial,  debida  al  favor,  á  la 
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re(!oniendación,  á  Ia  posición  ó  á  la  for- 
tuna, sino  con  actos  y  medidas  de  carác- 
ter general  cuyos  benefici<i8-  alcancen  á 
todos  ó  al  mayor  número  siquiera:  nun- 
ca es  más  irritante  el  privilegio  que  cuan- 
do se  ejerce  en  la  desgracia,  y  nada  que- 
branta más  el  prestigio  y  la  autoridad 
moral  de  los  Jefes  de  los  Presidios  y 
Cárceles  (que  tan  en  alto  grado  necesitan 
conservar,  sobre  todo  en  momentos  su- 
premos), como  las  con«*esioneB  injustifi- 
cadas por  medio  de  las  cuales  aspiran  los 
funcionarios  poco  celosos  á  congraciarse 
con  perdonas  de  valimiento 

Ea  tan  inmoral,  y  las  más  de  las  ve- 
ces produce  iguales  estragos  eu  el  régi- 
men penitenriario,  vei\tír  á  las  sugestio- 
nes de  Ih  influencia,  q^ie  incurrir  en  Ift 
preval ica<*ión  ó  en  el  soborno  » 

Además,  una  y  otra  cosa  se  entrelazan 
«igilosHuiente:  cuando  los  Jefes  de  los 
Penales,  desde  su  posición  superior,  ha- 
cen lo  primero,  los  inferiores  jerárquicíos, 
como  su  conciencia  no  sea  muy  recta,  es- 
tán en  camino  de  practicar  lo  segundo. 

Asi  es,  que  toda  falta  que  se  cumetie 
ra  en  este  sentido,  que  cualquiera  puede' 
denunciar,  ha  «le  ser  severamente  casti- 
gada, correspondiendo  mayor  rigor  á  ma- 
nera que  sea  superior  la  jerarquía  del 
empleado;  el  cual  sólo  debe  fiar  el  mejo- 
ramiento en  su  carrera  á  sus  propios  me- 
recimientos y  á  sns  legítimos  servicios, 
que  este  Centro  administrativo  tendrá 
siempre  en  cuenta  para  recompensarlos 
como  se  merecerán. 

Intimamente  relacionado  con  este  par- 
ticular se  halla  el  referente  al  <Mimf)li- 
miento  de  los  contratos  de  suministros 
de  víveres,  respecto  de  los  cuales  tienen 
los  Directores  de  los  Penales,  al  mismo 
tiempo  que  los  Administradores  y  Jun- 
tas, una  intervención  y  acción  fiscaliza- 
dora  que  solamente  ellos  pueden  ejerci- 
tar eficazmente  en  cada  Establecimiento. 

De  poco  serviría  que  la  Administración 
central  estudie  en  todos  sus  aspectos  el 
problema  de  la  alimentación  del  peuado, 
si  después,  cuando  le  ha  de  ser  adminis- 
trada, resulta  descuidado  el  condimen- 
to, adulterada  la  calidad  ó  cercenada  U 
ración. 

La  inspección  y  el  reconocimiento  que 
•obre  este  punto  importante  ha  de  ejer- 
cer usted  y  los  demás  empleados  de  ese 
Establecimiento  penal,  tiene  que  ser  de 
todos  los  días  y  de  cada  momento,  si 
ha  de  redundar  en  provecho  y  mejora 
material  de  los  reclusos,  denunciando  sin 
demora  alguna  á  esta  Snbsecretaria  las 


faltas  de  cualquier  género  que  encuentre 
en  el  suministro  de  víveres. 

Como  complemento  del  régimen  fisio- 
lógico de  las  Prisiones,  encarezco  viva- 
mente á  usted,  asesorado  del  dictamen 
facultativo,  la  observancia  de  los  precep- 
tos higiénicos,  siempre  recomendables, 
pero  absolutamente  precisos  cuando  se 

I   trata  de  ia  salud  y  bienestar  de  los  pe- 

I   nados. 

I        La  higiene  de  la  persona,  del   vestido 

¡  y  de  la  habitación  no  solamente  hace 
más  llevadera  la  existencia  de  los  Presi 
dios  y  Cárceles,  evita  el  desarrollo  de  en- 
fermeilades  endémicas, conserva  las  fuer- 
zas físicas  y  prolonga  la  vida,  sino  que 
en  definitiva  se  traduce  también  en  una 
economía,  no  clespreoiable  en  el  gasto 
que  origina  cada  penado  á  la  Adminis- 
tración pi^blica,  con  lo  cual  se  ouede 
atender,  por  otra  parte,  al  mejoramiento 
de  los  servicios. 

ELtrabaju  de  los  penados  és  también 
nno  de  los  pnntos  de  más  mterés  y  trans 
<!endencia,  porque  en  él  van  envueltos 
itn portantes  problemas  económicos  y  mo- 
rales de  la  vida  penal. 

Sin  perjuicio  de  que  este  Ministerio 
estudie  dicho  punto  con  la  atención  y 
preferencia  que  se  merece  y  dicte  en  su 
día  acerca  de  él  las  disposiciones  espe- 
ciales que  juzgue  convenientes,  por  el 
momento  debo  recomendar  á  usted  esti 
mulé  con  la  mayor  eficacia  el  desarrollo 
del  trabajo  entre  los  penados,  fomente 
los  talleres,  atienda  á  la  policía  de  sala- 
bridad  y  seguridad  de  los  mismos,  cuid»^ 
de  que  se  paguen  con  puntualidad  los 
jornales,  y  exija  por  su  parte,  á  los  con- 
tratistas el  estricto  cumplimiento  de  las 
cláusulas  de  la  concesión. 

Toilo  lo  que  haga  en  este  orden  de 
consideraciones,  así  como  el  que  logre 
difun<lir  la  sana  lectura  entre  loa  reclu- 
sos y  aumentar  la  asistencia  á  las  escue- 
las, excitando  igualmente  el  celo  de  los 
Maestros  al  más  eficaz  cumplimiento  de 
su  ministerio,  contribuirá  ventajosamen 
te  á  la  regeneración  moial  de  los  pena- 
dos, que  en  su  día  han  <le  ser  reintegra- 
dos á  la  sociedad,  y  con  ello  habrá  coope 
rado  á  la  realización  del  fin  primordial 
de  la  pena,  que  es  la  corrección  del  de- 
lincuente. 

En  resumen,  observe  usted  y  haga  oh 
servar  á  todos  los  empleados  de  ese  Pe- 
nal ó  Cárcel,  no  con  tibieza  y  por  temor 
á  responsabilidades  que  puedan  exigirse, 
sino  con  honrada  convicción  y  sincero  ar 
dimiento  los  múltiples  deberes  de  sas 
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<:«rgoe,  y  acoda  siempre  qae  lo  crea  opor- 
tnno  á  este  Centro  ministerial,  donde  en- 
contrarán apoyo  y  defensa  los  fanciona- 
rios  de  buena  volantad,  laboriosos  y  pro 
boa,  en  cnyo  concepto  tengo  á  loe  de  ese 
Establecimiento,  á  quienes  dará  nsted 
<»nocimiento  de  la  presente  Circular. 

Dios,  etc.  Madrid  9  de  Agosto  de  1888. 
—El  Sabsecretorio,  Fermín  Calbetón,— 
fir.  Director  del  Penal  ó  de  la  Cárcel  de...» 
iOac,  11  Agosto). 


EN  PE  RMEKÍ  A. — Dependencia  que 
«xiste  en  las  Prisiones  destinada  á  la 
aaistencJH  f^tMiUaliva  de  los  reclusos  en- 
fermos. 

Ordenanza  de  Presidios  de  1834. 
PARTE  SKGÜNDA.— TITULO  IV. 
ft»«eclÓB  tareera.— De  la  enfermería. 

<Art.  149.  En  todos  los  depósitos  y 
Presidios  habrá  un  departamento  desti 
nado  á  enfermería,  que  se  establecerá  en 
habitación  alta  de  techo,  ventilada,  y 
•iendo  posible,  elevada  <le  la  superficie 
de  la  tierra  dos  varas  á  lo  menos  para 
«vitar  toda  humedad. 

Art.  150.  El  local  de  la  enfermería 
•era  una  sala  proporcionada  al  número 
de  camas  que  se  calcule  puedan  necesi 
tarse,  y  en  üuya  puerta  habrá  un  centi- 
nela dependiente  de  la  gilanlia  En  la 
sala  habrá  una  división  ó  separación, 
donde  serán  observados  los  que  aparez- 
can con  síntomas  de  enfermedades  cu- 
táneas ó  contagiosas,  hasta  que  declara- 
das tales,  se  trasladen  alhospital  los  que 
las  padezcan.  Lo  mismo  se  hará  con  to- 
dos aquellos  cuyas  ilolencias  se  bajean 
graves,  pnes  la  enfermería  interior  no  es 
sino  para  las  leves,  ó  para  la  convalecen- 
cia de  las  que  se  han  curado  en  el  hos- 
pital (1). 

Art.  161,  A  la  inmediación  de  la  en 
ferinería  habrá  cocina  y  aposento,  si  es 
posible,  con  azotea  inmediata  y  agua  dul- 
ce á  mano  para  preparar  los  alimentos  y 
las  medicinas  En  el  mismo  departamen- 
to tendrá  su  habitación  el  furriel,  y  si  es 
posible  el  Módico  del  Establecimiento  (2). 

(i;  Kii  ia.i  enfermerías  de  los  Penales  per- 
manecen hoy  los  penados  todo  el  tiempo  que 
dnrs  la  eoft* rmedad,  j  por  tanto^  no  tienen  lu- 
gar los  traslados  á  <)ue  se  refiere  este  articulo. 

(2)  Hoy  DO  habitan  en  las  enfermerías  ni 
los  farrieles  ni  los  Médicos. 


I  Art.  162.  8¡  para  asistencia  de  los  en- 
fermos se  necesitaren  algunos  sirvien- 
tes» los  pedirá  el  facultativo  al  Coman- 
dante, quien  mandará  al  Ayudante  qué 
I  elija  de  entre  los  penados  los  que  me- 
I  rezcan  su  confianza  y  sean  á  propósito 
para  el  servicio  á  que  se  les  destine.  Es- 
tos presidiarios  «lisfrutarán  en  los  días 
que  estén  ocupados  en  la  asistencia  de 
los  enfermos,  un  real  de  vellón  diario  (I ). 
Art.  153.  Cuando  haya  enfermos,  he- 
ridos ó  convalecientes  en  la  enfermería, 
se  nombrará  todos  los  días  un  cabo  de 
enfermería,  alternando  en  este  servicio 
los  cabos  de  vara  propietarios  é  interi- 
nos por  pie  de  lista. 

Art.  164.  El  «íabo  de  enfermería  per- 
manecerá en  ella  sin  separarse  las  vein- 
ticuatro horas  de  su  guardia,  cniilará  de 
la  vigilancia  de  ios  penados  enfermos  y 
de  los  asistentes,  y  será  relevado  todas 
las  mafianas  á  la  hora  fija  de  la  visita 
del  facultativo,  á  que  deberá  asistir  con 
el  cabo  entrante  por  si  ocurriere  algo  que 
mandarles. 

Art.  155.  El  furriel,  bajo  la  dirección 
del  Ayudante,  llevará  el  cuaderno  de 
alta  y  baja  de  la  enfermería;  correrá  con 
los  gastos  y  presentará  mensual  mente 
las  cuentas  acompañadas  de  los  docu- 
mentos necesarios  á  la  Mayoría  con  el 
cónstame  del  facultativo  y  V.o  B.o  del 
Ayudante,  con  arreglo  al  formulario  que 
en  la  misma  Mayoría  se  le  dará  (2). 

A rt. ,  1 56.  Ha brá  en  la  enfermería  una 
caníilla  cubierta  y  decente  para  condu- 
cir los  enfermos  al  hospital,  y  conforme 
la  necesidad  lo  vaya  exigiendo,  el  Ayu- 
dante, de  acuerdo  con  el  facultativo  y 
furriel,  propondrá  la  compra  ó  adquisi- 
ción de  los  efectos  ó  utensilios  que  se 
necesiten;  por  medio  de  una  nota  que  se 
presentará  al  Mayor  y  con  su  orden  se 
comprarán  los  artículos  propuestos,  sir- 
viendo la  misma  nota  de  comprobante 
en  la  cuenta. 

Art.  157.  Cuando  el  local  de  algón 
Establecimiento  penal  no  permita  colo- 
car la  enfermería  dentro  de  su  mismo 
recinto,  pedirá  el  Comandante  la  guar-  ' 
dia  militar  que  estime  conveniente  para'' 
la  debida  custodia  de  los  penados  en  el 
hospital.>  (C.  L.  de  P.,  tomo  I,  pági- 
nas 36  y  87). 


(1)  Hoy  no  tienen  retribución. 

(2)  Véase  Cuenta  de  niedleameDtos, 

páginas  851  s  855,  tomo  I. 
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Real  orden  de  5^de  Septiembre  ie  1844 
aprobando  entre  otro$^  el 

Reglamento  sobre  enfermerías. 

«Artículo  l.o  Conforme  á  lo  diapuea- 
to  en  el  art.  4.^  .de  la  Real  orden  de  10  de 
Marzo  último  (1)  ae  procederá  á  estable- 
cer en  todoe  loa  Preaidioa  del  Reino  la 
correapondiente  enfermería  en  la  forma 
siguiente. 

Art.  2°  Ei  local  en  que  éata  ae  sitúe 
será  elegido  por  el  facultativo  del  Eeta- 
blecimiento,  para  que  reúna  todas  laa 
circunatanciaa  de  salubridad  y  anchura 
que  ha  de  menester. 

Art.  S.o  Este  local  ae  dividirá  en  doa 
aeccionea  para  que  puedan  estar  con  en- 
tera separación  loa  de  enfermedadea 
contagíosba  de  aquellos  que  padezcan 
afecciones  ordinarias. 

Art.  4.0  Laa  enfermerías  ae  dotarán 
con  un  número  de  camas  igual  al  que  re- 
sulte de  un  7  por  100  de  la  fuerza  que 
tenga  cada  Preaidio. 

Art.  6.<>  Las  camaa  se  compondrán  de 
dos  banquiiloa  de  media  vara  de  alto;  de 
tres  ó  cuatro  tablas  que  describan,  vara 
y  cuarta  de  anrho  y  doa  y  media  de  lar- 
go; de  un  jergón  con  cuarenta  libras  de 
paja  preparada  al  efecto;  de  un  colchón 
con  una  arroba  <ie  lana;  de  un  cabezal 
con  cuatro  libras  de  ídem;  de  doa  sába- 
naa  de  tres  varaa  nienoa  cuarta  de  largo, 
una  y  media  de  ancho,  y  una  manta  de 
lana  de  iguales  dimensiones. 

Art,  6."  Las  camas  del  departamento 
de  enfermedades  contagiosas  no  tendrán 
colchón. 

Art.  7."  Habrá  por  cada  cama  una  ca- 
misa de  lienzo  de  cinco  cuartaa  de  largo 
y  trea  y  media  de  ancho;  un  gorro  de  la 
misma  tela  de  una  tercia  de  largo;  una 
mesa  de  pino  blanca,  de  la  altura  de  la 
cama  y  de  media  vara  en  cuadro,  con  un 
cajón;  una  servilleta  cuadrada  de  tres 
cuartas;  un  tazón;  una  cuchara;  un  nú- 
mero de  capotes  para  abrigo  de  los  con- 
valecientea,  y  un  féretro  para  conducir 
\  los  cadáveres  al  cementerio. 
V  Art.  8.<>  La  ropa  blanca  de  las  camas 
ha  de  mudarse  cada  quince  días  con  otra 
igual,  colada  y  lavada;  las  camisas  y  go- 
rros cada  ocho;  las  servilletas  cada  cua- 
tro, y  los  colchones,  lana,  jergones,  man- 


(1)  Manda  este  artículo  qae  se  establezca 
enfermería  en  todos  los  Presidios.  {Colección 
Légitiativm  d«  Presidia,  tomo  I,  nág.  249). 


tas  y  tela  de  los  cabezales  cada  seis 
meses. 

Art.  9.0  La  ropa,  así  como  los  demás 
utensilios  y  efectos  que  sirvan  á  los  sar- 
nosos, tifíosos,  etc.,  se  conservará  y  lava- 
rá con  separación,  sin  mezclarla  por  nin- 
gún concepto  con  la  destinada  á  los  de- 
más enfermos. 

Art.  10.  Queda  á  juicio  de  las  respec- 
tivas Juntas  económicas  los  demás  útilea 
necesarios  para  el  servicio  de  estas  ofi- 
cinas. 

D^  los  alimentos, 

A  rt.  1 1 .  A  todo  con  6 nado  qne  sea  alta 
en  la  enfermería,  ae  le  suministrará  ios 
alimentos  que  prescriba  el  facultativo  en 
la  forma  siguiente:  Ración,  ración  y  me- 
dia ó  tres  cuartos  de  ración.  Media  ra- 
ción, media  y  sopa.  Sopa:  Dieta  animal  y 
dieta  vegetal. 

/)e  la  ración. 

Art.  12.  La" ración  se  compondrá  de 
veinte  onzas  castellanas  <le  pan  y  de  doce 
de  carne  de  carnero,  ó  en  su  lugar  dieci- 
seis de  vaca;  y  si  el  facultativo  lo  creye- 
re necesario  se  le  aumentará  onza  y  me- 
dia de  garbanzos  é  igual  cantidad  de  to- 
cino; en  cuyo 'caso  se  llamará  ración  com- 
pleta. 

Art.  13.  Si  el  facultativo  prescribiese 
ración  con  vino,  se  te  dará  un  cuartillo, 
medida  de  M/idrid,  que  se  dividirá  entre 
la  comida  y  la  cena. 

Art.  14  La  distribución  de  la  ración 
se  hará  de  la  manera  siguiente:  De  las 
veinte  onzas  de  pan  se  rebajará  doa  para 
la  sopa  general  de  aln)uerzo.  que  deberá 
ser  de  ajo  ó  de  caldo  común  de  la  olla,  al 
empezar  la  comida,  y  otra  al  hacerlo  de 
la  cena,  con  la  mitad  de  la  carne  al  rae 
dio  día,  y  la  otra  por  la  noche.  Se  dará  la 
carne  cocida  cuando  el  Profesor  no  dis 
ponga  asada  ó  guisada.  En  el  último 
caso  se  dará  á  los  enfer:nos  su  ración  eo 
guisado  de  carne  con  arro£,  patatas, 
fideos  ú  otra  sustancia  nutritiva  de  fácil 
digestión,  incluyendo  en  este  guisado  las 
dos. terceras  partee  que  corresponda  al 
enfermo,  dejando  la  otra  tercera  por  lo 
que  se  ha  afladido  para  hacer  el  guisado. 
Cuando  los  enfermos  estén  á  ración  com- 
pleta se  les  dará  los  garbanzos  y  el  toci- 
no en  la  distribución  del  medio  día,  ob- 
servándose, por  lo  tocante  al  resto  de  los 
alimentos,  el  mismo  orden  prescrito  para 
los  que  están  á  ración  común. 
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De  la  radón  y  niedia  ó  tres  cnartas  partes 
.de  vacian, 

Art.  15.  Se  dnrá  en  este  caso  toda  la 
parte  de  la  ración  entera  qne  correepon- 
ila  á  cada  enfermo  en  el  almuerzo  y  co- 
mida; pero  sólo  la  taza  de  caldo  con  la 
mitad  de  la  carne  que  le  correspondería 
8Í  estuviere  á  ración. 

De  la  inedia  ración. 

Art.  16.  La  media  ración  se  compon- 
drá de  la  miiad  de  la  carne  señalada  para 
ración,  excepto  la  sopa  de  la  niafíana  que 
•e  dará  igual  á  la  de  loa  que  estén  á  ra- 
ción, así  como  también  las  dos  tazas  de 
caldo,  una  por  la  mañana  y  otra  por  U 
Doche,  en  caso  d3  que  el  facultativo  no 
disponga  otra  cosa  expresamente. 

De  la  inedia  ración  y  sopa, 

Art.  17.  Se  dará  en  la  comida  me<lia 
ración,  y  sólo  sopa  en  la  cena,  berha  con 
dos  onzas  de  pan  hervido  en  una  taza  de 
caldo. 

Art,  18.  Poilrá  ser  de  pan  ó  de  arroz, 
componiéndose  en  uno  y  otro  caso  de 
seis  onzas  divididas  en  tres  partes,  que 
se  darán  á  las  horas  de  igual  numero  de 
alimentos  generales.  Estas  sopas  serán 
hervidas  y  compuestas  cada  una  de  las 
dos  onzab  de  pan  ó  arroz  y  una  taza  de 
caldo  sacado  <ie)  de  las  dietas.  Al  enfer- 
mo  que  está  á  ración  de  sopa  se  le  dará 
á  más  dos  tazas  de  caldo,  una  á  las  tres 
de  la  tarde  y  btra  á  las  once  de  U  noche. 
Si  el  Profesor  dispusiese  vino,  se  dará  el 
que  se  señala,  y  en  la  forma  y  épocas 
que  determine. 

Art.  19.  La  dieta  «eneral  se  dividirá 
en  animal  y  vegetal.  Constara  la  primera 
de  seis  tazas  de  caldo  repartidas  a)  día 
ana  cada  cuatro  horas,  que  se  extraerán 
del  todo  de  la  carne  señalaila  para  ración 
y  además  de  dos  onzas  de  jamón  ó  toci 
no  para  cada  uno  de  los  enfermos. 

Art.  20.  La  dieta  vegetal  será  de  sus- 
tancia de  pan  ó  de  arroz.  La  de  pan  con- 
sistirá en  seis  onzas  de  éste,  cocidas  en 
cinco  libras  de  agua  hervida,  hasta  que 
quede  reducida  á  la  mitad:  hecho  el  co- 
cimiento, y  antes  de  colado,  se  disolve- 
rán en  él  dos  onzas  de  azúcar  por  cada 
enfermo. 

La  dieta  de  sustancia  de  arroz  se  com- 
pondrá poniendo  cuatro  onzas  de  ésta  en 
einco  libras  de  agua,  haciéndola  cocer 
basta  que  quede  en  la  mitad,  y  disol- 
viendo dos  onzas  de  azúcar  del  modo 
arriba  dicho. 


Art.  21.  A  los  enfermos  que  estén  á 
dieta  vegetal,  se  le  dará  la  cantidad  que 
prescriba  el  facultativo. 

Art.  22.  Si  en  algún  caso  dispusiere 
el  facultativo  huevos  ú  otra  cosa  no  se- 
ñalada arriba,  se  sumini6trará  rebajando 
su  valor,  cantidad  ó  sustancia  de  la  que 
le  correspondía  tomar  por  su  ración;  en 
la  inteligencia  de  que  en  la  libreta  ba  de 
constar  sólo  la  porción  de  alimentos 
prescrita  generalmente  en  este  regla- 
mento. 

Art.  23.  E\  caldo  que  han  de  tomar 
los  que  estén  á  dieta  animal,  debe  ha- 
cerse poniendo  por  seoarado  las  doce  on- 
zas de  carnero  ó  dieciseis  de  vaca,  y  las 
dos  <le  jamón  ó  tocino  correspondientes 
á  cada  uno  de  los  enfermos.  Extraída  la 
sustancia  de  ambas  materias,  se  tendrá 
el  mayor  cuidado  de  que  no  se  empleen 
otra  vez  en  la  enfermería,  como  tampoco 
los  demás  géneros  que  sobren  de  los  per- 
tenecientes á  los  enfermos  que  no  se  ha- 
llen á  ración. 

Art.  24.  Los  enfermos  que  entren 
después  de  la  visita  de  la  mañana,  no  se- 
rán de  alta  para  reclamación  de  ración 
hasta  el  Inmediato,  y  se  les  facilitará  una 
ó  <ios  tazas  de  caldo  de  las  dietas. 

Art.  25.  Cuando  prescriba  el  faculta- 
tivo ración  y  media  ración,  ó  media  y 
sopa,  se  entenderá  siempre  que  se  deba 
dar  al  enfermo  la  porción  que  se  señala 
en  los  arts.  16,  16  y  17,  de  la  cantidad  de 
alimentos  correspondientes  á  la  ración 
común. 

Art.  26.  Los  facultativos  de  estas  en- 
fermerías ufarán  de  las  cifras  siguientes 
para  señalar  en  las  libretas  el  alimento 
.que  crean  deben  prescribir  á  los  enfer- 
mos, procurando  siempre  hacer  las  letras 
con  bastante  separación,  y  con  tal  clari- 
dad, que  no  pueda  hHt>er  equivocación. 
La  ración,  con  una  R.  La  ración  y  media 
ó  tres  cuartos  de  ración,  con  una  R  y 
una  M.  La  media  ración,  con  una  M  y 
una  R  La  media  y  sopa,  con  una  M  y 
una  S.  La  sopa,  con  una  S.  La  dieta  ani- 
mal, con  una  D  y  una  A,  y  la  dieta  vege- 
tal con  una  D  y  una  V,  todas  mayús- 
culas. 

De  las  medicinas. 

Art.  27.  Los  medicamentos  ya  sim- 
ples ó  ya  compuestos,  serán  todas  aque- 
llas que  están  comprendidas  en  ios  for- 
mularios de  medicina  y  cirugía  hoy  vi- 
gentes; pero  de  buena  calidad,  exacta- 
mente prepara<Ias  y  elaboradas,  y  á  cuyo 
fln  estarán   sujetas  á  la  inspección  del 
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facultativo  y  (Iq  ud  individuo  de  la  Jun- 
ta económica. 

Art.  28.  La  clase  de  medicamento,  so 
«cantidad,  modo  y  forma  de  administrar- 
lo, lo  sefíalará  el  facultativo  en  ei  rece- 
tario que  deberá  abrirse  en  todas  las  en- 
fermerías, se^ún  el   modelo  adjunto  (1). 

Art.  29.  El  suministro  de  alimentos 
y  medicinas  que  queda  expresado,  se  su- 
bastará en  la  misma  forma  que  se  dispo- 
ne hacer  por  separado  el  de  pan,  rancho 
y  utensilio,  abonándose  su  importe  del 
propio  modo  que  para  ellos  expresa. 

Art.  30.  El  resto'  de  asistencia  de  las 
•enfermerías  quedará  en  administración 
por  los  propios  Establecimientos  pena- 
les, cuyo  importe  se  reclamará  mensual 
mente  á  las  Contadurías  de  las  respecti- 
vas provincias  y  justificada  su  inversión 
del  modo  que  está  mandado  (2). 

Art.  31.  No  será  de  abono  el  alta  en 
enfermería  sin  que  lleve  el  requisito  de 
interveníMÓn  del  Comisario  de  revistas. 

Art.  32.  El  facultativo  del  Presidio 
estará  obligado  á  vivir  en  el  Estableci- 
miento y  á  visitar  los  enfermos  tantas 
veces  como  la  necesidad  lo  exija,  á  exa- 
minar los  medicamentos  y  alimentos  y  á 
,4lar  parte  al  Comandante  cuando  los  en- 
cuentre sin  las  circunstancias  de  perfec- 
4!Íón  que  reclama  la  humanidad  doliente. 

Art  38.  Lo  estará  también  á  proveer 
la  enfermería  de  los  instrumentos  que 
para  la  ejecución  de  su  profesión  necesi- 
ta, pero  conservando  siempre  la  propie- 
dad de  ellos. 

Art.  84.  Provistas  ya  las  enfermerías 
de  los  Establecimientos  presidíales  del 
Reino  de  todo  lo  indispensable  para 
ntender  á  la  asistencia  y  curación  mate- 
rial de  los  enfermos,  sólo  resta  procurar 
los  medios  para  que  se  verifiquen  á  la 
vez  la  moral:  á  este  fin,  los  Capellanes  ó 
médicos  de  las  almas,  vivirán  también 
dentro  del  Establecimiento  y  asistirán 
constantemente  á  las  enfermerías,  para 
que  con  sus  persuasiones  y  representa- 
ción divina  hagan  llevar  á  los  enfermos 
sus  dolencias  con  resignación. 

Art.  36.  También  será  obligación  de 
los  Capellanes  suministrar  el  Viático  y 
la  Extremaunción,  ayudar  á  bien  morir 
y  acompañar  al  que  cese  de  vivir  al  pun- 


(1)  Hoy  rigen  los  loo'jelos  que  insertamos 
en  VuemUk  de  iiiedilcameNl«fi,  tomo  I, 
páginas  citudiiM. 

(2)  Vé^so  Caenta  die  Bie«llcanieBl«H 
7  MedleameBlo». 


to  donde  se  le  dé  sepultura.»  (C  L.  de  P., 
tomo  I,  págs.  806  á  810). 

(Véase  además  Cárcel,  Reglamento 
parfi  las  de  capital  de  provincia:  De  la 
enfermería,  artículos  61  á  64,  págs.  236, 
tomo  I;  Penitenciaría  Hospital  y  Pri- 
sión celular  de  Madrid. 


ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL  (Ley 
de)«— El  enjuiciamiento  criminal,  dice  el 
Sr.  Alcubilla,  tiene  por  objeto  indagar  y 
hacer  constar  el  delito,  buscar,  aprehen- 
der y  convencer  á  los  culpables,  senten- 
ciar y  hacer  ejecutar  lo  juzgado. 

Ley  de  Enjuiciamietito  criminal  de  14  de 
Septiembre  de  1882. 

Exposición. — Señor:  La  ejecución  de 
las  dos  leyes  promulgadas  en  virtud  de 
Reales  decretos  de  22  de  Junio  de  este 
año,  presupone  un  nuevo  Código  de  En- 
juiciamiento penal ,  una  modificación 
profunda  en  la  Ley  Orgánica  del  Poder 
Judicial  de  16  de  Septiembre  de  1870,  la 
tieterminación  del  número  y  residencia 
de  los  Tribunales  colegiados  que  han  de 
conocer  en  ünica  instan.^ia  y  en  juicio 
oral  y  público  de  los  delitos  que  se  co- 
metan dentro  de  su  respectivo  territorio, 
y,  por  último,  la  formación  de  los  cua- 
dros de  personal  de  esos  mismos  Tribu- 
nales, cuyos  Presidentes  deben  estar 
adornados  de  condi<;iones  especiales  de 
capacidad  para  la  dirección  y  resumen 
de  los  debates. 

Basta  la  mera  enunciación  de  estos 
trabajos  preparatorios  para  comprender 
que,  ni  por  su  índole  y  naturaleza,  ni  por 
su  extensión  y  excepcional  importancia, 
podían  terminarse  en  breve  plazo.  Cábe- 
le, sin  embargo,  al  infrascrito  la  satis- 
facción de  anunciar  hoy  á  V.  M.  que  todos 
ellos  pueden  darse  por  ultimados,  gra- 
cias al  patriótico  concurso  que  han  pres- 
tado al  Gobierno  hombres  eminentes  no 
sólo  en  la  ciencia  del  Derecho,  sino  tam- 
bién en  el  conocimiento  especial  de  la 
topografía,  censo  de  población,  vías  de 
comunicación  y  estadística  criminal  del 
territorio  de  la  Península  é  islas  adya- 
centes. 

El  Gobierno  de  V.  M.  no  se  propone 
publicar  todos  esos  trabajos  á  la  vez;  an- 
tes al  contrario,  cree  conveniente  antici- 
par la  promulgación  del  Código  de  En- 
juiciamiento para  que,  mientras  se  ins- 
talan las  Audiencias  de  lo  criminal,  pue- 
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dan  estudiarle  y  conocerle  los  Magístra- 
floa,  Jneces,  Fiscales,  Letrados  y  demás 
persouas  que  por  modo  más  ó  menos  di- 
recto y  eficaR  han  de  concurrir  á  su  plan- 
teamiento y  aplicación. 

No  será  su  estudio  muy  difícil  ni  pro- 
lijo, porque  al  cabo  el  proyecto  que  el 
Ministro  que  suficribe  somete  hoy  á  la 
aprobación  de  V.  M.  está  basado  en  la 
Compilación  general  de  16  de  Octubre 
de  1879»  de  conformidad  con  lo  precep- 
tuado en  la  autorizMción  votada  por  las 
Cortes;  pero  así  y  todo  son  tan  radicales 
las  reforma;*  en  él  introducidas,  que  bien 
podía  pasar  por  un  Código  completamen- 
te nuevo  y  de  carácter  tan  liberal  y  pro- 
gresivo como  el  más  H<lelantado  de  los 
Códigos  de  procedimiento  criminal  del 
continente  europeo. 

Entre  esas  reformas  son  sin  duda  las 
menos  importantes  aquellas  que,  sugeri- 
dlas por  la  experiencia,  tienen  por  obje- 
to, ya  aclarar  Varios  preceptos  más  ó  me- 
nos obscuros  y  dudosos  de  la  Compila- 
ción vigente,  ya  uniformar  la  jurispru- 
dencia, ó  ya.  en  fin,  facilitar  la  sustan 
ciaciÓD  de  algunos  recursos  y  muy  espe- 
cialmente el  de  casación,  acerca  del  cual 
ha  hecho  observaciones  muy  oportunas 
y  diflftretas  el  Tribunal  Supremo,  que  na- 
turalmente han  sido  acogidas  con  el  res- 
peto que  merece  una  Corporación  que 
está  á  la  cabeza  de  la  Magistratura  espa- 
ñola, y  que  es  por  la  ley  intérprete  y 
guardián  de  la  doctrina  jurídica. 

Las  de  verdadera  importancia  y  trans- 
cendencia son  aquellas  otras  que  se  en- 
caminan á  suplir,  como  en  las  cuestiones 
prejudiciales,  algún  vacío  sustancial  por 
donde  era  frecuente  el  arbitrio  nn  tanto 
desniediilo,  y,  más  que  desmedido,  con- 
tradictorio de  la  jurisprudencia,  á  corre- 
gir loe  vicios  crónicos  de  nuestro  sistema 
de  enjuiciar  tradicional  y  á  rodear  al  ciu- 
dadano de  las  garantías  necesarias  para 
qne  en  ning'ón  caso  sean  sacrificados  los 
derechos  individuales  al  interés  mal  en- 
tendido del  Esta<Ío. 

Sin  desconocer  que  la  Constitución 
de  1812,  el  Reglamento  provisional  para 
la  Administración  de  justicia  de  1886  y 
otras  disposii'iones  posteriores  mejora^ 
ron  considerablemente  e'  procedimiento 
criminal,  sería  temerario  negar  que  aun 
bajo  la  legislación  vigente  no  es  raro  que 
nn  sumario  dure  ocho  ó  más  afios,  y  es 
frecuente  que  no  dore  menos  de  dos, 
prolongándose  en  ocasiones  ñor  todo  este 
tiempo  la  prisión  preventiva  de  los  acu- 
sados; y  aun  podría   añadirse,  para  com- 


pletar el  cuadro,  que  tan  escandalosos 
procesos  solían  no  há  ihucho  terminar 
por  una  absolución  de  la  instancia,  sin 
que  nadie  indemnizara  en  este  caso  á  los 
procesados  de  las  vejaciones  sufridas  en 
tan  dilatado  período,  y  lo  que  es  más, 
dejándoles  por  todo  el  resto  de  su  vida 
en  situación  incómoda  y  deshonrosa, 
bajo  la  amenaza  perenne  de  abrir  de  nue- 
vo el  procedimiento  el  día  que  por  mal 
querencia  se  prestaba  á  <teciarar  contra 
ellos  cualquier  vecino  rencoroso  y  ven- 
gativo. Esta  práctica  abusiva  y  atentato- 
ria á  los  derechos  del  individuo  pugna 
todavTa  por  mantenerse,  con  éste  o  el 
otro  disfraz,  en  nuestras  costumbres  ju- 
diciales; y  es  menester  qne  cese  para 
siempre,  porque  el  ciudadano  de  un  pue- 
blo libre  no  debe  expiar  faltas  que  no  son 
suyas,  ni  ser  víctima  de  la  impotencia  ó 
del  egoísmo  del  Estado. 

Con  ser  estos  dos  vi<;io9  tan  capitales, 
no  son,  sin  embargo,  los  ónicos.  ni  acaso 
los  más  graves  de  nuestro  prottedimien- 
to.  Lo  peor  de  todo  es:  que  en  éi  no  se  da 
intervención  alguna  al  inculpado  en  el 
sumario;  que  el  Juez  que  instruye  éste 
es  el  mismo  que  pronuncia  la  sentencia 
con  todas  las  preocupaciones  y  prejui- 
cios que  ha  hecho  nacer  en  su  ánimo  ía 
instnn^ción;  que,  confundido  lo  civil  con 
lo  criminal  y  abrumados  los  Jueces  de 
primera  instancia  por  el  cúmulo  tle  sus 
múltiples  y  variadas  atenciones,  delegan 
frecuentemente  la  práctica  de  muchas 
<liligenciaa  en  el  Escribano,  quien,  á  so- 
las con  el  procesa<io  y  los  testigos,  no 
siempre  iriterpreta  bien  el  pensamiento, 
ni  retrata  con  perfecta  fidelidad  las  im- 
presiones de  cada  uno,  por  grande  que 
sea  su  celo  y  recta  su  voluntad;  que,  por 
la  naturaleza  nnsma  de  las  cosas  y  la  ló- 
gica del  sistema,  imestros  Jueces  y  Ma- 
gistrados han  adquirido  el  hábito  de  dar 
escasa  importancia  á  las  pruebas  del  ple- 
nario,  formando  su  juicio  por  el  resulta- 
do de  las  diligencias  sumariales  y  no  pa- 
rando mientes  en  la  ratificación  de  los 
testigos,  convertida  en  vana  formalidad; 
que,  en  ausencia  del  inculpado  y  su  de- 
fensor, los  funcionarios  que  intervienen 
en  la  instrucción  del  sumario,  animados 
de  un  espíritu  receloso  y  hostil  qne  se 
engendra  en  su  mismo  patriótico  celo  por 
la  causa  de  la  sotriedad  que  representan, 
recogen  con  prefereintia  los  datos  adver- 
sos al  procíesado,  descuidando  á  las  veces 
consignar  los  que  pueden  favorecerle,  y 
que.  en  ñn,  de  este  conjunto  de  errores, 
anejos  á  nuestro  sistema  de  enjuiciar,  y 
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lio  itnpntable  por  tanto  á  los  funcionarios 
4Íel  orden  jndicial  y  físcal,  resultan  dos 
(tosas  á  cnál  más  funestas  al  ciudadano: 
una,  que  al  compás  que  adelanta  el  su- 
roaiio  se  va  fabrican<!o  inadvertidamen 
te  una  verdad  de  artificio,  que  más  tarde 
se  convierte  en  verdad  lej^al,  pero  que  es 
contraria  á  la  realidad  de  los  hechos  y 
subleva  Ih  conciencia  del  procesado;  y 
otra,  que  cuando  éste,  llegado  el  plena* 
rio,  quiere  defenderse,  no  hace  más  que 
forcejear  inútilmente,  porque  entra  en  el 
palenque  ya  vencido  ó  por  io  menos  des- 
armado. Hay,  pues,  que  restablecer  la 
igualdad  de  condiciones  en  esta  contien- 
da jurídica  hasta  donde  lo  consientan 
los  fines  esenciales  de  la  sociedad  hu- 
mana. 

Qnif.ás  se  lach'e  de  exagerada  é  injusta 
esta  critica  de  la  organización  de  nuestra 
justicia  critinnat.  ¡Ojalá  que  lo  fueral 
Pero  el  Ministro  que  suscribe  no  manda 
en  su  rasón  y  está  obligado  á  decir  á 
V.  M.  la  verdad  tal  como  la  siente;  que 
las  llagas  sociales  no  se  curan  ocultán- 
dolas, sino  al  revés,  midiendo  su  exten- 
sión y  profundidad  y  estudiando  su  ori- 
gen y  natnralesn  para  aplicar  el  oportu- 
no remedio.  En  sentir  <]el  que  suscribe, 
sólo  por  la  costumbre  se  puede  explicar 
que  el  pueblo  espafiol,  tan  civ^isado  y 
<;ullo  y  que  tantos  progresos  ha  hecho  en 
lo  que  va  de  siglo  en  la  ciencia,  en  el  arte, 
tíu  la  industria  y  en  su  educación  políti- 
ca, se  resigne  á  un  sistema  semejante, 
mostrándose  indiferente  ó  desconocien- 
do sus  vicios  y  peligros,  como  no  los 
aprecia  ni  ntide  el  que  habituado  á  res- 
pirar en  HtmOsfern  malsana,  llega  hasta 
la  asfixia  »\n  sentirla.  El  extranjero  que 
estudia  la  organización  de  nuestra  justi- 
cia criminal,  al  vernos  apegados  á  un 
sistema  ya  cadutu)  y  desacreditado  en 
Europa  y  en  América,  tiene  por  necesi- 
dad que  ffiríiiar  una  idea  injusta  y  falsa 
ile  la  civilizHción  y  cultura  españolas. 

Lo  que  hay  que  examinar,  por  tanto, 
es  si  el  adjunto  proyecto  de  Código  re- 
media, si  no  todo8,  al  menos  los  más  ca- 
pitales dt*fe(ítü8  de  que  adolece  la  vigen- 
te organización  de  la  justicia  criminal.  Es 
preciso  on  prinier  término  sustituir  la 
marcha  perezosa  y  lenta  del  actual  pro- 
cedimiento por  un  sistema  que,  dando 
amplitud  a  la  defensa  y  garantía  de 
acierto  al  fallo,  asegure  sin  embargo 
la  celeridad  del  juicio  para  la  realización 
de  dos  fines  á  cual  más  importantes:  uno, 
que  la  suerte  del  ciudadano  no  esté  in 
definidamente  en  lo  incierto,  ni  se  le  cau- 


sen más  vejaciones  que  las  absoluta- 
mente indispensables  para  la  averigua- 
ción del  delito  y  el  descubrimiento  del 
verdadero  delincuente  ;  y  otro,  que  la 
pena  siga  de  cerca  á  la  culpa  para  su  de- 
bida eficacia  y  ejemplaridad. 

Pues  bien.  Señor,  he  aquí  el  conjunto 
de  medios  que  el  nuevo  sistema  ofrece 
para  el  logro  de  resultado  tan  transcen- 
dental: la  sustitución  de  ios  dos  grados 
de  jurisdicción  por  la  instancia  única;  la 
oralidad  del  juicio;  la  separación  de  lo 
civil  y  lo  criminal  en  cuanto  al  Tribunal 
sentenciador;  igual  separación  en  cuanto 
á  los  Jueces  instructores  en  ciertas  ciu- 
da<les  pcspulosas  en  donde  hay  más  de 
un  Juez  de  primera  instancia  y  es  mu- 
cha la  criminalidad;  un  uiivio  considera- 
ble de  trabajo  en  cuanto  á  los  demás 
Jueces,  á  quienes  se  descarga  del  plena- 
río  y  del  prononeiaiuiento  y  motivación 
de  la  sentencia,  ya  que  razones  indecli- 
nables de  economía  no  permiten  ezten* 
der  á  ellos  dicha  separación;  multitud  de 
reglas  de  detalle  esparcidas  aquí  y  allá 
en  el  adjunto  Código  y  singularmente 
en  BUS  d<is  primeros  libros,  para  que  los 
Jueces  instructores,  eii  el  examen  de  los 
testigos  y  en  la  práctica  de  los  demás 
medios  de  investigación,  se  ciñan  á  sólo 
lo  que  sea  útil  y  pertinente:  y,  por  últi- 
mo, la  intervención  del  procesado  en  to- 
das las  diligencias  del  sumario  tan  pron- 
to como  el  Juez  estime  que  la  publicidad 
de  las  actuaciones  no  compromete  la 
causa  pública  ni  estorba  el  descubri- 
miento de  la  verdad.  Por  regla  general, 
nadie  tiene  más  interés  que  el  procesado 
en  activar  el  procedimiento;  y  si  alguna 
vez  su  propósito  fuera  prolongarlo,  se  lo 
impediría  el  Juez,  y  sobre  todo  el  Fiscal, 
á  quien  se  da  el  derecho  de  pedir  la  ter- 
minación del  sumario  y  la  apertura  del 
juicio  oral  ante  el  Tribunal  colegiado. 
Concurrirá  también  al  propio  fin  la  ins- 
pección, continua  y  sistemáticamente  or- 
ganizada en  la  ley,  de  la  Audiencia  de  lo 
criminal  y  del  Ministerio  público  sobre 
la  marcha  de  los  procesos  en  el  período 
de  la  instrucción  y  la  conducta  de  los 
Jueces  instructores.  No  es,  ttnalmente, 
para  echado  en  olvido,  cuando  de  la  bre- 
vedad del  juicio  se  trata,  el  libro  IV, 
donde  se  establecen  procedimientos^s- 
peciales  y  aumarios  para  los  delitos  in 
fraganti,  para  los  de  injuria  y  calumnia 
y  para  los  cometidos  por  medio  de  la  im- 
prenta. 

Podrá  ser  que  ni  la  Comisión  de  Códi- 
gos ni  el  Gobierno  hayan  acertado  en  la 
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eleeeión  de  los  medios  en  este  panto  tsn 
intereMtnte  de  la  ciencia  procesal;  pero 
la  verdad  es  gne  no  han  encontrado 
otros,  dí  se  los  ha  sagferido  el  examen  de 
los  Códigos  modernos  atentamente  esta- 
diados  con  tal  fin. 

La  Ley  de  11  de  Febrero,  en  la  base 
referente  á  la  prisión  preventiva,  permi- 
te, por  la  flexibilidad  de  sns  términos, 
mejorar  considerablemente  esta  parte  de 
nuestra  legislación  sin  necesidad  de  pe- 
dir su  reforma  á  las  Oortes.  El  texto  le- 
gal bien  analizado  resalta  tan  elástico, 
que  lo  mismo  se  presta  al  desenvolvi- 
miento de  la  base  en  un  sentido  tirante 
y  reatríctívo,  qne  en  otro  más  amplio,  ex- 
pansivo y  liberal. 

Ocioso  parece  afiadir  que  el  Gobierno 
de  V.  M.  se  ha  decidido  por  lo  óttimo, 
toda  Tes  que  podía  hacerlo  sin  cometer 
una  transgresión  de  la  ley;  como  en  la 
materim  de  fianzas,  tan  íntimamente  li- 
gada con  todo  lo  que  se  refiere  á  la  pri- 
sión preventiva,  ha  procurado  armonizar 
los  fines  de  la  justicia  con  los  derechos 
del  procesado,  poniendo  coto  á  la  posible 
arbitrariedad  judicial  y  estableciendo  re- 
glas equitativas  y  prudentes  que  permi- 
tan mayor  amplitud  que  hasta  ahora,  así 
en  los  medios  y  formas  de  las  fianzas 
como  en  la  entidad  de  ellas. 

Es  ii^alroente  inútil  decir  que  la  ab- 
solución de  la  instanci^  esta  corruptela 
que  hacía  del  ciudadano  á  quien  el  Esta- 
do no  había  podido  convencer  de  culpa 
ble  una  especie  de  liberto  de  por  vida, 
verdadero  siervo  de  la  curia  marcado  con 
el  estigma  d»l  deshonor,  está  proscrita  y 
expresamente  prohibida  por  el  nuevo 
Código,  romo  había  sido  antes  condena- 
da por  la  ciencia,  por  la  l^y  de  1872  y 
por  la  Compilación  vigente.  De  esperar 
es  que  las  disposiciones  de  la  nueva  ley 
sean  bastante  eficaces  para  impedir  que 
semejante  práctica  vuelva  de  nuevo  á  in- 
gerirse en  forma  más  ó  menos  disimula- 
da en  nuestras  costumbres  judiciales. 

Loe  demás  vicios  del  Enjuiciamiento 
vigente  quedarán  sin  duda  corregidos 
con  el  planteamiento  del  juicio  oral  y  pú- 
blico y  la  introducción  del  sistema  acu- 
satorio en  la  ley  procesal. 

El  Reglamento  provisional  de  26  de 
Septiembre  de  1886,  y  las  disposiciones 
posteriores  publicadas  durante  el  Reina- 
rlo de  la  Augusta  Madre  de  V.  M.,  intro- 
dujeron, como  ya  se  ha  dicho,  evidentes 
mejoras  en  el  procedimiento  criminal; 
pero  no  alteraron  su  índole  esencialmen- 
te tngiitttítra.  Las  Leyes  de  15  de  Sep- 


tiembre de  1870  y  22  de  Diciembre 
de  1872,  inspirándose  en  las  ideas  de  li- 
bertad proclamadas  por  la  Revolución 
de  1868,  realizaron  una  reforma  radical 
en  nuestro  sistema  de  enjuiciar  con  el 
establecimiento  del  juicio  oral  y  público; 
pero  mantuvieron  el  pr\nc\p\o  inquisitivo 
y  el  carácter  secreto  del  procedimiento  en 
el  período  de  instrucción,  siguiendo  el 
ejemplo  de  Francia,  Bélgica  y  otras  na 
clones  del  continente  europeo. 

El  Ministro  que  suscribe,  de  acuerdo 
con  sus  colegas,  no  ha  vacilado  en  acon- 
sejar á  V.  M.  que  dé  un  paso  más  en  el 
camino  del  progreso,  llevando  en  cierta 
medida  el  sistema  acusatorio  al  sumario 
mismo,  que  es,  después  de  todo,  la  pie- 
dra angular  del  juicio  y  la  sentencia.  En 
adelante,  el  Juez  instructor,  por  su  pro- 
pia iniciativa  y  de  oficio,  podrá,  ó  mejor 
dicho,  «leberá  acordar  qne  se  comuniquen 
los  autos  al  procesado  de8<le  el  momento 
en  qne  la  publicidad  y  la  contradicción  no 
sean  nn  peligro  para  la  sociedad  intere- 
sada en  el  descubrimiento  de  los  delitos 
y  en  el  castigo  de  los  culpables.  SI  no  se 
hace  espontáneamente  en  el  plazo  de  dos 
meses,  contados  desde  que  se  incoó  la 
cansa,  la  ley  da  al  acusado  el  derecho  de 
solicitarlo,  ya  para  preparar  los  elemen- 
tos de  su  defensa,  ya  también  para  im- 
pedir (H)n  su  vigilante  intervención  y  el 
empleo  de  Jos  reiMirsos  legales  la  prolon 
gación  indefinida  del  sumario.  En  todo 
caso,  antes  y  después  de  los  dos  meses, 
el  que  tenga  la  inmensa  desgracia  de  ver- 
se sometido  á  un  procedimiento  criminsl 
gozará  en  absoluto  de  dos  derechos  pre- 
ciosos, que  no  pueden  menos  de  ser  gran- 
demente estimados  dqnde  quiera  qud  se 
rinda  culto  á  la  personalidad  humana: 
uno,  el  de  nombrar  defensor  que  le  asis- 
ta con  sus  consejos  y  su  inteligente  di- 
rección desde  el  instante  en  que  se  dicte , 
el  auto  de  procesamiento;  y  otro,  el  de 
concurrir,  por  sí  ó  debidamente  represen- 
tado, á  todo  reconocimiento  judicial,  á 
toda  inspección  ocular,  á  las  autopsias,  á 
los  análisis  químicos,  y,  en  suma,  á  la 
práctica  de  todas  las  diligencias  pericia- 
les qne  se  decreten  y  puedan  influir  así 
sobre  la  determinación  de  la  índole  y 
gravedad  del  delito  como  sobre  los  indi- 
cios de  su  presunta  culpabilidad. 

Subsiste,  pues,  el  secreto  del  sumario; 
pero  sólo  en  cuanto  es  necearlo  para  im- 
pedir que  desaparezcan  las  huellas  del 
delito,  para  recoger  é  inventariar  los  da 
tos  que  basten  á  comprobar  su  existen 
cia  y  reunir  los  elementos  que  más  tarde 
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han  de  atilixarae  y  depararse  en  el  crleol 
de  la  contradicción  durante  loa  solemnes 
debates  del  juicio  oral  y  público.  Y  á  tal 
punto  lleva  la  nueva  ley  su  espíritu  fa- 
vorable á  los  fueros  sagrados  de  la  de- 
fensa, que  proscribe  y  condena  una  preo- 
cupación hasta  ahora  muy  estendida  que, 
si  pudo  ser  excusable  cuando  el  procedi- 
miento inquisitivo  estaba  en  su  auge^ 
implicaría  hoy  el  desconocimiento  de  la 
índole  y  naturaleza  del  sistema  acusato- 
rio con  el  cual  es  incompatible.  Alude  el 
infrascrito  á  la  costumbre,  tan  arraigada 
en  nuestros  Jueces  y  Tribunales,  de  dar 
escaso  ó  ningún  valor  á  las  pruebas  del 
plenario,  buscando  principal  ó  casi  ex- 
clusivamente la  verdad  en  las  diligencias 
sumariales  practicadas  á  espaldas  del 
acusado.  No:  ile  hoy  más  las  investiga- 
ciones de)  Juez  instructor  no  serán  sino 
una  simple  preparación  del  juicio.  El  jui- 
cio verdadero  no  comienza  sino  con  la 
calificación  provisional  y  la  apertura  de 
los  debates  delante  del  Tribunal  que,  ex- 
traño á  la  instrucción,  vaá  juzgar  impar- 
cialmente  y  á  dar  el  triunfo  á  aquel  de 
los  contendientes  que  tenga  la  razón  y  la 
justicia  de  su  parte.  La  calificación  jurí- 
dica provisional  del  hecho  justiciable  y 
de  la  persona  del  delincuente  hecha  por 
el  acusador  y  el  acusado  una  vez  conclu- 
so el  sumario,  es  en  el  procedimiento 
criminal  lo  que  en  el  civil  la  demanda  y 
su  contestación,  la  acción  y  las  excepcio- 
nes. Al  formularlas  empieza  realmente 
la  contienda  jurídica,  y  ya  entonces  se- 
ría indisculpable  que  la  ley  no  estable- 
ciera la  perfecta  igualdad  de  condiciones 
entre  el  acusador  y  el  acusado.  Están  en- 
frente uno  de  otro,  el  ciudadano  y  el 
£stado.  Sagrada  es  sin  duda  la  causa  de 
la  sociedad,  pero  no  lo  son  menos  los  de- 
rechos individuales.  En  los  pueblos  ver- 
daderamente libres,  el  ciudadano  debe 
tener  en  su  mano  medios  eficaces  de  de- 
fender y  conservar  su  vida,  su  libertad, 
su  fortuna,  su  dignidad,  su  honor;  y  si  el 
interés  de  los  habitantes  del  territorio  es 
ayudar  ai  Estado  para  que  ejerza  ubérri- 
mamente una  de  sus  funciones  más  esen- 
ciales, cual  es  la  de  castigar  la  infracción 
de  la  ley  penal  para  restablecer,  allí  don- 
de se  turbe,  la  armonía  del  derecho,  no 
por  esto  deben  sacrificarse  jamás  los  fue- 
ros de  la  inocencia,  porque  al  cabo  el  or- 
den social  bien  entendido,  no  es  más  que 
el  mantenimiento  de  la  libertad  de  todos 
y  el  respeto  recíproco  de  los  derechos  in- 
dividuales. 

Mirando  las  cosas  por  este  prisma  y 


aceptada  la  ¡dea  fundamental  de  qae  eu 
el  juicio  oral  y  público  es  donde   ha  de 
desarrollarse  con  amplitud    la    praeb*. 
donde  las  partea  deben  hacer  valer  en 
igualdad  de  condiciones  los  elementos 
de  cargo  y  descargo,  y  donde  los   Magis- 
trados han  de  formar  su  conviccióu  para 
pronunciar  su  veredicto  con  abstracción 
de  la  parte  del   sumario  susceptible  de 
ser  reproducida  en  el  juicio,  surgía  nata- 
ral  y  lógicamente  una  cuestión  por  todo 
extremo  grave  y  delicada;  es  á  saber:  la 
de  si  la  contradicción  de  un  testigo  entre 
su  declaración  en  el  juicio  oral  y  laa  da- 
das ante  el  Juez  instructor  en  el  sama- 
rio  sería,  por  sí  sola    fundamento   sufi- 
ciente para  someterle  á  un  procedimien- 
to criminal  por  el  delito  de  falso  testimo 
nio.  El  Gobierno,  después  de  madnra  de- 
liberación, ha  optado  por  la  negativa.  Ai 
adoptar  esta  solución  ha  cedido  en  pri- 
mer término  á  las  exigencias  de  la  lógi- 
ca, que  no  permite  atribuir  á  los  datos 
recogidos  en  el  sumario  para  la  prepara- 
ción del  juicio,  una  validez  y  eficacia  in- 
compatibles con  la  índole  y  naturaleza 
del  sistema  acusatorio.  No  es  esto  cierta- 
mente autorizar,  ni  menos  santificar  el 
engaño  y  la  mentira  en  el  período  de  la 
instrucción;  esa  misma  contradicción  en 
las  declaraciones  testifícales  podrá  ser  li- 
bremente apreciada  por  los  Jueces  y  pe- 
netrar en  el  santuario  de  su  conciencia 
como  un  elemento  de  convicción,  si  llega 
el  caso  de  juzgar  el  perjurio  del  testigo; 
lo  que  únicamente  quiere  la  ley  es  que 
éste  no  sea  procesado  como  autor  de  fal- 
so testimonio  por  la  sola  razón  de  apare 
cer  en  contradicción  con  sus  declaracio- 
nes sumaríales,  debiendo  serlo   no  más 
cuando  haya  motivos  para  presumir  qii« 
faltó  á  la   verdad  ^en  el  acto  del  juicio; 
porque  siendo  éste  el  arsenal  donde  el 
acusador  y  el  acusado  deben   tomar  sae 
armas  de  combate  y  de  defensa  y  el  Tri- 
bunal los  fundamentos  de  su   veredicto, 
claro  es  que,  en  definitiva,  sólo  en  este 
trámite  puede  el  testigo  favorecer  ó  per- 
judicar injustamente  al  procesado,  y  ser 
leal  ó  traidor  á  Ja  sociedad  y  á  sus  debe 
res  de  ciudadano.  A  esta  razón  puramen 
te  lógica  agrégase  otra  de  mayor  trans 
cendencia,  cual  es  la  de  facilitar  la  in- 
vestigación de  la  verdad   y  asegurar  el 
acierto  de  los  fallos. 

Inútil  sería  rendir  culto  á  los  progre 
sos  de  la  ciencia,  rompiendo  con  el  pro- 
cedimiento escrito,  inquisitivo  y  secreto 
para  sustituirle  con  los  principios  tutela- 
res de  libertad,  contradicción,  igualdad 
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<<e   condicionefl  entre  las  partes  conten- 
«fientea,  pnblíddad  y  oralidad,  ai  el  tea- 
iti^,cayaa  priineraa  iinpreaionea  ha  re- 
•*uf<ido   calladamente  el  Joes  inatmctor 
trMsIadándolaa  A  loa  aatoa  con  máa  ó  me- 
nos fidelidad,  ae  preaentara  en  el  acto 
tlel  juicio  delante  del  Tribunal  aentencia- 
«lor  y  del  pábUco  que  asíate  á  loa  debates 
i-obibido  y  maniatado  por  el  recuerdo  ó 
la  lectora  de  aua  declaraciones  sumaria- 
les. Medroso  de  la  responsabilidad  crimi- 
nal que  podría  exigíraele  á  la  menor  con- 
tradicción, en  vez  de  conteatar  con  aoltu- 
ra  y  perfecta  tranquilidad  á  las  pregun- 
tas del  Presidente,  del  Ministerio  público 
y  de  los  defensores,  limitariase  á  ratifi- 
car para  y  aimplemente  sus  declaracio- 
nes, convirtiéndose  entonces  su  examen 
en  el  acto  solemne  del  juicio  en  vana  for- 
malidad. Si  no  han  faltado  escritores  dis- 
tinguidos y  jurisconsultos  eminentes  que 
al  analizar  laa  condicionea  del  procedi- 
miento inqnisitivo  han  censurado  acer- 
bamente que  se  obligara  á  ios  testigos 
<iel  aumario  á  ratificarse  en  el   pJenario 
con  la  seguridad  de  ser  castigadoa  como 
perjuros  en  caso  de  apartarse  en  la  dili- 
i^eucia  de  ratificación  de  lo  que  antes  hft- 
l>ian  declarado,  si  esta  fundadísima  críti 
ca  iba  dirigida  á  un  sistema  en  el  que  el 
ramarío  era  el  alma  de  todo  el  organismo 
procesal,  por  no  decir  el  proceso  entero, 
tratándose  en  la  hora  presente  de  un  mé- 
todo de  enjuiciar,  en  el  cual  el  sumario  es 
uña  mera  preparación  del  juicio,  alendo 
en  éste  donde  deben  esclarecerse  todos 
los  hechos  y  discutirse  todas  laa  cuestio- 
nes que  jueguen  en  la  cansa,  nO  es  posi- 
ble sostener  aquella  antigua  legialación 
tan  infiezible  y  rigurosa  que,  aobre  anu- 
lar la  libertad  y  eapontaneidad  de  los 
testigos ,   expuestos  á  una  persecución 
originada  en  nna  traducción  infiel  de  au 
pensamiento,  pugnarla  hoy  abiertamente 
con  la  índole  del  sistema  acusatorio  y  con 
la  esencia  y  los  altos  fines  del  juioio  pú- 
blico y  oral. 

Todaa  estas  concesiones  al  principio  de 
libertad,  que  á  nna  parte  de  nuestros  Jue- 
ces y  Magistrados  parererán  sin  duda 
exorbitantes,  no  contentarán  aun  proba- 
blemente á  ciertas  eacuejas  radicales  que 
intentan  extender  al  sumario,  desde  el 
momento  mismo  en  que  se  inicia,  las  re- 
glas de  publicidad,  contradicción  é  igual- 
dad que  el  proyecto  de  Código  establece 
desde  que  se  abre  el  juicio  hasta  que  ae 
dicta  la  sentencia  firme.  No  niega  el  in- 
frascrito que  insignes  escritores  mantie- 
nen esta  tesis  con  ardor  y  con  fe;  pero 


baata  ahora  no  puede  considerársela  más 
que  como  un  ideal  de  la  ciencia,  al  cual 
tiende  á  acercarse  progresivamente  la  le- 
gislación positiva  de  loa  pneblos  moder- 
nos. ¿Se  realizará  algún  día  por  comple- 
to? El  Miniatro  que  suscribe  lo  duda  mu-  * 
cbo.  Es  difícil  establecer  la  igualdad  ab- 
soluta de  condiciones  jurídicas  entre  el 
individuo  y  el  Estado  en  el  comienzo 
mismo  del  procedimiento  por  la  designal- 
da<i  real  que  en  momento  tan  crítico  exis- 
te entre  uno  y  otro:  desigualdad  calcula- 
damente introducida  por  el  criminal  y  de 
que  éste  solo  es  responsable.  Desde  que 
surge  en  su  mente  la  idea  del  delito,  ó  por 
lo  menos  desde  que,  pervertida  su  con- 
ciencia,  forma  el  propósito  deliberado  de 
cometerle,  estudia  cauteloso  un  conjunto 
de  precaucionea  para  austraerse  á  la  ac- 
ción de  la  justicia  y  coloca  al  Poder  pú 
blico  en  nna  posición  análoga  á  la  de  la 
víctima,  la  cual  sufre  el  golpe  por  sorpre- 
sa, indefenaa  y  desprevenida.  Para  resta 
blecer,.pues,  la  igualdad  en  las  condicio- 
nes de  la  lucha,  ya  que  se  pretende  por 
los  aludidoa  escritores  que  el  procedi- 
miento criminal  no  debe  ser  más  que  un 
duelo  noblemente  sostenido  por  ambos 
combatientes,  menester  es  que  el  Estado 
tenga  alguna  ventaja  en  los  primeros  mo- 
mentos, siquiera  para  recoger  los  vesti- 
gios del  crimen  y  los  indicios  de  la  cul- 
pabilidad de  au  autor.  Pero  aea  de  esto 
lo  que  quiera,  la  verdad  es  que  sólo  el 
porvenir  puede  resolver  el  problema  de 
si  llegará  ó  no  á  realizarae  aquel  ideal. 
Entre  tanto,  los  que  tienen  la  honra  de 
-dirigir  los  destinos  de  un  pueblo,  están 
obligados  á  ser  prudentes  y  á  no  dar  car- 
ta de  naturaleza  en  los  Códigos  á  ideas 
que  están  todavía  ei^  el  período  de  pro 
paganda,  que  no  han  madurado  en  la  opi- 
nión ni  menoa  encarnado  en  las  costum 
bres,  ni  se  han  probado  en  la  piedra  de 
toque  de  la  experiencia. 

El  Gobierno  de  V.  M.  cree  ser  conse- 
cuente con  el  espíritu  liberal  que  informa 
su  política,-  introduciendo  dentro  de  cier- 
tos límites  racionales  el  sistema  acusa- 
torio en  el  sumario,  lo  cual  constituye 
un  gran  progreso  sobre  la  Ley  de  22  de 
Diciembre  de  1872.  No  hay  tampoco  una 
sola  nación  en  el  continente  europeo  que 
vaya  en  esto  más  allá  que  el  adjunto  pro- 
yecto de  Código,  ni  siquiera  la  Alema- 
nia, en  cuyas  leyes  procesales  quedó  im- 
preso como  en  roca  de  granito  el  sello 
característico  del  individualismo  germá 
nico,  sin  que  hayan  alcanzado  á  borrarle 
ni  la  autoridad  prepotente  de  sus  Monar- 
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cas,  ni  sufl  grandes  glorias  militares,  ui 
su  reciente  engrandecimiento  territorial. 
Con  idéntico  criterio  resuelve  el  nuevo 
Código  las  demás  caestiones  fundamen- 
tales del  Enjuiciamiento.  Bn  materia  pe 
nal  hay  siempre  dos  intereses  rivales  y 
contrapuestos:  el  de  4a  sociedad,  que  tie- 
ne el  derecho  de  castigHr,  y  el  del  acusa* 
«lo,  que  tiene  el  derecho  de  defenderse/ 
El  carácter  individualista  del  derecho  se 
ostenta  en  el  sistema  acusatorio,  en  el 
cual  se  encarna  el  respeto  á  la  personali- 
dad del  hombre  y  á  la  libertad  de  la  con- 
ciencia, mientras  que  el  procedimiento  de 
oficio  é  inqnisitivo  representa  el  princi- 
pio social  y  se  encamina  preferentemente 
á  la  restauración  del  orden  jurídico  per- 
turbado por  el  delito,  apaciguando  al  pro- 
pio tiempo  la  alarma  popular.  Por  lo  tan- 
to, el  problema  de  la  organización  de  la 
justiciH  rriininal  no  se  resuelve  bien  sino 
definiendo  claramente  los  derechos  de  la 
acnsacióii  y  de  la  defensa,  sin  sacrificar 
ninguno  de  los  dos,  ni  subordinar,  el  uno 
h1  otro,  antes  bien  armonixándolos  en 
una  síntesis  superior. 

Formado  de  oficio  ó  á  instancia  de  par- 
le el  snniHrit»  por  un  funcionario  inde- 
pendiente del  Tribnnal  que  ha  de  sen- 
tenciar; obligado  por  la  ley  este  instruc- 
tor á  recoger,  uef  los  datos  adversos  como 
los  favorables  al  procesatlo.  bajo  la  ins 
liección  inmediata  de)  Fiscal,  del  acusa- 
dor particular,  y  htista  donde  es  posi- 
ble, del  acusado  ó  su  Letratlo  defensor; 
otorgada  una  acción  pública  y  popular 
para  acusar,  en  vez  <le  limitarla  al  ofen- 
dido y  sus  herederos;  reconocida  y  san- 
cionada la  existencia  del  Ministerio  fis- 
cal, á  quien  se  encomienda  la  misión  de 
promover  la  averiguación  de  los  delitos  y 
el  castigo  de  los  culpables,  sin  dejar  por 
esto  de  defender  á  la  vez  al  inculpado 
inocente,  resulta  que  puede,  sin  peligro 
de  loa  intereses  póblicos  y  particulares, 
ceñirse  el  Tribunal  al  ejercicio  de  una 
sola  atribución:  la  de  fallar  como  Juez 
imparcial  del  ramp«)  sin  sujetarse  á  una 
prue)>a  tasada  de  antemano  por  la  ley: 
antes  bien,  siguiendo  libremente  las 
inspiraciones  de  su  conciencia,  exento  de 
las  pasiones  que  einriende  siempre  la  lu- 
cha en  el  ánimo  de  los  contendientes  y 
sin  el  aguijón  del  amor  propio,  excitado 
en  el  Juez  iiiHtructor  por  las  estratage- 
mas que  en  ocasiones  emplean  el  acusa- 
do y  el  acusador  privado  para  burlar  sus 
investigaciones,  y,  aun  sin  esto,  por  las 
mismas  dificultades  inherentes  de  ordi- 
nario á  la  Instrucción, 


Para  mantener  al  Tribunal  euvosta  se- 
rena y  elevada  esfera  y  no  desvirtuar  el 
principio  acusatorio  que  informa  el  nue- 
vo Código,  ha  creído  el  que  suscribe  que 
tínicamente  al  Ministerio  fiscal  ó  al  acu 
sador  particular,  si  le  hubiere,  corres^i- 
de  formular  el  acta  de  acusación  com- 
prensiva-de  los  puntos  sobre  que  en  ade- 
lante deben  girar  los  debates,  siguiendo 
en  esto  al  Código  de  instrucción  crimi- 
nal austríaco,  que  es  acaso,  de  los  actual 
mente  vigentes  en  la  Europa  continen- 
tal, el  que  ha  desarrollado  con  más  lógi- 
ca y  extensión  el  sistema  acusatorio.  Asi'* 
es  como  se  logra  que  la  cuestión  criminal 
que  en  el  proceso  se  agita  ó  discute  vaya 
intacta  al  Tribunal  á  'quien  corresponde 
decidirla:  así  es  como  las  partes  pueden 
preparar  con   perfecto  conocimiento  de 
causa  los  respectivos  elementos  de  cargo 
y  de  descargo  y  hacer  sus  acusaciones  ó 
defensas  eon  fe  y  libertad  completa,  sin 
la  coacción,  siquiera  sea  moral,  que  no 
puede  menos  de  existir  cuando  el  que  ha 
de  fallar  prejuzga  en  cierto  modo  el  fa- 
llo, formulando  de  oficio  el  acta  de  acu- 
sación, lo  cual  lleva  naturalmente  el  des- 
aliento al  ánimo  de  aquel  de  los  conten 
dientes  á  quien  perjudica  la  calificación 
jurídica  hecha  prematuramente,  aunque 
con  carácter  provisorio,  por  el  Tribnnal. 
Ni  son  estos  los  tínicos  íncopveniei|tes 
que  acarrea  la  admisión  del  acta  de  acu- 
sación de  oficio,  pues  una  vez  formulada 
ésta,  ó  se  obliga  al  Ministerio  fiscal  á 
sostenerla  contra  sus  convicciones,  po- 
niendo en  tortura  su  conciencia,  ó  se  le 
deja  en  libertad  para  combatirla,  en  cuyo 
caso  ya  no  son  las  partes  quienes  con- 
tienden entre  sí,  sino  que  se  discute  tíni- 
camente el  pensamiento,  la  opinión,  el 
juicio  formulado  por  el  Tribunal,  que  de 
este  modo  desciende  á  la  arena  del  com- 
bate para  convertirse  en  acusador,  con  el 
riesgo  inminente  de  que  la  excitación  del 
amor  propio  de  los  Jueces  ofusque  ó  per- 
turbe su  inteligencia.  No;  los  Magistra- 
dos deben  permanecer  durante  la  discu- 
sión paaivos,  retraídos,  neutrales,  á  se- 
mejanza de  los  Jueces  de  los  antiguos 
torneos,  limitándose  á  dirigir  con  ánimo 
sereno  los  debates.  Por  esto  entre  las 
obligaciones  impuestas  al  Ministerio  fis- 
cal en  Francia  y  Alemania  de  formular 
un  acta  de  acusación  cuando  así  lo  ha 
acordado  el   respectivo  Tribunal,  y    la 
libertad  que  á  dítho  Ministerio  otorga  la 
ley  auatriaca,  ha  optado  el  que  suscribe 
por  la  ólUma  aolución,  que  respeta  más 
I  ios  fueros  de  la  conciencia^  los  derechos 
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individoiilet,  y  está  más  en  consonancia 
con  el  principio  fandamental  en  que  des- 
cADoa  el  sistema  acasatorio. 

Este   principio  aplicado  en   absoluto 
adolece,  sin  embargo,  de  un   vicio,  que 
han  paesto  de  relieve  insignes  Magístra- 
doe  encanecidos  en  la  adminiatración  de 
joaticia.  Proscrita  para  siempre  la  abso- 
Iweión  de  la  in$taneia,  y  rigiendo  sin  ex- 
cepción la  máxima  non  bi$  in  idem,  evi- 
dente es  que  el  error  del  Fiscal  en  la  ca- 
lificación jurídica  del  hecho  justiciable 
prodoce  la  impunidad  del  delincuente. 
Eatá  bien  que  en  los  procesos  civiles  el 
Tríbnnal  tenga  la  obligación  de  absolver 
ó  condenar,  así  como  también  la  de  ajus- 
far estrictamente  su  fallo  á  los  términos 
en  que  las  partes  hayan  planteado  el  pro- 
blema litigioso,  ó  sea  á  la  a^ión  ejerci- 
tada por  el  demandante  y  á  las  excepcio- 
nea  formuladas  por  el  demandado;  por- 
que las  cuestiones  que  en  esos  procesos 
se  ventilan  son  de  mero  interés  privado, 
y  porque  además  no  es  raro  que  pueda 
•nbaanarse  total  ó  parcialmente  en^un 
naevo  proceso  el  error  padecido  al  enta- 
blar la  acción,  para  lo  cual  suelen  hacer- 
se reservas  de  derecho  en  la  sentencia  en 
favor  del  condenado;  pero  en  los  procesos 
criminales,  que  pueden  incoarse  de  ofi- 
cio, están  siempre  en  litigio  el  interés  so- 
cial y  la  pas't^tS^líca;  y,  teniendo  el  Tri- 
banal  la  obligación  de  condenar  ó  absol- 
ver libremente  sin  reserva  alguna  y  sin 
qoe  le  sea  lícito  abrir  un  nuevo  procedi- 
miento sobre  el  mismo  hecho  ya  juzga- 
«lo,  es  violento  torturar  la  conciencia  de 
loa  Magistrados  que  le  forman  hasta  el 
panto  de  colocarles  en  la  dura  alternati- 
va de  condenar  al  acusado  á  sabiendas 
de  que  faltan^  Ja  ley  ó  cometen  una  nu- 
lidad, ó  absolverle  con  la  convicción  de 
qne  Ss  criminal,  dejando  que  insulte  con 
sa  presencia  y  aire  de  triunfo  á  la  vícti- 
ma y  su  familia  tan  sólo  porque  el  Mi- 
nisterio póblico  no  ha  sabido  ó  no  ha 
querido  calificar  el  delito  con  arreglo  á 
su  naturaleza  y  á  las  prescripciones  del 
Código  penal    De  todas  suertes  es  inne- 
gable que  llevados  á  tal  exageración  el 
sistema  acusatorio  y  la  pasividad  de  los 
Tribunales,  éstos  abdican  en  el  Fiscal,  en 
«'uyas  manos  queda  toda  entera  la  justi- 
cia. De  su  buena  ó  mala  fe,  que  no  sólo 
de  su  pericia,  dependería  exclusivamente 
en  lo  futuro  la  suerte  de  los  acosados. 

Y  suponiendo  que  a!gán  día  el  legisla- 
dor, echándose  en  brazos  de  la  lógica, 
llegase  hasta  este  último  límite  del  sis- 
tema acusatorio,  el  Gobierno  de  V.  M. 


ha  creído  que  la  transición  era  demasía-^ 
do  brusca  para  este  país,  en  qne  los  Jue- 
ces han  sido  hasta  ahora  omnipotentes, 
persiguiendo  los  delitos  por  su  propia  y 
espontánea   Iniciativa,   instruyendo   las 
cansas  los  mismos  que  habían  de  fallar- 
las, ejerciendo  la  facultad  omnímoda  de 
separarse  de  los  dictámenes  fiscales,  así 
durante  la  sustanciación  como  en  la  sen- 
tencia definitiva,   calificando  según   su 
propio  juicio  el  delito  y  designando  la 
pena,  sin  consideración  á  las  conclusio- 
nes de  la  acusación  y  la  defensa,  y  em- 
pleando por  último  la  fórmala  de  lato&so- 
lución  de  la  instancia^  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, dejando  indefinidamente  abierto  el 
procedimiento  cuando,  faltos  de  prueba 
para  condenar,  infundían  en  su  mente 
las  diligencias  sumariales  livianas  sos- 
pechas contra  el  acusado.  La  Sociedad 
debe  marchar,  como  la  Naturalesa,  gra- 
dualmente y  no  á  saltos;  los  progresos 
jurídicos  deben  irse  eslabonando,  si  han 
de  encarnar  en  las  costumbres  del   país. 
Por, esto  el  Gobierno  propone  á  V.  M.  la 
solución  contenida  en  el  art.  733,  que  no 
altera  en  rigor  la  virtualidad  del  princi- 
pio acusatorio.  Según  la  estructura  de  la 
adjunta  ley,  concluso  el  sumario,  las  par- 
tes hacen  la  calificación   provisional  del 
hecho  justiciable.  Sobre  sus  conclusio- 
nes versan  las  pruebas  que  se  practican 
durante  todo  el  juicio,  y  al  término  de 
éste,  cuando  ya  no  faltan   más  qne  los 
informes  deN Fiscal  y  del  defensor  del 
acusado,  autorízase  á  uno  y  otro  para 
confirmar,  rectificar  ó  variar,  en  vista  de 
las  pruebas,  su  primera  calificación    Al 
llegar  á  este  trámite,  todo  en  rigor  está 
acabado:  los  Jueces  han  oído  al  reo  y  los 
testigos;  han  examinado  las  demás   pie 
zas  de  convicción  y  están  en  condiciones 
de  apreciar  con  amplitud  y  acierto  la  na- 
turaleza del  hecho  qne  es  materia  del  jui- 
cio. Si  en   tal  momento  les  asalta  una 
duda  grave  sobre  en   verdadera  califica- 
ción jurídica,  ¿qué  dificultad  puede  ha- 
ber en  que  hipotéticamente,  sin  prejuz- 
gar el  fallo  definitivo  y  sólo  por  vía  de 
ilustración,  invite  el  Presidente  del  Tri- 
bunal al  Ministerio  público  y  defensor 
del  procesado  para  que  en  sus  informes 
discutan   una   tesis   más?   El    principio 
acusatorio  quedaría  quebrantado  si  ésta 
no  hubiera  de  discutirae  y  resolverse  con 
arreglo  á  las  pruebas  ya  practicadas,  dan- 
do lugar  á  que  se  abriese  de  nuevo  ó  se 
prorrogase  el  juicio;  pero  como  éste  está 
ya  terminado  y  no  es  permitido  volver 
sobre  él,  todo  lo  que  puede  suceder  eq 
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qoe  el  Fiscal  ó  el  Letrado  necesiten  vein* 
Mcaatro  horas  para  razonar  sobre  la  hi 
pótesis  del  Tribunal  con  la  conveniente 
preparación. 

Con  ser  tan  nnodesta  y  estar  tan  ceñida 
esta  facultad,  declara,  sin  embargo,  la 
ley  que  no  se  extiende  á  los  delitos  pri- 
vados ó  que  sólo  pueden  perseguirse  á 
instancia  de  parte,  ni  á  la  calificnción  de 
las  circunstancias  atenuantes  ó  agravan- 
tes, ni  á  la  de  la  participación  respectiva 
de  ios  procesados  en  la  ejecución  del  cri- 
men, quedando  reducida  á  la  satisfacción 
de  una  necesidad  apremiante  originadla 
en  nn  interés  público  y  de  orden  social. 
Aun  encerrada  en  tan  estrechos  límites, 
el  Ministro  que  suscribe  hubiera  renun- 
ciado á  ella  y  mantenídose  en  el  rigoris- 
mo del  principio  acusatorio,  si  los  Códi 
gos  más  progresivos  y  liberales  de  la 
Europa  continental  le  hubieran  alentado 
con  su  ejemplo;  pero  no  hay  ninguno  que 
no  dé  mayor  amplitud  á  la  intervención 
del  Tribunal  en  el  juicio.  £n  Francia  y 
Alemania  ya  se  ha  visto  que  el  Ministe 
rio  fiscal  tiene  la  obligación  de  formniar 
el  acta  de  acusación  cuando  así  lo  acuer- 
da el  Tribunal  respectivo,  y  además  la 
misma  ley  alemana  y  la  austríaca  dejan 
á  éste  en  libertad  de  apreciar  el  hecho 
justiciable  sin  sujetarse  á  la  calificación 
que  de  él  hubieren  hecho  las  partes,  y 
sin  tomar  la  precaución  de  someter  á  és- 
tas la  nueva  fas  de  la  cuestión,  á  fin  de 
que  la  discntan  ampliamente  antes  de 
que  recaiga  el  veredicto .  Precediendo 
este  solemne  debate,  no  ampliándose  ni 
reformándose  en  ningún  caso  las  piezas 
de  convicción,  no  puede,  en  rigor,  acusar- 
se de  incongruencia  al  fallo,  puesto  que 
la  ley,  en  suma,  se  limita  á  establecer  un 
medio  de  suplir  la  omisión  del  Fiscal, 
cuyo  deber  es  hacerse  cargo  de  todas  las 
calificaciones  probables  que  autorice  la 
prueba  practicada,  y  que  pueda  aceptar 
el  Tribunal,  redactando  al  efecto,  cuando 
fuere  necesario,  la  pretensión  alternativa 
de  que  habla  el  art.  782.  El  Tribunal  pro- 
pone, hipotéticamente  y  sobre  la  base  de 
una  prueba  inalterable,  un  tema  de  dis- 
cusión momentos  antes  de  pronunciar 
su  veredicto,  cuando  cada  Magistrado 
tiene  ya  formado  su  juicio  definitivo  so- 
bre el  voto  que  se  va  á  dar.  Mejor  es,  por 
tanto  ,que  le  emita  después  de  nn  deba- 
te que  puede  iluminar  su  mente  y  recti- 
ficar su  juicio,  que  no  autorizarle  para 
que  en  el  fallo  se  separe  de  las  condicio- 
nes debatidas  por  las  partes  y  siga  sus 
propias  inspiraciones,  no  contrastadas  en 


el  crisol  de  la  contradicción,  como  le  au- 
torizan los  Códigos  austríaco  y  alemán,  á 
nesar  de  ser  los  más  adelantados  de  la 
Europa  continental. 

Tales  son,  Sefior,  prescindiendo  de 
otras  muchas  reformas  de  menor  impor 
tancia,  aunque  sustanciales,  y  de  eviden 
tes  mejoras  de  detalle  en  el  método  y  la 
redacción,  las  novedades  de  más  bulto 
que  el  proyecto  adjunto  introduce  en 
nuestro  procedimiento  criminal. 

No  desconoce  el  Ministro  que  suscribe 
que  la  aplicación  y  cumplimiento  de  la 
nueva  ley,  singularmente  en  los  prime 
ros  afios,  tropezará  con  graves  dificulta- 
des, siendo  la  mayor  de  todas  ellas  la 
falta  de  costumbres  adecuadas  al  sistema 
acusatorio  y  al  juicio  oral  y  público.  Edu- 
cados los  eapafioles  durante  siglos  en  el 
procedimiento  escrito,  secreto  é  inquisi- 
torial, lejos  de  haber  adquirido  confianza 
en  la  justicia  y  de  coadyuvar  activamen 
te  á  su  recta  administración,  haciendo, 
cqmo  el  ciudadano  inglés,  inútil  la  insti- 
tución del  Ministerio  público  para  el  des- 
cubrimiento y  castigo  de  los  delitos,  han 
formado  ideas  falsas  sobre  la  policía  ju- 
dicial, y  se  han  desviado  cada  vez  más  de 
los  Tribunales,  mirando  con  lamentable 
recelo  á  Magistrados,  Jueces,  Escriba- 
nos y  alguaciles,  y  repugnando  figurar 
como  testigos  en  los  procesos  Pero  este 
mal  será  mayor  cuanto  más  tiempo  pase; 
y  como  lo  actual  no  puede  seguir  sin  des- 
doro de  la  Nación  y  de  los  Poderes  que 
la  gobiernan,  lo  mejor  es  decidirse,  que 
alguna  vez  se  ha  de  empezar,  si  la  Espa- 
fia  no  ha  de  ser  una  excepción  entre  los 
pueblos  cultos  de  Europa  y  América. 

El  Gobierno  de  V.  M.  tiene  tal  con 
fianza  en  la  aptitud  especial  y  las  condi- 
ciones privilegiadas  de  nuestra  raza,  que 
espera  será  breve  el  aprendizaje,  no  tan 
sólo  en  la  aplicación  de  esta  ley,  sino  en 
la  obra  aun  más  delicada  de  compartir 
con  los  Jueces  la  misión  augusta  de  ad- 
ministrar justicia  como  Jurado;  y  que 
muy  pronto  el  ciudadano  español  demos- 
trará que  es  digno  de  gozar  de  las  mis- 
mas ventajas  que  poseen  los  extranjeros. 

Al  logro  de  fin  tan  importante  y  trans 
cendental  coadyuvarán,  sin  duda,  el  celo 
é  ilustración  de  la  Magistratura  y  del  Mi- 
nisterio público;  que  no  es  posible,  Se- 
fior, montar  una  máquina  delicada  y  ha- 
cerla funcionar  con  éxito,  sino  contando 
con  el  asentimiento,  el  entusiasmo,  la  fe 
y  el  patriotismo  de  los  que  han  de  mane 
jarla. 

En  viftA  de  las  razones  expaeatas,  el 
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Ministro  que  sascribe  tiene  la  honra  de 
•ooMier  á  la  aprobación  üe  V.  M.  el  ad* 
janto  proyecto  de  decreto. 

Real  decreto  de  14  de  Septiembre  de  1882, 

Artículo  l.o  Se  aprueba  el  adjunto 
proyecto  de  Código  de  Enjuiciamiento 
criminal,  redactado  con  arreglo  á  la  auto- 
rísación  concedida  ai  Gobierno  por  la  ley 
sancionada  en  1 1  de  Febrero  de  1881^  y 
publicada  en  virtud  del  Real  decreto 
de  22  de  Junio  de  1882. 

Art.  2.0  El  nuevo  Código  de  Enjui- 
ciamiento criminal  comensará  á  regir  en 
el  tiempo  y  de  la  manera  que  establecen 
las  reglas  siguientes: 

1.*  Se  aplicará  y  regirá  en  su  totali- 
dad desde  el  día  siguiente  al  en  que  se 
constituyan  loa  Triounalee  Qe  que  habla 
la  ley  sancionada  en  16  de  Junio  de  1882, 
y  promulgada  por  virtud  de  Real  decreto 
de  22  de  J  unió  del  propio  afio. 

2.a  Se  aplicará  y  regirá  desde  16  de 
Octubre  próximo  en  la  parte  referente  á 
la  formación  de  los  sumariot  compren- 
dida desde  el  tít.  IV  del  libro  II  basU  el 
artículo  dtl  del  tít.  XI  del  mismo  libro. 

8>  Las  causas  por  delitos  cometidos 
con  anterioridad  al  16  de  Octubre  próxi- 
mo continuarán  sustanciándose  con  arre- 
glo á  lae  disposiciones  del  procedimiento 
vigente  en  la  actualidad. 

4.*  Si  las  cansas  á  que  se  refiere  la 
regla  anterior  no  hubieren  llegado  al  pe- 
riodo de  calificación,  podrán  sustanciarse 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  nuevo 
Código  si  todos  los  procesados  en  cada 
nna  de  ellas  optan  por  el  nuevo  proce- 
dimiento. 

Para  ello  el  Juez  que  estuviese  cono- 
ciendo del  sumario  en  16  de  Octubre  pró- 
ximo hará  compaiecer  á  su  presencia  á 
todos  los  procesados  acompañados  de  sus 
defensores.  Si  aun  no  los  tuvieren,  se  les 
nombrará  de  oficio  para  la  comparecen- 
cia. Esta  se  hará  constar  en  la  cansa  por 
medio  de  acta. 

6.^  Cuandp  las  causas  por  delitos  co- 
metidos con  posterioridad  al  16  de  Octu- 
bre próximo,  y  las  á  que  se  refiere  la  re 
gia  anterior  Hicancen  el  estado  de  con- 
clusión del  sumario  antes  de  que  se  ha- 
yan constituido  las  nuevas  Audiencias 
de  lo  criminal,  se  suspenderán  en  tal  es- 
tado en  ios  Juagados  que  de  ellas  entien- 
dan, debiendoremitirlas  á  dichas  Audien- 
cias en  el  mismo  día  en  que  éstas  se 
constituyan. 

6.A    Las  Salas  de  lo  criminal  de  las 


actuales  Audiencias  conocerán,  en  tanto 
que  se  constituyan  las  nuevas,  de  los 
recursos  que  se  entablen  en  los  sumarios 
instruidos  ó  continuados  con  sujeción  á 
los  preceptos  de  la  nueva  ley. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  se 
considerarán  desde  luego  como  Jueces 
instructores  en  las  cansas  que  se  ajusten 
al  nuevo  procedimiento. 

Art.  8.**  Un  Real  decreto  fijará  con  la 
debida  anticipación  el  día  en  que  han  de 
constituirse  los  nuevos  Tribunales. 

Art.  4.0  Desde  que  cesen  en  sus  car- 
gos los  actuales  Promotores  desempeña- 
rán las  funciones  del  Ministerio  público 
durante  la  primera  instancia,  en  las  can 
sas  que  se  sigan  sustanciando  con  arre 
glo  al  procedimiento  vigente  en  la  actua- 
lidad, los  Fiscales  municipales  que  sean 
Letrados,  y,  á  falta  de  éstos,  los  que  de- 
signen los  Fiscales  de  las  Audiencias 
territoriales. 

Art.  6.0  Las  Salas  de  gobierno  del 
Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias  y, 
en  su  día,  los  nuevos  Tribunales,  consul- 
tarán directamente  con^  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  para  su  resolución,  las 
dudas  que  puedan  originarse  en,  la  inte- 
ligencia y  aplicación  de  este  Real  de- 
creto. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  14  de  Sep- 
tiembre de  1882. 

LEY  DE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL 

LIBRO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 
TITULO  PRIMERO.  -  PaEtmiNARsa 
Capitulo  friuicko.-^ Reglas  generales. 

Articulo  1.0  No  se  impondrá  pena  al- 
guna por  consecuencia  de  actos  punibles 
cuya  represión  incumba  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  sino  de  conformidad  con 
las  disposiciones  del  presente  Código  ó 
de  leyes  especíales,  y  en  virtud  de  sen- 
tencia dictada  por  Juez  competente. 

Art.  2.0  Todas  las  Autoridades  y  fun- 
cipnarios  que  intervengan  en  el  procedi- 
miento penal  cuidarán,  dentro  de  los  lí- 
mites de  su  respectiva  competencia,  de 
consignar  y  apreciar  las  circunstancias 
así  adversas  como  favorables  al  presmito 
reo;  y  estarán  obligados,  á  falta  de  dispo- 
sición expresa,  á  instruir  á  éste  de  sus 
derechos  y   de  los  recursos  que  pueda 
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ejercitar,  mientras  no  se  hallare  asistido 
de  defensor. 

Cap.  11.— Cuestiones  préjudicialei, 

Art.  8.0  Por  tegla  general  la  compe- 
tencia de  los  Tribunales  encargados  de  la 
justicia  penal  se  extiende  á  resolver,  para 
sólo  el  efecto  de  la  represión,  Las  cues- 
tiones civiles  y  administrativas  prejudi- 
ciales propuestas  con  motivo  de  ios  he- 
chos perseguidos,  cuando  tales  cuestiones 
aparezcan  tan  íntimamente  ligadas  al  he- 
cho punible  que  sea  racionalmente  impo- 
sible sa  separación. 

Art.  4.0  Sin  embargo,  si  la  cuestión 
prejudicial  fuese  determinante  de  la  cul- 
pabilidad ó  (le  la  inocencia,  el  Tribunal 
de  lo  criminal  suspenderá  el  procedi- 
miento hasta  la  resolución  de  aquélla  por 
quién  corresponda;  pero  puede  fijar  un 
plato,  que  no  exceda  de  dos  meses,  para 
qu&  las  partes  acudan  al  Jues  ó  Tribunal 
civil  ó  contencioso  administrativo  com- 
pétente. 

Pasado  el  plazo  sin  que  el  interesado 
acredite  haberlo  utilizado,  el  Tribunal  de 
lo  criminal  alzará  la  suspensión  y  conti- 
nuará el  procedimiento. 

En  estos  juicios  será  parte  el  Minis 
terio  fiscal. 

Art.  6.0  No. obstante  lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  las  cuestiones 
civiles  prejudiciales  referentes  á  la  vali- 
dez de  un  matrimonio  ó  á  la  supresión  de 
estado  civil,  se  deferirán  siempre  al  Juez 
ó  Tribunal  que  deba  entender  de  las  mis- 
mas, y  su  decisión  servirá  de  base  á  la 
del  Tribunal  de  lo  criminal. 

Art.  6.0  Si  la  cuestión  civil  prejudi- 
cial se  refiere  al  derecho  de  propiedad 
sobre  un  inmueble  ó  á  otro  derecho  real, 
el  Tribunal  de  lo  criminal  podrá  resolver 
acerca  de  ella  cuando  tales  derechos  apa- 
rezcan fundados  en  nn  título  auténtico  ó 
en  actos  indubitados  de  posesión. 

Art.  7.0  £1  Tribunal  de  lo  criminal  se 
atemperará  respectivamente  á  las  reglas 
del  derecho  civil  ó  administrativo  en  las 
cuestiones  prejudicialesque,  ron  arreglo 
á  los  artículos  anteriores,  deba  resolver. 

TIT.    II.— Ds    LA   OOMPBTBMOU    J>K    LOS 
J0B0K8  T  TBIBUVALKS  EN  LO  ORlM INAL 

Capitulo  priiikro.— /)«  las   reglas   por 
donde  se  determina  la  competencia, 

Art.  8.0  La  jurisdicción  criminal  es 
siempre  improrrogable. 


Art.  9.0  Los  Jaeces  y  Tribonalea  qii« 
tengan  competencia  para  conocer  ds  oiui 
causa  determinada,  la  tendrán  tarobiéo 
para  todas  sus  incidencias,  para  llevar  á 
efecto  las/  providencias  de  tramitaclóti . 
y  para  la  ejecución  de  las  sentencias. 

Art.  10.  Corresponderá  á  la  juritdie 
ción  ordinaria  el  conocimiento  de  Im9 
causas  y  juicios  criminales,  con  excep- 
ción de  los  casos  reservados  por  las  leyea 
al  Senado,  á  ios  Tribunales  de  Guerra  y 
Marina  y  a  las  autoridades  administrati- 
vas ó  de  policía. 

Art.  1 1 .  £1  conocimiento  de  las  causas 
por  delitos  en  que  aparezcan  á  la  ves 
culpables  personas  sujetas  á  la  jurisdic- 
ción ordinaria  yol  ras  aforadas  correspon- 
derá á  la  ordinaria,  salvo  las  excepciones 
consignadas  expresamente  en  las  leyes 
respecto  á  la  competencia  de  otra  juris- 
dicción. 

Art.  12.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  la  jurisdicción 
ordinaria  será  siempre  competente  para 
prevenir  las  causas  por  delitos  que  come- 
tan los  aforados. 

£8ta  competencia  se  limitará  á  instruir 
las  primeras  diligencias,  concluidas  las 
cuales,  la  jurisdicción  ordinaria  remitirá 
las  actuaciones  al  Juez  ó  Tribunal  que 
deba  conocer  de  la  causa  con  arreglo  á  ias 
leyes,  y  pondrá  á  su  disposición  á  los 
detenidos  y  los  efectos  ocupados. 

La  jurisdicción  ordinaria  cesará  en  las 
primeras  diligencias  tan  luego  como  cons- 
te que  la  especial  competente  instruye 
causa  sobre  el  mismo  delito. 

Los  autos  de  inhibición  de  esta  class 
que  pronuncien  los  Jueces  instractores 
de  la  jurisdicción  ordinaria  son  apelables 
ante  la  respectiva  Audiencia. 

£ntre  tanto  que  se  sustancia  y  decide 
el  recurso  de  apelación,  se  cumplirá  lo 
dispuesto  en  el  art.  33,  párrafo  segunde, 
á  cuyo  efecto  y  para  la  sustanciaCión  del 
recurso  se  remitirá  el  correspondiente 
testimonio. 

Art.  18.  Considéranse  como  primeras 
diligencias:  las  de  dar  protección  á  loi 
perjudicados,  consignar  las  pruebas  del 
delito  que  puedan  desaparecer,  recoger 
y  poner  en  custodia  cuanto  conduzca  i 
su  comprobación  y  á  la  identificación  del 
delincuente,  y  detener  en  su  caso  á  los 
reos  presuntos. 

A  rt.  1 4.  Fuera  de  los  casos  reservados 
al  Senado,  y  de  aquellos  que  expresa  y 
limitativamente  atribuya  la  ley  al  Tribu 
nal  Supremo,  á  las  Audiencias  tenritoria- 
les,  á  ias  jurisdicciones  de  Guerra  y  Ma- 
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iíba  y  á  la»  Autoridades  adminiatrativas 
ó  de  policía,  serán  competentes  por  regla 
general: 

1  ^  Para  loa  jaicios  de  faltaa,  ios  Jue- 
ces municipales  del  término  en  que  ee  ha- 
yan coa>etido. 

2.**  Para  la  instrucción  de  las  causas, 
los  Jueces  instructores  del  partido  en  que 
el  delito  se  haya  cometido. 

3.0  Para  conocer  de  la  c^nsa  y  del 
juicio  respectivo,  la  Audiencia  de  lo  cri- 
minal  de  la  circnnscripción  en  donde  el 
delito  se  haya  cometido. 

Art.  I  a.  Cuando  no  conste  el  lugar  en 
que  se  haya  cometido  una  falta  ó  delito, 
serán  Ja«>ces  y  Tribunales  competentes 
en  sn  caso  para  conocer  de  la  causa  ó 
juicio: 

1.^  El  del  término  mnnicipHl,  partido 
6  circnnscripción  en  que  se  hayan  descu- 
bierto pruebas  materÍHÍes  del  delito. 

i.^  El  del  térnnno  municipal,  partido, 
ó  circunscripción  en  que  el  presunto  reo 
haya  sido  aprehendido 

S.o  £1  de  la  residencia  del  reo  pre- 
sunto 

4  o  Cualquiera  que  hubiese  tenido  no- 
ticia del  delito. 

Si  se  suscitase  competencia  entre  estos 
Jueces  ó  Tribunales,  se  decidirá  dando  la 
preferencia  por  el  orden  con  que  están 
expresados  en  los  ntümeros  que  pre- 
ceden. 

Tan  luego  como  conste  el  lugar  en  que 
se  hubiese  rometido  el  delito,  se  remiti- 
rán las  diligencias  al  Juee  ó  Tribunal  á 
«•uya  demarcación  corresponda,  poniendo 
Á  sfi  disposición  á  los  detenidos  y  efectos 
ocupados. 

Art.  1 6.  La  jurisdicción  ordinaria  será 
>a  competente  para  juzgar  á  los  reos  de 
'ieiitos  conexos  siempre  que  alguno  esté 
Htijeto  á  ella,  aun  cuando  los  demás  sean 
Hforados. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se 
entiende  sin  perjuicio  de  las  excepciones 
^^resamente  consignadas  en  este  Códi- 
^  ó  en  leyes  especiales,  y  singularmente 
HD  las  leyes  penales  de  Guerra  y  Marina 
respecto  á  determinados  delitos. 

Art.  17.  Considéranse  delitos  co- 
nexos: 

1.0  Los  cometidos  simnitáneament'e 
ftor  dos  ó  más  personas  reunidas,  siempre 
•(Oe éstas  vengan  sujetas  á  diversos  Jue- 
«•es  ó  Tribunales  ordinarios  ó  especiales, 
"  qne  puedan  estarlo  por  Ir  índole  del 
«ieiito. 

'i.*>  Los  cometidos  por  dos  ó  más  per- 
»*üñ»  en  distintos  lugares  ó  tiempos  si 
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hubiese   precedido  concierto  para  ello. 

3.0  Los  cometidos  como  medio  para 
perpetrar  otros,  ó  facilitar  su  ejecución. 

4.0  Los  cometidos  para  procurar  la 
impunidad  de  otros  delitos. 

5.0  Los  diversos  delitos  que  se  impu- 
ten á  un  procesado  al  incoarse  centra  el 
mismo  cansa  por  cualquiera  de  ellos,  si 
tuvieren  analogía  ó  relación  entre  ^sí  á 
juicio  del  Tribunal  y  no  hubiesen  sido 
hasta  entonces  objeto  de  procedimiento. 

Art.  18.  Son  Juecesy  Tribunales  com- 
petentes, por  su  orden,  para  conocer  de 
las  causas  por  delitos  conexos: 

1.^  El  del  territorio  en  que  se  haya 
cometido  el  delito  á  que  esté  seílalada 
pena  mayor. 

2.0  El  qne  primero  comenzare  la  can- 
sa en  el  caso  de  que  á  los  delitos  esté 
sefialada  igual  pena. 

8. o  El  que  la  Audiencia  Je  lo  criminal 
ó  el  Tribunal  Supremo  en  sus  rasos 
respectivos  designen,  cuan<lo  las  causas 
hubieren^empezado  al  mismo  tiempo,  ó 
no  conste  cuál  comenzó  primero. 

OiP.  IL —  De  las  c^^estiones  de  competencia 
entre  los  Jueces  y  Tribunales  ordtnarios, 

Art.  19.  Po<irán  promover  y  sostener 
competencia: 

l.o  Los  Jueces  municipales  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  y  las  partes  desde 
la  citación  hasta  el  acto  de  la  compare- 
cencia. 

2.°  Los  Jueces  de  itistruccion  durante 
el  sumario. 

3.®  Las  Audiencias  de  lo  criminal 
durante  la  sustanciación  del  juicio. 

4.0  Kl  Ministerio  fiscal  en  cualquier 
estado  de  la  causa. 

6.0  El  acusador  particular,  antes  de 
formular  su  printera  petición  después  de 
personado  en  la  causa. 

6.0  El  procesado  y  la  parte  civil,  ya 
figure  como  actora,  ya  aparezca  como 
responsable,  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  en  que  se  les  comunique  la 
causa  pata  calificación. 

Art.  20.  Son  superiores  jerárquicos 
para  resolver  sobre  Ins  cuestiones  de 
competencia,  en  la  forma  que  determina- 
rán los  artículos  siguientes: 

I.*"  De  los  Jueces  municipales  del 
mismo  partido,  el  de  instrucción. 

2.0  De  los  Jueces  de  instrucción  de 
una  misma  circunscripción,  la  Audiencia 
de  lo  criminal. 

8.0    De  las  Audiencias  délo  criminal 
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del  mismo  territorio,  la   Aiuüencia  terri- 
torial en  pleno. 

4.0  De  las  Audiencias  territoriales,  ó 
cuando  la  competencia  sea  entre  una 
Audiencia  de  lo  criminal  y  la  Sala  de  lo 
criminal  de  una  territorial,  el  Tribunal 
Suprenvo. 

Cuando  cualquiera  de  los  Jueces  ó  Tri- 
bunales mencionados  en  los  números  I.®,  - 
2.0  y  8.<>,  no  tengan  superior  inmediato 
coman,  decidirá  la  competencia  el  que  lo 
sea  en  el  orden  jerárquico,  y,  á  falta  de 
éste,  el  Tribunal  Supremo. 

Art  21  El  Tribunal  Supremo  no  po 
drá  formar  ni  promover  competencias,  y 
ningún  Juez,  Tribunal  ó  parte  podrá  pro 
moverlas  contra  él. 

CuHn<lo  algún  Juez  o  Tribunal  viniere 
entendiendo  en  asunto  cuyo  conocimiento 
estuviere  reservado  al  Tribunal  Supremo, 
ordenará  óí»fe  á  aquél,  (Je  oficio,  á  excita- 
ción del  Ministerio  fiscal  ó  á  solicitud  de 
patte,  que  se  abstenga  de  todo  procedi- 
miento y  remita  los  antecedentes  en  el 
término  de  segundo  día  para,  eñ  su  vista, 
resol  v«»r. 

El  Tribunal  Supremo  podrá, sin  embar- 
go, autorizar,  en  la  misma  orden  y  entre 
tanto  que  resuelve  la  competencia  Ja  con- 
tinuación de  aquellas  diligencias  cuya 
urgencia  ó  necesidad  fueren  manifiestas. 
Contra  la  decisión  del  Tribunal  Supre 
mo  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.-22.  Cuaiido  dos  ó  más  Jueces  <Íe 
instrucción  se  reputen  competentes  para 
actuar  en  un  asunto,  si  á  la  primera 
comunicación  no  se  pusieren  de  acuerdo 
sobre  la  competencia,  darán  cuenta  con 
remisión  de  testimonio  al  superior  com- 
petente; y  éste,  en  su  vista,  decidirá  de 
plano  y  sin  ulterior  recurso  cuál  de  los 
Jueces  instructores  debe  actuar. 

Mientras  no  recaiga  decisión,  cada  uno 
de  los  Jueces  instructores  seguirá  practi- 
cando las  diligencias  necesarias  para 
comprobar  el  delito  y  aquellas  otras  que 
considere  de  reconocida  urgencia. 

Dirimí. lo  el  conflicto  por  el  superior  á 
quien  rompeta,  el  Juez  de  instrucción 
.  que  deje  de  actuar  remitirá  las  diligen- 
cias practicadas  y  los  objetos  recogidos  al 
declarado  com pétente,  «lentro  de  segundo 
día,  á  contar  desde  el  en  que  reciba  la  or- 
den del  superior  para  que  deje  de  conocer. 
Art.  23.  Siduranteelsumarioel  Minis- 
terio fiscal  ó  el  acusador  particular  enten- 
diesen que  el  Juez  instructor  no  tiene 
competencia  para  actuar  en  la  causa, 
podrán  reclamar  ante  el  Tribunal  superior 
á  quien  corresponda,  el  cual,  previos  los 


informes  que  estime  necesarios,   resol- 
verá de  plano  y  sin  ulterior  recurso. 

En  todo  caso  se  cumplirá  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  2.®  del  artículo  anterior. 

4rt.  24.  Terminado  el  sumario,  toda 
cuestión  de  competencia  queseprounaeva 
suspenderá  ios  procedimientos  basta  la 
decisión  de  ella. 

Art.  25.  El  Juez  ó  Tribunal  qae  se 
considere  competente  del>erá  promover 
la  competencia. 

También  acordará  la  inhibición  á  favor 
del  Juez  ó  Tribunal  competente,  ca&ndo 
considere  que  el  conocimiento  de  la  ran- 
sa  no  le  corresponde,  aunque  sobre  ello 
no  haya  precedido  reclamación  de  los  in- 
teresados ni  del  Ministerio  fiscal. 

lx)s  autos  que  loa  Jueces  municipales  o 
de  instrucción  di <;ten  inhibiéndose áfavoT 
de  otro  Juez  ó  jurisdicción,  serán  apela- 
bles, observándose  en  este  caso  io  dis 
puesto  en  el  último  párrafo  del  art.  12. 
Contra  los  de  las  Audiencias,  podrá  in 
terponerse  el  recurso  de  casación. 

Art  26.  El  Minist4»ri(»  fiscal  y  las  par 
tes  promoverán  las  competencias  por 
inhibitoria  ó  por  declinatoria. 

£1  uso  de  uno  de  estos  me<lios  exeluy<' 
absolutamente  el  del  otro,  asi  durante  \n 
sustanciación  de  la  competencia  como  udh 
vez  que  ésta  se  halle  terminada. 

La  inhibitoria  se  propondrá  ante  fl 
Juez  ó  Tribunal  que  se  repute  conipe 
tente. 

lia  declinatoria,  ante  el  Juez  ó  Tribu- 
nal que  se  repute  incompetente. 

Art.  27.  El  Juez  ntunicipal  ante  quiei' 
se  proponga  la  inhibitoria,  oyendo  >' 
Fiscal  cuando  éste  no  la  hubiera  propues 
to,  resolverá  en  término  de  segundo  dh 
si  procede  6  no  el  requerimiento  de  inhi 
bición. 

El  auto  denegatorio  de  requerí  miente 
es  apelable  en  ambos  efectos  para  antee: 
Juez  de  instrucción  respectivo. 

Art.  28.  Si  el  Juez  municipal  estima 
re  que  procede  el  requerimiento  de  inhi 
bición,  loniandará  practicar  por  medio  dí* 
ofició,  en  el  cual  consignará  lo^  fan«la- 
mentos  de  su  auto. 

El  oficio  se  remitirá  dentro  de  veinti 
cuatro  horas  precisamente. 
•  Art.  29.  El  Juez  nmnicipal  reqaeridc 
de  inhibición,  oyendo  al  Fiscal,  resolve 
rá  en  término  de  segundo  «Ua  si  desistí' 
de  conocer  ó  mantiene  su  competencia. 

En  el  primer  caso  remitirá,  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes,  1m 
diligencias  practicadas  al  Juex  reqai- 
rente. 
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Si  mantiene  sa  competencia,  se  lo 
csomnnicará,  dentro  del  mismo  plazo, 
exponiendo  los  fundamentos  de  su  re* 
aolación. 

Art.  80.  Recibidos  los  autos  por  el 
Jaes  reqiiirente.  declarará,  sin  más  trá- 
mites y  dentro  de  veinticuatro  horas,  si 
insiste  en  la  competencia  ó  se  aparta  de 
ella. 

£n  el  primer  caso,  lo  participará  en  el 
mismo  día  al  Juez  requerido  para  que 
remita  las  diligencias  al  Juez  ó  Tribunal 
qoe  deba  resolver  la  competencia,  á  te* 
Dor  de  io  dispuesto  en  el  art.  20,  hacien- 
do él  la  remisión  de  las  suyas  dentro  de 
las  «einliduatn»  hoias  siguientes. 

En- el  segunilo  caso,  lo  participará  en  el 
misQio  día  al  Juez  requerido  para  que 
éste  pueda  cuntinuar  conociendo. 

Los  autos  que  los  Jueces  requeridos 
dicten  acce<iiendo  á  la  inhibición  serán 
apelables  para  ante  el  respectivo  Juez  de 
instrucción.  También  lo  serán  los  que 
dicten  los  requirentes  desistiendo  de  la 
inhibición 

Art.  SI.  Recibidas  las  diligencias  en 
el  Jnzgado  ó  Tribunal  llamado  á  resolver 
la  f^ompetencia  y  oído  el  Fiscal  por  tér- 
mino de  segundo  día,  la  decidirá  dentro 
de  los  tres  aignientesa4  en  que  el  Minis- 
terio fiscal  evacué  el  traslado. 

Ck>ntra  lo  resuelto  por  el  Jnzgado  ó 
Audiencia  procederá  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Contra  la  resolución  del  Supremo  no  se 
da  recurso  alguno. 

Art.  32.  Cuando  se  proponga  declina- 
toria ante  un  Juez  municipal,  resolverá 
éste  en  término  de  st'gundo  <Íía,  oyendo 
previamente  al  Fiscal,  sobre  si  procede  ó 
no  acordar  la  inhibición. 

£1  aatoen  que  se  deniegue  la  inhibición 
es  apelable  en  ambos  efectos  para  ante  el 
Jasado  á  quien  corresponda  resolver  la 
competencia,  el  cual  sustanciará  el  recur- 
so en  la  forma  prevenida  en  el  párrafo 
primero  del  articulo  anterior. 

Contra  la  resolución  «iel  Juzgado  pro- 
cediera el  recurso  «le  casación. 

Art.  83.  La  inhibición  ante  los  Tribu- 
nales de  lo  criminal  se  propondrá  en  es- 
crito con  6rma  de  Letrado. 

£n  el  escrito  expresará  el  que  la  pro- 
ponga que  no  ha  empleado  la  declinato- 
ria. Si  resultase  lo  contrario,  será  conde- 
nado en  costas,  aunque  se  decida  en  su 
favor  la  competencia  ó  aunque  la  aban- 
done en  lo  sncesivo. 

Art.  34.     £1  Tribunal  ante  quien    se  ^ 
proponga  la  inhibitoria  oirá  por  término 


de  uno  á  dos  días,  según  el  volumen  de 
la  causa,  al  Ministerio  físcal,  cuando  éste 
no  la  haya  propuesto,  así  como  las  de- 
más partes  que  figuren  en  la  causa  deque 
pudiera  á  la  vez  estar  conociendo  el  Tri- 
bunal á  quien  se  haya  instado  para  que 
haga  el  requerimiento,  y,  en  su  vista, 
mandará,  dentro  de  los  dos  días  siguien- 
tes, librar  oficio  inhibitorio,  ó  declarará 
no  haber  lugar  á  ello. 

Art.  86.  Contra  el  auto  en  que  se  de- 
niegue el  requerimiento  de  inhibición 
sólo  habrá  lugar  al  recurso  de  casación. 
Art.  36.  Con  el  oficio  de  inhibición  se 
acompañará  testiuionio:  del  escrito  en 
que  se  haya  pedido,  de  io  expuesto  por 
el  Ministerio  fiscal  y  por  las  partes  en  su 
caso,  del  auto  que  se  haya  dictado  y  de 
lo  demás  que  el  Tribunal  estime  condu- 
cente para  fundar  su  competencia. 

El  testimonio  se  extenderá  y  remitirá 
en  el  plazo  improrrogable  <le  uno  á  tres 
días,  segón  el  volumen  de  la  causa. 

Art.  37.  El  Tribunal  requerido  acu- 
sará inmediatan>ente  reribo,  y,  oyendo 
al  Ministerio  fiscal,  al  acusador  particíi- 
lar  si  le  hubiere,  al  procesado  ó  procesa- 
dos y  á  los  que  figuren  como  parte  civil, 
por  un  plazo  que  no  podrá  exceder  de 
veinticuatro  horas  á  cada  uno,  dictará 
auto  inhibiéndose  ó  declarando  que  no  ha 
lugar  á  hacerlo. 

Contra  el  auto  en  que  el  Tribunal  se 
inhibiere  no  se  <lará  otro  recurso  que  el 
de  casación. 

Art.  38.  Consentida  ó  ejecutoriada  la 
sentencia  en  que  el  Tribunal  se  hubiesr 
inhibido,  se  remitirá  la  causa,  dentro  del 
plazo  de  tres  días,  al  Tribunal  que  hu- 
biera propuesto  la  inhibitoria,  con  empla- 
zamiento de  las  partes  y  poniendo  á  dis 
posición  de  aquél  loa  procesados,  las  prue- 
bas materiales  del  delito  y  los  bienes  em 
bargadoB. 

Art.  39.     Si  se  denegare  la    inhibición 
se  comunicará  el  auto  al  Tribunal  reqni 
rente,  ron  testimonio  de  lo  expuesto  por 
el  Ministerio  fiscal  y  por  las  partes  y  de 
todo  lo  demás  que  se  crea  conducente. 

El  testimonio  se  expedirá  y  remitirá 
dentro  de  tres  días. 

En  el  oficio  de  remisión  se  exigirá  que 
el  Tribuna^  requirente  conteste  inmedia- 
tamente para  continuar  actuando  si  n(» 
insiste  en  la  inhibición,  ó  que  en  otro  ca- 
so remita  la  causa  á  quien  corresponda 
para  que  decida  la  competencia. 

Art.  40.  Recibido  el  oficio  que  expre- 
sa el  artículo  anterior,  el  Tribunal  que 
hubiere   propuesto  la  inhibitoria  dictará 
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sin  más  trámites  auto  en  término  de  se- 
gundo día. 

Contra  el  auto  desistiendo  de  la  inhi- 
bición sólo  procederá  el  recurso  de  casa- 
ción. 

Art.  41.  Consentido  ó  ejecutariado  el 
auto  en  que  el  Tribunal  desista  de  la 
inhibitoria,  lo  comunicará  en  el  término 
de  veinticuatro  horas  al  requerido  de 
inhibición,  remitiéndole  al  propio  tiempo 
todo  lo  Hctuhdo  para  su  unión  á  la 
causa. 

Art. 42.  Si  el  Tribunal  requirente  man- 
tiene su  competencia,  lo  comunicará  en 
el  término  de  veinticuatro  horas  al  reque- 
rido de  inhibición  para  que  remita  la  cau- 
sa al  Tribunal  á  quien  corresponda  la 
resolución,  haciéndolo  él  de  lo  actuado 
ante  el  mismo. 

Art.  48.  Las  competencias  se  decidi- 
rán |)or  el  Tribunal  dentro  de  los  tres  días 
siguientes  al  en  que  el  Ministerio  fiscal 
hubiese  emitido  dictamen,  que  evacuará 
en  el  término  de  segundo  día. 

Contra  estos  autos,  cuando  procedan 
de  las  Audiencias  territoriales,  habrá  lu- 
gar al  recurso  de  casación. 

Contra  los  pronunciados  por  el  Tribu- 
nal Supremo  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  44.  £1  Tribunal  que  resuelva  la 
competencia  podrá  condenar  al  pago  de 
las  costas  causadas  en  la  inhibitoria  á  las 
partes  que  la^ hubieren  sostenido  ó  im- 
pugnado con  notoria  temeridad,  determi- 
nando en  su  caso  la  proporción  en  que 
deban  pagarlas. 

Cuando  no  hiciere  especial  condena- 
ción de  costas,  se  entenderán  de  ofício 
las  CHUSfldas  en  1a  competencia. 

£n  el  caso  de  que  un  Tribunal,  sin  cau- 
sa legítima  debidamente  justificada,  se 
hubiese  extralimitado  de  los  términos 
establettidos  en  el  presente  título  para  la 
sustancinrión  y  decisión  de  las  compe- 
tencias, será  corregido  prudencial  y  dis- 
ciplinariamente según  la  gravedad  del 
caso. 

Art,  46.  Las  declinatorias  se  sustan- 
ciarán como  artículos  de  previo  pronun- 
ciamiento. 

Cap.  IIL  —  />í  las  competmcian  negativas  y 
de  las  que  se  proniutven  con  Jueces  ó 
Tribunales  especiales,  y  de  los  recursos 
de  queja  contra  las  Autoridades  admi- 
nistrativas, 

Art.  46.  Coando  la  cuestión  de  com- 
petencia empefiada  entre  dos  ó  más  Jue- 
ces ó  Tribunales  fu^^re  negativa  por  rehu- 


sar todos  entender  en  la  causa,  la  deci- 
dirá el  Juez  ó  Tribunal  superior  y  en  su 
caso  el  Supremo,  siguiendo  para  ello  los 
misnios  trámites  prescritos  para  las  de- 
más competencias. 

Art.  47.  En  el  caso  de  competencia 
negativa  entre  la  jurisdicción  ordinaria  y 
otra  privilegiada,  la  ordinaria  empezará 
ó  continuará  la  causa. 

A  rt.  48.  Las  cuestiones  de  jurisdicción 
promovidas  por  Tribunales  seculares  con- 
tra Jueces  ó  Tribunales  eclesiásticos  se 
sustanciarán  y  decidirán  por  los  trámiteé 
y  de  la  manera  que  se  establece  en  el 
tít.  III  del  libro  primero  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Art.  49.  Cuando  los  Jueces  ó  Tribu- 
nales eclesiásticos  estimaren  que  les  co- 
rresponde el  conocimiento  de  una  causa 
en  que  entienda  un  Juez  ó  Tribunal  se- 
cular, podrán  requerirle  de  inhibición,  y 
si  no  accediese  á  ella,  recurrirán  en  queja 
al  superior  respectivo  que,  oyendo  al  Fia- 
cal,  resolverá  s*n  ulterior  recurso  lo  que 
crea  procedente. 

Art.  60.  Las  cuestiones  de  compe- 
tencia que  se  promuevan  entre  Tribuna- 
les ordinarios  y  otros  cualesquiera  espe- 
ciales, jque  no  nean  eclesiásticos,  se  sus- 
tanciarán y  decidirán  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  presente  título,  corres- 
pondiendo en  todo  caso  su  resolución  al 
Tribunal  Supremo  de  justicia. 

Art.  61.  Respecto  de  las  competen- 
cias que  la  Administración  suscite  contra 
los  Jueces  ó  Tribunales  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  y  de  los  recursos  de  queja 
que  éstos  pueden  promover  contra  las 
Autoridades  administrativas,  se  estará  á 
lo  que  dispone  la  sección  cuarta,  tít.  U. 
libro  primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil. 

TIT.  III.— Dk  las  EBCI78AOIONK8  T  IXCU- 
SA8  DB  LOS  MAGISTRADOS,  JUKGES,  A8B80- 
EBH  T  AUXILIARK8  DM  LOS  JUZGADOS  T  TRl- 
BUNALK8,  T  UB  LÁ  ABBTBNOION  DBL  MIV18- 
TBBIO  PI80AL. 

Capituio  FRiuERiK— Disposiciones 
generales, 

Art.  62.  Los  Magistrados,  Jueces  y 
Asesores,  rualesquiera  que  sean  su  grado 
y  jerarquía,  sólo  podrán  ser  recusados  por 
causa  legítima. 

Art.  63.  Podrán  únicamente  recusar 
en  los  negocios  criminales: 

El  representante  del  Ministerio  fiscal. 

£1  acusador  particular  ó  los  que  legal- 
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•nenie  representen  sos  acciones  y  de- 
rechos. 

Los  procesados. 

Lo«  responsables  civilmente  por  delito 
ó  falta. 

Art.  64.  Son  cansas  legítimas  de  recu 
«ación: 

l.o  El  parentesco  de  consangniíiidfld 
<^  afinidad  dentro  del  cuarto  grado  civil 
*-on  cnalqoiera  de  los  expresados  en  el 
Ariienlo  anterior. 

30  El  mismo  parentesco  dentro  del 
«egundo  grado  con  el  Letrado  de  alguna 
de  lap  partes  qne  intervengan  en  la  causa. 

3.*  Estar  ó  haber  sido  denunciado  6 
acosado  por  alguna  de  éstas  como  autor, 
cómplice  o  encubridor  de  un  delito  ó  co 
oío  autor  de  nna  falta. 

4.®  Hítber  sido  defensor  de  alguna  de 
las  partes,  emitido  dictamen  sobre  el 
proceao  ó  alguna  de  sus  incidenniae  co- 
mo Letrado,  ó  intervenido  en  aquél  ó  en 
éstas  como  Fiscal,  perito  ó  testigo. 

b.^  Ser  ó  haber  sido  denum-iador  ó 
acnsador  privado  del  que  recusa. 

6.«»  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador 
-de  alguno  qne  sea  parte  en  la  causa. 

T.^  Haber  estado  en  tutela  6  guarda- 
daría  de  alguno  de  los  expresados  en  el 
oónoero  anterior. 

S,^  Tener  pleito  pendiente  con  el  re- 
cósante. 

9.<>  Tener  interés  directo  ó  indirecto 
en  la  canaa. 

JO.     La  amistad  íntima. 

11.  T^  enemistad  manifiesta. 

1 2,  Haber  aido  inetruiítor  de  la  cansa. 
Art.    65.     Lna    Magiatrados    y   Jueces 

comprendidos  en  cualquiera  de  los  casos 
que  expresa  el  artículo  anterior  se  inhi- 
birán del  conocimiento  del  asunto  sin 
esperar  á  que  se  les  recMise.  Cintra  esta 
inhibición  no  habrí^  recurso  alguno. 

De  igual  manera  se  inhibirán,  sin  re- 
corso alguno,  cuando  al  ser  recusados  en 
cnalquier  forma  estimasen  pro"edente  la 
causa  alegada.  En  uno  y  otro  caso  man- 
darán pasai  las  diligencias  á  quien  deba 
reemplazarles. 

Art.  66.  La  recusación  podrá  propo- 
nerse en  cualquier  estBdo  de  la  cansa, 
pero  nonca  después  de  comenzado  el  jui- 
cio oral,  á  no  ser  qne  el  motivo  de  la  re- 
«msaciOn  sobreviniere  con  poRterioridad. 

Cap.  n. — De  la  austnn dación  de  las  recu- 
saciones de  los  Jueces  de  instrucción  y  de 
los  Magistrados. 

Art.  67.    La  recasación  se  hará  en  es- 
LEOiaLACióir  fbnal  t  de  PaiaioNas 


crito  firmado  por  Letrado,  por  Procura- 
dor y  por  el  recusante  si  supiere  firmar  y 
estuviere  en  el  lugar  de  la  causa.  El  últi- 
mo deberá  ratificarse  ante  el  Juez  ó  Tri- 
bunal. 

Cuando  el  recusante  no  estuviere  pre- 
sente, firmarán  sólo  el  Letrado  y  el  Pro- 
curador. En  todo  caso  se  expresará  en  el 
escrito  concreta  y  claramente  la  cansa  de 
la  recuBHción. 

Art.  58.  No  obstante  lo  dispuesto  en  * 
el  artículo  anterior,  podrá  el  procesado, 
si  estuviere  en  incíHiiunicación,  proponer 
verbalmente  la  recusación  en  el  acto  de 
recibírsele  declaración,  ó  podrá  llamar  al 
Jnez  por  conducto  del  Alcaide  de  la  cár- 
cel para  recusarle. 

En  este  caso  deberá  el  Juez  de  instruc- 
ción presentarse  acompañado  del  Secre- 
tario, que  hará  constar  por  diligencia  la 
petición  de  recusación  y  la  causa  en  que 
se  funde. 

Cuando  fuese  denegada  la  recusación, 
se  le  a<tvertirá  que  poilrá  reproducirla 
una  vez  alzada  la  incomunicación. 

Art.  59.  El  auto  admitiendo  ó  dene- 
gando la  recusación  será  fundado  y  bas- 
tará notificarlo  al  Procurador  del  recu- 
sante, aunque  éste  se  halle  en  el  pueblo 
en  que  se  siga  la  causa  y  haya  firmado  el 
escrito  de  recusación 

Art.  60.  Cuando  el  recusado  no  se 
inhibiere  por  no  considerarse  compren- 
dido en  la  cansa  alegada  para  la  recusa- 
ción, se  mandará  formar  pieza  separada. 

Esta  contendrá  el  escrito  original  de 
recusación  y  el  auto  denegatorio  de  la 
inhibición,  quedando  nota  expresiva  de 
uno  y  otro  en  el  proceso. 

Art.  61.  Durante  la  sustanciación  de 
la  pieza  separada  no  potlrá  iiitervenir  el 
recusado  en  la  causa  ni  en  el  incidente  de 
recusación,  y  será  sustituido  por  aquel  á 
quien  corresponda  con  arreglo  á  la  ley. 

Si  el  recusado  fuese  un  Jnez  de  instruc- 
ción, deberá  éste,  no  obstante  bajo  su 
responsabilidad,  practi(*ar  aquellas  dili- 
gencias urgentes  que  no  puedan  dilatarse 
mientras  su  sucesor  se  encargue  de  con- 
tinuar In  instrnc(!Íón. 

Art.  62.  La  recusación  no  detendrá  el 
curso  de  la  causa.  Exceptóase  el  caso  en 
que  el  incidente  de  recusación  no  se  hu 
biese  decidido  cuando  sean  citadas  las 
partes  para  la  vista  de  alguna  cuestión  ó 
incidente  ó  para  la  celebración  del  juicio 
oral. 

Art.  63.  Instruirán  la  pieza  separada 
de  recusación: 

Cuando  el  recusadoisea  el  Presidente  ó 
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an  Presidente  de  Sala  de  Audiencia  terri- 
torial ó  del  Tribunal  Supremo,  el  Presi- 
dente de  Sala  más  antiguo;  y  si  el  recu 
sado  fuere  el  más  antiguo,  el  que  le  siga 
en  antigüedad. 

Guando  el  recusado  fuere  el  Presiden- 
te de  una  Audiencia  de  lo  criminal,  el 
Magistrado  más  antiguo  de  la  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Audiencia  territorial. 

Cuando  él  recusado  sea  un  Magistrado 
de  Audiencia  de  lo  criminal  ó  territorial 
ó  del  Tribunal  Supremo,  el  Magistrado 
más  antiguo  de  la  respectiva  Sala  ó  Tri- 
bunal; y  si  aquél  fuere  el  más  antiguo, 
el  que  le  siga  en  antigüedad. 

Si  por  consecuencia  de  la  recusación 
de  alguno  ó  algunos  Magistrados  de  Au- 
diencias de  lo  criminal  no  quedase  en 
estos  Tribunales  número  suficiente  para 
formar  Tribunal,  corresponderá  la  ins- 
trucción de  la  pieza  separada  de  recusa- 
ción al  Magistrado  más  moderno  de  la 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  terri- 
torial respectiva. 

Cuando  fuese  Juez  de  instrucción  el 
recusado,  instruirá  la  pieza  de  recusación 
el  Magistrado  más  moderno  de  la  respec 
tiva  Audiencia. 

Art.  64.  Formada  la  pieza  separada, 
se  oirá  á  la  otra  ú  otras  partes  que  hubie- 
se en  la  causa,  por  término  de  tres  días  á 
cada  una,  que  sólo  podrá  prorrogarse  por 
otros  dos  cuando,  á  juicio  del  Tribunal, 
hubiese  justa  causa  para  ello. 

Art.  65.  Transcurrido  el  término  seña- 
lado en  el  artículo  anterior,  con  la  prórro- 
ga en  su  caso,  y  recogida  la  causa  sin  ne- 
cesidad de  peticif^n  por  parte  del  recu- 
sante, se  recibirá  á  prueba  el  incidente  de 
recusación,  cuando  la  cuestión  fuese  de 
hecho,  por  ocho  días,  durante  los  cuales 
te  practicará  la  que  hubiere  sido  solici- 
tada por  las  partes  y  admitida  como  per- 
tinente. 

Art.  66.  Contra  el  auto  en  que  las 
Audiencias  ó  el  Tribunal  Supremo  admi- 
tieren ó  denegaren  la  prueba,  no  se  dará 
ulterior  recurso. 

Art  67.  Cuando  por  ser  la  cuestión 
de  derecho  no  se  hubiere  recibido  á  prue- 
ba el  incidente  de  recusación,  ó  hubiese 
transcurrido  el  término  concedido  en  el 
art.  66,  se  mandará  citar  á  las  partes  se- 
ñalando día  para  la  vista. 

Art.  68.  Decidirán  los  incidentes  de 
recusaciÓD: 

Cuando  el  recusado  fuese  el  Presiden- 
te ó  un  Presidente  de  Sala  de  Audiencia 
territorial  ó  del  Tribunal  Supremo,  el 
Tribunal  en  pleno.  De  igual  manera  se 


procederá  cuando  los  recoaados  fuereo 
dos  ó  más  Magistrados  de  una  misma 
Sala  ó  Sección  de  estos  Tribunales. 

En  los  demás  casos  decidirán  estos  in- 
cidentes los  Tribunales  ó  Salas  á  qn» 
pertenezcan  los  Magistrados  instructores 
de  las  piezas  separadas. 

Art.  69.  Los  autos  en  que  se  declare 
haber  ó  no  lugar  á  1^  recusación  serán 
siempre  fundados. 

Contra  el  auto  que  dictaren  las  Audien 
cias  sólo  procederá  el    recurso  de  casa- 
ción. 

Contra  el  que  dictare  el  Tribunal  Su- 
premo no  habrá  recurso  alguno. 

Art.  70.  En  los  autos  en  que  se  denie- 
gue la  recusación,  se  condenará  en  la» 
costas  al  que  la  hubiere  promovido. 

Además  se  impondrá  al  recusante  una 
multa  de  60  á  100  pesetas  cuando  el  re- 
cusado fuese  Juez  de  instrucción;  de  100 
á  200  cuando  fuese  Magistrado  de  Au- 
diencia; y  de  200  á  400  si  lo  fuera  del  Trl 
bnnal  Supremo. 

Se  exceptúa  de  la  imposición  de  la» 
costas  y  la  multa  al  Ministerio  fiscal. 

A  rt.  71.  Cuando  no  se  hicieren  efecti- 
vas las  multas  respectivamente  señala- 
das en  el  artículo  anterior,  el  multado 
quedará  sujeto  á  la  responsabilidad  per- 
sonal subsidiaria  correspondiente,  por  vía 
de  sustitución  y  apremio,  en  los  térmi- 
nos que  para  las  causas  por  delitos  esta- 
blece el  Código  penal. 

Cap.  III. — De  la  stutanciación  de  las 
recusaciones  de    los  Jueces  municipales. 

Art.  72.     En   los  juicios   de  faltas  se 
propondrá    la   recusación  en   el    mismo 
.    acto  de  la  comparecencia. 
I        Art.  78.     En  vista  de  la  recusación,  si 
I    la  causa  alegada  fuese  de  las  expresada» 
en  el  art.  54  y  cierta,  el   Juez  municipal 
se   dará   por  recusatlo,  pasando  el  cono- 
cimiento de  la  falta  á  su  suplente. 

Art.  74.  Cuando  el  recusado  no  con- 
siderare legítima  la  recusación,  pasará  el 
conocimiento  del  incidente  á  su  suplente» 
haciéndolo  constar  en  el  acta. 

Ni  en  este  caso  ni  en  el  del  artículo  an- 
terior se  da  recurso  alguno  contra  lo  re- 
suelto por  el  Juez  municipal. 

Art.  76.  El  Juez  municipal  recusado 
no  podrá  intervenir  en  la  su«tanciaci6i% 
de  la  pieza  de  recusación,  y  se  suspende- 
rá la  celebración  del  juicio  de  faltas  bas- 
ta que  aquélla  se  decida. 

Art.  76.  El  Juez  suplente  encargado 
de  la  sustanciación  de  la  pieza  de  recu- 
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sación  hará  comparecer  á  las  partes  á  su 
presencia,  y  en  el  mismo  acto  recibirá 
las  praebas  que  ofrezcMi  y  conceptúe 
pertinentes,  cuando  la  cuestión  verse 
«obre  algún  hecho. 

Contra  el  auto  denegatorio  de  la  prue- 
ba podrá  pedirse  reposición  en  el  acto 
de  hacerse  saber  á  las  partes. 

Art.  77.  Recibida  la  prueba  ó  cuando 
por  tratarse  de  cuestión  de  derecho  no 
fuere  necesaria,  el  Juez  municipal  su- 
plente resolverá  si  ha  ó  no  lugar  á  la  re 
cnsación  en  auto  fundado  y  en  el  mismo 
acto  si  ee  posible.  En  ningún  caso  dejará 
de  hacerlo  dentro  de  segundo  día. 

De  lo  actuado  y  del  auto  se  hará  men- 
ción en  el  acta  que  se  extienda 

8i  desestimare  la  recusación,  impon- 
drá al  recusante  las  costas  y  una  multa 
de  5  á  60  pesetas  con  la  responsabilidad 
personal  subsidiaria  establecida,  en  el  ar- 
tículo 71. 

Art  78.     Contra  el  auto  del  Juez  su 
píente  declarando  haber  lugar  á  la  recu- 
•aeióu  no  se  dará  recurso  alguno. 

Contra  el  auto  en  que  la  denegare  ha- 
brá apelación  para  ante  el  Juez  de  ins- 
fricción. 

Art.  79.  La  apelación  se  interpondrá 
verbalmente  en  el  acto  de  la  compare- 
cencia ante  el  mismo  Juez  municipal 
suplente,  si  éste  resolviese  en  el  mo- 
mento. 

8i  para  resolver  utilizare  el  término  de 
segundo  día,  se  interpondrá  la  apelación 
en  el  acto  mismo  de  la  notificación  siem- 
pre que  sea  personal,  y  si  no  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  siguientes  á  ella. 
La  apelación  en  este  caso  se  interpondrá 
también  verbalmente  ante  el  Secretario 
del  Juzgado  y  se  hará  constar  por^  dili- 
gencia. 

Art.  80.  Cuando  no  se  apelase  dentro 
de  los  términos  señalados  en  el  artículo 
anterior,  el  auto  del  Juez  suplente  será 
firme. 

Interpuesta  apelación  en  tiempo,  se 
remitirán  los  antecedentes  al  Juez  de 
instrucción  respectivo  con  citación  de  las 
partes  y  á  expensas  del  apelante. 

Art.  81.  En  el  Juzgado  de  instrucción 
se  dará  cuenta  inmediatamente  por  el 
Secretario,  sin  admitir  escritos,  y  se  ci- 
tará á  las  partes  á  una  comparecencia 
dentro  del  término  de  segundo  día. 

Los  interesados  ó  sus  apoderados  po- 
drán hacer  en  ella  yerbalmentelae  obser- 
vaciones que  estimen,  previa  la  venia 
del  Juez  de  instrucción. 

Este  pronunciará  auto  en  el  mismo  día 


ó  en  el  signiente,  y  contra  lo  que  decida 
no  habrá  ulterior  recurso. 

Sí  el  Juez  instructor  entendiese  que  el 
municipal  suplente  debió  reponer  el  auto 
denegatorio  de  la  prueba  á  que  se  refiere 
el  párrafo  segando  del  art.  76,  lo  decla- 
rará así  absteniéndose  de  pronunciar 
sobre  el  fondo,  y  mandará  devolver  las 
diligencias  al  Juzgado  municipHl  de  que 
procedan,  para  que  se  practique  la  prue- 
ba propuesta  y  se  dicte  nuevo  auto. 

Serán  aplicables  á  éste  las  disposicio- 
nes de  los  arts.  78  al  81. 

Art.  82.  Cuando  el  auto  sea  confir- 
matorio, se  condenará  en  costas  al  ape- 
lante. 

Art.  83.  Declarada  procedente  la  re- 
cusación por  auto  firme,  entenderá  el  su- 
plente en  el  juicio. 

Declarada  improcedente,  el  Juez  recu- 
sado volverá  á  entender  en  el  conoci- 
miento de  la  falta. 

Cap".  IV. —  De  la  recusación  de  lo8  auoei- 
liares  de  los  Juzgados  y  THhunales. 

Art.  84.  Los  Secretarios  <le  los  Juz- 
gados municipales,  de  los  de  instrucción, 
de  las  Audiencias  y  del  Tribunal  Supre- 
mo serán  recusables. 

Lo  serán  también  los  Oficiales  de  Sala. 

Art.  85.  Son  aplicables  á  los  Secreta- 
rios y  Oficiales  de  Sala  las  prescripciones 
de  este  título,  con  las  modificaciones  que 
esublecen  los  artículos  siguiented. 

Art.  86.  Cuando  los  recusados  fueren 
auxiliares  de  los  Juzgados  de  instrucción, 
de  las  Audiencias  ó  del  Tribunal  Supre- 
mo, la  pieza  de  recusación  se  instruirá 
por  el  Juez  instructor  respectivo  ó  Ma- 
gistrado más  moderno,  y  se  fallará  por 
el  mismo  Juez  ó  por  el  Tribunal  corres- 
pondiente. 

El  Juez  ó  Magistrado  instructor  podrá 
delegar  la  práctica  de  las  diligencias  que 
no  pudiere  ejecutar  por  sí  mismo  en  el 
Juez  nmnicipal  ó  en  uno  de  los  Jueces 
de  instrucción  de  la  respectiva  circuns- 
cripción. 

Art.  87.  lx>s  auxiliares  recusados  no 
podrán  actuar  en  Is  causa  en  que  lo  fue- 
ren ni  en  la  pieza  de  recusación,  reem- 
plazándoles aquellos  á  quienes  corres- 
pondería si  la  recusación  fuese  admi- 
tida. 

Art.  88.  En  las  recusaciones  de  Se- 
cretarios de  Juzgados  municipales,  ins- 
truirá y  fallará  la  pieza  de  recusación  el 
Juez  municipal  donde  sólo  hubiere  uno. 

Si  hubiere  dos,  el  del  Juzgado  á  que 
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no  pertenezca  el  recnbado;  y  si  tres  ó 
más,  el  de  mayor  edad. 

Art.  89.  Cuando  se  desestimare  la  re- 
cusación se  condenará  en  costas  al  recu- 
sante. I 

Art.  90.  Guando  sea  ñnue  el  auto  on 
que  se  admita  la  recuéación,  quedará  el 
recusado  separado  de  toda  intervención 
en  la  causa,  continuando  en  su  reempla- 
zo el  que  le  haya  suBlituído  durante  la 
sustanciación  del  incidente;  y  si  fuere 
Secretario  de  Juzgado  mujucipal  ó  de 
instrucción,  no  percibirá  derechos  de 
ninguna  clane  ílesde  que  se  hubiese  soli- 
citado la  recusación  ó  desde  que,  sién- 
dole <!onucido  el  motivo  alegado,  no  se 
sepnró  <lel  conocimiento  del  asunto. 

Alt  91.  Cuando  se  desestimare  la 
recusación  píir  auto  tírnie,  volverá  el  au- 
xiliar reciiHHtio  á  ejercer  suh  funciones; 
y  si  fuese  éste  Seiiretario  de  Juzgado  mu- 
nicipal ó  de  instruíM'jóu,  le  abonará  el 
recusante  los  derechos  correspondientes 
á  las  actuaciones  practicadas  en  la  causa, 
haciendo  igual  abono  ai  que  haya  susti- 
tuido al  recusado. 

Art  «2.  No  podrán  los  auxiliares  ser 
recusados  después  de  citadas  las  partes 
para  sentencia,  ni  durante  la  práctica  de 
alguna  diligencia  «le  que  estuvieren  en- 
cargados, ni  después  de  contenzada  la 
celebración  <iel  juicio  oraU 

Art.  98.  Es  aplicable  á  los  actuales 
Relatores  y  Escribanos  de  Cámara:  I.®  lo 
dispuesto  en  los  artículos  anteriores  res- 
pecto á  las  recusaciones  de  los  Secreta- 
rios de  Sala;  y  2. o  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 90  y  91  referente  al  abono  de 
derechos. 

Cip.  V. —  De  las  exaisaa  y  recusaciones 
(le  los  Aaesores. 

Art.  94.  Los  Asesores  de  los  Jueces 
municipales,  cuando  éstos  desempeñen 
accidentalmente  funciones  de  Jueces  de 
instrucción  se  excusarán,  ai  concurrieren 
en  ellos  algunas  de  las  causas  enumera- 
das en  el  art.  54  <le  esta  ley. 

El  mismo  Juez  municipal  apreciará  la 
excusa  para  admitirla  ó  desestimarla.  Si 
la  desestiiUase,  podrá  el  Asesor  recurrir 
en  queja  á  la  respectiva  Audiencia,  y  és- 
ta, pidiendo  informes  y  antecedentes,  re- 
solverá de  plano  sin  ulterior  recurso  lo 
que  crea  procedente. 

Art.  95.  Los  que  sean  parte  en  una 
cansa  podrán  recusar  al  Asesor  por  cual- 
quiera de  los  motivos  sefialados  en  el  ar- 
tículo 54. 


La  recusación  se  hará  por  medio  de 
escrito  dirigido  al  Juez  municipal. 

Contra  las  d^ecisíones  del  Juzgado  rau- 
liicipal  desestimainlo  la  recusación,  pro 
cederá  igualmente  el  recsrso  de  queja 
ante  la  Audiencia  respectiva. 

Cap.   VL  ~  />tf  la  abstención 
del  Ministerio  fiscal. 

Art.  96.  Los  representantes'  del  Mi- 
nisterio fiscal  no  podrán  ser  recusados, 
pero  se  abstendrán  de  intervenir  en  toé. 
actos  judiciales  cuando  concurran  en 
ellos  alguna  de  las  causas  señaladas  en 
el  art.  54  de  esta  ley. 

Art.  97.  Si  concurriere  en  el  Fiscal 
<lel  Tribunal  Supremo  ó  en  los  Fiscalen 
de  las  Audiencias  alguna  de  las  causa» 
por  razón  de  las  cuales  deban  abstener 
se  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterir>r.  designarán  para  que  Ioh 
reemplacen  al  Teniente  fiscal,  y  en  sn 
defecto  á  tos  Ahorrados  fiscales  por  ordei» 
de  (categoría  y  antigtiedad 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  eH 
aplicable  á  los  Tenieniea  ó  A  bogados  fis 
cales  cuando  ejerzan  las  funciones  de  sti 
jefe  respectivo. 

Art.  98.  Los  Tenientes  y  Abogadof» 
fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  de  Ieh 
Audiencias  harán  presente  sn  excusa  ai 
superior  respectivo,  quien  les  relevar» 
de  intervenir  en  los  actos  judiciales,  > 
elegirá  para  sustituirles  al  que  tenga  por 
convenienle  entre  sus  subordinados. 

Art.  99.  Cuando  los  representantes 
del  Ministerio  fiscal  no  se  excusaren,  á 
pesar  de  comprenderles  alguna  de  las 
causas  expresadas  en  el  art.  54,  poilrán 
los  que  se  consideren  agraviados  acudir 
en  queja  al  superior  inmediato. 

Este  oirá  al  subordinado  que  hubiese 
sido  objeto  de  la  queja,  y  encontrándola 
fundada,  decidirá  su  sustitución.  Si  no  la 
encontrare  fundada,  podrá  acordar  que 
intervenga  en  el  proceso.  Contra  esta  de- 
terminación no  se  da  recurso  alguno. 

Los  Fiscales  de  las  Audiencias  .territo- 
riales decidirán  las  quejas  que  se  les  di- 
rijan contra  los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias de  lo  crindnal. 

Si  fuere  el  Fiscal  del  Tribunal  Supre 
mo  el  que  diere  motivo  á  la  queja,  debe- 
rá ésta  dirigirse  al  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  por  conducto  del  Presidente  del 
uQÍsmo  Tribunal.  El  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  oída  la  Sala  de  gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo,  si  lo  considera  oportuno, 
resolverá  lo  que  estime  procedente. 
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Tir.  IV.— Di  LA8  PERSUNAS  Á  QUIKNBS 
COBBBSPOÜDB  BL  BJBRClClU  DB  LA8  AGCIO- 
VKS  QUE  MAOBN  DB  LU8  DBLIT08  T  PA1TA8. 

Art.  100.  De  todo  delito  ó  falta  nace 
acción  penal  para  el  castigo  del  culpa- 
ble, y  puede  nacer  también  acción  civil 
par^  la  restitución  de  la  cosa,  la  repara- 
ción del  dafio  y  la  ¡ndemnizacíón  de  per- 
joicioB  cansados  por  el  becho  punible. 
Art.  101.  La  acción  penal  es  pública. 
Todos  ios  ciudadanos  espafioles  po- 
drán ejercitarla  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley. 

Art.  102.  Sin  embargo  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior,  no  podrán  ejer- 
citar la  Mcción  penal: 

!.<>  El  qne  no  goce  de  la  plenitud  de 
los  derechus  <!Íviles. 

2.0  El  que  hubiera  sido  condenado 
dos  veces  por  sentencia  firme  como  reo 
del  delito  de  denuncia  ó  querella  calum- 
niosas. 

.^.0  El  Juez  ó  Magistrado. 
Los  comprendidos  en  los  números  an- 
teriores podrán,  sin  embargo,  ejercitar 
la  acción  penal  por  delito  ó  falta  cometi- 
dos contra  sus  personas  ó  contra  las  per- 
sonas ó  bienes  de  sus  cónyuges,  ascen- 
4Íiente8,  descendientes,  hermanos  consan- 
guíneos ó  uterinos  y  afínes. 

Los  comprendidos  en  los  núms.  2.^  y 
3.0  podrán  ejercitar  también  la  acción 
penal  por  el  delito  ó  falta  cometidos  con- 
tra las  personas  ó. bienes  de  los  que  estu- 
viesen bajo  su  guarda  legal. 

Art.  103.  Tampoco  podrán  ejercitar 
acciones  penales  entre  sí: 

\.^  Los  cónyuges,  á  no  ser  por  delito 
ó  falta  cometidos  por  el  uno  contra  la 
persona  del  otro  ó  la  de  sus  hijos,  y  por 
los  delitos  de  adulterio,  amancebamien- 
to y  bigamia. 

2.0  Los  ascendientes,  descendientes 
y  hermanos  consanguíneos  ó  uterinos  y 
afines,  á  no  ser  por  delito  ó  falta  cometi- 
dos por  los  unos  contra  las  personas  de 
los  otros. 

Art.  104.  Las  acciones  penales  que 
nacen  de  los  delitos  de  estupro,  calum- 
nia é  injuria  tampoco  poilrán  ser  ejerci- 
tadas por  otras  personas,  ni  en  manera 
distinta  que  las  prescritas  en  los  respec- 
tivos artícnlos  del  Código  penal 

Las  faltas  consistentes  en  el  anuncio 
por  medio  de  la  imprenta  de  hechos  fal 
sos  ó  relativos  á  la  vida  privada  con  el 
qne  se  perjudiqie  ú  ofenda  á  particula- 
res, en  malos  tratamientos  inferidos  por 
los  maridos  á  sus  mujeres,  en  desobe- 


diencia ó  malos  tratos  de  éstas  para  con 
aquéllos,  en  faltas  de  respeto  y  sumisión 
de  los  hijos  respecto  de  sus  padres,  ó  de 
los  pupilos  respecto  de  sus  tutores  y  en 
injurias  leves,  sólo  podrán  ser  persegui- 
das por  los  ofendidos  ó  por  sus  legítimos 
representantes. 

Art.  106.  Los  funcionarios  del  Minis- 
terip  fiscal  tendrán  la  obligación  de  ejer- 
citar con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
ley,  todas  las  acciones  penales  que  con- 
sideren procedentes,  haya  ó  no  acusatlor 
particular  en  las  causas,  menos  aquellas 
que  el  Código  penal  reserva  exclusiva- 
mete  á  la  querella  privada.  También  de- 
berán ejercitarlas  en  las  causas  por  los 
delitos  contra  la  honestidad  que,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  del  Código 
penal,  deben  denunciarse  previamente 
por  los  interesados,  ó  cuando  el  Ministe- 
rio fisrai  deba  á  su  vez  denun<'.iurlo8  por 
recaer  dichos  tielitos  sobre  personas  des- 
validas ó  faltas  <le  perHonalniad. 

Art.  106.  La  acción  penal  por  delito 
ó  falta  que  dé  lugar  al  procedimiento 'de 
oficio  no  se  extingue  por  la  renuncia  de 
la  persona  ofendida. 

Pero  se  extinguen  por  esta  causa  las 
que  nacen  de  delito  ó  falta  que  no  pue- 
dan ser  perseguidos  sino  á  instancia  de 
parte,  y  las  civiles,  cualquiera  que  sea  el 
delito  ó  falta  de  que  procedan. 

Art.  107.  La  renuncia  de  la  acción  ci- 
vil ó  de  la  penal  renunciable  no  perjudi- 
cará más  que  ni  renunciante;  pudiendo 
continuar  el  ejercicio  de  la  penal  en  el 
estado  en  que  se  halle  la  causa,  ó  ejerci- 
tarla nuevamente  tos  demás  á  quienes 
también  correspondiere. 

Art.  108.  La  acíión  civil  ha  de  enta- 
blarse juntamente  con  la  penal  por  el 
Ministerio  fiscal,  haya  ó  no  en  el  pro«je- 
so  acusador  particular;  pero  si  el  ofendi- 
do renunciare  expresamente  su  derecho 
de  re8titu<'ión,  reparación  ó  indemniza- 
ción, el  Ministerio  fiscal  se  limitará  á  pe- 
dir el  castigo  de  los  culpables. 

Art.  109.  En  el  acto  de  recibirse  de- 
claración al  ofendido  que  tuviese  la  capa- 
cidad legal  necesaria,  se  le  instruirá  del 
derecho  que  le  asiste  para  mostrarse  par- 
te en  el  proceso  y  renunciar  ó  no  á  la 
restitución  de  la  cosa,  reparación  del  da- 
fio é  indemnización  del  perjuicio  causa- 
do por  el  hecho  punible. 

Si  no  tuviese  capacidad  legal,  se  prac- 
ticará igual  diligencia  con  su  represen- 
tante. 

Fuera  de  los  casos  previstos  en  los  dos 
párrafos  anteriores,  no  se  hará  á  los  inte- 
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retados  en  las  acciones  civiles  ó  penales 
noti6caclón  alguna  que  prolongue  ó  de- 
tenga el  curso  de  la  causa;  lo  cual  no  obs- 
ta para  que  el  Jues  procure  instruir  de 
aquel  derecho  al  ofendido  ausente. 

Art.  1 10.  Los  perjudicados  por  un  de- 
lito ó  falta  que  no  hubieren  renunciado 
su  derecho  podrán  mostrarse  parte  en  la 
cansa,  si  lo  hicieren  tintes  del  trámite  de 
calificación  del  delito,  y  ejercitar  las  ac- 
ciones civiles  y  penales  que  procedan,  ó 
solamente  unas  y  otras,  setíún  les  convi- 
niere, sin  que  por  ello  se  retroceda  en  el 
curso  de  las  actuaciones. 

Aun  cuando  los  perjudicados  no  se 
muestren  parte  en  la  causa,  no  por  esto 
se  entienden  que  renuncian  al  derecho 
de  restitución,  reparación  ó  indemniza- 
ción que  á  sn  favor  pueda  acordarse  en 
sentencia  firme,  siendo  menester  que  la 
renuncia  <1e  este  derecho  se  haga  en  su 
caso  de  una  manera  expresa  y  termi- 
nante. 

Art.  111.  Las  acciones  que  nacen  de 
un  delito  ó  falta  podrán  ejercitarsti  junta 
ó  separadamente;  pero  mientras  estuvie- 
se pendiente  la  acción  penal  no  se  ejer- 
citará la  civil  con  separación  hasta  que 
aquélla  haya  sido  resuelta  en  sentencia 
firme,  salvo  siempre  lo  dispuesto  en  los 
artículos  4.o,  6  o  y  6.©  de  este  Código. 

Art.  112.  Ejercitada  sólo  la  acción  pe- 
nal, se  entenderá  utilizada  también  la  ci- 
vil, á  no  ser  qne  el  dañado  ó  perjudicado 
la  renunciase  ó  la  reservase  expresamen- 
te para  ejercitarla  después  de  terminado 
el  juicio  criminal,  si  á  ello  hubiere  lugar. 
Si  se  ejercitase  sólo  la  civil  que  nace 
de  un  detito  de  los  qne  no  pueden  perse- 
guirse sino  en  virtud  de  querella  parti- 
ticular,  se  considerará  extinguida  desde 
luego  la  acción  penal. 

Art.  113.  Podrán  ejercitarse  expresa- 
mente las  dos  acciones  por  una  misma 
persona  ó  por  varias;  pero  siempre  que 
sean  dos  ó  más  las  personas  por  quienes 
se  utilicen  las  acciones  derivadas  de  un 
delito  ó  falta,  lo  verificarán  en  un  solo 
proceso,  y  si  fuere  posible,  bajo  una  mis- 
ma dirección  y  representación,  á  juicio 
del  Tribunal. 

Art.  114.  Promovido  juicio  criminal 
en  averiguación  de  un  delito  ó  falta,  no 
podrá  seguirse  pleito  sobre  el  mismo  he- 
cho, suspendiéndole,  si  lo  hubiese,  en  el 
estado  eii  que  se  hallare,  hasta  que  re- 
caiga sentencia  firme  en  la  causa  cri- 
minal. 

No  será  necesario  para  el  ejercicio  de 
la  acción  penal  que  haya  precedido  el  de 


la  civil  originada  del  mismo  delito  ó  falta. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  establecido  en 
el  cap.  II,  título  I  de  este  libro,  respecto 
á  las  cuestiones  prejudiciales. 

Art.  1 16.  La  acción  penal  se  extingue 
por  la  muerte  del  culpable;  pero  en  este 
caso  subsiste  la  civil  contra  sus  herede 
ros  y  cansahabientes,  que  sólo  podrá 
ejercitarse  ante  la  jurisdicción  y  por  la 
vía  de  lo  civil. 

Art.  116.  La  extinción  de  la  acción 
penal  no  lleva  consigo  la  de  la  civil,  á  no 
ser  que  la  extinción  proceda  de  haberse 
declarado  por  sentencia  firme  que  no 
existió  el  hecho  de  que  la  civil  hubiese 
podido  nacer. 

En  los  demás  casos,  la  persona  á  quien 
corresponda  la  acción  civil  podrá  ejerci 
tarla,  ante  la  jurisdicción  y  por  la  vía  de 
lo  civil  qne  proceda,  contra  quien  estu- 
viere obligado  á  la  restitución  de  la  cosa, 
reparación  del  daño  ó  indemnización  del 
perjuicio  sufrido. 

Art.  117.  La  extinción  de  la  acción 
civil  tampoco  lleva  consigo  la  de  la  penal 
que  nazca  del  mismo  delito  ó  falta. 

Lá  sentencia  firme  absolutoria  dictada 
en  el  pleito  promovido  por  el  ejercicio 
de  la  acción  civil,  no  será  obstáculo  para 
el  ejercicio  de  la  acción  penal  correspon- 
diente. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  que  establece 
el  cap.  II  del  tít.  I  de  este  libro  y  los  ar- 
tículos 106,  107,  110  y  párrafo  segundo 
del  112. 

TIT.  V.— Dbl  dkrkcho  de  defensa  t  dbi. 
mcKKiricio  UB  pobrkza  bn  los  juioios 

CRIMIMALBS 

Art.  118.  Los  procesados  deberán  ser 
represéntalos  por  Procurador  y  <iefendi- 
dos  por  Letrado,  que  pueden  nombrar 
desde  que  se  les  notifique  el  auto  de  pro* 
cesamiento. 

Si  no  los  nombraren  por  sí  mismos  ó 
no  tuvieren  aptitud  legal  para  verificarlo, 
se  les  designará  de  oficio  cuando  lo  soli- 
citaren. Si*  el  ^procesado  no  hubiese  de- 
signado Procurador  ó  Letrado  se  le  re- 
querirá para  que  lo  verifique,  ó  se  le 
nombrarán  de  oficio,  si  requerido  no  los 
nombrase,  cuando  la  causa  llegue  á  es- 
tado en  que  necesite  el  consejo  de  aqué- 
llos ó  haya  de  intentar  algún  recurso  que 
hiciere  indispensable  su  intervención. 

Art.  119.  Los  perjudicados  por  el  he- 
cho punible  ó  sus  herederos  que  fueren 
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parte  en  el  jnicio,  si  esta  viesen  habilita- 
dos parm  defenderse  como  pobres,  ten- 
drán también  derecho  á  que  se  les  nom- 
bf»  ée  oficio  Proeorsdor  y  Abogado  para 
«Q  representación  y  defensa. 

Art.  120.  Los  Abogados  á  quienes  co- 
rreeponda  la  defensa  de  pobres  no  po- 
drán excusarse  de  ella  sin  nn  motivo  per- 
sonal y  Justo,  que  calificarán  según  su 
prudente  arbitrio  los  Decanos  <le  los  Co- 
legios donde  los  hubiese,  y  en  su  defecto 
el  Jaes  ó  Tribunal  en  que  hubieren  de 
hacerse  las  defensas. 

Art.  121.  Todos  ios  que  sean  parte  en 
ana  nansa,  si  no  estuvieren  declarados 
pobrea.  tendrán  obligación  de  satisfacer 
loe  derechos  de  los  Procuradores  que  les 
representen,  los  honorarios  de  los  Ál>o- 
gados  qne  les  defiendan,  los  de  los  peri- 
tos que  informen  á  su  instancia  y  las  in- 
demniKaciones  de  los  testigos  que  pre- 
sentaren, cuando  los  peritos  y  testigos, 
al  declarar,  hubiesen  forrooT^do  su  re- 
clamación y  el  Juez  ó  Tribunal  la  esti- 
maren. 

Ni  durante  la  cansa  ni  después  de  ter- 
minada tendrán  obligación  de  satisfacer 
lae  demás  <K>stas  procesales,  á  no  ser  que 
á  ello  fueren  condenados. 

El  Procurador  que,  nombrado  por  los 
que  fueren  parte  en  una  causa,  haya 
aceptado  su  representación,  tendrá  la 
obligación  de  pagar  los  honorarios  á  los 
Letrados  de  que  se  valiesen  los  clientes 
psra  BU  defensa. 

Los  que  hubiesen  sido  declarados  po- 
bres podrán  valerse  de  Abogado  de  su 
elección;  pero  en  este  caso  estarán  obli- 
gados á  abonarles  sus  honorarios,  como 
se  dispone  respecto  de  los  que  no  estén 
declarados  pobres. 

Art.  123.  Se  usará  papel  de  oficio  en 
los  juicios  sobre  faltas  y  en  las  causas 
criminales,  sin  perjuicio  del  correspon- 
diente reintegro  si  hubiere  condenación 
de  costas. 

Art.  12S.  Sólo  podrán  aer  habilitados 
como  pobres: 

l.o  Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  sa- 
lario eventual. 

2.^  íjoa  qne  vivan  sólo  de  un  salario 
permanente,  ó  de  un  sueldo,  cualquiera 
que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda 
del  doble  jornal  de  un  bra<;ero  en  la  lo- 
cahdad  donde  tengan  su  residencia  ha- 
bitual. 

3.0  Los  qne  vivan  sólo  de  rentas,  cul- 
tivo de  tierras  ó  cría  de  ganados,  cuyos 
productos  estén  graduados  en  una  suma 
que  no  exceda  de  la  equivalente  al  jornal 


de  dos  brtoeros  en  el  logar  de  su  resi- 
dencia habitual. 

4.0  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio 
de  una  industria  ó  de  loa  productos  de 
cualquier  comercio,  por  los  cuales  paguen 
de  contribución  una  suma  inferior  á  la 
fijada  en  la  siguiente  escala: 

En  laS|  poblaciones  de  más  de  80.000 
habitantes,  76  pesetas. 

En  las  de  más  de  60.000  y  menos  de 
80.000  habitantes,  60  pesetas. 

En  las  de  más  de  30  000  y  menos  de 
60.000  habitantes,  40  pesetas. 

En  las  de  más  de  20.000  y  menos  de 
80.000  habitantes,  85  pesetas. 

En  las  poblaciones  de  más  de  10.000  y 
menos  de  20.000  habitantes,  80  pesetas. 

En  las  demás  poblaciones,  20  pesetas. 

6.^^  Los  que  tengan  embargados  to<los 
sus  bienes  o  ios  hayan  cedí<lo  judicial- 
mente á  sus  acreedores,  y  no  ejerzan  in- 
dustria, oficio  ó  profesión.. 

En  estos  casos,  si  quedasen  bienes 
después  de  pagar  á  los  acreedores,  se 
aplicarán  al  pago  de  las  costas  que  deba 
satisfacer  el  liefendido  como  pobre. 

Art.  124.  Cuando  alguno  reuniere  dos 
ó  más  medios  de  vivir- de  los  designados 
en  el  articulo  anterior,  el  Tribunal  apre- 
ciará los  rendimientos  ae  todos  ellos  y 
no  otorgará  la  defensa  por  pobre  si,  reu- 
nidos, excedieren  de  los  tipos  señalados 
en  el  artículo  precedente. 

Art  126.  No  se  otorgará  la  defensa 
por  pobre  á  los  comprendidos  en  cual- 
quiera de  los  casos  expresados  en  el  ar- 
tículo 123,  cuando  á  juicio  del  Tribunal 
se  infiera  del  número  de  criados  que  ten- 
gan á  su  servicio,  del  alqnüer  de  la  casa 
I  que  habiten  ó  de  otros  cnaleí»quiera  sig- 
nos exteriores,  qne^  tienen  medios  supe- 
riores al  jornal  doble  de  un  bracero  en 
cada  localidad. 

Art.  126.  Tampoco  se  otorgará  la  de- 
fensa por  pobre  al  litigante  que  disfrute 
una  renta  que,  unida  á  la  de  su  consorte, 
ó  al  producto  ile  los  bienes  de  sus  hijos 
cuyo  usufructo  le  corresponda,  constitu- 
yan acumuladas  una  suma  equivalente 
al  jornal  de  tres  braceros  en  el  lugar  don- 
de tenga  la  familia  su  residencia  habi- 
tual. 

Art.  127.  Cuando  litigaren  unidos  va- 
rios que  individualmente  tengan  derecho 
á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  habi- 
litará como  tales  aun  cuando  los  produc- 
tos reunidos  de  los  modos  de  vivir  de 
todos  ellos  excedieren  de  los  tipos  que 
quedan  señalados. 

Art.  128.     La  declaración  de  pobreza 
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se  solicitará  ante  el  Jaez  ó  Tribaiial  qne 
estaviere  conociendo  de  la  cansa.  Los 
antos  de  los  Joeées  de  instracción,  resoU 
yiendo  estos  incidentes,  son  apelables 
ante  el  respectivo  snperior  jerárquico. 

Art.  129.  La  eustancíación  de  la  soli- 
citnd  de  pobreza  se  hará  en  pieza  sepa- 
rada, acomodándose  á  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes  de  esta  clase 
por  la  Ley  de  finjnicíamiento  civil,  sin 
qne  por  razón  de  en  tramitación  pueda 
dejar  de  principiarse  ó  continuarse  la 
causa. 

Art.  130.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  podrá  obtener  habi- 
litación de  pobreza,  sin  necesidad  de  pre- 
via jnsti6cación,  el  que  estuviere  de  no- 
toriedad comprendido  en  alguno  de  los 
casos  mencionados  en  el  art.  128,  si  á 
ello  no  se  opusieren  el  Ministerio  fiscal 
ó  el  que  deba  ser  parte  en  el  incidente, 
á  cuyo  efecto  se  les  notificará  el  auto  en 
que  la  habilitación  se  hubiese  concedido. 

También  se  habilitará  al  que  hubiese 
obtenido  declaración  de  insolvencia,  sin 
perjuicio  de  la  oposición  que  el  Ministe- 
rio fiscal  y  la  otra  parte  puedan  deducir. 

Formalizada  oposición,  se  sustancia- 
rá en  pieza  separada  el  incidente  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior. 

.Art,  131.  £t  que  entablkre  la  preten- 
sión de  pobreza  tendrá  derecho  á  que 
desde  luego  se  le  otorguen  los  beneficios 
legales  de  la  misma,  sin  perjuicio  de  lo 
que  definitivamente  se  resuelva. 

Art.  182.  Cuando  fuere  el  acusador 
particular  quien  (5rotnueva  la  pretensión, 
se  sustanciará  el  incidente  con  citación 
y  audiencia  del  procesado,  si  ya  le  hu- 
biese y  no  estuviera  en  rebeldía. 

Art.  133.  La  pretensión  de  pobreza 
entablada  por  el  procesado  se  sustancia- 
rá con  citación  y  audiencia  del  querellan- 
te particular  y  actor  civil,  si  los  hubiese. 

Art.  134.  El  Ministerio  fiscal  será  par 
te  en  todos  los  incidentes  de  pobreza. 

Art.  136.  El  procesado,  á  quien  no  se 
haya  citado  ni  oído  en  el  incidente  de 
pobreza  del  querellante,  podrá  impugnar 
en  cualquier  estado  de  la  causa  la  habi- 
litación que  á  favor  de  éste  se  hubiese 
decretado. 

Art.  136.  El  que  no  hubiese  sido  de- 
clarado pobre  durante  el  sumario,  háyalo 
ó  no  solicitado,  podrá  serlo  durante  el 
juicio  oral,  si  justificare  que  con  poste- 
rioridad ha  quedado  comprendido  en  al- 
guno de  los  casos  del  art.  128. 

Lo  dispuesto  en  el   párrafo  anterior 


será  aplicable  al  qne  para  segair  el  re- 
curso de  casación  pretendiere  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  la  declaración  de  pobreza 
que  le  hubiere  sido  negada  durante  el 
curso  de  la  causa,  ó  al  qne  hasta  enton- 
ces no  hubiese  presentado  1h  solicitad. 

Siempre  que  se  deniegue  la  declaración 
de  pobreza,  se  condenará  en  costas  al  que 
la  hubiese  solicitado. 

Art.  137.     Contra  la  sentencia  defíni 
tiva  del  Tribunal  de  lo  criminal  qne  re- 
snelva  negativamente  el  incidente  de  po- 
breza, procederá  sólo  el  recurso  de  casa 
ción. 

Art.  138.  El  declarado  pobre  no  esta 
rá  obligado  á  pagar  sus  respectivos  ho- 
norarios y  derechos  al  Abogado  y  Procn 
rador  que  le  hubiesen  defendido  y  re 
presentado  de  oficio,  ni  tampoco  los  ho- 
norarios é  indemnizaciones  correepon 
dientes  á  los  peritos  y  testigos  citados  á 
su  instancia. 

Art.  139.  La  declaración  de  pobreza 
no  eximirá  á  quien  la  obtenga  de  la  obli- 
gación de  pagar  las  costas  en  que  fuere 
condenado,  si  se  le  encontraren  bienea 
con  qne  hacerlas  efectivas. 

Art.  140.  El  declarado  pobre  deberá 
pagar  los  honorarios,  derechos  ó  indem- 
nizaciones á  que  se  refiere  el  art.  138: 

\.^  Siempre  que  se  justifique  por  los 
que  tengan  derecho  á  ellos,  que  durante 
la  causa  se  encontraba  el  declarado  po- 
bre en  alguno  de  los  casos  en  que  no  de- 
ben otorgarse  los  beneficios  de  la  defensa 
en  este  concepto. 

2.0  Siempre  que  por  el  resultado  de 
la  causa  percibiere  alguna  cantidad. 

En  este  caso,  será  destinada  propor- 
cional mente  la  tercera  parte  de  lo  perci- 
bido al  pago  de  las  expresadas  aten- 
ciones. 

3.0  Si  dentro  de  tres  años  después  de 
fenecida  la  causa,  viniere  á  mejor  fortn 
na.  Se  entiende  que  ha  venido  á  nitjor 
fortuna  el  que  llegare  á  alguna  de  las  si- 
tuaciones á  que  se  refieren  los  númeroi 
l.o  y  2  o  del  art.  89  de  la  Ley  de  Enjal- 
ciamiento  civil. 

TIT.  VL  — Db  la  forma  d«  dictar  psoti 

DBMOIAS,     AUT08    Y    BEMTKN0IA8,     T     V*^ 
MODO  DC  DiRlMlB  LAS  DISOORDIAS 

Capítulo  primbro.— Z)p  lafm'ma.de  dictar 
providencias,  autos  y  sentencias. 

Art.  141.  Las  resoluciones  de  carácter 
judicial  que  dicten  los  Juzgados  y  Tribu- 
nales, se  denominarán: 
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Providencia»,  caando  sean  de  mera  tra- 
mitación. 

AHioa^  cuando  decidan  incidentes  ó 
pontos  eaencialea  qne  afecten  de  una  ma- 
nera directa  á  loa  procesados,  acusado- 
res particulares  ó  actores  civiles;  cuando 
decidan  la  competencia  del  Juzgado  ó 
Tribonal,  la  procedencia  ó  improceden- 
cia de  la  recusación,  la  reposición  de  al 
guna  providencia,  la  denegación  de  la  re- 
posición, la  prisión  y  soltura,  la  admisión 
ó  denegación  de  prueba  ó  del  benetício 
de  pobresa,  y  finalmente  loa  demás  que 
según  las  leyes  deben  fundarse. 

Sentencias,  cuando  decidan  definitiva- 
mente la  cuestión  criminal. 

Sentencias  firmes,  cuando  no  quepa 
contra  ellas  recurso  alguno  ordinario  ni 
extraordinario,  salvo  los  de  revisión  y 
rehabilitación. 

Llámase  ejecutoria  el  documento  públi- 
co y  solemne  en  que  se  consigna  una  sen- 
tencia firme. 

La  formula  de  \»b provideíicias  se  limi- 
tará á  la  resolución  del  Juez  ó  Tribunal, 
sin  más  adiciones  qne  la  fecha  en  que 
se  acuerde,  la  rúbrica  del  Juez  ó  del  Pre- 
sidente del  Tribunal  y  la  firma  del  Se- 
cretario. 

Los  atUo»  se  redactarán  fundándolos 
en  Mesuttandos  y  Considerandos  concre- 
tos y  limitados  unos  y  otros  á  la  cuestión 
qne  se  decida. 

Art.  142.  Las  sentencias  se  redactarán 
con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

1.a  Se  principiará  expresando:  el  lu- 
gar y  la  fecha  en  que  se  dictaren,  los  he- 
chos que  hubieren  dado  lugar  á  la  for- 
mación de  la  causa,  los  nombres  y  ape- 
llidos de  los  actores  particulares  si  los. 
hubiere  y  de  los  procesados,  los  sobre 
nombres  ó  apodos  con  que  sean  conoci- 
dos, su  edad,  estado,  naturaleza,  domici- 
lio, oficio  ó  profesión,  y  en  su  defecto 
todas  las  demás  circunstancias  con  que 
hubieren  figurado  en  la  causa,  y  además 
el  nombre  y  apellido  del  Magistrado  po- 
nente. 

2.*  Seconsignaráen  Resultandos  nume- 
rados los  hechos  que  estuvieren  enlaza- 
dos con  las  cuestiones  que  hayan  de  re- 
solverse en  el  fallo,  haciendo  declaración 
expresa  y  terminante  de  los  que  se  esti 
QHm  probados. 

8.^  Se  consignarán  laa  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y  de  la  defen- 
sa y  la  que  en  su  caso  hubiese  propuesto 
el  Tribunal,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  733. 

4.*    Se  consignarán  también  en  párra- 


fos namerados  que  empezarán  con  la  pa- 
labra Considerando: 

Primero.  Los  fundamentos  doctrina- 
les y  legales  de  la  calificación  de  los  he- 
chos que  se  hubiesen  estimado  prpbados. 

Segundo.  Los  fundamentos  doctrina- 
les y  legales  determinantes  de  la  partici- 
pación que  en  los  referidos  hechos  hubie- 
se tenido  cada  uno  de  ios  procesados. 

Tercero.  Los  fundamentos  doctrina- 
les y  legales  de  la  calificación  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes,  agravantes  ó  exi- 
mentes de  responsabilidad  criminal,  en 
caso  de  haber  concurrido. 

Cuarto.  Los  fundamentos  doctrinales 
y  legales  de  la  calificación  de  los  hecbos 
que  se  hubiesen  estimado  probados  con 
relación  á  la  responsabilidad  civil  en  que 
hubiesen  incurrido  los  procesados  ó  las 
personas  sujetas  á  ella  á  quienes  se  hu- 
bieren oído  en  la  causa,  y  los  correspon- 
diente»  á  las  resoluciones  que  hubieren 
de  dictarse  sobre  costas  y  en  su  caso  á 
la  declaración  de  querella  calumniosa. 

Quinto.  La  cita  de  las  disposiciones 
legales  que  se  consideren  aplicables,  pro- 
nunciándose por  último  el  fallo,  en  el  que 
se  condenará  ó  absolverá  no  sólo  por  el 
delito  principal  y  sus  conexos,  sino  tam- 
bién por  las  faltas  incidentales  de  que  se 
hubiere  conocido  en  la  cansa,  reputándo- 
se faltas  incidentales  las  que  los  procesa- 
dos hubiesen  cometido  antes,  al  tiempo  ó 
después  del  delito  como  medio  de  perpe- 
trarlo ó  encubrirlo. 

También  se  resolverán  en  la  sentencia 
todas  las  cuestiones  referentes  á  la  res- 
ponsabilidad civil  que  hubieren  sido  ob- 
jeto del  juicio,  y  se  declarará  calumniosa 
la  querella  cuando  procediere. 

Art.  143.  Las  ejecutorias  se  encabeza- 
rán en  nombre  del  Rey. 

Art.  144.  La  absolución  se  entenderá 
libre  en  todon  los  chsos. 

Art  146.  Para  dictar  autos  ó  senten- 
cias en  los  asuntos  de  que  conozca  el 
Tribunal  Supremo  serán  necesarios  siete 
Magistrados,  á  no  ser  que  en  algún  caso 
de  los  previstos  en  esta  ley  baste  menor 
número. 

Para  dictar  autos  y  sentencias  en  las 
cansas  cuyo  líonocimiento  corresponde  á 
las  Audiencias  de  lo  criminal  ó  á  la  Sala 
de  las  respectivas  Audiencias  territoria- 
les, serán  necesarios  tres  Magistrados,  y 
cinco  para  dictar  sentencia  en  las  cansas 
en  que  se  hubiere  pedido  pena  de  muer- 
te, cadena  ó  reclusión  perpetuas.  Al  efec- 
to, si  en  la  Sala  ó  Sección  del  Tribunal 
no  hubiese  número  suficiente  de  Magis- 
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tradoe,  se  completará:  en  las  Audiencias 
territoriales,  con  los  necesarios  de  las  de- 
más Secciones  de  Sala  de  lo  criminal,  y 
donde  no  los  habiere,  con  los  de  Salas 
de  lu  civil,  designados  respectivamente 
por  el  Presidente  de  la  Sala  de  lo  crimi- 
nal ó  por  el  de  la  Audiencia;  en  las 
Audiencias  de  lo  criminal,  ron  los  de  las 
demás  Secciones  á  <lesignación  de  su 
Presidente;  y  <londe  la  planta  fuese  me- 
nor de  cinco  Magistrados,  <*on  los  Magis- 
trados 8uplentt*6,  y  á  falta  de  éstos,  con 
los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  lo 
criminal  más  próxima  que  poj*  turno  de- 
signe el  Presidente  de  la  del  territorio  á 
que  ambas  pertenezcan,  de  quien  babrá 
de  solicitarlo  con  la  anticipación  debida 
el  de  la  de  lo  criminal  donde  ocurriese 
el  caso. 

Para  dictar  providencias  en  unos  y 
otros  Tribunales  bastarán  dos  Magistra- 
dos, si  estuvieren  conformes. 

Art.  146.  En  cada  causa  habrá  un 
Magistrado  ponente. 

Turnarán  en  este  cargo  los  Magistra- 
dos d^l  Tribunal  á  excepción  del  que  le 
presida. 

Cuando  los  Tribunales  ó  Salas  se  com 
pongan  sólo  de  un  Presidente  con  dos 
Magistrados,  turnará  también  el  primero 
en  las  ponencias,  correspondiéudole  una 
de  cinco. 

Art.  147.  Corresponderá'  á  los  Fo 
nentes: 

1.0  Informar  al  Tribunal  sobre  las 
solicitudes  de  las  partes. 

2.*  Examinar  todo  lo  referente  á  las 
pruebas  que  se  propongan,  é  informar  al 
Tribunal  acerca  de  su  procedencia  ó  im- 
procedencia. 

8.0  Recibir  las  declaraciones  de  los 
testigos  y  practicar  cualesquiera  diligen- 
cias de  prueba  cuando  según  la  ley  no 
deban  ó  puedan  prací ¡carie  ante  el  Tri- 
bunal que  las  ordena  ó  se  bagan  fuera 
del  pueblo  en  que  éste  se  halle  constituí- 
do  y  no  se  dé  comisión  á  los  Jueces  de 
inetru<  ción  ó  municipales  para  que  las 
practiquen. 

4.0  Proponer  los  autos  y  sentencias 
que  hayan  de  someterse  á  discusión  del 
Tribunal  y  redactarlos  definitivamente 
en  los  términos  que  se  acuerden. 

Cuando  el  Ponente  no  se  conformase 
con  el  voto  de  la  mayoría,  se  encargará 
otro  Magistrado  de  la  redacción  de  la 
sentencia;  pero  en  este  caso  estará  aquél 
obligado  á  formular  voto  particular. 

6.^  Leer  en  audiencia  pública  la  sen 
tencia. 


Art.  H8.  Si  por  cualquier  circunstan- 
cia no  pudiere  fallarse  alguna  cansa  en 
el  día  correspondiente,  esto  no  será  obs- 
táculo á  que  se  decidan  ó  sentencien 
otras  que  hayan  sido  vistas  con  posterio- 
ridad, sin  que  por  ello  se  altere  el  orden 
más  que  en  lo  absolutamente  indispon-, 
sable. 

Art.  149.  Inmediatamente  despué» 
de  celebrado  el  juicio  oral  ó  en  el  siguien- 
te día  antes  de  las  horas  de  despacho,  eí 
Tribunal  discutirá  y  votará  todas  la» 
cuestiones  de  hecho  y  de  derecho  que 
hayan  sido  objeto  del  juicio.  La  senten- 
cia que  resulte  aprobada  se  redactará  y 
firmará  dentro  del  término  sefialado  en 
el  art.  208. 

Art.  160.  La  discusión  y  votación  de 
las  sentencias  se  verificará  en  todos  los 
Tribunales  á  puerta  cerrada  y  antes  6 
después  de  las  horas  señaladas  para  el 
despacho  ordinario. 

Art.  161.  Discutida  la  sentencia  pro- 
puesta por  el  Ponente,  votará  éste  pri- 
mero, y  después  de  él  los  demás  Magis- 
trados por  orden  inverso  de  su  anti- 
güedad. 

Art.  162.  Cuando  la  importancia  de 
la  discusión  lo  exija,  deberá  el  que  pre- 
sida hacer  un  breve  resumen  de  ella,  an- 
tes de  la  votación. 

Art.  168.  Las  providencias,  los  auto» 
y  las  sentencias  se  dictarán  por  mayoría 
absoluta  de  votos,  excepto  en  los  casos 
en  que  la  ley  exigiese  expresamente  ma- 
yor número. 

Art.  164.  Si  después  de  la  vista  y  an- 
tes de  la  votación  algún  Magistrado  se 
imposibilitare  y  no  pudiere  asistir  al  acto, 
dará  su  vuto  fundado  y  firmado  y  lo 
remitirá  directamente  al  Presidente.  Si 
no  pudiere  escribir  ni  firmar,  se  valdrá 
del  Secretario. 

El  voto  así  emitido  se  conservará  ru- 
bricado por  el  que  presida  en  el  libro  de 
sentencias. 

Cuando  el  Magistrado  no  pudiere  vo 
tar  ni  aun  de  este  modo,  se  votará  la 
causa  por  los  no  impedidos  que  hubiesen 
asistido  á  la  vista,  y,  si  hubiere  los  nece- 
sarios para  formar  mayoría,  éstos  dicta- 
rán sentencia. 

Cuando  no  resulte  mayoría,  se  estará 
á  lo  que  la  ley  ordena  respecto  de  la» 
discordias. 

Art.  166.  Cuando  fuere  trasladado, 
jubilado,  separado  ó  suspenso  algún  Ma- 
gistrado, votará  las  causas  á  cuya  vista 
hubiere  asistido  y  que  aun  no  se  bubie 
sen  fallado. 
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Art.  166.  Comenzada  la  votación  de 
ana  «entencia,  no  podrá  interniDipirae 
ÚDO  por  algún  impedimento  inanperable. 
Todo  el  que  tome  parte  en  la  votación 
de  una  providencia,  aato  ó  sentencia  fir- 
mará lo  acordado,  aunque  hubiese  disen^ 
tido  de  la  mayoría;  pero  podrá  en  este 
caso  salvar  sa  voto,  que  se  insertará  con 
so  ñrma  al  pie  en  el  libro  de  votos  reser- 
vados dentro  de  las  veinticuatro  boras 
siguientes. 

Art.  157.  £n  las  certificaciones  ó  tes- 
Uddodíos  de  sentencias  que  expidieren 
los  Tribnnales  no  se  insertarán  los  votos 
reservados;  pero  se  remitirán  al  Tribunal  i 
Sapremo  ▼  se  harán  públicos  cuando  se 
interponga  y  admita  et  recurso  de  ca- 
sación. 

Art.  1^8.  Las  sentencias  se  firmnrán 
por  todos  los  Magistrados  no  impedidos. 
Art.  159.  En  cada  Tribunal,  Sala  ó 
Sección  de  lo  criminal  se  llevará  un  regia 
tro  de  sentencias,  en  el  cual  se  (extenderán 
y  firmarán  todas  las  definitivas. 

El  registro  expresado  estará  bajo  la 
custodia  de  los  respectivos  Presidentes. 
Art.  160.  Las  sentencias  definitivas 
se  leeráp  y  notificarán  á  las  partes  y  á 
sos  Procnradores  en  todo  juicio  oral,  el 
mismo  dia  en  que  se  firmen  ó  á  lo  más 
en  el  signiente. 

Si  por  cnalqnier  circunstancia  ó  acci- 
dente DO  se  encontrare  á  las  partes  ai  ir 
á  hacerles  la  notifít^ación,  se  hará  constar 
por  diligencia  y  bastará  en  tal  caso  con 
la  notificación  hecha  á  sus  Procuradores. 
Los  autos  qne  resuelvan  incidente  se 
notificarán  únicamente  á  los  Procura- 
dores 

Art.  161.  Los  Tribunales  no  podrán 
variar,  después  de  firmadas,  las  senten- 
cias qne  pionnneien,  pero  sí  aclarar  al- 
gún concepto  obscuro,  snplir  cualquiera 
omisión  qne  contengan,  ó  rectificar  algu- 
na equivocación  importante,  dentro  del 
día  hábil  siguiente  al  de  la  notificación. 
Estas  aclaraciones  po<lrán  hacerse  de 
oficio  ó  á  instancia  de  las  partes,  ó  del 
Ministerio  fiscal. 

Art.  162.  Los  Tribunales  conservarán 
metódicamente  coleccionadas  las  minu- 
tas lie  los  antos  que  resuelvan  inciden- 
tes y  sentencias  que  dictaren,  haciendo 
referencia  á  cada  una  en  el  asiento  corres- 
pondiente de  los  libros  de  autos  y  sen 
tencias  del  Tribunal. 

Las  hojas  de  los  libros  de  autos  y  de 
sentencias  de  los  Tribunales,  estarán  nu- 
meradas y  selladas,  rubricándolas  el  Pre- 
sidente respectivo. 


Cip.  H. — Del  modo  de  dirimir 
las  discordias. 

Art.  168.  Cuando  en  la  votación  de 
nna  sentencia  definitiva,  auto  ó  provi- 
dencia no  resultase  mayoría  de  votos  so- 
bre cualquiera  de  los  pronunciamientos 
de  hecho  ó  de  derecho  que  deban  hacer- 
se ó  sobre  la  decisión  que  haya  de  dic- 
tarse, volverán  á  discutirse  y  á  votarse 
los  puntos  en  qne  hayan  disentido  los 
votantes. 

Art.  164.  Si  en  la  siguiente  votación 
insistieren  los  discordantes  en  sus  res- 
pectivos pareceres,  se  someterán  á  una 
nueva  deliberación  tan  sólo  los  dos  votos 
más  favorables  al  procesado,  y  entre  és- 
tos optarán  precisamente  todos  los  vo- 
tantes de  modo  que  resulte  aprobado 
cualquiera  de  ambos. 

En  este  caso  pondrán  en  lugar  opor- 
tuno de  la  sentencia  las  siguientes  pala- 
bras: Visto  el  resultado  de  la  votación^  la 
ley  decide 

La  determinación  de  cuáles  sean  los 
dos  pareceres  más  favorables  al  proce- 
sado se  hará  á  pluralidad  de  votos. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  y  en  el 
anterior  no  es  aplicable  al  caso  á  que  se 
refiere  el  párrafo  segundo  del  art.  153. 

Art.  166.  £n  las  sentencias  que  pro- 
nuncie el  Tribunal  Supremo  en  los  recur- 
sos de  casación  ó  en  los  de  revisión  no 
habrá  discordia,  quedando  al  efecto  des- 
echados los  resultandos  y  considerandos 
que  no  reúnan  mayoría  absoluta  de  votos. 

TIT.  VIL— Ds    LAS  KOTiFlülClONBS,  OlTÁ- 
Ü10NB8  T  BMPLAZaMIBMTOS 

Art.  166.  Las  notificaciones,  citacio- 
nes y  emplazamientos  que  se  practiquen 
fuera  de  los  estra<los  del  Juzgado  ó  Tri- 
bunal, se  harán  respectivanif^nte  por  un 
alguacil  6  por  un  Oficial  de  Sala. 

Las  que  tuvieren  lugar  en  los  estrados, 
se  practicarán  leyendo  íntegramente  la 
resolución  á  la  persona  á  quien  se  noti- 
fiquen, dándole  en  el  acto  copia  de  ella, 
aunque  no  la  pidiere,  y  haciendo  mérito 
de  uno  y  otro  en  la  «liligeiicia  que  se  ex- 
tienda, que  suscribirá  el  Secretario  ú  Ofi- 
cial de  Sala  respectivamente. 

Art.  167.  Para  la  práctica  de  las  noti- 
ficaciones, el  Secretario  que  interviniere 
en  la  causa  extenderá  una  cédula,  que 
contendrá: 

l.o  La  expresión  del  objeto  de  dicha 
causa  y  los  nombres  y  apellidos  de  los 
que  en  ella  fueren  parte. 
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2.<>  La  copia  literal  de  la  resolnrión 
que  hubiere  de  notificarae. 

3.0    £1  nombre  y  apellidos  de  la  per- 
sona 6  personas  que  han  de  ser  notifí 
cadas. 

4.0  Lh  fecha  en  que  la  cédula  se  ex- 
pidiere. 

6.0     La  firma  del  SeereUrio. 

Art.  168.  Se  harán  constar  en  los  au- 
tos por  nota  sucinta  la  expedición  de  la 
cédula  y  el  OííoíhI  de  Sala  6  alguacil  á 
quien  se  encargare  su  cuniplimíento. 

Art.  169.  El  que  recibiere  la  cédula 
sacará  y  sutorisará  con  su  firma  tantas 
copias  cuantas  sean  las  personas  á  quie 
nes  hubiere  de  notificar. 

Alt.  170.  La  notificación  consistirá 
en  la  lectura  íntegra  de  la  resolución  que 
deba  ser  notificada,  entregando  la  copia 
de  la  cédula  á  quien  ae  notifique  y  ha 
ciendo  constar  la  entrega  por  diligencia 
sucinta  al  pie  de  la  cé<bila  original. 

Art.  17L  £n  la  diligencia  se  anotará 
el  día  y  hora  de  la  entrega,  y  será  firma- 
da por  la  persona  á  quien  ésta  se  hiciere 
y  por  el  funcionario  que  practique  la  no- 
tífícación 

Si  la  persona  á  quien  se  haga  la  entre 
ga  no  supiere  firmar,  lo  hará  otra  á  su 
ruego;  y  sí  no  quisiere,  firmarán  dos  tes- 
tigos buscados  al  efecto.  Estos  testigos 
no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la  multa 
de  6  á  26  pesetas. 

Art.  172.  Cuando  á  la  primera  dili 
gencia  en  busca  no  fuere  hallado  en  su 
habitación  el  que  baya  de  ser  notificado, 
cualquiera  que  fuere  la  causa  y  el  tiempo 
de  su  ausencia,  se  entregará  la  cédula  al 
pariente,  familiar  ó  criado,  mayor  de  ca- 
torce años,  que  se  halle  en  dicha  babi- 
tación. 

Si  no  bubiere  nadie,  se  hará  la  entrega 
á  uno  de  los  vecinos  más  próximos. 

Art.  173.  En  la  diligencia  de  entrega 
se  hará  constar  la  obligación  del  que  re- 
cibiere la  copia  de  la  cédula  <le  entregar- 
la al  que  deba  ser  notificado  inmediata- 
mente que  regrese  á  su  domicilio,  bajo 
la  multa  de  6  á  60  pesetas  si  deja  de  en- 
tregarla. 

Art.  174.  Cuando  no  se  pueda  prac- 
ticar una  notificación  por  haber  cambia- 
do de  habitación  el  que  deba  ser  notifi- 
cado y  DO  ser  posible  averiguar  la  nueva, 
ó  por  cualquiera  otra  causa,  se  liará  cons- 
tar en  la  cédula  original. 

Art.  176.  Las  citaciones  y  emplaza- 
mientos se  practicarán  en  la  forma  esta- 
blecida para  las  notificaciones,  con  las 
siguientes  diferencias. 


La  cédula  de  citación  contendrá: 

LO  Expresión  del  Jaez  ó  Tribunal 
que  hubiere  dictado  la  resolución,  de  la 
fecha  de  ésta  y  de  la  causa  en  que  haya 
recaído. 

2.0  Los  nombres  y  apellidos  de  los 
que  debieren  ser  citados  y  las  sefias  de 
sus  habitaciones;  y  si  éstas  fuesen  igno- 
radas, cualesquiera  otras  circunstancias 
por  las  que  pueda  descubrirse  el  lugar 
en  que  se  hallaren. 

8.0     El  objeto  de  la  citación. 

4.0  El  lugar,  día  y  hora  en  que  haya 
de  concurrir  el  citado. 

6.**  La  obligación,  si  la  hubiere,  de 
commrrir  al  primer  llamamiento  bajo  la 
multa  de  6  á  60  pesetas;  ó  si  fuese  ya  el 
segundo  el  que  se  hiciere,  la  de  concurrir 
bajo  apercibimiento  de  ser  procesado 
como  reo  del  delito  de  denegación  de 
auxilio  previsto  por  el  Código  penal  res- 
pecto de  jurados,  peritos  y  testigos. 

La  cédula  del  emplazamiento  conten- 
drá los  requisitos  L®,  2.®  y  3.**  anterior- 
mente mencionados  para  la  de  la  citación 
y  además  los  siguientes: 

l.o  El  término  dentro  del  cual  ha  de 
comparecer  el  emplazado. 

2.0  El  lugar  en  que  haya  de  comps- 
recer  y  el  Juez  ó  Tribun«l  ante  quien 
deba  hacerlo. 

8.0  La  prevención  de  que,  si  no  com- 
pareciere, le  pararán  los  perjuicios  á  que 
hubiere  lugar  en  derecho. 

Art.  176.  Cuando  el  citado  no  compa- 
rezca en  el  lugar,  día  y  hora  que  se  le 
hubiesen  sefialado,  el  que  haya  practica- 
do la  citación  volverá  á  constituirse  en 
el  domicilio  de  quien  hubiese  recibido  la 
copia  de  la  cédula,  haciendo  constar  por 
diligencia  en  la  original,  la  causa  de  no 
haberse  efectuado  la  comparecencia.  Si 
esta  causa  no  fuere  legítima,  se  procede- 
rá inmediatamente  por  el  Juez  ó  Tribu- 
nal que  hubiere  acordado  la  citación  á 
llevar  á  efecto  la  prevención  que  corres- 
ponda, entre  las  establecidas  en  el  nó 
mero  6.'  del  artículo  anterior. 

Art.  177.  Cuando  las  notificaciones, 
citaciones  ó  emplazainientos  hubieren  de 
practicarse  en  territorio  de  otra  Autori- 
dad judicial  española,  se  expedirá  supli- 
catorio, exhorto  ó  mandamiento,  según 
corresponda,  insertando  en  ellos  los  re- 
quisitos que  deba  contener  la  cédula. 

Si  hubiere  de  practicarse  en  el  extran 
jero,  se  observarán  para  ello  los  trámites 
prescritos  en  los  Tratados,  si  los  hubiese, 
y  en  su  defecto  se  estará  al  principio  de 
reciprocidad. 
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Art.  178.  Si  el  qae  haya  de  ser  noti- 
ficado, citado  ó  emplazado  no  tuviere  do- 
micilio conocido,  se  darán  las  órdenes 
coDYenientes  á  loa  agentes  de  policía  ju- 
dicial por  el  Jnez  ó  Tribunal  que  hubiese 
mcordado  la  práctica  de  la  diligencia,  para 
qoe  se  le  busque  en  el  breve  término  que 
al  efecto  se  sefiale. 

Si  no  fuere  habido,  se  mandará  inser- 
tar la  cédula  en  el  Boletín  oficial  de  la 
provincia  de  sn  áltima  residencia  y  en  la 
Gaceta  de  Madrid  si  se  considerare  nece- 
sario. 

Art.  179.  Practicada  la  notifica<;ión, 
citación  ó  emplazamiento  ó  hecho  cons- 
tar el  motivo  que  lo  hubiese  impedido, 
ae  nnirá  á  los  autos  la  cédula  original  ó 
el  anplicatorio,  exhorto  ó  mandamiento 
expedidos. 

Art.  180.  Serán  nulas  las  notifícacio- 
nes,  citaciones  y  emplazamientos  que  no 
ee  practicaren  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  eate  capítulo. 

^n  embargo,  cuando  la  persona  noti- 
ficada, citada  ó  emplazada  se  hubiere 
dado  por  enterada  en  el  juicio,  surtirá 
desde  entonces  la  diligencia  todos  sus 
efectos,  como  si  se  hubiese  hecho  con 
arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley:  no 
por  esto  qneifará  relevado  el  auxiliar  ó 
■nbaltemo  de  la  corrección  disciplinaria 
eotablecida  en  el  artículo  siguiente. 

Art.  181.  £1  auxiliar  ó  subalterno  que 
ÍDCorriere  en  morosidad  en  el  desempeño 
de  las  funciones  que  por  este  capítulo  le 
correspondan,  ó  faltare  á  alguna  de  las 
formalidades  en  el  mismo  establecidas, 
■era  corregido  disciplinariamente  por  el 
Jues  ó  Tribunal  de  quien  dependa  con 
multa  de  25  á  100  pesetas. 

Art.  182.  Las  notificaciones,  citacio- 
nes y  emplazamientos  podrán  hacerse  á 
los  Procuradores  de  las  partes. 

Se  exceptúan: 

1  .^  Las  citaciones  que  por  disposición 
expresa  de  la  ley  deban  hacerse  á  los 
mismos  interesados  en  persona. 

2.*  Las  citaciones  que  tengan  por 
objeto  la  comparecencia  obligatoria  de 
éstos. 

TIT.  VIII  — De  LOS  suplicatorios, 

■ZHURTllS  Y  MANDAMIKNTOS 

Art.  18S.  Los  Jueces  y  Tribunales  se 
auxiliarán  mutuamente  para  la  práctica 
de  todas  las  diligencias  qne  fueren  nece- 
sarias en  la  snstanciación  de  las  causas 
criminales. 

Art.  184.    Guando  una  diligencia  judi- 


cial hubiere  de  ser  ejecutada  por  un  Juez 
ó  Tribunal  distinto  del  que  la  haya  orde- 
nado, éste  encomendará  su  cumplimien- 
to por  medio  de  suplicatorio,  exhorto  ó 
mandamiento. 

Empleará  la  forma  del  suplicatorio 
cuando  se  dirija  á  un  Juez  ó  Tribunal 
superior  en  grado:  la  de  exhorto  cuando 
se  dirija  á  uno  de  igual  grado,  y  la  de 
mandamiento  ó  carta  orden  cuando  se 
dirija  á  un  subordinado  suyo. 

Art.  186.  £1  Juez  ó  Tribunal  que  haya 
ordenado  la  práctica  de  una  diligencia 
judicial  no  podrá  dirigirse  á  Jueces  ó 
Tribunales  de  categoría  ó  grado  inferior 
que  no  le  estuvieren  subordinados,  de- 
biendo entenderse  directamente  con  el 
superior  de  éstos  que  ejerza  la  jurisdic- 
ción en  el  mismo  grado  que  él. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  expresa- 
mente se  disponga  otra  cosa  en  la  ley. 

Art.  186.  Para  ordenar  el  libramiento 
de  certificación  ó  testimonio  y  la  prácti- 
ca de  cualquiera  diligencia  judicial,  cuya 
ejecución  corresponda  á  Registradores 
de  la  propiedad,  Notarios,  auxiliares  ó 
subalternos  de  Juzgados  ó  Tribunales  y 
funcionarios  de  policía  judicial  que  estén 
á  las  órdenes  de  los  mismos,  se  empleará 
la  forma  de  mandamiento. 

Art.  187.  Cuándo  los  Jueces  ó  Tribu- 
nales tengan  que  dirigirse  á  Autoridades 
ó  funcionarios  de  otro  orden,  usarán  la 
forma  de  oficios  ó  exposiciones,  según* 
el  caso  requiera. 

Art.  188.  Los  suplicatorios,  exhortes 
ó  mandamientos  en  causas  en  que  se 
persigan  delitos  que  no  sean  de  los  que 
sólo  por  querella  privada  pueden  ser  per- 
seguidos, se  expedirán  de  oficio  y  se  cur- 
sarán directamente  para  su  cumplimien- 
to por  el  Juez  ó  Tribunal  qué  los  hubiere 
librado. 

Los  que  procedan  de  causas  por  delitos 
que  sólo  pueden  ser  perseguidos  en  vir- 
tud de  querella  particular,  podrán  entre- 
garse bajo  recibo  al  interesado  ó  á  su 
representante  á  cuya  instancia  se  libra- 
ren, fijándole  término  para  presentarlos 
á  quien  deba  cumplirlos. 

Se  exceptúan  los  casos  en  que  expre- 
samente se  disponga  otra  cosa  en  la  ley. 

Art.  189.  l^a  persona  que  reciba  los 
documentos,  los  presentará,  en  el  térmi- 
no que  se  le  hubiese  fijado,  al  Juez  ó 
Tribunal  á  quien  se  haya  encomendado 
el  cumplimiento,  dando  aviso,  acto  con- 
tinuo, de  haberlo  hecho  así  al  Juez  ó  Tri- 
bunal de  quien  procedan. 

Al  verificar  la  presentación,  el  funcio- 
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nario  correspondiente  extenderá  diligen 
cia  á  continuación  del  saplicatorio,  exhor- 
to ó, carta-orden,  expresando  la  fecha  de 
eo  entrega  y  la  persona  que  lo  hubiese 
presentado,  á  la  que  dará  recibo,  firman 
do  ambos  la  diligencia.  Dicho  funciona 
rio  dará  además  cuenta  al  Juez  6  Tri- 
bunal en  el  mismo  día,  y  si  no  fuere  po 
sible,  en  el  siguiente. 

Art.  190.  Guando  hubiesen  sido  remi- 
tidos de  oficio,  el  Juez  ó  Tribunal  que  los 
reciba  acusará  inmediatamente  recibo  al 
remitente. 

Art.  191.  El  Juez  ó  Tribunal  que  re- 
ciba, ó  á  quien  sea  presentado  un  supli- 
catorio, exhorto  ó  carta-orden,  acordará 
8U  cumplimiento,  sin  perjuicio  de  recla- 
mar la  competencia  que  estimare  corres- 
ponderle,  disponiendo  lo  conducente  para 
que  se  practiquen  las  diligencias  dentro 
del  plazo,  si  se  hubiere  fijado  en  el 
exhorto,  ó  lo  más  pronto  posible  en  otro 
caso.. 

Una  vez  cumplimentado,  lo  devolverá 
sin  demora  en  la  misma  forma  en  que  lo 
hubiese  recibido  ó  en  que  se  le  hubiese 
presentado. 

Art.  1 92.  Cuando  86  demorare  el  cum- 
plimiento de  un  snpliratorio  más  tiempo 
del  absolutamente  necesario  para  ello, 
atendidas  la  distancia  y  la  índole  de  la 
diligencia  que  haya  de  practicarse,  el 
Juez  ó  Tribunal  que  le  hubiese  expedido 
femitirá  de  oficio  á  instancia  de  parte, 
segán  los  casos,  un  recuerdo  al  Juez  ó 
Tribunal  9iplif>ado. 

Si  la  demora  en  el  cumplimiento  se 
refiriese  á  un  exhorto,  en  vez  de  recuer- 
do dirigirá  suplicatorio  ai  superior  inme 
diato  del  exhortado,  dándole  conocimien- 
to de  la  demora,  y  el  superior  apremiará 
al  moroso  con  corrección  disciplinaria, 
sin  perjuicio  de  la  mayor  responsabilidad 
en  que  pueda  incurrir. 

Del  mismo  apremio  se  valdrá  el  que 
haya  expedido  una  carta  orden,  para 
obligar  á  su  inferior  moroso  á  que  la  de- 
vuelva cumplimentada. 

Art.  198.  Los  ezhortos  á  Tribunales 
extranjeros  se  dirigirán  por  la  vía  diplo- 
mática, en  la  forma  establecida  en  los 
Tratados,  y  á  falta  de  éstos,  en  la  que 
determinen  las  disposiciones  generales 
del  Gobierno. 

En  cualquier  otro  caso  se  estará  al 
priii(!Ípio  de  reciprocidad. 

Art.  194.  Las  mismas  reglas  estable- 
cidas en  el  artículo  anterior  te  observa- 
rán para  dar  cumplimienio  en  flspafia  á 
los  exbortos  de  Tribunales  extranjeros. 


por  los  que  se  requiera  la  práctica  de 
alguna  diligencia  judicial. 

Art.  196.  Con  las  Autoridades,  fun- 
cionarios, agentes  y  Jefes  de  fuerza  arma- 
da, que  no  estuvieren  á  las  órdenes  in- 
mediatas de  los  Jueces  y  Tribunales,  te 
comunicarán  éstos  por  medio  de  atentos 
oficios,  á  no  ser  que  la  urgencia  del  caso 
exija  verificarlo  verbalmente,  haciéndole 
constar  en  la  causa. 

Art.  196.  Lus  Jueces  y  Tribunales  se 
dirigirán  en  forma  de  exposición,  por 
conducto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jusr 
ticia,  á  los  Cuerpos  Colegisladores  y  á 
los  Ministros  de  la  Corona,  tanto  para 
que  auxilien  á  la  Administración  de  jus- 
ticia en  sus  propias  funciones,  como 
para  que  obliguen  á  las  Autoridades,  sus 
subordinadas,  á  que  suministren  los  da- 
tos ó  presten  los  servicios  que  se  les  hu- 
biere pedido. 

TIT.  IX.— Db  los  términos  jüdioulbs 

Art.  197.  Las  resoluciones  y  diligen- 
cias judiciales  se  di^ctarán  y  practicarán 
dentro  de  los  términos  sef^alados  para 
cada  una  de  ellas. 

Art.  198.  Cuando  no  se  fije  término,, 
se  entenderá  que  han  de  dictarse  y  prac- 
ticarse sin  dilación.  « 

La  infracción  de  lo  dispuesto  en  este 
artículo  y  en  el  anterior  será  corregida 
disciplinariamente,  según  la  gravedad 
del  caso,  sin  perjuicio  del  derecho  de  la 
parte  agraviada  para  reclamar  la  indem- 
nización de  dafiüs  y  perjuicios  y  demás 
responsabilidades  que  procedan. 

Art.  199.  Los  Jueces  y  Tribunales 
impondrán  en  sn  caso  dicha  corrección 
disciplinaria  á  sus  auxiliares  y  subalter- 
nos, sin  necesidad  de  petición  de  parte, 
y  si  no  lo  hicieren,  incurrirán  á  su  vez 
en  responsabilidad. 

Art.  200.  Los  que  se  consideren  per- 
judicados por  dilaciones  injustificadas  de 
los  términos  judiciales  podrán  deducir 
queja  ante  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia que,  si  la  estima  fundada,  la  remiti- 
rá al  Fiscal  á  quien  corresponda,  para 
que  entable  de  oficio  el  recurso  de  res- 
ponsabilidad que  proceda  con  arreglo  á 
la  ley  ó  promueva  la  corrrección  discipli- 
naria á  que  hubiere  lugar. 

Art.  201.  Los  días  en  que  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  vacaren  con  sujeción  á 
la  ley,  serán,  sin  embargo,  hábiles  para 
las  actuaciones  del  sumario. 

Art.  202.  Serán  improrrogables  los 
términos  judiciales  cuando  la  ley  no  dis- 
ponga expresauíente  lo  contrario. 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


—  139  — 


ENJ 


Pero  podrán  sospenderse  ó  abrirse  de 
naevo,  si  faere  posible  sin  retroceder  el 
jaicio  del  estado  en  qae  se  halle,  cnando 
hubiere  cansa  jasta  y  probada. 

Se  reputará  cansa  jneta  la  que  hubiere 
becho  imposible  dictar  la  resolución  ó 
practicar  la  diligencia  judicial,  indepen- 
dientemente de  la  voluntad  de  quienes 
bobiesen  debido  hacerlo. 

Art.  208.    Las  sentencias  se  dictarán  > 
7  firmarán  dentro  de  los  tres  días  signien- 
tes  al  que  se  hubiese  celebrado  la  vist^ 
del  incidente  ó  se  hubiese  terminado  el 
juicio. 

Se  esceptáan  las  sentencias  en  los  jui- 
cios sobre  faltas,  las  cuales  habrán  de 
dictarse  en  el  mismo  dia  ó   al  siguiente.. 

Art  204.  Lob  awtos  se  dictarán  y  fir 
osarán  en  el  día  siguiente  al  en  que  se 
bnbiesen  entablado  las  pretensiones  que 
por  ellos  se  hayan  de  resolver,  ó  hubie- 
ren llegado  las  actuaciones  á  estado  de 
de  qoe  aquéllos  sean  dictados. 

Las  proviilencias  se  dictarán  y  firma- 
rán inmediatamente  que  resulte  de  las 
actnaciones  la  necesidad  de  dictarlas,  ó 
en  el  mismo  día  ó  en  el  siguiente  al  en 
qne  se  hayan  presentado  las  pretensiones 
•obre  qne  recaigan. 

Art.  206.  Se  exceptúan  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior  los  autos  y  pro- 
videncias qne  deban  dictarse  en  más 
corto  término  para  no  interrumpir  el  cur- 
so del  juicio  público,  ó  para  no  infringir 
con  el  retraso  alguna  disposición  legal. 

Art.  20d.  El  Secretario  dará  cuenta  al 
Juez  ó  Tribunal  de  todas  las  pretensiones 
escritas  en  el  mismo  dia  en  que  le  fueren 
entregadas,  si  e^to  sucediese  antes  de  las 
horas  de  audiencia  ó  durante  ella,  y  al 
día  signiente  si  se  le  entregaren  después. 

En  todo  caso,  pondrá  al  pie  de  la  pre- 
tensión, en  el  acto  de  recibirla  y  á  pre- 
sencia de  quien  se  la  entregase,  una  bre- 
ve nota  consignando  el  día  y  hora  de  la 
entrega,  y  facilitará  al  interesado  que  lo 
pidiere  documento  bastante  para  acredi- 
tarlo. 

Art.  207.  Las  notificaciones,  citacio- 
nes y  emplazamientos  que  hubieren  de 
hacerse  en  la  capital  del  Juzgado  ó  Tri- 
buna', se  practicarán  lo  más  tarde  al  si* 
guíente  día  de  dictada  la  resolución  que 
deba  ser  notificada  ó  en  virtud  de  la  cual 
se  haya  de  hacer  la  citación  ó  emplaza- 
miento. 

Art.  208.  Si  las  mencionadas  diligen- 
cias hubieren  de  practicarse  fuera  de  la 
capital,  el  Secretario  entregará  al  Oficial 
de  Sala  ó  subalterno  la  cédula,  ó  remitirá 


de  oficio  ó  entregará  á  la  parte,  según 
corresponda,  el  suplicatorio,  exhorto  6 
mandamiento,  al  siguiente  día  de  dictada 
la  resolución. 

Art.  209.  Las  diligencias  de  que  ha- 
bla el  artículo  anterior,  se  practicarán  eo 
un  término  que  no  exceda  de  un  día  por 
cada  20  kilómetros  de  distancia  entre  la 
capital  y  el  punto  en  que  deban  tener 
lugar. 

Art.  810.  Las  demás  diligencias  judi- 
chiles  se  practicarán  en  los  términos  que 
se  fijen  para  ello  al  dictar  la  resolución 
en  qne  se  ordenen. 

Art  211.  Los  recursos  de  reforma  ó 
de  súplica  se  interpondrán  en  el  término 
de  los  tres  días  siguientes  al  en  que  se 
hubiere  practicado  la  última  notificación 
á  los  que  sean  parte  en  el  juicio. 

Art.  212.  El  recurso  de  apelación  se 
entablará  dentro  de  cinco  días,  á  contar 
desde  el  siguiente  al  de  la  última  notifi- 
cación de  la  resolución  judicial  que  fuere 
su  objeto,  hecha  á  los  que  expresa  el  ar- 
tículo anterior. 

El  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  se  interpondrá  dentro 
de  igual  plazo,  á  contar  desde  el  día  si- 
guiente al  de  la  última  notificación  hecha 
á  los  designados  en  el  artículo  anterior 
de  la  sentencia  que  pusiere  término  al 
juicio. 

La  preparación  del  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  se  hará  también 
dentro  de  los  cinco  días  siguientes  al  de 
la  última  notificación  de  la  sentencia  ó 
auto  contra  que  se  intente  entablarlo. 

Se  exceptúan  el  recurso  de  apelación 
y  la  preparación  del  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  contra  la  sentencia  dicta- 
da en  juicio  sobre  faltas.  Para  estos  re- 
cursos, el  término  será  el  primer  día  si- 
guiente al  en  qne  se  hubiere  practicado 
la  última  notificación. 

Art.  218.  El  recurso  de  queja  para 
cuya  interposición  no  sédale  término  la 
ley  podrá  interponerse  en  cualquier  tiem- 
po, mientras  estuviese  pendiente  la  causa. 

A  rt.  21 4.  Los  Secretarios  tendrán  obli 
gación  de  poner,  sin  la  menor  demora  y 
bajo  su  responsabilidad,  en  conocimiento 
del  Juez  ó  Tribunal  el  vencimiento  de 
los  términos  judiciales,  consignándolo 
así  por  medio  de  diligencia. 

Art.  216.  Transcurrido  el  término  se- 
ñalado por  la  ley  ó  por  el  Juez  ó  Tribu- 
nal según  los  casos,  se  continuará  de  ofi- 
cio el  curso  de  los  procedimientos  en  el 
estado  en  que  se  hallaren. 

Si  el  proceso  estuviere  en  poder  de  al- 
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gana  persona,  se  recogerá  sin  necesidad 
de  providencia,  bajo  la  responsabilidad 
del  Secretario,  con  imposición  de  malta 
de  6  á  60  pesetas  á  quien  diere  lagar  á  la 
recogida,  si  no  le  entregare  en  el  acto  ó 
le  entregare  sin  despachar  caando  esta* 
viere  obligado  á  formular  algún  dicta- 
men ó  pretensión.  En  este  segando  sn- 
puesto,  se  le  señalará  ñor  el  Juez  ó  Tri- 
bunhl  un  segundo  término  prudencial;  y 
si,  transcurrido,  tampoco  devolviese  el 
proceso  despachado  la  persona  á  que  se 
refiere  este  artículo,  será  procesada  como 
culpable  de  desobediencia. 

También  será  procesado  en  este  con- 
cepto el  que,  ni  aun  después  de  apremia- 
do con  la  multa,  devolvíere  el  expediente. 

TIT.  X.— Db  los  rkcürsos  contra  las 

BBbOLUCioNBS  DS  LUS  TRIBUM ALSS  Y  JUK- 
oes  DC  INSTRUCCIÓN 

Art.  216.  Contra  las  resoluciones  del 
Jaez  de  instrucción  podrán  ejercitarse 
los  recursos  de  reforma,  apelación  y 
queja. 

Art.  217.  £1  recurso  de  reforma  podrá 
interponerse  contra  todos  los  autos  del 
Juez  de  instrucción.  El  de  apelación  po- 
drá interponerse  únicamente  en  los  ca- 
sos determina<los  en  la  ley,  y  se  admitirá 
en  ambos  electos  tan  sólo  cuando  la  mis- 
ma lo  disponga  expresamente. 

Art.  218.  £1  recurso  de  queja  podrá 
interponerse  contra  todos  los  autos  no 
apelables  del  Juez,  y  contra  las  resolu- 
ciones en  que  se  denegare  la  admisión 
de  un  recurso  de  apelación. 

Art.  219.  Los  recursos  de  reforma  y 
apelación  se  interpondrán  ante  el  mismo 
Juez  que  hubiere  dictado  el  auto. 

El  de  queja  se  producirá  ante  el  Tri- 
bunal superior  competente. 

Art.  220.  Será  Juez  competente  para 
conocer  del  recurso  de  reforma  el  mismo 
ante  quien  se*  hubiese  interpuesto,  con 
arreglo  al  artículo  anterior. 

Será  Tribunal  competente  para  conocer 
del  recurso  de  apelación  aquel  á  quien 
correspondiese  el  conocimiento  de  la  cau- 
sa en  juicio  oral. 

Este  mismo  será  el  competente  para 
conocer  de  la  apelación  contra  el  auto 
de  no  admisión  de  una  querella. 

Será  Juez  ó  Tribunal  competente  para 
conocer  del  recurso  de  queja,  el  mismo 
ante  quien  se  hubiese  interpuesto,  con 
arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  219. 

Art.  221.  Los  recursos  de  reforma, 
apelsción  y  queja  se  interpondrán  siem- 


pre en  escrito  autorizado  con  firma  de 
Letrado. 

Art.  222.  £1  recurso  de  apelación  no 
podrá  interponerse  sino  despuéi  de  ha- 
berse ejercitado  el  de  reforma;  pero  po- 
drán interponerse  ambos  en  un  mismo 
escrito,  en  cuyo  caso,  el  de  apelación  se 
propondrá  subsidiariamente,  por  si  fue- 
re desestimado  el  de  reforma. 

£1  qae  interpusiere  el  recurso  de  refor- 
ma, presentará  con  el  escrito  tantas  co- 
pias del  mismo  cuantas  sean  las  demás 
partes,  á  las  cuales  habrán  de  ser  entre- 
gadas dichas  copias. 

£1  Juez  resolverá  el  recurso  al  segun- 
do día  de  entregadas  las  copias,  hubiesen 
ó  no  presentado  escrito  las  demás  partes. 

Art.  223.  Interpuesto  el  recurso  de 
apelación  el  Juez  lo  admitirá,  en  uno  ó 
en  ambos  efectos,  según  sea  procedente, 

Art.  224.  Si  se  admitiere  el  recurso 
en  ambos  efectos,  se  mandará  remitir  los 
autos  originales  al  Tribunal  que  hubiere 
de  conocer  de  la  apelación,  y  emplazar 
á  las  partes  para  que  se  personen  ante 
éste  en  el  término  de  quince  ó  diez  días, 
según  que  dicho  Tribunal  fuere  el  Supre- 
mo ó  la  Audiencia. 

Art.  226.  Si  el  recurso  no  fuere  admi- 
sible más  qae  en  un  solo  efecto,  se  man- 
dará sacar  testimonio  del  auto  apelado, 
de  los  demás  particulares  que  el  apelante 
pidiere  y  fueren  de  dar,  teniendo  presente 
en  su  CASO  el  carácter  reservado  del  suma- 
rio, y  de  los  que  el  Juez  acordare  de 
oficio. 

Este  testimonio  se  expedirá  por  el  Se- 
cretario en  el  plazo  más  corto  posible, 
que  se  fijará  en  la  resolución  en  que 
se  ordene  so  expedición. 

Art.  226.  Para  el  sefialamíento  de  los 
particulares  que  hayan  de  testimoniarse 
no  podrá  darse  vista  al  apelante  de  los 
autos  que  para  él  tuvieren  carácter  de 
reservados. 

Art.  227.  Puesto  el  testimonio,  se  em- 
plazará á  las  partes  para  que,  dentro  del 
término  fijado  en  el  art.  224,  se  personen 
en  el  Tribunal  que  hubiere  de  conocer 
del  recurso. 

Art.  228.  Recibidos  los  autos  en  el 
Tribunal  superior,  si  en  el  término  del 
emplazamiento  no  se  hubiere  personado 
el  apelante,  se  declarará  de  oficio  desier- 
to el  recurso,  comunicándolo  inmediata- 
mente por  certificación  al  Juez,  y  devol- 
viendo los  autos  originales  si  el  recurso 
se  hubiese  admitido  en  ambos  efectos. 

Art.  229.  Si  el  apelante  se  hubiese 
personado,  se  le  dará  vista  de  los  autos 
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por  término  de  tres  días  para  iDstrncción. 

Despaéa  de  él  seguirá  la  vista,  por 
igoal  término,  á  las  demás  partes  perso- 
nada*, y  por  último  al  FiscaU  si  la  cansa 
fuese  por  delito  de  ios  qne  dan  lugar  á 
procedimiento  de  oficio,  ó  de  aquéllos 
<qoe  poeden  perseguirse  previa  denuncia 
de  los  interesados. 

8¡n  embargo  de  lo  dispuesto  en  los 
párrafos  anteriores,  no  se  dará  vista  á 
las  partes  de  lo  que  fuese  para  ellas  de 
«arácter  reservado. 

Art.  230.  Devueltos  ios  autos  por  el 
Fiacal,  ó  si  .éste  no  fuere  parte  en  la  can- 
ea, por  la  última  de  las  personns  á  quien 
ee  hubiesen  entregado,  se  señalará  día 
para  la  vista,  en  la  que  el  Fiscal,  si  fue- 
re parte,  y  los  defensores  de  las  demás 
podrán  informar  lo  que  tuvieren  por  con 
veniente  á  su  derecho. 

Art.  231.  1^8  partes  podrán  presen- 
tar, antes  del  día  de  la  vista,  los  docu- 
oaentos  que  tuvieren  por  conveniente  en 
joatificación  de  sus  pretensiones. 

No  será  admisible  otro  medio  de 
praeba. 

Art.  232.  Cuando  fuere  firme  el  auto 
dictado,  se  comunicará  si  Juez  para  su 
cumplimiento,  devolviéndole  el  proceso 
arla  apelación  hubiese  sido  en  ambos 
efectos. 

Art.  233.  Cuando  se  interpusiere  el 
recurso  de  queja  ordenará  el  Juez  que 
informe  en  el  corto  término  que  al  efec- 
to le  señale. 

Art.  234.  Recibido  dicho  informe,  se 
pasará  al  Fiscal  si  la  causa  fuere  por  de- 
lito en  que  tenga  que  intervenir,  para 
que  emita  dictamen  por  escrito  en  el  tér- 
mino de  tres  días. 

Art.  236.  Con  vista  de  este  dictamen 
si  le  hubiere  y  del  informe  del  Juez,  el 
Tribunal  resolverá  lo  que  estime  justo. 

El  auto  que  se  dicte  no  podrá  afectar 
a)  estado  que  tuviere  la  causa  cuando  el 
recurso  se  haya  interpuesto  fuera  del 
término  ordinario  de  las  apelaciones,  sin 
perjuicio  de  lo  que  el  Tribunal  acuerde 
en  su  día  cuando  llegue  á  conocer  de 
aquélla. 

Art.  236.  Contra  los  autos  de  los  Tri 
bonales  de  lo  criminal  podrá  interponer- 
se el  recurso  de  súplica  ante  el  mismo 
que  loa  hubiese  <liotado. 

Art.  237.  Se  exceptúan  aquéllos  con- 
tra loa  cuales  se  otorgue  expresamente 
otro  recurso  en  la  l^y. 

Art.  238.  El  recurso  de  súplica  contra 
un  auto  de  cualquier  Tribunal,  se  sustan- 
ciará por  el  procedimiento  señalado  para 


el  recurso  de  reforma  que  te  entable 
contra  cualquier  resolución  de  un  Juea- 
de  instrucción. 

TIT.  XL~Db  las  oostás  paocssALis 

Art.  289.  En  los  autos  ó  sentencias 
que  pongan  término  á  la  causa  ó  á  cual- 
quiera de  sus  incidentes  deberá  resolver- 
se sobre  el  pago  de  las  costas  procesales. 

Art.  240.  Esta  resolución  podrá  con- 
sistir: 

1.0    En  declarar  las  costas  de  oficio. 

2.<>  En  condenar  á  su  pago  á  los  pro- 
cesados, señalando  la  parte  proporcional 
de  que  cada  uno  de  ellos  deba  responder, 
si  fuesen  varios. 

No  se  impondrán  nunca  las  costas  á 
los  procesados  que  fueren  absueltos. 

S.*'  En  condenar  á  su  pago  al  quere- 
llante particular  ó  actor  civil. 

Serán  éstos  condenados  al  pago  de  las 
costas  cuando  resultare  de  las  actuacio- 
nes que  han  obrado  con  temeridad  ó 
mala  fe. 

Art.  241.    Las  costas  consistirán: 

l.o  Eti  el  reintegro  del  papel  sellado 
empleado  en  la  causa. 

2.**  En  el  pago  de  los  derechos  de 
Arancel. 

3.*^  En  el  de  los  honorarios  devenga- 
dos por  los  Abogados  y  peritos. 

4."  En  el  de  las  indemnizaciones  co- 
rrespondientes á  los  testigos  que  las  hu- 
biesen reclamado,  si  fueren  de  abono,  y 
en  los  demás  gastos  que  se  hubiesen  oca- 
sionado en  la  instrucción  de  la  causa. 

Art.  242.  Cuando  se  declaren  de  oficio 
las  costas,  no  habrá  lugar  al  pago  de  las 
cantidades  á  que  se  refieren  los  núms.  l,^ 
y  2.0  del  artículo  anterior. 

Los  Procuradores  y  Abogados  que  hu- 
biesen representado  y  defendido  á  cual- 
quiera de  las  partes  y  los  peritos  y  testi- 
gos que  hubiesen  declarado  á  su  instan- 
cia podran  exigir  de  aquélla,  si  no  hu- 
biere obtenido  el  beneficio  de  pobreza, 
el  abono  de  los  derechos,  honorarios  é 
indemnizaciones  que  les  correspondie- 
ren, reclamándolos  del  Juez  ó  Tribunal 
que  conociese  de  la  causa. 

Se  procederá  por  la  vía  de  apremio,  si 
presentadas  las  respectivas  reclamacio- 
nes y  he<'has  saber  á  las  partes,  no  pa 
gasen  éstas  en  el  término  prudencial  que 
el  Juzgado  ó  Tribunal  señale,  ni  tacha- 
sen aquéllas  de  ilegítimas  ó  excesivas. 
En  este  último  caso,  se  procederá  pre- 
viamente como  dispone  el  párrafo  segun- 
do del  artículo  244. 
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El  Secretario  del  Tribunal  ó  Juzgado 
que  interviniere  en  la  ejecución  de  la 
sentencia,  hará  la  tasación  de  las  costas 
de  que  hablan  los  números  l.^  y  2.o  del 
articulo  anterior.  Los  honorarios  de  loe 
Abogados  y  peritos  se  acreditarán  por 
minutas  firmadas  por  los  que  los  hubie 
sen  devengado.  Las  íiidemniznciones  de 
los  testigos  se  computarán  por  la  canti- 
dad que  oportunamente  se  hubiese  fija- 
do en  la  causa.  Los  demás  gastos  serán 
regulados  por  el  Tribunal  ó  Juzgado,  con 
vista  de  los  justificantes. 

Art.  243.  Hechas  la  tasación  y  regu- 
lación de  «rostas,  se  dará  vista  al  Minis- 
terio fiscal  y  á  la  parte  condenada  al  pa- 
go, para  que  manifiesten  lo  que  tengan 
por  ronveniente  en  el  término  de  tres 
días. 

Art  244.  En  vista  de  lo  que  el  Mi- 
nisterio fiscal  y  dicho  interesado  mani- 
festaren, el  Juez  ó  Tribunal  aprobará  ó 
reformará  la  tasación  y  regulación. 

Si  se  tachare  de  ilegitima  ó  excesiva 
alguna  partida  de  honorarios,  el  Juez  ó 
Tribunal,  antes  de  resolver,  podrá  pedir 
informe  á  dos  individuos  de  la  misma 
profesión  del  que  hubiese  presentado  la 
minuta  tachada  de  ilegitima  ó  excesiva, 
ó  á  la  Junta  de  gobierno  del  Colegio  si 
los  que  ejerciesen  dicha  profesión  estu- 
viesen colegiados  en  el  punto  de  residen- 
cía  del  Juez  ó  Tribunal. 

Art.  345.  Aprobadas  ó  reformadas  la 
tasación  y  regulación,  se  procederá  á  ha- 
cer efectivas  las  costas  por  la  vía  de 
apremio  establecida  en  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  con  los  bienes  de  los  que 
hubiesen  sido  condenados  á  su  pago. 

Art.  246.  Si  los  bienes  del  penado  no 
fuesen  bastantes  para  cubrir  todas  las 
responsabilidades  pecuniarias,  se  proce- 
derá para  el  orden  y  preferencia  de  pago, 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos respectivos  del  Código  penal. 

TIT.  XIL— De  las  oblioacionks  dí  los 

JDEOCa    T    TKlBONAl.BS     RHLATIVAS    Á    LA 
EtíTA DÍSTICA    JODIClAb 

Art.  247.  Los  Jueces  municipales  ten- 
drán obligación  de  remitir  cada  mes  al 
Presidente  de  la  Audiencia  territorial 
respectiva  nn  estado  de  los  juicios  sobre 
faltas  que  durante  el  mes  anterior  se  hu- 
biesen celebrado. 

Art.  248.  IjOB  Jueces  de  instrucción 
remitirán  mensualmente  al  Presidente 
de  la  respectiva  Sala  ó  Audiencia  de  lo 
criminal  un  estado  de  los  sumarios  prin- 


cipiados, pendientes  y  conclasoB  darante 
el  mes  anterior. 

Art.  249.  Los  Presidentes  de  las  ex- 
presadas Salas  ó  Audiencias  remitirán  al 
Presidente  de  la  Audiencia  territorial, 
cada  trimestre,  un  estado  resumen  de  lo» 
que  hubieren  recibido  mensualmente  de 
los  Jueces  de  instrucción,  y  otro  de  laa 
causas  pendientes  y  terminadas  ante  su 
Tribunal  durante  el  trimestre. 

Los  trimestres  se  formarán  contando- 
desde  el  comienzo  del  afio  judicial. 

Art.  260.  Los  Presidentes  de  las  Au- 
diencias teriitoriales  remitiráji  al  Minis 
terio  de  Gracia  y  Justicia,  'en  el  primer 
mes  de  cada  trimestre,  estados  en  resu- 
men de  los  que  hubieren  recibido  de  Iok 
Jueces  municipales  y  de  los  Tribnnale» 
de  lo  criminal. 

Art.  251 .  Las  Salas  segunda  y  tercer^^ 
del  Tribunal  Supremo  remitirán  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  un  estado  de 
los  recursos  de  casanión  ante  ellas  pen 
dientes  y  por  ellas  fallados  durante  el 
trimestre. 

Cuando  la  Sala  de  lo  criminal  de  cual- 
quier Audiencia  territorial  ó  la  terceni 
del  Tribunal  íSupremo  ó  éste  constitaído 
en  pleno,  principiaren  ó  fallaren  alguna 
causa  criminal  que  especialmente  lee  es 
tuviese  encomendada,  lo  pondrán  inme 
diatamente  en  conocimiento  del  Ministn» 
de  Gracia  y  Justicia,  remitiendo  en  en 
caso  testimonio  de  la  sentencia. 

Art.  252.  Los  Tribunales  remitirán  di- 
rectamente al  Registro  central  de  procesa- 
dos y  penados  establecido  en  el  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia,  notas  autorisa- 
das  de  las  sentencias  firmes  en  las  que 
se  impomga  alguna  pena  por  delito,  y  de 
los  autos  en  que  se  declare  la  rebeldía 
de  los  procesados,  con  arreglo  á  los  mo- 
delos que  se  les  envíen  al  efecto. 

Art.  263.  El  Tribunal  que  dicte  sen- 
tencia firme  condenatoria  en  cualquiera 
causa  criminal  rentitirá  testimonio  de  la 
parte  dispositiva  de  la  misma  al  Juez  de 
instrucción  del  lugar  en  que  se  hubiere 
formado  el  sumario. 

Art,  264.  Cada  Juez  de  instrucción 
llevará  nn  libro  que  se  titulará  Registro 
de  penados. 

Las  hojas  de  este  libro  serán  numera 
das,  selladas  y  rubricadas  por  el  Juez  de 
instrucción  y  su  Secretario  de  gobienio. 

En  dicho  libro  se  extractarán  las  certi- 
ficaciones expresadas,  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  265.  Llevará  también  cada  Jaez 
de  instrucción  otro  libro  titulado  Regútro 
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de  procesados  en  rebeldía,  con  las  formali- 
dades prescritas  para  el  de  penados. 

£n  este  libro  se  anotarán  todas  las 
causas  cayos  procesados  hayan  sido  de- 
clarados rebeldes,  y  se  hará  en  el  asiento 
de  cada  ano  la  anotación  correspondien- 
te coando  el  rebelde  fuere  habido. 

Art.  156.  Las  Audiencias  ó  Salas  de 
lo  criminal  llevarán  un  libro  igual  al  ex- 
presado en  el  artículo'anterior  para  ano- 
tar  ios  procesados  declarados  rebeldes 
después  de  la  conclusión  del  sumario. 

Art.  267.  Sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  este  título,  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Josticia  establecerá  por  medio  de  los 
oorreapondienies  reglamentos  el  servicio 
de  la  estadística  criminal  que  debe  orga- 
nizarse en  dicho  centro  y  las  reglas  que 
en  consonancia  con  él  han  de  observar 
los  Jaeces  y  Tribunales. 

TIT.  XIIL  — Db   las  OORRKOOIOMBS 
DltlUlPLlMARlAS. 

Art.  268.  Sin  perjuicio  de  las  correc- 
ciones especiales  que  establece  esta  ley 
para  casos  determinados,  son  también 
aplicables  las  disposiciones  contenidas 
en  el  tit.  XIII  del  libro  primero  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  cuantas 
personas,  sean  ó  no  funcionarios,  asistan 
ó  de  cualquier  modo  intervengan  en  los 
jaicios  criminales,  siendo  los  Jaeces  mu- 
nicipales» los  Jaeces  de  instrucción,  los 
Tribunales  de  lo  criminal  y  el  Supremo, 
quienes,  respectivamente  en  su  caso,  po- 
drán imponer  las  correcciones  disciplina- 
rias correspondientes. 

LIBRO  II 

DEL  SUMARIO 
TIT.  I.— Db    la  DBNUNCIA 

Art.  259.  £1  que  presenciare  la  perpe- 
tración de  cualquier  delito  público  estará 
obligado  á  ponerlo  inmediatamente  en 
conocimiento  del  Juez  de  instrucción, 
municipal  ó  funcionario  fiscal  más  próxi- 
mos al  sitio  en  que  se  hallare,  bajo  la 
malta  de  6  á  60  pesetas. 

Art.  260.  La  obligación  establecida 
en  el  artículo  anterior  no  comprende  á 
los  impúberes  ni  á  los  que  no  gozaren 
del  pleno  oso  de  su  razón. 

Art.  261.  Tampoco  estarán  obligados 
á  denanciar. 

l.o     £1  cónyuge  del  delincuente. 

2'^     Los  ascendientes  y  descendientes 


consanguíneos  ó  afínes  del  delincuente  y 
sus  colaterales  consangaíneos  ó  uterinos 
y  afines  hksta  el  segando  grado  inclusive. 
'8.<>  Los  hijos  naturales  respecto  de 
la  madre  en  todo  caso  y  respecto  del  pa- 
dre cuando  estuvieren  reconocidos,  así 
como  la  madre,  y  el  padre  en  iguales 
casos. 

Art.  262.  Los  que  por  razón  de  sus 
cargos,  profesiones  ú  oficios  tuvieren 
noticia  de  algún  delito  público,  estarán 
obligados  á  denunciarlo  inmediatamente 
al  Ministerio  fiscal,  al  Tribunal  competen 
te,  al  Juez  de  instrucción,  y  en  su  defec- 
to al  municipal  ó  al  funcionario  de  policía 
más  próximo  al  sitio  si  se  tratare  de  un 
delito  flagrante. 

Los  que  no  cumpliesen  esta  obligación 
incurrirán  en.  la  multa  señalada  eii  el  ar- 
tículo 269,  que  se  impondrá  disciplina- 
riamente. 

Si  la  omisión  en  dar  parte  fuese  de  un 
Profesor  de  Medicina,  Cirugía  ó  Farma- 
cia, y  el  delito  de  los  comprendidos  en 
el  título  del  Código  penal  que  trata  de  los 
cometidos  contra  las  personas,  ó  por  su- 
posición de  parto,  ó  por  muerte  de  un 
niño  abandonado,  la  multa  no  podrá  ba- 
jar de  26  pesetas. 

Si  el  que  hubiese  incurrido  en  la  omi- 
sión fuere  empleado  público,  se  pon- 
drá además  en  (ronocimiento  de  su  supe- 
rior inmediato  para  los  efectos  á  que  hu- 
biere lugar  en  el  orden  administrativo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  entien- 
de cuando  la  omisión  no   produjere  res- 
-  ponsabilidad  con  arreglo  á  las  leyes. 

Art.  263.  La  obligación  impuesta  en 
el  párrafo  primero  del  artículo  anterior 
no  comprenderá  á  los  Abogados  ni  á  los 
Procuradores  respecto  de  las  instruccio- 
nes ó  explicaciones  que  recibieren  de 
sus  clientes.  Tampoco  comprenderá  á  los 
eclesiásticos  y  ministros  de  cultos  disi- 
dentes respecto  de  las  noticias  que  se  les 
hubieren  revelado  en  el  ejercicio  de  las 
funciones  de  su  ministerio. 

Art.  264.  El  que,  por  cualquier  medio 
diferente  de  los  mencionados,  tuviere 
conocimiento  de  la  perpetración  de  algún 
delito  de  los  que  deben  perseguirse  de 
oficio,  deberá  denunciarlo  al  Ministerio 
fiscal,  al  Tribunal  competente  ó  al  Juez 
de  instrucción  ó  municipal,  ó  funcionario 
de  policía,  sin  que  se  entienda  obligado 
por  esto  á  probar  los  hechos  denunciados 
ni  á  formalizar  querella. 

El  denunciador  no  contraerá  en  ningún 
caso  otra  responsabilidad  que  la  corres- 
pondiente á  los  delitos  que  hubiese  co- 
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metido  por  medio  de  la  denoncia,  ó  con 
eu  ocaaión. 

Art.  266.  Las  denoncias  podrán  ha- 
cerse por  escrito  ó  de  palabra,  personAl- 
mente  ó  por  medio  de  mandatario  con 
poder  especial. 

Art.  266.  La  denuncia  que  se  hiciere 
por  escrito  deberá  estar  firmada  por  el 
dennnciador;  y  si  uo  pudiere  hacerlo, 
por  otra  persona  á  su  ruego.  í^  Autori- 
dad ó  funcionario  que  la  recibiere  rubri- 
cará y  sellará  todas  las  hojas  á  presencia 
del  que  la  presentare,  quien  podrá  tam- 
bién rubricarla  por  sí  ó  por  medio  de 
otra  persona  á  su  ruego. 

Art.  267.  Cuando  la  denuncia  sea 
verbal,  se  extenderá  un  acta  por  la  Auto 
ridad  ó  funcionario  que  la  recibiere,  en  la 
que,  en  forma  de  declaración,  se  expre- 
sarán cuantas  noticias  tenga  el  dennn 
ciante  relativas  al  hecho  denunciado  y  á 
sus  circunstancias,  firmándola  ambos  á 
continuación.  Si  el  denunciante  no  pu- 
diere firmar,  lo  hará  otra  persona  á  su 
ruego. 

Art.  268.  El  Juez,  Tribunal,  Autori- 
dad ó  funcionario  que  recibieren  una  de- 
nuncia verbal  ó  escrita,  harán  constar 
por  la  cédula  personal,  ó  por  otros  medios 
que  reputen  suficientes,  la  identidad  de 
la  persona  del  denunciador. 

Si  éste  lo  exigiere,  le  darán  un  resguar- 
do de  haber  formalizado  la  denuncia. 

Art.  269.  Formalizada  que  sea  la  de- 
nuncia, se  procederá  ó  mandará  proceder 
inmediatamente  por  el  Juez  ó  funciona- 
rio á  quien  se  hiciese  á  la  comprobación' 
del  hecho  denunciado,  salvo  que  éste  no 
revistiere  carácter  de  delito,  ó  que  la  de- 
nuncia fuere  manifiestamente  falsa.  En 
cualquiera  de  estos  dos  casos,  el  Tribu- 
nal ó  funcionario  se  abstendrán  de  todo 
procedimiento,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad en  que  incurran  si  desesti- 
masen aquélla  indebidamente. 

TIT.  II.  -  De  LA  QÜBaSLLA 

Art.  270.  Todos  los  ciudadanos  espa- 
ñoles, hayan  sido  ó  no  ofendidos  por  el 
delito,  pueden  querellarse,  ejercitando  la 
acción  popular  establecida  en  el  art.  101 
de  esta  ley. 

También  pueden  querellarse  los  extran- 
jeros por  los  delitos  cometidos  contra 
sos  personas  ó  bienes  ó  laS  personas  ó 
bienes  de  sus  representados,  previo  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  el  art.  280, 
■i  no  estuvieren  comprendidos  en  el  últi- 
mo párrafo  del  281. 


Art.  271.  Los  funcionarios  del  Minis- 
terio fiscal  ejercitarán  también,  en  forma 
de  querella,  las  acciones  penales  en  los 
casos  en  que  estuvieren  obligados  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  106. 

Art.  272.  La  querella  se  interpondrá 
ante  el  Juez  de  instrucción  competente. 

Si  el  querellado  estuviese  sometido  por 
dis|)osición  especial  de  la  ley  á  determi- 
nado Tribunal,  ante  éste  se  interpondrá 
la  querella. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  fueren  varios 
los  querellados  por  un  mismo  delito  ó 
por  dos  ó  más  conexos,  y  alguno  de 
aquéllos  estuviese  sometido  excepcional- 
mente  á  un  Tribunal  que  no  fuere  el  lla- 
mado á  conocer  por  regla  general  del 
delito. 

Art.  278.  En  los  casos  del  artículo 
anterior,  cuando  se  trate  de  nn  delito 
infraganti  ó  de  los]que  no  ((ejan  sefiales 
permanentes  de  su  perpetración,  ó  en 
que  fuere  de  temer  fundadamente  la 
ocultación  ó  fuga  del  presunto  culpable, 
el  particular  que  intentare  querellarse 
del  delito  podrá  acudir  desde  luego  al 
Juez  de  instrucción  ó  municipal  que  es- 
tuviere más  próximo,  ó  á  cualquier  fun- 
cionario de  policía,  á  fin  de  que  se  practi- 
quen las  primeras  diligencias  necesarias 
para  hacer  constar  la  verdad  de  los  he- 
chos y  para  detener  al  delincuente. 

Art.  274.  El  particular  querellante, 
cualquiera  que  sea  su  fuero,  quedará  so- 
metido para  todos  los  efectos  del  juicio 
por  él  promovido,  al  Juez  de  instrucción 
ó  Tribunal  competente  para  conocer  del 
delito  objeto  de  la  querella. 

Pero  podrá  apartarse  de  la  querella  en 
cualquier  tiempo,  quedando,  sin  embar- 
go, sujeto  á  las  responsabilidades  que 
pudieran  resultarle  por  aus  actos  ante- 
riores. 

Art.  276.  Si  la  querella  fuese  por  de 
lito  que  no  pueda  ser  perseguido  sino  á 
instancia  de  parte,  se  entenderá  abando- 
nada por  el  que  la  hubiere  interpuesto 
cuando  dejare  de  instar  el  procedimiento 
dentro  de  los  diez  días  siguientes  á  la 
notificación  del  auto  en  que  el  Juez  ó  el 
Tribunal  así  lo  hubiese  acordado. 

Al  efecto,  á  los  diez  días  de  haberse 
practicado  las  últimas  diligencias  pedi 
das  por  el  querellante,  ó  de  estar  parali- 
zada la  causa  por  falta  de  instancia  del 
mismo,  mandará  de  oficio  el  Juez  ó  Tri 
bunal  que  conociere  de  los  autos  que 
aquél  pida  lo  que  convenga  á  derecho  en 
el  término  fijado  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  276.    Se  tendrá  también  por  aban- 
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dedada  la  querella  cuando,  por  uuerte  ó 
por  haberse  incapacitado  el  querellanfce 
para  continuar  la  accióu,  no  compareció 
re  ningano  de  ene  herederon  ó  represen* 
tantea  legales  á  sostenerla  dentro  de  los 
treiota  dLis  signientes  á  la  citación  que 
al  efecto  sa;le8  hará  dándoles  conocimien- 
to de  la  querella. 

ArL  277.  La  querella  se  presentará 
sieiupre  por  medio  de  Procurador  con 
poder  bastante  y  suscrita  por  Letrado. 

6t>  extenderá  en  papel  de  oficio,  y  en 
ella  se  expresará: 

l.o  El  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se 
presente. 

2.0  El  nombre,  apellidos  y  vecindad 
del  querellante 

S.**  El  nombre,  apellidos  y  vecindad 
del  qoerellado. 

£n  el  csso  de  ignorarse  estas  circuns- 
tancias, se  deberá  hacer  la  designación 
del  qoerellado  por  las  sefins  que  mejor 
pudieran  darle  á  conocer. 

4.<>  La  relación  circunstanciada  del 
hecho,  con  expresión  del  lugar,  afio,  mes, 
dia  y  hora  en  que  se  ejecutó,  si  se  su- 
pieren. 

6.0  Expresión  de  las  diligenoias  que 
se  deberán  practicar  para  la  comproba- 
cl4^  del  hecho. 

6,^  La  petición  de  que  se  admita  la 
querella,  se  practiquen  las  diligencia?  in- 
dicadas en  el  número  anterior,  se  proceda 
á  la  detención  y  prisión  del  presunto 
culpable  ó  á  exigirle  la  fianza  de  libertad 
provisional  y  se  acuerde  el  embargo  de 
eos  bienes  en  la  cantidad  necesaria,  en 
los  casos  en  que  así  proceda. 

7.0  La  firma  del  querellante  ó  la  de 
otra  persona  á  su  ruego,  si  no  supiere  ó 
no  pudiere  firmar,  cuando  el  Procurador 
no  tuviese  poder  especial  para  formular 
la  querella. 

Art.  278.  Si  la  querella  tuviere  por 
objeto  algún  delito  de  los  que  solamente 
pueden  perseguirse  á  instancia  de  parte, 
excepto  el  de  violación  ó  rapto,  acompa- 
fiará  también  la  certificación  que  acredi- 
te haberse  celebrado  ó  intentado  el  acto 
de  conciliación  entre  querellante  y  que- 
rellado 

Podrán,  sin  embargo,  practicarse  sin 
este  requisito  las  diligencias  de  carácter 
urgente  para  la  comprobación  de  los  he- 
chos ó  para  la  detención  del  delincuente, 
suspendiendo  después  el  curso  de  los  au- 
tos hasta  que  se  acredite  el  cumplimien- 
to de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior. 
Art.  279.  En  los  delitos  de  calumnia 
ó  injuria  causadas  en  juicio  se  presentará 


además  la  licencia  4el  Juez  ó  Tribunal 
que  hubiese  conocido  de  aquél,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  Código  penal. 

Art.  280.  El  particular  querellante 
prestará  fianza  de  la  clase  y  en  la  cuan- 
tía que  fijare  el  Juez  ó  Tribunal  para  res- 
ponder de  las  resultas  del  juicio. 

Art.  281.  Quedan  exentos  de  cumplir 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior: 

l.o  El  ofendido  y  sus  herederos  ó 
representantes  legales. 

2.*^  En  los  delitos  de  asesinato  ó  de 
homicidio,  el'  viudo  ó  viuda,  los  ascen- 
dientes y  descendientes  consanguíneos  ó 
afines,  los  colaterales  consanguíneos  ó 
uterinos  y  afines  hasta  el  segundo  grado, 
los  herederos  <ie  la  víctima,  y  los  padres, 
madres  é  hijos  naturales  á  quienes  se 
refiere  el  núm.  3.o  del  artículo  261. 

La  exención  de  fianza  no  es  aplicable 
á  los  extranjeros  si  no  les  correspondiese 
en  virtud  de  Tratados  internacionales  ó 
por  el  principio  de  reciprocidad. 

TIT.  IIL  —Dm  LA  POLICÍA  JUOIOUL 

Art.  282.  La  policía  judicial  tiene  por 
objeto,  y  será  obligación  de  todos  los  que 
la  componen,  averiguar  los  delitos  públi- 
cos que  se  cometieren  en  su  territorio  ó 
demarcación;  practicar,  según  sus  atri- 
buciones, las  diligencias  necesarias  para 
comprobarlos  y  descubrir  á  los  delincuen- 
tes, y  recoger  todos  los  efectos,  instru- 
mentos ó  pruebas  del  delito  de  cuya  des- 
aparición hubiere  peligro,  poniéndolos 
á  disposición  de  la  Autoridad  judicial. 

8i  el  delito  fuera  de  los  que  sólo  pue- 
den perseguirse  á  instancia  de  parte  legí' 
tima,  tendrán  la  misma  obligación  expre- 
sada en  el  párrafo  anterior,  si  se  les  re- 
quiere al  efecto. 

Art.  283.  Constituirán  la  policía  judi- 
cial y  serán  auxiliares  del  Ministerio  fis- 
cal, de  los  Jueces  de  instrucción  y  de  los 
municipales  en  su  caso: 

1.0  Las  Autoridades  administrativas 
encargadas  de  la  seguridad  pública  y  de 
la  persecución  de  todos  los  delitos  ó  de 
algunos  especiales. 

2.<>  Los  empleados  ó  subalternos  de 
policía  de  seguridad,  cualquiera  que  sea 
su  denominación. 

8.0  Los  Alcaldes,  Tenientes  de  Alcal- 
des y  Alcaldes  de  barrio. 

4.0  Los  Jefes,  Oficiales  é  individuos 
de  la  Guardia  civil  ó  de  cualquiera  otra 
fuerza  destinada  á  la  persecución  de 
malhechores. 

6.0    Los  serenos,  celadores  y  cuales - 
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quiera  otroáagentet  naMoicípA^^B  ^^  po* 
licía  orbaya  ó  rural. 

6.^    Los  guardae  plirticalarea  de  mon- 
tea, campos  y  sembrados,  jurados  ó  con 
firmados  por  la  Administración. 

7.0  Los  Jefes  de  Establecimientos  pe- 
nales, los  Alcaides  de  las  Cárceles  y  sus 
subalternos. 

8.0  ÍjOS  alguaciles  y  dependientes  de 
los  Tribunales  y  Juzgados. 

Árt.  284.  Inmediatamente  que  los 
funcionarios  de  policía  judicial  tuvieren 
conocimiento  de  un  delito  público  ó  fue- 
ren requeridos  para  prevenir  la  instruc- 
ción de  delito  público  ó  fueren  requerí 
dos  para  prevenir  la  instrucción  de  dili 
gencias  por  razón  de  algún  delito  priva- 
do, lo  participarán  á  la  autoridad  judicial 
ó  al  representante  del  Ministerio  fiscal, 
si  pudieren  hacerlo  sin  cesar  en  la  prác- 
tica de  las  diligencias  de  prevención. 

£n  otro  caso  lo  harán  así  que  las  ha* 
bieren  terminado. 

Art.  286.  Si  concurriere  algún  f unció 
nario  de  policía  judicial  de  categoría  su- 
períor  á  la  del  que  estuviese  actuando, 
deberá  éste  darle  conocimiento  de  cuan- 
to hubiese  practicado,  poniéndose  desde 
luego  á  su  diaposición. 

Art.  286.  Cuando  el  Juez  de  instruc- 
ción ó  el  municipal  se  presentaren  á  for- 
mar el  sumario,  cesarán  las  diligencias  de 
prevención  que  estuviere  practicando 
cualquiera  Autoridad  ó  agente  de  policía, 
debiendo  éstos  entregarlas  en  el  acto  á 
dicho  Juez,  así  como  los  efectos  relativos 
al  delito  que  se  hubiesen  recogido,  y  po- 
niendo á  su  disposición  á  los  detenidos 
si  los  hubiese. 

Art.  287.  Los  funcionarios  que  cons- 
tituyen la  policía  judicial  practicarán  sin 
dilación,  según  sus  atribuciones  respecti- 
vas, las  diligencias  que  los  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal  les  encomienden 
para  la  comprobación  del  delito  y  averi- 
guación de  los  delincuentes  y  todas  las 
demás  que  durante  el  curso  de  la  causa 
les  encargaren  los  Jueces  de  instrucción 
y  municipales. 

Art.  288.  El  Ministerio  fiscal,  loa  Jue- 
ces de  instrucción  y  los  municipales  po- 
drán entenderse  directamente  con  los 
funcionarios  de  policía  judicial,  cualquie- 
ra que  sea  su  categoría,  para  todos  los 
efectos  de  este  título:  pero  si  el  servicio 
que  de  ellos  exigiesen  admitiese  espera, 
deberán  acudir  al  superior  respectivo  del 
funcionario  de  policía  judicial  mientras 
no  necesitasen  del  inmediato  auxilio  de 
éste. 


Art.  289.  El  funcionario  de  policía 
judicial  que  por  cualquier  causa.no  pue- 
da cumplir  el  requerimiento  ó  la  orden 
que  hubiese  recibido  del  Ministerio  fiscal, 
del  Juez  de  instrucción,  del  Juez  munici- 
pal ó  de  la  autoridad  ó  agente  que  hubie- 
se prevenido  las  primeras  diligencias,  lo 
pondrá  inmediatamente  en  conocimien- 
to del  que  haya  hecho  el  requerimiento 
ó  dado  la  orden  para  que  provea  de  otro 
modo  á  su  ejecución. 

Art.  290.  Si  la  causa  no  fuere  legítima, 
el  que  hubiese  dado  la  orden  ó  hecho  el 
requerimiento  lo  pondrá  en  conocimiento 
del  superior  jerárquico  del  que  se  excuse 
para  que  le  corrija  disciplinariamente,  á 
no  ser  que  hubiere  incurrido  en  mayor 
responsabilidad  con  arreglo  á  las  leyes. 

£1  superior  jerárquico  comunicará  á  la 
Autoridad  ó  funcionario  que  le  hubiere 
dado  la  queja  la  resolución  que  adopte 
respecto  de  su  subordinado. 

Art.  291.  El  Jefe  de  cualquiera  fuerza 
pública  que  no  pudiere  prestar  el  auxilio 
que  por  los  Jueces  de  instrucción  ó  mu- 
nicipales ó  por  un  funcionario  de  policía 
judicial  le  fuere  pedido,  se  atendrá  tam- 
bién á  lo  dispuesto  en  el  art.  289. 

El  que  hubiere  hecho  el  requerimiento 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Jefe  supe- 
rior inmediato  del  que  se  excusare,,  eo  la 
forma  y  para  el  objeto  expresado  en  los 
párrafos  del  artículo  anterior. 

Art.  292.  Los  funcionarios  de  policía 
judicial  extenderán,  bien  en  papel  sella- 
do, bien  en  papel  común,  un  atestado  de 
las  diligencias  que  practiquen,  en  el  cual 
especificarán  con  la  mayor  exactitud  los 
hechos  por  ellos  averiguados,  insertando 
las  declaraciones  é  informes  recibidos  y 
anotando  todas  las  circunstancias  que 
hubiesen  observado  y  pudiesen  ser  prue- 
ba ó  indicio  del  delito. 

Art  298.  El  atestado  será  firmado  por 
el  que  lo  haya  extendido,  y  si  usare  sello, 
lo  es  lampará  con  su  rúbrica  en  todas  las 
hojas. 

Las  personas  presentes,  peritos  y  testi- 
gos que  hubieren  intervenido  en  las  dili- 
gencias relacionadas  en  el  atestado  serán 
invitadas  á  firmarlo  en  la  parte  á  ellos 
referente.  Si  no  lo  hicieren,  se  expresa- 
rá la  razón. 

Art.  294.  Si  no  pudiere  redactar  el 
atestado  el  funcionario  á  quien  correspon- 
diese hacerlo,  se  sustituirá  por  una  rela- 
ción verbal  circunstanciada,  que  reducirá 
á  escrito  de  un  modo  fehaciente  el  fun- 
cionario del  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de 
instrucción  ó  el  municipal  á  quien  deba 
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preeentarae  el  atestado,  ifianífestáiidose 
le  motivo  de  no  haberee  redactado  en  la 
forma  ordinaria. 

Art.  296.  En  ningún  caso,  aalvo  el  de 
faersa  mayor,  loe  funcionarios  de  policía 
jadicial  po^irÁu  dejar  transcurrir  más  de 
Teinticaatrn  horas  sin  dar  conocimiento 
á  )m  Autoridad  judicial  ó  al  Ministerio 
fiscal  de  las  diligencias  que  hubieren 
prmcticado. 

Lios  que  infrinjan  esta  disposición  se* 
rán  corregidos  disciplinariamente  con 
malta  de  26  á  100  pesetas,  si  la  omisión 
no  mereciere  la  calificación  de  delito. 

Los  qae,  sin  exceder  el  tiempo  de  las 
▼einticnatro  horas,  dilataren  más  de  lo 
necesario  el  dar  conocimiento,  serán  co- 
rregidos disciplinariamente  con  multado 
]  O  á  60  pesetas. 

Art.  296.  Gnando  habieron  practicado 
diligencias  por  orden  ó  requerimiento  de 
la  Autoridad  judicial  ó  del  Ministerio  fis- 
cal, comunicarán  el  resultado  obtenido 
«n  los  plazos  que  en  la  orden  ó  en  el  re- 
querimiento se  hubiesen  fijado. 

Art.  297.  Los  atestados  que  redacta- 
ren y  las  manifestaciones  que  hicieren 
los  funcionarios  de  policía  judicial,  á  con- 
secuencia de  las  averiguaciones  que  hu- 
biesen practicado,  se  considerarán  denun- 
cias para  los  efectos  legales. 

Las  demás  declaraciones  que  prestaren' 
deberán  ser  firmadas  y  tendrán  el  valor 
de  declaraciones  testificales  en  cuanto 
se  refieran  á  hechos  de  conocimiento 
propio. 

£n  todo  caso  los  funcionarios  de  poli- 
da' judicial  están  obligados  á  observar  es- 
trictamente las  formalidades  legales  en 
cuantas  diligencias  practiquen,  y  se  abs- 
tendrán, bajo  su  responsabilidad,  d<3  usar 
medios  de  averiguación  que  la  jey  no  au- 
torice. 

Art.  298.  r^s  Jueces  de  instrucción 
y  los  Fiscales  calificarán  en  un  registro 
reservado  el  comportamiento  de  los  fun- 
donarios  que  bajo  su  inspección  prestan 
servicios  de  policía  judicial,  y  cada  semes- 
tre, con  referencia  á  dicho  registro,  co- 
municarán á  los  superiores  de  cada  uno 
de  aquéllos,  para  los  efectos  á  que  hubie- 
re lugar,  la  calificación  razonada  de  su 
eomportamiento. 

Cuando  los  funcionarios  de  policfa  ju- 
dicial que  hubieren  de  ser  corregidos  dis- 
ciplinariamente con  arreglo  á  esta  ley, 
fuesen  de  categoría  superior  á  la  de  la 
Aotorida<l  judicial  ó  fiscal  que  entendiese 
en  las  diligencias  en  que  se  hubiere  come- 
tido la  falta,  se  abstendrán  éstos  de  impo- 


ner por  sí  mismos  ía,  corrección,  limitán- 
dose á  poner  lo  ocurrido  en  conocimien- 
to del  Jefe  inmediato  del  que  debiere  ser 
corregido. 

TIT.  IV.— Da  LA  ÍKBTBUOCIÓW 

Cap.  i.— Z)e/  aumario  y  de  las  Autoridades 
competenteii  para  instruir  lo. 

Art.  299.  Constituyen  el  sumario  las 
actuaciones  encaminadas  á  preparar  el 
juicio  y  practicadas  para  averiguar  y  ha- 
cer constar  la  perpetración  de  los  delitos 
con  todas  las  circunstancias  que  puedan 
I  influir  en  su  calificación,  y  la  culpabilidad 
de  los  delincuentes  asegurando  sus  perso- 
nas y  las  responsabilidades  pecuniarias 
de  los  mismos. 

Art.  300.  Cada  delito  de  que  conozca 
la  Autoridad  judicial  será  objeto  de  uu 
sumario.  Los  delitos  conexos  se  compren- 
derán, sin  embargo,  en  un  solo  proceso. 

Art.  801.  Las  diligencias  del  sumario 
serán  secretas  hasta  que  se  abra  el  juicio 
oral,  con  las  excepciones  determinadas  en 
la  presente  ley. 

£1  Abogado  ó  Procurador  de  cualquiera 
de  las  partes  que  revelare  indebidamente 
el  secreto  del  sumario  será  corregido  con 
multa  de  60  á  600  pesetas. 

£n  la  misma  multa  incurrirá  cualquie- 
ra otra  persona  que  no  siendo  funcionario 
público  cometa  la  misma  falta. 

£1  funcionario  público,  en  el  caso  de 
los  párrafos  anteriores,  incurrirá  en  la 
responsabilidad  que  el  Código  penal  se- 
ñale en  BU  lugar  respectivo. 

Art.  302.  £1  Juez  instructor  podrá  au- 
torizar al  prot^esado  ó  procesados  para 
que  tomen  conocimiento  de  las  actuacio- 
nes y  diligencias  sumarias  cuando  se  re- 
lacionen con  cualquier  derecho  que  inten 
ten  ejercitar,  siempre  que  dicha  aiitoriza- 
ción  no  perjudique  á  los  fines  del  su- 
mario. 

Si  éste  se  prolongase  más  de  dos  meses, 
á  contar  desde  el  auto  en  que  se  declare 
el  procesamiento  de  determinada  ó  deter- 
minadas personas,  podrán  éstas  preten- 
der del  Juez  instructor  que  se  les  <lé  vista 
de  lo  actuado  á  fin  de  instar  su  más  pron- 
ta terminación,  á  lo  que  deberá  acceder 
la  mencionada  Autoridad  judicial  en 
cuanto  no  lo  considere  peligroso  para  el 
éxito  de  las  investigaciones  sumariales. 

Contra  el  auto  denegatorio  en  uno  y 
otro  caso,  sólo  procederá  el  recurso  de 
queja  ante  el  Tribunal  superior  compe- 
tente. 
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Art.  308.  La  formación  del  samario, 
ya  empiece  de  oficio,  ya  á  instancia  de 
parte,  corresponderá  á  los  Jaeces  de  ins- 
tracción  por  los  delitos  que  se  cometan 
dentro  de  sa  partido  ó  demarcación  res- 
pectiva, y  en  su  defecto  á  los  demás  de 
la  misma  ciudad  ó  población,  cuando  en 
ella  hubiere  más  de  uno,  y,  á  prevención 
con  ellos  ó  por  su  delegación^  á  los  Jue- 
ces municipales. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á  las 
cansas  encomendadas  especialmente  por 
la  Ley  Orgánica  á  determinados  Tribu- 
nales, pues  para  ellas  podrán  éstos  nom- 
brar un  Juez  instructor  especial,  ó  auto- 
rizar al  ordinario  para  el  seguimiento  del 
sumario. 

£1  nombramiento  de  Juez  instructor 
únicamente  podrá  recaer  en  un  Magis- 
trado del  mismo  Tribunal,  ó  en  un  fun- 
cionario del  orden  judicial  en  activo  servi- 
cio, de  los  existentes  dentro  del  territorio 
de  dicho  Tribunal.  Una  vez  designado, 
obrará  con  jurisdicción  propia  é  inde- 
pendiente. 

Cuando  el  instructor  fuese  un  Magis- 
trado, podrá  delegar  sus  funciones,  en 
caso  de  imprescindible  necesidad,  en  el 
Juez  de  instrucción  del  punto  donde  ha- 
yan de  practicHrae  las  diligencias. 

Cuando  el  delito  fuese  por  su  natura- 
leza de  aquellos  que  solamente  pueden 
cometerse  por  Autoridades  ó  funciona- 
rios sujetos  á  un  fuero  superior,  los  Jue- 
ces de  instrucción  ordinarios,  en  casos 
argentes,  podrán  acordar  las  medidas  de 
precaución  necesarias  para  evitar  su 
ocultación,  pero  remitirán  las  diligencias 
en  el  término  más  breve  posible,  que  en 
ningún  caso  podrá  exceder  de  tres  días, 
al  Tribunal  competente,  el  cual  resolverá 
sobre  la  incoación  del  sumario,  y,  en  su 
día,  sobre  si  há  ó  no  lugar  al  procesa- 
miento de  \n  Autoridad  ó  funcionario  in 
culpados. 

Art.  304.  Las  Salas  de  gobierno  de  las 
Audiencias  territoriales  podrán  nombrar 
también  un  Juez  instructor  especial, 
cuando  las  causas  versen  sobre  delitos 
cuyas  extraordinarias  circunstancias,  ó 
las  de  lugar  y  tiempo  de  su  ejecución,  ó 
de  las  personas  que  en  ellos  hubiesen  in- 
tervenido como  ofensores  ú  ofendidos, 
motivaren  fundadamenteel  nombramien- 
to de  aquél  para  la  más  acertada  inves- 
tigación ó  para  la  más  segura  comproba- 
ción de  los  hechos. 

Las  facultades  de  las  Salas  de  gobier- 
no serán  extensivas  á  Ia3  causaa  proce- 
dentes de  las  Audiencias  comprendidas 


dentro  de  su  demarcación^  y  los  nombra- 
mientos deberán  recaer  en  los  mismos 
funcionarios  expresados  en  el  articula 
anterior,  de  entre  los  existentes  en  el  te- 
rritorio, prefiriendo,  á  ser  posible,  uno  de 
los  Magistrados  de  la  misma,  cuando  no 
fuere  autorizado  elJuez  instructor  ordi- 
nario para  el  seguimiento  del  sumario. 

Lo  mismo  las  Salas  de  gobierno  que 
los  Tribunales  cuando  hagan  uso  de  la 
facultad  expresada  en  este  y  en  el  prece- 
dente artículo,  darán  cuenta  motivada  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  806.  El  nombramiento  de  Jueces 
especiales  de  instrucción  que  se  haga 
conforme  á  los  artículos  anteriores,  será 
y  habrá  de  entenderse  sólo  para  la  ins- 
trucción del  sumario  con  todas  sus  inci- 
dencias. Terminado  éste,  se  remitirá  por 
el  Juez  especial  al  Tribunal  á  quien  según 
las  disposiciones  vigentes  corresponda 
el  conocimiento  de  la  causa,  para  que  la 
prosiga  y  falle  con  arreglo  á  derecho. 

Cap.  IL—De  la  formación  del  numario, 

Art.  806.  Conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  capitulo  anterior,  los  Jueces  de  instruc 
ción  formarán  los  sumarios  de  los  deli- 
tos públicos  bajo  la  inspeopión  directa 
del  Fiscal  del  Tribunal  competente. 

La  inspección  será  ejercida  bien  cona,- 
tituyéndose  el  Fiscal  por  sí  ó  por  medio 
de  sus  auxiliares  al  lado  del  Juez  instruc- 
tor, bien  por  medio  de  testimonios  en 
relación,  suficientemente  expresivos,  que 
le  remitirá  el  Juez  instructor  periódica- 
mente y  cuantas  veces  se  los  reclame, 
pudiendo  en  este  caso  el  Fiscal  hacer 
presente  sus  observaciones  en  atenta  co 
municación  y  formular  sus  pretensiones  # 
por  requerimientos  igualmente  atentos.  ■ 
También  podrá  delegar  sus  funciones  en 
los  Fiscales  municipales. 

Art.  807.  En  el  caso  de  que  el  Juez 
municipal  conienzare  á  instruir  las  pri 
meras  diligencias  del  sumario,  practica- 
das que  sean  las  más  urgentes  y  todas 
las  que  el  Juez  de  instrucción  le  hubiere 
prevenido,  le  remitirá  lacausa,  que  nunca 
podrá  retener  más  de  tres  días. 

Art.  308.  Inmediatamente  que  los 
Jueces  de  instrucción  ó  los  municipales, 
en  su  caso,  tuvieren  noticia  de  la  perpe 
tración  de  un  delito,  lo  pondrán  en  cono- 
cimiento del  Fiscal  de  la  respectiva  Au- 
diencia, y  los  Jueces  de  instrucción  darán 
además  parte  al  Presidente  de  ésta  de  la 
formación  del  sumario  en  relación  sucin- 
ta suficientemente  expresiva  del   hecho. 
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<le  sos  circunsUnciiis  y  «le  la  autor,  den- 
tro de  lo»  dos  días  aitcuieiites  al  en  que 
bnbi«^ren  principiado  á  iiittruirlf . 

lx>s  Jiieoei»  uiiJtliripalt'S  darán  cuenta 
inineiiiata  de  la  prevención  de  |as  dili- 
KenciaB  al  de  inatrutM-ión  á  quien  correa- 
|H>nda. 

Art.  309.  Si  la  perRona  contra  quien 
reaultaren  cargos  fuere  alguna  de  las  so- 
metidas  en  virtud  de  disposición  espe- 
cial de  la  Ley  Orgánica  á  un  Tribunal  ex- 
c*(»pcional,  practicadas  Ihs  primeras  dili- 
gencias y  antes  de  dirigir  el  procedimien- 
t(»  contra  aquélla,  esperará  las  órdenes 
del  Tribunal  competente  á  los  efectos  de 
U>  prevenido  en  el  párrafo  segundo  y  úl- 
tima parte  del  quinto  del  art.  303  de  esta 
ley. 

Si  el  delito  fuere  de  los  ^ue  dan  moti- 
vo á  la  prisión  preventiva  con  arreglo  á  lo 
üíapoeato  en  esta  ley  y  el  presunto  culpn- 
ble  bubiese  sido  sorprendido  in  ftagnn 
ti^  podrá  ser  desde  luego  detenido  y  preso 
•i  faere  necesario,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  precedente. 

Art.  810.  Los  Jueces  de  instrucción 
podrán  delegar  en  ios  municipales  la 
práctica  de  todoa  los  actos  y  diligencias 
que  esta  ley  no  reserve  exclusivamente 
á  tos  primeros,  cuando  alguna  causa  jus- 
tiñcada  les  impida  practirarlos  por  si. 
Pero  procurarán  hacer  nao  moderado  de 
e^tft  facultad  y  el  Triltunal  iiiinedialo 
superior  cuidará  de  impedir  y  corregir 
la  frecuencia  injustificada  de  estas  dele- 
gaciones. 

Art.  311.  Kl  Juez  que  instruya  el  su- 
mario prnrtícará  las  diligencias  que  le 
propusieren  el  Ministerio  ÜHcal  ó  el  par- 
ticular querellante,  si  no  las  considera 
inútiles  o  perjudicialea. 

Contra  el  auto  denegatorio  de  las  di- 
ligencias pedidas  podrá  interponerse  el 
recurso  de  apelación,  que  será  admitido 
en  un  solo  efecto  pata  ante  la  respectiva 
Andiencía  ó  Tribunal  con)f»*'tente. 

Cuando  el  Fiscal  no  estuviese  en  la 
misma  localidad  que  el  Juez  de  instnic- 
eión,  en  vee  »ie  apelar,  ret;iiir¡rá  en  que 
ja  ni  Tribunal  competenie,  acom()añan- 
«lo  al  efecto  testimonio  de  las  diiigen 
cías  sumariales  que  conceptúe  necesa- 
rias, cuyo  testimonio  dt'berá  facilitarle 
el  Juea  de  instrucción,  y.  previo  informe 
del  Uiisnio,  acordará  el  Tribunal  lo  que 
estime  procedente. 

Art.  ;Ma.  Cuantió  se  presentase  que- 
rella, el  Juez  de  instrucción,  después  de 
a<lmitirla  si  fuere  procedente,  mandará 
practicar  las  diligencias  que  en  ella  se 


propusieren,  salvo  lasqne  considere  con- 
trarias á  las  leyes  ó  innecesarias  ó  perju 
diciales  para  el  objeto  de  la  querella,  las 
cuales  denegará  en  resolución  motivada. 

Art.  313.  Deaestimará  en  la  misma 
forma  la  querella  cuando  los  hechos  en 
que  se  funde  no  constituyan  delito,  ó 
cuando  no  se  cousitlere  competente  para 
instruir  el  sumario  objeto  de  la  misma. 

Contra  el  auto  á  que  se  refiere  este  ar- 
tículo, procederá  el  recurso  de  apelación, 
que  será  admisible  en  ambos  efectos. 

Art.  314.  Las  diligencias  pedidas  y 
denegadas  en  el  sumario  podrán  ser  pro- 
puestas de  nuevo  en  el  juicio  oral. 

Art.  816.  £1  Jues  hará  constar  cuan- 
tas diligencias  se  practicaren  á  instancia 
de  parte. 

De  las  ordenadas  de  oficio  solamente 
constarán  en  el  sumario  aquellas  cuyo 
resultado  fuere  conducente  al  objeto  del 
misino. 

Art.  316.  El  querellante  podrá  inter- 
venir en  todas  ¡as  diligencias  del  su- 
mario. 

H\  el  delito  fuere  público,  podrá  el  Juez 
de  instrucción,  sin  embargo  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior,  declarar,  á 
propuesta  fiscal  o  de  oficio,  secreto  el  su- 
mario para  el  querellante. 

Art.  317.  El  Juez  municipal  tendrá 
las  inistnas  facultades  que  el  de  instruc- 
ción para  no  comunicar  al  querellante 
particular  las  actuaciones  que  practicare. 

Art.  318.  8in  embargo  del  deber  im- 
puesto á  los  Jueces  municipales  de  ins* 
truir  en  su  cano  las  f)rimeras  diligencias 
de  los  sumarios,  cuando  el  Juez  <le  ins- 
trucción tuviere  noticia  de  algi^n  delito 
que  revista  carácter  de  gravedad,  ó  cuya 
comprobación  fuere  difícil  por  circuns- 
tancias e8pe<;íales,  ó  que  hubiese  causado 
alarma,  se  trasladará  inine«liatamente  al 
lugar  del  delito  y  procederá  á  formar  el 
sumario,  baciémiose  cargo  de  las  actua- 
ciones que  hubiese  praí-iicado  el  Juez 
municipal  y  recihieutlo  las  averigua(íio- 
nes  y  <lHtos  (jue  le  siiininÍ8lren  los  fun- 
cional ios  ile  la  policía  judicial.  Permane- 
cerá en  tliclio  lugar  el  tiempo  necesario 
para  practicar  todas  las  diligencias  cuya 
dilación  pudiera  ofrecer  inconvenientes. 

Art.  319.  Cuando  el  Fisí'al  de  la  res- 
pectiva Auíliencia  tuviere  conocimiento 
de  la  perpetración  ile  alguno  <le  los  deli- 
tos expresados  en  el  artículo  anterior, 
deberá  trasladarse  personalmente,  ó  acor 
dar  que  se  traslade  al  lugar  del  suceso 
alguno  de  sus  subordinados  para  contri- 
buir con  el  Juez  de  instrucción  al  mejor 
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y  más  pronto  esclarecimiento  de  los  he- 
chos, si  otras  ocapacioues  tanto  ó  más 
(graves  no  lo  impidieren,  sin  perjuicio  de 
proceder  de  igual  manera  en  cualquier 
otro  caso  en  que  lo  conceptuare  conve- 
niente. 

Art.  820.  La  intervención  del  actor 
civil  en  el  sumarió  se  limitará  á  procurar 
la  práctica  de  aquellas  diligencias  que 
puedan  conducir  al  mejor  éxito  de  su  ac- 
ción, apreciadas  discrecionalmente  por  el 
Juez  instructor. 

Art.  321.  Los  Jueces  de  instrucción 
formarán  el  sumario  ante  sus  Secretarios. 

£u  casos  urgentes  y  extraordinarios, 
faltando  éstos,  podrán  proceder  con  la 
intervención  de  un  Notario  ó  de  dos  hom- 
lires  buenos  mayores  de  edad,  que  sepan 
leer  y  escribir,  los  cuales  jurarán  guar- 
dar fidelidad  y  secreto. 

Art.  822.  Las  diligencias  del  sumario 
que  hayan  de  practicarse  fuera  de  la  cir- 
cunscripción del  Juez  de  instrucción  ó 
del  término  del  Juez  municipal  que  las 
ordenaren,  tendrán  lugar  en  la  forma  que 
determina  el  tít.  VIII  del  libro  primero, 
y  serán  reservadas  para  todos  los  que  no 
deban  intervenir  en  ellas. 

Art.  828.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  cuando  el  lugar 
en  que  se  hubiere  de  practicar  alguna  di- 
ligencia del  sumario  estuviere  fuera  de 
la  jurisdicción  del  Juez  instructor,  pero 
ea  lugar  próximo  al  punto  en  que  éste  se 
hallare,  y  hubiese  peligro  en  demorar 
aquélla,  podrá  ejecutarla  por  sí  mismo, 
dando  inmediato  aviso  al  Juez  compe- 
tente. 

Art.  824.  Cuando  al  mes  de  haberse 
incoado  un  sumario  no  se  hubiere  termi 
nado,  el  Juez  dará  parte  cada  semana  á 
los  mismos  á  quienes  lo  haya  dado  al 
principiarse  aquél  de  las  causas  que  hu- 
biesen impedido  su  conclusión. 

Con  vista  de  cada  uno  de  estos  pactes, 
los  Presidentes  á  quienes  se  hubiesen  re- 
mitido y  el  Tribunal  competente  acorda- 
rán, según  sus  respectivas  atribuciones, 
lo  que  consideren  oportuno  para  la  más 
pronta  terminación  del  sumario. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  este 
artículo,  loa  Jueces  de  instrucción  están 
obligados  á  dar  á  los  Fiscales  de  las  Au- 
diencias cuantas  noticias  les  pidieren, 
fuera  de  estos  términos,  sobre  el  estado 
y  adelantos  de  los  sumarios. 

Art  326.  De  las  faltas  de  celo  y  acti- 
vidad en  la  formación  de  los  sumarios 
serán  responsables  disciplinariamente 
los  Jaeces  de  inst|rucción  y  ios  municipa- 


les en  su  caso,  á  no  ser  que  lo  fueran  cri 
minal mente  con  arreglo  á  las  leyes. 

TIT.  V.— Ds  LA  OOMPBOBACIÓH  Dll.  DELITO 
T  AVB^IOUaCíON  DBL  DICLlMCUENTB 

Cap.  PRIMERO. —i^e  la  inspección  ocular, 

Art.  826.  Cuando  el  delito  que  se  per 
siga  haya  dejado  vestigios  ó  pruebas  ma- 
teriales de  su  perpetración,  el  Juez  ins- 
tructor ó  el  que  haga  sus  veces  los  reco- 
gerá y  conservará  para  el  juicio  oral  si 
fuere  posible,  procediendo  al  efecto  á  la 
inspección  ocular  y  á  la  descripción  de 
todo  aquello  que  pueda  tener  relación  con 
la  existencia  y  naturaleza  del  hecho. 

A  este  fin  hará  consignar  en  los  autos 
la  descripción^ del  lugar  del  delito,  el  sitio 
y  estado  en  que  ee  hallen  los  objetos  que 
en  él  se  enuentren,  los  accidentes  del  te- 
rreno ó  situación  de  las  habitaciones  y 
todos  los  demás  detalles  que  puedan  uti- 
lizarse, tanto  para  la  acusación  como  para 
la  defensa. 

Art.  327.  Cuando  fuere  conveniente 
para  mayor  claridad  ó  comprobacion.de 
los  hechos,  se  levantará  el  plano  del  lu- 
gar suficientemente  detallado,  ó  se  hará 
el  retrato  de  las  personas  que  hubiesen 
sido  objeto  del  delito,  ó  la  copia  ó  diseño 
de  los  efectos  ó  instrumentos  del  mismo 
que  se  hubiesen  hallado. 

Art.  328.  Si  se  tratare  de  un  robo  ó  de 
cualquier  otro  delito  cometido  con  frac- 
tura, escalamiento  ó  violencia,  el  Juez 
instructor  deberá  describir  los  vestigios 
que  haya  dejado,  y  consultará  el  parecer 
(le  peritos  sobre  la  manera,  instrumen- 
tos, medios  ó  tiempo  de  la  ejecución  del 
delito. 

Art.  329.  Para  llevar  á  efecto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  podrá 
ordenar  el  Juez  instructor  que  no  se  au- 
senten durante  la  diligencia  de  descrip- 
ción las  personas  que  hubieren  sido  ha- 
lladas en  el  lugar  del  delito,  y  que  com- 
parezcan además  inmediatamente  las  que 
se  encontraren  en  cualquie.*  otro  sitio 
próximo,  recibiendo  á  todas  separada- 
mente la  oportuna  declaración. 

Art.  330.  Cuando  no  hayan  quedado 
huellas  ó  vestigios  del  delito  que  hubiese 
dado  ocasión  al  sumario,  el  Juez  instruc 
tor  averiguará  y  hará  constar,  siendo  po 
sible,  si  la  desaparición  de  las  pruebni* 
materiales  ha  ocurrido  natural,  casual  6 
intencionalmente  y  las  causas  de  la  mis- 
ma ó  los  medios  que  para  ello  se  hubie- 
ren empleado,  procediendo  seguidamen-. 
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te  á  recoger  y  consignar  en  el  samario 
las  pmebas  de  cualquier  clase  que  se 
paedan  adquirir  acerca  de  la  perpetra- 
cióo  del  delito. 

Art.  3S1.  Cuando  ei  delito  fuere  de 
loe  qae  no  dejan  huellas  de  su  *perpetra- 
ciÓD,  el  Juez  instructor  procurará  hacer 
coDalar,  por  declaraciones  de  testigos  y 
por  loe  demás  medios  de  comprobación, 
ia  ejecución  del  delito  y  sus  circunstan- 
cias, asi  como  la  preexistencia  de  la  cosa 
coando  el  delito  hubiese  tenido  por  ob- 
jeto la  sustracción  de  la  misma. 

Art.  332.  To4a8  las  diligencias  com- 
prendidas en  este  capítulo  se  extenderán 
por  escrito  en  el  acto  mismo  de  la  ins- 
pección ocular,  y  serán  firmadas  por  el 
Jaez  instructor,  el  Fiscal  si  asistiere  al 
acto,  el  Secretario  y  las  personas  que  se 
hallaren  presentes 

Art.  333.  Cuando  al  practicarse  las 
diligencias  enumeradas  en  los  artículos 
anteriores  hubiere  alguna  persona  decla- 
rada procesada  como  presunta  autora  del 
hecho  punible,  podrá  presenciarlas  ya 
sola,  ya  asistida  del  defensor  que  eligiere 
ó  le  fuere  nombrado  de  oficio,  si  así  lo 
solicitare;  y  uno  y  otro  podrán  hacer  en 
el  acto  las  observaciones  que  estimen 
pertinentes,  las  cuales  se  consignarán 
por  diligencfa  si  no  fueren  aceptadas. 

AI  efecto  se  pondrán  en  conocimiento 
del  procesado  el  acuerdo  relativo  á-la 
práctica  de  la  diligencia  con  la  anticipa- 
ción que  permita  su  índole,  y  no  se  sus- 
penderá por  ia  falta  de  comparecencia 
del  procesado  ó  de  su  defensor. 

Caf.  n.— ¿>«í  cuerpo  del  delito. 

Art.  834.  Bi  Juez  instructor  procurará 
recoger  en  los  primeros  momentos  las 
armas,  instrumentos  ó  efectos  de  cual- 
quiera clase  que  puedan  tener  relación 
con  el  delito  y  se  hallen  en  el  lugar  en 
que  éste  se  cometió,  ó  en  sus  inmedia- 
ciones, ó  en  poder  del  reo,  ó  en  otra  par- 
te conocida,  extendiendo  diligencia  ex- 
presiva del  lugar,  tiempo  y  ocasión  en 
que  se  encentraren,  describiéndolos  mi- 
DDciosamlmte  para  que  se  pueda  formar 
idea  cabal  de  los  mismos  y  de  las  cir- 
cunstancias de  su  hallazgo. 

La  diligencia  será  firmada  por  la  per- 
sona en  cuyo  poder  fueren  hallados,  no- 
tificándose á  la  misma  el  auto  en  que  se 
minde  recogerlos. 

Art  386.  Siendo  habida  la  persona  ó 
cosa  objeto  del  delito,  el  Juez  instructor 
describirá  detalladamente  su  estado  y 


circunstancias,  y  especialmente  todas  las 
que  tuviesen  relación  con  el  hecho  pu- 
nible. 

Si  por  tratarse  de  delito  de  falsificación 
cometida  en  documentos  ó  efectos  exis- 
tentes en  dependencias  del  Estado  hu- 
biere imprescindible  necesidad  de  tener- 
los á  la  vista  para  su  reconocintiento  pe- 
ricial y  examen  por  parte  del  Juez  ó  Tri- 
bunal, se  reclamarán  á  las  correspondien- 
tes Autoridades,  sin  perjuicio  de  devol- 
I  verlos  á  los  respectivos  Centros  oficiales 
I   después  de  terminada  la  causa. 

Art.  336.  £u  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  ordenará  también  el 
Juez  el  reconocimiento  por  peritos,  siem- 
pre que  esté  indicado  para  apreciar  me- 
jor la  relación  con  el  delito,  de  los  luga- 
res, armas,  instrumentos  y  efectos  á  que 
dichos  artículos  se  refieren,  haciéndose 
constar  por  diligencia  el  reconocimiento 
y  el  informe  pericial, 

A  esta  diligencia  podrán  asistir  tam 
bien  el  procesado  y  su  defensor  en  los 
términos  expresadoi^en  el  art.'333. 

Art.  387.  Cuando  en  el  acto  de  des 
cribir  la  persona  ó  cosa  objeto  del  delito 
y  los  lugaren,  armas,  instrumentos  ó  efec- 
tos relacionados  con  el  mismo,  estuvie- 
ren presentes  ó  fueren  conocidas  perso 
ñas  que  puedan  declarar  acerca  del  modo 
y  forma  con  que  aquél  hubiese  sido  co- 
metido, y  de  las  causas  de  las  alteracio- 
nes que  se  observaren  en  dichos  lugares, 
armas,  instrumentos  ó  efectos,  ó  acerca 
de  su  estado  anterior,  serán  examinadas 
inmediatamente  después  de  la  descrip- 
ción y  sus  declaraciones  se  considerarán 
como  complemento  de  ésta. 

Art.  338.  Los  instrumentos,  armas  y 
efectos  á  que  se  refiere  el  art.  334  se  se- 
llarán, si  fuere  posible,  acordando  su  re- 
tención y  conservación.  Las  diligencias 
á  que  esto  diere  lugar  se  firmarán  por  la 
persona  en  cuyo  poder  se  hubiesen  ha- 
llado, y  en  su  defecto  por  dos  testigos. 

Si  los  objetos  no  pudieren  por  su  natu- 
raleza conservarse  en  su  forma  primitiva, 
el  Juez  resolverá  lo  que  estime  más  con- 
veniente para  conservarlos  del  mejor 
modo  posible. 

Si  entre  los  objetos  recogidos  se  encon- 
traren cosas  ó  Vasos  sagrados,  el  Juez 
instructor  mandará  que  sean  separados 
de  los  demás  y  guardados  aparte,  evitan 
do  toda  profanación. 

Art.  339.  Si  fuere  conveniente  recibir 
algún  informe  pericial  sobre  los  medios 
empleados  para  la  desaparición  del  cuer- 
po del  delito  ó  sobre  las  pruebas  de  cual- 
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quiera  claae  qae  en  su  defecto  se  habíesen 
recogido,  el  Juez  lo  ordenará  inmediata- 
mente  del  modo  prevenido  en  el  cap.  VII 
de  este  mismo  título. 

Art.  840.  Si  la  instrucción  tuviere  lu- 
u:ar  por  causa  de  muerte  violenta  ó  sospe 
chosa  de  criminalidad,  antes  de  proceder 
al  enterramiento  del  cadáver  ó  inmedia- 
tamente después  de  su  exhumación,  he- 
cha ia  descripción  ordenada  en  el  artícu- 
lo 386,  se  identificará  por  medio  de  testi- 
gos que,  á  la  vista  del  mismo,  den  razón 
satisfactoria  de  su  conocimiento. 

Art.  341.  No  habiendo  testigos  de  co- 
nocimiento, si  el  estado  del  cadáver  lo 
permitiere,  se  expondrá  ai  público  antes 
de  practicarse  la  autopsia,  por  tiempo  á  lo 
menos  de  veinticuatro  horas,  expresando 
en  un  cartel,  que  se  fijará  á  la  puerta  del 
depósito  de  <>ndáveres,  el  sitio,  hora  y  día 
en  que  «qué!  se  hubiese  hallado  y  el  Juez 
que  estuviese  instruyendo  el  sumario,  á 
ñn  de  que  quien  tenga  algún  dato  que 
pueda  contribuir  al  reconocimiento  del 
cadáver  ó  al  esclarecimiento  del  delito  y 
de  BUS  circunstancias  lo  comunique  al 
Juez  instructor. 

Art.  34*2  Cuando  á  pesar  de  tales  pre 
■  venciones  no  fuere  el  cadáver  reconocido, 
recogerá  el  Juez  todas  las  prendas  del 
traje  con  que  se  le  hubiese  encontrado,  á 
fin  de  que  puedan  servir  oportunamente 
para  hacer  la  identificación. 

Art.  843.  En  los  sumarios  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  340,  aun  cuando  por  la 
inspección  exterior  pueda  presumirse  la 
causa  de  la  muerte,  se  procederá  ala  au- 
topsia del  cadáver  por  los  médicos  foren- 
ses ó  en  su  caso  por  los  que  el  Juei  de- 
signe, los  cuales,  después  de  describir 
exactamente  dicha  operación,  informarán 
sobre  el  origen  del  fallecimiento  y  sus 
circunstancias. 

Para  practicar  la  autopsia  se  observará 
lo  dispuesto  eu  el  art.  333. 

Art.  344.  Con  el  nombre  de  Médico 
forense  habrá  en  cada  Juzgado  de  ins- 
trucción un  Facultativo  encargado  <le 
auxiliar  á  la  administración  de  justicia 
en  todos  los  casos  y  actuaciones  en  que 
sea  necesario  ó  conveniente  la  interven- 
ción y  servicios  de  su  profesión,  en  cual- 
quier punto  de  la  demarcación  judicial. 

Art.  34Ó.  Kl  Médico  forense  residirá 
en  la  capital  del  Juzgado  para  que  haya 
<4Ído  nombrado  y  no  podrá  ausentarse  de 
HJla  8in  lireucia  del  Juez,  del  Presidente 
•  le  la  Audiencia  de  lo  criminal  ó  del  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  según  que  sea 
por  ocho  días  á  lo  más  en  el  primer  caso. 


veinte  en  el  segundo,  y  por  el  tiempo  que 
el  Ministro  estime  conveniente  eu  el 
tercero. 

Art.  346.  En  las  ausencias,  enferme- 
dades y  vacantes,  sustituirá  al  Médico 
forense  otro  Profesor  que  desempeñe 
igual  cargo  en  la  misma  población;  y  si 
no  le  hubiese  el  que  el  Juez  designe,  dan- 
do cuenta  de  ello  al  Presidente  de  la  Au 
diencia  de  lo  criminal.  • 

Lo  mismo  sucederá  cuando  por  cual- 
quier otro  motivo  no  pudiese  valerse  el 
Juez  instructor  del  Médico  forense.  Los 
que  se  negaren  al  cumplimiento  de  este 
deber  ó  le  eludieren,  incurrirán  en  multa 
de  25  á  100  pesetas;  y,  si  insistieren  en 
su  negativa,  serán  procesados  como  reos 
de  desobediencia  grave. 

Art.  347.  El  Módico  forense  está  oblí 
gado  á  practicar  todo  acto  ó  diligencia 
propios  de  su  profesión  é  instituto  con 
el  celo,  esmero  y  prontitud  que  la  nata 
raleza  del  caso  exija  y  la  administración 
de  justicia  requiera. 

Art.  348.  Cuando  en  algún  caso,  ade- 
más de  la  intervención  del  Médico  foren 
se,  el  Juez  estimase  necesaria  la  coope 
ración  de  uno  ó  más  Facultativos,  hará 
el  oportuno  nombramiento. 

Lo  establecido  en  el  párrafo  anterior 
tendrá  también  lugar  cuando,  por  ia  gra 
vedad  del  caso,  el  Médico  forense  crea 
necesaria  la  cooperación  de  uno  ó  más 
profesores  y  el  Juez  lo  estimare  así. 

Art.  349.  Siempre  que  sea  compati4>ie 
con  la  buena  adtninistracción  de  justicia, 
el  Juez  podrá  conceder  prudencialtfiente 
un  término  al  Médico  foréfise  para  qae 
preste  sus  declaraciones,  evacué  los  in- 
formes y  consultas  y  redacte  otros  docn 
mentes  que  sean  necesarios,  permitién 
dolé  asimismo  designar  las  horas  que  ten 
ga  por  más  oportunas  para  practicar  la^ 
autopsias  y  exhumaciones  de  los  cada 
veres. 

Art.  360.  En  los  casos  de  envenena 
miento,  heridas  ú  otras  lesiones  cuales 
quiera,  quedará  el  Módico  forense  encar 
gado  de  la  asistencia  facultativa  del  pa- 
ciente, á  no  ser  que  éste  ó  mi  tauíilifl 
prefieran  la  de  uno  ó  más  profesores  <le 
su  elección,  en  cuyo  caso  conservará 
aquél  la  inspección  y  vigilancia  que  !f 
incumbe  para  llenar  el  correspondiente 
servicio  médico-forense. 

El  procesado  tendrá  derecho  á  de«i;í 
nar  un  Profesor  que,  con  los  nombra«lo» 
por  el  Juez  instructor  ó  el  designado  poi 
la  parte  acusadora,  intervenga  en  la  asie 
tencia  del  paciente. 
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Art.  361.  Cuando  el  Médico  forense  ó 
en  8U  defecto  el  designado  ó  designados 
(>or  el  Juess  instrnctor  no  estuvieren  con- 
fonues  con  el  tratamiento  ó  plan  curativo 
empleado  por  los  Facultativos  que  el  pa- 
riente ó  su  fannilia  hubiesen  nombrado, 
liarán  parte  á  dicho  Juez  instructor  á  los 
efectos  que  en  justicia  procedan.  Lo  mis- 
mo podrá  hacer  en  su  caso  el  Facultativo 
designado  por  el  procesado. 

El  Juez  instructor,  cuando  tal  discor- 
dia resultara,  designará  mayor  número 
lie  Profesores  para  que  manifieste  su  pa- 
recer, y  consignados  todos  los  ciatos  ne- 
cesarios, se  tendrán  presentes  para  cuan- 
do en  su  día  haya  de  fallarse  la  causa. 

Art.  862.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  es  aplicable  cuando  el  pa- 
ciente ingresa  en  la  cárcel,  hospital  ú 
otro  establecimiento  y  sea  asistido  por 
los  Facultativos  de  los  mismos. 

Art.  363.  Las  autopsias  se  harán  en 
«n  local  público  que  en  cada  pueblo  ó 
partido  tendrá  destinado  la  Administra- 
ción para  el  objeto  y  para  depósito  de 
cadáveres.  Podrá,  sin  embargo,  el  Juez 
de  instrucción  disponer,  cuando  lo  consi 
dere  conveniente,  que  la  operación  se 
practique  en  otro  lugar  ó  en  el  domicilio' 
del  difunto,  si  su  familia  lo  pidiere  y  esto 
no  perjudicare  al  éxito  del  sumario. 

8i  el  Jue«  de  instrucción  no  pudiere 
asistir  á  la  operación  anatómica  delega 
ri  en  un  funcionario  de  politría  judicial, 
dando  fe  de  su  asistencia,  así  como  de  )o 
que  en  aquélla  ocurriere,  el  Secretario  de 
la  cansa. 

Art.  854.  Cuando  la  muerte  sobrevi- 
niere por  consecuencia  de  algún  acciden 
t^ocarrido  en  las  vías  férreas,  yendo  un 
tren  en  marcha,  únicamente  se  detendrá 
éste  el  tiempo  preciso  para  separar  el  ca 
dáver  ó  cadáveres  de  la  vía,  haciéndose 
constar  previamente  su  situación  y  esta- 
do, bien  por  la  Autoridad  ó  funcionario 
de  policía  judicial  que  inmediatamente 
se  presente  en  el  lugar  del  siniestro,  bien 
por  los  que  accidentalmente  se  bailen  en 
*?i  mismo  tren,  bien  en  defecto  de  estas 
personas  por  el  empleado  de  mayor  cate- 
goría á  cuyo  cargo  vaya,  debiendo  ser 
preferidos  para  el  caso  los  empleados  ó 
«gentes  del  Gobierno. 

6e  dispondrá  asimismo  lo  conveniente 
para  que,  sin  perjuicio  de  seguir  el  tren 
w  marcha,  sea  avisada  la  Autoridad  que 
Ma  instruir  las  primeras  diligencias  y 
acordar  el  levantamiento  de  los  cadá- 
veres; y  las  personas  antedichas  recoge- 
rán en  el  acto  con  prontitud  los  datos  y 


antecedentes  precisos,  qne  comunicarán 
á  la  mayor  brevedad  á  la  Autoridad  com- 
petente para  la  instrucción  de  las  prime- 
ras diligencias,  con  el  fin  de  que  pueda 
esclarecerse  el  motivo  del  siniestro. 

Art.  S66.  Si  el  hecho  criminal  que 
motivare  la  formación  de  una  causa  cual- 
quiera consistiese  en  lesiones,  los  médi- 
cos que  asistieren  al  herido  estarán  obli- 
gados á  dar  parte  de  su  estado  y  adelan- 
tos en  los  períodos  que  se  le  sefialen,  é 
inmediatamente  que  ocurra  cualquiera 
novedad  que  merezca  ser  puesta  en  cono- 
cimiento del  Juez  instrnctor. 

Art.  366.  Las  operaciones  de  análisis 
químico  que  exija  la  sustanciación  de  los 
procesos  criminales  se  practicarán  por 
Doctores  en  Medicina,  en  Farmacia,  en 
Ciencias  fisicoquímicas,  ó  por  ingenie- 
ros que  se  hayan  dedicado  á  la  especia- 
lidad quín)ica.  Si  no  hubiere  Doctores 
en  aquellas  Ciencias  podrán  ser  nombra 
dos  Licenciados  que  ténganlos  conoci- 
mientos y  prácticas  suficientes  para  ha- 
cer dichas  operaciones. 

JLiüs  Jueces  de  instrucción  designarán, 
eiflre  los  comprendidos  en  el  párrafo  an- 
terior, los  peritos  que  han  de  hacer  el 
análisis  de  las  sustancias,  que  en  cada 
caso  exija  la  administración  de  justicia. 

Cuando  en  el  partido  judicial  donde  se 
instruya  el  proceso  no  haya  ninguno  de 
los  peritos  á  quienes  se  refiere  el  párrafo 
primero,  ó  estén  imposibilitados  legal  ó 
¡físicamente  de  practicar  el  análisis  los 
que  en  aquél  residieren,  el  Juez  instruc- 
tor lo  pondrá  en  conocimiento  del  Presi- 
dente de  la  Sala  ó  Audiencia  de  lo  crimi- 
nal, y  éste  nombrará  el  perito  ó  peritos 
que  hayan  de  practicar  dicho  servicio 
entre  las  personas  que  designa  el  párrafo 
primero  domiciliadas  en  el  territorio.  Al 
mismo  tiempo  comunicará  el  nombra- 
miento de  peritos  al  Juez  instructor  para 
que  ponga  ásu  disposición,  con  las  debi- 
das precauciones  y  formalidades,  las  sus- 
tancias que  hayan  de  ser  analizadas. 

El  procesado  ó  procesados  tendrán  de- 
recho á  nombrar  un  perito  que  concurra 
con  los  designados  por  el  Juez. 

Art.  357.  J^s  Indicados  Profesores 
prestarán  este  servicio  en  el  concepto  de 
peritos  titulares,  y  no  podrán  negarse  á 
efectuarlo  sin  justa  causa,  siéndoles  apli- 
cable en  otro  caso  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo 2.°  del  art.  346. 

Art.  368.  Cada  uno  de  los  citados  Pro- 
fesores que  informe  como  perito  en  vir- 
tud de  orden  judicial,  percibirá  por  sus 
honorarios  é  indemnización  de  los  gastos 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


—  154  — 


ENJ 


que  el  desempefio  de  este  servicio  le  oca- 
sione, la  cantidad  que  se  fije  en  los  re- 
filamentos,  no  estando  obligado  á  traba- 
jar más  de  tres  horas  por  día»  excepto  en 
casos  urgentes  ó  extraordinarios,  lo  que 
se  hará  constar  en  los  autos. 

Art.  369.  Concluido  el  análisis  y  fir- 
mada la  declaración  correspondiente,  ios 
Profesores  pasarán  al  Juez  instructor  ó 
al  Presidente  de  la  Sala  ó  Audiencia  de 
lo  criminal  en  su  caso,  una  nota  firmada 
de  los  objetos  ó  sustancias  analizados  y 
de  los  honorarios  que  les  correspondan  á 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  an- 
terior. 

El  Juzgado  dirigirá  esta  nota,  con  las 
observaciones  que  crea  justas,  al  Presi- 
dente de  lá  Audiencia  de  lo  criminal, 
quien  la  cursará  elevándola  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  á  no  encontrar  ex 
cesivo  el  número  de  horas  que  se  supon- 
gan empleadas  en  cualquier  análisis,  en 
cuyo  caso  acordará  que  informen  tres 
comprofesores  del  que  lo  baya  verificado, 
y  en  vista  de  su  dictamen,  confirmará  ó 
rebajará  los  honorarios  reclamados  á  lo 
que  fuere  justo,  remitiendo  todo  con  ^u 
informe  al  expresado  Ministerio. 

Otro  tanto  hará  el  Presidente  de  la 
Audiencia  cuando  el  análisis  se  hubiere 
practicado  durante  el  juicio  oral. 

Art.  ^0.  £1  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, si  conceptuare  excesivos  los  hono- 
rarios, podrá  también,  antes  de  decretar 
su  pago,  pedir  informe  y  en  su  caso  nue- 
va tasación  de  los  mismos  á  la  Academia 
''de  Ciencias  exactas»  físicas  y  naturales, 
y  en  vista  de  lo  que  esta  Corporación  ex- 
pusiere ó  de  la  nueva  tasación  que  prac- 
ticare, se  confirmarán  los  honorarios  ó  se 
reducirán  á  lo  que  resultare  justo,  decrt)- 
tándose  su  pago. 

Art  861.  Para  verificar  éste,  se  in- 
cluirá por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justi 
cia  en  los  presupuestos  de  cada^año,  In 
cantidad  que  se  conceptúe  necesaria. 

Art.  S62.  Los  Profesores  menciona 
dos  no  podrán  reclaniar  otros  honorarios 
que  los  anteriormente  fijados  por  virtud 
de  servicio,  ni  exigir  que  el  Juez  ó  Tri- 
bunal les  facilite  los  medios  materiales 
de  laboratorio  ó  reactivos,  ni  tampoco 
auxiliares  subalternos  para  llenar  su  co- 
metido. 

Cuando  por  falta  de  peritos,  laborato- 
rio o  reactivos  no  sea  posible  practicar 
el  análisis  en  la  circunscripción  de  la  Au- 
diencia de  lo  criminal,  se  practicará  en 
la  capital  de  la  provincia  y,  en  último  ex- 
tremo, en  la  del  Reino. 


Art.  363.  Los  Juzgados  y  Tribunales 
ordenarán  la  práctica  de  los  análisis  qui- 
micos  únicamente  en  los  casos  en  que  se 
consideren  absolutamente  indispensables 
para  la  necesaria  investigación  judicial  y 
la  recta  administración  de  justicia. 

Art.  364.  £n  los  delitos  de  robo,  hurto, 
estafa,  y  en  cualquiera  otro  en  que  deba 
hacerse  constar  la  preexistencia  de  las 
cosas  robadas,  hurtadas  ó  estafadas,  si 
no  hubiere  testigos  presenciales  del  he- 
cho, se  recibirá  información  sobre  los  an- 
tecedentes del  que  se  presentare  como 
agraviado,  y  sobre  todas  las  circunstan- 
cias que  ofrecieren  indicios  de  hallarse 
éste  poseyendo  aquéllas  al  tiempo  en  que 
resulte  cometido  el  delito. 

Art.  366.    Cuando  para  la  calificación 
del  delito  ó  de  sus  circunstancias  fuer» 
necesario  estimar  el  valor  de  la  cosa  quti 
hubiese  sido  su  objeto  ó  el  importe  dei 
perjuicio  causado  ó  que  hubiera  podido 
causarse,  el  Juez  oirá  sobre  ello  al  duefio 
ó  perjudicado,  y  acordará  después  el  re- 
conocimiento pericial  en  la  forma  deter- 
minada en  el  cap.  VII  de  este  mismo  tí 
tulo   £1  Juez  facilitará  á  los  peritos  nom- 
brados las  cosas  y  elementos  directos  de 
apreciación  sobre  que  hubiere  de  recaer 
el  informe  y,  si  no  estuvieren  á  su  dispo- 
sición, les  suministrará  los  datos  oportn 
nos  que  se  pudieren  reunir;  previniendo 
les  en  tal  caso,  que  hagan  la  tasación  y 
regulación  óe  perjuicios  de  un  modo  pru 
dente,  con  arreglo  á  los  datos  suminis 
trados. 

Art.  366.  Las  diligencias  prevenidas 
en  este  capitulo  y  en  el  anterior  se  prac- 
ticarán con  preferencia  á  las  demás  dei 
sumario,  no  suspendiéndose  su  ejecución 
sino  para  asegurar  la  persona  del  pré 
sunto  culpable  ó  para  dar  el  auxilio  ne- 
cesario á  los  agraviados  por  el  delito. 

Art.  367.  £n  ningún  caso  se  admití 
rán  durante  el  sumario  reclamaciones  ni 
tercerías  que  tengan  por  objeto  la  devo- 
lución de  los  efectos  que  constituyen  el 
cuerpo  del  delito,  cualquiera  que  sea  su 
clase  y  la  persona  que  los  reclame. 

Cap.  Jll.^De  la  identidad  deldelin- 
cuente  y  de  sus  circunstancias  personales 

Art.  368.  Cuantos  dirijan  cargosa  de  ^ 
terminada  persona  deberán  reconocerln 
judicialmente,  si  el  Juez  instructor,  lo» 
acusadores  ó  el  mismo  inculpado  couce|> 
túan  fun<iadaniente  precisa  la  diligenci.' 
para  la  identificación  de  este  último  con 
relación  á  los  designantes,  á  fin  de  que 
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lio  ofrezca  dada  qaién  69  la  persona  á 
*iue  aquéllos  se  refieren. 

Art.  869.  La  diligencia  de  reconocí 
miento  se  practicará  poniendo  á  la  vista 
•iel  qae  hubiere  de  verificarlo  la  persona 
qae  haya  de  ser  reconocida,  haciéndola 
comparecer  en  nnión  con  otras  de  cir 
eanatancia^  exteriores  semejantes.  A  pre 
sencia  de  todas  ellas,  6  desde  un  punto 
en  qoe  no  pudiera  ser  visto,  según  al 
Tnes  pareciere  más  conveniente,  e!  que 
«leba  practicar  el  reconocimiento  mani- 
festará si  se  encuentra  en  la  rueda  ó  gru- 
po la  persona  á  quien  hubiese  hecho  re- 
ferencia en  sus  declaraciones,  designán- 
dola, en  caso  afirmativo,  clara  y  determi 
iiadamente. 

£u  la  diligencia  que  se  extienda  se 
harán  constar  todas  las  circunstancias 
del  acto,  así  como  los  nombres  de  todos 
lo9  que  hubiesen  formado  la  rueda  ó 
grupo. 

Art.  370.  Guando  fueren  varios  los 
qne  hubieren  de  reconocer  á  una  perso- 
na, la  diligencia  expresada  en  el  artículo 
anterior  deberá  practicarse  separadamen- 
te con  cada  uno  de  ellos,  sin  que  puedan 
comnoicarse  entre  sí  hasta  que  se  haya 
efectuado  el  áltimo  reconocimiento. 

Cnando  fueren  varios  los  que  hubieren 
de  ser  reconocidos  por  una  misma  perso- 
na, podrá  hacerse  el  reconocimiento  de 
todos  en  un  solo  acto. 

Art.  871.  El  que  detuviere  ó  prendie- 
re  á  algún  presunto  culpable  tomará  las 
precauciones  necesarias  para  que  el  de- 
tenido ó  preso  no  haga  en  su  persona  ó 
traje  alteración  alguna  que  pueda  dificul- 
tar su  reconocimiento  por  quien  corres- 
ponda. 

Art.  372.  Análogas  precauciones  de 
berán  tomar  los  Alcaides  de  las  cárceles 
y  loe  Jefes  de  los  depósitos  de  detenidos; 
y  ai  en  los  establecimientos  de  su  cargo 
hubiere  traje  reglamentario,  conservarán 
cuidadosamente  el  que  lleven  los  presos 
ó  detenidos  al  ingresar  en  el  estableci- 
miento, á  fin  de  que  puedan  vestirlo 
cuantas  veces  fuere  conveniente  para  di- 
ligencias de  reconocimiento. 

Art.  378.    Si  se  originare  alguna  duda 
Bobre  la  identidad  del  procesado  se  pro 
curará  acreditar  ésta  por  cuantos  medios 
fueren  conducentes  al  objeto. 

Art.  374.  El  Juez  hará  constar,  con  la 
minuciosidad  posible,  las  señas  persona- 
les del  procesado,  á  fin  de  que  la  diligen- 
cia pueda  servir  de  prueba  de  su  iden- 
lidHd. 

Art.  876.     Para  acreditar  la  edad  del 


procesado  y  comprobar  la  identidad  de 
su  persona,  se  traerá  al  sumario  certifi^ 
cación  de  su  inscripción  de  nacimiento 
en  el  Regisrro  civil  ó  de  su  partida  de 
bautismo,  si  no  estuviere  inscrito  en  el 
Registro. 

En  todo  caso,  cuando  no  fuere  posible 
averiguar  el  Registro  civil  ó  parroquia 
en  que  deba  constar  el  nacimiento  ó  el 
bautismo  del  procesado,  ó  no  existiesen- 
su  inscripción  y  partida,  y  cuando  por 
manifestar  el  procesado  haber  nacido  en 
panto  lejano  hubiere  necesidad  de  em- 
plear mucho  tiempo  en  traer  á  la  causa 
Ih  certificación  oportuna,  no  se  detendrá 
el  sumario  y  se  suplirá  el  documento  del 
artículo  anterior  por  informe  que  acerca 
de  la  edad  del  procesado,  y  previo  su 
examen  físico,  dieren  los  Médicos  foren- 
ses ó  los  nombrados  por  el  Juez. 

Art.  876.  Cuando  no  ofreciere  duda 
la  identidad  del  procesado,  y  conocida- 
mente tuviese  la  edad  que  el  Código  pe- 
nal requiere  para  poderle  exigir  la  res- 
ponsabilidad criminal  en  toda  su  exten- 
sión, podrá  prescindirse  de  la  justifica- 
ron expresada  en  el  artículo  anterior,  si 
su  práctica  ofreciese  alguna  dificultad  ú 
ocasionase  dilaciones  extraordinarias. 

En  las  actuaciones  sucesivas  y  duran- 
te el  juicio,  el  procesado  será  designado 
con  el  nombre  con  que  fuere  conocido  ó 
con  el  que  él  mismo  dijere  tener. 

Art.  377.  Si  el  Juez  instructor  lo  con- 
ceptuase conveniente,  podrá  pedir  infor- 
mes sobre  la  moralidad  del  procesado  á 
los  Alcaldes  de  barrio  ó  á  los  correspon- 
dientes funcionarios  de  policía  del  pue- 
blo ó  pueblos  en  que  hubiese  residido. 

Estos  informes  serán  fundados,  y  si  no 
fuere  posible  fundarlos,  se  manifestará 
la  causa  que  lo  impidiere. 

Los  que  los  dieren  no  contraerán  res- 
ponsabilidad alguna,  sino  en  caso  de  ma- 
licia probada. 

Art.  878.  Podrá  además  el  Juez  reci- 
bir declaración  acerca  de  la  conducta  del 
procesado  á  todas  las  personas  que  por 
el  conocimiento  que  tuvieren  de  éste 
puedan  ilustrarle  sobre  ello. 

Art;  879.  Se  traerán  á  la  causa  los  an- 
tecedentes penales  del  procesado,  pidien- 
do los  anteriores  á  la  creación  del  Regis- 
tro central  de  penados  de  2  de  Octubre 
de  1878  á  los  Juzgados  donde  se  presu- 
ma que  puedan  en  su  caso  constar,  y  los 
posteriores  exclusivamente  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia. 

El  Jefe  del  Registro  en  el  Ministerio, 
está  obligado  á  dar  los  antecedentes  que 
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86  le  reclamen  ó  certificación  negativa  en 
80  caso,  en  el  improrrogable  término  de 
tres  días,  á  contar  desde  aquel  en  que  se 
reciba  la  petición,  justificando,  si  así  no 
lo  hiciere,  la  causa  legítima  que  lo  hubie- 
se impedido. 

£n  los  Juzgados  se  atenderá  también 
preferentemente  al  cumplimiento  de  este 
servicio,  debiendo  ser  corregidos  disci- 
plinariamente loB  funcionarios  que  lo 
posterguen. 

Art.  880.  8i  el  procesado  fuere  ma^'or 
de  nueve  afios  y  menor  de  quince,  el 
Juez  recibirá  información  acerca  del  cri- 
terio del  mismo,  y  especialmente  de  sn 
aptitud  para  apreciar  la  criminalidad  del 
hecho  que  hubiese  dado  motivo  á  la 
cansa. 

En  esta  información  serán  oídas  las 
personas  que  puedan  deponer  con  acier- 
to por  sus  circunstancias  personales  y 
por  las  relaciones  que  hayan  tenido  con 
el  procesado  antes  y  después  de  haberse 
ejecutado  el  hecho.  En  su  defecto,  se 
nombrarán  dos  Profesores  de  instrucción 
primaria,  para  que,  en  unión  del  Médico 
forense  ó  del  que  haga  sus  veces,  exami- 
nen al  procesado  y  emitan  su  dictamen. 

Art.  881.  Si  el  Juez  advirtiere  en  el 
procesado  indicios  de  enajenación  men- 
tal, le  someterá  inmediatamente  á  la  ob 
servacióu  de  los  Médicos  forenses  en  et 
establecimiento  en  que  estuviese  preso,  ó 
en  otro  público  si  fuere  más  á  propósito 
ó  estuviere  en  libertad. 

Los  Médicos  darán  en  tal  caso  su  in 
forme  del  modo  expresado  en  el  cap.  VII 
de  este  titulo. 

Art.  882.  Sin  perjuicio  de  lo  dispues 
tó  en  el  artículo  anterior,  el  Juez  recibirá 
información  acerca  de  la  enajenación 
mental  del  procesado,  en  la  forma  preve- 
nida en  el  art.  880. 

Art.  883.  Si  la  demencia  sobreviniera 
después  de  cometido  el  delito,  concluso 
que  sea  el  sumario  se  mandará  archiviir 
la  causa  por  el  Tribunal  competente 
hasta  que  el  procesado  recobre  la  salud, 
disponiéndose  además  reepecto  de  éste 
lo  que  el  Código  penal  prescribe  para  los 
que  ejecutan  el  hecho  en  e8tado.de  de 
mencia. 

Si  hubiese  algún  otro  procesado  por 
razón  del  mismo  delito  que  no  se  encon- 
trase en  el  caso  del  anterior,  continuará 
ia  causa  solamente  en  cuanto  al  mismo. 

Art.  884.     Desde  que  resultare  del  su 
mario  algún  indicio  racional  de  crimina- 
lidad  contra   determinada    persona,    se 
dictará   auto  declarándola  procesada  y 


mandando  que  se  entiendan  con  ella  las 
diligenciaB  en  la  forma  y  del  modo  dís 
puesto  en  este  título  y  en  los  demás  de 
esta  ley. 

El  procesado  podrá,  desdé  el  momento 
de  serlo,  aconsejarse  de  Letrado,  mien- 
tras no  estuviere  incomunicado,  y  valer- 
se de  él  bien  para  instar  la  pronta  termi- 
nación del  sumario,  bien  para  solicitar  la 
práctica  de  diligencias  que  le  interesen, 
y  para  formular  pretensiones  que  afec- 
ten á  su  situación.  En  el  primer  caso,  po- 
drá recurrir  en  queja  á  la  Audiencia,  y 
en  los  otros  dos  apelar  para  ante  la  mis- 
ma, si  el  Juez  instructor  no  accediese  á 
sus  deseos. 

Estas  apelaciones  no  serán  admisibles 
más  que  en  un  solo  efecto. 

Para  cumplir  lo  determinado  en  este 
artículo,  el  Juez  instructor  dispondrá  que 
el  procesado  menor  de  edad  sea  habilita- 
do de  Procurador  y  Abogado,  á  no  ser 
que  él  mismo  ó  su  representante  legal 
designen  personas  que  merezcan  so  con- 
fianza para  dicha  reprebeutación  y  de 
fensa. 

Cap.  IV. — De  las  declaraciones 
de  loa  procesados, 

Art.  885.  El  Juez,  de  oficio  ó  á  ins 
tancia  del  Ministerio  fiscal  ó  del  quere- 
llante particular,  hará  que  los  ptocesndos 
presten  cuantas  declaraciones  considere 
convenientes  para  la  averiguación  de  los 
hechos,  sin  que  ni  el  acusador  privado 
ni  el  actor  civil  puedan  estar  presentes 
al  interrogatorio,  cuando  así  lo  disponga 
el  Juez  instructor. 

Art  886.  Si  el  procesado  estuviere 
detenido,  se  le  recibirá  la  primera  decla- 
ración dentro  del  término  de  veinticuatro 
horas. 

Este  plazo  podrá  prorrogarse  por  otras 
cuarenta  y  ocho  si  mediare  causa  grave, 
la  cual  se  expresará  en  la  providencia  en 
que  se  acordase  la  prórroga. 

Art.  387.  No  se  exigirá  juramento  á 
los  procesados,  exhortándoles  solamente 
á  decir  verdad  y  ad virtiéndoles  el  Juez 
de  instrucción  que  deben  responder,  de 
una  manera  precisa,  clara  y  conforme  á 
la  verdad,  á  las  preguntas  que  les  fueren 
hechas. 

Art.  888.  En  la  primera  declaración 
será  preguntado  el  procesado  por  su  nom 
bre,  apellidos  paterno  y  materno,  apodo 
si  lo  tuviere,  edad,  naturaleza,  vecindad, 
estado,  profesión,  arte,  oficio  ó.  modo  de 
vivir,  si  tiene  hijos,  ei  fué  procesado  an- 
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terionnente,  por  qué  delito,  ante  qué 
Juez  ó  Tribanal,  qué  pena  se  le  impuso, 
«i  la  camplió,  si  sabe  leer  y  escribir  y  si 
conoce  el  motivo  por  que  se  ie  ba  proce- 
sado. 

Art.  S89.  Las  preguntas  que  se  le  ba- 
gan en  todas  las  declaraciones  que  bu 
biere  de  prestar  se  dirigirán  á  la  averi 
gaación  de  los  becbos  y  á  la  participa- 
ción en  ellos  del  procesado  y  de  las  de- 
más personas  qne  hubieren  contribuido 
á  ejecutarlos  ó  encul)ririos. 

LaB  preguntas  serán  directas,  sin  que 
por  ningáu  concepto  puedan  hacérsele 
de  nn  modo  capcioso  ó  sugestivo. 

Tampoco  se  podrá  emplear  con  el  pro- 
cesaclo  género  alguno  de  coacción  ó  ame- 
nasa. 

Art.  890.  Las  relaciones  qne  bagan 
los  procesados  ó  respuestas  que  den  se- 
rán orales.  Sin  embargo,  el  Juez  de  ins- 
tracción,  teniendo  siempre  en  cuenta  las 
circaustancias  de  aqnéllus  y  la  naturale- 
za de  la  causa,  podrá  permitirles  que  re- 
dacten á  BU  presencia  una  contestación 
escrita  sobre  puntos  ilifíciles  de  explicar 
ó  qoe  también  consulten  á  su  presencia 
apantes  ó  notas. 

Art.  391.  Se  pondrán  de  manifiesto  al 
procesado  todos  ios  objetos  que  consti- 
toyan  el  cuerpo  del  delito  ó  los  que  el 
Jaez  considere  conveniente,  á  fin  de  que 
los  reconozca. 

Se  le  interrogará  sobre  la  procedencia 
de  dichos  objetos,  su  destino  y  la  razón 
de  haberlos  encontrado  en  su  poder;  y 
«n  general  será  siempre  interrogado  so- 
bre cnalqaiera  otra  circunstancia  que 
condasca  al  esclarecimiento  de  la  verdad. 

£1  Juez  podrá  ordenar  al  procesado, 
pero  sin  emplear  ningún  género  de  coac- 
ción, qne  escriba  á  su  presencia  algunas 
palabras  ó  frases  cuando  esta  medida  la 
considere  litil  para  desvanecer  las  dudas 
que  sarjan  sobre  la  legitimidad  de  un  es- 
crito que  se  le  atribuya. 

Art.  392.  Guando  el  procesado  rehuse 
contestar  ó  se  finja  loco,  sordo  ó  mudo, 
el  Joez  instructor  le  advertirá  qne  no 
obstante  su  silencio  y  su  simulada  enfer- 
medad se  continuará  la  instrucción  del 
proceso. 

Be  estas  circunstancias  se  tomará  ra- 
tón por  el  Secretario;  y  el  Juez  instruc- 
tor procederá  á  investigar  la  verdad  de 
la  enfermedad  que  aparente  el  procesa- 
do, observando  á  este  efecto  lo  dispuesto 
eo  los  respectivos  artículos  de  los  capí- 
IdIos  II  y  VII  de  este  mismo  título. 

Art.  893.     Cuando  el  examen  del  pro- 


cesado se  prolongue  mucho  tiempo,  ó  el 
número  de  pregunlns  que  se  le  hayan  he- 
cho sea  tan  considerable  que  hubiese 
perdido  la  sereni<lad  de  juicio  necesaria 
para  contestar  á  lo  demás  que  deba  pre- 
guntársele, se  suspenderá  el  examen, 
«•.oncedientio  al  procesado  el  tiempo  ne- 
cesario para  descansar  y  recuperar  la  cal- 
ma. Siempre  se  hará  constar  en  la  decla- 
ración misma  el  tiempo  que  se  haya  in- 
vertido en  el  interrogatorio. 

Art.  894.  El  Jnez  que  infringiere  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior  y  en 
el  889,  será  corregido  disciplinariamente, 
á  no  ser  que  incurriere  en  mayor  respon- 
sabilidad. 

Art.  895.  El  procesado  no  podrá,  á 
pretexto  de  incompetencia  del  Juez,  ex- 
cusarse de  contestar  á  las  preguntas  qua 
se  le  dirijan,  si  bien  podrá  protestar  la 
incompetencia,  consignándose  así  en  los 
autos 

Art.  396.  Se  -permitirá  al  procesado 
manifestar  cnanto  tenga  por  convenien- 
te para  su  exculpación  ó  para  la  explica- 
ción de  los  hechos,  evacuándose  con  ur- 
gencia las  citas  que  hi«;iere  y  las  demás 
diligencias  que  propusiere,  si  el  Juez  las 
estima  conducentes  para  la  comproba- 
ción de  sus  manift  fítat'iones. 

En  ningún  caso  podrán  hacerse  al  pro 
cesado  cargos  ni  reconveiH'iones,  ni  se 
leerá  parte  alguna  del  sumario  más  que 
sus  declaraciones  anteriores  si  lo  pidie- 
re, á  no  ser  que  el  Juez  hubiese  autoriza- 
do la  publicidad  de  aquél  en  todo  ó  en 
parle. 

Art.  897.  El  procesado  podrá  dictar 
por  sí  mismo  las  <ierlaraciones.  Si  no  lo 
hiciere,  lo  hará  el  Juez,  procurando,  en 
(fuanto  fuere  poeib'e,  consignar  las  mis 
mas  palabras  de  que  aquél  se  hubiese 
valido. 

Art.  898.  Si  el  procesado  no  supiere 
el  idioma  español  ó  fuere  sordomudo,  se 
observará  lo  dispuesto  en  los  artículos 
440,  441  y  442. 

Art.  899.  Gu9ndo  el  Juez  considere 
conveniente  el  exíanen  del  procesado  en 
el  lugar  de  los  hn  hu8  acerca  de  los  cua- 
les deba  ser  examinado  ó  ante  las  perso- 
nas ó  cosas  cun  ellos  relacionadas,  se  ob- 
servará lo  dispuesto  en  el  art.  488. 

Art.  400.  El  prot-esado  podrá  decla- 
rar cuantas  veces  quisiese,  y  el  Juez  le 
recibirá  inmediatamente  la  declaración, 
si  tuviere  relación  con  la  causa. 

Art.  401.  En  la  declaración  se  consig- 
narán íntegramente  las  preguntas  y  las 
contestHciones. 
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Art.  402.  El  procesado  podrá  leer  la 
declaración,  y  el  Jaez  le  enterará  de  que 
le  asiste  este  derecho. 

Si  no  usara  de  él,  la  leerá  el  Secretario 
á  su  presencia. 

Art.  40H.  Se  observará  lo  dispuesto 
en  el  art.  450  respecto  á  tachaduras  ó  en- 
miendas. 

Art.  404.  La  diligencia  se  firmará  por 
todos  los  que  hubiesen  intervenido  en  el 
acto  y  se  nutorieará  por  el  Secretario. 

Art.  405.  Si  en  las  declaraciones  pos- 
teriores se  pusiere  el  procesado  en  con- 
tradicción con  sus  declaraciones  prime- 
ras ó  retractare  sus  confeaiones  anterio- 
res, deberá  ser  interrogAdo  sobre  el  mó- 
vil de  BUS  contradicciones  y  sobre  las 
causas  de  su  retractación. 

Art.  406.  La  confesión  del  procesado 
no  dispensará  h1  Juez  de  instrucción  de 
practicar  todas  las  diligencias  necesarias 
á  fin  de  adquirir  el  convencimiento  de  la 
verdad  de  la  confesión  y  de  la  existencia 
del  delito. 

Con  este  objeto,  el  Juez  instructor  inte- 
rrogará al  procesado  confeso  para  que 
explique  todas  las  circunstancias  del  de- 
lito y  cuanto  pueda  contribuir  á  compro- 
bar cu  confesión,  si  fué  HUtor  ó  cómplice 
y  si  conoce  á  algunas  personas  que  fue- 
ren testigos  ó  tuvieren  conocimiento  del 
hecho. 

Art.  407.  Respecto  á  la  incomunica- 
ción de  los  procesado»,  se  observará  lo 
dispuesto  en  los  arts.  506  al  51 1. 

Art.  408.     No  se  leerán  al  procesado 
los  funda'nentos  del  auto  de  incomuni 
cación  cuando  le  fuere  notificado,  ni  se  le 
dará  copia  de  ellos. 

Art.  409.  Para  recibir  declaración  al 
procesado  menor  de  edad,  no  habrá  ne- 
cesidad de  nombrarle  curador. 

Oaf.  V.— £)c  la$  declaracioneB 
de  los  íestigoB. 

Art.  410.  Todos  los  que  residan  en  te- 
rritorio espafiol,  nacionales  ó  extranje- 
ros, que  no  estén  impedidos,  tendrán 
obligación  de  concurrir  al  llamamiento 
Judicial  para  deítlarar  cnanto  supieren  so- 
bre lo  que  les  fuere  preguntado,  si  para 
ello  se  les  cita  con  las  formalidades  pres- 
critas en  la  ley. 

Art.  411.  Se  exceptúan  de  lo  dispues 
to  en  el  articulo  anterior,  el  Rey,  su  Con- 
sorte, el  Príncipe  heredero  y  el  Regente 
del  Reino. 

A rt.  4 1 2.  Estarán  exentos  también  de 
concurrir  al  llamamiento  del  Juez,  pero 
no  de  declarar: 


I. o    Las  demá^  personas  Reala». 

2.0    Los  Ministros  de  la  Corona. 

8.0  Los  Presidentes  del  Senado  y  del 
Congreso  de  los  Diputados. 

4.0  £1  Presidente  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

5.0  Las  Autoridades  judiciales  de  ca- 
tegoría superior  á  la  del  que  recibiere  1a 
declaración. 

6.0  El  Gobernador  civil  y  Delegado 
de  Hacienda  de  la  provincia,  el  Capitán 
general  del  distrito  y  el  Gobernador  mi- 
litar en  cuyo  territorio  se  hubiere  de  re- 
cibir la  declaración. 

7.0  Los  Embajadores  y  demás  repre- 
sentantes diplomáticos  acreditados  cerca 
del  Gobierno  español. 

8."  Los  Capitanes  generales  del  Ejér- 
cito y  Armada. 

9.0    Los  Arzobispos  y  Obispos. 

Art.  41».  Cuando  fuere  necesaria  ó 
conveniente  la  declaración  de  alguna  de 
las  personas  designadas  en  el  artículo 
anterior,  el  Juez  pasará  á  su  domicilio  6 
residencia  oficial,  previo  aviso,  sefialán- 
dolé  día  y  hora. 

Art.  414.  La  resistencia  de  cualquie- 
ra de  las  personas  mencionadas  en  el  ar> 
tículo  412  á  recibir  en  su  domicilio  ó  resi- 
dencia oficial  al  Juez,  ó  á  declarar  cuan- 
to supieren  sobre  lo  que  les  fuere  pr^- 
gnntado  respecto  á  los  hechos  del  suma- 
rio, se  pondrá  en  conocimiento  del  Tri- 
bunal Supremo  para  los  efectos  que  pro- 
cedan. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior  las  personas  mencionada» 
en  el  nóm.  7.o  de  dicho  artículo.  Si  incQ- 
rrieren  éstas  en  la  resistencia  expresada ,. 
el  Juez  lo  comunicará  inmediatamente  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  remitiendo 
testimonio  instructivo,  y  se  abstendrá  de 
todo  procedimiento  respecto  á  ellas»  has- 
ta que  el  Ministro  le  comunique  la  Rea^ 
orden  que  sobre  el  caso  se  dictare. 

Art.  415.  Las  personas  comprendida» 
en  los  núms.  2.o,  8.o,  4.o,  6.o,  6.o,  8.o  y  9.<^ 
del  art.  412,  podrán  informar  por  escrita 
sobre  los  hechos  de  que  tengan  conoci- 
miento por  razón  de  sus  cargos. 

De  la  misma  manera  podrán  informar 
los  funcionarios  del  orden  judicial  ó  Mi- 
nisterio fiscal  que  se  encuentren  en  este 
caso. 

Serán  invitadas  á  prestar  su  declara- 
ción por  escrito  las  personas  comprendi- 
das en  el  núm.  7.o,  remitiéndose  al  efec- 
to al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  con 
atenta  comunicación  para  el  de  Estado, 
un  interrogatorio  que  comprenda  todos 
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los  extremos  á  qae  deban  contestar,  á  fin 
de  qae  puedan  hacerlo  por  la  vía  diplo- 
mática. 

Art.  416.  £s|ÍD  dispensados  de  la 
obligación  de  declarar: 

1.^  Los  parientes  del  procesado  en 
linea  directa  ascendente  ó  descendente, 
SQ  cónyuge,  sus  hermanos  consanguíneos 
ó  uterinos  y  los  laterales  consanguíneos 
hasta  el  segundo  grado  civil,  así  como 
los  parientes  naturales  á  que  se  refiere 
el  núm.  8.'' del  art.  261. 

El  Juez  instructor  advertirá  al  testigo 
que  se  baile  comprendido  en  el  párrafo 
anterior  que  no  tiene  obligación  de  de- 
clarar en  contra  del  procesado,  pero  que 
puede  hacer  las  manifestaciones  que 
considere  oportunas,  consignándose  la 
contestación  que  diere  á  esta  adver- 
tencia. 

2.^  El  Abogado  del  procesado  res- 
pecto á  los  hechos  que  éste  le  hubiese 
confiado  en  su  calidad  de  defensor. 

Si  alguno  de  los  testigos  se  encontrase 
en  las  relaciones  indicadas  en  los  párra- 
fos precedentes  con  uno  ó  varios  de  los 
procesados,  estará  obligado  á  declarar 
respecto  á  los  demás,  á  no  ser  que  en  su 
declaración  pudiera  comprometer  á  su 
pariente  ó  defendido. 

Art.  417.  No  podrán  ser  obligados  á 
declarar  como  testigos: 

l,^  Los  eclesiásticos  y  ministros  de 
los  cultos  disidentes,  sobre  los  hechos 
que  les  fueren  revelados  en  el  ejercicio 
de  las  funciones  de  su  ministerio. 

3.0  Los  funcionarios  públicos,  tanto 
civiles  como  militares,  de  cualquiera  cla- 
se que  sean,  cuando  no  pudieran  decla- 
rar sin  violar  el  secreto  que  por  razón  de 
sus  cargos  estuviesen  obligados  á  guar- 
dar, ó  cuando,  procediendo  en  virtud  de 
obediencia  debida,  no  fueren  autorizados 
por  su  superior  jerárquico  para  prestar 
la  declaración  que  se  les  pida. 

8.0  Los  incapacitados  física  ó  moral- 
mente. 

Art.  418.  Ningún  testigo  podrá  ser 
obligado  á  declarar  acerca  de  una  pre- 
gunta cuya  contestación  pueda  perjudi- 
car niaterial  ó  moralmente  y  de  una  ma- 
nera directa  é  importante,  ya  á  la  perso- 
na, ya  á  la  fortuna  de  alguno  de  los  pa- 
rientes á  que  se  refiere  el  art.  416. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  el  delito 
revista  sumi^gravetlad  por  atentar  á  4a 
seguridad  del  Estado,  á  la  tranquilidad 
pública  ó  á  la  sagrada  persona  del  Rey  ó 
de  su  sucesor. 

Art.  419.    81  el  testigo  estuviere  físi- 


camente impedido  de  acudir  al  llama- 
miento judicial,  el  Juez  inatructor  que 
hubiere  de  recibirle  la  declaración,  se 
constituirá  en  su  domicilio,  siempre  que 
el  interrogatorio  no  baya  de  poner,  en 
peligro  la  vida  del  enfermo. 

Art.  420.  £1  que  sin  estar  impedido 
no  concurriere  al  primer  llamamiento  ju- 
dicial, excepto  las  personas  menciona- 
das en  el  art.  412,  ó  se  resistiere  á  de- 
clarar lo  que  supiese  acerca  de  los  he- 
chos sobre  que  fuere  preguntado  á  no  es- 
tar comprendido  en  las  exenciones  de 
los  artículos  anteriores,  incurrirá  en  la 
multa  de  5  á  60  pesetas,  y  si  persistiere 
en  su  resistencia  será  conducido,  en  el 
primer  caso,  á  la  presencia  del  Juez  ins- 
tructor por  ios  dependientes  de  la  Auto- 
ridad y  procesado  por  el  delito  de  dene- 
gación de  auxilio  que  respecto  de  los  tes- 
tigos y  peritos  define  el  Código  penal,  y 
en  el  segundo  caso  será  también  proce- 
sado por  el  de  desobediencia  grave  á  la 
Autoridad. 

La  multa  será  impuesta  en  el  acto  de 
notarse  ó  cometerse  la  falta. 

Art.  421.  £i  Juez  de  instrucción  ó 
municipal  en  su  caso  hará  concurrir  á  su  . 
presencia  y  examinará  á  los  testigos  ci- 
tados en  la  denuncia  ó  en  la  querella,  ó 
en  cualesquiera  otras  declaraciones  ó  di- 
ligencias, y  á  todos  los  demás  que  supie- 
ren hechos  ó  circunstancias  ó  poseyeren 
datos  convenientes  para  la  comprobación 
ó  averiguación  del  delito  y  del  delin- 
cuente. 

Se  procurará,  no  obstante,  omitir  la 
evacuación  de  citas  impertinentes  ó  inú- 
tiles. 

Art.  422.  Si  el  testigo  residiere  fuera 
del  partido  ó  término  municipal  del  Juez 
que  instruyese  el  sumario,  éste  se  absten- 
drá de  mandarle  comparecer  á  su  pre- 
sencia, á  no  ser  que  lo  consideren  abso- 
lutamente necesario  para  la  comproba- 
ción del  delito  ó  para  el  reconocimiento 
de  la  persona  del  delincuente,  ordenán- 
dolo en  este  caso  por  auto  motivado. 

También  deberá  evitar  la  comparecen 
cia  de  los  empleados  de  vigilancia  públi- 
ca que  tengan  su  residencia  en  punto  dis- 
tinto de  la  capital  del  Juzgado,  de  los 
jefes  de  estación,  maquinistas,  fogone- 
ros, conductores,  telegrafistas,  factores, 
recaudadores,  guarda-agujas  ú  otros  agen- 
tes que  desempeñen  funciones  análogas, 
á  los  cuales  citará  por  conducto  de  sus 
jefes  inmediatos  cuando  sea  absolu- 
tamente indispensable  su  comparecencia. 

Art.  428.     £n  el  caso  de  la  regla  gene- 
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ral  comprendida  en  el   párrafo  primero 
del  artículo  anterior,  aaí  couioen  el  del  se- 
gando, cuando  la  urgencia  de  la  declara- 
ción fuese  tal   que  no   permitiera  la  dila- 
f,     ciÓQ  consiguiente  á  la  citación  del  testigo 
t     por  con<ln('to  de  sus  Jefes  inmediatos  y  el 
,y.       .     empleado    de  que   se  trate    no  pudiera 
f    '       -1    abandonar  el  st-rvicio  que  presta  sin  gré^ 
ve  peligro  ó  extorsión  para  el  público,  el 
Juez  instrnctcir  de  la   causa  comisionará 
para  recib-r  la  declaración  al  que  lo  fue- 
ra del   término  municipal   ó  del    partido 
,  ^,.  en  que  se  hallare  el  testigo. 

'^^  Art.  424.     Si  el  testigo  residiera  en   el 

eKlranjen»,  se  dirigirá  suplicatorio,  por 
la  vía  diplomática  y  por  conducto  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  al  Juei 
extranjero  competente  para  recibir  la  de- 
claración. El  suplicatorio  debe  contener 
los  antecedentes  necesarios  é  indicar  tad 
preguntas  que  se-ban  de  hacer  al  testigo, 
sin  perjuicio  de  que  dicho  Juez  las  am- 
plíe según  le  sugieran  su  discreción  y 
prudencia. 

Si  la  comparecencia  del  testigo  ante  el 
Juez  instructor  ó  Tribunal  fuere  indis- 
pensable y  no  se  presentase  voluntaria- 
mente, se  pondrá  en  conocimiento  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
adopte  la  resolución  que  estime  oportuna. 

Art.  426.  Si  la  persona  llamada  á  de- 
clarar ejerce  funciones  ó  cargo  páblicx), 
se  dará  aviso,  ai  mismo  tiempo  que  se 
practique  la  citación,  á  su  Huperior  inme- 
diato, para  que  le  nombre  sustituto  du- 
rante su  au8eii(ÍA,  si  lo  exigiere  así  el 
interés  ó  la  seguridad  pública. 

Art.  426.  Los  testigos  serán  citados 
en  la  forma  establecida  en  el  lít.  VII  del 
libro  primero  de  este  Código. 

Art.  427.  Cuando  el  testigo  no  hubie- 
re de  comparecer  ante  el  Juez  instructor 
para  prestar  la  declaración,  se  harán 
constar  en  el  suplicatorio,  exhorto  ó  man- 
damiento que  se  expida  las  circunstan- 
cias precisas  para  la  designación  del  tes- 
tigo y  las  preguntas  á  que  deba  contes- 
tar, sin  perjuicio  de  las  que  el  Juez  ó  Tri- 
bunal que  le  recibiere  la  declaración  con- 
sidere conveniente  hacerle  para  el  mayor 
esclarecimiento  de  los  hechos. 

Art.  428.  El  Secretario  del  Juez  co- 
misionado que  haya  de  autorizar  la  de- 
claración expedirá  la  cédula  prevenida 
en  el  art.  176  con  todas  las  circunstan- 
cias expresadas  en  el  mismo  y  la  de  ha- 
berse de  recibir  la  declaración  en  virtud 
de  suplicalorio,  exhorto  ó  mandamiento. 

Art.  429.    1^(1  testigos  que  dependan 
-'    -  de  la  jurisdicción  militar  podrán,  según 


el  Juez  tle  instrucción  lo  estime  oportu- 
no, ser  examinados  por  él  mismo  como 
los  demás  testigos,  ó  por  el  Juez  militar 
competente.  En  el  primer  caso  el  Juez 
de  instrucción  deberá  mandar  que  la  op- 
tación hecha  al  testigo  se  ponga  en  co- 
nocimiento del  Jefe  del  cuerpo  á  que  per- 
teneciere. En  el  segundo  caso  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  an- 
teriores 

Si  algún  testigo  dependiente  de  la  ju- 
risdicción militar  rehusare  comparecer 
ante  el  Juez  de  instrucción,  ó  se  negare 
á  prestar  juramento  ó  á  contestar  al  in- 
terrogatorio que  se  le  hiciere,  el  Juez  de 
instrucción  se  dirigirá  al  superior  del  tes- 
tigo desobediente  cuyo  superior,  además 
de  corregir  al  testigo,  de  lo  cual  dará  in 
mediato  conocimiento  al  Juez  instractor, 
le  hará  comparecer  ante  éste  para  de^- 
<'.larar. 

Art.  430.  Los  testigos  podrán  ser  cita- 
dos personalmente  donde  fueren  habidos. 

Cuando  sea  urgente  el  examen  de  un 
testi},;o,  podrá  citársele  verbalmente  para 
que  comparezca  en  el  acto,  sin  esperar  á 
la  expedición  de  la  cédula  prescrita  en 
el  art.  176,  haciendo  constar,  sin  embar- 
go, en  los  autos  el  motivo  de  la  urgencia. 

También  podrá  en  igual  caso  consti- 
tuirse el  Juez  instructor  en  el  domicilio 
de  un  testigo  ó  en  el  lugar  en  que  se  en- 
cuentre para  recibirle  declaración. 

Art.  481.  El  Juez  instructor  podrá  ha- 
bilitar á  los  agentes  de  policía  para  prac- 
ticar las  diügenciias  de  citación  verbal  ó 
escrita  si  lo  considera  conveniente. 

Art.  432.  Si  el  testigo  no  tuviere  do 
micilio  conocido  ó  ae  ignorare  su  parade- 
ro, el  Juez  instructor  ordenará  lo  conve- 
niente á  los  funcionarios  de  policía,  ú 
oficiará  á  la  Autoridad  administrativa  á 
quien  corresponda  para  que  lo  averigüen 
y  le  den  parte  del  resultado  dentro  del 
plazo  que  les  hubiere  fijado.  Transcurri- 
do este  plazo  sin  haber  averiguado  el 
paradero  del  testigo,  se  publicará  la  cé- 
dula de  citación  en  el  periódico  oficial 
del  pueblo  de  la  residencia  del  Juez,  y 
en  su  defecto  en  cualquier  otro  que  allí 
se  publique. 

Se  insertará  también  la  cédula,  si  el 
Juez  lo  estima  conveniente,  en  los  perió- 
dicos oficiales  ó  particulares  de  la  capi- 
tal de  la  provincia  y  del  lugar  donde  se 
presuma  hallarse  el  testigo,  y  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid, 

En  estos  casos  se  unirá  á  los  autos  an 
ejemplar  de  cada  periódico  en  que  se  hu- 
biere publicado  la  citación. 
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Art.  433.  Al  presentarse  á  doi^larar 
loe  tecUgoe  entregarán  al  Secretario  La 
copia  de  la  cédala  de  citación. 

I.OS  testigos  púberes  prestarán  jura 
meuto  de  decfr  todo  lo  que  supieren  res- 
pecto á  lo  que  les  faere  preguntado. 

£1  Jaez  instructor,  antes  de  recibir  al 
testigo  púber  el  juramento  y  de  interro- 
gar al  impúber,  les  instruirá  de  la  obli- 
gación que  tienen  de  ser  veraces,  y  en 
ao  caeo,  de  las  penas  con  que  el  Código 
castiga  el  delito  de  falso  testimonio  en 
caaaa  criminal. 

Art.  484.  £1  juramento  se  prestará 
en  nombre  de  Dios. 

Loa  testigos  prestarán  el  juramento 
con  arreglo  á  su  religión. 

Art.  435.  Los  testigos  declararán  se- 
parada y  secretamente  á  presencia  del 
Juez  instructor  y  del  Secretario.  Si  lo  bi- 
cieran  en  otra  forma,  salvo  los  casos  es- 
peciales señalados  en  esta  ley,  será  co- 
rregido disciplinariamente  el  Juez  ins 
tmetor,  á  no  ser  que  incurra  en  respon- 
sabilidad crfminal  por  ía  falta. 

Art.  436.  £1  testigo  manifestará  pri- 
meramente su  nombre,  apellidos  paterno 
y  materno,  edad,  estado  y  profesión,  si 
conoce  ó  no  al  procesado  y  á  las  demás 
partes,  y  si  tiene  con  ellos  parentesco, 
amistad  ó  relaciones  de  cualquiera  otra 
clase,  si  ha  estado  procesado  y  la  pena 
que  se  le  impuso. 

El  Juez  dejará  al  testigo  narrar  sin 
interrnpción  los  hecbos  sobre  los  cuales 
declare,  y  solamente  le  exigirá  las  expli- 
caciones complementarias  que  sean  con- 
ducentes á  desvanecer  los  conceptos 
obscuros  ó  contradictorios.  Después  le 
dirigirá  las  preguntas  que  estime  opor- 
tunas para  el  esclarecimiento  de  los  be- 
eboa. 

Art.  437.  Los  testigos  declararán  de 
viva  voz,  sin  que  les  sea  permitido  leer 
declaración  ni  respuesta  alguna  que  He- 
vea escrita. 

Podrán,  sin  embargo,  consultar  algún 
apante  ó  memoria  qoe  contenga  datos 
difíciles  de  recordar. 

EU  testigo  podrá  dictar  las  contesta- 
ciones por  sí  mismo. 

Art.  438.  £1  Juez  instructor  podrá 
mandar  que  se  conduzca  al  testigo  al  lu- 
gar en  qne  hubieren  ocurrido  los  hechos 
y  examinarle  allí  ó  poner  á  su  presencia 
los  objetos  sobre  qae  hubiere  de  versar 
la  declaración. 

Ed  este  último  caso,  podrá  el  Juez 
iostractor  poner  á  presencia  del  testigo 
dichos  objetos,  solos  ó  mezclados  con  i 


otros  semejantes,  adoptando  además  to- 
das las  medidas  que  su  prudencia  le  su 
giera  para  la  mayor  exactitud  de  la  de- 
claración. 

Art.  439.  No  se  harán  al  testigo  pre- 
guntas capciosas  ni  sugestivas,  ni  se  em- 
pleará coacción,  engafío,  promesa  ni  ar- 
tificio alguno  para  obligarle  ó  inducirle 
á  declarar  en  determinado  sentido. 

Art.  440.  Si  el  testigo  no  entendiere 
ó  no  hablare  el  idioma  español,  se  nom- 
brará un  intérprete,  que  prestará  á  su 
presencia  juramento  de  conducirse  bien 
y  fielmente  en  el  desempeño  de  au  cargo. 

Por  este  medio  se  harán  al  testigo  las 
preguntas  y  se  recibirán  sus  contesta- 
ciones, que  éste  podrá  dictar  por  su  con- 
ducto. 

£n  este  caso,  la  declaración  deberá 
consignarse  en  el  proceso  en  el  idioma 
empleado  por  el  testigo  y  traducido  á 
continuación  al  español. 

Art.  441.  £1  intérprete  será  elegido 
entre  los  que  tengan  títulos  de  tales,  si 
los  hubiere  en  el  pueblo.  En  su  defecto, 
será  nombrado  un  maestro  del  correspon- 
diente idioma,  y  si  tampoco  le  hubiere, 
cualquiera  persona  que  lo  sepa. 

Si  ni  aun  de  esta  manera  pudiera  ob- 
tenerse la  traducción  y  las  revelaciones 
que  se  esperasen  del  testigo  fueren  im- 
portantes, se  redactará  el  pliego  de  pre- 
guntas que  hayan  de  dirigírsele,  y  se 
remitirá  á  la  oficina  de  Interpretación  de 
lenguas  del  Ministerio  de  £etado  para 
que,  con  preferencia  á  todo  otro  trabajo, 
sean  traducidas  al  idioma  que  hable  el 
testigo. 

£1  interrogatorio  ya  traducido  se  entre- 
gará al  testigo  para  que  á  presencia  del 
Juez  se  entere  de  su  contenido  y  redacte 
por  escrito  en  su  idioma  las  oportunas 
contestaciones,  las  cuales  se  remitirán 
del  mismo  modo  que  las  preguntas  á  la 
Interpretación  de  lenguas. 

Estas  diligencias  las  practicarán  los 
Jueces  con  la  mayor  actividad. 

Art.  442.  Si  el  testigo  fuere  sordo- 
mudo y  supiere  leer,  se  le  harán  por  es- 
crito las  preguntas.  Si  supiere  escribir, 
contestará  por  escrito.  Y  si  no  supiere  lo 
uno  ni  lo  otro,  se  nombrará  an  intér- 
prete por  cuyo  conducto  se  le  harán  las 
preguntas  y  se  recibirán  sus  contesta- 
ciones. 

Será  nombrado  intérprete  un  maestro  . 
titular  de  sordomudos  si  lo  hubiere  eú 
el  pueblo,  y  en  su  defecto  cualquiera  que 
supiere  coraanicarse  con  el  testigo. 

El  nombrado    prestará  juramento  á 
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presencia  del  sordomado  antes  de  comen-  i 
zar  á  desempefiar  el  cargo. 

Art.  448.  El  testigo  podrá  leer  por  sí 
mismo  la  diligencia  de  sa  declaración:  si 
no  pudiere,  por  hallarse  en  alguno  de  los 
casos  comprendidos  en  los  arts.  440  y  442, 
se  la  leerá  el  intérprete,  y  en  los  demás 
casos  el  Secretario. 

El  Juez  advertirá  siempre  á  los  intere- 
sados el  derecho  que  tienen  de  leer  por 
si  mismos  sus  declaraciones. 

Art.  444.  Estas  serán  firmadas  por 
el  Juez  y  por  todos  los  que  en  ellas  hu- 
biesen intervenido,  si  supieren  y  pudie- 
ren hacerlo,  autorizándolas  el  Secrerario. 

Art.  446.  No  se  consignarán  en  los 
autos  las  declaraciones  de  los  testigos  que, 
según  el  Juez,  fuesen  manifiestamente 
inconducentes  para  la  comprobación  de 
los  hechos  objeto  del  sumario.  Tampoco 
se  consignarán  en  cada  declaración  las 
manifestaciones  del  testigo  que  se  hallen 
en  el  mismo  caso,  pero  se  consignará 
siempre  todo  lo  que  pueda  servir  así  de 
cargo  como  de  descargo. 

En  el  primer  caso,  se  hará  expresión 
por  medio  d^  diligencia  de  la  compare- 
cencia del  testigo  y  el  motivo  de  no  es- 
cribirse su  declaración. 

Art.  446.  Terminada  la  declaración, 
el  Juez  instructor  hará  saber  al  testigo 
la  obligación  de  comparecer  para  decla- 
rar de  nuevo  ante  el  Tribunal  competen- 
te cuando  se  le  cite  para  ello,  así  como 
la  de  poner  en  conocimiento  de  dicho 
Juez  instructor  los  cambios  de  domicilio 
que  hiciere  hasta  ser  citado  para  el  juicio 
oral,  bajo  apercibimiento,  si  no  lo  cum- 
ple, de  ser  castigado  con  una  multa  de  5 
á  60  oesetas,  á  no  ser  que  incurriere  en 
responsabilidad  criminal  por  la  falta. 

Estas  prevenciones  se  harán  constar 
al  final  de  la  misma  diligencia  de  la  de- 
claración. 

Art.  447.  El  Juez  de  instrucción,  al 
remitir  el  sumario  al  Tribunal  competen- 
te, pondrá  en  su  conocimiento  los  cam- 
bios de  domicilio  que  los  testigos  le 
hubiesen  participado. 

Lo  mismo  harán  respecto  de  los  que 
se  lo  participen  después  que  hubiesen 
remitido  el  sumario,  hasta  la  terminación 
de  la  causa. 

Art.  448.  Si  el  testigo  manifestare,  al 
hacerle  la  prevención  referida  en  el  ar- 
tículo 446,  la  imposibilidad  de  concurrir 
por  haber  de  ausentarse  de  la  Península, 
y  también  en  el  caso  en  que  hubiere  mo- 
tivo racionalmente  bastante  para  temer 
su  muerte  ó  incapacidad  física  ó  intelec- 


tual antes  de  la  apertura  del  juicio  oral, 
el  Juez  instructor  hará  saber  al  reo  que 
nombre  Abogado  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas,  si  aún  no  le  tuviere,  ó  de 
lo  contrario  que  se  le  nomllrará  de  oficio, 
para  que  le  aconseje  en  el  acto  de  recibir 
la  declaración  del  testigo»  Transcurrido 
dicho  término,  el  Juez  recibirá  juramen- 
to y  volverá  á  examinar  á  éste  á  presen- 
cia del  procesado  y  de  su  Abogado  de- 
fensor, y  á  presencia  asimismo  del  Fis- 
cal y  del  querellante,  si  quisieren  asistir 
al  acto,  permitiendo  á  éstos  hacerle  cuan- 
tas repreguntas  tengan  por  conveniente, 
excepto  las  que  el  Juez  desestime  como 
manifiestamente  impertinentes. 

En  la  diligencia  se  consignarán  las 
contestaciones  á  estas  preguntas,  y  será 
firmada  por  todos  los  asistentes. 

Art.  449.  En  caso  de  inminente  peli- 
gro de  muerte  del  testigo,  se  procederá 
con  toda  urgencia  á  recibirle  declaración 
en  la  forma  expresada  en  el  artículo  an- 
terior, aunque  el  procesado  no  pudiese 
ser  asistido  de  Letrado. 

Art.  460.  No  se  harán  tachaduras,  en- 
miendas ni  entrerrenglonaduras  en  las 
diligencias  del  sumario.  A  su  final  se 
consignarán  las  equivocaciones  que  se 
hubieren  cometido. 

Cáp.  VL  -  Del  careo  de  los  testigos 
y  procesados, 

Art.  461.  Guando  los  testigos  ó  los 
procesados  entre  sí  ó  aquéllos  con  éstos 
discordaren  acerca  de  algún  hecho  ó  de 
alguna  circunstancia  que  interese  en  el 
sumario,  podrá  el  Juez  celebrar  careo  en- 
tre los  que  estuvieren  discordes,  sin  que 
esta  diligencia  deba  tener  lugar,  por  re- 
gla general,  más  que  entre  dos  personas 
á  la  ves. 

Art.  462.  El  careo  se  verificará  ante 
el  Juez,  leyendo  el  Secretario  á  los  pro- 
cesados ó  testigos  entre  quienes  tenga 
lugar  el  acto  las  declaraciones  que  hubie 
sen  prestado,  y  preguntando  el  primero 
á  los  testigos,  después  de  recordarles  su 
juramento  y  las  penas  del  falso  testimo- 
nio, si  se  ratifican  en  ellas  ó  tienen  algu- 
na variación  que  hacer. 

El  Juez  manifestará  enseguida  las  con- 
tradicciones que  resulten  en  dichas  de- 
claraciones, é  invitará  á  los  careados 
para  que  se  pongan  de  acuerdo  entre  sí. 

A  rt.  468.  £1  Secretario  dará  fe  de  todo 
lo  que  ocurriere  en  el  acto  del  careo  y 
de  las  preguntas,  contestaciones  y  recon- 
venciones que   mutuamente  se  hicieren 
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loa  careados,  así  como  de  io  qne  se  ob- 
servare en  su  actitad  durante  el  acto;  y 
6rtDará  la  dilig^encia  con  todos  los  con- 
carrentes,  expresando,  si  alguno  no  lo 
hiciere,  la  rasón  que  para  ello  alegue. 

Art.  454.  £1  Juez  no  permitirá  que 
loe  careados  se  insulten  ó  amenacen. 

Art.  466.  No  se  practicarán  careos 
ttno  cuando  no  fuere  conocido  otro  modo 
de  comprobar  la  existencia  del  delito  ó 
la  culpabilidad  de  alguno  de  los  proce- 
sados. 

Cap.  VII.— Z>«i  informe  pericial, 

Art.  466.  El  Juez  acordará  el  infor- 
me pericial  cuando  para  conocer  ó  apre- 
ciar algún  hecho  ó  circunstancia  impor- 
tante en  el  sumario  fuesen  necesarios  ó 
convenientes  conocimientos  científicos  ó 
artísticos. 

Art.  457.  Los  peritos  pueden  ser  ó  no 
titulares. 

Son  peritos  titulares  los  que  tienen  el 
título  oficial  de  una  ciencia  ó  arte  cuyo 
ejercicio  esté  reglamentado  por  la  Ad- 
ministración. 

Son  peritos  no  titulares  los  que,  care- 
ciendo de  título  oficial,  tienen,  sin  em- 
bargo, conocimientos  ó  práctica  espe- 
ciales en  alguna  ciencia  ó  arte. 

Art.  468.  El  Jues  se  valdrá  de  peri- 
tos titulares  con  preferencia  á  los  que  no 
tuviesen  título. 

Art.  469.  Todo  reconocimiento  peri- 
cial se  hará  por  dos  peritos. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  no  hubiese 
más  de  uno  en  el  lugar  y  no  fuere  posi- 
ble esperar  la  llegada  de  otro  sin  grares 
inconvenientes  para  el  curso  del  sumario. 

Art.  460.  £1  nombramiento  se  hará 
saber  á  los  peritos  por  medio  de  oficio, 
que  les  será  entregado  por  alguacil  ó  por- 
tero del  Juzgado,  con  tas  formalidades 
prevenidas  para  la  citación  de  los  testi- 
gos, reepiplazándose  la  cédula  original, 
para  los  efectos  del  art.  176,  por  un  ates- 
tado que  extenderá  el  alguacil  ó  portero 
encargado  de  la  entrega. 

Art.  461.  Si  la  urgencia  del  caso  lo 
exige,  podrá  hacerse  el  llamamiento 
verbalmeute  de  orden  del  Juez,  hacién 
dolo  constar  así  en  los  autos;  pero  ex- 
tendiendo siempre  el  atestado  prevenido 
en  el  artículo  anterior  el  encargado  del 
cumplimiento  de  la  orden  de  llama- 
miento. 

Art.  462.  Nadie  oodrá  negarse  á  acu 
dir  al  llamamiento  del  Juez  para  desem- 
pefiar  un  servicio  pericial,  si  no  estuvie 
se  legítimamente  impedido. 


En  este  caso  deberá  ponerlo  en  cono- 
cimiento del  Juez  en  el  acto  de  recibir 
el  nombramiento,  para  qne  se  provea  á 
lo  que  haya  logar. 

Art.  468.  £1  perito  que,  sin  alegar  ex- 
cusa fundada,  deje  de  acudir  ai  llama- 
miento del  Juez  ó  se  niegue  á  prestar  el 
informe,  incurrirá  en  las  responsabilida- 
des sefialadas  para  los  testigos  en  el  ar- ' 
tículo  420. 

Art.  464.  No  podrán  prestar  informe 
pericial  acerca  del  delito,  cualquiera  qne 
sea  la  persona  ofendida,  los  que  según  el 
articulo  416  no  están  obligados  á  decla- 
rar como  testigos. 

El  perito  que  hallándose  comprendido 
en  alguno  de  los  casos  de  dicho  artículo 
preste  el  informe  sin  poner  antes  esta 
circunstancia  en  conocimiento  del  Juez 
que  le  hubiese  nombrado,  incurrirá  en  la 
multa  de  6  á  60  pesetas,  á  no  ser  que  el 
hecho  diere  lugar  á  responsabilidad  cri- 
minal. 

Art.  466.  Los  que  presten  informe 
como  peritos  en  virtud  de  orden  judicial 
tendrán  derecho á  reclamar  los  honorarios 
ó  indemnizaciopes  que  sean  justas,  si  no 
tuvieren  en  concepto  de  tales  peritos 
retribución  fija  satisfecha  por  el  Estado, 
por  la  provincia  ó  por  el  municipio. 

Art.  466.  Hecho  el  nombramiento  de 
peritos,  se  notificará  inmediatamente, 
así  al  actor  particular  si  lo  hubiere,  como 
al  procesado  si  estuviere  á  disposición 
del  Juez  ó  se  encontrare  en  el  mismo 
lugar  de  la  instrucción,  ó  á  su  represen- 
tante si  le  tuviere. 

Art.  467.  Si  el  reconocimiento  é  infor- 
me periciales  pudieren  tener  lugar  de 
nuevo  en  el  juicio  oral,  los  peritos  nom- 
brados no  podrán  ser  recusados  por  las 
partes. 

Si  no  pudiere  reproducirse  en  el  juicio 
oral,  habrá  lugar  á  la  recusación. 

Art.  468.  Son  causa  de  recusación  de 
los  peritos: 

1,^  El  parentesco  de  consanguinidad 
ó  de  afinidad  dentro  del  cuarto  grado 
con  el  querellante  ó  con  el  reo. 

2.a  El  interés  directo  ó  indirecto  en 
la  causa  ó  en  otra  semejante. 

8.A  La  amistad  íntima  ó  enemistad 
maui  fiesta. 

Art.  469.  El  actor  ó  procesado  que 
intente  recusar  al  perito  ó  peritos  nom- 
brados por  el  Juez,  deberá  hacerlo  por 
escrito  antes  de  empezar  la  diligencia 
pericial,  expresando  la  causa  de  la  recu- 
sación y  la  prueba  testifical  que  ofrezca 
y  acompafiando  la  documental  ó  desig- 
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nando  el  lugar  en  que  ésta  se  halle  si  no 
la  tuviere  á  su  disposición. 

Para  la  presentación  de  este  escrito  no 
estará  obligado  á  valerse  de  Procurador. 

Art.  470.     El  Juez,  sin  levantar  mano, 

examinará  los  documentos  que  produzca 

el  recusante  y  oirá  á   ios  testigos  que 

presente  en  el  acto,   resolviendo   lo  que 

•  estim»  justo  respecto  de  la  recusación. 

Si  hubiere  lugar  á  ella,  suspenderá  el 
acto  pericial  por  el  tiempo  estrictamen- 
te necesario  para  nombrar  el  perito  que 
haya  de  sustituir  al  recusado,  hacérselo 
saber  y  constituirse  el  nombrado  en  el 
lugar  correspondiente. 

8i  no  la  admitiere,  se  procederá  como 
.  si  no  se  hubiese  usado  de  la  facultad  de 
recusar. 

Cuando  el  recusante  no  produjese  los 
documentos  pero  designare  el  archivo  ó 
lugar  en  que  se  encuentren,  el  Juez  ins- 
tructor los  reclamará  y  examinará  una 
vez  recibidos,  sin  detener  por  esto  el  cur 
80  de  las  actuaciones;  y  si  de  ellos  resul- 
tase justificada  la  causa  de  la  recusación 
anulará  el  informe  pericial  que  se  hubie- 
se dado,  mandando  que  se  practique  de 
nuevo  esta  diligencia. 

A  rt.  471.  En  el  caso  del  párrafo  segun- 
do del  artículo  467,  el  querellante  tendrá 
derecho  á  nombrar  á  su  costa  un  perito 
que  intervenga  en  el  acto  pericial. 

El  mismo  derecho  tendrá  el  procesado. 

Si  los  querellantes  ó  los  procesados 
fuesen  varios,  se  pondrán  respectiva- 
mente de  acuerdo  entre  sí  para  hacer  el 
nombramiento. 

Estos  peritos  deberán  ser  titulares,  á 
no  ser  que  no  los  hubiere  de  esta  clase  en 
el  partido  ó  demarcación,  en  cuyo  caso 
podrán  ser  nombrados  sm  título. 

Si  la  práctica  de  la  diligencia  pericial 
no  admitiere  espera,  se  procederá  como 
las  circunstancias  16  permitan  para  que  el 
actor  y  el  procesado  puedan  intervenir 
en  ella. 

Art.  472.  Si  las  partes  hicieren  uso  de 
ia  facultad  que  se  les  concede  en  el  ar- 
tículo anterior,  manifestarán  al  Juez  el 
nombre  del  perito,  y  ofrecerán,  al  hacer 
esta  manifestación,  los  comprobantes  de 
tener  la  cualidad  de  tal  perito  la  persona 
designada. 

En  ningún  caso  podrán  hacer  uso  de 
dicha  facultad  después  de  empezada  la 
operación  de  reconocimiento. 

Art.  478.  El  Juez  resolverá  sobre  la 
admisión  de  dichos  peritos  en  la  forma 
determinada  en  el  artículo  470  para  las 
recusaciones. 


Art.  474.  Antes  de  darse  principio  al 
acto  pericial,  lodos  los  peritos,  así  los 
nombrados  por  el  Juez  como  los  que  lo 
hubiesen  sido  por  las  partes  prestarán 
juramento,  conforme  al  art.  434,  de  pro- 
ceder bien  y  fielmente  en  sus  operacio- 
nes y  de  no  proponerse  otro  ñit  más  que 
el  de  descubrir  y  declarar  la  verdad. 

Art.  475.  El  Juez  manifestará  claraiy 
determinadamente  á  ios  peritos  el  objeto 
de  su  informe. 

Art.  476.  Al  acto  pericial  podrán  con- 
currir, en  el  caso  del  párrafo  segundo  del 
art.  407,  el  querellante,  si  lo  hubiere,  con 
representación,  y  el  procesado  con  la 
suya  aun  cuando  estuviere  preso,  en 
cuyo  caso  adoptará  el  Juez  las  precau- 
ciones oportunas. 

Art.  477.  El  acto  pericial  será  presi-  . 
dido  por  el  Juez  instrudor  ó,  en  virtud 
de  su  delegación,  por  el  Juez  municipal. 
Podrá  también  delegar  en  el  caso  del 
art.  353  en  un  funcionario  de  policía  ju- 
dicial. 

Asistirá  siempre  el  Secretario  que 
actúe  en  la  causa. 

Art.  478.  El  informe  pericial  com- 
prenderá, si  fuere  posible: 

l.o  Descripcióp  de  la  persona  ó  cosa 
que  sea  objeto  del  mismo,  en  el  estado  ó 
del  modo  en  que  se  halle. 

El  Secretario  extenderá  esta  descrip- 
ción, dictándola  los  peritos,  y  suscribién- 
dola todos  los  concurrentes. 

2o  Relación  detallada  de  todas  las 
operaciones  practicnda.s  por  ios  peritos  y 
de  su  resultado,  extendida  y  autorizada 
en  la  misma  forma  que  la  anterior. 

8  o  Las  conclusiones  que  en  vista  de 
tales  datos  formulen  los  peritos,  confor> 
me  á  los  principios  y  reglas  de  su  cien- 
cia ó  arte. 

Art.  479.  Si  los  peritos  tuvieren  nece 
sidad  de  destruir  ó  alterar  los  objetos 
que  analicen,  deberá  conservarse,  á  ser 
posible,  parte  de  ellos  en  poder  del  Juez 
para  que  en  caso  necesario  pueda  hacer- 
se nuevo  análisis. 

Art.  480.  Las  partes  que  asistieren  á 
las  operaciones  ó  reconocimientos  podrán 
someter  á  los  peritos  las  obseí  vacíones 
que  estimen  convenienies,  haciéndose 
constar  todas  en  la  diligencia. 

Art.  481.  Hecho  el  reconocimiento, 
podrán  los  peritos,  si  lo  pidieren,  retirar- 
se por  el  tiempo  absolutamente  preciso 
al  sitio  que  el  Juez  les  sefiale  para  deli- 
berar y  redactar  las  conclusiones. 

Art.  482.  Si  loa  peritos  necesitaren 
descanso,  el  Joez  ó  el  funcionario  que  le 
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vepresenie  podrá  concederle*  para  ello  el 
tamxapo  neceeario. 

TiuDbión  podrá  suspender  la  diligencia 
Iiasta  otra  hora  ú  otro  día,  cuando  lo  exi- 
^ere  sa  natnraleza. 

£n  este  caso,  el  Jaes  ó  quien  le  repre- 
aente  adoptará  las  precauciones  conve- 
nientes para  evitar  cualquiera  alteración 
-eu  la  materia  de  la  diligencia  pericial. 

Art  488.  El  Juez  podrá  por  su  propia 
iniciativa  ó  por  reclamación  de  las  partes 
preaeutes  ó  de  sus  defensores,  hacer  á 
loa  peritos,  cuando  produzcan  sus  con- 
-ciasiones,  las  preguntas  que  estime  per- 
Vicentes  y   pedirles  las  aclaraciones  ne- 


Las  contestaciones  de  los  peritos  se 
-conaiderarán  como  parte  de  su  informe. 

Art.  484.  Si  los  peritos  estuvieren 
-diacordes  y  su  número  fuere  par,  nom- 
brará otro  el  Juez. 

Con  intervención  del  nuevamente  nom- 
brado, se  repetirán,  si  fuere  posible,  las 
•operaciones  que  hubiesen  practicado 
4Miaélloa  y  se  ejecutarán  las  demás  que 
parecieren  oportunas. 

8i  no  fuere  posible  la  repetición  de  las 
•operaciones  ni  la  práctica  de  otras  nue- 
▼aa,  la  intervención  del  perito  última 
mente  nombrado  se  limitará  á  deliberar 
con  loa  demás,  con  vista  de  las  diligen- 
<eiaa  de  reconocimiento  practicadas,  y  á 
formular  luego  con  quien  estuviere  con- 
:forme,  ó  separad» mente  si  no  lo  estuvie- 
re con  ninguno,  sus  conclusiones  moti- 
Tadaa. 

Art.  485.  El  Juez  facilitará  á  los  peri- 
ion  loa  medios  materiales  necesarios 
para  practicar  la  diligencia  que  les  enco- 
miende, reclamándolos  de  la  Adminis- 
tración pública,  6  dirigiendo  á  la  Autori- 
dad correspondiente  un  aviso  previo  si 
existieren  preparados  para  tal  objeto,  sal- 
vo lo  dispuesto  especialmente  en  el  ar- 
tículo «62. 

TIT.  VI. — Db  i^  (?itaoióh,  db  li  dbtbv- 

OIÓ»  7  DB  Lk  PRISIÓN   PROVISIONAL. 

Caf.  L^De  la  citación. 

Art.  486.  La  persona  á  quien  se  im- 
pute un  acto  punible  deberá  ser  citada 
«ólo  para  ser  oídH,  á  no  ser  que  la  ley 
disponga  lo  contrario,  ó  que  desde  luego 
proceda  su  detendón. 

Art.  487.  Si  el  citado  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  el  nrtículo  anterior  no  com- 
pareciere ni  justifltTsre  causa  legítima  que 
se  lo  impida,  la  orden  de  comparecencia 


podrá  convertirse  en  orden  de  detención. 
Art.  488.  Durante  la  instrucción  de 
la  causa,  el  Juez  instructor  podrá  man- 
dar c<»m parecer  á  cuantas  personas  con- 
venga oir  por  resaltar  contra  ellas  algu- 
nas indicaciones  fundadas  de  culpabi- 
lidad. 

CiF.  II. — De  la  deUnción, 

Art.  489.    Ningún  espafiol  ni  extranje- , 
ro  podrá  ser  detenido  sino  en  los  casos  y 
en  la  forma  que  las  leyes  prescriban. 

Art.  490.  Cualquiera  persona  puede 
detener: 

!.<>  Al  que  intentare  cometer  un  deli- 
to en  el  momento  de  ir  á  cometerlo. 

2.^    Al  delincuente  infraganti. 

8.0  Al  que  se  fugare  del  estableci- 
miento penal  en  que  se  halle  extinguien- 
do condena. 

4P  Al  que  se  fugare  de  la  Cárcel  en 
que  estuviere  esperando  su  traslación  al 
Establecimiento  penal  ó  lugar  en  que  de- 
ba cumplir  la  condena  que  se  le  hubiese 
impnesto  por  sentencia  firme. 

6."  Al  que  se  fugare  al  ser  conducido 
al  establecimiento  ó  lugar  mencionados 
en  el  número  anterior. 

6.0  A I  que  se  fugare  estando  detenido 
ó  preso  por  causa  pendiente. 

7.®  Al  procesado  ó  condenado  que 
estuviere  en  rebeldía. 

Art.  491.  El  particular  que  detuviere 
á  otro  justificará,  si  éste  lo  exigiere,  ha- 
ber obrado  en  virtad  de  motivos  racio- 
nalmente suficientes  para  creer  que  el 
detenido  se  hallaba  comprendido  en  al- 
guno de  los  casos  del  artículo  anterior. 

Art.  492.  La  Autoridad  ó  agente  de 
policía  judicial  tendrá  obligación  de  de- 
tener: 

1.0  A  cualquiera  que  se  halle  en  algu 
no  de  los  casos  del  art.  490. 

2.0  Al  que  estuviere  procesado  por 
delito  que  tenga  señalada  en  el  Código 
pena  superior  á  la  de  prisión  correccional. 

3.0  Al  procesado  por  detito  a  que  esté 
señalada  pena  inferior,  si  sus  anteceden- 
tes ó  las  cirrnnstancias  del  hecbo  hicie- 
ren presumir  que  no  comparecerá  cuan- 
do fuere  llamado  por  la  Autoridad  ju- 
dicial. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior  al  procesado  que  preste  en 
el  acto  fianza  bastante,  á  juicio  de  la 
Autoridad  ó  agente  que  intente  detenerlo, 
para  presumir  racionalmente  que  compa- 
recerá cuando  le  li^me  el  Juez  ó  Tribu- 
nal competente. 
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4.0  Al  qoe  «teta viere  en  el  caso  del 
número  anterior^  aanqoe  todavía  no  te 
hallase  procesado,  con  tal  qae  concurran 
las  dos  circonstancias  siguientes:  !.&  Que 
la  Autoridad  ó  agente  tenga  motivos 
racionalmente  bastantes  para  creer  en  la 
existencia  de  un  hecho  que  presente  los 
caracteres  de  delito.  2.a  Que  los  tenga 
también  bastantes  para  creer  que  la  per- 
sona á  quien  intente  detener  tuvo  parti- 
cipación en  él. 

Art.  498.  La  Autoridad  ó  agente  de 
policía  judicial  tomará  nota  del  nombre, 
apellido,  domicilio  y  demás  circunstan- 
cias bastantes  para  la  averiguación  é 
identificación  de  la  persofia  del  procesa* 
do  ó  del  delincuente  á  quienes  no  detu- 
viere por  no  estar  comprendidos  en  nin- 
guno de  tos  casos  del  artículo  anterior. 

Esta  nota  será  oportunamente  entrega- 
da al  Jues  ó  Tribunal  que  conozca  ó  deba 
conocer  de  la  causa. 

Art.  494.  Dicho  Juez  ó  Tribunal  acor- 
darán también  la  detención  de  los  com- 
prendidos en  el  art.  492.  á  prevención 
con  las  Autoridades  y  agentes  de  policía 
Judicial. 

Art.  495.  No  se  podrá  detener  por 
simples  faltas,  á  no  ser  que  el  presunto 
reo  no  tuviese  domiciliu  conocido  ni  die- 
se fianza  bastante  á  juicio  de  la  Autori- 
dad ó  agente  que  intente  detenerle. 

Art.  496.  El  particular,  Antoridad  ó 
agente  de  policía  judicial  que  detuviere 
á  una  persona  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  los  precedentes  artículos,  deberá  po 
nerla  en  libertatl  ó  entregarla  al  Juez 
más  próximo  al  lugar  en  que  hubiere 
hecho  la  detención,  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes  al  acto  de  la 
misma. 

Si  demorare  la  entrega,  incurrirá  en  la 
responsabilidad  que  establece  el  Código 
penal,  si  la  dilación  hubiese  excedido  de 
veinticuatro  horas. 

Art.  497.  Si  el  Juez  o  Tribunal  á 
quien  se  hiciese  la  entrega  fuere  el  pro- 
pio de  la  cansa,  y  la  d^^tención  se  hubie- 
se hecho  según  lo  dispuesto  en  los  núme- 
ros 1.**,  2  <>  y  6.",  y  caso  referente  al  pro- 
rosado  del  7.0  del  art.  490  y  2.o.  8.o  y  4.® 
«leí  art.  492,  elevará  la  detención  á  pri- 
sión ó  la  dejará  sin  efecto  en  el  término 
de  setenta  y  dos  horas,  á  contar  desde 
que  el  detenido  le  hubiese  sido  entre- 
gado. 

Lo  propio  y  en  idéntico  plazo  hará  el 
Juez  ó  Tribunal  respecto  de  la  perso- 
na cuya  detención  ¿ubiere  él  mismo 
acordado. 


Art.  498.  Si  el  detenido  en  virtud  de^ 
lo  dispuesto  en  el  núm.  6.o  y  primer  caso- 
del  7.0  del  art.  490  y  2.o  y  8.o  del  articalo^ 
492,  hubiese  sido  entregado  á  un  Juez, 
distinto  del  Juez  ó  Tribunal  que  conozea^ 
de  la  causa,  extenderá  el  primero  anat 
diligencia  expresiva  de  la  persona  qoe 
hubiese  hecho  la  detención,  de  su  domi- 
cilio y  demás  circunstancias  bastantee- 
para  buscarla  é  identificarla,  de  los  moti- 
vos que  ésta  manifestase  haber  tenido- 
para  la  detención,  y  del  nombre,  apelli- 
do y  circunstancias  del  detenido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  eV 
Juez,  el  Secretario,  la  persona  que  hubie- 
se ejecutado  la  detención  y  las  demáS' 
concurrentes.  Por  el  que  no  lo  hiciere 
firmarán  dos  testigos. 

Inmediatamente  después  serán  remití* 
das  estas  diligencias  y  la  persona  dek 
detenido  á  disposición  del  Juez  ó  Tribu- 
nal que  conociese  de  la  causa. 

Art.  499.  Si  el  detenido  lo  fuese  por 
estar  comprendido  en  los  núms.  l.o  y  2.^ 
del  art.  490  y  en  el  4.*  del  492,  el  Jaes> 
de  instrucción  á  quien  se  entregue  prac- 
ticará las  primeras  diligencias  y  elevará 
la  detención  á  prisión  ó  decretará  la  li- 
bertad del  detenido,  según  proceda,  en 
el  término  señalado  en  el  art.  497. 

Hecho  esto,  cuando  él  no  fuese  Jues^ 
competente,  remitirá  á  quien  lo  sea  la» 
diligencias  y  la  persona  del  preso,  si  lo 
hubiere. 

Art.  600.  Cuando  el  detenido  lo  sea 
por  virtud  de  las  causas  tercera,  cuarta- 
y  quinta  y  caso  referente  al  condenado 
de  la  séptima  del  art.  492,  el  Juez  á 
quien  se  entregue  ó  que  haya  acordada 
la  detención,  dispondrá  que  inmediata- 
mente sea  remitido  al  establecimiento  6 
lugar  donde  debiere  cumplir  su  condena. 

Art.  501.,  El  auto  elevando  la  deten- 
ción á  prisión  ó  dejándola  sm  efecto,  se 
pondrá  en  conocimiento  del  Ministerio 
fiscal  y  se  notificará  al  querellante  parti- 
cular, si  le  hubiere,  y  al  procesado,  al 
cual  se  hará  saber  asimismo  el  derecho* 
que  le  asiste  para  pedir  de  palabra  ó  por 
escrito  la  reposición  del  auto^  consignán- 
dose en  la  notificación  las  manifestacio- 
nes que  hiciere. 

OiP.  IIL— Dtf  la  prisión provisionaL 

Art.  602.  Mientras  que  la  cansa  se 
halle  en  estado  de  sumario,  sólo  podrá 
decretar  la  prisión  provisional  el  Juez  de 
instrucción  ó  el  que  forme  las  primeraa 
diligencias  ó  el  que  en  virtud  de  comisión 
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ó  interinamente  ejerza  las  fancionee  d« 
aqaéi. 

Art.  608.  Para  deoretar  la  prieión  pro- 
visional serán  necesarias  las  eircanstan- 
cía*  signíenies: 

L>  Qae  conste  en  la  causa  la  existen- 
cia  de  un  hecho  qae  presente  los  caracte- 
res de  delito. 

3.*  Qae  éste  tenga  señalada  pena  su- 
perior á  la  de  prisión  correccional,  según 
ta  escala  general  comprendida  en  el  Oó- 
di^o  penal,  ó  bien  que,  ann  cuando  tenga 
sefialada  pena  inferior,  considere  el  Jaes 
necesaria  la  prisión  provisional,  atendi- 
das las  circunstancias  del  hecho  y  los  an- 
tecedentes del  procesado,  hasta  que  pres- 
te la  fianza  que  le  señale. 

8.a  Que  aparescsn  en  la  causa  moti- 
vos bastantes  para  creer  responsable  cri- 
minalmente del  delito  á  la  persona  con- 
tra quien  se  haya  de  dictar  el  auto  de 
prisión. 

Art.  604.  Procederá  también  la  pri- 
sión provisional  cuando  concurran  la  pri- 
mera y  tercera  circunstancia  del  articu- 
lo anterior,  y  el  procesado  no  hubiese 
couDparecidu  sin  motivo  legitimo  al  pri- 
mer llamamiento  del  Juez  ó  Tribunal  que 
GODOciere  de  la  cansa. 

Nu  obstante  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior,  aunque  el  delito  tenga  seña- 
lada pena  superior  á  la  de  prisión  correc- 
cional, cuando  el  procesado  tenga  buenos 
antecedentes  ó  ^e  pueda  creer  fundada- 
mente que  no  tratará  de  sustraerse  á  la 
acción  de  la  justicia,  y  cuando  además  el 
delito  no  haya  producido  alarma  ni  sea 
de  los  que  se  cometan  con  frecuencia  en 
el  territorio  de  la  respectiva  provincia, 
podrá  el  Juez  ó  Tribunal  acordar,  me- 
diante fianza,  la  libertad  del  inculpado. 

Art.  506.  Para  llevar  á  efecto  el  auto 
de  prisión  se  expedirán  dos  mandamien- 
tos: uno,  cometido  al  alguacil  del  Juzga- 
do ó  portero  del  Tribunal  ó  al  funciona- 
rio de  policía  judicial  que  haya  de  eje 
catarlo,  y  otro  al  Alcaide  de  la  cárcel 
qae  deba  recibir  al  preso. 

En  el  mandamiento  se  consignará  á  la 
letra  el  auto  de  prisión,  el  nombre,  ape- 
llido, naturaleza,  edad,  estado  y  domicilio 
del  procesado,  si  constaren;  el  delito  que 
dé  logar  al  procedimiento;  si  se  procede 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  y  si  la 
prisión  ha  de  ser  con  comunicación  ó  sin 
ella. 

Los  Alcaides  de  las  Cárceles  no  recibi- 
rán á  ninguna  persona  en  clase  de  preso 
sin  qae  se  les  entregue  mandamiento  de 
prisión. 


Art.  606.  La  incomunicación  de  los 
detetiidos  ó  presos  sólo  podrá  durar  el 
tiempo  absolutamente  preciso  para  eva- 
cuar las  citas  hechas  en  las  indagatorias 
relativas  al  delito  que  haya  dado  lugar  al 
procedimiento,  sin  que  por  regla  general 
deba  durar  más  de  cinco  días. 

El  incomunicado  podrá  asistir  con  las 
precauciones  debidas  á  las  diligencias 
periciales  en  que  le  dé  intervención  esta 
ley  cuando  su  presencia  no  pueda  desvir- 
tuar el  objeto  de  la  incomunicación. 

Art.  607.  Sí  las  citas  hubieren  de  eva- 
cuarse fuera  del  territorio  de  la  Penínsu- 
la, ó  á  larga  distancia,  la  incomunicación 
podrá  durar  el  tiempo  prudencialmente 
preciso  p^ra  evitar  la  confabulación. 

Art.  608.  £1  Juez  ó  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  causa  podrá  bajo  su  responsa- 
bilidad mandar  que  vudlva  á  quedar  inco- 
municado el  preso  ann  después  de  haber 
sido  puesto  en  comunicación,  si  la  causa 
ofreciere  méritos  para  ello;  pero  la  segun- 
da incomunicación  no  excederá  nunca  de 
tres  días,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo 
precedente. 

Se  instruirá  ál  procesado  de  la  parte 
dispositiva  del  auto  motivado  en  que  se 
decrete  la  nueva  incomunicación. 

Art.  609.  Se  permitirán  al  preso  inco- 
municado los  libros  y  efectos  qiie  él  se 
proporcione  si  no  ofrecieren  inconvenien- 
te á  juicio  del  Juez  instructor. 

Art.  610.  También  podrá  el  Juez  ins- 
tructor permitir  que  se  facilite  al  inco- 
municado, si  lo  pidiere,  recado  de  escri- 
bir cuando,  á  su  juicio,  no  ofrezca  incon* 
veniente  este  permiso;  pero  en  la  provi- 
dencia en  que  lo  conceda,  adoptará  las 
medidas  oportunas  para  evitar  que  se 
frustren  los  efectos  de  la  incomunicación. 

Art.  611.  El  preso  incomunicado  no 
podrá  entregar  ni  recibir  carta  ni  papel 
alguno,  sino  por  conducto  y  con  licencia 
del  Juez  instructor,  el  cual  se  enterará 
de  su  contenido  para  darles  ó  negarles 
curso. 

Art.  612.  Si  el  presunto  reo  no  fuere 
habido  en  su  domicilio  y  se  ignorase  so 
paradero,  se  expedirá  requisitoria  á  los 
Jueces  de  instrucción  en  cuyo  territorio 
háblese  motivos  para  sospechar  que 
aquél  se  halle;  y  en  todo  caso  se  publi- 
cará aquélla  en  la  Gaceta  de  Madrid  y 
Boletín  oficial  de  la  provincia  respectiva, 
fijándose  también  copias  autorizadas,  en 
forma  de  edicto,  en  el  local  del  Juzgado 
ó  Tribunal  que  conociere  de  la  causa  y  en 
el  de  los  Jueces  de  instrucción  á  quienes 
se  hubiese  requerido. 
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Art.  618.  En  la  requiaitoría  se  expre- 
sarán el  nombre  y  apellido,  cargo,  profe^ 
0ión  ú  oficio,  ai  constaren,  del  procesado 
rebelde,  y  las  sefias  en  virtud  de  las  qae 
poeda  ser  identificado,  el  delito  por  qae  se 
le  procesa,  el  territorio  donde  sea  de  pre- 
snmir  que  se  encuentra  y  la  Cárcel  á 
donde  deba  ser  conducido. 

Art.  614.  La  requisitoria  original  y 
an  ejemplar  de  cada  periódico  en  que  se 
hubiese  publicado,  se  unirán  á  la  causa. 

Art.  515.  El  Juez  ó  Tribunal  que  hu- 
biese acordado  la  prisión  del  procesado 
rebelde  y  los  Jueces  de  instrucción  á 
quienes  se  enviaren  las  requisitorias,  pon- 
drán en  conocimiento  de  las  Aptorida 
des  y  agentes  de  policía  judicial  de  sus 
respectivos  territorios  las  circunstancias 
mencionadas  en  el  art.  518. 

Art.  616.  £1  auto  se  ratificará  en  todo 
caso  ó  se  repondrá,  oído  el  presunto  reo, 
dentro  de  las  setenta  y  dos  horas  siguien- 
tes al  acto  de  la  prisión. 

Art.  517.  El  anto  ratificando  el  de  pri- 
sión y  de  soltara  del  preso,  se  notifica- 
rán  á  las  mismas  personas  que  el  de 
prisión. 

Contra  ellos  podrá  interponerse  recnr- 
so  de  apelación. 

Inmediatamente  después  de  dictados 
y  dentro  de  las  mismas  setenta  y  dos  ho- 
ras, se  expedirá  al  Alcaide  de  la  Cárcel 
en  que  se  hallare  el  preso  el  correspon- 
diente mandamiento,  en  la  forma  expre- 
sada en  el  art.  505. 

Art.  518.  Los  aatos  en  que  se  decrete 
ó  deniegue  la  prisión  ó  excarcelación  se- 
rán apelables  sólo  en  el  efecto  devolutivo. 

La  tramitación  se  ajustará  á  lo  dis- 
puesto en  el  título  X  del  libro  primero 
de  esta  ley. 

Art.  519.  Todas  las  diligencias  de  pri- 
sión provisional  se  snstanciarán  en  pieza 
separada. 

OiP.  IV.— Del  tratamiento  de  los  detenidos 
ó  presos, 

Art.  520.  La  detención,  lo  mismo  que 
la  prisión  provisional,  deben  efectuarse 
de  la  manera  y  en  la  forma  que  perjudi- 
quen lo  menos  posible  á  la  persona  y  á 
la  reputación  del  inculpado. 

8n  libertad  no  debe  restringirse  sino 
en  los  límites  absolutamente  indispen- 
sables para  asegarar  su  persona  é  impe- 
dir las  comunicaciones  que  paedan  per- 
judicar la  instrucción  de  la  causa. 

Art.  521 .  Los  detenidos  estarán,  á  ser 
posible,  separados  los  unos  de  los  otros. 


Si  la  separación  no  faese  posible,  el 
Juez  instructor  ó  Tribunal  cuidará  de  que 
no  se  reúnan  personas  de  diferente  sexo 
ni  los  co-reos  en  una  misma  prisión,  y 
de  que  los  jóvenes  y  los  no  reincidentes 
se  hallen  separados  de  los  de  edad  ma- 
dura y  de  los  reincidentes. 

Para  esta  separación  se  tendrán  en 
^  cuenta  el  grado  de  educación  del  deteni- 
do, sa  edad  y  la  naturaleza  del  delito  que 
se  le  impute. 

Art.  622.  Todo  detenido  ó  preso  pue- 
de procurarse  á  sus  expensas  las  como- 
didades y  ocupaciones  compatibles  con 
el  objeto  de  su  detención  y  con  el-  rógi  - 
men  de  la  Cárcel,  siempre  que  no  com- 
prometan su  seguridad  ó  la  reserva  del 
sumario. 

Art.  528.  Cuando  el  detenido  ó  preso 
deseare  ser  visitado  por  ministro  de  su 
religión,  por  an  Médico,  por  sus  parien- 
tes ó  personas  con  quienes  esté  en  rela- 
ción de  intereses,  ó  por  las  que  puedan 
darle  sus  consejos,  deberá  permitírsele 
con  las  condiciones  prescritas  en  el  Re- 
glamento de  Cárceles,  si  no  afectasen  al 
secreto  y  éxito  del  sumario.  La  relación 
con  el  Abogado  defensor  no  podrá  im- 
pedírsele mientras  estuviere  en  coma- 
nicación. 

Art.  524.  £1  Juez  instructor  autoriza- 
rá, en  cuanto  no  se  perjudique  el  éxito 
de  la  instrucción,  los  medios  de  corres- 
pondencia y  comunicación  de  que  pueda 
hacer  uso  el  detenido  ó  preso. 

Pero  en  ningún  caso  debe  impedirse 
á  los  detenidos  ó  presos  la  libertad  de 
escribir  á  los  funcionarios  superiores  del 
orden  judicial 

Art.  525.  No  se  adoptará  contra  el 
detenido  ó  preso  ninguna  medida  ex- 
traordinaria de  seguridad  sino  en  caso 
de  desobediencia,  de  violencia  ó  de  re- 
belión, ó  cuando  haya  intentado  ó  hecho 
preparativos  para  fugarse. 

Esta  medida  deberá  ser  temporal  y 
sólo  subsistirá  el  tiempo  estrictamente 
necesario. 

Art.  526.  El  Juez  instructor  visitará 
una  vez  por  semana,  sin  previo  aviso  ni 
día  determinado,  las  prisiones  de  la  loca- 
lidad, acompañado  de  un  individuo  del 
Ministerio  fiscal,  que  podrá  ser  el  Fiscal 
municipal  delegado  al  efecto  por  el  Fis 
cal  de  la  respectiva  Audiencia;  y  donde 
exista  este  Tribunal,  harán  la  visita  el 
Presidente  del  mismo  ó  el  de  la  Sala  de 
lo  criminal  y  un  Magistrado,  con  un  in- 
dividuo del  Ministerio  fiscal  y  con  asis- 
tencia del  Jaez  instructor. 
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Enlm  TÍsiU  se  enterarán  de  todo  lo 
«<»ieeniiente  á  la  titaación  de  loa  presoa 
é  detenidoa,  y  adoptarán  lae  medidaa  que 
-quepan  dentro  de  ana  atribacionea  para 
corregir  loa  aboaoa  que  notaren. 

éft,  627.  Loa  detenidoa  ó  preaoa  míen- 
travse  bailen  incomanicadoa  no  podrán 
dlaf rotar  de  loa  beneflcioa  ezpreaadoaen 
el  preeente  capítalo,  y  regirán  reapecto 
•de  los  mismoa  laa  diapoaicionea  del  capí- 
talo  anterior. 

TIT.  VIL — Da  la  libibtad  protisiovai. 

DEL  PROOB8ADO 

Art*  638.  La  priaión  proviaional  aólo 
durará  lo  que  anbeiatan  loa  motivoa  que 
la  bayan  ocaaionado. 

EU  detenido  ó  preao  aera  pneato  en  li- 
bertad en  cnalqoier  eatado  de  la  cauaa 
•en  qae  reaulte  su  inocencia. 

Todas  laa  Antoridadea  que  interven 
gan  en  on  proceao  eatarán  obligadaa  á 
4ilatar  lo  menos  posible  la  detención  y 
la  priaión  proviaional  de  loa  inculpados 
ó  procesados. 

Art.  6:19.  Cuando  el  procesado  lo  fuere 
por  delito  á  que  estuviese  sefialada  pena 
inferior  á  la  de  priaión  correccional,  se- 
gún la  escala  general  del  Oódigo  penal, 
y  no  estuviere  por  otra  parte  comprendi- 
do en  el  núm.  S.<>  del  art.  492  ó  en  el  pá- 
rrafo primero  del  art.  604  de  esta  ley,  el 
Joes  ó  el  Tribunal  que  conociere  de  la 
•causa  decretará  si  el  procesado  ba  de 
dar  ó  no  fianza  para  continuar  en  liber- 
tad provisional. 

En  el  mismo  auto,  si  el  Juez  decretase 
la  fianza,  fijará  la  calidad  y  cantidad  de 
la  que  se  bnbiere  de  prestar. 

Este  auto  se  pondrá  en  conocimiento 
del  Ministerio  fiscal,  y  se  notificará  al 
-querellante  particular  y  al  procesado,  y 
será  apelable  en  on  solo  efecto. 

Art.  6S0.  El  procesado  que  hubiere 
de  estar  en  libertad  provisional,  con  ó 
sin  fiansa,  constituirá  apud  acta  obliga- 
ción de  comparecer  en  loa  días  que  le 
fueren  señalados  en  el  auto  respectivo,  y 
además  cuantas  veces  fuere  llamado  ante 
el  Juez  ó  Tribunal  que  conozca  de  la 
cansa. 

Art.  631.  Para  determinar  la  calidad 
y  cantidad  de  la  fianza  se  tomarán  en 
cnenta  la  naturaleza  del  delito,  el  estado 
social  y  antecedentea  del  procesado  y 
laa  demás  circunstancias  que  pudieren 
influir  en  el  mayor  ó  menor  interés  de 
éate  para  ponerse  fuera  del  alcance  de  la 
Autoridad  Judicial. 
Art.   682.     La  fianza  se  destinará  á 


respondsr  de  la  comparecencia  del  pro- 
cesado cuabdo  fuere  llamado  por  el  Juez 
ó  Tribunal  que  conozca  de  la  cauaa.  Su 
importe  servirá  para  aatisfacer  los  cos- 
taa  causadas  en  el  ramo  separado  forma- 
do para  su  constitución,  y  el  resto  se  ad- 
judicará al  Estado. 

Art.  683.  £a  aplicable  á  las  fianzaa 
que  se  ofrezcan  para  obtener  la  libertad 
provisional  de  un  procesado  todo  cuanto 
á  su  naturaleza,  manera  de  constituirse, 
de  ser  admitidas  y  calificadaa  y  de  susti- 
tuirse, se  determina  en  loa  arta.  601  y  ai- 
guientes,  basta  el  696  inclusive  del  tít.  IX 
de  este  libro. 

Art.  634.  Si  al  primer  llamamiento 
Judicial  no  compareciere  el  acusado  ó  no 
justificare  la  imposibilidad  de  hacerlo,  se 
sefialará  al  fiador  personal  ó  al  duefío  de 
loa  bienes  de  cualquier  clase  dados  en 
fianza  el  término  de  diez  días  para  que 
presente  al  rebelde. 

Art.  636.  Si  el  fiador  peraonal  ó  duefio 
de  loa  bienea  de  la  fianza  no  presentare 
al  rebelde  en  el  término  fijado,  se  proce- 
derá á  hacer  ésta  efectiva,  declarándose 
adjudicada  al  Estado  y  haciendo  entrega 
de  ella  á  la  Administración  máa  próxima 
de  rentas,  con  deducción  de  laa  costas  in- 
dicadas al  final  del  ar^.  682. 

Art.  686.  Para  realizar  toda  fianza  se 
procederá  por  la  vía  de  apremio. 

Si  ae  tratare  de  una  fianza  peraonal,  ae 
procederá  también  por  la  vía  de  apremio 
contra  loa  bienea  del  fiador  baata  hacer 
efectiva  la  cantidad  que  se  haya  fijado  al 
admitir  la  referida  fianza. 

Loa  efectos  póblicos,  acciones  y  obliga- 
ciones de  ferrocarriles  y  obras  páblicaa  y 
demás  valores  mercantiles  ó  industrialea 
ae  enajenarán  por  Agente  de  Bolsa  ó  Ck)- 
rredor  en  su  defecto.  Si  no  le  hubiere  en  el 
lugar  de  la  causa,  se  remitirán  para  su 
enajenación  al  Juez  ó  Tribunal  de  la  pía 
za  más  próxima  en  que  lo  haya. 

Los  demás  muebles  dados  en  prenda, 
así  como  los  inmuebles  hipotecados,  se 
venderán  en  pública  subasta,  previa  ta- 
sación. 

Art.  687.  Cuando  los  bienes  de  la 
fianza  fueren  del  dominio  del  procesado, 
se  realizará  y  adjudicará  ésta  al  Eatado 
inmediatamente  que  aquél  dejare  de 
comparecer  al  llamamiento  judicial  ó  de 
justificar  la  imposibilidad  de  hacerlo. 

Art.  688.  En  todas  las  diligenciaa  de 
enajenación  de  bienes  de  las  fianzas  y  de 
entrega  de  su  importe  en  las  Administra- 
ciones de  Hacienda  pública,  intervendrá 
el  Ministerio  fiscal. 
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*  ^  £1  Fiscal  de  la  Andiencia  podA  delegar 

8ti  intervención  en  el  Fiscal'  maniclpal 
donde  se  encuentre  el  ^ez  de  instrac- 
ción,  ó  bien  reclamar  qae  se  le  remita  el 
^  $  expediente  cuando  tenga  estado^  proca- 
rando  á  ser  posible  dedacir  sus  preten- 
siones en  an  solo  dictamen. 

Art.  589.  Los  antos  de  prisión  y  liber- 
tad provisionales  y  de  fianza  serán  refor- 
mables de  oficio  ó  á  instancia  de  parte  do- 
rante todo  el  corso  de  la  cansa. 

En  su  consecuencia,  el  procesado  podrá 
ser  preso  y  puesto  en  libertad  cuantas 
veces  sea  procedente,  y  la  fianza  podrá 
ser  aumentada  ó  disminuida  en  cuanto 
resolte  necesario  para  asegurar  las  conse- 
cuencias del  juicio. 

Art.  640.     Si  el  procesado  no  presenta 
ó  amplía  la  fianza  en  el  término  que  se  le 
sefiale,  será  reducido  á  prisión. 
^       Art.  641.    Se  cancelará  la  fianza: 

1.0  Cuando  el  fiador  lo  pidiere,  pre- 
sentando á  la  vez  al  procesado. 

2.**  Cuando  éste  fuere  reducido  á  pri- 
sión. 

8.0  Cuando  se  dictare  auto  firme  de 
sobreseimiento  ó  sentencia  firme  absoln- 
taria,  ó  cuando  siendo  condenatoria,  se 
presentare  el  reo  para  cumplir  la  con- 
dena. 

4.0  Por  muerte  del  procesado,  estando 
pendiente  la  causa. 

Art.  642.  Si  se  hubiere  dictado  sen- 
tencia firme  condenatoria  y  el  procesado 
DO  compareciere  al  primer  llamamiento  ó 
no  justificare  la  imposibilidad  de  hacerlo, 
se  adjudicará  la  fianza  al  Estado  en  los 
términos  establecidos  en  el  art.  685. 

Art.  648.     Una  vez  adjudicada  la  fian 
za,  no  tendrá  acción  el  fiador  para  pedir 
la  devolución;  quedándole  á  salvo  su  de- 
recho   para   reclamar  la  indemnizaciófi 
contra  el  procesado  ó  sus  causahabientes. 

Art.  644.  Las  diligencias  de  prisión  y 
libertad  provisionales  y  fianzas  se  sustan- 
ciarán en  pieza  separada. 

TÍT.  VIII.— Ds  LA  ENTaADA  T  aCOlSTBO  BN 
LUGAR  CERRADO,  DBL  DE  LIBROS  T  PA- 
PELES Y  DE  LA  DBTBNOlOlf  T  APERTURA  DE 
LA  CORRESPONDENCIA  ESCRITA  T  TELEOBJL- 
FICA. 

Art.  646.  Nadie  podrá  entrar  en  el  do- 
micilio de  un  espafiol  ó  extranjero  resi- 
dente en  España  sin  su  consentimiento, 
excepto  en  los  casos  y  en  la  forma  ezpre 
sámente  previstos  en  las  leyes. 

Art.  646.  El  Juez  ó  el  Tribunal  que 
conociere  de  la  causa  podrá  decretar  la 


entrada  y  registro,  de  dia  ó  de  noche,  en 
todos  los  edificios  y  logares  públicos,  sea 
cualquiera  el  territorio  en  que  radiquen» 
cuando  hubiere  indicios  de  encontrarse 
allí  el  procesado  ó  efectos  ó  instrumento» 
del  delito,  ó  libros,  papeles  ú  otros  cay®* 
tos  que  puedan  servir  para  su  descimi* 
miento  y  comprobación. 

Art.  647.  Se  reputarán  edificios  ó  la- 
gares públicos  para  la  observancia  de  U> 
dispuesto  en  este  capítulo: 

l.^  Los  que  estuvieren  destinados  á 
cualquier  servicio  oficial,  militar  ó  civil 
del  Estado,  de  la  provincia  ó  del  munici- 
pio, aunque  habiten  allí,ios  encargados  de 
dicho  servicio  ó  los  de  la  conservación  y 
custodia  del  edificio  ó  lugar. 

2.0  Los  que  estuvieren  destinados  á 
cualquier  establecimiento  de  reunión  ó 
recreo,  fueren  ó  no  lícitos. 

3.0  Cualesquiera  otros  edificios  ó  la- 
gares cerrados  que  no  constituyeren  do- 
micilio de  un  particular  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  664. 

4.0    Los  buques  del  Estado. 

Art.  648.  El  Juez  necesitará  para  la 
entrada  y  registro  en  el  Palacio  de  cual- 
quiera de  los  Cuerpos  Colegisladores,  la 
autorización  del  Presidente  respectivo. 

Art.  649.  Para  la  entrada  y  registro- 
en  los  templos  y  demás  lugares  religio- 
sos bastará  pasar  recado  de  atención  A 
las  personas  á  cuyo  cargo  estuvieren. 

Art.  660.  Podrá  asimismo  el  Juez  ins- 
tructor ordenar  en  los  casos  indicados  en 
el  art.  646  la  entrada  y  registro,  de  día  á 
de  noche,  si  la  urgencia  lo  hiciere  necesa- 
rio, en  cualquier  edificio  ó  lugar  cerrado 
ó  parte  de  él,  que  constituya  domicilio  de 
cualquier  espafiol  ó  extranjero  residente 
en  Espafia;  pero  precediendo  siempre  el 
consentimiento  del  interesado  conforme 
se  previene  en  el  art.  6.^  de  la  Constitu- 
ción;  ó  á  falta  de  consentimiento,  eo 
virtud  de  auto  motivado  que  se  notificará 
á  la  persona  interesada  inmediatamente 
ó  lo  más  tarde  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  de  haberse  dictado. 

Art.  661.  Se  entenderá  que  presta  sa 
consentimiento  aquel  que,  requerido  por 
quien  hubiere  de  efectuar  la  entrada  y 
registro  para  que  los  permita,  ejecuta 
por  su  parte  los  actos  necesarios  que  áiy 
él  dependan  para  que  puedan  tener  efec- 
to, sin  invocar  la  inviolabilidad  qoe  re- 
conoce al  domicilio  el  art.  6.^  de  la  Coas 
titución  del  Estado. 

Art.  662.  Al  practicar  los  registros  de- 
berán evitarse  las  inspecciones  inátiles» 
procurando  no  perjudicar  ni  importunar 
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al  isteretado  más  de  lo  necesario,  y  se 
adopUrán  todo  género  de  precauciones 
para  no  comprometer  sa  repntación,  res- 
petando sos  secretos  si  no  interesaren  á 
la  inetrnccióo. 

Art.  653.  Los  agentes  de  policía  po- 
drán asimismo  proceder  de  propia  aoto- 
rídad  al  registro  de  nn  lagar  habitado, 
cuando  haya  mandfimiento  de  prisión 
contra  ana  persona  y  traten  de  llevar  á 
efecto  sa  captara,  cuando  un  individuo 
sea  Borprendldo  en  flagrante  delito,  ó 
caando  on  delincaente,  inmediatamente 
persegnido  por  los  agentes  de  la  Auto- 
ridad, se  oculte  ó  refugie  en  alguna  casa. 

Art.  564.  Se  reputan  domicilio,  para 
los  efectos  de  los  artículos  anteriores: 

i.*  Lfos  Palacios  Reales,  estén  ó  no 
habitados  por  el  Monarca  al  tiempo  de 
la  entrada  ó  registro. 

2.«>  £1  edificio  ó  lugar  cerrado,  ó  la 
parte  de  él  destinada  principalmente  á 
la  habitación  de  cualquier  espafiol  ó  ex- 
tranjero residente  en  España  y  de  su 
familia. 

3.0     Los  buques  nacionales  mercantes. 

Art.  655.  Para  registrar  en  el  Palacio 
en  qae  se  halle  residiendo  el  Monarca, 
solicitará  el  Juez  Real  licét>cia  por  con- 
ducto del  Mayordomo  mayor  de  S.  M. 

Art.  556.*  En  los  sitios  Reales  en  que 
no  se  hallare  el  Monarca  al  tiempo  del 
registro,  será  necesaria  la  licencia  del 
Jefe  ó  empleado  del  servicio  de  S.  M.  que 
tuviere  á  su  cargo  la  custodia  del  edifi 
cío  ó  la  del  que  hnga  sus  veces  cuando 
se  solicitare,  si  estuviere  ausente. 

Art.  557.  Las  tabernas,  casas  de  co- 
midas, posadas  y  fondas  no  se  reputarán 
como  domicilio  de  los  que  se  encuentren 
ó  residan  en  ella  accidental  ó  temporal- 
mente; y  lo  serán  tan  sólo  los  taberne- 
ros, hosteleros,  posa<leros  y  fondistas 
que  se  hallen  á  su  frente  y  habiten  allí 
con  sas  familias,  en  la  parte  del  edificio 
á  este  servicio  destinada. 

Art.  558.  El  auto  de  entrada  y  regis- 
tro en  el  domicilio  de  un  particular  será 
siempre  fundado,  y  el  Juez  expresará 
en  él  concretamente  el  edificio  ó  lugai' 
cerrado  en  que  haya  de  verificarse,  si  ten- 
drá logar  tan  sólo  de  día,  y  la  Autori- 
dad ó  funcionario  que  los  haya  de  prac- 
ticar. 

Art.  559.  Para  la  entrada  y  registro 
en  Los  edificios  destinados  á  la  habita- 
ción ú  oficina  de  los  Representantes  de 
Naciones  extranjeras  acreditados  cerca 
del  Gobierno  de  Ekpafia,  les  pedirá  su 
venia  el  Juez  por  medio  de  atento  oficio, 


en  el  que  les  rogará  que  contesten  sa  el 
término  de  doce  horas. 

Art.  560.  Si  transcurriere  este  térmi- 
no sin  haberlo  hecho,  ó  si  el  Represen- 
tante extranjero  denegare  la  venia,  e) 
Juez  lo  comunicará  inmediatamente  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  empleando 
para  ello  el  telégrafo,  si  lo  hubiere.  Entre 
tanto  que  el  Ministro  no  le  comunique 
su  resolución,  se  abstendrá  de  entrar  y 
registrar  en  el  edificio;  pero  adoptará  las 
medidas  de  vigilancia  á  que  se  refiere 
el  art.  567. 

Art.  661.  Tampoco  podrá  entrar  y  re- 
gistrar én  los  buques  mercantes  extran- 
jeros sin  la  autorización  del  Capitán,  ó 
si  éste  la  denegare,  sin  la  del  Cónsul  do 
su  nación. 

En  los  buques  extranjeros  de  guerra, 
la  falta  de  autorización  del  Comandante 
se  suplirá  por  la  del  Embajador  ó  Mi- 
nistro de  la  nación  á  que  pertenezcan. 

Art.  562.  Se  podrá  entrar  en  las  ha- 
bitaciones de  los  Cónsules  extranjeros  y 
en  sus  oficinas,  pasándoles  previamente 
recado  de  atención  y  observando  las  for- 
malidades prescritas  en  la  Constitución 
del  Estado  y  en  las  leyes 

Art.  563.  Si  el  edificio  ó  lugar  cerra- 
do estuviere  en  el  territorio  propio  del 
Juez  instructor,  podrá  encomendar  la  en- 
trada y  registro  al  Juez  municipal  del  te- 
rritorio en  que  el  edificio  ó  lugar  cerrado 
radiquen,  ó  á  cualquiera  autoridad  ó 
agente  de  policía  judicial.  Si  el  que  lo 
hubiese  ordenado  fuere  el  Juez  munici- 
pal, podrá  encomendarlo  también  á  di- 
chas Autoridades  ó  agentes  de  policía 
judicial. 

Cuando  el  edificio  ó  lugar  cerrado  es- 
tuviere fuera  del  territorio  del  Juez,  en- 
comendará éste  la  práctica  de  las  opera 
cienes  al  Juez  de  su  propia  categoría  del 
territorio  en  que  aquéllos  radiquen,  el 
cual  á  su  vez  podrá  en<romendarlas  á  las 
Autoridades  ó  agentes  de  policía  judicial. 

Art.  564.  Si  se  tratare  de  un  edificio 
ó  lugar  público  comprendido  en  los  nú- 
meros !.<>  y  8.0  del  art.  647,  el  Juez  ofi- 
ciará á  la  Autoridad  ó  jefe  de  que  aqué- 
llos dependan  en  la  misma  población. 

Si  éste  no  contestare  en  el  término  que 
se  le  fije  en  el  oficio,  se  notificará  Í\  auto 
en  que  se  disponga  la  entrada  y  registro 
al  encargado  de  la  conservación  ó  cus- 
todia del  edificio  ó  lugar  en  que  se  hu- 
biere de  entrar  y  registrar. 

Si  se  tratare  de  buques  del  Estado,  las 
comunicasiones  se  dirigirán  á  los  Co- 
mandantes respectivo. 
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Art  665.  Cnando  el  edificio  ó  lagar 
íaeren  de  los  comprendidoe  en  el  náme 
ro  2.0  del  art.  647«  la  notificación  se  hará 
á  la  persona  que  se  halle  al  frente  del  es- 
tablecimiento de  reunión  ó  recreo,  ó 
<|oien  baga  sus  veces  si  aquél  estuviere 
«asente. 

Art.  666.  Si  la  entrada  y  registro  se 
hubieren  de  hacer  en  el  domicilio  de  on 
particular,  se  notificará  el  auto  á  éste  y, 
«i  no  fuere  habido  á  la  primera  diligen- 
cia en  busca,  á  su  encargado. 

Si  DO  fuere  tampoco  habido  el  encar- 
dado, se  hará  la  notificación  á  cualquiera 
otra  persona  mayor  de  edad  qué  se  ha* 
liare  en  el  domicilio,  prefiriendo  para 
esto  á  los  individuos  de  la  familia  del 
interesado. 

Si  no  se  halla  á  nadie,  se  hará  constar 
por  diligencia,  que  se  extenderá  con  asis- 
tencia de  dos  vecinos,  los  cuades  debe* 
rán  firmarla. 

Art.  667.  Desde  el  momento  en  que  el 
Jaes  acuerde  la  entrada  y  registro  en 
cualquier  edificio  ó  lugar  cerrado,  adopta* 
rá  las  medidas  de  vigilancia  convenientes 
para  evitar  la  fuga  del  procesado  ó  la 
sustracción  de  los  instrumentos,  efectos 
del  delito,  libros,  papeles  ó  cualesquiera 
otras  cosas  que  hayan  de  ser  objeto  del 
registro. 

Art.  668.  Practicadas  las  diligencias 
<]ae  se  establecen  en  los  artículos  anterio- 
res, se  procederá  á  la  entrada  y  registro 
empleando  para  ello,  si  fuere  necesario, 
«I  auxilio  de  la  fuerza. 

Art.  669.  El  registro  se  hará  á  presen- 
cia del  interesado,  ó  de  la  persona  que 
legítimamente  le  represente. 

Si  aquél  no  fuere  habido  ó  no  quisiere 
concurrir  ni  nombrar  representante,  se 
practicará  á  presencia  de  un  individuo  de 
su  familia,  mayor  de  edad. 

Si  no  le  hubiere,  se  hará  á  presencia  de 
dos  testigos  vecinos  del   mismo  pueblo. 

£1  registro  se  practicará  siempre  á  pre- 
sencia del  Secretario  y  dos  testigos,  sin 
contar  los  de  que  habla  el  párrafo  ante- 
rior, extendiéndose  acta  que  firmarán 
todos  los  concurrentes. 

La  resistencia  del  interesado,  de  su  re- 
presentante, de  los  individuos  de  su  fami 
tia  y  df  los  testigos  á  presenciar  el  regis- 
tro, producirá  la  responsabilidad  decla- 
rada en  el  Código  penal  á  los  reos  del 
delito  de  desobediencia  grave  á  la  Auto- 
ridad, sin  perjuicio  de  que  la  diligencia  se 
practique. 

Si  no  se  encontrasen  las  personas  á  ob- 
jetos que  se  busquen  ni  apareciesen  indi- 


cios sospechosos,  se  expedirá  una  certi- 
ficación del  acta  á  la  parte  interesada  si  la 
reclamare. 

Art.  670.  Cuando  el  registro  se  prac- 
tique en  el  domicilio  de  un  particular  y 
espire  «I  día  sin  haberse  terminado,  el 
que  lo  haga  requerirá  al  interesado  ó  á  su 
representante,  si  estuviere  presente,  para 
que  permita  la  continuación  durante  la 
noche.  Si  se  opusiere,  se  suspenderá  la 
diligencia,  salvo  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 646  y  660,  cerrando  y  sellando  el 
local  ó  los  muebles  en  que  hubiere  de 
continuarse,  en  cuanto  esta  precaución  se 
considere  necesaria  para  evitar  la  fuga  de 
la  persona  ó  la  sustracción  de  las  cosas 
qne  se  buscaren. 

Prevendrá  asimismo  el  que  practique 
el  registro  á  los  que  se  hallen  .en  el  edifi- 
^cio  ó  lugar  de  la  diligencia,  que  no  levan- 
ten los  sellos,  ni  violenten  las  cerraduras, 
ni  permitan  Que  lo  hagan  otras  personas, 
bajo  la  responsabilidad  establecida  en  el 
Código  penal. 

Art.  67 1 .  El  registro  no  se  suspenderá 
sino  por  el  tiempo  en  que  no  fuere  posi- 
ble continuarle  y  se  adoptarán,  durante 
la  suspensión,  las  medidas  de  vigilancia 
á  qne  se  refiere  el  art.  667. 

Art.  672.  En  la  diligencia  de  entrada 
y  registro  en  lugar  cerrado  se  expresarán 
los  nombres  del  Jues  ó  de  bu  delegado, 
que  la  practique,  y  de  las  demás  personas 
que  intervengan,  los  incidentes  ocurridos, 
la  hora  en  que  se  hubiese  principiado  y 
concluido  la  diligencia,  y  la  relación  del 
registro  por  el  orden  con  que  se  baga,  así 
como  los  resultados  obtenidos. 

Art.  678.  No  se  ordenará  el  registro 
de  los  libros  y  papeles  de  contabilidad 
del  procesado  ó  de  otra  persona,  sino 
cuando  hubiere  indicios  graves  de  que 
de  esta  diligencia  resultará  el  descubri- 
miento ó  la  comprobación  de  algún  hecho  ^ 
ó  circunstancia  importante  de  la  causa. 

Art.  674.  El  Juez  recogerá  los  instru-  . 
montos  y  efectos  del  delito  y  podrá  reco- 
ger también  los  libros,  papeles  ó  cuales- 
quiera otras  cosas  que  se  hubiesen  encon- 
trado, si  esto  fuere  necesario  para  el  re- 
sultado del  sumario. 

Los  libros  y  papeles  que  se  recojan 
serán  foliados,  sellados  y  rubricados  en 
todas  sus  hojas  por  el  Juez,  por  el  Secre- 
tario, por  el  interesado  ó  los  que  hagan 
sus  veces  y  por  las  demás  personas  que 
hayan  asistido  al  registro. 

Art.  676.  Todos  están  obligados  á  ex- 
hibir los  objetos  y  papeles  que  se  sospe- 
che puedan  tener  relación  con  la  causa. 
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Si  el  que  loi  retenga  ae  negare  á  sn  ez- 
}i!btción,  será  corregido  con  malta  de  25  á 
100  pesetas;  y  caaiido  insistiera  en  su  ne- 
:gaÜYa,  si  el  objeto  ó  papel  f aeren  de  im- 
portancia y  el  delito  grave,  será  procesa- 
dlo como  antor  del  de  desobediencia  á  la 
Autoridad,  salvo  si  mereciera  la  cali6ca- 
«:tón  legal  de  encubridor, 

Art.  576.  Será  aplicable  al  registro  de 
papeles  y  efectos  lo  establecido  en  los 
tirts.  652  y  569. 

Art.  577.  8i  para  determinar  sobre  la 
necesidad  de  recoger  las  cosms  qne  se  hu- 
biesen encontrado  en  el  registro  fnere 
necesario  algún  reconocimiento  pericial, 
•se  acordará  en  el  acto  por  el  Juez  en  la 
forma  establecida  en  el  capítulo  Vil  del 
título  V. 

Art.  578.  Si  el  libro  que  haya  de  ser 
objeto  dol  registro  fuese  el  protocolo  de 
on  Notario,  se  procederá  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  Ley  del  Notariado. 

8i  se  tratare  de  un  libro  del  Registro 
-de  la  propiedad,  se  estará  á  lo  ordenado 
en  la  Ley  Hipotecaria. 

Si  se  tratare  de  un  libro  del  Registro 
civil  ó  mercantil,  se  estará  á  lo  que  se 
-disponga  en  la  ley  y  reglamentos  relati- 
▼os  á  estos  servicios. 

Art.  579.  Podrá  el  Juez  acordar  la  de- 
tención de  la  correspondencia  privada, 
postal  y  telegrá6«*a  qne  el  procesado  re- 
mitiere ó  recibiere  y  su  apertura  y  exa- 
men, si  hubiere  indicios  de  obtener  por 
•estos  medios  el  descubrimiento  ó  la  com- 
probación de  algún  hecho  ó  circunstan- 
cia importante  de  la  causa. 

Art.  580.  Es  aplicable  á  la  detención 
de  la  correspondencia  lo  dispuesto  en  los 
«rticalos  563  y  564. 

Podrá  también  encomendarse  la  prác- 
tica de  esta  operación  al  Administrador 
-de  Correos  y  Telégrafos  ó  Jefe  de  la  ofi- 
cina en  que  la  correspondencia  deba  ha- 
llarse. 

Art.  581.  El  empleado  que  haga  la 
detención  remitirá  inmediatamente  la  co- 
rrespondencia detenida  al  Juez  instructor 
4e  la  causa. 

Art.  582.  Podrá  asimismo  el  Juez  or- 
denar que  por  cualquiera  Administración 
de  Telégrafos  se  le  faciliten  copias  de  los 
telegramas  por  ella  transmitidos,  si  pu- 
dieran contribuir  ni  esclarecimiento  de 
ios  hechos  de  la  cansa. 

Art.  6^9.  El  auto  motivado  acordando 
ia  detención  y  registro  de  la  correspon- 
dencia ó  la  entrega  de  copias  de  telegra- 
mas transmitidos,  determinará  la  corres- 
pondencia qne  haya  de  ser  detenida  ó  re- 


gistrada, ó  los  telegramas  cuyas  copias 
hayan  de  ser  entregadas,  por  medio  de  la 
<iesignación  de  las  personas  á  cuyo  nom- 
bre se  hubieren  expedido,  ó  por  otras 
circunstancias  igualmente  concretas. 

Art.  584.  Para  la  apertura  y  regiétro 
de  la  correspondencia  postal  será  citado 
el  interesado. 

Este,  ó  la  persona  qne  designe,  podrá 
presenciar  la  operación. 

Art.  585.  Si  el  procesado  estuviere  en 
rebeldía,  ó  si  citado  para  la  apertura  no 
quisiese  presenciarla  ni  nombrar  persona 
para  qne  lo  haga  en  su  nombre,  el  Joes 
instru(!tor  procederá,  sin  embargo,  á  la 
apertura  de  dicha  correspondencia. 

Art.  586.  La  operación  se  practicará 
abriendo  el  Juez  por  si  mismo  la  corres- 
pondencia, y  despnés  de  leerla  para  sí, 
apartará  la  que  haga  referencia  á  los  he- 
chos de  la  causa  y  cuya  conservación 
considere  necesaria. 

Los  sobres  y  hojas  de  esta  correspon- 
dencia, después  de  haber  tomado  el 
mismo  Juez  las  notiis  necesarias  para  la 
práctica  de  otras  diligencias  de  investi- 
gación á  que  la^  correspondencia  diere 
motivo,  se  rubricarán  por  todos  los  asis- 
tentes y  se  sellarán  con  el  sello  del  Juzga- 
do, encerrándolo  todo  después  en  otro  so- 
bre, al  que  se  pondrá  el  rótulo  necesario, 
conservándolo  el  Juez  en  su  poder  duran- 
te el  sumario,  bajo  su   responsabilidad. 

E ite  pliego  podrá  abrirse  cuantas  veces 
el  Juez  lo  considere  preciso,  citando  pre> 
viamente  al  interesado 

Art.  587.  La  correspondencia  que  no 
se  relacione  con  la  cansa  será  entregada 
en  el  acto  al  procesado  ó  á  su  represen- 
tante. 

H'i  aquél  estuviere  en  rebeldía,  se  entre- 
gará cerrada  á  un  individuo  de  su  fami- 
lia, mayor  de  edad. 

Si  no  fuere  conocido  ningún  pariente 
del  procesado,  se  conservará  dicho  pliego 
cerrado  en  poder  del  Juez  hasta  que  haya 
persona  á  quien  entregarlo,  según  lo  dis- 
puesto en  este  artículo. 

Art.  6^8.  La  apertura  de  la  correspon- 
dencia se  hará  constar  por  diligencia,  en 
la  qne  se  referirá  cnanto  en  aquélla  hu- 
biese ocurrido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez 
instructor,  el  Secretario  y  demás  asis- 
tentes. 

TlT.    IX.— De     LAS    FIANZAS    T    EMBARGOS 

Art.  589.     Guando  del  sumario  resul 
ten  indicios  de  criminalidad  contra  una 
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persona,  ee  mandará  por  el  Jues  que 
preste  fianza  bastante  para  asegurar  las 
responsabilidades  pecuniarias  que  en 
definitiva  puedan  declararse  procedentes, 
decretándose  en  el  mismo  anto  el  embar 
go,de  bienes  suficientes  para  cubrir  di- 
chas responsabilidades,  si  no  prestare  la 
fianza. 

La  cantidad  de  ésta  se  fijará  en  el 
mismo  anto  y  no  podrá  bajar  de  la  terce 
ra  parte  más  de  todo  el  importe  probable 
de  las  responsabilidades  pecuniarias. 

Art.  590.  Todas  las  diligencias  sobre 
fianzas  y  embargos  se  instruirán  en  pieza 
separada. 

Art.  601.  La  fianza  podrá  ser  perso 
nal,  pignoraticia  ó  hipotecaria. 

Podrá  constituirse  en  metálico  ó  en 
efectos  públicos  al  precio  de  cotización, 
bien  fueren  del  procesado,  bien  de  otra 
persona,  depositándose  en  el  estableci- 
miento destinado  al  efecto. 

Serán  también  admisibles,  á  juirio  del 
Juez  ó  Tribunal,  las  acciones  y  obligado 
nes  de  ferrocarriles  y  obras  públicas  y 
demás  valores  mercantiles  é  industriales 
cuya  cotización  en  Bolsa  haya  sido  debi- 
damente autorizada,  los  cuales  se  deposi- 
tarán como  los  anteriores. 

Las  fianzas  sobre  prendss  que  consis- 
tan en  cualesquiera  otros  bienes  muebles 
serán  igualmente  admisibles  ajuicio  del 
Juez  ó  Tribunal,  previa  tasación,  y  se  de- 
positarán, según  su  clHse,  de  la  manera 
prescrita  en  los  arts.  600  y  601. 

Art.  692.  Podrá  ser  fiador  personal 
todo  español  de  buena  conducta  y  ave- 
cindado dentro  del  territorio  del  Tribu- 
nal, que  esté  en  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y  poIític(»s  y  venga  pagan- 
do con  tres  afíos  de  anterioridad  una  con- 
tribución directa,  al  menos  de  50  pesetas 
anuales,  procedente  de  bienes  inmuebles 
de  su  propiedad  personal,  ó  de  100  por 
razón  de  subsidio  con  establecimiento 
abierto. 

No  se  admitirá  como  fiador  al  que  lo 
sea  ó  hubiese  sido  de  otro  hasta  que  esté 
cancelada  la  primera  fianza,  á  no  ser  que 
tenga,  á  juicio  del  Juez  ó  Tribunal,  res- 
ponsabilidad notoria  para  ambas. 

Cuando  se  detrlare  bastante  la  fianza 
personal  se  fijará  también  la  cantidad 
de  que  el  fiador  ha  de  responder. 

Art.  593.  La  fianza  hipotecaria  podrá 
sustituirse  por  otfa  en  mt^tálico,  efectos 
públicos  ó  valores  y  demás  muebles  de 
los  enumerados  en  art.  691  en  la  siguien- 
te proporción:  el  valor  de  los  bienes  de  la 
hipoteca  será  doble  qae  el  del  metálico 


señalado  para  la  fianza,  y  una  caartai 
parte  más  que  éste  el  de  los  efectos  ó  va- 
lores al  precio  de  cotización.  Sí  la  soati  - 
tución  se  hiciere  por  cualesquiera  otro» 
muebles  dados  en  prenda,  deberá  ser  el 
valor  de  éstos  doble  que  el  de  la  fianza 
constituida  en  metálico. 

Art.  594.  Los  bienes  de  las  fianza» 
hipotecaria  y  pignoraticia  serán  tasados 
por  dos  peritos  nombrados  por  el  Jaez- 
instructor  ó  Tribunal  que  conozca  de  la 
causa,  y  los  títulos  de  propiedad  relativo» 
á  las  fincas  ofrecidas  en  hipoteca  se  exa- 
minarán por  el  Ministerio  fiscal,  debien- 
do declararse  suficientes  por  el  mismo- 
Juez  ó  Tribunal  cuando  así  proceda. 

Art.  595.  La  fianza  hipotecaria  podrá 
otorgarse  por  escritura  pública  ó  apudt 
actfiy  librándose  en  este  último  caso  el  co- 
rrespondiente mandamiento  para  su  ins- 
cripción en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Devuelto  el  mandamiento  por  el  Regis- 
trador, se  unirá  á  la  causa. 

También  se  unirá  á  ella  el  resguardo- 
que  acredite  el  depósito  del  metálico,  asi 
como  el  de  los  efectos  públicos  y  demá» 
valores  en  los  casos  en  que  se  constituya 
de  esta  manera  la  fianza. 

Art.  596.  Contra  los  autos  que  el  Juez, 
dicte  calificando  la  suficiencia  de  las  fian- 
zas procederá  el  recurso  de  apelación. 

Art.  597.  Si  en  el  día  siguiente  al  de 
la  notificación  del  auto  dictado  con  arre 
glo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  689  no  se- 
prestase  la  fianza,  se  procederá  al  embar 
go  de  bienes  del  procesado,  requiriéndole^ 
para  que  señale  los  suficientes  á  cubrir  la 
cantidad  que  se  hubiese  fijado  para  las- 
responsabilidades  pecuniarias. 

Art.  598  Cuando  el  procesado  no  fue- 
re habido,  se  hará  el  requerimiento  á  •» 
mujer,  hijos,  apoderado,  criados  ó  perso- 
nas que  se  encuentren  en  su  domicilio. 

Si  no  se  encontrare  ninguna,  ó  si  la» 
que  se  encontraren,  ó  el  procesado  ó  apo 
derado  en  su  caso  no  quisieren  señalar 
bienes,  se  procederá  á  embargar  los  que 
se  reputen  de  la  pertenencia  del  procesa- 
do, guardándose  el  orden  establecido  en 
el  art.  1.447  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  bajo  la  prohibición  contenida  en 
los  artículos  L448  y  1.449  de  la  misma. 

Art.  599.  Cuando  señalaren  bienes  y 
e!  alguacil  encargado  de  hacer  el  embargo* 
creyere  que  los  señalados  no  son  suficien- 
tes, embargará  además  los  que  considere 
necesarios,  sujetándose  á  lo  prescrito  en 
el  artículo  anterior. 

Art.  600.  Si  los  bienes  embargado» 
consistieran  en  metálico,  efectos  públicos» 
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valores  mercantiles  ó  indastriales  cotiza- 
bles, alhajas  de  oro,  plata  ó  pedrería,  se 
depoaitaráo  según  los  casos  en  la  Caja  de 
Depósitos,  en  el  Banco  de  España  ó  en 
coalqoier  otro  establecimiento  público 
destinado  al  efecto;  los  demás  bienes  mué 
bles  se  entregan  en  depósito,  bajo  inven- 
tario, por  el  encargado  de  bacer  el  embar- 
go, al  vecino  con  casa  abierta  qae  nombre. 
£1  depositario  firmará  la  diligencia  del 
recibo,  obligándose  á  conservar  los  bie 
oes  á  disposición  del  Juez  ó  Tribunal  que 
conozca  de  la  causa,  ó  en  otro  caso,  á  pa- 
gar la  cantidad  pafa  cuj'o  afianzamiento 
se  baya  hecbo  el  embargo,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  criminal  en  que  pu- 
diere incurrir. 

£1  depositario  podrá  recoger  y  conser- 
var en  su  poder  los  bienes  embargados  ó 
dejarlos,  bajo  su  responsabilidad,  en  el 
domicilio  del  procesado. 

Art.  601.  Si  los*  bienes  embargados 
fueren  semovientes,  se  requerirá  al  pro- 
cesado para  que  manifieste  si  opta  por 
que  se  enajenen  ó  porque  se  conserven 
en  depósito  y  administración. 

8i  optare  por  la  enajenación,  se  proce- 
derá á  la  venta  en  pública  subasta,  pre- 
via tasación,  hasta  cubrir  la  cantidad 
sefialada,  que  se  de()08itará  en  el  estable- 
cimiento público  destinado  al  efecto. 

Sí  optare  por  e)  depósito  y  admistra- 
ción,  se  nombrará  por  el  Juez  un  deposi- 
tario-administrador, que  recibirá  los  bie- 
nes bajo  inventario  y  se  obligará  á  rendir 
al  Juzgado  cuenta  justificada  de  sus  gas 
tos  y  productos,  cuando  se  le  mande. 

Art.  602.  El  depositario- administra- 
dor cuidará  de  que  los  semovientes  den 
los  productos  propios  de  su  clase  con 
arreglo  á  las  circunstancias  del  país,  y 
procurará  su  conservación  y  aumento. 

Si  creyere  conveniente  enajenar  todos 
ó  algunos  semovientes,  pedirá  alJuzgado 
la  correspondiente  autorización. 

Se  enajenarán,  aun  contra  la  voluntad 
del  procesado  y  la  opinión  del  deposita- 
río-administrador,  siempre  que  los  gastos 
de  administración  y  conservación  exce- 
dan de  los  productos  que  dieren,  á  menos 
que  el  pago  de  dichos  gastos  se  asegure 
por  el  procesado  ú  otra  persona  á  su 
nombre. 

Art.  608.  Cuando  se  embarguen  bie- 
nes inmuebles,  el  Juez  determinará  si  el 
embargo  ha  de  ser  ó  no  extensivo  á  sus 
frutos  y  rentas. 

Art.  604.  Cuando  se  decrete  el  embar- 
•go  de  bienes  inmuebles,  se  expedirá 
loandamiento  para  que  se  haga  la  anota- 


ción  prevenida  en  la  Ley  Hipotecaría. 

Art.  605.  Si  se  embargaren  semente- 
ras, pueblas,  plantíos,  frutos,  rentas  y 
otros  bienes  semejantes,  podrá  el  Juez 
decretar,  sí  atendidas  las  circunstancias 
lo  creyere  conveniente,  que  continúe  ad- 
ministrándolos el  procesado,  por  sí  ó  por 
medio  de  la  persona  que  designe,  en  cuyo 
caso  nombrará  un  interventor. 

En  el  caso  de  que  el  procesado  inani- 
f  estare  no  querer  administrar  por  sí,  ó  de 
que  el  Juez  no  estimare  conveniente 
confiarle  la  administración,  se  nombrará 
persona  que  se  encargue  de  ella,  pudien- 
do  en  este  caso  designar  el  procesado  un 
interventor  de  su  confianza. 

Art.  606.  El  Juez  determinará  bajo 
su  responsabilidad  si  el  administrador 
ha  de  afianzar  el  buen  cumplimiento  del 
cargo  y  el  importe  de  la  fianza  en  su 
caso. 

Art.  607.  El  administrador  tendrá  de 
recho  á  una  retribución: 

l.o  Del  1  por  100  sobre  el  producto 
líquido  de  la  venta  de  frutos. 

2.0  Del  6  por  100  sobre  los  productos 
líquidos  de  administración  que  no  proce- 
dan de  la  causa  expresada  en  el  párrafo 
anterior. 

Si  no  se  enajenaren  bienes,  ó  no  hu- 
biere productos  líquidos,  el  Juez  eeñalaiá 
el  premio  que  haya  de  percibir   el  admi-  ^ 
nistrador,  según  la  costumbre  del  pueblo 
en  que  la  adnúnistración  se  ejerza. 

Art.  608.  El  administrador  pondrá  en 
conocimiento  del  interventor  los  actos  ad- 
ministrativos que  se  proponga  ejecutar,  y 
si  éste  no  los  creyere  convenientes,  le 
hará  las  observaciones  oportunas. 

Pero  si  el  administrador  insistiere  en 
llevar  á  efecto  los  actos  administrativos 
á  que  se  hubiere  opuesto  el  interventor, 
dará  éste  cuenta  al  Juez,  quien  resolverá 
lo  más  conveniente. 

Art.  609.  Cuando  el  administrador  no 
hubiese  dado  fianza,  el  interventor  tendrá 
una  de  las  llaves  del  local  ó  arca  en  que 
se  custodien  los  frutos  ó  se  deposite  el 
precio  de  su  venta;  ó  adoptará  el  Juez  las 
medidas  que  creyere  convenientes  para 
evitar  todo  perjuicio. 

Art.  610.  Si  el  embargo  consistiere  en 
pensiones  ó  sueldos,  se  pasará  oficio  á 
quien  hubiere  de  satisfacerlos,  para  que 
retenga  la  cuarta  parte  de  la  cantidad  real 
que  perciba,  si  la  pensión  ó  sueMo  no 
llegare  á  dos  mil  pesetas  anuales;  la  ter- 
cera, desde  dos  mil  á  cuatro  mil  quinien- 
tas pesetas  anuales;  y  la  mitad,  si  exce- 
diere de  esta  suma. 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


-  176  — 


ENJ 


Se  alzará  la  retención  luego  que  qaede 
cobierta  la  cantidad  mandada  afianzar. 

Art.  611.  Si  darante  el  curso  del  juicio 
•obrevinieren  motivofl  bastantes  para 
creer  que  las  responsabilidades  pecunia- 
rias que  en  definitiva  puedan  exigirse  ex- 
cederán de  la  cantidad  prefijada  para  ase- 
gurarlas, se  mandará  por  auto  ampliar  la 
fianza  ó  embargo. 

Art.  612.  También  se  dictará  auto 
mandando  reducir  la  fianza  y  el  embargo 
á  menor  cantidad  que  la  prefijada,  si  re- 
saltasen motivos  bastantes  para  creer 
que  la  cantidad  mandada  afianzar  es  su- 
perior á  las  responsabilidades  pecuniarias 
que  en  definitiva  pudieren  imponerse  al 
procesado. 

Art.  618.  Cuando  llegue  el  caso  de 
tener  que  hacer  efectivas  las  responsa- 
bilidades pecuniarias  á  que  se  refiere  este 
titulo,  se  procederá  de  la  manera  prescri- 
ta en  el  art  636. 

Art.  614.  En  todo  lo  que  no  esté  pre- 
visto en  este  título,  los  Jueces  y  Tribuna- 
les aplicarán  lo  dispuesto  en  la  legisa- 
ción  civil  sobre  fianzas  y  embargos. 

TIT.     X.— Di    LA    IIKSPONSABILIDAÜ    CIVIL 
DS  TBRCBBA8  PBR80NA8. 

Art.  616.  Cuando  en  la  instrucción 
ée\  sumario  aparezca  indicada  la  existen- 
cia de  la  responsabilidad  civil  de  un  ter- 
cero con  arreglo  á  los  artículos  respecti- 
vos del  Código  penal,  ó  por  haber  parti- 
cipado alguno  por  título  lucrativo  de  los 
efectos  del  delito,  el  Juez,  á  instancia  del 
actor  civil,  exigirá  fianza  á  la  persona 
contra  quien  resulte  la  responsabilidad, 
ó  en  su  defecto  embargará  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  el  tít.  IX  de  este  libro  los 
bienes  que  sean  necesarios. 

Art.  616.  La  persona  á  quien  se  exi- 
giere la  fianza  ó  cuyos  bienes  fueren  em- 
bargados podrá,  durante  el  sumario,  ma- 
nifestar por  escrito  las  razones  que  tenga 
para  que  no  se  la  considere  civilmente 
responsable,  y  las  pruebas  que  pueda 
ofrecer  para  el  mismo  objeto. 

Art.  617.  El  Juez  dará  vista  del  escri- 
to á  la  parte  á  quien  interese,  y  ésta  lo 
evacuará  en  el  término  de  tres  días,  pro- 
poniendo también  las  pruebas  que  deban 
practicarse  en  apoyo  <ie  su  pretensión. 

Art.  6 1 8.  Seguidamente  el  Juez  decre 
tara  la  práctica  de  las  pruebas  propuestas, 
y  resolverá  sobre  las  pretensiones  formu- 
ladas siempre  que  pudiere  hacerlo  sin  re 
traso  ni  perjuicio  del  objeto  principal  de 
la  instrucción. 


Art.  619.  Para  todo  lo  relativo  á  la 
responsabilidad  civil  de  un  tercero  y  á  los 
incidentes  á  que  diere  lugar  la  ocupación 
y  en  su  día  la  restitución  de  cosas  que  se 
hallaren  en  su  poder,  se  formará  pieza 
separada,  pero  sin  que  por  ningún  motivo 
se  entorpezca  ni  tospenda  el  curso  de  la 
instrucción. 

Art.  620.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  se  observará  también  res- 
pecto á  cualquiera  pretensión  que  tuvie- 
re por  objeto  la  restitución  á  su  duefio 
de  alguno  de  los  efectos  é  instrumentos 
del  delito  que  se  hallaren  en  poder  de  an 
tercero. 

La  restitución  á  su  duefio  de  les  ins* 
trumentos  y  objetos  del  delito  no  podrá 
verificarse  en  ningún  caso  hasta  después 
que  se  haya  celebrado  el  juicio  oral,  ex- 
cepto en  el  previsto  en  el  artículo  844  de 
esta  ley. 

Art.  621.  Los  auttos  dictados  en  estos 
incidentes  se  llevarán  á  efecto,  sin  per- 
juicio de  que  las  partes  á  quienes  perju- 
diquen puedan  reproducir  sus  pretensio- 
nes en  el  juicio  oral,  ó  de  la  acción  civil 
correspondiente,  que  podrán  entablar  en 
otro  caso. 

TIT.  XI. — Dtf  LA  OONOLUSlOM  DKl.  SVMAEtO 
T  DBL  SOBRBMBIMIBMTO  * 

Capitulo  peimbbo.— De  la  conclusión 
del  sumario. 

Art.  622.  Practicadas  las  diligencias 
decretadas  de  oficio  ó  á  instancia  de 
parte  por  el  Juez  instructor,  si  éste  consi- 
derase terminado  el  sumario,  lo  declarará 
así,  mandando  remitir  los  autos  y  las  pie- 
zas de  convicción  al  Tribunal  competente 
para  conocer  del  delito. 

Cuando  no  haya  acusador  privado  y¡el 
Ministerio  fiscal  consecre  que  en  el  sa- 
marlo se  han  reunido  los  suficientes  ele- 
mentos para  hacer  la  calificación  de  los 
hechos  y  poder  entrar  en  el  trámite  del 
juicio  oral,  \o  hará  presente  al  Juez  de 
instrucción  para  que  sin  más  dilaciones 
se  remita  lo  actuado  al  Tribunal  compe- 
tente. 

Art.  628.  Tanto  nn  uno  como  en  otro 
caso  se  notificará  el  auto  de  conclusión 
del  sumario  al  querellante  particular  si  le 
hubiese  aun  cuando  sólo  tenga  el  carácter 
de  actor  civil,  al  procesado  y  á  las  demás 
personas  contra  quienes  resulte  respon» 
sabilidad  civil,  emplazándoles  para  qae 
comparezcan  ante  la  respectiva  Aadien-* 
cía  en  el  término  de  diez  días,  ó  en  el  de 
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qoinee  si  el  emplatamiento  fuese  ante  el 
Supremo.  A  Hl  vez  ee  pondrá  en  conoci- 
miento del  Míniaterio  68cal  coando  la 
canea  verse  sobre  delito  en  qne  tenga 
intervención  por  razón  de  su  cargo. 

Ari.  624.  Si  el  Jaez  iustraotor  reputa- 
re falta  el  hecho  que  háblese  dado  logar 
al  samarlo,  mandará  remitir  el  proceso  al 
Joes  monicipai;  consaltando  el  aoto  en 
que  aaí  lo  acuerde  con  el  Tribunal  supe- 
rior competente. 

Art.  626.  Así  que  sea  firme  el  auto 
por  haberle  aprobado  dicho  superior  Tri- 
banal,  ó  por  haberse  desestimado  el  recur- 
so de  casación  qne  en  su  caso  haya  podido 
interponeise,  se  emplazará  á  las  partes 
para  qne  en  el  término  de  cinco  días  com- 
pareacan  ante  el  Juez  municipal  á  quien 
corresponda  su  conocimiento. 

Recibidos  loe  autos  por  el  Juez  mu- 
nicipal, se  sustanciará  el  juicio  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  libro  VI  de 
esta  ley. 

A  rU  626.  Fuera  de  los  casos  previstos 
en  los  dos  artículos  anteriores,  el  Tribunal 
qoe  reciba  los  autos  y  piezas  de  convic- 
ción mandará  pasarlos  al  Ponente  por 
el  tiempo  qne  falte  para  cumplir  el  térmi- 
no del  emplazamiento,  abriendo  antes 
los  pliegos  y  demás  objetos  cerrados  y 
sellados  que  hubiere  remitido  el  Juez  de 
instracción. 

De  la  apertura  se  extenderá  acta  por 
el  Secretario,  en  la  cual  se  hará  constar 
el  catado  en  que  se  hallaren. 

Art.  627.  Transcurrido  dicho  término, 
se  pasarán  para  instrucción  por  otro,  que 
no  bajará  de  tres  días  iii  excederá  de  diez, 
segán  el  volumen  del  proceso,  al  Ministe 
río  fiscal,  si  la  causa  versa  sobre  delito  en 
qne  deba  tener  intervención,  y  después 
al  Procurador  del  querellante  si  se  hubie- 
se personado. 

8i  la  causa  excediere  de  mil  folios, 
podrá  prorrogarse  el  término,  sin  que  en 
ningún  caso  pueda  exceder  la  prórroga  de 
otro  tanto  más. 

Al  ser  devuelta,  se  acompasará  escrito 
conformándose  con  el  auto  del  inferior 
que  haya  declarado  terminado  el  suma- 
rio, ó  pidiendo  la  práctica  de  nuevas  dili- 
gencias 

Art.  628.  Devuelta  la  cansa  ó  recogida 
de  poder  del  últinoo  qne  la  hubiere  recibi- 
do, se  pasará  inmediatamente  al  Ponente 
con  los  escritos  presentados  por  término 
de  tres  días. 

Art.  629.  £1  Tribunal,  al  mandar  en- 
tregar la  cansa,  dispondrá  lo  qne  consi- 
dere conveniente  para  que  el  Fiscal  ó  el 


querellante  en  su  caso  puedan  examinar 
la  correspondencia,  libros,  papeles  y  de- 
más piezas  de  convicción  sm  peligro  de 
alteración  en  su  estado. 

Art.  680.  Transcorrido  el  plazo  del  ar- 
tículo 628,  el  Tribunal  dictará  auto  confir- 
mando ó  revocando  el  del  Juez  de  ins- 
trucción. 

Art.  681 .  Si  se  revocare  dicho  auto,  se 
mandará  devolver  el  proceso  al  Juez  que 
lo  hubiera  remitido,  expresando  las.  dili- 
gencias que  hayan  de  practicarse. 

Se  devolverán  también  las  piezas  de 
convicción  que  el  Tribunal  considere  ne- 
cesarias para  la  práctica  de  las  nuevas 
diligencias. 

Art.  682.  Si  fnere  confirmado  el  auto 
declarando  terminado  el  sumario,  se 
mandará  traer  la  cansa  á  la  vista  con  cita- 
ción del  Ministerio  fiscal  cuando  inter- 
venga en  la  causa,  y  del  Procurador  del 
querellante  particular  si  lo  hubiere. 

Art.  688.  El  Tribunal  dictará  auto, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
vista,  mandando  abrir  el  juicio  oral  ó  so- 
breseyendo. 

Cap.  II. — Del  sobreBeimiento. 

Art.  634.  £1  sobreseimiento  puede  ser 
libre  ó  provisional,  total  ó  parcial. 

Si  fuera  el  sobreseimiento  parcial,  se 
mandará  abrir  el  juicio  oral  respecto  de 
los  procesados  á  quienes  no  favorezca. 

Si  fuere  total,  se  mandará  que  se  archi- 
ven la  causa  y  piezas  de  convicción  que 
no  tengan  duefio  conocido,  después  de 
haberse  practicado  las  diligencias  nece- 
sarias para  la  ejecución  de  lo  mandado. 

Art.  636.  Las  piezas  de  convicción 
cuyo  duefio  fuere  conocido  continuarán 
retenidas,  si  un  tercero  lo  solicitere,  hasta 
qne  se  resuelva  la  acción  civil  qne  se  pro- 
pusiere entablar. 

En  este  caso,  si  el  Tribunal  accediere 
á  la  retención,  fijará  el  plazo  dentro  del 
cual  habrá  de  acreditarse  que  la  acción 
se  ha  entablado. 

Transcurrido  el  plazo  que  se  fije  según 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  sin 
haberse  acreditado  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción civil,  ó  si  nadie  hubiere  reclamado 
que  continúe  la  retención  de  las  piezas  de 
convicción,  serán  devueltas  éstas  á  sus 
dueños. 

Se  reputará  dueño  el  qne  estuviere  po- 
seyendo la  cosa  al  tiempo  de  incautarse 
de  ella  el  Juez  de  instrucción. 

Art.  636.  Contra  los  autos  de  sobre- 
seimiento sólo  procederá  en  su  caso  el 
recurso  de  casación. 
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Art.  687.  Procederá  el  tobreseimiento 
libre: 

1.0  Guando  no  existan  indicios  racio- 
nales de  haberse  perpetrado  el  hecho  que 
hubiere  dado  motivo  á  la  formación  de 
la  cansa. 

2.0  Guando  el  hecho  no  sea  oonstitn- 
tivo  de  deliU». 

S.^)  Guando  apf^rescan  exentos  de  res 
ponsabilídad  criminal  los  procesados  co- 
mo ^utores,  cómplices  ó  encubridores. 

Árt.  688.  £n  los  casos  l.o  y  2.o  del 
articulo  anterior  podrá  declararse,  al  de- 
cretar el  sobreseimiento,  que  la  forma- 
ción de  la  causa  no  perjudica  á  la  repu- 
tación de  los  procesados. 

Podrá  también,  á  instancia  del  procesa- 
do, reservarse  á  éste  su  derecho  para 
perseguir  al  querellante  como  calum- 
niador. 

£1  Tribunal  podrá  igualmente  mandar 
proceder  de  ofício  contra  el  querellante 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Gódigo 
penal. 

Art.  689.  En  el  caso  2."  del  art.  687, 
si.  resultare  que  el  hecho  constituye  una 
falta,  se  mandará  remitir  la  causa  al  Juez 
municipal  competente  para  la  celebra- 
ción del  juicio  que  corresponda. 

Art.  640.  £n  el  caso  S.o  del  art.  687, 
se  limitará  el  sobreseimiento  á  ios  auto- 
res, cómplices  ó  encubridores  que  apa- 
rezcan indudablemente  exentos  de  res- 
ponsabilidad criminal,  continuándose  la 
causa  reépecto  á  los  demás  que  no  se  ha- 
llen en  igual  caso.  Es  aplicable  á  los  pro- 
cesados á  quienes  se  declare  exentos  de 
responsabilidad  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 688. 

Art.  641.  Procederá  el  sobreseimien- 
to provisional: 

l.<>  Guando  no  resolte  debidamente 
justiñcada  la  perpetración  del  delito  que 
haya  dado  motivo  á  la  formación  de  la 
causa. 

2.0  Guando  resulte  del  sumario  ha- 
berse cometido  un  delito  y  no  haya  mo- 
tivos suficientes  para  acusar  á  determi- 
nada ó  determinadas  personas  como  au- 
tores, cómplices  ó  encubridores. 

Art.  642.  Guando  el  Ministerio  6scal 
pida  el  sobreseimiento  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  los  arts.  637  y  641, 
y  no  se  hubiere  presentado  en  la  causa 
querellante  particular  dispuesto  á  soste- 
ner la  acusación,  podrá  el  Tribunal  acor- 
dar que  se  haga  saber  la  pretensión  del 
Ministerio  fiscal  á  los  interesados  en  el 
ejercicio  de  la  acción  penal  para  que  den- 
tro del  término  prudencial  que  se  les  se- 


fiale  comparezcan  á  defender  su  acción 
si  lo  consideran  oportuno. 

Si  no  comparecieren  en  el  término  fija- 
do el  Tribunal  acordará  el  sobreseimien- 
to solicitado  por  el  Ministerio  fiscal.       • 

Art.  648.  Guando  en  el  caso  á  que  se 
refiere  el  articulo  anterior  fuere  desco- 
nocido el  paradero  de  los  interesados  eñ 
el  ejercicio  de  la  acción  penal,  se  les  lla- 
mará por  edictos  que  se  publicarán  á  las 
puertas  del  Tribunal  mismo,  en  los  pe- 
riódicos de  la  localidad  ó  en  los  de  la  ca- 
pital de  la  provincia,  y  podrán  publicar- 
se también  en  la  Gaceta  de  Madrid. 

Transcurrido  el  término  del  emplaza- 
miento sin  comparecer  los  interesado» 
se  procederá  como  previene  el  articulo 
anterior. 

Art  644.  Guando  él  Tribunal  concep- 
túo improcedente  la  petición  del  Minis- 
terio fiscal  relativa  al  sobreseimiento  y 
no  hubiere  querellante  particular  que 
sostenga  la  acción,  antee  de  acceder  al 
sobreseimiento  podrá  determinar  que  S0 
remita  la  causa  al  Fiscal  de  la  Audiencia 
territorial  respectiva  si  se  signe  en  una 
Audiencia  de  lo  criminal,  ó  al  del  Supre- 
mo si  se  sustancia  ante  una  Audiencia 
territorial,  para  que,  con  conocimiento 
,de  su  resultado,  resuelvan  u^o  ú  otro 
funcionario  si  procede  ó  no  sostener  la 
acusación.  £1  Fiscal  consultado  pondrá 
la  resolución  en  conocimiento  del  Tribu- 
nal consultante  con  devolución  de  la 
causa. 

Art.  646.  Si  se  presentare  querellante 
particular  á  sostener  la  acción  ó  cuand6 
el  Ministerio  fiscal  opine  que  procede  la 
apertura  del  juicio  oral,  podrá  el  Tribu- 
nal, esto  no  obstante,  acordar  el  sobre- 
seimiento á  que  se  refiere  el  número  se- 
gundo del  art.  637  si  así  lo  estima  proce- 
dente. 

En  cualquier  otro  caso  no  podrá  pres- 
cindir de  la  apertura  del  juicio. 

TIT.  XII.— DlSPOSlOIONKS  OBHCaALES 
aKFfcRBNTKS    Á    LOS    ANTBRIORKB     TÍTULO» 

Art.  646.  Además  de  ios  testimonio» 
de  adelantos  de  las  cansas  que  el  Juez- 
instructor  está  obligado  á  dirigir  al 
Fiscal  de  la  respectiva  Audiencia,  deberá 
remitirle  también  testimonio  especial  de 
todas  las  providencias  ó  autos  apelables, 
ó  que  se  refieran  á  diligencias  periciales 
ó  de  reconocimiento  que  le  interese  co- 
nocer para  el  ejercicio  de  su  derecho 
como  parte  acusadora,  cuando  no  pueda' 
notificárselos  directamente,  sin  que  por 
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esto  se  flospenda  la  práctica  de  dichaa 
diligenciaB,  á  no  ter  que  el  Fiscal  se 
habieae  reservado  anticipadamente  el 
derecho  de  intervenir  en  ellas,  y  no  ee 
Irros^ee  perjuicio  de  la  suspensión. 

Art.  647.  £1  término  de  la  apelación 
para  el  Fiscal  que  no  esté  en  el  mismo 
lagar  del  Juez  instructor,  empeaará  á 
contarse  desde  el  siguiente  dia  al  en  que 
reciba  el  testimonio  de  la  providencia  ó 
auto  apelables.  El  recurso  se  interpondrá 
por  medio  de  escrito  dirigido  al  Jues  con 
atenta  comunicación. 

De  todos  modos  acusará  recibo  al  Juez 
instmctor  de  los  testimonios  de  esta 
clase  en  el  mismo  día  que  los  recibiere. 
Art,  648.  Los  Fiscales  llevarán  un  re 
gistro  para  anotar  los  partes  de  forma- 
ción de  causa  que  reciban,  los  testimo- 
nios de  adelantos  más*notables  que  se  le 
remitan  por  los  Jueces  instructores,  espe- 
cialmente los  que  expresa  el  art.  646,  y 
las  contestaciones  que  á  su  ver.  dirijan  á 
éstos,  ó  recursos  que  interpongan. 

LIBaO  111 

DEL  JUICIO  ORAL 

TITüLOPRIMERO.—Dblacaiifioaciom 
del  oilito 

Art.  649.  Cuando  se  mande  abrir  el 
juicio  oral,  se  comunicará  la  causa  al 
Fiscal,  ó  al  acusador  privado  si  versa  so- 
bre delito  que  no  puede  ser  perseguido 
de  ofí«*ío,  para  que  en  el  término  de  cinco 
dias  caliñquen  por  escrito  los  hechos. 

Dictada  que  sea  esta  resolución  serán 
públicos  todos  los  actos  del  proceso. 

Art.  650.  £1  escrito  de  califícación  se 
limitará  á  determinar  en  conclusiones 
precisas  y  numeradas: 

l.o  Los  hechos  punibles  que  resulten 
del  samarlo. 

2.^  La  calificación  legal  de  los  mismos 
hechos,  determinando  el  delito  que  cons- 
tituyan. 

S.o  La  participación  que  en  ellos  hn- 
bierep  tenido  el  procesado  ó  procesados, 
8i  fueren  varios 

4.0  Los  hechos  que  resulten  del  su- 
mario y  que  constituyan  circunstancias 
atenuantes  ó  agravantes  del  delito  ó  exi- 
mentes de  responsabilidad  criminal. 

b,^     Las  penas  en  que  hayan  incurrido 
el  procesado  ó  procesados,  si  fueren  va- 
ríos,  por  razón  de  su   respectiva  partici- 
pación en  el  delito. 
£1  acusador  privado  en  su  caso  y  el 


Ministerio  fiscal  cuando  sostenga  la  ac- 
ción civil  expresarán  además: 

l.^  La  cantidad  en  que  aprecien  los 
dafios  y  perjuicios  causados  por  el  delito, 
ó  la  cosa  que  baya  de  ser  restituida. 

2.0  La  persona  o  personas  que  apa- 
rezcan responsables  de  los  dafios  y  per- 
juicios ó  de  la  restitución  de  la  cosa,  y 
el  hecho  en  virtud  del  cual  hubieren 
contraído  esta  responsabilidad. 

Art.  661.  Devuelta  la  causa  por  el 
Fiscal,  se  pasará  por  igual  término  y  con 
el  mismo  objeto  al  acusador  particular, 
si  lo  hubiere,  quien  presentará  el  escrito 
de  calificación,  firmado  por  su  Abogado 
y  Procurador,  en  la  forma  anteriormente 
indicada. 

Si  hubiere  actor  civil  se  le  pasará  la 
causa  en  cuanto  sea  devuelta  por  el 
Fiscal  ó  acusador  particular  para  que  á 
su  vez,  en  un  término  igual  al  fijado  en 
los  artículos  anteriores  y  con  idéntica 
formalidad,  presente  conclusiones  nume- 
radas acerca  de  los  dos  liltimos  puntos 
del  artículo  precedente. 

Art.  662.  Seguidamente  se  comunica- 
rá la  causa  á  los  procesados  y  á  las  ter- 
ceras personas  civilmente  responsables, 
para  que  en  igual  término  y  por  su 
orden  manifiesten  también  por  conclu- 
siones numeradas  y  correlativas  á  las  de 
la  calificación  que  á  ellos  se  refiera,  si 
están  ó  no  conformes  con  cada  una,  ó  en 
otro  caso  consignen  los  puntos  de  diver- 
gencia. 

Se  les  habilitará  al  efecto  de  Abogado 
y  Procurador  si  no  los  tuviesen. 

Art.  663.  Las  partes  podrán  presen- 
tar sobre  cada  uno  de  los  puntos  que 
han  de  ser  objeto  de  la  calificación  dos 
ó  más  conclusiones  en  forma  alternativa, 
para  que  si  no  resultare  del  juicio  la 
procedencia  de  la  primera,  pueda  esti- 
marse cualquiera  de  las  demás  en  la 
sentencia. 

Art.  654.  £1  Tribunal,  al  mandar  que 
se  entregue  la  causa  á  las  partes  en  cum- 
plimiento de  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores,  dispondrá  lo  que  consi- 
dere conveniente  para  que  estas  puedan 
examinar  la  correspondencia,  libros,  pa- 
peles y  demás  piezas  de  convicción,  sin 
peligro  de  alteración  en  su  estado. 

Art.  656.  Si  la  pena  pedida  por  las 
partes  acusadoras  fuese  de  carácter  co- 
rreccional, al  evacuar  la  representación 
del  procesado  el  traslado  de  calificación, 
podrá  manifestar  su  conformidad  abso- 
luta con  aquella  que  más  gravemente 
hubiese   calificado,   si    hubiere   más  de 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


—  180  — 


ENJ 


ana,  y  con  U  pena  qae  se  le  pida;  expre- 
sándose además  por  el  Letrado  defensor 
ai  esto  no  obstante  conceptúa  necesaria 
la  continuación  del  Jaicio. 

Si  no  la  conceptúa  necesaria,  el  Tri ba- 
nal, previa  ratificación  del  procesado, 
dictará  sin  más  trámites  la  sentencia  qne 
proceda  según  la  calificación  mutuamen- 
te aceptada,  sin  que  pueda  imponer  pena 
mayor  que  la  solicitada. 

Si  esta  lio  fuese  la  procedente  según  di- 
cba  calificHción,  sino  otra  mayor,  acorda- 
rá el  Tribunal  la  continuación  del  juicio. 

También  continuará  el  juicio  si  fueren 
varios  los  procesados  y  no  todos  mani- 
festasen igual  conformidad. 

Cuando  el  procesado  ó  procesados  di- 
sintiesen únicamente  respecto  de  la  res 
ponsabiiidad  civil,  se  limitará  el  juicio  á 
la  prueba  y  discusión  de  los  puntos  rela- 
tivos á  dicba  responsabilidad. 

Art.  666.  £1  Ministerio  fiscal  y  las 
partes  manifestarán  en  sus  respectivos 
escritos  -de  calificación,  las  pruebas  de 
que  intenten  valerse,  presentando  listas 
de  peritos  qne  bayan  de  declarar  á  su 
instancia. 

En  las  listas  de  peritos  y  testigos  se 
expresarán  sos  nombres  y  apellidos,  el 
apodo,  si  por  él  fueren  conocidos,  y  su 
domicilio  ó  residencia;  manifestando 
además  la  parte  que  los  presente  si  los 
peritos  y  testigos  ban  de  ser  citados  ju 
dicialmente  ó  si  se  encarga  de  bacerl<>s 
concurrir. 

Art.  667.  Cada  parte  presentará  tan- 
tas copias  de  las  listas  de  peritos  y  tes- 
tigos,  cuantas  sean  las  demás  persona- 
das en  la  causa,  á  cada  una  de  las  cuales 
se  entregará  una  de  dicbas  copias  en  el 
mismo  día  en  que  fueren  presentadas. 

Las  listas  originales  se  unirán  á  la 
causa. 

Podrán  pedir  además  las  partes  que  se 
practiquen  desde  luego  aquellas  diligen- 
cias de  prueba  que  por  cualquiera  causa 
fuere  de  temer  qne  no  se  puedan  practi- 
car en  el  juicio  oral,  ó  que  pudieren  mo- 
tivar 8U  suspensión. 

Art.  668.  Presentados  los  escritos  de 
calificación  ó  recogida  la  causa  de  poder 
de  quien  la  tuviere  después  de  transcu- 
rrido el  término  señalado  en  el  art.  649, 
el  Tribunal  dictará  auto  declarando  be- 
cba  la  calificación,  y  mandando  qne  se 
pase  aquélla  al  Ponente,  por  término  de 
tercer  día,  para  el  examen  de  las  pruebas 
propuestas. 

Art.  669.  Devuelta  que  sea  la  cansa 
por  el  Ponente,  el  Tribunal   examinará 


las  pruebas  propuestas  é  inmediatamen* 
te  dictará  aoto  admitiendo  las  que  con- 
sidere   pertinentes    y    rechazando    las 
.  demás. 

Para  rechazar  las  propuestas  por  el 
acusador  privado  habrá  de  ser  oído  el 
Fiscal  si  interviniere  en  la  causa. 

Contra  la  parte  del  auto  admitiendo 
las  pruebas  ó  mandando  practicar  la  que 
se  hallare  en  el  caso  del  párrafo  tercero 
del  artículo  667,  no  procederá  recurso 
alguno. 

Contra  la  en  que  fuera  rechazada  ó  de 
negada  la  práctica  de  las  diligencias  do 
prueba,  podrá  interponerse  en  su  día  el 
recurso  de  casación,  si  se  prepara  opor- 
tunamente con  la  correspondiente  pro- 
testa. 

En  el  mismo  auto  sefialará  el  Tribunal 
el  día  en  que  deban  comenzar  ¡as  sesio- 
nes del  juicio  oral,  teniendo  en  conside- 
ración la  prioridad  de  otras  causas  y  el 
tiempo  que  fuere  preciso  para  las  cita- 
ciones y  comparecencia  de  los  peritos  y 
testigos. 

Art.  660.  El  Tribunal  mandará  expe- 
dir los  exhortos  ó  mandamientos  necesa- 
rios para  la  citación  de  los  peritos  y  tes- 
tigos que  la  parte  hubiese  designado  con 
este  objeto. 

Los  exhortos  ó  mandamientos  serán 
remitidos  de  oficio  para  su  cumplimien- 
to, á  no  ser  qne  la  parte  pida  que  se  le  en- 
treguen. 

En  este  caso,  se  sefialará  un  plazo  den- 
tro del  cual  habrá  de  devolverlos  cumpli- 
mentados. 

Art.  661.  Las  citaciones  de  peritos  y 
testigos  se  practicarán  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  título  VII  del  libro  primero. 

Los  peritos  y  teatigos  citados  que  no 
comparezcan  sin  causa  legítima  que  se  lo 
impida,  incurrirán  en  la  multa  señalada 
en  el  número  6.o  del  artículo  176. 

Si,  vueltos  á  citar,  dejaren  también  de 
comparecer,  serán  procesados  por  el  deli- 
to de  denegación  de  auxilio  que  define  el 
Código  respecto  de  los  peritos  y  testigos. 

Art.  662.  Las  partes  podrán  recusar  á 
los  peritos  expresados  en  las  listas  por 
cualquiera  de  las  causas  mencionadas  en 
el  art  468. 

La  recusación  se  hará  dentro  délos  tres 
días  siguientes  al  de  la  entrega  al  recu- 
sante de  la  lista  que  contenga  el  nombre 
del  recusado. 

Alegada  la  recusación,  se  dará  traslado 
del  escrito  por  igual  término  á  la  parte 
que  intente  valerse  del    perito  recusado. 

Transcurrido  el  término  y  devueltos  6 
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recogridoa  los  antos,  se  recibirán  á  prueba 
por  seis  díaa,  durante  loa  cualea  cada 
una  de  laa  partea  practicará  laque  le  con- 
venga. 

Traoscarrído  el  término  de  prueba,  ae 
^efialará  día  para  la  vista,  á  la  que  podrán 
aariatir  laa  partea  y  ana  defensores,  y, 
dentro  del  término  legal,  el  Tribunal  re* 
aolTerá  el  incidente. 

Contra  el  auto  no^e  dará  recurso  al- 
i?nno. 

Art.  663.  El  perito  que  no  sea  recusa- 
do en  el  término  fijado  en  el  artículo  an- 
terior, no  podrá  aerlo  despnés  á  no  ser 
44ue  incurriera  con  posterioridad  en  algu- 
na de  laa  causas  de  recusación. 

Art.  664.  El  Tribunal  dispondrá  tam- 
bién que  ios  procesados  que  se  hallen 
preaoe  aean  inmediatamente  conducidos 
á  la  cárcel  de  la  población  en  que  haya 
•ie  coutinuarfie  el  juicio,  citándoles  para 
el  mismo,  flsi  como  á  los  que  estuvieren 
en  libertad  provisional,  para  que  se  pre- 
senten en  ti  día  que  el  Tribunal  sefiate; 
y  mandará  igualmente  notificar  el  auto  á 
los  ñadores  ó  dueños  de  los  bienes  dados 
en  fianza,  expidiéndose  para  todo  ello  los 
-  exhortes  y  mandamientos  necesarios. 
La  falta  de  la  citación  expresada  en  el 
párrafo  anterior  será  motivo  de  casación, 
ai  la  parte  que  no  hubiere  sido  citada  no 
comparece  en  el  juicio. 

Art.  665.  Cuando,  presentados  los  es- 
«^ritoe  de  calificación  y  examinadas  las 
pruebas  propuestas,  entendiere  el  Presi- 
diente deia  Audiencia  ó  Sala  de  lo  crimi 
nal  que  proceile  constituir  una  sección  en 
determinada  localidad  parala  celebración 
del  juicio,  lo  acordará  así,  poniéndolo  en 
conocimiento  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia. 

TIT.  II. — Di  los  artIoolob  db  prbvio 

PBONUHOIAMIBNTO 

Art.  666.  Serán  tan  solo  objeto  de  ar- 
tículos de  previo  pronunciamiento  las 
cuestiones  ó  excepciones  s  guientes: 

1.a     La  de  decl  natoria  de  jurisdicción. 

2.*     La  de  coph  juz^iriIh. 

3.*     Lh  <1e  pres-ripción  del  delito. 

4.a     La  de  amnistía  ó  indulto. 

5.a  La  falta  de  autorización  adminis- 
trativa para  procesar,  en  los  casos  en 
que  sea  necesaria  con  arreglo  á  la  Cons- 
titución y  á  las  leyes  especiales. 

Art.  667.  Las  cuestiones  expresadas 
en  el  artículo  anterior  podrán  proponerse 
en  el  término  de  tres  días,  á  contar  desde 
el  de  la  entrega  de  los  autos  para  la  cali- 
ficación de  loa  hechos. 


Art.  668.  El  que  haga  la  pretensión 
acompañará  al  escrito  loa  documentos 
justificativos  de  los  hechos  en  que  la 
funde,  y  si  no  los  tuviere  á  su  disposi- 
ción, designará  clara  y  determinada- 
mente el  archivo  ú  oficina  donde  se  en- 
cuentren, pidiendo  que  el  Tribunal  los 
reclame  á  quien  corresponda,  originales 
ó  por  compulsa,  según  proceda. 

Presentará  también  tantas  copias  del 
escrito  y  de  los  documentos  cuantos  sean 
los  representantes  de  las  partes  perso- 
nales. Dichas  copias  se  entregarán  á  las 
mismas  en  el  día  <le  la  presentación,  ha- 
ciéndolo así  constar  el  Secretario  por 
diligencia. 

Art.  669.  Los  representantes  de  las 
partes  á  quienes  se  hayan  entregado  las 
referidas  copias  coiiteí<tarán  en  el  térmi- 
no de  tres  días,  acompañando  también 
los  documentos  en  que  funden  sus  pre- 
tensiones, si  los  tuvieren  en  su  poder,  ó 
designando  el  archivo  ú  oficina  eñ  que 
se  hallen,  pidiendo  en  e^te  caso  que  el 
Tribunal  los  reclame  en  los  términos  ex- 
presados en  el  artículo  precedente. 

Art.  670.  Tranacurrido  el  término  de 
los  tres  días,  el  Tribunal  estimará  ó  de- 
negará la  reclamación  de  documentos, 
según  que  los  considtrre  ó  no  necesarios 
para  el  fallo  del  ariícnlo. 

Si  no  se  presentaren  los  documentos  ó 
no  se  hiciere  la  designación  del  lugar  en 
que  se  encuentren,  no  producirá  efectos 
suspensivos  la  excepción  alegada. 

ArL671.  Si  el  Tribunal  accede  ala 
reclamación  de  documentos,  recibirá  el 
artículo  á  prueba  por  el  término  ne 
cesarlo,  que  no  podrá  exceder  de  ocho 
días. 

El  Tribunal  mandará  en  el  mismo  auto 
dirigir  las  comunicaciones  convenientes 
á  los  Jefes  ó  encargados  de  los  archivos 
ú  oficinas  en  que  loa  documentos  se 
hallen,  determinando  si  han  de  remitirlos 
originales  ó  por  compulsa. 

Art.  672.  Cuando  los  documentos  hu- 
bieren de  ser  remitidos  por  compulsa  se 
advertirá  á  las  partea  el  derecho  que  lea 
asiste  para  personnrae  en  el  archivo  ú 
oficina,  á  fin  de  señalar  la  pBrte  del  do- 
cumento que  haya  de  compulsarse,  si  no 
les  fuere  necesaria  la  compulsa  de  todo 
él,  y  para  presenciar  el  cotejo. 

En  los  artículos  de  previo  pronuncia- 
miento no  se  admitirá  prueba  testifical. 
Art.  673.  Transcurritlo  el  término  de 
prueba,  el  Tribunal  aeñalará  inmediata- 
mente día  para  la  vista,  en  la  que  podrán 
informar  lo  que  convenga  á  su  derecho 
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los  defensores  de  las  partes,  si   éstas  lo 
pidieren. 

Art.  674.  £n  el  día  siguiente  al  de  la 
vista,  el  Tribunal  dictará  auto  resolvien- 
do sobre  las  cuestiones  propuestas. 

Si  una  de  ellas  fuere  la  de  declinatoria 
de  jurisdicción,  el  Tribunal  la  resolverá 
antes  que  las  demás. 

Cuando  la  estime  procedente,  mandará 
remitir  los  nulos  al  Tribunal  ó  Juez  que 
considere  competente,  y  se  abstendrá  de 
resolver  sobre  las  demás. 

Art.  676.  Cuando  se  declare  haber 
lugar  á  cualquiera  de  las  excepciones 
comprendidas  en  los  nümeros  2.o,  3. o  y 
4.0  del  art.  666,  se  sobreseerá  libremente, 
mandan<Io  que  se  ponga  en  libertad  al 
procesado  ó  procesados  que  no  estén  pre- 
sos por  otra  causa. 

Art.  676.  Si  el  Tribunal  no  estimare 
suficientemente  justificada  la  declinato- 
ria, (l^eclarará  no  haber  hig8r  á  ella,  con- 
firmatido  su  competencia  para  conocer 
del  delito. 

Si  no  estima  justificada  cualquiera 
otra,  declarará  simplemente  no  haber 
lugar  á  su  admisión,  mandando,  en  con- 
secuencia, continuar  la  causa  según  su 
estado. 

Contra  el  auto  resolutivo  de  la  decli 
natoria  y  contra  el  que  admita  las  excep- 
ciones 2.»,  8  a  y  4.*  del  art.  666,  procede 
el  recurso  de  casación.  Contra  el  que  des- 
estime estas  últimas  no  se  da  recurso  al- 
gtino,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  678. 

Art.  677.  Si  el  Tribunal  estima  proce- 
dente el  artículo  por  falta  de  autoriza- 
ción pnra  procesar,  mandará  subsanar  in- 
mediatamente este  defecto,  quedando 
entre  tanto  en  suspenso  la  cnu^a,  que  se 
continuará  según  su  estado  una  vez  con- 
cedida la  autorización. 

Si  solicitada  ésta  se  denegare,  quedará 
nulo  todo  lo  actuado  y  ee  sobreseerá  li- 
bremente en  la  causa. 

Contra  el  auto  en  que  se  determine 
epta  excepción  no  se  dará  recurso  algu- 
no y  se  obsetvará  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  segundo  del  artículo  anterior. 

Art.  678.  Las  partes  podrán  reprodu- 
cir en  el  juicio  oral,  como  medios  de  de- 
fensa, las  cuestiones  previas  que  se  hu- 
bieren desestimado,  excepto  la  de  decli- 
natoria. 

Art.  679.  Siendo  desestimadas  las 
cuestiones  propuestas,  se  comunicará 
nuevamente  la  cansa  por  término  de  tres 
días  á  la  parte  que  las  hubiere  alegado, 
para  el  objeto  prescrito  en  el  art,  649. 


TIT.  III.— Db  la  cblkbraoiOh 

DBL  JUICIO  ORAL 

Capitulo  paiiiBRO. — De  la  publicidad 
de  los  debates, 

Art.  680.  Los  debates  del  juicio  ora^ 
serán  públicos  baji>  pena  de  nulidad. 

Podrá,  uo  obstante,  el  Presidente 
mandar  que  las  sesiones  se  celebren  á 
puerta  cerrada  cuHudo  así  lo  exijan  ra- 
zones de  moralidad  ó  de  orden  público  6- 
el  respeto  debido  á  la  persona  ofendida 
por  el  delito  ó  á  su  familia. 

Para  adoptar  esta  resolución  el  Presi- 
dente, ya  de  oficio,  ya  á  petición  de  lo8> 
acusadores,  consultará  al  Tribunal,  el 
cual  deliberará  en  secreto,  consignanda 
su  acuerdo  en  auto  motivado  contra  el 
que  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  681.  Después  de  la  lectura  de 
esta  decisión,  todos  los  concurrente» 
despejarán  el  local. 

Se  exceptúan  las  personas  lesionada» 
por  el  delito,  ios  procesados,  el  acusador 
privado,  el  actor  civil  y  los  respectivo» 
defensores. 

Art.  682.  El  secreto  de  los  debate» 
podrá  ser  acordado  antes  de  comenzar  el 
juicio  ó  en  cualquier  estado  del  mismo. 

Cap.  II. — De  las  facultades  del  Fresidente^ 
del  Tribunal. 

Art.  688.  El  Presidente  dirigirá  los 
debates  cuidando  de  impedir  las  discu- 
siones impertinentes  y  que  no  conduz- 
can al  esclarecimiento  de  la  verdad,  sin 
coartar  por  esto  á  ios  defensores  la  li- 
bertad necesaria  para  la  defensa. 

Art,  684.  El  Presidente  tendrá  toda» 
las  facultades  necesarias  para  conservar 
ó  restablecer  el  orden  en  las  sesiones  y 
mantener  el  respeto  debido  al  Tribunal 
y  á  los  demás  poderes  públicos,  pu<lien- 
do  corregir  en  el  acto  con  multa  de  26  á 
260  péselas  las  infracciones  que  no  cons- 
tituyan delito,  ó  que  no  tengan  señalada 
en  la  ley  una  corrección  especial. 

El  Presidente  llamará  al  orden  á  toda» 
las  personas  que  lo  alteren  y  podrá  ha- 
cerlas salir  del  local,  si  !o  considerare 
oportuno,  sin  perjuicio  de  la  multa  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior. 

Podrá  también  acordar  que  se  detenga 
en  el  acto  á  cualquiera  que  <lelinqu¡ere 
durante  la  sesión,  poniéndole  á  disposi- 
ción del  Juzgado  competente. 

Todos  los  concurrentes  al  juicio  oral^ 
cualquiera  que  sea  la  clase  á  que  perte- 
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uesca.li,  sin  excluir  á  los  militares,  quedan 
«ometidos  á  la  jnrisdicción  disciplinaria 
del  Presidente.  Si  turbaren  el  orden  con 
an  acto  que  constituya  delito,  serán  ex- 
palsaiJos  del  local  y  entregados  á  la  Au- 
toridad competente. 

Art.  686.  Toda  persona  interrogada  ó 
qae  dirija  la  palabra  al  Tribunal,  deberá 
hablar  de  pie. 

Se  exceptúan  el  Ministerio  fiscal,  los 
(iefensores  de  las  partes  y  las  personas  á 
qaienes  el  Presidente  dispense  de  esta 
obligación  por  razones  especiales. 

Art.  686.  Se  prohiben  las  muestras  de 
aprobación  ó  de  desaprobación. 

Art.  687.  Cuando  el  acusado  altere  el 
orden  con  una  conducta  inconveniente  y 
persista  en  ella,  á  pesar  de  las  adverten- 
ciaa  del  Presidente  y  del  apercibimiento 
de  hacerle  abandonar  el  locaí,  el  Tribunal 
podrá  decidir  que  sea  expulsado  por  cier- 
to tiempo  ó  por  toda  la  duración  de  las  se- 
siones, continuando  éstas  en  su  ausencia. 

Cap.  III. — Del  modo  de  practicar  lan  prue- 
bas durante  el  juicio  oral. 

SeceloB  primera. — De  1a  confesión  de  loa 
procesudos  y  personas  civilmente  respon 
sablea; 

Art.  G88.  En  el  día  señalado  para  dar 
principio  á  las  sesiones,  se  colocará  en 
el  lo«*al  del  Tribunal  las  piezas  de  con- 
riccióu  que«  se  hubieren  recogido,  y  el 
Presidente,  en  el  momento  oportuno,  de- 
clarará abierta  ia  sesión. 

8i  la  causa  que  haya  de  verse  fuese 
por  delito  para  cuyo  castigo  se  pida  la 
imposición  de  pena  correccional,  pregun- 
tará el  Presidente  á  cada  uno  de  los  acu- 
sados si  se  confiesa  reo  del  delito  que  se 
le  baya  imputado  en  el  escrito  de  califica- 
ción y  responsable  civilmente  ala  restitu- 
ción de  la  cosa,  ó  al  pago  de  la  cantidad 
fijada  en  dicho  escrito  por  razón  de  dafios 
y  perjuicios. 

Art.  689.  Si  en  la  causa  hubiere,  ade- 
más de  la  calificación  fiscal,  otra  del  que- 
rellante particular  ó  diversas  califica- 
ciones de  querellantes  de  esta  clase,  se 
preguntará  al  procesado  si  se  confiesa 
reo  del  delito  según  la  calificación  más 
grave,  y  civilmente  responsable  por  la 
cantidad  mayor  que  se  hubiese  fijado. 

Art.  690.  Si  fueren  más  de  uno  los 
delitos  imputados  al  procesado  en  el  es- 
crito de  calificación,  se  le  harán  las  mis- 
mas preguntas  respecto  de  cada  cual. 

Art.  691.     Si  los  procesados  fueren  va- 


ríos,  se  preguntará  á  cada  Uno  sobre  la 
participación  que  se  le  haya  atribuido. 

Art.  692.  Imputándose  en  la  califica- 
ción responsabilidad  civil  á  cualquiera 
otra  persona,  comparecerá  también  ante 
el  Tribunal  y  declarará  si  se  conforma 
con  las  conclusiones  de  la  calificación 
que  le  interesen. 

Art.  693.  £1  Presidente  hará  las  pre- 
guntas mencionadas  en  los  artículos  an- 
teriores con  toda  claridad  y  precisión, 
exigiendo  contestación  categórica. 

Art.  694.  Si  en  la  causa  no  hubiere 
más  que  un  procesado  y  contestare  afir- 
¡  mativamente,  el  Presidente  del  Tribunal 
preguntará  al  defensor  si  considera  ne- 
cesaria la  continuación  del  juicio  oral.  Si 
éste  contestare  negativamente,  el  Tribu 
nal  procederá  á  dictar  sentencia  en  los 
términos  expresados  en  el  art.  656. 

Art.  695.  Si  confesare  su  responsa- 
bilidad criminal  pero  no  la  civil,  ó  aun 
aceptando  ésta,  no  se  conformare  con  la 
cantidad  fijada  en  la  calificación,  el  Tri- 
bunal mandará  que  contiiióe  el  juicio. 

Pero  en  este  último  caso,  la  discusión 
y  la  producción  de  pruebas  se  concreta- 
rán al  extremo  relativo  á  la  responsabi- 
lidad civil  que  el  procesado  no  hubiese 
admitido  de  conformidad  con  las  con- 
clusiones de  la  calificación. 

Terminado  el  acto,  el  Tribunal  dictará 
sentencia. 

Art.  696.  Si  el  procesado  no  se  confe- 
sare culpable  del  delito  que  le  fuere  atri- 
buido en  la  calificación,  ó  su  defensor 
(Considerase  necesaria  la  continuación 
del  juicio,  se  procederá  á  la  celebración 
de  éste. 

Art.  697.  Cuando  fueren  varios  los 
procesados  en  una  ^nisma  causa,  se  pro- 
cederá conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 694,  si  todos  se  confiesan  reos  del 
delito  ó  delitos  que  les  hayan  sido  atri- 
buidos en  los  escritos  de  calificación  y 
reconocen  la  participación  qup  en  las 
conclusiones  se  les  haya  sefíutado«  á  no 
ser  que  sus  defensores  consideren  nece- 
saria la  continuación  del  juicio. 

Si  cualquiera  de  los  procesados  no  se 
confiesa  reo  del  delito  que  se  le  haya  im- 
putado en  la  calificación,  ó  su  defensor 
considera  necesaria  la  continuación  del 
juicio,  se  procederá  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior. 

Si  el  disentimiento  fuere  tan  sólo  res- 
pecto de  la  responsabilidad  civil,  conti- 
nuará el  juicio  en  la  forma  y  para  los 
efectos  determinados  en  el  art.  096. 

Art.   698.     Se  continuará   también  el 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


—  184  — 


ENJ 


juicio  caaodo  el  procesado  ó  procesados 
no  qnieran  responder  á  las  preguntas 
(|ne  tes  hiciere  el  Presidente. 

Árt  699.  De  igual  modo  se  procederá 
si  en  el  sumario  no  hubiese  sido  posible 
hacer  constar  la  existencia  del  cuerpo 
del  delhto  cuando,  de  haberse  éste  come- 
tido, no  pueda  menos  de  existir  aquél, 
aunque  hayan  prestado  su  conformidad 
el  procesado  ó  procesados  y  sus  defen- 
sores. 

Art.  700.  Cuando  el  procesado  ó  pro- 
cesados hayan  confesado  su  responsabi 
lidad  de  acuerdo  con  las  conclusiones  de 
la  calificación  y  sus  defensores  no  consi- 
deren necesaria  la  continuación  del 
juicio,  pero  la  persona  á  quien  sólo  se 
hubiese  atribuido  responsabiikiad  civil 
no  haya  comparecido  ante  el  Tribunal,  ó 
en  su  declaración  no  se  conformase  con 
las  c<»nclnsiones  del  escrito  de  califica- 
ción á  ella  referentes,  se  procederá  con 
arresto  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  695. 

Si  habiendo  comparecido  se  negase  á 
contestar  á  las  preguntas  del  Presidente, 
le  apercibirá  éste  con  declararle  confeso. 

Si  persistiere  en  su  negativa,  se  le  de- 
clarará confeso,  y  la  causa  se  fallará  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 694.      ' 

I^  mismo  se  hará  cua*hdo  el  procesado, 
después  de  haber  confesado  sa  respon- 
sabilidad criminal,  se  negare  á  contestar 
sobre  la  civil. 

S«éclÓB  seg^anáa,— Del  examen 
de  (08  testigos. 

Art  701.  Guando  el  juicio  deba  con- 
tinuar, ya  por  falta  de  conformidad  de 
los  acusados  con  la  acusación,  ya  por 
tratarse  de  delito  para  cuyo  castigo  se 
haya  pedido  pena  aflictiva,  se  procederá 
del  modo  siguiente: 

El  Secretario  dará  cuenta  del  hecho 
que  haya  motivado  la  formación  del  su- 
mario y  del  día  en  que  éste  se  comenzó 
á  instruir,  expresando  además  si  el  pro 
cesado  está  en  prisión  ó  en  libertad  pro 
Yisional  con  ó  sin  fianza. 

Leerá  los  escritos  de  calificación  y  las 
listas  dé  peritos  y  testigos  que  se  hubie- 
sen presentado  oportunamente,  haciendo 
relación  de  las  demás  pruebas  propues- 
tas y  admitidas. 

Acto  continuo  se  pasará  á  la  práctica 
de  las  diligencias  de  prueba  y  al  examen 
de  los  testigos,  empezando  por  la  que 
hubiere  ofrecido  el  Ministerio  fiscal,  con- 
tinuando con  la  propuesta  por  los  demás 


actores,  y  por  último  con  la  de  los  proce- 
sados. 

Las  pruebas  de  cada  parte  se  practi- 
carán según  el  orden  con  que  hayan 
sido  propuestas  en  el  escrito  correspon- 
diente. Los  testigos  serán  examinados 
también  por  el  orden  con  que  figuren  sua 
nombres  en  las  listas. 

£1  Presidente,  sin  embargo,  podrá  al- 
terar este  orden  á  instancia  de  parte  y 
aun  de  oficio  cuando  asi  lo  considere 
conveniente  para  el  mayor  esclarecí 
miento  de  los  hechos  ó  para  el  más  se- 
guro descubrimiento  de  la  verdad. 

Art.  702.  Todos  los  que,  con  arreglo 
á  l'«  dispuesto  en  los  arts.  410  al  412  in- 
clusive, están  obligados  á  declarar,  lo 
harán  concurriendo  ante  el  Tribunal,  sin 
otra  excepción  que  la  de  las  personas 
mencionadas  en  los  números  1.^,  7.<>  y 
90  del  412,  las  cuales  podrán  declarar 
por  escrito. 

Art.  703.  Sin  embargo  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior,  si  las  personas 
mencionadas  en  los  números  2.*,  3.o,  4.o, 
6.0,  6.'»  y  8  o  del  412  hubieren  tenido  co- 
nocimiento por  razón  de  su  cargo  de  los 
hechos  de  que  se  trate,  podrán  consig- 
narlo por  medio  de  informe  escrito  de  que 
se  dará  lectura>inmediatamente  antes  de 
proceder  al  examen  de  los  demás  tes- 
tigos. 

Lo  propio  harán  los  funcionarios  del 
orden  judicial  ó  de!  Ministerio  fiscal  que 
se  encuentren  en  igual  caso.  ^ 

Art.  704.  Los  testigos  que  hayan  de 
declarar  en  el  juicio  oral  pt^rmanecerán, 
hasta  que  sean  llamados  á  prestar  sus 
declaraciones,  en  un  local  á  propósito,  sin 
comunicación  con  los  que  ya  hubiesen 
declarado,  ni  con  otra  persona. 
,  Art.  706.  El  Presidente  mandará  que 
entren  á  declarar  uno  á  uno  por  el  orden 
mencionado  en  el  art.  701. 

Art.  706.     Hallándose  presente  el  tes  ■ 
tigo  mayor  de  catorce  afios  ante  el  Tribu 
nal,  el  Presidente  le  recibirá  juramento 
en  la  forma  establecida  en  el  art.  434. 

Art.  707.  Todos  los  testigos  que  no  se 
hallen  privados  del  uso  de  su  razón  están 
obligados  á  declarar  lo  que  supieren  so- 
bre lo  que  les  fuere  preguntado,  con  ex- 
cepción de  las  personas  expresadas  ^n 
los  artículos  416,  417  y  418  en  sus  res- 
pectivos casos. 

Art.  708.  £1  Presidente  preguntará  al 
testigo  acerca  de  las  circunstancias  ex- 
presadas en  el  primer  párrafo  del  art  436, 
después  de  lo  cual  la  parte  que  le  haya 
presentado  podrá  hacerle  las  preguntas 
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qoe  tenga  por  conveniente.  Las  demá% 
partes  podrán  dirigirle  también  lal  pre- 
lenntas  qoe  consideren  oportunas  y  fne- 
reo  pertinentes,  en  vista  de  sus  contesta^ 
<none8. 

El  Presidente,  por  sí  ó  á  excitación  de 
eaalqniera  de  los  miembros  del  Tribunal, 
podrá  dirigir  á  ios  testigos  las  preguntas 
qoe  estime  conducentes  para  deparar  los 
heehos  sobre  los  qne  declaren. 

Art.  709.  £1  Presidente  no  permitirá 
qoe  el  testigo  conteste  á  preguntas  ó  re- 
preguntas capciosas,  sugestivas  ó  imper- 
tinentes. 

Contra  la  resolución  que  sobre  este  ex- 
trenao  adopte  podrá  interponerse  en  su 
día  el  recurso  de  casación,  si  se  hiciere 
en  el  acto  la  correspondiente  protesta. 

En  este  caso,  el  Secretario  consignará 
á  la  letra  en  el  acta  la  pregunta  ó  repre- 
gunta á  qoe  el  Presidente  haya  prohibido 
contestar. 

Art.  710.  Los  testigos  expresarán  la 
raaón  de  su  dicho,  y,  si  fueren  de  referen- 
cia«  precisarán  el  origen  de  la  noticia,  de- 
signando con  so  nombre  y  apellido,  ó  pon 
las  sefias  con  qoe  fuere  conocida,  á  la 
persona  que  se  la  hubiere  comunicado. 

Art.  711.  Los  testigos  sordomudos  ó 
qne  no  conozcan  el  idioma  español  serán 
examinados  del  modo  prescrito  en  los 
articQlos  ái&i  párrafo  primero  del  441 
y  442. 

Art.  712.  Podrán  las  partes  pedir  qne 
el  testigo  reconozca  los  instumentos  ó 
efectos  del  delito  ó  cualquiera  otra  pieza 
de  convicción. 

Art.  71 S.  En  los  careos  del  testigo  con 
loa  procesados  ó  de  los  testigos  entre  si, 
no  permitirá  el  Presidente  qu«9  medien  in- 
snltoa  ni  amenazas,  limiláiidose  la  dili- 
gencia á  dirigirse  los  careados  los  cargos  y 
hacerse  las  observaciones  que  creyeren 
convenientes  para  ponerse  de  acuerdo  y 
llegar  á  descubrir  la  verdad. 

Art.  714.  Cuando  la  declaración  del 
testigo  en  el  juicio  oral  no  sea  conforme 
en  lo  Bostancial  con  la  prestada  en  el  su- 
mario, podrá  pe<)irse  la  lectura  de  ésta 
por  cualquiera  de  las  partes. 

Después  de  leida,  el  Presidente  invita- 
rá al  testigo  á  que  explique  la  diferencia 
ó  contradicción  que  entre  sus  declaracio- 
nes se  observe. 

Art.  715.  Siempre  que  los  testigosqne 
hayan  declarado,  en  el  sumario  compa- 
rezcan á  declarar  también  sobre  los  mis- 
mos hechos  en  el  juicio  oral,  sólo  habrá 
logar  á  mandar  proceder  contra  ellos 
como  presuntos  autores  del  delito  de  falso 


testimonio,  cuando  éste  sea  dado  en  dicho 
juicio. 

Fuera  del  caso  previsto  en  el  párrafo 
anterior,  en  los  demás  podrá  exigirse  á 
los  testigos  la  responsabilidad  en  que 
incurran,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
del  Código  penal. 

Art.  716.  El  testigo  que  se  niegue  á 
declarar  incurrirá  eu  la  multa  de  26  á  260 
pesetas,  qne  se  impondrá  en  el  acto. 

Si  á  pesar  de  esto  persiste  en  su  nega- 
tiva, se  procederá  contra  él  como  autor 
del  delito  de  desobediencia  giave  á  la  Au- 
toridad. 

Art.  717.  Las  declaraciones  de  las 
Autoridades  y  funcionarios  de  policía  ju- 
dicial tendrán  el  valor  de  declaraciones 
testi  Acales,  apredables  como  éstas  según 
las  reglas  del  critsrio  racional. 

Art.  718.  Cuando  el  testigo  no  hubie- 
re comparecido  por  imposibilidad  yelTri 
bunal  considere  de  importancia  su  decla- 
ración para  el  éxito  del  juicio,  el  Presi- 
dente designará  á  uno  de  los  individuos 
del  mismo  para  que,  constituyéiMiose  en 
la  residencia  del  testigo,  si  la  tuviere  en 
el  lugar  del  jui(;io,  puedan  las  partes  ha- 
cerle las  preguntas  que  consideren  opor- 
tunas. 

£1  Secretario  extenderá  diligencia,  ha- 
ciendo constar  las  preguntas  y  repregun- 
tas que  se  hayan  hecho  al  testigo,  las 
contestaciones  de  éste  y  tos  incidentes 
que  hubiesen  ocurrido  en  el  acto. 

Art.  719.  Si  el  testigo  imposibilitado 
de  concurrir  á  la  sesión  no  residiere  en 
el  punto  en  que  la  misma  se  celebre,  se 
librará  exhorto  ó  mandamiento  para  que 
sea  examinado  ante  el^Juez  correspon- 
diente, con  sujeción  á  las  prescripciones 
contenidas  en  esta  sección. 

Cuando  la  parte  ó  las  partes  prefieran 
que  en  el  exhorto  ó  mandamiento  se 
consignen  por  escrito  las  preguntas  ó  re- 
preguntas, el  Presidente  accederá  á  ello 
si  no  fuesen  capciosas,  sugestivas  ó  in> 
pertinentes. 

Art.  720.  Lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los anteriores  tendrá  también  aplicación 
al  caso  en  que  el  Tribunal  ordene  que  el 
testigo  declare  ó  practique  cualquier  re- 
conocimiento en  un  lugar  determinado, 
fuera  «de  aquél  en  que  se  celebre  la  au- 
diencia. 

Art.  721.  Cuando  se  desestime  cual- 
quier pregunta  por  capciosa,  sugestiva  ó 
impertinente  en  los  casos  de  los  tres  ar- 
tículos anteriores,  podrá  prepararse  el  re- 
curso de  casación  del  modo  prescrito  en 
el  art.  709. 
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Art.  722.  LoB  testigos  que  comparez- 
can á  declarar  ante  el  Tribunal  tendrán 
derecho  á  una  indemnización,  si  la  recla- 
maren. 

£1  Tribunal  la  fijará  teniendo  en  cuen- 
ta únicamente  los  gastos  del  viaje  y  el 
importe  de  los  jornales  perdidos  por  el 
testigo  con  motivo  de  su  comparecencia 
para  declarar. 

S«cel«B   (ereera.— Del  informe  pericial. 

Art.  728.  Los  peritos  podrán  ser  recu- 
sados por  las  causas  y  en  la  forma  pres- 
critas en  los  arts.  468,  469  y  470. 

La  sustanciacion  de  los  incidentes  de 
recusación  tendrá  lugar  precisamente  en 
el  tiempo  que  media  desde  la  admisión 
de  las  pruebas  propuestas  por  las  partes 
hasta  la  apertura  de  las  sesiones. 

Art.  724.  Los  peritos  que  no  hayan 
sido  recusados  serán  examinados  juntos 
cuando  deban  declarar  sobre  unos  mis- 
ipos  hechos  y  contestarán  á  las  pregun- 
tas y  r(^)reguntas  que  las  partes  les  di- 
rijan. 

Art.  726.  Si  para  contestarlas  consi- 
derasen necesaria  la  práctica  de  cual- 
quier reconocimiento,  harán  éste  acto 
continuo  en  el  local  de  la  misma  Audien- 
cia, si  fuere  posible. 

En  otro  i*aso  se  suspenderá  la  sesión 
por  el  tiempo  necesario,  á  no  ser  que  pue- 
dan continuar  practicándose  otras  dili- 
gencias de  pruebas  entre  tanto  que  los 
peritos  verifican  el  reconocimiento. 

Secelón  cuarta.— De  la  prueba  documental 
y  de  la  inspección  ocular. 

Art.  726.  £1  Tribunal  examinará  por 
sí  mismo  los  libros,  documentos,  papeles 
y  demás  piezas  de  convicción  que  puedan 
contribuir  al  esclarecimiento  de  los  he 
chos  ó  á  la  más  segura  investigación  de 
la  verdad. 

Art.  727.  Para  la  prueba  de  inspec- 
ción ocular  que  no  se  haya  practicado 
antes  de  ia  apertura  de  las  sesiones,  si 
el  lugar  que  deba  ser  inspeccionado  se 
hallBse  en  la  capital,  ae  constituirá  en  él 
el  Tribunal  con  las  partes,  y  el  Secretario 
extenderá  diligencia  expresiva  del -lugar 
ó  cosa  inspeccionada,  haciendo  constar 
en  ella  las  observaciones  de  las  partes  y 
demás  incidentes  que  ocurran. 

Si  el  lugHr  estuviere  fuera  de  la  capital, 
se  constituirá  en  él  con  las  partes  el  in- 
dividuo del  Tribunal  que  el  Presiilente 
designe,  practicándose  las  diligencias  en 


Ja  forma  establecida  en  el  párrafo  ante- 
rior. • 

£n  todo  lo  demás  se  estará  en  cuanto 
fuere  necesario,  á  lo  dispueato  en  el  títu- 
lo V,  capitulo  primero  del  libro  II. 

ÜeoclÓB  quinta.  —  Disposiciones  comunes 
a  las  cuatro  seccionen  anteriores. 

Art.  728.  No  podrán  practicarte  otras 
diligencias  de  prueba  que  las  propuestas 
por  las  partes,  ni  ser  examinados  otros 
testigos  que  los  comprendidos  en  las  lis- 
tas presentadas. 

Art.  729.  Se  exceptúan  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  anterior: 

1.0  Los  careos  de  los  testigos  entre  sí 
ó  con  los  procesados  ó  entre  éstos,  que 
el  Presidente  acuerde  de  oficio,  ó  á  pro- 
puesta de  cualquiera  de  las  partes. 

2.0  Las  diligencias  de  prueba  no  pro- 
puestas por  innguna  de  las  partes  que  el 
Tribunal  considere  necesarias  para  ia 
comprobación  de  cualquiera  de  los  he- 
chos que  hayan  sido  objeto  de  los  escri- 
tos .de  calificación. 

íñ^  Las  diligencias  de  prueba  de  cual- 
quier ciase  que  en  el  acto  ofrezcan  las 
partes  para  acreditar  alguna  circunstan- 
cia que  pueda  influir  en  el  valor  proba- 
torio de  la  declaración  de  un  testigo,  si 
el  Tribunal  las  considera  admisibles. 

Art.  780.  Podrán  también  leerse  á  ins- 
tancia de  cualquiera  de  las  partes  las  di- 
ligencias practicadas  en  el  sumario,  que, 
por  causas  independientes  de  la  volun- 
tad de  aquéllas,  no  puedan  ser  reprodu 
cidas  en  el  juicio  oral. 

A rt  73 1 .  £1  Tribunal  adoptará  las  dis 
posiciones  jconvenientes  para  evitar  que 
los  procesados  que  se  bailen  en  libertad 
provisional  sn  ausenten  ó  dejen  de  com- 
parecer á  las  sesiones  desde  que  éstas 
den  principio  basta  que  se  pronuncie  la 
sentencia. 

Cap.  IV. — De  la  acusación ^  de  la  defema 
y  de  la  sentencia, 

Art.  732.  Practicadas  las  diligencia» 
de  la  prueba,  las  partes  podrán  modificar 
las  conclusiones  de  los  escritos  de  califi- 
cación. 

£n  este  caso  formularán  por  escrito  la» 
nuevas  conclusiones  y  las  entregarán  a^ 
Presidente  del  Tribunal. 

Las  conclusiones  podrán  formularse  eu 
forma  alternativa,  segón  lo  dispuesto  en 
el  art.  653. 

Art.  733.     Si  juzgando  por  el  resultado 
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de  las  pruebas  entendiere  el  Tribunal  que 
el  becho  justiciable  ha  sido  calificado 
con  manifiesto  error,  podrá  el  Presidente 
emplear  la  siguiente  f(Srmula: 

8ÍH  que  sea  visto  prejuzgar  el  fallo  defi- 
nitivo sobre  la»  eoncl%$siofies  déla  anumctón 
y  la  defensa,  el  Tribunal  desea  que  el  FiS' 
cal  y  los  defensores^  del  procesado  (ó  los 
defensores  de  las  partes  cuando  fuesen 
varias)  le  ilustren  acerca  de  si  el  hecho 

justiciable  constituye  el  delito  de ó  si 

existe  la  circunstancia  eximente  de  respon- 
sabilidad á  que  se  refiere  el  núm del  ar- 
ticulo  del  Código  penal. 

Esta  facultad  excepcional,  de  que  el 
Tribunal  usará  con  moderación,  no  se  ex- 
tiende á  las  causas  por  delitos  que  sólo 
pueden  perseguirse  á  instancia  de  par- 
te, ni  tAuípoco  es  aplicable  á  los  errores 
qae  hayan  podido  cometerse  en  tos  escri- 
tos de  onlificación,  así  respecto  á  la  apre- 
cUcióii  d^  las  circunstanciHS  atenuantes  y 
ain'avantes.  como  en  cuanto  á  la  partici- 
pación de  cada  uno  de  los  procesados  en 
la  ejecución  del  delito  público,  que  sea 
materia  del  juicio. 

Sí  el  Fiscal  ó  cualquiera  de  los  deten- 
■ore-s  d«í  las  partes  indicaren- que  do  esfán 
snficienteuiente  preparados  para  discutir 
la  cuestión  propuesta  por  el  Presidente, 
•e  aaspen<lerá  la  sesión  hasta  el  siguiente 
día. 

Art.  784.  Llegado  el  momento  de  in- 
formar, el  Presidente  concederá  la  pala- 
bra al  Fiscal  si  fuere  parte  en  la  causa,  y 
deapaésal  defensor  del  acusador  particu- 
lar «i  le  hubiese. 

£n  sus  informes  expondrán  éstos  los 
hechos  que  consideren  probados  en  el 
juicio,  su  calificación  legal,  la  participa- 
ción que  en  ellos  hayan  tenido  los  proce- 
sados y  la  responsabilidad  civil  que  ha- 
yan contraído  los  mismos  ú  otras  perso 
naa,  así  como  las  cosas  que  sean  su  obje- 
to, ó  la  cantidad  en  que  deban  ser  recula- 
das cuando  los  informantes  ó  sus  repre- 
sentados ejerciten  también  la  acción 
civil. 

Art.  736.  El  Pres  idente  con<?e<lerá 
después  la  palabra  al  defensor  del  actor 
civil  si  lo  hubiere,  quien  limitará  su  infor- 
me á  los  puntos  concernientes  á  la  respon- 
sabilidad civil. 

Art.  736.  En  seguida  dará  la  palabra 
á  loe  defensores  de  los  procesados,  y  <ies- 
pnée  de  ellos  á  los  de  las  personas  civil- 
mente responsables,  si  no  se  defendieren 
bajo  ana  sola  representación  con  aqué- 
llos. 

Art.  737.    Los  informes  de  los  defen- 


sores de  las  partes  se  acomodarán  á  laa 
conclusiones  que  definitivamente  hayan 
formulado,  y  en  su  caso  á  la  propuesta 
por  el  Presidente  del  Tribunal  con  arreglo 
á  lo  diapuesto  en  el  art.  783. 

Art.  738.  Después  de  estos  informes, 
sólo  será  perndtido  á  las  partes  la  rectifi- 
cación de  hechos  y  conceptos. 

hrí.  739.  Terminadas  la  acusación  y 
la  defensa,  el  Presidente  preguntará  á  los 
procesados  si  tienen  algo  que  manifestar 
al  Tribunal. 

Al  que  contestare  afirmativamente,  le 
será  concedida  la  palabra. 

El  Presidente  cuidará  de  que  los  pro- 
cesados al  usarla  no  ofendati  la  moral  ni 
falten  al  respeto  debido  al  Tribunal,  ni 
á  las  consideraciones  t* orrespondientes  á, 
todas  las  personas,  y  que  se  ciñan  á  lo 
que  sea  pertinente,  retirándoles  la  pala- 
breen caso  necesario. 

Art.  740.  Después  de  hablar  los  de- 
fensores de  Ibs  partes  y  los  procesados 
en  su  caso,  el  Presidente  declarará  con- 
cluso el  juicio  para  sentencia. 

Art.  741.  El  Tribunal,  apreciando  se- 
gún su  conciencia  las  pruebas  practica- 
das en  el  juicio,  las  razones  expuestas 
por  la  acusación  y  la  dt^fensa  y  lo  mani- 
festado por  los  mismos  procesados,  dic- 
tará sentencia  dentro  del  término  fijado 
en  esta  ley. 

Art.  742.  En  la  sentencia  se  resolve- 
rán to<la8  las  cuestiones  que  hayan  sido 
objeto  del  juicio,  condenando  ó  absol- 
viendo á  los  prorenados  no  sólo  por  el 
delito  principal  y  sus  conexos,  sino  tam- 
bién por  las  faltas  incidentales  de  que  se 
baya  conocido  en  la  causa,  sin  que  pueda 
el  Tribunal  emplear  en  este  estado  la 
fórmula  del  sobreseimiento  respecto  de 
los  acusados  á  quienes  crea  que  no  debe 
condenar. 

También  se  resolverán  en  la  sentencia 
todas  Ibs  cuestiones  referentes  á  la  res- 
ponsabilidad civil  que  hayan  sido  objeto 
del  juicio. 

Art.  743.  El  Secretario  del  Tribunal 
extenderá  acta  de  cada  sesión  que  se  ce- 
lebre, y  en  ella  hará  constar  sucintamen- 
te cuanto   importante   hubiere  ocurrido. 

Al  terminar  la  sesión  se  leerá  el  acta, 
haciéndose  en  ella  las  rectiHcaciones  que 
las  partes  reclamen,  si  el  Tribunal  en  el 
acto  las  estinia  procedentes. 

Las  actas  se  firmarán  por  el  Presiden- 
te é  individuos  del  Tribunal,  por  el  Fis- 
cal y  por  los  defensores  de  las  partes. 
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CiF.  V.^Dela  guspennón  del  juicio  oral, 

Art.  744.  Abierto  el  juicio  oral,  con- 
tinaará  durante  todas  las  seaiones  conae- 
cuiivaa  que  sean  necesarias  hasta  su  con- 
clusión. 

Art.  745.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior,  el  Presidiente  del  Tri- 
bunal podrá  suspender  la  apertura  de  las 
sesiones  «mando  las  partes,  por  motivos 
independientes  de  su  voluntad,  no  tuvie- 
ren  preparadas  las  pruebas  ofrecidas  en 
sus  respectivos  escritos. 

Art.  746.  Procederá  además  la  sus- 
pensión del  juicio  oral  en  los  casos  si- 
guientes: 

1.0    Cuando  el  Tribunal  tuviere  que 
'  resolver  durante  los  debates  alguna  cues- 
tión incidental  que  por  cualquier  causa 
fundada  n<^  pueda  decidirse  en  «*l  acto. 

2.0  Cuando  con  arreglo  á  este  Código 
el  Tribunal  o  alguno  de  sus  individuos 
tuviere  que  practicar  alguna  diligencia 
fuera  del  lugar  de  las  sesiones  y  no  pu- 
diere verificarse  en  el  tiempo  intermedio 
entre  una  y  otra  sesión. 

S,"  Cuando  comparezcan  los  testigos 
de  cargo  y  de  descargo  ofrecidos  por  las 
partes  y  el  Tribunal  (tonsidere  necesaria 
la  declaración  de  los  mismos. 

Podrá,  sin  embargo,  el  Tribunal  acor 
dar  en  este  caso  la  continuación  del  jui- 
cio y  la  práctica  de  las  demás  pruebas;  y 
después  queae  hayan  hecho,  suspenderlo 
hasta  que  comparezcan  los  testigos  au- 
sentes. 

Si  la  no  comparecencia  del  testigo  fuere 
por  el  motivo  expuesto  en  el  art.  718,  se 
procederá  como  se  determina  en  el  mis- 
mo y  en  los  dos  siguientes. 

4."  Cuando  algán  individuo  del  Tri- 
bunal ó  el  defensor  de  cualquiera  de  las 
partes  enfermare  repentinamente  hasta 
el  punto  «te  que  no  pueda  continuar  to- 
mando parte  en  el  juicio,  ni  pueda  ser 
reemplazado  el  último  sin  grave  incon 
veniente  para  la  defensa  del  interesado. 

Ix)  dispuesto  en  este  número  respecto 
á  los  defensores  <le  las  partes  se  entiende 
aplicable  al  Fiscal. 

6.0  Cuando  alguno  de  los  procesados 
se  halle  en  el  caso  del  número  anterior, 
en  términos  de  que  no  pueda  estar  pre- 
sente en  el  juicio. 

La  suspensión  no  se  acordará  por  esta 
causa,  sino  después  de  haber  oído  á  los 
facultativos  nombrados  de  oficio  para  el 
reconocimiento  del  enfermo. 

6.0  Cuando  revelaciones  ó  retracta- 
ciones inesperadas  produzcan  alteracio- 


nes sustanciales  en  los  juicios,  haciendo 
necesarios  nuevos  elementos  de  prueba  ó 
alguna  sumaria  instrucción  suplemen- 
taria. 

Art.  747.  En  los  casos  l.o,  2.o,  4.o 
y  6.0  del  artículo  anterior,  el  Tribunal 
podrá  decretar  de  oficio  la  suspensión. 
En  los  demás  casos  la  decretará,  siendo 
procedente,  á  instancia  de  parte. 

Art.  74B.  En  los  autos  de  suspensión 
que  se  dicten,  se  fijará  el  tiempo  de  la 
suspensión,  si  fuere  posible,  y  se  deter- 
minará lo  que  corresponda  para  la  conti- 
nuación del  juicio. 

Contra  estos  autos  n<9  se  dará  recurso 
alguno. 

Art.  749.  Cuando  por  razón  de  los 
casos  previstos  en  los  núms.  4.**  y  5.o  del 
art.  746  haya  de  prolongarse  indefinida- 
mente la  suspensión  del  juicio,  ó  por  un 
tiempo  demasiado  largo,  se  declarará  sin 
efecto  la  parte  del  juicio  celebrada  y  se 
citará  á  nuevo  juicio  para  cuando  desa- 
parezca la  causa  de  la  suspensión  ó  pue- 
dan ser  reemplazadas  las  personas  reem- 
plazables. 

Lo  mismo  podrá  acordar  el  Tribunal 
en  el  caso  del  núm.  6.o,  si  la  preparación 
de  los  elementos  de  prueba,  ó  la  suma- 
ria instrucción  suplementaria  exigiere 
algún  tiempo. 

LIBRO  lY 

DE  LOS  PROCEDIMIENTOS  ESPECIALES 
TITULO  PRIMERO. -Dkl  MODO  dc  pro- 

OBOBK  CUANDO    rUBaB    PROOBSADO  DN  SB- 
MADOR  O  DIPUTADO  i  COaTBS 

Art.  760.  El  Juez  óTribunal  que  en- 
cuentre méritos  para  procesar  á  un  Sena- 
dor ó  Diputado  á  Cortes  por  causa  de  de- 
lito se  abstendrá  de  dirigir  el  procedi- 
miento contra  él  si  las  Cortes  estuvieren 
abiertas,  hasta  obtener  la  correspondien- 
te autorización  del  Cuerpo  Colegislador 
á  que  pertenezca. 

Art.  761.  Ctiando  el  Senador  ó  Dipu- 
tado á  Cortes  fuere  delincuente  infragan- 
ti  podrá  aer  detenido  y  procesado  sin  la 
autorización  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior;  pero  en  las  veinticuatro  horas 
siguientes  á  la  detención  ó  procesamien- 
to deberá  ponerse  lo  hecho  en  conoci- 
miento del  Cuerpo  Colegislador  á  que 
corresponda. 

Se  pondrá  también  en  conocimiento 
del  Cuerpo  Colegislador  respectivo  la 
causa  que  existiere  pendiente  contra  el 
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que,  esUndo  prooMado,  habieae  «ido  ele- 
^do  Sonador  ó  Di  potado  á  Oories. 

Art.  76:1.  8i  an  Senador  ó  Diputado  á 
Cortea  fuere  prooeaado  dorante  on  inte- 
rregno parlamentario,  deberá  el  Joet  ó 
Tribunal  que  conotca  de  la  causa  ponerlo 
iamediatamente  en  oonoeimiento  del  rea> 
pectivo  Cuerpo  Colegialador. 

Lo  mlamo  ae  obaervará  cuando  baja 
•ido  procesado  un  Senador  ó  Diputado  á 
Oortea  electo  antea  de  reunirse  éstas. 

Ari.  763.  En  to<lo  caao,  se  suspende- 
rán los  procedimientos  desde  el  dia  en 
4|oe  ae  dé  conocimiento  á  laa  Cortes,  es- 
tén ó  no  abiertas,  permaneciendo  las  ro- 
mmm  en  el  estado  en  que  entonces  se  ha- 
llen, haata  que  el  Cuerpo  Colet(islador 
ceapectiTo  resuelva  lo  que  tenga  per 
•conveniente. 

Art.  764.  SI  el  Senado  ó  el  Congreso 
negaaen  la  autorísación  pedida,  se  sobre- 
seerá respecto  al  Sena^lor  ó  Diputado  á 
Cortea;  pero  continuará  la  causa  contra 
loa  demás  procesados. 

Art.  766.  La  autoríaación  ae  pedirá  en 
forma  de  auplicatorio,  remitiendo  con 
éste,  y  con  carácter  de  reservailo,  el  tes- 
timonio de  los  cargoa  que  resulten  contra 
«I  Senador  6  Diputado,  con  inclusión  de 
loe  dictámenes  del  Fiscal  y  de  las  peti- 
€tonea  particularea  en  que  se  haya  solici- 
tado la  antorisación. 

Art.  766.  El  suplicatorio  se  remitirá 
por  conducto  del  Ministro  de  Gracia  y 
Joetlcia. 

TIT.  II  — Dsu  AHTaJoioio  vicoRSAaio  rimA 

KZtOia  LA    BlMPONSABIiIDAD    OaiMlMAL  i 
LOS  JOaOBS  T  ÜAOISTIUDOS. 

Art.  767.  Todo  espafiol  que  no  esté 
incapacitado  para  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción penal  podrá  promover  el  antejuicio 
aeceeario  para  exigir  la  responsabilidad 
criminal  á  los  Jueces  y  Magistrados  por 
delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

Art.  768.  Cuando  el  antejnicio  tuvie- 
re por  objeto  alguno  de  los  delitos  de  pre- 
yarícación  relativos  á  sentencias  injustas, 
no  podrá  promoverse  hasta  después  de 
terminados  por  sentencia  firme  el  pleito 
ó  causa  que  dieren  motivo  al  procedi- 
miento. 

Art.  769.  Si  el  antejnicio  tuviere  por 
objeto  eualqniera  de  los  delitos  referen- 
tea,  ya  á  retardo  malifioso  en  la  adminis- 
tración de  justicia,  ya  á  negativa  á  jusgar 
por  alguno  de  loa  preteztoa  especificados 
en  el  Código,  podrá  promoverse  tan  pron- 
to como  el  Joet  ó  Tribunal  bubíeae  dic- 


tado reaolución  negándose  á  juagar  por 
oscuridad,  insuficiencia  ó  silencio  de  la 
ley,  ó  después  qne  hubiesen  transcorrido 
quince  días  de  presentada  la  última  soli- 
citud pidiendo  al  Jues  ó  Tribunal  que  fa- 
lle ó  reanelva  cualquiera  cauaa,  expedien- 
te ó  pretensión  judicial  que  estuviere  pen- 
diente, ain  que  aquél  lo  hubiese  hecho  ni 
manifestado  por  escrito  en  los  autos  can- 
sa legal  para  no  hacerlo. 

Art.  760.  Cuando  tuviere  por  objeto 
cualquierotro  delito  cometido  por  el  Juex 
ó  Magistrado  en  el  ejercicio  de  sus  funcio 
nes,  podrá  promoverse  el  antejuicio  desde 
que  el  delito  aea  conocido. 

Art.  761.  El  ofendido  por  la  resol» • 
clon  judicial  no  tendrá  necesidad  de  pres- 
tar fiama  alguna  para  ejercitar  la  acción 
contra  los  Jueces  ó  Magistrados. 

Se  entiende  por  ofendido  aquél  á  quien 
directamente  dafie  ó  perjudique  el  delito. 

Art.  762.  El  que  no  haya  sido  ofendi- 
do por  el  delito,  al  promover  el  antejuicio, 
preatará  la  fiansa  qne  el  Tribunal  que 
haya  de  conocer  de  la  cansa  determine 
para  que  pueda  ésta  sustanciarse  á  su  ins 
tancia. 

En  todo  lo  relativo  á  la  fiansa  ae  eatará 
á  lo  diapnesto  en  el  tft.  IX  del  libro  II  de 
este  Código. 

Art.  768.  Contra  el  auto  exigiendo  la 
fiansa  fijando  su  cantidad  y  calidad,  pro- 
cederá el  recurso  de  apelación  en  ambos 
efectos  para  ante  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo,  ai  hubieae  aido  dictado 
por  la  Audiencia. 

Si  hubiese  sido  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, procederá  solamente  el  recurao  de 
súplica. 

Art.  764.  £1  antejuicio  se  promoverá 
por  escrito  redactado  en  forma  de  quere- 
lla, que  firmará  un  Letrado. 

Art.  766.  Si  la  responsabilidad  crimi- 
nal que  se  intente  exigir  fueae  por  algu- 
no de  loa  delitos  de  prevaricación  relati- 
voa  á  sentenciaa  injustaa,  ae  presentará 
con  el  escrito  la  copia  certificada  de  la 
aentencia,  auto  ó  provitlencia  injuata. 

8i  no  pudiere  presentarse,  se  manifea 
tara  la  oficina  ó  el  archivo  judicial  en  que 
se  hallen  los  autos  originHles. 

Art.  766.  Se  hará  ademáa  en  el  eacri- 
to  expreaión  de  las  diligenciaa  de  la  cauaa 
que  deban  compulsarse  para  comprobar 
la  injus.icia  de  la  sentencia,  auto  ó  provi- 
dencia que  dé  ocasión  al  antejuicio. 

Art.  767.  Si  la  reiiponSabilidad  fuere 
por  raaón  de  cualquiera  de  los  delitoa  á 
que  ae  refiere  el  articulo  769  de  eata  ley 
ae  acompafiarán  con  el  escrito: 
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1.0  Las  copias  de  loB  prAsentados  des- 
poÓB  de  transcurrido  el  término  legal,  ai  la 
ley  lo  fijase,  para  la  resolución  ó  fallo  de 
la  pretensión  judicial,  expediente  ó  causa 
pendientes,  pidiendo  cualquiera  de  los 
interesados  al  Juez  ó  Tribunal  que  de 
ellos  conozca  que  los  resuelva  ó  falle  con 
arreglo  á  derecho. 

2.*^  La  certificación  del  auto  ó  provi- 
dencia dictados  por  el  Juez  ó  Tribunal 
denegando  la  petición  por  oscuridad,  in- 
suficiencia ó  silent  io  de  la  ley,  si  se  tra 
tare  del  delito  definido  en  el  párrafo  pri- 
mero del  artí<M)lo  citado,  ó  si  se  tratare 
del  comprendido  en  el  segnndo  párrafo 
del  mismo  artírulo.  la  que  acredite  que  el 
Juez  ó  el  T  ibnnal  dejó  transcurrir  quince 
días  desde  la  petición,  ó  desde  la  última 
si  se  le  hubiese  presentado  más  de  una, 
sin  haber  resuelto  ó  fallado  los  autos,  ni 
haberse  consignado  en  ellos  y  notificado 
á  las  partes  la  en  usa  legitima  que  se  lo 
hubiere  imptMÜdo. 

Art.  768.  Si  la  responsabilidad  fuere 
por  razón  de  cuah^uiera  otro  delito  come- 
tido por  el  Juez  ó  Magistrado  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  se  presentará  con 
el  escrito  de  querella  el  documento  que 
acredite  la  perpetración  del  delito,  ó  en  su 
defecto  la  lista  de  los  testigos  formada 
del  modo  prevenido  en  el  art.  666. 

Art.  769.  Si  el  que  promoviere  el  an- 
tejuicio por  cualquiera  de  los  delitos  ex- 
presados en  los  artículos  anteriores,  no 
pudiere  obtener  lo»  documentos  necesa- 
rios, presentará  á  lo  menos  el  testimonio 
del  acta  üOtarial  levantada  para  hacer 
constar  que  los  reclamó  al  Juez  ó  Tribu- 
nal que  hubiese  debido  facilitarlos  ó  man- 
dar expedirlos 

Art.  770.  El  Tribunal  que  conozca  del 
antejuicio  mandará  practicar  las  compul- 
sas que  se  pidan,  y  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  ordenará  ai  Juez  ó  Tribunal  que 
se  hubiese  n^'gailo  á  expedir  las  certifica 
clones,  que  lf«s  remita  en  el  término  que 
habrá  de  sefialáraele,  informando  á  la  vez 
lo  que  tuviere  por  conveniente  sobre  las 
causas  de  su  negativa  para  expedir  la 
certificación  pedida. 

Mandará  además  practicar  las  compul- 
sas que  considere  convenientes,  citándo- 
se al  querella  ite  para  los  cotejos  de  toda^ 
las  que  se  hicit-ren,  á  no  ser  en  el  caso  de 
que  la  com|)UÍsa  fuese  de  alguna  diligen- 
cia de  sumario  no  concinído,  y  no  se  hu- 
biese practicado  con  intervención  del  que 
promoviere  el  anU*|uício. 

Art.  771.  Hechas  las  compulsas,  se 
unirán  á  los  autos,  dándose  de  ellos  vista 


al  querellante  para  instrucción  por  tér- 
mino de  tres  días.  ^ 

Se  exceptúa  de  lo  dispnesto  en  el  pá- 
rrafo anterior  el  testimonio  de  carácter 
reservado  á  que  se  refiere  el  artículo  qne- 
precede,  si  el  querellante  se  hallare  et> 
el  caso  indicado. 

Si  los  autos  no  fueren  devueltos  en  di- 
cho término,  se  recogerán  de  oficio  ek 
primer  día  de  la  demora. 

Se  pasarán  después  al  Fiscal  por  igual 
término,  y  devueltos  que  sean,  se  seña- 
lará día  para  la  vista. 

Art.  772.  Si  hubiesen  de  declarar  tes- 
tigos, se  señalará  el  día  en  que  deba» 
concurrir,  citándoles  con  las  formalidades 
legales. 

^Los  testigos  serán  examinados  en  la 
forma  prescrita  en  el  cap.  V,  tít.  V  del 
libro  U. 

Art.  778.  Así  el  Fiscal  como  el  defen- 
sor del  querellante  podrán,  en  el  acto  de 
la  vista,  manifestar  lo  que  creyeren  con- 
veniente sobre  lo  que  resulte  de  los  do- 
cumentos del  expediente,  y  en  su  caso  de 
las  declaraciones  de  los  testigos  exami  - 
nados,  concluyendo  por  pedir  la  admisióu 
ó  no  admisión  de  la  querella  interpuesta. 

Art.  774.  El  Tribunsl  resolverá  lo  que 
estime  justo  en  el  día  siguiente  al  de  la 
vista. 

Art.  776.  Si  admitiere  la  querella, 
mandará  proceder  á  la  instrucción  del 
sumario  con  arreglo  al  procedimiento  es- 
tablecido en  esta  ley,  designando,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  303,  el 
Magistrado  de  la  Sala  que  lo  haya  de  for- 
mar, si  no  considera  conveniente  que 
sea  el  Juez  instructor  propio  del  territo- 
rio donde  el  delito  hubiere  sido  cometido, 
ó  cualquier  funcionario  del  orden  judi- 
cial en  activo  servicio. 

El  Tribunal  acordará  también  la  sus- 
pensión de  los  Jueces  y  Magistrados  con- 
tra quienes  hubiere  sido  admitida  la  que* 
relia,  poniéndolo  en  conocimiento  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  á  los  efec- 
tos que  procedan. 

Art.  776  Si  no  admitiere  la  querella,, 
el  Tribunal  impondrá  las  costas  al  que- 
rellante, cuando  éste  no  sea  el  ofendida 
por  el  supuesto  delito. 

Las  impondrá  también  al  ofendido,  ai 
resultare  haber  obrado  con  mala  fe  ó  con 
notoria  temeridad. 

Art.  777.  Si  hubiese  condena  de  cos- 
tas, no  se  devolverá  la  fianza  hasta  que 
se  satisfagan,  y  si  no  se  pagaren  en  el 
término  que  fije  para  ello  se  harán  efec- 
tivas por  cuenta  de  la  fianza,  devolvien- 
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do  el  reslo  á  qaien  la  hubiere  pre«Udo. 
Art.  778.  £1  Ministerio  fiscal  no  esta- 
rá «ojeto  á  las  anteriores  disposiciones 
relativas  á  nansas  y  costas  cuando  atjli- 
ee  alcona  acción  penal  contra  Jaeces  ó 
Mag^fcrados. 

TIT.  m.— DSL  PaOOüDlllIKHTO 
■V     l.€>a    OABO»    DS  FLAOSÁHTB    OBLITO 

Capitulo   FRmsao.  —  Caío$  en  qne  tiene 
Imgar  este  procedimiento, 

Art.  779.  8e  considerará  flagrante  de- 
lito el  que  se  estuviere  cometiendo  ó  se 
acabare  de  cometer  cuando  el  delincuen- 
te ó  delÍDcnentes  sean  sorprendidos. 

8t»  entenderá  sorprenc^ido  en  el  acto, 
no  eólo  el  criminal  que  fuere  cogido  en 
el  oiomento  de  estar  cometiendo  el  deli- 
to, eino  el  detenido  ó  perseguido  inme- 
diatamente después  de  cometerle,  si  la 
pereecoción  durare  ó  no  se  sospendiere 
núentrae  el  delincuente  no  se  ponga 
Cuera  del  inmediato  alcance  de  los  que  le 
pereigan. 

También  se  considerará  delincuente 
infraganti  aquél  á  quien  se  sorprendiere 
inaiediatamente  después  de  cometido  un 
delito  oon  efeetos  ó  instrumentos  que  in- 
fundan la  presunción  vehemente  de  su 
participación  en  él. 

Art.  780.  £1  procedimiento  de  que  se 
trata  en  este  titulo  sólo  se  aplicará  á  los 
preeuntos  reos  aprehendidos  infraganti^ 
que  mereican  penas  correccionales,  cual- 
quiera que  sea  el  grado  en  que  deban 
imponerse. 

Art.  781.  Si  el  Jues  municipal  ó  el  de 
inatmcción  en  su  caso  tuvieren  duda 
aeerca  de  si  el  delito  merece  pena  correc- 
cional, lo  consultarán  con  el  Tribunal  res- 
pectivo, el  cual,  oyendo  al  Fiscal,  contes- 
tará dentro  de  los  cuatro  días  siguientes 
al  recibo  de  la  consulta. 

Art.  782.  En  las  causas  de  e|ta  clase, 
las  competencias  quese  promue^n  entre 
Tae<;ea  y  Tribunales  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria se  sustanciarán  según  las  reglas 
siguientes: 

Cuando  un  Tribunal  reclame  el  cono- 
cimiento de  una  causa  teniéndolo  ya  otro 
y  baya  duda  acerca  de  (;uál  de  ellos  es  el 
competente,  si  no  resulta  acuerdo  á  la 
primera  comunicación  que  con  tal  motivo 
se  dirijan,  pondrán  el  hecho  sin  dilación 
en  conocimiento  del  superior  respectivo, 
al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  20,  por 
medio  de  exposición  razonada,  para  que 
diobo  superior,  oyendo  in  vece  al  Fiscal, 


decida  en  el  acto  lo  que  estime  proceden- 
te sin  ulterior  recurso. 

Mientras  tanto,  cada  Tribunal  conti- 
nuará los  procedimientos  que  hubiere  co- 
menxado. 

Guando  sean  los  Jueces  de  instrucción 
los  que  difieran  sobre  la  competencia,  se 
estará  á  lo  dispuesto  en  el  art.  22  de 
esta  ley. 

En  todo  caso,  los  Jueces  instructores, 
en  cuyo  partido  tenga  ramificación  el  de- 
lito ú  ocurran  hechos  iusticiables  por 
consecuencia  del  mismo,  instruirán  las 
oportunas  diligencias,  que  pasarán  al  que 
sea  competente  para  conocer  del  delito 
principal. 

Art.  788.  Siempre  que  se  trate  de  un 
delito  flagrante,  los  funcionarios  de  poli- 
cía judicial  lo  pondrán  en  conocimiento 
del  Juez  municipal  en  los  pueblos  que  no 
sean  cabeza  de  partido,  y  también  en 
ésta  si  el  Juez  de  instrucción  se  hallare 
j  ausente. 

En  los  demás  casos  lo  pondrán  direc- 
tamente en  conocimiento  del  Juez  de 
instrucción. 

Art.  784.  Las  autoridiides  judiciales 
mencionadas  en  el  artículo  anterior,  for- 
marán respectivamente  de  oficio  las  pri- 
meras diligencias  del  sumario  siendo  el 
delito  público,  y  á  requerimiento  de  parte 
legítima  si  fuere  privado. 

El  Juez  municipal,  en  su  caso,  dará  in- 
mediatamente conocimiento  del  hecho  al 
Juez  de  instrucción,  tan  pronto  comoiue- 
re  posible,  sin  perjuicio  de  continuar 
practicando  los  actos  más  urgentes  de  in- 
vestigación; y  ejecutará  puntualmente 
cualquiera  orden  que  dicho  Juez  de  ins- 
trucción le  comunique. 

Tanto  eIJuez  municipal  como  el  de  ins 
trucción  cumplirán  además  lo  preceptua- 
do en  el  art.  808  de  esta  ley. 

Art.  786.  Las  Autoridades  ó  funcio- 
narios á  quienes  por  esta  ley  corresponda 
la  instrucción  de  las  primeras  diligencias, 
podrán  ordenar  que  les  acompañe  en 
caso  de  delito  flagrante  de  lesiones,  el 
primer  facultativo  que  fuere  habido,  y  dos 
donde  los  hubiere,  para  prestar,  en  su 
caso,  los  oportunos  auxilios  al  ofendido. 

Los  facultativos  requeridos,  aunque 
sólo  lo  fueren  verbalmente,  que  no  se 
presten  á  lo  expresado  en  el  párrafo  an- 
terior, incurrirán  en  una  multa  de  60  á 
260  pesetas,  á  no  ser  que  hubieren  incu- 
rrido por  su  desobediencia  en  responsa- 
bilidad criminal. 

Art  786.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  864,  los  funcionarios  de 
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policía  jadicial  podrán  impedir,  en  caso 
de  flagrante  delito,  que  se  aparten  del 
lagar  donde  se  cometió  las  personas  qoe 
en  él  se  encuentren. 

Podrán  también  secot^strar  los  efectos 
qoe  en  él  hubiere  hasta  tanto  qne  llegue 
la  Autoridad  judicial,  siempre  que  exista 
peligro  de  qne,  no  haciéndolo,  pudieran 
desaparecer  algunas  pruebas  de  los  he 
chos  ocurridos. 

Asimismo  podrán,  en  este  caso,  hacer 
comparecer  inmediatamente  á  las  perso- 
nas ó  conducir  los  efectos  indicados  en  el 
párrafo  precedente  ante  el  Jues  munici- 
pal ó  instrnctor. 

Art  787.  Podrán  igualmente  las  Au- 
toridades y  agentes  á  qne  se  referen  los 
artículos  que  preceden,  requerir  el  auxi- 
lio de  la  fuerza  pábliea,  cnando  fuere  ne< 
cesario,  para  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes que  por  esta  ley  se  les  encomiendan. 

£1  requerimiento  se  hará  por  escrito, 
si  lo  permitiese  la  urgencia  del  caso,  al 
Jefe  local  de  la  fuersa. 

Cap.  11,'- Reglas  á  que  debe  ajustarse  este 
procedimiento. 

Art.  788.  El  Jues  instructor  empleará 
para  la  comprobación  del  delito  y  de  la 
delincuencia  del  presunto  reo  los  medios 
comunes  y  ordinarios  que  establece  esta 
ley  con  las  modificaciones  consignadas  en 
los  artículos  siguientes. 

Art.  789.  Los  Jueces  instructores  evi- 
tarán la  prártica  de  todas  aqnelias  dili- 
gencias onyo  resultado,  aun  en  el  c4iso 
más  favorable  para  el  reo,  no  hubiere  «le 
«Iterar  ni  la  naturaleza  del  delito,  ni  la 
responsabilidad  de  los  delintuentes. 

Art.  7vO.  Los  Jueces  instructores, 
cnando  asistan  varion  testigos  presencia- 
les, consignarán  las  declaraciones  de  los 
más  importantes  y  el  reconocimiento  en 
so  caso  de  los  detenidos,  por  medio  de 
acta  breve,  qne  suscribirán  el  Jues,  el 
Secretario,  el  detenido  y  tos  testigos  si 
supieren. 

El  Juez  podrá  examinar  aisladamente 
á  algtin  testigo  si  lo  estimare  necesario. 

Art  791.  Cuando  el  detenido  confiese 
tener  edad  necesaria  para  poderle  exigir 
en  su  caso  la  respon8abili<lad  criniinal  en 
toda  su  extensión  y  no  se  ofreciere  duda 
sobre  esta  circunstancia  al  Jnei  instruc- 
tor, se  prescindirá  de  traer  á  la  causa 
so  partida  de  baotismo,  si  no  es  indis- 
pensable para  acreditar  su  identidad. 

Art.  792.  Coando  sean  varios  los  pro- 
cesados, el  Juez  instroctor  podrá  aeordar 


la  formación  de  las  piezas  separadas  qoe 
estime  convenientes  para  simplificar  y 
activar  los  procedimientos  y  qoe  no  se 
dilate  el  castigo  de  los  qoe  resalten  con- 
fesos ó  convictos. 

Art.  798.  £1  Jn«)z instructor  procurará 
dar  por  terminado  el  sumario  dentro  de 
ocho  días  siguientes  á  su  primera  diligen- 
cia, cnando  no  haya  necesidad  de  aguar- 
dar el  resultado  de  alguna  lesión  ó  dili  • 
gencia  esencial. 

El  Tribunal  examinará  cuidadosamen- 
te los  motivos  de  cualquiera  otra  dilación, 
para  corregir  disciplinariamente  al  Juez 
instroctor  que  incurra  en  ella  sin  excuss 
justificada. 

Art.  794.  Terminado  el  sumario  y  re- 
mitido éste  al  Tribunal  competente,  se 
pasará  sucesivamente  á  las  partes,  em- 
pezando por  el  Ministerio  fiscal,  por  tér- 
mino de  tres  días,  para  qne  hagan  la  ca- 
lificación del  delito. 

Art.  796.  8¡  el  Ministerio  fiscal  pidie- 
re Is  imposición  de  alguna  pena  corree* 
cionai,  se  hará  saber  al  procesado  para 
qne  diga  si  se  conforma  ó  no  con  ella;  y 
en  caso  afirmativo,  el  Tribunal  pronun- 
ciará inmediatamente  la  correspondiente 
sentencia,  sin  que  pueda  imponer  ma- 
yor pena  que  aquella  sobre  que  hubíMe 
recaído  la  conformidad.  El  fallo  así  dic- 
tado, causará  ejecutoria  y  contra  él  no  se 
admitirá  recorso  alguno. 

8i  el  procesado  fuere  menor  de  edad, 
será  preciso  qne  su  Letrado  defensor  ma- 
nifieste igual  conformidad. 

Art.  796.  Cuando  el  procesado,  ó  el 
defensor  en  su  caso,  no  se  conforme  con 
la  pena  pedida  por  el  Ministerio  fiscal,  ó 
cuando  el  Tribunal  entienda  que  la  pena 
solicitada  no  es  la  procedente  según  la 
calificación  del  delito,  y  sí  otra  mayor, 
acordará  la  continuación  del  juicio. 

En  este  caso  se  hará  saber  á  las  partes 
que  en  el  término  de  tercero  día  propon- 
gan los  elementos  de  prueba  de  que  inten- 
ten valerse,  para  lo  que  se  les  pondrán  de 
manifiesto  los  autos  en  la  Secretaría  del 
actuario;  y  propuesta  que  sea  la  prueba, 
se  ajustará  en  lo  sucesivo  el  juicio  á  las 
reglas  ordinarias,  debiendo  sin  embargo 
el  Tribunal  pcortar  los  términos  cuanto 
foere  posible. 

Si  el  Fiscal  entendiese  que  la  pena  co- 
rrespondiente al  delito  debe  ser  aflictiva . 
lo  hará  presente  al  Tribunal  para  que  de- 
vuelva la  causa  al  Juez  instructor  con 
objeto  de  que  se  sustancie  por  el  procedí 
miento  ordinario. 

Art.  797.    Los  Tribonales  despacha 
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láa  7  verán  preferentemeDte  las  caasas 
que  m&  refieren  ádelincnentee  infraganti, 
Art.70$.  Inmediatamente  que  termi- 
na el  juicio,  se  rennirá  el  Tribunal  para 
deliberar  y  pronanoiar  la  sentencia,  qae 
deberá  ser  poblicada  en  el  mismo  día  ó 
á  más  tardar  en  el  sigaiente. 

Art.  799.  £1  resaltado  del  jnicio  oral 
ee  bará  constar  en  acta  que  suscribirán 
loe  individnos  del  Tribunal,  el  Ministerio 
fieeel,  el  defensor  y  el  Secretario. 

Art.  800.  Contra  la  resolución  del  Tri  • 
banal  procederá  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  si  en  el  acto  de  pu- 
blicsuree  la  sentencia  del  procesado  su  de- 
feneoróel  Mii.isterio  fiscal  inanifiestan 
qnerer  ntilisar  dicho  recnrso. 

Si  hicieren  dicha  manifestación,  se  con- 
siderará preparado  por  solo  este  hecho, 
y  ee  remitirá  copia  literal  del  fallo  al  Tri* 
banal  Supremo  en  el  m'smo  día,  quedan- 
do en  la  Secretaria  del  Tribunal  senten- 
ciador el  original. 

Bl  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma podrá  interponerse  también  en  los  dos 
días  siguientes  al  de  la  última  notifica- 
ción. 

Art.  801.  La  admisión,  snstanciación 
y  decisión  de  estos  recursos  se  acomoda- 
«É  á  las  reglas  establecidas  en  el  título 
fnimero  del  libro  V,  pero  se  turnarán  y 
Terán  con  preferencia  á  los  demás. 

Art.  802.  £1  Tribunal  Supremo  dicta- 
rá y  publicará  la  sentencia  en  la  misma 
forma  y  plazo  aefialado  en  el  art.  798. 

Art.  803.  Publicada  la  sentencia  por 
el  Tribunal  Supremo,  se  librará  la  corres- 
pondiente certificación  al  Tribunal  sen- 
tenciador para  su  ejecución,  quedando 
testimonio  bastante  para  liquidar  las  cos- 
tas causadas  y  determinar  sobre  la  inver- 
sión d^l  depósito. 

P 

TIT.  IV.— Dai.  raociDiMiniTO  poa  dsli- 

TOfl^DE  IVJUKIA  Y  CALUMNIA   COMTBÁ  PAR- 
tlOULARKS. 

Art  804.  No  se  admitirá  querella  por 
ínjaria  ó  calumnia  inferidas  á  particula- 
res si  no  se  presenta  certificación  de  ha- 
ber celebrado  el  querellante  acto  de  con- 
ciliación con  el  querellado,  ó  de  haberlo 
intentado  sin  efecto. 

Art.  806.  Si  la  querella  fuere  por  in- 
juria '6  calumnia  vertidas  en  juicio,  será 
necesario  acreditar  además  la  autoriza- 
ción del  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  hu- 
biesen sido  inferidas. 

Esta  satorización  no  se  estimará  prue- 
ba bastante  de  la  imputación. 


Art.  806.  Si  la  injuria  y  calumnia  se 
hubiesen  inferido  por  escrito,  se  presen- 
tará, siendo  posiDle,  el  documento  que  la 
contenga. 

Art.  807.  Cuando  se  trate  de  injurias 
ó  calumnias  inferidas  por  escrito,  recono- 
cido éste  por  la  persona  legalmente  res- 
ponsable y  comprobado  si  ha  existido  ó 
no  la  publicidad  á  que  se  refiere  el  res- 
pectivo artículo  del  Código  penal,  se  dará 
por  terminado  el  sumario  previo  el  pro- 
cesamiento del  querellado. 

Art.  808.  Si  se  tratare  de  injurias  ó 
calumnias  inferidas  verbalmente,  presen- 
tada la  querella,  el  Juez  instructor  man- 
dará convocar  á  juicio  verbal  al  quere- 
llante, al  querellado  y  á  los  testigos  que 
puedan  dar  razón  de  los  herhos,  seña- 
lando día  y  hora  para  la  celebración  del 
juicio. 

Art.  809.  El  juicio  deberá  celebrarse, 
dentro  de  los  tres  días  siguientes  al  de  la 
presentación  de  la  querella,  ante  el  Juez 
instructor  á  quien  corresponda  su  conoci- 
miento. 

Si  hubiere  causa  justa  y  se  hiciere  cons- 
tar por  certificación  del  Secretario,  podrá 
ampliarse  hasta  ocho  días  el  término  para 
la  celebración  del  juicio  verbal. 

Art.  810.  De  las  reglas  establecidas 
en  los  tres  artículos  anteriores  se  excep- 
túan las  injurias  dirigidas  contra  funcio- 
narios públicos  sobre  hechos  concernien- 
tes al  ejercicio  de  sus  cargos,  así  como 
también  la  calumnia,  cuando  los  acusa- 
dos manifiesten  querer  probar  antes  del 
juicio  oral  la  certeza  de  la  imputación 
injuriosa  ó  del  hecho  criminal  que  hubie- 
sen imputado. 

En  uno  y  otro  caso  no  podrá  darse  por 
terminado  el  sumario  hasta  que  el  quere- 
llante determine  con  toda  precisión  y  cla- 
ridad los  hechos  y  las  circunstancias  de 
la  imputación,  para  que  el  procesado 
pueda  preparar  sus  pruebas  y  suminis- 
trarlas en  el  juicio  oral.  Si  no  lo  hiciere 
en  el  plazo  que  el  Juez  le  aefiale,  se  dará 
por  terminado  el  sumario,  teniendo  en 
cuenta  su  falta  ú  omisión  para  que  no 
perjudique  al  acusado. 

Art.  81 1.  El  que  se  querelle  por  inju- 
ria ó  calumnia  deberá  acompañar  copia 
de  la  querella,  que  se  entregará  al  quere- 
llado al  tiempo  de  ser  citado  para  el 
juicio. 

Art.  812.  Celebrado  el  juicio  en  el  día 
señalado  y  presentadas  por  el  querellante 
las  pruebas  de  los  hechos  que  constitu- 
yan la  injuria  ó  calumnia  verbal,  el  Juez 
acordará  lo  que  corresponda  respecto  al 
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procesamiento  del  qnerellado,  dando  te- 
gnidamente  por  terminado  el  anmario. 

Art.  818.  No  ae  admitirán  teatigoa  de 
referencia  en  las  causas  por  injuria  ó 
calumnia  vertidas  de  palabra. 

Art.  814.  La  ausencia  del  querellado 
no  suspenderá  la  celebración  ni  la  resolu 
ción  del  juicio,  siempre  que  resulte  babor 
sele  citado  en  forma. 

Art.  816.  De  cada  juicio  se  extenderá 
acta,  consignando  clara  y  sucintamente  lo 
actuado,  la  cual  se  firmará  por  todos  los 
concurrentes  que  supieren. 

TIT.  V. — Dbi.  PBOCBDiMlBVTO  POft  DBL1T08 
OOMBTjDOH  POR  MKDiO  DB  LA  IMPBBNTA, 
BL  ORABaDO  Ú  otro  MBOIO  MBCÍNIOO  DB 
FUBUOACIOM. 

Art.  816.  Inmediatamente  que  se  dé 
principio  á  un  sumario  por  delito  cometi- 
do por  medio  de  la  imprenta,  el  grabado 
ú  otro  medio  mecánico  de  publicación,  se 
procederá  á  secuestrar  los  ejemplares  del 
impreso  ó  de  la  estampa,  donde  qqiera 
que  se  hallaren.  También  se  secuestrará 
el  molde  de  ésta. 

Se  procederá  asimismo  inmediatamen- 
te á  averiguar  quién  haya  sido  el  autor 
real  del  escrito  ó  estampa  con  cuya  publi- 
cación se  hubiese  cometido  el  deli^. 

Art.  817.  Si  el  escrito  ó  estampa  ae 
hubiese  publicado  en  un  periódico,  bien 
en  el  texto  del  mismo,  bien  en  hoja  apar- 
te, se  tomará  decln ración  para  averiguar 
quién  haya  sido  el  autor,  al  Director  ó 
redactores  de  aquél  y  al  jefe  ó  regente 
del  establecimiento  tipográfico  en  que 
se  haya  hecho  la  impresión  ó  grabado. 

Para  ello  se  reclamará  el  original  de 
cnalquiera  de  las  personaá  que  lo  tenga 
en  so  poder,  la  cual,  si  no  lo  pusiere  á 
disposición  del  Jues,  manifestará  la  per- 
sona á  quien  lo  hava  entregado. 

Art.  818.  Si  el  delito  se  hubiese  come- 
tido por  medio  de  la  publicación  de  un 
escrito  ó  de  una  estampa  sueltos,  se  to 
mará  la  declaración  expresada  en  el  ar- 
ticulo anterior  al  jefe  y  dependientes  del 
establecimiento  en  que  ae  haya  hecho  la 
impresión  ó  estampación. 

Art.  819.  Cuando  no  pudiere  averi- 
guarse quién  sea  el  autor  real  del  escrito 
ó  estampa,  ó  cuando  por  hallarse  domi- 
ciliado en  el  extranjero  ó  por  cualquier 
otra  causa  de  las  especificadas  en  el  Có- 
digo penal  no  pudiere  ser  perseguido,  se 
dirigirá  el  procedimiento  contra  las  per- 
sonas subsidiariamente  responsables  por 
el  orden  establecido  en  el  artículo  respec- 
tivo del  expresado  Código. 


Art.  820.  No  será  bastante  la  confe- 
sión de  un  supuesto  autor  para  que  se  le. 
tenga  como  tal  y  para  que  no  se  dirija  el 
procedimiento  contra  otras  personas,  si 
de  las  circunstanciaa  de  aquél  ó  de  las  del 
delito  resultaren  indicios  bastantea  para, 
creer  que  el  confeso  no  fué  el  autor  real 
del  escrito  ó  estampa  publicados. 

Pero  una  vez  dictada  sentencia  firme 
en  contra  de  los  subsidiariamente  res- 
ponsables, no  se  podrá  abrir  nuevo  pro-> 
ced  i  miento  contra  el  responsable  princi- 
pal si  llegare  á  ser  conocido. 

Art.  8*il.  Bi  durante  el  curso  de  la 
causa  apareciere  alguna  persona  que,  por 
el  orden  establecido  en  el  articulo  respec- 
tivo del  Código  penal,  deba  responder 
criminalmente  del  delito  ant<>s  que  el  pro- 
cesado, se  sobreseerá  en  la  causa  respee- 
to  á  éste,  dirigiéndose  el  procedimiento 
contra  aquélla. 

Art.  8*22.  No  se  considerarán  como 
instrumentos  ó  efectos  del  detito  más  que 
los  ejemplares  impresos  del  escrito  ó  es- 
tampa y  el  molde  de  ésta. 

Art.  823.  Unidos  á  la  causa  el  impre- 
so, grabado  ú  otro  medio  mecánico  de  pu- 
blicación que  haya  servido  para  la  comi- 
sión del  delito,  y  averiguado  el  autor  ó  la 
persona  subsidiariamente  responsable,  se 
dará  por  terminado  el  sumario. 

TIT.  VI.  — DbL  FaOOBDlllUMTO 
PARA  LA  BXTRADlClÓN 

Art.  824.  Los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias y  el  Tribunal  Supremo,  cada  uno  en 
su  caso  y  lugar,  pedirán  que  el  Jues  ó 
Tiibunal  proponga  al  Gobierno  que  soli- 
cite la  extradición  de  los  procesados  ó 
condenados  por  sentencia  firme,  cuando 
sea  procedente  con  arreglo  á  derecho. 

Art.  84^.  Para  que  pueda  pedirse  ó 
pro}>onerse  la  extradición,  será  requisito 
necesario  que  se  baya  ilictado  auto^moti- 
vado  de  prisión  ó  recaído  sentencia  firAie 
contra  los  acusados  á  que  se  refiera. 

Art.  826.  Sólo  podrá  pedirse  ó  propo- 
nerse la  extradición: 

1 .0  De  los  españoles  que  habiendo  de- 
linquido en  España  se  hayan  refugiado 
en  país  extranjero. 

2.0  De  los  españoles  que,  habiendo 
atentado  en  el  extranjero  contra  la  segu- 
ridad exterior  del  Estado,  se  hubiesen 
refugiado  en  país  distinto  del  en  que  de- 
linquieron. 

8.0  De  los  extranjeros  que,  debiendo 
ser  juzgados  en  España,  se  hubiesen  re- 
fugiado en  un  país  que  no  sea  el  suyo. 
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Art.  837.  Procederá  la  petición  de 
extradición: 

l.o  En  los  caeos  que  se  determinan 
en  loe  Tratados  vigentes  con  la  Potencia 
en  cayo  territorio  se  hallare  el  iudividno 
reclamado. 

a.**  En  defecto  de  Tratado,  en  los 
casois  en  qne  la  extradición  proceda  según 
el  derecho  escrito  ó  consuetudinario  vi- 
gente en  el  territorio  á  cuya  nación  se 
pida  la  extradición. 

8.^  En  defecto  de  los  dos  casos  ante- 
riores, cnando  la  extradición  sea  proce- 
dente según  el  principio  de  reciprocidad. 

Art.  828.  El  Jnce  ó  Tribunal  que  co- 
nozca de  la  cansa  en  que  estuviere  proce- 
sado el  reo  anéente  en  territorio  extran- 
jero, será  el  competente  para  pedir  sa  ex- 
tradición. 

Art  829.  El  Jaez  ó  Tribnnal  que  co- 
nociere de  la  cansa  acordará  de  oácio  ó  á 
inetanciade  parte,  en  resolución  fundada, 
pedir  la  extradición  desde  el  momento  en 
qoe,  por  el  estado  del  proceso  y  por  su 
resultado,  sea  procedente  con  arreglo  á 
cnalquiera  de  los  números  de  los  artícu- 
los 826  y  827. 

Art.  830.  Contra  el  auto  acordando  ó 
denegando  pedir  la  extradición  podrá 
interfK)nerse  el  recnrüo  de  apelación,  si 
lo  hubiepedictado  un  Juez  de  instrucción. 

Art.  bSI.  La  petición  de  extradición 
se  hará  en  forma  de  suplicatorio  dirigido 
al  Ministro  de  GrHcia  y  Justicia. 

8e  exneptúa  el  caso  en  que  por  el  Tra- 
tado vigente  con  la  Nación  en  cuyo  terri- 
torio Be  hallare  el  procevado  pueda  pedir 
directamente  la  extradición  el  Juez  ó  Tri- 
bunal qne  conozcan  de  la  cansa. 

Art.  832.  Con  p1  suplicatorio  ó  comu- 
nicación qne  hayan  de  expedirse,  según  lo 
dispaesto  en  el  artícnto  anterior,  se  remi- 
tirá testimonio  en  que  se  inserto  literal- 
mente el  auto  de  extradición,  y  en  rela- 
ción, la  pretenf>ión  ó  dictamen  fiscal  en 
qae  se  haya  pedido  y  toda»  laa  diligencias 
de  la  cansa  necesarias  para  justificar  la 
proce<lencÍR  de  la  extradición  con  arreglo 
al  nún.ero  correspondiente  del  artículo 
836  en  que  aquélla  se  funde. 

Art.  833.  Cuando  la  extradición  haya 
de  pedirse  por  conducto  del  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  se  le  remitirá  el  supli- 
catorio y  testiinoiiio  por  medio  del  Presi- 
dente de  la  Audiencia  respectiva. 

Si  el  Tribunal  qne  conociere  de  la  can- 
sa fuese  el  Supremo  ó  su  Sala  segunda, 
los  documentos  mencionados  se  remiti- 
rán por  medio  del  Presidente  de  dicho 
Tribunal. 


TIT.  VII.  — Dbl  FBUCBDIMIBNTO  CONTRA 
BK08  ÁVatVTMa 

Art.  834.  Será  declarado  rebelde  el 
procesado  qne  en  el  término  fijado  en  las 
requisitorias  no  comparezca,  ó  qne  no 
fuese  habido  y  presentado  ^nte  el  Juez  ó 
Tribunal  que  eonozca  de  la  causa. 

Art.  835.  Será  llamado  y  buscado  por 
requisitoria: 

l.^  El  procesado  que,  al  ir  á  notificár- 
sele cualquiera  resolución  judicial,  no 
fuere  hallado  en  su  domicilio  por  haberse 
ausentado,  si  se  ignorase  su  paradero;  y 
el  que  no  tuviese  domicilio  conocido.  El 
que  practique  la  diligencia  interrogará 
sobre  el  punto  en  que  se  hallare  el  pro- 
cesado á  la  persona  con  quien  dicha  dili- 
gencia deba  entenderse,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  172  de  esta  ley. 

2.0  £1  qae  se  hubiere  fugado  del  esta- 
blecimiento en  que  se  hallare  detenido  ó 
preso. 

3.U  El  qne,  hallándose  en  libertad 
provisional,  dejare  de  concurrir  á  la  pre- 
sencia judicial  el  día  que  le  esté  sefialadó 
ó  cuando  sea  llamado. 

Art.  886.  Inmediatamente  que  un 
procesado  se  halle  en  cualquiera  de  \o^ 
casos  del  artículo  anterior,  el  Juez  ó  Tri- 
bunal que  conozca  de  la  causa  mandará 
expedir  requisitorias  para  su  llamamiento 
y  busca. 

Art.  837.  La  requisitoria  expresará  to- 
das las  circunstancias  mencionadas  en  el 
art.  513,  excepto  la  óltiina.  cuando  no  se 
haya  decretado  la  prisión  ó  detención 
del  procesado;  y  además  las  siguientes: 

1.®  La  del  número  del  art.  835  que 
diere  lugar  á  la  expedición  de  la  requi- 
sitoria. I 

2.0  El  término  dentro  del  cual  el  pro-, 
cesado  ausente  deberá  presentarse,  bajo 
apercibimiento  de  que  en  otro  caso  será 
declarado  rebelde  y  le  parará  el  perjuicio 
á  que  hubiere  lugar  con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  838.  La  requisitoria  se  remitirá 
á  los  Jueces,  se  publicará  en  los  perió- 
dicos y  se  fijará  en  los  sitios  públicos 
mencionados  en  el  art.  612,  uniéndose  ^ 
los  autos  la  original  y  un  ejemplar  de 
cada  periódico  en  que  se  baya  publicado. 

Art.  839.  Transcurrido  el  plazo  de  la 
requisitoria  sin  haber  comparecido  ó  sin 
haber  sido  presentado  el  ausente,  se  le  de- 
clarará rebelde. 

Art.  840.     Si  la  causa  estuviere  en  su- 
mario, se  continuará  hasta  que  se  declare 
terminado  por  el  Juez  ó  Tribunal  compe-  . 
tente,  suspendiéndose  después  su  curso 
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y  archivándote  los  antos  y  laa  piesaa  de 
convicción  que  pudieren  conservarse  y  no 
f aeren  de  an  tercero  irresponsable. 

Art.  841.  Si  al  ser  declarado  en  rel>el- 
<lia  el  procesHdo  se  hallare  pendiente  el 
juicio  oral,  se  suspenderá  éste  y  se  archi- 
varán los  autos. 

Art.  842.  Si  fueren  dos  ó  más  los  pro- 
cesados y  no  á  todos  se  les  hubiese  de-, 
clarado  en  rebeldía,  se  suspenderá  el  cur- 
so de  la  causa  respecto  á  los  rebeldes 
hasta  que  sean  hallados,  y  se  continuará 
respecto  á  los  demás. 

Art.  848.  En  cualquiera  de  los  casos 
de  los  tres  artículos  anteriores,  se  reser- 
vará, en  el  acto  de  suspensión,  á  la  par- 
te ofendida  por  el  delito,  la  acción  que  le 
corresponda  para  la  restitución  de  la 
cosa,  la  reparación  del  dafio  y  la  indem- 
nisación  de  perjuicios,  á  fin  de  que  pue- 
da ejercitarla,  independientemente  de  la 
cansa,  por  la  vía  civil  contra  los  que  fue- 
ren responsables;  á  cuyo  efecto  no  se  al- 
zarán los  embargos  hechos  ni  se  cancela- 
rán las  fianzas  prestadas 

Art.  844.  Cuando  la  canea  se  archive 
por  estar  en  rebeldía  todi.s  los  procesa- 
dos, se  mandará  devolver  á  los  dnefios, 
que  no  resulten  civil  ni  criminatmHnte 
responsables  del  delito,  los  efectos  ó  ins- 
trumentos del  mismo  ó  las  demás  piesas 
de  convicción  que  hubiesen  sido  recogi- 
das durante  la  causa;  pero  antes  de  ha- 
cerse la  devolución,  el  Secretario  exten- 
derá diligencia  consignando  descripción 
minuciosa  de  todo  lo  que  se  devuelva. 

Asimismo  se  verificará  el  reconoci- 
miento pericial  que  habría  de  practicarse 
si  la  causa  continuara  su  curso  ordinario. 

Para  la  devolución  de-Jos  efectos  y  pie- 
tzas  de  convicción   pertenecientes  á  un 
-tercero  irresponsable,  se  observará  lo  que 
se  dispone  en  los  artículos  834  y  685. 

Art.  846.  Si  el  reo  se  hubiere  fugado 
ú  ocultado  después  de  notificada  la  sen- 
tencia y  estando  pendiente  el  recurso  de 
ciÉación,  éste  se  sustanciará  hasta  defi- 
nitiva, nombrándose  al  rebelde  Abogado 
^  Procurador  de  oficio. 

La  sentencia  que  recaiga  será  firme. 

Lo  mismo  sucederá  si  habiéndose  au- 
sentado ó  ocultado  el  reo  después  de  ha 
berle  sido  notificada  la  sentencia,  se  in- 
terpusiere el  recurso  por  su  representa- 
ción ó  por  el  Ministerio  fiscal  después  de 
SQ  ausencia  ú  ocultación. 

Art  846.  Cuando  el  declarado  rebelde 
en  los  casos  de  los  arts.  840  y  841  se  pre- 
sente ó  sea  habido,  se  abrirá  nuevamente 
la  eanta  para  continuarla  aegótTAU  estado. 


LIBRO  y 

DE  LOS  RECURSOS  DE  CASACIÓN 
Y  DE  REVISIÓN 

TITULO  PRIMERO.— Dk  los  asonasos 

DB  OASAOION 

Capítulo  rainsao.—  De  lo$  reeunoi  de  oa- 
Badán  par  infracción  de  ley. 

Seeel^B  prtwerA.— De  U  proeedencia  del 
recurso. 

Art.  847.  Procede  el  recurso  de  casa 
clon  por  infracción  de  ley  contra  todas 
las  sentencias  dictadas  en  única  instan- 
cia y  en  juicio  oral  y  público  por  las  Au- 
diencias, y  contra  la  de  segunda  instancia 
dictadas  en  los  juicios  de  faltas. 

No  procede  respecto  de  las  pronuncia- 
das por  el  Tribunal  Supremo. 

Art.  844.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
casación  de  que  babla  el  artíonlo  anterior, 
cuando  la  ley  se  hubiese  infringido  en 
las  resoluciones  siguientes  de  los  Tribu- 
nales: 

1.0    En  las  sentencias  definitivas. 

2.0    En  los  autos  de  competencia. 

8.0  £n  los  autos  que  resuelvan  artícu- 
los de-  previo  pronunciamiento  en  que  se 
hayan  admitido  las  excepciones  de  cosa 
juagada,  prescripción  del  delito  ó  de  la 
pena,  ó  aplicación  de  amnistía  ó  indulto 
general. 

4.0    En  los  autos  de  sobreseimiento. 

6.0    En  los  de  no  admisión  de  querella. 

6.0  En  los  que  se  desestime  el  recur- 
so de  queja  propuesto  contra  el  auto  en 
que  se  deniegue  la  apelación  interpuesta 
por  no  admisión  de  la  querella. 

7.0  En  los  autos  en  que  se  conceda 
ó  deniegue  la  declaración  de  pobreza. 

8.0  £a  cualesquiera  otros  respecto  de 
las  cuales  se  otorgue  expresamente  este 
recurso. 

Para  que  pueda  admitirse  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  contra  las 
resoluciones  indicadas  en  los  números 
anteriores,  será  necesario  que  sean  defi- 
nitivas y  además  no  se  conceda  contra 
ellas  ningún  otro  recurso  ordinario. 

Art.  849.  Se  entenderá  que  ha  sido 
infringida  una  ley  en  la  sentencia  defini- 
tiva para  el  efecto  de  que  pueda  interpo- 
nerse el  recnrso  de  casación: 

1.0  Cuando  los  hechos  que  en  la  sen- 
tencia se  declaren  probados  sean  califi- 
cados y  penados  como  delitos  ó  faltas  no 
siéndolo,  ó  cuando  se  penen  á  pesar  de 
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«^isitr  ana  circanstancia  eximente  de 
responaabi lidiad  criminal  ó  á  pesar  de  que 
circanstancias  posteriores  á  la  comisión 
del  delito  impidan  peñarlos. 

2.0  Cuando  los  hechos  que  en  la  sen- 
tencia se  declaren  probados  no  se  califi- 
^aen  6  no  se  penen  como  delitos  ó  faltas, 
siéndolo,  y  sin  que  circunstancias  poste- 
riores impidan  penarlos. 

8»®  Cuando  constituyendo  delito  ó 
falta  los  hechos  que  se  declaren  probados 
en  la  sentencia,  se  haya  cometido  error 
de  derecho  en  su  calificación. 

4,^  Cuando  se  haya  cometido  error  de 
derecho  al  determinar  la  participación  de 
eada  uno  de  los  procesados  en  los  hechos 
-qoe  se  declaren  probados  en  la  sentencia. 
5.®  Cuando  se  haya  conietido  error 
de  derecho  en  la  calificación  de  los  he- 
clios  que  se  declaren  probados  en  la 
seDtenciá  en  concepto  de  circunstancias 
a^^vantes,  atenuantes  ó  eximentes  de 
responsabilidad  criminal. 

6.<^  Cuando  el  grado  de  la  pena  im- 
paesta  no  corresponda  según  la  ley  á  la 
calificación  aceptada  respecto  del  hecho 
jasticiable,  de  la  participación  en  él  de 
los  procesados  ó  de  las  circunstancias 
atenuantes  ó  agravantes  de  responsabili- 
dad criminal. 

7.^  Cuando  dados  los  hechos  que  se 
declaren  probados,  se  haya  incurrido  en 
error  de  derecho  al  admitir  ó  desestimar 
las  excepciones  2.",  3.*,  4.a  y  6.*  del  ar 
ÜcqIo  666  reproducidas  en  el  juicio. 

Árt.  860.  Se  entenderá,  para  el  mis 
OQO  efecto,  infringida  la  ley  en  el  caso 
del  DÓm.  2.0  del  art.  848  cuando,  dada  la 
calificación  que  de  los  hechos  apareciere 
6D  la  sentencia,  el  Tribunal  haya  incurri- 
do en  error  legal  al  resolver  sobre  su 
competencia. 

'  Art.  851.  Se  entenderá,  para  el  efecto 
sobredicho,  que  ha  sido  infringida  la  ley 
en  los  autos  comprendidos  en  el  núme- 
ro S.o  del  art.  848,  cuando,  dados  los  he- 
chos que  se  declaren  probados,  se  haya 
iocarrido  en  error  de  derecho  al  de- 
clararlos comprendidos  en  una  sentencia 
flrme  anterior,  ó  al  considerar  prescrita 
la  acción  penal  que  nazca  del  delito  ó 
falta,  ó  al  comprender  los  hechos  en  una 
amnistía  ó  un  indulto. 

Art.  852.  Se  entenderá,  para  el  efecto 
expresado  en  los  artículos  anteriores, 
qoe  ha  sido  infringida  la  ley  en  cual- 
quiera de  los  autos  comprendidos  en  los 
números  4.^  5.<>  y  6.o  del  art.  848,  cuando 
se  funden  en  no  estimarse  como  delito  ó 
falta,  siéndolo  ó  presentando  caracteres 


de  tales,  los  hechos  consignados  por  el 
Juez  ó  Tribunal  en  los  respectivos  autos, 
sin  que  circunstancias  posteriores  impi- 
dan penarlos;  ó  cuando  se  declare  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal  á  los 
procesados,  no  debiendo  serlo  con  arre- 
glo al  precepto  expreso  de  una  ley. 

Art.  863.  Se  entenderá,  para  el  mis- 
mo efecto,  infringida  la  ley  en  el  auto 
mencionado  en  el  núm.  7. o  del  art.  848 
cuando,  dados  los  hechos  que  se  declaren 
probados,  se  haya  infringido  lo  dispues- 
to en  el  art.  123,  sin  fundarse  para  ello 
en  la  excepción  expresada  en  el  art.  126. 

Se  entenderá  igualmente  infringida  la 
ley  en  los  autos  á  que  se  refiere  el  nú- 
mero 8.0  del  art.  848,  cuando  su  resolu- 
ción contradiga  expreso  precepto  legal. 

Art.  864.  Podrán  interponer  el  recur- 
so de  casación:  el  Ministerio  fiscal;  los 
que  hayan  sido  parte  en  los  juicios  cri- 
minales; los  que  sin  haberlo  sido  resulten 
condenados  en  la  sentencia,  y  los  here- 
deros de  unos  y  otros. 

Los  actores  civiles  no  podrán  interpo- 
ner el  recurso  sino  en  cuanto  pueda  afec- 
tar á  las  restituciones,  reparaciones  é  in- 
demnizaciones que  hayan  reclamado. 

Sección  sei^aada.— De  la  preparaeión 
del   recurso. 

Art.  866.  £1  que  se  proponga  interpo- 
ner el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  pedirá  ante  el  Juez  ó  Tribunal 
que  haya  dictado  la  resolución  judicial 
definitiva  un  testimonio  de  la  misma,  y 
también  de  la  de  primera  instancia  si  hu- 
biere sido  dictada  en  juicio  sobr^  faltas 
y  se  hubiesen  aceptado  y  no  reproducido 
textualmente  los  resultandos  y  conside- 
randos de  la  del  Juez  municipal. 

Art.  866.  ,  La  petición  expresada  en  el 
artículo  anterior  se  presentará  dentro 
de  los  cinco  días  siguientes  al  de  la  últi- 
ma notificación  de  la  sentencia  ó  auto 
contra  que  se  intente  entablar  el  recurso. 

En  los  juicios  sobre  faltas  el  término 
será  el  primer  día  siguiente  al  en  que  se 
haya  practicado  la  última  notificación. 

Art.  867.  £n  el  escrito  en  que  se  pida 
testimonio  de  la  sentencia  para  preparar 
el  recurso,  se  consignará  la  promesa  so- 
lemne de  constituir  el  depósito  que  estii- 
blece  el  art.  876  de  la  presente  ley. 

Si  la  parte  que  prepare  el  recuaso  estu- 
viere declarada  insolvente,  ya  en  todo, 
ya  en  parte,  ó  pobres  por  sentencia  eje- 
cutoria, pedirá  al  Tribunal  que  se  haga 
constar  expresamente  esta  circunstancia 
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en  Ift  «ertifictción  da  la  seDlencia  i)u4»  t 
deberá  librarte,  y  ae  obligará  ademáa  á 
reaponder,  ai  ikigare  á  tuejor  ioitmia, 
del  importe  del  d^póatto  qae  según  loa  , 
caeos  deha  constitoir. 

Art  S68.  Los  Tribnnalea  concédete ii 
dentro,  de  tres  días  el  testimonio,  á  no 
ser  qoe  se  pida  fuera  del  término  señala- 
do en  el  art.  866,  y  harán  qne  ae  expida 
dentro  de  otro  plazo  ignal.  Cuando  ledt;- 
nieguen*  consignarán  en  el  auto  denega 
torio  la  fecha  de  la  sentencia  ó  del  auto, 
la  de  sn  ultima  notificación  á  las  part,e8, 
y  la  de  la  presentación  de  la  solicitud 
del  testimonio. 

Del  auto  denegatorio  se  dará  copla 
certificada,  en  el  acto  de  la  notificación, 
al  que  hubiese  pedido  el  testimonio. 

£n  dicha  certificación  harán  constar 
además  los  Tribunales  sentenciadores, 
bajo  su  niás  estrecha  responsabilidad, 
con  arreglo  á  lo  qne  de  las  causas  apa- 
rezca, si  la  parte  recurrente  está  declara- 
da insolvente  por  carecer  de  toda  clase 
de  bienes,  ó  en  su  caso  si  ha  obtenido 
declaración  firme  de  ser  pobre  en  senti- 
do legal,  ó  si  por  el  contrario,  atendida 
su  fortuna,  ios  signos  externos  de  su  es- 
tado social  y  la  manera  como  se  haya 
defendido  ó  gestionado  en  el  juicio,  se 
encuentra  en  la  dase  de  rieo. 

Art.  869.  Librada  la  certificación  de 
que  se  habla  en  el  artículo  anterior,  se 
emplazará  á  todas  las  partes  para  que 
comparezcan  ante  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  dentro  del  término 
improrrogable  de  quince  días  si  se  refie- 
re á  sjnt«ncias  dictadas  por  Tribunales 
que  residan  en  la  Península;  de  veinte 
días,  si  residen  en  las  Islas  Baleares,  y 
de  treinta,  si  en  ¡as  Canarias. 

Art.  860.  Cuando  el  recurrente  defen- 
dido como  pobre  ó  declarado  insolvente 
lo  solicitare,  el  Tribunal  sentenciador 
remitirá  directamente  á  la  Sala  segunda 
del  Supremo  el  testimonio  necesario  pa- 
ra la  interposición  del  recurso,  ó  en  su 
caso  la  certificación  del  auto  denegatorio 
del  mismo. 

La  Sala  mandará  nombrar  Abogado  y 
Procurador  que  puedan  interponer  el  re 
curso  que  corresponda,  si  el  recurrente 
no  los  hubiere  designado.  £n  uno  y  otro 
caso  la  Sala  sefialará  el  plazo  dentro  del 
cual  haya  de  interponerse. 

Art.  861.  El  Tribunal  sentenciador, 
en  el  mismo  dia  en  qne  entregue  ó  re- 
mita el  testimonio  de  la  sentencia  ó  del 
auto,  enviará  á  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  certificación  de  los  votoa 


reservados,  si  los  habtere,  ó  negativa:  p» 
su  caso,  y  dispoii<}rá  que  se  notifique- 
á  loa  qne  higran  «ido  parte  en  la  caiwa^ 
ademán  del  recurrente,  la  entrega  ó .  re- 
rueaa  del, testimonio,  emplazándoles  para 
que  puedan  comparecer  en  la  referida 
Sala  á  hiicer  valer  su  derecho  dentro  de 
los  términos  fijados  en  el  art.  869. 

A  la  ves  que  la  certificación  expresada 
se  remitirá  por  el  Juez  ó  Tribunal  aen- 
tenciador  otra  expedida  por  su  Secreta* 
rio,  en  la  que  se  exprese  sucintamente- 
la  causa  ó  juicio,  loa  nombres  de  laa  par- 
tes, el  delito  ó  falta  y  la  fecha  de  entre- 
ga del  testimonio  al  recurrente,  así  como- 
la  del  emplazamiento  á  las  partea.  La 
que  no  haya  preparado  el  recurso  podrá 
adherirse  ^  él  en  el  término  del  emplaza- 
miento y  al  instruirse  del  formulado  por 
la  otra,  alegando  los  motivos  qne  la  con- 
vengan. 

Secel¿B  tereera.— Del  recurso  de  queja 
por  denegación  del  testimonio  pedido  para 
interponer  el  de  casación. 

Art.  862.  £1  Tribunal  sentenciador 
ante  el  cual  se  deduzca  el  escrito  de  pre- 
paración del  recurso  de  casación  podrá 
denegar  en  auto  fundado  la  expedición 
de  la  certificación,  de  la  sentencia  para  e> 
que  se  intente,  en  loa  casos  siguientes: 

1.0  Cuando  dicho  escrito  se  presente 
después  del  término  que  concede  .el  ar- 
tículo 866. 

2.0  Cuando  lo  preaente  quien  no  se 
halle  comprendido  en  cualquiera  de  loa 
casos  que  enumera  el  art.  864. 

Y  8.0  Cuando  la  resolución  judicial 
contra  la  cual  se  prepare  el  recurso  no  sea 
de  ninguna  de  las  clases  que  menciona  ei 
art.  848. 

Art.  868.  Si  la  parte  que  preparó  el 
recurso  pidiere,  dentro  de  los  dos  díáa 
siguientes  al  de  la  notificación  del  auto 
denegatorio,  que  se  remita  copia  certifi- 
cada del  mismo  á  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  manifestando  su  voluntad 
de  recurrir  en  queja  ante  la  misma,  lo  es- 
timará así  la  Sala  sentenciadora  y  man- 
dará emplazar  á  las  partes  para  que 
comparezcan  ante  el  dicho  Supremo  Tri- 
bunal en  los  términos  que  previene  el 
art.  869,  según  los  respectivos  casos. 

Art.  864^  En  las  <x>pias  certificadaa 
de  los  autoa  denegatorios  de  que  se  habla 
en  los  artículos  anteriores^  se  hará  cons- 
tar también  el  estado  de  fortuna  de  los 
que  intenten  la  queja,  en  los  términos  que 
previene  el  art.  868. 

Art.  865.    Recibida  en  la  Sala  segunda 
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del  Tribunal  Sapremo  la  copia  certificada 
del  «Qto  denegatorio,  se  esperará  la 
eomparecencia  del  recarrente,  qnien  de* 
berá  ajustarse  en  nn  todo  á  lo  prescrito 
en  el  art.  869,  según  los  casos  respeo* 
Utos. 

Art.  866.  Transcnrrido  el  término  del 
emp lasamiento  sin  qae  haya  comparecido 
el  recQrrente  en  qqeja,  la  Sala  dictará 
aoto  declarando  desierto  el  recarso,  y  en 
sa  virtud  firme  y  consentido  el  auto  dene- 
gatorio con  las  costas,  y  lo  comunicará  al 
Tribunal  sentenciador  para  los  efectos 
qoe  correspondan. 

Art.  867.  Si  el  recurrente  comparecie- 
re en  tiempo,  al  verificarlo  formulará,  en 
ea<^to  firmado  por  Abogado  y  Procura* 
dOr,  con  la  mayor  concisión  y  claridad,  los 
Candamentos  de  la  queja. 

I>e  dicho  escrito  acompafiará  copia  auto- 
risada,  que  se  entregará  al  Ministerio  fis- 
cal; y  transcurridos  tres  días,  durante  los 
coalea  deberá  éste  exponer  á  la  Sala  lo 
qoe  estime  conveniente  sobre  la  proce- 
dencia ó  improcedencia  de  la  queja,  se 
pasará  el  expediente  al  Magistrado  po- 
nente. 

Art.  868.  Guando  el  recurrente  fuere 
insolvente  ó  estuviere  habilitado  para  la 
defensa  por  pobre  y  durante  el  término 
dét  eraplflsamiento  compareciere  ante  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  en  la 
forma  que  previene  el  art.  874,  la  Sala 
makidará  nombrarle  Abogado  y  Procura- 
dor de  oficio  para  su  defensa,  y  que  sé  les 
entregue  la  copia  certificada  del  auto  de- 
negatorio, para  que  en  el  término  de  tres 
días  formalicen  el  recurso  de  queja  si  lo 
consideraren  procedente,  ó  se  excuse  el 
Abogado  en  el  caso  de  no  hallar  méritos 
piara  ello. 

Al  formalizar  la  queja  los  defensores 
acounpafiarán  copia  del  escrito,  que  se  en- 
tregará al  Ministerio  fiscal,  procediéndose 
«in  los  términos  que  e^ttablece  el  párrafo 
segundo  del  artículo  anterior. 

Art.  869.  La  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo,  previo  informe  del  Magis- 
trado ponente  y  sin  más  trámites,  dictará 
en  vista  de  los  escritos  presentados  la  re- 
solución que  proceda,  bastando  cinco 
Magistrados  para  la  decisión  de  este  re- 
curso. 

Art.  870.  Cuando  la  Sala  estime  fun- 
dada la  queja,  revocará  el  auto  denegato- 
rio y  mandará  ai  Tribunal  sentenciador 
que  expida  la  certificación  de  la  senten- 
cia reclamada  y  practique  lo  demás  que 
se  previene  en  los  arts.  858  y  861. 
Cuando  la  queja  no  sea  procedente  á 


juicio  de  1a  Sala,  la  desestimará  con  las 
costas  y  lo  comunicará  al  Tribunal  sen- 
tenciador para  los  efectos  correspondien- 
tes. Es  aplicable  á  este  recurso  lo  que 
más  adelante  se  determina  en  los  dos  úl- 
timos párrafos  del  art.  92S. 

A  rt.  87 1 .  Contra  la  decisión  de  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo  en  el  re- 
curso de  queja  no  se  da  recurso  alguno. 

Art.  872.  Cuando  el  recurrente  en 
queja  sea  el  Ministerio  fiscal,  se  sustan- 
ciará el  recurso  sólo  con  su  audiencia.  Si 
lo  fuere  un  acusador  privado  ó  particular, 
se  tramitará  en  los  términos  establecidos 
en  los  precedentes  artfculos.  Sólo  cuando 
el  procesado  comparezca  en  forma  legal 
dentro  del  término  del  emplazamiento, 
se  le  entregará  copia  del  escrito  del  re- 
curso para  que,  si  lo  estima  conducente, 
pueda  impugnarle  en  el  término  de  terce- 
ro día  que  fija  el  art.  868. 

8eeel¿n  eaarla.— De  la  interposiciÓD 
del  reearso. 

Art.  878.  £1  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  se  interpondrá  en  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Sapremo,  dentro  de 
los  quince  días  siguientes  al  de  la  entrega 
ó  remesa  del  testimonio  de  la  resolución 
si  ésta  se  hubiere  dictado  en  la  Penín- 
sula, ó  de  veinte  si  en  las  Islas  Baleares,  ó 
de  treinta  si  en  Canarias.  Transcurridos 
estos  términos  sin  interponerlo,  ó  en  su 
caso  el  que  hubiere  concedido  el  Supre- 
mo de  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  art.  860,  se  tendrá  por  firme  y  consenti- 
da dicha  resolución,  y  el  Tribunal  man- 
dará proceder  á  la  ejecución  del  fallo. 

En  los  mismos  términos  deberán  ad- 
herirse al  recurso  las  partes  que  puedan 
hacerlo. 

Art.  874.  Este  recurso  se  interpondrá 
en  escriCo  firmado  por  Abogado  y  Procu- 
rador autorizado  con  poder  bastante,  sin 
que  en  ningún  caso  pueda  admitirse  la 
protesta  de  presentarlo;  y  en  dicho  escrito 
se  consignarán  en  párrafos  numerados, 
con  la  mayor  concisión  y  claridad,  sus  fun- 
damentos, y  se  citarán  el  articulo  de  la 
ley  qoe  lo  autorice  y  las  leyes  que  se  su- 
pongan infringidas. 

Con  este  escrito  se  presentará  el  testi- 
monio antedicho  si  hubiese  sido  entre- 
gado al  recurrente  y  copia  literal  del  re- 
curso autorizada  por  la  representación 
del  mismo. 

La  adhesión  al  recurso  se  interpondrá 
en  la  forma  expresada  en  el  párrafo  pri* 
mero  de  este  articulo. 
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Cuando  el  recurrente  pobre  tuviere  en 
au  poder  el  testimonio,  podrá  presen- 
tarlo con  un  escrito,  firmado  por  su  Pro- 
curador y  en  su  defecto  por  él  mismo  ó 
por  otra  persona  á  su  ruego,  en  el  cual 
manifieste  su  voluntad  de  interponer  el 
recurso  y  pida  él  nombramiento  de  Abo- 
gado que  se  encargue  de  su  defensa  y  el 
de  Procurador  que  le  representes!  tam- 
poco lo  tuviere.  Esta  disposición  sera 
aplicable  cuando  el  recurrente  sea  po- 
bre ó  declarado  insolvente,  aunque  haya 
nombrado  Abogado  y  Procurador.  Con 
la  presentación  de  dicho  escrito  y  testi- 
monio se  tendrá  por  interpuesto  el  re 
curso. 

Art.  876.  Cuando  el  recurrente  fuese 
el  acusador  privado  y  el  delito  ó  falta  sea 
de  los  que  pueden  perseguirse  de  oficio, 
presentará  su  Procurador  con  el  escrito 
de  interposición  el  documento  'que  acre- 
dite haber  depositado  1.000  pesetas  en  el 
establecimiento  público  destinado  al  efec- 
to, si  el  Ministerio  fiscal  no  hubiere  pre- 
parado ni  deducido  el  mismo  recurso 
contra  la  sentencia,  debiendo  consignar- 
se  tantos  depósitos  como  acusadores  re- 
currentes haya,  á  no  ser  que  todos  ellos 
hubiesen  constituido  una  sola  persona- 
lidad jurídica. 

Cuando  el  delito  fuere  de  los  que  sólo 
pueden  perseguirse  á  instancia  de  parte, 
el  depósito  será  de  600  pesetas. 

Cuando  el  recurrente  fuese  actor  ci- 
vil, el  depósito  será  de  200  pesetas,  y  si 
se  trata  de  un  responsable  civilmente, 
de  100. 

Cuando  fuere  el  procesado  el  recurren- 
te presentará  á  la  Sala  con  el  escrito  de 
interposición  el  documento  que  acredite 
haber  depositado  1 26  pesetas  en  el  esta- 
blecimiento público  destinado  al  efecto. 
£n  caso  de  que  el  Ministerio  fiscal  hu- 
biere preparado  el  recurso,  no  se  exigirá 
depósito  altruno  á  los  procesados  que 
también  le  hubiesen  preparado. 

Si  el  recurrente  estuviere  habilitado 
para  defenderse  como  pobre  ó  aparecie- 
se declarado  insolvente,  quedará  obliga- 
do á  responder  de  la  cantidad  referida,  si 
viniere  á  mejor  fortuna. 

Art  H76.  En  el  caso  previsto  en  el 
último  párrafo  del  art.  874,  ó  cuando  el 
Tribunal  sentenciador  hubiese  remitido 
de  oficio  el  testimonio  de  la  sentencia 
recurrida,  mandará  la  Sala  nombrar  den 
tro  de  tres  días  Procurador  y  Abogado 
para  que  éste  funde  el  recurso. 

Nombrados  de  oficio  los  defensores 
del  recurrente,  se  entregará  al  Procara- 


dor el  testimonio  de  la  sentencia  á  fin 
de  que  el  Abogado  interponga  el  recurso 
dentro  de  cinco  días  precisos,  ó  manifies- 
te, en  igual  término,  si  no  encuentra 
motivos  de  casación  que  alegar  contra  la 
sentencia  reclamada.  De  una  ó  de  otra 
manifestación  se  acompañará  copia  lite- 
ral autorizada  por  el  Procurador. 

Si  el  Letrado  designado  no  estimare 
procedente  el  recurso  deberá  expresarlo 
así,  exponiendo  las  raeones  en  que  funde 
su  opinión. 

La  Sala  dispondrá  en  este  caso  que  en 
el  antedicho  término  se  nombre  otro  Abo- 
gado; y  si  éste  opinare  del  mismo  modo, 
lo  manifestará  también,  fundando  su  opi 
nión,  en  el  mismo  plazo  de  cinco  días,  y 
se  nombrará  un  tercero  en  el  término 
establecido  para  la  designación  de  los  an- 
teriores. 

Si  el  tercero  fuere  del   mismo  parecer, 
hará  la  manifestación  en  el  plazo  y  for- 
.   ma  prevenidos  en  el  párrafo  anterior. 

En  ente  caso  se  pasarán  los  anteceden- 
tes  al  Fiscal,  á  fin  de  que  funde  el  reear- 
I  so  en  beneficio  del  que  lo  hubiese  inter- 
puesto, si  lo  creyere  procedente,  ó  de  lo 
contrario  los  devuelva  con  lo  nota  de 
«Visto».  Si  el  Fiscal  hiciere  lo  primero, 
se  sustanciará  el  recurso  en  la  forma  or- 
dinaria; si  lo  segundo,  se  tendrá  por  dea- 
estimado. 

£1  Letrado  que  deje  transcurrir  el  tér- 
mino que  se  expresa  en  los  párrafos  an- 
teriores sin  manifestar  su  opinión  contra- 
ria al  recurso,  se  considerará  que  acepta 
la  defensa  y  quedará  obligado  á  fundarlo 
en  el  término  que  se  le  sefiale. 

Cuando  dentro  del  emplazamiento  ó  al 
día  siguiente  de  la  designación  manifieste 
el  Procurador  del  recurrente  su  propósito 
de  interponer  el  recurso  ó  el  Fiscal  lo  so- 
licitare, se  mandará  por  la  Sala  abrir  el 
pliego  que  contenga  la  certificación  de 
votos  reservados  y  comunicarle  con  los 
autos á  las  partes.  En  otro  caso  no  se  abri 
rá  hasta  que  el  recurso  sea  interpuesto,  y 
desde  el  día  de  su  señalamiento  para  la 
vista  hasta  su  celebración  lo  podrán  exa- 
minar las  partes  en  la  Secretaría. 

Art.  877.  Los  recursos  se  numerarán 
correlativamente  por  el  orden  de  su  pre- 
sentación; y  del  número  que  corresponda 
á  cada  uno  se  dará  certificación  á  los  que 
lo  hubiesen  interpuesto,  si  lo  pidieren. 

Los  recursos  contra  las  sentencias -ii^n 
que  se  imponga  la  pena  de  muerte,  los  de 
competencia  y  los  de  casos  in/raganti^  se 
numerarán  separadamente. 

Art.  878.    Transcurrido  el  término  del 
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emplasamieiito  sin  que  haya  comparecido 
el  recorren  te  en  la  forma  que  según  los 
caaos  previene  esta  ley,  la  Sala  segunda 
del  Tiibanal  Snpremo  dictará  sin  más 
trámites  auto  declarando  desierto  el  re 
carao,  con  imposición  de  las  costas  al  par- 
ticular recarrente,  comunicándolo  así  al 
Tribonal  sentenciador  para  los  efectos 
que  procedan. 

Art.  879.  El  Ministerio  fiscal  se  ajus- 
tará para  la  preparación  é  interposición 
del  recurso  á  los  términos  y  formas  pres- 
critos en  los  artículos  865,  873  y  874,  en 
cuanto  le  sean  aplicables. 

SeeclÓB  qalnla.— De  la  sustaDeiaoión 
del  recurso. 

Art.  880.  Interpuesto  el  recurso  y 
transcarrido  el  término  del  emplazamien- 
to, la  8ata  designará  el  Magisirado  po 
nente  que  estuviere  en  turno,  y  mandará 
dar  traslado  de  los  autos  por  cinco  días 
y  en  sa  caso  de  la  certificación  de  votos 
reservados  á  cada  ana  de  las  partes  perso- 
nadas y  al  Fiscal  si  no  fuese  éste  el  recu- 
rrente. 

También  se  entregarán  á  las  respecti- 
vas partes  las  copias  del  recurso. 

Art.  881.  Al  dictar  la  providencia  de 
que  se  habla  en  el  artículo  anterior,  la 
Sala  mandará  nombrar  Abogado  y  Procu- 
rador para  la  defensa  del  procesado,  con 
denado  ó  absuelto  por  la  sentencia,  cuan- 
do no  fuese  el  recarrente  ni  hubiese  com- 
parecido. 

El  Abogado  así  nombrado  no  podrá 
excusarse  de  aceptar  la  defensa  del  pro- 
cesado, como  no  sea  por  razón  de  alguna 
incompatibilidad,  en  cuyo  caso  se  proce- 
derá al  nombramiento  de  otro  Letrado. 

Art.  882.  Dentro  del  término  del  tras- 
lado, el  Fiscal  y  las  partes  se  instruirán  y 
podrán  ¡mpngnar  la  admisión  del  recurso 
ó  la  adhesión  al  mismo. 

Si  le  impugnaren,  acompañarán  con  el 
escrito  de  impugnación  tantas  copias  del 
mismo  cuantas  sean  las  demás  partes,  á 
quienes  el  Secretario  hará  inmediata  en- 
trega de  aquéllas. 

Art  88S.  Devuelto  el  expediente  por 
ol  que  últimamente  lo  haya  recibido,  si 
se  impugnare  la  admisión  ó  adhesión  ó 
la  Sala  considerase  dudosa  esta  cuestión 
previa,  el  Presidente  señalará  día  para 
decidirla. 

Art.  884.  La  vista  de  esta  cuestión 
previa  se  celebrará  en  audiencia  pública, 
por  si  orden  de  numeración  de  los  recur- 
sos, si  ai  tiempo  qae  llegare  el  turno  á 


cada  uno  de  ellos  se  bailase  en  estado  de 
celebrarse  la  vista. 

Los  recursos  que  se  interpongan  contra 
sentencias  en  que  se  haya  iui puesto  la 
pena  de  muerte,  ó  contra  las  de  compe- 
tencias, así  como  las  qoe  versen  sobre  de- 
litos in  fragantiy  serán  despachados  con 
preferencia. 

Art.  886.  £1  acto  de  la  vista  se  ce- 
lebrará leyendo  el  Secretario  la  sentencia 
y  los  votos  reservados  si  los  bubiere,  el 
escrito  interponiendo  el  recurso,  el  de 
adhesión  si  lo  hubiere  también,  y  los  de 
impugnación  en  su  caso. 

Será  obligatoria  la  asistencia  de  los 
Abogados  defensores  nombrados  de  ofi- 
cio, y  potestativa  en  el  Ministerio  fiscal. 

Informará  primero  el  Abogado  del  re  - 
cúrrente,  después  el  de  la  parte  contraria 
y  por  último  el  Ministerio'fiscal  si  concu- 
rriese. Si  éste  fuere  el  recurrente,  hablará 
primero. 

Los  informes  se  concretarán  á  la  cues- 
tión previa  que  se  debata. 

Art.  886.  Concluida  la  audiencia  del 
día,  la  Sala  deliberará  sobre  la  admisión 
de  los  recursos  de  que  se  hubiese  dado 
cuenta,  oyendo  al  Ponente,  quien  deberá 
para  este  efecto  llevar  redactado  el  pro 
yecto  de  decisión. 

Si  la  Sala  creyere  necesario  aplazar 
ésta,  podrá  hacerlo;  pero  en  ningún  caso 
transcurrirán  más  de  tres  días  sin  que  se 
resuelva  sobre  la  admisión. 

Art.  887.  El  fallo  se  formulará  de  uno 
de  loe  modos  siguientes:  « 

1.0  «Admitido  y  concluso  para  la 
vista  >. 

2.0  «No  há  lugar  á  la  admisión,  y  co 
muníquese  al  Tribunal  sentenciador  para 
los  efectos  correspondientes >. 

Art.  888.  La  resolución  en  que  se  de- 
niegue la  admisión  del  recurso  será  fun- 
dada y  se  publicará  en  la  Qaceta  de  Ma- 
drid y  en  la  Colección  legislativa,  expre- 
sando el  nombre  del  Ponente.  La  en  que 
se  admita,  no  se  fundará  ni  publicará. 

Los  resultandos  y  considerandos  de 
las  decisiones  se  limitarán  á  los  puntos 
pertinentes  á  la  cuestión  resuelta. 

Cuando  en  una  misma  resohición  se 
deniegue  la  admisión  del  recurso  por  al- 
guno de  sus  fundamentos  y  se  admita  en 
cuanto  á  otros,  ó  cuando  se  admita  el 
recurso  interpuesto  por  un  interesado  y 
se  deniegue  respecto  de  otros,  deberá 
fundarse  aquélla  en  cuanto  á  la  parte  de- 
negatoria y  publicarse  en  la  Qaceta  de 
Madrid. 

La  resolución  en  que  se  deniegue  la 
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admisión  se^redactará  en  forma  de  sen- 
tencia. 

Art.  889.  Para  denegar  la  admisión 
del  recorso  serán  necesarios  cinco  votos 
conformes.  No  reuniéndose  este  número 
de  votos,  se  tendrá  por  admitido. 

Art.  890.  Cuando  laSala  dentegne  la 
admisión  del  recurso  y  el  recurrente  haya 
constituido  depósito,  se  le  condenará  á 
perderlo  y  se  aplicará  la  mitad  de  él  al> 
recurrido  por  vía  de  indemnización,  y  la' 
otra  mitad  se  conservará  por  la  Sala  de 
gobierno  para  atender  exclusivamente 
(M>n  su  importe  á  las  necesidades  impre* 
vistas  de  la  administración  de  justicia, 
de  personal  y  material. 

Si  el  recurrente  no  hubiese  constituido 
depósito  por  ser  pobre^  se  dictará  la  mis- 
ma resolución  para  cuando  mejore  de 
fortuna. 

Art.  891.  En  el  caso  de  que  los  defen- 
soies  del  recurrente  hiciesen,  con  arreglo 
al  art.  876,  la  manifestación  de  no  encon- 
trar motivos  de  casación  contra  la  sen- 
tencia reclamada,  ni  el  Ministerio  fiscal 
los  expusiere  dentro  del  plazo  que  con- 
cede el  miamo  articulo,  la  Sala,  previo 
informe  del  Magistrado  ponente,  dictará 
auto  desestimando  el  recurso  preparado, 
y  lo  mandará  comunicar  al  Tribunal  sen- 
tenciador. 

Art.  892.  Contra  la  resolución  de  la 
Sala  admitiendo  ó  denegando  el  recurso 
y  la  adhesión  no  se  dará  ningún  otro. 

Art.  893.  Cuando  no  se  impugne  la 
'admisión  del  recurso  preparado,  ni  la 
adhesión  pretendida  por  alguna  parte,  ni 
el  Tribunal  tuviere  duda  sobre  la  proce- 
dencia de  una  y  otra,  acordará  de  plano, 
sin  vista  pública  ni  citación  de  las  par- 
tes, la  admisión  del   recurso  y  la  de  la 

adhesión  en  su  caso. 

i 

Secel¿B  sezla.—De  la  decisión  del  recurso. 

Art.  894.  Admitido  el  recurso  de  ca- 
sación y  señalado  día  para  la  vista,  se 
verificará  ésta  en  audiencia  pública  con 
asistencia  precisa  de  los  defensores  de 
las  partes  designados  de  oficio  y  del  Mi- 
nisterio fiscal.  A  los  Letrados  nombrados 
de  oficio  que  no  concurran  se  les  impon- 
drán por  la  Sala  las  correcciones  disci- 
plinarias que  estime  merecidas  atendida 
la  gravedad  é  importancia  del  asunto. 

Art.  896.     La  Sala   mandará  traer  á  la 
viéta  los  recursos  por  el  orden  de  su  ad- 
misión, guardando  el  turno  especial  de 
preferencia  para  los  mencionados  en  el  l 
párrafo  segundo  del  art  884.  I 


Si  por  cualquier  accidente  no  pudiere 
tener  lugar  la  vista  en  el  día  sefialado,  se 
designará  otro  á  la  mayor  brevedad,  cui- 
dando de  no  alterar  en  lo  posible  el  orden 
establecido. 

Art.  896.  La  vista  del  recurso  se  cele- 
brará en  la  forma  determinada  en  el  pri- 
mer párrafo  del  art.  885,  con  asistencia  é 
informe  oral  de  los  Letrados  de  las  par- 
tes, si  éstas  lo  creyeren  conveniente,  y 
la  del  Ministerio  fiscal  en  todo  caso,  ha- 
blando primero  el  recurrente,  después  los 
que  se  hayan  adherido  al  recurso,  y  por 
último  los  que  lo  impugnen.  Siempre  que 
el  Ministerio  fiscal  contradiga  el  recurso, 
hablará  el  último. 

Art.  897.  El  Ministerio  fiscal  y  los 
Letrados  podrán,  por  el  orden  mismo  en 
que  hayan  usado  de  la  palabra,  rectificar 
cualquier  error  de  hecho,  refiriéndose  á 
los  admitidos  en  la  resolución  recurrida. 

No  permitirá  el  Presidente  discusión 
alguna  sobre  la  existencia  de  los  hechos 
consignados  en  dicha  resolución,  y  lla- 
mará al  orden  al  que  intente  discutirlos. 

Art.  898.  Para  la  vista  de  los  recur- 
sos de  casación  asistirán  siete  Magis- 
trados. 

Art.  899.  Concluida  la  audiencia  pú- 
blica, la  Sala  fallará  el  recurso  dentro  de 
cinco  días;  pero  cuando  sea  indispensa- 
ble,-podrá  prorrogar  hasta  diez  días  el 
término  para  redactar  y  publicar  la  sen- 
tencia. 

Art.  900.  La  sentencia  se  redactará 
de  la  manera  siguiente: 

L*  Se  expresará  la  fecha,  el  delito 
sobre  que  versa  la  causa,  los  nombres 
de  los  procesados  y  acusadores  particu- 
lares que  en  ella  hayan  intervenido,  el 
Tribunal  de  donde  proceda  y  las  demás 
circunstancias  generales  que  sirvan  para 
determinar  el  asunto  objeto  del  recurso. 

2.0  Bajo  la  palabra  Resultando  se 
transcribirán  literalmente  los  de  la  sen- 
tencia ó  auto  recurridos, excepto  aquellos 
que  sean   de   manifiesta  impertinencia. 

8.^  Se  expresará  el  contenido  de  la 
parte  dispositiva  del  mismo  fallo. 

4.^  Los  motivos  de  casación  alegados 
por  las  respectivas  partes. 

6.0  £1  nombre  del  Magistrado  po- 
nente. 

6.0  En  Considerandos,  los  fundamen- 
tos de  derecho  de  la  resolución. 

7.0     El  fallo. 

Art.  901.  Coando  la  Sala  estime  in- 
fringida la  ley  por  cualquiera  de  los  mo- 
tivos alegados,  declarará  haber  lugar  al 
recurso  y  casará  y  anulará  la  resolución 
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«obre  Que  verv^,  jii«ad«njio  dM[>lte«  el 
«iefBtelko^^l  ^ne  k»  bnbtese  constituiíía.  :  , 

Si  ^üima  que  na  ha  habido,  tofraocito, 
deolarArá  no^haher  It^artalrecurB^* y  Gon-  \ 
denará  al  recnrrente  en  coataa  y  á  la  pét-  ] 
di  da  dei  depósito  icón  destino  4  las  aJton- ' 
cioaes    determi|iada«  en  el  ari*.  dSK)^.  ó  á 
aatiflCaá&er  la  oantidad  eqaivalente,  éí  se 
háblese    defendido    como    pobre,    para 
enando  mejore  de  fortuna. 

8e  exceptúa  al  Ministerio  fiscal  de  la 
imposición  de  costas. 

Art.  902.    8i  la  Sala  casa  la  resolución ' 
objeto   del  recnrso,  dictará  á  continua- 
ción, pero  separadamente,  la~  sentencia 
que  proceda,  aceptatido  los  fnndam^nlos 
de  hecho  y  los  de  derecho  de  Ja  resola- 
cíón  casHda  qoe  no  sercífieran  á  loa  poJí 
tos  qoe  hayan  sido  objeto  del  recnr^o  y 
la  parte  del  fallo  con  éste  compalíbte, 
reemplazando  la  parte  caaáda  eon  la  qne 
correeponda  según  las  disposiciones  lega- 
les en  que  se  haya  f andada  ia  casación, 
Art.  908.    Caando  sea  i^carrente  ano 
de  loa  procesados,  la  naoTa  éentenoia 
aprovechará  á  los  demás  en  ^o  qae  les 
foere  favorable,  siempre  qne  se  encaen* 
tren  en  la  misma  sitaaeión  qne  el  recu- 
rrente y  les  fueren  aplicables  los  motivos 
alegados  por  ios  que  se  declare  la  casa- 
ción de  la  sentencia.  Nunca  les  perjudi- 
cará en  lo  que  les  fuere  adverso. 

Art  904.  Contra  la  sentencia  de  casa- 
ción y  la  que  se  dicte  en  virtud  de  la 
misDia  no  se  dará  recurso  alguno. 

Art.  905.  Las  sentencias  en  (|ue  se 
declare  haber  ó  no  lugar  al  recurso  de 
casación  se  publicarán  en  la  Oac^a  de 
Madrid  y  en  la  Colección  legislativa.' 

Art.  906.  Si  las  sentencias  de  que  se 
trata  en  el  artículo  anterior  recayesen  en 
cansas  seguidas  por  cualquiera  de  los  de- 
litos contra  la  honestidad  ó  contra  el 
honor,  se  publicarán,  suprimiendo  los 
nombre^  propios  de  las  personas,  los  de 
loa  lugares,  y  las  circunstancias  que  pue- 
dan dar  á  conocer  á  los  acusadores,  á  los 
acusados  y  á  los  Tribunales  qne  hayan 
fallado  el  proceso. 

Si  pi>r  circunstancias  especiales  esti- 
mare la  Sala  que  la  publicación  de  la 
sentencia  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior bfende  á  la  decencia  pública,  podrá 
ordenar  en  la  propia  sentencia  que  no  se 
publique  aquélla. 

Art.  907.  £1  desistimiento  del  recurso 
podrá  hacerse  en  cualquier  estado  del 
procedimiento,  previa  ratificación  del  in- 
teresado ó  presentando  su  Procurador 
poder  especial  para  ello.  Si  las  partes  es- 


tuvieren citadas  para  la  decisióa  del  re- 
curso, perderá  el  particular  que  desista 
la  mitad  del  depósito  si  lo  hubiere  cons- 
tituido, y  pagará  las  costas  procesales 
que  se  hubiesen  ocasionado  por  su  culpa. 

Art.  908.  Las  sentencias  contra  las 
cuales  puede  interponerse  recurso  de, ca- 
sación no  se  ejecutarán  hasta  que  trans- 
curra el  término  9efialado  para  preparar- 
lo por  infracción  de  ley  ó  interponerlo 
por  quebrantamiento  de  forma. 

Si  en  dicho  término  se  preparare  ó  in- 
terpusiere el  recurso,  quedíará  en  suspen- 
so hasta  su  terminación  la  ejecución  de 
la  sentencia,  á  menos  que  ésta  sea  abso* 
lutoria,  en  cuyo  caso,  si  el  reo  estuviere 
preso,  será  puesto  en  libertad.  . 

Art.  909.;  Cuando  el  recurso  hubiere 
sido  preparado  é  interpuesto  por  uno  de 
los  procesados,  podrá  llevarse  á  efecto  la 
sentencia  ^esde  luego  en  cuanto  á  los 
demás,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  903. 

Cap.  11.^ De  lo9  recurso»  de  casación 
por  quebrantamietUo  deforma, 

ScecleD  iprloiera.— De  la  procedencia 
del  recurso. 

Art.  910.  El  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  procederá  con- 
tra las  sentencias  que  menciona  el  articu- 
lo 848.  I 

Art.  911.     El  recurso  de  casación  po-  i 
drá  interponerse  por  quebrantamiento  de 
forma: 

1.0  Cuando  se  haya  denegado  alguna 
diligencia  de  prueba  que,  propuesta  en 
tiempo  y  forma  por  las  partes»  se  consi 
dere  pertinente. 

2.0  Cuando  se  haya  omitido  la  cita- 
ción del  procesado,  ya  estuviere  preso  ó 
en  libertad,  y  la  de  la  parte  acusadora  y 
actor  civil  para  su  comparecencia  en  el 
acto  del  juicio  oral  y  público,  á  no  ser 
que  estas  partes  hubiesen  comparecido  á 
tiempo  dándose  por  citadas. 

8.0  Cuando  el  Presidente  del  Tribu- 
nal se  niegue  á  que  un  testigo  conteste, 
ya  en  audiencia  pública,  ya  en  alguna  di- 
ligencia que  practique  fuera  de  ella,  á  la 
pregunta  ó  preguntas  que  se  le  dirijan 
siendo  pertinentes  y  de  manifiesta  in- 
fluencia en  la  causa. 

4.0  Cuando  se  desestime  cualquiera 
pregunta  por  capciosa,  sugestiva  ó  im- 
pertinente, no  siéndolo  en  realidad,  siem- 
pre qoe  tuviera  verdadera  importancia 
para  el  resultado  del  juicio. 
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Art.  912.  Podrá  torobíén  iinterpoiier- 
86  el  recurso  por  la  uaisma  causa: 

1.^  Cuando  en  la  sentencia  no  se  ex- 
prese clara  y  terminantemente  cuáles  son 
los  hechos  que  se  consideren  probados, 
ó. resulte  manifiesta  contradicción  entre 
ellos. 

2.<>  Cuando  no  se  resuelva  en  ella 
sobre  todos  los  puntos  que  hayan  sido 
objeto  de  la  acusación  y  de  la  defensa. 

d.<>  Cuando  se  pene  en  ella  un  delito 
más  grave  que  el  que  haya  sido  objeto  de 
la  acusación,  si  el  Tribunal  no  hubiere 
procedido  previamente  como  determina 
el  art.  733. 

4.0  Cuando  la  sentencia  haya  sido  dic- 
tada por  menor  número  de  Magistrados 
que  el  señalado  en  la  ley,  ó  sin  la  concu- 
rrencia de  votos  conformes  que  por  la 
misma  se  exigen. 

6.^  Cuando  haya  concurrido  á  dictar 
sentencia  algún  Magistrado  cuya  rei^usa- 
ción,  intentada  en  tiempo  y  forma  y  fun- 
dada en  causa  legal,  se  hubiese  recha- 
zado. 

Art.  918.  No  será  admisible  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma en  los  juicios  sobre  faltas. 

Art.  914.  Nu  será  admisible  el  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma  si  la  parte 
que  intente  interponerlo  no  hubiese  re- 
clamado la  subsanación  de  la  falta,  sien- 
do posible,  ni  hecho  la  Oportuna  protesta 
con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  la  ley  en 
*  los  casos  en  que  proceda. 

Si  el  motivo  en  que  se  funde  el  recurso 
fuere  la  falta  de  citación  para  sentencia, 
deberá  hacti^se  la  protesta  antes  de  que 
aquélla  se  dicte,  si  hubiere  tiempo  para 
reclamar  cuando  la  parte  note  la  falta. 
Y  si  el  motivo  fuere  la  falta  de  citación 
para  alguna  diligencia  de  prueba  ó  la  de- 
negación de  prueba,  deberá  hacerse  la 
reclamación  y  protesta  en  el  momento  en 
que  la  parte  haya  tenido  ocasión  de  ob- 
servar la  falta  de  la  citación  y  al  enterar- 
se de  la  denegación  de  la  prueba. 

Art.  916.  Podrán  interponer  este  re- 
curso las  mismas  partes  á  que  se  refiere 
«1  art.  864. 

Seccióo    ««gaoda.  — De   la  interposición 
del  recarso. 

Art.  916.  El  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  formase  interpondrá 
ante  el  Tribunal  sentenciador,  dentro  del 
término  de  cinco  días  á  contar  desde  el 
siguiente  al  de  la  última  notificación  de 
la  sentencia. 


Art.  917.  Se  interpondrá  este  recurso 
por  escrito  autorizado  con  firmas  de  Le- 
trado y  Procurador,  expresándose  en  él: 

La  fecha  de  la  notifícación  de  la  sen- 
tencia. 

La  de  la  presentación  del  recurso. 

Él  artículo  de  la  ley^que  lo  autorice. 

La  falta  de  forma  que  se  suponga  co- 
metida. 

La  reclamación  practicada  para  subsa- 
narla y  sa  fecha,  si  la  falta  fuese  de  las 
que  exigen  este  requisito. 

Cuando  el  recurrente  sea  el  querellante 
particular  ó  actor  civil,  deberá  también 
manifestar  en  el  escrito  que,  para  el  caso 
de  que  el  Tribunal  admita  el  recurro, 
está  dispuesto  á  presentar  ante  la  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo,  dentro  de 
los  términos  que  se  expresan  en  el  ar- 
tículo 869,  el  documento  que  acredite  ha- 
ber depositado  en  el  establecimiento  pú- 
blico destinado  al  efecto  mil  pesetas,  si  el 
delito  fuere  público,  y  quinientas  si  fuere 
de.  los  que  sólo  pueden  perseguirse  á  ins- 
tancia de  parte. 

Cuando  el  recurrente  fuere  el  procesa- 
do, estará  exento  de  la  obligación  de 
constituir  depósito. 

Cuando  el  Ministerio  fiscal  hubiere  in- 
terpuesto el  recurso,  tampoco  estará  obli- 
gado á  constituirlo  el  querellante  ó  acu- 
sador privado. 

Art.  918.  £1  Tribunal  sentenciador 
examinará  sin  oír  á  las  partes: 

i.^  Si  el  recurso  se  ha  interpuesto  des- 
pués de  haberse  pronunciado  ^sentencia 
definitiva. 

2.0  Si  se  ha  interpuesto  en  el  término 
de  la  ley. 

3.0  Si  se  funda  en  alguna  de  las  cau- 
sas expuestas  en  el  art.  911   ó  en  el  912. 

4.0  Si  la  falta  fué  reclamada  oportu- 
namente en  ios  casos  en  que  esto  fuese 
necesario. 

Art.  919.  Si  concurriesen  todas  estas 
circunstancias,  admitirá  el  recurso  y  re- 
mitirá la  causa  ó  el  ramo  de  ella  en  que 
se  suponga  cometida  la  falta,  con  certifi- 
cación de  la  sentencia,  de  los  votos  reser- 
vados si  los  hubiere  y  del  auto  admitien- 
do el  recurso,  á  la  Sala  tercera  del  Tribu- 
nal Supremo,  citando  y  emplazando  á  las 
partes  en  los  términos  fijados  en  el  ar- 
tículo 869. 

Si  faltare  alguna  de  las  circunstancias 
referidas  en  el  artículo  anterior,  no  se  ad- 
mitirá el  recurso. 

Art.  920.  La  interposición  y  admisión 
del  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma producirá  el  efecto  de  snspender. 
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tiastm  0a  r^Boloción  definitiva,  todo  pro- 
•cedi miento  para  la  ejecaoión  del  fallo 
cootra  el  qae  haya  sido  deducido,  así 
r-omo  ta  sustanciacíóD  del  de  infracción 
de  ley  qae  se  hubiere  preparado  por  caal- 
qoiera  de  las  partes. 


I  I«reer«.--De1  recurso  de  queja 
por  deDegaciÓD  de  «dmisióo  del  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma. 

AH.  931.  Cnando  el  Tribunal  senten- 
ciador denegare  la  admisión  del  recurso 
por  qaebrantaaaiento  de  forma,  lo  hará 
por  aato  de  que  se  dará  copia  al  recurren- 
te al  tiempo  de  hacerle  la  notificación. 

Art.  982.  Si  el  recurrente  se  creyere 
4igraviado  por  no  admitirle  el  recurso, 
podrá  acudir  en  queja  á  la  Sala  tercera 
del  Tribunal  Supremo,  haciéndolo  pre- 
sente al  Tribunal  sentenciador  á  los  efec- 
ioa  de  lo  dispuesto  en  el  art.  868. 

Este  recurso  se  sustanciará  y  decidirá 
de  la  manera  prevenida  en  dicho  art.  863 
y  en  los  siguientes. 

Art.  938.  Guando  la  Sala  revoque  el 
auto  denegatorio  de  la  admisión,  ordenará 
al  Tribunal  que  le  remita  la  causa  con  los 
antecedentes  necesarios  con  arreglo  al 
art.  919.  Guando  le  confirme,  comunicará 
aa  resolución  al  Tribunal  sentenciador 
para  los  efectos  correspondientes. 

Contra  estas  resoluciones  no  se  dará 
recurso  alguno. 

Cuando  resulten  falsos  los  hechos  ale- 
gados como  fundamento  del  recurso,  la 
Sala  podrá  imponer  al  particular  recu- 
rrente una  multa  que  no  bajará  de  dos- 
cientas cincuenta  pesetas  ni  excederá 
de  m!l. 

Si  la  responsabilidad  fuere  del  Letra- 
do, se  le  impondrá  la  corrección  discipli- 
naría que  sea  procedente. 

Seeel¿aeaarta.-rDe  la  sastanciación 
del  recarao. 

Art.  924.  £1  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma  se  sustanciará  por  la 
8ala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  en  los 
términos  y  con  los  procedimientos  esta- 
blecidos para  los  recursos  por  infracción 
de  ley  enila  sección  quinta  del  capítulo 
primero  de  este  titulo,  en  cuanto  sus  dis- 
posiciones no  estén  modificadas  por  los 
artículos  siguientes. 

Art.  986.  Los  autos  serán  entregados 
al  recurrente  para  su  instrucción  por  tér- 
mino de  cinco  días  y  por  otro  igual  á  cada 
una  de  las  partes  y  al  Fiscal. 

Al  devolver  el  recurrente  la  causa,  no 


podrá  alegar  nuevos  motivos  de  casa- 
ción. 

La  entrega  de  que  habla  el  párrafo 
primero  de  este  articulo  no  tendrá  lugar 
cuando  el  recurrente  sea  querellante  par- 
ticular y  no  haya  presentado  todavía 
el  documento  que  acredite  haber  rerifi- 
cado  el  depósito  prevenido  en  el  art.  917. 

Pero  sí  estuviese  declarado  pobre  ó 
insolvente,  bastará  que  se  obligue  á  res- 
ponder del  importe  del  depósito,  si  vinie- 
re á  mejor  fortuna. 

Art.  926.  Si  transcurre  el  término  del 
emplazamiento  sin  haberse  personado 
el  recurrente  ó  siendo  éste  querellante 
particular  ó  actor  civil  no  justifica  la 
constitución  del  depósito  ó  no  constituye 
afud  acta  la  obligación  mencionada  en  el 
artículo  anterior,  se  declarará  desierto  el 
recurso  con  imposición  de  las  costas  al 
particular  recurrente,  y  se  devolverá  la 
causa  al  Tribunal. 

Art.  927.  Cuando  el  recurrente  sea 
pobre,  podrá  comparecer  personalmente, 
pidiendo  el  nombramiento  de  Abogado  y 
Procurador  que  le  defiendan. 

En  tal  caso,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  artículo  876. 

Art.  928.  Transcurrido  el  término  de 
la  entrega  de  los  autos  y  hecha  ó  no  por 
las  partes  la  manifestación  de  quedar 
instruidas  del  recurso  y  de  sus  antece- 
dentes, la  Sala  nombrará  Ponente  al  Ma- 
gistrado que  s^  halle  en  turno,  á  quien  se 
pasará  la  causa  por  término  de  cinco 
días;  y  devuelta  que  sea,  sefialará  día 
para  la  vista. 

Seeel¿n  qalnla.— De  la  decisión  del  re- 
curso. 

Art.  929.  £n  el  día  señalado  para  la 
vista,  el  Secretario  dará  cuenta  de  la  sen- 
tencia, de  los  votos  particulares,  del  es- 
crito de  interposición  del  recurso  y  de 
la  parte  de  la  causa  que  considere  nece- 
saria para  dar  cumplida  idea  de  la  falta 
alegada  y  sus  fundamentos. 

'  Terminada  la  lectura  por  el  Secretario, 
harán  uso  de  la  palabra  los  defensores  de 
las  partes  y  el  Fiscal.  Este  hablará  el  úl- 
timo, á  no  ser  que  hubiese  interpuesto  el 
recurso. 

Art.  980.  Cuando  la  Sala  estime  ha- 
berse cometido  la  falta  en  que  se  funda 
el  recurso,  declarará  haber  lugar  á  él  y 
ordenará  la  devolución  del  depósito  si  se 
hubiese  constituido,  y  la  de  la  causa  al 
Tribunal  de  que  proceda,  para  que,  repo- 
niéndola al  estado  que  tenía  cuando  se 
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cometió  la  falta,  la  sattaricie  y  termine 
con  arreglo  á  derecho. 

Art.  981 .  8i  la  Sala  estima  no  haberse 
cometido  la  falta  alegada,  declarará  no 
haber  lugar  al  recurso,  condenará  al  par- 
ticular recurrente  en  las  costas  y  á  la  pér- 
dida del  depósito,  si  se  hubiese  constituí- 
do,  ó  á  la  de  su  importe  en  su  caso  cuan- 
do viniere  á  mejor  fortuna,  y  mandará 
devolver  la  causa  al  Tribunal  senten- 
ciador. 

Art.  982.  Será  aplicable  á  los  recursos 
de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma  lo  dispuesto  en  los  arts.  905  y  906 
de  esta  ley. 

Art.  988.  En  los  recursos  por  que- 
brantamiento de  forma  que  el  Ministerio 
fiscal  interponga,  se  estará  á  lo  dispues- 
to en  las  diversas  secciones  de  este  ca- 
pítulo. 

Cap.  III.— /)tf  la  interpo9Íción,  susíancia" 
ción  y  resolución  del  recurso  de  cauadón 
por  itifracción  de  ley  y  por  quebranta- 
miento de  forma^ 

Art.  984.  Lo  dispuesto  en  esta  ley 
respecto  de  los  recursos  de  casación  por 
infracción  de  ley  y  por  quebrantamiento 
de  forma,  tendrá  aplicación  á  los  recursos 
que  á  la  vez  se  funden  en  infracción  de 
ley  y  quebrantamiento  de  forma,  con  las 
modificaciones  que  en  esta  sección  se  es- 
tablecen. 

A rt.  935.  Los  recursos  de  casación  por 
infracción  Je  ley  y  por  quebrantamiento 
de  forma  se  interpondrán  dentro  del  tér- 
mino que  fija  el  art.  916,  fundando  el  de 
quebrantamiento  de  forma  con  arreglo  al 
artículo  917,  y  anunciando  el  de  infrac- 
ción de  ley. 

Art.  986.  £1  Tribunal  sentenciador, 
con  vista  del  escrito,  admitirá  ó  denegará 
únicamente  el  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  con  arreglo  á 
lo  establecido  en  los  arts.  918  y  919,  te- 
niendo por  anunciado  el  recurso  por  in- 
fracción de  ley. 

Art.  987.  Cuando  el  Tribunal  admita 
el  recurso,  elevará  la  Sala  tercera  del  Tri- 
bunal Supremo  la  causa  con  los  antece- 
dentes expresados  en  el  artículo  919.  En 
este  caso  se  entenderá  preparado  el  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley, 
corriendo  para  ambos  recursos  el  mismo 
plazo  legal. 

Art.  938.  Cuando  el  Tribunal  denie- 
gue el  recurso,  los  interesados  podrán 
recurrir  en  queja  á  la  Sala  tercera  del  Tri- 
bunal Supremo  contra  el  auto  denega- 


torio, en  el  tiempo  y  forma  qoe  preceptúa: 
el  art.  922. 

Art.  989,  &  la  Sala  tercera  del  Tribn-^ 
nal  Supremo  revoca  el  auto  denegatorio,, 
dirigirá  orden  al  Tribunal  para  que  le  re- 
mita la  causa,  á  tenor  de  lo  que  se  esta- 
blece en  el  art.  928.  En  este  caso  se  en- 
tenderá también  preparado  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley. 

Art.  940.  Si  la  Sala  tercera  confirma  e^ 
auto  denegatorio,  comunicará  su  resolu- 
ción al  Tribunal  para  los  efectos  que 
haya  lugar 

Art.  941.  Los  efectos  del  auto  confir- 
mando la  denegación,  serán,  respecto  del 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
los  siguientes: 

l,^  Hacer  imposible  su  interposición^ 
cuando  el  auto  confirmando  el  denega- 
torio de  la  admisión  del  recurso  de  Cf\sa- 
ción  en  la  forma  se  haya  fundado  en  ha- 
berse presentado  el  escrito  proponien- 
do este  último  recurso  y  preparando  el 
otro  fuera  del  término  legal. 

2.0  Dejar  expedita  su  interposición  en> 
su  caso  y  lugar,  cuando  el  auto  confir- 
mando el  denegatorio  de  la  admisión  áeí 
recurso  de  casación  en  la  forma  se  haya 
fundado  en  la  no  concurrencia  de  las  de- 
má?  circunstancias  expresada»  en  el  ar- 
tículo 918. 

Art.  942.  En  este  último  caso,  si  eft 
recurrente  lo  pidiere  dentro  del  término- 
de  tercero  día  contado  desde  el  en  qne^ 
se  le  baya  notificado  la  confirmación  del 
auto  denegatorio,  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo  mandará  al  Tribunal  sen- 
tenciador que  expida  y  entregue  al  recu- 
rrente, ó  en  su  caso  remita,  dentro  del 
término  de  tres  días,  testimonio  de  la  re- 
solución para  que  pueda  seguir  el  recur- 
so por  infracción  de  ley,  y  que  cite  at 
efecto  á  las  partes,  cumpliendo  en  un  todo- 
con  lo  que  se  ordena  en  los  arts.  858  y 
859  de  esta  ley. 

Art.  948.  Admitido  por  el  Tribunal 
sentenciador  el  recurso  por  quebranta- 
miento de  forma  y  remitida  la  causa  á  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  se 
sustanciará  y  resolverá  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  las  secciones  cuarta  y  quinta 
del  capítulo  II  de  este  libro.  ^ 

Art.  944.  Cuando  la  Sala  tercera  de- 
clare no  haber  lugar  al  recurso  por  que- 
brantamiento de  forma,  condenará  al 
particular  recurrente  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  del  depósito,  si  lo  hubiese  cons- 
tituido, y  acordará  que  pase  la  causa  á  la 
Sala  segunda,  la  cual,  luego  que  la  reciba» 
mandará  entregarla  al    recurrente  po 
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térmiiio  de  cinco  días  para  que  interpon- 
Ka  el  recurso  por  infracción  de  ley,  con 
anref^lo  á  la  sección  coarta  del  capítulo 
primero. 

Art.  946.  Formulado  el  recurso  por 
infracción  de  ley,  se  sustanciará  confor- 
me éí  io  dispuesto  en  la  sección  quinta  del 
mlemo  capítulo  primero. 

A  rU  946.  Guando  el  recurrente  no  es- 
tiiTiere  habilitado  como  pobre,  al  devol- 
ver la  cansa  interponiendo  el  recurso,  de- 
berá presentar  el  documento  que  acredite 
haber  hecho  el  correspondiente  depósito, 
en  conformidad  con  lo  establecido  en  el 
artícolo  875. 

Caf.  rV. — Del  recurso  de  casación  en  las 
cetuMS  de  muerte. 

Art.  947.  Contra  las  sentencias  que 
no  haya  dictado  el  Tribunal  Supremo  ó 
aa  Sala  segunda,  en  las  cuales  se  impon- 
ga la  pena  de  muerte,  se  considerará  ad- 
mitido de  derecho,  en  beneficio  del  reo, 
el  recurso  de  casación. 

Art.  948.  £1  Tribunal  de  lo  criminal, 
terminado  el  plaso  establecido  en  el  ar- 
Ueaio  916,  aun  cuando  no  se  haya  inter- 
puesto recurso  de  casación,  elevará  la 
causa  á  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo, acompafiando  certificación  de  los 
▼otos  reservados,  si  los  hubiere,  ó  nega- 
tiva en  su  caso. 

Art.  949.  Si  dentro  del  término  de 
einco  días  desput^s  de  recibida  la  cansa 
en  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo 
•e  presentaren  los  defensores  nombrados 
por  el  reo  pidiendo  vista  para  sostener  la 
procedencia  del  recurso,  se  les  tendrá 
por  parte  y  se  les  mandará  entregar  por 
el  término  de  cinco  días.  Si  no  se  presen- 
taren dentro  de  aquél  plaso,  la  Sala  man- 
dará nombrar  de  oficio  Procurador  y  Abo- 
fgfido  que  defiendan  al  reo,  entregándoles 
el  proceso  por  igual  término  de  cinco 
días. 

Al  devolver  la  causa,  los  defensores 
del  reo  expondrán  si  existe  alguno  de  los 
motivos  que  autorizan  el  recorso,  ya  sea 
por  infracción  de  ley  ó  por  quebranta- 
miento de  forma,  con  arreglo  á  las  dis 
posiciones  da  esta  ley. 

Art.  950.  Por  el  mismo  término  y  con 
idéntico  fin  se  entregará  la  causa  á  las 
demás  partes  si  se  hubiesen  personado, 
y  al  Fiscal. 

Art.  951.  Al  devolver  las  partes  la 
causa,  alegarán  en  el  mismo  escrito  los 
fundamentos  que  existan,  si  en  su  con 
eepto  los  hubiere  para  la  casación  de  la 


sentencia,  bien  por  quebrantamiento  de 
(prma,  bien  ppr  infracción  de  ley. 

La  Sala  segunda,  previos  los  trámites 
ordinarios,  podrá  declarar  haber  lugar  al 
recurso  por  infracción  de  ley  ó  por  que- 
brantamiento de  forma,  aunque  no  lo 
hubiesen  sostenido  como  procedente  las 
partes  personadas  ni  el  Fiscal. 

Cuando  la  Sala  declare  la  procedencia 
del  recur^  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, ordenará  al  mismo  tiempo  lo  que  se 
determina  en  el  art.  980. 

Art.  952.  La  sustanciación  de  los  re 
cursos  interpuestos  por  las  partes  en 
causas  de  muerte,  se  acomodar  áá  las  re- 
glas indicadas  en  este  capítulo. 

Art.  958.  Cuando  se  declare  no  haber 
lugar  al  recurso  por  ninguna  cau^a  la  Sata 
mandará^  pasar  los  autos  al  Fiscal,  y 
con  lo  que  éste  exponga  y  con  vista  de 
los  méritos  del  proceso,  si  encontrare 
algún  motivo  de  equidad  para  aconsejar 
que  no  se  ejecute  la  sentencia  firme,  pro- 
pondrá á  S.  M.,  por  conducto  del  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  la  conmutación 
de  la  pena. 

TIT.  IL  -  DiL  ascuatio  ob  bktisiOn 

Art.  954.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
revisión  contra  las  sentencias  firmes  en 
los  casos  siguientes: 

!.<>  Cuando  estén  sufriendo  condena 
dos  ó  más  peMpnas,  en  virtud  de  senten- 
cias contradictorias,  por  un  mismo  delito 
que  no  ha3ia  podido  ser  cometido  masque 
por  una  sola. 

2.0  Cuando  esté  sufriendo  condena 
alguno  como  autor,  cómplice  ó  encubri- 
dor del  homicidio  de  una  persona  cuya 
existencia  se  acredite  después  de  la  con- 
dena. 

3.0  Cuando  esté  sufriendo  condena 
alguno  en  virtud  de  sentencia,  cuyo  fun- 
damento haya  sido  un  documento  ó  tes- 
timonio declarados  después  falsos  por 
sentencia  firme  en  causa  criminal,  la  con- 
fesión del  reo  arrancada  por  violencia,  ó 
exacción  ó  cualquier  hecho  punible  eje- 
cutado por  un  tercero,  siempre  que  los 
tales  extremos  resulten  también  declara 
dos  por  sentencia  firme  en  causa  seguida 
al  efecto.  A  estos  fines  podrán  practicar- 
se todas  cuantas  pruebas  se  consideren 
necesarias  para  el  esclarecimiento  de  los 
becbos  controvertidos  en  la  causa,  anti  - 
cipándose  aquellf  a  que  por  circunstan- 
cias  especiales  pudieran  luego  dificultar 
y  hasta  hacer  imposible  la  sentencia 
firme,  base  de  la  revisión. 
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Art.  965.  £1  recarso  de  revisión  podrá 
promoverse  por  los  penados  y  por  st^s 
cónyoges,  descendientes,  'sRoendientes  y 
hermanos,  acudiendo  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  con  solicitud  motivada. 

Art.  966.  El  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  previa  forrviación  de  expediente, 
podrá  ordenar  ai  Fiscal  del  Tribunal  Su- 
premo que  ínterpoDji^a  el  recurso,  cuando 
á  su  juicio  hubiese  fundamento  bastante 
para  ello.  ' 

Art.  967.  El  Fiscal  del  Tril^unal  Su- 
premo podrá  también,  sin  necesidad  de 
dicha  orden,  interponer  el  recurso  ante  la 
Sala  segunda,  siempre  que  tenga  conoci- 
miento de  algún  caso  en  que  proceda. 

Art.  968.  En  el  caso  del  nám.  l.o  del 
art.  964,  la  Sala  deciarurá  la  contradicción 
entre  las  sentencias,  si  en  efecto  existiere, 
anulando  una  y  otra,  y  mandará  instruir 
de  nuevo  la  causa  al  Tribunal  á  quien 
corresponda  el  conocimiento  del  delito. 

En  el  caso  del  nóm.  2.**  del  mismo  ar- 
ticulóla Sala,  comprobada  la  identidad  de 
la  persona  cuya  muerte  hubiese  sido  pe- 
nada, anulará  la  sentencia  firme. 

En  el  caso  del  nóm.  3."  del  referido  ar- 
tículo, dictará  la  Sala  la  misma  resolución, 
con  vista  de  la  ejecutoria  que  declare  la 
falsedad  del  documpnto,  y  mandará  al 
Tribunal  á  quien  corresponda  el  conoci- 
miento del  delito  instruir  de  nuevo  la 
causa. 

Art.  969.  El  recurso ^e  revisión  se 
sustanciará  oyendo  por  Perito  una  sola 
vez  al  Fiscal  y  otra  á  los  panados,  que 
deberán  ser  citados,  si  antes  no  com pare- 
cieren. Cuando  pidieren  la  unión  de  ante- 
cedentes á  los  autos,  la  Sala  acordará  so- 
breesté particular  loque  estime  más  opor- 
tuno. Después  seguirá  el  recurso  los  trá- 
mites establecidos  para  el  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  la  Sala,  con  infor- 
ma oral  ó  sin  él,  según  acuerde  en  vista 
de  las  circunstancias  del  caso,  dictará  sen- 
tencia que  será  irrevocable. 

Art.  960.  Cuando  por  consecuencia  de 
la  sentencia  firme  anulada  hubiese  sufri- 
do el  condenado  alguna  pena  corporal,  si 
en  la  nueva  sentencia  se  le  impusiere 
alguna  otra,  se  tendrá  en  cuenta  para  el 
cDDAplimiento  de  ésta  todo  el  tiempo  de 
la  anteriormente  sufrida  y  su  impor- 
tancia. 

Art.  961.  Aun  cuando  haya  fallecido 
el  penado,  podrán  su  viuda,  ascendientes 
ó  descendientes  legítimos,  legitimados  ó 
naturales  reconocidos  lolicitarel  juicio  de 
revisión  por  alguna  de  las  causas  enume- 
radas en  el  art.  964,  con  objeto  de  reha- 


bilitar la  memoria  del  difunto  y  de  qoe 
se  castigue  en  su  caso  al  verdadero  cal  • 
pable. 

LIBEO  TI 

DEL  PROCEDIMIENTO  PARA  EL  JUICIO 
SOBRE  FALTAS 

TITULO  PRIMERO.— Dbl  juicio  sobrb 

FALfAB,  BN  PaiMKRÁ  ^NSTAlfClA 

Art.  962.  Luego  que  el  Juez  munixíi- 
pal  tenga  noticia  de  haberse  cometido 
alguna  de  las  faltas  previstas  en  el  libro 
tercero  del  Código  penal  que  pueda  perse 
guirse  de  oficio,  mandará  convocará  jui- 
cio verbal  al  Fiscal  municipal,  al  quere- 
llante fii  le  hubiere,  al  presunto  culpable 
y  á  los  testigos  que  puedan  dar  razón  de 
los  hechos,  señalando  día  y  hora  para  la 
celebración  del  juicio. 

Art.  968.  Del  mismo  modo  dispondrá 
la  celebración  del  juicio  verbal,  pero  sin 
convocar  al  Fiscal  municipal,  cuando  la 
falta  sólo  pueda  perseguirse  á  instancia 
de  parte  legítima  y  ésta  solicite  la  re- 
presión. 

Art.  964.  El  juicio  deberá  celebrarse 
en  el  local  del  Juzgado  municipal  dentro 
de  los  tres  días  siguientes  al  de  la  fecha 
del  en  que  tuviere  noticia  el  Juez  de  ha^ 
berse  cometido  la  falta. 

El  Juez  municipal  podrá,  sin  embargo, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  sefialar 
un  día  más  lejano  para  la  celebración  del 
juicio  cuando  haya  para  ello  causa  bas- 
tante, que  hará  constar  en  el  expediente. 

Cuando  algún  testigo  importante,  ó 
una  de  las  partes  que  resida  dentro  del 
término  municipal,  estuvieren  físicamen- 
te impedidos  de  concurrir  al  local  del 
Juzgado,  podrá  también  el  Juez  disponer 
la  celebración  del  juicio  en  el  punto  ^n 
que  considere  conveniente,  fundando  su 
resolución. 

Art.  966.  A  la  citación  que  se  haga  á 
los  presuntos  culpables  acompañará  co- 
pia de  la  querella,  si  se  hubiese  presen- 
tado, y  en  dicha  citación  se  expresará  que 
el  citado  debe  acudir  al  juicio  con  las 
pruebas  que  tenga.  Siempre  deberás 
transcurrir,  cuando  menos,  veinticuatro 
horas  entre  el  acto  de  la  citación  del  pre- 
sunto culpable  y  el  de  la  celebración  del 
juicio,  si  el  citado  reside  dentro  del  tér- 
mino municipal,  y  un  día  más  por  cada 
20  kilómetros  de  distancia,  si  residiere 
fuera  de  él. 

Art.  966.    Cuando   los  citados    como 
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{«Fie»  y  lo«  lestigofl  no  oomparescan  ni 
aiegQen  justa  cansa  para  dejar  de  hacerlo, 
podrán  ser  multados  en  la  cantidad  que 
determine  el  Jues  municipal,  hasta  el 
mázironm  de  '26  pesetas. 

£q  la  misma  multa  incurrirán  los  peri- 
tos qoe  DO  acodan  al  llamamiento  del 
Joes  mnnicipal. 

Ari.  967.  A  los  testigos  y  á  los  pre- 
sontos  culpables  que  residan  fuera  del 
territorio  municipal  se  les  recibirá  decía* 
ración  por  medio  de  exhorto,  con  citación 
4Íel  qaerellante  particular,  si  lo  hubiere, 
y  en  presencia  del  Ministerio  fiscal,  si  la 
falta  pudiere  perseguirse  de  oficio. 

Dichas  declaraciones  se  recibirán  y  re- 
dactarán con  las  formalidades  estableci- 
das respectivamente  en  la  presente  ley. 

Art,  968.  En  el  caso  de  que  por  moti- 
vo jasto  no  pueda  celebrarse  el  juicio 
verbal  en  el  día  sefialado  ó  de  que  no 
pueda  concluirse  en  un  solo  acto,  el  Juez 
fDouicipal  señalará  el  día  más  inmediato 
poeible  para  su  celebración  o  continua- 
ciÓD,  haciéndolo  saber  á  los  interesados. 

Art  969.  £1  juicio  será  público,  dando 
principio  por  la  lectura  de  la  querella,  si 
ia  hubiere,  siguiendo  á  esto  el  examen 
de  loe  testigos  convocados,  y  practican 
doee  las  demás  pruebas  que  propongan 
el  qoerellante,  denunciador  y  Fiscal  mu- 
niopal,  si  asistiere,  siempre  que  el  Jnes 
lee  considere  admisibles.  Seguidamente 
se  oirá  al  acusado,  se  examinarán  los 
testigos  que  presente  en  su  descamo  y 
se  practicarán  las  demás  pruebas  que 
oíresca  y  fueren  pertinentes,  observán- 
dose las  prescripciones  de  esta  ley  en 
cnanto  sean  aplicables.  Acto  continuo 
expondrán  de  palabra  las  partes  lo  que 
csresn  conveniente  en  apoyo  de  sus  res- 
pectivas pretensiones,  hablando  primero 
el  Ministeríp  fiscal  si  asistiere,  después 
el  qaerellante  particular,  y  por  áltimo  el 
acosado. 

El  Fiscal  mnnicipal  asistirá  á  los  joi» 
dos  sobré  faltas  siempre  que  á  ellos  sea 
citado  con  arreglo  al  art.  962. 

Art.  970.  Si  el  presunto  culpable  de 
ana  falta  reside  fuera  del  término  muni- 
cipal, no  tendrá  obligación  de  concurrir 
al  acto  del  juicio  y  pcKirá  dirigir  al  Juez 
municipal  escrito  alegando  lo  que  estime 
conveniente  en  su  defensa,  y  apoderar 
persona  qoe  presente  en  aquel  acto  las 
pro^ms  de  descargo  que  tuviere. 

Art.  Q|I.  La  ausencia  del  acusado  no 
ssspenArá  la  celebración  ni  la  resolo- 
ciÓQ  del  joioio,  siempre  que  conste  ha- 
bérsele citado  con  las  formalidades  pres- 


critas en  esta  ley  y  con  los  requisitos  del 
art.  966,  á  no  ser  que  el  Juez  municipal, 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  crea  ne- 
cesarla  la  declaración  de  aquél. 

Art.  972.  De  cada  juicio  se  extenderá 
on  acta  diaria,  expresando  clara  y  sucin- 
tamente lo  actuado,  la  cual  se  firmará 
por  todos  los  concurrentes  al  mismo  que 
puedan  hacerlo,  á  cuyo  efecto  deberá  el 
Juez  municipal  adoptar  las  disposiciones 
nece.<tarias  para  que  no  se  ausenten  basta 
que  dicha  acta  esté  extendida. 

Art.  973.  Dentro  del  término  fijado 
en  el  párrafo  segundo  del  art.  206,  el  Juez 
municipal  dictará  sentencia. 

Art.  974.  La  sentencia  se  llevará  á 
efecto  por  el  Juez  municipal  inmediata- 
mente de  transcurrido  el  término  fijado 
en  el  cuarto  párrafo  del  art.  212,  si  no 
hubiere  apelado  ninguna  de  las  partes. 

Art.  976.  Si  se  hubiese  apelado,  se 
admitirá  en  ambos  efectos  el  recurso 
para  ante  el  Juez  de  instrucción  á  que 
corresponda  el  Juzgado  municipal,  ha- 
ciéndose constar  la  interposición  del  re- 
curso por  diligencia  que  extenderá  el  Se- 
cretario municipal  y  firmará  el  apelante, 
y  si  no  supiere,  un  testigo  á  so  mego. 

Art.  976.  Admitida  quesea  la  apela- 
ción, se  remitirán  los  autos  originales 
por  el  Juez  mnnicipal  al  de  instrucción, 
haciéndose  saber  la  remisión  y  empla- 
zándose al  Fiscal  municipal,  si  hubiere 
sido  parte  en  enjuicio,  y  á  los  demás  in- 
teresados, para  que  en  el  térmfno  de 
cinco  días  acudan  á  usar  de  su  derecho 
ante  el  Juez  de  instrucción. 

TIT.  IL — Dbl  JüIOlU  SÓBRK  FALTAS, 
■N   SBOmiDA  IN8TAV0IA 

Art.  977.  Recibidas  las  diligencias 
por  el  Juez  de  instrucción  y  transcurrido 
que  sea  el  término  del  emplazamiento, 
8Í  el  apelante  se  hubiere  personado,  se- 
fialará  día  para  la  vista,  mandando  que 
se  pongan  de  manifiesto  á  las  partes  en 
la  Secretaría  por  el  término  de  cuarenta 
y  ocho  horas.  Si  el  apelante  no  se  hubie- 
se personado  en  el  término  del  emplaza- 
miento, el  Juez  declarará  desierto  el  re- 
curso y  devolverá  los  autos  al  Juez  mn- 
nicipal á  costa  de  aquél. 

En  esta  segunda  instancia  intervendrá, 
en  representación  del  Ministerio  fiscal, 
el  Fiscal  municipal  en  quien  delegue  el 
Fiscal  de  la  respectiva  Audiencia.  Podrá 
también  llevar  su  representación  cual- 
quiera de  los  auxiliares  del  Ministerio  fis- 
cal de  la  misma  Aodiencia,  designado  por 
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el  Fiscal  caando  el  Juzgado  de  instrao- 
ción  resida  en  la  misma  población  que 
la  Audiencia. 

Art.  978.  La  vista  será  pública  y  co- 
menzará por  la  lectora  de  los  autos  remi- 
tidos. Se  oirá  enseguida  al  Fiscal,  cuya 
asistencia  será  precisa  si  la  falta  fuere  de 
las  que  deben  perseguirse  de  oficio,  j  á 
los  interesados  ó  á  sos  legítimos  repre 
sentantes  si  concurrieren,  y  acto  conti- 
nuo se  dictará  sentencia,  la  cual  se  no- 
tificará á  dicho  Fiscal  y  á  los  interesados 
presentes. 

Art.  979.  No  se  admitirá  en  la  segun- 
da instancia  otra  prueba  que  la  que,  ha- 
biendo sido  propuesta  en  la  primera,  no 
hubiere  podido  practicarse  por  causa 
ajena  á  la  voluntad  del  que  la  hubiese 
propuesto. 

Art.  980.  Para  hacer  la  prueba  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior  podrá  con- 
cederse un  término  que  no  pase  de  diez 
días,  expidiéndose  para  que  tenga  lugar 
los  mandamientos  ó  ezhortos  que  fueren 
necesarios. 

Art.  981 .  Contra  la  sentencia  que  se 
dicte  en  segunda  instancia  no  habrá  lu- 
gar á  más  recurso  que  el  de  casación  por 
infracción  de  ley. 

Si  transcurrido  el  término  fijado  en  el 
párrafo  coarto  del  art.  212  no  se  hubiere 
preparado  el  recurso  mencionado,  el  Juez 
de  instrucciónr  mandará  devolver  al  Juez 
municipal  los  autos  originales,  acom- 
pafiábdolos  con  certificación  de  la  sen- 
tencia dictada  para  que  éste  proceda  á 
su  ejecuciÓD. 

Art.  982.  Los  Jueces  municipales  reu- 
nirán todas  las  aetuaciones  de  cada  juicio 
y  las  coleccionarán  á  fin  de  afío  forman- 
do con  ellas  los  tomos  necesarios  que, 
después  de  convenientemente  encuader- 
nados, se  conservarán  en  el  archivo  del 
mismo  Juzgado. 

LIBRO  TU 

DE  LA  EJECUCIÓN  DE  LAS  SENTENCIAS 

Art.  983.  Todo  procesado  abauelto  por 
la  sentencia  será  puesto  en  libertad  inme- 
diatamente, á  menos  que  el  ejercicio  de 
un  recurso  que  produzca  efectos  suspen- 
sivos ó  la  existencia  de  otros  motivos  le- 
gales, hagan  necesario  el  aplazamiento  de 
la  excarcelación,  lo  cual  se  ordenará  por 
auto  motivado. 

Art.  984.  La  ejecución  de  la  sentencia 
en  los  juicios  sobre  faltas  corresponde 


al  Juez  municipal  que  haya  conocido  del 
juicio. 

£1  Juez  de  instrocdón  qoe  haya  cono- 
cido en  apelación  de  un  juicio  sobre  tñl- 
tas,  remitirá  certificación  de  la  sentencia 
firme  al  Juez  municipal  correspondiente 
para  los  efectos  del  párrafo  anterior. 

Art.  985.  La  ejecución  de  las  senten- 
cias en  causas  por  delito  corresponde  al 
Tribunal  que  baya  dictado  la  que  sea 
firme. 

Art.  986.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  la  sentencia  diota- 
da á  continuación  de  la  de  casación  por 
la  Sala  segunda  de)  Tribunal  Supremo,  se 
ejecutará  por  el  Tribunal  que  hubiese 
pronunciado  la  sentencia  casada,  en  vista 
de  la  certificación  qoe  al  efecto  le  remiti- 
rá la  referida  Sala. 

Art.  987.  Guando  el  Tribunal  á. quien 
corresponda  la  ejecución  de  la  sentencia 
no  pudiere  practicar  por  sí  mismo  todas 
las  diligencias  necesarias,  comisionará 
al  Juez  del  partido  ó  demarcación  en  que 
deban  tener  efecto,  para  que  las  prac- 
tique. 

Art.  988.  Guando  una  sentencia  sea 
firme  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 141  de  esta  ley,  lo  declarará  así  el 
Juez  ó  el  Tribunal  que  la  haya  dictado. 

Hecha  esta  declaración,  se  procederá 
á  ejecutar  la  sentencia  aunque  el  reo  esté 
sometido  á  otra  causa,  en  cuyo  caso  se  le 
conducirá,  cuando  sea  necesario^  desde  el 
establecimiento  penal  en  <]oe  se  halle 
cumpliendo  la  condena,  al  lugar  donde  se 
esté  instruyendo  la  causa  pendiente. 

Art.  989.  Guando  la  pena  impuesta  en 
sentencia  firme  sea  la  de  muerte,  la  Sala 
del  Tribunal  Supremo  no  remitirá  la 
certificación  que  se  expresa  en  el  art.  986 
hasta  que  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
haya  acusado  el  recibo  del  informe  de  qoe 
se  trata  en  el  art.  963. 

Ejecutada  que  sea  la  pena  de  muerte» 
se  extenderá  en  los  autos  diligencia  por 
el  Secretario  que  hubiese  asistido  á  ella, 
dándose  conocimiento  inmediatamente 
al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  y  al 
Tribunal  Supremo. 

Art.  990.  Las  penas  se  ejecutarán  en 
la  forma  y  tiempo  prescriptos  en  el  Gó- 
digo  penal  y  en  los  reglamentos. 

Gorresponde  al  Juez  ó  Tribunal  á  quien 
el  presente  Gódigo  impone  el  deber  hacer 
ejecutar  la  sentencia,  adoptar  sin  dilación 
las  medidas  necesarias  para  <y^e  el  con- 
denado ingrese  en  el  estableciffliento  pe- 
nal destinado  al  efecto,  á  cuyo  fin  reque- 
rirá el  auxilio  de  las  Autoridades  adini- 
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nisirniitvas,  qae  deberán  prefltárselo  sin 
excusa  ni  pretexto  alguno. 

La  competencia  del  Jaes  ó  Tribunal 
para  hacer  cumplir  la  sentencia  excluye 
la  de  cualquiera  Autoridad  gubernativa 
ha^  qae  el  condenado  tenga  ingreao  en 
el  eetableci miento  penal  ó  ee  traslade 
al  lagar  en  donde  deba  cumplir  la  con- 
dena. 

Los  Tribunalee  ejercerán  además  las 
íacaliades  de  inspección  que  las  leyes  y 
reglamentos  les  atribuyan  sobre  la  mane- 
ra de  cumplirse  las  penas. 

Art.  991.  Los  confinados  que  se  su- 
pongan en  estado  de  demencia  serán 
constí laidos  en  observación,  instruyén- 
dose al  efecto  por  la  Comandancia  del 
Presidio  en  que  aquéllos  se  encuentren 
OD  expediente  informativo  de  los  becbos 
y  motivos  que  bayan  dado  lugar  á  la  sos- 
pecha de  la  demencia,  en  el  que  se  con- 
signe el  primer  juicio,  ó,  por  lo  menos,  la 
certíficación  de  ios  Facultativos  que  los 
hayan  examinado  y  observado. 

Art.  992.  Consignada  la  gravedad  de 
la  aospecba,  el  Comandante  del  Presidio 
dará  cnenta  inmediatamente,  con  copia 
literal  del  expediente  instruido,  al  Presi- 
dente del  Tribunal  sentenciador  de  que 
procedan  los  confinados,  sin  perjuicio  de 
poDCsrlo  en  conocimiento  de  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales. 

Art  998.  £1  Presidente  pasará  el  ex- 
pediente  á  que  se  re6ere  el  artículo  ante- 
rior al  Tribunal  sentenciador,  el  cual,  con 
preferencia,  oirá  al  Fiscal  y  al  acusador 
particular  de  la  causa  si  lo  hubiere,  y 
dándose  intervención  y  audiencia  al  de- 
fensor del  penado  ó  nombrándosele  de 
oficio  para  este  caso  si  no  lo  tuviese,  acor- 
dará la  instrucción  más  amplia  y  formal 
sobre  los  hechos  y  el  estado  físico  y  mo- 
ral de  los  pacientes  por  los  mismos  me- 
dios legales  de  prueba  que  se  hubieran 
empleado  si  el  incidente  hubiese  ocurrido 
darante  el  seguimiento  de  la  causa,  comi- 
sionando al  efecto  al  Juez  de  instrucción 
del  partido  en  que  se  hallen  los  confi- 
nados. 

Art.  994.  Sustanciado  el  incidente  á 
qne  se  refieren  los  artículos  anteriores  en 
juicio  contradictorio  si  hubiese  oposición, 
y  en  forma  ordinaria  si  no  la  hubiese,  y 
después  de  oir  las  declaraciones  juradas 
de  los  peritos  en  el  arte  de  curar  y,  en  so 
caso,  de  la  Academia  de  Medicina  y  Ciru- 
gía, se  dictará  el  fallo  qne  proceda.  £1  fa- 
llo se  comunicará  al  Comandante  del  Pre- 
sidio quien,  si  se  hubiese  declarado  la  de- 
mencia, trasladará  al  penado  demente  al 


establecimiento  qué  corresponda,  todo  sin 
perjuicio  de  cumplir  con  lo  que  el  Código 
penal  previene  si,  en  cualquier  tiempo,  el 
demente  recobrase  su  juicio. 

Art.  996.  Cuando  la  pena  impuesta 
sea  la  de  interdicción  civil,  cuidará  elJues 
ó  Tribunal  de  que  se  observen  las  reglas 
establecidas  en  el  artículo  4.^  de  la  Ley 
de  18  de  Junio  de  1870  sobre  efectos  civi- 
les de  la  interdicción,  y  de  qne  se  ins- 
criba la  prohibición  de  disponer  de  los 
bienes  en  ios  Registros  de  la  propiedad 
de  los  partidos  en  que  el  penado  los  tu- 
viere. 

Art.  996.  Las  tercerías  de  dominio  ó 
de  mejor  derecho  que  puedan  deducirse 
se  sustanciarán  y  decidirán'  con  sujeción 
á  las  disposiciones  establecidas  en  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civiL 

Art.  997.  El  Jues  de  instrucción  á 
quien  se  hubiere  cometido  la  práctica  de 
algunas  diligencias  para  la  ejecución  de 
la  sentencia,  dará  inmediatamente  cuen- 
ta del  cumplimiento  de  las  mismas  al 
Tribunal  sentenciador,  con  testimonio  en 
relación  de  las  practicadas  al  intento,  el 
cual  se  unirá  á  la  causa. 

Art.  998.  Las  referidas  diligencias  se 
archivarán  por  el  Secretario  del  Juez  que 
en  elli^  }iaya  intervenido. 

y  DlSrOBlOlON  FlNAli 

Quedan  derogadas  todas  las  Leyes, 
Reales  decretos,  Reglamentos,  Ordenes 
y  Fueros  anteriores  en  cuanto  contengan 
reglas  de  enjuiciamiento  criminal  para 
los  Jueces  y  Tribunales  del  fuero  común. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo anterior  el  Real  decreto  de  20  de 
Junio  de  1852  y  las  demás  disposiciones 
vigentes  sobre  el  procedimiento  por  de- 
litos de  contrabando  y  defraudación. 

Aprobado  por  S.  M.— San  Ildefonso 
14  de  Septiembre  de  ISS2.— Manuel  Alón- 
80  Maríineg. 
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BUCIONES DE  LOS  TRIBUNALES  DE 

ÉSTA.— ^xpoíicián.  —  Señora:  La  ley 
sancionada  en  7  de  Julio  de  1882  y  pro- 
mulgada con  el  Real  decreto  de  16  del 
mismo  mes  y  afio,  autorizó  al  Gobierno 
para  que,  con  sujeción  á  las  bases  en 
ella  contenidas,  y  oyendo  á  la  Comisión 
Codificadora,  redactase  y  publicase  las 
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leyes  <le  OrganizBción,  Atribuciones  y 
Procedimientos  militares  y  los  Códigos 
(enales  para  el  Ejército  y  la  Armada. 

Cumplido  en  parte  el  precepto  legal 
con  la  publicación  del  vigente  Código 
penrl  de  la  Marina  de  Guerra,  eran  de 
necesidad  las  Leyes  de  Organización  y 
Atribuciones  y  de  Procedimientos,  pero 
promulgándolfls  con  la  misma  fecba  pa- 
ra no  caer  en  el  antagonismo  que  bnbie- 
se  babido  si  se  bubiera  sancionado  sólo 
la  primera  y  dejado  para  más  adelante 
la  de  Procedimientos. 

Habida  esta  consideración,  no  se  pre- 
sentó á  V.  M.  el  proyecto  de  ley  de  Or- 
ganización y  Atribuciones,  aun  cuando 
se  tenía  terminado  bace  tiempo. 

Los  trabajos  se  han  llevado  á  cabo 
con  el  detenimiento,  celo  y  estu<}io  que 
los  de  esta  clase  reclaman,  y  el  Ministro 
que  suscribe  se  complace  en  reconocerlo 
así  en  honor  de  la  C(HnÍ8Íón  Codificado 
ra  presidida  por  el  Almirante  de  la  Ar- 
mada, honrada  con  la  cooperación  de 
dignos  Magistrados  civiles  que  llegaron 
á  ocupar  el  máa  alto  sitinl  de  la  justicia, 
y  de  doctos  Catedráticos  de  la  Universi- 
dad Central,  quienes  reúnen  al  par  el 
carácter  de  legisladores  vitalicioé,  estan- 
do además  compuesta  por  Almirantes  y 
Togados  de  la  Marin»  que  á  la  vez  des 
empeñan  cargos  en  la  Administración 
de  la  justicia  en  la  .Armada. 

La  exposición  de  motivos  que  la  Co- 
misión Codificadora  ba  presentado  al 
Gobierno,  menciona  los  principales  en 
'  que  se  inspiran  las  leyes  de  referencia, 
y  sólo  consignará  una  vez  ms^s  el  Minis- 
tro que  suscribe  el  objetivo  perseguiíio 
de  armonizar  to<}<>  lo  más  posible  el  de- 
recho penal  de  la  Marina  con  el  del  Ejér- 
cito, habida  en  cuenta  las  diferencias  de 
organizacióa  entre  ambas  instituciones 
militares. 

No  son  éstas,  Sefiora,  leyes  de  interés 
político,  sino  de  aquellas  que  afectan  á 
todos  por  igual,  porque  el  interés  prin- 
cipal que  tienen  ea  la  aalud,  la  integri- 
dad de  la  Patria  y  la  custodia  de  sus  de- 
rechos aun  en  loa  más  remotos  países; 
que  eate  es  el  fin  primordial  de  las  fuer 
zas  militares  de  la  Armada. 

Fundado  en  las  razones  expuestas,  el 
Ministro  que  suscribe,  <le  acuer<lo  con  el 
Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de 
someter  á  la  aprobación  de  V.  M.  el  ad- 
junto proyecto  de  decreto. 

Madrid  10  de  Noviembre  de  1894.— 
Señora:  A  L.  R.  P.  de  V.  M.,  Manuel 
Fatquin, 


Real  di ct-^ío.— Haciendo  oso  de  la  au- 
torización concedida  en  la  ley  sanciona- 
da en  7  de  Julio  de  1882  y  promulgada^ 
con  Real  decreto  de  15  del  mismo  mes  y 
aflo,  por  la  cual  se  facultó  á  Mi  Gobier- 
no para  que, con  sujeción  á  las  bases  con- 
tenidas en  ella,  y  oyendo  á  la  Comisión 
de  Codificación  militar,  redactase  y  pu- 
blicase las  Leves  de  Organización,  Atri- 
buciones y  Procedimientos  militares  y 
los  Códigos  penales  para  el  Ejército  y  la 
Armada;  conformándome  con  los  pro- 
yectos redactados  por  la  Comisión  nom- 
brada al  efecto  y  con  lo  propuesto  por  el 
Ministro  de  Marina,  de  acuerdo  con  el 
parecer  de  Mi  Consejo  de  Ministros; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  hijo  el  Rey 
Don  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Re- 
gente del  Reino, 

V'engo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.o  Se  aprueban  los  adjun 
tos  proyectos  de  leyes  de  «Organización 
y  Atribuciones  de  los  Tribunales  de  Ma- 
rina» y  de  cEnjuiciamiento  militar  de 
Marina»  que  se  publicarán  en  la  Gaceta 
de  Madrid  y  en  las  de  las  provincias  y 
posesiones  de  Ultramar,  y  empezarán  á. 
regir  á  los  veinte  días  de  su  promulga- 
ción respectiva,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  !.<>  del  Código  civil. 

Art.  2.0  Las  causas  comenzada^  an- 
tes de  regir  las  leyes  á  que  se  refiere  el 
artículo  anteridr,  se  tramitarán  y  falla- 
rán, hasta  terminarse  por  sentencia  firme, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  boy  vi- 
gentes. El  Gobierno  dará  cuenta  á  la» 
Cortes  del  uso  hecho  de  la  autorización 
para  la  redacción  y  publicación  de  laS' 
adjuntas  leyes. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Noviembre 
de  1894.  — MáaiA  CaisTiNA— El  Ministro 
ile  Marina,  Manuel  Panquin. 

Ley  de  Organización  y  atribuciones  di^ 
los  Tribunales  de  Marina. 

TITULO  PRIMERO.— Dk  la  üoiipktbn- 

OU  ÜK  LA  JURlSniCGlON  DK  MARINA 

Cap.  v^\%?lho.  —  Disposiciones  generales. 

Artículo  1 .0  La  jurisdicción  de  Marinti 
se  ejerce  en  nombre  del  Rey  por  las  Au- 
toridades y  Tribunales  que  esta  ley  esta- 
blece. 

Art.  2.0  Todos  los  que  intervengan  eu 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  de  Marina» 
serán  responsables  del  delito  ó  falta  e\\ 
qne  incurran  por  infracción  de  las  leye» 
ó  disposiciones  aplicables  en  cada  caso. 
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Art.  3.0  La  responsabilidad  á  que  se 
re6ere  el  articulo  anterior,  sólo  podrá 
exigirse  disciplinariamente  ó  en  procedí 
miento  incoado  de  oficio  por  acuerdo  del 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina, 
se^n  corresponda. 

Caf.  II. — De  la  competencia  de  la  juris- 
dicción  de  Marina  en  materia  criminaL 

Art.  4.0  La  competencia  de  la  juris- 
dicción  de  Marina  en  materia  criminal  se 
determina  ctm  exclusión  de  toda  otra  ju- 
risdicción: 

1.*  Por  razón  de  la  persoUa  respon- 
sable. 

2.<>     Por  razón  del  delito  eomeüMo. 

8.®  Por  razón  del  lugar  en  qn%  el  deli- 
to se  ha  cometido. 

Art.  6.0  Pqr  razón  de  la  persona  res- 
ponsable, es  competente  la  jurisdicción 
«le  Marina  para  conocer  de  todn  clase  de 
ilelitos,  salvo  los  exceptuados  á  fa^vor  de 
otras  jurisdicciones: 

í,**  Contra  las  personas  comprendi- 
das en  el  art.  8.**  del  Código  penal  de  la 
Marina  de  guerra. 

2.0  Contra  los  individuos  que  extin- 
guen condena  en  establecimientos  de  la 
A  rosada. 

S.o  Contra  los  prisioneros  de  guerra  y 
las  personas  constituidas  en  rehenes. 

A  unos  y  otras  se  reconocerá  la  jerar- 
<)aia  oficial  que  tengan  en  el  pais  á  que 
pertenezcan  para  la  designación  del  Con* 
sejo  de  guerra  que  haya  de  juzgarlos. 

4  °  Contra  los  individuos  de  las  clases 
de  loarineria  y  tropa  que  pertenezcan  á 
las  reservas  ó  inscripción  maritima,  en 
tos  casos  en  que  expresamente  lo  deter- 
minen las  leyes  ó  reglamentos. 

Art.  6.0  Los  individuos^  de  marinería 
y  tropa  pertenecientes  á  las  clases  de 
«inscrito  disponible>  ó  «reservas»,  sin 
goce  de  haber,  quedarán  solamente  suje- 
tos á  la  jurisdicción  de  Marina  por  ios  de- 
litos militares. 

Se  entenderá  para  este  concepto  que 
son  delitos  militares  todos  los  que  se  ha- 
llen comprendidos  en  el  Código  penal  de 
la  Marina  de  guerra. 

Para  los  efectos  de  esta  disposición  se 
eotenderá  que  pertenecen  á  las  clases  de 
«inscrito  disponible»  y  •  reservas»  los 
que  habiendo  sido  declarados  inscritos 
disponibles  ó  filiados,  con  arreglo  á  las 
leyes  de  «Reclutamiento  y  reemplazo  del 
personal  de  marinería  para  las  tripulacio- 
nes de  los  buques  de  la  Armada»,  ó  de 
«Reclataoaiento  y  reemplazo  del  Ejérci- 


tót,  se  hallen  separados  del  servicio  de  la 
Marina,  hasta  que  hubiesen  obtenido 
su  licencia  absoluta,  segiin  las  mismas 
leyes. 

Art.  7.®  Por  razón  del  delito,  conocerá 
la  jurisdicción  de  Marina  de  las  causas 
que  contra  cualquier  persona  se  instruyan 
por  los  siguientes: 

*.**  Los  de  traición  que  tengan  por 
objeto  la  entrega  de  una  escuadra,  buque 
del  Estado  convoyado,  apresado  ó  al 
servicio  de  la  Marina,  Arsenal,  almacén  de 
pertrechos  navales  ó  municiones  de  boca 
ó  guerra  pertenecientes  á  la  Armada, 
plaza  ó  puesto  militar  á  cargo  de  la  Ma- 
rina. 

2.**  Los  de  seducción  de  marinerfa  ó 
tropa  española  ó  que  se  halle  al  servicio 
de  España  para  que  deserte  de  sus  bu- 
ques ó  banderas  ó  se  pase  al  enemigo. 

S.o  IjOS  de  deserción  é  inducción,  au- 
xilio ó  encubrimiento  para  realizarla. 

i.^  Los  de  rebelión  y  sedición,  cuan- 
do tengan  carácter  militar,  y  la  conspira- 
ción, proposición,  seducción,  auxilio,  pro- 
vocación, inducción  ó  excitación  para  co- 
meter dichos  delitos. 

50  Los  de  insulto  á  centinela  y  fuer- 
za armada  de  Marina  ó  á  cualquier  fuerza 
militarmente  organizada  y  sujeta  á  las 
leyes  militares  de  la  Armada. 

6."     Los  de  espionaje. 

7.0  Los  de  violación  de  tregua,  armis- 
ticio, capitulación,  ú  otro  convenio  cele- 
brado con  el  enemigo,  y  los  de  despojo  á 
heridas  ó  prisioneros  de  guerra. 

8.0  Los  de  robo  ó  hurto  en  buques 
apresados  ó  encontrados  en  la  mar  ó  con- 
voyad<>s  por  buques  de  guerra. 

9.0  Loa  de  incendio,  robo,  hurto  y  es- 
tafa de  caudales,  material,  armas,  pertre- 
chos, municiones  de  boca  ó  guerra  ó  de 
efectos  pertenecientes  á  la  Hacienda  de 
Marina  en  los  almacenes,  cuarteles,  esta- 
blecimientos de  la  Armada,  Arsenales 
y  buques  del  Estado. 

10.  Los  de  atentado  y  desacato  á  las 
Autoridades  de  Marina. 

11.  Los  de  falsificación  de  sellos  y 
marcas  usadas  por  las  oficinas  de  la  Ar- 
mada y  de  documentos  que  deban  expe- 
dirse por  las  dependencias  de  la   Marina. 

12.  Los  de  a<lulteración  ó  falsificación 
de  provisiones  de  boca  pertenecientes  á 
la  Marina. 

13.  Los  de  contrabando  marítimo  de 
todas  ciases. 

1 4.  Los  de  piratería,  cualquiera  que 
sea  el  país  á  que  pertenezcan  los  acu- 
sados. 
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1 6.  Loa  de  uaafragioa,  abordajes,  arri- 
badas y  los  que  se  bailen  consignados 
en  las  leyes  de  Marina  y  qae  se  cometan 
con  ocasión  de  las  represalias. 

16.  Las  infracciones  de  la  legislación 
de  Marina  en  lo  referente  á  la  policía  en 
las  naves,  puertos  y  zonas  marítimas,  asi 
como  también  la  contrnvención  á  los  re- 
glamentos de  pesca  en  las  agnas  saladas 
del  mar. 

17.  Los  cometidos  por  los  asentistas 
de  la  Marina  qne  tengan  relación  con  sus 
asientos  y  contratas. 

18.  Los  comprendidos  en  los  bandos 
que  con  arreglo  á  las  leyes  puedan  dictar 
los  Capitanes  generales  de  Departamento, 
Comandantes  generales  de  Escuadra  ó 
Apostadero  y  demás  Autoridades  milita- 
res de  Marina. 

19.  Los  que  por  leyes  especiales  se 
atribuyan  á  la  jurisdicción  de  Marina. 

Art.  8  ^  La  jurisdicción  de  Marina  co- 
noce también: 

1.0  De  las  faltas  cometidas  por  los 
marinos  en  ejercicio  de  sus  funciones  que 
afecten  al  desempeño  de  las  mismas. 

2.0  De  las  comprendidas  en  los  ban- 
dos de  los  Capitanea  generales  de  Depar- 
tamento, Comandantes  generales  de  Es- 
cuadra ó  Apostadero  y  demás  Autorida- 
des militares  de  Marina. 

8.®  De  las  en  que  incurran  los  Aboga- 
dos en  el  desempefío  de  sus  cargos  como 
defensores  antel  os  Tribunales  de  Marina 
salvo  ios  casos  en  que  los  Colegio  srespec, 
ti  vos  sean  competentes  para  corregirlas. 

Art.  9.0  Por  razón  delllugar  es  compe- 
tente la  jurisdicción  de  Marina  para  cono- 
cer de  las  cansas  que  se  instruyan  por  los 
delitos  ó  faltas  siguientes: 

1.0  Los  cometidos  en  las  agnas  del 
mar. 

2."  Los  cometidos  en  los  buques  es- 
pañoles de  guerra,  arsenales,  campamen- 
tos, cuarteles,  fortalezas,  obras  militares, 
almacenes,  fábricas,  parques,  academias 
y  demás  establecimientos  de  Marina  ó 
que  se  encuentren  á  cargo  de  ésta,  aunque 
al  cometerse  el  delito  no  se  alojasen  fuer- 
zas ni  estuviesen  ocupados  por  material  ó 
efectos  de  la  Armada. 

8.**  Los  cometidos  á  bordo  de  las  em- 
barcaciones mercantes,  tanto  nacionales 
como  extranjeras,  que  se  hallen  en  los 
puertos,  bahías,  radas,  ríos  navegables  ó 
cualquier  otro  punto  de  la  zona  marítima 
del  Reino. 

No  obstante  lo  prevenido  en  el  párrafo 
anterior,  cuando  se  cometa  delito  á  bordo 
de  ifis  embarcaciones  mercantes  extran  je 


ras  que  se  hallen  dentro  de  la  zona  marí- 
tima espafiola  y  el  hecho  ocurriese  entre 
sus  mismos  tripulantes, los  cnipablesqne 
no  sean  espafioles  se  entregarán  á  los 
Agentes  diplomáticos  ó  consulares  del 
país  cuyo  pabellón  lleve  el  buque  en  que 
el  delito  se  hubiere  cometido,  si  dichos 
Agentes  los  reclamasen  oficialmente,  á 
no  disponer  otra  cosa  los  Tratados. 

Art.  10.  Cuando  los  individuos  de  los 
Cuerpos  é  Institutos  del  Ejército  presten 
servicio  en  la  Armada,  serán  considera- 
dos comoin  dividuos  de  la  Marina  para  la 
aplicación  de  las  disposiciones  coi\^eni 
das  en  este  capítulo. 

Cap.  lll.  — De  la  compettmcia  déla  juvis- 
dictión  de  Marina  en  materia  civil, 

A  rt.  1 1 .  La  jurisdicción*de  Marina  tie- 
ne competencia  para  conocer  en  materia 
civil: 

I  .o  De  la  prevención  de  los  juicios  de 
testamentaría  y  abintestato  de  todos  los 
individuos  de  la  Armada  á  qne  se  refiere 
el  artículo  8.»  del  Código  penal  de  la  Ma- 
rina de  guerra. 

Se  limitará  esta  prevención  á  practicar 
las  diligencias  necesarias: 

A.  Para  disponer  el  entierro  del  ca- 
dáver. 

B.  Para  la  formación  de  inventario  y 
seguridad  ó  depósito  de  los  bienes. 

C.  Para  la  entrega  de  los  bienes  á  los 
instituidos  herederos  ó  á  los  que  lo  sean 
abintestato,  dentro  del  tercer  grado  civil, 
no  habiendo  quien  lo  contradiga.  , 

Todas  estas  diligencias  se  practicarán 
con  acuerdo  de  Asesor,  siempre  quesea 
posible. 

Cuando  no  se  presente  el  heredero  ins- 
tituido, ó  en  sp  defecto  el  legítimo  dentro 
del  tercer  grado,  ó  se  suscitase  oposición 
á  que  se  entregue  la  herencia  á  quien  la 
reclamare,  las  Aut«»ridades  de  Marina 
auspeiKlerán  su  intervención,  pasando 
todo  lo  que  hubieren  practicado  y  entre- 
gando los  bienes  en  depósito{al  Juzgado 
ordinario  del  punto  en  que  las  Autorida- 
des de  Marina  sigan  las  diligencias,  para 
que  dicho  Juzgado  lo  entregue  al  que  co- 
rresponda con  arreglo  á  las  leyes. 

2.0  De  los  testamentos  otorgados  en 
tierra  por  marinos  pertenecientes  á  fuer- 
zas de  la  Armada  en  campaña  ó  en  país 
extranjero,  cuando  dichas  fuerzas  operen 
con  indepenSencia  del  Ejército,  con  arre- 
glo á  los  artículos  716  al  721  del  Código 
civil. 

8.0    De  los  testamentos  otorgados  por 
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aiaríooa  y  personas  de  cualquiera  clise 
amlMurcados  en  boque  de  guerra  ó  mer- 
CAote  espafiol,  con  arreglo  á  lo  que  dispo- 
neo  los  artículos  722  al  731  de  dicho  Có- 
digo cítIL 

La  competencia  de  la  jurisdicción  de 
Marina  en  este  punto  tercero  y  en  el  an- 
terior, ae  entiende  re<lucida  á  los  límites 
qoe  ae determinan  en  los  artículoscitados 
del  referido  Código  civil. 

LiO«  bienes  ó  efectos  recogidos  éinven- 
taríados  de  persona  que  no  pertenezca  á 
la  Armada,  fallecida  á  bordo  de  buque 
espafiol,  se  entregarán  por  el  Comandan- 
te ó  Capitán,  según  la  clase  de  buque,  al 
agente  di  plomático  ó  consular  espafiol  del 
puerto  á  donde  arribe  el  buque,  si  es  en 
el  extranjero,  y  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  puerto  donde  arribe  el  buque  si 
es  en  territorio  espafiol,  obi^ervándose 
para  la  entrega  las  formalidades  que  pre- 
ceptúa ^\  artículo  726  del  Código  civil. 

Ooando  el  fallecido  pertenezca  á  la  Ar- 
mada, se  entregarán  los  bienes  ó  efectos 
recocidos  ó  inventariados  á  la  Autoridad 
de  Marina  ó  al  agente  diplomático  ó  con- 
solar, Begón  el  caso. 

Sí  al  arribar  el  buque  á  puerto  extran- 
iero  háblese  de  rendir  viaje  próximamen- 
te á  puerto  espafiol,  el  Comandante  ó  Ca- 
pitán, respectivamente,  no  harán  la  en- 
trega al  agente  diplomático  ó  consular  de 
que  tratan  los  dos  párrafos  anteriores, 
haciándola  en  el  puerto  español  ála  juris- 
«iicción  ordinaria  ó  á  la  de  Marina  según 
corresponda. 

4.<>  De  las  responsabilidades  civiles 
que  se  declaren  en  sentencias  ñrmes  ó  en 
providencias  desobrefleimlentodefinitivo 
por  los  Tribunales  y  Autoridades  judicia- 
les de  Marina,  siempre  que  el  procedi- 
miento sólo  se  limite  á  la  vía  de  apremio 
contra  los  sentenciados  y  sus  bienes. 

Cuando  surjan  contiendas  que  exijan 
declaración  de  derechos  civiles,  su  reso- 
lución aera  cometida  á  los  Tribunales  del 
fuero  común,  suspendiéndose,  con  rela- 
ción á  dichas  cuestiones,  todo  procedi- 
miento, y  continuándose  éstede  spués  de 
resueltas  aquéllas. 

Cap.  IV. — CaBOB  en  gue  Ion  marinos  que- 
dan sujetos  á  otras  jurisdicciones. 

Art.  12.  Serán  competentes  los  Tribu- 
mies  ordinarios  para  juzgará  los  marinos 
y  demás  personas  enumeradas  en  los  ar- 
tíealos  6^,  6.o  y  10  de  esta  ley  en  causas 
iDitroídaa  por  los  delitos  siguientes: 

1.0  Los  de  atentado  y  desacato  á  las 
Autoridades  que  no  sean  de  Marina. 


2.0  Los  de  falsi6cación  de  moneda  y 
billetes  de  Banco,  cuya  emisión  esté  au- 
torizada por  la  ley,  y  la  introducción  ó 
expendición  de  los  falsificados. 

8.0  Los  de  falsificación  de  firmas,  se- 
llos, marcas,  efectos  timbrados  del  Esta- 
do, cédulas  de  vecindad,  despachos  tele- 
gráficos y  otros  documentos  públicos  que 
no  sean  de  los  usados  por  los  Jefes,  Auto- 
ridades y  dependencias  de  la  Marina. 

4.*     Los  de  adulterio  y  estupro. 

6.0  Los  de  injuria  y  calumnia  á  per- 
sonas que  no  pertenezcan  á  la  Marina 

6.®  Los  de  infracción  de  las  leyes  de 
Aduanas,  contribuciones  y  arbitrios  y 
rentas  públicas. 

7.0  Los  cometidos  con  ocasión  de  apli  - 
carsela  Ley  de  Reclutamiento  y  Reempla- 
zo del  personal  de  marinería  para  las  tri- 
pulaciones de  los  buques  de  la  Armada, 
según  los  artículos  81  al  89  inclusive  de 
dicha  ley. 

8.0  Los  cometidos  por  los  marinos  en 
ele  jercicio  de  funciones  propias  de  desti- 
no ó  cargo  público  ó  civil. 

9.0  Los  comunes  cometidos  durante 
la  deserción. 

10.  Los  cometidos  cuando  el  culpable 
todavía  no  tuviese  carácter  militar. 

IL  Los  cometidos  con  ocasión  de  la 
Ley  Electoral. 

Art.  13.  También  serán  competentes 
los  Tribunales  ordinarios  para  juzgar  á 
las  personas  determinadas  en  el  artículo 
anterior:  / 

1.**  Por  las  faltas  no  penadas  en  las 
leyes  y  reglamentos  de  marina  y  que  lo 
estén  en  el  Código  penal  ordinario. 

2.0  Por  las  contravenciones  á  los  re 
glamentos  de  policía  y  buen  gobierno. 

8  o  Por  las  faltas  no  penadas  en  las 
leyes  y  reglamentos  de  Marina,  así  como 
en  losbandosde  las  Autoridades  de  la  Ar- 
mada, con  penas  mayores  que  las  señala- 
das en  el  Código  penal  ordinario. 

Art.  14.  No  corresponde  á  la  jurisdic- 
ción de  Marina  juzgar  á  las  personas  enu- 
meradas en  los  artículos  5.o,  6.o  y  10  de 
esta  ley: 

1  .^  En  las  causas  reservadas  á  la  juris- 
dicción del  Senado. 

2.0  Por  los  delitos  cometidos  en  los 
parques,  cuarteles,  fortalezas  ú  otros  esta- 
blecimientos del  Ejército,  en  que  por  ra- 
zón del' lugar  sea  competente  la  jurisdic- 
ción de  guerra. 

Cap.  V.— i>«  la  competencia  de  las  diver- 
sas jurisdicciones. 

Art.  15.    Cuando  ^e  consideren  compe- 
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lentes  «ios  ó  más  jurisdicciones  para  oo 
nocer  de  un  delito  6  de  una  de  las  faltas 
de  que  trata  el  libro  III  del  Código  penal 
de  la  Marina  de  gaerra,  tendrá  prefe- 
rencia: 

l.o  La  que  sea  competente  por  razón 
del  delito. 

2.0  La  que  lo  sea  por  razón  del  lugar 
en  que  el  deiito  se  baya  cometido. 

8.0  1^  que  lo  sea  por  razón  de  la  per- 
sona responsable. 

Art.  16.  Guando  por  deiito  no  reserva- 
do  especialmente  á  jurisdicción  determí 
nada  se  instruya  eausa  contra  dos  ó  más 
personas  pertenecientes  á  distinto  fuero 
y  surjan  dudas  para  determinar  la  com- 
petencia, se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

I  .a  Cuando  los  culpables  bubieran  co- 
metido un  delito  común  y  otro  militar, 
independientes  entre  sí,  conocerá  del  pri- 
mero la  jurisdicción  ordinaria,  y  del  se- 
gundo la  de  Marina,  pudiendo  arabas  ins- 
truir desde  luego  las  primeras  diligen- 
cias. 

2.a  En  las  causas  por  delitos  especial- 
mente penados  por  el  Código  penal  de  la 
Marina  de  guerra  que  no  produzcan  desa- 
fuero de  los  acusados  no  militares,  cada 
jurisdicción  juzgará  á  los  individuos  de 
su  respectivo  fuero,  paralo  cual  se  pasará 
por  la  que  haya  incoado  el  procedimiento 
el  tanto  de  culpa  que  corresponda. 

Art.  17.  La  jurisdicción  ordinaria  será 
la  competente,  con  exclusión  de  toda  otra, 
para  juzgar  á  los  reos  de  deliCos  conexos, 
siempre  que  alguno  esté  sujeto  á  ella,  aun 
cuando  los  demás  sean  aforados. 

Art.  18.  Lo  establecido  en  el  artículo 
anterior  se  entiende  en  el  caso  de  que  sea 
competente  la  jurisdicción  ordinaria  para 
juzgar  de  los  delitos  conexos. 

Sí  alguno  de  éstos  fuere  por  su  índole 
y  naturaleza  de  la  competencia  exclusiva 
déla  jurisdicción  de  Marina,  ésta  debe- 
rá conocer  de  la  causa  que  se  forme  sobre 
él,  sin  perjuicio  de  que  la  ordinaria  conoz- 
ca de  la  que  se  instruya  sobre  los  demás. 

Art.  19.    Considéranse  delitos  conexos: 

1.^  Los  cometidos  simultáneamente 
por  dos  ó  más  personas  reunidas. 

2.<>  Los  cometidos  por  dos  ó  más  per- 
sonas en  distintos  lugares  ó  tiempos,  si 
hubiere  precedido  concierto  para  ello. 

8.0  Los  cometidos  como  medio  para 
perpetrar  otros  ó  facilitar  su  ejecución. 

4.0  Los  cometidos  para  procurar  la  im- 
punidad de  otros  delitos. 

6.*  Los  diversos  delitos  que  se  impu- 
ten á  un  procesado  al  incoar  contra  el 


mismo  causa  por  cualquiera  de  ellos,  si 
tuviesen  analogía  entre  sí  y  no  hubiesen 
sido  hasta  entonces  objeto  de  procedi- 
miento. 

Art.  20.  La  jurisdicción  que  conozca 
de  una  causa,  también  conocerá  de  toda» 
sus  incidencias. 

En  este  concepto,  conocerá  la  jurisdic- 
ción de  Marina  de  los  delitos  de  falsedad 
y  revelación  del  secreto  del  sumario  en 
los  procedimientos  de  Marina,  desobe- 
diencia á  los  llamamientos  hechos  por  la» 
Autoridades  judiciales  de  la  Armada,  y 
cualesquiera  otros  que  se  cwnetan  como 
derivación  ó  consecuencia  de  dichos  pro- 
C€»dim  lentos. 

Art.  21.  Cuando  distintas  jurisdiccio- 
nes deban  conocer  de  delitos  imputados 
á  un  mismo  individuo,  tendrá  preferencia 
para  seguir  el  procedimento  hasta  su  ter- 
minación por  sentencia,  la  jurisdicción 
que  haya  de  aplicar  lá  pena  más  grave, 
debiendo  esperar  las  áemás  el  oportuno 
testimonio  de  condena. 

Cap.  yi.— Disposiciones  generales  eti  ma- 
teria de  competencia. 

Art.  22.  Cuando  sean  llamados  al  ser- 
vicio individuos  de  la  Armada  á  quienes 
la  jurisdicción  común  esté  siguiendo  cau- 
sa criminal,  se  continuará  y  terminará 
ésta  por  la  jurisdicción  de  Marina,  siem- 
pre que  concurran  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.a  Que  la  causa  no  se  encuentre  en 
el  período  de  acusación. 

2.a  Que  el  reo  esté  en  libertad  duran- 
te la  sustanciación  de  la  causa. 

Y  8  a  Que  se  hallen  las  fuerzas  de  la 
Armada  en  campafia,  declarado  en  es- 
tado de  guerra  una  parte  ó  todo  el  terri- 
torio nacional,  ó  se  haya  decretado  mo- 
vilización extraordinaria. 

Al  efecto,  la  jurisdicción  común  remiti- 
rá á  la  Autoridad  de  Marina  los  autos 
originales,  ó  el  oportuno  testimonio  si  en 
el  procedimientoes  tuvieren  complicadas 
personas  extrañas  á  la  Marina. 

Art.  23.  Los  alumnos  de  las  Acade- 
mias de  la  Armada  que  no  tengan  empleo 
de  Oflcial,  sólo  serán  juzgados  con  arreglo 
á  las  disposiciones  del  Código  penal  de  la 
Marina  de  guerra  en  los  casos  en  que, 
estando  en  ella  comprendido  el  hecho 
punible,  no  pueda  castigarse  como  delito 
común,  conforme  al  Código  ordinario,  6 
como  infracción  de  la  disciplina  escolar^ 
según  los  reglamentos. 
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Cap.  VII. — De  los  TrihunaUB  llamadoB  á 
resolver  lai  competeneioB, 

Art.  24.  En  la  Penínsala,  ialas  adya- 
centea  y  potesionea  españolas  en  África, 
las  competencias  de  la  jurisdicción  de 
MarÍDa  ae  decidirán: 

Cuando  en  el  orden  judicial  contienda 
con  juriadicciones extrañas,  por  el  Tribu- 
nal Supremo.  En  este  caso  asistirá  á  la 
Sala  qoe^haya  de  resolver  la  competencia 
un  Conaejero  togado  de  la  Marina  ó  el 
Auditor  general  llamado  á  sustituirle. 

Gaando  contienda  con  las  jurisdiccio- 
nea  ecleaiásticac  astrense,  con  la  de  Gue- 
rra y  loa  Tribunales  de  Marina  entre  sí, 
por  el  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina. 

En  Ultramar. la  decisión  de  competen- 
ciaa  de  Jueces  ó  Tribunales  de  Marina 
con  jarisdicciones  extrañas  serán  resuel- 
taa  por  las  Salas  de  lo  civil  de  las  Audien- 
cias de  la  Habana,  cuando  se  trate  de  la 
isla  de  Cuba;  de  Puerto  Rico,  cuando  se 
trate  de  esta  isla,  y  deManila«  cuando  se 
trate  de  los  Archipiélagos  Filipino,  da 
laa  Marianas  y  Carolinas,  asistiendo  á  la 
Saia  el  Auditor  de  Guerra,  ó  por  el  Tri- 
bunal que  en  lo  sucesivo  se  establezca. 

Laa  competencias  que  se  susciten  en- 
tre laa  jurisdicciones  de  Guerra  y  Marina 
se  decidirán  por  un  Tribunal  que  se  for- 
mará al  efecto,  compuesto  del  Capitán 
general  respectivo,  Presidente;  Coman- 
dante general  del  A  postadero,  ó  en  su 
defecto  la  Autoridad  más  cararterisada 
de  Marina;  el  Fiscal  de  la  Audiencia  y 
los  Auditores  de  Guerray  Marina.  El  Au 
ditor  más  moderno  actuará  como  Vocal 
Secretario. 

TIT.  IL D»L  BJBBOIUIO  DK    LA    JUBI8D10- 

GION   DB    1IÁR15A 

CAPITULO    ÚVIOO. 

Art.  25.  La  jurisdicción  en  la  Marina 
se  ejerce: 

1.*     Por  el  Consejo  de  disciplina. 

3.<*  Por  el  Consejo  de  guerra  ordi- 
nario. 

8.*  Por  el  Consejo  de  Guerra  de  Ofi- 
ciales Generales. 

4.^  Por  los  Comandantes  generales 
de  Escuadra  ó  de  Apostadero. 

6.*^  Por  los  Capitanes  generales  de 
Departamento  marítimo. 

6."  Por  la  Autoridad  jurisdiccional  de 
Marina  en  Madrid. 


7. o  Por  el  Consejo  Supremo  de  Gue* 
rra  y  Marina. 

Art.  26.  El  Gobierno,  oyendo  al  Con- 
sejo Supremo  de  Guerra  y  Marina,  podrá, 
cuando  las  circunstancias  lo  exijan,  atri- 
buir jurisdicción  total  ó  parcial  á  otra» 
Autoridades  de  la  Marina  que  se  hallen 
separadas  á  grandes  distancias  ó  aisladas 
de  los  Centros  jurisdiccionales  ordina- 
rios. 

Art.  27.  En  todos  los  asuntos  de  jus- 
ticia, Iss  Autoridades  que  ejersan  juris- 
dicción de  Marina  dictarán  sus  decretos 
oyendo  á  su  Auditor. 

Cuando  los  decretos  no  sean  conforme» 
con  el  dictamen  del  Auditor,  las  Autori- 
dades jurisdiccionales  podrán  ó  no  fun- 
dar sus  disentimientos,  pero  los  razona- 
rán en  todo  caso,  remitiendo  después  laa 
actuaciones  al  Consejo  Supremo  de  Gue- 
rra y  Marina  para  la  resolución  defini- 
tiva. 

TIT.   III. — Atkibüoiomss  judioiai.bs   db 

LAS  AUTORIDADES  QUS  BJERCBN  JURI8DI0- 
OíOM 

Capitulo  primcro. — Atribuciones  judicia- 
les de  los  Capitanes  generales  de  Depar 
tamento. 

Art.  28.     Los  Capitanes  generales  de 
Departamento  ejercen  la  jurisdicción  de 
Marina  en  toda  la  comprensión  de  su  De 
partamento  y  fuerzas  de  su  mando. 

Art.  20.  Será  atribución  del  Capitán 
general  del  Departamento: 

1.**  Ordenar  la  formación  de  causas 
contra  marinos  de  todas  clases  y  demáa 
personas  sometidas  á  su  jurisdicción, 
cuando  no  las  hubieren  mandado  instruir 
las  Autoridades  ó  Jefes  facultados  al 
efecto. 

2.0  Nombrar  los  Jueces  instructores 
y  Secretarios  para  las  causas  de  la  com- 
petencia de  los  Consejos  de  guerra,  con  • 
firmar  los  nombramientos  que  hicieren 
para  dichas  causas  las  Autoridades  ó  Je 
fes  que  las  hubieren  prevenido,  y  desig- 
nar los  Fiscales  militares  y  Asesores  en 
los  casos  que  proceda. 

3.**  Dirigir  los  procedimientos  judicia 
les  y  resolver  las  dudas,  reclamaciones  y 
recursos  que  en  los  mismos  se  susciten  ó 
promuevan. 

4.<>     Acordarinhibiciones,  aceptarcom 
petencias  y  promoverlas,  todo  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  contenidas  ei» 
esta  ley. 
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6.0  Decretar  el  sobreseimiento  ó  la 
elevación  á  pienario  de  las  samarlas. 

6.0  Disponer  la  reunión  de  los  Conse- 
jos de  guerra  y  nombrar  el  Presidente  y 
Vocales  qne  deban  componerlos. 

7.0  Resolver  sobre  las  incompatibili- 
dades, exenciones  y  excusas  de  los  nom- 
brados para  intervenir  en  los  actos  judi- 
<:iales  y  acerca  de  recusaciones  que  contra 
los  mismos  se  promuevan. 

8.0     Aprobar   las   sentencias    de    los 
Consejos   de   disciplina  cuando  corres 
ponda. 

9.®     Aprobar  las  sentencias  del  Con 
«ejo  de  guerra  ordinario  en  qne  no  «e  im- 
ponga la  pena  capital  ó  alguna   de   las 
perpetuas. 

10.  Aprobar  las  sentencias  del  Conse- 
jo de  guerra  de  Oficiales  Generales  en 
que  no  se  impongan  la  pena  capital,  la  de 
pérdida  de  empleo,  la  de  separación  de 
servicio  ó  cualquiera  otra  que  lleve  con-  j 
sigo  estas  dos  últimas.  ; 

11.  Aprobar  las  sentencias  de  los 
Consejos  de  guerra  ordinario  y  de  Oficia- 
les Generales,  cualquiera  que  sea  la  pena 
impuesta,  siempre  que  se  trate  de  los  de- 
litos de  traición,  espionaje,  rebelión,  cons- 
piración para  rebelión,  sedición,  secues- 
tro y  piratería. 

12.  Aprobar  las  sentencias  de  los 
Consejos  de  guerra  ordinarios  y  de  Ofi- 
ciales Genérales,  cualquiera  que  sea  la 
pena  impuesta,  en  fuerzas  de  su  mando  ó 
en  operaciones  de  guerra. 

13.  Elevar  al  Consejo  Supremo  las 
causas  cuya  sentencia  no  le  corresponda 
aprobar  y  las  que  no  hubiesen  obtenido 
su  aprobación  por  desacuerdo  con  el 
Consejo  de  guerra  ó  con  el  Auditor. 

14.  Remitir  al  Consejo  Supremo  tes- 
timonio del  informe  ó  acusación  fiscal, 
opinión  escrita  del  Asesor,  cuando  la  hu- 
biere, defensa  ó  defensas,  sentencia,  dic- 
tamen del  Auditor  y  decreto  subsiguien- 
te en  las  causas  cuyo  falto  apruebe,  y 
testimonio  también  del  decreto  que  dicte 
y  de  dictámenes  en  que  se  funde  acerca 
de  los  sobreseimientos  é  inhibiciones  que 
acuerde. 

16.  Llevar  á  ejecución  las  sentencias 
firmes,  previos  los  trámites  que  procedan 
según  los  casos. 

16.  Decretar  el  cumplimiento  de  los 
exhortos  que  recibiere  de  otras  Autorida- 
des judiciales. 

17.  Ejercer  la  jurisdicción  disciplina- 
ria que  le  corresponda  sobre  todos  los 
que  intervengan  en  la  Administración  de 
justicia. 


18.  Aplicar  los  indultos  generales  y 
amnistías  que  se  dicten  á  los  que  hubie- 
sen sido  juzgados  y  sentenciados  por  los 
Tribunales  dependientes  de  su  jurisdic- 
ción é  informar  sobre  las  peticiones  de  in- 
dulto especial  de  los  mismos. 

19.  Hacer,  las  visitas  de  presos  en  la 
forma  y  períodos  que  corresponda. 

20  Encomendar  á  sus  subordinados 
las  comisiones  y  práctica  de  diligencias 
que  con  arreglo  á  las  leyes  exija  la  Admi- 
nistración de  justicia. 

21.  Designar  los  defensores  cuando 
el  nombramiento  se  haya  de  hacer  de 
oficio. 

Cap.  II. — Atribuciones  judiciales  de  los 
Comandantes  generales  de  Apostadero. 

Art.  30.  Los  Comandantes  generales 
de  Apostadero  ejercen  la  jurisdicción  de 
Marina  en  toda  la  comprensión  de  su 
Apostadero  y  fuerzas  de  su  mando. 

Art.  81.  Los  Comandantes  generales 
de  Apostadero  tendrán  las  mismas  atri- 
buciones judiciales  que  los  Capitanes  ge- 
nerales de  Departamento. 

Art.  32.  £1  Comandante  general  del 
Apostadero  de  la  Habana  tendrá  además 
la  facultad  de  delegar  su  jurisdicción 
total  ó  parcialmente  en  casos  extraordi- 
narios en  el  Comandante  principal  de 
Marina  de  Puerto  Rico  cuando  se  trate 
de  asuntos  de  esta  isla,  pero  dando  cuen- 
ta al  Gobierno. 

Cap.  IIL— Atribuciones  judiciales  de  los 
Comandantes  generales  de  Escuadra, 

Art.  38.  El  Comandante  general  de 
Escuadra  ejerce  la  jurisdicción  de  Marina 
en  las  fuerzas  de  su  mando  y  personas 
de  cualquiera  clase  embarcadas  en  bu- 
ques subordinados  á  su  insignia,  en  los 
buques  que  apresare  y  en  las  aguas  y  to- 
rritorios  que  ocupare  militarmente  con 
fuerzas  á  sus  órdenes. 

Art.  34.  Corresponden  al  Comandan- 
te general  de  Escuadra  las  atribuciones 
que  á  los  Capitanes  generales  de  Depar- 
tamento. 

DISPOSICIÓN  OBNCaAL  X  LOS  TaSS  OAPlTDLOS 
AMTKBlOaiCS 

Art.  86.  Los  Generales  con  mando  de 
fuerzas;  las  Autoridades  de  Marina  que 
no  ejercen  jurisdicoión;  los  Comandantes 
de  buques;  Jefes  de  cuerpo  ó  de  estable- 
cimientos pertenecientes  á  la   Marina; 
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todo  Oficial  qoe  mande  íuersas  destaca* 
das  y  todo  marino  que  tenga  autoridad 
ó  DMUido  independiente,  deberán  preve- 
nir la  formación  de  cautas  por  delitos  de 
la  cooi  potencia  de  la  jurisdicción  de  Mari- 
na qae  »e  cometan  en  el  buque,  circuns- 
cripción ó  fuersa  de  su  respectiva  autori- 
ilad  O  mando. 

Caf.  IV.— D«  loB  Auditores  y  demá$fun 
cionarioe  del  Cuerpo  Jurídico  de  la  Ar- 
muida. 

Art.  86.  £n  las  Capitanías  generales 
de  los  Departamentos;  en  los  Apostade- 
ros de  la  Habana  y  Filipinas;  en  la  juris- 
dicción de  Marina  en  Madrid;  en  las  Co- 
mandancias de  Marina  y  eu  los  distritos, 
habrá  el  personal  del  Cuerpo  Jurídico 
de  la  Armada  que  corresponda  con  arre- 
glo á  laa  funciones  respectivas. 

También  lo  habrá  en  las  Escuadras 
cuando  el  Gobierno  lo  juzgue  necesario. 
Art.  87.  Corresponde  á  los  Auditores 
emitir  juicio  en  todos  tos  casos  de  in- 
terpretación ó  aplicación  de  las  leyes 
é  intervenir,  proponiendo  la  resolución 
que  corresponda,  en  cuantos  procedi- 
mientos judiciales  se  instruyan  ó  inciden- 
cias de  los  mismos  se  susciten  ante  la 
Autoridad  jurisdiccional  de  quien  de- 
pendan. 

Art.  88.  Los  Fiscales  de  Departamen- 
to y  Apostadero  ejercen  las  funciones 
fiscales  en  las  causas  por  delitos  que  no 
tenían  carácter  militar,  cometidos  por 
toda  clase  de  pertonas. 

También  ejercen  las  funciones  fiscales 
en  las  cuestiones  de  competencia  que  se 
promuevan  entre  la  jurisdicción  de  Ma- 
rina y  otras  jurisdicciones,  correspon- 
diéndoles  en  tal  concepto  defender  la 
integridad  de  aquélla,  con  arreglo  á  las 
leyes. 

Art.  89.  Corresponde  á  los  Tenientes 
Auditores  y  Auxiliares  asistir  como  Ase- 
sores á  los  Consejos  de  guerra  y  auxiliar 
los  trabajos  de  los  Auditores  y  Fiscales 
á  cnyas  órdenes  estén. 

Art.  40.  Corresponde  á  los  Asesores 
emitir  juicio  en  todos  los  casos  en  que 
con  arreglo  á  las  leyes  deban  consultar 
á  los  Comandantes  de  Marina  y  Ayudan 
tes  de  distrito,  así  como  asistir  como  Ase- 
sores á  los  Consejos  de  guerra. 


TIT.  IV.— OaoÁVizAoióN  t  atribuoionbs 
Ds  LOS  ooirssjros  os  disoipliná  t  db  los 

OONSBJrOS  DB  OÜBBBA 

Capitulo  pbimbro.— />6¿  Consejo  de  dis- 
ciplina. 

Art.  41.  £1  Consejo  de  disciplina  se 
compondrá: 

De  un  Presidente,  Jefe. 

De  dos  Vocales,  Oficiales  de  Cuerpo 
militar. 

Cuando  el  Consejo  de  disciplina  haya 
de  conocer  de  las  faltas  mencionadas  en 
los  puntos  2.0  y  .S."*  del  art.  318  del  Có- 
digo penal  de  la  Marina  de  guerra,  se 
nombrarán  cuatro  Vocales  en  vez  de  dos. 

Art.  42.  El  Consejo  de  un  buque  lo 
constituirán  un  Jefe  y  dos  Oficiales  del 
mismo. 

Cuando  no  haya  á  bordo  el  personal 
necesario  en  número  ó  categoría  para 
constituirlo,  el  Jefe  de  la  División  á  que 
pertenezca  el  buque  nombrará  los  Jueces 
del  Consejo,  siendo  siempre  uno  de  elloB 
el  Comandante  del  buque,  si  fuere  Ofi- 
cial. 

Art.  43.  £1  Consejo  en  un  Arsenal  lo 
constituirán  el  Ayudante  mayor  ú  otro 
Jefe  y  dos  Oficiales  de  los  que  tengan 
destino  en  el  establecimiento. 

Art.  44.  El  Consejo  en  un  batallón  ó 
destacamento  de  fuerza  de  Infantería  de 
Marina  lo  constituirán  un  Jefe  y  dos  Ofi- 
ciales del  mismo. 

Art.  46.  El  Consejo  en  una  Coman- 
dancia de  Marina  ó  en  cualquiera  depen- 
dencia fuera  del  Arsenal  lo  constituirán 
un  Jefe  y  dos  Oficiales  de  los  que  tengan 
destino  en  ellas. 

Art.  46.  Cuando  en  un  buque.  Arse- 
nal, batallón,  destacamento,  Comandan- 
cia ó  dependencia  de  Marina  no  hubiere 
personal  suficiente  en  nómero  ó  catego- 
ría para  constituir  Consejo,  ó  no  pudiese 
por  motivos  legales  constituirse  con  el 
existente  ni  completarse  con  el  de  otros 
buques  ó  dependencias  inmediatas,  el 
Jefe  competente  para  disponer  la  celebra- 
ción del  Consejo  pedirá  á  la  AutoridM 
superior  de  quien  dependa  el  necesario 
para  completarlo. 

Art.  47.  El  Consejo  de  disciplina  co- 
noce: 

De  las  faltas  penadas  en  el  tít.  I  del  li- 
bro III  del  Código  penal  de  la  Marina  de 
guerra. 

Art.  48.  No  están  sujetos  á  los  Conse- 
jos de  disciplina,  á  pesar  de  no  tener  ca- 
rácter de  Oficial,  los  Guardias  marinas, 
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Aspirantes  de  la  Escaeia  Naval  y  alum- 
nos  de  las  Academias  de  Infantería  de 
Marina  y  Administración. 

Tampoco  qaedarán  snjetos  á  los  Con- 
sejos de  disciplina  los  aprendices  marine- 
ros mientras  permanezcan  en  su  Escnela» 
ni  la  Maestranza  eventual  de  los  Arsena- 
les á  otros  establecimientos  de  la  Marina, 
los  cuales  serán  corregidos  en  la  forma 
que  determinen  sus  reglamentos. 

Art  49.  Los  individuos  destinados 
en  buque,  Ouerpo  ó  dependencia,  serán 
juzgados,  donde  presten  sus  servicios, 
con  absolnta  independencia  de  los  Jefes 
de  Cuerpo  á  que  correspondan  aquéllos. 

Cap.  II. — Del  Consejo  de  guerra  ordinario, 

Art.  60.  El  Consejo  de  guerra  ordina- 
rio se  compondrá: 

De  nn  Presidente.  Capitán  de  navio. 
Coronel,  Capitán  de  fragata  ó  Teniente 
Coronel. 

De  seis  Vocales,  Tenientes  de  navio  ó 
Capitanes. 

De  un  Asesor,  sin  voto,  del  Cuerpo  Ju- 
rídico  de  la  Armada. 

Art.  61.  Cuando  en  las  provincias  ma- 
rítimas^onde  se  hubiese  incoado  la  causa 
hubiere  número  suficiente  de  Oficiales 
para  formar  el  Consejo  de  guerra,  los  Ca- 
pitanes generales  de  Departamento  y  Co- 
mandantes generales  de  Apostadero,  po- 
drán autorizar  la  celebración  del  Consejo 
en  la  provincia  respectiva  y  al  Coman- 
dante de  Marina  para  que  lo  presida  por 
sí  ó  designe  el  Presidente  y  también  los 
Vocales  y  Asesor  que  deban  componerlo. 

Art.  62.  Cuando  el  Comandante  gene  • 
ral  de  nna  escuadra  no  tuviere  funciona- 
rios del  Cuerpo  Jurídico  de  la  Armada 
para  asesorar  el  Consejo  de  guerra,  lo 
solicitará  del  Capitán  ó  Comandante  ge- 
neral tlel  Departamento  ó  Apostadero, 
siempre  que  se  halle  el  buque  donde  se 
celebre  el  Consejo  en  el  puerto  de  la  ca- 
pital ó  en  otro  donde  resida  accidental- 
mente una  de  las  Autoridades  jurisdic- 
cionales mencionadas;  pero  si  el  buque 
donde  se  haya  de  celebrar  el  Consejo  se 
encontrare  en  puerto  que  no  sea  el  de  la 
capital  ó  donde  resida  la  Autoridad  juris- 
diccional, el  Comandante  general  de  la 
Escuadra  nombrará  por  sí  al  Asesor  de  la 
provincia  ó  distrito  en  cuyas  aguas  se 
hallare,  oficiando  para  el  efecto  al  Co- 
mandante ó  Ayudante  de  Marina  respec- 
tivo y  dando  además  cuenta  al  Capitán 
ó  Comandante  general  de  quien  depen- 
da el  Asesor  nombrado. 


Art.  68..  £1  Consejo  de  guerra  ordina- 
rio se  constituirá  en  el  panto  ó  boque  de 
la  residencia  oficial  de  la  Autoridad  juris- 
diccional respectiva  ó  en  el  buque  que 
designe  la  misma,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  61  de  esta  ley. 

Art.  64.  Cuando  se  celebren  Consejos 
de  guerra  en  que  sólo  se  hayan  de  juzgar 
individuos  de  marinería,  se  procurará 
que  el  Presidente  y  tres  Vocales,  por  lo 
menos,  sean  del  Cuerpo  general. 

Igual  regla  se  procurará  observar  res- 
pecto á  Presidente  y  Vocales  de  Infante- 
ría de  Marina  cuando  se  juzgue  sólo  á 
individuos  de  este  Cuerpo. 

Art.  66.  El  Consejo  de  guerra  ordina- 
rio conoce: 

1.0  De  todas  las  causas  por  delitos 
que  cometan  las  clases  de  marinería  ó 
tropa  y  asimilados. 

a.®  De  las  que  se  sigan  contra  perso- 
nas extrañas  á  la  Armada  que  deban  ser 
juzgadas  por  la  jurisdicción  de  Marina, 
fuera  de  los  casos  en  que  corresponda 
el  conocimiento  á  otros  Tribunales  de 
Marina. 

8.0  De  las  causas  por  naufragio,  ave- 
ría, abordaje  ó  cualquiera  otro  accidente 
de  mar  de  buques  mercantes,  siempre 
que  no  hubiere  encausado  que  sea  Oficial 
efectivo.  Piloto  graduado  de  la  escala  de 
reserva  ú  Oficial  graduado  perteneciente 
á  los  Cuerpos  subalternos  de  la  Armada. 

Art.  66.  Cuando  para  celebrar  Conse- 
jo de  guerra  ordinario  no  haya  número 
suficiente  de  Tenientes  de  navio  ó  Capi- 
tanes y  fuere  de  absoluta  necesidad,  has- 
ta tres  Vocales,  podrán  serlo  de  las  cla- 
ses de  Alféreces  de  navio  ó  Tenientes, 
prefiriéndose  á  los  más  antiguos. 

Cap.  Ill,— Del  Consejo  de  guerra  de  Ofi- 
ciales Qeneralefi. 

Art.  67.  El  Consejo  de  guerra  de  Ofi- 
ciales Generales  se  compondrá: 

De  un  Presidente. 

De  seis  Vocales,  unos  y  otros  Oficiales 
Generales. 

De  un  Asesor,  sin  voto.  Teniente  Audi- 
tor del  Cuerpo  Jurídico  de  la  Armada. 

Será  nombrado  Presidente  del  Consejo 
el  Oficial  más  caracterizado  ó  más  anti- 
guo de  los  llamados  á  formarlo. 

El  Presidente,  siempre  que  sea  posi- 
ble, será  de  mayor  categoría  que  los  Vo- 
cales. 

Art  68.  Cuando  en  el  punto  donde  se 
haya  de  celebrar  el  Consejo  de  guerra  no 
hubiese  número  suficiente  de  Oficiales 
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G«nersle8,  98  recurrirá  á  los  qne  residan 
en  otros  paotos  ó  baques  de  la  jarisdic- 
ción  de  la  misma  Aalorídad;  y  si  tampoco 
faesen  enflcientee,  ó  no  faera  convenien- 
te a]^}arloc  de  sa  destino/serán  llamados 
á  formar  el  Consejo,  por  orden  de  anti- 
gOedad,  Gapikanes  de  navio,  Coroneles, 
y,  eo  sa  defecto,  Capitanes  de  fragata  y 
Tenientes  Coroneles,  anos  y  otros  efeo- 
tivoa. 

Art.  69.  Si  el  acusado  faere  de  la  ca- 
te|i;oria  de  Oficial  General,  todos  los  Vo- 
cales que  deban  formar  el  Consejo  de 
gnerra  serán  de  la  categoría  de  Oficiales 
Generales,  y  tres  de  dichos  Vocales,  por 
lo  menos,  de  snperior  graduación  ó  de 
mayor  antigüedad  qne  la  del  acosado. 

Art.  60.  8t  el  acusado  fuere  de  la  cá 
tegoría  de  Capitán  de  navio,  los  Vo- 
cales que  deban  formar  el  Consejo  de 
guerra  no  podrán  ser  de  menor  categoría 
que  el  acusado,  y  tres  de  dichos  Vocales, 
por  lo  menos,  habrán  de  ser  necesaria- 
mente de  más  categoría  ó  más  antiguos 
que  aquél. 

Guando  el  acusado  sea  de  la  categoría 
de  Capitán  de  fragata,  tres  de  los  Vocales, 
por  lo  menos,  habrán  de  ser  de  superior 
categr>ría  á  la  de  aquél. 

Art.  61.  Si  en  una  Escuadra  no  hubie- 
re suficiente  número  de  Oficiales  de  la 
categoría  correspondiente  para  formar  el 
Consejo  de  guerra,  se  esperará  el  arribo 
á  puerto  donde  puedan  pedirse  los  Voca- 
les á  otra  Autoridad  jurisdiccional  ó  á  la 
reunión  de  otra  Escuadra  ó  buque  que 
pueda  proporcionarlos. 

Art.  62.  El  Consejo  de  guerra  de  Ofi- 
ciales Generales  conoce  de  las  causas  no 
reservadas  al  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina ó  á  otros  Tribunales,  instruidas: 

1.^  Contraías  personas  comprendidas 
en  el  nóm.  l.o  del  art.  65  del  Código  pe- 
nal de  la  Marina  de  guerra. 

2.^  Contra  los  retirados  de  las  clases 
mencionadas  en  el  punto  anterior  qne  no 
hobiesen  sido  separados  del  servicio  por 
virtod  de  procedimiento  ja(íicial  ó  gnber- 
Dttivo. 

S.*)  Contra  individuos  de  las  clases  de 
marineria,  tropa  y  asimilados  que  tengan 
Ia  Oraz  de  San  Fernando. 

4.*  Contra  Senadores,  Diputados  á 
Cortes,  funcionarios  del  orden  judicial  y 
Ministerio  fiscal,  así  de  la  jurisdicción 
ordinaria  como  de  las  especiales,  Gober- 
nadores de  provincia  y  demás  funciona- 
rios administrativos  que  ejerzan  Auto- 
ridad. 

Art.  6S.    £1  Consejo  de  gaerra  de  Ofi- 


ciales Generales  se  celebrará  en  la  capital 
de  Departamento,  de  Apostadero,  en  el 
buque  insignia  del  Comandante  general 
de  Escuadra  ó  en  Madrid. 

Cap.  TV^^Dispoiiciones  comunes  á  todos 
los  Óon$fjo$  de  guerra. 

Art.  64.  Además  del  número  de  Vo- 
cales necesarios  para  constituir  los  Conse- 
jos de  guerra,  se  nombrarán  dos  suplen- 
tes siempre  que  sea  posible. 

Art.  65.  Para  ser  Vocal  de  un  Conse- 
jo de  guerra  se  requiere,  á  lo  menos,  la 
edad  de  veintitrés  afios. 

Art.  66.  Cuando  la  necesidad  ó  la 
conveniencia  del  servicio  lo  exijan,  podrá 
la  Autoridad  Judicial  competente  dispo- 
ner la  celebración  de  los  Consejos  de 
guerra  en  distinto  punto  ó  buque  de 
los  que  se  dejan  designados,  siempre  que 
sea  dentro  de  la  circunscripción  de  su 
mando. 

Art.  67.  Si  alguno  de  los  procesados 
perteneciese  á  los  Cuerpos  político  milita- 
res de  la  Armada,  dos  de  los  Vo<!ales  del 
Consejo  deberán  ser  del  mismo  Cuerpo 
político  militar,  si  los  hubiere  del  empleo 
asimilado  correspondiente,  ó  uno  en  caso 
de  no  haber  más. 

Siendo  varios  los  procesados  y  de  dis- 
tintos Cuerpos  político  militares,  cada 
uno  de  los  dos  Vocales  deberá  ser  del 
Cuerpo  respectivo  á  que  pertenezcan  los 
dos  acusados  de  superior  empleo. 

No  habiendo  los  que  se  requieran  para 
el  caso,  se  nombrarán  los  dos  de  un 
solo  Cuerpo  político  militar,  y  á  falta  de 
todos,  se  organizará  el  Consejo  con  sólo 
Vocales  de  Cuerpos  militares. 

Los  individuos  del  Clero  castrense  es- 
tán exceptuados  de  formar  parte  de  los 
Consejos  de  guerra. 

Art.  68.  Cuando  dentro  del  litoral,  bu- 
ques ó  territorio  donde  deba  celebrarse 
el  Consejo  de  guerra  no  se  pudiese  dis- 
poner de  los  Vocales  necesarios  que  reú- 
nan las  condiciones  señaladas  para  cada 
caso,  se  recurrirá: 

i."  A  los  Oficiales  de  dotación  en  bu- 
ques fondeados  en  el  puerto  donde  se  ha- 
ya de  celebrar  el  Consejo  de  guerra  que 
no  estén  subordinados  á  la  insignia  de 
la  Autoridad  jurisdiccional  que  haya  or- 
denado la  celebración  del  Consejo. 

2.0  A  los  Oficiales  del  Ejército  resi- 
dentes en  la  localidad  donde  se  haya  de 
celebrar  el  Consejo. 

8.0  A  los  Oficiales  subordinados  á  la 
Autoridad  judicial  de  Marina  con  quien 
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hubiere  más  inmediata  y  fácil  comani- 
CRción. 

Lo  mismo  se  observará  reepecto  á  los 
Asesores  para  su  asistencia  á  los  Conse- 
jos de  guerra. 

En  Ultramar  podrán  prescindir  las  Au- 
toridades jurisdiccionales  de  Marina  del 
nombramiento  de  dichos  Asesores  cuan- 
do después  de  cumplido  lo  que  preceptúa 
el  párrafo  anterior  y  de  acudir  además  á 
los  Fiscales  municipales,  si  éstos  fuesen 
Letrados,  no  se  encuentre  Asesor  y  se 
hayan  de  ver  en  Consejo  de  guerra  cau- 
sas por  delitos  puramente  militares;  pero 
cuando  se  trate  de  otros  delitos,  asistirá 
siempre  Asesor. 

Art.  69.  Cuando  el  Consejo  de  guerra 
haya  de  conocer  en  cansas  sobre  delitos 
de  traición,  rebelión,  sedición,  insobordi- 
nación  y  demás  que  comprometan  la  se- 
guridad de  los  buques  de  las  Escuadras 
en  operaciones  de  guerra  ó  en  la  mar,  ca- 
pitales de  Departamentos  ó  Apostadero 
y  puestos  militares  guarnecidos  por  fuer- 
zas dependientes  de  las  Autoridades  de 
Marina,  y  cuyas  capitales  ó  puestos  mili- 
tares se  encuentren  sitiados  ó  bloquea- 
dos, si  no  hubiere  número  bastante  de 
Oficiales  para  formar  Consejo  de  guerra, 
se  constituirá  éste  con  el  Presidente  y 
cuatro  ó  dos  Vocales;  y  si  tampoco  los 
hubiere  del  empleo  correspondiente,  se 
completará  dicho  número  con  los  de 
graduaciones  inferiores,  dándose  la  prefe- 
rencia á  los  de  superior  empleo  y  más 
antiguos. 

£n  los  casos  de  que  trata  el  párrafo 
anterior,  si  no  hubiere  individuos  del 
Cuerpo  Jurídico  de  la  Armada  para  asis- 
tir como  Asesores  á  estos  Consejos,  la 
Autoridad  jurisdiccional  correspondiente 
solicitará  un  Letrado,  prefiriendo  á  los 
del  Cuerpo  Jurídico  del  Ejército  y  á  los 
funcionarios  de  justicia  del  fuero  ordina- 
rio. A  falta  de  todos,  se  celebrará  el  Con- 
sejo sin  asistencia  de  Letrado. 

Art.  70.  En  las  Escuadras,  en  opera- 
ciones de  guerra  ó  en  la  mar,  capitales  de 
Departamento  ó  Apostadero  y  puestos  mi- 
litares guarnecidos  por  fuerzas  depen- 
dientes de  las  Autoridades  de  Marina  que 
se  encuentren  sitiadas  ó  bloqueadas,  en 
que  no  hubiere  número  suficiente  de  Vo- 
cales ó  faltase  Asesor  para  constituir  los 
Consejos  de  guerra  respecto  délas  causas 
sobre  delitos  no  comprendidos  en  el  ar- 
tículo anterior,  se  suspenderá  la  celebra- 
ción del  Consejo  hasta  que  las  circuns- 
tancias permitan  que  se  celebre  según  las 
reglas  generales. 


Art.  7 1 .  Cuando  se  hayan  de  ver  y 
fallar  en  Consejo  de  guerra  cansas  ins- 
turídas  por  accidentes  de  mar  ú  opera- 
ciones marineras,  el  Presidente  y  Voca- 
les serán  necesariamente  del  Cuerpo  ge 
neral  de  la  Armada. 

Art.  72.  Los  individuos  del  Ejército 
que  sean  sometidos  á  la  jurisdicciÓB  de 
Marina,  se  considerarán  equiparados  á 
los  de  la  Armada  por  razón  de  sus  em- 
pleos y  condiciones  en  cuanto  al  sefiala- 
miento  del  Tribunal  que  haya  de  jus- 
garles. 

Art.  78.  Están  obligados  á  constituir 
los  Consejos  de  guerra  todos  los  Oficíale» 
de  las  respectivas  clases  que  se  encuen- 
tren en  servicio  activo,  aunque  sea  en  si- 
tuación de  cuartel,  exceptuándose  única- 
mente los  que  tengan  algana  cansa  4^ 
incompatibilidad  ó  exención. 

En  igualdad  de  empleos,  serán  prefe- 
ridos los  que  se  hallen  colocados. 

También  están  obligados  á  constituir 
los  Consejos  de  guerra  de  Oficiales  Gene- 
rales los  de  esta  categoría  en  situación 
de  reserva  que  residan  en  la  localidad 
donde  se  haya  de  celebrar  el  Consejo  ó 
próximos  á  ella,  siempre  que  no  haya 
personal  en  activo  para  constituir  el  Con- 
sejo de  guerra  que  se  deba  celebrar. 

Art.  74.  Cuando  en  una  misma  causa 
resulten  complicados  individuos  de  dis- 
tintas categorías,  la  clase  de  Consejo  de 
gnerra  que  haya  de  formarse  para  verla 
y  fallarla  se  determinará  por  la  categoría 
del  más  caracterizado  de  los  presuntos 
reos. 

Art.  76.  En  los  buques  sueltos,  inde- 
pendientes de  Escuadra,  no  se  celebrará 
Consejo  de  guerra  hasta  su  arribo  á 
Departamento  ó  Apostadero  ó  incorpora- 
ción á  Escuadra. 

Cap.  V. — Facultades  extraordinarias  de 
Comandantes  de  fuerza  armada. 

Art.  76.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  cuando  en  alta  mar  y 
en  buque  que  navegue  suelto  se  trate  de 
los  delitos  de  traición,  insubordinación, 
rebelión  ú  otros  que,  á  juicio  del  Coman- 
dante, comprometan  la  seguridad  del  bn- 
que  ó  la  disciplina,  haciendo  indispensa- 
ble un  pronto  castigo,  el  Comandante 
mandará  formar  proceso  sumarísimo,  ce- 
lebrará Consejo  de  guerra  y  hará  ejecu- 
tar la  sentencia. 

En  este  caso,  el  Consejo  de  guerra  será 
presidido  por  el  Comandante,  cualquiera 
que  sea  su  graduación,  y  se  compondrá 
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de  los  cuatro  Oficiales  más  graduados  ó 
antigooB,  ó  de  dos  si  do  hubiere  más, 
cuando  se  trale  de  causas  de  la  compe- 
tencia del  Consejo  de  guerra  ordinario. 

Coando  se  trate  de  las  causHs  de  la 
competencia  del  Consejo  de  guerra  de 
Oficiales  generales,  habrán  de  ser  seis  los 
Vocales,  ó  cuatro  si  no  hubiere  más. 

£n  ambos  casos,  y  no  habiendo  Oficia- 
les militares  por  formar  todos  el  Consejo 
de  guerra  ó  por  ser  inrompatibles,  po 
drán  ser  nombrados  Instructor  y  Fiscal 
los  Oficiales  de  Cuerpos  político  mili- 
tares. 

Sí  hubiese  á  bordo  funcionario  del 
€u«*rpo  Jurídico  y  se  reunieren  tres  ó 
cinco  Oficiales  militares  para  constituir 
el  Consejo  de  guerra,  segán  el  caso,  pre- 
«idisá  el  más  caracterizado;  y  el  Coman- 
dante, con  el  funcionario  mencionado, 
cualquiera  que  sea  la  categoría  de  este 
último,  tendrá  las  mismas  facultades  que 
el  CoQiandante  general  de  Escuadra  con 
su  Auditor. 

Art.  77.  Si  los  delitos  de  que  trata  el 
artículo  anterior  ocurriesen  á  la  vista  del 
enemigo,  en  grave  peligro  de  mar  ó  en 
otro  trance  prgente  en  que  el  castigo 
deba  ser  inmediato,  consultará  el  Coman 
dante  con  sus  Oficiales  sobre  la  determi- 
nación que  deba  tomar  y  ejecutar,  y  si  el 
caso  fuese  tal  que  no  diese  lugar  á  la  con 
sulta,  resolverá  por  s(  solo,  extendién- 
dose acta  de  todo,  que  se  firmará  por  el 
Comandante  y  Oficiales  en  su  caso. 

'Art.  78.  Todo  superior  que  fuese  des- 
obede4;ido  de  sns  inferiores  á  la  vista  del 
enemigo,  en  gra.ve  peligro  de  mar  ó  en 
otro  trance  urgente  en  que  el  castigo 
deba  ser  inmediato,  tomará  por  sí  mismo 
é  inmediatamente  la  resolución  enérgica 
qne  crea  conveniente,  por  grave  que  sea, 
y  la  ejecutará  dando  parte  por  escrito  á 
su  Jefe  lo  más  pronto  posible. 

Para  qne  la  resolución  de  que  habla  el 
párrafo  anterior  pueda  ser  ejecutada  sin 
responsabilidad,  será  preciso  que  el  su- 
perior no  tenga  cerca  de  sí  otro  que  lo  sea 
más  y  que  pueda  intervenir  con  éxito  en 
tiempo  oportuno. 

Igual  resolución  que  la  marcada  en  el 
párrafo  primero  de  este  articulo,  podrá 
tomar  todo  superior,  respecto  á  un  infe- 
rior, que,  en  las  circunstancias  marcadas 
«D  dicho  párrafo,  pusiere  mano  á  las  ar- 
mas para  ofenderle. 


TIT.  V.— Rbqlas  qus  i>etbbiiinan  la  oom- 
pbtencia  db  los  tb1bukalb8  db  harina 

Capítulo  único 

Art.  79.  Será  competente  para  cono- 
cer de  una  causa  la  Autoridad  jurisdic-^ 
cional  en  cuya  jurisdicción  se  hubiese 
cometido  el  delito,  aunque  su  autor  ó 
autores  pertenezcan  á  fuerzas  que  depen- 
dan de  otra  Autoridad  jurisdiccional. 

Si  no  costa  el  lugar  donde  se  hubiere 
cometido  el  delito,  se  determinará  la 
competencia  para  conocer  por  el  orden 
siguiente: 

l.o  La  Autoridad  jurisdiccional  del 
punto  ó  buque  en  que  se  descubrieren 
pruebas  materiales  de  la  ejecución  del 
delito. 

2.^  La  del  en  qne  el  reo  presunto  tu- 
viera su  destino. 

8.0  La  del  en  que  el  reo  presunto  hu- 
biere sido  aprehendido. 

Art.  80.  Cuando  el  delito  se  haya  co- 
metido en  el  mar,  fuera  «le  aguas  ju- 
risdiccionales españolas,  y  no  siendo  en 
buque  que  forme  parte  ó  esté  al  servicio 
de  una  Kscnadra,  será  competente  para 
c(mocer  la  Autoridad  del  Departamento 
ó  Apostadero  á  cuyas  aguas  arribe  el  bu- 
que en  que  se  haya  cometido  el  delito  ó 
que  lo  haya  descubierto. 

Si  el  buque  de  que  trata  el  párrafo  an- 
terior arribase  al  extranjero,  será  compe- 
tente la  Autoridad  jurisdiccional  de  Ma- 
rina del  puerto  espafiol  á  donde  los  Agen- 
tes diplomáticos  ó  consulares  de  Espafía 
del  punto  de  arribada  puedan  enviar  más 
fácil  y  pronta oíente  el  reo  ó  reos  ó  los 
antecedentes  del  delito. 

Si  el  delito  se  cometiere  fuera  de  las 
aguas  jurisdiccionales  españolas  en  bu- 
que que  lleve  la  orden  de  incorporarse 
á  Escuadra,  será  competente  la  Autori- 
dad jurisdiccional  de  la  Escuadra. 

Art.  81.  Una  sola  Autoridad  jurisdic- 
cional conocerá  de  los  delitos  conexos  y 
de  los  incidentales. 

En  las  causas  por  delitos  conexos,  ten- 
drá preferente  competencia  para  conocer 
la  Autoridad  jurisdiccional  que  hubiere 
empezado  primero  las  actuaciones,  y  en 
igualdad  de  tiempo  la  que  persiga  el  de- 
lito que  tenga  señalada  pena  más  grave. 

Art.  82.  Cuando  en  una  misma  causa 
resulten  complicados  individuos  de  dis- 
tintas categorías,  será  competente  para 
conocer  la  Autoridad  jurisdiccional  lla- 
mada á  juzgar  al  más  caracterizado  de 
aquéllos. 
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Cuando  ee  trate  de  los  delitos  de  trai- 
ción, rebelión  y  sedición,  cometidos-  eh 
distintos  lugares,  aunque  medie  concierto 
previo  al  efecto,  será  competente  para 
conocer  de  cada  uno  de  dichos  delitos  la 
Autoridad  jurisdiccional  del  Departa 
mentó,  Apostadero  ó  Escuadra  en  que  »1 
delito  se  hubiere  cometido. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior^  conocerá  exclusivamente  una 
sola  Autoridad  jurisdiccional  cuando  el 
Gobierno  así  lo  entime,  oyendo  al  Conse- 
jo Supremo  de  Guerra  y  Marina. 

Art.  83.  Cuando  una  Escuadra  sea 
dlsnelta,  las  causas  pendientes  en  ella  se 
continuarán  por  la  Autoridad  jurisdiccio- 
nal á  cuyas  órdenes  se  destine  el  buque 
á  que  pertenezca  cada  procesado. 

Si  en  una  misma  causa  hubiere  compli- 
cados de  la  dotación  de  distintos  buques, 
conocerá,  respecto  de  todos,  la  Autoridad 
jurisdiccional  de  las  aguas  en  que  se  di- 
suelva la  Escuadra. 

Art.  84.  De  las  causas  pendientes  en 
todo  buque  que  reciba  la  orden  de  sepa- 
rarse definitivamente  de  una  Escuadra, 
seguirá  conociendo  la  Autoridad  juris- 
diccional de  la  misma. 

Art.  86.  Será  competente  para  cono- 
cer contra  los  individuos  de  marinería, 
tropa  y  clases  asimiladas  por  primera  de- 
serción, sin  circunstancia  agravante,  la 
Autoridad  jurisdiccional  de  Marina  del 
punto  en  que  el  reo  se  presente  ó  haya 
sido  aprehendido. 

Cuando  el  reo  se  presente  ó  fuere  apre- 
hendido fuera  de  la  comprensión  jurisdic- 
cional de  las  Autoridades  de  Marina, 
será  competente  la  Autoridad  jurisdic- 
cional de  Marina  que  tuviere  más  fácil 
comunicación  con  el  punto  en  donde  el 
reo  se  hubiere  presentado  ó  hubiere  sido 
aprehendido. 

Cuando  el  reo  hubiere  desertado  en  el 
extranjero,  será  competente  la  Autoridad 
jurisdiccional  de  Marina  con  quien  los 
agentes  diplomáticos  ó  consulares  de  Es- 
paña del  punto  en  donde  el  reo  se  hubie- 
re presentado  ó  hubiere  sido  entregado 
tuvieren  más  fácil  y  pronta  comunicación 
para  poder  enviarlo  ó  entregarlo. 

Art.  86.  Cuando  nn  batallón  de  Infan- 
tería de  Marina  cambie  de  Departamento 
ó  Apostadero,  las  causas  pendientes  con- 
tra los  individuos  de  aquél  se  continua- 
rán en  el  Departamento  ó  Apostadero  del 
nuevo  destino. 

A  pesar  de  lo  «liapuesto  en  el  párrafo 
anterior,  la  autoridad  jurisdiccional  del 
Departamento  ó  Apostadero  en  que  la 


causa  tuviese  origen,  podrá  retener  su  co> 
nocimiento  cuando  por  hallarse  las  prue- 
bas en  la  localidad,  ó  por  otras  circunS' 
tancias  muy  especiales,  lo  crea  conve- 
niente. 

En  este  caso  dará  conocimiento  á  la 
autoridad  jurisdiccional  respectiva  y  at 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina. 

Cuando  un  batallón  de  Infantería  de 
Marina  sea  destinado  á  las  ófdenes  de( 
Ejército,  las  causas  pendientes  contra  in- 
dividuos de  aquél  se  continuarán  en  el 
Departamento  ó  Apostadero  de  donde  el 
Cuerpo  saliere. 

Art.  87.  Será  cotopetente  para  cono^ 
cer  de  las  causas  contra  el  marino  que, 
delinquiendo  en  país  extranjero,  deba  ser 
juegado  en  Espafia,  la  Autoridad  jurisdic- 
cional de  Marina  con  quien  los  agiAte» 
diplomáticos  ó  consulares  del  punto  don- 
de se  entregue  el  presunto  reo  tengSD 
más  fácil  y  pronta  comunicación. 

Art.  88.  Serán  competentes  para  pre- 
venir las  diligencias  de  los  juicios  de  tes- 
tamentaría y  abintestato  de  todos  los  in- 
dividuos de  la  Armada  á  que  se  refiere- 
el  art.  8  o  del  Código  penal  de  la  Marina 
de  guerra,  las  Aiitoridades  de  Marina  de 
la  4ocalitlad,  y  en  su  defecto,  los  Jefes  y 
Oficiales  á  cuyas  órdenes  estuviere  el 
finado. 

Si  en  la  localidad  no  hubiere  Autorida- 
des de  Marina,  ó  el  finado  no  estuviere  á 
las  órdenes  de  ningún  Jefe  ú  Oficial,  seráo 
competentes,  por  delegación,  las  Autori- 
dades milUares  del  Ejército. 

TIT.  VI. —  Db  los  jüícia  tnstkcjotorks, 

FISGA LBS,  SKCHHTARIOS  Dtf    CAOBAS  Y    SE- 

caüTAKioa  DE  ja.*«TiciA. 
Capitulo  pkimbko.  — ¿>f¿  Juez  instructor. 

Art.  89.  El  Juez  instructores  el  encar- 
gado de  la  formación  «le  las  actuaciones 
judiciales.  ^ 

Art.  90.  El  nombramiento  de  Juez^ 
instructor  se  haiá  para  cada  causa  por  la 
Autoridad  jurisdiccional  de  Marina  ó  por 
las  Autoridades  ó  Jefes  militares  del  ramo- 
que  den  la  orden  de  proceder  á  la  forma- 
ción del  procedimiento,  según  sus  atribu- 
ciones respectivas,  y  recaerá  siempre  ea 
Oficial  general,  JeJPe  ú  Oficial  que  depen- 
dan de  la  Autoridad  ó  Jefe  que  la 
nombre. 

Para  las  causas  de  que  deba  conocer 
el  Consejo  de  guerra  de  Oficiales  Gene- 
rales, será  nombrado  Juez  instructor  ni> 
Oficial  General  ó  Jefe,  procurándose  que 


Digitized  by 


Google 


ENJ 


—  227 


ENJ 


no  tenga  iuferior  categoría  á  la  del  más 
caracterizado  de  loa  preanntoa  culpables. 

Coando  el  acnsado  pertenezca  á  la  ca- 
tegoría de  06ciale8  Generales  y  no  le 
hajra  de  eflta  clase  para  ser  Jaez  instruc- 
tor, se  podrá  nombrar  un  Capitán  de  Na- 
vio 6  Coronel. 

Para  lus  de  Consejo  de  guerra  ordina- 
rio, el  Juez  instructor  no  podrá  tener 
mayor  graduación  que  la  de  Teniente  de 
Navio  ó  Capitán. 

Art.  91.  £n  los  buques  que  ae  encuen- 
tren navegando  en  cuya  dotación  no  bu 
biere  Oficial  del  empleo  correspondiente. 
para  ser  nombrado  Juez  instruntor,  se  re 
corrirá  á  los  de  empleos  inferiores  en  or- 
deo  sucesivo, y  prefiriendo  el  más  antiguo, 
baeta  unirse  á  E^scuadra  ó  llegar  á  puerto 
donfle  pueda  encargarse  del  proceso  un 
06eial  ^el  empleo  correspondiente. 

Igual  regla  se  seguirá  en  los  puertos 
sitiados  ó  bloqueados  guarnecidos  por 
fuerzas  dependientes  de  las  Autoridades 
de  Marina,  basta  que  baya  en  ellos  Ofí 
cial  del  empleo  correipondiente. 

Árt.  92.  El  nombramiento  de  Juez 
instructor  de  causas,  cuyo  conocimiento 
corresponda  al  Cpnsejo  de  guerra  de  Ofi- 
ciales Generales,  deberá  ser  aprobado  por 
la  Autoridad  jurisdiccional  si  bubiere 
sido  heobo  por  la  Autoridad  inferior  ó 
Jefe  militar  de  Marina. 

Art.  9d.  £1  Juez  instructor  dependerá 
sólo  de  la  Autoridad  jurisdiccional  corres- 
pondiente, en  cuanto  se  relacione  con  la 
instrucción  del  procedimiento. 

Art.  94.     El   nombramiento   de  Juez 
'  instructor  en  causas  militares  instruidas 
por  accJdentes  de  mar  ú  operaciones  ma- 
rineras, recaerá  siempre  en  Oficial  del 
Cuerpo  general  de  la  Armada. 

PüíJrá,  no  obstante,  recaer  en  Piloto  gra- 
duado de  Oficial,  al  servicio  de  la  Aruia- 
da.  coando  se  trate  de  procedimientos 
por  accidentes  de  mar  en  buques  mer> 
cantes. 

QxT.  11.^ Del  Fiscal. 

Art.  95.  £1  Fiscal  es  el  encargado  de 
ejerritar  la  acción  pública  ante  los  Con- 
sejos de  guerra. 

Art.  96.  Ante  los  Consejos  <le  guerra 
de  Oficiales  Generales  y  en  las  causas 
por  dt^litos  que  no  tengan  carácter  mili- 
tar f'ometidos  por  tuda  clase  de  personas 
á  IsB  que  se  hayan  de  aplicar  las  penas 
comunes,  ejercerán  las  funciones  fiscales 
los  Fiscales  de  Departamento  ó  Aposta- 
dero.    . 


Ante  los  Consejos  de  guerra  ordinarios, 
y  fn  las  mismas  cansas  de  que  trata  el 
párrafo  anterior,  podrá  ejercer  dichas 
funciones  cualquiera  otro  individuo  del 
Cuerpo  jurídico  de  la  Armada. 

Art.  97.  Cuando  el  delito  que  se  per- 
siga sea  militar,  ó  se  trate  de  dos  ó  más 
delitos,  unos  militares  y  otros  comunes, 
ejercerá  las  funciones  fiscales  un  Jefe  ú 
Oficial  de  categoría  igual  ó  superior  á  la 
del  más  caracterizado  de  los  presuntos 
culpables. 

Si  el  presunto  culpable  más  caracteri- 
zado fuere  Capitán  de  navio,  asimilado 
ó  snpeiior  á  es)as  clases,  ejercerá  preci- 
samente las  funciones  fiscales  el  Jefe  de 
Estado  Mayor. 

En  cuanto  al  nombramiento  y  depen- 
dencia del  Fiscal  militar,  se  observarán 
los  reglas  establecidas  en  los  artículos  90, 
91  y  93  de  esta  ley. 

No  tendrán,  sin  embargo,  la  facultad 
de  nombrarles  los  Jefes  militares  que  den 
la  orden  de  proceder  ó  prevenir  la  forma- 
ción del  procedimiento. 

DISPOSICIÓN    OOHÚN    L    LOS   DdS   CAPÍTULOS 
ANTKaiOHKS 

Art.  98.  Cuando  circunstancias  extra- 
ordinarias lo  exijan,  y  así  lo  aprecie  la 
Autoridad  jurisdiccional,  ésta  podrá  nom- 
brar Oficiales  de  superior  categoría  á  las 
designadas  en  los  dos  capítulos  anteriores 
para  las  funciones  que  en  éstos  se  men- 
cionan. . 

Se  exceptúa  de  la  regla  anterior  á  los 
Jefes  de  Estado  Mayor  y  Fiscales  de  De- 
partamento y  Apostadero,  que  siempre 
deberán  ejercer  las  funciones  fiscales  que 
les  corresponden. 

Cap.  l\l.  — Del  Secretario  de  causas. 

Art.  99  El  Secretario  de  causas  es  el 
encargado  de  extender  y  autorizar  las  ac- 
tuaciones judiciales. 

.  A  rt.  1 00.  El  Secretario  de  cansas  será 
nombrado  por  la  misma  Autoridad  ó  Jefe 
militar  de  Marina,  en  la  propia  forma  y 
bajo  iguales  regias  que  el  Juez  instructor. 

En  las  causas  cuyo  conocimiento  co- 
rresponda al  Consejo  de  guerra  ordinario, 
podrá  hacer  el  nonibraraiento  de  Secreta- 
rio el  Juez  instructor,  sí  no  le  nombrase 
la  Autoridad  ó  Jefe  que  dé  la  urden  de 
proceder. 

Para  las  causas  de  la  competencia  del 
Consejo  de  Guerra  de  OPciales  Genera- 
les, recaerá  el  nombramiento  de  Secreta- 
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rio  en  un  Oficial,  que  no  podrá  tener  su- 
perior empleo  al  de  Teniente  de  nav<o  ó 
Capitán. 

Para  las  de  Consejo  de  ^"erra  ordina- 
rio en  un  sargento,  cabo,  soldado  ó  equi' 
vaientes  ó  asimilados  á  eRtas  ciases. 

DISPOSICIÓN  OKNKRAL  i  LOS  THBS  CAPÍTULO» 
AhTKRloRieS 

Art.  101.  Los  cargos  de  Jnez  instrnc- 
tor,  Fiscal  y  Secretario  de  f^ansas,  son 
obligatorios,  ron  las  únicas  excepciones 
de  incompatibilidad  ó  exención  preveni- 
das en  la  ley. 

Dichos  cargos  se  proveerán  por  concur- 
so fn  ^'l  personal  qne  acredite  la  compe- 
tencia necesaria,  consignándole  las  gra- 
tificaciones oportunas,  á  cuyo  fin  se  dic- 
tará el  correspondiente  reglamento. 

Cap.  IV. -^ Del  Secretario  de  justicia. 

Art.  102.  En  las  capitales  de  los  De- 
partamentos, en  las  de  los  Apostaderos  y 
en  Madrid,  habrá  un  Secretario  de  jus 
ticia. 

Art.  103.  El  Secretario  de  justicia  en- 
tenderá en  las  causas  por  delitos  que  no 
tengan  carácter  militar,  cometidos  por 
toda  clase  de  personas  á  las  que  se  hayan 
de  aplicar  las  penas  comunes. 

Art.  104.  Serán  obligaciones  del  Se- 
cretarlo de  jnsliria: 

1.'  Dar  cnenla  á  la  Autoridad  juris- 
diccional de  todos -Ion  asuntos  «le  justi- 
cia que  se  eleven  á  dicha  Autoridad  re- 
ferentes á  causas  seguidas  por  los  Jueces 
instructores. 

2.'  Cumplimentar  las  providencias 
dictadns  por  la  Autoridad  jurisdiccional 
en  los  asuntos  qne  con  la  misuia  hayan 
de  despachar. 

8.*  Guardar  secreto  en  todas  las 
materias  y  casos  de  su  cargo  que  lo  exi- 
gieren. 

4.»  Anotar  en  los  autos  en  que  inter- 
vengan los  días  y  las  horas,  en  los  casos 
en  qne  los  términos  sean  fatales  cuando 
se  les  presenten  escritos. 

6.*  Anotar  igualmente  los  días  en  que 
los  defensores  tomen  y  devuelvan  las 
actuaciones  y  en  que  sin  devolución  de 
éstas  presenten  escritos. 

6.a  Dar  oportunamente  cuenta  de 
todas  las  pretensiones  que  se  les  presen- 
ten en  las  actuaciones  en  que  entiendan, 
siendo  responsable  de  las  dilaciones  in- 
motivadas en  qae  incurran. 

7.*    Extender  y  autorizar  con  «a  firma 


las  actuaciones,  providencias  y  senten- 
cias que  pasen  ante  ellos. 

8.*  Custodiar  y  conservar  cuidadosa- 
mente el  Archivo  judicial  y  los  documen- 
tos y  procesos  que  estuvieren  á  su  cargo, 
Nevando  los  índices  correspondientes. 

9.'  Expedir  las  copíaa  certificadas  ó. 
testimonios  que  se  acuenlen  á  virtud  de 
providencia  de  la  Autoridad  jurisdic- 
cional. ' 

10.  Instruir  el  expediente  de  la  visita 
de  presos. 

11.  Concurrir  á  los  Consejos  de  gue- 
rra en  que  sostenga  la  acción  pública  un 
funcionario  del  Cuerpo  jurídico  de  la  A r 
mada. 

12.  Notificar  la  sentencia  á  los  reos 
en  las  cansas  de  que  trata  el  punto  an- 
terior. 

18.  Llevar  siempre  al  corriente  los 
libros  que  prevengan  las  leyes  y  dispo- 
siciones reglamentarías 

14.  Conservar  bajo  su  custodia  el  se- 
llo de  la  Secretaría. 

16.  Cumplir  todas  las  demás  obliga- 
ciones que  les  impongan  tas  leyes  y  dis- 
posiciones reglamentarias. 

Art.  106.  El  Secretario  de  justicia 
será  Teniente  auditor  de  tercera  clase,  y 
la  duración  del  cargo  será  de  seis  años, 
por  lo  menos,  salvo  ascenso  ó  pase  á  ul- 
tramar. 

TIT.  VIL-D»  I  A  J0B18I»1CÜ10!Í 
OISGIP.IMAKIA 

Capítulo  únioo 

Art  106.  Las  faltas  cometidas  en  el 
desempeño  de  funciones  judiciales,  en 
cumplimiento  de  deberes  relativos  á  di- 
chas funciones,  O  con  ocasión  de  ellas,  se 
corregirán  disciplinariamente. 

Art.  107.  Están  sujetos  á  la  jurisdic- 
ción disciplinaria: 

Los  Presidentes  y  Vocales  de  los  Con- 
sejos de  guerra. 

Los  Jueces  instructores. 

Los  Fiscales. 

I^s  Secretarios  de  justicia. 

liOs  Secretarios  de  causas. 

Los  defensores. 

Los  individuos  del  Cuerpo  jurídico  de 
la  Armada. 

liOS  peritos,  testigos  y  cuantos  inter- 
vengan en  los  procedimientos  de  -Marina 
ó  asistan  como  público  á  los  Consejos  de 
guerra. 

Art.  108.  La  jurisdicción  disciplinaria 
se  ejerce:  • 
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Por  las  Áatondades  que  tienen  las  de 
Marina. 

Laa  Autoridades  que  ejercen  la  juris- 
dicción de  Marina  serán  corregidas  dis- 
cipliDariamente  sólo  por  el  Gobierno,  á 
propuesta  del  Consejo  Supremo  de  Gue- 
rra y  Marina,  que  informará  sobre  las 
faltas  qne  dichas  Autoridades  hubieran 
cometido  y  correcciones  qne  estime  perti- 
nentes. 

Art.  109.  Las  Autoridades  de  la  Arma 
da  qne  ejersan  jurisdicción,  podrán  im- 
poner disciplinariamente  las  siguientes 
correcciones: 

A  los  ptritos,  testigos  y  demás  perso- 
nas extrafias  á  la  Armada  que  interven- 
gan en  *•!  prottedimiento: 

Advertencia. 

Apemibimiento. 

Prívairión  total  ó  parcial  de  honorarios 
ó  indemnizaciones. 

A  los  Abogados  defensores: 

Advertencia. 

Apercibimiento. 

Suspensión  del  ejercicio  de  la  Abogacía 
ante  los  Tribunales  de  Marina  basta  dos 
meses. 

A  los  Oficiales  y  demás  personas  del 
Ejército  y  de  la  Armada  cuando  interven* 
gan  en  roalqnier  concepto,  no  siendo 
como  Presidente  ó  Vocales  de  los  Conse- 
jos de  guerra,  en  funciones  propias  del 
Cuerpo  jurídico  de  la  A  rmada  (que no  sean 
las  de  Auditor)  ó  como  defensores  mili- 
tares: 

Advertencia. 

Apercibimiento. 

Arresto  hasta  por  quince  días. 

A  los  Presidentes  y  Vocales  de  los  Con- 
sejos de  guerra.  Jueces  instructores,  Fis» 
cales.  Oficial*^  del  Cuerpo  jurídico  de  la 
Armada,  que  no  ejerzan  funciones  de 
Auditor,  Secretarios  de  Justicia,  Secreta- 
rios de  causas  y  defensores  militares: 

Advertencia. 

Apercibimiento. 

Arresto  hasta  por  quince  días. 

DISPOSICIÓN KS  OKNCaALKH 

Art.  lio.  1.»  Las  disposiciones  de 
esta  ley  no  se  oponen  á  la  organización 
de  otros  TribiMiales  de  carácter  puramen- 
te gubernativo,  que  funcionen  con  arre- 
glo á  sus  peculiares  fines. 

9.*    Quedan  derogadas  todas  las  leyes 
y  demás  disposiciones  relativas  á  organi 
sación  y  atribuciones  de  los  Tribunales 
de  Marina,  y  cuantas  se  opongan  al  cum- 
plimiento de  la  presente  ley. 

Madr^  10  de  Noviembre  de  1894. 


Ley  de  EgJDÍcíaniieDto  oiilitar  de  Harioa 

TITULO  PRELIMINAR- Dis posición ics 

OENKftÁLRS 

Artículo  1  .**  La  justicia  militar  en  Ma- 
rina se  administra  en  nombre  del  Rey,  y 
gratuitamente. 

Art.  2.0  Las  actuaciones  judiciales  de 
Marina  se  escribirán  en  papel  común, 
blanco  y  de  hilo,  y  sólo  en  defecto  de  éste 
podrá  emplearse  de  otra  clase. 

A  rt.  8.0  Los  Tribunales  de  Marina  sólo 
vacarán: 

l.o     En  los  días  de  fiesta  entera. 

2.0  En  los  días  del  Rey,  Reina  y  Prín- 
cipe de  Asturias. 

8.0     En  el  jueves  y  viernes  de  la  Se- 
mana Santa. 
*     4.0     En  los  días  de  fiesta  nacional. 

Art  i.o  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  los  días  en  él  se- 
ñalados serán  hábiles  para  las  actuacio- 
nes del  sumario,  sin  necesidad  de  habili 
tación  especial,  y  podrán  habilitarse  para 
cualesquiera  otras,  y  hasta  para  la  cele- 
bración de  Consejos  de  guerra  cuando 
haya  urgencia. 

Art.  6.0  Se  estimarán  urgentes,  para 
los  efectos  del  artículo  anterior,  las  ac- 
tuaciones ó  reunión  de  Consejos  de  gue- 
rra cuya  dilación  pueda  causar  perjuicio 
grave  á  los  procesados,  á  la  buena  admi- 
nistración de  justicia  ó  á  la  ejemplaridad, 
al  prudente  arbitrio  de  los  Jueces  ins- 
tructores ó  de  la  Autoridad  que  haya  de 
ordenar  la  celebración  del  Consejo  de 
guerra. 

Art.  6.**  En  los  juicios  militares  de 
Marina  y  en  los  que  se  sigan  contra  toda 
clase  de  personas  por  haberse  cometido 
el  delito  en  lugar  militar,  se  procederá 
siempre  de  oficio,  y  no  se  admitirá  la 
acción  privada. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  en  los  procedimientos  por  deli- 
tos cometidos  por  personas  no  aforadas, 
á  las  que  no  se  hayan  de  aplicar  las  dis- 
posiciones del  Código  penal  de  la  Marina 
de  guerra,  podrán  ejercitar  la  acción  pri- 
vada los  perjudicados  por  el  delito. 

Ante  los  Tribunales  de  Marina  será  po 
testativo  valerse  ó  no  de  Abogado  y  Procu- 
rador. 

Art.  7.®  En  los  delitos  de  adulterio, 
estupro,  calumnia  é  injuria,  sólo  procede- 
rán los  Tribunales  de  Marina  á  instancia 
de  parte  legítima,  ateniéndose  á  la  pres- 
cripciones de  la  ley  común. 

Art.  8.^    En  loa  delKos  de  violación,  y 
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en  los  de  rapto  ejecatfldofl  con  miras  des- 
honestas, sólo  procederán  los  Tribunales 
de  Marina  á  virtud  de  denuncia  de  la 
persona  interesada,  de  sus  padres,  mari- 
do, abuelos,  hermanos,  tutor  ó  protutor. 

81  la  agraviada  no  tuviese  personalidad 
bastante  para  comparecer  en  juicio,  ó 
fuese  desvalida  y  careciere  d^  padres, 
marido,  abuelos,  hermanos,  tutor  ó  pror 
tutor  que  denuncien,  se  ejercitará  esta 
acción  por  el  Ministerio  fiscal. 

Respecto  ai  delito  <]e  violación,  previs- 
to y  penado  en  el  art.  286  del  Código  pe- 
nal de  hi  Marina  de  guerra,  los  Tribuna- 
les procederán  de  oficio  cnando  el  delito 
sea  perpetrado  en  campaña. 

Art.  9.0  En  los  delitos  de  violación,  y 
en  los  de  rapto  con  miras  deshonestas,  el 
perdón  ó  renuncia  expresas  de  la  parte 
agraviada,  o  el  matrimonio  de  la  ofendi- 
da con  el  ofensor,  extinguen  la  acción  pe- 
nal y  la  pena  impuesta. 

Las  acciones  civiles  se  podrán  renun- 
ciar, haciándolo  constar  expresamente. 

TITULO  PRIMERO.-Ds  i.as  oubbtionbs 

1>B  CUHPKTKNCIA 

Art.  10  Podrán  promover  y  sostener 
competencia: 

L*  El  Consejo  Supremo  de  Guerra  y 
Marina  en  los  asuntos  de  que  conozca 
en  única  instancia. 

2.<>  Las  Autoridades  jurisdiccionales 
de  Marina  y  el  Ministerio  fiscal,  en  cual- 
quier estado  de  la  cansa. 

8.0  £1  acusador  privado,  antes  de  for- 
mular su  primera  petición  después  de 
personado  en  la  causa. 

4.0  El  procesado,  dentro  de  los  tres 
d<as  siguientes  al  en  que  se  practique  la 
diligencia  prescrita  por  el  art.  268  de 
esta  ley. 

Art.  1 1.  Cnando  una  Autoridad  juris- 
diccional de  Marina  se  hallare  conocien- 
do de  asunto  de  la  exclusiva  competen- 
cia del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina, y  éste  le  ordenare  que  se  abstenga 
de  todo  procedimiento  y  le  remita  las  ac- 
tuaciones, cumplirá  aquélla  lo  mandado 
y  no  podrá  practicar  más  ditigencias  que 
las  que  el  mismo  Consejóle  ordene. 

Art.  12.  Siempre  que  un  instructor 
tenga  noticia  de  que  otro  Juez  ó  Tribunal 
se  halla  instruyendo  diligencias  sobre 
asunto  de  que  aquél  conozca,  lo  hará  pre 
senté  á  la  Autopídad  jurisdiccional  de 
quien  dependa,  para  la  determinación 
que  corresponda. 

Art.  m.    Si  sé  suaeitftse  competencia 


en  procedimiento  pendiente  de  consol ta 
en  el  Consejo  Supremo,  remitirá  éste  las 
actuaciones  á  la  Autoridad  que  las  hu- 
biere seguido,  á  fin  de  que  sustancie  el 
incidente  con  arreglo  á  ley. 

Art.  U.  £1  Ministerio  fiscal  y  las  par- 
tes promoverán  las  competencias  por  in- 
hibitoria, la  cual  se  propondrá  ante  ei 
Juez  ó  Tribunal  que  se  repute  compe- 
tente. 

Art.  16.  La  sustanciación  de  los  con- 
flictos jurisdiccionales  se  ajustará  á  las 
disposiciones  siguientes: 

1.a  La  Autoridad  que  se  considere 
competente,  requerirá  de  inhibición  por 
medio  de  oficio  á  la  que  esté  conociendo 
del  asunto 

2.*  La  Autoridad  requerida  acusará 
inmediatamente  el  recibo,  reclamará  las 
actuaciones,  si  no  obrasen  en  su  poder,  y 
resolverá  dentro  del  término  de  cuaren- 
ta y  ocho  horas,  á  contar  desde  que  lle- 
guen á  su  poder  las  actuaciones,  si  se  in- 
hibe del  conocimiento  ó  mantiene  la  com- 
petencia. 

8.A  Sí  acordase  la  inhibición,  remitirá 
á  la  Autoridad  requirente,  sin  pérdida  de 
tiempo,  las  diligencias  que  hubiere  prac- 
ticado y  las  pruebas  del  delito  que  tuvie- 
re, poniendo  á  disposición  de  aquella  Aü* 
toridad  las  personas  de  los  procesados. 

4.^  Si  acordase  sostener  la  competen- 
cia, contestará  á  la  Autoridad  requirente, 
dentro  del  referido  plazo,  exponiendo  las 
razones  en  que  se  funde. 

6.*  Si  no  se  accediese  á  la  pretensión 
de  la  Autoridad  requirente, ésta  resolverá 
dentro  del  término  de  cuarenta  y  ocho 
horas  si  insiste  en  la  competencia  ó  se 
aparta  de  ella. 

6.^  En  toda  cuestión  de  competencia 
se  oirá  siempre  al  Ministerio  fiscal,  cuan- 
do éste  no  la  hubiere  propuesto,  y  á  las 
partes,  dentro  del  término  de  cuarenta  y 
ocho  horas. 

Art.  16.  En  las  competencias  negati- 
vas se  observarán  los  mismos  procedi- 
mientos señalados  en  el  artículo  ante- 
rior. 

Art.  17.  La  inhibición  ante  los  Tri- 
bunales de  Marina  se  propondrá  por  es 
crito. 

Art.  18.  La  Autoridad  jurisdiccional 
ante  quien  se  proponga  la  inhibitoria  oirá 
por  término  de  uno  á  dos  días,  según  la 
importancia  de  la  causa,  al  Ministerio 
fiscal,  cuando  éste  no  la  haya  propuesto, 
así  como  á  las  demás  partes  que  figuren 
en  la  causa  de  que  pudiera  á  la  vez  estar 
conociendo  la  Autoridad  jurisdkcional  á 
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qaten  se  htya  instado  para  qne  baga  el 
reconocimiento  7,  en  an  vista,  mandará, 
dentro  de  loe  dos  días  sigoientes,  librar 
ofieio  inhibitorio  y  declarará  no  baber 
logar  á  ello. 

Ari.  19.  Contra  el  aato  en  que  se  de- 
niegue el  requerimiento  de  inbibición  no 
se  da  recurso  alguno. 

Art.  20.  Con  el  oficio  de  inhibieión 
se  acompañará  testimonio: 

Del  escrito  en  qne  se  baya  pedido. 

De  lo  expuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
y  las  partes  en  so  caso. 

De  U  resolución  que  se  baya  dictado 
y  de  lo  demás  qne  la  Ántoridad  jorisdíc- 
cíonsl  estime  conducente  para  fundar  su 
competencia. 

£1  testimonio  se  extenderá  y  remitirá 
en  el  plfléo  improrrogable  de  nno  á  tres 
días,  según  el  volnmen  de  la  cansa. 

Art.  21.  Cuando  las  Autoridades  de 
Marina  sostengan  cuestión  de  competen- 
cia entre  sí  ó  con  los  Tribunales  de  Gue- 
rra y  no  llegneo  á  un  acnerdo,  someterán 
la  cuestión  al  Consejo  Supremo  de  Gue- 
rr»  y  Marina,  remitiendo  al  efecto  ins  ac- 
tnaciones  originales  y  testimonio  del  in- 
cidente. 

Art.  22.  Las  cuestiones  de  competen- 
eii^  qae  se  promuevan  entre  Ioh  Tribuna- 
les de  Marina  y  los  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, se  snstaneiarán  y  decidirán  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  común. 

Art  23.  Las  actuaciones  practicadas 
por  los  Jueces  declarados  incompetentes 
serán  válidas,  sin  necesidad  de  proceder 
á  su  ratificación. 

Art.  24.  £n  todos  los  casos  en  que  se 
promueva  competencia,  mientras  ésta  no 
se  resuelva,  se  seguirán  practicando  las 
diligencias  que  sean  necesarias  para  com- 
probar el  delito  y  aquellas  otras  que  se 
consideren  de  reconocida  urgencia. 

Art.  25.  Contra  las  providencias  del 
Tribunal  á  qnien  se  refiere  el  último  pá- 
rrafo del  art.  24  de  la  Ley  de  Organización 
y  atribuciones  de  los  Tribunales  de  Ma- 
rina, no  se  da  recurso  alguno.  Con  testi- 
monio de  la  que  se  dicte,  se  remitirán  las 
actuaciones  á  la  Autoridad  declarada 
competente,  y  se  pondrá  lo  acordado  en 
conocimiento  de  la  otra. 

El  Tribunal  que  haya  resuelto  la  com- 
petencia archivará  el  expediente  respec- 
tivo, remitiendo  testimonio  del  mismo  al 
Consejo  Supremo  de  (luerra  y  Marina. 


TIT.  II.— Pf  LAS  RSOU8A01017B8,  XMCOICPA- 
T1BIL>DA»*S,    XXINOIOHBS    T    KX09818 

CiriTULO  PRiMBBo. — Dísposictonen 
generales. 

Art.  2<V.  Sólo  podrán  ser  recusados 
por  causa  legítima: 

\.o  £1  Presidente  y  Vocales  de  ios 
Consejos  de  guerra. 

2.0     Los  Jueces  instructores. 

8. o    Los  Asesores,      i 

4.4    Los  Secretarios  de  justicia. 

6.0    Los  Secretarios  de  causas. 

9.0    Los  peritos. 

Art.  27.     Podrán  únicamente  recusar; 

El  Ministerio  fiscal. 

£1  acusador  particular  ó  los  que  legal- 
mente  representen  sus  acciones  y  dere- 
chos. 

Los  procesados  ó  sus  defensores. 

Los  responsables  civilmente  por  delito. 

Art.  28.  Son  causas  legitimas  de  re- 
cusación para  los  funcionarios  menciona- 
dos en  los  cinco  primeros  puntos  del  ar- 
tícuJo  26: 

1.0  El  parentesco  de  consanguinidad 
dentro  del  cuarto  grado  civil  ó  segundo 
de  afinidad  con  cualquiera  de  los  proce- 
sados, con  la  persona  ofendida  ó  perjudi- 
cada por  el  delito,  ó  en  los  respectivos 
casos,  con  el  Fiscal  ó  con  alguno  de  los 
Jueces. 

2."  El  mismo  parentesco  de  consan- 
guinidad dentro  del  segnndo  gradq,  ó  de 
afinidad  dentro  del  primero  con  el  defen- 
sor de  alguno  de  los  procesados. 

3.0  Haber  sido  denunciado  ó  acusado 
por  alguno  de  los  procesados  ó  de  los 
ofendidos,  como  autor,  cómplice  ó  encu- 
bridor de  un  delito. 

4.0  Haber  sido  defensor  de  aignno.de 
los  acusados  ú  ofendidos. 

6.0  Haber  intervenido  en  la  cansa 
como  acusador,  perito  ó  testigo. 

No  se  considerará  como  comprendido 
en  este  número  el  Oficial  que  hubiere 
ejercido  las  funciones  fiscales  de  acusa- 
ción en  otra  cansa. 

6.0  Ser  ó  haber  si<lo  en  algnna  oca- 
sión denunciador  ó  acosador  de  alguno 
de  los  procesados  ú  ofendidos. 

No  se  considerará  comprendido  en  nin- 
guno de  los  núms.  5."  y  6.o  el  Oficial  que 
se  hubiere  limitado  á  transmitir  la  de' 
nnncia  ó  parte  de  origen  del  procedi- 
miento. 

7.0  Ser  ó  haber  sido  tutor  ó  curador,  ó 
haber  estado  bajo  la  tutela  ó  cúratela  de 
alguno  de  los  procesados  ú  ofendidos. 
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^.o  Tener  pleito  pendiente  con  el  acu- 
bado ó  con  el  ofendido. 

9.<>  Tener  interés  directo  ó  indirecto 
en  la  cansa. 

10.  Tener  amistad  íntinaa  ó  enemis- 
tad manifiesta  con  el  acusado  ó  eon  el 
ofendido. 

,  11.  Hallarse  procesado  ó  extingaien- 
do  condena  ó  arresto  en  virtud  de  provi- 
dencia gubernativa. 

12.  Haber  desempeñado  en  el  proce- 
dimiento funciones  judiciales*  de  orden 
inferior.  , 

Art.  29.  Son  causas  de  recusación 
para  los  peritos: 

1.^  El  parentesco  de  consanguinidad 
ó  afinidad  dentro  del  cuarto  grado  con  el 
ofendido  ü  ofensor. 

2.0  El  interés  directo  ó  indirecto  en 
la  causa  ó  en  otra  semejante. 

^.o  La  amistad  íntima  ó  enemistad 
manifiesta. 

Art.  SO.  Las  incompatibilidades,  exen- 
ciones ó  excusas  serán  apreciadas,  y  los 
Incidentes  de  recusación  resueltos  por  la 
Autoridad  jurisdiccional  ante  quien  se 
sigan  aqnéllHS. 

Art.  31.  No  obstante  lo  prevenido  en 
el  artículo  anterior,  la  apreciación  de  las 
exenciones,  incompatibilidades  y  recusa- 
ciones del  Presidente  y  Vocales  de  los 
Consejos  de  guerra  que  se  celebren  en 
puntos  fuera  de  la  residencia  de  la  Auto- 
ridad jurisiliccionai,  corresponde  á  la  lo- 
cal que  haya  ordenado  la  reunión  del 
Consejo. 

Art.  82.  El  Presidente  y  Consejeros 
del  Supremo,  la  Autoridad  jurisdiccional 
y  los  Auditores  se  inhibirán,  sin  más  que 
consignar  la  exención  que  les  com- 
prendan. 

Contra  esta  inhibición  no  habrá  recur- 
so alguno. 

Todos  los  demás  funcionarios  llamados 
á  intervenir  por  cualquier  concepto  en  un 
procedimiento  judicial,  que  se  consideren 
comprendidos  en  causa  de  incompatibili- 
dad, exención  ó  excusa,  según  los  casos, 
lo  harán  saber  á  quien  corresponda  tan 
pronto  como  les  conste  el  motivo  en  que 
se  funden. 

Para  la  admisión  del  mismo  se  segui- 
rán las  reglas  establecidas  en  la  sustan- 
<áación  de  las  recusaciones. 

Cap.   II.— 'Sustanciación  de  las 
recusaciones, 

Art.  83.  En  todos  los  procedimientos 
jadiciales  paede  proponerse  la  recusa- 


ción en  cualquier  estado  antes  de  comen- 
zada la  vista. 

Art.  84.  La  recusación  de  los  indivi- 
duos designados  para  formar  el  Consejo 
de  Guerra  se  admitirá  solamente  basta 
seis  horas  antes  de  la  sefialada  p^ra  la 
celebración  de  éste. 

Art.  35.  La  recusación  de  los  peritos 
se  hará  antes  de  empezar  la  diligencia 
pericial. 

Art.  86.  La  recusación  se  formulará 
por  escrito  ó  verbalmente,  consignando 
se  en  el  segundo  caso  por  medio  de  di- 
ligencia, y  debiendo  expresarse  en  am- 
bos casos  el  motivo  en  que  se  funde. 

En  el  escrito  ó  'diligencia  en  que  se 
proponga  la  recusación  se  expresará  la 
prueba  de  que,  en  caso  necesario,  inten- 
te valerse  el  que  la  proponga;  entendién- 
dose que  si  así  no  se  hace  se  renuncia 
á  ella. 

Art.  87.  La  recusación  y  el  motivo  en 
que  se  funde  se  pondrán  inmediatamente 
en  conocimiento  de  la  persona  recusada, 
á  fin  de  que  si  tuviera  por  verdadero  el 
motivo  alegado  pueda  inhibirse  ó  pedir 
su  sustitución,  según  los  casos,  en  con- 
formidad á  lo  establecido  en  el  art.  82 
de  esta  ley. 

Art.  38.  La  recusación  no  detendrá 
el  curso  de  las  actuaciones. 

Exceptúase  el  caso  en  que  el  inciden- 
te no  se  hubiere  resuelto  antes  de  cele- 
brarse la  vista. 

Art.  89.  Cuando  un  instructor  se  ex- 
cusare ó  fuere  recusado,  deberá,  no  obs- 
tante, bajo  su  responsabilidad,  practicar 
aquellas  diligencias  urgentes  que  no  pue- 
dan dilatarse,  basta  que  se  le  reem- 
place. 

Art.  40.  Cuando  el  motivo  de  la  re- 
cusación fuese  notorio  ó  resultare  del 
procedimiento,  resolverá  su  admisión  la 
Autoridad  ó  Tribunal  competente,  susti- 
tuyendo desde  luego  al  recusado 

En  otro  caso,  para  la  resolución  del 
incidente  se  ordenará  la  formación  de 
pieza  separada. 

Art.  41.  El  expediente  de  recusación 
se  instruirá  en  los  respectivos  casos: 

Por  el  Consejo  instructor  en  los  asun- 
tos de  que  conoce  el  Consejo  Supremo 
en  única  instancia.  . 

Por  el  Jaez  instructor,  en  los  que  se 
sustancien  en  la  jurisdicción  de  Madrid, 
en  los  Departamentos,  Apostaderos  y 
Escuadras. 

Si  el  instructor  ó  el  Secretario  de  una 
causa  fueren  recusados,  tramitará  el  in- 
cidente el  funcionario  que  designe  la  8a- 
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la  ó  la  Aatoridad  jnrisdiccional,  según 
loa  caaoa. 

ArC  42.  Formada  la  pieza  separada, 
•e  oirá  á  la  otra  ú  otras  partes  qae  habie 
«e  en  la  caasa»  por  término  de  veinticua- 
tro horas  á  cada  nna,  que  sólo  podrá  pro- 
rrogarse por  otras  veinticuatro  cnando  á 
juicio  de  la  Autoridad  jurisdiccional  hu- 
biese jasta  cansa  para  ello. 

La  parte  que  impugne  la  recusación 
propondrá,  al  mismo  tiempo  que  haga  la 
impugnación,  la  prueba  de  que  intente 
valerse,  entendiéndose,  si  así  no  lo  hace, 
<iue  renuncia  á  ella. 

Art.  43.  Transcurido  el  término  sefia- 
lado  en  el  articulo  anterior,  con  la  pró- 
rroga en  su  caso,  y  recogida  la  causa  sin 
necesidad  de  petición  por  parte  del  recu- 
sante, se  recibirá  á  prueba  el  incidente 
de  recurilición  cuando  la  cuestión  fuese 
-de  hecho,  por  ocho  días,  durante  los  cua- 
les se  practicará  la  que  hubiese  sido  soli- 
citada por  las  partes  y  admitida  como 
pertinente; 

Cnando  la  prueba  se  haya  de  hacer 
fuera  del  lagar  en  el  que  se  sigan  las  ac- 
tuaciones, se  podrá  acordar  un  nuevo 
placo,  que  no  excederá  de  otros  ocho 
días. 

La  prneba  se  practicará  siempre  con 
citación  del  Ministerio  fiscal  y  de  todas 
las  partes. 

Art.  44.  Contra  la  providencia  en  que 
se  admitiere  ó  denegare  la  prueba,  no  se 
dará  ulterior  recurso. 

Art.  45.  Transcurrido  el  término  de 
prueba  concedido  por  el  art.  48,  ó  no  ha- 
biéndose recibido  á  prneba  el  incidente 
de  recusación,  por  ser  la  cuestión  de  de- 
recho, se  resolverá  dicho  incidente  en 
el  término  de  veinticuatro  horas. 

Contra  esta  resolución  no  se  da  recur- 
so alguno. 

Art.  46.  Cuando  en  la  providencia  en 
que  se  deniegue  la  recusación  se  declare 
qne  ésta  se  ha  propuesto  con  notoria  te- 
meridad, se  Impondrá  nn  arresto  de  quin- 
ce á  sesenta  días  si  el  recusante  fuere 
aforado  de  Marina  ó  Guerra,  ó  una  multa 
de  100  á  400  pesetas  si  no  lo  fuere,  aten- 
diéndose para  dicha  imposición  á  la  cali- 
dad de  la  persona  recusada  y  á  la  del  re- 
casante. 

Se  considerará  que  el  Ministerio  fiscal 
nanea  propone  la  recusación  con  temeri- 
dad notoria. 

Art.  47.  Cuando  no  se  hicieren  efec- 
tivas las  multas  respectivamente  señala- 
das en  el  artículo  anterior,  el  multado 
quedará  sujeto  á  la  responsabilidad  per- 


sonal subsidiaria  correspondiente  por  vía 
de  sustitución  y  apremio  en  los  términos 
que  para  las  causas  por  delitos  establece 
el  Código  penal  común. 

Cap.  III.— Z>e  las  incompatibilidades , 
exenciones  y  excusas, 

Art.  48.  £1  Presidente,  los  Conseje- 
ros y  Fiscales  del  Supremo  de  Guerra  y 
Marina,  las  Autoridades  jurisdiccionales, 
el  Presidente  y  Vocales  de  los  Consejos 
de  guerra,  los  Auditores,  Fiscales,  Aseso- 
res, Jueces  instructores.  Secretarios  de 
justicia  y  Secretarios  de  causas,  no  po- 
drán intervenir  en  los  asuntos  judiciales 
cuando  les  comprenda  alguna  causa  de 
recusación, 

Art.  49.  Son  cansas  legítimas  de  in- 
compatibilidad las  de  recusación  enume- 
radas en  el  art.  28  de  esta  ley. 

Art.  60.  No  podrán  ser  nombrados 
para  formar  parte  de  los  Consejos  de 
guerra  como  Presidente  ó  Vocales: 

l.o  I^s  Ministros  de  la  Corona,  el  Al- 
mirante de  la  Armada,  los  Generales,  Je- 
fes y  Oficiales  destinados  en  el  Consejo  de 
Estado,  Consejo  Supremo  de  Guerra  y 
Marina  y  los  que  sirven  á  las  inmediatas 
órdenes  del  Rey. 

2.0  Los  Oficiales  de  ios  Cuerpos  poli- 
tico  militares  de  la  Armada,  á  excepción 
del  caso  en  que^  deban  ser  Vocales  del 
Consejo  de  guerra  que  haya  de  juzgar  á 
algún  individuo  de  su  Cuerpo  respec- 
tivo. 

S.o  Los  Oficiales  del  Cuerpo  eclesiás- 
tico de  la  Armada. 

4.0  Los  que  hayan  intervenido  en  la 
causa  como  instructor  ó  Secretario. 

b,^  Los  Fiscales  de  Departamento  y 
Apostadero  y  los  Secretarios  de  justicia. 

6.0  Los  Oficiales  en  situación  de  su- 
pernumerarios. 

Art.  61.  No  podrán  ser  nombrados 
para  los  cargos  de  Instructor  y  Secretarlo 
de  causas  los  comprendidos  en  los  núme- 
meros  l.o,  2.o,  3.o  y  6.o  del  artículo  ante- 
rior, y  los  Secretarios  de  justicia,  salvo  en 
lo  que  se  refiere  á  las  funciones  propias 
de  estos  últimos. 

Las  Autoridades  jurisdiccionales  po- 
drán eximir  del  desempeño  de  los  cargos 
mencionados  en  este  artículo  y  en  el  an- 
terior á  cualesquiera  otros  Oficiales  en 
quienes  concurran  circunstancias  atendi- 
bles, que  apreciarán  aquéllas  de  acuerdo 
con  su  Auditor. 
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TIT.  III.— Dk  los  juboks  instructoras 

y  BBCRETAHI08 

Capitulo  primero.— Z>eZ  Jtiez  instructor, 

Art.  62.  El  Instructor  recibirá  al  Se- 
cretario juramento  de  cumplir  bien  y  ñ*¿U 
mente  los  deberes  de  su  cargo. 

Art.  68,  El  Instructor  se  entenderá 
directamente  con  la  Autoridad  jurisdic- 
cional de  quien  dependa,  si  se  hallare  en 
la  misma  localidad,  y  por  conducto  de 
aquélla  remitirá  los  suplicatorios,  exhor- 
tOB,  interrogatorios,  edictos  y  comunica- 
ciones que  deban  tener  cumplimiento 
fuera  de  la  inscripción  jurisdiccional. 

Cuando  la  Autoridad  jurisdiccional  re 
sidiere  en  lugar  distinto  del  en  que  se 
instruya  el  procedimiento,  el  Instructor 
se  dirigirá  á  ella  en  pliego  cerrado,  con 
oficio  de  remisión,  que  entregará  á  la 
Autoridad  local  de  Marina,  quien  lo  cur- 
sará directamente  á  su  destino. 

Para  cumplir  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior  en  punto  donde  no  hubiere 
Autoridad  local  de  Marina,  suplirá  áéeta 
la  Autoridad  militar  local,  y  en  su  de- 
fecto el  Alcalde 

En  el  territorio  comprendido  en  la  ju- 
risdicción, podrá  reclamar  el  Instructor 
por  sí  los  auxilios  necesarios  de  las  Au- 
toridades y  funcionarios  civiles  y  mili 
tares,  entendiéndose  con  ellas  por  medio 
de  atento  oficio. 

Art.  64.  El  Instructor  usará  de  la 
fórmula  de  providencias  para  consignar 
sus  resoluciunes,  y  de  la  fórmula  de  dili- 
geficias  para  consignar  cuantos  inciden 
tes  surjan  en  el  procedimiento,  y  todo  lo 
que  pueda  servir  en  cualquier  tiempo 
para  acreditar  la  estricta  observancia  de 
las  formas  y  solemnidades  de  la  ley. 

AutorizarA  ron  firma  entera   \ñB provi 
deíicias  y  diligencias  en  qun  intervenga,  A 
no  ser  las  de   mera  tramitación,  en  que 
bastará  la  media  firma. 

Las  diligencias  serán  suscritas  además 
por  las  personas  que  en  ellas  interven- 
gan directamente,  según  los  casos,  y  por 
dos  testigos  cuando  la  ley  lo  disponga. 

Cap.  II.— />tf/  Secretario. 

Art.  56.  Corresponde  al  Secretario: 
1."  Poner  á  las  actuaciones  la  cubier- 
ta en  que  se  exprese  el  buque  ó  pobla- 
ción donde  se  instruyen,  el  buque,  cuer- 
po ó  dependencia  á  que  pertenezca  el 
procesado,  el  delito  perseguido,  la  fecha 
en  que  ocurrió  el  hecho,  la  del   dia  en 


que  comenzó  el  procedimiento,  la  del  en> 
que  se  decrete  la  prisión  preventiva  y  la 
libertad  provisional,  el  nombre  de  lo» 
procesados  y  al  pie  los  del  Instructor  y 
Secretario. 

2.0  Numerar  correlativamente  las  ho- 
jas del  procedimiento,  con  exclusión  de 
las  que  resulten  en  blanco,  las  cnalee 
se  inutilizarán  cruzándolas;  dividiendo 
aquél  en  rollos  ó  trozos  aparte  cuando  lo 
exija  el  volumen  de  los  autos,  y  consig- 
nándolo así  por  diligencia,  con  la  cual 
cerrará  cada  rollo,  pero  sin  interrumpir 
la  foliación  general,  y  poniendo  en  la  cu- 
bierta de  cada  uno  el  número  de  orden 
que  le  corresponda.  Si  hubiere  de  formar 
piezas  separadas,  la  numeración  de  los 
folios  será  independiente  en  cada  una. 

3.**  Unir  á  los  autos  los  documentos 
que  se  refieran  á  los  mismos,  colocándo- 
los por  el  orden  de  fechas  en  que  se  re- 
ciban y  á  continuación  de  la  última  dili- 
gencia practicada. 

4.<>  Escribir  sin  emplear  abreviatura» 
ni  guarismos. 

6.0  Autorizar  con  firma  entera  y  en 
último  lugar  cuantas  diligencias  se  prac 
tiquen  en  la  causa. 

6.0     Salvar  antes  de  las  firmas,  cual 
quier  equivocación  padecida  al  escribir, 
y  si  se  advirtiese  después  de  firmado,  se 
extenderá  diligencia  que   autorizará  el 
Instructor. 

7.^  Encabezar  todas  las  actuaciones 
y  declaraciones  con  la  fecha  en  que 
ee  practiquen,  sin  referirse  á  la  consig- 
nada en  la  actuación  anterior,  aunque  lo 
haya  sido  el  mismo  día. 

8.0  Anotar  al  margen  de  las  diligen- 
cias su  objeto,  el  nombre  y  apellidos  del 
testigo  ó  procesado  y  el  número  de  orden 
de  la  declaración  respecto  de  los  que  hu- 
bieren prestado  más  de  una. 

9.0  Si  se  desglosase  algún  documen  • 
lo,  colocar  un  pliego  en  el  sitio  donde  hu- 
biese estado,  expresando  por  diligencia 
v\  número  y  ciase  de  ellos  y  los  folios  que 
líomprendieren. 

£1  pliego  agregado  llevará  por  número 
de  foliación  el  primero  y  el  último  de  lo» 
comprendidos  en  el  desglose. 

En  caso  de  equivocación  de  los  folios» 
extenderá  diligencia  expresiva  de  la  rec- 
tificación, y  al  margen  del  folio  equivoca- 
do pondrá  nota  que  diga:  «Véase  la  dili- 
gencia del  folio > 

Si  la  equivocación  consistiera  en  la  re 
petición  de  un  mismo  número,  anota- 
rá á  continuación  del  repetido,  csegun- 
do,  etc.» 
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10.  Practicar  las  notifícftcioneB,  cita- 
ciones y  emplazamientos  en  la  forma  pre- 
venida por  la  ley. 

11.  Hacer  constar  por  diligencia  la  en- 
trega de  los  aotos  al  defensor,  expresan- 
do el  número  de  folios  que  contengan.  La 
entrega  la  verificará  á  presencia  del  Ins- 
troetor,  y  si  notase  á  la  devolución  de  los 
BQtos  alguna  falta  en  ellos,  lo  advertirá 
inmediatamente  á  aquél  para  la  determi- 
ción  á  que  haya  lugar. 

13.  Cumplir,  por  fin,  con  todas  las  de- 
más formalidades  que  la  ley  le  imponga 
y  no  se  hallen  aquí  expresamente  enu- 
meradas. 

Las  diligencias  en  que  no  intervenga 
el  Instractor  las  firmará  sólo  el  Secre- 
tario. 

TITULO  IV 

Capitulo  6nioo.— i>e  las  notificaciones^ 
citaciones  y  emplazamientos. 

Art.  66.  Las  notificaciones  se  harán 
leyendo  integramente  á  la  persona  que 
deba  ser  notificada  el  contenido  de  la  re 
solución  objeto  de  la  diligencia. 

£1  Secretario,  al  hacer  la  notificación, 
dará  copia  de  ella  á  la  parte  interesada, 
haciéndolo  constar  así  por  diligencia. 

Art  57.  La  persona  citada,  notificada 
ó  emplazada  firmará  la  diligencia,  ó  lo 
hará  un  testigo  si  no  supiese  firmar  ó  no 
88  le  encontrare.  Si  no  quisiese,  firmarán 
dos  testigos  buscados  al  efecto.  Estos  tes 
tigos  no  podrán  negarse  á  serlo,  bajo  la 
multa  de  5  á  26  pesetas. 

Si  los  testigos  fueren  militares,  se  les 
impondrá  arresto  de  uno  á  cinco  días. 

Art.  68.  Las  citaciones  y  emplaza- 
mientos se  harán:  A  los  funcionarios  pú 
blicos,  á  los  militares  y  á  los  marinos 
por  conducto  de  sus  jefes  respectivos,  en 
virtud  de  oficio  suscrito  por  el  Instructor. 

£n  caso  de  urgencia,  podrá  citárseles 
directa  y  aun  verbalmente,  pero  dando 
después  conocimiento  á  dichos  Jefes. 

A  las  demás  personas,  directamente  y 
por  medio  de  la  papeleta  firmada  por  el 
Secretario. 

Art.  69.  Los  oficios  y  papeletas  á  que 
se  refiere  el  artículo  anterior  contendrán: 

iP    La  designación  del  Instructor. 

2.0  El  nombre  y  apellidos  del  que 
deba  ser  citado  y  las  señas  de  su  habita- 
ción, y  si  éstas  fuesen  ignoradas,  cuales- 
quiera otras  por  las  que  pueda  averiguar- 
se BU  paradero. 

S.**    El  objeto  de  la  citación. 


4."  El  día  y  hora  ó  el  término  dentro 
del  cual  haya  de  concurrir  el  citado  ó 
emplazado. 

6.0  El  lugar  de  la  comparecencia  y  el 
Tribunal  ó  Instructor  ante  quien  dqba 
presentarse  la  persona  citada. 

6.^  Las  responsabilidades  en  que  in- 
curren los  que  falten  al  llamamiento. 

Art.  60.  Para  llevar  á  efecto  las  cita- 
ciones y  emplazamientos  en  el  mismo 
lugar  en  que  se  siga  la  causa,  se  valdrá  el 
Instructor  del  personal  militar  que  con 
este  objeto  se  pondrá  á  su  disposición. 

Art.  61.  Cuando  el  encargado  de  ha- 
cer la  citación  ó  emplazamiento  no  en- 
contrare en  su  domicilio  á  la  persona  que 
deba  ser  citada,  entregará  la  papeleta  ó 
dará  aviso  al  pariente,  familiar  ó  criados 
mayores  de  catorce  años  que  hallare  en 
dicho  domicilio. 

Si  en  éste  no  encontrare  á  nadie,  hará 
la  entrega  ó  dará  el  aviso  á  uno  de  los 
vecinos  más  próximos,  de  cuyo  nombre 
y  domicilio  tomará  nota.   - 

En  la  diligencia  de  entrega  se  hará 
constar  la  obligación  del  que  recibiere  la 
copia  de  la  cédula  de  entregarla  al  que 
deba  ser  notificado  inmediatamente  que 
regrese  á  su  domicilio,  bajo  la  multa  de 
5  á  60  pesetas  si  deja  de  entregarla.  Esta 
multa  se  conmutará  por  arresto  de  uno  á 
diez  días  si  el  que  dejare  de  entregar  la 
cédula  fuere  militar. 

Art.  62.  Cuándo  el  que  deba  ser  noti- 
ficado estuviese  en  libertad,  la  notifica- 
ción se  le  hará  en  el  domicilio  del  Ins- 
tructor. 

Si  la  persona  que  deba  ser  notificada 
se  hallare  físicamente  impedida,  el  Secre- 
tio  pasará  á  hacer  la  notificación  á  domi- 
cilio. 

Art.  63.  Cuando  el  que  haya  de  ser 
notificado,  citado  ó  emplazado  no  tuviere 
domicilio  conocido,  se  practicarán  las  ne- 
cesarias diligencias  para  su  busca  por 
medio  de  las  Autoridades  respectivas 
que  puedan  facilitarla;  pero  si  á  pesar  de 
ello  no  fuere  habido,  se  mandará  insertar 
el  llamamiento  en  el  Boletín  oficial  de  la 
provincicia  de  su  última  residencia  y  en 
la  Gaceta  de  Madrid,  si  se  considerase 
oportuno,  bastando  unir  á  los  autos  el 
oficio  en  que  se  dé  cuenta  de  haberse 
publicado. 

TITULO  V 

Capítulo    únioo.  —  Ve  los  suplicatorios, 
exhortos  y  mandamientos, 

Art.  64.     Para  la  práctica  de  las  dili- 
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gencias  qae  deban  tener  lagar  en  panto 
distinto  del  en  qae  se  instruya  la. causa, 
se  dará  comisión  al  Tribunal  ó  Autori- 
dad que  haya  de  ejecutarlas,  empleando 
al  efecto  la  forma  de  suplicatorio,  exhor* 
to  ó  mandamiento. 

La  comisión  se  dará  preferentemente,  á 
ser  posible,  á  las  Autoridades  de  Marina. 

Art.  65.  Se  usará  la  forma  de  supli- 
catorio para  dirigirse  á  los  Cuerpos  Oo- 
legistadores  ó  á  una  Autoridad  ó  Tribu 
nal  que  sea  de  categoría  superior  á  la  del 
qne  dé  la  comisión. 

La  de  exhorto,  para  las  de  categoría 
igual. 

La  de  mandamiento  para  los  subordi  • 
nados. 

Para  emplear  una  á  otra  forma,  se 
atenderá  dentro  del  Departamento,  Apos- 
tadero ó  Escaadra,  á  la  categoría  del  Juez 
qne  dé  la  comisión  y  á  la  de  la  Autori- 
dad á  quien  se  dirige. 

Art.  66.  El  suplicatorio  ó  exhorto  qae 
se  envíe  á  Juez  ó  Tribunal  de  territorio 
distinto  del  jurisdiccional  en  qae  se  siga 
la  causa,  se  extenderá  á  nombre  de  la 
Autoridad  de  Marina  de  quien  dependa 
el  que  lo  expida. 

Art.  67.  Las  Autoridades  ó  Tribuna- 
les de  Marina  que  tengan  qae  dirigirse  á 
otras  Autoridades.  Corporaciones  ó  fun- 
cionarios que  no  sean  del  orden  judicial, 
usarán  de  la  forma  de  oficio  ó  exposi- 
ción, según  corresponda. 

Los  exhortos  ai  extranjero  se  envia- 
rán al  Ministerio  de  Marina,  á  fin  de  que 
se  les  dé  curso  por  la  vía  diplomática, 
en  los  casos  y  forma  prevenidos  en  las 
leyes. 

Art.  68.  La  Autoridad  de  Marina  á 
quien  se  exhorte  para  la  práctica  de  al- 
guna diligencia  judicial,  nombrará  al 
efecto  el  Instructor  y  Secretario,  y  de- 
volverá el  exhorto,  después  de  cumpli- 
mentado en  lo  posible,  por  el  mismo  con- 
ducto que  lo  hubiere  recibido. 

El  Instructor  y  Secretario  que  evacúen 
el  exhorto,  habrán  de  tener  la  misma  ca- 
tegoría de  los  qne  instruyan  el  procedi- 
miento de  que  se  trate,  á  ser  posible. 

Art.  69.  Cuando  deje  de  acusarse 
oportunamente  el  recibo  de  un  exhorto, 
y  se  retrase  su  cumplimiento,  el  exhor- 
tante lo  hará  saber  ai  Tribunal  ó  Auto- 
ridad superior  del  exhortado,  para  qne 
acuerde  lo  que  corresponda. 


TIT.  VI.— D«L  siniARio 

Capítulo  paiMEno.— X>úrpo«tcúmet 
generaleM, 

Art.  70.  En  caso  de  delito  flagrante, 
todo  marino  que  tenga  autoridad  ó  man- 
do independiente,  cualquiera  qae  sea  el 
Tribunal  llamado  á  conocer,  procederá 
desde  luego  á  la  detención  de  los  culpa- 
bles, á  recoger  los  efectos  necesarios  para 
la  comprobación  del  delito,  á  recibir  las 
declaraciones  precisas  y  á  practicar  las  di- 
ligencias de  carácter  urgente,  poniéndolo 
todo  sin  pérdida  de  tiempo  á  disposición 
del  Jefe  ó  Autoridad  á  quien  corresponda 
acordar  ó  prevenir  la  formación  de  causa. 

Art.  71.  Las  Autoridades  y  demás 
personas  facultadas  para  incoar  un  proce- 
dimiento criminal  obrarán  por  propio  co- 
nocimiento que  tengan  del  delito,  en  vir- 
tud de  parte  que  hubieren  recibido,  dado 
por  persona  competente,  por  denuncia 
que  estimen  digna  de  consideración,  ó  por 
querella  presentada  cuando  á  ello  haya 
lugar  en  derecho. 

Art.  72.  El  Consejo  Supremo  de  Gue- 
rra y  Marina  podrá  ordenar  también  la 
formación  de  diligencias  por  los  delitos 
de  que  tenga  noticia  á  las  Autoridades 
jurisdiccionales  á  quienes  corresponda 
sustanciarlas. 

El  Gobierno  podrá  denunciar  á  las  Au- 
toridades jurisdiccionales  á  quienes  co- 
rresponda, los  hechos  ú  omisiones  qoe 
crea  paedau  ser  constitutivos  de  delito. 

Art.  73.  Las  Autoridades  jurisdiccio- 
nales de  la  Armada  darán  cuenta  al  Con- 
sejo Supremo  de  Guerra  y  Marina,  en  el 
término  de  segundo  día,  de  toda  causa 
que  manden  formar  y  de  las  que  tengan 
principio  dentro  de  los  límites  de  sa  ju- 
risdicción, contándose  el  plazo  citado 
desde  que  el  hecho  hubiere  llegado  á  co- 
nocimiento de  aquéllas. 

Ai  propio  tiempo,  y  en  igual  plazo,  par- 
ticiparán al  Ministerio  de  Marina  las  cau- 
sas que  hayan  mandado  instruir  ó  se  si- 
gan en  los  buques  ó  territorio  de  su  juris- 
dicción, qne  sean  de  la  competencia  del 
Consejo  de  guerra  de  Oficiales  Generales, 
las  de  pérdida  de  buque,  varada  ó  abor- 
daje y  cualquiera  que  por  su  importancia 
lo  merezca. 

Todos  los  que  tengan  facultad  de  pre- 
venir la  formación  de  causas  por  de- 
litos de  la  competencia  de  la  jarisdioción 
de  Marina,  siempre  que  comiencen  un 
procedimiento  darán  caenta  á  la  Aatori- 
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dad  jaritdiccional  de  quien  dependan  en 
el  término  de  veinticaatro  horas. 

El  inatractor  encabeaará  el  aamario 
con  la  orden  de  proceder  y  la  ratificación 
del  parte,  denancia  ó  providencia  qoe 
dieee  origen  á  la  formeción  de  loa  proce- 
dimientoa. 

Art  74.  Cuando  resulten  méritos 
para  preceaar  á  nn  Senador  ó  Diputado  á 
Cortes,  la  Autoridad  jurisdiccional  obser- 
Tara  lo  que  las  leyes  generales  del  Reino 
diapongan  para  tales  caaos. 

Art.  75.  Cada  delito,  con  excepción 
de  los  qne  sean  conexos,  será  objeto  ,  de 
un  procedimiento  distinto. 

Art.  76.  Sólo  se  formarán  pieaaa  se- 
paradas: 

1.0  Cuando  ae  promuevan  incidentea 
qne  deban  resolverse  sin  paralizar  el  cur 
•o  de  laa  actuaciones  en  lo  principal. 

3.^  Cuando  unos  procesadoa  eatuvie 
ren  presentes  y  otros  auaentea. 

S.o  Cuando  las  pruebaa  de  culpabili 
dad  de  todos  loa  acusados  no  fueren 
igualea  y  la  importancia  del  delito  exi 
¿ese  un  pronto  y  ejemplar  castigo. 

Art.  77.  Las  diligencias  del  sumario 
«eran  secretas. 

Kl  marino  que  revelase  indebidamen- 
te el  secreto  del  sumario  Incurrirá  en  la 
reaponaabilidad  que  para  eate  caso  ae 
fialen  tas  leyes  comunes  al  funcionario 
publico  que  hicieae  igual  revelación. 

Art.  78.  Cuando  al  mes  de  haberse 
incoado  un  procedimiento  no  se  hubiese 
éate  terminado  para  verse  la  causa  en 
Consejo  de  guerra,  el  Instructor  dará 
parte  cada  semana  á  la  Autoridad  juris 
diccional  de  quien  dependa  de  las  oauaas 
qne  hubiesen  impedido  su  conclusión. 

Cuando  transcurriesen  dos  meses  sin 
terminarse  el  procedimiento,  al  mismo 
fin  que  ae  indica  en  el  párrafo  anterior, 
las  Autoridades  jurisdiccionales  darán 
igual  parte  aemanal  al  Conaejo  Supremo 
de  Guerra  y  Marina. 

Con  vista  de  cada  uno  de  estos  partea, 
laa  Autoridadea  juriadiccionales  y  el 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina 
acordarán  lo  que  consideren  máa  opor- 
tuno para  la  pronta  terminación  del  pro- 
cedimiento. 

Cap.  n.— De  la  intpeccián  ocular, 

Art.  79.  Cuando  el  delito  que  ae  per- 
sigue baya  dejado  vestigios  ó  pruebas 
materiales  de  su  pert>etración,  el  Ins- 
tructor los  recogerá  y  conservará  ai  fue- 
se posible,  procediendo  al  efecto  á  la 


inapecoión  ocular  y  á  la  deacripclón  de 
todo  aquello  que  pueda  tener  relación 
con  la  existencia  y  naturalexa  del  hecho. 

A  eate  fin  hará  conaignar  en  tas  ac- 
tuaciones la  descripción  del  lugar  del 
delito,  el  sitio  y  estado  en  qoe  se  hallen 
los  objetos  que  en  él  se  encuentren,  los 
accidentes  del  terreno  ó  situación  de  las 
habitaciones  ó  lugares,  y  todos  los  de- 
más detallea  que  puedan  utilizarse,  tan- 
to para  la  acusación  como  para  la  de- 
fensa. 

Art.  80.  Coando  fuere  conveniente 
para  mayor  claridad  ó  comprobación  de 
loa  hechoa,  ae  levantará  el  plano  del  lu- 
gar suficientemente  detallado,  ó  se  hará 
el  retrato  de  las  personaa  qne  hubiesen 
sido  objeto  del  delito,  ó  la  copia  ó  dise- 
fio  de  los  efectos  ó  instrumentos  det  mis- 
mo que  se  hubiesen  hallado. 

Art.  81.  Si  ae  trataae  de  cualquier  de- 
lito cometido  con  fractura,  escalamiento 
ó  violencia,  el  instructor  deberá  descri- 
bir los  vestigios  qne  haya  dejado,  y  con- , 
anltará  el  parecer  de  peritos  sobre  la 
manera,  instrumentos,  medios  ó  tiempo 
de  la  ejecución  del  delito. 

Art.  82.  Para  llevar  á  efecto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriorea,  podrá 
ordenar  el  Instructor  que  no  se  ausenten, 
durante  la  diligencia  de  descripción,  las 
personas  que  hubiesen  sido  halladaa  en 
lugar  del  delito,  y  que  comparezcan  ade- 
más inmediatamente  las  que  se  encontra- 
ren en  cualquier  otro  aitio  próximo,  re- 
cibiendo á  todas  separadamente  la  opor- 
tuna declaración. 

Art.  88.  Cuando  ño  hayan  quedado 
huellaa  ó  vestigios  del  delito  qne  se  per- 
siga, el  Instructor  averiguará  y  hará  cons- 
tar, siendo  posible,  si  la  desaparición  de 
las  pruebas  materiales  ha  ocurrido  natu- 
ral, casual  ó  intencionadamente  y  laa 
cansas  de  la  miama  ó  loa  medios  que  para 
ello  se  hubieren  empleado,  procediendo 
seguidamente  á  recoger  y  consignar  en  las 
actuacionea  laa  pruebas  de  cualquiera  cía 
seqúese  puedan  adquirir  acerca  de  la  per- 
petración del  delito. 

Art.  84.  Cuando  el  delito  fuere  de  los 
qne  no  dejan  huella  de  su  perpetración, 
el  Inatrnctor  procurará  hacer  constar  por 
declaracionea  de  testigos  y  por  los  demás 
medios  de  comprobación  la  ejecución  del 
delito  y  sus  circunstanciaa,  así  como  la 
preexistencia  de  la  cosa  cuando  el  delito 
hubieae  tenido  por  objeto  la  sustracción 
de  la  misma. 

Art.  86.  Todas  las  diligencias  com- 
prendidaa  en  este  capítulo  se  extenderán 
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por  escrito  en  el  acto  mismo  de  la  ins- 
pección ocular,  y  serán  firmadas  por  el 
Instructor,  ei  Secretario  y  las  personal 
que  se  bailaren  presentes. 

Árt.  86.  £1  Instructor  procurará  recoger 
en  los  primeros  momentos  las  armas,  ins- 
trumentos ó  efectos  de  cualquiera  clase 
que  puedan  tener  relación  con  el  delito 
y  se  hallen  en  lugar  en  que  éste  se  come- 
tió ó  en  sus  inmediaciones,  ó  en  poder 
del  reo  ó  en  otra  parte  conocida,  exten- 
diendo diligencia  expresiva  del  lugar, 
tiempo  y  ocasión  en  que  se  encontraren, 
describiéndolos  minuciosamente  para 
que  se  pueda  formar  idea  cabal  de  los 
mismos  y  de  las  circunstancias  de  su  ha- 
llazgo. 

La  diligencia  será  firmada  por  la  per- 
sona en  cuyo  poder  fueren  hallados  los 
enunciados  objetos,  notificándose  á  la 
misma  la  providencia  en  que  se  mande 
recogerlos. 

Art.  87.  Cuando  fuere  habida  In  per- 
sona ó  cosa  objeto  del  delito,  el  Instruc- 
tor describirá  detalladamente  su  estado 
y  circunstancias,  especialmente  todas  las 
que  tuviesen  relación  con  el  hecho  pu- 
nible. 

Si  por  tratarse  de  delito  de  falsificación 
cometido  en  documentos  ó  efectos  exis- 
tentes en  dependencia  del  Estado  hubie- 
re imprescindible  necesidad  de  tenerlos 
á  la  vista  para  su  reconocimiento  pericial 
y  examen  por  parte  del  Instructor  ó  Tri- 
bunal, se  reclamarán  á  las  correspondien- 
tes Autoridades,  las  que  tendrán  la  obliga- 
ción de  entregarlos,  sin  perjuicio  de  de- 
volverlos á  los  respectivos  centros  oficia- 
les después  de  terminada  la  causa. 

Art.  88.  £n  los  casos  de  los  dos  ar- 
tículos anteriores  ordenará,  también  el 
Instructor  el  reconocimiento  por  peritos, 
siempre  que  esté  indicado,  para  apreciar 
mejor  la  relación  con  el  delito,  de  los  lu 
gares,  armas,  instrumentos  y  efectos  á 
que  dichos  articulos  se  refieren,  hacién- 
dose constar  por  diligencia  el  reconoci- 
miento y  el  informe  pericial. 

Art.  89.  Cuando  en  el  acto  de  descri- 
bir la  persona  ó  cosa  objeto  del  delito  y 
los  lugaiVs,  armas,  instrumentos  ó  efec- 
tos relacionados  con  el  mismo,  estuvie- 
ren presentes  ó  fueren  conocidas  perso- 
nas que  puedan  declarar  acerca  del  modo 
y  forma  con  que  el  delito  hubiese  sido 
cometido,  y  de  las  causas  de  las  altera 
clones  que  se  observasen  en  dichos  lu- 
gares, armas,  instrumentos  ó  efectos,  ó 
acerca  de  su  estado  anterior,  dichas  per- 
sonas serán  examinadas  inmediatamen- 


te después  de  la  descripción,  y  sus  de- 
claraciones se  considerarán  como  com- 
plemento de  ésta. 

Art.  90.  Los  instrumentos,  armas  y 
efectos  á  que  se  refiere  el  art.  86,  se  mar- 
carán ó  sellarán,  si  fuere  posible,  acor- 
dando su  retención  y  conservación.  Las 
diligencias  á  que  esto  diere  lugar  se  fir- 
marán por  la  persona  en  cuyo  poder  se 
hubiesen  hallado,  y  en  su  defecto  por 
dos  testigos. 

Si  los  objetos  no  pudieren,  por  su  na- 
turaleza, conservarse  en  su  forma  pri- 
mitiva, el  Instructor  resolverá  lo  que  es- 
time más  conveniente  para  conservarlos 
del  mejor  modo  posible. 

Si  entre  los  objetos  recogidos  se  en- 
contraren cosas  ó  vasos  sagrados,  se  se- 
pararán de  los  demás,  guardándolos  apar- 
te, evitando  toda  profanación. 

Art.  91.  Si  fuere  conveniente  recibir 
algún  informe  pericial  sobre  los  medios 
empleados  para  la  desaparición  del  cuer- 
po del  delito  ó  sobre  las  pruebas  de  cual- 
quiera clase  que  en  su  defecto  se  hubie- 
sen recogido,  el  Instructor  lo  ordenará 
inmediatamente  en  la  forma  prevenida 
en  el  titulo  XI  de  esta  ley. 

Art.  92.  Si  la  instrucción  tuviese  lu- 
gar por  causa  de  muerte  sospechosa  de 
criminalidad,  antes  de  procederse  al  en- 
terramiento del  cadáver  ó  inmediatamen- 
te después  de  haberlo  exhumado,  se  ha- 
rá la  conveniente  descripción  del  estado 
en  que  se  encontrare,  procediéndose  á  la 
identificación  de  aquél  por  medio  de  tes- 
tigos que  declaren  dando  razón  satisfac- 
toria de  su  reconocimiento. 

A  falta  de  testigos,  se  expondrá  al  pú- 
blico el  cadáver,  si  su  estado  de  descom- 
posición no  lo  impide,  expresando  en  un 
cartel,  que  se  fijará  á  la  puerta  del  depó- 
sito, el  sitio,  día  y  hora  en  que  hubiese 
sido  hallado,  y  el  nombre  y  habitación 
del  Instructor  que  conozca  de  las  actua- 
ciones, á  fin  de  que  si  alguien  puede  su- 
ministrar noticias  pertinentes,  las  comu- 
nique al  expresado  Instructor. 

Si  á  pesar  de  todo  esto  no  hubiese  si- 
do reconocido  el  cadáver,  deberán  guar- 
darse todas  las  prendas  de  su  traje,  con 
el  fin  de  que  en  cualquier  tiempo  puedan 
servir  para  la  identificación. 

Siempre  se  procederá  á  hacer  la  autop- 
sia, á  cuya  diligencia  asistirán  el  Ins- 
tructor y^ecretario,  y  los  Profesores  Mé- 
dicos que  la  practiquen  describirán  exac- 
tamente la  operación  é  informarán  sobre 
el  origen  del  fallecimiento  y  sus  circuns- 
tancias. 
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DMpnéfl  86  procederá  al  enterrainien- 
to  dei  cadáver,  haciéndolo  constar  por 
diligencia,  así  como  el  lagar  y  demás  de- 
talles convenientes,  por  si  posteriormen- 
te se  hiciese  necesaria  la  exhumación. 

ArL  9$.  Coando  el  delito  sea  de  le- 
BÍones,  se  hará  constar  el  estado  del  he- 
rido y  de  la  ropa  qae  tosiera  puesta,  dis- 
poniendo el  reconocimiento  de  aqnól  por 
Profe»ore«  Médicos,  y  su  traslación  adon- 
de pueda  ser  convenientemente  asistido. 
Cuando  no  sea  necesaria  la  asistencia 
facultativa,  lo  manifestarán  así  al  Ins- 
tructor los  Profesores  Médicos. 

Para  el  norabramient4>  de  Profesores 
Médicos  se  acudirá  á  los  de  la  Armada, 
á  los  del  Ejército,  á  los  Forenses,  á  los 
Municipales  ó  á  los  particulares,  en  el 
orden  (|e  preferencia  en  que  se  dejan 
mencionados,  á  fin  de  que  presten  el  sec- 
vicio  méilico  forense  que  sea  necesario. 
Art.  94.  Los  Profesores  que  presten 
«I  servicio  médico  forense  están  obliga- 
dos á  practicar  todo  acto  ó  diligencia  pro- 
pios de  8U  profesión  é  instituto  con  el 
celo,  esmero  y  prontitud  que  la  natura- 
lesa  del  caso  exija  y  la  administración 
de  justicia  requiera. 

El  Instructor  podrá  nombrar  uno  ó 
más  Profesores  para  cada  caso,  según  es- 
time necesario. 

8¡  sólo  se  hubiere  nombrado  un  Pro- 
fesor Médico,  y  éste  por  la  gravedad  del 
caso  creyere  necesaria  la  cooperación  de 
uno  ó  más  comprofesores,  lo  manifestará 
al  Instructor  para  que  los  nombre,  si  así 
io  estimare  oportuno. 

Art.  96.  En  los  casos  de  envenena- 
miento, heridas  ú  otras  lesiones  cuales- 
quiera, el  Médico  nombrado  por  el  Ins- 
tructor para  el  servicio  forense,  quedará 
encargado  de  la  asistencia  facultativa  del 
paciente,  á  no  ser  que  éste  ó  su  familia 
prefieran  la  de  uno  ó  más  Profesores  de 
BU  elección,  en  cuyo  caso  conservará 
aquél  la  inspeirción  y  vigilancia  que  le 
incumbe  para  llenar  el  correspondiente 
servicio  médico  forense. 

Art.  96.  Cuando  el  Médico  ó  Médicos 
ilesignados  por  el  Instructor  no  estuvie- 
ren conformes  con  el  tratamiento  ó  plan 
•ie  curación  empleados  por  los  Faculta- 
tivos que  el  paciente  ó  su  familia  hubie- 
ren nombrado,  darán  parte  á  dicho  Ins- 
tructor á  los  efectos  que  en  justicia  pro- 
cedan. 

£1  Instructor,  cuando  tal  discordia  re 
Buitare,  designará  mayor  número  de  Pro- 
fesores Médicos  para  que  manifiesten  su 
parecer,  y  se  consignarán  todos  los  datos 


necesarios,  qne  se  tendrán  presentes  para 
cuando  haya  de  fallarse  la  causa. 

Art.  97.  Cuando  los  heridos  ingresen 
en  establecimientos  públicos  civiles  ó 
militares,  el  servicio  médico  forense  se 
desempeñará  por  los  Médicos  del  esta- 
blecimiento donde  permanecieren  los  le- 
sionados. 

Art.  98.  Si  el  lesionado  se  hallare  en 
peligro  de  muerte,  se  le  recibirá  declara- 
ción prescindiendo  de  las  fórmulas  ordi- 
narias, é  interrogándole  principalmente 
sobre  el   autor,  cansa  y   circunstancias 

I   del  delito. 

Art.  99.  Los  Profesores  Módicos  en-/ 
cargados  de  la  asistencia  de  un  herido 
están  obligados  á  dar   parte  del  estado 

I   del  mismo  en  los  períodos  que  el  Instruc- 

i    tor  les  designe. 

I       En  caso  que  sobrevenga  alguna  nove- 

l   dad,  están  obligados  igualmente  á  poner- 

j    la   en   conocimiento   del   Instructor  sin 

;   pérdida  de  tiempo. 

Art.  100.  Cuando  se  obtenga  la  cura- 
ción de  un  herido,  los  Profesores  Médi- 
cos encargados  del  mismo  se  presenta- 
rán al  Instructor  prestando  declaración 
jurada,  expresando  en  ella  la  curación, 
el  tiempo  empleado  para  conseguirla,  la 
duración  de  la  asistencia  facMiltativa^  el 
tiempo  que  hubiere  estado  inútil  el  pa- 
ciente para  el  trabajo  á  que  antes  se  hu- 
biere dedicado  habitualniente,  y  el  esta- 
do en  que  hubiere  quedado  á  consecuen- 
cia de  las  lesiones. 

Art.  101.  En  los  procedimientos  por 
delitos  contra  la  propiedad,  en  cuales- 
quiera otros  en  que  deba  hat^erse  constar 
la  preexistencia  de  las  cosas  objeto  de 
ios  mismos,  si  no  hubiere  testigos  pre- 
senciales del  hecho,  se  practicarán  dili- 
gencias para  acreditar  los  antecedentes 
de  las  personas  perjudicadas  y  la  ma- 
yor ó  menor  probabilidad  de  que  dichos 
objetos  estuviesen  en  su  poder  antes  de 
serles  sustraídos. 

Art.  102.  Para  valorar  los  daños  cau- 
sados por  el  delito,  se  interrogará  al  due- 
ño ó  persona  perjudicada,  y  se  acordará 
siempre  el  reconocimiento  perjcial,  faci- 
litando el  Instructor  ó  los  pernos  las  co- 
sas y  elementos  directos  de  apreciación 
sobre  que  hubiere  de  recaer  el  informe. 
Si  las  cosas  que  se  hubieren  de  apreciar 
por  los  peritos  no  pudiesen  ser  halladas, 
el  justiprecio  se  hará  aproximadamente, 
teniendo  presente  los  peritos,  siendo  po- 
sible, otras  iguales,  y  siempre  las  circuns- 
tancias con  que  el  perjudicado  y  testigos 
describan  los' objetos  del  delito. 
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Art.  108.  Aanqne  el  procesado  se  con- 
fiese aator  del  delito  desde  los  t>rimeros 
momentos,  se  practicarán  siempre  las  di- 
ligencias qae  conduzcan  á  la  comproba- 
ción del  mismo  y  de  sus  circunstancias. 

Cap.  m.— Z>c  la  idmtificaoiófi 
del  delincuente. 

Art.  104.  Cuando  resulten  en  la  cansa 
cargos  <;ontra  persona  determinada,  el 
Instructor  procederá  contra  ésta,  á  no  ser 
que  por  cualquier  motivo  se  considere 
incompetente,  eu  cuyo  caso  lo  pondrá  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  jurisdiccio- 
nal para  que  acuerde  lo  que  proceda. 

Art.  105.  Cuantos  dirijan  cargo  á  de- 
terminada persona  deberán  reconocerla 
judicialmente  si  el  Instructor,  los  acusa- 
dores ó  ej  mismo  inculpado  «onceptúan 
fnndadaQiente  precisa  la  diligencia  para 
la  identificación  de  este  último  con  rela- 
ción á  los  designantes,  á  fin  de  que  no 
ofrezca  duda  quién  es  la  persona  á  que 
éstos  se  refieren. 

Art.  106.  La  diligencia  de  reconocí 
miento  se  practicará  poniendo  á  la  vista 
del  que  hubiere  de  verificarlo  la  persona 
que  haya  de  ser  reconocida,  haciéndola 
comparecer  en  unión  con  otras  de  cir- 
cunstancias exteriores  semejantes.  A  pre- 
sencia de  todas  ellas,  ó  desde  un  punto 
en  que  no  pudiere  ser  visto,  según  al  Ins- 
tructor pareciere  más  conveniente,  el  que 
deba  practicar  el  reconocimiento  mani- 
festará si  se  encuentra  en  la  rueda  ó 
grupo  la  persona  á  quien  hubiese  hecho 
referencia  en  sus  declaraciones,  desig- 
nándola, en  caso  afirmativo,  clara  y  de- 
terminadamente. 

En  la  diligencia  que  se  extienda  se 
harán  constar  todas  las  circunstancias 
del  acto,  así  como  los  nombres  de  te  dos 
los  que  hubieren  formado  !a  rueda  ó 
grupo. 

Art.  107.  Cuando  fueren  varios  los 
que  hubieren  de  reconocer  á  una  misma 
persona,  la  diligencia  expresada  en  el  ar- 
ticulo anterior  deberá  practicarse  sepa- 
radamente con  cada  uno  de  ellos,  sin  que 
puedan  comunicarse  entre  sí  hasta  que 
•e  haya  efectuado  el  último  reconoci- 
miento. 

Cuando  fueren  varios  los  que  hubieren 
de  ser  reconocidos  por  una  misma  perso- 
na, podrá  hacerse  el  reconocimiento  de 
todos  en  un  solo  acto. 

Art.  108.  £1  grupo  ó  rueda  que  se  for- 
me para  el  reconocimiento  se  compondrá, 
cuando  menos,  de  seis  personas,  siempre 


que  sea  una  sola  la  que  haya  de  ser  obje* 
to  del  acto;  pero,  á  ser  posible,  se  aumen* 
taran  tres  más  por  cada  una  de  las  que 
deban  ser  reconocidas. 

Art.  109.  £1  que  detuviere  á  alguien 
en  concepto  de  culpable,  tomará  las  pre- 
cauciones necesarias  para  evitar  que  el 
detenido  haga  en  su  persona  ó  traje  alte- 
raciones que  puedan  dificultaran  recono- 
cimiento. 

Iguales  precauciones  tomarán  los  en- 
cargados de  la  custodia  de  los  detenidos 
ó  presos;  debiendo  cuidar  además  de  con- 
servar los  trajes  que  llevasen  éstos  al  in- 
gresar en  las  prisiones,  si  por  algún  moti- 
vo tuviesen  que  usar  otro. 

Art.  lio.  Si  se  originase  alguna  duda 
sobre  la  identidad  del  procesado,  se  pro- 
curará acreditar  ésta  por  cuantos  medios 
fueren  conducentes  al  objeto. 

Art.  111.  El  Instructor  hará  constar, 
con  la  minuciosidad  posible,  las  sefias 
personales  del  procesado,  á  fin  de  que  la 
diligencia  pueda  servir  de  prueba  de  su 
identidad. 

Art.  112.  Podrá  también  el  Instructor 
recibir  declaración  acerca  de  la  conducta 
del  procesado,  á  todas  las  personas  que, 
por  el  conocimiento  que  tuvieren  de 
éste,  puedan  ilustrarle  sobre  ello. 

Art.  lis.  Si  el  procesado  fuera  marino 
ó  peí*teiieciese  al  Ejército,  se  reclamará 
desde  luego,  para  unir  á  los  autos,  copia 
certificada  de  su  filiación  ú  hoja  de  ser- 
vicios y  de  la  de  hechos,  cuyos  documen- 
tos deberán  además  contener  las  califica- 
ciones y  notas  de  concepto  que  los  inte- 
resados hubiesen  merecido  antes  de  la 
comisión  del  delito. 

Si  el  procesado  no  fuese  marino  ni  per- 
teneciese al  Ejército,  se  unirá  á  los  autos 
certificación  de  su  nacimiento  y  de  sus 
antecedentes  penales. 

Cuando  no  fuere  posible  averiguar  el 
Registro  civil  ó  parroquia  en  que  deba 
constar  el  nacimiento  ó  el  bautismo  del 
procesado,  no  existiesen  su  inscripción  y 
partida,  y  cuando  por  manifestar  el  pro- 
cesado haber  nacido  en  punto  lejano  hu 
hiere  necesidad  de  emplear  mucho  tiem- 
po en  traer  á  la  causa  la  certificación 
oportuna,  no  se  detendrá  el  curso  de  las 
actuaciones  y  se  suplirá  el  documento 
de  que  se  habla  en  el  párrafo  anterior  por 
informe  que  acerca  de  la  edad  def  pro- 
cesado, y  previo  su  examen  físico,  dieren 
dos  ó  más  Médicos  nombrados  por  el  Ins- 
tructor. 

El  Instructor  hará  información  respec- 
to al  criterio  del  procesado  mayor  de  noe- 
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ve  afios  y  menor  de  quince,  y  especinl- 
mente  con  relación  al  hecho  que  hubiere 
dado  motivo  á  la  inatrocción  de  la  cAoaa, 
empleando,  si  lo  creyere  necesario,  el  in- 
forme pericial. 

Para  esta  información  aeran  oídaé  las 
persomiM  qii»*  puedan  deponer  con  acierto 
por  ana  circtinatanciHe  personales  y  por 
isa  relacion«*s  que  hayan  tenido  con  el 
procesado  antes  y  deapnés  de  haberse 
ejecutado  el  hecho  En  aa  defecto  se 
Qombrarán  dos  Profesores  de  instrucción 
primaria  y  un  Médico  para  que  examinen 
al  procesado  y  emitan  su  dictamen. 

Art  114.  Coando  el  Instructor  advir 
tiese  en  el  procesado  indicios  de  enaje- 
nación mental,  le  someterá  á  la  observa- 
ción fie  Profesores  Médicos  en  el  esta- 
blecimiento en  que  estuviere  preso,  ó  en 
otro  público  si  fuese  más  á  proposito  ó 
se  hallase  en  libertad.  Para  determinar 
el  establecimiento  en  que  haya  de  ser 
observado  el  procesado,  recubrirá  eí ^Ins- 
tructor á  la  A  utoridad  jurisdiccional  de 
quien  dependa,  proponiéndole  lo  que  crea 
más  conveniente,  la  cual  resolverá  inme- 
diatamente lo  que  proceda. 

El  Instructor  recibirá  además  cuantas 
declaraciones  é  informes  crea  conducen- 
tes á  la  averiguación  del  estado  mental 
del  sometido  á  reconocimiento,  ain  para- 
lizar el  cnrso  de  las  actuaciones. 

Art.  115.  Si  la  demencia  sobreviniera 
después  de  cometido  el  delito,  concluso 
que  sea  el  sumario,  se  mandará  archivar 
U  cansa  haata  que  el  procesado  recobre 
la  aalnd,  disponiéndose  además  respecto 
de  éste  lo  que  el  Código  penal  común 
prescribe  para  los  que  ejecutan  el  hecho 
en  estado  de  demencia. 

Bi  habióse  algún  otro  procesado  por 
raión  del  mismo  delito  que  no  se  encon- 
trase en  el  caso  del  anterior,  continuará 
la  cansa  solamente  en  cnanto  al  mismo. 

TIT.  VII. — Ds    LAS    DtOt.ABAOlOVtS 

Gafitvlo  paiMsao.— Z>6  las  declaraciones 
en  general. 

Art.  1 16.  El  Instructor  recibirá  decla- 
raciones á  cuantas  personas  puedan  su- 
ministrar notíciaa  ó  pruebas  para  la  com- 
probación del  delito  y  averiguación  de 
loe  culpables. 

En  todas  las  declaraciones  se  consig- 
narán íntegramente  las  pregnntaa  del 
Instructor  y  reapnestas  del  declarante. 

Art.  1 17.  Los  declarantes  podrán  dic- 
tar BUS  declaraciones,  y  leer  por  si  mis-  ' 


mos  las  que  presten.  No  haciendo  uso  de 
este  derechq,  se  las  leerá  el  Secretario 
antes  de  autorisarlas. 

Art.  118.  Cuando  el  que  declare  no 
supiere  el  idioma  eapafiol,  ae  nombrará 
un  Intérprete  con  título,  ai  lo  hubiese  en 
el  pofhlo,  y  en  su  defecto  nn  Maeetro 
del  curreapon'lient*^  idioma,  y  ai  tampo- 
co lo  hnbit*re,  t-uaiquiera  perauna  que 
lo  sepa. 

Si  in  aun  de  esta  manera  pudiera  ob- 
tenerse la  traducción,  y  las  revelaciones 
que  se  esperen  del  testigo  fueren  impor- 
tantes, se  redactará  el  pliego  de  pregun- 
tas que  hayan  de  dirigírsele,  y  se  remi- 
tirá á  la  oficina  de  la  Interpretación  de 
lenguas  del  Ministerio  de  Estado,  para 
que,  con  preferencia  á  todo  otro  trabajo, 
sean  traducidas  al  idioma  que  hable  el 
testigo. 

El  interrogatorio,  ya  traducido,  se  en- 
tregará ai  testigo,  para  que  á  presencia 
del  Instructor  se  entere  de  su  contenido 
y  redacte  por  escrito  en  su  idioma  las 
oportunas  contestaciones,  las  cuales  se 
remitirán,  del  mismo  modo  qué.  las  pre- 
guntas, á  la  Interpretación  de  lenguaa. 

Eatas  diligencias  las  practicarán  loa 
Inatructores  con  la  mayor  actividad. 

Art.  119.  Cuando  el  declarante  tea 
sordomudo,  ai  éupiere  leer,  ae  le  harán 
por  escrito  las  preguntaa  que  deba  con- 
testar; si  supiere  escribir,  contestará  á 
ellas  por  escrito,  y  ¿i  no  supiere  ni  lo 
uno  nf  lo  otro,  se  nombrará  intérprete, 
que  deberá  ser  Maestro  titular  de  sordo- 
mudos, si  lo  hubiere  en  el  pueblo,  ó  á 
falta  de  él,  cualquiera  que  sepa  comu- 
nicarse con  el  declarante. 

Art.  120.  Los  Intérpretes,  antes  de 
comenzar  á  ejercer  su  cargo,  preatarán 
siempre  juramento  ante  el  Inatructor  y 
á  presencia  de  los  declarantes  á  quienes 
sirvan,  prometiendo  conducirse  bien  y 
fielmente  en  el  desempeño  del  mismo. 

Art.  121.  Laa  declaracionea  ae  firma- 
rán por  todoB  los  que  intervengan  en 
el  acto. 

Art.  122.  No  se  harán  al  declarante 
preguntas  capciosaa  ni  sugeetivaa,  ni  con 
él  se  empleará  coacción,  engaño,  prome- 
aaa  ó  artificio  alguno  para  obligarle  ó  in- 
ducirle á  que  declare  en  determinado 
sentido. 

Art.  128.  £1  Instructor  evacuará  laa 
citas  que  en  las  declaracionea  se  hagan  y 
sean  pertinentes. 

Art.  124.  Todo  declarante,  si  quisiere, 
podrá  rubricar  cada  uno  de  los  folios  de 
su  declaración. 
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Art.  125.  Si  al  extender  la  declaración 
•e  cometiere  algún  error»  ó  el  declarante 
qaieiere  aclarar  algún  concepto,  ae  con- 
fljgnará  todo  á  continuación  de  aqnéllaa, 
sin  qae  en  ningún  caso  se  puedan  hacer 
en  ella  enmiendas  ni  entrerrenglonaduras. 

Cap.  II.— Z)6  la8  deelaradonei 
de  los  testigos. 

Art.  126.  Las  personas,  de  cu'álquiera 
clase  y  jerarquía  que  sean,  residentes  en 
territorio  espafiol,  que  no  estén  impedi- 
das, tendrán  obligación  de  concurrir  al 
llamamiento  judicial  para  declarar  cuanto 
supieren  sobre  lo  que  les  fuere  pregunta 
do  por  el  Instructor,  sí  para  ello  se  les 
'  cita  con  las  formalidades  prescritas  en 
la  ley. 

Art.  127.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  anterior,  están  exentos  de  de- 
clarar: 

£t  Rey,  su  Consorte,  el  Príncipe  here- 
dero y  el  Regente  del  Reino. 

ArL  128.  Están  exceptuados  de  con- 
currir al  llamamiento  del  Instructor,  pero 
no  de  declarar: 

1.0    Las  demás  Personas  Reales. 

2.0  Los  Embajadores  y  Representan- 
tes diplomáticos  acreditados  cerca  <lel 
Gobierno  espafiol. 

3.0    Los  Ministros  de  la  Corona. 

4.0  Los  Presidentes  del  Senado,  del 
Congreso  de  los  Diputados,  del  Consejo 
de  Estado,  del  Tribunal  Supremo;  del 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  de 
los  Tribunales  de  Cuentas  del  Reino,  de 
lo  Contencioso,  de  la  Rota  y  de  las  Orde 
nes  militares. 

6.0  El  Almirante  de  la  Armada  y  los 
Capitanes  Generales  del  Ejército. 

6.0  Los  Comandantes  generales  de 
laa  escuadras  y  Generales  en  Jefe  de  los 
Ejércitos. 

7.0  Los  Capitanes  generales  de  De- 
partamento, Comandantes  generales  de 
los  A  postaderos  y  Comandantes  genera- 
les de  Cuerpo  de  Ejército. 

8.0    Los  Arzobispos  y  Obispos. 

9.0  Los  Oficiales  generales  de  la  Ar- 
mada y  del  Ejército,  y  sus  asimilados. 

10.  Los  Consejeros  de  Estado  y  Fis- 
cal del  mismo  Cuerpo,  los  Magistrados  y 
Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  los  Minis- 
tros y  Fiscales  de  los  Tribunales  de  Cuen- 
tas, de  lo  Contencioso  administrativo,  de 
ia  Rota  y  de  las  Ordenes  militares. 

11.  Las  Autoridades  judiciales  de 
sualqnier  orden. 

12.  Los  Gobernadores  civiles,  los  Al- 


caldes, los  Directores  de  los  diversos  ra- 
mos de  la  Administración  y  los  Subsecre- 
tarios de  los  Ministerios. 

Art.  129.  Las  personas  designadas 
en  el  númerp  1  o  del  artículo  anterior  de- 
clararán por  escrito  lo  que  supieren,  con- 
testando las  preguntas  que  en  el  oportu- 
no interrogatorio  eleve  ¿aquéllas  el  Ins- 
tructor, por  conducto  de  la  Autoridad  ju- 
risdiccional y  Ministro  de  Marina. 

Art.  ISO.  Las  personas  comprendidas 
en  el  número  2.*  del  art.  128  de  esta  ley, 
serán  invitadas  á  prestar  su  declara- 
ción por  escrito,  remitiéndose  al  efecto 
al  Ministerio  de  Estado,  por  conducto  dé 
la  Autoridad  jurisdiccional  y  Ministerio 
de  Marina,  interrogatorio  que  comprenda 
los  extremos  á  que  deban  contestar. 

Si  se  negare  á  declarar,  la  Autoridad 
jurisdiccional  pasará  al  Ministerio  de  Ma- 
rina testimonio  instructivo. 

Art.  181.  Las  personas  designadaa  en 
los  números  8.0,  4.^  5.o,  6.o,  7,o  y  8.o  del 
citado  artículo  1 28  de  esta  ley,  declararán 
en  su  propia  morada,  á  la  cual  concurrirá 
el  Instructor  de  cualquiera  clase  que  sea, 
previo  aviso  del  día  y  hora  que  éste  haya 
sefialado  para  verificar  el  act«». 

Art.  182.  Las  personas  comprendidas 
en  los  diez  últimos  puntos  del  referido 
articulo  128  de  esta  ley,  declararán  por 
certificado  cuando  lo  hagan  sobré  hechos 
de  que  tengan  conocimiento  por  razón  de 
sus  cargos. 

En  los  demás  casos,  las  personas  á  que 
se  refieren  los  números  9.o,  10,  11  y  12 
del  citado  art.  128,  comparecerán  á  de- 
clarar en  la  residencia  oficial  que  según 
el  artículo  188  estuviere  asignada  al  Ins- 
tructor si  éste  fuere  de  la  clase  de  Oficia- 
les generales,  y  si  fuere  un  Jefe  ú  Oficial 
particular,  pasará  éste  al  domicilio  ó  re- 
sidencia oficial  de  aquéllas  á  recibirles 
las  declaraciones  que  sean  necesarias. 

Las  reglas  establecidas  en  este  artículo 
y  los  anteriores  respecto  á  los  testigos, 
se  observarán  igualmente  cuando  deban 
declarar  sus  cónyuges. 

Art.  188.  Las  personas  de  cualquiera 
otra  clase  declararán  ante  el  Instructor 
en  su  residencia  oficial,  que  les  será  de- 
signada en  cada  caso,  según  las  condicio- 
nes de  la  localidad,  por  la  Autoridad  juris- 
diccional, el  Comandante  de  Marina  de^ 
la  provincia  ó  el  Jefe  superior  de  buque 
ó  fuerzas  destacadas. 

Las  Autoridades  llamadas  á  sefialar  la 
residencia  oficial  que  determina  este  ar- 
tículo, procurarán  que  en  la  situación  de 
aquélla  concurran  las  condiciones  nece- 
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•«Has  á  fin  de  caasar  las  menores  Mo- 
lestias á  los  testigos.  ▼ 

Árt.  184.  Están  dispensados  de  la 
obligación  de  declaran 

í.o  £1  defensor  respecto  á  los  hechos 
qae  sapiere  por  revelación  del  procesado. 

1.®  Los  parientes  de  éste  en  línea  di- 
recta, ascendiente  ó  descendiente,  sn  cón- 
yuge, sos  hermanos  consanguíneos  ó  ute- 
riDOS,  y  tos  laterales  consanf^níneos  has- 
ta el  segundo  grado  civil,  así  como  tam- 
bién los  hijos  natnrales,  respecto  á  la 
madre  siempre,  y  del  padre  caando  es- 
tuvieren reconocidos,  y  la  madre  y  el  pa- 
dre naturales  en  ignalea  casos. 

£1  Instructor  advertirá  al  testigo  que 
se  halle  comprendido  en  el  párrafo  ante 
rior,  qae  no  tiene  obligación  de  declarar 
en  contra  del  procesado,  pero  que  puede 
hacer  las  manifestaciones  que  considere 
oportanas,  consignándose  la  contestación 
qae  diere. 

8!  alguno  de  lob  testigos  se  encontrase 
en  las  relaciones  indicadas  en  los  parra- 
foe  anteriores  con .  uno  ó  varios  de  los 
procesados,  estará  obligado  á  declarar 
reepecto  á  los  demás,  á  no  ser  que  su  de- 
claración pudiera  comprometer  á  su  pa* 
fíente  ó  defendido. 

Art.  136.  No  podrán  ser  obligados  á 
declarar  como  testigos: 

\.o  Los  eclestásticcTs^  y  los  ministros 
de  los  coitos  disidentes  sobre  hechos  que 
les  fueren  revelados  en  el  ejercicio  de  las 
funciones  de  su  ministerio. 

2,^  Los  funcionarios  públicos,  tanto 
civiles  como  militares,  de  cualquiera  ola- 
ee  que  sean,  cuando  no  pudieren  decla- 
rar sin  violar  el  secreto  que  por  razón  de 
sus  cargos  estnviesen  obligados  á  guar- 
dar, ó  cuando  procediendo  en  virtud  de 
obediencia  debida,  no  fuesen  autoriíados 
por  su  superior  jerárquico  para  prestar 
la  declaración  que  se  les  pida. 

Z,^  Los  incapacitados  física  ó  moral- 
mente. 

Art.  186.  Si  fuere  urgente,  ó  un  testi- 
go estuviere  físicamente  impedido  de 
acudir  al  llamamiento  judicial,  el  Ins- 
tructor que  hubiere  de  recibir  la  declara- 
ción se  constituirá  en  el  domicilio  del 
testigo,  siempre  que  el  interrogatorio  no 
haya  de  poner  en  peligro  la  vida  del  en- 
fermo. 

Art  187.  El  que  sin  estar  comprendi- 
do en  las  excepciones  referidas  en  los  ar- 
tículos anteriores  dejase  de  cumplir  con 
los  deberes  que  la  presente  ley  impone  á 
los  testigos,  incurrirá  en  las  responsabi- 
lidades que  las  leyes  generales  estable- 


cen para  tales  casos,  sin  perjuicio  de  ser 
conducido  á  la  presencia  del  Instructor 
por  los  dependientes  de  la  Autoridad 
cuando  se  resistiere  á  comparecer. 

Art.  1 ZB.  Las  declaraciones  de  los  tes 
tigos  ausentes  se  recibirán  valiéndose  de 
los  medios  establecidos  en  el  título  V 
de  esta  ley. 

Art.  189.  En  el  sumario  declararán 
secreta  y  separadamente  los  testigos. 

£1  Instructor  podrá  mandar  que  se 
cotidusra  á  los  mismos  al  lugar  en  que 
hubieren  ocurrido  los  hechos  para  exa- 
minarles allí  ó  poner  á  su  presencia  los 
objetos  sobre  que  hubiere  de  versar  fu 
declaración: 

En  este  último  caso  podrá  el  Instruc- 
tor poner  á  presencia  del  testigo  dichos 
objetos,  solos  ó  mesclados  con  otros  se- 
mejantes, adoptando  además  todas  las 
medidas  qfie  su  prudencia  le  sugiera 
para  la  mayor  exactitud  de  la  declaración. 

Art.  140.  Tanto  en  las  declaraciones 
como  en  los  careos,  los  testigos  mayores 
de  catorce  afios  prestarán  juramento 
de  decir  todo  lo  que  supieren  y  les  fuese 
preguntado.  Los  menores  de  esta  edad 
declararán  sin  aquel  requisito. 

Cada  testigo  prestará  juramento  cou 
arreglo  á  su  religión. 

£1  Instructor,  antes  de  empezar  la  de  • 
claración,  enterará  á  todo  testigo  de  la 
obligación  que  tiene  de  decir  verdad, ha- 
ciéndole saber,  además,  que  si  faltase  é 
ella,  incurrirá  en  la  pena  sefialada  por  la 
ley  al  reo  de  falso  testimonio. 

Art.  141.  Los  Oficiales  de  todos  los 
Cuerpos  de  la  Armada,  los  que  tengan  el 
carácter  de  tal  y  los  Guardias  marinas, 
cualquiera  que  sea  el  fuero  del  Tribunal 
ante  el  que  comparezcan,  prestarán  jura- 
mento por  su  honor,  extendiendo  la 
mano  derecha  sobre  el  pnfio  de  la  espada, 
y  todos  los  demás  en  nombre  de  Dios  con 
arreglo  á  su  religión. 

Art.  142.  Recibido  el  juramento,  el 
testigo  manifestará  su  nombre,  apellidos, 
apodo  si  lo  tiene,  edad,  estado,  profesión, 
arte  ú  oficio,  si  conoce  ó  no  al  procesado 
y  al  ofendido,  si  tiene  con  alguno  de  ellos 
parentesco,  amistad,  enemistad  ó  relacio- 
nes de  cualquiera  otra  clase,  si  tiene  inte- 
rés directo  ó  indirecto  en  la  cansa,  si  ha 
estado  procesado,  por  qué  delito  y  la  pena 
que  se  le  impuso. 

Art.  143.  El  Instructor  dejará  al  tes- 
tigo referir  los  hechos  sobre  que  declare, 
y  solamente  le  exigirá  las  explicaciones 
que  sean  conducentes  á  desvanecer  los 
conceptos  oscuros  ó  contradictorios. 
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DeapnÓB  le  dirigirá  lae  preguntas  qne 
estime  oportunas  para  el  esclarecimiento 
de  los  mismos  hechos. 

Art.  144.  Al  testigo  le  será  permitido 
<iictar  por  sí  mismo  sa  declaración,  pero 
no  valerse  de  otra  que  lleve  escrita,  si 
bien  podrá  consultar  apuntes  ó  memo- 
rias sobre  datos  que  sean  difíciles  de  re- 
cordar. 

Art.  146.  Cuando  la  declaración  tenga 
por  objeto  la  evacuación  de  alguna  cita, 
no  se  leerá  al  testigo  el  contenido  de  ésta, 
ni  diligencia  algunaqne  quebrante  el  se- 
creto del  sumario. 

Cap.  ni.— Oe  lai  declaraeUmek 
de  loi  proce$ado$, 

Art.  146.  El  procesado  comparecerá  á 
declarar  ante  el  Instructor  de  la  causa  en 
la  residencia  oficial  sefialada  en  el  ar- 
tículo 138,  y  cuando  esté  preso,  las  de 
claracioues  se  le  recibirán  en  la  misma 
prisión. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se 
entiende  sólo  como  regla  general,  pudien- 
de  el  Instructor,  cuando  las  circunstan- 
cias lo  exijan,  recibir  las  declaraciones 
de  loe  procesados  en  el  sitio  que  crea 
más  conveniente. 

Art  147.  Si  el  procesado  estuviere  de- 
tenido se  le  recibirá  la  primera  declara- 
ción dentro  del  término  de  veinticuatro 
horas. 

Este  plaso  podrá  prorrogarse  por  otras 
cuarenta  y  ocho  si  mediare  causa  grave, 
l«  cual  se  expresará  en  la  providencia  en 
que  se  acordase  la  prórroga. 

Art.  148.  £1  procesado  no  podrá,  á 
pretexto  de  incompetencia  del  Instruc* 
tor,  excusarse  de  contestar  á  las  pregun- 
tas que  se  le  dirijan,  si  bien  podrá  protes- 
tar la  incompetencia,  consignándose  así 
en  los  autos. 

Art.  149.  Los  procesados  prestarán 
cuantas  declaraciones  se  crean  necesa- 
rias para  la  averiguación  de  los  hechos 
que  sean  objeto  del  procedimiento. 

£1  Instructor  al  recibirlas  no  les  exigi- 
rá juramento,  pero  les  exhortará  á  que 
•digan  la  verdad. 

Art.  160.  En  ningún  caso  podrán  ha- 
cerse al  procesado  cargos  ni  reconvencio- 
nes, ni  se  le  leerá  parte  alguna  del  suma- 
rio, á  excepción  de  las  declaraciones  por 
éi  prestadas  anteriormente,  caso  que  lo 
pidiere. 

Art.  151.  En  la  primera  declaración 
se  interrogará  al  procesado  por  su  nom- 
bre y  apellidos  paterno  y  materno,  apodo, 


ed^,  naturaleza,  vecindad,  estado,  em- 
pldp,  profesión,  oficio  ó  modo  de  vivir;  s» 
sabe  leer  y  escribir;  si  fué  procesado  an- 
teriormente, por  qué  delito,  ante  qué  Tri- 
bunal, qué  pena  te  fué  impuesta,  si  la- 
cumplió  y  si  conoce  el  motivo  por  qué  se^ 
le  procesa,  haciéndosele  saber  en  caso  ne- 
gativo. 

Guando  pertenezca  á  las  clases  de  ma* 
rinería,  tropa  ó  asimilados,  se  le  pregun- 
tará además  por  el  buque,  cuerpo  ó  de> 
pendencia  en  que  sirviere;  quién  le  pren^ 
dio,  por  qué  causa,  en  qué  día,  hora  y  si- 
tio, y  si  se  le  han  leído  las  leyes  penales. 

£1  Instructor  ouidará  también  de  que 
se  consignen  las  sefias  personales  del 
reo,  á  fin  de  poder  identificarle  en  cnaU 
quier  tiempo. 

Art.  162.  Las  relaciones  que  hagan, 
los  procesados  ó  respuestas  que  den  se- 
rán orales.  Sin  embargo,  el.  Instructor,, 
teniendo  siempre  en  cuenta  las  circuns^ 
tancias  de  aquéllos  y  la'  naturaleza  de  la 
causa,  podrá  permitirles  que  redacten  á 
sü  presencia  una  contestación  escrita 
sobre  puntos  díficiles  de  explicar,  ó  qne 
también  consulten  á  su  presencia  apun- 
tes ó  notas. 

Art.  168.  AI  procesado  se  le  pondrán- 
de  manifiesto  los  objetos  que  ten^tfin  re- 
lación con  el  delito  para  que  los  reconoz- 
ca. Se  le  interrogará  también  acerca  de 
la  procedencia  de  los  mismos,  de  su  des 
tino  y  de  la  razón  de  encontrarse  en  si» 
poder  los  que  le  hubieran  sido  ocupados. 

Art.  164.    Cuando  el  Instructor  consi- 
dere conveniente  examinar  al  presunta 
culpable  en  el  lugar  en  que   hubiesen 
ocurrido  los  hechos  perseguidos  ó  ante 
personas  ó  cosas  con  ellos  relacionados,, 
dispondrá  su  traslación  á   dicho  lugar < 
para  ser  en  él  interrogado,  ó  pondrá  á. 
su  presencia  las  personas  ó  efectos,  pu- 
diendo  mostrarle  estos  állimos  solos  6 
mezclados  con  otros  semejantes,  y  adop 
tar  cualquier  medida  que  le  sugiera  su 
celo  para  el  mejor  éxito  de  la  diligencia. 

También  podrá  ordenar  al  procesado 
que  escriba  á  su  presencia  algunas  pala- 
bras ó  frases,  siempre  que  conriidere  útil 
este  medio  para  desvanecer  las  dudas  que 
ocurran  sobre  la  legitimidad  de  un  escri- 
to que  se  le  atribuya. 

Art.  165  Si  el  procesado  se  qegare  á 
declarar  O  á  contestar  alguna  pregunta, 
el  Instructor  le  excitará  á  que  conteste 
haciéndole  reflexiones  por  las  que  com  • 
prenda  que  su  silencio  no  le  favorecerá 
ni  servirá  de  obstáculo  para  que  la  causa 
siga  su  curso. 
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Art.  166.  La  decUración  deberá  reci* 
^irae  secretamente  y  en  an  tolo  acto,  á 
no  ser  qae  por  aa  tiiucha  extensión  ó  por 
Tasones  muy  atendibles,  creyese  el  Ins- 
tructor conveniente  snspenderla. 

Art.  167.  El  procesado  podrá  decla- 
rar coantaii  veces  qni^iere,  y  el  Instruc- 
tor lo  rodbirá  inmediatamente  la  decla- 
ración si  tuviere  relación  con  la  cansa. 

Art.  168.    £1  Instructor  enterará  siem 
pro  al  procesado  del  derecho  que  tiene  á 
•loor  so  declaración. 

Art.  169.  8i  en  las^declaraciones  pos- 
teriores se  pusiere  el  procesado  en  con- 
trsdicMsión  con  sus  declaraciones  prime- 
ras, ó  retractare  sus  confesiones  anterio  • 
res,  deberá  ser  interrogado  sobre  el  mó- 
vil de  sns  contradicciones  y  sobre  las 
cansas  de  su  retractación. 

Art.  160.  La  confesión  del  procesado 
no  dispensará  al  Instrnctor  de  practicar 
todas  las  diligencias  necesarias,  á  fin  de 
adquirir  el  convencimiento  de  la  verdad 
-áñ  la  confesión  y  de  la  existencia  del 
deHto. 

Con  este  objeto  el  Instructor  interro- 
^rá  al  procesado  confeso  para  que  ex- 
plique todas  las  circunstancias  del  delito 
y  cnanto  pueda  contribnir  á  comprobar 
su  confesión,  si  fué  autor  ó  cómplice,  y 
4i  conoce  á  algunas  personas  que  fue- 
ren testigos  ó  tuvieren  conocimiento  del 
hecho. 

Art.  161.  No  se  leerán  al  procesado 
los  fandamento<«  de  la  providencia  de  in- 
comunicación cuando  le  fuere  notificada, 
«ü  se  le  dará  copia  de  ellos. 

Art.  162.  Para  recibir  declaración  al 
f)roc<^do  menor  de  edad,  no  habrá  ne- 
cesidad de  nombrai^le  curador. 

TITULO  VIII 

Oapitülo  tÍHioo.— i>e/  careo  de  los  testigos 
y  de  los  procesados. 

At%.  168.  Guando  los  testigos  ó  los 
procesados  entre  sí,  ó  aquéllos  con  éstos, 
discordaren  acerca  de  algún  hecho  ó  de 
algona  circunstancia  que  interese  en  el 
•amario,  podrá  el  Instructor  celebrar 
careo  entre  los  que  estuvieren  discordes, 
sin  que  esta  diligencia  deba  tener  lugar, 
por  regla  general,  más  que  entre  dos  per- 
sonas á  la  vez. 

Art.  164.  £1  careo  se  verificará  ante 
el  Instructor,  leyendo  el  Secretario  á  los 
procesados  ó  testigos  entre  quienes  ten- 
^  Ingar  el  acto  las  declaraciones  que  hu- 
bieren prestado,  y  preguntando  el  pri- 


mero á  los  testigos,  después  de  recordar- 
les su  juramento  y  que  incurren  en  pena- 
lidad por  falso  testimonio,  si  se  ratifican 
en  ellas  ó  tienen  alguna  variación  que 
hacer. 

£1  Instructor  hará  notar  en  seguida 
las  contradicciones  que  resulten  en  di- 
chas declaraciones,  é  invitará  á  los  carea- 
dos para  que  se  pongan  de  acuerdo  en- 
tre sí. 

Art.  166.  Fl  Instructor  hará  que  el  Se- 
cretario consigne  por  diligencia  todo  lo 
que  ocurriere  en  el  acto  del  careo,  tas 
preguntas,  contestaciones  y  reconvencio- 
nes que  mutuamente  se  hicieren  los  ca- 
reados, así  como  lo  que  se  observe  en  la 
actitud  de  éstos  durante  el  acto,  y  firmará 
la  diligencia  con  todos  los  concurrentes, 
expresando,  si  alguno  no  lo  hiciere,  la 
razón  que  para  ello  alegue. 

Art.  166.  £1  Instructor  no  permitirá 
que  los  careados  se  insulten  ó  amenacen. 

Art.  167.  No  se  practicarán  careos 
sino  cuando  no  haya  otro  medio  de  com- 
probar la  existencia  del  delito  ó  la  culpa- 
bilidad de  alguno  de  los  procesados. 

TITULO  IX 

Capitulo  úirico. — De  la  detención  é  inco- 
municación del  procesado  y  déla  libertad 
provisional. 

Art.  168.  La  detención  de  las  perso 
ñas  que  aparezcan  acusadas  de  delito 
sometido  á  la  jurisdicción  de  Marina,  po- 
drá verificarse: 

1  .<>  Por  las  Autoridades  ó  Jefes  facul- 
tados para  ordenar  la  formación  ó  pre- 
vención de  las  actuaciones  judiciales. 

2.0  Por  cualquiera  persona  en  caso  de 
delito  flagrante. 

8.0  Por  el  Juez  instrnctor  del  proce- 
dimiento. 

Art.  169.  En  los  casos  l.o  y  2.o  del  ar- 
tículo anterior,  los  detenidos  serán  pues- 
tos á  disposición  del  Instructor,  á  la  ve» 
que  se  comunique  á  éste  su  nombra- 
miento. 

En  el  CASO  del  número  8.o,  el  Instruc 
tor  dará  inmediata  cuenta  de  la  detención 
á  la  Autoridad  ó  Jefe  de  quien  el  deteni 
do  dependa. 

Art.  170.  Si  no  resultasen  indicios  de 
culpabilidad  que  justifiquen  la  prisión,  el 
Instructor  dictará  la  libertad  de  los  pre- 
suntos reos. 

Art.  171.  El  Instructor  dictará  provi- 
dencia de  prisión  contra  todo  presunto  reo 
de  un  delito  al  que  esté  señalada  por  las 
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leyes  pena  qoe  consista  en  la  privación 
de  libertad  y  exceda  en  dnracíón  á  seis 
afioB. 

Art.  172.  En  las  cansas  en  qne  al  de- 
lito qne  se  persiga  esté  sefialada  por  las 
leyes  pena  qne  consista  en  privación  de 
libertad,  y  cuya  duración  sea  inferior  A 
seis  años  y  snperior  A  seis  meses,  perma 
necerá  el  presanto  reo  en  libertad  si  sn 
calidad  ó  circunstancias  notoriamente 
sospechosas  no  hicieren  temer  su  fuga, 
en  cuyo  caso  se  le  constituirá  ó  no  en  pri- 
sión, al  prudente  arbitrio  del  Instructor. 

Si  sólo  motivase  la  sospecha  el  dndar 
se  de  la  identidad  de  la  persona,  mientras 
ésta  no  resulte  identificada  permanecerá 
en  prisión. 

La  libertad  de  qne  trata  este  artículo 
podrá  decretarse  bajo  fiansa  ó  sin  ella. 

Art.  173.  En  las  causas  sobre  delitos 
.  á  que  esté  sefialada  por  las  leyes  pena 
qne  consista  en  privación  de  libertad,  y 
cuya  duración  no  exceda  de  seis  meses, 
cometidos  por  personas  sospechosas  ó 
sin  arraigo  y  familia,  ni  establecimiento 
fijo,  podrá  exigir  el  Instructor  qne  los 
precintos  reos  se  presenten  periódica- 
mente, ó  decretar  cualquiera  otro  género 
de  medidas  de  inspección  y  vigilancia 
para  evitar  su  ausencia. 

Cualquiera  infracción  de  dichas  medi- 
das de  parte  del  procesado,  hará  proce- 
dente la  providencia  de  prisión. 

Art.  174.  Toda  profidencia  de  prisión 
será  motivada. 

El  Instructor,  apreciando  el  mérito  de 
las  actuaciones,  consignará  en  su  provi- 
dencia que  existe  motivo  racional  bastan- 
te para  presumir  que  el  sumariado  es 
autor,  cómplice  ó  encubridor  del  delito 
por  qne  se  procede,  y  además  el  funda- 
mento qne  corresponda,  según  los  casos 
siguientes: 

1.0  8i  la  prisión  se  funda,  con  arreglo 
al  art.  171  de  esta  ley,  en  la  ciase  ó  du- 
ración de  la  pena  sefialada  al  delito,  citan- 
do el  artículo  del  Código  penal  en  que 
aquélla  esté  impuesta. 

2.0  Si  la  prisión  procede,  no  porrasón 
del  delito  ni  de  la  pena  al  mismo  sefiala- 
da, sino  por  alguna  de  las  causas  desig- 
nadas en  los  arts.  172  y  178  de  esta  ley, 
haciendo  mención  en  la  providencia  de 
las  cansas  que  motiven  la  prisión. 

Art.  175.  Para  llevar  á  efecto  la  pro- 
videncia de  prisión  se  expedirán  dos 
mandamientos:  uno  al  funcionario  que 
haya  de  ejecutarla  y  otro  al  Jefe  del  es  - 
tablecimtento  donde  haya  de  recibirse  el 
preso. 


Los  mandamientos,  firmados  por  el 
Instructor  y  Secretario,  contendráii: 

1.0  El  nombre,  apellido,  empleo  y 
destino  del  InstiHictor. 

2.0  La  persona  á  quien  se  comete  Ih 
prisión. 

8.0    El  delito  por  que  se  procede. 

4.0  El  nombre,  apellidos  ó  sobrenom 
bre  del  presunto  reo,  su  empleo,  profe- 
sión ó  clase,  naturalesa,  domicilio  jr  de- 
más sefias  generales  ó  partieulares  que^ 
consten  ó  se  hubieren  adquirido  desa 
persona  para  designarla  clara  y  distinta- 
mente, 

6.**  La  cárcel  ó  prisión  militar  donde- 
se  haya  de  conducir  al  presunto  reo. 

6  o    Si  ha  de  estar  ó  no  incomuiiicado. 

Cuando  el  preso  haya  de  enviarse  á  es- 
tablecimiento militar  se  expedirá  además^ 
atento  oficio  á  la  Autoridad  superior  mi  - 
litar  de  la  localidad  de  quien  dependa  ek 
establecimiento,  suplicándole  dé  las  órde- 
nes oportunas. 

Art.  176.  Si  los  detenidos  lo  hubie- 
ren sido  por  orden  del  Jues  Instructor,  y 
después  no  conceptuase  necesaria  la  de- 
tención, los  pondrá  desde  luego  en  liber 
tad,  dando  conocimiento  del  hecho  á  la 
Autoridad  jurisdiccional  con  todas  ír»- 
explicaciones  que  justifiquen  su  proceder. 

Art  177.  £1  procesado  podrá  pedir 
que  se  le  ponga  en  libertad  si  se  creyese 
con  derecho  á  ello,  y  el  Instructor  corsa- 
rá  la  petición  á  la  Autoridad  jurisdiccio 
nal  con  su  informe. 

Art.  178.  Los  marinos  sufrirán  la  de- 
tención ó  prisión  en  los  buques.  Arse- 
nales, cuarteles,  castillos,  Capitanías  dti 
puertos  ó  prisiones  militares  qne  hubiere^ 
en  el  puerto  ó  localidad,  y  en  su  defecto, 
en  prisiones  civiles,  con  separación  de 
los  demás  presos  ó  detenidoa,  aunque  los- 
procese  jurisdicción  extrafia. 

Art.  179.  El  acusado  que  estuviere  en 
libertad  deberá  permanecer  en  el  lugar 
donde  se  sigan  las  actuaciones,  con  la 
obligación  de  presentarse  al  Instructor 
en  el  sitio  y  plazos  qoe  se  le  sefiale. 

Art.  180.  Durante  el  sumario,  el  Ins- 
tructor dispondrá  la  incomunicación  del 
acusado  cuantas  veces  lo  crea  conve- 
niente. 

Esta  no  podrá  durar  más  tiempo  que- 
el  necesario  para  evitar  confabulaciones 
de  los  presuntos  culpables  entre  sí  ó  con 
personas  extrafias. 

Art.  181.  La  incomunicación  no  será 
obstáculo  para  que  el  detenido  asista  á  las 
diligencias  judiciales  en  que  su  presencia- 
sea  conveniente. 
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TITULO  X 

OAFtTVLO  tvíco.'-Sueldoi  y  socarroé  á  los 
proce$ado§, 

Art  ISS.  Lo0  individooa  de  la  dase 
de  tropa  de  iofantería  de  Marina  aio  go- 
ce de  baber,  pretoe  y  anmariadoe  en  la 
PeBÍnaola  ó  en  aliramar,  percibirán  el  so 
corro  de  60  céntimoa  diariot  y  ración 
de  pan. 

Lea  claaea  de  marinería  ea  igaalea  con- 
dietonea,  diafratarán  ración  ordinaria  de 
Armada  sin  vino,  y  el  socorro  de  0*0626 
peeoa  diaríoe  en  nitramar  y  0*126  pese- 
tea  en  la  Penfnaala,  ■aminiatrándoae 
adetnáa,  por  eaenta  de  la  Hadenda,  las 
prendaa  de  veatoario  indiepenaabiee. 

Art,  189.  Loa  oflcialea  aometidos  á 
procedimiento  criminal  percibirán  el 
aneldo  entero  de  an  empleo  ó  situación 
dorante  el  aomario.  ain  perjuicio  de  lo  es- 
tablecido en  el  art  244  de  esta  ley. 

Igoai  regla  se  seguirá  respecto  á  todos 
loa  individuos  de  Cuerpos  subalternos  de 
la  Armada  ó  maestransa  permanente, 
eoando  disfruten  sueldo  fijo  igual  ó  ma- 
yor qoe  el  señalado  á  los  Alféreces  de  In  • 
^fanterla  de  Marina. 

Al  elevarse  la  causa  á  plenario,  todas 
laa  personas  mencionadas  en  los  dos  pá- 
rrafcia  anteríovea  cobrarán  sólo  medio 
aneldo  de  su  empleo  en  actividad. 

Art.  184.  Las  cantidades  que  se  ba- 
yan  dejado  de  percibir  con  arreglo  á  lo 
diapaesto  en  el  artículo  anterior,  se  de- 
Tolverán  á  todo  el  que  fuere  absuelto. 

Art.  186.  Lis  individuos  de  las  clases 
de  marinería  ó  tropa  y  sus  asimiladoa, 
eon  goce  de  baber,  lo  percibirán  íntegro 
dorante  la  sostonciación  del  procedi- 
miento. 

TITULO  XI 

Cafitülo  único. — Del  informe  pericial, 

Art.  186.  Siempre  que  para  conocer  ó 
apreciar  algún  hecbo  ó  circunstancia  im- 
portante en  el  sumario  fuesen  necesarios 
6  convenientes  conocimientos  especiales, 
el  Instructor  acordará  el  informe  peri- 
dal. 

Presteráo  preferentemente  este  servi- 
cio los  peritos  marinos  ó  del  ramo  de 
goerra,  en  an  defecto  se  recurrirá  á  los 
forenses  ó  titulares  que  hubiere  en  el  lu 
gar  de  la  causa,  y  en  último  extremo  á 
loa  no  titulares  que  reúnan  conocimientos 
prácticos. 


Art.  187.  Todo  reconocimiento,  exa- 
men ó  análisis  pericial,  se  hará  por  dos 
peritos  cuando  menos. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que  no  hu- 
biere más  que  uno  en  el  lugar  y  no  fuere 
posible  esperar  la  llegada  de  otros  sin 
graves  inconvenientes  para  el  curso  rápi- 
da del  sumario. 

Art.  188.  A  los  peritos  se  les  hará  sa- 
ber SQ  nombramiento  por  medio  de  orden 
ú  oficio;  pero  cuando  lo  exija  la  urgencia 
del  caso,  bastará  hacerlo  verbal  mente, 
consignándolo  así  por  diligencia. 

Art.  189.  Nadie  podrá  negarse  á  con- 
currir al  llamamiento  del  Instructor  para 
desempefiar  un  servicio  pericial,  si  no  es- 
tuviese legítimamente  impedido. 

En  este  caso,  deberá  ponerlo  en  cono- 
cimiento del  Instructor  en  el  acto  de  re- 
cibir el  nombramiento,  para  que  se  pro- 
vea á  lo  que  haya  lugar. 

£1  perito  que  sin  excusa  legítima  se 
negare  á  desempefiar  el  servicio  pericial, 
podrá  ser  compelido  á  ello  é  incurrirá  en 
laa  responsabilidades  que  las  leyes  se- 
fialen. 

Art.  190.  No  podrán  prestar  informe 
pericial  acerca  del  delito,  cualquiera  que 
sea  la  persona  ofendida,  los  que,  «egún 
el  artículo  184  de  esta  ley,  no  están  obli- 
gados á  declarar  como  testigos. 

£1  perito  qpe,  hallándose  comprendido 
en  alguno  de  los  caeos  de  dicho  artículo, 
preste  el  informe  sin  poner  antes  esto 
circunstancia  en  conocimiento  del  Ins- 
tructor que  le  hubiera  nombrado,  incurri- 
rá en  la  responsabilidad  que  las  leyes  se 
fialen. 

Art.  191.  El  Instructor  exigirá  á  loa 
peritos  el  juramento  de  proceder  bien  y 
fielmente  en  el  desempefio  de  su  cargo, 
antes  de  comenzar  á  ejercerlo. 

Art  192.  Los  peritos  darán  su  infor- 
me por  medio  de  declaración  y  les  será 
permitido  dictar  la  fórmula  que  llevaren 
escrito. 

Laa  Academias  ó  Corporaciones  cien- 
tíficas á  quienes  se  reclame  informe  peri- 
cial, lo  evacuarán  por  medio  de  oficio.  La 
petición  de  este  informe  la  hará  el  Ins- 
tructor por  conducto  de  la  Autoridad  ju- 
risdiccional de  quien  dependa. 

Art.  198.  El  Instructor  manifestará 
clara  y  determinadamente  á  los  peritos 
el  objeto  de  su  informe  y  les  facilitará 
medios  materiales  para  el  desempefio  de 
su  cometido,  acudiendo,  cuando  él  no  los 
tuviere,  á  la  Autoridad  local  de  Marina,  y 
en  su  defecto  á  la  militor  ó  á  la  civil. 

Art  194.    £1  acto  pericial  será  presidi- 
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do  por  el  Instractor,  con  atiatencia  del 
Secretario,  y  el  informe  deberá  com* 
prender: 

1  o  La  deacripción  de  la  peraona  ó 
eoaa  qae  aea  objeto  del  reconocimiento, 
aaí  como  del  eatado  y  forma  en  qoe  ae 
hallaren  al  aer  reconocidaa. 

3.0  La  relación  detallada  de  todaa  laa 
operacionea  practicadaa  por  loa  peritoa  j 
del  reaaltado  de  ellaa. 

8.<>  Laa  concluaionet  qae  formulen 
como  reaaltado  de  dichaa  operacionea, 
conforme  á  loa  principioa  y  reglaa  de  aa 
ciencia  ó  arte. 

Art.  196.  Si  loi  peritoa  tuvieran  nece- 
aidad  de  deatrair  ó  alterar  las  auttanciaa 
ú  objetoa  que  analicen,  deberán  conaer- 
varae,  á  aer  poaible,  parte  de  el  loa  en  po- 
der del  Inatrnctor,  para  que  en  caao  nece- 
aario  pueda  bacerae  noevo  análiaia 

Art.  196.  Si  loa  peritoa  neceai taren 
deacanao,  el  Inatrnctor  podrá  concederlea 
para  ello  el  tiempo  neceaario. 

También  podrá  auapender  la  diligencia 
baata  otra  bora  ú  otro  día,  cuando  lo  exi- 
ja au  naturalesa. 

En  este  caao  el  Inatrnctor  adoptará  las 
precauciones  convenientes  para  evitar 
cnalqyier  alteración  en  la  materia  de  la 
diligencia  pericial. 

Art  197.  Después  de  hecho  el  reco* 
Docimiento  podrán  los  peritos,  si  lo 
pidieren»  retirarae  por  el  tiempo  absola- 
tamente  preciso  al  aitio  qae  el  Instructor 
les  sefiale  para  deliberar  y  redactar  las 
conclusiones. 

Art.  198.  El  Instructor  podrá,  por  su 
propia  iniciativa  ó  por  reclamación  de 
las  partea  preaentea  ó  de  sus  defensores, 
hacer  á  los  peritos,  cuando  produzcan  sus 
conclusiones,  las  preguntaa  que  estime 
pertinentes  y  pedirle  las  aclaraciones  ne^ 
cesarlas. 

Laa  conteataciones  de  los  peritos  se 
considerarán  como  parte  de  su  informe. 

Art.  199.  Si  los  peritos  estuviesen  dis- 
cordes y  su  número  fuese  par,  nombrará 
otro  el  Instructor. 

Oon  intervención  del  nuevamente  nom- 
brado se  repetirán,  sí  fuere  posible, 
las  operaciones  que  hubiesen  practicado 
aquélloa,  y  ae  ejecutarán  las  demás  que 
parecieren  oportunas. 

Si  no  fuere  posible  la  repetición  de  las 
operaciones  ni  la  práctica  de  otraa  nue- 
vaa,  la  intervención  del  perito  última- 
mente nombrado  se  limitará  á  deliberar 
con  lo  demás  con  vista  de  laa  diligencias 
de  reconocimiento  practicadas, y  á  forma- 
Jar  luego  con  quien  estuviere  conforme, 


ó  separadamente  si  no  lo  estuviere  con 
ninguno,  sus  conclusiones  motivadas. 

Art.  200.  Loa  que  no  alendo  aforados 
de  Marina  ó  Gnerra  preaten  aervicioa  pe- 
riciales á  virtud  de  orden  judicial,  podrán 
reclamar  los  honorarioa  ó  indemnisacio 
nea  qae  lea  correspondan,  coando  no  ten- 
gan en  concepto  de  peritoa  retribución  fija 
por  el  Eatado,  por  la  provincia  ó  por  el 
Municipio. 

Los  honorarioa  ó  indemnizacionea  ae 
satisfarán,  en  su  caso,  con  cargo  á  los 
fondos  que  el  Gobierno  designe. 

TITULO  xn 

GAPlTaLO  ÚHioo.— De  la  entrtida  y  regigtro 
en  lugat  cerrado,  del  de  lü>ro8  y  pape- 
/es,  y  de  la  detención  y  apertura  de  la 
corre$pondencia, 

Art.  201.  Nadie  podrá  entrar  en  el  do- 
micilio de  un  espafioi  ó  extranjero  re- 
sidente en  Espafia  sin  su  consentimien* 
to,  excepto  en  los  casos  y  en  la  forma  ex- 
preaamente  previstos  en  las  leyes. 

Art.  202.  El  Instructor  podrá  disponer 
la  entrada  y  registro  de  día  y  de  noche 
en  todos  los  edificios  y  Jugares  públicos^ 
cuando  hubieae  indicios  de  encontrarse 
en  elloa  el  delincuente,  efectoa  ó  inatra* 
mantos  del  delito,  libros,  papeles  ú  otros 
objetos  que  puedan  servir  para  el  dea- 
cnbrin^iento  ó  comprobación  del  que  ae 
persiga. 

Art.  208.  Se  reputan  edificios  ó  luga- 
res públicos  para  los  efectos  del  articulo 
anterior:  % 

1.0  Los  destinados  á  cualquier  servi- 
cio oficial  del  Estado,  de  la  provincia  ó 
del  Municipio,  aunque  habiten  en  elloa 
los  encargados  de  dicho  servicio  ó  de  la 
conaervación  del  edificio  ó  lugar.. 

2.0  Loa  deatinados  á  establecimiento 
de  reunión  ó  recreo. 

8.0  Oualesquiera  otros  que  no  consti- 
tuyan domicilio  de  un  particular. 

4.0    Loa  buques  del  Estado. 

Art.  204.  Para  la  entrada  y  regiatro 
en  el  palacio  de  cualquiera  de  los  Ouerpos 
Golegisladores,  se  necesita  de  la  autoriza- 
ción del  Presidente  respectivo. 

Art.  206.  Para  la  entrada  y  registro 
en  laa  dependenciaa  del  Ejército  ó  de  ta 
Armada  y  en  los  buques  del  Estado, 
deberá  preceder  periniso  del  Jefe  supe- 
rior respectivo,  que  lo  otorgará  ó  no  bajo 
su  responsabilidad. 

Art.  206.  Para  la  entrada  y  registro 
en  los  templos  y  demás  lugares  religio- 
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•ot,  tMaUrá  pasar  recado  de  atención  á 
las  penonaa  á  cayo  cargo  estuvieren. 

8e  exceptúa  de  lo  diapnesto  en  el  pá- 
rrafo anterior  toa  conventos  con  claosara, 
^ae  aeran  considerados  como  domicilio 
de  un  partieolar,  y  para  cnya  entrada  se 
pedirá  el  consentimiento  á  la  Antoridad 
eelesiáalica. 

Art  307.  Se  entenderá  qoe«  preata  sa 
censen  ti  miento  aquel  qae,  requerido  por 
quien  hobiete  de  efectuar  la  entrada  y  re- 
gistro para  que  los  permittf,  ejecuta  por 
su  parte  loa  actos  necesarios  que  de  ól 
dependan  para  que  puedan  tener  efecto, 
8in  invocar  la  inviolabilidad  que  recono- 
ce al  domicilio  el  art.  6.0  de  la  Constitu- 
ción del  Estado. 

Art  308.  Si  ae  tratase  de  edificio  ó 
tugar  público,  de  los  comprendidos  en 
los  números  I  o  y  S.o  del  krt.  208,  que  no 
sean  del  Ejército  ó  de  la  Armada,  el  Ins- 
tructor reclamará  el  permiso  á  la  Autori- 
dad ó  Jefe  de  que  aquellos  dependan  en 
la  miama  población,  bastando  que  sea 
verbal  en  casos  de  urgencia. 

Si  no  lo  otorgase  en  el  término  que  se 
le  fije,  se  ejecutará  el  acto,  pasando  aviao 
al  encargado  de  la  conservación  ó  custo- 
dia del  edificio  ó  lugar  en  que  haya  de 
efectuarse. 

Art  209.  Cuando  el  edificio  ó  lugar 
fuese  de  los  comprendidos  en  el  número 
3.<»  del  artículo  208,  el  aviso  se  dará  á  la 
persona  que  se  halle  al  frente  del  esta- 
blecimiento de  reunión  ó  recreo,  ó  á  quien 
baga  sus  veces,  si  aquélla  estuviere  au- 
sente. 

Art  210.  Podráasimismo  el  Instructor 
ordenar  én  los  casos  indicados  en  el  ar- 
ticulo 202  la  entredi^ y  registro,  de  día  ó 
de  noche  si  la  urgencia  lo  hiciere  nece- 
sario, en  cualquier  edificio  ó  lugar  cerrado 
ó  parte  de  él,  que  constituya  dumicilio  de 
cualquier  espafiol  ó  extranjero  residente 
en  Espafia;  pero  precediendo  siempre  el 
consentimiento  del  interesado,  conforme 
•e  previene  en  el  artículo  6.*  de  la  Cons- 
títoción;  ó  á  falta  de  consentimiento,  en 
Tirtud  de  providencia  motivada,  que  se 
notificará  á  la  persona  interesada  in- 
mediatamente ó  lo  más  tarde  dentro  de 
las  veinticuatro  horas  de  haberse  dic- 
tado. 

Art.  211.  Cuando  nó  fuese  habido  el 
interesado  á  la  primera  gestión  en  su 
basca,  el  aviso  se  dejará  á  la  persona 
<?itcargada  del  domicilio  que  sea  mayor 
<ie  edad,  prefiriendo  á  los  individuos  de 
U  familia.  ^ 

No  hallándose  á  nadie  se  hará  constar 


esta    circunstancia    por   diligencia  que 
'suscribirán  dos  testigos. 

Art  212.  Practicadas  las  diligencias 
que  se  establecen  en  los  artículos  206, 
208,  200,  210  y  21 1  de  esta  ley,  según 
los  casos,  se  procederá  á  la  entrada  y  re 
gistro,  empleando  para  ello,  si  fuere  nece- 
sario, el  auxilio  de  la  fuerza. 

Art.  218.  Se  reputa  domicilio  para  el 
objeto  de  los  artículos  anteriores: 

1.0  Los  Palacios  Reales,  estén  ó  no  ha- 
bitadoa  por  el  Monorca. 

2.0  £1  edificio  ó  lugar  cerrado  ó  par- 
te de  él,  destinado  principalmente  á  la 
habitación  de  cualquier  espafiol  ó  extran- 
jero residente  en  Espafia. 

8.0    Loa  buques  nacionales  mercantes. 

4.^  Los  buques  mercantes  extranje- 
ros surtos  en  nuestras  aguas  territo- 
riales. 

Art  214.  Para  registrar  en  el  Palacio 
en  que  se  hallare  residiendo  el  Rey,  será 
necesario  obtener  Rnal  licencia  por  con- 
ducto del  Mayordomo  mayor  de  S.  M. 

En  donde  el  Rey  no  residiere  la  licen- 
cia se  solicitará  directamente  del  Jefe  ó 
empleado  que  tuviere  á  su  cargo  la  cus- 
todia del  edificio  ó  del  que  haga  sus  ve- 
ces, si  estuviese  ausente  al  solicitarse 
aquélla. 

Art.  21 5.  Los  cafés,  tabernas,  casas  de 
comidas,  posadas  y  demás  establecimien- 
tos de  índole  análoga  no  se  reputarán 
como  domicilio  de  los  que  se  encuentren 
ó  residan  en  ellos  accidental  ó  temporal- 
mente, y  lo  serán  tan  sólo  de  los  taber- 
neros, hosteleros,  posaderos,  fondistas  ú 
otras  personas  que  se  hallaren  á  su  fren- 
te y  habitaren  allí  con  sus  familias  en  la 
parte  del  edificio  á  este  servicio  desti- 
nada. 

Art.  216.  La  providencia  de  entrada  y 
registro  en  domicilio  de  un  particular 
será  siempre  fundada;  y  el  Instructor  ex- 
presará en  ella  concretamente  el  edificio 
ó  lugar  cerrado  en  que  haya  de  verificar- 
se, y  si  tendrá  lugar  tan  sólo  de  día. 

Art.  217.  Para  la  entrada  y  registro 
en  loa  edificios  destinados  á  la  habita- 
ción ú  oficina  de  los  Representantes  de 
Naciones  extranjeras  acreditados  cerca 
del  Gobierno  de  Espafia,  se  pedirá  á  és- 
tos la  venia  por  medio  de  atento  oficio, 
rogándoles  que  contesten  en  el  término 
de  doce  horas. 

Transcurrido  este  plazo  sin  obtener 
contestación  ó  cuando  el  Representante 
denegase  el  permiso,  el  Instructor  lo 
pondrá  inmediatamente  en  conocimien- 
to de  la  Autoridad  local  de  Marina,  y  si 
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no  la  hubiere,  eo  el  de  la  jariadiccíonal 
de  qaien  el  Instrocctor  dependa,   em- 
pleando-para  ello  el  telégrafo,  ai  lo  hn 
biere. 

La  Autoridad  que  recibiere  esta  comu- 
nicación la  trasladará  por  el  medio  más 
rápido  posible  al  Ministro  de  Marina,  á 
fin  de  que  proceda  á  lo  que  hubiere  lugar. 

Art.  *218.  £n  lus  buques  mercantes  ex- 
tranjeros no  se  podrá  entrar  sin  la  auto- 
rización de  su  Capitán,  ó  si  éste  la  dene- 
gase, sin  la  del  Cónsul  de  su  nación. 

A  falta  de  una  y  otra,  se  observarán 
las  formalidades  precritas  para  entrar  en 
el  domicilio  de  un  particular. 

En  los  buques  extranjeros  de  guerra, 
la  falta  de  autorización  del  Comandante 
se  suplirá  por  la  del  Embajador  ó  Mínis- 
>  tro  de  la  nación  á  que  pertenezcan. 

ArU  210.  En  las  habitaciones  de  los 
Cónsules  extranjeros,  y  en  sus  oficinas, 
se  podrá  entrar  pasándoles  previamente 
recado  de  atención  y  observándose  las 
formalidades  prescritas  en  la  Constitu- 
ción del  Estado  y  en  las  leyes. 

Art.  220.  Desde  el  momento  en  que 
el  Instructor  acuerde  la  entrada  y  regis- 
tro en  cualquier  edificio  ó  lugar  cerrado, 
adoptará  las  medidas  de  vigilancia  con 
venientes  para  evitar  qne  se  defraude  de 
algún  modo  el  objeto  de  la  diligencia,  va- 
liéndose para  ello  de  la  fuerza  pública,  si 
lo  considerase  necesario. 

Art.  221.  El  registro  se  hará  á  presen- 
cia del  interesado  ó  de  la  persona  que 
legítimamente  le  represente. 

8i  aquél  no  fuese  habido,  ó  no  quisie- 
re concurrir  ni  nombrar  representante, 
se  practicará  á  presencia  de  un  individuo 
Ue  su  familia,  mayor  de  edad. 

8i  no  le  hubiere  se  hará  á  presencia  de 
dos  testigos  vecinos  del  mismo  pueblo. 

El  registro  se  practicará  siempre  á 
presencia  del  Secretario  y  dos  testigos, 
sin  contar  los  de  que  habla  el  párrafo 
anterior,  extendiéndose  acta,  que  firma, 
rán  todos  los  concurrentes. 

La  resistencia  del  interesado,  de  su 
representante,  de  los  individuos  de  la  fa- 
milia y  de  los  testigos  á  presenciar  el  re- 
gistro, producirá  la  responsabilidad  de- 
clarada en  el  Código  penal  común  á  los 
reos  del  delito  de  desobediencia  grave  á 
la  Autoridad,  sin  perjuicio  de  que  la  dili- 
gencia se  practique. 

8i  no  se  encontrasen  las  personas  ú 
objetos  que  se  busquen  ni  pareciesen 
indicios  sospechosos,  se  expedirá  una 
certificación  del  acta  á  la  parte  intere- 
sada, si  la  reclamare. 


Art.  222.  Al  practicar  los  registros  de- 
berán evitarse  las  inspecciones  inútiles, 
procurando  no  perjudicar  ni  importunar 
al  interesado  más  de  lo  necesario,  y  ss 
adoptarán  todo  género  de  precauciones 
para  no  comprometer  su  reputación  ni 
hacer  públicos  sus  secretos,  si  no  intere- 
saren á  la  instrucción. 

Art.  229.  Sólo  se  suspenderá  el  acto 
del  registro  cuando  por  algún  motivo 
muy  justificado  no  sea  posible  conti- 
nuarlo. 

En  caso  de  suspensión,  además  de  las 
medidas  de  vigilancia  de  que  trata  el 
art.  220,  el  Instructor  podrá  acordar  que 
se  cierre  y  selle  el  local  y  ios  muebles  no 
registrados,  en  cuanto  esta  precaución  se 
considere  necesaria  para  evitar  la  fuga 
de  la  persona  ó  la  sustracción  de  las  co- 
sas que  se  buscaren,  previniendo  á  los 
que  se  hallen  en  el  edificio  ó  lugar  de  la 
diligencia  que  no  levanten  los  sellos» 
violenten  las  cerraduras  ni  permitan 
que  lo  hagan  otras  personas,  bajo  la  res- 
ponsabilidad establecida  en  las  leyes. 

Art.  224.  En  la  diligencia  que  se 
extienda  sobre  la  entrada  y  registro  en 
el  edificio  ó  lugar  cerrado,  sé  expresarán 
los  nombres  de  las  personas  que  inter- 
vengan, los  incidentes  que  ocurran,  la  re- 
lación de  lo  registrado  por  el  orden 
con  que  se  lleve  á  efecto,  los  resultados 
obtenidos  y  la  hora  en  que  se  principia 
y  acaba.  » 

Art.  226.  No  se  ordenará  el  registro 
de  los  libros  y  papeles  de  contabilidad 
del  procesado  ó  de  otra  persona  sino 
cuando  hubiere  indicios  graves  de  qne  de 
esta  diligencia  resultará  el  descubrimien- 
to ó  la  comprobaci<ni  de  algún  hecho  ó 
circunstancia  importante  en  la  causa. 

Art.  226.  El  Instructor  recogerá  lo» 
intrumentos  y  efectos  del  delito,  y  podrá 
recoger  también  los  libros,  papeles  ó  cua- 
lesquiera otras  cosas  que  se  hubiesen  en- 
contrado, si  esto  fuere  de  necesidad  para 
el  resultado  del  procedimiento. 

Los  libros  y  papeles  que  se  recojan  se- 
rán foliados,  sellados  y  rubricados  en  to- 
das sus  hojas  por  el  Instructor,  por  el  Se- 
cretario, por  el  interesado  ó  los  que  hagan 
sus  veces,  y  por  las  demás  personas 
que  hayan  asistido  al  registro. 

En  cuanto  á  los  libros  impresos  basta- 
rá resefiarlos,  sellando  y  rubricando  la 
primera  y  última  página. 

No  serán  objeto  de  investigación  6 
examen  general  los  libros,  corresponden- 
cia y  demás  documentos  puramente  mer- 
cantiles, los  cuales  sólo  podrán  ser  reco- 
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nocidos  en  caso  de  absoluta  necesidad  á 
preseocia  del  comerciante  ó  de  la  perso- 
na que  comisione,  y  con  relación  ezclasi- 
vameote  á  los  fines  concretos  del  procedi- 
miento. 

Art.  227.  Todos  están  obligados  á  ex- 
hibir los-  objetos  y  papeles  qae  se  sos- 
peche   paedan   tener    relación    con    la 


Si  el  qoe  los  retenga  se  negase  á  su  ex- 
hibición, será  corregido  con  multa  de 
26  á  100  pesetas,  y  cnando  insistiera  en 
su  negativa,  si  el  objeto  ó  papel  fueren 
de  importancia  y  el  delttp  grave,  será 
procesado  como  autor  del  de  desobe- 
diencia á  la  Autoridad,  salvo  si  mereciera 
lacalifición  legal  de  encubridor. 

Art.  2a8.  Si  para  determinar  sobre  la 
necesidad  de  recoger  las  cosas  que  se 
hubiesen  encontrado  en  el  registro  fuere 
necesario  algún  reconocimiento  pericial, 
se  acordará  en  el  acto  por  el  Instructor 
en  la  forma  establecida  en  el  título  XI 
de  esta  ley. 

Art.  229.  81  el  libro  que  haya  de  ser 
objeto  del  registro  fuere  el  protocolo  jje 
un  Notario,  se  procederá  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  Ley  del  Notariado. 

Si  se  tratase  de  un  libro  del  Registro 
de  la  propiedad,  se  estará  á  lo  ordenado 
en  la  Ley  Hipotecaria. 

Si  se  tratase  de  un .  libro  del  Registro 
civil  ó  mercantil,  se  estará  á  lo  que  se 
disponga  en  la  ley  y  reglamentos  relati- 
vos á  estos  servicios. 

Art.  280.  El  Instructor  podrá  acordar 
la  detención,  apertura  y  examen  de  la 
correspondencia  privada,  postal,  telegrá- 
fica ó  de  cualquiera  otra  clase  que  el  pro- 
cesado remitiere  ó  recibiere,  si  hubiera 
indicios  de  obtener  por  estos  medios  el 
descubrimiento  ó  la  comprobación  de  al- 
gún hecho  ó  circunstancia  importante  de 
la  causa. 

Art.  231.  La  detención  podrá  enco- 
mendarse á  los  Administradores  ó  encar- 
gados de  los  servicios  de  correos,  telé- 
grafos, teléfonos  ó  de  cualquier  otra  clase 
de  comunicaciones,  en  los  sitios  donde  la 
correspondencia  se  hallare. 

Art.  282.  En  la  providencia  motivada 
en  que  se  acuerde  la  detención  y  registro 
déla  correspondencia  ó  la  entrega  de  co- 
piu  de  telegramas  transmitidos,  se  ex- 
presará detalladamente  la  diligencia  que 
haya  de  practicarse,  designándose  las 
personas  á  cuyo  nombre  estuviese  ex- 
pedida la  correspondencia,  y  todas  las 
demás  circunstancias  que  consideren 
conducentes  al  caso. 


Art.  288.  £1  empleado  que  hiciera  la 
detención,  remitirá  inmediatamente  la 
correspondencia  detenida  al  Instructor 
de  las  actuaciones,  por  medio  de  o0cio, 
en  que  expresará  el  número  de  cartas, 
pliegos  ó  telegramas  que  acompañe. 

£1  Instructor  acusará  enseguida  el 
recibo. 

Art.  284.  Para  la  apertura  y  registro 
de  la  correspondencia  postal  se  citará 
al  interesado. 

Éste,  ó  la  persona  que  designe,  podrá 
presenciar  la  operación;  pero  si  estuvie- 
se en  rebeldía,  no  pudiera  asistir  al  acto 
ó  dejase  de  nombrar  persona  que  le  re- 
preaente,  se  ejecutará  á  presencia  de  dos 
testigos. 

Art.  286.  La  operación  se  practicará 
abriendo  ef  Instructor  por  sí  mismo  la 
correspondencia,  y  después  de  leerla 
para  sí  apartará  la  que  haga  referencia  á 
los  hechos  de  la  cansa  y  cuya  conserva- 
ción considere  necesaria. 

Los  sobres  y  hojas  de  esta  correspon- 
dencia, después  de  haber  tomado  el  mis- 
mo Instructor  las  notas  necesarias  para 
la  práctica  de  otras  diligencias  de  inves- 
tigación á  que  la  correspondencia  diera 
motivo,  se  rubricarán  por  todos  los  asis- 
tentes y  se  sellarán,  encerrándolo  todo 
después  en  otro  sobre,  al  que  se  pondrá 
el  ^rótulo  necesario,  conservándolo  el 
Instructor  en  su  poder  durante  el  suma 
rio,  bajo  su  responsabilidad. 

Esté  pliego  podrá  abrirse  cuantas  ve- 
ces el  Instructor  lo  considere  preciso, 
citando  previamente  al  interesado. 

Art.  286.  La  correspondencia  que  no 
se  relacione  con  la  causa  será  entregada 
en  el  acto  al  procesado  ó  á  su  represen- 
tante. 

Si  aquél  estuviese  en  rebeldía  se  en- 
tregará cerrada  á  un  individuo  de  su  fa- 
milia mayor  de  edad. 

Si  no  fuere  conocido  ningún  pariente 
del  procesado,  se  conservará  dicho  pliego 
cerrarlo  en  poder  del  Instructor  hasta 
que  haya  persona  á  quien  entregarlo,  se- 
gún lo  dispuesto  en  este  artículo. 

Art.  237.  La  apertura  de  la  corres- 
pondencia se  hará  constar  por  diligencia, 
en  la  que  se  referirá  cuanto  en  aquella 
hubiese  ocurrido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el 
Instructor,  el  Secretario  y  demás  asis- 
tentes. 
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TITULO  xm 

Oapítulo  úmiüo.— />«  lo$  embargoB 
yfianza$, 

Art.  288.  Cuando  de  las  actoaciones 
del  aamario  aparescan  contra  el  procesa- 
do cargos  qne  paedan  proiloeir  respon- 
sabilidades civiles,  el  Instructor  dispon- 
drá el  embargo  de  los  bienes  de  aquél  en 
la  cantidad  qne  considere  suficiente,  á  no 
ser  que  el  interesado  preste  fiansa  bas- 
tante para  responder  en  caso  de  con- 
dena. 

Art.  SS9.  Las  actuaciones  á  que  diere 
logar  el  embargo  ó  la  fianza  se  instroirán 
•n  pieaas  separadas. 

Art.  240.  Gnando  el  embargo  haya  de 
ejecutarse  en  bienes  raíces  de  la  perte- 
nencia del  procesado,  el  Instructor  dará 
comisión  al  Jues  ordinario  del  punto 
donde  aquéllos  radiquen. 

Art.  241.  Los  Jueces  ordinarios  co- 
misionados por  la  jurisdicción  de  Marina 
para  ejecutar  embargos  á  otras  diligen- 
cias, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  este  titu- 
lo, acusarán  inmediatamente  recibo  y 
procederán  de  oficio,  ajustándose  á  las 
disposiciones  de  las  leyes  comunes  y  con 
todo  celo  y  actividad,  á  fin  de  que  no 
queden  defraudados  los  intereses  de  la 
justicia. 

Art.  242.  Cuando  el  embargo  no  baya 
de  recaer  en  bienes  raíces,  el  Instructor 
observará  las  reglas  siguientes: 

1.*  Los  que  consistieren  en  metálico, 
efectos  públicos,  valores  mercantiles  é 
industriales  cotizables,  alhajas  de  oro, 
plata  ó  pedrería,  se  depositarán,  según 
los  casos,  en  la  Caja  de  Depósitos»  en  el 
Banco  de  Espafia  ó  en  cualquiera  otro  es- 
tablecimiento público  de  los  destinados 
por  la  ley  para  este  objeto. 

2.*  Los  demás  bienes  muebles  ó  se- 
movientes, se  depositarán,  bajo  inventa- 
rio, en  poder  de  persona  abonada,  á  jui- 
cio del  Instructor. 

8.a  Si  el  interesado  optare  por  la  ena- 
jenación de  los  semovientes,  ó  el  Ins- 
tructor la  considerase  necesaria  para  evi- 
tar que  resulte  ineficaz  el  embargo,  se 
procederá  á  ella»  previa  tasación  por  peri- 
tos y  con  intervención  del  duefio  ó  de  la 
persona  que  para  el  objeto  éste  designe, 
y  se  depositará  el  importe  aegún  lo  pre- 
venido en  la  regla  1.* 

4.*  Si  para  evitar  el  embargo  ofrecie- 
re el  interesado  la  prestación  de  fianza, 
el  Instructor  no  le  admitirá  más  qne  la 
personal,  en  cuyo  caso  el  fiador  deberá 


ser  persona,  conocidamente  abonada, 
obligándose  á  responder  de  la  cantidad 
qne  se  le  sefiale. 

6.*  Si  se  'presentaren  reclamaciones 
por  terceras  personas  en  demanda  de 
los  bienes  embargados  y  la  Autoridad  jn- 
risdiccional  no  las  considerase  manifies- 
tamente justas  para  resolver  de  plano, 
mandará  sacar  y  remitir  al  Juzgado  de 
primera  instancia  que  corresponda  el 
testimonio  oportuno  para  que  decida  en 
JQSticia. 

En  este  caso,  el  Ministerio  fiscal  de  la 
jorisdicolón  ordinaria  representará  á  la 
de  Marina  en  lo  que  se  refiera  al  soste- 
nimiento del  embargo,  sin  perjuicio  de 
la  intervención  de  la  persona  que  deba 
ser  indemnizada. 

Art.  248.  Cuando  el  procesado  cayos 
bienes  deban  ser  embargados  no  fuere 
habiólo,  se  harán  los  requerimientos  ne- 
cesarios á  su  mujer,  hijos,  apoderado, 
criados  ó  personas  que  se  encuentren  en 
su  domicilio. 

No  habiendo  ninguna,  ó  negándose  las 
q^e  se  encuentren  á  sefialar  bienes,  se 
procederá  al  embargo  en  la  forma  preve- 
nida en  el  artículo  anterior,  según  los 
casos. 

Art.  284.  Para  asegurar  las  responsa- 
bilidades civiles  que  puedan  resultar  de 
las  actuaciones  cuando  el  procesado  per- 
ciba sueldo  del  Estado,  de  la  provincia  ó 
del  Municipio,  se  procederá  ante  todo  á 
retenerle  la  parte  de  su  sueldo  que  regla- 
mentariamente corresponda,  y  los  crédi- 
tos y  alcances  qne  tuviere  á  su  favor  en 
la  cantidad  que  el  Instructor  considere 
suficiente  para  cubrir  aquellas  responsa- 
bilidades, quedando  todo  á  disposición 
de  éste  en  la  Caja  del  buque  ó  Cuerpo  á 
que  perteneciere  el  procesado,  ó  en  cual- 
quiera de  los  establecimientos  públicos 
destinados  por  la  ley  á  tal  objeto. 

A  los  individuos  de  las  clases  de  mari- 
nería ó  tropa,  ó  sus  asimilados,  se  les  po- 
drán retener  ó  embargar  sus  créditos  y 
alcances,  los  premios  de  enganches  y 
reenganches  y  los  bienes  propios;  pero 
sus  haberes  no  podrán  ser  objeto  de  em- 
bargo. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  á  los  individuos  de  Cuerpos  su- 
balternos de  la  Armada  ó  Maestranza 
permanente  que  disfruten  sueldo  fijo 
mayor  que  el  sefialado  á  los  Alféreces  de 
Infantería  de  Marina,  se  les  retendrá  la 
parte  de  dicho  sueldo  sefialada  al  objeto 
por  los  reglamentos  que  rijan  para  loa 
Oficiales. 
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Lm  saeldoé  retenidos  á  la«  peráona* 
de  qoe  traU  eate  ártica  i  o  lee  eerán  de- 
Taeltoe  caando  obtengan  la  abeolación  ó 
■e  eobreaeaD  laa  actoacione^  libremente. 

El  embargo  ee  levantará  por  la  misma 
cansa  en  todos  los  casos  en  qae  se  ho- 
liiere  constilufdo  sobre  créditos,  alcan- 
ces, premios  ó  bienes  de  otra  clase. 

Art.  245.  La  responsabilidad  civil 
qae  resulte  contra  terceras  personas,  de- 
berá exigirse  ante  los  Tribunales  cóma- 
nos á  instancia  de  los  interesados. 

TIT.  XIV. — Ds  LA  ooNCLUsiOír  dil  suma- 

aiO  T  UBL  SOBaSHBlMlBlfTO 

Cátititlo  TiLiumtLO,^ De  la'eanclmiáii 
del  gumario, 

Art.  246.  Practicadas  por  el  Instroc* 
tor  todas  las  diligencias  para  la  compr^ 
bación  del  delito  y  averiguación  de  las 
personas  reiiponsables,  elevará  las  actua- 
ciones al  conocimiento  de  la  Autoridad 
jorisdiccional. 

Art.  247.  Recibidas  las  actuaciones 
por  la  Aotorldad  jurisdiccional,  acordará 
so  pase  al  Auditor,  quien  informará  en  el 
más  breve  plazo  posible,  proponiendo 
una  de  las  tres  soluciones  siguientes: 

I A  La  ampliación  del  sumario  cuan- 
do advierta  en  él  omisiones  importantes 
qoe  afecten  á  la  validez  legal  del  proce- 
ilimiento,  sefialando  las  diligencias  que 
deban  ampliarse  ó  practicarse  de  nuevo. 

2.*  El  sobreseimiento  para  todos  ó 
alguno  de  los  sumariados,  manifestando 
la  forma  en  que  baya  de  dictarse. 

8.*  La  elevación  de  la  cansa  á  ple- 
nario. 

Art.  248.  El  Auditor  propondrá  al 
propio  tiempo  lo  que  proceda  respecto  á 
la  libertad  provisional  del  procesado,  en 
80  caso,  y  la  devolución  á  sus  legítimos 
doefios  de  los  efectos  relacionados  con  el 
delito. 

Art.  249.  Evacuada  la  consulta  por  el 
Auditor,  la  Autoridad  jurisdiccional  acor- 
dará la  resolución  de  conformidad  ó  di- 
sintiendo. 

Cap.  IL—Del  sobreseimiento. 

'  Art.  260.  El  sobreseimiento  puede 
comprender  á  todos  ó  á  alguno  de  los 
procesados. 

Bo  cuanto  á  sus  efectos,  es  definitivo  ó 
provisional. 

El  definitivo  impide  todo  ulterior  pro- 
«'«dimiento  sobre  los  mismos  hechos.  El 


provisional  permite  abrir  de  noevo  las 
actuaciones,  siempre  qae  apareacan  mé- 
ritos para  ello. 

Art.  261.  Decretado  el  sobreseimiento 
respecto  de  uno  ó  más  procesados,  y  que- 
dando otro  á  otros  en  la  causa,  no  se  de- 
tendrá el  curso  de  la  misma. 

Art.  262.  Procede  el  sobreseimiento 
definitivo: 

l.o  Guando  en  un  procedimiento  no 
resulten  indicios  racionales  dé  haberse 
perpetrado  el  hecho  perseguido. 

2.**  Guando  éste^no  constituya  delito 
ó  hubiese  sido  debidamente  juzgado  por 
sentencia  firme. 

S.o  Cuando  el  procesado  aparezca 
exento  de  responsabilidad  criminal  ó  se 
hayan  desvanecido  por  completo  los  in- 
dicios que  hubieran  dado  motivo  para 
proceder  contra  é!. 

é.^  Por  fallecimiento  del  procesado,  á 
no  haber  responsabilidades  civiles  que 
exigir. 

6.0  Guando,  en  conformidad  á  la  ley, 
se  extinga  la  acción  penal  ó  la  acción 
para  perseguir  el  delito. 

Art.  268.  8i  al  decretarse  el  sobresei- 
miento definiíivo  resultase  que  el  proce- 
sado es  responsable  de  falta  que  deba 
corregirse  gubernativamente,  se  impon- 
drá por  la  Autoridad  jurisdiccional  la  co- 
rrección correspondiente,  la  cual  no  se 
reputará  pena,  al  tenor  de  lo  establecido 
en  el  art.  82  del  Código  penal  de  la  Ma 
riña  de  guerra. 

Si  la  falta  no  fuese  de  la  competencia 
de  la  jurisdicción  de  Marina,  se  librará 
el  oportuno  testimonio  al  Tribunal  que 
de  ella  deba  conocer. 

Art.  264.  Procede  el  sobreseimiento 
provisional: 

1.0  Caando  no  resulte  debidamente 
justificada  la  perpetración  del  delito  per- 
seguido. 

2.0  Guando  resulte  del  sumario  ha^ 
berse  cometido  un  delito,  pero  no  haya 
motivos  suficientes  para  acusar  de  él  á 
determinada  persona. 

8  o  Cuando  tratándose  de  los  delitos 
de  violación  ó  rapto  medie  perdón  ó  re 
nuncia  ()e  la  parte  ofendida,  á  condición 
de  que  se  verifique  el  matrimonio  con  el 
ofensor,  cuyo  matrimonio  deberá  efec- 
tuarse sin  más  dilaciones  que  las  indis- 
pensables; y  para  los  individuos  de  laa 
clases  de  marinería,  tropa  ó  asimilados,, 
tan  pronto  como  transcurra  el  plazo  se- 
ñalado al  efecto. 

Art.  266.  Decretado  el  sobreseimien- 
to, se  archivarán  las  actuaciones  y   las 
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piesas  de  convicción  qoe  no  t,^ngan  dae- 
fio  conocido. 

Lm  que  tengan  doefio  conocido  eonii- 
noarán  retenidas  si  habieae  pendiente 
reclamación  de  tercera  persona. 

De  no  hacerse  constar  en  >  el  término 
de  seis  meses  qne  la  acción  civil  se  ha 
entablado,  estas  últimas  piezas  de  con- 
vicción se  entregarán  á  su  doefio,  repa 
tándose  por  tal  al  que  las  poseyere  al  ser 
ocupadas. 

TIT.  XV.— Dtb  PLBVABIO 

Oapitolo  paiHKRo.  —  De  la$  diligeneioi 
del  plenatio  hasta  el  ettado  de  prueba, 

Art.  266.  Todas  las  actuaciones  del 
plenario  serán  públicas. 

Art.  267.  Elevada  la  cansa  á  plenario 
la  Autoridad  jurisdiccional,  por  conducto 
del  Instructor,  la  remitirá  al  Fiscal  á 
quien  corresponda,  previo  el  oportuno 
nombramiento  en  so  caso. 

Art.  268.  £1  Fiscal  expondrá  concre- 
tamente en  so  dictamen: 

1.*  La  apreciación  de  los  hechos  re- 
soltado del  sumario.     • 

2.<>  Los  cargos  qoe  aparezcan  contra 
cada  ono  de  los  procesados. 

8.**  La  prueba  que  estime  pertinente 
en  sn  caso,  ó  la  renuncia  á  la  práctica  de 
diligencias  ulteriores. 

Art.  269.  Evacuado  el  anterior  dicta- 
men, el  Fiscal  remitirá  la  caosa  al  Ins 
troctor  ó  al  Secretario  de  justicia,  según 
corresponda,  quienes  requerirán  al  pro- 
cesado para  qoe  nombre  defensor,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  288, 
289,  29(1  y  291  de  esta  ley. 

Art.  260.  No  podrán  ser  nombrados 
defensores: 

1.0    L*»s  Ministros  de  la  Corona. 

2.0    Los  Consejeros  de  Estado. 

8.0  Los  Consejeros  y  demás  fondo- 
nanos  qoe  presten  servicio  en  el  Conse- 
jo Supremo  de  Goerra  y  Marina. 

4.*"  Los  Capitanes  y  Comandantes 
generales  de  Departamento,  Apostadero, 
Escuadra  ó  División. 

6.0  El  Subsecretario  y  los  Directores 
del  Ministerio  de  Marina. 

6.0  Los  A  yndantes  y  Oficiales  á  las 
órdenes  del  Rey. 

7.0  Los  Oficiales  del  Cuerpo  jurídico 
de  la  Armada  que  tengan  destino  ac- 
tivo. 

8.0  Los  Oficiales  del  Cuerpo  eclesiás- 
tico de  la  Armada. 

9.0    Los  que  tengan  parentesco  con  el 


Juez  instructor  ó  Fiscal  de 'la  causa  por 
consanguinidad  ó  afinidad  dentro  del 
coarto  grado  civil. 

1 0.  Los  Oficiales  pri  meros  y  segundos 
del  Ministerio  de  Marina  en  coanto  á  las 
cansas  del  Consejo  de  goerra  ordinario. 

Art.  261.  Poeden  excusarse  de  ser 
defensores: 

l.o    £1  Almirante  de  la  Armada. 

2.0  Los  Senadores  y  Diputados  á 
Cortes. 

8.0  Los  segondos  Jefes  de  los  Depar 
tamentos  y  Apostaderos  y  los  Coman- 
dantes generales  de  los  Arsenales. 

4.0  Los  Oficiales  Generales  y  «ns  asi- 
milados en  situación  de  reserva  que  no 
tengan  residencia  en  el  punto  en  donde 
se  haya  de  ver  la  cansa. 

6.0  Todo  Oficial  con  mando  de  buque 
ó  provincia  marítima  y  los  primeros  Je- 
fes de  Cuerpo  armado. 

*'6.o  Los  Jefes  de  Estado  Mayor  de  los 
Departamentos,  Apostaderos  y  Escua- 
dras. 

7.®  Los  Oficiales  de  los  Coerpos  polf- 
tioo-roilitares  coando  el  procesado  no 
pertenezca  aI  mismo  Ooerpo  qoe  el  nom- 
brado. 

8.0  Cualesquiera  otros  en  qoienes 
concorran  razones  atendibles,  qoe  apre- 
ciará la  Aotoridad  jurisdiccional  con  so 
Aoditor.  t 

Art.  262.  Coando  el  procesado  se  ne- 
gase á  elegir  defensor,  se  dará  coenta  á 
la  Aotoridad  jorisdiccional  para  qoe  lo 
nombre  de  oficio. 

Art.  268.     Él  nombramiento  de  defen 
sor  se  hará  saber  al  elegido  por  medio  de 
oficio,  exigiéndole  qoe  ihanifieste  sin  de- 
morf^  so  aceptación,  qoe  se  hará  constar 
por  diligencia. 

Art.  264.  Cuando  el  defensor  no  acep- 
te el  cargo,  expresará  por  medio  de  ofi- 
cio los  motivos  que  tuviere. 

Dicho  oficio  se  unirá  á  las  actnaciones, 
dando  inmediatamente  traslado  del  mis- 
roo  á  la  Autoridad  jorisdiccional,  y  qoe- 
dando  aqoéllas  en  sospenso. 

Sobre  la  incompatibilidad  ó  excosa  re- 
solverá sin  olterior  recorso  la  Aotoridad 
jorisdiccional  competente. 

Art.  266.  Si  se  admitiere  la  excosa, 
se  procederá  inmediatamente  al  nombra- 
miento de  nnevo  defensor. 

Art.  266.  Un  mismo  defensor  podrá 
patrocinar  á  varios  procesados  en  ona 
n^isroa  caosa. 

Art.  267.  En  caso  de  qoe  varios  pro- 
cesados eligieran  un  mismo  defensor  y 
hubiera  incompatibilidad  entre  la  defen- 
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sa  de  ono«  y  otros,  ^el  nombramiento  só- 
li>  aprovechará  al  ptlmero  que  lo  eligió, 
•lebiendo  requerirte  á  los  demás  para 
que  haf^n  nueva  oiección. 

Art.  268.  Noi^brado  el  defensor,  el 
InstroctoT  hará  comparecer  al  acusado, 
asistido  de  aquél,  y  le  enterará  de  los 
cargos  qae  le  resulten  del  sumario,  le- 
yéndole al  efecto  tas  declaraciones  y  di- 
ligenoiftB  en  que  se  funden,  así  como  las 
que  pidiere  el  defensor  y  todas  las  que 
se  crean  conducentes  á  la  defensa. 
Acto  seguido  le  preguntará: 
!.<>  SI  tiene  qne  alegar  incompetencia 
de  jorlsdioción,  excepción  de  cosa  juzga- 
da, preecrí pelón  del  delito  ó  de  la  acción 
para  perseguirlo,  aplicación  de  amnistía 
ñ  otra  caasa  incidental  que  deba  resol- 
verse previameole,  consignando,  en  caso 
afirmativo,  los  medios  de  acreditarlo. 

%9  Si  tiene  que  enmendar  ó  ampliar 
sus  declaraciones. 

8.<^  S¡  se  conforma  con  los  cargos  que 
«e  le  hacen  en  el  escrito  de  que  trata  el 
artículo  368. 

£1  defensor,  en  el  acto  de  la  compare- 
cencia, podrá  tomar  las  notas  que '  crea 
necesarias  de  lo  que  presencie  y  oiga, 
teniendo  derecho  á  protestar  de  las  We^ 
galidades  qué  á  su  juicio  se  cometan  y  pu 
diendo  aconsejar  á  su  defendido,  pero  sin 
dictarle  las  respuestas 

Art.  26d.  Cuando  el  procesado  propu 
siera  alguna  de  las  expresadas  en  el  nú- 
mero t  o,  el  Instructor  remitirá  los  autos 
á  la  Autoridad  jurisdiccional  para  la  re- 
solución qne  corresponda.  Esta  será  in- 
apelable. 

Art.  270.  Si  manifestase  el  procesado 
hallarse  conforme  en  su  totalidad  con  los 
cargos  qae  le  resulten  del  sumario,  y  re- 
nunciase á  la  práctica  de  diligencias  ul- 
teriores, se  dará  por  conclusa  la  causa. 

Art.  271.  Guando  el  procesado  no  se 
conforme  con  los  cargos,  ó  cuando  siendo 
varios  los  procesados  unos  se  conformen 
y  otros  no,  continuará  la  tramitación  de 
las  actuaciones,  omitiéndose  las  diligen- 
cias de  ampliación  que  se  refieran  á  los 
qne  hubiesen  manifestado  su  conformi- 
dad. 

Art.  272.  El  Instructor  admitirá  y 
miirá  á  la  causa  las  protestas  formuladas 
por  el  procesado  ó  su  defensor  sobre  la 
no  idmisión  de  las  excepciones  alegadas 
ó  de  las  pruebas  propuestas,  á  fin  de 
que  sean  apreciadas  por  la  Autoridad  ju- 
Hidiccional. 


Cap.  n.— De  la  prueba. 

Art.  278.'  Las  diligencias  de  prueba 
que  pueden  practicarse  á  instandlas  de) 
Ministerio  fiscal  ó  á  propuesta  del  defen- 
sor en  los  procedimientos  de  Marina,  son 
las  siguientes: 

Reconocimiento  ó  inspección  ocular  de 
lugares,  objetos  ó  documentos. 

Inforn>es  periciales. 

Rati^cación  de  los  testigos  deponentes 
en  el  sumario. 

Declaración  de  nuevos  testigos. 

Art.  2T4.  Sola  se  admitirán  las  dili- 
gencias de  prueba  pertinentes  al  mejor 
esclarecimiento  de  los  hechos  persegui- 
dos y  de  las  responsabilidades  contraí- 
das, según  los  méritos  de  lo  actuado.  Se 
declararán  impertinentes,  y  no  se  prac- 
ticarán las  que  no  se  funden  en  indicios 
bastantes  que  resulten  previamente  de 
las  actuaciones. 

Art.  275.  La  inspección  de  lugares  y 
la  ratificación  de  testigos  pedidas  por  el 
Fiscal  ó  el  defensor,  así  como  las  decla- 
raciones nuevas  que  se  hayan  propuesto, 
se  practicarán  por  el  Instructor  en  el  pe- 
ríodo de  prueba. 

Art.  276.  La  ratificación  de  testigos 
ausentes  se  evacuará  por  interrogatorio, 
al  cual  podrá  adicionar  el  Instructor  las 
preguntas  que  crea  oportunas. 

Los  testigos  que  hubiesen  declarado 
por  informe  ó  certificación,  se  ratificarán 
en  esta  misma  forma. 

Art.  277.  Si  el  testigo  que  debe  rati- 
ficar se.  hubiese  muerto,  se  ignorase  su 
paradero  ó  se  hallase  en  punto  donde  no 
sea  fácil  practicar  la  diligencia  sin  demo- 
rar demasiado  el  curso  de  las  actuacio- 
nes, se  suplirá  la  ratificación  por  un  in- 
forme de  abono  en  que  dos  personas  de 
probidad  declaren  separadamente,  á  pre- 
sencia del  defensor,  sobre  el  concepto  que 
les  merezca  el  testigo  y  si  le  consideran 
digno  de  crédito. 

Art.  278.  Guando  los  actos  de  prueba 
á  que  tiene  derecho  de  asistir  el  defen- 
sor se  verifiquen  fuera  del  punto  en  que 
se  sigan  las  actuaciones,  se  requerirá  al 
procesado  por  si  quiere  nombrar  persona 
que  le  represente  en  donde  aquéllas  ha- 
yan de  tener  lugar.  Si  no  la  designase,  se 
le  proveerá  de  defensor  de  oficio. 

Art.  270.  Durante  el  período  en  que 
tengan  lugar  las  diligenir!ias  de  prueba,  y 
al  final  de  la  ratificación  de  los  testigos 
de  cargo,  podrá  el  procesado,  ó  el  defen- 
sor en  su  nombre,  tachar  á  los  mismos, 
sefialando  al  hacerlo  los  motivos  que  para 
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I      ello  ta viere  y  los  medios  con  qae  cuenta 
para  jnatificailp. 

Art.  280.     No  aera  admisible  tacha  ai- 
'         fganB.  qife  no  se  funde  en  un  hecho  que 
demuestre  falta  de  cono(!Í miento,  de  pro- 
bidad ó  de  imparcialidad  del  testigo. 

Cuando  se  alegue  alguna  de  estai*  can- 
sas, el  Instructor  practicará  una  breve 
información  con  objeto  de  que  se  pueda 
apreciar  el  valor  de  ios  medios  presenta- 
dos para  desvirtuar  el  testimonio  ile  los 
testigos  tachados. 
I  Art.  281.    Las  diligencias  de  prueba 

se  practicarán  aunque  *éo  asistieren  el 
defensor  ni  el  procesado,  haciéndose 
constar  en  las  mismas  la  ci^^ción  hecha 
á  ambos  para  que  asistan  al  acto. 

Art.  282.  Terminada  la  prueba  que 
se  hubiere  practicado  en  los  casos  en  que 
esto  proceda,  se  elevarán  las  actuaciones 
á  la  Autoridad  jurisdiccional. 

Esta  las  pasará  al  Auditor,  cuyo  Ma- 
gistrado dirá  si  procede: 

Que  se  amplíen  las  diligencias  de 
prueba. 

Que  se  practiquen  otras  nuevas. 

Que  se  subsane  algún  defecto. 

O  que  se  dlBpqnga  la  celebración  del 
Consejo  de  guerra,  previos  los  trámites 
de  acusación  y  defensa. 

Art.  283.  Cuando  se  disponga  la  am-, 
pliación  ó  práctica  de  nuevas  diligencias, 
verificadas  quesean,  volvejá  el  Instruc- 
tor á  remitir  los  autos  á  la  Autoridad  jii 
risdiccional  para  los  efectos  prevenidos 
en  el  artículo  anterior. 

Art.  284.  Ante  los  Consejos  dQ  gue- 
rra sólo  se  podrán  utilisar  como  medios 
de  prueba  los  siguientes: 

Reconocimiento  de  objetos  y  docu- 
mentos. 

Informes  periciales. 

Examen  de  testigos  presentes  ratifica- 
dos, y  de  los  qne  por  ves-  primera  hayan 
depuesto  en  el  plenario. 

Art.  286.  Terminadas  las  diligencias 
de  prueba,  la  Autoridad  jurisdiccional 
dictará  providencia  mandando  pasar  las 
actuaciones  al  Fiscal  á  quien  corres- 
ponda. 

En  dicha  providencia  se  sefialará  el 
plazo  por  que  deben  pasar  las  actuacio- 
nes, tanto  al  Fiscal  como  á  la  defensa. 

Cap.  m.  —  De  la  acusación  fiscal 
y  déla  defensa, 

Art.  286.  Recibidas  por  el  Fiscal  las 
actuaciones,  extenderá  su  acusación  en 
el  término  de  veinticuatro  horas,  que  po- 


drá ampliarse  hasta  dies  días,  aegán  «i 
volumen  ó  la  importancia  del  proceso. 

La  acusación  fiscal  comprenderá: 

i. o  La  exposición  metódica  de  los  he- 
chos que  resulten  de  lo  aetáado  y  su  ca- 
lificación legal  en  vista  de  la  prueba 
practicada  en  el  plenario. 

2.**  La  participación  que  en  los  mis- 
mos hechos  hubiesen  tenido  los  procesa- 
dos y  las  circunstancias  que  modifiquen 
respectivamente  su  responsabilidad. 

8.<>  Las  penas  qne  considere  deban 
imponerse  á  cada  procesado  y  si  proceda 
ó  no  abono  de  la  prisión  preventiva. 

4.0  Las  responsabilidades  civiles  eon- 
traídaa  por  los  procesados  ó  so  anatitu- 
ción  en  la  forma  legal  que  corresponda. 

6.^  La  absolución  libre  si  resultare 
inocencia,  irresponsabilidad  legal  ó  falta 
de  prueba  bastante  para  declarar  culpa- 
ble al  procesiido  ó  procesados. 

6.0  Las  citas  de  las  disposiciones  le- 
gales que  deban  ser  aplicadas. 

Art.  287.  Extendido  el  escrito  de  acu- 
sación remitirá  el  Fiscal  la  cansa  al  Ins- 
tructor, quien  la  entregará  alternativa- 
mente bajo  recibo^  y  por  el  plaso  qne  se 
sefiale,  á  cada  uno  de  los  defensorea,  si 
éstos  no  fueren  más  de  tres.  Si  pasaren 
de  este  número,  la  pondrá  de  manifiesto 
también  por.  el  plaso  que  se  señale  eo  so 
resiclenciá  oficial,  para  que  todos  puedan 
estudiarla  y  preparar  la  defensa. 

Se«efialará  á  los  defensores  para  el  re- 
ferido estudio  el  término  de  veinticuatro 
horas,  que  podrá  extenderse  hasta  diei 
días  si  el  volumen  de  las  actuaciones,  sa 
complicación,  la  importancia  de  las  mis- 
maa  ó  el  número  de  defensores  lo  exi- 
giere. 

Art.  288.  Todo  procesado  cuya  causa 
deba  terminar  por  sentencia  del  Conseje 
de  guerra  ó  del  Supremo  de  Guerra  y  Bla- 
rina,  tiene  derecho  á  elegir  defensor. 

Cuando  no  se  hsga  uso  de  este  dere- 
cho, ñe  le  nombrará  de  oficio. 

Art  289.  El  nombramiento  de  defen- 
sor podrá  recaer  en  Oficial  de  los  Coer 
pos  militares  ó  auxiliares  de  la  Armada 
ó  del  Ejército,  ó  en  Abogado  que,  coa 
arreglo  á  las  leyes  comunes,  esté  antori* 
sado  para  ejercer  la  profesión  en  la  loca- 
lidad en  que  haya  de  celebrarse  el  Con- 
sejo de  guerra,  ó  en  Madrid,  cuando  la 
causa  se  baya  de  ver  ante  el  Consejo  Sa- 
premo  de  Guerra  y  Marina. 

Art.  290.  Para  el  nombramiento  de 
defensor  militar  se  observarán  las  reglai 
siguientes: 

1.*    Los  acusados  que  deban  ser  jui- 
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gados  por  el  Contejo  Supremo  de  Guerra 
j  Marina  podrán  elegirlo  entre  loa  Gene- 
ralea,  Jelea  y  Oficíalea  y  ana  aairotladot 
reatdentea  en  Madrid,  aunqae  la  residen- 
cia aea  eTentoal. 

2.a  Lo9  acQsadoa  que  deban  aer  jos- 
gadoa  por  Loa  Goneejoa  de  guerra  de  Ofi- 
cíalea Generales,  podrán  elegir  entre  los 
Generalea^  Jefes  y  Oficiales  y  sus  asimi- 
ladoa  reaideutea  en  la  localidad  en  qoe 
se  haya  de  ver  la  cansa,  con  destino  en 
la  eotn prensión  del  mismo  Departamen- 
to, Apoatadero  ó  Escuadra. 

3.*  Los  acusados  que  deban  ser  jns- 
gadoa  por  el  Consejo  de  guerra  ordinario, 
podrán  elegirlo  entre  los  Oficiales  y  sos 
aaimilados  residentes  en  la  localidad  ó 
puerto  en  que  se  haya  de  ver  la  causa,  ó 
en  la  capital  del  Departamento  ó  Aposta- 
dero. 

Art.  291.  Cuando  el  nombramiento  de 
defeoaor  haya  de  hacerse  de  oficio  y  re- 
caer en  Abogado,  se  estará  á  lo  que  dis- 
pongau  las  leyes  comunes  para  el  caso. 

Art.  292.  El  cargo  de  defensor  es 
obligatorio  para  los  marinos,  salvo  los  ca- 
sos de  incompatibilidad,  exención  ó  ex- 
cusas legalea. 

Art.  298.  El  defensor  se  limitará  en 
su  escrito  á  aceptar  ó  combatir  los  pun- 
tos de  hecho  y  de  derecho  contenidos  en 
la  acusación  fiscal,  exponiendo  después 
las  raaones  que  couduscan  á  demostrar 
la  inocencia  de  su  defendido  ó  á  atenuar 
BU  responsabilidad,  pero  contrayéndose 
siempre  al  objeto  del  procedimiento. 

Art.  294.  Pasado  el  termino  que  se 
haya  aefialado  con  arreglo  á  lo  que  dis- 
pone el  art.  285,  se  recogerá  la  cansa  por 
el  mismo  funcionario  que  la  hubiese 
puesto  de  manifiesto. 

Si  la  causa  hubiere  sido  entregada  á 
los  defensores,  éstos  tendrán  la  obliga- 
ción de  devolverla  á  dicho  funcionario 
cumplido  que  sea  el  término  por  que  se 
les  entregó. 

Art.  296.  El  defensor  intervendrá  en 
Us  actuaciones  del  plenario  y  deberá  ser 
citado  por  el  instructor  para  la  asistencia 
i  las  mismas. 

Podrá  comunicarse  con  su  defendido 
0iempre  qoe  lo  crea  necesario  y  practicar 
en  el  desempeño  de  su  misión  coantas 
gestiones  legales  estime  convenientes,  á 
excepción  de  solicitarla  gracia  dein- 
datto. 


Cap.  IV.— Dtf  la  celebración  de  los 
Con$ejo$  de  guerra, 

Sbcción  primbra.— De  la  coostitución 
del  Consejo. 

Art.  296.  Recogidos  los  autos  del  de- 
fensor, el  Instructor  solicitará  de  la  Au- 
toridad jurisdiccional  ó  del  Comandante 
de  Marina,  si  procediere,  la  orden  para  la 
celebración  del  Consejo  de  guerra. 

Art.  297.  La  Autoridad  que  diere  la 
orden  para  la  celebración  del  Consejo  de 
guerra  nombrará  al  misino  tiempo  laa 
personas  que  deban  componerlo,  comu- 
nicando dicho  nombramiento  al  funcio- 
nario que  hubiere  solicitado  aquélla. 

Art.  298.  La  Autoridad  jurisdiccional 
comunicará  por  medio  de  oficio  su  nom- 
bramiento á  los  que  deban  componer  los 
Corísejos  de  guerra  de  Oficiales  Gene- 
rales. 

Art.  299.  La  Autoridad  jurisdiccional 
dará  la  onlen  al  Jefe  de  Estado  Mayor 
para  la  designación  de  las  personas  que 
deban  componer  el  Consejo  de  guerra  or- 
dinario, cuya  orden,  cumplimentada  por 
el  Instructor  y  firmada  á  continuación 
por  las  personas  designadas,  se  unirá  á 
la  causa. 

Si  la  Autoridad  jurisdiccional  hnbiefe 
concedido  la  autorisación  de  que  trata  el 
articulo  51  de  la  Ley  de  Organización  y 
atribuciones  de  los  Tribunales  de  Marina, 
el  Comandante  de  Marina  respectivo  de- 
signará las  personas  á  qne  se  refiere  el 
párrafo  anterior,  cumpliéndose  después 
por  el  Instructor  con  las  formalidades  que 
el  mismo  párrafo  marca. 

Art.  800.  Los  Oficiales  nombrados  pa- 
ra componer  un  Consejo  de  guerra,  si  tu- 
viesen impedimento  para  desempefiar  el 
cargo,  lo  manifestarán  inmediatamente 
por  escrito  á  la  Autoridad  qne  los  hubie- 
re nombrado. 

Art.  SiOl.  El  Instructor,  luego  qne 
reciba  la  orden  de  nombramiento  de  las 
personas  que  hayan  de  componer  el  Con- 
sejo de  guerra,  notificará  al  proce8a<lo,  á 
presencia  de  su  defensor,  lus  nombres 
del  Presidente  y  Vocales  y  Asesor  si  lo 
hubiere;  hará  las  citaciones  necesarias 
para  la  práctica  de  la  prueba  ante  el  Con- 
sejo, y  al  propio  tiempo  citará  al  defensor 
para  su  asistencia  al  acto. 

Art.  802.  En  el  lugar  de  la  celebra- 
ción del  Consejo  habrá  una  mesa  con  el 
Código  penal  de  la  Marina  de  guerra,  la 
Ley  de  Organización  y  atribuciones  de 
los  Tribunales  de  Marina,  la  de  Enjui- 
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ciamiento  del  mismo  ramo,  el  Código  de 
Joaticia  militar,  el  penal  común  y  los  ins- 
trumentos del  delito  que  sean  manaables. 

En  el  costado  derecho  de  dicha  mesa 
se  colocará  otra  para  el  Fiscal;  y  en  e] 
iiqaierdo  otra  para  los  defensores,  con 
tantos  asientos  cuantos  sean  aquéllos. 

Enfrente  de  la  mesa  para  el  Consejo 
habrá  otra  para  el  Instructor  ó  el  Secre- 
torio de  Justicia,  segán  proceda. 

Todas  las  mesas  tendrán  recado  de 
escribir. . 

Art.  803.  Antes  de  comenzar  la  vista 
del  proceso,  los  Jueces  oirán  la  misa  del 
Espíritu  Santo,  é  inmediatamente  pasa* 
rán  al  lugar  donde  se  baya  de  celebrar 
el  Consejo,  tomando  asiento  el  Presiden- 
te en  el  sitio  de  preferencia  y  los  demás 
Vocales  efectivos  y  suplentes  á  los  lados, 
ocupando  el  más  caracterisado  por  su 
empleo  y  antigüedad  el  primer  sitio  á  la 
derecha,  inmediato  á  la  Presidencia,  y 
siguiendo  en  el  mismo  orden  tos  demás. 
En  el  primer  sitio,  inmediato  á  la  izquier- 
da del  Presidente,  se  sentará  el  Asesor. 

Cuando  asistan  al  Consejo  en  clase  de 
Vocal  Oficiales  de  los  Cuerpos  político 
militares,  se  sentarán,  según  su  antigae- 
dad,  á  continuación  de  los  Oficiales  mi* 
litares  que  tengan  su  mismo  empleo 
'  efectivo. 

Los  Vocales  suplentes  no  podMn  reti- 
rarse hasta  que  empiecen  las  delibera- 
ciones del  Consejo,  y  sólo  tendrán  voto 
en  caso  de  que  se  inhabilitase  alguno  de 
los  efectivos. 

Art.  804.  Los  procesados,  sin  armas, 
estarán  siempre  á  disposición  del  Conse- 
jo en  local  inmediato. 

Si  quisieren  asistir  á  la  vista,  ocuparán 
asientos  frente  á  la  mesa  del  Consejo, 
guardándose  la  conveniente  separación 
entre  los  Oficiales  y  los  Individuos  de  las 
clases  de  marinería,  tropa  ó  asimilados. 

Cuando  los  procesados  estuvieren  pre- 
sos, serán  escoltados  y  Conducidos  ante 
el  Consejo  por  fuerza  mandada  por  Ofi- 
cial si  pertenecen  á  esta  clase  ó  gozan 
de  la  misma  consideración  al  ser  juzga; 
dos  militarmente,  y  por  fuerza  mandada 
>por  sargento  ó  cabo  todos  los  demás. 

Art.  805.  Ocupados  los  asientos  por 
los  que  deban  componer  el  Consejo,  se 
cubrirán  los  Jueces,  el  Asesor  y  los  de- 
fensores, y  el  Presidente  lo  declarará 
constitaido,  expresando  el  objeto  para 
que  aquél  ha  sido  convocado. 

Art.  806.     Al  Presidente  corresponde: 

1."  Dirigir  el  acto  de  la  vista,  dar  las 
órdenes  oportunas  para  que  se  ejecute 


la  prueba,  conceder  ó  negar  sn  venia 
para  que  sean  contestadas  las  preguntas 
dirigidas  al  acusado  y  1  los  testigos,  y 
disponer  la  lectura  de  los  escritos  de 
acusación  y  defensa. 

2.^  Resolver  las  reclamaciones  de 
precedencia  que  se  susciten  entre  los 
Vocales. 

8.0  Dictar  las  disposiciones  necesa- 
rias par^  la  conservación  del  orden  en  el 
lugar  donde  el  Consejo  se  celebre. 

4.<>  Disponer  la  expulsión  6  la  deten- 
ción de  los  que  faltaren  de  algún  modo 
al  respeto  debido  al  Tribunal  ó  cometie- 
ren en  aquel  sitio  actos  punibles,  ponién 
dolos  en  este  último  caso  á  disposición 
de  la  Autoridad  jurisdiccional. 

Cuando  ésta  lo  creyese  conveniente, 
nombrará  un  piquete  á  disposición  del 
Presidente  del  Consejo. 

Art.  807.  El  Consejo  terminará  sus 
funciones  en  el  mismo  día;  pero  sí  por 
la  extensión  ó  complicación  de  la  causa 
ó  por  otros  motivos  esto  no  fuese  posi- 
ble, el  Presidente  suspenderá  el  acto  du- 
rante las  horas  que  estime  necesarias, 
dando  cuenta  á  la  Autoridad  que  dispu- 
so la  celebración  del  Consejo. 

Sbcción  sbquxda.— De  la  vista  anta 
el  Consejo. 

Art.  808.  Los  Consejos  de  guerra  se- 
rán públicos,  y  las  personas  extrafias  al 
Consejo  que  asistan  al  acto  podrán  estar 
sentadas,  pero  permanecerán  descu- 
biertas. 

Cuando  por  razones  de  moralidad  ú 
otros  respetos  lo  exigieren,  ó  cuando  así 
convenga  para  la  conservación  del  orden 
ó  de  la  disciplina,  la  Autoridad  jurisdic- 
cional podrá  acordpr  que  los  Consejos 
se  verifiquen  á  puerta  cerrada. 

También  los  Presidentes  de  los  Con- 
sejos de  guerra  podrán  acordar  lo  mismo 
que  se  dispone  en  el  párrafo  anterior 
cuando  por  incidentes  del  acto  lo  consi- 
deren conveniente. 

Art.  809.  La  vista  empezará  por  la 
relación  del  proceso,  que  hará  el  Instruc- 
tor, leyendo  las  actuaciones  que  sean 
esenciales,  y  dando  brevemente  cuenta 
de  las  de  nueva  sustanciación,  á  cuyo  fin 
hará  previamente  apuntamiento  de  los 
autos. 

Art.  810.  Terminado  el  relato  del  pro- 
ceso, el  Presidente  podrá  acordar  la  lec- 
tura íntegra  de  cualquier  diligencia  ó 
particular  de  que  sólo  se  hubiese  dado 
cuenta  sucintamente. 
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IjO«  demás  Jaeces,  el  Áseaor,  ^1  Fiscal 
y  el  defeosor  podrán  también  pedir  igual  • 
lectora,  y  la  Preaidencia  la  acordará  ai  lo 
•considera  pertinente. 

Art.  811.  Los  testigos  qne  deban  ser 
examinados  se  hallarán  prontob  fuera 
del  local  en  qne  se  celebre  el  Consejo, 
debiendo  comparecer  por  separado  y 
contestar  las  preguntas  que  se  les  dirijan, 
•iempre  que  el  Presidente  las  juzgue  per- 
tinentes. 

Podrán  formular  preguntas  el  Presi- 
dente, los  demás  Jueces,  el  Fiscal,  el 
Aeesor  y  los  defensores. 

Art.  913.  Los  peritos  que  deban  ser 
oídos  se  hallarán  prontos  fuera  del  local 
en  que  se  celebre  el  Consejo,  debiendo 
comparecer  en  el  mismo  acto  cuando  se 
lee  llame,  emitir  sus  respectivos  infor- 
mes y  contestar  después  las  preguntas 
que  se  les  dirijan,  siempre  que  el  Presi- 
dente Ua  juzgue  pertinentes. 

Emitirán  su  informe  ante  el  Consejo, 
refiriéndose  á  las  observaciones  y  opera- 
ciones qne  hubiesen  practicado  previa- 
mente al  efecto. 

Art.  818.  Los  Consejos  de  guerra  po- 
drán reconocer  ó  examinar  los  objetos  y 
documentos  referentes  al  proceso. 

Art.  SI 4.  Practicada  la  prueba  ante 
el  Consejo,  el  Fiscal,  sentado  y  cubierto, 
leerá  su  acusación,  ratificando  ó  modifi- 
cando de  palabra  las  caliAcaciunes  con- 
eignadas  en  el  escrito  de  que  habla  el  ar- 
tienlo  286. 

Al  pedir  la  pena  ó  absolución  con  la 
fórmula  final  concluyo  por  el  Bey^  se  le- 
vantará y  descubrirá,  haciendo  lo  mismo 
todos  los  que  formen  el  Consejo  y  los 
concurrentes. 

Art.  816.  Terminada  la  acusación  fís* 
cal,  el  defensor,  sentado  y  cubierto,  leerá 
la  defensa,  pudiendo  modificar  ó  ratificar 
de  palabra  sus  conclusiones,  y  al  termi- 
nar la  entregará  al  Presidente  para  que 
«e  una  á  las  actuaciones. 

Si  el  defensor  no  concurriese  á  la  vista, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que 
por  ello  contraiga,  leerá  la  defensa  el 
Instmctor.    * 

Art.  316.  8i  el  Presidente  notare  en 
el  escrito  de  defensa  algo  que  sea  irres- 
petnoeo  ó  impropio  de  aquel  acto,  man- 
dará suspender  la  lectura  y  despejar  la 
Sala. 

A  puerta  cerrada  concluirá  el  defensor 

de  leer  su  escrito,  y  tan  pronto  como  lo 

termine   volverá  á  hacerse    pública    la 

vista. 

Art  817.     En   seguida  el   Presidente 


preguntará  al  acusado  si  tiene  algo,  que 
exponer  al  Consejo,  permitiéndole  en  ca- 
so afirmativo  que  lo  haga  en  pie,  de  pa- 
labra y  en  términos  convenientes  y  res- 
petuosos. 

Si  el  acusado  no  hubiere  asistido  á  la 
vista,  se  le  hará  la  misma  pregunta  por 
medio  de  su  defensor,  yendo  éste  á  trans  • 
mitírsela  al  lugar  próximo  donde  aquél 
debe  hallarse,  y  volviendo  solo  si  manifes- 
tare que  su  defendido  no  tiene  nada  que 
exponer,  ó  acompañando  al  acusado  cuan- 
do éste  quisiere  usar  de  su  derecho,  que 
se  le  concederá  en  la  misma  forma  deter- 
minada en  el  párrafo  anterior. 

Art.  818.  jPracticadas  las  anteriores 
diligencias,  el  Presidente  declarará  ter- 
minada la  vista,  disponiendo  que  los  pro- 
cesados vuelvan  á  su  prisión,  ó  se  retiren 
si  estuvieren  en  libertad,  y  el  Consejo  se 
constituirá  en  sesión  secreta. 

Art.  819.  Durante  la  vista,  el  Instruc- 
tor tomará  nota  para  extender  un  acta, 
en  que  conste: 

1 .0  La  reunión  del  Consejo,  expresan- 
do el  logar,  los  nombres,  apellidos  y  em- 
pleos del  Presidente,  Vocales,  Fiscal  y 
Asesor,  y  si  éste  no  asistiere,  la  causa  de 
su  falta. 

a.<>  La  asistencia  de  los  defensores, 
expresando  sus  nombres  y  apellidos,  y  si 
fuere^i  militares,  sus  empleos. 

8.0  La  asistencia  de  los  procesados,  y 
si  han  Comparecido  ó  no  al  acto  déla 
vista. 

á.o    Si  el  acto  ha  sido  ó  no  público. 

5.<>  Relación  sucinta  de  lo  sustancial 
de  la  prueba  con  él  practicada  qne  modi- 
fique de  algún  modo  el  contenido  de  los 
autos. 

6.0  Si  la  acusación  fiscal  ó  la  defensa 
han  sido  modificadas  en  sus  conclusiones. 

7.°  Expresión  de  cuantos  hechos  im- 
portantes hubiesen  ocurriilo. 

£1  acta  la  extenderá  el  Instructor  ó  la 
dictará  al  Secretario  fuera  del  local  donde 
se  haya  celebrado  el  Consejo,  en  tanto 
que  éste  delibera,  y  con  la  conformidad,  y 
media  firma  del  Presidente,  la  unirá  á  la 
causa  á  continuación  del  escrito  ó  escritos 
de  defensa. 

Sboción  tbrcbra  — De  la  deliberación  y  sea- 
tencia  del  Consejo. 

Art.  320.  Constituido  el  Consejo  en 
sesión  secreta,  el  Asesor  formulará,  por 
escrito  y  firmada,  su  opinión.  Esta  debe- 
rá expresar,  por  lo  menos,  la  apreciación^ 
de  la  prueba,  la  calificación  del  delito  y 
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de  •!!■  circunstancias  y  la  pena  qne  deba 
imponerse  ó  La  absolución  si  procede. 

El  Consejo  deliberará  sobre  los  becbos 
y  las  pruebas  que  resulten,  apreciando 
litios  y  otras  bajo  su  más  estrecha  res- 
ponsabilidad, y  una  vez  terminada  la  dis-  ¡ 
costón  sobre  cada  uno  de  los  puntos  que 
esté  llamado  á  resolver,  procederá  á  la 
votación. 

El  escrito  del  Asesor  se  unirá  á  los  au- 
tos inmediatamente  después  del  acta  de 
que  trata  el  articulo  anterior. 

Art.  831.  Las  votaciones  empezarán 
por  el  más  moderno  de  los  Vocales  y  con- 
cluirán por  el  Presidente,  proiluciendo 
aeoerdo  lo  qne  resuelva  la  mayoría  ab- 
soluta. 

Art.  828.  Guando  por  ser  diversas  las 
opiniones  de  los  Jueces  ninguna  alcance 
mayoría  absoluta,  se  agregarán  los  votos 
qoe  contengan  declaraciones  más  graves 
para  el  acusado  á  los  que  le  sigan  en  gra- 
vedad, haciéndose  esta  agregación  de  ma- 
yor á  menor  tantas  veces  como  sea  ne- 
cesario, basta  reunir  cuatro  votos  ó  más. 

8e  considerará  mayoría  legal  la  que  se 
obtenga  en  virtud  del  procedimiento  es- 
tablecido en  el  párrafo  anterior. 

Art.  823.  Ninguno  de  los  Jueces  po- 
drá abstenerse  de  votar. 

Art.  824.  J!)mpezada  la  deliberación, 
no  se  disolverá  el  Consejo  sin  haber  pro- 
nunciado sentencia. 

Art.  826.  En  los  faltos  se  limitará  el 
Consejo  á  absolver  ó  condenar  á  los  pro- 
cesados, absteniéndose  de  hacer  pronun- 
ciamientos de  ninguna  clase  contra  per- 
sonas no  sometidas  á  la  causa. 

fin  caso  que  resultaren  cargos  contra 
persona  no  comprendida  en  el  procedi- 
miento, se  limitará  á  llamar  la  atención 
de  la  Autoridad  jurisdic(!Íonal  para  qne 
ésta  resuelva  lo  procedente. 

Art.  326.  El  Consejo,  al  penar  el  de- 
lito objeto  de  la  causa,  penará  también 
las  faltas  incidentales  que  con  él  se  rela- 
cionen; pero  si  encontrare  que  el  hecho 
perseguido  no  es  delito,  y  sí  falta,  absol 
verá  al  acusado  del  primero  y  llamará 
la  atención  de  la  Autoridad  jurisdiccio- 
nal para  que  ésta  disponga  lo  procedente 
respecto  á  la  falta. 

Art.  827.  Terminada  la  votación,  el 
Asesor  redactará  la  sentencia.  Si  no  asis- 
tiese el  Asesor  se  llamará  al  Instructor 
para  qne  la  redacte. 

La  sentencia  deberá  contener: 

l.<>  El  punto  en  qne  se  hubiere  cele- 
brado el  Consejo  y  la  fecha  de  su  cele- 
l»ración. 


2.0  Nombre  y  apellidos  de  los  proce- 
sados y  designación  de  los  delitos  qoe 
dieron  origen  á  la  formación  de  la  causa. 

8.0  Las  declaraciones  hechas  por  el 
Consejo  respecto  al  delito  y  á  las  respon- 
sabilidades que  afecten  á  cada  uno  de 
los  procesados. 

4.**  El  señalamiento  de  las  penas 
principales  y  accesorias  qne  se  impon- 
gan, haciendo  mérito,  cuando  proceda, 
del  abono  del  tiempo  de  prisión  sufrida 
preventivamente. 

6  0  Las  citas  de  los  artículos  de  la 
ley  ó  leyes  en  que  se  funden  las  declara- 
ciones y  penas  contenidas  en  el  fallo. 

Art.  828.  La  sentencia  la  Ormarán 
todcs  los  Jueces,  hayan  estadb  ó  no  con- 
formes con  sus  conclusiones,  empezan- 
do por  el  Presidente  y  siguiendo  por  su 
orden  los  demás. 

Los  que  hubieren  disentido,  tendrán 
derecho  á  emitir  y  consignar  por  separa- 
do voto  particular. 

Art.  329.  £1  voto  ó  votos  particulares, 
si  los  hubiere,  se  unirán  á  losantes  y  se- 
rán suscritos  por  los  votantes  y  antorísa- 
dos  con  media  firma  por  el  Presidente. 

Art.  830.  La  sentencia  que  el  Conse- 
jo de  guerra  pronuncie  no  se  hará  públi- 
ca ni  se  notificará  á  los  procesados  hasta 
después  de  haber  sido  declarada  firme. 

Art.  381.  £1  Instructor  remitirá  la 
causa  á  la  Autoridad  jurisdiccional,  quien 
la  pasará  á  su  Auditor. 

Este  Magistrado  emitirá  dictamen, 
proponiendo  la  aprobación  de  la  senten- 
cia si  la  estimare  ajustada  á  la  ley  y  sea 
de  las  que  pueden  ser  ejecutorias  me- 
diante dicha  aprobHción.  8i  no  la  encon- 
trase arreglada  á  ley.  dará  también  su 
dictamen,  proponiendo  la  remisión  de 
las  actuaciones  al  Consejo  Supremo  de 
Guerra  y  Marina. 

Si  la  sentencia  no  pudiera  ser  ejecuto- 
ria con  la  aprobación  de  la  Autoridad  ju- 
risdiccional, el  Auditor  se  limitará  á  pro- 
poner la  remisión  de  los  autos  al  Conse- 
jo Supremo  de  Guerra  y  Marina. 

Art.  382.  Cuando  corresponda  remi- 
tir al  Consejo  Supremo  el  proceso  origi- 
nal, el  Instructor  sacará  previamente 
testimonio  de  la  acusación,  de  la  defensa, 
de  la  sentencia,  del  dictamen  del  Audi- 
tor y  del  decreto  de  la  Autoridad  juris- 
diccional, cuyo  testimonio  lo  entregará  á 
esta  ó  I  tima  para  su  archivo. 
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Art.  888.  Para  los  efectos  de  loa  ca- 
pitólos  III  y  IV  de  este  titulo,  ae  enten- 
<ierá  qae  las  caaaaa  por  delitos  no  mili- 
tares cometidos  por  tfHia  clase  de  perso- 
nas j  en  las  capitales  de  Departamento, 
Apostadero  y  en  Madrid,  ejercerá  las 
fiuieioDes  de  Jaea  instructor  el  Secreta- 
rio de  justicia. 

TITULO  XVI 

Capítulo  úmco.— D<;  la  ejecución 
de  la$  sentencias. 

Art.  884.  La  ejecución  de  las  senten- 
«¡aé  corresponderá  á  la  Autoridad  juris- 
diccioDal  de  Marina  que  hubiere  seguido 
el  procedimiento,  valiéndose  para  ello 
del  Instractor. 

Art.  886.  £n  las  causas  en  que  conoz- 
ca el  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina en  única  instancia,  cometerá  la  eje- 
eación  de  la  sentencia  á  la  Autoridad  ju- 
risdiccional de  Marina  que  deba  cumplir- 
la, la  cual  nombrará  el  Instructor  y  Se- 
cretario correspondiente  para  la  práctica 
de  las  diligencias  oportunas. 

Art.  886.  £1  Secretario  de  la  causa,  á 
presencia  del  Instructor,  notificará  la 
eenteneta  al  reo,  leyéndosela  íntegra- 
tiaente. 

Cnando  se  haya  de  ejecutar  la  pena  de 
maerte,  se  observará  lo  dispuesto  en  los 
ártico  los  98  y  94  del  Código  penal  de  la 
Marina  de  Guerra,  y  nunca  se  le  notifi- 
cará al  reo  hasta  el  mismo  momento  de 
ponerle  en  capilla. 

Art.  887.  Las  sentencias  firmes  de  las 
cansas  contra  Oficiales,  cuando  sean  ab- 
solotorias  ó  impongan  pena  que  prodns- 
ca  baja  definitiva  en  la  Armada,  se 
transcribirán  al  Ministerio  de  Marina, 
para  qae  por  este  Centro  se  comuniquen 
por  Real  orden  circular  á  todas  las  Au- 
toridades jurisdiccionales  del  ramo. 

Art.  888.  Para  la  ejecución  de  la  pe- 
na de  muerte,  sien<io  el  reo  marino,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

1.^  £1  Instructor  pedirá  permiso  al 
Jefe.soperior  del  boque  ó  punto  donde 
haya  de  cumplirse. 

Dicho  Jefe  designará  el  día,  hora  y  si- 
tio donde  deba  tener  lugar  la  ejecución, 
y  si  íoese  en  tierra  dispondrá  que  tomen 
las  armas  con  este  objeto  las  fuerzas  qae 
hayan  de  concarrir  al  acto. 

3.*    Un  piquete  de  Infantería  de  Ma- 


rina, ó  en  su  defecto  otro  de  la  faersa 
que  designe  la  Autoridad  superior,  se  en- 
cargará de  la  persona  del  reo,  dará  el 
servicio  interior  de  la  prisión  y  ejecotará 
la  sentencia. 

8.'  Obtenido  el  oportuno  permiso,  el 
Instructor  pasará  á  la  prisión,  hará  la 
notificación  del  fallo  y  pondrá  en  capilla 
al  sentenciado,  facilitándole  los  auxilios 
religiosos,  los  que  necesitare  para  otor- 
gar testamento  y  los  demás  compatibles 
con  su  situación. 

4.*  La  brigada  de  marinería  ó  de  In- 
fantería de  Marina  en  que  sirviere  el  reo, 
ocupará  siempre  sitio  que  dé  frente  al  en 
que  deba  tener  logar  la  ejecución. 

6.*  Si  el  acto  hubiere  de  tener  logar 
á  bordo,  el  Comandante  del  buque,  pre- 
vio /icnerdo  con  su  Capitán  ó  Coman- 
dante general,  ó  por  sí  mismo,  cuando 
no  dependiere  de  dichas  Autoridades, 
dispondrá  el  sitio  donde  haya  de  ejeco- 
tarse,  y  que  toda  la  dotación  asista  ar- 
mada ai  acto,  señalando  al  personal  de 
la  misma  el  sitio  que  deba  ocupar  con 
arreglo  á  las  instrucciones  vigentes,  pro- 
corando  se  coloquen  de  modo  que  pre- 
sencien la  ejecución  el  mayor  número 
posible. 

Por  la  Autoridad  superior  se  dispon- 
drá que  las  dotaciones  de  los  buques  en 
que  no  se  verifique  la  ejecución  concu- 
rran en  sus  botes  á  los  costados  del  en 
que  se  cumpla  la  pena. 

6.A  A  la  hora  designada,  el  reo,  de 
uniforme,  será  conducido  por  el  piquete 
encargado  de  su  custodia,  y  la  fuerza  qae 
además  juzgase  necesaria  el  Jefe  supe- 
rior que  hubiese  dado  permiso  al  Ins- 
tructor, ó  el  Comandante  del  buque  en 
su  caso. 

7.*  £n  el  sitio  de  la  ejecución,  el  pi- 
quete se  colocará  dando  frente  al  reo,  y 
reconciliado  éste  brevemente  si  lo  desea- 
re, con  el  sacerdote  que  le  acompañe, 
será  pasado  por  las  armas. 

8.a  En  seguida  tocarán  marcha  las 
bandas,  desfilando  las  fuerzas  que  hayan 
aaistido  al  acto  por  delante  del  cadáver, 
dando  vista  á  éste,  el  que  será  conduci- 
do al  lugar  de  su  enterramiento,  ó  se 
arrojará  al  agua  si  fuese  en  alta  mar,  por 
los  marineros  ó  soldados  de  la  brigada 
del  reo,  ó  en  au  defecto  por  los  que  se 
nombraren. 

Si  la  ejecución  fuere  á  bordo,  ae  lar- 
gará inmediatamente  la  bandera  que  in- 
dique el  acto  ejecutado. 

£1  cadáver  podrá  ser  entregado  á  los 
parientes,  si  lo  solicitan,  y  la  Autoridad 
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de  Marina  no  halla  inconveniente;  pero 
el  entierro  no  podrá  hacerse  con  pompa, 
y  seguirá  larnta  qae  la  Aatoridad  de 
Marina  le  marque. 

.  Art.  839.  Gaando  deba  ejecutarse  la 
j^iia  de  muerte  en  la  forma  establecida 
por  la  ley  coman,  el  Secretario  de  justi- 
eia  ó  el  Instructor,  según  corresponda, 
pedirá  por  conducto  de  la  Autoridad  jn- 
riadiccional  de  quien  dependa  los  auxi- 
íiofl  necesarios  á  las  judiciales  y  admi- 
nistrativas del  orden  civil. 

Lo  mismo  en  este  caso  que  cuando  un 
reo  no  marino  deba  ser  pasado  por  las 
armas  en  tierra,  la  ejecnción  se  llevará  á 
cabo  sin  observar  las  prescripciones  es- 
tablecidas en  el  articulo  anterior,  y  sólo 
se  nombrará  el  piquete  que  custodie  y 
ejecnte  al  reo  y  la  fuerza  armada  que 
dispusiere  el  Jefe  de  Marina;  pero  á  bor- 
do siempre  se  observarán  las  formalida- 
des que  preceptúa  la  regla  5.^  del  citado 
artículo  anterior. 

8i  el  Jefe  de  Marina  del  punto  donde 
se  haya  de  ejecutar  la  sentencia  no  dis- 
pusiere de  fuerzas,  las  pedirá  á  cualquier 
baque  nacional  de  guerra  que  hubiere  en 
el  puerto,  previo  acuerdo  con  las  Auto- 
ridades civil  y  militar  ó  á  esta  última. 

Art.  d40.  En  los  días  de  fiesta  reli- 
giosa ó  nacional  no  se  ejecutará  la  pena 
de  muerte;  pero  en  campaña,  ó  cuando  lo 
requiera  la  pronta  ejemplaridad  del  cas- 
tigo, podrá  llevarse  á  cabo  la  ejecución. 

Art.  841.  El  Instructor  extenderá  en 
la  causa  la  correspondiente  diligencia  de 
haberse  llevado  á  cumplido  efecto  la  pena 
de  muerte,  expresando  la  forma  en  que 
se  hiciere. 

Art.  842.  Cuando  á  la  pena  de  muer- 
te deba  preceder  la  degradación  militar, 
el  sentenciado  irá  vestido  de  uniforme 
completo,  pero  sin  armas. 

Colocado  el  reo  en  el  sitio  más  visible 
para  las  fuerzas  que  concurran  al  acto, 
se  cumplirá  con  lo  que  dispone  el  artícu- 
lo 101  del  Código  penal  de  la  Marina  de 
guerra. 

£1  Instructor  pronunciará  previamen- 
te para  el  acto  del  despojo  esta  fórmula: 
«Despojad  á  .....  (el  nombre  del  senten- 
ciado), de  BUS  insignias  y  condecoracio- 
nes, de  cuyo  uso  la  ley  le  declara  indig- 
no; la  ley  le  degrada  por  haberse  él  de- 
gradado á  sí  roismo.t 

Cuando  la  degradación  no  preceda  á  la 
muerte,  se  verificará  en  la  misma  forma, 
y  hecha,  será  entregado  el  reo  á  la  Au- 
toridad civil  para  el  cumplimiento  de  las 
penas  principales. 


Art.  848.  En  las  penas  de  que  trata  el 
art.  96  del  Código  penal  de  la  Marina  de 
guerra,  se  cumplirá  lo  que  dispone  dicho 
artículo  y  se  remitirá  nota  á  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales, 
comprensiva  del  noinjibre  y  apellidos  del 
penado  y  de  sus  padres,  edad,  naturale- 
za, vecindad  y  condena  impuesta;  de- 
biéndose además  participar  al  Goberna- 
dor civil  respectivo  la  cárcel  en  que  el 
reo  queda  á  su  disposición. 

Las  penas  de  reclusión  militar  y  pri- 
sión militar  mayor  se  cumplirán  como 
dispone  ei  art.  96  del  Código  penal  de  la 
Marina  de  gueirra. 

Art.  844.  La  pena  de  prisión  militar 
menor  se  cumplirá  como  dispone  el  ar- 
tículo 97  del  Código  penal  de  la  Marina 
de  guerra. 

Los  individuos  peniúsulares  senten- 
ciados á  esta  pena  en  Filipinas,  la  cum- 
plirán fuera  de  aquel  archipiélago. 

Art.  845.  La  pena  de  arresto  se  cum- 
plirá conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 98  del  Código  penal  de  la  Marina 
de  guerra. 

Art.  846.  Los  condenados  á  servicio 
disciplinario  cumplirán  la  pena  en  los 
Cuerpos  creados  con  este  objeto. 

Cuando  lo  sean  en  escuadras  ó  buques 
en  campafia,  se  estará  á  lo  que  dispone 
el  artículo  99  del  Código  penal  de  la  Ma- 
rina de  guerra. 

Art.  847.  La  pena  de  recargo  en  el 
servicio  impnesta  por  el  delito  de  deser- 
ción á  los  marineros,  se  cumplirá  preci- 
samente embarcado  en  buque  armado. 

Cuando  sea  impuesta  á  los  individuos 
de  Infantería  de  Marina  ó  á  los  asimila- 
dos á  marinería  y  tropa,  podrán  cumplir- 
la en  buque  armado  ó  en  batallón  activo. 

Art.  848.  Cuando  la  pena  de  recargo 
en  el  servicio  no  sea  impuesta  por  el  de- 
lito de  deserción,  y  para  los  guardias 
marinas  y  alumnos  del  Cuerpo  adminis- 
trativo, en  todo  caso  se  observará  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  66  y  100  del  Có- 
digo penal  de  la  Marina  do  guerra. 

Las  clases  de  marinería  ó  tropa  no 
cumplirán  la  condena  de  recargo  en  el 
servicio  en  el  mismo  buque  ó  batallón 
en  qne  hubieren  cometido  el  delito. 

Art.  849.  Para  la  ejecución  de  las 
condenas  que  hayan  de  cumplirse  en  es- 
tablecimientos penales  ó  fuera  de  ellos, 
el  Instructor  sacará  testimonio  de  la  sen- 
tencia firme, con exprt-sión  délas  circuns- 
tancias personales  del  condenado,  nom- 
bres y  apellidos  de  sus  padres. 

El  testimonio  se  remitirá  á  la  Antorí- 
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■  dad  á  quien  correaponda  ejecotar  la  sen* 
teocia,  según  loa  caaoa,  poniendo  á  aa 
diapoaición  la  persona  del  reo  cuando 
eato  proceda. 

La  oomanicación  acosando  recibo  se 
onirá  á  la  cansa. 

Si  el  reo  se  hallare  sometido  á  otra 
cansa  de  Marina,  se  suspenderá  la  entre- 
ga hasta  que  ésta  se  termine. 

Art.  850.  Al  marino  á  quien  se  im- 
ponga la  pena  de  pérdida  de  empleo,  ó 
cualquiera  de  las  que  producen  los  mis- 
moa  efectos,  se  le  recogerá  los  Reales 
despachos,  títulos,  diplomas  y  nombra- 
miento», los  cuales  serán  remitidos  para 
sa  cancelación  al  Ministerio  de  Marina. 

Al  condenado  á  otras  penas  le  serán 
recogidos  los  diplomas  de  laa  cruces  que 
posea,  siempre  que  los  reglamentos  de 
las  respectivas  Ordenes  aai  lo  prevengan. 

Si  no  pudieran  recogerse,  se  anularán 
por  Real  orden  publicada  en  la  Gaceta 
de  Madrid, 

Art.  861.  Para  hacer  efectivaa  las  res- 
ponsabilidades civiles  declaradaa  en  aen- 
tencia  firme,  ae  procederá  en  la  forma 
establecida  en  el  titulo  XIII  de  eata  ley. 

TITULO  XVII 

Cafítülo  ÚMioo.— Z)f/  procedimiento 
sumarUimo. 

Art.  862.  Los  reoa  de  flagrante  delito 
militar  que  tengan  eefiatada  pena  de 
muerte  á  perpetua,  serán  juagados  en 
jnicio  sumariaímo  por  el  Consejo  de  gue- 
rra que  en  cada  caao  correaponda. 

Art.  868.  Se  conaiderará  flagrante  de- 
lito el  que  se  estuviere  cometiendo  ó  se 
acabare  de  cometer  coando  el  delincuen- 
te sea  sorprendido. 

Se  entenderá  sorprendido  en  el  acto 
de  ejecutar  el  delito,  no  sólo  el  criminal 
que  sea  aprehendido  en  el  momento  de 
eatarlo  cometiendo,  sino  .el  detenido  ó 
perseguido  inmediatamente  después  de 
cometerlo,  si  la  persecución  durase  ó  no 
se  aospendiere  mientras  el  delincuente 
uo  se  ponga  fuera  del  alcance  de  loa  que 
le  persigan. 

También  ae  considerará  reo  de  delito 
flagrante  el  que  fuere  sorprendido  inme- 
diatamente después  de  cometerlo  con 
efectos  ó  instrumentos  que  infundan  la 
presunción  vehemente  de  su  participa- 
ción en  él. 

Art.  864.  Además  de  lo  establecido 
en  los  artículos  anteriores,  podrán  ser 
sometidos  ai  juicio  aumarísimo  otros  de- 


litos que  por  afectar  á  la  moral  y  diaci- 
plina  de  las  foersas  de  la  Armada,  á  la 
seguridad  de  los  buques,  arsenales  ó 
puertos  que  le  estén  confiados  á  la  Ma- 
rina y  á  la  de  cosas  y  personas,  lo  decla- 
ren así  las  Autoridades  respectivas  en 
los  bandos  que  publiquen,  con  arreglo  á 
las  facultades  que  les  estén  concedidas. 

Art.  866.  Los  que  resulten  complica- 
doa  en  el  delito  que  ae  juague  en  juicio 
aumaríaimo  y  no  eatén  comprendidoa  en 
éate  por  no  haber  aido  aprehendidoa  in- 
fraganti,  serán  juagados  en  juicio  ordi- 
nario, en  pieaa  separada  que  ae  formará 
al  efecto  con  los  antecedentea  necesarioa. 

Art.  866.  La  tramitación  de  loa  jui- 
cioa  somarísimos  ae  arreglará  á  la  del 
juicio  ordinario  en  todo  aquello  que  no 
eaté  modificado  por  laa  reglas  siguientes: 

1.*  £1  procesado  permanecerá  aiem- 
pre  preso. 

2.*  Las  declaracionea  de  los  procesa- 
dos se  recibirán  sin  intervalo  alguno,  en 
cuanto  aea  poaible,  aunque  siempre  se- 
paradamente. 

8>  Laa  declaraciones  de  los  testigos 
y  los  reconocimientos  que  éstos  verifi- 
quen para  la  identificación  de  las  perso- 
naa  detenidas,  ae  harán  conatar  en  un 
acta  breve  que  auscribirán  éatas,  y  suce- 
sivamente, aegún  vayan  declarando  los 
testigos,  autorisándola,  por  último,  el 
Inatructor  y  el  Secretario. 

Cuando  asistan  varioa  testigos  presen- 
ciales, sólo  se  consignarán  las  declara- 
ciones de  los  más  importantes. 

El  Instructor,  si  lo  creyese  necesario, 
podrá  carear  á  los  testigos  entre  sí,  ó  á 
alguno  de  éatoa  con  el  procesado. 

4.*  Cuando  no  puedan  traerse  á  los 
autoa  inmediatamente  las  hojaa  de  aer- 
vicio  ó  filiaciones  de  los  procesados,  se 
suplirán  estos  documentos  con  declara- 
cionea ó  informes  de  los  Jefes  inmedia- 
tos, que  expondrán  lo  que  sunieren  acer- 
ca de  la  conducta  y  antecedentea  de 
aquéllos. 

6.*  En  caso  de  lesiones  no  se  aguar- 
dará el  resultado  de  éstaa  para  la  conti- 
nuación de  la  causa,  siempre  que  no  sea 
de  necesidad  absoluta  para  la  compro- 
bación del  delito. 

6.*  Todos  los  testigos,  sin  distinción 
alguna,  comparecerán  ante  el  Instructor 
de  la  causa  á  su  llamamiento. 

7.*  Cuando  la  prueba  de  la  recusa- 
ción sea  obstáculo  para  la  pronta  termi- 
nación de  la  causa,  la  Autoridad  encar- 
gada de  resolver  el  incidente  podrá  ad- 
mitir desde  luego  la  recuaación  ó  dene- 
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garla,  segúa  crea  jasto,  ain  ináa  irámitea. 
Art.  867.  £1  Inatractor,  terminadaa 
laa  diligenciaa  aumariaa,  elevará  inme* 
diatamente  loa  aotoa  á  la  Autoridad  ja* 
riadicciónal. 

Art.  268.  Recibidoa  loa  aatoa  por  la 
Autoridad  juriadiccioiial,  ésta,  oyendo  á 
aa  Auditor,  reaoWerá  ain  pérdida  de  tiem- 
po, lo  que  proceda;  pero  ai  eucoutrare 
qua  el  delito  do  debe  aer  objeto  de  un 
juicio  aumaríaiino,  preaenta  gravea  com- 
plicacionea  ó  que  no  hay  medios  para 
eaclarecer  loa  hechos,  dispondrá  que  la 
causa  ae  aiga  por  los  trámites  ordinarioa. 
Art.  869.  Cuando  la  Autoridad  juria- 
dicoional  acordare  la  elevación  á  plena- 
rio,  ae  pasará  la  cauaa  al  Fiscal  por  tér- 
mino que  no  exceda  de  aeia  horaa,  y  ae 
prevendrá  al  acusado  que  nombre  un 
Oficial  que  le  defienda,  y  de  no  hacerlo 
ae  le  nombrará  de  oficio. 

Cuando  loa  acuaados  aean  doa  ó  más, 
nn  aólo  defenaor  ae  encargará  de  la  de- 
fenaa  de  todoa,  á  no  haber  incompatibi- 
lidad para  ello. 

Acto  continuo  ae  deaignará  el  personal 
que  haya  de  constituir.. el  Consejo  de 
guerra  correapoudiente. 

Art.  860.  Aaiatido  el  reo  de  au  defen- 
aor, el  Inatructor  procederá  á  celebrar  la 
comparecencia  de  que  trata  el  art.  268, 
y,  aegún  lo  que  de  ella  resulte,  practicará 
ain  la  menor  dilación  ó  admitirá  para  au 
práctica,  ante  el  Consejo  de  i^uerra,  las 
dlligeuoiaa  de  prueba  que  crea  indiapen- 
aables  á  la  defensa. 

Art.  861.  Seguidamente  ae  pondrán 
de  manifiesto  laa  actuaciones  al  defensor 
por  un  término  que  nunca  exceda  de  seis 
horaa. 

Espirado  éste  ae  procederá  á  la  cele- 
bración del  Conaejo,  citándoae  para  la 
precisa  asistencia  al  acto  de  la  vista  á 
los  teatigoa  presentes  en  la  misma  lo- 
calidad. 

Art.  862.  Reunido  el  Consejo  ae  ob- 
servarán laa  disposiciones  que  en  este 
punto  regulan  el  procedimiento  ordina- 
rio, aegún  la  preaente  ley,  suspendiéndo- 
ae  la  viata  antea  de  la  acusación  y  la  de- 
fensa, á  fin  de  que  el  Fiacal  y  el  defen- 
aor ordenen  aua  notaa  y  pidan  verbal 
mente  lo  que  á  aua  reapectívas  repreaen- 
tacionea  convenga. 

Art.  363.  Concluida  la  defenaa,  el 
Preaideute  preguntará  al  acuaado,  que 
deberá  concurrir  aiempre  á  la  viata,  ai 
tiene  algo  que  afiadir,  y,  oído  lo  que  ex- 
ponga, ae  dará  por  terminado  el  acto. . 
Art.  864.    £d  el  acta  de  la  celebración 


del  Conaejo  ae  conaignarán  loa  funda- 
mentos  de  la  acnaación  y  la  delenaa, 
firmándola  todoa  loa  componentea  del 
Tribunal  con  el  defenaor. 

Art.  866.  La  aentencia  que  el'Conaejo 
de  guerra  pronuncie  en  loa  juicioa  anma- 
rfaimoa  aera  firme  con  la  aprobación  de 
la  Autoridad  jurisdiccional  competente, 
de  acuerdo  con  au  Auditor.  En  laa  eacua- 
draa  y  buquea  aueltoa  que  eatén  en  ope- 
racionea  de  guerra  ae  podrá  pr«*acindSr 
de  dicho  acuerdo.  También  podrá  prea- 
cindirae  del  mismo  en  los  puertos  sitía- 
doa  ó  bloqueadoa  que  eatén  á  cargo  de 
la  Marina. 

Eataa  aentencias  se  ejecutarán  ain  di- 
lación  con  laa  formaljdadea  que  dispon- 
ga en  cada  caao  la  Autoridad  juriadiccio- 
nal  respectiva. 

TITULO  XVIU 

Capitulo  único.— D«Z  procedimiento 
contra  reos  ausentes, 

Art.  866.  Serán  llamadoa  por  requiai- 
toria,  cuando  hubieren  aido  ineficacea 
laa  diligenciaa  practicadaa  para  au  bu  acá: 

1.®  El  preaunto  reo  que  no  fuere  ha- 
bido y  cuyo  paradero  ae  ignoraae. 

2.<>  El  procesado  que  no  fuere  halla- 
do en  su  domicilio  para  oir  la  notificación 
de  una  providencia  judicial  por  haberse 
ausentado,  si  se  ignoraae  au  paradero,  y 
el  que  no  tuviese  domicilio  conocido. 

8.0  El  que  se  hubiese  fugado  del  es- 
tablecimiento donde  ae  hallare  detenido 
ó  preso. 

4.0  El  que  estando  en  libertad  provi- 
sional dejare  de  concurrir  á  la  presencia 
judicial  el  día  en  que  deba  hacerlo  ó 
cuando  fuere  llamado. 

Art.  867.  En  la  requisitoria  ae  expre- 
aará  el  nombre,  apellidoa,  cargo,  profe- 
alón  ú  oficio  del  procesado,  si  conataaen, 
y  laa  aefiae  en  virtud  de  laa  cnalea  pueda 
aer  identificada  au  persona;  el  delito  de 
que  se  le  ácuea,  el  punto  á  donde  deba 
aer  conducido  ó  término  que  ae  le  fija 
para  au  preaentación,  bajo  apercibimien- 
to de  ser  declarado  rebelde,  y  el  nombre 
del  Instructor  que  entienda  en  la  cauaa. 

La  requisitoria  original  y* un  ejemplar 
de  cada  periódico  en  que  ae  hubiere  pu- 
blicado, ú  oficio  en  que  conate  au  publi- 
cación, ae  unirán  á  loa  autoa. 

Se  fijará  además  en  loa  aitioa  públicoa 
que  ae  crea  conveniente. 

Tranacnrrido  el  plazo  de  la  requiaitoria, 
ai  el  proceaado  auaente  no  xomparecieaa 
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é  no  taems  habido,  se  le  declarará  rebelde. 
Ari.  S68.  8i  la  cansa  eatn  viere  en  au- 
mario,  m%  continnará  basta  la  termina- 
ción de  este  período  ^del  Jaicio,  saspen- 
diéndo^e  después  sa  ctirso  y  archivando- 
se,  ael  eono  las  piesas  de  convicción  qae 
pudieren  conservarse  y  no  fueren  de  on 
tercero  irresponsable. 

Art.  S60.  Cuando  la  cansa  se  archive 
por  eetar  en  rebeldía  los  procesados,  se 
mandará  devolver  á  los  duefios  que  no 
reenlten  civil  ni  criminalmente  respon- 
sables del  delito  los  efectos  ó  instrumen- 
tos del  mismo  ó  las  demás  piesas  de  con- 
vicción qoe  se  hoUesen  recogido  duran- 
te la  canea. 

En  la  diligencia  de  devolución,  el  Se- 
cretario describirá  minuciosamente  todo 
lo  qoe  devuelva. 

Para  la  devolución  de  los  efectos  y  pie 
zas  ^  convicción  pertenecientes  á  nn 
tercero  irresponsable,  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  68  del  Código  penal 
de  la  Marina  de  guerra. 

Art.  370.  Cuando  fuesen  dos  ó  más 
los  procesados  y  no  estuviesen  todos  en 
rebsldia,  se  continuará  la  causa  respecto 
á  los  presentes. 

Art.  871.  Suspendidas  las  actuacio- 
nes, en  cnanto  á  los  procesados  rebeldes, 
no  se  sisarán  los  embargos  hechos  ni  se 
cancelarán  las  fiansas  prestadas  basta 
qae  termine  la  responsabilidad  civil,  con 
sujeción  á  las  reglas  de  derecho  común. 
Art.  872.  Cuando  el  reo  se  fugase  des- 
pués de  dictada  la  sentencia  por  el  Con- 
sejo de  guerra,  la  causa  continuará  hasta 
que  recaiga  fallo  definitivo,  á  menos  que, 
habiéndose  elevado  al  Consejo  Supremo 
de  Guerra  y  Marina,  acordase  éste  su 
reposición. 

Art.  878.  En  cualquier  tiempo  en  que 
el  declarado  rebelde  se  presente  ó  sea 
habido  se  abrirá  de  nuevo  la  causa  para 
continuarla  según  su  estado. 

TITULO  XIX 

Capitulo  único. — Del  procedimiento 
para  la  extradición, 

Art.  874.  £1  Consejo  Supremo  de 
Guerra  y  Marina  y  las  Autoridades  juris- 
dieeionales  de  la  Armada,  propondrán  al 
Gobierno  que  solicite  la  extradición  de 
los  procesados  ó  condenados  por  senten- 
eia  firme  en  los  casos  que  corresponda. 

Art.  375.  Los  Fiscales  del  Consejo 
Supremo  y  los  Instructores  podrán  tam- 
bién pedir,  los  primeros  á  dicho  Consejo 


y  los  segundos  á  la  Autoridad  jurisdic- 
cional de  quien  dependan,  que  promue- 
val)  la  solicitud  de  extradición  cuando  lo 
crean  procedente. 

Art.  876.    Sólo  podrá   pedirse  ó  pro-  ' 
ponerse  la  extradición: 

l.<>  De  los  españoles  que,  habiendo 
delinquido  en  Espafia,  se  hayan  refugia- 
do en  país  extranjero. 

3.0  De  los  espafioles  que,  habiendo 
atentado  en  el  extranjero  contra  la  segu- 
ridad exterior  del  Estado,  se  hubiesen 
refugiado  en  país  distinto  del  en  que  de- 
linquieron. 

d.o  De  los  extranjeros  que,  debiendo 
ser  juzgados  en  España,  se  hubiesen  re- 
fugiado en  un  pais  que  no  sea  el  suyo. 

Art.  877.  Para  pedir  ó  proponer  la 
extradición  es  requisito  necesario  que  se 
baya  acordado  la  prisión  del  culpable  ó 
recaído  contra  él  sentencia  firme. 

Art.  878.  Procede  la  petición  de  ex- 
tradición: 

1.®  En  los  casos  que  determinen  los 
Tratados  vigentes  con  las  potenoiaa  en 
cuyo  territorio  se  hallase  el  individuo 
reclamado. 

2.**  En  defecto  de  Tratado,  en  los  ca- 
sos que  la  extradición  proceda  según  el 
dere<;ho  escrito  ó  consuetudinario,  vi- 
gente en  el  territorio  á  cuya  nación  se 
pida. 

S.^  En  defecto  de  los  dos  casos  ante- 
riores, cuando  1^  extradición  sea  proce- 
dente según  el  principio  de  reciprocidad. 

Art.  379.  La  Autoridad  jurisdiccional 
ó  Tribunal  que  conosca  de  la  cansa  en 
que  estuviere  procesado  el  reo,  ausente 
en  territorio  extranjero,  será  competente 
para  pedir  la  extradición,  y  lo  hará  en 
forma  de  suplicatorio  dirigido  al  Minis- 
tro de  Marina. 

Se  exceptúa  el  caso  en  que,  por  el  Tra- 
tado vigente  con  la  nación  en  cuyo  terri- 
torio se  hallase  el  procesado,  pueda  pe- 
dir la  extradición  la  Autoridad  jurisdic- 
cional óTribuiial  que  conozca  de  la  causa. 

Art.  880.  Con  el  suplicatorio  ó  comu- 
nicación que  haya  de  expedirse,  según 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  se  re- 
mitirá testimonio  literal  de  la  providen- 
cia de  extradición  en  que  se  consignen 
sus  fundamentos,  y  sólo  en  relación  de 
aquellas  diligencias  con  que  se  justifique 
que  la  extradición  procede  con  arreglo  al 
número  correepondiente  del  art.  878  de 
esta  ley. 
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TITULO  XX 
Capítulo  twioo,— Del  recurso  de  revisión, 

Art.  881.  Habrá  lagar  al  recurso  de 
revÍBÍÓD  contra  las  sentencias  firmes,  en 
loe  casos  siguientes: 

1.0  Cuando  estén  sofriendo  condena 
dos  ó  más  personas  en  virtad  de  senten- 
cias contradictorias  por  un  mismo  delito 
en  que  no  haya  podido  ser  cometido  más 
que  por  una  sola. 

2.0  Cnando  esté  sofriendo  condena 
alguno  como  responsable .  del  homicidio 
de  una  persona  cuya  existencia  se  acre- 
díte  despoés  de  la  condena. 

S%o  Cuando  esté  sofriendo  condena 
alguno  en  virtad  de  sentencia,  cayo  fon- 
damento  baya  sido  un  documento  ó  tes- 
timonio declarados  después  falsos  por 
sentencia  firme  en  cauHa  criminal,  la  con- 
fesión del  reo  arrancada  por  violencia,  ó 
exacción  ó  cualquier  hecho  punible  eje- 
cutado por  un  tercero,  siempre  que  los 
tales  extremos  resulten  también  declara- 
dos por  sentencia  firme  en  causa  seguida 
al  efecto.  A  estos  fines  podrán  practicar- 
se todas  cuantas  pruebas  se  consideren 
necesarias  para  el  esclarecimiento  de  los 
hechos  controvertidos  en  la  causa,  anti 
cipándose  aquellas  que  por  circunstan- 
cias especiales  pudieran  luego  dificultar 
y  basta  hacer  imposible  la  sentencia 
firme  base  de  la  revisión. 

4.0  Cnando  sobre  un  mismo  delito 
hayan  recaído  dos  sentencias  firmes. 

Art.  882.  £1  recurso  de  revisión  podrá 
promoverse  por  los  penados,  por  sus  con- 
y nges, descendientes,  ascendientes  y  her- 
manos, acadiendo  al  Ministerio  de  Ma- 
rina con  solicitud  motivada.  El  Ministro 
remitirá  la  solicitud  al  Consejo  Supremo 
de  Guerra  y  Marina. 

Art.  888.  Previa  formación  de  expe- 
diente, y  cuando  hubiere  bastante  fun- 
damento para  ello,  á  juicio  del  Ministro 
de  Marina,  éste  podrá  ordenar  al  Fiscal 
del  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Mari- 
na á  quien  corresponda,  que  interponga 
el  recurso  de  revisión. 

El  Fiscal  competente  podrá  también, 
sin  necesidad  de  dicha  orden,  interponer 
el  recurso,  siempre  que  tenga  conoci- 
miento de  algún  caso  en  que  proceda. 

Cuando  se  trate  de  delitos  militares 
será  competente  el  Fiscal  militar,  y  cuan- 
do se  trate  de  delitos  no  militares  lo  será 
el  Togado. 

Art.  884.  £1  recurso  de  revisión  se 
sustanciará   ante    la  Sala    de  justicia, 


oyendo  por  escrito  al  Fiscal  á  quien  co- 
rresponda y  á  los  interesados,  á  quienes 
se  citará  oportunamente  si  antes  no  ha- 
hieren  comparecido. 

Cuando  uno  ú  otros  pidieren  la  nnión 
de  antecedentes  á  los  autos,  el  Consejo 
acordará  sobre  el  particular  lo  que  esti- 
me oportuno. 

Practicadas  las  diligencias  de  sustan- 
ciación  que  se  crean  necesarias,  se  oirá 
de  nuevo.al  Fiscal  y  á  los  interesados,  j 
sin  más. trámite  el  Consejo  dictará  sen- 
tencia, que  será  firme. 

Art.  886.  En  el  caso  del  núm.  l.o  del 
art.  881,  el  Consejo  declarará  la  contra- 
dicción entre  las  sentencias,  si  en  efecto 
existiere,  anulando  una  y  otra,  y  manda- 
rá instruir  de  nuevo  la  causa  al  Tribu- 
nal á  quien  corresponda  el  conocimiento 
del  delito. 

En  el  caso  del  núm.  2.*,  compro|>ada 
la  identidad  de  la  persona,  cuya  supues- 
ta muerte  hubiera  dado  lugar  á  la  impo- 
sición de  la  pena,  anulará  la  sentencia 
firme. 

En  el  caso  del  núm.  8.o  dictará  la  mis- 
ma resolución  en  vista  de  la  ejecutoria 
que  declare  la  falsedad  del  documento, 
y  mandará  al  Tribunal  á  quien  corres- 
ponda conocer  del  delito  instruir  de 
nuevo  la  causa. 

£n  el  caso  del  núm.  4.o  anulará  la. 
sentencia  que  considere  injusta  ó  dicta- 
rá otra. 

Cuando  las  sentencias  de  que  trata 
este  caso  hubieren  sido  dictadas  por  un 
Tribunal  del  fuero  común  y  otro  de  Ma- 
rina, sustanciará  el  recurso  el  Tribunal 
Supremo  ds  justicia  del  Bel  no. 

Art.  886.  Cuando  por  virtud  de  la 
sentencia  firme  anulada  hubiese  estado 
sujeto  el  condenado  á  alguna  pena  cor- 
poral, si  en  la  nueva  sentencia  se  le  im 
pusiera  otra,  se  le  tendrá  en  cuenta  para 
el  cumplimiento  de  ésta  todo  el  tiempo 
de  la  anteriormente  sufrida  y  su  impor- 
tancia. 

Cuando  hubiere  fallecido  el  penado» 
podrán  su  viuda,  ascendientes  ó  descen- 
dientes legítimos,  legitimados  ó  natura- 
les reconocidos,  solicitar  el  juicio  de  re- 
visión con  objeto  de  rehabilitar  la  me- 
moria del  difunto,  obtener  la  indemni- 
sación  correspondiente  y  de  que  se  casti- 
gue, en  su'caso,  al  verdadero  culpable. 

La  indemnización  procederá  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  art.  118  del  Có- 
digo penal  de  la  Marina  de  guerra. 
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TITULO  XXI 

Capitulo  único.—  Del  procedimiento  ante 
los  ConBejo9  de  disciplina. 

Art.  387.  Siempre  qae  en  algún  bn- 
que  de  la  Armada,  Arsenal,  cuartel  ú 
Gira  dependencia  donde  eziatan  faersaa 
de  Marina  ae  cometa  alguna  falta  qoe 
deba  ser  sometida  al  Consejo  de  disci- 
puna,  el  Jefe  de  la  guardia  ó  aqnól  de 
qaten  dependa  el  presunto  culpable  dará 
el  Gorreepondiente  parte  sumario  al  Co- 
mandante del  baque  Jefe  del  Cuerpo  ó 
dependencia  A  quien  corresponda,  indif 
cando  al  mismo  tiempo  los  testigos  y  los 
medios  de  prueba  que  puedan  esclare- 
cer el  hecho. 

Art.  888.  Los  Comandantes  de  bu* 
qaes.  Jefes  de  los  batallones  de  Infante- 
ría de  Marina.  Ayudantes  mayores  de 
los  Arsenales,  Comandantes  de  Marina 
de  las  provincias  y  los  demás  Jefes  mi- 
litares de  fuerzas  ó  dependencias,  cnan- 
do  tuviesen  categoría  y  personal  suficien- 
te á  sos  órdenes  para  constituir  Consejo 
de  disciplina,  participarán  al  Jefe  supe- 
rior de  qoien  dependan,  si  se  hallase  en 
el  mismo  ponto,  su  propósito  de  cele- 
brarlo, y  decretarán  después  en  el  parte 
el  día,  hora  y  lugar  de  la  celebración,  y 
cA  personal  que  baya  de  constituirlo. 

Cuando  ef  Jefe  de  la  dependencia  no 
pertenezca  á  Cuerpo  militar,  remitirá  el 
parte  con  su  informe  al  Jefe  militar  de 
quien  dependa,  y  éste  providenciará  la 
celebración  del  Consejo. 

Art.  889.  Cuando  los  Jefes  facultados 
para  providenciar  la  celebración  de  los 
Consejos  de  disciplina  tuviesen  duda 
acerca  de  si  una  falta  debe  ó  no  ser  jua- 
gada por  éstos,  lo  consultarán  previa- 
mente á  la  Autoridad  jurisdiccional  de 
que  dependan,  quien  con  audiencia  del 
Auditor,  resolverá  sin  ulterior  recurso. 

Art.  890.  £1  Jefe  que  hubiere  dis- 
puesto la  celebración  del  Consejo  orde- 
nará qne  el  acusado  y  todos  los  testigos 
concnrran  al  lugar  y  en  la  hora  en  que 
aquél  haya  de  celebrarse,  y  que  se  hallen 
á  disposición  del  Consejo  los  instrumen- 
tos ú  otros  objetos  qoe  convenga  tener 
á  la  vista. 

Guando  la  falta  qne  se  vaya  á  juzgar 
sea  de  las  comprendidas  en  los  puntos  2.o 
y  so  del  art.  818  del  Código  penal  de  la 
Marina  de  guerra,  se  requerirá  al  acusa- 
do para  que  nombre  Oficial  defensor,  y 
fi  no  lo  i)iciere,  se  le  nombrará  de  oficio. 
Art.  891.    La  vista  ante  el  Consejo 


será  pública  cuando  se  celebre  en  tierra, 
á  no  aer  que  el  Presidente  no  lo  juzgue 
oportuno. 

Art.  892.  Reunido  el  Consejo  se  leerá 
el  parte  por  el  más  moderno  de  los  Vo- 
cales, y  en  el  acto  ae  ratificará  en  su  con- 
tenido el  que  le  hubiese  dado,  ó  lo  am- 
pliará si  k)  creyese  conveniente,  bajo  el 
juramento  que  corresponda. 

Art.  898.  £1  Presidente  ordenará  in- 
mediatamente la  presentación  del  acnaa- 
do,  y  le  preguntará  si  se  confiesa  culpa- 
ble de  la  falta  qne  se  le  imputa,  y  en  el 
caso  de  contestar  afirmativamente  le  dirá 
que  exponga  los  descargos  qne  juzgue 
oportuno  á  los  intereses  de  su  defensa. 

Art.  394.  Si  el  acusado  no  se  confesa- 
ra culpable  de  la  falta  que  se  le  imputa, 
ó  ae  negase  á  contestar  á  las  preguntas 
del  Presidente,  ó  diese  respuestaa  eva- 
sivas,  se  le  leerá  el  parte  sumario,  y  se- 
guidamente se  mandarán  entrar  á  de- 
clarar, uno  á  uno,  los  testigos  cuyas  de- 
posiciones interesen. 

Presente  el  testigo,  le  recibirá  el  Pre- 
sidente el  juramento  en  la  forma  preve- 
nida por  las  leyes,  y  después  de  pregun- 
tarle por  su  nombre  y  apellidos,  edad  y 
clase,  si  conoce  al  presunto  culpable  y  si 
tiene  con  él  relación  de  parentesco,  amis- 
tad, enemiatad  ó  relaciones  de  otra  clase, 
le  hará  todaa  las  preguntas  que  conside- 
re pertinentes  para  investigación  de  la 
falta,  y  lo  mismo  podrán  hacer  los  demás 
Jueces,  con  la  venia  del  Presidente. 

Cuando  asista  defensor,  podrá  también 
hacer  preguntas  ó  repreguntas,  coa  la 
venia  del  Presidente. 

Art.  896.  Terminadas  las  diligencias 
anteriormente  expresadas,  el  Presidente 
concederá  la  palabra  al  defenaor  si  lo 
hubiere,  para  que  exponga  verbal  mente 
lo  qne  crea  oportuno,  y  después  pregun- 
tará al  acusado  si  tiene  algo  que  mani- 
festar al  Consejo,  y  si  contestase  afirma- 
tivamente le  concederá  la  palabra  con 
toda  la  latitud  poaible  dentro  de  lo  qne 
la  Presidencia  considere  pertinente. 

81  no  asistiese  defensor  se  hará  la  pre- 
gunta mencionada  al  acusado,  y  se  le 
permitirá  use  la  palabra  en  la  forma  ya 
dicha. 

Art.  896.  Después  de  lo  preceptuado 
en  el  artículo  anterior,  el  Presidente  de- 
clarará concluso  el  juicio,  y  quedará  el 
Consejo  constituido  en  sesión  secreta. 

Art.  897.  £1  más  moderno  de  los 
Jueces  tendrá  á  su  carao  la  extensión  del 
acta  de  la  reunión  del  Consejo,  y  en  elfa 
se  hará  constar,  con  el  mayor  laconismo 
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compatible  con  el  esclarecimiento  de  loa 
hechos,  cuantos  incidentes  hubiesen  oca- 
rrido  en  el  acto  de  la  vista,  y  todo  lo  que 
crean  oportnno  se  consi^^ne  el  Presidente 
é  algnno  de  los  Jaeces. 

Art.  898.  £1  Consejo,  apreciando,  se- 
gún sa  honor  y  sa  conciencia,  las  pruebas 
practicadas  en  el  juicio  y  las  rasones  ex- 
puestas por  el  acusado  ó  su  defensor, 
proceden!  á  dictar  sentencia,  votando  de 
moderno  á  antigua 

Art.  399.  La  sentencia  no  será  funda- 
da, pero  se  expresará  el  artículo  ó  artícu- 
los del  Código  penal  de  la  Marina  de  gue- 
rra que  es  aplicable  á  la  falta  cometida, 
usando  la  fórmula  siguiente: 

<£1  Consejo,  por  uuanimidad  ó  por  ma- 
yoría de  votos,  absuelve  ó  condena  á 

á  tal  pena  por  tal  falta,  según  dispone  el 
artículo del  Código  penal  de  la  Mari- 
na de  guerra.  > 

Art.  400.  La  sentencia  será  firmada 
por  todos  los  Jueces;  pero  si  alguno  de 
ellos  no  estuviese  conforme  con  el  acuer- 
do de  la  mayoría,  podrá  formular  aparte 
voto  particular,  sin  perjuicio  de  suscribir 
la  sentencia,  que  se  unirá  á  las  diligen- 
cias. 

Para  formular  el  voto  particular  se  con- 
cederá un  plazo  de  doce  horas. 

Art.  401.  £n  el  caso  de  que  no  se  reú- 
nan dos  votos  iguales,  ae  repetirá  la  vo- 
tación, y  si  tampoco  se  reunieren  en  la 
segunda,  cada  Juez  escribirá  el  suyo 
y  las  razones  en  que  lo  funda,  siguiendo 
el  mismo  orden  de  moderno  á  antiguo,  y 
se  remitirá  todo  lo  actuado  al  Jefe  que 
ordenó  la  celebración  del  Consejo,  el  cual 
lo  pasará  á  la  Autoridad  jurisdiccional 
de  quien  dependa,  para  que  con  dicta 
men  de  su  Auditor  dicte  la  resolución 
que  corresponda.  Si  el  Jefe  que  ordenó 
la  celebración  del  Consejo  no  depende 
de  ningún  Capitán  ó  Comandante  general 
de  Marina,  remitirá  lo  actuado  al  más 
próximo  entre  los  Capitanee  generales 
de  Departamento,  Comandantes  genera- 
les de  Apostadero  ó  Jefe  de  la  Jurisdic- 
ción de  Marina  en  la  Corte. 

Art.  402.  £n  el  caso  de  que  un  Con- 
sejo de  disciplina,  compuesto  de  tres 
Jueces,  dicte  sentencia  por  mayoría  de 
los  dos  Vocales,  no  será  aquélla  ejecuto- 
ria, y  se  procederá  en  la  misma  forma 
marcada  en  el  artículo  anterior. 

Art.  403.    £n  los  casos  á  que  se  refie- 
ren los  dos  artículos  inmediatamente  an- 
tei  lores,  la  decisión  de  la  Autoridad  ju- 
risdiccional, oído  BU  Auditor,  será  firme. 
Art.  404.    Las  sentencias  en  que  se 


imponga  la  pena  de  pérdida  de  plaza  ó 
clase  se  elevarán  en  todo  caso  á  la  Auto- 
ridad jurisdiccional  respectiva,  y  hasta 
que  ésta,  oyendo  á  su  Auditor,  las  aprue- 
be, modifique  ó  anule,  no  serán  firmes. 
Art.  406.  Las  sentencias  pronuncia- 
das por  los  Consejos  de  disciplina,  salvo 
las  que  deban  obtener  la  aprobación  de 
la  Autoridad  jurisdiccional,  con  arreglo 
á  esta  ley,  son  firmes. 

Art.  4Ó6.  £1  Presidente  del  Consejo 
remitirá  el  acta  y  la  sentencia  originales 
al  Jefe  que  hubiere  dispuesto  su  celebra- 
ción, y  éste  dispondrá  que  se  remitan 
copias  certificadas  de  la  última  á  la  Au- 
toridad jurisdiccional  de  quien  dependa, 
conservando  los  originales  en  su  depen- 
dencia. 

Art.  407.  Cuando  en  sentencia  firme 
se  Imponga  pena  de  privación  de  plaza 
ó  clase  á  Contramaestre  ó  asimilado,  el 
Capitán  general  remitirá  copia  autoriza- 
da al  Ministerio  de  Marina. 

Art.  408.  Los  fallos  de  los  Consejos 
de  disciplina  se  notificarán  á  los  senten- 
ciados, aun  cuando  sean  absolutorios,  y 
tanto  dichos  fallos,  como  el  hecho  de  ha- 
bérsele notificado,  se  harán  constar  en 
su  libreta,  filiaciones  ú  hojas  de  servi- 
cios. 

Art.  409.  8i  la  Autoridad  jurisdiccio- 
nal á  quien  se  le  hubiese  remitido  copia 
de  la  sentencia  estimase  hubo  infracción 
notoria,  oirá  á  so  Auditor,  y  en  vista  de 
su  dictamen  podrá  disponer  se  exija  res- 
ponsabilidad á  los  Jueces  que  la  hubie- 
ren dictado,  en  la  forma  prevenida  por 
las  leyes. 

Art.  410.  Cuando  de  las  diligencias 
practicadas  ante  el  Consejo  de  disciplina 
resultase  que  la  falta  reviste  la  gravedad 
necesaria  para  ser  juzgada  en  Consejo 
de  guerra,  el  de  disciplina  se  abstendrá 
de  dictar  sentencia,  y  el  Presidente  re- 
mitirá lo  actuado  y  el  acta  de  celebración 
al  Jefe  que  la  dispuso  para  que  sirva  de 
cabeza  de  proceso. 

Art.  411.  Cuando  en  buque  aislado 
no  pudiese  reunirse  Consejo  de  discipli- 
na y  fuese  necesario  castigo  inmediato, 
los  Comandantes  quedan  facultados  pa- 
ra imponer  gubernativamente  las  penas 
consignadas  en  el  libro  III  del  Código 
penal  de  la  Marina  de  guerra,  dando  des- 
pués cuenta  á  la  Autoridad  jurisdiccional 
de  quien  dependan. 

£stas  penas,  una  vez  aprobadas  por  la 
Autoridad  superior  de  que  se  habla,  sur- 
tirán los  mismos  efectos  que  las  impues- 
tas por  los  Consejos  de  disciplina. 
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TIT.  XXII.— Duposictovn  oomplsmm- 

TABIAB    DI    LOS     PHOOBDlMlUTOfl    ^VDl- 
OULU. 

Capitulo  psimbbo.— />«  la$  vitUai 
de  cáreele$. 

Art.  4ia.  Las  Aotoridadefl  Jorítdio- 
cionalM  en  los  baques  ó  pantos  en  qae 
residan,  y  por  sa  delegación  los  Coman- 
danles  de  íf arina  de  las  provincias,  fue- 
ra de  la  residencia  de  aquéllas,  pasarán 
al  afio  eoairo  visitas  generales  en  las  cár- 
celes y  prisiones  ó  baques  donde  se  ha* 
lien  presos  sometidos  á  la  Jurisdicción 
de  Marina. 

Art.  419.  Las  visitas  generales  de 
cárceles  se  veri6carán  en  las  Pascuas  de 
Navidad,  Resurrección,  Pentecostés  y  el 
7  de  Septiembre. 

A  la  Autoridad  jurisdiccional  acompa- 
fiarán  el  Auditor  y  el  Fiscal  del  Depar- 
tamento ó  Apostadero. 

A  los  Comandantes  de  Mariáa  el 
Asesor 

Art.  414.  Dos  dtas  antes  de  la  visita 
deberán  los  Instructores  que  tengan  pre- 
sos entr(*gar  en  el  Estado  Mayor  de  la 
Capitanía  ó  Comandancia  general,  ó  en 
las  ComandanciMs  de  Marina  respecti- 
vas, una  relación  de  las  cansas  en  que 
aquéllos  coBOScan,  expresando  si  están 
en  sumario  ó  en  plenario,  nombres  de 
los  acusados,  tiempo  que  llevan  de  pri- 
sión, si  están  ó  no  incomunicados  y  el 
delito  que  se  peí  signe,  y  si  desean  ó  no 
presentarse  en  el  acto. 

Además  de  dichos  datos,  los  Instruc- 
tores y  Secretarios  concurirán  á  la  vista 
por  si  la  Autoridad  jurisdiccional  desea 
tener  alguna  otra  noticia,  á  cuyo  fin  de- 
berán llevar  los  autos,  ó  en  su  defecto 
los  antecedentes  necesarios. 

Art.  416.  En  las  visitas  de  cárceles  se 
sentará  el  Auditor  á  la  derecha  de  la 
Autoridad  jurisdiccional,  y  á  la  isquier- 
da  el  Fiscal  del  Departamento  ó  Aposta- 
dero. 

En  las  que  se  pasen  en  las  provincias 
se  sentará  el  Asesor  á  la  derecha  del  Co- 
mandante de  Marina. 

Art.  416.  La  Autoridad  que  pase  la 
visita  interrogará  A  los  presos  que  se 
presenten  si  tienen  alguna  reclamación 
que  formular  ó  qneja  que  exponer;  se 
enterará  de  si  se  cumplen  con  exactitud 
las  providencias  jmliciales,  y  adoptará, 
oyendo  al  Auditor  ó  Asesor,  los  acuer- 
dos oportunos  para  evitar  cualquier  re- 
traso ó  defecto  que  advierta  en  la  sas- 


taDoiaeión  de  los  procedimientos,  prove- 
yendo por  si  á  remediar  los  abusos  que 
notare  en  el  orden  gubernativo  si  el  es- 
tablecimiento fuese  de  Marina. 

Si  no  lo  fuere,  dará  cuenta  á  la  Auto- 
ridad de  quien  el  establecimiento  de- 
penda para  los  efectos  que  procedan. 

Art.  417.  Las  Autoridades  jurisdic- 
cionales pasarán  además  las  visitas  ex- 
traordinarias de  cárceles  que  crean  con- 
veniente al  mejor  servicio,  ó  delegarán 
para  que  las  efectúen  en  Autoridades 
que  les  esléu  subordinadas,  cuando  no 
puedan  verificar  aquéllas  personalmente. 

Cip.  II.— 2>0  la  e$iadi$tiea. 

Art.  418.  Las  Autoridades  jurisdic- 
cionales de  Marina  remitirán  trimestral- 
mente ala  Asesoría  general  del  Minis- 
terio del  ramo  pliegos  comprensivos  del 
númeao  de  procedimientos  que  en  cada 
Departamento,  Apostadero  ó  escuadra 
se  sigan;  con  todos  los  datos  necesarios 
para  que  por  aquella  dependencia  se  for- 
me la  estadística  general  de  las  causas 
criminales  terminadas  por  sentencia 
firme,  y  de  los  sobreseimientos  é  inhibi- 
ciones que  se  hubiesen  acordado. 

Al  efecto,  la  redacción  de  las  hojas 
y  pliegos  que  los  Instructores  deben 
acompafiar  á  todo  procedimiento  judi- 
cial, se  ajustará  ai  modelo  oficialmente 
aprobado  con  este  objeto. 

Art.  419.  Al  formar  la  estadística 
criminal  de  Marina,  la  Asesoría  emitirá 
juicio,  en  viata  de  los  datos  que  aquella 
contenga,  acerca  del  celo  é  inteligencia 
que  por  loa  funcionarios  llamados  á  in- 
tervenir en  la  Administración  de  juati 
cia  se  haya  desplegado. 

Para  este  fin,  laa  Autoridades  jnrísdic- 
clónales  informarán  anualmente  acerca 
del  consepto  que  les  merezcan  los  fun- 
cionarios del  orden  judicial  que  sirvan 
en  las  Capitanías  ó  Comandancias  gene- 
rales. 

A  la  vez,  dichas  Autoridades  elevarán 
al  Ministro  de  Marina  las  propuestas 
qne  estimen  conducentes  al  mejora- 
miento de  las  leyes  por  que  se  rige  la 
justicia  en  la  Armada. 

Cap.  lll.^ Instancias  de  indulto  y  pro- 
puestas  de  licénciamiento 

Art.  420.  Las  instancias  que  se  ele- 
ven á  8.  M.  en  solicitud  de  indulto  se  di- 
rigirán al  Ministerio  de  Marina  por  con- 
ducto de  la  Autoridad  competente. 
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Art.  421.  Dicha  Autoridad  reclamará 
la  hoja  hietórico  penal  del  interesado  é 
informe  sohre  la  condocta  del  mismo  al 
Jefe  del  establecimiento  en  qae  se  halle 
eztingniendo  la  condena. 

Si  se  tratase  de  penas  especiales  que 
sean  objeto  de  la  gracia  de  indnlto,  se 
pedirá  el  referido  informe  á  los  Jefes  res- 
pectivos. 

Art.  422.  Con  estos  documentos,  y  la 
cansa  ó  antecedentes  del  interesado,  la 
Autoridad  jurisdiccional  pasará  á  dicta- 
men del  Auditor  el  asunto,  cuyo  Magis- 
trado lo  evacuará,  haciendo  constar,  sien- 
do posible,  la  edad,  estado  y  profesión 
del  penado;  sus  méritos  y  antecedentes; 
si  fué  con  anterioridad  procesado  y  con- 
denado por  otro  delito  y  si  cumplió  la 
pena  impuesta  ó  fué  de  ella  indultado, 
por  qué  causa  y  en  qué  forma;  las  cir- 
cunstancias agravantes  ó  atenuantes  que 
hubiesen  concurrido  en  la  ejecución  del 
delito;  el  tiempo  de  prisión  preventiva 
sufrido  durante  la  sustanciación  de  la 
causa;  la  parte  de  la  condena  que  hubiese 
sufrido;  su  conducta  posterior  á  la  ejecu- 
toria y  si  hubiese  dado  pruebas  de  arre- 
pentimiento; si  hay  ó  no  parte  ofendida; 
si  el  indulto  perjudica  el  derecho  de  ter- 
cero, y  cualesquiera  otros  datos  que  pue- 
dan servir  para  el  mejor  esclarecimiento 
de  los  hechos,  concluyendo  por  consig- 
nar su  dictamen  sobre  la  conveniencia  y 
forma  de  la  concesión  de  la  gracia. 

Art.  428.  Evacuado  el  informe,  la 
Autoridad  jurisdiccional  remitirá  la  ins- 
tancia al  Ministerio  de  Marina  con  loado- 
cumentos  de  que  se  hace  mérito  en  el  ar- 
tículo 421,  y  testimonio  de  la  sentencia 
condenatoria  si  se  hubiese  hecho  firme 
en  el  Departamento,  Apostadero  ó  Es- 
cuadra. 

Art.  424.  £1  Ministerio  de  Marina  pe- 
dirá informe  al  Consejo  Supremo  de 
Guerra  y  Marina,  el  que  oyendo  al  Fiscal 
militar  cuando  la  causa  hubiere  sido  por 
delito  militar,  ó  al  Togado  en  otro  caso, 
dictará  el  acuerdo  que  estime  justo,  co- 
municándose á  dicho  Ministerio  para  la 
resolución  de  Bu  Majestad. 

Art.  426.  Con  cuatro  meses  de  antela- 
ción á  la  fecha  en  que  deban  dejar  entin- 
guidas  sus  condenas  los  sentenciados  por 
la  jurisdicción  de  Marina,  remitirán  los 
Directores  de  los  Puñalea  respectivos  las 
propuestas  de  licénciamiento  á  la  Auto- 
ridad ó  Tribunal  militar  que  hubiere  fa* 
liado  en  definitiva  el  proceso,  acompa- 
ñando la  hoja  histórico- penal  del  intere- 
sado. 


Art.  426.  La  Autoridad  jurisdiccional 
oyendo  á  su  Auditor,  ó  el  Consejo  Supre- 
mo, previo  informe  del  Fiscal  á  quien  co- 
rresponda, segón  que  la  cansa  sea  por 
delito  militar  ó  no,  acordará  lo  que  pro- 
ceda con  presencia  de  los  antecedentes 
neceaarios,  comunicándose  á  los  Directo- 
res de  los  Penales  respectivos  las  resola- 
ciones  que  dicten  para  su  cumplimiento. 

TIT.  XXIII.— Da  LO  judicial 

T   LO  OÜBSaMATIVO 

Capítulo  TKiumvio,—Di$po$%ción  general. 

Art.  427.  Siempre  que  por  un  hecho 
se  instruyan  procedimientos  judiciales, 
no  podrá  instruirse  sobre  el  mismo  he- 
cho expediente  gubernativo. 

Cap.  U. — FrocedimientoB  gubert%atwo$, 

Art.  428.  Se  instruirá  expediente  ga- 
bernativo  cuando  se  considere  perjudi- 
cial la  continuación  de  algún  Oficial  en 
el  servicio,  por  cualquiera  de  las  causas 
siguientes: 

1.*    Notas  desfavorables  acumuladas. 

2.*  Mala  conducta  habitual  é  inco- 
rregible. 

8.*    Deudas  ínjustificadaa. 

4.*  Faltas  contra  el  honor  militar  que 
no  constituyan  delito. 

Art.  429.  Podrá  someterse  á  expe- 
diente gubernativo,  si  se  juagara  nece- 
sario, al  Oficial  que  fuere  postergado 
para  el  ascenso  por  tres  afios  conseca- 
tivos,  á  consecuencia  del  resultado  de  la 
calificación  reglamentaria. 

Art.  480.  Loa  expedientes  gubernati- 
vos se  instruirán  en  virtud  de  Real  or- 
den, por  acuerdo  del  Consejo  Supremo 
de  Querrá  y  Marina  ó  por  disposición  de 
los  Capitanes  ó  Comandantes  generales; 
ya  obren  estas  Autoridadea  por  propia 
iniciativa,  ya  por  consecuencia  de  infor- 
mes ó  reclamaciones  de  los  Jefes  á  quie- 
nes corresponda. 

En  la  orden  en  que  se  disponga  la  ins- 
trucción del  expediente,  se  fijarán  siem- 
pre los  puntos  que  deban  ser  esclare- 
cidos. 

Art.  481.  Los  nombramientos  de  Ins- 
tructor y  de  Secretario  se  harán  por  la 
Autoridad  que  ordene  la  formación  del 
expediente  ó  reciba  la  orden  de  prece- 
der, y  recaerán  siempre  en  Jefe  y  Oficial 
respectivamente,  con  sujeción  á  las  re- 
glas establecidas  en  esta  ley. 

Art.  482«    £1  Instructor  cuidará  siem- 
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pre,  eomo  primer  irámite,  de  reclamar 
ooD  argencia  la  hoja  de  aervicios  del  in- 
tereaado,  la  de  hechos,  las  concepinacice 
nes  de  1«9  trea  áltímoa  afioa  y  caantoa 
datoe  paedan  aervir  de  antecedente,  aan- 
qne  sean  de  carácter  reservado. 

Art.  4SS.  En  el  expediente  gaberna- 
tíTO  ae  tomará  declaración  á  loa  Jefea 
de  boqae,  Oaerpo  ó  dependencia  en  qae 
airriere  el  intereaado,  y  á  loa  Oficiales  y 
demás  personas  qne  se  crea  necesario, 
aobre  los  extremos  comprendidos  en  la 
orden  para  proceder. 

Los  primerea  declararán  siempre  res- 
pecto á  la  conducta  del  interesado. 

Art.  4S4.  Si  el  Oficial  sometido  á  ex- 
pediente estuviese  en  situación  de  su- 
pemamerario,  reemplaio  ú  otra  aeme- 
jante,  los  Jefea  llamados  á  informar  se- 
rán los  últimos  á  cuyas  órdenes  hubiese 
servido;  sf^regándose,  en  cuanto  á  au 
conducta  particular,  lo  que  conato  al  Co- 
mandante Je  Marina,  Oomandante  mili- 
tar 6  Oónanl  de  fispafia  del  punto  de  re- 
sidencia del  intereaado. 

Art.  486.  Obtenida  la  conveniente 
ilostración,  ae  tomará  declaración  no  ju- 
rada al  Oficial  residenciado,  á  fin  de 
qne,  en  vista  de  los  cargoa  que  le  resul- 
ten, paeda  exponer  lo  qne  juzgue  nece- 
sario á  BU  defensa. 

Art.  486.  Fracticadaa  las  diligencias 
de  que  queda  hecho  mérito,  si  el  expe- 
diente hubiere  sido  mandado  incoar  por 
el  Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Mari- 
na, ó  en  virtud  de  Real  orden,  ae  limita- 
rá el  Instructor  á  darlo  por  terminado, 
elevándolo  al  Capitán  ó  Comandante  ge- 
neral. 

Si  el  expediente  hubiere  aido  manda- 
do inatruir  por  el  Capitán  ó  Comandan- 
te general,  el  Instructor,  después  de 
practícadaa  las  diligenciaa  antea  mencio- 
nadaa,  emitirá  dictamen,  proponiendo  la 
aituación  definitiva  á  que  deba  paaar  el 
acoaado  ó  la  resolución  que  crea  proce- 
dente, remitiendo  laa  actuacionea  á  la 
Autoridad  que  lo  hubiere  nombrado. 

Art.  487.  Recibido  el  expediente  por 
el  Capitán  ó  Comandante  general,  cuan- 
do esta  Autoridad  fueae  la  que  lo  bubie 
re  mandado  incoar,  lo  pasará  á  an  Audi- 
tor para  que  decíate  ai  ae  halla  completo 
en  su  instrucción,  la  resolución  que  deba 
adoptarae,  ó  si  de  lo  actuado  resulta  al- 
gún hecho  que  preaente  loa  caracterea  de 
delito,  proponiendo  en  eate  último  caso 
qoe  se  proceda  en  vía  judicial  del  modo 
qae  laa  leyea  determinen. 
£1  Capitán  ó  Comandante  general  acor- 


dará con  ao  Auditor,  ó  disentirá  de  éate, 
proponiendo  la  reaolución  que  crea  pro- 
cede, y  elevará  el  expediente  al  Miniatro 
de  Marina  para  la  resolución  de  S.  M., 
previo  informe  del  Consejo  Supremo  de 
Querrá  y  Marina. 

Art.  488.  Cuando  si  expediente  se 
hubiere  incoado  por  acuerdo  del  Conae 
jo  Supremo  de  Guerra  y  Marina,  ó  en 
virtud  de  Real  orden,  al  recibirlo  del  Ina- 
tructor  el  Capitán  ó  Comandante  gene  - 
ral,  eata  Autoridad  lo  paaará  á  su  Audi- 
tor para  que  declare  si  se  halla  completo 
en  au  inatrucción. 

£1  Capitán  ó  Comandante  general  re- 
mitirá inmediatamente  el  expediente  al 
Ministro  de  Marina  á  loa  miamos  efectos 
que  se  determinan  en  el  artículo  ante- 
rior. 

Art.  489.  Por  consecuencia  de  los  ex* 
pedientea  gubernativos,  los  Oficialea  po- 
drán ser  separados  del  aervicio. 

Art.  440.  Loa  Oficialea  separadoa  gu- 
bernativamente del  aervicio  quedarán 
fuera  de  la  Armada,  sin  poder  volver  á 
ella,  expidiéndoaelea  el  retiro  ó  la  licen- 
cia abaoluta,  aegún  corresponda  por  sus 
afioa  de  aervicio. 

Art.  441.  Cuando  la  resolución  recaí- 
da en  virtud  de  expediente  gubernativo 
aea  la  de  aeparación  del  servicio,  se  ex- 
preaará  en  aquélla  con  toda  preciaión  y 
claridad  el  motivo  ó  motivoa  por  que  ae 
haya  dictado. 

Art.  442.  Cuando  del  expediente  gu- 
bernativo no  resultase  la  separación  del 
aervicio  del  interesado,  ae  dejarán  ínte- 
gras las  facultades  de  la  Autoridad  que 
hubieae  dado  la  orden  de  proceder  para 
corregir,  ai  lo  creyeae  justo,  el  hecho  ó 
hechos  origen  del  expediente. 

Siempre  que  las  reaolucionea  recaídas 
en  virtud  de  expediente  gubernativo 
afecten  al  más  acrisolado  honor,  las  Au- 
toridadea  que  las  hubiesen  dictado  laa 
pondrán  en  conocimiento  de  la  Asamblea 
de  la  Orden  de  San  Hermenegildo  para 
loa  efectoa  prevenidos  en  la  ley. 

Cap.  ÍIL— Tribunales  de  honor. 

Art.  448.  Sí  algún  Oficial  cometiere 
un  acto  de  carácter  deshonroso  para  sí 
ó  para  el  Cuerpo  á  que  pertenezca  podrá 
aer  sometido  á  qne  se  juague  su  conduc- 
ta ante  el  Tribunal  de  honor,  aunque  hu- 
biere sido  juzgado  por  otro  procedimien- 
to, siempre  qne  hubiese  de  continuar  en 
el  aervicio. 

Art.  444.    Siempre  que  uno  ó  máa  Ofi- 
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eialea  tavieren  coDocimiento  de  qoe  por 
otro  de  sa  clase  se  baya  cometido  on  he- 
cho deshoDfoso,  solicitarán  permiso  del 
Capitán  ó  Comandante  general  para  rea- 
nirse  preriamente  los  Oficiales  de  m  cla- 
se á  qae  pertenesca  el  acusado,  á  fin  de 
deliberar  sobre  si  se  debe  pedir  antorisa- 
ción  para  íoncionar  el  Tribanal  de  honor. 

El  Capitán  ó  Comandante  general  no 
podrá  negar  el  permiso  para  esta  reanión 
previa,  más  qoe  en  el  ca^o  de  qne  fuera 
notoriamente  inexacto  el  hecho  atribuido 
al  Oficial  acusado. 

Art.  446.  Celebrada  la  reunión  de  qne 
habla  el  artículo  anterior,  si  la  mitad  más 
uno  de  los  Oficiales  reunidos  acordasen 
pedir  permiso  para  funcionar  el  Tribunal 
de  honor,  se  nombrará  una  comisión,  que 
no  exceda  de  tres,  á  fin  de  solicitarlo  del 
Capitán  ó  Comandante  general  respec- 
tivo. 

Caso  de  empate,  decidirá  el  voto  del 
más  antiguo  de  los  reunidos. 

Art.  446.  Obtenido  el  permiso  para 
constituirse  el  Tribunal  de  honor,  se  reu- 
nirán los  Oficiales  en  el  sitio  que  de  an- 
temano haya  determinado  la  Autoridad 
que  otorgase  aquél;  en  esta  reunión  el 
más  caracterizado  tomará  la  palabra  y 
dará  cuenta  de  su  objeto  y  del  acto  des 
honroso  cometido,  se  oirá  después  al 
interesado,  si  deseara  comparecer,  ó  al 
compañero  que  lo  represente,  si  al  efecto 
lo  hubiere  designado,  y  expondrán  su  pa- 
recer los  concurrentes,  comentando  por 
el  más  moderno. 

Art.  447.  £1  Tribunal  de  honor  califi- 
,  cara  el  hecho  que  motiva  su  constitución, 
consignando  si  éste  es  deshonroso  y  man- 
'cha  el  buen  nombre  del  Cuerpo  á  que 
pertenece  el  Oficial  residenciado,  y  acor- 
dará si  procede  ó  no  su  separación  del 
servicio. 

Art.  448.  Para  que  los  acuerdos  del 
Tribunal  de  honor  tengan  el  carácter  de 
ejecutivos,  han  de  concurrir  las  circuns- 
tancias siguientes: 

].*  Que  las  cuatro  quintas  partes  de 
los  Oficiales  de  la  clase  y  cuerpo  á  que 
pertenesca  el  acusado,  que  sirvan  en  el 
mismo  Departamento,  Apostadero  ó  Es- 
cuadra, estén  conformes  en  cuanto  á  la 
naturaleza  deshonrosa  del  hecho. 

2.*  Que  el  mínimum  de  Oficiales  ne- 
cesario para  formar  dichas  cuatro  quin- 
tas partes  sea  el  de  siete;  si  nó  te  reu- 
niese este  número  en  el  Departamento, 
Apostadero  ó  Escuadra,  se  completará 
eon  los  de  las  dos  clases  superiores  en  el 
orden  jerárquico  ascendente. 


La  categoría  del  acusado  se  determi- 
nará por  el  empleo  efectivo  que  tenga  en 
su  Cuerpo. 

8.*  Que  confirmen  el  hecho  laa  noti- 
cías  adquiridas  por  el  Capitán  ó  Coman- 
dante general  del  Departamento,  Apos- 
tadero ó  Escuadra  donde  aqnél  ocurriere. 

ArL  449.  Del  resultado  de  la  reunión 
se  levantará  acta  por  duplicado,  hacién- 
dose constar  la  causa  que  ha  originado 
la  constitución  del  Tribunal,  el  consen- 
timiento del  Capitán  ó  Comandante  ge- 
neral para  reunirse,  que  se  citó  al  Oftciarl 
que  se  haya  juzgado,  para  que  se  presen- 
te por  sí  ó  por  medio  de  un  compañero, 
y  la  declaración  de  qoe  el  Oficial  es  ó  no 
autor  del  hecho  deshonroso. 

Contra  este  fallo  no  se  dará  recurso 
alguno. 

,  Art.  460.  Cuando  el  mínimum  de  qne 
trata  la  circunstancia  2  *  del  art.  448  no 
pueda  reunirse  por  falta  del  personal  de 
las  clases  á  que  la  misma  se  refiere,  se 
levantará  acta  por  duplicado  por  los  qoe 
puedan  reunirse  de  la  clase  á  qne  perte- 
nezca el  acucado,  elevándose  ambos  do- 
cumentos al  Capitán  ó  Comandante  ge* 
neral  para  que  remita  uno  de  ellos  al  De- 
partamento, Apostadero  ó  Escuadra  con 
quien  hubiere  más  fácil  y  pronta  comn^ 
nicación,  á  fin  de  que,  reuniéndose  los  de 
la  clase  correspondiente,  funcionen  tam- 
bién como  Tribunal  de  honor. 

El  otro  ejemplar  del  acta  quedará  ar- 
chivado en  la  Capitanía  ó  Comandancia 
general. 

Para  computar  las  cuatro  quintas  par- 
tes, cuando  se  reúnan  dos  unidades  orgá- 
nicas, se  atenderá  al  número  total  de  los 
que  compongan  la  clase  en  ambas  uni- 
dades. 

Art.  461.  Cuando  en  una  clase  no  hu- 
biere bastante  número,  ni  aun  acudiendo 
á  las  dos  clases  inmediatas  superiores, 
para  reunir  el  de  siete,  sefialado  en  el  ar- 
tículo 448,  se  levantarán  actas  parciales, 
que  se  remitirán  en  la  forma  proscripta 
en  el  artículo  anterior  á  los  demás  de  la 
clase  correspondiente,  á  los  mismos  efec- 
tos de  dicho  artículo. 

Para  que  el  Tribunal  de  honor  tenga 
validez  en  este  caso,  se  necesitará  que 
las  tres  quintas  partes  del  total  de  la  cla- 
se á  que  corresponda  el  acusado  haya 
emitido  su  opinión  en  las  distintas  actas 
levantadaa. 

Art.  462.  Los  dos  ejemplares  de  las 
actas  se  entregarán  al  Jefe  que  hnbieve 
autorizado  la  ultima  reunión  del  Tribu- 
nal para  que  e'.eve  uno  al  Miniatro  de 
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Marina,  á  los  fine*  correspondientes,  y 
archÍTe  el  otro. 

Art.  458.  La  separación  se  dictará  de 
Real  orden,  por  resaltado  del  Tribunal 
de  honor. 

D  SPOSICIOH  ilHCIONAL 

Art.  464.  Para  los  efectos  de  este  ca 
pítalo,  todos  los  Oficiales  destinados  en 
Madrid  ee  considerarán  dentro  de  una 
anidad  orgánica,  cuyo  Jefe  será  el  Almi- 
rante, de  la  Armada. 

TITULO  XXIV 

Capítulo  úxioo. —  De  las  notas  en  las  ho- 
jat  de  Berview  y  en  la$  filiaciones  y  de 
$u  invalidación» 

Art.  465.  Se  estamparán  en  las  hojas 
de  servicio  de  los  Oficiales  y  en  las  filia- 
ciones de  los  individuos  de  las  clases  de 
marinería,  tropa  y  asimilados,  todMS 
aquellas  notas  que  provengan  de  penas  ó 
correctivos  que  se  impongan  por  conse- 
cuencia de  procedimiento  escrito,  judi- 
cial ó  gobernativo,  haciéndose  constar 
también  respectivamente  en  aquéllas  la 
absoloción  libre  si  se  dictare. 

Los  demás  correctivos  que  no  proven- 
gan de  procedimiento  escrito,  judicial^ 
gubernativo,  se  insertarán  respectiva 
mente,  en  las  hojas  de  hechos  y  en  las 
de  castigos,  salvo  aquellos  que  se  im- 
pongan á  los  individuos  de  las  clases  de 
marinería,  tropa  ó  asimilados,  por  rein- 
cidencia en  la  misma  falta  6  vicio,  que 
■e  estamparán  en  las  filiaciones. 

Art.  466.  Tanto  los  Oficiales  como 
los  individuos  de  las  clases  de  marine- 
lia,  tropa  y  asimilados  que  lo  solicitaren 
cuando  proceda  invalidación  de  las  no- 
tas desfavorables  que  tengan  respectiva 
mente  en  sus  hojas  de  servicios  ó  hechos 
y  filiaciones,  dirigirán  siempre  las  ins- 
tancias á  S.  M. 

Laa  demás  solicitudes  que  se  promue- 
van por  los  individuos  de  Ibs  clases  de 
marinería,  tropa  y  asimilados  para  con* 
segoir  la  invalidación  de  las  notas  desfa- 
vorables que  consten  en  las  hojas  de 
castigos,  se  elevarán  á  los  Capitanes  ó 
Comandantes  generales  de  quienes  de- 
pendan los  recurrentes. 

Art  46*'.  Únicamente  el  Gobierno,  en 
virtud  de  Real  orden  y  á  instancia  de 
ios  interesados,  podrá  invalidar  las  no- 
tas desfavorables  que  aparezcan  f>n  las 
hojas  de  servicios,  en   las  de  hechos   y 


en  las  filiacriones,  oyendo  en  todo  caso  al 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina. 

Los  Capitanes  ó  Comandantes  genera- 
les formarán  siempre  el  expediente  para 
la  Invalidación  de  estas  notas,  el  cual  se 
compondrá:  de  la  sumaria,  expediente  ó 
dispoairión  que  motivó  la  nota;  los  in- 
formes de  los  Jefes;  el  de  la  Autoridad  ó 
TribnnHl  que  impuso  el  raatigu;  el  del 
Capitán  ó  Comandante  general,  y  los 
documentos  que  esta  Autoridad  conside- 
re necesarios  para  la  debida  ilustración 
del  asunto. 

Si  la  sentencia  que  motivó  la  nota  hu- 
biere sido  dictada  por  Tribunal  ajeno  al 
ramo  de  Marina,  se  exhortará  á  dicho 
Tribnnal  para  que  produzca  el  informe 
correspondiente. 

Art.  468.  Los  Capitanes  y  Coman- 
dantes generales  tendrán  la  facultad  de 
conceder  la  invalidación  de  las  notas 
desfavorables  insertas  en  las  hojas  de 
castigos  de  los  individuos  de  las  clases 
de  marinería,  tropa  y  asimilados,  bien 
sean  por  correctivos  impuestos  por  su 
Autoridad  ó  por  algún  Jefe  dependiente 
de  la  misma. 

Para  esta  invalidación  se  instruirá  ex- 
pediente, en  el  que  se  oirá  á  los  Jefes  in- 
mediatos del  interesado,  haciéndose  cons- 
tar si  éate  es  propenso  al  vicio  ó  falta 
que  ocasionó  la  nota. 

Art.  459.  La  invalidación  de  toda 
nota  desfavorable  es  gracia  que  no  pue- 
den solicitar  los  interesados  hasta  que 
hayan  desempeñado  dos  afios  con  inme- 
jorable conducta  el  servicio  de  su  clase, 
empezados  á  contar  desde  el  día  que 
cumplieron  el  castigo  que  produjo  la 
nota. 

Negada  la  invalidación  de  una  nota, 
no  podrá  solicitarse  de  nuevo  hasta  trans- 
currido el  término  de  un  año. 

Fuera  del  servicio  activo  en  buque, 
cuerpo  ó  destino  militar,  no  podrá  soli- 
citarse la  invalidación  sino  en  el  caso  de 
que  anteriormente  se  hubiesen  llenado 
los  requisitos  que  se  determinan  en  este 
artículo. 

Art  460.  Sólo  en  casos  muy  especia- 
les podrá  solicitarse  la  invalidación  de 
una  segunda  nota  por  reincidencia  en  la 
misma  clase  de  delito  ó  falta,  siendo  pre- 
ciso para  el  curso  de  estas  instancias  que 
haya  transcurrido  un  plazo  de  cuatro 
afius  en  las  condiciones  que  fija  el  ar- 
tículo anterior,  después  de  cumplido  el 
castigo  que  motivó  la  segunda  nota. 

Art.  461.  No  podrán  invalidarse  en 
ningún  tiempo  las  notas   que  provengan 
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de  Io0  delitos  de  sedición,  rebelión,  fal- 
sedad, prevaricación,  cofiecbo,  malversa* 
ción  de  caudales,  alijos  de  contrabando 
ó  connivencia  en  esta  clase  de  fraudes, 
falta  de  carácter  ó  de  energía  en  actos 
del  servicio  y  delitos  cometidos  contra 
la  propiedad.  Tampoco  podrán  invalidar- 
se las  notas  que  por  segunda  vez  se  im- 
pongan por  delitos  de  insubordinación, 
y  las  que  se  hubieren  impuesto  por  ter* 
cera  vez. 

Art.  462.  La  invalidación  de  toda 
nota  desfavorable  se  verificará  por  me- 
dio de  una  contranota,  en  la  que  se  ex- 
prese clara  y  terminantemente,  ai  tenor 
de  lo  que  prevenga  la  Real  orden  ó  reso- 
lución que  así  lo  disponga,  hasta  qué 
punto  y  en  qué  caso  deberá  tener  conse- 
cuencias la  nota  que  reforme  ó  modifique, 
si  ba  de  quedar  nula  ó  de  ningún  valor, 
y  por  consiguiente,  sin  efecto  sucesivo 
en  todo  tiempo  y  circunstancias. 

Árt.  468.  En  caso  que,  invalidada 
una  nota,  el  interesado  volviera  á  incu- 
rrir en  el  mismo  delito  ó  falta  que  pro- 
dujo aquélla,  se  considerará  nula  la  in- 
validación^ 

Art.  464.  Por  ninguna  Autoridad  ó 
Jefe  se  dará  curso  á  las  instancias  en  que 
se  solicite  la  invalidación  de  alguna  nota 
de  las  claramente  exceptuadas,  ó  en 
que  se  haga  la  petición  antes  de  trans- 
currir los  plazos  marcados  en  los  artícu- 
los 459  y  460,  según  los  casos. 

TITULO  XXV 

Capítulo  único. —  De  los  procedimientos 
de  carácter  civil, 

Art.  465.  La  responsabilidad  civil  de- 
clarada por  los  Tribunales  ó  Autorida- 
des de  la  Armada  se  hará  efectiva  por  la 
vía  de  apremio. 

Art.  466.     El  Instructor   hará  el  re 
querimiento  de  pago  á  la   persona  obli- 
gada, y  en  caso  de  no  efectuarlo,  proce- 
derá en  la  forma  prevenida  en  el  títu- 
lo XIII  de  esta  ley. 

Art.  467.  Ocurrido  el  fallecimiento 
de  un  marino  en  servicio  activo,  la  Au- 
toridad de  la  Armada  del  punto  en  que 
tenga  lugar  dará  comisión  á  un  Oficial 
para  que,  personándose  en  la  casa  mor- 
tuoria, preste  los  auxilios  necesarios. 

Art.  468.  £1  Oficial  comisionado  se 
ajustará  á  las  reglas  siguientes: 

8i  el  finado  hubiere  dejado  familia  se 
limitará  á  ofrecerle  su  intervención  en 
lo  que  pueda  ayudar  á  aquélla. 


Cuando  sólo  hubiere  dejado  hijos  me- 
nores de  edad,  se  ocupará  de  prestarles 
el  conveniente  socorro. 
-  Dispondrá  se  dé  sepultura  al  cadáver, 
pondrá  en  seguridad  los  bienes  y  averi- 
guará si  el  finado  dejó  testamento. 

Comunicará  el  resultado  de  su  gestión 
á  la  Autoridad  que  le  hubiese  nombrado, 
la  cual,  si  fuere  preciso,  designará  Ins- 
tructor y  Secretario  que  instruyan  las  di- 
ligencias de  abintestato. 

Art.  469.  Si  el  marino  falleciere  en 
hospital,  buque  ú  otro  lugar  que  no  sea 
su  domicilio,  el  Jefe  local  ó  el  inmediato 
que  lo  sea  del  finado,  ó  se  hallare  pre- 
sente, prestará  los  miumos  auxilios  que 
se  indican  en  los  artículos  anteriores, 
dando  cuenta  á  quien  corresponda. 

Art.  470.  £1  Instructor  comenzará 
por  hacer  inventario  de  todos  los  bienes 
del  finado,  y  mediante  una  breve  infor- 
mación para  averiguar  qué  personas  se 
consideran  con  derecho  á  la  sucesión  in- 
testada dentro  del  cuarto  grado  civil, 
emitirá  dictamen  acerca  de  la  resolución 
que  estime  pertinente,  consultándola 
con  la  Autoridad  jurisdiccional.  Esta, 
oído  el  Auditor,  decidirá,  mandando  po- 
ner en  posesión  de  los  bienes  á  quien 
tenga  derecho  á  ellos,  sin  perjuicio  de 
las  reclamaciones  que  puedan  hacerse,  ó 
remitiendo  lo  actuado  al  Juez  ordinario 
á  quien  corresponda  su  conocimiento,  si 
no  resultare  plenamente  justificado  el 
derecho  hereditario. 

Art.  471.  Siempre  que  hubiere  meno- 
res se  someterá  el  abintestato  al  Juez 
civil  competente,  á  no  ser  que  estén  re- 
presentados por  sus  padres. 

DISPOSICIÓN  ÜBNIRAL 

Art.  472.  Quedan  derogadas  todas 
las  leyes  y  demás  disposiciones  relativas 
á  procedimientos  de  los  Tribunales  de 
Marina  y  cuantas  se  opongan  al  cumpli- 
miento de  la  presente  ley. 

Madrid  10  de  Noviembre  de  1894. 
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ENSEfiANZA.- Una  de  las  cuatro  Sec- 
ciones en  que  se  divide  el  Cuerpo  de  fon- 
cionarios  de  £stableciuiientos  penales.-» 
(Véase  en  Cnerpo  de  Prisiones  y  tomo  I, 
páginas  889  á  964 ,  y  especialmente  el 
Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  189I,«r* 
tículos  2  o,  8.0  y  21). 


ESCALAFÓN.— Los  preceptos  vigen- 
tes relativos  al  escalafón  de  empleadoe 
de  Prisiones,  se  hallan  en  el  Real  decreto 
de  16  de  Marzo  de  1891,  arts.  4.^  9.*,  10, 
1 1  y  88  (tomo  I,  págs  922  á  980).  £1  esca- 
lafón debe  publicarse  en  el  mee  de  Julio 
de  cada  afio. 


ESCUELAS   EN    LAS   PRISIONES. 

Sólo  existen  escuelas  en  un  corto  nároe- 
ro  de  Prisiones,  y  únicamente  escuelas 
de  instrucción  primaria;  las  industríala 
ó  de  Artes  y  06cios,  que  tan  efic4ices  re- 
sultados producen  en  los  Establecimien- 
tos penitenciarios  y  carcelarios  de  otras 
naciones,  no  existen  en  ninguno  de  Es- 
pafia. 

Seguidamente  insertamos  ¡as  disposi- 
ciones concernientes  á  este  importante 
servicio,  excepto  los  preceptos  relativos 
á  la  Prisión  Celular  de  Madrid,  los  cua- 
les se  comprenden  en  el  artículo  corres- 
pondiente á  este  Establecimiento  y  en  el 
Reglamento  por  que  el  mismo  se  rige. 

Ordenanza  de  Presidios  de  1834.— PaHe 
cuarta,  tittUo  IIL— Disposiciones  gene- 
rales. 

€ Art.  87 1 .    Hubiendo  acreditado  la 

experiencia  la  facilidad  y  prontitud  coa 
que  por  los  métodos  perfeccionados  para 
la  ensefianza  primaria,  y  con  especialidad 
por  el  de  D.  José  Mariano  Vallejo,  aprea- 
den  á  leer  las  personas  adultas,  y  con- 
vencida Yo  de  que  el  medio  más  eficaz 
para  la  corrección  de  loa  peñados  consis- 
te en  facilitarles  la  inatnicción  de  que 
por  lo  general  carecen,  es  mi  voluntad 
que  el  Director  general  de  Presidios,  to 
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mando  las  noticias  convenientes,  me  pro- 
ponga por  vuestro  conducto  las  medidas 
qae  estime  oportunas  para  establecer  A 
la  mayor  brevedad  en  todos  los  depósitos 
y  Presidios  escuelas  de  primeras  letras, 
«n  qoe  los  confinados  de  todas  clases 
aprendan  á  leer,  escribir,  contar,  la  doc- 
trina cristiana  y  un  breve  resumen  de  las 
obligaciones  civiles. 

Tendréielo  entendido  y  dispondréis  lo 
neceeario  para  su  cumpMmiento.— EstA 
rubricado  de  la  Real  mano.-£n  Áranjuea 
á  14  de  Abril  de  1884.— A  D.  Javier  de 
BHrgo8.9^{C.L,deP,,  tomo  I,  pág.  70). 

lUal  orden  de  11  de  Enero  de  ISil^Dis- 
pone^  entre  otras  cotias,  que  »e  encarguen 
del  régimen  de  la$  escuelas  de  los  Esta 
blecimientos  penales  los  Capellanes  de 
los  mismos,  aumentándoles  por  este  ser- 
vido tu  dotación. 

€ Art.  7.0  En  todos  los  estableci- 
mientos peninsulares  y  oorreccionales, 
comprendidos  los  de  Mallorca  y  Cana- 
rias, se  establecerAn  escuelas  de  instruc- 
eión  primaria ^  regidas  por  ios  respectivos 
Capellanes,  que,  además,  deberán  tener 
á  BU  cargo  la  educación  moral  y  religiosa 
de  los  confinados,  y  al  efectu  propondrán 
los  Jefes  políticos  á  la  Dirección  del  ra- 
mo, para  los  puntos  en  que  no  estén  ya 
nombrados,  eclesiásticos  que  reúnan  la 
virtud  é  instrucción  necesarias.  Estas  es- 
cuelas deberán  establecerse  dentro  de  los 
coárteles,  quedando  autorizados  los  Jefes 
políticos  para  disponer  del  fondo  econó- 
mico, á  fin  de  proveer  á  ios  primeros 
gastos  y  entretenimiento  de  los  mismos, 
así  como  para  la  compra  de  papel,  plu- 
mas, libros  y  demás  objetos  que  sean  ne- 
cesarios. 

Art.  8  <>  Por  el  mayor  trabajo  que,  se- 
gún esta  disposición ,  se  impone  á  ios  re- 
feridos Capel  lañes,  se  les  aumentará  la  do- 
tación á  los  de  los  Presidios  peninsulares 
con  840  rs.,  y  á  ios  de  los  correccionales 
con  600,  abonándoles  ambas  diferencias 
del  expresado  fondo  económico;  y  si  en 
algunos  Presidios  no  alcanzasen  los  pro- 
ductos para  efectuar  este  abono,  se  hará 
presente  á  este  Ministerio,  por  el  T;nal  se 
diipondrá  el  modo  de  cubrir  tan  útil  é 
interesante  atención.»  —  C.  L.  de  P.,  to- 
mo I,  págs.  186  y  187) 

Circular  de  la  Dirección  general  de  Pre 
¡idios  de  SO  de  Mayo  de  1842,  recomen- 
dando el  exacto  cumplimiento  de  las 
obligaciones  de  los  Capellanes  y  encare- 


insl 
ria 
zar 
fiuf 
brá 
táct 
par 
del 
de 
mié 
apr 
má( 
ya  < 
ble< 
cibl 
Dir 
E 
Pat 
de.. 

Rec 

P 
b 
h 


pen 
de  i 
don 
mej 
CH^ 
ene 
dec 
tom 

Eec 
a 
r 


el  a 
so  I 
tod< 
inst 
gui( 
A 
sefi 
escí 
de  j 


(1 
4  21 


Digitized  by 


Google 


ESC 


—  278  — 


ESC 


contar  por  números  absiractoa  y  deno- 
minadoa,  y  dibujo  lineal. 

Art.  2.*  Serán  niaeatroa  de  eataa  ee- 
ooelaa  loa  Capellanes;  pero  conoo  ana  mu- 
cbaa  ocupaciones  no  lea  permitirán  aaia- 
tir  conatantemeute  á  laa  horaa  de  ense- 
fiansa,  las  Juntas  ecunómicaa,  á  propuea- 
ta  de  loa  reepeclivo^  Comandantes,  nom- 
braráp  en  cada  Preaidío  el  con6nado  que 
jazguen  máa  á  propóaito  para  paeante  ó 
aegundo  de  laa  niismaa. 

Del  local  y  menaje, 

Art.  8.0  Se  eatablecerán  laa  eacnelaa 
en  locaiea convenientes,  que  no  estén  dea- 
tinadoa  á  otro  servicio,  y  que  tengan 
extensión  bastante  para  el  número  de 
alumnos  que  ba  de  concurrir,  procurando 
baya  fa  auficiente  luz  y  ventilación,  y 
también  que  ae  bailen  defendidos  de  la 
intemperie. 

Art.  4.0  A  la  viata  de  loa  alumnos  ae 
fijará  una  imagen  de  Jesucristo. 

Art.  6."  La  mesa  del  maeetro  ae  colo- 
rará al  frente  de  lus  discípulos,  de  suer- 
te que  pueda  ver  cuanto  pasa  en  la  es- 
cuela. 

Art.  6.0  Las  meaas  de  escribir  serán 
largas  y  de  16  á  18  pulgadaa  de  anchura, 
con  la  conveniente  inclinación  para  que 
paedan  trabajar  loa  discípulos  cómoda- 
mente,  no  permitiéndoles  colocarae  en 
amboa  lados,  á  fin  de  evitar  la  mayor 
dificultad  que  habría  de  vigilarlos. 

Art.  7.0  A  distancia  proporcionada,  y 
sobre  la  parte  superior  de  la  meaa,  se 
fijarán  tinteros,  de  modo  que  cada  uno 
de  elloa  airva  para  dos  discípulos. 

Art.  8.0  £n  las  paredes  del  local  ae 
fijarán  carteles,  donde  estén  escritos  los 
principales  deberes  de  los  discípulos  en 
la  escuela,  y  otroa  en  cuya  euperficie  ae 
preaenten  lecciones  impresaa  ó  manua- 
critaa,  con  el  abecedario  y  tablae  de  mul- 
tiplicación. 

Art.  9.0  Se  destinarán  á  laa  eecuelas 
lodos  los  penados  que  por  so  edad  y  su 
diapoaición  eean  á  propósito  para  recibir 
esta  ctaae  de  ensefiaosa. 

Art.  10.  Todos  los  díaa  aeran  de  ea- 
caela,  excepto  los  domingos  y  los  de 
fiesta  completoa. 

Art.  II.  La  hora  y  tiempo  que  hayan 
de  permanecer  los  alumnos  en  laa  eacue- 
laa,  ae  fijará  por  ios  Comandantes. 

Art.  12.  Los  libros,  muestras,  coa- 
droa,  plumas,  papel  y  demás  efectos  ne- 
cesarios para  eatas  oficinas,  se  compra- 
rán por  cuenta  del  fondo  económico,  des- 


pués de  haber  recibido  la  aprobación  de 
la  Dirección  general  del  ramo. 

Art.  18.  Como  el  fin  que  8.  M.  se  ha 
propuesto  al  mandar  establecer  estás  es- 
cuelaa  no  aea  aólo  que  loa  confinados 
aprendan  á  leer,  eacribir  y  contar,  aino 
también  y  principalmente  que  ae  les  ins- 
truya en  laa  verdades  de  la  religión  Cató- 
lica, aera  cargo  del  mismo  Capellán  dár- 
selaa  á  conocer  por  medioa  convenientea, 
diaponiéndoles  á  cumplir  con  aua  debe- 
rea  para  con  l)ios,  para  con  los  hombres 
y  para  consigo  mismos,  teniendo  presente 
que,  en  esta  parte,  el  ejemplo  es  más 
instructivo  que  toda  otra  eneefianza.>  — 
(C.  L.  de  P.,  tomo  I,  pág.  301). 

Decreto  de  25  de  Junio  de  1873,  stipri- 
miendo  las  plazas  de  Capellanes  en  lo$ 
Establecimientos  penales  y  creando  la» 
de  Maestros  de  instrucción  primaria, 

{Goh).  «La  neceaidad  absoluta  de  lle- 
var hasta  sus  últimas  consecuenciaa  el 
aaludable  principio  de  la  libertad  reli- 
gioaa  eatablecido  por  la  Constitución  ac- 
tual, á  cuyo  definitivo  complimienlo  as- 
pira la  conciencia  pública,  Juntamente 
con  el  deseo  de  esparcir  entre  los  re- 
cluidos en  los  Establecimientos  penales 
el  germen  de  la  instrucción,  origen  fe- 
cundo de  mejoramiento,  ha  movido  al 
Gobierno  de  la  República, ,  accediendo  á 
lo  propueato  por  la  Sección  correapon- 
diente,  á  expedir  el  aiguiente  decreto: 

Artículo  1.0  Quedan  auprimidas  des- 
de la  publicación  del  preaente  decreto 
laa  plazaa  de  Capellanea  de  loa  Eatable- 
cimientos  penales. 

Art.  2.0  La  iniciativa  individual,  la 
de  laa  Sociedades  y  Corporaciones  reli- 
giosae,  podrá  proporcionar  á  los  penados 
que  lo  reclamen  loa  auxilioa  eepirituales 
y  ¡aa  ceremonias  del  culto,  siempre  baja 
la  inspección  del  Jefe  del  Establecimien* 
lo  y  con  las  condiciones  que  la  pruden- 
cia de  éste  tenga  por  conveniente  de- 
aignar. 

A  eate  fin  estará  diapueata  en  los  día» 
de  precepto  la  capilla  del  Eatableoimien- 
to  y  loa  objetoa  del  culto  en  ella  exis- 
tentes. 

Art.  8.*  Se  crea  en  cada  Preaidio  nn» 
plaza  de  Maestro  de  Escnela,  dotada  con 
el  eneldo  de  2.000  pesetas  en  los  de  pri- 
mera clase,  de  1.760  en  los  de  segunda  y 
de  1.600  en  los  de  tercera. 

Art.  4.0  Eatas  plazaa  se  proveerán 
por  rigurosa  opoaición;  siendo  las  condi- 
ciones de  ésta,  las  cualidades  que  haya 
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de  reunir  el  opositor  y  los  deberes  á  qae 
ha  de  sujetarBe  el  Maestro  en  el  desem 
pefio  de  sa  cometido,  objeto  de  un  re- 
glamento especial. 

Madrid  26  de  Junio  de  1873— £1  Pre- 
sidente del  Gobierno  de  la  República 
y  Ministro  de  la  Gobernación,  Francis- 
co Fi  y  Margall*— (Gaceta  29  de  Junio). 

Reglamento  de  17  de  Julio  de  1873  para 
proveer  trece  plazas  de  Maestros  y  una 
de  Maestra  con  destino  á  los  Estableci- 
mientos penales, 

{OobJ)  <Como  consecuencia  del  De- 
creto de  este  Ministerio  fecha  25  de  Ju- 
nio último,  publicado  en  la  (íaceta  del  29 
del  mismo  mes,  creando  Escuelas  en  los 
Establecimientos  penales,  el  Ministro 
que  suscribe  ha  tenido  á  bien  aprobar 
las  sigaientes  disposiciones,  á  fin  de  pro- 
veer por  oposición  las  trece  Escuelas  que 
han  de  existir  en  los  Presidios: 

1.*  Según  el  art.  3.o  del  Decreto  de  26 
de  Jauio  último,  los  Profesores  de  Ins- 
tracción  primaria  de  los  Establecimien- 
tos penales,  percibirán  el  sueldo  de  2.000 
pesetas  Jos  cuatro  de  primera  clase,  de 
1.760  los  cuatro  de  «egunüa  y  de  1.600 
los  cinco  restantes,  disfrutando  además 
de  casa  decente  y  capas  para  sí  y  su  fa- 
milia dentro  del  Establedmiento. 

2.*  Los  Profesores  que  obtuviesen 
estas  plazas  por  oposición  serán  inamo- 
vibles, y  en  ningún  caso  podrán  ser  sus- 
pensos ó  declarados  cesantes  sin  previa 
formación  de  expediente,  que  resolverá 
este  Centro  directivo  oyendo  al  inte- 
resado (1). 

8.»  Si  por  convenir  á  los  intereses 
generales  del  país  se  suprimiese  alguna 
Escuela  al  suprimirse  un  Establecimien- 
to penal,  el  excedente  disfrutará  las  dos 
terceras  partes  del  sueldo  basta  su  inme- 
diata colocación,  que  podrá  verificarse, 
obteniendo  los  que  tuvieren  título  pro- 
fesional, Escuelas  públicas  elementales 
de  ignal  sueldo,  y  los  que  no,  las  que  re- 
soltaren vacantes  en  los  Presidios,  sien- 
do en  defecto  de  esto  nombrados  em- 
pleados públicos,  con  una  asignación 
ignal  á  la  que  les  correspondiera  por  la 
Escuela  que  desem pefiaban. 

4.^  Los  aspirantes  á  Profesores  de 
instrucción   primaria  de  los   Estableci- 


(1)  Hoy  rige  en  la  materia  el  Real  decreto 
ée  16  de  Marzo  de  1891.  (Véase  Cuerpo  de 
PrisloBea). 


mientes  penales,  que  deberán  tener  la 
edad  de  21  afios  cumplidos,  presentarán 
en  la  Secretaría  general  de  es^te  Ministe- 
rio, en  el  improrrogable  término  de  30 
días,  á  contsr  liesde  la  fecha  de  la  pu- 
blicación de  este  anuncio  en  la  Gaceta^ 
una  solicitud  escrita  de  su  pufio  y  letra, 
á  la  que  acompafiará  una  Memoria  es- 
crita por  los  interesados,  que  versará  so- 
bre el  método  racional  y  de  educación 
que  debe  emplearse  en  una  Escuela  des- 
tinada á  penados,  y  una  ó  más  láminas  i 
de  dibujo  lineal  con  aplicación  á  artes 
y  oficios. 

6.a  Las  asignaturas  sobre  que  han  de 
ejercitar  los  opositores,  serán  Lectura, 
Escritura,  Aritmética,  Gramática,  Geo- 
metría y  Dibujo  lineal,  nociones  de  Geo- 
grafía é  Historia  universal,  y  en  parti- 
cular de  la  de  Espafia,  nociones  de  Agri- 
cultura, Industria  y  Comercio,  Moral 
universal  y  Pedagogía. 

6.*  Los  ejercicios  para  la  provisión 
de  estas  plazas  empezarán  en  1.^  de 
Septiembre,  y  tendrán  lugar  en-  la  si- 
guiente forma: 

El  primer  ejercicio  será  piivado,  y  en 
él  contestarán  simultáneamente  y  por 
escrito  todos  los  opositores  en  el  térmi- 
no de  seis  horas,  á  cada  una  de  las  dos 
preguntas  que  á  la  suerte  se  sacarán  en 
todas  las  asignaturas.  Terminado  el  pla- 
zo de  las  seis  horas,  los  opositores  en- 
tregarán al  Secretario  del  Tribunal  sus 
trabajos,  firmando  éste  y  el  opositor  en 
unión  del  presidente. 

Al  día  siguiente  cada  interesado  leerá 
en  público  las  respuestas  que  dier^  en 
el  anterior.  El  Tribunal  podrá  hacer 
acerca  de  ellas  las  objeciones  que  cre- 
yere oportunas,  no  pasando  al  segundo 
ejercicio  el  que  no  fuere  aprobado  en  el 
primero. 

El  segundo  ejercicio  consistirá  en  con- 
testar por  escrito  á  un  punto  sacado  á  la 
suerte  acerca  de  métodos  especiales  con 
aplicación  á  la  manera  de  educar  é  ins- 
truir á  los  adultos  en  los  Establecimien- 
tos penales.  Resolverán  por  escrito  tres 
problemas  de  Aritmética  y  otros  tres  de 
dibujo  lineal,  igualmente  sacados  á  la 
suerte.  Escribirán  en  letra  magistral,  y 
por  último  harán  por  escrito  el  análisis 
gramatical  y  lógico  de  un  período  que 
se  les  dicte.  Este  ejercicio  durará  seis 
horas  como  el  anterior,  y  al  día  siguien- 
te el  opositor  dará  lectura  y  publicidad 
á  sus  trabajos. 

Tampoco  podrá  pasar  al  tercer  ejerci- 
cio el  que  no  fuese  aprobado  en  este. 
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El  ejercicio  último  terá  público,  y  en 
él  cada  opositor  leerá  en  prosa,  verso  y 
manascrito,  explicando  á  continuación 
y  como  si  se  dirigiese  á  ios  penados  on 
punto  de  moral  que  escogerá  de  entre 
tres  sacados  á  la  suerte. 

Cada  disertante  deberá  emplear  por  lo 
menos  media  hora  en  esta  explicación. 
7>  £1  Tribunal  de  oposición  se  com- 
pondrá del  Jefe  del  Negociado  de  Esta- 
blecimientos penales,  como  Presidente, 
de  cinco  Profesores  de  Instrucción  pú- 
blica de  los  de  más  reconocida  ilustra- 
ción entre  los  que  ejercen  el  Magisterio, 
como  Vocales,  y  de  un  auxiliar  del  men- 
cionado Negociado,  tque  ejercerá  las  fun- 
ciones de  Secretario. 

8.*  Los  opositores  serán  clasificados 
por  el  Tribunal  según  el  mérito  que  hu- 
biesen contraído  en  la  oposición,  y  los 
que  hubiere  anteriormente  por  número 
de  orden,  en  la  forma  siguiente: 

Los  cuatro  primeros,  para  las  cuatro 
Escuelas  de  los  Presidios  de  primera 
clase;  para  los  de  segunda  los  cuatro  si 
guientes,  y  para  los  restantes  los  demás 
á  quienes  corresponda  hasta  terminar  el 
número  de  plazas. 

9.*  Se  saca  igualmente  á  oposición 
una  plaza  de  Maestra  de  Instrucción  pri 
maria  para  el  Correccional  de  mujeres, 
situado  en  Alcalá  de  Henares,  dotada 
con  el  sueldo  de  L600  pesetas  anuales  y 
casa  dentro  del  Establecimiento. 

Para  aspirar  á  este  cargo  se  observa- 
rán las  mismas  condiciones:  y  en  los 
ejercicios  de  oposición  tendrán  lugar  los 
mismos  actos  que  para  los  de  Maestros, 
con  las  siguientes  variaciones: 

1.*  Que  las  láminas  de  dibujo  lineal 
exigidas  á  las  Maestras,  en  vez  de  ser 
aplicables  á  ks  artes  y  oficios,  lo  serán 
á  las  labores  propias  del  sexo. 

2.S  Que  las  asignaturas  sobre  que 
han  de  ejercitar  las  opositoras,  serán 
Lectura,  Escritura,  Aritmética,  Grama 
tica,  Higiene  doméstica.  Moral  univer 
sal,  Pedagogía,  y  labores  propias  del 
sexo. 

8.*  Habrá  nn  ejercicio  más  para  las 
labores,  y  en  el  que  las  interesadas  las 
presentarán  sin  concluir,  continuándolas 
durante  el  acto. 

4.»  El  Tribunal  se  compondrá  del 
Jefe  del  Negociado  de  Establecimientos 
penales,  como  Presidente,  de  tres  Pro- 
fesoras y  dos  Profesores  de  Instrucción 
primaria  que  reúnan  los  requisitos  seña- 
lados en  el  art.  8.o,  y  del  mismo  Secre- 
tario. 


Madrid  17  de  Julio  de  íBlS.^Pi  y 
Margall.y -^(Gaceta  22  de  Julio  de  1873). 

Btal  decreto  de  23  de  Junio  de  1881. 

« Art.  IS.  Los  Capellanes  y  Maes- 
tros de  instrucción  primaria  serán  nom- 
brados por  concurso  mediante  las  califi- 
caciones numeradas  que  hará  un  Tribu- 
nal compuesto  del  Director  general  de 
Establecimientos  penales  y  cuatro  indi- 
viduos de  la  Junta  de  reforma  peniten- 
ciaria, designados  por  la  misma,  é  ingre- 
sarán  precisamente  por  Establecimien- 
tos de  tercera  clase,  ascendiendo  des- 
pués por  orden  riguroso  de  antigüe- 
dad» (1). 

Eeglameíito  de  la  Penitenciaria  de  muje" 
res  de  Alcalá  de  Henares^  de  31  de  Ene- 
ro de  1882. 

Capitulo  YIIL—De  la  Escuela. 

«....  Art.  84.  Las  penadas  recibirán 
en  el  Establecimiento  la  necesaria  edu- 
cación é  instrucción  moral  y  religiosa, 
que  incumbirá  al  Capellán,  al  Profesor 
ó  Profesores,  si  los  hubiere,  á  las  Hijas 
de  la  Caridad  y  á  las  Asociaciones  que 
puedan  proponerse  tal  fin,  y  para  ello 
estén  autorizadas  por  la  Dirección  ge- 
neral del  ramo. 

Art.  86.  La  inatrucción  primaria  se 
dará  á  todas  las  reclusas,  y  si  fuese  po- 
sible, las  nociones  científicas  ó  artísticas 
más  convenientes  para  el  ejercicio  de  al- 
guna profesión  ú  oficio. 

Para  esto  se  formarán  las  secciones  que 
exijan  las  circunstancias  del  local  desti- 
nado á  Escuela,  teniéndose  en  cuenta 
principalmente  la  edad,  y  hasta  donde 
sea  posible,  el  estado  y  condiciones  per- 
sonales de  las  reclusas. 

Art.  36.  La  asistencia  á  la  Escuela 
será  obligatoria  para  todas  las  penadas, 
á  excepción  de  aquellas  que  por  su  avan- 
zada edad  ó  estado  físico  ó  moral  no  pue- 
dan concurrir. 

Art.  37.  La  Superiora  de  las  Hijas 
de  la  Caridad,  con  asentimiento  del  pri- 
mer Jefe,  sefialará  en  cada  estación  las 
horas  de  Escuela,  que  en  ningún  caso 
bajará  de  una  por  cada  sección,  y  fijará 
de  igual  modo  la  distribución  de  ese 


(1)    El  Real  decreto  queda  inserto  en  el 
artículo  Cuerpo  de  Prisiones. 
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tiempo  en  las  divertaa  ensefianzat  que 
haya  de  dáraelaa. 

Art.  i8.  Los  Adelantos  de  la  instrac- 
ción.  apreciados  periódicamente  por  exá- 
menefl  ante  el  primer  Jefe,  la  Roperío- 
ra  y  el  Capellán,  y  ante  ios  Profeso- 
rea,  coando  se  establezcan,  motivarán, 
como  estímalo  y  recompensa,  el  nom- 
bremiento  de  las  penadas  qne  lo  merea- 
cas,  como  aoziliares  de  las  Maestras, 
cuando  sn  conducta  general  no  las  haga 
indignas  de  tal  distinción. 

Art.  S9.  El  mantenimiento  dei  orden 
y  haen  régimen  de  la  Escnela,  mientras 
no  haya  Profesora  especial  nombrada, 
catará  á  cargo  de  la  Soperiora,  por  dele- 
gación del  primer  Jefe,  auxiliada  en  caso 
neceaario  por  los  empleados  del  Esta- 
blecimiento >  {Gaceta  9  de  Febrero). 

Seal  orden  de  lo  de  Febrero  de  1885, 
aprobando  el  Programa  para  la  ense 
ñama  en  loB  EttablecimientoB  penales 
y  el  reglamento  para  el  régimen  de  las 
£*scuela$, 

{Qoh,)  elimo.  Sr.:  Dada  cuenta  á  8u 
Majeatad  de  lo  expuesto  por  esa  Direc- 
ción general  al  formular  el  Programa  ge- 
neral de  ensefiaiisa  para  las  escuelas  de 
adultos  de  los  Establecimientos  pena- 
lea  y  el  Reglamento  para  el  régimeír  de 
laa  mismas,  redactadoa  por  V.  I.,  el 
Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bien  aprobar 
dichos  trabajus,  disponer  que  se  circulen 
á  loa  Gobernadores  civiles  de  las  provin- 
cias y  Jefes  de  los  Establecimientos  y 
qae  se  publiquen  en  la  Gaceta  de  Madrid 
para  sn  observancia. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  l.o  de  Fe 
brero  de  1885.— ¿omero  y  Eobledo.—Se- 
ñor  Director  general  de  Establecimientos 
penales.  >  (Gaceta  1.®  de  Febrero). 

Circular  de  !•  de  Febrero  de  1885,  po- 
niendo en  vigencia  loa  programas  para 
la  enseñanza  en  las  Escuelas  de  los  Es- 
tablecimientos penales. 

(Dirección  general  de  Penales) .  f  De  los 
datos  estadísticos  que  existen  en  la  sec- 
ción segnnda  de  esta  Direcnión  general 
resnlta:  qne  siendo  el  número  de  confi- 
nados el  de  18.788,  solamente  saben  leer 
y  escribir  8.676;  que  saben  leer  1.288; 
que  tienen  instrucción  superior  270.  y 
qoe  no  saben  leer  ni  escribir  8.660,  cifra 
esta  última  verdaderamente  desconsola- 
dora, porque  ella  acusa  un  atraso  lamen- 
table en  la  enseñanza,  resultado  tal  vez 


de  nna  negllgencria  digna  por  todo  extre- 
mo de  la  mayor  censura. 

Gausa,  por  tanto,  sentimiento  profun- 
do el  hecho  de  que  la  ignorancia,  conse- 
cuencia ineludible  de  la  falta  de  instruc- 
ción, tenga  tan  excesiva  representación 
en  los  Establecimientos  penales.  A  tal 
estado  de  cosas  hay  que  acudir  para  po- 
nerle el  oportuno  correctivo,  entre  otras 
razones,  porque  los  confinados  no  son 
seres  excluidos  de  toda  protección,  pues 
qne  hallándose  bajo  la  tutela  del  Estado, 
éste  debe  ejercerla  en  aquella  medida  y 
en  aquella  forma  qne  dentro  de  sus  pro- 
pios medios  puede  aplicar  en  cumpli- 
miento de  un  deber  sagrado. 

Los  datos  estadísticos  de  referencia 
demuestran  además  una  disminución  no- 
table en  la  cifra  de  los  corrigendos  que 
concurren  á  recibir  instrucción  en  todos 
los  Establecimientos  penales  del  Reino; 
cuyo  hecho,  tan  sensible  como  exaeto, 
viene  dificultando  hasta  el  presente  que 
la  población  penal  se  instruya,  se  mora- 
lice y  se  corrija  en  los  términos  y  en  las 
proporciones  que  la  Administración  pá* 
blica  les  procura  y  tiene  por  tanto  per- 
fecto derecho  á  exigir. 

En  tal  concepto,  es  necesario  que  en 
adelante  fije  V.  S.  muy  especialmente 
sn  ilustrada  atención  en  este  asunto; 
porque  consiguiendo  que  á  la  ignorancia 
reemplace  la  instrucción,  por  tal  medio 
se  obtendrán  igualmente  mayores  ga- 
rantias,  no  ya  de  orden  y  de  subordina- 
ción en  los  reclusos,  sino  que  por  ese  ca- 
mino se  podrá  llegar  también  al  fin  de- 
seado, el  cual  consiste  en  evitar  cuanto 
sea  posible  las  reincidencias. 

Tres  resortes  importantes  pueden  mo- 
verse con  éxito  para  conseguir  el  lauda- 
ble objeto  que  dejo  indicado,  y  son  á 
saber: 

Las  prácticas  religiosas,  el  trabajo  y 
la  instrucción  primaria  en  sn  mayor  gra- 
do de  desarrollo;  pues  si  la  pena  redi- 
me, el  trabajo  regenera  y  ht  instrucción 
enaltece  y  dignifica.  Respecto  al  trabajo, 
V.  S.  sabe  las  medidas  que  esta  Direc- 
ción general  ha  adoptado  encaminadas 
á  regularizarlo,  reorganizando  los  talle- 
res, con  lo  cual  al  cortar  abusos  é  inva- 
siones por  todo  extremo  punibles,  como 
qne  en  algunos  casos  han  podido  cons- 
tituir delito,  ha  afianzado  los  derechos 
del  Tesoro  público  y  los  del  corrigendo, 
en  talestérminos  qne  buscando  esta  Di- 
rección general  por  medio  del  concurso 
público  ó  de  la  subasta,  según  los  casos, 
la  afluencia  y  el  estímulo  de  los  peque 
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fiot  capitales,  los  rendimientos  qae  hoy 
ofrecen  los  talleres  son  realmente  consi- 
derables, lo  cual  permite  crear  con  ellos 
nn  fondo  de  ahorros ~á  los  reclusos  que 
al  obtener  su  licencia  llevarán  consigo 
el  modesto  patrimonio,  resultado  legiti- 
mo de  su  trabajo,  habrán  adquirido  há- 
bitos de  éste  y  podrán  por  tanto  dedi- 
carse en  el  tranquilo  seno  del  hogar  al 
ejercicio  de  una  profesión  que,  preser- 
vándolos^de  la  reincidencia  en  el  delito, 
los  colocará  en  condiciones  de  ser  bue- 
nos ciudadanos,  útiles  á  la  familia  y  á  la 
sociedad. 

8on,  sin  duda,  notables  en  su  géneros 
los  diferentes  talleres  establecidos  últi- 
mamente en  Burgos,  Cartagena  y  San 
Miguel  de  los  Reyes  (Valencia),  como  lo 
son  también  las  £scuelas  de  estos  dos 
últimos  Penales  y  la  del  de  Zaragoza; 
pero  como  quiera  que  por  una  parte  la 
deficiencia  del  método  y  por  otra  la  falta 
de  unidad  en  los  programas,  así  como  la 
Ausencia  de  reglamentación,  hacen  casi 
imposible  el  buen  régimen  en  la  ense- 
ñanza, considero  necesario  llenar  este 
vacio  tanto  tiempo  abandonado,  y  al 
efecto  he  tenido  por  conveniente  redac- 
tar los  adjuntos  Programa  y  Reglamento^ 
los  cuales  aprobados  por  8.  M.,  regirán 
en  todas  las  Escuelas  de  los  Estableci- 
mientos penales  del  Reino  á  contar  des- 
de el  dia  l.o  del  mes  próximo. 

Lo  digo  á  V.  S.,  etc.  Madrid  l.o  de  Fe- 
brero de  1886 — El  Director  general,  Oa* 
briel  Fernández  de  Cadómiga.^Sr,  Go- 
bernador de  la  provincia  de »* 

Programa  general  de  ensefians^  en  las  Es- 
cuelas de  aaaltos  de  los  Establecúntentot 
penales. 

Lectura, 

Secciones. — 1.a  Conocimiento  de  las  le- 
tras y  silabas. 

2>    Lectura  de  palabras  y  frases. 

8.*  Lectura  corriente  de  prosa  en  im- 
presos. 

4.*    Lectura  corriente  en  manuscritos. 

6.a  Lectura  del  verso  en  ambos  ca- 
racteres. 

6.a  Ampliación  de  lo  expuesto  con 
nociones  de  Ontologia,  Etimología  y  co- 
nocimientos de  caracteres  antiguos  y  de 
adorno. 

Escritura, 

1  .a  Posición  del  cuerpo  y  modo  de  to- 
mar la  pluma. 


2.*  Trazos  de  las  letras,  incluso  laa 
radicales. 

8.*  Formación  de  los  alfabetos  mi- 
núsculos y  mayúsculos,  carácter  espafioL 

4. A  Copias  de  palabras  en  papel  caá* 
driculado. 

6.^  Copia  de  muestras  de  letra  espa- 
ñola en  papel  de  dos  lineas. 

6.*     Escritura  sobre  una  linea. 

7.*    Principios  al  dictado. 

8.*    Escritura  corriente  al  dictado. 

9.*  Redacción  de  documentos  y  es- 
critos comunes. 

10.    Caligrafía  y  letra  de  adorno. 

Religión  y  moral. 

1.a    Oraciones  de  la  Iglesia. 

2.a  Artículos  de  la  fe  y  su  explica- 
ción. 

8.*    Obligaciones  respecto  á  Dios. 

4.*  Mandamientos  de  Dios  y  de  la 
Santa  Madre  Iglesia:  explicación. 

6.^  Obligaciones  respecto  á  nosotros 
'mismos. 

6.»    Sacramentos,  virtudes  y  vicios. 

7.*  Obligacfones  para  con  nuestro» 
semejantes. 

8.&    Nociones  de  Historia  Sagrada. 

9.'    Idea  del  deber  y  del  derecho. 

10.  Principios  de  urbanidad. 

11.  Aplicación  de  todos  estos  princi- 
pios á  la  vida  social  y  nociones  de  edu- 
cación en  la  familia. 

Oramática. 

1.*    Nociones  preliminares. 

2.a    Corrección  del  lenguaje. 

8.A  Conocimiento  de  las  partes  decli- 
nables de  la  oración;  uso  y  accidentes  de 
la  misma. 

4.»    Del  verbo:   partea  indeclinables. 

6.*    Ortografía  y  Prosodia. 

6.a     Sintaxis. 

7.A  Análisis  y  ampliación  de  estas 
nociones. 

Á  ritmética. 

1.^  Numeración:  adición  de  enteros 
y  decimales. 

2.*  Sustracción  y  multiplicación  de 
enteros  y  decimales. 

8.*  División  de  enteros  y  decimales: 
fracciones  comunes. 

4.*  Sistema  métrico  decimal:  teoría 
de  complejos  métricos. 

6.*  Reglas  de  tres,  compañía,  interés 
y  aligación. 
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<(.^  Ampliación  rasonada  de  esUa  no- 
eionea. 

Qeogrofia  é  HiBtofia. 

1.^  Nociones  preliminares  de  Geo- 
grafía. 

2.^  Descripción  de  la  Península  y 
provincias  de  Ultramar. 

8.^  8acesos  más  notables  de  Espafia 
y  Cronología. 

4.»  Ligeras  nociones  de  Geografía  as- 
tronómica. 

6.*  ídem  de  Geografía  y  de  Historia 
oni  versales. 

Geometría  y  Dibujo. 

1  .*  Preliminares  líneas,  ángulos  y  po- 
líg^onos. 

2.*  Problemas  sencillos  de  Geome- 
tría plana. 

8.*  Dibujo  geométrico  á  pulso  y  con 
instrumentos. 

4.*  Conocimiento  de  los  cuerpos  geo- 
métricos. 

6.*  Dibujo  con  aplicación  á  las  artes 
y  oficios,  así  como  problemas  sencillos 
de  agrimensura. 

•     6.*     Dibujo  natural  de  adorno,  paisa- 
je, topográfico  y  lineal. 

Agncultura, 

Universal:  explicaciones  sobre  estas 
materias  al  alcance  y  condición  especial 
de  los  confinados. 

Ciencia$  fiiicaa  y  naturales. 

Universal:  explicación  de  los  fenóme- 
nos de  la  Naturaleza. 

Las  explicaciones  de  las  dos  anterio- 
res materias  serán  simultáneas  con  la 
lectura. 

Madrid  l.o  de  Febrero  de  1885,— 
Aprobado  por  S.  M.— £1  Director  gene- 
ral, Gabriel  Fernández  de  Cadórniga. 

Raglanenio  para  el  régimen  de  las  escuelas 
de  los  Establecimientos  penales. 

Artículo  l.o  La  primera  enseñanza 
es  obligatoria  para  los  penados  que  ca- 
reacan  de  ella,  los  cuales  á  su  ingreso  en 
el  establecimiento  serán  sometidos  á 
examen. 

Art.  2.<>  Las  Escuelas  se  regirán  por 
el  sistema  mixto,  siempre  que  el  número 
de  penados  inscritos  lo  permita. 


Art.  8.0  Para  la  buena  marcha  de  la 
enseñanza  el  Profesor  nombrará  el  nú- 
mero de  Auxiliares  penados  que  consi- 
dere necesarios. 

Art.  4.0  La  duración  de  las  clases  la 
fijará  por  medio  de  horario  el  Profesor 
encargado  de  ellas. 

Art.  6.0  Cuando  el  número  de  corri- 
gendos matriculados  excediera  del  que 
buenamente  pueda  contener  el  local,  la 
clase  se  dividirá  en  diferentes  turnos. 

Art.  6.0  Los  individuos  de  cada  uno 
á9  los  turnos  expresados  se  presentarán 
en  el  local  á  la  hora  correspondiente,  y 
después  de  saludar  respetuosamente  al 
Profesor  se  situarán  en  el  lugar  oportu- 
no para  comenzar  la  clase  del  día. 

Art  7.0  Pasada  lista  por  el  Profesor 
comenzarán  los  ejercicios,  guardándose 
durante  éstos  la  mayor  compostura,  pres- 
tando  la  debida  atención  y  conservando 
el  más  absoluto  silencio,  sin  que  sea  per- 
mitido distraerse  ni  molestarse  entre  sí 
por  medio  de  signos  ó  actos  impropios 
del  sitio  y  del  objeto. 

Ningún  corrigendo  podrá  abandonar  la 
clase  sin  previo  permiso  del  Profesor. 

Art.  8.0  Al  terminar  los  ejercicios,  los 
Inspectores  se  harán  cargo  de  los  libros 
útiles  é  instrumentos  que  hayan  servido 
para  la  clase,  y  los  entregarán  limpios  y 
ordenados  en  orden  de  ciasifiración  al 
Auxiliar  para  que  éste  los  custodie,  dis- 
poniendo en  seguida  los  que  correspon- 
dan á  otra  sección,  con  el  fin  de  prepa- 
rar el  ejercicio  ¡nmeihato.  Concluido  és- 
te, el  Profesor  dispondrá  la  salida  de  los 
confinados,  que  se  verificará,  después  de 
saludarle,  con  el  mayor  orden  y  compos- 
tura, dirigiéndose  acto  continuo  á  sus 
talleres  ó  brigadas. 

Art.  9.0  Si  durante  la  clase  se  anun- 
ciara alguna  visita  se  suspenderá  aqué- 
lla, y  los  que  en  ella  estén  presentes  se 
levantarán,  permaneciendo  en  pie  hasta 
que  el  Profesor  disponga  otra  cosa. 

Art.  1 0.  Todos  los  días  se  hará  la  lim- 
pieza en  el  local  por  los  reclusos  que  de- 
signe el  Profesor,  prohibiéndose  el  dete- 
rioro del  mobiliario  y  material. 

Art.  11.  No  se  permitirá  extraer  del 
local,  sin  permiso  del  Profeaor,  libros  ú 
-objeto  alguno,  ni  utilizar  nada  de  lo  que 
á  la  Escuela  corresponda  en  otro  servi- 
cio que  en  el  adecuado  para  el  objeto. 

Art.  12.  En  aquellas  horas  extraordi- 
narias que  no  se  opongan  al  régimen  de 
la  enseñanza,  los  reclusos  podrán  dedi- 
carse á  lecturas  de  recreo  y  de  solaz, 
siempre  que  las  obras  sean  de  Religión, 
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óe  Morftl,  de  Historia,  Geografía,  de  ar- 
tes ú  oficios,  cou  prohibición  terminante 
y  alMolota  de  todo  otro  libro  ó  impreso 
<qtie  directa  ó. indirectamente,  á  jnicio  del 
Capellán  del  establecimiento,  se  oponga 
al  dogma  católico  ó  á  las  buenas  costam- 
bres.  Cnando  dos  redosos  soliciten  nna 
misma  obra  y  no  haya  de  ella  más  qne 
an  solo  ejemplar  en  la  Biblioteca,  será 
preferido  el  que  haya  observado  mejor 
conducta,  demostrado  mayor  aplicación 
y  obtenido  mejores  notas. 

Art.  13.  Se  prohibe  la  lectora  de  fo- 
lletos, periódicos  ú  hojas  sneltas  de  ca* 
rácter  meramente  político,  así  como  todo 
escrito  qoe  ataqne  ó  rebsje  la  autoridad 
de  los  Jefes  de  los  estable<timientos  pro- 
vocando de  cualquier  modo  á  la  indisci- 
plina ó  al  descrédito. 

Art.  14.  Todos  los  domingos  y  fiestas 
de  guardar  se  darán  conferencias  ó  plá- 
ticas religiosas,  morales  ó  instructivas 
por  el  Capellán,  Jefe  y  Profesor  del  es- 
tablecimienti»,  así  como  por  otras  perso- 
nas de  reconocida  ilustración  que  lo  so- 
liciten, previo  el  permiso  de  la  Autoridad 
correspondiente  ó  del  Jefe  del  Estable- 
cimiento; cuyos  ejercicios,  según  su  ín- 
dole, sé  verificarán  en  la  iglesia,  en  la 
Escuela,  en  los  talleres  ó  por  brigadas 
en  las  galerías  del  edificio. 

Del  Auxiliar. 

Art.  16.  £1  cargo  de  Auxiliar  de  la 
Escuela  será  honorífico  y  recaerá  preci- 
samente en  el  corrigendo  que  haya  de- 
mostrado mayores  aptitudes,  observa- 
do mejor  conducta  y  dado  señaladas 
muestras  de  arrepentimiento  por  el  deli- 
to cometido  y  en  virtud  del  cual  sufre 
condena. 

Art.  Ifi.  El  Auxiliar,  que  procede 
siempre  por  delegación  del  Profesor,  se- 
rá respetado  por  todos  los  reclusos,  los 
cuales  le  considerarán  lo  mismo  fuera 
que  dentro  de  la  clase. 

Art.  17.  El  Auxiliar  conservará  el  or- 
den y  la  disciplina  por  encargo  expreso 
del  Profesor;  distribuirá  los  libros,  el 
papel  y  demás  material  de  la  Escuela, 
haciendo  responsables  de  cuantos  des- 
perfectos causen  á  los  confinados  que 
hagan  mal  uso  de  aquellos  objetos. 

Art.  18.  Es  asimismo  obligación  del 
Auxiliar  preparar  y  repasar  las  leccio- 
nes, desempefiando  á  la  vez  cuantas  co- 
misiones le  confiera  el  Profesor,  sin  se- 
pararse del  régimen  y  método  estable- 
cidos. 


De  lo$  Inspectores, 

Art.  19.  Dividida  en  secciones  la  asis- 
tencia á  la  Escuela,  los  Inspectores  coi- 
darán  del  orden  y  de  la  organización  de 
las  mistpas,  encargándose  además  de 
conducir  á  los  confinados  á  la  referida 
Escuela,  á  los  talleres  ó  á  las   brigadas. 

Art.  20.  El  cargo  de  Inspector  es  ho- 
norífico, como  el  de  Auxiliar,  y  al  qne  lo 
ejersa  le  guardarán  los  confinados  las 
mismas  consideraciones  que  á  éste. 

Art.  21.  Los  Inspectores  alternarán 
en  el  ejercicio  de  su  cargo  por  días  ó 
por  semanas,  y  cambiarán  de  clase  si 
así  lo  dispusiera  el  Profesor,  teniendo 
siempre  en  coenta  para  ello  el  mejor 
servicio. 

Art.  22.  Las  faltas  cometidas  por  los 
Inspectores  ó  por  los  Auxiliares  serán 
castigadas  por  el  Profesor  y  Jefe  del 
Penal: 

^^*    Con  reprensión  privada. 

2  />  Con  suspensión  del  cargo  por  es- 
pacio de  ona  semana. 

8.0  Con  destitución  motivada  y  es- 
crita, leyéndose  ésta  «1  frente  de  la  bri- 
gada á  que  correspondan  el  Auxiliar  ó 
el  Inspector  y  en  presencia  de  todos  los 
matriculados  en  la  Escuela. 

La  destitución  procede: 

1.0    Por  cansa  grave. 

2.**  Por  tres  faltas  qne  reputen  por 
unanimidad  como  menos  graves  el  Pro- 
fesor, el  Capellán  y  el  Jefe  del  Penal 
reunidos  en  Consejo. 

De  los  educandos, 

Art.  28.  Todos  los  corrigendos  ma- 
triculados tienen  la  obligación  de  obser- 
var este  Reglamento,  que  regula  la  dis- 
ciplina y  el  orden  necesarios  para  que 
aproveche  el  estudio  á  que  se  dedican  y 
la  instrucción  que  por  él  han  de  recibir. 
En  tal  concepto  observarán  la  mayor 
compostura  entre  sí  y  guardarán  al  Pro- 
fesor la  consideración  y  el  respeto  debi- 
dos á  su  carácter. 

Serán  aseados  y  limpios,  presentándo- 
se siempre  y  en  todos  los  actos  con  el 
mayor  esmero  en  sus  modales. 

Art.  24.  Durante  las  horas  de  Escue- 
la se  prohibe  fomar,  comer,  hablar  en 
alta  vos,  pronunciar  palabras  malsonan- 
tes y  realizar  cualquier  acto  opuesto  al 
respeto,  al  orden,  á  la  decencia  y  á  las 
buenas  costumbres. 

Art.  26.    En  sos  relaciones  dorante  la 
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Eseoela,  los  cooflniídot  le  llamarán  por 
aa  nombre  ó  apellido,  se  darán  el  trata- 
tntenio  de  u$ted^  ae  respetarán  y  conai- 
dermrán  mataamente. 

Art.  26.  Los  alumnos  qoe  se  distin- 
gmn  por  sa  aplicación,  idoneidad  y  ezce 
lente  comportamiento,  segáii  las  notas 
de  cioncepto  qoe  hayan  merecido  al  Pro- 
feaor,  serán  recomendados  por  éste  en 
coaannicación  fnndamentada  al  Jefe  del 
establecimiento  para  qne  los  premie  y 
loe  distinga  según  lo  considere  más  jus- 
to 7  conveniente.  £1  premio  extraordi- 
nario á  qoe  por  su  buen  comportamiento 
ae  baya  hecho  acreedor  el  confinado 
alamno  se  dará  á  conocer  á  la  brigada  á 
que  corresponda  y  se  fijará  en  el  local 
de  la  Escuela  en  el  correspondiente  cíUi' 
dro  de  honor, 

Art.  27.  £1  confinado  alumno  que  por 
trea  veces  haya  merecido  ser  inscritOsOn 
el  mnadro  de  honor  será  propuesto  por  el 
Profesor  á  la  Dirección  general  de  Esta- 
blecimientos penales  para  una  distinción, 
la  cual  consistirá  en  una  medalla  de 
pretmo  á  la  aplicación^  que  el  alumno  co- 
riiiteodo  podrá  Hevar  aobre  el  pecho. 

£1  acto  de  la  entrega  de  la  medalla  y 
del  diploma  correspondiente,  firmado 
por  el  Director  general,  será  solemne, 
verificándose  en  presencia  de  todos  los 
edocandoo  y  asistiendo  al  referido  acto 
el  Profesor,  el  Jefe  del  Establecimiento, 
el  Capellán  y  el  Administrador. 

£1  citado  Jefe  dará  á  conocer  á  todos 
los  penados  en  una  orden  general,  la  dis- 
tinción otorgada  por  el  centro  directivo. 
Art.  28.  Loa  premios  obtenidos  por 
loa  corrigendos  al  tenor  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  ae  harán  constar 
en  la  hoja  de  licénciamiento  como  recom- 
pensa á  au  aplicación,  siempre  que  haya 
conservado  ésta  hasta  el  día  y  no  hubie- 
ra incurrido  por  tanto  en  la  penalidad 
que  establece  el  art.  81. 

Art.  29.  £1  educando  que  se  halle  en 
posesión  de  la  medalla  de  premio  á  la 
aplicación  será  rebajado  dé  todo  servicio 
mecánico;  tendrá  derecho  preferente  á 
la  percepción  de  prendas  de  vestuario, 
formará  en  la  primera  brigada,  primera 
fila,  dos  pasos  al  frente  de  ésta. 

Art.  SO.  Cuando  el  recluso  alumno 
haya  cometido  tres  faltas  que  por  la  ín- 
dole y  alcance  de  éstas  no  le  hagan  dig- 
no de  continuar  usando  la  medalla,  el 
Profesor  dará  cuenta  al  Jefe  del  Esta- 
blecimiento, quien  reunirá  el  Consejo  á 
qne  se  refiere  el  art.  22.  el  cual  propon- 
drá á  la  Dirección  general  que  desposea 


de  la  medalla  al  qoe  dignamente  ya  no 
la  puede  ostentar. 

Art  SI.  Si  la  Dirección  general  se 
conformase  con  lo  propuesto  por  el  Con- 
sejo, el  acto  de  desposeer  al  alumno  de 
la  medalla  y  del  diploma  se  verificará, 
con  la  misma  aolemnidad  con  que  tuvo 
lugar  la  entrega,  perdiendo  desde  ese 
día  todas  las  consideraciones  que  hasta 
el  mismo  tuvo. 

Art.  82.  Los  días  1."*  de  Julio  y  l.o  de 
Enero  de  cada  afio  los  Profesores  de 
ensefiansa  de  los  Establecimientos  pena- 
les remitirán  á  la  Dirección  general  una 
sucinta  Memoria  dando  cuenta  del  des- 
arrollo y  vicisitudes  por  que  baya  pasado 
la  enaefianza  durante  cada  semestre,  y 
enviarán  asimismo  con  la  expresada 
Memoria  un  estado  demostrativo  conte- 
niendo las  asignaturas  del  plan  de  ense- 
fianza  comprendido  en  el  Programa  ge^ 
neral^  notas  de  aptitud,  de  spiicación  y 
de  concepto  de*  los  alumnos  que  hayan 
asistido  á  las  Escuelas. 

Art.  88.  La  Memoria  comprenderá 
también  las  reformas  prácticas  qne  á 
juicio  de  los  Profesores  deban  introdu- 
cirse para  el  mejoramiento  de  la  ins» 
trucción. 

Art.  84.  Las  infracciones  de  este  re- 
glamento cometidas  por  los  alumnos,, 
aeran  castigadas  por  el  Profesor  y  por  el 
Jefe  del  Penal  reunidos: 

1.**    Con  reprensión  privada. 

2.**    Con  reprensión  pública. 

8.0  Con  la  pérdida  del  puesto  hono- 
rífico que  hubiese  ganado. 

4.0  Con  expulsión  de  la  clase  por  et 
tiempo  que  acuerden  el  Jefe  del  estable- 
cimiento y  el  Profesor,  sin  perjuicio  de 
la  corrección  disciplinaria  que  el  mencio- 
nado Jefe  considere  justo  imponerles. 

Art.  85.  1^9  Gobernadores  civiles^ 
Autoridades  locales  y  Jefes  de  los  Esta- 
blecimientos penitenciarios  prestarán  su 
concurso  moral  á  los  Profesores  para  que 
éstos,  hallando  en  las  expresadas  Auto- 
ridades todo  el  apoyo  que  su  misión  exi- 
ge, realicen  ésta  con  los  medios  adecua- 
dos al  objeto. 

Disposición  transitoria, 

£ate  Reglamento,  así  como  el  Progra- 
ma geíieral  de  enseñattza,  se  imprimirán 
y  fijarán  en  laa  Escuelas  de  los  Estable- 
cimientos penales  del  Reino. 

Madrid  l.o  de  Febrero  de  1866.— Apro- 
bado por  S.  M.— El  Director  general,  Ga- 
briel  Fernández  de  Cadórniga,t  ^{Qaceta 
de  2  de  Febrero) 
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Xíy  de  4  de  Abril  de  1889^  concedierido  á 
los  Maestros  de  primera  enseñanza  de 
Establecimientos  penales  las  considera- 
ciones d^  Profesores  públicos  compren 
didos  en  la  Ley  de  Instrucción  pública 
y  en  la  de  derechos  pasivos. 

(Fom.)  «Artículo  1.0  Los  Maestros  de 
primera  ensefianza  de  Establecimientos 
penales  se  considerarán  desde  la  publi- 
cación de  esta  ley  como  Profesores  pú- 
blicos, con  arreglo  al  art.  97  de  la  de  Ins- 
trucción pública  de  1857;  y  como  tales, 
se  les  declara  comprendidos  en  esta  úl- 
tima para  todos  sus  deberes  y  derechos, 
y  en  la  de  derechos  pasivos  de  16  de  Ju- 
lio de  1887. 

Art.  2.0  Para  que  los  maestros  de  pe- 
nales adquieran  los  derechos  otorgados 
por  la  Ley  de  Instrucción  pública  citada, 
necesitan  haber  ingresado  en  el  Cuerpo 
por  oposición,  ó  de  igual  modo  en  el 
Magisterio  público  de  Escuelas  munici- 
pales los  que  de  las  referidas  Escuelas 
procedan.  Para  adquirirlos  derechos  con- 
cedidos por  la  Ley  do  16  de  Julio  ante- 
dicha, sólo  es  preciso  desempeñar  las 
Escuelas  en  propiedad. 

Art.  S.<>  Se  establece  reciprocidad 
completa  entre  los  Maestros  de  las  Es- 
cuelas públicas  dependientes  de  la  Di- 
rección general  de  Instrucción  pública  y 
las  Escuelas  de  Establecimientos  pena- 
les, pudiendo  concurrir  unos  y  otros  á 
las  vacantes  respectivas,  con  arreglo  á  la 
Ley  de  Instrucción  pública  y  á  la  parte 
primera  del  artículo  precedente.  Los 
afios  de  servicios  prestados  antes  y  des- 
pués de  la  publicación  de  esta  ley  se 
contarán  lo  mismo  en  todas  ellas  y  serán 
acumulables,  menos  los  efectuados  si- 
multáneamente. 

Art.  4.0  £1  Ministro  del  ramo,  para 
la  provisión  de  las  plazas  de  Maestros  de 
las  Escuelas  de  Establecimientos  pena- 
les, se  ajustará  á  la  ley  y  disposiciones 
vigentes  en  Instrucción  pública. 

Por  tanto,  etc.  Dado  en  Palacio  á  4  de 
Abril  de  1889.-  Yo  L4  Reina  Rboshts.— 
El  Ministro  de  Fomento,  J.  José  Alvarez 
de  Toledo  y  Acuña*,— {Qtíceta  6  Abril). 

Reglamento  de  la  Prisión  celular  de 
Madrid  de  23  de  Marzo  de  1894.  (Véase 
en  Prisión  Celalar  de  Madrid,  el  tito 
lo  I,  capítulo  VIII,  De  los  Maestros  de 
Instrucción  primaria,  y  título  IX,  Del  ré 
gimen  de  las  Escuelas). 

Real  orden  de  4  de  Enero  de  1896  man- 


dando publicar  la  de  6  Febrero  de  1898, 
estableciendo  en  Espafia  la  Congrega- 
ción de  Religiosos  Terciarios  capuchinos 
para  dedicarse  á  la  ensefianza  é  instruc- 
ción de  los  penados  y  detenidos.  (Véase 
Asilo  de  correceioiif  tomo  I,  págs.  9S 
y  99). 


CoMBNTAaio.— La  legislación  que,  re- 
lativa á  escuelas  y  ensefianza  literaria 
se  acaba  de  insertar,  demuestra  de  una 
manera  evidente  la  falta  de  criterio  fijo 
y  estable  de  que  ha  adolecido  y  adolece 
hoy  tan  importante  factor  para  la  refor- 
ma del  delincuente  y  para  el  buen  régi- 
men de  las  Prisiones. 

En  las  disposiciones  que  este  artícnlo 
comprende  se  manifiesta  un  buen  deseo 
por  que  se  establezca  y  arraigue  y  se  des> 
arrolle  la  ensefianza  primaria  en  las  ca- 
sas de  reclusos;  pero  todo  ello  no  pasa 
de  la  categoría  de  deseo,  fácil  de  expre- 
sar en  preceptos,  pero  no  tan  fácil  de 
hacerlo  encarnar  en  la  realidad  práctica 
si  á  contribución  no  se  pone  una  firme 
voluntad  y  una  perseverante  labor. 

8e  dice  con  verdad  que  la  enmienda 
del  culpable  requiere  constancia  y  abne- 
gación  en  los  encargados  de  lograrla,  y 
por  esto  se  dice  también  que  tal  cometi- 
do constituye  un  verdadero  sacerdocio. 
Y  no  basta,  no,  para  ejercerlo,  teorizar 
y  dar  notas  de  exagerada  filantropía, 
desde  el  apartamiento  y  placidez  de  un 
cómodo  despacho,  quizá  sabiendo  que  lo 
que  se  preceptúa  no  ha  de  llegar  á  cum- 
plirse, quizá  buscando  más  que  la  efica- 
cia de  lo  mandado,  el  aplauso  del  mo- 
mento, quizá  fijándose  más  en  la  forma 
de  expresión  que  en*  la  suerte  que  pueda 
caber  á  la  reforma  ó  mejora  que  se  dicta, 
sin  tener  en  cuenta  que  á  los  problemas 
de  Prisiones  no  se  avienen  ni  el  aparato 
retórico  ni  loa  términos  más  ó  menos 
ampulosos  conque  á  las  veces  suele  exor- 
nar los  más  impracticables  proyectos  la 
literatura  burocrática. 

Demandan  estos  problemas  tanta  con- 
cisión y  claridad  al  plantearlos,  como 
buen  deseo  y  decisión  al  resolverlos, 
atendiendo  á  lo  que  racional  y  prácti- 
camente puede  hacerse  y  resisten  y  re- 
chazan toda  influencia  extrafía  ó  egoísta 
que  pueda  malograr  el  buen  propósito. 

Concretándonos  á  lo  que  atafie  á  las 
Escuelas  de  Prisiones  y  á  la  ensefianza 
de  los  prisioneros,  y  hablando  en  verdad, 
debemos  decir  que  ni  hay   Escuelas  ni 
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«oaefiania,  en  la  verdadera  acepción  de 
estoa  oonceptoa.  Penoso  ha  aido  el  desen- 
^olTimiento  de  esta  institación,  iniciado 
en  la  Ordenanza  de  1834,  formalizado  en 
el  Decreto  de  1878,  modificado,  con  esca- 
so acierto,  diez  sfioa  más  tarde  en  el  Real 
decreto  de  1881,  y  abandonado  O  triste- 
mente desatendido  después.  Y  así  se  en- 
caentra. 

Bzaminando  el  personal,  qaeesel  ele- 
mento más  importante  para  toda  refor- 
ma, atendiendo  á  los  Maestros,  vemos 
qoe  primero  fueron  Capellanes  los  en- 
cargados de  instruir  á  Jos  recíñeos,  des- 
paóe  Maestros  por  oposición,  más  tarde 
por  concurso,  y  áltimamente  y  durante 
el  largo  postrer  periodo,  interinos.  Ve- 
mos también  que  estos  empleados,  que 
deeempefian  ÍKual  misión  y  tienen,  ó  de- 
bieran tener,  las  mismas  recompensas, 
dentro  de  su  categoría  respectiva,  gozan 
de  muy  diferentes  derechos.  A  unos  al- 
cansan  los  consignados  en  la  Ley  de  Ins- 
tracción  pública  de  1867  y  los  dé  la  de 
derechos  pasivos  del  Magisterio  de  1887; 
A  otros  solamente  los  de  aquélla,  y  á 
losdemás  ni  los  de  la  una  ni  lo  de  la 
otra,  siendo  de  advertir,  que  los  de  ca- 
rácter interino,  sólo  perciben  la  mitad 
del  eneldo  asignado  á  la  plaza,  y  en  esta 
interinidad  y  en  estas  circunstancias,  en 
las  qoe  se  encuentran  más  de  la  mitad 
de  loe  qne  prestan  serviciq.  llevan  más 
de  dies  afios  varios  de  ellos. 

£n  189S  me  ocupé  de  este  servicio,  al 
pablicar  el  libro  que  titulé  E$tudio$  Fe- 
niteneíarioSf  cuyos  conceptos  son  aplica- 
bles al  día.  porque  las  circunstancias  no 
han  variado,  y  oportuno  creo  transcribir 
aqní  algunos  de  aquellos  conceptos: 

€ Eecueku.— Como  letra  muerta  pueden 
considerarse  en  los  Establecimientos  pe- 
nales. En  algunos,  sólo  de  nombre  exis- 
ten; en  otros,  se  colocan  en  habitaciones 
escoras  y  peqnefias,  que  por  su  escasa  ca- 
pacidad son  inservibles  á  otros  usos,  y 
en  nno  ó  dos  hay  locales  que  pueden 
pasar  por  mal  boceto  de  escuela. 

Las  condiciones  de  conservación  ma- 
terial corren  pareja  con  las  de  los  dormi- 
torios y  talleres,  empeoradas,  si  cabe,  por 
el  poco  cuidado  que  se  las  dedica  ó  por 
el  mayor  abandono  que  sufren.  Es  lógica 
consecuencia  este  descuido,  del  procedi- 
miento penitenciario  español. Como  el  fin 
primordial  á  que  se  aspira  es  á  tener  en- 
cerrados los  reclusos,  al  sostenimiento 
material  del  orden,  poco  importa  que  la 
ensefiansa  no  se  desarrolle.  Así  sucede 
con  Irecuenoia  que  cuando  falta  espacio 


para  hacinar  á  la  gente,  el  Penal  que  tie- 
ne escuela  la  suprime  y  dedica  á  dormi- 
torio, almacén  ú  otra  cualquiera  atención. 

Un  cuarto  con  pavimento  como  el  de 
loa  dormitorios,  incapaz  de  contener  arri- 
ba de  veinte  alumnos,  en  la  mayor  parta 
de  los  casos,  con  girones  de  manta,  de 
estera  ú  otra  clase  de  andrajs  por. crista- 
les; establecido  en  el  sitio  menosi  átil  ó 
inservible  para  otra  aplicación,  es  lo  que 
deVgrmina  el  lugar  de  la  enseñanza. 

Achaque  inherente  á  todos  los  Presi- 
dios, es  la  falta  de  extensión  para  alber- 
gar el  excesivo  námero  de  confinados 
que  se  les  destinan.  Por  esto  la  escuela 
tiene  en  estrecha  vecindad,  ó  un  taller, 
verbi  gratia,  de  herrería,  como  en  Valla- 
dolid  acaece,  y  entonces  se  convierte  en 
receptáculo  de  miasmas  insalubres  pro- 
cedentes de  la  industria,  ó  un  patio  en 
que  pululan  centenares  de  penados  que 
con  su  bullicio  y  sus  acciones  distraen 
todo  buen  deseo  de  explicar  y  de  apren- 
der, ó  una  cocina,  ó  una  brigada  de  las 
condiciones  descritas,  reñidns  y  contra- 
puestas á  todo  principio  higiénico. 

De  menaje  sirven  unos  cuantos  bancos 
viejos,  desvencijados,  llenos  de  polilla  y 
sobrados  de  mugre.  Las  cuentas  de  ma  • 
terial  que  se  rinden,  tienen  un  concepto 
para  «Escuela  y  Biblioteca»,  en  confor- 
midad á  la  estructura  del  presupuesto 
general  del  Estado.  Al  leer  tan  ampuloso 
epígrafe,  parece  bien  atendido  y  dotado 
ese  servicio.  Pero  si  se  añade  que  la  con- 
signación es  de  quince  ó  veinte  pesetas 
mensuales,  formaráse  muy  diferente  cri- 
terio. Resultado  lógico  es  la  carencia  de 
papel,  libros,  etc.  Aquí  solóse  atiende  á 
la  forma,  el  fondo  importa  poco;  únicamen- 
te le  conocen  los  que  están  dentro  de  él  y 
las  quejas  de  éstos,  que  son  pocos,  nadie 
las  escucha.  Sncede  con  esto  lo  que  con 
el  capítulo  de  cCalefacción».  Se  ha  escri- 
to en  el  presupuesto,  y  sólo  á  Burgos,  no 
sabemos  por  qué,  excepción  rara  se  ha 
autorizado  para  usar  de  una  corta  can- 
tidad. 

Así,  la  escuela,  en  vez  de  ejercer  atrac- 
ción sobre  los  penados,  de  los  cuales  por 
ignorancia  han  delinquido  muchos,  pro- 
duce tedio,  desvío  y  resistencia,  al  punto 
que  si  alguna  se  halla  concurrida,  es  debi- 
do al  celo  del  Profesor  y  los  Jefes  y  al  em- 
pleo de  reprensiones  y  castigos,  medio 
preciso  para  conseguir  empujar  los  alum- 
nos á  las  clases. 

Efecto  triste  me  cansó  un  adolescente 
que,  á  los  doce  años  de  edad,  sufría  pena 
por  asesinato;  nombraba  á  su   padre  por 
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el  mote,  á  virtud  de  dudar  el  nombre  y 
no  saber  loa  apellidoe;  y  era  tan  densa  la 
broma  que  á  sa  inteligencia  envolvía,  no 
obstante  sa  fisonomía  despierta,  qne 
ignoraba  toda  noción  de  doctrina.  Inte- 
resé del  Profesor  especial  cuidado  de 
instrnir  aquel  joven  y  desgraciado  ser, 
dispuesto  á  corromperse  en  el  hacina- 
miento; procuró  aislarle  del  contacto  ge- 
neral, y  hoy,  afortunadamente,  se  ha  ope- 
rado en  ól  un  mejoramiento  notable.  Lo 
mismo  podría  alcanzarse  con  multitud  de 
reclusos  si  el  pestilente  y  mortífero  sis- 
tema penal  se  cambiase  y  hubiera  medios 
adecaailov. 

Hay,  en  efecto,  reclusos  en  los  cua* 

les,  si  no  extinguido,  háse  por  lo  menos 
apagado  todo  sentimiento  noble  y  embo- 
tado de  tal  suerte  la  conciencia,  que  nin- 
gún remordimiento  la  agita  y  ninguna 
idea  buena  puede  en  ella  penetrar.  Pero 
éstos  son  los  menos,  por  fortuna.  La  ma- 
yor parte  de  la  población  penal  la  for- 
man individuos  jóvenes,  de  natural  vi- 
ciado, pero  de  índole  no  enteramente 
malvada,  y  en  los  que  no  rebotan  ni  re- 
fractan por  completo  las  sanas  y  bien- 
hechoras doctrinas  de  la  moral.  Y  para 
éstos,  la  enseñanza  de  las  buenas  obras 
y  de  los  deberes  i u) puestos  á  todo  ser  ra- 
cional, es  una  provechosa  gimnasia  de  la 
inteligencia,  en  qne  se  aviva,  robustece 
y  fortifica  el  espíritu,  apagado  con  la  le- 
tal sombra  del  mal  y  de  la  ignorancia,  y 
anemiado  y  abatido  en  las  vilezas  del 
vicio,  de  la  miseria  y  del  crimen. 

Conozco  á  muchos  cuya  historia  causa 
verdatjera  compasión.  Al  nacer  fueron 
expuestos  y  recogidos  por  la  Inclusa;  pa- 
saron su  infancia  en  el  Hospicio;  salie- 
ron A  la  calle  más  tarde,  primero  para 
pedir  limosna  y  después  para  vivir  del 
pillaje,  y  últimamente  ingresaron  en  Pre- 
sidio, donde,  por  las  condiciones  de  éste, 
se  amaestran  en  el  mal  y  acaban  por  (co- 
rromperse. £n  tan  azaroso  y  desventura- 
do camino,  ¿qué  ideas  de  moral  y  de  vir- 
tud han  de  haber  recogido  y  pueden 
guardar?  Les  faltaron  las  caricias  de  su 
madre;  nadie  pasó  desvelos  ni  tomó  cui 
dados  por  educar  su  corazón  y  dirigir  su 
voluntad,  y  sólo  toparon  en  su  procelosa 
marcha  con  las  asperidades  del  infortu- 
nio y  la  acerbidad  del  desamparo.  No  vi- 
ven de  recuerdos,  porque  si  son  capaces 
de  discurrir,  el  pasado  les  resulta  tan  in- 
grato y  bochornoso,  que  únicamente  mor- 
tificación les  produce;  ni  tampoco  les 
sostiene  laconsoladora  esperanza,  porque 
el  porvenir  se  les  presenta  tan  oscuro  y 


escabroso,  que  le  vuelven  la  espalda  y  la 
vista  horrorizados,  y  sólo  se  concretan  al 
desabrido  presente  de  la  vida  presidial. 
Otros  que  han  conocido  familia  y  tuvie- 
ron hogar  propio,  vieron  en  él  escena» 
inmorales  y  egoístas,  que  echaron  en  su 
alma  los  gérmenes  ponzofiosos  del  vicio 
y  de  la  impiedad,  aparejándola  así  para 
una  pronta  é  irremediable  delincuencia. 
La  falta  de  un  freno  moderador  y  pru- 
dente, llevó  á  varios  á  la  carrera  del  cri- 
men, obligándoles  á  hacer  la  jornada  del 
Presidio.  Tales  causas,  tan  distintas  e» 
la  forma  como  idénticas  ó  análogas  en  el 
fondo,  llevaron  á  todos,  aunque  por  di- 
ferentes caminos,  al  mismo  término,  al 
mismo  precipicio,  al  Establecimiento 
penal. 

Si  sobre  esos  nocivos  factores  qne  die- 
ron de  sí  tan  nefastas  consecuencias,  ac- 
túan otros  de  naturaleza  contraria,  cabe 
esperar  que  los  contrarresten  y  los  so- 
brepujen y  produzcan  eK  fruto  codiciado: 
la  enmienda  y  la  corrección.  Y  á  mi  ver» 
no  existe  en  la  mecánica  del  espíritu, 
fuerza  tan  intensa  y  tan  potente  como  la 
instrucción  moral.  Pero  una  instrucción 
continua,  gradual  y  progresiva,  al  mismo 
tiempo  que  ¿decuada  en  calidad  y  exten- 
sión al  carácter  de  cada  Penal  y  á  la  in- 
teligencia de  cada  penado.  Ki  á  todos 
debe  ensefiarse  las  mismas  doctrinas,  ni 
en  todas  las  Prisiones  debe  aplicarse 
igual  método.  Estas  se  diferencian  ó  de- 
ben diferenciarse  mucho  entre  sí,  y  aqué- 
llos se  diferencian  mucho  más  unos  de 
otros,  ya  por  la  edad,  el  delito  y  la  con- 
dena, ya  por  la  instrucción,  procedencia, 
aspiraciones,  etc.,  según  dejo  expuesto 
en  párrafos  precedentes. 

A  este  servicio  le  signe  tan  mala  suer- 
te, como  á  los  demás  que  constituyen  el 
confuso  y  detestable  mecanismo  de  nues- 
tro sistema  penal.  Cada  Presidio  cuenta 
con  una  escuela  dé  las  condiciones  ya 
descritas,  y  con  un  Maestro  celoso  ó  des- 
cuidado. A  su  exclusivo  criterio  queda 
entregada  la  instrucciÓH  y  nadie  se  cui- 
da de  pedirle  cuentas  de  su  gestión,  ni 
de  inspeccionar  y  enterarse  si  atrasan  ó 
adelantan  los  alumnos,  salvo  el  caso  de 
que  al  Jefe  del  Establecimiento  le  dé  la 
idea  de  hacerlo,  pues  las  Memorias  qne 
se  escriben  y  remiten  á  la  Dirección  cen- 
tral, ni  brillan  por  lo  verdaderas  y  exac- 
tas, ni  tampoco  hay  quien  invierta  en 
leerlas  el  tiempo  necesario.  Parece  que 
la  atención  se  ha  cubierto  y  la  necesidad 
llenado  por  completo,  con  sefialar  un 
sueldo  más  en  presupuestos  y  un  funclo- 
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narío  en  cftdft  plantilla.  Se  dictó  en  Fe- 
brero del  86  el  Reglamento  para  las  es- 
enelae  y  también  se  poblicaron  los  pro- 
gramas á  qne  había  de  ajastarse  la  en- 
sefiansa.  Ya  reconoce  la  Administración 
en  tales  disposiciones  el  general  y  la- 
mentable abandono  en  qne  se  encuentra 
el  asnnto,  calificando  algunos  detalles  de 
pnnibles.  Mas  ocurrió  en  esto  lo  mismo 
qne  acaece  con  todas  las  partes  del  siste- 
ma. Produjo  la  publicidad  del  Reglamen- 
to algún  raido;  más  aplanaos  á  los  auto- 
res de  él  que  los  en  realidad  merecidos, 
y  pasó  como  pasa  todo  lo  relativo  á  este 
Ramo,  que  sea  humanitario  y  progresivo: 
pasó  como  tormenta  de  estío,  sin  iTonse- 
guir  fruto  alguno,  dejando  el  mismo  ma 
lestar  que  reinaba  y  no  enseñando  otra 
cosa  que  lo  qne  ya  se  sabía:  el  calamito- 
so estsdo  en  que  se  hallan  los  Presidios, 
y  la  gangrena  qne  por  todos  ellos  corre. 
¿Y  qué  había  de  conseguirse?  Se  man- 
daba, es  verdad,  hacer  una  cosa  buena, 
realiiar  un  fin  moralisador.  Pero  para 
conseguir  todo  fin,  se  necesitan  los  me 
dios,  y  una  ves  que  de  éstos  pueda  dis- 
ponerse, aplicarlos  con  oportunidad  y 
buen  tino,  al  oljeto  de  no  malograr  su 
eficacísima  acción.  ¿Y  se  practicó  así? 
Los  hechos  contestan  de  una  manera  elo- 
cuente. Y  no  es  lo  malo  que  entonces  no 
se  hiciera:  es  lo  peor  que  tampoco  se  ha 
hecho  después,  y  que  no  se  sabe  cuándo 
se  haiá,  caso  deque  llegue  á  hacerse. 
Como  ya  se  ha  dicho,  en  cada  Presidio 
hay  un  Maeatro  y  un  local  llamado  es- 
cuela; loa  programas  son  para  todoa 
iguales,  el  Reglamento  también,  y  para 
menaje  ninguna  está  medianamente  do 
tada.  Ceuta,  qne  cuenta  más  de  dos  mil 
confinados,  en  su  mayoría  de  cadena  per- 
petua, no  tiene  otros  elementos  para  en- 
sefiar,  que  Baleares,  donde  la  población 
reclusa  no  llega  á  doscientos  hombres. 
Alcalá  (Penal  de  jóvenes),  cuya  cifra  paaa 
siempre  de  un  millar,  y  á  cuyo  Presidio 
sólo  se  destinan  ó  deben  solamente 
destinarae  menores  de  veinte  afios,  se 
rige  por  igual  procedimiento  y  aistema 
de  ensefiansa  que  el  ya  citado  de  Ceuta. 
Santoña  y  Tarragona,  en  qne  á  más  de 
extinguirse  las  penas  de  cadena  y  reclu- 
sión, los  penados  son  todos  ya  adnitoa, 
de  edad  madura,  con  menos  disposición, 
en  general  hablando,  para  aprender,  me- 
nos esperanza  de  que  lo  aprendido  pueda 
serles  ótil  luego  que  cumplan  la  pena,  á 
virtud  de  so  larga  duración,  y  dados  los 
delitos  y  edades,  menos  blando  el  cora- 
sen á  los  principios  del  bien,  y  más  oh* 


tusa  y  oscura  la  inteligencia  para  que  en 
ella  penetren  y  la  iluminen  las  ideas  del 
deber. 

A  este  vicio  de  aplicar  el  miamo  pro- 
cedimiento á  todos  los  Penales,  diferen- 
ciándose tanto  por  la  índole  de  los  pena- 
dos que  encierran,  se  suma  el  otro  de 
asignar  á  cada  Prisión  un  Maestro^  su* 
roado  con  la  incapHcidad  y  falta  de  con- 
dieiones  del  local.  Si  es  preciso  un  Pro- 
fesor para  Baleares,  debe  haber  en  Ceuta 
dos  ó  más;  y  si  el  de  Ceuta  puede  dar  á 
todos  los  reclusos  la  ensefiansa,  el  de  Ba- 
leares debe  pasar  la  mayor  parte  del 
tiempo  sin  tener  ocupación  en  la  eacuela. 
Y  lo  mismo  que  digo  del  Maestro  es  apli- 
cable á  la  dotación  sefialada  para  menaje 
de  Escuela.  ¿Por  qué  no  se  sigue  aquí  el 
mismo  procedimiento  que  en  las  Univer- 
sidades, en  los  Institutos  y  en  las  pobla- 
cionea  para  la  ensefiansa  primaria?  Segón 
el  número  de  alumnos,  así  la  clase jie  da 
en  una  ó  varias  secciones,  y  según  el  nú- 
mero de  habitantes,  así  cada  población 
tiene  una  ó  más  Escuelas.  ¿Es  que  los 
hombres  cuando  entran  en  Presidio  cam- 
bian de  naturalesa?  No  es  posible  que  la 
Administración  piense  esto.  Y  no  pen- 
sándolo, evidencia  su  poco  interés  por 
tal  clase  de  servicios  y  su  propósito  de 
cubrir  el  expediente  y  contentar  la  opi- 
nión con  el  aparato  de  nna  escuela  y  de 
una  ensefiansa  fictlciaa  é  infructuosafl.» 

Malas  son  y  mal  se  encuentran  las 
Escuelas  de  los  Penales,  pero  al  cabo  las 
hay.  En  las  Cárceles  no  existen,  salvo 
en  la  celular  de  Madrid.  Si  en  alguna  de 
provincia  se  da  la  ensefiansa,  es  debido 
á  la  iniciativa  particular  ó  al  celo  d^  tal 
ó  cual  Ayuntamiento,  que  desgraciada- 
mente  no  son  muchos  los  que  en  esto  se 
distinguen.  Pero  aun  en  tales  pocos  y 
plausibles  casos,  la  instrucción  no  está 
reglamentada,  ni  ea  continua  ni  unifor- 
me, ni  da  resultados  prácticos. 

Sólo  tratamos  aquí  de  la  instrucción 
literaria  elemental,  y  nada  decimos  de 
las  Escuelas  de  artes  y  oficios  que  en 
las  Prisiones  de  los  países  más  adelan- 
tados existen,  porque  en  el  nuestro  no 
las  hay  como  al  principio  de  este  artícu- 
lo se  dice,  ni  sabemos  que  existan  pro- 
pósitos de  crearlas.  En  el  artículo  Re* 
formatorloflf  haremos  algunas  apretia- 
ciones  relativas  á  esta  moderna  y  eficaz 
institución. 

Para  terminar  el  presente  comentario, 
afiadiremos,  por  si  mereciera  ser  tenido 
en  cuenta,  que,  en  nuestra  opinión,  en 
necesario  proveer  en  propiedad,  ya  por 
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oposición,  ya  por  concarso,  y  mejor  sería 
por  el  primer  procedimieuto,  las  plazas 
que  existen  desempeñadas  por  Maestros 
interinos  en  los  Establecimientos  pena- 
les, dotar  á  las  Escuelas  del  menaje  im- 
prescindible, si  se  quiere  que  dé  la  en- 
sefiansa  resultados  positivos,  y  crearlas 
en  las  Cárceles,  sobre  todo  en  las  de  ca- 
pital de  provincia  y  correccionales  de 
cabeza  de  partido,  por  ser  las  que  encie- 
rran mayor  población  reclusa'. 


ESCUELA  PROFESIONAL  <  Normal 
penitenciarla).— A  semejanza  de  lo  qne 
en  otros  países  existe,  se  quiso  estable- 
cer en  Espafia  una  escuela,  en  la  cual 
pudieran  aiiquirir  los  conocimientos  prác- 
ticos y  la  cultura  necesaria  todos  los  que 
aspirasen  á  ingresar  en  el  Cuerpo  de 
Prisiones. 

La  primera  y  única  disposición  que 
trata  de  la  materia,  es  el  Real  decreto  de 
11  de  Noviembre  de  1889,  inserto  en 
Cuerpo  de  Prisiones  (tomo  I,  págs.  915 
á  926). 

En  su  bien  meditado  y  claro  preámbu- 
lo expone  el  Ministro  las  razones  que 
abonan  la  creación  de  la  escuela,  y  en  los 
arts.  7.0  al  1 1  se  preceptúa  su  funciona- 
miento. 

El  decreto  fué  derogado  por  el  de  16 
de  Marzo  de  1891,  y  no  llegó  á  establecer- 
se la  escuela. 

Esta  institución  produce  eficaces  y  sa- 
tisfactorios resultados  en  Italia,  Inglate- 
rra y  Francia. 

En  esta  última  nación  existen  dos  cla- 
ses de  escuelas:  para  la  ensefianza  ele- 
mental, una;  para  la  superior,  otra.  Las 
elementales  existen  en  las  Prisiones  de 
mayor  importancia,  en  provincias  (Casas 
Centrales),  y  de  dar  la  ensefíanza  están 
encargados  los  Jefes  y  el  Médico  de  cada 
Prisión.  La  escuela  superior  se  baila  es- 
tablecida en  París  y  está  á  cargo  de  fun- 
cionarios de  la  Administración  Central 
penitenciaria,  auxiliados  por  los  Jefes  de 
la  Prisión  de  la  Santé. 

Juzgando  por  lo  que  fuera  de  Espafia 
ocurre  con  la  institución  de  que  trata- 
mos, parécenos  que  si  en  nuestro  país  se 
hubiera  establecido,  ó  se  estableciera, 
había  de  dar  resultados  favorables  como 
los  da  allí,  como  los  dan  aquí  otros  Cen- 
tros de  ensefianza  (Escuelas  de  Ingenie- 
ros, Academias  militares,  etc.) 

Desde  luego  se  lograría  la  unidad  de 
procedeuciaen  los  funcionarios  á  que  el  ci- 


tado Real  decreto  se  refiere  en  su  preám  • 
bulo,  y  se  crearía  el  ambiente  intelectual 
preciso  para  justificar  la  especialidad  de 
las  funciones  á  qne  aquella  soberana  dia- 
posición en  esta  parte  aspiraba. 

Las  necesarias  relaciones  de  la  ense- 
fianza entre  Prof^sores  y  alumnos,  y  la 
unidad  de  procedencia,  establecerían 
vínculos  de  afecto  mutuo  y  de  interés 
por  la  mejora  de  los  servicios,  más  fuer 
tes  qne  los  que  existen  en  toda  colecti 
vidad  cuando  la  procedencia  de  sus  indi- 
viduos es  distinta  y  no  tienen  de  común 
más  que  la  relación  oficial.  Las  tareas  es- 
colares durante  el  período  de  la  prepara- 
ción, y  el  haber  de  dedicarse  después  to- 
dos, los  encargados  de  enseñar  y  los  obli- 
gados á  aprender,  á  una  misma  clase  de 
servicios  constitutivos  de  la  carrera  y 
profesión  de  cada  uno,  habrían  por  nece 
sidad  de  robustecer  el  espíritu  corpora 
tivo  y  avivar  el  justo  y  noble  anhelo  por 
que  el  Cuerpo  brillara,  prosperase  y  lle- 
gase al  mayor  grado  de  consideración 
y  de  estima. 

Sería  además  la  Escuela  normal,  la 
obligada,  no  sólo  á  hacer  que  la  cultura 
penitenciaria  en  su  seno  floreciese,  como 
se  dice  en  la  exposición  del  Decreto,  si 
que  también  á  extenderla  y  tener  al  co- 
rriente de  los  adelantos  de  la  ciencia  y 
de  las  mejoras  de  los  servicios  peniten- 
ciarios á  los  que,  concluido  el  período  es- 
colar, salieran  del  Centro  docente  á  los 
Establecimientos  para  desempefiar  sos 
destinos. 

Como  la  reforma  en  cuestión  no  se  ha 
ensayado  en  Espafia,  no  es  posible  afir- 
mar nada  de  los  resultados  que  pudiera 
producir.  Pero  no  es  aventurado  supo- 
ner, y  nosotros  abrigamos  la  fundada 
creencia,  por  cuanto  queda  expuesto,  qne 
serían  favorables  al  personal  y  á  los  ser- 
vicios de  Prisiones. 


ESPAÑOLES  Y  EXTRANJEROS.-La 

Constitución  política,  el  Código  civil,  va- 
rias leyes  y  decretos  tratan  de  esta  im- 
portante cuestión.  Para  objeto  de  núes- 
tro  trabajo,  nos  remitimos  á  Constitu- 
ción Política»  arts.  l.o  y  siguientes,  in- 
serto en  el  tomo  I,  págs.  766  á  772. 


ESTABLECIMIENTOS  PENALES.— 

Ekiificios  en  que  se  extinguen  las  conde- 
nas desde  presidio  correccional  á  cadena 
perpetua. 
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Saelen  coroprenderse  también,  en  el 
coDceptA  de  Establecimientos  penales, 
\tLB  Cárceles  correccionales,  cosa  que,  á 
noestro  parecer,  no  debiera  ocurrir,  por- 
qne  eo  nada  se  parecen,  salvo  el  servir 
anca  y  otros  edificios  para  reclusión  de 
penados. 

E«  distinto  el  régimen,  pues  el  de  las 
Cárceles  se  sujeta  á  la  Instrucción  de  26 
de  Octubre  de  1886  (lomo  I,  páginas  268 
á  273),  y  el  de  los  Penales,  á  la  Ordenan - 
xa  de  14  de  Abril  de  1884,  con  las  modi- 
fíclonea  establecidas  por  costumbre  y 
disposiciones  posteriores  á  dicha  Orde- 
nansa. 

Los  Penales  dependen  del  Estado  en 
todaa  sus  manifestaciones;  las  Cárceles 
•correccionales  dependen  de  las  Diputa- 
«iones  en  todo  lo  referente  á  la  parte 
econóoaica. 

Por  estas  diferencias  esenciales  y  por 
otras  de  menor  importancia,  pero  impor- 
tantes también,  incluímos  la  legislación 
relativa  á  correccionales  en  el  artículo 
Cáreely  dejando  la  relativa  á  Penales 
para  insertarla  en  su  correspondiente 
lugar. 

Lo  concerniente  á  estos  Estableci- 
mientos es  objeto  del  artículo  Penales. 


ESTADÍSTICA. —Sólo  consideramos 
objeto  de  esta  obra,  en  lo  relativo  á  esta- 
dística, lo  que  atañe  á  la  judicial  y  á  la 
penitenciaria,  y  únicamente  tratamos  de 
io  qne  á  una  y  á  otra  concierne. 


ESTADÍSTICA    JUDICIAL  .  -  Por 

Real  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1865, 
«e  mandó  qne  cesara  en  ].*  de  Enero  1866 
el  sistema  relativo  á  la  reunión  de  noti- 
cias concernientes  á  estadística  criminal, 
debiendo  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia remitir  desde  entonces, y  el  óltimo  día 
de  cada  mes,  al  Regente  de  la  respectiva 
Audiencia,  los  estados  correspondientes 
ácada  procesado  con  arreglo  á  las  sen- 
tencias ejecutoriadas  durante  el  mismo 
mes,  y  en  los  cuatro  primeros  días  del 
mea,  el  estado  de  los  pleitos  y  asuntos  ci- 
viles fenecidos,  cuyo  decreto  está  inserto 
en  la  Colección  Legislativa^  tomo  66,  pá- 
gina 461. 

En  8  de  Julio  de  1869  se  promulgó 
otro  Real  decreto  creando  en  el  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Jnsticia  una  Sección  de 
estadística    criminal,  determinando    su 


composición  el  objeto  de  la  estadística  y 
los  datos  que  había  de  comprender,  de- 
rogando el  Decreto  de  6  de  Diciembre 
de  1856  sobre  estadística  y  el  de  2  de  Ma- 
yo de  1868  sobre  inspección.  En  l.o  de 
Febrero  de  1861  se  publicó  otro  Real  de- 
creto qne,  como  los  anteriores,  no  tiene 
en  la  actualidad  vigencia,  y  lo  mismo 
ocurre  con  el  de  3  de  Julio  de  1863  y  Rea- 
les órdenes  de  20  de  Septiembre  del  mis- 
mo afio,  20  de  Enero  de  1866,  19  de  Di- 
ciembre de  1868  y  8  de  Junio  de  1870. 

Real  decreto  de  18  de  Marzo  de  1884, 
restableciendo  el  sefvicio  de  estadútica 
criminal, 

(Orac,  y  Just.)  cDe  conformidad  csn 
lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros; 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente; 

Artículo  1.0  Se  restablece  el  servicio 
de  la  estadística  de  la  Administración 
de  justicia  en  lo  criminal,  en  la  que  se 
comprenderá  los  delitos  y  faltas  de  que 
hayan  conocido  el  Tribunal  Supremo,  las 
Audiencias  y  Jueces  de  la  Península,  is- 
las Baleares  y  Canarias,  á  contar  desde 
el  día  en  que  ha  tenido  aplicación  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  de  14  de  Sep- 
tiembre de  1882. 

Art.  2.0  El  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  circulará  las  instrucciones,  mo- 
delos y  pliegos  estadísticos  para  organi- 
zar la  remisión  de  los  datos  y  publicará, 
cuando  los  tenga  reunidos,  el  primer  cua- 
derno, que  comprenderá  hasta  el  81  de 
Diciembre  de  1883.  Los  cuadernos  suce- 
sivos se  publicarán  aimalmente. 

Art.  3.0  La  estadística  de  la  Adminis- 
tración de  justicia  en  lo  criminal  com- 
prenderá los  conceptos  siguientes,  en 
secciones  separadas: 

1.0  Clasificación  de  los  delitos  y  fal- 
tas por  el  orden,  denominación  y  método 
del  Código  penal,  expresando  el  número 
de  delitos,  el  de  reos  procesados,  el  de 
reos  absueltos,  el  de  reos  condenados  co 
mo  autores,  cómplices  ó  encubridores; 
penas  aflictivas,  correccionales  ó  leves, 
y  casos  de  imposición  de  multa,  caución, 
degradación,  interdicción  civil,  comiso 
de  los  efectos  ó  instrumentos  del  delito 
y  costas. 

2.0     Delitos  V  faltas  que  han  dado  lu- 
gar á  procedimiento   en  el   territorio   de 
'   cada  Audiencia  de  lo  criminal,    clasifica 


dos  por  el  orden,  denominación  y  método 
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de  loa  tftulot  del  I  al  XIV  del  libro  II  y 
«leí  I  al  IV  del  libro  III  del  Código  penal, 
expresando  en  el  estado  el  número  de 
delitos,  el  de  reos  jastrados,  absaeltos  y 
condenados  á  penas  aflictivas,  correccio- 
nales y  leves. 

t,*  Procedimientos  seguidos  en  el  te- 
rritorio de  la  Aadiencia;  jolcios  oraler, 
procedimientos  con^a  Senadores  ó  Di- 
IHitados;  antejaicios  de  responsabilidad; 
flagrante  delito;  procedimiento  por  inju- 
ria y  calumnia  contra  particulares;  im- 
prenta, grabado  ú  otro  medio  mecánico 
de  publicación. 

Extradiciones  y  procedimientos  con- 
tra reos  ausentes. 

Recursos  de  casación  por  infracción  de 
iorma  ó  de  ley,  con  expresión  de  los  pre- 
parados, de  los  interpuestos,  admitidos 
y  denegados;  recursos  de  queja,  por  de- 
negación del  testimonio  para  interponer 
el  de  casación,  y  recursos  de  revisión. 

Juicios  sobre  faltas  en  primera  y  se- 
gunda instancia. 

4.0  Clasificación  de  los  reos  según  el 
sexo,  edad,  estado,  filiación,  naturatesa, 
instrucción,  profesión  ú  ocupación,  en 
eoadros  separados. 

6.0  Clasificación  de  las  reincidencias, 
oon  expresión  de  ser  una  ó  más  y  con 
división  por  el  sexo,  la  edad,  el  estado, 
la  filiación,  la  naturalesa,  la  instrucción 
y  la  ocupación  de  los  reos. 

O.o  Relación  entre  los  delitos  y  las 
condiciones  individuales  de  los  reos,  ex- 
presando en  cada  clase  de  delito,  por  el 
orden  del  Código,  el  número  de  reos,  se- 
gún el  sexo,  edad,  estado,  filiación,  natu- 
ralesa, instrucción,  profesión  ú  ocupación 
é  índole  del  proceso. 

7.0  Relación  entre  el  territorio  de  las 
Audiencias  de  lo  criminal  y  las  condicio- 
nes individualea  de  los  reos,  según  el 
sexo,  edad,  estado,  filiación,  naturaleza, 
instrucción,  profesión  ú  ocupación  é  ín 
aIoIo  del  proceso. 

8.0  Estadística  especial  del  juicio  oral, 
con  expresión  del  número  de  procesos, 
causas  ejecutoriadas  por  este  procedi- 
miento, tiempo  invertido  en  sn  sustancia- 
ción  por  períodos  de  tres  meses,  seis,  un 
afio  y  más  de  un  año;  conformidad  de 
reos,  sobreseimientos,  sentencias  absolu- 
torias y  condenatorias,  cansas  arcbi va- 
llas por  rebeldía,  reos  dementes  con  pos- 
terioridad á  la  comisión  del  delito,  liber- 
tad bajo  fianza  y  prisión  provisional,  ex- 
presando su  duración  por  períodos  tri- 
mestrales; testigos  examinados,  su  nú- 
mero, importe  de  las   indemnizaciones, 


intervención  de  Módicos  y  peritos  y  su» 
honorarios. 

9.0  Suicidios,  sn  número  y  cantas  co- 
nocidas ó  probables. 

10.  Indultos  generales  y  particulares^ 
conmutaciones  y  re.bajas  de  penas,  con 
expresión  de  la  clase  de  delitos  á  que  se 
refieran.  Movimiento  del  registro  de  pe- 
nados. 

Art.  4.0  Con  el  fin  de  íaciliUr  la  tra- 
mitación de  los  numerosos  detalles  que 
la  organización  de  este  servicio  ocasione^ 
el  Jefe  de  Sección  del  Ministerio  corres- 
ponderá directamente  con  los  Secretario» 
de  Audiencias  y  Salas,  dando  cuenta  al 
Subsecretario  del  Ministerio. 

Art.  6.0  En  la  primera  quincena  de 
Febrero  de  cada  afio  se  publicará  por  la 
Sección  correspondiente  del  Ministerio 
una  relación  de  las  Audiencias  de  lo  cri- 
minal y  Salas  que  hayan  enviado  com- 
pletos los  datos  estadísticos,  y  se  abrirá 
expediente  para  adoptar  las  resoluciones 
que  procedan  respecto  de  los  que  no  loe 
hubiesen  remitido. 

Art.  6.0  £i  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia podrá  hacer  girar  visitas  de  inspec- 
ción, designando  para  ello  personas  de 
competencia  y  capacidad  reconocidas, 
con  el  fin  de  comprobar  o  completar  loe 
datos  estadísticos  cuando  lo  juzgue  con- 
veniente, abonándose  los  gastos  que  este 
servicio,  como  el  de  la  formación  y  pu- 
blicación de  la  estadística  ocasionen,  con 
cargo  á  los  capítulos  II  y  VIII  del  presu- 
puesto, y  si  éstos  no  bastaran  en  el  ac- 
tual ejercicio  por  haber  tenido  otra  apli- 
cación, con  cargo  al  capítulo  VI,  art.  6.o^ 
de  gastos  reservados  de  la  Administra- 
ción de  Justicia. 

Dado  en  Palacio  á  18  de  Marzo  de  1884. 
Alfonso.— £1  Ministro  de  Gracia  y  Jqb- 
iicia^  Frandseo  Silvela,* ^{Gaceta  19  de 
Marzo). 

Real  decreto  de  Í.o  de  Ene^o  de  1887,  or- 
ganizando la  estadiitica  judicial  en  el 
Ministerio  de  Orada  y  Justicia,  á  cuyo 
efecto  se  crea  una  Sección  para  las  esta- 
disticas  civil  y  criminal, 

{Grac.  y  Just.)  <De  conformidad  con 
loi  propuesto  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  1.0  Se  crea  en  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  una  Sección  que  se 
denominará  de  Estadística  judicial,  en- 
cargada de  formar  y  publicar  anual  y  se- 
paradamente laa  estadísticas  de  la  Admi- 


Digitized  by 


Google 


EST 


—  293 


KST 


oistración  de  jasticia  en  lo  civil  y  en  lo 
criminal.  Beta  Sección,  en  la  qae  se  re- 
íonde  el  actaal  Negociado  de  Estadística 
criminal,  se  compondrá  de  un  Jefe  y  del 
numero  de  Aaxiliares  que  se  conceptúe 
neceMirio. 

Art.  2.0  La  estadística  de  la  Adminis- 
tración de  justicia  en  lo  criminal,  conti- 
nnará  publicándose  en  la  forma  que  de- 
termina el  Real  decreto  de  18  de  Mareo 
de  1884,  por  el  que  se  restableció  ^te 
importante  servicio,  y  en  su  formación 
•egnirán  observándose  las  instrucciones 
circuladas  por  Reales  órdenes,  con  las 
modificaciones  que  la  práctica  aconseje 
en  lo  sucesivo. 

Art.  S.o  La  estadística  de  la  Adminis 
tracíón  de  justicia  en  lo  civil,  deberá 
comprender  los  conceptos  siguientes, 
desarrollados  en  el  número  de  cuadros 
que  se  consideren  indispensables  para 
ea  mejor  inteligencia: 

l.o  Juzgados  municipales:  actos  de 
conciliación,  clasifinadoa  según  su  objeto 
y  so  terminación;  juicios  verbales,  clasi- 
ficados por  su  objeto,  duración,  termina- 
ción 7  costas  de  Arancel;  juicios  de  de- 
sahucio, clasificados  porsn  motivo,  dura- 
ción, terminación  y  costas  de  Arancel. 

t.^  Juagados  de  primera  instancia: 
población,  extensión  superficial  y  cuadro 
general  de  los  trabajos,  en  materia  civil 
y  mercantil,  de  cada  uno  de  los  Juzgados 
durante  el  afio;  apelaciones  hechas  ante 
los  Juzgados  de  primera  instancia  de 
sentencias  dictadas  por  los  municipales, 
7  clasificación  de  las  mismas,  según  ha- 
yan sido  confirmadas  ó  modificadas  to- 
tal ó  parcialmente;  clasificación  por  ma- 
terias del  derecho  civil  sustantivo,  de  los 
negocios  fallados  por  los  Juzgados  de 
primera  instancia;  clasificación  de  dichos 
asuntos  por  títulos  y  capítulos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  su  duración  é 
importe  de  las  costas  de  Arancel;  negó 
cios  fallados  por  los  Juzgados  en  materia 
mercantil,  clasificados  según  el  Código 
de  comercio. 

8.^  Audiencias  territoriales:  pobla- 
ción, extensión  superficial  y  organización 
del  personal  de  cada  una  de  las  Audien- 
cias; cuadro  general  de  los  trabajos  judi- 
ciales de  cada  una  de  estas  en  materia 
civil  7  mercantil  durante  el  afio;  apela- 
ciones clasificadas,  según  los  Juzgados 
de  primera  instancia  que  hayan  dictado 
las  sentencias  apeladas,  y  clasificación 
de  las  mismas  según  hayan  sido  confir- 
madas ó  modificadas  total  ó  parcialmen- 
te; clasificación  por  materias  del  derecho 


civil  sustantivo  de  los  negocios  fallados 
por  las  Audiencias;  clasificación  de  los 
mismos  por  títulos  y  capítulos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  su  duración  é 
importe  de  las  costas  de  Arancel;  nego- 
cios juzgados  por  las  Audiencias  en  ma- 
teria mercantil,  clasificados  según  el  Có- 
digo de  comercio. 

4."  Tribunal  Supremo:  estado  gene- 
ral de  los  asuntos  en  que  haya  entendido 
durante  el  afio  en  materia  civil  y  mer- 
cantil; recursos  de  casación,  clasificados 
por  materias  del  derecho  civil  sustantivo; 
recursos  de  casación  clasificados  por  tí- 
tulos y  capítulos  de  la  Ley  de  Enjuicia-, 
miento  civil;. recursos  clasificados  por  tí- 
tulos y  capítulos  del  Código  de  comer- 
cio; clasificación  de  los  recursos,  según 
la  terminación  y  las  Audiencias  deque 
procedan  las  sentencias  recurridas. 

6.0  Jurisdicción  voluntaria:  actos  de 
jurisdicción  voluntaria,  clasificados  se- 
gún su  objeto,  su  terminación,  su  dura- 
ción y  el  importe  de  las  costas  de 
Arancel. 

Art.  4.0  El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia circulará  las  instrucciones  necesa- 
rias para  que  los  Juzgados  y  Tribunales 
respectivos  remitan  á  la  Sección  de  Esta- 
dística judicial  los  datos  referentes  á 
cada  uno  de  los  asuntos  civiles  que  se 
terminen,  consignándolos  en  las  hojas 
de  los  distintos  modelos  que  se  distribui- 
rán con  este  objeto. 

Art.  5.0  Para  auxiliar  los  trabajos  de 
los  Secretarios  de  gobierno  de  las  Au- 
diencias territoriales,  más  direclamentH 
encarga<los  de  este  servicio,  se  nombrará 
por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
para  cada  uno  de  dichos  Tribunales,  un 
Oficial  destinado  exclusivamente  á  la  es- 
tadística judicial.  Estos  funcionarios  dis- 
frutarán el  haber  anual  de  1.600  pesetas, 
y  para  su  nombramiento,  así  como  para 
el  de  otro  destinado  á  los  trabajos  de  la 
Sección,  se  tendrá  precisamente  en  cuen 
ta  la  aptitud  reconocida  para  este  servi- 
cio especial,  certificada  por  el  Presidente 
de  la  Audiencia  respectiva,  y  la  práctica 
probada,  bien  en  los  Tribunales  ó  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Cada  dos 
afios  se  concederá  un  ascenso  de  600  pe 
setas  á  cada  uno  de  los  cuatro  Oficiales 
de  estadística  que  figuren  en  los  prime- 
ros lugares  en  las  notas  de  concepto  que 
formará  anualmente  la  Sección.  Kl  suel- 
do máximo  de  estos  funcionarios  no  po- 
drá exceder  de  8  000  pesetas  anuales. 

Art.  6.0  El  aumento  que  este  nuevo 
servicio  ha  de  ocasionar  en  los  artícu- 


Digitized  by 


Google 


EST 


—  294  — 


EST 


los  8.0  del  capitulo  I,  8.®  del  capítulo  II 
y  4.°  del  capitulo  V  del  presupuesto  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  se  cnbri* 
rá  en  el  ejercicio  corriente  con  las  80.000 
pesetas  que  con  este  fin  se  han  transfe- 
rido á  dichos  capítulos  del  8. o,  art.  6.o, 
por  Real  decreto  de  80  de  Diciembre  úl- 
timo. 

Art.  7.0  Continuarán  en  vigor,  exten- 
diéndose á  lo  concerniente  á  la  estadísti- 
ca de  la  Administración  de  justicia  en  lo 
civil,  las  facultades  concedidas  respecti- 
vamente al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
y  al  Jefe  de  In  Sección,  en  los  artículos 
6.0  y  4.0  del  Real  decreto  de  18  de  Marzo 
de  1884,  que  restableció  el  servicio  de  la 
estadística  criminal. 

Art.  8.0  En  virtud  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  l.o  y  5.o  de  este  decreto,  y 
en  cumplimiento  de  lo  que  determina  el 
artículo  6.0  de  la  Ley  de  26  de  Junio 
de  1880.  la  planto  de  la  Secretaría  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  com- 
pondrá de  cuatro  Jefes  de  Sección,  Jefes 
de  Administración  de  primera  clase;  tres 
Oficiales  primeros,  Jefes  de  Administra- 
ción de  segunda  clase;  dos  Oficiales  se- 
gundos, Jefes  de  Administración  de  ter- 
cera clase;  un  Oficial  tercero,  Jefe  de  Ad- 
ministración de  cuarto  clase;  cinco  Auxi- 
liares primeros.  Jefes  de  Negociado  de 
primera  clase;  cinco  segundos,  Jefes  de 
Negociado  de  segunda  clase;  siete  torce- 
ros. Jefes  de  Negociado  de  tercera  clase; 
cinco  cuartos,  Oficiales  de  Administra- 
ción de  primera  clase;  doce  quintos,  Ofi- 
ciales de  Administración  de  segunda  cla- 
se; veinte  sextos.  Oficiales  de  Adminis- 
tración de  tercera  clase;  un  Oficial  de  £e- 
todística.  Oficial  de  Administración  de 
qninto  ciase,  y  el  personal  de  Escribien- 
tes y  subaltornos  consignado  en  el  pre- 
sa puesto  vigente.  La  planta  del  personal 
administrativo  de  las  Audiencias  territo- 
riales continuará  en  la  forma  consignada 
en  el  cap.  V,  art.  4.o  del  vigente  presa - 
paesto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, con  la  alteración  determinada  en  el 
artículo  5.^  de  este  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  l.o  de  Enero 
de  1887.— María  Cristina.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia.  Manuel  Alon$o  Mar- 
tínez.*^ {O  aceta  de  6  de  Enero). 

-Orden  circular  de  22  de  Diciembre  de 
1897,  recordando  á  los  PretidenteB  de 
las  Audiencias  la  remisión  de  datos  es- 
tadísticos* 

{Subsecretaría  de  Orac.  y  Just.)    «Afin 


de  que  los  trabajos  estodísticos  no  sufran 
interrupción  y  pueda  proporcionarse  la 
estadística  correspondiente  á  cada  afio  en 
el  plazo  más  breve  posible,  se  servirá 
V.  S.  remitir  á  este  Ministerio,  dentro  de 
la  primera  quincena  del  próximo  mes  de 
Enero,  las  hojas  de  delitos,  j arados,  re- 
beldías, suicidios  y  el  estado  de  sobre* 
sejmientos  del  último  trimestre  de  esa 
Audiencia,  así  como  tombién  todos  estos 
datos  de  los  trimestres  anteriores  del 
afio  1897,  si  es  que  todavía  no  se  había 
cumplido  con  este  servicio,  y  ana  vea 
que  sean  anotados  y  llenas  las  casillas  de 
los  diferentes  cuadros  que  se  acompa- 
ñan, devolverlos  á  este  Centro  en  el  tér- 
mino fijado. 

De  Real  orden,  comunicada  por  el  se* 
flor  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  lo  digo 
á  V.  S.  para  su  cumplimiento  y  efectoa 
consiguientes. 

Dios,  etc.  Madrid  22  de  Diciembre 
de  \S^1,"'E\  SubaecreiAtio,  García  Alix. 
Sr.  Presidente  de  la  Audiencia  de (IX 


ESTADÍSTICA  PENITENCIARIA — 

Múltiples  son  las  disposiciones  que  des- 
de la  Ordenanza  de  Presidies  de  1884  se 
han  dictodo  relativas  á  estadística  peni- 
tenciaria. 

En  el  Anuario  publicado  por  la  Direc- 
ción general  de  Penales  en  1889  (2),  se 
hace  un  resumen  de  estas  disposicione» 
y  se  extractan  los  preceptos  entonces  vi- 
gentes, á  los  cuales  se  ajustaba  el  servi- 
cio de  estadística. 

Como  el  referido  Anuario  es  docomen 
to  de  carácter  oficial,  vamos  á  limitornoe 
á  transcribir  el  extracto,  en  lo  que  res- 
pecto á  las  disposiciones  anteriores  á  la 
publicación  de  esto  obra,  afladiendo  sólo 
la  cita  de  las  páginas  de  la  Coleccián  Le- 
gislativa de  Presidios  donde  se  hallan 
comprendidas,  con  objeto  de  facilitor  su 
consulto.  Completomos  el  artículo  inser- 
tando íntegras  las  disposiciones  vigentes. 

Dice  el  Anuario: 

«Muy  deficiente  era  la  documentoción 
en  1884  cuando,  á  consecuencia  de  ana 
comunicación  del  General  segundo  cabo 
interino  de  Valencia  (Real  orden  de  22 
de  Octubre)  {fi\  dando  conocimiento  de 


(1)  Batas  circulares  saelen  ponerte  todo» 
los  afios. 

(2)  Véase  tomo  I,  págs.  52  á  54. 

(3)  CoUceión  Ltgiilativa  de  Pi'99Ídiotj  t.  I, 
págs.  T7  y  lü. 
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estar  llenas  las  iDmediaciooes  de  aquella 
ciudad  de  presidiarios  f ngadoi  caya  per- 
secución y  aprehensión  ocupaba  mucho 
á  las  aaioridades  y  milicia  urbana,  se 
dispuso  que  mensnalmente  se  enviasen 
á  la  Dirección  general  estados  nnmóri 
oos  de  alta  y  baja»  según  modelo  que  se 
aoompafió,  expresando  los  pormenores 
de  los  dos  conceptee. 

£n  1886  (Circulares  de  14  y  28  de  Sep 
tiemble)  (1),  se  dictaron  instrucciones  so- 
bre expedición  de  licencia  y  formación 
del  Registro  general  de  penados;  pero  el 
propósito  de  formar  una  estadística  pe- 
nitenciarta  no  se  manifiesta  hasta  la  cir- 
cular de  24  de  Febrero  de  1856  (2).  8e 
debía  remitir  mensualmente  un  estado 
de  altas  y  bajas  con  sujeción  á  los  si- 
guientes epígrafes:  Nombre  del  penado. — 
Iíomkre$  de  sw  padrea.— Ettado  de  aquél. 
8i  Heifie  h^o$  y  cuántos. —Pueblo  de  su 
naturaleza. —  Fartido  judicial.  —Audien- 
da  y  Ccqntania  general. — Arte^  oficio  ó 
profesión  que  ejercia. — Conducta  que  ob- 
servan antes  de  delinquir,  —  Delito  por  que 
ha  sido  sentenciado. —Lugar  en  qtie  lo  co- 
metió.—Hora,  día,  mes  y  año  en  que  lo 
^MO.—  8i  estuvo  antes  en  presidio,  la  cau- 
sa y  fecha  de  su  licencia.  —Autoridad  que 
lo  ordenó. — Jues  de  la  eausa,-^ Duración 
de  tos  procedimienios.—Sentencia  que  re- 
cayó; áia,  mes  y  año.—Dia  de  su  notifica- 
don, — Dia  en  que  ingresó  en  el  presidio.— 
TroMsfereneias  y  su  fecha.— Conducta  ob- 
servada en  cada  una. — Arte,  oficio  ó  tra- 
bólos á  que  haya  estado  ó  esté  destinado. — 
Stímeios  eoBtraordinarios  prestados  y  su 
fed^a. — Alces  de  retención  y  su  fecha.— 
Dia  en  que  cumple. — Pueblo  en  que  fija  su 
residencia  obtenida  su  licencia,  y  provin- 
cia á  que  petienecr.— Penas  accesorias  que 
üeva.-^  Observaciones» 

La  minuciosidad  de  los  datos  revela  la 
ÍDteoción  de  llevar  adelante  la  formación 
del  Registro  general  de  penados  y  de 
formar  una  estadística  con  indicaciones 
de  bastante  utilidad,  que  si  se  hubieran 
reunido  y  clasificado  constituirían  ac- 
tualmente un  material  de  estudio  con 
aplicación  ó  investigaciones  jurídico  pe- 
nales y  algunas  de  carácter  antropológi- 
co. Guando  se  llegó  á  realizar  la  estadís- 
tica no  se  biso  con  datos  tan  minuciosos. 


(1)  CoUceiói^  ÍAgUlativa  d$  Presidios^  i.  I, 
págs.  98&Í01. 

(2)  CoUeeión  Legislativa  d*  Prtsidiot,  %.  II, 
P*g.  298. 


£n  1867  (Real  orden  de  7  de  £uero)(l) 
piecavióndose  contra  la  versatilidad  de 
los  innovadores,  se  previno  que  no  se 
alterasen  los  procedimientos  seguidos  en 
la  estadística  sin  oir  á  la  Comisión  de 
Estadística  general  del  Reino,  nombrada 
por  Real  decreto  de  8  de  Noviembre  del 
mismo  afio.  Aun  sin  el  propósito  de  cen- 
tralizar la  estadística,  hubiera  sido  con- 
veniente esa  prevención,  como  lo  demues- 
tran las  modificaciones  que  se  ordenaron 
posteriormente.  £n  21  Enero  de  1857  (2) 
se  dispuso  que  se  remitiera  mensual- 
mente  una  relación  nominal  de  todos  los 
penados  y  reclusos,  como  si  no  bastase  la 
más  detallada  que  se  especifica  en  la 
Circular  de  24  de  Febrero  del  aflo  ante- 
rior. En  1858  (Real  orden  de  22  de  Ma- 
yo) (8),  se  cambian  los  modelos  de  la  es- 
tadística. Estas  mutaciones,  el  exceso  de 
documentación,  el  hacinsmiento  de  pa 
peles,  y  el  olvido  de  lo  legislado  son  los 
procederes  administrativos  que  ocasio- 
nan gastos  inútiles,  trabajo  estéril, ^fati- 
ga y  desconfianza.  Persiguiendo  lo  me- 
jor no  se  da  nunca  con  lo  bueno.  Los  da- 
tos que  se  pidieron  al  acordar  esa  refor- 
ma fueron  los  siguientes:  un  estado  de 
clasificación  por  delitos.expresando  exis- 
tencias, altas  durante  el  afio,  bajas  y 
existencia  para  el  siguiente;  un  estado  de 
clasificación  por  condenas,  expresando 
los  mismos  conceptos;  otro  por  edades 
en  la  misma  forma,  y  otro  especial,  ex- 
presando los  penados  con  nota  de  deser- 
tores, reincidentes  ó  incorregibles. 

Este  plan  es  inferior  á  su  precedente 
y  únicamente  le  aventaja  en  pedir  las 
clasificaciones  por  afios,  mientras  que 
en  aquél  se  exigen  por  meses,  dando  lu- 
gar á  repeticiones  innecesarias  y  origi- 
nadas á  confusión.  No  tardó  mucho  en 
ser  abandonado,  aceptándose'en  parte  el 
sistema  del  de  1856,  como  lo  demuestra 
la  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1859  (4), 
que  reclama  una  relación  de  penados, 
dispuesta  por  orden  alfabético  y  ajustán- 
dose al  modelo  que  comprende  los  en- 
casillados siguientes:  Número  del  Regis- 
tro de  la  Dirección.— Número  del  Regis- 
tro del  Presidio.— Nombres.— Apellidos.— 
Nombre  de  sus  padres.— Estado.—  Edad. 
Naturaleza.  —  Provincia.  —  Vecindad.— 


^A 


(1)  Colección   Legislativa  de   Presidio»^  to- 
mo II,  pág.  842. 

(2)  Ídem  id.  id.,  tomo  II,  pág.  348. 
(8|  ídem  fd.  id.,  tomo  II,  pág.  886. 
(4)     ídem  id.  id.,  tomo  II,  pag.  410. 
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Froffsión  ú  oficio,  —Delito  por  el  que  fui 
penado, — Feáta  del  arresto.—Juee  de  la 
causa.^ Audiencia. —Sentencia  que  recü' 
yó.^ Clase  de  pena. — Fecha  de  la  senten- 
cia,— De  la  notiñcación, — Fecha  del  ingre- 
so en  el  presidio.—  Oficio  á  que  se  le  desti 
nó.— Indultos.— Rebajas,— Fecha  en  que 
cumple.— Residencia  (pueblo  ó  provincia). 
Fenas  accesorias. —  Observaciones. 

Tampoco  este  plan  llegó  á  alcanzar  an 
desarrollo  estadístico,  y  ya  en  el  mes  si- 
gaiente,  se  empiezan  á  introdncir  varia- 
ciones. La  circular  de  8  de  Junio  (1)  dic- 
tó reglas  para  la  redacción  de  las  hojas 
histórico-penales;  la  del  6  del  mismo  (2), 
estableció  cuatro  modelos  de  documen- 
tación, uno  <le  altaSf  otro  de  bajas,  otro 
de  altas  y  bajas  y  otro  de  clasiñCación 
por  condenas  de  los  penados  existentes, 
y  por  último,  la  Circular  de  15  del  mis- 
mo mes  (8),  estableció  tres  mo<Íelo8  nue- 
vos, uno  de  clasificación  de  penados  por 
el  tiempo  que  les  faltase  de  condena, 
otro  por  profesiones,  y  otro  por  natura- 
leza. El  estado  de  clasificación  por  pro- 
fesiones es  bastante  mAs  detallado  y  ex- 
presivo que  los  que  se  adoptaron  poste- 
riormente. 

Últimamente,  hacia  el  afio  de  IS'^i  se 
adoptó  un  plan  estadístico  que  se  llegó 
á  realizar  y  cuya  estructura  era  admisi- 
ble; pero  adolecía  de  varios  inconvenien- 
tes que  lo  desnaturalizaban.  En  primer 
lugar  las  clasificaciones  venían  hechas 
de  los  Establecimientos  penales,  no  ha- 
biendo modo  de  comprobar  los  errores 
en  que  voluntaria  ó  involuntariamente 
se  incurriera.  En  segundo  lugar,  la  esta- 
dística se  publicaba  mensualmente  en  la 
Gaceta,  y  si  esto  es  corriente,  tratándo- 
se de  movimiento  de  población  penal  y 
de  otros  pormenores,  como  la  estadísti- 
ca de  la  instrucción, de  morbilidad  y  mor- 
talidad, etc.,  lo  referente  á  clasificacio- 
nes individuales  era  originado  á  confu- 
siones, por  repetirse  en  cada  mes  los 
mismos  datos  de  los  mismos  individuos, 
inconveniente  de  importancia,  cuando 
se  tratara  de  refundirlos  con  objeto  de 
precisar  laa clasificaciones  durante  el  pe- 
ríodo de  un  afio,  que  es  el  que  se  toma 
de  norma. 

El  empefio  de  conseguir  la  formación 
<!('  una  verdadera  estadística  penitencia- 
ria, logró  un  adelanto  de  consideración 


(1)     Colteción  L«gi*laliva  dt  Presidióte  i.  II, 
p»ig.  411. 

(2|     ídem  id.  id.,  tomo  11.  pág.  414. 
(8)    ídem  id.  id.,  tomo  II,  pé^  419. 


con  las  disposiciones  contenidas  en  la 
sígnente  Circular  {Anuario peniteneiario, 
p^gs.  866  y  867). 

Orden  circular  de  15  de  Diciembre  de 
1887 e  regulando  el  servicio  de  estadisti 
ca  penitenciaria. 

( Dir.  gral.  de  Establecimientos  penales). 
«La  estadística  mensual  del  movimien- 
to de  la  población  penal,  con  los  cuadros 
estadísticos  que  remiten  periódicamente^ 
los  Directores  de  los  Establecimientos 
penales,  no  cumple  al  objeto  científico 
que  actualmente  se  procura  en  las  esta- 
dísticas de  esta  índole  publicadas  en 
otros  países. 

A  fin  de  poder  formar  un  Anuario  es- 
tadístico penitenciario,  esta  Dirección 
general  ha  tenido  á  bien  disponer  que 
desde  el  afio  próximo  se  lleve  en  los  Es- 
tablecimientos penales  y  Cárceles  eorrec- 
cionales  la  documentación  estadística  que 
comprenden  las  siguientes  instrucciones, 
dejando  de  remitir  desde  esa  fecha  los 
cuadros  de  clasificación  de  la  población 
penal. 

].*  El  primer  día  de!  año  serán  em- 
padronados todos  loa  penados  existentes 
en  las  diferentes  Cárceles  correccionales 
y  Establecimientos  penales. 

Por  cada  penado  se  extenderá  ana  cé- 
dula estadística  exactamente  igual  al  mo- 
delo núm  ]. 

El  Director  de  cada  Establecimiento 
penal  ó  Cárcel  correccional  remitirá  á  la 
Dirección  general  de  Establecimientos 
penales  las  cédulas  estadísticas  en  los 
primeros  quince  días  del  mes  de  Enero, 
con  relación  nominal  de. los  individuos 
inscritos,  en  la  que  certificará  que,  sin 
omisión  alguna,  son  los  que  constituyen 
el  día  I. o  de  afio  la  población  del  esta- 
blecimiento penal. 

Para  los  efectos  de  empadronamiento 
se  considerarán  presentes  los  penados 
que  se  hallaren  trasladados  para  prácti- 
ca de  diligencias  judiciales. 

2.*  Después  de  la  indicada  fecha 
hasta  81  de  Diciembre,  la  Dirección  de  la 
Cárcel  ó  Establecimiento  penal  remitirá 
por  cada  penado,  y  el  mismo  día  de  sa 
ingreso,  una  cédala  estadística  igual  al 
modelo. 

8.*  En  el  mismo  período  dará  parte 
cada  Dirección  de  las  bajas  en  el  mismo 
día  que  ocurran,  especificando  el  motivo 
y  ajustándose  al  modelo  núm  2. 

En  el  parte  de  baja  por  cumplimiento 
de  condena  se  mencionará  la  fecha  del 
licénciamiento. 
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£a  el  parte  de  baja  por  indalto  se 
menekmará  la  fecha  del  ¡icenciamientOy 
y  el  tíempo  de  condena  camplida  y  el  de 
que  se  le  indalia. 

En  la  misma  forma  se  dará  caenta  de 
los  indultos  parciales,  mencionando  sólo 
el  tíempo  de  condena  de  qae  se  indalta. 

También,  y  en  la  misma  forma,  se  da- 
rá cuenta  de  las  conmataciones  y  de 
cnalqnier  modificación  de  la  penalidad 
que  fuere  concedida. 

En  el  parte  de  baja  por  traslación  se 
mencionarán  la  cansa  qae  motiva  la 
traslación  y  el  Establecimiento  penal  de 
destino. 

En  el  parte  de  baja  por  deserción  se 
mencionarán  los  medios  empleados  para 
▼erifioarla,  la  hora  en  qae  ocarrió  y  los 
daños  cansados. 

En  el  parte  de  baja  por  ejecación  de 
sentencia  de  maerte  se  mencionará  el 
delito  qne  la  produjo. 

En  el  parte  de  baja  por  defunción  só- 
lo se  dará  cuenta  de  haberse  verificado, 
pues  loe  demás  datos  pertenecen  á  la 
estadística  clínica. 

4.*  A  fin  de  cada  mes  remitirán  los 
Directores  de  los  Establecimientos  un 
resumen  estadístico  qne  comprenda: 

1.**  La  vida  de  la  población  penal  en 
relación  al  trabajo  y  con  los  siguientes 
pormenores: 

a)  Cargos  que  desempefian  los  pena- 
dos: Celadores,  Escribientes  (¿en  qué  de- 
pendencias?), Ordenanzas  (¿de  quién?). 
Enfermeros,  Practicantes  (Modelo  núme- 
ro 8). 

b)  Servicios  mecánicos  del  Estableci- 
miento, indicando  cuáles  sean  (Modelo 
núm.  4). 

e)  Trabajadores  en  obras  públicas, 
clasificados  por  oficios  (Modelo  núm.  6). 

d)  Trabajadores  en  talleres,  una  es- 
tadística por  cada  taller,  en  la  que  se  in- 
dique si  es  libre  ó  arrendado,  número  de 
manufacturas  elaboradas  por  cada  ope- 
rario en  los  días  laborables  que  se  cuen- 
ten, importe  aproximado  de  dichas  ma- 
nufacturas, importe  de  los  productos  que 
corresponden  al  Estado  y  al  penado,  di- 
vididos estos  últimos  en  productos  en 
msQo  y  en  fondo  de  ahorros.  En  igual 
forma  se  mandará  la  estadística  de  los 
penados  qne  no  pertenezcan  á  ningún 
taller  y  qae  trabajen  independientemen- 
te en  su  oficio  (Modelo  núm.  6). 

e)  Población  ociosa.  Estadística  de 
loi  penados  qne  no  ejerzan  ninguna  ocu- 
P«ción,  clasificados  por  oficios. 


/)  Inútiles  por  edad.  Una  relación 
nominal. 

g)  Inútiles  por  defecto  físico,  lesión 
orgánica  ó  achaques,  una  relación  no- 
minal especificando  detalladamente  en 
qué  consiste  la  inutilidad  (Modelo  núme- 
ro 7). 

h)  Escuela,  una  relación  nominal  de 
los  que  asistan  á  la  escuela  clasificados 
por  instrucción,  y  resultados  de  la  ense- 
fianza  (Modelo  núm.  8). 

2.*  La  vida  de  la  población  penal  en 
relación  con  la  disciplina  penitenciaria. 

Los  Directores  de  los  Establecimien- 
tos penales  darán  parte  diario  de  las  in- 
fracciones cometidas,  indicando  la  natu- 
raleza de  la  infracción,  los  nombres  de 
los  que  las  cometieron  y  el  castigo  que 
se  les  haya  impuesto. 

5.A  La  formación  de  las  diferentes  es- 
tadístil;as  corresponde: 

!.<>  Las  cédulas  de  empadronamiento 
y  altas  y  bajas  consiguientes  serán  lle- 
nadas por  la  oficina  de  Subdírección,  así 
como  también  las  relaciones  de  inútiles 
por  edad,  defecto  físico,  lesión  orgánica 
ó  achaques  (especificando  estas  tres  últi- 
mas inutilidades  el  Médico  del  Estable- 
cimiento), y  los  partes  referentes  á  in- 
fracciones disciplinarias. 

2.<>  La  documentación  estadística  re- 
ferente al  trabajo  de  la  población  penal 
correrá  á  cargo  de  la  oficina  de  adminis- 
tración. 

S.*  Las  relaciones  de  los  penados  que 
asistan  á  la  escuela,  y  las  respectivas 
clasificaciones  serán  hechas  por  el  Pro- 
fesor de  instrucción  primaria. 

6.*  El  Negociado  de  Higiene  y  An- 
tropología de  la  Dirección  general  de  Es- 
tablecimientos penales  queda  encargado 
de  la  formación  del  Anuario  estadístico 
penitenciario. 

La  Dirección  general  recomienda  á  los 
Directores  de  los  respectivos  Estableci- 
mientos, que  antes  de  remitir  cualquier 
documento  estadístico,  ordenen  todo  gé- 
nero de  comprobaciones  hasta  conven- 
cerse de  la  exactitud,  pues  son,  con  los 
demás  empleados,  inmediatamente  res- 
ponsables de  los  errores  y  omisiones  que 
se  demuestren. 

Dios,  etc.  Madrid  16  de  Diciembre 
de  1887.— El  Director  general,  Emilio 
Nieto.^Sr,  Director  del  Establecimiento 
penal  ó  Cárcel  correccional  de >  {Ga- 
ceta de  24  de  Diciembre). 
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MODELOS    QUE   SE  CITAN 


Modelo  nüiiii*  !• 

CÉDULA      DE     EMPADRONAMIENTO 

ESTABLECIMIENTO  PENAL  (O  CARCIL  CORRECCIONAL)  DE 


Nombre 

Edad  (fecha  de  nacimiento). 

Estado  civil  (soltero,  casado,  viudo,  se  ignora). 

Filiación  (legítimo,  natural,  expósito,  se  ignora). 

Katoraleza  (paeblo  y  provincia). 

Instracción  (sabe  leer  y  escribir,  sabe  leer,  no  sabe,  instracción  superior,  se  ignora). 

Profesión  ú  ocupación  en  la  vida  libre 

Profesión  en  el  Establecimiento  penal 

Delito  ó  delitos  por  que  se  halla  recluido 

Condena  que  cumple 

Fecha  en  que  empezó  á  cumplirla 

Fecha  en  que  la  extinguirá 

Bebajas  de  condena  que  le  han  comprendido 

Antecedentes  penales.  (Detállese  cada  delito  por  orden  de  fechas). 

Condenas  impuestas  y  cumplidas.  (Detállese  cada  condena  en  el  orden  que  se  hallen 

colocados  los  delitos  correspondientes). 
Delitos  cometidos  en  la  Cárcel  ó  en  el  Presidio 

de de  190. ..  (1) 

V.o  B  o  El  Sobjkts, 

(Sello)  El  DiascToa, 


Modelo  nünn*  9* 


ESTABLECINIENTO  PENAL 
(Ó  CÁRCEL  CORRECCIONAL) 


DB  , 


En  el  día  de  la  fecha  ha  sido  baja  en 
este  Establecimiento  penal,  por  (expreses* 
el  motivo),  el  confinado  N.  N. 

Lo  que  en  cumplimiento  de  la  Circular 
de  16  de  Diciembre  de  1877  participo  á  Y.  I. 

Dios,  etc.  (fecha). 

El  DiasoTOB  o  Jete, 


(1)    Todos  los  modelos  deben  llevar  U  fecha  correspondiente  y  estar  autorixados  con  la  fir- 
ma del  Subjefe  y  el  Y.**  B.*  del  Director  6  Jefe,  según  la  categoría. 
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ingreso,  objeto  de  la  entrega  (1),  fecha 
de  la  sentencia  y  Tri banal  sentenciador. 

2>  Siempre  que  salga  todo  penado 
de  esa  Cárcel,  ó  sea  baja  en  ella  por 
cualquier  concepto,  también  lo  pondrá 
usted  en  mi  conocimiento  el  mismo  día 
en  que  tenga  lugar  por  medio  de  un  par- 
te para  cada  uno— modelo  adjunto— ex- 
presando  la  hora  de  la  salida  6  baja,  fe- 
cha de  la  sentencia  y  Tribunal  sentencia- 
dor, Autoridad  ó  agente  de  ella  á  quien 
se  le  entregue,  si  esto  tiene  lugar,  punto 
á  donde  va  y  fecha.  Si  la  baja  fuere  por 
defunción,  se  expresará  así,  fijando  la 
hora  en  que  haya  tenido  lugar  (2). 

8.^  El  primer  día  de  cada  mes  remi- 
tirá V.  los  estados  siguientes,  que  le  se- 
rán oportunamente  enviados  para  que 
los  llene  con  los  datos  del  mes  anterior 
á  la  fecha: 

1.0  Estado  correspondiente  á  los  pe- 
nados que  existen  en  esa  Cárcel,  puestos 
por  los  Tribunales  sentenciadores  á  dis- 
posición de  la  Dirección  general,  sin  que 
se  hayan  recibido  las  órdenes  destinán- 
doles á  los  Establecimientos  penales  co- 
rrespondientes durante  el  mes. 

2.0  Estado  correspondiente  á  los  pe- 
nados que  habiéndoles  designado  la  Di- 
rección general  establecimiento  para  ex- 
tinguir su  condena,  aun  no  han  sido  con- 
dudidos  y  permanezcan  en  esa  Cárcel. 

S."*  Estado  correspondiente  á  los  pe- 
nados que  procedentes  de  otros  puntos 
existan  en  esa  Cárcel  al  finalizar  dicho 
mes. 

4.0  Estado  correspondiente  á  los  pe- 
nados que  extinguen  en  esa  Cárcel  pe- 
nas de  prisión  correccional^  expresando 
los  que  han  sido  bajas  durante  el  mes. 
Este  estado  se  remitirá  tan  sólo  por  los 


(n  Esta  prescripción  ha  sido  sostitoída 
por  los  arts.  10  y  18  del  Real  decreto  de  24  de 
Noviembre  de  1890,  inserto  en  Cendoecl^n 
de  preses  y  penades  (tomo  I,  paginas 
'734  y  ^85). 

(2)  También  esta  prescripción  ha  sido  de- 
rogada por  el  Real  decreto  citado  en  la  nota 
anterior,  art.  11,  párrafo  3.*,  y  arta.  14,  15  y 
16  del  mismo  Real  decreto. 

No  inseríamos  modelos  de  los  oficios  de  re- 
ferencia, poraue  los  hace  innecesarios  la  lec- 
tura de)  Real  decreto,  al  qaa  nos  remitimos, 
así  para  lo  que  se  refiere  á  ingresos  y  salidas 
de  reclusos  en  los  establecimientos,  como 
para  lo  concerniente  á  hojas  de  conaucción, 
testimonios  de  sentencias  y  liquidiciones  de 
•condenas. 


Directores  de  las  Cárceles  de  Audiencia 
donde  se  extinguen  penas  de  prisión  co- 
rreccional, y  en  él  se  insertarán  losnom* 
bres  de  los  individuos  guardando  rigu- 
roso orden  alfabético  de  apellidos.  Si  al- 
gún recluso  hubiese  salido  temporalmen- 
te de  la  Cárcel,  reclamado  debidamente 
por  alguna  Autoridad,  también  se  inclui- 
rá en  la  relación;  pero  expresando  en  la 
casilla  Observaciones  la  fecha  de  la  sali- 
da y  la  Autoridad  que  le  ha  reclamado. 
Al  final  de  este  estado,  se  pondrá  una 
relación  nominal  de  las  bajas  ocurridas 
durante  el  mes  y  los  motivos  de  eilas^ 
expresando  además  minuciosamente  la 
existencia  del  mes  anterior  al  de  la  rela- 
ción, la  de  la  de  ésta  y  la  diferencia. 

6.0  Estado  correspondiente  á  los  pe- 
nados que  extingan  en  esa  Cárcel  con- 
denas de  arresto  mayor,  expresando  los 
que  han  sido  baja  durante  el  mes,  y  una 
relación  numérica  de  la  existencia  de  in- 
dividuos como  la  prevenida  en  el  estado 
núm.  4. 

4.A  Cuando  no  haya  en  esa  Cárcel 
penados  de  las  condiciones  expresadas 
en  cualquiera  de  los  estados,  también 
remitirá  V.  el  correspondiente,  poniendo 
en  el  centro  de  él  con  letra  gruesa:  No 
hay  penados  para  llenar  este  estado. 

6.A  Si  hubiere  mujeres  penadas,  las 
incluirá  Y.  en  los  estados  respectivos, 
poniendo  en  la  casilla  de  Obseivadones 
li|  palabra  Hembra. 

.6.*  En  la  casilla  de  Observaciones 
pondrá  V.  también  las  notas  ó  datos  es- 
peciales que  crea  conveniente  sepa  esta 
Dirección  general  respecto  de  cada  preso. 

Debo  adveilir  á  V.  que  la  exactitud  y 
puntualidad  con  que  ejecute  los  servi- 
cios que  le  encomiendo  en  esta  Circular, 
le  podrá  servir  de  mérito  para  los  efec- 
tos de  la  regla  3.*  del  art.  12  del  Real 
decreto  de  13  de  Diciembre  de  1886  (1), 
sobre  reorganización  del  Cuerpo  de  em- 
pleados de  Establecimientos  penales. 

Del  recibo  de  esta  Circular  se  servirá 
usted  darme  aviso  inmediatamente. 

Madrid  16  de  Febrero  de  1888.— El 
Director  general  interino.  Trinitario  Ruiz 
y  Capdepón. ^(Minuieí  de  la  Dirección). 


(1)    Se  refiere  al  ascenso  por  turno  de  mé- 
rito (tomo  I,  pág.  911)  y  se  halla  derogado. 
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lElEBS-CJ'IMCEIZV    (1) 


w  dorante  el  presente  met 

BüMAIl.  •  .  V 

as  darante  el  oreaente  mei 

)nal  exiatente  en  fin  del  mei  de  ía  fecha. . 

de 

.    de  190... 
£u  SuBJcra  (2), 

V.oB.o 
El  DiaiGToa  ó  Jkfb, 

»  del 
Imiento). 

D  existen  modelos  impretot  para  la  cabeza  de  este  estado,  y  te  hace  en 
y  en  la  aigaiente  forma: 


I  BSTABLECIHIKNTO  PB\AL)  DE MES  DE DE  190 


le  la  fuerza  penal  exiitenU  en  este  Eatablecimieíilo,  con  expresión  de  las 
altas  y  bajas  ocurridas  durante  el  mes  á  que  se  refiere. 


atado  anterior  nám.  4.   Este  estado  le  forman  y  remiten,  no  tolo  laa 
ae  la  Gircalar  se  refiere,  sino  también  loa  Penales. 
í  en  lot  Penales  no  hay  Subjefe,  caando  el  estado  se  refiere  á  un  Eata- 
de  esta  clase,  le  autoriza  con  su  firma  el  Administrador,  llevando  enton- 
rma  del  mismo  en  lugar  de  la  del  Subjefe. 
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Notas.— 1.*  Loí  inodeloB  referentes  á 
altas  y  bajas,  partes  de  fuerza,  libro-re- 
gistro y  demás  documentación  concer- 
niente á  las  Cárceles  de  Audiencia,  pue- 
den verse  en  el  tomo  I,  pág^s.  378  á  294. 

2>  Lo  relativo  á  datos  clíoico-estadis- 
ticos  de  las  Cárceles  se  rige  por  la  Circo- 
lar  de  14  de  Diciembre  de  1887,  inserta 
con  sus  modelos  en  el  tomo  I,  páginas 
2V4  y  295. 

8>  Los  estados  y  modelos  referentes 
á.contabilidad,  quedan  in%^rt08en  Cueu- 
ta8,  tomo  I,  págs.  826  á  885. 

4.^  Los  concernientes  á  vestuario, 
equipo  y  calzado,  los  incluímos  en  el  ar- 
tículo que  trata  de  estos  servicios. 


CoMBVTARio.-Dáse  en  las  naciones  más 
civilizadas  y  cultas  grande  importancia  á 
los  servicios  de  estadística,  importancia, 
á  nuestro  ver^  muy  justificada  y  mereci- 
da. También  la  tiene  y  se  concede  en  £s- 
pafia  en  otros  r&tnos.  Además  del  Centro 
de  Estadística  general,  del  Instituto  Geo 
gráfico,  en  nuestro  país  se  presta  aten- 
ción á  esta  importante  materia.  Sin  salir 
de  la  esfera  oficial,  no  pocos  Centros  pu- 
blicHU  valiosos  datos  estadísticos  relati- 
vos al  aumento  de  la  población  y  la  ri 
queza,  al  desarrollo  de  la  industria  y 
del  comercio,  á  la  demografía,  á  la  ins- 
trucción pública,  etc.  fil  mismo  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia  ba  regulado  estos 
importantes  trabajos,  creando  una  sec- 
ción á  ellos  dedicada  y  disponiendo  la, 
publicación  anual  de  las  investigaciones 
faecbas  y  los  datos  recogidos,  como  puede 
verse  en  las  disposiciones  insertas* relati 
vas  á  este  asunto.  Por  tal  razón,  por  pu- 
blicarse todos  los  años  la  estadística  civil 
y  la  de  lo  criminal,  y  porque  la  publici- 
dad que  tienen  facilita  el  conocimiento 
de  la  forma  en  que  se  bacen,  no  sólo  á  los 
4Íue  por  deber  toman  parte  en  el  servicio, 
sino  también  á  los  que  por  afición  se  de- 
dican á  su  estudio  ó  su  consulta;  por  esto, 
repetimos,  nos  bemos  creído  dispensados 
de  insertar  los  numerosos  modelos  que 
comprende.  * 

No  sncede  lo  mismo  en  lo  concerniente 
á  Prisiones,  á  pesar  de  depeniier  este 
importantísimo  ramo  del  mismo  Ministe 
rio  de  Justicia,  no  obstante  pasar  de 
30.000  el  número  de  individuos  encerra- 
dos en  nuestros  Presidios  y  Cárceles,  y 
aer  sobre  ellos  sobre  los  que  actúan  y 
ellos  ser  los  que  justifican  la  existencia 
de  los  Juzgados  y  Tribunales  en  lo  que 
Afecta  al  orden  criminal. 


Hubo  un  período  en  que  este  problema 
se  agitó;  y  en  el  citado  Ministerio  y  eo  la 
Dirección  de  Prisiones  se  practicaron  tra- 
bajos dignos  de  estima,  dando  por  resul- 
tado el  An%uirio  á  que  nos  referimos  en 
el  comienzo  de  este  artículo.  Pero  el  ser- 
vicio que  con  tan  buenos  auspicios  prin- 
cipiaba, se  detuvo  en  sus  comienzos,  sólo 
vio  la  luz  un  ejemplar  de  la  obra  y  el  de- 
creto de  2!  de  Octubre  de  1889,  que  man- 
da publicarla  cada  afio,  se  baila  desde 
entonce^  im^umplido. 

Tan  nutrida  es  la  documentación  que 
los  Establecimientos  penitenciarios  y 
carcelarios  remiten  al  Centro  directivo, 
como  escasos,  cuando  no  estériles  por 
completo,  sus  resultados  en  la  práctica. 
Y  es  que  esta  documentación  y  los  datos 
que  comprende,  no  tiene  la  conveniente 
y  debida  publicidad,  no  se  les  dedica  el 
tiempo  y  el  estudio  necesarios  para  sacar 
conclusiones  encaminadas  á  mejorar  los 
servicios,  y  el  tiempo  y  el  trabajo  y  Ioh 
gastos  que  ocasiona  resultan  infruc 
tuosos. 

Tal  como  boy  se  halla  regulado  este^ 
servicie  resulta  incompleto,  porque  sól(»> 
se  refiere  á  los  Penales  y  Cárceles  dt> 
Audiencia  y  Correccionales,  quedando 
exentas  de  él  las  de  partido. 

Y  como  éstas  constituyen  las  cuatro* 
quintas    partes  de  nuestras  Prisiones, 
bien  se  comprende  lo  deficiente  que  ha 
de  ser  el  servicio  de  estadística  caree 
laria. 

Además,  no  existe  en  la  documenta- 
ción la  unidad  conveniente,  porque  rigen 
á  la  vez  disposiciones  distintas.  La  Ins- 
trucción de  26  de  Octubre  de  1886^  con 
sus  numerosos  estados;  la  Circular  de  14 
de  Diciembre  de  1887,  parala  estadísticn 
clínica;  la  de  16  del  mismo  mes  y  afio 
para  los  demás  servidor,  la  de  16  de  Fe- 
brero de  1888  para  las  altas  y  bajas  y  es- 
tancia de  penados  y  arrestados,  y  el  Real 
decreto  de  24  de  Noviembre  de  1890,  pa- 
ra los  ingresos  y  salidas  de  reclusos  en 
los  Penales  y  Cárceles,  con  algún  otro 
precepto  comprendido  en  disposiciones 
de  carácter  general,  que  por  no  afectar 
de  un  modo  concreto  á  la  estadística,  fá- 
cilmente se  olvidan  y  son  difíciles  por 
tal  causa  su  consulta  y  cumplimiento. 

En  el  mismo  Centro  directivo  entien- 
den distintos  Negociados  en  este  asunto, 
y  de  aquí  la  duplicidad  de  unos  datos  y 
la  multiplicidad  de  otros,  que  desaparta 
cerían,  y  sería  suficiente  hacer  el  trabaji> 
una  vez  para  cumplir  el  servicio,  si  una 
sola  dependencia  conociera  de  él,  como 
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wm  practica  en  el  mismo  Miniaterio  en  la 
Sección  de  esUdística  judicial. 

Para  do  alargar  más  este  comentario, 
«intetisaremos  en  pocas  líneas  lo  que,  á 
noeatro  juicio,  se  puede  y  sería  conve- 
niente hacer. 

En  primer  término,  cumplir  lo  que 
preceptúa  el  Real  decreto  de  21  de  Octu- 
bre de  1889,  y,  en  su  consecuencia,  publi- 
car todos  los  afios  el  Anuario  Penitencia' 
rio  y  EatadisHco. 

Para  que  el  servicio  sea  completo,  pe- 
dir A  las  Cárceles  de  partido  y  á  las 
Prisiones  dependientes  de  Guerra  y  Ma- 
rina los  datos  que  se  crean  necesarios, 
como  se  hace  á  las  Cárceles  de  Audien- 
cia, Correccionales  y  Penales  del  orden 
civil,  é  incluir  dichos  datos  en  el  Anuario. 

Para  que  tenga  unidad  la  remisión  de 
datos,  deben  refundirse  en  una  las  dis- 
posiciones que  rigen  en  la  materia;  para 
qoe  haya  claridad  y  concisión,  simplifi- 
car los  modelos  y  reducir  en  lo  posible 
BU  número;  para  evitar  innecesarias  re 
peticiones  de  un  mismo  trabajo  y  dupli- 
caciones de  estados  de  diferentes  mode- 
los, hacer  que  una  sola  dependencia,  un 
Negociado  de  la  Dirección  general,  en- 
tienda en  los  asuntos  de  estadística. 

Así  podrán  el  Anuario  y  la  estadísti- 
ca servir  de  estudio  y  de  enseñanza  para 
todos,  y  de  base  fija  para  que  la  Adminis 
tracion  reforme  sus  servicios  con  acierto 
y  en  el  grado  posible  y  conveniente. 


£STADO« —  La  Sociedad  organizada 
para  declarar  el  Derecho  de  un  modo 
supremo  ó  inapelable,  cumplirle  en  rela- 
ción con  todos  los  fines  de  la  vida  y  ha- 
cerle cumplir  por  la  coacción  cuando  no 
se  cumple  voluntariamente  (1). 


ESTADO  CIYIL.-El  Código  penal 
trata  del  estado  civil  de  las  personas  y 
señala  los  delitos  que  contra  dicho  esta- 
do pueden  cometerse,  en  sus  arts.  488  á 
494,  tomo  I,  págs.  660  y  661. 


ESTADOS»  —De  los  modelos  referentes 
A  estadística,  contabilidad,  etc.,  tratamos 
eo  los  correspondientes  artículos.  Para 


(1)    SAAtamaría,  Dwrteho  polUieo, 


su  fácil  consulta,  véanse  las  notas  que  si 
guen  al  de  Estadística  penitenciarla^  en 
la  página  anterioi;. 


ESTAFAS  POR  EL  PROCEDIMIEN- 
TO  DEL  ENTIERRO.— Del Hos  contra  la 
propiedad  qpe  cometen  los  reclusos  en 
los  Establecimientos. 

Los  llamat^  entierros  porque  la  canti- 
dad imaginaria  que  sirve  de  base  á  la  co- 
misión del  deNto  y  de  cebo  á  lus  incautos 
se  supone  en  la  mayoría  de  los  casos. en- 
terrada. De  entierro^  derívase  la  palabra 
enterrador,  y  de  ahí  que  se  designe  con  el 
nombre  de  enterradores  á  los  reclusos 
que  se  dedicaq  á  estos  negocios^  como  di- 
cen ellos. 

Tienen  ios  negociantes  una  morfolo- 
gía completa  para  realizar  sus  operacio- 
nes y  una  nomenclatura  especial  para 
entenderse.  Por  el  idioma  de  los  escritos 
que  sirven  á  los  entierros  cabe  clasificar- 
los en  dos  grupos:  castellanos  y  no  caste- 
llanos. Por  el  sitio  en  que  se  llevan  á  ca- 
bo, en  nacion^lea  y  extranjeros.  Por  el 
procedimiento  que  siguen,  en  militares, 
de  testamento  y  de  delito.  Otras  divisio 
nes  y  subdivisiones  pudieran  establecer- 
se, v.gr.,  con  plano,  sin  plano,  con  nifia 
y  colegio,  á  primeras,  repetidos,  etc.,  pero 
todos  ellos  son  accidentales  y  en  realidad 
se  comprenden  en  los  grupos  anteriores. 

Juega  en  cada  entierro  el  número  de 
personas  qne  su  importancia  requiere, 
desempeñando  cada  una  su  papel.  Cual 
si  se  tratara  del  tresillo,  se  llama  hombre 
al  que  escribe  y  lleva  la  dirección  de  la 
trama;  santo  (también  se  le  conoce  con 
el  nombre  de  caballista^  aquél  contra 
quien  se  urde  y  al  que  se  mandan  las 
misivas,  encabezadas  casi  siempre  con 
las  frases  «Mi  querido  protector>;  ^an- 
cho  es  la  persona  que  funciona  y  opera 
fuera  de  la  prisión  y  suele  ser  un  anti- 
guo camarada  licenciado  de  la  casa,  un 
hombre,  secuaz  de  los  que  están  dentro, 
ó  una  mujer  de  la  peor  estofa,  de  la  más 
baja  extracción,  gente  toda  rufianesca  y 
de  mala  catadura. 

No  siempre  tienen  dinero  los  caballiS' 
tas  para  realisar  todas  las  operaciones 
necesarias  y  precisas  al  entierro,  porque 
es  de  advertir  que  también  sufren  sus 
quiebras,  sus  altas  y  sus  bajas  estos  ne- 
gociantes. En  tales  crisis,  buscan  sus  ad- 
juntos en  los  demás  reclusos,  asociándo- 
los á  la  explotación.  Entonces,  unos  po 
nen  los  sellos  de  franqueo  para  la  corres- 
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pondencia,  el  papet  y  la  tiuta;  otros,  loa 
útilea  neceaarioa  para  loa  dibajoa,  cro- 
quis y  diaefioa;  éatoa,  laa  fotograñaa  de 
la  nifia  colegiala;  aqaólloa,  loa  impresos 
falsificados  de  centros  oficiales,  como  li- 
cencias, hojas  de  servicio,  certificaciones, 
,  modelos  de  escrituras,  ya  sellos  de  Nota- 
rías, Comandancias,  Direcciones  y  Minis- 
terios, falsificados  también,  ya,  en  fin, 
Diccionarios,  Goias  y  Gramáticas,  pues 
todo  ello  lo  necesitan  y  lo  emplean  en  su 
delincnente  tramoya.  Asi,  estos  auxilia- 
res de  dentro,  se  unen  y  se  enlazan  con 
los  de  fuera,  viniendo  á  formar  como  los 
kilos  de  una  trama  que  teje  y  tiende  el 
caballista  mentor,  en  la  cual,  no  sólo 
caen  y  «e  enredan  los  santos  para  quien 
se  ha  urdido,  si  que  también  personas 
inocentes,  y,  en  más  de  un  caso,  las 
mismas  Autoridades. 

Cuando  el  éxito  corona  las  gestiones, 
cuando  el  negocio  se  realiza,  cada  cual 
pretende  obtener  el  mayor  provecho  en 
la  diatribución  del  botín.  Profesan  el 
principio  centre  ladrones  no  hay  catego- 
ría», pero  tocan  muchas  dificultades  para 
llevarle  á  la  práctica.  Porque,  si  unos 
alegan  haber  facilitado  los  medios  mate- 
riales para  «dquirir  loa  útiles  necesarios 
á  la  estafa,  otros  sostienen  su  mejor  de-^ 
recho,  dimanado  de  su  mayor  astucia  y 
superior  maldad,  por  haberlos  combina- 
do y  dirigido  al  fin  provechoso,  aunque 
criminal,  que  realizan.  Y  de  tales  encon- 
tradas ambiciones,  que  enciende  y  atiza 
una  desmedida  codicia,  surgen  rifias  y 
reyertas  que  todo  lo  conmueven  y  todo 
lo  trastornan. 

Para  exponer  la  variedad  de  entierros 
seguiré  la  clasificación  que  dejo  de  los 
mismos  hecha.  Todos  comienzan  por  una 
carta  escrita  en  castellano  ú  otro  idioina. 

Los  enterradores  toman  sus  antece- 
dentes, sobre  todo  en  los  que  llamo  en- 
tierros militares,  del  Anuario  del  Comer- 
cio, Quia  Oficial  6  de  cualquiera  otra 
obra  que  les  facilite  datos  geográficos  y 
estadísticos.  Extraño  parecerá  á  quien 
desconozca  amafies  de  tal  índole,  que  en 
un  Presidio  haya  tantas  personas  veraa- 
das  en  lenguas  como  supone  el  número, 
de  cartas  que  de  los  mismos  salen  en  ex- 
tranjero idioma.  Lo  mismo  pensaba  yo 
antes  de  tocarlo  de  cerca  y  tener  el  de- 
ber y  la  necesidad  de  reprimirlo  y  casti- 
garlo, y  eso  mismo  le  sucede  al  Juez  que 
por  vez  primera  instruye  diligencias  por 
tales  delitos.  Hay  recluso  que  apenas 
sabe  escribir  en  espafiol,  y,  sin  embargo, 
pone  cartas  en  francés,  italiano  ó  alemán. 


Válese  para  ello  de  un  borrador  hecho 
en  el  reapectivo  idioma,  borrador  que  él 
no  entiende,  pero  que  se  sujeta  á  la  for- 
ma, signos  y  ortografía  del  mismo.  Así 
le  resulta  un  escrito  qce  no  sabe  leer, 
pero  que  conoce  el  contenido,  bien  por- 
que otro  se  lo  traduce,  bien  porque  los 
resultados  se  lo  han  venido  á  ensefiar. 

Ya  en  uno,  ya  en  otro  idioma,  todas 
las  cartas  suelen  ajustarse  á  un  mismo 
patrón  dentro  de  cada  clase  de  entierro. 
Como  ejemplo,  pongo  una  de  las  varias 
que  he  cogido.  Estaba  en  francés,  y  por 
su  contenido  se  comprende  que  habían 
dirigido  otras  al  mismo  santo  y  qne  se  ha- 
llaba próximo  á  caer  en  la  celada. 

«Mi  querido  protector  y  bienhechor 
bondadoso:  Después  de  Dios,  á  usted 
deberé  la  vida,  y  mi  agradecimiento  ha- 
cia oated  es  y  será  tan  grande  como  el 
dolor  que  siento  por  estar  separado  de 
mi  idolatrada  hija,  y  las  amarguras  qne 
sufro  en  esta  dura  prisión.  Ya  compren- 
derá si  para  un  coronel,  que  au  único  de- 
lito consiste  en  haber  querido  y  haber 
intentado  con  riesgo  de  su  vida  librar  á 
su  patria  de  malos  gobiernos,  ya  com- 
prenderá cuan  penosa  es  mi  situación 
entre  estos  muros,  falto  de  libertad  y 
falto  de  recursos,  no  sólo  para  mí,  sino 
también  para  atender  á  la  educación  y 
al  cuidado  de  mi  desgraciada  nifia.  Si  el 
pensamiento  del  bizarro  General  Villa- 
campa  hubiera  triunfado,  otra  sería  mi 
suerte  y  la  de  esa  pobre  hija.  Pero  en 
medio  de  mis  desdichas.  Dios  me  ha 
dado  el  consuelo  de  tocar  con  un  bienhe- 
chor como  usted  y  con  *  una  sefiora  tan 
bondadosa  como  la  Directora  del  colegio 
donde  mi  nifia  se  educa.  Mas  yo  com- 
prendo que  dicha  sefiora  tiene  razón  en 
lo  que  dice.  La  debo  quince  mensualida- 
des, qne  á  160  francos,  hacen  un  total  de 
2.260,  cuya  cantidad  deseo  satisfacer 
caanto  antes,  para  que  no  sufra  en  lo  más 
mínimo  esa  tierna  criatura. 

I<e  ruego  apresure  usted  su  viaje  á 
esta,  y  le  advierto  obre  con  mucha  can- 
tela  cuando  llegue  aquí,  guardando  la 
más  absoluta  reserva  de  nuestra  corres- 
pondencia. Estoy  muy  vigilado,  y  cual- 
quier detalle  ó  falta  de  precaución  pu- 
diera líacer  que  fracasase  nuestra  em- 
presa. En  eatas  prisiones  militares  se 
hallan  también  dos  compafieros  míos  de 
sublevación;  saben  qne  yo  era  el  encar- 
gado del  convoy  y  que  en  mi  poder  se 
hallaban  los  fondos  de  la  fuerza  subleva- 
da; presumen  que  yo  los  tengo  ocultos, 
y  por  esa  circunstancia  celan  todos  mis 
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pftMM  y  mi»  relaciooet,  y  el  más  mínimo 
detalle  lee  haría  caer  en  sospecha. 

Ije  maiido  el  retrato  de  la  señora  qae 
aqaí  caida  de  mí,  para  que  usted  la  co- 
nozca coando  Ilegae.  Hará  el  favor  de 
poner  áestasefio^a  un  telegrama,  cuyo 
donaicilio  ya  conoce  usted,  á  fin  de  que 
salga  á.  esperarle  en  la  estación.  También 
toDgo  el  gasto  de  remitirle  el  retrato  de 
mí  niíla,  como  única  prueba  de  agrade- 
(!Üoiento  que  ahora  puedo  darle  y  para 
qae  lo  conserve  como  recuerdo  de  este 
desgraciado  que  tanto  le  debe. 

ixM  gastos  de  viaje  de  la  sefiora  has- 
ta el  ejtio  donde  están  enterradas  las 
200.000  pesetas  y  los  que  me  ha  costado 
levantar  el  plano,  que  esta  sefiora  le  en- 
tregará, ascienden  á  1.000  francos,  que 
con  lo  que  importan  las  mensualidades. 
hacen  un  total  de  8.250  francos,  cuya 
cantidad  entregará  á  dicbn  sefiora,  que 
es  de  todi^  mi  conflansa,  cuando  usted 
iiegoe,  aunque  sería  más  conveniente  la 
girase,  para  de  esta  manera  adelantar 
las  operaciones  y  poder  traer  á  mi  hija. 
En  mí  carífio  de  padre,  tengo  grandísi- 
mos deseos  de  verla;  pero  quiero  tam- 
bién que  conozca  á  usted  que  tanto  bien 
nos  hace.  De  lo^  demás  gastos  que  se 
originen  ya  hablaremos. 

Otrecí  á  usted  la  quinta  parte  del  di- 
nero enterrado,  pero  en  vista  de  su  noble 
proceder,  le  cederé  la  cuarta. 

Adiós,  mi  querido  protector.  Espera 
sus  órdenes  su  más  leal  y  affmo.  8.  S. 
Q,  B.  S.  M.,  Coronel,  Gonzalo  Miranda  y 
Arellano  del  Campo.  > 

Por  sn|>nesto  que,  ni  existe  tal  colegio, 
ni  tal  nifia,  ni  tal  tesoro,  ni  tal  sefiora, 
ni  tal  Coronel.  El  que  se  llama  y  se  firma 
Coronel,  es  un  presidiario,  lo  más  redo- 
mado de  la  bribonería,  tizón  importante 
en  la  gavilla  de  estafadores;  la  señora  es 
una  raída  ramera  de  la  peor  calafia,  un 
despojo  de  cualquier  suburbio,  muy  du- 
cha eti  toda  suerte  de  supercherías;  el 
tesoro  es  imaginario,  como  también  son 
imaginarios  el  colegio  y  la  nifia.  Mas 
como  á  las  cartas  acompafian  planos  del 
logaren  que  se  supone  oculto  el  dinero, 
retratos  de  la  colegiala,  cuentas  de  la  Di- 
rectora, certificados  justificativos  de  la 
estancia  en  las  Prisiones  militares  del 
supuesto  Coronel,  y  todo  ello  lleva  mem- 
bretes, sellos,  firmas  y  cuantos  requisi- 
tos de  forma  son  precisos;  como  además 
las  cartas  están  escritas  en  idioma  ex- 
tranjero, lo  cual  supone  ciertos  conoci- 
mientos^ tan  propios  de  un  Coronel  como 
extrafiOB  de  on  presidiario,  en  general 


.  hablando;  y  co 
que  ofrecen  es 
cantidad  pedidí 
el  santo  traga 
deslumhrado  p 
cío,  y  la  estafa  s 
pierde  al  avaro 
para  delinquir, 
abundan  más  ii 

Me  han  referi 
inauditos  ocurr 
reforma.  A  fin 
elegido  para  vi 
cían  venir  á  la 
fador  dejaba  si 
para  recibir  al  s 
de  Coronel  ó  el 
duación  que  se  I 
•tas  que  manda 
que  la  gorra  y  c 
guo  Comandanl 
do  para  trajear 
tan  punibl*^  con 
fraz,  el  incauto 
sa  cnanto  el  te 
dicho  y  cuanto 
taba.  Y  así,  vai 
bolsa  de  mone< 
ñero  y  llenaba  < 
nes  con  los  cae 
loso  tesoro. 

Los  entierro! 
ran  generalmei 
desenvolvimien 
res.  En  vez  de 
tencia,  cartas  d< 
gio,  aparece  ac 
un  testamento 
dido  con  todos 
de  ley.  El  entei 
como  instituido 
como  usufrnctu 
como  tutor  de  ii 
ra  de  e^tos  casi 
cesión  de  la  pa 
una  cantidad  q 
comparada  con 
to  testador,  y  c 
soltado. igual  al 
cedimiento  antt 

Los  entierroi 
rentes  formas, 
miento  á  que  e 
dos,  les  permil 
las  historias  de 
cuentaSi  mucho 
mero  pasa tiemp 
tutos,  los  más  p 
tos  para  hilván 
tafa.   Se  ha  coi 
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robo  con  homicidio.  Paes  el  enterrador 
escribe  á  U  faniilÍA  ofendida,  ó  á  perso- 
na enterada  y  ccmocedorá  del  «crimen, 
participando  qae  tiene  conocimiento  del 
ingar  donde  ae  halla  oculta  la  sama  ro- 
bada. A  tal  noticia  acompafla  relaciones 
de  las  personas  que  más  6  menos  direc- 
tamente tomaron  parte  en  la  sangrienta 
escena,  haciendo  una  historia  completa 
del  proceso  y  todas  sus  incidencias.  Así 
tendido  el  lazo,  muchos  le  desprecian, 
pero  algunos  mut^rden  la  mansanay  caen. 
Y  como  para  descubrir  ó  confiar  el  secre- 
to ha  de  mediar  la  remuneración  consi- 
guiente, el  amafio  se  consoma,  el  ente- 
rrador coge  el  dinero,  y  para  deshacer- 
se del  inocente  engañado  le  encamina  al 
ponto  que  primero  se  le  ocurre  con  ins- 
trucciones para  desenterrar  el  producto 
imaginario  del  crimen  referido,  para  que 
los  trabajos  se  ejecuten  de  noche,  para 
anular  la  acción  de  la  justicia,  con  otras 
mil  precauciones  irrisorias  y  mortifican- 
tes al  que  ha  de  practicarlas,  hasta  que 
adquiere  el  convencimiento  de  haber 
caído  en  la  red. 

Ya  no  es  metálico  ni  se  halla  escon- 
dido en  la  tierra  el  cebo.  Se  trata  de  un 
robo  de  caballerías.  Pues  al  robado  le 
escriben  noticiándole  que  saben  dónde 
paran  los  objetos  del  delito,  pero  que 
para  decirle  el  punto  concreto  en  que  se 
hallan,  ha  de  dar  ana  cantidad  más  ó 
menos  crecida  al  poseedor  del  secreto. 
La  víctima  del  crimen,  que  recibe  ana 
descripción  completa  del  sitio  en  que  se 
realizó,  de  las  circunstancias  que  le  ro- 
«loaron,  de  todas  las  condiciones,  señales 
y  detalles  todos  de  las  caballerías,  pues 
los  antecedentes  los  facilita  quizá  el 
mismo  ladrón,  toma  por  verdadero  el  re 
lato,  se  pone  en  marcha  al  Presidio,  en 
trega  la  prima,  se  realiza  el  timo  y,  con 
arreglo  á  las  instrucciones  que  los  tima- 
dores le  dan,  viaja  de  un  punto  á  otro 
sin  encontrar  su  ganado,  haciendo  inú- 
tiles dispendios  que  agravan  su  situa- 
ción, hasta  que,  cansado,  engañado  va 
rias  veces  y  desengañado  al  fin  por  la 
realidad  de  los  hechos,  vuelve  á  su  rasa 
maldiciendo  del  Presidio,  de  los  presi- 
diarios, de  la  policía  y  de  todo. 

Como  para  llevar  á  cabo  una  estafa  de 
tal  género  y  con  semejantes  detalles  y 
sistema,  se  necesitan  tiempo,  medios 
adecuados  y  la  intervención  de  varias 
personas,  objetarán  los  que  sólo  ven  las 
cosas  por  la  superficie,  que  ana  buena 
vigilancia  cortaría  por  completo  el  mal. 
Mas  si  el  lector  tiene  en  cuenta  la  vida 


de  hacina  de  naestros  Presidios,  el  rni* 
noso  estado  de  varios  de  ellos  y  ló  inade- 
cuado de  todos,  comprenderá  los  insupe- 
rables obstáculos  en  qae  se  estrellan  lo» 
mejores  deseos  qoe  animar  pueden  al 
recto  y  celoso  fancionario.  Los  medio» 
que  emplean  los  reclusos  para  la  intro- 
ducción de  armas,  bebidas,  etc.,  los  pro 
ced i m lentos  que  adoptan  y  los  camino» 
que  siguen,  sírvenles  también  para  dar 
salida  ó*  entrada  á  lo  que  llaman  docu 
mentación  de  entierros,  correspondencin 
del  negocio^  operaciones  de  la  industria. 

Tampoco  es  fácil  evitar  que  los  ente- 
rradores escriban:  porque  si  están  en  las 
oficinas  simulan  despachar  expediente» 
ó  copiar  oficios,  cuando,  en  realidad,  lo 
que  hacen  es  preparar  el  delito;  si  perte- 
necen á  talleres,  como  éstos  se  hallan  en 
locales  destartalados  y  obscuros,  fácil  le» 
es  ocultarse,  ya  detrás  de  un  mueble,  yn 
en  el  interior,  v.  gr,  de  un  armario  ó  una 
cómoda  ( I ).  ya  en  uu  rincón  ó  escondrijo; 
y  si  Bon  francos,  ó  lo  que  es  igual, sin  ocu 
pación  alguna,  pululan  diseminados  por 
patios,  claustros  y  escaleras,  y  la  ociosi- 
dad les  incita  á  todo  lo  malo,  y  por  endt* 
á  los  entierros,  en  tanto  que  la  aglomera- 
ción les  facilita  escribir  sin  ser  vistos  por 
los  empleados. 

£1  celo  y  la  vigilancia  obstruyenf  el 
curso  á  infinidad  de  escritos;  pero,  por  lo 
dicho  antes,  se  hace  imposible  evitar  que 
algunos  salgan. 

Cuando  se  sorprenden  estos  escritos» 
hay  necesidad  de  imponer  los  consiguien- 
tes castigos,  que  traen  luego  serios  dis- 
gustos y  trastornos;  cuando  consignen 
pagarlos,  les  ocultan,  ya  en  las  paredes, 
ya  entre  la  paja  ó  lana  del  petate,  ó  ya 
en  los  secretos  que  acostumbran  tener  en 


(l)  E  T.  N  ,{»)ChorUo,  famoso  enterrador 
que  extinguía  condena  en  Valladolid,  babÍH 
aufrido  varion  castigos,  motivados  todos  silos 
por  escribir  cartas  con  objeto  de  estafar.  Aco- 
sado por  todas  partes,  púsose  de  acuerdo  eorv 
el  encargado  de  los  carpinteros.  Mandó  cocs« 
truir  una  cómoda ,  que  á  simple  vista  parecía 
concluida.  La  tapa  v  los  frentes  de  los  csjoneA 
se  hallaban  completsmente  acabados.  Pero  Ion 
cajones  no  teYíían  de  tales  mns  que  una  tabla, 
especie  de  pupitre,  sujeto  en  uno  de  loa  lados» 
que  se  convertía  en  mesa  de  despacho,  en  U 
cual  Chortzo  escribía  sus  epístolas.  Cierto 
día.  y  á  virtud  de  seguras  confidencias,  se 
giró  una  visita  al  taller,  se  tiró  al  suelo  la 
cómoda  y  el  enterrador  salió  rodando  de  la 
jaula,  deseubriéndose  por  tales  medios  el  ar- 
did y  cayendo  en  poder  de  los  funcionario» 
guías,  sellos,  retratos  y  demás  útiles  que  em* 
pisaba  en  las  estalas. 
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Um  bancos  de  carpintería,  mesillaa  de 
aapaiero  j  en  otroa  ácilea  para  el  trabajo, 
y  en  tales  casos  y  tales  condiciones,  bien 
se  Ten  los  inconvenientes  qae  existen 
para  encontrar  todos  los  qae  adquieren, 
y  ai  bien  la  mayor  parte,  con  diligencia  y 
▼aliéodose  de  cnantos  medios  la  práctica 
ensefia,  caen  en  poder  del  personal,  los 
qne  evaden  sn  acción  y  se  ocnltan  á  sn 
vigilancia,  sirven  de  estímalo  á  los  ente- 
rradores para  no  abandonar  el  sistema. 
Esta  clase  de  delitos,  que  llegó  á  pro- 
ducir jastíficada  alarma,  por  los  mucbos 
qae  se  cometían,  ha  disminuido  conside- 
rablemente en  los  Penales,  contribuyen- 
do á  ello,  en  primer  término,  la  construc- 
ción de  locutorios  para  la  comunicación 
y  la  naeva  forma  de  practicar  ésta  (1). 

£1  personal  del  Cuerpo  ha  puesto  y 
pone  manifiesto  empefio  en  que  desapa- 
rescan,  y  las  Autoridades  hacen  esfuer- 
sos  encaminados  al  mismo  fin. 

Golpables  son,  desde  luego,  los  reclu- 
sos; pero  alguna  culpa  alcanza  también  á 
las  mismas  víctimas  de  talesdelitos  cuan- 
do la  desmedida  codicia,  según  ocurre  en 
los  entierros  que  hemos  llamado  milita- 
res, les  hace  caer  en  las  celadas  que  les 
tienden. 

Seguramente  que,  á  no  ofrecerles  una 
exiraerdinaría  ganancia,  no  harían  los 
anticipos  qae  les  piden.  Y  como  ya  les 
anuncian  el  ilícito  origen  de  las  cantida- 
des qae  suponen  enterradas,  no  demues- 
tran macho  escrúpulo  de  conciencia  al 
aceptar  las  proposiciones  y  presentarse 
como  partícipes  de  las  aludidas  sumas, 
que,  de  tener  existencia  real,  se  habrían 
sustraído  al  Estado. 

Por  esto  encontramos  muy  bien  qne  se 
castigoe  á  los  autores  de  los  hechos  qne 
tratamos.  Pero  no  esti^ría  fuera  de  razón 
se  impusiese  algún  correctivo  también 
á  las  victimas,  por  su  codicia  y  su  des- 
aprensión. 


ESTANCIAS  DE  RECLUSOS  EN  LAS* 
CÍftCELES.--De  la  legislación  relativa 
á  esta  materia,  tratamos  en  fiastoa  car- 
celarios. 


(1)     Véase  Cemoaleaclóo  y  Comentario 
al  artículo,  tomo  I,  págs.  llS  a  125. 


ETAPAS*— Etapas,  en  el  sentido  que 
aquí  damos  á  la  palabra,  son  lasjorna- 
dafli  que  los  penados  y  presos  hacen  al 
ser  conducidos  por  la  fuerza  pública  de 
unos  puntos  á  otros,  fuera  de  las  linea» 
férreas  (1). 

Para  el  servicio  de  conducción  de  pe- 
nados y  presos  por  etapas,  rigen  la  Renl 
orden  y  Cuadro  que  á  continuación  in- 
sertamosw 

Eeal  orden  de  6  de  Agosto  de  2SS6,  apro  ■ 
batido  el  cuddro  de  etapas  para  la» 
conducciones  ordinarias  de  penados  y 
presos» 

(Gob.)    El  Rey  (Q'  D.  G.),  y  én  su  nom 
bre  la  Reina  Regente,  se  ha  servido  a  pro 
bar  el  adjunto  Cuadro  generad  de  etapa» 
para  la  conducción  de  presos  y  penado» 
por  jornadas  ordinarias  desde  ios  Juzga 
dos  de  instrucción  hasta  las  respectiva» 
estaciones  de   los  ferrocarriles,  que  será 
impreso  á  la  mayor  brevedad  y  repartido 
convenientemente;  así  como  que   se  ma 
nifieste  su  Real  aprecio  á  los  señores  Don 
Manuel  Nevado,   Teniente  Coronel    Co- 
mandante de  la  Guardia  civil  y  D.  Víc 
tor  Tei jón,  Jefe  de  Negociado  en  la  Di  • 
rección  general  de  Establecimientos  pe- 
nales, por  la  actividad  y  celo  con  que  se 
han  distinguido  al  formar  dicho  Cuadro, 
como  Delegados  de  los  Ministerios  de  la 
Guerra  y  de  la  Gobernación. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  6  de  Agos- 
to de  1886.  — Gowzá/tfjp.— (ütnifto  del  Mi- 
nisterio), 


(I)    Véase  Ceadoecl^D  de  preses   y 

«nados,  tomo  I,  página  726. 
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JUZGADOS  PUNTOS  NUMERO 

I  doa4«  d«b«n  arranear  las    en  qae  deben  peraoeUr  deede       de  eupaa  ESTACIÓN 

eoBdnedooee  de  preeoa  loe  Jaifádot  hanu  hasta  tas  es*  ^^  ferroearrU  en  qne  en- 

y  penados.  la«  rsuclonea  del  ferroearrU.    taelonés  del  laurearán  laa  eondoeeiones. 

ferroearrH.  •«•^•^ 


Almería. 


Berjs. 


Canjáyar. 


Qérgfü. 


Sorbas. 


N 
Parchena. . . 


PROVINCIA  DE  ALMERÍA 

Gádor 

iGérgal 

iDofia  María 

/Fifiana 

\Gaadix  (Granada)...      >         ^ 

I  Diezma  ((dem) 

[Haétor  8aiitillán((d)..] 

I  Granada , 

r  Laajar 

[  Canjáyar , 

iGérgal 

I  Dofia  María 

í  Fifiana. )         9 

JGaadiz  (Granada) 

I  Dieima  ((dem) 

Huétor8antinán(íd.).. 

Granada 

[Gérgal 

Dofia  María 

I  Fifiana 

\  Guadix  (Granada) )        7 

I  Dieima  (ídem) 

Hnétor8antillán(íd.).. 

'  Granada 

/Dofia  María 

I  Fifiana. , 

iGoadiz  (Granada) . 

1  Dieama  (ídem) ' 

'Huétor(8antillán)(íd.). 

^Granada 

.Tabernas x 

^Gérgal \ 

iDofia  María i 

iFifiana f         ^ 

iGoadiz  (Granada) /         ^ 

I  Diezma  (ídem) \ 

HQetor8antillán((d.)..  I 
^Granada 

Oria X 

^Chirível i 

i  CúllardeBaza(Granada)/ 

I  Baza  (ídem) I 

[Ger(ídem) /         9 

|Gaadiz  (ídem) i 

Diezma  (ídem) .1 

Hnétor  Santitlán  (id.). ,  ] 
^  Granada ' 


>  Granada. 
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bben  arrancar  laa  en  qne  deben  pernoetar  desde 
iouee  de  pfetot  loe  Jnsgadoa  hasta 

penados.  las  rstaeinn^n  dftl  ferrocarril. 


NÚMERO  * 

de  etapas 

basta  las  es> 

uclones  del 

ffirocarril. 


ESTACIÓN 
del  ferrocarril  en  que  em- 
barcaria  las  coudneclonet. 


Ofera. 


ibio. 


¡Hnéical  Overa 
Vólex  Rabio 
P.to  Liimbrerfl8(Marc¡a)  | 
Lorca  (ídem). . . . .  .« 
Totana  (ídem) 
Librilla  (ídem) 
Marcia 

¡Veles  Rnbio 
P.^  LambreraA(Mtircia]f 
Lorca  (ídem)... 
Totana  (ídem) 
Librilla  (ídem) 
Murcia 

/  P.ío  Lumbreras  (Marola)  ] 

I  Lorca  (ídem) 
Totana  (ídem) 
Librilla  (ídem) 
Marcia 


>  Murcia. 


PROVINCIA  DE  ÁVILá 


IPiedrahita.... 
Villatoro 
Mufiogaliodo. 
Avila 

1  Villatoro 

ta I  Mufiogaliodo . 

(Avila. 


le  8an  Pedro. 


ÍSan  Bartolomé ( 
Avila : I 

(  Velada  (Toledo) ) 

,  <  Talavera  de   la   Reina  [ 
(     (Toledo). ) 


3 


y  Avila. 


Talavera  de  la  Beíoa. 
Aróvalo. 


PROVINCIA   DE  BADAJOZ 


Badajoz •. 

»rqae Badajos 

delDa,«e....jg-¡«,-,VB„-eV.: 

'«^'-- ¡SíbetTeB^.: 


le  Oantoa Zafra 

ralejo » 

i'Freffenal 

\%%  Caballeros.  \  Valencia  del  Ventoao. 

(Zafra 


>  Badajoi. 

I  Cabesa  de  Boey. 

Llerena. 
Zafra. 
Zafra. 
Almendralejo. 

Zafra. 
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de  donde  deben  arranear  laa 

condnecionea  de  preaot 

y  penadoe 


PUNTOS 
en  que  d«*ben  pernoctar  de<tde 

los  Jnsgaüut  baau 
las  08tacione«  del  ferroéarríl. 


NÚMERO 

de  «tapas 

hasta  las  vs- 

taciunes    del 

ferrocarril 


ESTACIÓN 
del  ferrecahit  en  qne  em- 
barcaran las  condqeciones. 


Cáceret ., 

Trajino 

Montánches 

Valencia  de  Alcántara. 
Navalinoral  de  la  Mata. 

Logroaán 

Jarandina 

Plasencia 

Hervás 

Coria 

Hoyos 

Garrovillaa 

Alcántara 

Oádia 

Puerto  de  Santa  María. 

San  Fernando 

Gbiclana 

Medinaaidonia 

Algecirat 

San  Roque 

Jerez  de  la  Frontera. . . 

Grasatema 

Arcos  de  la  Frontera . . 

Olvera 

Sinlácfir  deBarrameda. 


PROVINCIA  DE  CÁCERES 

>  > 

J  Plflsénzuela ) 

(Cáceres \         ^ 

Aldea  del  Cano 1 

»  > 

•    >  » 

¡Zorita \ 
Miajadas \ 
Santa  Amalia  (Badajoz)  i 
Don  Benito  (ídem) ; 

Casatejada 1 

>  > 
( Villar  de  Plasencia. . . .  i 

\  Plasencia )         ^ 

CaCaveral 1 

(Coria ) 

fCafiaveral. \         ^ 

•CBffaveral... 1 

/Brozas ) 

|Garrovillas [         8 

(Cañaveral ) 

PROVINCIA   DE   CÁDIZ 


San  Fernando. ... . . ... 

íChiclana.. ) 

f  San  Fernando { 

Tarifa J 

Jacinas .1 

Veger. > 

Chiclana i 

San  Fernaneío ........  I 

IAlgeciras.. ] 
Y    las    demás    etapas  f 
marcadas  para  el  Juz-  i 
gado  de  Algeciras. .  •  ) 
> 

i' Prado  del  Rey \ 

I  Arcos  de  la  Frontera. .  > 

(jerez  de  la  Frontera. . .  ; 

Jerez  de  la  Frontera. . . 

¡Algodonales 1 
Vitlamartín ' 
Arcos  de  la  Frontera, .  \ 
Jerez  de  la  Frontera. . .  ) 


\  Cáceres. 

Aldea  del  Cano. 
Valencia  de  Alcántara. 
Navalmoraldela  Mata. 

Don  Benito  (Badajos). 


Casatejada.   . 
I  Plasencia. 


\  Cafiaveral. 


Cádiz. 

Poerto  deSftntaMaría 


^San  Fernando. 


Jerez  de  la  Frontera.' 
Jerez  de  lá  Frontera. 

Jerez  de  la  Frodtem. 

Sa  ni  usar  Barrámeda. 
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7  peaedoe.  lee  eeuelonee  del  ferrocarril.    Ueieetf*  del 

ferroearrll. 


ESTACIÓN 

del  ferrocarril  ea  qneen* 

barcarán  la*  eoDdneeioDet. 


PROVINCIA   DE  CASTELLÓN 


Csstellón • 

"^-^ ícSeTii;::: 

Noles. » 

v«-. ¡íotf':::. 

Segorbe Nales 

Vinsros > 

Albotácer jSan  Mateo.. 

o      %*  *  I  Vinares. . , , 

^Mateo Vinares..., 


Castellón. 


NqIs 


\  Vinares. 


PROVINCIA  DE  CIUDAD  REAL 


CiodadBeal » 

Almadén Almadenejos. , 

AlmodóTar Paertollano. . . 

Almagro » 

Daimiel 9 

Maasanares •  • . .  » 

Infantes. Valdepeñas.. . 

Piedrabaena. Ciudad  Real . . 

Valdepefias > 

Alcásar  de  San  Joan.. .  » 


Cindad  Real. 

Almadenejos. 

Paertollano. 

Almagro. 

Daimiel. 

Mansansres. 

Valdepefias. 

Ciudad  Real. 

Valdepefias. 

Alcássr  de  San  Joan. 


PROVINCIA   DE  CÓRDOBA 


Córdoba » 

llinojosa  del  Daqae. . .    Bélmes 

Faente  Ofejana Bélmes 

Poso  Blanco Espiel 

Montero » 

Posadas > 

Montilla. > 

Iji  Rambla 9 

«.^^.  j  Castro  del  Río | 

^"* JMontilla { 

CastrodeIRío Montilla 

Agnilar » 

^^•«*^ I  ASiTár.'.'!;  *.'!.'.*  .*.ü;  i 

Lasena Agoilar 

n  .  i  Lacena > 

^^*« JAgailar ( 

Cabra Agnilar 

Biijalanee £1  Carpió 


1 

» 

2 

1 

a 

1 

1 


Córdoba. 

Bélmes. 

Bélmes. 

Espiel. 

Montero. 

Pesadas. 

Montilla. 

La  Rambla. 

Montilla. 

Montilla. 
Agoilar. 

Agoilar. 

Agoilar. 

Agoilar. 

Agnilar. 
El  Carpió. 
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ZOADOS  PUNTOS 

leben  arrancar  las  en  qae  dflben  pernoctar  desde 

Iones  de  presos  los  Jazgados  basta 

penados.  las  estaciones  del  ferrocarril^ 


NUMBRO 
de  etapas 
hasta  las  es- 
taciones  del 
ferrocarril. 


ESTACIÓN 
del  ferrocarril  en  qne  «m- 
barcaria  las  conducciones. 


PROVINCIA  DE  LA  CORüSA 


ÍNoya 
Santiago ..... 
órdenes 
.  Gorafia. ...... 

Í  Santiago 
Ordenes 
Gorufia 

Í  Santiago 
órdenes...... 
Gorafia ...... 

¡Santiago 
órdenes 
Gorufia 

¡Santiago 
Órdenes 
Gorafia , 

¡Órdenes 
Gorufia 

Gorufia 

ÍVimianzo 
Garbailo 
Gorufia 

Gorufia 

i'  Ferrol 

a I  Puentedeame. 

(Betansos 

.  i  Pnentedeume. 

{ Betaozos 

(ame Betansos 


S  Gorafia. 


:;] 


\  Betansos. 


PROVINCIA  DE  GÜENCA 


Gaenca 

ente ; . .    Villarrobledo  (Albacete) 

( Villanueva  de  la  Jara. .  | 

' (La  Roda  (Albacete).  * .  *  { 

,..,,.., » 

Socuéllamos    (Giadad 

Real) 


Gaenca. 
Gaenca. 
Villarrobledo  (Alb.»«). 

La  Roda. 

Haete. 

Socuéllamos. 


distancia  de  60  kilómetros  que  existe  entre  el  Ferrol  y  Ortigueira  es  ez- 
ra  recorrerla  en  una  sola  jornada,  como  forsosamenté  ba  de  suceder;  es  por 
lecesario  se  habilite  la  Cárcel  de  San  Saturnino,  que  dista  18  kilómetros  del 
mto,  y  en  donde  debe  marcarse  ana  etapa  intermedia.  (Obserración  del 
icial). 
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de  donde  deben  arrancar  laa  en  qne  deben  pernoelar  detde 
coadneeionea  de  preíoa  loa  Juagados  hasta 

jr  penado«.  las  rstaeionen  del  ferrocarril. 


NÚMERO 

de  etapas 

basta  las  es* 

uclones   del 

fpirocarril. 


ESTAaON 
del  ferrocarril  en  qne  em- 
barcarán las  eondnceioDee. 


PROVINCIA  DE  GÜADALAJARA 


Goftdalajara. 
Bribaega.... 


Sacedón.. 
Paatrana. 


jTorija ) 

( GaadaUjara.. ) 

(Tendilla í 

( Goadalajara ( 

(Tendilla j 

j  Goadalajara ] 

Gogollado Espinosa 

^Maraocbón \ 

Molina I  Alcolea  del  Pinar [ 

(Sigüensa ^ 

««--»- •••••játS:^!'::::::::::! 

Atiensa Sigtlensa 

SigOenaa > 


PROVINCIA  DE   GUIPÚZCOA 


San  Sebastián > 

Tolosa > 

Aspe! tía Zamárraga. 

Vergara. Zaiuárraga . 


^  Goadalajara. 
Espinosa. 
)  Sigaensa. 


San  Sebastián. 
Tolosa. 

I  Zamárraga. 


PROVINCIA   DE  HUELVA 


Hoelva 

Moguer Huelva . . . 

i'Cartaya... 
Ayamonte <  Gibraleón. 

(HoeUa... 
La  Palma 

ÍRiotinto... 
Val  verde.. 
Niebla.... 
Valverde • Niebla.... 


PROVINCIA  DE  HUESCA 


Huesca > 

ÍAnsanigo \ 
Ayerbe > 
Huesca | 

IAbizanda ] 
Naval f         . 
Barbaatro i 
Monaón / 

Barbaatro Monzón 1 

TLa».t>.*.o  í  Peralta  de  la  Sal j         ^ 

Tamarite Binéfar 1 


Jaca. 


BolUfia. 


d 


Huesca. 
Huesca. 

Monzón. 

Monzón. 

I  Binéfar. 


%k 
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Juzgados  puntos 

I  dond«  deben  «nmBcar  laa  en  qnt  deben  pernoeUr  deade 
eendncetonee  de  pre«oe  loa  Jatfédoe  besU 

7  penndes.  lee  ettaelonee  del  ferrooarril. 


NÚMERO 

de  eupee 

besu  U«  e«- 

Uelones  del 

frrroearrIL 


MBSTAOION 
del  ferrocMTlI  en  qne  em- 
berenrán  1m  omidnoeionee. 


Sarifiena 

Frsfs. Lérida. 


PBOVINOIA  DE  JAÉN 


Jaén 

Marica Jaén 

Haelma. Jaén 

Mancha  Real Jaén 

(  Alcaodele 
Alcalá  laBeaL \  Martes.. . 

(jaén 

La  Carolina 


I 


¡Linares 
Vadollano i 

Linares Vadollano 

.^Oroera ^ 

I  Beas  de  Segara 

SUss /  VíUacarrillo 

JÚbeda 

(Baeía 

v"^<^»o ¡&.í:::;::-::::::::j 

2-"- |Sr::::::::::::::::i 

übeda Baeía 

Baesa. > 

Andújar > 


PROVINCIA  DE  LEÓN 

León >  » 

VillafrancadelBisrso..  >  > 

Poníerrada >  > 

Aatorga >  > 

LaBi^esa. Aatorga 1 

UVeoilla LaRobla 1 


Morías  de  Paredes . 


Riaflo 

Valencia  de  Don  Joan. 
Sabagún 


(Riello 

I  U  Robla.. 

( U  Vecilta. 

I  U  Robla.. 

Sabagún .  . 


PROVINCIA   DE  LÉRIDA 


Lérida 

Balagner Lérida. . 

Osnrera 

iTorá..., 
( Cervera. 


Sdsona. 


Sarifiena. 
Lérida. 


)Jaén. 


Vadollano. 


V  Baesa. 


Andájar. 


León. 

Villafranca  del  Bierso 

Ponferrada. 


I  Astorga. 

La  Robla. 
}  Sabagún. 

Lérida. 
Cervera. 


Digitized  by 


Google 


ETA 


326  — 


ETA 


JUZGADOS                                   FUNTOS                      KÚMKRO  psTArmw 

d«  donde  deben  arrancar  las    en  que  deben  pernoctar  oosde       de  etapai  .  .  ,      ttoiA^iun 

Gondaccionee  de  presos                   los  Jnsgadon  ha«ia   .         basia  las  es-  J**  ferrocarril  en  qne  em- 

y  penados.                     las  esucioneo  del  ferrocarril,    uciones    del  b*'©»"»  '••  Conducciones. 

ferrocarril. 


Viella«. 


8ort. 


Tremp . 


SeodeUrgel. 


Esterri , 

í  Sort 

i  Pobla  de  Segar 

^Tremp 

'  \  San  Salvador  • 

I  Montargall .  • , 

[  Arteea  de  Segre 

\Tárrega / 

'  Pobla  de  Segar 

\  Tremp  .•••••• 

)  San  Salvador 

\  Montargall 

i  Artesa  de  Segre 

(Tárrega 

I  San  Sialyador \ 
Montargutl f 
Artesa  de  Segre ( 
Tárrega -) 

/Orgafia v 

\OUana .../ 

/Pons 

(Arteaa  de  Segre i 
Tárrega / 


VTárrega. 


PROVINCIA  DE  LOGROÑO 


Logrofio » 

Torrecilla. Logrofio 

Santo  Domingo Haro| 

Nájera Haro 

Haro > 

Amedo Calahorra 

OftUborra t 

0«rTer. j  SíS*?'.^*!  !!^.".'"!!' !  i 

Alfaro > 


í  Logrofio. 
>Haro. 
I  Calahorra. 
I  Alfaro. 


PROVINCIA   DE  LUGO 


Lago .... 
Becerrea. 


(Ferreiros..., 

f  Lago 

/  Ferreiros.... 
\  Mondofiedo.. 

i  Villalba 

f  Baauíonde.  , 
(Mondofiedo. 

KJvadeo |  Villalba 

(  Baamonde . . 

(Villalba 

' ( Baamonde  • . 

Villalba Baamonde . 


Vivero. 


Mondofiedo. , 


Lago. 


\  Baamonde. 
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de  dond«  deban  erren cer  Ie«  en  que  deben  pamoeUr  deade 
eondoeeione*  de  pre«o«  loi  Jusgadoa  beiie 

7  penedoa  lea  eateclonea  del  ferrocerrll. 


FonMgrada. 


ÍMeira 
Mondofiedo. . 
Villalba 
Baamonde . . 

Chantada Monforte  . . . 

Qoiroga. » 

Monforta. > 

Sarria 


NO 

d« 
hest 
ieci( 
ten 


PROVINCIA  DEM  A  DRI 


Madrid(l) t 

Navalcrrnaro Madrid 

Coimanar  Viejo Madrid 

^San  Agustín 

Torrelagana <  Alcobendaa 

(Madrid 

Alcalá  de  Heniurea » 

8.  Martín  Valdeigleaias.   Robledo  de  Chávela 

Chinchón Aranjaes 

OeUíe > 


PROVINCIA  DE  MÁLA( 


Málaga. » 

T— ISÍSÜ*.»^:::::;;:  i 

Véleí  Málaga Málaga 

Colmenar Málaga 

/Marbella ] 

\Coín f 

i  CárUma í 

Málaga ) 

Coín 

'CárUma 

Málaga 

Cártama 

ÍMálaga, 


Eatepona.. 


MarbeUa. 


Coto 

Alora 

I  Ronda 
Borgo 
CasarabonelM 
Alora 

.  Bargo 

Ronda ]  Caaarabonela 

(Alora 


Qaocín. 


(1)  Laa  escoltas  para  las  conducciones  que  arrauq 
ppr  Jas  trea  Comandancias  de  la  Gaardia  civil,  denomi 
Madrid.  (Observación  del  Cuadro  oficial). 
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de  donde  deben  arranear  Ua    en  qae  deben  pernoctar  deade       de  etapas 
condaecionea  de  preaoa  loa  Juzgados  baata  liaata  laa  «^a- 

y  penados  laa  ostacionea  del  ferroearrll.    lacionea    del 

fi*rroinirril 


del  ferrocarril  en  que  ca- 
barearan  láa  eondaedoviSB. 


Anteqoera 

Archidona 

Campillofl Bobadilla., 


>  Anteqaera. 

»  Archidona. 

1  Bobadilla, 


PROVINCIA  DE  MURCIA 


Marcia > 

Mola Marcia 

(Totana..... 

Lorca }  Libritla ', 

(  Marcia 

^-- ••!SÍ3Í::::::::::::::! 

Cartagena. > 

La  Unión Cartagena 

Ciesa > 

Caravaca. . .  • . . ...  Calasparra 

Yecla Cándete  (Albacete). . . . 


>  Marcia. 


I  Cartagena* 

Cieía. 
Calaaparra. 
Caadete  (Albacete). 


PROVINCIA  DE  NAVARRA 


Pamplona .,    >  ,,     , 

Aois Pamplona 

/  Paente  la  Reina . 
Eatella |  Astrain 

(Pamplona 

Tadela t 

Tafalla > 


\  Pamplona. 


Tadela. 
Tafalla. 


PROVINCIA  DÉ  ORENSE 


Orense > 

Ribadavia > 

Carballino Órente 

Celanova Orense 

Allariz Orense 

o      ,  k  Celanova 

8'"»'*« • |0r6n.e......... 

Gin.o  de  Llml». ......  j ^I^H^" -[-■ 

¡Ventas  Barrera. 

iGndlfio 

Verín {Viana  del  Bollo. 

iLaroco.. 


ÍRoapetin 

^«"•«••'Bo'"» ik"a"^ti¿:::::::::::::| 

paebudeTrive. íkS^íSiñ:::::::::::::  j 

Barco  de  Valdeorras...  > 


Orense. 
Ribadavia. 


I  Orense. 


)  Raapetin. 


y 


Barco  de  Valdeorrsi; 
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JUZGADOS 
4«  donde  deben  amuieer  I 
eondneeiooee  de  prtsos 
71 


PUNTOS 


MÚM£RO 


ESTACIÓN 


en  qoe  debrn  pemeeUr  detde       de  eupea  «.^^^.«m  .„  ««.  «». 

IM  eeteelonM  del  farroeerriU    Uelonee   del    bereerán  Ut  condoecione^ 
ftrroeerril. 


PROVINCIA  DE  OVIEDO 


OtMo. 


Ossiropol. 


Loares.. 


Grsndas  de  Sslims.  • . 


Cangas  de  Tineo. 


Belmonte , 

PravJa 

Afiles I 

Pola  de  Labiana | 


Llanes. 


Csogas  de  Odís. 


Inflesto 

Villaviciosa... 

Gljón 

Pola  de  Lena. 


Navla 

Laarea 

Castafiedo 

Salas 

Grado 

Oviedo 

Castafiedo 

Salas 

Grado 

Oviedo 

Pola  de  A  llanda... 

Tineo 

Salas 

Grado 

Oviedo «. 

Tineo 

Salas 

Grado 

Oviedo 

Grado 

Oviedo 

Grado 

Oviedo 

Llanera 

Oviedo 

Sama  de  Langreo . 

Oviedo 

Ribadesella 

Arriondaa 

Inflesto 

Pola  de  Siero.   • . . 

Oviedo 

Arriondas 

Inflesto 

Pola  de  Siero 

Oviedo 

Pola  de  Siero 

Oviedo 

Gijón 


,  Oviedo. 


Gijón. 

Pola  de  Lena. 


PROVINCIA  DE  PALENCIA 


Palencia 

«  ij  «  (Carrión.. 

^^^^ (FrómiaU. 

Carrión FrómIsU. 

Astadilk) FrómisU. 


i    !    I 


Palencia. 


Frómista. 
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PUNTOS 
Dcar  las    en  qne  deben  pernoctar  desde 
"eso*  los  Juzgados  basta 

las  eiiaciones  del  ferrocarril. 


Torqoemada 

Brga..    Aguí  lar  de  Gampóo.. 
Paredes  de  Nava . . . . 


NÚMERO 

de  etapas 

basu  las  ei- 

tacionei    del 

ferroearHl. 


ESTACrÓN 
del  ferrocarril  en  qne  em- 
barcarán la«  eoitdncciones. 


1  ToT  quemada. 

1  Agailar  de  Gampóo. 

1  Paredes  de  Nava. 


PROVINGIA  DE  PONTEVEDRA 


.    Redondela... 

ÍGaldas 
Pontevedra. . 
Redondela. . . 
SPontevedrfi.. 
Redondela . . 
¡Pontevedra.. 
Redondela.. . 
,  Redondela... 
.    Redondela... 


:;1 


.    Ribadavia  (Orense). . . . 

I  Gea  (Orense) | 

{Orense ) 

> 

> 


PROVINGIA  DE  SALAMANGA 


,    Salamanca 

/Gaijaelo , 

.  I  Alba  deTorroes.. 

( Salamanca 

ÍTamames 
Martín  del  Río. . . 
¡Villar  Peralouso , 
Ledesma.» 
Salamanca 


Salamanca ... 

konte.    Gantalapiedra . 


\ 

1 

\  Redondela. 

i 

Ribadavia  (Orense). 

Orense. 

Vigo. 
Tóy. 

> 
> 

1 

1 
s 

(Salamanca. 

2 

Martin  del  Río. 

8 

Salamanca. 

> 
1 
1 

Giadad  Rodrigo. 

Salamanca. 

Gantalapiedra. 

PROVINGIA  DE  SANTANDER 


(  Laredo 

I  Entrambasagaas. 
(Santander 

Laredo 

I  Entrambasagaas. 

Santander 

Entrambasagnac. 
I  Santander 

Santander 


^Santander. 
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y  penados.  Ue  eitadone*  del  fcrrocarr |L    Ubionee   del    «•'••'•n  *»•  conduccionee. 

ferrocarril. 


Torrelavega > 

¡Panes  (Ofiedo). 
8.  Vicenta  de  BarqaerM. 
CabesdndeUSal 
Torrelavega 
OabeaóndeUSal 
Torralatega 

R^DOsa > 

Villacarríedo Reoedo 

8.  Vlceote  de  B^qaer..  |  ^l^-^¿  '*  ^-^■^ 
8.nU»ll. ¡J'.'í'r?»^.?»»^- 


Santander. 


PROVINOIA  DE  SBGOVIA 


;;l 


Segovia > 

(Torégano 

Sepúlfsda {  Carbonero  Mayor 

(SanU  Maria  de  Hieva 
/  Sepúlveda i 

Ri.^  JTarégano [         . 

"*•■• i  Carbonero  Mayor i        * 

( 8anU  María  de  Nieva..  ; 

Cnéllar Coca. 1 

Santa  Biaría  da  Nieva..  »  > 

PROVINCIA  DE  SEVILLA 

Sevilla > 

Mordo > 

Mfyrcbena > 

Osona 9 

Eatepa Osona 

Utrera » 

Sanlúcar  la  Mayor > 

Ecija » 

Cannona > 

Casalla » 

Lora  del  Río > 

PROVINCIA  DE  SORIA 


Í^Almasán 
Soria I  Viliasayas 
(Medinaceli 
Berlapga 
Viliasayas } 
Medinaceli i 

^'-"-*» lSlr.:íi::::::::::( 

Medinaceli > 

\  Taratona  (Zaragosa). . .  i 
( Tadela  (Navarra) ] 


i 


Torrelavega. 

Reinosa. 
Renedo. 

Torrelavega. 
Santander. 

Segovia* 

Ortigosa  de  Pestatto. 


Coca. 

Ortigosa  de  Pestafio. 


Sevilla. 

Morón. 

Marcbena. 

Osona. 

Osona. 

Utrera. 

Sanlúcar  la  Mayor. 

Ecija. 

Cannona. 

Casalla. 

Lora  del  Río. 


!  ■  ) 


Agreda. 


(MedinaceU. 

/ 

JTodela  (Navarra). 
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4e  donde  deben  «rrancar  Iiw  en  qne  deben  pernoctar  desde 
conducciones  de  presos  ios  JnKgados  hasta 

7  penados.  ]as  estaciones  del  ferrooarril. 


MÚMBRO 
de  etapas 
basta  las  es- 
taciones   del 
ferrocarril. 


BSTACIÓN 
del  fefTx>carril  en  que  en- 
barearán  las  conducciones. 


PROVINCIA.  DB  TARRAGONA 


TArmgona > 

Veodrell » 

Reos > 

Tortosa » 

(OherU 

(TortoflA 

Falset Reofl 

VftUt Montbiancb . 

Montblanch > 


GandOBA. 


Tarragona. 

Veodrell. 

Rene. 

JTortoaa. 

Reos. 
{ MontblaDcb. 


PROVINCIA  DE  TERUEL 


Teruel  (hacia  Castellón) ; 


Tnebla  de  Valverde . 

Sarrión 

Viver  (Castellón). . . . 

Segorbe  (id.) 

Nales  (id.).... 

/  Sarrión 

Mora  de  Róblelos )  y^'^'^'i^^^fif  ^°)- ' ' ' 

i  Segorbe  (id.) 


f  Nales  (Castellón). 


Teruel  (hacia  Aragón).. 


(Nales  (id.). 

r  Vil  larq  asmado. , 

,  Villaf ranea  del  Campo.  ^ 

ICalamocha 

I  Daroca  (Zaragoza). 

'  Faentes  de  Giloca  (id.). ' 

lCalatayad(id.).. 

^  Villarquemado.. 

,  Villafranca  del  Campo. 

Albarracín <^'*'"°?5* V 

I  Daroca  (Zaragoza). 

'  Faentes  de  Giloca  (id.). ' 

^Calataynd  (id.).... 

Í  Daroca  (Zarsgoia) 
Fuentes  de  Giloca  (id.). 
CalaUyud  (id.) 

Elíjar Paebla  de  Híjar 


>Calatayad  (ZaragosaX 


.,    ^,  (Hijar. 

^'*^*» (PaebladeHiJar. 


Montalbán . 


Aliaga. 


lOliete. 

{Hijar 

/  Puebla  de  Hijar 

I  Montalbán 
Oliete 
Hijar 
Puebla  de  Hijar 

Calanda 

Castellote ¡  Hijar 

Puebla  de  Hijar 

Gandesa  (Tarragona). 

Talderrobles CherU  (id.) 

Tortosa(id.) 


^Puebla  de  Híjar. 


Tortosa  (Tarragona). 
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dt  doné*  dttbcn  arrascftr  Us 

coadaeciooea  d«  pratoc 


PÜNT08  KÜMBRO  »a«Ao,A»i 

en  que  deben  pernoetar  desde       de  etapaa  ^  ,  ^     «STACION 

loi  Jnsgado*  hmeu  bMU  !••  ee-  í«»  <^»>J««yril  en  qae  em- 

Us  eataelouee  del  ferTucarril.    ueio»re    del  barearán  lae  eendnecionee. 
ferrocarril. 


PROVINCIA   DE  TOLEDO 

Toledo t  >  ToMo. 

Torríjoa »  ».  Torrijoa. 

Escalona Torrijoa 1  Torrijoa. 

Orgai Manianeqoe 1  MansaneqQa. 

N.v.h«rmo.. ¡ToiSd¿:::::::::::::::  |  »  ^.i^ia. 

Illeacas »  >  Illeaeaa. 

Lillo Villacafiaa 1  Villacafiaa. 

MadrJdejos Tembloqae 1  Temblaqoa. 

QaiDtanar Qaero.... 1  Qoero. 

Oeafia >  >  Ocafia. 

Talavera t  >  Talayera. 

Paentedel  Ariobiapo..    Orop«ta 1  Oropeaa. 

PROVIKOIA  DE  VALENOIA 


Valencia > 

yria Valencia 

Obiva Valencia 

ÍBofiol 
Chiva 
Valencia 

Torrente Valencia 

{Villar  del  Araobiapo. . .  ) 
Liria i 
Valencia J 

Villar  ddAr«>bi.po...¡i;2:;;^¿;;;;;;;-;;;;;¡ 

Jáiiva > 

Albaida Játiva 

o-'""-" iíiwír::::::::::.:::t 

«-•^- ¡a"v'í:::::::::::::::! 

Alberiqoe Alcira 

Alcira > 

Carlel Silla 

Sueca > 

Gandía » 

Sagonto > 

Ayora Alinansa(Albacete)... . 


PROVINCIA   DK  VALLADOLID 


^Valencia. 


f  Játiva. 


I  Alcira. 

Silla. 

Soeca. 

Gandía. 

Sagnnto. 

Almanaa  (Albacete), 


Valladolid  (1) i 

Kioeeco Valladolid. 

Valoría  la  Buena Valladolid . 


I  Valladolid. 


(1)    Exiatiendo  ferrocarril  de  vía  estrecha  desde  Rioseco  á  Valladolid,  sería  con- 
veniente ae  otilisase  para  el  objeto. 

La  distancia  de  Pefiaflel  á  Valladolid  resalta  excesiva  para  ana  sola  Jomada^  por 
lo  que  convendría  se  habilitase  la  Cárcel  de  Quintanilla  de  Abajo,  en  donde  en  esta 
caso  se  marcaría  otra  etapa  intermedia.  (Observación  del  Caadro  oficial). 
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-ranear  las    en  que  de))«n  pernoctar  desde       de  etapas  BSTACION 
I  presos                   los  Juzgados  basta             hasta  las  es-  <*•*  ferrocarril  en  que  am- 
ias esUelones  del  ferrocarril,    laolones    del  barearan  las  conducciones 
ferrocarril. 


( Tadela  de  Daéro 

(Vftlladoüd 

apo....                      t 
,  ( Tordesillat 


I  Medina  del  Campo. .,,) 

Medina  del  Campo. . . . 

Medina  del  Campo. . . . 


Villada  (Falencia) 1 

PROVINCIA  DE  VIZCAYA 


Bilbao. 
Bilbao. 


Valladolid. 


>  Medina  del  Campo. 


Nava  del  Rey. 
Villada  (Falencia). 


^  Bilbao. 
Darango. 


PROVINCIA  DE  ZAMORA 


IMombaey 
Otero  de  Bodaa. 

""••••  jTabara 

(Zamora *,, 

¡Ricobayp 
Zamora 

.„^         { Pereraela 

■«^••••Zamora 


ÍCaatronaevo 
Toro 

ÍCastronoevo 
Toro 

Castronnfio  (Valladolid) 


^  Zamora. 


Toro. 


Caatronafio(ValIad."<l) 


PROVINCIA  DE  ZARAGOZA 


{Eacatrón 
Híjar 
Puebla  de  Hfjar.. 
.    Fuentes  de  Ebro. 


Zaragoza. 

Puebla  de  Híjar. 

Fuentea  de  Ebro. 
Pina. 


icciones  que  desde  Bilbao  se  dirigen  al  Penal  de  Santofia,  marcharán 
linarias,  haciendo  la  primera  etapa  en  Castro  Urdíales,  la  segunda 
Santofia  la  tercera. 

ril  de  vía  estret^ha  desde  Dnrango  á  Bilbao,  que  debe  aprovecharte. 
i  Cuadro  o6dal). 


Digitized  by 


Google 


'■■w^^^ 


EXA 


—  885  — 


EXP 


JUZGADOS  PUNTOS 

de  donde  d«b«n  «rrancac  Ua  tn  qoe  d«b«n  p«raoet«rdMd« 

condoeelone*  de  preaoa  los  Jnsfiidoe  liMt^ 

7  penados.  las  cstaelones  del  ftrrrocarrll. 


MX7MBRO 
de   eiapAs 
liasU  1m  m- 
taclones   d«l 
ferrooarrtl. 


B8TAGI6N 
del  ferrocarril  en  qoe  em- 
baí carán  las  condaeoionee. 


(Tarazona. 

(Tadela  (Navarra) 

Tarasooa. Tadela  (id.) 

í>-- • iSr-C^d*.^"^ 

Calaiay  od 1 

Almania  Dofia  Godina 


Borja. 


Egea. 


80a. 


Riela.. 
(Tanate. 
7  Gallar.. 

ISádava. 
Egea. . . 
Tanate. 
Gallar.. 


:! 

a I 

/ 


-.1 


I  Tadela  (Navarra). 
jCalaUyad. 
Riela. 


Ateca. 


^Gallar. 


Ateca. 


EYAI^IÓN    DE    IfEMAOOS    ¥    PKE- 

SOsi.-'Traiamoa  de  eata  materia  en  Fa- 
gas de  peMadOB  j  presoi. 


EXH0BT08,  MAMÜAMISNTOS  T 
SUPLICATORIOS.  -  Véaae  Código  de 
foaticia  mi liUr,  arta.  188  A  898,  paga.  682 
y  688,  temo  I;  Ley  de  Enjoiciamiento 
«ríminal,  artículoa  183  á  196,  pAgtnaa  137 
y  188  de  etie  tomo;  Ley  de  Enjuiciamien- 
to militar  de  Marina,  artículoa  64  á  69, 
pAginaa  886  y  286  de  este  miamo  tomo. 


EXÍMENES.— Los  exámenes  para  in 
greao  en  el  Cuerpo  de  Penalea  y  para 
paaar  de  Ayudante  primero  á  Administra- 
dor, ae  rigen  por  el  Real  decreto  de  16 
de  Marco  de  1891,  inserto  en  el  primer 
tomo,  páginas  922  á  980.  De  loa  exames 
de  ingreso  trata  el  art.  6.**,  y  de  loa  de 
ascenso  de  Ayudantes  primeroa  á  Admi- 
nistradorea,  loa  arta.  11  A  18  del  mismo 
Decreto.  Para  los  exámenes  de  ingreso 
no  existen  programaa.  Para  los  de  Ayu- 
dantes primeros  rigen  los  aprobadoa  por 
Real  orden  de  28  de  Agosto  de  1891 «  pa- 
bticadoa  en  la  Gaceta  de  80  del  mismo 
roes  é  insertos  en  laa  cubiertat  náina.  18, 
19  y  20  de  eate  Diocionario.  (Vóaae  ade 
n^ás  Comentario  al  artículo  Cuerpo  de 

Írlslojies,  especialmente  laa  páginas  946 
960),  é  Ingreso  en  el  Cnerpo  de  Pri- 
sloaest  Oposlelones  y  Tribunales. 


EXCEDENCIAS.— También  las  exce- 
dencias  ae  rigen  por  el  citado  Real  decre- 
to  de  16  üe  Mario  de  1691,  artículoa  29, 
80  y  81,  A  los  que  nos  remitimos,  así 
como  al  correapondíente  comentario,  pá- 
ginas 960  y  961. 


EXPEDIENTES  ADMINISTBATI- 
YOS  Y  GUBERNATIYOS.— De  loa  expe 
dientes  administrativoa  y  gubernativoa 
que  ae  tramitan  por  el  Miniaterio  de  Gra- 
cia y  Joaticia.  ae  trata  en  el  articulo  Mi- 
nisterio de  (h'aeia  y  Justicia.  La  incoa- 
ción, tramitación  y  reaolnción  de  expe- 
dientea  gubernativoa  á  los  funcionarioa 
de  Priaiones,  laa  regulan  el  Real  decreto 
de  16  de  Marao  de  1891,  artículo  88  y  si 
gnientes;  Real  orden  de  29  y  Circular 
de  80  del  miamo  mes  y  afio,  que  pueden 
verae  en  el  tomo  primero,  páginaa  928 
á  982.  (Véase  ademáe  Comeníano  á  Cuer- 
po de  Prisiones,  páginaa  961  y  962). 


EXPEDIENTES  DE  RECLUSOS.-EI 

conjunto  de  docomentoa  relativoa  á  nn 
preso  ó  penado  recibe  el  nombre  de  ex- 
pediente. 

Haata  1 886  no  se  trató  de  eate  aannto 
de  una  manera  concreta  y  detallada.  En 
la  Ordenanza  de  Preaidioa  y  en  algunas 
disposiciones  posteriores,  sólo  se  habla 
de  hojaa  histórico* penalea  y  de  teatimo- 
nio  de  aenteiraia.  Pero  en  la  práctica 
siempre  han  llevado  y  ae  llevan  hoy  un 
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expediento  para  cada  reclaao  en  loa  Ea- 
Ubiecimientoa  penalea. 

La  Inatracción  para  laa  Oárcelea  de 
Aodiencia  de  25  de  Octabre  de  1886,  pre- 
ceptúa qae  ae  lleven  en  laa  referidaa  Car- 
celea  y  con  todo  detalle  explica  la  forma 
en  que  ban  de  llevarae  y  loa  documentoa 
qae  ban  de  conatitniríea. 

Circular  de  7  de  Junio  de  1838  previnien- 
do que  en  laa  hojas  hi$tórÍoo-penalf8  de 
los  presidiarios  se  exprese  el  nombre  del 
Escribano  que  autorizó  el  testimonio  de 
eofidena. 

{Dirección  general  de  Presidios).  cEt 
8r.  Regente  de  la  Audiencia  de  Seviíla 
ba  bechü  preaento  á  esta  Dirección  ge- 
neral de  mi  cargo  en  diferentea  ocaaío- 
neét  el  ímprobo  trabajo  qae  ofrece  para 
huacar  laa  caaaaa  de  loa  confinadoa  ao- 
bre  que  la  Dirección  le  pide  informe,  el 
carecer  laa  bojaa  de  condena  nnldaa  á  loa 
expedientea  qae  ae  le  remiten,  del  nom- 
bre del  Eacríbano  que  autorizó  la  origi* 
nal,  caya  omisión  imposibilita  por  últi- 
mo el  hallarlaa  deapnés  de  exquisitas  é 
inútilea  diligenciaa.  Convencida  la  Direc- 
ción de  laa  poderoaaa  razonea  en  que 
apoya  aa  justa  reclamación  el  expresado 
Sr.  Regento,  y  de  que  laa  dificultadea 
qne  en  este  aaunto  ban  ocurrido  en  aquel 
Tribunal  deben  aer  eomonea  á  todoa  loa 
del  Reino;  y  deseoso  de  remover  cuantoa 
obatáculoa  ae  opongan  á  la  pronta  termi- 
nación de  loa  expedientea,  no  menoa  qae 
de  facilitar  á  loa  Tribunalea  el  hallazgo 
de  las  causas,  ha  resuelto  que  en  todoa 
loa  extractoa  de  con<lena  que  con  cual- 
quier motivo  ae  remitan  á  la  Dirección, 
ae  cuide  muy  particularmente  de  expre- 
aar,  ademáa  del  Tribunal  que  impuao  la 
aentencia  á  loa  confinadoa,  el  nombre  del 
Escribano  que  autorizó  el  testimonio  de 
condena  original  con  qne  aquellos  fueron 
remitidos  á  presidio;  y  qne  para  facilitar 
el  cumplimiento  de  esta  determinación  á 
aquelloa  Establecimientos  penales  qne 
no  sean  los  del  primer  ingreso  del  rema- 
tado cuyo  expediente  se  instruya,  se  ex- 
prese la  miama  circunstancia  en  las  bo- 
jaa de  viciaitudea  qne  acompañen  á  loa 
confinados  en  ana  traslaciones  de  unos 
Presidios  á  otros,  reclamándola  asimismo 
á  los  establecimientos  de  qne  respectiva- 
mente proceden,  con  respecto  á  aquellos 
individuos  que  en  el  día  ae  hallan  en 
eato  caao,  cuando  por  cualquier  motivo 
deban  dirigirae  sus  hojaa  de  condena  á 
eata  Dirección  general. 


Lo  que  comunica  á  V.  la  DirecciónT 
para  au  inteligencia  y  cumplimiento  en 
la  parto  qne  le  toca.  Dioa,  eto.  Madrid  7 
de  Janio  de  1888.  El  Director,  Oenón  Ár- 
wcro.— Sr >  -  (C.  L.  de  P.,  tomo  L  pá- 
gina 167). 

Circular  de  13  de  Febrero  de  1846  man 
dando  que  se  redacten  etm  sumo  cuidado 
las  hojas  histórico  penales  y  que  en  ellas 
se  exfnesen  con  claridad  y  precisión  los 
particulares  que  refiere, 

'  ( Dirección  general  de  Presidios),  tIJno 
de  loa  traba joa  en  que  máa  eamero,  de- 
tonció'n  y  exactitud  deben  emplear  laa 
Mayorías  de  Joa  Establecimientoa  preai- 
dialea,  ea  indudablemento  el  déla  forma- 
ción de  las  hojas  histórico-penalea  de  loa 
confinados.  La  menor  equivocación  que 
en  ellaa  se  cuineta,  aa'í  en  loa  nombres 
como  en  laa  fechaa  de  laa  notificacionea 
y  demás  viciaitudea,  puede  aer  para  ea- 
tos  desgraciadua  de  lá  mayor  tranacen- 
dencia,  dando  margen  á  dudaa  y  entor- 
pecimientoa  que  retraaen  el  día;  por  ellos 
tan  deseado,  de  volver  al  seno  de  sus  fa- 
miliaa.  Deber  ea  de  esta  Dirección  evitar 
por  todoa  loa  medios  que  etUén  á  sus  al- 
cancea  que  pueda  llegar  nanea  extremo 
tanto  máa  doloroao  cuanto  qae  ea  alto- 
mente  injusto,  y  á  este  fin  encargo  á 
V.  8.  moy  particularmento,  que  así  en  ia 
formación  de  diohaa  hojaa  como  en  las 
reUcionea  quincenalea  de  viciaitudea,  ae 
ponga  aumu  eamero  en  la  exactitud  da 
los  nombres  y  apellidoa  de  loe  confina- 
doa y  de  todas  las  demás  aefiaa  partica- 
larea  que  deben  acreultor  au  identidad; 
que  se  exprese  siempre  terminantémento 
el  Tribunal  aentenciador,  el  delito  que  ha 
dado  origen  á  la  causa  y  las  fechas  de  la 
sentoncia,  notificación  de  ésta,  ingreao 
en  el  presidio,  y  las  de  todaa  las  restan- 
tes vicisitudes,  como  traslaciones,  deser- 
ciones, recargoa  y  demás  que  *  puedan 
ocurrir  á  los  penados.  La  Dirección  ea- 
pera  que  V.  8.  empleará  todo  au  celo 
para  que  eatas  disposiciones  tongan  el 
debido  cunipliinient«»  y  ae  observe  en  di- 
chas hojas  mayor  exactitud  que  la  que 
hasta  ahora  se  ha  notado  en  las  de  ma* 
chos  Establecimientos  presidíales. 

Dioa,  etc.  Madrid  18  Febrero  de  1846. 
El  Director  general,  Diego  Maríinez  de  Ul 
Eosa. -Stíñor  Ct»mandante  del  Preeidio 
de »  (C.  L,  de  P.,  1. 1,  paga.  82í  y  828). 
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Ciremiar  de  31  de  Diciembre  de  1845  man- 
dando que  cuatido  9e  reclame  wm  líoja 
hiatáric<hpeHal  te  remita  fechada  yfir 

(Direedán  general  de  Prendió»),  cSiem- 
l»re  qoe  esta  Dirección  general  reclame 
«le  V.  aliroua  hoja  biatórioo- penal  de  in- 
di vidao  que  ae  encuentre  en  ese  Eatable 
cimiento,  deberá  V.  remitirla  con  fecha 
y  firma  qae  la  antorice,  para  que  pueda 
obrar  oficialmente  loa  efectoa  que  haya 
log»r. 

DIm,  etc.  Madrid  31  Diciembre  1846. 
£1  Director  general,  Diego  Martínez  de  la 
Rooa,  —  8r.  Comandante  del  Freaidio 
de »  -(C.  L.  de  R,  1. 1,  pág.  847). 

dreular  de  19  de  Octubre  de  1858,  previ- 
niendo  que  »e  exprese  en  la$  hojas  hietó 
rico^penalee  el  Juzgado  que  inetruvó  la 
eauoa:  la  Audiencia  que  la  terminó  y  el 
JSkeribano  que  notifica  la  sentencia, 

{Direedán  general  de  Establecimientos 
penales).  «£ata  Dilección  general  ha 
acordado  prevenir  á  V.  qne  deade  eata 
fecha  se  expreae  en  laa  hojas  histórico- 
penales  de  los  confinados  y  corrigendoé 
el  Jugado  de  primera  instancia  por  el 
caal  ee  les  inatrnyó  la  cauaa,  ademáa  de 
la  Audiencia  qne  conoció  de  ella  y  Escri- 
banía que  notificó  la  aentencia,  como  eatá 
prevenido;  cnyaa  circunatanciaa  tendrán 
todas  laa  hojaa  de  loa  penadoaeziatentes 
en  ese  Establecimiento,  y  las  que  se  re- 
mitan á  los  Tribunales  sentenciadores  y 
demás  dependencias  del  Estado. 

Dios,  etc.  Madrid  19  Octubre  1868.— 
El  Director,  Joaquín  Ehcario.^Qr.  Oo- 

inandante  del  Presidio   de » — (C  L, 

de  P.,  i.  II.  página  897). 

Instruecián  de  25  de  Octubre  de  1886 
para  el  servicio  de  las  Cárceles  de  Au- 
diencia, 

(Trata  esta  Instrucción  de  los  expe- 
dientes personaos  de  los  recíñeos  en  ao 
artícnlo  19,  número  IV,  al  ocoparae  de 
laa  obligaciones  del  Subdirector;  tomo  I, 
página  266,  y  art.  88,  pág.  269  del  miamo 
tomo,  al  diaponer  Ja  organisación  de  la 
oficina  de  Subdirección  ó  8a bjef atura,  y 
loa  docnmentoa  que  han  de  I  le  varae,  cu- 
yos modeloa  se  injertan  aegnidamente  á 
la  referida  luatrucción  ) 


GojiBMTAaio.  —  Como  queda  expuesto 
al  principio  de  este  artículo,  y  como  pue- 
de verse  en  las  disposiciones  y  en  las  re- 
ferencias que  hacemos  á  la  Instrucción  de 
Cárceles,  haata  1886  no  ae  establecieron 
con  carácter  oficial  y  preceptivo  loa  ex- 
pedientfa  peraonalea  de  los  penados. 
Pero  ronio  también  hemoa  indicado, 
aiempre  loa  hubo  en  los  Establecimien- 
tos preaidialea. 

Y  ea  que  deade  la  fecha  en  que  ae  pen- 
só organizar  los  servicios  penitenciarios, 
desde  que  se  redactó  y  promulgó  la  Or- 
denansa  de  1884,  debió  eentirae  la  nece- 
sidad de  los  expedientes  que  tratamos; 
respondiendo  á  tal  necesidad  se  estable- 
cieron, y  por  costumbre,  desde  entonces 
sin  interrupción  practicada,  han  aido  au- 
torizados, haata  que  la  mencionada  lua- 
trucción de  1886,  aceptando  como  bueno 
lo  que  se  hacía  en  los  Penales,  lo  copió 
en  sos  artículoa  y  lo  dio  carácter  oficial 
y  obligatorio. 

En  an  forma  y  en  la  eaencia  de  au  con- 
tenido, en  todoa  loa  Preeldios  son  iguales 
los  expedientes  personalea  de  los  pena- 
dos. Pero  varían  en  algunos  detalles,  ver-  • 
bigracia,  en  laa  notas  que  los  Jefes  con- 
signan en  lahojahiatórico-penal  que  air- 
ve  de  cabeza  y  portada  al  expediente, 
puea  en  unoa  ae  extienden  con  separa- 
ción y  cada  una  ae  antoriaa  con  la  firma 
del  Adminiatrador  y  el  V.®  B.®  del  Di- 
rector; y  en  otros  se  escriben  seguidas 
las  notas  menciona<laa,  ain  firma  y  aiu 
viaar. 

Deade  que  ae  publicó  la  Iiiatracción 
citada,  ae  llevan  tanibién  expedientes  en 
las  Cárceles  de  Audiencia  y  correcciona- 
lea,  aunque  no  en  todaa  ni  de  un  modo 
uniforme.  Mas  como  sus  preceptos  sólo 
se  refieren  á  dichas  Cárceles,  las  de  par- 
tido quedan  excluidas,  y  ai  en  alguna  ae 
practica  el  aervicio,  no  ea  porque  ae  halle 
impueato  de  una  manera  preceptiva,  eino 
por  celo  de  los  Jefes  y  por  conveniencia 
para  llevar  mejor  laa  ofici*iaa. 

La  Ley  de  Prisiones  (1)  de  26  de  Julio 
de  1849,  al  tratar  de  loa  Alcaidea  (boy 
Jefes)  de  laa  Cárceles,  y  al  ocuparse  de 
laa  oficiuías,  dispone  en  su  art.  16  que  se 
inserten  en  el  libro  correspondiente  los 
mandamientos  judiciales  ó  sentencias 
condenatoriaa  de  loa  individuos  que  en 
el  Establecimiento  ingreaen.  Demuestra 
tal  precepto  el  desconocimiento  comple- 
to del  régimen  interior  de  las  Prisiones, 


(1)    Tomo  I,  págs.  256  á  269. 
LseisLAOióv  rsvÁL  t  db  PaisioNss  —  Tomo  II  22 
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porqae  á  mái  de  «er  completamente  in- 
necesaria «a  aplicación  en  la  mayor  par- 
te de  las  Cárceles,  en  las  qae  la  pobla- 
ción reclusa  es  algo  crecida,  aparece  sn 
complimiento  imposible. 

Innecesaria,  de  todo  ponto  innecesa- 
ria, es  la  inserción  en  el  registro  de  los 
mandamientos  de  prisión  y  de  las  sen- 
tencias condenatorias,  porqae  estos  do- 
cumentos se  remiten  originales  á  las  Cár- 
celes, y  teniéndolos  el  Directoró  Jefe  en 
su  oficina,  no  se  explica  para  qué  ba  de 
copiarlos  en  el  libro  de  registro  ni  en 
otro  algnno. 

Es  de  imposible  realisación  tal  precep- 
to en  la  mayoría  de  las  Cárceles,  porque 
necesita  largo  tiempo  y  no  peqoefio  tra- 
bajo, que  ni  aquél  se  aviene  con  la  rapi- 
dez que  el  servicio  exige,  ni  éste  puede 
ejecutarse  con  el  escaso  personal. asigna 
do  á  las  Cárceles,  pero  especialmente  á 
las  oficinas. 

ün  ejemplo  aclarará  más  la  cuestión. 

Supongamos  que  se  trata  de  la  Cárcel 
de  Madrid,  que,  no  obstante  llamarse 
Modelo,  y  sejr  por  su  extensión  y  su  es- 
tructura, por  sn  sistema  celular  y  su  com- 
plicado régimen,  por  el  crecido  número 
de  reclusos  que  encierra  y  por  otras  cir- 
cunstancias impropias  de  este  lugar»  el 
primer  Establecimiento  de  su  clase,  en  la 
organización  y  oficial  funcionamiento,  ee 
igual  á  las  de  Soria,  Teruel,  etc.;  supon- 
gamos, repetimos,  que  se  trata  de  esta 
Prisión  Celular.  Pues  bien;  en  ella  ingre 
san  de  20  á  30  reclusos  cada  veinticuatro 
horas»  detenidos  nnos,  presos  otros,  con- 
denados varios,  á  arresto  gobernativo  és- 
tos, á  arresto  menor  ó  municipal  aqué- 
llos, á  prisión  correccional  los  otros.  Tal 
ocurre  ordinariamente^  Pero  las  conduc- 
ciones celulares,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
cuando  de  las  Prisiones  del  Norte  llegan 
masas  de  penados  con  destino  á  los  Pre- 
sidios del  Mediodía  ó  reciprocamente; 
cuando  ocurre  lo  mismo  de  las  del  Este 
al  Oeste,  ó  al  contrario,  se  da  el  caso  de 
ingresar  en  la  Cárcel,  durante  una  noche, 
80,  90,  100  y  más  individuos  transeún- 
tes, y  es  muy  general  que  haya  40, 
60  ó  60  ingresos  extraordinarios,  cosa 
normal  en  días  de  conducción,  que,  su- 
mados á  los  ordinarios,  arrojan  un  con- 
tingente de  individuos  tan  crecido  en  nú- 
mero como  complejo  en  su  condición  ó 
circunstancias  legales.  Pues  bien:  á  cada 
uno  de  tales  individuos  aeompafia  el 
mandamiento  de  detención  ó  prisión,  la 
orden  gubernativa  en  que  su  arresto  se 
decreta,  el   testimonio  de  sentencia  en 


que  la  pena  y  demás  detalles  se  consig- 
nan. Y  para  cumplir  el  precepto,  de  la 
ley,  sería  preciso  insertar  en  el  libro 
mencionado  todos  estos  documentos. 

Añadirse  debe,  que,  á  la  vez  que  in- 
gresa tal  número  de  individuos,  sale  otro 
aproximadamente  igual.  .  Y  si  es  preciso 
consignar  las  filiaciones  de  los  que  son 
alta,  y  para  cumplir  la  ley  copiar  los  do- 
cumentos citados,  preciso  es  también, 
para  evitar  las  graves  responsabilidades 
que  estas  funciones  entrafian,  hacer  con 
detenimiento  tas  identificaciones  de  los 
que  v«n  á  ser  baja  en  el  Establecimiento 
para  evitar  la  sustitución  de  un  condena- 
do á  cadena,  por  ejemplo,  por  otro  que 
sufre  pena  de  arresto  menor.  Y  teniendo 
en  cuenta  todo  esto,  ¿habrá  quien  racio- 
nalmente pueda  exigir  que  se  inserten 
tales  y  tan  numerosos  documentos? 

Desde  luego  se  ve  que  es  materialmen- 
te imposible,  no  ya  con  el  corto  número 
de  empleados  (dos  ó  cuando  más  tres) 
que  á  las  filiaciones  pueden  destinarse — 
porque  no  permiten  otra  cosa  las  actuales 
plantillas— sino  que  tampoco  podría  ha- 
cerse con  una  sección  de  copibtas,  por 
muy  nutrida  que  fuese,  porque  como  el 
trabajo  habría  que  practicarlo  en  pocas 
horas  y  en  reducido  local,  los  unos  ae  ea 
tor harían  á  los  otros. 

Pero  aun  en  el  caso  qoe  fuera  posible 
tal  imposibilidad,  ¿qué  se  lograría  con 
tan  penosa  tarea?  Nada;  porque  el  resol- 
tado sería  tener  una  documentación  da- 
plicada;  los  documentos  originales  qoe 
los  Juzgados,  audiencias  y  Autoridadea 
gubernativas  remiten,  y  las  copias  que  se 
hicieran  en  el  libro. 

Tales  consecuencias  se  sacan  de  deter- 
minados preceptos.  Y  como  el  de  que  se 
trata  se  halla  en  una  ley  consignado,  ana 
efectos  se  extienden  y  el  mal  se  agranda; 
porque  ea  los  Decretos  y  reglamentos  se 
copia,  y  al  reproducir  el  precepto  se  en 
Sancha  y  se  hace  más  intensa  su  acción 
perturbadora. 

Como  lo  imposible  no  es  dable  qoe  se 
realice  en  la  práctica,  lo  mandado  en  este 
punto  no  se  hace  y  queda  incumplido  el 
artículo  legal  é  incumplidos  quedan  tam- 
bién los  que  de  él  se  derivan.  Pero  jun- 
tamente con  la  falta  de  cumplimiento  de 
la  ley  y  de  las  disposiciones  que  dima- 
nan de  ella,  y  aparejada  á  tal  falta,  va  la 
inquietud  del  funcionario  por  tal  incum» 
plímiento,  y  sobre  él  pesa  la  amenaza 
y  los  efectos  de  una  inspección  legal  y 
reglamentarista,  aferrada  á  la  letra  del 
mandato,  que  puede  tener  el  mismo  dea- 
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«ODodmiento  del  •eiricio  qae  «I  qira  lo 
preceptoó,  y,  por  lo  menos,  moleaUr  al 
<]ae  no  coropíe  preeeptoe  impraotieablee, 
«anqae  llene  sa  deber  en  cnanto  ee  po- 
sible en  lo  hnmano. 

No  deUllamoe  loe  do^^amentoe  qne  de- 
ben formar  cada  expediente,  porque  en- 
tendemoa  qne  beata  la  simple  lectiira  del 
«rt.  SS  de  la  Instrncción  qne  citamos,  pa- 
ra formarse  exacto  jaicio  de  lo  qne  son 
y  para  comensarlos  y  seguirlos  como  allí 
•e  precepttia. 

Gomo  resumen  y  síntesis  del  comen- 
tario, diremoe: 

Que  en  todas  las  Prisiones  (Penales, 
Cárceles  de  Audiencia,  correccionales,  de 
partido  y  Depósitos  municipales),  ya 
pertenesoan  á  la  Jurisdicción  civil,  ya  co- 
rrespondan al  fuero  de  Querrá  ó  al  de 
Marina,  debe  llevarse  un  expediente 
personal  para  cada  recluso. 

Que  este  expediente  debe  contener  la 
boja  bistórico- penal  o  bistórico-procesal, 
según  el  carácter  legal  del  recluso  qne 
le  motive. 

Que  á  la  boJa  histórico- penal  ó  bistó- 
rico-procesal deben  seguir  unidos  (cosi- 
dos para  evitar  extravíos)  por  ord«n  cro- 
nológico, los  documentos  que  se  vayan 
recibiendo. 

Que  en  las  referidas  hojas,  después  de 
\%  filiación  y  demás  requisitos  que  exige 
el  art.  8$  de  la  Instrucción  que  queda 
citada,  debe  extenderse  una  nota  por 
cada  documento  que  se  reciba  (manda- 
miento de  prisión  ó  de  ratificación,  testi- 
monio de  condena,  orden  ó  oficio  de 
Autoridad  judicial,  gubernativa  ó  Centro 
administrativo),  y  por  cada  vie%9itud  que 
al  recluso  afecte  (premio,  castigo,  vacu 
nación,  entrega  de  prendas  de  vestir,  et- 
cétera). 

Que  estas  notas  han  de  consistir  en  el 
extracto  de  los  documentos,  haciendo  re- 
ferencia al  folio  que  cada  uno  lleve  por 
orden  correlativo  en  el  expediente,  ó  un 
resumen  sintético  de  la  c vicisitud». 

Que  cada  una  de  tales  notas  debe  lle- 
var su  correspondiente  fecha  y  ser  auto 
risada  por  el  funcionario  qne  tenga  á  su 
cargo  la  oficina  y  la  documentación,  y 
Tissda  por  el  Director  o  Jefe  del  Estable- 
cimiento. 

Que  por  ser  innecesaria  é  imposible  á 
la  ves,  9n  la  mayoría  de  los  caaos,  la  in- 
serción de  los  documentos  de  que  habla- 
mos, en  los  libros  de  las  oficinas,  deben 
derogarse  los  preceptos  que  tal  cosa 
mandan. 
Así  resoltará  el  servicio  uniforme  en 


todos  los  EsUblecimIentos,  factible,  ar- 
mónico, expedito  y  de  resoltados  prás- 
tioos. 


EXPLOSIYOS.— Para  reprimir  los  crí- 
menes cometidos  por  medio  de  explosi- 
vos se  ha  establecido  una  penalidad  es- 
pecial. He  aquí  la  ley  que  trata  de  la 
materia: 

Ley  de  10  de  Julio  de  1894,  e$tableoienéo 
la  penalidad  para  lo§  atentado§,  em- 
pleando 8U9tancia§  ó  aparaioi  exploté- 
po$  y  para  $u  fabricación  y  venta,^ 
Oon$piración  para  oometer  e$te  delito. 

(Orada  y  Juitieia),  Don  Alfonso  XIII, 
etcétera.  Las  Cortes  han  decretado  y  Nos 
sancionado  lo  siguiente: 

c Artículo  l.o  Kl  que  atentare  contra 
las  personas  ó  causare  dafio  en  las  cosss, 
empleando  para  ello  sustancias  ó  apara- 
tos explosivos,  será  castigado: 

Primero.  Con  la  pena  de  cadena  per- 
petua á  muerte,  si  por  consecuencia  de  la 
explosión  resultare  alguna  peraona  moer 
ta  ó  lesionada. 

Con  la  misma  pena  si  se  verificase  la 
explosión  en  edificio  público,  lugar  habi- 
tado ó  donde  hubiere  riesgo  para  las  per- 
sonas y  reaultare  dafio  en  las  cosas. 

Segundo.  Con  la  de  cadena  temporal 
en  su  grado  máximo  á  muerte  si  se  veri- 
ficase la  explosión  en  edificio  público,  lo- 
gar habitado  ó  donde  hubiere  riesgo  para 
las  personas,  aunque  no  resultaredafio  en 
las  cosas. 

Tercero.  Con  la  de  cadena  temporal 
en  los  demás  casos  si  la  explosión  se  ve- 
rifica. 

Art.  2.0  £1  que  colocare  sustancias  ó 
aparatos  explosivos  en  cualquier  sitio  pú- 
blico ó  de  propiedad  particular  para  aten- 
tar contra  las  personas  ó  causar  dafio  en 
las  cosas,  será  esstigado  con  la  pena  de 
presidio  mayor  en  su  grado  máximo  á  ca- 
dena temporal  en  su  grado  medio  si  la 
exploaión  no  se  verificsse. 

£1  que  empleare  sustancias  ó  aparatos 
explosivos  para  producir  alarma,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  mayor 
si  la  explosión  se  verifica,  y  con  la  de 
presidio  correccional  en  su  grado  medio 
á  la  de  presidio  mayor  en  su  grado  mínl 
mo,  si  la  explosión  no  tuviere  lugar. 

Las  penas  del  presente  artículo  serán 
aplicadas  á  los  hechos  en  él  comprendi- 
dos, á  menos  que  el  resultado  de  los  mif- 
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moa  esté  castigado  con  otras  mayores  en 
el  Código  penal. 

Art.  S.^  £1  qne  tenga,  fabriqae,  faci- 
lite ó  venda  eastancias  ó  aparatos  expío- 
alvos,  será  castigado: 

Primero.  Con  la  pena  de  presidio  co- 
rreccional á  presidio  mayor,  cuando  des- 
tinase ó  supiese  qne  se  destinan  las  sus- 
tancias ó  aparatos  explosivos  á  la  ejecu- 
ción de  los  delitos  castigado*  en  esta 
ley. 

Segando.  Gon  la  pena  de  presidio  co- 
rreccional á  presidio  mayor  en  su  grado 
iiiinirao,  cnando  existieran  motivos  ra- 
cionales para  afirmar  que  el  tenedor,  fa- 
bricante ó  vendedor  de  sustancias  ó  apa- 
ratos explosivos  sospechaba  qne  habrían 
de  ser  empleados  en  la  ejecución  de  los 
referidos  delitos. 

Tercero.  Con  la  pena  de  arresto  ma- 
yor, ai  hubiera  cometido  únicamente  la 
infracción  de  los  reglamentos  relativos  á 
la  fabricación ,  tenencia  y  venta  de  las 
•estancias  ó  aparatos  explosivos. 

£n  la  aplicación  de  las  penas  de  este 
artículo,  procederán  los  Tribunales,  se- 
gún sn  prudente  arbitrio,  dentro  de  los 
limites  de  cada  una,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias del  caso. 

Lo  dispuesto  en  el  núm.  1.^  de  este  ar- 
tícnlo  tendrá  lugar  cuando  los  actos  eje- 
catados  por  el  cnlpable  constituyan  ade 
máa  delitos  castigados  con  mayor  pena 
en  esta  ley  ó  en  el  Código  penal. 

Art.  4.0  La  conspiración  para  cometer 
coalqniera  de  los  delitos  comprendidos 
en  esta  ley,  será  castigada  con  la  pena 
inferior  en  dos  grados  á  la  sefialada  al 
delito  más  grave  de  los  que  se  tratare  de 
cometer. 

La  proposición  encaminada  al  mismo 
fin,  se  castigará  con  la  misma  pena  infe- 
rior en  tres  gradoa  á  la  correspondiente 
al  más  grave  de  los  delitos  qne  fueren 
objeto  de  la  proposición. 

Art.  6.*  £1  que  amenazase  con  cansar 
elgún  mal  de  los  previstos  en  el  art.  l.o 
de  esta  ley,  annqne  la  amenaza  no  sea 
condicional,  será  castigado  con  la  penn 
inferior  en  dos  graden  á  la  sefialada  en 
dicho  artículo  para  el  delito  respectivo. 

Art.  6.0  £1  que  aun  frin  inducir  direc- 
tamente á  otros  á  ejecutar  cualquiera  de 
los  delitos  enumeradoa  en  los  artícblos 
anteriores,  provocase  de  palabra,  por  es- 
crito, por  la  imprenta,  el  grabado  ú  otro 
medio  de  publicación  á  la  perpetración 
de  dichos  delitos,  incnrrirá  en  la  pena 
sefialada  á  los  autores  respectivos  si  á  la 
provocación  hubiera  seguido  Is  perpetra- 


ción, 7  en  la  inferior  en  nn  grado  cuando 
no  se  realizare  el  delito. 

Art.  7.*  La  apología  de  los  delitos  ó 
de  los  delincuentes  penados  por  esta 
ley,  será  castigada  con  presidio  correc- 
cional. 

Art  8.0  Las  asociaciones  en  qne  de 
cualquier  forma  ae  facilite  la  comisión  de 
los  delitos  comprendidos  en  esta  ley,  se 
reputarán  ilícitaa  y  serán  disueltas,  apli- 
cándoles, en  cuanto  á  sn  suspensión,  lo 
dispuesto  en  la  Ley  de  Asociaciones,  sin 
perjnicio  de  las  penas  en  qne  incurran 
los  individuos  de  las  mismas  asociacio- 
nes por  los  delitos  que  respectivamente 
hubieran  cometido. 

Art.  9  o  Corresponde  al  Tribunal  del 
Jurado  el  conocimiento  de  las  causas  qne 
se  instruyan  por  cualquiera  de  los  delitos 
á  que  se  refiere  esta  ley. 

Art.  10.  £n  la  instrucción  de  dichas 
causas,  los  Jueces  respectivos  practica- 
rán con  urgencia  todas  las  actuaciones, 
omitiendo  las  que  no  fueren  precisas  pa- 
ra determinar  las  circunstancias  del  deli- 
to y  la  responsabilidad  de  los  culpables, 
y  emplearán  lus  procedimientos  más  rá- 
pidos para  hacer  constar,  cnando  fuere 
necesario  á  dicho  objeto,  la  edad  ó  iden- 
tidad de  los  presuntos  culpables. 

Cuando  sean  varios  los  procesados,  el 
Jues  instrnctor  podrá  acordar  la  forma- 
ción de  las  piezas  separadas  que  estime 
conveniente  y  activar  los  procedimien- 
tes,  á  fin  de  que  no  se  dilute  el  castigo  de 
los  qne  resulten  confesos  y  convictos. 

Los  Tribunales  superiores  corregirán 
severamente  á  los  responsables  de  las 
dilaciones  injustificadas  que  observen  en 
la  instrucción  de  los  sumarios. 

Art.  II.  Terminado  el  sumario  por  el 
Juez  instrnctor,  lo  remitirá  á  la  Andien- 
cia,  con  un  emplazamiento  de  las' partes 
por  término  de  cinco  días. 

Llegados  los  Hutos  á  la  Andiencia,  ésta, 
en  el  término  de  tercero  día^  confirmará 
el  auto  de  terminación  del  sumario,  ó 
mandará,  »i  lo  estima  indispensable, 
practicar  las  diligencias  qne,  solicita<las 
por  las  partes  acusadoras,  hubiesen  sido 
denegadas  por  el  Juez. 

Confirmado  el.  auto  de  terminación  del 
sumario,  se  comunicará  inmediatamente 
por  tres  días  al  Fiscal,  y  después,  por 
'  igual  plazo,  al  acusador  privado,  si,  en 
raso  de  haberlo,  hubiere  comparecido. 
Uno  y  otro  solicitarán  por  escrito  el  so- 
breseí miento,  la  inhibición  ó  la  apertura 
del  juicio.  £n  este  último  caso  formula- 
rán las  conclusiones  provisionales  y  ar- 


Digitized  by 


Google 


EXP 


—  341  — 


EXT 


¡ciilarán  hit  prnebaa  de  qae  íntenteu  va- 
erse. 

Ln  Aadieueía  acordará  el  sobreseí- 
Diento  ó  la  inhibición  en  los  casos  en 
lae  la  ley  impone  estas  resolociones,  ó 
lecretará  la  apertura  del  juicio  en  los 

81  el  acosado  ó  los  acusados  no  nom- 
braaen  defensor,  se  hará  la  designación 
Je  oficio,  en  cuyo  caso  las  defensas  ten- 
drán In^r  bajo  una  sola  dirección,  si  no 
fuesen  incompatibles. 

La  Aadíeacia  dispondrá  que  se  pon- 
i$mn  loa  antos  de  manifiesto  en  la  Secre- 
taría A  loa  distintos  defensores  para  su 
inatracción  en  el  plazo  que  señale,  y  que 
oo  deberá  exceder  de  diez  días  comunes 
para  todos. 

Si  el  defensor  ó  defensores  se  excusa- 
ren de  aaistir  al  juicio  por  cualquier  cau- 
sa qne  el  Tribunal  no  estime  debidamen- 
te jnatificada  ^  se  nombrará  defensor  de 
oficio. 

Art.  13.  Inmediatamente  que  la  cau- 
sa ae  halle  en  estado  de  ser  sometida  al 
Jurado,  el  Tribunal  dispondrá  lo  conve- 
niente para  que,  de  conformidad  con  lo 
prevenido  en  el  párrafo  tercero  del  ar- 
ticolo  48  de  la  Ley  del  Jurado,  se  reúna 
desde  Inego  ^1  correspondiente  al  parti- 
do de  donde  proceda  la  causa,  aun  cuan- 
do DO  se  haya  verificado  el  alarde  gene- 
ral, y  la  vista  de  estas  causas  se  celebra- 
rá con  preferencia  á  las  de  cualquiera 
otraa,  aunque  estuviesen  sefialadas  con 
anterioridad. 

Cnando  se  someta  la  cansa  al  conoci- 
miento de  un  nuevo  Jurado,  deberá  tener 
lugar  el  segundo  juicio  dentro  de  los 
quince  días  siguientes  á  la  terminación 
del  primero. 

Art.  18.  Las  competencias  que  se 
promuevan  con  ocasión  de  las  causas  á 
que  se  refiere  la  presente  ley  entre  Jue- 
cea  7  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria, se  sustanciarán  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  782  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal. 

Art.  14.  El  término  para  preparar  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
será  de  dos  días,  contados  desde  la  pu 
blicación  de  la  sentencia 

En  el  mismo  plazo  se  podrá  interponer 
el  recnrso  por  quebrantamiento  de  forma 
y  anunciar  el  de  infracción  de  ley. 

Dentro  del  término  del  emplazamiento 
se  formalizará  el  recurso  por  infracción 
de  ley,  si  se  hubiere  anunciado  ó  prepa- 
rado. 
Ambos  recursos,  si  se  hubieren  inter- 


puesto, se  sustanciarán  conjuntamente 
en  el  Tribunal  Supremo,  y  los  autos  se 
pondrán  de  manifiesto  á  las  partes  en 
¡os  traslados  que  proceda. 

El  Tribunal  Supremo  sustanciará  y 
resolverá  estos  recursos  con  preferencia 
á  los  demás,  aun  cuando  sea  en  el  perío- 
do de  vacaciones. 

DispoiiioiON  riHAL.  Se  aplicarán  laa 
disposiciones  establecidas  en  el  Código 
penal  y  en  las  leyes  de  Enjuiciamiento 
criminal  y  del  Jurado,  tanto  generales 
como  especiales,  en  todo  lo  que  no  se 
hallen  expresamente  modificadas  por  la 
presente  ley. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Julio  de  1894. 
Yo  LA  Rbina  Rbubntk. — El  Ministro  de 
Qracia  y  Justicia,  Trinitario  Ruiz  y  Cap^ 
dep6n>^(Íaceta  de  11  de  Julio). 


EXTRADICIÓN  DE  CRIMINALES.— 

<  Acción  de  entregar  un  reo  refugiado  en 
país  eztrafio  al  Gobierno  del  suyo,  en 
virtud  de  reclamación  de  éste.» 

Como  la  jurisdicción  de  los  Jueces  y 
Tribunales  de  cada  Estado  no  se  extien- 
de más  allá  de  las  fronteras  de  su  terri- 
torio, no  pueden  perseguir  ni  juzgará 
los  delincuentes  que  se  refugian  en  un 
paíá  extranjero.  Pero  el  castigo  de  los 
grandes  crímenes  es  de  interés  general  y 
público,  y  para  aplicar  á  los  que  en  ellos 
toman  parte  la  correspondiente  sanción 
y  para  hacer  que  la  justicia  no  quede 
burlada  ó  incumplida,  las  leyes  estable- 
cen reglas  especiales  y  las  naciones  han 
celebrado  Convenios  y  establecido  en 
ellos  la  recíproca  persecución  y  entrega 
de  los  reos,  exceptuando  siempre  los  crí- 
menes y  delitos  políticos. 

El  Código  de  Justicia  militar,  en  soa 
arts.  671  á  677  (tomo  I,  pág.  668);  la  I^y 
de  Enjuiciamiento  criminal,  arts.  824 
á  888  (tomo  II,  páginas  194  y  196);  la 
de  Enjuiciamiento  militar  de  Marina,  ar- 
tículos 874  á  380  (tomo  II,  pág.  266),  y  va- 
rías Reales  órdenes,  tratan  de  los  casos 
en  que  procede  la  extradición  y  de  los 
requisitos  que  han  de  llenarse. 

Pero  donde  más  se  concretan  los  deli- 
tos por  los  cuales  la  extradición  procede 
y  el  trámite  que  ha  de  seguirse,  es  en  los 
Convenios  celebrados  por  los  Gobier- 
nos, de  los  que  insertamos  los  uiás  im- 
portantes. 

Espafia  ha  celebrado  Convenios  ó  Tra- 
tados de  extradición  con  los  Estadoa- 
siguientes: 
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Alemania 2  de      Mayo      de  1878. 

AMtría 17  de       Abril       de  1861. 

Bélgica 17  de      Junio      de  1870,  aclarado  en  28  de  Enera 

de  1876. 

Brasil 16de      Marxo      de  1872. 

Gongo  (Estado  independ.  del).     80  de       Julio       de  1896,  que  coroenió  á  regir  en 

27  de  Octubre  del  mis- 
mo afio. 

Dinamarca 12  de     Octubre    de  1889. 

Estados  Unidos 6  de  Enero  de  1877,  modificado  en  7  de  Agos- 
to de  1882. 

Francia 14  de  Diciembre  de  1877. 

Oran  Bretafia  (Inglaterra)....  4  de  Junio  de  1878,  ampliado  en  19  de  Fe- 
brero de  1889. 

Italia 8  de      Junio      de  1868,  adicionado  en  26de  Mayo 

de  1891. 

Luzemborgo  (Gran  Ducado  de)      6  de  Septiembre  de  1879. 

Méjico 17  de  Noviembre  de  1881. 

Monaco 8  de       Abril       del882. 

Países  Bajos 6  de  Mayo  de  1879,  renovado  en  29  de  Octu- 
bre de  1894,  que  em- 
pesó  á  regir  en  l.<*  de 
Mayo  de  1896. 

Portugal 26  de      Junio       de  1867. 

Kepública  Argentina 7  de      Mayo      de  1881. 

ídem     de  Colombia  ......     28  de       Julio       de  1892. 

ídem     Dominicana 14  de     Octubre    de  1874. 

ídem     de  Liberia 12  de  Diciembre  de  1894«  que  empexó  á  regir  en  l.o 

de  Julio  de  1896. 

ídem     del  Salvador 22  de  Noviembre  de  1884. 

ídem     del  Uruguay 28  de  Noviembre  de  1886,  modificado  por  el  de  11 

de  Octubre  de  1896. 

ídem     de  Venezuela 22  de      Enero      de  1894,  que  empeió  á  regir  en  7 

de  Juuú>  de  1896; 

Rusia 1224       Abril       de  1888. 

Suecia  y  Noruega 16  de       Mayo      de  1886. 

Suiza 21  de     Agosto     de  1888. 


ALEMANIA  Y  ESPAÑA 

Convenio  de  $  de  Mayo  de  1878  para  la 
recíproca  extradición  de  malhechore$^ 
celebrado  entre  S.  M,  el  Bey  de  Eapaña 
y  el  Emperador  de  Alemania. 

(Estado),  c Artículo  l.o  Las  altas  par- 
tes contratantes  se  obligan  por  el  pre- 
sente Tratado  á  entregarse  recíproca- 
mente, en  todos  los  casos  que  las  cláusu* 
las  del  mismo  expresan,  los  individuos 
que  por  alguno  de  los  hechos  abajo  enu- 
merados, cometidos  y  punibles  en  el  te- 
rritorio de  la  parte  reclamante,  han  sido, 
como  autores  ó  cómplices,  condenados, 


acusados  ó  sometidos  á  un  procedimien- 
to criminal  y  residan  en  el  territorio  de 
la  otra  parte,  á  saber: 

1.^  Por  homicidio,  asesinato,  envene- 
namiento, parricidio  ó  infanticidio. 

2. o    Por  aborto  voluntario. 

8.0  Por  exposición  de  un  nifio  menor 
<le  siete  afios  ó  su  abandono  premedita- 
do en  estado  tal,  que  le  prive  de  todo, 
recurso. 

4.0  Por  robo,  ocultación,  sustracción, 
supresión,  sustitución  ó  suposición  de  un 
nifio. 

6.0  Por  repto  ó  robo  de  una  persona 
menor  de  edad. 

6.0    Por  la  privación  volantaria  é  ile> 
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gal  de  la  libertad  IndWidoal  de  nna  per- 
sona, cometida  por  an  particular. 

7.0  Por  atentado  contra  la  inTiolabi- 
lidad  del  domicilio  cometido  por  an  par- 
tiealar  j  penado  por  la  legislación  de  am- 
bas partea. 

B.<>  Por  amenasa  de  canear  an  mal 
qoe  ooaatitaya  on  delito  grave. 

9.e  Por  formar  ona  asociación  ilegal 
con  el  propósito  de  atentar  contra  las 
personas  ó  contra  la  propiedad. 

10.  Por  bigamia. 

11.  Por  violación. 

12.  Por  atentadoe  contra  el  pador  con 
violencia  ó  amenssas  en  los  casos  pena- 
dos por  la  legislación  de  ambos  países. 

1 5.  Por  atentados  contra  el  podor  con 
ó  sin  violencia,  ó  amenasas  contra  Jóve- 
nes de  ano  ó  otro  sexo  de  menos  de  ca- 
torce ó  de  doce  afios,  segón  qoe  tengan 
aplicación  al  caso  qoe  se  persigne  las 
disposiciones  penales  qoe  rigen  en  el  te- 
rritorio  de  una  ú  utra  de  las  Purtee  con- 
tratantes, j  por  inducir  á  los  mismos  á 
laejeooción  ó  consentimiento  de  actos 
deshonestos. 

14.  Por  excitación  habitaal  á  la  mala 
vida  en  personas  de  menor  edad  de  ono 
y  otro  sexo. 

16.  Por  golpes,  heridas  ó  malos  tra- 
tos volnntarios  á  una  persona,  cuyas  con- 
secuencias produscan  una  enfermedad  al 
parecer  incurable,  la  inutilidad  perpetua 
para  el  trabajo,  la  pérdida  del  uso  com- 
pleto de  on  miembro  ú  órgano,  ona  mu- 
tilación grave  ó  la  muerte  sin  intención 
de  cansarla. 

16.  Por  robo  y  hurto. 

17.  Por  despojo,  abuso  de  eonflania 
y  exacción  con  violencia  ó  amenasas,  en 
los  casos  en  que  estos  actos  sean  puni- 
bles conforme  á  la  legislación  de  ambas 
Partes  contratantes. 

18.  Por  estafa  ó  engsfio  en  las  cosas 
oeosideradaa  como  crímenes  ó  delitos 
por  la  legislación  de  ambas  Partee  con- 
tratantes. 

10.  Por  bancarrota  fraudulenta  y 
daflo  fraudulento  á  la  masa  del  capital 
de  la  quiebra. 

20.    Por  perjurio. 

11.  Por  falso  testimonio  ó  declaración 
Calsa  de  un  perito  ó  de  un  intérprete,  en 
los  easos  que  estos  hechos  sean  castiga- 
dos por  la  legislación  de  ambos  países. 

22.  Por  soborno  de  testigos,  peritos  ó 
intérpretes. 

15.  Por  falsificación  de  documentos  ó 
de  despachos  telegráficos  cometida  con 
iafesodón  de  fraude  ó  de  perjudicar  á 


otro,  y  por  el  uso  á  sabiendas  de  docu 
mentes  y  despachos  telegráficos  con  in- 
tención de  fraude  ó  de  perjudicar  á  otro. 

24.  Por  deterioro,  deetrocdón  ó  su- 
presión voluntaria  é  ilegal  de  un  docu- 
mento público  ó  privado  cometidos  con 
intención  de  perjudicar  á  otro. 

26.  Por  falsificación  de  troqueles  ó 
puniones,  timbres,  niarcas  ó  sellos  con 
el  objeto  de  emplearlos  como  legítimos, 
y  por  el  uso  á  sabiendas  de  troqueles  ó 
puniones,  timbres,  marcas  ó  sellos  falsi- 
ficados. 

26.  Por  moneda  falsa,  comprendiendo 
la  falsificación  ó  alteración  del  valor  de 
las  monedas  y  dsl  papel  moneda,  y  por 
expender  y  poner  en  circulación  á  aa- 
biendas  moneda  ó  papel  moneda  falsifi- 
cados ó  alterados. 

27.  Por  imitación  ó  falsificación  de 
billetea  de  Banco  ó  de  títulos  de  la  Deu- 
da ú  otros  valores  emitidos  por  el  Estado 
ó  por  Corporaciones,  Sociedades  ó  parti- 
culares, con  la  autorisación  del  instado, 
y  por  expender  y  poner  en  circulación 
tales  billetes  de  Banco,  títulos  de  la  Deu- 
da ó  otros  valoras  imitados  ó  falsifi- 
cados. 

28.  Por  incendio  voluntario. 

29.  Por  malversación  de  caudales  y 
exacción  ilegal  cometidas  por  funciona 
rios  públicos. 

80.  Por  soborno  de  funcionarioa  pú- 
blicos para  qoe  falten  á  los  deberes  de 
su  cargo. 

81.  Por  los  siguientes  delitos  cometi- 
dos por  los  Capitanes  ó  tripulaciones  de 
buques  de  alto  bordo: 

a)  Destrucción  voluntaría  ó  ilegal  de 
un  bnque; 

h)  Eneallamiento  voluntario  de  «n 
buque; 

e)  Resistencia  con  vías  de  hecho  con- 
tra el  Capitán  de  nn  bnque,  si  tal  resis- 
tencia se  efectúa  por  varios  tripulantes 
dsspnés  de  haberse  concertado  con  este 
objeto. 

82.  Por  destrucción  ilegal  y  volunta- 
ria total  ó  parcial,  de  ferrocarriles,  má- 
quinas de  vapor  ó  aparatos  telegráficos; 
por  poner  voluntariamente  obstáculo  á 
la  circulación  de  los  trenes  colocando 
cualquier  objeto  en  la  vía  férrea;  por  le- 
vantar los  carriles  ó  las  traviesas  arran- 
cando agujas,  clavos  ó  tornillos,  y  por 
emplear  cualquier  otro  medio  para  dete- 
ner un  tren  y  hacerlo  descarrilar. 

88.  Por  destrucción  ó  deterioro  vo- 
luntario é  ilegal  de  sepulcros,  monumen- 
tos públicos  ú  objetos  artísticos  expnes- 
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tos  en  Ingarea  públicos,  de  obras  y  edifi- 
cios, de  víveres,  de  mercancías  ú  otras 
propiedades  mnebles,  de  oosecbas,  plan- 
tas de  toda  especie,  árboles  é  ingertos, 
de  aperos  de  labranza,  de  animales  do- 
mésticos ú  otros,  en  los  casos  en  que  es- 
tos hechos  sean  punibles  conso  crímenes 
ó  delitos  en  la  legislación  de  ambos  paí- 
ses contratantes. 

84.  Por  la  ocultación  de  objetos  ad- 
quiridos por  nno  de  los  delitos  que  en 
este  Tratado  se  enumeran,  siempre  que 
este  acto  sea  punible  por  las  leyes  de 
ambos  Estados. 

Aunque  el  crimen  ó  delito  que  motiva 
la  demnnda  de  extra<lición  haya  sido 
cometido  fitera  del  territorio  de  la  parte 
reclanmnte,  se  podrá  acceder  á  dicha  de- 
manda si  las  leyes  del  Estado  á  quien  se 
'dirige  flutoríean  el  castigo  de  tal  crimen 
ó  delito  cometido   fuera  de  su  terri;ori<». 

Art.  2.**  También  podrá  tener  lugar  la 
extradición  por  la  teatativa  de  los  hechos 
enumerados  en  el  art.  1  .o.  al  tal  tentativa 
es  punible  por  las  leyes  de  ambas  par- 
tes contratantes. 

Art.  8.*  Ningán  eapafiol  será  entre- 
gado por  el  Gobierno  eapafiol  á  ninguno 
de  los  Gobiernos  del  Imperio  alemán,  ni 
éstos  entregarán  ningún  alemán  al  Go- 
bierno eapafiol. 

Cuando  el  individuo  cuya  extradición 
se  reolamuí  no-  sea  eapafiol  ni  alemán,  el 
Gobierno  que  debe  concederla  podrá  no* 
tificHr  la  demanda  que  le  ha  aido  dirigida 
al  del  país  á  que  pertenezca  el  individuo 
reclamado;  y  ai  este  Gobierno  pidiere  la 
entrega  del  acusado  para  que  lo  juzguen 
sus  Tribunales,  el  Gobierno  á  quien  se 
haya  dirigido  la  demanda  de  extradición 
podrá,  á  su  arbitrio,  entregarlo  á  uno  ó  á 
otro  de  dichos  Gobiernos. 

Art.  4. o  No  tendrá  lagar  la  extradi- 
ción si  el  individuo  reclamado  por  el  Go- 
bierno eapafiol  ha  sido  peraeguido  ó  en- 
causado y  absuelto,  ó  está  aún  proceaa- 
do,  ó  ha  sido  ya  castigado  en  alguno  de 
los  Estadoa  del  Imperio  alemán,  ó  si  el 
individuo  reclamado  por  On  Gobierno  del 
Imperio  alemán  ha  sido  perseguido  ó  en- 
causado y  absuelto,  ó  se  halla  aún  proce- 
aado,  ó  ha  sido  ya  castigado  en  Eapafia 
por  el  mismo  hecho  criminal  que  sirve 
de  motivo  á  la  demanda  de  extradición. 

Si  la  persona  reclamada  por  el  Gobier- 
no espafiol  se  baila  encausada  en  uno  de 
los  Estados  del  Imperio  alemán,  ó  vice- 
versa, si  la  persona  reclamada  por  nno 
de  los  €k>biemos  del  Imperio  alemán  se 
halla  encausada  en  Espafia  por  otro  cri- 


men ó  delito,  se  suspenderá  la  extradi- 
ción hasta  qae  se  termine  la  causa  y 
haya  sufrido  el  delincuente  la  pena  que 
se  le  imponga. 

Art.  6.^  La  extradición  no  se  sus- 
penderá porque  impida  el  cumplimiento 
de  obligaciones  que  el  individuo  Reclama- 
do haya  contraído  con  particulares,  los 
cuales  podrán  hacer  valer  sus  derechos 
ante  las  autoridades  competentes. 

Art.  6.0  No  aon  aplicables  las  disposi- 
ciones de  este  Tratado  á  los  que  hayan 
cometido  algún  crimen  ó  delito  político. 
La  persona  entregada  por  uno  de  los  crí  • 
menes  ó  delitos  comunes  enumerados 
en  los  arts.  l.o  y  3.**,  no  po<lrá,  por  consi- 
guiente, de  ningún  modo  ser  encausada 
ni  castigada  en  el  paía  al  cual  se  conceda 
su  entrega  por  on  crimen  ó  delito  políti- 
co cometido  antes  de  la  extradición,  ni 
por  un  acto  que  tenga  relación  con  dicho 
crimen  ó  delito  político,  ni  tampoco  por 
un  crimen  ó  delito  que  no  se  halle  pre- 
visto por  el  presente  Tratado,  á  menos 
que  después  de  haber  sido  castigada 
ó  definitivamente  abauelta  del  crimen  ó 
delito  que  motivó  la  extradición,  per- 
manecieae  en  el  país  durante  tres  meses, 
ó,  ausentándose,  regresaae  á  él. 

No  se  considerará  como  delito  político 
ni  como  hecho  conexo  con  tal  delito  el 
atentado  contra  el  Soberano  ó  Jefe  de  un 
Estado  extranjero  ó  contra  los  miembros 
de  su  familia,  cuando  tal  atentado  tenga 
el  carácter  de  homicidio,  asesinato  ó  en- 
venenamiento. 

Art.  7.*  La  extradicién  no  podrá 
concederse  si  hubiese  prescrito  el  delito 
ó  la  pena  según  las  leyes  del  país  en  que 
se  encuentre  el  individuo  reclamado 
cuando  se  pida  su  extradición. 

Art.  8.0  La  extradición  de  las  perso- 
nas acusadas  de  los  crímenes,  ó  delitos 
enumerados  en  los  arts.  l.o  y  2.o  ae  con- 
cederá en  virtud  de  sentencia  condena 
toria  ó  del  auto  cabeza  de  proceao,  ó  de 
elevación  á  plenario,  ó  del  mandamiento 
de  prisiún,  ó  de  cualquier  otro  auto  ó 
providencia  que  tenga  la  misma  fuersa 
que  estos  documentos  é  indique  igual- 
mente la  naturaleza  y  gravedad  de  los 
hechos,  así  como  la  disposición  penal 
que  les  sea  aplicable.  Eatos  documentos 
se  remitirán  originales  ó  en  copia  legali- 
zada, en  la  forma  prescrita  por  las  leyes 
del  Estado  que  solicita  la  extradición. 

Las  demandas  de  extradición  se  diri- 
girán siempre  por  la  vía  diplomática, 
pero  la  correspondencia  y  las  negociacio- 
nes podrán  seguirse,  según  las  circons- 
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tonela»  de  eada  cmo,  entre  el  Gobierno 
eepftfiol  y  el  Ooi>ierno  del  EeUdo  del  Im- 
perio alemán  inieree«do  en  lá  extradi- 
ción. 

-árt*  ^  *  En  caeoe  argéntea,  el  Indivi- 
duo pereegnido  en  virtod  de  ano  de  loe 
erímenee  O  delitoe  ennmeradoa  en  loa  ar- 
tíealoe  !.•  y  2  ^  podrá  aer  detenido  pre- 
TentivAmeate  en  viata  de  ana  comanica- 
ción  o6cial  de  la  aotorídad  competente 
del  Eatado  qoe  reclama  la  extradición. 

La  persona  detenida  en  tales  clrcnna- 
tanciaa,  aera  poeata  en  libertad  ai  en  el 
término  de  doa  meaea,  contadoa  deade  el 
día  de  aa  priaión,  no  se  presentare  la  de* 
manda  de  extradición,  conforme  al  ar- 
Cíenlo  8.<>  del  preaente  Tratado. 

Art.  10.  Todoa  loa  objetos  qae  en  el 
momento  de  la  detención  ae  hallen  en 
poder  de  la  peraona  qoe  haya  de  aer  en- 
tregada, y  sean  cogidos,  serán  remitidos 
al  Gobierno  qne  aoHcite  sn  extradición, 
previa  orden  al  efecto  de  lae  Autorida- 
des del  Estado  en  qne  ae  ha  refugiado. 
Se  remitirán  en  este  caao,  no  aólo  loa  ob- 
jetos qae  hayiin  sido  rt>badoa  o  anatraí- 
dos,  sino  todos  aqaelloa  qoe  puedan  Ber- 
vir  de  proeba  del  crimen  ó  delito  qne  ae 
le  Impute.  Se  reaervan,  ain  embargo,  los 
derechos  de  terceraa  peraonas  á  loa  men- 
oionados  objetos,  y  ain  gaSto  algono  le 
serán  devueltos  después  qoe  el  proceso 
termine. 

Art.  II.  Queda  formalmente  estipu- 
lado que  el  tránaito  por  el  territorio  de 
una  de  laa  Partes  contratantea  de  un  in- 
dividuo que  lia  de  ser  entregado  á  la  otra, 
se  con(!ederá  por  la  simple  presentación 
del  original  ó  de  copia  certificada  de  uno 
de  loa  docnmentoa  judicialea  expresados 
en  el  art.  8.*  del  preaente  Tratado»  aiem- 
pre  qne  el  hecho  criminal  por  el  que  ae  ha 
pedido  la  extradición  ae  halle  compren- 
dido en  el  preaente  Tratado  y  no  le  al 
caneen  las  disposiciones  de  los  arta.  6.o 
y  7.®  del  miamo. 

Art.  12.  Laa  Partes  contratantes  re- 
nuncian á  toda  reclamación  de  gastos 
ocasionadoa  por  el  arresto  y  manuten- 
ción del  individuo  cuya  extradición  ae 
ha  de  llevar  á  efecto,  ó  por  so  condocción 
hasta  la  fronteili.  Laa  dos  Partes  contra- 
tantes consienten  en  pagar  todos  estos 
gaatoa. 

Art.  18.  Coando  para  la  mejor  ins- 
tracción  de  una  caoaa  criminal  por  he- 
chos qae  no  puedan  calificarse  de  crimen 
Ó  delito  político,  coalquiera  de  las  dos 
Partes  contratantea  juzgue  necesario  oir 
las  deelaradoaes  de  testigos  qae  se  ha- 


llen en  el  territorio  de  la  otra  parte,  ó  la 
ejecución  de  coalqoiera  otra  diligencia, 
se  expedirá  al  efecto  on  exhorto,  que  se- 
rá tramitado  por  la  vía  diplomática  y  se 
cumplimentará  con  arreglo  á  las  leyes 
del  país  donde  los  testigos  hayan  de  de- 
clarar ó  deba  practicarae  la  diligencia. 
Podrá  negarse  el  cumplimiento  del  ex- 
horto cuando  é%ie  tenga  por  objeto  un 
acto  que  no  esté  penado  por  laa  leyes 
del  paía  á  quien  se  dirige,  ó  cuando  se 
trate  de  delitos  puramente  fiscales. 

Laa  partes  contratantea  renuncian  á 
toda  reclamación  qne  tenga  por  objeto  el 
abono  de  loa  gastos  que  produces  el 
cumplimiento  del  exhorto,  á  no  aer  qne 
se  trate  de  diligencíaa  de  peritoa  en  ma- 
teria criminal,  comercial  ó  médico  legal, 
y  comprendan  variaa  dietas. 

Art.  14.  Si  en  una  causa  criminal  no 
política  fueae  necesaria  la  comparecen- 
cia personal  de  un  testigo,  el  Gobierno 
del  país  donde  dicho  testigo  resida  le  in- 
vitará á  que  acuda  al  llamamiento  que 
se  le  dirija.  Si  el  teatigo  conaiente,  se  le 
atmharán  los  gaatoa  de  estancia  y  de  via- 
je desde  el  ponto  de  su  residencia,  con- 
forme á  laa  tarifas  y  reglamentos  vigen 
tes  en  el  paía  en  que  deba  prestar  de- 
claración. Las  Autoridades  del  punto  de 
su  residencia  podrán,  á  petición  suya, 
adelantarte  el  todo  ó  parte  de  loa  gastos 
de  viaje,  qoe  deberá  reintegrar  ensegui- 
da el  Gobierno  interesado  en  la  declara- 
ción de  dicho  testigo. 

El  teatigo,  cualquiera  qne  aea  su  na- 
cionalidad, que,  á  consecuencia  de  la  ci- 
tación que  reciba  en  el  país  de  su  resi- 
dencia, comparezca  voluntariamente  an- 
te loa  Jueces  del  otro  paía,  no  podrá  aer 
allí  peraegnido  ni  detenido  por  hechoa  ó 
sentencias  anteriorea,  ni  con  pretexto  de 
complicidad  en  los  hechos  que  motivan 
la  canaa  en  que  figura  como  teatigo. 

Art.  15.  Guando  en  una  causa  crimi- 
nal por  hechoa  no  consideradoa  como 
crimenea  ó  delitoa  políticos  sojuzgue  ne- 
ceaaria  ó  útil  la  presentación  de  compro- 
bantes, pruebas  ú  otros  documentos  que 
se  hallen  en  poder  de  laa  autoridades  del 
otro  paía,  ae  dirigirá  al  efecto  una  de- 
manda por  la  vía  diplomática  y  se  le 
dará  curso,  á  menos  que  á  ello  no  se 
opongan  conaideracionea especiales;  pero 
siempre  con  la  condición  de  devolver  es- 
tos comprobantes  y  documentos. 

Laa  partea  contratantea  renuncian  al 
reembolso  de  los  gastos  á  que  den  lugar 
la  entrega  y  envío  d^ estos  comproban- 
tes y  documentos  hasta  la  frontera. 
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Art.  16.  Las  partes  oootraUntes  se 
obligan  á  notificarse  recíprocamente  to- 
das las  sentencias  qoe  por  crímenes  6 
delitos  de  cualquiera  especie  pronuncien 
los  Tribunales  de  un  país  contra  los  sub- 
ditos del  otro.  Se  hará  esta  notificación 
por  la  vía  diplomática,  remitiendo  ínte- 
gra ó  en  extracto  la  sentencia  definitiva 
al  Gobierno  del  Estado  á  que  perteneaoa 
la  persona  sentenciada. 

Art.  17.  Todas  las  disposiciones  del 
'presente  Tratado  serán  aplicables  á  las 
posesiones  españolas  de  Ultramar,  en  la 
inteligencia  de  que,  en  el  caso  previsto 
en  el  último  párrafo  del  art.  9.o,  el  plaso 
séh'á  de  tres  meses  en  vei  de  dos. 

Art.  18.  El  presente  Tratado  empe- 
lará á  regir  diez  días  después  de  su  pn* 
blicación,  en  la  forma  prescrita  por  la 
legislación  de  las  dos  partes  contratan- 
tes, y  desde  entonces  se  considerarán  de- 
rogados los  Tratados  de  extradición  de 
malhechores  anteriormente  celebrados 
entre  Eepafia  y  los  Estados  del  Imperio 
alemán. 

Cada  una  de  las  partes  contratantes 
podrá  denunciar  el  presente  Tratado, 
pero  seguirá  en  vigor  seis  meses  después 
de  la  fecha  de  la  denuncia. 

Hecho  por  duplicado  en  Berlín  á  2  de 
Mayo  de  1878.~(L.  S.)  El  Conde  de  Be- 
fftomar.— (U  S.)  Von  BüUw.^EBie  Con- 
venio ha  sido  ratificado,  y  las  ratificacio- 
nes canjeadas  en  Berlín  el  26  de  Junio 
<le  1878.>— (6?accí<i  de  23  de  Noviembre). 

Tratado  entre  Alemania  y  España  cele^ 
brado  el  20  de  Julio  de  1894,  amp¿tan- 
do  el  consular  (1)  de  22  de  Febrero 
de  1870,  en  lo  concerniente  á  de$ertore$. 

[Estado),  •Cancillef'ia.  —  Por  cambio 
de  notas  en  Madrid  el  día  20  de  Julio 
de  lb94  entre  el  Excmo.  6r.  Ministro  de 
Estado  y  el  Excmo.  Sr.  Embajador  de 
Alemania,  en  nombre  y  representación 
de  su  Gobierno,  se  ha  convenido  entre 
Espafia  y  Alemania^  que  la  disposición 
del  art.  16  del  Convenio  consular  firma- 
do con  la  Alemania  del  Norte  en  22  de 
Febrero  de  1870  y  hecho  extensivo  al 
Imperio  Alemán  en  12  de  Enero  de  1872, 
que  establece  la  mutua  entrega  entre  las 
dos  altas  partes  contratantes  de  los  de- 
sertores de  la  Marina  mercante,  se  en- 
tienda en  adelante  aplicable  á  los  deser^ 


(1)    No  M  inserta  por  no  estimarls  perti- 
nente á  eata  obra. 


iores  de  la  Marina  de  guerra  de  cualquie- 
ra de  ellas  qoe  se  refugien  en  el  territo- 
rio de  la  otra« 

Las  dos  altas  partes  contratantes  se 
reservan  el  derecho  de  denunciar  este 
Tratado  cuando  lo  estimen  conveniente.» 
[Qáceta  de  11  de  Agosto). 

AUSTRIA  Y  ESPAÑA 

Convenio  de  17  de  Abril  de  1861  entre  Es- 
paña y  Austria  sobre  extradición  de 
malheáMres,  firmado  en  Viena  el  17  de 
A  bril,  ratifieado  por  Austria  en  26  de 
Mayo  y  por  España  en  4  de  Junio  del 
mi$mo  año, 

(Estado),  c Artículo  l.o  Los  Gobier- 
nos de  fispafia  y  de  Austria  se  obligan 
por  el  presente  Convenio  á  entregarse 
recíprocamente,  en  virtud  de  reclama- 
ción dirigida  por  una  de  las  altas  partes 
contratantes  á  la  otra,  y  con  la  ónica  ex- 
cepción de  sus  propios  subditos,  á  todos 
los  individuos  que  se  hayan  refugiado  úm 
Espafia  y  sus  provincias  de  Ultramar  á 
los  Estados  austríacos,  ó  de  los  Estados 
austríacos  á  Espafia  y  sus  provincias  de 
Ultramar  y  se  hallen  encausados  ó  sen- 
tenciados por  uno  de  los  delitos  grates 
enumerados  en  el  art.  2.o  del  mismo 
Convenio. 

La  cuestión  de  nacionalidad  del  indi- 
viduo cuya  extradición  sea  reclamada» 
se  decidirá  con  arreglo  á  las  leyes  del 
Estado  á  quien  esta  rechimación  se  diri- 
giese. 

Art.  2.0  Los  delitos  graves  por  los 
cnales  la  extradición  será  concedida» 
son: 

LO  El  parricidio,  el  asesinato,  el  en- 
venenamiento, el  homicidio,  el  infantl- 
eidio,  el  aborto,  la  violación,  el  estupro, 
el  abuso  deshonesto  consumado  ó  inten- 
tado sin  violencia  en  una  persona  cuya 
edad  diese  á  semejante  abuso  el  carácter 
de  delito  grave,  conforme  á  la  legislación 
del  Estado  que  reclamase  la  extradición; 
'  la  amenasa  de  un  atentado  contra  las 
personas  ó  su  propieda<l,  y  el  encierro  ó 
detención  ilegal  de  personas,  cuando  esta 
amenaza  y  este  encierro  ó  detención 
constituyan  un  delito  grave»  según  las 
leyes  del  mismo  Estado. 

2.0    La  profanación  del  culto. 

8.0    El  incendio  voluntario. 

4.0  El  robo  considerado  como  delito 
grave  en  la  legislación  del  Estado  recla- 
mante, la  asociación  para  un  robo  de 
igual  natnralesa»  el  robo  con  violencia» 
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•I  robo  con  etcaUmiento,  horadamiento 
ó  fraolora  exterior  ó  interior,  la  eztot- 
•ion  de  docamentoe,  la  saatraoción  co* 
metida  por  criado  ó  dependiente  aaala- 
riftdo. 

é.*    La  eatafa. 

6.<>  La  fabricación,  introdocdén  y  ez- 
pendición  de  moneda  falaa  ó  de  inttrn- 
mentoa  qoe  sirvan  para  fabricarla;  la  fal- 
aiflcación  ó  alteración  de  papel  moneda 
y  la  emisión  O  introducción  de  papel  mo- 
neda falsificado  ó  alterado;  la  falaifioa- 
ción  de  loe  pansones  ó  sellos  con  los  ooa* 
lee  se  contrasta  el  oro  y  la  plata;  la  falsi- 
ficación de  los  sellos  del  Estado  y  de 
toda  clase  de  papel  sellado,  aunque  estas 
falsificaciones  se  hayan  efectuado  fuera 
del  país  que  reclama  la  extradición. 

7.9  El  falso  testimonio  y  la  soborna- 
ción de  testigos  sobre  delito  gra¥e«  la 
falaedad  cometida  en  instrumento  póbli- 
o»  ó  privado  y  en  los  de  comerdo,  ez- 
oeptuándose  las  falsedades  á  las  que  la 
legislación  del  Estado  reclamante  no  die- 
se el  carácter  de  delito  grave. 

8.0  Las  sustracciones  que  cometiesen 
depositarios,  constituidos  por  autoridad 
pública,  de  valores  que  por  rasón  de  sn 
eargo  se  hallaren  en  sn  poder. 

t.o    La  quiebra  fraudulenta. 

árt«  S.«  Aunqne  la  extradición  no  se 
concederá  sino  por  los  delitos  comunes 
especificados  en  el  artículo  anterior,  y 
de  ningún  modo  por  delitos  políticos,  no 
obstará  á  la  entrega  de  los  reos  de  deli- 
tos comunes  el  qne  lo  sean  igualmente  de 
delitos  políticos,  pero  en  este  caso  sólo 
podrán  ser  encausados  y  castigados  por 
loe  primeros. 

Art.  4.0  Cuando  el  individuo  recla- 
mado esté  encausado  al  mismo  tiempo 
por  algún  delito  grave  perpetrado  en  el 
país  á  cuyo  Gobierno  se  pidiere  la  eztra- 
dieión,  podrá  éete  suspenderla  hasta  el 
resultado  de  la  instrucción,  y  en  caso  de 
ser  condenado  el  individuo,  habta  que  el 
mismo  individuo  haya  cumplido  su  con- 
dena. 

Art  6.0  La  extradición  podrá  ser  ne- 
gada si  desde  la  perpetración  del  delito, 
deede  el  encansamíento  ó  la  sentencia 
condenatoria  hubiese  transcurrido  el  tér- 
mino de  la  prescripción  de  la  acción  ju- 
dicial, ó  de  la  pena  con  arreglo  á  las  le- 
yes del  país  en  que  el  reo  se  hubiere  re- 
fugiado. 

Art.  t.e  Si  el  individuo  reclamado  no 
fuese  subdito  del  Estado  reclamante,  la 
extradición  podrá  suspenderse  hasta  que 
•1  Gobierno  de  aquél  baya  sido  puesto 


en  el  caso  de  alegar  las  ratones  que 
pneda  tener  para  oponerse  á  la  misma 
eztradiciÓB. 

8in  embargo,  el  Gobierno  á  quien  •• 
dirija  la  reclamación  quedará  libre  de  ne- 
gar la  eztradición  ó  de  "entregar  al  indi- 
viduo reclamado,  ya  sea  al  Gobierno  de 
sn  país  ó  ai  del  país  en  qne  se  haya  eo- 
metido  el  delito  grave. 

Art.  7.<>  La  demanda  de  extradición 
se  hará  siempre  por  la  vía  diplomática, 
y  será  acompafiada  de  una  copia  legali- 
aada  de  la  sentencia  dada  por  el  Juaga- 
do competente  ó  del  auto  de  prisión,  ó 
de  otro  cualquier  documento  de  igual  va- 
lor, expedido  con  arreglo  á  la  legislación 
del  Estado  reclamante,  y  declarando  el 
delito  por  el  cual  se  reclama  la  extradi- 
ción, así  como  la  disposición  penal  qae 
le  es  aplicable. 

Aoompafiarán  también,  á  ser  poeible, 
las  sefias  del  reo  para  facilitar  su  arres- 
to y  acreditar  la  identidad  de  sn  per- 
sona. 

Art.  8.0  Todos  los  papelee  y  efecto* 
robados  qne  se  encuentren  en  poder  del 
individuo  reclamado,  y  todos  los  qne 
sirvan  para  la  comprobación  del  delito, 
serán  entregados  juntamente  con  el  reo, 
así  como,  si  fuera  posible,  los  autos  li- 
brados al  tiempo  de  su  arresto  por  las 
autoridades  del  Estado  á  quien  ae  hicie- 
se la  reclanrMción.  Serán  entregados  tam- 
bién todos  estos  papeles  y  efectos  si  él 
no  los  hubiera  eecondido  ó  depositado 
en  el  país  donde  esté  refugiado  y  fuesen 
hallados  ó  descubiertos  en  lo  sucesivo. 

Art.  9.0  En  caso  de  no  verificarse  la 
eztradición  por  ser  el  encausado  ó  sen- 
tenciado subdito  del  Estado  á  quien  éata 
se  pidiere,  los  papeles  y  efectos  indica- 
dos en  el  artículo  anterior  serán  devuel- 
tos á  sus  dnefios  tan  pronto  como  no 
sean  necesarios  para  la  instrucción  de  la 
causa. 

Art.  10.  Cada  uno  delosdosGobiernoa 
eontratantee  dará  curso  á  las  reclamacio- 
nes que  le  dirija  el  otro  en  asuntos  de 
justicia  criminal  y  que  tengan  por  obje- 
to, ora  la  andiencia  de  testigos  residen- 
tes en  el  territorio  del  Estado  al  que  se 
hiciere  la  reclamación,  ora  un  reconoci- 
miento judicial,  ora  un  informe  de  peri- 
tos ó  la  comprobación  de  loe  hechos, 
cuando  los  Tribunales  del  Estado  recla- 
mante juaguen  necesarias  estas  diligen- 
cias para  la  instrucción  de  un  proceso. 
Dictará  ssimismo  las  disposiciones  opor- 
tunas á  fin  de  que  el  Juagado  en  cuyo 
término  hayan  de  practicarse  semejan 
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tes  diligencias  toDie  las  correspondientes 
declaraciones  é  informes  con  arreglo  á 
las  indicaciones  qae  el  Gobierno  recla- 
mante suministrare  por  la  vía  diplomá- 
tica. 

La  reclamación  irá,  por  conaigniente, 
siempre  acompafiada  de  un  exhorto  del 
Tribunal  competente,  en  el  cual  explíci- 
tamente se  declare  la  diligencia  judicial 
reclamada. 

Loa  documentos  judiciales  que  en  vir- 
tud de  la  misma  reclamación  se  extien 
dan,  serán  remitidos  en  original  al  Go- 
bierno que  la  hiciere,  y  en  ningún  caso 
quedará  éste  obligado  al  pago  de  los 
gastos  originadoR,  así  por  la  expedición 
de  documentos  como  por  las  diligencias 
judiciales  que  hubiere  pedido. 

Art.  II.  Si  para  la  instrucción  de  una 
cansa  criminal  se  juzgare  necesaria  la 
comparecencia  personal  de  un  testigo 
domiciliado  en  otro  Estado,  el  Gobierno 
del  país  áque  dicho  teatigo  perteneciera 
le  exhortará  á  que  se  presente  ante  el 
Juzgado  que  reclamare  au  presencia;  y 
si  consintiere  el  testigo,  se  le  abonarán 
los  gastos  de  viaje  y  estancia  con  arre* 
glo  á  las  tarifas  y  reglamentos  vigentes 
en  el  país  donde  haya  de  prestar  su  de- 
claración. 

Art.  12.  Cuando  en  una  cansa  crimi- 
nal instruida  en  uno  de  los  Estados  con- 
tratantes se  hallare  implicado  un  stübdito 
del  otro,  y  que  en  seguimiento  de  esta 
acción  se  estimara  necesario  carear  dicho 
stibdito  con  un  individuo  ya  examinado 
por  los  Tríbunalea  del  primero,  el  Go- 
bierno á  quien  se  dirigiere  la  reclama- 
ción ctará  curso  á  la  correspondiente  cita- 
ción á  fin  de  que  el  careo  pueda  verifi- 
carse en  el  territorio  del  Estado  recla- 
mante, con  condición,  sin  embargo,  de 
que  después  de  concluido  este  acto  sea 
entregado  otra  vez  á  su  Gobierno  el  in- 
dividuo citado  para  ser  juzgado  por  los 
Tribunales  de  su  país. 

Art.  18.  Los  gastos  ocasionados  por 
el  arresto,  detención,  custodia  y  manu- 
tención de  los  individuos  cuya  extradi- 
ción eatuviere  acordada,  y  loa  gastos  de 
su  conducción  al  punto  donde  se  verifi- 
que la  entrega  serán  sufragados  por 
aquel  de  los  Estados  en  cuyo  territorio 
dichos  individuos  hayan  sido  aprehen- 
didos. 

Art.  14.  Los  Gobiernos  contratantes 
renunciarán  á  cualquier  reclamación  de 
gastos  resultantes  así  de  la  conducción 
y  restitución  á  sus  respectivos  países  de 
los  reos  que  han  de  ser  careados,  como 


del  envío  y  devolución  de  los  objetos  que      ' 
constituyan  las  pruebas  del  delito  y  de 
los  documentos  referentes  á  las  mismas 
providencias. 

Art.  26.  Si  en  el  transcurso  de  tres 
meses,  contados  desde  el  aviso  que  die- 
sen las  autoridades  competentes  de  ha- 
llarse los  reos  á  disposición  del  Gobierno 
reclamante,  y  en  el  transcurso  de  seis 
meses  con  respecto  á  los  reos  existentes 
en  laa  provincias  ultramarinas  de  Espa- 
ña, el  mismo  Gobierno  no  hubiera  hecho 
las  diligencias  neceaarias  para  encargar-  , 

se  de  ellos,  su  extradición  podrá  ser  ne- 
gada y  decretada  su  soltura. 

Para  el  careo  y  entrega  de  los  reos  de- 
signan de  común  acuerdo  los  Gobier- 
nos contratantes,  á  saber:  el  de  S.  M.  Oa* 
tólica  los  puertos  de  Barcelona  y  Valen- 
cia; el  de  S.  M.  Imperial  y  Real  Apostó- 
lica el  puerto  de  Trieste.— Firmado  en 
Viena  á  17  de  Abril  de  1861;  ratificado 
por  Austria  en  16  de  Mayo  y  por  Espafia 
en  4  de  Junio.— (C.  i.,  t.  86,  p.  46). 

BÉLGICA   Y  ESPAÑA 

Convfnio  de  17  de  Junio  de  2670,  para  la 
reciproca  extradición  de  malhechores, 
firmado  en  Bruselas  en  el  mismo  dia  27^ 
y  canjeadas  las  ratificaciones  en  28  de 
Julio  del  miimo  año, 

(Estado).  Artículo  1*  Los  Gobiernos 
espafiol  y  belga  se  obligan  á  entregarse 
recíprocamente  los  individuos  encausa- 
dos, acosados  ó  condenados  como  auto- 
rea  ó  cómplices  de  alguno  de  loa  crime- 
nea  ó  delitos  enumerados  en  el  art.  3.o 
que  aigue,  cometidos  en  el  territorio  de 
uno  de  los  dos  Estados  contratantes,  y 
que  se  hubieren  refugiado  en  el  territo- 
rio del  otro. 

Art.  3.0    Estos  crímenes  y  delitos  son: 

l.o  Parricidio,  infanticidio,  asesinato, 
envenenamiento,  homicidio. 

2.^  Golpes  y  heridas  caneadas  volun 
tariamente,  sea  con  premeditación,  sea 
cuando  resulte  de  ellos  una  dolencia  ó 
incapacidad  permanente  para  el  trabajo 
personal,  la  pérdida  ó  privación  del  uso 
absoluto  de  un  miembro,  de  la  vista  ó  de 
cualquier  otro  órgano,  ó  la  muerte  sin  in- 
tención de  cansarla. 

8.0  Bigamia,  rapto  de  menores,  vio- 
lación ó  estupro,  aborto;  atentado  al  pu- 
dor, cometido  con  violencia;  atentado  al 
pudor»  cometido  sin  violencia  en  la  per- 
sona ó  con  la  ayuda  de  un  nifio  de  uno 
ú  otro  sexo,  menor  de  catorce  afios;  aten- 
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Udo  á  \m  buentt»  cottombrM,  excitando, 
facilitando  ó  favoreciendoi  babitnalmen- 
te,  para  aatisfacer  laa  paaionea  ajenas,  )a 
proatitarión  ó  la  carro  pción  de  meuorea, 
de  ono  ú  otro  aezo. 

4.0  8aatracc¡ón,  ocnllación,  ao'preaión, 
■oatitnción  ó  aapoaicíón,  ezpoaicióo  ó 
abandono  de  nn  nifio. 

6.0    Incendio. 

%fi  Deatmcción  de  conatraccionea, 
máqnínae  de  vapor  ó  aparatoa  telegrá- 
flcoa. 

1.^    Aaoeiación  de  inalbechorea.  robo. 

8.0  Amenaaaa  de  atentado  contra  laa 
peraonaa  ó  laa  propiettadea,  punible  con 
la  pena  de  muerte,  trabajoa  foraadoa  ó 
recloeión. 

9.0  Atentadoaá  la  liberUd  individual 
y  á  la  inviolabilidad  del  domicilio,  come- 
tidoa  por  particnlarea. 

)0.  Falaificación  de  moneda,  com- 
prendiendo  en  eato  la  imitación  y  altera- 
ción de  la  miama;  la  emiaión  y  expendi- 
ción  de  la  moneda  imitada  ó  alterada; 
imitación  ó  falaificación  deefectoa  públi- 
coa  ó  de  billetea  deBancii.de  títoloa  pá- 
blicoa  ó  particnlarea;  emiaión  ó  expendí- 
ción  de  eatoa  efeutoa.billeteaótítuloaimi- 
tadoa  ó  falaificadoa;  falaedad  cometida  en 
eacritoa  ó  en  deapacboa  telegráficoa.  y 
nao  de  eatoa  deapacboa,  efeotoa,  billetee 
ó  títaloa  imiladoa.  fabricadoe  ó  falaiflca* 
doa;  itiiitación  ó  falaiñcarión  de  aelloa, 
iimbrea,  punionea  y  marcaa,  á  excepción 
de  loa  de  particnlarea  ó  comerciantea; 
nao  de  loa  aelloa,  timbrea,  ponionea  y 
marcea  imitadaa  y  falaificadaa,  y  nao  per- 
judicial de  loa  aelloa,  timbrea,  punionea 
y  marcaa  verdaderoa. 

11.  Falao  teatimonio  y  declaracionea 
falaaa  de  peritoa  ó  de  intérpretea;  aobor- 
no  de  teatigoa,  de  peritoa  ó  de  intér- 
pretea. 

13.  Juramento  falao. 

18.  Otncnaíón  y  malveraación,  come- 
tidaa  por  fnnrionarioa  públicoa  y  aebor- 
no  de  dichoa  fnncionarioa. 

14.  Bancarrota  frandiilenta  y  fraude* 
cometidoa  en  laa  quiebraa. 

16.  Eataffl,  abuso  de  confianaa  (apro- 
piación indebida  y  engafio). 

1^  Abandono  de  nn  boque  ó  barco 
de  comercio  ó  ile  peaca  por  parte  del  Ca- 
pitán, fuera  de  loa  casoa  previatoa  en  la 
ley  de  uno  y  otro  paía. 

17.  Apreaamiento  de  un  buque  por 
loa  marineroB  ó  paaajeroa,  empleando 
fraude  ó  violencia  con  el  Capitán. 

18.  Ocultación  de  objetoa  obtenidoa 
por  medio  de  ono  de  loa  críraenea  ó  de- 


litoa  previatoa  por  el  preaente  Convenio. 

La  extradición  podrá  también  ser  con- 
cedida por  la  tentativa  de  dicboa  críma- 
nea  ó  deiitoa ,  cuando  aea  punible  por  la 
legialación  de  loa  doa  paiaea  contratantea. 

Arta.  8.<>  á   19.    (Concoerdan  anatan 
olalmente  con  loa  arta.  8.o  al  16  del  Con^ 
venio  celebrado  con  Alemania  en  I  de 
Mayo  de  1878,  inaerto  en  la  pág.  844). 

Art.  20.  £1  preaente  Convenio  no  em* 
peaará  á  regir  aino  diea  díaa  deapuéa  de 
an  publicación  en  la  forma  previata  por 
laa  leyea  de  loa  doa  paiaea. 

Queda  ajnatado  por  cinco  afioa,  á  oon- 
tar  deade  el  día  del  canje  de  laa  ratifica- 
(ionea.  £n  el  caao  de  que,  9^19  meaea  an- 
tea de  eapirar  dicho  periodo,  no  haya 
maniftf atado  ninguno  de  loa  doa  Gk>bter- 
noa  au  intención  de  hacer  ceaar  aua  efec- 
toa,  permanecerá  obligatorio  por  otroa 
cinco  afioa,  y  aai  auoeaivamente  de  cinof» 
eh  cinco  afioa.  £o  fe  de  lo  cual  loa  doa 
plenipotenciarioa,  etc. —(C.  £,  t.  104, 
pág.  406). 

Declaración  convenida  entre  Bélgica  y  E^ 
paña  en  28  de  Enero  de  1876  relativa 
al  art.  J9.o  del  preimerto  Convenio  de  17 
de  Jwnio  de  1870. 

(Eitado).     c Articulo  l.o  £1  imiívi- 

dúo  peraegoido  por  uno  de  loa  becboa 
previatoa  en  el  art.  2.o  del  Convenio  de 
17  de  Junio  de  1870  podrá  aer  entregado 
en  viata  de  la  presentación  de  un  man- 
damiento de  prisión,  arreato  ó  de  cual- 
quier otro  documento  que  tenga  la  mia- 
ma fueraa,  expedido  por  la  Autoridad 
extranjera  competente,  con  tal  que  eatoa 
docomentoa  contengan  la  indicación  pre 
ciea  del  hecho  por  el  cual  ae  han  expe- 
dido. 

Art.  3.0  Cuando  el  crimen  ó  el  delito 
que  da  lugar  á  la  demanda  de  extradi- 
ción ae  haya  cometido  fuera  del  territo- 
rio de  la  parte  reclamante,  ae  podrá  acce- 
der á  eata  demanda  aiempre  que  laa  le- 
yea  del  paia  á  quien  ae  reclama  autoricen 
en  este  caao  la  peraecución  de  loa  mia- 
moa  hechoa  cometidoa  fuera  de  au  te- 
rritorio.» 

DINAMARCA  Y  ESPAÑA 

Tratado  de  extradición  de  malhechoree  en- 
tre Dinamarca  y  Eepaña^  hecho  en  Co- 
penhague á  12  de  Oiiubre  de  1889. 

(Sitado).  Artículo  l.o  Laa  altaa  par- 
tea contratantea  ae  comprometen  á  en- 
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iregarte  recíprocamente,  conforme  á  las 
reglas  determinadae  á  continaación,  y 
ton  exención  de  eiia  nadonalee,  á  loe  in- 
dividuos sentenciados  ó  procesados  como 
«atores  ó  cómplices  de  algnna  de  las  in- 
fracciones qae  se  enumeran  á  continua- 
ciÓTit  cometidas  en  el  territorio  de  la 
parte  reclamante  y  penables  á  la  ves 
«onforme  á  la  legislación  de  los  dos  paí- 
ses contratantes,  á  saber: 

1.0  Asesinato,  comprendiéndose  en 
él  infanticidio,  parricidio  y  envenena- 
miento, homicidio. 

2.0    Aborto  volnntario. 

8.0  Exposición  de  un  nifio  menor  de 
siete  años,  ó  su  abandono  premeditado, 
en  estado  tal  que  le  prive  de  todo  re- 
corso. 

4.0  £1  robo,  la  ocultación,  sustrac- 
ción, supresión,  sustitución  ó  suposición 
de  un  niño. 

6.0    £1  rapto  de  un  menor. 

6.0  Privación  voluntaria  é  ilegal  de  la 
libertad  individual  de  una  persona,  co- 
metida por  un  particular. 

7.0  Atentado  contra  la  libertad  indi- 
vidual cometido  con  violencia  ó  amena- 
sas  para  obligar  á  alguno  á  hacer  ó  á  de- 
Jar  de  hacer  alguna  cosa  ó  á  abstenerse 
de  ella. 

8.0    Bigamia. 

i^.o    Violación. 

10.  Atentado  contra  el  pudor,  come- 
tido con  violencia  ó  amenazas. 

11.  Atentado  contra  el  pudor,  come- 
tido con  ó  sin  violencia  ó  amenasas  en  la 
persona  de  un  nifio  de  uno  ú  otro  sexo» 
menor  de  doce  afios  en  Dinamarca  y  de 
catorce  en  España,  ó  inducir  á  un  nifio 
de  estas  edades  á  cometer  ó  á  sufrir  ac- 
tos que  ultrajan  al  pudor. 

12.  Excitación  habitual  al  libertinaje 
de  menores  de  edad  de  uno  ó  otro  sexo. 

18.  Golpes  dados  ó  heridas  causadas 
,  voluntariamente  á  una  persona  que  ha- 
yan tenido  por  consecuencia  una  enfer- 
medad al  parecer  incurable,  ó  nna  inca- 
pacidad permanente  para  el  trabajo,  ó  la 
pérdida  de  uso  completo  de  un  órgano, 
una  mutilación  grave  ó  la  muerte  sin  in- 
tención de  causarla. 

14.  Rapifia  ó  extorsión. 

15.  Robo  cometido  sin  violencia  ni 
amenaza,  y  robo  cometido  con  violencia 
y  amenaza, 

16.  Estafa,  sustracción  ó  cualquier 
otro  abuso  de  confianza. 

17.  Quiebra  fraudulenta  y  fraudes  en 
las  quiebras. 

18.  Perjurio  ó  falso  testimonio. 


19.  Falsa  declaración  de  un  perito  ó 
de  un  intérprete,  soborno  de  un  testigo, 
perito  ó  intérprete. 

30.  Falsificación  en  escritura  ó  en 
despachos  telegráficos,  hecha  con  inten- 
ción fraudulenta  ó  con  fin  de  causar 
dafio,  así  como  el  uso  de  títulos  ó  despa- 
chos telegráficos  falsos  ó  jfalsificados» 
hecho  con  conocimiento  y  con  intención 
fraudulenta  ó  con  el  fin  de  causar  dafio. 

21.  Destrucción,  deterioro  ó  supresión 
voluntaria  é  ilegal  de  un  título  público  ó 
privado  cometidas  con  objeto  de  perjudi- 
car á  un  tercero. 

22.  Reproducción  fraudulenta  ó  falsi- 
ficación de  timbres,  punzones,  marcas  ó 
sellos  del  Estado  ó  de  nna  autoridad  pá- 
blica,  con  el  fin  de  usarlos  como  legíti- 
mos, y  el  uso  hecho  con  conocimiento  de 
dichos  timbres,  punzones,  marcas  ó  se 
líos  reproducidos  fraudulentamente  ó 
falsificados. 

28.  La  falsificación  de  moneda  falsa, 
comprendiéndose  la  falsificación  y  la  al- 
teración de  monedas  y  de  papel- moneda; 
emisión,  y  el  hecho  de  poner  en  circula- 
ción A  sabiendas  monedas  ó  papel-mone- 
da falsificados. 

24.  La  reproducción  fraudulenta  y 
falsificación  de  billetes  de  Banco  y  otros 
títulos  de  obligaciones,  y  cualesquiera 
efectos  emitidos  por  el  Estado  ó  con  ao- 
torización  del  Estado  por  Corporaciones, 
Sociedades  ó  particulares,  así  como  la 
emisión  y  el  hecho  de  poner  en  circo 
lación  con  conocimiento  de  ello  dichos 
billetes  de  Banco,  títulos  de  obligaciones 
ú  otros  efectos  reproducidos  fraudulenta- 
mente ó  falsificados. 

26.    Incendio  voluntario. 

26.  Malversación  de  caudales  y  con- 
cusión por  parte  de  funcionarios  pú- 
blicos. 

27 .  Corrupción  de  funcionarios  públi- 
cos, con  objeto  de  inducirlos  á  faltar  á 
los  deberes  de  su  cargo. 

28  Las  infracciones  siguientes,  come- 
tidas á  bordo  de  un  buque  por  el  Capitán 
ó  la  tripulación: 

Destrucción  voluntaria  é  ilegal  de  un 
buque. 

Encallamiento  voluntario  é  ilegal  de  un 
buque. 

Resistencia  con  violencia  y  vías  de  he- 
cho contra  el  Capitán,  si  la  resistencia  se 
efectúa  por  varios  tripulantes  puestos  de 
acuerdo  con  este  objeto. 

29.  Destrucción  voluntaria  é  ilícita, 
total  ó  parcial,  de  canales,  exclusas  ó 
constrneciones  hidráulicas  análogas,  de 
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cftminos  de  hierro  ó  de  «parttoi  telegrá- 
flooe;  el  hecho  volantario  de  poner  obe- 
táculofl  á  Im  Ubre  círoolación  de  loe  tre- 
nes en  nn  camino  de  hierro,  colocando 
en  Im  vie  ooalqnier  objeto  ó  levantando 
loe  carrilee  ó  lae  travieeae,  arrancando 
agn|aa  6  tomilloa  ó  empleando  coalqaier 
otro  medio  capai  de  detener  on  tren  ó  de 
hacerle  descarrilar. 

SO.  Destrneción  ó  deterioro  volante- 
rio  é  ilegal  de  sepiilcroe,  monamentos  fú- 
nebres ó  monamentos  públicos. 

81.  Ocultación  de  objetoe  adquiridos 
por  medio  de  ana  de  las  infracciones  pre- 
vistas en  este  Tratado. 

Podrá  también  efeotnarse  la  extradi- 
ción por  la  tentativa  de  los  delitos  ante- 
riormente enomerados,  siempre  qne  esta 
tentativa  sea  penable*  según  las  leyes  de 
las  altas  partes  contratantes. 

Sin  embargo,  coando  la  infracción  qne 
motive  la  demanda  de  extradición  haya 
eido  eoeaetida  fuera  del  territorio  de  la 
parte  reclamante,  se  le  podrá  dar  curso, 
siempre  que  la  legislación  del  país  al  qne 
se  dirige  la  demanda  autorice  en  igual 
caso  la  instrucción  del  proceso  por  he- 
choe  análogoe  cometidos  fuera  de  su  te- 
rritorio. 

Art.  2.0  En  vista  de  las  disposiciones 
del  párrsfo  sexto  del  Código  penal  dina- 
marqués, Dinamarca  se  reserva  además 
la  facultad  de  no  entregar  á  loe  extranje- 
ros residentes  y  domiciliados  en  el  país, 
á  menos  que  la  demanda  de  extradición 
se  refiera  á  un  hecho  cometido  en  el  ex- 
tranjero antea  de  su  llegada  á  Dinamar- 
ca, y  que  la  demanda  sea  presentada  an- 
tee de  transcurrir  dos  afios  cnmplidos 
desde  qne  se  domicNió  el  extranjero  en 
dicho  Reino. 

Art.  S.o  Si  el  individuo  reclamado  no 
es  eepafiol  ni  dinamarqués,  el  Gobierno 
á  que  se  pida  la  extradición  podrá  dar 
cuenta  de  esta  demanda  al  Gobierno  á 
que  pertenesca  el  procesado;  y  si  este 
Gobierno  lo  reclama  á  su  vez  para  que  lo 
juaguen  sus  Tribunales,  el  Gobierno  al 
que  se  haya  dirigido  la  demanda  de  ex- 
tradición podrá,  á  su  elección,  entregarle 
al  uno  ó  al  otro  Gobierno. 

Art.  4.*  No  se  efectuará  la  extradi- 
ción si  la  persona  reclamada  por  el  Go- 
bierno dinamarqués  ha  eido  procesada  y 
absuelta,  ó  se  halla  aún  procesada,  ó  ha 
sido  ya  castigada  en  Espafia,  ó  si  la  per- 
sona reclamada  por  el  Gobierno  eepafiol 
ha  sido  procesada  y  absuelta.  ó  se  halla 
aún  proceaada,  ó  ha  sido  ya  castigada 
en   Dinamarca  por  la  misma  infracción 


que  motivó  la  demanda  de  extradición. 

Cuando  la  persona  reclamada  por  el 
Gobierno  dinamarqués  se  halle  proceea- 
da  en  Espafia,  ó  la  persona  reclamada 
por  el  Gobierno  eepafiol  se  encuentre 
procesada  en  Dinamarca  con  motivo  de 
otra  infracción,  se  diferirá  su  extradición 
hasta  que  termine  el  procedimiento  y 
cumpla  la  pena  qne  pueda  imponérsele. 

Art.  6.0  Si  un  individuo  reclamado  ha 
contraído  obligaciones  con  particularee  y 
en  extradición  le  impide  cumplirlas,  será, 
sin  embargo,  entregado,  y  quedará  libre 
la  parte  perjudicada  de  reclamar  sus  de- 
rechos ante  la  autoridad  competente. 

Art.  6.0  No  podrá  efectuarse  la  extra 
dición  si  después  de  la  exposición  de  he- 
chos imputados  al  individuo  que  se  re 
clama,  de  la  última  providencia  del  pro- 
cedimiento judicial  O  de  la  subsiguiente 
condena,  hubiera  prescrito  la  acción  ó  la 
pena,  según  las  leyes  del  país  en  que 
aquél  se  encuentre  cuando  se  pida  su  ex- 
tradición. 

Art.  7.0  £1  indi  viduo  cuya  extradición 
sea  decretada  no  podrá  ser  ni  perseguido 
ni  castigado  por  otro  delito  que  por 
aquel  qne  haya  motivado  la  extradición, 
como  no  sea  con  sn  consentimiento  ex- 
preso y  voluntario,  que  deberá  ser  comu- 
nicado al  Gobierno  qne  lo  entregne,  ó  á 
menoe  que  después  de  haber  sufrido  la 
pena  ó  haber  sido  absuelto  del  crimen  ó 
delito  que  motivó  la  referida  extradición 
haya  permanecido  en  el  país  un  mes  des 
pues,  ó  haya  vuelto  de  nuevo. 

Art.  8.0  La  extradición  se  pedirá  por 
la  vía  diplomática,  y  no  se  concederá  sino 
mediante  la  presentación,  en  original  ó 
en  copla  certificada,  ya  de  una  sentencia 
condenatoria,  ya  de  una  providencia  de 
procesamiento  ó  instrucción  de  causa 
criminal  con  auto  de  prisión  expedido  en 
la  forma  prescrita  por  la  legislación  del 
país  que  presenta  la  demanda,  indicando 
exactamente  la  infracción  de  que  se  tra- 
ta, asi  como  la  disposición  penal  que  le 
ee  aplicable.  A  la  demanda  de  extradi- 
ción acompafiarán,  si  es  posible,  las  se- 
fias  personales  del  individuo  reclamado. 
Art.  9.0  En  caso  de  urgencia,  y  espe- 
cialmente cuando  se  tema  una  evasión, 
podrá  pedirse  y  obtenerse  la  detención 
del  individuo  sentenciado  ó  procesado 
por  la  vía  más  corta,  y  aun  por  telégrafo, 
fundándola  en  una  sentencia  condenato- 
ria ó  en  una  providencia  de  procesamien- 
to ó  en  nn  aulo  de  prisión,  con  tal  de 
que  en  el  término  de  seis  semanas  des- 
pués de  verificada  la  detención  se  pre- 
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•ente  el  docainento  qae  ha  servido  de 
base  á  la  demanda  de  extradición. 

Art.  10.  Todos  los  objetos  que  se  eq- 
cnentren  en  poder  del  individuo  reclama- 
do al  detenerle  serán  entregados  al  Es- 
tado reclamante  al  mismo  tiempo  que  se 
verifique  la  extradición,  y  esta  entrega 
•e  hará  extensiva  no  sólo  á  los  objetos 
adquiridos  de  una  manera  ilícita,  sino 
también  á  todos  los  que  pueden  servir  de 
prueba  de  la  infracción. 

Se  reservan,  sin  embargo,  los  derechos 
que  una  tercera  persona  haja  podido  ad- 
quirir sobre  los  objetos  mencionados,  los 
cuales  deberán  en  este  caso  serle  resti 
tnídos  sin  gastos  después  de  la  termina- 
ción del  proceso. 

Art.  11.  Las  partes  contratantes  re- 
nuncian á  pedir  el  reintegro  de  los  gas- 
tos que  se  ocasionen  con  motivo  de  la  de- 
tención ó  la  manutención  del  individuo 
cuya  extradición  se  haya  entablado,  ó  de 
•n  transporte,  asi  como  por  la  conduc- 
ción de  los  objetos  mencionados  en  el  ar- 
ticulo 9.0  hasta  el  puerto  de  embarque  ó 
hasta  la  frontera  del  país  que  haya  con- 
cedido la  extradición.  Uno  y  otro  con- 
sienten en  sufragarlos  por  su  cuenta. 

Art.  12.  Cuando  en  la  tramitación  de 
una  causa  criminal  juzgase  necesario  una 
de  las  Partes  contratantes  oir  á  testigos 
que  se  encuentren  en  el  territorio  del 
otro  pais,  ó  practicar  cualquiera  otra  di- 
ligencia de  instrucción,  se  enviará  al  efec- 
to un  exhorto  por  la  vía  diplomática  y 
será  cumplimentado  observando  las  leyes 
del  pais  en  que  los  testigos  hayan  sido 
invitados  á  comparecer  ó  bien  donde 
deba  verificarse  el  acto.  Podrá  no  acce- 
derse  al  cumplimiento  del  exhorto  si  la 
instrucción  tiene  por  objeto  un  hecho 
que  no  esté  «numerado  en  el  articulo. 

Las  partos  contratantes  renuncian  si- 
multáneamente á  reclamar  el  reintegro 
de  los  gastos  que  ocasione  el  cumpli- 
miento de  las  diligencias  para  la  audi- 
ción de  testigos,  entendiéndose  que  el 
Estado  reclamante  reintegrará  Ion  gastos 
que  pueda  originar  cualquiera  otra  dili- 
gencia de  instrucción. 

Art.  18.  Sí  en  una  causa  criminal 
fuere  necesaria  la  comparecencia  perso- 
nal de  un  testigo,  el  Gobierno  del  pais 
donde  éste  resida  le  invitará  á  que  acce* 
da  á  la  petición  que  se  le  hace.  En  este 
caso  los  Gobiernos  respectivos  se  pon 
drán  de  acuerdo  respecto  del  importe  de 
os  gastos  de  viaje  y  de  estancia,  calen- 
ados  según  la  distancia  y  el  tiempo  de 
ermanencía  del  testigo,  que  el  Gobier- 


no reclamante  deberá  concederle,  asi 
Qomo  acerca  del  adelanto  que  con  cargo 
á  dichos  gastos  pueda  hacérsele. 

Ningún  testigo,  sea  cual  fuere  su  na- 
cionalidad, que  citado  en  uno  de  los  dos 
países  compareica  voluntariamente  ant» 
los  Jueces  del  otro,  podrá  ser  perseguido 
ni  detenido  en  él  por  hechos  ó  sentencias 
condenatorias  por  delitos  anteriores,  ni 
aun  bajo  el  pretexto  de  complicidad  en 
los  hechos  objeto  del  proceso  en  que 
figure  como  testigo. 

Art.  14.  Cuando  en  una  causa  crimi- 
nal ae  juague  necesario  ó  útil  dar  comu- 
nicacióü  de  documentos  de  prueba  ó  de 
los  que  se  encuentren  en  poder  de  las 
autoridades  de  otro  país,  se  hará  la  peti- 
ción por  la  vía  diplomática  y  se  cumpli- 
mentará, á  menos  que  consideraciones 
especiales  se  opongan  á  ello,  siempre  con 
la  condición  de  devolver  los  documentos 
de  que  se  trata. 

Ambas  partes  contratantes  renuncian 
á  solicitar  el  reintegro  de  los  gastos  que 
ocasione  el  envío  y  devolución  de  docu- 
mentos hasta  la  frontera. 

Art.  16.  Las  estipulaciones  del  pre- 
sente Tratado  son  aplicables  á  las  colo- 
nias y  á  las  posesiones  extranjeras  de 
ambas  altas  partes  contratantes,  en  las 
que  se  procederá  de  la  manera  siguiente: 

La  extradición  de  un  criminal  refugia- 
do en  una  colonia  ó  posesión  extranjera 
perteneciente  á  una  de  las  partes ,  será 
pedida  ai  Gobernador  ó  funcionario  prin- 
cipal de  la  misma  colonia  ó  posesión,  por 
el  principal  Agente  consular  de  la  otra 
parte  en  esta  colonia  ó  posesión;  y  si  el 
ifugitivo  se  ha  escapado  de  uiia  colonia  ó 
posesión  extranjera  de  la  parte  á  nombre 
de  la  que  se  pide  la  extradición,  por  el 
Gobernador  ó  el  funcionario  principal  de 
esta  colonia  ó  posesión. 

Estas  peticiones- se  harán  y  admitirán, 
siguiendo  siempre  tan  exactamente  como 
sea  posible  las  estipulaciones  de  este 
Tratado  por  parte  de  los  Gobernadores  ó 
primeros  funcionarios,  que  tendrán,  sin 
embargo,  la  facultad  de  concederlas  ó  de 
someterlas  á  sus  respectivos  Gobiernos. 

Hecho  en  original  por  duplicado  en 
Copenhague  el  12  de  Octubre  de  1889; 
fué  ratificado  y  las  ratificaciones  debida- 
mente canjeadas  en  Copenhague  el  9  de 
Abril  de  \S90,— {Gaceta  dé  10  de  Julio). 
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ESPAÑA  Y  ESTADOS  UNIDOS 

Convenio  de  extradición  celebrado  entre 
España  y  lo$  Eitadoi  ünido$  en  5  de 
Enero  de  1877. 

(Rutado)  cS.  M.  el  Rey  de  Repafia  por 
tiim  parte,  y  pttrotra  loa  EaUdoa  Utiitloa 
«le  Ainérioa:  Habiendo  jniicado  coa  ve- 
niente para  la  mejor  adniiniatración  de 
jaaticia  j  para  prevenir  el  criiueti  en  aaa 
reapectivoa  territoriot  y  juriadiocionea 
qae  laa  peraonaa  acaaadaa  ó  convictas  de 
loa  crímenea  qae  ináa  adelante  ae  eape- 
ci6carán  y  que  hayan  eaeapado  A  la  ac- 
ción de  la  jaaticia  aean  recíprocamente 
fntregadaa  en  deterniinadaa  circanaian- 
ciaa  han  convenido  en  loa  artícoloa  ai- 
gaientea: 

Artíoolo  1.0  El  Gobierno  de  Eapafia 
y  el  Gobierno  de  loa  Eatadoa  Unidoa  con- 
vienen en  entregar  a  la  jaeticía,  A  peti- 
ción ano  de  otro,  hecha  con  arreglo  A  lo 
qae  en  eete  Convenio  ae  diapone,  A  todo* 
loa  indívidnoa  acaeadoa  ó  convictoa  de 
caaleaquiera  <ie  loa  crímenea  eapecifica- 
doa  en  el  art.  li.o  de  eate  Convenio,  oo- 
metidoa  dentro  de  la  jiiriadicción  de  ana 
de  laa  partea  contratantea,  aiempre  qae 
dichoa  individooe  eatnvieaen  dentro  de 
dicha  jnrifdiüción  al  tiempo  de  cometer 
el  crimen,  y  que  busquen  asilo  ó  aean 
enconlradoa  en  el  territorio  de  la  otra, 
con  tal  qae  dicha  entrega  tenga  lugar 
únicamente  en  virtud  de  las  pruebaa  de 
criminalidad  que,  conforme  A  laa  leyes 
del  país  en  que  el  fugitivo  ó  acusado  ae 
encuentre,  justificssen  su  detención  y 
enjaicianiiento,  ai  el  crimen  ó  delito  se 
bnbiesen  cometido  allí. 

Art.  2.*    Según  lo  dispuesto  en  este 
Convenio,  serán  entregadoa  loa  indivi 
dúos  acusadoa  ó  convictoa  de  cualquiera 
de  loa  crímenes  siguientes: 

l.<>  Asesinato,  inclnao  los  crímenes 
designadoa  con  loa  nombres  de  parrici- 
dio, homicidio,  envenenamiento  ó  infan- 
ticidio. 

3.0     Kl  conato  de  aaeainato. 

8.0    Eatupro  ó  violación. 

4.0    Incendio. 

6.0    Crímenes  cometidos  en  la  mar. 

a)  Piratería,  tal  como  ea  ordinaria- 
mente reconocida  y  la  definen  laa  leyea 
internacionalea. 

h)  Destrucción  ó  pénlida  de  an  bnque 
eauaada  intencionalmente,  ó  conapira- 
ción  y  tentativa  para  conseguir  dicha 
deatracción  ó  pérdida,  cuando  hubieaen 
aido  ii>tentadaa   por  alguna  ó  algunas 


personas  A  bordo  dai  dicho  boqae  en  alta 
mar. 

e)  Motín  ó  conapiración  por  doa  ó 
mAs  individaoa  de  la  trlpolación  ó  por 
otraa  peraonaa  A  bordo  de  an  boqoe  en 
alta  mar  con  el  propóaito  de  rebislarae 
contra  la  autoridad  del  CapitAn  ó  Coman- 
dante del  dicho  buque,  ó  qne  por  fraude 
ó  violencia  trat«*ii  <lé  apoderarae  del  mía- 
ino  boque. 

6.0  Robo,  entendiéndose  como  tal  al 
acto  de  allanar  la  caaa  de  otro  de  noche 
y  entrar  en  ella  con  intención  de  cometer 
on  crimen. 

7.0  Allanamiento  de  laa  oficinas  del 
Gobierno  y  Autoridadea  páblicaa,  ó  de 
Bancoa,  ó  casaa  de  banca,  ó  de  Cajaa  de 
Ahorro,  Cajaa  de  Depósito  ó  de  Compa- 
fiíaa  de  aegnroa,  con  intención  de  come- 
ter un  crimen. 

8.0  Robo,  entendiéndoae  por  tal  la 
sustracción  de  bienes  ó  dinero  de  otro, 
con  violencia  ó  intimidación. 

O.o  Falaiflcación  ó  ezpendición  de  do- 
cumentoa  falaificadoa. 

10.  Falsificación  y  auplantación  de 
actos  oficíalea  del  Gobierno  ó  de  la  Au- 
toridad pública,  inclnaoa  loa  Tribunalea 
de  joaticia,  ó  la  ezpendición  ó  nao  frau- 
dulento de  loa  mismos. 

11.  La  fabricación  de  moneda  falaa, 
bien  aea  ésta  melAlica  ó  en  papel,  títulos 
ó  capones  fiilsos  de  la  Deuda  pública, 
billetea  de  Banco  ú  otros  valores  públi- 
coa  de  crédito,  de  aelloa,  de  timbres,  cu 
fios  y  marcas  falsas  de  Administraciones 
del  Estatlo  ó  públicas,  y  la  ezpendición, 
circulación  ó  uso  fraudulento  de  cual- 
quiera de  loa  objetoa  arriba  tjencio- 
nados. 

12.  I^  sustracción  ó  malveraación 
criminal  de  fondoa  públicoa  cometida 
dentro  de  la  jurisdicción  de  una  ú  otra 
parte  por  empleadoa  públicos  ó  depoai- 
tarioa. 

18.  Malveraación  de  caudalea  por 
cualquiera  peraotia  ó  peraonaa  depen- 
dientes, aaalariadaa  ó  empleadas,  en  de- 
trimento de  sua  priucipalea  ó  amoa, 
cuando  este  crimen  ó  delito  estén  caati- 
gadoa  con  prisión  ú  otro  castigo  corpo- 
ral por  laa  leyes  de  aniboa  países. 

14.  Plagio  de  menores  ó  adultos,  en- 
tendiéndose por  este  delito  el  secuestro 
ó  detención  de  nna  ó  ináa  personas  para 
ezigirles  dinero  ó  ezigirlo  de  sus  fami- 
liaa,  ó  para  otro  cualquier  fin  ilícito. 

16.  Obtener  por  medio  de  amenazaa, 
de  dafioa  ó  por  medio  de  falaoa  artificioa, 
dinero,  valorea  ú  otra  propiedad  perao- 
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nal,  MÍ  como  la  compra  de  eatoa  raiamot 
efectos  oon  conocimiento  de  cómo  han 
sido  obtenidos,  cuando  estos  crímenes  ó 
delitos  estén  penados  oon  prisión  á  otro 
castigo  corporal  por  las  leyes  de  los  dos 
países. 

16.  Harto,  entendiéndose  por  tal  la 
sustracción  de  efectos,  bienes,  muebles 
ó  dinero  por  valor  de  26  duros  ó  más. 

17.  Trata  de  esclavos  con  arreglo  á 
las  leyes  de  cada  uno  de  los  dos  Estados 
respectivamente. 

18.  Complicidad  en  cualesquiera  de 
los  crímenes  ó  delitos  enumerados,  así 
en  el  Convenio  de  6  de  Enero  de  1877 
como  en  estos  artículos  adicionales,  siem- 
pre que  las  personas  acusadas  de  dicha 
complicidad  estén  sujetas  en  concepto 
de  tales  á  prisión  á  otro  castigo  corporal 
por  las  leyes  de  ambos  países. 

Art.  S.o  Las  estipulaciones  de  este 
Convenio  no  dan  derecho  á  reclamar  la 
extradición  por  ningún  crimen  ó  delito 
de  carácter  político,  ni  por  actos  relacio- 
nados con  los  mismos,  y  ninguna  perso- 
na entregada  por  ó  á  cualquiera  de  las 
partes  contratantes  en  virtud  de  este 
Convenio,  podrá  ser  juzgada  ó  castigada 
por  crimen  ó  delito  alguno  político,  ni 
por  actos  que  tengan  con  ellos  conexión 
y  hayan  sido  cometidos  antes  de  la  ex- 
tradición. 

Art.  4.^  No  procederá  la  entrega  de 
persona  alguna  en  virtud  de  este  Conve- 
nio por  cualquier  crimen  ó  delito  cometi- 
do con  anterioridad  al  canje  de  las  rati- 
ficaciones del  mismo,  y  nadie  podrá  ser 
juzgado  por  otro  crimen  ó  delito  que  el 
que  motivó  su  extradición,  á  no  ser  que 
el  crimen  sea  de  los  especificados  en  el 
artículo  2.0  y  se  haya  cometido  con  pos- 
terioridad al  canje  de  las  ratificaciones 
del  Convenio. 

Art.  6.0  El  criminal  evadido  no  será 
entregado  con  arreglo  á  las  disposiciones 
del  presente  Convenio  cuando  por  trans- 
corso del  tiempo  ó  por  otra  causa  legal 
oon  arreglo  á  las  leyes  del  punto  dentro 
de  coya  jurisdicción  se  cometió  el  cri- 
men, el  delincuente  se  halle  exento  de 
ser  procesado  ó  castigado  por  el  delito 
que  motiva  la  demanda  de  extradición. 

Art.  6.0  Si  el  criminal  evadido  cuya 
entrega  puede  reclamarse  con  arreglo  á 
las  estipulaciones  del  presente  Convenio 
se  halla  actualmente  enjuiciado,  libre 
con  fianza  ó  preso  por  cualquier  delito 
cometido  en  el  país  en  que  buscó  asilo  ó 
haya  sido  condenado  por  el  mismo,  la 
extradición  podrá  demorarse  hasta  tanto 


que  terminen  las  actuaciones  y  el  crimi- 
nal sea  puesto  en  libertad  con  arreglo  á 
derecho. 

Art.  7.0  8i  el  criminal  fugado  recla- 
mado por  una  de  las  partes  contratantes 
fuera  reclamado  á  la  vez  por  uno  ó  más 
Gobiernos,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
Tratados,  por  crímenes  cometidos  dentro 
de  sos  respectivas  jurisdicciones,  dicho 
delincuente  será  entregado  con  preferen- 
cia al  primero  que  haya  presentado  la 
demanda. 

Art.  8.0  Ninguna  de  las  partes  con- 
tratantes aquí  citadas  estará  obligada  á 
entregar  á  sus  propios  ciudadafios  ó  sub- 
ditos en  virtud  de  las  estipulaciones  de 
este  Convenio. 

Art.  9.**  Los  gastos  de  captura,  deten- 
ción, interrogatorio  y  transporte  del  acu- 
sado serán  abonados  por  el  Gobierno  que 
haya  presentado  la  demanda  de  extradi- 
ción. 

Art.  10.  Todo  lo  que  se  encuentre  en 
poder  del  criminal  fugado  al  tiempo  de 
su  captura,  que  pueda  servir  de  compro- 
bante para  probar  el  crimen,  será,  en 
cuanto  sea  posible,  entregado  con  el  reo 
al  tiempo  de  su  extradición.  Sin  embar- 
go, se  respetarán  debidamente  los  dere- 
chos de  tercero  con  respecto  á  los  obje- 
tos mencionados. 

Art.  11.    Las  estipulaciones  del  pre- 
sente Convenio  serán  aplicables  á  todas 
las  posesiones  extranjeras  ó  coloniales 
de  cualquiera  de  las  dos  partes  contra-  ^ 
tantea. 

Las  diligencias  para  la  entrega  de  los 
fugados  á  la  acción  de  la  justicia  serán, 
practicadas  por  los  respectivos  agentes 
diplomáticos  de  las  partes  contratantes. 
En  la  eventualidad  de  la  ausencia  de  di- 
chos agentes  del  país  ó  residencia  del 
Gobierno,  ó  cuando  se  pida  la  extradi- 
ción desde  una  posesión  coloniai  de  una 
de  las  partes  contratantes,  la  reclama- 
ción podrá  hacerse  por  los  funcionarios 
superiores  consulares. 

Dichos  representantes  ó  funcionarios 
superiores  consulares  serán  competentes 
para  pedir  y  obtener  un  mandamiento  ú 
orden  preventiva  de  arresto  contra  la 
persona  cuya  entrega  se  solicita,  y  en  sa 
virtud,  los  Jueces  y  Magistrados  de  am- 
bos Gobiernos  tendrán  respectivamente 
poder  y  autoridad,  con  qneja  hecba  bajo 
juramento,  para  expedir  una  orden  para 
la  captura  de  la  persona  inculpada  á  fin 
de  que  él  ó  ella  pueda  ser  llevada  ante 
el  Juez  ó  Magistrado  para  que  pueda  co- 
nocer y  tomar  en  consideración  la  proe- 


Digitized  by 


Google 


865  — 


bfi  de  SQ  crímiDalidad;  y  «i  a«í,  oído  co- 
nocimiento, resalta  la  prueba  aaflciente 
para  soatener  la  acoaación,  aera  obliga- 
ron de)  Joes  ó  Magiatrado  que  lo  exa- 
mine «certificar  esto  mismo  á  las  correa- 
pondientea  aatoridades  ejecnttvas  á  fin 
de  qoe  poeda  expedirae  la  orden  para  la 
entrega  del  fugado. 

Si  el  criminal  evadido  faese  condena- 
do por  el  crimen  por  el  qae  se  pide  su 
•entrega,  se  dará  copia  debidamente  aa 
toriseda  de  la  sentencia  del  Tribnnal  ante 
el  enal  fué  condenado.  Sin  embargo,  si 
el  eradldo  se  hallare  únicamente  aeasa- 
do  de  on  crimen,  se  presentará  una  co- 
pia debidamente  anton'aada  del  manda- 
miento de  prisión  en  el  país  donde  se 
•cometió  el  crimen,  y  de  las  declaracionea 
en  virtad  de  las  caales  se  dictó  dicho 
mandamiento,  con  la  snficiente  evidencia 
<S  pmeba  que  se  juzgue  competente  para 
el  caso. 

Art.  12.  Eate  Convenio  continuará  en 
vigor  deade  el  día  del  canje  de  las  ratifi- 
caciones, pero  cualquiera  de  las  partes 
pnede  en  cualquier  tiempo  darlo  por  ter- 
minado, avisando  á  la  otra  con  seis  me 
ees  de  anticipación  su  intención  de  ha- 
cerlo aaí. 

En  testimonio  de  lo  cual  los  respecti- 
vos plenipotenciarios  han  firmado  el  pre- 
sente Convenio  por  triplicado  y  pneato 
cms  sellos. 

Hecho  en  la  villa  de  Madrid  por  tripli- 
cado en  eapafiol  y  en  inglés  el  día  6  de 
Enero  de  1877. 

Ooncenio  de  7  de  Agonfo  de  1882^  adicional 
al  de  extradición  de  7  de  Agoftto  de  1877, 
celebrado  entre  Enpaña  y  los  Estados 
Unido»  de  América,  modificando  y  adi- 
€Íonando  el  de  5  de  Enero  de  1877, 

{Estado).  Artículoa  ].<>  y  2.o  (Estos 
artícaloa  introdujeron  en  el  art.  2.o  del 
de  1877Ma8  reformas  con  que  lo  hemos 
insertado). 

Art.  8.0  Después  del  art,  11  del  preci- 
tado Convenio  de  5  de  Enero  de  1877  se 
insertarán  los  dos  artículos  siguientes: 

c  Art.  1 2.  Guando  una  peraona  acuaada 
haya  sido  arrestada  en  virtud  de  manda- 
miento á  orden  preventiva  de  arresto, 
dictada  al  efecto  por  autoridad  compe 
tente  en  virtud  de  lo  diapcesto  en  el  ar- 
tículo 11,  deapuéa  que  aea  conducido  ante 
el  Magistrado  ó  Juez,  á  fin  de  que  la 
prueba  de  su  criminalidad  sea  oída  y 
examinada  conforme  á  las  preacripciones 
establecidas  máa  arriba,  si  apareciese 


que  el  mandaí 
de  arreato  fué 
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la  extradición 
Juez  ó  Magisti 
tener  detenid( 
quenu  podrá  c 
á  fin  de  que  e 
extradición  p 
sario  para  pr 
giatrado  la  pr 
dad  del  acusa 
cho  período  < 
hubiese  sido 
prueba  legal  a 
trado,  la  peri 
en  libertad,  á 
loa  cargos  que 
ma  persona  s< 
en  curso  ó  trai 

Art.  18.  El 
da  hecha  por 
tea  contratanl 
ción  ó  extradi 
voa,  de  confor 
nes  del  Con  ve 
y  loa  presente 
Oficiales  legal 
fiscal  del  país 
se  estaa  dilige 
ó  extradición, 
del  Gobierno  < 
te  loa  résped 
con  todos  los 
cauce,  ain  que 
recho  á  reclan 
que  pida  la  ei 
ción  de  los  n 
dos,  á  menos  ( 
dos  que  hubi< 
fuesen  de  aqu 
dinario  de  aui 
sueldo  ó  retr 
por  cada  aervi 
estos  funcioni 
recho  á  percib 
la  extradición 
bre,  de  la  misi 
suma  que  si  c 
hubiesen  pres 
mínales  ordim 
del  cual  deper 

Art.  4.0  Te 
citado  Conven 
no  derogadaa 
nales,  se  apli 
tículos  con  If 
en  el  dicho  C 

Este  Conveí 
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j  ioa  ratificaciones  aeran  canjeadaa  en 
Washington  tan  pronto  como  sea  posible, 
y  segotdamente  ei  cambio  de  ratificacio- 
nes tendrá  inmediato  efecto  y  formará 
¡Murtedel  Convenio  de  6  de  Enero  de  1 877, 
j  oontinoará  rigiendo  y  terminará  de 
igoal  manera  que  éste.— (Gaceto  de  24  de 
Abril  de  1888). 

ESPAÑA  Y  FRANCIA 

dmvenio  de  extradición  ceM>rado  entre 
España  y  FraHcia,  firmado  en  Madrid 
el  14  de  Diciembre  de  1877  y  ratificado 
el  $5  de  Junio  de  1878. 

(E$tado).  «Artículo  I  .o  Los  Gobiernos 
francés  y  espafiol  ae  obligan  á  entregarse 
reciprocamente,  en  vista  de  la  demanda 
que  uno  de  los  dos  Gobiernos  dirija  al  otro, 
con  la  aola  excepción  de  aus  nacionalea,  á 
los  individnoa  refugiados  de  Espsfia  en 
Francia  6  en  las  colonias  francesaa,  ó  de 
Francia  y  de  las  coloniaa  franceaaa  en 
España,  perseguidoa,  procesadoa  ó  en« 
cansados,  ó  condenados  como  autores, 
eómplices  ó  encubridores  por  los  Tribu- 
nales del  país  donde  se  cometió  la  in- 
fracción, por  los  delitos  graves  ó  menos 
graves  consumados,  intentados  ó  frua- 
tnulos  que  ae  enumeran  en  el  artículo 
siguiente. 

8iD  embargo,  cuando  el  delito  grave  ó 
menos  grave  que  motiva  la  demanda  de 
extradición  ae  haya  cometido  fuera  del 
territorio  del  Gobierno  reclamante,  ae 
podrá  dar  curao  á  dicha  demanda  al  la 
legislación  del  país  á  quien  se  reclama 
aotorisa  la  formación  de  cauaa  por  igua- 
les infracciones  cometidas  fuera  de  su 
territorio. 

Art.  2.<>  Procederá  la  extradición,  por 
los  delitos  graves  y  menos  graves  si* 
goientes: 

1.^  El  asesinato,  el  envenenamiento, 
el  parricidio  y  el  infanticidio. 

3.0    £1  homicidio. 

S.^  Las  amenaiaa  de  muerte  y  de  in- 
eendio  cuando  hayan  aido  hechaa  por  ea- 
erito  y  bajo  condición. 

4,^  Las  lesiones  y  heridas  causadas 
voluntariamente  con  premeditación,  ó 
eoando  den  por  resultado  una  imposi- 
bilidad física  ó  incapacidad  permanente 
para  el  trabajo  peraonal,  la  pérdida  ó  la 
privación  del  nao  absoluto  de  un  miem- 
bro, de  un  ojo  ó  de  cualquiera  otro  ór- 
gano, una  mutilación  grave  ó  la  muerte 
ain  intención  de  canearla,  el  homicidio 
por  imprudencia,  negligencia,  torpeaa  ó 


falta  de  obaervancia  de  los  reglamentos» 

6.®    El  aborto. 

6.0  La  administración  voluntaría  y 
culpable,  aunque  sin  intención  de  cansar 
la  muerte,  de  auatancias  que  puedan  oca- 
sionarla ó  alterar  gravemente  la  salud. 

7.0  £1  rapto,  la  ocultación,  la  desapa- 
rición, la  sustitución  ó  la  suposición  de 
un  nifio. 

8.0  La  exposición  ó  el  abandono  de 
un  nifio. 

0.*    La  sustracción  de  menores. 

10.  La  violación. 

11.  El  atentado  contra  el  pudor  con 
violencia. 

12.  £1  atentado  contra  el  pudor  sin 
violencia  en  la  persona,  ó  con  ayuda  de 
la  persona,  de  un  nifio  de  uno  ú  otro  sexo, 
menor  de  trece  afios. 

18.  El  atentado  á  las  buenas  costum- 
bres, excitando,  facilitando  ó  favorecien- 
do habitualmente  para  aatiafacer  las  pa- 
aiones  de  un  tercero^  la  mala  vida  ó  la 
corrupción  de  menorea  de  uno  ú  otro 
aexo. 

14.  Loa  atentadoa  á  la  libertad  indivi- 
dual y  á  la  inviolabilidad  del  domiciUo 
oometidoa  por  particularea. 

16.     La  bigamia. 

16.  La  asociación  de  malhechores. 

17.  La  reproducción  furtiva  ó  falsifi- 
cación de  efectos  públicos,  ó  de  billetes 
de  Banco,  títulos  públicos  ó  privados;  la 
emisión  ó  circulación  de  dichos  efectos, 
billetes  ó  títulos  reproduci<ios  furtiva- 
mente ó  falsificRdos;  la  falsificación  por 
eacrito  ó  en  despachoa  telegráficos,  y  el 
uso  de  dichos  despachos,  efectoa,  billetes 
ó  títulos  reproducidos  furtivamente,  fa 
bricados  ó  falaificados. 

18.  La  fabricación  de  moneda  falsa, 
comprendiendo  la  falsificación  y  la  alte- 
ración de  la  moneda,  la  emiaión  y  el  he- 
cho de  poner  en  ci/culación  la  moneda 
falsificada  ó  alterada. 

19.  La  reproducción  furtiva  ó  falaifi- 
cación  de  sellos,  timbres,  punsonea  y 
marcas  de  fábrica;  el  uso  de  sellos,  tim- 
bres, punzones  y  marcea  de  fábrica  re- 
producidoa  furtivamente  ó  falaificados,  y 
el  uso  culpable  de  verdaderoa  sellos,  tim- 
bres, punsones  y  marcas  de  fábrica. 

20.  £1  falao  testimonio,  el  soborno  de 
testigos,  peritos  é  intérpretes. 

21.  £1  perjurio. 

22.  La  concusión  y  malversación  de 
caudalea  cometidas  por  funcionarlos  pú- 
blicoa. 

28.  La  corrupción  de  funcionarios  pú- 
blicos y  de  arbitros. 
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24.    £1  ineendio  folooUrío. 
26.    Elrobo. 

26.  La  extorción  oon  faena,  violen* 
<ñtL  ó  intimidación. 

27.  La  etUfa.  ^ 

28.  £1  abato  de  confianta. 

20.  Laa  fafteiflcacioaee  de  sabetanciaa 
ó  articoloa  aliinenticioe  ó  medicinatea  y 
de  bebidas  deatinadaa  á  la  ?enta,  cuando 
dicbaa  faltiflcacionea  ae  ban  veri6eado 
por  medio  de  me#claa  eztrafiaa  perjadi 
üialea  á  ia  aalad;  el  becbo  de  Tender  ó  de 
poner  á  la  venta  mercancías  falsificadas 
<le  este  modo. 

80.  La  quiebra  fraadalenta. 

81.  La  destracción  ó  desviacito  de  las 
vías  férreas,  y  en  general  el  empleo  de 
coalqnier  medio  con  objeto  de  entorpe- 
cer la  marcha  de  los  trenea  ó  de  hacerlos 
descarrilar. 

82.  La  destrncción  de  conatrocciones, 
máqainaa  de  \*apor  ó  aparatos  telegrá- 
ficos. 

88.  La  destrncción  ó  deterioro  de  se- 
pulcros, monumentos,  objetos  de  arte, 
títulos,  documentos,  registros  y  otros  pa- 
peles. 

84.  Las  destr  nociones,  deterioro  ó  ave- 
ría de  géneros,  mercancías  ú  otras  pro- 
piedades muebles. 

86.  La  destrucción  ó  devastación  de 
<;osecbas  ó  plantas. 

86.  La  deatrucción  de  instrumentos 
de  agricultura,  la  destrucción  ó  envene- 
oamiento  de  ganados  ó  de  otros  animalea 
domésticos. 

87.  La  oposición  por  vías  de  hecho  á 
la  confección  ó  ejecución  de  trabajos  au- 
ioríaados  por  el  poder  competente. 

85.  Crímenes  cometidos  en  el  mar. 

a)  Todo  acto  de  pillaje  ó  de  violencia 
cometido  por  la  tripulación  de  un  bnque 
francés  ó  espafiol  contra  otro  buque  fran- 
cés ó  espafiol  ó  por  la  tripulación  de  un 
bnque  extranjero  que  no  esté  habilitado 
en  regla  contra  buques  frsnceses  ó  es 
pafiolea,  sus  tripulaciones  ó  sus  carga 
mantos. 

b)  £1  acto  de  cualquier,  individuo, 
forme  ó  no  parte  de  la  tripolaeldn  de  un 
bnque,  de  entregarlo  á  los  piratas. 

e)  £1  acto  de  cualquier  individuo,  for- 
me ó  no  parte  de  la  tripulación  de  un  bu- 
que, de  apoderarse  del  mismo  por  fraude 
ó  violencia. 

d)  Deatrucción,  sumersión,  varamien- 
to ó  pérdida  de  un  buque  sin  intención 
colpable. 

e)  Sublevación  por  dos  ó  máa  perso- 
nas á  bordo  de  an  boque  en  la  mar  con- 


tra la  aatoridad  del  Oaiprttán  ó  del  pa- 
trón. 

8e  comprenden  en  laa  calificaciones 
anteriorea  laa  tentativas,  cuando  están 
prevístaa  por  laa  legialaciones  de  ambos 
paiaea. 

La  extradición  se  llevará  á  cabo  en  loa 
casos  anteriormente  previatos: 

l.o  Respecto  de  loa  sentenciados  en 
juicio  ordinario  ó  en  rebeldía,  cuando  el 
total  de  la  pena  impueata  aea  lo  menosde 
un  mes  de  prisión. 

2.0  Respecto  de  los  procesados,  eoan-' 
do  el  máximum  de  la  pena  aplicable  al 
hecho  que  se  les  acrimina  aea  lo  menos 
dedos  afios  de  prisión^  según  la  ley  del 
país  reclamante  ó  de  una  equivalente,  ó 
cuando  el  procesado  haya  aido  condena- 
do á  una  pena  criminal  ó  á  una  priaión- 
de  máa  de  un  afio;  y  en  Espafia  por  los 
hechos  consideradoa  como  delitos  menoe 
gravee,  cuando  el  total  de  laa  penaa  im 
puestea  exceda  de  doa  afios  de  privación 
de  libertad. 

£n  todoa  toéoásoa  y  delltoa  masó 
menos  gravea^  no  eéifériflcará  la  extra- 
dición ai  no  cuando  el  «hecho  semejante 
aea  penable  con  arreglo  á  la  legislación 
del  paía  á  quien  se  dirija  la  <lenianda. 

Art.  8.<>  No  será  entregada  persona 
alguna  aentenciada  ó  procesada  ai  el  de- 
lito por  que  se  pide  la  extradición  eatá 
considerado  por  la  parte  de  quien  ae  re- 
clame como  delito  político  ó  como  hecho 
conexo  con  aemejante  delito. 

Art.  4.0  La  demanda  de  extradición 
deberá  entablarse  siempre  por  la  vía  di- 
plomática. 

Ar^  6  o  Se  concederá  la  extradición 
mediante  preaentación  de  un  manda- 
miento de  prisión  expedido  contra  el  in- 
dividuo reclamado  ó  de  cualquiera  otra 
providencia  qne  tenga  al  menos  la  mis- 
ma fuersa  que  dicho  mandamiento,  y 
expreaando  igualmente  la  naturaleta  y 
gravedad  de  loshechos  que  se  persiguen, 
RSÍ  como  la  dispoaición  penal  aplicable  á 
loa  mismos. 

A  esos  documentos  aconipafiarán,  en 
cuanto  sea  posible,  las  sefiaa  personales 
del  individuo  reclamado  y  una  copia  del 
texto  de  la  ley  penal  aplicable  al  hecho 
acriminado. 

Art.  6.0  £n  caso  de  urgencia  se  pro 
cederá  á  la  detención  preventiva  en  viata 
del  aviso  transmitido  por  el  correo  ó  p<»r 
el  telégrafo  ó  existir  un  mandamiento  de 
priaión,  siempre  con  la  condición  de  que 
eate  aviso  se  comunique  en  regla  por  la 
vía  diplomática^  al  Miniaterio  de  Nego- 
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riot  Extranjerofi  del   país  donde  se  en- 
«mentre  reíagiado  el  preaanto  reo. 

La  detención  del  extranjero  se  efec- 
tuará en  la  forma  y  aegúu  las  reglaa  es- 
tablecidas por  la  legislación  del  Gobier- 
no á  qnien  se  pida. 

Art.  7.0  £1  extranjero  detenido  pre- 
ventivamente con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  será  paesto  en  li- 
bertad si  en  el  plazo  de  an  mes  después 
de  sn  detención  no  recibe  notificación  de 
auo  de  los  documentos  mencionados  en 
el  art.  6  o  del  presente  Convenio. 

Art.  8.0  Cuando  proceda  la  extradi- 
ciÓD«  todos  los  objetos  aprehendidos  que 
puedan  servir  para  probar  el  delito,  asi 
como  los  procedentes  del  robo,  serán, 
según  lo  disponga  la  autoridad  compe- 
tente, entregados  á  la  potencia  recla- 
mante, bien  se  verifique  la  extradi- 
ción por  haber  sido  detenido  el  prooesa- 
dOf  bien  no  pueda  efectuarse  por  haber- 
se fugrado  de  nuevo  ó  fallecido  el  acusado 
ó  culpable.  Esta  entrega  comprenderá 
ifCaal mente  todos  los  objetos  que  el  pro- 
<*eaado  hubiese  ocultado  ó  depositado  en 
el  país  y  que  posteriormente  se  descu- 
briesen. 

Quedan  reservados,  sin  embargo,  los 
derechos  que  un  tercero,  no  complicado 
en  la  causa,  pueda  haber  adquirido  sobre 
t(«  objetos  Indicados  en  el  presente  ar- 
tículo. 

Art.  9.0  Si  el  individuo  reclamado  se 
hallase  procesado  ó  sentenciado  por  una 
infracción  cometida  en  el  país  donde  se 
hubiese  refugiado,  podrá  retrasarse  su 
extradición  hasta  que  se  desista  de  la 
4íansa  ó  el  procesado  sea  absuelto  ó  haya 
cumplido  su  pena. 

En  caso  de  que  fuera  perseguido  y  de- 
tenido en  el  mismo  país  por  efecto  de 
obligaciones  que  hubiese  contraído  con 
particulares,  su  extradición  se  efectuará, 
sin  embargo,  á  reserva  de  que  la  parte 
perjudicada  pueda  ejercitar  sus  derechos 
ante  la  Autoridad  competente. 

Art.  10.  El  individuo  que  fuese  en- 
tregado no  podrá  ser  perseguido  ni  juz- 
gado en  juicio  ordinario  por  otra  infrac- 
ción que  no  sea  la  que  motivó  la  extradi- 
ción, á  menos  que  conste  el  consentí 
miento  expreso  y  voluntario  dado  por  el 
acusado  y  comunicado  al  Gobierno  que 
lo  entregó. 

Art.  1 1 .  Podrá  negarse  la  extradición 
si  después  de  los  hechos  imputados,  la 
última  providencia  del  proceso  ó  la  sen- 
tencia condenatoria  se  adquiriese  la  pres- 
cripción de  la  pena  ó  de  la  acción,  según 


las  leyes  del  país  en  que  el  procesado  se- 
hubiese  refugiado,  ó  si  los  hechos  acri- 
minados han  sido  objeto  de  una  amnistía 
ó  de  un  indulto. 

Art.  13.  Los  gastos  ocasionados  por 
la  captura,  detención,  custodia,  alimenta- 
ción de  los  procesados  y  el  transporte  dé- 
los objetos  mencionados  en  el  art.  8.*  del 
presente  Convenio  al  sitio  en  que  ha  de- 
verificarse  la  entrega,  serán  sufragados* 
por  el  Estado  en  cuyo  territorio  se  haya 
efectuado  la  captura  de  los  presunto» 
reos. 

Art.  18.  Cuando  en  la  tramitación  de- 
una  causa  criminal,  no  política,  uno  de^ 
los  dos  Gobiernos  juzgase  necesario  oir  á 
testigos  domiciliados  en  el  otro  Estado, 
se  librará  al  efecto  un  exhorto  por  ¡a  vía 
diplomática,  que  se  cumplimentará  por 
los  funcionarios  competentes,  observan- 
do las  leyes  del  país  en  que  debe  verifi- 
carse la  audición  de  testigos. 

Sin  embargo,  los  exhortos  en  que  se 
trate  de  efectuar  una  visita  domiciliaría 
ó  la  aprehensión  del  cuerpo  del  delito  6 
(le  documentos  de  prueba,  no  serán  cum- 
plimentados sino  por  uno  de  los  hecho» 
enumerados  en  el  art.  2.o  del  presento 
Tratado,  y  con  la  reserva  consignada  en 
el  párrafo  segundo  del  art.  8.odel  mismo» 

Los  Gobiernos  respectivos  renuncian  á 
toda  reclamación  que  tenga  pórt)bjeto  el 
reintegro  de  los  gastos  que  resulten  por 
el  cumplimiento  de  los  exhortos,  aun  en 
el  caso  de  que  se  trate  de  un  juicio  peri- 
cial, con  tal  de  que,  sin  embargo,  dicho 
juicio  no  ocasione  más  de  una  vacación. 

No  se  admitirá  reclamación  alguna  por 
los  gastos  de  todas  las  providencias  ju- 
diciales dictadas  de  oficio  por  los  Ma¿s- 
trados  de  cada  país  para  el  castigo  ó  com- 
probación de  delitos  cometidos  en  su  te- 
rritorio por  un  extranjero  que  despué» 
fuese  perseguido  en  su  patria  conforme  á 
los  arts.  6.0  y  6.0  del  Código  francés,  ins- 
trucción criminal  y  á  la  Ley  espafiola  de- 
16  de  Septiembre  de  1870. 

Art.  14.  Las  simples  notificaciones  de 
autos,  providencias  judiciales  reclamadas 
por  la  autoridad  judicial  de  uno  de  los 
dos  países  en  asunto  no  político,  se  ha- 
rán á  todo  individuo  residente  en  el  te- 
rritorio del  otro  país  sin  cemprometer  la 
responsabilidad  del  Estsdo,  que  se  limi- 
tará á  asegurar  su  autenticidad. 

Al  efecto,  el  documento  remitido  diplo- 
máticamente ó  directamente  al  Ministe- 
rio público  del  lugar  de  la  residencia,, 
será  notificado  á  la  persona  á  quien  va 
dirigido  por  medio  de  la  autoridad  cora- 
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pétente,  qae  devolferá  el  Magietrado  qae 
io  expidió,  COD  ea  Y.®  B.o,  el  originel,  cer- 
tificando baberee  hecbo  la  notificación. 

Art.  16.  8i  en  una  canea  criminad  no 
política  faeee  neceearia  la  comparecencia 
pereonal  de  nn  teetigo,  el  Gobierno  del 
paíe  en  que  reeida  le  instará  para  qae 
aonda  á  la  invitación  qae  ae  le  baga.  £n 
eete  caao  ae  le  abonarán  los  gastos  de 
fia  je  y  de  estancia,  calculados  desde 
el  panto  de  en  residencia  con  arreglo  á 
las  tarifas  y  reglamentos  vigentes  en  el 
país  en  qoe  ba  de  ser  oido;  podrá,  á  pe- 
tición suya  y  por  medio  de  los  Magistra- 
dos de  la  residencia,  anticipársele  ei  todo 
ó  una  p»rte  de  los  gastos  de  viaje,  que 
serán  después  reintegrados  por  el  Go- 
bierno interesado. 

Ningún  testigo,  cualquiera  que  sea  su 
nacionalidad,  qoe  citado  para  uno  de  los 
dos  paísee  compareciese  voluntariamen- 
te ante  los  Jueces  del  otro  país,  podrá  ser 
perseguido  ó  detenido  por  becbos'ó  sen- 
tencias condenatorias  anteriores,  ni  á 
pretexto  de  complicidad  en  los  becbos 
objeto  del  proceso  en  que  figure  como 
testigo. 

Art.  16.  Queda  formalmente  estipu- 
lado que  la  extradición  por  vía  de  tránsi- 
to por  el  territorio  de  una  de  las  Partes 
contratantes  de  un  individuo  entregado 
á  le  otra  ae  concederá  por  simple  exbibi- 
oión  en  original  ó  en  copia  certificada  de 
uno  de  loe  autos  de  procedimiento  men- 
cionadoe  en  el  art.  5.*,  con  tal  que  el  be- 
cbo  que  sirva  de  base  á  la  extradición 
esté  comprendido  en  el  presente  Tratado 
y  no  se  refiera  á  las  excepciones  de  los 
artículos  8.o  y  11. 

Art.  17.  Las  estipulaciones  del  pre- 
sente Tratado  aon  aplicables  á  las  coló- 
niaa  y  á  las  posesiones  de  las  dos  altas 
partes  contratantes,  donde  se  procederá 
en  la  forma  siguiente:     '^ 

La  demanda  de  extradición  del  malbe- 
cbor  que  se  baya  refagiado  en  una  colo- 
nia ó  poseeión  extranjera  de  una  de  am- 
bas partea  será  presentada  al  Goberna- 
dor ó  funcionario  principal  de  dicba  co- 
lonia ó  posesión  por  el  principal  agente 
consolar  de  la  otra  en  la  misma  colonia 
ó  poeeaión,  ó  si  el  fugitivo  se  bobiese 
evadido  de  una  colonia  ó  posesión  ex- 
tranjera de  la  parte  en  cuyo  nombre  se 
expide  la  extradición,  por  el  Gobernador 
ó  por  el  funcionario  principal  de  la  refe- 
rida colonia  ó  posesión. 

Las  demandas  serán  presentadas  y  ad- 
mitidas, ajustándose  tan  exactamente 
oomo  sea  posible  á  las  estipulaciones  de 


eate  Tratado,  y  teniendo  en  cuenta  la  dis- 
tancia y  la  organisación  de  los  poderes 
locales  por  el  Gobernador  ó  primer  fon 
clonarlo,  que,  sin  embargo,  tendrá  la  fa- 
cultad, ó  de  conceder  la  extradición  ó  de 
consultar  á  su  Gobierno. 

Art.  18.  £1  presente  Convenio,  que 
sustituye  al  de  26  de  Agoeto  de  1860,  em- 
pelará á  estar  en  vigor  á  los  treinta  días 
de  beberse  canjeado  las  ratificaciones. 

Continuará  vigente  basta  que  baya 
transcurrido  un  afio,  á  contar  desde  el 
día  en  que  una  de  las  dos  altas  partee 
contratantea  bubieae  -declarado  querer 
que  cesasen  sus  efectos.  Hecho  en  Ma- 
drid el  14  de  Diciembre  de  1877.~Fué 
ratificado  y  las  ratificacionee  canjeadas 
en  Madrid  el  día  36  del  pressnte  mes.— 
(Gacffa  29  Junio  1878). 

ESPAÑA  É  INGIATEERA 

Convenio  de  extradición  entre  España  é 
Inglaterra^  hecho  en  Londrei  á  4de  Ju- 
nio de  1878. 

(Eitado).  Las  disposiciones  de  este 
Convenio  son  análogas  á  las  de  los  cele- 
brados para  igual  objeto  con  Alemania, 
Austria,  Bélgica  y  Francia.  Los  delitoa 
que  pueden  motivar  la  extradición  aon 
los  determinados  en  el  srt.  2.o,  que  dice 
así: 

«Art.  2.<>  Se  concederá  recíprocamen- 
te la  extradición,  por  los  siguientee  crí- 
menes ó  delitos: 

1.0  Asesinato,  parricidio,  infanticidio, 
envenenamiento  ó  tentativa  de  asesi- 
nato. 

2.0    Homicidio. 

8.0    Aborto. 

4.0    Violación. 

6.*  Atentado  contra  el  pudor,  consu- 
mado ó  intentado  sobre  persona  de  uno 
ú  otro  sexo  menor  de  doce  afios. 

6.0  Secuestro,  robo,  abandono,  expo- 
sición y  retención  ilegal  de  nifios. 

7.®    Sustracción  de  menores. 

8.9    Bigamia. 

9.0  Heridas  ó  lesiones  corporales  gra- 
tes. 

10.  Desacato  ó  violencias  contra  Ma- 
gistrados, Autoridades  ó  funcionarios  pú- 
blicos. 

1 1 .  Amenasas  verbales  ó  escritas  con 
intención  de  robar  dinero  ó  valores. 

12.  Falso  testimcuio  y  soborno  de 
testigos,  peritos  é  intérpretee. 

18.    Incendio  voluntario. 
14.    Hurto  y  robo. 
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16.  Abato  de  confiansa  ó  defrauda- 
ción por  un  banquero,  comiaioniata,  ad- 
miniatrador,  tutor,  curador,  liquidador, 
aindico,  funcionario  púbHco,  director, 
miembro  ó  empleado  de  una  Sociedad  o 
por  cualquier  otra  pereona. 

16.  Eatafa,  ocultación  fraudulenta  de 
dinero,  valorea  ú  objetoa  mueblea  y  ad- 
quiaición  de  loa  míamoa,  con  conocimien- 
to  de  que  han  aido  ilegalmente  obte- 
nidoa. 

17  a).  Fabricación  y  ezpendición  de 
moneda  falaa  ó  alterada. 

b)  Falaificación  de  docnmentoa  ó  em 
pleo  de  loa  míamoa,  falaificación  de  loa 
aelloa  del  Eatado,  punzonea,  timbrea  ó 
papel  aellado  ó  empleo  de  aelloa,  punso 
nea  ó  timbrea  falaificadoa.     . 

c)  Fabricación  ilegal  de  inatrumentoa 
para  la  falaificación  del  cufio  de  la  mo- 
neda.  p 

18.  Quiebra  fraudulenta. 

19.  Actoa  cometidoe  con  intención  de 
poner  en  peligro  la  vida  de  loa  viajeroa 
en  un  tren  de  camino  de  hierro. 

20.  Deatrucción  ó  deterioro  de  cual- 
quiera propiedad  mueble  ó  inmueble  pe- 
nado por  la  ley. 

21.  Crímenea  que  ae  cometan  en  la 
mar. 

a)    Plraterfa. 

6}  Deatrucción  ó  pérdida  de  un  bu- 
que caneada  intencionadamente,  ó  tenta- 
tiva y  conapiraeión  para  dicho  objeto. 

c)  Rebelión  ó  conapiraeión  por  doa  ó 
máa  peraonaa  para  rebelaree  contra  la 
autoridad  del  Capitán  á  bordo  de  un  bu- 
que en  alta  mar. 

d)  Actoa  cometidoa  con  intención  de 
matar  ó  de  cauaar  dafio  material  á  perao 
naa  á  bordo  de  nn  buque  en  alta  mar. 

22.  Trata  de  eaclavoa  con  arreglo  á 
laa  leyea  de  cada  uno  de  amboa  Eatadoa 
rea  pectí  va  mente. 

La  extradición  tendrá  también  lugar 
por  complicidad  en  cualquiera  de  loa  crí- 
menea y  delitoa  enumeradoa  en  eate  ar- 
tículo, con  tal  de  que  aea  punible  por  laa 
leyea  de  ambaa  partea  contratantea.»— 
(Gaceta  de  8  de  Enero  de  1879). 

Convenio  adicional  de  extradición  de  delin- 
cuentes entre  España  y  la  Oran  Breta- 
ña, firmado  en  español  é  inglés  en  Ma- 
drid ál9de  Febrero  de  1889. 

(Estado).  «El  Gobierno  de  8.  M.  el 
Rey  de  Eapafia  y  el  Gobierno  de  8.  M.  la 
Reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bre- 
tafia  é  Irlanda  y  Emperatriz  de  la  India, 


deaeando  hacer  máa  efectiva  la  repreetón> 
de  loa  delitoa  cometidoa  en  ana  reapecti* 
voa  territorioa,  han  autorizado  en  debida 
forma  á  loe  infraacritoa  para  convenir  en 
lo  aiguiente: 

Artículo  l,^  Loa  textoa  eapafiol  é  in* 
gléa  del  párrafo  6.o  del  art.  2.o  del  Con- 
venio de  extradición  de  4  de  Judio 
de  1878  quedan  anuladoa  y  ae  auatitnyen 
del  modo  aiguiente: 

«Comercio  carnal  ilícito  ó  tentativa  del 
miamo  delito  en  la  peraona  de  una  Joveii 
menor  de  dieciaeia  afioa  de  edad.  Aten- 
tado contra  el  pudor.  > 

Art.  2.0  El  texto  eapafiol  del  párra- 
fo 6.*  art.  6.0  del  antedicho  Tratado  que- 
da enmendado,  enatituyéndoae  por  laa 
palabraa  «no  menor»,  laa  palabrea:  «que 
no  podrá  exceder»,  de  modo  que  el  texto 
eapafiol  aera:  á  la  terminación  de  un  pla- 
zo no  menor  de  quince  díaa  deade  que  ae 
ordenó  la  priaión  y  aujeción  ajuicio  del 
preeo, "  etc.,  etc. 

Art.  8.0  Eata  declaración  comenzará 
á  regir  diez  díaa  deapuéa  de  au  publica- 
ción en  la  forma  preacrtta  en  loa  reapec- 
ti voa  paíaee. 

En  fe  de  lo  cual,  loa  infraacritoa  la  fir- 
man y  ponen  el  aello  de  ana  armaa. 

Hecho  en  Madrid  por  duplicado  á  19 
de  Febrero  de  1889.-(L.  8.)  El  Mar- 
qués de  la  Vega  de  Armijo. — (L.  8.)  Fran* 
cis  Clare  Ford.*  ^  (Gaceta  de  22  de 
Agoato). 

E8PAÑA  É  ITAUA 

Convenio  celebrado  en  3  de  Junio  de  1868 
entre  España  é  Italia  para  la  reciproca 
extradición  de  malhechores, 

8ólO'in8ertamo8  loa  artículoa  2.o  y  8.o, 
porque  loa  demáe  aon  aubatancialmente 
igualea  á  loa  de  loa  Tratadoa  con  Alema- 
nía  y  Auatria,  que  quedan  inaertoa. 

(Estado).    * Art.  2.o    La  extradición 

deberá  aer  concedida  por  laa  aiguientea 
infraccionea  de  laa  leyea  penalea: 

l.o  Parricidio,  infanticidio,  aaeainato, 
envenenamiento,  homicidio. 

2.0  Leaionea  y  heridaa  voluntarias 
que  hayan  ocaaionado  la  muerte. 

8  o  Bigamia,  rapto,  violación,  aborto 
procurado,  proatitución  ó  corrupción  de 
menorea  por  ana  padrea  ó  por  otra  perao 
na  encargada  de  au  cuatodia,  y  cualquier 
abuao  deahoneato  con  peraona  de  uno  ú 
otro  aexo  cuando  ae  uae  con  ella  de  fuer-' 
za  ó  intimidación,  ó  cuando  ae  halle  pri- 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by  VjOOQIC 


EXT 


--  362  — 


EXT 


se  recíprocamente»  eeglia  Im  reglas  esta- 
blecidas por  los  artículos  siguientes,  con 
excepción  de  sus  nacionales,  los  indivi- 
duos sentenciados,  acusados  ó  presuntos 
reos,  por  uno -de  los  hechos  que  á  conti- 
nuación se  expresan,  cometidos  fuera  del 
territorio  del  Estado  al  que  se  pide  la  ex- 
tradición: 

1.0  a.  Atentado  contra  la  vida  del 
Bey,  de  la  Reina  reinante,  del  Regente  ó 
del  Jefe  de  un  Estado  amigo. 

b.  Atentado  contra  la  vida  de  la  Rei- 
na no  reinante,  del  heredero  presunto 
del  Trono  ó  de  un  individuo  de  la  familia 
del  Soberano. 

2.0  Homicidio  ó  asesinato,  sea  cual- 
quiera la  edad  de  la  víctima,  compren- 
diendo en  ellos  el  parricidio,  el  infantici- 
dio y  el  envenenamiento. 

8/  Amenasas  hechas  bajo  condición 
determinada  y  por  escrito,  en  tanto  que 
las  leyes  de  los  dos  países  permitan  la 
extradición  por  este  hecho. 

4.0  Aborto  procurado  intencional - 
mente. 

6.0  Lesión  que  haya  ocasionado  una 
herida  corporal  grave  ó  la  muerte,  lesión 
cometida  con  premeditación  ó  lesión 
grave. 

6  o  Violación,  atentado  contra  el  pu- 
dor; el  hecho  de  tener  fuera  del  matri- 
monio comercio  carnal  con  una  joven 
soltera  ó  una  mujer  menor  de  diez  y  seis 
aflos,  ó  con  una  mujer  mayor  de  esta 
edad  cuando  el  culpable  sabe  que  está 
desmayada  ó  sin  conocimiento;  actos  de 
inmoralidad,  cuando  el  culpable  sabe  que 
la  persona  con  la  que  Ion  comete  está 
desmayada  ó  sin  conocimiento,  ó  cuando 
esta  persona  no  ha  llegado  á  los  dies  y 
seis  afios;  excitación  de  una  persona  me- 
nor de  esta  edad  á  cometer  ó  sufrir  actos 
de  inmoralidad,  ó  á  tener  fuera  del  ma- 
trimonio  comercio  carnal  con  un  tercero. 

7.0  Excitación  de  menores  á  la  mala 
vida,  y  todo  acto  que  tenga  por  objeto 
favorecer  la  corrupción  de  menores,  pu- 
nible según  las  leyes  de  los  dos  países. 

8.0    Bigamia. 

9.0  Rapto,  ocultación,  supresión,  sus- 
titución ó  suposición  de  un  nifio. 

10.  Sustracción  de  menores. 

11.  Falsificación  ó  alteración  de  mo- 
nedas ó  papel  moneda  con  objeto  de  emi- 
tir ó  hacer  emitir  estas  monedas  ó  papel 
moneda,  como  no  falsificados  ni  altera- 
dos, ó  poner  en  circulación  monedas  ó 
papel  moneda,  falsificados  ó  alteíados 
cuando  se  hace  intencionadamente. 

la.    Imitación  ó  falsificación  de  sellos 


y  de  marcas  del  Estado  ó  de  marcas  de 
fábrica  exigidas  por  la  ley;  imitación  6 
falsificación  de  billetes  de  un  Banco  de 
circulación,  fundado  en  virtod  de  dispo- 
siciones legales,  en  tanto  qne  las  leyes 
de  los  dos  países  permitan  la  extradición 
por  este  hecho.  La  retención  ó  la  intro- 
ducción del  extranjero  de  dichos  billete» 
de  BAnco,.con  la  intención  de  ponerlos 
en  circulación  como  no  siendo  falsos  ni 
falsificados,  cuando  sabía  el  que  los  reci- 
bía qne  eran  falsos  ó  falsificados. 

18.  Falsedad  en  escritura  pública  6 
auténtica  de  comercio  ó  privada,  y  uso 
intencionado  de  escritura  falsa  ó  falsifi- 
cada, en  tanto  que  las  ley^  de  los  dos 
países  permitan  la  extradición  por  este 
hecho. 

U.    Perjurio,  falso  testimonio. 

16.  Corrupción  de  funcionarios  públi- 
cos, en  tanto  que  las  leyes  de  los  dos 
países  permítanla  extlradición  por  este 
hecho,  concusión,  sustracción  ó  malver- 
sación, cometida  por  funcionarios  ó  por 
aquellos  que  son  considerados  como 
tales. 

16.  Incendio  intencionado,  cuando  de 
él  puede  resultar  un  peligro  común  para 
los  bienes,  ó  un  peligro  de  muerte  para 
otro;  incendio  con  el  objeto  de  propor- 
cionarse ó  proporcionar  á  otro  un  benefi- 
cio ilegal  en  detrimento  del  asegurador  6 
del  portador  legal  de  un  contrato  á  la 
gruesa. 

17.  Destrucción  ilegal  intencionada 
de  un  edificio  que  en  todo  ó  en  parte  per- 
tenece á  otra  persona,  ó  de  un  edificio  6 
construcción,  cuando  de  esta  destrucción 
pueda  resultar  un  peligro  común  paM  los 
bienes,  ó  peligro  para  la  vida  de  otro. 

18.  Actos  de  violencia  contra  las  per- 
sonas ó  los  bienes,  cometidos  pública- 
mente en  cuadrilla  ó  reunión. 

19.  El  hecho  ilegal  cometido  inten- 
cionadamente de  hacer  naufragar,  varar» 
destruir,  inutilizar  ó  deteriorar  una  em- 
barcación, cuando  de  ello  puede  resultar 
peligro  para  otra  persona. 

20.  Sublevación  y  rebelión  de  los  pa- 
sajeros á  bordo  de  un  buque  contra  el 
Capitán,  y  de  los  tripulantes  contra  sns 
superiores. 

21.  £1  hecho  cometido  intencional- 
mente  de  haber  puesto  en  peligro  ob 
tren  en  un  camino  de  hierro. 

22.  Robo. 
28.    Estafa. 

24.    Abuso  de  firma  en  blanco. 

26.    Malversación. 

26.    Quiebra  fraudulenta. 
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8e  comprenden  en  lae  precedentes  ea- 
Hfieadonee  la  tenUttfa  y  la  eompllddad, 
coando  eon  poniblea,  aegún  la  leglelación 
del  país  al  que  se  pide  la  extradición. 

Art.  a^  La  extradición  no  tendrá 
l«gar. 

1.*  Cuando  el  hecho  ha  sido  cometi- 
do en  an  tercer  paíe  y  el  Gobierno  de 
eete  pafe  reclama  la  extradición. 

S.^  Caando  la  demanda  ae  motl?e  en 
el  mismo  hecho  por  el  cnal  ha  sido  jas- 
gado  el  índivldno  reclamado  en  el  país  al 
qoe  se  pide  so  entrega,  y  por  cnyo  hecho 
ha  sido  sentenciado  ó  ha  obtenido  abso- 
lación  ó  sobreseimiento.  i 

S.®  81  segán  las  leyes  del  país  si  qns 
se  pide  la  extradición  tiene  Ingar  la  pres- 
cripción de  la  acción  ó  de  la  pena  antes 
de  la  detención  del  individuo  reclamado, 
ó  no  habiéndoee  veriBcado  aan  la  deten- 
ción, antes  qne  sea  citado  por  el  Tribu- 
nal que  ha  de  oirle. 

Art.  Zfi  No  ae  verificará  la  extradi- 
ción mientras  el  individuo  reclamado  sea 
procesado  por  el  miamo  hecho  en  el  país 
á  que  se  pida  la  extradición. 

Art.  4.^  Si  el  individuo  reclamado  se 
halla  procesado  ó  anfre  una  pena  por  una 
infracción  distinta  de  la  qne  motivó  la 
demanda  de  extradición,  la  extradición 
no  podrá  concederse  haata  que  se  hayan 
terminado  loa  procedimientos  en  el  país 
al  que  ae  pida  la  extradición,  y  en  caso 
de  sentencia  condenatoria,  hasta  que 
haya  aufrido  la  pena,  ó  que  haya  sido  in- 
doltado. 

No  obatante,  ai  según  las  leyes  del 
país  qne  pide  la  extradición,  pudiese  re- 
saltar de  esta  demora  la  preacripción  de 
la  cansa,  ae  concederá  la  extradición,  á 
menoa  que  conaideracionea  especiales  se 
opongan  á  ello,  y  obligándoae  á  devolver 
al  individuo  entregado  tan  pronto  como 
termine  el  proceso  en  el  referido  paía. 

Art.  5.<>  £1  individuo  que  ae  entregue 
no  podrá  ser  procesado  ni  caatigado,  en 
el  país  al  qne  se  conceda  la  extradición, 
por  un  delito  cualquiera  no  comprendido 
en  el  preaente  Convenio  y  anterior  á  su 
extradición,  ni  entregado  á  una  tercera 
Potencia  por  aemejante  hecho  sin  el  con- 
sentimiento de  la  que  ha  concedido  la 
extradición,  á  menoa  que  el  reo  baya  te- 
nido un  mes  de  tiempo  libre  para  aban- 
«lonar  de  nuevo  el  antedicho  paía  des- 
pués de  haber  sido  juagado,  y  en  caso  de 
condena,  después  de  hsber  sufrido  la 
pena  ó  de  haber  sido  indultado. 

No  podrá  tampoco  ser  procesado  ni 
castigado  por  un  hecho  previsto  por  el 


Convenio  anterior  á  la  extradición  sin  el 
consentimiento  del  Gobierno  que  lo  ha 
entregado,  y  qne  podrá,  si  lo  Jusga  con- 
veniente, exigir  la  presentación  de  nao 
de  los  documentos  mencionados  en  el  ar- 
tículo  7.0  del  presente  Convenio. 

Sin  embargo,  este  consentimiento  no 
será  necesario  cuando  el  acnaado  haya 
pedido  espontánesmente  ser  jusgado  ó 
sufrir  la  pena,  ó  eoando  en  el  plaso  fija- 
do máa  arriba  no  haya  abandonado  el  te- 
rritorio del  país  al  cual  ha  aido  entre- 
gado. 

Art  6.*  Las  disposiciones  del  presen- 
te Convenio  no  eon  aplicables  á  los  deli- 
tos políticos.  La  persona  que  baya  sido 
entregada  por  alguno  de  los  hechos  de 
derecho  común,  mencionados  en  el  ar- 
tículo 1.0,  no  podrá,  por  consiguiente,  en 
ningún  caeo  ser  procesada  ni  castigada 
en  el  Estado  al  que  se  entregó  por  moti- 
vo de  un  delito  político  anterior  á  la  ex- 
tradición, ni  por  motivo  de  un  hecho  co- 
nexo con  semeiante  delito  político,  á  me- 
noe  que  haya  tenido  libertad  de  abando- 
nar de  nuevo  el  país  durante  un  mes  des- 
pués de  aer  Jusgado,  y  en  caeo  de  sen- 
tencia después  de  haber  sufrido  su  con- 
dena ó  haber  aido  indultado. 

Art.  7.0  La  extradición  ae  pedirá  por 
la  vía  diplomática  y  no  se  concederá  sino 
mediente  presentación,  en  original  ó  en 
copia  auténtica,  sea  de  una  sentencia 
condenatoria,  ses  de  un  snlo  mandando 
forfoular  la  acusación  {miu  en  acu»aiÍQn\ 
ó  remitiendo  el  conocimiento  de  la  causa 
á  la  justicia  represiva  con  mandamiento 
de  prisión  ó  sea  de  un  mandamiento  de 
prisión  expedido  en  las  formas  prescri- 
tas por  la  legislación  del  paía  que  pre- 
senta la  demanda,  é  indicando  auficien- 
temente  el  hecho  de  que  se  trata  para 
poner  al  Eatado  requerido  en  condición 
de  juagar,  ai  conatituye,  aegún  su  legis- 
lación, un  caao  previsto  por  et^reaente 
Convenio,  aaí  como  la  diapoaición  penal 
que  le  es  aplicable. 

Art.  8.**  Los  objetos  aprehendidos  en 
poder  del  individuo  reclamado  aeran  en- 
tregados al  Eatado  reclamante  ai  la  Au- 
toridad competente  del  Eatado  á  quien 
ae  reclama  ha  ordenado  su  entrega. 

Art.  9.0  Mientraa  ae  pide  la  extradi- 
ción por  la  vía  diplomática,  la  detención 
preventiva  del  individuo,  cuya  extradi- 
ción puede  pedirae  con  arreglo  al  presen- 
te Convenio,  podrá  ser  solicitada:  por 
parte  de  los  Paíaes  Bajos  por  cualquiera 
empleado  de  juaticia  ó  cualquiera  Juea 
de  instrucción  (juge  eonimi$$aire):   por 
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parte  de  España,  por  el  Juez  ít  Tribanal 
qae  entienda  ó  haya  entendido  ec  la 
<;aa8a. 

La  detención  preventiva  qaeda  sometí- 
<la  á  lae  formas  y  á  laa  reglas  prescritas 
por  la  legislación  del  país  al  caal  se  hace 
la  demanda. 

Art.  10,  £1  extranjero  detenido  pre- 
ventivamente, con  arreglo  á  los  términos 
del  artículo  anterior,  será  puesto  en  li- 
bertad, á  no  ser  que  la  detención  deba 
continuar  por  otro  motivo,  si  en  el  tér- 
mino de  veinte  días  después  de  la  fecha 
de  la  orden  de  detención  preventiva  no 
se  ha  entablado  la  demanda  de  extradi- 
ción por  la  vía  diplomática  con  envío  de 
los  documentos  exigidos. 

Art.  11.  Cuando  en  la  tramitación  de 
una  capsa  criminal  por  un  hecho  pena- 
ble, no  político,  uno  de  los  Gobiernos 
juzgue  necesario  oirá  testigos  que  se  en- 
cuentren en  el  otro  Estado,  fte  dirigirá  un 
exhorto  con  este  objeto  por  la  tía  diplo- 
mática,^ y  se  le  dará  curso,  observando 
las  leyes  del  país  en  que  los  testigos  ha 
yan  sido  invitados  á  comparecer. 

En  caso  de  urgencia,  podrá  también 
remitirse  un  exhorto  directamente  por  la 
Autoridad  judicial  de  uno  de  los  Estados 
á  la  Autoridad  judicial  del  otro  Estado. 

Todo  exhorto  que  tenga  por  objeto  so- 
licitar un  examen  de  testigos  deberá  ir 
acompafiado  de  una  traducción  francesa. 

Art.  12.  6i  en  una  causa  criminal,  no 
política,  se  necesita  ó  se  desea  la  compa- 
recencia personal  de  un  testigo  en  el 
otro  país,  su  Gobierno  le  invitará  al  efec- 
to, y  en  caso  de  que  consienta,  se  le  se- 
ñalarán los  gastos  de  viaje  y  de  estancia, 
según  lae  tarifas  y  los  reglamentos  vi- 
gentes en  el  país  en  que  deba  verificarse 
el  examen,  salvo  el  caso  de  que  el  Go- 
bierno reclamante  crea  deber  señalar  al 
testigo  nna  indemnización  más  crecida. 

Ningún  testigo,  cualquiera  que  sea  su 
nacionalidad,  que  citado  en  uno  de  los 
dos  países  comparezca  voluntariamente 
ante  los  Jueces  de  otro  país,  podrá  ser 
allí  procesado  ni  detenido  por  hechos  ó 
condenas  criminales  anteriores  ni  á  pre- 
texto de  complicidad  en  los  hechos  obje- 
to de  la  causa  en  que  figure  como  tes- 
tigo. 

Art.  18.  Cuando  en  una  causa  crimi- 
nal, no  política,  se  jnzgqe  útil  ó  necesa- 
rio el  careo  de  criminales  detenidos  en  el 
otro  Estado,  ó  bien  la  presentación  de 
pruebas  ó  «le  documentos  que  se  encon- 
traren en  poder  de  las  Autoridades  del 
otro  país,  se  dirigirá  la  demanda  por  la 


vía  diplomática,  y  se  le  dará  curso,  á  no 
ser  que  consideraciones  especiales  se 
opongan  á  ello,  y  con  obligación  de  de- 
volver los  criminales  y  las  pruebas. 

Art.  14.  £1  tránsito  á  través  del  terri- 
torio de  una  de  las  partes  contratantes 
de  on  individuo  entregado  por  una  ter- 
cera Potencia  á  la  otra  parte,  y  que  no 
pertenezca  al  país  de  tránsito,  se  conce- 
derá á  la  simple  presentación,  en  original 
ó  en  copia  auténtica,  de  uno  de  los  autos 
de  procedimiento  enumerados  en  el  ar- 
tículo 7.0,  con  tal  que  el  hecho  que  sirva 
de  fundamento  á  la  extradición  se  halle 
comprendido  en  el  presente  Convenio  y 
,  no  se  refiera  á  lo  previsto  en  los  arts.  2.o 
y  6.^  y  que  el  transporte  se  verrfique,  en 
cuanto  á  la  escolta,  con  el  concurso  de 
funcionarios  del  país  que  ha  autorizado 
el  tránsito  por  su  territorio. 

Los  gastos  de  tránsito  correrán  á  car- 
go del  país  reclamante. 

Art  16.  Los  Gobiernos  respectivos 
renuncian  cada  uno  por  su  parte  á  toda 
reclamación  de  reintegro  de  los  gastos  de 
manutención,  de  transporte  y  otros  que 
pudieran  ocasionarse  en  los  límites  de 
sus  respectivos  territorios  por  la  extra- 
dición de  los  presuntos  reos,  acusados  ó 
sentenciados,  así  como  los  que  resultaren 
por  el  cumplimiento  de  exhortos,  por  el 
transporte  y  devolución  de  los  criminales 
que  hubieren  de  ser  careados,  y  por  el 
envío  y  devolución  de  pruebas  6  docu- 
mentos. 

En  caso  de  que  se  juzgue  preferible  el 
transporte  por  mar,  el  individuo  que  ha 
de  ser  entregado  será  conducido  al  puer- 
to que  designe  el  Agente  diplomático  6 
consular  del  Gobierno  reclamante,  que 
pagará  los  gastos  de  embarque. 

Art.  16.  Las  estipulaciones  del  pre- 
sente Convenio  serán  aplicables  á  las  co- 
lonias y  posesiones  en  el  extranjero  de 
las  dos  altas  partes  contratantes,  pero  es 
tando  basadas  sobre  la  legislación  de  la 
madre  patria,  no  serán  observadas  por 
una  y  otra  paite  más  que  en  tanto  que 
sean  compatibles  con  las  leyes  vigentes 
en  estas  colonias  ó  posesiones. 

La  demanda  de  extradición  del  malhe- 
chor que  se  refugiare  en  una  colonia  6 
posesión  extranjera  de  la  otra  parte,  po- 
drá también  ser  presentada  directamente 
al  Gobernador  ó  funcionario  principal  de 
esta  colonia  ó  posesión  por  el  Goberna- 
dor ó  funcionario  principal  de  la  otra  co- 
lonia ó  posesión,  en  tanto  que  las  dos  co- 
lonias ó  posesiones  extranjeras  estén  si- 
tuadas en  Asia  ó  en  Australia. 
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La  míama  regía  fe  aegaírá  ti  las  doa 
eolontaa  6  poaetionea  extranjeras  están 
•itoadas  eo  América. 

Los  citados  €k>bernadores  ó  primeros 
funcionarios  tendrán  la  facultad  ó  de  con- 
ceder la  extradición  ó  de  consaltar  á  sos 
Qobierbos. 

En  todos  los  demás  casos  la  demanda 
de  extradición  tendrá  lagar  por  la  via  di- 
plomática. 

£1  plaso  para  poner  en  libertad  al  de- 
tenido de  qde  trata  el  art.  10,  será  de  se- 
senta días. 

Art.  1 7.  El  presente  Convenio  no  será 
ejeentiTO  hasta  veinte  días  después  de  su 
promulgación,  en  las  formas  prescritas 
por  las  leyes  de  ambos  países.  Desde  que 
•e  ponga  en  ejecuoión,  cesará  de  estar  en 
vigor  el  Convenio  de  6  de  Mayo  de  1879, 
siendo  aastitufdo  por  el  actual,  que  con- 
tinuará rigente  hasta  seis  meses  después 
de  haber  sido  denunciado  por  declara- 
ción de  uno  de  los  dos  Gobiernos. 

Será  ratificado,  y  las  ratificaciones  se 
canjearán  tan  pronto  como  sea  posible. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios 
respectivos  han  firmado  el  presente  Con- 
venio, y  han  puesto  en  él  su  sello.— He- 
cho por  duplicado  en  Madrid  á  29  de  Oc- 
tubre de  1894.-(L.  S.)  Iforeí.— (L.  8.) 
Qerick.% 

El  presente  Convenio  fué  debidamen- 
te ratificado,  y  las  ratificaciones  canjea- 
das en  Madrid  el  24  de  Diciembre  de 
1894,  conviniéndose,  por  mutuo  acuerdo 
de  ambos  Gobiern(»s,  que  empiece  á  re- 
gir el  lo  de  Mayo  de  1896.— (Gace/a  del 
1.0  de  Enero  de  1896). 

ESPAÑA  Y  PORTUGAL 

Convenio  para  la  recíproca  extradición  de 
malhechor e9  entre  España  y  Portugal^  y 
articHloB  adiciofiales  al  mismo,  firma- 
dos en  Lisboa  el  25  de  Junio  de  186?  y 
el  27  de  Mayo  de  1868. 

{Estado).  <  Artículo  1.*  El  Gobierno  es- 
paJSol  y  el  Gobierno  portugués  se  obligan 
por  el  presente  Convenio  ala  recíproca  en- 
trega, con  la  única  excepción  de  sus  pro- 
pios subditos,  de  todos  los  individuos  que 
se  hayan  refugiado  de  Espbfia  y  sus  pro- 
vincias de  Ultramar  en  Portugal,  sus  islas 
adyacentes  y  provincias  ultramarinas,  y 
de  los  refugiados  de  Portugal,  de  sus  is- 
las adyacentes  y  provincias  ultramarinas 
en  Bspafia  y  sus  dominios  de  Ultramar, 
qoe  como  autores  ó  cómplices  de  cual- 


quiera de  los  crímenes  expresados  en  el 
artículo  8.0  se  hallen  acusados  ó  condena 
dos  por  loa  Tribunales  de  la  nación  don- 
de el  crimen  ó  delito  deba  ser  castigado.. 

La  extradición  se  verificará  en  virtud 
de  reclamación  de  los  Gobiernos  y  por 
la  vía  diplomática. 

Art.  2.0  Qnando  el  reo  ó  acusado  sea 
extranjero  en  los  dos  Estados  contratan- 
tes, el  Gobierno  que  deba  conceder  la 
extradición  informará  al  del  país  á  que 
pertenesca  el  individuo  reclamHdo  de  la 
demanda  que  le  haya  sido  dirigida;  y  si 
este  último  Gobierno  reclama  á  su  ves  al 
I  culpable  para  que  le  juzguen  sus  Tribu- 
nales, aquel  á  quien  haya  sido  dirigida  la 
demanda  de*  extradición  podrá  á  su  ar- 
bitrio entregarle  al  Estado  en  cuyo  terri- 
torio se  haya  cometido  el  delito  ó  á  aquel 
á  que  pertenesca  dicho  individuo. 

Si  el  reo  ó  acusado  cuya  extradición 
se  pide  en  conformidad  con  el  presente 
Convenio  por  nna  de  las  dos  partes  con- 
tratantes fuese  igualmente  reclamado  por 
otro  ú  otros  Gobiernos  por  delitos  come- 
tidos por  el  mismo  individuo  en  los  tér- 
minos respectivos,  será  entregado  al  Go- 
bierno cuya  demanda  tenga  U  fecha  más 
antigua. 

Art.  3.0  La  extradición  deberá  efec- 
tuarse cuando  se  trate  de  individuos 
acusados  ó  condenados  como  autores  ó 
cómplices  de  ios  crímenes  y  delitos  si- 
guientes: 

l.o  Homicidio  voluntario,  infanticidio- 
y  envenenamiento. 

3.0  Lesiones  corporales  graves, aborto. 

8.0  Violación,  estupro,  rapto  violen- 
to ó  cualquier  abuso  deshonesto  con  per- 
sona de  uno  ú  otro  sexo,  cuando  se  use 
con  ellas  de  fuerza  ó  intimidación,  ó 
cuando  se  halle  privada  de  razón  ó  de 
sentido,  ó  cuando  su  edad  diere  al  abuso 
el  carácter  de  delito  grave  según  las  le- 
gislaciones respectivas,  aunque  no  cour 
curra  ninguna  otra-  de  aquellas  circuns- 
tancias. 

4. o  El  robo,  el  hurto,  encarcelación 
privada,  detención  arbitraria. 

5.0  Incendio  voluntario,  daño  en  los 
caminos  de  hierro  de  que  resulte  ó  pue- 
da resultar  peligro  para  la  vida  de  los 
pasajeros,  dafio  en  los  telégrafos. 

6.0  Sustracción  y  ocultación  de  me- 
nores, parto  supuesto,  usurpación  deles 
tado  civil,  bigamia. 

7. o  Peculado  y  concusión,  prevarica- 
ción, malversación  de  caudales  públicos^ 
cohecho,  soborno  y  corrupción. 

8.*     Falsificación,  comprendiéndose 
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en  ella  la  venta  de  docnmentoa  de  crédi- 
to faleoe,  la  fabricación  y  expendioión  de 
moneda  falaa^  el  nao  y  la  fabricación  de 
instrumentoa  deetinadoa  á  hacer  dicha 
moneda,  ó  títnloa  de  la  Deoda  ó  billetea 
de  Bancoa  ó  cualqaier  papel  que  circnle 
como  moneda;  la  fabricación  ó  falaifica- 
ción  de  cnfioa  oficialea  deetinadoa  á  mar- 
car objetos  de  oro  ó  plata  y  á  hacer  Be- 
llos de  correos,  y  la  falsificación  de  éstos 
y  de  cnalesqniera  otros  timbres  y  sellos 
del  Estado;  falsificación  de  cualquier  do- 
cnmento  público  ó  privado  que  por  so 
natnralesa  cause  ó  paeda  venir  á  causar 
perjuicio;  falso  testimonio. 

9.0  Soborno  de  testigos,  estafa,  quie- 
bra fraudulenta,  baratería,  tráfico  de  es- 
clavos. 

10.  Además  de  las  infracciones  men- 
cionadas, dará  derecho  á  la  extradición 
el  delito  frustrado  con  relación  á  las 
mismas. 

No  se  concederá,  sin  embargo,  la  ex- 
tradición en  ningún  caso  cuando  el  deli- 
to consumado  ó  frustrado  sólo  merezca 
pena  correccional,  según  los  principios 
generales  de  la  legislación  penal  vigente 
en  cualquiera  de  los  dos  países. 

Art.  4.0  Para  que  pueda  concederse 
la  extradición  es  indispensable  la  pre- 
aentación  de  testimonio  de  la  sentencia 
condenatoria  ó  del  auto  motivado  de  pri- 
sión expedido  por  el  Tribunal  competen 
te,  y  extendido  según  las  leyes  del  país 
cuyo  Gobierno  reclama  la  extradición,  y 
acompafiada  de  la  declaración  de  las  cir- 
cunstancias del  crimen  ó  delito,  añadién- 
dose si  fuese  posible  las  sefias  persona- 
les del  reclamado  y  todas  las  indicacio- 
nes á  propósito  para  reconocer  su  iden- 
tidad. 

Art.  6.0  Los  objetos  sustraídos  ó  que 
se  encontraren  en  poder  del  reo  ó  acusa- 
do, los  instrumentos  y  útiles  de  que  se 
hubiese  valido  para  cometer  el  delito,  así 
como  cualquiera  otra  prueba  de  convic- 
ción, serán  entregados  al  mismo  tiempo 
que  el  individuo  detenido. 

También  tendrá  lugar  aquella  entrega 
ó  remesa  aun  en  el  caso  de  que,  conce- 
dida la  extradición,  no  llegase  ésta  á 
efectuarse  por  muerte  ó  fuga  del  cul- 
pable. 

La  remesa  de  objetos  será  extensiva  á 
todos  los  de  igual  natnraleaa  que  el  pro 
cesado  hubiere  ocultado  ó  conducido  al 
país  donde  se  refugió  y  que  fuesen  des- 
cubiertos con  posterioridad.  Se  reservan, 
sin  embargo,  los  derechos  de  tercero  so- 
bre los  objetos  srriba  dichos,  los  cuales 


deberán  serle  demeltoa  sin  gasto  alguno 
después  de  terminado  el  proceso. 

Art.  6.0  Los  desertores  de  los  cuerpos 
del  ejército  y  de  la  Armada  de  Espafia  y 
Portugal  serán  recíprocamente  entrega- 
dos siempre  que  uno  de  los  dos  Gobier- 
nos entable  ante  el  otro  por  la  vía  diplo» 
mátioa  la  reclamación  oompetente*  acom- 
pafiada  de  copia  de  la  sentencia  del  Con* 
sejo  de  Guerra. 

Las  disposiciones  del  presente  artícu- 
lo son  aplicables  exclusivamente  á  kw 
subditos  de  la  nación  reclamante. 

Art.  7.^  Los  gastos  de  captura  y  cus- 
todia, manutención  y  conducción  hasta 
la  frontera  de  los  individuos  á  cuya  ex- 
tradición se  acceda,  serán  de  cuenta  del 
Gobierno  en  cuyo  territorio  se  halle  re- 
fugiado el  reo. 

Art.  8.0  Los  individuos  reclamados 
que  estén  encausados  á  consecuencia  de 
crímenes  cometidos  en  el  país  donde  se 
hayan  refugiado  no  serán  entregados 
sino  después  de  juzgados  definitivamen- 
te; y  en  el  caso  de  ser  condenadoa,  des- 
pués de  cumplida  la  pena  que  se  les 
haya  impoesto. 

Los  que  hayan  sido  condenados  por 
crímenes  perpetrados  en  el  país  donde 
ae  han  refugiado  sólo  serán  entregados 
después  de  cumplida  la  condena. 

Art.  9.0  Los  individuos  entregados 
en  virtud  del  presente  Convenio  no  po- 
drán ser  procesados  por  ningún  crimen 
anterior  distinto  del  que  haya  motivado 
'la  extradición,  á  no  ser  que  el  crimen 
esté  comprendido  en  el  art.  S.o  y  haya 
sido  perpetrado  con  posterioridad  á  la 
celebración  de  este  Convenio. 

Art.  10.  En  ningún  caso  se  concederá 
la  extradición  por  crímenes  ó  delitos  po- 
líticos, ó  por  hechos  que  tengan  cone- 
xión con  dichos  crímenes  ó  delitos. 

Los  individuos  cuya  extradición  haya 
aido  concedida  como  reos  de  algunos  de 
los  crímenes  ó  delitos  comunes  expresa- 
dos en  el  art.  8  o  no  podrán  en  caso  al- 
guno ser  juzgados  ni  castigados  por  crí- 
menes ó  delitos  políticos  ó  por  hechos 
que  tengan  conexión  con  éstos,  anterio- 
res á  la  extradición. 

Art.  11.  La  extradición  no  ae  suspen- 
derá porque  impida  el  cumplimiento  de 
obligacionea  que  el  individuo  reclamado 
hubiese  contraído  con  personas  partlca- 
lares,  las  cnaiea  podrán  hacer  valer  su  de- 
recho ante  la  autoridad  competente. 

Art.  12.  En  los  casos  urgentes,  y  so- 
bre todo  coando  ae  tema  la  fuga,  cada 
uno  de  loe  dos  Gobiernos,  apoyándose  en 


Digitized  by 


Google 


EXT 


867  — 


EXT 


oiM  senteneia  oondenatoria  ó  en  el  «oto 
<le  prisión  expedido  contra  el  reo,  ó  en 
«oalqoier  otro  documento  qae  tengm  al 
inenoe  la  misma  faersa  qve  dicho  aato, 
podrá  por  el  medio  más  rápido,  y  aan 
por  telégrafo,  pedir  y  obtener  la  prieión 
del  condenado  ó  del  acotado,  con  la  con- 
dición de  presentar  lo  más  pronto  posible 
•el  docomento  coya  existencia  se  ha  so- 
pnesto. 

Art  18.  La  extradición  no  será  de 
modo  atgono  concedida  casndo,  segtkn  la 
legislación  del  país  donde  se  halle  refb- 
giado  el  reo,  haya  preecrito  la  pena  ó  ae- 
¿ón  criminal. 

Art.  14.  Cnando  en  la  proeecnción  de 
«Ignna  cansa  criminal  inicisda  en  ono  de 
los  dos  países  se  estime  necesaria  la  de- 
claración de  testigos  residentes  en  el 
otro,  se  dirigirá  con  este  objeto  por  la  vía 
diplomática  un  inierrogatorio  á  qne  se 
dará  cnrso,  observándose  Iss  leyes  de  la 
nación  donde  hayan  de  prestar  an  decla- 
ración los  testigos. 

Los  dos  Gobiernos  rennncisn  á  cnal- 
qaier  reclamación  qne  tenga  por  objeto 
la  devolución  de  los  gastos  procedentes 
del  cumplimiento  del  interrogatorio. 

Art.  16.  Si  en  una  cansa  criminal  se 
creyere  necesaria  la  comparecencia  per 
sonal  de  un  testigo,  el  Gobierno  de  quien 
éste  dependa  explorará  su  voluntad  de 
acceder  á  la  invitación  qne  al  efecto  hu- 
biese dirigido  el  otro  Gobierno. 

81  los  testigos  requeridos  consienten 
en  partir,  reiMbirán  los  pasaportes  nece* 
serios;  y  los  Gobiernos  respectivos  se  en- 
tenderán entre  sí  para  fijar  la  indemnisa- 
ción  qne,  segón  la  distancia  y  el  tiempo 
de  la  permanencia,  habrá  de  darles  el  Go- 
bierno reclamante,  así  como  la  snma  qne 
deberá  anticipárseles. 

En  ningún  caso  podrán  ser  los  testigos 
detenidos  ni  molestados  durante  su  es- 
tancia en  el  lugar  donde  hayan  de  ser 
oídos,  ni  durante  sn  viaje  de  ida  y  vuel- 
ta, por  nn  hecho  anterior  á  la  demanda 
de  comparecencia. 

Art.  16.  Si  en  algún  proceso  instruido 
en  uno  de  los  dos  Estaidos  contratantes 
fuese  necesario  proceder  al  careo  del  pro- 
cesado con  delincuentes  detenidos  en  el 
otro  Estado,  ó  adquirir  pruebas  de  con- 
vicción ó  documentos  judiciales  que  éste 
posea,  se  dirigirá  la  súplica  por  la  vía  di- 
plomática. 

Siempre  que  no  lo  impidan  circunstsn- 
das  especiales  deberá  accederse  á  la  de- 
manda, con  la  condición  de  que  en  el  más 
breve  placo  posible  serán  devueltos  á  su 


país  originario  |os  individuos  y  los  doca* 
montos  reclamados.  Los  gastos  de  con- 
duoción  de  un  Estado  á  otro  de  los  Indi- 
viduos y  de  los  objetos  arriba  expresa- 
dos serán  sufragados  por  el  Gobierno 
que  dirigió  la  demanda. 

Art.  17.  Los  dos  Gobiernos  se  com- 
prometen á  notificarse  las  sentencias  re- 
caídas sobre  los  crímenes  y  delitos  de 
toda  especie  que  hayan  sido  pronuncia- 
dos por  los  Tribunales  de  uno  de  los  dos 
Estados  contra  los  individuos  del  otro. 

Esta  notificación  se  llevará  á  efecto  en- 
viando por  la  vía  diplomática  la  senten- 
cia pronunciada  en  definitiva  al  Gobier- 
no de  quien  dependa  el  procesado  para 
que  se  deposite  en  los  archivos  del  Tri- 
bunal á  quien  corresponda. 

Cada  uno  de  los  dos  Gobiernos  dará  al 
efecto  las  instrucciones  necesarias  á  las 
autoridades  compstentes. 

Art.  18.  Queda  sin  efecto  el  Convenio 
para  la  recíproca  entrega  de  criminales 
y  desertores  celebrado  en  8  de  Mario 
de  1828. 

Art  18.  El  presente  Convenio  estará 
vigente  por  espacio  de  cinco  afios,  á  con- 
tar desde  el  día  en  que  se  canjeen  las 
ratificaciones;  y  trsnscnrrido  este  plsso 
continuará  subsistiendo  mientras  uno  de 
los  dos  Gobiernos  no  declare  con  seis  me- 
ses de  anticipación  que  desiste  de  su 
cumplimiento. 

Será  ratificado,  y  las  ratificaciones  se 
canjearán  en  Llst>oa  en  el  más  breve  pla- 
zo posible.  En  fe  de  lo  cnal  los  Plenipo- 
tenciarios respectivos  han  firmado  los 
precedentes  artículos  escritos  en  las  leu- 
guss  eepafiola  y  portuguesa,  y  los  han  se- 
llado con  el  sello  de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  en  Lisboa  á  26  de 
Junio  de  1867.— (L.  H)  El  Conde  de  Ba- 
ñuelo$,-(L,  S.)  Lfiis  Auguito  Bebello  da 
Silva, 

▲STIGULOS  IDIOIONILBS 

Artículo  1.0  En  los  casos  de  simple 
deserción  de  soldados  portugueses,  será 
suficiente  para'  legitimar  la  reclamación 
la  sentencia  ó  decisión  de  los  consejos 
de  disciplina 

Art.  8.**  Además  de  los  desertores  de 
los  Cuerpos  del  Ejército  y  de  la  Armada 
de  Espafia  y  de  Portugal,  serán  entrega- 
dos recíprocamente  los  prófugos  del  alis- 
tamiento militar  de  los  dos  países. 

Las  reclamaciones  de  que  trata  este 
artículo  se  harán  por  las  Autoridades  su- 
periores de   las   provincias,   y    vendrán 
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BÍempre  acompafiadas  d^  loa  documentos 
comprobantea  de  la  identidad,  sorteo  y 
evasión  de  los  prófogoa. 

Loa  preaentes  ártico  I  os  adicionales 
tendrán  la  misma  fuersa  y  vigor  que  ten 
drian  si  estuviesen  insertos  palabra  por 
palabra  en  el  Convenio  de  25  de  Jnnio 
de  1867,  y  serán  ratificados  al  mismo 
tiempo. 

£n  fe  de  lo  cual  los  infrascritos  Pleai- 
potenciarlos  de  8.  M.  Oatólica  y  de  8.  M. 
Fidelísima,  en  virtud  de  sus  plenos  po- 
deres, los  firmaron  y  sellaron  con  el  sello 
de  sus  armas. 

Hecho  por  duplicado  «n  Lisboa  á  27 
de  Mayo  de  J868.^(L.  S.)  El  Conde  de 
Bañuelo$.-{U  8.)  Luíb  Augusto  Eebello 
da  Silva. 

£1  anterior  Convenio  con  loa  artículos 
adicionales  ba  sido  debidamente  ratifica- 
do, y  el  canje  de  las  ratlfioaciones  ha  te- 
nido logar  en  Lisboa  el  día  14  de  Enero 
próximo  pasado  entre  el  Ezcmo.  Sr.  Don 
Cipriano  del  Maso,  Enviado  Extraordina- 
rio y  Ministro  Plenipotenciario  de  Espa- 
ña en  aquella  corte,  y  el  Excmo.  8r.  Mar- 
qués de  8á  da  fiandeira.  Ministro  de  Ne- 
gocios extranjeros  de  8.  M.  Fidelísima. > 
{Gaceta  de  7  de  Febrero  de  1869). 

ESPAÑA  Y  REPÚBLICA  ARGENTINA 

Convenio  de  extradición  celebrado  entre 
España  y  la  República  Argentina  en  7 
de  Mayo  de  188}. 

(Estado).  €  Artículo  l.o  El  Gobierno 
de  Espafia  y  el  Gobierno  de  la  República 
Argentina  se  comprometen  por  el  presen- 
te Tratado  á  la  recíproca  entrega  de  los 
individuos  refugiados  de  uno  de  los  dos 
paísa||en  el  otro,  qne  fuesen  condenólos 
ó  acosados  por  los  Tribunales  competen- 
tes «como  autores  ó  cómplices  de  los  crí- 
menes enunciados  en  el  artículo  si- 
guiente. 

Art.  2.®  Los  crímenes  que  autorisan 
la  extradición  aon: 

1.0     Asesinato. 

2.0  Homicidio  (á  no  ser  que  se  hubie- 
se cometido  en  defensa  propia  ó  por  im- 
prudencia'). 

8.0     Parricidio. 

4.0    Infanticidio. 

5.0  Envenenamiento  y  laa  tentativas 
de  los  crímenes  comprendidos  en  los  in- 
cisos anteriores 

6.*    Violación,  aborto  voluntario. 


7.0    Bigamia. 
8."*    Rapto. 

9.0  Atentado  con  violencia  contra  el 
pudor. 

10.  Ocultación  y  sustracción  de  me- 
nores. 

1 1.  Incendios  voluntarios. 

12.  Lesiones  hechas  voluntariamente 
en  que  hubiese  ó  de  las  qne  reaoltase  in- 
habilitación de  servicio,  deformidad,  mu- 
tilación ó  destrucción  de  algún  miembro 
ú  órgano,  ó  la  muerte  sin  intención  de 
darla. 

18.  Dafios  ocasionados  voluntaria- 
mente á  los  ferrocarriles  y  telégrafos,  y 
de  que  resulten  trabas  á  la  marcha  regu- 
lar de  ellos  ó  peligro  para  la  vida  de  lo» 
paaajeros. 

14.  Asociación  de  malhechores. 

15.  Robo,  y  particularmente  con  vio 
lencia  á  las  personas  ó  á  las  cosas. 

16.  Falsificación,  alteración,  intro- 
ducción y  emisión  fraudulentas  de  mo- 
nedas y  papeles  de  créditos  con  curso  le 
gal;  falsificación,  importación,  venta  y 
uso  de  instrumentos  destinados  á  hacer 
moneda  falsa,  pólixas  ó  cualesquiera  tí- 
tulos de  la  Deuda  pública;  billetes  de 
Banco  ó  cualesquiera  papeles  de  los  que 
circulan  como  si  fuesen  moneda;  falsifi- 
cación de  sellos  de  Correo,  'estampilla, 
timbres,  cuños  y  cualesquiera  otros  se- 
llos del  Estado  ó  de  las  Oficinas  públi- 
cas, aun  en  el  caso  de  qne  el  crimen 
haya  sido  cometido  fuera  del  Estado  que 
pide  la  extradición;  uso,  importación  y 
venta  de  estos  objetos. 

17.  Falsificación  de  escrituras  públi- 
cas, letras  de  cambio  y  otros  títulos  de  ^ 
comercio,  y  el  uso  de  estos  papeles  falsi- 
ficados. 

18.  Peculado  ó  malversación  de  cao- 
dales  públicos;  concusión  cometida  por 
funcionarios  públicos;  sustracción  frau- 
dulenta de  los  fondos,  dinero  ó  papelea 
pertenecientes  á  una  Compafiía  ó  Socie- 
dad industrial  ó  comercial  ú  otra  Corpo- 
ración, por  persona  empleada  por  ella, 
siempre  que  esté  legalmente  establecida 
dicha  Compafiía  ó  Corporación;  pero  sólo 
en  el  caso  que  estos  delitos  mereciesen 
pena  corpoHs  aflictiva^  atendida  la  legis- 
lación del  país  en  que  se  hubieran  co- 
metido. 

19.  Falso  testimonio  en  materia  civil 
ó  criminal. 

20.  Quiebra  fraudulenta. 

21.  Baratería,  siempre  que  los  hechos 
que  la  conatituyen  y  la  legislación  del 
país  á  que  perteneciera  la  nave  haga  rea- 
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poDMible*  á  loi  antores  de  pena  eorpcris 
aJUeUmí, 

21.  IntarreGoión  del  equipaje 'ó  Iripo* 
)ae¡6n  de  an  baque  cuando  loe  iodividuoe 
qoe  eomponeD  dicha  tripulación  ó  equi- 
paje ee  hubieeen  apoderado  de  la  entibar- 
ración,  ó  la  hubieeen  entregado  á  pi- 
ratae. 

Art.  15.  Loe  indifiduoe  acueadoe  ó 
eondenadoa  por  crimenee,  á  loa  cuales 
correepondiere  la  pena  de  muerte,  coa- 
fornae  á  la  legi elación  de  la  nación  recla- 
mante, sólo  aeran  entregadoe  con  la  cláu- 
aula  de  que  eaa  pena  lee  será  conmu- 
tada.» 

ESPAÑA  Y  RUSIA 

Camvenio  de  extradicián  celebrado  entre 
Mmaña  y  Butia,  firmado  en  Madrid 
el  lü  24  de  Abrü  de  1888. 

(JMado).  «Artículo  1.0  Lae  altas  par- 
tee eoDtratantee  ee  obligan  á  entregarse 
recíprocamente  á  loe  individuoe  que. 
prooeeadoe  ó  sentenciadoe  por  un  delito 
máe  ó  menoe  grave  cometido  en  el  terri- 
torio de  una  de  lae  doe  partes,  eea  habi- 
do en  el  territorio  de  la  otra  en  las  cir- 
conetanciae  y  con  tas  condiciones  que 
raflasea  céteOonv^Blo^     .  '     -^ 

Art.  2«^  .  La  extradición  no  se  verifi- 
cará eino  en  el  caso  de  que  exista  un 
pvooedhniento  ó  una  eentencia  conde- 
natoria por  un  acto  voluntario  cometido 
en  el  territorio  del  Estado  que  pide  la 
extradición,  j  que  según  la  legislación 
del  Estado  <  redamante  y  del  Eetado  á 
quien  se  dirige  la  redamación  puede  ser 
castigado  con  una  pena  más  grave  que  la 
de  an  afio  de  prisión. 

También  se  verificará  la  extradición 
en  el  caao  de  que  el  delito  en  que  ee 
fonda  la  demanda  de  entrega  se  haya 
cometido  fuera  del  territorio  del  Eetado 
reclamante,  siempre  que  la  legislación 
del  país  á  quien  se  pide  autorice  el  pro- 
cesamiento por  hechos  análogos  cometí* 
dos  fnera  de  an  territorio. 

ikm  eetas  limitacionee  la  extradidón 
se  Terificará  por  actos  penables  que  á 
continuación  se  expresan,  comprendien- 
do la  tentativa  y  complicidad: 

l.o  Delitos  de  lesa  majestad  eonti;a 
el  Soberano  é  individuos  de  eu  familia, 
que  constituyen  los  de 

a)  Homicidio  voluntario  ó  tentativa 
del  miamo. 

b)  Vías  de  hecho. 


c)  Lesiones  corporales. 

d)  Privadón  voluntaria  de  la  liberta!d 
individual. 

e)  ultrajes. 

2.0  Traición  que  comprometa  la  pat 
ó  la  Independencia  del  Estado. 

8.0    Conspiración  ó  rebelión. 

4.0  Agentados  contra  la  autoridad  su* 
perior  ó  sue  agentes. 

6.0  Preparación  ó  conservación  de 
dinamita  ó  de  otrae  materias  explosivas 
con  ánimo  de  canear  dafio  en  las  perso- 
nas ó  en  lae  cosas,  siempre  que  estos  ac- 
tos sean  penables  por  las  leyes  de  ambos 
palees. 

6.0  Aseeinato  ó  confabuladón  para 
"cometerlo,  homicidio,  heridas  y  lesiones 
voluntariae. 

7.0  Bigamia,  rapto,  violación,  aborte, 
atentado  contra  el  pudor,  cometido  coa 
violencia  y  ein  violenda  en  un  nifio  de 
uno  ú  otro  sexo  menor  de  catorce  afios; 
prostitución  ó  corrupción  de  meooree  por 
loe  parlen tee  ó  cualquiera  otra  persona 
encargada  dé  eu  vigilancia. 

8.0  Sustracción,  ocultación, supreeióUy 
sustitución  ó  suposición,  expoeición  ó 
abandono  de  un  nifio. 

0.®    Incendio  voluntario. 

10.  Dafios  oanaadoe  voluntariamente 
en  los*  caminos  de  hierro,  telégrafoa,  mi- 
das, dk|ixes  ú  otras  construcciones  hidro- 
técnicas, boquee  y  todo  acto  voluntarlo 
que  hicleee  peligroeo  su  uso  ó  su  explo- 
tación. 

11.  Extordón,  aaodación  de  malhe- 
chores, rapifia  y  robo. 

12.  Falsificadón,  introducción,  emi- 
don  de  moneda  falsa  ó  alterada  y  de  pa- 
pel moneda  falsificado  ó  alterado;  falsifi- 
cación de  papel  de  la  Deuda  ó  de  obliga- 
dones  del  Estado,  de  billetes  de  Banco  ó 
de  cualquiera  otro  efecto  público,  i0UO' 
dncción  ó  uso  de  estos  mismos  títulos, 
faldficación  de  decretoe,  de  selloe,  pun- 
zones, timbres  y  sellos  del  Estado  ó  de 
la  Administración  pública,  y  uso  de  estos 
objetos  falsificados. 

Falsificación  de  escritura  pública,  pri- 
vada, de  comercio  ó  de  banca,  y  use  de 
eecrituras  falsificadas. 

15.  Falao  teetimonio  ó  declaradenea 
falsas  da  peritoe,  ó  el  acto  de  inducir  á 
los  testigos  y  peritos  que  bagan  declara- 
cionee  falsas,  calumnia. 

14.  Sustraccionee  cometidas  por  fun- 
ciodarios  ó  depositarios  públicos,  y  so- 
borno de  funcionarios  públicos. 

15.  Quiebra  fraudulenta. 

16.  Abuso  de  confianza  cometido  por 
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on  administrador,  l>anqaero,  agente,  co- 
misionado,  carador,  director  ó  indtvidao  , 
ó  empleado  de  ana  Sociedad  caalqaiera, 
siempre  qae  el  hecho  esté  penado  por  las 
leyes  vigentes. 

17.  Estafa  y  fraade. 

18.  Baratería. 

19.  PirateHa. 

20.  A  menazas  hechas  por  escrito  ó  de 
eaalquier  otro  modo  para  obtener  dinero. 

21.  El  acto  de  snmergir,  destrair  ó 
hacer  varar  an  baqae,  ó  tentativa  ó  con- 
fabnlación  para  llevarlo  á  cabo. 

22.  Ataque  á  un  buqae  en  alta  mar 
con  objeto  de  cometer  an  homicidio  ó  de 
cansar  graves  lesiones  corporales. 

28.  £1  acto  de  rebelarse  ó  dé  tratar 
de  rebelarse  dos  ó  más  j>ersonas  qae  se 
encuentran  á  bordo  de  an  buque  en  alta 
mar,  contra  la  autoridad  del  Oapitán. 

24.  Trata  de  esclavos,  según  se  halle 
penada  por  las  leyes  de  anfibos  países. 

25.  Ocultación  de  los  objetos  adquiri- 
dos por  cualquiera  de  los  delitos  consiga 
nados  en  este  Convenio. 

Dependerá  del  Estado  de  qnien  se  so* 
licite  la  entrega  de  un  reo  concederla 
igualmente  por  cualquier  otro  delito  res- 
pecto del  cual  procede  la  extradición,  se- 
gún las  leyes  que  rijan  en  ambos  países. 

Art.  8.0  Los  dos  Gobiernos  podrán  li- 
bremente conceder  ó  negar  la  entrega  de 
sus  propios  subditos. 

Se  obligan  á  proceder  criminalmente, 
con  arreglo  á  sus  leyes  respectivas,  con- 
tra los  autores  de  los  delitos  cometidos 
en  el  otro  país  en  cuanto  se  haga  la  peti- 
ción al  efecto,  y  siempre  que  dichos  deli- 
tos puedan  ser  clasificados  en  una  de  las 
categorías  enumeradas  en  el  art.  2.o  de 
este  Convenio. 

Cuando  un  individuo  se  halle  procesa- 
do Mgón  las  leyes  del  país  en  qae  se  en- 
cuentre por  un  acto  punible  cometido  en 
el  territorio  del  otro  país,  el  Gobierno  de 
éste  se  halla  obligado  á  facilitar  los  in- 
formes, los  documentos  judiciales  con  el 
caerpo  del  delito,  y  cualquiera  otra  acla- 
ración necesaria  para  abreviar  el  proce- 
dimiento. 

Art.  4.0  En  ningún  caso  podrá  ale- 
garse como  motiva  para  negar  la  extra- 
dición la  circunstancia  de  qae  el  delito 
por  el  que  se  pide  la  extradición  se  hu- 
biese cometido  con  un  fin  político. 


El  individno  qae  hubiese  sido  entrega- 
do por  cualquiera  de  los  delitos  previstos 
en  esté  Convenio,  no  podrá  en  ningún 
caso  ser  detenido  ó  procesado  en  el  país 
al  qae  se  ooneedió  su  extradición  por 
ningún  delito  ó  hecho  distinto  de  los  que 
moUvaron  su  entrega,  á  menos  que  haya 
sido  devuelto  ó  haya  regresado  por  so 
propia  voluntad  al  Estado  que.  concedió 
su  extradición. 

Esta  condición  no  es  aplicable  á  los  de- 
litos cometidos  después  de  la  extradi- 
ción  

Art  6.0  Si  el  subdito  de  una  de  las 
altas  partes  contratantes  que  hubiese  co- 
metido en  un  tercer  Estado  cualquiera 
de  los  delitos  enumerados  en  el  art.  2.®  se 
refugiase  en  el  territorio  de  la  otra  parte 
contratante,  se  concederá  su  extradición 
cuando  no  pudiese,  con  arreglo  y  á  tas  le- 
yes allí  vigentes,  ser  juzgado  por  los  Tn- 
bunales  de  dicho  país,  á  condición  de 
que  no  sea  reclamado  por  el  Gobierno 
del  país  donde  cometió  ^1  delito,  ó  cuan- 
do no  haya  sido  juzgado;  ó  caando  no 
haya  cumplido  la  pena  que  se  le  impuso. 

Se  observarán  las  mismas  reglas  res- 
pecto del  extranjero  que  hubiese  come- 
tido en  las.circunstancias  antes  indicadas 
caalqaiera  de  las  infracciones  antedichas 
contra  un  subdito  de  una  de  las  partes 
contratantes. 

Art.  20.  Este  Convenio  continuará  en 
vigor  basto  el  12-24  de  Abril  de  1898.  En 
caso  de  que  una  de  las  altas  partes  con- 
tratantes no  haga  saber  doce  meses  an- 
tes de  dicha  fecha  su  intención  de  que 
cesen  los  efectos  del  mismo,  seguirá  sien- 
do obligatorio  hasto  que  transcurra  dh 
afio,  á  contar  desde  el  día  en  que  lo  de- 
nuncie una  de  las  altas  partes  contra- 
tantes.» 

Las  ratificaciones  de  este  Convenio  se 
cambiaron  en  Madrid  el  día  18-1.0  de  Jn- 
oio  de  lBSS,^(Gaeeta  de  25  de  Julio). 

Nota.  Sólo  insertamos  los  preceden- 
tes artículos  de  este  Tratado  por  ser  los 
demás  sustancialmente  iguales  á  los  de 
los  Tratados  ya  insertos,  como  ya  hemos 
hecho  en  otros  Convenios.  Y  por  igual 
razón  dejamos  de  insertar  los  relativos  á 
varios  de  los  Estados  que  se  óitan  ai 
principio. 
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FALTAS.— Atendiendo  «1  procedi- 
mimito  qae  te  Biguá  par»  caBtigar  lae 
íaltM  y  á  lae  Aotoridadea  que  tienen 
competencia  para  imponer  los  castigos, 
pueden  claaificarse  en  dos  grupos:  Caltas 
Judiciales;  faltas  gaberiiaUvas  ó  admi- 
nistrativas. 

Faltas  Jadiclales.— El  Código  penal, 
en  su  ariícalo  1.^,  deOne  las  faltas  que 
llamamos  judiciales  al  deñnir  el  delito. 
Sqn,  pues,  faltas,  según  el  Código,  las 
acciones  y  las  omisiones  voluntarias  pe- 
nadas por  la  ley  que  no  constituyan  de- 
,  lito.  Las  faltas,  como  manifestaciones 
conscientes  de  una  voluntad  antijurídica 
ó  eontraria  al  Derecho,  son  en  su  esencia 
iguales  á  los  delitos.  Pero  se  diferencian 
de  ellos  en  la  menor  transcendencia  del 
mal  producido,  y  bajo  el  punto  de  vista 
Jurídico,  en  que  para  las  primeras  sólo  se 
establecen  penas  leves,  como  preceptúa 
^1  artículo  6.0,  párrafo  8.*,  del  citado  Có- 
digo (tomo  I,  página  610). 

Dlferéncianse  también  de  loa  delitos 
las  faltas,  en  que  éstas  únicamente  se 
castigan  cuando  han  sido  consumadas,  á 
excepción  de  las  frustradas  contra  las 
personas  y  la  propiedad  (art.  5.o  del  mis- 
mo Código),  y  en  que  por  simples  faltas 
no  se  puede  detener  á  nadie,  á  no  ser 
que  el  autor  no  tuviere  domicilio  conoci- 
do ó  no  diere  fiftnsa  bastante  á  juicio  de 
la  Autoridad  ó  agente  que  intente  déte 
nerle  (art.  496  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  pág.  166  de  este  tomo). 

Se  diferencian  asimismo  en  la  dase  de 
Autoridades  que  juzgan  de  unos  y  otras 
y  en  la  índole  de  ¡os  corresf^ondieites 
juicios. 

La  Ley  Orgánica  del  Peder  Judicial, 
en  sos  artículos  848,  844,  849  y  860,  de- 


clara que  la  jurisdicción  ordinaria  es  la 
única  competente  para  conocer  de  laa 
faltas  comprendidas  en  el  Código  penal. 

Los  Jueces  municipales  son  los  com- 
petentes para  conocer  de  las  faltas,  cuan- 
do éstas  tienen  sustantividad  propia  (ar- 
tículo 14,  núm.  1.0  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  páginas  120  y  121  de 
este  tomo);  y  los  Tribunales  que  conocen 
de  los  delitos,  cuando  las  faltas  son  in- 
cidentales de  los  mismos  delitos  (art  742, 
página  187  de  este  tomo). 

El  Código  de  Justicia  miliUr  traU  de 
las  faltas  en  sus  arta.  810  á  889  (tomo  I, 
páginas  624  á  628);  el  de  la  Marina  de 
Guerra,  arts.  817  á  882  (tomo  I,  páginas 
602  y  608);  el  Código  penal,  arU.  684 
á  626  (págs.  670  á  676  del  mismo  tomo). 

El  procedimiento  para  los  juicios  de 
faltas  se  preceptúa  en  los  arts.  962  á  982 
de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal (tono  II,  páginas  208  á  210). 

Faltas  gabernatívas.-Las  faltas  gv- 
beroatlras  ó  admluistratlvas  se  casti- 
gan por  la  Autoridad  correspondiente, 
con  sujeción  á  las  disposiciones  que  re 
guian  la  materia  en  cada  ramo  de  la  Ad- 
ministración pública,  unaa  de  carácter 
general  y  otras  de  carácter  especial. 

He  aquí  las  más  importantes  por  su 
generalidad  y  máa  frecuente  aplicación. 

Beal  decreto  de  18  de  Mayo  de  18.53,  de- 
clarando qué  faltas  pueden  castigarie 
gubemativa7nente  y  euále$  exigen  lea 
jormálidade»  del  juicio, 

{Qoh)    «Enterada  de  lo  que  me  han 
manifestado  mia  Ministros  de  la  Gober- 
nación y  Gracia  y  Juaticia  sobre  W«  '^ 
das  y  conflictoa  que  ocurren  frec 
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mente  entre  la  Administración  y  loe  Tri-* 
bonales  ordinarios  por  no  determinar  las 
leyee  con  la  claridad  debida  cuándo  pue- 
den las  Antoridades  administrativas  pro* 
ceder  gobernatiYamente  en  el  castigo  de 
las  faltas  y  caándo  deben  hacerlo  saje- 
lándose á  las  formas  del  jálelo: 

Considerando  qae  es  indispensable  po- 
ner en  armonía  interinamente  y  hasta  la 
reforma  definitiva  del  Código  penal  las 
disposiciones  legales  que  mandan  casti- 
gar las  faltas  con  ciertas  penas  y  previo 
Juicio,  con  las  leyes  administrativas,  y 
Ordenansas  y  reglamentos  municipales 
que  permiten  corregir  las  mismas  faltas 
gubernativamente  y  con  penas  distintas: 

Considerando  que  no  debe  quedar  al 
arbitrio  absoluto  de  los  agentes  adminis- 
trativos la  opción  entre  aquellos  dos  mo- 
dos diversos  de  proceder  y  el  prescindir 
ó  no  de  las  formas  tutelares  de  la  jus- 
ticia: 

Considerando  que  la  Administración 
desempefiaría  mal  ó  muy  difícilmente 
•os  atribuciones  de  vigilancia  y  tutela 
de  los  intereses  públicos  si  careciese  de 
los '  medios  necesarios  para  dar  á  su  ac- 
ción toda  la  rapides  que  en  muchos  ca- 
sos requiere  su  eficacia: 

Considerando  que  si  bien  sería  de  de- 
sear que  toda  corrección,  por  leve  que 
fdeee,  se  impusiera  en  virtud  de  un  Jui- 
eio,  no  se  puede  aplicar  este  principio  de 
una  manera  absoluta  sin  embarazar  en 
muchos  casos  el  curso  de  la  Administra- 
ción y  sin  exponer  el  orden  y  los  intere- 
ses públicos  á  graves  peligros: 

Considetando  que  la  amplitud  que  ne- 
cesitan las  Autoridades  municipales  en 
so  modo  de  proceder  no  exige,  sin  em- 
bargo, la  facultad  de  imponer  penas' co- 
rreccionales sin  juicio  previo,  á  lo  cual 
se  opone  por  otra  parte  el  art.  7.o'de  la 
Constitución,  he  tenido  á  bien  dictar,  de 
acuerdo  con  el  parecer  de  nii  Consejo  de 
Ministros  y  á  propuesta  de  los  de  Go- 
bernación y  Gracia  y  Justicia,  las  dispo- 
siciones siguientes: 

Primera.  Las  faltas  que  según  el  Có- 
digo penal  ó  las  Ordenanzas  y  reglamen- 
tos administrativos  merezcan  pena  de 
arresto,  deberán  ser  castigadas,  siempre 
en  un  juicio  verbal,  con  arreglo  á  lo  dis- 
poesto  en  la  ley  para  la  ejecución  de  di- 
eho  Código. 

Segunda.  Las  faltas  cuyas  penas  sean 
mblta  ó  represión  y  multa,  podrán  ser 
castigadas  gubernativamente  á  juicio  de 
la  Aotoridad  administrativa  á  quien  esté 
«oeomendada  su  represión. 


Tercera.  Los  Alcaldes  de  los  pueblor 
conservarán  la  facultad  gubernativa  de 
imponer  multas  hasta  en  la  cantidad  que 
permite  el  art.  76  de  la  Ley  de  8  de  Ene- 
ro de  1846,  y  sin  atenerse  al  límite  seíla- 
lado  en  el  párrafo  lA  art.  506  del  Códi- 
go penal,  solamente  cuando  dichas  pe- 
nas estén  establecidas  en  Ordenanzas  ó 
reglamentos  municipales  vigentes,  cuya 
publicación  sea  anterior  á  la  del  referido 
Código. 

Cuarta.  Los  mismos  Alcaldes  podrán, 
sin  embargo,  imponer  gubernativamente 
la  pena  de  arresto  por  sustitución  y  apre- 
ndió de  la  multa,  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  604  del  Código  penal, 
sólo  cuando  los  multados  fueren  insol- 
ventes, y  no  pudiendo  en  ningún  caso 
exceder  de  quince  días  el  tiempo  del 
arresto. 

Quinta.  Las  reglas  anteriores  no  ex* 
cluyen  ni  limitan  por  ahora  las  atribu- 
ciones que  corresponden  á  los  Got>ema- 
dores  de  las  provincias  para  corregir  gu«^ 
bemativamente  ciertas  faltas  con  arreglo- 
á  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  2  de  Abril 
de  1846. 

Sexta.  Los  Gobernadores  y  los  Alcal- 
des llevarán  en  papel  de  oficio  un  libra 
foliado  y  rubricado  en  todas  sus  ho}as, 
en  el  cual  asentarán  por  orden  numérica 
todas  las  providencias  gubernativas  que 
dicten  sobre  faltas.  Su  estas  providen- 
cias se  hará  mención  precisamente  del 
nombre  y  domicilio  del  penado,  de  la  fal- 
ta cometida  y  de  la  pena  impuesta.  Estos 
asientos  serán  firmados  respectivamente, 
por  el  Gíobemador  ó  Alcalde,  y  por  el  Se- 
cretario del  Gobierno  ó  del  Ayuntamien- 
to en  su  casc^ 

Séptima.  De  toda  providencia  guber- 
nativa sobre  faltas  se  dará  al  interesado 
una  copia  autorizada  por  el  respectivo 
Secretario,  en  la  cual  se  expresará  el  nú- 
mero y  folio  del  libro  en  que  se  halle  el 
original. 

Octava.  El  Gobernador  ó  el  Alcalde 
que  omitiere  el  asiento  de  que  trata  el 
art.  6.0,0  negare  ó  dilatare  la  entrega  de 
la  sopia  de  que  habla  el  artículo  anterior, 
incurrirá  en  responsabilidad,  que  le  po- 
drá ser  exigida  á  instancia  de  parte  ó  de 
oficio  por  el  superior  jerárquico  inme> 
diato.  -Dado  en  Aran  juez  á  18  de  Mayo 
de  1868.>— (C.  L.,  tomo  69,  pág.  77). 

Ley  Provincial  ie  29  de  Agento  de  1882. 

€  Art.  21.  Corresponde  al  Gobernador 
mantener  el  orden  público  y  proteger  las 
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i>  l«0  propiedadee  en  el  territo- 
rio de  U  provincia,  á  cayo  fin  las  aotori- 
dadee  aaillUree  le  preaUrán  sa  auxilio 
cuando  lo  reclame. 

Art  S2.  También  deberá  reprimir  loa 
«etoe  contrarioe  á  la  moral  ó  á  la  decen- 
cia pública,  iaa  faltas  de  obediencia  ó  de 
respeto  á  sa  autoridad ,  y  las  qne  en  el 
^)«cick>  de  sus  cargos  comeUn  los  fnn- 
cioaaríos  y  Corporaciones  dependientes 
de  la  misma,  podiendo  imponer  con  este 
motÍTo  multas  que  no  excedan  de  600  pe- 
setas, á  no  estar  autorisado  para  mayor 
soma  por  lejee  especiales. 

En  defecto  de  pago  de  las  moltas  pos- 
de  imponer  el  arresto  supletorio  hasta  el 
máximum  de  quince  días. 

Contra  la  imposición  de  las  multas  po 
drán  los  interesados  interponer  recorso 
de  aliada  ante  el  Ministerio  de  la  Gober 
nación,  previa  oousiguación  del  importe 
de  la  multa  y  en  el  término  de  dies  días. 

Interpuesto  este  recurso,  el  Cfobema- 
der  remitirá  los  antecedentes  al  Ministe- 
rio dentro  del  término  de  tercero  día»  (1). 

Ley  Municipal  de  2  de  Octubre  de  1882. 

«Art.  76.  Las  Ordenanzas  municipa- 
les de  Policía  urbana  y  rural  qne  los 
Ayuntamientos  acuerden  para  el  régi- 
men de  sus  respectivos  distritos,  no  serán 
ejecutivas  sin  la  aprobación  del  Gober- 
nador,  de  acuerdo  con  la  Diputación  pro- 
vincial. 

£n  caso  de  discordia,  si  el  Ayunta- 
miento insiste  en  su  acuerdo,  la  aproba- 
ción de  loa  puntos  á  que  ella  se  refiere 
corresponderá  al  Gobierne,  previa  con- 
sulta al  Consejo  de  Estado. 

Ni  en  ellas,  ni  en  los  Reglamentos  y 
disposiciones  que  los  Ayuntamientos  to- 
maren para  su  ejecución ,  ae  contraven- 
drá á  las  leyes  generales  del  país. 

Art  77.  Las  penas  que  por  la  infrac- 
ción de  las  Ordenanaas  y  Reglamentos 
impongan  los  Ayuntamientos,  sólo  pue- 
•den  ser  multas  que  no  excedan  de  60  pe- 
setas en  las  capitales  de  provincia,  25  en 
las  de  partido  y  pueblos  de  4.000  habi- 
tantes y  16  en  las  restantes,  con  resarci- 
miento del  dafio  causado  é  indemnisación 
4e  gastos,  y  arresto  de  un  día  por  duro 
-en  caso  de  insolvencia. 

Para  la  exacción  de  estas  multas,  se 
procederá  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
-en  los  arts.  166,  reglas  1.^,  2.a  y  8.*,  186 


(1)    Paga.  48  y  49  de  eate  tomo. 


y  188.  El  Joes  municipal  desempefiará 
Iaa  funciones  qus  en  el  art.  188  se  enco* 
miendan  al  de  primera  instancia. 

Contra  la  imposición  gubernativa  po^- 
de  el  multado  reclamar,  conforme  al  mr* 
tículo  187»  (1). 


FALTAS  DE  LOS  FÜNCIONAEIOS 
JUDICIALES.— (Véase  Miulsterto  de 
Gracia  y  Jostlola  s  Reglamento  para  el 
procedimiento  adminietrativo). 


FALTAS  DE  LOS  FUNCIONARlOB 
DE  PRISIONES.— Los  preceptos  que  ri- 
gen en  la  materia  se  hallan  contenido* 
en  el  Real  decreto  de  16  de  Marzo  1891, 
arts.  48  y  siguientes,  y  en  la  Real  orden 
y  Circular  oue  le  son  complementarias, 
que  herao/i  msertado  en  Cnerpo  de  Fii- 
siouesy  págs.  922  á  932,  y  de  los  cuales 
hicimos  algunaa  consideraciones  en  el 
correspondiente  comentario. 


FARMACÉUTlCOS.-(Véaae  PracU- 
eaniei  de  Famacia). 


FARMACIAS  MILITARES. -Como 

dejamos  dicho  en  el-  tomo  I,  pág.  868, 
nota,  incluímos  lo  relativo  á  farmacias 
civiles  y  militares  en  Medicamentos. 


FE  CATÓLICA.  — Nuestras  antiguas 
leyes  procuraron  por  medio  de  prohibi- 
ciones y  castigos  conservar  la  fe  católica 
en  loa  espafioles.  Los  legisladores  de  las 
Cortes  de  Cádis  proclamaron  en  su  Cons- 
titución, art  12,  que  la  religión  de  la  na- 
ción espafiola  sería  perpetuamente  la  Ca- 
tólica Apostólica  Romana,  con  prohibi- 
ción de  cualquier  otra,  y  el  Concordato 
de  1861  reprodujo  H  mismo  precepto. 
Pero  la  Constitución  de  1869,  en  su  ar- 
tículo 21,  estableció  la  libertad  de  con- 


(l)  Véate  tomo  I,  pág.  144,  en  la  cual  •• 
hallas  ÍD8ert08  loe  artícaloe  citadoe.  Véase 
también  en  la  p¿g.  184  del  miimo  tomo  el  ar- 
tículo 114,  relativo  &  Iaa  faealtadei  de  loa  Al- 
caldes. 


Digitized  by 


Google 


FER 


—  874  ^ 


FER 


citncia,  y  la  vigente  de  1876  preceptúa 
en  80 

€Art.  11.  La  religión  Oatólica  Após- 
tol iea  Romana,  ea  la  del  Estado.  La  na- 
ción se  obliga  á  mantener  el  caito  y  sos 
ministros. 

Nadie  será  molestado  en  el  territorio 
espafiol  por  sus  opiniones  religiosas,  ni 
por  el  ejercicio  de  su  respectivo  culto, 
salvo  el  respeto  debido  á  la  moral  cris- 
tiana. . 

No  se  permitirán,  sin  embargo,  otras 
ceremonias  ni  manifestaciones  públicas 
<|ae  las  de  la  religión  del  Estado»  (1). 

£1  Código  penal,  en  sns  arta.  2S6  á241, 
trata  de  los  delitos  relativos  al  libre  ejer- 
cicio de  los  coitos  (tomo  I,  p.  688  y  689). 


FECHA* —El  acto  de  consignar  el  afio, 
mes,  día  y  á  veces  la  hora  en  qoe  se  rea- 
Ihsa  nn  becbo.  • 

Los  Códigos,  leyes  y  demás  disposicio- 
nes vigentes,  exigen  qoe  en  los  docomen- 
tos  se  exprese  la  fecha  en  qoe  se  otor 
gau,  se  expiden  ó  se  extienden. 


FE  PÚBLICA.— Los  Notarios  son  los 
facoliados  para  dar  fe  pública  en  los  ins- 
Iromentos  que  otorgan  para  la  constan- 
cia de  actos  solemnes  extrajndiciales,  y 
los  Escribanos  y  Relatores  en  k>s  testi- 
monios y  certificados  judiciales. 

Con  respecto  á  la  fe  pública,  se  dice 
de  los  Notarios  que  dan  .fe  y  áe  los  Es- 
cribanos y  Relatores  que  certifican. 


FEBROCARRILES.— Son  numerosas 
las  disposiciones  dictadas  para  regular 
la  concesión,  construcción,  explotación  y 
servicio  de  los  ferrocarriles,  como  corres- 
|)onde  á  su  grande  importancia  y  al  po- 
deroso influjo  que  ejercen  en  el  desarro- 
llo de  la  riqueza  y  en  el  progreso  de  to- 
das las  manifesta<^Des  de  la  vida. 

Pero  al  objeto  dViuestra  obra,  y  espe- 
cialmente al  del  presente  artículo,  sólo 
corresponde  lo  relativo  á  la  policía,  á  lOs 
delitos  y  á  las  faltas.  Por  tal  rasón,  sólo 
insertamos  la  Ley  y  el  Reglamento  qoe  á 
dichos  pontos  conciernen.  Lo  qoe  al  ser- 
vicio de  condocción  de  redosos  atafie. 


6^-:-\       (1)  •  Véase  tomo  I ,  paga.  766  y  161, 


puede  verse  en  el  artÍQoIo  correspon- 
diente (1). 

Lev  de  Folida  de  ferrocarrile$  de  28  de 
líovieníbre  de  18T7,i-DÍ8poBÍeione8  re- 
lativaB  á  la  conservación  de  las  lineas, 
á  los  delitos  y  faltas  y  al  procedimiento. 

(Fomento),    «Don  Alfonso  Xn,  Rey 

de  Espafla /^abed:  Qoe  con  arreglo  á 

las  bases  aprobadas  por  las  Cortes  y 
promolgadas  como  ley  en  29  de  Diciem- 
bre de  1876,  qsando  de  la  aotorización 
por  la  misma  ley  otorgada  á  Mi  Ministra 
de  Fomento;  oyendo  al  de  Marina  en  los 
asontos  de  so  especial  competencia; 
oídos  también  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno  y  la  Jonta  Oonsoltiva  de  Caminos, 
Canales  y  Poertos,  y  de  conformidad  con 
Mi  Consejo  de  Ministros, 

He  venido  en  decretar  y  sancionar  la 
presente  ley. 

TÍTULO  PRIMERO.— Da.LAs  dispoísioio^ 

KIS  TáRL  Í.A  OONSSRVAOlOír  01  LAS  VÍAS 
PÚBLICAS  APLICABLBS  i  LOS  niBBOOA- 
RBILB8.- 

Artículo  1.<>  Son  aplicables  á  los  fe- 
rrocarriles las  leyes  y  las  disposiciones 
de  la  Administración  relativas  á  carrete- 
ras, que  tienen  por  objeto: 

Primero.  La  conservación  de  cunetas, 
taludes,  muros^  obras  de  fábrica  ó  de 
cualquier  otra  clase. 

Segundo.  Las  servidumbres  para  la 
conservación  de  la  vía  impuestas  á  las 
heredades  inmediatas. 

Tercero.  Las  servidumbres  impues- 
tas á  estas  mismas  heredades  respecto  á 
alineaciones,  constrocciones  de  todas  cla- 
ses, apertoras  de  sanjas,  libre  corso  de 
las  aguas,  plantaciones,  poda  de  árboles, 
explotación  de  minas,  de  terreros,  de  es- 
coriales, de  canteras  y  de  coalq olera  otra 
clase.  La  zona  á  qoe  se  extienden  estas 
servid ombres  es  la.xle  20  metros  á  cada 
lado  del  ferrocarril. 

^Coarto.  Las  prohibiciones  qoe  tien- 
den á  evitar  toda  clase  de  dafíos  á  la  vía. 

Qointo.  La  prohibición  de  poner  ob- 
jetos colgantes  ó  salientes  qoe  ofrezcan 
incomodidad  ó  peligro  á  las  personas  ó 
á  la  vía. 

Sexto.  La  prohibición  de  establecer 
-  acopio  de  materiales,  piedras,  tierras, 
abonos,  frotos  ó  coalqoier  otro  objeto 
que  perjodiqne  al  libre  tránsito. 


(1)    Condaecl^D  de  presos  y  peDa- 
das,  tomo  I,  pógs.  126  á  '7B3. 
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XÍT.  n.  —  Db  La  9  O18POS1010VI8.  PARA 
LA  COÜSBüf  ACIÓM  DS  LA  VÍA  K8IVCOIALI8 
X  LOS  FBBROOARMLK8? 

Art  2.0  £n  toda  la  extensión  del  fe- 
rrocarril DO  ee  permitirá  la  entrada  ni  el 
apacentamiento' de  Junados.  Si  poratra- 
Tesar  el  ferrocarril  alguna  carretera  ó  ca- 
mino tavieaen  que  pasar  ganados,  se  ve 
rifieará  siempre  sin  qne  se  altere  ni  de- 
tenga la  marcha  de  loa  trenes  y  en  la  for- 
ma q«e  se  disponga,  por  regla  general, 
para  aqoel  tránsito. 

Art.  ¡áJ>  £n  una  aona  de  tres  metros 
á  uno  y  otro  lado  del  ferrocarril,  sólo  se 
podrán  constroir  en  adelante  maros  ó 
paredee  de  cerca,  pero  no  fachadas  que 
tengan  aberturas  y  juilidas  sobre  el  ca- 
mino. Eata  disposición  no  es  extensfva  á 
las  construcciones  anteriores  á  la  pro- 
mulgación de  esta  ley  ó  ai  establecimien- 
to de  un  camino  de  hierro,  las  cuales  po« 
drán  ser  reparadas  y  conservadas  en  el 
ealado  qas  tuvieren,  pero  sin  que  sean 
reediflcsídas.  8i  fuese  necesario  hacer  al- 
guna demolición  ó  modificación  de  fábri- 
ca en  beneficio  del  ferrocarril,  se  proce- 
derá con  arreglo  á  lo  que  previene  el  ar 
líenlo  11  de  esta  ley. 

Art.  4,^  Dentro  de  la  sona  marcada  en 
el  párrafo  8  o  del  artículo  l.o,  no  se  po- 
drán construir  edificios  cubiertos  con  ca- 
fiiao  ú  otras  materias  combustibles  en  los 
ferrocarriles  explotados  con  locomotoras. 

Art.  6.0  La  prohibición  de  establecer 
acopios  de  materiales,  tierras,  piedras  ó 
cualquiera  otra  cosa  de  que  queda  hecha 
mención  en  el  párrafo  6  o  del  artículo  1.*, 
es  extensiva  en  los  ferrocarriles  á  cineo 
metros  á  cada  lado  de  la  vía  respecto  á 
los  objetos  no  inflamables,  y  á  20  metros 
respecto  á  los  inflamables. 

Art.  fi.3  No  tendrá  lugar  la  prohibi- 
ción del  artículo  anterior: 

Primero.  En  los  depósitos  de  mate- 
rias incombustibles  que  excedan  de  la 
altura  del  camino,  en  el  caso  de  que  éste 
vaya  en  terraplén. 

Segundo.  £n  los  depósitos  tempora- 
les de  materias  destinadas  al  abono  y 
cultivo  de  las  tierras  y  de  las  cosechas 
dorante  la  recolección;  pero  en  caso  de 
incendio  por  el  paso  de  las  locomotoras 
los  duefios  no  tendrán  derecho  á  ipdem* 
Disación. 

Art.  7.0  £1  Gobernador  de  la  provin- 
úa  podrá  autorizar,  oyendo  á  los  Inge- 
aieros  del  Gobierno  y  de  las  Empresas, 
el  acopio  de  materiales  no  inflamables, 
pero  la  aotorixadón  será  revocable  á  so 


voluntad.  Ko  podrá  eV  Gobernador  ex- 
tender su  antorisaclón  á  los  depósitos  de 
materias  inflamables. 

Art.  8.0  Los  caminos  de  hierro  esta^ 
rán  cerrados  en  toda  so  extensión  por 
ambos  lados.  El  Ministerio  de  Fomento, 
oyendo  á  la  Empresa,  sí  la  hubiere,  de- 
terminará para  cada  linea  el  modo  y  pla- 
zo en  que  debe  llevarse  á  cabo  el  cerra- 
miento. Donde  los  ferrocarriles  crucen 
otros  caminos  á  nivel,  se  establecerán 
barreras  que  estarán  cerradas,  y  sólo  se 
abrirán  para  el  paso  de  los  carruajes  y 
ganados  con  arreglo  á  lo  que  determine 
el  reglamento. 

TIT.  III.  — DlSPOSlOlONBS  00MUHX8  k  LOS 
T1T0LO8  AVTSRIOBBS 

Art  9.®  Las  distancias  marcadas  ea 
el  párrafo  8.o  del  art.  l.o,  y  en  los  artícu- 
los 8.**  y  6.0  (Je  esta  ley,  se  contarán  des- 
de la  linea  inferior  de  los  taludes  del  te- 
rraplén de  los  ferrocarriles,'  desde  la  su- 
perior de  los  desmontes  y  desde  el  borde 
exterior  de  las  cunetas.  A  falta  de  esta 
se  contarán  desde  una  línea  trazada  á 
metro  y  medio  del  carril  exterior  de  la 
vía.  El  reglamento  fijará  la  distancia  mí- 
nima de  las  estaciones  en  que  se  podrá 
edificar  ó  establecer  depósitos. 

Art.  10.  £1  Ministerio  de  Fomento, 
en  casos  especiales,  podrá  disminuir  las 
distancias  á  que  se  refiere  el  artículo  que 
antecede,  previo  el  oportuno  expediente 
en  que  resulte  la  necesidad  ó  convenien- 
cia de  hacerlo  y  no  siguiese  perjuicio  á 
la  seguridad,  conservación  y  libre  trán- 
sito de  la  vía. 

Art.  11.  Siempre  qne  haya  derechos 
particulares  existentes  con  anterioridad 
al  establecimiento  de  un  ferrocarril  ó  á 
la  publicación  de  esta  ley  que  después  de 
ella  no  puedan  crearse  y  sea  necesario 
suprimirlos  por  necesidad  ó  utilidad  de 
los  ferrocarriles,  se  observarán  las  reglas 
establecidas  en  la  Ley  de  17  de  Julio  de 
188fi  para  la  expropiación  forzosa  por 
cansa  de  utilidad  pública,  lo  preceptuado 
en  U  Ley  de  obras  públicas  y  las  dispo- 
siciones administrativas  dadas  ó  que  se 
dieren  para  su  ejecución. 

TIT.  IV.— Ds    LAS  FALTAS    COMBTIDAS  POE 
LOS    0O1ICI81ONAE1O8    O    ASaiSDATAaiOS 

DB  LOS  psaaocABaiLsa. 

Art.  12.  £1  concesionario  ó  arrenda- 
tario de  la  explotación  de  un  ferrocarril 
que  falte  .á  las  cláusulas  del  pliego  gene- 
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ral  de  oondioioaet,  ó  á  la«  particularea 
de  aa  conceaiónt  ó  á  las  reaolacíones  para 
la  ejecución  de  estaa  cláaaalaa  en  todo  lo 
que  ae  refiere  al  servicio  de  la  explota- 
ción de  la  lípea  ó  del  telégrafo,  ó  al  rela- 
tivo á  la  naveg^ación,  viabilidad  de  los 
camif^os  de  todas  clases  ó  libre  paso  de 
las  agnas,  inoarrirá  en  una  multa  de  250 
á  2.600  pesetos. 

Art.  18.  Estará  además  obligado  el 
concesionario  ó  arrendatario  á  reparar 
las  faltas  ó  dafios  causados  en  el  placo 
que  ae  sefiale;  si  no  lo  hiciere  lo  verifica- 
rá por  él  la  Administración,  exigiéndole 
para  ello  el  importe  de  los  gastos,  inter- 
viniendo los  productos  de  las  estaciones. 

Art.  14.  Los  concesionarios  ó  arren- 
datarios de  los  ferrocarriles  responderán 
al  Estado  y  á  los  particulares  de  los  da- 
llos y  perjnicioa  cansados  por  los  admi- 
nistradores, directores  y  demá^  emplea- 
dos, en  el  servicio  de  explotación  del  ca- 
mino y  del  telégrafo.  81  el  ferrocarril  se 
explota  por  cuenta  del  Estado,  estará  su- 
jeto á  la  misma  responsabilidad  respecto 
de  los  particulares.  Lo  dispuesto  en  este 
artículo  se  entiende  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  individual  en  que  los  di- 
rectores, administradores,  ingenieros  ó 
empleados  de  cualquier  otra  clase  pue- 
dan hnber  incurrido,  y  de  las  facultades 
discrecionales  que  en  csso  de  huelgas, 
•obversión  del  orden  y  conspiraciones 
corresponden  al  Gobierno. 

Art^  15.  El  Ministro  de  Fomento,. sin 
intervenir  en  el  nombramiento  de  los 
eúipleados  de  las  Empresas  para  el  ser- 
vicio de  la  explotación,  podrá  exigir  de 
las  Compafiías  la  separación  de  los  em- 
pleados que  considere  peligrosos  para  la 
seguridad  de  los  viajeros  y  la  conserva- 
ción del  orden  público. 

TIT.  y.— Di  los  Ditrros  t  faltas  bspb- 

01 A  LIS  OOlfTBA  I.A  SCO^^BIDAD    T  OONSIB- 
TAOlOír  DI  LOS  FIBROCABaiLIS. 

Art.  15.  El  que  voluntariamente  des- 
truya ó  descomponga  la  vía  de  hierro, 
ponga  obstáculos  en  ella  que  impidan  el 
libre  tránsito  ó  puedan  producir  un  des- 
carrilamiento, será  castigado  con  la  pena 
de  prisión  correccional.  En  el  caso  de 
qne  se  verifique  descarrilamiento,  la  pe- 
na será  de  presidio. 

Art.  17.  En  los  casos  de  causarse  la 
destrucción  ó  descomposición  en  rebe- 
lión ó  sedición,  si  no  apareciesen  los  an- 
torea  del  delito,  Incurrirán  en  la  pena 
impuesta  en  el  artículo  anterior,  los  pro- 


movedores  y  caudillos  principales  de  la 
aedicié^  ó  rebelión* 

Art.  18.  Lo  dilpueato  en  los  des  ar- 
tículos anteriores  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  la  responsabilidad  civil  y  cri- 
minal en  qne  puedan  incurrir  losdeUo* 
cuentes  por  los  delitos  de  homicidio,  hé* 
ridas  y  dafios  de  todas  claaéa  que  puedan 
resultar  y  por  los  de  rebelión  ó  sediciÓD. 

Art  19.  En  la  concurrencia  de  dos- ó 
más  penas,  los  Jueces  y  Tríbunalea  im- 
pondrán la  mayor  en  au  grado  máximo. 

Art.  20.  A  los  que  amenacen  con  la 
perpetración  de  un  delito  de  los  compren- 
didos en  los  artículos  16  y  17,  se  lesoaa- 
tigará  con  las  penas  prescritas  en  el  ar- 
tícujo  507  del  Código  penal,  observando 
la  escala  en  él  establecida,  pero  impo* 
niendo  siempre  las  penas  en  el  grado 
máximo,  y  cuando  eaté  sefialado  el  grado 
máximo  la  inmediatamente  superior  en 
su  grado  mínimo. 

Art.  21.  El  que  por  ignorancia,  im- 
prudencia, descuido  ó  falta  de  cumplí* 
miento  á  las  leyes  y  reglamentos  de  1» 
Administración,  causare  en  el  ferrocarril 
ó  en  ana  dependencias  un  mal  que  oca* 
sione  perjuicio  á  las  personas  ó  á  las  co- 
sas, será  castigado  con  arreglo  al  ártica» 
lo  581  del  Código  penal,  como  reo  de  im- 
prudencia temeraria. 

Art.  22.  Con  las  mismas  penas  serán 
castigados  los  maquinistas,  conductores, 
goardafrenos,  jefes  de  estación,  telegr»^ 
latas  y  demás  dependientes  encargados 
del  servicio  y  vigilancia  de  la  vía,  que 
abandonen  el  puesto  dorante  su  servicio 
respectivo.  Mas  si  resultare  algún  per- 
juicio á  las  personas  ó  laa  cosas,  serán 
castigadoa  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional á  prisión  mayor. 

Art.  28.  Los  que  resistan  á  los  em- 
pleados de  los  caminoa  de  hierro  ene) 
ejercicio  de  sus  funciones,  serán  caatiga- 
doa  con  las  penas  que  el  Código  penal 
impone  á  los  que  resisten  á  los  agentes 
de  la  Autoridad. 

Art.  24.  Loa  contraventores  á  laa  dis« 
posiciones  comprendidas  en  los  títulos  I 
y  II  de  esta  ley,  á  loa  Reglamentos  de  la 
Administración  y  resoluciones  de  loa 
Gobernadores,  para  la  policía,  aegurídad 
y  explotación  de  loa  ferrocarriles,  serán 
castigadoa  con  una  multa  de  15  á  150 
peaetas,  según  la  gravedad  y  circunatan- 
cias  de  la  transgresión  y  de  su  autor.  8i 
con  arregle  al  Código  penal  hubiesen  in- 
currido en  pena  más  grave,  ae  les  impon* 
drá  solamente  ésta.  En  caso  de  reinci* 
dencia,  la  multa  será  de  80  á  800  pesetaa. 
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Arl  S6.  Lo0  que  no  pagoen  la  molU 
qoe  ae  lea  iropoaiere,  aofrirán  el  apremio 
peraonal  con  arreglo  al  articalofiO  del 
Oódigo  penal. 

Art.  96.  8iD  perjoioio  de  laa  peoaa 
MfiafiKiaa  en  loe  artiealoa  anteriorea,  de- 
berán loa  que  hableeeu  infringido  laa  die- 
poaicioiiea  de  eata  lef ,  deatroir  laa  exca- 
vaeionea,  eonatroecionea  y  cabiertaa,  an- 
prímir  loa  depóaitoa  de  materiaa  infla- 
mableaé  do  oiro  género  qae  hayan  he- 
cho y  repasar  loa  dafioa  ocaaionadoa  en 
loa  lerrocarrilea.  Loa  Alcaldea  aefialarán 
•1  plaao  para  haeerlo,  deepoót  de  oír  al 
que  reproaonta  la  Adininiatración  del  fe- 
rrooarril  ó  á  la  Eknpreaa  en  aa  caao*  Si 
en  el  plaao  aefialado  no  lo  hioieaen,  la 
Adaniniatración  oaidará  de  ejecutarlo,  á 
cuenta  del  qoe  no  hubiese  obedecido.  £n 
eate  eaao  la  cobranza  de  loa  gaatoa  ae 
hará  del  miamo  modo  qae  la  de  laa  con- 
tri bncioiiea. 

TIT.  VI.— Dbl  PaOOBOIMlBHTO 

Art.  37.  Loa  que  cometan  delitoa  pe- 
nadoa  en  eata  ley,  aeran  jnagadoa  por  la 
joriadiceion  ordinaria,  onalqoiera  qoe  sea 
•afuero. 

Art.  28.  Eiceptúanae  de  lo  prevenido 
«n  el  artículo  anterior  loa  qne  sólo  hayan 
incurrido  en  malta.  Para  la  impoaioión 
de  éeta  ae  obserfarán  laa  aignientea 
reglaa: 

Primera.  £1  derecho  de  denonciar  ea 
popular. 

Segunda.  Las  denanciaa  deberán  ha- 
oerae  ante  loa  Juecea  municipales  en  cu- 
yoa  lérminoa  ae  liubieee  cometido  la 
trtBapreaidn. 

Tercera.  La  suatancíaoión  é  instan- 
cias de  eatoa  juieioa  aeran  las  prescritas 
para  loa  de  faitea  comunea. 

Coarta.  Laa  declaracionee  de  loa  en- 
cargadoa  del  camino  y  de  loe  guardaa  ja* 
rsdóa  harán  fe,  aalvo  la  prueba  en  con- 
trario. 

Quinta.  Laa  penaa  i  m  puestea  en  estos 
jaidoe  ae  harán  cnmpllr  por  loa  Juecea 
monicipalea. 

Art  39.  Laa  roultaa  á  los  conceeiona- 
ríos  ó  arrendatarloa  de  los  ferrocarrilea, 
en  los  eaaoa  ezpreaadoa  en  el  art.  1 2,  só- 
lo podrán  imponerle  por  loa  Gobernado- 
rss,  deepuáa  de  oir  á  los  interesados,  al 
Ingeniero  Jefe  de  la  diviaión  y  á  la  Cor- 
poración que  ejeraa  la  jurisdicción  con- 
tencioso adminiatrativa.  Laa  multaa  im- 
puestea  por  loa  Gobemadorea  á  los  coa 
cesionarioa  ó  arrendatarloa  de'  los  ferro- 


oarrilea.  no  podrán  aer  condonadaa  sino 
por  el  Ministro  de  Fomento,  oyendo  pre- 
Tiamente  al  Conaejo  de  £atado. 

Por  tanto,  etc.  Dado  en  Palacio  á  3t 
de  Noviembre  de  1877.— To  'ai.  Rav.— 
SI  Ministro  de  Fomento,  O,  Fretnciioo 
Queipa  de  Llano,*  (Gaceta  de  34  de  No- 
viembre). 

Bial  decretó  de  8  de  Septiembre  de  1878, 
aprobando  el  Reglamento  para  la  ^em- 
(San  de  la  Ley  de  Felicia  de  ferroca* 
rrile$. 

(Fomento),  «De  conformidad  con  lo 
propuesto  por  el  Ministro  de  Fomento, 
oído  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  de 
acuerdo  con  el  de  Ministros ,  se  aprueba 
por  eate  Real  decreto  el  adjunto 

Reglamento  para  la  i^ecudón  de  la  Ley  de 
FoHda  de  ferrocarrilee. 

CAPITULO  PRiiiaao 

Artículo  1.0  La  inapecdón  y  vigilan- 
ola  de  ferrocarriles,  tanto  en  la  parte  fa- 
cultativa como  en  la  mercantil,  la  inter- 
vención directa  en  los  distintos  ramos  de 
sus  explotaciones,  su  policía  y  buen  ré- 
gimen en  todo  lo  que  pueda  obstar  á  la 
seguridad  de  laa  peraonaa  y  al  deaarrollo 
de  los  intereses  materiales,  corresponden 
al  BÜnistro  de  Fomento.' 

Art.  2.0  La  parte  puramente  técnica 
ó  facultativa  ae  confiará  en  cada  línea 
á  uno  ó  máa  Ingenieros  del  Cuerpo  de 
Caminos,  Canalea  y  Paertos;  la  admi- 
nistrativa y  mercantil,  á  funcionarioa 
elegidoa  por  el  Ministerio  de  Fomente. 
De  una  y  otra  se  formarán  doa  Inspec- 
ciones independientes  entre  sí.  y  ambaa 
destinadas  al  mejor  servicio  público  con 
distintos  cargos  y  deberea.  También  po- 
drán estar  reunidaa. 

Art.  8.0  La  orgániaación,  atribuclo- 
nea  y  deberea  de  las  Inspecciones  fa- 
cultativa y  administrativa  se  ajustarán 
á  lo  qne  determinan  los  reglamentos  es- 
peciales para  el  aervieio  de  laa  mismaa 
que  se  hayan  dictado  ó  qae  se  dicten  en 
lo  sucesivo  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento. 

Cap.  IL— Df  laviay  $u  coneervación, 

Art.  4.0  8e  prohibe  construir  repre- 
sas, posos  y  abrevaderoa  á  menor  dia- 
tancia  de  30  metros  á  uno  y  otro  lado 
del  ferrocarril.  Esta  diatancia  de  30  me- 
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tros  se  contará  desde  la  línea  inferior 
de  loa  taludes  en  los  terraplenes,  desde 
la  soperior  en  los  desinontes,  y  desde 
el  borde  exterior  en  las  cunetas,  cuando 
el  ferrocarril  se  baile  en  terreno  naUírsI; 
á  falta  de  éstos,  se  contará  la  distancia 
de  *iO  metros  desde  una  línea  paralela 
al  carril  exterior  á  metro  y  me^io  de 
distancia  del  mismo. 

Art.  6.^  Incurrirán  en  la  pena,  sefia* 
lada  por  el  artículo  24  de  la  lej  los  cul- 
tivadores de  las  beredades  colindantes 
con  la  vía,  siempre  que  al  verificar  las 
plantaciones  y  las  demás  labores  del 
cultivo,  ó  de  cualquier  otra  manera  per- 
judique á  los  cerramientos,  muros  de 
sosteiximiento,  aletas  de  alcantarillas, 
estribos  de  puentes  y  cualesquiera  otra 
obra  de  ferrocarriles. 

Art.  6.0  8e  aplicará  igualmente  el 
artículo  24  de  la  ley,  no  sólo  á  los  labra- 
dores que  en  sus  cultivos  y  mejoramien- 
tos de  los  predios  rústicos  inmediatos 
á  la  vía  férrea  arrojasen  sobre  sus  cu- 
netas, tierras,  abonos,  bojas  ó  cual- 
quiera otra  materia  que  impida  el  libre 
corso  de  las  aguas,  sino  también  á  los 
pastores  y  ganaderos  que  en  la  custodia, 
apacentamiento  y  conducción  de  sus  ga- 
.  nados  ocasionaren  el  mismo  dafio. 

Art.  7.0  Los  duefios  ó  arrendatarios 
de  las  beredades  lindantes  con  los  fe- 
rrocarriles no  podrán: 

1.0  Impedir  el  curso  de  las  aguas 
procedentes  de  la  vía  férrea,  ya  sea 
construyendo  sanjas,  calzadas  y  veredas, 
ó  ya  elevando  el  terreno  de  sus  fundos. 

2.0  Cortar  árboles  en  la  zona  de  20 
metros  á  uno  y  otro  lado  del  ferrocarril, 
sin  previa  licencia  de  lá  autoridad  local 
y  el  reconocimiento  de  la  Inspección 
facultativa. 

8*0  Arrancar  raíces  y  remover  las 
tierras  en  los  declives  y  terrenos  conti- 
guos á  la  vía  que  produzcan  desgajes 
sobre  ella,  y  directa  ó.  indirectamente 
puedan  obstruir  ó  embarazar  su  tránsito. 

Las  obras  necesarias  para  reparar  es- 
tos dafios  se  ejecutarán  á  costa  de  los 
contraventores,  sin  perjuicio  de  las  pe- 
nas en  que  4iubieren  incurrido  con  arre- 
glo á  los  artículos  anteriores. 

Art.  8.0  Los  duefios  ó  conductores 
de  carruajes,  caballerías  ú  otros  ganadas, 
no  podrán,  ni  aun  para  entrar  en  las 
beredades  limítrofes  ó  salir  de  ellas, 
atravesar  la  vía  por  otros  puntos  que  los 
sefialad9s  al  intento.  Esta  prohibición 
alcanza  también  á  los  arrieros,  conduc- 
tores de  carruajes,  pastores  y  ganade- 


ros que  den  suelta  á  sos  caballerfaís  ó 
ganados  y  los  a  pacen  tan  en  Jas  zonas 
contiguas  al  ferrocarril. 

Art.  9.0  No  se  permitirán  los  tin- 
glados, cobertizos  y  puestos  ambulantes 
en  la  zona  de  ferrocarriles,  aun  para  la 
venta  de  comestibles,  si  sus  duefios.no 
han  obtenido  previamente  la  correspon- 
diente licencia  de  la  autoridad  compe- 
tente. 

Art.  10.  Incurre  en  la  pena  seflalada 
por  el  art.  21  de  la  ley,  el  que  de  intento 
ó  por  omisión  y  descuido  deteriore  ó  des- 
truya con  sus  ganados  y  carruajes  las 
obras  y  accesorios  de  los  ferrocarriles, 
como  son  los  antepechos,  las  albardillas, 
los  postes  kilométricos,  los  de  telégrafos 
y  sus  alambres  y  aisladores,  los  de  sefia- 
les,  las  inscripciones,  las  tablas  de  anun- 
cios fijados  al  público  y  las  cafierías  y  de* 
pósitos  de  agua. 

'  Es  también  aplicable  este  artículo  á 
los  que,  sin  autorización  competente, 
corten  ó  destruyan  los  árboles  plantados 
en  la  zona  prefijada  en  el  art.  4.o,  á  uno 
y  otro  lado  de  la  vía  férrea. 

Art.  11.  Nadie  podrá,  sin  previa  au- 
torización, dentro  de  la  zona  de  veinte 
metros,  contados  en  la  forma  determina- 
da en  el  art.  4.o,  establecer  presas' ó  ar- 
tefactos, abrir  cauces  para  la  toma  y  con* 
ducción  de  aguas,  construir  edificios,  mu- 
ros, alcantarillas  ú  otras  obras. 

Esta  zona  de  veinte  metros  se  contará 
en  las  estaciones  desde  el  cerramiento  ó 
lindero  que  limita  los  terrenos  propios 
de  la  estación. 

Art.  12.  Las  solicitudes  para  cons- 
truir ó  reedificar  en  las  zonas  de  los  fe- 
rrecauriles  se  dirigirán  á  los  Alcaldes  de 
los  pueblos  respectivos,  expresándose  en 
ellas  el  sitio,  destino  y  circunstancias  de 
la  obra  proyectada. 

£1  Alcalde  las  remitirá  desde  luego  con 
su  informe  y  las  observaciones  que  con-^ 
sidere  oportunas,  á  la  Inspección  facul- 
tativa; y  ésta,  previo  reconocimiento  y 
oída  la  Empresa,  sefialará  la  distancia 
que  ha  de  mediar  entre  la  vía  y  las  obras, 
fijando  su  alineación  y  las  precauciones 
y  condiciones  facultativas  á  que  en  su 
ejecución  haya  de  ajustarse. 

Es  obligatorio  para  los  interesados  pre- 
sentar ios  planos  de  la  obra  á  la  Inspec- 
ción facultativa  siempre  que  ésta  esUme 
conveniente  examinarlos. 

Art.  18.  Si  hubiere  acuerdo  entre  la 
Inspección  facultativa  y  el  Alcalde  res- 
pecto á  las  construcciones  proyectadas 
en  las  lonás  de  la  vía,  este  último  otor- 
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gara  desde  Inego  la  tieencia  aolicitada. 

Coando  haya  disidencia  y  el  iDtereaa- 
do  revista  laa  condiciones  propuestas  por 
la  Inspección,  el  expediente  pasará  al 
Gobernador  de  la  provincia,  qoien,  oyen- 
do á  la  Comisión  permanente  de  la  Di 
potación  provincial,  resolverá  lo  qae  ta- 
viese  por  conveniente. 

En  el  caso  de  qne  algona  de  las  partes 
DO  se  conformase  con  so  resolación^  el 
Ministerio  de  Fomento  decidirá  en  la  vía 
gnbernativa  definitivamente  sio  alterior 
recurso. 

Art.  14.  Previo  informe  ó  aviso  de  la 
Inspección  facultativa,  el  Alcalde  dispon- 
drá la  demolición  de  las  obras  qne  se  ha- 
biesen  construido  en  la  tona  del  camino 
de  hierro  sin  la  correspondiente  licencia, 
así  como  también  las  qne,  aun  después 
de  otorgada  ésta,  no  llenasen  las  condi- 
ciones en  ella  prevenidas. 

Art.  15.  Si  las  casas  y  demás  edifi- 
cios construidos  en  todo  ó  parte  dentro 
de  la  sona  de  servidumbre  del  ferroca- 
rril,  contada  en  la  forma  determWiada  en 
los  arts.  4.*  y  11,  y  particularmente  las 
fachadas  del  lado  de  la  vía  amenasaren 
ruina,  la  Empresa  dará  parte  inmediata- 
mente á  la  Inspección  facnitatifa  para 
que  proceda  deade  luego  á  su  reconoci- 
miento. 

8i  de  éste  resaltase  su  mal  estado  ó 
inseguridad,  la  Inspección  facultativa  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  Alcalde,  ma- 
nifestando si  la  ruina  es  próxima,  y  si  el 
edificio  se  encuentra  entre  los  que  están 
sujetos  á  retirar  su  línea  de  fachada. 

Art.  16.  La  prohibición  impuesta  por 
"el  art.  8 .•  de  la  ley,  de  levantar  á  menos 
de  tres  metros  de  distancia  del  ferroca- 
rril otra  fábrica  qne  no  sea  una  pared  ó 
tapia,  lleva  consigo  la  de  abrir  en  ella 
puertas,  ventanas,  aspilleras  ú  otro  hue- 
co cualquiera  que  dé  sobre  la  vía. 

Art.  17.  9x)S  proyectos  de  aquellas 
obras  que  atraviesen  la  vía  ó  la  impon- 
gan, una  servidumbre  más  ó  menos  direc- 
tamente, se  someterán  á  la  aprobación 
del  Miniaterio  de  Fomento,  quien  resol- 
verá, después  de  oir  á  la  Empreaa,  al  In- 
geniero Jefe  de  la  Inspección  facultativa 
7  al  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  18.  Por  todos  los  medios  posi- 
bles asegurará  la  Empresa: 

1.0  La  conservación  en  buen  estado 
del  ferrocarril  y  todas  sus  dependencias. 

2.0  La  guarda  y  el  servicio  de  las  ba- 
rreras en  los  pasos  á  nivel. 

8.0  La  vigilancia  y  oportuna  manio- 
bra de  las  agujas  en  los  cambios  y  cra- 


aamientos  de  vía  y  en  las  seflsles  adop* 
tadas,  tanto  de  día  como  de  noche. 

4.*  La  iluminación  de  las  estacionen 
y  la  de  los  pasos  á  nivel  que  el  Ministe- 
rio de  Fomento  determine,  desde  puesto 
el  sol  hasta  el  tránsito  del  último  tren. 

ft.o  La  de  los  túneles  que  igualmente 
determine  el  Gobierno  y  que  existirá 
constantemente  mientras  la  vía  se  halle 
practleable. 

Art.  19.  Para  el  más  exacto  cumpli- 
miento de  cuanto  se  previene  en  el  ar- 
tícnlo  qne  antecede,  habrá  en  todos  los 
puntos  en  que  se  creyese  necesario,  guar- 
das de  vía,  guardaagujas  y  vigilantes  de 
día  y  de  noche,  en  número  suficiente  á 
la  seguridad  de  los  trenes  y  buen  éxito 
de  la  explotación. 

Mientras  dure  el  servicio  de  estos  em- 
pleados, no  podrán  Jamás  abandonar  su 
puesto  sin  aotorisación  expresa  del  Jefe 
de  quien  dependan,  y  sin  haber  sido  pre- 
viamente reemplazados. 

Art.  20.  Cuando  á  juicio  del  Ministro 
de  Fomento  fueren  insuficientes  para 
conseguir  la  seguridad  de  la  explotación 
los  medios  empleados  por  la  EmpresSi 
adoptará  por  sí  mismo,  después  de  oída, 
las  medidas  qne  juague  convenientes,  y 
que  el  interés  público  demande  en  cada 
caao. 

Art.  21.  La  Inspección  facultativa,  de 
acuerdo  con  la  Empresa,  organiaará  de 
la  manera  más  conveniente  el  servicio  y 
policía  de  laa  barreras. 

Art.  22.  Siempre  que  sea  necesario 
para  la  conservación  de  laa  obras  ó  segu- 
ridad de  las  personas  ó  mercancías  abrir 
contrafosos,  construir  defensaa  y  contra* 
carriles,  ó  emprender  otros  trabajos  de 
la  miema  naturalesa,  la  Empresa  proce- 
derá desde  luego  á  su  realíiación  en  los 
puntos  que  el  Gobierno  designe. 

Art.  28.  Cuando  en  los  pisaos  sefiala- 
dos  á  los  concesionarios  ó  arrendatarios 
no  reparen  las  faltas  y  dafios  causados,  ó 
DO  se  hagan  las  obras  mandadas  ejecu- 
tar, los  Jefes  de  división  de  ferrocarriles, 
previa  orden  de  la  Dirección  general  de 
Obras  públicas,  repararán  dichas  faltas 
y  dafios  ó  harán  laa  obras  necesarias  por 
el  sistema  de  administración.  El  Gober- 
nador de  la  provincia  diapondrá  la  incau- 
tación de  los  fondos  de  las  estaciones 
próximas  para  atender  al  pago  de  dichas 
obras  ó  reparaciones.  De  los  fondos  in- 
cautados se  dará. recibo  á  los  Jefes  de 
las  estaciones,  cuyos  documentos  se  can- 
jearán después  por  las  cuentae  juetifica- 
das  de  gastos,  en  la  forma  que  se  acredi- 
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iftn  las  de  )«•  obras  del  Eetado.  Si  babie* 
re  oposición  al  incaatarae  de  los  fondos, 
•e  reclamará  el  auxilio  del  Gobernador 
4e  la  provincia,  que  lo  prestará  hasta  con 
la  íaersa  material  de  que  diaponga. 

Art  14.  La  división  de  la  línea  en 
kilómetros,  laa  rasantes,  los  radios  y  lon- 
gitud de  las  corvas,  se  indicarán  según 
las  prescripciones  dictadas  por  el  Minis- 
terío  de  Fomento,  estableciéndose  siem- 
pre qne  sea  posible  á  la  derecha  de  la 
vía,  y  partiendo  de  Madrid  como  de  an 
ponto  céntrico  á  las  costas  y  fronteras. 

Gap.  III  — De  laa  éstaehne$. 

▲rt.  3^.  Cada  estación  tendrá  en  la 
fachada  principal  ana  inscripción  que 
exprese  su  nombre,  y  nn  reloj  para  arre- 
glar el  servicio  de  la  misma  y  el  del  mo- 
vimiento de  los  trenes. 

Los  relojes  de  toda  la  línea  se  arregla 
rán  diariamente  á  la  hora  del  meridiano 
de  Madrid,  siempre  que  se  halle  enlaza- 
da con  las  de  la  Corte,  sin  solución  de 
continuidad;  y  en  caso  de  tenerla,  se  re- 
girán por  el  de  la  estación  más  impor- 
tante. 

Estarán  asimismo  rotulados  de  una  ma- 
nera clara  y  precisa,  todos  los  pasos  para 
la  circulación  de  los  concurrentes,  carrua- 
jes y  caballerías,  de  manera  que  fácil- 
mente se  reconozcan  los  despachos,  ofici- 
nas, almacenes,  talleres  y  demás  depen- 
dencias de  la  Empresa. 

Art.  26.  Todo  J^illete  con  enipiendas 
ó  raspaduras  será  desechado  como  falso. 

Art.  27.  Para  la  seguridad  de  los  equi- 
pajes, bultos  y  mercaderías,  la  Adminls 
traeión  del  ferrocarril  expedirá  á  sos 
doefios  ó  encargados  que  se  presenten  en 
so  nombre,  los  correspondientes  resguar- 
dos, especificando  en  ellos  el  número  y 
clase  de  los  bultos  eutregados,  el  precio 
exigido  por  so  transporte  y  las  demás 
circunstancias  que  se  consideren  necesa 
rías  para  el  mejor  desempefio  de  este 
servicio. 

En  estos  resguardos  se  especificarán 
los  plazos  reglamentarios  dentro  de  los 
cuales  deben  llegar  los  equipajes,  bultos 
y  mercaderías  á  su  destino. 

Art.  28.  Estarán  constantemente  á  la 
vista  en  los  sitios  más  públicos  de  cada 
estación  los  anuncios  de  las  horas  de 
despacho,  así  como  también  los  de  los 
billetes,  itinerarios  y  precios  de  las  ta- 
rifas. 

Art.  29.  Todas  las  estaciones  tendrán 
on  Jefe  superior,  al  cual  estarán  f  nbor- 


dinadoa  los  demás  empleados  de  laa 
mismas. 

Art.  80.  Habrá  en  laa  estaciones  que 
el  Ministerio  de  Fomento  designe: 

1  .^  Departamento  para  laa  oficinas  de. 
las  inspecciones  y  del  telégrafo. 

2.^  Un  depósito  en  la  forma  qce  pro- 
ponga la  empresa,  donde  se  custodien 
cQo  toda  segundad  los  efectos  extravia- 
dos pertenecientes  á  los  viajeros. 

Y  8.0  Un  botiquín  provisto  de  loa 
medicamentos,  vendajes  y  demás  útiles 
que  puedan  necesitarae  en  un  caso  dado« 

Art  81.  Corresponde  á  los  Goberna- 
dores de  provincia  adoptar  las  medidas 
conducentes  al  mejor  orden  y  buena  po- 
licía de  las  estaciones,  de  la  entrada, 
circulación  y  permanencia  en  sus  patíos 
de  los  carruajes  públicos  y  particulares 
destinados  al  transporte  de  viajeros  y 
mercancías;  pero  sus  acuerdos  no  seráii 
ejecutorios  haata  qoe  hayan  obtenido  la 
aprokmción  del  Ministerio  de  Fomento. 

Se  prohibe  todo  privilegio  á  favor  de 
las  Empresas  de  transporte  en  la  entra- 
da, permanencia  y  circulación  en  las  de- 
pendenciaa  de  las  estaciones. 

Cap.  IV,— Del  material  empleado  en  la 
explotación, 

Art.  82.  El  número  de  locomotoras, 
téndéirs  y  demás  carruajes  destinados  á 
la  explotación  será  el  que  se  determine 
en  el  pliego  de  condlcioues  de  la  conee- 
aión. 

Si  el  mejor  servicio  público  hiciese  ne- 
cesario el  aumento  de  este  material,  el 
Ministerio  de  Fomento,  oída  la  Empreaa«. 
adoptará  para  procurarle  las  resolucio- 
nes oportunas. 

Art.  88.  Se  hallarán  siempre  proviso 
tas  las  locomotoras  de  los  aparatos  nece- 
sarios para  precaver  todo  peligro  de  in- 
cendio, y  nunca  prestarán  servicio  hasta 
que  hayan  sido  reconocidas  por  la  Ins 
pección  facultativa. 

Cuando  por  deterioro  ú  otra  cualquie- 
ra causa  se  hubiese  retirado  del  servicio 
una  locomotora,  no  podrá  emplearse  de 
nuevo,  aun  después  de  repararla,  ain  el 
reconocimiento  y  autorización  expresa 
de  la  Inspección  facultativa. 

Art.  84.  Los  ejes  de  las  locomotoras, 
tendere  y  carruajes  de  todas  clases  per- 
tenecientes al  material  de  las  Empresas, 
aeran  forjados  á  martillo,  fuertea  y  com- 
pactos, de  superficie  limpia,  sin  grietas 
ni  hojas  y  perfectamente  apropiados  al 
servicio  que  presten. 
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Art.  86.  Nanea  ni  por  ningún  pretex- 
to te  permitirán  las  naedaa  de  hierro 
fundido,  pero  el  lae  de  aeero.  En  loa  tre- 
nea  de  mercanciaa,  aai  eomo  en  loa  que 
marchen  eon  poca  ▼elocidad,  previa  an- 
torisación  del  Gk>bÍerno,  podrán  oaarae 
eon  ilantaa  forjadaa. 

Art  86.  TcMiae  laa  Empreaaa  anota- 
rán en  regiatroa  foliadoe  laa  locomotoras 
de  aerYlcio,  expresando  la  lecha  en  qne 
éate  tofo  principio,  el  trabajo  qae  prea- 
taron,  laa  compoatnrae  ó  modificacionea 
que  sofrieron  y  la  renovación  aoceaifa 
de  sos  diversas  piesaa. 

Se  comprenderán  igualmente  en  eataa 
notaa  cuantas  obaervacionea  y  adverten- 
ciaa  se  crean  necesariaa  para  formar  la 
eatadística  del  material  del  aervicio  del 
ferrocarril. 

Art.  87.  En  otros  registros  es  pedalea 
y  distintos  de  los  indicados  en  el  ártica- 
lo  anterior,  se  tomará  rasón  cireonstan- 
dada  de  loa  ejea  de  las  locomotoras  y 
tendera,  cnidando  de  hacer  mérito  al  la- 
do del  miamo  del  número  de  orden  de  ca- 
da ono,  de  la  fábrica  de  donde  proceden, 
de  la  fecha  en  qne  empezaron  á  pt'éstar 
aervicio,  de  las  pmebaa  á  qna  se  some- 
tieron, de  sa  trabajo  constante  é  inte- 
rrampido  y  de  sos  accidentes  y  repara- 
donea  sacesivas.  Al  efecto  cada  eje  de- 
berá llevar  grabado  sa  número  de  orden. 

Estos  registros,  llevados  siempre  con 
la  mayor  escrnpolosidad  posible,  se  pre- 
sentarán por  las  Empresas  á  los  Ingenie- 
roe  encargados  de  la  Inspección  facnlta- 
•Uva  coando  crean  oportano  examinarloa. 

Art.  88.  Sólo  las  personas  destinadas 
al  intento  por  la  Empresa  encenderán 
laa  locomotoras. 

Ya  dispoestas  para  el  servicio,  nn  ma- 
qninista  ó  fogonero  permanecerá  cons- 
tantemente sobre  sa  plataforma  caalqaie- 
ra  qae  sea  la  situación  de  la  máqoina, 
aaí  en  las  vías  principales  como  en  loe 
apartaderos. 

Art.  89.  Los  ténders,  además  de  las 
eondidoues  de  solides  y  segnridad,  ten- 
drán la  capacidad  necesaria  para  conté- 
aer  mayorea  cantidades  de  agnay  com- 
boatible  qae  las  qae  puedan  consumir 
las  locomotoras  á  que  acompafian  en  el 
trayecto  de  uno  á  otro  depósito.  Igual- 
mente tendrán  el  espacio  necesario  para 
lie? ar  en  una  caja  loa  útiles  y  herramien- 
tas que  se  determinen. 

Art.  40.  Los  carruajes  destinados  al 
transporte  de  los  viajeros  no  entrarán  en 
servicio  sin  la  antorisación  de  la  Inspec- 
ción facultativa. 


Se  ooncederá  eata  aotorisadón  cuando 
se  reconosca  en  Im  forma  qoe  el  GoMer- 
Bo  determine  qoe  llenan  todaa  laa  condi- 
donea  para  la  aegaridad  y  oomodidad  de 
loa  viajeros. 

Art.  4 1 .  El  dUo  deaignado  á  cada  via- 
jero tendrá  por  lo  menos  46  centímetroa 
de  ancho  y  66  de  fondo  y  on  metro  46 
cantimetroa  de  altara  medida  deadeal 
aalento. 

En  la  parte  interior  de  cada  carraaja 
destinados  á  los  viajeroa  ae  colocará  ana 
tablilla  qae  exprese,  ademáa  de  la  letra 
y  el  número  que  les  corresponda  según 
su  claae,  el  número  de  wím  adentoa,  mar- 
cando laa  divisiones  que  los  separen  de 
ona  manera  predsa  y  otra  con  laa  dlspo- 
sidones  de  este  Reglamento  concernían- 
tea  á  loa  viajeroa. 

Art.  48.  Todaa  las  locorootoraa,  ten- 
dera y  demáa  carruajea  de  un  tren  con- 
tendrán: 

1.0  El  nombre  ó  laa  inidalea  dd  ca- 
mino de  hierro  á  qae  correapondan. 

8.*    El  número  de  orden. 

8.*  La  clase  á  qae  correspondan  en 
loa  carruajea  de  viajeroa. 

Art.  48.  La  Empresa  conservará  cona- 
tantamente  en  baen  catado  el  material 
de  explotación,  proporcionado  á  la  exten- 
dón y  circo nstanciaa  particalarea  de  la 
Moaa. 

Art.  44.  Es  de  la  exclusiva  competen- 
cia de  la  Adminiatradón  activa  el  cono- 
dmiento  de  todas  las  reclamacionea  qoe 
se  susciten  contra  las  resoludones  de 
la  Inspección  facultativa  que  tengan  por 
objeto  deaechar  la  parte  del  material  in- 
a%rvible,  disponer  laa  reparadonea  nace* 
aarias  y  adoptar  las  disposiciones  exigi- 
daa  para  el  buen  orden  y  seguridad  de  la 
circulación. 

Cap.  V.— De  la  formación  de  lo$  trme$. 

Art.  46.  A  propuesta  de  la*  Empresa 
el  Ministerio  de  Fomento  delerminarA 
para  loa  diveraos  puntos  de  laa  líneaa,  y 
aegún  las  circunstancias  lo  requieran: 

1.0    JiS  velocidad. 

8.0    £1  número  máximo  de  carraajea. 

8.0  El  mázimura  de  carga  en  los  tre- 
nea  de  mercancías. 

4.0  El  número  y  peso  de  los  carraa- 
jea con  frenos  y  el  lugar  que  han  de  oca- 
par  en  el  tren,  debiendo  ser  precisamen- 
te de  eata  claae  el  último  de  cada  tren. 

Art.  46.  Todo  maquinista  que  con- 
dusca  una  máquina  estará  provisto  de 
los  medios  indispensablea  para  hacer  laa 
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«efiales  qae  Iob  reglAmentos  previenen. 

Art.'47.  £1  número  de  <:arr najes  de 
viajeros  de  cada  tren,  será  el  qae  corres- 
l^onda  á  la  marcha  reglamentaria  del 
mismo;  se  formarán,  sin  embargo,  loa 
trenes  necesarios  para  que  puedan  mar- 
char cuantos  viajeros  se  presenten. 
.  8¡  la  Compafiia  iesta viese  antorisada 
para  emplear  doble  tracción,  el  máxi- 
mum de  carruajes  en  cada  tren  de  via- 
jeros será  de  veinticuatro. 

A\  efecto,  se  establecerán  en  diversos 
pantos  de  la  línea,  depósitos  de  carroa- 
jes  cx>n  los  cuales  puedan  completarse 
loa  trenes  cuando  asi  lo  exijan  la  con* 
carxencia  y  el  mejor  servició  público. 

Art.48.  Las  locomotoras  marcharán 
siempre  á  la  eabesa  de  Ioé  trenes.  £ste 
orden  podrá,  sin  embargo,  variarse  si 
conviniese,  para  facilitar  y  hacer  más  se- 
guras las  maniobras  indispensables  en  la 
proximidad  de  las  estaciones  y  en  los 
casos  de  socorro,  ño  debiendo  exceder 
entonces  la  velocidad  de  35  kilómetros 
por  hora. 

Art.  49.  £n  la  colocación  de  los  ca- 
rruajes que  formen  los  trenes  de  viajeros 
y  mixtos,  se  observarán  las  prescripcio- 
nes dictadas  sobre  la  materia,  ó  que  en 
lo  socesivD  se  dicten  por  el  Ministerio  de 
Fomento  á  propuesta  de  la  Empresa. 

Art.  60.  Sólo  con  arreglo  á  las  ins- 
trucciones que  dicte  el  Ministerio  de  Fo- 
mento y  bajo  las  condiciones  que  tenga 
por  conveniente,  podrán  formar  parte  de 
ios  trenes  las  diligencias  y  mensajerías; 
pero  en  ningún  caso  se  autorizará  el 
transporte  de  vfajeros  en  el  interior  de 
estos  carruajes. 

Art.  61.  Se  prohibe  admitir  en  los  ca- 
rruajes de  los  viajeros  toda  materia  que 
pueda  ocasionar  explosiones  ó  incen- 
dios. 

Art.  62.  Los  carruajes  y  vagones  que 
entren  en  la  composición  de  un  tren,  de- 
berán tener  los  topes  á  ja  misma  altura 
y  los  centros  de  éstos  á  igual  distancia, 
debiendo  enlazarse  de  manera  que  se 
hallen  siempre  en  contacto  sin  forzarse. 
■  Art.  53.  Tanto  las  barras  de  los  topes 
como  los  frenos  y  tornillos  de  las  mani- 
jas se  conservarán  siempre  perfectamen- 
te limpios  y  engrasados. 

Art.  54.  Cada  tren  será  remolcado  por 
una  sola  máquina,  salvo  los  casos  de  au- 
xilio por  avería  ú  otras  causas  graves,  pu- 
diendo  entonces  emplearse  otra  máquina 
naás,  así  como  también  cuando  la  £mpré 
sa  se  halle  al  efecto  previamente  antori- 
sada por  el  Gobierno. 


'  Ari  56.  Nunca  se  colocarán  más  de 
dos  locomotoras  encendidas  en  cada 
tren  de  viajeros,  y  por  regla  general  se 
colocarán  las  dos  á  la  cabeza,  aun  cuan- 
do en  casos  especiales,  pero. siempre  con 
la  autorisación  del  Ministerio  de  Fomen- 
to, podrá  permitirse  distinta  colocación. 
A  la  cabeza  y  después  del  ténder  irán 
uno  ó  dos  vagones  que  no  transporten 
personas,  según  sean  una  ó  dos  las  loco- 
motoras que  remolquen  los  trenes. 

A  la  cola  del  tren  se  colocará  siempre 
otro  vagón  sin  viajeros,  á  no  ser  que  la 
Empresa  esté  autorizada  por  el  Gobierno 
para  suprimir  el  furgón  de  cola.  £n  los 
trenes  de  viajeros  habrá  siempre  nn  va- 
gón retrete.     . 

Art.  56.  En  un  registro  especial  se 
anotarán  las  causas  que  hayan  dado  oca- 
sión á  enganchar  dos  máquinas  en  un 
mismo  tren  cuando  no  se  edcuentre  la 
Empresa  autorizada  al  efecto,  expresan- 
do también  el  tiempo  empleado  en  este 
servicio,  con  Las  razones  que  le  justifi- 
quen. 

Los  encargados  de  vigilar  la  explota- 
ción podrán  examinar  éstas  y  las  demás 
notas  que  á  ella  se  refieran  cuando  así 
lo  exija  el  mejor  servicio  público. 

Art.  57.  Con  la  antelación  convenien- 
te y  el  más  detenido  examen  se  cercio- 
rará el  maquinista  de  que  las  locomoto- 
ras y  tendere  confiados  á  su  cuidado  se 
hallan  en  buen  estado  de  servicio  y  pro- 
vistos de  los  repuestos  necesarios. 

Art.  58.  Los  Jefes  de  los  trenes,  en 
el  acto  mismo  de  recibirlos,  los  reconoce^ 
rán  con  la  mayor  escrupulosidad  para 
asegurarse  de  que  están  bien  dispnestps 
para  el  servicio. 

Art.  69.  Guando  falte  la  carga  corres- 
pondiente al  furgón  del  Jefe  del  tren,  se 
completará  con  lastre  hasta  la  cantidad 
de  2.000  kilogramos. 

Art.  60.  £1  Jefe  del  tren,  los  guarda- 
frenos y  el  maquinista,  estarán  en  comu- 
nicación en  cuanto  sea  posible  durante 
la  marcha,  para  poder  dar,  en  caso  de  ac- 
cidente, la  sefial  de  alarma. 

Art.  61.  Los  trenes  puestos  en  mar 
cha  llevarán  las  luces  y  señales  que  se 
determinan  en  el  Reglamento  vigente 
de  8  de  Agosto  de  1872,  ó  del  que  en  lo 
sucesivo  se  dicte  por  el  Ministerio  de 
Fomento,  oyendo  á  las  Empresas. 

Art.  62.  Durante  la  noche  estarán 
iluminados  interiormente  los  carruajes 
de  los  viajeros,  y  lo  mismo  de  día  en  el 
paso  de  los  túneles  que  el  Gobierno  desig- 
ne, preparándose  al  efecto  en  la  estación 
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iniDédiaU,  según  et  orden  de  la  marcha. 

Arl  6t.  Antea  de  qne  an  tren  ae  pon- 
ga en  molimiento,  loa  empleados  qne 
deben  acompafiarle  ocuparán  puntual- 
mente ana  pneatoa  reapectlToa,  y  con  la 
anticipación  conventenCe,  et  Jefe  de  la 
«rtación  hará  la  aefial  qne  lea  adTierta  au 
eolocaetón  en  el  Ingár  qne  lea  eatá  deaig- 
nado,  repitiéndole,  por  áltimo,  con  el 
ailbato,  el  encargado  de  la  máqnina. 

Art.  64.  Kn  loa  puntoa  de  la  línea 
•qne  el  Miniaterio  de  Fomento,  oyendo  á 
Ta  Eínpreaa,  deaignare,  habrá  máquinaa 
^e  auxilio  ó  de  reaerva,  aiempre  encen- 
didaa  y  diapueataa  á  preatar  aervicid, 
tanto  de  dfa  coroo  de  noche. 

Art.  65.  Un  Reglamento  eapecial  for- 
mado por  el  Gobierno,  con  audiencia  de 
laa  Eáapreaaa,  determinará  el  aervicio  de 
laa  locomotoraa  eapecialmente  deatina- 
daa  á  aocorrer  ain  dilación  loa  trenea 
atraaadoa  ó  comprometidoa  por  cualquier 
canaa. 

Kn  el  pntito  de  la  eataclón  donde  ae 
eatabletean  laa  locomotoraa  anziliarea 
habrá  aiémpre  un  vagón  de  aocorrocon 
loa  útilea  y  efectoa  qne  á  juicio  del  Go- 
bierno ae  conaideren  neceaarioa.  I^a  lle- 
vará también  cada  nno  de  loa  trenea 
pneatoa  en  marcha  para  el  pronto  auxi- 
lio de  loa  viajeroa  y  de  loa  trenea  en  un 
caao  fortuito. 

Cap.  VI. — Ditpoaiciones  referentei  á  la 
marcha^  permanencia  en  loM  eitacioues 
intermedia»  y  llegada  de  los  trenes. 

Art.  66.  A  propueata  de  laa  Empreaaa 
determinará  el  Miniaterio  de  Fomento  la 
dirección  del  movimiento  de  loa  trenea  y 
máquinaa  aialadaa  en  loa  ferrocarrilea  de 
doble  vía,  aaí  como  también  loa  puntoa 
de  ernaamiento  en  loa  de  una  aola  vía. 

Art.  67.  Ningún  tren  podrá  partir  de 
ia  eatación  antea  de  la  hora  marcada  en 
el  reglamento  de  aervicio. 

Art.  68.  Regirán  laa  diapoaiclonea  vi- 
gentea,  ó  laa  que  en  lo  anceaivo  ae  dicten 
por  el  Miniaterio  de  fromento  reapecto  al 
tiempo  que  ha  de  tranacurrírdeade  laaa- 
lida  de  nn  tren  haata  la  del  primero  que 
haya  de  aeguirle  en  la  marcha  reglamen- 
taria de  loe  miamoa. 

No  ae  permitirá  en  el  intermedio  de 
nno  y  otro  viaje  qne  partan  de  laa  eata- 
cionea  ni  trenea  ni  máquinaa  aialadaa, 
■alvo  lod  caaoa  de  auxilio  y  aocorro,  ó 
cuando  la  empreaa  ae  halle  al  efecto  com- 
petentemente* antoriaada  por  el  Go 
folemo. 

Art.  69.    A  laa  inmediacionea  de  laa 


eataoioBM  ae  harán  laa  aefialea  qde  ad- 
viertan deade  Inego  á  loa  maquiniataa  ai 
poeden  ó  no  entrar  en  an  recinto  con  laa 
lo^motoraé. 

£1  maquiniata  detendrá  el  tren  inme- 
dlaumente  qne  obaerve  la  aefial  de  alto. 

Art.  70.  Sólo  en  loa  caaoa  fortnítoa  de 
fueraa  mayor  ó  de  reparación  de  la  línea 
podrán  detenerae  loa  trenea  en  la  vta  ge- 
neral. 

'  Art.  71.  Regirán  laa  diapoaicíonea  vi- 
gestea  ó  laa  que  en  lo  aoceaivo  ae  dicten 
por  el  Miniaterio  de  Fomento  oyendo  á 
laa  Empreaaa,  para  determinar 

!.•  Laa  medidaa  eapecialea  de  pre- 
caución y  aeguridad  que  ae  crean  neceaa- 
riaa  para  la  cireulación  de  loa  trenea  en 
loa  planea  inclinadoa,  en  loa  túnelea  y  en 
laa  curvea. 

a.o  La  velecidad  máxima  de  loa  tre- 
nea de  viajeroa  y  mercancíaa  de  laa  di- 
veraaa  aeccionea  de  la  línea. 

8.<>  El  tiempo  qne  ha  de  emplearae  en 
au  trayecto. 

4.0  Laa  precaucionea  qne  habrán  de 
adoptarae  en  la  expedición  y  la  marcha 
de  loa  trenea  extraordínarioa. 

Art.  72.  Guando  acuerde  la  Empreaa 
la  aalida  de  nn  tren  extraordinario,  lo 
pondrá  en  conocimiento  de  laa  Inapeccio- 
nea,  expreaando  el  motivo  de  la  expedi- 
ción y  la  hora  de  partida,  quedando  la 
Empreaa  reaponaable  de  cnalquier  acci- 
dente qne  ocurra. 

La  aalida  de  eatoa  trenea  extraordína- 
rioa ae  anunciará  aiempre  por  telégrafo  á 
tódaa  laa  eatacionea. 

Art.  78.  Siempre  qne  por  cualquier 
motivo  loa  trenea  ó  laa  máquinaa  aialadaa 
ae  detengan  en  la  vía,  ae  pondrán  laa  ae- 
ftahta  que  aaí  lo  indiquen  á  800  metroa 
de  diatancia  á  nno  y  otro  lado  del  punto 
interrumpido. 

Art.  74.  El  aiatema  de  aefialea  ae  ajoa- 
tará  á  lo  diapueato  en  el  reglamento  vi- 
gente, ó  al  qne  en  lo  anceaivo  ae  dictare 
por  el  Miniaterio  de  Fomento,  oyendo  á 
laa  Empreaaa. 

Art.  76.  A  la  diatancia  de  600  metroa 
de  loe  crnsamientoa  con  otro  ferrocarril  ó 
tranvía  moderará  el  maquiniata  la  veloci- 
dad del  tren  de  manera  que  pneda  pa- 
rarae  completamente  antea  de  tocar  en 
aquel  punto,  ai  aaí  lo  exigieren  laa  cir- 
cunatanciaa. 

Art.  76.  Oída  la  Empreaa  deaignará 
el  Miniaterio  de  Fomento  loa  puntoa  don- 
de deban  fijarae  laa  aefialea  que  Indiquen 
la  dirección  en  que  ae  hallen  colocadaa 
laa  agujaa. 
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Art.  77.  Al  aproximarte  los  trenea  á 
laa  eatacioDea  donde  hayan  de  hacer 
alto,  el  maqainista  moderará  aa  Teloci- 
dad  á  la  diatancia  qae  crea  neceaaría 
para  qae  no  rebasen  el  andón  ó  maelle 
deatinado  al  apeadero  de  loa  víajeroa. 
Podrá  también,  tegán  laa  circaneUnciaa, 
parar  la  locomotora  antea  de  acercarae  á 
eate  ^anto,  y  llegar  deapaéa  á  él  ponién- 
dola de  nuevo  en  movimiento. 

Art.  78.  £1  maqainiata  diaminairá  la 
velocidad  de  la  marcha,  tanto  en  loa 
grandea  deamontea  en  corva  como  en  loa 
demáe  pantos  de  la  línea  qae  no  permi- 
tan deacabrir  an&  larga  e¥tffinalAw  de  ca* 
mino. 

Art.  79.  Guando  por  accidentea  ine- 
vitabtea  marche  la  locomotora  con  el  tén- 
der delante,  ya  vaya  aola  é  ya  acompa- 
llada  del  tren,  adoptará  el  maqainiata  laa 
mayorea  precaaeionea,  sin  que  la  veloci- 
dad exceda  entoncea  de  80  kilómetroa 
por  hora. 

Art.  80.  Al  acercarse  el  maqainiata  á 
laa  eatacionea,  paaoa  á  nivel,  enrvaa,  cor* 
tadaraa  ó  aobterráneoa,  hará  aonar  el  ail- 
bato  agndo  de  vapor  para  anunciar  la 
proximidad  del  tren. 

La  miama  sefial  repetirá  siempre  que 
sospechase  no  hallarae  la  vía  completa- 
mente expedita. 

Art.  81.  A  la  llegada  de  los  trenes  á 
laa  eatacionea  ae  anunciará  en  alta  vox 
repetidas  veces  el  nombre  de  ellaa  y  el 
tiempo  que  dore  la  parada. 

Art.  82.  Mientraa  loa  trenes  perma- 
nescan  en  laa  eatacionea  estarán  bajo  el 
mando  de  !oa  Jefea  de  laa  miamaa,  qoie* 
nea  aeran  entretanto  r«9aponaablea  de 
cnanto  ocurra  en  au  recinto. , 

Art.  88.  El  Jefe  del  tren  en  marcha 
lo  ea  de  todoa  loa  empleados  en  el  servi- 
cio del  mismo,  incluso  el  maquinista  y  el 
fogonero. 

Art.  84.  Guando  doa  locomotoraa  re- 
molquen un  miamo  tren,  quedará  á  car- 
go del  qoe  dirige  la  primera  regular  la 
marcha.  • 

La  aegunda  locomotora  aólo  funciona- 
rá como  fuersa  adicional  y  mera  auxilia- 
dora. 

Art.  86.  £1  maquinista  que  marche 
ain  tren  con  la  locomotora  confiada  á  au 
cargo,  marchará  aiempre  bajo  au  reapon- 
aabilidad,  y  el  fogonero  ejecutará  las  se- 
fialea  qae  ordenare  aquél  conforme  á  re- 
glamento. 

Art.  86.  Sólo  podrá  ir  en  la  locomoto- 
ra el  maquiniata  y  fogonero  encargado 
de  au  servicio. 


8e  exceptúan  únicamente  de  eata  pro- 
hibición loa  Ingenieros  encargadoa  de  la 
inapección  facultativa,  loa  ayudantes  de 
la  miaoift  con  orden  ó  antorisación  de  so 
Jefe,  y  los  agentea  de  la  £mpreaa  debi- 
damente autorisados  al  efecto. 

£n  todo  caao  ae  cuidará  muy  partteo* 
larmente  de  que  el  número  de  personas 
no  entorpetca  jamáa  las  maniobras  y  al 
mejor  servicio  de  la  máquina. 

Art.  87.  £1  Ministro  dé  Fomento  se- 
fialará  laa  eatacionea  en  que  han  de  lie- 
varae  regiatroa  de  loa  retraaoa  de  loa  tre- 
nea,  oon  arreglo  á  lo  que  ae  determina 
t>ara  cada  £mpreaa.  8e  indicará  en  elloa 
la  naturaleta  y  compoaicién  de  loa  trenea, 
los  números  de  laa  locomotoraa  que  loa 
remolcaron,  laa  horaa  de  au  salida  y  lle- 
gada, la  cauaa  v  duración  de  loa  retraaoa. 

Podrán  loa  agentea  de  laa  Inapeccio- 
nea  examinar  eatoa  regiatroa  aiempre  que 
aaf  lo  crean  oon  veniente  para  el  mejor 
deaempefto  de  eatas  funciones. 

Art  88.  Por  loa  medioa  máa  prontos 
7  expeditoa  que  eatén  á  au  alcance,  los 
Jefes  de  los  trenes  puestos  en  marcha 
darán  conocimiento  de  cualquiera  acci- 
dente que  ocurra  al  Jefe  de  la  eataeión 
inmediata,  quien  lo  comunicará  inmedia- 
tamente á  laa  inspeccione^  encsrgadaa 
de  la  vigilancia  de  la  línea,  y  en  au  caso 
á  la  autoridad  superior  de  la  localidad. 

Art.  89.  Laa  medidaa  de  urgencia 
adoptadaa  por  los  Gobemadorea  reapec- 
tivos,  á  profiuesta  de  las  Inspecciones  y 
referentes  á  la  aeguridad  de  loa  trenes, 
serán  obligatorias  para  laa  £mpreaaa 
cuando  ae  hayan  comunicado  á  aus  DI- 
rectorea. 

Art.  90.  Gon  treinU  díaa  de  antela- 
ción á  la  fecha  en  que  ha  de  ponerae  en 
obaervancia  el  cuadro  de  la  organixación 
de  los  trenes  de  todas  claaea,  se  remiti- 
rán los  suficientes  ejemplarea  de  eate  do- 
cumento á  los  Jefes  de  laa  Inapeccionea 
facultativa  y  adminiatrativa,  qoe  con  au 
informe  remitirán  ^  la  Dirección  general 
de  Gbras  públicas,  Gomerdo  y  Minas, 
dentro  de  los  dies  primeros  díaa  para  au 
aprobación,  ó  á  fin  de  que  introdosca  laa 
reformaa  que  crea  convenientes. 

Art.  91.  Antes  de  aprobarse  una  nue- 
va organisación  de  trenea  para  una  línea, 
deberán  eatar  de  acuerdo  laa  Gompafiías 
de  ferr(»carriles  á  qnienes  la  modificación 
afecte,  y  obtenerse  previamente  la  eos 
formidad  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción en  coanlo  se  relacione  con  el  aervi- 
ció  de  los  trenes  que  hayan  de  tranapor- 
tar  la  correspondencia  pública. 


Digitized  by 


Google 


FER 


—  385  — 


FER 


Art.  92.  Si  e)  Ministerio  de  Fomento, 
deepnét  de  recibir  el  cuadro  de  la  orga- 
nisación  de  loe  trenes,  dejase  tran^carrir 
los  treinta  días  qae  cita  el  art.  00  sin  dar 
contestación  alguna  á  la  Empresa,  podrá 
ésta  ponerle  en  práctica  considerándole 
«probado. 

Art  93.  Cuando  se  adopte  an  nuevo 
orden  en  el  servicio  de  los  ferrocarriles  ó 
se  altere  en  parte  el  establecido,  se  dará 
conocimiento  al  público  á  lo  menos  con 
ocho  días  de  anticipación,  no  solamente 
de  las  horas  de  salida  de  los  trenes  y  de 
las  de  sa  llegada  á  las  estaciones,  sino 
también  de  los  pantos  en  qae  habrán  de 
detenerse. 

Gap.  WIL— Di$po$icionei  concemiente$  á 
lo$  viqjeroB  y  pertona»  extrañan  al  §er* 
meto  de  lo9  ferroearñleB. 

Art.  94.  £n  general  se  prohibe  la  en* 
trada  en  el  recinto  de  los  ferrocarriles  á 
toda  persona  qne  no  esté  destinada  á  sa 
serTicio. 

8e  ezceptóan  de  esta  disposición: 

í,^  Las  autoridades  saperiores  de  la 
provincia. 

S.^    Las  autoridades  locales. 

8.®  Los  Ingenieros  j  demás  emplea- 
dos qne  tengan  á  sa  cargo  la  vigilancia 
del  ferrocarril. 

4.<>  La  fuerza  póblica  y  del  resgmfrdo 
y  los  agentes  de  Policía,  coando  se  pre- 
senten con  autorisación  expresa  de  la 
Autoridad  competente  para  desempeñar 
an  servicio. 

5.0  Las  personas  que  obtengan  per- 
miso de  la  Empresa. 

Art.  96.  El  viajero  que  no  presente  el 
billete  que  le  da  derecho  á  ocupar  un 
asiento  en  los  trenes,  ó  qne  teniéndole  de 
clase  inferior  ocupe  uno  de  la  superior, 
pagará  en  el  primer  caso  el  doble  de  su 
precio^  según  tarifa,  y  en  el  segundo  dos 
veces  las  diferencias  de  su  importe,  á 
contar  desde  la  estación  en  que  verificó 
su  entrada  en  los  trenes  mista  el  punto 
donde  termine  su  viaje. 

A  no  justificar  el  viajero  el  punto  de 
BU  entrada  en  el  tren,  el  doble  precio  se 
evaluará  por  la  distancia  recorrida  desde 
el  sitio  en  que  haya  tenido  lugar  la  últi- 
ma comprobación  de  billetes. 

Art.  96.  Dado  caso  que  un  viajero 
pase  más  allá  del  punto  indicado  en  sn 
billete,  abonará  sólo  el  exceso  que  co- 
rresponda al  aumento  del  trayecto  reco- 
rrido, siempre  que  hubiera  avisado  al 
Jefe  del  tren  antes  de  salir  de  la  estación 


en  qae  deba  terminar  el  valor  de  sa  bi- 
llete. 

Si  no  hiciese  previamente  esta  adver- 
tencia, satisfará  el  doble  del  importe  co- 
rrespondiente al  exceso  de  trayecto  qae 
hubiere  recorrido  sin  billete. 

Art.  97.  £1  viajero  que  por  falta  de 
carruajes  se  viese  en  la  necesidad  de  en- 
trar en  uno  de  ciase  superior  al  designa- 
do en  su  billete,  nuda  satisfará  á  la  Em- 
presa por  el  exceso  del  precio. 

Si  por  el  contrario  tuviese  qae  ocupar 
una  localidad  de  clase  inferior,  la  Empre- 
sa le  devolverá  el  importe  de  su  billete 
tan  pronte  como  termine  el  viaje. 

Ar(.  98.    Se  prohibe  rigurosamente: 

L^  Entrar  y  salir  en  los  coches  por 
otra  portesaela  que  no  sea  la  que  se  abre 
sobre  los  andenes. 

2.0  Trasladarse  de  uno  á  otro  coche  ó 
avansar  el  cuerpo  fuera  de  su  caja  du- 
rante la  marcha. 

8.*  Entrar  ó  salir  en  los  coches,  á  no 
ser  en  las  estaciones  y  cuando  el  tren  se 
halle  completamente  parado. 

4.0  Subir  á  los  coches  puesto  el  tren 
en  movimiento. 

5.0  Admitir  en  los  coches  más  viaje- 
ros qne  los  correspondientes  á  los  asien- 
tos que  contengan. 

Art.  99.  No  se  permitirá  la  entrada 
en  los  coches  á  ninguna  persona  en  esta- 
do de  embriagues  ni  á  la  que  lleve  consi- 
go armas  de  fuego  CHrga<las  ó  paquetes 
que  por  su  forma,  volumen  ó  mal  olor 
puedan  molestar  á  los  viajeros. 

Tampoco  será  admitido  en  el  andén 
ningún  individuo  con  arma  de  fuego  sin 
que  antes  se  compruebe  que  se  halla  des- 
cargada. 

Art  100.  Los  viajeros  tienen  derecho 
á  que  los  empleados  de  la  Empresa  ó  del 
Gobierno  hagan  salir  del  carruaje  á  lodo 
el  que  por  su  falta  de  compostura,  pala- 
bras ú  acciones  ofendan  el  decoro  de  los 
demás,  altere  el  orden  establecido  ó  pro- 
duzca disturbios  ó  disgustos,  como  tam- 
bién á  los  que  fumen  €>n  el  carruaje  des- 
tinado á  los  no  fumadores. 

Art.  lOl.  Reservarán  siempre  las  Em- 
presas uno  ó  más  compartimientos  de 
primera  clase  en  los  trenes  de  viajeros 
para  las  seftoras  que  viajando  solas  lo  so- 
liciten, y  otro  en  el  cual  no  se  permita 
fumar. 

Dichos  compartimientos  irán  señala- 
dos con  carteles  en  que  se  indique  su  ob- 
jeto. 

Art.  103.  Se  prohibe  llevar  perros  en 
los  carruajes  de  viajeros. 
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No  obstante,  la  Empreaa  podrá  admi- 
tir en  vagones  especiales  á  los  qne  no 
qnieran  separarse  de  sns  perros,  siempre 
que  éstos  lleven  bótales. 

Art.  108.  Si  por  algún  viajero  se  in- 
fringiesen las  disposiciones  de  este  Re- 
glamento, el  agente  de  la  Inspección  ad- 
ministrativa,  ó  en  su  defecto,  ya  los  Je- 
fes de  las  estaciones,  ya  los  de  los  trenes, 
le  dirigirán  las  amonestaciones  oportu- 
nas, instruyendo  la  correspondiente  su- 
maria en  averiguación  de  los  hechos 
cuando  así  lo  exija  su  gravedad. 

Art.  104.  Para  qne  los  viajeros  pue- 
dan consignar  sus  reclamaciones,  no  sólo 
contra  la  Empresa,  sino  contra  sus  agen- 
tes y  empleados,  habrá  en  cada  estación 
un  registro  que  será  visado  mensualmen- 
te  por  los  encargados  de  la  Inspección 
administrativa  y  mercantil. 

Cap.  VIII. — De  la  recepción^  transporte  y 
entrega  de  los  equipajes  y  mercancias, 

Art.  106.  Los  objetos  que  se  transpor- 
tan por  loa  caminos  de  hierro  se  clasifi- 
can, para  los  efectos  de  este  reglamento, 
del  modo  siguiente: 

1.0     Equipajes. 

2,0     Encargos. 

8.0    Mercancías. 

4.0     Ganados  de  todas  clases. 

Art.  106.  Se  comprende  bajo  la  deno- 
minación de  equipaje  las  prendas  y  efec- 
tos destinados  al  abrigo,  adorno  y  aseo  de 
los  viajeros  de  su  inmediato  uso,  á  los 
libros  y  herramientas  de  su  arte  y  oficio 
contenidos  en  baúles,  cofres,  maletas,  ar- 
quillas, cajones,  sombrereras,  sacos  de 
noche,  alforjas,  saquillos,  almohadas,  ó 
bajo  otra  cubierta  cualquiera,  ó  bien  á  la 
vista  sin  embalaje  alguno. 

Art.  107.  Los  equipajes  deberán  trans* 
portarse  en  los  mismos  trenes  que  con- 
duzcan á  sus  duefios,  y  se  entregarán  al 
terminar  el  viaje. 

Art.  108.  Se  entiende  por  encargos 
todos  los  bultos  sueltos  que  sin  estar  su- 
jetos á  la  declaración  de  su  contenido  re- 
quieren un  cuidado  especial,  y  se  trans- 
portan con  la  velocidad  de  los  viajeros. 

Art.  109.  Todos  los  efectos  que  no  se 
comprenden  en  la  clasificación  de  los  ar- 
tículos anteriores,  se  designan  con  el 
nombre  genérico  de  mercancías. 

Art.  110.  Corresponden  á  la  cuarta  cla- 
sificación el  ganado  vacuno,  el  de  cerda, 
el  de  lana,  el  cabrío,  los  animales  de  tiro, 
carga  y  silla,  los  perros  y  otros  anima- 
les domésticos  y  las  aves  de  corral  y  las 


de  recreo  colocadas  en  jaulas  ó  cajonei 
con  verjas. 

Art.  111.  Todo  el  qne  remita  mercan- 
cías á  las  estaciones  de  los  ferrocarriles 
hará  la  declaración  previa  de  su  número, 
peso,  clase  y  calidad. 

Se  adoptarán  medidas  especiales  de 
precaución  para  el  transporte  de  aqueálas 
que  pudieran  producir  explosiones  ó  in- 
cendios, ó  cuyo  deterioro  y  contacto  per- 
judiquen más  ó  menos  á  las  demás. 

Art.  1 1 2.  Toda  entrega  que  se  verifi- 
que en  el  local  designado  á  los  encarga- 
dos de  la  Empresa  para  recibir  los  efec- 
tos  que  deben  transportarse,  se  tendrá 
por  bien  hecha  y  legal  mente  realizada. 

No  se  considerarán  como  tales  encar- 
gados los  dependientes  secundarios,  ex- 
clusivamente destinados  á  los  trabajos 
materiales  y  á  las  ocupaciones  mecánicas 
de  las  oficinas  y  estaciones. 

Art.  113.  Las  Compañías  están  obli- 
gadas á  facturar  los  bultos  que  se  les 
presenten. 

Para  que  se  verifique  siempre  ordena 
damente,  la  Empresa  llevará  dos  libros 
talonarios  foliados,  uno  en  que  se  anota- 
rán los  efectos  que  deben  transportarse 
con  la  velocidad  de  los  viajeros,  otro  don- 
de se  tomará  razón  de  los  que  han  de  con- 
ducirse en  los  trenes  de  las  mercancías. 

En  ambos  constará  el  peso  y  el  precio 
de  transporte  de  los  objetos  por  el  mis- 
mo orden  de  las  fechas  con  que  apares- 
can  anotados  en  el  registro,  á  no  ser  qne 
el  remitente  consienta  voluntariamente 
en  su  postergación. 

Al  tiempo  de  la  entrega  se  dará  al  re- 
mitente ó  su  encargado  un  talón  donde 
se  exprese  el  número  de  orden,  clase, 
peso  y  precio  del  transporte,  y  el  tiempo 
en  que  éste  deba  efectuarse. 

Art.  114.  La  responsabilidad  de  las 
Empresas  respecto  á  las  entregas  de  que 
hace  mérito  el  artículo  anterior,  comien- 
za desde  el  momento  en  que  se  ha  hecho 
cargo  de  ellas  en  el  local  destinado  á  re- 
cibirlas, aunque  el  encargado  de  este  ser- 
vicio no  haya  tomado  la  correspondiente 
razón  en  los  libros  de  registro. 

Art.  115.  El  Gobierno,  de  acuerdo 
con  las  Empresas  y  previos  los  informes 
que  estime  convenientes,  fijará  las  esta- 
ciones en  las  cuales  deberán  expedirse 
billetes  de  viajeros  y  facturar  mercancía! 
con  destino  á  todos  los  puntos  enlazados 
con  ferrocarriles,  aun  cuando  éstas  per- 
tenezcan á  otras  Empresas,  considerán- 
dose para  los  efectos  de  transporte  como 
una  sola  línea,  y  para  estos  casos  regirá 
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persona  á  qae  vayan  dirigiilas  dos  horas 
después  de  la  llegada  del  tren. 

8i  no  hubiese  trenes  con  carruajes  de 
todas  las  clases  que  recorran  el  trayecto 
á  donde  van  consignados,  deberán  trans- 
portarse en  el  primero  que  parta,  sea  ex- 
prés ó  correo. 

Cuando  el  transporte  haya  de  verifi- 
carse á  pequeña  velocidady  la  expeditrión 
se  hará  lo  más  tarde  á  las  cuarenta  y 
ocho  horas  de  la  entrada  de  los  efectos, 
los  cuales  se  pondrán  á  disposición  de 
los  consignatarios  á  las  veiniicoatro  ho- 
ras después  de  la  llegada  del  tren.  Para 
el  transporte  de  los  animales  de  tiro  y 
silla  se  avisará  con  las  horas  de  antici- 
pación que  se'fije  en  las  tarifas. 

Art.  126.  Las  hojas  de  ex|>edición  en- 
tregadas por  la  Empresa  á  los  conducto- 
res de  los  trenes  de  mercancías  harán  fe 
en  favor  de  los  duefios  que  hubieren 
perdido  su  resguardo,  siempre  que  iden- 
tifiquen la  persona. 

Art.  127.  Son  aplicables  los  precios  or 
diñarlos  de  la  tarifa  á  todos  los  paquetes 
ó  bultos  que,  aunque  embalados  separa- 
damente, constituyan  una  remesa  de  más 
de  60  kilogramos,  con  tal  que  sea  hecha 
por  un  mismo  individuo  y  dirigida  á  una 
sola  persona. 

Los  encargos  y  los  excedentes  de  equi- 
pajes con  las  mismas  condiciones  se  con- 
siderarán como  un  solo  bulto  para  la  per- 
cepción de  los  precios  que  en  tarifa  espe- 
cial tenga  señalados. 

No  disfrutarán  de  estos  beneficios  las 
Empresas  de  mensajerías  y  otras  inter- 
mediarias de  transportes,  á  no  ser  que 
los  efectos  por  ellas  remitidos  estén  em- 
balados en  un  solo  bulto. 

Art.  128.  Debiendo  asimilarse  á  las 
clases  que  tengan  más  analogía  para  el 
pago  de  derechos  las  de  las  mercancías, 
animales  y  demás  efectos  que  no  se  ha- 
llen comprendidos  en  la  tarifa,  podrán 
hacerse  provisionalmente  las  asimilacio- 
nes por  la  misma  Empresa,  pero  tome- 
tiendo  sn  examen  desde  luego  al  Minis- 
terio de  Fomento,  que  podrá  modificarlas, 
admitirlas  ó  desecharlas,  según  le  pare- 
ciere conveniente.  * 

Art.  129.  Siempre  que  un  bulto  con- 
tenga mercancías  de  diversa  clase  y  com- 
prendidas en  la  tarifa  con  precios  dife- 
rentes, servirá  de  tipo  para  exigir  el  de 
transporte  la  que  le  tenga  más  elevado. 

Art.  180.  Las  Empresas  podrán  esta- 
blecer dentro  de  las  tarifas  máximas  que 
tengan  concedidas  y  sin  perjudicar  los 
poertos  é  industrias  nacionales  en  bene- 


ficio de  los  extranjeros,  otras  especiales 
entre  determinados  puntos  de  la  línea, 
sin  que  tengan  opción  á  disfrutar  de  ella» 
los  transportes  que  se  verifiquen  entre 
otros  distintos. 

Art.  181.  Las  Empresas  podrán  redu- 
cir los  precios  de  las  tarifas  en  favor  de 
los  remitentes  que  acepten  plasos  más 
largos  que  los  fijados  para  \€l  pequeña  ve- 
locidad^  de  los  que  se  obliguen  á  propor- 
cionar un  mínimum  de  toneladas  ó  de  los 
que  ofrezcan  cualesquiera  ventajas  para 
el  transporte,  pero  en  ningún  caso  podrán 
declinar  la  responsabilidad  que  les  impo- 
ne este  Reglamento   por  su  mal  servicio. 

Art.  182.  Toda  reducción  ó  condición 
especial  otorgada  á  favor  de  uno  ó  mu- 
chos remitentes  será  extensiva  á  todos 
los  que  la  pidan,  sujetándose  á  iguales 
condiciones. 

Art.  183.  Siempre  que  una  Empresa 
conceda  á  uno  ó  más  remitentes  reduc- 
ción en  los  precios  de  tarifa,  dará  cuenta 
al  Gobierno  de  las  condiciones  con  que  lo 
verifique. 

La  Empresa  abrirá  un  registro  en  que 
se  inscriban  estas  condiciones,  el  cual  se 
exhibirá  á  los  particulares  cuando  lo  so- 
liciten. Este  registro  será  foliado  y  rubri- 
cado por  el  Jefe  de  la  Inspección  mer- 
cantil. 

Art.  184.  Cuando  existan  tarifas  es- 
peciales para  el  transporte  de  determina- 
das mercancías,  se  dará  conocimiento  á 
los  remitentes  al  tiempo  de  facturar,  á 
fin  de  que  puedan  optar  por  la  que  má» 
les  convenga. 

Art  135.  Toda  alteración  en  los  pre- 
cios de  tarifas  deberá  ponerse  en  conoci- 
miento del  Gobierno  con  un  mes  de  an- 
ticipación al  día  en  que  deba  publicarse, 
y  se  comunicará  á  los  Gobernadores  de 
las  provincias  atravesadas  por  el  ferro- 
carril, quienes  dispondrán  se  les  dé  pu- 
blicidad quince  días  antes  del  en  que 
deba  comenzar  á  regir  la  nueva  tarifa. 

Art.  136.  lx>s  precios  prefijados  para 
el  transporte  de  mercancías,  en  virtud 
de  las  tarifas  especiales,  no  podrán  au- 
mentarse sino  transcurrido  un  afio,  á 
coptar  desde  su  publicación. 

Art.  187.  El  retraso  en  el  transporte 
dará  derecho  á  indemnización  de  dafios 
y  perjuicios,  salvo  los  rasos  de  fuerza 
mayor. 

Art.  188.  La  prueba  de  los  casos  de 
fuerza  mayor  corresponde  á  la  Empresa, 
y  mientras  no  lo  verifique,  quedará  sub- 
sistente su  responsabilidad. 

Art.  189.    No  se  tendrá  por  caio  de 
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podrá  Ir  Empreta,  cuando  fuesen  reco- 
brados, citarle  para  presenciar  tu  aper- 
tora;  y  hecha  sn  entrega,  recobrará  la 
cantidad  que  satisBzo,  abonando  los  da- 
fioa  y  perjuicios  por  el  retraso. 

Si  del  reconocimiento  de  tos  efectos  re- 
saltase un  fraude  cometido  por  el  duefio 
en  sus  declaraciones,  la  Empresa  tendrá 
á  su  vez  derecho  al  resarcimiento  de  da* 
fios  y  perjuicios,  debiendo  dar  conoci- 
miento del  hecho  á  los  Tribunales  de 
jasiicia. 

Art.  158.  Las  Empresas  podrán  esta- 
blecer servicios  ordinarios  de  transporte 
para  fricilitar  la  comunicación  de  las  po- 
blaciones con  las  estaciones  inmediatas. 

Quedarán,  híu  embnrgo,  en  libertad 
los  interesados  de  verificar  el  transporte 
empleando  carruajes  propios  ó  personas 
de  sn  confianza,  si  lo  creyeran  oportuno; 
pero  en  este  caso,  lo  advertirán  asi  al 
realizar  la  entrega  de  sus  bultos  en  las 
estaciones. 

La  Empresa,  entonces,  dará  aviso  de 
la  llegada  cíe  los  trenes  al  consignatario 
en  el  término  quesefialael  art.  125,  para 
<|iie  pueda  recoger  los  efectos  de  sá  per- 
tenencia. 

Transcurridas  las  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras que  86  conceden  al  efecto,  si  no  acu- 
diese asacar  de  la  estación  las  mercancías, 
empezarán  des(4e  entonces  á  devengar  de- 
rechos de  almacenaje. 

Art.  154.  También  podrán  establecer 
las  Compañías  tarifas  combinadas  con 
otras  Empresas  de  transportes  terrestres 
6  marítimos,  con  la  condición  de  aplicar 
en  sns  líneas  los  mismos  precios  cuando 
los  objetos  vayan  destinados  á  los  puntos 
favorecidos  por  la  tarifa,  aun  cuando  los 
remitentes  hagan  por  su  cuenta  los  trans- 
portes por  tierra  ó  por  agua,  empleando 
carruajes  ó  embarcaciones  propias. 

Art  155.  La  persona  á  quien  se  dirija 
ana  mercancía  no  podrá  negarse  á  reci- 
birla, aun  en  día  festivo,  si  se  hallase  en 
sn  domicilio  cuando  le  sea  presentada. 

Art.  166.  El  consignatario  que  quiera 
comprobar  el  peso  de  las  mercancías  que 
ae  han  entregado,  abonará  los  gastos  del 
repeso,  siempre  que,  teniendo  en  cuenta 
lo  prescrito  en  el  art.  148,  resultase  con- 
forme con  el  expresado  en  la  carta  de 
porte. 

6i  na  hubiere  esta  conformidad,  los 
gastos  ocasionados  serán  de  cuenta  de 
la  Empresa. 

Art  157.  El  reconocimiento  de  loa 
baltos  se  verificará  judicialmente  cuando 
el  consignatario  lo  exija. 


Los  peritos  para  este  acto  harán  cons- 
tar en  sus  declaraciones  el  estado  exte- 
rior de  loa  bultos,  su  peso,  marca  y  nú- 
mero, la  naturaleza  y  cantidad  de  las  mer 
cancías  que  contengan,  sus  cualidades,  s> 
se  han  mojado  ó  sufrido  otro  deterioro, 
el  tiempo  en  que  á  su  juicio  podo  acaecer 
esta  avería,  la  cansa  apreciable  que  la 
baya  producido,  y  finalmente  el  valor  de^ 
dafio  ocasionado. 

Art.  158.  El  recibo  de  los  objeto» 
transportados  expedidos  por  el  consigna- 
tario y  la  realización  de  pago  del  trans- 
porte, extinguen  toda  accián  contra  la 
Empresa  conductora. 

Art.  169.  Las  reclamaciones  contra 
las  Empresas  por  la  pérdida  ó  avería  de 
los  objetos  que  hayan  transportado,  se 
deducirán  en  los  términos  y  en  los  pla- 
zos prescritos  por  el  Código  de  comercio. 

Cap.  IX. — De  los  procedimientoi  para  el 
castigo  de  lo$  delitos  y  faltas  contra  la 
seguridad  y  conservación  de  los  ferro- 
carriles, 

Art.  160.  Corresponde  á  los  Goberna- 
dores de  las  provincias  atravesadas  por 
los  ferrocarriles: 

1  .o  Procurar  con  todo  el  lleno  de  soa 
atribuciones,  y  ejerciendo  una  continna 
vigilancia,  que  los  Alcaldes,  en  la  parte 
que  les  compete,  den  el  más  exacto  cum* 
plimiento  á  las  disposiciones  de  la  Ley 
de  28  de  Noviembre  de  1877  y  de  este 
Reglamento. 

2.0  La  imposición  de  multas  por  la» 
faltas  expresadas  en  el  art.  12  de  la  ley, 
y  en  virtud  de  queja  producida  por  laa 
Inspecciones. 

Art.  161.  De  los  delitos  cometidos  en 
los  ferrocarriles  entenderán  los  Tribuna- 
les ordinarios,  conforme  á  los  procedi- 
mientos y  prescripciones  que  determina 
la  Ley  de  23  de  Noviembre  de  1877  y  la» 
Reales  órdenes  que  se  han  dictado  par» 
cuando  llegue  este  caso. 

Art.  162.  La  vigilancia  en  los  cami- 
nos de  hierro  se  ejercerá  principalmente 
por  los  funcionarios  de  las  Inspeccione» 
y  los  dependientes  de  las  Empresas,  te- 
niendo unos  y  otros  para  este  objeto  el 
carácter  de  guardas  jurados. 

Art.  163.  Conforme  á  la  Ley  de  28  de 
Noviembre  de  1877  en  sus  títulos  II,  lU 
y  IV  y  á  lo  prescrito  en  este  reglamen- 
to, toda  contravención  de  sus  artículo» 
será  denunciada  á  los  Jueces  municipa- 
les del  territorio  donde  se  cometa,  tanto 
por  los  dependientes  de  las  Inspeccio- 
nes, como  por  los  de  la  Empresa. 
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la  experiencia  que  son  necesarios  otros 
intermedios  en  diferentes  puntos  del  tra- 
yecto, se  establecerán  en  los  que  designe 
el  Gobierno,  después  de  oír  á  las  Empre- 
sas y  á  las  Inspecciones  facultativas. 

Art.  175.  Los  reglamentos  especiales 
para  el  servicio  y  explotación  de  cada  lí- 
nea se  someterán  á  la  aprobación  del  Go- 
bierno por  los  concesionarios. 

Art.  176.  Las  instrucciones,  circula- 
res, órdenes  y  disposiciones  relativas  al 
servicio  de  los  caminos  de  hierro,  impre- 
sas, litografiadas  ó  autografiadas,  se  pon- 
drán inmediatamente  en  conocimiento  dd 
las  Inspecciones. 

Las  órdenes  manuscritas  se  transcribi- 
rán en  el  día  de  su  fecha  en  un  registro 
especial,  que  será  presentado  á  las  Ins- 
pecciones siempre  que  lo  exijan. 

Art.  177.  Los  Jefes  de  Inspección 
tendrán  derecho  á  examinar  las  cuentas 
de  ingresos  y  gastos  de  las  Empresa,  las 
Reales  órdenes  que  hayan  recibido  y  cua- 
lesquiera otros  documentos  relativos  á  la 
explotación  y  por  los  cuales  se  pueda  for 
mar  cabal  idea  de  su  verdadero  estado. 

Art.  178  Toda^)tificarión  á  lasEm 
presHS  de  ferrocarriles  se  verificará  en  los 
mismos  puntos  donde  tengan  su  domici- 
lio, y  sólo  se  dará  valor  legal  á  las  cita- 
ciones que  se  les  hagan  en  las  personas 
de  los  Jefes  de  estación  cuando  se  hallen 
competentemente  autorizados  para  repre- 
sentarlas. 

Art.  179.  No  podrán  oponerse  las  Em- 
presas á  que  por  mandato  judicial  se  ha- 
gan embargos  en  sus  almacenes  y  depó- 
sitos. Cuando  se  verifiquen,  en  ningún 
caso  los  efectos  embargados  serán  expe 
didos  y  devueltos  al  remitente  ó  al  con- 
signatario, sino  que  estarán  siempre  á 
disposición  del  Juzgado. 

Art.  180.  Es  obligación  de  las  Empre- 
sas procurar  cuidadosamente  la  buena 
conservación  de  los  objetos  que  por  cual- 
quier causa  se  hayan  depositado  en  sus 
estaciones.  '  • 

Guando  exigiesen  cuidados  que  en  ellas 
no  puedan  proporcionarse,  se  procederá 
con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  Código  de 
Comercio  para  casos  análogos. 

Art.  181.  Los  objetos  olvidados  por 
los  viajeros  en  los  coches  y  salas  de  es- 
pera, los  que  hubieren  caído  en  la  vía  al 
paso  de  los  trenes  y  todos  aquellos  cuyo 
dueño,  remitente  ó  consignatario  se  ig- 
nore, se  conservarán  en  depósito,  lleván- 
dose de  todos  ellos  un  registro  especial, 
con  expresión  del  día  y  lugar  en  que  fue- 
ron hallados  y  sus  principales  señas. 


Si  publicado  su  anuncio  por  tres  Veces 
en  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  y 
transcurrido  un  año  nadie  se  presentase 
á  reclamarlos,  se  sacarán  á  pública  su- 
basta, y  su  producto  se  aplicará  á  los  es- 
tablecimientos de  beneficencia,  después 
de  deducir  para  la  Empresa  los  gastos  de 
custodia  y  almacenaje. 

Art.  182.  Podrán  conferirse  en  todo  ó 
en  parte  á  uno  solo  de  los  Gobernadores 
de  las  provincias  atravesadas  por  un  mis 
mo  ferrocarril  las  atribuciones  que  á  cada 
uno  de  ellos  confiere  este  Reglamento, 
según  así  lo  exijan  las  circunstancias  lo- 
cales y  el  mejor  servicio  público  á  juicio 
y  voluntad  del  Gobierno. 

Art.  183.  Las  líneas  telegráficas  á  car- 
go de  las  Empresas  podrán  únicamente 
transmitir  las  noticias,  avisos  y  despa- 
chos referentes  al  servicio  de  los  ferro- 
carriles. 

Art.  184.  Tanto  la  custodia  como  el 
entretenimiento  y  buena  conservación 
del  material  de  los  telégrafos,  incluso  los 
hilos  destinados  ai  servicio  del  Gobierno, 
serán  de  cuenta  de  las  Empresas. 

Las  faltas  cometidas  en  el  servicio  te- 
legráfico y  las  que  den  ocasión  á  que  su 
material  se  destruya  ó  se  deteriore  se 
considerarán  como  las  cometidas  contra 
la  vía,  y  en  tal  concepto  serán  castigadas 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  tít.  V 
de  la  Ley  de  Policía  de  los  ferroca- 
rriies. 

Art.  ^85.  En  los  sitios  más  públicos 
de  las  estaciones,  y  particularmente  en 
las  salas  de  espera,  habrá  siempre  para 
conocimiento  del  público  ejemplares  de 
este  Reglamento. 

Sus  disposiciones  y  las  del  pliego  de 
condiciones  que  hacen  referencia  á  las 
mercancías  se  fijarán  además  en  los  pun- 
tos donde  éstas  se  reciban. 

Art.  186.  El  conductor  principal  de 
cada  tren  llevará  siempre  en  sus  viajes 
un  ejemplar  del  presente  Reglamento. 

A  los  maquinistas,  fogoneros,  guarda- 
frenos, guardavías  y  demás  empleados 
en  el  servicio  de  los  ferrocarriles  se  dará 
un  extracto  de  las  disposiciones  regla- 
mentarias, cuya  observancia  respectiva- 
mente les  corresponda. 

Art.  187.  Es  atribución  del  Ministe- 
rio de  Fomento  fijar  los  plazos  en  que 
las  Empresas  deben  someter  á  su  apro- 
bación los  reglamentos,  cuadros  de  ser- 
vicios y  demás  disposiciones  á  que  están 
obligadas. 

Transcurrido  eí  término  que  se  les  de- 
signe sin  que  así  lo  verifiquen,  adoptará 
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el  Gobierno  la  resolación  que  tuviese  por 
conveniente. 

Art.  188.  Se  cattigará  con  arreglo  al 
tita  lo  V  de  la  Ley  de  Policía  de  los  ierro- 
carrilea  las  contravenciones  al  presente 
Reglaoaento,  á  las  resoluciones  del  Go- 
bierno y  á  las  qne  con  su  aprobación 
adoptasen  los  Gobernadores  de  provin- 
cia relativamente  á  los  ferrocarriles  y  su 
mejor  servicio  y  policía. 

Art.  189.  Se  consideran  vigentes  to- 
das las  disposiciones  qne  se  hayan  dic- 
tado basta  la  fecha  para  mejor  inteligen- 
cia y  aplicación  de  ios  artículos  del  Re- 
glamento de  8  de  Julio  de  1869  en  cuan- 
to no  se  opongan  á  las  prescripciones  del 
presente. 

Riofrío,  8  de  Septiembre  de  1878.— 
Aprobado  por  8.  M.— O.  Tormo, i^—[Oae€' 
ia  de  22  de  Septiembre). 


FIANZA. — Toda  obligación  subsidia- 
ria constituida  para  asegurar  el  cumpli- 
miento de  otra  principal  (1). 

Existen  varias  clases  de  fianEss:  fianza 
hipotecaria,  fiama  pignoraticia,  etc.;  pero 
nosotros  sólo  vamos  á  ocuparnos  de  las 
que  más  se  relacionan  con  el  objeto  de 
la  presente  obra,  que  son  las  de  contra- 
tistas, las  de  empleados  y  las  judiciales. 

Flanxas  de  coutratistas.— Tratan  de 
estas  fianzas  el  Real  decreto  de  27  de  Fe- 
brero de  1862,  art  6.o.  niim,  2.0;  arts.  7. o, 
9.0  y  10  núm.  l.o,  para  los  contratos  del 
Estado  con  los  particulares;  y  para  las 
que  celebran  los  Ayuntamientos  y  Dipu- 
taciones, el  Real  decreto  de  4  de  Enero 
de  1882,  arts.  12,  12,  21,  33  y  34,  qne  pue- 
den verse  en  el  tomo  I,  páginas  809  á  819. 
Además  el  pliego  de  condiciones  para 
ia  contratación  de  obras  públicas,  apro- 
bado por  Real  decreto  de  1 1  de  Junio 
de  1886,  que  no  insertamos  por  no  con- 
siderarlo pertinente  á  este  trabajo,  dis- 
pone en  sos 

* Art.  2.0    La  persona  á  quien  se 

haya  adjudicado  la  ejecución  de  una 
obra  ó  servicio  para  la  misma,  deberá 
depositar  como  fianza  la  cantidad  que 
prefije  el  pliego  de  condiciones  particu- 
lares que  haya  servido  de  base  para  la 
adjudicación.  Este  depósito  se  hará  en 
el  punto  y  dentro  del  plazo  que  en  el  mis- 
mo pliego  de  condiciones  se  designe. 


(1)    Alcubilla. 


Art.  8.**  El  plazo  sefialado  en  el  ar- 
tículo anterior  no  excederá  de  treinta 
días,  y  dentro  de  él  deberá  presentar  el 
adjudicatario  la  carta  de  pago  que  acre- 
dite la  constitución  de  ia  fianza  á  que  se 
refiere  el  mismo  artículo.  La  falta  de 
presentación  dará  lugar,  sin  más  trámi- 
tes, á  que  se  declare  nula  la  adjudicación 
y  el  adjudicatario  perderá  el  depósito 
provisional  que  hubiese  hecho  para  to- 
mar parteen  la  subasta. t  (£1  Real  de- 
creto y  pliego  de  condiciones,  se  publi- 
caron en  la  Gaceta  de  14  de  Junio  de  1886 
y  se  hallan  insertos  en  la  C.  X.,  tomo  186, 
página  1.210). 

FiauxaM  de  empleados.  ~ Múltiples  son 
las  disposiciones  dictadas  respecto  á  la 
constitución  de  fianzas  por  los  funciona- 
rios obligados  á  prestarlas,  y  en  todas 
domina  el  pensamiento  de  que  no  sedó 
á  ninguno  posesión  de  su  destino  hasta 
haber  constituido  la  que  le  esté  sefialada. 

Las  clases  de  estas  fianzas,  la  manera 
de  constituirlas,  el  interés  que  deven- 
gan, etc.,  se  determinan  en  la  legislación 
qne  seguidamente  insertamos. 

Beal  decreto  de  29  de  Agosto  de  1876,  uni- 
formando el  tipo  á  que  kan  de  admitirse 
tos  valores  públicos  para  las  fianzas  de 
empleados  ó  de  servicios  públicos. 

{Hacienda),  «Atendiendo  á  las  razo- 
nes expuestos  por  el  Ministro  de  Hacien- 
da, oído  el  Consejo  de  Estado  en  pleno 
y  por  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.0  El  tipo  para  la  admisión 
de  las  fianzas  qne  se  ofrezcan  en  valores 
públicos  para  garantizar  la  gestión  de 
los  intereses  de  la  Hacienda  ó  el  cum- 
plimiento de  los  contratos  de  servicios 
públicos,  será  el  precio  medio  que  dichos 
valores  hayan  tenido  durante  el  mes  an- 
terior al  en  que  se  deba  verificar  el 
afianzamiento. 

Art.  2.0  Las  fianzas  que  se  presten  en 
la  forma  prevenida  en  el  artículo  ante- 
rior podrán  revisarse  á  instancia  del  Es- 
tado ó^del  particular  ó  funcionario  que 
las  haya  prestado,  siempre  que  habiendo 
transcurrido  un  afio  desde  su  otorgamien- 
to haya  sufrido  una  variación  de  3  por 
100  en  su  valor  el  papel  tipo  del  3  por 
100  consolidado. 

Art.  8.<>  Por  los  Ministerios  respecti- 
vos se  procederá  á  asegurar  los  intereses 
del  Estado  en  los  afianzamientos  presta- 
dos por  funcionarios  que  tengan  anejo  á 
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■u  cargo  el  deber  de  hacerlo  y  sean  de  li- 
bre elección  del  Gobierno. 

Art.  4.0  Quedan  derogadas  las  dispo* 
■iciones  dictadas  anteriormente  sobre  el 
particular  en  cuanto  se  opongan  á  lo 
mandado  en  este  decreto. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  30  de  Agosto 
de  1876.— Alfomso.— El  Ministro  de  Ha- 
cienda, Jb«é  García  Barzanallana.*  -  (Qa- 
ceta  de  I. o  de  Septiembre). 

Ley  de  Presupuestos  de  11  de  Julio 
d$  187?. 

< Articulo  72.    £1  art.  8.o  de  la  Ley 

de  25  de  Junio  de  1870  se  entenderá  mo- 
dificado en  la  forma  siguiente: 

Estarán  sujetos  á  la  prestación  de  fian- 
za aquellos  funcionarios  de  quienes  las 
instrucciones  lo  exijan  para  la  seguridad 
de  los  fondos  ó  efectos  que  manejen  ó 
custodien. 

Las  flaneas  podrán  constituirse: 

l.o    En  metálico. 

2.®  En  efectos  públicos,  al  cambio, 
término  medio  de  la  cotización  oficial  del 
mes  anterior  al  en  que  se  constituya  la 
fianza. 

3.**    En  fincas  rústicas,  y 

4.0  En  fincas  urbanas  situadas  en  ca- 
pitales de  provincia  ó  en  poblaciones  que 
excedan  de  20.000  almas,  estimándose  su 
valor  por  la  tercera  parte  del  que  resulte 
capitalizando  la  renta  liquida  imponible 
amillarada  al  6  por  100  en  rústicas  y  al  4 
por  100  en  las  urbanas. 

Por  las  fianzas  que  se  constituyan  en 
metálico  á  favor  del  Estado  para  garan- 
tía de  destinos  públicos  se  abonará  el 
mismo  tanto  por  100  de  interés  que  de- 
vengue oficialmente  la  Deuda  flotante  del 
Tesoro.» 

Real  orden  de  27  de  Marzo  de  1878  dic- 
tando reglas  para  la  ejecución  v  cumpli- 
miento del  preinserto  art,  72  ae  la  Ley 
de  11  de  Julio  de  1877,  relativo  á  la 
constitución,  intereses  y  cancelación  de 
las  fianzas  de  los  funcionarios  públicos, 

(Hacienda),  «En  vista  del  expediente 
incoado  por  esa  Intervención  general  so- 
bre la  conveniencia  y  necesidad  de  de- 
terminar de  una  manera  clara  y  precisa 
los  trámites  que  deben  llenarse  en  lo  su- 
cesivo para  la  constitución  de  las  fianzas 
de  los  funcionarios  públicos  que  tengan 
obligación  de  prestarlas  para  garantir  el 
desempeño  de  sus  destinos,  y  más  prin- 
cipalmente con  respecto  á  las  que  lo  sean 


en  fincas,  atendida  la  reforma  introducida 
en  el  art.  ZP  de  la  Ley  de  Administración 
y  Contabilidad  por  el  art.  72  de  la  de  11 
de  Julio  de  1877,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  Q.) 
se  ba  servido  resolver,  de  conformidad 
con  el  dictamen  emitido  acerca  de  este 
importante  asunto  por  la  Sección  de  Ha- 
cienda del  Consejo  de  Estado,  que  para 
el  debido  y  acertado  cumplimiento  de  lo 
que  previene  el  referido  art.  72  de  la  Ley 
de  Presupuestos  vigente  se  observen  las 
reglas  siguientes: 

1.^  Las  Direcciones  y  oficinas  genera- 
les de  quienes  dependan  los  funcionarios 
públicos  sujetos  á  la  prestación  de  fian 
zas  procurarán  asegurarse,  y  así  lo  con- 
signarán en  las  propuestas  de  los  nom- 
bramientos que  hagan  en  lo  sucesivo,  d& 
que  los  interesados  cuentan  con  medios- 
hábiles  de  garantir  los  cargos  para  que- 
sean designados;  y  al  comunicar  las  ór- 
denes de  dichos  nombramientos  á  los  Je 
fes  de  las  Administraciones  económicas 
ó  á  las  autoridades  que  en  su  caso  deban 
disponer  que  se  dé  la  posesión  á  los  ex- 
presados funcionarios,  consignarán  en 
ellas  la  cantidad  en  que  deban  consistir 
las  citadas  garantías. 

2.*  No  se  dará  posesión  á  ningún  em 
pleado  obligado  á  la  prestación  de  fianza 
sin  que  cumpla  este  requisito  dentro  del 
plazo  que  le  esté  concedido  por  las  ins- 
trucciones vigentes  y  le  sea  aprobada,  en 
el  concepto  de  que  los  Jefes  que  contra- 
vinieren á  esta  disposición  incurrirán  en 
responsabilidad,  así  como  por  las  faltas^ 
que  resultasen  en  la  constitución  de  di- 
chas garantías,  si  no  las  advirtiesen  y 
cuidasen  de  que  se  subsanen  á  su 
tiempo. 

3.*    Las  fianzas  pueden  constituirse: 

Primero.     En  metálico. 

Segundo.  En  efectos  públicos,  al  cam- 
bio, t.érmino  medio  de  la  cotización  ofi- 
cial del  mes  anterior  al  en  que  se  consti- 
tuya la  fianza. 

Tercero.     En  fincas  rústicas;  y 

Cuarto.  En  fincas  urbanas  situadas 
en  capitales  de  provincia  ó  en  poblacio- 
nes que  excedan  de  20.000  almas,  esti- 
mándose su  valor  por  la  tercera  parte  del 
que  resulte  capitalizando  la  renta  líquida 
imponible  amillarada  al  6  por  100  en  las 
rústicas  y  al  4  por  100  en  las  urbanas. 
Por  las  fianzas  que  se  constituyan  en 
metálico  á  favor  del  Estado  para  garan- 
tía de  destinos  públicos  se  abonará  el 
mismo  tanto  por  100  de  interés  que  de- 
vengue oficialmente  la  Deuda  flotante 
del  Tesoro.  Este  abono  se  verificará  por 
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tnoalidades  vencidat  en  virtud  de  las 
oportaoa9  Keales  órdenes  en  qae,  previo 
iaforme  y  propaetU  de  la  Dirección  ge- 
neral del  Tesoro,  se  fije  para  cada  afio  el 
referido  tanto  por  100  á  qne  hubiese  sali- 
do dieha  Deada  en  el  anúrior. 

4.*  Cuando  la  fianza  que  baya  de 
prestarse  se  constitoya  en  totalidad  ó  en 
parte  en  metálico,  la  entrega  se  hará  en 
la  Caja  general  de  Depósitos  ó  en  las  su- 
corsales  de  provincia  indistintamente. 

6  a  Si  consistidra  en  efectos  públicos, 
se  oonatituirá  en  la  misma  forma,  si  bien 
cuando  se  baga  en  las  sucursales  de  las 
provincias  la  carta  de  pago  que  se  pro- 
dosca  con  los  títnlos  facturados,  confor- 
me á  lo  que  sobre  este  pnnto  está  deter- 
minado, se  remitirán  á  la  Caja  general 
para  su  reconocimiento,  ingreso  y  forma- 
liaación  en  la  misma,  la  cual  remitirá  á  la 
oficina  de  que  procedan  la  carta  de  pago 
correspondiente  para  su  entrega  al  inte- 
resado ó  inscripción  integra  de  la  escritu- 
ra de  fiansa  que  se  otorgue. 

M  £n  los  expedientes  de  las  fianzas, 
cuya  aprobación  corresponde  á  los  Jefes 
de  las  Administraciones  económicas,  con- 
tinoarán  emitiendo  su  parecer,  como  está 
mandado,  los  Oficiales  letrados  y  los'^e- 
fes  de  las  Secciones  de  intervención. 

7.a  Si  las  fianzas  se  prestan  en  fincas 
■ojetas  al  pago  de  la  contribución  de  in- 
muebles, cnltivo  y  ganadería,  se  practi- 
cará lo  siguiente: 

Primero.  Los  funcionarios  que  quie- 
ran hacer  uso  de  esta  facultad  lo  solicita- 
ráo  de  los  Jefes  de  las  Administraciones 
económicas  por  medio  de  la  oportuna 
instancia,  en  la  cnal  harán  constar  la  fin 
c»  ó  fincas  á  qne  se  refie^'an,  su  cabida  y 
linderos,  nombre  del  arrendatario,  si  lo 
habiere,  y  cantidad  anual  por  que  estén 
arrendadas. 

Segando.  A  estas  solicitudes  acompa- 
fiarán  los  títulos  de  pertenencia  de  las 
fincas  ó  testimonio  de  ellos  en  forma  le-^ 
gal,  con  nota  expresiva  de  hallarse  ins- 
critas en  el  Registro  de  la  propiedad;  una 
oertiOcución  del  mismo  qne  acredite  no 
estar  hipotecadas  á  responsabilidad  al- 
guna ó  que  determine  aquella  á  que  es- 
taviesen  afectas,  y  otra  certificación  del 
Ayuntamiento  del  término  jurisdiccional 
en  qne  estuviesen  enclavadas,  en  la  que, 
con  relación  al  amillaramiento  corriente, 
y  áaer  posible  á  los  del  quinquenio  ven- 
cido á  la  fecha  de  expedirse  dicha  certi- 
ficación, se  consigne  la  renta  líquida  im 
ponible  de  las  mismas. 
Tercero.    Con  presencia  de  estos  ante- 


cedentes se  formará  expediente  por  Jas 
Administraciones  económicas,  en  el  qu» 
informarán  los  Negociados  de  contribu- 
ciones de  las  Secciones  administrativas 
respecto  á  lo  que  conste  de  los  datos  que 
obren  en  las  mismas  acerca  del  último 
extremo  expresado;  los  Oficiales  letrados 
sobre  los  títulos  que  acrediten  la  propie- 
dad, y  los  Jefes  de  las  Secciones  de  in- 
tervención sobre  el  conjunto  del  expe- 
diente, haciéndose  por  éstos  la  corres- 
pondiente liquidación  para  venir  en  co- 
nocimiento de  si  dichas  fincas  ofrecen  el 
valor  real  por  el  que  deben  ser  aprecia- 
das para  cubrir  el  importe  de  la  fianza. 

Cuarto.  Cuando  de  los  informes  de 
los  Oficiales  letrados  resulte  que  la  titu- 
lación que  justifica  la  propiedad  no  está 
completa,  los  interesados  deberán  subsa- 
nar los  defectos  advertidos. 

Quinto.  Los  Jefes  de  las  citadas  Ad- 
ministraciones económicas  resolverán  es- 
tos expedientes  autorizando  á  los  intere- 
sados, con  devolución  de  los  títulos  de 
propiedad,  para  que  procedan  á  otorgar 
la  correspondiente  escritura  de  fianza  si 
no  resultasen  méritos  para  otra  cosa. 

Sexto.  La  primera  copia  de  la  escri- 
tura que  se  otorgue,  y  en  la  cual  se  hará 
constar  qne  ha  sido  inscrita  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  se  unirá  al  expedien 
te  de  que  se  trata,  que  se  someterá  de 
nuevo  á  informe  de  los  Oficiales  letrados 
y  de  los  Jefes  de  las  Secciones  de  Inter- 
vención para  que  consignen  si  se  han 
llenado  todas  las  formalidades  necesarias 
á  poner  á  cubierto  los  intereses  del  Te- 
soro, y  en  su  caso  propongan  la  aproba- 
ción de  dichas  fianzas  á  los  Jefes  de  las 
referidas  Administraciones. 

Séptimo.  Cuando  dichos  Jefes  no  sean 
los  llamados  á  prestar  su  aprobación  á 
las  fianzas  según  los  reglamentos  de  los 
respectivos  ramos,  remitirán  las  diligen- 
cias á  que  se  refieren  los  tres  primeros 
párrafos  de  esta  regla  á  aquellos  que  de- 
ban ejercer  la  expresada  facultad,  y  tan- 
to unos  como  otros,  usando  de  la  misma, 
podrán  acordar  la  práctica  de  las  demás 
diligencias  que  estimen  encaminadas  al 
mayor  esclarecimiento  y  más  acertada 
decisión. 

8.^  Si  las  fincas  estuviesen  disfrutan- 
do de  exención  temporal  de  pago  de  la 
contribución  por  cualesquiera  de  los  casos 
qne  determina  la  legislación  vigente,  el 
expediente  previo  á  la  formación  de  la 
escritura  se  formará  por  el  Juzgado  de 
primera  instanciaque corresponda, unien- 
do al  mismo  los  títulos  de  pertenencia  ó 
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testimonio  de  ellos  y  de  hallarse  inscritos 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  lo  cons- 
tituirán además: 

Primero.  Tasación  judicial  en  venta 
de  las  expresadas  6ncas  y  de  la  renta  li- 
quida que  ha  de  servir  de  base  para  de- 
ducir el  valor  porque  puedan  hipotecarse, 
haciéndoles  saber  á  los  peritos  aprecia- 
dores la  responsabilidad  á  que  quedan 
obligados,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  69  de  la  Ley  de  Organización  del  Tri- 
bunal de  Cuentas  del  Reino  (I)  de  26  de 
Junio  de  1870  y  el  74  del  Reglamento  de 
8  de  Noviembre  de  1871.  Una  ves  6jada 
por  el  medio  expresado  la  renta  líquida 
imponible  de  las  fincas  mencionadas  con 
que  deberían  figuraren  los amillaramien- 
tos,se  procede. á  á  la  capitalización  de  las 
mismas  en  los  términos  prevenidos  en  la 
regla  8.» 

Segundo.  Información  de  testigos  de 
suficiente  arraigo  para  poder  responder 
del  valor  dado  á  las  fincas  que  se  cons- 
tituyan en  garantía. 

Tercero.  Justificación  legal  del  Regis- 
tro de  la  propiedad  de  que  las  fincas  que 
se  hipotecan  no  lo  están  á  ninguna  obli- 
gación, ó  en  su  caso  cuáles  fueren. 

9.^  Aprobados  estos  expedientes  por 
el  Jnes  instructor,  se  entregarán  á  los 
funcionarios  electos  para  que  con  la  co- 
rrespondiente solicitud  los  presenten  en 
las  Adminietrnciones  económicas  á  fin 
de  que,  examinándose  por  las  mismas,  y 
previos  los  informes  expresados  en  el  pá- 
rrafo tercero  de  la  regla  7>,  autoricen  á 
los  interesados  para  otorgar  la  escritura, 
cuya  primera  copia  deberá  unirse  á  dicho 
expediente  para  que,  examinada  como  en 
la  citada  regía  se  determina,  pueda  recaer 
la  aprobación  de  la  fianza. 

10.  A  tmlos  los  expedientes  de  las  fian- 
zas que  se  presten  en  fincas  se  acom- 
pañará una  certificación  de  la  Delegación 
del  Banco  que  acredite  que  dichas  fincas 
se  hallan  solventes  hasta  la  fecha  de  las 
contribuciones  impuestas. 

11.  Los  Notarios  ante  quienes  se  otor- 
gneiFlas  escrituras  deberán  expresar  y 
dar  fe  de  haber  puesto  nota  en  los  títulos 
de  propiedad  de  la  responsabilidad  á  que 
las  fincas  quedan  afectas. 

12.  Los  expedientes  terminados,  con 
las  escrituras  de  fianza,  se  custodiarán 
por  los  jefes  de  las  Secciones  de  Interven- 
ción de  las  Administraciones  económicas. 


(1)    Véase  Trlliaaal  de  C^oenlas  del 
Reino. 


13.  Las  fianzas  podrán  constituirlas 
los  interesados  por  sí  ó  por  medio  de  fia- 
dor ó  fiadores,  y  en  todas  las  escrituras 
se  expresará  el  estado  y  edad  de  los  otor- 
gantes, dando  fe  el  Notario  de  su  conoci- 
miento ó  el  de  los  testigos.  Si  los  otorgan- 
tes fuesen  casados  deberán  concurrir  sus 
consortes  mancomunadamente  al  otorga- 
miento, y  en  este  caso  se  hará  constar  la 
venia  marital  prevenida,  el  juramento  de 
que  no  se  ha  hecho  uso  de  violencia  para 
la  celebración  del  contrato,  y  la  declara- 
ción de  que  renuncian  todos  los  privile- 
gios que  las  leyes  les  conceden. 

14.  Si  el  otorgante  ú  otorgantes  fueren 
viudos,  se  justificará  si  tienen  ó  no  hijos, 
y  en  caso  afirmativo  si  se  hallan  éstos  sa- 
tisfechos del  haber  que  por  su  legítima 
materna  les  haya  correspondido,  á  fin  de 
que  en  ningún  tiempo  pueda  reclamarse 
contra  los  bienes  hipotecados  por  el 
padre. 

15.  «Cuando  la  fianza  no  sea  propia  del 
funcionario,  ó  concurra  al  otorgamiento 
de  la  escritura  su  esposa,  ésta  y  los  fiado- 
res, en  su  caso,  se  obligarán  á  responder, 
no  sólo  délos  actos  de  aquél,  sino  también 
de  los  de  la  persona  que  elija  para  susti- 
tuirle en  el  desempeño  de  su  destino  por 
causas  de  enfermedad  ó  ausencia  autori- 
zada. 

16.  Las  escrituras  que  se  otorguen 
para  las  fianzas  deberán  legalizarse  com- 
pletamente siempre  que  los  firmantes  per- 
tenezcan á  pueblos  no  comprendidos  en 
la  demarcación  territorial  de  la  Audiencia 
respectiva. 

17.  Se  usará  del  papel  sellado  de  las 
clases  y  prenios  que  determina  la  Ley  de 
12  de  Septiembre  de  1861. 

18  Los  jefes  de  las  Administraciones 
económicas  remitirán  copia  literal  en  pa- 
pel del  sello  de  oficio  de  los  expedientes 
de  las  fianzas  constituidas,  á  las  Direccio 
nes  generales  de  que  dependan  los  fun- 
cionarios por  razón  de  su  gestión  y  nom- 
Dramiento,  y  á  la  Intervención  general  de 
la  Administración  del  Estado  cuando  se 
trate  de  cuentadantes  directos  al  Tribunal 
de  Cuentas  del  Reino,  que  deben  rendir- 
las por  conducto  de  la  misma. 

19.  Siempre  que  proceda  ampliar  las 
fianzas  constituidas  por  los  funcionarios 
públicos,  se  efectuará  igualmente  la  am- 
pliación de  las  escrituras  que  tuviesen 
otorgadas  en  los  mismos  términos  y  con 
las  propias  formalidades  que  se  dejan 
expresadas  anteriormente. 

20.  Las  fianzas  de  los  empleados 
trasladados  á  servir  otros  destinos  en 
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ifi^aldad  de  condiciones  se  considerarán 
afectaa  á  tus  nnevos  cargos,  sin  otros 
procedimientos  qae  el  de  la  necesaria 
rteclaraiiión  en  el  indicado  sentido  por 
medio  de  escritora  pública.  A  los  cesan- 
tes á  quienes  se  confieran,  empleos  de 
fíansa,  les  servirán  y  se  tomarán  en  cnen- 
la  de  las  garantías  que  exijan  sus  nuevos 
cargos  las  que  tuviesen  prestadas  por 
otros  destinos,  extendiéndose  la  corres- 
pondiente escritora  de  ratificación  con 
respecto  á  los  mismos,  que  se  registrará 
en  el  Registro  de  la  propiedad  donde  lo 
hubiese  sido  !a  primera.  Será  requisito 
indispensable,  sin  embargo,  tanto  en 
lino  como  en  otro  caso,  que  los  emplea 
dos  acrediten  tener  rendidas  todas  Ihs 
cuentas  de  su  anterior  gestión  adminis- 
trativa, 7  que,  á  juicio  de  las  oficinas  in- 
terventoras llamadas  á  examinarlas,  no 
resulte  á  los  interesados  responsabilidad 
alguna  independiente  de  la  que  pudiera 
ofrecer  el  examen  y  fallo  del  Tribunal  de 
las  del  Reino. 

ai.  Guando  las  fianzas  que  se  hagan 
extensivas  á  otros  destinos  se  bailen 
constituidas  en  metálico  ó  efectos  públi- 
eos,  además  de  observar  lo  prevenido  en 
la  última  parte  de  la  regla  precedente, 
los  Jefes  de  las  Administraciones  econó- 
micas lo  participarán  á  la  Dirección  de 
la  Caja  general  de  Depósitos,  sin  perjui- 
cio de  consignarlo  en  las  cartas  de  pago 
de  imposición  para  que  se  tome  rasón 
deslio  en  los  libros  y  antecedentes  del 
propio  Centro  directivo. 

22.  La  cancelación  de  las  fianzas  de 
los  funcionarios  que  rindan  cuentas  di- 
rectamente al  Tribunal  de  las  del  Reino, 
ea  de  la  autoridad  privativa  del  mismo, 
y  se  acordará  con  arreglo  á  lo  determina- 
do en  sn  Ley  orgánica  y  reglamento  por 
que  se  rige.  La  cancelación  de  las  pres' 
tadas  por  empleados  subalternos,  cuyas 
t-oentas  se  incorporan  en  las  de  los  res- 
pectivos Jefes  de  provincia,  corresponde, 
bajo  su  responsabilidad,  á  los  propios  Je- 
fes, con  recurso  de  sus  providencias  á  las 
Direcciones  ó  Centros  generales  respec- 
tivos, los  cuales  oirán  previamente  á  la 
Asesoría,  Dirección  general  de  lo  Con- 
tencioso, para  que  informe  en  derecho 
aobre  las  alzadas  de  los  referidos  funcio 
iiarios 

23.  Al  cesaren  sus  destinos  dichos 
empleados  subalternos,  sus  Jefes  inme- 
distes  decretarán  la  cancelación  de  las 
fianzas  después  de  adquirir  los  informes 
necesarios  para  asegurarse  de  que  no  re- 
taita  responsabilidad  alguna  á  los  inte- 


resados; oficiarán  directamente  á  la  Di- 
rección general  de  la  Caja  de  Depósitos 
para  que  pueda  proceder  á  la  devolución 
de  las  fianzas  si  en  ella  se  hallaren  cons- 
tituidas, y  lo  participarán  también  á  las 
Direcciones  generales  de  que  aquéllos 
hubieren  dependido. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  27  de 
Marzo  de  1878.— 0#*<ww.— 8r.  Interven- 
tor general  de  la  Administración  del  Es- 
tado. t—(Gaccía  de  12  de  Abril). 

Real  orden  de  18  de  AgoBto  de  1886  dic- 
tando reglas  para  la  aplicación  al  Es- 
tado del  importe  de  fianzas  constituidas 
para  servicios  en  que  no  se  hayan  cum- 
plido las  obligaciones  estipuladas, 

(Hac.)  «En  Real  orden  expedida  por 
el  Ministerio  de  Hacienda,  con  fe^ha  18 
de  Agosto  próximo  pasado,  se  dispone  lo 
siguiente: 

l.^'  Que  cuando  por  Autoridad  com- 
petente se  determine  la  aplicación  al  Es 
tado  del  importe  de  una  fianza,  bien  por 
haberse  faltado  al  cumplimiento  dé  obli- 
gaciones estipuladas  en  contratos  de  to- 
das clases  de  servicios  públicos  por  con- 
secuencia de  expedientes  de  alcances  ó 
desfalcos  ó  por  virtud  de  cualquier  otro 
género  de  responsabilidades  que  impon- 
gan la  pérdida  de  aquélla,  los  Centros 
directivos,  Autoridades,  Ordenaciones  de 
pagos,  dependencias  ó  funcionarios  de 
cualquier  clase  de  la  Administración  del 
Estado,  que  reciben  las  órdenes  para  la 
enajenación  ó  aplicación  al  Tesoro  de  las 
fianzas,  según  consistan  en  valores  ó  en 
metálico,  están  obligados  á  remitir  inme- 
diatamente á  la  Dirección  general  del 
Tesoro  público  los  oportunos  resguardos 
de  los  tlepósitos  ó  las  certifícacioneaí 
equivalentes  de  la  Caja  general,  que  de- 
berán solicitar  de  la  misma  6in  demora 
alguna. 

2.0  Que  si  dejasen  transcurrir  más 
de  ocho  días  desde  el  recibo  de  las  res- 
pectivas órdenes  sin  verificarlo,  salvo 
que  lo  impidiesen  causas  justificadas,  los 
funcionarios  causantes  de  la  demora  se- 
rán responsables  al  pago  del  interés 
anual  de  6  por  100  de  las  cantidades  que 
por  dicho  concepto  deben  aplicarse  al 
Estado,  que  se  exigirá  por  la  Dirección 
general  del  Tesoro  en  los  términos  y  por 
el  conducto  que  en  caso  proceda. 

Y  3.0  Que  esta  resolución  se  comuni- 
que á  los  sefiores  Ministros  para  que  se 
sirvan  prevenir  su  cumplimiento  á  los 
Centros  de  sus  Departamentos,  circulan- 
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dose  por  la  repetida  Dirección  del  Teso- 
ro á  las  Ordenaciqnea  de  pagoB  y  depen- 
dencias provinciales. 

De  orden  de  8.  M.  el  Rey,  etc.,  lo  tras- 
cribo á  V.  S.  para  su  conocimiento  y  ob- 
servancia. 

Madrid  8  de  Septiembre  de  1886.— El 
Subsecretario,  E,  S,  Paaíot-.— 8r.  Direc- 
tor general  de  Establecimientos  pena- 
les. >—(Minata  de  la  Subsecretaría). 

Beal  orden  de  Í.o  de  Octubre  de  1892  man- 
dando que  no  se  demore  el  despacho 
de  loa  expedientes  sobre  devolución  de 
fianzas, 

[Hac.)  cÁ  pesar  de  haberse  dictado 
por  este  Ministerio  diferentes  disposicio- 
nes para  facilitar  el  curso  y  la  resolución 
de  los  expedientes  sobre  devolución  de 
fianzas  á  los  funcionarios  que  las  presta- 
ron, y  que  por  haber  cesado  en  sus  car- 
gos solicitan  que  se  les  entreguen,  por  no 
ser  cuentadantes  directos  al  Tribunal  de 
las  del  Reino,  no  dejan  de  oírse  quejas 
relacionadas  con  el  retraso  que  sufre  este 
servicio  en  algunas  provincias. 
«  La  Administración  pública  tiene  el  de- 
ber de  acreditar  con  prontitud  si  sobre 
los  empleados  que  se  hallan  en  el  caso 
indicado  pesa  ó  no  alguna  responsabili- 
dad, ya  para  procurar  por  todos  los  me- 
dios legales  y  reglamentarios  que  el  Es- 
tado cobre  sin  demora  lo  que  se  le  adeo- 
de,  ya  para  no  detener  ni  nn  momento 
la  devolución  de  la  fianza  al  funcionarlo 
que  la  prestó,  y  que  la  reclama  con  justi- 
cia, especialmente  en  los  momentos  en 
que  las  necesidades  públicas  han  obliga- 
do al  Gobierno  de  S.  M.  á  prescindir  de 
0UB  servicios  como  empleados  del  Es- 
tado. 

De  cualquiera  manera  que  la  cuestión 
se  mire,  el  funcionario  que  detiene  la 
tramitación  de  un  expediente  de  fianza  é 
impide  que  sea  prontamente  resuelto,  no 
cumple  con  sus  deberes;  dafia  á  la  Ha- 
cienda ó  á  los  particulares,  y  contrae, 
por  último,  una  responsabilidad  perso 
nal,  que  este  Ministerio  se  propone  exi- 
gir enérgicamente.  Evitar,  por  tanto,  que 
en  uno  ú  otro  sentido  puedan  fundada- 
mente continuar  las  quejas,  constituye 
para  la  Administración  un  deber  inelu- 
dible; y  á  fin  de  que  se  cumpla  por  todos 
con  la  ma}or  exactitud; 

El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servido 
disponer: 

l.^    Que  encargue  V.  S.  á  los  funcio- 


narios á  sus  órdenes  no  demoren  ni  nn 
solo  momento  el  tramitar  los  expedien- 
tes que  sobre  devolución  de  fianzas  se 
instruyan  en  las  oficinas  de  esa  pro- 
vincia. 

2.<>  Que  para  cerciorarse  V.  S.  de  que 
el  precepto  anterior  se  cumple,  exija  que 
quincenalmente  se  le  dé  cuenta  por  los 
empleados  que  tengan  á  su  cargo  dichos 
expedientes,  del  estado  en  que  se  halla- 
ban en  la  quincena  anterior  y  de  lo  que' 
hubieren  adelantado  en  la  siguiente. 

S.o  Que  tan  luego  como  V.  S.  advier- 
ta cualquier  demora  no  justificada  en  el 
despacho  de  algún  expediente  de  los  de 
que  se  trata,  lo  examine  por  sí  mismo  y 
ordene  cnanto  sea  necesario  para  remo- 
ver inmediatamente  las  causas  que  mo- 
tiven la  paralización. 

Y  4.^  Que  si  la  expresada  demora 
pudiera  en  algún  modo  atribuirse  á  falta 
de  celo  y  á  negligencia  de  los  empleado* 
á  sus  órdenes,  adopte  V.  S.  las  medidas 
necesarias  para  remediar  el  mal  en  el 
acto,  dando  al  propio  tiempo  aviso  á  este 
Ministerio  á  fin  de  que  se  acuerde  cuan- 
to sea  preciso  para  que  nadie  deje  de 
cumplir,  impunemente,  con  los  deberes 
que  le  impone  su  cargo. 

De  Real  orden,  etc.  Madri(^  1  o  de  Oc- 
tubre de  18d2.  — Conc^.— Sr.  Delegado 

de  Hacienda  en  la  provincia  de > — 

(Gaceta  2  de  Octubre). 


Las  fianzas  que  deben  prestar  los  fon- 
donarlos  de  Prisiones  (Administradores 
de  Cárceles  y  Penales)  se  rigen  por  las 
disposiciones  generales  que  quedan  in 
sertas,  pero  además  existen  preceptos 
especiales. 

Para  los  Administradores  de  Cárceles 
correccionales  se  halla  en  vigor  la  Real 
orden  de  l.^de  Juliode  1886.  que  con  la 
plantilla  de  Administradores  y  las  res 
pectivas  fianzas  señaladas  á  los  cargos 
dejamos  insertas  en  el  tomo  I,  páginas 
8á]0. 

Las  fianzas  de  los  Administradores  de 
Penal  deben  sujetarse  á  lo  que  dispone 
la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1882,  in- 
serta en  el  tomo  I,  pág.  16. 

La  Circular  de  la  Dirección  general 
de  Establecimientos  penales  de  SO  de 
Marzo  de  18VI,  preceptúa  en  su  dispo- 
sición 

cfi.»  A  los  funcionarios  que. contrai- 
gan la  obligación  de  prestar  fianza,  no 
se  les  acreditará  el  Cúmplase  en  su  títak> 
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Consejos  de  gnerra,  Juzgados  y  Tri bana- 
les (1). 

Como  es  sabido,  los  Fiscales  de  la  ja- 
risdicción  oBlinaria  forman  parte  de  las 
Salas  de  Gobierno  de  las  Andiencias  y 
del  Tribunal  Supremo,  y  en  tal  concepto 
son  Vocales  natos  de  las  Juntas  de  Pri- 
siones. 

Al  ocuparnos  de  estos  organismos,  ex- 
pondremos las  facultades  y  deberes  que 
tienen  como  tales  Vocales. 

Las  disposiciones  dictadas  antes  de  los 
Códigos  y  leyes  que  se  citan,  y  de  las  que 
rigen  respecto  á  Juntas  de  Prisiones,  re- 
ferentes á  las  visitas  que  los  Fiscales  de- 
bían bacer  en  las  Cárceles  y  Presidios, 
ban  sido  derogadas,  y  por  tal  razón  las 
omitimos,  remitiéndonos, tanto  en  loque 
concierne  al  orden  puramente  judicial, 
como  en  lo  que  atafie  al  carcelario  y  pe- 
nitenciario, á  las  citas  que  dejamos  be- 
cbas. 


FISCO. —  í;l  Tesoro  público,  como 
exactor  legal  y  perceptor  de  las  contri- 
buciones, rentas  y  demás  recursos  eco- 
nómicos destinados  á  la  vida,  funciones 
y  servicios  del  Estado. — (Véase  Tesoro 
público). 


FONDO  DE  AHORROS  DE  RECLU- 
SOS*—Lo  relativo  á  esta  materia  queda 
tratado  en  Ahorros,  en  cuyo  artículo  se 
insertan  las  disposiciones  vigentes,  la 
jurisprudencia,  y  se  bace  el  correspon- 
diente comentario  (tomo  I.  págs.  16  á  27). 


FONDOS    DE    PRESIDIOS.  — Véase 
Arqueos  (tomo  I,  páginas  62  á  64). 


FONDOS  PÚBLICOS. -Los  caudales, 


(l)    Véanse  en  C¿áígo  de  Justicia  ml- 

lllar  los  arta.  109  á  114,  tomo  I,  págs  502 
y  508:  en  Ley  de  EDjalclaiu léale  crlrnl- 
aal)  los  lítalos  y  capítulos  que  al  Ministerio 
fiscal  se  refieren,  insertos  en  el  lQdice,tomo  II, 
págs.  212  y  218;  en  Ley  de  Eajaiclaailea- 
f  Billilar  de  Marlaa,  arts.  95  y  96,  pági- 
na  227  del  mismo  tomo,  y  en  Ley  Or^áalca 
del  Peder  Judicial,  Minisurio  fiscal. 


dinsro,  papel  moneda,  etc.,  pertenecien- 
tes al  Tesoro  público. 


FORMAS  DE  GOBIERNO.— Llámase 

también  á  las  formas  de  gobiorno  for- 
mas politicaSf  y  expresan  la  manera  de 
hallarse  organizado  jurídicamente  el  Po- 
der del  Estado,  en  relncidn  con  sus  ele- 
mentos constitutivos  (1). 

Dividen  los  tratadistas  el  Derecho  pú- 
blico, las  formas  políticas  ó  de  gobierno, 
en  orgánicas  y  sociales,  re6 riendo  las  pri- 
meras á  la  organización. del  Poder,  y  las 
segundas  á  la  participación  que  la  socie- 
dad toma  en  el  ejercicio  del  mismo 
Poder. 

En  las  formas  orgánicas  se  compren- 
den la  Monarquía  y  la  República;  en  las 
sociales  la  Aristocracia,  la  Mesocracia  y 
la  Democracia 

Estas  modernas  divisiones  ban  susti- 
tuido á  la  que  Aristóteles  biso  en  la  an- 
tigüedad en  tormñB puras  ó  impuras^  snb- 
dividiendo  las  puras  en  Monarquía,  Aris- 
tocracia y  Democracia,  las  cuales  se  pro- 
pones el  bien  de  la  comunidad;  y  las  im- 
puras en  Tiranía,  Oligarquía  y  Demago 
gia,  que  sólo  aspiran  al  beneficio  y  pro 
vecho  de  los  individuos  que  ejercen  el 
Poder. 

Atendiendo  al  valor  y  significado  eti- 
mológico de  la  palabra,  por  Monarquía 
se  entiende  el  gobierno  de  uno  solo.  La 
Monarquía  puede  ser  despótica,  si  todo 
obedece  y  se  sujeta  á  la  arbitraria  vo- 
luntad del  Monarca;  absoluta,  si  por  el 
Monarca  son  absorbidos  los  poderes  y  la 
soberanía  dM  Estado;  constitucional, 
cuando  la  soberanía  del  Estado  se  perso- 
nifica en  un  individuo  que  representa  y 
ejerce  el  Poder  moderador.  En  cualquie- 
ra de  estos  casos  puede  ser  también  la 
Monarquía  hereditaria  ó  electiva,  según 
que  se  atienda  á  la  herencia  ó  á  la  elec- 
ción para  designar  al  Monarca. 

República  es  aquella  forma  de  gobier- 
no en  la  cual  no  se  halla  personificada  la 
soberanía,  siendo  electivo  y  temporal  el 
cargo  de  Jefe  del  Estado. 

Aristocracia,  en  el  sentido  que  aquí 
se  viene  tratando,  es  el  gobierno  de  los 
mejores.  Mesocracia  el  gobierno  de  la 
clase  media,  formado  por  todos  aquellos 
individuos  que  gozan  de  cierta  posición 
independiente,  debida  al  ejercicio  de  la 


(1)    Santamaría. 
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{ndastria,  del  comercio  y  de  la*  llamadas 
artes  liberales. 

Democracia  es  el  gobierno  de  todos,  ó 
coando  menos  de  la  generalidad  t^e  los 
cindadano8(]) 

La  forma  de  gobierno  en  Espafia  es  la 
roonárquira  constitucional  heredítajia,  y 
de  ella  trata  ia  Oonstitcción  de  1876,  es- 
perialiiieiile  en  sus  artículos  69  á  06,  asi 
como  de  ia  división  de  los  Poderes  en  Le- 
gislativo, Ejecutivo  y  Judicial,  combina- 
dos y  coordinados  en  el  ejercicio  de  sus 
respectivas  funciones  por  el  Armónico  ó 
regulador  que  encarna  y  personifica  el 
Rey.— (Véase  tomo  I.  pág.  771). 


FRAILES*— Son  los  religiosos  de  cier 
tas  órdenes. 

Desde  hace  algunos  afios  se  ha  inicia- 
<H>  una  marcada  tendencia,  por  parte  de 
determinados  elementos,  encaminada  á 
qae  se  confíe  á  frailes  la  dirección,  régi- 
men y  administración  de  las  Prisiones. 

£n  el  curso  de  1892,  se  presentó  en  la 
Academia  de  Jurisprudencia  y  Legisla- 
ción de  Madrid  una  Memoria  en  que  se 
abogaba  por  que  tal  idea  se  llevara  á  la 
práctica  El  autor  de  esta  obra  tomó  par- 
te en  aquella  disctisión,'  q«te  «e^mattlovo 
dorante  dos  cursos,  en  sentido  contrario 
á  lo  que  se  pretendía  en  la  Memoria. 
Bajo  todos  sos  aspectos  se  trato  el  f  son- 
to, y  como  nuestras  opiniones  en  la  ma- 
teria no  han  variado  y  la  tendencia  ex- 
presada en  la  Memoria  continúa,  oportu- 
no creemos  transcribir  aquí  lo  más  sa- 
liente de  lo  que  entonces  dijimos. 

Conferir  atribuciones  al  Superior  de 
una  Orden  para  que  designe  y  nombre 
Directores  de  Prisiones;  confiar  la  Jefa 
tora  de  nn  Presidio  á  un  religioso  y  es- 
tablecer nna  Comisión  del  orden  civil 
para  que  inspeccione  la  conducta  y  pro- 
ceder de  los  frailea,  equivale  á  crear  un 
manantial  de  competencias,  un  semillero 
de  disgustos  y  nna  fuente  perenne  de 
discordias  y  asperezas  que  habrían  de 
originar  la  confusión,  el  desconcierto  y 
el  marasmo,  y  producir  un  verdadero 
caos  en  las  casas  de  penados. 

Con  tal  proyecto,  á  mi  ver,  se  destru- 
yen los  más  elementales  principios  de 
toda  organización  administrativa.  Bien 
sabe  el  Sr.  Cossío  (2)  cuanto  dicen  los 


(1)    San  tomaría. 

{%)    Autor  de  la  Memoria. 


autores  respecto  á  organicación  jerár- 
quica. Los  órganos  centrales  y  los  loca- 
les, ya  activos,  ya  consultivos,  ya  delibe 
rantes,  forman  ó  deben  formar  una  espe- 
cie de  árbol  genealógico  que  se  extienda 
por  todo  el  territorio  nacional,  con  sos 
líneas  y  sus  grados,  de  tal  auerte,  que 
cada  uno  y  todos  simullánen  o  aiict^aiva- 
mente  funcionen  en  sn  rt;spMctivo  tHmo, 
para  que  obrando  de  acuenlo  y  en  con- 
cierto resulte  la  eficaz  y  provechosa  ar- 
monía á  que  se  aapira.  Así,  del  modo  di- 
cho, se  nallan  constituidos  todos  los  or- 
ganismos, y  así  funciona  el  organismo 
total,  en  la  Judicatura,  Magistratura, 
Ejército  y  hasta  en  la  misma  Iglesia. 
¿Qué  se  diría  si  alguien  propusiera  que 
el  Presidente  de  una  Audiencia,  el  Qo- 
bernador  de  una  provincia  ó  el  Coronel 
de  un  Regimiento,  cualquiera  de  estos 
funcionarios,  sin  perder  su  carácter  civil 
ni  separarse  del  siglo,  fuera  Prior  de  un 
monasterio?  Con  razón  se  tomaría  el  pro- 
yecto |)or  delirio.  Pues  en  el  caao  presen- 
te la  consecuencia  es  recíproca.  ¿En  qué 
línea  se  colocaría  á  los  monjes?  ¿Cuál  se- 
ría su  afinidad  con  los  demás  grados? 
¿Quién  aprsbaría  el  reglamento  que  hu- 
biera de  regir  en  el  Presidio?  Y  caso  de 
competencia  ó  des.icuerdo  entre  la  Co- 
'misión  civil  que  en  la  Memoria  se  pro- 
pone y  el  religioso-director  de  un  Penal, 
¿á  qué  auperior  habría  que  a«!udir:  ai  Di- 
rector de  Penales,  ai  Ministro  respectivo, 
al  Superior  de  la  Orden,  al  Prelado  de  la 

Diócesis ?  A  ese  estado  de  cosas,  de 

solución  imposible,  se  llegaría  en  los 
puntos  referidos  si  los  frailes  se  encar- 
garan de  los  Establecimientos. 

Pero  hay  más  que  objetar  todavía,  y 
si  lo  imposible  tuviera  grados,  podría 
decirse  que  la  imposibilidad  sería  mayor. 
Los  Presidios  suelen  insubordinaras;  los 
presidiarios  se  evaden.  Pues  bien:  cuan- 
do los  insubordinados  acometen  es  pre- 
ciso repeler  la  agresión  con  la  fuerza; 
cuando  un  recluso  se  fuga,  es  preciso  se- 
guirle y  á  viva  fuerza  capturarle,  em- 
pleando, si  la  necesidad  lo  demanda,  el 
fuego  y  las  bayonetas.  ¿Y  cómo  un  reli- 
gioso, que  debe  ser  mansedumbre,  cari- 
dad y  amor,  ha  de  consentir,  ni  mucho 
menos  mandar,  se  descargue  contra  los 
amotinados? 

Además,  según  nuestras  leyes,  cada 
uno  puede  profesar  la  religión  que  su 
conciencia  le  indique.  ¿Y  qué  papel  harían 
los  frailes  con  los  reclusos  no  católicos? 
¿No  sería  una  violencia  al  espíritu  del 
penado  y  una  presión  á  su  conciencia  ei 
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oir  día  y  noche  una  doctrina  en  que  no 
creyera  y  que  por  tai  causa  había  ^e  re- 
saltar inútil  el  trabajo,  estériles  los  es- 
fuerzos y  violento  todo?  Las  creencias 
religiosas  no  se  imponen  por  la  fuerza, 
y  llevar  los  frailes  á  los  Presidios  tanto 
valdría  como  establecer  en  ellos  una  re- 
ligión forzada.  Ni  los  conventos  edifica- 
dos por  el  ardor  de  la  fe  para  un  fin  ex- 
clusivamente religioso  sirven  ni  podrán 
servir  para  Presidios,  ni  los  frailes,  apar- 
tados voluntariamente  del  mundo,  ocu- 
pados sobre  todo  en  los  rezos  y  plegarias 
de  su  vida  cenobita  y  mística,  pueden  ser 
idóneos  para  dirigir  y  gobernar  las  Pri- 
siones y  defender  á  la  sociedad  del  cri* 
minal,  ó  corregir  á  los  delincuentes  re- 
clusos. 

Lo  mejor  que  hasta  la  feciía  se  ha  he- 
cho en  ei  ramo  de  Prisiones  es,  sin  duda, 
la  creación  de  un  Cuerpo  de  funcionarios 
competentes,  facultativo,  como  pedía  la 
eximia  pensadora  Dofia  Concepción  Are- 
nal en  1877.  De  que  es  lo  mejor  es  una 
garantía  que  aquella  profunda  escritora 
lo  pidiera;  es  garantía  también  el  cam- 
bio, en  sentido  de  mejora,  que  se  ha  ope- 
rado en  el  régimen,  y  lo  es,  por  último, 
el  que  la  mayor  parte  de  los  ramos  de  la 
Administración,  por  igual  sistema,  se 
han  constituido  y  funcionan,  y  los  que 
así  no  lo  están,  tienden  á  constituirse. 

De  esta  discusión,  hizo  el  reburaen  el 
ilustrado  Catedrático  de  Derecho  de  pro- 
cedimientos de  la  Universidad  Central 
D.  Tomás  Montejo,  que  presidió  las  se- 
siones, de  cuyo  resumen  insertamos  los 
siguientes  párrafos,  contrarios  también 
áio  que  se  proponía  y  solicitaba  en  la 
Memoria: 

<  A  su  vez  no  es  de  extrafiar  haya  ha- 
bido quien,  como  el  Sr.  Cadalso,  haya 
creído  conveniente  tratar  el  tema  exten- 
samente, examinando  antecedentes  his- 
tóricos sobre  el  régimen  penitenciario  y 
sobre  las  Ordenes  religiosas,  estudiando 
principios  y  fundamentos  doctrinales, 
aduciendo  ejemplos  y  casos  prácticos. 
No  parecerá  mal  á  los  señores  Académi- 
cos que  yo  diga  aquí  que  el  verdadero 
trabajo  más  completo  de  impugnación  á 
la  Memoria  se  encuentra  en  las  discusio- 
nes del  Sr.  Cadalso  que,  combatiendo  sin 
descanso,  ha  demostrado  ante  la  Acade- 
mia gran  convicción  de  opiniones  y  pro* 
fundos  conocimientos  en  la  materia.  Y, 
desde  luego,  me  creo  en  el  caso  de  afia- 
dir  que  en  las  que  yo  estimo  las  más  im- 
portantes conclnsiones  de  los  discursos 
del  Sr.  Cadalso,  que  con  la  idea  de  haber 


graves  inconvenientes  para  encargar  á 
los  frailes  de  las  Prisiones  y  la  de  que 
cofi  empleados  seglares,  pero  regulari- 
zando el  servjcio  bajo  todos  sus  aspectos, 
puede  alcanzarse  cuanto  se  desee  hoy  ó 
se  encierra,  sobre  todo  si  se  tiene  en 
cuenta  la  abundancia  de  datos  en  que 
están  fundados,  mucho  de  cierto  y  digno 
de  consideración.» 

«¿Pero  cuáles  son  los  puntos  culmi- 
nantes del  debate  y  á  qué  observaciones 
se  presta?  Es  el  primero,  á  mi  juicio,  el 
que  entraña  la  idea  emitida  por  el  señor 
Úbeda,  de  que  encomendar  á  los  frailes 
el  régimen  de  las  Prisiones  equivale,  á 
hacer  dejación  el  Estado  de  ana  de  sus 
funciones  principales,  y  que  esto  no  pue- 
de, no  debe  en  buenos  principios  con- 
sentirse. Y,  á  mi  juicio,  señores,  en  estas 
especies  hay  un  fondo  tal  de  razón  y  de 
verdad  que  no  puede  menos  de  decidir, 
á  quien  serena  é  imparcialmente  exami- 
ne el  asunto,  á  rechazar  el  pensamiento 
del  Sr.  Cossío > 

<Idea  es  que  todos  aceptáis  y  que  den- 
tro de  la  ciencia  ha  adquirido  realmente 
la  categoría  de  inconcusa  é  incontrover- 
tible, la  de  que  el  Estado  es  institución 
de  derecho  necesaria  para  el  cumpli- 
miento del  fin  jurídico,  y  que  por  lo  mis- 
mo, el  fin  propio,  característico  del  Es- 
tado, es  el  jurídico  precisamente.  A  na- 
die se  le  oculta  que  en  la  persecución  y 
castigo  de  los  delitos,  en  el  restableci- 
miento del  Derecho  cuando  éste  por  un 
hecho  punible  es  perturbado,  aparece 
por  modo  claro,  expreso,  indudable,  la 
necesidad  de  la  acción  del  Estado  en  re- 
lación con  el  fin  que  á  éste  corresponde 
cumplir.  Y  establecidos  semejantes  an- 
tecedentes, ¿cabe  imaginar  ó  suponer 
que  dentro  del  orden  penal  cumpliría  el 
Estado  su  misión,  sin  remitirla  ó  aban- 
donarla en  parte,  encomendando  el  cui- 
dado de  las  Prisiones  á  Ordenes  religio- 
sas caya  existencia,  cuya  disciplina,  cuya 
vida  toda  se  funda  en  el  cumplimiento 
del  fin  leligioso,  y  responds  á  ideas  dis- 
tintas de  las  que  deben  presidir  y  presi- 
den la  vida  del  Estado  y  las  organizacio- 
nes á  este  consiguiente8?> 

«La  respuesta  se  viene  espontánea- 
mente á  los  labios,  pero  con  mayor  con* 
vencimiento  paede  darse  si  se  apura  un 
poco  el  análisis.» 

«Hay,  Sres.  Aeadémicos,  á  juicio  mío, 
an  tan  íntimo  consorcio  entre  la  pena  y  la 
forma  de  ejecutarla,  entre  la  idea  de  U 
penalidad  y  los  métodos  prácticos  para 
hacerla  efectiva,  que  bajo  ningún  con- 
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-cepto,  ni  siquiera  en  lo  qne  respecta  á  la 
entidad  llamada  á  declarar  en  cada  caso 
Im  pena  y  ponerla  en  ejecución,  cabe  es- 
tablecer distingos  por  los  que  directa  ó 
indirectamente  se  arranque  del  Poder  del 
Estado  parte  grande  ni  pegnefia  de  la 
gestión  que  la  total  labor  de  la  penalidad 
■flapoDe.> 

«A  mi  entender,  alas  ideas  reinantes 
«obre  el  concepto  y  las  propiedades  de 
4a  pena  ó  sobre  los  efectos  de  ésta,  ban 
respondido  los  desenvolvimientos  del  ré- 
gimen penitenciario  con  sus  tormentos 
j  horrores  en  otros  tiempos,  con  su  hu- 
manidad, si  se  me  permite  la  frase,  des- 
pnée.» 

«Y  bien,  si  como  yo  creo,  ni  se  puede 
llegar  en  las  ideas  correccionalistas  tan 
lejoe  qne  se  suponga  que  para  el  delin- 
cuente no  debe  haber  más  que  consejos 
y  predicaciones,  rechazando,  no  sólo  la 
idea  de  la  reacción  en  el  daño,  de  que 
hablan  los  de  la  escuela  antropológica, 
como  efecto  inmediato  de  la  infracción 
de  ana  ley  necesaria  cual  en  su  orden  lo 
es  el  Derecho,  si  que  también  de  toda 
idea  de  sufrimiento  ó  privación;  si  para 
lo  que  la  pena  tenga  de  castigo  ó  medio 
de  traer  al  criminal  á  la  vida  del  Dere- 
cho, importa  examinar  continuadamente, 
día  por  día,  casi  instante  por  instante, 
los  efectos  en  el  delincuente;  si  para  que 
la  justicia  punitiva  no  sea  simplemente 
una  fórmula  abstracta  del  problemático 
valor,  se  cree  conveniente  sustituir  en 
fortín  manera,  como  algán  adelantado  Có- 
digo penal  ha  venido  á  hacerlo,  el  arbi- 
trio judicial  á  la  fórmula  genérica  é  igua- 
litaria de  la  ley,  y  por  esta  idea  y  por  la 
enunciada  anteriormente,  ó  por  ambas  á 
la  ves,  parece  que  cada  día  habrá  de 
jusercarse  más  la  Magistratura  á  los  Esta 
blecimientos  en  que  las  penas  impuestas 
por  ella  se  hayan  de  cumplir,  bien  sea 
con  la  creación  de  Jueces  ejecutores,  bien 
aproximando  cada  vez  más  á  los  emplea- 
dos de  las  Prisiones,  auxiliares,  en  bue- 
na lógica,  de  los  Tribunales,  á  estos  mis- 
mos, yo  digo  que  para  el  desarrollo  de 
estas  doctrinas,  como  de  cualquiera  otra 
de  sn  género  y  más  ó  menos  fecunda  que 
puedan  enunciarse,  es  indispensable  que 
las  Prisiones  corran  á  cargo  del  Estado 
sin  pensar  en  entregar  su  cuidado  á  quie- 
nes no  hayan  de  regirlas,  en  vista  de  las 
exigencias  del  Derecho  y  de  la  ley,  como 
sacerdotes  del  Derecho,  sometidos  de  lle- 
no á  los  deberes  todos  que  el  cumpli- 
miento de  sn  misión  jurídica  puede  re- 
•qaerír,  ni  aun  qne  se  inspiren  en  fines 


religiosos  ó  de  caridad.  ¿Y  qué  no  decir 
en  igual  sentido,  si  apartando  los  ojos  de 
las  especies  vertidas,  que  encajan  en  el 
desenvolvimiento  de  las  enseñanzas  clá- 
sicas, se  vuelven  á  los  de  la  escuela  po^ 
sitivista,  ante  cnyas  ideas  de  defensa  so- 
cial, artificial  selecció'n  para  la  misma, 
etcétera,  etc.,  todavía  tendría,  en  mi  sen- 
tir, menos  explicación  que  la  vida  peni- 
tenciaria saliese  de  manos  del  Estado,  y 
menos  para  entregar!a  á  las  comunida- 
des religiosas?! 

«Los empleados  administrativos  á  cuyo 
cargo  corren  actualmente  los  Presidios  y 
las  Cárceles,  lo  mismo  en  España  que  en 
otros  países,  reúnen,  sin  duda  alguna, 
conocimientos  técnicos  de  que  en  tiem- 
pos pasados  carecieron:  su  aptitud  para 
la  difícil  misión  que  se  lee  encomienda 
es  incuestionablemente  superior  á  la  de 
los  empleados  del  mismo  orden  en  otras 
épocas;  los  nuevos  estudios,  las  reformas 
carcelarias,  las  pruebas  que  ya  se  exigen 
á  dichos  funcionarios,  el  ambiente  social, 
mil  y  mil  cosas,  han  venido  á  influiré 
influyen  en  el  mejoramiento  de  la  clase 
de  empleados  referida;  pero,  ¿por  esto 
sólo  y  sin  poner  ante  todo  la  vista  en  las 
exigencias  jurídicas  del  régimen  peni- 
tenciario se  les  habría  de  dar  la  prefe- 
rencia?» 

«Las  Ordenes  religiosas,  por  su  disci- 
plina y  por  BUS  virtudes,  por  su  espirito 
de  caridad,  ofrecen,  bajo  algunos  aspec- 
tos, excelentes  condiciones  para  cuidar 
y  corregir  á  los  penados;  pero,  sin  aten- 
der á  lo  qne  en  la  esfera  del  Derecho  son 
y  representan  los  Establecimientos  peni- 
tenciarios, ¿sería  oportuno  fallar  el  pleito 
que  aquí  sostenemos  en  su  favor,  hasta 
haciendo  caso  omiso  de  que  tal  ves,  á 
ser  tantas  las  exigencias  jurídicas  que  el 
régimen  penitenciario  entraña,  se  deba 
el  que  la  Iglesia,  tan  rica  en  institucio- 
nes de  todo  género  para  la  satisfacción 
de  otras  necesidades  sociales,  no  nos 
ofrezca  hoy  mismo  una  institución  par- 
ticular en  relación  con  las  Prisiones  y  la 
vida  penitenciaria?> 

«Ya  lo  he  dicho:  el  fin  que  en  los  Pre- 
sidios y  en  las  Cárceles  hay  que  cumplir, 
es  un  fin  de  Derecho,  es  el  propio  fin  ju- 
rídico qne  corre  á  cargo  del  Estado;  de- 
rívanse  de  aquí  las  necesidades  superio- 
res y  más  íntimas  á  que  en  dichos  Esta- 
blecimientos hay  que  atender,  y  cuanto 
se  idee  y  piense  sobre  su  gobierno  y  ré- 
gimen, fuerza  es  y  ha  de  ser  que  no  se 
aparte  de  lo  que  el  fin  jurídico  y  la  ineln- 
dible  tutela  del  Estado  de  suyo  requiera  » 
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<Y  bien:  la  intervención  de  los  frailea, 
de  las  Ordenes  religiosas  en  los  Estable- 
cimientos penitenciarios,  ¿paede  consi- 
derarse conveniente  á  la  laz  de  estas 
ideas?» 

«Bajo  este  criterio,  único  que  paede  lle- 
var á  on  juicia  exacto  sobre  la  conve- 
niencia ó  no  conveniencia  de  lo  que  en 
•o  Memoria  propone  el  Sr.  Cossío,  desde 
luego  bay  que  notar  la  verdad  que  encie- 
rra lo  expuesto  por  el  Sr.  Cadalso,  acer- 
ca de  que,  entregadas  las  Prisiones  á  las 
Ordenes  religiosas,  sería  difícil  evitar 
que  muy  pronto  surgieran  cuestiones  de 
competencia  y  cuestiones  mixtas,  que 
implicarían  graves  inconvenientes  para 
el  desenvolvimiento  ordenado  del  régi- 
men de  las  Prisiones.  Las  Ordenes  reli- 
giosas tienen  su  regla,  su  disciplina  es- 
pecial. El  Estado,  en  las  cuestiones  pe* 
nitencíarias,  por  las  razones  ya  explica- 
das, no  puede  dejar  de  ser  el  supremo 
regulador.  ¿Con  cuánta  facilidad  no  sur- 
girían esas  cuestiones  de  competencia,  y 
esas  cuestiones  mixtas  entre  una  y  otra 
disciplina?  Y  si  esto  es  así,  basta  recor- 
dar las  disputas,  las  contiendas,  las  difi- 
coltades  á  que,  según  la  Historia,  han 
dado  lugar,  en  otras  esferas,  las  propias 
cuestiones  mixtas;  basta  fijar  la  atención 
en  lo  mucho  que,  á  despecho  del  espíritu 
flimplificador  de  nuestros  tiempos,  pro- 
longan y  embarazan  los  procedimientos 
administrativos  y  judiciales  las  cuestio- 
nes de  competencia,  para  advertir  que 
por  el  peligro  y  el  riesgo,  insalvables 
ante  la  confusión  de  un  instituto  emi 
iientemente  jurídico  con  otro  ú  otros  ins- 
titutos eminentemente  religiosos,  de  que 
las  referidas  cuestiones  surgieran,  no  se- 
ria conveniente,  ni  mucho  menos,  entre- 
gar las  Prisiones  á  los  frailes  ó  á  las  Or- 
denes religiosas  > 

«Pero  aún  podría  haber  en  el  mismo 
orden  de  ideas  otra  cosa  más  grave,  y  es 
el  que  entre  la  regla,  la  disciplina,  las 
creencias  y  los  hábitos  de  los  religiosos, 
administradores  de  las  Prisiones,  y  las 
disposiciones  dictadas  por  el  Estado, 
bien  por  el  Poder  legislativo,  bien  por  la 
Administración,  hubiera  oposición  posi- 
tiva, conflicto  cierto  y  verdadero.  ¿Qué 
liacer  entonces?  ¿Cómo  prevenir  seme- 
jante conflicto?  ¿Habría  de  renunciar  de 
antemano  el  Estado  á  legislar,  á  dictar 
reglamentos,  á  intervenir,  en  una  pala 
bra,  en  el  régimen  carcelario?  ¿Habría 
de  comprometerse  á  subordinar  su  ini- 
ciativa á  la  regla,  carácter  y  modo  de  ser 
•de  las  Ordenes  religiosas?  Fácilmente  se 


ve  que  en  tales  casos,  no  ya  dejacióD 
en  lo  externo  y  accidental,  sino  en  la 
más  íntimo  é  importante,  haría  el  Esta-, 
do  de  sus  facultades  y  deberes,  de  st> 
misión  jurídica.  Y  si  se  pretendiera  que 
las  Ordenes  religiosas  quedaran  subordi- 
nadas por  completo  al  Estado,  al  punta 
de  olvidar  en  caso  pecesario  algunas  de 
BUS  prácticas,  ¿no  equivaldría  esto  á  pre- 
tender un  ab8urdo?> 

«Y  no  se  diga  que  todo  ello  se  salvaría 
con  la  reforma  de  alguna  ó  algunas  Or- 
denes religiosas,  ó  con  que  éstas  se-  en- 
cargaran de  las  Prisiones  bajo  la  inspec- 
ción y  tutela  de  funcionarios  administra- 
tivos. Aparte  de  que  lo  de  la  reforma  e9 
tan  sólo  un  supuesto,  con  ella  no  desapa- 
recería el  régimen  mixto;  con  el  segundo- 
sistema  se  acentuaría,  se  pondría  más  y 
más  de  nianifiesto,  y  los  inconveniente» 
apuntados,  en  una  ú  otra  medida,  en  ma- 
yor ó  menor  escala,  subsistirían.» 

«Sin  negar,  por  otra  parte,  l»s  condicio- 
nes que  para  corregir  á  los  penados  por 
la  exhortación,  la  predicación  y  el  ejem- 
plo de  constante  humildad  y  de  resigna- 
ción cristiana,  puedan  reunir  los  religio- 
sos, si,  como  ya  he  tenido  ocasión  de  in- 
dicar, á  no  llevar  á  la  exageración  las 
ideas  correccional istas,  á  no  profesar  un 
correccionalismo  romántico,  de  que  á  mi 
modo  de  ver  dio  muestras  en  su  discur- 
so el  Sr.  Martínez  Vicente,  hay  que  con- 
venir en  que  la  pena  puede  y  debe  re- 
presentar algo  de  sufrimiento  y  de  casti- 
go, ¿por  qué,  ni  para  qué,  señores,  bus- 
car á  las  Ordenes  religiosas  á  fin  de  en- 
cargarlas la  aplicación  de  ese  castigo  con 
los  rigores  necesarios?» 

«Asimismo,  la  índole  de  los  Estableci- 
mientos de  que  se  trata,  da  ocasión  á 
que  con  frecuencia  haya  que  hacer  usa 
en  ellos  de  la  fuerza,  de  la  coacción  ex- 
terna contra  uno,  varios  ó  todos  los  re- 
clusos. Y  ante  tales  contingencias,  ¿quién 
no  advierte  en  ellos  un  gravísimo  incon- 
veniente para  encargar  las  Prisiones  á 
los  frailes?  ün  fraile  armado  podría  pa- 
recer un  sacrilegio.  Con  los  frailes  des- 
armados y  teniendo  que  pedir  auxilio  á 
la  fuerza  armada  en  .los  plantes,  en  la» 
sublevaciones  de  los  Penales,  contra  la 
violencia  de  un  recluso,  no  sólo  se  daría 
el  triste  espectáculo  de  la  Autoridad  in- 
defensa, sino  quizá  el  más  desconsolador 
del  prestigio  de  tan  noble,  alta  y  funda- 
mental influencia,  como  la  de  la  religión 
en  los  Presidios.  Es  esta  influencia  de  la 
religión  en  los  Establecimientos  peniten- 
ciarios tan  necesaria  como  benéfica;  ya 
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lo  reconozco  y  lo  proclamo  con  profunda 
conTicción;  pero  la  religión,  annqae  ele- 
mento principal  entre  los  qoe  deben  in- 
tegrar el  régimen  penitenciario,  no  es  el 
único,  ni  macho  menos,  es  uno  de  esos 
elementos  y,  á  mi  juicio,  lo  repito,  ha- 
cerla intervenir  en  aquello  de  que  debe 
estar  alejada,  podría  ser  ocasionado  á 
tristezas  de  que,  en  honor  de  los  mis- 
mos sentimientos  religiosos,  conviene 
fanir.t 

•También  sería  harto  peligroso  entre- 
gar al  cuidado  de  las  Ordenes  religiosas 
los  Establecimientos  penales  sin  pararse 
á  considerar  las  amarguras  con  que  en 
SQ  caso  habría  que  exigir  á  ios  religio- 
sos, que  al  fín  son  hombres  y  pueden 
quebrantar  las  leyes,  las  responsabilida- 
des en  que  pudieran  incurrir.  El  gobier- 
no de  dichos  Establecimientos,  que  no 
son  como  los  conventos  exclusivamente 
religiosos,  ni  comp  los  Hospitales  ó  los 
asilos  de  caridad,  da  y  no  puede  menos 
de  dar  tugar  á  responsabilidades  múlti- 
ples, ya  en  lo  que  afecta  á  la  custodia  y 
trato  de  los  penados,  ya  en  lo  que  se  re- 
fiere al  régimen  administrativo  ó  econó- 
mico de  los  Penales.  Y,  vuelvo  á  decirlo, 
al  tener  qne  exigir  una  de  esas  respon- 
sabilidades, la  gravedad  de  e8t<»  «ería 
mayor,  mucho  mayor,  precisamente  por 
tratarse  de  religiosos,  que  en  relación 
con  empleados  laicos  > 

«Van,  en  fín,  la  ciencia  y  la  experiencia 
determinando  la  necesidad  de  ciertos  es- 
tudios y  de  ciertas  cualidades  en  los  que 
han  de  dirigir  y  administrar  las  Prisio 
nes;  mañana  pueden  exigir  otras  diferen- 
tes; y  ¿puede  y  podrá  decirse  que  los 
frailes  O  los  religiosos,  por  ser  tales,  y 
porque  en  algún  modo  ofrezcan  condicio- 
nes estimables  para  corregir  á  los  delin- 
cuentes, reúnen  todas  las  que  hoy  y  ma- 
ñana y  siempre  «eran  de  exigir  á  ios  em- 
pleados en  las  Penitenciarías ?> 

Con  posterioridad  á  ¡a  discusión,  de 
que  tomamos  los  precedentes  párrafos, 
ha  habido  algunos  intentos  para  realizar 
el  ilusorio  y  contraproducente  pensa- 
miento de  la  Memoria  que  impugnamos. 
Pero  creemos  que  la  idea  no  llegará  á  te- 
ner realidad  en  la  práctica,  porque  la 
sana  razón  la  rechaza,  porque  no  la  abo- 
na la  historia,  porque  en  njngún  país  de 
los  que  marchan  á  la  cabeza  de  la  civiliza- 
<\6n  sabemos  que  se  haya  pensado  en 
novedad  semejante,  y  desde  luego  esta- 
mos ciertos  de  que  en  ninguno  se  practi* 
ca,  y  porque  la  naturaleza  de  los  mismos 
servicios  también  rechaza  tan  extraña,  y 


á  nuestro  ver,  inconveniente  y  perturba- 
dora tendencia. 

Oreemos  más:  creemos  que  las  perao- 
nas  que  se  han  decidido  á  iniciarla,  al- 
gunas desde  muy  elevados  puestos  de  la 
Administración  pública,  lo  han  hecho 
por  desconocer  el  régimen  y  mecanismo 
interior  de  las  Prisiones  y  por  no  haber 
examinado  los  múltiples  inconvenientes 
y  los  no  pocos  daños  que  había  de  oca- 
sionar tal  pensamiento  ai  se  llevara  á  la 
práctica. 

Argumentarse  suele  con  el  ejemplo  de 
que  algunos  Establecimientos  de  carác- 
ter correccional  se  hallan  á  cargo  de  co- 
munidades religiosas.  Pero  es  que  los 
aludidos  Establecimientos  no  son  verda- 
deras Prisiones;  son  Escuelas  de  educa- 
ción correccional,  como  Santa  Rita,  en 
Oarabanchel,  y  el  Asilo  Duran,  en  Barce- 
lona, en  los  cuales,  los  individuos  que  in- 
gresan son  menores,  jóvenes  díscolos,  vi- 
ciosos ó  abandonados,  pero  no  delincuen- 
tes. El  fín  externo  de  estas  instituciones 
es  prevenir,  educar  ó  proteger,  no  repri- 
mir, castigar  ni  constreñir  al  sufrimiento 
de  una  pena  jurídica  y  á  la  expiación  de 
un  crimen  ó  <le  un  detito. 

Estas  consideraciones,  hechas  respec- 
to á  las  Escuelas  de  reforma  citadas,  son 
aplicables  á  las  instituciones  del  mismo 
carácter  que  en  el  extranjero  existen. 

También  se  alega  én  favor  de  la  idea 
qne  combatimos,  que  en  el  Penal  de  ma- 
jeres  de  Alcalá  y  en  las  Cárceles  de  Bar- 
celona y  San  Sebastián,  hay  para  el  des- 
empeño de  los  servicios  de  régimen  inte- 
rior, hijas  de  la  Caridad. 

Mas  esto  tampoco  puede  servir  de  ar- 
gumento, ya  porque  la  diferencia  de  sexo 
requiere  distinto  tratamiento,  ya  por 
otras  razones  que  exponemos  en  el  ar- 
tículo UiJAS  de  lii  Caridad. 

(Véase  además  Asilo  de  Corrección, 
tomo  I,  páginas  86  á  99,  y  Jóvenes  de- 
lincuentes). 


FRANQUICIA  POSTAL,  TELEGRÁ- 
FICA  Y  TELEFÓNICA*— De  las  disposi- 
ciones que  regulan  esta  materia,  inserta- 
mos las  que  más  directamente  sejelacio- 
nan   con  el  objeto   de  nuestro  t)icoio- 

VARIO. 

Franquicia  postal. 

Meal  orden  de  8  de  Diciembre  de  1845 
trasladando  el  decreto^  declarando  q*te 


Digitized  by 


Google 


FRA 


->  406 


FRA 


todas  las  Autoridades,  Tribunales  y  Je- 
fes de  las  dependencias  del  Estado  tie- 
nen Jr  anea  la  correspondencia  de  oficio, 

(Oob,)  «Excmo.  8r.:  La  Reina  se  ha 
dignado  expedir  el  Real  decreto  si- 
gniente: 

Atendiendo  á  las  consideraciones  que 
me  ha  expuesto  el  Ministro  de  la  Gober- 
nación de  la  Península,  y  de  acuerdo  con 
el  parecer  de  mi  Consejo  de  Ministros, 
vengo  en  decretar  lu  siguiente: 

Artículo  ].<>  Desde  l.o  de  Enero  de 
1846,  todas  las  Autoridades  del  Gobier- 
no, Tribunales  y  Jefes  de  las  dependen- 
cias del  Estado  tendrán  franca  su  corres- 
pondencia oficial. 

Art.  2.0  Para  que  esta  franquicia  pro- 
duzca los  efectos  á  que  se  la  destina,  se 
requieren  dos  circunstancias  indispensa- 
bles: primera,  que  el  pliego  lleve  el  sello 
de  la  Autoridad  ó  Jefe  de  quien  procede, 
y  segunda,  que  vaya  dirigido  á  la  Auto- 
ridad ó  cargo  público  correspondiente. 

Art.  S.o  Las  franquicias  serán  ilimi- 
tadas ó  generales,  y  limitadas  ó  par- 
ciales. 

Art.  4.0  Recibirán  franca  toda  su  co- 
rrespondencia sin  ninguna  limitación: 

L<>    Las  Personas  Reales. 

3.0  Los  Ministros  Secretarios  de  Es- 
tado. 

Los  Presidentes  del  Senado. 

Del  Congreso  de  los  Diputados. 

Del  Supremo  Tribunal  de  Justicia. 

Del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y 
Marina. 

De  la  Junta  del  Almirantazgo. 

Del  Tribunal  Mayor  de  Cuentas. 

Los  Subsecretarios  de  los  Ministerios. 

Los  Inspectores  y  Directores  generales 
de  todas  armas. 

Los  Directores  generales  de  los  diver- 
sos ramos  de  la  Administración. 

£1  Contador  general  del  Reino. 

£1  Intendente  general  militar. 

8.0  Los  Senadores  del  Reino  y  Dipu- 
tados á  Cortes  durante  las  sesiones. 

Art.  6.«  Recibirán  franca  toda  la  co- 
rrespondencia de  los  puntos  especiales 
que  se  dirán,  los  siguientes: 

Los  Capitanes  generales,  la  del  distri- 
to de  au  mando. 

Los  Comandantes  generales,  la  de  su 
respectiva  provincia. 

Los  Regentes  y  los  Fiscales  de  Tribu- 
nales superiores,  la  del  territorio  de  la 
Audiencia  á  que  pertenecen. 

Los  Jefes  superiores  políticos,  la  de  su 
proTÍncia. 


Los  Intendentes,  la  del  distrito  de  s» 
administración. 

Los  Rectores  de  las  Universidades,  la 
de  su  respectivo  distrito. 

Los  Auditores  de  Guerra,  la  del  distri- 
to de  la  Capitanía  general  á  que  perte- 
necen. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  y  sua 
Promotores  fiscales,  la  de  su  partido  ju- 
dicial. 

Los  Comandantes  de  departamento» 
marítimos  y  los  Presidentes  de  los  Juz- 
gados especiales  de  Marina,  la  de  su  res- 
pectivo distrito. 

Los  Inspectores,  Subinspectores  y  Je- 
fes de  las  Secciones  interventoras  de  co- 
rreos, la  de  sus  respectivos  distritos. 

Los  Jefes  de  las  oficinas  de  rentas,  la 
de  sus  provincias 

Los  Administradores  de  correos,  la  de 
su  respectiva  demarcación. 

Los  Comandantes  de  Carabineros,  la 
del  distrito  de  su  cargo. 

Los  Comandantes  de  la  Guardia  civiU 
la  del  distrito,  provincia  ó  puntos  que  le 
estén  confiados. 

Art.  6.0  Las  Personas  Reales  y  laa 
Autoridades  y  Jefes  que  se  expresan  en 
los  párrafos  l.o  y  2.o  del  art.  4.o  que  die- 
frutan  de  franquicia  ilimitada  en  su  ce»- 
rrespondencia,  harán  francas  todas  laa 
cartas  que  escribieren  con  un  sello  par- 
ticular para  la  Península  é  islas  adyacen- 
tes, en  estos  términos:  por  asunto  de  su 
servicio  las  Personas  Reales,  y  por  asun- 
tos propios  del  servicio  público  que  lea 
está  encomendado  las  Autoridades  y  Je- 
fes que  se  citan  en  el  párrafo  2.o 

Para  que  esta  franquicia  tenga  efecto, 
será  indispensable  que  se  use  en  los  so- 
bres de  un  sello  personal  en  que  se  lean 
distintamente  las  siguientes  palabras: 
Por  S.  M.  la  Reina.— El  Secretario  parti- 
cular de  S.  M.— Por  S  M.  la  Reina  Ma- 
dre.— El  Secretario  particular  de  S.  M. — 
Por  S.  A.  S.  la  Señora  Infanta  Doña  Lui- 
sa Fernanda.— El  Secretario  particular  de 
8.  A.— P.  S.  A.  el  Sermo.  Sr.  Infante  Don 
Francisco  de  Paula. — El  Secretario  parti- 
cular de  S.   A.  Y  así  las  demás  Personaa 

Reales.  El  Ministro  de —El  Presidente 

de — El  Subsecretario  de — El  Ins- 
pector general  de —El  Director  gene- 
ral de — EJ  Contador  general  del  Rei- 
no—El Intendente  general  militar. 

Art.  7.0  i^as  Autoridades  y  Jefes  que 
disfrutan  franquicia  parcial  y  limitada 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  6.o, 
usarán  en  el  sobre  de  sus  pliegos  perso- 
nales un  sello  en  que  se  exprese  clara  y 
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oficial  de  los  Comandantes  de  los  Fre 
sidioB, 

(Qob.)  <Lo8  Comandantes  de  loa  Pre- 
sidios del  Reino,  como  Jefes  de  Depen- 
dencias del  Estado,  tendrán  franca  la  co- 
rrespondencia oficial  que  reciban  de  todo 
el  territorio  espafiol,  si  se  cumplen  las 
condiciones  prevenidas  en  los  artículos 
2.0  y  8.0  del  Real  decreto  de  8  del  actual. 
No  les  corresponde  la  franquicia  ¡limita- 
da de  que  trata  el  art.  4.o,  porque  ésta 
sólo  se  ha  concedido  á  las  Personas  Rea- 
les y  primeros  Jefes  del  Gobierno  y  de 
la  Administración,  con  mayor  latitud  de 
la  que  parece  entender  esa  Dirección  en 
su  consulta  die  8  del  que  rige. 

De  Real  orden  comunicada,  etc.  Ma- 
drid 21  de  Diciembre  de  1846.— Jvan  Fe- 
lipe Martínez  -  Sr.  birector  general  de 
Correos.»— (C.  L.  de  P.,  tomo  I,  páginas 
846  y  847). 

Real  orden  de  7  de  Marzo  de  1857  conce- 
diendo franquicia  postal  á  los  Jueces  de 
paz  ó  municipales. 

(Gob.)  < Atendiendo  áqne  los  car- 
gos de  los  Jueces  de  paz  son  gratuitos  y 
á  que  desempeñan  funciones  públicas 
como  empleados  de  orden  judicial,  la 
Reina  (Q.  D.  G )  se  ha  dignado  conceder 
á  dichos  funcionarios  el  uso  de  sellos  ofi- 
ciales para  su  correspondencia  de  ofi- 
cio   Madrid  7  de  Marzo  de  1867.»  — 

(C.  L.,  tomo  71,pág.  400). 

Beal  orden  de  16  de  Septiembre  de  1863 
concediendo  franquicia  oficial  á  las  Cor- 
poraciones y  funcionarios  que  expresa. 

(Qob.)  <  Artículo  1.0  Se  declara  sub- 
sistente lo  dispuesto  respecto  al  franqueo 
oficial  de  la  correspondencia  procedente 
de  las  Autoridades  y  funcionarios  que 
disfrutan  del  derecho  á  usar  sellos  espe- 
ciales en  las  comunicaciones  de  oficio. 

Art.  2.0  Desde  el  dia  l.o  de  Octubre 
próximo,  las  Corporaciones  provinciales 
y  municipales  y  los  funcionarios  de  todas 
clases  qne  no  tienen  concedido  el  dere- 
cho á  usar  sellos  oficiales,  recibirán  fran- 
cos de  porte  los  pliegos  de  oficio  que  les 
dirijan  las  Autoridades  ó  dependencias 
del  Estado,  sea  cual  fuese  su  peso. 

Art.  8.0  Se  entiende  por  pliegos  de 
oficio  para  los  efectos  del  franqueo  pre- 
vio con  sellos  especiales,  los  que  deter- 
mina el  art.  4.®  del  Real  decreto  de  16  de 
Marzo  de  1864,  siempre  que  vayan  acom- 


pañados de  todos  los  requisitos  en  el 
mismo  prevenidos. 

Art.  4.^  Queda  derogada  desde  el  día 
l.o  de  Octubre  próximo  la  tarifa  econó- 
mica vigente  concedida  á  las  Corporacio- 
nes provinciales  y  municipales  por  1^1 
orden  de  18  de  Junio  de  1864,  debiendo, 
por  lo  tanto,  subordinarse  unas  y  otras 
en  el  franqueo  de  la  correspondencia  de 
oficio  que  remitan  á  las  Autoridades  y 
oficinas  del  Estado,  á  las  condiciones  ge- 
nerales del  franqueo  particular. 

Dado  en  Palacio  á  16  de  Septiembre  de 
1868.— Está  rubricado  de  la  Real  mano.  — 
El  Ministro  de  la  Gobernación,  Florencio 
Rodríguez  Vaamonde.^ — (Gaceta  del  24  de 
Septiembre  de  1868). 

Real  orden  de  á  de  Julio  de  1866,  supri- 
miendo los  sellos  especiales  y  dejando  en 
vigor  las  disposicisnes  vigentes  relativas 
á  franquicia  postal, 

{Gob.)      c Artículo   1.®      Desde   l.o  de 
AgOHto  próximo  venidero  queda  suprimí 
do  el  uso  de  sellos  especiales  para  el 
franqueo  de  la  correspondencia  oficial. 

Art.  2.0  Continuarán  observándose 
todas  las  disposiciones  vigentes  para  la 
entrega  y  franqueo  de  la  correspondenoia 
oficial,  debiendo  las  Autoridades  y  Cor- 
poraciones que  actualmente  tienen  con- 
cedido el  uso  de  sellos  marcar  en  los  so- 
bres con  tinta  el  peso  de  los  pliegos  ó 
paquetes  que  entreguen  á  la  mano  en  las 
dependencias  de  Correos,  las  cuales  los 
confrontarán  detenidamente  con  la  fac- 
tura que  ha  de  acompañarles 

Madrid  4  de  Julio  de  1866.»  -(Minuta 
del  Ministerio). 

Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1882,  hacien- 
do extensiva  la  franquicia  postal  conce- 
dida á  los  Jueces  municipales  para  los 
casos  en  que  se  dirijan  á  los  Presidentes 
y  Fiscales  de  las  Audiencias. 

(Gracia  y  Justicia).  «En  vista  del  ex- 
pediente instruido  en  la  Dirección  gene- 
ral de  Correos  y  Telégrafos,  á  consecuen- 
cia de  la  Real  orden  expedida  por  ese  Mi- 
nisterio con  fecha  10  de  Abril  próximo 
pasado,  solicitando  franquicia  oficial  en 
favor  de  los  Jueces  municipales,  y  de 
conformidad  con  lo  propuesto  por  dicho 
Centro  directivo,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  disponer  qne  la  franquicia 
postal  que  disfrutan  dichos  funcionarios 
cuando  se  dirigen  al  Juez  de  primera 
instancia  de  quien  inmediatamente  de- 
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pettd«n  como  encargados  á  prevención 
de  inttroir  las  primeras  actaaciones  en 
las  cansas  criminales,  se  baga  eztensiva 
para  la  que  remitan  al  Presidente  y  Fis* 
cal  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  corres- 
pondiente, con  el  fin  de  que  puedan  cnm- 
plir  exacta  y  oportunamente  lo  que  se  les 
previene  en  los  arts.  247  y  SOS  de  la  vi- 
gente J^y  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Lo  que  de  Real  orden,  etc.^Madrid  14 
de  Mayo  de  ISSa.i  —  Gonid^ei.— (MinuU 
del  Ministerio). 

£Leal  orden  de  18  de  Noviembre  de  1Ñ8$, 
concediendo  franquicia  oficial  á  loa  Al- 
caldea  cuando  t^etgan  funciones  de  Co- 
mandantes de  armaa  y  se  dirijan  á  las 
Autoridades  militares. 

(Oobemación)  tHe  dado  cuenta  de  la 
atenta  comunicación  de  ese  Ministerio, 
fecha  l.o  del  actual,  en  la  que  se  signifi- 
tra  la  conveniencia  de  que  se  conceda 
franquicia  oficial  para  la  correspondencia 
que  dirijan  á  las  Autoridades  militares 
los  Alcaides,  cuando  ejercen  las  funcio- 
nes de  Comandantes  de  armas,  y  6.  M. 
el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con  lo 
propue8t<»  por  la  Dirección  general  de  Ck>- 
rreos  y  Telégrafos,  se  ha  servido  conce- 
der dicha  franquicia  á  los  referidos  Al- 
caldes únicamente  cuando  estén  ejer- 
ciendo las  funciones  de  Comandantes  de 
armas  y  se  dirijan  á  las  Autoridades  mi- 
litares de  la  provincia  respectiva,  debien- 
<lo,  además  de  estampar  en  el  sobre  del 
pliego  el  sello  de  la  Alcaldía,  certificar 
con  su  firma  que  su  contenido  el  de  ofi- 
cio, y  entregarlos  en  las  dependencias 
de  Cúrreos  con  todas  las  formalidades 
establecidas  para  la  correspondencia  ofi- 
cial. 

De  Real  orden,  etc.-  Madrid  18  de  No- 
viembre de  1882.»-  Qonzález.—  (Minuta 
del  Ministerio). 

Eeal  decreto  de  6  de  Octubre  de  1883  reía 
tiva  á  franquicia  de  la  cofrespondencia 
oficial, 

{Qob.)  «Atendiendo  á  las  rasones  que 
me  ha  expuesto  el  Miaistro  de  la  Gober- 
nación, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Artículo  I. o  Será  considerada  como 
•correspondencia  oficial  y  admitida  su  cir- 
culación por  las  dependencias  de  Correos, 
las  comunicaciones  manuscritas,  expe- 
dientes y  órdenes  circulares ,  aunque  és- 
tas sean  impresas,  siempre  que  se  refie- 


ran á  los  distintos  servicios  de  la  Admi- 
nistración y  se  presenten  en  las  depen- 
dencias del  ramo  con  las  formalidades 
que  previenen  los  Reales  decretos  de  16 
de  Marzo  de  1864  y  4  de  Julio  de  1866. 

Art.  3.^  Quedan  subsistentes  la  orden 
de  la  Regencia  del  Reino  de  16  de  Marco 
de  1870  y  la  Real  orden  de  22  de  6ep 
tiembre  áltimo  concediendo  á  los  Minis- 
terios de  Fomento  y  Ultramar  franquicia 
de  porte  para  los  libros  y  colecciones  que 
remitan  á  las  Bibliotecas  populares;  la 
Real  orden  de  2  de  Agosto  de  1882,  otor- 
gando igual  gracia  al  Departamento  de 
Guerra  para  los  que  envíe  á  las  militares, 
y  las  de  II  de  Enero  y  4  de  Agosto  del 
mismo  afio,  dictadas  para  que  el  de  Ha- 
cienda pueda  remesar  paquetes  peque- 
ños de  efectos  timbrados  á  las  dependen- 
cias de  provincias  en  caso  de  reconocida 
urgencia  y  en  la  forma  que  se  determina 
en  las  citadas  disposicioiies. 

Art.  8.^  No  se  recibirán  como  corres- 
pondencia oficial  los  paquetes  que  no  se 
hallen  comprendidos  en  las  prescripcio- 
nes citadas. 

Dado  en  Palacio  á  6  de  Octubre 

de  1883.--ALFON80.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Pió  Qullón^-^^Q aceta  7 
Octubre.) 

Real  decreto  de  7  de  Mayo  de  1889  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  servicio  del 
ramo  de  Cotreos. 

(Qob.)  «A  propuesta  del  Ministro  de 
la  Gobernación;  en  nombre  de  Mi  Au- 
gusto Hijo  el  Rey  Don  Alfonso  XHI,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino, 

Veago  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  único.  Se  aprueba  el  adjunto 
Reglamento  para  el  régimen  y  servicio 
del  ramo  de  Correos,  que  comenzará  á 
regir  desde  el  día  l.o  del  próximo  mes 
de  Julio. 

Dado  en  Palacio  á  7  de  Mayo  de  1889. 
— MiaÍA  CaiHTiNA.— El  Ministro  de  la 
Gobernación,  Tfinitario  Ruiz  y  Cap- 
depon*. 

€ Art.  9.0    El  correo  transportará 

sin  franqueo: 

I.**  La  correspondencia  relativa  al 
servicio  de  Correos  que  cambien  entre  sí 
las  oficinas  del  ramo. 

2.0  La  correspondencia  oficial  de  las 
Autoridades  y  Corporaciimes  que  tengan 
concedida  franquicia,  y  la  de  aquellas  á 
quienes  por  Real  decreto  se  conceda  en 
lo  sucesivo  este  privilegio. 


Digitized  by 


Google 


FBA 


—  410  — 


FEA 


S.<>  Las  cansas  de  oficio  y  autos  de 
pobre. 

4S*    Las  actas  notariales. 

Art.  10.  La  exención  del  artículo  an- 
terior no  se  refiere  á  los  derechos  de  cer- 
tificados ó  de  seguro,  respecto  á  los  cua- 
les sólo  disfrutarán  franquicia  las  ofici- 
nas de  Correos  en  asuntos  relacionados 
con  el  servicio,  y  las  de  Hacienda  para  el ' 
envío  de  fondos  públicos,  con  sujeción  á 
lo  dispuesto  en  el  art  106. 

Art.  89.  Se  considerará  como  co- 
rrespondencia oficial,  y  exenta  por  lo 
tanto  del  pago  de  franqueo,  toda  comu- 
nicación impresa  ó  manuscrita,  relativa 
al  servicio  ilel  Estado,  procedente  de 
una  Autoridad  ó  Corporación  á  quien 
por  disposición  especial  se  haya  conce- 
dido este  privilegio,  y  dirigida  á  otra 
Autoridad  ó  Corporación  oficial. 

Esta  elase  de  correspondencia  ha  de 
estar  dirigida  al  Jefe  de  la  oficina  ó  Cor- 
poración que  deba  recibirla,  expresándo- 
se en  el  sobre  el  cargo  de  aquél  y  no  el 
nombre  de  la  persona  que  lo  ejersa. 

Llevará  impreso  en  el  sobre  el  sello 
de  la  Autoridad  remitente  y  se  entregará 
á  mano  en  la  oficina  de  origen,  quedan- 
do suprimidas  para  lo  sucesivo  las  fac- 
turas de  que  actualmente  se  acompaña. 

Art.  40.  Serán  considerados  también 
como  correspondencia  oficial  los  libros  y 
colecciones  con  destino  á  las  Bibliotecas 
populares  que  sean  remitidos  por  los  Mi- 
nisterios de  Fomento  y  Ultramar  y  los 
que  el  de  la  Querrá  envíe  á  las  Bibliote- 
cas militares,  los  efestos  timbrados  que 
en  pequeños  paquetes  y  en  tasos  de  re- 
conocida urgencia  remita  el  Ministerio 
de  Hacienda  á  sus  dependencias  de  pro- 
vincias y  los  libros  talonarios  para  el  co- 
bro de  contribuciones  que  cambien  entre 
sí  las  oficinas  de  dicho  Ministerio. 

Art.  41.  Continúa  en  vigor  la  fran- 
quicia especial  que  disfrutan  el  Con- 
greso y  el  Senado,  cuya  correspondencia 
deberá  entregarse  á  la  mano,  y  llevará 
el  sello  del  respectivo  Cuerpo  Colegis- 
lador. 

Art.  42.  Los  pliegos  que  contengan 
<  Actas  electorales  >  circularán  francos 
de  porte,  llevando  en  el  sobre  certifica- 
ción de  su  contenido ,  firmada  por  el 
Presidente  de  la  Mesa  ó  por  el  Alcalde 
de  la  cabeza  de  distrito. 

Art.  4S.  Los  pliegos  de  loterías  se  en- 
tregarán á  la  mano  en  las  oficinas  de  Co- 
rreos, y  éstas  consignarán  en  la  cubierta 
la  fecha  y  hora  en  que  los  reciben. 

Art.  44.    Los  avisos  del  Giro  mutuo 


se  considerarán  como  correspondencia 
oficial  y  circularán  en  unión  de  los  certi- 
ficados aunque  no  revistan  este  carácter^ 
anotando  su  número  en  las  respectiva» 
hojas  de  aviso. 

Art.  46.     Las  causas  de  oficio  y  auto» 
ée  pobre  cirtularán  con  arreglo  á  lo  pre 
venido  en  la  sección  tercera  del  cap.  H^ 
título  H. 

Art.  46.  Si  algún  funcionario  público 
recibiera  correspondencia  particular  bajo 
sobre  oficial,  deberá  devolverla  con  in- 
dicación del  verdadero  destinatario  á  la 
oficina  de  término,  que  la  considerará 
oomo  correspondencia  no  franqueada. 

Art.  47.  La  correspondencia  con  sella 
oficial  que  se  encontrare  en  los  buzone» 
será  detenida  y  entregada  al  Jefe  de  la 
dependencia  de  donde  proceda. 

Art.  147.  Las  Autoridades  ó  Cor- 
poraciones que  teagan  concedida  fran- 
quicia  para  su  correspondencia  oficial, 
tendrán  también  el  derecho  de  recoger 
•n  la  oficina  de  destino  por  medio  de 
persona  autorizada  la  correspondencia 
que  se  les  dirija  con  carácter  oficial,  de- 
biendo ésta  ser  entregada  gratuitamente 
y  con  antelación  á  la  corresponden tia 
particular. 

De  las  causas  de  oficio  y  autos  de  pobre. 

Art.  211.  Los  pliegos  que  contengan 
causas  de  oficio  y  autos  de  pobre,  ya  pro- 
cedan de  la  jurisdicción  ordinaria  ó  de 
las  especiales,  circularán  francos  de  por- 
te, llevando  en  el  anverso  del  sobre  cer- 
tificación extendida  por  el  Escribano  ac- 
tuario ó  Secretario  con  el  V.o  B.<>  del 
Juez  ó  Presidente  del  Tribunal  de  ser  el 
contenido  causa  criminal  de  oficio  ó  auto 
de  pobre  declarado  en  forma. 

Art.  212.  Los  Administradores  con- 
signarán en  el  reverso  del  sobre  el  porte 
correspondiente  á  estos  pliegos  con  arre- 
glo á  la  tarifa  de  cartas. 

Art.  213.  Cuando  esta  corresponden- 
cia esté  dirigida  á  una  Autoridad  de  or- 
den distinto  al  de  la  remitente,  expedi- 
rán los  Administradores  al  funcionario 
que  haga  la  entrega  una  papeleta  en  que 
conste  el  porte  devengado. 

Art.  214.  Los  pliegos  que  contengan 
autos  entre  partes  de  las  cuales  una  sola 
litigue  como  pobre,  se  admitirán  con  todo 
el  franqueo  que  en  sellos  les  correspon- 
da, si  el  envío  se  efectuase  á  instancia 
de  la  parte  rica;  con  arreglo  al  art.  211  si 
se  hiciese  á  petición  .de  la  pobre,  y  satis- 
faciendo solamente  la  mitad  del  franqueo 
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y  anotando  el  importe  del  «ello  en  el  re- 
verso del  eobre  ei  la  remisión  se  llevase 
á  cabo  á  solicitud  de  ambas. 

Para  admitir  esta  correspondencia  en 
las  condiciones  que  expresan  los  dos  úl- 
timos casos  del  párrafo  anterior,  será 
preciso  que  lo  exprese  asi  la  certificación 
correspondiente. 

Art.  216.  Las  cansas  procedentes  de 
Tribanates  en  que  no  puedan  devengarse 
costas,  circularán  francas  sin  anotar  su 
{■aporte  con  una  certificación  de  aquella 
circunstancia. 

Art.  216.  En  los  quince  primeros  días 
de  cada  mes,  los  Secretarios  de  los  Tri- 
bunales superiores  ó  Audiencias  remiti- 
rán á  la  Dirección  general  por  conducto 
de  las  Administraciones  principales  una 
relación,  visada  por  los  Fiscales,  del  to- 
tal de  los  portes  de  correspondencia  de 
esta  clase  cuyos  interesados  resulten  in- 
solventes, y  una  cuenta  igualmente  auto- 
risada  de  las  cantidades  correspondien- 
tes á  Correos  que  se  hayan  recaudado 
en  el  mes  anterior,  deduciendo  de  su  im- 
porte el  10  por  100  en  recompensa  de  su 
trabajo. 

En  los  Tribunales  de  jurisdicción  es- 
pecial donde  no  hubiese  Secretario,  hará 
sus  veces  el  Escribano  actuario. 

Art.  217.  El  remanente  á  favor  de 
Correos  de  lo  recaudado  por  este  concep- 
to, se  ingresará  por  el  Secretario  ó  Escri- 
bano'del  Tribunal  en  la  Tesorería  de  la 
provincia  por  cuenta  de  la  Administra- 
ción de  Correos,  y  por  el  concepto  á  que 
corresponde,  con  aplicación  al  presupues- 
to en  que  se  verifique  el  ingreso. 

Las  cartas  de  pago  se  unirán  á  la  cuen- 
ta de  que  trata  el  artículo  anterior,  y  de 
ellas  sacarán  copias  certificadas  ios  ofi- 
ciales primeros  de  las  Administraciones 
principales  para  remitirlas  por  trimes- 
tres al  Centro  directivo.  Este  devolverá  á 
los  Administradores  principales  la  carta 
de  pago  después  de  aprobada  la  cuenta 
para  que  en  su  día  puedan  unirla  á  la  de 
Rentas  póblicas,  y  remitirá  además  por 
conducto  de  aquéllos  á  los  Secretarios  ó 
Escribanos  recibos  separados  del  impor- 
te de  cada  partida »'^{0aceta8  del  16, 

17,  20  y  21  de  Mayo  de  1889). 

Real  decreto  de  22  de  Septiembre  de  1890 
Bobre franquicia  de  correspondencia  elec- 
toral. 

{Qob.)  <  Artículo  1. o  Se  concede  fran- 
quicia oficial  á  la  correspondencia  ordi- 
naria ó  certificada  que  envíen  por  el  co- 


rreo las  Audiencias,  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia,  de  instrucción  ó  munici- 
pales, las  Juntas  del  censo  ó  de  escruti- 
nio, las  Diputaciones  provinciales  ó  los 
Presidentes  de  las  Mesas  electorales,  á 
las  Corporaciones,  Autoridades  ó  indivi- 
duos llamados  por  la  Ley  Electoral  de  26 
de  Junio  de  1890  á  intervenir  oficialmen- 
te en  operaciones  anteriores  al  acto  de  la 
elección,  ó  en  las  que  son  consecuencia 
del  mismo. 

Art.  2.0  Los  Administradores  de  Co- 
rreos recibirán  dicha  correspondencia, 
cuidando  de  que  el  expedidor  anote  en  el 
sobre  su  contenido  y  el  artículo  de  la  ci- 
tada ley  en  que  se  funda  la  remisión,  te- 
niendo en  cuenta  que  el  art.  66  de  la 
misma  dispone  que  además  de  la  fecha 
en  que  se  impongan  los  pliegos  cou  ac- 
tas electorales,  se  anote  en  el  resguardo 
la  hora  en  que  el  correo  se  hace  cargo  de 
aquélla. 

Dado  en  San  Sebastián  á  22  de  Sep- 
tiembre de  1890.— MabIa  Cristina. —El 
Ministro  de  la  Gobernación,  Franciico 
Silvela.*  —(Q aceta  de  24  de  Septiembre 
de  1890). 

Ley  de  Presupuestos  de  1892  á  93. 

« Art.  14.     Desde  la  publicación  de 

esta  ley  queda  prohibida  la  circulación 
sin  el  timbre  de  Correos  en  todos  los  de 
Espsfia  á  otros  pliegos,  cartas  ó  paque- 
tes que  los  de  la  correspondencia  oficial 
que  hayan  llenado  los  requisitos  exigi- 
dos por  los  reglamentos.  Las  infracciones 
que  cometan  los  funcionarios  del  ramo 
de  Comunicaciones  serán  castigadas  con 
la  multa  de  60  pesetas,  que  en  ningún 
caso  será  condonada.  >—(GrtC«ía  de  1.^ 
de  Julio  de  1892). 

Ley  de  25  de  Marzo  de  1895,  restablecien- 
do la  franquicia  postal  á  los  Senadores 
y  Diputados. 

{Presidencia  del  Consejo  de  Ministros). 

Lbt Artículo  único.  Se  restablece  la 

franquicia  postal  para  la  torres ponden- 
cia  de  los  Senadores  y  Diputados  de  la 
Nación,  á  partir  de  la  fecha  de  la  publi- 
cación de  la  presente  ley. 

Por  tanto,  mandaiuos,  etc.  Dado  en  Pa- 
lacio á  26  de  Marso  de  1896.— Yo  la 
Reina  Rbubntb.— El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del 
Castillo.*^(Qaceta  28  de  Marzo  de  1896). 
(Véase  Apartado  de  Correos»  tomo  I, 
págs.  67  y  68). 
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Nota.  El  Real  decreto  de  28  de  Abril 
de  1896  concede  franquicia  postal  al  Se- 
cretario del  Colegio  del  Sacro-Monte  de 
Granada.— (Gacete  de  1.*»  de  Mayo  1896). 

Frauqnlela  telegráfica. 

Beal  orden  de  25  de  Febrero  de  1861  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  servicio 
de  la  correspondencia  telegráfica. 

{Qob.)  f  Artículo  l.o  Todo  individuo 
tendrá  derecho  á  servirse  de  los  telégra- 
fos del  Estado,  pero  el  Gobierno  se  re 
serva  la  farultad  de  hacer  acreditar  la 
identidad  de  cualquier  expedidor  queso- 
licite  la  transmisión  de  ,uno  ó  más  des- 
pachos, as(  como  el  de  interrumpir  el 
servicio  telegráfico  por  tiempo  indeter- 
minado, si  lo  juzga  conveniente,  sea  para 
todas  las  comunicaciones,  sea  solamente 
para  las  de  cierta  naturaleza,  sea,  en  fin, 
para  determinadas  líneas. 

Art.  2.^  Los  despachos  se  dividirán 
en  tres  categorías,  á  saber:  despachos 
oficiales,  despachos  de  servicio  y  despa- 
chos privados. 

Despachos  ofiojalicb.— Art.  8."  Tie 
nen  franquicia  telegráfica  para  expedir 
despachos  oficiales  en  el  interior  del 
Reino,  sin  sujeción  á  tasa  alguna  por  de- 
rechos de  transmisión  entre  las  estacio- 
nes telegráficas  españolas: 

S  M.  la  Reina. 

Mayordomo  mayor  de  la  Real  Casa  en 
asuntos  que  conocidamente  se  refieran 
al  Patrimonio. 

Los  Ministros  de  la  Corona  y  Subse- 
cretarios. 

Los  Generales  en  Jefe  de  las  fuerzas 
de  tierra  ó  de  mar. 

Los  Capitanes  Generales  de  distrito  y 
.  departamentos. 

Los  Comandantes  Generales  de  Mari- 
na en  las  provincias  donde  no  haya  Ca- 
pitanía general. 

Los  Gobernadores  civiles  y  militares 
de  provincia. 

Los  Comandantes  de  tercios  navales. 

Los  Gobernadores  militares  de  plazas 
de  guerra. 

Las  Direcciones  generales  de  los  dife- 
rentes rnmos  de  la  Administración  que 
hayan  obtenido  ú  obtengan  en  lo  sucesi- 
vo habilitación  especial  ó  autorización 
del  Ministerio  correspondiente. 

Los  Jueces  de  primera  instancia  cuan- 
do se  persiga  algún  reo  prófugo,  y  demás 
Autoridades  judiciales  cuando  se  dirijan 
al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia. 


Todas  las  Autoridades  sobre  asuntos 
de  guerra. 

Los  Administradores  principales  de 
Correos  y  los  de  las  Administraciopeo  de 
las  fronteras. 

Los  Alcaldes  constitucionales  á  la  Au- 
toridad superior  de  la  provincia  ó  al  Gro- 
bierno  sobre  asuntos  apremiantes  ó  de 
suma  gravedad. 

Los  que  contesten  á  despachos  oficia- 
les recibidos. 

Art.  4.0  Los  despachos  oficiales  de- 
berán siempre  llevar  el  timbre  ó  sello 
del  expedidor,  y  se  transmitirán  en  letras 
A  cifras,  siempre  que  sean  de  las  que  se 
emplean  en  las  oficinas  telegráficas.  Los 
expedidores  cuidarán  de  ser  concisos  en 
la  redacción,  suprimiendo  fórmulas  aje- 
nas al  servicio  de  transmisión  telegrá- 
fica...>— (C.  L,,  tomo  86,  pág.  210). 

Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1862 
concediendo  franquicia  telegráfica  á  los 
Jefes  de  fuerzas  militares  en  casos  ur- 
gentes, 

(Qoh.)  Manda  esta  Real  orden,  qne 
siempre  que  por  motivos  de  orden  pábll- 
co  se  mande  fuerza  militar  á  un  pueblo, 
el  Jefe  podrá  comunicarse  libremente 
por  telégrafo  con  la  Autoridad  superior 
sobre  asuntos  del  servicio  militar  rela- 
cionados con  el  orden  público  que  los 
motiva. 

Real  orden  de  21  de  Mayo  de  2863  con- 
cediendo franquicia  telegráfica  á  los 
Fiscales  y  Promotores  fiscales  en  asun- 
tos del  servicio. 

{Qracia  y  Justicia)  < S.M.  conce- 
dió franquicia  telegráfica  á  los  Fiscales 
de  S.  M.  en  las  Auaiencías  y  Promotores 
fiscales  de  los  Juzgados  en  los  asuntos 
judiciales  que  les  ocurra  comunicar  en 
la  sustanciación  de  las  causas  crimi- 
nales. 

Madrid  21  de  Mayo  de  1863.>~(Mina- 
ta  del  Ministerio). 

Notas.  L"  El  art.  3.o,  regla  4.»  del  Re- 
glamento para  la  inspección  é  investiga- 
ción de  la  Hacienda  publicado  81  Agosto 
de  1892,  concede  franquicia  postal  y  te- 
legráfica á  los  investigadores  en  asuntos 
del  servicio.— (Gaceía  4  de  Septiembre 
de  1892). 

2.»  El  Real  decreto  de  8  de  No- 
viembre de  1896  concede  franquicia  ofi- 
cial á  los  Administradores  de  bienes  del 
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Estado.  -  (Gace/a    de  6  de   Noviembre 
de  1896). 

Franqnlcla  telefónica. 

Seal  orden  de  14  de  Marzo  de  1895  con- 
cediendo franquicia  telffónica  áloM  Au- 
toridade$  que  expre$a. 

(Qob.)  cEii  vista  del  pliego  de  condi- 
ciones económicas  de  la  Sociedad  Crédi- 
to Mercantil  de  Barcelons,  concesionaria 
de  la  red  telefónica  de  la  sona  Nordeste 
de  Espafia,  y  atendiendo  á  la  tercera  de 
aquéllas.  8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G),  y  en  so 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  se 
ha  servido  designar  las  Autoridades  que 
deben  UBar  franquicia  en  la  línea  telefó- 
nirji  ¡nter-nrbana  entre  Madrid  y  Barce- 
lona, cuyas  Autoridades  se  expresan  en 
la  adjunta  relación,  recomendándoles  al 
mismo  tiemps  que,  siempre  que- puedan 
ntiliaar  las  lineas  ilel  Estado,  usen  lo  me- 
nos posible  de  esta  franquicia,  circuns- 
cribiéndose sólo  á  los  asuntos  de  su  de- 
partamento. 

Autoridades  á  las  que  se  concede  fran- 
quicia oficial  para  conferenciar  por  la  lí- 
nea telefónica  Ínter  urbana  entre  Madrid 
y  Barcelona  y  zona  Nordeste: 

8.  M.  el  Rey. 

8n  Mayordomo  mayor  en  asuntos  de 
la  Real  Casa. 

Intendente  de  la  Real  Casa  y  Patri- 
monio. 

Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

Los  Ministros. 

Los  representantes  de  las  naciones  ex- 
tranjeras. 

Los  Presidentes  del  Congreso  y  Se- 
nado. 

Presidente  del  Tribunal  Supremo. 

Presidentes  de  las  Audiencias. 

Los  Generales  en  Jefe  de  los  Ejér- 
citos. 

Los  Gobernadores  militares. 

Los  Capitanes  Generales  de  Departa- 
mento militar. 

£1  Director  general  de  Correos  y  Telé- 
grafos. 

Gobernadores  civiles. 

Los  Alcaldes,  dirigiéndose  á  la  Autori- 
dad suprema  de  la  provincia. 

Todas  les  Autoridades,  tratándose  de 
asuntos  de  guerra  ó  alteración  de  orden 
público. 

Directores  jefes  de  Telégrafos  de  la 
provincia. 

Madrid  14  de  Marzo  de  lS96»—Buiz  y 
Capdepén.y  —  {Gaceta  de  27  de  Marso 
de  1806). 


FUERO.— Sólo  tomamoé  aquí  la  pala- 
bra fuero  en  el  sentido  de  jnrisilicción. 

Los  distintos  fueros  especiales  qae 
existían  antes  de  18C8,  se  refundieron  en 
el  ordinario  por  virtud  de  las  disposicio- 
nes siguientes: 

Decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868, 
rffundiendo  loB  fueros  especiales  en  el 
ordinario. 

(Orada  y  Justicia),    * Fundado  en 

las  anteriores  consideraciones,  como  ia- 
dividuo  del  Gobierno  provisional  y  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo 
c<m  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

TÍTULO  PRIMERO. -De  la  rifondicióii 

DE    LOS   rOIR08   S8PieClALB8   KH   KL  URDÍ* 
HáRIO. 

Artículo  l.<>  Desde  la  publicación  del 
presente  decreto,  la  jurisdicción  ordina- 
ria será  la  única  competente  para  co- 
nocer: 

l.o  De  los  negocios  civiles  y  causas 
criminales  por  delitos  comunes  de  los 
eclesiásticos,  sin  perjuicio  de  que  el  Go- 
bierno espafiol  concuerde  en  su  día  con 
la  Santa  Sede  lo  que  ambas  potestades 
crean  conveniente  sobre  el  particular. 

*¿.^  De  los  negocios  comunes  civiles 
y  criminales  de  los  aforados  de  Guerra  y 
Marina  de  todas  clases  retirados  del  ser- 
vicio, y  de  los  de  sus  nmjeres,  bijos  y 
criados,  aunque  estén  en  el  activo. 

8.<>  De  los  delitos  comunes  cometidos 
en  tierra  por  la  gente  de  mar  y  por  los 
operarios  de  los  arsenales,  astilleros,  fun- 
diciones, fábricas  y  parques  de  Marina, 
Artillería  é  Ingenieros  fuera  de  sus  res* 
pectivos  establecimientos. 

4.*  De  los  delitos  contra  la  seguridad 
interior  del  Estado  y  del  orden  público, 
cuando  la  rebelión  y  sedición  no  tengan 
carácter  militar;  de  los  de  atentado  y  des- 
eacato  contra  la  Autoridad,  tumultos  ó 
desórdenes  públicos  y  sociedades  secre- 
tas; de  los  de  falsificación  de  sellos,  mar- 
cas, moneda  y  documentos  públicos;  de 
los  delitos  de  robo  en  cuadrilla,  adulterio 
y  estupro;  de  los  de  injuria  y  calumnia  á 
personas  que  no  sean  militares;  de  los  de 
defraudación  de  los  derechos  de  Adua- 
nas y  contrabando  de  géneros  estancados 
ó  de  ilícito  comercio  cometido  en  tierra,  y 
de  los  perpetrados  por  los  militares  antes 
de  pertenecer  á  la  milicia,  estando  dados 
de  baja  en  ella,  durante  la  deserción  ó  en 
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el  desempefio  de  algún  destino  ó  cargo 
público. 

6.0  De  las  faltas  castigadas  en  el  li- 
bro III  del  Código  psnal,  excepto  aqaéllas 
á  las  que  las  Ordenanzas,  Reglamentos  y 
bandos  militares  del  Ejército  y  Armada 
sefialan  nna  mayor  pena  cuando  fueren 
cometidas  por  militares,  que  serán  de  la 
competencia  de  la  jurisdicción  de  Guerra 
y  la  de  Marina. 

6.0  De  los  negocios  civiles  y  causas 
criminales  de  los  extranjeros  domicilia- 
dos ó  transeúntes. 

7.0  De  los  negocios  de  Hacienda  y  de 
los  delitos  de  contrabando,  defraudación 
y  sus  conexos,  excepto  el  de  resistencia 
armada  á  les  resguardos  de  costas. 

8.0     De  los  negocios  mercantiles. 


TIT.  II.     Db 


LA   JUR18DIC01ÓN    KCLESlls- 
TICA. 


Art.  2.0  Los  Tribunales  eclesiásticos 
continuarán  conociendo  de  las  causas  sa- 
cramentales, beneficíales  y  de  los  delitos 
eclesiásticos,  con  arreglo  á  lo  que  dispo- 
nen los  sagrados  Cánones. 

También  será  de  su  competencia  el  co- 
nocer de  las  causas  de  divorcio  y  nulidad 
del  matrimonio,  según  lo  prevenido  en  el 
Santo  Concilio  de  Trento;  pero  las  inci- 
dencias respecto  del  depósito  de  la  ma- 
jer  casada,  alimentos,  litis  expensas  y- áe- 
más  asuntos  temporales,  corresponderán 
al  conocimiento  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 

Art.  8.0  Los  Ordinarios  y  Metropoli- 
tanos nombrarán  libremente,  con  arreglo 
á  los  Cánones,  los  Provisores  y  Oficiales 
que  bayan  de  ejercer  su  jurisdicción,  y 
los  agraciados  entrarán  en  el  desempeño 
de  sus  funciones  sin  necesidad  de  cédula 
anxiliatoria. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  los  referidos  Prelados  comuni- 
carán al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
los  nombramientos,  expresando  las  cir- 
constancias  y  méritos  literarios  que  con- 
carraa  en  los  nombrados. 

TIT.  III.— De  la  JORisDiOGiOM  db  Gobera 

T  DB  LA  DB  MaRINA. 

Art.  4.0  La  jurisdicción  de  Guerra  y 
la  de  Marina  serán  las  únicas  competen- 
tes para  conocer  respectivamente,  con 
arreglo  á  las  Ordenanzas  militares  del 
Ejército  y  de  la  Armada: 

1.0  De  las  cantas  criminales  por  deli- 
tos que  no  sean  de  los  exceptuados  en 


los  párrafos  8.o  y  i  o  del  art.  l.o,  cometi- 
dos por  militares  y  marinos  de  todas  cla- 
ses en  activo  servicio. 

2.0  De  los  delitos  de  traición  que  ten- 
gan por  objeto  la  entrega  de  una  plasa, 
puesto  militar,  buque  del  Estado,  Arse- 
nal ó  almacenes  de  municiones  deboca 
ó  guerra  al  enemigo. 

8.0  De  Jos  delitos  de  seduc(¿ón  de 
tropa  española  ó  que  se  baile  al  servicio 
de  España,  para  que  deserte  de  sus  ban- 
deras en  tiempo  de  guerra  ó  se  pase  al 
enemigo. 

4.0    De  los  delitos  de  espionaje,  insnl 
to  á  centinelas,  salvaguardias  y  tropa  ar- 
mada, atentado  y  desacato  á  la  Autoridad 
militai. 

6.**  De  los  delitos  de  seducción  y 
auxilio  á  la  deserción  en  tiempo  de  paz. 

6.0  De  los  delitos  de  robo  de  armas, 
pertrechos ,  municiones  de  boca  y  guerra 
ó  efectos  pertenecientes  á  la  Hacienda 
militar  en  los  almacenes,  cuarteles,  esta- 
blecimientos militares,  arsenales  y  bu- 
ques del  Estado,  y  del  de  incendio  come- 
tido en  los  mismos  parajes. 

7.0  De  los  delitos  cometidos  en  plazas 
sitiadas  por  el  enemigo -que  tiendan  á  al- 
terar el  orden  público  ó  á  comprometer 
la  seguridad  de  las  mismas. 

8.®  De  los  delitos  que  se  cometan  en 
los  arsenales  del  Estado  contra  el  régi- 
men interior,  conservación  y  seguridad 
de  estos  establecimientos. 

9.®  De  los  delitos  y  faltas  comprendi- 
dos en  los  bandos  que,  con  arreglo  á  Or- 
denanza, puedan  dictar  los  Generales  en 
Jefe  de  los  Ejércitos. 

10.  De  los  delitos  cometidos  por  los 
prisioneros  de  guerra  y  personas  de  caal- 
quiera  clase,  condición  y  sexo  que  sigan 
al  Ejército  en  campaña. 

11.  De  los  delitos  de  los  asentistas 
que  tengan  relación  con  sus  asientos  y 
contratas. 

12.  De  las  causas  por  delitos  de  cual- 
quiera clase  cometidos  á  bordo  de  las 
embarcaciones  mercantes,  así  nacionales 
como  extranjeras,  de  las  de  presas,  re- 
presalias y  contrabando  marítimo,  nau- 
fragios, abordajes  y  arribadas. 

18.  De  las  faltas  especiales  que  se  co- 
metan por  los  militares  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  que  afecten  inmediata- 
mente al  desempeño  de  las  mismas. 

14.  De  las  infracciones  de  las  reglas 
de  policía  de  las  naves,  puertos^  playas  y 
zonas  marítimas,  délas  Ordenanzas  do 
Marina  y  Reglamentos  de  pesca  en  las 
aguas  saladas  del  mar. 
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Art.  6.<>  La  jaritdicción  de  Gaerra  se- 
rá UmbiéD  competente»  por  ahora,  para 
conocer  de  todoa  los  delitos  y  faltas  co- 
metidos por  cualquiera  clase  de  personas 
«n  las  plaa^  fuertes  de  África. 

Art.  6.0  Cuando  un  paisano  sea  jnz 
gado  ante  la  jurisdicción  de  Guerra  ó  de 
Marina  por  delito  que  se  halle  castigado 
en  el  Código  penal,  la  pena  que  éste  se- 
ñale será  la  aplicable  en  su  caso. 

Art.  7.<>  La  prevención  de  los  Juicios 
de  testamentaria  y  abintestato  de  los  mi* 
litares  y  marinos  muertos  en  oampafia  ó 
navegación ,  corresponderá  á  los  Jefes  y 
Autoridades  de  Guerra  y  Marina;  enten- 
diéndose para  este  efecto  por  prevención 
de  tales  juicios  las  diligencias  expresa 
das  en  los  arts.  851  y  siguientes  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  deberán 
acordar,  siempre  que  fuere  posible,  con 
dictamen  de  Asesor,  y  quedarán  archiva- 
das en  los  archivos  especiales  de  las  ex- 
presadas jurisdicciones  cuando  no  hayan 
de  continuarse  en  el  juicio  respectivo. 

TIT.  IV.—  Di  ]  á  supasBiON  di  los  Juz- 
ga dos  K8PICC1ALE8  DK  HaGISMOA. 

Art.  8.0  Se  suprimen  los  Juzgados  es- 
peciales de  Hacienda. 

Los  negocios  de  esta  clase  se  sustan- 
ciarán con  arreglo  á  lo  que  disponen  las 
leyes  comunes. 

Art.  O.o  x^9  delitos  de  contrabando  y 
defraudación  se  perseguirán  conforme  á 
lo  ordenado  en  el  decreto  de  20  de  Junio 
de  1862;  en  su  consecuencia,  se  aplicarán 
las  penas  allí  establecidas  por  los  trámi* 
tes  que  el  mismo  previene,  conservándo- 
se al  propio  tiempo  el  procedimiento  ad- 
ministrativo. 

TIT.  V.— Ds  LA  supassióN  db  los  TaiBU- 

KALKS  DI  COMEaClO  T  aBPOaMA  DEL  PEO- 
eCDIMlKKTO  ACTUAL  BN  LOS  JUICIO R  QUE 
PASAN  ANTS  ESTA  JURISDICCIÓN. 

Art.  10.  Se  suprimen  los  Tribunales 
especiales  de  comercio. 

Conforme  á  lo  prescrito  en  el  párrafo 
octavo  del  art.  l.o,  la  jurisdicción  civil  or- 
dinaria será  competente: 

LO  Para  conocer  en  todas  las  contes- 
taciones judiciales  sobre  obligaciones  y 
derechos  procedentes  de  negociaciones, 
contratos  y  operaciones  mercantiles,  ya 
estén  comprendidas  en  las  disposiciones 
del  Código  de  comercio  por  reunir  los  ca- 
racteres determinados  en  él ,  ya  en  leyes 
«•peciales. 


2.0  Para  intervenir  en  los  actos  de  ju- 
risdicción voluntaria  que  se  funden  en 
las  disposiciones  del  mismo  Código,  ó 
que  se  refieran  á  las  obligaciones  que  se 
mencionan  en  el  párrafo  anterior. 

Art.  11.  Los  procedimientos  en  toda 
clase  de  juicios  con  inclusión  de  los  de 
arbitros  y  amigables  componedores  y  de 
tos  actos  de  juriadiccióu'voluntaria  que 
versen  sobre  negocios  y  causas  de  comer  - 
ció  y  no  tengan  tramitación  seffalada  es- 
pecialmente en  este  decreto,  se  arregla- 
rán á  las  prescripciones  de  la  Ley  de  £n- 
juiciamiento  civil. 

Art.  12.  Se  derogan  el  art.  826  y  el 
libro  V  del  Código  de  comercio,  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  en  los  negocios  y  cansas 
de  comercio  dada  en  24  de  Julio  de  1830, 
y  todas  las  leyes  y  disposiciones,  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  que  se  hayan  pu- 
blicado para  su  inteligencia,  complemen- 
to y  aplicación. 

Art.  1 8.  Exceptúanse  de  la  derogación 
prescrita  en  el  artículo  anterior: 

l.o  Los  procedimientos  en  los  juicios 
de  quiebra,  los  cuales  continuarán  arre- 
glándose á  las  prescripciones  del  libro 
cuarto  del  Código  de  comercio  y  al  títu- 
lo V  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  los 
negocios  y  causas  de  comercio,  con  las 
modificaciones  que  se  expresarán  más 
adelante. 

2  o  £1  procedimiento  de  apremio  en 
los  casos  y  en  la  forma  que  prescribe  el 
título  VIII  de  la  misma  ley,  á  excepción 
del  862,  que  queda  derogado. 

Art.  14.    Ko  obstante  lo  prescrito  en  el 
I  artículo  anterior,  será  parte  en  la  califica- 
!  ción  de  las  quiebras  y  rehabilitación  de 
los  quebrados  el  Ministerio  fiscal,  en  los 
tétminos  que  se  prescriben  en  este  de- 
creto. 

Art  16.  Con  arreglo  á  lo  ordenado  en 
el  art.  11,  quedan  suprimidos  en  los  plei 
tos  de  comercio  la  tercera  instancia  y  los 
recursos  de  nulidad  y  de  injusticia  noto- 
lia,  y  establecido  el  de  casación  en  los 
casos  y  forma  que  ordena  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

Art.  10.  Las  actuaciones  judiciales  á 
que  se  refieren  los  arts.  121,  122,  148, 
14«,  161,  208,  280,  698,  644,  669,  670.  674, 
679,  746,  781,  794,  940,  946,  946,  947,  948, 
974,  976,  977,  986,  988,  990  y  cualesquie- 
ra otros  que  tengan  por  objeto  hacer 
constar  hechos  que  puedan  interesar  á 
los  que  promuevan  informaciones  sobre 
ellos  en  negocios  de  comercio,  se  practi- 
carán en  los  Juzgados  de  primera  ins- 
tancia. 
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Art.  17.  No  obstante  lo  diapnesto  en 
el  artículo  anterior,  podrán  practicarse 
las  diligencias  á  que  se  refiere  en  los  Juz- 
gados de  paz  de  los  pueblos  que  no  sean 
cabezas  de  partido,  cuando  la  urgencia 
del  negocio  ó  la  circunstancia  de  existir 
allí  los  medios  de  prueba  ó  los  efectos 
mercantiles  lo  requieran,  previa  declara- 
ción especial  de  los  mismos  Jueces,  fun- 
dada en  cualquiera  de  dichas  circunstan- 
cias. 

Art.  18.  En  las  diligencias  á  qne  se 
refieren  los  dos  artículos  anteriores,  se 
observarán  las  reglas  siguientes: 

1>  Cuando  hubiere  alguna  ó  algunas 
personas  á  quienes  puedan  perjudicar, 
éstas  deberán  ser  citadas  para  su  prác- 
tica. 

2.*  Los  Promotores  fiscales  en  las  ca- 
bezas de  partido,  y  los  Procuradores  sín- 
dicos délos  Ayuntamientos  en  los  demás 
pueblos,  serán  citados  en  los  casos  en 
que  las  diligencias  puedan  afectar  á  los 
intereses  públicos  ó  á  personas  puestas 
bajo  la  protección  especial  de  las  leyes,  ó 
que  estén  ausentes  ó  sean  ignoradas. 

8.»  Los  Escribanos  de  actuaciones  en 
los  Juzgados  de  primera  instancia,  y  los 
Secretarios  en  los  de  paz,  darán  fe  ó  cer- 
tificarán del  conocimiento  de  las  perso- 
nas que  reclamen  y  de  los  testigos  de  las 
informaciones  que  en  su  caso  se  practi- 
quen. 

Cuando  no  los  conocieren ,  procurarán 
comprobar  su  identidad  por  documentos 
ó  por  personas  que  los  conozcan. 

•En  caso  que  faltaren  medios  de  com- 
probación de  su  identidad,  lo  consigna- 
rán sn  las  diligencias. 

4.*  La  intervención  de  los  interesa- 
dos, de  los  Promotores  fiscales  y  de  los 
Procuradores  síndicos  en  su  caso,  se  li- 
mitará al  conocimiento  é  identidad  de  las 
personas  que  intervengan  en  las  diligen- 
cias, y  á  su  capacidad  legal  respecto  al 
carácter  con  que  intervienen,  á  cuyo  efec- 
to se  les  entregarán  las  diligencias,  con- 
cluidas que  sean ,  antes  de  que  recaiga 
providencia  judicial. 

Cualquier  otra  reclamación  que  hagan, 
sólo  dará  lugar  á  que  se  declare  salvo  su 
derecho  para  que  puedan  usarlo  donde  y 
como  lo  estimen  conveniente. 

6.^  Si  las  objeciones  que  hagan  los 
interesados,  los  Promotores  fiscales  ó  los 
Procuradores  síndicos  versaren  sobre  fal- 
tas subsanables,  decretará  el  Juez  lo  que 
corresponda  para  completar  en  lo  posible 
las  diligencias. 

6.^    En  vista  de  todo,  el  Juez  resolve- 


rá loque  fuere  procedente  y  mandará  que 
las  diligencias  se  protocolicen,  dándose 
de  ellas  testimonio  á  los  interesados  que 
lo  solicitaren. 

Cuando  las  diligencias  se  practiquen 
en  los  Juzgados  de  paz,  dadas  que  sean 
las  certificaciones,  se  remitirán  al  Juzga- 
do de  primera  instancia,  que  mandará 
protocolizarlas. 

Art.  19.  La  intervención  que  el  ar- 
tículo lio  del  Código  da  á  los  Tribunales 
de  pomercio  respecto  á  la  formación  del 
arancel  del  derecho  de  corretaje  que  han 
de  percibir  los  corredores,  corresponderá 
en  adelante  á  las  Juntas  de  Comercio. 

Art.  20.  La  facultad  que,  según  el  ar- 
tículo 112,  tenían  los  Intendentes,  y  que 
ahora  corresponde  á  los  Gobernadores  de 
provincia  para  delegar  la  presidencia  de 
las  reuniones  de  los  Colegios  de  Corre- 
dores en  uno  de  los  Jueces  del  Tribunal 
de  Comercio  ó  en  otro  Magistrado,  se 
entenderá  en  adelante  concedida  respec- 
to á  sus  Secretarios,  á  los  individuos  de 
la  Junta  de  Comercio  y  á  los  Alcaldes  y 
Tenientes  de  Alcalde  de  la  población  en 
que  el  Colegio  se  reúna. 

Art.  21.  La  atribución  que  el  núme 
ro  ].•  del  art.  116  del  Código  da  á  los 
Presidentes  de  los  Tribunales  de  Comer- 
cio, respecto  al  régimen  de  las  Bolsas  y 
casas  de  contratación,  pasará  á  los  Go- 
bernadores de  provincia. 

Art.  22.  Los  arts.  16,  81,  40,  96.  110, 
112,  114,  116,  174,  1044,  1.139,  1.140, 
1.141,  1.142,  1.143  y  1.144  del  Código  de 
Comercio,  quedarán  reformados  del  modo 
siguiente: 

fArt.  16.  La  matrícula  de  comercian- 
»tes  de  cada  provincia  se  circulará  anual- 
>mente  á  los  Juzgados  de  primera  instan- 
>cia,  y  éstos  cuidarán  de  que  se  fije  una 
>copia  auténtica  en  el  atrio  de  sus  salas 
>para  conocimiento  del  comercio,  reser- 
>vando  la  original  en  su  Secretaría. > 

c  Art.  31.  Copia  del  asiento  que  se  ha- 
>ga  en  el  Registro  general  de  todos  los 
>documentos  de  que  se  toma  razón  en  él, 
»se  dirigirá  sin  dilación  á  expensas  de 
>los  interesados  por  el  Secretario  del  Go- 
>bierno  de  la  provincia,  á  cuyo  cargo  es- 
>tá  el  Registro,  á  los  Juzgados  de  prime* 
>ra  instancia  del  domicilio  de  aquéllos, 
>para  que  la  fijen  en  el  estrado  ordinario 
>de  sus  audiencias  y  se  inserte  en  el  Re- 
igistro  particular  que  cada  Juzgado  de- 
>berá  llevar  de  estos  actos.» 

cArt.  40.  Los  tres  libros  que  se  pres- 
> criben  de  rigurosa  necesidad  en  el  or- 
>den  de  la  contabilidad  comercial,  eita- 
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>rán  6neaaderuado0|  forrados  y  foliados, 
>en  coya  forma  los  presentará  cada  co- 
•merciante  en  el  Juagado  ds  primera  ins 
>tancia  del  partido  ó  en  el  de  sa  domid- 
>llo  en  las  poblaciones  en  qae  hubiere 
>mAs  de  nuo,  para  qae  en  la  primera  hoja 
>se  ponga  ana  nota  en  qae  te  baga  ex* 
>pre8ión  del  número  de  las  que  tenga  el 
t libro  y  de  la  fecha  de  la  presentación  de 
•éste  tiriuada  por  el  Jues  y  un  Bscrlbanu 
>de  actuaciones,  poniéndote  en  todas  sus 
«hojas  el  seHo  del  Juagado.  No  se  exigí- 
>rán  derechos  algunos  por  esta  diligen 
>oia  > 

cArt  06.  En  caso  de  muerte  ó  desti- 
•tación  de  an  Corredor  colegiado,  será  de 
•cargo  y  responsabilidad  del  Síndico  del 
•Oolegio  recoger  los  registros  del  Corre- 
>dor  muerto  ó  destituido  y  entregarlos 
>en  el  Archivo  del  Colegio  de  Corredores 
•para  su  conservación  y  custodia.» 

«Art.  lio.  Los  Corredores  percibirán 
•el  derecho  de  corretaje  sobre  los  contra* 
•tos  en  que  intervengan,  arreglado  al 
•Arancel  de  cada  placa  mercantil.  En  la 
•que  no  la  haya  se  formará  el  Arancel 
•por  el  Gobernador  de  la  provincia,  oyen- 
•do  instructivamente  á  la  Junta  de  Co- 
•mereio  y  á  la  del  Colegio  de  Corredores, 
•y  se  elevará  á  la  aprobación  del  Go- 
•biemo. » 

«Art.  lis.  Las  reuniones  no  se  veri- 
•ficarán  en  ningún  cato,  por  urgente  que 
•sea,  sin  previa  noticia  y  licencia  por  es- 
»crito  del  Gobernador  de  la  provincia, 
•qoien  presidirá  la  sesión  por  sí  ó  dele- 
>gará  la  presidencia  en  su  Secretario,  en 
•ono  de  los  individuos  de  la  Junta  de  Co- 
•mereio,  en  el  Alcalde  ó  Tenientes  de  Al- 
icaída de  la  población  en  que  el  Colegio 
•se  reúna  y  no  en  otra  persona.  • 

€  Art  114.  Los  individuos  de  la  Junta 
•de  Gobierno  serán  nombrados  en  el  pri- 
•mer  domingo  de  Enero  d^  cada  afio,  en- 
•tre  los  individuos  de  la  Corporación,  en 
•Junta  celebrada  en  la  forma  dispuesta 
•en  el  art.  112,  por  pluralidad  absoluta 
•de  votos,  dándose  cuenta  del  resultado 
•al  Gobernador  de  la  provincia,  qnien  en 
•  los  ocho  días  siguientes  aprobará  la 
•elección,  si  halla  que  se  ha  procedido  en 
•ella  legalmeute,  oyendo  y  decidiendo 
•en  dicho  término  las  quejas  que  se  le 
>den  contra  ella,  y,  aprobada  que  sea,  la 
«comunicará  al  Síndico  cesante  para  que 
•ponga  en  posesión  á  los  nuevos  electos.» 

c  Art.  116.  Es  de  cargo  del  Síndico  y 
•Adjuntos  de  Corredores: 

•  1.0  Velar  que  en  las  casas  de  con- 
tratación ó  Bolsas  de  comercio  se  obser- 


•  ven  las  leyes  y  Reglamentos  sobre  el 
•cambio  y  régimen  interior  de  aquellos 
•establecimientos,  y  dar  caenta  sin  de- 
>mora  de  cualquiera  contrarenclón  que 
•llegue  á  sa  noticia  al  Gobernador  de  la 

•  provincia. 

>2.°  Fijar,  deapnés  de  haber  ezami- 
»nado  las  notas  de  to<los  los  Corredores 
>de  la  pUiui,  los  precios  de  los  cambios 
•y  mercaderías,  y  extender  la  nota  gene- 

•  ral,  que  se  fijará  en  las  fiolaas,  envian- 
•do  copia  autorisada  de  ella  al  Goberné- 
•dorde  la  provincia.» 

»8.o  Llevar  un  registro  exacto  de  es 
»tas  mismas  notas  para  que  los  Tribuna 
»les  y  Autoridades  puedan  extraer  del 
» mismo  registro  los  datos  y  noticias  qne 
•convenga  á  la  buena  administración  de 
•justicia. 

•  El  Gobernador  de  la  provincia  y  los 
•Jaeces  y  Tribunales,  pueden  también 
•ordenar  la  presentación  de  dicho  regis- 
•tro,  y  examinarlo  cuando  lo  crean  así 
•necesario. 

•También  pueden  los  particulares  exi- 
•glf  del  Síndico  y  Adjuntos  las  certifica- 
aciones  que  convengan  á  su  derecho,  de 

•  lo  que  resulte  del  registro  sobre  precios 
•de  cambios  y  mercaderías,  y  aquéllos 
•se  las  librarán  sin  dificultad  alguna,  exi 
•giendo  los  derechos  que  se  sefialarán  en 

•  los  aranceles. 

>4.o  Celar  qne  los  Corredores  no  con- 
•travengan  á  ninguna  de  las  disposicio- 

•  nes  prohibitivas  que  van  prescritas  en 

•  los  arU.  99,  100,  101,  103,  108,  104,  105 

•  y  106  de  este  Código,  y,  en  c.<iso  de  que 
•lo  hagan,  dar  cuenta  inmediatamente 
>por  escrito  al  Gobernador  de  la  provin- 
•cia.  bajo  la  multa  de  600  escudos  en  ca- 
•so  de  no  hacerlo  y  de  separación  de  sus 
•cargos. 

•  6.0    Evacuar  los  informes  que  se  les 

•  pidan  por  las  Antoridades  y  Tribunales 
•de  la  Nación  sobre  las  inculpaciones 
•que  se  hagan  á  algún  individuo  del  Co- 
>leglo,  con  integridad,  exactitud  é  Jmpar- 
tcialidad. 

•6.<^  Dar  sa  dictamen  sobre  las  dife- 
•rendas  que  puedan  ocurrir  entre  Coirre- 

•  dores  y  comerciantes  en  razón  de  nego- 
•ciaciones  de  cambio  ó  de  mercaderías, 
>siempre  que  lo  exija  el  Tribunal  ó  Jues 
» competente,  y  no  en  otro  caso.» 

«Art.  174.    Los  factores  deben  tener 

•  un  poder  especial  de  la  persona  por  cu- 
>ya  cuenta  hagan  el  tráfico,  del  cual  se 
•tomará  rasón  en  el  Registro  general  de 
•Comercio  de  la  provincia,  y  se  fijará  un 
•extracto  en  los  estrados  del  Juzgado  de 
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> primera  instancia  del  ponto  donde  esté 
«establecido  el  facior.» 

Art.  1.044.  8a  ditposición  primera  se 
redactará  así: 

cEl  nombramiento  de  Comisario  de  la 
qniebra  en  an  comerciante  matriculado, 
si  le  hubiere » 

Lo  demás  del  articulo  queda  subsis 
tente. 

Art.  1.189.  Los  arts.  1.189  y  l.UO  for- 
marán uno  solo,  con  el  núm.  1.189. 

Se  intercalará  con  el  núm.  1.140,  el  ar- 
tículo siguiente: 

cArt.  1.140.  El  informe  del  Comisario 
>y  la  exposición  de  los  Síndicos  se  pasa* 
«rán  al  Promotor  fiscal  del  Juzgado  para 
>que,  si  encontrare  algún  delito  ó  falta, 
«promueva  ^u  castigo  con  arreglo  á  las 

•  leyes.» 

cArt.  1.141.  El  informe  y  exposición 
•referidos  y  la  censura  del  Promotor  fis- 
>cal,  se  comunicarán  al  quebrado,  el  cual 

•  podrá  impugnar  la  calificación  propoes- 
>ta«  según  convenga  á  su  derecho  » 

<Art.  1.142.     En  el  caso  de  oposición 

•  podrán,  así  los  Síndicos  y  el  Promotor 

•  fiscal,  como  el  quebrado,  usar  de  los  me- 
•dios  legales  de  prueba  para  acreditar  los 

•  hechos  que  respectivamente  hayan  alo- 
ngado. El  término  para  hacer  esta  prueba 
tno  excederá  de  cuarenta  días.> 

<  Art.  1.143.     En  vista  de  lo  alega4o  y 

•  probado  por  parte  de  los  Síndicos,  del 
•Promotor  fiscal  y  del  quebrado,  el  Juez 
•hará  la  calificación  definitiva  de  la  qaie- 

•  bra  cuando  la  considere  de  primera  ó 
«segunda  clase,  con  arreglo  á  los  artícu- 
>los  1.008  y  1.004,  y  mandará  poner  en 

•  libertad  al  quebrado  en  el  caso  de  ha- 

•  liarse  todavía  detenido. 

lEI  quebrado,  los  Síndicos  y  el  Promo- 
•tor  fiscal,  podrán  interponer  apelación 
•de  la  providencia,  y  se  les  admitirá  en 
•ambos  efectos,  ejecutándose,  no  obstan- 

•  te,  en  cnanto  á  la  libertad  del  quebrado, 
•si  en  ella  se  hubiere  decretado.» 

cArt.  1.144.  Cuando  sustanciado  el 
«expediente    de  calificación   resultasen 

•  méritos  para  calificar  la  quiebra  de  ter- 
•cera,  cuarta  ó  quinta  clase,  se  procederá 
»á  la  formación  de  causa  criminal,  cuya 
•cabeza  será  la  pieza  de  satos  relativa  á 
>la  calificación.  No  obstará  esto  á  que  si- 
>gan  las  actuaciones  de  la  quiebra  » 

Art.  28.  Los  arts.  981,  941,  948,968 
y  979  de  la  Ley  de  Enjaiciamiento  civil, 
quedarán  reformados  en  los  términos  si- 
guientes: 

«Art.  981.  Para  decretar  el  embargo 
» preventivo,  es  necesario. 


•  1.®  Que  quien  lo  pida  presente  imi 
•título  ejecutivo. 

•2.0  Que  aquel  contra  quien  se  pide 
•se  halle  en  uno  de  los  casos  siguientes: 

«Que  sen  extranjero  no  naturalizado  en 

•  la  Nación. 

•Que  aunque  sea  español  ó  extranjero 
•naturalizado,  do  tenga  domicilio  ó  bie- 
•nes  raíces,  ó  un  establecimiento  agríco- 
>la,  industrial  ó  mercantil  en  el  lugar 
•donde  corresponda  demandarle  en  jas- 
•ticia  para  el  pago  de  una  dieuda. 

•Que  aun  teniendo  las  circunstancias 
•que  acaban  de  expresarse,  se  haya  fu- 
ngado de  su  domicilio  ó  establecimiento, 
•no  dejando  persona  al  frente  de  él,  ó  que 
•se  oculte,  ó  exista  motivo  racional  para 
•creer  que  ocultará  ó  malbaratará  sim 
•bienes  en  dafío  de  sus  acreedores,  sa- 
> hiendo  que  se  procederá  contra  él.» 

Art.  941.  El  art.  941  de  la  Ley  de  En 
joiciamiento  civil,  se  adicionará  al  fin  del 
modo  siguiente:  * 

«4.<^  Las  letras  de  cambio  sin  necesi- 
•(dad  de  reconocimiento  judicial  respecto 
>al  aceptante  que  no  hubiere  puesto  ta- 
•cha  de  falsedad  á  su  aceptación  al  liem- 

•  po  de  protestar  la  letra  por  falta  de 
»pago. 

>6.o    Los  cupones  de  obligaciones  al 

•  portador  emitidas  por  Compafiías  legal - 
» mente  autorizadas  al  efecto,  siempre  qae 
«confronten  ron  los  títulos  y  éstos  con 
»los  libros  talonarios,  á  no  ser  que  el  Di- 
» rector  >S  persona  que  represente  á  la 
•Compafiía  protesten  en  el  acto  de  la 
•confrontación  de  la  falsedad  de  los  tí- 

•  tu  los.» 

El  art.  948  se  adicionará  del  modo  si- 
guiente: 

«Art.  943.  Si  el  deodor  citado  para 
treconocer  su  firma  dejare  de  compare 
•cer,  se  le  citará  segunda  vez,  bajo  aper- 
»cibimiento  de  declararlo  confeso  en  la 
»legitimidad  de  la  misma;  y  si  no  compa- 
•reciere,  se  decretará  contra  él  la  ejecu- 
»ción,  siempre  que  hubiere   precedido 

•  pretexto  ó  requerimiento  al  pago  ante 
» Notario,  ó  se  hubiere  celebrado  acto  de 
«conciliación  sin  haberse  opuesto  tacha 
»de  falsedad  á  la  firma  en  que  funda  el 
» acreedor  la  acción  ejecutiva. 

>EI  que  citado  por  segunda  vez  no 
>com pareciere,  podrá,  á  instancia  del  ac- 
»tor,  ser  citado  por  tercera  vez,  bajo 
«apercibimiento  de  haberle  por  confeso, 
»si  no  mediare  justa  causa,  y  no  compa* 
»reciendo  será  habido  por  confeso  á  pe* 
»tición  de  parte  y  se  decretará  la  ejeca- 
>ción. 
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>E1  que  con  coalqaíer  motivo  raAtiifet- 
>Use  que  no  puede  responder  acerca  de 
>0¡  es  ó  no  suya  la  firu)a,  será  interroga- 
>do  por  el  Joes  acerca  de  la  certeza  de  la 
>deuda,  y  ai  eludiere  también  responder 
«categóricamente,  será  amonestado  de 
>ser  habido  por  confeso  sí  no  responde 
•categóricamente.  Si  persistiere  ^  hará  el 
>Jues  esta  declaración.» 

Al  final  del  art.  963,  se  nfiadir^  en  pá- 
rrafo separado  lo  siguiente: 

«Exceptúanse  de  lo  que  queda  estable- 
>cido  las  ejecuciones  que  procedan  de 
» letras  de  cambio,  en  las  que  no  se  admi* 
«tiran  más  excepciones  que  las  preveni- 
*dfls  en  el  art.  646  del  Código  de  co- 
>mercio.> 

£1  art.  979  será  sustituido  por  el  si- 
guiente: 

cArt.  979.  Consentida  la  sentencia  de 
>remate,  confirmada  por  la  Audiencia,  ó 
«dada  la  flanea  en  el  caso  de  pedirse  su 

•  ejecución  cuando  se  haya  apelado,  se 

•  hará  pago  inmedistamente  de  principal 
»y  costas,  previa  tasación  de  éstas,  si  lo 
•embargado  fuere  dinero,  sueldos,  pen 
«eiones  ó  créditos  realizables  en  el  acto. 

>Si  fueran  valores  de  comercio  endo- 
•sables  ó  títulos  al  portador  emitidos  por 
>el  Gobierno  ó  por  las  Sociedades  autori- 
«zadas  para  ello,  ae  liMrá  su  venta  por  el 
tCorredor  que  el  Juez  seflale,  uniéndose 
>á  los  autos  nota  de  la  negociación  que 

•  presentará  el  Corredor  elegido,  con  cer- 

•  tificación  al  pie  de  ella  dada  por  los  Sin- 
ódicos del  Colegio,  ó  donde  no  hubiere 
•Colegio  por  los  dos  Corredores  más  an 
>tigoos,  en  la  que  conste  haberse  hecho 
tía  negociación  al  cambio  corriente  del 
•día  de  la  fecha. 

•  Respecto  á  los  efectos  que  se  coticen 
>en  Bolsa,  la  elección  del  Juez  deberá 
•recaer  en  uno  de  sus  Agentes,  y  donde 

•  no  lo  hubiere  en  un  Corredor  de  comer 
>cio.  Cuando  los  bienes  fueren  de  otra 
«clase,  se  procederá  á  so  justiprecio  por 

•  peritos  nombrados  por  las  partes,  y  ter- 
>cero  en  su  caso  para  dirimir  la  dis- 
•cordia.» 

Art.  24.  Los  arta.  244,  246,  246  y  260 
<\e  la  Ley  de  Enjuiciamiento  en  los  negó- 
cios  y  causas  de  comercio,  quedarán  re- 
dactados en  la  forma  siguiente: 

«Art.  244.  Los  Síndicos  en  la  exposi- 
>ción  que  se  les  prescribe  presentar  por 
>el  art.  1.189,  y  el  Promotor  fiscal  en  la 
«censura  que  ordena  el  art.  1.140,  dedu- 
«cirán  pretensión  formal  sobre  lacalifi- 
«cacjón  de  la  quiebra,  y  unida  á  los  autos 
>se  entregarán  al  quebrado  por  término 


>de  nneve  dias  para  que  conteste  á  aaia 
«solicitud.» 

<Art.  246.  No  usando  el  quebrado  de 
>la  comunicación  de  autos,  ó  en  el  caso 
«de  que  los  devuelva  sin  oponerse  á  la 
«pretensión  de  los  Síndicos  ó  del  Promo- 
«tor,  se  procederá  á  la  vista,  previo  el 
>sefialainiento  de  día,  que  se  notificará  á 
«laa  partes,  y  el  Juez  hará  la  calificación 
«que  eslime  arreglada  á  derecho,  segón 
»lo  que  resulte  de  esta  pieza  de  autos  y 
«de  la  respectiva  á  la  declaracién  de 
•quiebra,  que  se  tendrá  también  pre 
» sen  te.» 

«Art.  246.  Si  el  quebrado  hiciere  opa 
«alción  á  la  pretensión  de  los  Síndicos  6 

•  del  Promotor  fiscal,  se  recibirá  la  causa 
>á  prueba  por  el  término  que  el  Juez 
«halle  prudentemente  necesario,  segán  lo 
salegado  por  laa  partea,  prorrogándolo, 
»si  éstas  lo  pidiesen,  hasta  el  máximam 
>de  cuarenta  días  que  sefiata  el  art.  1.142 
•del  Código.» 

«Art.  260.  Los  Síndicos  no  harán  ges- 
>tión  alguna  bajo  esta  representación  en 
»la  cauaa  criminal  que  se  siga  al  qnebra* 
>do  de  tercera,  de  cuarta  ó  de  quinta 
»clase,  sino  por  acuerdo  de  la  Junta  ge- 
>neral  de  acreedores. 

>  El  que  de  éstos  use  en  aquel  juicio  de 
»Ia8  acciones  que  le  competan,  con  arre- 
»glo  á  las  leyes  criminalea,  lo  hará  á  sus 

•  propias  expensas,  sin  repetición  en  nin- 
>gún  caso  contra  la  masa  por  las  resultas 
«del  juicio.» 

Art.  26.  En  todoa  los  artículos  que  el 
Código  de  comercio  se  refiere  á  los  In- 
tendentes, y  el  mismo  Código  ó  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  en  negocios  y  cansas 
mercantiles  en  la  parte  que  se  conserva, 
liacen  mención  de  loa  Tribunales  de  Co- 
mercio ó  Jueces  comisarios  de  quiebra, 
se  sustituirán  ala  palabra  IntendenteB  las 
de  (iohet-nadores  de  provincia,  á  las  de 
Tribufialeg  de  Comercio  las  de  Jiiecei  de 
primera  instancia  y  á  laa  de  Juecet  atmi- 
aarioB  la  de  Comi$ario8. 

La  misma  palabra  de  ComÍ8atio  se  sas- 
tituirá  á  la  de  Juez,  cuando  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  en  los  negocios  y  cansas 
de  comercio  se  usa  de  eata  palabra  para 
designar  al  Juez  comisario. 

A  la  trase  de  Prior  del  Tribunal  de  Co- 
mercio, cuando  se  refiere  á  autos  judicia 
les,  se  sustituirá,  la  de  Juet. 

Art.  26.  Publicado  que  sea  el  presen- 
te decreto, se  harán  nuevas  ediciones  ofi- 
ciales del  Código  de  comercio  y  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  en  las  cuales  se 
pondrán  en  pus  respectivos  logares  las 
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alteraciones  qae  qaedan  ordenadas,  de* 
jándoae  de  ineertar  laa  supresionea. 

Art.  27.  Se  procurarán  evitar  en  cnan- 
to sea  posible  alteraciones  en  la  numera- 
ción de  los  artículos,  dividiendo  al  efecto 
alguno  ó  algunos,  cuyas  disposiciones  lo 
permitan  sin  perjudicar  á  su  contexto. 

Art.  28.  Se  imprimirán  como  parte 
integrante  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil: 

l.^  Al  final  de  la  parte  primera,  y  con 
nameración  separada,  dos  títulos  adicio- 
nales, uno  de  ellos  el  6.^  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  en  los  negocios  y  cansas 
de  comercio,  segán  ha  sido  reformado  por 
este  decreto,  y  el  otro  será  el  8.o,  á  ex- 
cepción del  art.  852  que  queda  supri- 
mido. 

2.0  Al  final  de  la  segunda  parte,  como 
titulo  adicional,  se  pondrá  de  la  misma 
manera  el  art.  16  de  este  decreto. 

Art.  29.  Los  Gobernadores  de  provin- 
cia reemplazarán  en  los  patronatos  y  fun- 
daciones, de  cualquiera  dase  que  fueren, 
á  los  Tribunales  de  Comercio,  á  sus  Prio- 
res y  Cónsules  que  tuvieren  á  ellos  lla- 
mamiento. 

Art.  80.  Se  derogan  todas  las  leyes, 
Beglamen|,os  y  órdenes  anteriores,  en 
cuanto  se  opongan  al  presente  decreto. 

DisFoaiüiüVia  tsaiisitorias 

1.*  Dentro  de  los  treinta  días  siguien- 
tes á  la  publicación  de  este  decreto  en  la 
Gaceta  de  Madrid^  pasarán  á  los  Juzga- 
dos y  Tribunales  competentes,  en  el  es 
lado  en  que  se  hallen: 

\,^  Los  negocios  civiles  y  causas  cri- 
minales por  delitos  comunes  pendientes 
en  los  Juzgados  y  Tribunales  eclesiásti- 
cos, y  en  los  de  Guerra  y  Marina,  salva 
la  excepción  que  expresan  los  arts.  4.o 
y  6.0  del  presente  decreto. 

2.®  L.08  pleitos  civiles  y  causas  crimi- 
nales pendientes  en  los  Juzgados  de  Ha- 
cienda. 

S.o  Los  asuntos  pendientes  en  los 
Tribunales  especiales  de  Comercio. 

2.A  8e  considerará  desde  luego  como 
Joes  competente  para  conocer  de  los 
pleitos  pendientes  en  los  Tribunales  de 
Comercio  y  en  los  Juzgados  militares  y 
eclesiásticos,  el  del  lugar  en  que  se  sigan. 

Donde  hubiere  más  de  un  Juez,  será  el 
competente  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, en  los  pleitos,  y  si  éste  no  lo  tuvie- 
re en  el  mismo  pueblo,  el  decano. 

En  las  causas  será  competente  el  del 
logar  del  delito;  y  si  se  hubiere  cometido 


fuera  del  pueblo  en  que  se  siguiera  la 
causa,  el  decano  cuando  hubiere  más  de 
un  Juez. 

8.A  Loa  pleitos  y  causas  por  delitos 
comunes  pendientes  en  segunda  ó  última 
instancia  en  los  Tribunales  eclesiásticos 
y  en  los  militares,  se  pasarán  en  el  esta- 
do en  que  se  encuentren  á  la  Audiencia 
en  cuyo  territorio  residieren  los  Jueces 
que  hayan  dictado  la  s.entencia  en  prime 
ra  instancia. 

Si  hubiere  algún  recurso  de  casación 
pendiente  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Guerra  y  Marina,  se  remitirá  para  su  de- 
cisión al  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  el  establo  en  que  se  halle. 

4>  Los  pleitos  y  causas  pendientes  al 
publicarse  este  decreto  en  el  Tribunal 
Supremo  de  Guerra  y  Marina,  Tribunales 
eclesiásticos,  Tribunales  de  Comercio, 
Auditorías  de  Guerra  y  de  Marina,  se 
continuarán  sustanciando  con  sujeción 
á  las  leyes  anteriores,  hasta  que  termine 
la  instancia  en  que  se  encontraren. 

Desde  la  sentencia  que  ponga  término 
á  dicha  instancia  se  acomodarán  á  las 
prescripciones  de  este  decreto  y  de  las 
leyes  comunes. 

6  *  Los  resguardos  de  depósitos  que 
obran  en  los  Juzgados  y  Tribunales  que 
se  suprimen,  y  las  consignaciones  hechas 
con  cualquier  motivo  en  las  Escribanías, 
se  pomlrán  á  la  disposición  de  los  Jueces 
que  deban  conocer  de  los  pleitos  ó  causas 
á  que  se  refieran. 

6.*  Los  géneros  y  efectos  que  se  ha- 
llen en  las  salas  de  depósitos  de  los  Tri- 
bunales de  Comercio,  continuarán  en 
ellos  bajo  la  vigilancia  de  la  Junta  de  Co 
mercio  y  á  disposición  de  los  Jueces  com- 
petentes. 

7.*  Los  archivos  de  los  Juzgados  de 
Hacienda  y  Comercio  quedarán  á  dispo- 
sición de  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia, los  cuales  deberán  hacerse  cargo  de 
ellos  y  depositarlos  donde  lo  estén  los 
demás  correspondientes  á  la  jurisdicción 
ordinaria. 

8>  Los  libros  de  los  Agentes  de  Bol- 
sa y  Corredores  que  cesen  en  sus  cargos 
y  de  los  quebrados  que  obren  en  los  ar- 
chivos de  los  Tribunales  de  Comerc'o,  se 
depositarán  en  los  de  las  Juntas  de  Co- 
mercio, quedando  los  últimos  á  disposi- 
ción de  los  Juzgados  respectivos. 

9.A  Los  Jueces  de  Hacienda  y  los  Abo- 
gados consultores  de  los  Tribunales  de 
Comercio  que  cesen  á  consecuencia  délo 
dispuesto  en  el  presente  decreto,  tendrán 
la  misma  consideración  y  derechoaque 


Digitized  by 


Google 


FUE 


-  421  — 


FUE 


lot  Joeces  de  término  cesantes,  si  tayie- 
ren  en  sa  carrera  respectiva,  ó  en  la  ju- 
dicial ó  fiscal  del  íaero  coman,  el  tiempo 
de  servicio  necesario  para  obtener  la  re- 
ferida consideración. 

Los  qne  tn vieren  menos  tiempo  de  ser- 
vicio, serán  considerados  como  Jaeces  de 
ascenso. 

10  a  £1  Fiscal  de  Hacienda  de  lá  An- 
diencia  de  Madrid  será  considerado  como 
Fiscal  cesante  de  la  misma  Audiencia,  si 
contare  el  tiempo  de  servicio  necesario 
para  obtener  la  mencionada  considera* 
ción.  8i  no  lo  tuviere,  como  Fiscal  cesan- 
te de  Audiencia  de  provincia. 

El  Abogado  fiscal  de  Hacienda  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  como  Aboga- 
do fiscal  del  mismo,  si  tuviere  el  tiempo 
necesario  para  ello,  y  si  no  lo  tuviere, 
como  Teniente  fiscal  de  la  Audiencia  de 
Madrid. 

Los  Promotores  fiscales  de  Hacienda 
serán  considerados  como  Promotores  fis- 
cales de  término  cesantes,  si  tuvieren  en 
su  carrera  respectiva,  ó  en  la  judicial  ó 
fiscal  del  fuero  común,  el  tiempo  de  ser- 
vicio suficiente  para  obtener  la  referida 
categoría. 

Los  que  tengan  menos  tiempo  de  ser- 
vicio serán  considerados  como  Promoto- 
res de  ascenso. 

11.^  Lot  Escribanos  y  subalternos  de 
los  Juzgados  de  Hacienda  y  Tribunales 
de  Comercio,  serán  colocados  en  las  va- 
cantes de  su  clase  que  ocurran  en  loe 
Tribunales  y  Juzgados  de  la  jurisdicción 
ordinaria,  que  continuarán  por  abora  con 
la  organización  que  boy  tienen. 

12.*  Por  los  Ministerios  á  quienes  co- 
rresponda se  darán  las  órdenes  oportu- 
Dss  para  el  cumplimiento  de  este  decre- 
to,  del  cual  dará  cuenta  á  las  Cortes  el 
Gobierno  Provisional. 

Madrid  O  de  Diciembre  de  1868.>>E1 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Antonio 
Bomeré  Ortiz,* ^{Gaceta  de  8  de  Diciem 
bre  de  1868). 

Detrefo  de  31  de  Diciembre  de  1868  para 
la  ejecución  del  precedente  relativo  á  re- 
fundición dejueroi, 

(Guerra).  « Publicado  el  Decreto  de  6 
del  corriente  sobre  unificación  de  fueros, 
y  determinándose  en  la  última  de  sus 
disposiciones  transitorias  que  por  los  Mi- 
nisterios correspondientes  se  darían  las 
órdenes  oportunas  para  su  cumplimiento; 
deseoso  el  Ministro  que  suscribe  de  que 
cuanto  antes  se  ponga  en  práctica  aque- 


lla importante  reforma,  con  el  objeto  de 
disponer  lo  conveniente  para  qne  el  pen- 
samiento nnificador  tenga  cumplido  efec- 
to en  todas  sus  partes,  y  como  individuo 
del  Gobierno  Provisional  y  Ministro  de 
la  Guerra, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1  .*  Corresponderá  á  la  juris- 
dicción de  Gnerra  el  conocimiento: 

Primero.  De  la  prevención  de  los  jui- 
cios de  testamentaría  y  abintestato  de 
los  militares  muertos  en  campafia,  en- 
tendiéndose para  este  efecto  por  preven- 
ción de  tales  juicios  las  diligencias  ex- 
presadas en  los  artículos  861  y  siguien- 
tes de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Segundo.  De  las  causas  criminales 
por  delitos  comunes  qne  no  sean  de  los 
exceptuados  en  el  art.  9.o,  cometidos  por 
militares  é  individuos  de  los  Cuerpos 
auxiliares  del  Ejército  en  activo  servicio. 

Tercero.  De  los  delitos  de  traición 
que  tengan  por  objeto  la  entrega  de  una 
plaza,  puesto  militar  ó  almacenes  de  mo- 
niciones de  boca  ó  guerra  al  enemigo. 

Cuarto.  De  los  delitos  de  seducción 
de  tropa  espaffola  ó  que  se  baile  al  ser- 
vicio de  Espafia  para  que  deserte  de  sue 
banderas  en  tiempo  de  guerra  ó  se  pase 
al  enemigo. 

Quinto.  De  los  delitos  de  seducción 
y  auxilio  á  la  deserción  en  tiempo  de  paz. 

Sexto.  De  los  delitos  de  espionaje, 
insulto  á  centinelas,  salvaguardias  y  tro- 
pa armada,  atentado  y  desacato  á  la  Au- 
toridad militar. 

Séptimo.  De  los  delitos  de  robo  de 
armas,  pertrecbos,  municiones  de  boca  y 
guerra  ó  efectos  pertenecientes  á  la  Ha- 
cienda militar  en  los  almacenes,  cuarte- 
les y  Establecimientos  militares  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  y  del  de  incendio 
cometido  en  los  mismos  parajes. 

Octavo.  De  los  delitos  cometidos  en 
plazas  sitiadas  por  el  enemigo,  que  tien- 
dan á  alterar  el  orden  público  ó  á  com- 
prometer la  seguridad  de  las  mismas. 

Noveno.  De  los  delitos  que  se  come- 
tan en  las  fábricas  y  fundiciones  de  ar- 
man del  Estado. 

Décimo.  De  los  delitos  y  faltas  com- 
prendidos en  los  bandos  que  con  arreglo 
á  ordenanza  puedan  dictar  los  Generales 
en  Jefe  de  los  Ejércitos. 

Undécimo.  De  los  delitos  cometidos 
por  los  prisioneros  de  guerra  y  personas 
de  cualquiera  clase,  condición  y  sexo  que 
sigan  al  Ejército  en  campafia. 

Duodécimo.  De  los  delitos  de  los 
asentistas  de  servicios  militares  que  ten- 
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gfin  reUción  con  bus  asientos  y  con- 
tratas. " 

Decimotercero.  De  las  faltas  especia- 
les que  se  cometan  por  los  militares  de 
todas  clases  en  el  ejercicio  de  sus  fan- 
cienes,  ó  que  afecten  inmediatamente  al 
desempeño  de  las  mismas. 

Art.  2.0  La  jurisdicción  de  Guerra 
será  también  la  competente  para  conocer 
por  ahora  de  todos  los  negocios,  así  civi- 
les romo  criminales,  de  las  personas  re- 
sidentes en  las  plazas  fuertes  de  África. 

Art.  Z.^  Cuando  un  paisano  sea  juz- 
gado por  la  jurisdicción  de  Guerra  por 
delitos  que  se  hallen  castigados  en  el 
Código  penal,  la  pena  que  éste  sefiale 
será  la  aplicable  en  su  caso. 

Art.  40  Las  faltas  castigadas  en  el 
libro  III  del  Código  penal,  á  excepción 
de  las  que  por  ordenanzas,  reglamentos 
y  bandos  militares  del  Ejército  tengan 
señalada  una  mayor  pena  cuando  fueren 
cometidas  por  militares,  serán  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  la  jurisdicción 
ordinaria. 

Art,  6.**  Todos  los  negocios  civiles 
que  se  hallen  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Guerra  y  Marina  procedentes  de  los  Juz- 
gados de  las  Capitanías  generales  se  re- 
mitirán inmediatamente  á  la  Audiencia 
en  cuyo  territorio  residieren  los  Jueces 
que  hayan  -dictado  la  sentencia  en  pri- 
mera instancia. 

Art.  6  o  Los  recursos  de  casación  pen- 
dientes en  el  Tribunal  Supremo  de  Gue- 
rra y  Marina  se  remitirán  para  su  deci- 
sión al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
el  estado  en  que  se  hallaren. 

Art.  7.0  Las  causas  por  delitos  comu- 
nes cometidos  por  los  retirados,  las  mu- 
jeres, hijos  ó  criados  de  los  aforados  de 
guerra  en  activo  servicio;  por  los  opera- 
rios de  las  fundiciones,  fábricas  y  par- 
ques de  Artillería  é  Ingenieros  fuera  de 
sus  respectivos  establecimientos;  por  los 
extranjeros  domiciliados  y  transeúntes, 
y  por  los  militares  antes  de  pertenecer 
al  Ejército,  estando  dados  de  baja  du- 
rante su  deserción  ó  en  el  desempefio  de 
algún  destino  ó  cargo  público  civil,  así 
como  aquellas  en  que  se  persigan  delitos 
contra  la  seguridad  interior  del  Estado  y 
del  orden  público  cuando  la  rebelión  y 
sedición  no  tenga  carácter  militar,  aten- 
tados y  desacatos  contra  la  Autoridad  ci- 
vil, tumultos  ó  desórdenes  públicos  y 
sociedades  secretas,  falsificación  de  se- 
llos, marcas,  moneda  y  documentos  pú- 
blicos que  no  tengan  relación  con  el  ser- 
vicio militar,  robo  en  cuadrilla,  defrau- 


dación de  los  derechos  de  Aduanas,  y 
contrabando  de  géneros  estancados  ó  de 
ilícito  comercio,  injuria  y  calumnia  á 
personas  que  no  sean  militares,  y  adul- 
terio y  estupro,  que  se  hallen  pendiente» 
en  el  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Ma- 
rina, se  remitirán  también  inmediata- 
mente^ en  el  estado  que  se  encuentren,  á 
la  Audiencia  del  territorio  en  que  resi- 
dan los  Jueces  que  conocieron  de  ellae 
en  primera  instancia. 

Art.  8.0  Los  pleitos  y  cansas  á  que  se 
refieren  los  artículos  anteriores,  que  ra- 
diquen en  los  Juzgados  de  Guerra  de  lae 
Capitanías  generales,  privativos  de  Ar- 
tillería é  Ingenieros  y  en  los  de  extran- 
jería, se  entregarán  bajo  inventario  de- 
tallado por  los  Escribanos  de  actuaciones 
de  los  mismos,  en  el  estado  en  que  se 
encontraren,  al  Juez  de  primera  instan- 
cia de  la  capital  en  que  aquellos  se  ha- 
llasen establecidos;  y  donde  hubiere  más 
de  uno,  al  Juez  decano  ó  al  del  domicilio- 
del  demandado  cuando  se  trate  de  nego- 
cios civiles. 

Madrid  81  de  Diciembre  de  lRfi8.-EI 
Ministro  de  la  Guerra,  Juan  Prim.*^ 
{Gaceta  de  6  de  Eneco  de  1869). 

Deerefo  de  8  de  Febrero  de  1869  para  la 
ejecución  del  de  6  de  Diciembre  de  1868^ 
que  queda  inserto,  referente  á  la  refun- 
dición de  fueros  especiales  en  el  ordi- 
nario, 

(Mar)  «Habiéndose  promulgado  ya 
con  fecha  de  6  de  Diciembre  último  por 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  el  de- 
creto que  establece  la  unificación  de  to- 
dos los  fueros  especiales;  y  siendo  indis- 
pensable para  la  completa  realización  de 
una  mejora  que  tanto  reclamaba  la  con*- 
veniencia  pública  en  la  esfera  de  las  con- 
troversias judiciales  que  por  este  Miáis 
terio  se  comuniquen  á  sus  respectivas 
dependencias  las  órdenes  oportunas  para 
que  se  guarde  y  cumpla  aquella  genérica 
resolución  en  la  parte  que  les  es  referen- 
te, como  individuo  del  Gobierno  Provi- 
sional y  Ministro  de  Marina, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.0  Corresponderá  á  la  Juri.s- 
dicción  de  Marina,  con  arreglo  á  las  or- 
denanzas del  ramo,  el  conocimiento: 

Primero.  De  las  causas  criminales 
por  delitos  que  no  sean  de  los  exceptua- 
dos en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del 
artículo  LO  del  decreto  de  unificación  de 
fueros  expedido  por  Gracia  y  Justicia. 

Segundo.    De  los  delitos  de  traición 
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que  tengan  por  objeto  la  entrega  de  ana 
escuadra,  de  un  buque  del  Estado,  arte- 
nal  ó  almacenes  de  pertrechos  navales,  ó 
de  municiones  de  boca  ó  guerra  al  ene- 
migo. 

Tercero.  De  los  delitos  de  seducción 
de  tropa  de  Marina  ó  marinería  española, 
ó  que  se  halle  al  servicio  de  E^pafia  para 
que  deserte  de  sus  banderas  ó  buques  en 
tiempo  de  guerra,  ó  se  pase  al  enemigo. 

Cuarto.  De  los  delitos  de  espionaje, 
insulto  á  centinelas  y  tropa  armada  de 
Marina,  atentado  j  desacato  á  sus  Auto- 
ridades militares. 

Quinto.  De  los  delitos  de  seducció*i 
y  auxilio  á  la  deserción  en  tiempo 
de  paz. 

Sexto.  De  los  delitos  de  robo  de  ar- 
mas, pertrechos,  municiones  de  boca  y 
guerra,  ó  efectos  pertenecientes  á  la  Ha- 
cienda de  Marina  en  los  arsenales,  esta- 
blecimientos marítimos,  coarteles,  alma- 
cenes y  buques  del  Estado,  y  del  de  in- 
cendio cometido  en  los  mismos  parajes. 

Séptimo.  De  los  delitos  que  se  come- 
tan en  los  arsenales  del  Estado  contra  el 
régimen  interior,  conservación  y  seguri- 
dad de  estos  establecimientos. 

Octavo.  De  los  delitos  y  faltas  com- 
prendidos en  los  bandos  que  con  arreglo 
á  ordenanza  puedan  dictar  los  Abniran- 
tes  á  los  buques  de  sus  escuadras. 

Noveno.  De  los  delitos  cometidos 
por  los  prisioneros  de  guerra  y  personas 
de  cualesquiera  clase,  condición  y  sexo 
que  conduzcan  los  buques  del  Estado. 

Décimo.  De  los  delitos  de  los  asen- 
tistas de  Marina  que  tengan  relación  con 
sus  asientos  y  contratas. 

Undécimo.  De  las  causas  por  delitos 
de  cualquiera  clase  cometidos  á  bordo  de 
las  embarcaciones  mercantes,  así  nacio- 
nales como  extranjeras,  de  las  de  presas, 
reiiresalias  y  contrabando  marítimo,  nau- 
fragios, abordajes  y  arribadas. 

Duodécimo.  Du  las  faltas  especiales 
que  se  cometan  por  cualquier  individuo 
de  la  Arma<la  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, ó  que  afecten  inmediatamente  al 
desempeño  de  las  mismas. 

Decimotercero.  De  las  infracciones 
de  las  reglas  de  policía  de  las  naves, 
puertos,  playas  y  zonas  marítimas,  de 
las  Ordenanzas  de  Marina  y  Reglamento 
de  Pesca  en  las  aguas  saladas  del  mar. 

Art.  2.0  Corresponde  asimismo  á  la 
jurisdicción  de  Marina  la  prevención  de 
los  juicios  de  testamentaría  y  abintesta- 
lo  de  los  marinos  muertos  en  campaña  ó 
dorante   la    navegación;    entendiéndose 


para  este  efecto  por  prevención  de  taies 
juicios  las  diligencias  expresadas  en  los 
artículos  361  y  siguientes  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil,  que  deberán  acordar, 
siempre  que  fuese  posible,  con  dictamen 
de  Asesor,  y  quedarán  archivados  en  los 
archivos  de  la  dependencia  cuando  no 
haya  de  continuarse  el  juicio  respectivo. 

Art.  S.<>  Cuando  un  paiaano  sea  juz- 
gado ante  la  jurisdicción  de  Marina  por 
(íelitos  que  se  hallen  castigados  en  el  Có- 
iligo  penal,  la  pena  que  éste  aefiate  será 
la  aplicable  en  su  caso. 

Art.  4.*  Las  faltas  castigadas  en  el  li- 
bro III  del  Código  penal,  á  excepción  de 
las  que  por  ordenanzas  y  Reglamentos 
de  la  Armada  tengan  señalada  una  pena 
mayor  cuando  fuesen  cometidas  por  in 
dividuos  de  Marina,  serán  de  la  exclusi- 
va competencia  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 

Art.  5.**  Todos  los  negocios  civiles  y 
causas  criminales  por  delitos  comunes 
pendientes  en  los  Juzgados  de  Marina  se 
remitirán  inmediatamente  en  el  estado 
en  que  se  encontraren  á  los  Jueces  ordi- 
narios respe(rtivo8,  á  quienes  se  entre- 
garán por  los  Escribanos  del  ramo  bajo 
inventario  detallado. 

Art.  6.0  Si  en  el  lugar  donde  radi- 
quen los  pleitos  ó  causas  hubiere  más  de 
un  Juez  de  primera  instancia,  se  hará  la 
entrega  al  Juez  decano. 

Art.  1.^  Todus  los  pleitos  y  causas 
por  delitos  comunes  pendientes  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina 
en  segunda  y  última  instancia  se  remiti- 
rán inmediatamente  en  el  estado  en  que 
se  encontraren  á  la  Audiencia  en  cuyo 
territorio  residiesen  los  Jueces  que  ha- 
yan dictado  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia. 

Art.  8.^  Los  recursos  de  casación 
pendientes  en  el  Tribunal  Supremo  de 
Guerra  y  Marina  se  remitirán  para  su  de- 
cisión al  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  el  estado  en  que  se  hallaren. 

Madrid  8  de  Febrero  de  1869. -El  Mi 
nrstrode  Marina,  Jwm  BaiUibta  Topete.* 
(Gaceta  de  18  de  Febrero  de  186»). 

(Véase  además  Ley  Orgáuisa,  tít.  VI; 
Código  de  Jostlclii  militar  y  Ley  de 
Eojaiciamieiito  criminal). 


FUEBZA  ARMADA.— El  Código  de 
Justicia  militar  reputa  fuerza  armada  á 
toda  pareja  encargada  de  la  conducción 
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de  pliegos  ú  órdenes  (art.  267,  tomo  I, 
página  518). 

Parécenos  harto  restringida  la  defini- 
ción precedente.  Si  se  compara  la  decla- 
ración de  este  articulo  con  lo  preceptua- 
do en  el  7.o,  núm.  4.o,  y  en  el  246  del 
mismo  Código,  creemos  que  debe  consi- 
derarse fnerf^a  armada,  no  sólo  á  to^a 
pareja  encargada  de  la  conducción  de 
pliegos  ú  órdenes,  como  el  referido  ar- 
tículo dice,  sino  también  á  los  individuos 
de  cualquier  instituto  militar  ó  asimila- 
do que  para  el  desempeño  de  su  servicio 
ó  misión  tengan  el  deber  de  usar  armas. 

En  tal  concepto,  en  el  concepto  de  fuer- 
za armada,  consideramos,  además  de  las 
unidades  del  Ejército,  á  la  Guardia  civil, 
Carabineros,  etc. 


FUERZA  PUBLICA.— A  nuestro  ver, 
fuerza  pública  es  la  misma  fnersa  arma- 
da considerada  en  general,  en  su  totali- 
da<l.  La  diferencia  que  encontramos  en- 
tre uno  y  otro  concepto,  es  la  misma  que 
existe  entre  las  partes  y  el  todo.  La  acep- 
ción de  fuerza  armada  es  más  limitada 
que  la  de  fuerza  pública;  pero  en  nuestra 
opinión,  toda  fuerza  armada,  en  el  senti- 
do que  tratamos  la  materia,  es  fuerza  pú- 
blica, y  recíprocamente,  toda  fuerza  pú- 
blica es  á  la  vez  fuerza  armada.  La  pri- 
me*'a,  la  fuerza  armada,  es  lo  particular; 
la  segunda,  la  fuerza  pública,  lo  general. 


FUGA  DE  PENADOS  Y  PRESOS.-Bl 

acto  de  huir  un  individuo  de  la  Prisión 
en  que  se  halla  recluso,  ó  del  punto  en 
que  cumple  su  condena,  ó  de  la  fuerza 
pública  que  le  conduce  y  custodia^ 

l^s  disposiciones  dictadas  por  la  Ad- 
ministración Central  para  impedir  las 
fugas  y  capturar  á  los  fugitivos,  son  nu- 
merosas, como  puede  verse  á  conti- 
nuación. 

Constitución  de  1812. 

cArt.  289.  Cuando  hubiere  resistencia 
ó  se  temiese  la  fuga,  se  podfá  usar  de  la 
fuerza  para  asegurar  la  persona.» — (C  L. 
de  Cárceles,  pág.  86). 

Real  Oi'den  de  25  de  Mayo  de  1824,  man  ■ 
dando  que  se  dé  guardia  de  Oficial  en 
las  Cárceles  en  que  se  custodien  reos  de 
conspiración,  y  que,  en  caso  de  fuga  de 


éhtos^  los  Comandantes  de  aquéllas  sean 
considerados  como  cómplices  en  los  deli' 
tos  de  que  fueren  acusados. 

(Gracia  y  Justicia).  <La  larga  expe- 
riencia de  los  tiempos  ha  ensefiado  que 
uno  de  los  motivos  que  más  han  influido 
en  la  impunidad  de  los  crímenes  ha  sido 
el  seductor  medio  del  soborno,  que  ba 
facilitado  la  fuga  de  las  Prisiones  de  reos 
de  delitos  más  atroces.  Teniendo  esto 
presente  S.  M.,  y  con  el  psto  fin  de  evi- 
tar la  repetición  de  un  abuso  tolerado 
que  ocasiona  males  de  grave  transcen- 
dencia, se  ha  servido  reselver: 

1.0  Que  en  la  Cárcel  ó  paraje  donde 
se  hallen  reos  de  conspiración  ó  de  aque- 
llos que  por  excluidos  de  la  amnistía  es- 
tén bajo  el  imperio  de  las  leyes,  se  dé 
una  guardia  mandada  por  Oficial. 

2.0  Que  los  de  esta  clase,  cuyas  cau- 
sas se  sigan  en  pueblos  donde  no  haya 
tropas  del  ejército  ni  Cuerpo  de  realis- 
tas, se  trasladen  á  las  que  los  tengan 
para  su  mejor  custodia. 

8.**  Que  tanto  los  Comandantes  de  di- 
chas guardias  como  los  Alcaides  de  las 
Cárceles  respondan  con  sus  personas  de 
dichos  reos,  cuya  fuga  se  considere  res- 
pecto á  los  primeros  como  complicidad 
en  ios  crímenes  de  que  éstos  fuesen  acu- 
sados, y  se  procederá  á  su  arresto,  for 
mación  de  cansa  é  imposición  de  las  pe- 
nas que  por  las  leyes  están  sefialadas  á 
dichos  delitos. 

Y  de  Real  orden,  etc.  -  Madrid  26  de 
Mayo  de  1824. — Francisco  Tadeo  de  Ca- 
lomarde.*"  {C.  L.deC,  págs.  60  y  61). 

Real  orden  de  7  de  Noviembre  de  1825, 
mandando  que  no  se  exija  responsabili' 
dad  á  los  Alcaides  de  Cárceles  que  no 
sean  segM-as.por  la  fuga  de  reos  de  con- 
trabando. 

(Orada  y  Justicia),  *  Antonio  Marín  de 
Fustes,  Alcaide  de  la  Cárcel  de  la  villa  de 
Hervás,  partido  de  Béjar,  recurrió  al  Rey 
Nuestro  Seffor  solicitando  se  le  relevase 
de  la  pena  que  merezca  por  habérsele 
fugado  un  preso  que  lo  estaba  por  con- 
trabando; y  habiéndose  procedido  á  to- 
mar los  informes  correspondientes  acer- 
ca de  esta  instancia,  resulta  de  ellos  la 
opresión  y  vejamen  que  causan  á  los  Al- 
caides con  sus  arbitrariedades  las  colum- 
nas móviles  en  persecución  del  contra- 
bando y  los  compromisos  en  que  se  ven 
las  Autoridades  civiles,  con  las  cuales  no 
guardan  los  Jefes  de  aquéllas  la  armonía 
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BD  recomendada  por  laa  leyes  y  Reales 
ordenes. 

Y  enterado  8.  M.  de  lo  ezpnesto,  al 
iropio  tiempo  qoe  se  ha  dignado  indal- 
ftr  á  Fustes  de  la  pena  que  pueda  impo- 
lérsele  por  la  expresada  falta,  es  tam- 
>ién  sn  soberana  voluntad  se  encar^i^ne  á 
08  Comandantes  de  las  citadas  colnm- 
las  la  buena  armonía  con  las  Antorida- 
les  de  los  pueblos,  previniéndoles  que 
ID  lo  sucesivo  no  exijan  responsabilidad 
le  la  guarda  de  los  que  aprehendieren  á 
os  Alcaides  cuyas  Cárceles  no  tengan  la 
legnridad  conveniente. 

De  Real  orden,  etc. — San  Lorenzo  7  de 
*«oviembre  de  \S25.—Franei$co  Tadtode 
lal(¡marde,^-^{0,  L.  de  C,  pág.  61). 

Ordenanza  de  Presidios  de  1834, 

Trata  la  Ordenanza  de  las  deserciones 
le  penados  en  sus  artículos  32S  á  882, 
fefialando  los  recargos  de  condena  que 
leben  imponerse  á  los  fugitivos,  segán 
)ae  sea  primera,  segunda  ó  sucesivas  de- 
serciones, que  se  presente  voluntariaroen- 
ie  ó  que  haya  sido  aprehendido,  etc.  Pero 
ístos  artícnlos  han  sido  derogados  por 
iisposiciones  posteriores,  y  especia Imen- 
le  por  los  artícnlos  129  y  180  del  Código 
[)eDal  de  1870,  que  constituye  la  legisla* 
MÓn  vigente  relativa  á  la  penalidad  en 
^ne  inrurre  el  penado  que  se  fuga. 

El  art.  881  de  la  citada  Ordenanza  dis- 
f>one  que,  en  el  momento  en  que  se  ad> 
rierta  la  deserción  de  un  penado,  el  Co- 
mandante del  Presidio  dará  noticia  de 
ella  y  o6ciará  para  la  aprehensión  á  laS 
¡nsticias  inmediatas,  á  la  del  domicilio  y 
procedencia  del  reo,  á  la  policía  y  al  Sub- 
ielegado  de  Fomento  de  la  provincia  de 
10  naturalezA  y  último  domicilio,  para 
i|Qe,  perseguido  en  todas  direcciones,  se 
logre  su  pronta  caplura. 

Este  precepto  se  ha  reproducido  en 
disposiciones  posteriores,  y  lo  que  en  él 
se  manda  es  lo  que  hoy  se  practica,  con 
peqneffaa  variantes,  en  la  parte  que  afec- 
ta á  la  busca  y  captura  de  los  reclusos 
fogitivos. 

Beol  orden  de  SO  de  Noviembre  de  1842 
dedürnndo  que  la  Dirección  general  de 
Presidios  no  tiene  facultad  para  hacer 
responsables  de  la  fuqa  de  confinados  á 
ios  Comandantes  de  las  escoltas  que  los 
custodian, 

{Guerra).  «Excmo.  Sr.:  El  Sr.  Ministro 
^e  Marina,  encargado  interinamente  del 


Despacho  de  la  Guerra,  dici 
cha  al  Capitán  general  del  s 
lo. que  sigue: 

Enterado  el  Regente  de 
comunicación  documentada 
rigió  á  este  Ministerio  en  21 
bre  último,  relativa  á  que  h 
cumplimiento  de  la  Circula 
clon  general  de  Presidios, 
hace  responsables  de  ios  | 
los  Comandantes  de  las  esí 
servido  resolver,  con  preseí 
puesto  por  el  Tribunal  Supi 
rra  y  Marina,  que  la  Direc 
de  Presidios  se  ha  abrogado 
que  no  tiene,  que  V.  E.  1 
bien  de  conformidad  con  su 
sistiendo  la  medida  de  que  i 
do  ésta  innecesaria,  pues  | 
deserción  de  los  rematados 
los  empleados  de  los  Estf 
presidíales  cumplan  con  € 
obligaciones,  pues  que  la  J 
que  se  destina  al  servicio 
puramente  auxiliar  de  los 
Presidios,  que  deben  tener  e 
to  necesario  de  laa  circunst 
confinados  y  la  responsab 
guíente  en  la  custodia  de  éi 

De  orden  de  S.  A.,  común 
Sr.  Ministro  interino  de  I 
traslado  á  V.  E.  para  los  ef 
pendientes.  Dios,  etc.  Mad 
viembre  de  1842.— El  Maye 
Manuel  Moreno.-^Br.  Minie 
bernación  de  la  Península.» 
tomo  I,  pág.  218  y  214). 

Circular  de  6  de  Febrero  e 
mendando  el  cumplimien 
disposiciones  anteriores  se 
y  deserciones,  y  mandand 
éstas  octirrnn  se  remitan  c 
las  diligencias  que  sobre  el 

{Dirección  general  de  Pret 
hiendo  llamado  la  atención 
de  S.  M.  las  frecuentes  d< 
los  presidiarlos,  encargandc 
cuencla  á  esta  Dirección  g 
cargo  muy  particularmente 
medidas  represivas  de  un 
luces  de  los  más  graves,  po 
ta  á  la  tranquilidad  social  : 
dad  de  las  personas  pacífl 
que  neutraliza  los  saludab 
la  vindicta  pública,  no  pu€ 
recordar  á  V.  la  Direcciói 
miento  de  sus  Circulares  d 
bre  de  1886,  l.o  y  20  de  Mi 
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nio,  IS  de  Septiembre,  14  y  25  de  Octa- 
brede  1842  y  26  de  Febrero  de  1848. 
que  tratan  del  aBunto,  como  también  la 
exacta  observancia  de  las  Reales  órde- 
nes de  1 .0  de  Junio  de  1837  y  19  de  Ene- 
ro de  1889,  y  de  la  Circular  de  la  misma 
de  19  de  Abril  de  1842,  proscribiendo  el 
abuso  de  confinados  rebajados  tan  pro- 
penso á  la  deserción,  añadiendo  A  las  dis- 
posiciones en  todas  ellas  contenidas  la 
de  que  al  parte  de  cada  deserción  acom- 
pafien  las  diligencias  instruidas  en  el 
acto  sobre  los  incidentes  que  bubiesen 
mediado  al  perpietrarse,  para  que  esta 
Dirección,  formando  un  juicio  exacto, 
pueda  dictar  en  el  momento  providencias 
que,  castigando  la  flojedad  ó  conniven- 
cia de  unos  empleados,  aviven  la  vigilan- 
cia de  otros,  y  pueda  extirparse  un  mal 
de  tan  funestas  consecuencias. 

Dios,  etc.  Madrid  O  de  Febrero  de  1844. 
El  Director  general,  Diego  Martínez  déla 
Rosa.  —  Sr.  Comandante  del  Presidio 
de >  -(C.  L.  de  P..  tomo  I,  pég.  247). 

Real  orden  de  16  de  Mayo  de  1846  dictan- 
do prevenciones  para  regularizar  las  sa- 
lidas del  cuartel  de  lo»  confinados  y  evi- 
tar sus  fugas, 

(Qob.)  cExcmo.  Sr.:  De  conformidad 
con  lo  propuesto  por  V.  E.  en  30  de  Mar- 
zo último,  S.  M.  la  Reina  se  ha  servido 
resolver: 

1.^  Queda  prohibida  la  salida  de  los 
confinados  de  sus  respectivos  cuarteles, 
á  excepción  de  aquellos  que  deban  veri- 
ficarlo para  ser  trasladados  á  otros  pun- 
tos, ó  para  ocuparse  en  las  obras  públi- 
cas ó  policía  urbana  á  que  el  Gobierno 
los  destine. 

2.0  Cuando  los  confinados  exceptua- 
dos en  el  artículo  anterior  deban  salir,  lo 
harán  precisamente  con  el  hierro  que  por 
sus  años  de  condena  les  corresponda,  se- 
gún está  detallado  en  el  Reglamento  de 
orden  y  régimen  interior  de  6  do  Sep- 
tiembre de  1844,  con  la  escolta  bastante 
y  el  empleado  y  número  de  cabos  que 
según  la  fuerza  corresponda. 

8.0  No  podrá  ser  nombrado  cabo  pri 
mero  ni  segundo  de  vara  el  confinado 
que,  además  de  llevar  extinguida  la  mi- 
tad de  su  condena,  deje  de  reunir  las  cir- 
cunstancias de  haber  observado  una  con- 
ducta irreprensible,  y  que  jamás  haya 
dado  lugar  á  sospechar  á  sus  Jefes  tener 
conatos  de  reincidir  en  nuevos  crímenes. 

4.0  Cuando  la  deserción  se  cometa 
por  cualquier  confinado  de  los  que  no  de- 


ben salir  del  Presidio,  será  responsable 
el  Comandante  y  depuesto  de  su  destino, 
á  no  ser  que  justifique  haber  sido  por 
connivencia  ó  falta  de  cumplimiento  á 
sus  órdenes  de  otro  empleado,  en  cuyo 
caso  éste  será  separado. 

6.0  Cuando  la  deserción  se  perpetre 
por  los  que  salen  á  trabajos,  si  ésta  se 
hubiese  efectuado  por  no  ir  los  penado» 
con  los  requisitos  que  quedan  marcado» 
en  el  art.  2.°,  será  depuesto  el  Coman- 
dante, y  si  hubiese  tenido  lugar  por  des- 
cuido del  que  vaya  mandando  la  sección, 
•sufrirá  éste  la  pena  señalada  á  aquél. 

6.0  Si  cometiese  la  fuga  un  cabo  de 
vara,  será  responsable  el  Comandante 
con  su  destino,  cuando  resulte  que  para 
el  nombramiento  de  dicho  cabo  no  se 
ciñó  á  lo  que  queda  mandado  en  el  ar- 
tículo 3.0;  pero  si  hubiese  reunido  todas 
las  cualidades  citadas,  sólo  se  le  impon- 
drá ai  empleado  que  vaya  mandando  la 
fuerza  la  corrección  que  reclame  su  falta 
de  vigilancia,  que  igualmente  ha  de  ejer- 
cer sobre  el  confinado  y  el  cabo. 

7."  Si  alguna  vez  fuese  necesaria  la 
salida  de  un  maestro  de  talleres  para  la 
compra  de  primeras  materias,  lo  verifica- 
rá con  el  Ayudante  inspector,  el  que  lo 
asegurará  por  medio  de  hierros,  escolta 
ú  otro,  en  la  inteligencia  que  si  se  le 
fuga,  será  separado  de  su  destino  además 
de  la  responsabilidad  en  que  incurra  con 
arreglo  á  las  leyes,  si  se  justifica  compli- 
cidad. 

Para  su  cumplimiento  lo  digo  á  V.  E. 
de  «rden  de  S.  M.  -Dios,  etc.  Madrid  16 
de  Mayo  de  1846.— Piáa/.— Sr.  Director 
general  de  Presidios.» — (C  L.  de  P., 
tomo  II,  págs.  11  y  12). 

Real  orden  de  i.o  de  Noviembre  de  1847 
disponiendo  que  cuando  ocurra  la  fuga 
de  algún  presé  ó  cof^finado^  el  Jefe  po- 
lítico de  la  provincia  lo  noticie  sin  dila- 
ción á  los  de  las  limítrofes  y  á  las  Au- 
toridades que  juzgue  conveniente  para 
su  captura, 

(Qob.)  iPor  Real  orden  circular  de 
14  de  Enero  de  1846  se  mandó  á  los  Je- 
fes políticos  del  Reino,  que  cuando  en 
sus  respectivas  provincias  tuviese  lugar 
alguna  fuga  de  confinados  ó  presos  de 
ambos  sexos,  diesen  conocimiento  al  Mi- 
nisterio de  mi  cargo  para  adoptar  las 
disposiciones  conducentes  á  su  prisión; 
pero  habiendo  demostrado  la  experien- 
cia \o  ineficaz  de  este  medio,  porque  ín- 
terin se  comunica  el  aviso  de  la»  deser- 
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(ü'onea  y  se  acaerda  sobre  ellaa  lo  con- 
veniente, pata  las  más  veces  la  oportuni- 
dad de  verificar  la  captura  de  los  fuga- 
dos; la  Reina  (Q.  D.  O.)  se  ha  servido 
disponer,  que  cuando  en  lo  sucesivo  ocu- 
rran deserciones  en  la  provincia  de  sn 
mando,  lo  noticie  V.  8  sin  dilación  á  los 
Jefes  políticos  de  las  provincias  limítro- 
fes, y  también  á  las  Autoridades  que 
jnigue  conveniente,  exigiendo  además 
la  responsabilidad  á  quien  corresponda 
con  arreglo  á  la  Real  orden  de  16  de 
Mayo  de  1846,  y  dando  de  todo  conoci- 
miento al  Director  de  corrección. 

De  orden  de  8.  M.  lo  digo  á  V.  8.  para 
los  efectos  correspondientes  á  sn  cum- 
plimiento. Dios,  etc.  Madrid  l.o  de  No- 
viembre de   [Sil .— Sartoriua. — 8r.  Jefe 

político  de »  — (C.  L.  de  P.,  tomo  II, 

página  48). 

Real  ordeii  de  13  de  Agosto  de  1848 
mandando  que  $e  formen  BUinario§  gu- 
bernativos aiando  se  fuguen  presos  ó 
confinados, 

(Goh.)  «Han  llegado  á  ser  notables 
las  deserciones  de  presos  y  confinados, 
especialmente  en  algunos  Presidios,  y 
en  so  consecuencia,  la  Reina  (Q.  D.  G.)  se 
ha  servido  mandar: 

\,^  Que  después  de  poner  las  comu- 
nicaciones de  aviso  que  expresa  la  Real 
orden  circular  de  1. o  de  Noviembre  del 
afio  anterior,  para  prevenir  la  captura 
de  los  confinados  ó  presos  que  hubieren 
desertado,  disponga  V.  8.  que  se  forme 
un  sumario  gubernativo  para  averiguar 
el  motivo  de  la  fuga  y  la  complicidad  si 
la  hubiere. 

3.0  Que  la  formación  de  dicho  suma- 
rio se  encargue  á  un  empleado  extrafio 
al  establecimiento  de  que  los  fugados 
procedan. 

ZV  Y,  por  último,  que  si  éstos  fuesen 
presidiarios  se  baga  constar  en  el  mismo 
sumario  lo  prevenido  en  Real  orden  de 
16  de  Mayo  <le  1846,  de  que  incluyo  á 
V.  8.  copia  (I). 

De  1h  de  8.  M.  lo  digo  á  V.  8.  para  los 
efectos  oportunos.  Dios,  etc.  San  Ildefon- 
so 13  de  AgcíBto  de  1848 — Sartorius. — 
8r.  ,'....*— {C.  L.  de  P.,  tomo  II,  pág.  121). 


(I)    Queda  inserta  la  Real  qae  se  cita  en  la 
página  anterior. 


Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1848 
determinando  que  por  las  deserciones 
de  preuos  ó  confinados  sólo  se  formen 
sumarios  gubernativos  cuando  concu- 
rran circunstancias  agravantes  á  juicio 
de  los  Jejes políticos,  y  que  sean  forma- 
dos por  tos  Secretarios  de  éstos,  ó  por  los 
Alcaldes. 

(Qob)  «Atendidos  los  inconvenientes 
que  ofrece  la  formación  de  samarlos  por 
deserciones  de  presos  ó  confinados,  man- 
dada en  Real  orden  de  18  de  Agosto  úl- 
timo con  sujeción  en  parte  á  la  de  16  de 
Mayo  de  1846  en  que  aquélla  se  copia,  la 
Reina  (Q.  D.  O.)  se  ha  servido  resolver 
que  los  expresados  sumarios  se  formen 
solamente  cuando  á  juicio  de  los  Jefes 
políticos  se  hayan  perpetrado  las  fugas 
con  circunstancias  agravantes,  pudiendo 
en  los  demás  casos  determinar  ó  propo- 
ner las  mismas  Aat9ridade8  lo  que  crean 
conveniente,  según  las  disposiciones  vi- 
gentes relativas  al  particular.  Al  propio 
tiempo  es  la  voluntad  de  8.  M.  que  los 
referidos  sumarios  sean  formados  por  los 
Secretarios  de  los  Gobiernos  políticos,  ó 
por  los  Alcaldes,  si  las  fugas  ocurren  en 
puntos  4onde  no  tengan  su  residencia 
los  expresados  Secretarios. 

De  Real  orden  lo  cumunico  á  V.  8.  para 
los  efectos  correspondientes.  Dios,  etcé- 
tera. Madrid  8  d«  Noviembre  de  1848.— 

SartoriíM, — 8r.   Jefe    político    de >  — 

(C.  L  de  P.,  tomo  II,  pág.  126). 

Circular  de  28  de  Mayo  de  1855,  excitan- 
do el  celo  de  los  Comandantes  de  los  Pre- 
sidios para  evitar  la  faga  de  confinados. 

{Dirección general  de  Presidios).  «En 
todo  tiempo  es  deber  de  los  Comandan- 
tes de  los  Presidios,  y  deber  n)uy  impe- 
rioso, velar  por  la  seguridad  de  los  coufí 
nados  y  cuidar  de  que  entre  ellos  reine  el 
el  orden  y  disciplina  más  rigurosos  y 
completos;  pero  este  deber  es  doblemente 
estrechoen  circunstancias  críticas  y  cuan- 
do los  enemigos  del  reposo  público  y  de 
la  libertad  se  declaran  en  abierta  rebe- 
lión en  algunos  puntos,  pur  más  impo- 
tentes que  sean  sus  esfuerzos. 

Por  eso  esta  Dirección  general  ha  creí- 
do conveniente  en  tales  momentos  recor- 
dar á  usted  sus  deberes,  advertirle  de  la 
inmensa  responsabilidad  que  sobre  si 
tiene;  recomendarle  que  redoble  al  pre- 
sente su  celo  y  vigilancia  para  evitar  to- 
da fuga,  para  impedir  toda  evasión  y  todo 
medio  de  seducción,  para  cortar  todo  co- 
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nato  de  sedición,  para  reprimir  cod  mano 
fuerte  todo  género  de  desorden  ó  falta  de 
sabordinación,  y  prevenirle,  por  último, 
qae  usted  será  responsable,  asi  de  la  de- 
serción de  un  solo  bombre,  como  de 
cualquiera  desmán  ^ne  ocurra,  decidida 
como  está  esta  Dirección  á  exigir  á  todos 
los  Jefes  que  de  ella  dependen  cuenta 
muy  estrecha  del  uso  que  hacen  de  la 
confianza  que  se  les  dispensa;  y  si  bien 
la  lisonjea  la  idea  de  que  nada  tenga  que 
corregir,  abriga  la  firmísima  resolución 
de  ser  inflexible  con  el  que,  negligente, 
imprevisor  ó  desleal,  faltase  á  aquella 
confianza. 

Dios,  etc.—  Madrid  28  de  Mayo  de  1865. 
El  Director  general,  Joaquín  Iñigo.—Se' 
flor  Comandante  del  Presidio  de  .....>  — 
(C.  L.  de  P.,  tomo  II,  pág.  276). 

Eeal  orden  de  3  de  Julio  de  18ñJS  dictando 
dispoBiciones  para  evitar  la  fuga  de  con- 
finados, 

(Oob.)  ^mo.  Sr.:  Habiendo  observa- 
do la  Reina  (Q.  D.  G.)  que  á  pesar  de  las 
prevenciones  hechas  convenientemente 
para  evitar  las  deserciones  de  los  confi- 
nados, no  se  ha  conseguido  el  resultado 
que  se  apetecía,  y  considerando  la  im- 
portancia de  atajar  un  mal  que  al  paso 
que  deja  burlada  la  vindicta  pública, 
puede  ser  causa  de  graves  dafios  para  la 
sociedad,  se  ha  persuadido  de  la  necesi- 
dad de  adoptar  disposiciones  fuertes  con- 
tra los  Jefes  de  los  Establecimientos  pre- 
sidíales, que  son  los  verdaderos  respon- 
sables de  las  faltas  que  se  cometan.  Con 
tal  objeto,  y  para  que  sea  efectiva  la  res- 
ponsabilidad que  por  esa  Dirección  ge- 
neral se  les  impuso  en  Circular  de  28  de 
Mayo  último,  ha  tenido  á  bien  8.  M.  re- 
solver lo  siguiente: 

1.3  Cualesquiera  que  sean  las  circuns- 
tancias que  medien  en  una  deserción,  el 
Comandante  será  el  primer  responsable 
para  ante  el  Gobierno;  por  lo  mismo  al 
primer  caso  de  deserción  que  ocurra  su- 
frirá una  suspensión  de  tres  días  de  ha- 
ber, de  ocho  al  segundo  y  de  quince  al 
tercero,  siendo  definitivamente  separado 
de  su  empleo  al  cuarto,  sin  perjuicio  de 
las  demás  disposiciones  á  que  hubiere 
lugar  con  arreglo  á  las  leyes  y  órdenes 
vigentes,  según  las  circunstancias  que 
acompafien  á  la  deserción. 

2.0  Cuando  esto  ocurra  en  algún  des- 
tacamento establecido  fuera  del  Presi- 
dio, pero  dependiente  de  él,  se  compar- 
tirá la  responsabilidad  entre  el  Coman- 


dante de  éste  y  el  Jefe  de  aquél  en  los 
tres  primeros  casos,  siendo  ambos  sepa 
rados  en  el  cuarto. 

8.0  Estas  disposiciones  se  entenderán 
respecto  de  las  deserciones  de  uno  á  cin- 
co hombres  en  cada  caso,  pues  cuando 
excedan  de  este  número  se  reserva  8.  M. 
adoptar  las  que  tenga  por  conveniente. 

4.0  Sólo  podrán  eximirse  de  la  res- 
ponsabilidad que  se  les  impone  los  Co- 
mandantes y  los  Jefes  de  destacamentos 
cuando  justifiquen  de  an  modo  evidente 
que  la  deserción  tuvo  lugar  por  no  haber 
cumplido  otro  funcionario  ó  subalterno 
las  órdenes  é  instrucciones  que  de  ante- 
mano se  les  tuviesen  comunicadas,  y  que 
deberán  hacerse  constar,  y  después  que 
se  haya  hecho  efectiva  la  responsabili- 
dad de  ese  funcionario  ó  subalterno  por 
el  Tribunal  correspondiente,  en  virtud 
de  la  causa  que  deberá  formarse. 

6.0  La  responsabilidad  impuesta  á  los 
Comandantes  por  la  Circular  de  28  de 
Mivyo  último,  se  realizará  con  arreglo  á 
estas  disposiciones  en  todos  los  casos  de 
deserción  ocurridos  después  de  expedida 
aquélla. 

6.0  Siempre  que  se  haga  aplicación 
de  estas  disposiciones  se  hará  saber  á 
todos  los  Comandantes  para  su  conoci- 
miento. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  8  de  Julio 
de  1866. — Huelves.—Sr.  Director  general 
de  Establecimientos  penales.»— (C.  L.  de 
Presidios,  tomo  II,  págs.  276  y  277). 

Meal  orden  de  9  de  Julio  de  1S55  mandan- 
do que  cuando  ocurran  fugas  de  confi- 
nados, los  Comandantes  de  los  Presidios 
den  parte  de  ellas  á  los  de  la  Guardia 
sivil,  remitiéndoles  copias  de  las  medias 
filiaciones  de  los  desertores. 

(Ooh.)  cEl  Inspector  general  de  la 
Guardia  civil  dice  á  este  Ministerio  con 
fecha  80  de  Junio  próximo  pasado: 

«Excmo.  Sr.:  Siendo  muchos  los  deser- 
tores de  Presidio  que  vagan  por  las  pro- 
vincias de  Andalucía,  sería  sumamente 
conveniente  que  S.  £.  se  sirviese  dispo- 
ner que  los  Comandantes  de  Presidio  pa- 
sasen á  los  Comandantes  de  provincia 
del  Cuerpo  de  mi  cargo  noticia  de  todos 
los  desertores  que  tengan  de  los  suyos, 
acompañando  las  medias  filiaciones  de 
cada  uno,  con  expresión  de  los  puntos 
donde  verificaron  la  deserción  y  los  pue- 
blos de  su  naturaleza,  para  que  de  este 
modo  la  guardia  civil  pueda  proceder  á 
BU  captura  y  evitar  los  robos  y  asesina- 
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;os  que  por  éstot  se  están  cometiendo. 

Al  mismo  tiempo  sería  conveniente 
prevenir  que  las  AutoridaJes  locales  die 
len  los  oportunos  avisos  y  castiguen  con 
nano  fuerte  á  los  encubridores  de  estos 
nal  hechores  que  les  designen  los  indivi- 
iaoo  de  la  guardia  civil. 

De  este  modo,  excelentísimo  sefior,  no 
lerAo  infructuosos  los  esfuerzos  que  ha- 
cen los  individuos  de  este  benemérito 
Caerpo,  supliendo  éstos  el  corto  número 
oon  que  se  halla  dotado.» 

Ix>  que  de  Real  orden  traslado  á  V.  8. 
para  su  inteligencia,  y  á  fin  de  que  pre- 
ven^ al  Comandante  del  Presidio  de  esa 
ciodad  que  ejecute  1»  que  en  el  oficio 
transcrito  desea  el  Inspector  general  de 
la  Guardia  civil. 

Dios,  etc.  Madrid  9  de  Julio  de  1866.— 
Hueives.—Sr.  Gobernador  de  la  provincia 
de >— (C.  L.  de  F.,  tomo  II.  pág.  2?7). 

Beal  orden  de  26  de  Febrero  de  1856  dic- 
tcmdo  prevenciones  para  evitar  la  fuga 
de  e<n\finado%. 

(Qoh.)  «Enterada  la  Reina  (Q.  D.  G.) 
de  qae,  á  pesar  de  las  disposiciones  que 
tuvo  á  bien  adoptar  por  Real  orden  de 
3  de  Julio  último,  se  repiten  los  casos 
de  deserción  de  confinados  de  los  Presi- 
dios del  Reino  con  sobrada  frecuencia,  y 
ronsiJerando  que  esto,  que  siempre  con- 
siste en  falta  de  vigilancia  y  precaución, 
podrá  evitarse  aplicando  aquéllas  severa- 
mente y  haciendo  que  e¡  castigo  vaya  lo 
más  inmediatamente  unido  que  sea  posi- 
ble á  la  falta  cometida,  se  ha  dignado 
resolver: 

l.o  Que  se  recuerde  á  V.  S.  la  Real 
orden  mencionada,  recomendándole  su 
más  pontual  observancia. 

2.0  Que  se  autorice  á  V.  S.  para  apli- 
carla por  sí,  inmediatamente  que  ocurra 
)a  deeerción  en  los  tres  primeros  casos 
de  la  disposición  l.s,  dando  cuenta  de 
haberlo  ejecutado,  y  proponiendo  la  apli- 
cación del  caso  4:0  de  la  misma  cuando 
llegue  el  momento  de  usarlo. 

3.0  Que  para  los  efectos  de  la  dispo- 
sición 4.*,  según  ia  cual  sólo  puede  exi- 
mirse de  responsabilidad  á  los  Coman- 
dantes y  Jefes  de  destacamentos  después 
^ue  se  haya  hecho  efectiva  la  de  otro 
foDcionario  ó  subalterno  por  el  Tribunal 
competente  luego  que  tenga  V.  8.  noticia 
lie  una  deserción,  sobre  hacer  que  se 
campla  totlo  lo  que  para  tales  casos  pre- 
vienen las  disposiciones  vigentes,  oficie 
«I  Tribunal  ordinario,  á  fin  de  que  proce- 


da á  lo  que  hubiere  lagar,  para  que  se 
justifique  si  hubo  ó  no  culpabilidad  en 
algún  otro  funcionario  ó  subalterno. 

4.0  Y,  por  último,  que  se  exija  á  V.  8. 
la  responsabilidad  si  dejare  de  aplicar 
severamente  las  disposiciones  penales  eo 
la  materia. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  2d  de  Fe- 
brero de  1866. — EscoBura.^Bx,  Goberna- 
dor de  la  provincia  de »— (C  L,  de  P., 

tomo  II,  pág.  294). 

íUal  orden  de  6  de  Mayo  de  1860,  dictan- 
do dÍ8p08ÍcioneH  para  evitar  la  fuga  de 
loB  co^finado$, 

(Oob.)  <  A  pesar  de  las  muchas  órde- 
nes expedidas  por  la  Dirección  general 
de  Establecimientos  penales  para  poner 
fin  á  las  deserciones  de  los  presidiarios, 
ctmtinúan  éstas  verificándose  en  tal  nú- 
mero, que  han  venido  á  llamar  seriamen* 
te  la  atención  del  Gobierno  de  H.  M. 

Apenas  hay  Presidio  que  no  ofrezca 
pruebas  prácticas  de  la  existencia  de  se- 
mejante abuso,  y  alguno  ha  llegado  en 
poco  tiempo  á  contar  doce  deserciones. 
Ni  la  Administración  puede  tolerar  ui> 
quebrantamiento  de  condenas  tan  mani- 
fiesto, ni  la  Dirección  debe  dispensar  la 
menor  falta  en  su  perpetración.  La  expe- 
riencia ha  hecho  ver  que  la  mayor  parte 
de  las  fugas  se  realizan  sin  violencia,  y 
tienen  su  origen  en  la  facilidad  con  que 
cuentan  los  penados  para  salir  del  Esta- 
blecimiento por  sólo  el  mandato  verbal 
de  los  empleados  subalternos,  que  se  ex- 
ceden en  el  uso  de  sus  atribuciones,  6 
bajo  pretexto  de  servicios  ajenos  á  la  ín- 
dole y  necesidades  de  estas  casas  corree- 
clónales.  No  de  otra  manera  se  explica 
que  en  Presidios  de  obras  públicas,  don- 
de los  confinados  están  sueltos  en  los  tra- 
bajos que  ocupan  grande  extensión,  sea 
infinitamente  menor  el  quebrantamiento 
de  condenas,  que  en  otros  don«le  el  pre- 
sidiario la  extingue  siempre  dentro  del 
Establecimiento. 

Para  concluir,  pues,  con  tan  pernicioso 
y  transcendental  abuso,  8.  M.  la  Reina 
(que  Dios  guarde)  se  ha  dignado  mandar 
se  lleven  rigurosamente  á  efecto  las  dis- 
posiciones siguientes: 

1.*  Ningún  presidiario  saldrá  fuera 
del  Establecimiento  á  servicio  alguno  que 
no  esté  ordenado  por  la  Dirección  gene- 
ral de  Establecimientos  penales.  8i  la 
compra  de  primeras  materias  para  los  ta- 
lleres exigiese  la  salida,  irá  el  que  fuese, 
acompafiado  del  furriel  y  de  un  individuo 
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de  la  Goardia  orbana,  ó  an  námero  de  la 
militar  del  mismo  Eatableoi miento,  con 
orden  escrita  del  Comandante,  dando 
caenta  á  la  saperioridad  de  cuándo  y  có 
mo  se  haya  verificado, 

2.a  Cesarán  en  el  acto,  pena  de  la  pér- 
dida de  empleo  del  Comandante,  todos 
los  confinados  que,  con  el  nombre  de  or- 
denanzas ó  de  mocos  de  limpieza,  se  ocu- 
pan en  el  servicio  doméstico  de  los  em- 
pleados del  Presidio,  en  ios  Gobiernos  de 
provincia  y  en  las  demás  oficinas  civiles 
¿  militares,  sean  de  la  clase  que  fueren. 

8.*  No  podrá  ser  nombrado  cabo  de 
vara  ningún  presidiario  que  no  lleve  cum- 
plidas las  dos  terceras  partes  de  su  con- 
dena y  haya  observado  buena  conducta 
desde  su  ingreso  en  el  Presidio.  £1  nom- 
bramiento de  los  cabos  de  vara  se  hará 
en  Junta  económica,  que  presidirá  el  Se- 
cretario del  Gobierno  de  la  provincia  en 
representación  del  Gobernador,  á  pro- 
puesta del  Ayudante  primero  del  Presi- 
dio, dándose  parte  á  la  Dirección  de  es- 
tos nombramientos,  con  remisión  de  las 
hojas  penales  de  los  nombrados  Respec- 
to á  los  Presidios  situados  en  paraje  que 
no  reside  el  Gobernador  de  la  provincia, 
debe  componerse  la  Junta  del  Alcalde 
Presidente  del  Ayuntamiento  y  del  Juez 
de  primera  instancia,  si  le  hubiere. 

4.*  £n  el  servicio  interior  de  vigilan- 
cia alternarán  los  Capataces,  y  durante 
la  noche  el  que  estuviese  de  ronda  adop- 
tará las  medidas  convenientes  para  evi- 
tar cualquier  escalo  ó  intento  de  fuga, 
«iendo  él  inmediatamente  responsable 
del  que  ocurra. 

6.a  Las  secciones  de  aguadores  en  los 
Presidios  en  que  haya  de  llevarse  de  fue- 
ra el  agua,  prestarán  este  servicio  bajo  la 
inspección  de  un  Capataz  acompañado  de 
uno  ó  dos  individuos  de  la  clase  de  tro- 
pa, guardia  civil  ó  urbana,  según  el  nú- 
mero de  penados  de  que  la  sección  se 
componga. 

6.&  £1  Capataz  de  rastrillo  será  exclu- 
sivamente responsable  de  la  salida  de 
cualquier  presidiario  fuera  del  edificio  y 
en  los  casos  previstos  en  estas  disposicio- 
nes, siendo  también  indispensable  una 
orden  escrita  nominal  de  los  que  salgan, 
autorizada  por  el  Ayudante  del  Presidio, 
quien  á  su  regreso  dará  cuenta  de  sin  no 
vedad  al  Comandante,  también  por  escri- 
to, con  el  enterado  del  Capataz  de  ras- 
trillo. 

7.&    Cualquiera  que  sea  su  condena  y 

situación  vestirá  el   presidiario  siempre 

.  «1  uniforme  de  su  clase,  quedando  el  Ma- 


yor, el  Ayudante  y  Capataz  de  la  brigada 
á  que  pertenezca  personalmente  respon- 
sables de  la  más  leve  omisión  en  este 
importante  punto. 

é.A  Sin  perjuicio  de  la  vigilancia  dia- 
ria que  prescribe  el  Reglamento  de  6  de 
Septiembre  de  1844,  pasará  el  Coman- 
dante una  escrupulosa  revista  cada  ocho 
días  por  lo  menos  en  las  cuadras  á  los 
confinados,  é  Impondrá  los  castigos  co- 
rreccionales á  que  le  autorizan  la  Orde- 
nanza y  demás  disposiciones  vigentes, 
respecto  de  los  individuos  á  quienes  se 
encuentren  armas  ú  otros  objetos  prohi- 
bidos, separando  en  el  acto  á  los  cabos 
de  vara  de  la  brigada  á  que  pertenezcan 
y  suspendiendo  al  Capataz,  poniéndolo 
todo  en  conocimiento  de  la  Dirección. 

9  A  £1  número  de  individuos  de  la 
clase  de  penados  que  como  escribientes 
se  ocupen  en  las  oficinas  de  la  Coman- 
dancia y  de  la  Mayoría,  no  podrá  exce- 
der de  ocho  en  los  Presidios  de  segunda 
clase  de  obras  públicas  y  de  carreteras,  y 
de  doce  en  los  de  primera  clase,  distri- 
buyéndose en  una  y  otra  oficina,  según 
el  mayor  ó  menor  trabajo.  Todos  vesti- 
rán el  uniforme  de  su  clase,  y  serán  nom 
brados  de  igual  modo  que  la  disposición 
8,*  marca  para  el  nombramiento  de  ca- 
bos, y  se  dará  noticia  de  ello  á  la  Direc- 
ción, con  muestra  de  su  letra  y  copia  de 
sus  hojas  penales. 

10.  £n  ningún  caso,  por  urgente  qoe 
sea  el  servicio  de  un  penado  fuera  del 
cuartel,  podrá  empleársele,  ni  aun  con 
conocimiento  de  las  Autoridades,  sin  el 
competente  permiso  de  la  Dirección. 

11.  De  la  entrada  en  el  Presidio  de 
cualquiera  persona  que  no  pertenezca  á 
la  clase  de  empleados  en  él,  dará  cuenta 
el  Capataz  del  rastrillo  al  Ayudante, quien 
la  reconocerá  avisando  al  Comandante 
por  escrito.  £1  mismo  Capataz  de  rastrillo 
será  responsable  «le  todo  objeto,  comes- 
tible ó  bebida  que  entre  en  el  Presidio 
para  los  confinados,  no  autorizado  por  el 
Reglamento  y  Ordenanzas. 

12.  Todo  funcionario  que  faltase  á  los 
deberes  prescritos  en  las  prece<lentes 
disposiciones  quedará  sujeto  á  la  pérdida 
de  su  empleo  y  á  la  responsabilidad  cri- 
minal en  la  causa  que  deberá  instruirse 
así  que  ocurra  una  deserción,  y  de  la  que 
el  Comandante  dará  parte  inmediatamen- 
te al  Juez  de  primera  instancia,  al  Gober- 
nador y  á  la  Dirección,  en  oficios  deta- 
llados, con  copia  autorizada  por  el  Ma- 
yor, de  los  partes  de  los  empleado»  su- 
balternos  á  quienes  corresponde. 
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Al  oomoniear  á  V.  S.  esta  retolación, 
me  maoda  8.  H.  la  Reina  (Q.  D.  G.)  pre- 
venga á  V.  S.  que  adopte  por  bu  parte 
laa  dtapoeicionei  que  su  celo  le  sugiera, 
para  que  ae  cumplan  exactamente  laa 
prevenciones  que  anteceden,  y  puetla 
eonaegnirae  remediar  un  abuao  qne,  al 
propio  tiempo  que  relaja  la  disciplina  en 
loa  Establecimientoa  de  corrección,  in- 
fringe el  Código  penal  y  produce  justa 
alarma  en  la  Administración  de  justicia. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  6  de  Mayo 
de  1860. -Potada  He9'r rr a. —Sr,  Gober- 
nador de  la  provincia  de >— (C.  L,  de 

Fre$idio$,  tomo  II,  páge.  456  á  468). 

Códif/o  penal  de  17  de  Junio  de  1870, 

cArt.  873.  El  funcionario  público  cul- 
pable de  connivencia  en  la  evasión  de  un 
preso  cuya  ooaducción  ó  custodia  le  es- 
tuviere confiada,  aera  castigado: 

1.°  En  el  caso  de  que  el  fugitivo  se 
hallare  condenado  por  ejecutoria  en  al- 
guna pena,  con  la  inferior  á  ésta  en  doa 
grados,  y  con  la  de  inhabilitación  tem- 
poral especial  en  su  grado  máximo  á  in- 
habilitación perpetua  especial. 

2,^  Con  la  pena  inferior  en  tres  gra- 
do* á  la  aefialada  por  la  ley  al  delito  por 
el  cual  se  hallare  proceaado  el  fugitivo, 
«i  no  se  le  hubiere  condenado  por  ejecu- 
toria, y  con  la  de  inhabilitación  especial 
temporal. 

Art.  874.  El  particular  que  hallándo- 
se encargado  de  la  conducción  ó  custo- 
dia de  un  preso  ó  detenido  cometiere  al- 
guno de  loa  delitos  expresados  en  el  ar- 
tículo precedente,  será  castigado  con  las 
penas  inmediatamente  inferiores  en  gra- 
do á  las  sefialadas  al  empleado  público.t 

Circular  de  7  de  Febrero  de  1880  dictan- 
do di$poiieione$  para  evitar  las  fugas 
de  reclUBOH. 

( Dirección  general  de  Penales),  *  No  ha 
podido  menoe  de  llamar  muy  particular- 
mente la  atención  de  este  Centro  direc 
iivo  la  frecuencia  con  que  se  repiten  las 
fugas  de  penados,  tanto  en  los  Presidios 
como  en  las  Cárceles  de  partido,  siendo 
causa  de  ello,  casi  en  su  totalidad,  la  fal- 
ta de  vigilancia  y  cumplimiento  de  las 
diversaa  órdenes  dictadas  para  el  régi- 
men interior  de  dichos  Establecimientos. 
En  todas  épocaa  ae  han  adoptado  laa  me- 
didaa  consideradas  como  eficaces  para 
«vitar  las  fugas,  indicando  la  responsa- 
Jbilidad  qne  debe  exigirse  á  los  emplea- 


dos del  ramo  y  la  vigilancia  que  sobre 
ellos  debe  ejercerse  por  la  Autoridad  an- 
perior  de  la  provincia.  No  cree  necesario 
esta  Dirección  general,  ni  encarecer  á 
V.  8.  la  importancia  de  este  servicio,  ni 
recordarle  detalladamente  cuanto  aobre 
el  particular  contienen  las  disposiciones 
dictadas  al  efecto;  maa  como  qniera  que 
en  la  tramitación  de  los  expedientes  no 
se  observa  por  los  Jefes  tle  los  Estable- 
cimientos penales  la  uniformidad  que 
exige  una  administración  ordenada,  pues 
en  algunos  casos  se  dirigen  á  esta.Supe- 
rioridad  directamente  en  vez  de  hacerlo 
por  conducto  de  V.  S.,  y  muy  particular- 
mente cuando  imponen  á  sus  subordina- 
dos suspensiones  de  empleos  por  faltas 
cometidas  en  el  servicio,  faltas  que  algu- 
nas veces  no  pueden  apreciarae  debida- 
mente por  carecer  de  datos  que  nadie 
mejor  que  V.  S  puede  conocer,  eate  Cen- 
tro directivo  ha  acordado  dirigirse  á 
V.  S.  para  que  desde  el  recibo  de  la  pre- 
sente Circular  se  sirva  disponer  en  esa 
provincia  de  su  man<lo,  el  estricto  cum- 
plimiento de  las  disposiciones  siguientes: 

1.*  En  el  momento  de  verificarse  la 
fuga  de  uno  ó  máa  presos,  y  sin  perjui- 
cio del  procedimiento  judicial,  diapon- 
drá V.  8.  la  formación  del  oportuno  ex- 
pediente gubernativo,  donde  se  hagan 
constar  laa  causas  que  la  motiven  y  la 
responsabilidad  que  alcance  á  los  em- 
pleados encargados  de  su  custodia. 

3.*  Adoptará  V.  S.  desde  luego  las 
medidaa  que  estime  oportunas,  impo 
uiendo  á  los  empleados  las  penas  á  que 
en  su  juicio  se  hayan  hecho  acreedores, 
remitiendo  el  expediente  á  este  Centro 
directivo. 

8.A  Dichos  expedientes  se  instruirán 
por  el  Secretario  de  ese  Gobierno  ú  otro 
de  los  empleados  del  mismo  que  V.  S.  de- 
signe, cuando  se  refiera  á  establecimien- 
tos qne  radiquen  en  la  capital,  y  por  los 
Alcaldea  respectivos  cuando  tengan  lu- 
gar en  los  demás  pueblos  de  la  j)ro- 
vincia. 

4.A  Siempre  que  el  Jefe  de  un  Kata- 
blecimiento  penal  imponga  algún  correc- 
tivo á  loa  empleados  que  sirvan  á  sus 
órdenes,  dará  cuenta  á  V.  S.,  disponien- 
do por  ese  Gobierno  la  formación  de  ex- 
pediente en  averiguación  de  loa  hechos 
objeto  del  castigo,  y  con  informe  de 
V.  8.  se  remitirá  á  esta  Superioridad  para 
su  resolución. 

6.^  Los  Alcaldes,  cuando  asimismo 
impongan  alguna  pena  á  los  empleados 
de  Cárceles,  formarán   expediente  que 
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remitirán  á  V.  8.  para  qae  con  bu  infor- 
me lo  dirija  á  este  Centro  directíto  para 
BVL  aprobación. 

6.*  En  todos  los  expedientes  propon- 
drá V.  8.  la  corrección  qne  á  su  juicio 
deba  imponerse  á  ios  empleados  que  re- 
sulten responsables. 

Dios,  etc.  Madrid  7  de  Febrero  de  1880. 
— £1  Director  general,  Francisco  Santa 
G-M5.>— (Minuta  de  la  Dirección). 

Circular  de  14  de  Julio  de  1885  dictando 
disponcioneB  para  evitar  las  fugas  de 
reclusos  de  los  coches  celulariss, 

{Dirección  general  de  Establecimientos 
penales),  €Ck>utra  toda  previsión,  no 
uno,  sino  repetidos  casos  se  registran  ya 
de  evasiones  de  presos  de  los  coches  ce- 
lulares. Para  prevenir  qne  ocurran  de 
nuevo,  encarezco  á  V.  8.  muy  especial- 
mente se  sirva  dictar  sus  prescripciones, 
así  á  la  Comandancia  de  la  Guardia  civil, 
como  á  los  Directores  de  las  Cárceles  y 
Presidios  de  esa  provincia,  en  consonan- 
cia con  las  siguientes: 

]  .a  Las  personas  de  los  presos  ó  pe- 
nados y  sus  petates  serán  objeto  del  más 
minucioso  reconocimiento  por  parte  de 
los  Jefes  de  los  Establecimientos  antes 
de  hacer  su  sntrega  á  la  escolta  de  la 
Guardia  civil  que  ha  de  conducirlos  á  la 
estación  de  embarque.  Toda  arma  ó  he- 
rramienta les  será  decomisada,  como 
igualmente  rollos  de  cuerda  ó  cualquier 
otro  objeto  sospechoso. 

2.»  Si  por  razón  de  distancia  del  pun- 
to de  salida  á  la  estación  de  embarque 
tuvieren  que  verificar  los  presos  etapas 
á  pie,  la  escolta  que  los  conduzca  respon- 
derá al  hacer  entrega  á  la  del  tren  de 
qne  no  han  adquirido  objeto  alguno  de 
los  indicados  durante  el  viaje. 

S.^  No  se  permitirá  nunca  y  por  nin- 
gún concepto  que  los  equipajes  ó  petates 
que  los  presos  ó  penados  saquen  de  las 
Cárceles  ó  Presidios  excedan  del  peso  de 
16  kilogramos,  que  es  el  concedido  por 
Us  Empresas  de  ferrocarriles.  Se  cuidará 
asimismo  de  que  afecten  la  forma  menos 
voluminosa  para  su  fácil  cabida  y  colo- 
cación pn  los  coches  celulares. 

4.a  Los  Jefes  de  las  escoltas  de  pre 
sos  en  los  coches  celulares  ordenarán  la 
colocación  de  los  petates  ó  equipajes  de 
modo  que  no  obstruyan  ni  el  paso  ni  las 
miras  de  vigilancia,  y  la  observación  de 
los  conducidos  serA  atenta  y  constante, 
tanto  durante  la  marcha  como  en  las  pa- 
radas de  los  trenes,  ya  desde  su  departa- 


mento, como  practicando  visitas  al  inte- 
rior del  de  presos  cuando  lo  estimen  con- 
veniente. 

Y  6.*  Sí  á  pesar  de  todo  llegase  á  te> 
ner  efecto  alguna  evasión,  los  Jefes  de  la 
escolta  deberán  ponerlo  cuanto  antes  en 
conocimiento  de  la  Autoridad  superior 
del  punto  más  próximo  al  suceso,  dando 
después  al  Gobernador  del  en  que  termi- 
na la  expedición  parte  circunstanciado, 
que  será  transcrito  sin  demora  á  esta  Di- 
rección general. 

Dios,  etc.  ~£l  Director  general,  Javier 
Los  ^rco«t. -^(Minuta  de  la  Dirección). 

Circular  de  25  de  Enero  de  1887,  dictando 
las  medidas  gubernativas  que  deben  adop- 
tarse con  los  empleados  de  Penales  al 
ocumr  evasiones  de  presos. 

(Dirección  general  de  Establecimientos 
penales),  «En  vista  de  la  frecuencia  con 
que  se  repiten  las  evasiones  de  presos, 
esta  Dirección  general  cumple  con  el  de- 
ber de  encargar  á  V.  8.  que  inmediata- 
mente qne  tenga  conocimiento  de  la  eva- 
sión de  un  preso  proceda,  sin  levaútar 
mano,  á  instruir  un  expediente  informa- 
tivo de  las  causas  que  la  hayan  produci- 
do, remitiéndole  con  toda  urgencia  á  esta 
superioridad  para  la  resolución  que  sea 
justa;  que,  asimismo  acuerde  la  suspen- 
sión interina  del  Director  de  la  Cárcel  ó 
del  funcionario  qne  inmediatamente  re- 
sulte responsable  de  la  fuga,  nombrando 
con  el  mismo  carácter  de  interino  á  otro 
empleado  que  no  haya  sido  nunca  sus- 
penso ni  corregido  disciplinariamente,  ni 
mucho  menos  condenado  por  los  Tribu- 
nales, ni  se  halle  interesado  en  algún  ex- 
pediente gubernativo  por  faltas  análogas, 
dando  conocimiento  á  esta  Dirección  ge- 
neral en  el  más  breve  plazo  posible,  para 
confirmar  el  nombramiento  en    su  caso. 

Dios,  etc.—Madrid  26  Enero  de  1887. — 
El  Director  general,  Emilio  Nieto. — Se- 
ñor Gobernador  civil  de  .....>  -  (Minuta 
de  la  Dirección). 

Circular  de  5  de  Agosto  de  1887,  dictando 
disposiciones  para  evitar  la  fuga  de  re- 
clusos de  los  Depósitos  municipales,  re- 
comendando que  se  ejecuten  obras  de  se- 
guridad, mandando  practicar  minucio- 
sos registros  en  los  locales  y  ropas  de  los 
recluidos  y  prohibiendo  que  tengan  di- 
ñero  en  su  poder, 

(Dirección  getteral  de  Establecimientos 
penales).     <  Iaí9  Depósitos   municipales 


\ 


Digitized  by 


Google 


.'J^í§-'^^ 


FUG 


—  433  — 


FUG 


desuñados  á  los  presos  de  tránsito,  son 
generalmente  los  qae  dan  mayor  contin- 
ente al  número  de  las  evasiones  qae  con 
demasiada  írecaencia  se  repiten. 

Eso  revela  la  necesidad  de  adoptar 
enérgicas  medidas  para  que  los  expresa- 
dos Depósitos  dejen  de  ser  el  campo  ele 
^do  por  los  criminales  para  realisar  con 
ftdlidad  y  sin  riesgo  sas  planes  de  sas 
traerse  á  la  acción  de  la  justicia  y  al 
campUmiento  de  las  condenas. 

Para  ello  es  necesario,  en  primer  tér- 
mino, qae  por  V.  S.  se  obligue  á  ios 
Ayuntamientos  de  los  pueblos  en  donde 
existan  Depósitos  municipales  designa- 
ijos  para  servir  de  etapa  en  las  conduc- 
ciones qae  se  hacen  á  pie,  á  que  ejecuten 
las  obras  más  indispensables  de  seguri- 
dad, y  principalmente  lasque  tienen  por 
objeto  reforzar  las  rejas,  puertas,  cerra- 
doras y  cerrojos,  etc.,  dándoles  condicio- 
nes de  seguridad. 

Pero  independientemente  de  estas 
obras,  que  por  su  poco  coste  han  de  ser 
de  fácil  realización,  puede  V.  S.  exigir 
ciertas  precauciones,  como,  por  ejemplo: 
<]ue  se  ejerza  una  vigilancia  continua  por 
el  empleado  ó  empleados  que  se  hagan 
cargo  de  la  custodia  de  los  presos,  desig- 
nando más  de  uno  para  que  puedan  al- 
ternar en  este  servicio  durante  el  tiempo 
<)ae  aquéllos  permanezcan  recluidos;  que 
ai  hacerse  la  entrega  de  los  presos  por  la 
Guardia  civil  que  los  conduzca,  sean  re 
gistrados  minuciosamente,  uno  por  uno  y 
con  toda  escrupulosidad,  para  que  no  con- 
serven en  su  poder  armas  ni  herramien- 
tas que  puedan  servirles  de  auxilio  para 
las  evasiones;  que  se  les  recoja,  bajo  re- 
oibo,  todo  el  dinero  que  lleven  consigo, 
sin  dejarles  más  cantidad  que  la  estric- 
tamente necesaria  para  sufragar  los  gas- 
tos de  la  alimentación  en  cada  día,  y  que, 
en  caso  necesario,  se  les  recoja,  también 
bajo  recibo,  toda  la  ropa  que  no  les  sea 
indispensable  para  su  abrigo,  guardán- 
dose, tanto  ésta  como  el  dinero,  en  lugar 
seguro,  hasta  que  llegue  el  momento  de 
la  partida,  en  que  les  serán  entregados  á 
presencia  de  las  fuerzas  que  hayan  de 
«custodiarlos. 

Si  se  adoptan  todas  estas  disposicio- 
nes; si,  además,  se  excita  el  celo  de  los 
Ayuntamientos  para  que  acuerden  alguna 
indemnización  en  favor  de  la  persona  ó 
personas  que  hagan  este  servicio  de  vigi- 
lancia, y  si  se  puede  conseguir  que  se 
preste  algún  auxilio  por  la  fuerza  de  la 
Guardia  civil,  se  habrá  logrado  normali- 
zar estos  Depósitos,  que,  por  lo  mismo 


que  no  son  de  uso  continuo,  que  no  están 
confiados  á  ningún  empleado  y  que  están 
más  alejados  de  la  inspección  de  las  Au- 
toridades provinciales,  han  de  resentirse 
más  fácilmente  y  de  hacer  necesario  qna 
se  les  dedique  una  atención  asidua,  á  fin 
de  corregir  sus  defectos  en  beneficio  de 
los  intereses  públicos. 

Espero  se  sirva  V.  8.  dar  conocimiento 
á  este  Centro  de  las  resoluciones  qut) 
adopte  en  el  sentido  indicado,  y,  caso  ne- 
cesario, qtie  proponga  las  que  crea  opor- 
tunas para  acordar  lo  conveniente  en 
este  importante  servicio. 

Dios,  etc.  Madrid  6  Agosto  de  1887.— 
El  Director  general,  Emilio  Nieto,— Señor 

Gobernador  civil  de  la  provincia  de » 

(Gaceta  de  U  de  Agosto  de  1887). 

Circular  de  31  de  Julio  de  1890  dictando 
disposiciones  para  evitar  la  faga  de  re- 
clusos en  los  Penales  y  Cárceles,  previ 
niendo  que  las  llaves  de  rastrillos  las 
tengan  los  empleados  y  rnandando  que 
por  éstos  se  registren  los  locales  y  ropas 
de  los  reclusos. 

{Dirección  general  de  JCstahlecimientos 
penales).     <  Al  hacerme  cargo  de  los  ser 
vicios  afectos  á  esta  Dirección  general, 
que  me  ha  sido  confiada,  no  ha  podid<» 
menos  de  llamas  de  modo  preferente  mi 
atención,  á  la  vez  que  producirme  impre 
sión  dolorosa,  la  lamentable  frecuencia 
con  que  tienen  lugar  las  evasiones  de  loa 
reclusos,  no  tan  sólo  en  los  Correcciona- 
les y  Cárceles  de  partido,  sino  también 
en  los  Establecimientos  penales  propia- 
mente dichos,  burlando  de  este  modo  la 
ejecución  de  las  sentencias  condénate 
rias  de  los  Tribunales  de  justicia  y  dan 
do  asimismo  lugar  al  desprestigio  de  U 
Administración  encargada  de  la  guarda 
y  custodia  de  los  presos  y  penados. 

A  poner  término  á  tan  deplorable>4 
abusos  he  de  encaminar  los  mayores  e»- 
fuerzos,  con  la  firmeza  que  el  bien  públi- 
co reclama,  haciendo  cumplir,  con  todo 
rigor  y  escrupulosidad,  á  los  empleados 
que  tienen  á  su  cargo  este  importante 
servicio,  ios  imperiosos  deberes  que  im- 
ponen el  régimen,  el  buen  orden  y  la  dis 
ciplina  de  las  Penitenciarías  y   Cárcelep. 

No  basta  en  modo  alguno  á  eludir  li 
perfecta  responsabilidad  de  los  funcii»- 
narios  de  que  se  trata,  la  no  connivenci  i 
de  parte  de  los  mismos  en  el  quebranta 
miento  de  las  condenas  y  en  la  evasión 
de  los  reclusos:  toda  fuga  implica  siem- 
pre una  falta  de  vigilancia,  de  funesta 
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iraneceiidenciA  en  el  orden  social,  que  es  ' 
neresflrío  c.Hstij^ar  aflininístrativamente 
«•.on  la  más  inezurable  severidad,  sin  per- 
jnicio  de  la  acción  penal,  que  en  deter- 
ininados  casos,  incnnibe  á  los  Tribunales 
de  justicia. 

Tampoco  puede  servir  de  atenuación, 
y  menos  todavía  de  excusa  en  esta  clase 
de  faltas,  el  estado  material  en  que  se  en- 
cuentran algunos  edificios  carcelarios, 
<?oya  conservación  corre  á  cargo  de  las 
Corporaciones  provinciales  ó  municipa- 
les. Precisamente  cuanto  menos  satisfac- 
torias fuesen  las  condiciones  de  seguri- 
<lad  de  una  Prisión,  tanto  más  exquisita 
ha  de  seriic  diligencia  y  mayor  la  aten- 
ción y  ey  cuidado  de  los  encargados  de 
su  custodia. 

£8,  pues,  de  todo  punto  indispensable 
para  poner  término  á  estos  males,  tan 
nocivos  al  interés  de  la  justicia,  que  los 
empleados  del  Cuerpo  de  Estabtecimien- 
toa  penales  y  Cárceles  observen  con  ver- 
dadero celo  los  deberes  de  su  delicado 
ministerio;  no  declinen  en  los  presos  y 
penados  las  funciones  de  vigilancia  que 
la  Administración  pública  les  tiene  con- 
tíadas,  y  ejerzan  por  sí  mismos,  con  ar- 
dimiento y  eficacia,  una  intervención 
personal  y  una  inspección  directa  y  cons 
tante,  según  su  clase  y  categoría,  en  todo 
lo  referente  al  servicio  de  rastrillos,  con- 
servación de  las  llaves  de  la  Prisión  y 
seguridad  completa  de  los  reclusos. 

En  su  consecuenria,  esta  Dirección  ge- 
neral se  hn  servido  disponer  lo  siguiente: 

l.o  El  Director  de  todo  Estableci- 
miento penal  ó  carcelario,  como  Jefe  del 
mismo,  y  en  tal  concepto  responsable  de 
la  seguridad  de  la  Prisión,  será  escrupu- 
4oso  y  severo  en  lo  relativo  á  la  vigilan- 
cia; cuidará,  por  tanto,  de  que  todos  los 
empleadds  ocupen  sus  puestos,  así  de 
día  como  de  noche,  y  tomará  cuantas 
precauciones  considere  necesarias  para 
evitar  las  evasiones  ó  fugas. 

2.0  El  servicio  de  rastrillos,  igual- 
mente que  las  funciones  de  llaveros  y 
vigilantes,  no  se  encomendarán  en  nin- 
gún caso  á  los  presos  ni  penados,  estan- 
do siempre  á  cargo  de  los  empleados  del 
Establecimiento. 

d.o  Se  practicarán  diariamente  por 
los  mismos  empleados  los  reconocimien- 
tos y  registros  indispensables,  tanto  en 
tas  personas  como  en  las  ropas,  petates 
y  habitaciones  de  los  penados  y  presos, 
hasta  adquirir  la  seguridad  de  que  no 
poseen  armas,  herramientas  ni  útiles  que 
paedan  facilitar  la  evasión. 


4,^  Los  reconocimientos  y  registro» 
de  que  queda  hecho  mérito  se  llevarán  á 
cabo  por  los  empleados  con  el  mayor 
cuidado  y  escrupulosidad,  siempre  que 
lo  reclamare  el  mejor  s«)rvicio,  y  princi- 
palmente cuando  el  preso  ó  penado  in- 
grese en  el  Establecimiento,  inmediata- 
mente después  <ile  celebradas  las  comu- 
nicaciones con  el  público,  á  la  termina- 
ción del  trabajo  en  los  talleres  y  ante» 
de  la  hora  del  descanso  ó  silencio. 

5  o  También  se  someterán  á  un  mi- 
nucioso reconocimiento,  practicado  igual- 
mente por  los  empleados,  las  comidas,, 
vasijas,  ropas  y  demás  efectos  que,  pro- 
cedentes del  exterior,  se  entreguen  con 
destino  á  los  reclusos. 

6  o  Asimismo  se  inspeccionarán  á  dis- 
tintas horas  del  día  y  de  la  noche  los  si- 
tios ó  lugares  del  edificio  en  que,  por  su» 
condiciones  materiales,  sean  más  practi- 
cables las  evasiones. 

Y  7.0  Toda  fuga  que  tenga  lugar  la 
pondrá  el  Jefe  del  Establecimiento  en 
conocimiento  inmediato  del  Gobernador 
de  la  provincia,  transmitiéndole  el  nom- 
bre, filiación  y  señas  de  los  fugados  para 
su  busca  y  captura. 

También  la  comunicará  al  Presidente 
de  la  Junta  local  de  Prisiones,  si  la  hu- 
biere en  el  punto  en  que  radique  el  Es- 
tablecimiento, al  Juez  de  instrucción  y 
á  esta  Dirección  general. 

Lo  que  ordeno  á  Vd.  para  su  más  exac 
to  y  fiel  cumplimiento.  Dios,  etc.  Madrid 
31  de  Julio  de  1890.— El  Director  gene- 
ral, Antonio  Hei-nández  y  López, —^t.  Di- 
rector del  Establecimiento  penal  ó  carce- 
lario de »^(Qaceta  de   l.o  de  Agosto 

de  1890). 


CoMBNTAaio.» La  fuga  de  un  penado 
produce  el  quebrantamiento  de  su  sen- 
tencia, y,  en  este  concepto,  constituye  un 
delito  castigado  en  el  art.  129  del  Código 
penal  (1),  en  el  que  se  establece  la  clase 
de  pena  en  que  incurre  un  fugitivo  se- 
gún la  naturaleza  y  gravedad  de  la  sen- 
tencia que  quebranta. 

Pero  las  penas  señaladas  á  los  que 
quebrantan  las  sentencias,  se  modifican 
en  determinados  casos  atendiendo  á  la 
forma  en  que  hayan  practicado  la  eva 
sión  y  á  la  índole  de  la  pena  que  ex- 
tinguen. 


(1)    Tomo  I,  pág.  626. 
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Desde  laego,  la  foga  de  loa  penados  ea 
eieoipre  panible;  y  para  determinar  la 
claae  y  grado  de  la  pena  correapondienie 
al  deliio,  han  de  teneree  presentes  el  ar- 
(ícolo  139  eludo  y  el  180. 

Sólo  será  aplicable  este  áltimo  á  los 
qoe  sufren  condena  de  privación  de  li- 
bertad, paes  sólo  á  éstos  se  contrae,  ez- 
clayendo  por  tanto  á  los  sentenciados  á 
penas  restrictivas  de  la  misma  libertad, 
como  la  relegación,  el  extrafiamiento,  el 
confinamiento  y  el  destierro,  ó  de  deter- 
minados derechos,  como  la  inhabilitación 
y  aospenstón.  Preciso  serA  para  aplicar 
las  agravaciones  del  art.  1 39,  qne  el  pe- 
nado reelaso  realice  su  faga  con  violen- 
cia, intimidación,  prodaciendo  factnra, 
escalamiento  ó  caalqniera  otra  ú  otras 
lie  laa  circonstancias  que  el  art.  1 80  con- 
signa. 

Guando  tales  circonstancias  no  conca- 
rran,  sólo  se  castigará  el  delito  con  la 
coarta  parte  de  la  pena  sefialada  al  que- 
brantamiento de  la  sentencia  en  el  ar- 
ticulo 129. 

Pero  el  mencionado  art.  180  solamente 
s^  refiere  á  ios  penados  que  se  fugaren 
«le  los  Establecimientos  penales  ó  de  sus 
destacamentos,  y  no  trata  de  los  que  pue- 
dan evadirse  de  las  Cárceles  ó  al  ser  con- 
ducidos de  unos  puntos  á  otros  por  la 
fuerza  pública.  8i  se  atiende  á  la  letra 
del  Código,  que  no  comprende  á  estos 
últimos,  y  al  principio  de  Derecho  penal, 
según  el  cual  ha  de  interpretarse  la  ley 
en  el  sentido  más  favorable  al  reo,  pare 
ee  que  no  debiera  castigarse  á  los  pena- 
dos que  se  fugan  de  las  Cárceles  ó  que 
se  evaden  de  la  acción  de  la  fuersa  qne 
los  conduce  ó  custodia.  Mas  como  la 
esencia  del  hecho  no  cambia  por  razón 
del  lugar  en  que  se  realiza;  como  igual- 
mente se  quebrantan  las  sentencias  en 
anos  qne  en  otros  casos,  y  como  la  alar- 
ma qoe  el  fugitivo  produce  es  igual  tam- 
bién, ya  se  haya  fugado  de  un  Penal  ó 
de  una  Cárcel,  de  un  destacamento  ó  de 
on  Depósito»  municipal,  de  una  carretera 
al  aer  conducido  en  cuerda  y  por  etapas, 
ó  de  una  línea  férrea  al  serlo  en  el  tren, 
ya  en  coche  celular,  ya  en  otra  clase  de 
ooche,  creemos  que,  en  todos  estos  casos, 
la  fuga  ea  igualmente  punible,  y  que  al 
fugitivo  debe  aplicársele  la  agravación 
correspondiente. 

Resumiendo  nuestra  opinión,  y  aten- 
diendo á  los  preceptos  del  Código,  enten- 
demos qne: 

Las  fugas  de  los  penados  son  siempre 
puDÍblefl. 


A  los  qne  sufren  penas  restrictivas  de 
la  libertad  y  penas  privativas  también,  ó 
sólo  restrictivas  de  derechos,  les  son 
por  completo  aplicables  las  reglas  del  ar- 
ticulo 129  del  Código  en  sus  respectivos 
casos. 

A  los  que  sufren  penas  privativas  de 
la  libertad  les  son  aplicables  las  mismas 
reglaa  cuando  en  el  quebrantamiento  de 
la  sentencia  no  concurren  las  circunstan- 
cias consignadas  en  el  art.  180. 

Cuando  tales  circunstancias  concurren 
se  les  debe  aplicar  este  artículo,  bien  se 
haya  verificado  la  fuga  en  una  Prisión 
(Penal,  destacamento.  Cárcel,  Depósito), 
bien  en  conducción  por  etapas,  por  ferro 
carril  ó  por  otro  medio. 


Más  adelante  (I)  volvemos  á  tratar  de 
las  evasiones  de  los  reclusos  cuando  en 
ellas  existe  connivencia  por  parte  de  los 
funcionarios  ó  particulares  encargados  de 
su  conducción  ó  custodia. 

Pero  al  objeto  de  que  la  doctrina  del 
presente  comentario  resulte  lo  más  com- 
pleta posible,  creemos  oportuno  relacio- 
nar los  artículos  129  y  180  con  loa  878  y 
874  del  Código  penal,  pues  ti  los  prime- 
ros tratan  del  quebrantamiento  de  con- 
denas, y  los  segundos  de  la  infidelidad 
en  la  cuatodia  de  presos,  unos  y  otros 
tienen  por  fundamento,  y  como  materia 
común  punible,  la  evasión  de  reclusos. 

Existe,  á  nuestro  parecer,  excesiva 
blandura  en  la  penalidad  sefialada  al  que- 
brantamiento de  condena,  blandura  que 
aumenta  y  resalta  si  te  la  compara  con 
laa  sanciones  establecidas  para  la  infide- 
lidad en  la  custodia  de  presos. 

Desde  luego  resulta  en  la  realidad 
completamente  ilusoria  la  agravación 
que  el  art.  139  estatuye  para  los  conde- 
nadoa  á  cadena  y  reclusión  perpetua  ó 
temporal.  Tal  agravación  consiate,  como 
es  sabido,  en  hacer  sufrir  al  penado  Iss 
mayores  privacionea  que  los  Reglamen- 
tos autoricen  por  un  tiempo  que  no  ex- 
cederá de  tres  afios  y  en  destinarlos  á 
los  trabajoa  niAs  penosos. 

Lios  Reglamentos  (que  para  el  caso  de 
que  se  trata  es  la  Ordenanza  de  Presidios 
de  1884),  en  los  puntos  que  establecieron 
agravaciones  verdaderas,  han  sido  dero- 
gadas en  parte  por  el  mismo  Código  pe- 


(1)    Véase  lall«iellda«i  ea  la  eaate«iU 
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nal,  prouiulgado  máe  de  un  tercio  da  si- 
glo después  que  dicha  Órdenansa,  y  en 
todo  por  las  corrientes  de  sentimentalis- 
mo exagerado,  de  filantropía  más  prego- 
nada que  sentida,  y  por  dafiosa  costum- 
bre surgida  de  estas  corrientes  y  por  es- 
tas corrientes  amparada. 

£n  Correcciones  á  peuados  j  pre- 
sos (i)  insertamos  los  preceptos  de  la  ci- 
tada Ordenansa,  omitiendo  los  que  se  re- 
fieren á  deserciones,  por  haber  sido, como 
antes  se  dice,  expresamente  derogados 
por  el  Cédigo. 

Allí,  en  los  artículos  824  á  880  y  882, 
se  m'arca  graduali.iente  el  tiempo  de  real 
y  positivo  recsrgo  que  el  desertor  había 
de  cumplir  según  que  cometiese  primera 
ó  sucesivas  evasiones.  Desde  luego  per- 
día todo  el  tiempo  que  hubiese  estado 
evadido.  Y  este  tiempo  se  perdía  aun  en 
el  caso  de  presentarse  voluntariamente 
el  fugado,  recargándole  además  en  cua- 
tro meses  la  condena  que  extinguía  (ar- 
tículo 226  «le  la  Ordenanza).  La  segunda 
deserción  se  castigaba  con  dos  ó  cuatro 
afios  de  recargo,  á  más  de  la  pérdida  de 
tiempo  pasado  en  la  evasión;  con  trasla- 
do á  Establecimientos  de  régimen  más 
severo,  con  la  unión  en  cadena  de  los 
evadidos,  etc. 

Correctivos  ó  privaciones,  como  dice 
el  Código,  se  establecieron  en  otros  ar- 
tículos de  la  aludida  Ordenanza  para  re- 
primir los  desmanes  de  ios  presidiarios, 
aplicables  también  á  los  casos  de  eva- 
sión. Las  penas  de  palos,  agravación  de 
hierros,  argolla,  etc.,  se  establecieron 
en  la  práctica  y  bien  meditada  Ordenan- 
za (art.  887). 

Todo  esto  ha  caído  en  desuso,  y  si  se 
aplicara,  clamarían  á  grito  herido  los 
filántropos  acomodaticios  del  día,  los  que 
desde  el  plácido  sosiego  de  un  gabinete 
modelan  el  régimen  de  un  Presidio  de 
forjados,  que  quisa  ni  aun  por  curiosidad 
han  visto;  que  aprovechan  toda  ocasión 
para  lamentarse  de  los  pobres  presos^  aun- 
que sean  descolgados  de  la  horca,  pero 
que  no  invierten  un  momento  ni  dedican 
el  más  pequeño  auxilio  á  mejorar  la  suer- 
te del  que  pena,  con  actos  de  caridad  y  de 
protección  positivas.  Para  humanistas  de 
esta  clase,  resulta  un  atraso  el  régimen 
severo  que  las  Prisiones  necesitan^  por- 
que la  dignidad  humana  se  rebaja  con  cas- 
tigos corporales.  lAh,  si  tos  que  así  dis- 
(Mirren  ó  así  se  expresan  tuvieran  á  su 


(1)     Tomo  I,  págs.  Sül  y  822. 


cargo  y  fuesen  responsables  de  ia  segu- 
ridad y  del  régimen  de  un  Penal  como  el 
de  Ceuta,  por  ejemplo,  donde  existen  de 
ordinario  2.500  forzados,  la  mayor  parte 
perpetuos,  muchos  de  ellos  parricidas, 
asesinos  y  salteadores,  acaso  se  pusieran 
más  en  la  realidad  y  cambiaran  de  cri- 
terio! 

Aparte  de  que  las  exigencias  de  la  rea* 
lidad  pugnan  oon  tales  notas  de  senti- 
mentalismo, naciones  que,  en  mi  sentir, 
aventajan  á  Espafia  en  adelantos,  sobre 
todo  en  sistemas  carcelarios  y  peniten- 
ciarios, tienen  consignados  en  sus  leyes 
y  en  sus  reglamentos,  y  aplican  en  el  ré- 
gimen de  las  Prisiones,  los  castigos  cor- 
porales y  la  imposición  de  hierros,  como 
habrá  visto  el  que  haya  visitado  los  de 
Inglaterra.  Alemania,  Francia,  etc.,  ó  leí- 
do sus  monografías. 

Cayeron  en  desuso  ó  fueron  derogados 
aquellos  preceptos  de  la  Ordenanza,  y  no 
existen  las  mayores  privaciones  de  que 
el  Código  nos  habla.  Por  tal  causa  no  es 
posible  aplicar  castigos  especiales  á  loe 
desertores.  Y  no  sólo  no  existen  castigos 
especiales,  sino  que,  por  la  filantropía  de 
que  antes  hablamos,  ha  caído  también 
en  desuso  lo  mandado  en  el  Código  (ar- 
ticulo 107)  respecto  á  ia  aplicación  de 
hierros  á  los  que  extinguen  cadena  per- 
petua ó  temporal.  Y  como  el  mismo  ar- 
tículo manda  que  á  estos  penados  se  lee 
emplee  en  los  trabajos  duros  y  penosos 
del  Establecimiento,  privándoles,  por  la 
misma  naturaleza  y  gravedad  de  la  pena, 
de  auxilios  exteriores,  la  agravación  se 
fialada  en  el  art.  120  para  cuando  tales 
individuos  desertan,  resulta  completa- 
mente ilusoria,  según  dejamos  expuesto. 

Verdad  es  que  se  preceptúa  sufran  tres 
afíos  de  recargo;  mas  como  este  períodc» 
se  computa  dentro  de  la  condena  princi- 
pal, «pues  ni  su  cumplimiento  se  suspen- 
de para  extinguir  el  recargo,  ni  el  tiempo 
de  agravación  se  adiciona  á  la  condena 
quebrantada  para  sufrirle  después  de  ex- 
tinguida ésta,  equivale  en  realidad  á  de- 
jar la  deserción  impune. 

Podrá  objetarse  que  si  la  deserción  se 
verifica  al  espirar  el  lapso  fijado  en  la 
sentencia ,  el  sentenciado  á  perpetuidad 
no  gozará  de  los  beneficios  del  indulto,  y 
el  de  pena  temporal  habrá  de  ser  reteni- 
do. Pero  bien  se  comprende  que  en  tales 
condiciones  ninguno  deserta,  pues  el  que 
ha  sufrido  veintisiete,  veintiocho  ó  veinti- 
nueve años  de  reclusión  en  el  primerea- 
so;  diecisiete,  dieciocho  ó  diecinueve  en 
el  segundo ;  el  que  tan  cerca  se  halla  de 
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ft  libertad  despoós  de  tun  largo  caotive- 
io,  es  de  eoponer,  y  la  práctica  dein oes- 
ra  qoe  ñmí  ocorre,  que  no  intente  prolon- 
garla. 

Y  todo  esto»  la  agravación  de  tres  afioa 
mno  máximam,  puede  quedar  reducida, 
*omo  máxímom  también,  A  nueve  meses, 
»  á  menos,  si  al  desertor  le  ea  aplicable  el 
irt.  ISO,  ó  lo  que  es  igual,  si  en  la  evasión 
10  bobo  violencia,  intimidación  ó  acner- 
locon  otras  personas,  pues  en  estos  caaos 
i\  recargo  sefialado  queda  á  la  c^iarta 
Mute  reducido. 

Las  consideraciones  que  preceden  son 
iplicablea  también  a  loe  sentenciados  á 
as  demás  penas  privativas  de  la  libertad, 
iesde  presidio  mayor  á  arresto. 

Si  se  tiene  en  cuenta  que  el  máximum 
de  agravación  en  estas  penas  no  puede 
exceder  de  la  sexta  parte  del  tiempo  que 
falte  al  desertor  que  cumplir  de  su  con- 
dena, y  qoe  si  no  ban  concurrido  en  la 
evasión  las  circunstancias  que  establece 
el  art.  ]30,  esa  sexta  parte,  como  máxi- 
mum, ba  de  reducirse  á  la  cuarta,  el  re- 
cargo á  an  individuo  que  extingue  pre- 
sidio correccional  ó  mayor  puede  quedar 
reducido  á  unos  cuantos  días. 

Be  notar  es  asimismo  que  el  Código  se- 
fiala  ignal  pena  al  primero  que  al  segun- 
do y  ulterior  quebrantamientos,  pues  todo 
lomas  que  cabrá  aplicar  por  la  repeti- 
ción de  estos  bachos,  es  la  circunstancia 
de  reincidencia,  que  desde  luego  agrava- 
rá la  pena,  pero  que  siempre  será  la 
misma  en  calidad. 

Hay  quien  arguye,  para  justificar  la 
lenidad  del  Código  en  este  punto,  dicien- 
^  que  el  sentimiento  de  la  libertad  es 
tan  intenso  que  se  hace  irresistible,  y 
«parece  como  cosa  natural  que  el  recluso 
intente  y  procure  por  todos  los  medios 
adquirirla.  Mas  nosotros  entendemos  qoe 
«1  instinto  de  conservación  en  la  sociedad, 
7  la  necesidad  de  su  defensa  son  más 
respetables  y  legítimos  que  el  deseo  del 
^lelincuente  ó  del  criminal  á  eludir  la  ex- 
piación de  sus  culpas,  á  ponerse  por 
cnalquier  clase  de  medios  fuera  de  la 
acción  penitenciaria,  y  á  adquirir,  violen- 
tamento  en  la  mayoría  de  los  casos,  pi- 
ando la  ley  y  burlando  la  justicia  en  to- 
'los,  una  libertad  indebida  que  quizá 
aprovechará  para  cometer  nuevos  y  más 
«•ngrientos  desmanes  que  aquellos  por 
*\ueíaé  la  ves  primera  penado.  Por  pn 
Wicarw  con  dolorosa  frecuencia  y  por  ser 
notorios  los  casos  de  robo  y  otros  delitos 
«n  (^ue  toman  parte  presidiarios  evadidos, 
nos  creemos  relevados  de  citar  ejemplos. 


De  los  relegados,  extrañados  y  demás 
individuos  que  sufren  penas  restrictivas 
de  la  libertad  ó  de  determinados  dere- 
chos, no  nos  ocupamos  aquí,  porque  más 
que  al  quebrantamiento  de  condenas,  el 
presente  artículo  se  contrae  á  las  evasio- 
nes ó  fugas  de  los  sujetos  á  completa  pri- 
vación de  libertad. 


La  lenidad  que  en  el  Código  se  obser- 
va para  los  que  quebrantan  su  condena, 
se  halla  en  razón  directa  con  el  rigor  de 
los  artículos  873  y  374  que  penan  la  con- 
nivencia. No  cabe  duda,  y  es  muy  de  ra- 
sen se  castigue  severamente  al  que  con- 
vierte ^u  eargo  y  sus  funciones  en  medio 
de  delinquir.  Pero  la  misma  severidad, 
que  la  índole  de  casos  tales  demanda, 
debe  acompañarse  de  la  prudencia  y  la 
discreción  que  la  justicia  requiere. 

Con  la  pena  inmediatamente  inferior 
en  dos  grados  á  la  que  extinga  el  penado 
evadido,  se  castiga  al  funcionario  conni 
vente.  Así,  por  ejemplo,  si  se  facilita  la 
fuga  á  un  sentenciado  á  cadena  perpe- 
tua, al  obligado  á  custodiarle  ó  conducir- 
le que  le  permita  ó  facilite  evadirse,  se  le 
puede  castigar  con  la  de  presidio  mayor 
é  inhabilitación  temporal  especial  en  su 
grado  máximo  á  inhabilitación  perpetua 
especial,  ea  decir,  á  doce  afios  de  priva- 
ción de  libertad  y  á  veinte  ó  treinta  de 
determinados  derechos. 

Es  evidente  que  el  funcionario  tiene  el 
deber  ineludible  de  proceder  con  rectti- 
tud,  como  también  lo  es  que  el  penado  tie- 
ne la  obligación  de  resignarse  á  su  pena  y 
con  resignación  extinguirla.  Para  que  la 
infidelidad  se  verifique  es  preciso  que 
haya  dos  delincuentes:  el  funcionario  por 
el  mal  uso  que  hace  de  su  cargo,  por  ser 
infiel  á  sus  funciones;  e!  penado  por  que- 
brantar su  condena.  Y  siendo  loa  dos 
coautores  del  mismo  hecho,  aunque  este 
dé  lugar  á  diferentes  delitos,  al  penado 
sólo  se  le  castiga  con  unos  meses  de  re 
cargo  ilusorio,  como  ya  hemos  visto,  y  al 
funcionario  se  le  imponen  dos  penas  gra- 
ves, á  más  de  la  pérdida  de  su  destino  y 
carrera. 

Extensivas  son  á  los  particulares  en  su 
caso  (art.  374)  las  consideraciones  que 
preceden  respecto  á  los  funcionarios  pú- 
blicos. 


* 
*  * 
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Cabe,  á  nnestro  parecer,  comparar  la 
fuga  de  los  penados  cod  la  deserción  de 
los  militares,  para  los  efectos  de  la  pe- 
nalidad que  en  uno  y  otro  caso  se  esta 
blece.  Lejos  de  nuestro  ánimo  equiparar 
al  militar  y  al  penado:  defensor  de  la  pa 
tria  el  primero,  delincuente  y,  por  tanto, 
enemigo  de  la  sociedad,  y  á  la  sociedad 
peligroso,  el  segundo,  no  existen,  bajo 
este  respecto,  términos  de  comparación. 
Mas  desde  el  instante  en  que  el  soldado 
falta  á  la  ley  (y  sólo  se  trata  ahora  de  los 
desertores),  es  un  delincuente,  como  el 
l>enado  que  quebranta  su  condena,  pres- 
cindiendo en  este  caso  de  su  carácter  de  í 
penado  por  la  pena  que  extinguiera,  y 
fijándonos  sólo  en  el  de  delincuente,  por 
haberla  quebrantado. 

Pues  bien,  al  militar  que  deserta  por 
primera  vez  sin  circunstancias  cualifiea- 
tivas,  se  le  imponen  por  la  falta  grave 
que  cometa  dos  afios  de  recargo  en  el 
servicio (1).  £1  que  hallándose  sentencia 
do  por  falta  grave  (y  así  se  estima  la  pri- 
mera deserción  sin  circunstancias  cuali- 
ficativas)  deserta,  comete  el  delito  á  que 
se  refiere  el  art.  286  del  Código  de  Justi- 
cia militar  (3),  y  se  le  condena,  en  tiem- 
po de  paz,  á  dos  años  de  prisión,  y  en 
tiempo  de  guerra,  á  cuatro. 

Si  la  deserción  es  al  extranjero,  la  pri- 
mera se  castiga  con  dos  afios  en  tiempo 
de  paz,  y  con  cuatro  en  tiempo  de  gue 
rra.  Si  es  segunda  deserción,  seis  afios 
en  el  primer  caso,  y  diez  en  el  segun- 
do (8). 

Coando  se  verifica  con  circunstancias 
cnalificativas,  análogas  é  idénticas  en  al- 
gunos casos  á  las  del  art.  180  del  Código 
penal,  la  desercién  primera  se  pena  con 
dos  afios  de  prisión  en  tiempo  de  paz,  y 
cuatro  en  tiempo  de  guerra;  con  seis  y 
con  diez  respectivamente  la  segunda  (4). 

Y  si  al  decir  de  los  sentimentalistas  á 
que  antes  aludíamos,  es  en  alto  grado 
intenso  el  sentimiento  de  libertad  en  el 
penado  á  perpetuidad,  por  ejemplo,  que 
acaso  no  tiene  familia  y  ansia  la  libertad 
para  perpetrar  nuevos  crímenes,  no  debe 
ser  menor  el  deseo  del  soldado,  de  ver  á 
su  familia  honrada,  de  gozar  las  satisfac- 
ciones que  el  mismo  carifio  familiar  pro- 


(1)  Código  de  Justicia  militar,  art.  822 
(tomo  I,  pág.  525). 

(2)  Tomo  I,  pág.  521. 

(3)  Código  ciudo,  art.  888  (tomo  I,  pógi* 
ua521. 

(4)  Código  de  Justicia  militar,  arta.  289 
y  290  (tomo  1,  páginas  521  y  522). 


duce,  de  lograr  á  costa  de  peligros  y  res- 
ponsabilidades un  momento  en  que  po* 
der  asistir  al  padre  ó  la  madre  moribun- 
dos, al  amigo  apurado  por  contrariedades 
de  la  vida,  de  despedirse,  quizá  para 
siempre,  cuando  la  guerra  pone  en  con- 
tinuo riesgo  la  vida  del  militar,  del  sitio 
en  que  se  encuentran  su  cuna,  sus  re- 
cuerdos de  la  infancia,  sus  ilusiones  de 
la  juventud,  la  raíz  de  sus  anhelos  y  aca- 
so la  persona  con  quien  pensó  unir  su 
suerte  y  ser  feliz,  de  todo  lo  cual  le  pri- 
van los  deberes  peligrosos  é  ineludibles 
de  su  condición  de  soldado. 

Sólo  se  explica  el  distinto  espíritu  en 
que  unos  y  otros  preceptos  se  inspirac, 
en  la  diversidad  de  tendencias  y  de  am- 
biente aocial  que  dominaban  al  dictarse 
y  promulgarse  uno  y  otro  (3ódigo,  el  pe- 
nal de  1870  y  el  militar  de  1890. 

Promulgado  el  Código  vigente  de  1870 
á  raíz  de  la  Revolución  de  Septiembre 
de  1868,  y  casi  seguidamente  á  la  Cons- 
titución política  de  1869;  producto  de  las 
ideas  democráticas  y  progresivaa  que  de- 
rrocaron el  régimen  secular  de  la  Monar- 
quía espafiola,  y  dieron  de  sí  el  nuevo  y 
efímero  de  la  República;  el  espíritu  ex- 
pansivo y  liberal  de  los  ilustres  legislado- 
res que  tomaron  parte  y  llevaron  á  cabo 
tan  magna  obra;  el  decidido  propósito  de 
que  arraigaran  las  nuevas  instituciones, 
tanto  por  el  deseo  que  en  ello  pudieran 
tener  sus  propagandistas  y  defensores, 
cuanto  poi  los  compromisos  de  fijarlas 
y  desenvolverlas  que  habían  adquirido; 
el  temor  de  que  la  fuerza  de  las  antiguas 
costumbres,  por  tanto  tiempo  practica- 
das, y  de  ios  antiguoa  preceptos  aplica- 
dos por  tanto  tiempo  también,  opusieran 
resistensias  á  la  nueva  ley  y  dificultaran 
su  acción  y  su  ejecución  en  la  práctica, 
juntamente  con  otras  consideracionea 
que,  para  ser  debidamente  tratadas  re- 
quieren más  espacio  que  el  trazado  á  un 
comentario  de  la  índole  del  que  venimos 
haciendo,  explican  la  lenidad  de  loa  pre 
ceptos  aludidos,  al  quebrantamiento  de 
condenas  concernientes,  el  rigor  de  los 
que  atafien  á  la  connivencia  ó  infideli- 
dad, así  como  los  que  se  refieren  á  las 
detenciones  ilegales,  que  en  sus  lugares 
correspondientes  tratamos  (1),  y  la  dife- 
rencia entre  el  Código  ordinario  y  el  mi- 
litar en  el  punto  á  que  el  comentario  se 
contrae. 


(1)    Véase  tomo  I,  páginas  661  y  662,  y 
tomo  II,  páginas  87  á  48. 
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Kt  ctmbto  qae  la  sociedad  ha  experí 
mentado  desde  entonces  á  la  fecha,  y  lae 
reformas  profundas  que  nuestra  iegisla- 
rión  ha  sufrido  en  el  largo  tiempo  que 
no9  eepara  de  la  promulgación  de  aquel 
Código,  demuestran  la  necesidad  y  con 
ioaperío  piden  su  reem plato  6  sustitución 
por  otro  que  responda  á  los  adelantos  del 
«lía  y  satisfaga  las  aspiraciones  de  la  so- 
ciedad presente. 


Comentada  la  parte  legal,  y  estudiadas 
Jas  evasiones  ó  fugas  en  su  aspecto  jurí- 
«iieo.  vamos  á  tratarlas,  aunque  ligera- 
mente, en  el  gubernativo  y  á  fijarnos  en 
algunas  disposiciones  emanadas  de  la 
Administración  Central,  en  las  Reales 
órdenes  y  circulares  más  salientes,  ha- 
ciéndonos antes  cargo  del  precepto  cons- 
tltacional  de  1812. 

Todo  el  que  haya  hojeado  la  Constitu- 
ción de  las  Cortes  de  Cádiz  habrá  visto 
el  interés  y  el  empeño  puestos  por  sus 
i  lastres  autores  en  la  defensa  de  la  justi- 
cia y  de  los  derechos  individuales.  Pues 
en  aquella  Constitución  se  autoriza  el 
empleo  de  la  fuerza  contra  los  reclusos 
que  intenten  evadirse. 

La  Real  orden  de  Mayo  de  1824,  man- 
da establecer  la  guardia  militar  en  las 
Cárceles,  y  de  las  evasiones  hace  respon 
sables  á  los  Comandantes  de  dichas  guar- 
dias, en  unión  con  los  Alcaides  ó  Jefes 
«ie  los  Establecimientos. 

Racional,  muy  racional,  nos  parece  es- 
te principio,  pues  que  la  guardia  militar 
se  establece  precisamente  para  evitar  las 
fugas.  Estas  no  se  verificarían  si  existiera 
la  debida  vigilancia  exterior  confiada  á 
las  referidas  guardias,  pues  todo  fugitivo 
ha  de  salvar  el  recinto  militar  exterior 
para  lograr  evadirse;  y  sin  disculpar  en 
nada  la  falta  de  vigilancia  interioi,  no 
puede  menos  de  convenirse  en  que  si  la 
exterior,  que  es  la  que  sola  y  exclusiva 
mente  á  los  militares  incumbe,  fuera 
buena,  las  fugas  no  podrían  practicarse. 
Así,  pues,  cuando  éstas  ocurren,  culpa 
habrá  por  parte  del  personal  ds  emplea- 
dos y  responsabilidad  cabrá  exigirles; 
pero  en  justicia  no  cabe  exentar  ni  de  la 
culpa  ni  de  la  responsabilidad  consi- 
guiente á  los  individuos  de  la  guardia. 

Otra  Real  orden,  anterior  á  la  Ordenan - 
sa  de  Presidios,  la  de  Noviembre  de  1826, 
trata  de  la  materia  de  evasiones  y  exenta 
de  responsabilidad  á  los  Alcaides  de  Cár- 
celes inseguras.  Tiene  en  cuenta  esta. 


disposición  el  estado  de  los  edificios,  y 
preceptúa  en  términos  racionales  y  jos- 
tos,  porque  justo  es  no  exigir  á  un  fun- 
cionario responsabilidades  por  hechos 
que  originan  descuidos  ó  abandonos  de 
la  Administración,  encargada  del  soste- 
nimiento material  de  las  Prisiones. 

De  la  Ordenanza  de  Presidios  nos  ocu- 
pamos antes  como  necesario  antecedente 
y  como  preciso  término  de  comparación 
para  comentar  los  preceptos  del  Código. 

Las  disposiciones  de  la  Real  orden  de 
8  de  Julio  de  1855,  nos  parecen  poco 
ajustadas  á  razón.  Sean  cualesquiera  las 
circunstancias  que  medien  en  una  fuga, 
el  primer  responsable  es  el  Comandante 
del  Presidio,  según  dicha  Real  orden.  Se 
le  hace  también  responsable  de  las  que 
tengan  lugar  en  los  destacamentos  de- 
pendientes del  Penal  que  mande. 

Tan  justo  es  que  á  todo  individuo  se 
le  haga  responsable  de  sus  actos,  como 
injusto  resulta  se  le  exija  responsabili- 
dad por  los  ajenos.  Y  en  los  casos  que 
tratamos  se  verifica  esto  último.  Si  por 
determinaciones  del  Comandante  ó  por 
mala  organización  de  los  servicios,  sobre 
todo  los  de  vigilancia  y  custodia,  se  rea- 
lizan evasiones  en  un  Establecimiento, 
es  consiguiente  que  al  Jefe  alcance  res- 
ponsabilidad Pero  cuando  éste  toma 
todo  género  de  precauciones  y  distribu- 
ye el  personal  según  lo  permite  el  núme- 
ro de  funcionarios,  según  las  condiciones 
del  edificio,  conforme  á  un  criterio  acer- 
tado, sin  separarse  de  los  preceptos  re- 
glamentarios ni  extralimitarse  de  sus  fa- 
cultades, entendemos  que  no  procede 
exigirle  responsabilidad  por  las  evasio- 
nes que  ocurran  en  el  Penal  de  su  cargo. 

Y  procede  menos  cuando  dichas  eva 
siones  tengan  lugar  en  los  destacamen- 
tos, porque  éstos  se  hallan  á  cargo  de  su 
respectivo  Jefe  y  á  distancia,  á  veces 
considerable,  de  la  población  donde  el 
Penal  se  encuentra  y  el  Comandante  re- 
side. 

Para  construir  la  Prisión  celular  de 
esta  corte  se  formó  un  destacamento, 
constituido  por  penados  de  los  diferentes 
Presidios,  y  dependiente  del  de  Alcalá  de 
Henares,  por  ser  el  más  próximo. 

Exigir  responsabilidad  al  Jefe  de  dicho 
Penal  por  las  evasiones  ocurridas  en  el 
destacamento  de  Madrid,  nos  parece  tan 
absurdo,  como  absurdo  sería  exigfrselo  al 
mismo  Director  general. 

Lo  que  de  esta  Real  orden,  relativa  á los 
Penales,  decimos,  es  aplicable  á  la  de  25 
de  Enero  de  1887,  concerniente  á  las 
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Cárceles.  Dispónese  en  elia  la  formacióu 
de  expediente  en  casos  de  faga,  precep- 
tuando además  qae  se  suspenda  interi- 
namente al  Director  de  la  Cárcel  ó  al  em- 
pleado que  resulte  responsable.  Desde 
luego  que  apareciendo  un  funcionario 
responstible,  sea  el  Jefe,  sea  un  subordi- 
nado suyo,  la  suspensión  es  procedente 
Pero  decretar  la  suspensión  del  Jefe  por 
solo  el  hecho  de  haber  tenido  lugar  una 
evasión  en  el  Establecimiento  de  su  car- 
go, nos  parece  injusto  y  arbitrario. 

JPor  las  evasiones,  así  como  por  los  de- 
más sucesos  que  en  una  Prisión  acaez- 
can, sólo  debe  exigirse  responsabilidad 
á  las  personas  á  quienes  tales  hechos 
sean  imputables,  siu  poner  en  tela  de 
juicio  ni  someter  á  las  molestias  y  mor- 
tificaciones de  una  suspensión  á  los  Je- 
fes de  las  Prisiones  (Penales,  Cárceles, 
destacamento  ó  depósito)  por  el  solo  he- 
cho de  serlo. 

Sólo  tratamos  en  esta  parte  del  comen 
tario,  de  las  fugas,  por  lo  que  afecta  á  la 
responsabilidad  gubernativa,  á  la  que 
puede  exigir  la  Administración,  de  aque 
lias  en  que  no  ha  habido  connivencia, 
pues  en  eiM;e  último  caso,  es  á  la  auto- 
ridad judicial  á  quien  corresponde  pro- 
ceder. Repetidos  casos  conocemos  en  que 
dicha  autoridad  ha  instruido  el  oportuno 
somario  sin  decretar  procesamiento  con- 
tra ningún  empleado  por  no  aparecer  in 
dicios  de  culpabilidad.  Y  si  el  Juez  que 
instruye  la  causa  procede  con  tal  pru 
dencia,  parécsnos  que  la  Administración 
no  debiera  ir  más  allá  con  medidas  pre- 
ventivas tan  duras  siempre  y  en  muchos 
casos  vejatorias  contra  el  funcionario  que 
pone  cuanto  se  halla  de  su  parte  y  á  pe- 
sar de  su  buen  deseo,  de  su  celo  y  de  sn 
diligencia  no  puede  evitar  que  las  fugas 
se  realicen. 

Tan  raros,  tan  rarísimos  son  los  casos 
de  evasión  por  infidelidad  de  un  funcio 
nario  en  la  custodia  de  reclusos  evadidos, 
como  numerosos  y  frecuentes  los  de  sus- 
pensiones dictadas  p»ir  la  Autoridad  ad- 
ministrativa; y  la  experiencia  y  la  prác- 
tica diaria  demuestran  lo  innecesario, 
cuando  no  improcedente,  de  tales  sus- 
pensiones, pues  se  observa  que  después 
del  via  crucis  que  se  hace  recorrer  al  fun- 
cionario, las  diligencias  se  sobreseen  por 
no  aparecer  culpabilidad  para  considerar 
el  hecho  ni  como  delito  ni  como  falta, 
por  lo  que  al  funcionario  concierne.  Y  es 
natural  que  así  ocurra.  A  quien  más  im- 
porta que  no  haya  evasiones  es  á  los 
mismos  funcionarios,  á  cuyo  cargo  se  en- 


cuentran la  dirección  y  vigilancia  de  los 
Establecimientos,  la  custodia  y  discipli- 
na de  los  reclusos;  y  en  que  no  ocurran 
se  halla  interesado  su  prestigio,  su  tran- 
quilidad, su  carrera  y  porvenir. 

£n  la  Circular  de  SI  de  Julio  de  1890, 
se  duele  la  Dirección  de  la  frecuencia 
con  que  se  repiten  las  fugas  de  reclusos, 
atribuyendo  tales  hechos  á  falta  de  celo 
y  de  vigilancia  por  parte  del  personal 
empleado  en  los  Establecimientos.  Y  se- 
guidamente á  estas  quejas  y  á  tales  afir- 
maciones, y  después  de  manifestar  que 
los  esfuerzos  del  Centro  han  de  encami- 
narse preferentemente  y  con  la  mayor 
firmeza  á  cortar  lo  que  llama  abusos  la- 
mentables, consigna:  «Tampoco  puede 
servir  de  atenuación,  y  menos  todavía 
de  excusa  en  esta  clase  de  falta»,  el  es- 
tado material  en  que  se  encuentran  al- 
gunos edificios  carcelarios,  cuya  conser- 
vación corre  á  cargo  de  las  Corporacio- 
nes provinciales  y  municipales >  Ocho 

meses  antes,  en  21  de  Octubre  de  1889, 
publicó  la  misma  Dirección  su  Anuario 
penitenciario  (1),  y  al  tratar  del  estado  de 
las  Cárceles,  manifiesta  la  necesidad  de 
reformarlas,  y  consigna  que,  de  las  463 
á  la  sazón  existentes,  239  no  son  refor- 
mables, 238  no  tienen  capacidad  sufi- 
ciente, sólo  hay  81  en  buenas  condicio- 
nes, 264  en  medianas  y  105  en  malas.  De 
ellas  sólo  se  cuentan  181  con  condiciones 
de  seguridad,  y  en  cambio  llegan  á  294 
las  que  carecen  de  tan  necesarias  condi- 
ciones para  impedir  las  fugas  de  que  la 
Dirección  se  lamenta.  Justos  son  tales 
lamentos,  pues  el  rnal  existe:  lo  que  no  se 
conforma  con  la  justicia  ni  con  la  razón 
ni  la  equidad,  es  que  se  pida  y  exija  á 
los  funcionarios  un  imposible  con  la  fir 
meza  y  el  esfuerzo  que  la  Circular  lo 
hace,  porque  imposible  es  evitar  las  eva 
siones  en  edificios  ruinosos  é  inservibles, 
en  Cárceles  de  las  condiciones  reseñadas, 
en  las  que  además  de  semejantes  condi- 
ciones, el  número  de  funcionarios  es  es- 
caso y  no  se  le  pagan  sus  legítimos  ha- 
beres ó  se  le  pagan  mal  y  tarde  (2).  En 
esta  disposición  se  lanza  sobre  los  em- 
pleados de  Cárceles  todo  el  peso  de  las 
culpas  que  cometen  los  Ayuntamientos 
y  las  Diputaciones  con  su  pésima  admi- 
nistración, y  respecto  á  estas  Corpora- 
ciones nada  se  dice  y  á  salvo  se  las  deja. 


(l)     Véase  tomo  I,  páginas  52  á  54. 
{2)    Véase  Cárcel  y  Comentanoy  temo  I, 
péginaa  445  á  450. 
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Annqae  de  la  referida  Dirección  ema- 
nada, otro  may  diatíiito  eepíritn  iiiíorma 
la  Círcnlar  de  6  de  Agoato  de  1887,'relR- 
titra  A  lae  fn^aa  q»e  ocurren  en  lúa  Depó- 
•ttoa  innntci putee,  «para  que  dejen  de 
ter  el  campo  elegido  por  loe  críminalea 
para  realisar  con  fiicilidati  y  eiii  rieego 
ana  planee  de  anatrnerae  á  la  acción  de 
la  JaatirJa  y  al  cnmplimiento  de  lae  con- 
denaa».  8e  reconoce  en  ella  el  mal  eatado 
de  ¡oa  eilíñrioa,  ae  reciimienda  á  loa  Oo- 
bernadorea  exciten  el  celo  de  loa  Ajrnn- 
taniientoe  y  de  toa  pnehloa  para  que  ae 
ejt*cnten  taa  obrea  n«*ceaarlaa  y  ae  aeon* 
aeja  el  eatablectmiento  de  reconipenaiia 
para  loa  encargatioa  d«  la  vigilancia.  Kn 
eata  Cintilar  como  en  la  anterior,  el  Cen- 
tro directivo  ae  duele  del  mal  por  todoa 
conocido,  aefiala  laa  caaaaa  á  qae  obede- 
ce é  indita  loa  medioa  pnra  reniedlurle 
en  lo  poaible,  requiriendo  la  intervención 
y  la  ayuda  de  loa  oblígadoa  á  preatar- 
loa,  sin  deacargar  concretamente  en  nin- 
^no  la  reaponaabilidad  que  alcanea  á 
to4loa. 

Sin  duda  la  Dirección  general  no  ae 
mueatra  tan  enérgica  con  loa  empleadoa 
de  loa  Depóaítoa  muñid  palea  porque  di- 
clioa  empleadoa  no  dependen  de  ellu.  Y 
reaulta  coaa  extrafia,  A  la  ves  que  injua 
ta,  ae  haga  tan  diatiiita  aprerlMción  rea- 
pecfo  á  hechos  de  idéntica  natumlesa. 
por  la  circunatancia  del  lugar  en  que  ae 
v«*riflcan  ó  por  depender  de  diferentes  en 
tidades  loa  funoionarioa  á  quienes  tales 
hechos  se  pueden  imputar. 

Si  el  mal  eatado  de  conservación  de  los 
Dt*pósitos  aludidos  constituye  el  motivo 
principal  tie  las  evasiones  y  por  esto  se 
excita  el  celo  de  los  Ayuntamientoa  para 
que  ejecuten  laa  obraa  neceaariaa,  no  hay 
ratón  para  proceder  de  diferente  modo 
reapetrto  á  íaa  Cárcelea,  que  en  lo  tocan- 
te á  au  conservación,  de  los  miamos 
Ayuntamientos  y  de  las  Diputaciones 
dependen.  Si  por  falla  de  condiciones  de 
seguridad  en  los  ediñcios  <lepóeltos  no 
se  exigen  incomprensibles  responsabili- 
dadea  á  loe  empleados  en  ellos,  tampoco 
del>en  exigirse,  con  ese  rigor  que  raya  en 
lo  arbitrario,  á  loa  funcionarioa  que  en 
dichaa  CAnrelea  preatan  aua  aervicioa. 

Inconae«'aencia  grande  ae  nota,  por 
otra  parte,  que  loa  empleadoa  en  dichos 
Depóisitos  sean  imiependientee  de  la  Di- 
rección de  Prisiones,  cuando  el  servicio 
que  prestan  es  igual  por  su  naturatesa 
al  que  se  desempefla  en  las  Cárceles,  y 
cuando  las  obligaciones  de  material  y 
personal  de  unos  y  otros  Establecimien* 


tos  dependen  de  las  mismas  Corporacio  • 
nes  locales. 

Pa^a  evitar  las  evasiones  aon  de  necCK 
aidad  ábsidnta  doa  elementoa:  buenos 
edificios  y  personal  diligente  Si  aquéllos 
aon  inservibles  ó  éste  descuidado,  A  na 
die  debe  extrafiar  que  loa  reclusoa  ae  fa- 
guen.  Maa  como  las  evasiones  por  igual 
afectan  A  la  buena  adminíairac'rón  de 
Justicia  y  á  la  tranquiliilad  social,  que- 
brantandó  aquélla  y  alterando  ésta,  A  to- 
dos tanddén  interesa  y  todos  deben  po 
ner  empefio  en  que  no  ocurran.  Fuersa 
es  que  los  edificios  inservibles  ó  desacon- 
dicionados se  sustituyan  con  otros  que 
reúnan  condirlones;  que  se  castigue  al 
funcionario  culpable  ódescuidado,aólo  en 
el  gratlo  que  la  justicia  demande;  que  se 
recompense  al  celoso  en  pro|Mirción  A  su 
c«lo,  y  que  se  modifique  y  reforme  la  le* 
gisladón  segón  demandan  la  misma  na- 
tnralesa  del  servicio  que  tratamos,  la  rec- 
ta y  bien  entendida  justicia,  el  prestigio 
de  la  A<hninlstrác10n  y  el  sosiego  y  la 
defensa  de  la  sociedad. 


FUNCIONAKIO  PUBLI(;0. -Todo  el 
que  por  dis(>osÍción  inmediata  de  la  ley, 
ó  por  elección  popular,  ó  por  nombra 
miento  de  Autoriilad  competente,  parti- 
cipa del  ejercicio  «le  laa  fun<'ionea  públi- 
caa.  (Código  penal,  art.  415,  tomo  I,  pA 
gina  654). 

No  obstante  esta  disposición  legal,  el 
neo  toma  en  aentido  mAs  restringido  laa 
palabras  funcionario  público,  deaignan- 
do  como  tal  A  ia  persona  que  preata  un 
aervicio  permanente  del  cual  hace  au 
prufeaión  y  por  el  que  percibe  una  re- 
tribución ó  aneldo. 

Tienen  loa  funcionarioa  públicba,  por 
rasón  de  au  empleo,  atribucionea  de  que 
carecen  loa  demás  ciudadanos;  pero  tie- 
nen también,  como  ronae4*uencÍM  de  tales 
atribuciones,  responsabilidadea  que  sólo 
A  elloa  les  son  imputables  y  ezigibles, 
en  determinados  casos,  y  en  otros,  esta 
responsabilidad  ae  agrava  por  el  mal  nao 
que  hacen  de  ana  facultad«-a  y  por  faltar 
A  la  confianxa  que  en  elloa  depoaita  la 
Adminiatración  al  conferirles  los  cargos 
que  desenipefinn. 

Por  esto,  el  Código  penal  dedica  uno 
de  sus  títulos  del  libro  II  á  definir  y 
castigar  loa  delitoa  que  loa  funcionarioa 
póblicoB  pueden  cometer.  Ea  el  tít.  VII, 
y  comprende  la  prevaricación,  la  infide- 
lidad en  la  cnatodia  de  preaos  y  sn  la  de 
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dooomento8|  lii  violución  de  secreUMi,  la 
desolif^diencia  y  denegación  de  anxillo, 
U  aiiticiparJón,  prolongaciói)  y  abandono 
de  foncionea  públicaa,  la  oanrpaitión  de 
atribuciones  y  nomliraniientoa  ilegales, 
los  abusos  contra  la  hunestidad,  el  colie 
<!ho,  la  malversación  de  caudales  pábli* 
eos,  los  fraudes  y  exacciones  ilegales  y 
las  negociaciones  prohibidas  á  los  era- 
pleados,  cuyus  definiciones  y  sanciones 
pueden  verse  en  el  t.  I,  págs.  649  á  664. 

Varios  de  los  iiechos  en  que  consisten 
estos  delitos  pueden  realizarse  por  par- 
ticulareS)  como  por  ejemplo,  los  relativos 
á  la  honestidad,  pero  la  sanción  es  dis- 
tinta por  las  rasones  que  quedan  ex- 
puestas. 

Distinta  es  también  la  responsabilidad 
exigible  á  los  autores  de  delitos  cometi- 
dos contra  los  derechos  individuales  (ga- 
rantidos por  la  Constitución,  según  que 
•ean  particulares  ó  funcionarios  públi- 
cos, como  puede  verse  en  «^1  mismo  tomo, 
páginas  633  á  636. 

La  ley  que  impone  penas  más  graves 
al  funcionario  público  que  al  particular 
por  la  reMlización  de  hechos  constitutivos 
de  delitos,  iguales  en  su  esencia  nihte- 
rial,  garantiza  también  al  funcionario,  y 
un  hecho  delictuoso  contra  el  mismo,  tie- 
ne señalada  más  grave  sanción  que  si  se 
realiza  contra  un  particular,  como  puede 
verse  en  los  arts.  266  á  270.  que  tratan 
de  los  atentados  contra  la  Autoridad  y 
8U8  agentes,  resiatencia  y  desobe«lien 
cía,  y  «le  los  de^soato^,  insultoo,  injurias 
y  amenazas  á  la  Autoridad,  á  sus  agen- 
tes y  demáafunHonarlos  públicos(tomoI, 
páginas.  641  y  612) 

£n  cuanto  A  la  parte  administrativa 
concierne,  seguidamente  insertamos  ios 
más  fundamentales  preceptos. 

Real  decreto  orgánico  de  18  de  Julio 
de  1852. 

(Pre$.  del  Con$.  de  Min.)  *  Artículo  l.o 
U>s  empleados  de  la  Administración  ac- 
tiva del  Estado,  salvo  las  ext^epciones 
que  se  expresarán  después,  se  dividirán 
en  las  categorías  siguientes: 

I.*    JeffS  superiores. 
.    2.»    Jefes  de  Administración. 

8.a     Jefes  de  Kegociado> 

4  a    Oíioiales. 

6  a     Aspirantes  á  Oficial. 

Los  subalternos  no  tienen  el  carácter 
de  empleados  públicos  para  los  efectos 
de  este  decreto,  salvos  los  derechos  ad- 
qOiridoB. 


^...  Art.  4.0  Los  empleados  <ls  iíUda 
categoría  tendrán  los  mismos  honores 
y  coiksideraciones  aunque  disfruten  suel- 
dos diferentes. 

Art.  6.**    Los  compremlidos  en  la 

quinta  categoría,  y  los  subalternos  ó  de- 
pendientes, no  tendrán  opción  á  suejdo 
de  cesantía  ó  jubilación,  ni  á  pensión  de 
montepío  sus  famitias,  salvo  los  derechos 
adquiridos,  pero  se  abonarán  para  cesan- 
tía y  jubilación  los  afios  servidos  en  car- 
gos correspondientes  á  dicha  quinta  ca- 
tegoría. 

Art.  7.0  Los  funcionaVios  de  la  prime- 
ra categoría  tendrán  el  mismo  tratamien- 
to que  los  Consejeros  reales,  y  el^  de  se- 
fioria  los  de  la  segunda,  «alvo  el  superior 
que  por  otros  conceptos  personales  pue- 
da corresponderles. 

Sin  embargo,  el  funcionario  de  mayor 
jerarquía  no  dará  al  inferior  en  sus  rela- 
ciones oficiales  tratamiento  superior  al 
que  el  mismo  tenga  por  razón  de  sus 
funciones  ó  por  otro  concepto. 

Art.  8.0  l^s  empleados  de  la  primera 
categoría  usarán  el  uniforme  de  los  Mi- 
nistros del  exUnguido  Consejo  de  Ha- 
cienda; los  de  la  segunda  el  correapon 
diente  á  Oficiales  de  las  Secretarías  del 
despacho,  que  eran  al  propio  tiempo  Se- 
cretarlos con  ejercicio  de  <lecretos;  los  de 
la  tercera  el  de  meros  Oficiaba  de  las 
propias  Secretarías  del  despacho;  loS  de 
la  cuarta  el  de  Oficiales  de  Archivo  de 
los  Ministerios;  los  de  la  quinta  catego- 
ría y  los  subalternos  no  usarán  de  uni- 
fiirme  alguno,  ex«*epto  aquellos  que  por 
su  servicio  especial  les  esté  señalado. 

lx)S  empleados  actuales  podrán  usar  el 
uniforme  que  hoy  tienen  mientras  no 
pasen  á  categoría  superior. 

Art.  9.*>  Los  empleados  de  la  primera 
categoría  disfrutarán  al  menos  60.000 
reales  de  sueldo. 

Los  de  segunda  tendrán  40.000,  36  000, 
30  000  y  26  000. 

I^s  de  tercera  24.000,  20.000  y  16.000. 

Uopdin  cuarta  14.000,  12.000,  tO.OOO, 
8.000  y  6  000. 

Y  los  de  quinta  6.000.  4  000  y  8  000. 

Los  sueldos  de  los  subalternos  no  que- 
darán sujetos  á  escala  determinada,  me- 
díante que  A  está  clase  deben  correspon- 
der todos  aquellos  que  con  diferentes  de- 
nominaciones sólo  presten,  un  servicio 
material,  cualquiera  quesea  la  asigna 
ción  ó  premio  que  se  les  seflale. 

Art.  U.     £1  non^bcamiento   para 

empleos  de  las  -4os  primerasi  categorjas 
se  hará  por  Real  decreto,  y  para  los  dte 
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ifts  otrM  doa  •ifroienlM  por  Real  orden. 
Loe  ettipleeiioe  <ie  Ui  quinta  categoría  y 
toe  enballeinoe  eerán  nombradoe  por  loe 
reeptNTtifoe  Jefes. 

Art  i%.  En  toilae  lae  categorfae  ee 
ingreeará  por  el  eneldo  inferior  de  ellae. 

Ari.  18.  Para  ner  aspirante  á  06oinl 
eon  eneldo  ó  efn  él  se  reqniere.  ademáo 
de  laa  otree  rnalidadee  y  rircunetandae 
qoe  exija  la  índole  parttcnlar  de  laa  ree- 
pectivae  funcionee: 

\.^    Tener  diei  y  eeio afloa  cámplídoe. 

3.0    Acreditar  bnena  conducta  moral. 

t.^  Tener  título  académico  ó  diploma 
qoe  preaaponga  eetodioa,  y  la  ronvenien* 
la  preparación,  ó  haber  obtenido  califi- 
cación favorable  en  examen  público. 

^...  Ajrt.  SI.  Para  ingreear  en  la  ter- 
cera categoría  ee  neceoitn  tener  cualquie- 
ra de  laa  rimunetanriiie  eignienlea: 

I.*  Contar  al  menoe  aeie  efioa  de  aer 
Ticio  con  bu*>na  nota  en  lae  categoríaa  de 
aepirante  y  Oficial,  y  de  elloa  doa  al  me- 
noe en  eeta  última. 

3.*  Tener  el  gra4o  de  Licenciado  ó 
Doctor  en  cualquiera  Facnltail,  ú  otro  tí- 
tulo ó  diploma  análogo  de  cMpacidad. 

Art.  33.  Para  ingreear  en  cual- 
quiera «le  laa  doe  categoríaa  primeras  ee 
neceeita  haber  aervido  al  menoe  cuatro 
afioe  en  la  inferior  inmediata. 

... .  Art.  89.  I^e  aeceneoe  y  loe  nom* 
bramientoe  pura  empleos  de  todes  cate- 
goríee  ee  publirarAn  en  la  Gaceta  6  en 
loe  Bolei'm^  OJmale§  del  respectivo  Mi- 
nieterio  ó  provincia  con  una  ligera  rese- 
ña de  laa  circunstancias  de  los  nombra- 
doe, expresando  en  su  caso  si  el  turno 
corresponde  á  la  antigQedad  ó  á  la  elec- 
ción. 

Art.  86.    £1  derecho  A  percibir  el 

eneldo  de  un  destino  se  adquiere  con  la 
toma  de  posc'sión. 

En  los  ascensos  de  isa  ofícines  se  en- 
tiende tomada  la  posesión  el  día  en  que 
el  Jefe  comunica  la  orden  al  interesado. 

Art.  88.  El  empleado  disfrutará  el 
sueldo  del  destino  anterior  hasta  que 
tome  posesión  del  nuevo;  más  si  exce- 
diere del  plato  sefialado  al  efecto,  perde- 
rá todo  derecho  á  sueldo  des<le  que  cesó 
en  el  primero,  aun  cuando  obtenga  Real 
liabilitación  para  lo  sucesivo. 

Art.  ti.  I^s  empleados  en  deatino  de 
residencia  fija  que  sin  salir  de  ella  fue- 
sen nombradoa  para  servir  en  coniisi(^n 
otro  destino  de  aneldo  superior,  diaf ru- 
tarán de  éste  durante  su  deaenipefio. 

Art.  88.  Cnando  un  empleado  sea 
nombrado  para  servir  en  comiaíón   nn 


destino  que  se  halle  fuera  de  su  residen- 
cia fija,  disfrutará  desde  el  día  de  su  sa- 
lida hasta  el  de  su  regreso,  ambos  inclu- 
sive, el  de  su  ptopio  empleo  y  una  cuar- 
ta parte  más. 

Si  la  comisión  no  fuese  para  punto  de- 
terminado, ó  exigiese  un  brgo  viaje,  cu* 
yos  gustos  no  puednn  cubrirse  «*on  aqne 
lia  asignación,  se  st'fialará  de  Real  orden 
la  cantidad  que  por  indemnitación  deba 
satisfacérsele. 

En  ningún  caso  se  abonará  eumento 
de  sueldo  por.  comisiones  no  entorisadae 
expresamente  por  Rt^elea  órdenes. 

Art.  39.  A  los  que  disfrutaren  licen- 
cia concelida  por  la  Autoridad  compe* 
tente,  y  pur  causa  de  enfermedad  sufi- 
cientemente justificada,  se  les  abonará 
el  sueldu  por  entero,  y  si  obtuvieran  pró^ 
rroga  por  igual  causa  se  les  ebonará  la 
mitad;  mas  si  fuese  otro  el  motivo  de  la 
licencia,  no  gosará  durante  ella  más  que 
nietlio  sueblo,  y  ninguno  en  la  prórroga. 

Cuando  por  rssOn  de  salud  se  usara 
de  niáa  de  tres  meses  de  licencia,  y  da 
cuarenta  y  cinco  dÍMS  por  cualquiera  otra 
causa,  no  se  contará  el  exceso  por  tiem- 
po da  servicio  para  cesantías  y  jubila- 
ciones. 

Dentro  de  nn  afio  no  ee  concederán  li 
cenciaa  por  más  plasoa  de  trea  meses,  la 
mitad  de  primera  concesión,  y  la  otra 
mitad  de  prórroga,  á  no  sar  por  causa  de 
salud. 

Art.  40.  El  empleado  suspenso  del 
ejercicio  de  su  destino  )>or  providenciaad 
minietrativa  dlsfrntará  de  medio  sueldo. 

8i  á  la  suspensión  acompañaren  pro- 
cedimientoa  judiciales  por  alcances  ó 
malversación  de  efectos  ó  caudales  pú- 
blicos, no  se  hará  al>ono  de  euehlo  algu- 
no al  encausado.  Si  el  encausamiento 
fuese  por  efecto  de  otros  delitos,  gosará 
ei  empleado  del  sueldo  que  como  cesan- 
te le  corresponda  hasta  la  sentencia,  sin 
derecho,  aun  cuando  ésta  fuese  absoluto 
ria,  á  reclamar  del  Tesoro  público  otros 
abonos. 

Art.  43.    Ningún  empleado  tiene 

derecho  á  exigir  la  manifestación  de  los 
documentos  que  hayan  motivado  su  se- 
paración, suspensión  ó  traslación,  ni 
tampoco  á  pedir  formación  de  cansa, 
cuando  estas  medidas  no  tuviesen  otro 
carácter  que  el  administrativo. 

Art.  44.  Las  disposiciones  del  presen- 
te decreto,  que  principiarán  á  regir  en  1.^ 
de  Octubre  de  este  afio,  no  son  aplica- 
bles por  regla  general: 

1.0    A  los  consejeros  y  demás  luncio* 
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uar^ofi  de  la  Adniinistracióii  couaultiva* 

2.0     A  los  Gobernadores  de  provincia. 

3.?-.  A  los  empleados  de  la  carrera  di« 
ploHiátí^a  fuera  de  España. 

4.^  A  los  Magistrados,  Jaeces,  Minis- 
terio fiscal  y  otros  funcionarios  del  orden 
judicial  que  estén  en  condiciones  espe- 
clHÍes. 

5.0     Al  Profesorado. 

6.0  A  los  Ingenieros  civiles  y  de 
minas. 

7.0  A  la  carrera  de  las  armas,  á  las 
oficinas  militares  del  Ejército  y  Arma- 
da, mientras  estas  tengan  su  actual  or* 
g^nisación. 

8 .0  A  las  demás  carreras  cuyos  em- 
pleados tenj^an  con<licione8  especiales 
por  las  cuales  se  distingan  esencialmen* 
te  de  la  Administración  activa.» 

Pecreto  de  26  de  Abril  de  Í870,  aclarando 
el  art,  56*  del  Real  decreto  de  IH  de  Ju' 
nio  de  1852  relativo  á  abono  de  meldo  á 

.  lo»  empleadoH  trasladado»  en  caso  de 
prórroga. 

(Hac.)  *,.,,.  tomo  Regente  del  Reino, 
y  de  conformidad  con  lo  que,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  rae  ha  pro« 
puesto  el  de  Hacienda, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.0  Cuando  las  prórrogas  de 
los  plazos  señalados  á  los  funcionarios 
públicos  trasladados  para  posesionarse 
de  los  nuevos  destinos  les  sean  concedi- 
das por  enfermedad  ú  otra  cualquiera 
(•ansa  fortuita  debidamente  justificada, 
se  le  abonará  todo  el  sueldo  del  destino 
anterior  en  la  priniera  prórroga,  la  mitad 
basta  la  segunda,  y  no  percibirán  haber 
.nlguno  durante  las  sucesivas. 

Art.  2.0  Si  las  prórrogas  se  concedie* 
«en  por  conveniencia  de  los  interesados, 
sólo  disfrutarán  la  mitad  del  sueldo  en 
la  primera,  y  no  se  les  abonará  ninguno 
t^n  las  siguientes. 

Art.  8.0  Lhs  disposiciones  anteriores 
se  consideraiáii  como  ampliación  y  cum- 
plimiento de  las  contenidas  respecto  al 
particular  en  el  citado  Real  decreto  de  18 
de  Junio  de  1862. 

Dado  en  Madrid  á  26  de  Abril  de  1870. 
Franoihoo  Si^kraho  —til  Ministro  de  Ha- 
rienda,  Laureano  Figuerola,^  —  {Gaceta 
de  27  de  Abril  de  1870}. 

Real  orden  de  7  de  Junio  de  1876*  resol^^ 
viendo  que  debe  abonarse  al  empleado 
trasladado  el  sueldo  correspondiente  al 
ploMO  de  traslación,  aunque  se  encuen- 


tre en  té$o  de  licencia  ó  prórroga  de  ella 

al  ser  trasladado. 

(Hae,)  cHe  dado  cuenta  á  tí.  M,  el 
Eey  (Q  D.  Q.)  del  expediente  consultadlo 
por  V.  O.  é  instruido  á  instancia  de  Don 
Francisco  Laborda  y  Nicolás,  inilividuo 
del  Cuer|>o  de  Iletrados,  pidiendo  se  le  - 
declare  con  derecho  á  los  haberes  que  le 
corresponden  como  empleado  trasladado 
desiie  el  22  de  Koviembrede  1874  en  que 
cesó  en  la  Corofia,  hasta  el  20  de  Diciem^ 
bre  siguiente,  dia  anterior  al  de  su  toma 
de  posesión  en  Granada. 

Resultando  que  la  Dirección  general 
de  Contribuciones,  de  quien  dependía 
entonces  el  Cuerpo  de  Letrados,  conce- 
dió á  Laborda  en  28  de  Julio  de  1874 
cuarenta  y  cinco  días  de  licencia; 

Resultando  que  no  habiendo  obtenido 
el  restablecimiento  de  su  salud  diclu)  in- 
teresado solicitó  una  tras  otra  dos  pró- 
rrogas«  que,  previa  la  oportuna  justifica- 
ción, le  fueron  c^nceditlas  por  la  citada 
Dirección  en  4  y  18  de  Noviembre  del 
mismo  afio: 

Resultando  que  el  plato  total  de  la  1¡ 
cencia  y  sus  prórrogas  terminaba  el  3  de 
Diciembre,  y  que  en  este  intermedio  por 
razón  de  la  incompatibilidad  que  alcan- 
zaba á  otros  Letrados  y  no  por  íh  snya 
propia  fué  trasladado  Laborda  en  10  de 
Noviembre  á  la  Administración  econó- 
mica de  Granada,  habiendo  cesado  en  la 
Corufia  el  día  22  y  presentándose  en  su 
nnevo  destino  el  21  de  Diciembre: 

Resultando  que  si  bien  se  satisfizo  á 
Laborda  to<lo  su  haber  durante  el  perio 
do  de  la  licencia  y  la  mitad  del  mismo 
durante  el  plazo  de  la  primera  prórroga* 
ningón  abono  se  le  hizo  por  los  días  qiie 
utilizó  «le  la  segunda: 

Resultando,  en  fin.  que  habiendo  con- 
siderado la  Administractón  de  la  Corufia 
que  tampoco  debía  abonarse  cantidad  . 
alguna  como  empleado  trasladado  á  di 
cho  funcionario,  éste  ha  reclamado  con- 
tra ese  acuerdo,  dando  origen  á  la  forma- 
ción del  expediente  consultado  por  V.  E.: 

Vistos  los  arta.  3d  y  89  del  Real  decre- 
to de  18  de  Junio  de  1862: 

Visto  el  Real  decreto  de  26  de  Abril 
de  1870: 

Visto  lo  informado  por  la  Intervención 
general  de  la  Administración  del  Estado: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  cuestión 
en  general,  que  si  bien  el  art.  36  del  cita- 
<Ío  Real  decreto  de  1852  establece  en  tér- 
minos generales  que  el  eniplea<Ío,  en  los 
!  casos  de  traslación,  ha  de  dislrotar  el 
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mieldo  áel  dettino  «nierior  hMta  qne 
toii>e  posesión  del  nuevo,  cnyo  precepto. 
«rUro  y  t«*riuinanle,  se  aplica  sin  dar  In- 
Kar  á  dudasen  los  rasos  Hrlinaríos,  o«ni- 
rre  al  pn*sente  nn  caso  especitil  en  qne 
un  funiMoiiarío  t>f&hli(*o  en  activo  servi 
f*io  es  traslaiiadu  á  oiro  desaino  en  el 
momento  de  hallarse  dÍBfrntand«)  de  se* 
gumía  prórroga  de  linenda.  durante  la 
«íual  no  pentihe  sueldo  alguno  ron  arre 
glo  al  art.  89  del  mencionado  Real  de- 
creto: 

Considerando  qne  en  la  carencia  de 
disposiciones  legales  qne  autoricen  ó 
nieguen  eipresamente  el  pago  que  solici- 
ta LalHirda,  es  ne4*esario  recurrir  al  espi- 
riln  de  las  disposiciones  estahleciilas: 

Considerando  que  en  el  citado  art.  M 
del  Real  decreto  de  1^62  te  revela  clara- 
mente que  cuando  por  «onteniencia  del 
servicio,  que  es  el  ci»ncepto  en  que  siem- 
pre obra  el  G(d>ít*rno,  se  traslada  á  los 
funcionarios  públicos  de  un  destino  á 
otro  que  no  hayan  de  desempefiar  en  la 
misma  dependencia,  no  se  ha  querido 
privarles  de  sus  haberes,  en  ratón  A  que, 
en  interés  de  4a  Administración  póblir^i 
exclusivamente,  se  les  causan  lus  perjui- 
cios, siempre  graves,  de  trasladar  su  re- 
sidencia y  su  fannlía  siendo  el  abono  de 
sueldo  en  estos  casos  una  jn«ta  aunque 
no  siempre  suficiente  compensación  de 
los  quebrantos  y  gastos  que  se  les  ori- 
ginan: 

C<jnsiilerando  qne  sí  por  la  legislación 
antigua  se  daba  una  retribución  especial 
al  funcionario  trasladado  para  los  gastos 
de  viaje,  hoy,  que  no  existe  indemniza- 
ción alguna,  hay  que  re<:onocer  la  justi- 
cia qne  encierra  el  principio  sentado  por 
la  legislación  moderna  de  conceder  abo- 
no de  sueldo  durante  el  período  ordina- 
rio de  traslación: 

Considerando  que  en  iguales  motivos 
se  inspira  el  Real  decreto  de  *itt  de  Abril 
de  1870  al  conceder  al  empleado  trasu- 
dado qne  por  eoftirme^latl  ó  casos  fortui- 
tos debi'lamente  justificados  tiene  nei^e- 
sidad  de  qne  se  le  amplíe  el  término  or- 
dinario de  presentación,  el  derecho  al 
percibo  de  to«lo  su  huber  en  la  primera 
prórroga,  y  de  la  mitad  en  la  segunda: 

Consitlerando  que  bajo  las  ndsmas  ra- 
conss  «le  equidad  se  han  establecido  las 
reglas  para  el  abono  de  haberes  en  las 
licencias  por  falta  de  salud,  y  que  si  se 
verifli^  según  ellas,  reducción  de  sueldos 
en  la  printera  prórroga  y  privación  de  él 
en  la  segunda,  semejante  deterndnacióii 
es  indudablemente  acertada  y  justa,  por- 


que acertado  y  justo  es  qne  el  funciona- 
rio, en  cuyo  exclusivo  obsequio  se  otor- 
gan las  licencias,  deje  de  percibir  sus  ha 
bert*s,  ya  que  la  Adndniatmción  pública 
ae  ve  privada  de  sus  servicios,  mnnte- 
niéndido,  no  ol>stante,  en  su  destino: 

C<msidt*raniÍo  que  el  plato  aefiílado 
para  la  traslación  de  los  fiimiionarios  pú- 
blicoa  no  puede  reputarse  c^mo  conti- 
nuación del  plato  de  las  licencias  y  pro 
rrogas,  ya  porque  la  motivan  ratones  dis- 
tintas, ya  |>orque  el  primero  interrumpe 
en  to<los  los  casos  el  transcurso  del  tér- 
mino de  las  segundas: 

C<msiderando  que  del  espíritu  de  los 
artículos  y  decretos  mencionadr>s  resulta 
su  exncta  concor«lan>'Ía,  debiendo  ser,  en 
su  consecuencia,  aiempre  de  abono  el 
sueldo  correspondiente  al  plato  ordina- 
rio de  presentación,  encuéntrese  ó  no  el 
funcionario  público  en  el  momento  de  su 
traslación  en  uso  de  licencia,  pues  debe 
tenerse  en  cuenta  que  iÜcho  plazo  no  se 
otorga  A  solicitud  de  los  interesadoa,  sino 
para  que  dentro  de  él  cumplan  las  órde- 
nes de  traslación  que  se  dictan  por  con- 
veniencia exclusiva  del  servicio: 

Consideran  lo  que  el  art.  16  del  Real 
decreto  de  1862  ya  citado,  no  dice  que  se 
regule  el  haber  en  las  traslaciones  (»or  el 
que  disfrutasen  los  funcionarios  al  ser 
traslada  los,  sino  |»or  el  sueldo  correspon- 
diente al  destino  ant«*rior: 

Considerando,  en  cunnto  A  la  cuestión 
concreta  del  recurrente,  que  existen  en 
apoyo  de  «u  pretennióu  circunstancias 
especiales  que  la  hacen  muv  atendible; 

S  M.  el  Rey  (Q.  I).  G )  de  conformi- 
dad con  el  dictamen  de  V.  E  ,  se  bn  ser- 
vido resolver  que  A  todo  funcionario  tras- 
ladado «lebe  abonáraele  por  el  plato  or- 
dinario de  presentación  en  su  nuevo  des- 
tino el  sueldo  íntegro  correspondiente  al 
anterior,  encuéntrese  ó  no  en  el  momen- 
to de  la  traalación  en  uso  de  licencia  ó 
de  prórroga  de  ella,  cuya  resolucióo  se 
aplicaré  A  D  Francisco  Lrtbirda  y  Nico- 
lás, y  tendrA  el  carAoter  de  medida  ge- 
neral. 

De  R-*al  orden,  etc.— Madrid  7  <le  Ju- 
nio de  \m%.-^SfilfWer*'ift.  Sr.  Asesor  ge- 
neral de  este  Ministerio.!  ^(Gaceta  de  6 
de  Julio). 

L^yiePrempueB^on  de  2Í  de  Jiéliode  1^76. 
Entre  oirán  dÍMpouiewnfH,  contiene  la$ 
reMim'ti  al  abono  tle  h^b^reg  á/nncio- 
n^rion  qw  caret^.nn  de  Ion  condiciones 
legale§\  ú  lai  condiciones  prira  ingreso  y 
oseensa  en  la  ádmiHiitración  eivU.para 
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9fr  Subneerttario  y  Gobernador,  pora 
la»  pingas  de  subnlternon,  incomp'tttbi 
lidndfB,  etc. .  cuyoi  articHlos  in$a'tamo$ 
á  continuación. 

(Hoc.)    € Art.  26.  Lni  Ordenadoret 

y  loB  Interventores  de  ppgos.  h»j6  en  res* 
poiiBsbilidRd  per»onnl,  tío  berán  abono 
algnno  de  balierfs  á  los  funcionarios  pá 
blicos  que  obtuvieren  nomlManiiento  no 
ajustado  á  las  realas  conteni«las  en  este 
articulo  y  eu  ios  tres  siguientes. 

Primera,  Los  cesantes  pueden  volver 
al  servirio  activo  en  destino  de  igual  ca- 
tegoría y  cUse  que  el  que  bayau  desem- 
pefiHdo. 

Segunda.  No  se  podrá  ingresar  en 
destino  alguno  de  la  AdniinistracióD  ci- 
vil del  Retado  sino  por  la  quinta  clase  de 
o6t!Íales  de  Aduiiiiistrai*i6n. 

Los  que  tengan  título  académico  de 
facultades  ó  estudios  superiores  podrán 
ingresMr  en  destino  de  OHcial  de  Aduii* 
nisi  ración  de  segunda  ciase. 

Tercera,  Para  ascender  de  una  clase 
á  otra  se  requerirán  dos  afios  de  servi 
cios  en  la  inmediata  inferior  y  aileniás 
el  niü Ulero  proporcionad!»  de  afios  de  ser^ 
vicios  prestados  al  Estado,  qoe  determi- 
nen los  reglamentos. 

Art  27.  Primero,  Para  obtener  el  car- 
go de  SubnecretMrio  se  requiere  ser  ó  lia 
ber  sitio  Senador  ó  Diputado  á  Cortes. 

8t*gundo  Para  los  demás  de  Jefes  su- 
periores <ie  A<lunuistración,  ser  ó  haber 
sillo  Senatlor  ó  Diputado  á  Cortes  en  dos 
elecciones  geiieraUs,  contar  dies  afios 
de  servicio  en  la  Administración  civil  ó 
haber  disfrutado  nn  sueldo  igual  ó  supe 
rior  á  8  760  pesetas. 

Tercero  Para  el  de  Gobernador,  tener 
treinta  y  cinco  afios  de  edatl,  ser  ó  haber 
sido  Senador  ó  Diputado  A  Cortes  Jefe  de 
Administración,  íiaber  liesempefiado  el 
cargo  de  Secretario  de  Gobierno  de  pri- 
mera clase  tk  otro  destino  de  ignal  catego- 
ría dnrnnte  dos  aflús,  hal>er  servido  al 
Estado  á  lo  menos  durante  oebo  afios, ha- 
ber sido  elegido  dos  veces  Diputado  pro* 
vincial  ó  Concejal  en  poblaciones  de 
más  de  30.000  almas  ó  capitales  de  pro- 
vincia, ó  Consejero  provincial  durante 
cuatro  afios. 

Art.  28.  Para  las  platas  de  subalter- 
nos de  la  Administración  civil,  serán 
nombradoR.  con  arreglo  á  la  Ley  de  8  de 
Julio  de  1876.  los  licenciados  del  Ejér- 
cito y  Armatla  y  Cuerpo  de  voluntatios 
que  bajo  cualquier  denominación  hayan 


contribuido  A  veneer  la  óHinia 
eión  carlista. 

Art.  29.  Los  empleados  de  la  Adsii 
nistración  del  Estado  en  los  ramos  rit i. 
y  ectmómioo,  que  sirvan  en  la  PeníoM 
la  con  sueldos  mayores  de  1 .600  peaetat, 
no  podrán  ejercer  aas  cargoseo  las  pr« 
viñetas  de  su  naturalesa.  en  las  que  hi 
yan  adquirido  vecindad  dos  afios  sotM 
desús  nombramientos, ó  en  laaquapo 
sean  bienes  raft^es  ó  ejersan  alguna  ía^ 
dustria,  granjeria  ó  comercio. 

Se  exceptiüan  déla  disposición  qnsprt 
cede  todos  loa  destinos  correspondisñtv 
á  la  Adminiatracíón  central  y  los  de  It 
provincia  de  Madrid,  los  Gubemadont 
de  las  provincias,  h>s  empleos  qns  eii- 
gen  tiaiisa,  los  de  orden  póbiico.  los  qsr 
perteneacan  á  carrera  en  que  se  iitgrrw 
i»rir  oposición  y  lf»s  SetTetarios  de  Ut 
Universidades  y  Juntas  de  Jnstreectón 
ptiblica. 

Art.  80.  El  Gobierno  dispondrá  1i 
f>irmHción  de  escalafones  general»  df 
los  diversos  ramos  ile  la  Administrsrídti 
civil,  dictan<lo  al  efecto  las  reglas  qo» 
jusgue  conveniente. 

Los  Oficiales  y  Aspirantes  del  Coase 
jo  de  Estado  continuarán  figurando  weí 
etciilafón  reapectivo  y  goaarán  d«  lot 
mismos  derechos  que  conceden  á  lofOt 
te<iráttco8  los  arta.  177  y  178  de  la  U] 
de  instrucción  pública  de  9  de  S^ptivm 
bre  de  1857,  así  como  de  los  benefick» 
y  garantías  que  en  concordancia  time 
óllimo  de  dichos  artícnlos  estabtof^ 
el  26H  de  la  Ley  Hipotecaria  en  sa«  N 
rrafos  tercero  y  cuarto,  á  favor  del8ai* 
director,  O  tidales  y  Auxiliares  dala  Di 
reccióii  de  los  Registros  civil  y  de  it  pro 
piedad  y  del  Notariado. 

Art.  81.  Se  entenderá  de  abono  e* 
las  respectivas  carreraa.  puramente eoo*o 
tiempo  de  servicio,  el  que  los empiftdoi 
cesantes  inviertan  en  el  desenip^lo  i^ 
las  delegaciones  crendas  para  praetictr 
la  liquidación  con  el  Banco  de  Kipii^ 
en  la  recandacióT)  de  contríbadooM.* 
(O.  L.,  tomo  CXVII.  pág.  82). 

Real  decreto  de  2  í  de  JtUio  de  IfíTS,  ñjn 
do  lo$  a1Í4í8  de  uervicios  gue  han  ie  r 
unir  lo$  funcionarioi  p^blieoi,  ftr» 
poder  obtener  el  aécenMO  inmediato. 

(ñegid,  del  Con,  de  Min.)  cPsn  qi^ 
tenga  exacto  cumplimiento  la  r^S* 
del  arL  26  de  la  Ley  de  Presopnwt(s<>^ 
•sta  fecha,  de  acaerdo  eos  el  CoMiit<^ 
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MÍDÍ«lro«  y  á  propoMta  del  Presidente 
dtti  niiatno, 

Vmigi»  en  «lecreUr  lo  eignienle: 
A  ruca  lo  úniro.  Ltm  funrioiiaríoe  de 
la  Adiiiinialraeióii  civil  y  ecoiiOiiiica  del 
EaUdo  qne  cuenten  «loa  aflua  efeutíToa 
de  aervicioa  en  nna  de  laa  ülaaee  en  que 
ae  dividen  laa  diferentea  cate|{ur(aa,  ae 
cunaiderarán  aptoa  para  obtener  el  aa- 
cenao  inmediato,  siempre  que  hayan 
prealado  el  total  de  aervicioa  que  deter* 
mina  la  aigaiente  eacala:  para  aacender 
á  Jefe  de  Adininiatración.  dies  afioa;  pa* 
r«  aacender  á  Jefea  «le  Negociado,  ocho; 
para  Oficialea  de  Adniiniatractón  de  pri- 
mera clHae,  cinco;  para  Otlcialea  de  Ad- 
mÍDÍatración  de  aet^anda  claae,  cnatro; 
para  Oficialea  de  Adiidni«tración  de  ter- 
cera claae,  trea.  y  para  Oficialea  de  Ad 
miniatración  de  cuarta  claae,  doa. 

Dado  en  Palncio  á  XI  de  Julio  de  1876. 
Airoaao  — ül  Preaidente  del  Oonaejo  de 
Míniatroa,  Antonio  Oánovíudel  CauUUo,* 
(Gaceta  33  Julio). 

Beal  orden  de  ll  de  Octubre  de  1877,  di$- 
potéitnflo  que  lo$  empleados  pre$teíi  «nt 
servicio»  en  l*i»  oficiwt»  á  cuyas  planti- 
llus  correspo9td4tu:  excepciones  y  res 
ponsabilidades, 

(HñC.)  fOonvíniendo  al  mejor  orden 
de  lii  Adniíniai ración  ptibiicM  que  ae 
adopten  reglaa  fijna  ron  el  objeto  de  din- 
minnir  y  de  juaiificMr  debidnmente  loe 
caaoa  en  que,  por  excepción,  loa  emplea- 
doa  pób.bToa,  preaten  ana  aervicioa  en 
aitioa  diatintoa  de  loa  que  lea  correapon 
den  por  ana  cargue  y  |»or  el  percibo  de 
ana  hal>eree,  8.  M.  el  Rey  (Q  U.  G  ).  ee 
ha  aervido  die|K>ner  lo  eiguiente: 

l.o  Toiloe  loa  empleadoa  de  Real 
nombrandento  ó  de  nombramiento  de 
Jae  Direccionea  generalee  y  demáa  Cen- 
troe  directivoa  y  dependenciaa  «le  eate 
Miniaterio,  prealarán  prectaamente  aua 
aervicioa  en  loa  puiitoe  y  en  laa  ufícioHa 
á  cuyaa  plantaa  de  peraouHl  correapon 
dan  y  con  cargo  á  laa  que  percibnn  aua 
reapectivoa  haberea. 

8  ^  Laa  ezce|)«;ionea  de  la  regla  ante- 
rior aólo  ae  pinlrán  acordar  por  medio 
de  Rt*alea  órdenea  dictndaa  para  cada 
uno  de  loa  c«a4»a  eepecÍHlee  en  que  laa 
convenienrÍHa  del  aervicio  laa  aconsejen. 

S  o  Toilaa  Ifis  Realea  órdenes  y  de 
mea  diapoaicionea,  por  laa  que  hasta  hoy 
hayan  dispuesto  el  Ministerio  y  las  Di- 
reedonea  general  y  demáa  Centros  di- 
recUTpe  y  dependenciaa  del  miamo  que 


algún  empleado  preste  eerfieloa  fuera 
del  punto  ó  de  la  oficina  é  que  por  aua 
mmibramienioa  coireapimda.  ae  conaide- 
rarAn  CHdu«*adaa  en  81  de  eate  mea. 

4.0  Lúa  Ordenadores  é  luterventorea 
de  pagua,  bajo  au  resiMuiaabiiidad  perao- 
nal,  no  hnran  deade  1.**  de  Noviembre 
próximo  alNino  alguno  de  haberea  A  loa 
empleadoa  por  aervidoa  preaiadoa  fuera 
del  punto  ó  de  la  oficina  A  qua  por  ana 
nombramlentf»acorrea|Mmdan,ai  no  eatu- 
vif  re  anturlEada  la  falta  de  la  reaidencia 
ofit  ial  ordinaria  por  Real  orden  de  fecha 
anterior  á  la  de  eata. 

6.0  To4laa  laa  teglae  anteriores  ae 
aplicarán  igualmente  á  loa  aubalternoa 
de  la  Adiiiiniairación  póblica.  ya  cubren 
aua  haberea  del  peraiinal  ó  del  material 
De  Real  onlen,  »'tr.~ Madrid  II  deOfln 
bre  «le  1877.  -  Orowio.  —  {Gaceta  18  Oc- 
tubre). 

Real  orden  de  l.o  de  Junio  de  18RH  recor- 
dando el  deber  que  ttenen  Ion  funeiona- 
rUfS  de  acredibtr  que  sus  hijos  reaben  la 
enseñanza  primaria, 

(Fres,  del  Cons.  de  Min)  c  Para  el  máa 
exacto  «tumplimiento  de  lo  preveiildu  en 
lus  arta.  10.  1 1,  Ti  y  18  del  Real  decreto 
de  88  de  Febrero  tiitimo.  8.  M  el  Rey 
(Q  I).  G )  ha  teuidu  á  bien  reaolver  lo 
siguiente: 

I  *  Lus  jefes  de  las  oflcinAS.  depen- 
denciaa y  eMiablecimiefit«»e  de  te.  Ims  da 
aee  aoatenidoa  con  fonilua  del  Estatlu,  de 
la  pruviiiHa  ó  del  Municipio,  exigirán  en 
el  plazo  lie  trea  meaea,  ilt-ade  la  fechn,  á 
tudoa  loa  fiint'iunariua  que  actualmente 
se  lialien  á  aua  órdenea,  cuyua  au»*l. loa 
no  excedan  de  1.600  peselHa  anual*'e.  y 
quetengan  liijf>acompren(lido«en  la  e<lad 
eat'olar  affialada  en  la  ley  de  lristni(!ción 
póblica.  un  certificHdo  en  que  ae  acre<li- 
te  que  óttoa  reciben,  en  eacueia  pública 
ó  privada  ó  en  enaefiMnsa  dutnéstícH,  la 
inatruc«ri«in  que  determina  la  ley  en  lus 
arta,  a.®,  8."  y  6  o 

8  0  Nu  ae  abonarán  hRl>er**sá  los  fun- 
cionarioa  que  en  adelante  fneaen  nuni- 
bradua  basta  <|ueji^tifi.jiittn  lo  dispuesto 
en  la  pr»*vención  1.* 

8  o  QitfdHii  exreptiindos  ilel  cumpli- 
miento de  las  |ftrevttn«Moiies  anteriores 
lúa  empleadus  ó  dependi**nte8  á  que  se 
refiérela  última  partedel  art.  lOdel  meu- 
cunado  decreto. 

40  El  certificado  aera  expedido,  á  pe- 
tición  de  loa  interesados,  por  los  maes- 
tros ó  por  las  maestras  de  las  escuelas 
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públicas,  ó  por  los  de  Ins  fscneUs  prÍT«- 
dát,  •íeiupre  qne  é^tos  teiignn  el  Utalo 
profesioiitti  prupio  «le  sil  respectiva  üliise 
y  grndo,  »n*ntaiiH mente  pur  lus  priinerus, 
en  el  papel  que  correspoiiiU  y  r.uii  el 
V.*  B.o  del  Alcalde  y  el  sello  de  la  Alcal- 
día reapectiva. 

6.0  8i  los  iilfios  ó  niñas  reciben  ó  han 
reuibi*lo  la  enseñansa  iluuiósiica,  los  in- 
teresados los  presentarán  á  examen  ante 
el  maentruO  maestrade  lacorresptmdien 
te  eecnela  pábliea,  quienes  están  obliga- 
dos á  veiifií'ar  el  acto,  y  á  expedir  el  cer- 
tificado gratuitamente  como  en  el  caso 
anterior. 

6.0  Transcarri«lo  el  plato  seflalailo 
en  la  prevención  I  *,  los  respectivos  jefes 
remUiráii  dentro  de  losociiu  dUa  siguien- 
tes al  (iifbernadur  de  la  provincia  una 
relación  detallada  de  loa  funcionarios  pú* 
bucos  que  hubiesen  presentailo  el  certi- 
ficado antetticho;  otra  de  los  que  no  hu- 
biesen cumplido  lo  mandado,  y  otra  de 
los  que  se  hallasen  ex<teptuados  6  no  to* 
viesen  hijos  en  la  edad  sefialada. 

7. o  Los  Gobernadores  de  las  provin- 
cias remitirán  inmediatamente  las  expre- 
sadas relaciones  á  tus  Ministt- rios  respec- 
tivos, proponiendo  lo  que  corresponda, 
con  arreglo  al  art.  18  del  ya  mencionado 
decreto;  decretarán  la  cesación  <le  los 
empleados  y  funcionarios  de  sil  nombra- 
ndeiito  que  no  hubiesen  cumplido  lo  dis- 
puesto en  el  mencionado  decreto,  y  dis- 
pomlrán  to  conveniente  para  que  los  res- 
pectivos j»*fea  lleven  á  efecto  la  de  sus 
dependientes  que  se  hallaren  en  el  mismo 
caMO. 

Lo  qne  de  Keal  orden,  etc.  -  Madrid  I.® 
de  Junio  188.1.  — P.  M.  8aga»ta.^8eñi)r 
Ministro  de  ....  {Gaceta  *J  Junio). 

Real  decreto  de  25  de  JiUio  de  ÍH84,  de 
terminando  la  Jorma  en  qne  han   de 
deMentptñarse  la$  Commom»  de  tet  vicio 
por  Ion  fuHcion/irios  dependientes  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  (1 ). 

(Grac,  y  Jttst,)  «Artículo  1.®  Las  Co- 
misionas  de  servicio  seián  objeto  de  nn 
Real  decreto,  siempre  que  se  confieran  á 
Magistra«lo0  ó  funcionarios  que  depen- 
dan de  eate  Ministerio  y  tengan  esa  ca- 
tegorÍH.  y  de  iium  UhhI  orden  cuando  se 
cmifieran  á  fuiícioiiMrios  de  categoría  in- 
ferior á  la  «le  Magistrados  de  Audiencia 
de  lo  criminal. 


(1)    Véass  tomo  I,  pigs.  '7U  y  11%. 


Art.  9.*^  Todo  nombramiento  de  indi- 
viduos dependientes  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  para  el  desefn|>eflo'de 
una  Comisión  de  servicio  se  pnhlictirá 
necesariamente  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
expresándose  el  obieto  de  la  Condsián, 
el  tiemp<i  qne  haya  de  durar  ó  la  decla- 
ración de  aer  indeflni<lo  y  las  dietas,  ha 
beres  ó  emotiimentoB  que  por  cualquier 
concepto  haya  de  percibir  durante  su 
desempefio. 

Art.  8.0  No  serán  de  abono  sueldos, 
gratificaciones  ni  emolumentos  de  nin- 
gún género  que  en  lo  sncesivo  deban 
percibirse  por  el  desempefio  de  una  co- 
misión, sino  des«le  el  día  en  que  Se  pn- 
Ijüque  en  la  Gaceta  el  «lecreto  ó  la  Real 
orden  en  qne  se  confiera  y  liaata  el  día 
en  que  el  nombramiento  se  «ietermine, 
siendo  preciso  se  pnbliqne  otra  vet  con 
Iguales  requisitos  para  toila  prórroga  en 
la  Comisión  conferi<la.  Fuera  de  esas 
con<llciones  no  se  dispensará  tampoco 
de  la  residencia  en  el  lugar  de  su  desti- 
no al  empleado  á  quien  se  confiera  ana 
Oomiaión  de  servicio,  y  sus  jefes  inme- 
diatos cni«iarán  se  posesione  ite  sn  car 
go  cumplido  el  término  asignado  á  la 
comisión  ep  la  Gaceta  de  Madrid^  po 
niéndolo,  caso  de  no  presentarse,  en  co- 
nocimiento del  Ministerio  para  que  se 
declare  la  vacante. 

Art  4.0  Las  comisiones  actualmente 
coiifeiidas  cesarán  cuando  termine  el 
plaEo  por  el  que  se  hayan  «hido,  y  st>  lo 
tuviesen  indefiiii«Ío  ó  superior  á  nn  mes 
se  entenderán  fenecidHS  á  UM  treinta 
días,  á  contar  des<le  la  pabllcación  de 
este  decreto  en  lá  Gaceta  de  Madná^  y 
para  que  se  entienda  que  continóan  será 
preciso  publicar  sn  prórroga  en  la  Gace- 
ta,  con  sujeción  á  lo  preceptuado  en  los 
artículos  anteriores 

Dado  en  San  Ildefonso  á  26  de  Julio 
«le  1884.  —  Ai.roNso.  -  El  Ministra  de 
Gracia  y  Justicia,  Francisco  S^tvehti*  [Ga- 
ceta 27  Julio). 

Real  orden  delude  Mayo  de  1891,  deter- 
minando los  casos  en  que  son  válidos 
hts  Honibmmtfntos  de  fnncionario»  he 
chos  en  periodo  electoral, 

(Gnb)  «Excmo.  8efior:  Examinado  el 
expeiiifiite  instruido  en  este  Miniaierio 
con  niotivb  de  una  consiilt-a  de  la  Orde 
naitión  de  pagos  por  obligaciones  del 
mismo  acerca  de  si  son  lícitos  y  tíénen 
fuerza  legal  los  nombramientos  de  eni 
pleados  hechoe  durante  el  período  eler- 
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ií^nA  eon  objeto  de  cnbrir  vacantes  na- 
«oralet; 

Vbto  el  art.  91  de  la  Ley  de  36  de  Jn- 
n¡o  de  1890,  sobre  emUióii  del  snfragio, 
en  cayo  nám.  8."  a»  previene  que  eco- 
ineien  el  delito  du  coacuii^n  electoral, 
jianqne  no  conste  ni  apareica  la  in- 
teacióu  de  cohibir  ó  ejercer  presión  so- 
bre los  electores,  los  fnncionarios  desde 
Ministro  de  la  Corona  inclusive,  qne  ba- 
ldan nombramientos,  separaciones,  tras 
laciones  ó  saspensiones  de  empleados, 
agentes  6  depemlientes  de  cualquier 
ramo  de  la  Administración,  ya  correspon- 
dían al  Estado,  á  la  Provincia  ó  al  Mnni- 
•ripio,  f  n  el  período  desde  la  convocatoria 
hasta  después  de  terminado  el  escrutinio 
ireneral,  siempre  que  tales  actos  no  es- 
tén fondados  en  causa  legítima  y  afecten 
4le  alguna  manera  A  la  sección,  colegio, 
distrito,  partido  judicial  ó  provincia  don- 
de se  verifique  ia  elección»: 

Considerando  que  este  precepto  legal 
no  tiene  otro  objeto  que  gartintir  el  libre 
ejercicio  liel  sufrugio,  sin  que  por  su  le 
4ra  ni  su  espíritu  pueda  entenderse  que 
la  J^dniinistracióii  haya  de  suspender 
dorante  el  período  de  las~  operaciones 
|>relimlnares  y  posteriores  á  una  elección 
l>opHlar  el  uso  de  sus  atribiicioiies  regla 
das  siempre  que  necesite  ejercerlas  en 
rirtud  de  causa  legítima,-  cromo  ciara- 
mente  el  mismo  articulo  determina: 

Considerando  que  ona  de  estas  atribu- 
ciones, qne  es  necesario  ejercer  en  todo 
tiempo,  es  la  provisión  de  ios  destinos 
públicos, cuando  éstos  se  hallan  vacaiileg 
•i  de  su  aplasamiento  puede  resultar 
perjuicio  para  el  servicio,  y,  por  tanto, 
para  los  intereses  confiados  hI  cuidado 
<ie  la  misma  Administración; 

El  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino.de  conformidad 
•pon  el  «lirtamen  de  la  Sección  de  Gober- 
nación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado, 
ba  tenido  á  bien  resolver: 

Primero.  Quese bailan  comprendidos 
en  la  excepción  de  cau$a  legitima,  seña- 
lada en  el  itúm.  8  o  del  art.  91  de  la  l^y 
de  26  de  Junio  de  1390,  y  que,  por  lo  tan 
io,son  lícitos  y  eficaces  los  nombramien- 
tos de  emnieados  hechos  durante  el  pe 
riodo  electoral  para  cubrir  las  vacantes 
naturales,  ocurridas  por  fallecimiento,  si 
la  provisión  no  afecta  A  las  elecciones  y 
es  rigurosamente  necesaria  para  la  mar- 
eba  expedita  de  la  Administración  pú- 
blica. 

Segando.  En  las  órdenes  de  los  ex- 
presados nombramientos  se  harán  cons- 


tar el  nombre  del  fanclonario  que,  por 
fallecimiento,  baya  producido  la  vacante, 
y  las  cironnstancias  de  no  afectar  aque- 
llos A  la  elección  convocada  y  ser  nece- 
saria la  provisión  para  que  el  servicio 
no  se  interrumps. 

Y  tercero.  Que  la  responsabilidad  <^\\9 
establece  la  susodicha  disposición  legal 
ba  lugar  A  exigirla  cuando  en  los  nombra- 
mientos no  concurrieren  los  requisitos 
eminciados. — De  Real  orden,  etc.— Ma- 
drid 12de  Mayo  de  1891. -Fiviiici«co5ií- 
vela,%  {Gaceta  20  Mayo). 

Real  orden  de  2Í  de  Agonto  de  1891,  de- 
clarando incompatible  el  ejercicio  de  la 
abogada  con  el  desempeño  de  los  cargos 
públicos. 

(Hac.)  cEn  virtud  de  certificación  ex- 
pedida )>orla  Administración  de  Contri- 
buciones de  Burgos  de  que  D.  Juan  Meri- 
no, empleado  de  la  misma  con  la  categoría 
de  Oficial  de  S>,  aparecía  inscrito  en  la 
matrícula  de  contribución  en  el  concepto 
de  Abogado,  el  Interventor  de  Hacienda 
de  la  provincia  procedió  A  denunciar  el 
hecho  como  un  caso  notorio  de  incom- 
patibilidad, con  arreglo  A  las  prescripcio 
nes  de  la, Lev  de  21  de  Jolio  de  1896  y 
íieal  orden  de  26  del  mismo  mes  y  afio, 
toda  ves  que  respecto  de  los  funcionarios 
de  categoría  superior  A  la  de  Oficial  de 
quinta  clase  disponen  que  se  acredite 
para  desenipefisr  el  cargo  que  no  son 
contribuyentes  por  territorial  ni  indus- 
trial en  la  provincia  en  que  sirvan,  y  so- 
licitó que  se  dictasen  las  órdenes  oportu- 
nas para  qne  cesase  en  el  ejercicio  de  la 
profesiónde  Abogado, llamando  al  propio 
tiempo  la  atención  del  delegarlo  acerca 
de  las  responsabilidades  en  que.  con  arre 
glo  A  la  ley  citada,  incurren  los  orilena- 
dores  é  interventores  de  pHgos  acreditan- 
do haberes  A  funcionarios  que  se  hallen 
en  el  caso  referido. 

Dictadlo  por  la  Delegación  de  Hacienda 
acuerdo  conforme  con  la  anterior  preten- 
sión, se  alzó  el  interesado  contra  él  para 
ante  el  Ministerio  de  Hacienda,  expo 
Hiendo  snst^icialmente  que  la  ineoinpa-, 
tibilidad  establecida  en  la  hey  de  1876  se 
refiere  A  las  industrias,  no  A  las  profesio- 
nes; que  la  ley  no  confunde  el  ejercicio 
de  éstas  con  el  de  aquéllas,  como  lo 
prueba  el  Reglamento  de  la  contribución 
industrial  en  su  artículo  l.o  al  hablar  del 
ejercicio  de  industrias,  profesiones,  co 
mercio,  etc.;  y  que  haciendo  la  ley  esas 
distinciones,  claro  es  que  al  declarar  rn- 
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<:6napaUble  el  ejercicio  de  ana  indnstrin 
y  no  decir  nada  de  profeaionea,  permite 
vi  ejercicio  de  éataa  al  empleado;  porque 
mando  ha  querido  estai>lecer  eaa  prohi- 
bición lo  ha  hecho  expresamente,  como 
lo  hizo  la  Ley  de  29  de  Agosto  de  1882, 
en  en  art.  16,  y  la  de  1 1  de  Mayo  «leí  88, 
sobre  organización  de  las  Administf^acio 
nes  subalternas  en  su  art.  4."  El  Ministn 
rio  de  Haiiienda  resnelve  el  expediente 
en  los  siguientes  términos: 

«Considerando  que  la  inconipatibili 
dad  entre  el  ejercicio  de  una  profesión  y 
el  cargo  de  empleado  en  la  Administra- 
ción civil  del  listado  con  aneldo  superior 
á  1.600  pesetas  existe  establerida  en  el 
art.  29  de  la  Ley  dt»  21  de  Julio  de  1870, 
puesto  que  al  emplearse  en  dicho  texto 
legHl  la  palabra  itidwttrinl  se  hace  en  su 
más  amplio  sentido,  con  objeto  <le  que  Ih 
proliibición  á  que  se  refiere  sea  extensi- 
va á  todas  las  manifestaciones  del  traba 
jo  sujetas  á  tributación;  y  no  es  proce 
dente  estimar  una  excepción  en  especie 
determinada,  mientras  así  no  lo  declare 
de  una  manera  expresa  ana  disposición 
especial. 

Considerando  que  si  alguna  duda  cu- 
piera de  que  la  interpretación  auténtica 
del  referido  pre^-epto  legal  es  la  que  se 
sustenta,  vendría  á  desvanecerla  la  C«ey 
de  1 1  de  Mayo  del  88  al  establecer  la  in- 
compatibilidad entre  el  ejercicio  de  la 
profesión  de  Abogado  y  el  desempeño 
del  cargo  de  Administrador  subalterno 
de  Hacien<lM  y  demás  empleados  á  que 
se  refiere  dicha  ley,  dentro  de  los  límites 
jurisdiccionales  del  territorio  de  este  úl 
timo,  claramente  confirma  que  la  limita- 
ción de  territorio  á  que  se  extiende  la 
íncompatibilidHd  referida»  circunscri- 
biéndniH  al  partido  de  su  cargo,  es  una 
excepción  al  precepto  más  amplio  y  ge- 
neral de  la  Ley  de  Presupuestos  de  1876, 
que  en  su  cita<lo  art.  29  la  estsblece  para 
toda  la  provincia  en  que  el  cargo  público 
de  la  Administración  sea  desempeñado 
por  el  individuo  que  ejerza  la  tan  refeii- 
da  profesión 

Considerando  que  no  es  de  menor  va- 
lía la  razón  que,  atendiendo  á  otro  rnten 
de  consideraciones  más  elevadas,  hcoii- 
seja  que  se  declare  de  un  modo  termi- 
nante y  absoluto  la  incompatibilidad  que 
ha  dado  lugar  á  la  formación  del  expe- 
diente objeto  de  esta  resolución,  por  la 
necesidad  indiscutible  de  remover  cuan- 
tos obstáculos  se  opongan  á  las  condic'm- 
^uefl  de  imparcialidad  que  debe  tener  el 
empleado  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 


nes, y  ninguna  paede  considerarse  de- 
tanta magnitud  para  este  objeto  como  el 
ejercicio  de  la  profesión  qae  nos  ocapa, 
porque  sus  condiciones  eepecialísioias- 
dan  origen  á  tantos  intereses  recfproeos 
que  pueiian  mermar  la  respetabilidad  de 
las  resoluciones  que  se  adopten  por  los 
funcionarios  administrativos  en  asantes- 
pertene(;iéntes  A  las  personas  qne  reúnan 
el  doble  carácter  de  adiitinistrados  y 
clientes;  i 

El  Key  (Q.  D.  G  ),  y  en  sn  nombre  la 
Reina  Regente  del  Reino,  de  conformi- 
dad con  lo  informado  por  la  intervención 
general  de  la  Administración  del  Estado^ 
ae  ^la  servido  desestimar  el  recurso  iii 
terpuesto  por  D  Juan  Merino  y  Sana  en 
concepto  de  Oficial  de  tercera  clase  dé  lu 
Delegación  de  Hacienda  de  Burgos  y  de- 
clarar con  carácter  general  que  en  las  in- 
compatibilidades establecidas  por  el  ar 
líenlo  29  de  la  Ley  de  21  de  Julio  de  187& 
se  halln  comprendida  la  del  ejercicio  do 
cualquiera  profesión  en  la  provincia  don- 
de á  lá  vez  se  ejerza  un  cargo  público  de- 
la  Administración  con  sueldo  superior  á 
L600  pesetas. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  21  Agos- 
to de  1891.  >  (Gaceta  19  Septiembre). 

Ley  de  Pretupuésfos  del  Estado  de  3Ó  de 
Junio  de  1892  (Excedentet).  Tratan  de 
la  reorganizacíáfi  de  servicios,  de  las^ex- 
cedeficias  y  de  los  excedentes,  loe  siguien- 
tes articulos, 

{Hac)  € Artículo  80.  Se  procede- 
rá desde  iuego  á  la  reorganisación  de  to- 
dos los  servicios  públicos  y  á  simplificar 
los  procedimientos  administrativos,  aon- 
que  estén  organizados  por  leyes  especia- 
les, reformando  la  organización,  y  proce- 
dimientoa  de  los  Tribunales  de  lo  Con 
tencioBO-administrativo  en  los  término» 
que  mejor  conduzcan  á  la  más  rápida  y 
acertada  resolución  de  los  asuntos  de 
aquel  orden,  y  á  fijar  las  plantillaé  de 
todas  las  dependencias  civiles,  incluso 
las  de  los  Cuerpos  de  escala  cerrada,  in- 
troduciendo una  economía  que  no  baje 
del  10  por  100  de  la  totalidad  de  los 
créditos  concedidos  en  el  presupuesta 
de  1890  á  91,  último  discutidlo  por  los 
Cuerpos  Colegisladores  y  sancionado 
por  S.  M.  De  las  referidas  plantilias  se 
dará  cuenta  á  las  Cortes. 

En  los  Cuerpos  de  escala  cerrada,  has- 
ta que  quede  reducido  el  personal  al  qne 
en  las  nuevas  plantillas  se  lea  asigne,  se 
amortizarán  dos  de  cada  tres  vacantes 
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Fftrft  llevar  á  efecto  1m  reduceiones 
4el  periOBiil  consignadas  en  el  prestí - 
^e0to,  podrá  el  Gobierno  «amentar  ó 
dia^iinuír  la  parte  4>roporc¡o«al  de  la  re- 
forma qne  corresponde  á  cada  uno  de  los 
servicios  por  efecto  de  dichas  red  necio 
De«  en  todo  lo  t)ue  sea  necesario  para  su 
mejor  orgaiiisación,  aunque  se  rijan  por 
ieye»  especiales;  y  se  le  concede  el  plazo 
de  an  mes  para  los  servicios  que  se 
presten  en  la  Penfnsnla  é  ielas  adyacen- 
tes, y  de  tres  para  los  del  extranjero,  que- 
dando ampliados  los  créditos  correspon- 
dientes en  las  sumas  que  se  reconozcan 
y  liquiden. 

La  autorización  para  reorganizar  los 
servicios  caducará  en  el  expresado  plazo 
de  au  mes,  en  cnanto  dicha  autorización 
tiene  carácter  legislativo. 

Art  82.     El  Gobierno  dispondrá  la 

formación  de  es<talafone8  por  rigurosa 
antigüedad  en  cada  clase,  de  todos  los 
fancionarios  activos  y  cesantes  en  la 
Administración,  no  organizados  ya  por 
leyes  especiales»  incluyendo  los  aspiran- 
tes, porteros  y  ordenanzas  de  los  Minis- 
terios, Direcciones  y  de  todas  las  depen- 
dencias; así  centrales  como  provinciales. 
La  .provisión  de  cargos  vacantes  se  veri- 
ficará para  el  ingreso  en  la  forma  hoy 
dispnesta  por  lafe  leyes;  y  para  loe  aseen- 
iUHi,  .estableciendo  un  turno  por  el  que 
recaerá  la  elección  del  primero  en  el 
funcionario  máa  antiguo  de  la  clase  in- 
ferior; el  segundo,  en  un  cesante  de  la 
misma  clase,  dando  preferencia  al  que 
disfrute  haber  pf^sivo  ó  lo  sea  por  refor- 
ma, y  el  tercero,  en  persona  libremente 
elegida  por  los  Ministros,  siempre  que 
reúnan  las  condiciones  exigidas  por  la 
Ley  de  21  de  Julio  de  1876.  Todos  los 
destinos,  incluso  los  4/^  portero,  en  cual 
qnier  dependencia  que  sirvan,  cuyo  suel- 
do I  legueá  1.600  pesetas,  serán  provis- 
tos por  Real  orden. 

Los  cesantes  que  fueren  colocados  en 
la  Península  ó  en  las  islas  Baleares  y 
Canarias  en  destino  de  igual  categoría  y 
aneldo  que  el  mayor  que  hubieren  dis 
frutado,  perderán,  si  no  aceptasen,  su  de- 
recho á  volver  al  servicio  mientras  exis- 
tieren otros  cesantes. 

Art.  8S.  Los  funcionarios  públicos  que 
pasen  á  la  situación  de  excedentes,  no 
tendrán  derecho  á  disfrutar  haber  en  tal 
concepto,  sino  en  los  casos  en  que  la 
excedencia  haya  sido  reconocida  por  una 
.  ley,  y  tenga  por  objeto  la  admisión  de 
aquellos  en  los  Cuerpos  Colegisladores, 
ó  se  les  imponga  por  virtud  de  supresio- 


nes ó  reformas  legalmente  hechas,  que 
afecten  al  Cuerpo  en  que  sirvan. 

Art. 84.  Ningún  funcionario,  cualqt|ié- 
ra  que  sea  la  clase  á  que  pertenezca, 
percibirá  cantidad  alguna  sobre  la  que 
se  aatgue  á  su  destino  en  la  Ley  de  Pre- 
supuestos, en  concepto  de  dietas,  indem- 
jiizacionea  ó  emolumentos,  mientras  no 
salga  de  la  localidad  á  que  estuviere  des- 
tinado, aunque  se  le  encomiende  algún 
servicio  especiaL 

Quedan  suprimidas  las  dietas  de  toda 
clase  de  Tribunales  de  oposición. 

Art.  35.  £1  Ministro  de  Gracia  y  Jús 
ticia  reformará  la  organización  de  los 
Tribunales  y  Juzgados,  de  manera  que  el 
importe  de  las  plantillas  del  personal  no 
exceda  de  las  8.790.866  pesetas  y  46 
i'éntimos  á  que  asciende  el  crédito  conce- 
dido por  el  cap.  III  de  la  sección  8.*  de 
lits  «Obligaciones  de  los  Departamentos 
uiinisteriales>. 

Por  consecuencia  de  esta  reforma,  que 
darán  suprimidas  todas  las  Audiencias 
de  lo  criminal  que  no  están  situadas  en 
CMpitales  de  provincia. 

Los  Magistrados,  Jueces,  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal  y  Secretarios  de  Au- 
diencias de  lo  criminal  que  quedan  exce 
df ntes  aj  hacerse  la  reorganización,  dis 
frutarán  la  mitad  del  sueldo  correspon- 
diente á  su  clase,  que  se  satisfará  con 
cargo  al  art.  10  del  capítulo  único  de  la 
sección  6.*  de  las  «Obligaciones  genera- 
les del  Estado>. 

Este  haber  de  excedencia  es  incom- 
patible con  todo  sueldo  satisfecho  por 
los  fondos  generales  del  Estado,  provin- 
ciales y  municipales,  con  el  desempefio 
de  los  cargos  de  Jueces  municipales.  No- 
tarios y  Registradores  de  la  propiedad,  y 
su  disfrute  no  podrá  exceder  de  tres  afios, 
contados  desde  la  promulgación  de  esta 
ley,  mientras  por  otra  no  se  decretase  su 
prórroga. 

Si  el  número  de  excedentes  en  cual- 
quiera clase  fuera  mayor  de  la  quinta 
parte  del  total  de  plazas  existentes  en  la 
plantilla  de  la  misma,  les  serán  concedi- 
das todas  las  vaciantes. 

Mientras  su  número  exceda  de  la  dé- 
cima parte  sin  llegar  á  la  quinta,  serán 
provistas  en  ellos  todas  las  vacantes  co  • 
rrespondientes  á  los  turnos  segundo  y 
tercero,  sin  perjuicio  de  las  aplicaciones 
que  en  su  favor  se  bagan  del  cuarto,  y 
considerándolos  como  activos  para  los 
efectos  del  primero. 

Cuando  su  número  no  llegue  á  la  dé- 
cima parte,  se  les  aplicarán  las  mi^as 
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ventaja*  pretcriias  en  el  párrafo  anterior 
respecto  de  los  tarnoa  primero,  segundo 
y  onarto. 

De  laa  vacantea  <ie  Jueces  de  entrada, 
mientras  haya  ezitedentes.  se  proveerán 
on  éstos  las  que  correspondan  á  los  tur- 
nos  segundo  y  tercero. 

£n  todo  caso,  los  excedentes  podrán 
ser  colocados,  en  comisión,  á  su  instan- 
cia, en  cargos  de  la  dase  inmediata  infe 
rior  A  l8  que  tengan  adquiriila»  (1).  (Oa- 
ceta  l.o  Julio  18&2). 

Beal  ordrn  de  16  de  Enero  de  1895,  pre 
ceptunndo,  que  la  declaración  de  exce- 
dencia de  loH  fancionarioB  dtpendiente» 
de  Gracia  y  Justicifi,  corrmponde  al 
Mmintro  del  ramo:  Connidernctón  de  Ion 
funcionarios  y  competencia  de  lít  Junta 
de  dates  pasivas  en  las  excedencittB. 

{Pies,  del  Con.  de  Min,)  «Excmo.  Se- 
flor:  Por  Real  orden  de  esta  fd<  ha,  dictada 
6D  el  expediente  instruido  al  eft>cto,  8u 
Majestad  el  Rey(Q  O  G  ),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  de  acuer- 
do con  lo  propuesto  por  el  Consejo  de 
Ministros,  ha  tenido  á  bien  resolver: 

l.o  Que  es  atribución  propia  del  .Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  declarar  las 
excedencias  de  los  funcionarios  depen- 
dientes del  mismo;  resolver  las  dudsa re- 
ferentes á  la  procedencia,  valitles  y  efi- 
cacia de  las  excedencias;  fijar  los  habe- 
res que  con  arreglo  á  las  leyes  corres 
ponda  percibir  á  losexcedente«,y  man<Iar 
que  tenga  efecto  el  abono  del  haber  asig- 
nado á  los  que  pasan  á  tal  situación,  sin 
qoe  haya  poditlo  modificnr  su  competen- 
cia la  Real  orden  de  5  deO«:tubre  de  189;5, 
que  aulorisó  la  sustitución  de  la  exceden 
cia  forsosa  por  la  voluntaria. 

2.0  Que  loa  funcionarios  de  la  carrera 
judicial,  «leclarados  excedentes  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  tienen 
la  consideración  de  activos  especialmente 
para  la  percepción  del  haber  asignado 
por  la  Ley  de  Presupuestos  de 6 de  Agosto 
de  1898,  aun  cuando  al  ser  declarados 
excedentes,  se  hallasen  en  situación  de 
electos  para  otro  cargo,  ya  por  causa  de 
traslación  ó  permuta,ó  bien  por  disfrute 


(1)  La  Ley  de  Presupuestos  de  5  ríe  AgO!«to 
de  1898,  trata  también  de  Ih«  excelencias  en 
sa  artículo  1.*,  cuyo  contenido  <>i«  su^taitcial- 
mente  ignal  al  de  los  preceptúa  de  la  de  1892, 
que  insertamos. 

Vértse  además,  en  el  tomo  I,  y  eii  Cuer- 
pm  tfe  PrlsUaes,  pág.  938. 


de  licencia  y  dentro  del  término  legal 
posesorio  ó  de  sa  prórroga;  situación  qtte 
no  altera  so  condición  de  activos  para  loe 
efectos  de  la  excedencia  y  de  sus  ccnee 
ensucias  naVurales,  una  de  las  coalee,  ee 
el  percibo  del  haber  asignado  que  proce- 
de abonarle  á  partir  de  la  fecha  de  Ir 
declaración  de  excedencia  y  que  han  de- 
jado de  percibir  por  virtiit*  del  acuerde 
improcedente  de  la  Ordenación  de  pagev 
de  la  Junta  de  Clases  pasivas. 

3.<>  Que  en  orden  á  estas  exceden- 
cias,  las  facultades  y  competencias  de 
la  expresada  Junta,  están  limitadae  á 
ejercitar  las  resoluciones  dictadas  por  et 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  único 
competente,  sin  exigir  otros  requisito*  ni 
atemperarse  á  otras  regias  que  á  las  ee- 
tablecidas  en  la  Real  orden  de  17  de 
Agosto  de  1892  y  las  dictadas  por  dicho 
Ministerio. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  16  de 
Enero  de  1896.»  {Oaceia  7  Marzo). 


JíJtLif*?»vi}uttoi A.  ^Sentencia  de  20  $8  de 
Diciembre  de  189é,  declarando  que  el 
derecho  á  percibir  medio  sueldo  los  f un 
donarios  excedentes  del  Cuerpo  de  Pe 
nales,  concedido  por  el  art.  75  de  ia  Ley 
de  Presupuestos  de  1893,  ^ólo  favorece 
á  los  que  han  obtettido  el  cargo  por  opo 
sición. 

( Tribunal  Contencioso -administtxitivo). 
En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  d« 
Diciembre  de  1894,  en  el  pleito  que  ant<*. 
Nos  pende,  en  única  instancia,  entre  don 
José  Gallego  Montes  y  D.  Antonio  Bueno 
Pórea,  demandantes,    representados  por 
el  Licenciado  D.  Xi moteo  De   Antonio,  y 
la  Administración  genoral  del  Estado, de- 
mandada, en  su  nombre  el  Fiscal,  sobre 
revocación  de  las  Reales  órdenes  ex  pe 
didaiT  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Jne 
ticia  en  30  de   Agosto  de    1893,  que  loe 
declaró  cesantes  en  los  cargos  que  des 
empeñaban  en  el  Cuerpo  de  Establecí 
mientos  penales: 

Resultando  que  en  81  de  Enero  án 
1888  y  1 1  de  Noviembre  de  1888  fueron 
nombrados  respectivamente  D.  José  Gs 
llego  y  D.  Antonio  Bueno,  Vigilantes  dt^ 
tercera  clase,  por  haber  sido  aprobados 
en  el  examen  correspondiente,  según  l<> 
dispuesto  en  el  Real  decreto  de  28  de 
Julio  de  1881;  y  después  de  preetar  ser-  ^ 
vicios  en  diferentes  Establecimientos  pe- 
nales, por  Reales  órdenes  de  80  de  Agos- 
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to  4e  189S,  y  de  conformidad  con  lo 
pr609ptiyKl»«|l  el  Real  decreto  de  %9  del 
inlwnc.nw»,  híéten  declaradoe  cesantes 
por  refortaa  eix  1q«  cargos  de  Ayudantes 
(te  ■egaüda/^l^ie  que  desempeñaban  ms- 
pectívanl0ní£ó  en  Cartagena  y  Bnrgos  con 
el  limber  siidal  de  1 .600  pesetas: 

Resultando  que  eti  18  de  Septiembre 
isterposleron  ante  esté  TribniíaL  denian^ 
da,  qne  formalisó  después  el  Licenciado 
De  Antonio,  con  la  súplica  de  qne  se  re- 
voquen las  expresadas  Reales  órdenes  y 
«n  so  Ingar  se  les  declare  excedentes,  con 
derecho  á  medio  eneldo  por  el  tiempo  que 
ta  excedencia  dnre,  en  observancia  de  la 
IjSJ  de  Presupuestos  vigente  y  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  4  *  del  Real  decreto 
para  su  ejecncidn  de  *iO  de  Agosto  de  1898: 

Resultando  qne  emplasado  el  Fiscal, 
conteetó  pidiendo  qne  se  absuelva  de  la 
«lemanda  á  la  Administración  general  y 
ia  eonñrmsción  de  las  Reales  órdenes 
impugnadas,  condenando  en  costea  á  los 
demandantes: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero 
Ministro  D.  Cándido  Marthiez: 

Visto  el  Real  decreto  de  28  de  Ju- 
alo  de  1881  creamlo  nn  Cuerpo  especial 
de  empleados  de  Establecimientos  pena- 
les, que  en  su  art.  é,'^  dispone  qne  el  in- 
greso en  erCuerpo  se  verificará  precisa- 
(Dente  por  la  categoría  inferior  de  la 
Sección  respectiva  y  mediante  un  exa- 
men de  las  siguientes  materias:  lectura 
y  escritura,  gramática  CHStellana,  ele- 
mentos de  aritmética,  sistema  decimal 
y  nociones  de  moral;  y  qne  en  igualdad 
de  cond  i  dones  serán  preferidos  los  sar 
gentes  y  cabos  primeros  licenciados  de 
It  Guardia  Hvil  y  los  sargentos  licencia- 
Joi  del  Ejército  con  ocho  aflos  de  servi- 
cio en  filas: 

Visto  el  art.  6.o  del  mismo  Real  de- 
creto, segón  el  mal,  das  plazas  de  suel<lo 
•aperior  al  de  3.000  pesetas  serán  pro- 
ristas  por  oposición,  á  que  podrán  con- 
currir los  individuos  del  Cuerpo  que  ha- 
yan cumplido  treinta  afios  de  edad  y  los 
cxtrafios  que  acrediten  la  misma  condi- 
ción, y  que  la  oposición  versará  sobre  las 
materias  siguientes:  Derecho  penal ,  con- 
tabilidad general  del  Estado  y  especial 
de  Establecimientos  penales,  nociones  de 
Higiene  pública  y  especial  de  las  Prisio- 
o«s,  sistenias  penitenciarios  y  legislación 
eapafiela  del  radaó,  y  legislación  sobre 
contratación  de  servicios  póblicot >: 

Vista  la  Ley  de  Presupuestos  de  6  de 
Agoste  de  1898,  que  dispone  en  su  ar- 
líctito8AtLos  empleados  de  la  Dirección 


genei-al  y  Cuerpo  de  Establecimientos 
fKmntes  que  por  no  tener  asimilación  ni 
ilerecho  á  excedencia  resultaren  cesan- 
tes, ocuparán  respectivamente,  si  lo  soli- 
i'ttan,  las  plazaft  que  vaquen  en  adelante 
en  dicha  Dirección  y  Cuerpo,  en  la  forma 
que  previamente  se  determina  por  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia»;  y  en  el  76: 
<  Los  empleados  por  oposición  del  Cuerpo 
especial  de  Establecimientos  penales  que 
hubieren  de  quedatr  excedentes  por  el 
actual  presupuesto,  percibirán,  hasta  qne 
vuelvan  al  servicio  activo,  la  mitad  de 
loa  sueldosque  correspondan  á  tos  cargos 
qnt*  en  la  actualidad  desem pifien >: 

Visto  el  Real  decreto  de  29  de  Agosto 
de  1898.  acordando  reducciones  en  el 
Cner|K>  de  Establecimientos  penales,  que 
en  su  art.  8.*  dice:  «La  excedencia  de  los 
Subdirectores  y  la  cesantía  de  los  Ayu- 
dantes recaerá  en  los  empleados  más 
modernos  de  laa  respectivas  categorías 
comprendidos  en  el  escalafón  correspon- 
diente»: 

Visto  el  art.  4.<>,  segón  e!  cual:  «Supri- 
midos los  empleos  y  categorías  de  Sub- 
directores de  primera  y  segunda  clase  y 
las  10  placas  de  Ayudantes  de  segunda, 
loa  individuos  que  estén  desempefiándo- 
las,  y  á  quienes  corresponda  cesar,  serán 
comprendidos  en  el  escalafón  de  ex  ce-* 
dentes  del  Cuerpo  de  Establecimientos 
penales,  con  expresión,  si  procediere,  del 
derecho  á  percibir  la  mitad  del  sueldo 
qne  disfruten»: 

Considerando  que  para  poder  obtener 
la  declaración  de  excedencia  con  derecho 
á  medio  sueldo  solicitada,  hubiera  sido 
preciso  que  los  demandantes  desempe 
fiaran  cargos  dotados  con  haber  superior 
á  2.000  pesetas  anuales,  que  son  los  que, 
segón  el  art.  fi.o  del  Real  decreto  de  28 
de  Junio  de  1881,  se  proveen  por  oposi- 
ción, y  á  los  que  únicamente  se  refiere 
el  art.  76  de  la  Ley  de  6  de  Agosto  1898, 
criterio  confirmado  por  el  texto  del  ar 
tículo  8.0  del  Real  decreto  de  29  del  mis- 
nio  mes,  que  se  ocupó  de  la  forma  en  qne 
procedía  llevar  á  efecto  la  cesantía  de 
los  Ayudantes: 

Considerando  que  es  indudable  que, 
así  ta  ley  como  el  Real  decreto  última- 
mente citado,  hicieron  distinción  entre 
los  empleados  tíel  Cuerpo  de  qne  se  trata, 
qne  habrían  de  quedar  excedentes  con 
derecho  á  disfrute  de  medio  sueldo  y  los 
que  debieran  ser  declarados  cesantes,  di 
ferencia  que  se  explica,  no  sólo  por  razón 
de  la  mayor  ó  menor  dotación  de  los 
cargos  respectivos,  sino  por  la  distinta 
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manera  de  ingresar  en  loe  miemoa,  de- 
mostrada en  la  índole  diversa  de  los  es- 
t odios  que  mencionan  los  arts.  4.^  y  6.0 
del  Real  decreto  de  23  de  Junio  1881;  y 

Considerando  que  el  art.  O  del  de  29 
de  AgoBto  de  1893  invocado  de  contrario, 
*M\  nada  deavirtúa  las  razones  expuestas, 
puesto  que  si  bien  se  refirió  conjunta - 
mente  á  funcionarios  de  vsrias  cateto- 
rfas,  sólo  previno  que  se  expresase  el 
«iereobo  á  percibir  la  misad  del  sueldo  en 
los  casos  en  que  tal  declaración  proce- 
diera; 

Fallamos:  qne  debemos  absolver  y  ab- 
solvemos á  la  A d ni inistáación general  del 
Estado  de  la  demanda  interpuestn  por 
D.  José  Gallego  Montes  y  D.  Antonio 
Bueno  Pérez  contra  las  Reales  órdenes 
impugnadas  de  30  de  Agosto  de  1893, 
las  cuales  quedan  firmes  y  subsistentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicaré  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa ^\o  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. —  An- 
tonio María  Fabié  -rEl  Marqués  de  la 
Fuensanta.  —  Cándido  Martínez.  —  José 
María  Val  verde. —Juan  F.  Riafio. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué 
la  anterior  sentencia  por  el  Exmíu).  se- 
fior  D.  Cándido  Martínez,  Consejero  de 
Estado  y  Ministro  del  Tribunal  de  16 
Contencioso  administrativo,  celebrando 
la  Sala  audiencia  pública  el  día  de  boy, 
de  que  certifico  como  Secretario. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  1894.- 
Julián  González  Tamayo.  >  (Gaceta  13 
Agosto  1896). 

Sentencia  de  18  de  Enero  de  1894,  decía  • 
rando  que  los  fnncio%%aHon  que  han  des 
empeñado  dentinos  en  la  Administración 
del  Estado  tienen  derecho  á  figurar  en 
los  escalafones  de  dichos  funcionarios, 
aun  cuando  pertenezcan  á  Cuerpos  espe- 
ciales. 

( Tribunal  Contencioso  •  admini$trativo). 
cDon  Ramón  Adell,  que  bahía  desempe- 
fiado  el  cargo  de  Superintendente  de  la 
Casa  <le  Moneda  de  Barcelona^  con  la  ca- 
tegoría de  Jefe  de  Negociado  de  primera 
clase,  quedó  cesante  el  afio  1874^,  y  en 
el  de  1875  ingresó  en  el  Cuerpo  de  Le 
trados  de  Hacienda,  previa  oposición,  y 
i'ontinuó  en  el  «le  Abogados  del  Estado, 
al  que  pertenecía  al  formarse  los  escala- 
fones que  ordenó  el  art.  82  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  1892  93.  Pi<lió  Adell 
que  se  le  incluyera  en  los  de  Hacienda 
cou  la  categoría  de  Jefe  de  Negociado  de 


primera  clase, desestimóte  so  pret^nsfó»^ 
la  reprodujo  en  vía  contenciosa  y  el  Trí* 
bunal  accede  á  ella,  vistos  los  arts.  264» 
la  Ley  de  Presupuestos  de  21  de  JuUo 
(ie  1876.  32  de  la  de  1 892-98.  7.o  del  R^l 
decreto  de  25  de  Septiembre  de  1892  y  1» 
Real  orden  de  30  dte  los  propios  mes  y 
afio.  % 

Considerando  que  reconocido  en  la  re- 
gla 1.&  del  art.  26  de  la  Ley  de  21  de  Ju- 
lio de  1876  el  derecho  de  los  funcionario» 
cesantes  á  volver  al  servicio  activo  ea 
4lestinos  de  igual  categoría  y  clase  que  el 
que  hubieron  desempeñado,  el  hecho  de 
pertenecer  un  empleado  á  un  Cuerpo  es- 
pecial no  puede  anularlo: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  25 
de  Octubre  de  1892  es  inaplicable  al  caso 
de  autos,  porque  Adell  desempeñó  real 
y  efectivamente  el  cargo  de  Jefe  de  Ne- 
gociado de  primera  4*lase  de  la  Dirección 
general  del  Tesoro,  ingresando  con  pos- 
terioridad en  el  Cuerpo  de  Letrados  de 
Hacienda  con  una  categoría  inferior»  y 
ilieha  Real  orden  lo  que  prohibe  es  que 
los  empleados  de  Cuerpos  especiales,  por 
el  hecho  da  serlo,  figuren  en  dos  escjila- 
fones,  uno  el  peculiar  de  su  Cuerpo  y  otro 
el  general  del  Ministerio: 

Considerando  que  de  aceptarse  el  <;ri- 
t^riq  contrario  resuUaria  una  evidente 
incongruencia  en  la  aplicación  del  ar- 
tículo 2.^  <iel  Real  decreto  de  24  de  Sep- 
tiembre de  1 892 ,  en  el  mero  hecho  de 
que  Adell  conservaría  siempre  su  dere- 
4!lio  á  ser  nombiado  |>or  elección  en  uns 
piasa  de  su  categoría  y  se  le  privaría  Jo- 
debidamente  de  serlo  en  el  turno  de  an- 
tigüedad: 

Y  considerando  que  confirma  la  doc- 
trina expuesta  la  Real  orden  de  4  de  No- 
viembre de  1892  al  disponer  que  los  ce- 
santes que  hayan  obtenido  ó  obtengan 
destino  dependiente  de  otro  Ministerio 
puedan  figurar  en  el  escalafón  del  de  Ha- 
cienda como  cesantes  de  hu  respectiva 
<lase: 

Fallamos:  que  debemos  revocar  y  revo- 
camos la  Real  orden  impugnada  de  29  de 
Marzo  de  1898,  y  declaramos  en  su  lugar 
que  D.  Ramón  Adell  tiene  derecho  á 
tigurar  en  el  escalafón  de  empleados  ce 
sanies  de  la  Dirección  general  del  Teso- 
ro con  la  categoría  de  Jefe  de  Negociado 
de  primera  clase  y  la  antigüedad  y  nú- 
mero que  le  corresponda.  * 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  lo  pro» 
ji uncíamos,  mandamos  y  firmamos.— Fé* 


Digitized  by 


Google 


FÜN 


—  465  — 


'wm 


lis  Garda  Gómez.— Pedro  de  MadrKso.—  i 
Aitf^el  María  Dacarrete.— £t  Marqués  de  j 
ta  Fuensanta  del  Valle.— Cándido  Martí-  I 
nes.— José  Ñafies  de  Prado. —Joeé  María  ' 
Val  verde.  I 

Pubticadón  —  Leída  y  pablicada  faé 
Ir  «Dterior  sentencia  por  el  Excino.  8e 
fior  D.  Pedro  de  Madrazo,  Consejero  de 
Etftado  y  Ministro  de  este  Tribunal,  ce 
labrando  la  Sala  audiencia  pública  en 
e»l«  día.  de  qne  certi6co  como  Secre 
tar»o. 

liadríd  18  de  Enero  de  1894.— Ltcen- 
ríado  Luis  María  Lorente.  XQ aceta  de  5 
•le  Septiembre  de  )894). 

AhÍo  de  7  de  Mtiyo  de  1894,  declarand't 
que  la  iU$pennán  de  empleo  y  hueldo 
impuento  como  correctivo  disciplinario 
á  lo9funciofMrio8  inamoviblea,  no  puede 
impugnarse  en  latia  contenciosa, 

{Trib.  Cont.  Admvo,)  «En  el  recurso  in- 
terpoesto  por  D.  Ricardo  Roitrígnez   Al 
dao,  sobre  revocación  de  la  Real  orden 
de  sa  de  Abril  de  1891: 

Resaltando  que  inétrnído  expediente 
por  abandono  del  destino  á  nn  «•inpleadu 
de  la  Cárcel  Modelo,  ae  dictó  por  el  Mi- 
nisterio de  €hracía  y  Justicia  la  Real  or 
rterf  ihí  80  de  At)WI  de  \S9Í\  pXfr  lá  ííüh'I 
se  impuso  á  aquel  funcionario  la  correc- 
ción diaciplínariH  de  tres  meses  de  sus- 
pensión de  sueldo,  y  además,  en   virtud   j 
de  los  cargos  que  resultaron  contra  el   ; 
Director  de  aquel  Establecimiento  peni- 
tenelarto,    D.  Ricardo  Rodrigues  Aldao, 
se  le  impuso  la  misma  corrección: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real 
orden  dedujo  recurso  en  vía  contencioso 
administrativa  D.  Ricardo  Rodríguez  Al 
dao,  y  formalizó  la  demanda  con  la  mú- 
ptlca  de  que  aquella  resolución  se  deje 
síd  efecto:  ' 

Resaltando  que  emplazado  el  Fiscal, 
ha  alegado  en  tiempo  las  excepciones  di- 
latorias de  incompetencia  de  jurisdicción 
y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero  Mi- 
nistro D.  Ángel  María  Dacarrett^: 

Considerando  que  la  Real  onlen  recia  • 
mada  imiione  al  demandante,  como  fun- 
cionario público,  una  corrección  discipli- 
naria, y  qne  resoluciones  de  esta  clase 
no  son  materia  del  ret^urso  contencioso 
administrativo,  conforfneá  lo  prevenido 
en  el  número  2.o  artículo  6.o  del  Regla- 
mento de  89  de  Diciembre  de  1890,  ex- 
cepto en  el  caso  qne  impliquen  separa- 


oión  del  cargo  de  empleados  inaiaoviblse, 
según  Ja  ley: 

Ooiksiderando  que  por  no  bal  lara/9 cono - 
prendido  el  caso  présente  en  la  excep- 
ción qae  cont^ene  el  citado  artículo,  pro- 
cede estimar  la  excepción  de  incompeten- 
cia que  como  dilatoria  ba  -{)ropue8to  el 
Fiscal,  y  siendo  consecuencia  ineludible 
de  ello  el  que  la  demanda  quede  síd 
carao,  no  es  necesario  examinar  la  ex- 
cepción de  defecto  Jegal  que  también 
ha  propuesto  el  Fiscal: 

Vistos  los  artículos  40  y  60  de  la  Ley 
de  18  dé  St'ptiembre  de  1888  y  el  6.<>  del 
Reglamento  de  99  de  Diciembre  de  1890; 

8e  declara  procedente  la  excepción  de 
incompetencia  da  jurisdicción  propuesta 
como  dilatoria,  y  e»  su  virtud  queda  la 
demanda  sin  curso;  archívese  el  rolld  y 
devuélvase  el  expediente  al  Ministerio, 
con  certificación  de  este  auto,  que  se  pu- 
blicará en  la  Gaceta  de  Madrid,  y  se  in- 
sertará á  su  tiempo  en  la  Colecciótt  Le- 
gislativa, 

Madrid  7  de  Mayo  de  1894. -Félix 
García  Gómez. —  Pedro  de  Madraio.  — 
Ángel  María  Dacarrete.  — El  Afarqués  de 
la  Fnensanta  del  Valle. — Cándiilo  Marti- 
nes;-^ José  María  Argota,  Secretario  de 
Sala.  ( Gaceta  5  Octubre  1894). 


FUNDACIÓN.— Son  varias  las  funda- 
ciones que  exiften  en  España,  las  más 
de  carácter  benéfico,  y  algunas  destina- 
«tas  á  la  enseñanza  pública,  especialmen- 
te á  la  primaria.  Pero  son  muy  pocas  las 
que  se  han  establecido  para  ejercer  el 
patronato  en  favor  de  los  individuos  pre- 
dispuestos al  delito,  en  beneticio  de  los 
que  extingan  condena,  ó  sobre  ios  que  la 
han  extinguido  y  salen  de  las  Prisiones. 

Sólo  conocemos  nn  Establecimiento  de 
esta  índole:  el  Asilo  Toribio  Duran,  de 
Barcelona,  pues  la  Escuela  llamada  de 
reforma  que  existe  en  Carabanchel,  no 
tiene,  á  nuestro  modo  de  ver,  tal  carác- 
ter, ni  por  la  manera  de  haberse  estable- 
cido, ni  por  el  modo  de  funcionar. 

Nt  la  iniciativa  oficial  ni  la  privada  se 
dejan  sentir  eiresta  esfera  de  la  morali- 
dad social  No  progresa  mucho  nuestra 
Administración  en  problemas  de  Prisio- 
nes, pero  al  cabo  hace  algo.  En  lo  con- 
cerniente á  patronato,  la  acción  social  y 
la  iniciativa  particular,  permanecen  com- 
pletamente inactivas. 

Forma  triste  contraste  lo  que  en  Es- 
paña se  hace  con  lo  que  en  otros  países 
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•6  <)inictíca  respecto  á  íondRoioiies  para 
jiK>correr  y  educar  á  loa  jóvenes  vicioaoa 
•  y  abaTitlonados,  iibrátidoécB  así  de  la  de- 
liñcaénoia;  para  consolar  al  qne  snfre 
condena  y  prepararle  para  el  arrepentí- 
.miento  y  la  enmienda;  para  el  que  sale 
de  un  Establerimiento  penal,  procuren- 
<lole  ocnpAción  i^til  y  librándole  de  la 
inevitable  reincidencia  en  que  cae  el  it- 
<!enc¡ado  de  Presidio,  cuando  todas  las 
puertas  del  trabajcUionrado  te  le  cierran, 
y  la  miseria  y  el  bambre  le  empujan  á  la 
Prisión  que  dejóf 

Inglaterra,  Francia  y  Bélgica  son,  sin 
disputa,  las  naciones  que  en  Europa 
raás  atienden  y  mejor  cumplen  tan  in- 
teresante fin  social.  Al  lado  de  las  más 
importantes  Prisiones,  tienen  la  corres 
pdndiente  sociedad  de  patronato.  Donde 
la  iniciativa  particular  las  establece,  el 
Gobierno  se  limita  á  protegerlas,  ejer 
ciendo  sobre  ellas  su  acción  tutelar; 
cuando  la  acción  particular  es  débil,  el 
Estado  acude  á  robustecerla  con  pruden 
tes  instrucciones;  y  donde  el  esfuerzo  in- 
dividual no  se  manifiesta,  el  Poder  pú- 
blico le  suple,  creando  fundaciones  de 
carácter  exclusivamente  oficial.  Los  nom 
bres  de  Isabel  Fry.  en  Inglaterra,  y  de 
Josefina  Mayet,  en  Francia,  son  citados 
con  elogio  y  por  todos  respetados,  por  las 
instituciones  de  patronato  debidas  á  su 
iniciativa  y  por  el  alto  fin  que  las  funda 
doras  cinnplieron  y  por  los  efectos  que  en 
la  moral  social  sos  fundaciones  producen. 

Las  Escuelas  de  Beneficencia  de  Rnys- 
selede  y  Beernem,  en  Bélgica,  son  mo- 
tielos  en  «u  clase  y  restan  mucbos  jóve- 
nes de  ambos  sexos  á  la  delincuencia  y 
al  Presidio. 

Si  en  Espafta  se  Imitaran  tan  dignos 
modelos,  mucbo  se  haría  por  la  morali 
dad  pública  y  por  los  intereses  sociales. 


FURRIELES.— La  Ordenanza  de  Pre 
sidios  de  1834  creó  la  plaza  de  Furriel  un 
los  Establecimientos  presidíales,  deter- 
minando las  circunstancias  que  habían 
de  reunir  y  prescribiendo  detalladamente 
sus  obiigHciones. 

Al  crearse  el  Cuerpo  de  Prisiones,  en 
1881,  se  sustituyó  el  nombre  de  Furriel 
por  el  de  Oficial  de  contabilidad. 

Disposiciones  posteriores,  que  pueden 
verse  en  Cnerpo  de  Prisiones  (Reales 
decretos  de  28  de  Junio  de  1 881, 1 1  de  No- 
viembre de  1889  y  16  de  Marzo  de  1891, 


lomo  I,  págs.  890  A  898  y  91ft  á  930),  su- 
primieron el  título  y  nombre  de  Furriel, 
pero  no  pudieron  suprimir  ni  las  funcio- 
nes ni  los  servicios  de  estos  empleados, 
porque  tanto  unas  como  otros  son  esen- 
ciales en  los  Establecimientos. 

Por  esto,  aun  cuando  en  las  disposi^ 
clones  vigentes  no  se  menciona  el  cargo 
de  Furriel,  el  servicio  existe  en  las  Pri- 
siones, sobre  todo  en  los  Penales,  y  la 
costumbre  y  la  práctica  designan  con  el 
nombre  <le  Furriel  al  empleado  que  des- 
empefia  los  servicios  que  la  citada  Orde 
nanza  con  gran  acierto  reguló. 

Por  esto  también  insertamos  sus  pre- 
ceptos, así  couio  las  disposiciones  poste- 
riores, con  las  aclaraciones  oportunas, 
pues  á  dichos  preceptos  y  disposiciones 
se  sujeta  y  obÑedece  el  servicio  del  Fa- 
rrieL 

Ordenanza  de  Presidios.— -Parte  segunda. 
Titulo  II-- Sección  IV, 

Del  FuíTtel. 

<Art.  99.  El  Furriel  estará  especial- 
mente encargado  del  mecanismo  interior 
<lei  Establecimiento,  por  cuya  razón  el 
Director  general  cuidará  de  que  este  des- 
tino recaiga  en  persona  de  inteligencia  y 
probidad  (1). 

Art.  100.  Al  entrar  en  el  ejercicio  de 
su  empleo  se  te  entregarán  todas  las  ca 
mat,  mesas,  bancos,  carretones,  herra- 
mientas, telares,  tornos  y  demás  muebles 
y  efectos  que  hubiere,  quedando  en  su 
poder  las  llaves  de  los  repuestos  de  ense- 
res, hierros  y  demás  menaje.  Esta  entre- 
ga se  verificará  á  presencia  del  Ayudan- 
te y  bajo  de  su  inspección  sucesiva,  por* 
inventario  doble,  que  ambos  firmarán, 
dejando  uno  en  poder  del  último,  quien 
lo  depositará  en  la  Mayoría. 

Art.  101.  El  Furriel  tendrá  alojamien- 
to en  el  Presidio,  y  usará  de  un  vestuario 
igual  al  de  los  Capataces  de  brigada,  sin 
otra  diferencia  que  un  galón  ancho  de  se- 
da amarilla  en  la  vuelta  de  las  mangas  (2). 

Art.  102.  Las  obligaciones  del  Fu- 
rriel son: 

1.*  Cuidar  bajo  su  responsabilidad, 
que  le  exigirá  el  Ayudante,  de  la  conser- 


(1)  PtfA  la  obtención  de  todos  los  destinos 
de  Prisiones  y  nombramiento  de  los  fu  ocio* 
nsrios  encargados  de  su  desempefiOi  véase 
Caerp«  ele  PrlaUaea. 

(2)  Véase  IJairorme  de  empleadliss. 
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tttióci  y  buen  nao  de  loe  efectos  que  ene- 
odie,  datiiio  oportannmente  parle  «1  tnie 
no  ^el  alia  y  baja  qae  ocnrriere,  atí 
otiio  de  lae  retío vaoionee  ó  com|K>8Ício- 
lea  qoe  fueren  neceaarías. 

3.'  Sacar  de  loe  ahnacenea  toda  eepe 
ie  de  proviaionee  y  ntentilioa,  á  cuyo 
tfeoto  recogerá  loa  recibos  de  la  Mayo- 
fa,  y  conducirá  la  gente  que  loa  trane- 
>orte. 

t>  Entregar  á  loe  Capataces  ó  caboa 
empleados  en  cualquier  servicio  ó  fatiga 
oa  útiles  necesarios,  y  cuidar  de  reco* 
[erlos  despoéa  de  concluido  el  trabajo» 
«conociéndolos  para  dar  parte  <le  cual- 
jaiera  falta  ó  deterioro  en  descargo  de 
m  reaponsabilidad. 

4.*  Hacer  por  ai  mtanio  la  dietribn- 
úón  oasterial  del  pan,  lefia  y  aceite  que 
sxtralga  de  provisión  á  loa  Oapatacea  ó 
rajetoa  qoe  deban  percibir  estos  efectos 
&  otros  atensilioe  que  loa  Superiores  man- 
lien  repartir. 

6.A  Recoger  de  la  Mayoría  iaa  bajaa, 
y  acompafiar  loa  preaidiarioa  enfernios 
que  vayan  ó  vuelvan  del  lioapital  (I). 

9,^  Viailar  todoa  los  días  á  loa  preai 
diarios  enfermos  en  el  boapital,  aaegu- 
rsrae  de  su  catado  y  del  de  ana  priaionee, 
ver  ai  tienen  que  reclamar  algo  en  punto 
á  asistencia,  y  saber  de  los  empleados 
('Qál  ha  aido  el  comportamiento  de  loa 
presidiarios,  qnó  especie  de  gente  ha  ido 
á  viaitarlos,  y  si  han  dado  margen  á  al- 
galia aoepecha. 

7>  Recoger  del  Gontaddr  papeleta 
correspondiente  en  el  caso  en  que  el  fa- 
cultativo considere  que  se  debe  quitar  el 
hierro  á  algún  enfermo  de  gravedad,  la 
cniit  presentará  al  Ayudante  para  que 
disponga  que  se  lo  quiten. 

8>  Dar  cuenta  sin  demora  al  Ajrn- 
«lante  para  las  providencias  norrespon- 
(iientes  en  ios  casus  en  que  algún  enfer 
mo  quiera  hacer  testamento,  dar  alguna 
«iisposición  acerca  de  sus  intereses,  dirt- 
inr  alguna  aolicitnd,  otorgar  poder,  comu- 
Mc.ñT  algún  asunto  importante  á  su  fami- 
lia, é  cualquiera  otra  urgencia. 

9>  Llamar  á  lúe  confinados  todas  las 
nofílies  después  de  tendidas  O  dispuestas 
las  camas  para  resar  el  rosario,  que  él 
niisino  llevará  en  cuanto  sea  posible,  y 

en  donde  la  localidad  y  el  número  no  lo 

l>ermilan  le  ayudarán  loe  Capataces  (3) 


(1)  Bq  la  aciualídad  los  penados  enfermos 
p*aaD  á  la  eufermería  del  Establecimiento 
í«»Vectivo. 

(2)  Ha  caído  eti  desaso. 


10.  Sefialar  después  del  rosario  por 
un  orden  justo  é  imparcial  el  servicio  y 
fatiga  para  el  día  seguiente,  según  las  ór- 
denes é  instrucciones  qde  haya  recibido 
del  Ayudante,  á  quien  entregará  las  Lla- 
ves de  los  dormitorios,  que  será  de  so 
cargo  cerrar. 

11.  Cuidar  del  abastecimiento,  coló- 
cacién  y  conservación  de  las  mesas,  ban- 
cos, libros,  tinteros,  pisarras  y  demás 
que  dispusieren  los  Superiores  para  las- 
escuelas  de  primeras  letras  del  Estable-, 
cimiento,  observando  en  ello,  la  mayor 
economía. 

12.  Cuidar  asimismo  de  la  forma  y 
método  de  establecer  los  obradores  y  la 
enfermería,  bajo  la  direccón  de  los  en* 
cargados  de  ellos  y  con  arreglo  á  lo  que 
se  prevendrá  en  los  títulos  respectivos. 

13.  Beneficiar  la  parte  de  los  utensi- 
lios que  le  mandare  ei  Mayor,  procuran- 
do la  ventaja  posible  en  favor  de  la  casa, 
y  si  la  experiencia  le  diere  á  conocer  la 
posibilidad  de  algún  ahorro,  lo  hará  pre- 
sente al  misino  Jefe  para  su  ulterior  de- 
terminación. 

14.  Cuidar,  como  encargado  de  las 
prisiones,  de  que  en  su  presencia  se  qui- 
te, ponga,  alivie  ó  recargue  el  hierro  á  los 
presidiarios,  según  se  le  mande,  y  celar 
que  estén  en  buen  estado  de  servicio  y 
de  uso  los  calabozos,  cepos  y  demás  pri- 
siones del  Establecimiento,  cuyas  llaves 
debe  tener  en  su  poder  mientras  no  es 
ten  ocupadoa. 

15.  Últimamente,  cumplir  con  exac- 
titud las  disposiciones  de  sus  Jefes,  y  vi- 
gilar sin  cesar  sobre  los  puntos  del  go* 
bierno  interior  del  Establecimiento,  que 
se  ponen  á  su  cuidado  en  esta  Ordenan- 
za.>— (C.  L,  de  P.,  tomo  I,  págs.  aS  á  26). 

Reglamento  de  5  de  Septiembre  de  18áé 
para  el  orden  y  régimen  interior  de  ¡08 
Presidios  del  Heino, 

De  los  Furrieles. 

«Tendrán  á  su  cargo  el  menaje  de  hie- 
rros, herramientas,  enseres  y  maquinaria 
que  exista  en  el  Establecimiento,  que  re- 
cibirán por  inventario  de  cada  almacén 
ó  taller  por  separado,  conservándose  en 
caria  uno  en  el  paraje  más  público  una 
tablilla  con  la  nota  de  los  que  dentro  de 
él  existan,  firmada  por  el  Mayor. 

Cuidarán  bajo  su  responsabilidad  de| 
buen  uso  y  estado  de  cuanto  reciban,  lie. 
vando  el  alta  y  baja  que  en  ella  ocurrís, 
re,  para  que  á  fin  de  cada  mes  se  hagSn 
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las  correapondientM  variaciones.  Adver- 
tirá al  Mayor  con  oportunidad  las  dea- 
composiciones  para  so  pronto  remedio, 
no  descuidando  esta  circnnstancia  en  ra- 
zón á  qae  lo  qué  con  poco,  acndiendo  A 
tieinpo,  puede  remediarse,  olvidándolo 
cuesta  mucho  ó  se  inutiliza;  los  perjuicios 
que  por  su  omisión  ocurran  los  satisfa- 
rán de  sus  gratificaciones,  sin  perjuicio 
de  otras.penas  si  por  abandono  ó  descui- 
do se  hiciejisn  acreedores  á  ellas. 

Recogerán  diariamente  los  recibos  de 
las  Mayorías  para  extraer  las  provisio- 
nes, dando  parte  enseguida  al  Mayor  de 
su  calidad  y  conformidad  en  el  peso. 

Entregarán  á  los  Capataces  y  cabos  los 
útiles  y  berraHiientas  que  para  los  traba- 
jos necesiten  de  los  almacenes,  y  los  re- 
conocerán al  devolverlos  para  reclamar 
de  quien  corresponda,  su  deterioro. 

Recogerán  las  bajas  de  los  enfermos, 
acompafiándolos  y  entregándolos  en  la 
enfermería,  examinando  si  las  prendas 
que  llevan  están  exactamente  respalda- 
das en  aq*iellas;  retirarán  los  que  baya 
de  alta,  que  entregarán  á  sus  brigadas; 
visitarán  aquel  aposento  con  frecuencia; 
reconocerán  su  seguridad  asistiendo  á 
las  visitas,  presenciando  las  distribucio- 
nes de  alimentos,  dando  parte  al  Mayor 
de  las  novedades  que  encuentren. 


Como  para  poner  prisiones,  ó  sea  hie- 
rros, ha  de  entregarlos  él  mismo  y  for- 
malizar el  cargo  á  la  brigatia  y  recoger 
los  que  se  quiten  para  dárselos  de  baja, 
presenciará  estos  actos,  que  no  permitirá 
se  ejecuten  sin  papeleta  firmada  del  Co- 
mandante ó  Mayor  en  su  ausencia»  la  que 
conservará  como  documento  justificativo 
del  hierro  que  se  quite  y  pone,  y  á  qué 
sujetos. 

Estarán  impuestos,  además  <Ie  sus 
obligaciones,  de  las  de  los  cabos  y  Capa- 
taces y  órdenes  diarias  del  Comandante 
para  hacerlas  cumplir,  llevarán  el  escala- 
fón de  los  últimos  y  nombrarán  el  servi- 
cio que  á  esta  clase  corresponda. 

Los  Furrieles,  en  los  Establecimientos 
en  que  por  vacante  haya.sóip  un  ayu- 
dante, ejercerán  funcienesde'éstos^  los 
reemplazarán  en  ausencias  y  enfermeda- 
des.»—(C.  L.  de  P.,  tomo  I,  págs.  287 
y  288). 

Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1852,  de- 
clarando que  los  Ayudantei  puedan  al» 
lernar  en  el  servicio  con  los  Furrieles  del 
modo  que  se  expresa, 

(Queda  inserta  esta  Real  orden  en  el 
tomo  I,  pág.  120,  aUratar  de  AyodAiites 
de  l'eimles)* 
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•IBINETES  D£  ÍDEIíTIFICáCIÓÜI 
üfTROPOMÉTElCÁ    T  FOTOGRÁFi- 

ÍÜ.  -En  el  artícolo  Antropometría,  y 
io  la  DoU  á  dicho  artículo  correspon- 
diente (touM)  I,  página*  44  A  60),  se  in- 
Mrtan  las  disposiciones  dictadas  para 
nstalar  el  servicio  de  identificación  en 
Sipafia,  y  se  hace  ana  concisa  resefia  de 
a  manera  de  practicarle. 

Aqní  vamos  á  dar  ona  breve  noticia 
relatíva  á  dichos  gabinetes,  ampliando 
lu  indicaciones  ya  hechas  respecto  al 
aiencionado  servicio. 

La  identificación  jadicíal  y  penitencia- 
ria á  qne  los  gabinetes  se  destinan,  fué 
creada,  como  qneda  expuesto,  por  Mon- 
liear  Bertillon;  hace  <liea  aflos  qne  co 
inensó  A  funcionar  en  Francia,  y  ya  la 
biD  adoptado  varias  naciones  de  Europa 
f  América. 

Eq  Espafia  se  estableció  con  carácter 
>reeeptivo  y  general  por  Decreto  de  10 
ie  Septiembre  de  1896,  como  eu  en  lugar 
^mos  visto,  y  actualmente  existe  un 
gabinete  provincial  en  Madrid  y  varios 
ni  provincias,  hallándose  además  el  cen 
tral  en  la  Prisión  de  Madrid. 

El  gabinete  central  tiene  por  objeto 
Blaaificar  y  conservar  las  tarjetas  que  los 
provinciales  .  le  remiten,  y  facilitar  los 
iitos  qoe  las  Autoridades  reclaman.  Pero 
9n  él,  ni  se  toman  los  seílalamientos,  ni 
M  hacen  las  descripciones  qne  determina 
Bliistema.  £n  los  gabinetes  provincia- 
tes  se  practican  todas  estas  operaciones, 
le  hacen  las  fotografías  y  se  lleva  la  cía- 
■ificaclón  de  las  tarjetas  que  al  aaismo  ga- 
binete corresponden. 

Segán  las  instrucciones  de  Bertillon, 
todo  gabinete  debe  constar  dedos  depar- 


tamentos ó  subgabinetes: 
(rico  y  el  fotográfico. 


el  antropomé- 


Departamento  antropométrico* 

El  gabinete  de  identificación  de  Ma- 
drid llena  las  condiciones  qne  Mr.  Berti- 
llon aconseja,  es  el  mejor  instalado  y  á 
él  vamos  á  concretar  nuestra  resefia, 
pues  ha  servido  de*  modelo  para  los  que 
se  han  establecido,  y  creemos  que  servi- 
rá de  modelo  también  para  los  que  se  es- 
tableacan. 

Como  el  autor  del  sistema  recomienda, 
el  departamento  de  antropometría  tiene 
una  anteaala  con  una  serie  de  peqnefias 
celdas,  en  las  cuales  se  descalzan  y  des- 
nudan los  individuos  que  han  de  ser 
sometidos  á  laa  operaciones  de  identifi- 
cación, y  en  cuya  antesala  se  calsan  y 
visten  después  de  haberles  tomado  los 
señalamientos.  Sigue  la  sala  de  operacio- 
nes; á  continuación  de  ésta,  el  despacho 
del  Jefe  del  servicio,  que  sirve  también 
para  dar  la  ensefiansa,  y  seguidamente 
liay  otro  local  destinado  á  archivo,  y  en 
el  que  se  encuentra  el  índice  alfabéticq 
de  tarjetaa  (1). 

En  la  sala  de  operaciones  se  hallan  los 
aparatos  é  instrumentos,  cuadros  cromá- 
ticos, las  estanterías  con  sus  casilleros  y 
todo  el  utensilio  preciso  para  una  oficina 
de  esta  índole. 

Los  aparatoi  é  instrumentoi  son  de  ma- 
dera y  metálicos. 

Los  aparato$  de  madera  son  el  antro- 


(1)  Eq  este  último  local  se  eoleccioaaQ  y 
se  eoneervan  laa  tarjetas  que  de  provineias  re- 
miten al  gabinete  central. 
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pómetro  para  tomar  la  talla,  la  braza  y  la 
altara  del  bnato;  el  taburete  movible  y  la 
mesa  de  doble  proyección^  para  tomar  la 
longitad  del  pie  y  la  del  codo  ó  antebra- 
zo {la  coudéc),  y  el  doble  decímetro  para 
medir  las  dimensiones  de  las  cicatrices 
y  sa  distancias  álos  pantos  de  local!- 
sación. 

Los  inBtrumentos  metálicos  consisten 
en  an  compás  de  espesot\  para  las  dos  me 
didas  de  la  cabeza  (diámetro  anteroposte- 
rior  y  diámetro  transversal),  qne  Bertillon 
llama  compás  de  cabeza  {compás  de  iéte)\ 
compás  peqiteño  de  cotTcdera,  para  los  se^ 
fialamientos  de  la  oreja  {compás  d*ore%He\ 
y  compás  grande  de  corredera^  para  las 
dimensiones  del  pie,  del  codo  y  de  los 
dedos  medio  y  anricalar  ó  mefiiqae  (com- 
pás de  pied)^  aparatos  é  instramentos  des- 
critos sn  ¡a  citada  nota  del  tomo  I,  pá- 
gina 50. 

£1  cuadro  cromÁtico,  de  que  también 
hablamos  en  la  nota  de  referencia,  y  que 
sirve  para  apreciar  el  solor  de  los  ojos, 
es  de  gran  importancia,  á  jnicio  de  Berti- 
llon. Éstos  colores  los  divide  y  numera 
el  autor  en  la  siguiente  forma:  1.®  impig- 
mentados, ó  sea  desprovistos  de  materia 
amarilla  y  anaranjada;  2. o  amarillos; 
d.<*  anaranjados;  4  o  CHstafios;  5.<*  marrón 
agrupado  en  círculos;  6.o  marrón  rayado 
verdoso,  y  7  o  marrón  puro,  cuyos  colores 
se  encuentran  con  claridad  y  precisión 
marcados  y  expuestos  en  el  aludido 
cuadro. 

Dos  eslanteí^aSj  con  sus  casilleros,  son 
necesarias  en  todo  gabinete,  y  las  dos 
existen  en  el  de  Madrid.  Sirve,  la  prime- 
ra, para  la  clasiOcación  antropométrica 
de  una  serie  de  tarjetas  {repertoire  atUhrO' 
pometrique),  y  se  destina  la  segunda  á 
colocar  otra  serie  de  tarjetas  por  orden  al- 
fabético de  apellidos  (c¿af6^ca^»on  a(pAa- 
bétiquer). 

En  la  estantería  primera,  en  la  del  re* 
pertorio  antropooiétrico,  se  sigue  una  di- 


visión tripartita,  como  indica  Bertillon, 
tomando  por  base  para  dividirla  asi,  las 
mecidas  de  la  cabeza,  del  dedo  medio, 
del  pie  y  del  codo.  Cada  uno  de  estos  se- 
fialamientos  ó  mensuraciones  se  divide 
en  tres  grupos:  pequefio,  mediano  y 
grande. 

Atendiendo  al  diámetro  anteroposte- 
rior  de  la  cabeza,  se  divide  la  estantería 
en  tres  compartimientos  generales  en 
sentido  vertical,  correspondiente  cada 
uno  á  las  medidas  peqnefia,  mediana  y 
grande  del  referido  diámetro  de  la  ca- 
beza. 

£1  diámetro  transversal  de  la  misma 
cabeza,  sirve  para  la  segunda  división  de 
la  estantería  en  otros  tres  compartimien- 
tos generales,  pero  en  sentido  horizontal, 
correspondientes  también  á  los  tres  se- 
fialamientos:  pequefio,  mediano  y  grande 
de  este  diámetro. 

Cada  uno  de  dichos  compartimientos 
generales,  está  subdividido  á  su  vez  en 
tres  compartimientos  más  peqoefios,  y 
cada  uno  de  éstos,  dispuesto  en  sentido 
vertical,  contiene  una  de  las  tres  dimen- 
siones del  dedo  medio  do  la  mano  iz- 
quierda: pequeña,  mediana  y  grande. 

Dentro  de  cada  compartimiento  peque- 
fio, existen  otrps  tres  más  reducidos,  co- 
locados en  sentido  horizontal  y  destina- 
dos á  contener  la  longitud  del  pie  iz- 
quierdo, divididos  en  tres  grupos:  longi- 
tud pequefia,  mediana  y  grande,  cuyos 
casilleros  se  hallan  dispuestos  en  sentido 
horizontal. 

Cada  uno  de  estos  compartimientos 
reducidos,  contiene  tres  casilleros  ó  pe- 
quefios  cajones  para  las  tres  clases  de 
sefialamientos  del  codo  ó  antebrazo:  pe- 
quefios,  medíanos  y  grandes,  cuyos  cajo- 
nes se  hallan  colocados  y  en  ellos  se  ope- 
ra en  sentido  vertical. 

Para  la  más  fácil  inteligencia  de  la  des- 
cripción qne  precede,  segoldamente  pre- 
sentamos el  dibujo  de  la 
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EXPLICACIÓN  PitÁCTICA  DE  LA  ESTANTBItÍA  ANTROPOM^dlCA 


Como  puede  comprobarse  medí  Ante 
un  sencillo  examen,  los  casilleros  ó  cajo- 
nes son  248,  cuya  numeración  comienza 
en  el  casillero  del  ángulo  ¡squierdo  infe 
rior»  que  sefialamos  con  el  número  1 ,  y 


termina  en  el  del  ángulo  derecho  supe- 
rior, señalado  con  el  243. 

Supongamos  un  sujeto  cuyos  señala- 
mientos son  los  siguientes: 


Cabeza  i  ^i^<°^^^  antero  posterior  6  largo.. 18S  milímetros. 

(  ídem  transversal  ó  ancho 140        — 

Longitud  del  dedo  medio 100        — 

ídem  del  pie  izquierdo 284        — 

ídem  del  codo  id ^  . .  406         — 


Que  á  este  sujeto  se  le  han  tomado  los 
señalamientos  antropométricos;  qne  su 
tarjeta  se  encuentra  en  la  estantería,  y  de- 
seamos hallarla. 

El.  diámetro  antero  posterior,  ó  sea  el 
largQ  de  la  cabeza,  es  inferior  á  185  mi- 
límetros, límite  máximo  de  los  señala- 
mientos pequeños.  Así,  pues,  la  ficha  se 
encontrará  en  él  compartimiento  de  la 
estantería  destinado  al  diámetro  antero- 
pos terior  pequeño. 

£1  diámetro  transversal  es  de  140  mi- 
límetros, y  como  el  límite  máximo  de  los 
señalamientos  pequeños  de  este  diáme- 
tro es  160,  el  de  que  tratamos  se  hallará 
en  la  división  horizontal  inferior  com- 
prendida en  la  parte  destinada  al  diáme 
tro  antero-posterior  pequeño. 

La  longitud  del  dedo  medio  es  de  100 
milímetros.  El  límite  máximo  de  los  se 
fialamientos  pequeños  del  dedo,  es  de 
109.  Así,  pues,  la  tarjeta  que  se  busca  se 
hallará  en  uno  de  los  casilleros  del  com- 
partimiento del  ángulo  inferior  de  la  iz- 
quierda, que,  como  se  ve  en  el  dibujo, 
consta  de  nueve  casilleros  ó  pequeños 
cajones. 


La  longitud  del  pie  del  supuesto  indi- 
viduo, es  de  284.  El  límite  máximo  de  los 
señalamientos  pequeños  del  pie,  es  de 
251.  La  tarjeta  en  cuestión  se  hallará,  pues, 
e|i  uno  de  los  tres  casilleros  colocados  en 
la  parte  inferior  del  compartimiento  de 
la  izquierda. 

La  longitud  del  codo  ó  antebrazo,  es  de 
406  milímetros.  El  límite  máximo  de  los 
señalamientos  del  codo,  es  481,  siendo 
por-tanto  inferior  el  de  la  tarjeta;  y  como 
ios  casilleros  destinados  á  la  medida  del 
codo  se  hallan  colocados  en  cada  com- 
partimiento, de  nueve,  en  sentido  verti- 
cal, divididos  en  señalamientos  peque- 
ños, medianos  y  grandes,  comenzando 
de  abajo  á  arriba,  la  referida  tarjeta  se  en- 
contrará en  el  primer  casillero,  en  el  que 
hemos  señalado  con  el  núm.  1. 

Dentro  de  cada  casillero  se  colocan  las 
tarjetas  por  orden  correlativo  de  numera- 
ción, con  todo  lo  cual  resulta  operación 
facilísima  y  de  pronta  ejecución  buscar  y 
hallar  una  tarjeta,  no  obstante  contener  la 
estantería  más  de  12.000  y  hallarse  divi- 
dida en  248  casilleros. 
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Lo«  aefialamientos  ó  medidas  qae  «e  I  para  la  caidaduaa  colocación  de  eaiaa  en 
toman  en  el  gabinete  de  Madrid  y  que  I  la  estantería  y  para  boRcarlas  con  facili- 
le  consignan  en  las  tarjetas  qae  sirven   i  dad,  se  snjetan  al  siguiente  cuadro  de 


Hmite$  mediok  (I ). 

OfthAu  (  Diámetro  antero-poaterior de  18$  á  192  milímetros. 

^^" (  ídem  trasversal de  160  á  164         — 

Dedo  medio..... ...     Longitud de  109  á  116         — 

Pie ídem de  261  á  260         — 

Codo ídem de  481  á  460         — 


Fijados  los  limites  mínimo  y  máximo 
de  los  sefialamientos  medios,  tenemos  los 
de  los  límites  de  los  peqnefios  y  grandes. 

Así,  por  ejemplo;  el  sefialamieuto  ó  di- 
mensión media  del  diámetro  antero-pos- 
lerior  de  la  cabeza,  se  baila  entre  186  á 
192  milímetros.  Pues  el  sefialamieuto  ó 
dimensión  pequeña,  se  determina  á  par» 
tir  de  los  186  milímetros  para  abajo  ó 
hacia  atrás,  y  el  señalamiento  ó  dimen- 
sión grande,  á  partir  de  los  192  para  arri- 
ba ó  en  adelante.  Y  así,  los  límites  me- 
dios que  hemos  señalado,  sirven  á  su  vez, 
en  cada  numeración,  de  límite  máximo 
para  los  sefialamientos  pequefios,  y  de 
limite  mínimo  para  los  grandes. 

Para  la  clasifieación  alfabética  de  las 
tarjetas  existe  otra  estantería  corrida,  con 
tantos  casilleros  ó  pequefios  cajones 
coanias  son  las  letras  del  alfabeto,  cada 
ano  de  los  cuales  contiene  las  tarjetas  co- 
rrespondientes á  la  respectiva  letra. 

Como  se  ve,  existen  dos  series  de 
tarjetas:  las  antropométricas,  ordenadas  en 
ia  estantería  primeramente  descrita,  y  las 
alfabéticas,  clasificadas  en  la  estantería 
de  que  nos  ocupamos  ahora. 

Son  necesarias  las  dos  series  y  mutua- 
mente se  completan;  y,  como  Bertillon 
dice,  con  ellas  se  resuelven  los  dos  si- 
guientes problemas:  dados  los  sefiala- 
mientos antropométricos,  hallar  el  nom- 
bre del  sujeto;  dado  el  nombre  de  un  su- 
jeto, hallar  su  tarjeta  antropométrica. 

De  escasa  importancia  es  esta  duplici- 
dad de  casilleros  y  tarjetas  para  los  in- 
dividuos que  por  vez  primera  son  inserí - 
^  en  el  gabinete  ó  para  aquellos  que, 
habiendo  sido  filiados  antes,  conservan  y 
dan  SQ  verdadero  nombre  y  sus  apellidos 


(1)  Los  límitefl  de  las  medidas  obedecen  il 
criterío  que  en  cada  gabinete  se  adopta,  sien- 
<lo,  por  tanto,  variable  de  unas  naciones  á 
otru  según  los  resultados  estadísticos. 


la  segunda  ó  ulteriores  veces  que  se 
filian.  Pero  la  importancia  es  grande  cuan- 
do se  trata  de  reiucidentes  que  se  pre- 
sentan con  nombres  supuestos. 

£n  estos  casos  fácil  es  descubrir  el 
verdadero  nombre  é  identificar  la  per 
sona,  porque  al  tomar  los  sefialamientos. 
la  tarjeta  en  que  se  consignan  ha  de  coló 
carse  en  la  estantería  ó  repertorio  antro- 
pométrico y  en  el  casillero  correspondien- 
te á  las  medidas  tomadas;  y  si  el  indivi- 
duo ha  sido  filiado  anteriormente,  su 
tarjeta  primera  debe  estar  en  el  mismo  si- 
tio en  que  se  va  á  colocar  la  segunda.  Y 
como  las  tarjetas  de  la  estantería  antropo- 
métrica corresponden  con  las  de  la  estan- 
tería alfabética,  la  tarjeta  hallada  en  el  re- 
pertorio de  antropometría  indicará  el  lu 
gar  ó  letra  en  que  se  encuentra  la  de  la 
clasiQcación  alfabética.  Y  recíprocamen- 
te, conocido  un  nombre  y  sus  correspon- 
dientes apellidos,  fácil  es  encontrar  la 
tarjeta  en  el  índice  alfabético;  y  encontra 
da,  fácil  es  también  hallar  su  correspon 
diente  en   la  estantería  antropométrica. 

Las  descripciones  particulares  que  com- 
pletan el  objeto  del  sefialamieuto  antro- 
pométrico y  dan  más  medios  para  ase- 
gurar la  identidad  de  la  persona,  se  re. 
fieren  á  los  matices  de  la  barba  y  los 
cabellos;  á  la  coloración  de  la  cara;  á  la 
forma,  dimensiones  y  particularidades 
de  la  frente,  de  la  nariz,  y  de  la  oreja;  á  los 
trazos  de  los  labios,  boca  y  cuello;  á  la 
voz,  lenguaje,  etc. 

Las  descripciones  particulares  que  com- 
pletan el  objeto  del  sefialamieuto  antro- 
pométrico y  dan  más  medios  para  ase- 
gurar la  identidad  de  la  persona,  se  re- 
fieren á  Ice  matices  de  la  barba  y  los 
cabellos;  á  la  coloración  de  la  cara;  á  la 
forma,  dimensiones  y  particularidades 
de  la  frente,  de  la  nariz  y  de  la  oreja;  á 
los  trazos  de  los  labios,  boca  y  cuello;  á 
la  voz,  lenguaje,  etc. 
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Lo8  diferentes  matices  de  la  barba  y 
loa  cabellos  loa  clasifica  Bertillon  en  ana 
serie  ó  escala,  tomando  como  términos 
extremos  el  rabio  muy  claro  y  el  negro 
paro,  en  la  sigoiente  formac 

Mubio,  que  comprende:  rabios  albinos 
y  rubios  muy  claros;  rubio  clarpt  rubio 
medio  y  rubio  oscuro. 

Castaño^  al  que  corresponden:  castafio 
claro,  castafio  medio,  castafio  oscuro,  cas- 
tafio negro  y  negro  puro. 

A  la  cojoración  de  la  cara,  la  llama: 
coloración  pigmentada  y  coloración  san- 
guínea. 

Para  el  examen  de  la  frente,  se  atien- 
de al  grado  de  curvatura  de  los  arcos  su- 
perciliares, á  la  inclinación  de  su  línea 
de  perfil,  con  referencia  á  un  plano  bori- 
Eontal  que  pasará  á  raía  de  la  naris;  á  la 
altura  de  la  extVemidad  superior  do  esta 
misma  línea  y  á  su  longitud,  apreciada 
transTersal mente  de  una  sien  á  otra. 

La  naris,  dice  Bertillon,  es  en  el  hom- 
bre el  órgano  que  conduce  inAs  á  dar  á 
cada  uno  su  carácter  particular.  Las  va- 
riedades, 1.0  de  forma;  2.^  de  dimensio- 
nes, presentan  muy  numerosas  combina- 
ciones, que  el  lenguaje  corriente  ha  re 
docido  á  tres  ó  cuatro  tipos,  í^ües  de 
conocer  cuando  los  caracteres  están  bien 
sefialados.  Atendiendo  á  la  forma,  la  na- 
ris puede  ser  cóncava,  rectilínea  y  con- 
vexa; por  sus  dimensiones,  que  se  deter- 
minan por  la  longitud,  la  altitud  y  la  an- 
chura, se  clasifica  en  tres  grupos:  gran- 
de, mediana  y  pequefia. 

La  oreja,  á  juicio  del  mismo  Bertillon, 
aparece  como  el  factor  de  identificación 
más  importante  del  semblante  humano, 
pues  es  casi  imposible  encontrar  dos  ore- 
jas que  sean  idénticas  en  todas  sus  par- 
tes, y  algunas  de  las  variaciones  de  for- 
ma que  presenta  este  órgano,  parecen 
subsistir  sin  modificación  desde  la  época 
del  nacimiento  basta  la  muerte.  Princi- 
palmente por  su  inmovilidad,  que  la  im- 
pide participar  de  los  juegos  de  la  fiso- 
nomía, ninguna  parte  de  la  cara  atrae 
menos  las  miradas.  Para  el  estadio  de 
este  órgano  atiende  principalmente  á  su 
borde,  al  lóbulo,  al  antilragus,  á  los  plie- 
gues y  al  contorno,  haciendo  de  cada  una 
de  estas  partes  una  exposición  detallada. 

En  la  recapitulación  que  presenta  del 
estudio  de  la  oreja,  dice,  que  el  origen 
del  borde,  cuando  es  muy  acentuado,  for- 
ma un  surco  suplementario  qiuy  caracte- 
rístico, que  atraviesa  la  concavidad  de  la 


concha,  verificando  dos  depresiones  se- 
paradas. Las  partes  del  l>orde  superior 
constituyen  un  carácter  digno  de  ano- 
tarse. 

£1  lóbalo  debe  considerarse  sucesiva- 
mente con  relación  á  su  contorno,  mo<le 
lado  y  dimensiones.  Del  contorno,  se 
debe  anotar  la  forma  descendente.  El 
modelado  de  la  superficie  del  lóbulo  es 
característico,  cuando  está  profundamen- 
te atravesado  por  un  surco,  ó  cuando 
forma  una  eminencia  bien  pronunciada. 
Respecto  á  la  dimensión  del  lóbulo,  es 
preciso  anotar  los  extremos  muy  peque- 
ños ó  muy  grandes. 

En  el  antítragus  examina  especialraen 
te  su  inclinación  horixontal,  las  formas 
cóncavas  ó  rectilíneas  de  su  perfil,  y  su 
vuelta  fuera  de  la  oreja. 

El  pliegue  inferior,  ó  corte  horison- 
tal  cóncavo,  se  distinguirá  del  corte  con- 
vexo á  simple  vista  y  sin  auxilio  de 
instromentos.  El  pliegue  superior  sólo  se 
mencionará  en  los  casos  de  ausencia 
completa  ó  desarrollo  exagerado. 

También  expone  detalladamente  lo  re- 
lativo á  los  traaos  de  los  labios,  de  la 
boca  y  del  cuello;  lo  concerniente  á  la  voi 
y  al  lenguaje,  según  antes  indicamoa,  así 
como  las  observaciones  que  deben  ha- 
cerse y  aefialamientos  descriptivos  que 
se  deben  consignar,  relativos  al  perfil,  al 
frente,  al  peso,  á  las  arrugas,  á  la  acti- 
tud, etc.,  de  todo  lo  cual,  nos  limitamos 
á  las  ligeras  indicaciones  que  preceden 
y  á  estas  referencias,  porque  saldría  de 
ios  límites  trazados  á  nuestro  trabajo  y 
del  carácter  del  Diooiomark»,  una  exposi- 
ción más  extensa  de  las  doctrinas  que  el 
citado  autor  desarrolla  en  su  obra,  de  la 
cual  tomamos  los  datos  contenidos  en 
las  presentes  líneas,  y  en  la  que  puede 
estudiarse  el  moderno  sistema  de  identi- 
ficación judicial  antropométrica  (I). 

A  fin  de  facilitar  gráficamente  la  inte- 
ligencia de  la  tarjeta  antropométrica,  se- 
guidamente insertamoa  un  modelo,  to- 
mado de  las  que  se  usan  en  el  gabinete 
de  la  Prisión  celular  de  Madrid,  que  son 
iguales  á  las  que  se  llevan  en  la  Prefec- 
tura de  Policía  de  París,  establecidas  por 
el  mismo  Bertillon. 


(1)  Mr  AlphoQso  Bertilloo,  Jnstrution»  9Í$- 
natéíiqut.  MeluD,  Imprimerie  admioiatrati- 
ve,  1898. 
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FILIACIÓN  CIVIL  (I) 
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Seudónimos 

nacido  el 

^jo  de 


en 


y  de 


.  provincia  de 


^ofesión 

documentos  de  identidad 
^daciones  


última  residencia 


iervicios  militares ^ 

Condenas  anteriores^  su  número 

Causas  y  lugar  de  la  última  detención  anterior 
Detención  actual^  especificación  del  delito 


Arrestos  probados  (3). 


I 


Datos  dlTersos. 


;  (4) 


I 

(I)  Al  eonjanto  de  datos  eODsigoadoá  en  esta  parte  de  la  tarjeta,  se  llama  Filiación  eivU. 

(1)  El  de  la  tarjeU. 

(2)  Bl  del  cliché. 

(3)  Condenas  que  Tan  sufriendo. 

(4)  instraeeión  (ei  sabe  leer  j  escribir  ó  si  es  iletrado). 

(5)  Número  de  ingresos  y  fechas;  fecha  de  la  comisión  del  delito,  clase  de  delito  y  Juzgado 
qne  instruye. 
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Talla  1m 
Braza  1^ 
Busto  O,  _ 
/Arcos. 

i  /Alto 


t*4 


Aiu-ho 
PHrl  í'í^ 


QAB  —  466  —  (JAfi 

RESEÑA    ANTROPOMÉTRICA  (1) 
I.—  ObserTAciooes  antropométricas» 

Largo 


/Ancho 


I  ) 

^  (b¡  aig  _ 

Q  r  Ancho  _ 


Pie  isq.o 

Med»n»  ¡«q  o 

Aaric»»¡zq/ 

Oodoizq.o 

II.— Rasgos  descriptivos. 


®.  /N.odecl. 

o* 


I  Raíz  (prof ). 

Iporao Base '_ 

'i  /  Alto.  Salte.  Ancho. 


z; 


ParldM 


( Borde  o s_p__a_ 

Lob.  e fl_w_íí_ 

I  (Atrg.  t__j;_f_rí_ 
Plie.  t s_,y_,«„ 


Part.dM 


Edad 

Nacido  el  _ 

En 

Prov.» 

Edad  apa.^«_ 


Barba_c  jPififin.»_ 

o  > 
Cab«"o_ü  I8angu'_ 

J  anch.*incl_cint*_ 
Rasgos  caract.o» 


NOTA  8 


r 


i.(i)- 


III.— Señales  particnlares  j  cicatrices. 
111.(8) 


11.(21 


IV.  (4). 


V.(6)^__ 


VI.  (6). 


Sefial.W 


¡practicado  el 
comprobado  v\ 


1 por 

1  ^  poi^ 


(1)  Al  conjunto  de  datos  consignados  en  esta  parte  de  la  tarjeta,  se  llama  Filiación  antro- 
^n\4irica. 

(1)  Descripción  del  brazo  izquierdo. 

'  ^         _  (2)  ídem  del  brazo  derecho. 

-^  (8Í  ídem  cara,  cHh<»zn  y  cuello  (parte  anterior  de  éste). 

(4)  ídem  pecho,  hasta  la  cintura. 

,^1()  Espalda  y  parte  posterior  del  cuello  (región  cervical). 

^6)  De  la  cintura  á  los  pies  (anterior  y  posterior). 
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EXPLICACIÓN  DE- ABREVIATURAS 

de  la  torjeta  antroponiélrloa  eo  el  f^rápo  de  rasgeos  deserlp- 
ilire««^  que  tÁ  nuestro  ver  son  las  únicas  que  pueden  ofrecer 
dudas. 

Grupo  de  la  oreja: 

Borde o  =  origen. — s  =  superior. — f  =  posterior. — 

a  =  abertura. 
'      Lóbulo c  =  contorno. — a  =  adherencia. — m  =  modela- 
do.—d=  dimensión. 

Anti-tragus,  .  .     í  =  inclinación. — p  =  perfil. — r  =  revuelto. — 
d  =  dimensión. 

Pliegues i  =  inferior. — s  =  superior. — f  =  forma. — 

8  =  separación. 

Barba /    /^  i        . .  i  Pigm^  =  pigmentada. 

^  ,  „  Coloración.  .  .     ^       a  . 

Cabello \  }  Sang.   =  sanguínea. 

Hombros  ....     anch."  =  anchura. — incL  =  inclinación. — cint,^ 
=  cintura. 


Departam^uto  fotogrráfloo. 

GoDtta  de  una  antesala  ó  sala  de  espe- 
ra, donde  se  preparan  y  disponen  los  in- 
dividuos que  han  de  fotografiarse;  de  la 
galería  ó  local  en  que  se  impresionan  las 
placas,  ó  lo  qne  es  igual,  donde  se  toman 
los  retratos  (primera  operación);  de  un 
laboratorio  para  obtener  los  clichés  ó  ne- 
gativas, y  de  un  local  para  revelar  las 
positivas,  secar  las  pruebas,  engomarlas 
Bobre  las  cartulinas  y  concluir  el  retrato, 
y  (le  un  despacho  para  el  fotógrafo. 

En  la  galería  existen:  la  máquina  foto- 
Kráfica,  sistema  Bertilloh,  para  tomar  las 
fotografías  judiciales,  y  la  silla  de  pos- 
tara. 

La  máquina  y  sus  accesorios  y  la  silla 
lie  postura,  se  hallan  dispuestas  para  to- 


mar las  fotografías  de  frente  y  de  perfil. 

La  silla  de  postura  tiene  por  objeto 
asegurar  la  reducción  entre  las  fotogra- 
fías de  frente  y  de  perfil.  Las  dimensio- 
nes del  asiento  son  de  26  centímetros  de 
ancho,  25  de  fondo  y  2  de  concavidad. 
Como  se  ve,  son  pequeñas  estas  dimen- 
siones,' y  se  han  elegido  intencionada- 
mente, á  fin  de  obligar  al  individuo  que 
liH  de  fotografiarse,  á  tomar  la  posición 
precisa  para  obtener  los  retratos  en  las 
condiciones  que  exige  la  identificación 
judicial. 

Debe  sentarse  el  sujeto  de  modo  que 
su  columna  vertebral  coincida  con  la  lí- 
nea que  pasa  por  la  mitad  del  respaldo, 
en  dirección  vertical.  A  qne  tome  instin- 
tivamente esta  postura  contribuye,  á  más 
de  las  estudiadas  dimensiones  y  conca- 
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vidad  de  la  silla,  el  borde  saliente  y  lige- 
ramente cortante  qne  limita  los  lados  del 
asiento. 

Es  de  madera  la  silla  que  describimos, 
y  sos  pies  entran  y  se  ajustan  á  cuatro 
ranuras  cuadradas  hechas  en  una  tabla 
fija  en  el  suelo  y  bien  nivelada,  qne  sirve 
de  base  á  la  silla,  para  dar  al  sujeto  la 
postura  requerida  en  el  retrato  de  frente. 
Otras  cuatro  ranuras,  de  igual  forma  que 
las  anteriores  y  en  la  misma  tabla  abier- 
tas, dan  á  la  silla  la  conveniente  posición 
para  el  retrato  de  perfil. 

Se  recomienda  la  colocación  de  un  es 
pejo  frente  á  la  sills,  en  el  qne  debe  fijar- 
sa«l  individuo  para  tomarle  el  retrato 
de  perfil. 

Los  rasgos  más  importantes  en  estas 
fotografías,  por  ser  los  más  fijos  en  cada 
individuo,  más  diferentes  de  unos  á  otros, 
y  más  característicos  para  la  identifica- 
ción judicial,  se  refieren  á  la  oreja  y  á  la 
linea  fronto-nasal;  pues  la  experiencia  y 
la  práctica  demuestran  que,  tanto  las  re- 
giones de  la  oreja,  sus  particularidades  y 
anomalías,  cuanto  la  línea  fronto  nasal, 
jamás  se  pre^sentan  iguales  en  dos  saje- 
tos.  Por  esto  dice  Bertillon,  que  las  foto- 
grafías de  perfil  en  que  no  aparezca  por 
entero  el  contorno  de  la  oreja,  deben  re- 
chasarse. 

Dedica  este  autor  bastantes  páginas  de 
su  citada  obra  á  la  descripción  detallada 
y  minuciosa  del  órgano  á  qne  nos  referi- 
mos, descripción  y  detalles  que  no  caben 
en  los  límites  de  esta  concisa  resefia, 
concretándonos  á  consignar  sn  importan- 
cia  en  conformidad  al  criterio  del  men- 
cionado aator. 

La  línea  fronto-nasal  principia  en  la 
raía  del  pelo,  y  bajando  por  la  frente  y 
raía  de  la  nariz,  termina  en  la  pnnta  de 
ésta. 

La  fotografía,  que  en  el  sistema  de 
identificación  que  tratamos  se  recomien- 


da para  los  adoltos,  se  considera  como 
necesaria  cuando  se  trata  de  individuos 
menores  de  veinte  afios,  y  tanto  más 
cuanto  menor  sea  sn  edad. 

En  el  gabinete  de  Madrid  se  fotografía 
á  todos  los  qne  al  ingresar  no  han  cum- 
plido veinte  afios,  á  los  arrestados  por 
orden  gubernativa,  á  los  transeúntes,  ya 
sean  detenidos  ó  presos,  ya  sentenciados 
á  cualquier  condena,  y  á  los  procesados 
respecto  á  los  cuales  reclaman  sus  retra- 
tos las  Autoridades  judiciales  ó  guberna- 
tivas, ann  cuando  se  trate  de  procesados 
adultos. 

De  los  menores  de  veinte  afios  y  de 
los  arrestados  gubernativos  ss  sacan  los 
retratos  completos  y  se  coleccionan  en  el 
álbum  correspondiente.  De  los  demás 
sólo  se  obtienen  los  clichés  ó  negativas, 
y  se  conservan  coleccionados  como  los 
retratos,  para  sacar  las  positivas,  ó  re- 
tratos completos  cuando  se  reclaman  por 
Autoridad  competente. 

Al  retratar  á  todo  individuo  se  le  colo- 
ca, en  el  hombro  por  regla  general,  el 
número  qne  le  corresponde  en  la  nume- 
ración correlativa,  tanto  en  la  galería  fo- 
tográfica, cnanto  en  el  registro  del  depar- 
tamento. 

Hechos  los  retratos  de  perfil  y  frente, 
se  engoman  y  colocan  en  la  tarjeta  foto- 
gráfica, para  remitirlos  á  las  Autoridades 
ó  para  coleccionarlos  en  el  gabinete. 

La  tarjeta  fotográfica  se  diferencia  poco 
de  la  antropométrica,  en  lo  relativo  á  se- 
ñal amien  tos  y  descripciones.  Las  dife- 
rencias consisten  en  que  se  suprime  en 
la  primera  el  grupo  de  rasgos  descripti- 
vos, en  que  contiene  las  señales  ó  mar- 
cas de  las  yemas  de  los  dedos  mojados 
en  tinta  y  aplicados  á  la  cartulina  de  la 
tarjeta  en  los  puntos  que  éste  indica  y  en 
que  lleva  las  fotografías,  todo  lo  cual 
puede  verse  en  el  adjunto  ejemplar  de 
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FILIACIÓN  CIVIL 


\Nombre  y  apellidos: 


en 


provincia  de 

.  „„  y  de  .. 
última  i^sidencia 


N.^ 

^  PseudónifHOS 
Nacido  el 

Hijo  de 

Profesión 

Documentos  de  identidad 

Relaciones  . 

Servidos  militares 

Condenas  anteriores,  su  número  _    >    

Causa  y  lugar  de  la  última  detención  anterior 
Detención  actual,  especificación  del  delito 


III.— Notas  reUtiTji8  á  Imb  medidM*— Seftiil^f.pirUeuliire»  y  clciitrl^^tf. 


NOTAS 
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RESEÑA  A NTRÜPOMÉTRICO  •  FOTOGRÁFICA 


Talla  lm_ 
BraEa  Im 
Boato  Om 


g*  <  Ancho__ 
*  \Bí.zlg.__ 


Oreja  dqlia 


Pie  iaq.®_ 
Media*  ÍE< 

Codo  ízq.®_ 


1"> 

o 

j 

k 
O 

a 

N.o  de  c!. 

Aor.» 

Perif>__  _ 
Parlic.de» 

Edad 

N.doel         19 

En 

Prov.* 

Edad  apa.*e_ 

> 

(Eapaoio  deetiiiado  al  retrato 
de  perfil). 


(Espacio  deetÍDado  aJ  retrato 
de  frente  ó  cara). 


o   I  color _ 
O    (part.e\ 


I  color 


(part/ 


¡^   í  Pi|;inent.>«^ 

^   (partes 

Praciieado  en  Madrid  en 
por ^ 


Sangui.«* 


19 


Comprobado  el 


por 


(Eapacio  destinado  á  las  aefialea  ó  mar- 
cas de  loa  dedos). 


Pulgar.    Indico.   Modias.    Ann 


£1  nombre  de  /ieha,  que  se  usa  en  la  citada  obra  de  Bertillon,  y  con  el  cual  su 
se  en  nuestros  Gabinetes  la  cartulina  en  que  se  consignan  la  filiación  y  los  daioi 
trieos  y  fotoffréficos,  le  hemos  sustituido  con  el  de  tarjita,  por  ser,  tegún  nuestra 
apropiado  y  bailarse  mes  conforme  con  nuestro  idioma. 

Por  iguales  razones  sustituímos  también  los  nombres  de  anverto  y  darto 
tas,  con  los  de  filiación  civil  y  rM§ña  antropométrica  respectivamente. 
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aiCETA  Hft^lDiUD.- Diario  del 

Gobierno  en  que  ae  publtcaa  ím  Leyea, 
Reales  decretos,  Realea  órdenes  y  demáa 
disposiciones  de  carácter  oficial. 

Circular  de  124er  Octubre  de  1885,  man^ 
áandoque^  (os  Jftfecff  de  primera  in$tan- 
da  é  inetrueiHón  eanterveH  coleccionada 
y  encuadernada-  la  Gaceta  de  Madrid, 

(Qrae.  y  Jmt.)  «S.  -M.  el  Rey  (Q.  D.  G.) 
se  ha  servido  ordenar  lo  aigaiente: 

l.o  Los  Jueces  de  instrucción  cuida- 
rán, bajo  su- más  estrecha  responsabili- 
dad personal, de  oolecciouar  los  números 
de  la  Gaceta  oficial^  ordenándolos  en  cna- 
dernos  por  messs  y  cuidando  «de  su  en- 
enademación  por  trimestres. 

S.o  Dentro  del  plaso  de  quince  días, 
á  contar  desde  la  publicación  en  la  Ga- 
ceta de  esta  Real  orden,  remitirán  los 
Jaeces  de  instrucción  á  este  Ministerio, 
relación  exacta  de  las  GaeetoB  que  éxia- 
tan  en  sus  respectivos  Juzgados  y  de  su 
estado  de  conservación,  expresando  si 
están  ó  no  encuadernadas  y  por  qué  pe- 
Hodbs. 

8.0  £n  lo  sucesivo  se  hará  constar  en 
las  actas  de  toma  de  posesión  la  entrejB^H 
por  el  Jues  saliente  al  que  le  suceda  t;n 
el  cargo,  de  la  colección  de  la  Gaceta, 
afiOs  y  meses  completos  qbe  se  conser- 
ven,  números  que  falten  y  estado  de  con- 
servación «n  que  se  halle  lo  coleccionado. 
Del  reatfUado  de  esta  entrega  se  dará 
siempre  cuenta  á  este  Ministerio  dentro 
de  los  ocho  días  aignientes  al  de  la  toma 
de  posesión.  .     . 

4.0  Las  faltas  que  se  noten  en  este 
servicio  ae  consignarán  como  nota  desfa- 
vorable en  el  expediente  personal  del 
Juez  que  baya  incurrido  en  ellaa,  siendo 
además  de  su  cuenta  la  repoaición  com- 
pleta de  lo  destruido  ó  extraviado  con 
posterioridad  á  la  fecha  de  la  publicación 
de  estas  diaposiciones. >  {Gacetaáe  21  de 
Octubre).  i 

Beal  orden  de  11  de  Agento  de  1886,  afro- 
hando  la  instrucción  para  el  setvicio  de 
la  Gacela  de  Madrid. 

{Qoh.)  f  Artículo  I.®  En  la  Sec- 
ción correspondiente  de  este  Miniaterio 
habrá  dos  Negociados,  uno  para  el  servi- 
cio de  Redacción  y  otro  para  el  de  Ad- 
ministración de  Ih  Gaceta  de  Madrid. 

Art.  6.<>    i^as  cuartillas  de  los  do- 

csinentos  que  8&  publiquen  en  la  Gaceta 
han  (le  estar  selladas  y  autorizadas  por 


los  respectivos  sefiores  Subsecretarios  ó 
Jefes  de  las  dependencias  centrales,  in- 
sertándose en  la  parte  oficial  por  el  si- 
guiente orden: 

l.o    Leyes  ó  proyectos  de  ley. 

2  o    Reales  decretos  y  Reglamentos. 

S.o    Reales  órdenea  y  Circularea. 

i.^  Las  disposiciones  de  la  Adminis- 
tración central,  provincial  y  municipal. 

Art.ft.o  Si  hubiese  exceso  de  origina- 
les para  su  publicación  en  un  númei'o  de 
la  Gaceta,  se  dará  preferencia  á  aquellos 
docmnentqs  que  por  lo  perentorio  del 
plaso  ó  interéa  general  que  contengan  lo 
exijan  así. 

Art.  7.0  Bl  orden  de  publicación  de 
originales^n  cada  Sección  de  la  Gaceta 
será  el  de  antigüedad  relativa  de  los  Mi- 
nisterios, después  de  la  Preaidencia  del 
Consejo  de  Ministros,  exceptuándose  loa 
documentos  referentes  á  solemnidades  ó 
actos  oficiales  á  que  asista  S.  M.  el  Rey 
ó  Regente  del  Reino,  que  se  insertarán  en 
primer  lugar,  así  como  los  telegramas  y 
comunicaciones  de  sucesos  importántee. 

....'.  Art.  9.0  Los  documentos  oficiales 
que  remitan  los  MinisterioiTy  demás  Gen 
tros  de  la  Administración  se  insertarán 
de  oficio  en  la  Gaceta,  excepto  los  pliegos 
de  condiciones  para  las  subastas,  que  se 
considerarán  como  anuncios  de  pago  en 
iu  día. 

Art.    12.     Las   suscripciones   á   la 

Gaceta  de  Madrid  son  forzosas  ó  volun- 
tarias; Las  primeras  las  tienen,  en  cum- 
plimiento de  las  disposiciones  vigentes, 
las  dependencias  ministeriales.  Corpora- 
ciones administrativas  y  ios  Ayuntamien- 
tos de  las  poblaciones  que  cuentan  más 
de  2.000  habitantes.  Las  suscripciones 
voluntarias  son  las  que  se  sirven  á  los 
centros,  asociaciones  y  particulares  que 
no  se  hallan  obligados  á  sostenerlas. 

El  pago  de  unas  y  otras  será  adelanta- 
do por  meses  en  Madrid  y  por  trimestres 
en  el  resto  de  Espafia  y  en  el  extranjero. 
Los  Ministerios  de  Estado,  de  la  Guerra, 
de  Marina,  de  Gracia  y  Justicia,  Fomen- 
to y  Gobernación,  continuarán  satisfa- 
ciendo el  importe  de  sus  respectivas  sus- 
¡  cri pelones  por  trimestres  vencidos,  para 
cuyo  efecto  se  remitirán  á  dichos  Centros 
ministeriales  tas  correspondientes  cuen- 
tas intervenidas  por  la  Ordenación  de 
pagos  de  este  Ministerio. 

Art.  15.     Las  suscripciones  de  pro 

vincias  pueden  hacerse  de  tres  modos: 

\.^  Directamente  en  este  Ministerio, 
cuyo  Negociado  de  Administración  en- 
tregará el  recibo  correspondiente  con  las 
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formalida  les  qne-previene  el  arlíciiio  18. 

2.^  Por  medio  de  carta  dirigida  al  jefe 
de  la  aección  correspondiente,  acompa- 
ñando an  libranza  del  Giro  Mutao,  ó  le-' 
tra  de  fácil  cobro  á  la  orden  del  habili- 
tado de  este  Ministerio,  el  importe  de 
ano  ó  más  trimestres.  Para  esta  clase  de 
pagos  no  se  admitirán  sellos  de  franqueo. 

Y  S.o  En  las  Tesorerías  de  Hacienda 
de  las  respectivas  provincias,  cuyas  de- 
pendencias entregarán  el  oportuno  re- 
cibo. 

Art.  87.  Los  anuncios  que  se  pu- 
blican en  la  Gaceta  de  Madrid  son  de  tres 
clases;  1  .^,  de  previo  pago;  2.\  de  pago 
en  su  día,  y  S.\  de  o6cio. 

Son  anuncios  de  pago  anticipado:  pri- 
mero, las  escrituras,  estatutos  y  actas  de 
Sociedades  y  Bancos,  y  las  que  de  la  mis- 
ma procedencia  tienen  origen,  oonio  las 
convocatorias  de  juntas,  los  balances  y 
cualesquiera  otro  asunto  relativo  á  di- 
chas asociaciones  industriales  ó  mercan- 
tiles; segundo,  los  avisos  de  extravíos  de 
resguardos  de  la  Dirección  general  de  la 
Deuda,  Caja  general  de  Depósitos  y  De- 
legaciones de  Hacien<la,  siempre  que  los 
expedientes  se  tramiten  á  petición  d^e 
parte;  tercero,  los  anuncios  que  procédAii 
dé  las'  Andiencláái  y  Jusgkdos  ,de  primera 
instancia  ó  «eteaiásticos  en  sbuíHós^bí vi- 
les, si  los  autos  se  siguen  sin  declaración 
de  pobresa,  y  coarto,  todos  los  anuncios 
de  particulares. 

Están  exentos  de  todo  pago  los  anun- 
cios de.  las  Sociedades  cooperativas  «le 
que  trata  la  orden  de  la  Regencia  de  *id 
de  Julio  de  1870  y  la  Real  orden  de  10 
de  Marzo  de  1885. 

Son  anuncios  de  pago  en  su  dia:  prime- 
ro, los  de  subastas  oficiales;  segundo,  los 
dé  los  Juzgados  en  asuntos  civiles,  cuan- 
do éstos  se  tramitan^.  de  oficio  y  se  refie 
ren  á  quiebras,  abintestato,  herencias,  et- 
cétera. 

Son  anuncios  de  oficio:  primero,  los  de 
los  Juzgados  civiles  relativos  á  causas 
criminales;  segundo,  los  procedentes  de 
los  Juzgados  militares  en  causas  de  de- 
serción ú  otras  análogas,  y  tercero,  los 
de  cualquiera  dependencia  del  £stado 
que  se  ocupe  de  la  Beneficencia. 

Madrid  1 1  de  Agosto  de  1886.  El  Mi- 
nistro de  Estado  é  interino  de  Goberna- 
ción, Segismundo  Moret,^  (Gaceta  12  de 
Agosto  1886). 


tria  y  de  Borbón)  á  remar  en  galeras. 
(Véase  ealera). 


GALEOTE.  -El  condenado,  según  la 
Legislación  penar  antigua  (Casa  de  Aus- 


GALERA.  -Antignu  embarcación  de 
vela  y  remo,  tripulada  por  delincuentes 
condenados  á  la  pena  de  < galeras». 

La  pena  de  galeras  fué  establecida  por 
Carlos  V  en  pragmática  de  31  de  Eoero 
<le  1680.  <  Mandamos —dice  el  Empera- 
dor—á  los  nuestros  Alcaldes  del  crimen, 
que  residen  en  las  nuestras  Audiencias, 
y  á  los  Justicias  de  nuestros  Réynos,  que 
cada  y  quando  que  prendiesen  personas 
algunas  ó  tuviesen  presos  por  delitos  que 
ellos  deban  ser  condenados  en  penas  "cor- 
(torales,  seyeudo  los  tales  delitos  de  quá- 
lidad  en  que  buenamente  pueda  haber 
logar  conmutación  sin  hacer  en  ello  per- 
juicio á  parte  querellosa;  seyendp  conde- 
nados en  penas  corporales,  ó  en  cortar 
pie,  ó  mano,  ó  destierro  perpetoo.  ó  otras 
penaa  semejantes,  ó  debiéndolo  de  ser 
condenadas  en  tales  penas,  tos  conmutéis 
las  dichas  penas  en  mandarles  ir  á  servir 
en  galeráé  por  el  tiempo  qde  os  páresele- 
re,  con  tanto  que  si  lo  sufriese  la  quali- 
dad  del  delito,  no  sea  menos  de  por  dos 

afios » (I). 

,  \F»]ipe  llr  eu^  16664  ^f4eoa üa  4mpong8 
el -servicio-de  galerfisA  los  autores  de  de 
utos  qoe  hubieran  de  ser  castigados  cotí 
penas  corporales,  aunque  se  hubiesen 
perseguido  á  instancia  de  parte,  y  el  agra- 
viado perdonase  al  reo.  j^n  1668  conmina 
á  los  fabricantes,  tenedores  y  jugadores 
de  dados,  con  cinco  aflos  de  destierro  ó 
de  galeras,  según  que  el  autor  sea  caba- 
llero, ó  persona  de  condioién  inferior,  á 
más  de  las  penas  peconiarias.  «Y  si  fuese 
de  menor  condición,  le  sean  dados  públi-' 
camente  cien  azotes  y  servir  los  dichos 
cinco  afios  en  nuestras  galeras  de  galeote 

al  remo  y  sin  sneldo »  (8). 

Soprimida  la  pena  de  servicio  de  gale- 
ras por  la  misma  Casa  de  Austria,  foeron 
restablecidas  por  la  de  Borbón,  reinando 
Carlos  IIL  Por  Real  cedo  la  de  1784  re 
aparece  esta  penalidad,  y  la  misma  dis- 
posición en  que  se  consigna  expresa  las 
causas  á  que  obedece.  cCon  objeto  de  es^ 
forzar  por  todos  los  medios  el  corso  con  • 
tra  los  argelinos  para  que  evidencien  el 
poco  fruto  de  sus  piraterías,  he  resuelto 


(1)  líovUima  RécopiUMCtón^  ley  l.%  tít.  XL, 
libro  XII. 

(2)  NovitifM   Rseopitación  y   ley    ll,   títu- 
lo XXXm,  libro  XII. 
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«tUblcícer  en  mi  Real  ikrmadt  las  gale» 
ifl  y  he  dado  laa  providencias  con  ve- 
lientea  para  •»  apresto  y  condocción  á 
yartagena  por  loa  medios  que  tongo  acor- 
ladoa,  á  cayo  fin,  es  mi  Real  voluntad, 
iae  io«  Tribonale»  y  Jpsticias  del  Reino 
lentobcien  al  servicio  de  gateras,  como 
le  practicaba  antigoamente,  á  tos  reos 
\ue  lo  mereciesen». 

Las  galeras,  como  logares  de  ejecncióu 
le  sentencias  y  las  penas  y  servicios  con 
al  nombre  designados,  fueron  desapare- 
ciendo á  medida  qoe  sé  crearon  los  Pre 
Hdios  de  Arsenales.  (Véas^  Arseiiale», 
tomo  I,  pág.  86). 

Ta9ibién  se  di6  el  iioml>re  de  gala'aii  á 
os  Establecimientos  presidiales  en  qne 
Im  mujeres  sentenciadas  sofrían  esta  da- 
te de  pena.  La  débil  complexión  de  la 
mujer  y  la  inmoralidad  que  había  de  pro- 
docirse  al  meaotar  á  las  delincaentes  con 
ios  galeotes  en  las  embarcaciones,  las 
exentaba  del  servició  de  galeras  y  extin- 
guían ana  condenas  en  edificios  cerrados. 
De  aquí. el  nombre  qne  recibieron  y  ron 
el  que  aún  se  designa,  en  el  lenguaje  vnl- 
gar,  ía  única  Priaión  (1)  ó  Penal  de.ix]|¡ii|e 


(1)  Como  queda  expuesto,  sdlo  existe  aíb- 
tíiluiBSOte  ttlia.l2toleta  ó  l^«nal46<B(M«re«.'£u 
1859  «xiatian  diex,  'según  eoastá  en  la  Circu- 
Ur  de  la  DireceiÓD  de  25  de  Diciembre  del  ei- 
tado  sBo,  al  determinar  los  gae^ps  de  e8criio<r 
rÍQ  para  dichaa  eaaas-gaieras  y  para  loa  Frf  <i- 
díoa,  cuya  Circular  inaertamoa  por,  epnaide- 
riria  de  importaucia  como  antecedente  que 
puede  servir  para  futoraa  réformaa. 

Bl  eoDteoido  de  la  Circular  es  el  aiffuiente: 

«Aprobado  el  Presupueato  general  de  1B60, 
diapoadrá  usted  que  en  el  mensual ^d^  eatoa 
BttabUeimientos  ae  eonaigoe  para  gastos  de 
eeeritorio  la  cantidad  expresada  al  margen. 

Dios,  eU.  Madrid  25  de  Diciembre  de  1859. 
Bl  Director,  Jote  Qwreia  Jov*.— Sr.  Comandan* 
te  del  Presidio  de  ;...> 

•  ^— >— '  C^« 

Ai«.u         I  Presidio .    260     6Cf 

Álcali loalera 41      66 

B-.-..  {S2',Vf : :::::::  '5Í  % 

n«*«^       /Presidio 166     66 

Burgos... (Q^,^ra.  ........      41      66 

r«-«x.        I  Presidio 166     66 

rtr...^      I  Presidio 166     66 

«rasada  .  \q^x%tk, 41      66 

íu.jii  /Presidio 166      66 

S«^i»»--.ÍGalera. 41      66 


rea  que  existe  boy  en  Alcatá  de  Henares, 
y  en  cuyo  Establecimiento  cumplen  las 
reclnsas  las  penas  de  presidio  correccio- 
nal  á  reclusión  perpetua  (I). 

(Bn  el  ártico  lo  Hijas  é  Herminia»  d« 
la  Caiidady  inaertamoa  el  Reglamento 
de  la  Prisión  de  Mojerea  (Galera)  de  Al- 
calá, cuyo  régimen  interior  se  halla  á 
cargo  de  las  referidaa  Hermanas). 


Galería*— Pabellón  Ó  departamento 
de  una  Prisión  constituido  por  celdas 
para  recluir  los  prisioneros.  (Véase  Prl* 
sióii  Celular  de  Madrid)* 


GAMZÜA.— Hierro  de  corta  longitud 
terminado  en  punta  torcida  á  manera  de 
garfio,  que  se  utiliza  para  abrir  cerra- 
duras. 

£1  uso  dé  ganzúas  como  medio  para 
ejecutar  el  delito  de  robo,  la  tenencia  de 
eatoa  instrumentos,  no  dando  el  qne  los 
tenga  explicación  suficiente  sobre  su  ad- 
apií^ición  ó  conservación  y  la  fabricación 
üe  ellos,  conétítuyen  los  delitos  de  qtje 


GARANTÍAS  CONSTITUCIONALES. 

Laa  garantías  de  los  derechos  individua- 
les de  los  ciudadanos  que  la  vigente 


iPresidio 166  66 

Valencia.. {(j^,,^ 41  ^q 

.r  II  j  VA   /Presidio 166  66 

Valladohd.{(j^,^r^ 41  gg 

(Presidio 166  66 

Zaragoza. . I Q^lgf^ ;  _      41  ^ 

Alioante 166  66 

Canarias. 250 

Habón 166  66 

Badajos :  ....     166  66 

Canal  de  Isabel  II 350 

Cartagena 250 

Ceuta. 666  66 

Málaga 166  66 

Motril 250 

Tarragona 166  66 

Toledo 166  66 

{Colección  L^gMatiiia  dé  Pr$9idiot^  tomo  II, 
páginas  43*7  y  488). 

(I)  Real  decreto  de  U  de  Agosto  de  1888, 
artículo  1*  (véase  mee«els«  die  laa  pe* 
■aa  prlvalivaa  die  la  libertad,  pág.  91 
de  este  tomo). 
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<)op»tUación  Ampara  y  defiende,  te  ba- 
.lian  conaignadaa  en  loa  arta.  4.^  5.o,  6.0 
y  9,0  y  párrafos  segundo  y  tercero  del  18. 
(Tomo  I,  págs.  76ft  y  7d7). 


GABEOTE.— Instrumento  para  ejecu* 
tar  la  pena  de  muerte. 

Se  ejecuta  esta  pena  en  garrote  des> 
de  1828.  Fernando  VII,  por  Real  cédula 
de  28  de  Abril  del  referido  afio,  dispuso 
que  dejara  de  aplicarse  la  horca  y  fuera 
sustituida  por  el  garrote,  mandando  que 
este  suplicio  se  ejecutara  en  tres  formas 
distintas,  según  la  condición  del  reo:  ga> 
rrote  ordinario,  para  las  personas  del  es- 
tado llano,  sentenciadas  á  la  última  pena; 
garrote  vil,  para  los  autores  de  delitos  in- 
f amantes,  sin  distinción  de  clases;  y  ga- 
rrote noble,  para  los  reos  correspondien- 
tes á  la  clase  de  hijosdalgo. 

£1  Código  penal  vigente  dispone  tam- 
bién que  la  pena  de  muerte  se  ejecute  en 
garrote,  sobre  un  tablado,  pero  no  hace 
las  distinciones  que  la  Real  cédula  á  que 
antes  nos  referimos.  (Véase  en  Capilla 
la  cédula  que  se  cita,  pág.  289  y  240;  y 
en  Código  pennli  art.  102,  pág.  624  del 
tomo  I). 


GASTOS  CARCELARIOS.  —  Los  que 

ocasionan  el  personal  de  empleados,  los 
reclusos  y  los  servicios  de  los  Depósitos 
municipales.  Cárceles  de  partido,  de  Au- 
diencia y  Correccionales.  Los  primeros, 
(los  de  los  Depósitos  y  Cárceles  de  par- 
tido), se  consignan  en  los  Presupuestos 
munipales  y  se  hallan  á  cargo  de  los 
Ayuntamientos;  los  segundos  (Cárceles 
de  Audiencia  y  Correccionales),  figuran 
en  los  Presupuestos  provinciales  y  son  de 
cuenta  de  las  Diputaciones. 

Eeal  decreto  de  11  de  Marzo  de  1886.— 
Trata  del  sostenimiento  de  I08  Depósitos 
municipales  y  Cárceles  de  partido ,  de 
Audiencia  y  Correccionales, 

(Oob,)  c Señora:  Al  modiOcarse,  como 
lo  ha  sido,  la  organÍEación  de  los  Tribu- 
nales de  justicia  por  el  Real  decreto  de  14 
de  Octubre  de  1882,  que  estableció  las 
nuevas  Audiencias  de  lo  criminal,  ha 
surgido  un  servicio  no  previsto  en  el  Real 
decreto  do  13  de  Abril  de  1876  (1),  que 


(1)  No  insertamos  el  Real  decreto  á  oue  se 
refiere  porqoe  ha  sido  derogAdo  por  el  que 
arriba  reproducimos. 


proveía  al  sostenimiento  de  loa  Depásilu 
mtiBicipalea  y  Oárceiea  de  partido  y  A»^ 

diencia. 

Determinábase  en  él  la  forma  y  vnc^ 
dimiento  de  cubrir  las  atencionea  tawé^ 
rías  oríginadas  por  aquélloa  y  por  éslH. 
obUgándoeeal  efecto  á  los  Ayaotaniai- 
toe  y  Diputaoionea  proTindalea  á  esHÍg 
nar  en  sus  presupuestos  lo  necesario pm 
cubrir  tan  ineludible  gasto,- en  oujpaapR 
bación  intervenían^  reapeetoá  loa  dép¿ 
sitos  municipales  y  Cárceles  defiaftids. 
laa  Comisiones  provincialea,  y  en  lo  reír 
rente  á  las  Andiencias  territoríaleala  I>» 
rección  general  de  Administracióo  ét 
este  Ministerio. 

Sobre  tales  basea  ha  'deacanaado  j  » 
ha  venido  cumplimentando  el  indfettk 
servicio  hasta  la  creación  de  loa  nnefoi 
Tribunales  de  justícia.  sin  otra  vaiifBtr 
que  la  introducida  por  la  Ley  Orgáoia 
municipal  vigente  en  cnanto  se  reladsoí 
con  la  aprobación  de  loa  preaupoesiot  ^ 
4as  cabesaa  de  partido,  pnea  misotrt» 
que  el  Real  d^reto  de  18  de  Abril  yta 
tado,  baeándose  en  toe  príncipioa  qw  »- 
forma  la  Ley  de  20  de  Agoato  de  1170, 
daba  estaa  facultades  á  laa  ComiáoGCi 
provinciales,  aquélla  las  concede  i  i« 
Gobernadores  de  las  provinciaa. 
^  Desde  la  publicación  del  Real  deocv 
de  14  de  Octubre  laa  Diputaciones  «»« 
doraron  no  tener  obligación  de  eoasigsv 
en  sus  presnpueatos  cantidad  alguna  pe» 
el  sostenimiento  de  las  antígoaa  AndicD 
cias  territoriales,  y  no  reconoeieron  & 
cambio  esta  obligación  para  laa  naff 
mente  creadas  con  el  título  de  Aodies- 
ciás  de  lo  críminal;  resultando  ds  ^ 
completamente  desatendido  un  semcK< 
importante,  al  par  que  nacía  una  «ittt 
ción  angustiosa  y  difícil  para  las  toeiü 
dades  donde  dichas  últimas  Audieocá» 
han  sido  instaladaa;  situación  qse  ^ 
dado  y  dará  origen  á  infinitas  qoc|tf.> 
reclamaciones  si  no  se  acude  á  nnpr«tt" 
y  definitivo  remedio. 

Pudiera  ser  objeto  de  controveitá  * 
cuál  de  laa  dos  Corporacionea  proTio^ 
ó  municipal  corresponde  sufragar  «qot^ 
líos  gastos;  pero  como  en  último  Um^ 
siempre  recaen  éstos  sobre  los  oQoiO' 
pioB,  y  á  lo  que  debe  aspirarse  es  á  b« 
forma  menoa  complicada  y  más  fácii^^ 
recaudación  para  cubrir  una  atencióo j» 
rentoria,  resulta  indudable  que,  oonñ^ 
raudo  el  gasto  como  provindal,  se  pQ^ 
llenar  el  objeto  con  menores  difieoHi^ 
La  distribución  anormal  délas  Aodiet 
cias  de  que  se  trata  entorpecería  taobi^ 
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íl  re^iiurtf)  eqnitativo  de  gastos-entre  W« 
tiver»o#  AyaciUmientos  ^e  cw^»  pvovin- 
Jii;  aparte  de  qae  parece  Ji^giooq  o  e  la 
ibUgaeión  qoe  las  Dipntacipiíea  teitíaii 
i«  «oateDer  lae  Aadieaeiaa  terfitoriaiea 
te  BoaUln3'a«>al  deaaparecer  aqitéUaa,eon 
a  qo^  imponen  )aa  nuevas  de  lo  criminal. 

Fundado  en  esUa  conaideraeíoueat  el 
hIÍDÍaljro  que  soscjribe  tiene  eí  h^ner  de 
tometer  á  la  aprobación  de  V.  M.  el  si- 
rviente proyeeto  de  deere^o. 

Madrid  n  de  Marao  de  lS86.-r6efio 
■a:  A  L,  B,  P.  de  V.  M.,  Yenündo  Qon- 
u'tles,  .        . 

Heal  dccreto.'^En  atenciján  á  las  razo- 
Dft's  ezpaestas  por  mi  Minisiro  de  la  Go- 
bernación, ^ 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  l.^  £1  sostenimiento  de  los 
depósitos  municipales  y  Cárceles  de  laa 
ea besas  de  partido  es  obligatorio*  4  Jos 
Ayuntamientos,  y  el  de  laa  de  AudiQpcia 
á  las  Dípotacionea  provinciales. 

Art.  3.0  Los  gastos  de  personal,  ma- 
Imal  y  manutención  de .  presos  pobres 
que  ocasionen. loa  depósitos  ipnnicipales 
ierán  costeados  por  ana  respectivos  mu- 
nicipios, incluyendo  al  efecto  en  sus  pre- 
puestos el  crédito  necesario. 

Art  8.<^  £1  sostenimiento  de  las  Cá^ 
celes  de  las  cabeaas  de  partido  ea  obliga- 
torio á  todos  los  municipios  comprendí 
doseo  el  mismo.  £1  presupuesto  especial 
qoe  se  forme  para  cubrir  esta  atención 
•e  discutirá  y  aprobará  en  Junta  com- 
pQeata  de  un  representante  nombrado 
por  cada  Ayuntamiento,  correspondiendo 
la  convocatoria  á  esta  Junta,  y  su  presi- 
dencia al  Alcalde  de  la  cabeza  de  parti- 
do, y  la  obligación  de  funcionar  como  Se- 
cretario al  que  lo  aea  de  este  Ayunta- 
miento. 

Art.  4.0  La  Junta  á  que  se  refiere  la 
diaposición  anterior  se  reunirá  dentro  de 
loa  quince  primeros  días  del  mes  de  Mar- 
so,  y  las  cnotaa  aprobadas  las  incluirán 
loi  Ayuntamientos  en  sus  respectivos 
presupuestos,  sin  perjuicio  de  las  altera- 
ciones ó  modificaciones  qne  los  Goberna- 
dores, oyendo  á  las  Gomiaiones  provin- 
ciales, introduzcan  en  ellos  al  aprobarlos 
definitivamente. 

Art.  6  o  Los  Alcaldes  de  las  cabezas 
de  partido  serán  los  encargados  de  exigir 
por  trimestres  vencidos  el  pago  de  la 
parte  de  contingente  que  baya  corres- 
pondido á  los  demás  Ayuntamientos,  á 
qaienea  podrán  apremiar  caso  de  necesi- 
dad. Para  utilizar  la  via  de  apremio  e? 


4rondiuióu  previa,  ó  indispensable  qeeel 
Ayuntamiento  de  ia  oábeaa  de  partido 
esté  al  corriente  en  eipagO;  de  anenoMi. 
Del  procedimien^  conka^lpe  Aynotar 
mien tos  mocosos  dará  cuenta  inmediata 
el;  Alcalde  de  la  jcabeaa  de  partido  al  Go- 
bernador ciyil  de  la  provincia. 

Art.  6."*  £a  obligación  del  AyunU- 
miento  de  la.oabeza  de  partido  la  de  an- 
ticipar los  fondos  qne  por  déficit  en  tía 
recaudación  sean  necesarios  para  el  sos- 
tenimiento de  las  Cárceles  del  mismo  du- 
rante el  primer  trimeatre  del  e>ercioia  de 
todo  presupuesto,  acudiendo  á  su  reinte- 
gro con  laa  primeras  «urnas  que  recaude, 
.  Art.  7.0  En  los  quince  dias  siguientes 
á  la  terminación  ¿ie\  ejercicio.de  tod& 
presupuesto,  los  Alcaldes  de  las  cabezas 
de  partido  rendirán  sus  cnentaa  de  gas- 
tos ó  .ingresos  ante  las  mismas  Junta» 
devque  trata  la  diaposición  3.^  y  con  la 
censura  que  recaiga  se  remitirán*  el  día 
81  de  Julio  á  la  aprobación  de  la  Comi- 
sión provincial. 

Art.  8.0  Para  subvenir  á  los  gasto» 
qne  originen  todas  las  Cárceles  de  Au- 
diencia que  estén  enclavadas  dentro  del 
territorio  de*  cada  provincia, .  formarán 
las  Diputaciones  el  oportuno  presupues- 
to, cuya  administración  correrá  á  cargo 
de  las  mismas  Diputaciones,.siempre  que 
la  Audiencia  (I)  esté  instalada  en  la  capi- 
tal de  la  provincia.  De  las  qne  estuvieren 
situadas  fuera  de  dicho  centro,  serán  Ad- 
ministradorea  y  Ordenadores  de  pagos, 
por  delegación  del  Presidente  de  la  Di- 
putación provincial,  los  Alcaldes  de  las 
cabezas  de  partido  á  que  las  mismas  co- 
rrespondan. 

Art.  9.0    Los  fondos  con  que  estos.  Al 
caldea  hayan  de  cubrir  las  atenciones 
carcelarias  de  Audiencia  ae  loa  facilita- 
rán las  Diputaciones  por  trimestres  ade- 
lantados, y  de  su  inversión  darán  cuentü 
I  justificada  los  Alcaldes  Administradores 
'  á  la  Diputación  en  los  quince  días  si- 
I  gulentes  á  la  terminación  del  ejercicio 
de  cada  presupuesto. 

Art.  10.  Para  que  las  Diputaciones 
puedan  formar  el  presupuesto  de  que 
trata  la  disposición  B.^  es  indispensable 
que  el  Presidente  ó  Presidentes  de  las 
Audiencias  de  lo  criminal  de  cada  pro- 
vincia remitan  con  oportunidad  á  la  Di 
patación,  por  conducto  del  Gobernador, 


(1)  Bo  la  actualidad  sólo  existen  Aadien- 
cÍM8  «n  las  cípitale"*  de  provincia.  (Véase  Ao- 
dirnciaii  v  Trlbunalea). 
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an  cálcalo  de  IO0  gasto*  que  consideren 
necesarios  para  el  sostenimiento  de  los 
penados,  qae  teniendo  presente  el  nú 
mero  de  cansas  pendientes  y  la  estadía 
tica  de  afios  anteriores,  crean  que  han  de 
existir  en  dichas  Cárceles  dorante  el  ejer 
cicio. 

Art.  11.  Los  gastos  genérales  que  ori- 
ginen las  Cárceles  de  Aadiencias  caando 
«e  hallen  establecidas  en  el  mismo  edifi- 
-cio  en  qne  lo  estén  las  Cárceles  de  par- 
tido donde  aqnéllas  radiquen,, se  distri- 
buirán entre  los  presupuestos  provincial 
y  municipales,  teniendo  en  cuenta  el 
tiempo  que  los  presos  se  hallen  á  dispo- 
sición del  Juzgado  de  instrucción  ó  de 
las  Audiencias  respectivas. 

Art.  12.  El  nombramiento  de  los  em- 
pleados de  Cárceles,  su  vigilancia  y  el  ré- 
gimen interior  de  las  mismas  continuará 
•obedeciendo  á  las  disposiciones  vigentes 
en  la  materia. 

Arfe.  18.  Todos  los  gastos  pendientes 
de  pago  que  haya  originado  el  sosteni- 
miento de  las  Cárceles  de  lo  criminal 
desde  su  creación  hasta  la  fecha  de  este 
Keal  decreto  serán  suplidos  por  las  Dipu- 
taciones provinciales,  debiendo  incluir  la 
partida  á  que  asciendan  en  el  presupues- 
to ordinario  del  afto  próximo  económico 
de  1886  á  87. 

Dado  en  Palacio  á  11  de  Marco  de  1886. 
MiatA  Cristina.— 'El  Ministro  de  la  Go- 
bernación, Venancio  González »%  {Gaceta 
13  Marso). 

Meal  decreto  de  16  de  Abril  de  1886  dii- 
poniendo  que  la  pena  de  pristan  corree- 
cianal  te  sufra  en  la  Cárcel  de  cada 
Audiencia. 

De  este  Real  decreto,  que  insertamos 
en  Cárcel  (tomo  I,  págs.  262  y  268),  sólo 
reproducimos  aquí  el  art.  6.0,  que  dice: 

cTambién  serán  de  cuenta  de  las  Di- 
putaciones provinciales  y  se  cotn prende- 
rán en  sus  presupuestos  los  gastos  qne 
ocasionen  los  penadbs  que  hayan  de 
cumplir  condena  en  las  Cárceles  de  Au- 
diencia de  sus  respectivas  provincias  ó 
interinamente  en  las  de  partido  situadas 
en  las  mismas,  debiendo  tenerse  presen- 
te para  atender  á  dichos  gastos  las  dis- 
posiciones de  la  Real  orden  circular  ex- 
pedida por  el  Ministerio  de  la  Qoberna- 
ción  en  16  de  Marto  último.» 


Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1889,  dU- 
poniendo  que  loa  Ayuntamientos  y  Iom 
Diputaciones  deben  abonar  las  estancias 
de  los  sentenciados  que  se  hallen  en  las 
Cárceles  que  corren  á  su  respectivo  car- 
go,  con  derecho  á  que  la  Diputación 
f*eintegre  los  gastos  de  los  sentenciados  á 
prisión  correceéonal  y  el  Estado  los  de 
los  sentenciados  apenas  más  graves, 

{Gob.)  «Vistos  los  artículos  I  o  y  2.^ 
del  Real  decreto  de  11  de  Marzo,  6.**  del 
de  15  de  Abril  de  1886(1),  resuélvese  la 
consulta  de  la  Comisión  provincial  de 
<?ádiz,  declarando: 

1 .0  Que  las  estancias  en  las  Cárceles 
de  cabeza  de  partido  ó  de  Audiencia  de 
los  presos  cuyas  causas  están  falladas,  se 
deben  continuar  abonando  en  concepto 
de  adelantos  supletorios  por  los  munici- 
pios ó  las  Diputaciones  á  qne  correspon 
dan  las  Cárceles  donde  residan  lós  pro- 
cesados al  tiempo  de  dictarse  la  senten- 
cia condenatoria. 

2.®  Qne  tan  luego  como  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales  fije 
el  panto  en  que  los  presos  han  de  cum- 
plir la  condena,  el  Estado  ó  la  Diputa- 
eión  provincial  de  que  dependa  el  Esta- 
blecimiento destinado  al  indicado  obje- 
to, debe  reintegrar  los  suplementos  á  las 
Corporaciones  que  lós  hubieren  adelan- 
tado. 

Y  8.<>  Qne  para  facilitar  el  cumpli- 
miento de  los  dos  anteriores  extremos, 
las  Diputaciones  provinciales  y  los  Ayan- 
tamientos  incluyan  esta  clase  de  gastos 
en  sus  presupuestos,  previas  las  corres- 
pondientes liquidaciones,  ateniéndose  á 

10  establecido  en  los  Reales  decretos  de 

11  de  Marzo  y  16  de  Abril  de  1886. 
Madrid  8  de  Febrero  de  1889.>— iítitr 

y   (kipdepón  {Gaceta  de  17  de  Febrero 
de  1889). 

Real  orden  de  S,y  iil  de  Marzo  de  1892, 
resolviendo  que  los  gastos  que  originen 
los  presos  pobres  puestos  a  dispoíición 
de  la  Audiencia,  debe  abonarlos  la  reS' 
pectiva  Diputación  provincial, 

{Goby  (El  Excmo.  Sr.  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  dice  á  este  Ministerio 
en  Real  orden  de  6  del  corriente  lo  que 
signe: 

Excmo.  Sr.:  Remitido  á  informe  de 
las  Secciones  de  Estado  y  Gracia  y  Jus- 
ticia y  Gobernación  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado  el  expediente  promovido 
en  este  Ministerio  por  el  Ayuntamiento 
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le  Badajoz,  «olicitando  una  declaración 
Jel  Gobierno  qne  resuelva  de  una  mane 
a  explíciU  y  terminante  las  dudas  que 
loj  exUten  sobre  si  ha  de  hacerse  con 
;argo  al  presupuesto  provincial  ó  al  de 
.^árceles  de  'partido  que  corresponda  el 
<asto  qae  originen  la  manutención  de 
[>s  presos  pobres  pendientes  de  causa, 
nientraa  se  encuentren  después  de  la 
terminación  del  sumario  á  disposición 
ie  la  respectiva  Audiencia  de  lo  crimi- 
na!, tas  expresadas  Secciones  de  aqiiel 
»Ito  Caerpo  administrativo  han  emitido 
t^l  informe  siguiente: 

cExcnru).  8r.:  Resulta:  Qne  con  fecha 
17  de  Diciembre  de  1890,  D.  Cayetano 
Uodrígnez  y  Medina,  Alcalde  presidente 
iel  Ayuntamiento'de  Badajoz,  en  nom- 
bre y  por  acuerdo  del  mismo  elevó  ins 
(ancla  á  ese  Ministerio,  manifestando 
qae  creada  y  establecida  la  Audiencia  de 
io  criminal  de  aquella  ciudad,  se  acudió 
por  dicha  Alcaldía  al  Gobernador  civil 
4Íela  provincia,  consultándole  por  quién 
«lebían  ser  abonados  los  gastos  de  soco- 
tros  y  demás  que  produjeren  los  proce- 
sados puestos  á  disposición  de  aquélla, 
lOíla  vez  que  desde  luego  ingresaban  en 
Ia  Cárcel  del  partido,  y  al  Ayuntamiento 
<*xponente  se  le  ordenaba  su  fiosteni- 
iniento,  cansándose  con  ello  los  perjui- 
cios consiguientes  á  los  pueblos  del  mis- 
mo, que  por  sí  solos  tenían  que  atender 
á  las  obligaciones  de  los  cuatro  partidos 
judiciales  comprendidos  en  el  territorio 
<le  la  Audiencia;  que  el  Gobernador  civil 
^iispuso,  de  acuerdo  con  la  Comisión  pro- 
vincial, no  se  exigiese  á  los  pueblos  del 
territorio  de  la  Audiencia  y  extraños  al 
partido  judicial,  más  cantidades  que  las 
que  produjeran  los  gastos  de  sosteni- 
uiiento  de  sus  respectivos  presos  y  cua 
letquiera  otros  que  exclusivamente  les 
correspondiese;  que  así  se  había  venido 
<:ampliendo  por  el  Ayuntamiento  de  Ba 
<lajoz,  pero  que  algunos  pueblos  habían 
hecho  caso  omiso  de  las  reclamaciones, 
fundados  en  lo  que  preceptúa  el  Real  de- 
creto de  11  de  Marzo  de  1886,  pues  en- 
tendían que  esta  obligación  correspondía 
«1  presupuesto  proytncial: 

Que  en  tal  estado  la  cuestión,  elevada 
consulta  al  Presidente  de  la  Audiencia, 
el  Fiscal  de  la  misma  informó  en  el  sen- 
tido de  que  los  gastos  que  originan  los 
procesados  sujetos  á  aquel  Tribunal  pro- 
cedentes de  otros  partidos  judiciales  dis- 
tinto del  de  la  capital  son  de  cuenta  del 
preenpnesto  provincial,  conforme  á  los 
arlíonlos  1.*  y  8.0  del  Real    decreto  de  1  I 


de  Marzo  de  1886;  pero  que  tratándose 
del  alimento  de  los  presos,  creía  necesa- 
rio no  mtroducir  variación  sobre  lo  que 
venía  practicándose,  sin  perjuicio  deque 
el  Ayuntamiento  acudiera  en  demanda 
de  su  derecho  á  la  Autoridad  correspon- 
diente; que  elevada  nueva  súplica  al  (Go- 
bernador para  que  tomase  el  oportuno 
acuerdo  que  pusiera  término  á  las  cues- 
tiones suscitadas,  dicha  Autoridad  pidió 
informe  á  la  Comisión  provincial,  la  cual 
lo  emitió  resolviendo:  l.o  Desestimarla 
reclamación  del  Ayuntamiento;  Y  2.o  Que 
la  Diputación  no  tenía  autorizado  en  aa 
presupuesto  del  actual  ejercicio  ningún 
crédito  para  los  fines  que  se  reclamaban, 
ni  lo  consignaría  en  lo  sucesivo,  sin  que 
para  ello  se  recibiera  el  mandato  del 
Centro  superior  correspondiente: 

El  Ayuntamiento,  en  vista  de  los  ex- 
tractados antecedentes ,  y  después  de 
aducir  varias  razones  en  apoyo  de  su 
opinión  y  de  citar  las  disposiciones  lega- 
les que  crey^  pertinentes,  terminaba  su 
escrito  suplicando  se  dictara  una  nueva 
disposición  que  pusiera  íin  á  las  dudas 
suscitadas  por  las  hoy  vigentes  en  la  ma- 
teria, aclarando  hasta  dónde,  llegan  las 
obligaciones  de  las  Cárceles  de  partido  y 
dónde  empiezan  las  de  las  Audiencias, 
evitándose  así  tantas  reclamaciones  y  los 
perjuicios  é  inconvenientes  que  éstas  lle- 
van consigo: 

Que  cursada  la  anterior  instancia,  se 
pasó  á  informe  de  la  Junta  local  de  Pri- 
siones de  Badajoz,  la  cual  lo  evacuó,  ma- 
nifestando, después  de  extenderse  en  va- 
rias consideraciones,  que  parecía  fuera 
de  toda  duda  que  la  Diputación  provin- 
cial era  la  obligada  á  satisfacer  los  gastos 
de  que  se  trataba,  después  de  la  publica- 
ción del  Real  decreto  de  1 1  de  Marzo 
de  1886,  y,  en  su  consecuencia,  creía  que 
en  los  adelantos  que  el  Ayuntamiento  de 
Badajoz  había  venido  haciendo,  y  los  do- 
más  que  hiciese  en  lo  sucesivo  por  razón 
de  los  gastos  originados  por  los  presos 
no  penados  que  se  hallan  á  disposición 
de  la  Audiencia,  debían  serle  reintegra- 
dos, ya  por  la  Diputación  provincial,  si, 
como  parece,  era  la  obligada  á  elto,  en 
virtud  del  decreto  mencionado,  ya  por 
los  pueblos  de  los  partidos  de  donde  los 
presos  procedan,  estimando  conveniente 
que  una  resolución  superior  fijara  y  de- 
terminase con  toda  precisión lel  particu- 
lar que  comprendía  la  consulta,  ya  dando 
la  mayor  claridad  á  las  disposiciones  vi- 
gentes, ya  estableciendo  otras  nuevas  á 
qne  pod»*r  Atenerse: 
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Que  acordado  por  Ir  Direcdón  se  pR- 
•88e  el  expetiieiite  á  la  Sección  adininis- 
trativn,  ésta  evacuó  su  informe,  en  el 
€ual,  deepaés  de  plantear  los  términos  de 
la  cueatióu  debatida  y  hacer  para  mayor 
ilustración  del  asunto  nn  conciso  examen 
de  las  disposiciones  legales  que  rigieran 
sobre  la  materia  antes  de  publicarse  el 
Real  decreto  vigente  de  J 1  de  Marzo 
de  1886,  manifiesta: 

Que  del  texto  de  los  arts.  8.^  y  11  del 
expresado  Real  decreto  se  desprendía, 
sin  género  alguno  de  duda,  que  la  Dipn 
tación  proviiicifli  se  encontraba  obligada 
A  la  manuten<M'ón  de  los  presos  desde  el 
momento  mismo  en  que.  terminado  el 
■amario  y  abierto  el*  periodo  del  juicio 
oral,  qnedabHn  aquéllos  á  tlisposición  de 
la  Áutliencia,  sin  que  contra  este  princi- 
pio cupiera  alegar,   como  erróneamente 

10  hacia  la  Diputación  de  Badajoz;  en  el 
art  10  del  mismo  Real  decreto  se  habla 
solamente  de  penados,  poique,  además 
de  no  ser  concebible  que  existiera  fla- 
grante contradicción  entre  dos  preceptos 
de  un  decreto  que  llevan  numeración  co- 
rrelativa, el  referido  art.  10,  á  continua- 
ción de  la- palabra  i^^narfos,  explica  satis- 
factoriamente su  sentido,  armonizándolo 
é  identiHcándolo  con  el  texto  y  el  espíri- 
tu  del  11,  que  por  su  claridad  y  sencillez 
no  puede  dejar  en  el  ánimo  de  quien  lo 
examina  reflexivamente  dudas  de  nin- 
gón  linaje: 

Que  esta  doctrina  ía  corroboraba  tam- 
bién la  misma  exposición  de  motivos  que 
precedía  al  Rt*Hl  decreto  mencionado: 

Que  el  pnblifíHdo  posteriormente  en  16 
de  Abril  de  I88t$,  sólo  vino  á  determinar 
especial  y  sefíatadamente  el  deber  que 
contraían  las  t)ipulacignes  de  subvenir  á 
la  manutención  <le  los  que  fueren  conde- 
nados á  prisión  correccional,  sin  que  á 
esto  quedasen  limitatlas  sus  obligHcio 
nes,  como  la  de  Badajoz  pretende,  pues 
deslindadas  quedaron  aquéllas  en  el  <Ie 

11  de  Marzo,  en  todo  lo  que  hiciere  rela- 
ción á  los  gastos  generales  que  origina- 
sen las  Cárceles  de  Audiencia;  en  virtud 
de  ello,  la  Sección  resumía  sus  conclusio- 
nes en  el  sentido  de  que  las  Diputaciones 
provinciales  estaban  obligadas  á  satisfa- 
cer con  fondos  de  su  presupuesto: 

l.o  Los  gastos  generales  de  las  Cár- 
celes de  Ifls  Audiencias  de  lo  criminal,  y 
entre  ellos  el  de  la  manutención  de  los 
presos  pobres  durante  el  tiempo  que  se 
encuentran  A  disposición  «le  dichos  Tri- 
bunales. 

2.''     Los  gastos  que  originen  los  pena- 


dos que  sufran  condena  de  prisión  eo* 
rréccional;  pero  que  dada  la  verdadera 
importancia  que  la  cuestión  entrafiaba» 
convendría  oir,  antes  de  dictarse  resolu- 
ción, el  narecer  de  las  Secciopes  reunida» 
de  Estado  y  Gracia  y  Justicia ,  Goberna- 
ción y  Fomento  de  este  Consejo,  coi> 
cuyo  parecer  se  conformó  la  Dirección  y 
también^  V.  £.,  <lictando  la  Real  orden  de 
remisión  que  motiva  esta  consulta. 

Las  Secciones,  con  vista  de  los  antece- 
dentes extractados,  <le  acuerdo  con  el 
parecer  sustentado,  así  por  la  Junta  local 
de  Prisiones  de  Badajoz,  como  por  la 
Sección  administrativa  de  la  Dirección 
correspondiente  de  este  Ministerio; 

Visto  el  art.  1 1  «leí  Real  decreto  de  1 1 
de  Marzo  de  1886: 

Considerando  que  del  examen  deteni- 
do de  dicha  disposición  legal,  clara  y  ter- 
minantemente se  deduce  la  obligación 
en  que  se  hallan  las  Diputaciones  pro 
vinciales  de  subvenir  á  los  gastos  que 
originen  los  presos  que  se  encuentren  á 
disposición  <Íe  las  Audiencias  respecti- 
vas, y  que  tliiha  interpretación,  sobre 
estar  conforme  con  'el  espíritu  generak 
que  informa  el  susodicho  Real  decreto,, 
es  la  más  natural  y  lógica,  atendida  la 
naturaleza  misma  del  servicio  que  moti> 
va  la  obligación  y  la  de'  la  entidad  admi- 
nistrativa que  ha  de  cumplirla; 

Las  Secciones  son  de  dictamen  que, 
con  arreglo  al  Real  decreto  de  11  de 
Marzo  de  1886,  A  las  Diputaciones  pro- 
vinciales corresponde  sui)venir  A  los  gas- 
tos que  originen  los  presos  pobres  pues- 
tos A  disposición  de  las  Audiencias  rea- 
pectivaa,  una  vez  terminados  los  corres- 
pondientes sumarios.» 

Y  habiéndose  conformado  S.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.),  y  ^n  su  nombre  la  Reina 
Regente,  con  el  preinserto  dictamen,  se 
ha  servido  resolver  contó  en  el  ndsmo  se 
propone,  mandando  que  esta  disposición 
sea  comunicada  al  Ministerio  del  digno- 
cargo  lie  V.  E.,  invitándole  á  publicarla 
con  el  carácter  de  medida  general  y  A 
transcribirla  al  Gobernador  civil  de  Ba- 
dajoz para  su  cumplimiento  por  parte  de 
la  Diputación  de  la  provincia  y  del  Ayun- 
tamiento de  la  capital,  sin  perjuicio  de 
los  demás  acuerdos  que  V.  E ,  en  uso  de 
sus  atribuciones  administrativas  y  como 
cumplimiento  de  esta  resolución,  crea 
conveniente  adoptar. 

Dios,  etc.  — Madrid  21  Marzo  de  1892. 
Eldnayen,*  (G« ce/a  del  81^. 
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BmI  orden  de  22  de  Abril  de  1892,  t^esol- 
viendo  un  recurso  de  aliada  del  Ayunta- 
mientú  de  Arévalo  contra  re$olución  del 
Gobernador  de  Avila,  en  el  éentido-  de 
que  lo9  gastos  ocasionados  por  losprocc' 
sados  desde  que  se  hallan  á  disposición 
de  las  Audiencias  son  de  cuenta  de  las 
Diputaciones  provinciales. 

(Gob.)  (Remitido  á  informe  de  la  Sec 
ci6ii  de  Gobernación  y  Fomento  del  Con 
sejo  de  Epatado  el  eicpediente  de  aisada 
del  Alcalde  de  Arévaio  contra  providen- 
cia del  Gobernador,  qoe  ordenó  el  pago 
de  lo»  fondoa  carcelartoa  de  Avila  para 
flocorro  de  preaoa,  dicha  Sección  emite 
«i  aigaiente  dictamen: 

Ezcmo.  Sr:  Con  Real  orden  de  26  de 
Enero  se  ha  remitido  á  informe  de  ia 
Sección  el  recarao  de  aleada  interpueato 
por  el  Alcalde  de  Arévalo  contra  una 
providencia  del  Gobernador  de  Avila,  or- 
denaloria  del  pago  de  loa  fondoa  carcela- 
rio» de  cierta  cantidad  para  aocorro  de 
presos. 

Resulta  del  expediente: 

Que  en  6  de  Noviembre  de  1890,  el 
Alcalde  de  Avila  ae  dirigió  al  de  Arévalo 
reclamando  el  pago  de  los  socorros  faci- 
litados á  presos  procedentes  de  este  úl- 
timo partido  judicial  durante  el  año  eco- 
nómico de  1889  90,  en  que  estuvieron  á 
díaposición  de  la  Audiencia  de  Avila, 
contestando  el  Alcalde  de  Arévalo  en  8 
de  Enero  aiguiente.  negándose  á  ordenar 
el  pago  de  las  cantida<lea  reclamadas  por 
las  razones  de  que  el  Real  decreto  de  1 1 
de  Marso  de  1886  dispone  que  los  gastos 
ocasionados  por  los  presos  desde  que  es 
tan  á  djsposición  de  la  Audiencia  son  de 
cuenta  de  las  Diputaciones  provinciales, 
cuando  aquélla  está  enclavada  en  la 
capital  de  la  provincia,  y  que  la  Real  or- 
den de  8  de  Febrero  de  1889  confirmó 
este  precepto,  por  lu  cual  no  solamente 
•e  negaba  á  pagar  las  cantidades  recla- 
madas, sino  que  exigía  á  la  Alcaldía  de 
Avila  la  devolución  de  1.376  pesetas  sa- 
tisfechas anteriormente  por  igual  con- 
cepto: 

Que  en  comunicación  de  7  de  Enero 
del  Alcalde  de  Avila  al  de  Arévalo,  ma- 
nifiesta el  primero,  que  la  Cárcel  de  A  vi 
la  no  tiene  el  carácter  de  provincial,  pues 
eo  ella  no  deben  cumplirse  penas  correc- 
cionales, y  ánicamente  es  Cárcel  de  par- 
tido, á  lo  que  contestó  el  segundo  insis- 
tiendo en  sus  pretensiones: 

Que  el  Alcalde  de  Avila  acudió  al  Go- 
bernador en  solicitud  de  que  ordenara  al 


Ayuntamiento  de  Arévalo  el  pago  de  las 
cantidades  reclamadas,  y  que  para  el  caso 
contrario  se  obligara  á  la  EHputación  á 
efectuar  aquél: 

Que  la  Comisión  provincial  informó 
en  20  de  Marzo  en  el  sentido  de  que  era 
infundada  la  negativa  del  Ayuntamiento 
de  Arévalo,  fundándose  en  la  Real  orden 
de  24  de  Febrero  de  1886,  con  cuyo  dic- 
tamen se  conformó  el  Gobernador  en  su 
resolución  <]e  24  de  Marzo: 

Que  en  80  de  Marzo  recurre  el  Alcalde 
de  Arévalo,  pidiendo  que  se  revoque  la 
providencia  del  Gobernador  y  que  se  de- 
vuelvan por  el  Ayuntamiento  de  Avila  al 
d«  su  presidencia  las  cantidades  satisfe- 
chas en  concepto  de  socorros  á  presos, 
posteriormente  al  1 1  de  Marzo  d6  1886, 
fundándose  para  todo  en  las  disposicio- 
nes del   Real  decreto  de  la  misma  fecha: 

El  Ministerio,  con  vista  de  los  Reales 
decretos  <le  18  de  Abril  de  1876  y  1 1  <le 
Marzo  de  1886,  propone: 

l.o     Revocar   la  providencia  apelada. 

2.0  Declarar  que  las  estancias  de  los 
prdsos  pobres  de  la  provincia  de  Avila 
cuyas  causas  no  estén  falladas  y  se  en- 
cuentren en  las  Cárceles  de  cabeza  de 
partido  á  disposición  de  la  Audiencia,  de- 
ben ser  satisfechas  por  la  Diputación. 

3.0  Que  en  el  próximo  reparto  del 
contingente,  compense  la  Diputación  los 
gastos  adelantados  por  el  Ayuntamiento 
de  Arévalo,  ó  bien  los  deduzca  de  los 
atrasos  sí  los  tuviese  por  dicho  concepto. 

Con  estos  preceptos,  es  evidente,  en 
sentir  de  la  Sección,  que  la  cuestión  sus- 
citada en  el  presente  expediente  consis- 
te en  determinar  á  quién  corresponde 
pagar  las  estancias  de  los  presos  pobres 
desde  que  están  á  disposición  de  la  Au- 
dienciade  lo  criminal  al  elevarse  á  ésta 
el  sumario,  hasta  que  celebrado  el  juicio 
oral  y  ejecutada  la  sentencia  que  recaiga, 
comiencen  á  cumplir  la  pena. 

A  juicio  de  la  Sección,  la  cuestión  está 
terminantemente  resuelta  por  el  Real  de- 
creto de  11  de  Marzo  de  1886,  que  fué 
dictado  precisamente  para  resolver  las 
dudas  existentes  sobre  el  particnlar,  en 
cuyo  preámbulo  se  lee  que  establecidas 
las  nuevas  Audiencias  de  lo  criminal  por 
el  Real  decreto  de  16  de  Octubre  de  1882, 
surgió  un  servicio  nuevo  no  previsto  en 
el  Real  decreto  de  13  de  Abril  de  1876, 
el  cual  proveyó  al  sostenimiento  de  los 
Depósitos  municipales,  Cárceles  de  par- 
tido y  Audiencias,  servicio  nuevo  que  no 
podía  consistir  en  otra  cosa  que  en  el 
sostenimiento  de  las  Cárceles  correspon- 


Digitized  by  V^OOQIC 


GAS 


—  480  -~ 


GAS 


dientes  á  las  nuevas  Auiliencias  que  se 
creaban. 

En  esta»Cárcelee,  cuyo* fin  y  objeto  no 
es  otro  que  satisfacer  los  servicios  carce- 
larios de  cada  Audiencia,  y  por  eso  se 
iianaan  Cárceles  de  Audiencia,  es  donile 
lógicamente  de!>en  ingresar  los  presos 
procedentes  de  la's  Cárceles  de  cabeza 
de  partido  desde  que  están  á  disposición 
de  la  Audiencia. 

Segiiu  el  art.  8.0  del  Real  decreto  cita- 
do, las  Diputaciones  están  obligadas  á 
subvenir  á  los  gastos  de  todas  las  Cárce- 
les que  estando  enclavadas  dentro  del 
territorio  <!e  la  provincia  tenga  el  carác- 
ter de  Cárcel  de  Audiencia,  y  como  en- 
tre esos  gastos  se  cuentan  los  socorros 
de  los  presos  pobres,  no  deben  ser  su- 
fragatlos  por  los  Ayuntamientos  del  par- 
tido judicial  de  su  procedencia,  sino  por 
la  Diputación  provincial,  que  es  la  en- 
cargada <ie  subvenir  á  todos  los  gastos 
de  las  Cárceles  de  Audiencia. 

Es  cierto  que  en  24  de  Enero  de  1885, 
y  en  conformiilad  con  lo  consultado  por 
las  Secciones  de  Gobernación  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo,  se  dictó  una  Real 
orden,  que  debe  ser  la  que  cita  la  Comi- 
sión provincial  de  Avila  con  fecha  24  de 
Febrero,  en  que  se  dispuso  que  los  gas- 
tos de  estancia  de  los  presos  pobres  en 
las  Cárceles  de  las  cabezas  de  partido 
donde  hubiera  Audiencia,  exigidos  por 
tas  necesidades  del  nuevo  Enjuiciamien- 
to, correspondían  á  los  pueblos  de  los 
partidos  judiciales  de  «londe  procedían 
lo»  presos;  mas  este  precepto  está  dene- 
gado por  el  Real  «lecreto  de  1 1  <le  Marzo 
citado,  cuyo  espíritu  y  letra  disponen 
que  los  servicios  carcelarios  originados 
por  el  juicio  oral  deben  realizarse  en  las 
Cárceles  de  Audienria,  y  que  el  sosteni- 
miento de  éstas  corre  á  cargo  de  las  Di- 
putaciones provinciales. 

El  caso  del  actual  expediente,  ó  sea  el 
ser  la  Cárcel  de  Avila  á  la  vez  Cárcel  de 
partitio  y  Cárcel  de  Audiencia,  también 
está  resuelto  por  el  Real  decreto  citado, 
eti  su  art.  11,  que  preceptúa  que,  en  este 
caso,  los  gastos  de  la  Cárcel  se  distribui- 
rán entre  los  presupuestos  provincial  y 
municipal,  según  el  tiempo  que  los  pre- 
sos se  hallen  á  disposición  del  Juzgado 
de  instrucción  ó  de  las  Audiencias  res- 
pectivas. 

Expuesta  esta  consideración,  no  cabe 
duda  de  que  los  presos  pobres  «leí  partido 
de  Arévalo,  una  vez  que  ingresan  en  la 
Cárcel  de  Avila  á  disposición  de  la 
Audiencia,  deben  ser  sostenidos  por  la 


Diputación  provincial,  y  que  el  Ayunta- 
miento de  Arévelo  tiene  derecho  á  rein- 
tegrarse de  las  cantidades  satisfechas  por 
aquel  concepto,  á  partir  de  la  promulga- 
ción del  Real  decreto  de  1 1  ée  Mano 
de  1886,  para  cuyo  reintegro  halla  may 
aceptable  la  Sección  la  medida  propues- 
ta en  la  nota  ministerial. 

Por  lo  tanto,  la  Sección  es  de  parecer 
que  V.  E.  debe  resolver  como  propone  la 
Dirección. 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (que 
Dios  guarde),  y  en  su  nombre  la  Reina 
Regente,  <:on  el  preinserto  dictamen»  se 
ha  servido  resolver  como  en  el  misuK>  se 
propone. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  22  de 
Abril  de  1892.— JS/áiinycn.— Sr.  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Avila.»  (Qaeetn 
de  20  de  Mayo  de  1892). 

Real  decreto  de  3  de  Mayo  de  18B2. --Tra- 
ta de  la  ^formación  de  presupuestos  pro- 
vinciales y  plantillas  de  Secretaria,  y 
dice  en  su 

<Art.  24.  Los  gastos  generales  de 
Cárceles  de  Audiencia  de  lo  criminal,  jr 
entre  ellos  el  de  la  manutención  de  pre- 
sos pobres  durante  el  tiempo  que  se  en- 
cuentren á  disposición  de  dichos  Tribu- 
nales, una  vez  terminados  los  correspon- 
dientes sumarios,  serán  todos  de  cuenta 
de  las  Diputaciones,  las  que  los  indni- 
rán  en  sus  presupuestos  ordinarios.»  — 
{Gaceta  de  7  de  Mayo). 

Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  189á,  re- 
solviendo que  el  Ayuntamiento  del  pue 
blo  cabeza  de  partido  judicial  en  que  se 
construya  una  Cárcel  debe  satisfacer  la 
mitad  de  los  gastos  que  ocasione,  y  lo» 
demás  pueblos  del  distrito  la  otra  mitad, 

(Qob.)  La  Sección  de  Gobernación  y 
Fomento  <lel  Consejo  de  Estado,  en  29 
de  Noviembre  último,  emitió  el  siguiente 
dictamen: 

«Excmo.  Sr.:  Por  Real  orden  de  16  de 
Noviembre  del  corriente  afio,  se  remitió 
á  informe  de  esta  Sección  el  expediente 
instruido  con  motivo  del  recurso  de  sisa- 
da interpuesto  por  los  Alcaldes  y  Conce- 
jales de  los  Ayuntamientos  de.Valderae 
y  Villamanán,  provincia  de  León,  contra 
una  providencia  del  Gobernador,  qne  re- 
vocó el  acuerdo  de  la  Junta  de  Cárcelee 
del  partido  de  Valencia  de  Don  Juan. 

De  los  antecedentes  resulta: 

1 .0   Que  la  Junta  de  reforma  de  la  Gár- 
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-el  del  paKhIo  indicia}  expresado,  en  ee- 
lión  celebrada  el  98  de  Noviembre  del 
iflol893»  resolvió  emprender  con  toda 
ir^ncia  U  construcción  de  una  nneva 
járcel ,  dado  el  lamentable  estado  de  la 
intigna,  sacando  para  ello  las  obras  á  en* 
i^flftta  pública  y  con  sujeción  al  pliego  de 
oadiciones  aprobado  por  Real  orden. 

2.**  Que  con  el  fin  de  reunir  los  fon- 
ios  necesarios  para  evitar  que  la  Junta 
se  viera  en  descubierto  al  vencimiento 
ie  los  platos,  Hcordó  pasar  certificación 
ie  lo  resaelto  al  Presidente  de  la  Junta* 
n<lministrativa  del  partido  para  que  for- 
mtise  ésta  la  oportuna  derrama  entre  to- 
los los  Ayuntamientos  por  la  cantidad 
le  88.404  pesetas  4  céntimos,  aumenta- 
rla con  un  10  por  100  por  raaón  de  parti- 
<Us  fallidas,  pues  en  caso  de  que  no  exis- 
tiesen se  destinarían  á  muebles  para  el 
local. 

3.0  Que  el  Presidente  de  la  mencio- 
nada Junta,  tan  pronto  como  se  haya 
aprobado  el  repartimiento,  ejecute  la  co* 
tiranta  por  los  medios  reglamentarios, 
cf)locando  los  fondos  que  recaude  en  la 
tucarsal  de  la  Caja  de  Depósitos  de  la 
provincia,  y  dé  conocimiento  de  ello  tan 
pronto  reúna  la  mitad  de  la  suma  presu- 
pnesla. 

Formado  el  proyecto  de  repartimiento 
(ornando  por  base  la  cuota  con  que  los 
Ayuntamientos  contribuyen  al  Tesoro 
{túblico  por  contribuciones  directas,  se 
í'onvocó  en  forma  á  la  Junta  de  Cárceles 
<1a  partido.  Reunida  ésta  el  día  28  de  Di- 
ciembre de  1898,  desechó  por  mayoría 
<!e  votos  el  proyecto  presentado,  y  tam- 
bién por  mayoría  acordó:  Primero,  no 
estar  conforme  co«  que  el  repartimiento 
«e  pague  por  los  pueblos  en  dos  presu- 
puestos;  segundo,  aceptar  la  cantidad 
presupuesta  para  la  Cárcel,  y  que  el  re- 
partimiento se  hnga  efectivo  en  cinco 
plazos.  A  contar  desde  el  día  ).<>  de  Julio 
de  1894  basta  el  80  iie  Junio  de  1899;  y 
tercero,  que  no  sólo  se  tenga  en  cuenta 
para  la  derrama  el  cíipo  de  contribución 
territorial  é  industrial  entre  todos  los 
pueblos  del  distrito,  sino  también  el  cen- 
so de  población. 

Conforme  á  las  bases  anteriores,  y  en 
vista  de  los  antece<Ientes  necesarios,  se 
hito  el  repartimiento  de  97.244  pesetas 
44  céntimos,  consignándose  en  él  que  to- 
dos los  Ayuntamientos  del  partido  han 
de  satisfacer  en  cada  uno  de  los  cinco 
«jercicioB  la  cantidad  de  19.448  pesetas 
89  céntimos,  y  en  cada  trimestre  del  res 
|)ectivo  presupuesto  la  suma  de  4.862  pe- 


setas 23  céntimos;  y  examinado  el  repar- 
timiento el  día  15  de  Febrero  último i|)or 
la  Junta  general  de  Cárceles,  á  cuyo  efec- 
to  fué  convocada  por  medio  de  comuni- 
caciones y  de  edictos  puMieados  en  el 
Boletín  oficial^  negó  por  mayx)ría  su  apro- 
bación al  indicado  repartimiento,  por 
creer  que  el  60  por  100*,  por  lo  menos,  del 
presupuesto,  debía  ser  satisfecho  por  el 
Ayuntamiento  de  la  cabeza  del  partido 
judicial. 

Contra  este  acuerdo  recurrió  el  Ayun- 
tamiento de  Valencia  de  Don  Juan  para 
ante  el  Gobernador  de  la  provincia,  soli- 
citando su  revocación  por  estimarlo  ile- 
gal, y,  por  tanto,  improcedente. 

La  Comisión  provincial  informó  en  el 
sentido  de  que  procede  revocar  el  acuer- 
do de  la  Junta  de  Cárceles  de  16  de  Fe- 
brero último,  aprobar  el  repartimiento  de 
referencia,  y  que  obra  en  el  expediente 
folio  16,  y  ordenar  que  los  Ayuntamien- 
tos inleresados  consignen  en  sns  presu- 
puestos respectivos  el  crédito  que  se  les 
señala  en  la  columna  sexta  del  reparti- 
miento indicado. 

El  Gobernador,  por  providencia  de  10 
de  Abril  ultimo,  resolvió  de  acuerdo  con 
el  precitado  informe 

Contra  esta  providencia  inteA>usieron 
recurso  de  alzada  para  ante  V.  E.  los  Al- 
caldes de  Valderas  y  Villamafián,  expo- 
niendo: primero,  que  no  resulta  justo,  ni 
de  ningún  modo  legal,  que  contribuyan 
los  demás  Ayuntamientos  en  igual  pro- 
porción que  el  de  la  cabeza  de  partido, 
pues  á  éste  le  corresponde  apartar  el  60 
por  100  del  pre«tupuesto  total;  y  si  no  se 
hizo^esta  manifestación  en  anteriores  re- 
uniones celebradas  por  la  Junta,  fué  por 
no  estimarlo  necesario,  ya  que  á  esto 
viene  obligada  por  precepto  de  la  ley;  y 
segundo,  que  si  el  cobro  de  las  cantida- 
des se  hiciera  en  la  forma  ordenada  por 
el  Gobernador,  se  extinguirían  las  fuer- 
zas contributivas  de  varios  Ayuntamien 
tos,  no  quedándoles  suficientes  recursos 
para  atender  á  los  servicios  locales  de 
mayor  urgencia;  por  todo  lo  cual,  á  V.  E. 
suplican  se  sirva  revocar  la  providencia 
recurrida  y  confirmar  el  acuerilo  tomado 
por  la  Juríta  de  Cárceles  de  15  de  Febre 
ro  último. 

La  Dirección  general  de  Administra- 
ción local  opina  que  procede  revocar  la 
providencia  gubernativa  y  confirmar  el 
aludido  acuerdo  de  la  Junta  carcelaria 
del  partido  de  fecha  16  de  Febrero  últi- 
mo ya  expresada. 

La  Sección: 
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Goneideranüo  que  en  el  art.  28  de  la 
IjB^í  Orgánica  del  Poder  Judicial  se  de- 
termina que  las  poblaciones  cabesa  de 
partido  contribuirán  con  la  mitad  del  cos- 
te de  los  edificios  que  hayan  de  hacerse 
para  celebrar  las  audiencias  y  juicios  pá- 
blicos,  y  en  los  que  han  de  colocarse  las 
dependencias  jtuíicialet ^  y  con  la  otra  mi- 
tad los  pueblos  que  los  compongan,  Con 
arreglo  á  la  distribución  que  bagan  las 
Diputaciones  provinciales,  atendido  el 
número  de  vecinos  y  riqueza  de  las  po- 
blaciones; 

Considerando  qu9  no  son  de  ningún 
modo  iguales  los  beneficios  que  reciben 
los  pueblos  por  consecuencia  de  la  edi- 
ficación de  esta  clase  de  locales,  pues  es 
evidente  que  la  capital  del  partido  judi- 
cial en  donde  ba  de  radicar  la  Cárcel  que 
se  trata  de  construir  es  la  más  favoreci- 
da, en  razón  á  que  pueden  tener  coloca- 
ción durante  la  obra  sus  clases  jornale- 
ras, y  después  contar  con  un  conlinuo  é 
importante  elemento  de  consumo; 

Considerando  que  por  Real  orden  de 
24  de  Diciembre  de  1 89 1 ,  confirmada  por 
el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre 
de  1893,  se  declaró  que  la  cabeza  del 
partido  judicial  de  Cangas  de  Onís  debía 
contribuir  con  un  60  por  100  á  la  cons- 
trucción de  la  Cárcel,  y  con  la  otra  parte 
los  demás  pueblos,  en  proporción  á  sus 
respectivas  riquezas. 

La  Sección  es  de  parecer  que  <lebe  con- 
tribuir el  Ayuntamiento  de  Valencia  de 
Don  Juan  con  la  mitad  del  presupuesto 
total,  y  ron  la  otra  mitad  los  demás  pue- 
blos del  partido,  en  estricta  proporciona- 
lidad á  la  riqueza  de  cada  uno  y  su  nú 
mero  de  vecinos. 

Vistas  asimismo  las  instancias  dirigi- 
das á  este  Ministerio  por  los  Ayunta- 
mientos de  Algadefe,  Fuentes  de  Carva- 
jal, Gordoncillo  y  Villafer,^el  partido  de 
Valencia  de  Don  Juan,  recurriendo  en 
alzada  en  idéntico  sentido  que  los  de 
Valderas  y  Villamafián, 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nom- 
bre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ba  teni- 
do á  bien  conformarse  con  el  preinserto 
dictamen. 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  6  de  Di- 
cien»bre  de  1894.— jRMtr  y  Capdepón, — 
Sr.  Gobernador  civil  de  la  provincia  de 
León.»  {(i aceta  de  8  Diciembre  de  1894). 

Meal  decreto  de  7  de  Junio  de  1895,  resol- 
viendo que  los  abusos  cometidos  en  la 
distribución  de  gastos  carcelarios  y  la 
apreciación  de  los  mismos  es  de  compe- 


tencia de  la  Administración  y  no  de  Ja 
A  ut^idad  judicial, 

(Presidencia  del  Consto  de  Ministr^y 
£n  el  expediente  y  autos  de  competen- 
cia entre  el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia de  Zamora  y  el  Jues  de  instruc- 
ción de  Puebla  de  Sanabria,  de  los  cua- 
les resulta: 

Que  incoado  expediente  gubernativa 
en  el  citado  Juzgado  á  consecuencia  de 
que  por  virtud  del  nombramiento  de  Sub- 
.jefe  de  la  Cárcel  de  partido  hecho  por  la 
Dirección  general  de  Establecimiento» 
penales  pudo  averiguarse  que  no  existía 
funcionario  que  cesara,  ni  había  existida 
nunca,  para  dar  posesión  al  nuevamente 
nombrado ,  no  obstante  lo  cual  figuraba 
el  cargo  en  la  plantilla  del  presupuesto 
de  gastos  carcelarios  y  se  cobraba  la 
asignación  ó  sueldo  fijado  para  dicho- 
funcionario,  haciéndose  constar  en  el 
mencionado  expediente  otros  abusos  co- 
metidos en  la  distribución  del  presupues- 
to, consistentes  en  la  exageración  de  de- 
terminadas partidas  en  relación  con  h\ 
mal  servicio  prestado,  por  lo  que  el  Juez, 
dictó  auto  elevando  en  consulta  á  la  Su- 
perioridad todo  lo  actuado; 

Que  la  Audiencia  provincial  de  Zamo- 
ra devolvió  el  expediente  con  certifica- 
ción del  proveído  en  el  mismo  dictado^ 
por  el  que  se  mandó  proceder  á  la  ins- 
trucción del  oportuno  sumario,  per  en 
tender,  de  acuerdo  con  el  Ministerio  fis- 
cal, que  existían  varios  delitos  que  de- 
bían ser  perseguidos  y  castigados; 

Que  en  cumplimiento  de  lo  mandado 
por  la  Superioridad,  el  Juez  instruyó  su- 
mario, y  hallándose  practicando  las  dili- 
gencias oportunas,  fué  requerido  de  in 
hibición  por  el  Gobernador  civil  de  la 
provincia  de  Zamora,  á  instancia  del  Al- 
calde de  Puebla  de  Sanabria  y  de  acuer- 
do con  la  Comisión  provincial,  fundán- 
dose la  Autoridad  administrativa  en  que, 
según  los  artículos  4.o  y  7.o  del  Real  «le- 
creto  de  11  de  Marzo  de  1886,  la  aproba- 
ción de  los  presupuestos  carcelarios  es 
de  la  competencia  de  los  Gobernadores 
civiles,  y  la  de  las  cuentas  que  de  aqué- 
llos se  derivan  de  la  Comisión  provin- 
cial, razón  por  la  que  ésta  aprobó  las  del 
ejercicio  de  1886  á  87,  sin  impugnar  la 
partida  que  es  objeto  del  sumario,  como 
habría  sucedido  con  las  de  los  afios  an- 
teriores; que  las  cuentas  correspondien- 
tes á  los  ejercicios  económicos  de  1887  88 
á  1892  no  se  habían  recibido  todavía,  y 
mientras  no  se  presentasen  nada  se  po- 
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día  JQsgar  acerca  de  la  inversión  dada  á 
ta  cantidad  destinada  al  pafto  del  aazi- 
liar  á  qoe  se  refiere  el  snuinrto,  lo  eaal 
es  de  la  ezclnaiva  competencia  de  la  Co- 
miai6n  provincial;  y  que  el  art.  166  de  la 
Ley  Manicipal  «onsigna  la  forma  en  qae 
se  han  de  aprobar  las  cuentas  municipa- 
les, de  laa  cuales  puede  decirse  que  son 
ona  hijuela  las  de  gastos  carcelarios.  £1 
Goberna<)or  citaba  además  el  art.  8.o  (|el 
Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887 
j  varíaa  «tecisiones  de  competencia. 

Que  tramitado  el  incidente,  el  Juzga- 
do sostuvo  su  jurisdicción,  alegando  que 
se  trata  de  un  delito  de  malversación  fn- 
tinramenle  unido  á  otro  de  falsedad,  co> 
metidos  ambos  con  repetición,  pei^  siem- 
pre en  un  solo  acto  ó  simultáneamente, 
por  lo  que  al  procederse  por  el  segundo 
no  se  puede  abandonar  el  primero  sin 
dividir  la  continencia  de  la  causa;  que 
en  el  sumario  de  que  se  trata,  no  sólo  se 
persigne  el  delito  ó  delitos  mencionados, 
tino  qne  es  muy  probable  y  casi  seguro 
que  en  el  curso  del  mismo  aparezcan 
otroa  qne  no  sean  el  de  malversación  so- 
lamente, si  que  también  diferentes  faU 
sedades,  por  la  divergencia  entre  lo  con- 
siguado  en  los  presupuestos  y  los  ser  vi- 
dos  ejecutados,  ó  mejor  aun  no  ejecuta- 
dos, por  lo  cual  no  existe  cuestión  pre- 
via que  deba  ser  resuelta  por  la  Admi- 
nistración, y  sí,  en  cambio,  diferentes  de- 
litos, cuyo  conocimiento  corresponde  á 
la  jurisdicción  ordinaria. 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la 
Gomiaión  provincial,  insistió  en  su  re- 
querimiento, resultando  de  lo  expuesto 
el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus 
trámitea. 

Visto  el  art.  3.o  del  Real  decreto  de  1 1 
de  Manso  de  1886,  que  dice:  <£l  sosteni- 
miento de  las  Cárceles  de  las  cabesas  de 
partido  es  obligatorio  á  todes  los  Muni- 
cipios comprendidos  en  el  mismo.  El 
presupuesto  especial  que  se  forme  para 
cubrir  esta  atención  se  discutirá  y  apro- 
bará en  Junta  compuesta  de  un  repre- 
sentante nombrado  por  cada  Ayunta- 
miento, correspondiendo  la  convocatoria 
á  esta  Junta  y  su  presidencia  al  Alcalde 
de  la  cabeza  de  partido,  y  la  obligación 
<le  funcionar  como  Secretario  al  que  lo 
■ea  de  este  Ayuntamiento». 

Visto  el  art.  4.o  del  mencionado  Keal 
decreto,  según  el  cual,  cesta  Junta  se 
reonirá  dentro  de  los  quince  primeros 
días  del  mes  de  Marzo,  y  las  cuotas  apro- 
badas las  incluirán  los  Ayuntamientos 
eu  sos  respectivos  presupuestos,  sin  per- 


juicio de  las  alteraciones  ó  modifieacio* 
nes  que  los  Gobernadores,  oyendo  á  laa 
Oomiaionea  provinciales,  introduzcan  en 
ellop  al  aprobarlos  •definitivamente». 

Visto  el  art.  7. o  del  referido  Real  de- 
creto, que  dispone:  <£n  los  quince4íaa 
siguientes  á  la  terminación  del  ejercicio 
de  toiio  presupuesto,  los  Alcaldes  de  lat 
cabezas  de  partido  rendirán  sus  cuentea 
de  gastos  é  ingresos  ante  las  miamaa 
Juntaa  de  que  trata  la  disposición  9.\  y 
con  ta  censura  que  recaiga  se  remitirán 
el  día  31  de  Julio  á  la  aprobación  de  la 
Comisión  provincial». 

Visto  el  art.  S.o  del  Real  decreto  de  0 
de  Septiembre  de  1887,  que  prohibe  á  loe 
Gobernadores  promover  contieudae  de 
competencia  en  los  juicloe  criminales,  á 
no  ser  qne  el  castigo  del  delüo  ó  falta 
haya  sido  rt-servado  por  la  ley  á  los  fun- 
cionarios de  la  Adminietraeión,  ó  cuand- 
en  virtud  de  la  miama  ley  deba  decidirse 
por  la  Autoridad  administrativa  alguna 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fa- 
llo que  los  Tribunales  ordinarios  ó  espe- 
ciales hayan  de  pronunciar. 

Considerando: 

1.°  Que  la  presente  cuestión  de  com- 
petencia sé  ha  originado  en  la  causa  cri 
minal  incoada  con  motivos  de  hechoa 
que  resultaron  de  un  expediente  guber- 
nativo y  que  se  apreciaron  como  abuso» 
cometidos  en  la  distribución  del  presu- 
puesto de  gastos  carcelarios  del  partido 
judicial  de  Puebla  de  Sanabria. 

2.*  Que  el  examen  y  aprobación  de 
las  cuentas  correspondientes  á  los  ejer 
cicioB  de  ese  presupuesto  especial  de 
gastos  carcelarios  están  encomendadas 
por  la  ley  á  las  Autoridades  administra- 
tivas á  que  se  refieren  los  artículos  cita- 
dos del  Real  decreto  de  1 1  de  Marzo 
de  1886,  y  son  trámites  previos  indis- 
pensables para  poder  apreciar  si  se  ha 
cometido  ó  nó  el  delito  de  malversación 
de  caudales  públicos. 

8.0  Que  por  existir  una  cuestión  pre- 
via que  ha  de  ser  resuelta  por  la  Admi- 
nistración, y  de  la  cual  depende  el  falto 
que  los  Tribunales  ordinarios  hayan  de 
dictar,  se  está  en  uno  de  los  casos  en 
que,  por  excepción,  pueden  los  Goberna- 
dores promover  contiendas  de  c*ompeten 
cia  en  los  juicios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por 
el  Consejo  de  £8tado  en  pleno,  y  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros; 

£n  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
Don  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regen- 
te del  Reino, 
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Vengo  en  decidir  esta  competencia  á 
favor  de  la  Administración. 

Dado^n  Palaoiu  á  7  de  Junio  de  1896. 
María  Oai^TiNA.— El  Presidente  del  Con 
sejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del 
Ca$tilh.*   (QaceiaS   de  Janio  de  1896). 

Beal  deaeto  de  S  de  Diciembre  de  1895, 
estableciendo  que  las  reclamaciones  á 
que  dé  lugar  el  cobro  de  las  cuotas  con 
signadas  para  gastos  carcelarios  no  pue 
den  ser  sometidas  á  los  Tribunales  de 
justicia, 

(Fresideticia  del  Consejo  de  Ministros), 
«Kn  el  expediente  y  autos  de  competen- 
<ria  promovida  entre  el  Gobernador  civil 
d»  la  provincia  de  Sevilla  y  el  Jnez  mn- 
nioipal  de  Sanlácar  la  Mayor,  de  ios  cua- 
les resulta: 

Que  en  8  de  Agosto  del  aflo  último, 
D.  Antonio  Ramos  y  Medina  solicitó  del 
Juzgado  municipal  de  Sanlúcar  la  Mayor 
Ib  celebración  de  un  juicio  verbal  con 
1).  Eduardo  Pardo  y  Peres,  sobre  pago 
do  la  cantidad  de  180  pesetas  82  cénti- 
mos, que  por  su  orden, como  Alcalde  Pre- 
sidente del  Ayuntamiento  de  Carrlón  de 
los  Céspedes  y  por  cuenta  de  dicha  Cor- 
poración habia  pagado  en  la  Depositaría 
de  la  Cárcel  del  partido  por  el  cuarto  tri- 
mestre de  la  cuota  que  le  correspondió 
satisfacer  en  el  año  económico  anterior, 
y  cuya  carta  de  pago  obraba  en  su  poder: 

Que,  admitida  la  demanda,  se  ordenó 
la  celebración  de  la  comparecencia  que 
determina  el  art.  721  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  y  antes  de  que  se  ce- 
lebrara, el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia, á  instancia  de  D.  Eduardo  Pardo, 
y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial, 
requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  fun- 
dándose en  que  la  Real  orden  de  13  de 
Abril  de  1875  declara  obligación  de  todos 
los  Municipios  de  cada  partido  el  soste- 
nimiento de  la  Cárcel  del  mismo,  debien- 
do el  Ayuntamiento  de  la  cabeza  de  par- 
tido repartir  entre  todos  el  importe  de  los 
presupuestos, que  se  someterán  á  la  apro- 
bación <Ie  la  Autoridad  provincial,  sien- 
do ésta  la  encargada  de  exigir  el  pago  de 
sus  cuotas  á  los  demás  Ayuntamientos, 
y  de  apremiarlos  en  caso  necesario;  y  en 
que  el  débito  de  que  se  trata  es  una  obli- 
gación del  Municipio,  exigible  únicamen- 
te por  el  procedimiento  administrativo 
de  apremio;  ya  sea  el  deudor  el  Alcalde 
ó  el  Ayuntamiento,  y,  por  consiguiente, 
es  de  la  exclusiva  competencia  de  laAd- 
ministración  el  entender  en  las  reclama- 


ciones del  mismo  por  parte  del  Ayunta- 
miento ó  por  la  del  arrendatario  en  quien 
haya  subrogado  sus  derechos  para  ges- 
tionar la  cobranza' de  las  cuotas  corres- 
pondientes á  la  Cárcel  del  partido;  ei  Go- 
bernador citaba,  ademásrel  art.  152  de  la 
Ley  de  2  de  Octubre  de  1877,  y  la  Ina- 
trucción  de  12  de  Mayo  de  1888: 

Que,  tramitado  el  incidente,  el  Jues 
dictó  auto  declarándose  competente,  ale- 
gando que  la  acción  entablada  por  el  a¿*-* 
tor  naoía  del  contrato  de  mandato,  que 
afirma  recibió  del  Alcalde  de  Carrlón  de 
los  Céspedes  para  pagar  por  cuenta  de 
aquel  Ayuntamiento  á  la  Depositaría  de 
fondos  carcelarios  del  partido  la  cuota 
que  le  correspondía  por  el  cuarto  trimes- 
tre vencido  del  anterior  año  económico, 
y  que  dicha  acción  debía  ejercitarse  ante 
los  Tribunales  del  fuero  común,  y  que 
toda  cuestión  entre  partes,  cuya  cuantía 
no  exceda  de  250  pesetas,  es  de  la  exclu- 
siva competencia  de  los  Jueces  munici- 
pales, que  la  resolverán  en  juicio  verbal 
por  los  trámites  señalados  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  el  Juez  citaba  los 
arts.  270  y  838  de  la  Ley  Orgánica  del 
Poder  Judicial  y  el  715  de  la  Ley  de  Eb- 
juiciamiento  civil: 

Que  el  Gobernador,  de  acuenio  con  la 
Comisión  provincial,  insistió  en  el  requs- 
rimiento,  resultando  de  lo  expuesto  el 
presente  conflicto,  que  ha  seguido  aus 
trámites. 

Visto  el  art.  S.o  del  Real  decreto  de  11 
de  Marzo  de  1886,  que  dice:  <  El  sosteni- 
miento de  las  Cárceles  de  las  cabezas  de 
partido  es  obligatorio  á  todos  los  Muni- 
cipios comprendidos  en  el  mismo.» 

Visto  el  art.  5.o  del  mismo  Real  decre- 
to, segt)^  ei  cual,  «los  Alcaldes  de  las  ca- 
bezas de  partido  serán  los  encargados  de 
exigir  por  trimestres  vencidos  el  pago  de 
la  parte  de  contingente  que  haya  corres- 
pondido Á  los  demás  Ayuntamientos,  á 
quienes  podrán  apremiar,  caso  de  nece- 
sidad. Para  utilizar  la  vía  de  apremio  es 
condición  previa  é  indispensable  que  el 
Ayuntamiento  de  la  cabeza  de  partido 
esté  al  corriente  en  el  pago  de  su  cuota. 
Del  procedimiento  contra  los  Ayunta 
mientos  morosos  dará  cuenta  inmediata 
el  Alcalde  de  la  cabeza  de  partido  al  Go- 
bernador civil  de  la  provincia». 

Considerando: 

l.o  Que  la  presente  cuestión  de  com- 
petencia se  ha  originado  con  motivo  de 
la  reclamación  deducida  en  juicio  verbal 
por  el  arrendatario  de  la  recaudación  uel 
contingente   carcelario    del    partido   de 
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inlúcflr  la  Mayor  contra  el' A  leal  Je  de 
íarrión  de  los  Céspedes  sobre  pa^ro  de 
k  caota  qae  le  correspondió  satisfacer 
or  el  casrto  trimestre  del  año  económi- 

0  anterior. 

2.0  Que  el  débito  de  que  se  trata  es 
nn  obli^ción  del  Mnnicipio,  exigible 
niñamente  por  el  procedimiento  admí- 
istrativo  ele  apremio,  y  por  consi^uien- 
?^es  de  1a  ezclnsiva  competencia  de  la 
ilministración  el  entender  en  las  recla- 
lacíonas  del  Ayuntamiento  ó  del  arren- 
alario  en  quien  baya  subrogado  sus  de- 
^ebos  para  gestionar  la  cobranza  de  las 
notas  correspondientes  al  sostenimiento 
e  la  Cárcel  de  partido. 

Conformándome  con  lo  consultado  por 

1  Consejo  de  Keiado  en  pleno; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
)on  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regen- 
e  del  Reino. 

Vf*ngo  en  decidir  esta  competencia  á 
tvor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  8  de  Diciembre 
le  1896.  — MáRÍA  Cristina.— Kl  Preaiden- 
e  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cá- 
wvag  del  CanUllo  %  {Gaceta  de  7  de  D¡- 
iendire  de  1896). 


lüRisPRüDEKf'iA.—  Sentencia  de  14  de  Ju* 
nio  de  1892,  resolviendo  que  la  base 
adoptada  para  la  consignación  en  presu- 
puesto de  los  gastos  de  una  Cárcel  de  Au- 
diencia no  es  aplicable  á  presupuestos 
de  años  anteriores. 

{Tribunal  Contencioso  Adminisirativo), 
'Dumnte  la  tramitación  de  un  ezpe- 
üente  sobre  abon(»  de  gastos  carcelarios, 
la  Diputación  provincial  de  Barcelona, 
nriulió  al  Ministerio  de  la  Gobernación, 
iTtanifestando  que  se  babía  cometido 
c'Tor  al  apreciar  ciertos  extremos,  y  al 
examinar  el  Ministro  esta  reclamación 
notó  que  al  designar  la  proporción  de 
U«íitos  se  babfan  cometido  también  erro- 
res, por  partir  de  una  baae  falsa,  que  se 
aubaanaron  por  Real  orden  de  22  de 
Agosto  de  1887,  por  laque  se  dispuso 
Míe  la  Diputación  reclamante  tenía  que 
«l>onar  cierta  cantidad  aobre  la  que  ya 
lixbla  SHtisfecbo.  Contra  esta  Real  orden 
«Itídnjo  la  Diputación  provincial  de  B«r- 
^Hona  demanda,  que  no  estima  el  Tribu 
'•«1  ContenciosoAdministrativo,  absol- 
viendo de  ella  á  la  Administración  gene- 
TAl  del  EsUdo.  visto  el  art.  S.o  del  Real 
<lecreto  de  18  de  Abril  de  1875. 


Considerando  que  está  admitido  por  la 
Diputación  demant^nte  qn€  la  suma  to- 
tal de  gastos *de  Cárcel  de  Audiencia  y  de 
partido  de  Barcelona,  desde  1876-76 
á  1881  83,  ambos  inclusive,  es  lá  de  pe- 
setas 1.076.463,  que  es  la  que  fijó  en  so 
liquidación  la  Junta  de  Cárceles,  y  la 
cual  ha  servido  de  base  para  la  distriba- 
ción  becba  por  la  Real  orden  impugnada: 

Considerando  que,  aceptada  dicba  sa- 
ma, la  ónica  cuestión  que  es  preciso  re- 
solver consiste  en  determinar  qué  parte 
de  aquella  cantidad  corresponde  á  los 
gastos  de  Cárcel  de  partido  y  cuál^  los 
de  Cárcel  de  Audiencia,  dividiendo  esta 
última  entre  las  cuatro  provincias  cata- 
lanas: 

Considerando  que  en  el  presupuesto 
de  1876  70,  aprobado  por  Real  orden 
de  IS  de  Julio  de  T877,  se  consignó  para 
gastos  de  Cárcel  de  Audiencia  un  62,66 
por  100,  é  igual  proporción  resulta  en  loa 
cuatro  años  sucesivos,  cuyos  presupues- 
tos, si  bien  no  fueron  aprobados,  tampo- 
co pueden  boy  variarse  las  bases  de  la 
proporcionalidad  que  establecen,  porque 
el  Real  decreto  sentencia  de  9  de  Marzo 
de  1886  declaró  que  eran  justas,  y  que 
dirba  proporcionalidad  puede  únicamen- 
te establecerla  la  Dirección  correspon- 
diente <lel  Ministerio: 

Considerando  que  la  bHse  de  18,60 
por  100  para  gastos  de  la  Cárcel  de  An- 
diencia  adoptada  en  los  presupuestos  de 
los  años  de  1880  81  y  1881  8*2  en  virtud 
<lel  convenio  becbo  |>or  los  representan- 
tes de  las  DiputacioMes  catalanas  y  el 
Ayuntamiento  de  Barcelona,  en  cumpli- 
miento de  la  Real  orden  de  13  de  Diciem- 
bre Ue  1880,  no  puede  ser  aplicada  á  los 
presupuestos  anteriores,  puesto  que  para 
ello  venía  rigiendo  la  de  62,66  por  100 
desde  el  presupuesto  de  1876  76,  sin  opo- 
sición de  la  Diputación  «iemandante: 

Considerando  respecto  á  la  alegación 
del  actor  en  el  acta  de  las  vistas  que  no 
procede  resolver  en  cuanto  á  ella,  por  no 
íiaber  sido  becba  en  el  expediente  ante 
la  Administración  activH,  á  la  cual,  en 
todo  caeo,  correspondería  subsanar  los 
errores  de  cálculo  aritmético,  si  se  bicie- 
se  la  oportuna  reclamación: 

Visto  el  art.  8  o  del  Real  decreto  de  13 
le  Abril  de  1876,  que  dice:  «Para  el  sos- 
tenimiento de  las  Cárceles  de  las  capita- 
les donde  residen  las  Audiencias,  se  ob- 
servarán las  reglas  siguientes:  1.*  £1 
Ayuntamiento  cubrirá  los  gastos  corres- 
pondientes al  Depósito  municipal  y  á  la 
Cárcel  de  partido,  y  adelantará  los  reía- 
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tjlvot  á  ln  Cárcel  de  Audiencia,  iiiclutóii- 
dolos  todos  Qpino  gastos  obligatorios  en 
sa  presapoesto.  2>  %1  misnio  Ayanta- 
miento  formará  un  presupuesto  de  los 
gastos  que  origine  la  Cárcel  por  su  carao - 
ier  do  Cárcel  de  Audiencia,  elevándolo 
por  conducto  del  Gobernador  do  la  pro- 
vincia  á  la  aprobación  del  Ministerio  de 
Im  Gobernación.  S  *  La  Dirección  general 
de  Administración  del  mismo,  distribuirá 
proporcionalmente  entre  todas  las  pro- 
f  incías  r^m prendidas  en  el  territorio  de 
eada  Audiencia,  el  importe  de  dichos  gas- 
tos. 4>  Las  Diputaciones  provinciales  in- 
cluirán en  sus  prestfpnestos  como  gasto 
obligatorio  la  cuota  que  se  les  hubiere 
sefialado,  y  las  entregarán  por  trimestres 
anticipados  al  Ayuntamiento  en  cuyo  dis 
trito  municipal  exista  la  Cárcel >; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  ab- 
•olvemus  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nom- 
bre de  la  Diputación  provincial  de  Bar- 
celona, contra  la  Real  orden  de  22  de 
Agosto  de  1887,  la  cual  queda  firmo  y 
subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  in* 
sertará  en  la  Colección  legislativa,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.— Fé 
lix  García  Gomes.- Pedro  de  Madrazo. 
Ángel  María-  Dacarrete.— Dámaso  de 
Acha.— Candido  Martínez.— Juan  Facun 
do  Riafio.—  Cayo  I^ópest  (I). 


OoMicNTARto.— En  el  que  hicimos  al  ar- 
ticulo Cárcel  (tomo  I,  páginas  446  á  450), 
tratamos,  entre  otros  puntos,  del  relativo 
al  pago  lie  las  obligaciones  carcelarias  y 
de  la  dependencia  que  las  Cárceles  tie 
nen,  en  fl  orden  económico,  de  las  Cor 
poracioiies  locales,  atribuyendo  á  tal  de- 
pendencia la  cansa  principal  del  mal  es- 
tado en  que  dichos  Establecimientos  se 
encuentran  y  del  de8conci*irto  reinante 
en  los  servicios.  Gn  ligero  examen  de  la 
legislación  inserta  en  el  presente  artículo, 
más  y  más  robustece  nuestra  modesta 
opinión,  resultando  de  todo  ello  que,  por 
abandono  nnas  veces,  por  negligencia  ó 
por  equivocada  interpretación  de  las  dis 
posiciones  vigentes  otras,  es  en  extremo 
lamentable  la  situación  actual  de  los  ser 
vicios  carcelarios,  que  con  tanta  urgencia 


(I)    Tomtmos  lo  inserto  del  Diccionario  de 
¡a  ÁdmÍHÍstraci'ón  española^  de  Alcobilia. 


como  necesidad  demandan  ana  aeertadi^ 
reforma. 

Más  por  cálculo  y  por  deseo  de  dismi- 
nuir la  cifra  de  gastos  en  el.  presopuesto* 
del  Estado,  que  por  razones  de  orden  ju- 
rídico, se  dispuso  en  1886  que  los  sen- 
tenciados á  prisión  correccional  cumplie- 
ran sus  condenas  en  las  Cárceles  de  Au- 
diencia (1).  Hasta  entonces  las  habían 
cumplido  y  cumpliéndolas  venían  en  lo» 
Presidios,  y  á  cargo  del  presnpuesto  del 
Estado  corrían  la  maputención,  vestido- 
y  demás  atenciones  de  los  penados  co- 
rreccionales. Cierto  que  el  Código  penaU 
en  8U  art.  116  (tomo  I.  pág.  624),  precep* 
tüa  que  la  prisión  correccional  se  extin- 
ga dentro  del  territorio  de  la  Audiencia 
que  la  impone,  y,  bajo  este  punto  de  vis- 
ta, el  precepto  de  la  ley  se  cumple.  Ma» 
ni  de  la  letra  ni  del  espíritu  del  artícnlo 
se  deduce  que  haya  de  cumplirse  en  la 
Cárcel,  donde  ae  cumple  el  arresto  y  don- 
de se  hallan  los  sujetos  á  prisión  pre- 
ventiva. No  cabe  duda,  que  el  legiskdor 
quiso  que  esta  pena  se  cmupliera  dentro 
del  territorio  del  Tribunal  que  la  impo- 
nía; pero  en  Eatableci miento  adecuado; 
en  un  Establecimiento  penal,  no  en  uno 
de  carácter  carcelario.  De  esto  son  prue- 
ba clara  las  mismas  palabras  que  el  Có- 
digo emplea.  Al  tratar  de  la  prisión,  di 
ce  que  se  cumplirán  en  Establecimien 
tos  destinados  para  ello,— lo  mismo  qpje 
dice  al  tratar  del  presidio  y  de  la  reclu- 
sión—que se  han  extinguido  y  se  extin- 
guen en  los  Establecimientos  penates. 
En  cambio,  al  ocuparse  del  arresto  ma- 
yor, emplea  la  palabra  crasa  pública» 
para  diferenciarla  del  Establecimiento 
penal  ó  presidial.  Así,  pues,  entendemos 
que,  si  se  cumple  lo  mandado  en  el  Có- 
digo respecto  al  punto  de  extinción  de  la 
condena,  no  ocurre  lo  mismo  en  lo  que  á 
la  índole  y  carácter  del  Establecimiento 
respecta,  que  segón  nuestra  opinión,  es 
lo  más  importante,  por  la  diferencia  de  ré 
gimen  y  tratamiento  que  existe  entre  la 
Cárcel  y  el  Presidio. 

Dedúcese,  sí,  quu  el  legislador  aspir.i- 
ba  á  que  en  el  territorio  de  cada  Audien- 
cia hubiera  un  Establecimiento  adecun- 
do;  pero  ni  lé  había  entonces, *al  promul- 
garse el  Código,  ni  le  hay  ahora.  Por  eso 
desde  entonces  hasta  la  publicación  del 
Real  decreto  citado,  la  pena  de  referen- 
cia se  ha  cumplido  en  los  Presidios.  Des- 


(1)    Real  decreto  de  15  de  Abril  de  1886, 
tomo  I,  págs.  262  y  268. 


Digitized  by 


Google 


GAS 


—  487  — 


GAS 


le  eéta  última  fecha  fte  CBiuple  en  ka 
)árcelea.  Ni  en  uno  ni  en  otro  caao  ae  da 
za€to  oamplimienlo  al  precepto  legal, 
r  ya  que  por  falta  de  edifleios  hay  qae 
•piar  por  elegir,  ó  el  Presidio,  annque  ae 
lalle  faem  del  territoriq  de  la  Audiencia, 
!Oino  antea  ae  bacía,  ó  la  Oároel,  que  no 
m  el  Eatablecimiento  adecuado,  como  ae 
tace  ahora,  noa  parece  mejor  io  primero 
toe  lo  aegundo,  por  rasonea  de  régimen 
r  de  tratamiento  penitenciario  á  que 
lebe  estar  aujeto  el  penado  correccional. 
A  laa  oonaideraciones  de  carácter  jurí- 
lico-|>eDhenciario  que  preceden,  vamoa 
i  af&adir  laa  que  noa  sugiere  la  materia, 
t>iijo  el  punto  de  vista  adminiatrativo  y 
»cottémico. 

Antea  de  ahora  hemos  dicho,  y  opor- 
tuno creemos  repetirlo  aquí,  que  las  Car- 
eelea,  aaí  como  loa  Penales,  deben  depen* 
(1er  en  todas  susvmanifestacionea  del  Ea- 
t«d<^  Esto  sucede  en  los  países  más  ade- 
lantados y  en  todoa  aquellos  que  se  preo- 
cupan de  ios  problemaa  penitenciar  toa  y 
carcelarioa.  En  Bélgica,  Francia,  Inglate- 
TTs,  etc.,  las  Cárceles  dependen,  y  de  un 
modo  directo  se  liallan  sometidas  á  la 
Administración  Central,  tanto  en  lo  que 
i  funcionarios  concierne  como  en  lo  que 
á  reclusos  y  servicios  atafie.  Por  no  pro- 
ceder aaí  en  España,  ea  tan  deplorable, 
según  decíamos  antes,  la  situación  de 
estos  Establecimientos.  Por  eso,  por  ha- 
ber dejado,  ó  para  expresarnos  con  más 
exactitud,  por  haber  abandonado  la  Ad- 
ministración central  á  las  Corporacionea 
locales  esta  claae  de  servicios,  que  son 
integrales  á  la  función  jurídica  del  Esta- 
do, han  surgido  y  surgen  reclamaciones 
como  las  que  dejamos  transcritas,  recia- 
•naciones  fundadas  en  un  interés  pura 
mente  económico,  reclamacionea  que,  por 
la  lentitud  con  que  ae  trandtan  y  por  la 
variedad  de  entidades  que  de  ellas  cono- 
cen, sólo  producen  dificultades  y  pertur- 
bación en  los  citadoa  aervicios.  Se  lia  que- 
rido garantir  la  Administración  de  las  Car 
celes  aumentando  el  número  de  organis- 
u^osqne  deben  en  ellas  intervenir,  y  sólo 
se  ha  logrado  producir  mnyor  confusión 
<)Qe  la  que  antea  existía.  Y  nara  asuntos 
deescaaa  importancia,  bajo  el  punto  de 
vista  material,  ha  sido  preciso  que  funcio- 
nen, según   se  ve  en   la  reclamación  d»l 
Ayantaroiento  de  Badajoz,  por  ejemplo, 
^1  Ayantamiento  de  eata   capital,  repre- 
sentido  por  el  Alcalde,  el  Gobernador  ci- 
vil, la  Comisión  provincial,  la  Junta  de 
^rísionea,la  Dirección  de  Penales,  laa  Sec- 
ciones respectivas.del  Consejo  de  Estado 


y  dos  Departamentos  miniateriales,  améa 
de  las  solicitudes  hechas  y  resistencias 
presentadas  por  los  Ayuntamientos  de  la 
provincia,  interesados  en  las  obligacio- 
nes carcelarias  en  litigio.  De  este  modo, 
con  tales  complicaciones,  no  es  posible 
que  exista  una  adminiatración  ordenada 
y  diligente. 

Se  manda  que  loa  gastos  de  manuten- 
ción que  loa  recluaoa  pobrea  originen, 
sean  satiafechos  por  loa  municipios,  en 
tanto  que  dichos  reclusos  se  hallen  en 
aituación  de  procesadoa,  y  por  laa  Dípo- 
tacionea  cuando  el  aumario  termine  y 
los  presos  sean  puestos  á  disposición  de 
laa  Audiencias.  Y  esto,  que  aparece  con 
cierta  lógica  y  ea  fácil  conaignarlo  en 
una  disposición,  resulta  poco  menoa  que 
impoaible  de  realizar  en  la  práctica.  Sa- 
bido ea,  que  en  casi  todas  las  capitalea  de 
provincia,  que  es  donde  las  Audiencias 
radican,  se  hallan  en  un  miamo  edificio 
la  Cárcel  de  partido  jrla  de  Audiencia,  y 
nt>  se  encuentran  separadoa  los  sujetos  á 
proceso,  que  á  una  y  á  otro  pertenecen, 
por  carencia  de  locaiea.  Y  como  ni  en  las 
Diputaciones  ni  en  las  Cárceles  se  sabe 
con  la  debida  oportunidad  la  fecha  en 
que  el  sumario  termina,  pues  para  esto 
es  preciso  que  el  Juzgado  lo  manifieate,  y 
generalmente  no  lo  hace,  se  ignora. basta 
cuándo  un  recluso  debe  ser  mantenido 
por  el  Ayuntamiento  y  desde  cuándo 
debe  serlo  por  la  Diputación.  Aun  en  el 
caao  en  que  ae  obligara  á  los  Jueces  á 
dar  puntual  conocimiento  de  la  termina- 
ción de  loa  sumarioa,  no  sería  hacedero 
cargar  con  exactitud  á  la  Diputación 
provincial  laa  eStanciaa  de  loa  procesados 
puestos  á  disposición  de  la  Audiencia, 
deade  el  mismo  día  en  que  eato  aucedie- 
se,  sobre  todo  en  una  Cárcel  de  crecidn 
población  reclusa,  que  encierra  process- 
dos  sujetos  á  sumario,  procesados  á  dis- 
posición de  la  Audiencia  y  penados. 

Bien  se  comprende,  por  otra  parte,  ía 
profuaión  de  documentos  y  justificantes 
para  llevar  una  contabilidad  ajustada  es- 
trictamente á  las  disposiciones  que  en 
esta  materia  rigen,  y  lo  complicada  que 
tal  contabilidad  aería.  A  esto  hay  que 
afiadir,  que  la  mayor  parte  de  las  Diputa- 
oionea  demoran  el  pago  de  laa  obligacio- 
nea  carcelarias,  demora  que  en  no  pocos 
casos  tiene  caracterea  de  punible  y  que 
siempre  viene  á  dificultar  y  á  entorpecer 
máa  y  máa  la  marcha  administrativa. 

Por  todo  esto,  y  para  aalvar  inconve- 
nientea  talea,  auele  prescindirse  de  lo 
preceptuado  y  amoldarse  á  las  exigen- 
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ciaa  de  la  realidad,  estableciendo  una 
proporción  entre  ios  gastos  de  la  Cárcel 
de  partido  y  los  de  la  de  Audiencia  según 
el  contingente  recluso  de  una  y  otra.  £n 
Madrid,  por  ejemplo,  el  Ayuntamien- 
to satisface  las  dos  terceras  partes  del 
gasto  total  de  la  Prisión,  y  las  Diputacio- 
nes (Madrid,  Avila,  Toledo  y  Segovia, 
obligadas  á  pagar  los  gastos  de  la  Cárcel 
de  Audiencia),  abonan,  aunque  con  cen- 
surable y  perjudicial  retraso,  el  tercio 
restante. 

Semejante  orden  de  cosas  no  debe 
continuar,  y  para  lograrlo  y  evitar  loe 
dafíos  que  produce,  la  misma  naturaleza 
de  esta  clase  de  servicios,  la  necesidad  de 
que  todos  los  procesados  reciban  el  con- 
veniente tratamiento  qne  la  justicia  de- 
manda y  la  necesidad  también  de  que  el 
régimen  carcelario  salga  del  lamentable 
estado  en  que  se  encuentra,  todo  pide  á 
una  que  las  Cárceles  dependan  del  Esta 
do  en  todas  sus  manifestaciones,  así  en 
'lo  que  tocaá  régimen  y  disciplina,  cotiTo 
en  lo  que  afecta  al  orden  administrativo 
y  económico. 


GASTOS  PÚBLICOS.— Los  que  bace 
el  Estado  para  el  cumplimiento  de  sus 
propios  fines  y  para  el  ejercicio  de  su  tu 
tela  en  favor  de  la  Nación,  la  provincia  y 
el  municipio. 

Los  gastos  públicos,  según  el  criterio 
de  un  ilustrado  escritor,  se  dividen  en 
generales  y  especiales. 

Son  generales  los  que  se  refieren  á  la 
dotación  del  Jefe  del  Estado,  á  las  Cor 
tes,  al  Gobierno,  á  la  fuerza  pública,  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  á  la  re- 
presentación en  el  extranjero.  Son  espe- 
ciales los  de  la  Administración  de  justi- 
cia y  servicio  de  seguridad,  los  del  culto 
ó  religión  del  Estado,  lA  beneficencia, 
las  Bellas  Artes,  los  del  orden  económi- 
co (acufiación  de  moneda),  construcción 
de  saminos,  explotación  de  minas,  etcé- 
tera; los  referentes  á  la  Administración 
de  la  Hacienda  y  los  de  la  Deuda  pú  • 
blica. 

«El  cumplimiento  del  fin  jurídico  en 
la  parte  que  esencial  y  directamente  iu 
cumbe  al  Estado—dice  el  autor  aludido^ 
requiere  el  sostenimiento  de  Magistrados 
y  Tribunales  dotados  con  la  amplitud 
conveniente  para  asegurar  su  indepen- 
dencia y  su  prestigio.  Estos  Tribunales 
necesitan  numerosos  auxiliares  y  una 
aerza  pública  distinta  de  la  general  del 


Estado,  que  favorezca  sus  investigacio- 
nes y  garantice  sos  fallos.  La  institución 
de  la  Policía  judicial  es  tan  delicada  y  di- 
fícil de  establecer,  como  es  interesante 
para  lograr  la  eficacia  de  las  leyes.  La 
Administración  fie  Justicia  supone,  por 
último,  la  existencia  de  Establecimíenloa 
penitenciarios,  organizados  de  tal  mane- 
ra, que  la  pena  no  resulta  una  crueldad 
inútil,  sino  un  remedio  á  propósito  para 
la  corrección  del  delincuente»  (I). 

Los  Magistrados  y  los  Tribunales,  la 
Policía  judicial  y  los  Establecimientos 
penitenciarios,  forman  parte  integrante 
y  necesaria  de  la  Administración  dejns- 
lícia,  según  el  criterio  del  escritor  citado, 
con  el  cual  se  conforman  todos  los  que 
tratan  de  esta  clase  de  problemas  y  coin- 
cide también  nuestra  modesta  opinión». 

Creemos  que  en  los  Establecimientos 
penitenciarios,  incluye á  los  carcelarios  y 
al  personal  que  en  unos  y  otros  funciona. 
Magistrados  y  Tribunales,  policía  y  JSs- 
tablecimientos  penitenciarios,  del  Estado 
dependen,  el  Estado  los  sostiene  y  en  sus 
presupuestos  incluye  los  gastos  necesa- 
rios para  su  funcionamiento.  Pero  no 
ocurre  así  con  los  Establecimientos  car- 
celarios y  su  personal.  Dependen  los 
unos  y  el  otro  de  las  Corporaciones  loca- 
les, con  lo  cual,  á  más  de  sacarlos  de  sn 
esfera  propia,  y  hacer  el  Estado  dejación 
ó  abandono  de  un  fin  que  le  es  esencial, 
del  fin  jurídico,  en  la  parte  que  á  las  Cár- 
celes toca  cuhiplir,  se  causa  un  dafio  ma- 
nifiesto á  la  justicia  (2). 


GOBERNADOR  CIYIL. -- AutoHdad 
superior  de  la  respectiva  provincia,  á 
la  cual  encomienda  la  Ley  el  régimen  y 
administración  de  la  misma. 

Tienen  los  Gobernadores  civiles  un  do- 
ble carácter:  son  delegados  y  representan- 
tes directos  del  Poder  central,  y  Jefes  su- 
periores de  la  Administración  local. 

Dada  la  importancia  de  los  cargos  con- 
fiados á  estos  funcionarios,  oportuno 
creemos  consignar  los  diferentes  nom- 
bres con  que  se  les  ha  designado,  nombres 
con  que  figuran  en  distintas  disposiciones 
insertas  en  el  presente  Diooiohasio.  y  con 
cuyos  nombres  han  desempeñado  sus 
funciones  en  los  Establecimientos  pena- 


(1)  Piernas,  Hacienda  pública,  tomo  I,  pá- 
gina 167. 

(2)  Véanse  Comentsrios  i  los  artíeulos 
Cárcel  y  Oast#B  eareelarlas. 
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les  y  Cárceles.  Iiiiendeiitee  de  provincia 
M  llftmsTon  en  tiempo  de  Felipe  V,  y  por 
la  Ordeoansa  de  1718,  ee  les  encomendó 
la  gestión  d^  los  intereses  económicos  y 
el  foiBeoto  de  la  agricnltara,  de  la  indcs- 
tría  ydeleomercio.  En  1749,  Fernando  VI 
cambió  el  nombre  de  Intendentes  de 
provincia  por  et  de  Intendentes  corregi- 
dores, atríbnyéndoles  el  conocimiento  de 
los  asuntos  políticos  de  la  capital  respec- 
tiva y  de  las  cuestiones  de  jasticia,  puli- 
óla, Hacienda  y  Querrá,  hasta  que  en  1766 
se  dividió  el  cargo  en  dos,  dejando  á  los 
Intendentes  lo  relativo  á  la  parte  econó- 
mica y  confiriendo  á  los  Corregidores  lo 
concerniente  á  Justicia  y  policía,  fin  la 
Constitnción  de  18 12  se  separaron  las  fon 
clones  judiciales  de  las  administrativas  y 
se  establecieron  los  Jefes  Superiores  de 
provincias.  En  1818,  tomaron  el  nombre 
de  Jefes  políticos;  creado  el  Ministerio  de 
Fomento  en  1832,  en  1888  se  le  designó 
con  el  de  Delegados  de  Fomento;  cam- 
biando más  tarde  el  nombre  de  dicho  Mi- 
nisterio por  el  de  Secretaría  de  Estado  y 
Despacho  del  Interior,  se  denominó  á  los 
funcionarios  de  que  tratamos  Goberna- 
dores civiles  de  las  provincias,  cuyo  nom- 
bre conservan  desde  1849. 

Lo  relativo  á  su  nombramiento,  atribu- 
ciones y  deberes,  autoridad  y  responsa 
bilidadee,  se  halla  preceptuado  en  la  Ley 
Provincial  de  29  de  Agosto  de  1882,  que 
inserta  queda  en  las  págs.  46  á  63  de 
este  tomo,  especiaiinente  en  el  título  II, 
capítulos  II.  III  y  IV. 

£1  sueldo  de  los  Gobernadores  se  de- 
termina en  el  Real  decreto  de  S  de  No- 
viembre de   1888,  siendo  como  sigue: 

cArt.  l.o  £1  Cuerpo  de  Administra- 
ción civil,  destinado  á  los  Gobiernos  de 
provincias,  se  compondrá,  como  en  la  ac- 
tualidad, de  810  individuos,  clasificados 
de  la  siguiente  manera: 

Un  Gobernador  para  Madrid  á  15.000 
pesetas. 

Cuarenta  y  ocho  Gobernadores,  á  lO.OOU 
ídem. 

Dn  Secretario  del  Gobierno  de  Madrid 
á  10.000  id...»  (Gaceta  de  4  de  Noviembre 
de  1888) 

£1  Gobernador  de  Madrid  tiene  trata 
miento  de  Excelencia  y  los  de  las  demás 
provincias,  de  Sefioría.  La  categoría  del 
primero  es  especial  y  mnyor  que  la  d» 
Jefe  Superior  de  Administración.  La  de 
los  demás,  es  de  Jefe  de  Adniinistrarión 
de  primera  clase,  segón  lo  establecido  en 
el  Real  decreto  de  18  de  Junio  de   1862. 


En  el  mismo  Real  decreto,  se  determina 
el  uniforme  que  banda  usar»  Tienen  como 
distintivos  f^a  de  cachemir^  verde  oscu- 
ro y  bastón  de  cafia  de  indias  con  pufio 
de  oro  y  borlas  verdes. 

El  art.  22  de  la  citada  ley  faculta  á  los 
Gobernadores  para  imponer  multas  bas- 
ta de  600  pesetas,  y  en  defecto  de  paga, 
pueden  decretar  el  arresto  por  tiempo 
que  no  exceda  de  16  días  (1). 

Los  Gobernadores  civiles  eran  Jefes 
superiores  de  las  Prisiones  y  Presidentes 
de  sus  Juntas  económicas,  segón  la  Or- 
denanza de  Presidios  y  disposiciones 
posteriores;  los  que  concedían  permiso  á 
los  reclusos  para  contraer  matrimonio, 
expedían  las  licencias  á  los  cumplidos, 
etcétera.  Pero  creadas  las  Juntas  locales 
de  Prisiones  en  1888,  las  atribuciones  de 
los  Gobernadores  pasaron  á  los  Presiden- 
tes de  estas  Juntas  (Presidentes  de  Au- 
diencias y  Jueces  de  instrucción),  que- 
dándoles sólo  las  relativas  á  conducción 

I  de  penados  y  presos  y  las  concernientes 
á  orden  público,  en  conformidad  al  Real 

j   decreto  orgánico  y  Reglamento  de  dichas 
Juntas  y  á  las  circulares  telegráficas  que 

I   insertamos  en  el  1. 1,  pág.  34  y  86  (2). 


GOBIERNO.— El  conjunto  de  organis- 
mos destinados  á  regir  el  cuerpo  político 
Nación.  Otras  varias  acepciones  se  dan  á 
esta  palabra,  cuyo  análisis  saldría  del 
objeto  y  límites  de  este  DiouioNAitio. 


GOBIERNO  DE  LA  PLAZA  DE  CEU- 
TA.-Por  el  carácter  de  nuestro  Diocio- 
KASio  y  por  la  importancia  que  bajo  el 
punto  de  vista  administrativo  peniten- 
ciario tiene  la  plaza  de  Ceuta,  oportuno 
creemos  insertar  aquí  las  disposiciones 
que  siguen: 

Real  decreto  de  4  de  Febrero  de  1889,  des- 
lindando las  atribuciones  y  factUtades 
del  Comandante  general  de  Ceuta  y  del 
QoberfMdor  civil  de  Cádiz  respecto  a  las 
autoridades  gubernativas  de  laplaza^  en 


(1)  Vé»8e  ¡krr^Hia  irabemallvo,  to- 
mo I,  pega  81  y  82  j  Coméniwio^  pags.  84 
y  85. 

(2)  Véate  €«n«ÍHeclon  die  peaados  y 


r.. 


'••o«,  tomo!,  paga    ^r¿l  k  136  y  Jaota» 


cales  de  Prisiones. 
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confotfnidad  á  la  Con$titHción,  á  la  Ley 
Mmiicipal  y  ala  de  Orden  público. 

En  el  conflicto  de  atribacionee  ftuscita- 
do  entre  el  Comandante  general  de  la 
plfisa  de  Ceuta  y  el  Qoberpador  civil  de 
la  provincia  de  Cádiz,  soatenido  después 
por  Ids  Ministerios  de  la  Guerra  y  de  la 
Gobernación,  con  motivo  de  la  suspen- 
sión del  Alcalde  de  aquella  plaza,  decre- 
tada por  el  Gobernador  en  providencia 
de  16  de  Junio  de  1887,  el  Consejo  de 
Estado  en  pleno  ha  emitido  el  siguiente 
dictamen: 

Resulta  de  los  antecedentes: 

Que  en  26  de  Mayo  último  el  Alcalde 
de  Ceuta  dirigió  una  comunicación  al  Go 
bernador  civil,  manifestándole  qne^  en 
vista  de  la  oposición  pasiva  y  sistemáti- 
«a  con  qne  por  parte  del  Secretario  del 
Ayuntamiento  se  procedía,  y  de  que  ha- 
bían sido  inútiles  cuantas  excitaciones, 
amonestaciones  y  consejos  le  había  diri- 
gido para  el  más  exacto  cumplimiento  de 
los  deberes  de  su  cargo,  por  cuya  negli  • 
genoia  se  seguían  perjuicios  al  servicio 
público,  usando  de  las  facultades  que  le 
concedía  el  artículo  124  de  la  Ley  Munici- 
pal (1)^  había  suspendido  á  dicho  Secreta 
rio  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

En  27  del  propio  mes  se  dirigieron 
también  á  dicha  Autoridad  doce  conce- 
jales del  referido  Ayuntamiento,  expo 
niendo  qne  en  la  sesión  celebrada  el  día 
24  el  Alcalde  propuso  la  destitución  del 
Secretario;  mas  como  la  Corporación  no 
tenía  conocimiento  alguno  de  que  éste 
hubiera  faltado  á  sus  deberes,  votó  por 
unanimidad,  según  certificación  que  se 
acompafia,  que  se  instruyera  expediente, 
y  después  de  oir  al  interesado  se  resol 
vería  en  justicia. 

Viene  también  unido,  al  que  es  objeto 
de  este  informe,  un  certificado  expedida 
por  el  Secretario  accidental  y  visado  por 
el  Alcalde,  en  qne  se  hace  constar  que 
en  la  sesión  celebrada  en  31  del  referido 
Mayo  se  dio  lectura  del  formado  al  Sk 
cretario  suspenso,  en  el  que  se  proponía 
su  destitución  en  vista  de  los  cargos  que 
contra  él  resultaban;  mas  habiendo  sido 
discutido  el  asunto  y  puesto  á  votación, 
fué  desestimada  la  propuesta  por  diez, 
votos  contra  cuatro. 

En  6  de  Junio  siguiente  el  Gobernador 
de  la  provincia,  vista  la  comunicación 
que  en  26  del  anterior  le  dirigió  el  Alcalde 
y  la  instancia  de  la  mayoría  de  los  con 


(1)     Tumo  I,  pág.  135. 


cejales,  resolvió  ordenar  A  aquél  qae,  4 
la  brevedad  posible,  remitiera  el  expe- 
diente de  suspensión  del  Secretario, 
apercibiéndole  para  que  en.  lo  sucesivo 
no  se  extralimitase  en  el  aso  de  eos  fa« 
cuitados  y  se  atuviese  á  lo  dispuesto  en 
la  ley;  mas  como  en  18  del  expresado 
mes  no  había  el  Alcalde  remitido  el  ex* 
pediente,  á  pesar  de  haber  habido  tiem- 
po suñciente  para  hacerlo,  le  impuso  la 
mulu  de  126  pesetas. 

Por  su  parte,  los  concejales  elevaron 
en  6  del  repetido  mes  de  Junio  una  ins- 
tancia al  Gobernador  de  Cádis,  expo- 
niéndote que,  no  habiendo  sido  convoca- 
dos por  el  Alcalde  Presidente  de  la  Cor- 
poración para  la  sesión  extraordinaria 
que  dispone  el  art.  87  de  la  l^y  Electo- 
raly  declinaban  su  responsabilidad  en  el 
asunto. 

En  su  virtud  el  Gobernador,  conside- 
rando que  de  ser  cierto  el  hecho  consti- 
tuía una  gravísima  infracción  de  ley,  ya 
que  en  Circulares  insertas  en  los  Boleti* 
nea  ofici'Uea  números  106  y  124  había  re- 
cordado el  cumplimiento  del  indicado 
precepto  legal,  ordenó  al  Alcalde  el  día  8 
siguiente,  que  á  vuelta  de  correo  le  diera 
noticia  de  lo  sucedido  y  le  remitiera  cer- 
tificado del  acta  de  la  sesión  que  había 
debido  celebrarse,  así  como  relación  no- 
minal de  los  concejales  que  hubieran  de 
constituir  el  Ayuntamiento  en  1  o  de 
Julio. 

Sin  embargo,  de  existir  en  el  expedien- 
te una  comunicación  del  Alcalde,  dirigí 
da  al  Gobernador  con  fecha  6,  á  la  que 
se  acompafiaba  la  relación  nominal  de 
los  concejales  que  habían  de  formar  el 
Ayuntamiento  el  l.o  de  Julio,  existe  tam- 
bién una  instancia  de  tres  electores  ele- 
vada á  la  misma  Autoridad  en  18  del  re- 
petido Junio,  en  que  después  de  manifes- 
tar qne  se  ha  faltado  á  lo  terminante- 
mente dispuesto  en  el  referido  art.  67  de 
la  Ley  Electoral,  dejando  de  celebrara» 
la  sesión  extraordinaria  que  debió  tener 
lugar  el  día  l.o,  y  siendo  éste  uno  de  lo» 
casos  de  nulidad  que  sefiala  la  Real  or- 
den de  18  de  Noviembre  de  1879,  supli- 
caban que  se  remitieran  los  antecedentes 
á  la  Comisión  provincial,  á  fin  de  que  de- 
clarase la  nulidad  de  las  últimas  elec- 
ciones. 

En  su  virtud,  el  Gobernador  resolvió 
en  16  de  Junio  suspender  en  el  ejercicio 
del  cargo  al  Alcalde  de  Ceuta,  y  pasar  «1 
tanto  de  culpa  á  los  Tribunales,  dando 
conocimiento  de  su  resolución  al  Coman- 
dante general  de  Ceuta. 
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Este,  en  19  del  propio  mea,  manifestó 
ñ\  Qobernador  que,  dadas  las  facitltades 
qne  ie  estaban  confeHdas  como  Coman- 
dante general  de  la  plata  de  Ceuta  y  Gt> 
hernador  civil  de  la  misma,  había  tenido 
por  conveniente  no  dar  cumplimiento  á 
so  providencia,  paes  en  so  opinión  debía 
proceder  el  Gobernador  de  CAdis,  «mi 
vlrtnd  de  falsos  informes,  disponiendo, 
por  el  contrario,  qae  el  Alcalde  continua- 
se al  frente  del  Aynntamienta,  como  úni- 
ca persena  de  su  confhínsa,  capas  de  se 
candar  sus  planes  y  todo  lo  que  se  reía 
cione  con  el  sostenimiento  del  orden  pó 
btico,  de  lo  cnal  daba  parte  con  la  misma 
fecha  al  Gobierno  de  8.  M.,  afiadiendo 
en  otra  comunicación  del  día  siguiente, 
que  en  vista  de  lo  prevenido  en  la  Real 
orden  de  17  de  Febrero  de  1844,  expedi- 
da por  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
confirmada  por  otras  posteriores,  había 
ordenado  el  Alcalde,  que  cuando  tuviera 
que  entenderse  con  el  Gobernador  de 
Cádiz  lo  veri 6case  precisamente  por  su 
conducto,  y  que  no  cumplimente  ninguna 
disposición  del  Gobernador  civil  que  no 
sea  trasladada  por  su  autoridad,  como 
inmediato  superior  <le  dicho  Alcalde, 
como  de  todos  los  funcionarios  con  des- 
tino en  la  pinia  de  Ceuta,  según  mani 
festó  á  aquella  Autoridad  en  telegrama 
de  81  de  Marzo  último,  con  motivo  del 
que  dirigía  al  Director  general  de  Sani 
dad  marítima  por  conducto  del  de  Al 
geciras. 

Hallándose  el  expediente  en  el  Conse- 
jo,.0e  lia  servido  V.  E.  remitir  por  Real 
orden  de  8  del  actual,  para  que  este  Con 
sejo  los  tuviera  presentes  al  emitir  su 
informe,  una  comunicación  del  Ministro 
de  la  Guerra  trasladando  otra  del  Co 
mandante  general  de  Ceuta,  acompafiada 
de  una  certificación  del  expediente  ína 
truído  al  Secretario  suspenso,  en  la  qn» 
constan  las  faltas  cometidas  por  éste  en 
el  ejercicio  de  su  cargo,  y  las  diligencias 
practicadas  por  la  jurisdicción  militar,  A 
cuyo  conocimiento  sometió  aquéllas  el 
Alcalde. 

Mas  como  no  se  trata  ahora  de  los  mo- 
tivos justos  ó  injustos  que  aconsejaran 
no  sólo  la  Bue|>ensión  del  Secretario  ni 
fia  destitución,  sino  sí  únicamente  de  loa 
hechos  de  desobediencia  á  las  órdenes 
superiores  cometidas  por  el  Alcalde  y  á 
laa  faltas  del  cumplimientode  los  precep- 
tos legales,  causas  fundamentales  de  su 
suspensión,  decretada  por  el  Gobernador 
civil  d^  Cádiz,  omite  el  Consejo  ocuparse 
del  contenido  de  dicho  documento. 


£1  Consejo  considera  jasta  y  acertada 
la  providencia  del  Gobernador  civil  de 
Cádií,  pues  si  bien  el  Alcalde  de  Ceuta, 
D.  Enrique  García,  le  dio  cuenta  de  la 
suspensión  del  Secretario,  D.  Guillermo 
Gomales  NoveUes,  que  había  llevado  á 
efecto,  en  uso  de  las  atribuciones  que  le 
confiere  el  art.  1 28  de  la  Ley  Municipal  (I ), 
no  consta  que  ésta  fuera  documentadla, 
se{^ún  se  previene  en  el  mismo  artículo, 
ni  qae  se  formara  el  oportuno  expedien- 
te, ni  se  oyera  al  interesado,  como  había 
acordado  por  unanimidad  el  Ayuntamien 
to,  al  proponer  el  referido  Alcalde  la  des 
titución  de  aquel  funcionario,  sino  que, 
desatendiendo  dicho  acuerdo,  sometió  al 
Juigado  los  hechos  que  estimó  constitu 
ti  vos  de  delito,  sin  contar  para  nada  con 
el  Gobernador  civil,  su  superior  jerár- 
quico, cuya  Autoridad,  en  vista  de  todo, 
pidió  al  Alcalde  el  expediente  de  suspen- 
sión, y  le  apercibió  para  que  en  lo  suce- 
sivo no  se  extralimitase  en  el  uso  de  sus 
facultades,  y  se  atemperase  á  las  pres 
cripciones  de  la  Ley  Municipal  y  á  las 
órdenes  emanadas  del  Gobernador  civil: 
que  no  siendo  obedecida  tampoco, á  pesar 
del  expresado  apercibimiento,  impuso  al 
Alcalde  la  multa  que  creyó  conveniente, 
á  tenor  del  art  184  de  dicha  ley  (2);  y  co- 
mo, á  pesar  de  estas  correcciones,  el  A  tea  I- 
de  no  sólo  continuó  desobedeciendo  la» 
órdenes  superiores, sino  que  cometióade- 
más  una  infracción  legal  gravísima,  cual 
fué  la  falta  de  cumplimiento  del  art.  87 
de  la  Ley  Electoral,  que  determina  que 
en  \,^de  Junio  se  reunirá  el  Ayuntamien- 
to en  sesión  pública  extraordinaria,  á  fin 
de  resolver  definitivamente  todas  las  pro- 
testas relativas  á  las  elecciones  y  á  la  ca- 
pacidad ó  excusa  de  los  elegidos. 

Y  como  si  esto  no  fuera  bastante,  co 
metió  también  la  falsedad  de  remitir  al 
Gobernador  la  relación  de  concejales  que 
habían  de  constituir  la  Corporación  en 
l.o  de  Julio,  siendo  así  que  no  se  había 
celebrado  la  sesión  de  que  queda  hecha 
referencia,  y  de  la  que  aquella  debía  ser 
consecuencia.  Todo  lo  cual  demuestra  por 
modo  evidente  que  el  Alcalde  ha  incn 
rrido  en  responsabilidad  manifiesta  de  la 
ley  por  desacato  ó  desobediencia  á  las 
órdenes  de  su  superior  jerárquico,  y  ade- 
más por  negligencia  y  omisión,  con  per- 
juicio de  los  servicios  que  le  estaban  en- 
comendados. 


(1)  ToinoI,pág.  185. 

(2)  Tomo  I,  pfig.  144. 
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Intigte,  pues,  el  Consejo  en  n^nifesUr 
reapetnosamente  á  V.  E.,  que  á  sa  jnicio 
el  Gobernador  civil  de  Cádis  obr6  de 
«conformidad  con  las  atribuciones  que  por 
la  Ley  le  están  conferidas,  y  por  cuya 
ratón  no  alcanza  á  comprender  cómo  el 
Comandante  general  de  la  placa  de  Ceu- 
ta, sean  cuales  fueren  las  que  le  estén 
reservadas,  ba  podido  poner  veto  á  las 
disposiciones  de  aquella  Autoridad,  con 
tanto  mayor  motivo  cuanto  que  en  nada 
afectan,  ni  en  nada  se  oponen  á  las  que 
en  materia  de  orden  público  y  Establecí  • 
mtentos  penales  le  corresponden  por  ra- 
zón de  su  cargo  y  circunstancias  espe- 
cíales de  la  localidad  y  seguridad  de  la 
plaza,  que  considerada  en  estado  de  gue- 
rra permanente  no  puede  con  fundamen- 
to serle  aplicada  otra  ley  que  la  de  orden 
público  de  28  de  Abril  de  1870(1),  que  en 
suart.  26  dispone  que  das  Autoridades 
civiles  continuarán  funcionando  en  todos 
los  asuntos  propios  de  sus  atribuciones 
que  no  se  refieran  al  orden  públicot,  y 
como  el  acto  de  suspender  el  Goberna- 
dor civil  de  Cádiz  al  Alcalde  de  Ceuta  no 
tiene  ni  puede  tener  relación  alguna  con 
aquél,  niucbo  menos  cuando  su  nombra- 
miento después  del  voto  de  los  electores 
para  Concejal,  se  hace  por  Real  orden 
emanada  del  Ministerio  del  digno  cargo 
de  V.  £.,  actos  todos  derivados  del  cum- 
plimiento exacto  de  las  prescripciones  de 
la  Ley  Municipal  que  rige  á  todos  los 
puntos  de  España,  incluso  Ceuta,  y  cuyo 
cumplimiento  es  ineludible  aun  por  par- 
te de  la  Autoridad  militar  de  dicha  plaza, 
A  pesar  de  la  Real  orden  de  16  de  Febre- 
ro de  1844,  confirmada  por  otras  poste- 
riores y  de  cualesquiera  otras  disposicio- 
nes, que  en  modo  alguno  pueden  oponer- 
se á  la  Constitución  del  Estado,  que  des 
linda  el  ejercicio  de  los  Poderes  públicos, 
ni  á  las  leyes  que  rigen  en  el  orden  eco- 
nómico y  administrativo  á  las  Corpora- 
ciones municipales,  no  pueden  menos  de 
considerarse  derogadas  las  prescripcio- 
nes que  invoca  el  Comandante  general 
de  Ceuta,  y  que  éste  obró  con  incompe 
tencia  al  oponerse  al  cumplimiento  de 
la  providencia  del  Gobernador  civil  de 
Cádiz. 

Las  gravísimas  consecuencias  que  se 
desprenderían  naturalmente  de  reconocer 
tales  atribuciones  en  la  Autoridad  militar 
de  dicha  plaza,  cree  el  Consejo  que  no 
tiene  necesidad  de  exponerlas,  dada  la 


(1)    Véase  Ordiea  pál»llc«. 


notorifi  ilustración  de  V.  £.,  á  quien  ef - 
pontáneamente  ocurrirán. 

Sólo  se  permitirá  indicar  que  el  06- 
mandante  geqerál  no  tiene  otras  atríbií- 
ciones  que  las  determinadas  en  la  referi- 
da Ley  de  orden  público  y  las  qde  le 
confiere  la  de  Organización  y  atribucio- 
nes de  los  Tribunales  de  Guerra  de  10  de 
Marzo  de  1884,  en  sus  arts.  6.o  y  7.«,qae 
se  refieren  á  los  delitos  militares  y  á  los 
que  afecten  al  orden  público,  Ó  compro- 
metan la  seguridad  de  la  plaza  (1),' y  como 
no  es  de  suponer  aue  haya  incurrido  el 
Secretario  Novelles  en  ninguno  de  los 
delitos  que  aquellos  enumeran,  no  se 
concibe  cómo  está  sometido  á  la  jurisdic- 
ción de  Guerra  el  conocimiento  de  Iba 
hechos  imputados  á  aquél  en  el  ejercicio 
de  su  cargo,  siendo  así  que  la  regla  8.a 
de  dicho  art.  7.o,  determina  que  de  las- 
causas  por  delitos  coinuues  que  no  estén 
especialmente  penados  en  las  leyes  mili- 
tares, conocerá  la  jurisdicción  ordinaria, 
y  se  consigna  en  la  disposición  final  de 
la  referida  ley  que  se  deroga  todo  lo  an- 
teriormente legislado  bajo  cualquier  for- 
ma referente  á  organización  y  atribucio- 
nes de  los  Tribunales  de  Guerra  que  se 
oponga  á  aquélla,  lo  cual  demuestra  la 
falta  de  competencia  en  el  de  Ceuta  para 
proce»ar  al  Secretario  del  Ayuntamiento, 
así  como  para  entender  en  los  de  carác- 
ter común,  cuyo  conocimiento  correspon- 
de siempre  á  la  jurisdicción  ordinaria, 
tratándose  de  paisanos,  como  sucede  en 
el  presente  caso.  Doctrina  Si»stenida  ade- 
más en  varias  sentencias  del  TribiHial 
Supremo,  en^^re  ellas  las  de  4  y  9  de 
Mayo  de  1874,  en  la  [.rimera  de  las  cua- 
les se  dice  que  la  competencia  de  la  Au- 
toridad militar,  en  estado  de  guerra, com 
prende  el  conocimiento  de  aquellos  deli- 
tos taxativamente  sefialados  en  tos  ar- 
tículos 27,  28  y  29  de  la  Ley  de  orden 
público,  prevaleciendo  fuera  de  estos 
casos  lo  dispuesto  en  el  art.  30,  que  esta 
blece  una  regla  general  de  competencia 
á  favor  de  la  jurisdicción  ordinaria,, 
extensiva  á  todos  los  casos  y  personas 
no  exceptuadas  expresamente  en  los  ar- 
tículos anteriores;  y  en  la  segunda  «e 
consigna  que,  fuera  de  los  casos  citados 
en  dichos  artículos,  aun  las  personas 
que  en  cualquier  concepto  se  consi- 
deren responsables  de  los  delitos  de  re- 


(1)  Actatlmeote  ri^e  en  estos  punios  el 
Código  de  Justicia  militar,  arts.  159  a  161, 
t  I,  pág.  508. 


Digitized  by 


Google 


GOB 


493  — 


GOB 


belióo  y  Bedíción,  quedan  enjutos  á  1h 
jurisdicción  ordinarift.  Por  estae  raisones, 
al  Secretario  de!  Ayuntamiento  de  Ceuta 
no  b«  debido  aonrietéraele  á  la  jurisdic 
€Í6d  de  guerra,  sino  á  la  ordinaria,  por 
más  que  ana  y  oira  jnriadicción  la  ejer- 
za el  Comandante  general  de  Ceuta,  bajo 
la  inteligencia  sin  duda  de  que  la  Auto 
ridad  uii litar  pueda  adoptar  las  mismas 
medidas  que  la  civil  en  estado  de  guerra, 
•egún  dice  el  art  81  de  la  ley;  pero  esto 
se  reBere  sin  duda  alguna  á  las  que  á  la 
Autoridad  civil  le  corresponden,  para 
mantener  el  orden  público  y  proteger  las 
personas  y  las  propiedades  en  el  territo- 
rio de  la  provincia;  pero  no  á  las  que 
competen  en  el  orden  administrativo, 
siendo,  por  lo  mismo,  de  imperiosa  nece- 
sidad el  que  por  la  Autoridad  que  corres- 
ponda se  prevenga  al  Comandante  mili- 
tar de  Ceuta  qne  nt  ahora  ni  en  lo  suce- 
sivo se  oponga  ni  entorpezca  el  necesa- 
rio cumplimiento  de  las  providencias  del 
Gobernador  civil  en  materias  de  su  ex- 
clusiva y  legal  competencia,  ordenándole 
además  que,  sólo  en  el  caso  de  que  los 
delitos  que  se  imputan  al  Secretario  del 
Ayuntamiento  de  Ceuta,  sean  de  los  com- 
(frendidos  en  la  Ley  de  orden  público, 
será  cuando  de  dichos  delitos  debe 
rá  conocer  la  jurisdicción  militar;  y  que 
que  si  fuesen  de  otra  naturaleza,  deberán 
qoedar  reservados  á  la  jurisdicción  ordi- 
naria, por  más  que  la  una  y  la  otra,  como 
queda  dicho,  la  ejerza  el  Comandante 
general  de  la  plaza. 

En  virtud,  pues,  de  las  consideracio- 
nes expuestas,  el  Consejo  opina: 

l.o  Que  debe  confirmarse  en  todas 
«os  partes  la  providencia  del  Goberna- 
dor, como  dictada  en  uso  de  las  atribn- 
ilíones  que  le  confiere  la  Ley  Municipal. 
.  2.0  '  Que  puede  V.  E.  significar  al  Mi- 
nistro de  la  Guerra  la  conveniencia  de 
que  manifieste  el  Comandante  general  de 
Ceuta  que  no  lia  debido  interponer  su 
'iQtoridad  en  un  asunto  que  por  las  le- 
yes era  de  la  exclusiva  competencia  del 
<Tobernador  civil  «le  Cádiz. 

Y  S.o  Que  afectando  esta  resolución 
A  las  atribuciones  de  los  Ministerios  de 
Oobernación  y  Guerra,  convendría  que 
se  adoptase  en  Consejo  de  Ministros; 

Y  conformándome  con  el  preinserto 
dictamen,  de  acuerdo  con  mi  Consejo  de 
Ministros; 

En  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
l>OD  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regen- 
te del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 


].<>  Se  confirma  en  todas  sus  partes 
■la  providencia  del  Gobernador  civil  de 
la  provincia  de  Cádiz  de  16  de  Junio  de 
1887,  por  la  que  resolvió  suspender  en  el 
ejercicio  del  cargo  al  Alcalde  de  Ceuta,  y 
pasar  el  tanto  de  culpa  á  los  Tribunales, 
como  dictada  en  uso  de  las  atribuciones 
que  le  confiere  la  í^ey  Municipal. 

2.**  Por  el  Ministerio  de  la  Guerra  se 
-manifestará  al  Comandante  general  de 
<>enta,  que  no  ha  debido  interponer  so 
Autoridad  en  un  asunto  qne  por  las  leyes 
era  de  la  exclusiva  competencia  del  Go- 
bernador nivil  de  la  provincia  de  Cádiz. 

Dado  en  Palacio  á  4  de  Febrero  de  1 889. 
Makia  Ckihtiká. — El  Presiilente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Práxedeti  Mateo  8a- 
gavia.*  {Gaceta  12   Febrero  de  1889). 

Eienl  orden  de  12  de  Febrero  de  1890,— 
Fundándose  en  el  Real  decreto  de  4  de 
Febrero  de   1889^  que  precede,  declara 

\  que  el  nombramiento  de  la  Junta  de  Sa- 
nidad de  Cruta  corresponde  al  Oobet*' 
nador  civil  de  Cádiz  y  no  al  Comandan- 
te general  de  la  plaza . 

{Qob.)  c Pasado  á  informe  de  la  Sec- 
ción «le  Gobernación  y  Fomento- del  Con- 
sejo de  Estado  el  expe<liente  relativo  al 
conflicto  surgido  entre  ese  Gobierno  de 
provincia  y  la  Comandancia  general  de 
Ceuta  acerca  de  las  atribn«*iones  que  á 
cada  uno  competen  según  las  leyes,  para 
el  nombramiento  de  la  Junta  local  de  Sa- 
nidad <ie  la  expresada  plaza;  dicho  alto 
Cuerpo  ha  emitido  el  siguiente  dic- 
tamen: 

cExcmo.  8r.:  El  Gobernador  civil  de  la 
provincia  de  Cádiz,  teniendo  en  cuenta 
i]ne,  á  pesar  de  las  dos  circulares  al  efec- 
to expedidas,  varios  Ayuntamientos,  en- 
tre los  cuales  se  encontraba  el  de  Ceuta, 
no  le  habían  remitido  las  propuestas  en 
tei-na  para  el  nombramiento  Je  los  Voca 
les  de  que  habían  de  componerse  las  res- 
pectivas Juntas  municipales  de  Sanidad, 
durante  el  bienio  de  1889-1891,  por  cir 
cular  de  l.^de  Junio  del  afío  actual,  pre- 
vino á  todos  ellos  que  en  el  término  im- 
prorrogable de  tres  días  cumplimentaran 
•licho  servicio;  bajo  apercibimiento,  en 
«'aso  contrario,  de  imponerles  la  mnlta  á 
<iue  se  refiere  el  art.  184  de  la  Ley  Mrihi- 
«•ipal. 

El  Comandante  general  de  Ceuta  ,  en 
vista  de  lo  expuesto,  remitió  una  comu- 
nicación al  Gobernador  de  Cádiz  dicién- 
dole,  que  sin  duda  por  equivocación  in- 
voluntaria había  incluido  entre  los  men- 
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cSonadoB  Ay  rnitamientos  conminados  ton 
inulta,  el  de  la  citada  plasa,  siendo  9tt4 
qae  el  naanto  era  de  la  excloaiva  compH* 
tencia  del  Comandante  general,  por  lo 
cual  había  elevado  oportunamente  la  co- 
rreapondiente  propueeta  á  1«  Dirección 
generM  de  Beneficencia  y  {Sanidad,  Ih 
qué  aprobándola,  nombró  la  Junta  para 
el  bienio  de  1889  1891,  y  que  por  ello 
había  ordenado  al  Alcalde  de  la  pobla- 
oión  qne  ae  abstuviera  de  remitir  la 
propuesta  qne  por  el  Gobierno  de  lu 
provincia  se  le  había  pedido. 

Eate  último,  en  comunicación  de  fech<% 
10  del  expresado  mes  y  afio,  contestó 
que  ademas  de  la  Junta  provincial  de 
Sanidad,  á  Ceuta,  como  pob'adón  de  má9 
de  1.000  aImHS,  le  correspondía  otra  mu- 
nioipal,  qne  <lebía  ser  nombrada,  á  pro- 
imesta  del  Ayuntamiento,  por  el  Gober- 
nador de  la  provincia,  segón  la  regla  3  • 
de  la  Real  onlen  de  6  de  Junio  de  1860, 
y  que  habiéndose  cumplidu  en  Ceuta  Ioh 
preceptos  de  la  ley  en  cuanto  á  la  Juntn 
provincial  designada,  previa  propuesta 
del  Comandnntegeneral,  por  la  Dirección 
general  de  Beneficencia  y  Sanidad,  du 
acuerdo  con  lo  prevenido  en  la  Real  or- 
den de  14  de  Junio  de  1879,  debía  tam- 
bién acatarse  la  disposición  antes  men- 
cionada. 

Por  su  parte,  el  Comandante  general 
de  Ceuta  dirigió  á  la  Dirección  general 
de  Beneficencia  y  Sanidad  de  ese  Miiiin- 
terio  una  consulta,  en  la  cual,  después  de 
afirmar  qne  no  puede  comprender  el  dis- 
tingo qne  se  trata  de  establecer  entre  ia 
Junta  provinriHl  y  municipal  de  Sanidad 
de  Ceuta,  interesaba  que  con  toda  urgen 
cía  se  resolviera  la  cuestión  planteada, 
como  así  lo  biso  la  Dirección,  contestan 
do  que  en  las  capitales  de  provincia  de- 
be haber  Juntas  provinciales  de  Sanidad 
y  locales  en  los  pueblos  que  tengan  inAs 
de  1. 000  almas,  en  cuyo  caso  se  halhm 
aquellas  que  sean  capitales  y  en  las  qnt^ 
debe  haber  las  Juntas  indicadas,  consnl> 
tivas  respertivaniente  del  Gobernador  y 
Alcalde;  y  que  en  Ceuta  y  dado  queentá 
•ujeta,  tanto  en  lo  civil  como  en  lo  miü 
tar,  á  la  juiisdicción  del  Comandante 
general  con  separación  del  resto  de  (h 
provincia  y  tiene  más  de  1.000  almas, 
debe  haber  en  ella  Junta  local  nombraila 
por  esta  última  Autoridad  mediante  pro- 
puesta del  Alcalde. 

£1  Gobernador  de  la  provincia  acudió 
á  ese  Ministerio  en  4  de  Julio  del  año 
actual,  manifestando  que  á  eu  entender 
la  naencionada  orden   era  contraria  á  las 


le3*ee  qoe  rigen  en  la  tnakena  j  al  Real 
decreto  de  4  de  Febrero  úHimo,  por  lo 
cual  llamaba  acerca  de  ello  la  «tención 
de  V.  E..  suplicándole  que  adoptase  las 
medidas  qne  creyera  Justas. 
>  Por  Real  orden  de  26  de  Julio  úJiímo 
■e  ha  remitido  el  expediente  á  informe 
de  la  Sección. 

No  es  esta  la  ves  primera  qne  la  Sec- 
ción tiene  que  intervenir  en  asuntes  ana- 
logos  al  presente,  pnes  con  harta  frecnen- 
cia  vienen  de  algún  tieuTpo  á  esta  parte 
surgiendo  conflictos  entre  el  Comandante 
general  de  Ceuta  y  el  Gobernador  civil 
de  Cádiz  acerca  de  las  atribuciones  qne 
á  cada  una  de  dichas  A utoridadee  conce- 
den las  leyes;  pero  sí  es  de  extrañar,  cada 
vez  más,  que  se  reproduzcan  á  pesar  de 
las  disposiciones  que  para  evitarlas  ae 
han  dictado. 

£n  efecto,  en  el  Real  decreto  de  4  de 
Febrero  último,  expedido  de  acuerdo  con 
el  informe  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  se  dice  que  «el  Comandante  gene- 
ral de  Ceuta  no  tiene  otras  atribuciones 
que  las  determinadas  en  la  Ley  de  28  de 
Abril  de  1870,  la  cual  dis(>one  en  su  ar- 
tículo 26  que  las  Autoridades  civiles  con- 
linuarán  siempre  funcionando  en  todea 
los  asuntos  propios  de  sus  atribuciones 
y  que  no  se  refieran  al  orden  público>;  y 
en  los  artículos  6."y  T.**  de  la  de  organiza 
ción  de  Tribunales  de  Guerra  de  10  de 
Marzo  de  1884,  en  cuyo  Real  decrete» 
viene  á  sentarse  la  doctrina  dé  que  el 
Ayuntamiento  de  Ceuta,  como  otro  cual- 
quiera de  la  provincia,  está  subordinado 
al  Gobernador  de  Cádiz,  excepto  en  loa 
especialísimos  casos  comprendidos  en 
las  mencionadas  disposiciones,  en  loa 
cuales  estaría  justificada  la  intervención 
del  Comandante  general  de  dicha  plaza. 

Basta  examinar  aquéllas  para'  com-. 
prender  que  no  contienen  disposición  al- 
guna en  que  ni  remotamente  se  pueda 
fundar  el  derecho  qne  hoy  quiere  hacer 
valer  la  Autoridad  ntílitar;  existiendo, 
por  el  contrario,  otras  que  lo  contradicen 
en  absoluto. 

En  efecto,  el  art.  62  de  la  Ley  de  Sa- 
nidad de  28  de  Noviembre  de  1866,  esta- 
blece que  en  las  capitales  de  provincia 
deberá  haber  Juntas  provinciales  de  Sa- 
nidad y  municipales  en  todos  los  pue 
blos  que  excedan  de  1.000  almas,  y  U 
Real  orden  de  6  de  Junio  <ie  1860,  pre- 
viene en  su  regía  2.a  que  los  Gobernallo- 
res  de  provincia  elevarán  al  Ministerio» 
hoy  del  digno  cargo  de  V.  E.,  la  propues- 
ta en  terna  de  los  Vocales  elegibles  para 
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Ir  pnintsm  de  dichas  Jautas,  ^  en  la  9.» 
que  tas  luuitici pales  se  reuovaráii  en  el 
mismo  periodo  y  forma  qae  las  provin 
cíales,  á  propuesta  del  Alcalde  y  elección 
del  Gobernador  de  la  provincia. 

De  «cnerdo  con  lo  expnesto,  debe  exis 
tir  en  CAdiz  nna  Junta  provincial  de  Sa- 
nidad, además  de  ia  local  correspondien- 
te, y  otra  municipal  en  Ceuta,  la  que,  en- 
cargad» <le  asesorar  al  Alcalde,  habrá  de 
Dontbrarse  por  el  Gobernador,  á  propues- 
ta de  aquél. 

£n  su  virtud; 

La  Sección  opina  que  procede  declArnr 
qaeel  nombramiento  de  la  Junta  n«nnici 
pal  de  Sanidad  de  Ceuta  corresponde  ha- 
cerlo al  Gobernador  civil  <le  la  provincia, 
previa  propuesta  en  terna  del  Alcalde  de 
aquella  placa. > 

Y  con  formándose  S.  M.el  Rey(Q.  D.G.). 
y  en  su  nontbre  la  Reina  Regente  del 
Reino,  con  el  preinseito  dictamen,  se  ha 
servido  resolver  como  en  el  mismo  se 
propone. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  12  de  Fe- 
brero de  1890.— jRwíxr  y  Cnpdepón.-Se 
fior  Gobernador  de  la  provincia  de  Cá 
<lia.  (Q aceta  14  Febrero  de  1890). 

Rral  decreto  de  30  de  Mayo  d^  1896,  de- 
cidiendo una  competencia  de  juriudic' 
dan  entre  el  Comandante  general  de 
Ceuta  y  el  Gobernador  civil  de  Cádiz,  á 
favor  de  la  Administración. 

(Fr^idencia  del  Consejo  de  Ministron). 
<£n  el  expediente  y  autos  de  competen- 
cia promovida  entre  el  Gobernador  civil 
de  Cádia  y  el  Cuniandante  general  de  la 
plaza  de  Ceuta,  de  les  cuales  resulta: 

Que  á  consecuencia  de  la  denuncia  for- 
mulada por  el  AicHÍde  de  Ceuta  D.  Dif^n 
Más  y   Fortes,  con  fecha  9  de   Agosto 
de  1895,  ante  el  Comandante  general  de 
la  expresatla  plaza,  relativa  á  ciertos  nr 
tículos  publicados  en  el  periódico  El  Co 
rreo^  de  San  Roque,  por  D.  Felipe  Rizzo 
y  Almela,  y  en  los  que  se  vertían  conce)> 
tos  y  frases  que  aquella  Autoridad  consi- 
deraba injuriosos  para  su  persona  y  car 
go  que  <lesenipefiaba,  se  practicaron  dili 
gencias  sumariHles  por  el  Juez  de  ine 
trnccióii  militar  nombradlo  al  efecto,  qun 
dieron  por  reaultadoel  inhibirse  la  Auto- 
ridad uiilitar  á  favor  del  Juzj^ado  de  pri 
mera  instancia  de  San  Roque,  por  lo  que 
á  los  hechos  denunciados  por  el  Alcalde 
se  refieren,  debiendo  seguir  el  Juez  mili 
iar  la  instrucción  de  causa  respecto  de 
los  hechos  que  aparecían  como  justicia 


bles  «le  las  declaraciones  prestadas  coa 
motivo  de  las  diligencias  que  se  practica- 
ron  hasta  entonces,  y  que  por  no  tener 
relación  con  los  aludidos  trabajos  perio- 
dísticos no  podían  remitirse  á  la  Autori- 
dad de  la  jurisdicción  ordinaria  nom- 
brada. 

Que  con  este  precedente,  el  suntario 
seguido  por  el  referido  Juez  de  instruc- 
ción militar  se  encaminó  desde  aquella 
fecha  á  depurar  los  indicios  de  criminali- 
dad resultantes  de  los  cargos  f<irmulados 
en  autos  contra  el  AlcHlde  y  concejales 
del  Ayuntamiento  de  Ceuta,  por  haber 
recargado  los  derechos  «le  arbitrios  mn- 
luripales  en  algunas  especies  de  consu- 
mos hasta  el  doble  de  su  valor;  por  ha- 
ber sustituido  la  6anza  metálica  que  pres 
tó  el  arrendatario  de  ía  cobranza  de  aque- 
llos arbitrios  en  fincas  urbHnas.  exHgeran- 
do  sus  valores;  por  la  defraudación  que 
resultaba  en  el  alumbrado  eléctrico  para 
el  póblico,  al  permitir  que  desde  determi- 
nadas horas  de  la  noche  se  sustituyera 
con  petróleo  aquel  otro  fluido,  y  por  ha- 
berse autorizado  la  usurpación  de  terre- 
nos y  materiales  del  edificio  público  y  an 
liguo  ex  convento  de  la  Trinidad  en  la 
misma  población. 

Que  para  el  esclarecindento  de  loa  car- 
gos referidos,  el  Juzgado  militar  reclamó 
«leí  Ayuntamiento  ciertos  documentos  é 
informaciones,  y  en  tal  estado,  el  Gober- 
nador, á  instancia  del  Alcalde  de  Centa  y 
de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial, 
requirió  de  inliibición  á  la  Autoridad  mi- 
litar, alegando:  que  el  conocimiento  de 
las  cuestiones  que  se  suscitan  en  la  causa 
de  que  que«la  hecha  indicación  con  moti- 
vo del  planteandento  de  los  aludidos  ser- 
vicios, corresponde  en  primer  término  al 
Ayuntamiento,  á  tenor  del  art.  72  «le  la 
Ley  Municipal  (1),  y  á  la  Autori<lad  requi- 
rente,en  segundo,  con  arreglo  al  art.  28  de 
la  Ley  Provincial  (2).  á  cuyo  efecto  pue<le 
inspeccionar  por  sí  ó  por  medio  de  sus 
delegados  las  dependencias  de  los  Ayun- 
tamientos, comprobando  el  estado  «le  sus 
cajas,  archivos  y  cuentas,  cuiílando  de 
que  se  cumplan  las  leyes;  citaba,  además, 
el  Gobernaílor,  el  art.  2  o  del  Real  «leeré 
lo  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Que  al  sustanciarse  el  inci«lente,  el  Co- 
mandante general  de  Ceuta  dio  traslado 
«le  los  autos  al  Asesor  y  ai  Fiscal,  y  sin 
citar  para  la  vista  ni  celebrar  ésta,  se  de- 


(1)    Tomo!,  pig.  129. 

(2;    Pág.  49  del  presente  tomo. 
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claró  competente  para  conocer  del  aatin 
to,  fandftniJoBe:  en  qne  los  hechos  ohjelu 
del  niisino  constituyen  verdaderos  (leli 
tos  definidos  y  castigados  en  el  Código 
penalty  con  arreglo  al  art.  169(1)  tiei  de 
Justicia  militar  vigente  corresponde  á  su 
autoridad  conocer  de  elloa,  puesto  que 
no  se  propone  disentir,  interpretar  ni  en- 
tender de  los  servicios  y  contratos  mnni- 
cipales,  con  cuya  ocasión  se  han  cometi- 
do los  delitos  <Ih  exacción  íiegHl,  preva 
iicac7Ón  y  fraude  que  se  persignen,  sino 
de  entender  de  Ihs  íníiHitciones  y  faltas 
de  cumplimiento  de  la  ley  que  pueden 
ser  apreciados  sin  «liscusiones  é  inlerpre- 
taiMones  administrativas,  y  en  que  los 
hechos  é  infracciones  que  motivan  el  su- 
mario, no  envuelven  cuestión  alguna  que 
deba  ^lecidirse  previamente  por  la  Admi- 
nistración por  depender  ile  ella  el  fallo 
que  los  TribuiiaIeM  puedan  dictar,  así  co 
uu»  tampoco  se  trata  de  delitos  ó  faltas 
cuvo  casttgo  haya  sido  re^rvado  por  la 
ley  á  los  funcionarios  ó  Autoridades  ad 
ministraiivas. 

Que  el  Gobernador,  de  «cuerdo  con  la 
C<fmisión  provincial,  insistió  en  su  re- 
qnerimienlo,  reauitaiiilo  de  lo  expuesto 
el  presente  conflicto,  que  ha  seguitlo  sus 
trámites. 

Visto  el  art.  169  del  Código  d«  Justí 
cía  militar  de  17  de  Diciembre  de  1890, 
con  arreglo  al  que  «las  plazas  de  África 
se  considerarán  en  conatante  estado  de 
gueira,  y  en  tal  concepto  los  Tribunales 
y  Aiitoiidades  militares  cono<'erán  de  to 
dos  los  delitos  cometidos  en  las  misnus. 
cualquiera  que  sea  la  persona  delincuen- 
te, con  sujeción  á  las  regUs  eslablecidns 
en  aquella  ley. 

Visto  el  art.  1 80  de  la  Ley  Municipal  (2). 
que  tieterniina  quH  los  Ayuntamientos  y 
Concejales  incurren  en  responsabilidad, 
primero,  por  infracción  manitíesta  de  la 
ley  en  sus  actos  ó  acuerdos,  bien  s^a 
atribuyéndose'fai'ullades  que  no  les  com- 
peten, ó  abusando  de  las  propias;  según - 
<io,  por  <ie8obeiliencia  ó  desacato  á  sus 
superiores  jerárquicos;  tercero,  por  nejrli- 
gencia  ú  omisión  de  que  pueda  resullnr 
perjuicio  á  los  intereses  ó  servicios  que 
están  bajo  su  custodia 

Visto  el  art.  181  de  la  misma  ley,  qne 
establece:  cqne  la  responsabilidad  será 
exigí  ble  á  los  Concejales  ante  la  Admi- 
nistración ó  ante  los  Tribunales,  segt^n 


(1)  Tomo!,  p*ir   508. 

(2)  Tomo  I,  pág.  143. 


la  natura  lesa  de  la  acción  ú  omisión  que 
lo  motive,  y  sólo  será  extensiva  á  los  Vo- 
cales que  hubieren  tomado  parteen  ella». 
Visto  el  art,  28  de  la  Ley  de  gobierno 
y  adiidnisl ración  de  las  provincias  de  28 
de  Agosto  de  1882.  que  determine  en  sa 
nüm.  4  <^  qite  corresponde  á  los  Gobem«- 
dores,  CMmo  Jefes  4le  la  Adniiuisiraci6n 
provincial,  inspeccionar  por  sí  o  por  me 
dio  de  sus  Delegados  las  dependenciee 
de  la  provinctia  y  las  de  los  AyuntayiteD* 
los.  comprobando  el  estado  de  sus  Cajae, 
Archivos  y  cuentas,  cuidando  de   qne  se 

<  umplan  así  las  leyes  y  disposiciones  ge- 
nerales, como  los  acuerdos  de  la  Dipata- 
ción  y  Comisión  provincial,  y  procurando 
que  éstas  obser\^en  y  cumplan  su  ley  or- 
gánica. 

Considerando: 

1.**  '  Que  la  presente  contienda  ha  sur 
K'do  con  motivo  de  las  diligencias  anma 
ríales  instruidas  por  la  Autoridad  ndlitar 
de  la  plaza  de  Ceuta  para  la  persecución 
)  castigo  de  supuestos  delitos  cometidoe 
I  or  el  Alcalde  y  Concejales  del  Ayunta- 
miento de  la  ndsma,  con  ocasión  deciet- 
tos  contratos  y  servicios  propios  de  aque- 
lla Administración  municipal. 

2  o  Que  si  bien  el  art.  169  del  Códi 
go  «le  Justicia  militar  atribuye  á  los  Tri- 
bunales y  Autoritlades  ndlitares  respec- 
tivos de  las  plazas  <le  África  el  conoci- 
miento de  todos  los  delitos  que  en  las 
mismas  ee  cometan,  ciralquiera  que  sea 
ia  persona  delincuente,  <le  tal  precepto 
no  se  detluce  que  la  Administración  pú- 
blica provincial  y  municipal  no  tenga 
jurisdicción  para  hacer  efectiva  en  ellas, 

<  on  independencia,  su  especial  misión» 
id  que  carezcan  sus  funcionarios  de  las 
htribuciones  convenientes  para  inspec- 
rionar  los  servi<'Í08  municipales  é  impo- 
ner en  su  i'HSO  las  responsabilida<les  ad- 
ministrativas que  de  las  Leyes  Provin- 
cial y  Municipal  se  derivan  respecto  de 
sus  agentes. 

8.<'  Que  los  supuestos  delitos  que  se 
persiguen  en  el  sumario  no  pueden  con- 
ftiderarse  entre  los  definidos  como  pro- 
pios del  fuero  de  Gueira,  ni  entre  aque- 
llos otros  á  que  se  refieren  los  artícu- 
los 27,  28  y  29  de  la  Ley  de  Orden  pú- 
blico de  28  de  Abril  de  1870,  sino  que 
he  trata  de  hechos  que,  por  virtud  á  lo 
ilispuesto  en  el  art.  80  de  dicha  ley,  co- 
rresponde conocer  de  ellos  á  la  jurisdic- 
ción de  Guerra,  es  sólp  por  ser  ésta  en 
Ceuta  la  ordinaria,  con  arreglo  al  repetí 
do  art.  169  del  Código  militar. 
'  4.0    Que  el  Gobernador  de  Cádiz  es  In 
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Aoftorídfld  llatfiadm  en  primer  término,  y 
por  ministerto  de  la  ley,  á  inspeccionar 
¡00  •ervieioa  municipales  üe  que  se  des- 
prenden los  cargos  formulados  en  el  su- 
mario qae  motiva  esta  contienda  contra 
el  Alcalde  y  Concejales  del  Ayuntamien- 
to de  Ceota,  para  depurar  é  imponer  las 
responsabilídadesadministrati  vas  en  que 
aquéllos  hayan  podido  incurrir,  pasando 
después  el  tanto  de  culpa  á  los  Tribuna- 
les competentes,  si  á  ello  hubiese  lugar. 

6.^  Que  en  tal  concepto  exiete  en  el 
caso  presente  una  cuestión  preria  que 
ha  de  ser  resuelta  por  la  Administración, 
dependiendo  dé  esta  resolución  el  fallo 
qae  la  Autoridad  requerida,  con  arreglo 
á  lai  leyes,  pneda  dictar  en  su  día. 

Conformándome  ron  lo  ronsultado  por 
el  Consejo  de  Estado  en  pleno; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente 
del  Reino, 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á 
favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  30  de  Mayo  de  1896. 
Mahia  CaisTiKA.-^El  Presidente  del  Con- 
sejo de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del 
€a$mo.*  {Qaceta  de  31  Mayo  1896).  (I). 


GRILLETES   Y  GRILLOS.  ~  (Véase 

Hierros). 


GUARDIA  CIVIL.- Instituto  especial 
de  fuerza  armada  de  infantería  y  caba- 
llería para  proveer  al  buen  orden,  á  la 
seguridad  pública  y  á  la  protección  de 
las  personas  y  de  las  propiedades,  fuera 
y  dentro  de  las  poblaciones. 

El  Instituto  ó  Cuerpo  de  la  Guardia, 
fué  creado  por  el  Real  decreto  de  28  de 
Marzo  de  1844,  del  que  tomamos  la  defi 
ilición  y  más  abajo  se  inserta,  y  depende 
del  Ministerio  de  la  Querrá  en  lo  concer- 
niente á  su  organización,  mantenimiento 
J  disciplina,  del  de  OoberiiHciOn  en  lo 
que  atafie  al  servicio,  y  del  de  Fomento 
«Q  loque  toca  á  la  protección  de  los  cam- 
pos y  riqueza  forestal. 

Real  decreto  de  28  de  Marzo  de  1844, 
ertando  el  Cuerpo  de  la  Ouardia  civil. 

('ío6,)    c Artículo  \.^  Se  creH  un  Cuer 


(1)    Véai^e  en  €*«lonlas  penAle»  y  ¡pe* 
■llMieiaifias,  tomo  t,  p*gi.  684  á  694. 


po  especial  de  fuerza  armada  de  infante- 
ría y  caballería  bajo  la  dependencia  del 
Ministerio  de  la  Gobernación  de  la  Pe- 
nínsula, y  con  la  denominación  de  Guar- 
dias civiles. 

Art  2.''  £1  objeto  de  esta  fuerza  es 
proveer  al  buen  orden,  á  la  seguridad 
pública  y  á  la  protección  do  las  personas 
y  de  las  propiedades,  fuera  y  dentro  de 
ft)s  poblaciones.— Madrid  28  de  Marzo 
de  I844.>  (C.  L ,  tomo  XXXII,  pág.  446;. 

Real  decreto  de  2  de  Agosto  de  1852,  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  Cuerpo  de 
la  fiuardia  civil. 

(Oob.)  «En  vista  de  las  razones  qoe 
me  ha  expuesto  el  Ministro  de  la  Gober- 
ción  acerca  de  las  modificaciones  que  la 
experiencia  aconseja  en  el  Reglamento 
de  la  Guardia  civil,  según  lo  propuesto 
por  él  Inspector  general  del  arma  y  oído 
el  Consejo  Real,  vengo  en  decretar,  ds 
acuerdo  con  el  parecer  de  Mi  Consejo  de 
Ministros,  que  se  guarde  y  cumpla  el  Re- 
glamento que  para  el  servicio  del  expre- 
sado Cuerpo  he  tenido  á  bien  aprobar 
con  esta  fecha  y  que  es  adjunto  á  este 
mi  Real  decreto. >^Dado  en  San  TdefonHO 
á  2  de  Agosto  de  1852 

REGLAMENTO 

para  el  servicio  de  la  Ouardia  civil. 

Capitulo  I 

Artículo  1.^  La  Guardia  civil  tiene 
por  objeto: 

1.®  I^a  conservación  del  orden  pú- 
blico. 

2. o  La  protección  de  las  personas  y 
de  las  propiedades  fuera  y  dentro  de  las 
poblaciones. 

8.®  El  auxilio  que  reclame  la  ejecu- 
ción de  las  leyes. 

Art.  2.0  Cuando  lo  permita  el  servi- 
cio de  que  habla  el  artículo  anterior,  po 
drá  emplearse  la  Guardia  civil  romo  au- 
xiliar en  cualquiera  otro  servicio  público 
que  reclame  la  intervención  de  la  fuerza 
armada. 

Cap.  11,— Dependencia  de  la  Guardia  civil. 

Art.  8.0     La  Guardia  civil  depende: 
l.o     Del  Ministerio  de  la  Guerra,   por 
lo  tocante  á  su  organización,   personal, 
disciplina,  material  y  percibo  de  sus  ha- 
beres. 

2.0     Del  Ministerio  de  Ui  Gobernación 
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en   cuanto   á   tu   servicio    y    acuartelft 
miento. 

Art.  4.**  El  MinisteriodeGraciR  y  Jus- 
ticia y  las  autoridades  judiciales  podrAii 
requerir  su  cooperación  por  conducto  de 
la  autoridad  civil  fuera  de  ios  casca  ur- 
gentes que  indicará  este  Reglamento,  en 
los  cuales  podrá  la  autoridad  judicial  en- 
tenderse directamente  con  los  respectivos 
jefes  de  la  Guardia  civil. 

Cap.  ni.— Del  Ministerio 
de  la  Oobemación 

Art.  5.0  £1  Ministro  de  la  Goberna 
ciün  es  el  ónico  conducto  por  donde  se 
transmiten  las  órdenes  de  S.  M.  para  dis 
poner  el  eervirio  de  la  Guardia  civil. 

Art.  6.0  La  fuerza  del  Cuerpo  de  la 
Guardia  civil  se  distribuirá  destinando 
un  tercio  á  cada  Capitauia  general  y  una 
compañía  de  infantería  á  cada  provincia, 
con  las  plazas  que  las  nec^ísídades  tWA 
servicio  reclame,  y  según  se  considere 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernadón. 

La  fuerza  de  caballería  de  cada  tercio 
se  distribuirá  convenientemente  y  según 
las  necesidaíles  ilel  servicio,  entre  todas 
las  provincias  de  que  aquél  conste. 

Art.  7.0  En  CHBO  necesario,  se  podrá 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  reu- 
nir temporalmente  los  tercios,  cuya  reu- 
nión deberá  cesar  tan  luego  como  des 
R))arezca  el  motivo  grave  y  urgente  que 
hubiese  requerido  esta  disposición  extra- 
ordinaria. 

Art.  8.^  Este  Ministerio  comunicará 
directamente  al  Inspector  general  de  la 
Guardia  civil,  á  los  Gobernadores  de  pro- 
vincia y  á  los  jefes  de  los  tercios,  las  ór- 
denes relativas  al  servicio  y  acuartela- 
miento de  la  fuerza. 

Art.  9.0  Por  el  Ministerio  de  la  Go 
bernación  podrá  suspenderse  desús  fun- 
ciones á  cualquier  jdfe  ú  oficial  de  la 
Guardia  civil,  si  por  cualquiera  causa  se 
entorpece  el  servicio.  En  caso  necesario, 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  pasará 
la  comunicación  oportuna  al  de  la  Gue 
rra,  á  fin  de  que  por  los  trámites  necesa 
rios  proceda  á  la  separación  del  jefe  ú 
oficial  que  hubiese  sido  objeto  de  esta 
medida. 

Art.  10.  I^os  Gobernadores  de  provin- 
cia disponen  el  servicio  de  la  Guardia  r\ 
vil  destinada  á  la  suya  respectiva,  pen» 
nunca  se  mezclarán  er  lo  tocante  al  per- 
sonal, disciplina,  material,  ni  movimien- 
tos militares  para  la  ejecución  del  ser  vi 
)  corresponde  exclusivamente 
y  oficiales  del  Cuerpo. 


Art.  II.  Los  Gobernadores  podráD 
reunir,  cuando  circunstancias  graves  lo 
requieran,  la  Guardia  civil  asignada  á  so 
provincia  en  todo  ó  en  parte,  y  en  el  pa- 
raje que  crean  más  conveniente. 

Art.  12.  Los  Gobernadores  podrán 
suspen<ler  en  sus  funciones  de  Coman- 
dante de  la  Guardia  civil.  Jefe  de  Sección 
ó  de  Unea,  al  jefe  ú' oficial  de  los  desti- 
nados en  el  radio  de  la  provincia  de  su 
cargo  que  no  dé  cumplimiento  á  las  dis- 
posiciones preveniilas  por  la  autoridad 
civil  en  el  círculo  de  sus  facultades,  ó  que 
por  cualquier  otro  medio  entorpezca  el 
servicio.  En  este  caso,  deberá  el  Gober- 
nador dar  inmediatamente  cuenta  al  Mi- 
nisterio tle  la  Gobernación  para  la  revo- 
cación ó  aprobación  de  aquella  provi- 
dencia. 

Si  S.  M  se  dignase  aprobar  la  conduc- 
ta del  Gobernador,  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  procederá  en  la  forma  que 
prescribe  el  art.  9.»  <le  este  Reglamento. 

Art.  18.  Los  AlcaUles  <le  lus  pueblos 
podrán  requerir  el  auxilio  de  la  Guardia 
civil  del  pueblo  respe^tivo. 

Art.  14.  La  Guardia  civil  no  podrá 
negar  este  auxilio  siempre  que  sea  para 
un  objeto  del  Instituto  de  dicha  fuerza 
ilentro  del  término  nninicipal  del  pueblo 
respectivo,  y  no  medie  en  contrario  orden 
del  Gobernador  de  la  provincia. 

Cuando  sin  mediar  ninguna  de  estas 
causas  se  negare  el  auxilio,  los  Alcaldes 
elevarán  su  queja  ó  reclamación  al  Go- 
bernador de  la  provincia. 

Art.  16.     Los  Alcaldes  serán  responsa- 
bles del  uso  que  hp"*»'»  ''*»  ""♦*»   f"<»v«o 
debiendo  <lirigir  aU 
ra  queja  que  tuvies< 

Cap.  IW.—De  las  a 

Art.  16.  El  Rege 
Audiencia  que  nec< 
Guardia  civil  para  < 
los  que,  según  este 
ponden  á  la  autorid 
la  comunicación  op( 
de  la  provincia  don 
la  fuerza,  el  cual  i 
auxilio,  fuera  de  loi 
percnitan  obligacioi 

No  se  empleará  á 
el  servicio  de  cueto 
lia  y  escoltarlos  h 
ejecutados,  pues  es 
tropas  del  Ejército. 

Art.  17.  El  Juez 
ó  Promotor  fiscal  qi 
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dé  U  GaRr<tta  civil  en  tu  partido  respeo 
tÍTo,  se  dirifcirá  en  Iob  términos  arriba 
ezpreaiidoB  á  la  Aatoridad  civil  bÍ  la  hn« 
bit*ae,  y  en  sn  defecto  al  Comandante  de 
la  fnersii,  quien  dará  el  aozilío  ^oe  se  le 
regniera. 

Solo  en  el  cato  de  atender,  como  ex- 
presa el  artícnlo  anterior,  á  un  aerviclo 
prt^ferente,  poilrá  la  Autoridad  civil  ó  Co- 
mandantt^  de  la  Guardia  civil  dejar  de 
auxiliar  al  Jues  ó  Promotor  fiscal  que  re- 
clame eu  cooperación. 

8i  la  Autoridad  civil  no  residiese  en  la 
cabeaa  del  Juzgado,  podrá  requerirse  el 
auxilio  directamente  del  Comandante  de 
la  Gutirdia  civil  más  inmediato,  avisán- 
dolo al  mismo  tiempo  á  la  Autoridad 
civil. 

Art.  18.  LasAutoridadesjudiciales,  al 
requerir  el  auxilio  de  la  Guardia  civil 
cuando  no  fuese  incompalible  ron  el  si- 
gilo que  reclama  á  veces  la  administra- 
(TÍón  de  justicia,  lo  harán  por  esitrito,  in- 
dicando el  objeto  para  que  necesiten  la 
cooperación  de  esta  fuerza,  se^ún  el  for- 
mulario itúm.  1. 

Art.  19  Será  obligación  de  los  Co- 
mandantes de  sección  dirigir  anualmente 
un  estado  á  los  Promotores  Hsi-ales,  de  (o 
dos  los  rolM)8,  heridas,  asesinatos  ó  cuales- 
quiera delitos  de  que  tengan  noti(*ias  ó 
hayan  recibido  partes  de  haberse  verifi- 
cado en  la  demarcación  de  su  sección,  y 
cuyos  autores  no  hayan  podido  ser  cono- 
cidos ó  habidos. 

Art.  30.  Será  obligación  de  los  Co- 
mandantes de  los  Presidios  y  Alcaides 
de  las  Cárceles,  dar  parte  al  Comandan- 
te de  la  Guardia  civil,  de  cualquier  reo 
que  se  escape  de  ellas. 

Art.  21.  Siempre  que  un  Comandante 
de  sección  reciba  aviso  de  cualquier  d«4- 
lito,  cuyos  autores  no  sean  conoci<lof*, 
sin  perjuicio  de  hacer  por  sí  todas  las  di- 
ligencias necesarias  para  su  descubri- 
miento, dará  conocimiento  inmediato  al 
Promotor  fiscal,  para  que  por  su  parte 
pueda  aveiiguar  el  paradero  de  los  au- 
tores. 

Art.  22.  El  Comandante  ha  de  poner 
se  de  acuerdo  con  el  Promotor  fiscal 
cuando  lo  creyese  conveniente,  para  que 
ambos  puedan  adoptar  las  medidas  opor- 
tunas á  fin  de  descubrir  y  poner  bajo  el 
fallo  de  la  ley  á  los  delincuentes  y  reos 
prófugos  que  existieran  en  su  partido. 

Cap.  V.-  Obligaciones  y  facultad e$ 
de  la  Guardia  avU. 

Art.  28.    Todo  Individuo  de  la  Guar 


dia  civH  tiene  obligación  de  obedecer  al 
Gobernador  de  la  provincia  y  auxiliar  á 
sus  Delegados  cuando  requieran  la  inter- 
vención de  esta  fuerza,  para  reprimir 
cualquier  tumulto  ó  desorden,  sea  de  la 
naturaleza  que  fuere. 

Art.  24.  \jñ  obe<liencia  estricta  á  las 
órdenes  de  la  autoridad,  en  el  caso  de 
que  se  habla  en  el  artículo  anterior,  exi- 
me de  responsabilidad;  y  la  menor  des 
obediencia  ó  morosidad  en  el  cumpli- 
miento de  esta  clase  de  ónlenes,  será 
castigada  con  todo  el  rigor  de  la  Orde- 
nanza militar. 

Art.  26.  La  Guardia  civil,  no  sola- 
mente tiene  obligación  de  cooperar  al 
sostenimiento  del  orden  piüblico,  obser- 
vando y  cumpliendo  las  instrucciones 
del  Gobernador  de  la  provincia  y  sus  De* 
legados,  aino  también  da  acudir  por  sí 
al  desempefto  de  este  servicio  cuando  no- 
se  halle  presente  la  autoridad;  por  cx>n- 
secuencia,  todo  Jefe,  Oficial  ó  íiküvíiIuo 
de  tropa  de  esta  fuerza,  se  halla  obligado 
respectivamente  á  sofocar  y  reprimir 
cualquier  motin  ó  desorden  que  ocurra 
en  su  presencia,  sin  que  sea  necesario 
para  obrar  activamente  la  orden  de  la 
autoridad  civil. 

Art.  26.  En  lodos  los  casos^el  Jefe  de 
la  fuerza  procederá  del  modo  siguiente: 

1.^  Se  valdrá  del  medio  que  le  dicte 
la  pruilencia  para  persuadir  á  los  pertur- 
badores á  que  se  dispersen  y  que  no 
continúen  alterando  el  orden  público. 

2.*'  Cuando  este  medio  sea- ineficaz, 
l6s  intimará  el  uso  de  la  fuerza. 

8  0  Si  á  pesar  de  esta  intimación  per- 
sisten los  amotinados  en  la  misma  des- 
obediencia, restablecerá  á  viva  fuerza  la 
tranquilidad  y  el  imperio  de  la  ley. 

Art.  27.  Si  los  amotinados  ó  pertur- 
badores hiciesen  uso  de  cualquier  medio 
violento  durante  las  primeras  intimacio- 
nes, la  Guardia  civil  empleará  también 
la  fuerxa  desde  luego,  sin  preceder  otra» 
intimaciones  ó  advertencias. 

Art.  28.     Toda  reunión  sediciosa  ó  ar 
mada  deberá  ser  disipada  desde  luego, 
arrestando  á  los  perturbadores:  si   resis 
tiese  se  empleará  la  fuerza. 

Art.  29.  La  Guardia  civil  mantendrá 
de  continuo  patrullas  en  los  caminos,  y 
especialmente  en  los  puntos  que  ofrez- 
can alguna  inseguridad,  arreglando  sn 
distribución  en  términos  que  baya  do» 
putrullas  constantes- en  el  mismo  cami- 
no, las  cuates  recorrerán  una  misma  lí- 
nea, pero  en  dirección  opuesta.  Para  que 
estas  patrullas  vigilen  con  exactitud  por 
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la  seguridad  áe  lói  CHmlnos  refiles,  se  es- 
tablecerán sobre  ellos  convenienteiiiente 
puestos  de  la  Guardia  civil  fn  todos 
aquellos  punios  ó  pueblos* que  se  consi- 
dere necesario. 

Art.  30.  Ki  Comandante  <)e  cada  pues 
to  llevará  los  registros  oportunos  para 
anotar  los  hechos  importantes  de  que 
tenga  noticia  y  tollos  los  actos  de  la  fuer- 
za en  el  desempeño  del  servicio;  De  este 
registro  dirigirá  semaiialmente  un  breve 
extracto  alXX>inandHnte  de  la  línea,  para 
que  por  su  conducto  llegite  al  <lé  la  pro- 
vincia y  ai  Gol)ernador  y  demás  autori- 
dades superiores.  Sin  embargo,  cuando 
ocurra  algún  suceso  extraordinario  y  no- 
table se  reniítirá  directamente  al  Gober- 
nador de  la  provincia  un  parte  especial 
poniendo  al  mismo  tiempo  el  suceso  en 
conocimiento  de  la  autoridad  civil  y  de 
los  Jefes  de  la  Guanlia  civil  que  deban 
tener  noticia  del  hecho. 

Art.  31:  Ei  Guardia  civil  que  vaya 
mandando  una  pareja  ó  patrulla  llevará 
consigo  un  cuaderno  ó  registro  para  ano- 
tar las  entrevistas  que  han  de  verificarse 
,  de  unos  puestos  con  otros,  dAndose  en 
ellas  recíprocamente  las  noticias  que  hu- 
biesen adquirido,  y  conferencian<io  sobre 
el  mejor  m*»d¡o  *le  prestar  el  servicio  con 
exactitud.  Otro  cuaderno  ó  registre  ha- 
brán de  llevar  las  parejas  que  salgan  á 
recorrer  los  pueblos  de  la  demarcación 
de  caila  puesto,  y  cuyo  registro  «leberá 
ser  visado  todos  los  días,  con  expresión 
de  la  berra  de  entrada  y  salida,  por  los 
Alcaldes  de  los  pueblos  que  v¡siten,''y 
principalmente  por  el  de  aquel  en  que 
pernoctaren. 

Art.  82.  En  los  caminos,  en  los  cam- 
pos y  despoblados  toda  fuerza  ó  pareja 
de  la  Guardia  civil  cuidará  de  proteger 
á  cualquiera  persona  que  se  vea  en  algún 
peligro  ó  iieügracia,  ya  prestanito  el  auxi- 
lio <Íe  la  fuerza,  ya  facilitando  el  socorro 
que  estuviese  á  su  alcance.  Por  consi- 
guiente, procurará  proteger  á  todo  viaje- 
ro que  sea  objeto  de  alguna  violencia; 
acudir  para  prestar  auxilio  cuando  algún 
carruaje  hubiese  volca<lo  ó  experimenta- 
do algún  contratiempo  que  le  detenga  en 
el  camino;  recoger  los  heridos,  enfernios 
ó  imposibilitados  de  continuar  su  mar- 
cha; contribuir  á  cortar  los  incendios  en 
los  campos,  en  las  casas  aisladas  y  en  las 
poblaciones,  y  prestar,  en  suma,  del  me- 
jor modo  que  le  fuese  posible,  todo  ser- 
vicio que  pueda  contribuir  al  objeto  y 
realce  de  esta  institución  esencialmente 
benéfica  y  protectora. 


Art.  38.  Es  obligación  de  la  Guardia 
civil  la  conducción  periódica  de  prooa 
en  las  líneas  establecidas,  bajo  la  más 
estrecha  responsabilidad  del  qoe  vaya 
mandando  la  fuerza.  Estas  conducciones 
se  verificarán  en  días  marcados  en  cada 
provincia,  y  serán  dos  eYi  cada  semana, 
y  no  más,  sin  que  por  ningún  Alcalde 
puedan  alterarse  las  reglas  establecidas 
en  el  particular. 

A  falta  de  la  Guardia  civil,  y  sólo  cuan- 
do esta  fuerza  se  halle  completamente 
ocupada  en  otros  servicios  preferentes, 
se  encargará  de  la  conducción  de  loa  pre- 
sos cualquiera  otra,  á  cuyo  efecto  en  este 
caso  se  recurrirá  á  las  autoridades  miH- 
tares  para  que  faciliten  la  corres pondien* 
te  escolta. 

Art.  84.  Corresponde  también  á  la 
Guardia  civil  y  es  de  su  obligación,  con 
sujeción  á  lo  prevenido  en  este  Regla- 
mento y  á  las  instrucciones  pariicnlarea 
que  se  le  dieren,  velar  sobre  la  obser- 
vancia de  las  leyes  y  disposiciones  rela- 
tivas: 

1.^  A  los  caminos,  portazgos,  pontaz- 
gos y  barcajes. 

2  o  A  la  conservación  de  tos  montear 
y  bosques  del  Estado,  de  los  pueblos  y  de 
ios  paiticulares 

8.0  A  la  observancia  de  las  leyes  so- 
bre uso  de  armas,  caza  y  pesca. 

4.^  A  la  conservación  de  los  pastos 
del  común  de  vecinos  y  bienes  de  propios. 

6.0  A  los  demás  ramos  ó  propiedades 
qile  formen  parte  de  la  riqueza  pública  ó 
comunal. 

6.0  A  la  conservación  de  todas  las  pro- 
piedades de  los  particulares. 

Art.  86.  La  Guardia  civil,  como  con- 
secuencia de  lo  que  previene  el  artículo 
anterior,  velará  constantemente  sobre 
todo  lo  que  constituye  la  policía  rural, 
respecto  á  que  no  se  toquen  los  árliolea 
que  se  hallen  en  los  caminos  y  sotos,  que 
no  se  introduzcan  ganados  en  los  montes 
y  terrenos  particulares  que  sean  vedados, 
procediendo  á  la  detención  de  las  perso- 
nas que  en  los  montes  se  hallen  fuera  del 
camino  con  instrumentos  de  corla  ó  arran- 
que; impedir  que  dentro  de  los  mismos 
montes  se  enciendan  fuegos  ni  se  hagan 
cortas  antes  «le  salir  el  sol  y  después  de 
ponerse,  con  todo  lo  demás  que  concier 
ne  á  la  conservación  de  la  propiedad  y  re- 
presión de  los  ataques  que  pueda  expe 
rimentar,  auxiliando  nara  ello  á  los  guar- 
das y  demás  que  reclamen  su  auxilio. 

Art.  36.  Es  también  obligación  de  la 
Guardia  civil: 
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l.<>  Tomar  noticia  de  la  perpetración 
de  cualquier  delito  ó  hecho  contrarío  á 
laa  lejrea,  deoretoa  y  órdenea  dej  Go- 
bierno, bandoa  de  laa  aatoridadea  y  Or- 
denanxae  munici palee. 

2.0  Recog;er  loa  vagabnndóa  que  an- 
den por  loa  caminoa  y  deapobladoa  y  loa 
fagadoa  de  laa  Cárcelea  ó  Preaidioa,  en 
tregándolea  A  la  inmediata  autoridad  ci- 
?il,  para  lo  cual,  será  obligación  de  loa 
ilcaldea  de  loa  pnebloa  y  loa  Juecea  de 
primera  inatancia,  facilitar  á  toa  Jefes  de 
loa  pneatoa  y  patrnllaa  nna  liata  de  laa 
personaa  que  ee  hallen  comprendidaa  en 
«8t08  ca^oa,  con  expreaión  muy  deterini- 
uada'y  explícita  de  laa  aefíaa  peraonalea, 
con  todaa  laa  circnnatanciaa  neceeariaa 
pata  evitar  equivocaciones. 

S.o  Recoger  loa  prófugoa  de  loa  aor- 
teca  y  deaertorea  del  Ejército,  entregando 
los  primeroa  á  la  autoridad  civil,  y  loa 
tegondoa  á  la  autoridad  militar  del  pue- 
blo máa  inmediato. 

4.0  Peraeguir  y  detener  á  loa  delin- 
cuenteé' ó  infractorea  de  laa  dispoaicionea 
á  qae  ae  re6ere  el  párrafo  primero  de 
€8te  artículo,  entregándolea  á  la  autori- 
dad ó  Tribunal  competente. 

6.0  Acudir  al  punto  necesario  para  la 
persecución  de  loa  ladronea  ó  malhecho* 
res,  siempre  que  tenga  noticia  de  haber 
ocurrido  un  robo  ó  de  la  aparición  de 
gente  sospechosa  en  la  demarcación  del 
distrito  que  lea  eetuvieae  confiado. 

Art.  37.  En  todaa  laa  poblacionea  ca- 
bezaa  de  partido  judicial,  habrá  un  puea- 
to  de  la  Guardia  civil,  cuya  fuerza  tendrá 
obligación  de  preaentar  alguna  pai^ja 
ana  ves  al  mea,  en  todos  loa  pueblos  de 
que  ee  componga  el  partido,  aiempre 
que  atencionea  preferentea  del  aervício 
na  lo  impidan.  Si  por  la  mucha  exten- 
sión del  partido  no  fuere  anficiente  á  este 
fin  el  puesto  establecido  en  la  cabeza  de 
él,  se  establecerá  en  el  punto  competen- 
te otra  para  lograr  dicho  objeto. 

Art.  38.     Habrá  aiempre  en  laa  ferina 
y  rotneríaa   una  fuerza  ó  patrulla  de   la 
Guardia  civil  que  no  bajará   de  trea  in- 
dividuos. El  Comandante  de   la  aección 
cuidará  de  conaervar  el  orden  interior  y   ' 
la  seguridad  peraonal  en  loa  caminoa  in-   | 
ntediatos,  á  cuyo  fin  ae  eatablecerán  por   i 
las  avenidaa  y  contornoa  del  pueblo  don- 
de la  feria  ae  celebre,  parejea  que  patru- 
\Un  y   vigilen   de  continuo,  aeí  de  día 
como  de  noche,  hasta  que  ceae  el  motivo 
<lQe  suele  en  eatoa  caaoa  atraer  á  loa  mal- 
hecborea,  vagoa  y  gente  perdida. 

Art.  89.    Si  en  conaecuencia  de  cual- 


quier acontecimiento  ó  motín,  la  Guar- 
dia civil  tuvieae  que  tomar  para  hacerae 
reapetar  una  actitud  militar,  los  Alcaldesa 
de  loa  puebloa  no  podrán  mandarla  reti- 
rar haata  deepués  de  restablecido  el 
orden.' 

Art.  40.  El  Comandante  de  una  pa- 
trulla ó  pareja  de  la  Guardia  civil,  ó  cual- 
quier individuo  de  eata  fuerza  que  obre 
separadamente,  ae  halla  obligado: 

l.o  A  exigir  la  preaentación  de  paea- 
porte  ó  paae  á  loa  viajeros  ó  tranaeuntea 
de  cualquiera  claae  ó  calidad  que  aean, 
deteniendo  á  loa  que  no  lleven  dicho  do- ' 
cu  mentó  en  debida  iorma  para  preaen- 
tarlos  á  la  autoridad  competente,  aiempre 
que  la  detención  ee  verifique  dentro  ó  en 
laa  inmediHciones  del  pueblo  donde  reaí- 
da  alguno  de  aquellos  funcionarios;  pero 
si  la  falta  ae  notase  en  loa  caminoa,  aólo 
deben  detener  á  loa  viajeroa  que  infun- 
dan eoapecha,  para  presentarles  á  la  au- 
toridad inmediata,  limitándoae  respecto 
á  loa  demáa  á  dar  parte  á  la  autoridad 
civil,  y  prescribir  al  inter^aado  ó  intere- 
aadoa  la  obligación  que  tienen  de  pro- 
veerae  del  correspondiente  documento 
de  aeguridad  en  el  pueblo  máa  cercano 
en  la  dirección  en  que  viajen. 

2.^  Podrá  detener  á  todo  carruaje  pá  - 
blico  con  objeto  de  exigir  el  pasaporte  á 
lúa  viajeroa,  aunque  procurando  cauaac- 
les  la  menor  detención  posible. 

9."  Exigirá  igualmente  la  preaenta- 
ción de  laa  licenciaa  de  nao  de  armas, 
de  caza  ó  de  peaca,  dando  parte  de  cual- 
quier falta  al  Alcalde  del  pueblo  donde 
resida  el  intereaado.. 

4.0  Podrá  entrar,  si  lo  cree  conve- 
niente para  su  servicio,  á  cualquiera 
hora  del  día  y  de  la  noche  en  laa  ventas 
y  casaa  situadas  en  despoblado,  cuando 
haya  motivo  para  eoapechar  que  ae  abri- 
ga en  ellas  algún  malhechor  ó  delin- 
cuente. 

6.0  Deberá  pedir  á  loa  Alcaldea  de  loa 
puebloa  noticiaa  y  aefias  de  los  deserto- 
rea  y  prófugos,  aaí  como  de  las  personaa 
de  mal  vivir  que  pueda  haber  en  cada 
uno,  ó  que  se  alberguen  en  au  término, 
cuya  noticia  no  podrán  negar,  entendién- 
dose que  ésta  ha  de  ser  siempre  por  ea- 
crito. 

Art.  41.  Todo  individuo  de  la  Guar- 
dia civil  ae  halla  igualmente  facultado 
para  instruir  la  aumaria  información  de 
cualquiera  delito  cometido  á  au  vista  ó 
denunciado  por  los  tranaeuntea  ó  otras 
personas  que  se  hallen  fuera  de  la  pobla- 
ción,  y    perpetrado  próximamente  á  la 
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deuaucia,  presentando  la  sumaria  al  Juez 
«le  primera  instancia  respectivo  lo  más 
antes  posible,  sin  que  en  ningún  caso 
pueda  exceder  este  plazo  de  cuatro  dias, 
«tentados  desde  aquél  en  que  se  verifique 
ti  suceso  que  la  motive. 

Art  42.  Ningún  jefe  ni  individuo  de  la 
Guardia  civil  podrá  inaponer  ni  cobrar 
por  si  multas  ni  otra  pena  alguna,  ni  aun 
las  prescritas  en  las  leyes,  bandos  ó  dis- 
l>08Ícioiie8  vigentes,  debiendo  en  estos 
casos  reducirse  á  presentar  el  infractor  á 
la  Autoridad  competente  y  circunscribir 
se  al  uso  de  las  facultades  que  determi- 
itan  los  artículos  anteriores. 

Art.  43.     Los  Gobernadores  de  provin- 
cia dispondrán   también  el   servicio  que 
deba  hacer  la  Guardia  civil  en  lo  interior 
de  las  poblaciones,  respecto  á  la  asisten 
cia  de  esta  fuerza  á  las  reuniones  públi 
«;as,  sin  otro  objeto  que  atender  á  la  con- 
servación del  orden    y  protección   de  las 
personas,  cuidando  de  no  emplear  los  in- 
dividuos del    Cuerpo   más  que   en  caao 
muy  extraordinario,  en  exigir  los   pa«a- 
portee,  ni  en  otro  ofício  alguno  <Ie  policía 
interior  de  Ihs  poblaciones  que  los  dis 
traiga  ile  su  eervicio  en  el  exterior. 

Art.  44.  Cuando  la  autoridad  civil  no 
juzgue  bastante  la  fuerza  de  los  vigilan- 
tes para  cualquier  servicio  de  los  que  le 
están  asignados,  podrá  requerir  pasaje- 
ramente el  auxilio  de  la  Guardia  civil, 
que  obrará  siempre  á  las  órdenes  de  sus 
inmediatos  jefes. 

Art.  46.  Todo  jefe  ó  individuo  de  la 
Guardia  civil,  puede  hacer  directamente, 
sin  previa  orden  ni  requerimiento  de  la 
autoridad,  cualquier  servicio  de  esta  es- 
pecie, cuando  los  hechos  ocurran  á  su 
vista  ó  por  su  inmediación,  ó  sea  llama 
do  por  un  vecino  necesitado  para  un  caso 
urgente.  En  este  caso,  después  de  pro- 
veer á  lo  más  necesario,  el  más  caracte- 
rizado ó  jefe  de  la  fuerza  que  hubiese 
prestado  este  servicio,  dará  parte  á  la  au- 
toridad, bnjo  cuya  dirección  continuará 
prestando  vi  se.*-vicio. 

Art.  46.  Ningún  individuo  de  la  Guar- 
dia civil  potlrá  entrar  en  casa  alguna  par 
ticular,  no  siendo  en  despoblado,  sin  pre- 
vio peniiieo  del  dueí^o.  Si  la  detención  de 
un  delincuente  ó  la  averiguación  de  un 
delito  exigiese  el  allanamiento,  y  el  due 
fio  se  opusiera  á  ella,  deberá  el  jefe  de  la 
fuerza  <lar  parte  á  la  autori<lad  local  to- 
mando las  disposiciones  necesarias  para 
ejercer  entre  tanto  una  eficaz  vigilancia. 

Art.  47.  La  prohibición  anterior,  no 
comprende   las  fondas,  cafés,  tabernas, 


posadas,  mesones  y  demás  casas  donde 
se  admite  ó  reúne  el  público,  bajo  cual- 
quier forma  que  fuese,  en  las  cuales  po- 
drá  entrar  cualquier  individuo  de  1» 
Guardia  civil,  ya  en  virtud  de  requeri- 
miento de  la  autoridad  competente,  ya  de 
su  propio  impulso,  cuando  tenga  noticifr 
de  algún  delito,  desorden  ó  infracción  co- 
irretida  en  el  interior  de  estos  Establecí- 
nrientos  ó  lo  exija  la  detención  de  algúi> 
delincuente. 

Art.  48.  La  Guardia  civil  debe  auxi- 
liar á  las  autoridades  judiciales  para  ase- 
gurar la  buena  administración  de  justi- 
cia en  todas  sus  partes,  y  á  su  vez  las^ 
autoridades  judiciales  darán  á  la  Guar- 
dia civil  cuantas  noticias  reclame  y  sea» 
corrducentes  para  la  aprehensión  de  lo» 
reus  prófugos  y  toda  clase  de  malhe- 
chores. 

Art.  49.  Es  obligación  de  todo  jefe  6^ 
individuo  de  la  Guardia  civil  dar  á  lo» 
Jueces  de  primera  instancia  de  los  parti- 
dos, inmediata  cuenta  de  todos  los  deti- 
tos que  lleguen  á  su  noticia,  remitirle» 
oportunamente  las  sumarias  que  instru- 
yan, y  poner  á  su  disposición  los  delin- 
cuentes que  se  aprehendan. 

Art.  60.  La  Guardia  civil,  por  último» 
prestará  el  servicio  necesario  para  asegu- 
rar el  ordeír  y  la  libertad  en  la  celebra- 
ción de  los  juicios  de  los  Tribunales^ 
cuando  no  baste  par-a  ello  la  fuerza  de  los 
vigilantes  ni  los  demás  dependientes  de 
las  Audiencias  ó  Juzgados. 

Cap.  VI. — Del  acuartelamiento. 

Art.  6L  En  todas  las  capitales  de  pro- 
vincia, cabezas  de  partido  y  demás  pue- 
blos y  despoblados  en  que  estuviere  de- 
terminada la  permanencia  de  un  puesto 
fijo  de  la  Guardia  civil,  se  le  proporcio- 
iiHrá  la  correspondiente  casa  cuartel  para 
la  fuerza  que  á  cada  uno  estuviese  asig- 
nada. 

Art.  62.  Por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, y  con  cargo  al  capítulo  del 
presupuesto  asignado  á  este  objeto,  se 
¡facilitarán  los  fondos  necesarios  para 
consiruir  ó  alquilar  las  casas  cuarteles.' 

Art.  63.  El  serviciodel  acuartelamien- 
to de  todos  los  puestos  estará  á  cargo  de 
la  Inspección  general  del  Cuerpo  en  loa 
puestos  pasajeros,  y  en  los  demás  pue- 
blos en  que  se  presente  y  pernocte  Guar- 
dia civil,  se  alojará  en  la  forma  estable- 
cida para  las  demás  tropas  del  Ejército. 

El  utensilio  necesario  para  las  casa» 
cuarteles  se  suministrará  por  el  Cuerpo» 
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á  cayo  fin  se  hará  el  at)oiio  correspon- 
diente por  el  Ministerio  de  la  Querrá.    '^ 

Cap.  Vll.-^ Disposiciones  genei-ales. 

Art.  64.  La  Guardia  civil  no  podrá  dis- 
traerse del  objeto  de  sn  instituto,  y  la 
Rotoridad  que  lo  hiciese  será  responsa- 
ble de  este  abuso. 

Art.  65.  La  Guardia  civil  no  podrá 
emplearse  en  la  conducción  de  pliegos, 
•ino  cuando  alguna  circunstancia  extra- 
ordinaria la  hiciere  absolutamente  indis- 
pensable, dandu  cuenta  del  motivo  que 
lo  cause. 

Art.  56.  La  Guardia  civil  no  se  em- 
pleará en  );uaidias  de  honor.  En  cada 
Gobierno  tie  provincia  habrá  un  Orde- 
nanzn  <le  esta  fuerza  pata  comunicar  las 
órdenes  referentes  al  servicio  del  Cuerpo 
ániramente. 

Poi  título  ni  pretexto  alguno  se  em- 
pleará al  Guardia  que  desempefle  este 
encargo  <le  Ordenanza  en  asuntos  ttoroés- 
ticos  ni  ocupación  alguna  que  pudiera 
rebajar  el  lustre  y  decoro  del  Cuerpo. 

Art.  57.  La  antcridad  civil  no  podrá 
mezclarse  en  las  interioridades  del  Cuer- 
po en  sn  parte  material  y  personal,  y  de- 
berá sólo  concretar  sus  órdenes  al  servi- 
cio que  han  de  prestnr  los  individuos,  con 
sujeción  á  este  Reglamento. 

Art.  68.  Las  órdenes  para  el  servicio 
de  la  Guardia  civil  se  darán  por  escrito, 
firmadas  por  la  autoridad  de  que  emanen, 
pero  los  Gobernadores  de  las  provincias 
podrán  darlas  de  palabra  cuando  la  ur- 
gencia del  caso  lo  requiera. 

Art.  59.  Si  alguna  autoridad  subal- 
terna ó  alcalde  se  excediese  en  el  des- 
empeño de  sus  atribuciones  respecto  de 
la  Guardia  civil,  se  producirá  la  queja 
por  el  conducto  regular  al  Comandante 
de  la  misma  Guardia  civil  de  la  provin- 
cia, quien  la  elevará  al  Gobernador  para 
íu  resolución. 

Art.  60.  Sólo  los  Gobernadores  de  las 
provincias  ó  los  que  los  sustituyan  en  el 
mando  podrán  llamar  á  su  casa  al  Co- 
oíandante  de  la  Guardia  civil  de  la  pro- 
vincia resjiertiva  ó  á  sus  subordinados. 
Art.  61.  Cuando  los  (gobernadores  de 
proviniia  observen  cualquier  defecto  en 
«'  pí-rsonal  de  la  Guardia  civil,  podrán 
advertirlo  al  Comandante  ilel  Cuerpo  en 
la  provincia  de  su  carato,  y  si  éste  no  re- 
mediase la  falta  observada,  se  dirigirán 
•Ijefb  del  tercio,  quien  tomará  las  medi- 
cas convenientes  para  remediarla  con  la 
wayor  prontitud  y  eficacia,  dando  cuenta 


al  Inspector  general  del  Cuerpo,  á  quien 
también  podrán  dirigirse  los  Gobernado- 
res de  provincia,  siempre  que  crean  con- 
veniente hacer  alguna  observación  acer- 
ca del  material,  personal  y  percibe  de  los 
haberes  de  la  Guardia  civil,  que  en  esta 
parte  depende  del  Ministerio  de  la 
Guerra. 

Art.  62.  El  Inspector  general  de  la 
Guardia  civil  queda  facultado  para  velar 
sobre  el  cumplimiento  del  servicio,  según 
lo  prevenido  en  este  Reglamento,  para  lo 
caal  se  entenderá  directamente  con  este 
Ministerio  y  con  tos  Gobernadores  de  las 
provincias,  siempre  que  con  dicho  obje- 
to lo  estime  conveniente 

Art.  63.  El  mismo  Inspector  general 
tiene  facultad  para  disponer  por  sí  la 
reunión  ó  concentración  de  los  puestos 
del  Cuerpo  de  sn  cargo,  cada  vez  que  lo 
juzgue  conveniente  por  invasión  de  fac- 
ciosos en  cualquiera  provintria  de  la  mo- 
narqnía;  pero  con  la  ptecisa  obligación 
de  dar  cuenta  á  este  Ministerio,  y  con  la 
de  qoe  tan  Inego  como  desaparezcan  las 
circunstancias  que  dieron  lugar  á  esta 
mediila,  vuelvan  el  pnesto  ó  puestos  re- 
concentrados á  su  respectivo  def tino. 

Art.  64.  Los  Gobernadtires  de  las  pro- 
vincias entilarán  de  que  «e  dé  á  los  res- 
pectivos Comandantes  de  la  Guardia  ci- 
vil, un  ejemplar  del  Boletín  oficinl  de  las 
mismas,  para  que  puedan  estar  entera- 
dos de  todas  las  Reales  órdenes  y  dispo- 
siciones vigentes,  y  les  trasladarán  las 
que  sean  de  Interés  para  el  servicio  del 
Cuerpo  y  no  se  hallen  insertas  en  dicho 
Boletín . 

Art.  65.  Los  Gobernadores  cuidarán 
también  de  proveer  á  todos  los  guardias 
que  presten  el  servicio  en  su  provincia, 
de  la  correspondiente  credencial. 

Art.  66.  La  Guardia  civil  no  puede 
deliberar  ni  representar  su  Cuerpo  sobre 
ninguna  clase  de  asuntos,  ni  tampoco  po- 
drán sus  individuos  representar  en  nin- 
gón  caso  sobre  negocios  públicos. 

Art  67.  Los  que  prestaren  algún  ser- 
vicio extraordinario  serán  propuestos  á 
S.  M  ,  para  que  se  les  conceda  la  debida 
recompensa,  la  cual,  segón  la  clüse  del 
individuo  y  del  servicio  prestado,  con- 
sistirá en  un  prendo  análogo  á  su  carre- 
ra. Los  hechí)S  <le  armas  serán  recompen- 
sados por  conducto  del  Ministerio  de  la 
Guerra. 

Art.  68.  Todo  in<lividuo  de  la  Guar- 
dia civil  está  obligado  á  conducirse  siem- 
pre con  la  mayor  prudencia  y  comedi- 
miento, cualquiera  que  sea  el  caso   en 


Digitized  by 


Google 


GUA 


—  504  — 


GUA 


que  se  haite,  y  se  castigará  severamente 
al  que  no  guarde  á  toda  clase  de  perso- 
nas los  miramientos  y  consideraciones 
que  deben  exigirse  á  individuos  pertene- 
cientes á  una  institución  creada  para  ase- 
gurar el  imperio  de  las  Leyes,  la  quietud 
y  el  orden  interior  en  los  pueblos  y  v*^ 
lar  por  el  respeto  á  las  personas  y  bienes 
de  los  hombres  pacíficos  y  honrados. 

Art.  69.  Quedan  derogadas  todas  las 
Reales  órdenes  y  disposiciones  anteriores 
qué  estén  en  contradicción  con  el  pre- 
sente Reglamento.- San  Ildefonso  2  de 
Agosto  de  1862.— Btf/íran  de  Li$,> 

Circular  de  20  de  Septiembre  de  1855,  re- 
comendando el  cumplimiento  de  lo  man- 
dado en  el  Reglamento  del  Cuerpo  sobre 
conducción  de  presos. 

(Inspección  gral,  de  la  Guardia  civil) 
cuna  de  las  obligaciones  más  sagradas 
é  importantes  del  servicio  de  la  Guardia 
civil,  es  Ir  conducción  de  presos.  El  Re- 
glamento del  Cuerpo  en  esta  parte  está 
tan  explícito  y  terminante,  que  la  fuga  de 
un  preso  se  hace  imposible  si  sus  artícu 
los  son  observados  literalmente;  así, 
pues,  no  hay  disculpa  alguna  para  la  pa- 
reja que,  olvidándose  de  lo  que  está  pre- 
venido en  el  Reglamento  y  circulares  vi- 
gentes, deja  fugarse  los  presos  cuya  con- 
ducción se  les  ha  confiado  para  entregar- 
los á  los  Tribunaleis  encargados  de  apli- 
carles la  ley.  Tan  grave  falta  sólo  pne 
de  atribuirse,  ó  á  un  exceso  de  confianza, 
ó  á  consideraciones  que  debiliten  la  se- 
guridad con  que  la  Guardia  civil  debe 
desempeñar  sus  funciones,  pero  que  en 
lodo  caso  piiede  calificarse  d6  falta  de 
vigilancia  y  de  cumplimiento  á  su  deber. 
Uno  de  los  cargos  más  graves  que  debe 
kacerse  á  una  pareja  es  la  fuga  de  un 
preso  entregado  á  su  custodia;  con  lo 
prevenido  en  el  Cuerpo  sobre  el  particu 
lar  no  hay  medio  de  disculpar  tan  grave 
falta,  ni  de  eximirse  el  que  la  cometa  del 
castigo  marcado  para  ella. 

A  pesar  de  las  reiteradas  prevenciones 
que  sobre  el  particular  se  tienen  hechas 
en  el  Cuerpo,  me  ha  parecido  convenien- 
te recordar  á  usted  nuevamente  la  exac- 
ta observancia  de  lo  prevenido  para  es- 
tos casos  en  el  reglamento,  y  para  que 
haga  saber  á  todos  sus  subordinados  que 
la  fuga  de  un  preso  será  mira<la  por  mí 
como  una  grave  falta,  que  castigaré,  per 
más  que  me  sea  sensible,  con  todo 
rigor. 

Procurará  usted  que  tanto  de  esta  cir- 


cular como  de  las  demás  vigentes  aobf  e 
el  particular,  se  enteren  muy  detenida- 
mente todos  los  individuos  de  esa  com- 
pañía, y  con  especialidad  los  nuevos  con 
tingentes  ó  guardias  recién  admitidos,  á 
fin  de  que  ni  unos  ni  otros  incurran  en  In 
fea  falta  de  dejar  fugar  á  utí  preso,  In 
cual  consideraré  como  una  gravísima 
falla. 

Dios  guarde  á  usted  muchos  afios.  Ma 
drid  20  de  Septiembre  de    1 855.  — /ft/ait- 
/e.— Sefior  Comandante  del  Cuerpo  en  la 
provincia  de  ...»  (C  L,  de  O.,  páginas  216 
y  217). 

Disposiciones  relativas  al  seivido  de  guar- 
dería rural  y  forestal.  {Adición  al  Re- 
glamento). 

«Art.  70.  Aumentada  la  Guardia  civil 
para  dedicarse  á  la  guardería  rural  en  las 
provincias,  cesarán  en  las  mismas  todos 
los  Cuerpos  é  individuos  destinados  en 
la  actualidad  á  la  guardería  rural,  ya  sean 
costeados  por  el  Estado,  por  las  provin- 
cias ó  por  los  pueblos.  Se  exceptúan  los 
empleados  periciales  del  Ministerio  de 
Fomento,  les  cuales  subsistirán  en  la 
forma  más  conveniente  para  la  conserva- 
ción y  mejora  de  los  montes. 

Art.  71.  La  Guardia  cj vil  que  prefta 
el  servicio  por  los  campos,  siempre  que 
descubra  algún  dafio  ó  intrusión  en  las 
propiedades  ó  cualquier  otro  delito  ó  fal- 
ta, procurará  detener  al  delincuente,  aaf 
como  seguir  ó  descubrir  las  huellas  ó  in- 
dicios del  hecho  que  deba  perseguirse 
antes  que  puedan  destruirse  ó  alterarse, 
ocupando  los  objetos  materiales  que  seaii 
considerados  como  cuerpo  del  delito. 

Art.  72.  Cuando  hubiese  algúu  dafio 
cuya  continuación  pueda  impedtrse,conk> 
incendio,  distracción  de  aguas,  invasión 
de  ganado  en  propiedad  vedada  ó  otros 
accidentes,  cuidará  la  Guardia  civil,  con 
1h  puntualidad  que  el  caso  requiera,  de 
atajar  el  dafio,  obligando  á  que  le  presten 
su  cooperación,  no  sólo  los  guardas  par- 
ticulares inmediatos  ú  otros  empleados 
rurales  ó  forestales  de  cualquiera  clase 
que  tengan  carácter  público,  si  los  hn 
biese,  sino  también  los  mismos  daña- 
dores. 

Art.  78.  La  Guardia  civil,  según  la 
urgencia  de  las  circunstancias,  formará 
siempre  el  correspondiente  sumario  ó 
parte  detallado  de  los  delitos  ó  faltas  que 
descubra,  elevándolo  indispensablemen* 
te  á  la  autoridad  correspondiente  con  la 
entrega  de  los  dañadores  ó  sustractorea 
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bí  fuMBD  habidoe,  ó  al   participarse  la 
perpetración  de  dichas  faltas  ó  delitos. 

Art.  74.  Guando  sean  conocidos  tos 
duefiot  de  los  fratos  ú  otros  objetos  sus- 
traídos,  le  serán  entregados  por  la  Guar- 
dia civil,  previo  el  oportuno  resguardo  en 
que  conste  la  obligación  de  devolverlos  ó 
responder  de  su  importe  en  caso  ne- 
cesario. 

Árt.  76.  Cuando  no  hubiere  dueño 
conocido,  se  depositarán  los  objetos  que 
expresa  el  artículo  anterior  en  donde  de 
termine  la  autoridad  local,  y  mientras 
tanto  en  la  casa  de  un  vecino  honrado 
en  la  forma  más  conveniente  posible 
para  impedir  su  deterioro,  dando  conoci- 
miento de  esta  medida  á  la  autoridad 
respectiva,  á  ñn  de  evitar  la  pérdida  ó 
menoscabo  de  los  efectos  depositados,  es- 
pecialmente si  fuesen  frutos  de  fácil  y 
pronta  alteración. 

Art.  76.  Guando  se  encontrasen  ga- 
nados ú  otros  objetos  de  cualquiera  da- 
•e  extraviados,  los  entregará  ó  deposita- 
rá la  Guardia  civil  en  la  forma  y  con  las 
precauciones  prescritas  en  el  artículo  an- 
terior, valiéndose,  al  efecto,  si  necesario 
fuese,  de  la  cooperación  de  los  guardas 
particulares  ó  de  los  colonos  circunve- 
cinos. 

Art«  77.  Las  personas  que  por  cual- 
quier concepto  fuesen  detenidas  y  las  in 
formaciones  sumarias  ó  los  partes  deta- 
llados de  los  hechos  que  aparezcan  pu- 
nibles, se  entregarán  al  Alcalde  del  dis 
trito  municipal  luás  inmediato,  quien 
cuidará  de  practicar  lo  que  corresponda. 

Art  78.  La  Guardia  civil  en  su  servi- 
cio de  los  campos,  al  extender  los  partes 
que  dieren  de  faltas  ó  delitos  cometidos, 
expresará  con  toda  exactitud  las  circuns 
tandas  siguientes: 

1.*  £1  día,  hora,  sitio  y  manera  en 
que  el  hecho  fué  ejecutado. 

2.*  £1  nombre,  apellido  y  vecindad 
de  los  presuntos  autores  y  sus  cómplioes, 
siempre  que  sean  conocidos. 

8>  £1  nombre,  apellido  y  vecindad 
de  los  testigos  presenciales,  si  los  hubie- 
se, y  los  de  la  persona  contra  cuya  segu- 
ridad ó  propiedad  se  hubiese  atentado. 

4.*  Los  objetos  aprehendidos  al  que 
cometió  la  falta  ó  delito. 

5.*  Todos  los  indicios,  vestigios  y  cir 
constancias  que  puedan  contribuir  á  acla- 
rar el  hecho  ó  constituyan  una  prueba 
del  mismo. 

Art.  79.  La  Guardia  civil,  en  el  servi- 
cio á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
dará  cuenta: 


1.0  De  todo  delito  ó  falta  contra  la  se- 
guridad personal  ó  contra  la  propiedad. 

2.0  De  todo  acto  por  el  cual,  aunque 
no  se  hubiese  causado  dafio  á  la  propie- 
dad rural,  se  hubiese  atentado  á  los  de* 
rechos  del  propietario,  bien  sea  inva- 
diéndolas, bien  tomando  ó  disponiendo 
de  alguna  cosa,  cualquiera  que  ella  sea, 
comprendida  en  las  heredades  ajenas, 
sin  permiso  de  su  duefio. 

8.0  De  toda  infracción  del  Código  pe- 
nal, de  los  Reglamentos  ó  bandos  de  po- 
licía rural,  de  las  Leyes  y  Ordenanzas  de 
caza  y  pesca,  de  las  de  los  montes  y 
plantíos,  de  las.de  aguas  y  de  las  relati- 
vas á  la  policía  de  los  caminos  generales, 
provinciales  y  municipales. 

Art.  80.    La  Guardia  civil  dará  cono 
cimiento  á  las   Autoridades  respectivas: 

].**  De  todo  lo  que  pueda  contribuir  á 
la  averiguación  de  delitos  cuyos  vesti- 
gios ó  indicios  encuentren  en  el  curso  de 
su  servicio,  y  en  general,  á  la  policía  ju- 
dicial. 

2.*>  De  cualquier  enfermedad  conta- 
giosa que  aparezca  en  los  ganados,  ad- 
virtiéndolo sin  demora  á  los  dueños  ó 
mayorales  de  los  demás  que  se  hallen  á 
la  inmediación,  disponiendo  á  la  vei  lo 
necesario  para  el  aislamiento  de  las  reses 
ó  rebaños  contagiados. 

8.0  De  la  aparición  ó  proximidad  de 
la  langosta,  dejando  señalado  cuidadosa- 
mente el  punto  en  que  pasare  para  aovar. 

4.^  De  cualquier  incendio  de  edificios, 
mieses  ó  arbolados. 

6.0  De  todo  acontecimiento  que  re- 
clame la  intervención  de  las  Autori- 
dades. 

Art.  81.  La  Guardia  civil  prestará  au- 
xilio y  protección,  segón  lo  permitan  las 
condiciones  de  su  instituto,  á  los  propie- 
tarios y  colonos  que  lo  necesitaren,  y  en 
genetal,  á  toda  la  población  rural. 

Art.  82.  Los  propietarios  rurales  pue- 
den, si  lo  creen  conveniente,  nombrar 
guardas  particulares  para  la  custodia  es 
pecial  de  sus  propiedades  y  de  sus  cose- 
chas ó  frutos.  £sto8  guardas  serán  consi- 
derados como  simples  criados  ó  colonos 
y  la  Guardia  civil  les  prestará  la  protec- 
ción y  auxilio  que  en  general  ha  de  dar 
por  su  instituto  á  toda  la  población  ru- 
ral. No  podrán  usar  los  guardas  particu- 
lares de  distintivo  que  los  confunda  con 
los  de  los  guardas  jurados  ni  con  otros 
funcionarios  que  tengan  carácter  pú- 
blico. 

Art.  83.  Los  propietarios,  colonos  ó 
arrendatarios  rurales,   pueden  nombrar 
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también,  si  lo  creen  necesario,  guardas 
particulares  jurados. 

Art.  84.  Para  desempeñar  las  funcio- 
nes de  guarda  particular  jurado  se  nece- 
sitará: 

1/  Que  el  guarda  sea  propuesto  al 
Alcalde  del  pueblo  en  que  radiquen  las 
propiedades  que  ha  de  custodiar. 

2.0  Que  el  propuesto  goce  de  buena 
opinión  y  fama,  y  no  haya  sido  nunca 
procesado,  ó  que  habiéndolo  sido  hubie- 
ra recaído  sentencia  absolutoria  con  to 
dos  los  pronunciamientos  favorables. 

8.<*  Que  no  haya  sido  despediilo  del 
cargo  de  guarda  municipal  ni  privado  del 
de  guarda  particular  jurado  por  cualquie- 
ra de  las  cansas  siguientes: 

Por  no  haber  hecho  las  denuncias  que 
debía. 

Por  haber  hecho  denuncia  falsa. 

Por  no  dar  los  partes  prevenidos. 

Por  recibir  gratificación  ó  regalo  de 
cualquier  especit^. 

Por  exigir  multas  ó  cometer  cualquie- 
ra otra  exacción. 

Por  faltar  al  respeto  á  las  Autoridades 
ó  desobedecer  indebidamente  sus  ór 
denes. 

Por  no  preslar  la  protección  que  de- 
bían á  las  personas  ó  propiedades  ata- 
cadas. 

Por  algán  otro  a'cto  ú  omisión  que- 
infíera  nota  desfavorable  en  su  müra- 
lidad. 

4.0  Que  antes  de  verificar  el  nombra- 
miento reciba  el  Alcalde  los  informes  del 
cura  párroco  en  cuya  feligresía  esté  ave- 
cindado el  candidato  y  Jefe  de  la  Co 
Diandancia  dd  la  Guardia  civil,  á  cuya 
provincia  pertenezcan  las  propiedades 
que  han  <2e  ser  custodiadas,  y  que  estos 
informes  se  unan  precisamente  al  expe 
diente  de  nombramiento. 

6."  Que  el  nombrado  preste  juramen- 
to en  manos  del  Alcalde  y  á  presencia 
del  Secretario  del  Ayuntamiento,  de  des- 
empeñar fielmente  su  cargo. 

6.0  Que  el  Alcalde  le  expida  un  títu- 
lo en  que,  no  solamente  conste  el  jura- 
mento prestado,  sino  también  el  nonibre, 
apellidos,  naturaleza,  vecindad,  edad,  es 
tatura  y  demás  señas  personales  del  in- 
dividuo. De  este  título,  se  dará  copia  al 
Comandante  de  la  Guardia  civil.  No  se 
exigirá  retribución  alguna  á  los  propie- 
tarios, ni  á  guardas  jurados  por  la  expes 
dición  de  títulos,  ni  por. las  diligencias 
que  éstos  ocasionen. 

Art.  85.  Cuando  los  propuestos  ca- 
rezcan de  algunos  de  los  requisitos  seña- 


lados en  el  artículo  anterior,  el  Alcalde  te 
negará  á  extender  el  nombramiento. 

Art  86.  Cuando  el  propietario  consi- 
dere infundada  la  negativa  del  Alcalde 
para  hacer  el  nombramiento,  podrá  recu- 
rrir al  Gobernador  de  la  provincia. 

Art.  87.  Kl  distintivo  de  los  guardas 
jurados  será  una  bandolera  de  cuero  con 
placa  de  latón  que  tendrá  esta  inscrip- 
ción: Guarda  jurado,  expresando  el  nom- 
bre del  propietario;  tanto  este  distintivo, 
como  las  armas  y  muniríones,  serán  cos- 
teadas por  el  guaríla  ó  propietario,  segÓD 
su  particular  convenio. 

Art.  88.  La  Guardia  civil  llevará  an 
registro  de  los  guardas  particulares  jura- 
dos que  se  nombren  por  el  Alcalde,  y  de 
los  delitos,  fallas  ó  infracciones  que  co- 
metieran, á  fin  de  que  estos  datos  pue- 
dan producir  los  efpctus  oportunos  en 
los  ulteriores  informes  que  se  ofre- 
ciesen. 

Art.  89.  Si  los  guardas  jurados  come- 
tiesen algún  delito  ó  falta,  serán  denun- 
ciados por  la  Guardia  civil  á  la  autoridad 
ó  Tribunal  competente. 

Art.  90.  Las  siniples  infracciones  de 
los  guardas  jurados  en  el  cumplimiento 
de  BU  deber,  serán  denunciadas  por  la 
Guar<lÍH  civil  al  Alcalde  que  expidió  el 
nombramiento  y  al  propietario  que  hizo 
la  propuesta  para  el  mismo. 

Art.  91.  Los  guardas  llevarán  siem- 
pre consigo  el  distintiro  y  armas  de  uso 
y  el  título  de  su  nombramiento. 

Art.  92.  Los  guardas  jurados  dirigí» 
rán  sus  denuncias  á  la  autoridad  más  in* 
mediata,  según  la  calidad  de  las  infrac- 
ciones, y  al  mismo  tiempo  darán  puntual 
aviso  al  Jefe  de  la  Guardia  civil. 

Art.  93.  Los  Alcaldes  remitirán  esta- 
dos mensuales  á  los  Gobernadores  de 
todas  las  denuncias  ó  infracciones  que  se 
hagan  constar  por  la  Guardia  civil  y  loe 
guardas  jurados. 

Art.  94.  Los  guardas  jurados  denun- 
ciarán en  cuanto  les  sea  posible,  en  la 
forma  prescrita  en  el  art.  73,  todos  los 
hechos  á  que  se  refiere  el  art.  79,  y  darán 
conocimiento  á  los  Alcaldes  respectivos 
y  á  los  jefes  de  la  Guardia  <'.ivil  ó  á  la 
pareja  de  guardias  más  inmediata  de 
todo  lo  prevenido  el  art.  80. 

Art.  95.  Las  caballerías,  ganados  y 
efectos  de  cualquiera  clase  que  los  guar- 
das jurados  encontrasen  perdidoso  aban- 
donados los  entregarán  á  los  Alcaides  6 
los  depositarán  en  las  casas  rurales  de 
los  propietarios  á  quienes  sirven,  dando 
inmediatamente  conocimiento  al  Alcalde 
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8¡  no  06   bailase  diatante,  y  á  las  parejas 
de  la  Guardia  civil  máa  inniediataa. 

Art.  06.  Cnando  los  guardas  jurados 
apreheniliesen  algün  preannto  delincuen- 
te«  lo  entregarán  sin  dentora  á  la  Guar- 
dia civil  del  punto  más  inmediato. 

Art.  97.  Si  el  guanta  jurado  encon- 
trase frutos  ú  otros  objetos  sustraídos, 
los  devolverá  á  las  c^sas  rurales  de  sus 
diiefíus,  en  donde  quedarán  depositados 
para  loe  recoiiociniientos  ó  aprecios  pe- 
riciales que  se  ilecretasen;  pero  antes  de 
separarlos  del  sitio  en  que  los  hubiesen 
bailado,  procurarán  que  sean  reconoci- 
dos y  descritos  por  la  pareja  de  la  Guar- 
dia civil  más  inineiliata  en  el  cuaderno 
de  registro  de  la  inistna. 

Art.  98.  CuaudO  loa  guardas  jurados 
aprebendiesen  á  un  infractor  cuya  falta 
sea  evidentemente  menor  que  el  perjui- 
cio que  te  le  cauaara  con  llevarle  deteni- 
do, podrán  dejarle  en  libertad,  (ornando 
precisamente  nota  exacta  por  medio  de 
la  pareja  de  la  Guardia  civil  más  próxi- 
ma, de  su  nombre  y  apellido,  naturaleza, 
vecindad,  estado, señas  personales  y  pun 
to  á  donde  ee  dirige,  á  tín  de  que  pueda 
exigir  siempre  la  responsabilidad  de  su 
falta  al  infractor. 

Art.  99.  Otro  tanto  podrá  bacer  en 
caeos  análogos  la  Guardia  civil. 

Art.  100.  Lf)8  guardes  jurados,  al  ba- 
cer laa  denuncias,  expresarán  con  exacti- 
tud todo  lo  que  se  previene  en  el  art.  78. 

Art.  101.  La  ratificación  bajo  jura- 
mento de  los  guardas  jurados  en  las  de- 
nuncias becbns  por  los  mismos  bará  fe, 
•alvo  la  prueba  en  contrario,  cuando  con 
arreglo  al  Código  penal  no  merezca  el 
hecbo  denunciado  ntás  calificación  que 
la  de  falta 

Art.  102.  Los  guardas  jurados  prote- 
gerán como  la  Guardia  civil  á  los  que  en 
su  persouH  ó  en  su  propiedad  fuesen 
atacados  ó  se  viesen  expuestos  á  serlo. 
Asimismo  eHtán  obligados  á  prestar  á  la 
Guardia  civil  la  cooperación  que  ésta  les 
pida.  Begñn  lo  dispuesto  en  el  art.  72  y 
demás  prescripciones  del  Reglamento. 

Art.  103  Serán  denHn(!ÍRdos  por  la 
Guardia  rivil  al  Alcalde  y  al  propietario 
del  terreno  los  guardas  jurados  del  mis 
mo  que  c<^>metan  laa  faltas  señnladas  en 
la  regla  3.»  del  art.  84,  á  fin  de  que  cesen 
en  el  desempeño  desús  funciones, y  pue- 
da proponer  el  duefío  su  reemplazo  si  así 
convinieoH. 

Art.  104.  El  Alcalde,  en  virtud  del 
parle  que  reciba  de  la  Guardia  civil,  re- 
cogerá  y   anulará  el  título  de  nombra 


miento  del  guarda  expídsado,  uniéndole 
á  su  respectivo  expeiliente  y  haciendo 
anotar  esta  disposición  en  el  registro  de 
la  Guardia  civil. 

Art.  105.  La  pena  sefialada  en  el  ar- 
tículo precedente  no  impedirá  la  aplica- 
ción de  las  demás  que  puedan  correspon 
der  con  arreglo  al  Código  penal  y  demás 
disposiciones  vigentes. 

Art.  106.  Cuando  la  Guardia  civil  ó 
los  guardas  jurados  sorprendan  á  un  pas- 
tor, rabadán  ó  conductor  de  cualquier 
clase  de  ganado  cometiendo  alguna  in- 
fracción, al  verificarla  cuiílarán  de  que  el 
ganado  no  quede  abandonado,  bien  de- 
latan<Io  la  aj>rebensión  de  la  persona  si 
esto  no  ofreciese  peligro,  bien  conducien- 
do las  reses  hasta  el  reilil  más  inmediato 
en  que  puedan  ser  custodiadas,  bien  dan- 
do noticia  á  loa  dueños  para  que  proce- 
dan á  su  seguridad  si  por  las  cercanías 
de  los  nnsmos  fuese  posible,  bien  dejan- 
do encomendada  dicha  vigilancia  á  otro 
de  los  encargados  de  ella,  si  fuesen  varios 
y  uno  solo  el  delincuente,  bien,  última- 
mente, por  cualquiera  otro  medio  legiti- 
mo y  eficaz  que  su  celo  le  sugiera  y  las 
circunstancias  de  cada  caso  aconsejen. 

Art.  107.  Cuando  los  detenidos  fue- 
sen regantes  de  terrenos,  peones  ó  capa- 
taces de  montes  ó  mozos  de  lal>ranza  con 
yuntas,  caballerías  sueltas  ó  instrumen- 
tos de  labor,  a<loptarán  análogas  precau- 
ciones á  la  del  artículo  anterior. 

Art.  108.  En  caso  .le  incendio,  inun- 
dación y  otros  de  preciso  é  instantáneo 
remedio,  la  Guardia  civil  y  los  guardas 
jurados,  además  del  recíproco  auxilio  que 
lian  de  prestarse  siempre  unos  á  otros, 
podráir  re(ílamar  y  deberán  obtener  la 
cooperación  de  todos  los  vecinos  y  tran- 
seúntes capaces  para  prestárselo. 

Art.  109.  La  Guardia  civil  podrá  exi- 
gir de  los  guarilas  particulares,  emplea- 
dos de  montes,  habitantes  y  transeúntes 
de  los  canrpoa  las  noticias  que  hubieren 
menester  de  las  veredas  y  senderos,  y 
cuantas  considere  necesarias  para  la  cus- 
todia de  los  campos  y  montes  y  para  la 
persecución  de  los  delitos. 

Art.  1 10.  La  Guardia  civil  no  recono- 
cerá como  autorizados  por'  el  dueño  de 
una  finca  rústica,  de  cualquier  clase  que 
sea,á  los  rebnscailores  de  sus  frutos,  des- 
pués de  recoU-íctados,  sino  cuando  lleva- 
ren consigo  un  permiso  escrito,  firmado 
por  dicho  dueño  ó  de  quien  legítimamen- 
te le  represente,  y  con  el  sello  también 
del  jefe  del  puesto  respectivo  de  la  Guar- 
dia civil. 
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Ignal  •permiso  y  con  ignales  condicio* 
nes  habrán  menester  para  ser  respeta- 
dos por  la  Guardia  civil  los  conductores 
de  los  frutos,  lefias,  maderas  y  otros  pro 
doctos  cualquiera  de  las  fincas  respecti 
vas,  y  los  taladores,  podadores,  recolec- 
tores y  aprovechadores  en  general,  siem- 
pre  que  no  sean  conocidos  por  la  Guar- 
dia civil  como  dependientes  ó  represen- 
tantea  de  los  duefios. 

Art.  1 1 1.  Desde  el  día  en  que  la  Guar- 
dia civil  de  cada  provincia  preste  por 
completo  el  servicio  rural  y  forestal,  to- 
dos los  empleados  de  montes  del  Estado 
se  dedicarán  exclusivamente  á  las  opera- 
ciones de  cultivo  y  de  policía  forestal, 
cesando  desde  el  mismo  día  los  que  no 
tu  viesen. más  obligaciones  que  la  mera 
custodia  de  los  montes.  (Cartilla  del 
Guardia  civil,  aprobada  por  Real' orden 
de  80  de  Octubre  de  1870;  páginas  117 
á  145). 

Eeal  orden  de  30  de  Octubre  de  1879, 
aprobando  la  Cartillct  del  Guardia 
civil. 

(Oob.)  cEzcmo.  8r.:  Examinada  la 
nueva  Cartilla  del  Guardia  civil,  que 
V.  E.  remitió  á  este  Ministerio  con  fecha 
19  de  Septiembre  próximo  pasado,  con 
las  alteraciones  y  modificaciones  que  se 
han  considerado  necesarias  para  instruc- 
ción de  los  individuos  del  Cuerpo  en  los 
deberes  de  su  Instituto  y  mejoras  en  el 
servicio,  S.  M.  el  Reyj(Q.  D.  G.),  ha  tenido 
á  bien  aprobarla,  y  disponer  su  publica- 
ción é  impresión  en  la  forma  de  costum- 
bre. De  Real  orden,  etc.  Madrid  80  de 
Octubre  de  1879.— Si/vWa.— Sr.  Director 
general  de  la  Guardia  civil. 

CARTILLA  DEL  GUARDIA  CIVIL 

Capítulo  pbiiibbo.  —  Prevenciones  gene 
rales. 

Artículo  1.0  El  Aonor  ha  de  ser  la  prin- 
cipal divisa  del  Guardia  civil:  debe,  por 
consiguiente,  conservarlo  sin  mancha. 
Una  vez  perdido,  no  se  recobra  jamás. 

Art.  2.0  Ei  mayor  prestigio  y  fuerza 
moral  del  Cuerpo  es  su  primer  elemento; 
y  asegurar  la  moralidad  de  sqs  indivi- 
duos, la  basé  fundamental  de  la  existen 
cia  de  esta  Institución. 

Art.  8.0  El  Guardia  civil,  por  su  com- 
postura, aseo,  circunspección,  buenos  mo- 
dales y  reconocida  honradez,  ha  ser  siem- 
pre un  dechado  de  moralidad. 


Art.  4,0  Las  vejaciones,  las  malas  pa- 
labras, los  malos  modos  y  acciones  brus- 
cas, jamás  deberá  usarlas  ningún  indi- 
viduo qoe  vista  uniforme  tan  honroso 
como  el  de  este  Cuerpo. 

Art.  6.*    Siempre  fiel  á  sa  deber,  se 
reno  en  el  peligro  y   desempefiando  sus 
funciones  con  dignidad,  prudencia  y  fir- 
meza, el  Guardia  civil  será  más  respeta 
do  que  el  que  con  amenazas  sólo  consi 
gue  malquistarse  con  todos. 

Art.  6.0    El  Guardia  civil  debe  ser  prn 
dente  sin  debilidad,  firme  sin  violencia 
y  político  sin  bajeza.  No  debe  ser  temido 
sino  de  los  malhechores,  ni  temible  sino 
á  los  enemigos  del  orden. 

Art.  7.0  Sus  primeras  armas  deben 
ser  la  persuasión  y  la  fuerza  moral,  reco- 
rriendo á  las  que  lleve  consigo,  sólo  cuan- 
do se  vea  ofendido  por  otras  ó  sus  pala-  ^ 
bras  no  hayan  bastado.  En  este  caso  de- 
jará siempre  bien  puesto  el  honor  de  las 
armas. 

Art.  8  o  Será  siempre  un  pronóstico 
feliz  para  el  afligido,  infundiendo  la  con- 
fianza de  que  á  su  presentación,  el  que 
se  crea  cercado  de  asesinos,  se  vea  libro 
de  ellos;  el  que  tenga  su  casa  presa  de  las 
llamas,  considere  el  incendio  apagado; 
el  que  vea  su  hijo  arrastrado  por  la  co- 
rriente de  las  aguas,  lo  crea  salvado;  y 
por  último,  siempre  debe  velar  por  la 
propiedad  y  seguridad  de  todos. 

Art.  9.0  Coando  tenga  la  suerte  de 
prestar  algún  servicio  importante,  si  el 
agradecimiento  le  ofrece  alguna  retribn- 
ciói%  nunca  debe  admitirla.  El  Guardia 
civil  no  hace  más  que  cumplir  con  sa 
deber,  y  si  algo  le  es  permitido  esperar 
de  aquél  á  quien  ha  favorecido,  es  sólo 
un  recuerdo  de  gratitud.  Este  noble  des- 
interés le  llenará  de  ofgullo,  pues  su  fin 
no  ha  de  ser  otro  que  captarse  el  aprecio 
de  todos,  allanándole  el  camino  para  sus 
ascensos  tan  digno  proceder. 

Art.  10.  Deberá  estar  muy  penetrado 
de  la  importancia  de  su  posición ,  y  aun- 
que no  esté  de  servicio,  jamás  reunirse  á 
malas  compañías,  ni  entregarse  á  diver- 
siones impropias  de  la  gravedad  que 
debe  caracterizar  el  Cuerpo. 

Art.  11.  El  Guardia  civil,  lo  mismo 
en  la  capital  de  la  Monarquía  que  en  el 
despoblado  más  solitario,  no  deberá  sa- 
lir nunca  de  su  casa  cuartel  sin  haberse 
afeitado  lo  menos  tres  veces  por  semana, 
teniendo  el  pelo  corto,  lavada  la  cara  y 
manos,  con  las  uñas  bien  cortadas  y  lim- 
pias, el  vestuario  bien  aseado  y  con  el 
calzado  perfectamente  lustroso. 
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Art.']2.     Lo  bien  colocado  (le eu8  pren- 
das y  el  aseo  en  el   todo  de   sn  persona, 
ban  de  contribuir  en   gran   parte  á  gran 
jearle  la  consideración  pública. 

Art.  13.     El  dvcoro  del  Cuerpo  exige 

<]ne  no  ae  usen  oiraa   premias  que  las  de 

oniforme,  sin  la  menor  falta  de   botones 

ó  corchetes,  pues  cada  Guardia  de  por  sí 

^ba  de  ser  un  Lipo  de  compostura  y  aseo. 

El  desaliño  en  el  vestir  infunde  des- 
precio. 

Art.  14.  Al  encontrarse  el  Guardia 
€ivíl  algún  amigo  ó  camarada  á  quien 
baya  de  saludar,  lo  liará  cortésniente  y 
•in  gritos  ni  ademanes  descompuestos; 
«ieoipre  ne  vaidrA  para  ello  de  sus  pro- 
pios nombres  y  apellidos,  no  usando  ja- 
cnás  de  apodos  ó  motes,  que  tan  pc»co  fa- 
vorables son  para  quien  los  emplea. 

Art.  15.  Nunca  se  entregará  por  los 
caminos  á  cantos  ni  distracciones  impro- 
pias del  carácter  y  posición  que  ocupa; 
•n  silencio  y  seriedad  deben  imponer 
más  que  sus  arntas,  de  las  cuales  única- 
tnente  podrá  hacer  uso  ruando  las  nece- 
sidades del  servicio  lo  exigiesen. 

Art.  16.  Herá  muy  atento  con  toilos: 
en  la  calle  «'etlerá  la  dí*recha,  no  sólo  á 
los  jefes  militares,sino  tniiibiéná  las  jus- 
ticias de  los  pueblos  en  que  esté,  á  todas 
las  autoridades  en  cualquiera  carrera  del 
Estado,  y  por  lo  general  á  toda  persona 
bien  portada,  y  en  especial  á  las  sefíoras; 
lo  que  será  una  muestra  de  subordina- 
ción para  unos,  de  atención  para  otros, 
y  de  buena  crianza  para  todos. 

Art.  17.  Observará  puntualmente  el 
articulo  de  la  Onlenanza  que  previene 
cómo  debe  saludar  á  todos  los  ofíciales 
<lel  ejército,  y  cuidará  de  distinguirse  en 
llenar  este  deber.  Para  saludar  á  los  ge- 
nerales, brigadieres,  coronel,  subinspec- 
tor de  su  Tercio  y  Gobernador  de  la  pro- 
vhicia  en  que  presta  su  servicio,  se  qui 
tara  el  sombrero,  corriéndole  por  el  pico 
de  enmedio  y  baját)dole  con  aire  ai  cos- 
tado derecho,  <ie  modo  que  la  encarape- 
la  quede  tocando  á  la  costura  del  paib- 
taión. 

Art.  18.  Ha  de  procurar  juntarse  ge- 
neralmente con  sus  coni pañeros,  y  fo 
mentar  la  estrecha  amistad  y  unión  que 
debe  haber  entre  los  individuos  del  Cuer- 
po, aunque  tand)ién  podrá  hacerlo  con 
aquellos  vecinos  de  los  pueblos,  que  por 
moralidad  y  buenas  costumbres  deben 
«er  apreciados  y  consideradns  en  el  que 
«atuviesen. 

Art.  19.  No  entrará  en  ninguna  habi- 
tación sin   llamar   anticipadamente   á  la 


puerta  y  pedir  la  venia  para  entrar,  va- 
liéndose para  ello  de  las  voces  ¿da  usted 
pn-misof  ú  otras  eqaivalentes,  olvidándo- 
se absolutamente  la  denominación  de 
patrón  ó  patrotta.  Cuando  le  concedan 
entrar,  io  haiá  con  el  sombrero  en  la 
mano  y  le  mantendrá  en  ella  hasta  des- 
pués de  salir. 

Art.  *¿0,  Cuando  tenga  que  cumplir 
con  las  obligaciones  que  le  impone  el 
servicio  peculiar  del  Instituto  á  que  per- 
tenece y  sus  Reglamentos,  de  exigir  la 
presentación  de  documentos  de  seguri- 
dad, disipar  algún  grupo,  hacer  despejar 
algún  establecimiento,  ó  impedir  la  en- 
trada en  él,  lo  hará  siempre  anteponien- 
do las  expresiones  (\e  h/ign  usted  rl  favor 
ó  tenga  wted  la  bondad.  Cuando  sean  otí 
ciales  ó  jefes  del  Ejército,  ú  otras  perso- 
nas de  categoría,  lo  verificará  además 
dándoles  el  tratamienbi  y  haciéndoles  el 
saludo  que  les  corresponda  por  sus  insig- 
nias. 

Art.  21.  Cuando  tenga  que  dar  parte 
personalmente  á  algón  superior,  después 
de  saludarle  con  el  arma  ó  sin  ella,  se- 
gún se  encontrase,  le  hará  una  relación 
sucinta  de  lo  que  hnl)iec«e  presenciado, 
concretándose  á  referir  la  ocurrencia  tal 
y  como  hubiese  pasado,  sin  añadir  nada 
ni  hacer  comentarios  importunos:  habla- 
rá despacio,  en  tono  de  voz  comediilo  y 
respetuoso,  manteniéndose  cuadrado,  y 
dando  siempre  á  cada  peraoua  que  nom- 
bre el  tratamiento  que  la  corresponda. 

Art  2*2.  Para  dar  sus  partes  verbal - 
mente  ó  por  esciilo,  cuidará  mucho  de 
no  omitir  los  nombres  de  los  individuos 
aprehendidos,  así  c(mio  su  edad,  oficio  y 
pueblo  <le  su  naturnleza.  Si  el  parte  fue- 
se referente  á  delitos  cometidos,  como 
asesinato,  robo,  heridas  ú  otro  de  esta 
especie,  y  hubiese  testigos  presenciales, 
cuidará  igualmente  <\e  referir  esta  cir- 
cunstancia, y  de  informarse,  si  pudiese, 
del  nombre  de  ellos,  su  oficio  y  señas  de 
la  casa  donde  habitan,  si  fuese  en  po- 
blación, y  si  en  despoblado,  de  los  pue- 
blos donde  residan. 

Art.  23.  Para  llenar  cumplidnmente 
su  deber,  procurará  conocer  muy  á  fondo 
y  tener  anotados  los  nombres  de  aque- 
llas personas  que  por  au  modo  de  vivir, 
por  hacer  gastos  superiores  á  su  posición 
social,  por  reunirse  á  malas  compañías  y 
por  sus  vicios,  causen  sospechas  en  las 
poblaciones. 

Art.  24.  Cuando  en  el  campo  ó  des- 
poblado encuentre  algún  herido,  que  por 
estarlo  de  gravedad  crea  no  pueda  dar 
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lugar  á  ser  conducido  con  vida  al  pueblo 
más  inmediato,  deberá  tomarle  una  de 
claración  indagatoria  arreglada  á  los  for- 
mularios de  sumarias  que  acempafian  á 
esU  Cartilla. 

Art.  25.  Observará  á  los  que  sin  mo- 
tivo conocido  bacen  frecuentes  salidas 
de  su  domicilio,  y  vigilará  á  los  sujetos 
que  se  hallen  en  este  caso,  revisando  es- 
crupulosamente los  documentos  persona- 
les que  llevasen,  para  cerciorarse  de  sn 
autenticidad;  y  en  el  caso  de  tener  noti- 
cia de  la  perpetración  de  algún  delito, 
tratará  de  averiguar  por  todos  los  medios 
posibles  dónde  estuvieron  estas  perso 
ñas  en  el  día  y  hora  en  que  se  cometió. 
Practicando  estas  indagaciones  con  el 
detenimiento  y  minucioso  examen  que 
tan  delicado  asunto  requiere,  tal  ves  no 
se  cometerá  un  crimen  cuyos  autores  no 
sean  descubiertos. 

Árt.  26.  Por  ningún  caso  allanará  la 
casa  de  ningún  particular  sin  su  previo 
permiso.  Si  no  le  diese  para  reconocerla, 
el  Guardia  civil  enviará  á  pedir  al  Jues 
de  primera  instancia,  si  lo  hubiese,  y  si 
DO  al  Juez  municipal  su  beneplácito  para 
verificarlo,  manteniendo  en  tanto  la  debi- 
da vigilancia  á  las  puertas,  ventanas  y 
tejados  por  donde  pueda  escaparse  la 
persona  que  se  persiga. 

Art.  27.  Se  abstendrá  cuidadosamen- 
te de  acercarse  nunca  á  escuchar  las  con- 
versaciones de  las  personas  que  estén 
hablando  en  las  calles,  placas,  tiendas  ó 
casas  particulares,  porque  esto  sería  un 
servicio  de  espionaje,  ajeno  de  su  Insti- 
tuto; sin  que  por  ello  deje  de  procurar 
adquirirse  noticias,  y  de  hacer  uso  de  lo 
que  pueda  serle  útil  para  el  mejor  desem- 
peño de  las  obligaciones  que  el  servicio 
del  Cuerpo  le  impone. 

Art.  28.  Será  siempre  obligación  del 
Guardia  civil,  perseguir  y  capturar  á 
todos  los  infractores  de  las  leyes,  y  en 
especial  á  los  asesinos,  ladrones,  á  cual- 
quiera qué  cause  herida  á  otro,  y  evitar 
toda  riña. 

Art.  29.  Siempre  que  observase  algún 
motín  ó  tumulto,  que  por  su  superior 
fuerza  no  pueda  contener  por  sí  solo, 
deberá  acudir  á  pedir  auxilio  á  la  guar- 
dia ó  cuartel  más  inmediato,  y  en  donde 
no  lo  hubiese,  ponerlo  inmediatamente 
en  conocimiento  de  la  autoridad,  para 
^ue  adopte  las  medidas  que  el  caso  re- 
quiera. 

Art.  80.  No  tiene  la  Guardia  civil  in- 
mediata dependencia  de  las  justicias  de 
los  pueblos  en  que  hay  puestos  estable- 


cidos; mas  si  por  los  Alcaldes  ó  Jues  d» 
primera  instancia  se  requiriese  su  auxilia 
para  cualquiera  función  del  servicio,  se- 
les prestará  con  sujeción  al  Reglamento. 

Art  81.  Tampoco  la  Guardia  civíl> 
ejerce  superioridad  sobre  las  justicias  dé- 
los pueblos,  puesto  que  uom  y  ^tnm^ 
obrando  con  independencia  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones,  deben  auxiliarse, 
mutuamente  en  pro  del  mejor  servicio, 
como  dependientes  y  delegados  de  unae 
mismas  autoridades.  Sin  embargo,  cuan 
do  los  individuos  de  este  Cuerpo,  y  muy 
particularmente  los  comandantes  de  pues  • 
to,  observen  alguna  falta  en  el  compor- 
tamiento de  las  expresadas  justicias  6 
conociesen  que  los  Alcaldes,  desenten- 
diéndose de  sn  sagrada  obligación,  aoi» 
causa  de  experimentarse  en  el  país  ó  et> 
el  servicio  de  S.  M.  males  que  pudieran 
evitarse,  sin  perder  momento,  lo  pon- 
drán en  conocimiento  de  sus  respectivo» 
Jefes,  para  que  llegando  por  su  conducto- 
á  noticia  del  Gobernador  de  la  provincia 
adopte  las  medidas  que  crea  convenien- 
tes, y  cuando  la  urgencia  del  caso  lo  re- 
quiera, lo  harán  directamente  á  dicho 
Gobernador. 

Art.  82.  Los  individuos  de  la  Guardia 
civil,  considerados  siempre  de  servicio, 
para  el  mejor  desempeño  de  éste,  sabrán 
de  memoria  sus  Reglamentos  y  Cartilla, 
que  llevarán  constantemente  consigo; 
así  como  la  credencial  expedida  por  el 
Gobernador  de  la  provincia  para  acredi* 
tar  la  identidad  de  su  persona,  y  en  loe 
casos  convenientes  mostrarla. 

Art.  88.  Irán  también  provistos  siem- 
pre de  tintero  y  papel  para  hacer  sne^ 
apuntaciones,  y  de  los  cuadernos  de  re- 
quisitorias y  señas  de  los  criminales  á 
quienes  se  persiga  por  la  ley,  para  pro- 
curar su  captura. 

Art.  34.  La  reserva  y  el  secreto  en  la» 
confidencias  que  reciba,  debe  ser  profun- 
da en  el  Guardia  civil;  de  este  modo  se 
conseguirá  la  confianza  y  el  descanso  de 
las  personas  que  las  hagan,  cuyos  nom- 
bres no  podrá  revelar.  Las  faltas  de  sigi- 
lo que  se  cometan  en  este  particular,  se- 
rán castigadas  con  todo  rigor. 


Cáf.  IV,— Documentos  de  seguridad. 

Art.  108.  Cuando  el  Guardia  civil  en 
el  curso  de  su  servicio,  ó  en  cualquiera 
otra  ocasión,  tuviese  que  exigir  á  los  tran- 
seúntes la  presentación  de  documento» 
de  seguridad,  tendrá  presente  que  tanto 
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b1  Reglamento  del  Coerpo,  como  las  dia* 
posiciones  vigentes,  le  íacnltan  para  ve- 
rificarlo en  los  caminos  y  despoblados, 
lan  coando  se  trate  de  los  militares  de 
zaalqoiera  graduación. 

Art.  104.  Dentro  de  las  poblaciones 
DO  debe  ocuparse  en  exigirlos,  ni  reco- 
rrer las  posadas  ó  fondas,  molestando  á 
los  viajeros,  á  no  ser  que  tenga  orden  de 
ras  Jefes  para  indagar  el  paradero  de  al- 
guna persona,  ó  que  sepa  se  ba  presen- 
tado en  ellas  algún  individuo  reclamado 
por  la  justicia,  pues  en  estos  puntos  es 
la  policía  quien  debe  prestar  dicho  ser- 
?icio. 

Art.  105.  Según  las  disposiciones  vi- 
gentes, es  obligación  para  todas  las  per- 
sonas que  ejerzan  algún  cargo  retribuido 
por  el  Estado,  desempefiasen  cualquiera 
profesión,  y  en  general  que  sean  mayo- 
res de  catorce  afios  de  edad,  sobre  todo 
siendo  cabezas  de  familia,  la  adquisición 
de  ana  cédula  personal  que  identifique 
•Q  persona  y  profesión.  Estas  cédulas  se 
renovarán  cada  afio  y  deberán  ser  expe- 
didas en  las  capitales  por  los  Jefes  eco- 
nómicos y  en  las  demás  poblaciones  por 
los  Alcalde»,  sirviendo  para  transitar  li- 
bremente por  todo  el  reino. 

Art.  106.  Los  militares  deben  llevar 
los  pasaportes  expedidos  por  los  Capita* 
nes  generales  de  las  provincias,  siempre 
()ae  salgan  de  un  distrito  para  otro;  y 
dentro  del  en  que  ee  hallen  destinados, 
poeden  transitar  libremente  con  un  pase 
expedido  por  el  respectivo  Capitán  gene 
n\  ó  firmado  de  su  orden  por  el  Jefe  de 
Estado  Mayor,  ó  por  el  Comandante  ge- 
neral de  la  provincia  respectiva. 

Art.  107.  Los  pasaportes  para  el  ex- 
tranjero sólo  pueden  expedirlos  los  Ca- 
pitanes generales  ó  Gobernadores  de  las 
provincias,  según  la  clase  á  que  perte- 
nezcan los  interesados. 

Art.  108.  Los  extranjeros  no  pueden 
▼'*jar  sin  el  documento  de  seguridad  es-" 
tablecido  en  las  leyes  de  su  Nación  y  re- 
frendado por  los  Agentes  diplomáticos  ó 
Consoles  de  Espafía  en  los  países  de  don- 
de aquéllos  proceden,  ó  por  las  autorida- 
des legítimas  españolas  si  el  documento 
oubiese  sido  librado  por  alguno  de  los 
Agentes  diplomáticos  ó  consulares  en 
«stos  reinos. 

Art.  109.  Los  que  fuesen  hallados  via 
i^ndo  sin  los  correspondientes  documen- 
tos de  segurida<i,  siempre  que  porsn  traje 
^  indicios  inspirasen  sospecha,  deberán 
•«r  detenidos  y  puestos  á  disposición  de 
>a  autoridad  competente  según  los  casos. 


Art.  110.  Estas  disposl 
drán  también  en  cuenta  r 
personas  que  desembarcas 
qnes  sin  llevar  los  oportun< 
de  seguridad,  pues  que  so 
exceptuados  deadquirirlos 
de  las  tripulaciones  de  a 
personalidad  se  identificar 
llamada  Bolf  que  de  toda  f 
van  los  Capitanes  de  los  b 

Art.  111.  Los  extranje 
tes  de  Madrid  deberán  II 
mentó  de  seguridad  estat 
leyes  y  expedido  por  los 
de  su  Nación  ó  los  que  hi< 
ees,  el  cual  se  hallará  viss 
nisterio  de  Estado,  sin  cu 
quisito  no  podrá  serlo  poi 
civil. 

Art.  112.  Los  pasaport 
visados  por  las  mismas 
quienes  compete  su  exped 
que  sean  pasaportes  reales 
los  Sres.  Ministros  ó  Subs 
cuyo  caso  no  necesitan  visa 
darse,  ni  llevar  las  señas  d 

Art.  lis.  En  el  roconoc 
tos  documentos  observará 
vil  con  la  mayor  detención 
gnna  raspadura  ó  enmiem 
salvada  de  la  misma  letn 
en  este  caso  puede  consi( 
choso. 

Art.  114.  El  Guardia  ci 
senté  que  las  disponiciones 
hiben  la  expedición  de  céé 
les  á  los  mozos  que,  hal 
edad  de  dieciseis  á  treinta 
no  aseguren  las  resultas  ¿ 
el  reemplazo  del  Ejército, 
tancia  deberá  hacerse  coi 
líos  documentos. 

Cap.  Wll.—Deiertorea  j 

Art.  162.  £1  Gnardia  ci 
por  la  ley  de  la  aprehensió 
ss  de  delincuentes,  debe  ce 
prendidos  como  tales  á  te 
torea  del  Ejército  y  Armac 
fugOB  de  quintas,  así  con 
Cárceles  y  Presidios,  procu 
tura  por  cuantos  medios 
canee. 

Art.  168.  Al  efecto,  lie 
consigo  las  sefías  de  aquelli 
se  encuentren  en  estos  c 
sido  reclamados  por  requ 
de  poder  aprehenderlos  en  i 
to  que  los  encontrare. 
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Art.  154.  Procurará  inquirir  de  las 
Autoridades  de  los  pueblos  los  nombres 
y  señas  de  los  que  de  cada  uno  se  halla- 
sen en  los  caeos  referidos,  para  proceder 
á  su  arresto,  teniendo  presente  que  los 
que  cometen  el  delito  de  deserción,  por 
io  general  se  van  á  la  inmediación  de  sus 
familias,  donde  pueden  encontrar  más 
protección;  los  prófugos,  por  el  contrario, 
VHrían  por  lo  común  de  residencia. 

Art.  156.  Todo  prófugo  y  desertor  lo 
piimero  que  procura  es  disfrazarse,  y 
esta  circunstancia  deberá  tenerla  muy 
presente  el  Guardia  civil  para  examinar 
detenidamente  á  los  transeúntes  que  por 
Hus  trajes,  y  especialmente  por  el  desali- 
ño en  el  modo  de  llevar  alguna  prenda 
militar,  ó  por  sus  sefiHS  personales,  pue- 
dan inducir  sospechas  de  que  se  hallan 
en  uno  ú  otro  caso. 

Art.  156.  Deberá  reconocer  con  mu- 
cha escrupulosidad  los  documentos  de 
que  vayan  provistos  los  viajeros  que  en 
cuentre  que,  por  su  traje,  parezcan  por- 
dioseros ó  mendigos,  porque  los  crimina- 
les fugitivos  se  aprovechan  de  este  dis- 
fraz muchas  veces  para  eludir  la  perse 
cución  que  se  les  hace. 

Art.  1 57.  Asimismo  reconocerá  y  exa- 
minará con  el  mayor  cuidado  los  docu- 
mentos de  aquellos  que,  por  su  porte  y 
traje,  infundan  sospecha,  y  particular- 
mente si   fuesen  á  caballo  ó  con  armas. 

Art.  158.  La  licencia  absol^uta  ó  tem- 
poral de  todo  soldado  que  marche  por  los 
caminos  ó  llegue  á  las  poblaciones  debe 
también  examinarla  con  mucha  deten- 
ción y  cuidado  el  Guardia  civil,  por  si 
fuese  falsa. 

Art.  159.  A  todo  indivitluo  que  en- 
cuentre ó  arreste  por  esta  causa  lo  pre 
sentará  inmediatamente  á  la  Autoridad 
militar  que  hubiere  en  el  distrito  de  su 
demarcación,  y  en  caso  de  no  haberla,  al 
Alcalde  del  pueblo  más  inmediato  al  pun- 
to donde  le  encontrare,  á  fin  de  que  lo 
ponga  en  seguridad  en  la  Cárcel,  hasta 
que  dando  conocimiento  á  su  inmediato 
Jefe,  se  acuerde  su  conducción  y  presen- 
tación á  la  Autoridad  competente. 

Art.  160.  Cuando  fuese  aprehendido 
alguno  en  concepto  de  desertor,  si  hubie 
se  duda  de  que  lo  fuese  ó  no,  se  presen- 
tará á  la  Autoridad  civil,  quien  hará  las 
averiguaciones  convenientes  para  obrar 
con  arreglo  á  lo  mandado,  respecto  al 
abono  del  haber  que  se  le  suministre. 

Art.  161.  A  los  prófugos  de  las  Cár- 
celes y  Presidios  que  se  aprehendieren 
se  les  pondrá  desde  luego  á  disposición 


de  los  Tribunales  competentes,  y  los  pró- 
fugos de  las  quintas  serán  presentados  á 
la  Autoridad  civil  más  inmediata,  á  ñn 
de  que  se  proceda  con  ellos  con  arreglo  á 
la  ley. 


Cap.  X.  -  Conducción  de  presos. 

Art.  172.  La  conducción  de  presos  es 
uno  de  los  deberes  que  mayor  cuidado 
exigen,  y  para  llenarle  cumplidamente, 
tendrá  presente  el  Guardia  civil  que  su 
vigilancia  sobre  aquéllos  debe  ser  conti* 
nua  y  extremada,  que  en  su  trato  con  los 
presos  ha  de  ser  considerado  y  humano, 
sin  que  por  esto  entre  con  ellos  en  con- 
versaciones ni  confianzas  de  ninguna 
clase;  que  mientras  se  encuentren  bajo 
su  custodia  no  debe  tolerar  que  persona 
alguna  les  insulte  ó  atropello  bajo  nin- 
gún pretexto;  y  por  último,  que  la  fuga 
de  un  preso  constituye  falta  tan  grave, 
como  que  por  ella,  y  según  los  casos, 
puede  imponérsele  la  misma  pena  que  al 
fugado  correspondiera. 

Art.  178.  Si  tuviese  que  pasar  por 
bosques,  barrancos  y  terrenos  fragosos, 
redoblará  su  vigilancia  y  atará  los  presos, 
si  fuese  menester,  para  evitar  la  fuga 
que  frecuentemente  intentan  al  abrigo 
de  sitios  de  esta  naturaleza. 

Art.  174.  Tendrá  présente  que  las  en- 
fermedades suelen  ser  pretexto  de  que 
se  valen  muchos  presos  para  intentar  su 
fuga,  y  tanto  con  los  que  se  hallen  en 
este  caso  como  con  los  que  por  sus  pa- 
decimientos  vayan  en  bagajes,  ó  pidan 
permiso  para  hacer  alguna  necesidad 
corporal,  observará  el  Guardia  civil  la 
mayor  vigilancia,  sin  que  en  este  último 
caso  se  separe  de  su  compañero  de  pare- 
ja, sino  á  nmy  corta  distancia,  y  sin  per- 
der de  vista  al  preso  ó  presos.  En  nin- 
gún caso  comerá  ni  beberá  tampoco  con 
éstos,  ni  por  su  encargo  comprará  cosa 
alguna. 

Art.  175.  Durante  su  marcha  llevarán 
los  presos  una  distancia  conveniente,  que 
los  guardias  arreglarán  á  las  comodida- 
des del  terreno,  á  fin  de  evitar  siempre 
una  sorpresa  y  poder  hacer  uso  de  su» 
armas  sin  la  menor  dilación.  Cuando  al- 
guno de  los  presos  tuviese  que  detener- 
se, lo  efectuarán  también  los  demás. 

Art.  176.  Siempre  que  algún  preso, 
por  su  categoría,  empleo  que  hubiese 
desempeñado,  ú  otra  circunstancia  cual- 
quiera, tuviese  tratamiento,  llenará  el 
Guardia  civil  su  deber  en  dársele  cual 
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»>rretpQi)de^  cumpliendo  en  esta  ¡yarle 
xm  Ifk9  leyes. 

Art.  177.  £1  que  vayn  tnanJaiido  la 
'aerza  que  conduzca  en  clase  de  presos, 
ilguiíos  individuos  militares,  cuidara  de 
|ue  el  dia  primero  de  cada  mes  se  formen 
IU8  justificantes  de  revista  de  Comisario 
r  se  presenten  al  Alcalde  del  pueblo 
londe  hubiesen  pernoctado,  para  su  au- 
orisación,  ó  al  Comisario  de  Guerra  si  le 
lobiese,  cuidando  además  de  remitir  di- 
rhos  documentos  á  los  Jefes  del  Detall 
le  los  Cuerpos  respectivos,  para  que  por 
Mte  medio  puedan  acreditárseles  los  ha- 
)ere8. 

Art.  178.  £n  los  pueblos  donde  haya 
le  pernoctarse,  debe  entregarse  el  preso 
^  presos  que  (conduzca  la  Guardia  civil, 
kl  Alcalde,  recogiendo  el  correspondien- 
te recibo,  y  al  día  siguiente  devolverá 
Mte  documento  al  encargarse  '(le  aqué- 
llos, lo  que  verificará  en  el  momento  en 
^ae  haya  de  emprender  la  marcha. 

Art.  179.  El  servicio  de  conducción 
de  presos  procurará  regularizarse  en  tór- 
oiiuosque  las  jornadas  sean  proporcio- 
nadas al  estado  de  los  reos  que  se  con- 
duzcan, y  sólo  se  forzarán  aquéllas  en  el 
caso  de  tener  orden  expresa  que  así  lo 
prevenga. 

Art.  180.  Cuando  lleguen  los  presos 
i  80  destino,  se  hará  la  entrega  de  ellos 
i  la  Autoridad  competente,  exigiendo  el 
oportuno  recibo. 

COKDUüCION    DB    PKBSOS   POR    LAS    VÍAS 
FÉRKBÁS 

Art.  181.  Cuando  la  Guardia  civil 
conduzca  presos  por  las  líneas  férreas,  si 
1»  empresa  no  tuviese  coches  celulares, 
®'eg¡rá,  siempre  que  fuese  posible,  un 
(departamento  aislado  para  colocarse  con 
loa  presos  que  con il uzea. 

Art.  182.  Una  vez  en  él,  y  además  de 
tener  presentes  todas  las  prevenciones 
Anteriores  aplicables  al  caso,  dispondrá 
<)ue  los  presos  ocupen  los  asientos  del 
centro  en  el  departamento  en  que  viajen, 
situándose  la  fuerza  á  los  costados  y 
próxima  á  las  ventanillas;  no  dejará  ni 
Qn  instante  las  armas  de  la  mano;  no  en 
trará  en  conversación  alguna  con  los  pa- 
B&jeros  que  vayan  en  las  restantes  divi- 
•iones  del  mismo  coche,  ni  menos  acep- 
tará de  ellos,  ni  de  los  presos,  viandas, 
bebidas  ú  otras  cosas.  Redoblarán  su  vi- 
íilíncia  por  la  noche  y  observarán  á  los 
*^]eto8  que  en  las  paradas  entren  ó  sal- 
ían del  vagón,  sin  que  bajo   pretexto  al- 


guno abandonen  la  custodia  de  1 
que  conduzcan 

(Sólo  insertamos  de  la  Cartilh 
cedentes   artículos,  por  ser  los 
se  relacionan  con  el  objeto  de  1« 
te  obra). 

Real  orden  de  3  de  Noviembre  de 
terminando  los  casos  en  que  la 
civil  debe  hacerse  cargo  y  entre 
Autoridades  los  objetos  que  sea 
del  delito  y  disponiendo  el  abo 
gastos  que  el  servicio  ocasione. 

(Oob)  «Kn  vista  del  ezpedi 
trnído  en  este  Ministerio  sobre 
du<'.ción  de  objetos  que  son  cuer 
lito  por  medio  de  la  Guardia  ci 
niendo  presente  lo  expuesto  poi 
por  las  Secciones  de  Gol>ernaci< 
cia  y  Justicia  del  Consejo  de  E 
Reina  ha  tenido  á  bien  mandar, 
formidad  con  lo  manifestado  p( 
nisterio  de  Gracia  y  Justicia: 

1.0  Que  la  Guardia  civil  se  < 
de  la  conducción  de  los  expresa 
tos,  cuando  así  lo  dispongan  lo 
nales  y  demás  autoridades  ji 
siempre  que  aquéllos,  por  su 
volumen  é  insignificante  peso,  i 
racen  al  guardia  en  su  marcha,  er 
vimientos,  ni  en  el  manejo  de  la 

2. o     La  conducción  se  hará  er 
en  que   se   verifique   la  de  los 
por  relevo  de  parejas,  ejecutánd» 
trega  de  unas  á  otras  con   las  fo 
des   debidas. 

8.0  Las  autoridades  judicial 
garán  á  la  Guardia  civil  los  el 
que  se  trata  bien  acondicionado 
dos  y  sellados,  á  fin  de  que  lleg 
destino  en  el  mismo  estado  en 
recibe  dicha  fuerza. 

4.0  Guando  los  efectos.  cuer| 
lito,  no  reúnan  las  condiciones  a 
presadas,  la  conducción  tendrá  I 
medio  de  otra  persona  nombrad 
to  por  la  Autoridad  judicial,  lim 
entonces  la  acción  de  la  Guardi 
.escoltarla  en  su  marcha,  que  se 
rá  en  los  mismos  días  señalados 
traslatrión  de  presos. 

Y  6.0  Que  todos  los  gastos  qi 
ocasionar  la  conducción  de  los 
dos  efectos,  serán  de  cuenta  d< 
puesto  de  Gracia  y  Justicia,  con 
artículo  de  los  consignados  part 
ministración  de  justicia  crimir 
Real  orden,  etc.» 
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GUARDIA  MILITAR  DB  LAS  PRl- 

S10NES«->Laqoe  presto  la  fuerza  públi- 
ca en  loa  BaUblecimíentos  penitenciarios 
y  carcelarios.  Qeneralmenie  se  constitu- 
yen estas  guardias  con  soldados  y  clases 
del  Ejército;  pero  también  suele  prestar- 
las la  Guardia  civil  y  á  veces  otra  clase 
de  fuerzas.  La  misión  de  dichas  guardias 
es  auxiliar  en  la  vigilancia  y  custodia  de 
los  reclusos. 

La  primera  disposición  que  encontra- 
mos relativa  al  establecimiento  de  guar 
dias  militares  en  las  Prisiones,  es  la 
Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1824,  man- 
dando que  se  dé  guardia  de  Oficial  en  las 
Cárceles  que  se  custodien  reos  de  cons- 
piración, cuya  Real  orden  hace  respon- 
sables á  los  Comandantes  de  dichas 
guardias  de  las  fugas  practicadas  por  los 
reclusos  (1). 

Beal  orden  de  31  de  Octubre  de  1833, 
mandando  que  se  paguen  de  fondoB  de 
propios  ó  de  penas  de  Cáma»'a  el  utensi- 
lio de  las  guardias  de  las  Cárceles, 

(Hac.)  cEzcmo.  8r.:  Al  Director  ge- 
neral del  Real  Tesoro,  digo  con  esta  fe- 
cha lo  que  sigue:  He  dado  cuenta  á  Su 
Majestad  la  Reina  Gobernadora  del  ex- 
pediente promovido  con  motivo  de  las 
consultas  hechas  por  V.  8.  acerca  del 
abono  de  gastos  de  utensilios  á  las  guar- 
dias de  Establecimientos  no  militares;  y 
enterada  8.  M.,  se  ba  servido  resolver, 
de  conformidad  con  lo  expuesto  por  el 
señor  Secretario  del  Despacho  de  la  Gue- 
rra sobre  e»te  asunto,  que  los  utensilios 
de  las  guardias  de  las  Cárceles  se  pa- 
guen de  los  fondos  de  propios  ó  penas  de 
Cámara,  los  de  las  de  Presidios  y  hospi- 
tales de  presidiarios,  por  el  presupuesto 
que  atienda  á  los  reos  que  en  ellos  estén 
cumpliendo  sus  condenas  ó  curándose  de 
sos  dolencias,  y  los  de  las  guardias  de 
las  Tesorerías  ó  Depositarías  de  rentas 
donde  se  custodian  los  caudales,  por  el 
presupuesto  de  Hacienda,  entendiéndose 
que  esto  ha  de  ser  sin  perjuicio  de  con- 
tratarse y  hacerse  todos  estos  suminis- 
tros por  las  provisiones  del  ejército,  ex- 
pidiéndose por  las  oficinas  de  Hacienda 
militar  á  favor  de  los  asentistas  las  cer- 
tificaciones correspondientes,  para  el 
abono  de  su  legítimo  valor  por  las  de- 


(1)  iDsertamos  la  citada  Real  orden  en 
Wugm  de  penados  y  preses,  pág.  424  de 
este  tomo. 


pendencias  á  quienes  pertenezca,  á  no 
ser  que  los  mismos  Establecimientos  de 
que  se  trata,  prefieran  suministrar  por  si 
dichos  uteasilios. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  81  de  Octa- 
bre  de  IS^S.— Antonio  Martinez.^Señor 
Secretario  del  Despacho  de  Fomento  ge- 
neral del  Reino.»— (C.  L,  de  C,  pág.  62)w 

Beal  orden  de  27  de  Febrero  de  1839, 
mandando  que  se  facilite  la  tropa  nece- 
saria para  custodiar  á  los  presidiarioB 
destinados  á  trabajar  en  las  carreteras 
de  Granada  á  Motril  y  de  Granada  á 
Málaga, 

iGob.)  *  Excmo.  8r.:  En  17  del  presen  - 
te  mes,  manifesté  á  V.  E.  que  se  habfai» 
tomado  todas  las  medidas  necesaria» 
para  proceder  sin  demora  á  la  constnic 
ción  de  la  carretera  de  Granada  á  Motril» 
y  le  hice  presente  la  necesidad  de  qu«» 
por  ese  Ministerio  se  expidiesen  las  ór 
denes  oportunas,  á  fin  de  que  se  faciliten 
doscientos  cincuenta  aoldados  para  cus> 
todiar  los  mil  quinientos  presidiarios  des- 
tinados á  las  obras.  Y  como  posterior- 
mente se  baya  dispuesto  también  em 
prender  el  camino  de  Granada  á  Mala 
ga  con  otros  mil  quinientos  presidiarios, 
para  cuya  escolta  se  necesita  otra  fuerza 
igual  de  doscientos  cincuenta  soldados, 
8.  M.  la  Reina  Gobernadora,  á  quien  h*» 
dado  cuenta,  se  ha  servido  mandarme  lo 
ponga  en  conocimiento  de  V.  E.,  como  dt» 
Real  orden  lo  ejecuto,  á  fin  de  que  se 
sirva  disponer  que  el  Capitán  general  de 
Granada  proporcione  los  quinientos  sol- 
dados que  deben  distribuirse  en  las  do» 
carreteras,  ó  en  el  caso  que  no  pudiese 
facilitar  toda  esta  fuerza,  que  V,  B.  tenga 
á  bien  excitar  el  celo  de  aquel  funciona 
rio,  para  que  poniéndose  de  acuerdo  con 
los  Jefes  políticos  de  las  provincias  más 
interesadas  en  estas  obras,  á  quienes  se 
han  comunicado  ya  por  este  Ministerio 
las  órdenes  oportunas  al  efecto,  estimule 
por  cuantos  medios  estén  á  su  alcance  á 
las  respectivas  Diputaciones  provinciale» 
á  que  movilicen  la  fuerza  necesaria  de  ln 
Milicia  nacional,  ó  formen  compafiía» 
francas  para  tan  interesante  servicio,  que 
redunda  directamente  en  beneficio  de 
todos  aquelios  pueblos. 

Dios, etc.  Madrid  27  de  Febrero  de  1889. 
Antonio  Hompanera  de  Co«.— 8r.  Ministra 
de  la  Guerra.»  -(C.  L,  de  P.,  tomo  I,  pági- 
nas 164  y  166). 
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íreuiar  de  25  de  Febrero  de  1843,  traéla- 
dando  la  Real  orden  de  19  de  Ago$to  de 
1842,  que  determina  por  quién  y  de  q%U 
manera  ha  de  abonar$e  el  vUnmiode  lo$ 
g»utrdia$  de  lo$  Freeidku. 

{Dron,ffral.  de  Fres.)  *  Por  el  Minit- 
>rio  de  la  Gobernación  de  la  Peníniuli^, 
Goo  fecha  2S  de  Agofto  áltimo,  se  trae- 
idó  á  eata  Dirección  general  ana  orden 
bS.  a.,  qae  en  19  del  propio  mea  les 
ibít  sido  coiniuiicada  por  el  de  Guerra, 
cayo  tenor  es  como  signe: 
cÉl  Sr.  Ministro  de  Ja  Guerra,  dice  cOii 
ita  fecha  al  Intendente  general  militar 
>  ligoiente: 

)He  dado  cuenta  al  Regente  del  Reino 
el  expediente  instruido  con  el  fin  de 
etolver  si  el  importe  del  utensilio  que 
I  Adiniíiistración  militar  ha  facilitado 
•ara  guardias  que  no  están  consideradas 
orno  de  plaza,  y  que  se  dan  en  auxilio  y 
Ufltodia  de  varios  Establecimientos  pú- 
liicos  dependientes  de  otros  Ministerios, 
iorresponde  que  sea  reintegrado  por  los 
üismos  al  presupuesto  de  Guerra,  y  si 
«uveiidrá  en  lo  sucesivo  gravite  dicho 
;&ito  ánica  y  exclusivamente  sobre  la 
idmioislración  militar,  con  el  fin  de  evi- 
tar ciiixipíicacioues  en  su  contabilidad  y 
in  la  de  los  ramos  dependientes  de  otros 
i(ÍDÍaterio8,  y  S.  A  ,  enterado  y  con  pre- 
lencia  de  lo  expuesto  acerca  de  este 
uunto  por  la  Junta  general  de  Inspecto- 
fw,  se  ha  servido  resolver: 

1'^  Que  se  pida  por  la  Administración 
nilitar  el  reintegro  del  importe  del  uten 
niio  que  ha  facilitado  y  facilita  hasta  fin 
de  Diciembre  del  corriente  afio,  para  guar- 
dias de  Establecimientos  públicos  que 
DO  dependan  de  este  Ministerio,  en  aten- 
ción á  qne  este  gasto, según  está  preveni- 
do por  Reales  órdenes  de  líJde  Noviembre 
de  1830  y  7  de  Marzo  de  1833,  debe  ser 
cargo  á  los  presupuestos  de  los  Ministe- 
fioa  á  que  respectivamente  correspondan 
loa  Establecimientos,  en  cuyo  auxilio  y 
coatodia  se  emplean  las  refei idas  guar- 
dias, y  qae  por  consiguiente  ninguna 
cantidad  ha  podido  ni  debido  consignar 
•«en  el  de  la  Guerra  para  acudir  á  esta 
obligación. 

2  <>  Que  desde  k®  de  Enero  del  afio 
pr6xinio  se  encañónela  Administración 
Oiilitar  de  atender  al  pago  del  utensilio 
<lie  corresponda  á  las  referidas  guardias, 
'eclsmáiidQgQ  su  importe  en  el  presu- 
Poesto  de  este  Ministerio  para  ISIS  y 
los  «Qcesivos. 

^   S.^    Que  ha  de  ser  circunstancia 


indispensable  para  legitimar  dicho  abono 
con  carga  al  presapaesto  de  la  Guerra,  el 
que  se  deelare  previamente  por  la  Auto- 
ridad snpertor  de  cada  punto  las  guardias 
qoe  en  él  han  de  considerarse  de  plaza ; 
en  el  concepto  qne  á  las  que  les  falte  este  . 
indispensable  requisito,  ó  se  establezcan 
sin  la  competente  intervención  de  la  Au- 
toridad militar,  será  de  cuenta  del  Mi- 
nisterto  á  que  corresponda  el  punto  que 
se  cubra,  el  satisfacer  el  importe  del 
utensilio  que  devenguen  las  mismas.» 

Y  la  Dirección  lo  traslada  á  V.  S.,  á 
fin  de  que  en  conformidad  de  lo  dispues- 
to en  el  art.  2.**  déla  preinserta  orden,  se 
sirva  disponer  lo  que  corresponda,  con  et 
objeto  de  que  no  se  reclame  en  los  pre- 
supuestos mensuales  cantidad  alguna 
para  utensilio  de  la  guardia  ó  guardias  de 
los  Presidios  que  existen  en  esa  provin- 
cia, pues  debe  satisfacerse  su  importe 
por  la  Administración  militar,  previa  la 
formalidad  y  requisito  establecido  en  el 
artículo  8.®  de  la  orden  mencionada. 

Del  recibo  de  esta  circular  y  de  lo 
acordado  por  V.  8.  para  su  cumplimien- 
to, se  servirá  dar  aviso  á  esta  .Dirección, 
para  gobierno  de  la  misma. 

Dios, etc.  Madrid  26  de  Febrero  de  1843. 
Dioniiio  Valdéa.Sr,  Jefe  político  de  la 
provincia  de...»  {C.L,  de  P.,  tomo  I,  pá- 
ginas 219  y  220). 

Real  orden  de  8  de  Enero  de  1847,  supri- 
miendo loepluses  y  gratificaciones  á  los 
confinadoe  empleados  por  loa  Jefes  mi- 
litares, y  los  que  se  devengan  por  uten  • 
silio  de  las  guardias  de  los  Presidios. 

{Querrá.)  cHe  dado  cuenta  á  la  Reina 
(Q.  D.  G.)  de  diferentes  comunicaciones 
del  Capitán  general  de  Cataluña,  en  las 
que  con  referencia  á  lo  que  le  han  ex- 
puesto los  Gobernadores  de  varias  pla- 
zas y  fuertes,  manifiesta  la  disposición 
adoptada  por  el  Director  general  de  Pre- 
sidios, de  que  no  se  abonen  las  estancias 
de  hospital  que  causen  los  confinados  de 
los  destacamentos,  ni  se  proceda  á  reem- 
plazar las  bajas  que  los  actuales  produz- 
can, respecto  de  que  el  ramo  militar  se 
niega  á  abonar  los  pluses  y  gastos  ex- 
traordinarios que  causan  los  confinados 
que  ocupan  en  los  fuertes;  y  S.M.,  entera- 
da, y  de  conformidad  con  el  dictamen  del 
Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina, 
ha  tenido  á  bien  resolver  que  quedan  su- 
primidos los  pluses  y  gratificaciones  que 
se  prestan  á  los  confinados  empleados 
por  los  Jefes  militares,  así  como  los  que 
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por  el  ramo  de  Gobernación  ae  satlsfa- 
een  para  el  atensllio  de  la«  gaardUa  de 
loa  Presidios;  debiendo  cada  Ministerio 
satisfacer  los  gastos  que  cansen  los  indi- 
TÍdaos  dependientes  de  sn  retpevtiyo 
ramo,  en  los  servicios  de  interés  general 
que  presten  al  Estado. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  8  de  Enero 
de  1847. — Laureano  Sanz.Sr.  Ministro 
déla  Gobernación  de  la  Península.»— 
(C,  L.  de  P.,  tomo  II,  páginas  2Q  y  2J). 

Real  orden  de  23  de  Noviembre  de  1647, 
mandando  quecontinúe  abonándo$e  como 
hasta  aquí  por  la  Admini$t ración  mili- 
tar el  utensilio  de  las  guardias  de  Cár- 
celes y  Presidios, 

(Qob,)  <Ex(!uio.Sr.:  LaReina(Q.D.  G.) 
se  ha  entérailo  del  expediente  instruido 
con  motivo  de  la  Real  orden  expedida 
por  ese  Ministerio  en  J6  de  Marzo  último, 
declarando  ser  de  cuenta  del  de  mi  cargo 
el  utensilio  del  cuerpo  de  guardia  de  la 
Cárcel  de  Vnlladolid;  y  atendiendo  á  que 
en  otra  Real  disposición  de  8  de  Enero 
próximo  pasado,  concerniente  al  ramo  de 
Presidios,,  estableció  ese  Ministerio  el 
principio  de  que  cada  departamento  mi- 
nisterial satisficiese  los  gastos  que  cau- 
sasen sus  respectivos  dependientes  en 
los  serviciot  de  interés  general  que  pres- 
tasen al  Estado,  atendiendo  también  á 
que  las  guardias  de  custodia  de  las  Gár 
celes  pueden  considerarse  en  igual  caso 
que  las  de  los  Presidios,  puesto  que  te- 
niendo por  objeto  asegurar  el  orden  so- 
cial conslituyen  un  servicio  de  interés 
público;  y  atendiendo  por  último  á  que 
no  figura  en  el  presupuesto  del  Minitte- 
rio  de  la  Gobernación  ninguna  cantidad 
para  utensilio  de  las  guardias  de  las  Cár- 
celes, y  por  lo  mismo  no  bay  artículo  á 
que  apurar  semejante  gasto,  se  ha  dig- 
nado S.  M.  resolver  lo  manifieste  á  V.  E. 
como  de  su  Real  orden  lo  ejecuto,  á  fin 
de  que  se  sirva  disponer  que  la  Adminis- 
tración militar  continúe  costeando  como 
basta  aquí  el  expresado  utensilio. 

Dios,  etc.  Msilrid  33  de  Noviembre  ds 
ISil  —Luis  José Sartorius. — Sr.  Ministro 
de  la  Guerra.!— (C  L.  de  P.,  tomo  I,  pá- 
gina 60). 

Meal  orden  de  29  de  Octubre  de  185S,  man  - 
dando  que  el  utensilio  de  las  guardias 
de  las  Cárceles,  Presidios,  Hospitales  y 
demás  Establecimientos  no  militares, 
se  satisfaga  por  el  Ministerio  de  la 
Querrá. 

(Querrá,)    Excmo.  8r.:  La  Reina  (que 


Dios  guarde),  se  ha  servido  mandar,  de 
acuerdo  con  el  parecer  de  su  Consejo  de 
Ministros,  que  el  utensilio  de  las  guar- 
^lias  de  Las  Cárceles.  Presidios,  Hospi ta- 
les civiles,  Tesorerías  de  rentas  y  demás 
Establecimientos  no  militares,  se  satisfa- 
ga por  este  Ministerio  con  cargo  al  pre- 
supuesto de  que  cada  uno  de  ellos  de- 
penda. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  &9  de  Octu- 
bre de  íSS^.^AnRelmo  de  Blaser. — Sefior 
Ministro  de  Hacienda. >.  (C  L.  de  P.,  to- 
mo II,  pág.  360). 

Ueal  orden  de  15  de  Diciembre  de  1857, 
comunicando  la  de  23  de  Diciembre  dt 
1856,  sobre  suministro  de  utensilio  para 
las  guardias  de  los  Presidios. 

(Guerra.)  c  Excmo.  Sr.:  En  Real  orden 
expedida  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación en  23  de  Di^riembre  del  afio  últi- 
mo, con  acuerdo  del  Contejo  de  Mints 
tros,  se  dispuso  entre  otras  cosas  qus 
quedase  derogada  la  de  29  de  Octu- 
bre de  1853,  por  lo  que  respecta  al  uten- 
silio que  se  suministre  á  los  Estableci- 
mientos penales,  restableciéndose  por  lo 
perteneciente  á  este  ramo  la  de  8  de  Ene- 
ro de  1847,  en  la  que  se  resolvió,  de  con- 
formidad con  el  dictamen  del  Tribunal 
Supremo  de  Guerra  y  Marina,  que  fuesen 
de  cuenta  de  cada  Ministerio  los  gastos 
causados  por  las  respectivas  dependen- 
cias en  los  servicios  de  interés  general 
del  Estado. 

De  Real  orden, etc.  Madrid  16  de  Di- 
ciembre de  1867.  El  Subsecretario,  Ma- 
nuel Manso  de  Zúfíiga.Sr.,..»  —  (C  L.  de 
Presidios,  tomo  II,  páginas  864  y  8C6). 

♦ 
•  « 

CoMBNTASio.  —  En  las  disposiciones 
preinsertas  sólo  puede  apreciarse  la  va- 
riedad de  criterios  respecto  al  pago  de 
los  gastos  que  ocasionan  el  utensilio  y 
mobiliario  de  las  guardias  militares  en 
los  Establecimientos,  diferencia  de  cri- 
terios que  produce,  como  resultado,  el 
que  las  dependencias  referidas  se  hallen 
mal  dotadas  y  en  situación  poco  satis- 
factoria en  lo  que  respecta  al   material. 

Con  ser  de  importancia  este  punto, 
no  és  ciertamente  el  de  mayor  interés. 
Pero  le  tiene  suficiente  para  motivar 
una  disposición  en  la  que  clara  y  con 
cretamente  se  determine  la  entidad  obli- 
gada á  satisfacer  loa  gastos  de  referen- 
cia para  que  los  cuerpos  de  guardia  de 
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kMi  Establea  miento*  pénate*  y  carcela- 
rio* mejoren  la*  condicione*  en  qne  han 
e*tado  y  en  qne,  en  general  apreciado*, 
•e  encaentran  actaalmente,  en  todo  lo 
qoe  concierne*  á  iilentilio,  mobiliario, 
loa,  calefacción,  llmpieía  y  aseo. 

Opinanio*  qne  e*ta  atención  debe  co- 
rrer á  cargo  del  presupuesto  de  Gnerra, 
y  hallarse  confiada  al  onidado  de  los 
Mayores  de  plata  y  Jefe*  de  dichas 
guardias.  Sólo  asi  es  dable  ejercer  la  de- 
bida inspección  en  las  dependencias  y 
exigir  la  responsabilidad  consiguiente  á 
los  encargados  de  ellas,  por  la  negligen- 
cia que  se  note  ó  faltas  qne  se  cometan. 
£1  Jefe  de  un  Establecimiento  penal  ó 
carcelario  carece  de  facultades,  así  para 
inspeccionar  como  para  dictar  disposicio- 
nes en  lo  que  á  la  conservación  de  obje- 
tos, aseo  y  limpieza  del  cuerpo  de  guar- 
dia se  refiere.  Y  como  los  Comandantes 
y  soldados  de  la  guardia  se  relevan  cada 
dia,  no  tienen  el  interés  necesario  para 
que  la  dependencia  qne  nos  ocupa  se  ha- 
lle en  las  buenas  condiciones  de  decoro, 
de  aseo  y  de  limpiesa  que  debe  reunir. 

Decíamos  antes  que  no  era  este  punto 
el  de  mayor  interés,  y  así  resulta,  en 
efecto.  Primero  qne  al  buen  estado  del 
cnerpo  de  guardia,  atenderse  debe  á  la 
custodia  de  los  reclusos,  que  es  el  moti- 
vo y  raión  de  la  existencia  de  estas 
guardias,  y  al  régimen  del  Estableci- 
miento; y  en  lo  que  á  tales  cuestiones 
atafie,  las  guardias  militares  resultan,  en 
general,  inátiles  y  á  veces  perjudiciales. 
Qne  son  inútiles,  lo  demuestran .  las  nu- 
merosas evasiones  de  reclusos  que  en 
las  Prisiones  ocurren,  evasiones  que  no 
•e  verificarían  si  los  centinelas  vigilasen 
con  la  diligencia  y  escrupulosidad  á  que 
la  naturaleza  de  este  servicio  les  obliga. 
Porque  como  es  sabido,  los  centinelas 
rodean  el  recinto  del  Penal  ó  Cárcel;  y 
para  evadirse  un  recluso  ha  de  cruzar 
necesariamente  tal  recinto,  donde  las 
garitas  están,  donde  los  centinelas  se 
hallan  para  impedir  la  evasión,  podien- 
do, á  tal  efecto,  hacer  oso  de  las  armas 
sin  responsabilidad  alguna,  toda  vez  que 
las  tienen  para  cumplir  tal  deber  y  lle- 
nar tan  importante  misión.  Si,  pues,  no 
obstante,  extenderse  dichos  centinelas 
por  todo  el  recinto  exterior,  tener  colo- 
cadaslas  garitas  en  los  puntos  más  con- 
venientes para  la  continua  observación 
y  debida  vigilancia  y  hallarse  revestidos 
de  tales  facultades  para  la  custodia  y  la 
defensa,  lasevasiones{se  realizan,  prueba 
plena  hacen  los  hechos  de  la  ineficacia 


é  inatílidad  de  las  guardias  militares. 

No  sólo  tienen  lagar  la*  fuga*  por  fal- 
ta de  vigilancia  exterior,  *i  que  también 
ocurren  por  inexperiencia  de  lo*  centi- 
nelas y  por  la  facilidad  con  que  suelen 
engafiarles  lo*  recíñeos.  Varios  casos, 
por  propia  experiencia  observados,  pu- 
diéramos citar,  en  los  cuales  uno  ó  vario* 
condenado*,  entrando  en  converaación 
con  lo*  soldados,  consiguieron  ganar  sn 
confianza,  dejaron  éstos  sus  armas  y 
servicio  para  cumplir  encargop  de  aqué- 
llos, y  entre  tanto  lograron  los  penados 
evadirse. 

Además  de  este  resultado  negativo  de 
las  guardias  militares  para  la  custodia  y 
vigilancia,  con  gran  frecuencia  produ- 
cen otro  de  carácter  positivo  y  trastor- 
nador  para  el  régimen  de  lo*  Estable- 
cimientos. Por  condescendencia  unas 
veces,  por  ignorancia  del  dafio  que  cau- 
san otras  y  por  obtener  alguna  ganancia 
no  pocas,  suelen  los  centinelas  facilitar 
la  introducción  clandestina  de  bebidna  y 
objetos  prohibidos  en  las  Prisiones.  Fá- 
cil es  comprender  los  dafios  que  esto 
acarrea;  y  como  los  Jefes  de  los  Esta- 
blecimientos no  tienen  acción  coercitiva 
sobre  los  soldado*  que  eeto*  abusos  co- 
meten, no  pueden  tomar  determinacio- 
nes eficaces  para  castigarlos  é  impedir 
que  se  repitan.  El  cambio  diario  de  las 
guardias  es  otro  obstáculo  para  exigir 
la  responsabilidad  debida  y  que  la  ejem- 
plaridad  del  castigo  evite  la  comisión  de 
nuevas  faltas. 

£1  cuerpo  de  guardia,  por  otra  parte, 
suele  ser  visitado  por  mujeres  que  no  se 
distinguen  por  su  corrección  y  sus  bue- 
nas costumbres,  y  que  si  tales  visitas 
pueden  ser  gratas  á  los  jefe*  de  la  guar- 
dia militar,  se  compadecen  poco  con  la 
seriedad  de  la  dependencia  y  la  severi- 
dad de  la  disciplina  y  mucho  dafian  al 
sosiego  del  Establecimiento. 

Suelen  también  ser  poco  cordiales  las 
relaciones  de  carácter  oficial  entre  el 
jefe  que  manda  la  guardia  y  el  que  di- 
rige la  Prisión,  por  el  solo  hecho  de  per- 
tenecer á  jurisdicciones  distintaa;  y  esta 
falta  de  concordia  y  armonía  entre  fun- 
cionarios que  deben  interesaraa  en  igual 
grado  por  el  *er vicio  y  proceder  de 
acuerdo  para  todo  lo  que  á  la  cuetodia 
de  los  recluso*  y  á  la  seguridad  y  vigi- 
lancia exterior  se  refiere,  ejerce  nociva 
influencia  en  la  buena  marcha  de  las 
Prisiones  y  en  el  concierto  de  los  dis- 
tinto* servicios. 

Por  todo  lo  relacionado  en  conjunto, 
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poes  «ería  impertinente  descender  «qnf 
á  detalle!,  parócenoe  qae  ae  procedería 
con  acierto  suprimiendo  las  guardias 
militares  en  las  Prisiones  7  sastitayén- 
dolas  con  la  guardia  penitenciaría,  de  la 
cual  tratamos  en  el  siguiente  articalo. 


GUABDIA   PENITENCIABI A  •  -  La 

constituyen  los  empleados  que  tienen  á 
so  cargo  la  vigilancia  y  custodia  de  los 
reclusos  en  las  Prisiones  y  demás  esta 
blecimientos  similares. 

Aunque  dicha  guardia  no  existe  en 
Espafia  con  tal  nombre,  ni  está  organí- 
sada  como  en  otras  naciones,  existe  el 
servicio,  si  bien  en  distinta  forma  des- 
empeñado, y  existen  también  los  emplea- 
dos, que  son  los  que  pertenecen  á  la  cla- 
se de  vigilantes. 

£1  Real  decrete  de  II  de  Noviembre 
de  1889.  en  sus  arta.  21  al  27  (tomo  I,  pá- 
ginaa  017  y  918)  trata  de  la  referída  cla- 
se de  vigilantea,  designándola  con  el 
nombre  de  Guardia  penitenciaria.  Pero 
derogado  aquel  Decreto  por  el  de  16  de 
Marzo  de  1891,  antes  de  que  las  refor- 
mas que  introducía  se  tradujeran  en  he- 
chos y  encarnaran  en  la  realidad,  que- 
daron éstas  como  aspiración,  como  un 
intento  de  mejora,  como  una  disposición 
más  incumplida,  de  las  muchas  que  exia- 
ten  en  la  legislación  de  Prisiones.  Nues- 
tro juicio  concerniente  al  progreaivo  de 
creto  de  1889  y  al  regresivo  de  1891,  le 
hemos  expuesto  con  gran  extensión  y 
detalle  en  repetidos  artículos  publica- 
dos en  la  BevUta  de  la$  Prisiones,  y  en 
forma  sintética  queda  consignado  en  el 
Cotnentario  á  Cnerpo  de  Prisiones  (to- 
mo I,  páginas  941  á  962),  y  esto  nos 
releva  de  nuevas  consideraciones  relati- 
vas al  espíritu  estrecho  y  restrictivo  en 
que  se  inspiran  los  preceptos  de  esta  úl 
tima  disposición, especialmente  en  lo  que 
atafie  al  modeato  y  sufrido  personal  del 
Goerpo  de  Penales.  Pero  hallándonos 
conformes  con  laa  levantadas  ideas  con- 
tenidas en  el  Real  decreto  de  1889.  algu- 
nas apreciaciones  hemos  de  hacer  aquí 
en  lo  que  atafie  á  la  Guardia  peniten- 
ciaría. 

Notar  debemos,  ante  todo,  la  exigen- 
cia del  decreto  referente  á  que  los  indi- 
viduos de  la  Guardia  penitenciaria  hayan 
de  ser  solteros  ó  viudos.  Tal  exigencia, 
que  se  traduce  en  prohibición  para  con- 
traer matrímonio,  parece  copiada  de  lo 
que  se  hace  en  Italia. 


Por  Decreto  de  18  de  Enero  de  1862  te 
reorganisaron  en  aquel  país  las  Prisiones 
llamadas  case  di  pena,  y  en  el  art.  116  se 
establecían  preferencias  en  favor  de  los 
solteros  ó  viudos  sin  hijos  para  ser  nom- 
brados  individuos  de  la  Guardia  peniten- 
ciaria. Por  otro  Decreto  de  6  de  Julio 
de  1890  (art.  20),  se  exige  que  los  aspi- 
rantes á  ingreso  en  el  Cuerpo  de  guar- 
dianes sean  solteros  O  viudos  sin  hijoe. 
Lo  que  antes  era  una  preferencia,  fué 
después  una  condición  indispensable 
que  no  ha  llevado  al  serviciólas  venta- 
jas que,  sin  duda,  se  proponían  sus  au- 
tores, según  el  juicio  de  varios  penlten- 
cíaristas  de  indiscuUble  autoridad,  lo 
cual  debe  servir  de  provechosa  ensefian- 
Ea  á  los  llamados  á  intervenir  en  cues- 
tiones de  esta  índole. 

£1  ilustre  Secretario  general  de  la  So- 
ciedad de  Prisiones  de  París,  Mr.  Albert 
Riviére,  manifiesta  su  disconformidad 
con  tal  principio  en  loa  siguientes  térmi- 
nos.  Trata  del  |»ersonat  y  dice.\<ün  sis- 
tema penitenciario  aóio  puede  conside- 
rarse completo  y  esperar  de  éi  eficaces 
reauUados.  cuando  su  aplicación  se  con- 
fía á  nn  buen  per8<»nal.  La  reforma  de 
los  criminales  no  depende  de  los  muros, 
aunque  se  hallen  construidos  con  estrieta 
anjeción  á  los  prínolpios  científicos;» 
preciso  que  á  través  de  dichos  muro» 
circule  una  atmósfera  de  buena  compa- 
fiía,  de  alta  moralidad,  y  para  esto  es  pre- 
ciso que  exista  un  personal  escogido,  qoe 
tenga  verdadera  vpcación  para  desempe- 
ñar su  importante  y  delicada  misión. 

Italia,  desgraciadamente,  ha  encontra- 
do grandes  dificultades  para  reclutar  eoi- 
pleados  de  tales  condiciones.  La  caosm 
principal  de  los  vicios  que  en  la  carrera 
se  tocan,  la  atribuyo  á  la  medida  toma- 
da hace  cinco  afioa  para  atenuar  el  mal« 
y  que,  en  mi  sentir,  le  ha  hecho  infinita- 
mente mayor.  So  pretexto  de  que  á  loa 
Vigilantes  casados  les  preocupan  las  ne- 
cesidades y  atenciones  de  familia,  extra- 
fias  al  servicio,  y  que  á  menudo  se  aa- 
sentan  de  sus  puestos,  se  dispuso  por 
Decreto  de  6  de  Julio  de  1890,  que  para 
ingresar  en  la  Guardia  penitenciaria  ha- 
bían de  ser  solteros  ó  viudos.  Se  les  tra- 
ta como  á  soldados;  pernoctan  en  dormi- 
torios comunes  parecidoa  á  los  de  loa 
coarteles,  y  sólo  los  guardianes  Subjefea 
tienen  cuartos  separados  de  dichos  dor- 
mitorios. El  reclutamiento  se  hace  me* 
diante  enganches  y  reenganches  sucesi- 
vos,con  determinadaa  subvenciones  para 
cada  uno.  El  primer  contrato  ó  compro- 
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ito  M  de  cnatre  afios,  los  dos  «igoien- 
■  de^lres  afiot  cada  ano,  y  loa  aaoeai- 
«  de  an  afto.  Sólo  pneden  casarse  dea* 
ié8  de  haber  prestado  ocho  afios  de 
mrido  y  aiempre  que  jastiaqueii  po- 
«r  OD  capital  de  S.OOO  francos,  ó  en 
sos  ezcepciiMiales,- demostrar  q«e  su 
tara  espoea  tiene  un  oficio  qne  la  per 
ite  atender  á  las  necesidades  de  fami* 
1.  £1  objeto  de  esta  medida  ha  sido  ha- 
taar  á  dicboa  empleados  á  las  costum 
res  y  vida  de  los  Snbofioialea  del  Ejór- 
to.  en  16  que  á  los  deberes  familiares  ; 
)ncieroe  >  I 

El  resultüdo  de  estas  medidas  no  ha 
)rrespondido  ai  fin  que  se  pertegu(a, 
orqne  Jos  mismos  gnardiai^s  miran  con 
revención  á  ona  carrera  en  qne  tales 
Mtriccionet  existen,  y  la  Administra* 
Í6n  tiene  q^e  hacer  grandes  esfnerios 
tara  retenerlos  en  sos  destinos. 
La  Eacqela  de  guardianes,  instituida 
I»  1875  en  Regina-Coeli  y  suprimida 
o  1889,  cuando  se  agrandó  esta  Prisión, 
Dé  reorganixada  después,  con  objeto  de 
emediar,  mediante  una  cuidadosa  edu* 
ación  profesional,  los  inconvenientes  de 
in  personal  demasiado  joven  y  conti* 
aaauíente  renovado.  Pero  esta  reforma 
K)  dio  satisfactorios  resultados.  Por  otra 
larte,  la  transformación  de  esta  Escuela 
bica  en  seis  secciones,  establecidas  en 
ülán.  Parma,  Ancona,  Brindis,  Fossano 
f  Givita-Vecchia,  no  ha  prodncido  tara- 
|K>co  los  efectos  á  qne  se  aspiraba,  y  ha 
lestrufdo  la  unidad  de  dirección  en  la 
instrucción  técnica.  Por  esto,  sin  duda, 
se  intenta  volver  á  la  Escuela  única  (1). 

Mr.  E.  Oicognani,  antiguo  Director  ge- 
Qsral  de  Prisiones  de  Itada,  opina  res- 
pecto ai  particular  del  siguiente  modo: 
<•»..  8i  pasamos  á  los  grados  inferiores 
del  personal  de  Priaiones)  se  pueden  sé- 
Salar  varias  disposiciones  peligrosas.  Los 
Soardianes  adquieren  derecho  á  una  pen- 
lión  de  retiro  después  de  veinte  años  de 
Bontinnos  servicios;^  pero  pueden  ser  ju- 
bilados en  cualquier  momento  por  enfer- 
medad física  ó  mental,  y  una  ves  jubila- 
dos, no  pne<ien  volver  más  al  servicio. 

Otra  disposición  igualmente  censura- 
ble es  la  que  no  les  permite  casarse  hasta 
después  de  ocho  afios  de  servicios,  de- 
biendo ademáa  hallarse  provistos  de  un 
certificado  de  buena  conducta  y  justifi- 
^^  que  la  mujer  aporta  al  matrimonio 


(1)    R$9u$  peniíéníiaire   correapoD diente  al 
*^o  1895,  pégiu  l.2»l  y  1.298. 


una  dote  dé  8.000  liras,  ó  que  ejerce  nna 
profesión  qne  la  proporciona  lo  suficien- 
te para  conatitoirse  en  matrimonio.  Estaa 
dos  áltimas  condiciones  han  producido 
el  resultado  deque  728  guardianes  vivan 
actualmente  en  estado  de  concubiba- 
to»(l). 

En  viüta  de  tales  atinadas  considera- 
ciones y  de  semejantes  desastrosos  re- 
sultados, rasón  hay  para  sospechar  qoe 
la  aplicación  del  eiatema  en  Eapa^fia,  to- 
mando per  modelo  lo  qne  en  Italia  'se 
hace,  no  había  de  traer  grandes  ventajas 
al  servicio;  yjio  obstante  loqueensefian 
ó  deben  enseñar  la  experiencia  y  la  in- 
contrastable verdad  de  ios  hechos,  exis- 
ten en  nuestro  país  algunas  personas 
qoe  se  precian  de  entendidos  en  proble- 
mas de  esta  Índole,  qne  aspiran  á  traer 
el  molde  italiano  y  en  él  vaciar,  como 
institución  nueva,  con  todos  sus  detalles, 
sus  vicios  é  inconvenientes,  la  Guardia 
penitenciaria ,  como  sí  en  Espafia  no 
existiera,  si  no  en  la  forma  en  el  fondo, 
si  no  con  el  mismo  nombre,  sí  con  lo  qoe 
constituye  su  esencia.  ¿Qué  es,  sino 
Guardia  penitenciaria,  lo  que  aquí  llama- 
mos sección,  ó  para  expresamos  con  más 
propiedad,  ciase  de  vigilantes?  Los  ser- 
vicios de  vigilancia  y  custodia  que  en 
Francia  y  en  Italia,  por  ejemplo,^qQe 
son  los  ejemplos  que  también  suelen  to 
mar  los  novadores  á  que  aludimos— des- 
empefian  los  guardianes,  en  España,  son 
desemptífíados  por  los  vigilantes;  el  suel- 
do de  los  guardianes  de  primera  en 
Francia,  oscila  entre  1.800  y  1.400  fran- 
cos; el  de  los  Guardianes  ordinarios  de 
primera,  es  de  1.300;  el  de  los  de  segun- 
da, de  1.100,  y  el  de  los  de  tercera,  de 
1.000,  según  Decreto  de  28  Abril  de  1895. 
Nuestros  vigilantes  primeros  disfrutan 
un  haber  de  1.280  á  1.449  pesetas;  los 
segundos,  de  1.000  á  1.249;  los  terceros, 
inferior  á  1.000.  En  Italia,  el  sueldo  de 
los  guardias  es  1.800  liras;  el  de  los  sub 
jefes,  de  1.000  á  1.2U0;  el  de  loa  guardia- 
nes ordinarios, de 900  á  1  000.  Allí  están 
uniformados  y  nsan  armamento;  aquí 
uniformados  están,  y  sino  lo  están  todos, 
deben  estarlo  en  conformidad  á  lo  que 
las  ilisposiciones  vigentes  preceptúan,  y 
en  conformidad  también  á  sus  manda- 
tos, es  obligatorio  el  uso  de  armas.  ¿Qué 
diferencia  existe,  pues,  en  estos  puntos 


(1)  Pnul  Biilliere,  Sttado  actual  d$  ¡a  re- 
forma penitenciaria  en  Italia.  Rcvuc  peniten' 
tiair;  año  1898,  pág.  108. 
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eMDcialeB  de  organización, entre  laGaar- 
dia  penitenciaria  extranjera  y  niieatra 
Sección  de  Vigilancia ,  entre  aquellos 
gnaruianea  y  eatos  vigilantes?  Y,  sin 
embargo,  se  pretende  hacer  pasar  aqoí 
lo  que  yja  tenemos,  como  una  gran  nove- 
dad, como  una  reforma  salvadora,  con 
solo  cambiarla  el  nombre — que  es  lo  que 
priva— y  adicionar,  como  refinamientc^ 
los  vicios  ó  inconvenientes  que  allí  cen- 
suran y  procuran  desechar. 

{Así  progresamos! 

De  lo  que  debe  tratarse  en  Espafia  es 
de  mejorar  la  mísera  situación  en  que 
los  vigilantes  se  encuentran,  y  procu- 
rarlo con  verdadero  y  decidido  interés,  y 
con  un  poco  más  sentido  práctico  y  co- 
nocimiento del  asunto  de  los  que  gene- 
ralmente acusan  los  teorizantes.  Esto  es 
lo  que  se  procura  y  se  hace  en  las  na- 
ciones citadas.  Por  eso  se  facilitan  á  los 
guardianes,  además  del  sueldo,  luz,  com- 
bustible, vivienda  y  uniforme  por  cuen- 
ta de  la  Administración,  y  en  la  mayor 
parte  de  las  Prisiones,  comida  á  bajo 
precio,  como  debía  facilitárseles  aquí, 
como  es  de  necesidad  se  les  facilite.  Allí 
percibe  el  empleado  el  sueldo  que  figura 
en  presupuestos:  aquí  esjde  estricta  justi- 
cia y  de  precisión  absoluta  que  le  perci- 
ba, para  que  con  razón  se  le  exija  in- 
cesante vigilancia  y  moralidad  comple- 
ta; pero  desgraciadamente,  en  no  pocos 
sitios  se  les  adeudan  meses,  trimestres  y 
basta  años. 

£1  sueldo  señalado  á  la  mayor  parte  de 
los  individuos  de  esta  clase,  no  pasa  de 
700  pesetas  anuales,  y  hay  muchos  que 
tienen  600,  400  y  hasta  800,  pagadas  del 
modo  que  dejamos  dicho.  Con  tan  mez- 
quino haber  y  de  tan  mal  modo  pagado, 
bien  se  comprende  la  angustiosa  situa- 
ción de  los  empleados  de  que  se  viene 
tratando,  y  la  necesidad  de  mejorarla. 
Más  importa  atender  á  estos  puntos  que 
intei osarse  con  empeño,  digno  de  cansa 
mejor,  en  traer  á  nuestro  régimen  nom- 
bres nuevos  y  procedimientos  extraños, 
para  dejar  las  cosas  lo  mismo  ó  peor  que 
están. 

Con  exigir  á  los  que  deseen  ingresar 


en  la  clase  de  vigilantes  conocimiento» 
adecuados,  y  desde  luego  más  práctico» 
y  más  relacionados  con  el  cargo  que  han 
de  desempeñar;  con  hacer  menos  peños» 
su  vida,  en  lo  que  á  los  medios  de  sub- 
sistencia concierne;  con  librarles  de  I» 
administración  y  del  arbitrio  de  las  Cor- 
poraciones locales  á  que  se  hallan  some- 
tidos; con  abrirles  horizonte  para  que 
por  medio  del  estudio  y  de  la  buena  con* 
ducta  mejoren  en  la  carrera,  y  con  vigo- 
rizar la  disciplina,  boy  harto  relajada  y 
débil,  podrá  formarse  nna  Sección  de  Vi- 
gilancia,  ó  una  Guardia  penitenciaria,  si 
así  se  quiere  llamar,  que  responda  á  la» 
exigencias  del  servicio  y  mejore  la  situa- 
ción de  los  Establecimientos. 

Y  organizada  esta  Sección  ó  esta  Guar- 
dia con  arreglo  á  los  principios  expues- 
tos, conferirla  la  vigüancifi  y  custodia 
interior  y  exterior  de  las  Prisiones,  con 
los  medios  de  defensa  necesarios,  bajo  la 
dirección  del  Jefe  de  cada  Establecimien- 
to, y  suprimir  la  militar  por  las  razone» 
que  en  su  lugar  aducimos,  fundadas  en 
la  fuerza  incontrastable  de  los  hechos. 

Terminaremos  este  artículo,  manifes- 
tando que,  para  la  enseñanza  especial  de 
tos  guardianes,  tanto  en  Italia  cnanto  en 
etros  países,  existen  Escuelas  especíale» 
también,  según  dejamos  indicado  en  Is 
pág.  299  de  este  tomo.  En  España  se  man- 
dó establecer  la  Escuela  Normal  por  eV 
citado  Decreto  de  i  889;  perora  institu- 
ción proyectada  corrió  la  misma  suerte» 
como  ya  hemos  dicho,  que  las  demás  re- 
formas reguladas  por  la  disposición  qn» 
indicamos.  Sin  dificultades  y  con  poco 
gasto  se  llena  este  cometido  en  las  men- 
cionadas naciones,  confiándoseleá  los  fun- 
cionarios de  los  más  importantes  estable- 
cimientos y  á  los  de  la  Administración 
central,  como  en  Francia,  para  los  que 
aspiran  á  enseñanzas  superiores,  y  por 
medio  de  ellas  á  la  obtención  de  un  as- 
censo. De  este  modo  podría  procederse- 
en  España,  adaptándose  á  los  medio» 
disponibles  é  introduciendo  las  variante» 
y  mejoras  que  la  experiencia  y  la  prác- 
tica de  consuno  aconsejaren. 
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HABILITADO. —La  persona  encarga- 
da de  percibir  del  Teeoro  público  ó  Ca 
jas  etpeoialea  las  cantidades  qae  corres- 
ponden á  los  funcionarios  por  sos  habe- 
res y  las  destinadas  á  gastos  de  material' 
de  oficinai,  Jnstificando  las  primeras  me- 
diante nóminas  y  las  segundas  por  me- 
dio de  caentas. 

Ordenanta  de  Fre$idio$  de  14  de  AMl 
de  1834. 

Del  Mayor. 

€„  Art.  94.  Obligación  10.  Ejercer 
las  fonciones  de  Habilitado  para  el  cobro 
de  los  intereses  correspondientes  al  Es- 
tablecimiento, depositando  en  el  arca  de 
tres  llames  la  cantidad  correspondiente. 

Art  198.  £1  Director  general  cuidará 
de  que  se  formen  todos  los  meses  nómi- 
nas de  los  sueldos  correspondientes  á 
los  empleados  en  las  Oficinas  de  la  Di- 
rección con  la  debida  clasificación,  citan- 
do las  Reales  órdenes  en  que  se  deter- 
minen los  abonos. 

Art.  199.  Estas  nóminas  serán  firma- 
das por  los  Habilitados  de  las  oficinas,  y 
rectificadas  por  la  Contaduría  general  (IX 
que  pondrá  en  ellas  la  conformidad,  y  el 
Director  so  V.®  B .• 

Art.  too.  En  los  Presidios  se  formará 
por  el  Mayor,  y  en  los  depósitos  por  los 
Ayudantes,  una  nómina  mensual  de  los 
individuos  de  la  plana  mayor  y  sus  gra- 
tificaciones, considerando  como  tales  al 
Comandante,  Mayor,  Ayudante,  Oape- 


llán,  Cirujano,  Furriel,  Capataces  y  Ca- 
bos primeros  (1);  en  ella  pondrá  su  V.^B.^' 
el  Comandante > 

Heal  orden  de  30  de  Enero  de  1866,  de- 
terminando la  forma  de  elegir  Habüi- 
tado. 

Por  esta  Real  orden,  no  publicada  en 
la  Gaceta,  se  dispuso  por  el  Ministerio 
de  €^acia  y  Justicia,  que  atemperándo- 
se en  lo  posible,  si  no  estrictamente,  á 
las  reglas  de  la  Real  orden  de  20  de  Oc- 
tnbre  de  1856,  se  hiciera  la  elección  de 
Habilitados,  interTÍniendo  todos  los  par- 
tícipes en  la  elección,  y  que  la  duración 
de  los  poderes  sea  sólo  por  tres  afios» 
pudiendo,sin  embargo,  ser  reelegidos  los 
que  los  obtengan,  en  la  inteligencia  de 
que  el  Gobierno  declina  toda  claae  de 
responsabilidad  en  cualquier  asunto  des- 
graciado que  pueda  ocurrir  por  efecto  del 
maneje  de  los  Habilitados  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  pues  que  la  elección 
es  y  se  entiende  de  cuenta  y  riesgo  de 
los  mismos  partícipes  (t). 

Meglamento  para  el  régimen  interior  del 
Mini$terio  de  Gracia  y  Juitida  de  5  de 
Octubre  de  1874. 

De  la  Habilitación, 

€...  Art.  4S.  El  cargo  de  HabiliUdo 
del  Ministerio  será  desempefiado  por  un 


(1)    Hoy  OrdenaeiÓD  de  pagos. 

LaoisLAOióv  PBVAL  T  »■  Peisioübs  —  Tomo  II 


(1)  Los  Cabos  (Coladores)  do  los  Ponalos, 
DO  UonoD  hoy  haber,  ni  figuran  en  las  nómi- 
nas do  los  empleados. 

<2)  Alenbilla.  Dleeionmrio  d§  la  Aémhti»^ 
troúién  $tpañoia. 
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«Qziliar  designado  por  el  Ministro  á  pro- 
puesta del  Secretario  general. 

Art.  ii.    Incumbe  ai  Habilitado. 

1.0  Ck>brar  las  consignaciones  para  el 
personal  y  material  del  Ministerio^  y  ha- 
cer sn  distribución  con  arreglo  á  las  nó- 
minas y  á  las  órdenes  del  Secretario  ge- 
neral ,  suministrando  todo  el  servicio  de 
oficina  y  cuanto  preciso  fuese,  en  la  can- 
tidad y  forma,  que  éste  disponga. 

2.0  Presentar  mensualmente  al  mis- 
mo jefe  las  cuentas  de  los  gastos  que  hu- 
biese satisfecho,  con  los  justificantes  dé 
todas  las  partidas. 

Art.  46.  1^8  empleados  firmarán  las 
nóminas  dentro  del  Ministerio,  y  harán 
personalmente  el  cobro  de  sus  haberes, 
excepto  en  caso  de  ausencia  ó  enferme- 
dad. Para  su  percibo  en  estas  ocasiones, 
«utorisarán  por  escrito  á  nn  empleado 
del  Ministerio,  que  firmará  la  nómina  de 
la  Habilitación. 

Art.  46.  £n  la  Habilitación  se  conser 
varán  loa  inventarios  de  todos  los  ense» 
res  y  efectos  correspondientes  al  Minis- 
terio, en  el  cual  se  harán  diariamente  las 
anotaciones  indispensables  de  entradas 
y  salidas,  para  que  siempre  esté  con  la 
más  perfecta  exactitud. 

Art.  47.  Los  gastos  menores  se  supli- 
rán por  el  portero  mayor^el  que  dará 
cuenta  mensual  justificada  al  Habilitado, 
haciéndole  éste  al  efecto,  y  previo  acuer- 
do del  Secretario  general,  el  adelanto  de 
la  cantidad  que  considere  necesaria. 

Beal  orden  de  36  de  Febrero  de  1889, 
ereando  una  Jun  a  de  gobierno  interior 
encargada  de  la  adminittracián  de  loi 
fondoi  del  material. 

(Grac,  y  Juat.)  6.o   £1  Habilitado 

tendrá  la  dependencia  y  las  responsabi- 
lidades que  le  atribuye  el  citado  Real  de- 
creto (81  de  Mayo  de  1881);  asistirá  con 
vos,  pero  sin  voto,  á  las  reuniones  de  la 
Comisión;  efectuará  los  pagos  que  el  Sub- 
secretario ordene  en  virtud  de  los  acuer- 
dos de  ésta,  y  rendirá  sus  cuentas  en  la 
forma  establecida  ó  que  se  establescaen 
adelante. 

Beal  decreto  de  31  de  Mayo  de  1881,  rela- 
tivo al  material  de  qfieinas  y  á  laifun- 
cionei  y  debere$  de  lo$  Habilitados, 

(Hac.)  c Tomando  en  consideración 
las  razones  expuestas  por  el  Ministro  de 
Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros, 


Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.0  A  contar  de  1. o  de  Julio 
próximo,  todas  las  dependencias  del  Es- 
tado, cualquiera  que  sea  su  clase,  que 
tengan  asignadas  en  presopueato  canti- 
dades para  atenciones  de  material  de  es- 
critorio y  oficina,  estarán  obligadas  á  lle- 
var cuenta  y  rasóa  de  las  sumas  que 
perciban  para  dichos  objetos,  y  de  Ui  in- 
versión que  hagan  de  las  mismas,  así 
como  de  los  servicios  que  habiendo  sido 
autorisados  por  los  jefes  respectivos  no 
pudieran  ser  oportunamente  atendidos 
en  casos  excepcionales,  ya  sea  por  tener 
pendiente  de  cobro  alguna  mensualidad 
de  la  asignación,  ya  porque  las  necesi- 
dades del  servicio  obliguen  en  algún  caso 
á  exceder  los  límites  de  las  consignacio- 
nes mensuales  en  la  autorisación  de  los 
gastos,  pero  entendiéndose  siempre  obli- 
gados los  jefes  á  no  contraer  en  cada  afio 
económico  obligaciones  por  más  valor 
que  el  de  la  asignación  anual  sefialada 
en  el  presupuesto. 

Art.  2.0  Los  jefes  de  las  dependen- 
cias designarán  un  funcionario  de  la  mis- 
ma que  reúna  las  condiciones  necesarias 
para  ejercer  el  cargp  de  Habilitado  de 
gastos  del  material,  y  llevar  la  cuenta  y 
razón  de  este  servicio'con  las  garantías 
quQ  eatime  .necesarias  el  jefe  respectivo 
y  bajo  la  responsabilidad  personal  del 
mismo  en  cuanto  al  £stado  se  refiera. 

Art.  3.0  Los  fondos  destinados  á  las 
atenciones  del  material  de  oficinas  se 
custodiarán  en  un  arca  á  cargo  del  Habi- 
litado, y  no  podrán  emplearse  en  otros 
objetos  que  los  del  servicio  de  la  depen- 
dencia á  que  estén  asignados,  bajo  la 
responsabilidad  personal  del  jefe  que  or- 
dene pagos  improcedentes.  £1  jefe  que  lo 
considere  conveniente  podrá  tener  una 
llave  del  arca  del  material;  pero  conserr 
vando,  en  esto  caso,  otra  distinta  el  Ha* 
bilitado. 

Art.  4.0  Los  Habilitados  no  inverti- 
rán cantidad  alguna  sin  previa  orden  del 
jefe  de  la  dependencia,  ordenador  de  loe 
servicios,  y  cuenta  ó  factura  que  demnesv 
tre  el  surtido  ó  suministro  verificado  en 
virtud  de  aquella  orden. 

.  Art.  6.*  Para  atender  á  los  gastos  me- 
nores de  escasa  importancia,  podríLn  los 
jefes  de  las  oficinas  antorisar  para  cada 
mes  una  cantidad  aliada,  dentro  de  la 
cual  el  Habilitodo  tenga  facnltod  de  ad- 
quirir al  por  menor  los  utensilios  y  efec- 
tos más  precisos,  si  bien  con  la  obliga» 
oión  de  abrir  por  cada  cantidad  antoriía- 
da  euenU  particular,  en  que,  á  partir  ám 
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la  conai^mdóii  qne  «e  aatorice  por  el 
jefe  de  la  dependencia,  te  vayan  eacesi 
vamente  anotando,  á  medida  qoe  se  can- 
aenlos  gaatot  menoree  á  qoe  ee  atienda, 
coya  cuenta  eervirá  de  jaatiflcanta  del 
total  qoe  se  invierta  dorante  el  mea,  no 
excediendo  de  la  cifra  antoritada. 

Art.  é,^  Si  el  Jefe  de  una  dependen- 
cia autorizase  gastos  que  el  Habilitado 
considere  qoe  no  son  propios  de  las  aten- 
ciones del  material,  hará  de  oflcio  las 
observaciones  qne  estime  procedentes,  y 
el  jefe,  en  sd  vista,  acordará  al  margen 
de  la  misma  comonicación  lo  qne  estime 
conveniente.  Esteacperdo  será  ejecutivo 
para  el  Habilitado;  pero  la  responsabili- 
dad qne  de  so  cumplimiento  pueda  dedu- 
cirse, será  exclusiva  del  jefe  ordenador. 

Art.  7.0  Los  Habilitados  del  material 
de  oficinas  tendrán  obligación  de  llevar 
en  libros  debidamente  requisitados  la 
cuenta  de  la  Habilitación,  dividida  en  dos 
partes,  ó  sea:  Cuenta  de  obligaciones  y 
Cuenta  de  Caja.  En  la  primera  se  carga- 
rán las  obligaciones  contraídas,  ó  sea  el 
valor  ó  coste  de  los  servicios  ejecutados; 
•e  abonarán  las  obligaciones  satisfechas 
y  se  saldarán  por  fin  de  cada  mes.  de 
hiendo,  por  consiguiente,  representar  el 
•aldo  el  importe  de  las  obligaciones  pen- 
dientes de  pago..  £n  ia  segnnda  se  carga* 
rá  el  importe  de  las  consignaciones  men- 
suales cobradas  y  se  abonará  el  valor  de 
las  obligaciones  satisfechas,  saldándose 
también  por  fin  de  cada  mes  y  debiendo 
representar  el  saldo  la  existencia  en 
Caja. 

Art.  8  o  Cuando  so  trate  de  servicios 
ú  objetos  cuyo  acopio  deba  hacerse  en  el 
primer  mes  del  afio  económico  para  el 
consumo  de  todos  los  meses  del  mismo, 
ó  en  un  mes  cualquiera,  con  destino  á 
varios  de  ellos,  como  aon,  en  muchas 
oficinas,  las  impresiones,  el  combustible, 
esterado»  etc.,  podrá  ejecutarse  el  servi- 
cio, de  acuerdo  con  los  abastecedores,  á 
pagar  en  cada  mes  la  parte  alícuota  co- 
rrespondiente, consignándose  en  la  cuen- 
ta ó  factura  la  forma  de  pago  convenida. 
En  este  caso  se  irán  anotahdo  en  el  mis- 
mo'documento  las  entregas-parciales  que 
ae  realicen  con  el  recibí  del  acreedor;  se 
hará'  referencia  á  la  factura  en  las  cuen- 
tas mebsuales,  y  se  unirá  como  justi- 
Acante  á  la  de  Caja  en  la  del  mes  en  que 
termine  el  pago. 

Art  9.**  Del  resultado  que  ofrezcan 
los  libros  se  Jormarán  por  cada  mes  las 
cuentas  justificadas  de  obligaciones  y  de 
Caja,  qoe  redactará  y  suscribirá  el  Habi- 


litado. Estas  cuentas,  cuando  ee  refieran 
á  centros  superiores,  se  someterán  al 
examen  y  censura  del  funcionario  que 
ejerza  el  cargo  más  inmediato  al  del  jefe 
de  la  dependencia;  y  cuando  se  trate  de 
oficinas  de  la  Administración  económica, 
el  examen  y  censura  de  las  cuentas  co- 
rresponderá al  Contador  ó  Interventor. 
El  jefe  de  la  dependencia  antorisará  la 
aprobación  de  la  cuenta  en  los  términos 
y  con  las  salvedades  que  estime  oportu- 
nas, y,  después  de  aprobada,  la  devolve- 
rá al  Habilitado  para  que  la  conserve  y 
la  archive  bajo  inventario,  en  el  cual  se 
comprenderán  también  los  libros,  á  me- 
dida que  se  terminen.  Dentro  del  mes 
siguiente  al  que  correspondan,  deben 
quedar  rendidas,  aprobadas  y  archivadas 
las  cuentas  de  qne  se  tiiata 

Art.  10.  Siempre  que  haya  de  ser  sus- 
tituido el  jefe  de  una  dependencia,  se 
cortará  la  cuenta  del  material  el  día  que 
haga  entrega  al  entrante,  haciendo  cons 
tar  por  medio  de  acta  la  situación  en  que 
se  encuentra  el  servicio,  así  en  cuanto  á 
fondos*  existentes  como  en  lo  relativo  á 
obligaciones  ó  facturas,  si  alguna  hubie- 
re pendiente  de  ejecución  ó  pago.  Ade- 
más, se  hará  constar  por  inventario  el 
mobiliario,  efectos  y  enseres  de  oficina 
qne  se  entregnen,  en  estado  de  servicio 
y  valor  qce  representen. 

Art.  11.  Será  potestativo  en  los  jefes 
de  las  oficinas  al  posesionarse  de  sus 
cargos,  aceptar  la  situación  en  que  se  en- 
cuentre el  servicio  de  material  de  las 
mismas,  entendiéndose  en  este  caso  que 
asumen  los  deberes  y  responsabilidad 
inherentes  á  la  gestión  del  jefe  á  quien 
sustituyan.  En  todo  caso  harán  constar 
en  el  acta  de  posesión  y  de  situación  del 
material  la  forma  en  que  aceptan  éste 
servicio.  El  jefe  entrante  podrá  confir- 
mar en  su  cargo  al  Habilitado  del  mate- 
rial ó  designar  el  empleado  de  su  depen 
dencia  que  haya  de  auetituirle.  En  este 
caso  el  Habilitado  saliente  hará  entrega 
bajo  inventario  de  los  libros,  cuentas  y 
antecedentes,  y  de  los  efectos  y  útiles 
que  entregue  al  Habilitado  entrante, 
suscribiendo  ambos  el  documento,  que 
se  librará  por  triplicado,  con  el  V.o  B.o 
del  jefe,  conservando  cada  Habilitado  un 
ejemplar  para  su  resguardo,  y  custodián- 
dose el  otro  en  la  oficina  con  los  demás 
documentos  de  la  Habilitación. 

Art.  12.  Laa  obligaciones  contraídas 
por  los  jefes  de  las  oficinas  con  relación 
á  servicios  de  material  de  las  mismas  ae 
entenderán    personales    para    con    loa 
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Acreedores  respectivos,  tos  cotíes  podrán 
ejercer  los  derechos  y  acciones  civiles 
qae  sesn  procedentes  en  tal  concep.to, 
•in  que  por  los  compromisos  adquiridos 
ó  por  los  actos  ejecatados  en  tos  indica- 
dos servicios  puedan  reclamar  contra  el 
Estado.  8e  exceptúan  las  obligaciones 
que  se  contraigan  en  el  primer  mes  del 
afio  económico  por  suministros  que  de* 
ban  consumirse  en  todo  él,  y  las  que  se 
dispongan  en  cualquiera  de  los  meses 
para  el  servicio  de  varios.  En  este  caso 
los  jefes  serán  personalmente  responsa- 
bles únicamente  de  la  parte  correspon* 
diente  á  su  tiempo,  entendiéndose  pro- 
pia de  cada  mes  la  parte  alícuota  del  to- 
tal valor  del  servicio  ejecutado. 

Art.  18.  Los  Ministros  respectivos 
pedirán  ó  inspeccionarán  cuando  lo  con- 
sideren oportuno,  los  libros  y  cuentas 
del  material  de  escritorio  y  oBcina  de 
los  diferentes  centros  del  departamento 
de  su  cargo.  Las  asignaciones  de  mate-* 
rial  de  escritorio  y  oficinas  que  se  sefia- 
lea  en  los  presupuestos,  no  podrán  ser 
ampliadas  con  créditos  suplemebtarios 
durante  el  afio  á  que  él  crédito  corres- 
ponda. En  los  casos  en  que  al  formarse 
los  proyectos  de  presupuestos  fuere  ne- 
cesario consignar  mayores  créditos  para 
estas  atenciones  que  los  autorisados  en 
el  que  se  halle  vigente,  se  hará  constar 
la  rasón  ó  motivo  justificado  del  aumen- 
to que  se  proponga. 

Dado  en  Palacio  á  81  de  Mayo  de  1881. 
AtpOMSo.  -  El  Ministro  de  Hacienda, 
Juan  FraneUco  Camacho.*  (Qaeetaáe  6 
Junio). 

Reglamento  de  24  de  Mayo  de  1891,  or^ 
gánieo  de  la  Ordenación  depagot  del  Ei- 
todo. 

(Hac.)    € Art.  64.    Los  empleados 

de  cada  oficina  del  Estado  elegirán  bajo 
su  responsabilidad,  uno  que  les  repre- 
sente en  concepto  de  Habilitado  para  el 
percibo  de  los  haberes  que  les  corres- 
pondan, el  cual  hará  efectivo  el  importe 
de  los  mandamientos  de  pago  que  á 
nombre  del  mismo  se  expidan,  y  por  quien 
se  hará  la  entrega  de  las  partidas  da 
cada  empleado  figuradas  en  las  nóminas, 
previo  el  oportuno  recibí.  El  acta  de 
nombramiento  se  remitirá  á  la  Ordena- 
ción de  pagos  correspondiente >  (Ga- 
ceta 20  Mayo). 


HABITACIÓN.— «Parte  del  edificio^ 
que  está  destinada  á  habitarse»  (1). 

Tratamos  aquí  de  la  palabra  habitación 
refiriéndola  y  aplicándola  á  los  local6#- 
que  sirven  de  vivienda  á  los  funeionario» 
de  Prisiones  dentro  de  los  Estableci- 
mientos, y  qne  generalmente  se  oonooeik 
con  el  nombre  de  pabellones. 

8e  trata  de  la  materia  en  varios  ar- 
tículos de  la  Ordenanta  de  FteMio$  y  en 
disposiciones  posteriores  qne  insértame» 
á  continuación. 

Ordenanza  de  Pre$iáiú8  de  14  de  Abril- 
de  1834. 

«...  Art.  86.  Si  hay  proporción,  se  le- 
f acuitará  (al  Comandante)  alojamiento 
en  pabellón  correspondiente  á  su  clase 
en  el  recinto,  fortaleza  ó  edificio  en  qne* 
exista  el  Establecimiento,  y  cuando  no, 
procurará  tener  su  habitación  lo  más  in- 
mediata posible. 

Art.  88.  Lss  obligaciones  de  loe  Co- 
mandantes de  Presidios  son: 

1  .*  Cuidar  bajo  su  responsabilidad...;^ 
reconociendo  de  día  y  de  noche,  y  á  ho-- 
ras  distintas,  las  cuadras  y  alrédedoree 
del  Presidio  y  las  habitaciones  de  los  su- 
balternos, y  cuidando  de  que  vivan  en 
el  Establecimiento.» 

«Art.  91.  8f  hubiere  proporción  se  le 
facilitará  (al  Mayor),  alojamiento  en  pa« 
bel  Ion  correapondiente  á  su  clase  en  el 
recinto,  y  cuando  no,  procurará  tener  so 
habitación  con  la  proximidad  posible.» 

«Art.  97.  El  Ayudante  vivirá  preci- 
samente en  el  mismo  Presidio,  en  pabe- 
llón ó  alojamiento  correspondiente  á  sci 
clase. 

Art.  98.  Las  obligaciones  del  Ayu- 
dante son: 

16.'  Visitar  ádistínCasJioras,*tMi«o  dé 
día  como  de  noche,  los  depósitos,  ene 
inmediaciones  y  aun  las  habitacionee  de 
los  Capataces,  para  cuidar  de  la  custo- 
dia, buen  orden  y  disciplina  de  la  gente 
de  su  cargo.» 

«Art.  loi.  EÍ  Furriel  tendrá  aloja- 
miento en  el  Presidio,  y  osará  de  mi 
vestuario  igual  al  de  los  Capataces  de 
brigada,  ein  otra  diferencia  que  on  galéo 


(1)    Diccionario  de  la  Lengua. 
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incho  de  seda  amarilla  «n  la  vaelU  de 
•a  inania.  > 

«Ari.  108.  £1  alojamiento  de  loa  Ca- 
MiUioes  deber  A  eatar  lo  más  inmediato 
|tie  foere  poaible  al  dormitorio  de  loa 
>re«idiarioa,  para  que  paedan  vigilarloa 
x>mo  correaponde.  > 

«Art.  151.  A  la  inmediación  delaen- 
fennería  habrá  cocina  y  apoaento,  ai  ea 
fKMible,  con  azotea  inmediata  y  «gna 
iolee  á  roano  para  preparar  loa  alimen- 
iom  y  las  medicinaa.  En  el  miamo  depar- 
tameoto  tendrá  an  habitación  el  Farriel, 
f  ai  ea  poaible,  el  Médico  del  Eatableci- 
mieoto.» 

cArt.  160.  El  Capellán  vivirá,  á  aer 
Ipoaíble»  dentro  del  Preaidio,  en  pabellón 
correapondiente  á  an  elaae,  inmediato  á 
la  Igleaia  ó  capilla,  cuyaa  llaves  tendrá 
en  SQ  poder.  > 

t  Art.  168.  El  Módico-cirnjano  diafrn- 
taráf  ai  fuere  poaible,  pabellón  en  el  de- 
partamento de  la  enfermería,  y  tendrá  á 
BU  cargo  el  botiqnin  proviato  de  los  me- 
dicamentos máaindiapensablea.» 

Ordenanzas  de  las  Audiencias  de  20  de 
DicMwUíre  He  1835,— 8e  dispone  que  los 
Alcaides  •  tengan  la  habitación  en  las 
Cárceles,  en  el 

«...  Art.  177.  En  cada  una  de  laa  Gár- 
celea  habrá  un  Alcaide  encargado  de  la 
enatodia  de  loa  preaoa,  debiendo  guar- 
dar por  ahora  el  orden  qne  rija.en  la  ac- 
tualidad reapecto  al  nombramiento  y  aa- 
lario  de  eatoa  Oficialea.  Todoa  el  loa  ha 
bitarán  precieamente  en  nn  departamen- 
to da  la  roiama  Cárcel.» 


Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1S38. 
Permite  q^  los  Alcaides  puedan  tener 
habitación  dentro  de  las  Cárceles^  en  el 

c...  Art.  2.0  Deade  l.o  Enero  de  1830. 
DO  ae  concede  habitación  gratuita  en  loa 
«dificioa  del  Estado  á  funcionario  algu- 
no, exceptuando  á  loa  Alcaidea  ó  porte- 
ros encargadoa  de  su  custodia  y  coneer- 
vación;  y  deade  la  propia  fecha  no  ae 
abonará  tampoco  á  loa  demás  emplea- 
dos, de  cualquier  claae  ó  categoría  que 
•ean,  cantidad  alguna  por  razón  de  ha- 
bitación.» 


Reglamento  de  17  de  Julio  de  2873, 

c...  Artículo  I."*  Según  el  art.  8.**  del 
Decreto  de  26  de  Junio  último,  loa  Pro- 
feaorea  de  instrucción  primaria  de  loa 
Eatablecimientoa  penalea,  percibirán  el 
aneldo  de  2.000  peaetaa,  los  cuatro  de 
primera  clase;  de  1.760,  loa  cuatro  de  ae- 
gunda,  y  de  1.600,  loa  cinco  restantes, 
disfrutando  ademáa  de  caaa  decente  y 
capaz  para  él  y  su  familia  dentro  del  Ea- 
tablecimiento.» 

Eeglamento  de  la  Frisión  celular  de  Ma- 
drid de  23  de  Febrero  de  1894, 

c...  Art.  6.®  La  Dirección  general  de 
Eatablecimientoa  penalea,  oyendo  á  la 
Junta  local  de  Prisiones,  distribuirá  las 
habitacionea  destinadas  á  los  empleados, 
teniendo  en  cuenta  las  prescripciones  de 
este  Reglamento,  laa  necesidadea  del  aer- 
vicio,  laa  circunstancias  de  los  mismos, 
la  mayor  antigüedad  en  el  Eatableci mien- 
to y  ana  méritoa  especialea. 

La  Dirección  general,  á  propuesta  de 
la  Junta  local  ó  del  Director  del  Estable- 
cimiento, podrá  privar  de  sus  habitacio- 
nes á  los  empleados  qne  perturben  el  or- 
den, admitan  huéspedes,  subarrienden 
loa  cuartoa  en  todo  ó  en  parte,  vivan  con 
personaa  extrafiaa  á  sus  familias  ó  falten 
á  alguna  de  las  reglas  que  se  consignarán 
en  nn  cuadro  que  ae  colocará  en  sitio 
conveniente. 

«Art.  19.  £1  Director  habitará  en  el 
ediñcio  que  precede  á  la  Prisión.» 

cArt.  46.  El  Administrador  habitará 
en  el  edificio  que  precede  á  la  Priaión.» 


«Art.  63.  £1  Capellán  habitará  en  el 
edificio  que  precede  á  la  Prisión.» 

« A  rt.  70.  Los  Médicos  de  la  Priaión 
no  podrán  ausenta  rae  de  Madrid  sin  la 
licencia  correspondiente. 

Uno  de  los  dos  vivirá  en  el  Estableci- 
miento, y,  en  este  caso,  siempre  que  sa- 
liere del  mismo  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Director.» 

Orden  de  la  Dirección  general  del  ramo, 
determinando  la  forma  en  que  han  de 
concederse  los  pabellones  de  la  Prisión 
celular. 

Con  esta  fecha  digo  al  Sr.  Preaidente 
de  la  Junta  local  de  Prisiones  de  Madrid, 
lo  que  aigue: 
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elimo.  8r.:  Para  facilitar  el  cumpli- 
miento de  lo  prevenido  en  el  art.  6.0  del 
Reglamento  de  la  Prisión  celular  de  esta 
Corte,  esta  Dirección  general  ha  tenido  á 
bien  diaponer  qne  se  observen  las  reglas 
sii^aientes:  1.*  Tan  pronto  como  quede 
vacante  alguno  de  loa  pabellones  que  se 
destinan  á  biibitaciones  de  los  emplea- 
dos, el  Director  de  la  Prisión  lo  hará  sa- 
ber á  éstos  por  medio  de  anuncio,  que 
mandará  fijar  en  sitio  conveniente,  para 
que  llegue  á  conocimiento  'de  todo  el 
personal  del  Establecimiento.  Dará  tam- 
bién cuenta  inmediata  á  este  Centro,  ha- 
ciendo constar  que  se  ha  llenado  aquel 
requisito,  y  consignando  la  fecha  del 
anuncio;  2>  Los  empleados  que  se  crean 
9n  condiciones  de  optar  al  pabellón,  lo 
solicitarán  de  esta  Dirección  general  en 
instancia  expresiva  de  sus  méritos  y  cir- 
cunstancias; 3  *  Las  solicitudes  deben 
ser  presentadas  dentro  de  los  ocho  d(as 
siguientes  al  en  qne  se  publique  la  va- 
cante, y  sólo  surtirán  efecto  respecto  del 
pabellón  ó  pabellones  á  que  se  refiera 
cada  convocatoria,  y  4^  De  lo  dispuesto 
en  las  regias  anteriores  quedan  excep- 
tuados loH  pabellones  destinados  á  los 
funcionarios,  á  quienes  de  una  manera 
expresa  menciona  el  Reglamento  > 

Lo  que  traslado  á  V.  para  su  conoci- 
miento, encargándole  que  haga  llegar  á 
conocimiento  de  todos  los  empleados, 
sus  subordinados,  el  contenido  de  esta 
orden. 

Dios  guarde  á  V.  muchos  afios. — Ma- 
drid 10  dt)  Octubre  de  1894  —El  Director 
general,  iá.  Barroio  y  Castillo. St.  Direc- 
tor de  la  Prisión  celular  de  esta  Corte.» 


Comentario. — Antes  de  ahora,  y  en  di- 
ferentes trabajos,  me  he  ocupado  de  esta 
cuestión,  que,  á  mi  ver,  entrafia  grande 
importancia  en  lo  relativo  al  régimen,  y 
no  deja  de  tenerla  en  10  que  al  personal 
se  refiere.  Opino  hoy  lo  mismo  que  antes 
opinaba  respecto  al  particular;  y  como 
son  aplicables  al  presente  las  razones 
que  entonces  exponía,  contrarias  á  que 
habiten  los  empleados  en  los  Estableci- 
mientos, creo  será  oportuno  reproducir- 
las aquí,  por  si  en  algo  puede  influir  al 
objeto  de  que  se  cambie  el  proceder  que 
se  sigue. 

En  mis  EUudioB penitenciarioB  {l%^2), 
decía: 

< En  unos  Penales  existen  pabello- 
nes para  todos  los  funcionarios  de  plan- 


tilla; en  otros,  sólo  hay  habitación  parm 
los  Jefes,  y  algunos  no  tienen  vivienda 
más  que  para  la  población  confinada, 
Estos  son  los  que  se  encuentran  mejor, 
y  en  ellos  los  empleados  llevan  una  gran 
ventaja.  Resulta  poco  económico  pagar 
alquiler  de  casa;  pero  lo  que  se  satisface 
de  inquilinato  en  la  calle,  se  cobra  da 
tranquilidad  y  puresa  en  el  servicio. 

En  los  Penales  todo  es  caro  y  todo  ea 
malo,  dada  su  organisación.  Por  esto  laa 
casas  no  pueden  resultar  ni  buenas  ni 
baratas.  Tienen  por  vecindad  la  miseria, 
la  suciedad  y  el  desorden,  y  no  es  fácil 
se  sustraigan  en  absoluto  á  la  acción  da 
tales  medios.  Cada  ventana,  puerta  ó  es- 
calera forma  un  camino  estimulante  al 
abuso;  y  como  esos  caminos  son  mnchoa 
y  variados,  se  muestra  más  fuerte  el  im- 
pulso de  la  tentación,  y  más  difícil  y  de- 
bilitada la  fuerza  del  funcionario  recto  y 
probo  que  quiere  cortar  el  mal. 

Muchas  disposiciones  se  han  dado  para 
prohibir  que  los  reclusos  desempeñen  el 
destino  de  ordenanzas  y  evitar  se  les  em- 
plee en  los  servicios  domésticos.  Mas,  de 
lo  mandado  á  lo  que  se  cumple,  hay  la 
misma  diferencia  que  de  legislar  en  Ma- 
drid á  practicar  en  Presidios.  No  sirve  or- 
^  denar  que  el  penado  esté  vestido,  si  no  se 
le  entrega  traje,  y  vale  de  poco  decir  qoe 
se  lave  si  carece  de  agua.  Pnea  así  tam- 
bién se  gasta  con  poco  provecho  el  tiem- 
po en  publicar  circulares,  cuando  aquello 
qne  prescriben  no  ha  de  encarnar  en  la 
práctica  por  la  multitud  de  obstáculos 
que  á  su-  cumplimiento  se  oponen.  8e 
promulga  una  Real  orden  y  prodoce  la 
agitación  consiguiente  en  los  primeroa 
días.  Cambia  en  algo  la  vida  de  la  Pri- 
sión; se  suprimen  los  ordenanzas,  se  cie- 
rra el  rastrillo  á  todos  ios  recluses  en 
aquellos  Penales  que  no  tienen  las  esca- 
leras y  pabellones  puerta  adentro  de  la 
casa.  Pero  el  tiempo  va  debilitando  la 
severidad  del  mandato,  y  como  á  él  se 
oponen  la  distribución  y  emplazamiento 
de  las  varias  dependencias,  juntamente 
con  la  tradición  y  vida  típica  y  especial 
del  Presidio,  vuelve  en  no  lejana  fecha 
la  costumbre  contra  ley. 

Malo  es  qne  los  penados  se  empleen 
en  los  quebacerea  domésticos,  pero  re- 
sulta peor  para  el  Establecimiento  y 
para  los  mismos  empleados  la  servi- 
dumbre libre  en  pabellones.  Haciende 
muy  contadas  excepciones,  cabe  deck 
como  regia  general,  de  toda  persona  qne 
á  eata  clase  de  servicio  se  dedica  en  el 
Presidio,  que  busca  otros  fines  qne  el 
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•alArio.  La  qu«  tiene  parientes  6  ami- 
go* cnmpíiendo  condena  y  solicita  en- 
trar con  carácter  de  criada,  disimula 
sas  propósitos  y  sos  relaciones  con  los 
recluidos.  Pero,  pronto  los  enredos  que 
ocasiona  y  la  conducta  que  sig^ue  dela- 
tan y  descubren  la  trama  y  obligan  á 
expulsarla  de  la  casa.  La  que  no  tiene 
conocimientos  ni  amistades  con  la  po- 
blación penal,  no  tarda  mucho  en  ha- 
cerlas y  en  colocarse  á  la  misma  altura 
y  en  las  mismas  condiciones  que  las 
otras.  Podrá  objetarse  que  la  vigilancia 
de  los  amos  debe  evitar  esos  males. 
Cierto.  Mas  ann  suponiendo  qne  á  todos 
animen  tales  deseos,  resulta  mny  difícil 
conseguirlos  en  sitios  y  entre  elementos 
que  tanto  solicitan  al  abuso.  Hay  en  los 
Penales,  ventanas  que  dan  á  los  patios, 
á  los  talleres  ó  á  los  dormitorios,  por 
las  cuales  puede  pasar,  y  desgraciada- 
mente pasa,  el  contrabando:  hay  esca- 
leras cuya  entrada  se  practica  por  esos 
mismos  patios,  donde  constantemente 
permanecen  loa  reclusos,  ya  durante  el 
día  en  la  holgansa,  ya  de  noche  hacien- 
do imaginarias,  por  cuyas  escaleras  re- 
sulta ardua  empresa  conseguir  qne  nin- 
gún penado  suba  cuando  ellos  tanto  lo 
desean  y  tienen  quien  les  facilite  el  paso: 
hay  oficinas  y  pórticos  y  otros  locales 
donde  desempeñan  servicios  crecido  nú- 
mero de  penados,  por  las  que  es  preciso 
«rasar  para  la  salida  ó  entrada  en  el 
Presidio,  y  se  hace  imposible  quitar 
todo  roce  y  contacto  de  éstos  con  aqué- 
lla»: y  hay,  en  fin,  celadores  en  las  puer- 
tas qne  acechan  y  atiaban  toda  coyun- 
tura que  facilite  el  medio  de  claudiear, 
alendo  los  más  interesados  en  cubrir  y 
tapar  los  ojos  del  Vigilante.» 
^  Refiriéndome  al  Penai^de  Valladolid, 
%xi  1891,  en  Memoria  elevada  á  la  Dire<:- 
€ión  del  ramo,  consignaba  lo  que  sigue: 
cHállanse  las  viviendas  de  los  em- 
pleados en  el  patio  de  Administración 
del  Establecimiento.  A  dicho  patio,  en 
<ine  la  comunicación  se  practica,  dan  las 
tres  escaleras  que  hay  para  servicio  de 
las  casas  de  los  empleados.  Lleno  el  pa- 
tio de  reclusos,  en  las  horas  de  comuni- 
car, y  en  él  las  personas  libres  (hombres 
y  mujeres)  que  vienen  á  visitarlos,  es 
difícil  evitar,  dada  la  aglomeración  de 
gente, que  los  corrigendos  suban  á  las  ca- 
sas de  dichos  empleados,  en  las  cuales 
á  nada  más  que  á  cometer  abusos  pue- 
den ir,  como  tristemente  ha  demostrado 
la  experiencia.  Por  otra  parte,  las  per- 
flonas  libres,  so  pretexto  de  que  van  á 


visitar  á  las  familias  á  titulo  de  parien- 
tes ó  de  amigos,  á  llevar  encargos,  á 
vender  comestibles no  cesan  de  en- 
trar y  salir  á  esas  horas  mismas  de  la 
comunicación  en  que  la  puerta  de  la 
Penitenciaría  para  nadie,  excepción  he- 
cha de  las  autoridades,  debiera  fran- 
quearse. Además,  algunos  empleados 
suelen  tomar  ^criadas  jóvenes,  de  con- 
ducta poco  limpia,  sin  ningún  escrúpulo 
en  conversar  y  departir  con  los  reclusos, 
á  las  cuales  hay  que  lansar  de  la  Peni- 
tenciaría por  la  conducta  que  observan 
y  por  lo«  trastornos  qne  traen  al  buen 
régimen  y  moralidad  de  la  Prisión.  Otros 
toman  á  su  servicio  personas  emparen- 
tadas ó  de  estrechas  relaciones  con  los 
misnios  penados,  las  cuales  dan  lugar 
á  escenas  que  á  todo  trance  deben  evi- 
tarse en  una  casa  de  corrección.  Y  no 
es  posible  cortarlas  de  raíz  viviendo  ta- 
les personas  en  el  Establecimiento  Por- 
que, si  bien  los  funcionarios,  dignos  del 
cargo  que  dttsempefian,  vigilan  de  cerca 

á  las  personas  en  cuestión quien  se 

propone  realisar  abusos,  busca  mil  me- 
dios, fáciles  de  hallar  en  un  Penal  aglo- 
merado, para  llevar  á  cabo  sus  censura- 
bles propósitos,  que  no  pocas  veces  se 
frustran...  pero  que  aun  así,  los  qne  que- 
dan sin  descubrirse  ó  comprobarse,  siem- 
bran la  inmoralidad,  la  discordia  y  el 
desorden,  tanto  en  el  elemento  oficial, 
cuanto  en  la  población  recluida. 

Uno  de  los  elementos  más  trastor- 
nadores,  es  la  introducción  de  bebi- 
das  Y  no  se  extirpa,  porque  en  la  ex- 

pendición  oculta,  solapada  y  fraudulen- 
ta, recurren  los  autores  de  este  ilícito 
comercio  á  todos  los  medios  que  puede 
Imaginar  el  más  sutil  contrabando.  Los 
que  á  él  se  dedican,  dicen,  cuando  se 
les  ve  llevar  las  bebidas  á  sus  casas,  que 
las  adquieren  para  su  propio  consumo. 
Pero  extrafia,  y  no  puede  menos  de  lla- 
mar la  atención,  qne  familias  poco  nu- 
merosas, cuyos  j»fes  disfrutan  peqne- 
fios  sueldos,  gasten  cinco,  seis  y  más 
arrobas  de  vino  mensuales.  Esto  sin  con- 
tar lo  que  furtivamente  introducen. 

Existe  otro  mal  de  no  menor  impor- 
tancia. Viven  en  la  Penitenciaría  todos 
los  empleados  de  plantilla,  hecha  ex- 
cepción del  Médico  y  Capellán,  y  la  ma- 
yor parte  son  casados.  Los  hijos  de  estos 
matrimonios,  de  diferentes  edades  y  de 
ambos  sexos,  llegan  en  la  fecha  á  vein- 
ticinco. Aparte  de  los  perjuicios  y  los 
desperfectos  que  con  sus  juegos  cau- 
san, ya  en  las  casas,  escaleras  y  patio 
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de  Administración,  ya  en  los  árboles  y 
demás  objetos  de  la  huerta,  crecen  y  se 
desarrollan  en  contacto  íntimo  con  los 
reclusos,  oyendo  sns  conversaciones  y 
no  en  pocos  casos  sos  blasfemias;  vien- 
do sus  actos,  (v^n  frecuencia  censurables 
y  que  rara  vez  brillan  por  la  moralidad 
y  cultura;  observando  el  traje  del  confi- 
nado, al  cual  llegan  á  acomodarse  y  á 
mirar  con  gusto;  y  respirando  á  diario 
tal  atmósfera,  un  nifio  ó  joven  de  poca 
edad,  que  más  que  nada  vive  vida  sen- 
sible, ha  de  influirse  necesariamente,  y 
la  experiencia  demuestra  que  se  influye 
por  tales  elementos,  y  serle  pernicioso 
bajo  el  punto  de  vista  moral  semejante 
medio  ambiente. 

'  Por  tales  razones  y  más  y  de  tanto 
bulto  como  las  anteriores,  que  pudieran 
apuntarse,  el  autor  de  este  trabajo  es- 
tima de  urgente  necesidad  que  los  em- 
pleados y  BUS  familias,  salgan  á  vivir 
fuera  de  la  Penitenciaría,  cual  sucede 
en  Alcalá,  Granada  y  otros  Estableci- 
mientos. > 

No  ha  tenido  la  cuestión  de  pabello- 
nes la  fortuna  que  otras,  tratadas  tam- 
bién en  el  libro  y  Memoria  que  quedan 
citados,  algunas  de  las  cuales  han  expe- 
rimentado desde  entonces  á  la  fecha 
completa  transformación,  y  se  han  re- 
suelto de  un  modo  satisfactorio,  ni  tam- 
poco ha  faltado  quien  muestre  su  oposi- 
ción al  criterio  que  precede  relativo  á 
pabellones. 

Obedece  esto  á  no  haber  fijado  bien  la 
atención  en  el  daño  y  los  trastornos  que 
acarrea  la  existencia  de  las  viviendas  de 
que  venimos  tratando  dentro  de  los  Es- 
tablecimientos, y  á  la  ventaja  qne,  bajo 
el  punto  de  vista  exclusivamente  econó- 
mico, ofrece  á  los  interesados  el  habitar 
casa  gratis.  Qne  lo  primero  es  cierto,  qne 
tal  dafio  y  semejantes  trastornos  se  pro- 
ducen, creo  haberlo  demostrado  con  lo 
expuesto  anteriormente;  y  es  también 
cierto  lo  segundo,  pues  oien  se  com- 
prende qne,  si  los  funcionarios  pudieran 
vivir  fuera  de  los  Establecimientos  sin 
pagar  alquiler  de  habitación,  lo  harían 
seguramente,  pueff  ellos  son  los  prime- 
ros que  tocan  las  consecuencias  del  mal 
que  queda  relacionado. 

Los  juicios  emitidos  se  refieren  á  los 
Penales;  mas  ellos  son  aplicables  á  to- 
das las  Prisiones  de  alguna  importancia, 
atendiendo  á  la  población  delincuente 
qne  recluyen,  y  al  número  de  funciona- 
rios que  en  ellas  prestan  servicio.  . 

La  tendencia  de  la  Ordenanza  de  Pre- 


sidios de  1884,  á  facilitar  alojamiento 
dentro  del  recinto  presidial  á  los  Jefe» 
y  subalternos,  pudo  dar  resnludos  en  la 
época  de  su  promulgación,  aunque  desde 
luego  cabe  ponerlo  muy  en  duda,  y  atri- 
buir á  ello  no  pequeña  parte  de  los  abu- 
sos y  escándalos  que  desprestigiaron  á 
aquel  personal  é  hicieron  necesaria  so 
completa  sustitución  por  el  nuevo.  Pero 
aparte  de  esta  consideración,  es  eviden- 
te que  hoy  se  piensa  y  se  vive  de  muy 
distinta  manera  á  como  se  pensaba  y 
se  vivía  entonces;  por  esto  la  Ordenanza 
se  encuentra  en  su  mayor  parte  deroga- 
da, y  por  esto,  habiendo  cambiado  el 
modo  de  ser  de  las  Prisiones,  cambiarse 
debe  también  de  procedimiento  en  el 
punto  que  se  trata,  como  se  ha  cambiado 
en  otros. 

Se  cree,  con  gran  error,  á  mi  juicio, 
que  es  de  necesidad  absoluta  habiten  en 
los  Establecimientos  los  funcionario» 
adscritos  á  los  mismos,  porque  de  este 
modo— dicen  los  que  sólo  examinan  su- 
perficialmente las  cosas  y  juzgan  por 
apariencias  -la  vigilancia  y  cuidado  son 
más  continuos  y  puede  atenderse  mejor 
á  los  servicios.  Nada  más  inexacto,  y 
como  prueba  irrefutable,  se  puede  pre* 
sentar  lo  qne  en  nuestros  mismos  Pena- 
les ocurre.  En  tanto  qne  en  los  que  tie- 
nen pabellones  son  frecuentes  los  dis- 
gustos, originados  no  pocos  por  esta 
causa,  en  los  que  carecen  de  habitacio- 
nes para  empleados,  se  goza  de  mayor 
tranquilidad,  como  seguramente  habrán 
observado  los  que  hayan  dirigido  ontisy 
otros.  Esto  que  demuestran  los  hechos,  se 
deduce  también  pensand*»  lógicamente. 
Los  empleados  permanecen  en  sus  ca- 
sas cuando  se  hallan  libres  ó  francos  de 
servicio,  y  des(Je  luego,  como  «ns  fami- 
lias no  toman  ó  no  deben  tomar  parte  en 
el  régimen,  poco  importa  que  vivan  fue- 
ra de  la  Prisión,  antes  bien,  importa 
mucho  que  en  ella  no  habiten,  por  la» 
causas  aducidas.  Podiá  ocurrir  que  en 
un  momento  dado  se  necesite  al  perso- 
nal de  guardia  y  al  franco,  para  sofocar 
una  insubordinación  colectiva  ó  des- 
empefiar  cualesquiera  otra  función.  Pero 
en  este  caso,  lo  mismo  puede  requerír- 
seles viviendo  dentro  qne  morando  Ifne- 
ra,  pues  al  fin  y  al  cabo,  casi  todas  la» 
Prisiones  se  hallan  en  la  respectiva  po- 
blación, y  las  que  se  encuentran  extra- 
muros, no  lo  están  á  tal  distancia  qne 
imposibilite  ni  aun  siquiera  dificulte 
mandar  oportuno  y  pronto  aviso.  Ade- 
más, los  días  que  un  enipleado.no  pre»- 
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etervicio  por  no  corresponderle,  tiene 
>ertad  completa  para  permanecer  en 
I  casa  ó  oalir  á  ¡a  población  cuando 
i»le  j  por  el  tiempo  que  quiera,  lo  cual 
{iiivAle  á  no  vivir  en  la  Prisión  para 
B  efectos  del  servicio  en  los  casos  de 
y«;ncia  qne  se  indican. 
Otro  carácter  presenta  la  parte  econó- 
u'ñ.  Desde  luego  que  á  los  empleados  á 
iiieiies  se  libra  de  pagar  babitac)<)n«  se 
B  hace  nii  considerable  beneficio,  sobre 
(lo  á  toa  de  pequeños  sueldos.  Mas  esta 

uda  paede  prestárseles  en  forma  que 
t  perjudique  al  régimen  de  las  Prisio- 
'8  y  favorezca  más  al  funcionario,  y 
>r  ende  á  su  familia,  bien  dándole  casa 
era  del  fistableciniiento,  bien  abonán- 
Ae  una  cantidad  sobre  su  sueldo,  mo- 
gata siempre  y  proporcionada  á  su  ca- 
loría, pnra  pago  de  alquiler.  Ambos 
sleuias  se  siguen  en  otras  naciones,  y 
o  creo  haya  grandes  inconvenientes 
ara  adoptarlos  en  la  nuestra,  pues  el 
asto  que  ocasionarían,  sería  insignifi- 
Bute  con  relación  á  la  mejora  que  ep  el 
^rvido  habrían  seguramente  de  intro- 
ucir. 

£n  la  espléndida  Prisión  de  Frenes 
Frincia),  que  ta  la  más  grande  y  la  más 
loderna  de  las  que  existen  en  la  vecina 
'epáblica,  se  han  construido  pequeños 
abellones  en  el  recinto  del  Establecí- 
ciento,  pt>ro  lo  snfícientemente  separa- 
os del  edificio,  para  impedir  las  reía- 
iones  de  los  empleados  y  sus  familias 
on  los  reclusos,  y  hasta  las  particulares 

domes! icafl  de  los  funcionarios  entre 
í,  por  el  aislamiento  en  que  se  hallan 
inos  pabellones  «le  otros.  En  otros  puñ- 
os de  la  misma  Francia  se  les  da  una 
tab vención  para  este  objeto,  y  cosa  pa- 
ecida  se  bace  también  en  otras  nació- 
íes  de  las  más  adelantadas. 

Hemos  expuesto  nuestro  criterio  res- 
pecto á  la  Ordenanza  de  Freéidioa^  con- 
trario á  su  tendencia  de  que  habiten  los 
'tnpleados  en  los  Establecimientos.  Sin 
imb«rgo,  debe  fijarse  la  atención  en  un 
ponto  interesante^que  tendía  sin  duda  á 
evitar  ó  rorregir  los  males  que  la  prácti- 
ca de  lo  mandado  pudiera  ocasionar.  Tal 
ponto  es  el  relativo  á  las  facnitades  con- 
fíedidasal  Comandante  y  Ayudante  para 
vigilar  las  casas  de  los  empleados.  La  cos- 
Innibre  ha  hecho  caer  en  desuso  estos 
preceptos,  y  además  de  la  t'ostumbre,  se 
han  dictado  disposiciones  respecto  al 
particQlar,de  evidente  inconveniencia.  El 
J«te  de  una  Prisión,  como  responsable 
<íe]  orden  y  de  lodo  lo  que  al  régimen 


general  se  refiere,  debe  tener  atribucio- 
nes, en  tanto  que  los  empleados  vivan 
dentro  de  la  misma,  para  enterarse  de 
lo  que  en  las  habitaciones  ocurra  y  pue- 
da perjudicar  al  sosiego  ó  á  la  moralidad 
del  Establecimiento,  y  debe,  asimismo, 
ser  el  único  que  distribuya  los  pabellones 
y  pueda  disponer  los  desalojen  los  funcio- 
narios que  procedan  mal  en  los  mismos, 
bien  admitieudogente  extrafía.bien  guar- 
dando en  ellos  artículos  ú  objetos  prohi- 
bidos con  destino  á  los  recíñeos. 

A  esto  se  opone  abiertamente  el  Re- 
glamentode  la  Prisión  celular  de  Madrid, 
quitando  la  facultad  referida  al  Director 
<ie  la  misma  y  absorbiéndola  la  Dirección 
general,  cosa  que  en  ningún  otro  de  nues- 
tros Establecimientos  ocurre,  ni  aun  en 
el  de  mujeres  de  esta  misma  Corte,  no 
obstante  hallarse  las  dos  dichas  Prisio- 
nes sometidas  directamente  á  las  mis- 
mas entidades  (Dirección  general  y  Junta 
local)  y  tener  representación  oficial  y  ca- 
tegoría jerárquica  en  seis  grados  el  Di- 
rector de  aquélla  respecto  al  Jt^fe  de  ésta. 
La  atribución  de  conferir  las  habitacio- 
nes á  los  empleados,  es  \hu  propia  del 
Jefe  de  la  respectiva  Prisión,  por  su  mis- 
ma índole,  como  por  su  insignificBíiciare- 
sulta  extraña  al  Centro  directivo  y  á  que 
en  ella  intervengan  las  Juntas  ni  entidad 
1   alguna. 

»  -    -      - 

HERMANAS  6  HIJAS  DE  LA  OA- 
RIDAD. — Sólo  tratamos  de  esta  insti- 
tución, en  lo  referente  al  servicio  que 
prestan  en  determinadas  Prisicnes,  y 
seguidamente  insertamos  las  disposicio- 
nes vigentes  en  la  materia. 

CONVENIO  relativo  á  la  instalación  de 
las  Hijas  de  la  Caridad  en  la  Peniten- 
ciaria de  mujeres  de  Alcalá  de  Henares^ 
celebrado  en  28  de  Septiembre  de  18^0, 

( Dirección  geíieral  de  Establecimientos 
penales).  «Autorizada  esta  Dirección  ge- 
neral por  Real  orden  de  22  del  actual 
para  contratar  con  la  Superiora  de  las 
Hijas  de  la  Caridad  las  condiciones  bajo 
las  cuales  han  de  encargarse  del  régimen, 
interior  de  la  Penitenciaría  de  mujeres 
de  Alcalá,  se  han  convenido  entre  ambas 
partes  las  siguientes: 

Artículo  1.0  Las  Hijas  de  la  Caridad 
observarán  las  reglas  comunes  y  particu- 
lares de  su  instituto,  sin  que  se  las  pue- 
da obligar  á  variarlas,  ni  modificarlas,  ni 
ser  fiscalizadas  por  nadie  en  su  obser- 


LlOlflLAOIOV  raVAL  T  DB  PbISIOVBS  —  TOMO  II 


43 

Digitized  by 


Google 


HER 


—  eso  - 


HER 


vancia,  dependiendo  en  todo  de  toa  ta- 
pen'orea. 

Ari.  2.0  Ea  atribución  propia  del  Di- 
rector de  laa  Hijat  de  la  Caridad  el  nom- 
bramiento de  SnperiorH  y  demáa  Herma- 
nas que  deban  componer  la  Comunidad» 
la  nindanza  y  traslación  de  laa  mismas, 
siempre  que  lo  juzgue  conveniente,  sin 
que  tenga  obligación  de  dar  á  nadie  ex- 
plicación del  porqué  hace  esta  variación 
ó  mndanzH  Costeará  el  Director  las  mu- 
danzas que  hagan  las  Hermanas  por  sn 
orden  y  el  Establecimienio  las  que  bagan 
á  instancia  de  l.os  Jefes  de\  mismo. 

Art.  •^.*'     Laa  Hijas  de  la  Caridad  ob- 
servarán exactamente  las  órdenes  y  re 
glameiitos  del  Eettablecimiento,  mientras 
unas  y  otros  no  se  opongan  directamente 
á  sus  reglas. 

Art.  4.0  r^s  Hijas  de  la  Caridad,  en 
todo  lo  relativo  á'lo  temporal  y  servicio 
del  establecimiento,  dependerán  única- 
mente de  los  Jefes  del  mismo,  pero  no 
de  sus  subalternos,  á  no  ser  que  éstos  en 
algi^n  caso  particular  se  hallen  autoriza- 
dos pordirhos  jefes.  Con  respecto  al  ré- 
gimen espiritual  y  á  lo  qne  tenga  cone- 
xión con  éste,  ae  estará  en  nn  todo  á  lo 
que  previenen  sus  reglas  y  prácticaa  de 
tu   instituto 

Art.  5."  La  Superiora  distribuirá  en- 
tre las  Hermanas,  del  modo  qne  mejor  le 
parezca,  los  empleos  que  éstas  hubieren 
de  deaempefíar  en  el  Establecimiento, 
podiendo  variarlas  en  sus  oBcios,  según 
creyese  conveniente,  sin  qne  necesite 
para  ello  pedir  permiso  á  los  Jefes. 

Art.  6  o  Los  Jefes  comunicarán  por 
escrito,  y  sólo  á  la  Superiora,  las  órdenes 
y  providencias  qne  tengan  á  bien  dictar, 
pues  de  otro  modo  no  es  responsable  á 
so  cumplimiento.  En  cnanto  á  las  órde- 
nes verbales  ó  advertencias  que  tengan 
á  bien  diotar  dichos  Jefes  para  el  mejor 
servicio  del  Establecimiento,  se  comuni- 
carán á  la  Superiora,  que  es  la  sola  res- 
ponsable, y  de  quien  únicamente  depen- 
den las  Hijas  de  la  Caridad  particulares. 

Art.  7.®  Si  por  cualquier  defecto  fuese 
necesario  avisar  ó  reprender  á  alguna 
Hermana,  lo  comunicará  á  la  Superiora 
para  qne  dé  el  aviso  por  s(  misma;  mas 
ti  el  aviso  se  dirigiera  á  ésta,  lo  deberán 
hacer  los  Jefes,  pero  nunca  en  presencia 
de  las  Hermanas  de  la  familia. 

Art.  8"  La  Superiora  recibirá  por  in- 
ventario todos  los  enseres,  ropas  y  víve- 
res que  quieran  encargarle  en  el  Esta- 
blecimiento, dando  cuenta  á  los  Jefes  del 
mismo,  tegiin  conviniera. 


Art.  9.0  Para  el  mejor  servicio  del 
Establecimiento,  todos  los  dependientes 
qne  babiten  en  él  estarán  sujetos  á  la 
Superiora  y  obedecerán  ans  órdenes.  Se 
exceptúan  los  sefiores  eclesiásticos  y  f#- 
coltativos. 

Art.  10.  Siempre  qne  en  el  Estable- 
cimiento se  hicieran  mndanaas  ó  se  im- 
posieran  nnevas  obligaciones  á  las  Hijfta 
de  la  Caridad  ó  se  hubiese  de  aumentar 
el  número,  deberán  los  Jefes  del  mismo 
convenir  con  el  Director,  antes  de  verifi- 
car dichas  modansas,  que  se  harán  eon 
una  adición  á  este  contrato. 

Art.  1t.  La  Dirección  general  de  Es- 
tablecimientos penales  costeará  el  viaje 
de  las  Hijas  de  la  Caridad  de  primera 
fundación,  así  como  el  de  todas  las  qne 
en  lo  sucesivo  las  reemplacen  por  defun- 
ción ó  imposibilidad,  cuyo  viaje  será  com- 
putado, según  la  distancia  que  hubiese 
de  éste  á  la  Casa  central. 

Art.  12.  Si  alguna  Hija  de  la  Caridad 
se  inutilizase  en  el  servicio  del  Estable- 
cimiento,, estará  obligado  á  su  manuten- 
ción, aun  cuando  se  enviase  otra  útil 
para  el  deaempefío  de  las  obligaciones 
contraídas. 

Art.  18.  Respecto  de  lo  que  es  eos 
tumbre  dar  para  el  equipo  de  las  Hijas 
de  la  Caridad  de  primera  fundación, se 
ha. fijado  en  la  suma  de  500  reales  vellón 
por  cada  una  y  por  una  sola  ves,  é  igual 
cantidad  por  las  que  en  lo  sucesivo  se 
aumentasen. 

Art.  1 4.  Se  dispondrá  para  las  Hijas  ds 
la  Caridad  una  decente  habitación,  sepa- 
rada del  resto  de  la  Casa,  con  puertas,  co- 
yas llaves  estarán  á  disposición  de  solo 
la  Superiora,  sin  que  nadie  pueda  alegar 
derecho  para  entrar  en  ella  sin  licencia 
de  la  misma.  Se  compondrá  de  todo  lo 
necesario  para  su  reposo,  aseo,  recogi- 
miento, etc.  Se  advierte  que  sus  camas 
están  en  nn  común  dormitorio,  separadas 
con  cortinas  intermedias  de  una  telasen* 
cilla  y  decente. 

Art.  16.  De  todo  lo  que  el  Estableci- 
miento entregase  en  muebles,  ropas,  etc., 
para  el  servicio  de  las  Hijas  de  la  Caridad, 
se  formará  inventario,  y  después  será  del 
cargo  del  mismo  el  renovarlo  cuando  la 
Superiora  hiciese  presente  haberse  con- 
sumido con  el  uso,  renovando  á  dicho 
efecto  el  inventario. 

Art.  16.  Dispondrán  los  Jefes  del  Es- 
tablecimiento qoe  todos  los  días  se  cele- 
bre al  menos  ana  misa  en  la  iglesia  ó  capi- 
lla del  mismo,  ala  hora  que  designe  la  So- 
periora,  como  más  proporcionada  para  el 
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¡omplitnieato  de  las  Hijas  de  la  Caridad, 
^rá  obligación  del  celebrante  el  ac^mi* 
listrar  la  «agrada  Comnnión  en  loa  díaa 
)oe  la  pidiesen  laa  Hijaa  de  la  Caridad, 
K>ino  también  el  Sacramento  de  la  Ex- 
xemaunclón  en  ana  enfermedades. 

ArL  17.  La  Dirección  ^eneVal  de  £s- 
tabledmfentoa  penales  se  obliga  á  satis- 
[assrá  cada  una  de  laa  Hijas  de  la  Cari- 
i$i  que  preste  aus  servicios  en  la  Casa 
Salera  de  Alcalá,  la  cantidad  de  nna  pé- 
lela setenta  y  cinco  céntimos  «itarioe  por 
[sensualidades  vencidaa,  en  concepto  de 
ilioieutos,  vestido,  calzado  y  lo  demás 
necesario  para  sn  sostenimiento.' 

Art.  18,  I>ae  Hijas  de  la  Caridad  to- 
marán bajo  su  dirección  la  Escuela  creada 
BD  el  Establecimiento,  dando  á  laa  pena- 
(lae  concurrentes  á  ella  la  educación  co- 
rreapondiente  á  au  clase,  segóu  la  eos- 
tambre  de  la  Congregación. 

Art.  19.  Tendrán  á  su  cargo  las  Hijas 
de  la  Caridad,  y  desempeñará  n  con  el  celo 
propio  de  au  institnto,  la  Sala  de  las  en- 
fermas del  Establecimiento. 

Art.  90.  Laa  Hijaa  de  la  Caridad,  como 
individuos  del  Establecimiento,  deberán 
ser  víaitadas  gratuitamente  por  los  Fa- 
caltativos  del  mismo,  costeando  las  me- 
dicinas que  á  juicio  de  los  Facultativos 
necesitasen  las  Hermanas,  y  aun  loe  ba- 
fiot  y  aguas  minerales  <yue  fueran  nece- 
«trios  para  sn  restablecimiento. 

Art.  21.  Costeará  el  Establecimiento  el 
entierro  de  las  Hijas  de  la  Caridad  que 
falleciesen  en  el  mismo  0  perteneciendo 
áél,  y  este  entierro  se  hará  con  la  decen- 
cia correspondiente,  celebrándoae  el  oñ- 
ciode  sepultura,  una  misa  cantada  y  dos 
rezadaa  en  sufragio  de  lá  difunta. 

Art.  22.  Si  el  tiempo  y  la  experiencia 
ftcreditaaen  que  se  ha  omitido  en  esta 
contrata  ó  no  se  lia  tenido  presente  aign 
nacoea  útil  ó  necesaria  para  el  mejor  ser- 
vicio del  Establecimiento,  podrá  hacerse 
la  correspondiente  adición  de  acuerdo 
entre  el  Director  general  y  el  Director  de 
las  Hijas  de  la  Caridad. 

Art.  2B.  Si  se  suscitase  en  lo  sucesivo 
alguna  dnda,  disputa  6  disensión  sobre 
la  inteligencia  ó  interpretación  de  los 
artículos  de  esta  contrata,  se  prounrará 
terminar  pacífica  y  amigablemente  entre 
laa  dos  partes  contratantes,  ain  que  ja- 
más por  ningún  motivo  pueda  alguna  de 
laa  dos  partes  promover  recurso,  ni  acu- 
dir á  ningún  Tribunal,  por  ser  cosa  muy 
contraria  de  nna  y  otra  parte  el  andar  en 
instancias  ni  pleitos;  mas  si  por  ningún 
término  podiaran  convenirse,  se  prefiere 


que  eese  este  conveido  ó  contrata  y  que- 
den las  dos  partes  libres  como  antes  de 
ella,  de  manera,  que  en  tal  caso,  puede 
el  Director  de  las  Hijas  de  la  Caridad 
retirar  á  éstas  y  mandarlas  á  otros  Esta- 
blecimientos, y  los  Jefes  bnscarae  otras 
personas,  debiendo  siempre  y  en  cual- 
quier evento  obrar  ambas  partes  con  el 
decoro  y  circanspección  que  corresponde 
á  sn  carácter  y  circnnatanciaa  reapecti- 
vaa;  y  si  cesase  esta  contrata  por  cual- 
quiera de  laa  doa  partes,  lo  que  no  ea  de 
esperar,  se  avisarán  mutuamente  con  dos 
meses  de  anticipación,  para  que  la  otra 
ae  preveitga,  en  cuyo  caso  inesperado,  el 
viaje  de  las  Hijas  de  la  Caridad  basta 
esta  Casa  central,  correrá  la  mitad  á 
cuenta  del  Director  de  las  mismas  y  la 
otra  mitad  á  cargo  del   Establecimiento. 

Art.  24.  Los  Jefes  del  E^stablecimiento 
entregarán  una  copia  de  eata  contrata  á 
la  Snperiora  para  sn  gobierno  y  otra '  al 
Director  general  de  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad. 

Art.  26.  El  régimen  interior  de  la  Casa 
Galera  de  Alcalá,  correrá  á  cargo  de  las 
Hijas  de  la  Candad, sujetándose  en  cuan- 
to sea  compatible  con  sn  instituto  á  las 
Ordenanzas  generales  de  Presidios  y  al 
reglamento  que  al  efecto  se  redactará, 
con  arreglo  á  las  mismas. 

Madrid  28  de  Septiembre  de  1880.->E1 
J>irector general,  Albetto  Boich.— Maria- 
no J.  Maller,  Padre  director.»— (Copia 
adquirida  en  ¡a  Penitenciaría  de  Alcalá 
de  Henares). 

Real  orden  de  31  de  Enero  de  1862,  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  régimen 
interior  de  la  Prisión  de  mujeres  (^Ga- 
lera) de  Alcalá  de  Henares, 

(Gob.)  «limo.  Sr.:  8.  M.  el  Bey  (que 
Dios  guarde),  de  acuerdo  con  lo  in-o 
puesto  por  eaa  Dirección  general,  oído 
el  Consejo  penitenciario,  se  ha  servido 
aprobar  el  adjunto  Reglamento  para  el 
régimen  interior  de  la  Penitenciaría  de 
mujeres  establecida  en  Alcalá  de  He- 
nares. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  so 
conocimiento  y  efectos  consiguientes. 
Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afSos.  Ma- 
drid 81  de  Enero  de  1882.-  González,-- 
Sr.  Director  general  de  Eatableqimientos 
penales.» 
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REGLAMENTO  de  la  Penitenciaria 
de  mujeres  de  Alcalá  de  Henares, 

CapItolo  pbimbro.— £>«/  gobierno  supe- 
rior  del  Establecimiento, 

Artículo  ].<>  £1  gobierno  superior  de 
la  Penitenciaría  corresponde  al  Ministro 
de  la  Qobernación,  al  Director  general 
de  Establecimientos  penales  y  al  Go- 
bernador de  la  proTincia  dentro  de  las 
atribuciones  que  respectivamente  les 
confieren  las  leyes. 

Quedan  á  salvo  las  que  son  de  la  com- 
petencia del  Poder  Judicial  y  Ministerio 
páblico. 

Cap.  Ih— Destino  del  Establecimiento, 

Art.  2.0  La  Petiitenciaría  de  mujeres 
tiene  por  objeto  la  corrección  y  morali- 
zación de  aquellas  que  por  fallo  de  los 
Tribunales  han  sido  condenadas  á  su- 
frir las  penas  que  el  Código  señala,  des^ 
de  la  prisión  correccional  á  la  reclusión 
perpetua.  Al  efecto  se  observará  como 
régimen  provisional  el  de  reunión  y  tra 
bajo  en  común  de  día  y  separación  in- 
dividual durante  la  noche,  sin  perjuicio 
de  lo  que  definitivamente  se  resuelva 
respecto  al  sistema  penitenciario  y  se- 
gún lo  permitan  las  condiciones  del  lo- 
cal en  la  Casa*galera. 

En  el  Establecimiento  se  atenderá 
también  al  amparo,  cuidado  y  educa 
ción  de  los  hijos  menores  de  siete  afios 
<le  las  reciusas,  á  tenor  de  lo  dispuesto 
en  el  cap.  VII. 

Cap.  III. — Personal  del  Establecimiento, 

Art.  8.0  Los  empleados  de  la  Peni- 
tenciaría de- mujeres  serán  lossiguientes: 

Un  primer  Jefe. 

ün  Hegundo  Jefe:  la  Superiora  de  las 
Hijas  de  la  Caridad. 

IJn  Administrador. 

Un  Capellán. 

Un  Médico  cirujano. 

Hijas  de  la  Caridad:  el  número  nece 
sario  para  las  atenciones  del  Estableci- 
miento. 

Un  portero. 

Los  cargos  de  primer  Jefe  y  Admi 
nistrador  serán  desempeñados  por  ahora 
por  el  Comandante  y  Mayor  del  Presi- 
dio de  hombres  establecido  en  Alcalá. 


Del  prifner  Je/e, 

Art.  4.0  Son  atribuciones  y  deberea 
del  pYimer  Jefe: 

1  .o  La  dirección  general  de  la  Peni^ 
tenciaría  y  el  oumplímiento  de  todas  la» 
obligaciones  inherentes  al  cargo,  con 
arreglo  á  las  Ordenanzas  y  disposicione» 
del  ramo. 

2.0  Hacer  que  por  el  Administrador 
se  lleven  con  la  mayor  exactitud  la» 
cuentas  del  Establecimietíto,  como  tam- 
bién el  alta  y  baja  de  las  reclusas  y  su» 
respectivos  expedientes  de  condena  en 
la  misma  forma  en  que  se  verifica  res- 
pecto á  los  confinados. 

S.o  Entenderse  de  oficio  con  la  Di*' 
r^cción  general  y  demás  autoridaiies  en 
cuanto  se  relacione  con  el  Estableci- 
miento. 

4.0  Comunicar  por  escrito  á  la  Supe- 
riora de  las  Hijas  de  la  Caridad  las  ór^ 
denes  que  reciba  de  la  Dirección  ó  del 
Gobernador  de  U  provincia  concernien- 
tes al  régimen  interior  del  Estableci- 
miento. 

6.0  Visitar  diariamente  la  Peniten- 
ciaría en  las  horas  que  lo  considere 
oportuno,  pero  arompRfíado  siempre  de 
la  Superiora  ó  de  las  Hijas  de  la  Cari- 
dad que  aquélla  designe. 

6.0  Oir  en  audiencia  pública  ó  priva- 
da, pero  siempre  á  la  vista  de  la  Supe- 
riora ó  Hijas  de  la  Caridad,  á  las  recia- 
sas  que  lo  soliciten. 

7.0  Hacer  verbal  mente  á  la  Superio- 
ra las  indicaciones  necesarias  en  lo  que 
se  refiera  á  med.idas  de  carácter  general 
y  las  que  estime  convenientes  acerca  de 
quejas  recibidas,  las  cualevS,  de  no  re- 
sultar acuerdo,  reproducirá  por  escrito  á 
aquélla,  dando  el  oportuno  conocimiento 
á  la  Dirección  para  lo  que  proceda. 

8  0  Determinar  los  días  en  que  la» 
reclusas  puedan  comunicar  con  sus  fa- 
milias y  otras  personas  fuera  de  los  fes- 
tivos, dando  cuenta  á  la  Dirección. 

9.0  Imponer  á  las  reclusas  los  casti- 
gos á  que  se  hayan  he<'ho  acreedoras 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  20, 
bien  por  acuerdo  propio,  bien  en  virtad 
del  parte  que  le  haya  sido  dirigido  por 
la  Superiora,  sin  perjuicio  de  tomar  me- 
didas extraordinarias,  hasta  emplear  la 
fuerza  armada  si  así  lo  creyera  oportu- 
no, en  el  caso  de  iniciarse  un  motín  ó- 
sublevación  por  parte  de  aquéllas. 

10.  Dar  conocimiento  á  la  Superiora 
de  las  Hijas  de  la  Caridad  de  cualquier 
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íalta  por  é«Us  cometida  para  an  corree- 
ción. 

Si  la  Snperiora  eotnetiese  la  falta,  el 
Director  general  ó  el  primer  Jefe  podrAn 
advertirla  ó  reprenderla reaervada mente. 

]  1 .  En  anaencia  ó  enfermedad  del 
príoner  Jefe,  aanmirá  lae  atribuoionee 
tie  éste  el  Adniiniatrador. 

De  la  Supttñora  é  Hijas  de  l(t  CaHdad. 

ÁTÍ.  u.o  Son  atribncionee  y  deberea 
de  Ift  Snperiora:  ' 

l.<>  Dietribuir  coroo  lo  crea  conve- 
niente al  mejor  aervicio  el  pereonal  de 
Hijaa  de  la  Cnridad  «aignado  A  la  Peni- 
tenciaría, tanto  en  lo  reapectivo  al  or 
den  de  lae  aalaa,  dormitorioa,  celdaa  y 
tallerea  de  reclunaa,  eacnela,  cocina,  en- 
fermería y  demás  dependencias  de  aqué- 
lla, como  el  «lepai lamento  de  pArvnIoa. 
Hará  por  al,  en  conaecuencia,  la  desig 
nación  de  cargoa,  que  variará  también 
libremente  cnamto  lo  considere  oportuno. 
2.0  Nombrar  igualmente  para  los  de 
celadoras,  mientras  no  se  soprimnn  es- 
toa  cargos,  A  las  reclneaa  que  por  su 
com|K>rtamiento  we  hayan  hecho  aeree* 
doraa  A  eata  distinción,  siempre  que  lle- 
ven extinguida  una  tercera  parte  de  au 
condena,  comunirándolo  por  eacrito  al 
primer  Jefe,  para  que  éate  lo  haga  cona- 
tar  con  los  anlecedentea  pcnalea  de 
aqnélla. 

8.0  Responder  directamente  del  or- 
den interior  y  de  la  seguridad  de  las  re- 
dasas,  sin  permitir  que  se  separen  en 
lo  máa  mínimo  del  régimen  establecido 
y  de  las  debidas  reglas  de  honestidad, 
de  decencia  y  compostura  en  sus  vesti- 
dos, acciones  y  palabras,  evitando  que 
haya  contiendas  t^ntre  ellas,  falten  ain 
justo  motivo  Alo»  actos  de  comunidad, 
trabajo,  leccionea  y  prácticas  ri^ligiosas, 
eonio  igualmente  hI  silencio  en  las  horas 
Diareadaa. 

GntdsrA  igualmente  del  aseo  general 
y  de  que  no  tent^an  armas,  naipea  ni 
otro  objeto  alguno  que  no  eaté  autoriza- 
do por  reglamento. 

4.0  Imponer  A  las  reclusas  tas  cotTec- 
€Í<me8  disciplinarias  que  mereciesen;  y 
si  creyese  necesario  elevarlas  á  ca$tigoB, 
lo  ponttrá  en  conocimiento  del  primer 
Jefe. 

5.0  Procurar  la  más  estricta  obaer 
vanciá  de  cnantas  disposiciones  respec- 
to al  régimen  interior,  vestaario,  rancho 
y  trabajo  de  las  reclaaaa  le  hayan  sido 
comiiDicadas. 


6.0  Responder  del  utensilio  y  ropas 
qne  por  inventario  se  le  entreguen,  como 
de  las  telaa  para  labores,  material  de 
tallerea,  etc. 

7.0  Recibir  diariamente,  en  virtual  del 
pedido  escrito  que  haré  el  primer  Jefe,  )a 
ración  en  erado  y  demAs  artículos  nece- 
sarios para  la  alimentación  de  laa  reclu- 
sas y  párvulos,  siendo  de  sn  cargo  el 
condimento.y  distribución,  y  caidando  de 
sujetar  los  pedidos  A  la  economía  mAs 
abaoluta. 

8.0  No  permitir  la  entrada  en  la  claa- 
sara  mAs  qne  A  laa  Antoridadea  que  en 
ejercicio  de  ana  funciones  se  presenten  y 
sean  reconocidaa,  al  CapellAn.  al  Médico, 
al  primer  Jefe,  al  Administrador  y  A  las 
personas  que  lo  hicieren  en  unión  de  es- 
tos últimos,  A  todos  los  cualea  acompa* 
ñarA  por  sí  ó  por  Hijaa  de  la  Caridad  qne 
deaigne.  ^ 

9.0  TendrA  eii  au  poder  la  llave  de  la 
puerta  interior  de  la  clausura,  y  para 
permitir  la  salida  de  alguna  reclusa,  de- 
l>erA  haber  recibido  previami»nte  comu- 
nicación eacrita  del  primer  Jefe. 

10.  Ejercer  msndo  único,  conforme  á 
sus  Estatutos,  sobre  las  Hijss  de  la  Ca- 
ridad; igualmente  reapecto  A  todos  los 
dependientes  del  Establecimiento  qne 
habiten  en  el  miamo,  aegún  estA  manda- 
do en  el  art.  9.o  del  contrato  de  28  de 
Septiembre  de  1880. 

DSL  ADMIVISTKaUOR     * 

Art.  6.*  Son  atribucionea  y  deberes 
del  Administrador: 

1.0  LlevHr  la  contabilidad  de  la  Peni- 
tenciaría, la  documentMción  relativa  A  las 
corrigendas  y  demás  concerniente  A  este 
servicio,  en  igusl  forma  que  lo  ejecuta  en 
el  Presidio  (te  hombres. 

2.0  Entregar  diariamente  A  la  Supe- 
riora  de  las  Hijas  de  la  Carida<l  ración 
en  erado  y  deniAs  artículos  necesarios 
para  la  alimentación  de  las  reciusaa  y  de 
ios  niños,  con  arreglo  al  pedido  hecho 
por  aquélla  y  A  loa  datua  oBciales  que 
obren  en  su  poder. 

8. o  Entrar  en  el  Eatableci miento  á 
las  horas  de  rancho,  de  reviata  de  Comi- 
sario y  cuautaa  vecea  fuere  necesario 
para  aauntoa  del  servicio;  pero  siempre 
de  día  y  acompañado  de  la  Superiora  ó 
Hijas  de  la  Caridad  que  ésta  designe. 

DBL  üapcllXn 

Art.  7.®     Le  corresponde: 

1.®    Celebrar   por  sí  ó  por  sustituto 
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(liariarnente  el  santo  sacríflcio  ile  la  Miaa 
en  la  capilla  del  Establecimiento. 

2.0  Dirigir  pláticas  nioralea  á  las  re- 
clasas  nna  vez  por  lo  menos  en  semana. 

8.0  Confesar  y  administrar  la  sagra- 
da  Comanión  á  las  reclnsas,  siempre  qne 
lo  deseen  ó  lo  ordene  la  Iglesia. 

4.0  Confesar  y  administrar  la  sagrada 
Comnnión  a  las  Hijas  de  la  Caridad,  con- 
forme á  los  nsos  y  prácticas  de  su  insti- 
tnto. 

5.^  Prestar  tos  auxilios  espirituales  á 
las  enfermas  que  se  hallen  en  peligro  de 
muerte. 

6.0  Rt^zar  todas  las  noches  el  Rosario 
al  toque  de  oraciones,  presentes  las  re- 
clusas. 

7.0  Acudir  á  la  Penitenciaría  á  cual- 
quier hora  que  sea  llamado,  en  la  cual, 
además,  puede  entrar  cuando  lo  conside- 
re oportuno;  pero  acompafiado,  en  todo 
caso,  de  la  Superiora  ó  Hijas  de  la  Cari- 
dad designadas  por  ésta. 

DIL  MÉDICO  T  RÉOIMBN  DK  LAS  ENFEayealAS 

Art.  R.o    Son  obligaciones  del  Médico: 

l.o     Prestar  la  asistencia  facultativa 
en  todas  sus  enfermedades  á  las  reclu 
sas,  á  sus  hijos  y  á  tas  Hijas  de  la  Ca- 
ridad. 

2.0  Hacer  dos  visitas  diartas,  una  por 
la  mañana  y  otra  por  la  tarde,  á  las  en- 
fermas del  Establecimiento,  sin  perjuicio 
de  las  demás  que  juzgue  necesarias  en 
los  casos  graves,  y  cuando  fuere  llamado 
con  ocasión  de  cualquier  enfermedad  ac- 
cidental que  por  su  importancia  exigiera 
un  inmediato  y  pronto  soi^orro. 

3.^  Dictar  las  reglas  higiénicas  qne 
deban  observarse  en  el  Establecimiento 
y  vigilar  su  cumplimiento.    , 

4  o  Reconocer  los  alimentos  que  ha- 
yan de  consumirse  en  el  Establecimien- 
to cuando  el  primer  Jefe  reclame  su  opi- 
nión pericial,  ó  cuando  él  lo  estime  útil 
y  conveniente. 

6.0  Formar  una  estadística  de  las  en- 
fermedades que  las  reclusas  padezcan; 
para  el  cumplimiento  de  esta  obligación 
llevará  un  libro-registro,  en  el  cual  cons- 
ten los  antecedettes  biológicos  de  la  en- 
ferma, el  diagnóstico  de  la  enfermedad, 
las  causas  á  que  pueda  atribuirse,  su  du- 
ración y  terminación,  dando  al  primer 
Jefe  del  Establecimiento  un  estado  men- 
sual que  abrace  los  datos  indicados,  de 
cuyos  estados  mensuales  hará  uno  al 
final  de  cada  afío,  acompañado  de  nna 
Memoria,  en  la  cual  expondrá  lan  obser- 


vaciones que  estime  oportunas  y  relati- 
vas á  las  causas  de  las  enfermedades,  y^ 
especialmente  las  qne  puedan  atribuirse- 
al  régimen  de  vida  de  las  reclosas,  á  «Oí 
alimentación,  á  su  trabajo  físico,  intelec- 
tual y  moral,  á  su  aislamiento  celular  y 
á  todo  lo  que  pueda  influir  en  el  mejor 
estudio  penitenciario  adoptado  en  esta, 
casa  de  reclusión. 

Art.  9.0  *  El  Jefe  inmediato  de  las  en*^ 
fermerías  es  el  Médico  del  Estableci- 
miento, bajo  cuya  autoridad  funcionarán 
los  dependientes  destinados  al  servicio < 
de  ellas,  que  se  acomodará  á  las  regla» 
siguientes: 

1.^  Habrá  á  la  cabecera  de  cada  en- 
ferma una  libreta,  en  la  cual  se  anoten' 
las  prescripciones  alimenticias  y  medici- 
na que  el  Profesor  dicte. 

2  a  Esta  libreta,  escrita  con  claridad 
y  sin  signos  especiales  ni  abreviaturas, 
y  firmada  por  el  Profesor,  será  el  docu- 
mento oficial  que  rija  en  las  enfermería» 
y  con  el  cual  se  pedirán  á  la  cocina  lo» 
alimentos  prescritos  y  á  la  botica  loe 
medicamentos. 

8.^  Nunca  faltará  de  las  enfermería» 
una  ó  más  personas  que  puedan  acudir 
al  servicio  de  las  enfermas. 

4.a  Si  además  de  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad que  la  Superiora  designe  para  %V 
servicio  de  las  enfermerías  fuese  necesa- 
rio ó  conveniente  agregar  á  él  alguna» 
reclusas,  se  cuidará  de  escogerlas  entre 
las  que  hayan  dado  más  muestras  de 
sentimientos  de  humanidad  y  qne  sepan- 
leer  y  escribir. 

5.^  En  las  enfermerías  sólo  ingresa- 
rán las  enfermas  que  el  Médiio  designe, 
quien  las  dará  de  alta  para  la  vida  «romún- 
del  Establecimiento  cuando  juzgue  que 
la  convaleciente  puede  desempefiar,  %\ik 
perjuicio  de  su  salud,  las  funciones  qne^ 
le  imponen  como  reclusa. 

6.^  Cuando  hubiese  alguna  rednsa^ 
atacada  de  enfermedad  contagiosa,  se  1» 
asistirá  en  una  celda  aislada  y  lo  más 
separada  posible  del  resto  de  las  pena- 
das, poniéndose  el  hecho  pn  conocimien- 
to del  primer  Jefe  del  KstaliLecímienio;, 
en  el  caso  de  propagarse  la  enfermedad 
contagiosa  ó  presentarse  alguna  epide- 
mia, el  primer  Jefe  y  el  Mé  tico  se  pon- 
drán de  acuerdo  y  adoptarán  las  medi- 
das que  estimen  más  oportunas  para  ais- 
lar el  mal  é  impedirán  mayor  extensión. 

7.a  Si  los  dependientes  de  las  'enfer- 
merías contravinieran  á  las  prescripcio- 
nes del  Médico,  ó  cometieren  otras  falta» 
en  perjuicio  del  buen  servicio  de  las  en- 
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fermae,  lo  pondrá  aqaél  en  conocimiento 
del  prímer  Jefe  del  EeUblecimiento;  y 
en  ei  cato  de  que  éete  no  lae  corrigiera, 
podrá  dioho  Médico  dirigirse  en  queja  á 
la  Direccidn  general  para  qoe  adopte  lae 
medidas  que  eelime  justas  y  conve- 
nientes. 

8.*  Habrá  en  la  enfermerfa  ó  en  una 
habitación  próxima  un  botiquín  para  los 
casos  urgentes,  del  que  sólo  podrá  hacer 
oso  el  Médico,  fuera  de  aquellas  sustan- 
cias que  por  su  inocencia  puedan  usar 
las  Hijas  de  la  Caridad. 

Habrá  asimismo  una  colección  de  ven- 
dajes y  apositos  que  confeccionarán  las 
reclnsas  bajo  la  dirección  dol  Médico,  los 
cuales,  asi  como  los  medicamentos,  se 
repondrán  cuando  sea  necesario. 

9.^  Cuando  el  Médico  hubiese  de 
practicar  alguna  operación  quirúrgica 
que  exigiese  la  ayuda  de  alguno  ó  algu 
nos  Profesores  más,  lo  pondrá  en  cono- 
cimiento del  primer  Jefe,  indicándole 
cuál  ó  cuáles  le  inspiran  mayor  confian- 
za para  que  pida  su  concurso.  Los  hono- 
rarios que  estos  Profesores  devenguen 
se  abonarán  de  fondos  del  Estableci- 
miento, dando  cuenta  á  la  Dirección. 

10.  Llegado  el  caso  de  que  habla  el 
párrafo  anterior,  la  operación  se  practi- 
cará fuera  de  la  enfermerfa  común,  en 
una  celda  destinada  á  este  fín,  en  la  cual 
se  seguirá  prestando  el  servicio  á  la  ope- 
rada, si  así  lo  juega  conveniente  el  Mé- 
dico. 

DBL   PORTBRO 

Art.  10.    Son  sus  deberes: 

l.o  Obedecer  y  cumplimentar,  sin 
perjuicio  de  la  autoridad  del  primer  Jefe, 
cuantas  órdenes  reciba  de  la  Superiora 
y  no  fueren  modificadas  por  aquél. 

2.0  No  permitir  á  nadie  la  entrada  y 
salida  del  Establecimiento  sin  autorisa* 
ción  eticrita  de  la  Superiora,  éuyos  per 
misos  entregará  semanalmente  al  primer 
Jefe. 

.  8.0  Tendrá  á  la  vista  una  tablilla  en 
donde  se  expresen  las  autoridades  y  em- 
pleados á  quienes,  previo  aviso  á  la  Su- 
perioridad, puede  permitir  la  entrada, 
conforme  á  lo  prevenido  en  el  caso  8.o 
del  art  b.'' 

4.^  Conservar  en  su  poiler  la  llave  de 
la  verja  que  da  entrada  al  edificio  y  de 
la  exterior  del  locutorio  de  penadas. 

Cuando  se  presente  alguna  persona 
que  no  sea  de  las  enumeradas  en  la  ta- 
blilla de  que  habla  el  párrafo  anterior  re- 


damando ver  á  la  Superiora  ó  alguna 
Hija  de  la  Caridad,  dará  aviso  á  la  pri- 
mera para  que  acuerde  si  ha  de  ser  reci- 
bida. Si  se  pretendiera  viaitar  á  alguna 
reclnsa,  fuera  de  los  días  ú  horas  de  co- 
municación, por  tratarse  de  asunto  muy 
importante  y  urgente,  lo  pondrá  en  co- 
nocimiento de  la  Superiora  por  medio  de 
la  portera  del  interior,  para  que  aquélla 
acuerde  lo  conveniente. 

6.0  Impedir  la  entrada  en  el  vestíbu- 
lo en  los  días  de  comunicación  hasta  la 
hora  sefialada  para  este  objeto,  y  mante- ' 
ner  durante  la  comunicación  el  orden  ne- 
cesario, expulsando  del  Establecimiento 
á  quien  lo  altere  con  actos  ó  palabras  in- 
convenientes. 

De  igual  modo  ejecutará  las  órdenes 
que  reciba  de  la  Hija  de  la  Caridad  que 
se  encuentre  en  el  locutorio,  cuando  ésta 
considere  que  para  la  conservación  del 
orden  debe  adoptarse  alguna  providencia. 

6.0  Recibir  de  las  personas  que  con- 
curran en  los  días  de  comunicación  los 
encargos  que  lleven  para  las  penadas, 
entregándolos  á  la  portera  del  rastrillo 
para  que  ésta  obre  con  arreglo  á  las  ins- 
trucciones que  haya  recibido  de  la  Supe- 
riora. 

7.^  Permanecer  constantemente  en 
la  portería,  que  no  podrá  abandonar  aino 
para  asuntos  de  verdadera  urgencia,  y 
solamente  de  noche  y  mediante  orden 
escrita  de  la  Superiora,  á  fin  de  salvar 
su  responsabilidad  por  cualquier  inci- 
dente que  pudiera  ocurrir  durante  el 
tiempo  que  faltara  de  su  puesto. 

8.**  Anunciar  por  medio  de  toque  de 
campana  la  Autoridad  que  se  presente 
en  el  Establecimiento  para  ejercer  sus 
funciones. 

Cap.  IV. — Del  gobierno  interior  del  Esta- 
blecimiento, 

Art.  11.  En  el  momento  que  entre 
una  reclusa  en  la  Penitenciaría,  será  con- 
ducida á  la  sala  de  depósito,  en  donde, 
después  de  filiarla  y  hacerla  asear  com- 
pletamente, vestirá  el  traje  de  la  casa, 
conservándose  en  el  almacén  del  Esta- 
blecimiento el  que  ella  lleve  para  el  día 
de  su  licénciamiento,  y  se  le  harán  cono- 
cer desde  luego  sus  obligaciones  y  los 
premios  y  castigos;  será  alta  en  revista 
y  disfrutará  del  racionado  correspondien- 
te. Se  le  sefialará  la  sección  á  que  por  so 
condena  debe  ser  destinada. 

Art  12.  Todas  las  reclusas  son  igaa- 
les  entre  sí,  y,  por  lo  mismo,  no  podrán 
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excusarse  de  tiioguna  de  las  faenas  del 
Establecimiento,  á  no  ser  por  razón  de 
ancianidad,  ni  si»licitar  se  les  trate  de  di- 
ferente modo  que  á  las  demás,  ni  preten- 
der otras  consideraciones  que  las  anejas 
á  los  cargos  que  desempefian,  ni  otras 
distinciones  que  aquellas  á  que  se  hagan 
acreedoras  por  su  laboriosidad  y  adelan- 
tos en  su  corrección,  aprendizaje  ó  ense 
fianza. 

Art.  18.  En  todas  las  épocas  del  afio 
se  levantarán  las  reclosas  al  salir  el  sol, 
y  la  hora  de  acostarse  será  las  naeve  en 
invierno  y  las  diez  en  verano. 

Art.  14.  Una  hora  después  de  levan- 
tarse  se  deberán  hallar  lavadas,  peina- 
das y  en  perfettto  aseo.  Las  horas  de  tra- 
bajo antes  y  después  de  comer,  como  las 
de  descanso  y  recreo^  que  no  podrán  ex- 
ceder de  dos  diariamente  en  invierno  y 
de  tres  en  verano,  serán  señaladas  por  la 
Soperiora.  A  las  oraciones  de  la  tarde 
rezarán  el  Rosario,  y^  terminado  éste, 
asistirán  á  la  escnela  hasta  la  hora  de 
acostarse. 

Art.  15.  En  los  días  de  fiesta  será 
igual  la  distribución  de  horas,  con  la  di- 
ferencia de  que  la  mafiana  se  destinará  á 
oír  misa  y  demás  actos  religiosos,  y  la 
tarde  al  recreo  y  comunicación  coii  las 
familias.  En  las  horas  de  descanso  y  re- 
creo se  hará  la  separación  |>or  condenas 
y  edades,  pero  de  acuerdo  con  la  Direc- 
ción general  del  ramo. 

Art.  16.  La  comunicación  se  tendrá 
por  medio  de  una  doble  reja  en  el  locu- 
torio que  se  halla  en  la  portería  de  la 
clausura,  no  permitiéndose  el  cambio  de 
cosa  alguna,  y  para  evitarlo  estará  pre- 
sente en  la  reja  exterior  la  Hija  de  la 
Caridad  que  designe  la  Superiora,  y  en 
el  interior  la  encargada  de  este  servicio. 
Art.  17.  El  primer  Jefe,  con  la  Supe- 
riora de  las  Hijas  de  la  Caridad,  el  Ad- 
ministrador, el  Capellán,  el  Médico  y  la 
encargada  <le  la  escuela,  que  hará  de  Se- 
cretaria, con  voz,  pero  sin  voto,  formarán 
nna  Junta  inspectora,  que  tendrá  por  ob- 
jeto la  vigilancia  y  mejora  de  los  servi- 
cios, y  todos  los  domingos  visitará  el 
Establecimiento,  enterándose  de  las  ocu- 
rrencias de  la  semana,  del  comporta- 
miento de  las  penadas  y  de  sus  adelan- 
tos, estimulándolas,  así  como  á  la«  en- 
cargadas, de  sus  buenas  disposiciones,  y 
cada  quince  días  revisará  todas  las  de- 
pendencias y  ntensilios,  comunicando  á 
la  Dirección  general  las  faltas  ó  deterio- 
ros que  tanto  en  anas  como  en  otras 
note. 


Art.  18.  £n  cada  departamento  habrá . 
ana  Inspectora  Hija  de  la  Caridad  y  el 
número  de  reclusas  encargadas  que  la 
Saperiorm  crea  necesario  para  que  auzi- 
lien  á  la  primera.  Estas  Inspedorae  ano- 
tarán en  au  coaderno  las  observaciooee 
que  hicieren  diariamente  de  las  penadas 
confiadas  á  so  cuidado,  ya  en  los  dormi- 
torios, en  loe  talleres,  escuela  y  demás 
dependencias  de  la  casa,  como  en  las  ho- 
ras de  recreo  y  comunicación;  y  estos 
cuadernos  se  presentarán  todos  los  do- 
mingos ante  la  Junta,  para  que  ésta  pue- 
da tener  conocimiento  de  las  vicisitndes 
de  la  semana. 

Art.  19.  La  Secretaría  de  la  Junta 
anotará  meusualmente,  en  la  libreta  que 
debe  tener  cada  penada,  los  premios  y 
castigos  que  baya  obtenido,  á  fin  de  po- 
der apreciar  los  que  haya  ganado  duran- 
te el  afio,  y  que  la  hagan  acreedora  á  la 
consideración  de  sus  Jefes,  y  pueda  des- 
empefiar  las  funciones  de  encargada  de 
dormitorios  ú  otro  departamento. 

Art.  20.  Todos  los  meses  se  dará 
cuenta  por  la  Junta  á  la  Dirección  gene- 
ral del  resultado  de  la  revista  practicada 
y  de  las  notas  consignadas  en  cada  li- 
breta, para  que  sirvan  de  datos  estadís- 
ticos. 

Cip.  V.—Del  régim^en  de  talUm. 

Art.  21.  Habrá  talleres  para  los  tra- 
bajos que  disponga  la  Dirección  general. 

Estos  talleres  se  dividirán  en  seccio- 
nes, y  á  la  cabeza  de  cada  una  se  pondrá 
una  leclusa,  con  el  carácter  de  maestra, 
que  será  la  más  adelantada  en  el  oficio 
y  de  mejor  conducta,  para  que  no  sólo 
les  distdbuya  la  tarea,  sino  que  ensefie 
á  las  aprendizas  en  consonancia  con  las 
prevenciones  de  la  Hija  de  la  Caridad 
encargada  de  talleres. 

Art  22.  Las  maestras  serán  respeta- 
das y  obedecidas  por  las  redusas  de  sn 
sección,  y  cuidarán  se  guarde  orden, com- 
postura y  silencio,  como  también  qne  no 
estén  ociosas  y.  concluyan  sus  labores 
con  perfección. 

Art.  23.  La  Hija  de  la  Caridad  encar- 
gada de  la  sala  de  labores  no  permitirá 
la  salida  de  ningnna  operarla,  á  no  ser 
por  motivo  justiBcado. 

Art.  24.  La  Superiora  de  las  Hijas  de 
la  Caridad  llevará  un  libro  en  el  cual  de 
talle  las  primeras  materias  que  le  sesu 
entregadas  para  elaboración  y  Jos  pro- 
doctos  obtenidos. 
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Oap.  VI.— iVtfmtot  y  ra»tigoí 
di$€iplinari0$, 

Art  S6.  Gomo  ettímalo  á  m  bnena 
conducta,  taa  penadas  podrán  obtener 
Alivio  en  80  pena  por  Loe  Jefes  del  Eata* 
blecimiento: 

l.o  Relevándolas  de  algunaa  faenae 
interiores. 

2.*  Concediéndolas  mayor  esparci- 
miento ó  pnestos  de  preferencia  en  los 
talleres,  comedores  ó  dormitorios. 

8«o  Nombrándolas  encargadas  de  sec- 
cfÓB  ó  guardadoras  en  el  departamento 
de  nifios. 

4.^  Confiriéndoles  el  cargo  de  enfer- 
fneras. 

b,^  Proponiendo  á  la  Dirección  gene 
ral,  para  qae  ésta  lo  haga  al  Gobierno, 
la  qae  considere  digna  de  disminnción 
-de  condena  por  conducta  constantemen- 
te ejemplar. 

Art.  20.  Las  infracciones  del  Regla- 
mento se  considerarán  leves,  graves  ó 
fpravisimas.  Son  infracciones  leves  la 
desobediencia,  las  disputas  6  rifins  con 
las  compafleras,  los  defectos  de  conduc- 
ta en  la  parte  níH>ral  y  religiosa  y  la  ti- 
bíela ó  pora  exactitud  en  el  cumplimien- 
to de  sus  deberes.  Son  infracciones  gra- 
ves la  incitación  á  la  desobediencia  y  las 
mismas  faltas  anteriores, cuando  por  más 
de  dos  veces  en  el  afio  incurran  en  ellas 
^  tomen  un  carácter  colectivo  ó  tumul- 
tuario. Las  infracciones  gravísimas  son 
todas  aquellas  que  faltando  abiertamente 
á  los  mantlatos  superiores,  pongan  en 
insnrrección  á  una  parte  ó  el  todo  del 
Establecimiento. 

Las  infracciones  leves  se  corregirán 
por  la  Superiora  haciendo  perder  las  dis- 
tinciones ó  premios  á  las  que  los  hubie- 
sen obtenido  con  reprensiones  privadas 
ó  páblicns,  con  aumento  de  trabajo  en 
las  horas  de  recreo  ó  descanso,  con  plan- 
tones, con  privación  de  comunicación, 
con  encierros  en  celda  clara  de  veinti- 
cuatro á  cuarenta  y  ocho  horas,  con  des- 
cuento de  una  parte  de  lo  que  les  haya 
correspondido  ó  corresponda  en  lo  anee 
•ivo  por  su  trabajo. 

Las  infracciones  graves  serán  castiga 
das  por  el  primer  Jefe,  separando  á  las 
corrigendas  de  las  demás  reclusas  por 
tiempo  determinado  en  celda  clara  con 
trabajo  ó  sin  él  ó  ponién<lolas  á  pan  y 
«goa  desde  veinticuntro  á  setenta  y  dos 
horas.  Cuando  este  castigo  exceda  de 
veinticnatro  horas,  el  primer  Jefe  debe- 
rá oír  al  Médico  del  Establecimiento. 


Cnando  las  faltas  sean  gravísimas  y 
exijsn  más  severo  castigo,  el  primer  Jefe 
sefialará  la  pena  gobernativa  qne  deba 
aplicarse,  y  entre  ellas  podrá  usar  de  pri- 
sión en  celda  oscura,  qne  no  excederá  de 
tres  días,  y  el  nso  de  camisa  de  fuerza 
cuando  el  estado  de  excitación  de  una 
penada  y  mientras  dure  pudiese  causar 
dafio  á  las  demás  ó  á  sí  misma.  Si  estí- 
mase qne  la  infracción  constituye  delito, 
dará  cuenta  á  la'Antoridad  judicial  com- 
petente. 

Art.  27.  La  Junta  á  que  se  refiere  el 
art.  17  será  la  encargada  <le  entregar  los 
premios  y  distinciones  que  con  arreglo 
á  este  Reglamento  hayan  concedido  tan- 
to la  Dirección  general,  como  los  prime- 
ros Jefes,  dando  á  estos  actos  la  mayor 
solemtiidnd,  á  cuyo  fin  ee  hará  la  «listri- 
bnción  ante  la  población  penal  formada, 
para  que  sirva  de  estímulo  y  ejemplo  á 
las  reclusas. 

Cap.  VIL— DW  departamento  de  niños. 

Art.  28.  Los  hijos  de  las  reclusas,  que 
podrán  tener  ingreso  en  el  departamen- 
to especial  de  la  Casa-galera,  hasta  el 
número  de  80,  serán  solamente  aquellos 
que  no  tengan  padre  ni  abuelos,  y  carez- 
can en  absoluto  de  bienes  á  cargo  de  tu- 
tores. 

Art.  29.  Ix)s  referidos  párvulos  po- 
drán salir  diariamente  á  paseo  en  comu- 
nidad á  las  horas  que  determine  la  Hija 
de  la  Caridad  encargada  de  bu  asisten- 
cia, con  acuerdo  de  la  Superiora. 

Art.  80.  Las  penadas  que  se  destinen 
al  servicio  del  departamento  de  párvulos 
serán  precisamente  de  las  que  tengan  hi- 
jos en  el  mismo,  quedando  á  discreción 
de  la  Superiora  el  sefialamiento  de  los 
oficios  en  que  hayan  de  ocuparse  y  su 
distribución  No  podrá  conferirse  cargo 
de  esta  naturaleza  sino  á  aquellas  que, 
además  de  tener  cumplidas  las  dos  ter- 
ceras partes  de  su  condena,  hayan  obser- 
vado buena  conducta,  y  sean,  por  su  ca- 
rácter afable,  consideradas  más  á  propó- 
sito para  estar  al  servicio  de  los  nifios. 

Art.  8L  La  estancia  de  los  párvulos 
en  la  Penitenctaría  durará  hasta  que  ha- 
yan cumplido  la  edad  de  siete  afios,  en 
cuyo  caso  ingresarán  en  cualquiera  de 
los  Establecimientos  de  Beneficencia  del 
Estado,  ínterin  se  constituyen  las  Socie- 
dades de  Patronatos  á  que  se  refiere  el 
art.  2.0  del  Real  decreto  <le  24  de  Julio 
de  1B8I. 

Art.  82.     La  educación  que  por  las  Hi- 
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jfts  de  la  Caridad  «e  dará  á  loa  párvaloa 
aera  moral  y  religioaa,  y  la  inatroccióo, 
la  qae  eorreaponde  á  la  primera  enae* 
fianaa.  Cuidarán  igualmente  de  tu  aaeo 
y  de  qae  se  acoatambren  á  practicarlo 
|H>r  bí  miamoa. 

Art.  88.  Lae  madrea  de  loa  nifioa  aai* 
ladoa  podrán,  por  acuerdo  de  la  Soperío- 
ra,  viaitarloa  durante  nna  hora  por  la 
mafiana  y  otra  por  la  tarde  en  laa  de  re- 
creo, permitiendoaelea  máa  tiempo  cuan- 
do eatén  enfermoa. 

Cap.  VIII.— Z>e  la  Escuela, 

Art.  84.  Laa  penadaa  recibirán  en  el 
Eatablecimieiito  la  neceaaría  edacaoión 
é  inetriioción  moral  y  religioea,  qne  in- 
nambira  al  Capellán,  al  Profeeor  ó  Pro- 
feaores,  ai  loa  hnbieae,  á  laa  fiijaa  de  la 
Caridad  y  á  laa  Aaociacionea  que  pnedan 
prpponerae  tal  fin.  y  para  ello  eatén  auto- 
rizadas por  la  Dirección  general  del 
ramo. 

Art.  86.    La  inatrncción   primaria  ae 
<lará  á  todae  lae  recluaaa,  y  ai  fneee  po 
aible,  lae  nociones  científicas  ó  artíaticas 
más  convenientes  para  el  ejercicio  de  al- 
guna profesión  ú  oficio. 

Para  esto  se  formarán  laa  secciones 
c^ue  exijan  las  circunstancias  del  local 
destinado  á  Escuela,  teniéndose  en  cuen- 
ta principalmente  la  edad,  y  hasta  donde 
sea  posible,  el  estado  y  condiciones  per- 
sonales de  las  reclnsas. 

Art.  86.  La  asistencia  á  la  Escuela 
será  obligatoria  para  todas  las  penadas, 
ron  la  sola  excepción  de  aquellas  que 
por  su  avanzada  edad  ó  estado  físico  ó 
moral  no  puedan  concurrir. 

Art.  87.  La  Snperiora  de  laa  Hijas  de 
la  Caridad,  con  asentimiento  del  primer 
Jefe,  señalará  en  cada  eataeión  las  horas 
de  Escuela,  que  en  ningún  caao  bajará 
de  nna  por  cada  sección,  y  fijará  de  igual 
modo  la  distribución  de  ese  tiempo  en 
las  diversas  ensefianzas  que  baya  de 
dárselas. 

Art.  88.  Los  adelantos  de  la  instruc- 
ción, apreciados  periódicamente  por  exá- 
menes ante  el  primer  Jefe,  la  Snperiora 
y  el  Capellán,  y  ante  loa  Profesores, 
cuando  se  establezcan,  motivarán  como 
estímulo  y  recompensa  el  nombramiento 
de  las  penndas  que  lo  merezcan  como 
auxiliares  de  los  Maestros,  cuando  su 
conducta  general  no  las  baga  indignas 
de  tal  diatinción. 

Art.  89.  £1  mantenimiento  de  orden 
y  buen  régimen  de  la  Escuela,  mientras 


no  baya  Profesora  especialmente  non»- 
brada,  eetará  á  eargo  de  la  Snperiora,. 
por  delegación  del  primer  Jefe,  auxilia- 
da en  caao  necesario  por  loa  empleado» 
del.  Establecimiento. 

Cap.  IX.^i7«  loBpráetiean  religio$a» 
y  de  la  capilla. 

Art.  40.  Al  ingresar  las  reclosaa  ei» 
el  Eetablecimiento  harán  declaración  ex- 
presa, qne  ae  anotará  en  el  libro  donde- 
conato  su  filiación,  de  la  religión  qne  pro* 
feaen.  Si  éata  fuere  la  católica,  no  podrán 
en  caso  alguno,  ni  bajo  ningón  pretexto,, 
á  no  ser  por  canea  de  enfermedad  debi- 
damente justificada,  eximirte  de  asistir 
á  todas  las  ceremoniaa  y  actos  religiosos. 

Si  alguna  ó  algunas  de  las  reclusas  no 
profesaren  la  religión  católic4i,  no  esta- 
rán obligadaa  á  lae  prácticas  de  éstae; 
pero  ae  les  permitirá  comunicar  con  el- 
Ministro  de  su  respectivo  culto,  sólo  ei^ 
locutorio  y  con  lae  precauciones  conve- 
nientes. Sin  embargo,  se  antorizará  la 
entrada  en  el  Establecimiento  para  pres- 
tar los  auxilios  espirituales  al  miniatro- 
de  otro  culto  en  el  caao  de  enfermedad 
cuando  el  facultativo  aefiale  peligro  de- 
muerte. En  ningún  caso  debeiá  consen- 
tirse que  el  referido  ministro  converse 
con  ninguna  otra  recloaa  que  no  sea  la 
enferma. 

El  ministro  de  culto  no  católicx)  no  po- 
drá ejercer  su  cargo  en  los  casos  previs- 
tos en  los  dos  párrafos  anteriores,  ai» 
acreditar  docnmental mente  su  carácter. 

Sólo  en  loe  díaa  festivos,  y  durante  laa 
horas  destinadas  á  la  práctica  del  culto 
católico,  podrá  autorizarse  la  comunica- 
ción de  laa  penadaa  con  loa  miniatrosda 
otraa  religiones. 

Laa  recluaaa  no  católicas  que  por  cual- 
quier causa  no  comuniquen  con  el  minia- 
tro  de  au  respectivo  culto  durante  laa 
prácticas  religiosaa  del  Establecimiento, 
permanecerán  en  laa  Escuelas,  donde  ana 
Hija  de  la  Caridad  dará  lecturas  morales, 
cuidando  muy  especialmente  de  qae 
guarden  abaoluto  silencio  y  compostura^ 
debiendo  aplicarse  á  las  que  falten  la  co- 
rrección disciplinaria  máa  grave  de  laa 
prevenidas  en  este  Reglamento. 

Cualquiera  que  aea  la  religión  que  pro- 
fesen laa  penadaa,  no  podrán  excusarse 
de  asistir  á  cuantos  actos  tengan  por  ob- 
jeto ensefianzas  morales. 

Art.  41.  Al  dirigirse  las  penadas  á  la 
Capilla,  observarán  el  mismo  orden  ea- 
tablecido  para  loa  talleres  y  demáe  de* 
partamentos. 
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En  dicha  Capilla  gaardarán  la  compos- 
tura debida,  anotando  laa  Iniípeotoraa  en 
ana  caadernoa  laa  faltas  que  obsarfaren. 

Cap.  X.—DÍ9po$ieione$  getterüleg, 

Art.  i%.  La  revista  mensaal  ae  paaará 
•n  loa  miamoa  términos  y  por  laa  niiamaa 
paraonas  qne  en  loa  Preaidioa. 

Art.  43.  Ia}B  artos  de  comunidad  se 
seflalarán  por  toqnes  de  nna  campana, 
qoe  se  fijará  dentro  de  la  clausnra. 

Art.  44.  Este  reglamento  será  amplia* 
do  ó  attefAdo  cuando  haya  necesidad  da 
aeparar  tos  cargoa  que  actualmente  aan- 
man  el  Comandante  y  Mayor  del  Penal 
de  hombrea. 

Art.  46.  Quedan  derogadaa  laa  diapo- 
aioionea  qne  te  opongan  á  lo  prevenido 
en  eate  Reglamento. 

Madrid  81  de  Enero  de  1883.  — A  pro* 
hado  por  8.  M.^  González. »  (Gaceta  9  de 
Febrero  del  82). 

In$truecione9  de  la  Junta  local  de  Priiio- 
net  de  San  Sebastián  al  Jefe  de  la  Pri- 
9ión  celular  de  la  miema  ciudad  para  el 
mejor  régimen  del  E»tihlecimiento  de  su 
cargo^  dadas  en  6  de  Diciembre  de  1889. 

€ 8.a    Bl  peraonal  de  la  Cárcel  de 

San  Sebaatián,  se  compondrá  de  un  Jefe 
del  Eatableciniiento,  un  Subjefe,  qne  lo 
aera  el  Administrador  Vigilante  y  otroa 
cinco  Vigilantes,  el  áltimo  de  los  cnalea 
tendrá  el  cargo  de  portero.  Habrá,  ade- 
máa,  nn  Capellán  y  un  Médico,  qne  pres- 
tarán tus  servicios  en  la  miama,  así  como 
laa  HiJMS  de  la  Caridad  en  loa  encomen- 
dados  á  su  cuidado.  El  Capellán  y  el  Mé 
dico  deberán  eaber  preciaamente  el  vaa- 
cuenco,  y  eata  circunstancia  aera  también 
muy  atendible  para  el  nombramiento  del 
peraonal  de  loa  otroa  cargoa.» 

c 14.  Las  Hija.s  de  la  Caridad  cui- 
darán ezclusivaniente  de  la  confección 
de  los  rnnchos  de  los  presos,  de  laa  enfer- 
meríaa  y  del  ropero  del  Establecimiento. 
Una  vez  confeccionadoa  loa  ranchoa  por 
laa  miamas,  ite  loa  entregarán  al  Jefe, 
quien  loa  rei-ibirá  y  |>ondrá  aii  conformi- 
dad en  un  libro.que  llevará  al  efecto,  y 
ordenará  en  seguida  an  distribución,  dan- 
do á  loa  presos  celiilniea  la  ración  por  el 
ventanillo  de  su  celda,  y  á  loa  demás  en 
la  forma  qne  se  estime  máa  conveniente. 
81  al  hacerle  al  Jefe  la  entrega  del  rancho 
observase  que  éste  es  de  mala  calidad,  no 
prestará  su  conformidad  en  el  libro  an- 


tes indicado,  y  lo  pondrá  en  conooimien- 
to  de  loa  viaitadores  de  la  Junta  local  de 
Príalones,  guardando  una  ración  para  aa 
examen  y  efectoa  procedentes. 

16.  Tanto  el  Jefe  del  Eatableciroien- 
to,  como  loa  demáe  empleadoadel  miamo, 
cuidarán,  bajo  aa  máa  eatrecha  reaponsa- 
bilidad,  «le  guardar  á  laa  expreaadas  Hl* 
jas  de  la  Caridad  toda  clase  de  conaide- 
racionea  y  loa  reapetoa  que  ae  merecen 
por  ana  virtndea  y  abnegación,  ain  mes- 
claree  jamáa  en  lo  que  fuere  de  au  única 
y  ezclueiva  incumbencia. 

8i  alguna  ves  notaaen  faltaa  en  el  cum- 
plimiento de  aus  deberee,  el  Jefe  lo  pon- 
drá en  conocimiento  de  la  Junta  local  de 
Priaionea,  y  éata  determinará  lo  que  co- 
rresponda. 

16.  Las  Hijaa  de  la  Caridad  recibi- 
rán directamente  de  la  Diputación  y  el 
Ayuntamiento,  ó  de  la  persona  encargada 
por  ambaa  Corporacionea,  loa  géneroa 
para  loa  ranchoa,  ropaa  del  Eatableci- 
miento  y  demáa  que  ae  lea  entregue  para 
au  cuatodia  ó  uaoa  del  mismo,  y  sólo  á 
dichaa  Corporaciones  deberán  dar  cuenta 
de  sus  setos  y  gestiones  en  los  ranioe  qne 
ae  les  encomienden.  Sin  embargo  de  esto, 
la  Junta  lt>cal  de  Prisiones,  loa  visitado- 
ras de  la  miama  y  cualquiera  de  sua  in- 
dividuoa,  conaervarán  la  inapección  y  de- 
máa facnitadea  que  la  ley  lea  concede  en 
la  materia. 


Disposición  final, 

26.  Eftaa  inatruccionea  aon  ain  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  la  legialación  vi- 
gente en  el  ramo  de  Priaionea,  qne  debe- 
rá cumplirae  en  armonía  con  laa  mismas, 
y  la  Junta  local  tendrá  preaentea,  ade- 
máa,  laa  preacripciones  del  Reglamento 
proviaional  de  la  Prisión  celular  de  Ma- 
drid para  resolver  laa  dudaa  que  ocurran 
en  au  cumplimiento. 

San  Sebastián  6  de  Diciembre  de  1889. 
Cosme  de  Churruca  —Andrés  Tornos. — 
Fauatino  Oneca.— Lesmes  de  Blas.— José 
Machimbarrena.  —  Gil  Larraurí.  —  Galo 
A riatisabal.  — Isidoro  Bengoechea.— Ja- 
vier Mendisábal, Conde  de  PeñnAorida.-- 
Juan  Iribaa.  — Luia  Causal vo.  — Javier 
Reainea.  —  El  Secretario  ,  José  María 
A  lonao.  >  (De  una  copia  de  dichas  instruc- 
ciones adquirida  en  San  Sebastián). 
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Convenio  relativo  á  la  inétalaeión  de  la$ 
Hija$  de  la  Caridad  en  la  Prisión  celu- 
lar  de  San  Sebaatián^  celebrado  en  21 
de  Marzo  de  1890. 

{Dirección  general  del  Beal  Noviciado 
4e  las  fftjait  de  la  Caridad). —  «Cundí- 
cíoiiCB  bajo  las  caalea  se  encargan  cua- 
tro Hijas  de  la  Caridad  de  la  dirección 
y  administración  de  la  Cárcel  de  la  ciu- 
dad de  San  Sebastián,  estipuladas  de 
una  parte  per  la  Excma.  Comisión  pro- 
vincial y  el  Ezcmo.  Ayuntamiento  de  di- 
<jba  ciudad,  y  de  la  otra  el  8r.  Director  de 
las  mismas,  D.  Mariano  Joaquín  Maller 
y  la  sefiora  Visitadora  Sor  Casimira  As- 
liz,  especialmente  delegados  y  autorisa- 
4I0S  por  los  Superiores  de  la  misma  Com- 
t>afi(a,  á  sAber: 

1.*  Lns  Hijas  de  la  Caridad  observa- 
rán las  reglas  comunes  y  particulares  de 
su  Instituto,  sin  que  se  las  pueda  obligar 
á  variarlas  ni  modificarlas,  ni  ser  fiscali- 
zadas por  nadie  en  au  observancia,  de- 
pendiendo de  sus  superiores. 

2>  Es  atribución  propia  del  Director 
de  las  Hijas  de  la  Caridad  el  nombra- 
miento de  Superiora  y  demás  Hermanas 
que  deban  componer  la  Comifnidad;  la 
mudanza  y  traslación  de  laa  mismas, 
siempre  que  lo  juzgue  conveniente,  sin 
que  tenga  obligaiáón  de  dar  á  nadie  ex- 
plicación del  por  qué  hace  esta  variación 
ó  mudanza.  Costeará  el  Director  las  mu- 
danzas que  hngan  las' Hermanas  por  su 
orden,  y  el  Establecimiento  las  que  ha- 
gan á  instancia  de  ios  Jefes  del  mismo. 

8>  Las  Hijas  de  la  Caridad  observa- 
rán exactamente  las  órdenes  y  providen- 
cias que  tengan  á  bien  dictar,  mientras 
unas  y  otras  no  se  opongan  directamente 
á  sus  reglas 

4.*  Las  Hijas  de  la  Caridad,  en  todo 
lo  relativo  á  lo  temporal  y  servicio  del 
Establecí mif^nto,  dependerán  únicamen- 
te de  los  Jefes  del  mismo,  pero  no  de  sus 
flubalternos  á  no  ser  que  éstos,  en  algún 
caso  particular,  se  bailen  autorizados  por 
dichos  Jefes.  Con  respecto  al  régimen 
espiritual  y  á  lo  que  tenga  conexión  con 
éste,  se  estará  en  un  todo  á  lo  que  pre- 
vienen sus  reglas  y  las  prácticas  de  su 
Instituto. 

6>  La  Superiora  distribuirá  entre  las 
Hermanas,  da\  modo  que  mejor  le  parez- 
ca, los  empleos  que  éstas  hubieren  de 
desempeñar  en  el  Establecimiento,  pn- 
diendo  variarlas  en  sus  oficios  según  cre- 
yese conveniente,  sin  qne  necesite  pedir 
permiso  á  loa  Jefes. 


O.A  Los  Jefes  comanicaráu  por  escri  • 
to,  7  sólo  A  la  Superiora,  las  órdenes  y 
providencias  que  tengan  á  bien  dictar, 
pues  de  otro  modo  no  es  responsable  Á 
su  cumplimiento.  En  cuanto  á  las  órde- 
nes verbales  ó  advertencias  que  dichoa 
Jefes  tuvieren  por  conveniente  hacer 
para  el  mejor  servicio  del  Establecimien- 
to, se  comunicarán  á  la  Superiora,  que  e« 
la  sola  responsable,  y  de  quien  única- 
mente dependen  las  Hijas  de  la  Caridad 
particulares. 

7.*  Si  por  cualquier  defecto  fuese  pre  - 
ciso  avisar  ó  reconvenir  á  alguna  Herma- 
na, lo  comunicarán  á  la  Superiora  fMira 
que  dé  el  aviso  por  si  misma;  mas  si  el 
aviso  se  dirigiera  á  ésta,  lo  deberán  ha- 
cer los  Jefes,  pero  nunca  en  presencia  de 
las  Hermanas  ni  de  la  familia. 

8.a    La  Superiora  recibirá  por  inven- 
tario todos  los  enseres,  ropas  y  víveres 
que  quisieran  encargarla  en  el  Establecí 
miento,  dando  cuenta  á   los  Jefes  del 
mismo,  según  convinieren. 

9.*  Para  el  mejor  servicio  del  Esta- 
blecimiento, todos  los  dependientes  que 
habiten  en  él  estarán  sujetos  á  la  Supe- 
riora y  obedecerán  sus  Ordenes.  Se  ex- 
ceptúan los  señores  eclesiásticos  y  facul- 
tativos. 

10.  Siempre  que  en  el  Establecimien- 
to se  hicieren  mudanzas  ó  se  impusieren 
nuevas  obligaciones  á  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad ó  se  hubiere  de  aumentar  su  nú- 
mero, deberán  los  Jefes  del  mismo  con- 
venir con  el  Director  antes  de  verificar 
dichas  mudanzas,  que  se  harán  con  una 
adición  á  esta  contrata. 

El  Establecimiento  costeará  el  viaje  de 
las  Hijas  de  la  Caridad  de  primera  fun- 
dación, así  como  el  de  todas  las  que  en 
lo  sucesivo  las  reemplacen  por  defunción 
ó  imposibilidad,  cuyo  viaje  será  compu- 
tado, segúo  la  distancia  que  hubiere  de 
éste  á  la  Casa  central. 

la.  Si  alguna  Hija  de  la  Caridad  se 
inutilizase  en  el  servicio  del  Estableci- 
miento, estará  obligado  éste  á  su  mann- 
teu'iión,  aun  cuando  se  enviare  otra  útil 
para  el  desempefío  de  las  obligacionea 
contraídas. 

18.  Respecto  de  lo  que  es  costumbre 
dar  para  el  equipo  de  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad de  primera  fundación ,  se  ha  fijado 
en  la  suma  de  500  reales  vellón  porcada 
una  y  por  una  sola  vez,  é  igual  cantidad 
por  las  qne  en  lo  sucesivo  se  aumen  . 
taren. 

14.  Se  dispondrá  para  las  Hijas  de  la 
Caridad  una  decente  habitación,  separa- 
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dft  del  resto  de  la  casa,  con  puerias,  co- 
yas llaves  estarán  á  disposición  de  sólo 
la  Superiora ,  sin  qoe  nadie  paeda  alegar 
derecho  para  entrar  en  ella  sin  licencia 
de  la  misma.  Se  compondrá  de  todo  lo 
necesario  para  su  reposo,  aseo,  recogi- 
miento, etc.  Se  advierte  qne  sus  camas 
están  en  un  común  dormitorio,  separadas 
con  cortinas  intermedias  de  una  tela  sen- 
cilla y  decente. 

1 5.  De  todo  lo  que  el  Establecimiento 
entregare  en  muebles,  ropas,  etc.,  para 
«I  servicio  de  liis  Hijas  de  la  Caridad,  se 
tomará  inventario,  y  después  será  del 
cargo  del  mismo  el  renovarlo  cuando  la 
Superiora  hiciere  presente  haberse  con- 
sumido con  el  uso,  renovándose  á  dicho 
«fecto  el  inventario. 

16.  Dispondrán  los  Jefes  del  Estable- 
cimiento  que  todo»  loe  días  se  celebre  al 
menos  una  misa  en  la  iglesia  ó  capilla 
del  mismo,  á  In  hora  que  designe  la  Su- 
periora, como  más  proporcionada  al  cum- 
plimiento de  las  Hijas  de  la  Caridad. 

Será  obligación  del  celebrante  el  admi- 
nistrar la  sagrada  Comunión  en  los  días 
en  que  la  pidieren  las  Hermanas,  como 
también  el  Sacramento  de  la  Extrema- 
unción en  sus  enfermedades. 

17.  Para  el  vestido,  calzado  y  demás 
gastos  particulares  de  las  Hijas  de  la  Ca- 
ridad, los  Jefes  del  Establecimiento  en- 
tregarán á  la  Superiora,  por  meses  ó  tri- 
mestres adelantados,  cuarenta  reales  ve- 
llón mensuales  por  cada  una,  de  cuya  in- 
veraión  no  dará  cuenta  la  Superiora  á 
otro  que  al  Director  general  de  su  Con- 
gregación. 

18.  El  Establecimiento  pagará  en  di- 
nero el  alimento  de  las  Hijas  de  la  Cari- 
dad, entregando  á  la  Superiora  seis  rea- 
les diarioa  por  cada  una;  y  si  los  Jefes 
tovieren  por  más  conveniente  que  se  ali- 
menten de  los  mismos  artículos  del  Esta- 
blecimiento, tomará  lo  que  necesitare, 
según  su  prudencia, sin  llevar  cuéntase- 
parada,  poniendo  los  Jefes  su  confianza 
en  su  delicadeza  y  rectitud. 

19.  Las  Hijas  de  la  Caridad,  como  in- 
dividuos del  Establecimiento,  deberán 
ser  visitadas  gratuitamente  por  los  facol- 
tatlvoe  del  mismo,  costeando  las  medici- 
nas que»  á  juicio  de  dichos  facultativos, 
necesitaren  las  Hermanas,  y  aun  los  ba- 
ños y  aguas  minerales  que  al  efecto  fue- 
ren necesarias  para  su  restablecimiento. 

20.  Costeará  el  Establecimiento  el  en- 
tierro de  las  Hijas  de  la  Caridad  que  fa- 
llecieren en  el  mismo  ó  perteneciendo  á 
éli  y  este  entierro  se  hará  con  la  decencia 


correspondiente, celebrándose  el  oficio  de 
sepultura,  una  misa  cantada  y  dos  reza- 
das en  sufragio  de  la  difunta. 

21.  Las  Hijas  de  la  Caridad  se  encar 
garán  de  la  condimentación  del  rancho 
de  los  presos,  como  igualmente  del  cui- 
dado de  las  enferinerías  de  ambos  sexos; 
pero  no  velarán  por  la  noche  en  la  de 
hombres,  mientras  ésta  no  se  encuen- 
tre en  mejores  condiciones  que  las  que 
actualmente  tienen. 

22.  Si  el  tiempo  y  la  experiencia  acre- 
ditaren qne  se  ha  omitido  en  esta  con- 
trata ó  no  se  ha  tenido  presente  alguna 
cosa  útil'ó  necesaria  para  el  mejor  ser- 
vicio del  Establecimiento,  podrá  hacerse 
la  correspondiente  adición,  de  acuerdo 
entre  los  Jefes  del  mismo  y  el  Director 
de  las  Hijas  de  la  Caridad. 

23.  Si  se  suscitase  en  lo  sucesivo  al- 
guna duda,  disputa  ó  discusión  sobre  la 
inteligencia  ó  interpretación  de  los  ar- 
tículos de  esta  contrata,  se  procurará  ter- 
minar pacífica  y  amigablemente  entre  las 
dos  partes  contratantes,  sin  que  jamás 
por  ningún  motivo  pueda  alguna  de  las 
dos  partes  promover  recurso  ni  acudir  á 
ningún  Tribunal,  por  ser  cosa  muy  con- 
traria de  una  y  otra  parte  el  andar  en 
instancias  y  pleitos;  mas  si  por  ningún 
término  pudieran  avenirse,  se  prefiere 
que  cese  este  convenio  ó  contrata  y  que- 
den las  dos  partes  libres  como  antes  de 
ella,  de  manera  que,  en  tai  caso,  pueda  e) 
Director  de  las  Hijas  de  la  Caridad  reti- 
rar á  éstas  y  mandarlas  á  otros  Estable- 
cimientos, y  los  Jefes  buscarse  otros  sir- 
vientes, debiendo  siempre  y  en  cualquier 
evento  obrar  ambas  partes  con  el  decoro 
y  circunspección  que  corresponde  á  su 
carácter  y  circunstancias  respectivas;  y 
si  cesare  esta  contrata  por  cualquiera  de 
las  dos  partes,  lo  que  no  es  de  esperar, 
se  avisarán  mutuamente  con  dos  meses 
de  anticipación,  para  que  la  otra  se  pre- 
venga, en  cuyo  caso  inesperado,  el  viaje 
de  las  Hijas  de  la  Caridad  hasta  esta 
Casa  central,  correrá  la  mitad  á  cuenta 
del  Director  de  las  mismas  y  la  otra  mi- 
tad á  cuenta  del  Establecimiento. 

24.  Los  Jefes  del  Establecimiento  en- 
tregarán una  copia  de  esta  contrata  á  la 
Superiora  para  su  gobierno  y  otra  al  Di- 
rector de  las  Hijas  de  la  Caridad. 

Madrid  21  de  Marzo  de  1890.~Maria- 
no  O.  Maller.— Sor  Francisca  Mier.— Por 
autorización  de  la  Comisión  provincial  y 
Ayuntamiento  de  San  Sebastián,  Ignacio 
Freigero  Perla.»  (Copia  adquirida  en  San 
Sebastián). 
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Real  orden  de  30  de  Diciembre  de  1894, 
aprobando  el  Reglamento  para  el  régi- 
men de  las  Hija$  de  la  Caridad  en  la 
Cárcel  y  Correccional  de  Barcelona. 

{^Qrac.  y  Juit.)  «En  vista  del  proyecto 
presentado  por  la  Junta  local  dePriaionea 
de  Barcelona  propon Wndo  la  saat ilación 
de  Ina  celadoras  llaveras  con  las  Hijas  de 
laCaridad  en  los  departamentos  de  muje- 
res en  la  Cárcel  y  el  Correccional  de  dicha 
oindad,  conforme  con  el  parecer  de  la  Vi- 
sitadora de  las  Hermanas  en  Espafia  y 
del  Reverendo  Obispo  de  la  diócesis,  y  de 
aoaerdocon  el  proyecto  definitjvo  forma- 
lado  por  la  Dirección  general  de  Estable- 
cimientos penales» 

S.  M.  el  Rey  (Q  D.  G.),  y  en  sa  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  ba  teni- 
do á  bien  aprobar  el  adjunto  Reglamento 
por  qne  se  han  de  regir  las  Hermanas  de 
la  Caridad  en  la  Cárcel  y  el  Correccional 
de  Barcelona: 

De  Real  orden,  etc. — Madrid  80  de  Di- 
ciembre de  1894  —Maura,* 

REGLAMENTO 

Artlcalo  l.o  Las  Religiosas  Hijas  de 
la  Caridad  tendrán  á  so  cargo  en  las  Cár- 
celes de  Barcelona  los  servicios  de  vigi- 
lancia de  las  recUieas,  encomendados 
haata  ahora  á  las  celadoras  llaveras,  loa 
relativos  á  enfermerías,  ropas,  lavado  y 
colado  de  las  mismas,  y  todos  los  demás 
referentes  al  régimen  económico  del  Co- 
rreccional y  la  Cárcel  qne  les  confíe  la 
Janta  local  de  Prisiones. 

Art.  2.0  En  los  servicios  de  vigilancia 
dependerán  inmediatamente  del  Director 
del  Establecimiento,  con  sujeción  á  las 
disposiciones  generales  y  á  las  precep- 
tuadas especialmente  en  el  presente  re- 
glamento. 

La  comnnicaclón  oficial  para  lo  relati- 
vo á  dicho  servicio,  la  tendrá  el  Jefe  con 
la  Superiora.  y  tanto  éste  como  los  de- 
más empleados;  guardarán  á  todas  las 
Hermanas  de  la  Caridad  el  respeto  y  la 
consideración  á  que  por  su  condición, 
virtudes  y  merecimientos  son  acreedoras. 

Art.  8.0  En  los  demás  servicios  de 
que  trata  el  artículo  I. o,  dependerán  de 
la  Junta  local,  recibiendo  la  Superiora 
las  oportunas  órdenes  para  el  mejor  des- 
empefio  de  los  mismos,  del  Presidente 
de  dicha  Janta  ó  del  Vocal  en  quien  al 
efecto  delegue,  sin  perjuicio  de  Iss  atri- 
bnciones  qne  correspondan  á  la  Direc- 
ción general  de  Establecimientos  pe- 
nales. 


Art.  4.0  El  jefe  del  Establecimiento 
oomanieará  por  escrito  á  la  Soperiora  la» 
órdenes  qae  reciba  de  la  Dirección  gene- 
ral ó  de  la  Junta  local,  cuyo  contenido 
corresponda  conocer  á  la  misma,  para  el 
boen  orden  de  los  servicios  encomend*- 
dos  á  las  Hijae  de  la  Caridad. 

También  |>odrá  hacer  verbalmente  las 
indicaciones  con  venientes  al  cumplimien- 
to de  las  medidas  de  vigilancia  y  segori* 
dad  que  reclamen  el  régimen  y  la  disci- 
plina de  la  Priaión. 

81  con  ocaaión  del  ejercicio  de  esta  fa- 
coltad  sé  suscitaren  diferencias  entre  las 
Hermanas  de  la  Caridad  y  loa  emplea 
dos,  se  pondrán  en  conocimiento  de  la 
Janta  local  para  que  lae  dirima,  haciendo 
uso  del  saludable  protectorado  que  por 
au  carácter  de  autoridad  está  llamada  á 
ejercer  en  tales  caaos. 

Art.  6.0  El  Jefe  del  Eatablecimiento 
dará  cuenta  á  la  Superiora  de  las  quejas 
qne  se  produscan  y  puedan  afectará  loa 
actoe  ó  servicios  propios  de  laa  Hijas  de 
la  Caridad. 

8i  las  quejas  no  fueran  debidamente 
atendidae  ó  las  circnnstanciaa  eapecialea 
de  las  mismaa  lo  reclamaren,  laa  pondrá 
por  escrito  en  conocimiento  del  Presi- 
dente de  la  Junta  á  loa  efectos  que  pro- 
cedan. 

Art.  6.0  Serán  atribucionee  y  deberes 
de  la  Superiota: 

1.*  Distribuir,  como  lo  crea  conve- 
niente al  mejor  servicio,  el  personal  de 
laa  Hijaa  de  la  Caridad  asignado  al  Esta- 
blecimiento. 

Hará  por  sí,  en  su  consecuencia,  la 
designación  de  cargos,  que  variará  tam- 
bién libremente  cuando  lo  considere 
oportuno. 

2.0  Nombrar  igualmente  para  desem- 
peñar laa  plaiae  de  celadorae  de  los  de- 
partamentoe  de  mujeres  ó  encargadas  de 
los  servicios  interiores,  á  las  presas  ó  pe- 
nadas respectivamente  que  por  au  com- 
portamiento ae  hayan  hecho  acreedoras 
á  eata  distinción,  siempre  que,  respecto 
de  las  últimas,  lleven  extinguida  ana 
tercera  parte  de  au  condena,  comnnicán- 
dolo  por  escrito  al  jefe  del  Eatableci- 
miento, para  que  lo  haga  así  constar  en 
loa  antecedentes  personales  y  penales  de 
lae  reclnaas. 

8  o  Responder  directamente  del  or- 
den interior  y  de  la  seguridad  de  las  pre- 
sea y  penadaa,  ain  permitir  que  se  sopa- 
ren lo  más  mínimo  del  régimen  estsble- 
cido  y  de  laa  debidas  reglas  de  honesti- 
dad ,  decencia  y  compostura  en  sns  vea- 
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tidcM,  acciones  y  palabras,  evitando  que 
haya  eontiendaa  entre  ellaa,  falten  sin 
joalo  motivo  á  loa  actos  de  la  comunidad, 
trabajo,  lecciones  y  prácticas  religiosas, 
como  igualmente  al  silencio  en  las  horas 
marcadas. 

Cuidará  igual msnte  del  aseo  general 
y  de  qne  no  tengan  armas,  naipes,  ni 
otro  objeto  alguno  qne  no  esté  antoHia- 
do  por  el  reglamento. 

4.**  Procurar  la  más  estricta  observan- 
cia de  cuantas  disposiciones,  respecto  al 
régimen  interior,  vestuario,  rancho  y  tra- 
l>ajo  de  las  reclusas  le  hayan  sido  comu- 
nicadas por  el  conducto  debido. 

5.^  Reaponder  del  utensilio  y  ropas 
qne  por  inventario  se  le  entreguen,  como 
de  las  telas  para  labores  y  demás  mate- 
rial de  qne  se  haga  cargo. 

O.o  Dar  diariamente,  á  las  horas  esta- 
blecidas, parte  del  nómero  de  presas  y 
guadas  qne  ezietan  en  los  respectivos 
departamentos,  para  los  pedidos  de  su- 
ministro de  víveres,  siendo  de  su  cargo 
el  condimento  y  distribución  de  los 
mismos. 

7.®  No  permitir  la  entrada  en  los  de- 
partamentos de  su  cargo  máa  que  al  Jefe 
del  Establecimiento  y  á  las  personas  qne 
en  el  ejercicio  de  sus  fmiciones  se  pre- 
senten y  sean  reconocidas,  á  todos  los 
cuales  acompafiará  por  sí  ó  por  Hijas  de 
la  Caridad,  qne  deeigne. 

8.0  Designar  la  Hija  de  la  Caridad  en 
cuyo  poíler  estará  siempre  la  llave  de  la 
puerta  interior  de  dichos  departamentos, 
y  no  permitir  la  salida  de  ninguna  presa 
ó  penada  sin  haber  recibido  previamente 
orden  escrita  del  Jefe  del  Estableci- 
miento. 

9.*  Ejercer  mando  ünico,  conforme  á 
sus  Estatutos,  sobre  las  Hijas  de  la  Ca 
ridad,  qne  deberán  guardar  á  la  Junta 
local  de  Prisiones  y  á  los  empleados  del 
Establecimiento  las  consideraciones  pro- 
pias de  sus  cargos. 

10.  Dirigirse  por  escrito  al  Presiden- 
te de  la  Junta  local,  para  cnantos  pedi 
dos  estime  necesarios  en  todo  lo  qne  á 
la  parte  económica  ae  refiera,  y  darle 
enentadelas  reclamacionea  ó  quejas  con- 
tra ios  empleados  del  Establecimiento, 
para  que  las  resuelva  ó  las  eleve  á  la  Di- 
rección general,  si  así  lo  requiere  la  im- 
portancia de  las  mismaa. 

11.  Imponer  á  las  presaa  y  penadas 
Us  correcciones  disciplinarias  qne  mere- 
ciesen. Si  creyere  necesario  elevar  éatas 
á  castigo,  lo  pondrá  al  efecto  en  conoci- 
miento del  Jefe. 


Art.  7.0  Para  el  debido  cumplimiento 
de  lo  dispuesto  en  el  nám.  1 1  del  artículo 
anterior,  las  faltas  que  cometan  las  re- 
clusas se  considerarán  leves,  graves  ó 
gravísimas. 

Son  infracciones  leves  la  desobedien- 
cia, las  disputas  ó  rifias  con  las  oompa- 
fieras,  los  defectos  de  conducta  en  la  par- 
te moral  y  religiosa,  y  la  tibiesa  ó  poca 
exactitud  en  el  cumplimiento  de  sus  de- 
beres. 

Son  infracciones  graves  la  incitación  á 
la  desobediencia  y  las  mismaa  faltas  an- 
teriores, cuando  por  más  de  dos  veces  en 
el  afio  incurran  en  ellas  ó  tomen  un  ca- 
rácter colectivo  ó  tumultuario. 

Las  infracciones  gravísimas  son  todss 
aquellaa  que  faltando  abiertamente  á  los 
mandatos  superiores, pongan  eninaurrec- 
ción  á  una  parte  ó  el  todo  del  Eatableci 
miento. 

Art.  8.0  Las  infracciones  leves  se  co- 
rregirán por  laSuperiora,  haciendo  per- 
der las  distinciones  ó  premios  á  las  que 
los  hubieren  obtenido ,  con  reprensio 
nes  privadas  ó  pábiicas,  aumento  de  tra- 
bajo en  las  horas  de  recreo  ó  descanso, 
plantones,  privación  de  comunicación, 
encierro  en  celda  clara  de  veinticuatro  á 
cuarenta  y  ocho  horaa  ó  descuento  dt* 
una  parte  de  lo  que  les  corresponda  por 
su  trabajo. 

Laa  infracciones  graves  serán  castiga- 
das por  el  Jefe,  separando  á  las  corrigen- 
das de  las  demás  reclnsaa  por  tiempo  de- 
terminado, en  celda  clara,  con  trabajo  ó 
sin  él,  ó'  poniéndolas  á  pan  y  agua  desde 
yenticnatro  á  setenta  y  dos  horas.  Cuan- 
do este  caatigo  exceda  de  veinticuatro 
horas,  el  Jefe  deberá  oir  al  Médico  del 
Establecimiento. 

Cuando  las  faltas  aean  gravísimas,  el 
Jefesefialará  la  corrección  que  deba  apli- 
carae,  pndiendo  emplear  el  encierro  en 
celda  oscura,  que  no  excederá  de  tres 
días,  y  uso  de  camisa  de  fuerza,  cuando 
el  catado  de  excitación  de  una  reclnsa  y 
mientras  dure,  pudiese  canear  dafio  á  las 
demás  ó  á  sí  misma.  Si  estimase  que  la 
infracción  conatituye  delito,  dará  cuenta 
á  la  autoridad  judicial  competente. 

Art.  9.0  Las  Hijas  de  la  Caridad  cum- 
plirán las  órdenes  que  para  cada  servi- 
cio especial  les  comunique  el  Presidente 
de  la  Junta. 

Art.  10.  La  Junta  local  ejercerá  la 
inspección  prevenida  por  las  disposicio- 
nes vigentes,  en  todo  cuanto  ae  refiere 
al  trabajo  y  organisación  de  los  talleres 
en  el  Establecimiento. 
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Madrid  30  de  Diciembre  de  1894.^ 
Aprobado  por  S.  M.^ Maura  {l).>  {Qaceta 
2  Enero  1895). 


HEBBAIIIENTÁ.  — Instramento  de 
bierro  ó  acero  con  que  trabajan  loa  arte- 
sanos ú  obreros. 

La  palabra  berramienta  la  emplean  loe 
recíñaos  en  dos  acepciones.  Una  es  la  ge- 
neral que  qneda  expresada;  la  otra  la 
nsan  en  el  sentido  de  arma  para  el  ata- 
que A  la  defensa;  y  lo  mismo  comprenden 
en  el  concepto  de  berramienta  á  la  nava- 
ja que  á  cualquier  instrumento  cortante 
ó  punzante  de  los  que  les  sirven  para  sus 
oficios,  cuando  de  ellos  se  valen  para 
agredir  ó  defenderse. 

Las  herramientas  que  sirven  para  el 
trabajo  pueden  ser  propiedad  de  la  Ad-* 
ministración ,  cuando  se  las  facilita  á  los 
obreros,  de  los  concesionarios  de  las  in- 
dustrias 6  de  los  mismos  reclusos.  Pero 
en  cualquiera  de  estos  casos,  las  referi- 
das berramientas  no  deben  tenerlas  á  su 
disposición  los  reclusos,  más  que  cuando 
las  utilizan  para  el  oficio  6  trabajo  á  que 
se  dedican.    • 

La  Ordenanza  de  Presidios  dispone 
respecto  á  este  particnlar  lo  siguiente: 

< Art.  141.  Los  obradores  se  esta- 
blecerán en  una  ó  más  cuadras  del  Pre- 
sidio  En  ellas  se  colocarán  con  separa- 
ción los  talleres  de  cada  oficio,  procuran- 
do que  estén  inmediatos  los  que  tengan 
más  analogía  entre  sí,  á  fin  de  evitar  la 
duplicación  de  útiles  y  herramientas,  las 
cuales  se  conservarán  en  un  armario  con 
estantes  y  cajones,  cuya  llave  tendrá  en 
su  poder  el  Furriel. 

Art.  142.  Por  la  mañana,  cuando  en- 
tren los  artibtas  en  el  obrador,  dará  el 
Furriel  á  cada  uno,  en  presencia  del  Ayu- 
dante, las  herramientas  que  necesite  para 
su  trabajo,  anotando  las  que  sean. 

Art.  143.  A  la  puerta  del  obrador  se 
colocará  un  cabo  de  vara  para  celar  el 
buen  orden  é  impedir  que  nadie  saque 
del  obrador  herramienta  alguna,  á  cuyo 
fin  reconocerá  escrupulosamente  á  los 
que  salgan  con  cualquier  motivo. 

Art.  144.  Por  la  tarde,  antes  de  reti- 
rarse del  obrador  los  trabajadores,  reco- 
gerá el  Furriel  las  herramientas  de  cada 


(1)  También  se  hao  iDStatado  Hijas  de  la 
Caridad  eo  las  PrtDionesde  Bilbao  y  eo  la  de 
mujeres  de  Madrid  en  1900.— (Véase  el  Apén- 
dice correspondiente). 


uno,  confrontándolos  con  la  ano(aciói> 
que  tomó  por  la  mañana. > 

La  misma  previsión  se  demnestra  ei» 
la  Instrucción  para  la  organización  y  ré 
gimen  del  trabajo  y  talleres  en  los  Esta- 
bl^imientos  penales,  de  39  de  Abril  de- 
1886,  según  puede  verse  en  los  artfcalo» 
que  siguen: 

< Art.  47.  Porcada  taller  se  for- 
marán dos  inventarios:  uno  contendrá 
todas  las  herramientas  y  útiles,  qne  por 
su  naturaleza  puedan  utilizarse  en  ni^ 
momento  dado  como  armas  ó  contra  Ia 
seguridad  y  orden  del  Penal;  otro,  de  lo» 
demás  efectos  y  mobiliario  que  constitu- 
yan el  utensilio  del  taller. 

Art.  49.  Los  patronos  ó  contramaes- 
tres de  los  talleres  se  harán  cargo,  a( 
comenzarse  en  cada  día  los  trabajos,  de- 
todas  las  herramientas  y  útiles  para  dis- 
tribuirlos entre  los  operarios,  según  és- 
tos los  necesiten,  y  los  recogerán  al  sus- 
penderse ó  terminarse  los  trabajos,  com- 
probando con  el  inventario  correspon- 
diente el  número  y  clase  de  las  berra 
mientas  y  demás  útiles. 

Art.  60.  Siempre  que  loe  operario» 
salgan  del  local  del  taller  por  suspensióiv 
de  las  labores  ó  por  cualquier  otra  causa 
justificada,  serán  antes  escrupulosamen- 
te registrados  para  que  no  extraigan  be- 
rramientas. ni  útiles,  ni  material,  ni  obra 
alguna  de  los  talleres.> 

La  Instrucción  para  el  servicio  de  la» 
Cárceles  de  Audiencia,  de  25  de  Octubre- 
de  1886,  al  tratar  de  las  obligaciones  dé- 
los Vigilantes,  dispone  en  su 

« Art.  23.     VII.     Presenciar  todo» 

los  días  el  cierre  de  los  locales  destina- 
dos á  talleres,  exigiendo  que  se  recuen- 
ten y  recojan  convenientemente  los  úti- 
les, herramientas  y  utensilios  de  lo» 
mismos  y  se  guarden  debidamente,  eo 
cumplimiento  de  lo  ordenado  en  el  títu 
lo  )II,  cap.  I  de  la  Instrucción  para  la 
organización  y  régimen  de  los  tallere» 
en  los  Establecimientos  penales  de  29  de 
Abril  de  1886.> 

Respecto  al  derecho  que  el  trabajador 
tiene  sobre  sus  herramientas,  preceptúa 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su 

<  Art.  1.449.  Tampoco  se  embar- 
garán nunca  el  lecho  cuotidiano  del  deu- 
dor, su  mujer  é  hijos,  las  ropas  del  pre 
ciso  uso  de  tos  mismos,  ni  los  instrumen- 
tos necesarios  para  el  arte  ú  oficio  á  qne 
el  primero  pueda  estar  dedicado. 

Fuera  de  esto,  ningunos  otros  bienes 
se  considerarán  exceptuados.» 
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£1  Código  civil  establece  en  su 

c  Art.  1.587.    La  despedida  de  los 

criados,  menestrales,  artesanos  j  demás 
trabajadores  asalariados,  á  qne  se  refie- 
ren los  artkalos  anterioresj  da  derecho 
para  desposeerlos  de  la  herramienta  y 
edifleios  que  ocopan  por  raaon  de  sa 
cargo.  % 


HIERROS.— Sólo  se  trata  aqoí  de  los 
qae  se  aplican  á  los  redosos,  ya  por  Tia 
de  castigo  disciplinario,  ya  eumo  medida 
de  seguridad,  ya,  en  flu,  por  virtad  de  lo 
mandado  en  el  Código. 

He  aquí  las  disposiciones  dictadas  al 
efecto  desde  1884. 

Ordencuiia  de  Preaidioa. 

«...^  Art  177.  El  cap.  VIJ,  hierroM, 
comprenderá: 

l,^  Compra  de  cadenas,  grillos  y  de- 
más necesario  á  la  segaridad  de  los  sen- 
tenciados, 

%fi    Reparación  de  los  mismos.» 

tArt.  248.  1^  compra  de  cadenas, 
hierros  y  demás  útiles  necesarios  á  la  se- 
guridad de  los  presidiarios,  se  reclamará 
en  los  Establecí uiientos  de  nneva  planta 
por  medio  de  presupuestos  formados  p<»r 
el  Comandante  del  Establecimiento,  qne 
revisado  por  la  Junta  económica,  se  pa- 
sará al  Director  general  para  que  con  su 
dictamen  lo  eleve  á  mi  conocimiento. 

Art.  249.  £u  los  Establecimientos  an- 
tiguos se  reclamará  sólo  los  que  s6  nece 
liten,  después  de  formado  el  inventario 
de  los  efectos  existentes. 

Art.  260.  Todos  los  meses  se  incluirá 
en  la  relación  de  pedidos  la  cantidad  qne 
«e  considere  precisa  para  su  composi- 
ción y  renovación  de  los  que  hagan  fal- 
ta, contando  con  lo  qne  pueda  producir 
el  hierro  de  los  desechados,  y  el  mismo 
orden  se  observará  en  la  compra,  com- 
postura y  renovación  de  mue'oles  y  de- 
más efectos  que  se  necesiten  para  el 
servicio  de  todas  las  dependencias  del 
ramo.» 

cArt.  387.  La  mortificación  corree- 
donal  consistirá  en  reagravación  de  hie- 
rros, encierro  dorante  el  día  y  noche, 
calabozo,  privación  de  alimento,  redu- 
ciéndolo á  pan  y  agua  por  algún  tiempo 
QK)derado,  y  sin  perjuicio  de  la  salud  del 
presidiario  ó  del  producto  de  su  traba- 
jo, aumento  de  otro  más  penoso  á  los 


holgazanes  y  retardación  del  alimento 
ordinario  hasta  concluir  so  tarea-  fe- 
guiar.» 

Eeal  orden  de  11  de  Enero  de  184T,  eata- 
bleciendo  reglas  para  la  mejora  de  loa 
Preaidioa. 

{Oob.)   < 5.*      Los  empleados  del 

ramo  deberán  cuidar,  bajo  su  responsa- 
bilidad, de  qne  los  presidiarios  peninsu- 
lares, ocupados  de  orden  del  Gobierno 
en  las  carreteras  y  otras  obras  públicas, 
salgan  á  trabajar  con  los  hierros  quH  de 
ben  asegurarlos  y  con  las  escoltas  con  ve 
nientes  para  evitar  las  deserciones,  que 
desgraciadamente  han  si<lo  frecuentes 
en  estos  úUiípos  afios.»  (C  L.de  P.,  1. 1, 
pág.  187). 

Reglamento  para  el  orden  y  régimen  in- 
terior de  loa  Preaidioa  del  Reino ^  de  5 
de  Septiembre  de  1844. 

(Oob)     < 'La  aplicación  de   hierros 

se  hará  en  la  forma  siguiente: 

A  los  sentenciados  hasta  dos  afios, 
grillete  con  ramal  corto  ala  rodilla,  de 
dos  eslabtmes  ligeros;  hasta  cuatro  afios, 
de  cuatro  eslabones,  también  ligeros,  á 
la  cintura;  lo  mismo  á  los  de  seis  y  ocho 
afios,  con  la  diferencia  de  ser  doble  grue- 
sos, y  apareados  en  cadena  los  de  Áfri- 
ca. El  peso  de  los  primeros,  incluso  el 
grillete,  no  excederá  de  ctMitro  libras,  de 
seis  los  segundos,  de  ocho  los  terceros  y 
de  dieciseis  los  últimos.  No  se  les  permi- 
tirá cifian  los  ramales  y  cadenas  á  la 
pierna;  han  de  llevarlos  sueltos  y  suje- 
tos por  el  último  eslabón  á  la  rodilla  y 
cintura}  las  cadenas  por  el  gancho  que 
usan  los  que  los  llevan:  tampoco  se  les 
permitirá  oculten  bajo  el  pantalón  sus 
prisiones;  hlan  de  llevarlas  constante- 
mente fuera. 

El  alivio  ó  disminución  de  esta  pena 
ha  de  ser  precisamente  gradual,  descen- 
diendo de  una  clase  á  otra  hasta  su  total 
alivio  (1). 

Podrán  aplicarse  y  se  aplicarán  cade- 
nas por  castigo  indistintamente,  si  por 
mal  comportamiento,  genio  díscolo,  pen- 
denciero ú  otras  causas  lo  mereciesen 


(1)  La  aplicación  de  hierros  en  la  forma 
que  86  expresa  era  consecaencia  de  la  clase 
de  pena,  no  como  castigo  disciplinario. 

Esta  parte  de  la  disposición  se  halla  dero- 
gada por  el  vigente  Código.  La  Insertamos 
como  antecedente  histórico. 
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Ujb  penados,  sea  cual  fuere  la  clase  á  qae 
pertenezcan  (1).  (C,  L.  de  F.,  ti,  págl* 

na  288). 

Beglamento  fara  lat  CárceUi  de  eapitaUt 
de  provincia  de  25  de  Ago$to  de  1847. 

De  las  cotTcccionei, '     ^ 

(Qoh.)     < Art.  60.    Siempre  qae  el 

Director  aplique  los  castigos  de  qne  trata 
el  artículo  anterior,  lo  pondrá  en  conoci- 
miento del  Jefe  político,  quien,  si  consi- 
dera que  las  faltas  cometidas  merecen 
menor  ó  mayor  pena,  disminuirá  el  cas- 
tigo en  el  primer  caso,  ó  mandará  en  el 
segundo  aplicar  hierros,  ó  dará,  en  fin, 
parte  á  los  Tribunales  de  Justicia  para 
que  obren  con  arreglo  á  las  leyes.  (Ó.  L. 
de  C.  pág.  163). 

Beal  orden  de  20  de  Junio  de  1851,  decla- 
rando £«« ,  respecto  al  régimen  interior 
de  lo$  Presidios,  se  halla  vigente  la  Or- 
denmnza  general  del  ramo. 

(Oob,)  <EI  Consejo  Real,  á  cuyo  in- 
forme en  Secciones  de  Gobernación  y 
Gracia  y  Justicia  se  pasó  el  expediente 
promovido  en  81  de  Julio  último  por  el 
Comandante  del  Presidio  de  esa  capital 
acerca  de  las  facultades  que  le  competen 
y  medios  que  puede  emplear  para  asegu> 
rar  el  orden  y  hacer  observar  la  discipli- 
na presidial  en  el  Establecimiento  de  su 
inmediato  cargo,  consulta  c^n  fecha  24 
de  Abril  de  este  afío,  lo  siguiente: 

Las  Secciones  encuentran  una  notable 
<l¡ferencia  entre  la  imposición  de  hierros 
á  un  confinado  cuando  ésta  se  hace  por- 
que esté  prevenida  en  la  misma  condena, 
ó  es  una  circunstancia  inherente  á  ella, 
y  cuando  nace  de  las  medidas  de  precan- 
i;ión  y  correcciones  que.  como  responsa- 
bles, toman  los  Comandantes  de  los  Pre- 
sidios, ya  por  la  poca  seguridad  que  los 
locales  presten,  ya  para  mantener  la  dis- 
ciplina y  subordinación,  tan  necesaria  en 
esta  clase  de  Establecimientos. 

Sin  duda  alguna,  según  el  art.  87  del 
Código,  las  penas  no  pueden  ser  ejecuta- 
das en  otra  forma  que  la  prescrita  por  la 
ley,  ni  con  otras  circunstancias  ó  acci- 
dentes que  los  expresados  en  su  texto; 
pero  esto,  en  concepto  de  las  Secciones, 
no  impide  que  el  Comandante  de  un  Pre- 
sidio pueda  adoptar  la  imposición  de  hie- 


(1)    Este  párrafo  no  ha  tenido  derogación. 


rros  respecto  á  un  confinado  díscolo,  se- 
gún para  ello  esté  facultado  por  la  Orde  - 
nansa  general  del  ramo  y  otras  varías 
reales  disposiciones,  especialmente  la  de 
6  de  Septiembre  de  1844;  y  así  se  des» 
prende  del  mismo  Código  y  del  mismo 
artículo  citado,  pues  en  él  se  previen# 
qne  se  observe  también  lo  que  se  deter- 
mine en  los  reglamentos  especiales  para 
el  gobierno  de  los  Kstablecimientos  en 
que  deben  cumplirse  las  penas. 
^  ínterin  no  se  planteen  los  nuevos  de 
qne  el  Código  habla  y  se  armonicen  con 
la  ley  los  reglamentos  para  el  régimen 
interior  de  los  Presidios,  están  vigentes 
los  hasta  aquí  publicados,  puea  de  otro 
modo  concluiría  la  disciplina  en  ellos, 
sin  que  á  los  Comandantes  pudiera  exi-^ 
gírseles  ninguna  responsabilidad.  Como 
consecuencia  de  lo  expuesto,  las  Seoelo- 
nes  creen  que  el  Comandante  del  Presi- 
dio de  esta  corte  obró  dentro  del  círculo 
de  sus  atribuciones  al  imponer  hierros  á 
Pascual  Agramunt,  y  que  debe  declarar- 
se que,  respecto  al  régimen  interior  de 
los  Presidios,  está  vigente  la  Ordenansa 
general  del  ramo  y  demáa  Reales  dispo- 
siciones qne  tratan  de  esta  materia. 

Y  conformándose  S.  M.  con  el  dicta- 
men inserto,  ha  tenido  á  bien  mandar  se 
traslade  á  V.  E.,  como  lo  verifico  de  Real 
orden,  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de 
la  Gobernación,  para  su  conocimiento  y 
efectos  consignientes.  Dios,  etc.-^ Ma- 
drid 20  de  Jun!o  de  1851. —El  Subsecre- 
tario, Juan  de  la  Cruz  Osés.^  Sr,  Gober 
nador  de  esta  provincia.>  (C.  L.deF,, 
tomo  II,  págs.  174  y  175). 

Orden  citxular  de  12  Noviembre  de  1852, 

De  los  Comandantes, 

(Dirección  general  de  Establecimientos 

penales.)  < Art.  15.    También  podrán 

castigar  á  los  confinados  del  modo  qne  su 
discreción  y  prudencia  les  aconseje,  en 
las  faltas  leves;  en  las  más  graves  debe- 
rá preceder  la  calificación  del  Consejo 
de  disciplina,  de  que  hace  mérito  el  ar 
tículo  888  de  la  Ordenansa,  y  dispon- 
drán por  sí  mismos  la  aplicación  de  ca- 
denas, ramales  y  (p'illetes  á  los  penados 
entrantes,  con  arreglo  á  sus  condenas, 
delitos  y  circunstancias,  sin  permitir  que 
i  otros  en  su  lugar  desempeñen  esta  obli- 
gación, ni  la  de  recargarlos  ó  aliviarlos 
I  de  hierro,  según  su  conducta,  en  cnya  ca- 
lificación deberán  aer  muy  detenidos, 
procurando  conciliar  la  seguridad  de  loo 
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p^iiftdot,  ra  disoiplioa  y  mbordinaeión, 
€oii  \»  qa«  «n  el  Código  peoal  se  man- 
da »  (C.  Ir.  de  P.,  t.  II,  paga.  219  y  ífO). 

A«a¿  0rdm  de  I.""  de  AgotAo  de  1857,  de- 
clara9%do  ^ue  lo  di$pue9tú  en  el  Regla- 
mento de  5  de  SaHiembre  de  1844  §0- 
bre  áplUaeiÓH  de  kierroe,  te  halla  modi- 
Jieade  por  el  Código  penal  vigente, 

{Gob.)  < Oonformándoae  la  Reina  (que 
Dios  goarde)  con  el  parecer  del  Oonaejo 
Real,  ae  ha  aervido  mandar: 

1.*  Qoe  ae  observe  en  la  aplicación 
de  hierroa  á  loa  preeidiarioa  lo  prevenido 
en  el  Código  penal  vigente. 

3.0  Qoe  no  tenga  efecto  lo  diapnea- 
to  aobre  eate  punto  en  el  Reglamento 
para  el  régimen  interior  de  loa  Preaidioa 
de  6  de  Septiembre  de  1844,  aino  como 
medida  de  aegoridad  cuando  loa  penados 
ae  ocupen  fuera  del  Establecimiento,  ó 
como  medida  de  corrección  cuando  por 
su  mala  conducta  ae  hagan  dignos  de 
caatigo. 

Y  í.o  Qa»  ae  tenga  preaente  para  su 
debido  cumplimiento,  el  Real  decreto  de 
3d  de  Mayo  de  1853,  que  traU  de  loa  tra- 
bajos á  que  pueden  ser  dedicados  los 
presidiarios  según  sus  diferentes  con- 
dense. 

De  orden  de  8.  M.,  etc.— Madrid  f  o  de 
Agoato  de  1 857. -noceda/..  (C.  L.  de  P,, 
i.  H,  pág.  860). 

Código  penal  de  1870, 

< Art.  107.  Loa  aentenciadoa  á  ca- 
dena temporal  ó  perpetua  trabajarán  en 
beneficio  del  Estado;  llevarán  aiempre 
ana  cadena  al  pie,  pendiente  de  la  cintu* 
ra,  ae  emplearán  en  traba joa  duros  y  pe- 
nosos y  no  recibirán  auxilió  alguno  de 
fuera  del  £atablecimiento.> 

Cartilla  de  la  Guardia  civil  de  SO  de 
Octubre  de  1879. 

< Art.  178.    Si  tuviera  que  paaar 

por  bosquest  barrancos  y  terrenos  frago- 
«oa,  redoblará  su  vigilancia  y  atará  á  loa 
presos,  si  fuere  menester,  para  evitar  la 
fuga  que  frecuentemente  intentan  al 
abrigo  de  sitios  de  esta  naturaleza.» 

**• 

CojisNTAEío.— -Conatítuyen  la  crueldad 
y  la  sensiblería doa  extremos  exagerados, 
de  loa  cni^  debe  huirae  y  entre  los  cua- 


les se  encuentra  el  prudente  y  discreto 
medio  qne  es  de  necesidad  y  de  Jnatioia 
elegir  para  tratar  al  recluso  delincuente, 
según  el  peligro  que  ofresca,  la  pena  que 
estinga  y  la  conducta  que  ot>serve. 

Hablar  en  Espafla  de  la  aplicación  de 
hierroa,  constituye  la  cruelda<l  de  que  se 
plafie  el  sentimentaliamo  á  la  moda,  tan 
huero  como  perturbador  y  nocivo.  Para 
los  filántropos  teorísantea,  naar  de  tales 
medios  es  una  regreaión  á  los  tiempos 
^medioevales,  es  vivir  y  aplicar  el  dere- 
cho como  pueblos  inciviles,  es  un  atavis- 
mo, nn  salto  atrás  que  avergüenza  y  que 
escarnece  el  progreao  de  la  época  pre- 
aente. 

Bueno  fuera  que  los  que  tal  dicen  y 
tanto  ae  lamentan  ae  fijaaen  en  las  dispo- 
siciones insertaa  en  el  mismo  Código  vi* 
gente,  que  preceptúa  la  imposición  de 
cadenaa  á  loa  que  extinguen  la  condena 
con  tal  nombre  designada,  y  que  el  nao 
de  ella  no  es  por  vía  de  correctivo  disci- 
plinario, ni  por  razón  de  aegnridad ,  aino 
que  conatituye  un  elemento  integrante 
de  la  pena.  Y  en  todo  caao,  ai  quieren 
cenaurar,  dense  tal  gusto,  pero  censuren 
á  la  ley  y  procuren  su  reforma;  no  á 
quien  en  estricto  cumplimiento  del  deber 
obedece  sus  mandatos,  que  distan  mucho 
en  fecha  de  la  Edad  Media,  y  que,  por 
tanto,  el  cumplirloa  no  es  seguir  un  pro- 
cedimiento medioeval. 

Esto  por  lo  que  respecta  al  Código.  En 
lo  concerniente  á  reglamentoa  y  otraa 
disposiciones,  legal  ea  también  la  aplica- 
ción de  hierros  á  los  reclusos.  El  referido 
Código,  en  su  art.  100,  estatuye  que  la 
pena  no  puede  aer  ejecutada  en  otra  for- 
ma que  en  la  que  eatabiece.  Aaí,  puea, 
ejecutar  la  pena  de  cadena  perpetua  ó 
temporal  sin  que  el  penado  la  lleve,  ea 
aalirae  de  la  legalidad  en  materia  tan 
esencialmente  jurídica.  Además,  el  ar- 
tículo invoca<lo  afiade,  en  su  párrafo  se- 
gundo, que  se  observe  lo  que  se  determi- 
ne en  los  reglamentos  para  el  gobierno 
de  loa  Establecimientos  en  que  deben 
cumplirse  laa  penaa.  Y  como  al  promul- 
garae  el  Código,*  los  reglamentos  que  ci- 
tadoa  quedan  4'egían,  y  no  fueron  deroga- 
doa,  ni  por  disposiciones  posteriores  lo 
han  aido,  ea  iqdudable  que  se  encuentran 
en  vigencia. 

En  elloa  ae  trata  de  la  aplicación  de 
hierros,  no  como  un  elemento  esencial  de 
la  pena;  ae  preceptúa  sólo  como  medio  de 
castigo  para  loa  recíñaos  máa  peligrosos 
y  perturbadores,  y  de  seguridad  en  las 
viejas  y  desacondicionadas  Prisiones,  al- 
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cansando  á  todos  los  que  en  las  mismas 
se  encierran,  ya  sean  penados,  ya  proce- 
sados, paes  las  agresiones  y  lasj  dema- 
sías deben  siempre  por  necesidad  repri- 
mirse, y  la  cnsfcodia  y  seguridad  de!  de* 
lincaente  de  absoluta  precisión  es  ejer- 
cerlas,  valiéndose  de  los  medios  disponi- 
bles, porque  en  ello  se  hallan  interesados 
la  justicia,  el  sosiego  de  las  personas 
honradas  y  la  defensa  social. 

¿Por  qué  protestar  contra  el  empleo  de 
estos  medios  en  ei  interior  de  las  Prisio- 
nes, donde  la  criminalidad  y  la  delin- 
cuencia remansan,  donde  el  contingente 
de  culpables,  asesinos  y  salteadores  mu- 
chos de  ellos,  es  mayor  generalmente  que 
el  que  cabe  en  los  locales,  y  esto  dificul- 
ta el  régimen  é  incita  al  motín  y  á  la  eva- 
sión, y  nada  se  dice  respecto  al  uso  de 
esposas,  cnerdas,  etc.,  aplicadas  por  la 
fuerza  pública  á  los  reos  que  conduce  á 
la  Cárcel  ó  al  Penal? 

Si  obedece  á  que  son  débiles  los  qne 
las  aplican  en  las  Prisiones  y  fuertes  los 
qne  de  ellas  hacen  uso  en  las  vías  públi- 
cas, no  se  conforma  mucho  con  la  justi- 
cia semejante  modo  de  apreciar  las  co- 
sas. Tanto  en  unos  como  en  otros  sería 
censurable  tal  proceder,  si  no  fuera  nece- 
sario; pero  indudablemente  la  necesidad 
existe,  y  como  ley  suprema,  no  es  posible 
elndir  su  cumplimiento  sin  tocar  las  de- 
plorables consecuencias  de  sus  infrac- 
ciones. 

Y  no  denuncia  la  existencia  de  un  es- 
píritu atormentador  el  empleo  en  las 
Prisiones  de  los  medios  objeto  de  este 
artícnlo,  porque  hay  que  tener  en  cuenta 
qne  sólo  se  somete  á  ellos  á  los  reclusos 
más  depravados  ó  más  peligrosos,  y  qne 
en  muchos  puntos  se  utilizan  porque  los 
locales  no  ofrecen  seguridad.  Al  recluso 
qne  observa  buena  conducta,  es  seguro 
que  no  se  le  aplican,  y  rara  vez  se  ponen 
en  juego  en  loe  edificios  de  bnenas  con- 
diciones Nadie  atormenta  por  capricho, 
y  al  infligir  un  sufrimiento  se  obedece  á 
imperiosas  exigencias  de  la  necesidad, 
con  propósito  de  librarse  de  responsabi- 
lidades positivas  y  de  seguros   rit^agos. 

No  debe  eztrafiar  que  en   España  se 


osen  con  la  conveniente  prudencia  esto» 
medios  de  seguridad  y  de  castigo,  porque 
en  pueblos  tan  cultos  y  progresivos  y  tan 
adelantados  en  sistemas  penitenciario» 
como  Francia,  Hphinda  y  otros,  se  usan 
también*  El  Código  írancéa  de  iuatrac* 
ción  criminal  autoriza  la  aplicación  de 
hierros  {múe  aux  fers)  á  los  reclusos  en 
casos  de  grave  violencia;  la  ley  holande- 
sa de  14  de  Abril  de  1880,  en  su  núm.  é,^ 
de  la  escala  de  castigos,  sefiala,  como  el 
Código  francés,  la  mise  aux  fers  de  lo» 
reclusos,  y  en  Inglaterra,  Alemania,  Di- 
namarca  y  Noruega  se  consignan  en  so 
legislación  y  aplican  en  la  práctica  lo» 
palos,  azotes  y  otros  castigos  corporales. 
A  nuestro  modo  de  ver,  no  significa 
esto  que  sean  crueles,  y,  ciertamente» 
quien  conozca  el  grado  de  su  civilización 
no  las  tendrá  por  atrasadas.  Es  que  allf 
se  estudian  con  detenimiento  estos  pro- 
blemas, y  á  los  encargados  de  solucio- 
narlos les  interesa  la  situación  del  crimi- 
nal, les  interesa  también  la  defensa  de  la 
sociedad  y  el  castigo  del  culpable,  en  el 
grado  y  medida  á  que  se  hace  por  su 
malilad  y  sus  actos  acreedor. 


HOJAS  DE  CONDENA.— Documento» 
en  que  los  Tribunales  sentenciadores  ha- 
cen constar  los  datos  y  antecedentes  de 
los  processilos,  en  virtud  de  los  cuales 
la  Dirección  general  de  Prisiones  le  des- 
tina á  la  que  les  corresponde. 

Las  hojas  de  condena  deben  remitirlas 
los  Presidentes  de  las  A  ndiencias  ó  Ca- 
pitanes generales,  á  la  Dirección  gen« 
ral  en  el  término  de  tres  días,  contado» 
desde  la  fecha  en  que  sea  firme  la  sen- 
tencia. 

De  estos  documentos  se  ocupa  el  Real 
decreto  de  24  de  Noviembre  de  1890  (1 ). 
Para  dar  á  conocer  gráficamente  las  re 
petidas  hojas,  insertamos  un  modelo  de 
cada  una. 


(1)    Véase  tomo  I,  paga.  189  á  IBñ. 


Digitized  by 


Google 


HOJ 


549  — 


HOJ 


MODELiO  DE  HOJA  DE  COIVDEMA 

(JURISDICCIÓN     ORDINARIA) 


Audiencia  de 


Juzgado  de 


Causa  núm. 


Observaciones. 


Año  de  190 

Nombre  del  penado  

Apellidos 

De años  de  edad. 

Natural  de 

Provincia  de 

Estado 

Vecino  de 

Profesión  ú  oficio 

Delito 

Fecha  en  que  se  declaró  firme  la 
sentencia     


Condena  impuesta    • 
Antecedentes  penales 


Reincidencias 

está  sujeto  á 

íSe  halla  en  la  Prisión  de 


El  Presidente, 


.  de de  190 

El  Secretario, 


j[)irecci¿n  general  de  Prisiones. 

Lmiblaoiov  pihal  t  di  Prisiombs  —  Tomo  II 
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MODei^  DE  HOJA  DE  COMDEWA 

(JURISDICCIÓN     MILITAR) 


Gapitania  general  de Año  de  190 


Consejo  de  guerra  celebrado  en 


Hoja  que  se  remite  á  la  Dirección  general  de  ?3stablecimient08  penales  para  que 
por  la  misnia  se  proceda  al  destino  del  reo,  .según  la  R.  O.  del  Ministerio  de  la 
Guerra,  fecha  7  de  Diciembre  de  1897. 

Nombre  del  penado 

Apellidos  ..... 

De años  de  edad. 

Natural  de 

Provincia  de 

Estado 

Vecino  de 

Profesión  ú  oficio 

Delito 

Pecha  en  que  se  declaró  firme  la  sentencia 


Ck)ndena  impuesta 

Antecedentes  penales 


Reincidencias 

está  sujeto  á 

Se  halla  en  la  Prisión  de 


.  .  de de  190 

El  Juez  instructor, 


Dirección  general  de  prisiones. 


Digitized  by  VjOOQIC^. 


HOJ 


-  551  — 


HOJ 


Sólo  trata  U  menciorTada  diaposícióii 
de  las  hojas  que  deben  remitir  laa  Aodien- 
cíaa;  mas  como  las  Capitanías  generales, 
por  medio  de  sas  Consejos  de  guerra, 
seoteneian  también  á  ios  deüncaentes  de 
SQ  foero  y  éstos  son  destinados  á  los  Es- 
tablecimientos correspondientes  por  la 
Dirección  de  Prisiones,  salvo  los  que  van 
á  la  Penitenciaría  militar  de  Mabón  (I), 
las  sitadas  Capitanías  generales  remiten 
también  al  indicado  Centro  las  bojas  de 
qne  se  viene  tratando,  en  conformidad  á 
lo  dispaesto  en  ía  Real  orden  que  segui- 
damente se  inserta. 

Beal  orden  de  7  de  IHeiemhre  de  1887, 
determinando  que  los  Trilmnaíei  del 
fuero  de  Querrá  remitan  las  correspon- 
dientes hojas  de  condena  á  la  Dirección 
general  de  Penales. 

(Guerra),  Justicia.-- Sentenciados.— 
Real  orden  circular  disponiendo  que  los 
Tribunales  de  ambas  jurisdicciones  re 
mitán  á  la  Dirección  general  de  Penales 
antecedentes  de  los  sentenciados  á  penas 
de  privación  de  libertad. 

Sección  de  Justicia  y  Reemplasos.— 
Núm.  1. — Excmo.  Sr.:  Por  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  con  fecba  22  de  No- 
viembre último,  se  dice  á  este  de  Guerra 
lo  siguiente: 

<£n  Real  orden  de  esta  lecha  se  ha 
acordado,  como  aclaración  á  lo  precep- 
tuado en  el  art.  19  del  Real  decreto  de  6 
de  Noviembre  de  1886  (2X  sobre  distribu 
ción  y  clasificación  de  Establecimientos 
penales,  que  los  Presidentes  de  las  Au 
diencias  comuniquen  á  la  Dirección  ge- 
neral de  Establecimientos  penales,  en 
hoja  separada  para  cada  uno  de  los  reos, 
en  el  término  de  tres  días,  á  contar  desde 
la  fecha  en  que  sea  firme  la  sentencia 
recaída  en  toda  causa  en  que  resulte  con- 
dena, consistente  en  privación  de  liber- 
tad, los  datos  siguientes:  l.o  Tribunal 
sentenciador  que  haya  impuesto  la  con- 
dena y  población  de  su  residencia.— 2.o 
Nombre  y  los  dos  apellidos  del  'penado. 
3.0  £<lad  del  mismo.— 4.*  Su  naturaleza, 
vecindad  y  profesión.— 6.o  Cárcel  ó  Pri- 


(1)  Véase  M«h«B  rP^nÜincUtria  militar), 

(2)  El  Real  deereto  que  se  cita  ha  sido  de- 
i'ogado  por  el  de  24  de  Noviembre  de  1890,  vi- 
firmóte  hoy  y  inserto  en  el  tomo  I,  págs.  788 
*  iBe. 


sión  donde  se  halle  á  disposición  de  la 
Dirección  general  de  Establecimientos 
penales  por  el  Tribunal,  sentenciador. — 
6.^  Fecba  del  día  en  que* la  sentencia  sea 
firme. — 7,^  Delito  que  haya  cometido. — 
8.<^  Condena  que  se  le  haya  impuesto. — 
9.<>  Si  de  los  antecedentes  penales  del 
reo  resulta  si  es  primera  ó  segunda  con- 
dena, así  como  si  al  extenderse  la  boja 
está  sufriendo  alguna  otra,  y  sí  al  termi- 
nar la  extinción  de  la  impuesta  se  le  ha 
de  poner  á  disposición  de  alguna  autori- 
dad, ó  si  se  le  ha  de  dejar  en  libertad;  y 
que  la  Dirección  general  de  Estableci- 
mientos penales,  en  cuanto  reciba  las  in- 
dicadas hojas,  acuse  recibo  y  participe 
al  mismo  tiempo  á  los  Presidentes  de  las 
Audienciar  que  las  hayan  remitido,  el 
Establecimiento  penal  á  donde  hubiese 
sido  destinado  cada  reo  para  extinguir 
su  dondena,  Y  como  quiera  que  muchas 
de  las  condenas  impuestas  por  los  Tribu- 
nales de  la  jurisdicción  de  Guerra  se 
cumplen  en  Establecimientos  dependien- 
tes de  la  Dirección  general  de  Estableci 
mientes  penales,  S.  M.  el  Rey  (q.  D.  g.), 
y  en  su  nombre  la  Reina  Regente,  ha  te- 
nido á  bien  acordar  se  participe  á  V.  E. 
la  resolución  anterior,  para  que,  si  lo 
cree  conveniente,  disponga  en  bien  del 
servicio  que  los  Presidentes  de  los  Tri- 
bunales de  Guerra  remitan  á  la  indicada 
Dirección  general  los  datos  pedidos  á  los 
Presidentes  de  las  Audiencias,  para  que 
los  reos  puedan  ser  destinados  debida- 
mente.— Lo  que  de  Real  orden  tengo  el 
honor  de  participar  á  V.  E.  para  su  cono 
cimiento  y  efectos  consiguientes.» 

Y  habiendo  dispuesto  S.  M.  que  esta 
resolución  tenga  el  debido  cumplimiento 
por  parte  de  las  autoridades  militares, 
de  su  Real  orden  lo  traslado  á.V.  E.  á  los 
efectos  indicados. 

Dios.  etc. —  Madrid   7   de  Diciembre 

de  1887.-  CasfoZa.— Seflor (C.  L.  del 

Ejército,  1887,  págs.  801  y  802). 


HOJAS  DE   CONDUCCIÓN.  -  Trata 

de  estas  hojas  el  Real  decreto  de  24  dé 
Noviembre  de  1890  citado  al  ocuparnos 
de  las  de  condena,  especialmente  en  su 
artículo  7.0.  La  forma  el  Jefe  de  la  Cárcel 
en  que  el  penado  se  encuentra  y  las  en- 
trega á  los  encargados  de  su  conducción. 
Contienen  los  datos  que  expresa  el 
siguiente 


Digitized  by 


Google 


HOJ  —  552  —  HOJ 

MODEL.O  DE  HOJA  DE  CWHTDIJCCIÓM 


Prisión 


Hoja  de  conducción  del  penado 

.    de de  edad,  natural  de 

provincia  de ,  estado     - 


SEÑAS     PERSONALES 

Estatura milímetros,  pelo ,  cejas ,  ojos  . 

nariz ,  cara ,  boca ,  barba ,  color 

Particulares . 
Viste 

Delito  por  que  ha  sido  condenado 

Pona  impuesta  

Fecha  en  que  sale  de  esta  Prisión  

de  de  190 

V.o  B.o  (2)  El  (1) 


(1)  Antefirma  del  Subjefe  ó  Administrador  de  la  Prieiá». 

(2)  Media  firma  del  Director  ó  Jefe. 


Goosle 
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HOJAS    HISTÓRICO  -  PENALES    Y 

PROCESALES.— Documentos  debidn- 
mente  aatorízadoa  en  loa  cualea  ae  ano- 
tan las  viciaitndea  de  los  recíñaos. 

La  forma  y  datos  qae  contienen  estas 
hojas,  pueden  verse  en  el  artículo  <!ár* 
«el  (tomo  I,  pág.  280),  donde  se  presenta 
el  modelo  de  las  penales,  l^as  procesales 
tienen  igual  forma,  con  las  variantes  que 
requiere  la  situación  legal  de  los  indivi- 
duos á  que  se  refieren,  sustituyendo  las 
palabras  c penal»  y  cconfinado»  por  <pro 
<!esal>  y  < procesado»,  y  expresando  en 
la  casilla  de  «Vicisitudes»  loque  resulta 
de  los  mandamientos  de  detención,  pri- 
sión, ratificación,  etc.,  en  lugar  de  hacer- 
lo de  los  testimonios  de  condena  y  su- 
primieiido  lo  relativo  al  tiempo  de  dura- 
ción, rebajas,  principio  y  término  de  la 
extinción  de  la  pena. 

En  el  artículo  Expedientes  de  recla- 
mos (págs.  886  á  889  de  este  tomo),  trata- 
mos detalladamente  de  las  Hojas  hlsté- 
rÍco*peiiale8«  Además  pueden  verse  los 
'  artículos  Filiación  de  reclusos  (pAt;.  899) 
y  Gabinetes  de  identiflcaclóu  antropo- 
métrica  j  jadielal  (págs.  469  á  470). 


HOMBRE  BUENO.  -El  Juez  ordina 
ño,  según  las  Partidas.  El  mediador  en 
los  juicios  de  conciliación,  según  el  Dic- 
cionario de  la  lengua. 

También  se  ha  entendido  por  hombre 
bueno  en  nuestra  antigua  legislación,  al 
que  se  hallaba  adornado  de  las  cualida- 
des necesarias  para  dar  testimonio  en 
juicio  (1). 

El  Eeglametito  para  la  administración  de 
justicia  en  la  jurisdicción  ordinaria  de 
26  de  Septiembre  de  1835,  manda  en  su 
disposición 

< 28.     £1  Juez  de  paz, con  dos  hom* 

bres  buenos  nombrados  uno  por  cada 
parte,  pero  sin  necesidad  que  asista  Es- 
cribano^ los  oirá  á  ambos  personalmente 
ó  representados  por  apoderados  con  po- 
der bastante,  se  enterará  de  las  razones 
que  aleguen,  y  oído  el  dictamen  de  los 
asociados,  dará  dentro  de  cuatro  días,  á 
lo  más,  la  providencia  de  conciliación 
que  le  parezca  más  propia  para  terminar 
el  juicio;  la  cual,  con  expresión  de  si  las 


(1)  «Ed  todo  pleito  vala  testimoDÍo  de  doa 
hornea  buenos»,  dice  el  Fuero  Real  en  una  de 
sos  leyes. 


partes  se  conforman  ó  no,  se  asentará  en 
un  libro  que  debe  llevar  dicho  Juez  con 
el  título  de  juicios  de  paz^  firmando  él, 
loa  hombres  buenos  y  los  interesados, 
si  supieren,  y  se  darán  á  éstos  las  certi- 
ficaciones que  pidan.»  (C.  L.,  tomo  XX, 
pág.  896). 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1881. 

<  Art.  470.  Tanto  los  demandan- 
tes como  los  demandados  se  presentarán 
acompañados  cada  cual  de  un  hombre 
bueno. 

Pueden  ser  hombres  buenos  en  los 
actos  de  conciliación  todos  los  espafioles 
que  estén  en  el  pleno  ejercicio  de  sus 
derechos  civiles. 

Art.  471.  El  acto  de  conciliación  se 
celebrará  en  la  forma  siguiente: 

Comenzará  el  demandante  exponien- 
do su  reclamación  y  manifestando  los 
fundamentos  en  que  la  apoye. 

Contestará  el  demandado  lo  que  crea 
conveniente,  y  podrá  también  exhibir 
cualquier  documento  en  que  funde  sus 
excepciones. 

Después  de  la  contestación  podrán  los 
interesados  replicar  y  contrarreplicar,  si 
quisieren. 

Si  no  hubiere  avenencia  entre  ellos, 
los  hombres  buenos  y  el  Juez  municipal 
procurarán  avenirlos. SI  no  pudieran  con- 
seguirlo, se  dará  el  acto  por  terminado.» 

Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1882. 

Art.  821.  Los  Jueces  de  instruc- 
ción formarán  el  sumarlo  ante  sus  Se* 
c  retarlos. 

En  casos  urgentes  y  extraordinarios, 
faltando  éstos,  podrán  proceder  con  la 
intervención  de  un  Notario  ó  de  dos  hom- 
bres buenos  mayores  de  edad,  que  sepan 
leer  y  escribir,  los  cualea  jurarán  guar- 
dar fidelidad  y  secreto.» 


HONORES  DE  EMPLEOS.- Conce- 
sión que  se  hace  en  favor  de  uno  para 
que  use  el  título  y  preeminencias  de  un 
cargo  ó  empleo  como  si  realmente  lo  tu- 
viera. 

Las  disposiciones  más  importantes  res- 
pecto al  particular,  son  las  siguientes: 

Ley  de  29  de  Junio  de  1867. 

(Hac.)    c   Art.  6.®    Se  aprueban 
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1m  ftdjanias  bates  tefialadas  con  Ift  le- 
tra A  P^A  '*■  coDcetiooea  de  honores 
de  empleos  ^e  Us  carreras  civiles  de  la 
Administración  pública. 

LiTSA  D.—Basbb  para  la§  eonce^ionei  de 
honores  de  empleos  de  las  carreras  dvi 
les^  citadas  en  el  art  6.<^  de  la  ley. 

1/  Los  derechos  de  media  annata  se- 
fialados  para  las  concesiones  de  honores 
de  empleos  de  las  carreras  civiles  de  la 
Administración  pública,  se  fijan  en  la 
octava  parte  del  aneldo,  asignado  en  la 
última  clase  de  la  categoría  sobre  qne 
verse  la  concesión. 

8e  exigirán  además  por  derechos  de 
expediciónde  titnlosSOO  escudos  paralHS 
concesiones  de  honores  que  lleven  trata 
miento,  y  160  escudos  para  ios  que  sólo 
den  opción  ai  oso  de  uniforme. 

3.^  Los  empleados  de  las  carreras  ci- 
viles de  la  Administración  pública  qne 
como  recompensa  de  servicios  especia- 
les, obtengan  honores  de  la  categoría  su- 
perior inmediata  al  destino  que  desem- 
pefiasen  ó  hubiesen  desem pefiado,  satis- 
¿irán  únicamente  la  cuota  de  media 
annata,  regalándose  ésta  por  la  diferen- 
cia entre  los  derechos  asignados  á  la  ca-. 
tegoda  que  ya  tuvieran  y  los  que  co- 
rrespondan á  la  que  se  les  conceda. 

8  *  Los  em  picados  de  .las  carreras  ci  • 
viles  de  la  Administración  pública  que 
como  gracia  especial  ó  por  distinto  Mi- 
nisterio del  en  qne  sirvan  obtengan  ho- 
nores de  categoría  superior  á  su  destino, 
satisfarán  los  derechos  de  media  anna- 
ta y  de  expedición  de  títulos  con  arreglo 
á  lo  qne  determina  la  base  1.* 

4.*  Podrán  concederse  honores  de  la 
categoría  inmediata  superior,  con  excep- 
ción de  toda  clase  de  derechos,  al  ser  ja- 
hilados  los  funcionarios  públicos,  si  por 
sus  servicios  y  merecimientos  fuesen 
acreedores  á  esta  recompensa. 

6.*  Las  concesiones  de  honores  de 
empleos  caducarán  y  serán  nulas  y  de 
.'Singún  valor  ni  efecto,  cuando  tres  días 
después  de  obtenida  no  se  haya  verifica- 
do el  pago  de  los  derechos  correspon- 
dientes, publicándose  en  la  Gaceta  por 
la  Dirección  de  Contribuciones  las  que 
estén  en  este  caso. 

6.*  Quedan  sometidas  á  estas  dispo- 
siciones respecto  al  pago  de  media  anna 
ta  y  derechos  de  expedición  de  títulos, 
todas  las  concesiones  de  honores  de  em- 
pleos hechas  anteriormente,  cuyos  dere- 
chos no  hayan  ingresado  en  el  Tesoro 


público.  El  plaso  de  tres  meses  para  1» 
caducidad  de  la  concesión  empezará  é 
contarse,  en  cuanto  á  estas  últimas,  des- 
de la  fecha  de  la  Ley  de  presupuestos  dé- 
oste afio. 

7.*  fil  Ministro  de  Hacienda  queda 
encargado  de  cumplir  las  anteriores  dis- 
posiciones, y  se  dará  conocimiento  en  \<y 
sucesivo  por  los  diversos  Ministerios  de 
todas  las  concesiones  de  honores  par» 
exacción  de  los  derechos  correspondien- 
tes.» (Oac.  80  Junio  1867). 

Ley  de  11  de  Julio  de  1877. 

<  Art,  21.  En  to  sncesivo  no  so- 
barán concesiones  de  honores  de  cate- 
gorías de  la  Administración  civrl  sino- 
con  estricta  sujeción  á  la  base  letra  /> 
de  la  Ley  de  29  de  Junio  de  1867,  y  la» 
que  se  hagan  en  la  indicada  forma  se 
publicarán  en  la  Gaceta  de  Madrid,  den- 
tro precisamente  del  plazo  de  un  mes,  á 
contar  desde  la  fecha  de  los  Reales  de- 
cretos de  concesiones,  seffalándose  el 
término  de  dos  meses  á  partir  del  día  de 
la  referida  publicación  para  qne  los  inte- 
resados puedan  satisfacer  los  derecho» 
de  la  Hacienda.  Pasado  este  término,  la 
Dirección  general  de  Contribuciones  pu- 
blicará en  ta  Gaceta  las  concesiones  cotM 
firmadas  por  el  pago  de  los  derechos,  y  Yá 
caducidad  de  aquéllas  cuyos  interesados 
no  hayan  satisfecho  el  impuesto.»  {Gace- 
ta 18  de  Julio  1877). 

Beal  orden  de  30  de  Septiembre  de  1888, 
estableciendo  las  formalidades  necesa- 
rias que  deben  llenarse  para  la  conce- 
sión  de  honores  de  empleos  á  los  fundo 
narios  de  la  Administraeián  civil, 

(Gob.)    *  El  Rey  (q.  D.  g.)  y  en  sit 

nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  ha 
tenido  á  bien  disponer  que  en  las  conce- 
siones de  honores  de  empleos  del  Cuer- 
po de  Administración  civil  otorgados 
por  este  Ministerio  se  observen  en  lo  sn- 
cesivo los  trámites  siguientes: 

1  .o  En  la  disposición  concediendo  los 
honores  precisarán  la  categoría  a<lminis- 
trativa  del  agraciado  y  la  base  de  laa  se- 
fialadas  con  la  letra  D  en  la  Ley  de  Pre- 
supuestos de  29  de  Junio  de  1867,  con 
arreglo  á  la  cual  se  hace  la  concesión,  6 
expresándose,  en  su  defecto,  que  ésta 
tiene  lugar  en  virtud  del  Real  decreto  de 
12  de  Abril  de  1879. 

2.0  En  la  credencial  ó  comunicación 
que  se  dirija  al  interesado  participándole 
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U  oomsetióD,  se  hará  eonsUr,  «demás  de 
la  diaposición  que  regola  \om  derechos 
qoe  ha  de  abonar  el  Tesoro,  el  plaao 
para  satisfacerlos  y  la  prevención  deque 
transcurrido  el  mismo  sin  haber  efectúa 
do  el  pago,  queda  anulada  la  concesión. 

8.0  Que  al  darse  por  este  Ministerio 
al  del  digno  cargo  de  V.  E.  el  conoci- 
miento prevenido  en  la  base  7.*  de  las 
citadas  de  la  Ley  de  29  de  Junio  de  1867, 
se  acompafie  el  diploma  para  el  intere- 
sado, á  quien  se  le  entregará  por  la  de- 
pendencia de  Hacienda  respectiva  al  po 
ner  «»n  el  mismo  la  nota  de  quedar  aaits- 
fechos  los  derechos  correspondientes, 
dando  de  ello  aviso  á  este  departamento. 

Y  4.**  Que  por  ese  de  su  digno  cargo 
se  devuelvan  á  este  de  Gobernación, 
para  ser  i  nuti  Usados,  los  di  plomea  de  ho- 
nores caducados  por  falta  de  pago  de  de- 
rechos en  el  plazo  que  la  ley  sefiala. — 
De  Beal  orden,  etc.— Madrid  27  de  Sep- 
tiembre de  ISñS,— Segismundo  Moret, — 
8r.  Ministro  de  Hacienda.»  (Gae.  80  Sep 
tiembre). 

Véase  en  Fancionario  páblleo^  el  Real 
decreto  de  18  de  Junio  de  1862,  arte,  l.o 
al  8.**  (págs.  441  y  442  de  este  tomo),  y 
en  Trlbaualesy  Ley  Orgánica,  arte.  198 
á  206  y  811,  que  tratan  de  los  honoref  de 
Jueces,  MHgistrados  y  Ministerio  fiscal. 

***■ 

JüEispauDBMOJÁ.-^  Sentencia  absolvien 
do  á  la  Administración  del  Estado  en 
pleito  promovido  sobre  pago  de  derechos 
por  concesión  de  honores  de  Jefe  supe- 
rior de  Administración  civil. 

{^Tral.  cont  admvo.)  *  En  la  villa  y  cor- 
te de  Madrid  á  26  de  Junio  de  1886,  en 
el  pleito  que  ante  Nos  pende,  en  única 
instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Vi- 
cente Castañeda  y  Diana,  demandante, 
en  su  propia  representación,  y  de  la  otra 
la  Administración  general  del  Estado, 
demandada,  y  en  su  nombre  el  Fiscal, 
sobre  revocación  de  la  Real  orden  dicta- 
da por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  22 
de  Agosto  de  1894,  relativa  al  pago  de 
derechos  por  la  concesión  de  los  honores 
de  Jefe  snperior  de  Administración  civil. 

Resultando  que  por  Real  decr«'to  de  14 
de  Julio  de  1894  se  concedieron  al  Nota- 
rlo del  Colegio  de  esta  Corte,  D.  Vicente 
Castafieda,  los  honores  de.  Jefe  superior 
de  Administración,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  6.*,  base  1.»,  letra  X>,  de 


la  Ley  de  Prasupnestov  de  29  de  Junio 
de  1867: 

Resultando  que  la  Dirección  geaeral 
de  Contribuciones  é  Impuestos,  en  26  de 
Julio  de  1894,  acordó  declarar  á  Casta- 
fieda bien  comprendido  eo  la  citada  base 
y  ártico  lo  de  la  Ley  de  Presupuesto» 
de  1867  y  fijar  los  derechos  que  debía 
satisfacer,  con  inclusión  del  recargo  del 
60  por  100  establecido  por  la  Ley  de  Pre- 
supuestos de  1892,  en  2.848  pesetas  1J^ 
céntimos  por  media  annata,  y  1.126  pe- 
aetas  por  expedición  de  titulo,  ó  sea  un 
total  de  3.468  pesetas  76  céntimos: 

Resultando  que  esta  liquidación  fué 
impugnada  por  Castafieda  en  instancia 
dirigida  al  Ministerio  de  Hacienda  en  28 
de  Julio  de  1894,  en  la  que  manifestaba 
que  por  Real  decreto  de  26  de  Septiem- 
bre de  1866  se  le  concedieron  los  hono- 
res de  Jefe  de  Administración  de  Ha- 
cienda pública;  que  se  le  expidió  el  titu- 
lo que  acompafiaba  á  su  instancia,  y  que 
biso  los  oportunos  pagos  al  Tesoro,  y 
que  en  tal  concepto,  la  cantidad  que  debe 
satiafacer  por  la  nueva  concesión  que  se 
le  ha  hecho  debía  ser  la  que  correspon- 
diera por  la  diferencia  entre  las  catego- 
rías de  10.000  á  12.600  peseUi,  y  termi- 
naba con  la  súplica  de  que  se  declarase 
que  la  cantidad  que  debía  pagar  por  la 
concesión  de  los  honores  de  Jefe  supe- 
rior de  Administración  fuera  bajo  la 
base  de  2.600  pesetas,  que  es  la  diferen- 
cia que  existe  entre  ambas  conoeaiones: 

Resultando  que  tramitada  esta  instan- 
cia, la  Sección  correapondiente  de  la  Di- 
rección general  de  Contribuciones  é  Im- 
puestos fué  de  parecer  que  Castafieda, 
por  eatar  en  posesión  de  los  honores  de 
Jefe  de  Administración,  sólo  estaba  obli- 
gado á  pagar,  en  concepto  de  media 
annata,  la  octava  parte  de  la  diferencia 
entre  el  sueldo  correspondiente  á  la  ca- 
tegoría honoraria  que  ya  disfruta  y  el 
del  que  corresponde  á  la  que  ae  le  conce- 
de, con  más  el  importe  de  los  derechos 
de  expedición  de  título,  ambas  partidas 
con  los  recargos  establecidos  por  la  Ley 
de  80  de  Junio  de  1892: 

Resultando  que  pasado  el  expediente 
á  informe  de  la  Dirección  general  de  lo 
Contencioso,  ésta  lo  emitió  en  el  sentido 
de  que  procedía  desestimar  la  instancia 
de  Castafieda  y  exigirse  el  pago  de  loe 
derechos  fijados  por  la  Dirección  gene- 
ral de  Contribuciones  en  26  de  Julio  de 
1894,  y  de  conformidad  con  este  dicta- 
men, que  fué  aceptado  por  eata  última 
Dirección,  se  expidió  Real  orden  por  el 
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Ministerio  de  Hacienda  en  22  de  Agoato 
aiguiente: 

Resultando  qae  contra  eata  Real  orden 
interposo  D.  Vicente  Gastafieda  recurso 
contencioso-adminiatrativo  y  formalizó 
la  demanda,  con  la  súplica  de  que  se  re- 
voque dicha  Real  orden  y  en  su  lugar  se 
declare  que  el  demandante  debe  satisfa- 
cer ánicamente  por  la  concesión  de  ho- 
nores de  Jefe  superior  de  Administra- 
ción que  le  han  sido  otorgados,  el  dere- 
cho de  media  annata  sobre  la  octava 
parte  de  dicha  diferencia  entre  el  sueldo 
correspondiente  it  la  categoría  honoraria 
que  yá  disfrutaba  y  el  que  corresponde 
á  la  que  ahora  se  le  concede,  con  más  el 
recargo  establecido  en  la  Ley  de  30  de 
Junio  de  1892,  ó  si  á  esto  no  hubiere  lu- 
gar, que  se  declare  que  juntamente  con 
el  anterior  derecho  y  recargo  debe  abo 
narse  el  de  expedición  de  titulo:    ' 

Resultando  que  con  el  escrito  de  inter- 
posición del  recurso  presentó  Castañeda 
certificación,  en  la  que  se  acredita  el 
pago  de  los  derechos  fijados  en  la  liqui- 
dación de  26  de  Julio  de  1894: 

Resultando  que  emplazado  el  Fiscal 
para  que  contestara  la  demanda,  lo  ha 
verificado  Icón  la  pretensión  de  que  se 
absuelva  de  ella  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  y  se  confirme  la  Real 
orden  impugnada. 

Visto  siendo  Ponente  el  Consejero 
Ministro,  D.  Ángel  María  Dacarrete: 

Visto  el  art.  6.0  de  la  Ley  de  Presu- 
puestos de  29  de  Junio  de  1867,  en  que 
se  determina  lo  siguiente:  <Se  aprueban 
laa  adjuntas  bases,  señaladas  con  la  le- 
tra />,  para  las  concesiones  de  honores 
de  empleos  de  las  carreras  civiles  de 
la  Administración  pública»: 

Vistas  las  tmses  1.a,  2>  y  8.a,  com- 
prendidas en  la  letra  /),  de  la  referida 
Ley  de  Presupuestos,  y  que  se  citan  en 
el  anterior  artículo,  que  dicen  así: 
«L*  Los  derechos  de  media  annata  se- 
fialados  para  las  concesiones  de  honores 
de  empleos  de  las  carreras  de  la  Admi- 
nistración pública  se  fijan  en  la  octava 
parte  del  sueldo  asignado  á  la  últinia 
clase  de  la  categoría  sobre  que  verse  la 
concesión.  Se  exigirán  además,  por  dere- 
chos de  expedición  de  títulos,  800  escu- 
dos para  la  concesión  de  honores  que 
lleven  tratamiento,  y  160  escudos  para 
los  que  sólo  den  opción  al  uso  de  uni- 
forme.—2.*  Los  empleados  de  las  carre- 
ras civiles  de  la  Administración  pública 
que  como  recompensa  de  servicios  espe- 
ciales obtengan  honores  de  la  categoría 


superior  inmediata  al  destino  que  desem- 
pefiasen  ó  hubiesen  desempeñado,  satis- 
farán únicamente  la  cuota  de  media 
annata,  regulándose  ésta  por  la  diferen 
cia  entre  los  derechos  asignados  á  la  ca- 
tegoría que  ya  tuvieran  y  los  que  corres- 
pondan á  las  que  se  les  conceda. — Lob 
empleados  de  las  carreras  civiles  de  la 
Administración  pública  que  como  gracia 
especial  ó  por  distinto  Ministerio  del  en 
que  sirvan  obtengan  honorarios  de  cate- 
goría superior  á  su  destino,  satisfarán 
los  derechos  de  media  annata  y  de  ex- 
pedición de  títulos  con  arreglo  á  lo  que 
determina  la  base  !.»>: 

Considerando:  que  la  concesión  de 
honores  de  Jefe  superior  de  Administra- 
ción otorgados  al  demandante  fué  hecha 
declarándole  comprendido  en  la  base  1.^ 
de  las  contenidas  en  la  letra  />,  art.  6.0  de 
la  Ley  de  Presupuestos  de  29  de  Junio 
de  1867; 

Considerando:  qne  estas  disposiciones 
fijan  los  derechos  de  media  annata,  ee- 
ñaiados  para  las  concesiones  de  honores 
de  empleos  civiles  en  la  octava  parte  del 
sueldo  asignado  á  la  última  clase  de  la 
categoría  sobre  que  verse  la  concesión, 
y  no  sobre  la  diferencia  entre  el  sueldo 
de  la  categoría  honoraria  qne  se  está 
disfrutando  y  el  qne  corresponde  á  la  úl- 
timamente concedida:  '  - 

Considerando:  que  la  liquidación  prac- 
ticada por  la  Dirección  general  de  Con- 
tribuciones é  Impuestos  se  encuentra 
ajustada  á  los  preceptos  citados  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  1867,  y  que  la 
disposición  contenida  en  la  base  3  a  de 
la  referida  ley  no  es  aplicable  á  Castañe- 
da, porque  éate  no  es  empleado  de  la 
Administración  activa: 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  ab- 
solvemos á  la  Administración  gcieral 
del  £stado  de  \k  demanda  deducida  á 
nombre  de  D.  Vicente  Castañeda  contra 
la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio 
de  Hacienda  en  22  de  Agosto  de  1894, 
la  cual  queda  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — An- 
tonio María  Fahié.— Pedro  de  Madrajso. 
Ángel  María  Dacarrete.— Jo$é  Maria 
Valverde.—Juan  F.  Riaño. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué 
la  anterior  sentencia  por  el  £xcmo.  Se- 
ñor D.  Ángel  María  Dacarrete,  Consejero 
de  Estado  y  Ministro  del  Tribunal  de  lo 
Contencioso -administrativo,  celebrando 
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éste  Midieneift  pública  boy  día  de  la  le- 
cha, de  q«e.  como  Secretario,  certifioo. 

Madrid  8  de  Jnlio  de  1805.— Licencia- 
do Franeiico  Cabello.t  (Gae.  17  Octabre 
de  1896). 


HOPÁ*~E«pecie  de  veetldara  á  modo 
de  túnica  ó  eotana  cerrada,  qoe  ae  pone 
á  loe  tentenciadoB  á  moei  te,  coando  ea- 
lán  en  capilla  y  al  aalir  de  éata  para  aer 
ajaaticiadoa. 

En  la  legialación  antigua  ae  precep- 
tuaba el  color  de  la  hopa,  aegán  la  claae 
de  delito.  £1  Código  penal  vigente  dia- 
pone qne  aea  negra,  en  aa 

«  Art.  108.  Haata  qne  haya  en  laa 
Oárcelea  an  logar  deatinado  para  la  eje- 
cución pública  de  la  pena  de  ranerte,  el 
aentenciado  á  ella,  qoe  veatirá  hopa  ne- 
gra, aera  conducido  al  patíbulo  en  el  ca- 
rruaje deetinado  al  efecto,  ó  donde  no  lo 
huDiere,  en  carro. > 


HOBAS  T  DÍAS  HÁBILES.  -  Sólo 

tratamoa  aquí  de  laa  boraa  y  díaa  hábi- 
lea  en  lo  qne  reapecta  á  loa  procedimien- 
toa  adminiatrativoa  y  jndicialea  (1). 

PaO€BDlMiaifTO  ADMIViaTaATITO 

fteal  decreto  de  15  de  Abril  de  1890,  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  procedi- 
miento adminUirativo  del  Miniiterio  de 
Hacienda. 

c Art.  49.    La  preaentación  de  ina- 

tanoiaa  y  diligenciaa  adminiatrativaa  y 
tramitación  de  loa  ezpedientea  deben  te- 
ner lugar  en  horaa  y  díaa  hábilea. 

Son  horaa  hábilea  laa  aefialadaa  para 
el  deapacho  diario  en  cada  oficina.  Eataa 
cuidarán  de  anunciarlo  en  el  Boletín  ofi 
cial  de  la  provincia,  y  por  medio  de  una 
tablilla  ó  cuadro,  que  deberá  hallarae 
conatantemente  ezpueato  al  público  en 
el  local  de  laa  miamaa. 

Son   días  hábilea  todos  loa  del  afio, 
menoa  los  domingos  y  fiestaa  enteras,  re- 
ligioaaa  y  civiles,  y  los  en  que  esté  man- 
dado  ó  ae  mandare  qne  vaquen  laa  ofi 
cinaa. 


(1)  Para  hacer  más  fácil  la  consulta  repro- 
dncinofl  artíenloa  de  leyes  y  demás  disposi- 
ciones insertas  en  los  correspondientes  luga- 
res del  DiootONAaio. 
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Loa  Jeléi  de  laa  miamaa  podrán  habi- 
litar laa  horaa  y  díaa  inhábilea  cuando 
en  au  coneepto  hubiere  canea  juata  que 
lo  exija. 

Art.  50.  Loa  plaaoa  aefialadoa  por  díaa 
en  eate  Reglamento  ae  entenderán  de 
díaa  hábilea,  y  loa  qne  lo  aean  por  me- 
aea,  de  díaa  natoralea. 

Cualquier  placo  que  concluya  en  día 
inhábil,  ae  entenderá  prorrogado  al  pri- 
mer hábil  aiguiente.»  {Qac.  31  Abril). 

Beal  decreto  de  17  de  Abril  de  1890,  apro 
bando  el  Reglamento  de  procedimiento 
adminiitratwo  del  Ministerio  de  Orada 
y  Justicia. 

< Art.  40.    Son  díaa  hábilea  para 

la  auatanciación  de  loa  expedientea  to- 
doa  loe  del  afio,  menoa  loa  domingos, 
fíeataa  enteras,  religiosaa  ó  civiles  y 
aquellas  en  que  eaté  mandado  ó  se  man- 
de que  vaquen  laa  oficinaa. 

Art.  41.  En  loa  plaaoa  aefialadoa  por 
díaa  en  eate  Reglamento,  ae  contarán 
aólo  loa  hábiles,  y  los  que  lo  sean  por 
meses,  los  díaa  naturales. 

Cualquier  placo  que  concluya  en  día 
inhábil  ae conaiderará  prorrogado  al  pri- 
mer hábil  aiguiente.»  (Qac  21  Abril). 

Real  decreto  de  17  de  Abril  de  1890^  apro 
bando  el  Reglamento  provisional  de  pro- 
cedimiento administrativo  del  Ministe  • 
rio  de  Estado. 

«....  Art.  10.  En  el  cómputo  de  los 
placoa  menorea  que  eate  Reglamento  ae- 
fiala,  no  ae  comprenderán  los  díaa  feria - 
doa.>  (Qac.  26  Abril). 

Real  decreto  de  22  de  Abril  de  1890,  apro- 
bando  el  Reglamento  de  procedimiento 
administrativo  del  Ministerio  de  la  Go 
bemación, 

< Art.  82.    Loe  recuraoa  gnberna- 

tivoa  contra  laa  proridenciae  y  acuerdoa 
expreaadoa  en  el  art.  29,  que  no  tengan 
un  placo  especial  aefialado.  se  interpon 
drán  en  el  término  de  diea  díaa. 

Los  tórminoa  empezarán  á  contarae 
deade  el  dia  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción, y  no  ae  comprenderán  en  elloa  loa 
días  de  fleata  religiosa  ó  nacional.»  (Ga- 
ceta 26  Abril). 
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Healdécreto  de  ^3  de  Abril  de  1890,  apro- 
bando  el  Reglamento  de  procedimiento 
administrativo  del  Mini$terio  de  Fo- 
mento, 

«  Art.  63.    Se  considerarán  como 

días  hábiles  para  el  cómpalo  de  los  pía- 
sos  de  resolución  de  los  expedientes,  to- 
dos los  del  afio,  excepto  los  de  fiesta  re- 
ligiosa ó  civil.  Sin  embargo,  el  Ministro 
ó  los  Jefes  de  las  dependencias,  en  casos 
extraordinarios  y  en  beneficio  de  la  Ad- 
ministración ,  podrán  declarar  hábiles 
los  días  de  fiesta  ó  vacaciones. 

Art.  64.  Los  plazos  para  la  tramita- 
ción y  resolncíón  de  los  expedientes,  se 
contarán  desde  el  dia  siguiente,  inclusi- 
ve, al  de  la  fecha  que  les  dé  origen. 

Art.  65.  Los  plasos  que  terminen  en 
día  festivo  se  considerarán  prorrogados 
hasta  el  primer  día  hábil. 

Art.  66.  En  todas  las  convocatorias 
de  plazo  fijo  se  designará  el  día  y  la  hora 
en  que  terminen.»  {Qac,  24  Abril). 

Real  decreto  de  25  de  Abril  de  1890,  apro 
bando  el  Reglamento  de  procedimiento 
administrativo  del  Ministerio  de  la  Chie- 
rra, 

€  .....  Art.  12.  De  los  plazos  señalados 
en  este  Reglamento  para  la  tramitación 
y  despacho  de  los  expedientes,  se  dedu- 
cirán los  días  de  fiesta  nacional  ó  reli- 
giosa, de  precepto  y  los  que  por  disposi- 
ción del  Gobierno,  ó  en  virtud  de  orden 
legítima  de  las  autoridades  ó  Jefes  de  las 
oficinas,  vacaren  éstas. >  {Qac.  27  Abril). 

Real  decreto  de  25  Abril  de  1890,  apro- 
bando el  Reglamento  para  el  procedi- 
miento administrativo  del  Ministerio  de 
Marina, 

€  ....  Art.  67.  Son  apelables  las  pro- 
videncias de  las  autoridades  ó  funciona- 
rios administrativos,  cuando  sean  resolu- 
torias del  expediente.  £l  plazo  para  in- 
terponer las  apelaciones,  será  de  ocho 
días  improrrogables  desde  el  siguiente  al 
de  la  notificación. >  {Gaceta  26  Abril). 

Real  decreto  de  11  de  Agosto  de  1892, 
aprobando  el  EUglament o  provisional  de 
procedimiento  administrativo  de  la  Pre- 
sidencia del  Consto  de  Ministros, 

« Art.  88.    Todos  los  plazos  fijados 

en  este  Reglamento  son  improrrogables. 

Se  exceptúan  los  casos  de  ampliación 
ó  supresión  determinados  en  la  citada 


Ley  de  10  de  Octubre  de  1880;  á  laqae 
debe  ajustarse  el  procedimiento  en  eata 
materia»  y  particuUrmente  á  los  números 
5.O.  6.0,  7.*  y  8.0  del  art.  2.o  de  la  misma. 

Los  plazos  sefialados  por  días  se  en- 
tenderán de  días  hábiles;  pero  en  los  se- 
fialados por  meses,  conforme  á  lo  eata- 
blecido  en  el  párrafo  anterior,  se  conta- 
rán todos  sin  interrupción,  excepto  el  úl- 
timo, en  caso  de  que  fuese  festivo. 

Son  días  hábiles  todos  los  del  afio,  me- 
nos los  domingos  y  fiestas  enteras,  reli 
giosas  y  civiles,  y  las  en  que  esté  man- 
dado ó  se  mandare  que  vaquen  las  ofici- 
nas del  Estado.»  {Gaceta  de  16  Agosto). 

PBOCBOIMIBIITO  JUDICIAL 

Ley  orgániea  del  Poder  judicial  de  1870, 

< Art.  889.  Los  Juzgados  y  Tribu- 
nales vacarán: 

1.0    En  los  días  de  fiesta  entera. 

2.0  En  los  días  del  Rey,  Reina  y  Prín- 
cipe de  Asturias. 

8.0  En  el  jueves  y  viernes  de  la  Se- 
mana Santa. 

4.0    En  los  días  de  fiesta  nacional. 

Art.  890.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuea- 
to  en  el  artículo  anterior,  los  días  en  él 
sefialados  serán  hábiles  para  laa  actúa 
clones  del  sumario  en  las  causas  crimi 
nales  sin  necesidad  de  habilitación  espe- 
cial, y  podrán  habilitarse  para  cuales- 
quiera otras  civiles  y  criminales  en  que 
haya  urgencia. 

Art.  891.  Se  eatimi^rán  urgentes  para 
los  efectos  del  artículo  anterior,  las  ac- 
tuaciones cuya  dilación  pueda  causar 
perjuicio  grande  á  los  procesados,  á  los 
litigantes  ó  á  la  buena  administración 
de  justicia,  al  prudente  arbitrio  del  Juez. 

Art.  892.  Los  Magistrados  de  las  Au- 
diencias y  del  Tribunal  Supremo  vaca- 
rán, además  de  los  días  sefialados  en  el 
art.  889,  desde  el  16  de  Julio  al  16  de 
Septiembre  de  cada  afio.> 

Ley  de  Enjuiciamiento  erimi'^al  de  1882, 

« Art.  201.     Los  días  en  que  los 

Juzgados  y  Tribunales  vacaren  con  su- 
jeción á  la  ley,  serán,  sin  embargo,,  há- 
biles para  las  actuaciones  del  sumario.» 

Código  de  Justicia  Militar  de  1890, 

€ Art  842.  Todos  los  días,  inclu- 
so los  feriados,  son  hábiles  para  actuar 
judicialmente.» 
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HOBCA.—Instro mentó  para  ia  ejeca- 
oión  de  la  pena  de  muerte,  compuesto  de 
dos  palos  verticales  y  ano  horisontal, 
anido  al  extremo  de  loe  dos  primeros, 
por  la  parte  superior,  en  el  oaal  mo- 
rían colgados  los  condenados  al  último 
soplicío.  También  se  daba  el  nombre 
de  horca  á  un  palo  con  dos  puntas  y 
otro  qae  atravesaba,  en  el  cual  se  metía 
el  pescaexo  del  condenado,  paseándole 
en  esta  forma  por  las  calles. 

La  horca  fué  abolida  por  Real  cédula 
de  38  de  Abril  de  1828,  que  inserUmos 
en  Capilla  (t  I.  pAgs.  289  y  240).  Véase 
además,  en  Céálgro  penal»  art.  102,  pá- 
gina 624  del  mismo  tomo. 


HOSPICIO.— Gasa  destinada  para  al- 
bergar peregrinos  y  pobres.  (Diccionario 
de  la  lengua). 

£1  AnuatHo  penitenciario ^  publicado 
por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
en  1888,  al  tratar  de  la  evolución  de  las 
penaa  de  reclusión  (pág.  172),  consigna 
el  siguiente  proceso:  hospicio,  asilo,  casa 
de  recogidas. 

Los  hospicios  y  asilos  de  hombres,  se- 
gán  t)l  mismo  Anuirio,  albergaron  nifioa 
recogidos,  pobres,  vagabundos  y  senten- 
ciados á  penas  leves,  llegando  en  la  evo- 
lución, en  lo  que  respecta  á  los  recluidos 
por  vía  de  castigo,  á  perder  los  Estable- 
cimientos suprimitivo  carácter  y  á  trans- 
formarse en  la  actual  Cárcel  y  Prisión  co- 
rreccional. Las  casas  de  recogidas,  dícese 
allí  que  sirvieron  para  albergue  y  clausu- 
ra de  prostitutas  y  penadas,  tomando  con 
el  tiempo  los  nombres  de  beateríos,  casas 
de  arrepentidas  y  galeras,  hasta  llegar  á 
los  correccionales  de  mujeres,  que  hoy 
existen  en  las  Cárceles,  para  el  arresto  y 
la  prisión  correccional,  y  á  la  Prisión  ó 
Galera  de  Alcalá,  para  las  penas  de  pre 
sidio  correccional  hasta  reclusión  per- 
petua. 

Fueron,  pues,  en  su  origen  los  hospi- 
cios, según  la  obra  que  citamos,  casas  de 
misericordia,  como  hoy  se  llaman  en  va- 
rios sitios,  y  lugares  de  reclusión  por  vía 
de  pena  y  castigo,  y  en  ellas  se  encuen- 
tra la  génesis  de  las  actuales  Prisiones, 
á  cuya  opinión,  que  no  se  fnnda  en  texto 
legal  alguno,  no  podemos  suscribir.  An- 
tes al  contrarío,  la  legislación  que  cono- 
cemos y  de  la  cual  insertamos  los  pre- 
ceptos más  pertinentes  al  caso,  se  inspi- 
ra en  una  tendencia,  á  nuestro  ver,  com 
pletamente  distinta,  como  es  distinta 


también  la  que  ha  dado  origen  á  institu 
cienes  similares  en  los  países  más  cul- 
tos, de  lo  cual  nos  ocupamos  en  el  co- 
mentario al  presente  artículo. 

Son  los  hospicios  de  carácter  provin 
cial  y  corren  á  cargo  de  las  Diputaciones 
respectivas. 

He  aquí  las  principales  disposiciones 
que  mayor  relación  guardan  con  el  obje- 
to de  ia  presente  obra. 

Ley  de  23  de  Enero-S  de  Febrero  de  1822 . 

Titulo  IV,— De  lai  caiOi  de  socorro. 
(HoMpicios), . 

€ Art.  71.  Habrá  en  cada  provin- 
cia, según  lo  exija  su  extensión  y  demás 
circunstancias,  una  ó  más  casas  de  so- 
corro para  acoger  á  los  huérfanos  des- 
amparados y  nifios  de  las  casas  de  ma- 
ternidad, que  hayan  cumplido  seis  afios 
de  edad,  como  también  á  los  impedidos 
y  á  los  demás  pobres  de  ambos  sexos 
que  no  tengan  recurso  alguno  para  pro 
porcionarse  el  sustento  diario. 

Art.  72.  Estas  casas  tendrán  dos  de 
partamentos  separados  é  independientes 
entre  sí,  y  otro  para  mujeres,  de  ios  cua- 
les el  primero  será  gobernado  por  un  Di- 
rector y  el  segundo  por  una  Directora, 
ambos  adornados  del  celo,  conocimientos 
y  demás  circunstancias  debidas. 

Art.  73.  Para  conservar  el  buen  nom- 
bre do  estas  casas  y  evitar  que  lleguen  á 
hacerse  odiosos  estos  asilos  de  la  invo- 
luntaria pobreza,  se  prohibe  destinar  á 
ellos  por  vía  de  corrección  ó  castigo  á 
ninguna  persona,  sea.  de  la  clase  que 
fuere. 

Art.  74.  Además  de  la  primera  ense- 
fianaa  que  se  proporcionará  á  los  nifios  y 
nifias  de  estas  casas,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  los  arts.  II,  12  y  128  del  Re- 
glamento general  de  Instrucción  pública, 
en  todas  ellas  se  establecerán  las  fábri- 
cas y  talleres  que  sean  más  análogos  á 
las  necesidades  y  producciones  de  la 
provincia,  tomando  las  debidas  precau* 
clones  para  que  con  este  motivo  no  de- 
caigan las  fábricas  particuíares. 

Art.  76.  Luego  que  un  niño  haya  re- 
cibido la  primera  ensefianaa,  se  le  desti- 
nará al  arte,  profesión  ú  oficio  á  que  más 
disposición  tenga  y  él  quiera  elegir,  pro- 
curando proporcionarle  esta  segunda  en 
sefiansa  fuera  de  la  casa,  en  cualquier 
pueblo  de  la  provincia;  y  sólo  en  el  caso 
de  que  esto  no  pueda  conseguirse,  se  en- 
tregará á  un  maestro  de  la  casa,  obser- 
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véndese  lo  miamo  en  Ue  nifiaa,  M^gán 
suB  oircnnitonoiae. 

Art.  76.  A  toda  persona  de  ono  y  otro 
sexo  qne  llegase  ya  á  ganar  más  de  lo  qoe 
la  casa  gastase  en  su  manntención,  se  le 
reservan^  el  excedente  en  nn  fondo  de 
ahorros,  del  modo  qne  se  prescribe  en  el 
Eteglamento. 

Art.  77.  En  cnanto  sea  posible,  se 
proporcionará  también  por  estas  casas 
trabajo  á  aq aellas  personas  de  ambos  se- 
xos que,  siendo  naturales  de  la  provin- 
cia, no  hallen  en  ciertas  temporadas  me- 
dios de  ganar  en  snbsistencia. 

Art.  78.  Para  proporcionar  estímalos 
al  trabajo,  en  ninguna  casa  de  socorro 
se  trabajará  por  Jornales ,  sino  por  obra, 
arreglándola  según  la  materia,  naturale- 
za y  calidad  del  trabajo. 

No  debiendo  ser  estas  casas  nn  encie- 
rro de  gentes  forzadas,  sino  nn  honroso 
asilo  de  impedidos  y  menestorosos,  se 
les  permitirá  una  prudento  y  arreglada 
libertad,  proporcionándoles  desahogos  y 
diversiones  moderadas,  y  se  proscribe 
para  siempre  en  ^lae  el  uso  de  grillos, 
cepos,  acotes  y  calabozos. 

Art.  80.  Ninguna  persona  podrá  ser 
detenida  en  estas  casas  más  tiempo  del 
que  necesite  para  su  socorro  y  cuidado, 
pero  deberá  preceder  á  su  salida  licencia 
por  escrito  de  las  Juntas  de  Beneficencia 
y  la  entrega  de  sus  ahorros. 

Art.  81.  Cualquier  individuo  de  la 
casa  que  habiendo  observado  buena  con- 
ducta quiera  contraer  matrimonio  con 
alguna  mujer  amparada  en  la  misma, 
además  de  sus  ahorros,  recibirá  una  gra- 
tificación mayor  ó  menor,  según  las  cir- 
cunstancias de  la  interesada. 

Art.  82.  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  se  entenderá  también  con  los 
que,  no  perteneciendo  al  establecimien- 
to, pero  teniendo  oficio  y  buena  conduc- 
ta,  contrajesen  matrimonio  con  alguna  de 
las  mujeres  amparadas  en  estas  casas». 
(Decretos  de  las  Cortes,  tomo  VUI,  pá- 
gina 116). 

Beal  decreto  de  30  de  Noviembre  de  1833, 
aprobando  la  Instrucción  para  el  des- 
empeño de  las  fundones  de  los  Subde- 
legados de  F§mento^ 

CiP.  IX  -—Hospicios^  hospitales  y  otros 
estMecimieutos  de  beneficencia. 

Beneficencia  domiciliaria, 

«  42.    En  el  examen  detenido  y 

pronto  arreglo  de  estos  establecimientos 


pueden  los  Subdelegados  de   Fomento, 
justificar  desde  luego  la  elección  que  de 
ellos  ha  hecho  S.  M.  para  cuidar  de  los 
intereses  de  sus  pueblos.  Evidente  es 
que  si  el  labrador  robusto,  el  capitalista 
opulento  y  el  especulador  activo  necesi 
tan  del  favor  y  de  la  protección  constan- 
te del  Gobierno  para  adelantar  sus  inte- 
reses y  mejorar  su  condición,  mucho  más 
lo  necesite  el  pobre  jornalero  á  quien  la 
enfermodad  postra  en  el  lecho  del  dolor; 
el  anciano  indigente  á  quien  la  edad  nle- 
ga  el  consuelo  y  los  auxilios  del  trabajo; 
el  nifio  recién  nacido  á  quien  las  preocu- 
paciones ó  la  cmeldad  de  sus  padre» 
condenan  á  chupar  los  secos  pechos  de 
una  nodriza  mercenaria;  el  desventura- 
do, en  fin,  á  quien  la  ley  confina  en  un 
encierro ,  mientras  se  confirman  ó  se 
desvanecen  los  indicios  que  le  acusan  de 
haberla  infringido.  La  privación  de  la 
libertad   en  éstos ,   la    enfermedad   en 
aquéllos,  la  impotencia  senil  en  unos,  la 
debilidad  infantil  en  otros,  son  necesi- 
dades que  reclaman  cada  día  y  á  cada 
paso  la  mano  benéfica  de  la  Administra- 
ción. Sin  embargo,  los  socorros  que  por 
donde    quiera  dispensa  ella   á  ésta   y 
otras  clases  que  los  necesitan  igualmen- 
te, se  vuelven  alguna  vez  en  dafio  de 
los  socorridos,  y  la  cama  del  hospital  y 
la  cuna  de  la  casa  de  expósitos  suelen 
ser  escalones  para  la  tumba.  Importa  al- 
tamente que   los  enormes  gastos  qoe 
ocasionan  estos  estobleci mientes  seor 
denen  y  dirijan  en  beneficio  de  la  huma- 
nidad; qne  el  espíritu  de  caridad  reem- 
place al  de  especulación,  y  á  los  desde- 
nes de  la  indiferencia  fría  el  esmero  de 
la    compasión    fogosa.  Importa ,  sobre 
todo,  qne  en  vez  de  hacinar  enfermos  en 
vastos  edificios,  donde  es  casi  imposible 
socorrerlos  convenientemente,  se  les  asis- 
to en  sus  casas  donde  el  esmero  conyugal 
y  las  atenciones  filiales  contribuyan  á  la 
curación.  Con  presencia  de  los  datos  que 
sobre  la  situación  de  esta  clase  de  esto- 
blecimientos  en  cada  provincia  rennao  y 
presenten  sus  Subdelegados  de  Fomen- 
to, con  consideración  á  los  hábitus  de 
cada  una,  á  sus  recursos,  al  número  de 
individuos  qne  con  ellos  se   socorran, 
á  la  clase  de  anxilios  qne  se  les  preste, 
á  las  mejoras  que  por  un  lado  puedaí 
hacerse  en  la  Administración,  á  la  ex- 
tensión qne  por  otro  pueda  darse  al  so- 
corro completo  de  las  necesidades,  se 
fijará  nn  plan  general,  quF  será  sin  em  - 
bargo  susceptible  de  modificaciones  lo- 
cales,  porque  en  esta  materia  apenaa 
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hftj  otras  reglas  aplicables  á  todas  las 
sitaacíones  que  las  de  creanir  en  an  fon- 
<io  común  todos  los  arbitrios  destinados 
al  mismo  objeto,  y  hacerlos  administrar 
del  modo  más  sencillo  y  menos  costoso, 
bajo  la  inspección  inmediata  y  directa 
de  los  agentes  saperiores  de  la  Adminis- 
tración'. 

Caridad  pública.^Mendigot, 

48.  La  organ ilación  de  los  hospicios 
no  es  sólo  importante  por  los  auxilios 
qne  pnsde  hallar  en  ellos  la  vejei  desva- 
lida. Ealo  «nn  más,  porque  en  ellos  de- 
ben recogerse  y  ocuparse  los  mendigos  y 
vagahundoB,  qne  fatigando  la  compasión 
á  fuerxa  de  excitarla,  roban  á  la  activi- 
dad menesterosa  socorros  qne  sin  esa 
concurrencia  jamás  reclamaría  en  vano. 
Guiando  á  la  caridad  pública,  se  puede 
extirpar  en  breve  esa  plf^ga  de  la  mendi 
cidad,  que  inutiliaa  y  corrompe  nna  clase 
numerosa,  que  el  hábito  del  trabajo  ha 
ría  en  poco  tiempo  útil  y  apreciada.  En 
algunos  hospicios  se  han  establecido  ya 
talleres  en  que  se  ocupan  bratos  que  an- 
tes sólo  se  alargaban  para  recibir  los  do 
nes  que  alimentaban  su  peresa.  En  (yocrs 
piirtes  se  ha  completado  el  beneficio, 
tanto  por  la  penuria  constante  de  fondos 
con  que  de  muy  antiguo  luchan  todos 
nuestros  establecimientos,  cuanto  por  los 
vicios  de  su  administración  interior,  y 
sobre  todo  por  el  erróneo  sistema  que  no 
hixo  de  las  casas  de  beneficencia  una 
atención  privilegiada  de  la  Administra- 
ción general.  Los  talleres  establecidos  en 
algunas  de  ellas,  deben  desde  hoy  mejo- 
rarse y  extenderse  cuanto  lo  permita  la 
situación;  para  lo  cual  quedan  indicados 
nrriba  muchos  de  los  medios  que  pueden 
emplear  los  Subdelegados  de  Fomento, 
sin  perjuicio  de  otros  que  en  cada  caso 
les  sugiera  su  inteligencia  y  patriotismo. 
Todo  depende  del  que  muestren  los  hom- 
bres acomodados  y  respetables  á  quienes 
se  coloque  á  la  cabesa  de  los  estableci- 
mientos, en  los  cuales  sólo  los  subalter- 
nos que  no  tengan  otro  medio  de  vivir 
doben  ser  retribuidos.  La  dirección  de 
un  hospicio,  cuando  se  desempeña  gra 
tintamente,  y  de  una  manera  útil  al  ali- 
vio de  los  pobres  y  á  loa  progresos  de  la 
industria,  debe  ser  rodeada  de  nna  emi 
nHnte  consideración  y  ser  mirado  el  que 
ÍH  sirve  con  el  respeto  debido  á  nn  Ma 
iristrado,  con  el  amor  debido  á  un  padre. 
No  es  de  esperar  en  verdad  que  todos 
sus  sujetos,  independientes  por  su  cau- 


dal, y  respetados  por  el  noble  uso  que  de 
él  hagan,  te  carguen  gratuitamente  con 
el  peso  de  una  administración  prolija; 
pero  el  patriotismo,  cuando  se  sabe  esti- 
mularle hace  prodigios;  y  entre  hombres 
que  nada  necesitan  y  que  á  nada  aspiran, 
se  hallarán  bastantes,  sin  duda,  que  ambi- 
cionen el  reconocimiento  de  sus  conciu- 
dadanos. A  una  administración  benéfica 
é  ilustrada,  jamás  faltarán  muchos  y  muy 
útiles  cooperadores. 

Fondoi  de  fundacionei  piadoiai, 

44.  Hay  en  varios  pueblos  fondos 
qne,  destinados  á  objetos  un  día  muy 
útiles,  no  podrían  aplicarse  hoy  á  los  de 
su  instituto,  que  ya  no  existe.  Hoy,  en 
efecto,  no  hay  cautivos  que  redimir,  le- 
prosos que  curar,  ni  otros  males  morales 
y  físicos  á  cuyo  remedio  proveyeron  en 
otro  tiempo  diversas  fundaciones  piado- 
sas. Es  esennial  averiguar  cuántos  hay  de 
esta  especie  en  cada  provincia,  cómo  se 
administran  y  en  qué  se  invierten  sus 
rentas;  y  ver  si  podrán  servir  para  soco- 
rro de  necesidades  del  día,  en  las  cuales 
habrían  tal  vez  fijado  su  atención  los 
hombres  benéficos  qne  dotaron  los  esta- 
blecimientos de  entonces.  Oon  estos  re- 
cursos podría  mejorarse  la  condición  de 
las  inocentes  víctimas  de  la  debilidad  y 
del  crimen,  que  por  cuanto,  sin  culpa  de 
ellas,  las  abandonaron  sus  padres,  tienen 
derecho  á  la  tutela  de  la  sociedad.  El 
abandono  en  que  generalmente  gimen, 
debe  ser  un  estímulo  poderoso  para  los 
Magistrados,  á  quienes  una  Reina  anima- 
da de  ios  más  filantrópicos  deseos  delega 
el  honroso  cargo  de  velar  sobre  todos 

los  intereses   sociales »  (O.  £.,  tomo 

XVinTpAg.  886). 

Ley  de  20  de  Junio  de  1849. 

€ Art.  20.    No  son  objeto  de  esta 

ley  los  Eitablecimientos  no  voluntarios, 
ya  sean  disciplinarios  ya  correccionales.» 
(C.  Z.,  tomo  XLVII,  pág.  208). 

Reglamento  del  Hospicio  de  Madrid  apro- 
bado por  la  Diputación  provincial  en  19 
de  Ahi-ü  de  1887, 

TÍTULO  PRIMERO.— Ds  los  aoooidob 

Capítulo  primbro.— ^imisti^  y  salida 
de  acogidos. 

€  Artículo  I  .^  Serán  admitidos  en  este 
establecimiento: 
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1.0  Los  niños  procedentes  de  Is  In- 
clusa de  esta  capital,  después  de  haber 
cumplido  cinco  afios. 

2.0  Ix>8  que  sean  naturales  de  Madrid 
y  su  provincia,  siendo  huérfanos  de  pa- 
dre, y  tengan  la  edad  de  cinco  á  trece 
afios. 

8.0  Los  que  teniendo  padres  se  en- 
cuentren éstos  imposibilitados  ó  sean 
pobres  de  solemnidad,  y  los  que  sin  ser 
de  Madrid  ó  su  provincia  lleven  cinco 
afios  de  residencia  en  cualquiera  de  am- 
bos sitios,  acreditando  ser  pobres  y  de 
buena  conducta.  . 

Art.  6.0  No  ingresaré  en  este  esta- 
blecimiento ninguna  persona  por  vía  de 
corrección. 

Guando  el  ingreso  se  disponga  por  or- 
den de  las  Autoridades,  el  Director  lo 
pondrá  inmediatamente  en  conocimiento 
de  los  Diputados  visitadores,  verifican- 
do, no  obstante,  dicho  ingreso,  previo  el 
reconocimiento  reglamentario. 

Art.  7.0  La  permanencia  de  los  aco- 
gidos en  el  establecimiento,  será  obliga- 
toria hasta  que  les  corresponda  Ingresar 
en  el  Ejército,  excluyendo  de  esta  regla 
á  los  que  pidiesen  su  baja  antes  de  pasar 
á  talleres,  ó  sea  al  terminar  la  instruc- 
ción en  las  escuelas  elementales;  enten 
diéndose  que  aquel  que  renuncie  á  este 
deber,  queda  sin  derecho  á  ingresar  de 
nuevo  en  el  asilo. 

Art.  8.0  £1  Director  acordará  las  ba- 
jas de  los  acogidos  que  lo  soliciten  por 
conducto  de  sus  familias  ó  encargados, 
siempre  que  no  se  hallen  en  el  caso  pres- 
crito en  el  artículo  anterior. 

Sin  embargo,  con  informe  del  maestro 
del  taller  á  que  pertenezcan,  y  compro- 
bada la  suficiencia  en  el  arte  ú  oficio  á 
que  se  dediquen,  podrá  acordarse  la  baja 
antes  del  tiempo  que  se  fija  anterior- 
mente  » 

(Véase  además  en  Asilos  de  corree- 
eion»  la  Real  orden  de  19  de  Marzo 
de  1891,  pág.  88  del  mismo  tomo,  y  en 
Código  pénala  art.  8.o,  uúm.  8.0,  tomo  I, 
pág.  611). 


OoMsiiTAaio. — Como  puede  verse  por 
las  disposiciones  insertas,  el  espíritu  y 
letra  de  la  legislación  relativa  á  hospi- 
cios, ha  sido  y  es  contraria  á  la  admisión 
en  dichos  establecimientos  de  indivi- 
duos que  hayan  de  sufrir  corrección  ó 
castigo.  Y  se  comprende  que  así  sea. 

Los  fines  que  la  Beneficencia  y  la  ca 


ridad  persiguen,  así  como  los  medios 
que  emplean  para  lograrlos,  son  muy 
distintos  de  los  que  han  de  alcanzarse 
con  la  corrección  y  con  la  pena. 

La  diferencia  sustancial  que  existe  en- 
tre la  pobreza  y  la  delincuencia,  entre  la 
desgracia  y  el  vicio,  no  consiente  en 
modo  alguno  que  los  pobres  y  los  delin- 
cuentes, los  desamparados  y  los  viciosos, 
se  mezclen  ni  se  confundan  en  un  mis- 
mo establecimiento,  ni  mucho  menos 
que  se  les  sujete  á  igual  régimen,  ni  aun 
siquiera  á  análogo  tratamiento.  Por  esto 
mostramos  al  principio  nuestra  discon - 
formidad  con  lo  que  en  el  AntMrio  peni- 
tenciario se  afirma  respecto  á  la  materia. 
No  creemos  que  la  reclusión  de  hombres, 
con  carácter  de  castigo,  ni  mucho  menos 
las  Prisiones  correccionales ,  tengan  su 
origen  en  los  hospicios.  En  ello  nos  afir- 
man los  preceptos  que  insertamos  y  las 
leyes  consultadas  en  nuestros  antiguos 
Códigos,  especialmente  en  la  Novísima 
Recopilación. 

En  cuanto  á  la  reclusión  de  mujeres 
culpables,  y  á  la  génesis  de  lo  quedes 
pues  se  ha  llamado  Galera,  más  que  en 
las  casas  de  recogidas,  creemos  que  se 
halle  en  las  embarcaciones  de  forzados  al 
remo,  c Condenados  á  galeras*  se  decía 
cuando  estas  penas  se  aplicaban  á  los 
hombres,  y  la  misma  denominación  de- 
bió tener  el  castigo  que  á  las  mujeres  se 
imponía  por  los  mismos  delitos,  aun 
cuando  no  le  sufrieran  en  la  embarca- 
ción, para  evitar  la  promiscuidad  de  se- 
xos y  los  consiguientes  males,  aun  cuan- 
do se  las  aplicara  en  el  interior  de  un 
edifloio,que  tomaría  el  nombrede  la  pena 
(galera)  que  en  él  debía  sufrirse. 

La  tendencia  y  el  interés  en  no  con 
fundir  al  desvalido  con  el  culpable,  se  ve 
también  claramente  en  las  instituciones 
de  esta  clase  que  en  el  extranjero  existen. 
Los  orfelinatos  de  Austria,  las  escuelas 
de  Beneficencia  de  Bélgica,  las  colonias 
penitenciarias  de  Francia,  las  escuelas  in- 
dustriales y  refugios  de  Inglaterra,  las 
casas  de  educación  de  menores  de  Italia, 
etcétera,  lo  demuestran  de  una  manera 
palmaria. 

En  tales  establecimientos  son  acogi- 
dos, no  los  culpables,  á  quienes  el  delito 
y  la  pena  mancillan,  sino  los  desampara- 
dos, á  quienes  la  desgracia  y  la  miseria 
azotan;  no  ingresan  para  purgar  una  cul- 
pa sometiéndose  á  un  castigo,  sino  para 
acogerse  á  una  bienhechora  tutela  y  re 
cibir  adecuada  educación  y  provechosa 
ensefiansa. 


Digitized  by 


Google 


HOS 


—  668  — 


HOS 


A  \09  hoflpiciofl,  pa«8.  no  debe  ir,  se- 
gún el  carácter  de  eetaa  inetitocionee  y 
Ia  legitlRciún  qne  en  tnAteria  de  Bene- 
fícenciR  rige,  individuo  alguno  cnlpable, 
y  qne  por  en  cnlpa  haya  de  sufrir  correc- 
i'ión,  en  el  eentido  jurídico  de  la  palabra. 
Rn  realidad,  lo  legislado  se  cumple;  y  no 
sólo  se  niega  la  admisión  en  los  estable- 
cimientos benéficos  qne  nos  ocupan  á  los 
que  han  de  someterse  á  un  castigo,  pero 
qne  tampoco  ingresan  en  ellos  los  que, 
segán  el  Código  y  otras  disposiciones, 
necesitan  nn  tratamiento  educativo  es- 
pecial. 

£1  citado  Código  dispone  en  su  art.  8.* 
nám.  8.0,  según  es  sabido:  cCuando  el 
menor  sea  declarado  irresponsable,  en 
conformidad  con  lo  que  se  establece  en 
este  número  y  en  el  precedente,  será  en- 
tregado á  9U  familia,  con  encargo  de  vi- 
gilarlo y  educarlo.  A  falta  de  persona  que 
se  encargue  de  su  vigilancia  y  educación, 
será  llevado  á  un  establecimiento  de  Be- 
neficencia  destinado  á  la  educación  de 
huérfanos  desamparados,  de  donde  no 
saldrá  sino  al  tiempo  y  con  las  condicio- 
nes prescriptas  para  los  acogidos». 

La  vaguedad  con  que  se  indica  el  es- 
tablecimiento, el  no  disponer  el  Estado 
de  ninguno  á  propósito,  el  tener  los  hos- 
picios carácter  provincial  y  depender  ex- 
clusivamente de  las  Diputaciones,  todo 
ello,  amén  del  descuido  en  qne  cuestión 
tan  importante  se  tiene  y  la  indiferencia 
con  qne  se  la  mira,  da  por  resultado  que 
los  menores  á  que  se  refiere  el  Código  en 
el  precepto  copiado,  se  hallen  en  el  des- 
amparo más  completo  y  en  las  más  abo- 
nadas condiciones  para  seguir  por  nece- 
sidad, dado  el  abandono  en  qne  el  poder 
oficial  y  la  sociedad  les  deja,  el  camino 
de  la  delincuencia  y  del  crimen. 

Más  que  dictar  disposiciones  qne  han 
de  quedar  incumplidas,  importa  pensar 
y  hacer  qne  el  pensamiento  encarne  en 
la  realidad,  en  el  establecimiento  de  una 
institución  para  los  menores  á  qne  alude 
el  Código,  y  para  los  muchos  que  gimen 
en  la  desgracia  y  en  la  miseria  se  envi- 
lecen. 

Ocuparse  de  los  hospicios  ó  de  otro 
establecimiento  de  Beneficencia,  que  ya 
tienen  misión  y  fin  determinados  y  es- 
peciales que  cumplir,  que  dependen  ex- 
clusivamente de  las  Corporaciones  loca- 
les, para  que  en  ellos  ingresen  los  me- 
nores á  que  nos  venimos  refiriendo,  es 
perder  el  tiempo  lastimosamente  y  dejar 
que  la  llaga  social  de  que  tratamos,  harto 


profunda  por  desgracia,  se  ahonde  más 
y  más  se  extienda. 

El  deber  humanitario  de  amparar  al 
desvalido,  el  instinto  de  defensa  indivi- 
dual y  colectiva  y  la  más  elemental  pre- 
visión, obligan,  así  al  Gobierno  como  á 
la  sociedad,  á  dar  solución  á  este  proble- 
ma, que  en  Espafia  ni  aun  siquiera  se 
ha  intentado  con  seriedad  plantearle. 

8e  impone  la  creación  de  escuelas  de 
reforma  para  los  menores  qne  se  hallan 
en  desamparo,  con  tanta  ó  mnyor  fueria 
qne  se  ha  impuesto  la  institución  de 
hospitales  para  enfermos  y  la  de  Prisio- 
nes para  delincuentes. 


HOSPlTAL.—EsUblecimiento  en  que 
se  curan  enfermos  pobres. 

La  falta  de  enfermerías  en  las  Prisio- 
nes y  la  necesidad  de  atender  á  los  re- 
clusos enfermos,  hito  y  ha  hecho,  así 
antes  como  ahora,  aunque  con  fortuna 
en  grado  menor,  se  recurriese  y  recurra 
á  los  hospitales  en  busca  de  albergue  y 
asistencia  facultativa  para  los  citados  re- 
clusos, según  demuestran  las  disposi- 
ciones que  insertamos. 

Beal  orden  de  11  de  Marzo  de  1819,  pre- 
viniendo que  loi  pre$oi  del  ramo  de 
Eentai  públicai  que  enfermen  en  las 
Cárceles,  vayan  á  loi  hospitales  como 
otro  cíMlquier  reo. 

(Hac.)  f  Habiendo  dado  cuenta  al  Rey 
nuestro  Sefior  de  una  exposición  del  Co- 
mandante general  militar,  Subdelegado 
de  Rentas  del  Campo  de  San  Roque,  en 
la  qne  manifiesta  que  algunos  reos  pre- 
sos por  causa  de  contrabando,  enferman 
en  las  Cárceles,  y  que  para  su  curación 
es  forzosa  su  traslación  á  algún  hospital, 
cuyo  paso  exige  custodia,  y  no  la  pnede 
cubrir  ni  la  tropa  ni  el  resguardo  sin  dis- 
traerse de  sus  atribuciones  y  de  lo  qne 
VV.  SS.  manifiestan  en  su  informe  de 
22  de  Febrero  último;  S  M.,  teniendo 
presente  que  los  resguardos  no  deben 
emplearse  en  otra  cosa  que  en  perseguir 
el  fraude  y  á  los  defraudadores,  y  la  ma 
nutención  de  éstos  cuando  no  tengan 
bienes  de  cuenta  de  las  Rentas,  y  no  su 
custodia  en  la  reclusión,  se  ha  servido 
resolver  qne  los  reos  de  Rentas  sigan  Ta 
suerte  de  los  demás  presos  cuando  estén 
enfermos,  trasladándoseles  á  los  hospi- 
tales con  la  misma  custodia. 
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De  Real  orden  etó.  Palacio  1 1  de  Mar- 
io de  1819.>  (C.  L.  de  O.,  pág.  46). 

Real  arden  de  31  de  Julio  de  1833,  pre- 
ífiniendo  el  modo  de  iocorrer  á  lo$  pre- 
$09  por  contrabando  y  de  pagar  lat  es- 
tancia$  que  causen  en  los  hospitales 
cuando  estén  enfermos, 

(Hac.)  « Habiendo  dado  caenta  al  Rey 
nuestro  Sefiordel  expediente instraído  en 
esa  Dirección  general,  con  motivo  de  la 
práctica  observada  en  las  provincias  del 
Reino  en  cuanto  al  abono  de  socorros  de 
los  presos  por  contrabando  y  las  estan- 
cias de  hospitales,  caando  caen  enfer- 
mos, y  deseando  S.  M.,  en  vista  de  las 
arbitrariedades  con  qne  se  procede  en 
esta  suerte  de  gastos,  dar  ana  providen- 
cia-general que  impida  los  abasos,  y  dé 
á  aqaéilos  la  regularidad  y  método  uni- 
formes que  de  una  parte  reclama  la  jus- 
ticia y  exige  de  otra  el  orden  para  que 
la  contabilidad  descanse  en  reglas  fijas, 
y  los  presupuestos  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda partan  de  bases  estables  y  sin  las 
oscilaciones  que  de  lo  contrario  habían 
necesariamente  de*resultar,  se  ha  digna- 
do 8.  M.  resolver,  que  sobre  la  materia 
referida  se  observe  por  punto  general  lo 
siguiente: 

1.0  A  todos  los  reos  de  contrabando 
qne  por  el  embargo  de  sus  bienes,  por 
razón  de  sus  causas  ó  por  cualquier  otro 
motivo  conozcan  los  Juzgados  que  tienen 
para  sus  alimentos,  no  se  les  abonará  so- 
corro alguno  mientras  estuvieren  presos. 

2.0  Los  reos  pobres  serán  socorridos 
sin  distinción,  en  todas  las  Cárceles  del 
Reino,  con  doce  cuartos  diarios  (1). 

8.0  Cuando  los  mismos  reos  cayeren 
enfermos,  serán  curados  en  las  enferme- 
rías de  las  propias  Cárceles  como  los  de- 
más presos,  y  no  habiendo  enfermerías, 
se  les  trasladará  á  los  hospitales  civiles, 
donde  asimismc  serán  asistidos  y  custo- 
diados como  los  otros  reos;  pero  no  ha- 
biendo estos  ú  otros  establecimientos 
piadosos  donde  puedan  ser  curados,  se 
observará  la  práctica  de  los  demás  Tri- 
bunales, abonándose  en  tal  caso  los  refe 
ridos  doce  cuartos  diarios. 

4.0  Se  exceptúan  de  la  disposición 
anterior  los  presos  que  cayeren  enfermos 


(1)  Bn  la  actualidad,  el  precio  de  ración 
de  enfermo  varía,  según  los  ecatratoa  partí* 
colares  de  cada  hospital  6  PrísiÓD;  pero  siem* 

5 re  es  superior  al  que  en  la  preaente  Real  or* 
en  se  señala. 


en  Cádis  y  Barcelona,  donde  ana  aatan- 
cias  serán  abonadas  á  raxón  de  doa 
reales. 

5.0  A  ningún  reo  qne  haya  sido  jua 
gado  por  los  Tribunales  de  la  Real  Ha- 
cienda, se  abonará  socorro  alguno  dea 
pues  de  ejecutarae  los  fallos  en  que  sean 
condenados,  y  los  que  lo  sean  á  Cárcel  ó 
correccional  serán  asistidos,  ó  de  loa 
fondos  comunes  á  los  demás  presos  ó  del 
trabajo  de  sos  manos,  en  que  se  les  obli- 
gará á  ocuparse  para  su  manutención. 

6.0  Lo0  Subdelegados  y  sns  asesores 
son  personalmente  responsables  de  los 
socorros  que  se  suministren  por  la  Real 
Hacienda  á  loa  reoa  de  contrabando  y 
fraude,  si  en  la  austanciación  de  ana  can- 
eas se  ha  invertido  más  tiempo  del  qne 
establece  la  ley,  en  cuyo  caso  resarcirán 
de  mancomún  á  la  Real  Hacienda  loa 
abonos  indebidos  qne  por  razón  de  ali 
mentos  se  hayan  hecho  á  los  reos,  y  á 
éstos  los  perjuicios  que  les  hayan  origi- 
nado con  prolongar  su  prisión. 

Lo  que  comunico  á  V.  E.  y  VV.  8S.  de 
Real  orden  para  au  inteligencia  y  cum 
plimiento,  habiendo  8.  M.  tenido  á  bien, 
además,  mandar  qne,  si  por  las  pariico- 
lares  circunstancias  de  Cádia  y  Barcelo- 
na fuese  necesario  ampliar  el  importe  de 
las  hospitalidadea  luego  que  la  expe- 
riencia lo  acredite,  podrá  reaolverae  lo 
más  conforme,  aprobando  deade  Inego  el 
abono  de  los  4.000  reales  que  resalta  ha- 
berse invertido  en  Barcelona  para  dicho 
objeto,  etc.  Madrid  81  de  Julio  de  1888. 
Antonio  Martínez.^  (C.  Ir.  de  C,  paga.  69 
y  60). 

Ordenanza  de  Presidios, — Farfe  tercera, 
Seccián  cuarta. 

Hospitales, 

< .....  Art.  319.  Los  presidiarioa  enfer- 
moa  de  los  depósitos  oorrecciónal£s  y 
Presidios,  serán  asistidos  en  sus  esta- 
blecimientos, ó  en  los  hospitales  milita- 
res, civiles  ó  religiosos,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  esta  Ordenanza. 

Art.  220.  Para  admitir  an  enfermo 
en  la  enfermería  ó  en  el  hospital,  se  ne- 
cesita el  alta  del  facultativo  con  el  V.o  B.** 
del  Comandante  del  Presidio  y  la  toma 
de  razón  del  Comisario.  Exceptúense  de 
esta  diaposición  los  casos  de  urgencia, 
en  los  cuales  serán  admitidos  los  enfer- 
mos, sin  perjuicio  de  practicar  después 
estaa  formalidades. 

Art.  221.    Desde  el  día  en  qne  entren 
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en  U  •niermerla  ú  hospital  los  confina- 
dos hasta  el  en  qoe  vuelvan  á  incorpo- 
rarae  en  las  brigadas  después  de  resta- 
blecidos, no  se  reclamarán  los  haberes 
^rrespondientes  á  los  mismos. 

Árt.  S22.  Se  llevará  cuenta  de  los  gas* 
tos  qne  por  todos  conceptos  ocasione  la 
enfermería,  y  cada  mes  se  reclamará  la 
cantidad  que  se  considere  necesaria  para 
cabrirlos,  calculándola  por  los  del  ante- 
rior, con  las  modificaciones  que  se  esti- 
men precisas,  previa  aprobación  de  la 
Jonta  económica. 

A  ti,  228.  Por  cada  eatancia  en  el  hos- 
pital civil  y  religioso  se  abonarán  cuatro 
reales  y  medio  diarios,  siendo  obligación 
del  mismo  establecimiento  la  asistencia 
de  loa  enfermos  en  todos  conceptos  en 
loa  términos  en  que  lo  verifique  con  los 
militarea. 

Art.  224.  £1  Ayudante  y  el  Faculta- 
tivo del  depósito  ó  Presidio,  visitarán  á 
lo  menos  tres  veces  por  semana  á  los 
presidiarios  que  se  bailen  en  el  hospital, 
psfa  observar  si  se  les  da  la  asistencia 
debida  y  si  están  con  la  correspondiente 
seguridad,  y  para  evitar  que  se  causen 
más  estancias  que  las  precisas,  no  per- 
diendo de  vista  que  en  muchos  casos 
poeden  convalecer  en  la  enfermería.» 
(C.  L.tUP.,  tomo  I,  págs.  48  y  49). 

Eeáil  orden  de  14  de  Septiembre  de  2838, 
mandando  que  ie  atñnita  á  lo$  confina - 
doa  e^fermoi  en  los  hoipitales  civiles  y 
edeeiásticos,  y  $6lo  en  cato  de  necesidad 
en  lo$  militares, 

(Gob.)  f  He  dado  cuenta  á  la  Beincf 
Gkibsrnadora  del  expediente  inatruído  á 
i*ousecuenoía  de  haberse  re<;lamado  por 
Real  orden  de  6  de  Abril  del  corriente 
afio,  expedida  por  ese  Ministerio  del  car- 
go de  V.  E.,  contra  la  resistencia  opuesta 
por  el  Intendente  militar  del  distrito  de 
Galicia,  á  la  admisión  y  asistencia  en  el 
hospital  militar  de  la  plaza  de  la  Ooruña 
de  los  presidiarios  enfermos  del  correc- 
cional de  la  misma;  y  enterada  S.  M  ha 
tenido  á  bien  resolver,  de  conformidad 
con  el  dictamen  dado  por  la  Junta  anxi- 
liar  de  Guerra  en  8  de  Agosto  último: 

l,^  Que  los  presidiarios  enfermos 
a^an  admitidos  y  asistidos  por  punto  ge- 
neral en  los  hospitales  civiles  ó  eclesiás- 
tic*>s. 

Y  2.0  Que  en  los  hospitales  milita- 
res sólo  tengan  ingreso  en  casos  muy  es- 
pedales,  en  que  por  las  circunstancias 
de  on  momento  así  lo  dicte  la  humani- 


dad y  aconseje  una  justificada  necesidad, 
entendiéndose  qne  entonces  por  el  pre- 
supuesto de  ese  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, se  abonará  al  de  Guerra  no  fólo 
los  cuatro  y  medio  reales  asignados  por 
cada  estancia  de  hospitalidad  en  la  Or- 
denansa  de  Presidios,  sino  tambiép  el 
excedo  baata  cubrir  el  precio  á  que  re- 
salte la  estancia,  ya  sea  por  coi^M^I^  ^ 
por  administración. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  14  de  Sep- 
tiembre de  1838.—  Vallgoniera.^Qr.  Di- 
rector general  de  Presidios.»  (C  L.  de  F,, 
tomo  I,  pág.  169). 

(Véaae  £iift)rniería,  págs.  107  á  110 
de  este  tomo,  Mauiooniios  y  Peulteía» 
eiaría*]iospital). 


CoMsvTARio. — Actnalmente  existen 
enfermerías  en  todos  los  Penales,  y  ade- 
más la  llamada  Penitenciaría  hospital 
del  Puerto  de  Santa  María,  pero  faltan 
en  el  mayor  número  de  Cárceles  y  los 
reclusos  que  en  ellas  enferman  tien/en 
que  ser  trasladados  á  los  hospitales  ci- 
viles. 

Focas  disposiciones  se  han  dictado 
reapecto  al  particular;  las  únicas  que  lea- 
mos hallado,  y  que  creemos  no  existan 
más,  están  en  parte  de  sus  preceptos  de- 
rogadas. Las  incluímos  en  el  Diccio- 
MABio,  porque  en  ellas  se  encuentra  el 
origen  y  la  causa  justificativa  de  enviar 
los  reclusos  enfermos  á  los  hospitales. 

JSn  algunos  de  estos  establepim lentos 
existen  Salas  de  presos  como  Madrid, 
pfira  reclusas;  Valencia,  Zaragoza  y  Ba- 
lagner  para  reclusos,  con  personal  de- 
pendiente de  la  Dirección  de  Penales,  á 
cuyo  cargo  se  halla  la  custodia  de  los  ci- 
tados enfermos;  pero  en  los  demás  el  per- 
sonal es  el  mismo  de  los  hospitales. 

Bien  se  comprenden  los  inconvenien- 
tes que  tal  orden  de  cosas  presenta,  aaí 
para  el  traslado  desde  la  Cárcel  al  hos- 
pital, como  para  la  permanencia  de  loa 
enfermos  en  éste,  y  los  abusos  á  que  el 
proceder  se  presta. 

En  primer  término,  se  lleva  á  los  hos- 
pitales el  natural  desasosiego  y  el  con- 
siguiente peligro,  sobre  todo  cuando  loa 
presos  enfermos  se  hallan  procesados  por 
delitos  graves,  desasosiego  y  peligro  que 
engendran  la  sola  permanencia  en  una 
clínica  de  enfermos  de  tal  linaje. 

Además,  la  falta  de  condiciones  de  se 
guridad  en  un  hospital,  construido  para 
fines  muy  distintos  de  los  que  debe  ciim- 
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plir  ana  Prisión,  á  la  vez  qae  la  libertad 
de  qae  los  enfermos  gozan,  bien  por  aa 
especial  estado,  bien  por  facnitatívo  pre- 
cepto, brinda  á  los  procesados  propicia 
ocasión  para  evadirse. 

Así  resalta  cuando  los  qae  van  al  hos- 
pital se  hallan  verdaderamente  enfer- 
mos. Cuando  el  padecimiento  se  simala, 
y  el  favor  y  la  influencia  entran  en  jae- 
go,  los  inconvenientes  aumentan  y  e3 
medio  buscado  para  soslayar  la  ley  y 
para  barlar  la  justicia.  Con  el  traslado  de 
la  Cárcel  al  hospital  en  estas  condicio- 
nes, logra  el  preso  sustraerse  al  régimen 
de  la  Prisión  y  gozar  el  suave  tratamien- 
to aplicado  á  los  enfermos  libree,  y  ade- 
más, se  le  coloca  en  circnnstancias  pro- 
picias para  realisar  una  fuga,  cuando  so 
bre  él  no  se  ejerce  la  vigilancia  que  su 
condición  de  procesado  requiere  y  se 
baila  libre  de  las  dificultades  que  para 
conseguir  tal  propósito  ofrece  el  cerrado 
reeinto  carcelario,  la  vigilancia  interior 
d«  los  empleados,  á  quienes  la  evasión 
compromete,  y  la  custodia  exterior  de 
la  guardia  militar. 

Por  todas  estas  razones,  es  extraño 
qae  no  se  haya  mirado  con  más  interés 
problema  tan  importante,  y  que  como 
qaeda  dicho,  se  hallen  sin  enfermería  el 
mayor  número  de  Prisiones  preventivas. 

£1  abandono  y  la  incuria  que  en  estos 
servicios  dominan,  y  el  hallarse  las  Car 
celes  confiadas  á  las  Corporaciones  lo- 
cales, son  las  causas  de  no  haberlas  me- 
jorado, pues  á  poco  coste  podía  habili- 
tarse un  local  en  cada  Prisión,  y  si  no  en 
todas,  por  las  deplorables  condiciones  de 
algunas,  en  la  mayor  parte.  £1  gasto  qqe 
á  tal  efecto  se  hiciera,  compensado  con 
creces  quedaría,  porque  las  estancias  y 
tratamiento  médico  habían  de  resultar  á 
más  bajo  precio  que  en  el  hospital,  y 
sobre  todo  porque  se  quitaría  de  éste  la 
intranquilidad  de  que  antes  hablamos, 
porque  mejoraría  el  régimen  de  las  Pri- 
siones y  porque  las  fugas  de  presos  en- 
fermos no  serían  tan  frecuentes  y  á  veces 
escandalosas. 


HUÉRFANO. -Según  el  Diccionario  de 
la  lengua^  huertano  es  el  menor  de  edad 
que  ha  perdido  su  padre  y  madreó  algu- 
no de  los  dos.  En  sentido  jurídico  se  tie- 
ne por  huérfano,  únicamente,  al  menor 
que  carece  de  padre  y  de  madre,  toda 
vez  que  la  madre,  en  defecto  del  padre, 
ejerce  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos 


menores.  (Ley  de  Matrimonio  civil,  ar^ 
tícalo  64,  y  Código  civil,  art.  154). 

En  lo  qne  respecta  á  los  huérfanos,  al 
tratar  de  las  exenciones  de  servicio  acti- 
vo en  los  cuerpos  armados,  dispone  en  \» 

Ley  de  RechUamiento  y  reemplazo  dei 
Ejército  de  11  de  Julio  de  1885, 

c Art.  69.    Serán  exceptuados  átsV 

servicio  activo  en  los  cuerpos  armados,  y 
destinados  como  soldados  condiclonalf» 
á  los  depósitos  para  prestar  sus  servicio» 
en  caso  de  guerra  y  en  los  períodos  de- 
asambleas  de  instrucción,  siempre  que 
aleguen  su  exención  en  el  tiempo  y  form» 
que  esta  ley  prescribe: 

Noveno.    El  hermano  único  de  noo 

ó  más  huérfanos  de  padre  y  madre,  si  lo» 
mantiene  desde  un  afio  antes  de  la  clasi* 
ficación  y  declaración  de  soldados,  ó  des- 
de que  quedaron  en  la  orfandad,  sienda 
dichos  hermanos  pobres  y  menores  de 
diecisiete  afios,  ó  impedidos  para  traba- 
jar, cualquiera  que  sea  su  edad. 

Art.  70.  Para  la  aplicación  de  la» 
exenciones  contenidas  en  el  articula 
anterior,  se  observarán  las  reglas  si- 
gaientes: 

Quinta.    Serán  consid^^rados  coma 

huérfanos,  para  la  aplicación  del  párrafo 
noveno  del  anterior  artículo,  los  hijos  de 
padre  pobre  y  sexagenario  ó  impedida 
para  trabajar,  ó  que  se  halle  sufriendo 
una  condena  que  no  deban  cumplir  antes 
de  terminar  el  afio  en  que  se  verifique  la 
clasificación,  ó  ausente  por  espacio  de 
diez  afios,  ignorándose  desde  entonces 
su  paradero,  ajuicio  del  Ayuntamiento  6 
de  la  Comisión  provincial,  después  de 
practicadas  las  diligencias  que  expresa 
la  regla  anterior.  En  el  mismo  caso  se 
considerarán  los  hijos  de  viuda  pobre...» 
(Gacetas  13  y  16  Julio). 

Ley  de  17  de  Agosto  de  1885  para  el  re- 
clutamiento y  reemplazo  del  personal  de 
los  buques  de  la  Armada. 

€ Art.  88.    Serán  exceptuados  del 

servicio  activo  y  destinados  como  inscri- 
tos disponibles  para  prestar  sus  servicios 
sólo  en  caso  de  guerra,  siempre  que  ale- 
guen su  excepción  en  tiempo  oportuno: 

Noveno.    El  hermano  único  de  uno 

ó. más  huérfanos  de  padre  y  madre,  si  los 
mantiene  desde  un  año  antes  del  llama- 
miento ó  desde  que  se  quedaron  en  la 
orfandad,  siendo  dichos  hermanos  pobres 
y  menores  de  diecisiete  afios,  ó  imposi- 
bilitados para  trabajar,  cualquiera  que 
sea  su  edad >  (Gaceta  20  Agosto). 
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1DENT1FIC4C1ÓN.— Véase  4iitropo« 
metrf  a»  tomo  I,  págs.  46  á  62 ;  Expedieu- 
tes  de  reclasos»  págs.  886  á  889;  Filia- 
ción áe  reelnsoSf  pág.  899;  Gabiuetes 
de  Identificaeion  antropométrica  j  fo- 
tosnráflea»  paga.  469  á  470  todas  de  este 
tomo,  y  Keglameuto  de  la  Prisión  ce* 
lolarde  Madrid,  artícalot  70,  218,  299 
y  888  á  887. 

IOHOBáNCU  de  las  LETES.-Ig- 

norancia,  segán  el  DiccionaHo  de  la  len- 
^ua^  es  la  falta  de  ciencia,  de  letras  y  no- 
ticias, ó  general  ó  particular.  La  qae  no 
tiene  disculpa. 

Al  objeto  del  presente  trabajo,  sólo  co- 
rresponde tratar  de  la  ignorancia  de  las 
leyes.  A  tal  propósito  dice  el 

Código  civil, 

«Art.  1.0  Las  leyes  obligarán  en  la 
Península,  islas  adyacentes,  Canarias  y 
territorios  de  África,  sujetos  á  la  legisla- 
ción peninsular,  á  los  veinte  días  de  so 
promulgación  si  en  ellas  no  se  dispusiere 
otra  cosa. 

8e  entiende  hecha  la  promulgación,  el 
día  en  que  termine  la  inserción  de  la  ley 
en  la  Qaeeta, 

Art.  2.0  La  ignorancia  de  las  leyes 
no  excusa  de  su  cumplimiento.» 

Código  de  Justicia  militar. 

< Art.  207.    No    se  aplicarán  las 

disposiciones  penales  de  esta  ley  á  los 
individuos  de  las  clases  de  tropa,  sin  que 
conste  habérseles  leído  antes  de  delin* 
qair. 

Cuando  no  conste  haberse  hecho  dicha 


lectora  en  la  forma  prevenida  al  efecto, 
aplicarán  los  Tribunales  las  penas  de  la 
ley  coman,  si  el  delito  estuviese  previs- 
to en  ella. 

Art.  208.  A  pesar  de  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  primero  del  artículo  anterior, 
se  aplicarán  siempre  al  militar  las  dispo- 
siciones de  esta  ley,  aunque  previamente 
no  hubiese  sido  enterado  de  ellas,  cuan- 
do se  trate,  de  delitos  en  que  también  se 
hallen  comprendidas  las  personas  no  ipi- 
litares > 

Art.  460.  En  la  primera  declaración 
se  le  interrogará  por  su  nombre  y  apelli- 
dos paterno  y  materno,  apodo,  edad,  na- 
turaleza, vecindad,  estado,  empleo,  pro- 
fesión, oficio  ó  modo  de  vivir;  si  sabn 
leer  y  escribir,  si  fué  procesado  anterior- 
mente, por  qué  delito,  ante  qué  Tribunal, 
qué  pena  le  fué  impuesta,  si  la  cumplió 
y  si  conoce  el  motivo  por  que  se  le  pro- 
cesa, haciéndosele  saber  en  caso  nega 
tivo. 

Cuando  pertenezca  á  las  clases  de  tro- 
pa, se  le  preguntará  además  por  el  regí 
miento  ó  cuerpo,  compañía,  escuadrón  ó 
batería  en  que  sirviese;  quién  le  prendió, 
por  qué  causa,  en  qué  día,  hora  y  sitio,  y 
si  se  le  han  leído  las  leyes  penales » 

Código  penal. 

t Art.  866.  El  Juez  que  por  ne- 
gligencia ó  ignorancia  inexcusables  dic 
tare  en  causa  civil  ó  criminal  sentencia 
manifiestamente  injusta,  incurrirá  en  In 
penado  inhabilitación  temporal  especial 
en  su  grado  máximo  á  inhabilitación  es- 
pecial perpetua. 

Art.  869.    £1  funcionario  público  que 
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á  sAbiendas  dictare  ó  consultare  provi- 
«lencia  ó  resolución  injusta  en  negocio 
contencioso-administrativo  ó  meramente 
administrativo,  incurrirá  en  la  pena  de 
inhabilitación  temporal  especial  en  su 
grado  máximo  á  inhabilitación  perpetua 
trapecial. 

Con  la  misma  pena  será  castigado  el 
funcionario  público  que  dictare  ó  consul- 
tare, por  negligencia  ó  ignorancia  inex- 
casables,  providencia  ó  resolución  mani- 
fiestamente injustas  en  negocio  conten- 
cioso-administrativo ó  meramente  admi- 
nistrativo. 

Art.  87 1 .  Será  castigado  con  una  mul- 
ta de  260  á  2.600  pesetas,  el  Abogado  ó 
Procurador  que  con  abuso  malicioso  de 
su  oficio,  ó  negligencia  ó  ignorancia  in- 
excusables, perjudicare  á  su  cliente  ó 
descubriese  sus  secretos,  habiendo  de 
ellos  tenido  conocimiento  en  el  ejercicio 
de  su  ministerio » 

Ley  Orgánica  del  Poder  judicial. 

c Art.  260.     La  responsabilidad  ci 

vil  de  los  Jueces  y  Magistrados  estará  li- 
mitada al  resarcimiento  de  .los  dafios  y 
perjuicios  estimables  4|ue  causen  á  los 
particulares,  Gorporaciones  ó  al  Estado; 
cuando  en  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes infrinjan  las  leyes  por  negligencia  ó 
ignorancia  inexcusables. 

Art.  2Ó2.  Se  tendrá  por  inexcusable 
la  negligencia  ó  la  ignorancia  cuando, 
aunque  sin  intención,  se  hubiese  dictado 
providencia  manifiestamente  contraria  á 
la  ley,  ó  se  hubiese  fallado  algún  trámite 
ó  solemnidad  mandada  observar  por  la 
misma,  bajo  pena  de  nulidad > 


IMBÉCIL  T  LOCO.-  Llama  imbécil  el 
Diccionario  de  la  lengua,  al  alelado,  al 
escaso  de  razón,  y  loc^  al  que  ha  perdido 
la  razón.  Es,  pues,  la  imbecilidad  la  im- 
potencia intelectual,  la  falta  de  inteligen- 
cia; y  la  locura  la  carencia  de  razón. 

La  imbecilidad,  dice  Maudsley,  es  sim- 
plemente una  debilidad  de  espíritu  debi- 
da á  un  desenvolvimiento  incompleto,  y 
puede  presentar  todos  los  grados  de  insu- 
ficiencia moral  ó  intelectual,  descendien- 
do de  un  lado  por  imperceptibles  grada- 
ciones hasta  el  idiotismo,  y  ascendiendo 
insensiblemente  por  el  opuesto  basta  el 
nivel  de  la  inteligencia  ordinaria.  La  lo- 


cura es  aquella  en  que  el  individuo  que  la 
padece  demuestra  insensatez  de  pensa- 
miento con  delirio  ó  insensatez  de  senti- 
miento sin  delirar. 

La  imbecilidad  constituye  en  el  quee» 
víctima  de  ella  un  estado  permanente;  la 
locura  admite  intervalos  de  lucidez,  pero* 
cuando  se  apodera  del  enfermo,  altera 
parcial  ó  completamente  la  serenidad  de- 
su  juicio. 

Tanto  la  ley  penal  como  las  de  procedi- 
mientos procesales  y  disposiciones  com 
plementarias,  atendiendo  al  estado  y  gra- 
do  de  inteligencia  del  individuo,  han  pre- 
ceptuado lo  que  en  cada  caso  la  razón  y 
la  justicia  aconsejan,  según  puede  verse 
por  los  preceptos  que  aquí  reproducimos. 

Código  penal  de  U:70, 

cArt.  8.0  No  delinquen,  y  por  conse- 
cuencia están  exentos  de  responsabilidad 
criminal: 

l.o  £1  imbécil  y  el  loco,  ó  no  ser  que 
éste  haya  obrado  en  un  intervalo  de 
razón. 

Cuando  el  imbécil  ó  el  loco  hubiera 
ejecutado  un  hecho  que  la  ley  calificara 
de  delito  grave,  el  Tribunal  decretará  sa 
reclusión  en  uno  de  los  hospitales  desti^ 
nados  á  tos  enfermos  de  aquella  clase, 
del  cual  no  podrá  salir  sin  previa  autori- 
zación del  mismo  Tribunal. 

Si  la  ley  calificara  de  delito  meno» 
grave  el  hecho  ejecutado  por  el  imbécil 
ó  el  loco,  el  Tribunal,  según  las  circuns- 
iancias  del  hecho,  practicará  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  anterior,  ó  entregará  al  im- 
bécil ó  loco  á  su  familia,  si  ésta  diese  su- 
ficiente fianza  de  cn8todia>. 

Art.  101.    Cuando  el  delincuente 

cayese  en  locura  ó  imbecilidad  despuée 
de  pronunciada  sentencia  firme,  sesnft- 
penderá  la  ejecución  tan  sólo  en  cuanta 
á  la  pena  personal,  observándose  en  sus 
casos  respectivos  lo  establecido  en  lo» 
párrafos  segundo  y  tercero,  núin.  l.o  del 
artículo  8.0 

En  cualquier  tiempo  en  que  el  delin- 
cuente recobrase  el  juicio,  cumplirá  la 
sentencia,  á  no  ser  que  la  pena  hubiera 
prescrito  con  arreglo  á  lo  que  se  estable- 
ce en  este  Código  (I). 

Se  observarán  también  las  disposicio- 
nes respectivas  de  esta  sección,  cuando 
la  locura  ó  imbecilidad  sobreviniese  ha- 


(1)    Véase  en  €odll|po  ?•■*!)  «rt  184, 
tomo  1,  pág.  82^. 
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liándose  el  senteiiciftclo  cumpliendo  la 
■eniencJA. 

»»•   Árt.   6\)9.    Serán   custigadoe  'con 
las  penas  de  5  á  60  pesetas  de  malta  ó 

rspvensión: 2  o  Los  encargados  de  la 

goardia  ó  cnsto<1ia  de  an  loco  que  lo  de- 
jasen vagar  por  las  calles  y  sitios  públi- 
cos sin  la  debida  vigilancia.» 

Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  1882. 

<  ^..  Art  991.  Los  confinados  que  se 
supongan  en  estado  de  demencia  serán 
coBSÜtnfdos  en  observación,  instruyen 
dose  al  efecto  por  la  Comandflncia  del 
Presidio  en  que  aquéllos  se  encoentren 
un  expediente  informativo  de  los  hechos 
'y  motivos  que  hayan  dado  lugar  á  la  sos- 
pecha de  la  demencia,  en  el  que  se  con- 
signe el  primer  juicio,  ó  por  lo  menos,  la 
certificación  de  los  facultativos  que  los 
hsyan  examinado  y  observado. 

Ari.  992.  Consignada  la  gravedad  de 
la  sospecha,  el  Comandante  del  Presidio 
dará  cuenta  inmediatamente,  con  copia 
literal  del  expediente  instruido,  al  Presi- 
dente del  Tribunal  sentenciador  de  que 
procedan  los  confinados,  sin  perjuicio  de 
ponerlo  en  conocimiento  de  la  Dirección 
general  de  Establecimientos  penales. 

Art.  998.  El  Presidente  pasará  el  ex- 
pediente á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior al  Tribunal  sentenciador,  el  cual, 
con  preferencia, oiráal  Fiscal  y  al  acusa- 
dor  particular  de  la  causa,  si  le  hubiere, 
y  dándose  intervención  y  audiencia  al 
defensor  del  penado  ó  nombrándosele  de 
oficio  para  este  caso  si  no  lo  tuviere, 
acordará  la  instrucción  más  amplia  y 
formal  sobre  los  hechos  y  el  estado  físi- 
co y  moral  de  los  pacientes,  por  los  mis- 
mos medios  legales  de  prueba  que  se  hn 
hieran  empleado  si  el  incidente  hubiese 
ocurrido  durante  el  seguimiento  de  la 
cansa,  comisionando  a)  efecto  al  Jnez  de 
instrocción  del  partido  en  que  se  hallen 
los  confinados. 

Art.  994.  Sustanciado  el  incidente  á 
que  se  refieren  los  artículos  anteriores 
©n  juicio  contradictorio  si  hubiere  opo- 
sición, y  en  forma  ordinaria  si  no  la  hu- 
biertí,  y  después  de  oir  las  declaraciones 
jnrHdas  de  los  peritos  en  el  arte  de  cu- 
rar, y  en  su  caso,  de  la  Academia  de  Me 
dicina  y  Cirngía,  se  dictará  el  fallo  que 
proceda.  £1  fallo  se  comunicará  al  Co 
lamíante  del  Presidio,  quien  si  se  hu- 
biere declarado  la  demencia,  trasladará 
al  penado  demente  al  establecimiento 
qoe  corresponda,  todo  sin  perjuicio  de 


cumplir  con  lo  que  el  Código  penal  pre- 
viene, si  en  cualquier  tiempo  el  demente 
recobrase  su  juicio > 

Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1887  decla- 
rando que  es  ilegal  la  estancia  de  los 
declarados  locos  en  las  Prisiones,  y  dis- 
poniendo lo  que  en  tales  casos  deben  ha- 
cer los  Directores  y  Jefes  de  éstas. 

(Orac  y  Just.)  «La  parte  dispositiva , 
dice: 

1.*  Que  es  ilegal  la  permanencia  en 
la  Cárcel  de  cualquier  procesado  ahsuelto 
por  causa  de  enajenación  mental,  desde 
el  momento  en  que  sea  conocido  el  acuer- 
do del  Tribunal  sentenciador,  y  que  úni- 
camente se  podrá  consentir  por  breve 
plazo,'  mientras  se  dispone  la  traslación 
del  enajenado  al  hospital-  ó  manicomio 
de  su  destino,  si  en  el  hospital  de  la  loca- 
lidad donde  radique  la  Cárcel  no  hubiera 
un  local  en  condiciones  de  seguridad. 

2.0  Que  los  Directores  de  las  Cárceles, 
además  de  procurar  que  todo  individuo 
afectado  de  perturbación  mental  se  halle 
tratado  como  enfermo  y  aislado  tie  los 
demás  presos,  darán  cuenta  á  la  Direc- 
ción general  de  Establecimientos  pena- 
les á  los  quince  días  de  haber  tenido  co- 
nocimiento del  acuerdo  del  Tribunal  sen- 
tenciador y  no  haber  dispuesto  la  auto- 
ridad gubernativa  el  envío  del  procesado 
absuelto  por  causa  de  enajenación  men- 
tal al  hospital  ó  manicomio  correspon 
diente. 

3.0  Que  cuando  se  disponga  el  iiigre 
so  en  la  Cárcel  de  un  enajenado  que  por 
su  calidad  de  procesado  absuelto  ú  otra 
circunstancia  no  deba  ser  colocado  en 
Prisión,  el  Director  de  la  misma  lo  reci- 
birá, á  reserva  de  lo  que  disponga  el 
Centro  directivo,  á  quien  darán  conoci- 
miento inmediato. 

4.0  Que  se  procure  en  todas  las  Car* 
colea  habilitar  un  local  bien  acondiciona- 
do, para  que  á  todo  preso  que  sufra  ex- 
travio en  sus  facultades  mentales  se  le 
mantenga  en  condiciones  de  aislamiento, 
á.  fin  de  atenderle  y  observarle  debida- 
mente. Madrid  4  de  Agosto  de  1887.— 
Cmpdepón,*—(Eñ  copia). 

(La  precedente  Real  orden  no  se  ha 
publicado  en  la  Gaceta.  La  parte  dispo- 
sitiva inserta  la  hemos  tomado  del  expe- 
diente que  radica  en  la  Dirección  de  Pe- 
nales, relativo  á  procesados  y  penados 
afectoa  de  enajenación  mental). 
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Código  de  Justicia  militar  de  1890, 

< Art.   428.     Caando  el  Jaei  ins- 

tractor  advirtiese  en  el  procesado  indi- 
cios de  enajenación  noental,  le  someterá 
á  la  observación  de  los  profesores  nióili- 
eos  en  el  establecimiento  en  qae  esta- 
viere  preso  ó  en  otro  público,  si  fuese 
más  á  propósito  ó  se  hallase  en  libertad. 

Además  recibirá   caantas  declaracio- 
nes é  informes  crea  conducentes  á  la 
averigoacióii  del  estado  mental  del  some 
tido  á  reconocimiento,  sin  parausar  el 
curso  de  las  actuaciones. 

A  rt.  429.  Guando  la  enajenación  men • 
tai  sobreviniese  después  de  perpetrado 
el  delito,  concluso  que  sea  el  sumario,  se 
suspenderá  el  procedimiento  respecto  al 
que  se  baile  en  aquel  caso,  hasta  tanto 
que  recobre  la  salud;  pero  continuará  en 
cuanto  á  los  demás  procesados.  > 

Reglamento  de  23  de  Febrero  de  1894, 
para  el  régimen  de  la  PtH$ión  celular  de 
Madrid, 

« Art.  866.     Guando  se  notase  por 

los  empleados  que  un  recluso  presenta 
síntomas  de  enajenación  mental,  el  Di- 
rector ordenará  que  se  avise  inmediata- 
mente al  Médico  á  quien  corresponda, 
para  que  le  reconozca  y  pase  á  un  depar- 
tamento de  observación,  donde  será  aten- 
dido y  cuidado  según  las  prescripciones 
facultativas. 

Art.  867.  En  el  caso  de  que  el  Médi- 
co considere  que  la  locura  está  suficien- 
temente comprobada,  el  Director  dará 
caenta  del  hecho  al  Juez  instructor  ó 
Tribunal  competente,  si  se  trata  de  un 
preso,  ó  á  la  Dirección  general  del  ramo, 
si  se  tratara  de  un  penado. 

£n  ambos  casos  acompafiará  á  la  co- 
municación del  Director  la  certificación 
correspondiente,  extendida  y  firmada  por 
los  facultativos  del  Establecimiento,  con 
el  Visto  Bueno  del  Vocal  Médico > 

•  • 

GoMiVTABio.—Muy  estrecha  relación 
guarda  el  presente  comentario  con  el  que 
hemos  hecho  al  artículo  Hospicios.  Los 
Gódigos,  la  Ley  de  procedimiento  y  va- 
rias disposiciones  de  carácter  ministerial 
y  administrativo,  se  ocupan  del  sitio  en 
que  deben  estar  los  desgraciados  que 
han  perdido  la  razón.  Pero  es  lo  cierto 
que  tales  mandatos  no  tienen  el  campli- 
miento  que  fuera  de  desear.  Tan  en  pie* 


na  vigencia  se  encaentran  los  preceptos, 
como  en  pleno  abandono  los  enfermos  á 
que  se  refieren.  No  ha  macho  qae  en  la 
misma  Prisión  Gelnlar  de  Madrid,  tan 
próxima  á  las  autoridades  centrales,  se 
encontraban  varios  procesados  y  penados 
locos,  llevando  algunos  de  ellos  no  pocos 
afios  de  estancia  en  el  Establecimiento, 
sin  que  su  traslado  á  un  Manicomio  se 
llevase  á  cabo,  sofriendo  la  necesaria  se- 
veridad del  régimen  carcelario  en  la  en- 
fermería de  la  citada  Prisión,  y  causando 
á  los  que  sufrían  enfermedades  físicas 
en  las  celdas  inmediatas  la  natural  in- 
quietud y  los  consiguientes  perjuicios. 
De  tarde  en  tarde  y  después  de  empeorar 
su  estado  mental  las  condiciones  del  si- 
tio y  las  exigencias  del  régimen  del  Es- 
tablecimiento de  reclusión  penal  y  car- 
celaria, salía  alguno  de  aquel  medio  tan 
nocivo  para  la  enfermedad  que  le  aque- 
jaba; pero  el  mayor  número  quedaba 
allí,  porque  en  el  Manicomio  de  Santa 
Isabel  de  Leganés  no  había  plazas  va- 
cantes y  era  preciso  esperar. 

Gosa  parecida  ha  ocurrido  y  aun  ocu- 
rre, por  desgracia,  en  las  demás  Prisio 
nes,  según  ha  podido  observar  el  autor 
de  este  trabajo. 

Y  sin  ánimo  de  censurar  á  nadie,  pero 
deseoso  con  deseo  ardiente  de  que  se 
remedie  el  mal,  pordeber  humanitario  en 
todos,  y  por  obligación  inexcusable  en  los 
funcionarios  del  Estado,  se  permite  ex- 
citar los  sentimientos  filantrópicos  y  ca- 
ritativos de  los  primeros  y  el  deber  Ine- 
ludible de  los  segundos,  para  que  se  ali- 
vie la  situación  desgraciada  de  los  qae 
en  tan  deplorables  condiciones  gimen. 

Una  década  va  á  hacer,  si  no  recorda- 
mos mal,  que  en  el  Puerto  de  Santa  Ma- 
ría, y  en  el  Penal  que  allí  existe,  se  cons 
truyó  un  pabellón  para  reclusos  demen- 
tes. Gostó  no  poco  dinero  al  Estado,  de 
cuya  inversión  y  de  cuyas  obras  no  que- 
remos ocuparnos  en  este  lugar;  y  en  tan- 
to que  el  pabellón  se  encontraba  inhabi- 
tado, esperando  que  llegasen  aquellos  á 
quienes  había  de  albergar,  en  los  Pena- 
les y  Gárceles  seguían  y  sifuen  los  locos 
en  las  condiciones  resefiadas  antes. 

Urge,  pues,  que  á  necesidad  tan  apre- 
miante se  atienda;  que  por  el  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  ya  que  de  este  De- 
partamento dependen  las  Prisiones,  y 
muy  especialmente  por  la  Dirección  del 
ramo,  se  adopten  las  medidas  oportunas 
con  conocimiento  del  asunto  y  con  ver- 
dadera decisión,  para  que  el  desventara- 
do  recluso  demente  encuentre  la  proteo- 
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ción  y  «I  amparo  qne  su  triste  «itaación 
demanda  en  nombre  de  la  ley,  en  nom- 
bre de  los  máa  radimentarioe  deberes  ca- 
ritativos y  en  nombre  de  los  sentimien- 
tos de  hnmanidad,  qne  á  nadie  excluyen 
y  que,  por  ende,  comprenden  á  todos. 

En  el  artículo  Manicomios  y  Peulteu- 
elarfa  hospital,  damos  más  detalles  de 
esta  importante  materia. 


IMPRENTA.— «Arte  de  imprimir>  y 
también  «la  oficina  ó  lugar  donde  se  im- 
prime». 

La  publicación  de  impresos  y  graba- 
dos se  rige  por  la  ley  que  seguidamente 
insertamos. 

Ley  de  26  de  Julio  de  1883,  relativa  á  la 
libertad  de  la  pren$a. 

{Gob)  «Artículo  1.0  Para  el  ejercicio 
del  derecho  que  reconoce  á  todos  los  es- 
pafioles  el  párrafo  segundo  del  art.  18  de 
la  Constitución  de  la  Monarquía,  y  para 
los  efectos  de  la  presente  ley,  se  consi- 
dera impreso  la  manifestación  del  pensa- 
miento por  medio  de  la  imprenta,  lito- 
grafía, fotografía  ó  por  otro  procedí mien- 
to  mecánico  de  los  empleados  hasta  el 
día,  ó  que  en  adelante  se  emplearen  para 
la  reproducción  de  las  palabras,  signos 
y  figuras  sobre  papel,  tela  ó  cualquiera 
otra  materia. 

Art.  2  0  Los  impresos  se  dividen  en 
libros,  folletos,  hojas  sueltas,  carteles  y 
periódicos. 

Tienen  también  la  consideración  de 
impresos  los  dibujos,  litografías,  foto- 
grafías, grabados,  estampas,  medallas, 
emblemas,  viñetas  y  cualquiera  otra  pro- 
ducción de  esta  índole,  cuando  aparecie- 
sen solas  y  no  en  el  cuerpo  de  otro  im- 
preso. 

Art.  8.0  Se  entiende  por  libro  todo 
impreso  que,  sin  ser  periódico,  reúna  en 
un  solo  volumen  200  ó  más  páginas. 

Se  entiende  por  folleto  todo  impreso 
que,  sin  ser  periódico,  reúna  en  un  solo 
volumen  más  de  ocho  páginas  y  menos 
de  200. 

Es  hoja  suelta  todo  impreso  que,  sin 
ser  periódico,  no  exceda  de  ocho  pá- 
ginas. 

Es  cartel  todo  impreso  destinado  á 
fijarse  en  los  parajes  públicos. 

Se  entiende  por  periódico  toda  serie 
de  impresos  que  salgan  á  luz  con  título 
constante  una  ó  más  veces  al  día,  ó  por 


intervalos  de  tiempo,  regulares  ó  irregu- 
lares, que  no  excedan  de  80. 

Los  suplementos  ó  números  extraordi- 
narios serán  comprendidos  en  esta  de- 
finición para  los  efectos  de  la  ley. 

Art.  4.0    He  entiende  publicado  un  im 
preso  cuando  se  hayan  extraído  más  de 
seis  ejemplares  del  mismo  del  estableci- 
miento en  que  se  baya  hecho  la  tirada. 

Los  carteles  se  entenderán  publicados 
desde  el  momento  en  que  se  fije  alguno 
en  cualquier  paraje  público. 

Art.  6.0  La  publicación  del  libro  no 
exigirá  más  requisitos  que  el  de  llevar 
pie  de  imprenta. 

Art.  6.0  Este  mismo  requisito  se  lle- 
nará en  todo  folleto,  y,  además,  el  de  de- 
positar en  el  Gobierno  de  provincia  ó  en 
la  Delegación  especial  gubernativa  ó  Al- 
caldía de  la  población  en  que  vea  la  lus, 
tres  ejemplares  del  mismo  en  el  acto  de 
la  publicación. 

Art.  7.0  Los  mismos  requisitos  se  lle- 
narán al  publicar  una  hoja  suelta  ó  car- 
tel, y  además  presentará  el  que  los  pu- 
blique una  declaración  escrita  y  firma- 
da, qne  comprenda  los  particulares  si- 
guientes: 

1.0  £1  nombre,  apellidos  y  domicilio 
del  declarante. 

2.0  La  afirmación  de  hallarse  éste  en 
el  pleno  uso  de  los  derechos  civiles  y  po- 
líticos. 

No  será  necesaria  esta  declaración 
para  la  publicación  de  las  hojas  ó  carte- 
les de  anuncios  ó  prospectos  exclusiva- 
mente comerciales,  artísticos  ó  técnicos. 

Art.  8.0  La  sociedad  ó  particular  qne 
pretenda  fundar  un  periódico,  lo  pondrá 
en  conocimiento  de  la  primera  autoridad 
gubernativa  de  la  localidad  en  qne  aquél 
baya  de  publicarse,  cuatro  días  antes  de 
comensar  su  publicación,  y  una  declara- 
ción escrita  y  firmada  por  el  fundador, 
que  comprenda  los  particulares  siguien 
tes: 

1.0  El  nombre,  apellidos  y  domicilio 
del  declarante. 

2.0  La  manifestación  de  hallarse  éste 
en  el  pleno  uso  de  los  derechos  civiles  y 
políticos. 

8.*  El  título  del  periódico,  el  nombre, 
apellido?  y  domicilio  de  su  director,  los 
nías  en  qne  deba  ver  la  luz  pública  y  el 
establecimiento  en  que  haya  de  impri- 
mirse. 

Acompafiará  además  el  recibo  qne  acre- 
dite hallarse  dicho  establecimisnto  al  co- 
rriente en  el  pago  de  la  contribución  de 
subsidio,  ó  cualquiera  otro  documento 
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qne  pruebe  bAliaree  abierto  y  habilitado 
para  faocionar. 

De  eata  declaración  ae  dará  al  intere- 
sado recibo  en  el  acto. 

Art  9.0  La  representación  de  todo 
periódico  ante  laa  autoridadas  y  Tribana- 
lee  corresponde  al  director  del  miemo,  y 
en  an  defecto,  al  propietario,  ain  perjni- 
cio  de  la  reaponaabilidad  civil  ó  criminal 
qoe  pnedan  tener  otras  peraonaa  por  de- . 
litos  ó  faltas  cometidos  por  medio  del  pe- 
riódico. 

£1  fundador  se  considerará  propieta- 
rio mientras  no  tranamita  á  otro  la  pro- 
piedad. 

Caando  ana  sociedad  legalmente  cons- 
titolda  fnnde  nn  periódico  ó  adquiera  su 
propiedad  tendrá  la  representación  legal 
para  todoa  los  efectos  el  gerente  que 
aquélla  designe,  quien  goaará  los  mismos 
derechos  y  estará  sujeto  á  ignalea  respon- 
sabilidadea  civiles  y  criminales  que  ai 
fuese  propietario  único  del  periódico. 

Art.  10.  Loa  dir^ctorea  de  los  perió- 
dicos deberán  hallarse  en  el  pleno  uso 
de  sus  derechos  civiles  y  políticos;  la 
suspensión  de  éstos  inhabilitará,  mien- 
tras subsista,  para  publicar  ó  dirigir  el 
periódico. 

Art.  II.  £1  director  de  todo  periódi 
co  deberá  presentar  en  el  acto  de  au  pu- 
blicación y  autorlaados  con  su  firma,  trea 
ejemplares  de  cada  námere  y  edición 
en  el  Gobierno  de  provincia,  en  la  Dele- 
gación especial  gubernativa  ó  en  la  Al- 
caldía del  pueblo  en  que  se  publicare. 
De  loa  periódicos  de  Madrid  ae  presenta- 
rán además  otros  tres  ejemplnres,  con  las 
mismas  formalidades,  en  el  Ministerio  de 
la  Gobernación:  uno  de  los  ejemplarea  ci- 
tadoa  será  sellado  y  devuelto  á  la  perao- 
iia  que  los  presente. 

Art.  12.  Cuando  ae  transmita  la  pro- 
piedad de  un  periódico,  au  propietario 
dará  conocimiento  á  la  autoridad  guber- 
nativa, preaentando  el  adquirente  al  mis- 
mo tiempo  una  declaración  en  los  térmi- 
nos expreeadoB  en  el  art.  8.o,  números 
1.0  y  2.0 

También  se  dará  conocimiento  á  la 
autoridad  gubernativa  cuando  se  varíe  el 
eatflbiecimiento  en  que  el  periódico  se 
imprima,  manifeatando  que  el  nuevo  ae 
halla  en  laa  condiciones  expresadas  en  el 
artículo  8.0,  y  acompafiandoel  documento 
á  que  el  miamo  ae  refiere. 

Art.  18.  Cesará  en  su  publicación  el 
periódico  caando  por  aentencia  ejecuto- 
ria se  prive  al  que  lo  represente  del  uso 
de  ana  derechos  civiles  y  políticos,  y  ha- 


yan tranacurrido  cuatro  díaa  desde  la  no- 
tificación de  la  sentencia  ain  que  un  nue- 
vo repreaentante  haya  llenado  loa  reqni- 
aitoa  que  establece  el  art.  8.o  en  lo  que  ae 
refiere  á  la  peraona  del  fundador. 

Art.  14.  Todo  periódico  eatá  obliga- 
do á  inaertar  las  aclaracionea  ó  reclifica- 
cionea  que  le  aean  dirigidaa  por  cualquie- 
ra autoridad,  corporación  ó  particular  que 
ae  creyeren  ofendidos  por  alguna  publi- 
cación hecha  en  el  miamo,  ó  á  quienes 
ae  hubiesen  atribuido  bechoa  falacia  6 
desfigurados. 

£1  eacrito  de  aclaración  ó  rectificación 
ae  inaertará  en  el  primer  número  que  ae 
publique,  cuando  proceda  de  una  autori- 
dad, y  en  uno  de  loa  tres  números  siguien- 
tes á  su  entrega  ai  procede  de  un  partí  - 
cular  ó  corporación,  en  plana  y  columna 
igualea  y  con  el  mismo  tipo  de  letra  á  los 
en  que  se  publicó  el  artículo  ó  auelto  que 
lo  motive,  siendo  gratuita  la  inserción 
aiempreque  no  exceda  del  duplo  de  línea» 
de  éate,  pagando  el  exceao  el  comunicnu- 
te  al  precio  ordinario  que  tenga  estable- 
cido el  periódico. 

£1  comunicado  deberá  en  todo  caao- 
circunscribirse  al  objeto  de  la  aclaración 
ó  rectificación. 

Art.  15.  £1  derecho  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  podrá  ejercitarae  por  loa 
cónyugee,  padrea,  hijoa  ó  hermanos  de  la 
persona  agraviada,  en  caao  de  auaeneia, 
impoaibilidad  ó  autoriaación;  y  por  loa 
miemoB,  y  además  por  sus  bereden>s, 
cuando  el  agraviado  hubieae  fallecido. 

Art.  16.  Si  el  comunicado  no  se  inser- 
tase en  el  plaso  que  fija  el  art.  14,  podrá 
la  autoridad  ó  particular  interesado  de- 
mandar á  juicio  verbal,  con  arreglo  á  laa 
diapoaicionea  de  la  Ley  de  £nju¡ciamien- 
to  civil,  al  representante  del  periódico. 
£1  juicio  versará  excloaivamente  sobre 
la  obligación  de  insertar  el  comunicado. 
Si  la  sentencia  fueae  condenatoria,  ae 
impondrán  aiempre  las  costas  al  deman- 
dado y  se  mandará  insertar  por  cabesa 
del  escrito  en  uno  de  loa  trea  primeros 
números  que  se  publiquen  después  de  la 
notificación;  en  este  caso,  y  si  el  comu- 
nicado procediese  de  una  autoridad,  ae 
impondrá*  además  al  repreaentante  del 
periódico  una  multa  de  800  peaetaa. 

Art.  17.  £1  impreaor  de  todo  periódi- 
co tendrá  derecho  á  exigir  que  ae  le  en- 
treguen firmados  loe  originalea.  De  ellos 
no  podrá  usarae  contra  la  voluntad  de  su 
autor,  aino  para  presentarlos  ante  los 
Tribunales  cuando  éatoa  loa  reclamen,  ó 
en  defensa  del  impreaor  que  pretenda 
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eximirse  de  la  responsabilidad  qae  pue- 
da afectarle  por  la  publicación. 

Art.  18.  Para  los  efectos  qae  el  Códi- 
go penal  sefiala,  serán  considerados 
como  clandestinos: 

1.0  Todo  impreso  que  no  lleve  pie  de 
imprenta  ó  lo  lleve  sapueito. 

i.o  Toda  hoja  suelta,  cartel  ó  perió- 
dico qne  se  publique  sin  cumplir  los  re- 
quisitos exigidos  respectivamente  por  los 
arts.  7.0  y  8.o  de  esta  ley. 

8.0  Todo  periódico  qne  se  publique 
antes  ó  después,  respectivamente,  del 
plazo  de  cus  tro  días  que  establecen  los 
arts.  8.0  y  18 

4.^  La  boJH  suelta,  cartel  ó  periódico, 
si  resultare  falsa  en  algunos  de  sus  ex- 
tremos la  declaración  hecha,  con  arreglo 
á  los  arts.  7.oy  8.^  respectivamente. 

Art.  19.  Lbs  infrncdones  á  lo  preve- 
nido en  esta  ley  que  no  constituyan  de- 
lito, con  arreglo  al  Código  penal,  serán 
corregidas  gubernativamente  con  las 
mismas  penas  que  éste  sefiala  para  las 
faltas  cometidas  por  medio  de  la  im- 
prenta. 

De  la  imposición  gubernativa  de  mul- 
tas podrá  apelarse  en  ambos  efectos  para 
ante  el  Juez  de  instrucción,  en  término 
de  tercero  día,  depositando  previamente 
el  importe  de  ellas,  sin  cuyo  requisito  no 
se  admitirá  la  apelación.  £1  Juez  resol- 
verá sobre  la  procedencia  ó  improceden- 
cia de  la  multa,  siguiendo  la  tramitación 
de  las  alzadas  en  los  juicios  verbales  de 
faltas,  representando  á  la  autoridad  el 
Fiscal  municipal. 

Estas  infracciones  ó  faltas  prescribi- 
rán en  el  término  de  ocho  días,  á  contar 
desde  el  en  que  se  cometieron. 

Art.  20.  La  introducción  y  circulación 
de  dibujos,  litografías,  fotografías,  gra- 
bados, estampHs,  medallas,  emblemas, 
vifietas  y  cualquiera  otra  producción  de 
esta  índole,  y  las  de  folletos,  hojas  suel- 
tas y  periódicos  escritos  en  idioma  espa- 
fiol  é  impresos  en  el  extranjero,  podrá 
ser  prohibida  por  acuerdo  del  Consejo 
de  Ministros 

Art.  21.  Quedan  derogadas  todas  las 
leyes  y  disposiciones  especiales  relativas 
á  la  imprenta. 

Por  tanto,  mandamos,  etc. 

Dado  en  Palacio  á  26  de  Julio  de  1888. 
.  Yo  BL  Rbt.-  El  Ministro  de  la  Ooberna- 
ció».  Pío  Gullón*  {Gac.  80  Julio). 

(Véase  para  lo  relativo  á  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  imprenta  y  pe- 
nalidad establecida.  Código  penal^ar 
tículo  10,  circunstancia  6/,  pág.  612;  ar- 


ticulo IOS,  pág.  684,  y  arts.  582  á  684. 
pág.  670  del  tomo  I.  En  lo  concernlaiite 
al  procedimiento.  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  arts.  816  á  828,  pág.  194  de  ette 
tomo.) 


IMeRUDENCiÁ.-U  que  conduce  á 
ejecutar  actos  que,  si  mediara  malicia, 
constituirían  delito. 

Trata  de  la  imprudencia  el  art.l&Sl  del 
Código  penal  (tomo  I,  pág.  670),  y  res 
pecto  á  ella  dice  el  6r.  Viada,  que  nuestro 
Código  distingue  tres  clases  de  impru- 
dencia: la  imprudencia  temeraria,  que 
consiste  en  todo  acto  de  imprevisión, 
descuido,  negligencia,  impericia,  indiscre- 
ción, ejecutado  sin  tomar  las  precaucio- 
nes ó  medidas  previas  que  aconseje  la 
prudencia  más  vulgar.  El  que  descarga 
un  arma  de  fuego  desde  su  ventana,  y 
en  el  acto  de  disparar,  se  asoma  un  veci- 
no en  el  balcón  de  enfrente  y  le  mata;  el 
que  deja  esa  misma  arma  de  fuego  enci- 
ma de  una  silla,  al  alcance  de  los  nifios 
que  hay  en  la  casa,  que  la  cogen  y  se  les 
dispara  y  causa  á  uno  ó  varios  heridas 
mortales,  casos  son,  como  otros  muchos, 
constitutivos  de  imprudencia  temeraria, 
pues  con  ellos  se  lia  ocasionado,  por  falta 
de  previsión  ó  cuidado,  un  mal  material 
que,  á  mediar  malicia,  constituiría  delito. 

La  segunda  clase  de  imprudencia  con 
siste  en  ejecutar  un  hecho,  que  si  media- 
ra malicia,  constituiría  igualmente  un 
delito,  por  simple  imprudencia  ó  negli- 
gencia, con  infracción  de  reglamentos. 
Sin  estar  el  Jefe  de  una  Prisión  en  con- 
nivencia con  un  recluso,  permite  por  to- 
lerancia que  salga  del  Establecimiento,  y 
el  recluso,  abusando  de  la  conBanza  y  de 
la  tolerancia  indebidas  que  con  él  se 
tienen,  se  fuga.  El  Jefe  ha  infringido  la» 
disposiciones  que  prohiben,  bajo  ningún 
pretexto,  dejar  salir  á  los  reclusos:  la  fu 
ga,  producida  por  tales  infracciones  re- 
glamentarias, constituye  al  citado  Jefe 
en  autor  del  delito  de  infidelidad  en  la 
custodia  de  presos,  cometido  por  impru- 
dencia simple  y  penado  en  el  segundo 
párrafo  del  art.  681  que  hemos  mencio- 
nado. 

La  tercera  imprudencia  que  el  Código 
reconoce,  no  puede  llamarse  temeraria, 
cuando  no  puede  preverse  el  mal  produ- 
cido, ni  con  infracción  de  reglamentos 
cuando  no  se  infringe  ninguno,  y  á  eeta 
imprudencia  se  llama  simple^  y  se  halla 
penada  como  falta  en  el  art.  606,  núme- 
ro 8.0  del  referido  Código.  Ejemplo  de 
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«ata  clase  de  impmdencia:  paaa  nn  carre- 
ro por  una  calle  conduciendo  sa  carro  al 
paso,  según  las  Ordenanzas  y  llevando 
«Qjeta  del  ramal  á  la  caballería;  en  nn 
momento  de  distración  no  se  apercibe, 
al  volver  una  esquina,  de  que  hay  en  el 
jtrroyo,  al  lado  opuesto  por  el  que  cami- 
na, un  nifio  dormido,  al  que  atropella 
-causándole  una  lesión  grave.  El  hecho  no 
puedejcalificarse  de  casual,  pues  que  al  no 
Jiaber  padecido  el  agente  aquel  momento 
de  distracción,  quizá  hubiera  podido  evi-* 
tarlo.  No  cabe  tampoco  admitir  que  hubo 
imprudencia  temeraria  por  su  parte,  por- 
•que  no  pudo  prever  que  por  una  rarísima 
casualidad  hubiera  de  encontrarse  el  ni- 
fio dormido  en  aquel  sitio;  ni  tampoco 
hubo  infracción  de  reglamentos,  puesto 
que  en  la  conducción  del  vehículo  se 
ajustó  en  tín  todo  á  lo  que  dichos  regla- 
mentos previenen.  Deberá  declarársele, 
•por  lo  tanto,  responsable  de  una  simple 
imprudencia  ó  negligencia,  penable  como 
falta  con  arreglo  al  expresado  artículo, 
por  cuanto,  sin  cometer  infracción  de  re- 
glamentos, ni  incurrir  en  imprudencia  te- 
meraria alguna,  produjo  por  mera  dis- 
-tracción  ó  descuido,  el  hecho  dañoso  á 
•que  nos  referimos. 

Bien  se  comprende  que  no  cabe  esta- 
'  blecer  reglas  Ajas  é  invariables  para  pre- 
cisar cuándo  deberá  reputarse  un  hecho 
como  imprudencia  simple^  penable  como 
falta,  y  cuándo  como  temeraria,  penable 
<!onro  delito.  Los  Tribunales  estimarán  lo 
uno  y  lo  crtro  según  su  prudencial  crite- 
rio, apreciando  en  cada  caso  particular 
que  ocurra,  el  mayor  ó  menor  grado  de 
negligencia  ó  imprudencia,  según  las  cir- 
cunstancias de  las  personas,  lugar  y 
tiempo  en  que  ha  acaecido  el  hecho  y 
«egún  la  naturaleza  misma  del  acto  causa 
del  mal  ocasionado. 


IMPUESTO  DE  GÉDULAS.-Se  lla- 
ma cédula  de  vecindad  ó  personal,  al 
documento  oficial  que  expresa  el  nom- 
bre, profesión,  domicilio  y  demás  cir- 
cunstancias de  una  persona,  y  sirve 
para  identificarla. 

La  cédula  personal  ha  venido  á  sus- 
tituir á  las  antiguas  cartas  de  seguridad 
y  á  los  pasaportes;  pero  hoy,  más  que 
documento  para  acreditar  la  personali- 
dad, se  la  considera  como  un  impuesto, 
al  que  están  sujetos  todos  los  espafioles 
y  extranjeros  domiciliados  en  Espafia 
mayores  de  catorce  afios,  sio  más  ex- 


cepciones que  las  consignadas  en  el  ar- 
tículo 2.®  de  la  Ley  de  81  de  Diciembre 
de  1881,  y  9.<>  de  la  Instrucción  dé  27  de 
Mayo  de  1884,  de  las  cuales  insertamos 
la  parte  más  pertinente  á  nuestro  objeto. 

Por  Real  decreto  de  15  de  Febrero 
de  1864  fueron  suprimidos  los  pasapor- 
tes y  demás  documentos  que  se  expe- 
dían á  los  viajeros  y  vecinos  de  los  pae- 
blos  para  transitar  de  un  ponto  á  otro, 
y  «e  dispuso  que  á  principio  de  cada 
año  la  autoridad  correspondiente  facili- 
tase á  los  padres  ó  cabezas  de  familia 
una  cédula  de  vecindad  para  sí  y  otra 
para  cada  uno  de  los  individuos  de  mu 
familia,  pagando  un  real  de  vellón  por 
cada  cédula.  La  falta  de  este  documento 
era  causa  legal  para  detener  al  omiso  y 
motivo  para  la  imposición  de  multas. 

Por  otro  Decreto  del  mismo  mea  y 
afio  se  declaró  que  el  anterior  no  tenía 
conexión  alguna  con  el  ramo  de  Gue- 
rra; pero  por  leyes  de  presupuestos  y 
disposiciones  posteriores,  quedaron  obli- 
gados los  militares,  excepto  las  clases 
de  tropa,  al  impuesto  de  que  se  trata;  y 
.  á  medida  que  se  fué  dominando  en  las 
cédulas  el  carácter  fiscal  del  impuesto, 
se  fué  haciendo  extensivo  á^  más  perso- 
nas, incluso  á  los  extranjeros,  y  se  fae- 
ron  aumentando  las  cuotas  de  adquisi- 
ción del  documento,  hasta  que  en  1881 
se  organizó  en  la  forma  que  hoy  existe. 
Esta  ley  y  la  instrucción  de  1884,  cons 
tituyen  la  legislación  vigente  en  la  ma- 
teria. 

Ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  par  la 
cual  se  sujeta  al  pago  de  cédulas  pe^'Bo- 
nales  á  todos  los  españoles  mayores  de 
catorce  años;  se  autoriza  á  los  Ayunta- 
mientos para  recargarlos  con  un  50 
por  100^  y  se  clasifican  en  11  clases  las 
referidas  cédulas, 

{Hae.)    cDon  Alfonso  XII,  etc. 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y 
entendieren,  sabed:  que  las  Cortes  han 
decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artículo  1.0  Están  sujetos  al  pago 
del  impuesto  de  cédulas  personales  to- 
dos los  espafioles  y  extranjeros  de  am? 
bos  sexos,  mayores  de  catorce  afios,  do- 
miciliados en  las  provincias  de  Espaíia 
é  islas  adyacentes. 

Art.  2.0  Quedan  exceptuados  del  ar- 
tículo anterior: 

1.0     Los  pobres  de  solemnidad. 

2.0  Las  religiosas  que  viven  en  clau- 
sura. 


Digitized  by 


Google 


IMP 


—  575  -« 


IMP 


.o     Los  penados  dorante  el  tiempo 

la  reclastón. 

r  4.^     Las  clases  de  tropa. 

Ti.  t.o    La  exacción  del   impuesto 

rerífieará  desde  l.^  de  Jallo  de  1892, 

SQJeción  á  las  escalas  contenidas 
las  tarifas  adjantas  números  l.^  y  3.^ 
^ri.  4.0  Los  militares  y  sas  asimila- 
i-qne  no  estén  retirados,  se  proveerán 
pódalas  de  novena  clase,  siempre  qne 
ileban  contribuir  sino  por  el  saeldo 
rcorao  militares  disíraten,  qnedando 
ibién  exentoa  de  todo  recargo  maní- 
d. 

krt.  6.0    Los  Ayuntamientos  podrán 
^ner  an  recargo  hasta  60  por  100  so- 
i  cada  cédola. 
Irt.  0.*    Para  la  mejor  admtniatración 

impaesto,  se  observarán  las  reglas 
Dientes: 

!/  Los  Ayuntamientos  formarán  en 
primer  mes  del  último  trimestre  de 
la  afio  económico,  un  padrón  especial, 
el  qae  consten  nomínalmente  los  in 
ridnoa  obligados  á  obtener  cédula,  con- 
>to  por  el  que  son  llamados  á  contri- 
ir,  importe  y  recargo  de  U  misma. 
I.*  En  losKliez  primeros  días  del  se- 
ndo mes  del  precitado  último  trimes- 
i«  loe  Ayuntamientos  entregarán  á  las 
Iminiatraciones  eponómicas  las  listas 
oratorias* 

1}  En  el  período  que  medie  desde  la 
»ba  de  la  entrega  hasta  el  final  del  tri- 
istre,  las  A dminisl  raciones  eztende 
A,  bajo  su  responsabilidad,  las  cé 
las.  que  serán  entregadas  á  los  recao- 
dores  de  Hacienda  en  el  primer  mes 
1  trimestre  signiente,  ó  sea  el  primero 
I  año  económico,  para  la  cobranza  de 
I  mismas. 


Art.  7.0  Para  la  formación  del  padrón 
y  listas  se  abonará  á  los  Ayuntamientos 
el  1  por  100,  y  éstos  á  su  ves  á  la  Ha- 
cienda el  10  por  100  por  cobransa  y  ad- 
ministración de  los  recargos  municipales. 

Art.  8.0  Por  la  recaudación  de  eate 
impuesto  se  abonará  como  máximo  el 
precio  contratado  para  la  contribución 
industrial. 

Art.  9.0  Del  importe  de  la  cédula  qne 
haya  de  obtener  el  que  no  sea  cabesa  de 
familia,  será  éste  responsable  para  loa 
casos  de  apremio. 

Art.  10.  (Preceptúa  qne  serán  aplica- 
bles á  la.  cobransa  de  este  impuesto,  la 
Instrucción  de  8  de  Diciembre  de  1869  y 
demás  disposiciones  de  las  contribucio- 
nes directas.  Pero  la  Instrucción  qne  se 
cita,  ha  sido  derogada  por  la  de  12  dé 
Mayo  de  1888). 

A rt.  1 1 .  El  Ministro  de  Hacienda  dic- 
tará cuantas  medidas  sean  necesaria» 
para  el  debido  cumplimiento  de  la  pre- 
aente  ley. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Jus- 
ticias, Jefes,  Gobernadores  y  demás  an- 
toridades,  asi  civiles  como  militares  y 
eclesiásticas,  de  cualquiera  clase  y  dig- 
nidad, que  guarden  y  bagan  guardar, 
cumplir  y  ejecutar  la  presente  ley  en 
todas  sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á  81  de  Diciembre 
de  1881.- Yu  bl  Kst.— El  Ministro  de 
Hacienda,  JuanFranciico  Camacho,* (Ga- 
ceta de  1.0  lunero  de  1882). 

(Seguidamente  se  insertan  las  tarifas 
que  se  refiere  el  artículo  8.o  de  la  pre- 
sente ley). 
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üeal  decreto  de  27  de  Mayo  de  1864,  apro- 
bando la  adjunta  Instruccián  relativa  al 
impuesto  de  cédula$  personales. 

{Hac)  <A  propaeflta  del  Míoistro  de 
Hacienda;  de  acoerdo  con  el  Consejo 
de  Miniatroa  y  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen del  Conaejo  de  Estado  en  pleno, 

Vengo  en  aprobar  la  adjonta  Instrno- 
ción  para  la  imposición,  administración 
y  cobranza  del  impaesto  de  cédalas  per- 
sonales. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Mayo  de  1884. 
Alponbo.— £1  Ministro  de  Hacienda,  Fer- 
nando  Cos-Gayán.* 

INSTRUCCIÓN  para  la  imposición,  ad- 
ministración y  cobranza  del  impuento 
de  cédulas  personales. 

Capitulo  pkiicbro.— De  las  cédulas  en  ge- 
neral y  de  las  personas  obligadas  á  ad- 
quirirlas. 

Artículo  1."  Están  sujetos  al  impnes* 
to  sobre  cédalas  personales  todos  loses- 
pafioles  y  extranjeros  de  ambos  sexos 
mayores  de  catorce  afios  domiciliados  en 
España  que  se  hallen  comprendidos  en 
la  clasificación  y  escala  siguiente. 

Art.  2.®  Las  cédula  personales  serán 
de  las  clases  siguientes: 

1.a 100     pesetas 

2.» 76  — 

8.*...: 60  — 

4.*  26  — 

6.» 20  — 

6.« 16  — 

7.» 10  — 

8.» 6  — 

9.« 2*60  — 

10.« 1  — 

11.* 0*60  — 

Sobre  los  precios  marcados  en  la  esca- 
la que  precede  podrán  imponer  los  Ayun- 
tamientos para  las  atenciones  municipa- 
les un  recargo  que  no  podrá  exceder  del 
60  por  100. 

Art.  8.<>  Los  Ayuntamientos  darán  co- 
nocimiento á  las  respectivas  Administra- 
ciones de  Propiedades  é  Impuestos  antes 
de  empezar  el  año  económico  del  recargo 
que  hayan  acordado  imponer  sobre  cédu- 
las personales  ó  de  haber  renunciado  á 
la  imposición  de  este  arbitrio,  debiendo 
figurar  en  su  caso  precisamente  en  el 
presupuesto  municipal. 

Art.  4.0    Se  proveerán  de  cédalas  per- 


sonales los  obligados  á  ello,  con  arreglo 
á  las  siguientes  tarifas  (1> 

Art.  6.*  Los  qne  se  hallen  comprendi- 
dos en  dos  ó  más  categorías  estarán  obli- 
gados á  obtener  la  cédala  de  clase  sope- 
rior  entre  las  varias  qne  les  corres- 
pondan. 

Art.  6.0  Los  militares  y  sus  asimila- 
dos qae  no  estén  en  situación  de  retira- 
dos se  proveerán  de  cédulas  de  novena 
clase,  excepto  aquéllos  á  quienes  les  co- 
rresponda de  clase  superior  por  otro  con- 
cepto, quedando  libres  en  el  primer  caso 
de  recargos  municipales. 

Art.  7.®  Obtenidas  las  cédulas  con 
arreglo  á  las  circunstancias  personales 
existentes  al  tiempo  de  la  adquisición, 
no  podrá  exigirse  la  provisión  de  nuevas 
cédulas,  sean  cualesquiera  las  variaciones 
qne  hubiesen  sufrido  la  indicadas  cir- 
cunstancias. 

Art.  8.0  La  exhibición  de  la  cédala 
personal  es  indispensable: 

1.®  Para  desempeñar  toda  comisión 
ó  empleo  público,  entendiéndose  por  ta- 
les, para  los  efectos  de  este  impuesto,  los 
que  procedan  de  nombramiento  del  Go- 
bierno, de  las  Cortes,  de  la  Casa  Real,  de 
las  corporaciones  oficiales  y  da  las  autori- 
dades de  todas  clases  y  categorías. 

2.0  Para  el  ejercicio  de  los  cargos  pro- 
vinciales y  municipales,  aunque  el  nom- 
bramiento proceda  de  elección  popular. 

8."  Para  el  otorgamiento  de  contratos, 
ya  se  consignen  en  instrumentos  públi 
eos,  y$  en  documentos  privados. 

4.0  Para  ejercitar  acciones  ó  derechos 
y  gestionar  bajo  cualquier  concepto  ante 
los  Tribunales,  Juagados,  corporacionea, 
autoridades  y  oficinas  de  todas  clases. 

6.0  Para  la  inscripción  en  las  matrí- 
culas de  la  enseñanza  qne  no  sea  gra- 
tuita. 

6.0  Para  el  ejercicio  de  cualquier  in- 
dustria fabril  ó  comercial,  profesión,  ar- 
te ú  oficio. 

7.0  Para  entablar  cualqoier  dase  de 
reclamaciones  ó  solieitudes,  ó  practicar 
algún  acto  civil  no  expresado  anterior- 
mente, aun  cuando  por  ellos  no  se  adquie- 
ran derechos  ó  se  contraigan  obligacio- 
nes. Los  qne  dirijan  solicitudes  á  las  aa 
toridades  ú  oficinas  situadas  en  poblado 
nes  distintas  de  las  de  su  residencia  no 
necesitan  acompañar  sus  cédulas  perso- 
nales, siendo  suficiente  que  expresen  en 
el  ingreso  del  escrito  el  punto  y  fecha  de 


(1)    Véase  las  tarifas  eo  las  págs.  576  y  5T7. 
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expedición,  sos  námeros  impreso  y  ma* 
naBcrito«  el  barrio,  calle  y  domicilio  co- 
rrespondiente; reseryándose  la  Adminis- 
tración el  derecho  de  practicar  las  com- 
probaciones qae  estime  oportuno,  y  el  de 
entregar  á  los  Tribnnales  á  los  qne  por 
este  medio  cometan  falsedad. 

8.0  Para  acreditar  la  personalidad, 
cnando  foere  preciso  en  todo  acto  pú- 
blico. 

9.0  Para  la  realisación  de  caalqoiera 
clase  de  créditos. 

T  10.  Para  ser  Directores,  Adminis- 
tradores, Gerentes,  Vocales,  Ck>nse]eros 
ó  empleados  de  cualquier  clase  de  socie- 
dades ó  empresas. 

Art.  9.^  Se  declaran  exentos  del  pago 
de  este  impuesto: 

1.0  Las  clases  de  tropa  del  Ejército  y 
Armada  de  cualquier  clase  é  instituto 
que  sean  y  sns  asimilados. 

2.0  Los  acogidos  en  los  Asilos  de  Be- 
neficencia y  los  mendigos  que  por  causa 
no  dependiente  de  so  voluntad  no  en- 
cuentran acogida  en  estos  asilos. 

3.0  Las  religiosas  profesas  que  viven 
en  clausura  y  las  Hermanas  de  la  Ca- 
ridad. 

4. o  Los  penados  durante  el  tiempo 
de  su  reclusión. 

Art.  10.  No  se  dará  posesión  de  nin 
guna  comisión,  cargo  ni  empleo  público 
sin  que  la  persona  que  deba  servirlo  ex- 
hiba previamente  la  cédula^personal  res- 
pectiva á  la  autoridad,  Jefe  ó  funcionario 
que  deba  autoriaar  aquélla. 

En  la  diligencia  de  toma  de  posesión 
se  determinará  la  personalidad,  consig- 
nándose el  número  de  orden  de  la  cédu- 
la, su  clase,  el  punto  y  la  fecha  de  su  ex- 
pedición. 

Art.  11.  Sin  perjuicio  de  lo  prevenido 
en  el  artículo  anterior,  las  oficinas  inter 
ventoras  de  la  Administración  del  Esta- 
do, provincial  y  municipal,  no  autoriza- 
rán el  abono  de  ningún  haber  en  las  nó- 
minas correspondientes  á  los  empleados 
activos  que  deben  estar  provistos  de  eé- 
dulas,  sin  que  al  ingresar  en  la  nómina 
se  haga  constar,  en  la  forma  expresada 
en  el  artículo  anterior,  la  exhibición  de 
dicha  cédula. 

(  os  empleados  en  situación  pasiva,  los 
retirados  y  las  viudas  y  pensionistas  ci- 
viles y  militares,  exhibirán  las  cédulas 
al  ingresar  en  la  nómina  y  en  el  acto  de 
la  revista,  así  como  sus  apoderados;  ha- 
ciéndose constar,  de  igual  modo  y  en 
igual  época,  la  exhibición. 

Los  funcionarios  á  premio  y  operarios 


de  ambos  sexos  de  las  diferentes  fábri- 
cas del  Estado,  deberán  Igualmente  ex- 
hibir la  cédula  personal  al  percibir  los 
haberes  ó  premios  correspondientes  al 
mes  de  Agosto. 

Los  habilitados  de  las  clases  que  per- 
ciben haberes  del  Estado  ó  de  fondos 
provinciales  ó  municipales,  deberán  exi- 
gir de  los  perceptores  la  presentación  de 
la  cédula  personal  al  satisfacerles  la 
mensualidad  correspondiente  al  mes  de 
Agosto  de  cada  afio,  y  están  obligados  á 
anotar  al  margen  de  la  partida  corres- 
pondiente á  cada  interesado  el  número, 
clase  y  fecha  de  la  cédula  respectiva, 
quedando  responsables  juntamente  con 
aquéllos  si  no  lo  verificaren. 

Art.  12.  Los  Notarios  no  autorizarán 
ningún  instrumento  ó  acta  sin  que  los 
otorgantes  justifiquen  su  personalidad 
con  la  exhibición  de  la  correspondiente 
eédula  y  sin  consignar  las  circunstancias 
de  ésta  en  los  términos  expresados  en  el 
artículo  10. 

Art.  18.  Los  otorgantes  de  documen- 
tos privados,  harán  consignar  en  los 
mismos,  su  personalidad  con  referencia 
exacta  á  las  cédulas  respectivas. 

Los  documentos  privados  que  carezcan 
de  este  requisito  no  serán  admitidos  en 
los  Tribnnales  ni  en  las  dependencias 
del  Estado,  sin  que  se  subsane  la  falta 
por  medio  de  la  exhibición  de  las  cédu 
las,  haciéndose  constar  por  diligencia 
al  pie  de  los  mismos  en  los  términos  ex- 
presados en  los  artículos  anteriores. 

Art.  14.  En  consecuencia  con  lo  dis- 
puesto eú  el  caso  4.®  del  art.  8.o,  los  Tri- 
bunales y  Jueces  no  darán  curso  á  escri- 
to alguno  sin  que  el  autor  ó  recurrente, 
ó  su  representante  legal,  determine  en  el 
encabezamiento  del  mismo  su  personali- 
dad con  referencia  á  las  circunstancias 
consignadas  en  la  cédula,  que  será  exhi- 
bida, para  su  comprobación.  En  las  dili 
gencias  de  presentación  del  escrito,  se 
expresará  haberse  comprobado  la  perso- 
nalidad del  recurrente  con  la  cédula  y  se 
anotarán  sus  circunstancias,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
sin  exigirse  derechos  por  ello. 

Art.  15.  El  demandado  ó  citado  á 
juicio  acreditará  su  personalidad  al  com- 
parecer en  los  mismos  términos  que  el 
demandante,  querellante  ó  recurrente,  si 
lo  hace  por  escrito,  y  con  la  mera  exhi- 
bición de  la  cédula  en  otro  caso. 

La  falta  de  cédula  en  el  demandado 
no  será  causa  para  detener  el  curso  re- 
gular de  las  diligencias  judiciales,  si  bien 
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el  Joes  ó  Tribanai  le  obligará  en  an  bre- 
ve término  á  qne  se  provea  de  dicho  do- 
camento  y  á  qae  lo  presente,  parándole 
en  otro  caao  el  perjnicio  á  que  haya  la* 
gar,  y  dando  aviso  á  la  Administración  de 
Propiedades  é  Impuestos  de  la  provincia. 

Art.  IC.  En  los  contratos  de  inqnili- 
nato,  arrendainiento,  etc.,  ya  sean  públi- 
cos ó  privados,  se  hará  constar  el  núme- 
ro, clase  y  fecha  de  la  cédala  de  los  con- 
tratantes. 

Los  contratos  de  inqoilinato  qae  ca- 
rezcan de  este  requisito  no  harán  fe  en 
juicio. 

Art.  17.  Tampoco  los  Registradores 
de  la  propiedad  harán  inscripción,  ano- 
tación alguna,  ni  facilitarán  las  certifica- 
ciones que  les  sean  reclamadas  sin  que 
el  solicitante  exhiba  su  cédula,  cuya 
existencia  harán  constar  en  los  docu- 
mentos que  extiendan,  con  la  precisión 
expresada  en  los  artículos  precedentes. 
.  Art.  18.  Las  Autoridades  civiles,  mi- 
litares y  eclesiásticas,  las  Diputaciones 
provinciales  y  los  Ayuntamientos  y  las 
demás  Corporaciones  y  oficinas  admi- 
nistrativas de  todas  clases  no  darán 
tampoco  curso  á  ninguna  exposición,  ins- 
tancia ó  reclamación  que  se  les  presen- 
te, sin  que  los  interesados  acrediten  su 
personalidad  en  la  forma  prescrita  en 
los  artículos  anteriores  y  se  haga  cons- 
tar de  igual  modo  la  exhibición  de  la  cé- 
dula ó  cédulas  personales. 

Art.  19.  Los  Gobernadores  civiles  y 
Alcaldes  no  concederán  licencia  ó  per- 
miso para  abrir  establecimientos,  situar 
puestos  en  la  vía  pública,  casar  ó  pescar^ 
ó  adquirir  cartillas  de  sirvientes  sin  la 
previa  exhibición  de  la  cédula  personal 
respectiva;  consignando  en  cada  docu- 
mento til  número,  clase  y  demás  circuns- 
tancias de  la  cédula. 

Art.  20.  Las  oficinas  de  intervención 
no  autorizarán  ningún  pago  que  en  cual- 
quier concepto  deba  verificarse  en  las 
Cajas  públicas  de  la  provincia  ó  del  Mu- 
nicipio á  lúa  particulares  sin  la  exhibi- 
ción de  la  cédula  correspondiente,  cuya 
circunstancia  se  hará  constar  al  dorso 
ddl  talón  de  pago  respectivo,  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  10. 

Art.  ai.  Loa  Ayuntamientos  de  toda 
clase  de  poblaciones  no  acordarán  nin- 
guna traslación  de  vecindad  ni  pase  del 
padrón  municipal  de  un  distrito  á  otro  ó 
de  barrio  á  barrio  dentro  del  distrito,  á 
ningún  habitante  sin  la  exhibición  de  la 
cédula  personal,  haciéndolo  constaren 
la  respectiva  hoja. 


Art.  22.  LoM  que  formen  colegios,  aso- 
ciaciones ó  gremios  cuyos  nombres  de- 
ban inscribirse  en  listas  especiales,  no 
serán  inscritos  sin  la  previa  exhibición 
de  la  cédula,  bajo  la  responsabilidad  de 
los  Secretarios  ó  encargados  de  formar 
las  listas,  qqienes  certificarán  por  medio 
de  nota  final  haber  examinado  dichas 
cédulas. 

Art.  28.  Las  personas  que  formen  ana 
sociedad  mercantil  colectiva  ó  comandi- 
taria; las  que  tengan  un  caudal  ó  heren- 
cia pí'O  indivi$o;  las  que  perciban  manco- 
munad amen  te  haberes  procedentes  del 
£stado,  de  corporaciones,  de  empresas  ó 
de  particnlares  y  las  que  satisfagan  á 
prorrata  alquilerea  por  arrendamiento  de 
fincas,  se  proveerán  de  cédulas,  según  la 
parte  proporcional  que  corresponda  á 
cada  uno,  con  snjeción  á  la  clasificación 
y  escala  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Art.  24.  Las  personas  que  según  esta 
Instrucción  están  obligadas  á  proveerse 
de  cédula,  lo  están  asimismo -á  exhibirla 
siempre  que  la  reclame  un  funcionario 
público  ó  agente  de  la  Administración. 

Caf.  II.— />«  la  forma  ^  distríbucián 
y  adquiiieián  de  las  eédtUai. 

Art.  26.  Las  cédulas  ae  distribuirán 
impresas,  y  su  impresión  se  hará  según 
los  modelos  que  forme  la  Dirección  ge- 
neral de  Impuestos.  Su  adquisición  es 
obligatoria  al  distribuirse  desde  l.«  de 
Julio  en  adelante  del  afio  respectivo,  fie- 
tas  cédulas  aólo  serán  valederas  haata 
finalizar  el  afio  económico  correspondien- 
te á  su  expedición,  y  después  en  tanto 
no  se  distribuyan  las  del  afio  económico 
siguiente. 

(Los  artículos  26  al  84  tratan  de  las 
hojas  declaratorias,  padrones  y  distribu- 
ción de  cédulas). 

Cap.  III.  ^  Déla  eobranxa  del  impu€$to, 

Art.  86.  Las  cédulas  se  numerarán 
correlativamente,  estampando  igual  nú- 
mero en  el  respectivo  talón,  y  extendien- 
do en  él,  además  del  número  de  orden, 
fecha  de  la  expedición  y  circunstancias 
especiales  de  las  cédulas,  cuantas  anota 
clones  estime  convenientes  para  su  com- 
probación en  caao  necesario. 

Art. 89.  No  podrán  expedirse  céda- 
las personales  por  duplicado.  Cuando 
por  extravio  ú  otras  causas  las  reclamen 
los  interesados,  se  expedirán  certifioaoio- 
ioesix^n  referencia  á  los  talones  respec* 
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ivotf.  JLm  tolicitades  para  obtener  di- 
has  certiflcacionee  deberán  extenderse 
n  papel  de  la  claae  11.^  cuando  el  pre 
•io  de  aqoella  exceda  de  nna  peseta  y 
>n  el  de  oficio  ai  no  pAea  de  esta  cifre/ 
»zpidiéndoee  las  certificaciones  á  conti- 
laación  de  la  soHcitnd.  Estas  certifica 
:ionea  sartirAn  los  mismos  efectos  que 
as  cédalas  originales. 

Art.  87.  Loa  Ayontamientos  de  las 
poblaciones  no  capitales  de  provincia  se 
larén  cargo  de  las  cédulas  y  procederán 
i  so  extensión  con  arreglo  al  padrón 
I  probarlo,  verificando  desde  luego  la  dis- 
riboción  y  cobranaa  del  importe  de  las 
miamaa  desde  el  día  1.®  de  Julio  al  80  de 
^ptiembre  de  cada  afio  económico  ó 
dentro  del  plaso  de  tres  meses,  desde  el 
dfa  en  qae  reciban  el  padrón  aprobado 
f  las  cédnlas,  si  uno  y  otras  no  le  fuesen 
entregadas  antes  de  la  primera  de  dichas 
fecbaa.  Loa  Aynntamientos  expresados 
consignarán  al  dorso  de  las  cédulas  el 
importe  del  recargo  que  sobre  las  mis 
mas  habiesen  acordado  establecer  den- 
tro del  límite  fijado  en  la  ley  y  de  que 
hnbteaen  dado  cuenta  á  la  Administra- 
ción del  ramo. 

Para  qne  los  Ayuntamientos  de  las  po 
blacionea  no  capitales  de  provincia  pue- 
dan expedir  cédula  á  los  individuos  tran 
teontea  ó  no  comprendidos  por  cnalquie- 
rn  causa  en  los  padrones,  se  les  entrega- 
ré, adeuiáa  de  las  cédalas  á  que  se  ha 
hecho  referencia,  un  número  de  cédnlas 
de  cada  elaae  para  las  atenciones  even  • 
tnalea  del  impuesto;  debiendo  formali- 
zar en  fin  de  cada  trimestre  una  relación 
de  altas,  adicional  al  padrón  aprobado, 
complementaria  de  éste. 

Art.  88.  Las  Administraciones  de 
Propiedades  é  Impuestos  efectuarán  la 
recaudación  en  las  capitales  de  provin- 
eia  con  srreglo  á  esta  instrucción.  Para 
la  cobranaa  de  las  cédulas  en  las  capita- 
les de  provincia,  se  dividirá  el  padrón 
en  distritos,  formando  tantas  divisiones 
cuantos  sean  los  distritos  municipales 
en  qae  eaté  dividida  la  población,  y  se 
verificará  por  medio  de  agentea  cobrado- 
res de  la  Administración,  los  cuales  ex- 
tenderán las  cédulas  con  presencia  del 
padrón,  consignando  asimismo  al  dorso 
el  importe  del  recargo  municipal  á  me 
dida  que  vayan  realizando  la  distribu- 
ción y  cobranza  de  las  mismas  en  sus 
respectivos  distritos.  Dicha  cobranza 
dnrá  principio  en  ].<>  de  Julio  de  cada 
año  económico  y  deberá  darse  por  ter- 


minada en  80  de  Septiembre  Inmediato 
siguiente. 

Art.  39.  £1  cobrador  invitará  ai  indi- 
viduo ó  persona  de  su  fiamllia,  y  en  su 
defecto  á  sus  criados,  á  que  admitan  la 
cédala  y  satisfagan  su  importe,  y  en  caso 
de  negarse  á  ello  ó  de  excusarse  bajo 
cualquier  pretexto,  dejará  en  la  casa  del 
interesado  una  papeleta  impresa  con  su- 
jeción á  modelo,  notificando  al  mismo 
que  si  no  fuese  á  recogerla,  satlsfacieuF- 
do  su  importe,  al  domicilio  de  laa  ofici- 
nas de  la  recaudación  y  en  las  horas  que 
en  dicha  papeleta  exprese  antes  de  fina- 
lizar el  mes  de  Agosto,  quedará  sajeto  al 
procedimiento  de  apremio,  conforme  á  la 
instrucción  de  20  del  presente  mes  de 
Mayo  (1)  y  á  las  demás  disposiciones  re- 
ferentes á  las  contribuciones  directas. 

Los  individuos  cabezas  de  familia  qoe 
reclamen  directamente  su  cédala  perso- 
nal, ya  de  los  Ayuntamientos  de  las  po- 
blaciones no  capitales  de  provincia,  ya 
de  los  cobradores  de  la  Hacienda  en  estas 
últimas,  deberán  adquirir  á  la  vez  la  de 
todos  los  individuos  de  sa  familia  obli- 
gados á  obtenerla,  para  lo  cuiíl  suscribí 
rán  una  hoja  declaratoria  en  que  consig 
nen  los  nombres  de  éstos;  en  Caso  con- 
trario, no  les  será  entregada  la  que  soli- 
citen para  sí,  procediendo  la  Administra- 
ción ejecutivamente  contra  ellos,  llegado 
que  sea  el  caso  de  efectuarlo,  con  arre- 
glo á  instrucción. 

CiP.  IV.— JDe  la  defraudación 
y  penalidad. 

Art.  40.  Son  contraventores  á  la  ins- 
trucción del  impuesto: 

1.0  Loa  que  en  las  hojas  para  la  for 
mación  de  los  padrones  cometan  false- 
dad respecto  á  las  circanstanciaB  qae  sir 
ven  de  base  para  la  clasificación  de  tá 
cédula  que  á  cada  cual  corresponde. 

2.0  Los  que  hallándose  obligados  á 
obtener  cédula  personal  según  las  dispo- 
siciones de  esta  Instrucción,  careciesen 
de  ella. 

8.0  Los  que  debiendo  figarar  en  los 
padrones  especiales  de  cédulas  formados 
al  efecto  en  una  categoría  superior,  hu- 
biesen obtenido  cédula  inferior  á  su  cla- 
ae, con  arreglo  á  las  escalas  establecidas 
en  el  art.  4.°  de  esta  Instrucción. 

4.0    Los  que  sin  haber  adquirido  cé- 


(I)    Rige  la  de  12  de  May«  de  1888. 
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dala  personal,  estando  obligados  á  ello, 
practicasen  algún  acto  para  el  que  sea 
necesaria,  segán  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 8.0  de  esta  Instrucción. 

6.0  Los  funcionarios  públicos  á  quie- 
nes las  disposiciones  contenidas  en  el 
capítulo  primero  de  dicha  Instrucción 
imponen  el  deber  de  exigir  la  exhibición 
de  las  cédulas  personales,  tanto  por  la 
falta  de  presentación  como  por  la  de  ano- 
tación ó  certi6cación  en  los  respectivos 
expedientes  ó  documentos. 

6.®  Los  Alcaldes  y  Jefes  de  las  Ad- 
ministraciones de  Propiedades  ó  Impues- 
tos que  en  la  formación  de  los  padrones 
dejasen  de  incluir  individuos  obligados 
á  obtener  cédulas,  ó  que  transcurrido  el 
plaso  prefijado  para  obtener  las  cédulas 
sin  recargo  dejasen  de  imponer  éste  á 
los  contribuyentes  morosos  ó  le  levanten. 

7.0  Los  funcionarios  públicos  que  con 
sus  actos  den  lugar  á  que  se  cometa  de- 
fraudación, sin  perjuicio  de  la  nota  des 
favorable  que  expresiva  de  la  falta  se 
extienda  en  sus  expedientes  personales 
y  de  los  demás  perjuicios  que  pudieran 
pararles,  según  la  naturaleza  de  las  in- 
fracciones. 

Art.  41.  Todos  los  que  se  hallaren  en 
los  casos  2.0,  S.o  y  4.o  que  se  mencionan 
en  el  artículo  anterior,  incurrirán  en  la 
multa  del  duplo  del  va|or  de  la  cédula 
que  les  haya  correspondido,  y  además 
en  el  duplo  del  arbitrio  municipal. 

Los  que  se  hallaren  en  los  casos  Lo, 
5.0,  6  °  y  7.0  incurrirán  en  el  pago  de  una 
multa  igual  al  duplo  del  valor  de  la  can- 
tidad que  por  su  causa  se  hubiere  de- 
fraudado. 

Art.  42.  No  se  considerarán  como 
morosos  ni  defraudadores,  y  estarán  por 
lo  tanto  exentos  del  recargo,  los  que  sin 
obligación  de  tener  cédula  personal  an- 
tes del  1.0  de  Septiembre  estuviesen 
obligados  con  posterioridad  á  esta  fecha, 
siempre  que  se  provean  de  ella  en  el  tér- 
mino preciso  de  quince  días,  á  contar 
desde  el  siguiente  al  en  que  la  variación 
de  sus  circunstancias  ó  condiciones  le 
sujete  al  impuesto. 

En  estos  casos,  de  los  que  se  dará  co- 
nocimiento á  la  Administración  provin- 
cial respectiva,  expedirán  dichas  depen- 
dencias las  cédulas  sin  recargo,  consig- 
nando en  ellas  por  medio  de  nota  en  for- 
ma breve  y  sencilla  las  causas  que  lo 
motiven  y  los  medios  por  los  que  se  ha- 
yan asegurado  de  su  certeza,  no  siendo 
admisible  á  este  efecto  la  prueba  testi- 
fical. 


Art. 48.  Para  la  imposición  y  exaoei6n 
en  su  caso  de  la  penalidad  á  los  com  - 
prendidos  en  los  casos  l.o,  6.o,  (j.o  y  i  o 
del  art.  40,  las  Autoridades  ó  Jefes  de  las 
Corporaciones,  Tribunales  ú oficinas  don- 
de se  cometan  las  infracciones,  tan  luego 
como  de  ellas  tengan  conocimiento  posa- 
rán testimonio  ó  certificación  suficiente 
á  los  Jefes  de  las  Administraciones  pro- 
vinciales respectivas,  las  cuales  darán 
las  órdenes  al  efecto  para  que  sea  exigi* 
da  la  correspondiente  responsabilidad. 

Art.  44.  Los  Inspectores  del  Timbre, 
al  girar  visita  en  los  Tribunales,  Eserí  • 
banías,  oficinas  y  demás  dependencias 
en  que  ejerciten  su  acción,  denunciarán 
á  los  Administradores  de  Propiedades  é 
Impuestos  las  faltas  que  observaren  del 
cumplimiento  deesta  Instrucción;  tenien- 
do derecho  al  importe  de  las  multas  y 
recargos  que  se  impongan  por  ocnltacio 
nes  ó  defraudaciones  descubiertas  por  aa 
exclusiva  iniciativa. 

Art.  46.  Se  declara  pública  la  aceión 
para  denunciar  las  defraudaciones  que 
se  cometan  en  este  impuesto,  siempre 
que  no  se  ejercite  con  el  carácter  de 
anónima. 

Los  denunciadores  tendrán  derecho  al 
total  importe  de  las  multas  que  se  im 
pongan  á  los  denunciados. 

Los  encargados  de  ejercitar  la  acción 
coercitiva, -una  ves  terminada  la  cobran- 
za voluntaria,  tendrán  asimismo  derecho 
á  la  tercera  parte  del  importe  del  recar- 
go en  las  cédulas  de  primera  á  octava 
clase  y  la  mitad  en  las  demás  clases. 

(Los  artículos  46  al  64  tratan  de  la  di- 
rección é  inspección  de  la  administración 
del  impuesto). 

Madrid  27  de  Mayo  de  1884. — A  proba 
do  por  S.  M,—CoS'Oayón.*((iac.  6  Junio). 


IMPUESTO  DEL  1  POR  100  SOBRE 

PAGOS.— Este  impuesto  se  estableció 
en  la  Ley  de  Presupuestos  de  1892,  gra- 
vando á  todas  las  cantidades  satisfechas 
por  el  Estado,  las  Diputaciones  y  los 
Ayuntamientos,  salvo  las  excepciones 
que  la  misma  ley  establecía.  Por  la  de 
1898  se  modificó  en  lo  relativo  á  sueldos 
y  asignaciones  de  los  funcionarios,  que- 
dando en  vigor  respecto  á  las  demás 
atenciones  oficiales. 
Dispone  la 

Ley  de  Fre$upue$to8  de  30  de  Junio  1892, 

c Art.  8.0    Se  establece  un  impaes 
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to  de  1  por  100  sobre  todos  lot  pagos 
que  se  realieen  con  cargo  á  los  créditos 
consignados  en  los  presapoestos  del  Es- 
tado, de  las  Dipotaciones  y  de  los  Ayan- 
tamientos.  Quedan  exceptuados  de  este 
impnesto  los  pagos  que  deban  verificarse 
en  el  extranjero  y  no  sean  de  personal, 
las  amortisaciones  de  la  Deada  pública, 
los  referentes  á  contratos  celebrados  con 
anterioridad  á  esta  ley,  los  haberes  de  los 
individoos  de  tropa  del  Ejército  y  Arma 
da  y  los  Jornales  de  los  obreros  qne  uti- 
lice la  Administración.»  (<?ac.  I.®  Julio). 

Ley  de  Fre9HpHe$to$  de  5  de  Ago§to  189S, 

c Art.  89,  regla  6  *,  par.  2.o.    El 

impnesto  del  1  por  100  establecido  en 
el  art  8.'  de  la  Lsy  de  Presupuestos  de 
90  de  Junio  de  1892,  quedará  refundido 
en  el  de  sueldos  y  asignaciones  en  cnan- 
to afecta  á  funcionarios  del  Estado  y  de 
las  Diputaciones  y  Ayuntamientos;  pero 
continuará  en  vigor,  con  las  excepciones 
administrativas  acordadas,  respecto  de 
los  demás  servicios  qne  se  satisfagan 
con  cargo  á  los  presupuestos  generales, 
provinciales  y  municipales.»  (Gaceta  6 
Agosto). 

En  80  de  Junio  de  1892  se  publicó  la 
instrocción  para  la  administración  y  co- 
branca  del  impnesto  creado  por  la  Ley 
de  Presupuestos  del  mismo  afio  (Oac.  14 
Julio),  y  en  10  de  Agosto  de  1898,  fué 
promulgado  el  Reglamento  relativo  al 
citado  impnesto  {Qac.  16  Agosto),  y  al  de 
6  por  100  sobre  amortisación  de  la  Deu- 
da, en  conformidad  á  lo  preceptuado  en 
la  también  Ley  de  Presupuestos  de  este 
afio.  Véase  además  Inpaesto  sobre 
sueldos. 


IMPUESTO  SOBRE  CONDECORACIO- 

lüES.'-'Beal  decreto  de  26  de  Julio  de 
1847,  organUando  lae  Ordenes  Reala 
de  Eepaña  en  la  esfera  civil. 

(E§tado).  c  Artículo  l.o  Las  Ordenes 
Reales  de  E^pafia  en  la  esfera  civil,  se- 
rán en  adelante  las  que  se  expresan  á 
continuación,  y  que  son  las  mismas  que 
en  el  día  existen: 

La  insigne  Orden  del'  Toisón  de  Oro. 

La  de  San  Juan  de  Jerusaléu,  sus  len- 
guas de  Aragón  y  de  Castilla. 

La  Real  y  distinguida  de  Carlos  IIL 

La  americana  de  Isabel  la  Católica. 

Art  21.    Los  derecbos  de  título  en  las 


Ordenes  Reales  de  Carlos  III  é  Isabel  la 
Católica  serán  los  siguientes:  Por  el  de 
Gran  Crns,  8.000  reales  vellón. — Por  el 
de  Comendador  de  número,  2.000.— Por 
el  de  Comendador,  1.600.-  Por  el  de  Ca- 
ballero, 1.000 

Se  suprime  todo  otro  gasto  en  la  con- 
cesión de  estas  condecoraciones. 

Art.  22.  Toda  elección,  nombramien- 
to, ascenso  ó  gracia  de  cualquier  clase 
en  las  Ordenes  Reales  habrá  de  ser  pu- 
blicado en  la  Gaceta  Oficial  dentro  del 
término  de  ocho  días,  con  expresión  de 
la  circunstancia  exigida  para  ello  en  el 
presente  Decreto.  En  otro  caso  será  nulo 
y  de  ningún  valor.  Dado  en  San  Ildefonso 
á  26  de  Julio  de  1847.»  (C.  L.,  tomo  41, 
pág.  847). 

Ley  de  aa  de  Mayo  de  1859,  prohibiendo 
la  dispensa  de  dereáws  y  consignando 
las  excepciones. 

En  lo  qne  al  Ministerio  de  Estado  con- 
cierne, se  preceptúa: 

«1.*  Queda  terminantemente  prohi- 
bida la  dispensa  de  los  actuales  derechos 
que  se  exigen  por  los  diplomas  de  las 
Cruces  de  Carlos  III  ó  Isabel  la  Católica, 
María  Luisa  y  San  Juan  de  Jerusalén. 

2.a  Estos  derechos  se  cobrarán  en  las 
Secretarías  de  las  Ordenes  respectivas,  ó 
ingresarán  íntegros  en  el  Tesoro,  en  la 
misma  forma  qne  se  verifica  con  los  de- 
más productos  de  los  ramos  administra- 
tivos por  el  Ministerio  de  Estado. 

8.*  Únicamente  podrán  dispensarse 
de  ellos  las  recompensas  que  se  conce- 
dan por  los  servicios  eminentes  presta- 
dos en  cualquiera  carrera  del  Estado,  pe- 
ro sujetándolas  al  pago  de  los  derechos 
siguientes  por  gastos  de  expedición  de 
los  diplomas: 

Grandes  Cruces  y  bandas,  1.000  rea- 
les.— Comendadores  de  número,  600.  — 
ídem  ordinarios,  820.— Caballeros,   200. 

4.*  £1  Gobierno  de  8.  M.  aueda  fa- 
cultado para  conceder  las  condecoracio- 
nes nacionales  ó  extranjeras  sin  gasto 
alguno,  de  conformidad  con  la  práctica 
establecida  en  todas  las  naciones;  pero  el 
envío  de  las  insignias  se  limitará  á  los 
soberanos  y  príncipes  extranjeros,  y  á 
los  casos  de  canje  de  condecoraciones, 
con  motivo  de  las  ratificaciones  de  tra- 
tados ó  cuando  la  reciprocidad  lo  exija 
así.(C.  L.,  tSO.pág.  206). 
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Ley  de  22  de  Junio  de  1880. 

JOerechoi  corre$pondiente§  á  la  eoncenón 
del  Collar  de  CarlpiUl 

(Hac.)  c  Artículo  áníco.  Lo» derechos 
correspondiente»  á  la  concesión  á  espa- 
ñoles del  Collar  de  la  Real  y  distingaida 
Orden  de  Garlos  III,  se  fijan  en  la  canti- 
dad de  1.600  pesetas,  comprendido  el  re- 
cargo del  88  por  100;  cnando  con  arreglo 
á  las  disposiciones  vigentes,  la  concesión 
sea  libre  de  gastos,  devengará  600  pese- 
tas, t^mprendido  también  el  citado  re- 
cargo; en  los  títulos  correspondientes  á 
dichos  Collares  se  empleará  el  papel 
del  sello  I.*"»  {Gaceta  28  Janio). 


IMPUESTO  SOBRE  ORiNDEZAS  Y 
TÍTULOS  DEL  REINO.— £1  origen  de 
este  impuesto  se  halla  en  la  obligación 
que  durante  el  réfi(imen  feudal  tenían  los 
Grandes  y  Títulos  de  Castilla  de  servir  al 
Rey  en  la  guerra  con  determinado  núme- 
ro de  hombres,  que  habían  de  sostener  á 
su  costa.  Cuando  el  feudalismo  desapa- 
reció y  se  exentó  á  los  señores  feudales 
de  aquella  obligación,  se  les  impuso  la 
de. pagar  el  impuesto  de  latutaB  y  mediae 
anatoB,  que  subsistió  hasta  1846,  en  que 
fué  suprimido,  y  creado  el  de  Oran- 
deaas  y  Títulos  que  hoy  existe,  y  al  cual 
se  reiteren  las  disposiciones  que  segui- 
damente insertamos. 

Beal  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846, 
et^^miendo.el  impuesto  de  lanzoi  y  me- 
dias anatas  y  creando  el  especial  de 
Grandezas  y  TUulos. 

{Hac)  c  Artículo  1.®  Se  suprime  des- 
de 1.^  de  Enero  de  1847  el  impuesto  co 
nocido  con  el  nombre  de  servicio  de 
lanías. 

Los  actuales  Grandes  de  España  y  Tí- 
tulos de  Castilla  satisfarán,  no  obstante, 
dicho  impuesto  hasta  fin  del  presen- 
te año. 

Art.  2.0  Se  suprime  también  .desde  la 
expresada  fecha  el  derecho  de  media 
annata  áque  están  sujetos  en  la  actua- 
lidad los  mismos  Grandes  y  Títulos. 

Art.  8.0  £n  su  lugar  se  establece  un 
derecho  con  el  nombre  de  Impuesto  es- 
pecial sobre  Grandevas  y  Títulos,  que  se 
devengará  en  las  sucesiones  y  creación 
de  toda  Grandeza  y  Título  español  ó  ex- 
tranjero reconocido  en  España. 


Art.  4.0  £1  impuesto  especial  estable- 
cido por  el  artículo  anterior,  se  fija  para 
las  sucesiones  lineales  de  cada  Grandes» 
ó  Título  en  las  cantidades  y  proporción 
siguientes: 

En  40.000  reales  por  cada  Grandeza 
de  España  con  Titulo  de  Duque,  Marqué* 
ó  Conde. 

En  86.000  reales  por  cada  Grandeza 
con  Título  de  Vizconde. 

En  82.000  reales  por  cada  Grandeza 
con  Título  de  Barón  ó  Señor. 

En  24.000  reales  por  cada  Grandeza 
sin  Título. 

En  28.000  reales  por  cada  Grandeza 
honoraria  con  Título  de  Marqués  ó 
Conde. 

En  24.000  reales  por  cada  Grandeza 
honoraria  con  Título  de  Vizconde. 

En  20.000  reales  por  cada  Grandeza 
honoraria  con  Título  de  Barón  ó  Señor. 

En  12.000  reales  por  cada  Grandeza 
honoraria  sin  Título. 

En  16.000  reales  por  cada  Título  de 
Marqués  ó  Conde  sin  Grandeza. 

En  12.00Ó  reales  por  cada  uno  de  los 
de  Vizconde,  también  sin  Grandeza. 

Y  en  8.000  reales  por  cada  uno  de  los 
de  Barón  ó  Señor,  asimismo  sin  Gran- 
deza. 

Art.  6.0  En  la  creación  de  Grandezas 
y  Títulos,  en  las  sucesiones  transversa- 
les y  en  las  autorizaciones  para  hacer  uso 
en  España  de  Títulos  extranjeros,  será  el 
derecho  que  se  devengue  un  duplo  del 
que  para  las  sucesiones  en  línea  recta 
queda  señalado  por  el  artículo  anterior. 

Art.  6.0  Cuando  una  misma  persona 
suceda  en  dos  ó  más  Grandezas  ó  Títulos, 
el  derecho  que  le  corresponderá  pagar 
por  los  qne  excedan  de  uno  será: 

Por  la  segunda  Grandeza  y  su  Título, 
ó  éste  si  fuere  sólo,  las  dos  terceras  par- 
tes de  la  cantidad  que  queda  establecida, 
según  los  casos  expresados  en  los  dos 
artículos  precedentes. 

Por  la  tercera  ó  más  Grandezas  y  Títn  - 
los,  la  mitad  de  la  fijada  para  uno  sólo 
y  por  cada  uno  de  ellos,  quedando  acu- 
mulados en  la  misma  persona. 

Art.  7."  Los  Grandes  y  Títulos  exis- 
tentes, deberán  obtener  en  todas  las  su- 
cesiones la  correspondiente  Carta  de  con- 
firmación, y  los  que  en  lo  sucesivo  se 
crearen  sus  respectivos  despachos,  sin 
cuyo  esencial  requisito  no  podrán  ser 
considerados  como  tales  unos  y  otros. 

Así  las  Cartas  de  confirmación  como 
los  Reales  despachos  no  les  serán  expe- 
didos sin  que  previamente  acrediten  ha- 
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ber  verificado  el  pago  del  ¡mpaesto  ea- 
pecial  sobre  Grandesaa  y  Títulos. 

Loa  que  hicieran  nao  de  Grandezas  y 
Títntoa  en  contravención  á  lo  qae  se  es- 
tableee,  sufrirán  una  multa  equivalente 
al  duplo  del  derecho  que  hubiesen  deja- 
do de  pagar,  además  del  importe  de  este 
<lerecho. 

Art  8.<>  Se  concede  la  facnltad  de  re- 
nunciar las  Grandezas  y  Títulos;  pero 
quedarán  sin  suprimirse  durante  dos  su- 
oesionefl  directas  ó  transversales  por  si 
loa  quisieren  admitir  sus  herederos  legí- 
timos, en  cuyo  defecto  tendrá  lugar  la 
supresión  de  la  Grandeza  ó  Título,  sin 
derecho  á  restablecerlo. 

Art.  9.^  Todo  sucesor  de  Grandeza  ó 
Título  que  á  los  seis  meses  de  haberlo 
heredado  estuviere  sin  pagar  el  derecho 
establecido  por  este  impuesto  especial,  y 
sin  sacar  la  correspondiente  carta  de  con- 
firmación, se  entiende  que  ha  renuncia- 
do por  sí  su  derecho  á  la  Grandeza  ó  Tí- 
tulo, quedando,  por  consiguiente,  sujeto 
éste,  para  los  efectos  de  su  supresión,  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  si- 
guiendo el  mismo  plazo  de  seis  meses 
para  cada  uno  de  sus  dos  inmediatos  su- 
cesores. 

En  las  Grandezas  y  Títulos  de  nueva 
creación»  deberá  sacarse  el  Real  despa- 
cho á  los  dos  meses  de  haberse  hecho  sa- 
ber la  concesión  al  agraciado,  so  pena  de 
caducidad. 

Art.  10.  £1  pago  del  impuesto  espe- 
cial sobre  Grandezas  y  Títulos  sólo  pue- 
de dispensarse  por  medio  de  una  ley, 
«airo  el  caso  de  concederse  por  el  Go* 
bieruo  una  Grandeza  ó  Título  por  rele- 
vantes servicios  prestados  al  Estado,  aun- 
que á  reserva  de  dar  cuenta  á  las  Cortes 
en  la  primera  reunión,  si  á  la  sazón  no 
estuviesen  abiertas. 

Esta  relevación  se  entenderá  perso- 
nal, quedando,  de  consiguiente,  sujeto  al 
pago  del  derecho  el  sucesor  del  agracia- 
do con  la  Grandeza  ó  Título. 

Art.  II.  £1  Gobierno  dará  cuenta. á 
las  Cortes  en  la  próxima  legislatura  de 
las  disposiciones  contenidas  en  el  presen- 
te decreto. 

Dado  en  Palacio  á  28  de  Diciembre 
de  1846.— Está  rubricado  de  la  Real  Ma- 
no.—El  Ministro  de  Hacienda,  Alejandro 
iíím.t(ai».,t.  39,  pág.  811). 


Beal  orden  de  14  de  Febrero  de  1847  apro- 
bando la  Ifistrucción  para  llevar  á  efec- 
to el  Real  decreto  de  28  de  Diciembre 
de  184fi. 

[Hae.)  cArt.  1.^  Debiendo  tener  apli- 
cación el  nuevo  derecho  establecido  con  el 
nombre  de  Impuesto  especial  sobre  Gran- 
detas  y  Tiinlos  en  tudas  las  sucesiones  y 
creación  de  los  mismos  que  ocurran  des- 
de l.o  de  Enero  del  corriente  afío,  época 
fijada  para  que  empiece  á  regir  la  refor- 
ma acordada  en  el  Real  decreto  citado, 
todos  los  Títulos  actuales  quedan  sujetos 
al  pago  de  los  antiguos  derechos  de  lan- 
zas y  media  anata  que  han  estado  vigen- 
tes basta  31  de  Diciembre  de  1846,  salvo 
las  exenciones  de*ellos  concedidas,  ha- 
yan sacado  ó  no  aún  las  correspondien- 
tes Cartas  de  confirmación  los  que  los 
posean  por  sucesión,  ó  los  Reales  despa- 
chos los  que  los  hayan  obtenido  por  nue- 
va creación;  cortándose,  en  consecuencia, 
la  cuenta  á  todas  las  Grandezas  y  Títulos 
en  dicho  día,  fin  del  año  próximo  pa- 
sado. 

Art.  2.®  Abolido  el  derecho  de  lame- 
día  anata  de  Grandezas  y  Títulos,  y  no 
estableciéndose  exención  alguna  del  nue 
vo  impuesto  especial  sobre  estas  clases 
en  los  arts.  8.o  y  4.*^  del  referido  Real  de 
oreto,  se  entiende  que  caducan  con  los 
actuales  poseedores  las  gracias  de  relé 
vación  del  pago  de  media  anata  que  al- 
gunos disfrutan. 

Art.  30  Para  que  no  resulte  que  per- 
sona alguna  haga  uso  de  Títulos  ó  Gran- 
dezas, sin  poseer  el  documento  legal  que 
le  dé  á  reconocer  como  tal,  se  declara 
que  los  Títulos  existentes  por  sucesión, 
acaecida  hasta  81  de  Diciembre  de  1846, 
están  obligados  á  sacar  la  Carta  de  con- 
firmación en  el  mismo  término  de  seis 
meses,  prevenido  para  los  nuevos  suce 
sores,  pero  á  contar  desde  I.®  de  Enero 
de  este  afio,  bajo  el  concepto  de  que,  si 
el  1.0  de  Julio  del  mismo  no  lo  hubiesen 
verificado,  se  entienda  que  han  renuncia 
do  los  Títulos  y  Grandezas;  quedando, 
por  tanto,  sujetos  á  los  efectos  de  lo  pres 
crito  en  los  arts.  7. o,  8.0  y  9  o  del  Real  de- 
creto de  28  de  Diciembre  iSltimo;  pero  la 
renuncia  de  los  Títulos  no  les  eximirá 
del  pago  de  la  multa  que  en  los  expresa- 
dos artículos  se  les  impone  á  los  que  ha- 
gan uso  de  ellos  sin  haber  satisfecho  el 
impuesto  especial. 

Igual  disposición  regirá  para  con  las 
Grandezas  y  Títulos  concedidos  por  nue- 
vas creaciones  hasta  la  época  citada,  si 
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el  l.^  de  Mayo  del  miemo  afio  actnal  no 
eetavieeen  provistos  de  sus  respectivos 
Reales  despachos. 

Art.  4.0  La  Dirección  general  de  Con- 
iribnciones  directas  y  sas  oficinas  en  las 
provincias,  estarán  encargadas,  bajo  la 
dependencia  del  Ministerio  de  mi  cargo, 
de  la  dirección  y  administración  del  nae- 
YO  impuesto  especial  de  qne  se  trata,  así 
como  continuarán  conociendo  en  todas 
laa  incidencias  de  los  saprimidos  de  lan- 
ías y  media  anata  de  estas  clases,  según 
hasta  aquí  lo  han  verificado. 

Art.  6.-*  En  todas  las  sucesiones  que 
ocurran  de  Grandezas  y  Títulos,  las  Ad- 
ministraciones de  Contribuciones  direc- 
tas de  las  provincias  exigirán  de  qnienco* 
rresponda  los  documentos  qne  las  acredi- 
ten, y  abrirán  y  llevarán  los  índices  y  re- 
gistros necesarios  en  qne  consten  toda» 
las  Grandezas  y  Títulos  existentes  en  sus 
respectivas  provincias,  con  la  cuenta  del 
pago  del  nuevo  impuesto  especial  sobre 
estas  clases,  cuyo  importe  harán  ingresar 
en  laa  arcas  del  Tesoro  antes  de  qne  fina- 
licen para  cada  sucesión  loaseis  meses  de 
término  de  que  habla  el  art.  9.o  del  Real 
decreto. 

Los  documentos  de  estas  suoeciones, 
obtenidos  por  las  Administraciones,  se 
remitirán  á  la  Dirección  general  de  Con- 
tribuciones directas,  donde  existen  los 
índices  y  registros  generales  de  todas  las 
Grandezas  y  Títulos,  y  la  cuenta  particu- 
lar de  cada  uno  de  ellos. 

Art.  6.0  Si  pasado  el  término  de  los 
seis  meses  expresados  estuviesen  el  su- 
cesor en  la  Grandeza  ó  Título  vacante 
■in  satisfacer  el  derecho  establecido,  se 
hará  constar  así  en  los  índices  y  regis- 
tros abiertos,  y  se  publicará  además  por 
la  Dirección  general  en  la  Qaeeta,  para 
que  desde  entonces  se  empiecen  á  con 
tar  las  dos  sucesiones  posteriores  que 
deben  preceder  á  la  supresión  del  Título 
ó  Grandeza. 

Lo  mismo  se  ejecutará  para  los  efec 
tos  de  caducidad  con  las  Grandezas  y 
Títulos  de  nueva  creación,  á  los  dos  me 
ses  de  hecha  saber  la  concesión  al  agra- 
ciado. 

Art.  7.*^  Debiendp  continuar  expidién- 
dose por  las  dependencias  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  las  Cartas  de  confir- 
mación en  las  sucesiones  de  Grandezas 
.  y  Títulos,  y  los  Reales  despachos  en  las 
nuevas  creAciones  de  los  mismos,  es  re 
quisito  indispensable,  para  qne  puedan 
verificarlo,  que  los  interesados  hayan 
previamente  IutIio  el  pago  del   derecho 


correspondiente,  que  se  acreditará  por 
medio  de  una  certificación  qne  expedirá 
la  Dirección  general  de  Contri badeacs 
directas. 

Art.  8.0  Cualquiera  sucesor  ó  nuevo 
agraciado  con  Grandeza  ó  Título,  tendrá 
la  facultad  de  hacer  la  entrega  del  impor- 
te del  derecho  establecido  en  las  mrcm 
del  Tesoro  de  las  provincias  y  partidor 
administrativos,  proveyéndoseles  de  la 
correspondiente  carta  de  pago,  con  obli- 
gación las  Administraciones  de  Cootribo- 
ciones  directas,  de  dar,  por  el  primer  co- 
rreo, parte  á  la  Dirección  general  del  ra- 
mo, para  que  con  este  aviso  pueda  facilitar 
á  los  interesados  la  certificación  de  qoe 
trata  el  artículo  precedente. 

Art.  9.0  Laa  solicitudes  de  renaneía 
que  se  hicieren  de  cnalquier  Título  ó 
Grandeza  continuarán  presentándose  ea 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  por  ei 
cual  se  dará  conocimiento  al  de  Hadeo- 
da  para  los  efectos  prevenidos  en  el  ar- 
ticulo 8.0  del  Real  decreto  de  28  de  Di- 
ciembre, é  igualmente  de  las  nnevat  m- 
cesiones  que  llegaren  á  realizarse. 

Art.  10.  Cuando  proceda  á hacértela 
declaración  de  renuncia  ó  caducidad  de 
Grandezas  y  Títulos,  cuyos  sucesomá 
agraciados  no  hayan  efecinado  eo  m» 
respectivos  plazos  el  pago  del  impuesto 
especial,  y  dejado,  por  consiguiente,  de 
proveerse  del  documento  legal  que  les  dé 
á  reconocer  como  tales,  esta  declaraciós 
competerá  á  la  Dirección  general  deCoit- 
tribuciones  directas,  la  cual,  en  estot 
casos,  además  de  cumplir  lo  dispQMto 
en  el  art.  6.*  de  la  presente  Instroceióo, 
lo  pondrá  en  conocimiento  del  Ministe- 
rio de  mi  cargo  para  qoe  por  él  se  traot- 
mita  al  de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  11.  Todas  las  Grandezas  y  Tita- 
los  existentes  que  después  del  plazo  coa 
cedido  |>or  el  art.  8.o  de  e^ta  Instnicéóo 
continuasen  sin  obtener  sus  respectíru 
Cartaa  de  confirmación  y  sin  el  previo 
pago  d 3  los  impuestos  que  han  estada 
vigentes  han  fin  de  Diciembre  de  184<, 
sufrirán  la  misma  suerte  que  la  qaep«r» 
las  sucesiones  y  creaciones  p(»steriore» 
á  esta  época  se  determina  en  los  artícu- 
los 6.**  y  10  de  la  presente  Instrucciéa 

Esta  medida  es  independiente  deta 
multa  en  que  incurran  los  que  estavieren 
haciendo  uso  de  las  Grandezas  y  Tltal» 
antes  de  proveerse  de  dichos  docu- 
mentos. 

Art.  12.  Cada  año  se  publicará  en  1» 
QiUa  de  forasteros^  una  lista  de  los  Gran 
des  y  Títulos,  en  que  se  comprendan  to- 
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<k>«  lo«  qne  eatón  legalroente  antorisadot 
para  hacer  nao  de  elloa  por  haberae  pro- 
visto de  80  respeotiva  Carta  de  conñr« 
mación  ó  Real  deapacho,  ó  que  teniendo* 
la  pendiente,  acrediten  haberla^  aolicita- 
úo  en  el  plazo  eatablecido  y  pagado  ade- 
mea  el  impneato  eapecial  de  aaceaión  ó 
nneva  creación. 

Art.  13.  A  fin  de  facilitar  á  loa  dea- 
dorea  por  loa  impaeatoa  de  lansaa  y  me- 
dia anata  abolidoa,  la  aolvencia  de  ana 
deacabiertoa,  ae  declaran  admiaiblea  en 
pago  de  elioa  por  todo  aa  valor: 

1.*^  Laa  cartea  de  pago  ezpadidae  por 
las  oficinas  de  la  Hacienda  militar,  pro- 
cedentes de  anminiatroa  bechoa  al  Ejér- 
cito baata  80  de  Junio  de  1844,  y  por  dé- 
bitos anteriores  al  l.o  de  Enero  de  1846, 
siempre  que  loa  anminiatroa  bubieaen 
sido  hecboa  por  loa  mismoe  dendorea  y 
no  por  la  tranaferencia  de  dicliaa  cartaa 
<ie  pago. 

2.0  Loa  créditoa  proploa  6  traneferi- 
<Io8  de  loa  partícipea  de  alcabalaa  enaje- 
nados, reapectivoa  á  la  mlama  época  de 
€n  del  aOo  1844,  y  por  dóbitoa  de  lansaa 
y  mediaa  anataa  de  la  propia  época. 

|.o  Laa  certifieacioneadecrédito,  pro- 
pias ó  translerídaa,  ezpedidaa  d  que  se 
«zpidan  á  favor  de  los  partícipea  legoa 
de  diesmoa  por  la  Caja  nacional  de  amor- 
tización, con  arreglo  al  art.  2,**  de  la  Ley 
de  20  de  Marzo  de  1846  y  ai  7.o  de  la  Ina- 
trocción  de  38  de  Marzo  aigniente,  por 
laa  cantidadea  que  dejaron  de  percibir 
por  ana  derecboa  en  loa  afioa  tranacurri- 
doa  deade  la  alteración  y  abolición  del 
impaeato  decimal,  y  por  el  importe  de 
loa  ioteresea  que  no  ae  lea  abonen  en 
seia  afioa,  aegón  el  art.  l.o  jde  la  propia 
ley,  del  capital  liquidado  y  reconocido 
en  Deuda  conaolidada  del  8  por  100,  cu 
yaa  certificacionea  aeran  admitidaa  por 
débitos  hasta  fin  del  afio  de  1846. 

4.0  Loa  créditoa  proploa  ó  tranaferi- 
dea  de  alcabalaa  enajenados,  correapon- 
diéntese  loa  de  1848  y  1846,  y  por  débi- 
tos respectivos  á  loa  miamos  doa  afioa. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  14  Febre- 
ro IBél,— Ramón  Santillán,*  (C.  L..  1. 10, 
pág.  206). 

BegUmento  de  17  de  Abril  de  1890  sobre 
procedimiento  administrativo  del  Mi- 
nisterio de  Orada  y  Justicia. 

€ .»..  Art.  186.  Al  ocurrir  la  vacante 
de  un  Título  nobiliario,  ae  anunciará  de 
oficio  por  aeia  meses  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid y  Boletín  oficial  de  la  provincia  del 


domicilio  del  último  poaeedor,  dentro  de 
cuyo  plazo  habrá  de  aolicitarlo  el  inme- 
diato aaoeaor;  ai  éate  no  ae  presentara, 
caducará  su  derecho  y  ae  publicará  por 
otros  seia  meaes,  citando  al  segundo,  y 
ai  tampoco  concurriera,  tendrá  lugar  la 
tercera  y  última  publicación,  para  que  en 
otro  plazo  igual,  el  que  le  siga  en  orden 
de  aaceaión,  acuda,  ai  se  cree  con  de- 
recbo.. 

Tranacnrridoa  aeia  mesea  deade  el  úl- 
timo anuncio  ain  qae  nadie  baya  aolici- 
tado  la  vacante,  se  declarará  suprimido 
el  Título  nobiliario,  comunicando  esta 
reaolución  al  Ministerio  de  Hacienda  á 
loa  efectoa  oportunoa. 

Art.  187.  El  que  comparezca  en  vir« 
tud  de  uno  de  loa  llamamientos,  lo  hará 
por  medio  de  inatancia,  acompafíando 
loa  documentoa  en  qne  funde  au  dere- 
cho, y  un  árbol  genealógico,  á  partir, 
alendo  posible,  del  fundador  del  Título. 

Podrá  hacer  referencia  la  instancia, 
ain  neceaidad  de  preaentarloa  nuevamen- 
te, á  loa  documentoa  y  árbol  que  obren 
en  expedientes  de  anteriorea  poseedores. 

Art.  188.  Extractada  la  inatancia  y 
documentoa  juatificativoa,  el  Jefe  del  Ne- 
gociado, 4.9PJ^rp.  de  I  término  legal, conaig- 
nará  su  dictamen  aóbre  el  fondo,  y  pre- 
vio informe  del  Consejo  de  Estado,  ó  de 
la  Sección  correapondiente,  ae  acordará 
la  reaolución  qne  proceda. 

Art.  189.  Preaentándose  varios  inte- 
resados en  virtud  de  loa  llamamientos, 
el  Negociado  lea  pondrá  de  manifiesto  el 
expediente  durante  quince  días,  para 
que  puedan  ínformarae  del  derecho  que 
cada  ano  oatente. 

Si  dentro  de  dicho  plazo  ae  pnaieren 
de  acuerdo  aobre  el  mejor  derecho  de 
alguno  de  los  intereaadoa,  lo  manifeata- 
rán  así  los  demás,  teniéndolos  por  deais- 
tidoe  de  sus  reclamacionea. 

En  otro  caao,  y  aiempre  que  ae  requie- 
ra alguna  declaración  de  mejor  derecho 
respecto  á  la  auceaión,  ae  acordará  bus- 
pender  la  resolución  definitiva  del  expe- 
diente baata  que  los  Tribunales  decidan 
por  aentencia  ejecutoria  lo  que  proceda. 
Entretanto,  con  viata  de  lo  alegado,  po- 
drá la  Admlniatración  otorgar  ó  no,  pro- 
viaionalmente,  á  alguno  de  loa  intereaa- 
doa la  gracia  aolicitada.» 

Para  completar  lo  relativo  al  impaeato 
sobre  Grandezaa  y  Títulos,  incluímos  el 
adjunto  Arancel,  qne  noa  han  facilitado 
en  el  Miniaterio  de  Gracia  y  Justicia. 
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MINISTERIO  O 

ARANCEL  de  los  derechos  que  devengan  los  Reales  Despadios  t 


GRANDEZAS 


.Duque,  Marqués  ó  Conde. 

Concesión  con  el  tí-\  Vizconde 

tulo  de 'Barón  ó  Sefíor 

(Sin  Título 


Sucesión  ó    ceslóni^^Zl^J^'"^'^''^  ^  ^''''^''' 
en    línea  directap^^^^^  

conel  titulo  de.. f^j^rrítulo 


Sucesión    ó   cesión ^^.j^^^^^'^^ 
en  linea  trans ver- '- 


Duque,  Marqués  ó  Conde. 


sal  con  el  título  de 


i  Barón  ó  Señor . 
Sin  Título 


IMPUESTO 

K8PBCIAL 

(a) 


42.000 
37.800 
33.600 
25.200 
19.600 
17.640 
15.680 
11.760 
42.000 
37.800 
33.600 
25.200 


SELLO 


Pesetas. 

1.400 
1.400 
1.400 
1.400 
1.120 
1.120 
1.120 
1.120 
1.120 
1.120 
1.120 
1.120 


Rehabilitaciones. 


BUinpne»to\ 
idee«t.i  in«r-J 
^cedes  Yaríaf 
.  [  según  la»  sn*  ^ 
jce«íouM  qaci 
|hayan  oca*) 
rrido.  '' 


1.400 


TÍTULOS  SIN  GRANDEZAS 

extranjeros  em^^,^  ,  o '«'* 

los  de.. ^Barón  ó  Sefíor 

Sucesión  ó   cesión  [  Duque,  Marqués  ó  Conde. 

en  línea   directa!  Vizconde 

en  los  Títulos  de.  (Barón  ó  Sefíor 


Rehabilitaciones  eni Duque,  Marqués  ó  Conde, 
los  Títulos  de. . .  (Vizconde,  Barón  ó  Señor. 


Autorización 
usar  los   Títulos 
extranjeros. ,,, ,  (Barón 


para  [  Duque,  Marqués 
tulosl  Vizconde 


ó  Conde. 


16.800 

12.600 

8.400 

7.840 
5.880 
3.920 

16.800 

12.600 

8.400 


EU  Inipneaio 
d«  eaUs  mer- 1 
Icedefl  varía 
atfgÚD  laa  lu. 
oeslonea  qiie 
hayan  ooa- 
irido. 

16.800 

12.600 

8.400 


1.120 
840 
840 

840 
560 
560 

840 
660 
560 


1.120 
840 


1.400 
1.400 
1.400 


TIMBKB 

fe) 


210 
210 

210 
210 
210 
210 
210 
210 
210 
210 
210 
210 


210 


TOTA 


43.ei 

r^.41 

18J 

17.01 

4ája 

san 

34J] 


175 
176 
175 

175 
175 

17$ 

175 
175 
176 


176 
176 


140 
140 
140 


i^joei 

9.411 

i«ij 

ITilJ 
lUfl 
S.1II 


9J1I 


(a)  Los  arta.  4.**  y  5."  del  Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1846  establecen  las  cftBtidi^ll 
qoe  la  eucesión  sea  directa  ó  transveraal.^La  Ley  de  26  de  Diciembre  de  18'i2,  6jaDdo  toi  ia|iM 
tos  de  1892-93  elevó  dicho  recargo  á  40  por  100  en  las  sucesiones  directas  y  á  50  en  \un  traBfvtr*" 

(6)    Real  orden  de  23  de  Marzo  de  1898. 

(«)    Ley  del  timbre  de  15  de  Septiembre  de  1892. 

Nota.     El  precedente  Arancel,  se  nos  ha  facilitado  en  el  Ministerio  de  Qracia  j  Jnstidt.  1*1 
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Orandezas  de  España  y  Títulos  del  Reino,  Legitimaciones,  etc.,  etc. 


DIVERSAS    GRACIAS 

í  Títulos  con  Grandeza,  sus 
1    hijos  y  nietos 

IMPUESTO 

■•PECUL 

SELLO 

'    RKAL 
(h) 

TIMBRE 

*rOTAL 

» 
» 

» 

Fé»«ta9. 

280 
210 
140 

140 

280 
210 
140 

140 

280 
210 

140 

1.120 
840 
660 

1.120 
840 
660 

S60 
140 
860 

OOO         oooooo                 .ooo              oooo          oooo| 

Ptstías 

3ó0       1 

280 

210 

210 

360 
280 
210 

210 

36Ó 
280 

210 

1.190 
910 

•630 

1.190       i 
910 
630 

420 
210 
420 

Licencias  de  casa- ^Condes  y  Marqueses 

miento Sus  hiios  v  nietos.   .    .    . 

Vizcondes,  Barones,  Seño 
res,  sus  hijos  y  nietos. . 

1  Títulos  con  Grandeza,  sus 
T- j.-ii.^        u  u        1    hijos  V  nietos 

Indulto  por  haberse >/-,  "'J""  ^  iV        

casadosin  laopor-^^^^t-  ^  ^^^T"^ 

tuna  Real  liceíicia/^^.^^  ^'^f  y  nietos. . 

/Vizcondes,  Barones,  Seño 
I     res,  sus  hijos  y  nietos  . 

Declaración  de  no 
ser  obstáculo  la  I 
omisión   en    que/Títulos  con  Grandeza. . . . 

incurrió  un  Tí  tu  lo' Condes  y  Marqueses 

alcasarsesinReah  Vizcondes,  Barones  y  8e- 
licencia,  para  po-\    flores 

derle  suceder  sus! 
descendientes . . . ' 

/Grandezas  con  ó  sin  Tí 

Autorizaciones  paral    tulo 

designar  sucesor ,)Título  de  Duque,  Marqués 

y  aprobación  de]    ó  Conde,  sin  Grandeza. 

los  designados. . .  ídem  de  Vizconde,  Barón 

ó  Señor,  sin  Grandeza. 

A  «♦^-:«««  i  A«    .x„ ««/Grandeza  con  ó  sin  Título. 

Tratamiento  de  Excelencia  á  los  Cabildos  Ca 
tedrales 

Liefidtímaciones • •• •.. 

Albalá  de  Monteros  de  Cámara 

se  h*n  de  pagar  por  el  impaesto  etpeeinl,  según  que  el  Título  lleve  ó  no  aneja  la  Qrandeza  y  según 
para  el  aüo  económico  siguiente,  recargó  dicho  impaesto  en  on  88  por  100.— La  Ley  de  Presupaes- 


cluímos  pera  mejor  inteligencia  de  las  disposiciones  insertas  en  este  articulo . 
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IMPUESTO  SOBRE  HONORES  DE 
EMPLEOS.  —  Véase  Houores  de  em- 
pleos (pág8.  563  á  667  de  este  tomo). 


IMPUESTO  SOBRE  SUELDOS.  >  Ha 

venido  este  impaesto  á  sastituir  al  des- 
cuento sobre  saeldos  de  los  empleados 
establecido  por  la  Ley  de  1867,  y  ba  te- 
nido distintas  modificaciones,  desde  el  6 
por  100  para  los  funcionarios  del  Esta 
do  y  el  2  Vt  por  lOú  para  los  de  las  Di- 
putaciones y  Ayuntamientos,  hasta  las 
cuotas  de  imposición  fijadas  por  la  Ley 
y  Reglamento  de  1898,  cuyos  preceptos 
más  pertinentes  seguidamente  inser 
tamos: 

Ley  de  Presupueitos  de  5  de  Ago$to  1893. 

< Art.  89.  El  impuesto  sobre  suel- 
dos y  asignaciones  queda  transitoriamen- 
te modificado  con  sujeción  á  las  siguleu 
tes  reglas: 

1.»  Las  clases  activas  civiles  que  per- 
ciben sus  haberes  de  los  presupuestos 
generales  del  Estado,  de  la  Real  Gasa  ó 
de  los  Cuerpos  Golegisladores,  contri 
huirán: 

Hasta    5.000  pesetas,  con  el  1 1  por  1 00. 
Desde    6  001  á    7.600,  con  el  18. 
Desde    7.601  á  10.000,  con  el  16. 
Desde  10.001  á  16.000,  con  el  17. 
Desde  16.001  en  adelante,  con  el  20 
por  100. 

2.^  Contribuirán  con  el  1  por  100,  que 
en  la  actualidad  satisfacen,  los  segun- 
dos Tenientes,  Tenientes  y  Capitanes  que 
sirven  en  cueipo  activo  con  las  armas 
en  la  mano,  y  con  2,60  por  100  los  Co- 
mandantes, Tenientes  coroneles  y  Coro- 
neles en  igual  situación. 

Los  mismos  impuestos  satisfarán  los 
Jefes  y  Oficiales  de  los  distintos  Cuer- 
pos de  la  Armada  de  categorías  análogas 
que  á  bordo  ó  en  tierra  estén  en  servicio, 
activo  con  las  armas  en  la  mano,  y  per- 
ciban sus  haberes  con  cargo  al  presu- 
puesto de  la  Península. 

Los  demás  Jefes  y  Oficiales  en  activo, 
del  Ejército  y  de  la  Armada,  continua- 
rán contribuyendo  con  el  11  por  100  de 
sus  haberes  y  asignaciones. 

Los  Oficiales  generales  del  Ejército  y 
Armada  contribuirán  con  el  18  por  100 
los  de  Brigada,  y  con  el  16  por  100  los 
demás,  cuando  por  la  situación  en  que 
se  hallen  perciban  haberes  superiores  al 


sueldo  de  Coronel,  y  con  el  11  por  100 
en  los  demás  casos. 

8.a  Las  clases  pasivas*  continuarán 
tributando  con  arreglo  á  los  arta.  8.o  y 
12  de  la  Ley  de  Presupuestos  de  80  de 
Junio  de  1892. 

4.*  Las  cargas  de  justicia  contribui- 
rán con  el  20  por  100. 

6.*  Los  Registradores  de  la  propiedad 
que  no  perciban  haberes  del  Estado,  trí 
bu  taran  con  el  16  por  100  de  los  honora- 
rios que  devenguen,  quedando  sometidos 
los  que  le  cobren  á  la  regla  establecida 
para  las  clases  activas  civiles. 

6.*  Los  empleados *de  las  Diputacio- 
nes provinciales  y  Ayuntamientos  con- 
tribuirán uon  el  6  por  100  hasta  1.000 
pesetas,  y  con  el  11  por  100  desde  1.001 
en  adelante. 

El  impuesto  del  1  por  100  establecido 
en  el  art.8.®de  la  Ley  de  Presupuestos  de 
80  de  Junio  de  1892  quedará  refundido 
en  el  de  sueldos  y  asignaciones  en  cuan- 
to afecte  á  funcionarios  del  Estado  y  de 
las  Diputaciones  y  Ayuntamientos;  pero 
continuará  en  vigor,  con  las  excepciones 
administrativamente  acordadas,  respecto 
de  los  demás  servicios  que  se  satisfagan 
con  cargo  á  los  presupuestos  generales, 
provinciales  y  municipales. 

Los  capitales  que  se  satisfagan  en  Es- 
pafia  con  créditos  de  este  presupuesto 
por  amortisnción  en  sorteo  de  la  Deu- 
da pública,  sufrirán  un  descuento  de 
6  por  100. 

Real  decreto  de  10  de  Agosto  de  1893, 
aprobando  el  Reglamento  relativo  diuel- 
dos  y  aiignaciones, 

{Hac.)  €En  nombre  de  mi  Augusto 
hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y  como 
Reina  Regente  del  Reino;  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  á  propues- 
ta del  Ministro  de  Hacienda, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  único.  Se  aprueba,  con  ca- 
rácter provisional,  el  adjunto  reglamento 
para  la  imposición,  administración  y  co- 
branza del  impuesto  sobre  sueldos  y 
asignaciones,  dictado  para  llevar  á  efec- 
to lo  dispuesto  en  el  art.  89  de  la  Ley  de 
Presupuestos  del  corriente  afio  económi- 
co, el  cual  regirá  desde  luego  hasta  que, 
oído  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  se 
dicte  el  definitivo. 

Dado  en  San  Sebastián  á  10  de  Agosto 
de  1898. -> María  Cristiva. -El  Ministro 
de  Hacienda,  Germán  Qamaeo, 
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EKOLAMENTO  FEO  VISION  A  L 
para  la  adminigtr ación ^  inve$tigación  y 
cobranza  del  impuesto  sobre  sueldos  y 
angnaciones. 

Capítulo  I.— De  los  donativos  de  S,  M,  y 
del  Clero  y  monjas. 

Artícolo  1.0  £1  donativo  de  8.  M.  la 
Reina  será  percibido  por  el  Teaoro  pú- 
blico en  dosavaa  partea,  á  medida  qae 
mensaaltneiUe  ae  aatiafaga  la  conaigua- 
ción  qiie  comprende  el  capítulo  I,  ar- 
tículo único,  sección  1.*  del  presupuesto 
de  obligaciones  generales  del  Estado. 

Art.  2.0  El  donativo  del  Clero  y  mon- 
jas continuará  siendo  el  11  por  100  que 
hasta  hoy  se  ha  percibido  reapecto  de  los 
sueldos  y  asignaciones  inferiores  á  6.000 
pesetas,  entendiéndose  que  formará 
parte  del  mismo,  el  impuesto  de  1  por 
100  sobre  los  pagoa  del  Estado.  En  cuan- 
to á  los  sueldos  y  aaignaciones  que  exce- 
dan de  aquellas  anmas,  se  regulará  el  do- 
nativo por  la  escala  eatablecida  para  las 
clases  activas  civiles. 

Cap.  lí.^Del  descuetito  sobre  los  sueldos 
4f  qrignofiiqnes  consignadas  en  los  pre- 
supuestos del  Estado»  de  la  Casa  Beal 
y  Cuerpos  Colegisladores. 

Art.'  3.**  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  eo 
el  art.  3»  de  la  Ley  <le  Presupuestos  de  6 
del  actual,  el  impuesto  sobre  los  haberes 
que  se  perciben  de  los  presupuestos  del 
Estado,  Real  Casa  y  Cuerpos  Colegisla- 
dores, se  exigirá  con  sujeción  á  las  re- 
gias siguientes: 

1.^  Las  clases  activas  civiles  que  per- 
ciban sueldos  ó  asígnacionea  haata  en 
cantidad  de  6.000  pesetas,  contribuirán 
con  el  11  por  100. 

Desde  6.001  á  7.600,  con  el  13  por  100. 

Desde  7.601  á  10.000,  con  el  16  por  100. 

Desde  10  001  á  16.000,  con  el  17  por  100. 

Deade  16.001  en  adelante,  con  el  20 
por  100. 

2.a  Contribuirán  con  el  1  por  100,  que 
en  la  actualidad  satisfacen,  los  segundos 
Tenientes,  Tenientes  y  Capitanes  que 
sirven  en  Cuerpo  activo  con  las  armas  en 
la  mano,  y  con  2,60  por  100  los  Coman 
dantea,  Tenientes  Coroneles  y  Coroneles 
en  igual  situación. 

Los  mismos  impuestos  satisfarán  los 
Jefes  y  Oficiales  de  los  distintos  Ciierpos 
de  la  Armada,  de  categorías  análogas, 
que  á  bordo  ó  en  tierra  estén  en  servi- 
cio activo,  con  las  armas  en  la  mano,  y 


perciban  sus  haberes  con  cargo  al  pre- 
supuesto  de  la  Península. 

Los  demás  Jefes  y  Oficiales  en  activo 
del  Ejército  y  la  Armada,  continuarán 
contribuyendo  con  el  11  por  100  de  sus 
haberes  y  asignaciones. 

Los  Oficiales  generales  del  Ejército  y 
Armada  contribuirán  con  el  13  por  100 
los  de  brigada,  y  con  el  16  por  100  los 
demás,  cuando  por  la  situación  en  que 
se  hallen,  perciban  haberes  superiores  al 
sueldo  de  Coronel,  y  con  el  11  por  100 
en  los  demás  caaos. 

8.*  Las  clases  pasivas  continuarán 
tributando  con  arreglo  á  los  arta.  8.o  y 
12  de  la  Ley  de  Presupuestos  de  30  de 
Junio  de  1892. 

Art.  4.0  Para  los  efectos  de  este  im- 
puesto, se  consideran  comprendidas  en 
las  denominaciones  de  sueldos,  asigna- 
ciones y  pensiones: 

l.o  Todas  las  cantidades  que  se  satis- 
fagan á  cualquier  clase  de  empleados 
civiles  y  militares  dependientes  del  Es- 
tado como  retribución  de  au  servicio 
personal,  aun  cuando  no  aparescan  de 
talladas  en  el  presupuesto  de  gastos,  ó 
afecten  á  loa  gastos  del  material  en  los 
caaos  en  que  esté  autorizada  eata  apli- 
'  cación. 

2.0  Las  que  se  abonen  por  multas  ó 
derechos  á  los  Inspectores  de  Hacienda 
por  consecuencia  de  la  inveatigación  de 
las  contribuciones,  impuestos  y  propie- 
dades del  Estado. 

8.0  El  60  por  100  de  comisión  en  la 
venta  de  billetes  de  la  Lotería  Nacional. 

Art.  6.0  Quedan  exceptuados  del  im 
puesto: 

l.o  Las  clases  de  tropa  de  los  Cuer- 
pos del  Ejército,  de  la  Marina  y  de  loa 
institntos  armados,  considerándose  tam- 
bién como  tales  los  que  tengan  asimila 
ción  declarada  con  aquelUa  clases. 

2. o  Los  inválidos  retirados  por  inu- 
tilizados en  campafia,  y  los  que  cobren 
pensiones  de  cruces  por  heridas  ó  inuti- 
lidad declarada,  cuyo  haber  ó  pensión 
anual  aea  de  1.000  pesetas  ó  menos;  fun 
dándoáe  esta  exención  en  lo  dispuesto 
en  el  art,  8.o  de  la  Ley  de  21  de  Julio 
de  1876. 

8.®  Las  cantidades  que  bajo  cualquie- 
ra denominación  se  satiafagan  por  servi- 
cios prestados  fuera  del  punto  de  resi 
dencia  del  cargo  que  desempeñen  á  los 
fnncionarios  de  la  Administración  públi 
ca,  además  del  haber  fijo  que  les  corres- 
ponda, cuando  lo  sean  en  concepto  de 
indemnización  de  gaatos  materiales  del 
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■ervício,  siempre  qne,  por  separado  de 
la  dieta,  gratificación,  sobresueldo  ó  in- 
demnización fija  que  se  les  sefiale,  no  se 
Íes  abonen  las  cantidades  á  que  ascien- 
dan aquellos  gastos.  En  este  último  caso 
las  asignaciones  estarán  sujetas  al  im- 
pnesto. 

é.^  Las  cantidades  qne  se  abonen  á 
los  denunciadores  ó  aprebensores  como 
partícipes  de  las  multas  ó  comisos  por  la 
persecución  ó  represión  de  hechos  que 
afecten  á  la  Hacienda. 

6.^  Los  premios  señalados  en  los  sor- 
teos de  la  Lotería  Nacional  á  las  huérfa- 
nas de  militares  y  patriotas. 

6.^  Las  limosnas  asignadas  á  los  in- 
dividuos del  hospital  de  mineros  incura- 
bles de  Almadén  y  demás  análogos;  y 

T.**  Las  dietas  de  los  agentes  ejecuti- 
vos de  la  Hacienda. 

Art.  6.0  Los  tipos  de  gravamen  á  qne 
se  refieren  los  artículos  anteriores,  se 
exigirán  sobre  todos  los  haberes  que  con 
cargo  á  los  créditos  del  actual  presupues- 
tos se  satisfagan,  á  partir  de  la  publica- 
ción de  este  Reglamento  en  la  Gaceta  de 
Madrid. 

Art.  7.<>  Los  mandamientos  de  pago 
para  satisfacer  las  asignaciones  á  que  se 
refiere  la  regla  8.*  del  art.  6.o,  deberán  ir 
acompasados  de  los  justificantes  necesa- 
rios, sin  cuyo  requisito  se  hará  efectivo 
el  impuesto  sobre  la  cantidad  que  se  sa- 
tisfaga. 

Art.  S.^  Los  sobresueldos,  gastos  ele 
representación,  graiificaclones  ó  cual- 
quiera otra  asignación  fija  que,  además 
del  haber  de  su  empleo,  disfruten  los 
funcionarios  de  cualquier  clase,  estarán 
sujetos  al  impuesto. 

Art.  9.0  Con  objeto  de  facilitar  la 
comprobación  de  los  valores  del  impues- 
to en  la  parte  respectiva  á  los  haberes, 
sueldos  y  asignaciones  de  las  clases  acti- 
vas y  pasivas,  cuyo  pago  se  hace  en  vir- 
tud de  nómina,  y  de  que  pueda  satisfa- 
cerse cualquier  reclamación  de  parte, 
los  encargados  de  formarlos  comprende- 
rán en  ella  tres  casillas,  en  las  cuales  ex- 
presarán individualmente  el  ha}>er  ínte- 
gro devengado,  la  cantidad  á  que  ascien- 
de el  impuesto  y  la  suma  líquida  á  satis- 
facer para  el  Tesoro. 

Art.  10.  Los  ordenadores  é  interven- 
tores de  pagos  determinarán  en  cada  uno 
de  los  mandamientos  que  expidan  la 
cantidad  que  deba  formalizarse  con  apli- 
cación al  impuesto;  y  cuando  la  obliga- 
eión,  por  hallarse  comprendida  en  algn- 
■a  de  las  excepciones  de  que  trata  el  ar- 


tículo 6.0,  no  se  halle  sujeta  en  todo  ó  en 
parte  al  tributo,  harán  constar  esta  cir- 
cunstancia en  el  mandamiento  de  pago, 
citando  el  precepto  que  autorjce  la  exen- 
ción. Si  por  omitirse  en  aquellos -docu- 
mentos la  cantidad  referente  á  dicho  grm- 
vamen  dejara  éste  de  hacerse  efectivo^ 
serán  de  ello  responsables  los  expresa- 
dos funcionarios. 

Art.  II.  Las  oficinas  que  satisfagan 
los  mandamientos  de  pago  expedirán  por 
formalización  las  cartas  de  pago  referen- 
tes al  impuesto,  y  estos  documentos,  que 
se  aplicarán  desde  luego  al  concepto  que 
determine  el  presupuesto  de  ingresos^ 
figurarán  en  las  cuentas  del  Tegoro  y  de 
Rentas  públicas  que  las  «mismas  depen- 
dencias deben  rendir. 

Art.  12.  En  la  cuenta  especial  del 
impuesto  se  contraerá  mensualmente  lo 
que  corresponda  por  dicho  concepto  so- 
bre todas  las  atenciones  devengadas  du- 
rante el  mismo  período,  bien  se  halle 
prefijada  su  cuantía,  bien  ésta  se  conoaca 
por  nóminas,  libramientos  ó  consigna- 
ciones de  pag^s. 

Art.  18.  La  formalicación  y  contabili- 
dad, por  lo  que  respecta  á  las  Intenden- 
cias militares  en  relación  al  impuesto  de 
las  clases  militares  y  Qnardia  civil,  se 
subordinarán  á  las  reglas  siguientes: 

1.&  Las  Intendencias  militares  sólo 
acreditarán  su  cuenta  y  librarán  á  los 
Cuerpos  y  clases  del  Ejército  el  liquido  á 
percibir  de  sus  haberes  que  resulte  des- 
pués de  deducido  el  impuesto  sobre  loto 
sueldos  y  asignaciones. 

En  los  extractos  de  revista  y  nóminas 
continuará,  sin  embargo,  demostrándose 
el  haber  integro^  el  impuesto  y  el  liquido 
á  perctbir. 

Igual  demostración  tendrá-  logar  en 
las  relaciones  mensuales  de  haberes  que 
forman  las  secciones  interventoras  de 
los  distritos,  para  acreditar  los  devengos 
del  personal  de  cada  capítulo  y  artículo, 
y  en  las  generales  que  redacta  el  Centro 
directivo  para  resumir  las  del  distrito. 

2.ft  Continuarán  suprimidas  las  co- 
lumnas relativas  al  impuesto  en  las  cuen- 
tas corrientes  de  las  secciones  interven- 
toras de  los  distritos  á  los  diferentes 
Cuerpos  y  clases  del  Ejército,  así  como 
en  las  libretas  de  los  habilitados  ó  repre- 
sentantes de  dichas  colectividades. 

8.ft  Los  libramientos  que  se  expidan 
á  favor  de  los  Cuerpos  y  clases  del  £Jé^ 
cito,  sujetos  al  impuesto  sobre  los  suel- 
dos y  asignaciones,  lo  serán  siempre  p«t 
el  líquida  apercibir  de  sos  haberes, qn^ 
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dando  saprimtda  la  claeifloaci^n  de  inte- 
gro^  imptéesto  y  liquido  que  del  imporle 
toUt  ee  hacía  al  margen  de  aqnelloa  do* 
oomentos. 

Podrá  ordenarse  por  un  solo  libr»- 
miento  el-  pago  de  Haberes,  tanto  de  loa 
Jefes  y  Ofloiales,  como  de  la  clase  de 
tropa  de  un  mismo  Cuerpo. 

4.a  £1  impuesto  sobre  los  sueldos  j 
asignaciones  correspondientes  aí  perso^- 
nat  de  los  diferentes  Cuerpos  y  clases 
que  dependen  del  presupuesto  de  la  Gue- 
rra, se  ingresará  mensualmente  por  rae 
dio  de  libramientos  i\e  data  que  las  In- 
lendeucias  militares  expedirán  sobre  las 
Tesorerías  de  Hacienda  de  laa  capitales 
de  distrito,  con*aplicación  á  los  diferen- 
tes capítulos  y  artículos  de  aquel  presu- 
puesto, por  importe  del  referido  impues- 
to, y  á  producir  carta  de  pago  por  forma- 
lisación  <lel  ingreso  con  cargo  al  respec- 
tivo concepto  de  Rentas  públicai. 

6>  Los  libramientos  de  data  á  que  se 
refiere  la  regla  anterior,  se  extenderán 
con  separación  de  capítulos  y  artículos. 
y  su  importe  será  el  del  impuesto  acre- 
ditado en  las  relaciones  de  haberes  del 
tnes  respectivo,  con  aumento  ó  baja  del 
liquido  á  que«seiendan  las  rectiflcacio- 
nes  llOTadas  á  efecto  por  el  Centro  direc- 
tivo en  las  liquidaciones  de  los  meses  an- 
teriores. Al  dorso  de  estos  libramientos 
■e  hará  una  demostración,  tanto  del  ha- 
ber integro,  impuesto  y  liquido  que  se 
haya  acreditado  en  totalidad  durante  el 
mes  respectivo,  como  de  los  aumentos  y 
bajas  que  con  igual  clasificación  se  haya 
Verificado  por  meses  anteriores. 

6>  El  importe  del  impuesto  que  se 
acredite  en  las  relaciones  de  haberes  por 
&eiulta$  de  ejercicios  cerrados,  será  tam- 
bién objeto  <le  libramientos  separados 
por  cada  concepto,  siempre  que  el  crédi- 
to haya  figurado  en  las  correspondientes 
relaciones  de  acreedores  de  las  cuentas 
de  gastos  páblicos,  y  se  tendrá  en  cuen- 
ta los  aumentos  y  bajas  producidos  por 
el  Centro  directivo  en  las  liquidaciones 
del  afio  económico  correspondiente  que 
oo  hubieran  podido  inclnirse  en  los  li- 
bramientos expedidos  durante  el  mismo. 

7>  Las  cartas  de  pago  que  produaca 
la  formalíaación  de  los  ingresos  del  im 
puesto  á  que  se  refieren  las  dos  reglas 
anteriores,  se  remitirán  á  las  Intenden- 
cias militares  por  la  Delegación  de  Ha- 
cienda, juntamente  con  los  libramientos 
que  las  hayan  producido,  en  igual  forma 
que  se  viene  verificando. 

Estas  cartas  de  pago  quedarán  en  ktn 


Intendencias  militares  para  los  efecto» 
de  comprobación  y  de  justificación  á  que 
haya  lugar,  suprimiéndose  las  relacíooM 
que  se  formaban  mensualmente  para  sa 
remmón  al  Centro  directivo,  así  o*no 
las  copias  certificadas  que  se  expedían  á 
favor  de  los  habilitados  ó  perceptores. 

8/  Si  por  las  rectificaciones  que  se 
lleven  á  efecto  en  los  haberes  despoés 
de  terminado  el  afio  económico  corres- 
pondteote  resultase  exceso  en  los  ingre- 
sos por  e1  impuesto,  se  procurará  su  de-. 
Toinción.  y  cuando  se  realice,  no  podrá 
ya  producir  ingreso  equivalente  como 
reintegro  de  disminución  de  ios  gastos 
públicos,  aunque  se  efectúe  en  el  semes- 
tre denominado  antes  de  ampliación,  hojr 
suprimido  por  la  Ley  de  5  del  actual. 

La  reclamación  de  devolución  tendrá 
lugar  dirigiéndose  de  oficio  el  Intenden- 
te del  distrito  á  la  expresada  autoridad 
remitiendo: 

l.o  Un  certificado  expedido  por  el 
Jefe  interventor  de  la  Intendencia,  en 
que  se  demuestre:  el  impuesto  que  se  ha 
debido  ingresar  en  cada  mes  por  los  de- 
vengos del  respectivo  capítulo  y  artícu- 
lo, segán  las  relaciones  de  haberes  y  re- 
paros recibidos;  el  que  se  haya  ingresa- 
do, con  expresión 'de  la  fecha  y  número 
de  las  cartas  de  pago  obtenidas,  y  la  di- 
ferencia ingresada  con  exceso. 

Y  2.0  La  última  ó  últimas  cartas  de 
pago  en  cuyo  importe  esté  comprendido 
el  del  ingreso,  cuya  devolución  se  re- 
clame. 

Cuando  el  importe  de  la  devolución 
esté  comprendido  en  parte  del  de  ana 
carta  de  pago,  se  remitirá  además  copia 
literal  de  la  misma,  autoriaada  por  el 
Jefe  interventor,  á  fin  de  que  sea  devuel- 
ta por  el  Delegado  de  Hacienda  con  el 
certificado  de  la  nota  de  reducción  et- 
tampada  en  el  original,  conforme  á  la 
Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1866. 

8i  por  extravío,  inutilización  ú  otra 
causa  excepcional  no  pudieran  acompa*^ 
fiarse  las  cartas  de  pago  originales,  se 
suplirá  esta  justificación  en  la  forma 
prevenida  por  la  expresada  Real  orden. 

9.a  Las  secciones  interventoras  de 
los  distritos  abrirán  una  cuenta  corrien- 
te á  la  Hacienda  pública  por  cada  capi- 
tulo y  artículo,  con  cuya  >aplicación  se 
hayan  acreditado  devengos  sujetos  al 
impuesto  sobre  los  sueldos  y  asigna- 
ciones. 

Se  acreditará  en  estas  cuentas: 
í       l.o    El  impuesto  que  figure  en  laa  re- 
lacionea  menanales  de  haberes. 
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3.*  Lo«  Aiimentoc  al  impnesto  bechofl 
por  la  oficina  general,  según  reparos  re- 
cibidos. 

8.0  Las  bajas  del  impuesto  que  lleve 
á  efecto  el  mismo  Centro  en  la  liqaida- 
ción  de  las  relaciones  de  haberes  ana- 
lados. 

4  *  Los  reintegros  qoe  se  obtengan 
por  íormalisación  de  las  devoluciones  de 
ingresos  indebidos;  y 

6.0    Los  libramientos  qne  se  annlen. 

Se  (tdetidará  en  las  mismas  cuentas: 

l.o  Los  mandamientos  de  pago  qne 
se  expidan  para  formalíaar  los  ingresos 
<lel  descuento  liquidado. 

2.0  El  impuesto  acreditado  que  se 
anule  en  las  relaciones  de  haberes  de 
cargo. 

8.0  Los  aumentos  al  impuesto  anula- 
dos en  las  relaciones  de  haberes  de  car- 
go, segán  reparos  de  la  Oficina  general. 

Y  4.0  Las  bajas  del  impuesto  acredi- 
tado en  las  relaciones  de  haberes  de 
abono  que  haga  el  mismo  Centro  direc- 
tivo. 

10.  El  importe  del  impuesto  que  hu- 
biese quedado  sin  ingresar  á  la  termina- 
ción de  un  ejercicio,  ya  fuese  por  no  ha- 
berse podido  recibir  con  oportunidad  los 
reparos,  por  rectificaciones  que  hubiere 
dado  á  conocer  el  ajuste  definitivo  del 
ejercicio  del  presupuesto,  ó  por  otra  can- 
sa justificada,  resultará  de  saldo  á  favor 
en  la  cuenta  corriente  á  que  se  refiere  el 
artículo  9.0,  y  su  importe  figurará  como 
resto  pendiente  de  pago  en  las  de  Oaitoa 
públicoi  del  Departamento  de  la  Qnerra, 
librándose  por  Resultas  de'  ^et-cieioi  ce- 
rradoi,  y  á  producir  carta  de  pago  con 
aplicación  al  respectivo  concepto  de  Ben- 
tai  púbUeaa, 

11.  El  impuesto  qne  resulte  ingresa- 
do con  exceso  al  hacer  el  ajuste  definiti- 
vo del  ejercicio  del  presupuesto,  resulta- 
rá de  saldo  en  contra  en  la  cuenta  co- 
rriente de  que  trata  la  regla  9.a,  y  su  im- 
porte aparecerá  como  débito  pendiente  de 
reintegro  en  la  de  Gastoi  públicos  que  se 
rinden  al  Tribunal  de  Cuentas,  recla- 
mándose del  Delegado  de  Hacienda  de 
la  provincia  capital  del  distrito  en  los 
términos  prevenidos  por  la  regla  8.a.  £| 
Delegado  de  Hacienda  dará  curso  á  estas 
reclamaciones,  con  sus  documentos  jus- 
tificativos, á  la  Dirección  generar  de 
Contribuciones,  y  ésta,  en  su  vista,  re- 
solverá lo  procedente  con  devolución  de 
las  mismas. 

13.  La  Sección  de  Teneduría  de  la 
Dirección  de  Administración  militar  lle- 


vará una  cuenta  general  por  cada  diatri- 
to,  del  Haber  qoe  en  el  mismo  haya  co- 
rrespondido á  la  Hacienda  pública  por  ei 
impuesto  sobre  sueldos  y  asignaciones 
acreditados  por  los  diferentes  capítulos 
y  artículos  del  presupoesto  de  la  Guerra, 
de  los  ingresos  que  se  hayan  realitado 
por  este  concepto,  y  de  los  restos  pao- 
dientes  de  ingreso  ó  devolución  en  fin 
del  ejercicio.  ^ 

18.  La  Sección  de  Ajustes  de  Cuer- 
pos afecta  á  la  Intendencia  de  Castilla  la 
Nueva,  llevará,  en  términos  análogos  á 
los  prevenidos  para  las  Secciones  inter* 
▼entoraa  de  distrito,  la  cuenta  de  la  Ha- 
cienda pública  por  el  impnesto  sobrs 
sueldos  y  asignaciones  «de  los  Cuerpos 
del  Ejército,  cuya  contabilidad  radica  en 
aquel  Centro. 

El  impuesto  que  deba  ingresar,  según 
Isa  liquidaciones  de  los  extractos  de  re* 
vista,  se  hará  constar  en  laa  relaciones 
mensuales  de  haberes,  que  presentsrán 
por  cada  Cuerpo  la  demostración  del  tn- 
tegro.  impuesto  y  liquido  á  percibir. 

Para  el  ingreso  de  este  'impuesto,  la 
Sección  de  Ajustes  noticiará  mensual- 
mente  á  la  Dirección  general  del  Cuerpo 
la  suma  que  por  tal  concepto debaiibrar- 
se  en  totalidad,  y  la  cual  se  consignará 
á  la  Intendencia  de  Castilla  la  Nueva 
para  que  ordene  por  un  solo  mandamien- 
to la  oportuna  formaiización  sobre  la  Te- 
sorería de  Hacienda  de  la  provincia  de 
Madrid. 

Estos  mandamientos  se  expedirán  con 
cargo  á  la  Sección  de  Ajustes,  remitién- 
dole las  cartas  de  pago  que  produces  la 
formaiización  de  su  importe. 

Las  devoluciones  á  que  hubiera  lugar, 
se  reclamarán  por  la  misma  Sección  y 
por  conducto  de  la  Intendencia  de  Casti- 
lla la  Nueva,  acompafiando  la  justifica- 
ción á  que  se  refiere  la  regla  8.a 

14.  En  la  contabilidad  del  impuesto 
sobre  los  sueldos  y  asignaciones  de  la 
Guardia  civil  que  se  acreditan  y  sstisfa- 
cen  por  el  presupuesto  del  Ministerio  de 
la  Gobernación,  se  seguirán  por  las  In- 
tendencias militares  las  mismas  reglas 
que  quedan  establecidas  para  los  Cuer- 
pos y  Clases  del  Ejército. 

16.  Cuanto  queda  dispuesto  en  esta 
instrucción,  con  referencia  á  las  Inten- 
dencias militares,  es  aplicable  á  la  Sob- 
intendencia  de  Málaga. 

Art.  14.  En  la  cuenta  del  roes  de  Ja- 
llo de  cada  afio  se  contraerá  asimismo 
en  el  concepto  de  aumento  par  redifiea* 
dones  las  cantidades  qne,  procedentes 
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del  ejercicio  cerrado  del  preanpaeeto 
anterior,  hayan  de  pasar  á  ella  como 
EeiuUaa  del  mismo,  debiendo  figararae 
en  la  nota  lo  qae  corresponda  á  cada 
concepto  ó  impuesto  que  comprende. 

Art.  16.  Loa  haberee  de  laa  Olaaes 
pasivas  se  contraen  mensaalraente  en 
¡as  oaentas  de  gastos  públicos,  conforme 
i  lo  dispuesto  en  la  instrucción  de  con- 
tabilidad, y  por  tanto,  debe  contraerae 
en  la  cuenta  especial  del  impuesto  el  que 
les  corresponda  en  cada  mensualidad 
vencida  ó  devengada,  aun  cuando  no  se 
satisfaga. 

Art.  16,  Los  Directores  generales  de 
los  Bancos,  Sociedades  y  Oompafiias  de 
todas  clases  no  fabriles  legalmente  cons- 
tituidas, remitirán  también  á  las  Admi- 
nistraciones de  Hacienda  de  las  provin- 
cias en  que  aquellos  establecimientos 
estén  domiciliados,  una  nota  detallada 
de  los  sueldos  y  asignaciones  que  satis- 
fagan á  empleadoa  de  nombramiento  del 
Gobierno. 

Inme<liatamente  después  de  recibida 
dicha  nota,  las  Administraciones  ezpre- 
aadas  liquidarán  el  impuesto  correspon- 
diente, y  estos  datos  pasarán  á  la  Inter- 
vención para  que  Bscalice  y  tome  rasón 
de  dichas  liquidaciones;  y  contraídas 
que  sean  en  cuenta,  pueda  precederse  al 
cobro  por  la  Tesorería  de  la  provincia. 

Las  notas  de  que  se  trata  se  exigirán 
dentro  del  mes  de  Julio  de  cada  año. 

Art.  17.  La  formaliaación  del  donati- 
vo de  8.  M.  y  del  impuesto  correspon- 
diente á  los  perceptores  de  haberes  del 
presupuesto  de  la  Real  Casa,  se  veriBca- 
rá  por  la  Intendencia  general  de  la  mis- 
ma, en  la  forma  que  respecto  d«l  último 
se  ha  venido  realizando  hasta  el  pre- 
sente. 

Art.  18.  Elimpuesto  correspondiente 
á  las  Clases  actiras  civiles  que  perciban 
sus  haberes  de  los  presupuestos  de  los 
Cuerpos  Colegisladores  se  formalizará 
por  los  habilitados  de  los  mismos,  ajus- 
tándose á  las  reglas  que  se  observan  res- 
pecto á  los  que  perciban  sus  haberes  ron 
imputación  á  las  obligaciones  de  los  De- 
partamentos ministeriales. 

Cap.  lll.— Haberes  que  afectan  á  los  pre- 
supuestos provinciales  y  municipales. 

Art.  19.  Conforme  á  lo  dispuesto  en 
la  regla  6.a  del  art.  39  de  la  Ley  de  Pre- 
supuestos de  5  del  actual,  los  empleados 
de  las  Diputaciones  provinciales  y  Ayun- 
tamientos contribuirán  con  el  6  por  100 


hasta  1.000  pesetas,  y  con  el  11  por  100 
desde  1.001  en  adelante. 

Art.  20.  Están  exentos  del  impuesto, 
con  arreglo  al  art.  2.o  adicional  de  la  Ley 
de  36  de  Diciembje  de  1872,  los  Maes- 
tros de  instrucción  primaria. 

Art.  21.  Para  la  aplicación  del  im- 
puesto se  consideran  sueldos  y  asigtna* 
Clones  todos  los  haberes  percibidos  en 
los  conceptos  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 4.0 

Art.  22.  No  se  hallan  comprendidas 
en  dicha  denominación,  y  por  tanto  es* 
tan  exentas  del  impuesto,  las  asignacio- 
nes de  material,  en  tanto  que  no  sean 
aplicadas  á  Is  retribución  de  servicios 
personales. 

Art.  28.  Las  Diputaciones  provincia- 
les y  Ayuntamientos  están  obligados  A 
remitir  á  ia  Administración  de  Hacien- 
da de  su  respectiva  provincia,  dentro  del 
primer  mes  de  cada  afio  económico,  una 
copia  literal  oertificadade  sus  presupues- 
tos de  gastos  en  la  parte  referente  á  los 
haberes,  sueldos,  asignaciones,  premios 
y  comisiones  de  los  empleados  activos  y 
pasivos  de  los  mismos. 

También  será  obligatorio  para  las  ex- 
presadas Corporaciones  dar  noticia  in- 
Qpediata  en  forma  de  certificado  á  las 
Administraeiones  de  Hacienda,  de  las 
alteraciones  que  experimente  el  pago  de 
haberes  del  personal  por  consecuencia 
de  vacantes  ó  cualquiera  otro  motivo. 
Estas  certificaciones  se  remitirán  por 
duplicado. 

Art.  24.  Las  Administraciones  ex- 
presadas liquidarán,  en  vista  de  las  cer- 
tificaciones á  que  se  refiere  la  primera 
parte  del  artículo  anterior,  el  importe 
del  impuesto  que  deba  satisfacer  la  Cor- 
poración, y  pasarán  estas  liquidaciones 
á  la  Intervención  de  Hacienda  para  los 
efectos  reglamentarios.  Si  no  se  efectua- 
se el  ingreso  dentro  del  plaso  de  quince 
días  á  partir  de  la  fecha  del  vencimien- 
to de  las  obligaciones  provinciales  y  mu- 
nicipales gravadas  con  el  tributo,  se  ges- 
tionará lo  conveniente  por  las  oficinas 
de  Hacienda  para  realisarlo. 

Las  alteraciones  que  durante  cada  tri- 
mestre del  ejercicio  deban  sufrir  los  car- 
gos contraídos  en  las  cuentas,  serán  oh 
jeto  de  los  correspondientes  aumentos  ó 
bajas  en  ellas,  justificándolos  con  uno 
de  los  ejemplares  de  las  certificaciones 
que  por  duplicado,  y  con  arreglo  á  lo  que 
determina  el  último  párrafo  del  artículo 
anterior,  remitirán  las  respectivas  Cor- 
poraciones. El  otro  ejemplar  se  conser- 
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Tara  archivado  en  la  Administración  de 
Hacienda. 

Art.  25.  £n  la  cuenta  especial  de  eate 
impuesto  se  contraerá  el  que  correspon- 
da al  importe  de  los  haberes  que  cada 
Corporación  haya  de  satisfacer  en  el 
trimestre  según  la  relación  previamente 
.  remitida,  á  que  se  refiere  el  art.  28,  sin 
perjuicio  de  las  bajas  que  se  justifiquen, 
y  en  los  quince  días  siguientes  al  venci 
miento  de  aquel  período  se  exigirá  el 
ingreso  del  impuesto, precediéndose  eje- 
cutivamente contra  los  que  no  lo  veri 
fiquen. 

Cap.  IV. — Honorarios  de  los  Registrado- 
res de  la  propiedad, 

Art.  26.  Los  Registradores  de  la  pro- 
piedad que  no  perciban  haberes  del  Es- 
tado, tributarán  con  el  16  por  100  de  los 
honorarios  que  devenguen ,  quedando 
sometidos  los  que  los  cobren  á  la  regla 
estaolecida  para  las  clases  activas  ci- 
viles. 

£1  impuesto  expresado  se  liquidará 
sobre  la  totalidad  de  los  honorarios  que 
se  devenguen. 

Art.  27  Los  Registradores  presenta- 
rán en  las  Administraciones  de  Hacien» 
da,  dentro  de  los  quince  primeros  días 
de  cada  trimestre,  una  nota  del  importe 
de  los  honorarios  que  hubieren,  deven- 
gado durante  el  trimestre  vencido. 

Art.  28.  En  Ir  cuenta  de  Rentas  pú- 
blicas  se  contraerá  el  importe  del  impues- 
to que  haya  correspondido  por  los  hono- 
rarios devengados  en  cada  trimestre  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  27,  y  su 
ingreso  en  la  Caja  se  exigirá  desde  lue- 
go, procediendo  en  caso  necesario  á  su 
recaudación  por  la  vía  de  apremio. 

Cap.  y.-- Cargas  de  justicia. 

Art.  29.  Las  cantidades  que  se  abo- 
nen por  Cargas  de  justicia,  con  cargo  á 
los  créditos  del  presupuesto  de  1893  94, 
contribuirán  al  impuesto  sobre  sueldos 
y  asignaciones  con  el  20  por  100,  según 
lo  dispuesto  en  la  regla  4.a  del  artículo 
89  de  la  ley. 

Art  80.  Las  asignaciones  de  esta  cla- 
se afectas  á  las  respectivas  Intervencio- 
nes de  Hacienda  se  devengan  mensual- 
mente,  y  su  importe  se  contrae  por  do- 
zavas partes  ó  por  el  de  las  nóminas  an- 
teriores, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
instrucción  de  Contabilidad. 

Art.  81.    La  cantidad  contraída  debe- 


rá corresponder  á  las  cifras  consig^daa 
en  el  Presupuesto  general  del  Estado, 
figurando  como  aumentos  por  rectificado- 
ncs  y  por  b^ja»  justificadas,  las  alteracio- 
nes á  que  den  lugar  las  traslaciones  de 
pagos,  anulación  de  cargos  y  demás  dis- 
posiciones que  durante  el  ejercicio  imi- 
difiqnen  aquellas  cifras. 

Cap.  VL^Morosidad,  defraudación  y  pe- 
nalidad. ^ 

Art.  82.  Cuando  las  Administracio- 
nes de  Hacienda  no  reciban  en  los  plasos 
fijados  en  los  ai  ts.  16,  23  y  27  los  docu- 
mentos expresados  en  los  mismos,  recla- 
marán, por  medio  del  Boletín  oficial,  el 
cumplimiento  de  este  servicio^  señalan- 
do un  nuevo  término,  y  transcurrido 
éste,  se  impondrán  desde  luego  á  los 
morosos  las  multas  que  correspondan 
dentro  de  los  límites  establecidos  en  el 
artículo  84  del  Reglamento  orgánico  de 
la  Administración  económica  provincial. 

Si  á  pesar  de  este  correctivo  no  se  ob- 
tuviesen los  documentos,  el  Delegado  de 
Hacienda  nombrará  comisionados  que 
pasen  á  recogerlos,  devengando  dietas 
que  no  excedan  de  7  pesetas  60  cén- 
timos. 

Ar4.  88.  Son  defraudadores  á  este  im- 
puesto: 

1.0  1^8  funcionarios  ó  Corporaciones 
que  en  los  documentos  expresados  en  el 
artículo  precedente  cometan  inexactitud 
ó  falsedad. 

2.<>  Todo  funcionario  público  de  cual- 
quiera clase  ó  categoría  que,  contravi- 
niendo á  los  preceptos  de  este  reglamen- 
to, dé  motivo  con  sus  actos  á  que  se  me- 
noscaben los  intereses  del  Tesoro. 

Art.  84.  Los  comprendidos  en  el 
caso  1.^  del  artículo  anterior,  pagarán 
una. multa  del  tanto  al  triplo  de  la  canti- 
dad defraudada. 

Los  incureos  en  el  caso  2.e  pagarán 
una  multa  equivalente  á  las  dos  terceras 
partes  de  la  suma  impuesta  ó  que  se  deba 
imponer  á  los  defraudadores,  sin  perjoi- 
cio  de  la  responsabilidad  criminal  qoe 
proceda  exigirles  en  el  caso  de  haber  co- 
metido cualquier  delito  definido  en  el 
Código  penal,  con  arreglo  al  art  66  de 
la  vigente  l^y  de  Presupuestos. 

Cap.  VII. — Disposiciones  generales. 

Art  86.  Los  expedientes  de  devolu- 
ción de  ingresos  indebidos  se  instruirán 
y  resolverán  con  arreglo  al  Real  decreto 
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6  26  de  Febrero  de  1890  y  á  la  Circular 
6  la  Intervención  general  de  la  Á<lmi- 
iftración  del  Estado  de  29  de  Marzo 
igoiente. 

Las  (lemáfl  incidenclafl  y  reclamacio- 
168  qaedan  sujetas  á  las  reglas  genera- 
M  de  la  Ley  de  19  de  Octubre  de  1879  y 
i  Reglamento  de  16  de  Abril  de  1890, 
obre  procedimiento  administrativo. 

Art.  36.  Las  dudas  que  ofrezc>a  el 
omplimiento  del  presente  reglamento 
eran  consultadas  con  los  Delegados  de 
lacienda,  y  las  que  ocurran  á  los  Dele- 
ados  las  someterán  á  la  Dirección  gene- 
ai  de  Contribuciones,  para  que,  según 
M  caaos,  resuelva  por  si  ó  proponga  al 
finisterio  lo  que  corresponda. 

Art.  37.  Cuando  se  autorice  el  pago 
le  cualquiera  obligación  en  la  Tesorería 
ie  una  provincia  distinta  de  aquella  á 
¡ae  corresponda,  se  cuidará  por  los  In- 
erventores  de  la  provincia  en  que  se 
feclúe  el  pago  de  liquidar  y  exigir  el 
agreso  simultáneo  de  los  valores  del 
mpnesto,  previa  la  oportuna  contracción 
n  la  cuenta  de  Rentas  públicas,  en  el 
aso  de  que  la  obligación  que  se  haya  de 
atisfacer  sea  de  las  sujetas  al  mismo. 
)icbo  ingreso  se  aplicará,  lo  mismo  que 
I  pago,  al  presupuesto  correspondiente. 

En  la  provincia  de  donde  proceda  la 
obligación  gravada  con  el  impuesto,  se 
lará  de  baja  el  correspondiente  contraí- 
lo  si  ya  estuviese  efectuado,  y  se  justi- 
icará  la  operación  con  el  certificado  que, 
ie  haber  hecho  el  consiguiente  contraí- 
lo,  facilite  la  Administración  donde  el 
obro  de  la  cantidad  se  haya  realizado. 

Art.  38.  La  recaudación  se  hará  di- 
ectamente  por  las  mismas  dependencias 
|Qe  verifiquen  los  pagos  cuando  aquélla 
'  éstos  procedan  de  Corporaciones  ú 
)ficinas  que  no  rindan  cuentas  de  Men- 
ai  públicaa  y  de  ingresos  y  pagos  del  Te- 
oro. 

Los  encargados  de  rendirlas  lo  serán 
ambién  de  la  formalización  virtual. 

Aprobado  por  S.  M. — Madrid  10  de 
agosto  de  1893  —El  Ministro  de  Háden- 
la, Germán  Qamazo.f  (Qac,  19  Agosto). 

Real  orden  de  26  de  Noviembre  de  1893, 
ditponie^ido  que  sólo  se  hallan  afectas 
al  impuesto  las  dos  terceras  partes  de 
los  productos  de  los  Registros  de  la  pro- 
piedad. 

{Eac.)  Vista  la  Real  orden  dirigida  á 
3ste  Ministerio  por  el  de  Gracia  y  Justi 
úa,  recaída  en  el  expediente  instruido  en 


la  Dirección  general  de  los  Registros,  con 
motivo  de  las  instancias  suscritas  por  los 
Registradores  de  la  propiedad  de  los  dis- 
tritos del  Norte  de  Madrid  y  de  Pamplo- 
na, en  solicitud  de  que  se  aclare  el  regla- 
mento provisional  para  la  administración 
y  cobranza  del  iuapuesto  sobre  sueldos  y 
asignaciones,  en  el  sentido  de  que  sólo 
grave  las  dos  terceras  partes  de  los  pro- 
ductos de  los  Registros,  y  no  la  totalidad 
de  los  mismos: 

Resultando  que  el  Ministerio  de  Ora- 
da y  Justicia  informa  favorablemente  la 
petición  de  los  interesados. ..: 

Considerando  que  los  Registradores 
de  la  propiedad  vienen  contribuyendo 
con  el  impuesto  sobre  sueldos  y  asigna- 
ciones desde  que  fué  establecido,  man- 
dando la  Ley  de  Presupuestos  de  26  de 
Diciembre  de  1872  que  se  liquidaran  so- 
bre las  dos  terceras  partes  de  los  hono- 
rarios que  devenguen.  ..: 

Considerando  que  el  art.  30  del  Regla- 
mento de  31  de  Diciembre  de  1881,  dis- 
puso que  «los  honorarios  de  los  Regis- 
tradores de  la  propiedad  quedarían  sa- 
jetos  al  impuesto  del  1  por  100  sobre  el 
importe  de  las  cantidades  que  devenga- 
ran en  tal  concepto»,  y  que  habiendo  re- 
clamado contra  esta  disposición  los  fuo- 
cionarios  á  quienes  afectaba,  se  declaró 
por  Real  orden  de  28  de  Mayo  de  1882, 
que  debían  girarse  las  liquidaciones  to- 
mando por  base  las  dos  terceras  partes 
de  aquellos  honorarios: 

Considerando  que  siendo  idéntico  el 
precepto  que  hoy  contiene  el  párrafo 
quinto  del  art.  39  de  la  Ley  de  6  de  Agos- 
to último,  el  Reglamento  provisional  de 
10  del  mismo  mes,  no  sólo  reproduce  el 
texto  de  la  ley  en  su  art.  26,  sino  que 
afiade  en  párrafo  separado  que  la  «liqui- 
dación se  girará,  sobre  la  totalidad  de  los 
honorarios  devengados  > ,  disposición  que, 
atendiendo  á  los  precedentes  que  quedan 
expuestos,  interpreta  el  precepto  legisla- 
tivo de  distinta  manera  que  anteriormen- 
te se  hizo  con  otras  análogas....: 

Considerando  que  si  bien  es  verdad 
que  el  art.  301  de  la  Ley  Hipotecaria  no 
determina  la  parte  de  honorarios  que  los 
Registradores  hayan  de  destinar  á  los 
gastos  de  sus  oficinas....,  no  lo  es  menos 
que  la  Dirección  general  de  los  Registros 
y  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  qne 
son  los  centros  competentes  para  resol- 
ver esa  cuestión, han  podido  comprobar... 
que  los  indicados  gastos  absorben  por 
regla  general  la  tercera  parte  del  pro- 
ducto bruto; 
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8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  <lel  Reino,  de 
acuerdo  con  lo  informado  por  la  Sección 
(le  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de 
Estado,  se  ba  servido  acceder  á  lo  solici- 
tado y  declarar  que  teniendo  en  cuenta 
el  carácter  provisional  del  Reglamento 
de  10  de  Agosto  último,  se  entienda  su- 
primido el  párrafo  segundo  del  mismo, 
siendo  la  inteligencia  del  primero  la  que 
hasta  ahora  se  venía  dando  al  precepto 
de  la  ley,  y  por  tanto,  que  la  base  <le  tri- 
butación por  el  impuesto  sobre  los  ho- 
norarios que  devenguen  los  Registrado- 
res de  la  propiedad  será  las  dos  terceras 
partes,  por  estar  destinada  la  otra  á  sa- 
tisfacer los  gastos  de  personal  y  mate- 
rial que  dichos  funcionarios  deben  abo- 
nar, segón  lo  prescrito  en  el  art.  801  de 
la  Ley  Hipotecaria.»  (Qae.  17  Marzo  1894). 

Beal  orden  de  7  de  Febrero  de  1894,  de- 
clarando que  la$  Hermanas  de  la  Cari- 
dad no  están  sujetas  al  impuesto  sobre 
sueldos. 

(Hac.)  «Visto  el  expediente  instruí- 
do  con  motivo  de  la  consulta  hecha  por 
la  Diputación  provincial  de  Avila  á  la 
Delegación  de  Hacienda  respectiva  acer- 
ca de  si  las  retribuciones  que  perciben 
las  Hermanas  de  la  Caridad,  enfermeros 
y  sirvientes  de  los  Establecimientos  be* 
néficos  deben  considerarse  exceptuadas 
del  impuesto  sobre  sueldos  y  asignacio- 
nes establecido  por  el  art.  89  de  la  Ley 
de  Presupuestos  vigente: 

^soltando  que  la  Diputación  mani- 
fiesta que  por  su  analogía  con  lo  precep- 
tuado en  la  regla  9.*  de  la  Real  orden  de 
27  de  Febrero  último,  que  exceptúa  á 
dicho  personal  del  1  por  100  sobre  pa 
gos,  deben  estarlo  también  del  de  suel- 
dos y  asignaciones,  no  sólo  por  la  indi- 
cada razón,  sino  porque  las  religiosas  de 
que  se  trata  vienen  prestando  sus  servi 
cios  por  contratos  celebrados  con  el  Di 
rector  de  la  Congregación  de  San  Vicen 
te  de  Paul  en  1868  y  1866.  y  en  cuanto  á 
los  enfermeros  y  sirvientes  excluye  de 
aquel  carácter  la  índole  de  los  servicios 
que  desempeñan: 

Resultando  que  la  Delegación  de  Ha- 
cienda, no  obstante  opinar  que  procedía 
la  exención,  no  se  consideró  con  facul- 
tades suficientes  para  acordarla,  y  en  su 
consecuencia,  remitió  la  consulta  á  esa 
Dirección: 

Vistos  los  arts.  4.*  y  21  del  Reglamen- 
to para  la  administración  y  cobranza  del 


impuesto  sobre  tueldoB  y  asignaciones 
de  10  de  Agosto  último 

8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  so  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino ,  de- 
acuerdo  con  lo  informado  por  la  8ecciói> 
de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de- 
Estado,  se  ha  servido  disponen 

Primero.  Que  las  Hermanas  de  la 
Caridad  no  están  sujetas  al  impuesto  so- 
bre  sueldos  y  asignaciones. 

Y  segundo.  Que  los  enfermeros  y 
sirvientes  de  los  Establecimientos  bené- 
ficos deben  pagar  dicho  i  ni  puesto  por  1» 
retribución  que  perciben  de  los  presu- 
puestos del  Estado,  provincial  y  muni- 
cipal. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  7  de  Fe- 
brero de  lS9i.^  Qamazo,—  Br,  Director 
general  de  Contribuciones  é  Impuestos.»- 
(Boletín  de  Hacienda,  Diccionario  AUu- 
bula), 

Beal  orden  de  20  de  Junio  de  1894,  de^ 
clarando  que  no  están  sujetos  al  impues- 
to las  dietas  de  los  individuos  de  las  Co-^ 
misiones  provinciales, 

(Hac)    c Oonsiderandoque  del  tez- 

to  de  las  Reales  órdenes  de  28  de  Octu- 
bre de  1882  y  21  de  Enero  de  1893,  como 
también  de  los  preceptos  del  Reglamen- 
to de  10  de  Agosto  del  afio  último  y  de 
la  Instrucción  de  31  de  Diciembre  1881, 
se  deduce  claramente  que,  limitado  por 
las  referidas  disposiciones  el  impuesto 
de  que  se  trata  á  los  sueldos  y  asigna* 
clones  señaladas  á  los  empleados  del  Es- 
tado así  civiles  como  militares,  el  pre- 
cepto que  regula  su  exacción  no  puede 
referirse  de  ningún  modo  á  los  que  no 
tienen  tal  carácter,  como  son  los  cargo» 
que  por  elección  popular  deeempefUn 
los  individuos  que  componen  las  Dipn- 
taciones  provinciales: 

Considerando  que  así  lo  declaró  termi- 
nantemente la  citada  Real  orden  de  2S 
de  Octubre  de  1882  que  sirvió  de  base  A 
la  excepción  establecida  por  la  de  26  de 
Enero  próximo  pasado  con  relación  á  la» 
dietas  que  disfrutan  los  Consejeros  de 
Estado,  y  aun  cuando  lo  resuelto  por  la» 
enunciadas  disposicinnes  no  se  estimase 
suficiente  para  eximir  del  precitado  im- 
puesto las  dietas  de  los  Dip«itados  que 
forman  las  Comisiones  provincialee, 
siempre  habrá  que  atenerse  á  lo  estable- 
cido por  la  regla  1.a.  art.  23  de  la  Ins- 
trucción de  81  de  Diciembre  de  1881...^ 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  de  acnef^. 
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do  con  lo  ÍDÍormado  por  la  Sección  de 
Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de  Es- 
tado, ae  ha  servido  declarar  qoe  están 
exceptuados  del  Impuesto  sobre  sueldos 
y  asignaciones  de  los  empleados  públi- 
cos, la  retribución  que  disfrutan  los  Di- 
putados provinciales. 

De  Beal  orden,  etc.  Madrid  20  de  Jo- 
niode  lS9i,—8alvad0r,> ^ (Boletin  oficial 
de  Haciei^.  Diccionario  AlcuhiUá), 

Beal  orden  de  94  de  Octubre  de  1894,  com- 
pensando el  aumento  del  impuesto  á  mi- 
litares. 

{Eae,)  «Vista  la  Real  orden  dirigida 
á  este  Ministerio  por  el  del  digno  cargo 
de  V.  E.  manifestando  que  el  Tribunal 
de  Cuentas  del  Reino,  al  examinar  las 
de  gastos  públicos  de  ese  departamento, 
ha  reparado  que  al  abonnrse  á  los  Briga- 
dieres, Capitanes  de  navio  de  primera  y 
sus  asimilados  la  diferencia  del  descuen- 
to entre  el  11  y  el  13  por  100,  según  lo 
dispuesto  por  el  art.  04  de  la  vigente  Ley 
de  Presupuestos  que  autorisó  el  abono 
de  aquélla,  como  compensación,  exige 
que  se  reintegre  el  importe  del  descuen- 
to que  debe  sufrir  la  cantidad  satisfecha 
en  tal  concepto,  á  pesar  de  las  razones 
alegadas  por  ese  Ministerio,  por  lo  cual 
consulta  si  el  espíritu  y  letra  del  referido 
art.  74  se  ha  interpretado  en  la  forma  y 
sentido  en  que  está  redactado: 

Visto  el  ya  citado  art.  74  de  la  Ley  de 
Presupuestos  y  los  arta.  4.*  núm.  l.o,  y 
8.0  del  Reglamento  provisional  de  10  de 
Agosto  de  1893,  para  la  administración 
y  cobransa  del  impuesto  sobre  sueldos  y 
asignaciones 

8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G  ),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  de  con- 
formidad con  lo  propuesto  por  la  Direc- 
ción general  de  Contribuciones  é  Im- 
puestos, se  ha  servido  declarar  que  las 
cantidades  que  se  abonan  á  los  Genera 
les  de  Brigada  y  Capitanes  de  navio  como 
compensación  del  aumento  del  2  por  100 
que  sufren  en  el  descuento,  están  suje- 
tas al  impuesto  sobre  sueldos. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  24  de  Oc- 
tubre de  IS^i.  — Salvador. — Excmo.  se- 
fior  Ministro  de  Marina.»  (Boletín  oficial 
de  Hacienda.  Diccionario  Alcubilla). 

Orden  de  la  Dirección  de  Contribuciones 
de  6  de  Febrero  de  1895,  comprendiendo 
fíi  el  impueito  los  sueldos  de  los  Médi- 
cos titulares. 

( Oir,  gen.  de  Cont,  é  Imp )     < Esta 


Dirección  ha  acordado  resolver  con  ca- 
rácter general  y  como  aclaración  á  la 
Orden  de  29  de  Octubre  último,  que  las 
retribuciones  exceptuadas  del  impuesto 
por  la  miama,  son  únicamente  las  igua- 
las, es  decir,  las  cantidades  que  en  vir 
tud  de  contrato  con  los  Ayuntamientos 
pudieran  percibir  loa  Médicos  y  Farma- 
céuticos por  la  asistencia  de  los  vecinos 
pobres  si  en  algún  caso  se  hacían  esos 
convenios  con  independencia  del  sueldo 
asignado  á  la  plaaa  de  titular,  pues  en 
cuanto  á  este  último  no  puede  dudarse 
en  modo  alguno  que  está  sometido  al 
impuesto.»  {Boletín  de  Administración 
local.  Diccionario  Alcubilla). 

Ley  de  Presupuestos  de  30  Junio  de  1885, 

«  Art.  18.  El  impuesto  sobre  suel- 
dos y  asignaciones  que  correspondan  á 
los  Generales  de  brigada  ó  Capitanes  de 
navio  de  primera  clase  y  sus  asimilados, 
será  al  respecto  del  mismo  tanto  por  cien- 
to que  aatisfagan  los  Jefes  y  OOciales 
del  Ejército  que  no  sirvan  en  Cuerpos 
armados.»  (Gac.  l.o  Julio). 


INAMOTfLIDAD.  —  Derecho  de  los 
funcionarios  á  no  ser  destituidos  de  sus 
cargos,  obtenidos  mediante  pruebas  de 
suficiencia,  á  no  existir  causa  legítima, 
que  habrá  de  justificarse  en  la  forma  que 
determinen  las  disposiciones  dictadas  al 
efecto. 

(Véanse  Ley  Orgánica  del  Poder  Ja- 
dlclal»  arta.  9.o,  221  á  224,  y  disposicio- 
nes 3.',  4.'  y  5.'  de  las  transitorias  de  di- 
cha ley,  para  la  inamovilidad  de  Jueces 
y  Magistratlos:  Caerpo  de  Prlsloues» 
Real  decreto  de  23  de  Junio  de  1883,  ar- 
tículo 14,  pág.  892,  tomo  I;  Real  orden 
de  28  de  Julio  de  1882,  prevención  11, 
pág.  897;  Reales  decretos  de  13  de  Junfo 
de  1886,  art.  14,  pág.  904;  de  13  de  Di- 
ciembre del  mismo  afio,  arta.  19  á  26, 
págs.  912  á  914;  de  11  de  Noviembre 
de  1889,  art.  61,  pág.  920;  de  16  de  Mar- 
zo de  1891,  arts.  34  á  62,  págs.  928  á  930; 
Real  orden  y  Circular  de  la  Dirección  ge- 
neral de  Penales  de  29  y  30  del  citado 
Marso,  págs.  930  á  932;  Ley  de  Presu- 
puestos de  1893,  arts.  8.o  y  75,  y  Real 
decreto  de  29  de  Agosto  de  igual  año,  ar- 
tículos 2.0  y  siguientes,  págs.  933  y  934 
del  mismo  tomo). 
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INCESTO.  — Pecado  carnal  cometido 
por  parientes  dentro  de  loa  grados  en 
que  está  prohibido  el  matrimonio. 

Las  Partidas  consideran  el  incesto 
como  pecado  hecho  contra  la  castidad  y 
en  el  que  caen  los  que  yacen  á  sabien- 
das con  su  parienta,  hasta  el  cnarto  gra- 
do, ó  con  BU  cufiada  que  fuera  mujer  de 
su  pariente,  hasta  el  referido  grado. 

Sobre  la  unión  carnal  entre  próximos 
parientes,  véanse  en  Código  penal»  los 
arts.  458,  párrafo  segundo,  pág.  668;  487 
y  488,  pág.  661  del  tomo  primero). 

Respecto  á  los  que  por  razón  de  paren- 
tesco no  pceden  contraer  matrimonio, 
dice  el 

Código  civil. 

«  Art.  84.  Tampoco  pueden  con- 
traer matrimonio  entre  sí: 

1.^  Los  ascendientes  y  descendien- 
tes por  consanguinidad  ó  afinidad  legiti- 
ma ó  natural. 

2.0  Los  colaterales  por  consanguini- 
dad legítima  hasta  el  cuarto  grado. 

3.0  Los  colaterales  por  afinidad  legí 
tima  hasta  el  cuarto  grado. 

4.0  Los  colaterales  por  consanguini- 
dad ó  afinidad  natural  hasta  el  segundo 
grado. 

6.®  El  padre  ó  madre  adoptante  y  el 
adoptado;  éste  y  el  cónyuge  viudo  de 
aquéllos;  y  aquéllus  y  el  cónyuge  viudo 
de  ésta. 

6.*  Los  descendientes  legítimos  del 
adoptante  con  el  adoptado  mientras  sub- 
sista la  adopción > 


INCOMPATIBILIDAD  DE  HABERES 
ó  SUELDOS.— He  aquí  las  principales 
dispoBiciones  que  á  la  materia  se  re- 
fieren. 

Ley  de  9  de  Julio  de  lti55^  prohibiendo  la 
simultaneidad  de  dos  ó  más  destinos^ 
sueldos^  jubilaciones  y  cesantías  en  la 
Península  y  Ultramar. 

{Fres,  del  C.  de  M.)  iDofla  Isabel  II, 
etcétera. 

Art.  l.o  Se  prohibe,  tanto  en  la  Pe- 
nínsula como  en  todos  los  dominios  de 
Ultramar,  la  simultaneidad  de  dos  ó  más 
destinos,  sueldos,  comisiones  y  cuales- 
quiera otros  emolumentos,  sean  cuales 
fueren,  en  todas  las  dependencias  del 
Estado  y  que  se  paguen  con  fondos'ge- 
nerales,  provinciales  ó  municipales. 


Se  exceptúan  de  esta  disposición  aque- 
llos empleados  que  desempeñen  á  la  vez 
dos  destinos,  ano  de  ellos  profesional, 
de  nombramiento  de  cualesqaiera  de  los 
Caerpos  Oolegisladores  obtenido  en  vir- 
tud de  oposición. 

Art.  2.*  A  los  quince  días  de  publi- 
cada esta  ley  en  la  Península  y  de  tres 
meses  en  Ultramar,  optarán  los  que  en 
la  actualidad  se  encuentren  comprendi- 
dos en  cualquiera  de  los  casos  del  ar- 
tículo anterior,  por  el  Bueldo  que  más  les 
convenga,  y  las  cantidades  que  por  jabi- 
laciones,  cesantías  ó  en  cualquiera  otro 
concepto  estén  percibiendo,  quedarán  á 
beneficio  del  Estado. 

Dada  en  Madrid  á  9  de  Julio  de  1866.» 
(C.  L.,  t.  66,  pág.  404). 

(El  Consejo  de  Estado,  por  sentencia 
de  7  de  Mayo  de  1866,  ha  establecido 
que  si  alguno  percibe  dos  ó  más  suel- 
dos, comisiones,  etc.,  con  infracción  de 
lo  dispuesto,  debe  reintegrarlos). 

Véase  además  Jabllaelones. 


INCOMUNICACIÓN  JUDICIAL  DE 
LOS  RECLUSOS.— Tratan  de  la  inco- 
municación de  los  reclusos,  el  Código 
penal,  la  Ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal y  otras  disposiciones,  que  no  obstan- 
te insertarse  en  los  lugareB  correspon- 
dientes, por  la  importancia  que  la  cues- 
tión tiene  para  los  funcionarios  judicia- 
les y    de   Prisiones,   jUZ^anr»""   nnnrfnno 

reproducir  aquí  los  artíc 
más  concretamente  se  re 

Código  pen 

€ Art.  213.    Incuri 

las  mismas  penas  (1)  en 
casos: 

6.0    £1  Alcaide  de 

Establecimiento  penal  q 
judicial  tuviere  á  un  preí 
incomunicado  ó  en  lug 
que  le  corresponda > 

Art.  214.  Incurrirán 
suspensión  en  sus  grado 
dio: 

4.0    La  Autoridad 

cretare  ó  prolongare  iti 
incomunicación  de  un 
mo  I,  pág.  39). 


0)    Véanse  arts.  210  á  21 
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Ley  de  Enjuiciamiento  criminaL 

< Art.  408.    No  te  leerán  al  procé- 

•adolos  fundameotoe  del  aato  de  ídco 
niünicacióD  cuando  le  fuere  notificado,  ni 

ee  le  dará  copia  de  elloe >  (Pág.  168  de 

eete  tomo). 

« Art.  606.    La  inoomnníoación  de 

loa  detenido»  ó  presos  sólo  podrá  dorar 
el  tiempo  absolutamente  preciso  para 
evacuar  laa  citas  hechas  en  las  indaga- 
torias relativas  al  delito  que  haya  dado 
lugar  ai  procedimiento,  sin  que.  por  re 
gla  general,  deba  durar  más  de  cinco 
días. 

El  incomunicado  podrá  asistir  con  las 
precauciones  debidas  á  las  diligencias  pe- 
riciales en  que  le  dé  intervención  esta 
ley,  cuando  su  presencia  no  pueda  des- 
virtuar el  objeto  de  la  incomunicación. 

Art.  507.  Si  las  citas  hubieran  de 
evacuarse  fuera  del  territorio  de  la  Pe- 
nínsula, ó  á  larga  distancia,  la  incomuni- 
cación podrá  durar  el  tiempo  prudencial- 
mente  preciso  para  evitar  la  confabula- 
ción. 

Art.  608.  El  Juee  ó  Tribunal  que  co- 
noEca  de  la  causa,  podrá,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, mandar  que  vuelva  á  que- 
dar incomunicado  el  preso,  aun  después 
de  haber  sido  puesto  en  comunicación, 
si  la  cansa  ofreciera  méritos  para  ello; 
pero  la  segunda  incomunicación  no  ex- 
cederá nunca  de  tres  días,  salvo  lo  dís 
puesto  en  el  artículo  precedente. 

Se  instruirá  al  procesado  de  la  parte 
dispositiva  del  auto  motivado  en  que  se 
decrete  la  nueva  incomunicación. 

Art.  609.  Se  permitirán  al  preso  in- 
comunicado los  libros  y  efectos  ^ue  él  se 
proporcione,  si  no  ofreciesen  inconve- 
niente, á  juicio  del  Jues  instructor. 

Art.  610.  También  podrá  el  Juez  ins- 
tructor permitir  que  se  facilite  al  inco- 
municado, si  lo  pidiere,  recado  de  escri- 
bir, cuando,  á  su  juicio,  no  ofrezca  in- 
conveniente este  permiso;  pero  en  la  pro- 
videncia en  que  lo  conceda  adoptará  las 
medidas  oportunas  para  evitar  que  se 
frustren  los  efectos  déla  incomunicación. 

Art.  611.  El  preso  incomunicado  no 
podrá  entregar  ni  recibir  carta  ni  papel 
alguno,  sino  por  conducto  y  con  licencia 
del  Juez  instructor,  el  cual  se  enterará 
de  SQ  contenido  para  darlas  ó  negarlas 
curso >(Pág.  167). 

.....Art.  627.  Los  detenidos  ó  preses 
mientras  se  hallen  incomunicados  no  po- 
drán disfrutar  de  los  beneficios  expresa- 
dos en  el  presente  capítulo,  y  regirán 


respecto  de  los  mismos,  las  disposiciones 
del  capítulo  anterior >  (Pág.  169).  El  ca- 
pítulo á  que  se  refiere  el  artículo  es  el  III, 
relativo  á  la  prisión  provisional,  págs.  166 
á  168  de  este  tomo). 

Código  de  Justicia  militar, 

« Art.  478.     Durante  el  snmario,  el 

Juez  instructor  dispondrá  la  incomunica- 
ción del  acusado  cuantas  veces  lo  crea 
conveniente. 

Esta  no  podrá  durar  más  tiempo  que 
el  necesario  para  evitar  confabulaciones 
de  los  presuntos  culpables  entre  sí  ó  con 
personas  extrafias. 

Art.  479.  La  incomunicación  no  será 
obstáculo  para  que  el  detenido  asista  á 
Las  diligencias  judiciales  en  que  su  pre- 
sencia sea  conveniente »  (Tomo  I,  pá- 
gina 640.  Lo  mismo  dicen  los  arts.  180  y 
181  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  militar 
de  Marina,  pág.  246  de  este  tomo). 

Reglamento  de  la  Prisión  celular  de  Ma- 
drid de  23  de  Febrero  de  1894.— De  los 
Ayudantes  y  Vigilantes. 

f  . ...  Art.  62.  Obligación  18.a  Cuidar 
de  la  absoluta  incomunijacióu  de  los  pre- 
sos, ordenada  por  los  Tribunales.'....» 

De  la  incomunicación  acordada  por  los 
Tritmnales, 

Art.  807.  La  incomunicación  de  los 
detenidos  ó  presos,  se  llevará  á  cabo  me 
diante  auto  trasladado  al  Director  de  la 
Prisión  por  el  funcionario  judicial  com- 
petente. 

Art.  808.  La  incomunicación  será  ab- 
soluta en  las  celdas,  y  sólo  se  permitirá 
al  recluso  los  libros  y  efectos  que  autori- 
ce el  Juez  instructor. 

Art.  809.  El  incomunicado  no  podrá 
recibir  ni  entregar  cartas  ni  documentos, 
las  cuales  se  remitirán  por  el  Director  de 
la  Prisión  al  Juez  instructor  de  la  causa 
para  que  acuerde  ó  deniegue  su  curso. 

Art.  810.  Si  después  de  levantada  la 
incomunicación  del  recluso,  pasado  el 
plazo  de  los  cinco  días,  volviese  el  Juez 
instructor  á  disponer  que  sea  incomuni- 
cado de  nuevo,  se  cumplimentará  esta 
orden,  con  sujeción  á  lo  prevenido  en  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal.» 


GoMBKTAaio.- Existe  diferencia  entre 
los  preceptos  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
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to  crimintl  de  Ir  jarísdicdóii  ordinaria  y 
lot  de  la  militar  de  Marina  y  Código  de 
Jaslicia  militar  respecto  á  la  incomanica- 
don,  pnea  en  tanto  qne  aquélla  fija  con- 
cretamente el  tiempo  qne  ha  de  dorar  y 
la  necesidad  de  prolongarla  coando  las 
diligencias  del  sumario  lo  requieran,  es* 
tos  últimos  cuerpos  legales  no  determi- 
nan tiempo,  si  bien  recomiendan  ó  inte- 
resan qne  sea  el  estrictamente  preciso 
para  evitar  confabulaciones  entre  los 
presuntos  culpables  6  entre  éstos  y  otras 
personas. 

De  desear  fuera  que  en  este  trámite  y 
en  esta  clase  de  diligencias  del  procedi- 
miento en  el  orden  criminal,  hubiese  uni- 
dad de  criterio  y  de  proceder,  pues  aun 
cuando  sean  distintas  las  jurisdicciones, 
el  fin  que  con  la  incomunicación  se  per- 
sigue es  idéntico,  y  la  situación  y  trata- 
miento del  sumariado  que  sufre  incomu- 
nicación, deben  ser  iguales,  ya  actúen 
funcionarios  del  orden  militar,  ya  del 
civil. 

Y  convendría  que  se  hiciese  así,  por* 
que  de  este  modo  se  evitarían  desigual- 
dades injustas,  y,  por  lo  tanto,  irritantes, 
entre  los  reclusos  incomunicados  de  un 
mismo  Establecimiento.  £1  procesado 
por  la  jurisdicción  ordinaria  se  encuentra 
amparado  por  la  ley,  que  con  mayor  ó 
menor  fijeza  señala  el  placo  de  su  inco- 
municación; el  sujeto  al  fuero  de  Guerra 
y  al  de  Marina,  nada  puede  hacer,  nada 
reclamar,  aun  cuando  su  incomunicación 
se  prolongue.  Si  se  consultaran  los  re- 
gistros de  las  Prisiones,  acaso  se  vieran 
asientos  que  motivaran  justificadas  pro- 
testas y  fundados  deseos  de  qne  la  inco- 
municación decretada  en  el  procedimien- 
to de  Guerra,  no  se  prolongara  tanto  como 
á  veces  se  prolonga,  en  dafio,  en  primer 
término,  del  qne  la  sufre,  y  después  del 
buen  régimen  de  las  Prisiones. 

Entre  la  incomunicación  judicial  esta- 
blecida por  la  ley  y  la  que  motivan  los 
castigos  disciplinarios  consignados  en  los 
reglamentos,  existe  una  esencial  diferen- 
cia, que  no  siempre  se  tiene  en  cuenta,  y 
que  á  veces  da  lugar  á  extraños  é  injus- 
tificados procedimientos  y  á  molestias 
estériles  ó  vejatorias  que  pudieran  y  que 
deben  evitarse.  Ya  queda  expuesto  lo 
que  es  la  primera;  vamos  á  dedicar  algu- 
nas líneas  á  la  segunda. 

Los  reglamentos  de  Prisiones,  anterio- 
res y  posteriores  á  la  Ordenanza  de  Pre- 
sidios de  1834,  establecen,  como  también 
lo  hace  la  misma  Ordenanza,  privaciones 
y  castigos  necesarios,  aplicables  á  los  re- 


clusos para  mantener  el  orden  en  los  Es- 
tablecimientos. Fijan  tantos  ó  coantos 
días  de  reclusión  en  calabozo  ó  eo  celdas 
destinadas  al  efecto,  por  vía  de  oerrec- 
tivo,  ó  señalan  aquélla  de  nn  modo  in- 
definido, dejando  su  duración  al  pru- 
dente criterio  del  Director  ó  Jefe  respon- 
sable. Y  es  obvio  que,  en  tanto  que  el  cas- 
tigo dura,  el  castigado  ha  de  estar  re« 
cluído,  aislado,  sin  comunicación,  pues 
al  tenerla  quedaría  desTÍrtuado  y  sin 
eficacia  el  castigo.  Esta  reclusión  disci- 
plinaria, é  impuesta  y  sufrida  según  los 
reglamentos,  suele  á  veces  tomarse  por 
los  sometidos  á  ella  y  hasta  por  funciona- 
rios judiciales— de  lo  cual  pudieran  ci- 
tarse repetidos  ejemplos— como  incomn- 
nicación  arbitraria,  constitutiva  de  deli- 
to, y  como  bastante  para  hilvanar  sobre 
ella  una  denuncia  de  corte  presidial.  Ko 
se  justifica  la  denuncia,  pero  se  la  expli- 
ca fácilmente  quien  conoce  los  achaques 
de  nuestro  régimen  penitenciario.  Lo  que 
no  se  explica  es  que  la  seriedad  de  nn 
Juez,  obligado  á  conocer  la  ley  y  los  re- 
glamentos de  Prisiones,  preste  atención 
á  las  quejas  que  en  tales  casos  se  le  diri- 
gen y  descienda  á  proceder  contra  el  que 
obra  con  arreglo  á  disposiciones  vigentes. 
Por  lo  que  esto  alienta  á  los  reclusos 
más  perversos,  por  lo  que  relaja  la  disci- 
plina y  trastorna  el  régimen  de  las  Pri- 
siones, bien  merece  que,  al  presentarse 
semejantes  casos,  los  Jueces  los  exami- 
nen con  la  discreción  y  prudencia  que 
requieren  y  no  instruyan  diligencias  que, 
separándose  de  los  preceptos  legales,  no 
dejan  bien  parados  los  reglamentarios  y 
administrativos. 


INDULTO.'En  sentido  gramatical  se 
entiende  por  indulto ,  la  gracia  por  la 
cual  el  Soberano  perdona  el  todo  ó  parte 
de  la  pena  á  quien  la  sufre,  ó  exceptúa 
y  exime  de  la  ley  ó  de  otra  cualquiera 
obligación.  En  sentido  jurídico  es  unode 
los  medios  de  extinción  de  la  responsa- 
bilidad penal. 

La  Ordenanza  de  Presidios  de  1884, 
trata  de  los  indultos  generales  y  particu- 
lares en  los  arta.  866  á  861;  pero  tanto 
estos  preceptos  como  otros  contenido» 
en  leyes.  Decretos  y  Reales  órdenes  han 
sido  en  su  mayor  parte  derogados  ó  caí- 
dos en  desuso. 

La  legislación  vigente  es  la  que  seguí- 
damente  se  inserta. 
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Ltey  de  17  de  Agosto  de  1860,  organizando 
el  Consejo  de  Estado  (1). 

«  .....  Art.  46.    £1  Consejo  será  oído 
necesariamente  en  pleno: 


(I)  En  formn  de  nota  insertainos  la  sí- 
gnieote  exposición.  Bl  Real  decreto  que  en 
ella  sa  faoaó  ha  sido  derogado;  pero  publica- 
moa  el  preámbulo  por  la  sana  doctrina  que 
cuatiane. 

Baepotición  del  Real  decreto  de  1  de  LHeiembre 
dó  1866,  relativo  á  la  eonceeión  de  itiduUoe  y 
prohibiendo  loe  general*». 

{6rañ  y  Juet.)  *  Exposición  á  S.  M. — Seño- 
ra: Por  ilimilada  que  seconciba  la  alta  pre- 
rrog^atiy»  de  gracia  ,  el  buen  sentido  encuen- 
tra que  debe  tener,  como  tiene,  en  efecto,  un 
límite  natural  en  so  propio  fundamento.  Si  se 
ba  instituido  por  la  pública  conveniencia,  no 
puede  contrariarla;  y  si  dentro  de  este  prin- 
cipio para  templar  el  excesivo  rigor  de  la  jus- 
ticia, no  debe  hacerla  loeBcaz  y  ni  aun  emba- 
mzarla;  problemas,  sin  embargo,  que  se  con- 
ciban y  formuloa  fácilmente  en  teoría,  pero 
que  se  desenvuelven  y  realizim  con  suma  di- 
tieultad  en  la  práctica,  pues  que  en  medio  de 
todo  hay  que  reconocer  come  una  verdad  in- 
conteatable  que  el  excesivo  rigor  hAría  inútil 
la  prerrogativa  de  gracia,  la  excesiva  facili- 
dad  la  haría  perjudicial,  como  igualmente 
opuesta  entonces  á  la  conveniencia  y  á  la  jus- 
ticia. 

De  ahí  es  que  por  todos  se  venga  deseando 
hace  tiempo  la  conveniente  organización  de 
la  prerrogativa  de  gracia. 

Bn  lo  antiguo  no  se  presentaba  tan  evidente 
esta  necesidad,  ya  que  el  remedio  fuese  posi- 
ble. Donde  la  sola  palabra  del  Soberano  era 
en  8U4  casos  ley,  sentencia  y  perdón,  este  po 
der  incontrastable  subordinaba  así  toda  teoría 
preconcebida  y  formulada. 

A  causa  de  la  pública  conveniencia,  sin 
embargo,  y  sin  mencionar  los  actos  del  rÍ£[or 
con  que  en  ocas¡on<>8  se  impedían  las  peticio- 
nes inmotivadas  de  perdón,  las  leyes  recopila- 
das modificaban  ya  la  aplicación  de  la  prerro- 
gativa, exigiendo  paxa  ella  el  perdón  de  la 
larte  ofendida  y  oruenando  á  los  ejecutores 
de  los  perdones  reales,  que  nunca  entendie- 
ran que  el  Soberano  indultaba  en  los  casos  de 
uUvé  traición  ó  muerte  eegura.  Más  tarde  se 
cohibía  el  abuso  de  petición,  prohibiendo  al 
penado  pedir  indulto  hasta  haber  cumplido  U 
mitad  del  tieo^po  de  su  condena;  y  se  declara- 
ban asimismo  excluidos  en  los  indultos  gene- 
rales los  delitos  graves  casi  en  totalidad  y  las 
reincidencias. 

-  Grande  es  la  fuerza  de  tan  autorizados  an- 
tecedentes por  lo  que  son  en  sí  y  por  las  épo- 
cas á  que  algunos  »e  remontan;  pero  todavía 
es  indispensable  fijar  la  atención  en  que,  des- 
pués del  régimen  representativo,  este  justo 
temperamento  se  ha  elevado  á  principio  cons- 
titucional, y  por  todas  nuestras  Constituciones 


7.0    Sobre  indultos  generales. 


Solíticas  compete  ¿la  Corona,  sí,  indultar  álos 
elincuentes,  pero  con  arreglo  á  las  leyes. 

Y  estas  leyes,  por  justo  respeto  á  la  Corona, 
por  temor  i  no  lastimar  á  la  más  alta  de  sua 
prerrogativas,  se  han  mandado  formar  varias 
veces;  pero  se  esperan  todavía,  si  bien  el  C6- 
üiffo  penal  ha  iniciado  el  desenvolvimiento 
del  principio  constitucional. 

No  entra  en  el  ánimo  del  Ministro  que  sus- 
cribe continuar  esta  ardua  tarea  sin  el  con- 
curso del  Poder  legislativo,  pero  cree  que  pue- 
de y  debe  aconsejar  á  V.  M.  algunas  formali- 
dades y  restricciones  en  la  ritualidad  y  tra- 
mitación del  ejercicio- de  la  prerrogativa  que, 
conciliándola,  como  es  de  necesidad,  con  la 
pública  conveniencia  y  con  la  justicia,  la  de- 
jen intacta  en  su  esencia;  restricciones  y  mo- 
dificaciones que  autorizadas  inmediatamente 
f>or  V.  M.,  no  puede  parecer  que  irroguen  á 
a  misma  el  menor  menoscabo. 

Pero  como  tampoco  debe  sufrirlo  la  excelsa 
también  y  de  todos  protectora  prerrogativa 
de  la  justicia,  sería  en  vano  querer  disimular 
los  embarazos,  y  hasta  la  desantoriznción  á 
veces,  en  la  administrnción  de  ella,  á  causa 
de  lo  inordenado  de  las  peticiones  y  propues- 
tas de  indulto,  lo  cual,  si  no  estuviera  ya  en 
la  conciencia  de  todos,  de  aquellos  especial- 
mente que  son  capaces  de  comprender  la  so* 
cial  importancia  en  la  perseverante  aplicación 
de  lo  juzgado  y  sentenciado,  bastarían  á  de- 
mostrarlo sólo  algunos  ejemplos. 

No  es  menos  notable  y  perjudicial  el  de  la 
ya  generalizada  petición  de  indultos  á  pre- 
vención, ó  de  penas  aun  no  ejecutoriadas.  Al- 
guna vez  podrá  ser  conveniente  en  este  pun- 
to una  excepción,  como  lo  es  en  su  caso,  una 
amnistía  que  corta  y  previene  todo  juicio; 
pero  no  debe  ser  esa  la  regla  general.  Y  el 
abuso  llega  ya  á  tal  punto,  que  no  sólo  pen- 
diente la  tercera  instancia  ó  la  segunda,  sino 
la  primera  y  aun  sin  concluir  el  sumario,  se 
solicita  el  indulto,  ó  desde  luego,  ó  para 
cuando  se  imponga  la  pena,  como  si  el  fin 
del  indulto  fuera,  no  ya  sustraer  á  la  pena, 
sino  aun  al  juicio. 

Debe  suponerse  que  tal  sistema  no  entibia- 
ría en  los  Jueces  y  Tribunales,  ni  en  el  Minis- 
terio fiscal,  el  saludable  rigor  del  procedi- 
miento; pero  es  preciso  reconocer  que  el  sis- 
tema es  tal,  que  podría  hacerlo,  y  que  en  todo 
caso,  es  perturbatorio  del  orden  de  la  justicia, 
pues  turba  ó  elude  y  hace  ineficaz  la  parte  co- 
rrectoria  de  la  p'i^ióu  y  molestias  del  proce- 
so; motivoi  de  temor  pundonoroso,  que  bas- 
tan para  retraer  de  delinquir  á  personas  de 
determinadas  clases,  tanto  como  a  otras  de 
pena  ejecutoriada.  Y  en  todo  caso,  una  cosa 
es  cierta  y  es,  que  los  que  puedan  contar  con 
eludir  la  encausación  y  en  todo  evento,  no  ya 
la  penalidad,  sino  aun  el  baldón  de  una  sen- 
tencia condenatoria  ejecutoriada,  no  pueden 
ver  en  la  legislación  penal  el  freno  saludable^ 
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Art.  48.    £1  Consejo  será  oído  en  Sec- 
ciones: 


la  advertencia  muda,  pero  imponente,  que  en 
ella  la  sociedad  ha  querido  para  todos. 

No  es  menos  opuesta  á  la  eonyenianeia  y  á 
la  justicift  la  práctica  de  los  indultot  g»neraU9; 
no  entendienao  por  tales  precisamente  los  de 
multitud,  sino  los  de  multitud  no  motivados^ 
no  fundados  en  hechos  personales  plausibles 
y  meritorios,  examen  que  hace  descender 
para  la  aplicación  de  la  gracia  á  la  conducta 
7  hechos  individuales  de  los  penados,  en  cuyo 
caso  el  indulto,  con  forma  general  ó  colecti- 
va, es  individual.  Una  brigada  de  penados,  6 
muchas,  un  presidio  entero,  puede  tomar 
parte  con  riesgo  de  las  propias  vidas,  en  un 
lance  comprometido  de  guerra,  en  una  cam- 
palia  gloriosa,  como  la  reciente  todavía  de 
África,  en  precaver  los  estragos  de  un  ñau- 
fragio,  de  un  incendio  ó  de  una  inundación: 
el  presidio  entero,  todos  los  que  han  tomado 
parte  pueden  ser  indultados  sin  contravenir 
,  cióo  á  la  conveniencia  pública  ni  &  la  justicia. 
No  así  cuando  el  motivo  de  la  gracia  es  in- 
dependiente de  la  voluntad  del  penado:  faus- 
tos sucesos,  por  ejemplo,  repetidos  cada  año, 
y  varias  veces  eu  él,  y  con  que  el  criminal 
contaba,  ó  puede  contar  de  antemano,  para 
medir  la  duración  real  de  su  pena,  y  la  proba- 
bilidad de  eludirla.  Estos  indultos  ha  empe- 
zado á  rechazarlos  justamente  la  doctrina.  En 
los  proyectos  de  legislación  pennl  presenta- 
dos á  los  Cuerpos  colegisladores,  se  ha  pro* 
puesto  su  supresión,  y  acabarán  por  ser  abo- 
lidos, á  lo  cual  tiende  el  adjunto  proyecto  de 
decreto. 

Al  lado  de  estos  abusos  viene  levantándose 
otro  y  ha  llegado  á  hacerse  como  ordinario, 
Hin  implicar  menos  la  conveniente  libertad 
judicial  y  la  acción  del  Oobierno,  por  más 
que  se  funde  en  un  sentimiento  plausible; 
es  el  de  peticiones  corporativas  ó  colectivas 
de  indulto,  y  como  en  masa,  no  por  los  en- 
causados ó  penados  6  sus  parientes,  sino  por 
personas  extrañas,  por  gremios  ó  clases,  y 
á  veces  por  Corporaciones  oficialas,  aotorida- 
<les  y  empleados  del  Oobierno,  en  cuyo  ex- 
tremo el  abuso  metece  mayor  atención 

Exígela  también  otra  práctica  fundada  asi- 
mismo en  plausible  fin,  pero  eu  orden  judicial 
poco  conveniente,  ya  que  no  de  perjudicial 
efecto.  Tal  es  la  de  pedir  y  mandarse,  pen- 
diente un  proceso  grave,  que  si  en  él  recae 
sentencia  de  muerte  se  suspende  la  ejecución, 
dando  cuentea  V.  M.  y  debiendo  esperarse 
Real  resolución.  Nada  más  loable  que  el  sen- 
timiento de  clemencia  que  ha  dado  origen  á 
esta  práctica;  pero  no  es  dado  desconocer,  y 
es  más  prudente  adivinar  que  explicar,  la  si- 
tuación de  ánimo  que  el  regio  mandato  oca- 
siona de  necesidad,  ó  por  lo  menos  es  capaz 
de  ocasionar  en  los  Jueces. 

Por  otra  parte,  después  de  mandar  suspen- 
der la  ejecución  de  una  sentencia  de  muerte, 
ni  la  humanidad  ni  la  clemencia,  aunque  la 
justicia  exija  otra  cosa,  permiten  ya,  ó  pér- 


1,^  Sobre  los  indultos  particulares 
qne  no  sean  acordados  en  Consejo  de 
Ministros>  (1). 

Beal  orden  de  22  de  Febrero  de  1870,  dis- 
poniendo que^  para  obtener  indulto  los 
deiertoreSy  ea  preciso  que  se  presenten  á 
las  Autoridades  militares, 

{Querrá),  «Excmo.  Sr.r  El  Sr.  Minis- 
tro de  la  Guerra  dice  hoy  al  Capitán  ge- 
neral de  Castilla  la  Vieja  lo  eigoiente: 
Habiendo  solicitado  indulto  de  la  pena 
impuesta  por  el  delito  de  deserción  á 
6.  H.  y  A....,  siendo  soldado  del  Reg! 
miento  infantería  de  Navarra,  y  con  pre- 
sencia de  lo  expuesto  respecto  al  parti- 
cular por  el  Director  general  del  arma.... 
y  por  el  Consejo  Supremo  de  la  Querrá 


miten  apenas  rehusar  el  indulto;  pues  que  el 
rehusarlo,  en  tal  caso,  viene  como  á  duplicar 
la  horrible  acerbidad  de  la  penado  muerte. 

La  mencionada  pr>ictioa  ha  empezado  á  ser 
sustituida,  y  conviene  que  lo  sea,  por  otra 
más  adecuada,  para  lo  cual  da  facilidad  la  ge- 
neralización oe  las  líneas  telegráficas,  por. 
cuyo  medio  la  noticia  de  la  sentencia  ejecu- 
toria y  la  Real  resolución  sobre  indulto,  pue-»^ 
den  ser  casi  instantáneas,  sin  embarazar  con 
la  prevención  y  dilación  el  orden  de  la  josti- 
cia,  ni  duplicar  la  angustia  del  reo. 

Es  incongruente  también,  y  debe  corregir- 
se la  práctica  de  indultos  de  multas  y  costas 
ya  satisfechas,  defraudando  así  el  derecho 
perfecto  de  un  tercero;  como  es  incongruente 
y  berjudicial  la  de  admitir  solicitudes  de  in- 
dulto de  reos  fugados  de  los  Establecimien- 
tos penales,  juzgados  en  rebeldía,  6  de  otro 
modfo  sustraídos  á  la  legítima  autoridad. 

Con  no  menos  inconveniencia  ha  caído 
como  en  desuso   la  saludable  disposición  de 

aue,  á  lo  menos  en  las  penas  graves,  no  pue- 
a  pedirse  indulto  antes  que  elrematado  naya 
cumplido  la  mitad  ó  una  parte  más  ó  menos 
considerable  de  su  condena,  cou  irreprensi- 
ble conducta  además,  circunstancia  sobre  que 
nunca  debe  dispensarse. 

Otras  muchas  determinaciones  eran  nece- 
sarias en  el  arduo  empeño  de  conciliar  en  un 
todo  la  clemencia  con  la  justicia,  y  que  sólo 
podrán  ser  adecuadamente  adoptadas  j  auto- 
rizadas por  una  ley.  Pero  mientras  asi  se  ve- 
rifica, sin  perjuicio  de  otras  determinaciones 
propias  del  Poder  ejecutivo,  que  puedan  apa- 
recer indispensables,  el  Ministro  que  sus- 
cribe tiene  fa  honra  de  someter  á  la  sube  rana 
aprobación  de  V.  M.  el  siguiente  proyecto  de 
decreto. 

Madrid  *?  de  Diciembre  de  1866.  Sefioraf 
Á  L.  R  P.  de  V.  M  ,  Lorenzo  ArruMola.»  {Ga- 
ceta de  11  de  Diciembre), 

(1)  Desde  que  se  publicó  la  Ley  de  18  de 
Junto  de  1870,  todos  los  indultos  se  acuerdan 
en  Consejo  de  Ministros. 
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«n  acordada  fecha  de  28  de  Diciembre 
próximo  anterior; 

Ki  Regente  del  Reino  ha  tenido  á  bien 
teaolver,  que  para  aplicar  al  interesado 
ÍOB  beneficios  del  Decreto  de  Indulto  de 
10  de  Noviembre  de  1868,  que  le  corres- 
ponden, en  el  supuesto  de  que  cometiese 
la  deserción  sin  circunstancias  agravan- 
tes, es  indispensable  que  se  presente 
<lesde  luego,  como  todos  los  que  se  ha- 
llen en  su  caso,  á  disposición  de  la  AutO' 
rláaá  militar  competente.  Al  propio  tiem- 
po se  ha  servido  mandar  S.  A.  que  no  se 
pongan  en  curso  las  Instancias  de  esta 
clase  cuando  los  penados  se  hallen  an- 
uentes, y  porconsecuencia,  en  estado  de 
rebeldía. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  23  de  Fe- 
brero de  1870.>  (Bacardí,  Nuevo  Colón, 
tomo  m,  pág.  688). 

Código  penal. 

c Art.  2.<^    En  el  caso  en  que  un 

Tribunal  tenga  conocimiento  de  algán 
hecho  que  estime  digno  de  represión  y 
<)ue  no  se  halle  penado  por  la  ley,  se 
abstendrá  de  todo  procedimiento  sobre 
•él,  y  expondrá  al  Gobierno  las  racones 
que  le  asistan  para  creer  que  debiera  ser 
objeto  de  sanción  penal. 

Peí  mismo  modo  acndirá  al  Gobierno 
exponiendo  lo  conveniente,  sin  perjuicio 
de  ejecutar  desde  luego  la  sentencia, 
«nando  de  la  rigurosa  aplicación  délas 
disposiciones  del  Código  resultare  nota- 
blemente excesiva  la  pena,  atendidos  el 
^rado  de  malicia  y  el  dafio  causado  por 
«1  delito. 

Art  29.  Los  condenados  á  las  penas 
de  cadena,  reclusión  y  relegación  perpe- 
tuas y  á  la  de  extrañamiento  perpetuo, 
eeráu  indultados  á  los  treinta  afios  de 
cumplimiento  de  condena,  á  no  ser  que 
por  su  conducta  ó  por  otras  circunstan- 
cias graves  no  fuesen  dignos  de  indulto, 
4  juicio  del  Gobierno. 

Art.  46.  La  gracia  de  indulto  no  pro- 
ducirá la  rehabilitación  para  el  ejercicio 
de  los  cargos  públicos  y  el  derecho  de  su- 
fragio, si  en  el  indnlto  no  se  concediese 
especialmente  la  rehabilitación. 

Art.  64.  La  pena  de  cadena  per- 
petua, llevará  consigo  las  siguientes: 

Aunque  el  condenado  obtuviese  in- 
dulto de  la  pena  principal,  sufrirá  It  de 
inhabilitación  perpetua  abnoluta  si  no  se 


hubiere  remitido  esta  pena  accesoria  en 
el  indulto  de  la  principal. 

Art.  181.  Los  que  cometieren  algún 
delito  ó  falta  después  de  haber  sido  con- 
denados por  sentencia  firme  no  empesa- 
da  á  cumplir  ó  durante  el  tiempo  de  so 
condena,  serán  castigados  con  sujeción 
á  las  reglas  siguientes: 

8.A      £1   penado   comprendido  en 

este  artículo  será  indultado  á  los  setenta 
afios  si  hubiere  ya  cumplido  la  condena 
primitiva  ó  cuando  llegare  á  cumplirla 
después  de  la  edad  sobredicha,  á  no  ser 
que  por  su  conducta  ó  por  otras  circuns- 
tancias no  fuese  digno  de  la  gracia. 

Art.  182.  La  responsabilidad  pe- 
nal se  extingue: 

4.*     Por  indulto. 

£1  indultado  no  podrá  habitar  por  el 
tiempo  que  á  no  haberlo  sido,  debería 
durar  la  condena,  en  el  lugar  en  que  viva 
el  ofendido,  sin  el  consentimiento  de 
éste,  quedando  en  otro  caso  sin  efecto  el 
indulto  acordado. 

Art.  213.  Incurrirán  también  en  las 
mismas  penas  (1),  en  sus  respectivos 
casos: 

8.0    £1  Jefe  de  Establecimiento 

penal  que  retuviese  á  nn«  persona  en  el 
establecimiento  después  de  tener  noticia 
oficial  del  indulto  ó  después  de  haber  ex- 
tinguido BU  condenai  (2). 

Ley  de  18  de  Junio  de  1870 ,  autorizando 
al  Gobierno  para  publicar  con  carácter 
provisional  varias  leyes,  entre  las  cuales 
se  encuentra  comprendida  la  del  ejerci' 
€Ío  de  la  gracia  de  indulto. 

(Oran.  yJust,)  «D.  Francisco  Serrano 
y  Domínguee,  Regente  del  Reino  por  la 
voluntad  de  las  Cortes  soberanas;  á  todos 
los  que  las  presentes  vieren  y  entendie- 
ren, salud:  Las  Cortes  Constituyentes  de 
la  Nación  espafiola,  en  uso  de  su  sobera- 
nía, decretan  y  sancionan  lo  siguiente: 

c  Art.  2.0    Publicará  igualmente 

(el  Gobierno)  como  leyes  provisionales, 
los  proyectos  presentados  asimismo  á  las 


(1)  Véase  C^dilfre  penal,  arta.  210  á  212, 
tomo  I ,  pág.  685. 

(2)  Bl  eoDocimiento  oficial  á  que  te  refiere 
al  artículo  do  es  el  qae  se  adquiere  por  la  Oa- 
eua  al  publicarse  los  Reales  decretes  de  in* 
dulto,  sino  el  que  da  el  Tribunal  sentenciador 
al  aplicar  la  gracia,  en  conformidad  al  art.  81 
de  la  Ley  de  24  Mayo- 18  Junio  18*70,  regula- 
dora de  dicha  gracia. 
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Cortes,  Bobre  refortiia  de  casación  en  lo 
civil;  sobre  el  establecimiento  del  recur- 
so de  casación  en  lo  criminal  y  reformas 
consiguientes  en  el  procedimiento  crimi- 
nal, y  sobre  el  ejercicio  de  la  gracia  de 
indulto,  sin  perjuicio  también  de  las  al- 
teraciones que  puedan  introducirse  en 
ellas  al  ser  discutidos  definitivamente. 

Por  tanto,  etc.  Madrid  18  de  Junio 
de  1870.  -  FrancÍBCO  SetTUno.—Ei  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  Eugenio  Monte- 
ro Eios,  {Qac.  21  de  Junio). 

LEY  PROVISIONAL  de  24de  Mayo-lS 
de  Junio  de  1870,  estableciendo  reglas 
para  el  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto. 

Capitulo  pRiMieao.— !)<•  los  que  pueden  ser 
indultados. 

Artículo  l.^'  Los  reos  de  toda  clase  de 
delitos  podrán  ser  indultados,  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  de  esta  ley,  de 
toda  ó  parte  de  la  pena  en  que  por  aqué- 
llos hubiesen  incurrido. 

Art.  2.<>  Se  exceptúan  de  lo  estableci- 
do en  el  articulo  anterior: 

1.0  Los  procesados  criminalmente 
que  no  hubieren  sido  aun  condenados 
por  sentencia  firme. 

2.0  Los  que  no  estuvieren  á  disposi- 
ción del  Tribunal  sentenciador  para  el 
cumplimiento  de  la  condena. 

8.0  Los  reincidentes  en  el  mismo  ó 
en  otro  cualquiera  delito  por  el  cual  hu- 
biesen sido  condenados  por  sentei  cia 
firme.  Se  exceptúa,  sin  embargo,  el  caso 
en  que  á  juicio  del  Tribunal  sentencia- 
dor, ó  del  Consejo  de  Estado,  hubiese 
rasones  suficientes  de  justicia,  equidad  ó 
conveniencia  pública  para  otorgarles  la 
gracia. 

Art.  8.0  Lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  no  será  aplicable  á  los  penados 
por  delitos  comprendidos  en  los  capítu- 
los I  y  II.  título  II,  libro  II,  y  capítulos 
I.  II  y  III,  título  III  del  mismo  libro  del 
Código  penal  últimamente  reformado. 

Cap.  11,— De  las  clases  y  e/ectos 
del  indulto. 

Art.  4.0  El  indulto  podrá  ser  total  ó 
parcial. 

Será  indulto  total  la  remisión  de  todas 
las  penas  á  que  hubiese  sido  condenado, 
y  que  todavía  no  hubiese  cumplido  el 
delincuente. 

Será  indulto  parcial  la  remisión  de  al- 


guna ó  algunas  de  las  penas  impuestas,  4^ 
de  parte  de  todas  las  en  que  hubiese  in* 
currido  y  no  hubiese  cumplido  todavía 
el  delincuente 

Se  reputará  también  indulto  parcial  1»^ 
conmutación  de  la  pena  ó  penas  impues- 
tas al  delincuente  en  otras  menos  graves. 

Art.  6  o  Será  nula  y  no  producirá 
efecto  ni  deberá  ejecutarse  por  el  Tribu- 
nal á  quien  corresponda  la  concesión  del 
indulto  en  que  no  se  hiciese  mención  ex 
presa  á  lo  menos  de  la  pena  principad 
sobre  que  recaiga  la  gracia. 

Art.  6.^  El  indulto  de  la  pena  princi- 
pal llevará  consigo  el  de  las  accesoria» 
que  con  ella  se  hubiesen  impuesto  al  pe- 
nado, á  excepción  de  las  de  inhabilita- 
ción para  cargos  públicos  y  derechos  po 
líticos  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  \% 
autoridad,  las  cuales  no  se  tendrán  por 
comprendidas  si  de  ellas  no  se  hubiese^ 
hecho  mención  especial  en  la  eonoesión. 

Tampoco  se  comprenderá  nunca  en^ 
ésta  la  indemnización  civil. 

Art.  7.0  Podrá  concederse  indulto  de 
las  penas  accesorias,  con  exclusión  de 
las  principales  y  viceversa,  á  no  ser  de- 
aquellas que  sean  inseparables  por  8i> 
naturaleza  y  efectos. 

Art.  8.°  El  indulto  de  pena  pecunia- 
ria eximirá  al  indultado  del  pago  de  la 
cantidad  que  aun  no  hubiese  satisfecho; 
pero  no  comprenderá  la  devolución  de  la 
ya  pagada,  á  no  ser  que  así  ne  detdrmi 
nare  expresamente. 

Art.  9.0  No  se  podrá  conceder  indul- 
to del  pago  de  los  gastos  del  juicio  y  cos- 
tas procesales  que  no  correspondieren  sl¥ 
Estado;  pero  sí  de  la  pena  subsidian» 
que  el  penado  insolvente  hubiere  de  su- 
frir por  este  concepto. 

Art.  10.  Si  el  penado  hubiere  falleci- 
do al  tiempo  ó  después  de  existir  causa» 
bastantes  para  la  concesión  de  su  indul- 
to, podrá  relevarse  á  sus  herederos  de  1» 
pena  accesoria  de  mulla,  con  arreglo  á^ 
lo  dispuesto  en  los  arls.  8.o  y  9.o 

Art.  11.  El  indulto  total  se  otorgará, 
á  los  penados  tan  solo  en  el  caso  de  exis- 
tir á  su  favor  razones  de  justicia,  equi- 
dad ó  utilitlad  pública,  á  juicio  del  Tri- 
bunal sentenciador  y  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

Art.  12.  En  los  demás  casos  se  con- 
cederá tan  sólo  el  parcial,  y  con  prefe- 
rencia la  conmutación  de  la  pena  Im- 
puesta en  otra  menos  grave  dentro  de  1» 
misma  escala  gradual. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  pá* 
rrafo  anterior,  podrá  también  conmatar 
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fe  \m  pena  en  otra  de  distinta  escala 
ramudo  haya  méritos  suficientes  para 
pUo.  á  jaicio  del  Tribanal  sentenciador  ó 
de<  Consejo  de  Estado,  y  el  penado  ade- 
más se  eonformare  con  la  conmatación. 

Art.  18.  Conmutada  la  pena  princi- 
pal, se  entenderán  también  conmutadas 
la»  accesorias  por  las  que  correspondan, 
•e>(áQ  las  prescripciones  del  Código,  á  la 
4)ae  hubiere  de  sufrir  el  indultado. 

Se  exceptúa,  sin  embargo,  el  caso  en 
que  se  hubiese  dispuesto  otra  cosa  en  la 
ronoesióii  de  la  gracia. 

Art.  14.  La  conmutación  de  la  pena 
qQ€M.1ará  sin  efecto  desde  el  día  en  que  el 
indattado  deje  de  cumplir  por  cualquie- 
ra causa  dependiente  de  su  voluntad  la 
pena  á  que  por  la  conmutación  hubiere 
qnedadj^  sometido. 

Art.  II 5.  ¡Serán  condiciones  tácitas  de 
iodo  indulto: 

1-*  Que  no  cause  perjuicio  á  tercera 
persona  ó  no  lastime  sus  derechos. 

2  a  Qne  el  penado  haya  de  obtener, 
antes  de  gozar  de  la  gracia,  el  perdón  de 
la  parte  ofendida  cuando  el  delito  por 
que  hubiese  sido  condenado  fuere  de  los 
que  solamente  se  persiguen  á  instancia 
de  parte. 

Art.  16.  Podrán  además  imponerse 
al  penado  en  la  concesión  de  la  gracia 
las  demás  condiciones  que  la  justicia,  la 
equidad  ó  la  ntilitlad  pública  aconsejen. 

Art.  17..  £1  Tribunal  sentenciador  no 
dará  cumplimiento  á  ninguna  concesión 
de  indulto  cuyas  condiciones  no  hayan 
sido  previamente  cumplidas  por  el  pena- 
ndo, salvas  las  que  por  su  naturaleza  no 
lo  permitan. 

Art.  18.  La  concesión  del  indulto  es 
por  su  naturaleza  irrevocable  con  arre- 
glo á  las  cláusulas  con  que  hubiere  sido 
otorgado. 

Cir.  III. — Del  procedimiento  para  solid- 
tar  y  conceder  la  gracia  de  indulto, 

Art.  19  Pueden  solicitar  el  indulto 
(os  penados,  sus  parientes  ó  cualquiera 
otra  persona  en  su  nombre,  sin  necesi- 
dad de  poder  escrito  que  acredite  su  re- 
presentación. 

Art.  20.  Puede  también  proponer  el 
indulto  el  Tribunal  sentenciador  ó  el 
Tribunal  Supremo  ó  el  Fiscal  de  cual- 
quiera de  ellos,  con  arreglo  á  lo  que  se 
dispone  en  el  párrafo  segundo,  art.  2.o 
del  Código  penal,  y  se  disponga  además 
en  las  leyes  de  procedimiento  y  casación 
criminal. 


La  propuesta  será  reservada  hasta  qne 
el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  con  su 
vista  decrete  la  formación  del  oportuno 
expediente. 

Art.  21.  Podrá  también  el  Gobierno 
mandar  formar  el  oportuno  expediente, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta 
ley,  para  la  concesión  de  indultos  que  no 
hubiesen  sido  solicitados  por  los  parti- 
culares ni  propuestos  por  los  Tribunales 
de  justicia. 

Art.  22.  Las  solicitudes  de  indultóse 
dirigirán  al  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia por  conducto  del  Tribunal  sentencia- 
dor, del  Jefe  del  establecimiento  ó  diel 
Gobernador  de  la  provincia  en  que  el  pe- 
nado se  halle  cumpliendo  la  condena, 
según  los  respectivos  casos. 

Art.  28.  Las  solicitudes  de  indulto, 
inclusas  las  que  directamente  s<i  presen- 
taren al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
se  remitirán  á  informe  del  Tribunal  sen- 
tenciador. 

Art.  24.  Este  pedirá  á  su  vez  infor- 
me sobre  la  conducta  del  penado  al  Jefe 
del  establecimiento  en  que  aquél  se  halle 
cumpliendo  la  condena  ó  al  Gobernador 
de  la  provincia  de  su  residencia,  si  la 
pena  no  consistiese  en  la  privación  de  la 
libertad,  y  oirá  después  al  Fiscal  y  á  la 
parte  agraviada  si  la  hubiere. 

Art.  26.  El  Tribunal  sentenciador 
hará  constar  en  su  informe,  siendo  posi- 
ble, la  edad,  estado  y  profesión  del  pe- 
nado, su  fortuna,  si  fuere  conocida,  sus 
méritos  y  antecedentes,  si  el  penado  fué 
con  anterioridad  procesado  'y  condenado 
por  otro  delito,  y  si  cumplió  la  pena  im- 
puesta ó  fué  de  ella  indultado,  por  qué 
causa  y  en  qué  forma,  las  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes  que  hubiesen 
concurrido  en  la  ejecución  del  delito,  el 
tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubie- 
se sufrido  durante  la  causa,  la  parte  de 
la  condena  qne  hubiere  cumplido,  su 
conducta  posterior  á  la  ejecutoria  y  es- 
pecialmente las  pruebas  ó  indicios  de  su 
arrepentimiento  que  se  hubiesen  obser- 
vado, si  hay  ó  no  parte  ofendida,  y  si  el 
indulto  perjudica  el  derecho  de  tercero, 
y  cualesquiera  otros  datos  que  puedan 
servir  para  el  mejor  esclarecimiento  de 
los  hechos,  concluyendo  por  consignar 
su  dictamen  sobre  la  justicia  ó  conve- 
niencia y  forma  de  la  concesión  de  la 
gracia. 

Art.  26.  £1  Tribunal  sentenciador  re- 
mitirá con  su  informe  al  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  la  hoja  histórico- penal 
y  el  testimonio  de  la  sentencia  ejecutoria 
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del  penado,  cod  los  demás  docamentos 
que  considere  necesarios  para  la  justifl- 
cación  de  los  hechos. 

Art.  27.  Los  Tribonales  Sapremo  ó 
sentenciador,  que  de  oficio  propongan  al 
Gobierno  el  indulto  de  un  penado,  acom- 
pafiarán  desde  luego  con  la  propuesta  el 
informe  y  documentos  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores. 

Art.  28.  £1  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia remitirá  después  el  expediente  al 
Consejo  de  Estado  para  que  la  Sección 
de  Gracia  y  Justicia  del  mismo  informe 
á  su  vez  sobre  la  justicia,  equidad  ó  con- 
veniencia de  la  concesión  del  indulto. 

Art.  29.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  podrá  conce- 
derse la  conmutación  de  la  pena  de 
muerte  y  de  las  impuestas  por  los  delitos 
comprendidos  en  los  capítulos  I  y  II,  tí- 
tulo II,  libro  11,  y  capítulos  I,  II  y  III, 
título  III  del  mismo  libro  del  Código  pe- 
nal últimamente  reformado,  sin  oir  pre- 
viamente al  Tribunal  sentenciador  ni  al 
Consejo  de  Estado. 

Art.  80.  La  concesión  de  los  indultos, 
cualquiera  que  sea  su  clase,  se  hará  en 
decreto  motivado  y  acordado  en  Consejo 
de  Ministros,  que  se  insertará  en  la  Oa- 
ceta. 

Art.  81.  La  aplicación  de  la  gracia  ha- 
brá de  encomendarse  indispensablemen- 
te al  Tribunal  sentenciador. 

Art.  82.  X.a  solicitud  ó  propuesta  de 
indulto  no  suspenderá  el  cumplimiento 
de  la  sentencia  ejecutoria,  salvo  el  caso 
en  que  la  pena  impuesta  fuese  la  de 
muerte,  la  cual  no  se  ejecutará  basta  que 
el  Gobierno  haya  acusado  el  recibo  de 
la  solicitud  á  propuesta  del  Tribunal  seu- 
tenciador. 

Palacio  de  las  Corten  24  de  Mayo 
de  1870.  — Manuel  Ruiz  Zorrilla.  Presi- 
dente— Manuel  de  Llano  y -Persi,  Di 
'  pntado  Secretario.  — Julián  Sánchez  Rua- 
no, Diputado  Secretario.— Francisco  Ja 
vier  Carratalá,  Diputado  Secretario. — 
Mariano  Rius,  Diputado  Secretario. 

Madrid  18  de  Junio  de  1870.— El  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  Eugenio 
Montero  Rio8,>  (Gac,  24  Junio). 

Orden  de  12  de  Diciembre  de  1870.  decía 
raudo  que  ka  sido  derogado  el  Real  de- 
creto de  7  de  Diciembf  e  de  1866,  é  inter- 
pretando el  art.  32  de  la  Ley  de  24  de 
Mayo  18  de  Junio  de  1870. 

(Orac,  y  Just,)  lEn  vista  de  la  comu- 
nicación de  V.  I.  fecha  10  del  corriente, 


manifestando  dudar  si  el  art.  12  del  Kea^ 
decreto  de  7  de  Diciembre  de  1886  está  6^ 
no  vigente  después  de  la  publicación  de^ 
la  Ley  Provisional  de  18  de  Junio  último, 
estableciendo  reglas  para  el  ejercicio  de^ 
la  gracia  de^indulto,  el  Regente  del  Reino- 
ha  tenido  á  bien  disponer  se  diga  á  V.  I..-^^ 

l.o  Que  la  mencionada  Ley  provisio 
nal  derogó  las  disposiciones  de  dicha 
Real  decreto,  y,  por  consiguiente,  la»- 
contenidas  en  el  art.  12.  las  cuales,  como 
se  indica  en  su  párrafo  segundo,  tenían 
un  carácter  provisional,  y  mientras  se- 
establecía  la  casación  criminal. 

2  o  Que  al  hablar  el  art.  82  de  la  re- 
petida Ley  provisional  de  que  no  se  eje- 
cuten las  peuHs  de  muerte  hasta  que  e^ 
Gobierno  haya  acusado  el  recibo  de  I». 
solicitud  ó  propuesta  del  Tribunal  sen- 
tenciador,  se  entiende  que  éste  es  la  Sala 
del  Supremo  que  conoce  de  los  recurso» 
de  casación  criminal,  los  cuales  deber» 
ser  admitidos  de  derecho  en  esta  clase 
de  causas,  deoiendo,  por  tanto,  ejecutar- 
se las  sentencias  tan  luego  como  la  men- 
cionada Sala  devuelva  los  autos  á  la. 
Audiencia  para  ese  efecto. 

De  orden  de  S.  A.  lo  traslado  á  V.  E. 
para  su  conocimiento,  y  á  fin  de  que  ese^ 
Supremo  Tribunal  no  devuelva  en  nin- 
gún caso  á  las  Audiencias  para  su  ejecu- 
ción las  causas  de  reos  sentenciados  á  la 
última  pena,  hasta  tanto  que  este  Minis- 
terio le  acuse  el  recibo  de  la  comunica- 
ción en  que  participe  á  la  Sala  el  falla 
que  se  dicte  en  el  recurso,  cualquiera  que 
éste  sea. 

Dios,  etc. — Madrid  12  de  Diciembre 
de  \S10.— Eugenio  Montero  i¿ío«.— Se- 
fior  Presidente  del  Tribunal  Supremo.  >- 
(C.  L.,  tomo  106,  pág.  826). 

Eeal  orden  de  3  de  Noviembre  de  1871^ 
declarando  que  el  defensor  no  puede  so- 
licitar indulto  para  su  cliente. 

(Querrá).  «  Kxcmo.  Señor:  El  Rey 
(Q  D.  G.).  de  conformidad  con  lo  expues- 
to por  el  Consejo  Supremo  de  Guerra  od 
acordada  de  21  de  Octubre  último,  no  ha 
tenido  á  bien  tomar  en  consideraciÓD 
una  instancia  promovida  por  el  Teniente 
del  Regimiento  de  Caballería  de  Calatra- 
va,  D.  N.  P.  y  G.  P.,  defensor  del  solda- 
do de  dicho  Cuerpo  L.  P.,  solicitando  se 
indulte  á  éste  de  la  pena  de  presidio  e\ 
tiempo  de  su  empefio  á  que  ha  sido  con- 
denado en  Consejo  de  guerra  ordinario, 
por  haberse  inutilizado  para  el  servicia 
de  las  armas,  debiendo  V.  E.  hacer  en- 
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tender  á  dicho  Oficial  qae  á  los  Oficiales 
defensores  les  está  prohibido  promover 
recarsos  como  el  presente.  De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  18 de  Noviembre  1871.— 
.Ba$9oU.»  {OrdenanzaB  de  8.  M.  --Mufiis, 
tomo  n,  pág.  894). 

Zjey  de  9  de  Agosto  de  1873,  aboliendo  la 
gracia  de  indulto, 

{Cortes  Constituyentes).  <  Las  Cortes 
Ck>nBtitnyente8,  en  aso  de  su  soberanía, 
decretan  y  sancionan  la  sigaiente  ley: 

Artículo  1.0  Queda  abolida  la  gracia 
de  indulto  de  las  penas  impuestas  por 
toda  clase  de  delitos,  á  excepción  de  la 
de  muerte. 

Art.  2.0  Los  sentenciados  á  pena  ca- 
pital podrán  ser  indultados  de  ella  por 
nna  ley,  á  cuyo  efecto  se  suspenderá  en 
todo  caso  la  ejecución,  y  el  Gobierno  re- 
mitirá á  las  Cortes  con  grande  urgencia 
para  su  resolución  ios  expedientes  rela- 
tivos á  los  procesados. 

Art.  8.0  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  anteriores,  podrá  conce- 
derse la  conmutación  de  las  penas  per- 
petuas conforme  al  art.  39  del  Código. 

Art.  4.0  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  que  se  opongan  á  la  pre- 
sente ley. 

D18P08ICIONB8  TaAMSlTORIAS 

1.*  Las  solicitudes  de  indulto  presen- 
tadas con  anterioridad  á  la  promulgación 
de  esta  ley  se  sustanciarán  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  la  de  34  de  Junio  1870, 
si  no  tuvieran  por  objeto  la  remisión  de 
la  pena  capital,  en  cuyo  caso  sólo  las 
Cortes  podrán  conceder  el  indulto. 

2.*  Las  Cortes  elegirán  nna  Comisión 
de  nueve  Diputados,  que  de  acuerdo  con 
otros  tantos  Vocales  designados  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  y  bajo  su 
presidencia,  proponga  á  las  mismas  en 
el  más  breve  plazo  la  reforma  del  Códi- 
go penal. 

Lo  tendrá  entendido  el  Poder  ejecuti- 
vo para  su  impresión,  publicación  y  cum- 
plimiento. 

Palacio  de  las  Cortes  9  de  Agosto 
de  1878.— Rafael  Cervera.  Vicepresiden- 
te.— £d nardo  Cagigal,  Diputado  Secreta- 
rio.—Luis  T.  Benítez  de  Lugo,  Diputado 
Secretario.— R.  Bartolomé  Santamaría, 
Diputado  Secretario.  (Oac.  12  de  Agosto). 


Decreto  de  12  de  Enero  de  167 
ciendo  la  ley  reguladora  de  i 
indulto. 

{Orac.  y  Just,)  «El  Gobi 
República  decreta: 

Artículo  1.0  Se  restablece 
fuerza  y  vigor  la  Ley  de  1 
de  1870,  para  el  ejercicio  de  I 
indulto,  quedando  en  su  C( 
derogada  la  de  9  de  Agosto  d 

Art.  2.*  £1  Ministro  de  Gi 
ticta  reclamará  con  toda  ur{ 
Comisión  encargada  del  Conj 
Diputados,  los  expedientes  s< 
to  que  obran  en  la  Secretaría 
mitarlos  con  arreglo  á  las  di 
de  la  ley  restablecida,  á  la  c 
igualmente  sometidas  todas 
pendientes. 

Art.  8.0  £1  Gobierno  dan 
mente  cuenta  á  las  Cortes  de 
to  en  este  decreto. 

Madrid  12  de  Enero  de  187 
Bidente  del  Poder  Ejecutivo  < 
blica,  Francisco  Serrano.—l 
de  Gracia  y  Justicia,  Cristir 
(Oac.  18  Enero). 

(h'den  circular  de  17  de  Febn 
mandando  que  á  los  expedí 
dulto  de  pena  capital  se  adi 
tracto  de  lo  que  resulte  de  la 

[Qrac.  y  Just,)  «Al  prep 
pedientes  de  indulto  de  pena 
se  someten  á  la  decisión  del 
Ministros,  se  ha  observado  p 
falta  de  datus  bastantes  á  ilu 
cío  y  producir  una  resoluci 
condiciones  de  acierto  y  sei 
asunto  de  esta  naturaleza  re(; 

En  efecto,  los  elementos 
servir  de  criterio  al  Gobierno 
á  la  certificación  de  sentencí 
del  Tribunal  Supremo  en  e 
casación  que  procede  por  m 
la  ley  en  todos  los  casos  de  p 
y  al  consiguiente  informe  d 
lo  criminal  en  vista  de  los  a 
mismos  que  obran  en  el  exi 
recurso.  Mas  el  remedio  de 
es  de  carácter  esencialment 
nario  y  atiende  en  primero 
término,  según  nuestro  derec 
tereses  generales  de  la  ley  y 
la  jurisprudencia;  y  de  aquí 
los  elementos  de  juicio  en  te 
de  casación  se  reducen  consic 
te  y  se  limitan  mucho  en  pur 
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oho8  qae  sirven  para  fundar  Ib  santen 
cia  cuando  la  pronuncian  Tribunales  de 
derecho  por  haberse  aplicado  la  antigua 
legislación^  ó  respecto  á  los  que  aprecie 
el  Jurado  al  dictar  su  veredicto. 

Pero  en  el  ejercicio  del  derecho  de 
gracia  media  una  especie  «le  juicio  moral 
y  de  equidad,  en  el  cual  la  misericordia 
templa  los  rigores  de  la  ley,  y  la  benig- 
nidad aprecia  favorablemente  circuns- 
tancias y  datos  muchas  veces  extrafios 
al  hecho  en  sf,  pero  ligados  íntimamen- 
te con  la  persona  del  culpable,  que  no 
son  ni  pueden  ser  tomados  en  cuenta 
por  quien  desempeñe  el  oficio  de  Juez; 
circnnstHiicias  y  datos  que  por  lo  mismo 
que  no  figuran  entre  los  antecedentes 
del  recurso,  aunque  consten  en  el  proce- 
so ó  se  deduzcan  de  sus  antecedentes. 

Nótflse  mayormente  este  tscío  en  los 
veredictos  del  Jurado,  que,  como  Juez 
del  hecho,  no  puede  con  su  juicio  ser 
consejero  en  los  motivos  de  su  decisión. 
Así  que,  al  apreciar  el  asunto,  cuando  la 
justicia  ha  resuelto,  y  sólo  queda  el  re- 
medio de  la  gracia,  nacen  gravísimos 
obstáculos  de  la  deficiencia  de  medios 
que  indiquen  al  Poder  Supremo  si  es  lle- 
gado el  momento  de  arrancar  á  la  muerte 
una  víctima,  ó  consideraciones  atendi- 
bles demandan  que  el  fallo  de  la  justicia 
se  cumpla  en  todo  su  rigor. 

Y  en  los  asuntos  que  resuelven  y  ter 
mman  todavía  los  Tribunales  de  derecho 
ó  que,  procedentes  de  éstos,  penden  de 
la  casación,  si  la  escasez  de  datos  no  es 
tanta  como  en  los  que  emanan  del  Jura- 
do, se  nota,  sin  embargo,  lo  bastante 
para  producir  alguna  vacilación  en  el 
ánimo  de  quien  otorga  la  gracia,  con  la 
contingencia  además  de  negarla  á  quien 
la  mereciese  ó  concederla  al  que  no  fuera 
por  motivo  alguno  acreedor  á  obteneVla. 

Es,  por  tanto,  indispensable  en  los 
procesos  que  dimanan  del  Jurado,  y  muy 
conveniente  en  los  que  sustancian  ó  ter- 
minan los  Tribunales  de  Derecho,  según 
las  antiguas  leyes,  ó  de  ellos  procedan, 
mayor  ilustración  y  más  copia  de  datos 
de  los  que  se  acompañan  con  el  ezpe- 
diente  de  indulto.  Subvenir  á  esta  nece- 
sidad y  ajustarse  á  lo  que  altas  conve- 
niencias exigen,  no  se  opone  á  la  ley,  ni 
introduce  novedad  en  el  procedimiento, 
ni  altera  los  elementos  que  deben  servir 
para  el  juicio  de  los  Tribunales. 

En  su  consecuencia,  el  Ministro  que 
suscribe,  considera  oportuno  que  á  di- 
chos expedientes  se  agregue  siempre  un 
extracto  de  la  resultancia  del  proceso, 


hecho  bajo  la  responsabilidad  del  Secre- 
tario de  Sala  ó  del  Tribunal  del  Jurado 
que  actuase  en  cada  causa,  y  visado  por 
el  Presidente  del  Tribunal  respectivo.  De 
este  modo  se  completarán  los  anteceden  - 
tes,  y  el  Gobierno  podrá  aspirar  al  me  - 
jor  acierto  en  sus  resoluciones. 

Sírvase  V.  I.  dar  comunicación  de  esta 
circular  á  los  Presidentes  de  Sala  de  lo 
criminal,  y,  en  su  caso,  á  los  Magistrattoa 
á  quienes  corresponda  ejercer  dicho  car- 
go en  los  Tribunales  del  Jurado,  para  la 
inmediata  ejecución  de  lo  que  en  ella  se 
previene. 

Madrid  17  de  Febrero  }ST 4. -r- Marios 

Sr.   Presidente  de  la  Audiencia  de t 

[Qac.  18  Febrero). 

Ee{^l  orden  de  8  de  Septiembre  de  1874, 
relativa  á  la  deducción  del  tiempo  y  an- 
tigüedad en  el  Ejército  en  caso  de  indulto. 

(Querrá).  <  Excmo.  Sr.:  En  vista  de  la 
instancia  que  V.  E.  cursó  á  este  Ministe- 
rio en  8  de  Noviembre  de  1871.  promo- 
vida por  el  Coronel  graduado.  Teniente 
coronel  de  infantería  del  Ejército  de  esas 
islas en  solicitud  de  abono  de  anti- 
güedad y  diferencia  de  sueldos  corres- 
pondientes al  tiempo  mediado  desde  el 
22  de  Marzo  de  aquel  año  en  que  se  ex- 
pidió la  Real  orden  de  indulto  á  su  favor, 
al  6  de  Junio  siguiente  en  que  se  comu- 
nicó dicha  gracia; 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de 
la  República,  de  conformidad  con  lo  ex- 
puesto acerca  del  particular  por  el  Con- 
sejo Supremo  de  la  Guerra  en  acordada 
de  4  de  Diciembre  próximo  pasado,  ha 

I  tenido  por  conveniente  disponer  que  tan- 
to al  interesado  como  á  todos  los  demás 

I  que  se  hallen  ó  puedan  hallarse  en  sa 

j  caso  y  sean  indultados,  no  se  les  des- 
cuenten en  el  servicio  y  en  la  antigüedad 
en  su  empleo  más  tiempo  que  el  de  la 
prisión  sufrida,  debiendo  en  consecnen- 

!  cia  abonarse  al  Teniente  coronel  A.  la 
antigüedad  y  servicios  que  reclama  des- 
de la  precitada  fecha  de  22  de  Marao  de 
1871,  y  desde  el  mismo  día  los  haberes 
que  le  hayan  correspondido  en  la  sitaa  • 
ción  de  reemplazo  en  que  quedó,  toda 
vez  que  á  la  sazón  estaba  ya  cubierta  In 
cantidad  de  que  resultó  responsable  y 
por  la  que  fué  procesado. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  8  de  Sep- 
tiembre de  lS7i,- Serrano.*  (Ordenan- 
zas de  S.M.  Mufiíz,  tomo  II,  pág.  424). 
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^iraldecrfto  de  15  de  Mmzo  de  1875, 
aplicando  el  art.  2P  del  Código  peiial^ 
por  irer  excesiva  la  pena. 

{Qrac,  y  Ju$t,)  <VÍ4to  el  expediente 
nstra(do  con  motivo  de  la  exposición 
ílevada  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
•ia  por  la  Sección  auxiliar  do  la  Sala  de 
o  crioiinal  de  la  Aadiencia  de  esta  Cor* 
e,  proponiendo,  en  virtud  de  lo  qne  dis- 
pone el  párrafo  segundo  del  art.  2.®  del 
r'/ódigo  penal,  que  á  Asunción  GonsAles 
[}osteguera,  se  la  redujese  á  un  afio  de 
prisión  correccional,  sin  abono  del  tiem- 
po qne  ha  sufrido  de  prisión  preventiva, 
la  pena  de  diecisiete  afios,  cuatro  meses 
y  un  día  de  reclusión  temporal  que  se  le 
impuso  en  cansa  por  sustracción  de  me- 
nor, suposición  de  parto  y  sustitución  de 
una  uifia  por  otra: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciado- 
ra tuvo  en  cuenta  para  proponer  la  mi- 
noración de  la  pena  expresada  qne  fa 
González  Costegnera  al  delinquir  sólo 
se  propuso  tener  como  hija  suya  la  niña 
iiastraída,  creyendo  que  su  madre  no  la 
sacaría  de  la  Inclusa,  lo  cual  disminuye 
notablemente  la  criminHÜdad  del  hecho: 

Considerando  qne  por  la  causa  expre- 
sada es  equitativa  la  minoración  de  la 
pena,  por  más  qne  conste  la  voluntarie- 
dad con  que  se  cometió  el  delito. 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  la 
ley  estableciendo  reglas  para  el  ejerci- 
cio de  la  gracia  de  indulto: 

Visto  lo  expuesto  por  dicha  Sala  sen- 
tenciadora, y  de  conformidad  con  el  pa- 
recer de  mi  Consejo  de  Ministros; 

Vengo  en  conceder  á  Asunción  Gon- 
zález Costegnera  indulto  de  la  mitad  de 
la  condena  que  se  le  impuso  por  la  cau- 
sa de  que  va  hecha  mención. 

Dado  en  Palacio  á  16  Marzo  de  1876. 
Alfokso.— El  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia, Francisco  de  CárdenaB,*  (Qac.  \9 
Marzo). 

Beal  orden  de  8  de' Julio  de  1875,  deter- 
minando el  Centro  competente  para  tra- 
mitar el  indulto  de  lo§  penados  por  la 
jurisdi^cián  militar, 

{Guerra,)  €  Habiendo  ocurrido  algu- 
nas duda»  respecto  á  qué  Centro  es  el 
t.'ompetente  para  acordar  ó  proponer  re- 
soluciones en  los  expedientes  de  indul  • 
tos  de  penados  por  la  jurisdicción  militar 
«n  la  Península  y  Ultramar;  S.  M.  el  Rey 
(Q.  D.  G.X  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  «e  ha  servido  declarar  qne  co- 


rresponde única  y  exclusivamente  al  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  proponer  á  S.  M. 
la  resolución  de  los  expedientes  de  in- 
dnlto  relativos  á  los  penados  de  todas 
clases  por  los  Tribunales  militares,  tanto 
en  la  Península  como  en  Ultramar. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  bu 
conocimiento  y  cumplimiento  en  la  par- 
te que  le  toqne,  cesando  desde  ahora  de 
evacuar  los  informes  que  pudieran  pedir- 
se á  V.  E.  por  autoridades  extrañas  al 
ramo  <le  Guerra,  cuando  se  refieran  al 
ejercicio  de  la  mencionada  gracia  de  in- 
dulto.—Madrid  3  de  Julio  de  1876.— 
Frimo  de  Bivera.t  {Q aceta  7  de  Julio). 

CONSTITUCIÓN  DE  LA  MONAR- 
QUÍA (1876). 

< Art.  64.     Corresponde  además  al 

Rey: 

Tercero,  indultar  á  los  delincuentes 

con  arreglo  á  las  leyes > 

Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  (1882). — 
Del  recurso  de  casación  en  las  causas  de 
muerte, 

< Art.  947.     Contra  las  sentencias 

que  no  haya  dictado  el  Tribunal  Supremo 
ó  su  Sala  segunda,  en  las  cuales  se  im- 
ponga la  pena  de  muerte,  se  considerará 
admitido  de  derecho,  en  beneficio  del  reo, 
el  recurso  de  casación. 

Art.  948.  El  Tribunal  de  lo  criminal, 
terminado  él  plazo  establecido  en  el  ar- 
tículo 916,  aun  cuando  no  se  haya  inter- 
puesto recurso  de  casación,  elevará  la 
causa  á  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Su- 
premo, acompañf\ndo  certificación  de  los 
votos  reservados,  si  los  hubiere,  ó  nega- 
tiva en  su  caso. 

Art.  949.  Si  dentro  del  término  de 
cinco  días  después  de  recibida  la  causa 
en  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supre- 
mo se  presentaren  los  defensores  nom- 
brados por  el  reo  pidiendo  vista  para 
sostener  la  procedencia  del  recurso,  se 
les  tendrá  por  parte  y  se  les  mandará 
entregar  por  el  término  de  cinco  días.  Si 
no  se  presentaren  dentro  de  aquel  plazo, 
la  Sala  mandará  nombrar  de  oficio  Pro- 
curador y  Abogado  que  defiendan  al  reo, 
entregándoles  el  proceso  por  igual  tér- 
mino de  cinco  días. 

Al  devolver  la  causa,  los  defensores 
del  reo  expondrán  si  existe  alguno  de  los 
motivos  que  autorizan  el  recurso,  ya  sea 
por  infracción  de  ley  ó  por  quebranta- 
miento de  forma,  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  esta  ley. 
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Art.  950.  Por  el  mismo  térjnino  y 
con  idéntico  fin  se  entregará  U  cansii  á 
las  demás  partes  si  se  hubiesen  perso- 
nado, y  al  Fiscal. 

Art.  961.  Al  devolver  las  partes  la 
cansa,  alegarán  en  el  mismo  escrito  los 
fnndamentos  qne  existan,  si  en  su  con- 
cepto los  hubiere  para  la  casación  de  la 
sentencia,  bien  por  quebrantamiento  de 
forma,  bien  por  infracción  de  ley. 

La  Sala  segunda,  previos  los  trámites 
ordinarios,  podrá  declarar  haber  lugar  al 
recurso  por  infracción  de  ley  ó  quebran- 
tamiento de  forma,  aunque  no  lo  hubie- 
sen sostenido  como  procedente  las  par* 
tes  personadas  ni  el  Fiscal. 

Guando  la  Sala  declare  la  procedencia 
del  recurso  por  quebrantamiento  de  for- 
ma ordenará  al  mismo  tiempo  lo  que  se 
determina  en  el  art.  930. 

Art.  962.  La  sustanciación  de  los  re- 
cnrsos  interpuestos  por  las  partes  en 
causas  de  muerte,  se  acomodará  á  las  re- 
glas indicadas  en  este  capítulo. >  (Pági- 
na 207  de  este  tomo). 

Real  orden  de  24  de  Septiembre  de  1884, 
disponiendo  que  cuando  e$té  señalada 
la  pena  de  muerte,  el  Capitán  general 
del  distrito  en  que  deba  verificarse  lo 
participará  al  Director  de  la  Sección 
de  Telégrafos  de  la  provincia  de  que 
deperida  la  estación ,  para  que  ésta  esté 
abierta  durante  las  cuarenta  y  ocho  ho: 
ras  antes  del  cumplimiento  ae  la  sen- 
tencia, 

{Querrá).  «  Ezcmo.  Sr.:  Con  objeto  de 
evitar  entorpecimientos  que  pudieran 
ocurrir  en  los  casos  urgentes  de  indulto 
por  falta  de  aviso  de  [as  Autoridades  ú 
otras  cansas  imprevistas  ocasionadas  en 
las  líneas  telegráficas, 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  á  propuesta 
xlel  Ministerio  de  la  Gobernación,  se  ha 
servido  disponer  que  cuando  esté  seña- 
lada la  ejecución  de  la  pena  de  muerte, 
impuesta  por  Tribunales  militares,  el  Ca- 
pitán general  del  distrito  en  que  aquélla 
deba  verificarse,  lo  participará  oportuna- 
mente por  telégrafo  al  Director  de  Sec- 
ción de  la  provincia  de  que  dependa  la 
estación  ó  punto  más  próximo  al  lugar, 
para  que  dicha  estación  esté  abierta  ó 
permanente  durante  las  cuarenta  y  ocho 
horas  que  precedan  al  cumplimiento  de 
la  sentencia. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  24  de  Sep- 
tiembre de  18S4.—  Que«aia.— Señores...  > 
(C.  L  del  Ejército,  año  1884,  pág,  661). 


Código  penal  de  la  Marina  de  Guerra 
de  1888. 

€  . ...  Art.  87.  par.  2.^  En  ningún  caso 
podrán  imponerse  las  que  pasen  de  caá- 
renta  años  (penas)  de  privación  de  liber- 
tad, computándose  para  este  efecto  en 
treinta  la  duración  de  las  penas  perpe- 
tuas de  esta  naturalesa». 

Ley  Electoral  de  26  de  Junio  de  1890. 

c Art.  106.    No  se  dará  curso  por 

el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  ni 
se  informará  por  los  Tribunales,  ni  por 
el  Consejo  de  £stado,  solicitud  alguna 
de  indulto  en  causa  por  delitos  electora- 
les sin  que  conste  previamente  que  los 
solicitantes  han  cumplido  por  lo  menos 
la  mitad  del  tiempo  de  sus  condenas  en 
las  penas  personales  y  satisfecho  la  to- 
talidad de  las  pecuniarias  y  las  costas. 
Las  Autoridades  y  los  individuos  de 
Corporación  de  cualquier  orden  ó  jerar- 
quía que  infringieren  esta  disposición 
dando  lugar  á  que  se  ponga  á  la  resolu- 
ción del  Rey  la  solicitud  de  gracia,  incu- 
rrirán en  la  responsabilidad  establecida 
en  el  art.  869  del  Código  penal. 

De  toda  concesión  de  indulto  dará  co- 
nocimiento el  Gobierno  á  la  Junta  cen  - 
tral  del  Censo.  > 

Código  de  Justicia  militar, 

< Art.  28.     Corresponde  al  Ciipitán 

General  del  distrito: 

16.     Aplicar  los  indultos  generales 

y  amnistías  que  se  dicten  por  el  Minis- 
terio de  la  Guerra,  á  los  que  hubieren 
sido  juzgados  y  sentenciados  ejecutoria- 
mente por  los  Tribunales  dependientes 
de  su  jurisdicción,  é  informar  sobre  las 
peticiones  de  indulto  especial  de  los  mis- 
mos. 

Art.  87.  £s  también  de  la  competen- 
cia del  Consejo  (Supremo)  reunido,  cons- 
tituido en  Sala  de  justicia: 

3.0  Aplicar  las  amnistías  é  Indul- 
tos generales  é  informar  sobre  las  peti- 
ciones de  indulto  ó  conmutación  de  pena 
respecto  de  las  personas  contra  quienes 
hubiere  dictado  sentencia  condenatoria. 

Art.  92.  Corresponde  á  la  Sala  de 
justicia: 

8.0    Aplicar  en  las  cansas  qne  hn- 

biere  fallado,  las  amnistías  é  indultos  ge- 
nerales. 

9.0    Conocer  dd  los  recursos  que  ele- 
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Ten  al  Consejo  las  partes  interesadas,  so* 
bre  la  aplicación  que  hubieren  hecho  de 
dichas  gracias  los  Tribunales  ó  antorida* 
óem  inferiores. 

10.  Evacuar  los  informes  que  se  pi- 
dan por  el  Gobierno,  para  la  concesión  de 
indultos  particulares  ó  conmutaciones  de 
penas. 

Art.  199.  Los  efectos  de  las  penas 
no  serán  materia  de  indulto,  una  ves  ex 
tingaidas  las  principales  de  que  se  de- 
rivan. 

— .  Art.  878.  El  defensor  interven- 
drá en  las  actuaciones  del  plenario  y  de 
berá  ser  citado  por  el  Juez  instructor 
para  su  asistencia  á  las  mismas. 

Podrá  comunicarse  con  su  defendido 
siempre  que  lo  crea  necesario,  y  practi- 
car, en  el  desempefio  de  su  misión,  cuan- 
tas gestiones  legales  estime  convenien- 
tes, á  excepción  de  solicitar  la  gracia  de 
indulto. 

£>e  las  instancias  de  indulto. 

Art.  692.  Las  instancias  que  se  ele- 
ven á  8.  M.  en  solicitud  de  indulto,  se 
dirigirán  al  Ministerio  de  la  Guerra  por 
(■ondncto  de  la  autoridad  judicial,  en 
cuyo  distrito  se  hubiere  fallado  el  pro- 
ceso. 

Art.  ft98.  Dicha  autoridad  reclamará 
la  hoja  histórico-penal  del  interesado  é 
informe  sobre  la  conducta  del  mismo  al 
Jefe  del  Establecimiento  en  que  se  halle 
extinguiendo  la  condena. 

Si  se  tratare  de  penas  especiales  que 
sean  objeto  de  la  gracia  de  indulto,  se 
pedirá  el  referido  informe  á  los  Jefes  de 
ios  Cuerpos  respectivos. 

Art.  694.  Con  estos  documentos  y  la 
rausa  ó  antecedentes  del  interesado,  la 
autoridad  judicial  pasará  á  dictamen  del 
Auditor  el  asunto,  cuyo  funcionario  lo 
evacuará,  haciendo  constar,  siendo  posi- 
ble, la  edad,  estado  y  profesión  del  pe- 
nado; sus  niéritos  y  antecedentes;  si  fué 
con  anterioridad  procesado  y  condenado 
por  otro  delito  y  si  cumplió  la  pena  im- 
puesta ó  fué  de  ella  indultado,  por  qué 
cansa  y  en  qué  forma;  las  circunstancias 
agravantes  ó  atenuantes  que  hubiesen 
«oncnrrido  en  la  ejecución  del  delito:  el 
tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida  du- 
rante la  sustanciación  de  la  causa;  la  par- 
te déla  condena  que  hubiere  sufrido;  su 
conducta  posterior  á  la  ejecutoria  y  si  hu- 
biese dado  pruebas  de  arrepentimiento; 


si  hay  ó  no  parte  ofendida;  si 
perjudica  el  derecho  de  tercer( 
quier  otros  datos  que  puedan  i 
el  mejor  esclarecimiento  de  1 
concluyendo  por  consignar  si 
sobre  la  conveniencia  y  forma 
cesión  de  la  gracia. 

Art.  696.  Evacuado  el  ii 
autoridad  judicial  remitirá  U 
al  Ministerio  de  la  Guerra,  co 
raentos  de  que  se  hace  méril 
tículo  6<.i8,  y  testimonio  de  la 
condenatoria,  si  se  hubiese  h 
en  el  distrito. 

Art.  696.  El  Ministerio  de 
pedirá  informe  al  Consejo  S 
Guerra  y  Marina,  el  que,  oy< 
Fiscales,  <lictará  el  acuerdo  < 
justo,  comunicándose  á  dicho 
para  la  resolución  de  S.  M : 

Real  orden  de  20  de  Octubre  < 
condena  de  pt-isión  militar  i 
duce  la  salida  del  Ejército;  á 
indulto  se  les  rebaja  á  me\ 
años  y  un  dia ,  pasan  á  Cuer 
oiplina, 

{Querrá^  Sección  6. *)  «Exci 
vista  de  la  consulta  elevada  á  i 
terio  en  7  de  Julio  último  por  e 
de  V.  E.  acerca  de  la  interprc 
debe  darse  á  los  arta.  31  y  44 
penal  del  Ejército, 

El  Rey  (Q.  D.  G.).  y  en  su 
Reina  Regente  del  Reino,  de 
dad  con  lo  expuesto  por  el  C 
premo  de  Guerra  y  Marina  en 
actual,  se  ha  servido  resolvc 
arreglo  á  los  referidos  artículo 
ia  salida  definitiva  del  Ejército 
po  de  cohdena  de  prisión  mil 
sufrida,  por  lo  menos,  duraut 
y  un  día;  debiendo,  los  que  | 
vieron  reducida  su  condena  y 
privados  de  libertad  menos  d< 
y  un  día,  pasar  después  á  Cue 
ciplina  por  el  tiempo  que  á  I 
la  sentencia  les  faltare  de  f 
filas. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  2 
bre  de  IS^O.—Ázcárraga.  —  S 
general  de  la  isla  de  Cuba  i 
£¡jército,  afio  1890,  págs.  966  j 

Real  orden  circular  de  3  d 
de  1891  disponiendo  que  las  (\ 
judiciales  del  fuero  de  Querr 
curso  las  instancias  que  en 
indulto  promuevan  los  indiviá 
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á  loa  Directores  de  Establecí niientofl  pe- 
nales que,  para  el  curso  de  esta  clase  de 
peticiones,  tengan  en  cuenta  y  cumpli- 
menten lo  que  se  ordena  en  esta  dispoai  • 
ción  (I) 

De  Real  orden,  etc.  Bíadrid  8  de  Octa- 

bre  <ie    1 89 1 .  —  Azcán-aga.  —  Sefior > 

(C.  L.  del  Ejército,  fino  IS9[,  págs.  764 
y  766)  (2). 

(Véase  en  Miiilsterie  de  Gracia  y  Jas- 
ticia»  Reglamento  para  el  procedimiento 
administratwo,  arta.  167  á  166,  y  en  Pri- 
sión celular  de  Miidrld,  an  Reglamento, 
arts.  888,  núm.  6.o  y  art.  389). 


iengan  cumplida,  por  lo  mnius^  la  mitad 
de  la  condena,  y  la$  que  Be  encuentren 
en  cualquiera  de  los  demás  casos  que  8e 
determinan. 

( Guerra,  Sección  6.^)  <  Excmo.  8r.:  En 
vista  de  un  escrito  del  Capitán  general 
"le  Castilla  la  Vieja,  fecha  81  de  Julio  úl 
t  imo,  en  el  cual  hace  presente  el  ímprobo 
trabajo  que,  sin  beneficio  para  los  intere- 
eados,  proporciona  el  curso  y  trámite  del 
Kran  número  de  instancias  de  indulto  que 
se  reciben  en  aquella  Capitanía  general, 
por  no  observarse  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 692  del  Código  de  Justicia  militar, 
y  llama  la  atención  de  este  Ministerio 
respecto  á  la  conveniencia  de  recordar  lo 
mandado  acerca  de  estas  peticiones  en 
Real  orden  circular  de  27  de  Septiembre 
de  1888. 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)>  y  en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  de  acuerdo 
en  lo  principal  con  lo  informado  por  el 
Consejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina  en 
14  de  Septiembre  último,  se  ha  servido 
disponer  que  las  autoridades  judiciales 
dejen  sin  curso  las  instancias  que,  en  sú- 
plica de  indulto  promuevan  los  indivi- 
<luos  que  no  tengan  cumplida,  por  lo  me- 
nos, la  mitad  de  su  condena;  las  de  los 
que  no  hayan  observado  buena  conduc- 
ta; las  de  los  que  hubieren  delinquido  du- 
rante el  cumplimiento  de  sus  penas,  y 
las  de  aquellos  otros  á  quienes  el  indulto 
haya  sido  negado,  si  no  hubiesen  cnm 
plido  la  mitad  del  tiempo  que  les  faltare 
desde  la  negativa;  extremos  que  se  acre- 
ditarán en  las  hojas  histórico- penales 
que  han  de  acompañarse  á  las  solicitudes 
que  se  cursen. 

Es  asimismo  la  voluntad  de  S.  M.  se 
signifique  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jns-  Como  complemento  á  este  artículo,  in- 

ticia  la  conveniencia  de  que  se  prevenga  I  cluímos  la  siguiente 

ESTADÍSTICA  de  indultos  particidares  tramitados^  concedido^  ynega^ 
dos  en  el  quinquenio  de  1891  á  1895,  ambos  inclusive,  á  penados  por  la 
jurisdicción  ordinaria. 


(1)  No  sabemos  que  por  Qraeia  y  Justicia 
se  haya  hecho  la  prevención  que  interesa  la 
Real  orden  inserta. 

(2)  En  la  Colección  Legislativa  H.br$  Cárcé- 
Us,  Pretidiot  y  Árténalsa,  publicada  por  Don 
Víctor  Teijón  en  1886,  se  citan  en  la  pág.  288 
ana  Real  orden  de  O  de  Octubre  de  1880  y  ana 
circular  de  la  Dirección  de  Penales  de  27  de 
Agosto  de  1888,  respectivamente,  seg^n  las 
cuales  no  deben  admitirse  las  solicitudes  de 
indulto  de  los  confinados  cuando  no  se  cursen 
por  conducto  de  los  Jefes  de  los  Penales;  dis- 

f>osicioiie8  oue  no  hemos  visto  publicadas  en 
a  Q(U€ta,  ni  hemos  podido  hallar  en  los  Cen- 
tros oficiales. 

Parécenos  que  la  Real  orden  y  circular 
aquí  citadas  eran  innecesarias,  porque  ya  el 
art  22  de  la  ley  reguladora  de  la  gracia  de 
indulto,  manda  de  un  modo  claro  y  terminante 
que  las  solicitudes  habrán  de  dirigirse  al  Mi- 
nistro por  conducto  del  Tribunal  sentencia* 
dor,  del  Jefe  del  establecimiento  ó  del  Oober- 
nadór  civil  de  la  provincia  en  que  el  penado 
se  encuentre  extinguiendo  la  condena. 

Para  dar  cumplimiento  á  lo  que  la  ley  pre- 
ceptúa, no  debieran  admitirse  más  solicitudes 
3ue   las  que  fueran   por  los  indicados  con- 
uctos. 


CONCEDIDOS 

^ -" 

A^'OS 

Tramitados. 

Del  resto       Rebajando  iConinnundo 
de  la  pena.       la  peua.          la  pena. 

TOTAL 

Negados. 

TOTALES 

,     ISOl 

1.407 

73                73 

42 

188 

1.219 

1.407     [ 

'     l«í>2 

848 

44        ,        64 

66 

163 

696 

848    í 

],S1K{ 

067 

46                45 

47 

137 

680 

667 

|HÍ»4 

706 

68    ,            46 

86 

140 

666 

706 

lb!)5 

741 

76                19        í        24 

119 

622 

741 

1 

i 
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ludidlos  de  pena  capital. 


ANOS 

TramlUdos. 

Concedidos. 

Negados. 

TOTAL 

\     isíU 

46 

.36 

11 

1 
46        1 

IM)-» 

42 

83 

9 

42 

IMW 

36 

23 

13 

36 

1M»4 

60 

66 

4 

60 

is?>:> 

43 

29 

14 

43 

(De  la  estadística  oficial  de  la  Administración  de  justicia  en  lo  criminal,  exis- 
tente en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia). 


CoMBiiTARio.  —  No  es  para  nosotros 
cosa  fácil  comentar  la  legislación  relati- 
va á  indultos,  tanto  por  la  importancia 
que  de  suyo  entraña  la  materia,  cuanto 
porque  ha  sido  repetidamente  estudiada 
y  con  brillantez  expuesta  por  profundos 
pensadores  é  ilustres  publicistas.  Pero 
eslimamos  que  el  carácter  de  esta  obra 
y  la  misma  importancia  de  la  institu- 
ción, nos  obligan  á  emitir  nuestro  mo- 
desto juicio  respecto  á  ella  y  completar 
«¿ste  artículo  con  el  presente  comen- 
tario. 

£1  derecho  ó  gracia  de  indulto,  tiene 
tan  decididos  partidarios  como  ardien* 
tes  impugnadores,  así  en  lo  que  afecta  á 
su  parte  esencial,  como  en  lo  que  se  re- 
fiere á  sus  clases, extensión,  forma  y  con- 
<iiciones  en  que  se  concede. 

Tampoco  existe  unanimidad  de  pare- 
ceres en  lo  que  á  su  carácter  atañe,  pues 
t*n  tanto  que  unos  le  consideran  como 
prerrogativa  exclusiva  y  personal  del  So- 
berano, otros  le  estiman  como  medio  de 
gobierno,  y  como  medio  también  de  tem- 
plar la  severidad  de  la  legislación,  armo 
nizando,  según  opinaba  Benjamín  Cons- 
tant,  la  ley  general  con  la  equidad  par- 
ticular en  los  casos  en  que  la  rigurosa 
aplicación  de  aquélla  pueda  resultar  in- 
jQsta. 

En  los  pueblos  sometidos  á  un  régi- 
men político  absoluto,  en  que  el  Monar- 
ca asume  y  retiene  los  derechos  de  jus- 
ticia y  ésta  es  considerada  como  ven- 
ganza particular  ó  como  vindicta  públi- 
ca, es  indudable  que  el  perdón,  el  indul- 
to, es  una  prerrogativa  del  Soberano, 
que  ejerce  para  hacer  resaltar,  su  bon- 
dad, su  poder  y  su  prestigio. 

Pero  en  las  naciones  organizadas  cons- 
tilucionalmente  y  regidas  por  Gobiernos 
representativos,  el  indultar  á  los  reos  es 


una  función  constitucional,  que  si  á  ve- 
ces corrige  yerros  judiciales  y  suavisa  la 
dureza  ó  la  crueldad  de  las  leyes,  e» 
muchos  casos  debilita  la  defensa  de  la 
sociedad  y  desvirtúa  la  justicia,  anulan- 
do los  fallos  de  los  Tribunales  y  hacien- 
do ilusorias  las  penas. 

Siendo  varias  las  clases  de  indulto  y 
muy  diferentes  unas  de  otras,  por  la  for- 
ma en  que  los  expedientes  se  incoan  y 
tramitan,  por  las  causas  que  los  moti- 
van, por  la  gravedad  de  las  penas,  por 
la  extensión  que  se  da  á  la  gracia  y  por 
los  efectos  que  produce,  aconseja  el  buen 
método,  aun  tratándose,  como  aquí,  de 
concisas  y  ligeras  consideraciones,  tra- 
tar separadamente  cada  ciase. 

Indaltos  generales. — Su  ilegalidad.— En 
nuestra  opinión,  son  ilegales  estos  in 
dultos.  La  Constitución  política  de  la 
Monarquía,  reconoce  en  el  Rey  la  pre- 
rrogativa de  indultar  á  los  delincuentes 
con  arreglo  á  las  leyes;  y  ni  el  Código 
penal,  ni  la  Ley  de  24  de  Mayo-18  de 
Junio  de  1870,  ni  los  Códigos  de  Justicia 
militar  y  de  la  Marina  de  Guerra,  ni  laa 
demás  disposiciones  insertas  concernien- 
tes á  los  indultos,  comprenden  ni  regu- 
lan los  generales;  antes  al  contrario,  im- 
plícitamente unas  y  de  un  modo  expre- 
so otras,  los  prohiben.  £1  Real  decreto  de 
7  de  Diciembre  de  1866,  cuya  exposición 
insertamos  en  forma  de  nota,  por  la  sana 
y  sabia. doctrina  que  contiene  y  por  la 
sólida  argumentación  que  contra  los  in- 
dultos presenta,  prohibe  los  generales^ 
Y  si  bien  es  cierto  que  aquella  disposi- 
ción ha  sido  derogada,  cierto  es  también 
que  los  indultos  de  que  ahora  se  trata 
no  han  sido  autorizados  por  las  poste- 
riores. £ste  es  también  el  espíritu  y  ten- 
dencia de  la   legislación    anterior.  La 
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Constitución  de  1812,  al  tratar  en  sa  ar* 
tícnlo  171  de  las  facaltades  del  Rey,  en 
el  núm.  18^  le  concede  la  de  indultar 
á  los  delincnentea,  pero  con  arreglo  á 
las  leyee;  la  de  1887,  en  el  art.  47,  nú- 
mero 8.0,  y  la  de  1845,  en  el  46,  núm.  8.0 
también^  preceptúan  lo  mismo,  así  como 
la  de  1866  en  su  art.  62,  caso  10.*,  pero 
afíadiendo  sin  que  pueda  conceder  indul 
tos  generales-,  y,  por  último,  la  de  1869, 
art.  74  núm.  6.^  dice:  <EI  Rey  necesita 
estar  autorizado  por  una  ley  especial 
para  conceder  amnistías  i  indultos  gene- 
rales. 

La  Ley  de  Mayo-Junio  de  1870,  que 
rige  coiáo  disposición  de  carácter  gene- 
ral, á  la  cual  se  sujetan  jr  con  la  que  se 
conforman  las  otras  que  de  la  cuestión 
se  ocupan,  dicha  ley  detertnina,  hasta 
por  modo  casuístico,  cuándo  y  cómo  han 
de  aplicarse  los  indultos,  refiriéndose 
siempre  á  ios  particulares,  ya  sean  tota- 
tes^ya  parciales.  Y  como  los  indultos  que 
pueden  concederse  han  de  sujetarse  á 
ios  preceptos  de  «sta  ley,  según  manda 
en  su  artículo  primero,  los  otorgados, 
bien  separándose,  bien  yendo  contra  su 
letra  y  espíritu,  son,  como  ya  hemos  di- 
cho, á  nuestro  entender,  ilegales. 

Como  principio  general  establece  que 
podrán  sf*r  indultados  los  reos  de  toda 
«lase  de  delitos;  pero  á  continuación,  en 
«I  art.  2.0,  exceptúa  á  los  que  no  hubie- 
sen sido  condenados  por  sentencia  firme 
y  á  los  reincidentes.  Y  aun  cuando  el  ar- 
tículo 8.0  exceptúa  á  su  vez  de  las  ante 
riores  excepciones  á  los  penados  por  de- 
litos de  lesa  Majestad,  contra  las  Cortes, 
el  Consejo  de  Ministros  y  la  forma  de 
Gobierno,  y  á  los  de  rebelión  y  sedición 
(capítulos  I  y  II,  tít.  II,  libro  II;  y  capítu- 
los I,  II  y  III,  tít.  III  del  mismo  libro 
del  Código  penal),  los  indultos  de  que 
tratamos  se  han  aplicado  á  veces  á  auto- 
res de  otros  delitos  muy  diferentes  á  los 
referidos,  sobreseyendo  sus  causas  si  es- 
taban en  tramitación,  y  concediéndoles 
la  gracia  sin  haber  sido  penados,  en  con- 
tra de  lo  que  terminantemente  ordena  la 
ley  en  su  art.  2.o  núm.  l.o,  ó  indultándo- 
les de  la  pena  que  extinguían  aunqus 
fueran  reincidentes,  lo  cual  es  completa- 
mente opuesto  al  núm.  8.0  del  mismo 
artículo. 

Requiere  la  ley  que  el  indulto  se  soli- 
cite, ora  por  el  reo,  por  parientes  suyos 
ó  por  otra  persona,  ora  se  proponga  por 
el  Tribunal  sentenciador,  por  el  Supremo 
ó  por  los  Fiscales  de  cualquiera  de  ambos 
(arta.  19  y  20).  El  indulto,  pues,  ha  de  pro 


moverse  y  en  su  caso  otorgarseá  solicitad 
de- parte  ó  mediante  propuesta  de  loscita- 
dos  Tribunales  ó  Fiscales,  siempre  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley.  Para  los 
indultos  generales,  no  preceden  ni  solici- 
tndes  ni  propuestas.  Es  verdad  que  el 
art.  21  faculta  al  Gobierno  para  mandar 
instruir  e;l  oportuno  expediente;  pero  de 
la  letra  y  espíritu  de  este  precepto,  ela:- 
ramente  se  deduce  que  los  indultos  han 
de  ser  particulares,  toda  vez  que  sólo  de 
éstos  se  ocupa  y  éstos  solamente  regala 
la  ley.  Además,  el  mismo  artículo  man- 
da que  el  expediente  se  instruya  y  tra- 
mite en  conformidad  á  dicha  ley,  para 
lo  cual  es  preciso  é  imprescindible,  so 
pena  de  infringir  sus  mandatos,  qae  el 
expediente  pase  á  informe  del  Tribunal 
sentenciador  y  del  Consejo  de  Estado,  y 
que  en  él  consten  también  los  informes 
de  conducta  que  los  Jefes  de  Prisiones  7 
los  Gobernadores  civiles,  en  sus  casoe, 
deben  emitir  respecto  á  la  observada  por 
los  reos  que  se  pretenda  indultar;  y  nada 
de  esto  se  hace. 

Ni  censura  ni  objeción  cabrían  res- 
pecto á  estos  expedientes  si  sólo  se  tra- 
tara en  ellos  de  la  conmutación  de  la 
pena  de  muerte,  ó  de  los  delitos  com- 
prendidos en  los  capítulos  y  títulos  del 
Código  que  se  dejan  consignados,  por- 
que en  tal  caso  se  procedería  con  arre- 
glo al  art.  29  de  la  repetida  ley.  Mas  el 
asesinato,  el  homicidio,  la  violación,  el 
robo,  la  falsedad,  y  hasta  el  parricidio, 
con  otros,  á  todos  los  cuales  han  alcan- 
zado determinados  indultos  de  carácter 
general,  no  es  posible  comprenderlos  en 
el  mencionado  artículo,  y  como  lo  han 
sido  en  los  indultos,  resultan  éstos  ma- 
nifiesta y  evidentemente  contrarióse  la 
ley. 

A  nuestro  entender,  según  dejamos 
expuesto,  más  que  prerrogativa  del  Rey, 
es  el  indulto  función  constitucional ,  en 
los  Gobiernos  representativos.  Que  esto 
ea  así,  parécenos  que  lo  demuestra  el 
art.  49  de  la  Constitución  vigente  (1876). 
al  establecer  que  «Ningún  mandato  del 
Rey  puede  llevarse  á  efecto  si  no  está 
refrendado  por  un  Ministro,  que  por  sólo 
este  hecho  se  hace  responsable >.  Res 
ponsable  es,  pues,  de  cada  indulto  ge- 
neral y  de  las  consecuencias  que  preda- 
ce  el  Gobierno  que  le  aconseja,  y  espe 
cialmente  el  Ministro  que  refrenda  el 
correspondiente  Decreto. 

Sfu8  efectos,— LoB  que  producen  en  la 
vida  social  y  en  el  orden  jurídico  de  on 
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paeblo,  y  eepecitlroente  en  el  e«pftfiol, 
son  por  extremo  deplorables.  Con  elloe 
la  jnslicia  sufre  profundas  lesiones  y  la 
sociedad  serias  ainenasas  y  verdaderos 
peligros.  £n  los  indultos  generales  se 
concede  la  gracia  á  granel,  y  á  granel 
también  se  cometen  injusticias  para  los 
delincuentes  prisioneros,  á  la  ves  que  se 
producen  justificadas  alarmas  entre  la 
gente  honrada  que  vive  en  libertad,  amén 
de  la  perturbación  que  se  ocasiona  en 
los  Establecimientos  penales,  y  de  las 
irritantes  desigualdades  á  que  da  lugar 
una  gracia,  si  así  puede  llamarse,  en  tales 
condiciones  concedida. 

Se  cometen  injusticias  porque  hay  mu- 
chos  que  habiendo  cometido  el  mismo 
delito,  les  alcanza  ó  no  el  perdón,  según 
que  el  Juei  ó  el  Tribunal  hayan  sido  mAs 
ó  menos  activos  en  las  actuaciones  del  su- 
mario ó  en  los  trámites  para  la  calificación 
fiscal  y  fallo  condenatorio  por  la  Audien- 
cia. Por  un  día  ó  varios,  pero  siempre 
pocos,  son  puestos  en  libertad  unos  y  con 
tináan  en  prisión  otros,  según  que  en  la 
fecha  de  la  publicación  del  Decreto  se  ha- 
llen ó  no  falladas  sus  causas,  y  tengan  ó 
ignoren  los  delincuentes  la  noticia  del 
indulto. 

Es  de  ver  cómo  aumenta  la  población 
reclusa  en  los  Establecimientos  al  anun- 
cio de  que  la  gracia  se  va  A  otorgar,  y 
de  ver  es  también  la  altanera  y  hasta 
insolente  actitud  que  con  los  Jefes  y  de- 
más empleados  de  la  Prisión  toman  los 
penados  que  se  suponen  en  la  gracia 
comprendidos.  La  apreciación  que  de  las 
condiciones  en  los  decretos  prescritas  se 
hace  por  los  Tribunales,  es  distinta  en 
multitud  de  casos,  y  aquí  queda  un  pe 
nado  en  prisión  por  estimarle  reinciden- 
te,  y  de  allí  sale  otro,  respecto  al  cual  la 
reincidencia  no  se  aprecia,  á  pesar  de 
ser  las  circunstancias  las  mismas  é  idén- 
tico el  caso.  Tal  Audiencia  se  aptesura 
á  aplicar  el  indulto,  en  semejante  forma 
concedido,  y  los  indultados  gozan  de  li- 
bertad á  los  pocos  díns;  tal  otra  lo  toma 
con  más  calma  y  los  agraciados  pasan 
meses  y  meses  en  su  reclusión,  y  en  al- 
gunos casos,  quizá  cumplen  el  tiempo 
que  su  sentencia  fija  antes  de  que  llegue  y 
se  haga  efectiva  la  aplicación  del  indulto. 
El  que  sufre  las  consecuencias  de  tal  len- 
titud, vive  en  desesperación  constante  y 
concluye  por  maldecir  el  indulto  conce 
dído  y  aborrecer  á  los  encargados  de 
ai^ioarle,  al  ver  que  ron  tanta  desigual- 
dad llegan  sus  ventajas  á  ios  compren- 
didos en  él. 


Se  producen  justificadas  alarmas  en  la 
gente  honrada,  porque  cada  indulto  ge 
neral  equivale  á  echar  contra  ella  una 
bandada  de  aves  de  ra pifia  ó  una  mana- 
da de  lobos  hambrientos.  El  aumento  de 
asesinatos,  homicidios  y  robos  subsi- 
guientes á  Ih  concesión  de  un  indulto 
general,  son  prueba  incontrastable  de  la 
afirmación  anterior,  corroborada  por  al 
gún  Jefe  de  Gobierno,  que  no  estimamos 
ni  preciso  ni  discreto  citar,  quien  atri- 
buía el  recrudecimiento  de  delincuencia  y 
de  criminalidad,  de  que  la  opinión  se 
quejaba  en  cierta  época,  al  indulto  gene- 
ral acordado  poco  antes  en  Consejo  de 
Ministros  por  él  presidido.  Racional  y  ló 
gica  explicación  tiene  el  aumento  de  crí 
menea  á  raís  de  la  concesión  de  un  in- 
dulto tan  ciega  é  irreflexivamente  otor- 
gado. Por  desgracia,  y  desgracia  grande 
de  España,  de  esta  España  tan  digna  de 
mejor  suerte,  sus  Prisiones  más  corrom- 
pen y  embrutecen,  que  enmiendan  y  re- 
forman. Justo  es  decir  que  hoy  no  son 
tan  malas  como  lo  eran  antes,  como  lo 
eran  hace  un  cuarto  de  centuria,  y  es  de 
justicia  afirmar  que  esta  pequeña  y  re- 
lativa mejora  es  debida  al  cambio  radi- 
cal de  funcionarios  que  por  virtud  de  una 
disposición  memorable,  debida  á  un  Mi 
nistro  y  á  un  Rey  muy  memorable  tam- 
bién, se  dictó  en  1881.  Aclaróse  con  ello 
la  penumbra  que  envolvía  al  Comandante 
dePre$idio  y  al  Alcaide  carcelero^  como 
antes  se  había  desvanecido  la  sombría 
figura  del  cómitre  y  iotacómitre  galeriano$ 
y  de  ar$enale$f  pero  no  se  cambiaron  ni 
la  cuadra  presidiáis  ni  los  repugnantes  y 
hediondos  cuchitriles  carcelarios.  Una 
firme  voluntad  y  una  decisión  plausible, 
levantaron  en  Madrid  lo  que  se  conoce 
por  Prisión  modelo,  de  la  itual  ha  dicho 
de  palabra  y  consignado  oficialmente  el 
que  estas  líneas  esttribe,  que  no  tenía  de 
tal  más  que  el  iiombre,  y  en  lo  que  antes 
dijo  se  afirma  hoy,  porque  no  ha  mucho 
faltaban  recursos  para  dar  de  comer  á 
los  encarcelados,  luz  para  ejercer  la  vi- 
gilancia y  los  medios  más  indispensables 
para  atender  debidamente  al  que  sufre 
la  falta  de  libertad. 

No  sé  que  se  hayan  hecho,  creo  que  no 
hayan  podido  hacerse  en  este  Establecí 
miento  observaciones  verdaderas  y  posi- 
tivas respecto  á  la  acción  que  ejerce  el 
sistema  celular  en  el  recluso,  comparada 
con  la  que  produce  la  vida  en  común, 
para  deducir  de  esta  comparación  cuál 
sea  la  más  eficaz  á  los  fines  de  la  pena,  y 
reducir  ó  prolongar  una  ú  otra,  según  se 
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hace  en  Bélgica,  en  Francia,  en  Norte 
América  y  otros  países.  La . estructura 
del  nuevo  edificio  ha  variado,  pero  se  si* 
gne  aplicando  la  penalidad  del  Código  que 
ae  promulgó  quince  afíos  antes  de  ensa- 
yar el  nuevo  sistema. 

Y  si  en  Madrid,  y  en  un  edificio  cons- 
truido á  la  moderna,  segán  la  nueva  ar- 
quitectura penitenciaria,  esto  sucede,  ya 
puede  imaginarse  el  lector  lo  que  ocurri- 
rá en  los  viejos'  conventos,  ó  cuarteles,  ó 
almacenes  trastrocados  en  Presidios,  ó 
en  angostos  y  ruinosos  caserones  y  vi- 
viendas de  vecinos  convertidos  en  Cár- 
celes. Y  se  halla  empeorada  esta  sitúa- 
ción  con  las  disposiciones  que  desde 
hace  una  docena  de  afios  se  han  dictado 
creando  extrafios  organismos  á  las  fun- 
ciones y  misión  penitenciarias  y  carcela- 
rias, de  las  cuales  no  cabe  ocuparse  aquí, 
porque  necesitan  más  espacio,  que  han 
matado  iniciativas  fecundas  y  han  absor- 
bido facultades  que  no  ejercen  ó  que  ejer- 
cen con  desgraciada  fortuna. 

£1  Acho  y  la  Brigada  de  Barcas  de 
Ceuta,  los  escuetos  peñascos  de  Alhuce- 
mas y  Gomera,  el  Cuartel  Pedrera  de 
Tarragona,  las  ruinosas  brigadas  de  Bur- 
gos, la  Cárcel  de  Almería  y  la  de  Ciudad 

Real ,  probarán  á  quien  las  conozca  ó 

quiera  visitarlas,  si  es  realidad  ó  produc- 
to de  la  fantasía  la  sintética  descripción 
que  precede. 

Pues  de  antros  así,  de  lugares  tan  mor- 
bosos en  el  orden  físico  y  moral,  de  si- 
tios donde  la  conciencia, aun  despierta,  se 
encallece  y  los  sentimientos  se  atrofian, 
haciendo  plaza  á  los  groseros  instintos, 
salen  los  reclusos  en  tropel  por  virtud  y 
gracia,  bien  perniciosa  y  desgraciada  por 
cierto,  de  los  indultos  generales.  No  es 
extraño,  por  tanto,  que  la  sociedad  hon- 
rada se  alarme  al  anuncio  de  una  tal  sol- 
tura de  penados,  y  que  al  dejar  éstos  el 
sombrío  recinto  de  su  forzado  y  perni- 
cioso encierro,  los  delitos  y  crímenes 
aumenten  en  proporción  alarmante. 

Y  no  es  lo  malo  que  en  lan  deplorables 
y  peligrosas  condiciones  salgan  á  la  vida 
libre  los  que  debieran  permanecer  recluí- 
dos;  es  lo  peor  la  acogida  que  al  soltarlos 
hallan. 

Cuando  por  cumplimiento  de  condena, 
son  puestos  individualmente  en  libertad, 
los  que  tienen  noticia  del  lugar  en  que 
han  estado  y  de  que  proceden,  los  esqui- 
van y  rechazan.  Tal  desvío  y  repulsión 
semejantes,  toman  carácter  más  agudo 
cuando  se  los  suelta  en  masas.  Y  recha- 
zados de  tal  modo,  y  ceriradaB  las  puertas 


qae  debieran  franqueárseles  para  evitar 
recaídas,  no  quedándoles  abiertas  más 
que  las  de  la  Prisión  que  dejan ,  y  siendo 
necesario  para  so  reingreso  el  delito,  en  el 
delito  reinciden ,  porque  su  voluntad  no 
tiene  la  fortaleza  bastante  para  resistir 
tentaciones  y  la  necesidad  les  espolea  y 
empuja  al  lugar  de  procedencia. 

No  ya  la  augusta  serenidad  de  la  jus- 
ticia, ni  aun  siquiera  el  buen  nombre  del 
modo  de  administrarla  y  cumplirla,  ezi- 
gen  que  cesen,  que  se  proscriban  los  in- 
dultos generales:  lo  pide  con  imperio  el 
instinto  de  propia  conservación  indivi- 
dual y  colectiva. 

Indultos  particolarts.— Eu  este  concepto 
comprendemos  los  indultos  propuestos 
por  los  Tribunales,  en  conformidad  al  ar- 
tículo 2.0  del  Código  penal,  los  aplicados 
para  dar  cumplimiento  á  lo  que  precep- 
túan los  29,  89  y  181  del  mismo  Código 
y  los  solicitados  por  los  que  extinguen 
condena  ó  por  personas  que  en  su  favor 
se  interesan,  ya  se  perdone  en  ellos  toda 
lapena^  ya  parte^  ya  se  conceda  animu 
tación. 


Los  primeros,  los  que  proponen  los 
Tribunales  por  estimar  que  de  la  rignro 
sa  aplicación  de  la  ley  resulta  excesiva  la 
pena,  nos  parecen  justos,  los  estimamoa 
necesarios.  No  es  posible  comprender  en 
un  Código  todos  los  hechos  de  fndole  de 
lictuoaa  que  se  pueden  cometer;  no  lo 
es  tampoco  proporcionar  exactamente  la 
pena  á  todos  y  cada  uno  de  los  delitos,  y 
no  es  dable  modificar  el  Código,  que, 
como  obra  humana,  será  siempre  imper- 
fecta, cada  vez  que  se  presenten  casca 
singulares  no  previstos  por  el  legislador 
ó  rodeados  de  circunstancias  tan  especia- 
les que  no  se  pudieron  ó  no  se  acertó  á 
tener  en  cuenta  al  dictar  la  ley  son  ca 
rácter  general. 

Más  que  gracia,  se  hace  estricta  justi- 
cia al  reo  en  tales  casos;  no  es  un  favor 
que  se  otorga  en  beneficio  del  culpable, 
es  un  deber  ineludible  que  el  Tribunal 
cumple. 

La  facultad,  pues,  á  la  vez  que  inexcn 
sable  obligación  impuesta  por  el  citado 
artículo  á  los  encargados  dé  administrar 
y  hacer  justicia,  debe  perdurar,  y  ser  ana 
propuestas  de  indulto  atendidas  siemprn 
que  estén  motivadas  y  la  recta  razóii  las 
imponga  ó  aconseje. 

4>  * 
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Lios  Mgondos,  Jos  que  se  decretan  por 
iab«r  safrido  el  Bentenciado  á  perpeloi- 
iiiil  treinta  afioe  de  reclaeión  ó  tener  más 
le  setenta  de  edad  (artícaioa  citados), 
iváa  bien  deben  considerarse  como  cnm- 
:>iifniento  de  condena  que  como  gracia 
:)lorgada,  pnes  no  se  hace  otra  cosa  qae 
>b€decer  preceptos  terminantes  de  la  ley 
^>enml.  Aoivqae  se  califiquen  de  perpetuas 
ciertas  penas,  son  en  realidad  temporales; 
^del  mismo  modoque  á  los  que  extinguen 
las  de  menor  duración,  al  cumplir  el  plazo 
marcado  en  la  ejecutoria  se  les  pone  en 
libertad,  en  libertad  debe  ponerse  tam- 
bién á  los  que  sufren  aquéllas  en  el  mis 
mo  día  en  que  espire  el  lapso  de  tiempo 
señalado,  á  no  concurrir  circunstancias 
que  lo  impidan,  en  conformidad  á  los  ci- 
tados artículos. 

No  suele  hacerse  con  esta  precisión, 
siu  dada  porque  el  procedimiento  para 
licenciar  al  que  ha  cumplido  una  conde- 
na perpelna,  es  menos  frecuente  que  el 
que  se  signe  para  las  temporales;  no 
ha  llegado  aquél  á  ser  rutinario  como 
éste,  y  en  Espafia,  que  tanto  impera  la 
rutina,  se  explica  la  demora  que  sufre  el 
cumplimiento  de  los  mencionados  pre- 
ceptos; y  como  por  tales  demoras  no  se 
exige  la  debida  responsabilidad  á  los  en- 
cargados de  cumplir  la  ley,  se  da  el  caso 
deqite  los  penados  continúan  largo  tiem 
po  en  reclusión  después  de  haber  sufrido 
los  treinta  afios  sefialados  á  su  pena. 

£1  deber,  en  cnanto  á  lo  esencial  con- 
cierne, es  ignal  para  todos  los  funciona- 
rios, sea  cual  fuere  su  jerarquía,  y  la  rec- 
ta Justicia  requiere  que  á  todos  por  igual 
se  les  exija  responsabilidad  cuando  á  él 
faltan. 

Limitase  el  Código  á  decir  que  Jos  sen- 
tenciados á  las  penas  que  nosocnpan  se* 
rán  indultados  á  los  treinta  afios,  á  no 
mediar  Ins  circunstancias  que  consigna. 
Mas  estos  indultos,  por  las  rasónos  ya 
expuestas,  no  deben  sujetarse  al  largo 
trámite  que  la  ley  sefiala  para  la  conce 
siOii  de  la  gracia,  pues  creemos  haber 
probado  que  no  es  gracia  lo  que  se  dis- 
pensa, sino  el  reconocimiento  de  un  ver 
(ladero  derecho  qne  el  reo  tiene  á  gozar 
de  libertad;  el  hacérsela  efectiva  el  mis- 
mo día  qne  la  adquiere,  es  de  estricta 
iusticia;  retardando  su  aplicación,  junta- 
mente se  falta  á  la  justicia  y  á  la  ley. 

Harécenos  que  el  precepto  del  Código 
ilcbiera  desarrollarse  en  otra  disposición 
que  salvara  la  lentitud  de  qne  hablamos 
y  evitase  los  perjuicios  que  al  penado  ya 
cumplido  se  ocasionan. 


Para  el  licénciamiento  de  los  condena- 
dos á  penas  privativas  ó  restrictivas  de 
libertad,  no  perpetuas,  existe  un  procedí 
miento  (1);  P<^ra  los  indultos,  así  genera- 
les como  particulares,  bien  sean  estos  til- 
timos  propuestos  por  el  Tribunal  senten- 
ciador, bien  solicitados  por  persona  inte- 
resada, existe  otro;  para  l(»s  indultos  por 
cumplimiento  de  pena,  debiera,  á  nuestro 
entender,  existir  el  oportuno,  y  como  no 
existe,  debiera  establecerse. 

£n  las  penas  perpetuas  privativas  de 
libertad,  que  romo  es  sabido,  son  las  de 
cadena  y  reclusión,  procedería  obligar  á 
los  Directores  de  los  Establecimientos 
en  que  los  reos  se  hallasen,  á  proponer 
al  Tribunal  respectivo  el  licénciamiento 
por  indulto,  con  la  antelación  convenien- 
te á  la  extinción  de  la  pena;  imponer  asi- 
mismo al  Tribunal  la  obligación  de  tra 
mitarle  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia en  breve  plazo,  y  sefialar  un  término; 
breve  también,  en  que  se  preparase  y  se 
pusiera  á  la  Real  firma  el  oportuno  De- 
creto, encargando  de  su  ejecución  al  mis- 
mo Tribunal. 

Omitimos  el  informe  del  Consejo  de 
Estado,  porque  le  creemos  innecesario 
para  el  caso  que  nos  ocupa,  pues  sólo  se 
trata  de  cumplir  un  precepto  terminante 
del  Código,  y  no  de  hacer  gracia  ó  con- 
ceder perdón  como  en  los  verdaderos  in- 
dultos instados  por  particulares,  en  los 
cuales  han  de  tenerse  en  cuenta  las  ra- 
zones de  equidad,  conveniencia  pública, 
arrepentimiento  del  reo,  etc.,  que  en  la 
ley  se  enumeran»  y  siendo  innecesario 
el  pedirle,  sólo  serviría  para  retardar  la 
solución. 

De  este  modo  se  cumpliría,  segúu 
nuestro  parecer,  con  lo  que  el  Código 
manda  respecto  al  particular,  sin  sepa- 
rarse del  espíritu  de  la  ley  que  regula 
los  indultos,  y  se  evitarían  los  daños  que 
se  causan  y  las  quejas  que  producen  los 
condenados  á  perpetuidad,  cuando  in- 
justamente se  les  protonga  el  tiempo  de 
reclusión. 

Lo  que  decimos  respecto  á  los  Direc- 
tores de  Prisiones,  en  lo  que  atafie  á  las 
penas  perpetuas  de  cadena  y  reclusión, 
es  aplicable  á  los  Gobernadores,  Alcal-  - 
des  ó  Autoridades  de  cualquier  orden,  á 
quienes  se  haya  confiado  la  vigilancia 
de  los  que  sufren  relegación  perpetua. 

En  cnanto  al  extrañamiento,  también 
perpetuo,  como  el  extrañado  ha  de  gozar 


(1)   Véase  LleenelaMleBle  de  pesades. 
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de  libertad  en  el  extranjero,  sin  hallarse 
snjeio  á  vigilancia  de  nuestras  antorida- 
des,  opinamos  que  debiera  recarrir  al 
Tribunal  que  le  sentenció  y  dar  á  su  pe- 
tidión  el  mismo  curso  que  antes  se  in- 
dica. 

Aunque  el  art.  112  del  Código  dice  que 
el  extrañado  «será  expulsado  del  terri- 
torio español  para  siempre*,  si  el  extra- 
fiamiento  fuere  perpetuo,  parécenos  que 
debe  estarse  á  lo  preceptuado  en  el  ar 
tículo  29  del  Código,  que  fija  á  dicha  pe- 
na como  á  las  demás  perpetuas,  el  tiem- 
po de  duración . 

*** 

Los  indultos  concedidos  á  solicitud  de 
parte  se  hallan  dentro  de  la  ley  regula- 
dora de  la  gracia;  son,  pues,  legales,  y 
bajo  este  respecto,  no  cabe  decir  de  ellos 
lo  que  de  los  geni*rales  se  dice.  Pero,  no 
obstante  hallHree  coiiiprendidos  en  la 
ley,  y  no  producir  los  sóbitos  trastornos 
que  éstos,  pocas  veces  se  conforman  con 
el  espíritu  de  la  ley  mencionada,  gene- 
ralmente ocasionan  dafios  de  considera- 
ción, así  morales  como  materiales,  y  si  la 
legalidad  no  se  quebranta,  la  justicia  no 
queda  muy  bien  parada. 

La  concesión  del  indulto  particular  se 
funda  generalmente  en  las  pruebas  de 
arrepentimiento  del  reo,  evidentes,  ine- 
quívocas, segiln  aparece  en  losexpedien 
tes  y  se  deciile  en  los  Decretos;  pero  que 
en  la  mayoría  <le  \oa  casos,  el  tal  arre- 
pendimiento  no  pasa  de  mera  fórmula, 
para  justificar  en  apariencia  la  gracia, 
pues  no  son  pocos  los  casos  en  que  se 
piden  informes  á  seguida  de  ingresar  el 
penado  en  la  Prisión,  y  á  veces  sin  ha- 
ber ingresado.  En  casos  tales,  bien  se 
comprende  que  ni  se  pueden  dar  con 
verdad  y  á  conciencia  informes  favora 
bles  ni  contrarios,  ni  ha  habido  tiempo 
ni  ocasión  .  ni  medio  para  apreciar  si 
realmente  se  halla  el  culpable  arrepenti- 
do. Tampoco  es  probable  que  lo  esté 
aunque  lleve  largo  tiempo  en  su  forzoso 
encierro,  dadas  las  condiciones  en  que 
los  Establecimientos  se  encuentran  y  el 
régimen  imperante»  que  no  son  los  más 
á  propósito  para  el  recogimiento,  la  me- 
ditación y  Im  enmienda,  según  puede 
juzgarse  por  lo  dicho  en  los  distintos 
comentarios  que  de  esta  materia  tratan. 

Falta  de  trabajo,  el  servicio  religioso 
mal  atendi«lo,  en  donde  aparentemente 
existe;  la  enseñanza  por  completo  aban 
donada  en  las  Prisiones  que  oficialmente 
figuran  coa  escuela  y  maestro,  pues  en  la 


mayor  parte  de  ellas  no  se  ha  psosado 
en  crear  ni  una  ni  otro;  durmiendo  en 
montón  por  las  noches  en  estrechas  cua 
dras,  y  pululando  confundidos  en  los  pa- 
tios, cuando  el  Establecimiento  los  tiene; 
con  la  ociosidad,  la  desesperación  y  el 
tedio  por  consejeros;  con  la  narración  de 
los  malos  hechos  realizados,  anteriores  á 
la  vida  de  reclusos  y  los  que  se  proyecta 
para  cuando  la  libertad  se  recobre.....  con 
tal  ausencia  de  medios  buenos  y  tal  con- 
junto de  elementos  corruptores,  se  forma 
el  ambiente  morboso  del  Presidio,  más 
adecuado  para  matar  los  buenos  propó- 
sitos que  para  hacer  que  germinen,  y  me 
nos  para  el  pesar  de  la  culpa  y  el  arre- 
pentimiento sincero. 

Pocos  se  hacen  en  tales  condiciones 
acreedores  á  premio;  en  cambio  son  has 
tantea  los  que  merecen  castigo.  Los  in  • 
formes  que  para  los  indultos  se  dan,  tie- 
nen por  regla  general  una  base.  Se  parte 
del  principio  de  que  todos  los  penados 
observan  buena  conducta,  en  tanto  que 
no  se  hacen  acreedores  á  una  ó  más  co- 
rrecciones disciplinarias.  Esto  sucede  en 
las  Prisiones  en  que  se  tiene  más  cui- 
dado ó  se  sigue  mejor  régimen,  pues  en 
la  mayor  parte,  ni  aun  siquiera  loscastigos 
suelen  consignarse  en  el  historial  del  re 
cluso.  Y  como  son  trasladados  con  fre- 
cuencia, y  á  veces  en  gran  número,  de 
unos  puntos  á  otros,  y  llevan  limpio  el 
respectivo  expediente,  aun  de  estos  se 
informa  en  sentido  favorable. 

Tan  poco  justificados,  y  ligeros,  como 
se  ve,  son,  por  lo  común,  los  informes 
que  se  emiten,  y  sobre  tan  ligero  funda- 
mento descansan.  Pero  aun  así,  suelen 
no  atenderse  cuando  son  desfavorables, 
resultando  que  el  indulto  particular  se 
concede  no  al  que  le  merece  por  sus  ac 
tos  y  conducta,  sino  al  que  tiene  quien 
le  gestione  con  probabilidades  de  éxito. 
De  aquí  que,  más  que  en  observar  buena 
conducta  para  hacerse  acreedores  á  una 
rebaja  de  pena,  los  penados  se  cuidan  y 
se  preocupan  de  buscar  padrinos  que  so 
la  consigan,  importándoles  poco  los  in- 
formes del  Establecimiento  ni  el  concep- 
to que  en  el  mismo  merezca  su  proceder. 
De  aquí  también  las  desigualdades  y  las 
injusticias  que  los  indultos  producen  ¥u 
los  mismos  reclusos,  al  ver  los  mejores, 
ó  los  menos  malos,  loa  huérfanos  de  pro- 
tección, que  los  peores  salen  y  ellos  se 
quedan.  De  aquí  igualmente  que  haya, 
como  en  efecto  hay—y  ejemplos  pudie 
ran  citarse— quien  al  pensar  en  la  comi- 
sión del  delito,  piensa  en  la  concesión  del 
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índslto,  81  tiene  qaien  le  apoye,  y  de 
aqaf .  por  último,  el  continao  escribir  y 
elevar  inetancias  en  solicitad  de  la  anhe- 
lada gracia,  para  lo  caal  lea  ofrece  vagar 
Inrgo  \ñr  holgansa  en  qae  ae  consumen 
loa  desheredados,  como  ellos  se  llaman, 
los  qae  viven  en  continao  olvido  y  no 
tienen  otro  medio  para  dar  en  las  altas 
regiones,  donde  los  expedientes  se  in- 
coan, seflales  de  su  existencia,  qne  repro- 
dncir  peticiones,  segán  lo  demuestra  la 
estadística  qae  al  terminar  la  legislación 
insertamos. 

Los  indnltos  particulares  ó  pedidos  por 
persona  en  ellos  interesada,  deben,  á 
nnestro  ver,  proscribirse,  y  para  premiar 
la  baena  conducta  de  un  reclnso  y  esti- 
malar  á  todos  para  que  la  observen,  es 
necesario  establecer  la  libertad  condicio 
nal,  como  la  tienen  los  países  que  á  pro- 
blema tan  importante  dedican  seriamen- 
te la  atención  y  los  cuidados  que  me- 
rece (1). 

Iiivltos  de  pena  eapital.—Segón  queda 
consignado,  la  vigente  Ley  de  Enjuicia 
miento  establece  un'  recurso  especial  en 
ÍMvor  de  los  reos  sentenciados  á  muerte. 
Aunqae  esta  pena  se  impone  por  los  de- 
litos  más  graves,  por  aquellos  qae  no 
sólo  perturban  profundamente  el  orden 
moral  y  el  jurídico,  sino  que  conmueven 
Ih  conciencia  colectiva  y  producen  en  la 
sociedad  honda  y  rasonada  alarma;  aun- 
que la  sentencia  se  dicta  sólo  en  el  caso 
en  qae  no  exista  circunstancia  algiína  de 
atenuación  y  en  cambio  las  haya  agra- 
vantes; cuando  el  Tribunal,  en  vista  de 
lo  execrable  del  hecho  y  de  la  perversión 
tiel  agente  no  halla  medio  de  evitar  qne 
»obre  éste  caiga  el   peso  y  la  severidad 
del  Código,  que  sólo  en  tales  y  en  tan 
tristemente  singulares  casos  se  impone 
la  pena  capital ,  bien  nos  parece  que  por 
ministerio  de  la  misma  ley  se  establezca 
un  recurso,  mediante  el  cual  puedan  co- 
nocer del  fallo  poderes  distintos  del  judi- 
cial, dejando  al  culpable  alguna  esperan- 
xa,  ann  después  de  dictada  la  sentencia, 
y  al  Tribunal,  luego  de  haber  juzgado  en 
derecho,  medio   para  que  su  juicio  sea 
nuevamente  examinado,  por  si  cabe,  res- 
l>etando  la  santidad  de  la  cosa  jusgada  y 
«iii  faltar  á  la  inexorable  justicia,  armo 
niiar  ésta  con  la  clemencia  y  otorgarse 
«I  acusado  an  misericordioso  perdón  que 
)e  libre  del  último  suplicio. 


(1)    Véase  LlIierUid  e#Bille|eBal, 


La  falibilidad  congénita  á  la  natural e- 
sa  del  hombre,  puede  conducirle  á  error, 
ya  por  deficiencia  de  prueba  en  los  he- 
chos, ya  por  equivocación  de  juicio,  y  de- 
ben ponerseen  juego  todos  los  medios  po- 
sibles á  evitar  yerros  judiciales  en  sen- 
tencias de  Xal  índole;  la  defensa  social  y 
la  necesidad  absoluta  de  mantener  ciertos 
organismos,  de  necesidad  absoluta  tam- 
bién para  la  vida  del  Estado,  á  la  vez  que 
el  deber  ine^xcusable  de  sujetar  á  com • 
pleta  obediencia  y  á  rigorosa  disciplina  á 
los  individuos  que  los  forman,  justifican 
la  existencia  de  leyes  severas,  cual  las 
militares,  que  aplicadas  de  una  manera 
inflexible,  degenerarían  á  veces  en  crue- 
les si  no  hubiera  forma  de  suavizar  su 
rigor  sin  faltar  á  los  principios  qne  les 
sirven  de  base  y  fundamento.  En  estos 
casos  la  gracia  de  indulto  es  explicable  y 
defendible,  y  so  existencia  en  la  legisla- 
ción aparece  necesaria. 

El  procedimiento  para  obtenerle,  se- 
gún le  regula  la  citada  ley,  es,  á  nuestro 
ver,  acertado,  y  tiene  justificación  plena. 
La  gravedad  y  tranacendencia  de  un  fallo 
que  al  ser  ejecutado  no  admite  enmienda 
ni  reparación  posibles,  y  que  de  él  pende 
la  vida  de  an  hombre  que  ha  de  acabar 
al  cumplirse,  requieren  el  examen  máe 
sereno  y  justifican  la  intervención  de  los 
poderes  más  altos  del  organismo  social. 
En  él  toman  parte  los  que  funcionan  de 
un  modo  permanente:  el  judicial  que 
falla,  el  ejecutivo  que  examina  y  el  armó- 
nico ó  regulador  que  resuelve.  Creemos 
que  el  procedimiento  que  en  tales  casos 
se  sigue  ofrece  suficientes  garantías,  que 
á  la  vez  piden  la  conmiseración  al  con 
denado,  la  justicia  y  la  defensa  social. 

Y  siendo  suficientes,  resultan  innece- 
sarios los  clamorosos  y  más  que  sentidas 
•  formularias  instancias  que  en  los  casos  á 
que  nos  referimos  suelen  hacerse  por  las 
personalidades  más  salientea  de  la  po- 
blación ó  comarca  en  que  el  sentenciado 
á  muerte  se  encuentra. 

8e  hace— dicen  los  encargados  de  esta 
oficiosa  gestión  ~  por  librar  á  la  ciudad  ó 
al  pueblo  del  espectáculo  de  una  ejecu- 
ción caoltaL  Si  con  esto,  decimos  nos- 
otros, pudiera  borrarse  el  parricidio  ó  el 
asesinato  que  han  motivado  la  senten- 
cia; si  por  tal  medio  se  sacara  de  la  or- 
fandad á  los  hijos  del  asesinado,  y  del 
dolor,  quizá  de  la  desolación  á  la  familia 
que  sufre  las  consecuencias  del  crimen; 
si  la  ley,  previsora,  no  hubiese  estable- 
cido serenamente  la  manera  de  aparar 
todos  loe  reoorsos  y  medios  para  impe- 


Digitized  by 


Google 


INP 


—  622  — 


INF 


dir,  en  los  casos  posibles,  que  el  fallo  se 
ejecnte,  tendrían  explicación  y  estarían 
justificadas  las  solicitudes  y  gestiones 
que  nos  ocupan.  Pero  ni  el  crimen  ho 
rrendo  se  borra,  ni  las  desgraciadas  si- 
tuaciones que  crea  se  alivian  con  el  in- 
tento, vano  en  la  mayoría  de  los  casos, 
de  sustraer  al  feroz  criminal  del  mereci- 
do castigo,  cuando  no  han  hallado  medio 
de  evitarle  quienes,  por  deber  legal  y 
sentimientos  de  misericordia  y  clemen- 
cia, lo  han  procurado. 

Merece  conmiseración  el  culpable;  pero 
su  víctima  y  la  sociedad  demandan  con 
razón  se  haga  justicia,  y  es  absolutamen- 
te indispensable  hacerla,  si  se  quiere  im- 
pedir que  el  inocente  se  halle  á  merced 
del  malvado. 

Los  mismos  que  en  las  referidas  peti- 
ciones se  interesan,  son,  quizá,  los  que 
encuentran  más  justificada  la  pena;  aca- 
so los  más  impresionados  con  el  crimen, 
los  que  más  le  execran  y  á  los  que  mayor 
repulsión  produce  el  reo.  lEn  cuántos 
casos  se  solicita  el  perdón,  en  tal  forma 
y  condiciones  por  ser  costumbre  el  ha- 
cerlo, por  seguir  la  rutina,  cuando  no  por 
satisfacer  deseos  de  exhibición,  pero  im- 
portando poco  su  concesión  ó  negativa! 
Si  la  prensa  no  diese  noticia  de  los  que 
forman  las  comisiones  peticionarias,  pro- 
bablemente disminuirían  las  instancias, 
quedando  la  misión  de  la  justicia  á  quien 
debe  administrarla,  según  ley,  y  el  bene 
ficio  de  la  clemencia  á  quien  puede  con- 
cederla, sin  estímulos  extrafios  ó  inopor- 
tunos, ni  gestiones  intiecesarias. 


INFIDELIDAD  EN  LA  CU8T0DU 
DE  DOCUMENTOS.  —  La  sustracción, 
destrucción  ú  ocultación  por  parte  de  un 
funcionario  público  de  documentos  ó  pa- 
peles que  le  estuviesen  confiados  por  ra- 
zón de  su  cargo. 

Tratan  de  este  delito  los  arts.  876  á 
877  del  Código  penal.  (Tomo  I,  págs  660 
y  661). 

Para  que  exista  la  infidelidad  en  la 
custodia  de  documentos  de  que  trata  el 
art.  876,  es  condición  sustancial  que  di- 
cha custodia  esté  confiada  al  funcionario 
público  por  razón  de  su  cargo,  y  que 
concurran  como  elementos  esenciales  la 
sustracción,  destrucción  ú  ocultación  de 
documentos  ó  papeles;  que  el  hecho  se 
baya  realizado  por  el  funcionario  público 
á  quien  le  estuviesen  confiados  por  razón 
de  su  cargo,  y  que  por  coDsecuencia  de  la 


misma  sobrevenga  algún  dafio  para  ter- 
cero ó  para  la  causa  pública. 


JuRtBPBUDBHoiA. — Sentencia  de  17  Marzo 
de  1886  en  causa  negnida  á  Don  C.  F. 
.   y  F,  por  ocultación  de  documentos 

(Trib.  Sup.  de  Just.)  <En  la  villa  y 
Corte  de  Madrid,  á  17  de  Marzo  de  1886, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  ante  Nos  pende,  interpuesto 
por  C.  F.  y  F.  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  en  causa  por  ocul- 
tación de  documentos: 

Resultando  que  vista  en  juicio  oral  y 
público  la  referida  causa,  dicha  Audien- 
cia dictó  la  expresada  sentencia  en  1 1  de 
Enero  último,  consignando  los  hechos  en 
los  siguientes: 

Resultando  que  instruida  cansa  en  el 
Juzgado  de  Villarcayo  por  virtud  de  de- 
nuncia hecha  por  Timoteo  Verga  oontra 
Don  C.  F.,  Secretario  del  Juzgado  muni- 
cipal del  Valle  de  Tobalina,  sobre  exac- 
ciones ilegales  en  un  juicio  verbal  civil 
celebrado  contra  el  primero  á  instanciade 
Carlos  Herranz,  se  acordó  por  el  Juez  de 
aquel  partido  reclamar  del  municipal  de 
Tobalina  el  precitado  juicio,  que  éste  no 
pudo  remitir  porque  no  se  hallaba  en  la 
Secretaría  del  Juzgado,  según  resultó  del 
examen  de  los  legajos  de  actuaciones  co- 
rrespondientes al  ifio  de  1878,  en  que  el 
juicio  se  celebró;  hechos  probados: 

Resultando  que  en  6  de  Junio  de  1883, 
con  motivo  de  la  suspensión  del  Secreta- 
rio Don  C.  F.,  que  como  tal  intervino  en 
el  juicio  de  que  se  ha  hecho  mérito,  «e 
formó  inventario  de  todos  los  documen- 
tos existentes  en  la  Secretaría  del  Juzga- 
do municipal  del  Valle  de  Tobalina,  del 
cual  resulta  que  el  suplente,  Feliciano 
Herranz,  recibió  64  juicios  verbales  con 
los  de  faltas,  como  correspondientes  al 
afio  de  1878,  pero  sin  especificar  cuáles 
fueron,  y  en  29  de  Mayo  de  1884  se  for- 
malizó nuevo  inventario  de  los  documen- 
tos entregados  por  el  Secretario  interino 
Francisco  Barredo  á  C.  F.,  nombrado  en 
propiedad,  sefialándose  en  él  66  juicios 
verbales  ejecutivos  y  de  faltas,  pertene- 
cientes al  citado  aflo,  sin  determinarlos 
tampoco;  hechos  probados; 

Resultando  que  en  Febrero  ó  Marto 
del  afio  último,  el  Secretario  C.  F.  indicó 
al  Juez  municipal  que  era  de  Tobalina  al 
formarse  el  primer  inventario,  D.  Bfá- 
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oael  Fernández,  sa  propósito  de  reformar 
aqoél,  si  éste  accedía  á  ello;  hechos  pro- 
bados: 

Reoaltando  qne  la  Sata  de  lo 'criminal 
lie  la  Audiencia  de  Burgos  declaró  qne  el 
hecho  probado  constituye  el  delito  de  in- 
fidelidad en  la -castodia  de  documentos, 
previato  y  castigado  en  el  art.  376,  nú- 
mero 2.*  del  Código  penal,  y  estimando 
que  ea  autor  C.  F.,  con  la  circunstancia 
a^avante  de  reincidencia,  le  condenó  á 
La  pena  de  tres  afios  de  prisión  correc- 
cional, accesorias,  multa,  inhabilitación 
por  once  afios  para  ejercer  el  cargo  que 
d^sempefia^  y  costas: 

Resultando  que  á  nombre  del  procesa- 
<io  se  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  «1 
apartado  2.o  del  art.  849  de  la  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  y  cita  como  infringi- 
dos loe  arts.  1.^  y  375  del  Código  penal, 
porque  no  existiendo  hecho  punible,  fal- 
ta la  base  del  fallo  que  se  ha  dictado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado 
D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  el  Tribunal  senten- 
ciador ha  formado  el  concepto  de  que  el 
extravío  del  expediente  reclamado  por  el 
Juagado  de  primera  instancia  de  Villar- 
cayo  al  municipal  del  Valle  de  Tobalina 
fué  debido  á  sustracción,  destracción  ú 
ocaltación  del  mismo,  realizada  por  el 
Secretario  recurrente  C.  F.  y  F.,  según  se 
desprende  del  sentido  de  los  consideran- 
dos de  la  sentencia  recurrida,  y  que,  esto 
sapaesto,  tal  hecho  constituye  el  delito 
penado  por  la  Audiencia  de  Burgos,  pro- 
meto en  el  núm.  2.o  del  art.  376  del  Có 
digo: 

Considerando  que  la  ocultación  ó  des- 
aparición del  expediente  reclamado  por 
virtod  de  denuncia  de  otro  delito  de 
exacciones  ilegales  implica  daño  mayor 
ó  menor  á  la  cansa  pública  interesada  en 
esclarecer  y  castigar  en  su  caso  el  deli- 
to denanciado  y  aun  el  tercero  perjudi- 
cado por  aquél,  sin  que  se  desvirtúe  la 
eficacia  legal  de  dicho  elemento  por  la 
circanstancia  accidental,  ajena  á  la  vo- 
luntad del  delincuente,  de  no  haber  lle- 
gado á  realizar  el  daño: 

Considerando  que  la  Audiencia  de 
Burgos  no  ha  incurrido  consiguientemen- 
te en  ninguno  de  los  errores  de  derecho 
qne  por  el  recurrente  se  la  atribuye; 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  interpues* 
to  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Burgos,  por  O.  F.  y  F.,  á  quien  condena- 


mos en  la»  costas  y  á  la  pérdida  del  de- 
pósito constituido,  al  que  se  dará  la  apli 
cación  que  la  ley  previene;  y  comuniqúe- 
se esta  resolución  al  Tribunal  sentencia- 
dor, á  los  efectos  procedentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  so 
publicará  en  \a,  baceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  Ir  Colección  Legislativa^  sa- 
cándose al  efecto  las  copias  necesarias, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. 
Emilio  Bravo.— José  de  Aldecoa.— Án- 
gel Gallifa.—Federico  Enjuto.— Rafael 
Alvarez. — Miguel  de  Gastells.— Antonio 
Garijo  Lara. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  17  de 
Marzo  de  1886. — Doctor  Enrique  Medi- 
na *  (C.  L ,  Sentencias  del  T.  S.  de  J.  en 
materia  criminal,  primer  semestre  1886, 
págs.  760  á  762). 

Sentencia  de  20  de  Octubre  de  1887,  en 
causa  seguida  á  Don  J.  Q,  de  A.  y  C, 
por  infidelidad  en  la  custodia  de  aocn 
mentos. 

(Trib,  Sup.deJust.)  <En  la  villa  y 
Corte  de  Madrid  á  20  de  Octubre  de  1887, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  que  ante  Nos  pende,  interpaesto 
por  Don  J.  G.  de  A.  y  C.  contra  sentencia 
de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia 
de  Albacete, en  causa  procedente  del  Juz- 
gado de  instrucción  de  La  Roda,  por  in- 
fidelidad en  la  custodia  de  documentos: 

Resultando  que  la  expresada  senten- 
cia, dictada  en  20  de  Junio  último,  con 
tiene  los  siguientes  resultandos: 

Primero.  Que  el  día  20  de  Febrero 
de  1881,  el  Ayuntamiento  de  Fuensanta 
celebró  sesión  ordinaria  semanal,  á  la 
que,  bajo  la  Presidencia  del  Alcalde  Don 
J.  de  A.  y  O.,  con  intervención  del  Secre 
tario  en  propiedad  Pelegrín  ürrea  Rue- 
da ,  concurrieron  los  OonceJHles  Juan 
Martínez  Norea,  Juan  Martínez  Moreno. 
Mamerto  Jiménez  Núñez,  Juan  Moreno 
Valero,  Pedro  Ibáfiez  Casas,  Francisco 
Jiménez  de  Andrés,  Agustín  Moreno  Pa- 
lencia  y  Pascual  González  Motos,  reca- 
yendo cuatro  acuerdos,  que  lo  fueron:  el 
de  la  designación  de  diez  propietarios  en 
concepto  de  repartidores  para  la  retribu- 
ción del  guarda;  el  del  nombramiento  de 
Eustasio  Jiménez  Rueda  como  recauda- 
dor de  consumos  y  municipales,  en  sus- 
titución del  fallecido  Ciríaco  Rueda;  el 
de  que  se  formaren  cuentas  pBrs  saber 
el  estado  en  que  se  hallaba  la  Adminis- 
tración municipal,  concediendo  á  María 
Martínez,  viuda  de  Ciríaco  Rueda,  el  tér 
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mi  DO  de  qaince  días  para  formaliiarlas 
y  rendirlas;  y  el  de  qae  se  procediera  á 
la  confección  del  ceneo  electoral  para  las 
elecciones  monicipales  y  de  listas  defini- 
tivas para  Senadores,  formal isándose  la 
correspondiente  acta  de  dicha  sesión, 
qae  escribió  el  auxiliar  de  la  Secretaria 
Joaqaín  Ofiate  Belmar  en  un  pliego  de 
papel,  sello  décimo  del  mismo  año  1881, 
señalado  con  el  número  de  resgnardo  en 
gaarismo  0.468.499,  y  marca  transparen- 
te F.  en  el  tertlo  inferior  de  la  primera 
hoja,  cayos  hechos  declaramos  probados. 

.Segundo.  También  probado  que  en 
25  del  propio  mes  de  Febrero  de  1881,  el 
Alcalde  Don  J.  de  A.  y  0.«  adopta  por  sí 
solo  la  resolución  de  suspender  al  Secre 
tario  de  la  Corporación,  Peiegrín  Urrea 
Rueda,  nombrando  en  calidad  de  interi- 
no á  Pascual  Jiménez  Sahaquillo,  y  se 
gún  manifestación  de  varios  testigos,  ce- 
lebrada sesión  en  el  próximo  día  27.  por 
mayoría  fué  tomado  el  acuerdo  de  alzar 
la  suspensión,  no  sólo  de  dicho  Secreta- 
rio, sino  que  también  la  del  Médico  titu- 
lar interino  D.  Julián  García,  decretada 
por  dicho  Alcalde. 

Tercero.  Que  bien  por  cansa  de  no 
haberse  llevado  á  efecto  el  acuerdo  del 
Ayuntamiento,  en  su  sesión  del  27  de 
Febrero,  relativa  al  alzamiento  de  sus- 
pensión del  Secretario  Urrea,  ó  por  cual 
qniera  otra,  como  obran  en  poder  del 
Alcalde  el  libro  capitular  de  sesiones  del 
Ayuntamiento  perteneciente  á  las  de 
aqnel  año  1881,  en  unión  del  Secretario 
interino  Pascual  Jiménez  Sahuqnillo, 
procedió  cualquiera  de  ambos  á  cortar  ó 
arrancar  la  segunda  hoja  del  pliego  don 
de  se  consigna  la  sesión  del  20  de  Fe- 
brero, sustituyéndola  con  otra  hoja  blan- 
ca de  igual  tamaño,  y  sin  duda  corres- 
pondiente al  pliego  que  procede  de  la  Fá- 
brica del  Timbre,  por  tener  también  en 
su  tercio  inferior  la  marca  transparente 
M.  S.  que  tiene  nno  de  los  abastecedores 
que  surten  el  papel  de  primera  clase  al 
contratista  del  Timbre  del  Estado,  en 
cuya  hoja,  Jiménez,  en  una  sola  línea, 
escribió  las  palabras:  «que  no,  á  su  ruego, 
de  que  certifico»,  y  debajo:  <EI  Alcaldei, 
firmando  y  rubricando:  «J.  de  A.  C», 
apareciendo  después  en  serie  continuada 
una  diligencia  fechada  en  27  de  Febrero 
de  1881,  haciendo  constar  el  Alcalde  que 
la  sesión  anterior,  que  quedó  sin  autori- 
zar por  los  demás  Concejales,  se  halla 
sin  firmar  por  los  mismos,  sin  exponer 
las  causas  de  su  negativa,  no  haciéndolo 
tampoco  el  Secretario  D.  Peiegrín  Urrea; 


otra  del  mismo  día  consignando  no  «e 
pado  celebrar  la  sesión  ordinaria  por  no 
concurir  á  eila  los  individuos  que  com- 
ponen el  Ayuntamiento,  y  en  este  acto 
el  Sr.  Presidente  ordenó  nombrar  de  Se- 
cretario interino  á  D.  Pascual  Jiménez 
Sahuquillo,  por  estar  suspenso  el  qae  lo 
desempeñaba,  D.  Peiegrín  Urrea;  y  otras 
con  las  fechas  6,  18,  20  y  27  de  Mano, 
relativas  á  no  haberse  celebrado  las  res 
peetivas  sesiones  de  tales  días  por. falta 
de  asistencia  de  los  Concejales,  todas 
seis  diligencias  escritas  por  el  Jiménez 
y  autorizadas,  excepto  la  primera,  con 
sus  firmas  y  la  del  Alcalde  A.,  quien  tam- 
bién lo  hizo  en  dicha  primera,  según  lo 
han  reconocido  ambos  en  las  sesiones 
del  juicio  oral,  teniéndolas  como  suyas 
propias  y  legítimas,  estampándose  al 
margen  de  cada  cual  el  sello:  c  Alcaldía 
constitucional,  Fuensantai;  siendo  de 
notar  que  las  expresadas  diligencias  lle- 
nan completamente  hasta  el  reverso  de 
dicha  hoja,  comenzando  en  el  siguiente 
pliego  del  libro  de  actas  la  sesión  cele- 
brada en  8  de  Abril;  hechos  que  igual 
mente  declaramos  probados: 

Resaltando  que  calíBcados  los  hechos 
expuestos  constitutivos  de  un  delito  de 
infidelidad  en  la  custodia  de  documentos, 
previsto  en  el  número  2.<>  del  art.  876  del 
Código  penal,  del  que  aparecían  antores 
Don  J.  A.  y  C.  y  otro,  sin  circunstancias 
apreciables,  la  repetida  Sala  condenó  á 
cada  nno  en  la  pena  de  un  año,  ocho  me- 
ses y  veintiún  días  de  prisión  correccio 
nal,  accesorias,  multa  de  600  pesetas,  in 
habilitación  especial  por  tiempo  de  doce 
años  para  cargos  públicos  y  costas  por 
mitad: 

Resultando  que  contra  la  anterior  sen- 
tencia se  ha  interpuesto  á  nombre  de 
Don  J.  A.  C.  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  autorizado  por  los  casos 
l.oy.4.odel  art.  849  de  la  de  Enjuicia 
miento  criminal,  citando  como  infrin- 
gidos: 

1.0  £1  art.  876  del  Código  penal,  eii 
su  número  2.®  y  párrafo  último  de  dicho 
artículo,  por  su  indebida  aplicación,  dado 
que  en  la  sentencia  recurrida  se  consi^> 
na  qne  en  el  hecho  de  autos  no  resaltó 
daño  alguno  para  la  causa  pública  ni  en 
perjuicio  de  tercero. 

2.0    Los  arts.  126,  núm.  2.**,  en  reía 
ción  con  el  107,  126  y  128,  y  los  112, 118, 
114  y  124  de  la  Ley  Municipal  de  2  de 
Octubre  de  1887,  porque  los  libros  capi- 
tulares están  bajo  la  inmediata  vigilan 
cii|  de  los  Secretarios;  y 
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8  o  £1  art.  13  del  repetido  Código  pe 
'31JÜ,  por  considerar  al  recurrente  autor 
<ie\  delito  origen  de  este  recarso,  cuando 
e«tá  demostrado  que  para  nada  intervi- 
no en  el  hecbo  de  autos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado 
£>.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  para  la  existencia 
<lel  delito  que  define  el  art.  376  del  Có- 
digo penal  se  requiere  el  concurso  de 
I  res- elementos  esenciales,  á  saber:  sus- 
tracción, destrucción  y  ocultación  de  do- 
cumentos ó  papeles;  que  este  hecho  lo 
realice  funcionario  público  á  quien  se  le 
hayan  confiado  por  razóade  su  cargo,  y 
qae  por  consecuencia  del  mismo  sobre- 
venga algún  daño,  grave  ó  no  grave, 
para  tercero  ó  para  la  causa  pública: 

Considerando  que  concretada  la  pre- 
sente causa  á  si  se  ha  cometido  ó  no  el 
delito  de  infidelidad  en  la  custodia  de 
docamentos  por  el  Alcalde  recurrente  al 
Hrrancar  ó  consentir  que  se  arrancase  la 
seganda  hoja  del  pliego  donde  se  consig- 
na la  sesión  de  20  de  Febrero,  celebra- 
da por  el  Ayuntamiento  de  Fuensanta, 
para  sustituirla  con  otra  hoja  en  blanco, 
en  la  que  el  Secretario  interino  escribió 
en  nna  sola  línea  las  palabras  que  no,  á 
bu  ruego,  de  que  certifico,  según  se  dice 
en  la  sentencia,  sin  expresar  la  relación 
que  tuvieran  con  las  precedentes,  firman- 
4lo  y  rubricando  D.  J.  A.  C,  no  aparece 
que  por  consecuencia  de  dicha  sustitu- 
ción de  hoja  se  haya  irrogado  perjuicio 
ninguno  ni  paia  tercero  ni  para  la  causa 
pública  con  relación  al  acta  de  la  expre- 
sada sesión,  único  punto  á  que  el  Tribu- 
nal sentenciador  se  refiere,  y  que  se  li- 
mita tanto  más  forzosamente  la  cuestión 
del  recurso,  cuanto  que  el  mismo  Tribu- 
nal manda  proceder  á  la  instrucción  de 
nuevo  sumario,  porque  del  conjunto  de 
hechos  según  dice,  consignados  en  los 
primeros  resultandos,  íntimamente  rela- 
cionados con  el  de  la  supuesta  infideli- 
dad, parecen  derivarse  hechos  punibles 
que  no  pueden  consiguientemente  apre- 
ciarse en  este  momehto,  pero  que  acaso 
hubieran  debido  serlo  en  la  presente 
causa  para  la  más  acertada  calificación 
del  hecho  ó  hechos  punibles  que  hayan 
podido  cometerse: 

Considerando  que  así  limitada  la  cues 
tión  por  el  giro  especial  y  poco  correcto 
que  se  ha  dado  á  la  causa  del  actual  re- 
curso no  aparece  cometido  el  delito  que 
ha  motivado  la  condena  del  recurrente, 
ni  otro  alguno  que  haya  sido  objeto  del 
procedimiento  criminal  contra  el  mismo 


seguido,  que  acaso  pudiera  resultar  del 
nuevo  procedimiento  que  el  Tribunal 
sentenciador  manda  abrir  en  la  senten- 
cia recurrida,  quien  ha  incurrido  consi- 
guientemente en  error  de  derecho  al  ca- 
lificar y  penar  el  referido  hecho  aislado 
como  delito  de  infidelidad  en  la  custudia 
de  documentos; 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  Don  J.  de  A.  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Albacete,  la  cual  ca- 
samos y  anulamos,  declarando  de  oficio 
las  costas  y  mandando  devolver  el  depó- 
sito al  Procurador  que  lo  ha  constituido; 
lo  que,  con  la  sentencia  que  á  continua- 
ción se  dicta,  se  comunique  á  la  expre- 
sada Sala  á  los  efectos  consiguientes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — 
Emilio  Bravo.— Eduardo  Martínez  del 
Campo. — Mateo  de  Alcocer. — José  de  Al- 
decoa—Federico  Enjuto.— Rafael  Alva- 
rez.— Miguel  Castells. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  20  de 
Octubre  de  1887. -Licenciado  José  Marta 
^antoja*  (C.  L.,  Sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  en  materia  criminal, 
segundo  semestre  de  1887,  páginas  629 
ál 


INFIDELIDAD  EN  LA  CUSTODIA 
DE  PRESOS*—  La  connivencia  de  un 
funcionario  público  ó  de  un  particular 
en  la  evasión  de  un  preso,  cuya  condnc 
ción  ó  custodia  le  estuviere  confiada. 

Se  ocupan  de  la  infidelidad  en  la  cus- 
todia de  presos  los  arts.  373  y  374  del 
Código  penal  (tomo  I,  pág.  660). 

Aunque  sólo  emplea  el  Código  la  pala- 
bra preso,  es  penable  el  hecho  de  la  eva> 
sión  cuando  existe  connivencia,  tanto  si 
el  evadido  es  preso  ó  procesado  pendien- 
te de  causa ,  cnanto  si  es  penado  ó  con- 
denado por  sentencia  ejecutoria. 

(Véase  Fagas»  Comentario,  págs.  434 
á  441  de  este  tomo). 

*  * 

JuaisPRUDBNOiA. —  Sentencia  de  6  de  Di- 
ciembre de  1871,  en  causa  seguida  á 
Don  Q,  L.,  por  infidelidad  en  la  custo- 
dia  de  presos. 

(Tn6.  Sup.  de  Just.)  <En  la  villa  de 
Madrid,  á  6  de  Diciembre  de  1871,  en  el 
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reearso  de  casAción  por  infracción  de 
ley,  qae  ante  Nos  pende,  interpuesto  por 
G.  L.  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  8aia  de  justicia  de  la  Audiencia 
de  Mallorca,  en  la  causa  seguida  al  mis- 
mo en  el  Juagado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Catedral  de  dicha  ciudad, 
por  infidelidad  en  la  custodia  de  presos: 
Resultando  de  las  declaraciones  que 
varios  confinados  prestaron,  tanto  en  el 
expediente  gubernativo,  cuanto  ante  el 
Juzgado,  que  los  hermanos  Carreras,  y 
especialmente  el  Jaime,  por  ser  mozo  de 
enfermería,  salía  con  frecuencia  del  es- 
tablecimiento, volviendo  algunas  veces 
de  noche  y  pasada  la  hora  de  reglamen- 
to; que  ambos  vestían  bien  y  que  siem- 
pre estaban  provistos  de  dinero;  que  so- 
lían comer  en  la  calle;  que  gozaban  de- 
ferencias por  parle  del  Comandante  L., 
y  que  dormían  con  otros  y  en  paraje 
más  cómodo  y  más  sano  que  el  de  los 
demás  confinados;  todo  lo  cual  explica 
el  procesado,  manifestando  que,  aun 
cuando  el  reglamento  no  lo  autoriza,  per- 
mitía á  varios  confinados  salidas  perió- 
dicas durante  el  día;  que  por  recomen 
daciones,  en  virtud  de  los  cargos  que 
desempefiaban  y  d^  la  buena  conducta, 
les  permitía  á  varios  que  durmiesen  en 
la  sala  galería,  y  que  los  hermanos  Ca- 
rreras, principalmente  el  Jaime,  solían 
salir  de  día  y  aun  comer  fuera  del  esta- 
blecimiento: 

Kesuitando  del  mismo  expediente  gu- 
bernativo que  la  gracia  de  dormir  en  si 
tio  distinto,  se  concedía  A  los  confinados 
por  recomendación  especial,  por  recom- 
pensa á  la  buena  conducta  y  tal  vez  por 
virtud  de  gratificaciones,  expresando  al- 
guno de  ellos  que  dio  dos  onzas  para  el 
Comandante  L.,  y  manifestando  otro 
que,  según  de  público  se  decía,  el  Co- 
mandante y  el  Mayor  del  Presidio  ha- 
bían recibido  40  onzas  por  la  evasión  de 
los  mismos  confijiados,  cuyo  acto  niega 
absolutamente  el  procesado: 

Resultando  que  el  Comandante  practi- 
có diligencias  en  busca  de  los  hermanos 
Carreras  en  la  misma  noche  de  su  des- 
aparición, y  que  á  las  cuatro  de  la  maña- 
na siguiente  pasó  parte  al  Gobernador 
de  la  provincia  y  después  al  Juzgado, 
aunque  no  resulta  lo  pusiese  en  conocí* 
miento  de  la  Guardia  civil  y  Carabineros: 
Resultando  que  la  Sala,  calificando  el 
hecho  de  infidelidad  en  la  custodia  de 
presos,  cometido  por  simple  negligencia, 
con  infracción  de  la  ley  y  reglamento,  le 
impuso  cuatro  meses  y  un  día  de  arresto 


mayor,  con  sus  accesorias  y   pago  de* 
costas: 

Resaltando  que  contra  esta  sentencia 
interpuso  el  procesado  recurso  de  casa 
ción  por  infracción  de  ley 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magfstrado- 
D.  Antonio  Valdés: 

Considerantlo  que  los  condenados  á  la 
pena  de  reclusión  temporal  están  sujeto» 
á  trabajos  forzosos  en  beneficio  del  Es- 
tado dentro  del  recinto  del  .estableci- 
miento, según  el  art.  110  del  Código  pe- 
nal; que  ningún  presidiario  puede  ser  re- 
bajado ó  destinado  á  servicio  doméstico, 
morando  en  casas  particulares,  debiendo 
cumplir  su  condena  en  el  Presidio,  se- 
gún el  art.  297  de  la  Ordenanza  general 
de  Presidios;  que  pur  diferentes  Reales- 
órdenes  está  prohibido  á  los  Comandan- 
tes de  esos  establecimientos  permitir  la 
salida  de  los  penados,  especialmente  por 
las  Reales  órdenes  de  26  de  Noviembre 
de  1862,  en  la  que  se  previene  qne  no 
salga  penado  alguno,  á  no  ser  para  actos- 
del  servicio,  y  en  este  caso  acompafiados 
de  un  <*ab'o  de  vara  y  de  un  capataz,  con 
los  hierros  correspondientes;  y  la  de  6  de 
Mayo  de  1860,  por  la  que  se  prohibe  la- 
salida  de  los  penados  del  cuartel  para 
ningún  servicio,  por  urgente  que  sea,  á. 
no  ser  con  autorización  de  la  Dirección 
general  del  ramo: 

Considerando  que  son  hechos  consiga 
nados  y  admitidos  en  la  sentencia,  con- 
tra la  que  se  ha  interpuesto  el  recurso  de- 
casación, que  el  Comandante  del  Presi- 
dio de  Mallorca,  Don  G  L ,  permitía  salir 
del  establecimiento  á  Jaime  y  Agustítv 
Carreras,  que  estaban  cumpliendo  conde- 
na de  reclusión,  y  permanecer  fuera  has- 
ta la  noche;  y  habiéndose  fugado  en  1^ 
de  Mayo  del  «fio  anterior,  prevaliéndose 
de  esa  libertad,  es  culpable  el  Coman- 
dante L.,  por  imprudencia,  con  infrac 
ción  de  la  Ordenanza  de  Presidios  y  -Rea 
les  órdenes  citadas: 

Considerando  que  habiendo  calificado 
los  hechoa  referidos  la  Sala  sentenciado 
ra  de  delito  de  imprudencia  en  la  custo- 
dia de  presos no  ha  cometido  error  en 

su  apreciación 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de 
claramos  no  haber  lugar  al  recurso  por 
infracción  de  ley  interpuesto  contra  la 
sentencia  de  la  Sala  de  Justicia  de  li» 
Audiencia  de  Mallorca,  pronunciada  en 
24  de  Marzo  último,  y  condenamos  en 
costas  al  recurrente  Don  G.  L.;  líbrese 
certificación  de  esta  sentencia  y  diríjase 
á  dicha  Sala  por  el  conducto  ordinario. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madt^id  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasán- 
dose al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Sebastián  González  Nandfn.  —  Pascual 
Bajarrí. — Manuel  Marín  de  Basualdo.— 
Miguel  Zorrilla — Manuel  Álmonacid  y 
Mora.— Antonio  Valdés. -Francisco  Ar- 
raesto. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  6  de 
Diciembre  de  1871.  —  Licenciado  José 
María  Pantoja,*  {C.  L„  Sentencias  del 
Tribunal  Stfpremo  de  Jnsticia,  segundo 
semestre  de  1871,  págs.  1.664  á  1.666). 

Sentencia  de  18  de  Octubre  de  1873,  en 
causa  seguida  á  J.  M.  G,,  por  el  delito 
de  infidelidad  en  la  custodia  de  pretos, 

(Trib,  Sup.de  Just,)  cEn  la  villa  de 
Madrid,  á  18  de  Octubre  de  187S,  en  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
qne  ante  Nos  pende,  interpuesto  por  J. 
M.  G  ,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audien- 
cia de  Valencia,  en  causa  seguida  bI  mis- 
ino en  el  JuzgHdo  de  primera  instancia 
de  Dolores,  por  infi<lelidad  en  la  custo- 
dia de  presos: 

Resultando  qne  Francisco  y  Ramón 
Lajarín  Martínez  y  otros  cuatro  más  fue 
ron  condenados  por  sentencia  ejecutoria 
á  la  pena  de  arresto  mayor,  qne  estaban 
sufriendo  en  la  Cárcel  del  partido  de  Do- 
lores, y  en  el  día  18  de  Agosto  de  1872 
se  fueron  á  sus  casas  con  permiso  del 
Alcaide  J.  M.  G.: 

Resultando  que  tanto  éste  como  los 
presos  manifestaron  que  la  causa  de  la 
ida  de  éstos  á  sus  casas  fué  para  resta- 
blecer su  salud  durante  dos,  tres  6  cua- 
tro días,  porque  estaban  enfermos,  ba- 
cía mucbos  días  que  no  se  les  daba  so- 
corro por  falta  de  fondos  en  Depositaría, 
y  el  departamento  de  la  Cárcel  destina- 
do á  los  que  sufrían  condena,  se  encon- 
traba destruido  y  sin  techo  en  parte;  ex 
tremos  que  aparecen  justificados: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Valencia,  declarando 
que  los  hechos  constituían  el  delito  de 
infidelidad  en  la  custodia  de  presos,  de 
que  era  autor  J.  M.  G.,  le  condenó  en  diez 
afios  y  un  día  de  inhabilitación  especial 
para  ejercer  el  cargo  de  Alcaide  de  Cár- 
celes, multa  de  26  pesetas  y  mitad  de 
coatas: 

Resultando  qne  el  procesado  interpu- 
so contra  dicha  sentencia  recurso  de  ca- 


{  sación  por  infracción  de  ley,  que  fundó 
en  los  casos  8.**  y  6.o  del  art.  4.®  de  la 
provisional  que  lo  ha  establecido,  citan- 
do como  infringidos: 

1.*"  El  art.  878  del  Código  penal  por 
la  errónea  calificación  del  delito,  toda 
vez  que  para  que  exista  la  infidelidad  en 
la  custodia  de  presos  es  necesario,  según 
expresa  textualmente  dicho  artículo,  qne 
el  funcionario  público  tenga  connivencia 
con  el  preso  cuya  custodia  le  estuviese 
confiada,  y  en  el  caso  presente  no  ha  ha- 
bido evasión,  y  por  tanto,  no  ha  podido 
existir  connivencia. 

Y  2.0  El  art.  8.o  en  su  núm.  10,  por- 
que el  Alcaide  M.  obró  impulsado  por  el 
miedo  insuperable  de  un  mal  mayor,  cual 
era  que  los  presos  á  su  cuidado  r^ayeran 
enfermos  y  aun  mnriesen  por  efecto  de 
carecer  de  recursos  para  atender  á  su 
sostenimiento: 

Resullandoque  admitido  el  reiMirso  por 
la  Sala  segunda  de  este  Tribnnai  Supre- 
mo ha  pasado  á  ésta,  donde  se  le  ha  dado 
la  sustanciación  de  derecho: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Mngistrado 
D.  Diego  Fernández  Cano: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  el  núm.  l.o  del  art.  873  del 
Código  |»enal  vigente,  el  funcionario  pú- 
blico culpable  <ie  connivencia  en  la  eva- 
sión de  los  presos  cuya  conducción  ó 
custodia  le  estuviere  confiada,  en  el  caso 
de  que  ios  fugitivos  ó  escapados  se  ha- 
llaren condenados  por  ejecutoria  en  al- 
guna pena,  debe  ser  castigado  con  la  in 
ferior  en  dos  grados,  y  con  la  inhabilita- 
ción temporal  especial  en  su  grado  má- 
ximo á  inhabilitación  perpetua  especial: 
Considerando  que,  según  «parece  de 
los  hechos  que  como  probados  se  consig- 
nan en  la  sentencia  recurrida,  el  proce- 
sado recurrente  J.  M.  G.,  Alcaide  de  la 
Cárcel  del  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Dolores,  permitió  qne  varios  presos, 
condenados  por  ejecutoria  á  la  pena  de 
arresto  mayor  que  estaban  sufriendo  allí, 
salieran  ó  se  evadiesen  de  dicha  Cárcel 
y  se  fueran  á  sus  casas  en  el  día  antes 
indicado;  y  que  con  ese  permiso,  que  ex- 
cede sus  atribuciones  y  es  evidentemen- 
te inconciliable  con  estas  y  con  las  obliga- 
ciones propias  de  su  cargo,  ha  cometido 
el  delito  previsto  y  penado  en  el  citado 
art.  878  núm,  \fi  del  referido  Código: 

Considerando  que  ni  la  enfermedad  de 
dichos  presos,  ni  la  falta  de  fondos  en 
Depositaría  para  darles  socorro  ni  el  es- 
tado ruinoso  del  departamento  de  la  men- 
cionada Cárcel  destinado  á  los  que  su- 


Digitized  by 


Google 


INF 


-  628  — 


INF 


frían  condena,  pueden  variar  la  especial 
índole  y  naturaleza  de  ese  hecho  puni- 
ble, despojándole  del  carácter  de  crimi- 
nalidad que  legalmente  reviste,  ni  ate- 
nuar tampoco  la  culpabilidad  del  expre- 
sado Alcaide,  que  en  todo  caso  debió 
hacer  presente  esas  dificultades  á  la 
Autoridad  competente  para  lo  que  hubie- 
se lugar: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  calificar  de  delito 
el  permiso  dado  por  J.  M.  G.  á  los  presos 
antedichos  para  que  saliesen  de  la  repe- 
tida Cárcel  y  se  fueran  á  sus  casas,  y  al 
desiguHr  la  pena  que  en  su  virtud  ha 
impuesto  á  aqnól,  no  ha  cometido  error 
de  derecho  ni  infringido  ninguna  de  las 
disposiciones  legales  que  en  tal  concepto 
cita  la  defensa  del  recurrente; 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  que  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada en  14  de  Junio  último,  por  la 
Sala  de  lo  crimint^l  de  !a  Audiencia  de 
Valencia  ha  interpuesto  el  procesado 
J.  M.  G.,  á  quien  condenamos  en  las  cos- 
tas; y  líbrese  la  correspondiente  certifica- 
ción, que  se  remitirá  á  dicha  Sala  por  el 
conducto  debido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicKrá  en  la  Gaceta  de  Madrid  ó  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasán- 
dose al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronnciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Sebastián  González  Nandín.-  Manuel 
Almonacid  y  Mora.- Antonio  Valdés.— 
Francisco  Armesto  —  Luis  Vázquez  Mon 
dragón.— Alberto  San  lías.  -  Diego  Fer- 
nández Cano. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  18  de 
Octubre  de  1873.  — Licenci^ilo,  José  Ma- 
ría Fantoja.*  (C.  L.,  Sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  en  materia 
criminal,  segundo  semestre  de  1878,  pá- 
ginas 228  á  2S0}. 

Sentencia  de  27  de  Noviembre  de  1885,  en 
causa  seguida  contra  Don  E.  M.de  F., 
por  infidelidad  en  la  cíistodia  de  presos. 

(Trib  Snp.  de  Just.)  «En  la  villa  y  Cor- 
te  de  Madrid  á  27  de  Noviembre  de  1886, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  ante  Nos  pende,  interpuesto 
por  el  Ministerio  fiscal  contra  la  erenten- 
cia  que  dictó  la  Audiencia  de  lo  criminal 
de  Alcalá  de  Henares,  en  juicio  oral  y 
cansa  instruida  contra  E.  M.  de  V.  por  in- 
fidelidad en  la  custodia  de  presos; 

Resultando  que  dicha  sentencia,  dic- 


tada en  36  de  Mayo  último,  contiene  lo« 
siguientes  resnltaudos: 

1."  Que  en  9  de  Junio  de  1888,  el 
Juez  de  instrucción  de  esta  ciudad,  eo 
vista  de  los  rumores  que  de  público  co- 
rrían de  que  los  confinados  en  los  Esta- 
blecimientos penales  de  la  misma,  salían 
fuera  de  ellos,  lo  que  podía  constitoir  loa 
delitos  de  quebrantamiento  de  condena 
ó  de  infidelidad  en  la  custodia  de  presea, 
y  de  lo  frecuentes  que  eran  las  fugas  de 
éstos,  como  lo  demostraba  el  gran  nú- 
mero de  causas  que  con  tal  motivo  se 
instruían  para  prevenir  y  castigar  dichos 
delitos,  si  se  comprobaban,  dispuso  pa- 
sar atentas  comunicaciones  al  Alcalde  y 
Jefe  de  la  Guardia  civil,  para  que  por  loa 
agentes  y  fuerza  á  sus  órdenes,  lo  mismo 
que  por  todos  los  individuos  de  la  poli- 
cía judicial,  se  vigilasen  las  salidas  de 
los  confinados,  caso  de  tener  lugar  sin 
las  debidas  formalidades,  conforme  á  los 
reglamentos,  poniendo  aquéllos  á  sn  dis- 
posición con  las  seguridades  convenien- 
tes; hechos  probados: 

2  o  Que  el  4  de  Julio  siguiente  fué 
detenido  en  una  de  las  calles  más  públi- 
cas de  esta  ciudad  por  un  alguacil  del 
Juzgado  de  instrucción,  el  confinado  José 
Martínez  A  maya,  sin  el  traje  reglamen- 
tario y  sin  número  alguno  de  fuerza,  á 
las  nueve  de  la  noche,  y  habiéndose 
constituido  la  autoridad  judicial  seguida- 
mente en  las  inmediaciones  del  Penal, 
en  cuyo  momento  detuvo  también  al  con- 
finado Leopoldo  Alcalde  y  Zabalza,  qae 
trataba  de  entrar,  en  las  mismas  condi- 
ciones que  el  anterior,  sin  traje  regla- 
mentario y  sin  fuerza  militar,  acompsfSa- 
do  únicamente  de  un  empleado  del  Pe- 
nal; hechos  probados: 

8.^  Que  la  salida  del  continuado  Leo- 
poldo Alcalde  del  Penal  estaba  autoriza- 
da por  el  Sr.  Director  del  mismo  Don 
£.  M.  de  V.  y  por  el  Administrador  Don 
J.  F.  G.  de  A.,  acompañando  á  aquél  el 
subalterno  Don  W.  S.  R.,  según  aparece  al 
folio  II,  de  la  autorización  para  la  salida 
diaria  de  Ldopoldo  Alcalde  acompañado 
del  subalterno  S.  R.,  que  expidió  el  se- 
ñor V.  en  l.o  de  Octubre  de  1882,  y  otra 
autorización  de  la  misma  clase,  dada  por 
Don  J.  F.  G.  de  A.,  expedida  en  el  miamo 
día  que  dio  principio  esta  cause;  hechos 
que  igualmente  se  estiman  probados: 

AP  Que  el  confinado  José  Martínez 
Amaya  fué  sentenciado  por  el  Tribonal 
Supremo  de  Guerra  y  Marina,  á  la  pena 
de  seis  años  de  presidio  por  el  delito  de 
malversación  de  caudales,  y  el  de  igaal 
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iftte  Leopoldo  Alcalde  y  Zambra,  por  la 
indiencia  de  Madrid,  á  la  de  diez  afioB  y 
in  día  de  presidio  mayor,  multa  de  1.000 
;>e8etas,  ó  indemnización  de  876  por  el 
ielito  de  falsificación  y  estafa,  según 
resalta  de  sns  hojas  histórico-penales 
:>brantea  en  el  sumario,  y  que  dichas 
[Tondenas  deberán  los  condenados  eztin* 
S^irlaa  dentro  del  Establecimiento  pe- 
nal; y 

6.**     Qae  son  de  ignal  manera  hechos 
probados  las  frecnentes  salidas  de  los 
confinados  José  Martínez  A  maya  y  Leo- 
poldo Alcalde  sin  traje  reglamentario  y 
■in  acompafiamiento  algnno,  permane- 
ciendo t»n  sus  casas  con  sos  familias  el 
tiempo  qae  les  acomodaba  y  que  el  A  ma- 
ya vivía  en  el  jardín  contiguo  al  Penal, 
bajo  el  pretexto  de  estar  allí  de  vigilan- 
cia, según  ha  dicho  unas  veces,  y  otras 
como  encargado  del  Archivo,  y  Leopoldo 
Alcalde,  á  causa  del  servicio  del  Penal, 
salía  continuamente  á  su  casa,  y  se  le 
veía  en   el  café  y  paseos  sin  el  traje  re- 
glamentario, y  sin  que  fuese  custodiado 
por  capataz  ni  por  otra  guardia  alguna: 
Resultando  que  la  referida  Audiencia, 
DO  estimando  probadas  las  exculpaciones 
de  los  acusados,  calificó  los  hechos  ex- 
puestos como  constitutivos  de  un  delito 
consamado  de  infidelidad  en  ia  custodia 
de  presos,  cometido  por  simple  impru- 
dencia, con  infracción  de  reglamentos,  y 
condenó  á  su  autor,  Don  B.  M.  de  V.  á 
pagar  la  multa  de  500  pesetas  y  á  Don 
J.  F.  G.  de  A.  y  Don  W.  8.   R.,  declara- 
dos  también  autores  del  mismo  deüto,  á 
260  y  160  pesetas  de  multa,  respectiva 
mente,  y  en  las  costas  por  terceras  partes: 
Resaltando  que  contra  esta  sentencia 
se  preparó  por  Don  E.  M.  de  V.  y  Don 
J.  F.  G.  de  A.,  así  como  también  por  el 
Ministerio  fiscal,  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  el  cual  se  declaró  de- 
sierto respecto  á  los  dos  primeros,  que 
DO  se  personaron  en  forma  dentro  del 
término  concedido  por  la  ley,  en  auto  de 
esta  Sala  de  6  de  Julio  último,  y  se  for 
malizó  el  preparado  por  el  Ministerio  fis- 
cal, fundándose  en  el  núm.  8.<>  del  ar> 
Ucnlo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  designando  como  infringidos: 
LO    El  art.  681  del  Código  penal,  por 
8D  indebida  aplicación;  y 

2.0  £1  873  del  mismo,  que  fué  6l  que 
debió  aplicarse,  imponiendo  la  pena  con 
arreglo  al  núm.  l.o  del  82;  porque  siendo 
al  hecho  intencional,  no  debió  ser  cali- 
ficado de  imprudencia,  cuyo  recurso  fué 
admitido; 


Visto,  siendo  ponente  el  Magistrado 
D.  José  de  Aldecoa: 

Considerando  que  aparte  de  la  evasión 
á  que  se  refiere  el  art.  873  del  Código  pe- 
nal, significa  un  quebrantamiento  real  y 
efectivo  de  la  condena,  aun  cuando  el 
penado  no  se  haya  fugado  ni  propuesto 
fugarse  definitivamente  del  Estableci- 
miento donde  debe  cumplir  aquélla,  la 
única  cuestión  que  esta  Sala  está  llamada 
á  resolver  por  el  recurso  que  el  Ministe 
rio  fiscal  ha  interpuesto,  se  reduce  á  si 
los  actos  atribuidos  á  los  recurridos  son 
de  simple  imprudencia  ó  de  participa 
ción  directa  ó  cooperación  intencional  en 
el  delito  por  razón  del  que  han  sido  casti- 
gados: 

Considerando  que  consistentes  los  ac- 
tos realizados  por  Don  E.  M.  de  V.  y 
Don  J.  F.  G.  de  A.,  según  se  desprende 
de  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Alca- 
lá, en  la  autorización  y  consentimiento 
que  respectivamente  prestaron  para  que 
los  penados  José  Martínez  Amaya  y  Leo 
poldo  Alcalde  salieran  del  Estableci- 
miento extrarreglameiitariamente,  sin  la 
oportuna  custodia  ni  el  traje  de  ordenan- 
za, y  sin  objeto  de  servicio,  son  eviden- 
temente tales  actos  de  cooperación  mali- 
ciosa, por  ir  encaminados  á  que  los  refe- 
ridos penados  eludiesen  así  el  compli 
miento  de  sus  condenas,  pasando  el 
tiempo  con  sus  familias  ó  en  los  cafés  ó 
paseos,  en  vez  de  permanecer  sujetos  al 
régimen  del  Establecimiento,  y  que  la 
Audiencia  de  lo  criminal  de  Alcalá  ha 
incurrido  en  error  de  derecho  al  calificar 
como  delito  por  imprudencia  hechos  que 
encierran  en  sí  mismos  todos  los  elemen 
tos  de  un  delito  intencional: 

Considerando,  respecto  del  subalterno 
Don  W.  S.  R.,  que  en  la  sentencia  recu- 
rrida no  se  atribuyen  hechos  concretos 
probados,  suficientemente  determinados 
para  poder  exigirle  igual  responsabilidad 
que  á  sus  Jefes,  por  lo  que  debe  ser  des- 
estimado el  recurso  del  Ministerio  fiscal 
en  cuanto  al  mismo,  sin  perjuicio  de  la 
condena  que  trae  impuesta,  cuya  proce- 
dencia no  es  objeto  del  recurso  bajo  nin 
gún  otro  aspecto; 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
contra  la  expresada  sentencia  que  dictó 
la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Alcalá  de 
Henares;  casamos  y  anulamos  dicha  sen- 
tencia, declarando  las  costas  de  oficio,  y 
líbrese  certificación  de  esta  sentencia  y 
de  la  que  á  continuación  se  dicta  á  la  ex- 
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presada  Aodieucia  á  los  efectos  proce- 
dentes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ee 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la 
Colección  Legislativa ^  lo  pronunciamos, 
mandamos  y-firraamos. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  27  de 
Noviembre  de  1885. — Licenciado  Barto- 
lomé Eodriguez  de  Riera  »  (C  L  ,  Sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
en  materia  criminal,  segundo  semestre 
de  1885,  páginas  824  á  828). 


INFORMES. -Exposición  verbal  ó  es- 
crita que  un  Fiscal  6  un  Letrado  bacen 
ante  ei  Tribunal  que  ba  de  fallar  un  pro- 
ceso; y  también  los  antecedentes  que  un 
funcionario  da  á  su  superior  jerárquico, 
ó  una  autoridad  á  otra. 

Apropósito  de  los  informes  que  emi- 
ten los  funcionarios,  dice  Alcubilla,  en 
su  magistrHl  obra  Diccionario  de  la  Ad- 
ministración española^  repetidamente  ci  • 
tado  en  nuestro  trábalo:  <E1  autor  de  un 
informe,  si  bien  es  responsable  ante  su 
superior  de  la  veracidad  y  exactitud  do 
cuanto  manifieste,  con  arreglo  á  su  leal 
saber  y  entender,  por  las  ofensas  que  en 
él  puede  inferir  á  terceros  interesados, 
no  es  justiciable,  por  regla  general,  ante 
los  Tribunales  de  justicia,  no  siendo  en 
caso  de  malicia  probada,  según  se  ha  de- 
clarado á  consulta  del  Consejo  de  Esta- 
do ó  del  Real,  en  expediente  sobre  auto- 
rización». 

En  cnanto  á  los  informes  relativos  á 
la  moralidad  de  los  proces'^dos,  dice  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  su 

c  Art.  377.  Si  el  Juez  instructor  lo  con- 
ceptuase conveniente,  podrá  pedir  infor- 
mes sobre  la  moralidad  del  procesado  á 
ios  Alcaldes  de  barrio  ó  á  los  correspon- 
dientes funcionarios  de  la  policía  del 
pueblo  ó  pueblos  en  que  hubiese  resi- 
dido. 

Estos  informes  serán  fundados,  y  si 
no  fuese  posible  fundarlos,  se  manifes- 
tará la  causa  que  lo  impida. 

Lus  que  los  diesen  no  contraerán  res- 
ponsabilidad alguna,  sino  en  caso  de  ma- 
licia probada.  > 

Entendemos  que  lo  mismo  debe  ocu- 
rrir en  los  informes  que  se  emitan  res- 
pecto á  los  no  procesados,  porque  esta 
clase  de  informes  son  por  su  propia  na- 
turaleza reservados  y  dirigidos  tan  sólo 
á  ilustrar  al  superior  que  los  pide,  ó  que 
se  le  remiten  en  virtud  de  disposiciones 


que  así  lo  determinan.  De  no  bacerlo,  y 
de  no  emitir  su  juicio  respecto  Á  la  per- 
sona de  quien  informa,  faltaría  á  su  de- 
ber, y  por  tal  falta  adquiriría  responsa- 
bilidad positiva. 


JuaisFauDcvoiA.— Sefiffitctd  de  19  de  Fe^ 
brero  de  1881,  estableciendo  gue  los  in- 
formes de  las  Autoriclades  dados  en  owñ- 
plimiento  de  sus  deberes  ó  en  el  ejercido^ 
legitimo  de  sus  derechos,  oficios  ó  car- 
gos, no  pueden  calificarse  de  injurioso» 
y  sujetos  á  sanción penal^  sino  en  el  casa 
de  probada  malicia, 

(Trib,  Sup,  de  Just.)  «En  la  villa  y 
Corte  de- Madrid,  á  19  Febrero  de  1881» 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  que  ante  Nos  pende,  interpuesta 
por  D.  Joaquín  Sánchez  Muriel  contra  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Audiencia  de  Valladolid, 
en  causa  por  injurias: 

Resultando  que  en  virtud  de  querella 
presentada  por  D.  José  Pérez  Sánchez  se 
ha  seguido  causa  por  injurias  contra  el 
Alcalde  de  Fuentes  de  San  Esteban,  en 
la  que  aparece  que  encentrándose  vacan- 
te la  plaza  de  Médico  titular  de  dicho 
pueblo  y  gran  disidencia  para  su  provi- 
sión, el  Ayuntamiento  celebró  sesión  ex- 
traordinaria, en  cumplimiento  de  una  or- 
den del  Gobernador  de  la  provincia,  para 
ponerse  de  acuerdo  y  hacer  la  elección, 
concurriendo  á  ella  la  Junta  de  asocia- 
dos, en  cuyo  acto  el  Alcalde  D.  Joaquín 
Sánchez  Mnriel  expuso  verbalmente  no 
convenir  I).  José  Rodríguez  Vicente  por 
ser  jefe  de  uno  de  los  bandos,  ni  D.  José 
Pérez  Sánchez  porque  además  de  perte- 
necer al  contrario  y  gozar  con  la  división 
y  ruina  de  los  pueblos  por  él  originada, 
se  había  trasladado  de  Boada  á  Fuentes 
I  para  hacer  la  guerra  poco  decorosa  al 
I  otro  Módico  D.  José  Rodríguez,  llevando 
i  sobre  sí  el  hecho  criminal  de  que  al  pres 
'  tar  un  día  la  asistencia  facultativa  á  una 
joven  de  quince  afíos,  quiso  abusar  de 
ella  con  la  fuerza  y  la  violencia;  por  lo 
que  los  padres,  del  bando  opuesto,  no 
permitirían  les  visitase  si  querían  reser- 
var el  honor  de  sus  hijas;  y  por  último, 
que  había  sido  procesado  por  haber  ex- 
pedido á  nn  herido  certificación  de  sani- 
dad sin  estar  curado;  apareciendo  todo 
consignado  en  el  acta  de  la  sesión  y  en 
la  comunicación  al  Gobernador,  acredi- 
tado por  las  oportunas  certificaciones» 
así  como  que  el  D.  José  Pérez  fué  proce- 
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eado  y  abtnelto  en  cftomi  qne  ae  le  sigató 
por  falso  testimonio  en  otra,  sobre  le- 
siones: 

Resaltando  que  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Andiencia  de  Valladolid,  declaró  en 
definitiva  que  los  hechos  probados  cons- 
tituyen el  delito  de  injnrias  graves,  com- 
prendido en  el  caso  2.o  del  art.  472,  y 
penado  en  el  párrafo  segando  del  473  del 
Código;  siendo  responsable  en  concepto 
de  autor  D.  Joaquín  Sánchez  Mnriel^  Al- 
calde de  Fuentes  de  San  Esteban,  sin 
circunsiancfas  agravantes  ui  atenuantes, 
y  le  condenó  á  veintiún  meses  dedestie 
rro  á  distancia  de  25  ó  más  kilómetros 
del  pueblo  de  su  vecindad,  multa  de  126 
pesetas,  (ron  el  apremio  personal  en  su 
caso,  y  en  las  costns;  mandando  se  inser* 
te  la  presente  en  el  libro  de  actas  del 
Aynntamimito: 

Resnltando  que  contra  esta  sentencia 
ha  interpuesto  el  procesado  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundado 
en  el  número  l.o  del  artículo  862  de  la 
Compilación  general,  citando  como  in- 
fringidos: 

l.o  Losarts.  101,  107,  118  y  199  de  la 
Ley  Municipar  vigente  de  2  de  Octubre 
de  1877,  porque  el  Alcalde  obró  en  cum- 
plimiento de  esta  ley  y  del  que  le  impo- 
ne su  cargo  en  obediencia  á  lo  mandado 
por  el  Gobernador. 

2.0  Los  arta,  l.o  y  421  del  Código, 
porque  se  caliñca  de  delito  de  injurias  lo 
qne  se  ejecutaba  con  el  solo  fin  de  evitar 
trastornos  y  disgustos  que  había  de  oca- 
sionar al  pueblo  el  nombramiento  de  Mó- 
dico. 

8.0  El  art.  8.o,  números  11  y  12,  por- 
que obraba  en  cumplimiento  de  un  deber 
y  en  obedien(!Ía  debida  al   Gobernador. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado. 
D.  Pedro  Sánchez  Mora: 

Considerando  que,  según  el  art.  849, 
número  l.o, de  la  Compilación  reformada, 
se  entiende  infringi<ia  la  ley  para  el  efec- 
to de  Ih  casación,  cuando  los  hechos  que 
en  la  sentencia  se  declaren  probados  se 
califiquen  y  penen  como  delitos  ó  faltas, 
no  siéndolo  por  su  propia  naturaleza  ó 
por  circunstancias  posteriores  que  impi- 
diesen penarlos: 

Considerando  qne,  según  el  art.  471 
del  Código  penal,  es  injuria  toda  expre- 
sión proferida  ó  acción  ejecutada  en  des- 
honra, <lescrédito  ó  menosprecio  de  otra 
persona: 

Considerando  que  los  informes  de  las 
autoridades  en  el  cumplimiento  de  sns 
deberes  ó  en  el  ejercicio  legítimo  de  sus 


derechos,  oficios  ó  cargos,  no  pueden  ca- 
lificarse de  injuriosos  y  sujetos  á  sanciÓD 
penal,  sino  en  el  caso  de  probada  ma- 
licia: 

Considerando  que  las  manifestaciones 
del  Alcalde  I>.  Joaquín  Sánchez  Muriel 
en  la  sesión  extraordinaria  para  acordar 
el  nombramiento  de  Módicos  titulares  no 
constituyen  el  delito  de  injurias,  porque 
fueron  hechas  en  el  cumplimiento  de  su» 
deberes,  no  con  el  fin  de  perjudicar  la 
fama  y  crédito  de  los  aspirantes,  sino  en 
interés  del  pueblo  y  beneficio  de  sus  ad- 
ministrados: 

Considerando,  por  tanto, quecalificada» 
dichas  manifestaciones  de  injuriosos  y 
penadas  en  este  concepto,  se  han  infrin- 
gido los  artículos  de  la  Ley  Municipal 
qne  se  citan,  y  el  1  o  y  8."  en  sns  núme- 
ros 11  y  12  del  Código  penal;  incurrien- 
do la  Sala  sentenciadota  en  el  error  de- 
derecho qne  sef)ala  el  caso  l.o  del  ar- 
tículo 849  de  la  Conipilación  reformad» 
en  que  se  furnia  el  recurso; 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos haber  lugar  al  interpuesto  por 
D.  Joaquín  Sánchez  Muriel,  Alcalde  de 
Fuentes  de  San  Esteban,  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  26  de  Septiembre  últi- 
mo por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Valladolid,  la  cual  casamos  y 
anulamos;  devuélvase  el  depósito  cons- 
tituido, y  líbrese  certificación  de  esta 
sentencia  y  de  la  que  á  continuación  se- 
dicta  á  los  efectos  procedentes. 

Así  por  esta  nnestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Qncefa  de  Madrid  é  in* 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  lo  pro- 
nunciamos ,  mandamos  y  firmamos. — 
Manuel  León. —  Eugenio  de  Ángulo.— 
Julián  Gómez  Inguanero. — Luciano  Boa- 
da.— Pedro  Sánchez  Mora.  — José  Mufiiz- 
y  Alaiz. — Rafael  Alearan  y  Ramos. 

Leída  y  publicada,  etc.— Madrid  19  de 
Febrero  de  1881.— Doctor  Em^que  Me- 
dina.* (C.  -L.,  Sentencias  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  en  materia  crimi- 
nal, primer  semestre  de  1881,  págs.  189 
á  191). 

Sentencia  de  14  de  Febrero  de  18S4,  e$ta- 
bleciendo  que  la  injuria  dirigida  á  la 
Autoridad  no  se  elude  pretendiendo  ac- 
parar  la  persona  privada  de  la  autoñ- 
dad  que  ejercía  cuando  es  producida  por 
actos  oficiales  y  no  meramente  privados, 

{Trih.  8up,  de  Just.)  tEn  la  villa  y 
Corte  de  Madrid,  á  14  de  Febrero  de  1884, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
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de  ley  qae  ante  Nos  pende,  interpa<«0to 
por  el  Ministerio  fiscal  y  por  D.  José  8án- 
cbez  Jaraniillo,  contra  la  sentencia  pro- 
Donciada  por  la  Aadiencía  de  lo  crimi- 
nal de  Almendralejo  en  cansa  instruida 
en  el  Juzgado  de  Zafra  contra  D.  Avelino 
Valero  Barragán,  por  desacato: 

Resultando  que  en  la  indicada  senten 
cía,  dictada  en  6  de  Noviembre,  se  con- 
signan ios  siguientes: 

Primero.  Que  con  motivo  de  haber 
dirigido  I>.  Avelino  Valero  Barragán,  Se- 
cretario del  Ayuntamiento  de  Medina  de 
las  Torres,  la  formación  de  un  expedien- 
te posesorio,  se  le  reclamó  ronfidenciai- 
mente  por  D.  José  Sánchez  jHramillo  un 
documento  que  debU  obrar  en  otro  ins 
truído  en  el  Juzga<Io  municipal  con  el 
mismo  objeto,  y  cuya  inscripción  se  ha- 
bía denegado  por  el  Registrador,  susci- 
tándose entre  ambos  discusión  acerca  de 
si  el  expediente  adolecía  ó  no  de  nulidad 
y  debía  ó  no  archivarse  en  ei  Juzgado, 
quedando  convenidos  en  que  se  consul- 
taría la  opinión  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad; hechos  que  se  declaran  probados: 

Segundo.  Que  poco  después  de  esta 
conferencia,  el  interesado  en  el  expe- 
diente manifestó  al  D.  Avelino  que  por 
el  Juez  municipsi  se  habían  llsmado  tes- 
tigos para  hacer  constar  que  aquél  se  re- 
sistía á  ha(*er  entrega  del  documento  y 
que  iba  á  proceder  á  la  formación  de  cau- 
«a,  como  consta  procedió  en  26  de  Abril, 
escribiendo  el  D.  Avelino  al  Sánchez  una 
carta  concebida  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

«Sr.  D.  José  Sánchez  Jaramillo.  Ano- 
che se  me  informó  por  D.  José  Moreno 
Rubiales,  con  la  explicación  que  pudo 
hacerlo,  que  el  Sr.  Juez  municipal  de 
esta  villa  había  comenzado  á  instruir  di- 
ligencias en  mi  contra  por  haber  desglo- 
sado de  un  expediente  posesorio  anula 
do  por  el  Registrador,  y  que  me  entregó 
el  Moreno,  la  certificación  que  obraba 
unida  al  mismo,  y  expedida  por  el  Alcal- 
de, RegidorSíndico  y  Secretario  del  Ayun- 
tamiento de  este  pueblo.  Dando  por  sen- 
tado sea  cierto  lo  que  el  Rubiales  me  ha 
dicho,  y  teniendo  en  cuenta  la  conversa- 
ción que  con  usted  tuve  ayer  tarde,  paso 
á  decirle:  primero,  que  respeto  mucho 
las  razones  que  haya  tenido  el  Sr.  Juez 
municipal  para  comenzar  á  instroir  dili- 
gencias en  mi  contra  por  la  indicada  cau- 
sa, y  segundo,  que  asimismo  respeto  mu- 
cho los  derechos  de  la  citada  Autoridad, 
como  reconozco  sus  deberes,  y,  por  lo 
tanto,  sobre  este  punto  termino,  porque 


en  ello  no  cabe  más  que  la  acusación  j 
defensa,  esperando,  coino  es  consiguien- 
te, con  la  frente  erguida  y  conciencia 
muy  tranquila,  el  fallo  correspondiente. 
Ahora  bien,  con  lo  que  no  puedo  estar 
conforme  es  con  la  conducta  de  ostad 
para  conmigo,  sefior  D.  José  SAnohes 
Jaramillo,  imrqne  siendo  cierto  á  lo  qae 
antes  aludo,  D.  José  Sánchez  Jaramillo 
es  un  grosero,  hipócrita,  farsante  é  indig- 
no para  con  el  que  siempre  se  ha  presen- 
tado con  nobleza  y  decencia.  ¿Obedece 
su  conducta  á  resentimiento  que  de  mi 
tenga?  Pues  si  así  es,  ha  debido  pedirme 
explicaciones  en  la  forma  que  la  buena 
educación  y  decencia  aconseja.  ¿Es  que 
ha  querido  tomar  alguna  venganza,  que 
el  Juez  municipal  instruya  diligencias, 
cuando  usted  sabe  la  verdad  de  lo  suce- 
dido y  la  poca  importancia  del  asunto? 
Pues  es  pequefla  y  miserable  su  conduc- 
ta, por  lo  que  vacilo  en  este  momento 
si  debo  despreciarte  ó  pedirle  explica- 
ción. I  Mas  qué  digo  I  El  hombre  decente 
debe  ocupar  siempre  el  lugar  que  le  co- 
rresponde y  hacer  que  se  le  guarde  la 
consideración  y  respeto  que  se  le  debe. 
Si  usted  no  ha  tenido  valor  para  pedirme 
explicación  alguna  (si  para  ello  he  dado 
motivo),  yo  se  la  exijo  muy  cumplida,  y 
para  ello  le  invito  á  que  designe  lugar  y 
dos  personas  que  Ih  presencien;  y  si  tan 
cobarde  fuese  que  no  aceptase  mi  pro- 
posición, enionces  mi  mayor  desprecio 
hacia  usted  será  la  terminación  de  este 
lance.  Espero  contestación;  el  que  lo 
dice,  Avelino  Valero  Barragán.  Medina 
27  de  Abril  de  1878»;  hechos  que  se  de- 
claran probados: 

Tercero.  Que  D.  Avelino  y  D.  José  se 
hallaban  en  gran  disidencia,  ocasionada 
por  pertenecer  á  distintas  fracciones  po- 
líticas y  no  convenir  en  la  marcha  que  el 
primero  observaba  en  el  deeempeffo  de 
la  Secpetaría  del  Ayuntamiento,  disideo 
cia  que  habían  tratado  de  hacer  cesar 
amigos  de  ambos,  no  pudiendo  conse 
guirlo  porque  el  D.  José  exigía  la  salida 
del  pueblo  de  D.  Avelino;  hechos  que  ae 
declaran  probados: 

Resultando  que  aquel  Tribunal,  esti- 
mando que  la  carta  transcrita  no  es  ofen- 
siva á  la  Autoridad,  porque  los  epítetos 
y  provocación  al  duelo  que  contiene  se 
dirigen  al  particular,  con  ocasión  de  fal- 
tar A  lo  convenido  en  conferencia  priva- 
da, y  que,  por  lo  mismo,  no  existe  el  de 
lito  de  desacato  objeto  de  las  acusaciones 
formuladas,  absolvió  libremente  y  con 
pronunciamientos  favorables  á  D.  Aveli- 
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no  Valero,  declarando  de  oficio  laa  coa- 
tas» reservando  á  D.  José  Sánches  Jara- 
millo  las  acciones  qae  le  asistieían  por 
las  frases  que  le  fueron  dirigidas: 

Resaltando  que  contra  esta  sentencia 
se  ha  interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
recurso  de  casación,  fundado  en  el  nú- 
mero 2.0  del  art.  849  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  citando  como  infrin- 
gidos los  del  Código  penal,  266,  367  y 
268,  por  no  haberse  calificado  como  deli- 
to de  desacato  el  hecho  procesal,  á  pesar 
de  las  ofensas  y  anienasas  qne  se  diri- 
gieron á  un  Joes  municipal  con  ocasión 
de  sos  funciones,  que  son  d^  carácter 
permanente  y  hacerse  entre  su  persona 
y  su  cargo  nna  distinción  improcedente: 

Resaltando  que  el  mismo  recurso  se 
ha  interpuesto  por  el  acosador  privado 
Sánches  Jaramillo,  diciéndose  autorizado 
en  los  niüms.  2.9  y  S.o  de  la  propia  ley.  se- 
fialando  las  siguientes  infracciones: 

1/  £1  núm.  1.»  del  art.  266  del  Códi- 
go penal,  ^n  cnanto  no  se  han  conside- 
rado constitutivos  de  desacato  grave  los 
hechos  probados,  que  son  injuria,  insulto 
y  amennsa  al  Jues  munií^ipal. 

2.a  El  art.  268  también  del  Código, 
toda  vez  que  de  los  hechos  probadoa  re 
sulta  la  provocación  á  un  duelo  ^  dicho 
Jues  municipal  de  una  manera  embozada 
y  con  apariencias  de  privada,  lo  cual  cons- 
tituye el  de  desacato  grave. 

8.a  El  art.  267  de  la  misma  ley,  en  su 
párrafo  primero,  por  no  haberse  impues- 
to al  procesado  las  penas  en  él  sefia 
ladas. 

Resultando  que  admitidos  los  recursos 
fueron  impngna<lon  en  el  acto  de  la  vista 
por  la  defensa  de  D.  Avelino  Valero: 

Visto,  siendo  ponente  el  Magistrado 
D.  Eduardo  Martínez  del  Campo: 

Considerando  que  alguna  de  las  frases 
y  con  marcado  carácter,  la  provocación  á 
duelo  embozada  y  con  apariencia  de  pri- 
vada, contenidas  en  la  carta  que  el  pro- 
cesado dirigió  á  D.  José  Sánchez  Jara 
millo  al  tener  noticia  de  que  éste,  como 
Juez  municipal,  había  incoado  ciertas  di 
Hgencias  de  índole  criminal,  constituyen 
■delito  de  desacato  grave,  como  expresa- 
das las  primeras  y  hecha  la  última  con 
ocasión  de  las  funciones  propias  de  di- 
cho Juez,  cuyo  proceder  oficial  se  califica 
de  modo  irrespetuoso  y  ofensivo  á  su  ho- 
nor, sin  qne  las  protestas  precedentes, 
con  ánimo  de  separar  la  persona  privada 
de  la  autoridad  qne  ejercía,  excusen  ni 
diversifiquen  la  responsabilidad  qne  in 
tentó  eludir  Valero  con  distinciones  que 


la  identidad  personal  no  consiente,  cuan- 
do actos  oficiales  y  no  meramente  priva- 
dos ocasionan  la  injuria,  y  á  los  primeros 
y  al  funcionario  que  los  ejecuta,  y  porqne 
los  ejecuta,  se  hace  clara  y  aun  exclusiva 
referencia;  y 

Considerando,  por  tanto, que  la  Audien- 
cia sentenciadora  ha  infringido  las  dispo- 
siciones legales  citadas  por  loa  recnrren- 
tes  é  incurrido  en  el  error  de  derecho  qoo 
se  le  atribuye; 

Fallamos:  Que  debemos  derlsrar  y  de- 
claramoe  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
y  por  D.  José  Sánchez  Jaranüllo  contra 
la  expresada  sentencia,  qne  casamos  y 
anulamos,  declarando  de  oficio  las  costas 
del  recurso,  lo  que,  con  la  que  á  conti- 
nnación  se  dicta,  se  comunique  para  los 
efectos  profuídentes  á  la  Audiencia  de  lo 
criminal  de  Álmendralejo. 

A^i  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  inser- 
tará en  la  Colección  LrgUtlatwa,  lo  pro- 
nnnciamos,  mandamos  y  firmamos.  — 
Emilio  Bravo.— Luciano  Boada.— Eduar- 
do Martínez  del  Campo. — Mateo  <le  Al- 
cocer.—José  García  Herráiz.  —  José  de 
A  ldefx>a.— Bernardo  María  Hervás. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  14  de 
Febrero  de  1 884.— Licenciado  José  Maria 
Fantcja,*  (O.  £.,  Sentencias  del  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  en  materia  cri- 
minal, primer  semestre  de  1884,  pági- 
nas 426  á  429). 


IMFORMES  EN  JUICIO,  PERICIA- 
LES 6  FAIÜLTATIYOS.- (Véase  «n 
Ley  de  Enjoloiamleuto  erlmlnal,  ar- 
tículos 828,  886  y  889,  416,  466  y  siguien 
tes;  677,  694,  724,  726  y  784  á  740,  pági- 
nas 161  y  siguientes  de  este  tomo). 


INHABILITACIÓN.— (Véase  Delitos, 

págs.  9  á  16  de  este  tomo;  en  Código  pe* 
nal,  arta.  82  á  49.  tomo  I,  págs.  616  y  617, 
y  además  Penas). 


INHIBITORIA.— Escrito  quese  dirige 
á  una  autoridad  judicial,  por  considerar- 
la competente,  pidiendo  que  requiera  á 
otra  que  se  estima  no  serlo,  para  qne 
se  abstenga  de  conocer  en  un  asunto  y 
remita  los  autos  al  Jues  ó  Tribunal  co- 
rrespondiente. También  se  llama  inhibi- 
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toria  al  aato  ó  retolución  por  la  caal  nn 
Jaez  86  inhibe  á  favor  de  otro  del  conoci- 
raiento  de  una  cansa  ó  pleito.  (Véase  Ley 
de  Enjolclamieuto  criminal,  arts.  26  á 
45,  págs.  122  á  124  de  este  tomo). 


INHUMACIÓN.— Es  el  acto  de  enterrar 
á  nn  cadáver  ó  de  darle  snpnitnra. 

De  las  infracciones  sobre  inhnmación 
de  cadáveres  y  violación  de  sepnltnras, 
tratan  los  arts.  849  y  850  del  Código  pe- 
nal (tomo  I,  pág.  648). 

Varias  disposiciones  tratan  de  esta 
materia,  pero  la  más  importante  y  la  que 
coDStitnye  la  base  fundamental  de  la  le- 
gislación, es  la  ley  provisional  del  Regis- 
tro civil,  de  la  caál  insertamos  los  pre- 
ceptos qne  más  directa  relación  tienen 
con  el  objeto  de  nuestro  trabajo. 

Leyprovisionál  del  Registro  civil  de  17  de 
Junio  de  1870,— De  las  dff  unciones, 

« Art.  75.    Ningún  cadáver  podrá 

ser  enterrado  sin  qne  antes  se  haya  he- 
cho el  asiento  de  defunción  en  el  libro 
correspondiente  del  Registro  civil  del 
distrito  rannicipal  en  que  ésta  ocurrió,  ó 
del  en  que  se  halle  el  cadáver,  sin  que 
el  Juez  dttl  mismo  distrito  municipal  ex- 
pida la  licencia  de  sepultura,  y  sin  que 
«  hayan  transcurrido  veinticuatro  horas 
desde  la  consignada  en  la  certificación 
facultativa. 

Esta  licencia  se  extenderá  en  papel 
comiün  y  sin  retribución  alguna. 

El  encargado  del  cementerio  en  que 
se  hubiere  dado  sepultura  á  un  cadáver 
sin  la  licencia  mencionada,  y  los  que  lo 
hubiesen  dispuesto  ó  autorizado,  incu- 
rrirán en  una  multa  de  20  á  100  pesetas, 
que  hará  efectiva  el  Juez  municipal  co- 
rrespondiente. 

Art.  76.  £1  asiento  del  fallecimiento 
se  hará  en  virtud  de  parte  verbal  ó  por 
escrito  que  acerca  de  él  deben  dar  los 
parientes  del  difunto  ó  los  habitantes  de 
BQ  misma  casa,  ó  en  su  defecto  los  veci- 
nos, y  de  la  certificación  del  facultativo 
de  qne  se  hablará  en  el  artícnlosiguiente. 

Art.  77.  El  facultativo  que  haya  asis- 
tido al  difunto  en  su  última  enfermedad, 
ó  en  su  defecto  el  titular  del  Ayunta- 
miento respectivo,  deberá  examinar  el 
estado  del  cadáver;  y  sólo  cuando  en  él 
se  presenten  sefiales  inequívocas  de  des- 
composición, extenderá  en  papel  coman 
y  remitirá  al  Jaez  municipal  certificación 


en  que  exprese  el  nombre  y  apellidos 
y  demás  noticias  que  tuviera  acerca  del 
estado,  profesión,  domicilio  y  familia  del 
difunto;  hora  y  día  de  su  fallecimiento, 
si  le  constare,  ó  en  otro  caso  los  qne 
crea  probables;  clase  de  enfermedad  qne 
haya  producido  la  muerte  y  sefiales  de 
descomposición  que  ya  existan. 

Ni  por  esta  certificación  ni  por  el  reco- 
nocimiento del  cadáver,  que  debe  preee 
derle,  se  podrá  exigir  retribución  alguna. 

Art.  70.  En  la  inscripción  del  falleci- 
miento se  expresarán,  si  es  posible,  ade- 
más de  las  circunstancias  mencionadas 
en  el  art.  20: 

l.o  El  día,  hora  y  lugar  en  qne  hn* 
biera  acaecido  la  muerte. 

2.**  El  nombre,  apellidos,  edad,  natu- 
raleza, profesión  ú  oficio  y  domicilio  del 
difunto,  y  de  su  cónyuge,  si  estaba  ca- 
sado. 

8."  El  nombre,  apellidos  y  domicilio, 
profesión  ú  oficio  de  sus  padres,  si  le 
galmente  pudieran  ser  designados,  ma- 
nifestándose si  viven  ó  no,  y  de  los  hijos 
que  hubiese  tenido. 

4."^  La  enfermedad  que  haya  oeaaio- 
nado  la  muerte. 

5.0  Si  el  difunto  ha  dejado  ó  no  tes- 
tamento, y  en  caso  afirmativo,  la  fecha, 
pueblo  y  Notaría  en  que  lo  haya  otor- 
gado. 

6.®  El  cementerio  en  que  se  haya  de 
dar  sepultura  al  cadáver. 

Art.  81.  Si  el  fallecimiento  hubiera 
ocurrido  en  hospital,  lazareto,  hospicio^ 
cárcel  ú  otro  establecimiento  público,  el 
jefe  del  mismo  ^Mtará  obligado  á  solici- 
tar la  licencia  de  entierro  y  llenar  los  re- 
quisitos necesarios  para  que  se  extienda 
la  partida  correspondiente  en  el  Regís* 
tro  civil. 

Art.  86.  Guando  la  muerte  hubiera 
sido  violenta  ó  hubiese  ocurrido  en  la 
cárcel,  establecimiento  penal  ó  por  efec- 
to de  ejecución  capital,  no  se  hará  men- 
ción en  la  partida  correspondiente  del 
Registro  civil  de  ninguna  de  estas  cir-' 
cunstancias. 

Art/  98.  EL  encargado  del  Registro  en 
que  se  haya  inscrito  la  defunción  de  un 
empleado  ó  pensionista  del  Estado,  de- 
berá dar  parte  de  ello  en  el  término  de 
tres  días  á  las  oficinas  de  Hacienda  pú- 
blica de  la  provincia. 
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Art  96.  £d  omos  de  epidemia  ó  de 
temor  fondado  de  eontsgio  por  ta  clase 
de  enfermedad  qae  habióse  producido  la 
maerte  de  nna  persona,  se  harán  con  la 
puntoal  obserrancia  de  esta  ley  las  ex- 
cepciones qae  prescriban  las  leyes  y  re- 
Kiameotos  especiales  de  Sanidad.»  (Qace- 
ta  30  de  Janio). 

Beal  orden  de  18  de  Julio  de  1887,  prohi- 
hiendo  la$  inhumacionee  fuera  de  los  ce 
menterioi  y  determinanao  los  requi$ito$ 
para  construir  panteones, 

(Gob,)  elimo.  Sr.:  Dada  caenta  á  Su 
Ma|estad  del  expediente  instroido  en  esa 
Dirección  general  á  virtad  de  las  instan- 
cias elevadas  á  la  misma  pidiendo  aoto- 
rísación  para  constrair  panteones  parti- 
culares faera  de  poblado,  fundándose  en 
qae  las  Reales  órdenes  de  19  de  Marco 
de  1848,  12  de  Mayo  de  1840  y  O  de 
Agosto  de  1807,  se  limitan  á  prohibir  las 
inhamadones  y  traslación  de  restos  á 
iglesias,  panteones  ó  cementerios  parti- 
culares situados  dentro  de  poblado; 

£1  Rey  (Q.  D.  G.)*  y  en  su  nombre  la 
Reina  Regente  del  reino,  oído  el  dicta- 
men del  Real  Consejo  de*  Sanidad,  se  ha 
servido  disponer: 

1.0  Queda  prohibida  la  inhumación 
de  cadáveres  fuera  de  los  cementerios 
comunes.  Se  exceptúan  únicamente  los 
de  individuos  de  la  familia  Real,  los  de 
los  muy  reverendos  arsobispos,  reveren- 
dos obispos  y  los  de  las  monjas  que  ha- 
yan guardado  perfecta  y  absoluta  clausu- 
ra, los  cuales  seguirán  disfrutando  del 
privilegio  que  Íes  concede  la  Real  orden 
de  80  de  Octubre  de  1885: 

Igualmente  quedan  exceptuados  aque- 
llos á  quienes  el  Gobierno  de  S.  M.,  por 
circunstancias  especiales,  conceda  de 
Real  orden  excepción  para  ser  inhuma- 
dos en  iglesias;  panteones  ú  otros  lu- 
gares. 

3.0  Sólo  podrá  permitirse  la  construc- 
ción de  panteones  osarios,  con  la  condi- 
ción precisa  de  que  han  de  estar  situa- 
dos á  la  distancia  de  poblado  que  deter- 
mina la  Real  orden  de  17  de  Febrero 
de  1866,  y  que  no  radiquen  en  iglesia  ó 
convento  á  que  deba  concurrir*  el  públi- 
co, debiendo  atenerse  para  la  traslación 
de  los  restos,  en  tiempo  oportuno,  á  lo 
prevenido  en  la  Real  orden  de  19  de 
Marzo  de  1848. 

.  8.0  Las  autorizaciones  concedidas  con 
anterioridad  á  esta  disposición  para  cons- 
truir panteones  particulares  se  entende- 


rán únicamente  para  colocar  restos  ó  ca' 
dáveres  embalsamados,  todo  en  los  tér 
minos  que  marca  la  Real  orden  de  19  d(^ 
Marco  de  1848.— De  Real  orden,  etc.  Ma- 
drid 18  de  Julio  de  1887.— Ifor^í.»  {Ga- 
oda  21  de  Julio). 


JuBispjpioDivoiA. — Inhumaciones  ilegales. 
(Calificación:  Correcciones  diseiplina-- 
rias  del  art.  75  de  la  Ley  del  Registro 
civil). ^El  hecho  de  practicar  unas  in 
humaciones  faltando  á  las  formalidades 
para  ello  establecidas  en  la  Ley  del  Be- 
gistro  civil,  no  es  sólo  la  falta  del  ar- 
ticulo 75  de  esta  disposición,  sino  tam- 
bién el  delito  del  art,  349  del  Código 
penal. 

(17  Marzo  1891).  Antonio  María  Gon- 
zález enterró  en  Mayo  y  Agosto  á  do" 
hijos  suyos  que  fallecieron  en  dichos  me- 
ses, habiendo  hecho  aquello  sin  dar  cono- 
cimiento al  encargado  del  cementerio,  shi 
previo  reconocimiento  por  el  Médico  y 
sin  haber  dado  parte  al  Juzgado  mnnici 
pal  para  la  inscripción  en  el  Registro  y 
la  licencia  correspondiente. 

Condenado  González  como  autor  de 
dos  delitos  previstos  en  el  art.  849  del 
Código  penal,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, estimando  que  no  había  cometido 
delito  alguno,  sino  la  falta  ú  omisión  del 
art.  75  de  la  Ley  del  Registro  civil.  El 
Tribunal  Supremo,  siendo  ponente  Don 
Eduardo  Martínez  del  Campo,  declara  no 
haber  lugar  al  recurso; 

«Considerando  que  el  art.  849  del  Có- 
digo penal  castiga  al  «que  practicara  ó 
hubiese  hecho  practicar  una  inhumación 
contraviniendo  á  lo  dispuesto  por  las  le- 
yes ó  reglamentos  respecto  al  tiempo,  si- 
tio y  demás  formalidades  prescritas  para 
las  inhumaciones  >: 

Considerando  que  el  art.  75  de  la  ley 
sobre  Registro  civil  prohibe  el  enterra- 
miento de  cadáveres  sin  que  antes  se 
haya  hecho  el  asiento  de  defunción  en  el 
Registro  correspondiente,  sin  que  el  Juez 
municipal  expida  la  licencia  de  sepultura 
y  sin  que  hayan  transcurrido  veinticuatro 
horas  desde  la  consignada  en  la  certifica- 
ción facultativa,  y  corrige  con  multa  que 
hará  efectiva  al  Juez  municipal,  al  encar- 
gado del  cementerio  en  que  se  hubiese 
dado  sepultura  á  un  cadáver  sin  la  licen- 
cia y  á  los  que  la  hubiesen  dispuesto  ó 
autorizado: 

Considerando  que  dicho  art.  75  se  limi- 
ta á  corregir  disciplinariamente  á  quienes 
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Atribayéndote  autoridad  para  ordenar,  ó 
excediendo  la  propia,  diaponen  nn  ente 
rramiento  aín  previa  licencia  del  Jaei 
municipal,  aaí  como  al  encargado  del  ce- 
menterio que  conaintiere  la  inhumación 
ein  tai  reqniaito,  lo  cual  no  excluye  la 
reaponsabílidad  del  orden  criminal  en 
que  también  puedan  incurrir: 

Conaiderando  que  el  recurrente  prac- 
ticó por  ai  mismo  las  inhumaciones  de 
los  cadáveres  dé  sus  dos  hijos  sin  pedir 
ni  obtener  licencia  judicial  y  sin  cumplir 
el  deber  que  el  art.  76  de  la  Ley  del  Re- 
gistro civil  impone  á  los  parientes  del 
difunto  de  dar  noticia  del  fallecimiento 
para  so  asiento  oficial  en  el  libro  corres', 
pondiente,  con  cuyas  omisiones  y  actos 
arbitrarios  contravienen  á  lo  dispuesto 
en  dicha  ley  respecto  á  las  formalidades 
indispensables  para  los  enterramientos, 
que  es  caso  expresamente  previsto  en  el 
art  349  del  Código  penal,  aplicado  acer-' 
tadamente  por  el  Tribunal  sentenciador.  > 
(Sentencia  de  17  de  Marso  de  1891.— Oa-' 
ceta  de  26  de  Agosto,  pág.  97).— (£>tc<;to- 
nat-io  Alcubilla,  Apéndice  1892,  pág.  99). 


INSIGNIAS.— Distintivos  de  las  auto 
ridsdes,   funcionarios   ó   Corporaciones, 
ó  divisas  honoríficas  de   determinadaa 
clases. 

De  las  insignias  de  los  funcionarios 
judiciales,  trata  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial  en  los  arta.  206  á  211,  y  la  adi- 
cional á  la  misma,  en  el  83. 

De  las  señaladas  á  los  empleados  de 
Presidios,  se  ocupó  la  Ordenanaa  del  ra- 
mo (véase  CapataeeSf  arta.  104  y  106,  to- 
mo I,  pág.  204  y  en  Farrleies^  art.  101, 
pág.  466  de  eate  tomo),  pero  de  nlodo  in- 
completo. Por  costumbre  han  venido 
usando,'  aai  loa  Jefes  de  los  estableci- 
mientos como  sus  subordinados,  una  go- 
rra con  bordados  ó  galones  de  forma  dis- 
tinta y  tamaño  diferente.  Como  no  ae  ha 
obedecido  á  un  principio  regulador  y 
uniforme,  ha  imperado  en  la  materia  el 
capricho. 

El  reglamento  para  la  Priaión  celular 
de  Madrid  de  8  de  Octubre  de  1888,  en 
su  art.  9.0,  eatableció,  como  obligatorio, 
el  uso  de  uniforme.  Durante  algún  tiem- 
po se  dio  cumplimiento  al  precepto  y  se 
usó  el  uniforme  con  las  insignias  que  los 
Jefes  determinaron;  pero  el  mandato  fué 
dejándose  de  cumplir,  hasta  caer  en  com- 
pleto deauso,  no  quedando  del  uniforme 
más  que  la  gorra,  con   loa  diatintivoa 


acordadoa.  Derogado  este  reglamento 
por  el  de  28  de  Febrero  de  1894,  que  e» 
el  vigente,  se  reprodujo  lo  dispuesto  en 
cnanto  á  uniforme  é  inaignias,  en  el  ar- 
tículo 97;  pero  laa  oosaa  han  seguido 
como  antes.  De  desear  ftíera  que  cambia- 
sen, y  np  sólo  se  diera  cumplimiento  á  lo 
mandado,  ai  no  que  se  reglamentara  en  la 
forma  que  el  buen  serviiio  requiere. 

Además  (Je  Iss  disposiciones  citadat 
respecto  á  insignias  de  los  funcionario» 
judiciales,  existen  las  que  á  continuación 
insertamos. 

Real  orden  de  5  de  Marzo  de  1872,  rfú- 
pohiendo  que  Ion  Juece$  municipale» 
deben  u$ar  bailón  con  borla$, 

(Qrac,  y  Just)  «Habiendo  acudido  A 
eate  Ministerio  los  Jueces  municipales 
de  Madrid  en  solicitud  de  que  se  les  con- 
ceda un  distintivo  para  todos  los  actos 
del  servicio;  el  Rey  (Q.  D.  G.).  conside- 
rando que  la  falta  de  aquél  puede  dar 
lugar  á  que  sufra  entorpecimientos  la 
administración  de  justicia,  y  que  el  nao 
de  una  insignia  por  todos  los  funcio- 
narios que  ejercen  autoridad,  ea  una  ne- 
cesidad en  todoa  tiempos  reconocida,  se 
ha  aervido  acordar  que,  mientras  ae  dic- 
ten las  medidas  convenientes  para  el 
cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  ar» 
tículo  206  de  la  ley  provisional  sobre  or- 
ganisación  del  Poder  judicial,  los  Jueces 
municipales  de  todo  el  Reino  deberán 
usar  el  baatón  con  borlaa  que  diaponía  el 
Real  decreto  de  22  de  Octubre  1868  (1), 
como  antea  de  publicarse  la   citada  ley. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  6  de  Marso 
de  1872.— il¿onfo.>  (Qac.  6  Marzo). 

Eeal  orden  de  20  de  Noviembre  de  1872^ 
mandando  que  toáoM  lo$  individ%M9  del 
Foder  judicial  lleven  el  ba$tán  de  auto^ 
ridad. 

(Qrac.  y  Just.)    « El  Rey  (Q.  D.  Q,) 

se  ha  aervido  disponer,  que  todoa  loa  in* 
dividuos  del  Poder  judicial  lleven  siero' 
pre  el  bastón  de  autoridad  á  que  hace 
referencia  el  art.  208  de  la  ley  provisio- 
nal del  Poder  judicial,  cuando  se  hallen 
dentro  del  territorio  de  su  jurisdicción. 


(1)  Dice  el  Real  decreto  citado  en  su  «Ar- 
tículo 15.  Los  Jueces  de  paz  disfrutarán  de 
iguales  consideraciODOB  qoe  los  Alcaldes  y 
Tenientes,  y  usarán  como  distintivo  el  mismo 
bastón  con  borlas  qoe  lleven  aquéllos.»  (C.L,j 
tomo  LXXVIII,  pág.  68). 
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#in  perjuicio  de  aear  las  demás  insignia! 
qne  les  correspondan  en  los  casos  qae 
la  mencionada  ley  previene.  De  Real  or- 
den, etc.  Madrid  20  Noviembre  1872 > 

(Aloabilia,  Diccionario  de  la  Adminiitra- 
don  e$pañola,  tomo  VII «  pág.  692). 
(Véase  Bastón,  tomo  I,  pág.  160). 


INSOLVENTE.— El  que  no  puede,  por 
falta  de  medios,  pagar  sus  deudas  (1). 

Circular  de  9  de  Mayo  de  1868,  diipo^ 
niendo  la  forma  en  que  debe  hacerie  la 
declaración  de  in$olvencia  de  los  procc" 
iodos, 

{Trib,  Sup.  de  Just,)  t  Eu  el  expedien- 
te instruido  en  este  Supremo  Tribunal 
•de'Justi<;ia  para  uniformar  la  práctica  ob- 
servada en  las  Reales  Audiencias  en  la 
anstanciación  y  terminación  de  los  expe- 
«lientes  declarativos  de  insolvencia  de  los 
reos  en  las  causas  criminales,  y  especial- 
mente para  ver  si  se  logra  la  seucilles, 
celeridad  y  economía  en  los  procedimien-* 
ios,  la  Sala  de  gobierno,  en  vista  de  lo 
informado  por  las  de  igual  clase  de  las 
Audiencias,  y  de  conformidad  con  lo  pro- 
puesto |K)r  el  Ministerio  fiscal,  Im  acor* 
4{ado  se  diga  á  V.  S.,  para  conocimiento 
<ie  esa  Audiencia,  lo  siguiente: 

Que  siendo  más  conforme  á  la  natura- 
lesa  y  objeto  del  juicio  criminal,  y  más 
«encillo  y  útil  en  la  práctica,  que  se  sus 
tancien  y  determinen  á  un  tiempo  la 
«ansa  y  el  expediente  de  insolvencia  de 
los  procesados  que*  procede  de  U  causa, 
conviene  que  se  ejecute  así,  siempre  que 
fuese  posible,  haciendo  que,  decretado 
que  sea  el  embargo  de  bienes  del  tratado 
4:omo  reo,  con  testimonio  de  esta  provi- 
ciencia,  se  forme  pieza  separada,  en  la 
-cual,  por  los  medios  legales  establecidos 
y  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal,  se 
Justifique  si  los  reos  son  solventes  6  in- 
solventes, limitándose  las  diligencias  en 
el  primer  caso  á  lo  preciso,  para  que  el 
embargo  sea  efectivo,  y  corriendo  en  tal 
estado  unida  la  pieza  separada  á  la  causa 
bajo  una  cuerda,  se  remita  todo  en  su 
día  al  Tribunal  superior  para  que  el  em- 
bargo produzca  sus  efectos;  que  cuando 
los  reos  sean  insolventes,  se  declare  así 
en  la  pieza  separada,  mandándose  en  el 


(I)    Véase  DeffsBsa  por  pobre,  pági- 
nas 5  á  9  de  este  tomo. 


mismo  auto  que  se  consulte  con  el  supe- 
rior cuando  sea  rentitida  la  causa  en  con- 
sulta ó  apelación  de  la  sentencia  definiti- 
va en  ella  pronunciada,  y  ejecutándose 
así  siempre  que  no  baya  obstáculo  legal 
que  lo  impida,  cuidando  los  Jueces, 
cuando  esto  no  sea  posible,  de  que  se  re- 
mita dicha  pieza  separada  de  insolven- 
cia tan  pronto  como  hayan  desaparecido 
los  obstáculos  que  lo  impidieron,  y  que 
recibida  la  causa  en  la  Audiencia,  con  la 
pieza  separada,  siga  una  sustanciación 
sobre  lo  uno  y  lo  otro,  exponiendo  el 
Fiscal  en  el  fondo  y  sobre  la  insolvencia, 
y  haciendo  declaración  la  Sala  sobre  la 
insolvencia  en  la  misma  sentencia  en  que 
falle  definitivamente  la  causa;  librándose 
para  que  tenga  efecto  la  oportuna  orden 
á  los  Regentes  de  las  mismas  Audien- 
cias.—Lo  que  comunico,  etc.  Dios,  etc. 
Madrid  9  de  Mayo  de  1868.  — El  Secreta- 
rio de  gobierno,  Marcos  Cubillo  de  Mesa,  - 
Sr.  Regente  de  la  Audiencia  de  Alba- 
cete.>  (Alcubilla,  Diccionario^  tomo  V, 
pág.  42). 


INSPECCIÓN.  —  Estudio  ó  reconoci- 
miento que  se  hace  de  las  cosas  ó  servi- 
cios, en  virtud  de  facultades  propias  ó 
delegadas,  para  enterarse  mejor  desu  es- 
tado y  poder  juzgar  ó  emitir  informe  con 
más  acierto. 


INSPECCIÓN  DE  PKI8I0NES.-Has- 

ta  1848,  no  existió  en  el  ramo  de  Pri- 
siones el  servicio  de  inspección  de  un 
modo  concreto  y  con  carácter  continuo  y 
permanente.  En  21  de  Marzo  de  aquel 
año,  se  dictó  la  Real  orden,  que  se  inser- 
ta en  el  artículo  Comandantes  de  Presi- 
dio (tomo  I,  pág.  706),  por  virtud  de  la 
cual  fueron  nombrados  Visitadores,  dos, 
de  los  siete  Comandantes  de  primera  cla- 
se que  á  la  sazón  había.  Pero  los  cargos 
y  el  servicio  debieron  durar  poco  tiempo, 
pues  no  se  encuentran  disposiciones  pos- 
teriores que  á  los  mismos  se  refieran,  ni 
consta  que  fueran  sustituidos,  los  enton- 
ces nombrados,  por  otras  personas. 

Para  visitar  las  Prisiones  de  mujeres 
fué  nombrada  Inspectora  en  1864  la  in- 
signe publicista  Dofia  Concepción  Are- 
nal, siendo  Director  de  Establecimientos 
penales  el  Sr.  Mena  y  Zorrilla  y  Ministro 
de  la  Gobernación  el  Sr.  Bahamonde. 
Al  cambiar  la  situación  política  y  de- 
jar sus  puestos  los  Sres.  Mena  y  Zorrilla 
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y  Bfthfimonde,  fnó  dectaradn  ceeante 
Dofin  Concepción  Artrnal,  y  el  cargo  se 
■oprimió. 

£n  1 8^9,  por  Decreto  de  1 1  de  Noviem 
bre  de  aquel  afio,  inserto  en  Caerpo  de  ¡ 
Prisiones  (tomo  I,  pá^s.  916  á  922),  se 
restablece  el  referido  servicio  de  inspec    ¡ 
ción  (arta.  2.",  8.o,  J6  y  49).  En  el  comen-   ' 
tario  á  dicho  artículo  (pág.  941),  queda 
expuesto  el  juicio  que  la  institución  nos 
merece,  que  si  es  bueno  en  lo  que  res- 
pecta al  pensamiento  en  qne  se  inspira, 
parécenos  poco  acertada  la  forma  de  lle- 
varla á  cnbo,  como  lo  será  siempre  facul- 
tar á  un  funcionario  de  determinada  ca- 
tegoría para  que  inspeccione  á  los  que  la 
tienen  snperior.  El  Inspector,  en  tal  caso, 
carece  de  la  representación  y   libertad 
necesarias  para  el  desempefio  de  sus  fun- 
ciones, y  el  inspeccionado  ha  de  sentirse 
molesto  y  en  cierto  modo  deprimido,  no 
por  la  inspección,  sino  por  la  categoría 
inferior  de  quien  la  ejerce. 

Ya  fuera  por  esta  causa,  ya  por  otras, 
es  lo  cierto  que  el  servicio  de  inspección, 
regulado  en  el  Decreto,  no  llegó  á  apli- 
carse en  la  realidad,  y  la  necesidad  que 
dó  y  continóa  en  pie  hasta  el  presente 
(afio  1896)  (I). 

En  otra  obra,  antes  de  ahora  citada  (2), 
dedicada  al  estudio  de  las  cuestiones  pe- 
nitenciarias, tratábamos  del  problema 
que  al  presente  nos  ocupa;  y  como  las 
condiciones  en  que  entonces  se  hallaba 
son  las  mismas  en  qne  se  encuentra  hoy, 
creemos  oportuno  reproducirlas,  por  si 
en  algo  pudieran  influir  para  llevar  á 
cabo  tan  necesaria  reforma. 

8i  en  todo  ramo  de  la  Administración 
son  útiles,  convenientes  y  de  resultados 
eficaces  las  inspecciones,  quizá  en  nin- 
guno lo  sean  tanto  ni  se  ha^an  tan  nece- 
sarias como  en  el  de  Establecimientos 
penales.  Lo  serían  en  todo  caso,  pero  es- 
pecialmente en  la  actualidad  que  todo 
está  por  hacer,  que  tantas  necesidades 
se  sienten,  qne  tantas  reformas  piden  los 
Presidios ,  que  tanta  actividad  ,  tanta 
nnión  y  tanto  acierto  se  precisan  para 
qne  las  Prisiones  salgan  del  ruinoso,  de 
plorable  y  mísero  estado  en  que  se  en- 
cuentran. 

De  la  existencia  de  órganos  centrales 
y  locales,  ya  activos,  consultivos  ó  deli- 
berantes; dada  la  jerarquía  administra- 
tiva, con  sus  líneas  y  sus  grados;  dada 


(1)  Véase  Apéndice  de  1901  y  1908. 

(2)  Etiudios  p$niUnciario$f  Madrid,  1898. 


la  ineludible  obligación  de  residencia 
en  los  puntos  respectivos  donde  cada 
grado  se  establece  y  cada  órgano  funcio- 
na, la  necesidad  imperiosa  de  relacionar- 
se entre  sí;  la  correspondencia  qne  han 
de  mantener;  el  exacto  y  mutuo  conoci- 
miento de  las  circunstancias  en  qne  cada 
uno  se  encuentra,  los  fines  que  ha  de 
cumplir,  los  medios  de  que  dispone;  In 
conveniencia  para  el  mejor  acierto  del 
consejo  ó  la  consulta  al  que  obra,  así 
como  la  acción  directa,  enérgica  y  dili- 
gente para  ejecutar  lo  que  se  ha  delibe- 
rado, surge  y  se  deriva  y  todo  ello  recla- 
ma y  exige  la  institución  de  qne  trato,, 
para  que  las  funciones  de  la  Administra- 
ción sean  coordinadas  y  armónicas  y  ko 
fin  total  se  realice. 

Para  que  la  acción  superior  del  Centra 
directivo  sea  directa,  eficaz  y  provecho 
sa,  necesita  conocer  exacta  y  plenamen- 
te los  servicios  y  las  necesidades  loca- 
les. Los  Establecimientos  á  su  vez,  debei> 
saber  al  detalle  el  pensamiento  qne  de- 
mina en  los  acuerdos  y  órdenes  de  la  Di- 
rección general,  así  como  el  alcance  y 
transcendencia  de  las  reformas  qne  aco- 
mete, á  fin  de  que  persuadidos  y  compe- 
netrados del  espíritu  y  transcendencia  de- 
tales  disposiciones  y  tales  reformas.  In- 
terpreten en  total  la  idea  y  la  ejecatel^ 
con  prontitud  y  rapidez  en  todos,  hasta 
en  los  más  sencillos,  más  ligeros  y  má» 
minuciosos  detalles.  Todo  acto  oficial  d& 
la  Superioridad,  por  fuerza  se  relaciona 
y  afecta  á  uno  ó  varios  servicios  de  lo» 
Establecimientos,  ora  para  destinar  pe- 
nados, ora  para  proveer  de  alimentos  y 
de  ropas,  ora  para  mejorar  locales,  ora 
para  establecer  industrias,  ora  para  co- 
rregir, premiar  ó  remunerar  á  emplea- 
dos, ora,  en  fin,  para  las  otras  múltiple» 
y  variadas  necesidades  que  en  todo  pe- 
nal se  sienten.  Y  es  obvio,  qne  para  pro- 
ceder con  acierto,  fuerza  es  también  qne 
el  Centro  tenga  noticia  exacta  y  concien- 
cia del  número,  extensión  y  alcance  de 
tales  servicios.  Y  como  la  distancia  á  qoe 
se  hallan  y  el  espacio  que  separa  á  anos 
Órganos  de  otros  no  permite  apreciar  con 
exactitud  las  dichas  necesidades,  no  e» 
fácil  ocurrir  á  ellas  en  la  proporción  coíi- 
venipnte  y  con  la  rapidez  qne  reclaman. 
Cierto  que  puede  pedir  extensos  infor- 
mes respecto  al  mal  qne  amenace  ó  qne 
se  sienta;  cierto  que  la  Dirección  provee, 
ólpuede  y  debe  proveer  mediante  oficio» 
ejecutivos  ó  aplaeativos,  imperativos  6 
aclaratorios.  Pero  no  existiendo  el  cono- 
cimiento recíproco,  real  y  exacto  entre 
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el  órgano  central  auperior  y  loa  localea 
ioferiorea,  de  loa  aervicioa  y  aauntoa  que 
exigen  aolución  determinada  en  confor- 
midad á  au  naturaleza  y  carácter;  aten- 
diendo el  qae  manda  á  que  lo  hace  á  nn 
inferior  ain  tener  en  cuenta  laa  condicio 
uión  peraonalea  del  mandado,  que,  por 
tanto,  entran  en  el  reaultado  bueno  6 
malo  al  cumplimentar  laa  órdenea,  y  dea 
conociendo  el  que  ha  de  obedecer  laeaen- 
cia  de  la  coniunicación  que  ordena,  aólo 
puede  atemperarae  á  la  letra  de  la  mie- 
nta para  darla  cumplimiento,  ó  cuando 
ntáa,  y  en  caao  de  duda,  recurrir  á  la  con- 
aulta,  lo  cual  retarda  el  aervicio  y  hace 
que  el  remedio  al  mal  que  ae  aiente  lle- 
gue á  deatiempo  y  aea  ineficas  por  tardio. 

Ni  ea  poaible  que  la  Dirección  ae  halle 
rt*al  y  efectivamente  en  todaa  partea,  ni 
e^  dable  que  loa  funcionarios  de  laa  Pri- 
aionea  vayan  al  Centro  ,i  exponer  de 
modo  verbal  laa  atenciones  que  reclaman 
los  servicios  y  recibir  directamente  las 
órdenes.  Cada  uno  ha  de  funcionar  en  el 
punto  donde  esté  domiciliado.  Ahora 
bien:  para  que  entre  todos  haya  el  en 
granaje  preciso  y  las  directaa  relaciones 
entre  superior  é  inferior;  para  que  laa 
providencias  de  arriba  se  interpreten  ae- 
gún  su  letra  y  eapíritu  y  ae  ejecuten  en 
conformidad  al  pensamiento  total  que 
Ins  informa  ó  inspira;  para  que  las  peti- 
«tiones  de  abajo  y  laa  neceaidades  de  los 
servicios  se  conozcan  y  aprecien  con 
exactitud  y  se  atiendan  y  deapachen  con 
acierto,  deben  existir  funcionarios  Ínter- 
medioa  que  robuateican  y  lleven  la  ac- 
ción del  Centro  á  los  órganoa  locales,  y 
que  asesoren  á  aquél  del  eatado  y  nece- 
sidades de  éstos.  He  ahí  las  ratones  esen* 
ciales  que  reclaman  una  entendida,  dis- 
creta, técnica  y  diligente  inspección  en 
el  ramo  de  Priaiones. 

Si  la  organización  penitenciaria  ae  lle- 
vase á  cabo,  según  su  índole  requiere, 
la  Prisión  más  importante  de  cada  pro- 
vincia ó  comarca,  vendría  á  constituir 
una  especie  de  circunferencia  juriadiccio- 
nal  tangente  á  las  inmediatas,  y  tangen- 
tes todaa  ellas,  dentro  de  laa  cualea  se 
moverían  concertadamente  los  organis 
mos  inferiores,  y  todos  ellos  serían  con- 
réntriooa,  y  funcionarían  relacionados, 
i'onstituyendo  una  verdadera  armonía, 
dentro  del  amplio  círculo  de  la  Dirección 
general.  Y  laa  inspecciones  de  que  trato 
serían  los  medios  de  relación  y  enlace, 
radios  de  ese  mismo  círculo  qq«  lleva- 
rían la  iniciativa  del  Centro  á  los  puntos 
locales,  y  la  cooperación  y  las  observa- 


ciones y  la  experiencia  de  éatos  á  la  Di 
rección  superior,  manteniendo  entre  una 
y  otros  la  mayor  actividad,  el  estímulo 
en  el  servicio,  el  acierto  en  las  funcio- 
nes, la  analogía  y  coordinación  en  los 
procedimientos. 

Cual  queda  dicho,  debería  existir  en  el 
Centro  directivo  un  negociado  que  lleva- 
ra este  nombre  (Inspección),  con  faculta- 
des exclusivas  en  lo  relativo  á  personal 
de  empleados  y  régimen  de  los  Estable- 
cimientos (sistemas,  talleres,  reformas, 
etcétera),  siendo,  además,  oficina  consul- 
tiva del  Director  general,  para  que  hu- 
biera maa  seguridades  de  acierto  en  los 
servicios  propios  de  los  otros  negociados, 
y  en  el  grado  y  la  medida  conveniente, 
según  la  índole  de  los  asuntos,  para  que 
cada  dependencia  del  organismo  central 
mantuviera  su  autonomía  y  desempeña- 
se desembarazadamente  sus  peculiares 
funciones,  con  la  subordinación  precisa 
al  Director  general. 

El  personal  de  este  Negociado  presta- 
ría sus  servicios  en  el  Centro,  encomen- 
dando la  inspección  local  al  número  de 
funcionarios  que  ae  creyera  conveniente, 
pero  que  fuesen  siempre  de  categoría  su- 
perior á  los  Directores  de  laa  Prisiones 
en  que  ejercieren  su  inspección  De  las 
visitas  practicadas,  de  los  acuerdos  to- 
madoa,  de  las  reformas  que  estimasen  de 
necesidad  ó  conveniencia  introducir  en 
su  respectiva  comarca  (que  podría  com- 
prender varias  sonsa),  darían  cuenta  al 
Negociado.de  inspección,  superior  jerár- 
quico inmediato  de  dichos  funcionarios, 
para  que  éate  propusiera  al  Director  ge- 
neral lo  más  conveniente  al  servicio. 

Podrá  objetarse  diciendo  que  ya  la  Di- 
rección general  inspecciona,  que  este  ser- 
vicio se  halla  atendido,  y  que  para  ello 
se  consignan  10.000  pesetas  en  el  presu- 
puesto (1).  £1  último  extremo  es  cierto; 
las  10.000  pesetaa  se  consignan,  y  creo 
se  consumirán.  Pero  no  lo  son  los  dos 
primeros.  La  Dirección  general  no  ins- 
pecciona, y,  por  tanto,  el  aervicio  se  halla 
desatendido.  ¿Pueden  llamarse  visitas 
de  inspección,  en  el  verdadero  sentido 
de  la  palabra,  á  los  viajea  de  recreo  que 
snelen  hacerse?  No,  ciertamente.  Sería 
mucho  mejor  no  se  pensara  en  tales 
viajes.  Por  el  pronto  se  evitaría  un  gasto 
que  á  nada  útil  para  el  aervicio  conduce, 
y  sólo  disgustos  y  traatornos  acarrea. 
Voy  á  demostrarlo,  ó  al  menos  á  intentar 


(I)    La  cifra  se  ha  rebajado  á  4.000  pesetai. 
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sa  demoetración,  periundido  de  que  ha- 
brá algunos  que  no  se  convenzan  ó  no 
quieran  convencerse.  Pero  nada  pierdo, 
porque  no  escribo  para  estos  últimos. 

Las  visitas  que  llaman  de  inspección, 
sin  duda  para  ajastar  el  nombre  de  los 
viajes  al  tecnicismo  ó  nomenclatura  del 
presupuesto,  bien  se  giren  por  los  Direc- 
tores generales,  acompañados  de  la  per- 
sona ó  personas  de  mayor  confianza, 
bien  por  el  que  tiene  itifluencia,  aunque 
carezca  de  todo  conocimiento  relativo  á 
la  administración  penitenciaria,  que  tie 
ne  influencia,  decía,  para  conseguir  una 
Real  orden  que  autorice  el  gasto  é  invis- 
ta de  autoridad  al  favorecido  para  hacer 
y  deshacer,  atar  y  desatar,  como  San  Pe- 
dro en  el  cielo,  en   los  Establecimientos. 

Fijándose  en  el  caso  primero,  á  cual- 
quiera se  le  ocurre  que,  si  es  grande  el 
acompañamiento  que  lleva  el  Director, 
pronto  se  agotan  las  10.000  pesetas  y  se 
concluyen  las  visitas.  Además,  el  cargo 
de  Director  general  se  obtiene  por  el  solo 
hecho  de  ser  Diputado,  y  sin  más  condi- 
ciones ni  pruebas  que  la  voluntad  de  un 
Ministro  amigo.  Puede  darse  el  caso  que 
por  este  medio  llegue  á  ocupar  aquel 
puesto  una  persona  conocedora  de  los 
achaques  y  mal  estado  de  nuestros  Pre- 
sidios y  Cárceles,  de  la  ciencia  penal  y 
de  los  sistemas  y  problemas'  penitencia 
rios  de  que  va  á  tratar  y  debe  resolver; 
pero  también  cabe  que  ocurra  lo  contra- 
río. Y  como  los  acompañantes  del  Jefe 
no  se  hallan  en  el  caso  de  aconsejar  con 
acierto  por  las  raaones  ya  dichas,  salvo 
rarísimas  excepciones,  llega  la  comitiva 
á  un  Presidio,  quizá  por  primera  vez, 
desconociendo  la  índole  de  estas  casas  y 
la  realidad  de  las  necesidades  que  en  el 
servicio  se  sienten.  En  vez  de  enterarse 
por  los  empleados  del  estado  en  que  la 
Prisión  se  encuentra,  suelen  recurrir  á 
los  presidiarios  preguntándoles  si  tienen 
quejas  que  exponer.  Y  los  más  perversos 
criminales,  muy  diestros  y  muy  astutos 
en  toda  clase  de  artes  reprobadas,  siem- 
pre presentan  gran  número  de  quejas. 
Que  el  rancho  es  malo,  que  se  les  casti- 
ga, que  no  se  les  permite  comunicar  con 
sus  desgraciadüB  esposas,  debiendo  ad- 
vertir que  no  hay  tal  parentesco,  y  que 
tales  esposas  son  prostitutas  raídas  y 
desechadas  por  inservibles  de  los  últimos 
burdeles,  pues  los  que  realmente  están 
casados  y  tienen  familia,  no  quieren  mez 
ciarse  en  tales  enredos;  que  no  se  les  per- 
mite escribir  á  bub  protectores^  pidiéndo- 
les amparo  por  caridad,  cuyas  cartas  sue- 


len ser  de  entierro  y  sus  protectores  los 
codiciosos  y  avaros  á  quienes  fascina  la 
cuantiosa  ganancia  que  en  un  negocio  se 
les  brinda,  y  caen  en  las  celadas  presi- 
díales. 

De  tales  relaciones,  hechas  quizá  por 
un  bruto  feroz  que  ha  asesinado  á  su  pa- 
dre, ó  por  un  redomado  estafador  que  en 
sus  hazañas  arruinó  á  una  ó  varias  fami- 
lias, dejándolas  en  lá  miseria,  se  forma 
el  pliego  de  cargos  al  personal  y  la  visita 
de  inspección  concluye,  pues  debe  no- 
tarse que  tales  visitas  suelen  ser  casi 
siempre  momentáneas. 

Pero  es  necesario  tomar  alguna  medi- 
da, tanto  más  buena  cuanto  más  ruidosa, 
pues  de  este  modo  se  justifica  mejor  el 
gasto  que  se  produce.  El  no  oír  ni  escu- 
char razones  del  personal  en  tales  casos, 
es  lo  más  corriente,  porque  á  los  emplea- 
dos les  queda  luego  tiempo  bastante 
para  contestar  en  los  expedientes  ócau- 
sas  que  se  les  forman  á  consecuencia  de 
los  relatos  hechos  por  los  bandoleros.  8i 
elservicio  estaba  mal,  y  si  se  ha  puesto 
peor  por  consecuencia  de  la  visita  ins- 
pectora, se  exige  la  responsabilidad  á  los 
funcionarios  del  Presidio  ó  Cárcel,  los 
criminales  se  quedan  contentos  y  dis- 
puestos para  otra,  la  prensa  publícala 
visita,  haciendo  resaltar  el  celo  de  los^ 
visitantes,  doliéndose  de  la  triste  suerte 
de  los  asesinos,  echando  al  Iodo  el  pres- 
tigio de  los  empleados,  y  así,  como  diría 
Zorrilla,  la  cuestión  da  fondo  por  parte 
de  los  Inspectores. 

Cuando  el  que  gira  la  visita  es  un  pro- 
tegido, un  afortunado  de  la  dirección,  las 
cosas  marchan  peor  si  cabe,  porque  falta 
la  jefatura  natural,  la  representación  y  la 
autoridad  que  lleva  el  Director,  existe 
mayor  desconocimiento  del  asunto  y  hay 
menor  alteza  de  miras,  si  es  que  no  se 
busca  un  ascenso;  motivos  más  grandes 
para  justificar  la  necesidad  que  había  de 
la  inspección,  el  acierto  en  las  medidas 
tomadas  y  el  saludable  rigor  desplegado. 

Los  puntos  que  acabo  de  consignar 
respecto  á  las  visitas,  me  parecen  sufi- 
cientes para  deducir  y  apreciar  los  efec- 
tos que  producen.  Pudiera  ampliarlos 
con  la  buena  copia  de  datos  que  conser- 
vo, pero  temo  cansar -al  benévolo  lector^ 
Por  otra'parte,  lo  dicho  es  suficiente  para 
juzgar  de  su  bondad  y  eficaces  resultados* 

Con  la  organización  expneata  en  el  pa- 
rral^ anterior  y  las  inspecciones  tratadas 
en  éste,  ni  Juntas  locales,  ni  Juntas  eco* 
nómicas,  ni  ningún  organismo  extrañó  A 
Penales,  sería  necesario  para  dirigir,  ad* 
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iniuistrAr,  vigilar  ó  inspeccionar  loa  Eb- 
tablecimientoa.  Áaí,  el  impalao  de  la  Di- 
rección Central  aería  rápido,  la  confianxa 
de  loa  funcionarios  crecería  al  tener  por 
ánicoa  auperiorea  en  laa  diferentea  esca- 
las y  en  los  respectivos  grados  á  sus  Je- 
fes naturalea,  que  á  m&B  de  esto  renni 
rían  la  condición  de  permanencia  y  el  co- 
nocimiento directo  del  peraonat  y  loa  aer- 
vicios,  todo  lo  cual  eatrecharía  loa  víncu- 
loa  de  unión  y  compafieriamo  que  tanto 
favorecen  el  preatigio  de  laa  Corporacio- 
nes y  organismos  en  que  tales  circuns- 
tancias existen  y  tan  benéfica  acción  ejer- 
cen en  laa  cueationea  de  que  entienden  y 
aauntoa  que  despachan;  aai  se  evitarían 
las  dudas  y  zosobraa  que  hoy  exiaten  al 
cambiar  un  funcionario  del  Centro,  un 
Preaidente  ó  Vocal  de  Junta,  cambios 
que  sólo  desean  los  malos  empleados,  los 
que  sólo  fían  au  permanencia  en  el  desti 
no  al  inconveniente  apoyo  que  tal  ó  cual 
personaje  lea  preste;  los  que  son  nocivos 
á  la  Ádminiatración  y  loa  que  forman  la 
cisafia  de  todoa  loa  diagustos;  así  se  ve- 
rían joata  y  merecidamente  premiados  la 
aptitud,  la  laborioaidad,  la  diligencia,  el 
acierto  y  ¿por  qué  no  decirlo?  la  misma 
honradez  y  la  moralidad;  aaí  ae  tomaría 
verdadero  amor  á  todo  cargo  y  carifio  á 
Jo%  variados  servicios;  aaí  se  despertaría 
el  entuaiaamo  por  abrillantar  una  carrera 
tenida  baata  hoy  en  el  indiferentismo 
más  grande,  cuando  no  en  el  desprecio 
y  en  el  odio;  aaí  cabría  formar  Tribuna- 
les de  honor  para  expulaar  de  la  colecti- 
vidad á  todo  individuo  que  en  concepto 
<ie  la  misma  fuera  indigno  de  pertenecer 
á  ella,  expulaión  que  no  obedecería  á  loa 
lentos  y  dificultosos  trámites  reglamen- 
tarios que  en  la  actualidad  existen,  sino 
mI  concepto  de  dignidad  que  palpitar  debe 
en  toda  Corporación,  cual  sucede  en  Ar- 
tillería, IngeQieros  y  otros  Cuerpos  me- 
recedores del  respeto  y  la  consideración 
de  todos,  y  así,  en  fin,  el  ramo  de  Prisio- 
nes en  España  llegaría  al  nivel  que  le  co- 
rresponde por  la  levantada  misión  que 
desempeña,  y  al  que  tiene  en  las  nacio- 
nes más  civiHsadas  y  cultas  de  ambos 
continentes. 

Si  á  la  vista  de  ciertos  hechos  y  proce- 
dimientos y  determinaciones,  que  infun- 
den desalientoa,  tedio  y  repugnancia  en 
pertenecer  al  desgraciado  Cuerpo  de  que 
<K>nstituyo  la  parte  más  pequeña  é  insig- 
nificante; si  á  la  vista  de  eso  que  Le  to 
cado.  y  estoy  tocando  á  diario,  censuro 
con  toda  lealtad  y  sin  sombra  de  pasión 
ni  de  prejuicios  los  desaciertos  que  noto, 


porque  me  los  enseña  la  propia  experien- 
cia, no  entra  en  mi  ánimo,  no,  zaherir  en 
lo  más  mínimo  á  nadie.  Sólo  aspiro,  sólo 
quiero  que  el  ramo  de  Priaiones  se  levan- 
te de  la  poatración  en  que  está;  que  no  se 
pudran  loa  recíñaos  en  los  Establecimien- 
tos; que  no  gravite  aobre  el  contribuyen- 
te la  carga  de  tantos  millares  de  hombres 
que  debieran  aliviarla;  que  el  Cuerpo,  por 
su  propia  dignidad,  y  la  Dirección  por 
propio  decoro,  y  el  Gobierno  por  ineludi- 
ble deber  y  la  aociedad  por  propio  ins- 
tinto de  conservación,  contribuyan  todos 
de  consuno,  todoa  con  decisión,  todos 
con  diligencia,  todos  con  buena  fe,  á  me- 
jorar la  suerte  de  veinte  mil  hombres 
que  hoy  fermentan  y  se  descomponen  en 
la  hediondez  del  presidio  ó  de  la  cárcel 
para  contagiar,  corromper  y  deatruir  ma- 
ñana á  la  gente  honrada  y  libre. 

Y  como,  á^mi  ver,  este  problema  no  es 
de  dificultad  insuperable,  duéleme  mu- 
cho  que  cada  día  ae  vaya  haciendo  su  re- 
solución más  difícil,  que  nadie  tome  con 
fe,  óon  decisión  y  con  ahinco  la  noble  mi- 
aión  de  mejorarle,  y  que  muy  pocos  se 
fijen  en  la  imposibilidad  de  continuar 
por  la  senda  en  que  hoy  deagraciada- 
mente  caminamos. 

Ni  tengo  fuerza,  ni  autoridad,  ni  com- 
petencia para  mejorar  el  triste  y  calami- 
toso eatado  de  laa  cuestiones  penales. 
Pero  veo  y  toco  el  mal  muy  de  cerca  y  á 
diario;  exiaten,  á  mi  parecer,  remedios 
para  aliviarle,  remedios  que  serían  efica« 
cea  siempre,  pero  quizá  más  en  las  cir- 
cunstancias presentes,  y  me  cansa  dolor 
grande  que  talea  remedios  no  se  apli- 
quen. Es,  como  he  dicho,  la  reaolución 
del  problema  obra  de  todoa,  pero  afecta 
más  á  los  que  por  azarea  de  la  vida  tie- 
nen con  él  mayores  conexiones  y  mayor 
proximidad.  Y  ora  por  formar  parte  de 
ese  todo,  ora  por  los  estrechos  vínculos 
que,  á  virtud  de  mi  cargo,  con  los  pro- 
blemas penitenciarios  me  ligan,  ora,  en 
fin,  principalmente  y  sobre  todo,  por  la 
vocación  eapecial  que  hacia  loa  mismos 
me  inclina,  por  todo  ello  me  creo  en 
el  deber  ineludible  de  denunciar  el  mal 
y  de  proponer  loa  remedioa  que  á  mi 
juicio  darían  eficacea  reaultados. 

Si  al  llamamiento  hecho,  no  por  mí, 
que  es  impotente  mi  voz  para  salvar  los 
límites  de  la  humilde  habitación  en  que 
escribo;  no  por  mí,  repito,  sino  por  el  es- 
tado abyecto  en  que  se  halla  el  impor- 
tante y  tranacendental  asunto  que  estu- 
dio, si  á  tal  llamamiento  responden  las 
personas  que  ya  por  deber,  ya  por  sus 
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tftlentos  deben  y  pueden  intervenir,  to- 
mar parte  activa  con  acierto  y  con  pn> 
vecho  en  el  problema,  en  la  reforma,  en 
la  mejora  de  nnestras  Priaionea,  tendrán 
In  gloría  de  haber  prestado  nn  gran  ser- 
vicio á  la  patria,  cnal  en  otro  tiempo  ee 
lo  prestaron  á  la  suya  respectiva  Howard, 
Crofton  y  demás  bienhechores  de  la  Ha- 
manidad,  ya  citados. 

Si  esto  se  consigne,  habránse  cumpli- 
do mis  ardientes  deseos;  si  nada  se  lo- 
gra, si  nada  se  hace,  yo  tendré  la  triste 
satisfacción,  pero  satisfacción  al  fin,  de 
haber  puesto  cnanto  estaba  de  mi  parte 
y  cumplido  mi  deber.> 


INSPECCIÓN  JUDICIAL.— De  la  ins- 
pección y  vigilancia  en  la  Administración 
de  justicia,  tratan  la  Ley  orgánica  del 
Poder  judicial  en  sus  arts.  709  á  780,  y 
la  adicional  en  el  16. 


INSPECTORA  Y  CELADORAS.-- 

Empleadas  del  ramo  de  Prisiones  que 
tienen  á  su  cargo  los  departamentos  de 
reclusas  y  la  vigilancia  de  las  mismas, 
bajo  la  dirección  del  Jefe  del  Estableci- 
miento. 

Hasta  que  la  Administración  lletó  á 
determinadas  Prisiones  Hermanas  de  la 
Caridad  (1)  para  los  servicios  del  régimen 
^interior,  éstos  se  hallaban  confiados  á  las 
inspectoras  y  celadoras  laicas,  que  siguen 
d^sempefiándolos  en  las  Prisiones  de  re- 
clusas donde  no  existen  religiosas. 

Tanto  las  inspectoras  como  las  celado- 
ras no  reclusas,  son  nombradas  por  libre 
elección  del  Director  general,  y  no  perte- 
necen, por  tanto,  al  Cuerpo  de  Prisiones, 
ni  tienen  la  inamovilidad  que  de  derecho 
corresponde  á  los  funcionarios  de  dicho 
organismo,  ni  se  las  exige  prueba  alguna 
de  competencia  para  ser  nombradas. 

Acertado  seria,  á  nuestro  entender, 
que  los  noqabramientos  recayesen  en  viu- 
<las  ó  hijas  de  empleados  del  Cuerpo  de 
Prisiones,  sobre  todo  de  los  fallecidos  en 
actos  del  servicio,  ó  en  Maestras  de  ins- 
trucción primaria,  exigiendo  á  unas  y  á 
otras  los  conocimientos  más  indispensa- 
bles para  el  ejercicio  del  cargo,  como  se 
exige  á  los  empleados,  según  se  exige 
también  á  las  que  pretenden  desempefiar 


(1)    Véase  el  artículo  correspondiente,  pá^ 
gioas  529  á  544  de  este  tomo. 


escaelas  de  primerA  enseíiansa,  y  darla» 
la  inamovilidad  qQ«  los  empleados  tie- 
nen, sujetándolas  á  reeponsabilidades 
idénticas,  según  la  naturaleza  del  c^rgo 
y  la  índole  del  servicio  que  prestan. 

He  aquí  la  disposición  por  virtud  de  la 
eual  se  establecieron  en  las  casas  de  co- 
rrección. 

Jieal  orden  de  22  de  Diciembre  de  1851^ 
mandando  que  se  obterven  las  diapoti- 
dones  que  se  expresan  acerca  del  perso^ 
nal,  suministro  y  contabilidad  de  lasca- 
sos  de  corrección  de  mujeres. 

(Oob.)  €  Para  regularizar  el  personal, 
el  suministro  y  la  contabilidad  de  las  ca- 
sas de  corrección  de  mujeres,  se  ha  ser- 
vido resolver  8.  M.  que  por  ahora,  é  ínte- 
rin se  publica  el  reglamento  que  ha  de 
regir  á  las  mismas,  se  observe  lo  si- 
gniente: 

1.0  Los  Comandantes  de  los  Presidios 
lo  serán  á  la  vez  también  de  las  casas  de 
corrección. 

2.0  Cada  casa  de  corrección  tendrá 
además  una  Inspectora  de  edad  madura, 
soltera  ó  viuda,  de  conducta  irreprensi- 
ble, que  sepa  leer,  escribir  y  contar  y  de 
instrucción  en  las  labores  propias  de  su 
sexo,  la  cual  disfrutará  el  sueldo  de  d^QQ^ 
reales. 

8.0  Una  Snbinspectora  que  reúna  las 
mismas  circunstancias,  la  cual  gozará  de 
2.600  reales  anuales  y  habitación  dentro 
de  la  clausura. 

4.0  Un  Alcaide  que  pase  de  cuarenta 
afios,  soltero  ó  viudo,  de  conducta  irre- 
prensible, que  sepa  leer,  escribir  y  con- 
tar, con  2.500  reales. 

6.0    Un  Capellán,  con  2.000  reales. 

6.0  Un  Módico  cirujano,  que  será  el 
del  Presidio. 

7.0  Un  portero  demandadero,  de  es- 
tado casado  si  fuese  posible,  y  de  edad  y 
salud  á  propósito  para  el  servicio  que 
tiene  que  prestar;  disfrutará  de  1.600 
reales  y  vivirá  con  su  mujer  en  el  Esta- 
blecimiento. 

S,^  Por  cada  60  corrigendas  habrá 
una  celadora  y  una  ayudanta,  elegidas 
de  entre  las  mismas,  Iss  cuales  estarán 
relevadas  da  la  fatiga  mecánica  del  Ka- 
tablecimiento,  disfrutando  l4S  primeras 
ocho  maravedís  diarios. 

9.0  £1  Comandante,  como  Jefe  local, 
hará  respetar  y  obedecer  cuantas  órde- 
nes reciba  de  la  Dirección  general  6  del 
Gobernador  de  la  provincia,  á  coyo  elis«- 
to  visitará  diariamente  el  EsUbledmlea- 
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to,  yft  en  las  horas  de  comer  loa  ranchos,  ' 
ya  en  el  acto  de  la  revista  de  Oomisario, 
ya  durante  la  instrucción  y  prácticas  re* 
ligiosas,  ya,  6nai mente,  cuando  las  aten- 
ciones del  Presidio  se  lo  permitan. 

10.  Hará  que  por  la  Mayoría  del  Pre- 
sidio, no  sólo  se  lleven  con  la  mayor 
exactitud  todas  las  cuentas  del  Estable- 
cimiento y  se  rindan  del  mismo  modo 
que  las  de  aquél,  sino  una  rasón  de  las 
altas  y  bajas  de  las  corrigendas,  así  como 
de  sus  respectivos  testimonios  de  conde- 
na, que  exigirá  en  la  propia  forma  que 
los  de  los  confinados,  cuidando  de  que  se 
lleven  también  con  claridad  y  distinción 
los  registros  y  notas  de  cada  penada  en 
la  forma  qu»  está  prevenida  para  dichos 
confinados,  á  fin  de  que  puedan  servir, 
tanto  para  las  propuestas  de  gracias, 
cnanto  para  la  estadística  criminal  de 
este  ramo. 

11.  La  Inspectora  será  responsable  al 
Comandante  del  cumplimiento  de  cuan- 
tas órdenes  le  comunique,  así  como  de  la 
seguridad  de  las  penadas  mancomunada- 
mente  con  el  Alcaide,  desde  el  momento 
qne  entren  en  clausura  basta  que  en  vir- 
tud de  orden  por  escrito  del  mismo  Oo- 
mandante,  salgan  de  ella. 

12.  Lo  será  asimismo  de  la  más  pun- 
ttlál  ejecnción  de  manto  esté  relaciona- 
do con  su  régimen  interior  y  económico 
y  de  que  los  empleados  subalternos  lle- 
nen sus  obligaciones. 

18.  Llevará  un  registro  de  todas  las 
corrigendas,  donde  anotará  sus  vicisitu- 
des, ya  por  motivo  de  aplicación,  con- 
ducta, arrepentimiento  y  servicios  extra- 
ordinarios, ó  ya,  por  el  contrario,  por  fal- 
tas ó  delitos  nuevamente  cometidos,  cu- 
yos datos  servirán  á  la  Mayoría  del  Pre- 
sidio para  las  propuestas  trimestrales, 
conforme  está  mandado  para  los  pe- 
nados. 

14.  Tendrá  en  su  poder  la  llave  de  la 
portería,  la  de  la  clausura  y  demás  trán- 
sitos que  conduzcan  á  la  calle,  cuidando 
que  se  cierren  á  la  oración  en  todo  tiem- 
po y  de  que  no  se  abran  más  qne  para 
asuntos  urgentes  del  servicio. 

La  Subinspectora  es  responsable  á  su 
ves  de  cuantas  órdenes  le  comunique  la 
Inspectora  respecto  del  orden  interior  y 
seguridad  de  las  corrigendas,  y  de  hacer 
qne  las  celadoras  y  ayudantas  cumplan 
las  suyas  puntualmente. 

16.  £1  Alcaide  llevará  diariamente  el 
alta  y  baja,  y  con  el  visto  bueno  de  la 
Inspectora  las  pasará  al  Comandante. 

17.  Tendrá  en  su  poder  una  doble 


llave  de  la  puerta  de  la  clausura,  con  dis 
tintas  guardas  de  las  que  conserve  la 
inspectora,  á  fin  de  que  no  pueda  abrirse 
sin  la  concorrencia  de  entrambos;  tendrá 
aaimismo  la  de  las  puertas  interiores  de 
la  clausura,  siendo  ouligación  suya  ce* 
rrarlas  tan  pronto  como  se  concluyan  las 
labores. 

18.  £1  portero  demandadero  perma- 
necerá á  las  órdenes  de  la  Inspectora  y 
será  responsable  de  cuanto  ésta  le  pre- 
ceptt&e. 

19.  £1  Médico  cirujano  llenará  en  las 
c^sas  de  mujerea  los  mismos  deberes 
que  por  el  reglamento  de  enfermería  de 
los  Presidios  le  están  sefialados. 

20.  Las  celadoras  y  ayudantas  esta- 
rán á  las  inmediatas  órdenes  de  la  Sub- 
inspectora para  que  las  destine  á  los  ser- 
vicios que  considere  convenientes. 

21.  £n  el  momento  que  reciban  los 
Gobernadores  esta  Real  orden,  invitarán 
á  las  personas  que  tienen  á  su  cargo  el 
suministro  de  los  confinados,  para  qne  lo 
verifiquen  igualmente  á  las  penadas,  en 
los  mismos  términos  y  condiciones,  des- 
de el  día  1.^  de  Enero  próximo  venidero; 
y  en  el  caso  de  que  se  conformen,  se 
procederá  á  extender  la  correspondiente 
escritura  por  tiempo  de  tres  meses. 

22.  Si  se  negaran  los  contratistas  á 
ello,  se  hará  el  suministro  por  admiüis- 
ción,  procurando  que  no  exceda  el  precio 
del  que  se  paga  actualmente  por  la  ra- 
ción del  confinado 

28.  Los  Gobernadores  averiguarán 
con  toda  exactitud  los  bienes,  rentas  y 
acciones  qne  pertenezcan  á  las  casas  de 
corrección  de  mujeres  propiamente  di- 
chas, para  darles  la  aplicación  qué  co- 
rresponda. 

24.  Procederán  inmediatamente  á  ve 
riflcar  los  nombramientos  interinos  de 
los  empleados  que  haya  de  haber,  con 
arreglo  á  esta  circular,  »n  las  citadas  ca 
sas  de  corrección,  debiendo  ser  el  del 
Alcaide  á  propuesta  en  terna  de  los  Co- 
mandantes de  los  Presidios;  pero  procu  - 
raudo,  en  cnanto  no  se  oponga  ai  buen 
servicio,  dar  la  preferencia  en  todo  á  loa 
que  lo  estén  en  la  actualidad 

26.  Hechos  los  nombramientos  inte- 
rinos de  los  nuevos  empleados,  pasarán 
loa  oficios  correspondientes  á  los  anti- 
guos, á  quienes  por  cualquiera  causa  no 
se  les  pueda  colocar,  y  comunicarán  su 
resultado,  sin  la  menor  demora,  á  este 
Ministerio. 

26.  Los  Gobernadores  ejercerán,  res 
pecto  de  las  expresadas  casas  de  correc- 
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ción,  las  mismas  atribaciones  qaé  ya  tie- 
uen  en  los  Presidios. 

De  Real  orden  lo  digo  á  Y.  S.  para  so 
nteligencia  y  camplimiento,  no  dadando 
qne  cooperará  con  eficacia  y  con  el  celo 
qoe  le  distingue^  á  remover  caalqnier 
obstáculo  que  se  presente  á  esta  refor- 
ma, reclamada  imperiosamente  ñor  la  ne- 
cesidad. Dios,  etc.  Madrid  22  Diciembre 
de  ISbl.'-Beltrán  de  Lis  -Sr.  Gobernador 
de  las  provincias  de  las  Baleares,  Barce- 
lona, Burgos,  Canarias,  Corufia,  Granada, 
Madrid,  Sevilla,  Valencia,  Valladolid  yZa 
ragoza.t  (C.  L.deF^  i.  II,  páginas  198 
á  196). 

(V.  Reglamento  de  26  de  Agosto  del 
afio  1847,  artículos  81  al  84,  tomo  I,  pá- 
gina 268). 


1N8PECT0RDBLÁB0RES.-EI  Ayu- 
dante de  mayor  categoría  ó  más  antiguo 
en  cada  Prisión  (I). 

La  Instrucción  de  20  de  Knero  1868, 
para  el  gobierno  interior,  formación  de 
caentas,  etc.,  de  los  Penales,  creó  las  pía- 
sas  de  inspectores  de  labores,  de  las 
cuales  se  ocupa  también  la  Instrucción 
de  29  de  Abril  de  1886. 

He  aquí  los  artículos  relativos  á  la  ma- 
teria. 

Instrucción  de  20  de  Etieto  de  1853.^De 
los  talleres  y  su  inspección, 

« Art.  16.     Demostrados  ya  loados 

conceptos  de  Administración  y  Arrenda' 
miento  en  que  se  dividen  los  talleres  de 
los  Establecimientos  penales,  babrá  al 
frente  de  los  mismos  en  cada  penal  un 
empleado  con  el  título  de  clnspector  de 
labores  >. 

Art.  16.  La  referida  inspección  se 
concreta  en  los  Presidios  á  los  Ayu- 
dantes y  á  las  Subinspectoras  en  las  casas 
de  corrección  de  mujeres  (2).  Sus  obli- 


(1)  Véase  en  Caerp*  4e  Piisl^aes,  el 

Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1891,  art.  8.* 
(tomo  I.  p¿g8.  924  y  92!S). 

(2)  De  las  casas  de  corrección  de  mujeres 
á  que  se  refiere  el  artículo  (véase  Galera, 
pág^.  412  y  478  de  este  tomo),  sólo  queda  eo 
la  actualidad  la  de  Alcalá  de  HenaTes,  cuyo 
régimen  se  halla  á  cargo  de  religiosas.  (Véase 
■krmaoas  6  HUas  4e  la  CarMad,  pá- 
ginas 529  á  544  de  este  tomo)  Las  Inspectoras 
y  celadoras  que  existen,  prestan  su  servicio 
en  los  departamentos  de  muieres  de  las  Cár- 
celes, según  se  dice  en  el  lugar  correspon- 
diente, y  no  se  hallan  comprendidas  en  el  ar- 
tículo inserto. 


gaciones  por  tal  concepto,  serán  las  «I- 
gnientes: 

1.*  Vigilar  para  qne  los  maestros  y 
demás  operarios  cumplan  las  obligacio- 
nes que  lee  están  encomendadas. 

2.^  Responder  de  todos  los  efectos  y 
útiles  que  existan  en  los  obradores,  para 
lo  cual,  fuera  de  las  boras  de  trabajo, 
tendrá  siempre  en  sn  poder  las  llaves  de 
los  mismos. 

8.0  Pasar  las  listas  de  los  operarios  A 
la  entrada  y  salida  de  los  talleres,  dar 
los  correspondientes  partes  al  Gomao- 
dante  de  cualquiera  novedad  que  ocurra 
y  del  número  de  confinados  que  exista 
en  cada  industria,  su  consideración  y 
plus  que  devenguen. 

4*  Llevar  los  libros  y  cuadernos  que 
necesite,  para  el  buen  orden  de  la  conta- 
tabilidad  de  los  mismos,  bajo  un  sistema 
sencillo,  pero  que  dé  á  conocer  las  uti- 
lidades que  rinde  cada  industria,  su  es* 
tado  de  decadencia  ó  fomento,  y  por  se- 
parado, las  primeras  materias,  útilee. 
pluses  de  los  operarios  y  demás  gastos 
que  diariamente  originen  las  construc- 
ciones, y  los  productos  que  resulten, 
guardando  siempre  relación  con  los  pe 
didos  de  los  maestros  y  los  cargos  y  des- 
cargos del  guardaalmacén;  en  la  inteli- 
gencia de  que  la  exactitud  y  claridad  de 
estos  datos  es  la  basé  esencial  para  re- 
dactar bien  las  cuentas  de  fabricación. 

6.*  Llevar  asimismo  el  alta  y  baja  de 
todos  los  enseres  que  existan  en  los  ta- 
lleres, confrontando  todos  los  meses  con 
los  asientos  del  libro  que  lleve  el  furriel, 
como  encargado  de  las  compras. 

6.a  Anotar  por  separado  los  pluses, 
jornales  ó  tanto  por  pieza  ú  obra  que  por 
contratos  y  convenios  especiales  se  den 
á  los  confinados  que  se  hallen  en  obras 
públicas  ó  talleres  arrendados,  y  su  dis- 
tribución, según  corresponda,  á  fin  de 
presentar  á  la  Mayoría  en  los  pisaos 
marcados,  la  relación  mensual  que  justi- 
fique los  productos  por  tal  concepto,  cui- 
dando de  pasar  enseguida  á  las  libretas 
de  los  confinados  que  devenguen  plus  y 
al  libro  maestro,  la  cantidad  que  corres- 
ponda á  su  fondo  de  ahorros,  para  en- 
tregarla á  cada  uno  aU  cumplimiento  de 
su  condena. 

7.*  Recaudar  y  llevar  cuenta,  que 
rendirá  á  la  Mayoría,  de  todos  los  demás 
productos  que  en  el  concepto  de  even- 
tuales ocurran  en  los  Establecimientos; 
observar  la  índole  de  loa  operarios,  y 
poner  en  conocimiento  de  sus  Jefes  in- 
mediatos las  mejoras  é  innovaciones  qae 
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considere  útiles  para  la  perfeceión  de  las 
obras. 

'  Art.  17.  Habrá  eo  todos  los  estable- 
cimientos nn  guardaalmaoón,  cayo  cargo 
desempeñará  el  Capata;  idóneo  qae  elija 
•I  Comandante,  el  caal  conservará  en  de- 
pósito todas  las  primeras  materias  y  efec- 
tos qae  se  obtengan  por  caalquier  con- 
cepto. Llevará  an  libro  donde  cargará  el 
número,  clase  y  valor  de  dichas  primeras 
materias  y  efectos,  dándole  salida  con  la 
aplicación  que  designen  las  órdenes  que 
reciba  del  Comandante. 

Árt.  18.  Los  pedidos  de  primeras  ma- 
terias y  útiles  que  exijan  las  construccio- 
nes, se  verificarán  en  la  forma  siguiente: 
los  maestros  de  cada  taller  los  eztende 
rán  7  presentarán  al  Inspector,  éste  los 
dirigirá  al  Mayor  con  el  cón$iame,  el  cual, 
si  no  encuentra  reparo,  pondrá  el  V.o  B  ^ 
y  los  pasará  al  Comandante  para  que  de- 
termine la  entrega  del  depósito  ó  la  com- 
pra, según  corresponda,  en  cuyo  caso  el 
guardaalmacén  hará  las  entregas  ó  se 
adquirirán  por  el  furriel,  pero  con  inter- 
vención del  Inspector. >  (C  L.  de  P.,  to 
mo  II,  págs.  328  y  239). 

In$trucción  de  29  de  Abril  de  líi86.^Del 
In$pector  de  labores, 

< Art.  67.  En  todo  establecimien- 
to habrá  nn  Inspector  de  labores,  que  lo 
será  el  Vigilante  (1)  de  más  categoría  ó 
antigüedad. 

Art.  68.  £1  Inspector  de  labores,  ade- 
más de  las  obligaciones  propias  de  sa 
cargo  de  Vigilante  é  inferior  inmediato 
de  los  Jefes  del  Establecimiento,  será  el 
encargado  de  dirigir  la  organización  y 
marcha  de  los  talleres, de  acuerdo  con  las 
di«))OSÍciones  de  esta  Instrucción  y  las 
órdenes  especiales  que  le  comunique  el 
Director  para  el  mejor  desarrollo  de  los 
trabajos.  I 

Art.  69.  Los  libros,  relaciones,  lista 
de  distribución,  entregas,  estadísticas  y 
resúmenes  de  trabajos,  se  llevarán  y  re- 
dactarán por  el  Inspector  de-  labores  en 
la  forma  que  determine  la  instrncción 
especial  de  contabilidad. 

Art  60.  El  Inspector  de  labores  de- 
berá visitar  una  vez  por  lo  menos  cada 
día  todos  los  talleres,  y  pasará  lista  de 
los  operarios  en  ellos  inclaidos»  anotan- 
do las  faltas  de  los  penados  y  cuidando 
además  de  que  la  contabilidad  interior 


del  taller  se  lleve  por  el  patrón  ó  contra- 
maestre con  toda  puntualidad  y  exacti- 
tud; de  los  defectos  que  observe  dará 
caenta  al  Director. 

Art.  61.  Con  todos  los  penados  qae 
no  estén  incinídos  en  los  talleres  ó  no 
apsre'/can  trabajando  en  cualquiera  de 
las  formas  previiitas  en  esta  Instrucción, 
se  formará  ana  relación  numerada,  de 
la  cual  tomará  diariamente  el  Inspector 
de  labores  una  lista  con  el  número  de 
penados  que  se  considere  necesario  para 
la  limpieza  y  servicios  mecánicos  del  es- 
tablecimiento. >  (Gac,  1.0  Mayo). 


INSTRUCCIÓN  EN  LAS  PKISI0NE8. 

Hasta  ahora  sólo  se  ha  reglamentado  la 
ensefianza  primaria  en  los  establecimien- 
tos penales.  Respecto  á  la  industrial, 
como  enseñanza  de  oficios,  nada  se  ha 
dispuesto,  ni  aun  en  lo  que  atafle  á  di- 
chos establecimientos  penales.  3i  los  re 
olnsos  aprenden  oficios,  es  como  conse- 
cuencia de  dedicarse  á  la  industria;  pero 
la  Administración  no  ha  perseguido  has- 
ta el  presente  el  fin  de  facilitarles  una 
profesión  á  la  que  puedan  dedicarse  en 
la  vida  libre,  se^ún  se  practica  en  otros 
países.  Aqní  sólo  ha  dominado  y  domina 
el  fin  utilitario  del  trabajo,  á  la  ves  que 
el  deseo  de  tener  ocupada  la  población 
penal. 

En  cuanto  afecta  á  las  Cárceles,  ni  aan 
siquiera  escuelas  de  letras  existen,  salvo 
contadas  excepciones,  según  hemos  teni- 
do ocasión  de  consignar  en  otro  lugar  de 
esta  obra  (1). 


INSTRUMENTO.— Cualquiera  de  las 
herramientas  ó  utensilios  de  que  se  vale 
el  hombre  para  trabajar  en  el  oficio  ó 
industria  á  que  se  dedica. 

Esta  clase  de  instrumentos  no  son  em- 
bargables,  según  preceptúa  la 

Ley  de  Enjuiciamiento  ciffil  de  3 
de  Febrero  de  1881. 

« Art.  1.449.  Tampoco  se  embar- 
garán nunca  el  lecho  cotidiano  del  deu- 
dor, su  mujer  é  hijos,  las  ropas  del  pre- 
ciso uso  de  tos  mismos,  ni  los  instrumen- 
tos necesarios  para  el  arte  ú  oficio  á  qae 
el  primero  puede  estar  dedicado. 


(1)    Hoy  Ayudante. 

LiaiSLAClOH  PCM  AL  T  UX  PslSIOVBS  —  TOMO  II 


(1)    Véase  Baeneias  eu  las  PrtsiaBCS, 

págs.  TI6  á  290  de  este  tomo. 
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Fuera  de  éstos,  ningunos  otros  bienes 
se  considerarán  exceptuados.» 


INSTRUMENTO  PÚBLICO.-Todoes- 

crito  autorizado  por  un  funcionario  pú- 
blico relativo  á  los  asuntos  de  su  profe- 
sión  ó  empleo,  como  una  escrituraú  otro 
documento  con  que  se  justifica  ó  acredi- 
ta una  cosa  ó  un  derecho. 

Respecto  á  la  violencia,  intimidación, 
engafio  para  otorgar  ó  suscribir  instru- 
mentos, véanse  los  arts.  610,  620  y  648 
núm.  7.*  del  Código  penal  (tomo  I,  pági- 
nas 662,  063  y  667). 


INSULTO  i   CENT1NEL4,  SALTA- 
eOARUlA  6  FUERZA    ARRf AÜA. — 

(Véase  Código  de  Justicia  militar^  ar 

tículo  7.0  núm.  4.o  y  artículos  268  á  268, 
tomo  I,  págs.  488  y  618). 


INSULTO  Á  FUNCIONARIO  PÚBLU 

C0« — El  concepto  de  funcionario  público 
queda  expuesto  en  el  lugar  correspon- 
diente (pág.  441  de  este  tomo).  De  la  pe- 
nalidad por  los  insultos  dirigidos  á  los 
mismos,  se  ocupan  los  arts.  266  á  270.  es- 
pecialmente este  último,  del  Código 
(tomo  I,  págs.  641  y  642). 

Son  numerosas  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  que  existen  respecto  al 
particular,  de  las  cuales  insertamos  las 
que,  á  nuestro  juicio,  más  concretamen- 
te se  refieren  á  la  materia. 

(Véase  Desacato  j  atentado,  pág.  86 
de  este  tomo). 


• 
•  * 


JüBispauDKiroiA.— i9en¿encia  de  17  de  Fe- 
brero de  1890,  en  causa  seguida  á  Don 
Joaquín  de  NoUa  y  Alin,  por  desacato, 

{Trih,  8up.  de  Just)  <En  la  villa  y 
Corte  de  Madrid,  á  17  de  Febrero  de  1890, 
en  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  que  ante  Nos  pende,  interpuesto 
por  D.  Joaquín  de  Nolla  y  Alfn,  contra  la 
sentencia  de  la  Audiencia  de  lo  criminal 
de  Gerona,  en  causa  procedente  del  Juz- 
gado de  instrucción  de  Puigcerdá,  por 
desacato: 

Resultando  que  la  expresada  senten- 
cia, dictada  en  26  de  Octubre  último,  con- 
signa los  bechoB  en  los  siguientes  resul- 
tandos: 


Primero.  Probado  que  en  la  tarde  de 
9  de  Junio  de  1887.  festividad  del  Cor- 
pos,  D.  Antonio  se  dirigió  al  procoaatlo 
D.  Joaquín  Nolla,  en  la  carretera  de  la 
villa  de  KipoU  á  la  ciodad  de  Vieh,  y 
preguntándole  en  qué  consistían  eiertaa 
palabras  que  babía  pronunciado  en  aquel 
mismo  día  en  la  estación  de  la  vía  férrea, 
con  motivo  de  baber  ido  á  despedir  á 
una  Comisión  que  venía  á  esta  capital 
al  objeto  de  instar  la  tramitación  de  a  a 
expediente  para  la  nulidad  de  algunos 
nombramientos  de  Concejales  de  dicha 
villa,  entre  ellos  el  de  D.  Antonio  María 
Qinestá,  consistentes  dichas  palabras  on 
«procurad  ganar,  que  algunos  irán  á  pré- 
sidio>,  le  contestó  el  procesado  haberse 
referido  únicamente  al  Alcalde  D.  Anto- 
nio María  Qinestá.  por  ser  «un  ladrótt, 
un  pillo>,  palabras  que  repitió  dos  ó  tres 
veces,  y  que  no  cejaría  basta  que  foera 
á  Presidio,  con  cuyas  frases  aludía  á  en 
gestión  administrativa: 

Segundo.  Probado  que  D.  Antonio 
María  Ginesta,  hoy  difunto,  era  Alcalde 
constitucional  de  la  villa  de  Rtpoll  en  la 
tarde  de  9  de  Junio  de  1887,  y  que  en  la 
misma  tarde  se  hallaba  ausente  de  aqae- 
lla  población: 

Resultando  que  la  referida  Audiencia 
calificó  los  hechos  expuestos  como  ooiwh 
titutivos  de  un  delito  de  injurias  á  la 
autoridad,  con  ocasión  de  sns  funciones 
y  fuera  de  su  presencia,  y  condenó  á  aa 
autor,  D.  Joaquín  Nolla,  á  dos  meses  y 
un  día  de  arresto,  accesorias  y  costas: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia, 
y  con  depósito,  se  ha  interpuesto  por  di- 
cho procesado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley<,  fundado  en  los  párra- 
fos I  .o  y  S.o  del  art.  849  de  la  de  Enjnl- 
ciamiento  criminal,  designando  cobao  in- 
fringidos: 

l.o  El  art.  269,  en  relación  con  los 
471  y  472  del  Código  penal,  porque  de* 
bió  calificarse  el  hecho  de  injnrias  á  nn 
particular,  y  no  á  la  autoridad: 

Y  2,0  El  art.  4.o  del  libro  IV  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  porque  no 
se  ha  seguido  el  procedimiento  estable- 
cido en  las  injurias  contra  particulares; 
cuyo  recurso  fué  admitido  é  impugnado 
en  el  acto  de  la  vista  por  el  Ministerio 
fiscal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado 
D.  Luis  Lamas,  por  la  no  asistencia  á  la 
vista  del  designado: 

Considerando  que,  según  el  .concepto 
de  los  delitos  definidos  en  los  arts.  ^M 
y  269  del  Código,  no  es  preciso,  par^  que 
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pueda  perpetrarte,  qoe  la  aatoridad  injo- 
riada  se  halle  ea  el  ejercicio  de  aaa  fan- 
ciODee»  aino  qae  baata  con  qae  la  injaria 
hayaaido  dirigida  con  ocasión  de  ellas, 
mientras  la  persona  ofendida  no  haya 
perdido  so  carácter  de-antoridad: 

Oonsiderando  qoe  la  mera  ausencia  del 
lagar  donde  ejerce  la  jarísdicción  una 
aatoridad,  si  afecta  al  ejercicio  de  dicha 
jarisdioctón,  no  despoja  á  la  persona  de 
60  carácter  con  relación  al  pnnto  ó  tér- 
mino Jnrisdicoional  de  so  cargo;  y  qoe  en 
este  supuesto,  qoien  la  ofenda  de  alguna 
de  las  maneras  enumeradas  en  dichos 
arta.  266  y  269  del  Código,  podrá  come 
ter  cualquiera  de  los  delitos  en  los  mis- 
mos deÓnidos,  si  la  ofensa  es  dirigida 
con  ocasión  de  las  funciones  del  cargo: 

Considerando  que  esto  supuesto,  la 
Audiencia  de  Gerona  no  ha  incurrido  en 
error  ninguno  de  los  que  se  le  atrihnyen 
al  penar  á  D.  Joaquín  Nolla  como  autor 
del  delito  que  define  el  art.  269  del  Có 
digo,  porque  las  expresiones  que  profirió 
OOB  relación  á  D.  Antonio  María  Ginesta 
son  enteramente  injuriosas,  porque  el  in- 
juriado era  en  dicha  ocasión  Alcalde  de 
Ripoll,  porque  su  ausencia  de  dicha  villa 
en  el  momento  de  ser  pronunciadas  las 
expresiones  injuriosas  sólo  afectan  al 
e|eroioio  de  su  jurisdicción,  pero  no  á  sto 
carácter,  y  porque  la  ofensa  la  ha  profe- 
rido en  ocasión  de  las  funciones  de  so 
cargo: 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos Bo  haber  lugsr  al  recurso  de 
casación  por  infrnccióo  de  ley,  que  contra 
la  sentencia  de  la  Audiencia  de  lo  crimi- 
oal  de  Gerona  ha  interpuesto  Joaquín 
Nolla  y  Alin,  á  quien  condenamos  en  las 
costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  cons- 
tituido, ai  que  se  dará  la  aplicación  pre- 
venida en  la  ley;  y  comuniqúese  esta  de- 
cisión al  Tribunal  sentenciador  á  los 
efectos  procedentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Q aceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legiilativa,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — 
Emilio  Bravo. — Mateo  de  Alcocer.— José 
de  A Idecoa.— Rafael  Alvares.— Miguel 
de  Castells.— Rafael  de  Solía  Liébana. — 
Luis  Lamas.— Enrique  Lassus. 

Leída  y  publicada,  etc.  Madrid  17  de 
Febrero  de  1890.— P.  H.  Licenciado  Jo$é 
Victoriano  de  la  Cueeta,^  {C.  L.,  Senten- 
cias del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en 
materia  criminal,  primer  semestre  1890, 
págsS69áS71). 


UftERDICCI^N  CIYIL.—  Estado  de 
ana  persona  á  quien  se  declara  jurídica- 
mente incapacitada  para  realixar  actos 
de  la  vida  civil  y  se  le  priva  de  adminis- 
trar bienes. 

Bajo  dos  pantos  de  vista  puede  consi- 
derarse, y  se  considera  por  los  autores, 
la  interdicción  civil:  como  pena  y  como 
incapacidad.  Es  considerada  en  el  pri- 
mer concepto  cuando  dimana  de  delito, 
apareciendo  entonces  como  una  de  las 
accesorias  que  el  Código  establece  en  su 
art.  26,  y  de  la  que  tratan  también  el 
48,  64,  67  y  466  (tomo  I.  págs.  616.  616, 
617  y  669);  en  el  segundo  procede  de  falta 
de  inteligencia,  por  rasón  de  edad,  de 
enfermedad  ó  de  prodigalidad,  y  tiene 
carácter  esencialmente  civil.  (Véase  el 
artículo  Peuas^  en  el  cual  se  trata  con 
más  detalle  de  la  interdicción). 


INTERÉS  DEL  DINERO.  —  La  utili 
dad,  ganancia  ó  beneficio  que  se  obtiene 
de  una  cantidad  prestada. 

Nuestra  antigua  legislación  contiene 
numerosos  preceptos  prohibiendo  la  usu- 
ra, poniendo  tasa  al  interés  del  dinero. 
La  Ley  22.  tít.  I,  libro  X  de  la  Novísima 
Recopilación,  consideraba  como  usura- 
rios loa  préstamos,  cuando  el  interés 
anual  excedía  del  6  por  100,  y  obligaba 
mediante  juramento  á  los  prestamistas 
á  no  dar  dinero  á  tipo  más  alto.  Mas  no 
obstante  esta  y  otras  prohibiciones,  la 
nsura  continuaba,  á  pesar  de  la  tasa,  y 
la  ley  se  burlaba  é  infringía  por  mil  mo- 
dos. La  experiencia  demostró  que  la  tasa 
era  impotente  para  jremediar  los  males 
que  la  usura  ocasionaba,  y  creyendo  que 
au  abolición  los  contendría  ó  haría  me- 
nores, se  promulgó  la 

Ley  de  14  de  Marzo  de  1856,  aboliendo  la 
toia  $obre  el  interés  del  capital. 

{Fom.)  «Dofia  Isabel  II.  por  lag^racia 
de  Dios,  etc. 

Artículo  1.0  Queda  abolida  toda  tasa 
sobre  el  interés  del  capital  del  numerario 
dado  en  préstamo. 

A rt.  2  o  Podrá  pactarse  convencional- 
mente  interés  en  el  simple  préstamo, 
pero  este  pacto  será  nulo  si  no  consta  por 
escrito. 

Art.  3.0  Se  reputa  interés  toda  pres- 
tación pactada  á  favor  de  un  acreedor. 

Art.  4.0  Lo  dispuesto  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores  es  aplicable  á  todo 
préstamo  de  cosa  fungible  cuyo  interés 
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consiste  en  an  aumento  en  la  misma  es- 
pecie que  ha  de  devolverse. 
'   Art.  5.®    ^l  afío  civil  es  la  nnidad  de 
tiempo  para  el  cálculo  del  interés  del  ca- 
pital . 

Art.  6.0  El  recibo  del  capital  dado  por 
el  acreedor  sin  reservarse  el  derecho  á 
los  intereses  estipulados,  extingue  la 
obligación  del  deudor  respecto  de  ellos. 

Art,  7.^  Durante  el  término  del  con- 
trato, los  intereses  vencidos  y  no  paga- 
dos, no  pueden  devengar  intereses. 
Transcurrido  el  plato,  tos  líquidos  y  no 
«Rtisfechos  podrán  capitallsarse  y  esti- 
pular de  nuevo  réditos  sobre  el  aumento 
del  capital,  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
en  el  art  2.o 

Art.  8.®  Al  principio  de  cada  afio,  el 
Gobierno,  oyendo  al  Consejo  de  Estado, 
fijará  el  interés  legal  que,  sin  estar  pac- 
tado, debe  abonarse  por  el  deudor  tegí 
timamente  constituido  en  mora,  y  en  los 
demás  casos  determinados  por  la  ley. 
Mientras  no  se  fije  este  interés,  se  consi- 
derará como  legal  el  de  6  por  100  al  aflo. 

Art  9°  Quedan  derogadas  todas  las 
disposiciones  anteriores  contrarias  á  las 
de  la  presente  ley. 

Palacio  14  de  Marso  de  1866.»  (O.  L., 
tomo  LXVII,  pág.  867). 

Ley  de  Enjuiciamiento  eivU  de  3  de  Fe- 
brero de  1881, 

c  Art.  1.172.  En  virtud  de  la  de- 
claración de  concurso ,  se  tendrán  por 
vencidas  todas  las  deudas  pendientes  del 
concursado.  Si  llegara  á  verificarse  el 
pago  antes  del  tiem^K)  prefijado  en  la 
obligación,  sufrirá  ^  descuento  que  co- 
rresponda al  interés  legal  del  dinero. 

Art.  1  461.  En  los  casos  en  que  deba 
procederes  contra  los  sueldos  ó  pensio- 
nes, sólo  se  embargará  la  cuarta  parte 
de  ellos  si  no  llegasen  á  2  000  pesetas  en 
cada  afio;  desde  2.000  á  4.600,  la  tercera 
parte  y  desde  4.600  pesetas  en  adelante, 
la  mitad. 

Guando  por  disposición  de  la  ley  es- 
tén gravados  dichos  sueldos  ó  pensiones 
con  algún  descuento  permanente  ó  tran- 
sitorio, la  cantidad  líquida,  que  deduci- 
do éste  perciba  el  deudor,  será  la  que 
servirá  de  tipo  para  regular  el  embargo, 
según  la  proporción  fijada  en  el  párrafo 
anterior. 

Art.  1.462.  Sean  cualesquiera  los  con- 
venios particulares  que  haya  hecho  el 
deudor  con  sus  acreedores^  cuando  se 


proceda  judicialmente  contra  el  sueldo  ó 
pensión  que  disfrute  y  perciba  de  fon- 
dos del  Estado,  la  provincia  ó  el  mooi- 
cipío,  no  podrá  embargarse  más  qne  la 
parte  proporcional  establecida  en  el  ar 
tículo  anterior,  debiendo  quedarle  slem 
pre  el  resto  libre  de  toda  respoosabili - 
dad.»  {Gacetas  del  6  al  22  Febrero). 

Código  dvü, 

<  Art.  1.108.     Si  la  obligación  ooti- 

sistiese  en  el  pago  de  una  cantidad  de 
dinero,  y  el  deudor  incurriese  en  mort. 
la  indemnización  de  daños  y  perjnidos. 
no  habiendo  pacto  en  contrario,  consis 
tira  en  el  pago  de  los  intereses  conveni- 
dos, y  á  falta  de  convenio,  en  el  interés 
legal. 

Mientras  qne  no  se  fije  otro  por  el  Go 
bierno,  se  considerará  como  legal  eM 
por  100. 

Art.  1.109.  Los  intereses  veaddot 
devengan  el  interés  legal  deede  qne  son 
judicialmente  reclamados,  aanqae  ii 
obligación  haya  guardado  silencio  sobre 
este  pnnto. 

En  los  negocios  comercialee  se  estará 
á  lo  que  dispone  el  Código  de  comercio. 

Los  Montes  de  Piedad  y  Cajas  de 
Ahorros,  se  regirán  por  sns  reglamentos 
especialesr 

Art.  1.110.  El  recibo  del  capital  por 
el  acreedor,  sin  reserva  alguna  respsels 
á  los  intereses,  extingue  la  obligadÓB 
del  deudor  en  cuanto  á  éstos.  » 

El  recibo  del  último  plaso  de  nn  débi- 
to, cnando  el  acreedor  tampoco  hiden 
reservas,  extinguirá  la  obligación  m 
cuanto  á  los  plazos  anteriores. 

Art.  1.111.  Los  acreedores,  despséi 
de  haber  perseguido  los  bienes  de  <iw 
esté  e.i  posesión  el  deodor  para  realíttr 
cuanto  se  les  deba,  pueden  ejercitar  to- 
dos los  derechos  y  acciones  de  ésta  eos 
el  mismo  fin,  exceptnando  loe  que  seas 
inherentes  á  su  persona;  pueden  taiB- 
bién  impugnar  los  actos  qne  el  dso 
dor  haya  realisado  en  fraode  de  n> 
.  acreedores. 

Art.  1.766     No  se  deberán  interssN 

sino  cuando  expresamente  se  hablaren 

pactado  >  (O acetas  de  25  á  27  de  JoH^ 
de  1889). 

Ley  de  25  de  Áhrü  de  Í895,  dnmd9dtú^ 
ráder  de  caud^iles  púbUcot  á  lesas U» 
Cajas  del  Ejército  y  Arwvtia,  f  tt 
poniendo  que  sólo  pueda  ewUwrgmuk 
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quinta  parte  del  sueldo  liquido  que  per 
dban  los  tmlitares. 

^O tierra)     «Don  Alfonso  XIII,  por  la 
BprAcim  de  Dios  y  1a  Constitoción  Rey  de 
£apafia,  y  en  su   nombre  y  durante  ta 
inenor  edad  la  Reina  Regente  del  Reino. 
A  todos  los  que  la  presente  vieren  y 
entendieren,  sabed:  Que  las  Cortes  han 
decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 
Artículo  1.0    Los  fondos  pertenecien 
tes  á  las  Cajas  militares  del  Ejército  y  de 
la  Armada,  se  considerarán  como  cauda- 
les   públicos,  aunque  no  ingresen  en  el 
Tesoro,  por  el  objeto  especial  A  que  es- 
ULn  destinados.    En  su  consecuencia,  los 
anticipos,  retenciones,  «lóbitos  y  respon- 
sabilidades que,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones vigentes,  se  hsgan  por  dichas 
Cajas  á  los  Generales,  Jefes  y  OOciaies 
del    Ejército,   Armada  y  sus  asimilados, 
taoio  en  activo  como  retirados,  tendrán 
prelacion  para  su  reintegro  sobre  las  re- 
tenciones que  contra  aquéllos  se  decre-* 
ten  por  virtud  de  mandamiento  judicial. 
Art.  2.0     Cuando  se  proceda  por  deu- 
das contra  los  sueldos  ó  pensiones  de  los 
comprendidos  en  el  artículo  anterior,  sólo 
se    autorizará  el  embargo  de  la  quinta 
(>arte  del  haber  líquido  que  perciban. 

Las  disposiciones  del  Reglamento  de 
revista  de  Comisario  de  7  de  Diciembre 
de  1892,  respecto  á  los  sueldos  de  los 
arrestados,  suspensos  de  empleo  y  su  je 
tos  á  procedimiento,  quedarán  subsis- 
tentes. 

Art.  3.'*  En  tiempo  de  guerra  se  sus- 
penderá toda  retención  decretada  contra 
los  sueldos  y  pensiones  de  los  compren- 
didos en  esta  ley  que  se  encuentren  en 
campafia.  y,  entre  tanto,  la  cantidad  que 
esté  por  satisfacer  tlevengará  sólo  el  6 
por  Ido  de  interés  anual,  cualesquiera 
que  sean  las  condiciones  estipuladas  en 
cada  caso. 

Por  tanto:  Mandamos,  etc. 
Dado  en  Palacio  á  *25  de  Abril  de  1895. 
Yo  LA  Rbina  Rk.o«iiíTic.  — El    Ministro  de 
la  Guerra,  Marcelo  de  Azcárraga.*  {Gace- 
ta de  26  de  Abril). 

Ley  de  5  de  Junio  de  1895,  disponiendo 
que  sólo  puede  embargarse,  la  quinta 
parte  del  sueldo  liquido  de  las  clases  ac 
tivas  y  pasivas, 

{Presidencia  del  Consejo  de  Ministros), 
i  Don  Alfonso  XIII,  por  la  gracia  de 
Dios  y  la  Constitución  Rey  de  España,  y 
en  su  nombre  y  durante  su  menor  edad 
la  Reina  Regente  del  Reino. 
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por  la  rebeldía  de  Don  M.  de  la  8.  A.  y 
Don  I.  £.  L  ,  sobre  qae  ae  excluya  á  di 
cba  Sociedad  de  nn  convenio;  incidente 
que  pende  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  la  Sociedad  demandante,  di- 
rigida y  representada  por  el  Licenciado 
D.  Antonio  Paredes  y  el  Procurador  Don 
Lucio  Alvares,  babióndolo  estado  J.  por 
el  Licenciado  D.  Julio  Seguí  y  el  Procu- 
rador D.  Luis  de  Figuorola,  y  no  habien- 
do comparecido  tampoco  en  este  Tribunal 
Supremo  los  otros  demandados  y  recu- 
rridos: 

'  Resultando  que  el  Juzgado  municipal 
del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  Cor- 
te,  á  instancia  de  S.  y  C.*,  citó  en  21  de 
Abril  de  1891  á  Don  F.  J.  para  la  cele- 
bración de  16  juicios  verbales,  cada  uno 
sobre  pago  de  260  pesetas,  verificándose 
en  el  día  22  las  comparecencias,  sin  que 
al  pie  de  éstas  firmaran  el  Juez,  ni  el  Se- 
cretario, ni  los  interesados,  sino  A  se- 
guida, punto  y  aparte;  pero  en  una  sola 
acta,  sin  solución  de  continuidad,  se  con  • 
signaron  las  sentencias,  que  todos  firma 
ron,  y  por  las  cuales  se  condenó  al  J.  al 
pago  de  260  pesetas,  en  la  forma  y  con 
los  pactos  expresados  en  el  primer  resul- 
tando de  las  mismas  sentencias,  en  el 
que  se  expresaba  que  el  demandado  re 
conoció  la  deuda,  y  no  podiendo  pagar 
en  el  acto  constituyó  en  fianza  16  pesetas 
mensuales  de  su  sueldo,  que  consintió  se 
le  retuvieran  de  cada  paga,  desde  la  pri- 
mera que  percibiese,  en  concepto  de  in- 
tereses, hasta  que  de  una  sola  vez,  y  se- 
paradamente, satisficiera  la  cantidad  re- 
clamada, con  las  costas,  oficiándose  para 
ello  á  quien  procediera,  y  que  si  no  tu- 
viese efecto  el  descuento,  los  intereses 
vencidos  se  acumularían  al  capital,  y  de 
la  suma  total  abonaría  un  interés  de  4 
por  100  mensual,  siendo  de  su  cuenta 
las  costas  y  gastos  del  poder,  giro,  comi- 
sión y  descuento,  dándose  en  el  acto  por 
notificados  del  fallo  demandante  y  de- 
mandado, que  renunciaron  el  derecho  de 
apelación,  y  aceptando  el  actor  la  indi- 
cada comisión,  para  la  que  solicitó  el 
oportuno  oficio: 

Resultando  que  en  3  de  Mayo  de  1892, 
Don  F.  J.  presentó  escrito,  que  se  repar- 
tió al  suprimido  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  la  zona  del  Este  de  esta  Corte, 
y  en  el  que  solicitó  quita  y  espera  de  sus 
Acreedores,  acompañando  la  debida  reía 
ción  de  éstos,  que  eran  Don  M.  de  la  S., 
Don  L  de  E.  y  S  y  C,  á  quienes  dicho 
Juzgado  citó  en  forma  para  la  junta  que 


tuvo  logar  ante  el  mismo  el  día  98  del 
expresado  nies  de  Mayo,  sin  la  eonca» 
rrencia  de  S.  y  O.*,  y  con  la  de  los  otros 
dos  mencionados  acreedores,  los  coales 
presentaron  los  títulos  de  sos  créditos, 
siendo  el  del  primero  ana  escritora  pú- 
blica de  18  de  Marzo  de  aqoel  alio,  por 
valor  de  4.121  pesetas,  y  el  del  segando 
otra  escritora  de  2  de  Abril  del  mismo 
afio  por  600  pesetas,  aprobándose  por 
ambos  sin  protesta  algona  las  proposi- 
ciones de  qoita  y  espera,  y  entre  ella» 
rebajar  el  80  por  100  de  los  créditos  y  no 
reclamar  en  diez  afios  el  20  por  100  res- 
tante: 

Reaoltando  que  dentro  de  los  diez  dían 
i  siguientes  al  en  que  se  celebró  la  referida 
junta,  presentaron  S.  y  G.^  demanda  in 
cidental,  pidiendo  se  declarara  que  como 
acreedores  privilegiados,  debidamente 
abstenidos.de  tomsr  parte  y  de  concurrir 
á  la  junta,  estaban  excluidos  del  conve- 
nio de  qoita  y  espera  propuesto  por  Don 
F.  J.,  contra  quien  conservaban  íntegro 
su  derecho,  aunque  hubiesen  sido  cita- 
dos ellos  y  aprobado  el  convenio,  y  se 
condenara  en  costas  á  quien  ó  quienes 
temerariamente  se  opusieran  á  esta  d«^- 
manda,  en  apoyo  de  la  «oal ,  después  de 
exponer  la  condenación  de  J.  en  los  16 
Juicios  verbales  sustanciados  por  sos  tra- 
mites, la  promoción  por  aquél  de  las  di- 
ligencias de  quita  y  espera  con  otras  co 
sas  antes  relacionadas,  invocó  losartícn- 
los  1.912.  1.917, 1.928  y  1.924  del  Código 
civil,  y  los  420,  1.140  y  1.162  de  la  Ley 
de  Procedimientos  en  la  materia: 

Resultando  que  Don  F.  J.  impugnó  la 
demanda  solicitando  ae  declarase  no  ha- 
ber lugar  al  incidente,  y  al  propio  tiempo 
que  todos  los  acreedores  que  figuraban 
en  la  relación  por  él  presentada,  i^iclaso 
los  demandantes,  tenían  que  estar  y  pH- 
sar  por  el  acuerdo  de  la  mayoría,  y  se 
mandara  llevar  á  efecto  en  todas  snn 
partes  el  convenio,  con  expresa  imposi 
oión  de  costas;  para  lo  qoe,  entre  otras 
cosas,  alegó  no  ser  cierto  que  se  le  citara 
para  los  juicios  verbales,  pues  la  compa- 
recencia había  tenido  lugar  de  común 
acuerdo  y  espontáneamente,  y  citó  loa 
arta.  1.140,  1.149  y  1.160  de  la  Ley  Pro 
cesal,  y  los  1.124  y  1.918  del  Código 
civil: 

Resultando  que  declarados  en  rebeldía 
los  otros  demandados  Don  M.  de  la  8.  y 
Don  I.  £.,  y  continuada  la  tramitación 
del  incidente  en  dos  instancias,  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  terri- 
torial de  Madrid  dictó  en  23  de  Jonio  del 
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fefto  próximo  pMftdo  sentencia  revócalo* 
-ta  d«olarando  que  6.  y  O.*  no  tenían  en 
»to«  aotos,  en  virtud  de  las  16  certifica - 
*ioiie0  relativas  á  otros  tantos  actos  de 
jaicio»  verbales,  comúnmente  llamados 
convenidos,  y  celebrados  el  día  22  de 
Abril  de  1891.  en  el  concepto  de  acreedor 
privilegiado  en  cantidad  de  3.826  pese- 
;a8«  y  que,  por  tanto,  debían  quedar 
^blig^dos  y  pasar  por  el  convenio  apro 
bado  en  la  junta  de  acreedores  celebrada 
3l  día  28  de  Mayo  de  1892,  sin  hacer  ex 
presR  condena  de  costas  de  ninguna  de 
las  dos  instancias: 

Resultando  que  S.  y  G  *  interpusieron 
recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley.  eitando  como  infringidos: 

Primen».  £1  art.  1.917  del  Código  ci- 
vil .  en  la  parte  que  consagra  á  manera 
Je  excepciones,  que  no  quedan  obligados 
en  los  convenios  de  quita  y  espera  los 
acreedores  que,  teniendo  derecho  de  abs- 
tenerse, usaren  de  él;  y  que  tienen  este 
derecho  los  comprendidos  en  el  art.  1.924, 
en  el  sentido  de  no  haber  aplicado  esta 
excepción  legal  al  caso  de  los  recurren 
tes  para  excluirlos  del  convenio  de  quita 
y  espera  propuesto  á  los  acreedores  por 
Don  F.  J.  lit ,  y  aprobado  en  la  junta  de 
28  de  Mayo  de  1892: 

Segtii^-  -U)*  Arta.  1 . 1 40 ,  párrafo  se- 
gundo, y  1  168  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  establecen  á  favor  de 
los  acreedores  privilegiados  y  abstenidos 
de  tomar  parte  en  la  votación  el  bene- 
ficio de  que  no  queden  obligados  á  estar 
y  pasar  por  el  convenio  de  quita  y  espera 
y  de  qne  conserven  contra  el  deudor  su 
derecho  íntegro,  no  obstante  aquél,  toda 
ves  qae  en  este  caso  se  hallaban  8.  y  C* 
respecto  de  su  deudor  Don  F.  J.  R  : 

T  tercero.  El  art.  1.149  de  la  Ley  de 
Eiijaíciamiento  civil,  que  determina  ex- 
clusivamente las  únicas  causas  admisi- 
bles para  impugnar  los  convenios  de  qui- 
ta y  espera,  porque  8.  y  C*  no  habían 
utilisftdo  esas  causas  en  el  incidente,  y, 
por  tanto,  en  la  sentencia  recurrida  se 
babia  aplicado  este  precepto  sin  que  de 
hiera  serlo; 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado 
D.  José  de  Gáceres: 

Considerando  qne  el  derecho  de  abs- 
tención que  el  art.  1.917  del  Código  civil 
concede  á  los  acreedores  comprendidos 
en  el  1.922,  1.92S  y  1.924  para  no  quedar 
obligados  en  los  convenios  que  celebren 
judicialmente  los  deudores  con  sus  acree- 
dores sobre  quita  y  espera,  constituye,  á 
no  dudar,  un  privilegio,  que,  como  todos 


los  de  su  clase .  ha  de  interpretarse  en 
sentido  estricto: 

Considerando  que  el  allanamiento  á 
las  demandas  prestado  por  Don  F.  J.  al 
comparecer  en  un  mismo  día  y  ante  el 
mismo  Juzgado  municipal  á  citación  del 
acreedor  hoy  recurrente,  hace  qne  las 
resoluciones  en  ellas  recaídas  no  tengan 
el  alcance  de  verdaderas  sentencias  fir- 
mes, para  el  efecto  de  perjudicar  á  otros 
acreedores,  por  ser  las  únicas  llamadas 
A  disfrutar  con  las  escrituras  públicas  el 
mencionado  privilegio  en  el  art.  1.924  del 
referhlo  Código,  en  relación  con  el  1.917 
antes  citado: 

Considerando,  por  tanto,  que  al  esti- 
marlo así  la  sentencia  recurrida,  lejos  de 
infringir  se  ajusta  á  lo  preceptuado  en  di- 
chos artículos,  así  como  en  los  correlati- 
vos de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
que  juntamente  con  ellos  se  invocan  en 
los  motivos  l.<>  y  2 .<>: 

Considerando  que  la  alegación  relativa 
á  que  los  citados  documentos  ya  que  no 
como  sentencias  firmes,  deben  surtir 
efecto  por  equipararse  á  las  escrituras 
públicas,  no  se  ha  debatido  en  las  ante- 
riores instancias,  y  por  lo  mismo  no  pue 
de  servir  de  fundamento  para  la  casa- 
ción: y 

(Donsiderando,  por  último,  qne  la  apli- 
cación que  dicha  sentencia  hace,  y  se 
sefiaia  como  indebida  en  la  infracción 
tercera  del  art.  1  149  de  dicha  Ley  de 
Enjuiciamiento,  es  perfectamente  opor- 
tuna, puesto  que,  no  estimando  á  8.  y  C.*^ 
como  acreedor  preferente,  debió  puntua- 
lizar, como  lo  hizo,  para  desestimar  sus 
pretensiones,  que  tampoco  había  hecho 
uso  de  la  facultad  que  el  citado  artículo 
concede  á  los  acreedores  comunes  para 
impugnar  los  convenios  de  quita  y  ts 
pera : 

Fallamos:  Que  debemos  declarar  y  de- 
claramos no  haber  lugar  al  recurso  de  ca 
sación  interpuesto  por  la  Sociedad  8.  y 
C>,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  Corte  la 
certificación  correspondiente,  con  devo- 
lución de  los  autos  y  apuntamiento  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  é  insertará  en  la 
Colección  Legislativa^  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  — Mi^rnel  de  Cas 
tells.  Antonio  Garijo  Lara. — Diego  Mon 
tero  de  Espinosa.  -  José  de  Cáceres.*- 
Francisco  Toda.— Enrique  Lassus.— Es- 
tanislao R.  Villarejo. 
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Leída  y  pablicfida,  etc.  Madrid  18  de 
Mayo  de  1894.— Licenciado,  Jorge  Mar- 
tines Ruiz,  {Q aceta  de  81  de  Octubre). 

Sentencia  de  22  de  Octubre  de  1894,  decla- 
rando nulo  el  préstamo  hedió  á  un  me- 
nor y  la  hipoteca  con$tiiuida  para  ase 
gurarle, 

(Trib,  Sup.  de  Just.)  tEn  la  villa  y 
Corte  de  Madrid,  á  22deOctubre  de  1894. 
en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
seguido  ante  el  Juzgado  de  primera  ina* 
tancia  del  diatrito  del  Gentro  de  eata  ca- 
pital y  8ala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  del  territorio,  entre  partea,  de 
la  una  Don  I.  de  8.  y  O  ,  propietario,  de 
esta  vecindad,  y  de  la  otra  Don  R.  B.  y  R., 
Comandante  retirado,  también  vecino  de 
eata  Corte,  sobre  nulidad  de  una  escritu- 
ra de  préstamo  con  hipoteca  y  de  un  pa- 
garé; antoe  pendientes  ante  Nos  en  re- 
curso de  casación  que  ha  interpuesto  8., 
representado  por  el  Procurador  D.  Fer- 
nando Flores  Medina  y  defendido  por  los 
Licenciados  D.  Antonio  Agustín  y  D.  Pe- 
dro Cenarro,  éste  en  el  acto  de  la  vista, 
sin  que  haya  comparecido  B.  en  este  Tri- 
bunal 8npremo: 

Resultando  que  por  escritura  de  22  de 
Junio  de  1891,  ante  el  Notario  D.  Anto 
nio  Rodríguea  Gálves,  recibió  A  préstamo 
Don  L  de  8.  y  O.,  de  veinticinco  afios  de 
edad,  según  en  ella  se  dice,  provisto  de 
la  oportuna  cédula,  y  que  aseguró  hallar- 
se en  el  uso  de  todos  sus  derechos,  con 
la  capacidad  legal  necesaria,  á  juicio  del 
Notario,  para  otorgar  aquel  contrato,  la 
suma  de  80.000  pesetaa  que  le  entregó 
Don  R.  B.  y  R.  á  presencia  del  mianio 
Notario  y  de  los  testigos  instrumentales, 
en  billetes  del  Banco  de  Espafia,  obli 
gándose  8.  á  devolver  A  B.  el  día  15  de 
Marzo  de  1892  dicha  cantidad,  que  de- 
vengaría el  interés  del  8  por  100  anual; 
y  en  garantía  de  tal  préstamo  constituyó 
8.  hipoteca  voluntaria  sobre  las  mitades 
pro  indiviso  de  dos  casas,  sitas  en  esta 
Corte,  calles  de  la  Ruda,  nám.  8,  y  del 
Prado,  núm.  14: 

Resultando  que  con  copia  simple  de  la 
enunciada  escritura,  y  una  partida  de 
bautismo,  en  que  consta  nació  Don  L 
de  8.  el  día  I. o  de  Febrero  de  1869,  y, 
por  consiguiente,  era  al  otorgar  aquélla 
de  edad  de  veintidóa  afioa,  cuatro  meses 
y  veintidós  días,  formuló  en  27  de  Enero 
de  1892  Don  L  A.,  como  curador  ad  /t- 
tem  del  Don  I.,  demanda,  exponiendo: 
Que  el  referido  Don  I.  conoció  á  Don  A. 


Q.  B.  en  un  círoiilo  de  recreo  ém  qoe 
ambos  eran  socioe,  y  hablánitoto  de  la 
necesidad  de  dinero  en  que  ee  eneootra* 
ba,  le  prometió  6.  B.  practieer  lee  g^- 
tiones  para  que  lo  obtuviere,  á  osyolln 
lé  exigió  una  nota  de  las  fiocee  q«e  po- 
seía, facilitándole  16.000  pesetee ,  eoo  «ri 
compromiso  de  devolver  80.000  á  bif- 
tecs de  Jas  dos  fincas  expreeedee  ea  la 
escritura,  en  las  que  aparecían  come  lea 
tigos  instrumentales  y  de  oonoctiBleaito 
el  miamo  G.  B.,  agente  qne  erregid  el 
negocio,  y  Don  M.  L.  y  L.,  tambiée  afeó- 
te de  préstamos;  y  aceptada  la  operación 
por  8.,  no  sin  protesta  de  la  eeceodeloea 
usura  que  mediaba,   para  jasttAeer   la 
cual  se  le  argüyó  con  su  menor  eded, 
llegó  el  acto  del  otorgamiento,  recibieo- 
do  l.OGO  pesetaa,  con  la  oferta  de  entre- 
garle el  resto  haata  las  15.000,  tan  proe* 
to  como  se  obtuviera  la  inscripcióu  enei 
Registro  <Je  la  propiedad,  de  lo  que  se 
encargaron  B.  y  ana  agentes,  entregán- 
dole poeteriormente  el  enoncle«1o  rsaSo 
con  descuento  de  comisión,  egencia,  gas 
tos,  propinas,  etc..  previa  la  finne  de  sea 
carta  dirfgida  á  Don  L.  M.,  aatortséedol» 
para  satisfacer  el  importe  de  la  hipotecit; 
que  Don  I.  de  8.  tenía  el  día  del  otoi^ 
miento  la  edad  ya  expresada,  pertieoljir 
perfectamente  conocido  de   loe  agenfas 
del  préstamo  y  del  preatamlsta  B^  paes 
hubieron  de  reconocer  loe  títoloe  de  pro 
piedad  de  las  fincas  hipotecedae   doiid«* 
constaba  la  menor  edad  de  8.,  y  le  fué 
exigida  la  carta  antea  citada;  y  qoe,  ede- 
mas del  contrato  consignado  en  Ui  eeeri* 
tura  de  22  de  Junio,  tenía  B.  en  eo  poder 
un  pagaré  firmado  por  8.  por  la  centidad 
de  14.000  peaetas,  sin  fecha  y  en  blaeeo, 
con  el  fin  de  ponerle  como  expedido  des- 
pués de  llegar  aquél  A  la  mayor  ed»l, 
aiendo  aaí  que  se  extendió  heria  elgimtjs 
meses  y  no  se  le  entregaron  más  de  7  JOO 
pesetas,  por  cuyos  hechos,  afirmando  ha< 
ber  disipado  las  cantidades  recibidas «*o 
el  juego,  vicos  y  diversiones,  y  eitaedo 
los  artículos  1.281,  1.S68,  1  800,  l.XOl  y 
1.804  y  1.857  del  Có<ligo  civH,  y  el  199 
de  la  Ley  Hipotecaria,  suplicó  ee  dedan 
se  la  nulidad  del  contrato  celebrado  pi^r 
el  menor  8.  con  B.,  consignado  en  las*- 
critura  de  22  de  Junio  de  1891,  detabn 
poteca  contenida  en  el  mismo  y  de  eoait 
tos  derechos  emanaaen  de  él,  así  corae«i» 
la  obligación  que  contrajo  en  el  pagsri 
de  14.000  pesetaa,  declarando  qee  soa 
ninguna  de  dichas  obligadonee  seaeri- 
queció  el  menor  S.,  é  Imponiendo  lasca» 
tas  al  demandado: 
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R«talUndo  qae  de«paés  de  formalada 
la  demanda,  ei  miamo  Don  L.  A  ,  en  so 
eoDcepto  de  carador  del  menor  8.,  requi- 
rió en  S9  y  80  del  mencionado  mea  de 
Eoero  de  1892  por  medio  de  actas  nota- 
ríalea  al  Procarador  Don  Laia  Montiel  y 
á  Don  R,  B.\  á  aqaél,  á  fin  de  qae  tuvie- 
ra por  de  ningún  efecto  la  carta  del  indi 
eado  menor,  fechada  el  I. o  del  inmediato 
oiea  de  Febrero,  qae  obraba  en  aa  poder, 
aatorísándole  para  pagar  el  préstamo  de 
80.000  peaetaa,  y  al  aegnndo  para  qae  no 
hiciera  aso  de  la  eacritnra  y  pagaré  ex- 
presadoa,  conteatando  Montiel  no  tener 
Dolicia  de  la  carta,  y  B.  que  había  tenido 
por  mayor  de  edad  á  8.,  aegán  resultaba 
de  los  documentos  que  presentó  al  ^rmar 
la  referida  escritura,  de  cuyas  actas  pro- 
dujo copias  Don  I.  de  8.  al  personarse  en 
los  actos  por  haber  llegado  á  la  mayor 
edad: 

Besullando  que  B.  conteató  la  deman- 
da pidiendo  ae  declaraae  la  valides  en 
todas  sus  partea  del  contrato  á  que  aqué- 
lla se  refería,  y  que  ae  abaolvieae  en  su 
consecuencia  de  la  misma  con  costas  al 
demandante,  ó  ai  no  fuera  dable  en  jua- 
tíeia  dicha  abaolución,  se  declaraee  nulo 
el  contrato,  pero  con  la  obligación  de  de- 
volver á  B.  lo  que  conataba  entregó  al 
tlemandante  en  el  acto  del  otorgamiento 
de  la  escritura,  aiu  que  la  hipoteca  se 
cancelase  haata  que  aimnitáneamente  se 
hiciera  la  restitución,  teniendo  en  cuenta 
no  supo  B.,  con  anterioridad  al  otorga- 
miento, la  menor  edad  de  6  ,  y  con  dicho 
contrato  ae  había  enriquecido  éste  en 
perjuicio  de  B.  y  de  oiraa  peraonas,  re- 
seryándose  el  propio  B.  en  uno  y  otro 
caso  la  acción  de  calumnia  contra  el  de- 
mandante, por  laa  afirmaciones  de  hecho 
consignadas  en  la  demanda,  en  cuando 
calificaban  de  falsa  la  eacritura  de  prés- 
tamo, é  imponiendo  á  aquél  laa  coataa, 
para  todo  lo  cual  expuso  cuanto  eatinió 
pertinente,  en  el  sentido  de  ser  cierto  re- 
cibió 8.  las  80.000  pesetaa  en  el  acto  de 
ser  otorgada  la  eacritura  de  22  de  Junio, 
ignorando  fuese  menor  de  edad,  circuna- 
lancia  de  qne  no  pudo  enterarae  por  el 
examen  de  los  títulos  de  laa  fincaa  hipo- 
tecadaa,  puea  8.  no  loa  entregó,  preaen- 
tando  BÓlo  una  certificación  del  Registra- 
dor de  la  propiedad,  en  la  qne  nada  cons- 
taba sobre  el  particular,  ni  B.  sospechaae 
dicha  menor  edad  por  asegurar  siempre 
8.,  euyo  aspecto  físico  era  de  mayor 
edad,  aerlo  en  efecto,  acreditándolo  con 
la  cédula  personal,  y  habiendo  otorgado 
con  anterioridad  ante  el  mismo  Notario- 


como  tal  mayor  de  edad,  otraa  trea  escri- 
turas de  préstamo,  importantes  en  junto 
46.000  pesetas,  ó  sea  haciendo  suyas  en 
provecho  propio  76.000  con  un  periodo 
de  seis  meses,  sin  ser  cierto  las  hubiera 
gastado  en  vicioa;  ademáa  de  cuyas  ale- 
gaciones negó  B.  le  hubiese  entregado 
8.  ni  á  Montiel  carta  ni  pagaré  de  ningún 
género,  é  invocó  como  aplicables  al  caso 
los  artículos  1.264,  1.266.  1.268,  1.261, 
1.262,  1.266,  1.270,  1.278,  1.280,  1.808, 
1.804  y  1.808  del  Código  civil,  y  laa  aen- 
tenciaa  de  eate  Tribunal  8upremo  de  27 
de  Abril  de  1860,  \.^  de  Mayo  del  76, 
14  de  Junio  del  61  y  23  de  Febrero  del  63: 

Resultando  que  sin  hacerse  por  las 
partea  modificación  suataneial  en  sus  ale- 
gacionea  al  evacuar  los  traslados  de  ré- 
plica y  duplica,  inaiatieiido  en  las  solici- 
tudes deducidaa, practicaron  ambas  pru»*- 
ba  testifical  de  documentos  y  de  posicio- 
nes, manifestando  B.  al  absolver  una  de 
laa  que  ae  le  dirigieron,  ser  cierto  que 
8.  no  le  visitó  ni  trató  con  él  ningún 
préatamo,  ni  estipuló  condiciones,  ni  si- 
quiera le  conoció  haata  el  momento  niÍH- 
mo  en  que  otorgó  la  eacritura,  presentHdo 
por  loa  agentea  Don  A.  G.  y  Don  M.  L., 
alendo  adeiiiAa  reconocido  dicho  8.  como 
uno  de  los  extremos  de  la  prueba  de  B. 
por  doa  Médicos  forenses,  A  fin  de  quo 
emitieran  juicio  sobre  las  aparienciaa  de 
mayor  ó  menor  de  aquél  el  22  de  Junio 
de  1891,  como  lo  verificaron,  expresando 
que,  sin  negar  la  posibilidad  de  que  en 
aquella  fecha  apareciese,  bajo  el  punto 
de  vista  de  au  deaarrollo  físico,  con  loa 
caracteres  equívocos  de  la  mayor  edad, 
era  indiscutible  que  tales  apariencias  no 
podían  menoa  de  ser  lo  baatante  sospe- 
chosaa  para  no  permitir  que  realizase  ac- 
toa  traacendentalea  en  calidad  de  hombre 
de  mayor  edad,  sin  la  debida  comproba- 
ción legal: 

Resultando  que  continuado  el  pleito 
por^los  demás  trámites  de  dos  instancias, 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia territorial  de  esta  corte,  en  aentencia 
revocatoria  en  parte  de  17  de  Junio 
de  1808,  declaró  nulo  y  sin  valor  ni  efec- 
to el  contrato  de  préstamo  celebrado  por 
medio  de  la  eacritura  pública  otorgada 
en  22  de  Junio  de  1891  por  el  entoncf'S 
menor  Don  I.  de  8.  y  C.  y  Don  R.  B.  y  R., 
y  en  su  consecuencia  nula  también  la  lii- 
poteca  constituida  en  su  garantía  por  t\ 
primero  y  au  inacripción  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  aaí  como  todos  los  de 
más  derechos  civiles  emanadoa  de  dicho 
contrato,  incluso  el  de  percibir  el  presta- 
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mista  los  réditos  estipnludos;  condenan- 
do, no  obstante,  á  8.  qne  devuelva  A  B. 
la  cantidad  de  30.000  pesetas  qne  recibió 
á  préstamo,  deducida  la  que  liaya  satis 
fecho  por  corretaje,  la  cual  se  fijaría  en 
la  ejecución  de  aquella  sentencia  á  justa 
regulación  de  peritos  nombrados  en  la 
forma  legal,  y  las  pagadas  por  el  otorga- 
miento de  la  escritura,  la  inscripción  de 
la  hipoteca  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad y  el  impuesto  de  derechos  reales, 
suspendiéndose  la  cancelación  de  la  ins 
cripción  hipotecaria  en  tanto  no  restitu- 
ya el  demandante  al  demandado  la  can- 
tidad que  resultare  de  la  liquidación  que 
ai  efecto  se  practiciira,  absolviendo  á 
Don  R.  6  de  la  demanda  en  el  extremo 
referente  al  pagaré  de  14  000  pesetas, 
sin  haber  lugar  á  hacer  la  reserva  de  la 
acción  de  calumnia  solicitada  por  el  mis* 
mo,  y  mandando  librar  el  testimonio  co- 
rrespondiente para  proceder  criminal- 
mente contra  Don  I.  de  8.  por  haber  he- 
cho uso  de  la  cédula  personal  que  sirvió 
para  el  otorgamiento  de  la  escritura,  todo 
ello  sin  especial  condena  de  costas: 

Resultando  que  Don  I.  de  8.  y  C.  ha 
interpuesto  recurso  de  casación,  como 
autorizado  «*n  loi  números  l.o  y  7  o  del 
artículo  1.692  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  por  infringir  la  sentencia  recu- 
rrida: 

l.o  El  art.  1.804  del  vigente  Código 
civil,  por  haberse  interpretado  con  evi 
dente  error  de  derecho  lo  que  en  el  mis- 
mo se  dispone,  pues  según  él,  cenando 
ia  iu>^ad  de  un  contrato  provenga  de  la 
incapacidad  de  uno  de  los  contratantes, 
el  imí^paz  no  estará  obligado  á  restituir, 
sino  en  cuMoto  $e  enriqueció  con  la  cosa  ó 
precio  que  recibiera  >;  y  para  la  Sala  sen- 
tenciadora ,  todo  aquel  que  recibe  en 
préstamo  una  cantidad,  se  enriquece  des- 
de el  momento  en  que  la  recibe  sin  nece- 
sidad de  prueba  Hlguna  sobre  ello,  inter- 
pretación no  conforme  con  el  espíritu  de 
la  ley  ni  con  el  sentido  gramatical  de  sus 
palabras: 

3.0  La  jurisprudencia  sentada  por  este 
Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  19 
de  Abril  de  1878,  según  la  que  <á  la  Sala 
sentenciadora  toca  apreciar,  en  vista  de 
las  pruebas  practicadas,  si  un  présta- 
mo se  convirtió  ó  no  en  utilidad  de  la 
mujer  casada>,  —  y  por  analogía  del  me- 
nor; —  es  decir,  que  la  utilidad  ó  el  en- 
riquecimiento no  se  desprende  del  hecho 
de  recibir  la  cantidad,  sino  de  la  inver- 
sión ó  del  destino  que  á  la  misma  se 
haya  dado: 


8.0  El  principio  de  derecho  qne  deler- 
mina  cque  el  que  afirma  ana  <fosa  debe 
probarla >,  y  la  jurisprudencia  de  este 
Tribunal  Supremo,  de  conformidad  ron 
dicho  principio,  en  multitud  de  senten-' 
cías,  entre  ellas  la  de  28  de  Febrero  dnl 
afio  1877 ,  que  declara  cque  según  la 
ley  3A,  título  I  de  la  Partida  6.a,  lo  que 
fuese  prestado  al  menor  de  veinticin«H> 
afios,  aquel  que  hpreitó  non  lo  puede  de- 
mandar fuera  ende  tí  pudiera  probar  que 
el  emprátito  entró  en  pro  de  aquél»,  |m» 
cepto  tan  terminante  que  por  sí  solo  án 
resneltoet  punto  litiKÍoso;  porque  el  pres- 
tamista B.  no  ha  practicado  prueba  nin- 
guna dentro  de  los  autos  para  demostrar 
el  pro  del  menor,  qne  hoy,  ron  el  vigente 
Código,  es  el  enriquecimiento^  carecienHo 
por  consiguiente  de  base  en  que  fundar- 
se la  declaración  sobre  el  particular  tle 
la  Bala  sentenciadora: 

4  0  Los  artículos  1  369  y  l.lOS  íM 
expresado  Código  civil,  en  el  concepto 
de  haber  9u\o  aplicados  indebidamente, 
por  entender  la  Sala  sentenciadora  exis- 
tió dolo  de  parte  de  S.,  mediante  el  ur*c> 
de  cédula  de  mayor  edad;  y  según  dicho 
artículo  l.*i69,  chay  dolo  cuando  con  pM- 
labras  ó  maquinaciones  insidiosas  d«» 
parte  de  uno  de  los  contratantes  es  ii  - 
dncido  el  otro  é  celebrar  un  contrato  quw 
sin  ello  no  hubiera  hecho >,  demostrainU» 
la  imposibilidad  material  de  qne  8.  usafe 
de  palabras  ni  <ie  maquinaciones  enga- 
ñosas el  hecho  de  qne  no  conoció  á  B.. 
según  la  propia  confesión  de  éste,  hastit 
el  acto  de  otorgar  la  escritura:  ademAs 
de  lo  cual  se  trata  de  un  préstamo  hipo-^ 
teoario^  reüzado,  como  todos  los  de  su  da 
se,  no  en  atención  á  la  persona,  sinaA  la 
garantía  que  se  ofrecía;  y  si  la  causa  de- 
terminante del  préstamo  hubiera  sido  la 
persona,  no  la  cosa,  en  Ingar  de  confor- 
marse B.  con  la  cédula  que  hoy,  por  U 
forma  en  que  se  expide  esta  clase  de  do- 
cumentos, no  es  sino  contribución  indi- 
recta, hubiera  exigido  la  partida  de  han- 
tismo,  máxime  cuando  los  peritos  han 
dicho  bien  claro  en  su  dictamen  qne  la 
mayor  edad  de  8  exigía  comprobación  le- 
gal; siendo  claro  que  si  no  hubo  dolo,  no 
puede  aplicarse  el  art  1.102  del  Código; 
pero  aun  en  la  hipótesis,  no  admitida,  de 
que  lo  hubiera,  tampoco  sería  exigible  «n 
el  presente  caso,  por  disponer  aquel  ar- 
tículo que  cía  responsabilidad  proceden 
te  del  dolo  es  exigible  en  todas  las  obli« 
gac¡ones>;  y  como  el  menor  de  edad  no 
puede  adquirir  obligaciones  conforme  al 
vigente  Código,  claro  es  no  tener  aplica- 
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ción  el  enanciado  precepto  ai  do  cuando 
•e  trata  de  personaa  capacea,  eziatiendo 
obligacionea,  no  cuando  el  contratante 
•ea  menor  de  edad;  y 

6.0  £1  art.  1.D08  del  citado  Código 
por  ha)>erle  aplicado  indebidamente  la 
SaU  aentenciadora,  fundándoae  en  él  para 
ordenar  que  no  ae  cancele  la  hipoteca 
conatitnída  á  favor  de  B.  baata  tanto  no 
baya  aido  reintegrado  en  el  capital  dea- 
embolaado,  por  cnanto,  á  máa  de  no  aer 
aplicable  al  caao  de  autos,  pnea  ae  refiere 
á  loa  contratos  celebrados  por.  peraonaa 
capacea,  ae  parte  para  su  interpretación 
de  nn  principio  erróneo,  toda  vez  que, 
aegán  la  enunciada  Sala,  la  cancelación 
de  la  hipoteca  ea  (K>sa  qne  incumbe  rea- 
lisar á  B  ,  cuando  tal  cancelación  no  de- 
pende de  la  voluntad  de  éste,  aino  qne 
loa  Tribunalea  aon  loa  qne  han  de  orde- 
narla al  Regiatrador  de  la  propiedad,  ain 
que  haya  obligaciones  recíprocas,  por  no 
adquirir  B.  ninguna  en  virtud  de  la  sen- 
tencia recorrida;  la  que  si  se  mantuviera 
originaría  una  contradicción  manifleata, 
por  cuanto  dispone  la  nulidad  de  la  ea- 
critura  de  préatamo,  de  la  hipoteca  en 
ella  conatitnída  y  de  todaa  las  obligacio- 
nes y  derechos  qne  de  ella  emanan,  y  ain 
embargo  condena  al  menor  á  pagar  las 
80U)00  pesetaa»  y  respeta  la  hipoteca 
mieotraa  eato  no  tenga  lugar,  no  protiu- 
ciando  de  conaigniente  ningún  efecto  la 
declaración  de  nulidad,  ni  pudiéndose 
hacer  máa  en  favor  del  prestamista,  si  el 
contrato  ae  declara  válido: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magiatrado 
Don  Estanislao  Rebollar  Viliarejo: 

Conaiderando  que  el  enriquecimiento 
á  que  ee  refiere  el  art.  1.804  del  Código 
civil  conaiate,  no  en  la  mera  entrega  de 
cierta  cantidad  en  préstamo  á  un  menor 
ain  intervención  de  su  tutor  y  que  no  jus 
tifique  su  inversión,  y  sí  en  acreditarse 
cumplidamente  por  el  que  afirma  el  enri 
quecimiento  que  la  auma  recibida  por  el 
menor  ha  producido  aumento  ó  beneficio 
en  au  patrimonio,  lo  cual  no  ha  probado 
ni  intentado  probar  siquiera  el  deman- 
dado B.: 

Considerando  que  la  actual  contienda 
tía  de  resolverse  por  las  disposiciones  del 
Código  civil,  y  son  por  lo  mismo  inapli- 
cablea  á  ellaa  las  leyes  y  doctrinas  cita- 
das en  los  motivos  2.0  y  s.**: 

Considerando  que  aon  igualmente  in- 
aplicablea  loa  trtículoa  1.269  y  1.102  de 
dicho  Código,  porque  exista  ó  no  el  dolo 
que  afirma  la  Sala  sentenciadora,  el  refe- 
rido art.  1.102  ae  dirige  máa  bien  al  dolo 


que  tiende  á  eludir  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones,  que  al  que  ea  origen  de 
las  miamaa;  concepto  que  se  confirma 
por  la  redacción  de  loa  artículoa  que  le 
anbaiguen  y  del  qne  le  antecede: 

Conaiderando  que  alendo  nuloa  el  con- 
' trato  de  22  de  Junio  de  1891,  la  hipoteca 
en  él  constituida  y  au  inscripción,  y  no 
existiendo  enriquecimiento  del  menor, 
ni  por  consiguiente  obligación  en  éate  de 
devolver  la  auma  recibida  á  préstamo,  no 
cabe,  aea  el  que  quiera  el  sentido  que  se 
dé  al  art.  1.808,  que  se  suspenda  la  can- 
«elación  de  inacripción  de  una  hipoteca 
cuya  nulidad  se  reconoce  y  declara  en  la 
•entencia  recurrida: 

Y  considerando,  por  tanto,  que  al  con- 
denarse en  ésta  á  S.  á  que  entregue  laa 
80.000  pesetas  del  préatamo.  auspendién- 
doae  hasta  que  esto  se  verifique  la  can- 
celación de  hipoteca,  se  infringen  los 
mencionados  nrtículos  1.804  y  1.808,  ale- 
gadoa  en  los  motivos  l.o  y  6.0; 

Fallamos:  Qi^  debemos  declarar  y  de- 
claramos haber  lugar  al  recurso  de  caaa- 
cióu  Interpuesto  por  Don  I  'de  8.  y  C. 
por  ana  motivos  l.o  y  b,^,  y  en  su  conse 
cuencia  csaamos  y  anulamos  la  sentencia 
que  en  17  de  Junio  de  1893  dictó  la  Sala 
aegunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  te- 
rritorial de  eata  corte,  en  los  pronuncia- 
mientos de  la  misma  á  que  ae  refiere  di- 
cho recurso,  ó  sea  en  cuanto  por  ella  se 
condena  al  Don  I.  S.  á  que  devuelva  á 
Don  R.  B.  y  R.  la  cantidad  de  80.000  pe- 
setaa  que  recibió  á  préstamo,  deducida 
la  que  hubiera  satisfecho  por  corretaje, 
la  cual  se  fijaría  en  ejecución  de  dicha 
aentencia  á  justa  regulación  de  perij|08, 
nombrados  en  la  forma  legal,  y  las  paga- 
daa  por  el  otorgamiento  de  la  escritura, 
la  inacripción  de  la  hipoteca  en  el  Re- 
giatro  de  la  propiedad  y  el  impueato  de 
derechos  reales,  suspendiéndose  la  can- 
celación de  la  inscripción  hipotecaria  en 
tanto  no  restituyese  el  demandante  al 
demandado  la  cantidad  que  resultaae  de 
la  liquidación  que  al  efecto  se  practicará. 

Aaí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se 
pnblicará  en  la  Gaceta  é  inaertará  en  la 
Colección  legislativa,  pasándoae  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.— Miguel  de  Caá 
tella.— Ricardo  Gnllón.— José  de  Álde- 
coa.— José  de  Garnica, — Antonio  Garijo 
Lara. — Diego  Montero  de  Espinosa. — Ea- 
tanislao  R.  Viliarejo. 

Madrid  22  de  Octubre  de  1894.-Ao- 
gelio  González  Montez.*  (Gacetaz  de  26 
y  80  de  Diciembre  de  1894). 
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INTEBPRETACION.-La  explicación 
ó  aclaración  de  lo  que  aparece  oacaro  ó 
dudoao. 


INTERPRETACIÓN  DE  LA8LETES.. 

La  aclaración  de  la  letra  y  espíritu  de  una 
ley,  ó,  como  dicen  Las  Partida»,  la  verda- 
dera, recta  y  provechosa  inteligencia  de 
la  ley,  según  la  letra  y  la  razón. 

Dividen  los  autores  la  interpretación 
de  las  leyes  en  tres  clases:  auiéntiea, 
usual  y  doctrinal. 

La  interpretación  auténtica  es  la  que 
hace  el  legislador,  el  autor  de  la  ley.  La 
usual  es  la  que  hacen  los  Tribunales  por 
el  oso  y  la  costumbre,  creando  una  jn- 
risprudencia  consuetudinaria,  como  la 
que  forman  las  sentencias  del  Tribunal 
Supremo.  La  doctrinal  la  hacen  los  es- 
critores y  jurisconsultos,  ya  ampliando 
el  sentido  de  la  ley,  ya  restringiéndole, 
ya  aclarándole,  por  lo  cual  recibe  dicha 
interpretación  los  nombres  de  extensiva, 
restrictiva  ó  declarativa. 

Entre  otras  diaposiciones,  tratan  de  la 
interpretación  de  las  leyes,  la  Orgánica 
del  Poder  judicial,  en  su  titulo  prelimi- 
nar, que  insertamos  en  el  lugar  oportuno, 
y  las  que  seguidamente  se  copian. 

Ley  de  Bases  de  11  de  Mayo  de  1888. 
Base  27, 

'  c...  La  disposición  final  derogatoria  se- 
rá general  para  todos  los  cuerpos  legales, 
usos  y  costumbres  que  constituyan  el 
Derecho  civil  llamado  de  Castilla,  en  to- 
das las  materias  que  son  objeto  del  Có- 
digo: y  aunque  no  sean  contrarias  á  él,  y 
quedaran  sin  fuerza  legal  alguna,  así  en 
el  concepto  de  leyes  directamente  obli- 
gatorias, como  en  el  de  derecho  supleto- 
rio. Las  variaciones  que  perjudiquen  de- 
rechos adquiridos,  no  tendrán  efecto  re- 
troactivo. Se  establecerán  con  el  carácter 
de  disposiciones  adicionales  las  bases  or- 
gánicas necesarias  para  que  en  periodos 
de  diez  afios  formule  la  Comisión  de  Có- 
digos y  eleve  al  Gobierno  las  reformas 
que  convenga  introducir  como  resultados 
definitivamente  adquiridos  por  la  expe 
riencia  en  la  aplicación  del  Código,  por 
los  progresos  realizados  en  otros  países 
y  utilizables  en  el  nuestro,  y  por  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  8npremo.> 
(Gaceta  de  22  de  Mayo). 


Código  dml. 

€  .....  Art.  6.0  £1  Tribunal  que  rehas»- 
re  fallar  á  pretexto  de  silencio,  oscuridad 
ó  insuficiencia  de  las  leyes,  adquirirá 
responsabilidad. 

Cuando  no  haya  ley  exactamente  apli- 
cable al  punto  controvertido,  se  aplicará 
la  costumbre  del  lugar,  y  en  su  defecto» 
tos  principios  generales  del  derecho....  » 

Para  que  la  aplicación  de  las  leyes  ten- 
ga lugar  según  el  genuino  sentido  de  Im9 
mismas,  se  han  admitido  varias  reglas 
de  interpretación,  de  las  cuales  incluímoo 
aquí  las  que  estimamos  de  más  impor- 
tancia, siguiendo  á  Escriche: 

1.*  Cuando  la  ley  está  concebida  roo 
palabras  tan  claras  que  en  ellas  aparee» 
bien  expresa  y  terminante  la  voluntad 
del  legislador,  no  se  debe  eludir  su  tenor 
literal  á  pretexto  de  penetrar  en  su  espí* 
ritn. 

2.»  Las  palabras  de  la  ley  deben  en- 
tenderse según  su  significación  propia  y 
natural,  á  no  constar  que  el  legislador 
las  entendió  de  otro  modo. 

8  a  Cuando  la  ley  no  hace  excepción 
alguna,  pudiendo  haberla  hecho,  no  cabe 
separarse  de  su  texto  por  medio  de  dis- 
tinciones que  no  contiene. 

I.*  La  excepción  confirma  la  regla  en 
los  casos  no  exceptuados. 

6.*  Cuando  concurra  la  misma  rafón, 
debe  concurrir  la  misma  disposición  de 
derecho,  teniendo  en  cuenta  la  equidad 
más  bien  que  el  rigor  del  derecho. 

6.*  Toda  ley  posterior  deroga  á  la  an- 
terior, pero  sólo  en  cuanto  expresa  la 
posterior;  por  esto,  una  ley  de  carácter 
general  no  puede  derogar  las  especiales, 
á  no  ser  que  concretamente  lo  exprese. 


INTERROGATORIOS.— Las  pregun- 
tas que  se  hacen  á  los  testigos  en  loe 
juicios,  ó  los  escritos  en  que  las  preguntas 
se  consignan  para  averiguar  ó  probar  la 
verdad  de  los  hechos. 

(Véase  Ley  de  Enjoletamleuto  criBit- 
naly  arts.  886  á  409,  Declaraciones  de  loa 
procesados,  págs.  166  á  168).— 410  á  460, 
De  las  declaraciones  de  testigos  (páginae 
168  á  162).— 701  á  722,  Del  examen  de 
los  testigos  (págs.  184  á  186,  todas  de 
este  tomo). 
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INTEBYENCIÓN  GBNeRlL.-Centro 
^  dependencia  superior  del  Ministerio 
de  Hacienda. 

La  Ley  de  Contabilidad  de  26  de  Ju- 
alo  de  1$70,  determinó  las  atribuciones 
5  oometido  de  la  Iqter vención  general,  y 
en  virtud  de  sus  preceptos,  fiscaliza  todos 
io«  actos  de  la  Administración  pública 
que  ocasionan  ingresos  ó  gastos,  lleva  la 
eontabílidad  del  Estado,  forma  las  cuen- 
tas generales  que  ha  de  presentar  el  Go- 
bierno á  las  Cortes,  y  examina  y  repara 
las  parciales,  pasándolas  después  al  Tri- 
banal  de  las  del  Reino. 

Inserta  el  Sr.  Alcubilla  en  su  Diccio- 
nario un  artículo  de  la  Huía  Oficial  de 
Macienda,  cuyos  meditados  párrafos  re- 
producimos. 

cPara  la  ejecución  de  la  citada  Ley  de 
CoDUbilidad  se  publicó  en  8  de  Noviem- 
bre de  1871  el  Reglamento  orgánico  de 
In  Dirección  de  Contabilidad  de  la  Ha- 
cienda pública  ó  Intervención  general  de 
la  Administración  del  Estado,  según  el 
caal  esta  oficina  debía  constar  de  tres 
secciones,  á  saber:  Teneduría  de  libros, 
Contaduría  de  examen  de  cuentas  y  Se- 
cretaría, con  los  deberes  y  atribuciones 
qae  en  el  mismo  se  señalan  á  cada  una 
de  ellas. 

Con  el  propósito  laudable,  sin  duda, 
pero  poco  meditado,  de  introducir  eco* 
nomías  en  los  glastos  públicos,  se  varió 
la  forma  de  la  Intervención  general  y  se 
reservó  al  Tribunal  de  Cuentas  el  fallo 
en  primera  instancia  y  la  persecución  de 
los  alcances.  Es  decir,  que  al  paso  que  se 
conservan  á  la  Intervención  general  las 
principales  atribuciones  que  le  confirie- 
ron la  Ley  de  26  de  Junio  de  1870  y  to- 
das las  disposiciones  anteriores,  se  redu- 
jo la  categoría  del  funcionario  que  había 
«le  ejercer  tan  altas  y  tan  importantes 
facultades,  y  se  establecieron  algunas  pe- 
ligrosas innovaciones  en  la  manera  de 
rendir  las  cuentas,  que  muy  pronto  hubo 
necesidad  de  derogar,  restableciendo  las 
antiguas  y  seculares  prácticas  que  ve- 
nían rigiendo  en  la  materia. 

En  efecto,  considerando  el  Gobierno 
que  el  Interventor  general  de  la  Admi- 
nistración del  Estado,  cuya  alta  misión 
consiste  en  velar  por  la  exacta  aplicación 
de  las  leyes  y  por  la  guarda  y  legítima 
inversión  de  los  caudales,  rentas  y  toda 
clase  de  pertenencias  del  país,  necesita 
estar  revestido  de  la  autoridad  inherente 
á  la  categoría  más  elevada  de  las  que 
existan  en  la  carrera  administrativa;  y 
habiendo  demostrado  la  experiencia  que 


en  vez  de  economía  produciría  un  im 
portante  aumento  de  gastos  el  sistema 
establecido  por  el  Decreto  de  29  de 
Mayo,  así  como  un  atraso  seguro  en  un 
servicio  de  tanta  transcendencia,  se  re- 
solvió por  Decreto  de  7  de  Enero  de  1874 
que  el  Interventor  general  de  la  Admi- 
nistración del  Estado  tenga  en  lo  sncesi 
vo  la  categoría  de  Jefe  superior  de  Ad- 
ministración; que  la  dependencia  de  su 
cargo  se  denomine  Intervención  general 
de  la  Administración  del  Estado,  y  que 
sus  atribuciones  sean  las  que  le  confirió 
la  Ley  de  26  de  Junio  de  1870,  excepción 
hecha  del  fallo  de  las  cuentas  y  de  la 
persecución  de  los  reintegros  y  alcances.  > 

Se  divide  la  Intervención  general  en 
tres  secciones:  Teneduría  de  libros.  Con- 
taduría de  examen  de  cuentas  y  Secreta- 
ría, que  se  hallan  bajo  la  dirección  del 
Interventor  general,  Jefe  superior  de  Ad- 
ministración civil. 

£1  Real  decreto  de  9  de  Julio  de  1892, 
determinó  la  plantilla  de  este  Centro,  en 
la  siguiente  forma: 

Plantilla  de  la  Intet^ención  general  de  la 
Administración  del  Estado. 


Peseta*. 


1  Interventor  general.  Jefe 
superior  de  Administración. 

1  Jefe  de  Sección  de  cuentas 
corrientes.  Jefe  de  Adminis- 
tración de  segunda  clase. . . 

1  Jefe  de  Sección  de  Secreta- 
ría y  presupuesto.  Jefe  de 
Administración  de  tercera. . 

6  Jefes  de  Negociado  de  pri 
mera  clase,  á  6.000 

6  ídem  de  segunda,  á  6  000. . 

6  ídem  de  tercera,  á  4.000... 

11  Oficiales  de  primera  clase, 

á  8.600 

16  ídem  de  segunda,  á  8.000.. 
20  ídem  de  tercera,  á  2.600. . . 

20  ídem  de  cuarta,  á  2.000 

10  aspirantes   á   Oficiales   de 

primera  clase,  á  1.260 

17  ídem  de  segunda,  á  1.000.. 


12.600 


8.760 


7.600 

30.000 
26.000 
24.000 

38.600 
46.600 
60.000 
40.000 

12.600 
17.000 


Total 340.760 

Sección  de  cuentas  atrasadas. 

Pesetas. 


1  Jefe  de  Sección  de  cuentas 
atrasadas,  Jefe  de  Adminis- 
tración de  segunda  clase. . .         8.760 
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1  Jefe  de  Negociado  de  pri 

mera  clase 6.000 

2  ídem  de  segunda,  á  5  000..  10.000 
2  ídem  de  tercera,  á  4.000.. .  8.000 
2  06eiale«deprímera»á  3.600  7.000 
•H  ídem  de  segunda,  á  3  000. .  9.000 
4  ídem  de  tercera,  á  2.600.. .  10.000 

6  ídem  de  cuarta,  á  2  000. . .  10.000 

7  ídem  de  quinta,  á  1.600 10.600 

4  aspirantes   á   Oficiales    de 

primera  rlHSe.  á  1.260 6.000 

6  ídem  de  segunda  íd.,á  l.OOO  6.000 


ToUl 89.260 

Existen,  además,  1  portero  con  2  000 
pesetas.  1  con  1.760,  8  á  1.600  y  6  orde- 
nanzas á  1.260.» 


lNTIMIDAaÓN.~La  intimidación  es 
considerada  en  el  orden  jurídico,  bajo 
distintos  aspectos.  Es  circunstancia  exi- 
mente de  responsabilidad,  cuando  produ 
ce  miedo  insuperable  y  obliga  á  realizar 
hechos  que  sin  ella  no  se  ejecutarían. 
(Código  penal,  art.  8.o,  circunstancia  10.», 
pág.  611).  Es  característica  en  determi- 
nados delitos,  como  el  de  atentado,  caan 
do  sin  alzarse  públicamente,  se  emplea 
la  intimidación  para  algunos  de  los  obje- 
tos sefíaladosen  la  rebelión  y  sedición,  ó 
contra  la  autoridad  ó  sus  agentes  (ar- 
tículo 263,  pág.  641);  el  de  robo,   ya  con- 


curra en  el  grado  preciso  para  caracteri- 
zar el  delito,  ja  tenga  una  gravedad  ma- 
nifiestamente innecesaria  para  su  ejeca- 
ción  (arls.  616  y  616.  núm.  4.<>,  pág.  66S, 
todas  del  tomo  I).  En  las  amenazas,  en- 
tra la  intimidación  como  elemento  sus- 
tancial; y  en  los  contratos,  es  causa  de 
nulidad. 


INVENTARIO. —Libro en  que  seasien- 
ta  y  hace  constar  ordenada  y  detalla- 
damente el  utensilio,  mobiliario,  ropas  y 
demás  efectos  y  enseres  pertenecientes 
á  una  persona  ó  establecimiento. 

Para  los  inventarios  de  Prisiones,  ri- 
gen la  Instrucción  de  21  de  Octubre 
de  1886.  art.  7  «  (tomo  I,  pág.  774),  y  la 
del  26  del  mismo  mes  y  afio;  Del  Admi 
nistrador  (pág.  10  del  mismo  tomo). 
Véase  además  Libros. 


INVIOLABILIDAD.  —La  Constitn 
ción  de  1876  (tomo  I,  págs.  766  á  772). 
trata  de  la  inviolabilidad  del  Rey  en  el 
artículo  48;  de  la  de  los  Senadores  y  Di- 
putados, en  los  46  y  47,  y  de  la  de  la  co- 
rrespondencia en  el  6.o  y  7.<>.  (Véase 
Allaiiamieuto  de  nioraday  tomo  I,  pá- 
ginas 40  y  41;  Correspondencia  de  pe- 
uados  7  presos»  págs.  824  á  826  del  mis- 
mo tomo). 
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JEFES   DE    ADMINISI RACIÓN.— 

Véase  Fuuclouarios  públicos »  Real  de- 
creto de  18  de  Julio  de  186*i  y  Ley  de  21 
de  Jalio  de  1876,  paga.  442  y  446  de  eate 
tomo. 


JEFES  DE  CÁRCEL.  -  Funcionario 
<)ae  tiene  á  au  cargo  loa  aervicioa  de  un 
eatableci miento  carcelario. 

Bl  titulo  de  Jefe  de  Cárcel  tiene  un 
concepto  genérico  puramente  regimental 
ó  directivo,  ain  que  aignifique  ni  repre- 
sente categoría  adminiatrativa  determi 
«ada. 

Por  eato  hay  Jefea  de  Cárcelea  que 
pertenecen  y  figuran  en  la  categoría  in 
íerior  del  Cuerpo  de  Penalee  ó  Priaionea, 
como  loa  Vigilantea  aegnndoa,  con  menoa 
de  1.000  peeetaa  de  aneldo,  y  Jefea  que 
«e  encuentran  en  la  cabeza  del  eacalafón 
del  referido  Cuerpo,  como  loa  de  Madrid 
y  Barcelona,  con  6.000  y  6.000  peaetaa 
respectivamente.  Se  lea  da  el  nombre  de 
Jefea  para  diferenciarlos  en  la  denomi- 
nación de  loa  Directores  del  miamo  Cuer- 
po que  tienen  jefatura  en  loa  establecí- 
mieutoa. 

Aaí,  puea,  el  concepto  de  Jefe  com- 
prende á  todo  funcionario  que  tiene  á  au 
cargo  una  Prisión,  sea  cual  fuere  au  de- 
nominación y  categoría  en  el  Cuerpo. 
Mas  cuando  dicha  categoría  ea  de  4.000 
peaetaa  ó  más,  el  Jefe  lleva  el  nombre  de 
Director,  que  ea  como  ae  le  designa  en  el 
escalafón  del  Cuerpo. 

Expneato  queda  (1)  que  loa  funciona- 


(1)  Véase  Caerps  áe  Prlsieaes,  tomo  I, 
págs.  889  ¿  054,  y  especial  me  ote  el  Real  de- 
creto de  29  Agosto  1898,  art.  ].*,  pág.  983. 


rioa  <ie  la  Sección  adminiatrativa  del  ci' 
tadu  Cuerpo  se  dividen  en  Directores^ 
Administradores,  Ayudantea  y  Vigilan 
tea.  fiataa  denominacionea  aon  perma 
nentes  en  los  empleadoa;  la  de  Jefe  es 
accidental.  Por  tal  raeón,  cuando  lleva 
la  jefatura  de  un  Penal  ó  de  una  Cárcel 
el  que  goza  el  referido  sueldo  ú  otro  au- 
perior^  se  denomina  Director  de  la  mis- 
ma; en  loa  demáa  cnaoa  conaerva  la  de  Ad- 
miniatrador,  Ayudante  ó  Vigilante,  pero 
con  funciones  de  Je  je.  Hay,  por  tanto, 
Administradorea-Jefea,  Ayudantes-Jefes 
y  Vigilantea  Jefes;  y  el  Jefe  de  una  Pri- 
aión  puede  paaar,  y  con  frecuencia  pasa, 
á  otra  de  subordinado,  y  recíprocamente. 

No  aólo  aon  Jefes  de  laa  Priaionea  loa 
individuoa  del  Cuerpo  de  Isa  tres  últimaa 
categoríaa  oitadaa;  suelen  serlo  también 
muchoa  de  loa  que  se  nombran  con  ca- 
rácter interino^  lo  cual  da  origen  á  dia- 
guatoa  y  á  vecea  á  trastornos,  que  es  fá- 
cil prever  y  debieran  evitarse. 

Del  nombramiento  de  una  peraona  ez- 
trafia  al  organiamo,  generalmente  desco- 
nocedora de  loa  aervicioa,  cuyo  cargo  ea 
amovible  y  au  permanencia  en  él  paaa 
jera,  de  un  nombramiento  aaí,  para  que 
el  agraciado  ejerza  funciones  de  superio- 
ridad aobre  el  peraonal  técnico,  que  per- 
tenece por  derecho  propio  á  la  carrera  y 
hace  de  ella  aa  profeaión,  no  puede  espe- 
rarse macha  armonía,  y  la  experiencia 
demaeatra  que  loa  diagustos  aon  frecaen- 
tea,  seguros  en  tales  caaos,  y  que  redun- 
dan en  dafio  del  régimen  y  de  la  Admi- 
niatración. 

Eatando  diapuesto  que  las  plazaa  se 
adjudiquen  mediante  públicoa  certáme- 
nea  á  les  individuos  que  demuestren 
competencia  para  su  acertado  desempe  • 
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fío,  deben  celebrarse  dichoa  certámenea 
con  la  frecuencia  necesaria  y  cesar  en  los 
nombramientos  de  empleados  interinos, 
qae  rara  vez  dan  satisfactorios  resultados 
y  en  cambio  producen  los  dafios  que  in- 
dicados quedan.  De  consuno  lo  piden  el 
cumplimiento  de  las  disposiciones  vigen- 
tes y  las  exigencias  del  servicio,  sean 
cuales  fnerep  los  destinos  que  vaquen. 

Bien  se  comprenden  los  inconvenien- 
tes de  tales  nombramientos  por  libre 
elección,  sin  pruebas  previas  de  suficien- 
cia; pero  los  inconvenientes  aumentan 
cuando  los  elegidos  ejercen  funciones  de 
Jefes.  Acertado  y  plausible  á  la  ves  sería 
proscribir  tales  nombramientos,  y  acer- 
tado  y  plausible  sería  también  el  cuidar 
de  que  el  Jefe  de  una  Prisión  fuera  siem« 
pre  de  categoría  superior  á  la  de  los  de- 
más empleados;  y  cuando  por  ausencia, 
suspensión  ú  otra  cualquier  circunstsn 
cia,  el  Jefe  propietario  no  desempeñase 
sus  funciones,  confiárselas  al  más  anti 
guo,  dentro  de  la  misma  categoría  de  los 
adscritos  al  establecimiento,  según  lo 
aconsejan  y  demandan  los  buenos  prin- 
cipios de  organización,  jerarquía  y  disci- 
plina. 

La  categoría  y  dotación  de  los  Jefes  de 
Cárceles  pueden  verse  en  la  Belación 
descriptiva  que  de  las  mismas  hacemos 
en  el  tomo  I,  págs.  299  á  446.  Sus  atribu- 
ciones y  deberes  se  consignan  en  los  ar- 
tículos correspondientes  á  la  denomina- 
ción de  cada  clase  de  funcionarios,  v  es- 
pecialmente en  el-  Reglamento  de  26  de 
Agosto  de  1847  ó  Instrucción  de  26  de 
Octubre  de  1886,  págs.  251  y  263  del 
mismo  tomo. 


JORNADA.— El  camino  que  yendo  de 
viaje  se  anda  regularmente  en  un  día. 

El  Fuero  Juzgo  y  el  Real  sefialaban 
diez  leguas  á  la  jornada  ordinaria;  la  No- 
vísima Recopilación,  en  las  leyes  1  ^  y 
3.a,  título  XIX.  libro  VI,  la  fijó  en  ocho 
para  los  efectos  civiles.  La  Ordenanza  de 
Presidios  de  1884,  fijaba  dicha  jornada, 
que  llamó  ttránsilo  de  justicia»,  y  tam- 
bién se  conoce  con  el  nombre  de  cetapa», 
en  tres  leguas  próximamente.  El  art.  66 
dice  á  este  propósito:  «Cada  tránsito  re- 
gular será  de  tres  leguas,  poco  más  ó 
menos,  y  si  no  hubiese  pueblo  á  esta  dis- 
tancia, seguirán  los  penados  al  inmedia- 
to, siempre  que  no  pase  de  cinco  á  lo 
sumo;  y  en  caso  de  no  haberle  tampoco  á 
esta  distancia  en  la  ruta  señalada,  se  ele- 
girá el  que  se  aproxime  más  á  las  tres 


leguas  desde  el  punto  de  salida,  aunque 
esté  fuera  de  ella>.  (C.  L.  de  P.,  tomo  I^ 
pág.  12). 

La  jornada  legal  equivale  hoy  áSO  ki- 
lómetros, para  los  actos  de  la  vida  civil. 
La  de  los  penados  y  procesados ,  ó  sea 
etapa  ó  tránsito  de  justicia,  se  fija  en  22^ 
según  puede  verse  por  los  preceptos  qae 
insertamos. 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1881, 

€ Art.  626.     Cuando  el  que  haya  de 

ser  emplazado  no  resida  en  el  lugar  del 
juicio,  el  Juez  podrá  aumentar  el  térmi- 
no del  emplazamiento,  concediendo  para 
comparecer  el  que  estime  necesario» 
atendidas  las  distancias  y  medios  de  co- 
municación, sin  que  el  aumento  pueda 
exceder  de  un  día  por  cada  SO  kilómetros. 

Art.  1  619  El  que  intentaso  el  retrac- 
to, si  no  reside  en  el  pueblo  donde  se 
haya  otorgado  la  escritura  que  dé  causa 
á  él,  tendrá  para  deducir  la  demanda, 
además  de  los  nueve  días,  uno  por  cada 
30  kilómetros  que  distase  de  su  residen- 
cia dicho  pueblo. 

Art.  1.891  El  término  de  un  mes  se 
aumentará  con  un  día  por  cada  30  kiló- 
metros que  diste  el  pueblo  en  que  se 
constituye  el  depósito  del  en  que  resida 
el  Juez  eclesiástico  ó  de  primera  instan- 
cia que  hayan  de  conocer  de  la  demanda 
principal.» 

Real  orden  de  7  de  Septiembre  de  1882. 

c Undécimo.     A    los  confinados  y 

reclusas  que  se  licencien  se  les  abonará 
lacantidad  que  importen  los  socorros  de 
marcha,  á  razón  de  60  céntimos  de  pese- 
ta por  cada  22  kilómetros...  .»  (La  dispo- 
sición completa,  se  inserta  en  el  tomo  I, 
Ahorros,  págs.  16  a  18.  Véase  Condno* 
eléu  de  presos  y  penados»  págs.  726  á 
736,  del  mismo  tomo,  y  Etapas»  P^gi* 
ñas  316  á  386  de  este). 


JORNALES.— La  cantidad  que  perci- 
be el  trabajador  en  un  día  por  el  trabajo 
que  realiza. 

Tratándose  de  reclusos,  se  llama  pías 
ó  cuota  el  estipendio  que  perciben. 

Estas  cuotas  las  abona  la  Administra- 
ción cuando  dedica  á  los  citados  recloeoe 
á  servicios  oficiales  que  directamente 
realiza ,  y  el  particular  ó  concesionario 
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raando   la  iiulnstria   te   ejerce   por   un 
citentA. 

(Vente  TaUeret  y  Tmbiijo  de  redo- 
sos). 

JÓVENES  ABANOONADOS,  DELIN- 
CÜE.XTES  Y  TICÍ0>08.-Coii»prencíe- 
mot  aqní  A  loa  meiioret  de  veinte  afioa 
de  aojboa  aezoa  (1). 


(1)  Aunque  do  tiene  aplicación  alguna, 
ineertamos  en  forma  de  nota,  sólo  come  ante- 
cedente hiatórieo,  la  siguiente 

Jital  orden  dé  80  de  Septitmbre  dt  1836,  decla- 
rando qué  éólo  dibén  admilirsé  §n  los  Pr$ÉÍ- 
diQ9  1c»  réo»  MnUnetado»  eon  arreglo  á  lat 
Uyee  y  árdtne*  vigente*  por  lo»  Juzgado»  re»" 
pectivo»y  y  encargando  á  lo»  del  ramo  de  Ha" 
tienda  que  cuando  hayan  do  ea»tigar  á  Jóte- 
ne»  menoren  de  diez  y  »ieto  año»y  lo»  manden 
encerrar  en  lo»  hoepicio». 

(Hae.)  Excmo,  Sr.:  He  dado  cuenta  ñ  S.  M. 
la  Reina  gobernadora  de  lo  manifestado  por 
V.  E.  tocante  á  la  necesidad  de  modifícHr,  en 
la  forma  que  »e  juzgue  más  conducente,  la 
Real  orden  de  25  de  Octubre  de  )  828  sobre 
costilleros,  en  la  que  se  fundó  la  Subdelega* 
ci6n  de  las  salinas  de  la  Mata  y  Torrevieja 
para  confinar  por  cinco  meses  ai  Presidio  de 
MAlaga,  4  Francisco  Quinao,  de  edad  de  diez 
ados,  por  aprehensión  de  cinco  celemines  de 
liál;  y  lo  cual,  s^gün  V:  B  ,  autoriza  U  cos- 
tumbre que  hay  entre  los  pueblos  inmediatos 
á  las  referidas  salinas  de  eiivÍMr  á  Presidio 
todos  los  inviernos  ios  padres  pobres  á  los  hi- 
jos que  no  pueden  mantener,  valiéndose  de 
manejos  acordados  previamente  con  los  cara- 
bioeros;  y  enterada  de  todo,  se  ha  servido  de* 
clarar  <^oe  no  es  necesaria  la  modificación  que 
se  solicita,  pues  la  referida  Real  orden  de  ^5 
de  Octubre  se  halla  derogada  por  la  de  8  de 
Mayo  de  1880,  determinando  que,  para  corre- 
gir los  abusos  y  escandslosa  costumbre  que 
se  denuncia,  bastara  que  no  se  admita  en  el 
Presidio  de  Alicente  ni  en  otro  alguno,  sino  k 
loa  reo»  »entencÍMdos  con  arreglo  a  las  leyes  j 
órdenes  vigentes,  por  los  Juzgados  respecti- 
vos; encargHodo  pitriicularmente  á  los  del 
ramo  de  Hacienda,  que  cuando  deba  castigar* 
se  4  jóvenes  que  no  nayan  llegado  aún  k  la 
edad  de  diez  y  siete  ai^os,  loa  manden  ence- 
rrar en  los  hospicios  para  contener  sus  vicios 
y  mejorar  sus  costumbres. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  80  Septiembre 
de  1836.— Juan  Alvarez  y  MendizAbal  »  (C  L. 
de  P.,  tomo  I,  pág.  129j  (a). 

(a)  La  preinserta  disposición  da  idea  del 
estado  en  que  se  encontraba  la  administración 
de  justicia,  confiada  á  los  Tribunales  de  Ha- 
cienda. La  misma  Real  orden  es  contraria  ¿  lo 
dispuesto  en  la  Ley  de  28  de  Enero-6  Febrero 
de  1822,  que  prohioe  la  admisión  en  los  hos- 


ORDENANZA  DE  PRESIDIOS 
de  1934,  "Del  t-égimen  interior  de  la8 
Friiionei, 

c Art.  83.  En  todo  Eetableci mien- 
to penal  se  tendrán  von  eeparación  los 
reos  menoret  de  dieciocho  afioa  de  edad 
de  loa  demáa  reclueot,  y  con  eüoa  se  for- 
mará la  date  áe  jóvenes pre$idiario»,* 


De  lo$  jóvenes  presidiarios, 

cArt.  128  Para  la  corrección  délos 
deagraciadoa  jóvenes  á  qnienea  la  orfan- 
dad, el  abandono  de  loa  padrea  ó  las  in- 
fluenciaa  de  malas  compaftíat  lansó  en 
la  carrera  del  crimen  antea  de  qué  la  ex- 
periencia lea  haya  reveladu  loa  males 
qae  canean  á  la  aociedad  y  á  sí  miemos, 
mando  qae  todoa  loa  preaidiarioe  meno- 
rea  de  diet'.iocho  afioa  que  baya  en  cada 
Preaidio,  vivan  reanidoa  en  una  cuadra 
ó  departamento,  con  total  aeparación  de 
los  de  mayor  edad. 

Art.  124.  £1  Director  general  de  Pre- 
sidiot  me  propondrá  una  inatrucción  par- 
ticukr  para  el  departamento  de  jóvenea 
preaidiarioa,  y  loa  medioa  de  eatablecer 
Escuelas  de  primeras  letras,  y  las  demás 
ensefiansaa'nHceaariaa  para  reformar  la 
educación  de  eata  claae  de  confinadoa. 

Art.  126.  El  departamento  de  los  jó- 
yenea  conaietirá  en  dormitorio,  local  para 
laa  enaefiatisaa,  pa^io  para  deán  bogo  y 
eapacio  para  laa  laborea  y  manufacturas. 

A rt.  1 26.  Todos  loa  doiningoa  tendrán 
los  jóvenes  revieta  de  ropa  á  la  hora  en 
que  ditponga  el  Ayudante.  En  elloa  y  de- 
máa  fiestaa  de  precepto  irán  á  miea  pre- 
sididos por  un  Maeetro,  y  escoltados  ae- 
gún  convenga.  Si  por  no  haber  otra  miaa 
tuvieaen  queaaietir  á  la  miama  que  oigan 
loe  preaidiarioa  de  mayor  edad,  ae  cui- 
dará que  eaién  con  la  aeparación  poaible. 

Art.  127.  Como  loa  jóvenea  han  de 
tener  también  bus  Maeatrua  de  artea  ú 
oficioa,ee  precito  que  el  Comandante  por 


pioios  de  toda  persona  que  deba  ser  corregi- 
da ó  caatigada  (art.  '78,  pág.  559  de  este 
tomo).  Respecto  a  la  costumbre  que  denuncie, 
de  los  padres  que  procuran  ingresen  sus  hi- 
jos menores  en  Preaidio  por  librarse  de  la 
obligación  de  mantenerlos,  aun  no  ha  desapa- 
recido, por  desgracia,  y  varios  ejemplos  pu- 
dieran citHrse  de  esta  índole,  k  lo  cual  obede- 
ce, en  gran  parte,  el  aumento  de  reclusoa  jó- 
venes en  las  Cárceles  durante  los  meses  de 
invierno. 


Lbsislacion  penal  t  1)1  PaisiOKM  —  Tomo  II 


61 


Digitized  by 


Google 


JÓV 


—  662 


JÓV 


BÍ  miaino,  despaós  de  oídoa  todof  los  in- 
formes que  estime  convenientes,  elija 
entre  los  presidiarios  de  cada  profesión, 
el  que  por  sus  bnenas  circunstancias  le 
parezca  más  á  propósito;  y  éste,  que  será 
nombrado  cabo  segundo^  se  establecerá 
con  sn  taller  en  el  departamento  de  jo- 
venes. 

Art.  128.  Los  que  sobresalgan  por  sn 
apiicación  en  el  otíoio  á  que  se  dediquen, 
serán  recompensados  según  las  circuns- 
tancias á  costa  de  los  fondos  del  Esta- 
blecimiento. >  (C.  L,  de  P.,  tomo  I,  pági- 
nas 1 6  y  38). 

Meglametito  de  5  de  Septiembre  de  1844. 

Sección  de  jóvenes, 

c  Se  destinará  á  ella  cuantos  tengan 
ingreso  en  los  Establecimientos,  meno- 
res de  dieciocho  años;  se  aplicarán  á  ta- 
lleres que  elijan,  permitiéndoles  por  sólo 
una  vez  el  CMuibio  á  otro  si  lo  solicitan 
antes  de  cumplir  los  quince  días  prime- 
ros de  su  eiiLrf^da,  á  fin  de  que  no  pier- 
dan tiempo,  ni  so  pretexto  de  gustarles 
después  un  oficio  más  que  el  que  eligie- 
ron prímeru,  eludan  la  enseñanza. 

Se  les  precisará  asistir  diariamente  á 
la  .escuela  de  primera  educación  en  la 
forma  que  se  expresará. 

Permanecerán  en  esta  sección  hasta 
la  edad  de  veinte  años;  cumplidos  és- 
tos, pasarán  á  brigada,  pero  sin  dejar 
por  ello  de  asistir  á  su  respectivo  obra- 
dor y  escuela. 

Elegirá  el  Comandante  para  cabos  de 
esta  sección,  si  por  por  su  número  no. 
correspondiese  un  capataz,  sujetos  de 
conducta  ejemplar,  moralidad  más  sana 
y  mejores  principios,  á  fin  de  que  infun* 
dan  á  estos  seres  desgraciados  ideas  que 
los  conduzcan  á  su  futuro  bien,  en  el 
concepto  de  que  según  su  comportamien-^ 
to  y  esmero  en  este  servicio,  que  se  es- 
tampará en  su  respectiva  hoja,  se  gra- 
duará su  mérito  para  la  opción  á  rebaja. 

En  esta  sección  tendrán  ingreso  los 
jóvenes  penados  de  todas  clases,  inclu- 
sos los  destinados  á  África,  que  se  apli- 
carán también  á  las  escuelas  y  obrado 
res,  anotándole  en  su  hoja,  y  para  que 
á  su  arribo  al  depósito  general,  se  les 
destine  al  mismo  oficio  que  ejercían  en 
donde  estuvieron  antes. 

Xo  se  les  aplicará  hierro  sino  en  el 
caso  de  resistencia  y  obstinación  en  no 
querer  aprender,  ú  otra  causa  que,  á  jui- 
cio del  Comandante,  merezca  se  le  apli- 


que y* trate  con  mayor  rigor.»  (C.  L.  de  P., 
tomo  I,  pág.  284). 

(Véase  Arresto  (gubernativo,  menor  y 
mayor);  Asilo  de  corrección ,  tomo  I,  pá- 
ginas 81  á  98;  Código  peuuly  art.  8%  nú 
mero  8  ®  pág.  611;  I^ecuelóu  4e  las  pe- 
nas prlvailvas  de  libertad.  Real  decre- 
to 11  Agosto  1888.  art.  4.o.  pág.  97;  Her» 
manas  de  la  Caridad,  Eiealamento  déla 
Penitenciaria  de  mujere»  de  Alcalá,  de  3 1 
Enero  1882,  cap.  VII,  Del  departamen 
to  de  niños,  págs-  637  y  538  de  este  tomo 
y  Prisión  celular  de  Madrid,  Regla- 
mento 23  Febrero  1894,  Del  departamen- 
to de  jóvenes). 


CoMSNTARio.— No  son  muchas,  cierta- 
mente, las  disposiciones  que  existen  para 
proteger  y  educar  á  los  jóvenes  á  qne  se 
refiere  este  artículo,  ni  aun  siquiera  para 
castigar  y  someter  á  régimen  y  trata- 
miento adecuados  á  los  qne  delinquen  y 
á  quienes  se  pena. 

Lo  único  reglamentado  respecto  á  los 
delincuentes  menores,  es  lo  qne  se  pre- 
ceptuó en  la  Ordenanza  de  Presidios  del 
año  Ui  y  en  el  Reglamento  de  diez  afioa 
después,  cuyos  artículos  quedan  insertos. 
Los  hemos  incluido  en  la  parte  de  legis- 
lación, no  porque  teugan  aplicación  gH< 
neral,  pues  toda  ves  que  los  penados  me- 
nores de  veinte  años  deben  Ir  al  estable- 
cimiento penitenciario  de  Alcalá,  desti- 
nado á  los  mismos,  y  no  habiendo  en 
éste  (si  el  Decreto  se  cumple)  más  qne  jó- 
venes, las  secciones  de  qne  hablan  ln 
Ordenanza  y  Reglamento  mencionadr*e 
no  existen  en  los  demás  Penales,  y,  por 
tanto,  no  tienen  en  ellos  efectividad  prác- 
tica los  citados  preceptos. 

Sin  embarga,  en  el  mismo  de  Alcalá 
pueden  aplicarse,  en  lo  que  concierne  hI 
trabajo,  á  la  enseñanza  y  disciplina.  A  es- 
ta Penitenciaría  sólo  son  destinados  los 
varones  menores  de  veinte  años,  senten- 
ciados á  presidio  correccional  ó  á  pena» 
más  graves,  quedando  en  las  Cárcelea  loii 
que  han  de  cumplir  la  miama  pena  de 
prisión—que,  á  nuestro  parecer,  debie- 
ran ir  también  á  Alcalá,  en  cumplimien- 
to al  precepto  por  virtud  del  coal  se  en- 
vían á  los  otros— los  que  extinguen  arres* 
to  y  las  jóvenes  sentenciadas  á  las  mis- 
mas penas  de  prisión  y  arresto.  Y  comu 
para  el  régimen  de  las  Cárceles,  en  lo 
qne  atañe  á  los  menores  de  que  se  trata, 
nada  existe  legislado  en  concreto,  enten- 
demos que  son  aplicables,  como  regla- 
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«ne^taclón  Bttpietoría,  \o9  artíctilot  ínter- 
tos.  A  esto  obedece  el  haberlos  Inclnkio, 
á  más  de  hacerlo  tambiéu  por  ha  impor- 
tancia qae  tienen  .como  antecedente  en 
nuestra  leg:islac{ón  penitenciaria. 

El  art.  8.0  del  Código  penal,  en  la  par- 
Ce  relativa  al  destino  que  ha  de  darse  á 
los  menores  absneltos  por  haber  obrado 
sin  discernimiento,  no  ha  sido  desRrro- 
liado,  ni  ha  tenido  ni  tiene  aplicación  eu 
ia  práctica.  Al  joven  absnelto  le  abnndo- 
nan  á  sn  saerte  el  Tribunal  que  le  decla- 
ra  irresponsable   y    la   Administración, 
•que  le  debiera  proteger  y  educar,  ai  care-   i 
ce  de  personas  que  tomen  á  su  cargo  este  i 
importante,  caritativo  y  previsor  come-  ' 
tido. 

Existe  la  Ley  de  4  de  Enero  de  1883, 
<)ne  antorisa  la  creación  de  una  Escuela 
de  reforma  y  educación  psra  varones 
«nenores  de  dieciorlio  afios;  existe  el 
proyecto  de  Reglamento,  que  ya  ha  sido 
proniaigado  como  disposición  preceptiva 
-de  la  Escuela  de  Santa  Rita,  y  existe  la 
Real  orden  de  12  de  Mareo  de  1891.  Pero 
la  Escuela  que  ha  llegado  á  estahleierse 
•en  Csrabancbel,  tiene  irarácter  pnranien- 
te  particular,  sólo  sirve  para  recluir  á 
menores  por  vía  de  corrección  paternal, 
y  no  satisface  en  modo  alguno  la  necesi- 
dad sentida  respecto  á  los  jóvenes  delin- 
<Mientes,  viciosos  ó  abamlunados,  no  obs- 
tante hallarse  subvencionada  por  el  Es- 
tado, que,  dicho  sea  de  paso,  para  nada 
interviene,  al  menos  de  hecho,  en  su  ré- 
gimen. 

A  los  sujetos  también  Á  corrección  pa- 
ternal se  contrae  la  Real  orden  de  1891, 
-en  términos  análogos  á  como  lo  hace  el 
Código  penal  para  los  en  él  comprendi- 
dos, y  con  la  misma  atnbigñedad  que  allí 
«e  nota,  dejando,  por  ende,  la  necesidad 
en  pie. 

No  por  mandato  o6cial,  ni  por  inicia- 
tiva del  Estado,  sino  por  impulsos  cari- 
tativos y  acción  exclusivamente  privada, 
se  han  creado  y  funcionan  en  Barcelona 
dos  instituciones  de  esta  clase,  dignas  de 
•ÍDcero  y  caluroso  aplauso,  por  el  huma- 
nitario penaamiento  en  que  se  inspiran 
y  por  los  eñcaces  resultados  que  dan; 
instituciones  conocidas  en  el  extranjero 
■é  ignoradas  por  la  mayor  parte  de  loses- 
pafioles,  y  pudiera  decirse  sin  exagera» 
ción  ni  temor  á  equivocarse,  que  por  to 
dos,  á  excepción  de  los  bienhechores  que 
las  dan  vida  y  de  los  desgraciados  que  á 
su  protección  se  acogen.  8on  éstas  el 
Asilo  Toribio  Duran ,  de  Barcelona,  y  la 
lección  de  jóvenes  recluidos  en  la  Cárcel 


de  aquella  capital ,  á  los  cuales  atiende 
)a  Sociedad  de  Patronato  de  la  misma. 

El  Amto  Toi-ibio  hurán,  designado  así 
porque  así  se  llamaba  el  filántropo  que 
jo  fundó,  es  un  hermoso  edificio,  destina- 
do to<io  él  á  Escuela  de  educación  y  re- 
forma de  los  380  jóvenes  que  ordinaria- 
mente alberga,  inaugurada  en  1890.  8a 
régimen  se  halla  á  cargo  de  religioaos  de 
la  Orden  de  San  Pedro  Ad  Vincula,  qus 
tiene  la  Caaa  matriz  en  Marsella.  Son  ad- 
mitidos los  jóvenes  desde  nueve  á  quin- 
ce afios  y  pueden  permanecer  en  la  es- 
cuela durante  tres.  El  Ayuntamiento  de 
la  capital  costea  180  plazas,  y  el  Patro- 
nato dispone  <le  20,  que  con  preferencia 
destina  á  los  menores  que  salen  de  la 
Cárcel.  En  el  Asilo  reciben,  no  sólo  edu- 
cación religiosa  y  elemental,  si  que  tam- 
bién la  industrial  ó  de  artes  y  oficios,  en 
los  talleres  de  carpintería,  cerrajería,  eba- 
niatería,  lampistería,  zapatería  y  demás 
que  existen,  procurando  con  empefio  el 
Patronato  que  los  patrocinados,  á  la  ves 
que  le  reforman  en  la  institución,  apren- 
dan un  oficio  con  el  cual  puedan  vivir  de 
sn  trabajo  al  salir  en  libertad.  Realmen- 
te es  esta  institución  la  única  que  de  lu 
clase  extate  en  Espafia,  y  merece  figurar 
al  lado  de  las  mejor  organizadas  en  el 
extranjero. 

La  Sección  de  jóvenes  de  la  Cárcel 
puede  considerarse  como  una  hijuela  del 
Asilo,  toda  vez  que  quien  le  ha  formado 
y  le  sostiene  es  el  mismo  Patronato,  y  en 
jnstieia  debe  decirse  que  el  alma  de  uno 
y  otra  es  el  activo  é  incansable  propa- 
gandista Don  Ramón  Albo,  persona  de 
gran  cultura  y  «te  levantado  espíritu,  que 
por  verdadera  vocación  ejerce  una  posi- 
tiva acción  de  caridad  en  favor  de  los 
desvalidos  y  desamparados  por  apartar- 
les de  la  carrera  del  crimen. 

Dentro  de  las  malas  condiciones  que 
la  Cárctjl  tiene, como  edificio  antiquísimo^ 
semirruinoso,  capaz  para  800  reclusos,  y 
encierra  dé  600  á  700,  de  ambos  sexos  y 
de  todas  edades  y  toda  clase  de  delitos, 
dentro  de  tales  condiciones,  los  jóvenes 
menores  de  quince  años  reciben  un  con- 
veniente tratamiento  educativo  que  con- 
tribuye por  modo  eficaz  á  sustraerles  de 
la  holganza  y  del  delito  y  á  iniciarles  en 
la  laboriosidad  y  en  la  honradez. 

m 

Notable  y  triste  contraste  forman  el 
interés  y  la  actividad  de  la  iniciativa  prí 
vada  en  Barcelona  para  dar  solución  á 
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problema  de  truntcendeocia  tanU,  con  U 
apatía  y  la  inereia  del  elemento  oficia] 
para  atender  á  la  javentad  abandonada, 
vicioaa  y  delincuente  de  hoy,  que  conati- 
tnirá  la  criminalidad  de  mafiana.  En  la 
mitma  Prisión  de  Madrid  e«  harto  det* 
venturada  la  aituación  presente  de  loa 
reclnsoa  menores  de  edad,  y  bien  oacnra 
y  eacabrofla  la  qne  en  lo  fntnro  lea  eape 
ra.  Queda  consignado  en  su  lug^r  (1)  la 
situación  de  los  que  sufren  arresto,  el 
tratamiento  á  que  se  les  sujeta  y  el  cui- 
dado qne  se  les  dedica.  Entre  éstos,  los 
hay  de  diferentes  edades:  los  menores 
que  entran  por  vea  primera,  y  los  adul- 
toe,  que  eomo  aquélloe  y  por  las  mismas 
causas  entraron  y  salieron  y  volvieron  á 
ingresar  repetido  número  de  veces,  hasta 
habituarse  al  ambiente  de  perdición  en 
qne  viven  y  bailarse  en  condiciones  abo- 
nadae  para  enervar  y  perder  á  los  nue- 
vos en  la  casa. 

Ko  ae  hallan  los  jóvenes  de  la  Prisión 
celular  en  el  confuso  montón  que  en  las 
bóvedas  del  inmundo  Saladero  ó  antigua 
Cárcel  estaban;  sufren  en  celda  an  reclu- 
sión. Pero  la  celda  no  tiene  para  ellos 
más  que  la  severidad  de  material  aisla- 
miento, que  si  en  los  adultos  es  de  resal 
tados  dudosos,  cuando,  como  aquí  suce- 
<le,  se  reduce  á  dura  y  desesperante  so- 
ledad, para  loa  jóvenes  confinados  resulta 
de  efectos  contraproducentes,  verdade- 
ramente nocivos,  así  en  la  parte  pura- 
mente física,  por  el  quietismo  á  que  se 
les  condena,  como  en  la  fisiológica,  por 
el  vicio  que  suele  dominarles.  Cierto  que 
aaisten  á  la  escuela  en  común,  y  en  co- 
mún también  practican  los  paseos;  pero 
los  efectos  bienhechores  de  la  clase  de 
letras  y  el  ejercicio  del  paseo,  son  impo- 
tentes para  contrarrestar  la  acción  de  la 
dura  celda,  que  debiera  servir  solaihente 
para  el  reposo  nocturno;  y  falta  lo  más 
esencial,  que  es  el  trabajo  en  el  taller,  la 
enseñanza  de  un  oficio,  en  el  que  ejerzan 
su  actividad  durante  la  reclusión  y  del 
que  puedan  valerse  para  no  reincidir  una 
vea  libres. 

Á  más  de  esto,  se  hallan  en  el  recinto 
carcelario,  y  sometidos  á  su  atmósfera, 
que  es  lo  más  dafioso  para  su  edad  y 
condiciones:  tienen  la  vecindad  de  loa 
adultos,  de  continuo  respirar  el  vaho  de 
la  delincuencia,  y  los  efectos  de  la  escue- 
la, recibidos   por  intermitencias,  quedan 


(l;    Arresto   gabernatlve,   arréalo 
menor,  tomo  I,  pecinas  81  y  88. 


anulados  por  la  acción  continua  de  lo» 
otros  elementos.  Existe  uno  bienhechor 
que  le  constituye  un  virtuoso  sacerdote^ 
D.  Clemente  de  Villa,  anciano  venerable 
que  sin  necesidad  ni  deber,  por  propto- 
impulso  y  por  verdadera  vocación,  lo* 
visita  con  frecuencia,  lea  da  ensefiansa# 
moralea,  les  facilita  ropas  y  les  ayuda  y 
atiende  con  caridad  sin  ejemplo.  Mas  la 
acción  individual,  por  muy  ardientes  que 
sean  el  sentimiento  y  deseo  que  la  ani- 
men, no  puede  aervir  más  que  de  inicia- 
ción, y  como  laudable  ejemplo,  digno  do 
imitar.  Se  precisa  el  esfuerzo  y  el  interé# 
colectivos,  no  sólo  para  atender  á  los  que 
se  encuentran  recluaoa,  si  que  también 
para  protegerloa  cuando  salgan  de  la  re* 
clu8ión;y  sobre  todo  se  precisa  apartarle» 
de  la  Cárcel,  albergándolos  en  eatableci- 
mientos  que  sólo  para  ellos  se  hayan  ins- 
talado. 

El  elemento  oficial,  que  sólo  se  cuida, 
fuera  de  prender  á  los  citados  jóvenes  y 
llevarlos  como  rebaño  á  la  Cárcel,  conai- 
derándoloa  como  eacoria  despreciable  ó 
como  despojo  social  que  se  arroja  al  ver- 
tedero,  y  loa  atiende  mucho  menoa  en 
su  vida  de  reclusos.  Salvo  el  singular 
ejemplo  del  citado  Sr.  Villa,  ninguna 
ayuda  reciben,  ninguna  visita  tienen,  i 
no  ser  los  qne  por  necia  curiosidad  van 
á  ver  el  edificio,  y  al  tocar  con  los  m^js- 
res  procuran  enterarse,  con  censurable 
solaz,  de  las  formas  que  emplean  para 
cometer  loe  hurtos  y  rateríaa,  riendo  su» 
habilidades  y  ejerciendo,  con  tal  proce* 
der,  una  inflneucia  verdaderamente  per 
nicioea.  El  elemento  oficial,  íbamoa  di- 
ciendo, no  se  acuerda  de  estos  desven- 
turados en  su  vida  de  reclusos,  y  les  fal- 
tan ordinariamente  hasta  l(»8  medios  más 
necesarios  para  la  vida  material,  como 
cama  en  que  dormir  y  prendas  con  que 
abrigarse. 

Y  esto  ocurre  en  la  Prisión  de  Madrid, 
de  moderna  construcción  y  de  celular 
estructura:  en  las  restantes,  salvo  raras 
excepciones,  es  más  desventurada  sn 
suerte.  Los  unos  viven  en  promiscuidad 
completa  con  todos  los  recinídos,  sea 
cual  fuere  la  edad  de  los  delincuentes,  el 
delito  que  se  les  imputa  ó  la  pena  que 
sufren;  en  otros  tienen  departamento  se- 
parado, pero  ó  no  salen  de  él.  ni  aun  d» 
día  para  respirar,  ó  tienen  que  mezclar- 
se con  toda  clase  de  malhechores  por  no 
tener  más  que  un  patio  la  Prisión;  en  los 
más  carecen  de  lecho  en  que  acostaras  y 
de  ropas  con  que  cubrirse,  no  teniendo 
más  que  el  suelo  para  el  descanso,  falto 
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el  local  de  ventilación,  sobrado  de  hame* 
dad,  qaisá  inmediato  á  una  letrina;  sin 
eecuela  en  que  aprender,  ni  culto  religlo- 
•o  á  que  aaiatir,  ni  taller  ei  que  traba- 
jar  Y  cuenta  que  el  número  de  jóve- 

nea  asi  tratados,  aaciende  en  el  dia  á 
anofl  600. 

Laa  jóvenes  son  menos,  pero  su  sitúa 
ción,  más  desventurada  si  cabe,  se  em- 
peora por  razón  del  sexo.  Sabido  es  que 
en  las  Cárceles  ingresan  no  pocas  pros- 
titutas. Y  como  bacen  vida  en  común  y 
pasan  el  tiempo  en  continua  ociosidad, 
tienen  ocasión  y  vagar  bastante  éstas 
para  convencer  á  aquéllas  de  que  sigan 
su  suerte  en  la  vida  libre,  halagándolas 
con  seguro  hospedaje  en  el  lupanar  y  se- 
dnciéndolas  con  las  ventajas  de  comer- 
ciar con  los  atractivos  de  su  juventud. 


Es  de  estricta  justicia,  de  obligada  hu 
mHnidad,  de  inexcusable  deber  caritati 
vo  y  de  elemental  previsión,  proteger  y 
cuidar  á  tanto  ser  desgraciado  que  pasa 
BU  infancia  y  su  adolescencia  en  la  Cár- 
cel, y  que  constituyen  forzosamente  la 
levadura  de  los  grandes  criminales;  hay 
que  ponerlos  en  sitio  á  propósito  para  su 
saneamiento  moral,  que  vigorice  su  cuer- 
po y  fortalezca  su  espíritu;  donde  traba- 
jen en  la  industria  y  aprendan  un  oficio, 
donde  se  combata  su  ignorancia  con  pro- 
vechosa instrucción:  donde  el  ejemplo 
«leí  bien  presente  edifique  y  el  halago  de 
un  tranquilo  porvenir  estimule;  en  una 
palabra,  hay  que  establecer  casas  ó  es- 
cuelas de  reforma  y  corrección  para  jó- 
venes como  las  tienen  en  otros  países 
largo  tiempo  ha  y  crear  las  sociedades 
de  patronato  que  allí  ejercen  su  caritati- 
va misión  y  dan  tan  satisfactorios  resul- 
tados. 


La  misión  de  proteger  á  la  infancia,  de 
librarla  de  las  malas  influencias  y  de 
formar  y  consolidar  el  sentido  moral  en 
los  menores,  incumbe  en  primer  térmi- 
no á  sus  padres,  por  los  lazos  que  con 
ellos  los  unen ,  por  los  deberes  que  con 
ellos  tienen,  por  la  autoridad  de  que  se 
hallan  para  tal  efecto  revestidos.  Mas 
cuando  estos  protectores  naturales  care- 
cen de  condiciones  para  llenar  su  come* 
tido,  cuando  el  egoísmo  ó  el  vicio  susti- 
tuyen al  amor  y  al  interés  paternales,  y 
el  menor,  más  que  en  circunstancias  para 
formarse,  se  encuentra  en  peligro  de  se- 


gura perdición;  cuando  esto  ocurre,  así 
como  cuando  se  trata  de  nifios  ó  adoles- 
centes que  se  hallan  en  orfandad,  la  so- 
ciedad tiene  el  deber  inexcusable  de  am- 
pararlos y  suplir  la  falta  de  la  protección 
paterna. 

£1  Estado,  cumpliendo  sus  funciones 
y  deberes  tutelares,  es  el  llamado  á  to- 
mar la  iniciativa,  si  la  acción  privada  no 
la  toma,  y  á  crear  ambiente  para  que  la 
idea  se  traduzca  en  hechos,  allanando  y 
venciendo  los  obstáculos  que  á  su  mar- 
cha  y  desenvolvimiento  se  opongan.  No 
es  de  razón  pedir  al  Estado  remedio  para 
todos  los  males,  porque  no  es  dable  que 
le  facilite;  pero  hay  motivo  para  lamen- 
tarse y  causa  para  censuras,  cuando  per- 
manece inactivo  ante  necesidades  de  tan- 
to apremio.  De  esta  inactividad,  de  este 
punible  abandono,  es  prueba  evidente,  no 
ya  el  que  no  se  hayan  creado  Estableci- 
mientos, sino  el  que  ni  aun  siquiera  se 
hayan  dictado  disposiciones  en  el  tiempo 
transcurrido  desde  el  año  34  y  44  á  la  fe- 
cha, porque  al  objeto  que  nos  ocupa,  de 
nada  sirve  el  Código  penal  en  el  único 
precepto  que  á  la  materia  dedica,  la  Ley 
del  88,  ni  el  Decreto  del  88. 

Obligada  está  también  la  iniciativa  y 
la  acción  privadas  á  tomar  parte  en  pro- 
blema de  importancia  tan  sabida,  como 
lo  han  hecho  en  los  países  aludidos, 
como  lo  hacen  en  Barcelona,  pero  repe- 
timos que,  en  nuestra  nación,  donde  la 
apatía  es  la  regla  y  donde  impera  el 
egoísmo  individual,  al  Gobierno  incum- 
be dar  la  norma  y  marcar  la  orientación. 
Por  fortuna  hay  para  ello  instituciones 
en  que  aprender  y  ejemplos  que  imitar. 

Bélgica  ha  promulgado,  en  los  diezafios 
últimos,  numerosas  disposiciones,  ema- 
nadas del  Poder  legislativo  unas,  de  ca 
rácter  ministerial  y  administrativo  otras, 
predominando  en  todas,  más  que  la  idea 
represiva,  con  relación  á  la  infancia  de- 
lincuente, el  espíritu  de  protegerla  y 
educarla.  Las  Leyes  de  27  de  Noviembre 
de  1891,  son  hoy  la  base  de  las  llamadas 
Ecoles  de  bienfaisance^  ó  Casas  de  re- 
forma para  jóvenes  delincuentes,  vicio- 
sos y  abandonados.  Los  preceptos  legis- 
lativos han  tenido  pronto  y  completo 
desarrollo  en  la  realidad,  y  hoy  cuenta  la 
nación  belga  con  los  Establecimientos  de 
Beernem  y  Namur  para  mujeres  menores 
de  edad,  y  con  los  de  Molí.  Reckheira, 
Ruysselede,  Saint-Hubert  y  el  cuartel  es- 
pecial de  Gante  para  jóvenes  varones,  en 
los  cuales  se  alberga  un  total  de  2.500 
educandos. 


LauíSLAGlUV  FIMAL  T  DE  PK181UM8  —  TuMo   II 


Digitized  by 


(Google 


JÓV 


666  - 


JUB 


Según  la  ley  pr^íUdá,  deben  poneree 
y  Be  ponen  á  disposición  del  Gobierno 
para  su  injarreso  en  las  mencionadas  Es- 
cuelas: l.o  Los  indi  vi  daos  menores  de 
dieciocho  afíos  que  babitnalinente  se  de 
dican  á  la  mendicidad  y  se  les  tiene  en 
el  concepto  de  vagabnndos,  los  cuales  per- 
manecen en  los  establecimientos  hasta 
su  mayor  edad.  2.o  Los  qne  no  habiendo 
cumplido  los  dieciocho  años  son  conde- 
nados á  prisión,  que  por  orden  del  Tribu- 
nal sentenciador,  quedan  también  á  dis- 
posición del  Gobierno,  hasta  que  igual 
mente  llegan  á  la  mayoría  de  edad.  S.o 
Los  menores  de  dieciseis,  que  al  come- 
ter el  delito  obran  con  discernimiento. 
El  poner  á  estos  individuos  á  disposición 
del  Gobierno,  no  tiene  carácter  de  pena 
en  el  orden  jurídico;  tómase  solamente 
como  medida  de  educación. 

Francia  tiene  la  Ley  de  5  de  Agosto 
de  1850,  la  Instrucción  de  28  de  Abril 
<le  1868,  con  varias  Ordenes  ministeria- 
les y  Circulares  de  la  Dirección  del  ramo 
para  el  régimen  interior  de  las  institu- 
ciones de  que  venimos  tratando,  y  cuen- 
ta con  ocho  de  carácter  público,  entre  los 
que  Me  encuentran  la  marítima  ó  naval 
de  B^lle-Iale  en  Mer  (departamento  de 
Morbihan),  establecida  en  la  goleta  Sire- 
na, y  la  importante  Colonia  agrícola  de 
Saint  Hilaire  (departamento  de  Vienne), 
y  18  de  iniciativa  privada,  entre  ellas 
Mettray  (Indre  et  Loire).  Saint  Fargeaa 
(Haute- Vienne)  y  Ste.  Foy  (Dordogne), 
todas  ellas  para  hombres.  Para  mujeres, 
existe,  como  pública  ó  de  carácter  oficial, 
la  de  Doullens  (Somme),y  siete  debidas  á 
la  acción  privada. 

En  Hungría,  á  más  de  105  orfelinatos, 
sostenidos  unos  por  el  Estado  y  otros 
por  Corporaciones,  sociedades  y  particu- 
lares, hay  cuatro  Casas  de  corrección 
para  menores:  las  de  Aszód,  Kolossvár 
y  Szekesf ehervár, para  hombres  y  Rákos- 
patota  para  mujeres,  creadas  en  1884, 
1886,  1890  y  1895  respectivamente.es 
decir,  en  poco  más  de  una  década,  lo  cnal 
prueba  de  una  manera  palmaria  que  las 
instituciones  surgen  y  se  desenvuelven 
con  rapidez  cuan<lo  hay  decisión  y  acier- 
to para  implantarlas. 

Ño  cabe  nn  los  límites  de  este  trabajo 
un  estudio  respecto  al  funcionamiento 
de  las  que  quedan  citadas,  ni  tampoco 
una  reseña  de  las  que  en  otros  países 
existen.  Las  que  se  consignan  pueden 
servir  de  ejemplo,  que  España  debiera 
imitar, ya  que  sirven  de  evidente  prueba 


pmm  poner  al  descubierto  nuestro  lamea- 
table  atraso  y  yergonsoeo  abandono. 


JUBILACIONES,  CESANTÍAS  T 
PENSIONES.— Se  entiende  por  jubila- 
ción la  exención  del  servicio  al  funciona- 
rio público,  por  razón  de  edad  ó  imnosi- 
bilidad  física,  señalándole  nn  haber  pa- 
sivo. 

Además  de  las  jubilaciones,  compren- 
demos en  este  artículo  las  cesantías  que 
llevan  «onsigo  haber  pasivo,  los  retiros 
y  las  pensiones,  y  to<io  lo  qne  afecta  á 
las  personas  que.  en  conjunto,  se  com- 
prenden bajo  la  denominación  de  cloMe» 
pasivas, 

Pero  dada  la  índole  de  nnestra  obra, 
sólo  insertamos  las  disposiciones  más 
imporlMUtes,  de  carácter  general,  y  las 
que  consideramos  á  nuestro  fin  especia- 
les, por  referirse,  ó  poder  afectar  directa 
ó  indirectamente  á  los  funcionarios  de 
Prisiones  ó  á  los  que  con  ellos  tienen 
más  estrecha  relación  en  la  vida  oficial. 

Es  la  legislación  de  las  clases  pasivas 
una  de  las  más  confusas,  inarmónica  y 
contradictoria,  como  consecuencia  da  la 
tenaz  é  intensa  lucha  sostenida  entre  el 
interés  individual  del  funcionario  y  el 
colectivo  á  que  responden  los  recursos 
del  Tesoro  público.  No  corresponde  A 
nuestro  objeto  tratar  de  esta  materia  con 
la  extensión  y  detalle  que  requiere,  así 
en  la  parte  legislativa  como  en  la  con- 
cerniente á  juicios  y  apreciaciones  sobre 
la  institnción.  En  varias  obras,  pero  es- 
pecialmente en  el  Diccionario  de  la  Ad 
ministración  Española  ^  de  D.  Marcelo 
Martínez  Alcubilla,  y  en  el  de  Legislación 
y  Jurisprudencia  del  Sr.  Escriche,  se  ex- 
ponen ampliamente  estas  cuestiones.  A 
dichas  obras  remitimos  al  lector  qne 
desee  ampliar  las  ideas  aquí  esbozadas: 
y  concretándonos  á  la  parte  legislativa 
en  el  grado  y  extensión  que  antes  se  in- 
dica, á  continuación  insertamos  las  dis- 
posiciones de  mayor  importancia  y  de 
más  general  y  frecuente  aplicación. 

Ley  de  26  de  Mayo  de  1835 ,  comprensiva 
de  las  disposiciones  reguladoras  de  ¡ob 
clases  pasivas,  jubilaciones,  viudedade$^ 
orfandades  y  cesantícu. 

«1.*  Toda  pensión  concedida  por  el 
Gobierno  por  servicios  al  Estado,  i 
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incluida  en  el  presa poesto  de  Hacienda 
y  presentada  á  las  Cortea. 

3.*  No  ae  consignará  pensión  alguna 
sobre  preso  puestos  ni  ramos  separados, 
ni  «encomiendas.  Serán  todas  considera 
das  como  cargas  de  la  Tesorería  general 
é  inscritas  en  su  libro. 

8.*  Ninguna  pensión  será  transmisi- 
ble en  lo  sucesivo.  Las  que  actualmente 
existen,  fenecerán  con  la  vida  del  actual 
poseedor. 

4>  Cesarán  las  pensiones  dadas  por 
motivos  inmorales  ó  como  precio  de  ha- 
ber servido  de  instrumento  de  persecu- 
ción. 

6.*  Cesarán  desde  luego  de  pagarse 
por  el  Tesoro  público  las  concedidas  á 
■dependientes  ó  criados  de  Palacio  y  Real 
Patrimonio  por  servicios  hechos  á  la 
€asa  Real. 

0.*  Las  pensiones  concedidas  á  los 
bijos,  viudas  ó  hijas  solteras  de  los  que 
hayan  prestado  servicios  al  Estado,  ce- 
sarán  cuando  los  primeros  cumplan  vein- 
ticinco afios,  y  Us  segundas  contraigan 
matrimonio  ó  profesen  en  alguna  Orden 
religiosa. 

7.A  Las  pensiones  concedidas  por  el 
Gobierno  á  jóvenes  que  haya  enviado  á 
países  extranjeros  para  adquirir  conoci- 
mientos científicos  ó  artísticos,  6ésará'n 
de  hecho  después  de  cumplidos  los  tres 
afios  de  su  concesión  ;  pero  el  Gobierno 
podrá  prorrogar  este  plazo  en  casos  muy 
especiales. 

En  lo  sucesivo  no  se  pensionará  para 
este  objeto  sino  á  los  que  ganen  esta 
gracia  por  medio  de  oposición  en  cien- 
cias y  bellas  artes. 

8a  No  se  concederán  en  adelante 
pensiones  fuera  del  Reino,  sino  con  mo- 
tivos muy  graves.     . 

9.A  Se  declaran  vigentes  las  pensio- 
nes concedidas:  1.0,  por  título  oneroso: 
2.0,  á  las  viudas  ó  hijos,  padres  o  herma- 
nas solteras  de  los  que  han  muerto  en 
éervicio  del  Estado  ó  han  sufrido  la  pena 
capital  por  defender  los  derechos  de  la 
Nación;  2(.<>,  las  concedrdaa,  aprobadas  ó 
modificadas  por  las  Cortes  en  sus  tres 
-épocas,  en  cuanto  no  se  opongan  á  las 
reglas  generales  que  ahora  se  adopten; 
4.0,  las  concedidas  á  las  viudas  ó  huérfa 
nos  de  militares  que  se  hallaban  sin  op- 
ción al  Montepío  militar;  6.o,  las  conce- 
didas á  empleados  que  hayan  quedado 
inutilizados  en  actos  del  servicio;  y  6. o, 
las  concedidas  á  establecimientos  de  be- 
oeficencia  é  instrucción  pública. 

10.     En   adelante,   ninguna    pensión 


podrá  exceder  la  soma  de  24.000  realet 
vellón,  que  se  fijará  como  máximum. 

Nadie  podrá  disfrutar  sino  una  sola 
pensión. 

11.  Las  pensiones  existentes  sufri- 
rán, por  ahora,  una  reducción  desde  S  á 
26  por  100,  como  se  practica  con  las  del 
ramo  de  Guerra. 

12.  Ninguna  viuda  ó  huérfano  gozará 
por  el  Montepío  de  su  ramo  de  más  viu- 
dedad que  la  que  les  corresponda  por  los 
respectivos  reglamentos;  la  parte  exce- 
dente será  considerada  como  pensión,  y 
quedará  sujeta  á  las  reglas  establecidas 
para  esta  clase. 

18.  £u  igual  caso  se  cx>nsiderarán  las 
viudedades  concedidas  en  los  ramos  que 
no  tienen  Montepío. 

14.  Ninguna  viuda  ó  huérfano  que 
contraiga  matrimonio  ó  profese  en  Or- 
den religiosa,  podrá,  bajo  ningún  pretex- 
to, continuar  disfrutando  su  viudedad, 
según  previenen  los  reglamentos. 

16.  £1  máximum  <te  sueldos  para  ju- 
bilados y  cesantes  será  de  40.000  reales 
vellón,  cualquiera  que  sea  su  destino  y 
clase,  no  podiendo  acumular  dobles  suel- 
dos bajo  pretexto  alguno,  según  lo  man- 
dado por  Real  orden  de  18  de  Junio 
de  1888. 

16.  Los  sueldos  Je  jubilados  y  cesan- 
tes serán  proporcionados  á  los  que  dis- 
frutaron como  empleados  efectivos,  y  á 
los  afios  de  servicio,  con  sujeción  al  Re- 
glamento, quedando  desde  luego  aboli- 
das las  exuepciones  personales  con  la 
adopción  de  esta  regla. 

17.  No  se  concederán  jubilaciones 
sino  á  los  empleados  que  pasen  de  cin- 
cuenta afios  de  edad,  ó  á  los  que  por  sus 
achaques  se  hallen  en  absoluta  imposi- 
bilidad de  servir,  debiendo  en  ambos  ca- 
sos tener  á  lo  menos  veinte  afios  de  ser- 
vicio. 

18.  A  los  cesantes  que  lo  sean  por 
separación  del  destino  que  desempefia- 
ban,  se  les  abonará  la  cuarta  parte  del 
sueldo  si  cuentan  quince  afios  de  servi- 
cio y  la  mitad  si  pasan  de  veinte.  Pero 
los  que  fueron  destituidos  por  causa  pro- 
bada, ni  tendrán  derecho  á  parte  alguna 
de  sueldo,  ni  á  ser  reemplazados. 

19.  Los  cesantes  que  se  hallan  en 
esta  clase  por  supresión  ó  reforma  del 
empleo  ó  destino  que  desempefiaban,  go- 
zarán de  la  cuarta  parte  de  sueldo  si 
cuentan  doce  afios  efectivos  de  servicio 
al  Estado,  la  tercera  parte  á  los  dieciséis 
y  la  mitad  del  sueldo  á  los  veinte  afios. 
Pero  á  los  empleados  que  quedaron  pri- 
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vados  de  sos  destinos  á  virtod  del  Real 
decreto  de  l.o  de  Octubre  de  1828,  y  han 
si^o  rebabi litados  por  el  de  30  de  Di- 
(tiembre  de  1884,  y  por  la  amnistía  con- 
cedida en  1882  y  sns  declaraciones,  se 
les  abonará  por  entero,  tanto  para  la  cla- 
se de  cesantes  como  para  la  de  jobila- 
dos,  el  tiempo  transcurrido  entre  ambas 
épocas. 

20.  Para  fijar  la  cuarta  parte,  tercera 
ó  mitad  del  sueldo  á  ios  cesantes,  servirá 
de  regla  el  empleo  efectivo  del  mayor 
sueldo  que  haya  desempefiado  en  pro- 
piedad con  Real  nombramiento  ó  de  las 
Cortes. 

21.  A  los  cesantes  por  supresión  ó  re 
forma  del  empleo  ó  destino,  se  les  abo- 
nará por  mitad  el  tiempo  que  permanez- 
can en  esta  clase  para  las  jubilaciones. 
Pero  á  los  que  hayan  sido  separa<los,  no 
se  les  hará  abono  alguno  de  tiempo  des- 
líe l.^  de  Enero  de  este  aflo. 

22.  A  los  Secretarios  del  despacho  y 
Consejeros  de  £stado  que  hayan  desem- 
pefiado estos  destinos  en  propiedad,  se 
les  abonará  el  sueldo  de  80.000  reales 
vellón,  sin  sujeción  á  afios  de  servicio; 
pero  si  contasen  más  de  veinte  en  cual- 
quiera carrera,  optarán  al  máximum  de 
40.000  reales. 

23.  Los  Embajadores,  Ministros,  En- 
cargados de  Negocios  y  Cónsules  gene- 
rales, estarán  sujetos  á  lo  prevenido  en 
las  disposiciones  décimsoctava,  décima- 
nona,  vigésima  y  vigésimasexta,  respec 
to  á  los  afios  de  servicio.  Pafa  fijar  la  I 
cantidad  que  les  corresponde  en  ciase  de 
cesantes  ó  jubilados,  se  supondrá  á  los  | 
Embajadores  el  sueldo  de  90.000  reales 
Hnuales;  á  los  Ministros  plenipotencia- 
rios, el  de  60.000;  á  los  MinÍ9tros  resi- 
dentes, el  de  60.000;  á  los  Encargados  de 
Negocios,  el  de  36.000;  á  los  Cónsules 
generales  que  disfruten  más  de  40.000 
reales  de  sueldo,  se  graduará  la  parte 
ilel  que  les  corresponda  como  cesantes  ó 
jubilados,  por  el  mayor  que  hayan  dis- 
frutado en  clase  de  efectivos;  pero  á  los 
Cónsules  generales  cuyo  sneUlo  no  lle- 
gue á  40.000  reales,  se  les  abona  el  mis- 
mo sueldo  que  á  los  Encargados  de  Ne 
gocios.        I 

24.  Quedan  sujetos  á  las  reglas  ge- 
nerales de  jubilaciones  los  Ministros  y 
Fiscales  de  Consejos  y  Tribunales  Su- 
premos del  Reino. 

26.  Igualmente  quedan  sujetos  á  las 
reglas  generales  de  cesantes  y  jubilados 
los  que  hayan  sido  Secretarios  del  Con- 


sejo de  Estado  y  los  Subsecretarüs»  <M 
despacho. 

26.  Para  graduar  el  haber  de  los  ja- 
bí lados  de  las  clases  civiles,  servirá  d^ 
base  el  sueldo  del  mayor  empleo  que  ha- 
yan  desempefiado  en  propiedad  coi» 
nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes,  se- 
gón  las  reglas  siguientes: 

l.A  Los  que  hayan  servido  veinte 
afios  efectivos,  gosarán  dos  quintas  par- 
tes de  sueldo. 

2. A  Los  que  pasen  de  veinticinca 
afios,  gozarán  tres  quintas  partes. 

8.»  J^os  que  hayan  completado  trein- 
ta y  cinco  afios,  gozarán  cuatro  quinta» 
partes. 

4.A  Ningún  jubilado  percibirá  cuota 
mayor. 

6.*  El  tiempo  de  servicio  se  contará 
desde  que  los  empleados  en  propiedad 
hayan  tomado  posesión  de  sus  destino» 
con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortea, 
cumplida  la  edad  de  dieciséis  afios,  an- 
tes de  la  cual  no  se  abonará  servicio  al- 
guno. 

6.^  A  los  Jueces  y  Ministros  de  loa 
Tribunales,  se  abonarán  ocho  afios  para 
completar  los  veinte  que  exige  el  primer 
grado  de  jubilación  y  sucesivos,  atendi- 
dos los  estudios  y  anticipaciones  qne 
exige  esta  carrera. 

7.S  A  los  Catedráticos  se  les  dará  el 
mismo  abono  que  á  los  togados. 

8.*  A  los  militares  que  hubiesen  pa- 
sado ó  pasen  á  las  carreras  civiles,  se  lea 
hará  en  éstas  el  abono  de  campafia  ú 
otra  cualquiera  que  debidamente  justi- 
fiquen les  correspondía  en  su  anterior 
empleo  ó  destino,  con  tal  que  cuenten 
veinticinco  afios  de  servicio  efectivo,  se- 
gún está  prevenido  en  el  Reglamento  mi- 
litar, y  fijando  seis  afiós  por  máximum 
de  abono. 

9.*  Los  militares  que  tengan  retiro- 
como  inutilizados  en  campafia  y  pasen  á 
las  carreras  civiles,  optarán  entre  éste  6 
la  jubilación  que  les  corresponda,  según 
les  acomode. 

27.  A  los  cesantes  ó  jubilados  que 
estén  ó  pasen  á  países  extranjeros,  se 
les  aplicará  la  misma  regia  establecida 
para  pensiones  y  viudedades,  no  podien- 
do disfrutar  de  sus  respectivos  habere» 
fuera  del  Reino,  sino  por  el  preciso  tér- 
mino de  cuatro  meses  improrrogables. 

28.  Las  anteriores  reglas  serán  apli- 
cadas á  todas  las  cisses  de  pensionista» 
y  viudas,  cesantes  y  jubilados,  desde  1% 
publicación  de  la  Ley  de  Presupuesto»» 
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lemn  cuales  fueren  los  términos  úb  la 

29.  £1  Gobierno  propondrá  á  las  Cor- 
lee eo  Im  próxima  legislatura  los  destinos 
lae  deban  dar  derecho  de  aqní  en  ade- 
laoto  á  cesantías  y  jabilaciones  á  los 
|ae  entren  de  naevo  en  ellos. 

80.  Queda  aatorisado  el  Gobierno 
para  el  pago  del  preso pnesto  de  estas 
[;Uwee,  con  sujeción  á  las  reglas  que  pre- 
red«n.>  (C.  L.,  t.  XX,  pág.  180.  y  De- 
rretoe  de  la  Reina  Dofia  Isabel  II,  por 
D.  Joeé  María  de  Nieva,  tomo  XX,  pá- 
Kina8  236á240)(l). 


(1)  La  Ordj^oanza  de  Presidios  de  1834,  es- 
tablece eD  su 

« Art  104.  Los  capataces  serán  elegidos 
entre  la  clase  de  Rargeotoa  6  cabos  primeros 
ratíradoa  del  Ejército  6  Armada;  ser^tD  consi- 
derados como  los  sargentos  del  Ejército  en  sus 
compafiías,  y  gosarno  del  retiro  de  su  clase.» 

(V.  Capataces,  tomo  I,  págs.  204  á  20'7). 

JUai  &rdtn  d4]Zd$  Junio  de  1 884.-5^  declaran 
por  éMia  Heaí  orden  eueldoe  liquido»  ia$  doía» 
donas  de  toe  empleadoe  de  ¡a  IHrteetón  gene- 
ral do  Prteidioe^  ein  opción  al  Montepío, 

{¡iinieterio  de  lo  Interior).  «Habiendo  dado 
xaenta  i  S  M  U  ReiuN  Gobernadora  de  lo  que 
«D  SQ  ofício  de  28  «le  Mayo  último  me  t-xpone 
V.  B-,  tr«<sladaif rióme  et  pnrte  d«  lo  mmen  el 
«DÍsiDo  dia  le  comunica  el  Habilitaao  de  las 
^oÍDa«  de  su  dependencia,  haciendo!^  pre- 
senta la  difíríultad  que  ocurría  ai  Contador  ge  • 
oeral  de  distribución  pira  iuterv^nir  t* I  patro 
de  la  uómiuH  correspondiente  á  Iom  haberes 
-deveagadoa  por  K>s  emploHdos  de  U  Dilección 
^eoernl  del  cargo  da  V.E.  en  los  diecisiete 
diiM  últimos  de  Abrii.  y  enterada  S  M.,  se  ha 
servido  resolver  que  I  as  dotaciones  señaladas 
é  los  empleadoa  eu  la  nueva  dependencia  de 
Presidios  aean  consideradas  como  sueldos  lí- 
-quído:*,  pero  sin  que  tengan  derecho  ni  opción 
alguna  á  loa  goces  del  Montepío 

De  Real  orden,  etc. —Madrid  18  de  Junio 
de  \93i4.^ Moeeoso. ^8r.  Director  general  de 
Presidios.»  (C.  L.  de  P.«  tomo  I,  pág.  71). 

Real  orden  de  I.''  de  Abnl  de  \SQ^ ^  declarando 
<¡ue  la  de  18  de  Junio  de  1834  ee  entienda  ein 
perjuioío  de  loe  derecho*  que  loe  empleador  de 
Presidioe  tengan  en  otroe  Montepioe^  y  con^ 
cediendo  á  eue  viudáe  que  no  dependan  de  al" 
guno  de  éetoe  doe  pagae  de  euper vivencia. 

{Minieterio de  lo  Interior).  *Vot  Beal  orden 
de  18  de  Junio  del  afio  próximo  pasado,  á 
consecuencia  de  una  exposición  que  V.  E  ele- 
Tó  4  este  Ministerio  con  motivo  de  la  duda 
ocurrida  A  la  Contaduría  general  de  distribu- 
ción para  intervenir  el  pago  de  las  nóminas 
•correspondientes  á  los  haberes  de  los  indivi- 
duos de  esa  Dirección,  se  sirvió  S.  M.  la  Reina 


Real  orden  de  24  de  Junio  de  1835,  de- 
clarando que  lo$  empleados  de  FreH- 
dio9  que  no  son  nUlitarea  están  sujetos, 
respecto  á  jubilaciones,  á  lo  dispuesto 
en  la  Ley  de  26  de  Moyo  de  1835, 

{Ministerio  de  lo  Interior).  «He  dado 
cnenta  á  8.  M.  la  Reina  Gobernadora  del 
expediente  promovido  á  consecaeucia  de 
nna  instancia  de  D.  Antonio  Rodrigues, 
cabo  principal  qae  fué  de  brigada  en  el 
Presidio  de  Ceuta,  en  que  solicita  el  suel- 
do de  seis  reales  diarios,  mediente  sus 
servicios  y  la  inutilidad  en  que  se  halla; 
y  enterada  S.  M.,  se  ba  servido  resolver, 
de  conformidad  con  V.  8.,  que  la  jubila* 
ción  de  Rodríguez,  así  como  la  de  los  de- 
más empleados  no  militares  de  los  Pre 
sidios  que  se  hallan  en  igual  caso,  deban 
entenderse  sujetas  á  las  disposiciones  ge- 
nerales comprendidas  en  la  Le.y  de  Pre- 
supuestos para  el  presente  afio,  sancio- 
nada por  8.  M.  en  26  de  Mayo  último. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  24  de  Ju- 
nio de  1886.— Áferfratio— Sr.  Director 
general  de  Presidios.»  (C.  L.  de  P.,  1. 1, 
pág.  97. 


Gobernadora  resolver  que  las  dotaciones  seña- 
ladas H  aquéllos  fuesen  conaideradas  como 
sueldoa  líquidos,  pero  sin  que  tuviesen  los 
mismos  derechas  ni  opción  alguna  ¿  los  goces 
de  Montepío.  En  su  consecuencia,  los  Jefes  y 
demás  empleados  de  esas  otícinas  generales 
del  ramo  de  Presidí,  s  recurrieron  r  S.  M.  en 
24  de  Octubre  del  referido  m&o,  solicitando  ae 
dignase  declarar  á  sus  esposáis  en  estado  de 
viudas  el  derecho  á  Montepío,  mediante  ¿  que 
cuando  tuvieron  ingreso  en  el  ramo  debían  su 
origen  los  más  de  ellos  á  otros  del  Estado, 
puesto  qu^  unos  estaban  airviendo  en  el  de 
Guerra,  otros  en  el  de  Real  Hacienda  y  el 
Contador  general  en  el  de  esta  Secretaría  de 
Despacho.  Y  habiendo  dado  cuenta  á  8.  M., 
con  preaencia  de  lo  informado  en  el  asunto  por 
la  Comisión  del  Montepío  de  Reales  oficinas, 
ha  tenido  á  bien  declarar  que  la  citada  Real 
orden  de  13  de  Junio  del  afio  pasado  se  en- 
tienda aib  perjuicio  de  los  derechos  que  los 
empleados  en  la  Dirección  y  ContNduría  gene- 
ral de  Presidios  tengan  adquiridos  en  los 
Montes  en  que  respectivamente  estuviesen 
incorporados  con  ulterioridad,  y  al  propio 
tiempo  conceder  á  las  viudas  de  los  emplea- 
dos en  las  mismas  Dirección  y  Contaduría, 
que  sólo  tengan  el  carácter  de  tales,  sin  de- 
pendencia anterior  de  ningún  Montepío,  dere- 
cho al  percibo  de  dos  mesadas  de  supervi* 
vencía. 

De  Real  orden,  ete— Madrid  1  °  de  Abril 
de  1885. —¿fadrano.»  (C.  L.  de  P.,  tomo  I,  pá- 
gina 99). 
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Ley  de  23  de  Mayo  de  ItiáS,  disponiendo 
la  abolición  del  derecho  á  ce$antia8 
para  los  empleados  dé  nuevo  nombra- 
miento y  regulando  los  derechos  pasivos 
de  Magistrados  y  Jueces. 

(Hac)  <Art.  8.0  Desde  la  publicación 
de  la  presente  ley,  ningún  empleado  de 
naeva  entrada  tendrá  derecho  al  goce  de 
sueldo  por  cesantía. 

Ningún  ascenso  de  los  actuales  em- 
pleados ó  cesantes  dará  derecho  á  au- 
mento en  el  haber  de  cesantía,  si  el  nue- 
vo empleo  se  sirve  menos  de  dos  afioi, 
gozando  en  otro  caso  del  que  por  el  an- 
terior destino  corresponda,  regulado  se- 
gún la  ley  vigente  sobre  la  materia. 

BA  Serán  anlicables  á  los  Jueces  de 
primera  instancia  las  leyes  y  disposicio- 
nes vigentes  relativas  á  la  calificación  de 
los  derechos  de  los  Magistrados  sobre 
cesantías  y  jubilaciones,  regulándose  la 
correspondiente  parte  alícuota,  según  los 
afios  de  servicio,  al  respecto  de  20.000 
reales,  á  los  Jueces  de  término;  de  18.000 
á  los  de  ascenso,  y  de  14.000  á  los  de  en- 
trada  > 

Real  decreto  de  18  de  Julio  de  1852. 

(Hac.)    c Art.  6.o  Los  empleados  de 

las  cuatro  primeras  categorías  (I),  podrán 
ser  jubilados  por  imposibilidad  absoluta 
de  servir,  aunque  hayan  entrado  en  los 
empleos  después  de  la  publicación  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  1645. 

Los  que  se  hallen  en  este  caso  no  ten- 
drán derecho  á  sueldo  de  cesantía,  con 
arreglo  á  la  misma  ley,  pero  desfrutarán 
las  consideraciones  de  los  empleos  en 
que  cesaren. 

Al  tiempo  de  conceder  la  jubilación,  se 
podrá  conceder  también  al  jubilado  como 
recompensa  á  los  buenos  servicios  y  me- 
recimientos, los  honores  de  la  categoría 
superior  inmediata,  con  exención  de 
pago  de  media  anata.  > 

Ley  de  presupuestos  de  25  de  Julio  de  1855 
Edad  y  sueldo  regulador  para  las  jubi 
laciones, 

(Hac)  c  . ...  Art.  14.  Los  empleados 
no  obtendrán  jubilación  si  no  cuentan 


(í)  Jefes  Superiores  de  Administrteión; 
Jefes  de  Administración;  Jefes  de  Negociado 
y  Oficiales.  (Véase  el  Real  decreto,  páginas 
442  á  444  de  este  tomo). 


sesenta  afios  de  edad  cumplidos  ó  acre^ 
ditan  por  medio  de  expediente  instruido^ 
en  forma  legal,  su  absoluta  imposibili- 
dad física  para  continuar  en  el  servicien 
activo.  Para  los  ascensos  que  desde  \m 
publicación  de  esta  ley  obtengan  los  em- 
pleados activos  ó  cesantes,  servirá  como- 
sueldo  regulador  de  las  declaraciones  de^ 
haber  de  cesantía,  jubilación  y  Monte- 
pío, el  del  nuevo  empleo,  siempre  que- 
se  baya  desempefiado  en  propiedad  por 
espacio  de  dos  afios  con  el  goce  del  ha- 
ber señalado  al  mismo,  dentro  de  lo» 
presupuestos  respectivos.» 

Ley  de  21  de  Diciembre  de  1855,  determi- 
nando la  compatibilidad  de  sueldos  ¡^ 
pensiones. 

(f/ac.)cArt.  lo  Son  compatibles  con- 
el  goce  de  los  haberes  que,  á  tenor  de  la9> 
leyes  que  rigen  ó  rigiesen  respecto  á  la» 
clases  pasivas  correspondan  á  los  indivi- 
duos pertenecientes  á  las  mismas,  la» 
pensiones  de  gracia  ó  remuneratoria» 
concedidas  por  las  leyes  especiales  á  lo» 
propios  individuos. 

Art.  2.**  Las  pensiones  otorgadas  por 
leyes  especiales,  y  en  igual  concepto  qn» 
las  antes  expresadas  en  favor  de  emplea- 
dos en  activo  servicio,  son  asimismo- 
compatibles  con  los  sueldos  que  ésto» 
disfruten  por  los  cargos  quedesempeflen. 

Art.  Z.^  Son  igualmente  compatible» 
con  los  sueldos  y  haberes,  tanto  de  1«» 
clases  activas  como  de  las  pasivas,  la» 
pensiones  que  conforme  al  Decreto  d» 
las  Cortes  constituyentes  dé  12  de  Mayo 
de  1837,  hayan  sido  declaradas  compren* 
didas  en  cualquiera  de  las  siete  catego- 
rías que  el  mismo  Decreto  expresa. 

Art.  4.0  También  son  compatible» 
con  los  haberes  que  gocen  los  empleado» 
cesantes,  jubilados  ó  retirados  las  asig- 
naciones que  sobre  dichos  haberes  con- 
cediese á  alguno  de  ellos  el  Gobierno  por 
razón  de  los  cargos  ó  comisiones  tem- 
porales que,  cuan<lo  así  lo  exigiese  la 
conveniencia  del  servicio  público,  le» 
fuesen  confiadas,  siempre  que  el  haber  y 
la  asignación  no  excedan  del  sueldo  ma- 
yor que  disfrutó  el  individuo  en  situa- 
ción activa. 

Art.  5.0  Se  consideran  en  el  propio- 
caso  las  asignaciones  que  se  concedan  é^ 
los  mencionados  individuos  por  las  Cor- 
poraciones provinciales  ó  municipale» 
por  los  servicios  que  presten  á  las  mismas. 

Art.  6.0  Son  asimismo  compatible» 
con  los  sueldos  de  empleados  activos  lo» 
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gremio»,  remnneraoioneB  ó  indemniza- 
ciones qae  en  determinados  casos  les 
concede  la  Ley  de  Presupuestos,  ó  con 
qae  el  Gobierno  estime  justo  retribuirles 
por  loe  servicios  especiales  y  extraordi- 
«arios  que  prestaren. 

Art.  7.0  Tanto  ef 'Importe  de  los  ex- 
presados premios,  remuneraciones  ó  in- 
demnizaciones, como  el  de  las  asignacio- 
«lee  de  que  tratan  los  arts.  6.0  y  6.0,  se 
cargarán,  cuando  no  tengan  artículo  de 
terminado  en  la  Ley  de  Presupuestos,  á 
1h  partida  de  gastos  imprevistos  ó  even 
-tnales,  ó  á  la  de  material  que  figuren  en 
los  respectivos  presupuestos  de  loe  dife 
rentes  Ministerios,  dándose  cuenta  cir 
cunstanciada  por  este  á  las  Cortes  al 
«presentarlas  el  presupuesto  general  del 
»ño  siguiente,  de  las  cantidades  aplica 
<Ir8  á  los  conceptos  antes  referidos,  con 
«xpreeión  de  los  individuos  en  quienes 
SH  invirtieren,  y  las  razones  de  necesidad 
-ó  de  conveniencia  pública  que  para  ello 
tiübiese  habido. 

Art.  8.0  El  Gobierno  dispondrá  lo 
4*(indacente  á  que  tenga  debido  efecto  á 
1h  mayor  brevedad,  lo  prevenido  en  los 
-arts.  1.0  y  9.®  del  citado  Decreto  de  12 
<le  Mayo  de  1837. 

Qaeda  derogada  la  Ley  de  9  de  Julio 
<)lttnrto  en  cnanto  no  esté  conforme  con 
4h  presento. 

Por  tanto,  etc.  Dado  en  Palacio  á  21  de 
Diciembre  de  1866.>  (C.  L,.  i.  LXVI,  pá- 
gina 526). 

Ley  de  presupuestos  de  16  de  Abril  1856, 
Montepío  de  Jueces  y  viudas  y  huérfa- 
nos de  Catedráticos. 

{Hac)     * Art.  32.  Desde  l.odeEne- 

TU  de  1866  figurarán  por  todo  su  importe 
•^n  el  presupuesto  de  ciases  pasivas  las 
pensiones  del  Montepío  denominado  de 
Jaeces  de  primera  instancia  que  hasta 
«hora  se  han  satisfecho  con  los  descuen- 
tos de  los  interesados,  y  la  subvención  ó 
auxilio  que  le  daba  el  Estado,  y  los  des 
-cuentos  ingresarán  directamente  en  las 
•cajas  del  Tesoro. 

Las  viudas  y  huérfanos  de  los  Cate- 
dráticos de  establecimientos  públicos 
^sostenidos  por  el  Estado  y  las  de  los 
Jueces  de  primera  instancia  y  promoto- 
res fiscales,  cuyos  causantes  falleciesen 
desde  1.*  de  Enero  de  1866,  disfrutarán 
do  los  beneficios  del  Montepío  civil  al 
tenor  de  lo  que  para  los  empleados  de- 
fendientes del  Ministerio  de  Hacienda, 
se  previene  en  la  Keal  instrucción  de  26 


de  Diciembre  de  1831. >(C.  i.,  t.  LXVIII. 
pág.  69). 

Ley  de  22-25  30  de  Abril  de  1856,  de- 
clarando derecho  á  cesantía  en  favor  de 
los  que  han  sido  Ministros  de  la  Corona, 

{Hac)  Art.  \,^  El  cargo  de  Ministro 
de  la  Corona  es  el  empleo  público  de' 
más  importancia  en  el  Gobierno  de  la 
Nación. 

Art.  2.<^  Tendrán  derecho  á  cesantía 
los  ex  Ministros  que  hubiesen  desempe- 
ñado su  cargo  por  tiempo  de  dos  afíos  en 
una  ó  más  veces,  ó  que  cuenten  quince 
años  de  servicios  al  Estado  con  nombra- 
miento Real  ó  de  las  Cortes  ó  hayan  ejer- 
cido el  cargo  de  Senadores  ó  Diputados  en 
tres  elecciones  generales. 

Esta  disposición  comprende,  no  sólo 
á  los  que  en  lo  sucesivo  sean  Consejeros 
de  la  Corona,  sino  también  á  los  que  lo 
hayan  sido  desde  que  se  declararon  ex- 
tinguidas las  cesantías  de  todos  los  em- 
pleados públicos. 

Art.  3.0  Se  declara  abolida  la  acumu- 
lación de  dos  afios  de  servicio  estableci- 
da por  la  Ley  de  Presupuestos  de  1836, 
en  virtud  de  la  cual  los  que  habían  ser- 
vido cargos  públicos  disfrutaban  la  ce- 
santía superior  á  40.000  reales. 

Art.  4."  Los  Ministros  cesantes  que 
tengan  adquirido  el  derecho  á  cesantía 
por  razón  de  otros  empleos  que  hayan 
desempeñado,  optarán  entre  ella  y  la 
que  les  corresponde  por  el  solo  empleo 

de  Consejeros  de  la  Corona >  (C  £f , 

tomo  LXVIII,  pág.  199). 

Real  decreto  de  21  de  Diciembre  de  1857 
sobre  declaración  de  haberes  y  abono  de 
años  de  servicio  por  razón  de  estudios. 

(Hac.)  €  Artículo  1.**  En  lo  sucesivo 
no  se  hará  abono  alguno  de  afíos  de  ser- 
vicio que  no  estén  determinados  por  una 
ley  y  no  hayan  sido  ganados  en  el  des- 
empeño de  empleos  de  nombramiento 
Real  directo  ó  por  Real  delegación.  Tam- 
poco se  abonarán  los  servicios  prestados 
en  comisiones  ó  agregaciones  que  no  es- 
tén establecidas  por  una  ley,  ó  cuyas  do- 
taciones ó  empleos  no  estén  consignados 
en  presupuestos. 

Art.  20  Se  efectuarán  como  hasta 
aquí,  y  con  los  mismos  abonos,  todas  las 
clasificaciones  de  los  Jefes,  Oficiales  y 
tropa  del  Ejército  y  Armada.  Pero  todos 
los  individuos  que  ejerzan  funciones  ci- 
viles en  el  Ejército  y  en  la  Armada,  ten- 
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drán  neceaidad  de  acreditar  los  mismos 
años  de  servicio  que^n  la  ley  se  previe- 
ne para  los  demás  empleados  en  las  ca 
rreras  civiles. 

Art.  8.0  Toda  jubilación  concedida 
sin  el  previo  expediente  que  acredite  ha- 
llarse el  interesado  comprendido  en  las 
condiciones  que  exigen  Us  leyes  para  ob- 
tener la  jubilación,  quedará  sin  efecto  si 
el  interesado  no  justitíca  hallarse  ador- 
nado de  los  requisitos  que  aquellas  esta- 
blecen. 

Art.  4  *  No  se  abonarán  años  algunos 
de  eeiudios  para  jubilHciones  de  los  in- 
dividuos que  pertenescan  á  alguna  pro- 
fesión, sino  los  que  la  Ley  de  26  de  Mayo 
de  1836  previene  se  abonen  á  los  Jueces, 
Magistrados  y  Cnted rálleos.  Quedan,  de 
consiguiente,  sin  efecto  los  seis  años  de 
estudios  mandados  abonar  para  la  jubi- 
lación por  Realces  órdenes  á  los  Ingenie- 
ros de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  á  los 
individuos  del  Cuerpo  de  Sanidad  del 
£jército  y  de  la  Armada,  y  á  todos  los 
que  gocen  de  ectte  beneficio  y  no  estén 
comprendidos  en  la  citada  Ley  de  Pre- 
supuestos de  1836. 

Art.  6.^  £n  la  declararon  de  pensio- 
nes de  los  Montepíos  existentes,  se  oh- 
servarán  bus  respectivos  Reglamentos,  y 
especialmente  lo  dispuesto  en  el  art.  21 
de  la  Instrucción  del  Montepío  de  Ofici- 
nas de  26  de  Diciembre  de  1881,  quedan- 
do derogadas  todas  las  órdenes  y  decla- 
raciones contrarias  á  ellos  que  hayan 
sido  dadas  por  diferentes  Ministerios. 

Dado  en  PhUcío  á  21  de  Diciembre 
de  1867.»  (C.  L.,  t.  LXXIV,  pág.  260). 

Ley  de  30  de  Abril  de  1858, -Cesantías 
de  Ministros. 

{Hac )  c  Artículo  único.  Se  declara  sin 
efecto  el  párrafo  del  artículo  2.®  y  el  ter- 
cero de  la  Ley  de  22  de  Abril  de  1866, 
sancionada  por  S.  M.  en  25  del  mismo 
mes,  que  trata  de  los  derechos  á  cesantía 
de  los  Ministros  de  la  Corona. 

Dado  en  Aranjuez  á  80  Abril  de  ld68.> 
(C.  L,  t.  LXXVI.pág.  172). 

Eeal  decreto  de  2  de  Mayo  de  1858,  con- 
cediendo jubilación  ó  pensiones  á  los 
empleados  municipales  y  á  sus  viudas  ó 
huérfanos, 

{Qob.)  «Tomando  en  consideración 
las  razones  que  me  ha  expuesto  el  Mi- 
nistro de  la  Gobernación,  he  venido  en 
decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1.^  Los  acuerdos  de  los  Ayun- 


tamientos sobre  conceder  jubilaciones  y* 
socorros  ó  pensiones  individuales  en  re- 
compensa de  sus  buenos  servicios  á  lo» 
empleados  del  Común  y  á  sus  viudas  6- 
huérfanos,  no  podrán  llevarse  á  efecto 
sin  que  recaiga  sobre  ellos  la  aprobación- 
del  Gobierno,  cuando  corresponda  al  mis 
mo,  con  arreglo  al  art.  08  de  la  Ley  de  S- 
de  Enero  de  1846,  ah  aprobar  el  presu- 
puesto municipal  respectivo.  En  otro  ca- 
so bastará  la  aprobación  del  Gobernador 
de  la  provincia,  pero  deberá  éste  dar 
cuet.ta  al  Ministerio  de  la  Gobernación» 
con  remisión  del  expediente. 

Art.  2.0  Tendrán  derecho  á  jubilación 
los  empleados  municipales,  excepto  los* 
de  Policía  urbana  y  rural  mencionado» 
en  el  párrafo  6.<>  del  art.  74  de  la  Ley  de- 
8  de  Enero  de  1846,  que  durante  veinte 
años  hayan  deeempefiado  empleos  de( 
Ayuntamiento  y  tengan  sesenta  de  edad, 
ó  se  hallen  ffsicamento  imposibilitados» 
de  continuar  trabajando. 

Art  8.®  La  jubilación  podrá  ser  soli- 
citada por  el  interesado  ó  declarada  de- 
oficio por  acuerdo  del  Ayuntamiento,  ai 
cual  habrán  de  concurrir  para  este  obje- 
to, cuando  menos,  la  mitad  más  uno  dé- 
los individuos  que  lo  componen. 

Art  4.0  La  edad  para  la  jubilación  se- 
acreditará  con  la  fe  de  bautiamo,  debida- 
mente legalizada;  los  afios  de  servicio,, 
con  certificación  expedida  por  el  Secreta- 
rio del  Ayuntamiento,  con  el  V.o  B.®  del 
Alcalde,  y  la  imposibilidad  de  continuar 
trabajando,  con  certificación  de  un  fa- 
cultativo (ó  dos  donde  hubiere  más  de^ 
uno),  que  nombrará  el  Ayuntamiento. 

Art.  6.**  £1  haber  de  jubilación  no- 
podrá  exceder  de  la  mitad  del  sueldo  ma- 
yor que  hubiese  disfrutado  el  interesado- 
durante  dos  años,  cuando  menos. 

Art.  6  o  Cuando  un  empleado  ronni- 
cipal  que  no  tuviese  derecho  á  jubihiciói> 
se  inutilizare  para  continuar  en  el  servi- 
cio, podrá  serle  concedida,  si  el  Ayunta* 
miento  así  lo  acuerda,  una  pensión  qoe 
no  exceda  de  la  tercera  parte  del  mayor 
sueldo  que  hubiere  disfrutMdo  durante 
dos  años,  ó  un  socorro  por  una  ves  (sf 
no  llevase  aún  dos  afios  de  servicio),  qae 
no  pase  de  una  anualidad  de  su  mayor 
haber;  todo  á  juicio  del  Ayuntamiento, 
quien  hará  constar  en  el  expediente  la» 
razones  en  que  se  funde  para  el  sefiala- 
miento  de  la  pensión  ó  socorro  que  den- 
tro de  aquellos  límites  acuerde,  compro- 
bándose además  la  inutilidad  del  Intere- 
sado con  la  certificación  que  dispone  el 
art.  4.0 
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Art.  7.0  Las  pensiones  y  socorros  por 
ana  vez  á  las  viadas  y  huérfanos  de  los 
empleados  municipales,  no  excederán 
tampoco  de  los  límites  marcados  en  el 
ártico  lo  anterior.  Será  potestativo  en  los 
AyaiiUimientoB  conceder  ó  no  estas  pen- 
siones y  socorros;  y  condición  precisa 
para  obtener  las  primeras,  qne  el  cansan 
te  baya  reunido  los  requisitos  que  dan 
derecho  á  jubilación  .  con  arreglo  al  ar- 
tículo 2.0,  ó  que,  chso  de  no  rennírlos, 
baya  muerto  en  un  acto  del  servicio,  des- 
pués (le  desempeñar  dos  afíos,  por  lo 
menos,  destinos  de  la  municipalidad 

Art.  8  o  Quedan  derogados  los  Rea- 
lea  decretos,  órdenes,  reglamentos  é  iiis- 
traccfones  que  se  opongan  á  las  pres- 
cripciones que  anteceden;  pero  las  pen^ 
siones  concedidas  hasta  ahora  con  arre- 
glo á  ellos  continuarán  vigentes  conser- 
vándose además  á  los  actuales  eu)pl»*ados 
mnnicipates  los  derechos  que  tengan  ad- 
qairidos. 

Dadoen  Aranjnez  á  2  de  Mayode  1868. 
Está  rubricado  de  la  Real  mano. — Kl  Mi- 
nistro de  la  Gobernación.  Ventura  IHnz.* 
(C.  JL  .  lomo  LXXVI.  págs.  187  á  189). 

Real  decreto  de  9  de  Mayo  de  1858 ^  relati- 
vo á  la  declaración  de  haber  á  las  cla- 
ses jpaaivas 

{Hac)  €  Visto  lo  expuesto  por  mi  Mi- 
nistro de  Hacienda  sobre  la  necesidad  de 
dictar  reglas  sobre  la  aplicación  del  Real 
decreto  de  21  de  Diciembre  de  1857,  ínte- 
rin por  una  nueva  ley  se  arreglan  los  de- 
recbos  de  las  clases  pasivas,  y  confor- 
mándome con  el  parecer  de  mi  Consejo 
de  Ministros,  vengo  en  decretar  lo  si 
guíente: 

Articulo  1.**  Todas  las  restricciones 
establecidas  en  el  art.  1.*  del  Real  de- 
creto de  21  de  Diciembre  de  1857  se 
entenderán  aplicahles  á  los  servicios 
prestados  de^de  la  publicación  del  mis- 
mo decreto.  Podrán,  sin  embargo,  ser  de 
abono  desde  la  publicación  del  presente 
los  años  de  servicios  prestados  en  Con- 
sejos, Juntas  ó  Comisiones  siempre  que 
recaicra  Real  resolución  favorable  á  pro-  , 
puesta  de  la  respectiva  Corporación  que 
haga  al  individuo  acreedor  á  esta  recom- 
pensa. 

Art.  2.0  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  mencionado  Real  decreto,  quedan  en 
su  fuerza  y  vigor  las  ejecutorias  del  Con- 
sejo Real  y  la  jurisprudencia  fundada  en 
ellos. 

Art.  8.0    Se  considera  como  parte  de 


los  reglamentos  de  Montepíos  las  incor- 
poracidnes  y  aclaraciones  á  las  mismas 
que  hayan  sido  hechas  por  los  Ministe- 
ríos  hasta  la  publicación  del  Real  decre- 
to  de  28  de  Diciembre  de  1849,  y  por  el 
de  Hacienda  desde  la  misma  fecha  en 
adelante. 

Art.  4.0  Queda  subsistente  cnanto  se 
dispuso  en  los  arts.  2  o,  8.o  y  4."  del  Real 
decreto  de  21  de  Diciembre  de  1867. 
Dado  en  Aranjnez  á  9  de  Mayo  de  1868. 
Está  rubricado  por  la  Real  mano.— El 
Ministro  de  Hacienda.  José  Sánchez  Oca- 
ña,»  (C.  L.,  tomo  LXXVI,  pág.  207). 

Beal  decreto  de  31  de  Mayo  de  1861,  rela- 
tivo á  los  Registradores  de  la  pro- 
piedad. 

(Qrac.  y  Just.)  c  Artículo  l.o  J.k>s  Re- 
gistradores tendrán  el  carácter  de  em- 
pleados públicos  para  todos  los  efectos 
legales;  pero  con  sujeción  á  las  disposi- 
ciones de  este  Real  decreto. 

Art.  9ü,  La  clasificación  de  jubÜHción 
se  hará  por  la  Junta  de  Clase»  pasivas 
con  arreglo  á  la  legislación  general  que 
rija  en  la  materia,  abonando  al  Regis- 
trador el  tiempo  que  haya  servido  en 
esta  carrera  y  señalándole  su  haber,  se- 
gún la  regla  establecida  para  los  cesan- 
tes en  el  art.  24. 

Art.  86.  El  jubilado  por  enfermedad 
qne  después  de  serio  obtuviese  algún  . 
cargo  público  ó  particular  retribuido  ó 
gratuito,  ó  continuase  desempeñando 
otro  que  ya  tuviera,  quedará  en  la  situa- 
ción de  excedente  por  renuncia  si  se  acre- 
ditase que  el  nuevo  cargo  no  exige  me- 
nos aptitud  que  el  buen  desempeño  del 
Registro. 

Art.  86.  Los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias, luego  que  por  cualquier  conducto 
tuviesen  noticia  de  haber  cesado  la  cau- 
sa en  cuya  virtud  se  haya  concedido  la 
jubilación  á  algún  Registrador,  pedirán 
al  Regente  que  se  instruya  expediente 
gubernativo  en  averiguación  del  hecho. 
Kl  Regente  lo  hará  así,  y  después  de  oir 
at  interesado,  y  aun  de  admitirle  la  prue- 
ba que  ofreciese  en  su  defensa,  dará  co- 
nocimiento de  todo  á  la  Dirección  con 
remisión  del  expediente.  La  Dirección,  en 
su  vista,  propondrá  lo  que  proceda,  y  el 
Gobierno  dictará  la  resolución  que  co- 
rresponda. Si  ésta  fuese  la  de  dejar  sin 
efecto  la  jubilación,  se  comunicará  in- 
mediatamente á  la  Junta  de  Clases  pa- 
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sivas  para  sa  camplimiento.  Dado  en  Pa- 
lacio á  31  de  Mayo  de  1S66.  Eatá  robri 
cado  da  la  Real  mano. — £1  Miniatro  de 
Gracia  y  Justicia,  Santiago  Fernández 
Negrríe.*  (C.  X.,  tomo  LXXXV,  pági- 
na  463). 

Beal  decreto  de  22  de  Enero  de  1862, 
aprobando  el  reglamento  para  la  conce- 
sión de  pensiones  á  los  profesores  Xíé- 
dicos. 

(Oob.)    «  Artículo   l.o  Todos  loa 

profeaores  de  Medicina,  Ciragta  y  Far- 
macia que  en  tiempo  de  epidemia  ó  con- 
tagio se  inutilicen  para  el  ejercicio  de  su 
facaltHd  á  causa  del  extremado  celo  con 
qae  hayan  desempefiado  su  profesión  en 
beneficio  del  público,  tendrán  derecho  á 
disfrutar  una  pensión  de  2.000  á  6.000 
reales  anuales  mientras  permanezcan 
inutilizados. 

Art.  2.®  Disfrutarán  de  la  pensión  de 
6.000  reales,  en  los  términos  que  expre 
sa  el  art.  74  de  la  Ley  de  Sanidad,  cuan- 
tos profesores  se  inutilicen  y  se  hallen 
comprendidos  en  los  casos  siguientes: 

Haber  practicado  su  profesión  por  es- 
pacio de  dies  años. 

Hallarse  condecorado  por  servicios  an- 
teriores con  la  cruz  de  Beneficencia  ó*  la 
de  epidemias. 

Haber  prestado  los  auxilios  de  la  cien- 
cia espontánea  y  gratuitamente  ó  por  en- 
cargo de  la  autoridad,  pasando  á  sus  pro- 
pias expensas  de  un  punto  sano  á  otro 
en  que  exista  el  contagio. 

Art.  8.0  Podrán  optar  á  la  pensión  de 
4.000  reales  anuales: 

Los  profesores  que,  brindándose  á 
prestar  sus  servicios  gratuitamente  en 
un  pueblo  epidemiado,  se  inutilicen  á 
consecuencia  de  ellos. 

Los  que  los  hayan  prestado  por  encar- 
go de  la  autoridad  sin  ninguna  retribu- 
ción. 

Art.  4.''  Optarán  á  la  pensión  de  8  000 
reales  los  facultativos  que  se  inutilicen 
desempefíatuio  las  pUzas  de  titulares,  ó 
prestando  sus  servicios  á  invitación  6  por 
mandato  de  la  autoridad  con  la  retribu- 
ción correspondiente. 

Art.  6.0  A  los  profesores  solteros 
comprendidos  en  el  artículo  anterior  se 
les  conrederá  la  pensión  de  2.000  reales 
anuales. 

Art.  6"  Las  viudas  é  hijos  habidos 
en  legítimo  matrimonio,  de  los  profeso- 
res que  falleciesen  en  el  desempeño  de 
sus  funciones  facultativas,  disfrutarán  la 


pensión  que  á  éstos  corresponda,  al  te  - 
ñor  de  los  arts.  2.o.  8.o  y  4.o  del  preaeu- 
te  reglamento. 

Art.  7."*     Después  del  fallecimiento  de 
la  viuda  pasará  la  pensión  á  los  hijos 
los  cuales  gozarán  de  ella,  los  varones 
hasta  salir  de  la  menor  edad,  y  las  hetn 
bras  haata  que  tomen  estado. 

Art.  8  o  Para  solicitar  de  las  Corte» 
alguna  de  las  pensiones  á  que  se  refieren 
los  artículos  anteriores,  deberá  preceder 
la  formación  de  nn  expediente  á  instan 
cía  de  los  interesados,  ante  el  Alcalde 
del  pueblo  donde  hayan  prestado  los  ser- 
vicios que  hubiesen  ocasionado  su  innti- 
lización.  £9te  expediente  constará  de  los 
siguientes  documentos: 

LO  Certificación  de  tres  facultativos, 
legalizada,  en  quu  se  acredite  que  el  as- 
pirante á  la  pensión  ó  su  causante  se  ha- 
llaba libre  antes  de  empezar  la  epidemia 
ó  contagio  á  que  se  atribuya  su  inutili- 
dad ó  muerte,  de  todo  padecimiento  fí- 
sico que  baya  podido  ocasionarla,  y  qae 
falleció  ó  quedó  inótil  á  consecuencia  de 
la  enfermedad  epidémica  ó  de  otra  con 
traída  durante  el  azote,  expresando  en 
este  último  caso,  hasta  donde  la  ciencia 
lo  permita,  si  la  epidemia  pudo  influir  ó 
no  en  el  término  del  padecimiento. 

2.**  Los  títulos  y  diplomas  ó  testimo- 
nios legalizados  de  ellos  en  que  se  acre- 
dite el  grado  del  interesado  en  la  profe- 
sión, condecoraciones,  méritos  y  servi- 
cios extraordinarios  que  haya  prestado 
en  la  Facultad. 

8  **  Una  información  de  doce  testigos 
vecinos  del  pueblo  mitad  pobres  y  mi 
tad  acomodados,  en  la  que  depongan 
cuanto  aepan  acerca  de  la  conducta  fa- 
cultativa observada  por  el  profesor  du- 
rante la  existencia  de  la  epidemia  ó  con- 
tagio hasta  el  momento  en  que  quetió 
inutilizado,  á  cuya  información  acompa- 
ñarán los  informes  del  Procurador  aíudi- 
co.  Junta  municipal  de  Sanidad  y  nn 
atestado  del  cura  párroco. 

Art.  9.0  Reunidos  en  esta  forma  los 
citados  documentos,  el  Alcalde  los  remi- 
tirá con  su  informe  al  Gobernador  de  la 
provincia,  determinando  con  precisión  si 
el  profesor  servía  la  plaza  de  Médico,  ci- 
rujano ó  farmacéutico  en  concepto  de  ti- 
tular del  pueblo,  ó  si  su  asistencia  á  los 
enfermos  fué  voluntaria  ó  por  invitación 
ó  mandato  de  la  autoridad,  con  todo  lo 
demás  que  considere  conveniente  para 
la  mayor  claridad  de  los  hechos  eo  qae 
se  funden  los  reclamantes. 

Art.  10.    El  Gobernador,  después  de 
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«hr-él  dictamen  del  Consejo  y  Janta  de 
Sanidad  provinciales,  elerará  con  el  sayo 
el  expediente  al  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, informando  con  referencia  al  qne 
se  instruyó  en  tiempo  oportano  ó  á  los 
antecedentes  relativos  al  asunto  si  en  la 
población  de  que  se  trata  reinó  la  epide- 
mia durante  la  cual  se  suponen  presta- 
dos por  el  facultativo  los  servicios  que  se 
alegan. 

Art.  11.  Completos  ya  y  documenta- 
dos en  esta  forma  los  expedientes,  el 
Oobierno  resolverá,  oyendo  previamen- 
te, si  lo  considera  oportuno,  al  Consejo 
de  Sanidad  del  Reino. 

Art.  12.  Los  expedientes  que  se  ins- 
truyan para  conceder  pensiones  á  las 
viudas  y  huérfanos  de  los  profesores  que 
falleciesen  en  el  desempefio  de  sus  fun- 
ciones facultativas,  contendrán,  además 
de  los  documentos  indicados,  las  parti- 
das legalizadas  de  defunción  del  profe- 
«or,  la  de  su  casamiento  y  la  de  bautis- 
mo de  sus  hijos.—  Madrid  *i2  de  Enero 
de  1862. — Aprobado  por  S.  M.— Posada 
Berrera*  (C.  L  ,  t.  LXXXVII.  pági- 
ñas  97-99). 

Ley  de  presupuestoB  de  4  de  Mayo  de  1862: 
abono  de  años  de  carrera. 

{Bac.)     € Art.  11.     El  abono  de  los 

ocho  afios  qne  concede  la  Ley  de  26  de 
Mayo  de  1836  para  completar  los  de  ju- 
bilación á  los  Jueces  y  Ministros  de  los 
Tribunales,  es  extensivo  á  todos  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal. 

Art.  12  Los  empleados  que  en  el  día 
no  disfruten  derecho  al  Montepío,  opta- 
rán á  él  segóu  lo  disponga  la  Ley  de  Cía 
«es  pasivas. >  (C  L.,  tomo  LXXXVII, 
página  388). 

Beal  orden  de  19  de  Febrero  de  1864,  de- 
clarando sin  derecho  ágoce  de  haber  pa- 
siva á  los  empleados  que  fuesen  destitui- 
dos por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciofies, 

(Bac.)    «Excmo.  Sr  :  Enterada  la  Rei 
na  (Q.  D.  G.)  de  la  consulta  elevada  por 
«sa  Junta  á  este  Ministerio  con  fecha  de 
31    de  Julio  de  1861,  relativa  á  las  pres 
<rri pelones  legales  que  corresponda  apli 
<;ar  respecto  del  caso  de  Don  M.  M.  F., 
Administrador  cesante  del   depósito  de 
«al  de  la  ciudad  de  Sevilla,  que  en  causa 
por  una  sustracción  de  sal  en  dicho  de- 
pósito, y  condenado  á  siete  meses  de 
prisión  correccional  é  inhabilitación  per- 


petua de  su  indicado  cargo,  solicita  la 
declaración  y  abono  de  su  haber  pasivo 
correspondiente  durante  el  tiempo  que 
se  encuentre  en  la  referida  situación: 

Vista  la  disposición^  18  de  las  genera 
les  que  sobre  clases  pasivas  contiene  la 
Ley  de  Presupuestos  de  26  de  Mayo  del 
afio  1836,  que  determina  que  los  emplea- 
dos qne  fuesen  destituí<los  por  causa 
probada,  ni  tendrán  derecho  á  parte  al- 
guna de  su  sueldo,  ni  á  ser  reempla- 
zados: 

Considerando  que  al  aplicar  la  dispo- 
sición 18  a  citada  se  trata,  como  en  el 
caso  presente,  de  un  delito  cometido  por 
un  empleado  público  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones; 

S.  M.,  de  conformidad  con  lo  informa- 
do por  el  Consejo  de  Esta<lo  en  pleno, 
ha  tenido  á  bien  disponer  que.  desesti- 
mándose la  solicitud  de  Don  M.  M.  F., 
se  le  declare  sin  derecho  á  goce  de  ha- 
ber pasivo,  y  que  esta  resolución  sirva  de 
regla  general  para  los  casos  análogos. 

De  Real  orden,  etc — Madrid  19  de  Fe- 
brero de  iS^i.-— Trúpita. — 8r.  Presidente 
de  la  Junta  de  clases  pasivas.)  (C  L  , 
tomo  XCI,  pág.  207). 

Ley  de  25  de  Junio  de  1864,— Pensiones 
áe  viudas  y  huérfanos  de  los  Jueces  de 
primera  instancia  y  de  los  fnneixmarios 
no  incorporados  al  Montepío. 

(Bac.)     « Art.  14.     Los  beneficios 

dispensados  por  el  art.  33  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  16  de  Abril  de  1856  á 
las  viudas  ó  huérfanos  de  los  Jueces  de 
primera  instancia  fallecidos  desde  l.^de 
Enero  de  dicho  afíoj  se  hacen  extensivos 
de  igual  modo  y  forma,  á  las  viudas  y 
huérfanos  de  los  que,  habiendo  servido 
en  el  período  de  1852  á  1855,  fallecieron 
con  anterioridad  á  l.o  de  Enero  de  1856, 
sin  dejar  á  sus  familias  derechos  á  pen- 
sión alguna  de  Montepío  de  Jueces,  en 
razón  á  haberse  suprimido  en  l.o  de 
Enero  de  1852  los  descuentos  para  el 
mismo. 

Art.  15.  Hasta  que  se  publique  la  Ley 
general  de  Clases  pasivas,  las  viudas  y 
huérfanos  de  los  funcionarios  públicos 
no  incorporados  actualmente  á  los  Mon- 
tepíos, tendrán  derecho  á  pensión  del 
Tesoro,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en 
los  arts.  45  al  66,  69.  70  y  74  del  proyec- 
to de  ley  presentado  por  el  Gobierno  de 
8.  M.  al  Congreso  de  los  Diputados  en  20 
de  Mayo  de  1862. 

Las  viudas  y  huérfanos  de  los  emplea - 
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doi  que  en  adelante  fallecieren  y  se  ba- 
ilasen incorporados  á  los  Montepíos,  po- 
drán optar  á  la  pensión  que  por  las  dis- 
posiciones  a(  taales  les  corresponda,  ó  á 
la  que  tengan  derecho  con  arreglo  á  los 
artícalos  mencionados  en  el  [Párrafo  an- 
t    terior. 

Los  derechos  á  cesantía  y  jubilación 
que  por  las  disposiciones  vigentes  están 
concedidos  á  los  empleados  públicos  se 
declaran  extensivos  en  ignal  forma  y  con 
todas  las  restricciones  hoy  establecidas 
á  los  funcionarios  de  las  diversas  carre- 
ras que  no  les  tuvieren  ya  reconocidos. 
A  los  Magistrados  supernumerarios  les 
servirá  de  tipo  regulador  para  sus  dere- 
chos pasivos  el  sueldo  que  disfruten. 

Toda  declaración  de  derechos  pasivos 
á  cualquiera  clase  de  funcionarios  del 
Estado  y  toda  alteración  en  los  que  cada 
clase  disfrute  por  la  legislación  vigente, 
habrán  de  ser  objeto  de  una  ley.t  (C  £., 
tomo  XCI,  paga.  927  y  928). 

Ley  de  presupuestos  de  15  de  Julio  1865 ^ 
relativa  al  tiempo  abonable  para  dere- 
chos pasivos, 

(Mac)  c Art.  11.  Desde  la  publi- 
cación de  esta  ley ,  sólo  será  de  abono 
para  derechos  pasivos,  el  tiempo  que  se 
sirva  en  destinos  de  planta  cuyos  sueU 
dos  figuren  en  el  presupuesto. 

Los  derechos  ya  adquiridos  y  los  ser- 
vicios prestados  con  anterioridad  á  la 
publicación  de  esta  ley,  se  abonarán  en 
las  clasificaciones  sucesivas  con  arreglo 
á  las  disposiciones  que  han  regido  hasta 
la  fecha. 

Las  clasificaciones  hechas  por  la  Junta 
de  clases  pasivas  se  publicarán  en  la  Oa- 
cela  de  Madrid  dentro  de  los  quince  días 
siguientes  al  de  su  fecha,  con  un  extrac- 
to de  los  servicios  en  que  se  funda  la 
clasificación  ^e  los  funcionarios  á  que  se 
refiera. 

Art.  12.  Las  huérfanas  ó  viudas  que 
hayan  tomado  estado  religioso,  tendrán 
el  mismo  derecho  al  percibo  de  las  pen- 
siones vitalicias  ó  temporales  que  les  co- 
rrespondan, como  si  no  hubiesen  entra- 
do on  el  claustro» {C.L.,  t.  XCIV, 

pág.  66). 

Ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  determinando 
la  edad  para  la  jubilación  voluntaria 
ó  por  imposibilidad. 

{Hac)    € Art.  18.  Los  empleados 

de  las  diversas  carreras  civiles  no  podrán 


ser  jubilados  contra  su  volunt»^,  srn» 
cuando  hayan  cumplido  sesenta  y  cinco 
afios  de  edad.  A  petición  propia  tendrán 
derecho  á  serlo  por  causa  de  imposibili- 
dad física  notoria  ó  por  haber  cumplido 
sesenta  afios  de  edad. 

Art.  19.  Los  Presidentes  de  las  Co- 
misiones especiales  de  la  evaluación  de 
la  riqueza  territorial,  tendrán  derecho  ai 
abono,  como  tiempo  de  servicio,  de  aquel 

tiempo  que  sirvan  en  dichos  cargos > 

(C.  L.,  tomo  XOVI,  pág.  280). 

Ley  de  29  de  Junio  de  1867,  sobre  clanfi- 
eacionei  y  servicios  prestados  en  el  Ejér- 
cito, 

(Hac)    « Art.  19.  Se  confirma  la 

prescripción  del  art.  II  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  16  de  Julio  de  1866,  re- 
lativa á  las  clasificaciones  de  empleado» 
y  abono  de  servicios  para  derechos  pa- 
sivos. 

Los  derechos  adquiridos  de  que  trata 
el  citado  artículo  serán  los  referentes  á 
servicios  prestados  hasta  la  fecha  de 
aquella  ley  en  cargo  que  tuviesen  con- 
cedido el  abono  de  tiempo  para  las  clasi- 
ficaciones, y  á  los  que  con  posterioridad 
se  hayan  prestado  y  se  presten  por  fun* 
cionariüs  que,  hallándose  entonces  en 
posesión  de  sus  cargos,  hubiesen  conti- 
nuado ó  continúen  sin  interrupción  en  so 
desempeño. 

Art.  20.  Se  consideran  como  base  ó 
arranque  de  carrera  los  servicios  presta- 
dos en  el  Ejército  desde  la  clase  de  sol- 
dado, con  inclusión  de  los  milicianos  na- 
cionales movilisados  durante  la  última 
guerra  civil;  y  en  su  consecuencia,  lo» 
que  hayan  ingresado  ó  ingresen  en  la» 
carreras  civiles  después  de  la  Ley  de  2S 
de  Mayo  de  1846,  tendrán  derecho  á  ce- 
santía si  reúnen  las  demás  circunstan 
cías  de  tiempo  de  servicios,  y  de  cesar 
en  destinos  á  que  correspondan  esto» 
derechos. 

Para  el  abono  de  tiempo  á  los  milicia- 
nos nacionales  movilizados,  sólo  se  to- 
mará en  cuenta  el  período  que  hubiesen 
permanecido  en  esta  situación  fuera  de 
su  domicilio,  ó  situados  en  plazas  ó  pan- 
tos fortificados;  debiendo  justificarse  el 
tiempo  que  en  este  último  caso  estuvie- 
ron hostilizados  por  el  enemigo,  sin  que 
sea  suficiente  el  que  se  hallase  declara- 
do en  estado  de  guerra  el  punto  donde 
vivían  los  interesados  en  la  milicia  na- 
cional. Para  acreditar  estos  servicios  n» 
presentará  hoja  de  los  mismos,  redacta- 
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éa  por  los  Capitfines  generales,  á  cayo 
doramento  acompafiará  certificación  de 
toa  oficinas  militares  qné  acredite  figaró 
el  interesado  en  las  listas  de  revista;  si 
percibía  haber  como  movilicado,  y  si  no 
le  percibió,  si  renunció  á  sn  disfrute  y 

no  faé  acreditado  á  los  de  su  clase » 

(C.  L.,  tomo  XCVII.  pág.  1.5 


Real  decreto  de  26  de  Marzo  de  1868,  esta- 
hleciendo  la  forma  de  justificar  la  im- 
posibilidad füica  para  loa  ffectoB  de  la 
jubilación, 

(Hae.)  «El  Sr.  Ministro  de  Hacienda 
dice  hoy  al  Presidente  de  la  Junta  de 
clases  pasivas  lo  siguiente: 

«La  secunda  parte  del  art.  18  déla 
Ley  de  Presupuestos  <le  3  de  Agosto 
de  1866  determina  que  los  empleados  de 
las  diversas  carreras  civiles,  ten<lrán  de 
recho  á  ser  jubilados  por  causa  de  impo- 
sibilidad física  notoria,  y  al  exigir  dicha 
prescripción  legal  la  notoriedad  de  la 
enunciada  imposibilidad  física  para  po- 
der obtener  por  ello  la  situación  dejubi 
lado,  surge  espontáneamente,  y  se  indica 
por  BÍ  misma,  la  necesidad  de  perfeccio- 
nar con  más  exquisita  previsión  ios  me- 
dios de  prueba  establecidos  para  el  pro- 
pio fin,  por  las  Reales  órdenes  de  26  de 
Diciembre  de  1826  y  28  de  Septiembre 
de  1851.  En  mérito  de  esto,  teniendo 
presente  la  consulta  que  sobre  el  parti- 
cular de  que  se  trata  elevó  esa  Junta  á 
este  Ministerio,  y  de  conformidad  con  lo 
informado  respecto  de  la  misma  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  la  Reina 
(Q.  D.  G.),  se  ha  servido  disponer  lo  si- 
guiente: 

1.0  A  toda  concesión  de  jubilación 
por  causa  de  imposibilidad  física  de  vol- 
ver ai  servicio  activo  del  Estado,  prece- 
derá la  instrucción  de  expediente  guber- 
nativo ante  el  Gobernador  de  la  respec- 
tiva provincia  en  que  se  acredite  la  ex- 
presada inutilidad. 

a. o  El  interesado  recurrirá  á  dicha 
autoridad  civil  expresando  su  condicióii 
oficial  y  domicilio,  y  solicitando  para  los 
efectos  de  la  parte  segunda  del  art.  18  de 
la  Ley  de  Presupuestos  de  8  de  Agosto 
de  1866,  que  se  sirva  ordenar  el  recono- 
cimiento ó  reconocimientos  facultativos 
que  acrediten  su  estado  de  imposibilidad 
física  notoria. 

8.<>  En  vista  de  la  expresada  instan- 
cia, el  Gobernador  de  la  provincia  de- 
signará á  su  arbitrio  dos  profesores  fa- 
cultativos para  que  procedan  al  reconoci- 
miento del  solicitante  y  certifiquen,  bajo 
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9.0  £n  vista  de  dicho  expediente  la 
Janta  de  clases  pasivas  pedirá  en  los  ca« 
sos  qoe  juz^e  convenientes,  las  noticias 
^  informes  reservados  necesarios,  y  re- 
unirá ios  comprobantes  de  todo  género 
que  puedan  asegurarla  de  la  imposibili- 
dad física  del  interesado,  de  su  edad  y 
afios  de  servicio,  así  como  de  los  demás 
antecedentes  y  cualidades  del  reclaman- 
te, á  fin  de  conocer  si  es  digno  en  todos 
conceptos  de  la  gracia  que  pretende. 

10.  Completada  así  la  instrucción  del 
%3ípediente,  la  referida  Junta  lo  cursará 
<:on  so  informe  al  Ministerio  respectivo 
de  que  dependa  el  interesado  para  la  re- 
solución correspondiente. — De  Real  or- 
den, etc.— £1  Subsecretario,  Antonio  dé 
Jehú»  /íiúi*.— Sr.  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de >  Madrid  26  Marzo  de  1688. 

<C'.  L..  t.  XCIX,  págs.  861  á  868). 

Decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868, 
disponiendo  la  revisión  de  los  expedien- 
tes de  jubilaciones^  viudedades,  orfanda- 
des, cesantías  y  retiros. 

(Hac.)  €  Artículo  l.o  Se  procederá  des- 
de luego  á  una  revisión  general  de  todos 
los  expedientes  relativos  á  individuos  que 
pertenezcan  á  Clases  pasivas,  sujetándo- 
se estrictamente  á  las  leyes  generales  y 
especiales  vigentes  sobre  la  nia(eria  y  á 
las  disposiciones  del  presente  decreto, 
•con  exclusión  de  todas  las  Reales  órde- 
nes dictadas  para  casos  especiales  y  ju- 
risprudencia establecida  que  estén  en 
oposición  abierta  con  el  texto  y  letra  de 
dichas  leyes  y  decretos.  La  revisión  pro 
ducirá  sus  efectos  desde  la  publicación 
del  presente  decreto. 

Quedará  exenta  de  revisión,  única  y 
exclusivamente,  la  clasificación  hecha  á 
favor  de  aquel  que  haya  obtenido  mejo- 
ra en  virtu<l  de  decreto-sentencia  del 
Consejo  de  Estado. 

Art.  2.0  Para  que  la  revisión  ofrezca 
garantías  de  acierto  se  compulsarán  pre 
viamente  todos  los  documentos  conteni- 
'dus  en  los  expedientes  respectivos.  Las 
partidas  sacramentales  se  remitirán  á  los 
Contadores  de  provincia  para  que,  por  sí 
-ó  por  delegados  suyos,  asistan  á  la  exac- 
ta comprobación  de  las  matrices  y  libros 
parroquiales,  firmando  los  curas  párro- 
cos y  los  Contadores  ó  sus  delegados,  en 
el  mismo  documento  remitido  á  compul- 
sa, el  resultado  de  la  diligencia  practica- 
da. A  las  Direcciones  generales  de  las 
armas  y  demás  Autoridades  militares  se 
pasarán  los  documentos  que  hagan  refe- 


rencia á  servicios  de  su  instituto,  y  al 
Tribunal  de  Cuentas  en  lo  relativo  á  ser- 
vicios civiles  para  la  compulsa  con  las 
nóminas  aprobadas. 

Art.  8.**  Se  aplicarán  con  toda  escru- 
pulosidad las  disposiciones  contenidas 
en  el  Decreto  de  Cortes  de  11  de  Mayo 
de  1887  respecto  á  pensiones  remunera- 
torias y  de  gracias  concedidas  hasta  aho- 
ra, y  se  eliminarán  de  las  nóminas  res- 
pectivas todas  aquellas  cuyo  deslinde, 
calificación  y  transmisión  no  se  hubiere 
verificado  con  sujeción  estricta  á  las  re- 
glas establecidas  en  dicho  decreto,  ó  que 
no  hayan  sido  concedidas  con  posterio- 
ridad al  mismo  por  leyes  especiales. 

Art.  4.0  Se  restablece  en  toda  su  fuer- 
za y  vigor  la  Ley  de  regulares  de  29  de 
Julio  de  1887.  Todas  las  pensiones  con- 
cedidas en  contraposición  á  lo  estricta- 
mente dispuesto  en  los  arts.  28,  29,  80, 
81  y  82  de  la  misma,  se  declaran  desde 
luego  caducadas. 

Únicamente  serán  válidas  para  los 
efectos  de  dicha  ley  las  órdenes  mayores 
que  tuviesen  los  regulares  exclaustrados 
hasta  la  publicación  del  Real  decreto  de 
8  de  Marzo  de  1886. 

Art.  6.0  Se  declaran  en  suspenso  las 
pensiones  concedidas  á  los  legos  y  coris- 
tas, en  virtud  de  una  Real  orden,  hasta 
que  las  Cortes  Constitnyentes  determi- 
nen si  debe  abonárseles  y  fijen  la  cuan- 
tía de  la  pensión. 

Art.  6.0  Para  la  declaración  de  dere- 
chos pasivos  á  los  empleados  civiles,  ce- 
santes y  jubilados,  se  aplicarán  las  reglas 
siguientes: 

1.&  Únicamente  será  abonable  en  las 
clasificaciones,  según  la  regla  5.a  del  ar- 
tículo 26  de  la  Ley  de  Piesupuestos  de 
26  de  Mayo  de  1885,  como  base  ó  arran- 
que de  carrera  y  como  continuación  de 
servicio,  todo  el  que  se  haya  prestado  en 
cualquiera  de  las  carreras  del  Estado, 
tanto  civil  como  militar,  en  destinos  en 
propiedad,  de  planta  reglamentaria,  con 
sueldo  detallado  en  los  Presupuestos  ge- 
nerales del  Estado,  con  cargo  al  personal 
y  con  nombramiento  Real,  de  las  Cortes, 
de  la  Regencia  del  Reino,  del  Gobierno 
provisional  y  después  de  cumplida  la 
edad  de  diez  y  seis  afíos. 

2  ft  Se  eliminará  de  las  clasificaciones 
el  abono  de  todo  servicio,  ya  como  base 
de  carrera,  ya  por  tiempo  que  se  hubiese 
prestado  con  nombramiento  de  autoridad 
delegada  y  cualquier  otro  que  no  reúna 
estrictamente  los  requisitos  consignados 
en  la  regla  anterior. 
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8>  Qaeda  subsistente  el  art.  20  de  la 
Ley  de  Presapuestos  de  39  de  Jonio 
de  1867  relativo  á  los  servicios  militares 
de  Milicia  nacional  movilisada. 

4.a  A  los  milicianos  movilÍEados  du- 
rante la  última  guerra  civil  se  les  abona- 
rá únicamente  el  tiempo  que  en  concep- 
to de  tales  movilisados  hubiesen  figura- 
do y  consten  en  listas  de  revista. 

6>  El  abono  de  servicios  que  la  J^y 
de  23  de  Mayo  de  1866  reconoce  á  los 
milicianos  nacionales  de  la  época  de  1820 
á  1828  se  hará  estrictamente  á  los  que 
abandonaron  sus  hogares  para  defender 
el  Gobierno  constitucional  y  tuvieran 
cumplida  la  edad  sefialada  en  el  Regla- 
mento de  la  Milicia  nacional  de  14  de 
Julio  de  1822. 

6.a  Ningún  diploma  expedido  por  gra- 
cia especial  dará  derecho  al  abono  de 
tiempo,  ni  producirán  efecto  útil  de  nin- 
guna clase  los  obtenidos  por  milicianos 
nacionales  menores  de  la  edad  reglamen- 
taria. 

7.a  No  se  hará  abono  alguno  sin  la 
presentación  del  documento  en  que  aquél 
se  halle  expresamente  reconocido  en  la 
forma  prevenida  en  los  arts.  1 1  y  12  de  la 
Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1856  para 
la  ejecución  de  la  Ley  del  2á  del  propio 
mes  y  año. 

8.(^  No  se  abonarán  los  servicios  pres 
tados  en  el  campo  carlista,  tanto  en  la 
clase  civil  como  inilitar,  sino  á  los  que  se 
hubiesen  acogido  al  Convenio  de  Verga- 
ra  dentro  del  plazo  sefialado  en  el  mismo, 
quedando  sin  ningún  valor  ni  efecto  to- 
das las  prórrogas  y  ampliaciones  de  tér- 
mino concedidas  por  Reales  órdenes, 
posteriores  para  reconocimiento  y  reva- 
lidación de  empleos  y  servicios. 

V;.a  £1  abono  de  urlio  afios  de  carrera 
de  que  tratan  las  l^yes  de  Presupuestos 
de  1856  y  186^2,  se  hará  únícMuiente  á 
aquellos  funcionarios  expresamente  de- 
terminados en  laa  inismas,  siempre  que 
hubiesen  desenipefíado  en  propiedad  sus 
empleos  cun  los  requisitos  prevenidos  en 
la  regla  1.a  de  este  artículo. 

10.  El  doble  abono  de  campaña  será 
únicamente  contado  á  los  militares  que, 
habiendo  pasado  á  la  carrera  civil,  ten- 
gan veinticinco  afioA  de  servicio  efectivo, 
según  se  determina  en  la  regla  8  a  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  1886. 

Art.  7.0  Ningún  sueldo  militar  puede 
servir  de  tipo  regulador  en  clasificacio- 
nes civiles  que  hayan  d»  producir  decla- 
ración de  derechos  por  razón  de  cesan- 
tías, jubilaciones,  viudedades  y  orfanda- 


des civiles,  sino  el  mayor  desempefiado* 
por  dos  afios  en  esta  oíase. 

Art.  8.**  £1  sueldo  mayor  que  se  hay» 
obtenido  después  de  publicarse  la  Ley 
de  Presupuestos  de  1846,  servirá  de  tipo- 
vegulador,  siempre  que  se  haya  disfruta- 
do por  espacio  de  <los  años. 

Todo  sueldo  menor  disfrutado  antes  ó- 
después,  no  se  tendrá  en  cuenta  en  nin- 
gún caso  para  fijar  el  tipo  regulador. 

Art.  9,^  Todo  aumento  de  sueldo  que 
obtengan  ó  hayan  obtenido  los  funciona^ 
rios  públicos  sin  cambiar  de  destino  sera 
considerado  siempre  como  un  ascenso- 
para  los  efectos  del  art.  14  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  1886. 

Art.  10.  En  ningún  caso  constituirán* 
parte  integrante  del  sueldo  personal  qne- 
liaya  de  servir  de  regulador,  los  gasto» 
de  representación  y  cualesquiera  otro» 
emolumentos,  aunque  aparezcan  englo- 
bados en  una  misma  partida  en  los  Pre- 
supuestos generales  del  Estado. 

Art.  11.  La  jubilación  constituye  la 
separación  definitiva  del  servicio  activo.. 
Todo  funcionario  que  después  de  jubila- 
do hubiese  vuelto  al  servicio  activo  en 
cualquiera  de  las  carreras  del  Estado,  no* 
tiene  derecho  á  mejorar  la  clasificación 
que  se  le  haya  practicado  en  aquel  con- 
cepto, ya  por  razón  de  los  nuevos  servi- 
cios prestados,  ya  por  el  sueldo  disfruta- 
do en  consideración  á  los  mismos. 

Art.  12.  8e  aplicarán  con  estricto  ri- 
gor y  á  la  letra  los  Reglamentos  de  Mon- 
tepíos é  Instrucción  de  26  de  Diciembre- 
de  1881. 

Todas  las  incorporaciones  á  los  mis' 
mos  que  no  hayan  sido  objeto  de  ley  ex- 
presa serán  nulas  y  de  ningún  valor  nh 
efecto,  y  caducadas  las  pensiones  conce- 
didas fuera  de  reglnmento  é  instrucción. 

Art.  13  Se  declaran  en  suspenso  los* 
artículos  del  proyecto  dé  Ley  de  20  de 
Mayo  de  1862,  puestos  en  vigor  por  la 
Ley  de  Presupuestos  <le  1864  y  siguien- 
tes, hasta  que  las  Cortes  Oonatituyentes^ 
resuelvan  lo  que  estimen  oportuno. 

Art.  14  Queda  abolida  la  obligación* 
en  unos  funcionarios  y  Ih  práctica  abusi- 
va seguida  por  otros  de  solicitar  licencia* 
para  contraer  matrimonio,  y  relevados* 
de  pedir  indulto  todos  los  que  no  hubie- 
sen cumplido  con  aquella  obligación  ó 
práctica. 

La  supresión  de  esta  fórmula  no  alte- 
ra en  manerH  alguna  las  prescripciones 
reglamentarias  acerca  del  límite  de  edad 
para  optar  á  viudedades  y  orfandades. 

Art.  16.     Queda  en  suspenso  el  pago- 
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^de  todas  las  penaioaes  procedente*  de 
loa  aecoeatroa  de  loa  ex  Infantea  haata 
que  laa  Cortea  determinen  lo  conve 
oiente. 

Art.  16.  Loa  individaoa  que  ae  conai- 
-deren  perjudicadoa,  y  el  £atHdo  en  au 
caao,  por  la  reviaióq  general  dispuesta 
en  este  decreto,  podrán  ejercitar  el  re- 
curao  de  alzada  ante  el  Miniaterio  de  Ha- 
cienda. £1  recnrao  deberá  interponerae 
<)entro  de  loa  treinta  díaa,  contadoa  dea- 
de  la  notificación  que  altere  ó  invalide 
toda  declaración  de  derechoa. 

Art.  17.  Loaindividuoade  Claaea  pa- 
aivaa  que  dentro  de  loa  trea  meaea.  con- 
tadoa desde  la  publicación  de  este  decre- 
to, dejen  de  presentarse  á  cobrar  sua  ba- 
berea,  ae  entenderá  que  renuncian  á  elloa 
y  quedan  indultadoa  de  laa  penaa  que  tal 
ves  debieran  imponóraelea  por  loa  fran- 
éem  y  perjuicios  ocaaionadoa  al  Teaoro 
público  á  conaecuencia  de  sus  ctaaifica 
•cionea. 

Si  paaado  eate  plazo  pretendieaen  aer 
irehabilitadoa,  aeran  claaificadoa  de  nue- 
vo, teniendo  en  cuenta  el  expediente  an* 
tiguo  para  la  reapouaabilidad  civil  y  pe- 
nal á  que  contra  ^lloa  bubiere  lugar. 

Art.  18.  Cualquiera  duda  que  ae  ofres- 
-ca  en  la  aplicación  de  laa  diaposiciones 
contenidaa  en  el  preaente  decreto,  se 
<;onsultará,  antes  de  dictarae  resolución 
alguna,  al  Ministerio  de  Hacienda. — Ma- 
drid 22  de  Octubre  de  1868.— El  Miniatro 
de  HaciendH,  Laureano  Figuerola.—^Qa- 
^eta  23  Octubre). 

Orden  de  21  de  Agosto  de  1869,  determi- 
nando el  Centro  competente  para  la  re- 
habilitación de  haber  pasivo  á  loa  mili- 
tares por  servicios  prestados  en  las  ca- 
treras civiles» 

(Hac.)  « '....ja6.  A,  el  Regente  del  Reí- 
fio  ae  hs  aervidu  declarar  que  compete  á 
•esa  Di  rece:  «Sn  general  del  Tesoro,  no  al 
Miniaterio  de  la  Guerra,  rehabilitar  para 
-que  vuelva  al  goce  del  retiro  á  todo  mi- 
litar que  estando  en  función  de  él,  ceaa 
en  el  diafrute  por  paaar  á  las  carreraa  ci- 
viles cuando  á  la  vez  ceaa  en  óataa;  ain 
que  obate  á  la  rehabilitación  el  que  el  in- 
tereaado  haya  de  optar  ó  no  á  mejora  de 
haber  por  el  tiempo  que  deaempefió  el 
deatino  ó  destinos  civiles,  porque  en  caao 
.afirmativo  y  concedida  por  autoridad 
<!om  peten  te,  habría  de  rebajáraele  del 
mayor  haber  á  que  optara  al  acreditárae- 
ie  el  que  hubiera  percibido  como  retirado. 

Al  propio  tiempo  ae  ha  aervido  ti,  A. 


declarar  y  reaolver  que  loa  Contadorea 
de  Hacienda  pública  de  laa  proviociaa  es- 
taban obligadoa  como  lo  eatán  hoy  loa 
fnncionarioa  que  loa  han  sucedido  en  laa 
facultadea  que  lea  eatabaD  atribaídaa,  á 
acuaar  á  eaa  Dirección  del  Teaoro,  infor- 
inándolea  á  an  vez  para  evitar  trámites 
dilatorioa,  cnantoa  expedientea  ae  dirijao 
por  conducto  de  dichoa  fnncionarioa  eo 
aolicitud  de  rehabilitación,  y  á  certificar 
en  la  forma  acoatumbrada  cuantaa  co- 
piaa  de  docamentoa  ae  le  preaenten  para 
acredidar  aervicioa  en  laa  carreraa  civiles 
del  Eatado. —  De  Real  orden,  etc.— Ma 
drid  21  de  Affoato  de  1869.—Sr.  Director 
general  del  Teaoro  público. t  (C.  L.,  tomo 
en,  paga.  896  y  897). 

« 
Ley  orgánica  del  Poder  judicial  de  15  de 

Septiembre  de  1870  (1).  De  lajubilacién 

de  los  Jueces  y  Magistrados. 

(Orac  y  Just,)     <  Art.  238.  Loa 

Jnecea  y  Magiatradoa  que  ae  inntilíaaren 
física  ó  intelectual  mente  para  el  deaem 
pefio  del  aervíoio  aeran  jnbiladoa. 

Art.  289.  Podrán  aer  jnbiladoa  á  ao 
inatancia  ó  por  reaolución  del  Gobterao: 

Loa  Jnecea  de  inatrncción  que  hayan 
cumplido  sesenta  y  cinco  afioe. 

Loa  Jnecea  de  partido  y  Magiatradoa 
que  hayan  cumplido  aetenta. 

Art.  240.  Cuando  la  jubilación  do  sea 
á  instancia  del  intereaado,  deberá  aer 
oído  el  Juez  ó  Magistrado  en  el  expe- 
diente gubernativo  que  al  efecto  ae  ina- 
truya,  ai  ae  fundaae  en  laa  cauaaa  expre- 
aadaa  en  el  art.  238. 

Art.  241.  Loa  Jnecea  y  Magiatradoa 
tendrán  por  jubilación  la  que  les  corres- 
ponda atendidoa  ana  afioa  de  aervicio  en 
loa  miamoa  términos  que  los  que  tienen 
igualea  aueldoa  en  laa  demáa  carreraa 
del  Eatado,  comprohándoaelea  el  aumen- 
to de  tiempo  que  por  razón  de  carrera  lee 
corresponda. 

Art.  242.  Loa  juhiladoa  por  inutilidad 
procedente  de  leaiones  recibidaa  en  aetoa 
del  aervicio  ó  por  conaecuencia  de  ellas 
diafrutarán:  el  aneldo  entero  qne  hobie- 
aen  tenido  como  activoa  en  el  caao  de 
haber  aervido  en  la  carrera  judicial  ó  fia- 
cal  veinte  afioa. 

Cuatro  qnintaa  partea  del  miemo  anel- 
do, cnaleaquiera  que  aean  loa  afioa  qoe 
hubieaen  aervido. 

Art.  248.    Loa  jnbiladoa  por  inatilidad 


(1)    Bd  al  artículo  Trlb«Beles,  se  inaarta 
íntegra  esta  Ley. 
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lies  de  cumplir  los  sesenta  años  podrán 
rehabilitados  y  volver  al  servicio, 
acreditando  haber  desaparecido  la  causa 
■4|ae  hnbiese  motivado  la  jubilación,  y 
-después  de  oído  el  Consejo  de  Estado. 

lios  rehabilitados  seguirán  pencibien- 
<lo  el  sueldo  que  como  jubilados  les  co* 
«reeponda  hasta  que  sean  de  nuevo  co- 
locados...> 

4>rden  de  18  de  Octubre  de  1870,  relativa 
4  laB  ce$antia$  y  jubilacisnes  de  lo»  Mi- 
mUtro9  de  la  Corona, 

{Hae.)  cS.  A.  el  Regente  del  Reino, 
-oidc  el  parecer  de  la  Sección  de  Letrados 
•de  eete  Ministerio,  se  ha  servido  resol- 
ver la  controversia  en  ese  Tribunal  sus- 
•citada  en  favor  de  la  doctrina  que  su  ma- 
yoría ha  sustentado,  como  ajustada  á  las 
leyes  precitadas,  y  dictar  con  arreglo  á 
'-ellas  las  siguientes  reglas: 

i.*  Que  las  cesantías  de  los  Minis- 
>iroa  en  propiedad  de  la  Corona,  se  han 
j-egulado  y  regulan  por  leyes  ezcepcio- 
líales. 

a.*  Que  el  art.  8.o  de  la  f  ey  de  28  de 
Mayo  de  1845,  que  privó  de  cesantía  á 
ios  empleados  de  nueva  entrada  y  exige 
<eii  loe  ascensos  de  los  que  lo  eran  dos 
>tfios  en  el  desempeño  del  destino  para 
4)ne  el  sueldo  de  él  les  sirva  de  regula- 
dor, y  el  art.  14  de  la  de  26  de  Julio 
-de  1865,  que  trata  del  sueldo  regulador 
también,  no  comprenden  á  los  Ministros 
•4;omo  á  tales,  ó  por  el  solo  ejercicio  de 
-ese  cargo. 

3.*  Que  los  que  hayan  sido  Ministros 
iiasta  30 de  Abril  de  1856  tienen  derecho 
á  la  cesantía  de  30.000  reales,  aun  cuan- 
tío no  reúnan  otra  condición  que  la  de 
haber  servido  el  cargo  un  solo  día;  y  si 
han  completado  veinte  afíos  da  servicio 
4;on  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes 
«n  cualquiera  carrera  del  Estado,  á  la 
da  40.000. 

4.ft  Que  los  que  hayan  sido  Ministros 
4)Qr  primera  vez  desde  30  de  Abril  del 
año  1856,  necesitan  reunir,  para  optar  á 
1h  cesantía  de  30.000  reales,  algunas  de 
Ihs  condiciones  exigidas  por  la  ley  de 
«rfa  fecha,  á  saber:  haber  desempeñado 
el  cargo  de  Ministro  por  tiempo  de  dos 
años  en  una  ó  más  veces;  contar  quince 
años  de  servicio  al  Estado  con  nombra- 
miento Real  ó  de  las  Cortes,  ó  haber 
•ejercido  el  cargo  de  Senador  ó  Diputado 
en  tres  elecciones  generales. 

6.^  Que  los  que  hayan  sido  Ministros 
desde  ese  mismo  día  30  de  Abril  de  1856 
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Dio  de  Isn.—Euiz  Gómez.*  (C.  X..  to-  | 
IDO  CVin.  paga.  706  á  709). 

Ley  de  pre$upue$to$  de  6  de  ágoito  1873, 
Determina  el  máximum  dela$  pernio* 
nes  á  loa  huérfanoi^  y  trata  también  de 
las  ceéontias  de  lo$  MiniitroB  de  la  Co- 
rona. 

{Hac)  <Árt.  9.0  Las  orfandades  de 
varones  terminarán  á  loa  veintiún  afios 
camplidoa. 

Las  orfandades  de  hembras  se  llama- 
rán en  adelante  dotea;  éstas  se  constitui- 
rán por  las  mensaalidades  que  cobran 
las  pensionistas  hasta  la  edad  de  veinti- 
cuatro afios  cumplidos. 

Todas  las  pensionistas  que  tengan  hoy 
más  de  veinticuatro  afios,  cobrarán  los 
dos  tercios  de  la  actual  pensión,  siempre 
que  ésta  exceda  de  1.^00  pesetas,  ó  que, 
deducida  la  tercera  parte,  quede  reduci- 
da á  mayor  cantidad  que  la  citada.  Las 
pensionistas  de  menos  de  1.600  pesetas, 
cobrarán  su  pensión  íntegramente. 

Art.  II.  Ninguna  pensión,  jubilación, 
retiro  ó  cesantía  de  clases  pasivas,  jxMÍrá 
conceder  de  4.000  pesetas. 

Art.  12.  Quedan  suprimidas  desde 
esta  fecha  las  cesantías  de  los  ex  MiniS' 
tros.  Los  Ministros  actuales  y  los  que  lo 
fueren  en  lo  sucesivo,  no  tendrán  tam- 
poco derecho  á  cesantías.  En  su  conse 
cuencia,  se  suprime  del  presupuesto  la 
partida  á  este  objeto  destinada.»  (C  £., 
tomo  CXI,  págs.  166  y  166). 

Beal  orden  de  12  de  Marzo  de  1875,  de^ 
clarando  que  los  Jueces  de  instrucción 
puedan  ser  jubilados  á  su  instancia  ó 
por  resolución  del  Gobierno^  una  vez 
cumplidos  sesenta  y  cinco  años  de  edad, 

{O rae.  y  Just)  c  Algunos  Jueces  de 
primera  instancia,  de  término  y  de  as- 
censo, han  acudido  á  este  Ministerio  so- 
licitando la  jubilación  por  edad  antes  de 
cumplir  la  de  setenta  afios  prescripta  en 
el  art.  239  de  la  Ley  provisional  sobre 
organización  del  Poder  judicial  para  los 
Jueces  de  los  Tribunales  de  partido,  que 
es  la  categoría  que  á  aquellos  corresponde, 
según  la  décimacuarta  disposición  tran 
sitoria  de  la  misma  Ley;  y  considerando 
que  la  razón  de  habrésele  sefialado  la 
edad  de  sesenta  y  cinco  afios  para  la  ju- 
bilación de  los  Jueces  de  instrucción  es 
la  de  que  el  desempefio  de  este  cargo  re- 
quiere más  aptitud  física  que  la  necesa- 
ria para  formar  parte  de  un  Tribuaal  co- 


legiado, y  que  esta  razón  es  aplicable  k 
los  Jueces  de  primera  instancia,  cuales- 
quiera que  sea  su  categoría,  puesto  qoe- 
sin  distinción  están  encargados  de  ins- 
truir los  sumarios;  el  Rey  (Q  D.  G.),  b» 
tenido  á  bien  declarar  que  ndentras  lo» 
mencionados  Jueces  de  primera  instan- 
cia ejerzan  las  funciones  que  hoy  le» 
compelen,  pueden  ser  jubilados  á  su  ins« 
tancia  ó  por  resolución  del  Gobierno, 
cuando  hayan  cumplido  sesenta  y  cinco- 
afios  de  edad. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid  13  de 
Marzo  de  1876. — Francisco  de  Cárdenas,^ 
(C.  L  ,  tomo  CXIV.  pág.  370). 

Beal  decreto  de  29  de  Noviembre  de  1884, 
reorganizando  la  Junta  de  pensiones  cí— 
viles^  que  toma  de  nuevo  la  denomina  -^ 
ción  de  Junta  de  clases  pasivos. 

(JETac.)  c  A  propu*^sta  del  Ministro  de- 
Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de- 
Ministros  y  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  Sección  de  Hacienda  del  Con- 
sejo de  Estado, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  l.o  Las  tareas  de  interven- 
ción y  de  pago  de  las  obligaciones  por 
clases  pasivas  que  en  la  actualidad  se 
ejecutan  en  Madrid,  unas  por  la  Conta- 
duría y  Tesorería  centrales  y  otras  por  I» 
Intervención  y  la  Tesorería  de  Haciend» 
de  la  provincia,  se  reunirán  en  una  mis- 
ma oficina  agregada  á  la  de  la  Junta  de 
pensiones  civiles,  que  tomará  el  nombre 
de  Junta  de  clases  pasivas. 

Art.  2.0  Se  confieren  al  Presidente  de 
la  Junta  de  clases  pasivas,  como  Delega- 
do de  la  Ordenación  general  de  Pago» 
del  Ministerio  de  Hacienda,  la  facultaé 
de  ordenar  los  correspondientes  á  clase» 
pasivas  que  hayan  de  realizarse  en  Ma- 
drid, y  las  de  hacer  directamente  las  con- 
signaciones de  los  que  hayan  de  ser  sa- 
tisfechos por  las  Cajas  de  las  demás  pro- 
vincias. 

Art.  4.0  La  planta  del  personal  de  la» 
oficinas  de  la  Junta  de  clases  pasiva» 
queda  constituida  en  los  términos  si- 
guientes: 

Un  Presitlente.  Ordenador  de  pagos. 
Jefe  superior  de  Administración,  I2  60(> 
pesetas. 

Cuatro  Vocales,  Jefes  de  Administra- 
ción  de  primera  clase,  á  10  000  pesetas, 
40.000  pesetas. 

Un  Vocal  Secretario,  Jefe  de  AdminS»* 
tración  de  segunda  clase,  8.760  peseta*^ 
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Art/ó.^*  Las  aatoridades  civiles,  ja- 
dicialee  y  militares  que  expidan  mnnda- 
niieiito  de  retención  contra  los  haberes 
<ie  loB  individuos  de  las  clases  pasivas 
(lomiciliados  en  la  provincia  de  Madrid, 
lo8  deberán  dirigir  al  Presidente  de  la 
Junta  de  clases  pasivas. 

Art.  6  <>  Los  partes  de  casanhiento  de 
las  pensionistas  del  Estado  residentes  en 
Ih  provincia  de  Madrid,  serán  remitidos 
por  los  Jueces  municipales  al  Presidente 
«ie  la  Juntada  clases  pasivas,  y  asimis- 
mo los  de  fallecimiento  de  individuos  de 
ilicbas  clases  que  perciban  sus  haberes 
«11  esta  provincia. 

Art.  7.°  Al  mismo  Presidente  de  la 
Junta  deberán  ser  dirigidas  las  reclama- 
t-iones  de  datos  que  los  Tribunales  y 
funcionarios  competentes  estimen  átlles 
para  la  Administración  de  justicia. 

Art.  8.0  El  Ministro  de  Hahienda  dic- 
tará las  disposiciones  que  sean  conve- 
nientes para  la  ejecución  de  este  decre- 
to. Dado  en  Palacio  á  29  de  Noviembre 
<le  1884  — Alpüks  ».— El  Ministro  de  Ha- 
eienda.  Fernando  Cos  Gayón.»  {C.  Z».,  to- 
mo CXXXIII,  págs.  964  á  968). 

Instrucción  de  25  de  Febrero  de  1885,  re 
lativa  á  la  Ordenación  de  pagos,  revi»^ 
ta9,  nóminas,  etc.y  de  las  clases  pasivas. 

CafIt^lo  l.—De  la  Ordenación  de  pagos. 

Artículo  \P  La  ordenación  del  pago 
de  haberes  de  las  clases  pasivas  corres- 
ponde al  Presidente  de  la  Junta  de  las 
inisoias,  con  arreglo  al  Real  decreto  de 
'^9  de  Noviembre  último. 

Los  Ministerios  de  la  Guerra  y  de  Ma 
lina  comunicarán  por  duplicado  á  dicho 
Presidente  las  declaraciones  que  hiciesen 
de  derechos  pasivos,  expresando  al  mar- 
gen de  uno  de  los  ejemplares  que  tiene 
«•I  carácter  de  duplicado. 

El  Presidente  de  la  Junta  hará  desde 
luego  la  consignación  de  pagos  en  la  Te 
«orería  que  designen  los  referidos  Minis- 
terios ó  la  Junta  en  cuanto  á  las  clases 
civiles  al  darle  conocimiento  ue  la  decla- 
ración del  derecho,  cuando  no  fuese  e^ 
la  Pagaduría  de  la  misma  Junta,  en  cuyo 
caso  no  lo  verificará  hasta  que  los  inte- 
resados justifiquen  en  el  Negociado  de 
Ordenación  de  pagos  de  la  misma  su  re- 
sidencia en  esta  Corte  ó  pueblos  de  la 
provincia,  por  medio  de  la  oresentación 
de  la  cédula  personal;  y  además,  en  las 
clases  procedentes  de  los  ramos  de  Gue- 
rra  y  Marina^  de  los  traslados  que  las 


autoridades  correspondientes  les  hayan 
dado  de  las  Reales  órdenes  de  concesión 
de  la  pensión  ó  retiro. 

Art.  2.0  La  consignación  de  pago  se 
hará  siempre  en  la  Pagaduría  de  la  Jun- 
ta ó  en  la  Tesorería  de  provincia  que  co- 
rresponda; pero  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  la  Real  orden  de  80  de  Septiembre 
íde  1856,  los  interesados  que  residan  fue* 
ra  de  las  capitales  y  en  puntos  compren- 
didos dentro  de  un  partido  administrati- 
vo ó  judicial  en  que  existan  Administra- 
ción, Depositaría  ó  Administración  aa- 
balterna  de  Estancadas,  podrán  percibir 
su  haber  pasivo  por  estas  dependencias, 
observándose  al  efecto  las  reglas  que  la 
citada  Real  orden  determina  para  la  re- 
dacción y  formalización  de  las  nóminas 
parciales  que  han  de  ser  satisfechas  por 
las  mismas. 

Art.  8  o  Los  individnos  de  clases  pa- 
sivas que  residan  en  el  extranjero  ó  ss 
trasladen  ai  mismo,  darán  conocimiento 
oportunamente  al  Ministerio  de  Hacien- 
da, de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
decreto  de  9  de  Jnlio  de  1869,  designan- 
do la  provincia  en  que  hayan  de  percibir 
el  haber  pasivo  que  les  corresponda,  que- 
dando obligados  á  justificar  su  residen- 
cia, y  en  su  caso  el  estado  civil,  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  que  se  hallen  vi- 
gentes. 

Art.  4.0  Cuando  alguna  pensionista 
que  pertenezca  á  comunidad  ó  instituto 
religioso  tuviese  qne  ausentarse  tempo- 
ralmente del  punto  de  residencia  de  la 
misma  comunidad  ó  instituto,  la  Supe- 
riora  respectiva  quedará  obligada  á  jus- 
tificar, bajo  su  responsabilidad,  la  exis- 
tencia de  la  pensionista,  cuyo  haber  se- 
guirá abonándose  por  la  Tesorería  en 
que  esté  consignado  el  pago. 

Art.  60  Verificada  la  consignación, 
se  anotará  por  el  Negociado  de  Ordena- 
ción de  la  Junta  al  margen  del  duplicado 
de  la  orden  de  declaración  de  derecho, 
expresando  la  fecha  de  aquélla  y  núme- 
ro de  la  orden  dirigida  al  Contador  de  la 
misma  Junta  ó  Delegado  de  Hacienda  de 
la  provincia  respectiva. 

Estos  duplicados  se  remitirán  men- 
analmente  por  el  Presidente  de  la  Junta 
de  clases  pasivas  al  Tribunal  de  Cuentas 
del  Reino,  con  carpeta  relación  de  los 
interesados  á  quienes  se  refieran,  por  or- 
den de  clases  y  provincias,  á  fin  de  qne 
dicho  alto  Cuerpo  pueda  comprobar  en 
su  día  la  exactitud  y  legitimidad  de  las 
altas  que  figuren  en  las  nóminas. 

Ignales  reglas  se  observarán  respecto 
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á  las  declaraciones  de  derecho  qae  hace 
la  Junta,  con  relación  á  las  clases  ci* 

vilfífi. 

Art.  6.<>  El  Presidente  de  la  Janta  de 
clases  pasivas  pasará  igualmente  al  Tri 
bunal  de  Cuentas  del  Reino  duplicado 
<le  Ims  órdenes  que  dirija  en  cada  mes  á 
su  (yontadnría  y  Delegados  de  Hacienda 
«le  las  provincias,  concediendo  rehabili- 
tación para  volver  al  goce  de  sus  habe- 
res á  individuos  de  clases  pasivas  que 
hubiesen  sido  baja  en  nómina  por  falt^ 
de  presentación  al  cobro,  de  justificación 
(fe  existencia  ó  de  revista. 

Como  por  virtud  de  la  circular  de  la 
Dirección  general  del  Tesoro  de  l.o  de 
Junio  de  1882,  los  Delegados  de  Hacien* 
<la  en  las  provincias  están  antorisados 
para  rehabilitar  por  delegación  del  mis- 
mo á  los  individuos  de  dichas  clases  que 
sólo  hubieran  dejado  de  justificar  en  tres 
meses  ó  de  pasar  una  sola  revista,  debe- 
rán los  mencionados  Delegados  dar  al 
Presidente  de  la  Junta  cuenta  de  las  re 
babilitaciones  que  acuerden,  expresando 
«lesde  qué  fecha  se  rehabilita  al  intere 
fiado,  el  haber  que  disfruta,  y  la  fecha  y 
número  de  la  orden  de  consignación  de 
pago. 

De  las  comunicaciones  de  los  Delega- 
dos se  tomará  razón  por  el  Negociado  de 
Ordenación  de  la  Junta  en  el  expedien- 
te respectivo,  pasándolas  también  origi- 
nales en  cada  mes  al  Tribunal  de  Cuen- 
tas del  Reino. 

Art  7.0  En  la  Contaduría  de  la  Junta 
y  en  las  Intervenciones  de  Hacienda  de 
las  provincias  se  abrirán  libros  por  da 
ses,  extractándose  en  cada  hoja,  que  se 
referirá  á  un  solo  interesado,  el  nombre 
de  éste,  la  fecha  de  la  orden  de  conce- 
sión de  haber,  el  importe  anual  y  la  fe- 
cha desde  que  se  reconoce. 

A  continuación  de  la  misma  hoja  se 
estampará  un  resumen  d.e  la  liquidación 
que  se  practique  por  lo  devengado  desde 
la  fecha  en  que  baya  de  hacerse  el  abo- 
no, según  la  declaración  de  derecho,  has- 
ta la  en  que  sea  alta  y  se  comprenda 
como  tal  en  la  nómina.  Dicho  resumen  de 
liquidación  será,  como  ésta,  autorisado 
por  el  oficial  que  la  hubiese  practicado  y 
por  la  conformidad  del  interesado  ó  inte- 
lesados,  cuyas  firmas  quedarán  como 
matrices  para  todos  los  actos  en  que  sea 
necesario  identificar  su  personalidad. 

Art.  8.*  En  la  misma  hoja  se  anota- 
rán todas  las  vicisitudes  del  pensionista 
respectivo,  así  como  el  panto  donde  pase 
cada  revista  anual. 


Capítulo  U.—  Tra$laeione9  de  pag^  de 
unas  á  otras  pr&vincias, 

Art.  9.*  Con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  la  disposición  4.^  de  las  qae  relatlTAa 
á  clases  pasivas  comprende  la  Ley  de 
Presupuestos  de  26  de  Julio  de  1856,  loe 
individuos  de  las  mismas  deben  cobrar 
en  las  provincias  en  que  tengan  sa  reei- 
dencia  y  vecindad. 

Los  que  residan  en  el  extranjero  ó  en 
las  provincias  de  Ultramar  continaarán, 
sin  embargo,  percibiendo  sus  haberes 
por  la  Tesorería  en  que  los  tuviesen  con- 
signados. 

Cuando  los  interesados  trasladen  so 
residencia  á  otra  provincia,  solicitarán 
del  Presidente  de  la  Junta  de  clases  pa- 
sivas, Ordenador  de  pagos,  dentro  del 
término  de  tres  meses,  autorización  para 
que  se  traslade  también  el  pago  de  su 
haber  pasivo. 

La  reclamación  se  hará  por  medio  de 
instancia,  justificada  con  copia  del  docu- 
mento en  que  se  consigne  la  concesión  y 
certificación  del  Juzgado  municipal  qae 
acredite  su  nueva  residencia.  Esta  ins- 
tancia se  presentará  en  la  Contaduría  de 
la  Junta  ó  en  la  Intervención  de  Hacien- 
da de  la  provincia  á  que  se  haya  trasla- 
dado, que  la  instará  con  arreglo  á  la  Oir^ 
cular  de  la  expresada  Dirección  del  Te- 
soro de  16  de  Julio  de  1878. 

Art.  10.  Las  intervenciones  de  Ha- 
cienda y  la  Contaduría  de  la  Junta  remi- 
tirán al  Presidente  de  la  misma  en  los 
meses  de  Enero  y  Julio  de  cada  afio,  re- 
laciones detalladas  de  los  individuos  de 
clases  pasivas  que  durante  los  seis  me- 
ses anteriores  hayan  justificado  su  exis- 
tencia en  puntos  de  otras  provincias. 

Con  presencia  de  estos  datos,  el  Presi- 
dente de  la  Junta,  como  Ordenador,  acor- 
dará las  traslaciones  de  pago  á  las  Teso 
rerías  oue  corresponda. 

Art.  11.  Según  está  prevenido  por  la 
Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1856,  la 
Contaduría  de  la  Junta  y  las  Intervencio- 
nes de  Hacienda  de  las  provincias,  acom- 
pafiarán  siempre  á  his  certificaciones  de 
cese  que  expidan  por  consecuencia  de 
las  órdenes  de  traslación,  las  originales 
de  consignación  de  pago,  y  cuando  estas 
no  existan  por  cualquiera  de  las  causas 
expresadas  en  la  Circular  de  la  Dirección 
del  Tesoro  de  26  de  Mayo  de  1883,  co- 
pia autorizada  del  documento  que  acre- 
dite la  concesión  del  derecho  que  debe 
obrar  en  el  expediente  del  interesado.  De 
cualquiera  de  estos  documentos  habrá  de 
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■ed«r  eopia  en  U  Oontadnría  ó  ínter- 
eiici<>ii  que  expida  la  certiflcacióu  de 

T«inbién  acompaflarán  á  estas  certi- 
caeíonee»  expresAndoee  asi  en  las  mis- 
[%iaB»  loe  mandatoe  originales  de  reten- 
¡ooe0  qne  puedan  tener  los  interesados, 
e  los  c.oaies  quedará  igualmente  copia 
11  Ift  Contaduría  ó  Intervención,  y  una 
qiiiilación  de  la  situación  en  qne  se  ha- 
len loe  descuentos. 

La  Contaduría  de  la  Junta  ó  la  ínter- 
'enck^ii  de  la  provincia  á  qne  pase  á  co- 
»ntr  el  interesado,  no  le  dará  de  alta  en 
lómina  sin  la  presentación  del  docuraen- 
o  orÍKÍiial  que  le  dé  derecho  al  percibo 
le  haber  pasivo,  en  el  que  se  expresará 
>or  nota  autorisada  por  el  Contador  ó 
[nterventor  «qne  el  pago  se  ha  consig 
lado  en  la  Pagaduría  ó  Tesorería,  en  vir- 
tod  de  orden  cuya  fecha  se  expresará, 
;onio  también  la  provincia  de  qne  ha 
sido  trasladado. 

Oapitülu  111,-- Revistas. 

Art.  12.  Conforme  á  lo  determinado 
en  la  Ley  de  26  de  Julio  de  1866  y  en  la 
Real  orden  de  29  de  Diciembre  de  1882, 
en  los  meses  de  Abril  y  Mayo  de  cada 
afio  tendrá  lugar  una  revista  de  todos  los 
individoos  de  clases  pasivas. 

La  Contaduría  de  la  Junta  y  las  Inter- 
vi^nciones  de  Hacienda  de  las  provincias, 
teniendo  en  cuenta  el  número  de  indivi- 
duos de  cada  ciase,  anunciarán  (con  an- 
ticipación de  quince  días,  por  lo  menos), 
por  medio  de  los  periódicos  oficiales^  los 
«II  que  cada  una  ha  de  ser  revistada,  te- 
niendo en  cuenta  la  mayor  facilidad  del 
eervicio  y  los  medios  de  evitar  á  los  inte- 
resados las  molestias  que  les  produciría 
la  aglomeración  de  un  número  conside- 
rable en  un  mismo  día. 

Art.  18.  La  revista  anual  habrá  de 
quedar  terminada  precisamente  el  20  de 
Mayo  de  cada  afio,  para  que  pueda  sur- 
tir sos  efectos  en  las  nóminas  del  mismo 
mes,  respecto  á  los  individuos  que  no 
hubieran  cumplido  con  esta  formalidad 
legal. 

Al  efecto,  la  Contaduría  de  la  Junta  y 
las  Intervenciones,  al  anunciar  las  revis 
tas,  advertirán  á  los  interesados  la  forma 
en  que  habrán  de  pasarla  los  que  residan 
fuera  de  la  capital  ó  en  el  extranjero,  ó 
«etén  accidentalmente  en  otra  provincia, 
y  que  deberán  realizar  aquel  acto  preci* 
sámente  dentro  del  mes  de  Abril. 
Art.  14.     En  los  días  sefialados  para 


la  revista  de  cada  clase,  se  presentarán 
personalmente  al  Contador  de  la  Junta 
de  clases  pasivas  ó  al  Interventor  de  Ha 
oienda  de  la  provincia,  todos  los  indivi- 
duos residentes  en  la  capital  que,  por 
cualquier  concepto,  perciban  haberes  pa- 
sivos, ya  procedan  de  las  carreras  civi- 
les, ya  de  las  militares  ó  eclesiásticas. 

Se  exceptúan  de  la  presentación  per- 
sonal, con  arreglo  á  las  disposiciones  vi- 
gentes: 

l,^  Los  ex  Ministros  y  Consejeros  de 
Estado. 

2.*^  Los  Presidentes  y  Magistrados 
de  los  Tribunales  Supremos  y  supe- 
riores. 

S<>  Los  qne  se  hallen  investidos  del 
carácter  de  Senadores  del  Reino  y  Dipu- 
tados á  Cortes. 

4.0  Los  Jefes  superiores  de  Adminis- 
tración, Jefes  de  Administración  y  Coro- 
neles retirados. 

6.0  Los  individuos  de  clases  asimila- 
das á  las  citadas,  ya  procedan  de  la  ca- 
rrera civil  ó  de  la  militar. 

6  o  Los  que  disfruten  los  honores  ó 
grados  de  alguna  de  las  categorías  ex- 
presadas. 

7. o  Los  Jefes  y  Oficiales  retirados 
condecorados  con  la  placa  de  la  Real  y 
Militar  Orden  de  San  Hermenegildo. 

Y  8.0  Los  de  los  Cuerpos  político- 
militares  á  quienes,  con  arreglo  al  art.  2.^ 
del  Real  decreto  de  16  de  Octubre  del 
afio  1882,  se  consigne  este  derecho  en 
sus  Reales  despachos. 

Dichos  individuos  podrán  pasar  la  re- 
vista por  medio  de  o6cio,  escrito  y  fir- 
mado de  su  pufio,  en  que  expresarán  el 
haber  pasivo  que  disfrutan,  la  fecha  de 
la  declaración  del  derecho  y  su  domici- 
lio, consignando  también  la  declaración 
de  que  no  perciben  otro  haber  del  Esta- 
do, de  los  fondos  provinciales  ó  munici- 
pales. Estos  oficios  se  extenderán  en  pa- 
pel del  sello  12.**,  con  arreglo  al  art.  66 
de  la  Ley  del  Timbre  del  Estado  de  81 
de  Diciembre  de  1881,  y  circular  de  la 
Dirección  general  de  Rentas  Estancadas 
de  IS  de  Enero  siguiente. 

Art.  16.  Están  también  exceptuados 
de  la  presentación  personal  en  las  revis- 
tas, con  arreglo  á  la  Real  orden  de  2  de 
Junio  de  1888,  los  individuos  de  clases 
pasivas  que  hubiesen  sido  Senadores  del 
Reino  y  Diputados  á  Cortes  ó  se  hallen 
condecorados  con  las  (írandes  Cruces  de 
les  Reales  Ordenes  de  Carlos  III  é  Isabel 
la  Católica,  cualquiera  que  sea  su  cate- 
goría administrativa  ó  militar  que  hubie- 


Digitized  by 


Google 


JÜB 


-  686  — 


JUB 


een  obtenido  en  el  serTÍcio  activo,  á  las 
rnalea  es  igualmente  extensivo  lo  preve- 
nido en  el  artículi»  anterior. 

Árt.  16.  £n  el  acto  de  la  revista,  los 
interesados  no  comprendidos  en  las  ex- 
cepciones que  contienen  los  dos  artícu* 
los  precedentes,  presentarán  loa  docn 
raentos  siguientes: 

1.0  £1  que  acredite  la  declaración  del 
derecho  pasivo. 

2.0  La  papeleta  ó  nominilla  que  acre* 
dite  el  námero  con  que  figura  en  Ia  nó- 
mina. 

8.**    La  cédula  personal. 

Y  4.0  Un  certificado  del  Juzgado  mu- 
nicipal que  justifique  bailarse  empadro- 
nado en  el  punto  de  la  vecindad  «leda- 
rada,  y  que  respecto  á  los  pensionistas 
de  los  diferentes  Montepíos  del  Tesoro  y 
remuneratorios,  acredite  también  su  es- 
tado. 

Al  pie  de  estas  certificaciones  los  res- 
pectivos interesados  declararán  firman- 
do á  presencia  del  Contador  ó  Interven- 
tor de  Hacienda,  si  perciben  ó  no  algnna 
Hsignación.  sueldo  ó  retribución  de  fon- 
dos del  Estad*»,  provinciales  ó  municipa- 
les, afíadiendo  los  religiosos  exclaustra- 
dos y  los  secularizados  en  épocas  ante- 
riores si  poseen  bienes  propios,  en  qué 
punto  y  hasta  qué  valor,  de  conformidad 
con  lo  que  determina  el  art.  27  de  la  Ley 
de  29  de  Julio  de  1887. 

Art.  17.  Los  individuos  residentes  en 
las  capitales  de  provincia  que  por  estar 
enfermos  no  pudiesen  presentarse  á 
pasar  la  revista,  darán  aviso  al  Contador 
ó  Interventor  que  deba  autorizarla,  acom- 
pañando certificación  facultativa.  De  la 
presentación  de  esta  certificación  se  dará 
resguardo  al  interesado,  por  medio  de  un 
volante  arreglado  al  modelo  adjunto  (nú 
mero  1). 

Los  expresados  funcionarios  delega- 
rán un  oficial  de  su  respectiva  depen- 
dencia que  pase  al  domicilio  de  los  inte- 
resados á  llenar  dicho  requisito,  cuyo 
empleado  autorizará,  bajo  su  responsa- 
bilidad personal,  la  certificación  de  re- 
vista. 

Art.  18.  Los  Alcaldes  constituciona- 
les de  los  pueblos  no  capitales  de  pro- 
vincia autorizarán  con  las  formalidades 
y  en  Ioh  términos  indicados  en  el  art.  16, 
las  revistas  de  los  individuos  que  resi- 
dan en  sus  respectivas  jurisdiciones.  sin 
que  sea  obstáculo  que  lo  hagan  de  la  cer 
tificación  de  existencia  ó  estado  de  los 
interesados,  al  pie  de  la  cual  estampará 
la  que  acredite  la  exhibición  del  docu- 


mento de  concesión  del  haber  pa«ÍT<^^ 
haciendo  constar  su  fecha.  Autoridad  por 
quien  esté  expedida  y  el  haber  anual  se- 
fialado;  y  respecto  á  los  individuos  qae> 
en  el  término  de  su  jurisdicción  estuvie- 
sen enfermos,  procederán  por  analogím 
con  lo  determinado  en  el  artículo  aa-. 
tenor. 

Art.  19.  Al  terminar  el  mes  de  Abril 
de  cada  afio,  los  Alcaldes  remitirán  A^ 
Delegado  de  Hacienda  de  la  provinci*. 
las  certificaciones  de  las  revistas  que  ha- 
yan autorizado,  correspondientes  á  lo» 
indivi4i>os  que  tengan  consignado  su  ha- 
ber en  la  misma  provincia;  que  no  se  ad- 
mitirá, por  consiguiente,  presenten  en 
las  Intervenciones  los  apoderados  de  di- 
chos interesados.  Acompañarán  al  oficio 
de  remisión  una  relación  detallada  de  lo» 
certificados  que  remitan,  que  les  serado- 
vuelta  con  el  recibo  y  conformidad  de  la 
Intervención  en  el  término  de  tercero  día» 
Art.  20.  Los  individuos  de  clases  pa- 
sivas que  se  encuentren  fqera  del  puoto 
de  su  residencia  ordinaria,  y  en  que  co- 
bran sus  haberes,  en  los  días  sefialadoa 
para  la  revista  deberán  pasarla  ante  el 
Interventor  de  Hacienda  de  la  provincia 
respectiva  los  que  se  encuentren  en  ca- 
pitales de  provincia  y  ante  los  Alcalde» 
los  que  estén  en  las  demás  poblacionea 
de  la  misma,  exhibiendo  los  documento» 
prevenidos  en  el  art.  16,  cuya  presenta- 
ción harán  constar  dichos  Jefes  y  auto* 
ridades  en  las  certificaciones  de  revista 

I  que  se  expidan.  Estos  documentos  se 
presentarán  por  los  interesados  ó   sua 

I  apoderados,  en  la  Contaduría  de  la  Jao* 
ta  ó  en  la  Intervención  de  la  provincia 
en  que  tengan  consignado  el  pago  de  ana 
haberes,  antes  del  20  de  Mayo  de  cada 
afio  en  que  termina  el  período  de  revista» 
firmando  en  el  último  caso  los  apodera- 
doa  como  garantía  de  haberlos  recibido 
de  los  interesados. 

Art.  21.  Los  individuos  de  clases  pa- 
sivas que  residan  en  el  extranjero,  ha- 
biendo cumplido  con  la  obligación  qoe 
les  impone  el  art.  2/^  del  decreto  del  Re- 
gente del  Reino,  de  9  de  Julio  de  1869,  y 
los  que  se  hallen  accidentalmente  fuera. 
del  Reino  en  las  épocas  de  revista,  ia  pa* 
sarán  ante  el  Cónsul,  Vicecónsul  ó  agen- ^ 
te  consular  de  Espafia  en  el  punto  en 
que  se  encuentren  ó  el  más  inmediato^ 
cuyos  funcionarios  autorizarán  la  correa* 
pondiente  certificación  con  las  formal!* 
dades  que  determina  el  articulo  anterior* 
Estas  certificaciones  se  presentarán 
los  interesados  en  la  Contaduría  da 
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Junta  ó  Intervención  de  Hacienda  rea- 
pectiva,  legalizada  por  ei  Miniaterio  de 
Eatado  la  6rma  de  dichoa  fancionarios. 
Gnando  la  presentación  ae  haga  por  apo- 
derados te  procederá  en  loa  miamos  tér- 
minos qne  se  expresan  en  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  22.  L41S  certiOcaciones  de  revista 
de  los  individuos  qne  residan  en  las  pro- 
vincias de  ultramar  se  antoriiarAn  por 
loa  Contadores  ^é  Interventores  de  las 
mismas  en  los  términos  qne  quedan  indi- 
cados para  los  de  la  Península  y  el  ex- 
tranjero, presentándose  en  la  propia  for- 
ma qne  se  determina  en  el  último  pá- 
rrafo del  artículo  anterior. 

Segón  lo  diapiieato  en  la  circular  de  la 
Dirección  del  Tesoro  de  12  de  Junio 
de  1880,  el  placo  seflalado  para  la  pre- 
sentación de  los  jnstiOcantes  de  revista 
de  los  que  reaidan  en  Ultramar  se  amplía 
á  tres  meses. 

Art.  28.  Las  Superioras  de  los  Mo- 
nasterios de  Religiosas  en  que  hubiese 
alguna  que  disfrutase  pensión  de  Monte- 
pío ó  del  Tesoro,  dará  aviso  á  la  Inter- 
vención de  Hacienda  de  la  provincia  á 
ñn  de  qne  prevea  el  medio  de  qne  pueda 
4)Qedar  cumplida  la  formalidad  de  la  re- 
vista, á  cuyo  efecto  dicho  Jefe  comisio- 
nará un  oficial  de  su  dependencia  que 
pase  á  verificarla  en  la  forma  que  permi- 
ta la  regla  del  respectivo  instituto  reli- 
gioso. 

Art.  24.  En  los  diez  primeros  días  de 
Junio  de  cada  afio  la  Contaduría  de  la 
Junta  y  las  Intervenciones  de  Hacienda 
de  las  provincias  remitirán  al  Presidente 
ile  la  Junta  de  clases  pasivas,  relaciones 
por  clases  de  los  individuos  que  hayan 
dejado  de  pasar  la  revista  anual,  y  sido 
por  tanto  baja  en  las  nóminas  del  mes 
anterior. 

Art.  26.  Siendo  obligatoria  la  revista 
anual  y  estableciéndose  por  las  disposi- 
«liones  qne  antereden  el  medio  de  pasar- 
la los  interesados  en  casos  de  enferme- 
dad ó  ausencia  del  punto  de  su  residen - 
.  cia  ordinaria,  loa  que  no  cumplan  con  tal 
requisito  necesitarán,  para  volver  al  dis- 
frute de  sn  haber,  rehabilitación  del  Pre 
eidente  de  la  Junta  de  clases  paaivas 
«orno  Ordenador  de  pagos  de  las  mismas, 
ó  del  Delegado  de  Hacienda  en  la  pro- 
vincia, según  lo  establecido  en  el  art.  8.0 
Para  obtenerla  deberán  los  interesados 
justificar  suficientemente  la  imposibiti- 
«lad  abaulnta  en  que  se  hayan  encontra- 
rlo de  cumplir  lo  establecido  en  el  parti- 


Art.  28.  El  Contador  de  la  Junta  y 
los  Interventores  de  Hacienda  délas  pro- 
vincias procederán  con  la  mayor  escru 
pulosidad  y  celo  al  examen  de  las  o]^- 
raciones  de  revista.  Por  el  resultado  que 
ofresoan  las  qne  hayan  tenido  efecto  en 
la  capital,  y  fuera  de  ella  ante  los  Alcal- 
des, suspenderán  desde  luego  todos  aque- 
llos pagoa  qne  resulten  incompatible* 
con  aujeción  á  la  legislación  vigente,  lo» 
que  deban  caducar  por  haber  perdido  so 
aptitud  legal  el  perceptor,  y  los  que  por 
medio  de  las  justificaciones  que  tendrán 
á  la  vista  ó  por  otros  datos  que  estime 
suficientes,  infundan  sospechas  vehe- 
mentes para  creer  que  por  suplantación 
ó  fraudes  esté  sufriendo  el  Tesoro  un 
gravamen  indebido. 

Art.  27.  En  el  acto  de  acordar  la  sus- 
pensión se  dará  cuenta  por  dichos  fun- 
cionarios al  Presidente  de  la  Junta  de 
claaes  pasivas,  con  remisión  de  los  do- 
cumentos que  se  juzguen  necesarios  para 
la  resolución  oportuna  y  conocimiento  ai 
Delegado  de  la  provincia. 

CAnTUi.0  lY.^  Poderes  ó  autoritacione» 
para  cobrar, 

Art.  28.  Con  arreglo  á  lo  determina- 
do  en  el  art.  82  de  la  Real  orden  de  2b^ 
de  Octubre  de  1860,  los  individuos  de  cla- 
ses pasivas  que'  no  cobren  personalmen- 
te, pueden  conferir  su  representación  á 
otras  personaa,  por  medio  de  poder  en 
forma  legal  ó  de  autorización  adminis 
trativa. 

Art.  29.  Las  autorizaciones  qne  ex- 
tiendan en  lo  sucesivo  los  interesado» 
qne  residan  en  Madrid  y  capitales  de 
provincias  se  sujetarán  al  modelo  adjun- 
to (núm.  2),  qne  ae  extenderán  ante  el 
Contador  de  la  Junta  ó  Interventores  de 
Hacienda  reapectivamente,  firmándola» 
á  su  presencia  el  interesado  y  uno  ó  doa 
testigos  cuando  los  expresados  f unció 
narios  lo  crean  necesario  para  identificar 
la  peraona  del  acreedor. 

A  eatas  autorizaciones  se  incorporará, 
un  sello  móvil  de  10  céntimos  de  peseta. 

Art.  80.  Los  interesados  que  residan 
en  pueblos  no  capitales  de  provincia,  de- 
berán preaentar  á  los  Alcaldes  copia  ex- 
tendida en  papel  del  sello  12.ode  la  cer- 
tificación, orden  ú  otro  documento  que 
acredite  la  concesión  del  derecho,  al  pie 
de  cuya  copia  extenderán  la  autorización 
para  cobrar,  firmándola  también  uno  ó 
dos  testigos,  según  dichas  autoridades  lo 
crean  oportuno  al  objeto,  y  autorizándola 
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además  el  Alcalde  y  Secretario,  y  aellán- 
«lolacon  el  del  Ayuntamiento,  la  remitirá 
«le  oficio  dicho  Alcalde  al  Delegado  de 
Hacienda  de  la  respectiva  provincia. 

Art.  81.  Los  poderes  y  las  antoriza- 
oiones  administrativas  qaedarán  en  la 
respectiva  dependencia,  conservándose 
tíu  el  expediente  del  interesado  y  miién- 
«lose  copia  á  la  primera  nómina  que  «o- 
bre  la  persona  antorisada  por  el  mismo. 

Art.  82.  En  las  copias  ó  testimonios 
de  los  poderes  qne  faciliten  los  Notarios 
ó  tos  otorgantes,  estamparán  éstos  preci- 
samente su  firma  al  pie,  qne  legalizará  el 
mismo  funcionario,  para  qne  siempre  la 
oticina  interventora  pueda  comprobar  la 
firma  con  la  de  las  justificaciones  de  re- 
vista ó  las  mensuales  de  existencia  O  es- 
tado de  los  interesados. 

Art.  88.  Los  individuos  de  clases  pa- 
sivas que  hubiesen  nombrado  apoderado, 
fio  podrán  cobrar  ptn*  sí  y  firmar  la  ná- 
«nina  sin  qne  antes  hubiesen  revocado  el 
poder  6  autorización  conferida  por  medio 
<ie  oficio  dirigido  al  Contador  de  la  Jun- 
ta ó  Interventor  de  la  respectiva  pro 
vincia. 

Capítulo  V.  —  Behabilitaci<me8  para   el 
cobro. 

Art.  84.  Los  individuos  de  clases  pa- 
sivas que  hayan  sido  baja  en  nóuiina  por 
falta  de  presentación  al  cobro  durante 
tres  meses,  á  la  revista  anual,  ó  por  per- 
<\er  temporalmente  la  aptitud  legal,  nece- 
sitan ser  rehabilitados  para  volver  al 
goce  de  su  haber  pasivo. 

Cuando  la  causa  de  la  baja  sea  por  fal- 
ta de  presentación  y  justificación  en  tres 
meses,  ó  de  presentación  á  una  sola  re- 
vista anual,  solicitaráu  la  rehabilitación 
por  medio  de  instancia  dirigida  al  Dele- 
gado de  Hacienda  de  la  provincia,  cuyo 
funcionario,  previo  informe  de  la  Inter- 
vención con  referencia  al  expediente  del 
interesado,  la  acordará  por  delegación  del 
Presidente  de  la  Junta  de  Clases  pasivas, 
con  arreglo  á  la  circular  de  la  Dirección 
del  Tesoro  de  l.o  de  Junio  de  1882. 

8i  la  rehabilitación  abrazase  mayor  pe- 
riodo de  tiempo  por  cualquiera  de  las 
«ansas  expresadas,  la  solicitarán  los  in- 
teresados del  Presidente  de  la  referida 
Junta,  presentando  la  instancia  en  la 
Contaduría  de  la  misma  ó  en  la  Interven- 
4:ión  de  la  provincia  que  corresponda, 
acompañada  de  copia  de  la  orden  de  con- 
cesión del  haber  pasivo,  que  autorizará 
la  misma  dependencia,  y  certificado  del 


Juzgado  municipal,  que  acredite  sn  esta- 
do y  reaidencia  en  el  Reino  desde  la  úl- 
tima joatlficación  presentada  para  cobro 
de  haber  ó  revista. 

Art.  86.  La  Intervención,  con  presen- 
cia de  los  antecedentes,  informará  res- 
pecto á  la  fecha  hasta  qne  el  interesado 
resnite  satisfecho,  causa  y  época  de  so 
baja  en  nómina  y  lo  demás  que  sea  con- 
ducente, remitiendo  el  expediente  si 
Presidente  de  la  expresada  Junta  para  so 
resolución  como  Ordenador  de  pagos, 
conforme  está  determinado  en  la  circolar 
de  16  de  Julio  de  1878. 

Art.  80.  Cuando  la  rehabilitación  co- 
rresponda á  retirados,  cesantes  de  las  ca- 
rreras civiles  ó  exclaustrados,  y  sea  pro- 
ducida por  haber  cesado  el  interesado  en 
algón  cargo  que  le  hubiera  incapacitado 
temporalmente  para  percibir  su  haber 
pasivo,  pero  que  por  su  ín«tole  no  canse 
alteración  en  los  derechos  que  tiene  re- 
conocidos, se  solicitará  también  del  Pre- 
sidente de  la  Junta,  Ordenador  de  pagos, 
en  los  mismos  términos  qne  las  rehabili- 
taciones ordinarias,  acxim paliando  copla 
del  documento  que  acredite  la  cesación 
en  el  referido  cargo. 

Pero  si  los  aervicios  prestados  en  el 
mismo  debieran  acumularse  á  los  qne  se 
computaron  en  la  clasificación  del  intere- 
sado, en  el  caso  de  ser  cesante,  el  expe* 
diente,  qne  ya  no  será  de  Ordenación,  se 
remitirá  á  la  Junta  <le  Clases  pasivas,  á 
la  que,  como  tal,  cxirresponde  en  este  caso 
autorizar  la  revisión  de  aquélla  y  decla- 
rar la  consiguiente  rehabilitación. 

Art.  87.  Las  rehabilitaciones  que  por 
las  causas  que  se  expresan  en  los  artícu- 
los anteriores  correspondan  á  individaos 
que  perciben  su»  haberes  pasivos  por  la 
Pagaduría  de  la  Junta,  se  acordarán  por 
el  Presidente  de  la  misma,  en  virtud  de 
expediente  que  á  instancia  de  los  intere- 
sados se  instruirá  y  elevará  á  dicho  Jefe 
superior  por  la  Contaduría  de  la  propia 
Junta. 

Art.  88.  En  las  órdenes  de  rehabilita- 
ción qne  expida  el  Presidente  de  la  mis 
ma  como  Ordenador,  se  consignará  pre* 
cisamente  el  haber  que  diafruta  el  intere- 
sado, la  fecha  en  que  le  fué  declarado  y 
desde  cuál  ha  de  aleonársele  por  virtnd 
de  la  misma  rehabilitación. 

Capítulo  VI  -- Acumulación  de  pensione» 
de  loa  Montepíos  entre  hertnanoi, 

Art.  89.  Con  arreglo  á  la  Real  orden 
de  16  de  Junio  de  1882,  la  acumolaciói» 
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sntre  hermanos  de  parte  de  pensiones  de 
Los  Montepíos  civiles,  cuando  nl^nno  de 
[o«  copartícipes  ha  fallecido  ó  perdido  la 
aptitad  legal  para  sef^nir  disfrutando  la 
qtie  le  coi  responda,  dfbe  declararse  por 
e!  Presidente  de  la  Junta,  Ord<fnador, 
respecto  á  los  interesados  que  perciben 
por  la  Pagaduría  de  la  misma  y  por  los 
Delegados  de  Hacienda  en  cuanto  á  las 
pensiones  lonsignadas  en  las  provincias, 
•egün  5a  lo  verificaban  antes  respecto  á 
las  de  Montepío  militar  por  virtud  de  la 
Keal  orden  de  8  de  Agosto  de  1861,  rir- 
calada  por  la  mencionada  Dirección  del 
Tesoro  en  12  de  Noviembre  siguiente. 

Ari.  40.  En  los  expedientes  de  ncu- 
tnalación  se  hará  constar  la  cansa  en  qae 
se  fanda  y  la  fecha  en  que  cesa  en  el 
percibo  el  partícipe  cuyo  derecho  se 
Cranamite,  procedióndose  en  todo  confor- 
me á  lo  que  se  determina  en  la  mencio- 
nada Real  orden  de  16  de  Junio  de  1882. 

Ari.  41.  £1  Presidente  de  la  Junta, 
Ordenador,  pasará  al  Tribunal  de  Cuen- 
tas mensualmente  relación  detallada  por 
provincias  de  las  acumulaciones  que  se 
hayan  acordado  por  el  mismo  y  por  los 
Delectados  de  Hacienda  de  las  provin- 
•cias. 

Capítulo  Vil,— Nóminas, 

Art.  42.  Corresponde  á  la  Contaduría 
•de  la  Junta,  según  ya  se  determinó  en  la 
Instrucción  de  13  de  Diciembre  último,  y 
las  Intervenciones  de  Hacienda  de  las 
provincias,  todo  lo  referente  á  la  liquida- 
ción de  haberes,  formación  y  justificación 
de  nóminas  é  intervención  de  pagos  á 
clases  pasivas  y  á  las  revistas  de  las 
niismas. 

Art.  48.  Las  nóminas  de  haberes  pa- 
sivos se  extenderán  por  clases,  por  orden 
alfabético  de  apellidos;  cada  partida  con- 
tendrá el  nombre  del  interesado  y  el  del 
cansante;  si  se  tratase  de  viudedad  ú  or- 
fandad, la  fecha  de  la  orden  que  declare 
«1  derecho,  la  procedencia  de  la  pensión, 
su  importe,  y  en  las  que  fuesen  tempora- 
les la  fecha  de  la  caducidad. 

Se  sujetarán  además  á  todas  las  for- 
inalidades  de  carácter  general  establecí- 
•das  ó  que  se  establezcan  en  adelante 
para  esta  clase  de  documentos. 

Al  pie  de  cada  partida  se  expresará  el 
nombre  de  la  persona  autorizada  para 
4X)brar,  cuando  no  lo  hiciere  el  mismo  in- 
teresado. 

Art.  44.     Al  ser  alta  en  nómina  un  in 
teresado,  se  le  proveerá  de  una  papeleta 


ó  nominilla,  arreglada  al  modelo  adjunto 
(núm.  d).  en  la  que  se  expresará  la  clase 
á  que  pertenece,  número  que  le  corres- 
ponde en  la  nómina,  folio  del  Registro 
general  en  que  se  han  consignado  las 
circunstancias  de  la  concesión,  y,  si  co- 
bran por  medio  de  apoderado,  el  nombre 
de  éste 

Encestas  nominillas,  que  se  presenta- 
rán en  la  Pagaduría  ó  Tesorería  al  veri- 
ficarse el  cx)bro,  para  que  con  la  cédula 
personal  se  acredite  la  personalidad,  es- 
tamparán sus  firmas  los  interesados  ó 
los  apoderados,  á  presencia  del  Jefe  de 
Negociado  que  las  expida,  y  se  renovarán 
tantas  veces  cuantas  el  interesado  revo- 
que el  poder  ó  la  autorización  que  tenga 
concedida,  recogiendo  é  inutilizando  las 
anteriores  la  dependencia  que  expida  las 
nuevas. 

Art.  46.  Para  justificar  la  entrada  en 
nómina  de  individuos  de  clases  pasivas  á 
quienes  se  declare  el  goce  de  haber,  se 
unirá  copia  autorizada  de  la  orden  ó  cer- 
tificado que  acredite  el  sefialnmiento  de 
)a  consignación  que  haya  expedido  el 
Presidente  de  la  Junta,  y  se  presentará 
la  cédula  personal  que  acredite  su  resi- 
dencia en  la  provincia  en  que  se  consigne 
el  pago. 

Cuando  dicha  residencia  no  se  acredite 
ser  anterior  á  la  declaración  del  «lerecho, 
debe  presentarse,  además,  certificación 
del  Juzgado  municipal,  en  que  se  haga 
constar  el  empadronamiento  del  intere- 
sado eiiel  distrito  respectivo.  Las  pensio- 
nistas remuneratorias  de  los  Montepíos  y 
del  Tesoro,  acompHfíarán  también  certi- 
ficación que  justifique  su  estado. 

Los  interesados  que  hubiesen  autori- 
zado ó  nombrado  apoderado  para  cobrar, 
unirán  á  los  documentos  indicados  copia 
del  poder  ó  autorización  que  se  acompa- 
fíRrá  á  la  nómina  en  que  sean  alta.  En 
las  sucesivas  se  expresará  siempre  la  del 
mes  á  que  se  acompañó  dicha  copia. 

Art.  4(5.  Se  tendrá  especial  cuidado 
de  que  las  declaraciones  que  se  estam- 
pan al  pie  de  las  certificaciones  de  exis- 
tencia ó  de  estado  que  expiden  los  Juz-. 
gados  municipales  las  firmen  precisa- 
mente los  mismos  interesados  para  que 
pueda  siempre  comprobarse  este  requisi- 
to con  las  firmas  que  obren  en  l^Conta- 
duría  Central  ó  Intervención  de  pro- 
vincia. 

Art.  47.  A  los  individuos  que  no  se- 
pan firmar  podrá  exigirles  el  Tesorero  ó 
Pagador,  8Íempre  que  lo  consideren  con- 
veniente, además  de  la  cédula,  la  justifí 
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<;ación  á  sa  jaicio  necesaría  para  identi- 
ficar su  personalidad. 

Art.  48.  Los  individnos  qae  no  se  pre* 
senten  á  cobrar  en  tres  meses  consecoti- 
vos  serán  excluidos  de  la  nómina,  y  no 
se  les  dará  nunca  entrada  hasta  qne  ob- 
tengan rehabilitación,  debiendo  tenerse 
presente  respecto  á  los  retirados  de  las 
clases  de  tropa  del  Ejército  y  la  Armada 
y  á  los  licenciados  con  cruces  pensiona- 
das, lo  prevenido  en  la  Real  orden  de  18 
de  Octubre  de  1882  circulada  por  la  Di- 
rección general  del  Tesoro  en  3  de  Di- 
ciembre siguiente. 

La  ba]a  en  nómina,  como  todas  las  de- 
más vicisitudes  que  ocurran  á  los  inte- 
resados, se  anotará  en  la  hoja  respecti- 
?a  del  libro  registro,  igualmente  que  el 
fallecimiento,  la  incapacidad  legal  ó  el 
traslado  á  otra  provincia  que  constituyan 
baja  definitiva. 

Art.  49.  Cuando  se  produzcan  bajas 
por  falta  de  presentación  al  cobro,  sin 
que  conste  la  causa  por  documentos  ex- 
hibidos con  posterioridad,  la  Contaduría 
de  la  Junta  de  clases  pasivas,  o  la  Inter- 
vención de  la  respectiva  provincia,  va- 
liéndose de  los  medios  que  estén  á  su 
alcance,  investigarán  aquéllas,  y  en  el 
caso  de  que  fuese  por  fallecimiento  ó  por 
cambio  de  estado  de  las  pensionistas, 
solicitarán  del  Juzgado  municipal  que 
corresponda  les  manifieste  la  fecha  en 
que  han  fallecido  ó  contraído  matrimo- 
nio los  interésalos,  á  fin  de  conocer  si 
han  percibido  mayor  cantidad  que  la  que 
legalmente  devengasen,  y  reclamar  en  su 
caso  el  reintegro. 

Art.  50.  Cuando  sea  alta  en  nómina 
algún  individuo  cuyo  pago  se  haya  tras- 
ladado de  otra  provincia,  ee  acompaña- 
rán como  justificante  á  la  nómina,  ade- 
más de  los  documentos  expresados  en 
el  art.  46,  copia  de  la  orden  que  autorice 
la  traslación  y  de  la  certificación  de  cese 
de  la  Contaduría  ó  de  la  Intervención  de 
la  provincia  de  donde  proceda,  cuyos  ori- 
ginales quedarán  archivados  en  su  ex- 
pediente, procediéndose  á  abrir  la  corres- 
pondiente hoja  en  e!  registro  de  la  clase 
en  los  términos  prevenidos  en  el  art.  7.o 
Art.  61.  Las  nóminas  de  clases  pasi- 
vas se  pasarán  á  la  Pagaduría  por  la 
Contaduría  de  la  Junta  de  clases  pasivas 
y  á  las  Tesorerías  por  las  Intervenciones 
de  provincia,  totalizadas  y  autorizadas 
con  firma  entera,  por  el  oficial  que  las 
forme,  con  la  nota  de  examinada  y  con- 
foíine  del  Jefe  del  Negociado  y  el  V.o  B.o 
del  Jefe  de  la  Contaduría  ó  Intervención. 


Art.  62.  Terminado  que  sea  el  pAgo> 
de  una  mensualidad  por  la  Pagaduría  de- 
la  Junta,  las  Tesorerías,  las  Administra- 
ciones, Depositarías  ó  Administraciones 
subalternas  de  Rentas  Estancadas  se  de- 
volverán las  indicadas  nóminas  á  la  ofi- 
cina interventora  para  deducir  ó  dar  de- 
baja  las  partidas  qne  no  se  hubieran  sa- 
tisfecho por  no  presentarse  al  cobro  lo» 
interesados  ó  por  cualquiera  otra  causa, 
y  volverán  á  cerrarse  con  iguales  notas  á 
fin  de  extender  los  mandamientos  de- 
data  por  cada  una  de  elías,  que  se  forma- 
lizarán dentro  del  mes  en  que  haya  teni- 
do lugar  el  pago  de  las  mismas. 

Art.  68.  De  todo  pago  de  haberes  pa- 
sivos que  se  ejecute  sin  los  requisito» 
que  quedan  prevenidos  y  sin  los  demá» 
justificantes  determinados  ó  que  se  de- 
terminen en  lo  sucesivo,  y  por  el  cual  «e- 
hayan  lesionado  los  intereses  del  Tesoro,, 
serán  responsables  mancomunadamente 
el  oficial  que  haya  formado  la  nómina,  et 
Jefe  del  Negociado  que  la  haya  examina- 
do y  el  Jefe  que  la  haya  intervenido. 

El  Pagador,  los  Tesoreros,  los  Admi- 
nistradores, Depositarios  y  los  subalter* 
nos  de  Rentas  Estancadas  respectiva- 
mente,  sólo  tendrán  responsabilidad 
cuando  el  pago  se  hubiese  hecho  á  dis- 
tinta persona  que  la  que  figurase  en  la 
nómina  como  acreedor  ó  autorizado  de- 
bidamente por  éste. 

Cuando  se  descubriese  falsedad  ó  adul- 
teración en  los  documentos  presentado» 
por  los  interesados  ó  sos  apoderados,  ae 
dará  conocimiento  inmediato  al  Juzgado 
correspondiente  para  que  pueda  instruir 
los  procedimientos  criminales  que  correa- 
ponda. 

Art.  64.  Cuando  algún  individuo  d» 
clases  pasivas  haya  de  ser  baja  en  nómi- 
na por  fallecimiento,  caducidad  de  1» 
pensión  ú  otra  causa  definitiva  y  esta 
circunstancia  sea  conocida  después  de- 
formalizada  la  nómina  del  mes  anterior^ 
figurará  precisamente  en  la  siguiente 
que  corresponda,  pero  expresándose  en 
la  misma  partida  que  no  se  le  abona  ha- 
ber alguno  por  ser  baja  definitiva,  y  la 
razón  de  ésta,  acompañando  á  la  nómina, 
caso  de  ser  posible,  copia  del  documento 
que  lo  justifique. 

Si  de  éste  resultase  que  en  la  nómina, 
anterior  había  percibido  con  exceso,  ae- 
unirá  igualmente  certificación  ó  carta  de 
pago  que  acredite  haberse  reintegrado  al 
Tesoro  la  diferencia. 

Art.  66.  Cuando  se  reclamasen  habe- 
res que  los  individuos  de  clases  pasiva» 
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hubieseD  dejado  devengados  al  tiempo 
t]e  mu  fallecimiento,  no  se  liquidarán  ni 
acreditarán  en  nómina  sin  que  los  here- 
'ieros.  además  de  los  documentos  que 
JQ«tifíquen  su  cualidad  de  tales,  presen* 
len  la  certificación  ú  otro  documento  per- 
sonal que  acredite  se  concedía  el  dere 
cfao  al  causante.  En  dicho  documento  la 
Goutaduríaólntervención  respectiva  sus- 
cribirá una  nota  en  que  se  haga  constar 
que  queda  sin  efecto  para  el  percibo  de 
haberes  por  fallecimiento  del  interesado, 
aatorizándola  con  la  fecha  y  6rma  del 
Jefe  lie  la  dependencia. 

Igual  anotación  se  consignará  también 
en  la  copia  que  debe  e:tÍ8tir  en  el  expe- 
diente del  interesado  y  en  la  bu  ja  res- 
pectiva del  libro  registro. 

Kl  documento  así  anotado  se  devolve- 
rá á  los  herederos  del  mismo  interesado 
para  los  usos  que  pueda  convenirles. 

Art  56.  La  Contaduría  de  la  Junta  y 
las  Intervenciones  de  Hacienda  de  las 
provincias  remitirán  mensuahneiite  al 
Presidente  de  la  Junta  de  clases  pasivas, 
loa  estados  de  altas  y  bajas  de  individuos 
de  clases  pasivas,  con  los  mismos  deta- 
lles que  lo  vienen  practicando,  con  arre- 
glo á  la  orden  de  la  Dirección  del  Tesoro 
de  28  de  Mayo  último,  pero  redactando 
sólo  QD  ejemplar. 

Capítulo  Vlll.-^  Cruces  pennonadaa, 

Árt.  67.  Los  individuos  del  Ejército 
y  Armada  que  disfrutan  pensiones  por 
cruces  de  la  Orden  del  Mérito  militar  ó 
de  la  antigua  de  María  Isabel  Luisa,  y 
por  su  licénciamiento  pasen  á  percibir 
la  pensión  por  el  presupuesto  de  clases 
pasivas,  no  podrán  tener  entrada  en  nó- 
mina sin  que  preceda  orden  de  consigna- 
ción de  pago  del  Presidente  de  la  Junta 
de  clases  pasivas  y  presentación  en  la 
Contaduría  de  la  misma  ó  Intervención 
de  Hacienda  <le  la  provincia  respectiva, 
de  la  licencia  absoluta  y  del  diploma  de 
la  cruz,  ó  si  no  se  les  hubiese  aun  expe- 
dido, certificado  del  Jefe  del  Detall  del 
Cuerpo  en  que  fué  licenciado. 

De  ambos  documentos  quedará  copia 
en  el  expediente  del  interesado;  acompa- 
sará otra  á  la  primera  nómina  en  que 
figure.  Además,  se  extractarán  las  cir 
cuustancias  esenciales  que  acrediten  el 
derecho  en  la  hoja  correspondiente  del 
libro-registro,  prucediéndose,  en  cuanto 
á  justificaciones,  poderes  ó  autorizacio- 
nes para  cobrar,  conforme  á  lo  determi- 
nado respecto  á  todos  los  individuos  de 
clases  pasivas. 


Art.  68.  La  Contaduría  de  la  Junta  y 
las  Intervenciones  de  Hacienda,  no  obs- 
tante la  orden  de  consignación  de  pago 
de  pensiones  por  cruces,  antes  de  dar  de 
alta  en  nón^na  á  los  interesados  tendrán 
muy  especial  cuidado  de  examinar  los 
diplomas  ó  certificados  que  acrediten  la 
concesión,  á  fin  de  asegurarse  que  dichas 
pensiones  tienen  carácter  vitalicio,  y  pue- 
den, por  lo  tanto,  disfrutarse  fuera  del 
servicio  activo,  consultando  al  efecto  las 
disposiciones  contenidas  en  las  Reales 
órdenes  de  los  Ministerios  de  la  Guerra 
y  de  Marina  circuladas  por  la  Dirección 
general  del  Tesoro  en  9  de  Diciembre 
de  1875,  y  en  el  Reglamento  de  la  Orden 
del  Mérito  Militar  de  30  de  Octubre 
de  1878. 

Cuando  encontrasen  duda  respecto  á 
las  condiciones  déla  concesión  de  la  cruz, 
suspenderán  el  pago  y  consultarán  al 
Presidente  de  la  Junta. 

Árt.  69.  Las  referidas  oficinas  inter- 
ventoras, tendrán  además  presente  que, 
conforme  al  art.  36  del  expresado  Regla- 
mento de  la  Orden  del  Mérito  Militar, 
todo  individuo  que  sea  sentenciado  á 
presidio  pierde  el  goce  de  las  cruces  pen- 
sionadas que  disfrute,  y  que  deberán  re- 
clamársele los  diplomas  originales,  remi- 
tiéndolos al  Presidente  de  la  Junta  de 
clases  pasivas  para  que  los  pase  al  Minia 
terio  de  la  Guerra  con  el  objeto  de  que 
sean  cancelados. 

Capitulo  IX, —Retenciones  de  haberes, 

Art.  60.  La  Contaduría  y  Pagaduría 
de  la  Junta  y  las  Intervenciones  y  Teso- 
rerías de  Hacienda,  procederán  en  todo 
lo  relativo  á  retenciones  de  haberes  de 
clases  pasivas,  con  arreglo  á  las  disposi 
clones  contenidas  en  la  Real  orden  de  13 
de  Enero  de  1871,  circulada  por  la  Direc- 
ción general  de  Contabilidad  de  Hacien- 
da pública  en  1.**  de  Febrero  siguiente. 

Art.  61.  Con  arreglo  á  lo  determinado 
en  los  arts.  1.461  y  1.462  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  á  la  Rf^al  orden  de 
26  de  Mayo  de  1882,  no  puede  retenerse 
á  ningún  individuo  de  clases  pasivas,  ni 
aun  por  virtud  de  mandato  judicial,  ma- 
yor cantidad  que  la  que  en  proporción  de 
su  haber  establece  el  primero  de  los  ci- 
tados artículos. 

La  Contaduría  y  las  Intervenciones  no 
traspasarán  el  límite  establecido  en  el 
mismo,  y  cuando  los  Tribunales  dictaren 
fallos  contrarios  expondrán  al  que  co- 
rresponda la  imposibilidad  de  cumplir- 
los, y  darán  cuenta  del  caso  al  Presiden- 


Digitized  by 


Google 


JUB 


—  692 


JUB 


te  de  la  Junta  de  clases  pasivas  para  qae 
pueda  proponer  al  Ministerio  de  Hacien- 
da la  resolución  que  corresponda,  si  el 
Tribunal  insistiese  en  su  mandato. 

Art.  62.  Sin  embargo  de  Jo  prevenido 
en  el  artículo  anterior,  las  referidas  de- 
pendencias tendrán  presente  que  las  pen- 
siones alimenticias  que  sobre  el  baber  de 
los  individuos  de  clases  pasivas  señalan 
los  Tribunales  á  las  mujeres  ó  bijos  de 
los  mismos,  y  producen,  por  tanto,  una 
disminución  de  su  haber,  son  compati- 
bles con  las  retenciones  legales  que  para 
pago  de  deudas  sufran  los  interesados,  y 
dichas  pensiones  se  les  deducirán  del 
baber  líquido  que  les  resulte,  una  vez  he- 
cha la  retención. 

Art.  68.  Las  cantidades  retenidas  se 
entregarán  siempre  á  la  persona  que  el 
Juzgado  que  la  haya  acordado  determine, 
y  para  que  lo  sea  á  otra  en  representa 
ción  de  aquélla,  será  preciso  poder  ^en 
forma  legal,  sin  que  se  admita  otra  clase 
de  autorización. 

Capítulo  X.— Compatibilidad  de  haberes 
pasivos  con  otros  del  Estado,  fondos  prO' 
vinciales  ó  municipales, 

Art.  64.  El  goce  de  haber  pasivo  es 
incompatible  por  regla  general  con  el  de 
cualquiera  otro  de  fondos  del  £stado, 
provinciales  ó  municipales. 

Son,  sin  embargo,  compatibles  con  el 
goce  de  haberes  pasivos,  según  la  Ley  de 
21  de  Diciembre  dé  1866: 

1.^  Las  pensionss  de  gracia  ó  remu- 
neratorias concedidas  por  leyes  especia- 
les á  los  propios  individuos  (artículo  l.o 
de  la  ley). 

2.0    Las  pensiones  que,  conforme 
decreto  de  las  Cortes  Constituyentes  de 
12  de  Mayo  de  1837,  hayan  sido  declara 
das  en  cualquiera  de  las  siete  categorías 
siguientes: 

Pensiones  concedidas  ó  aprobadas  por 
las  Cortes. 

Por  título  oneroso. 

Por  servicios  personales  al  Estado  de 
conocida  importancia  y  utilidad. 

A  las  viudas  ó  hijos,  padres  ó  herma- 
nas solteras  de  los  que  hubiesen  muerto 
violentamente  ó  sufrido  en  sus  personas 
ó  intereses  por  defender  los  derechos  de 
la  Nación,  ó  hubiesen  prestado  notoriii- 
mente  servicios  importantes  ó  eztraordi 
narios  á  la  misma. 

A  las  viudas  y  huérfanos  de  militares 
que  se  hayan  distinguido  notablemente 
en  su  carrera  ó  hubiesen  muerto  en  ac- 
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ción  de  guerra,  plaza  sitiada  ó  panto  epi- 
demiado estando  en  activo  servicio. 

A  los  empleados  que  hubiesen  queda- 
do inutilizados  en  actos  del  «ervicio. 

A  los  jóvenes  enviados  por  el  Gobier- 
no á  países  extranjeros  para  adquirir  co- 
nocimientos artísticos  ó  científicos  (ar- 
tículo S/"  de  la  ley). 

d.^  Las  asignaciones  que  sobre  los 
haberes  que  gocen  los  empleados  cesan- 
tes, jubilados  ó  retirados,  concediese  á 
alguno  de  ellos  el  Gobierno  por  rasón 
de  los  cargos  ó  comisiones  temporales, 
que  cuando  así  lo  exigiese  la  convenien- 
cia del  servicio  público  les  confiera,  siem- 
pre que  el  haber  y  la  asignación  no  ex- 
cedan del  sueldo  mayor  que  disfrutó  el 
individuo  en  situación  activa  (art.  4.^  de 
la  ley). 

4."  Las  asignaciones  que  concedan  á 
los  mencionados  individuos  las  Corpora- 
ciones provinciales  ó  municipales  por  loe 
servicios  que  prestan  á  las  mismas  (ar- 
tículo 6.0  de  la  ley). 

ÍArt.  66.  Con  arreglo  á  las  Reales  dr- 
enes de  22  de  Noviembre  de  1878  y  SO 
e  Marzo  de  1880,  los  haberes  de  indivi- 
uos  de  las  clases  de  tropa  retirados  del 
)jército  y  Armada  son  compatibles  con 
los  sueldos  que  puedan  disfrutar  en  des- 
tinos subalternos  dependientes  de  loe 
Tribunales,  Juzgados,  Administración  ci- 
vil y  económica  del  Estado  y  demás  aná- 
logos, siempre  que  al  cesar  en  sus  car- 
gos no  tuviesen  por  ellos  derecho  á  ha- 
ber pasivo  ni  á  mejorar  el  de  que  esta- 
ban en  posesión  al  ser  nombrados. 

Art.  66.  No  se  considerarán  compren» 
didos  en  la  compatibilidad  que  determi- 
na el  artículo  anterior  los  destinos  de  as- 
pirantes á  oficiales  en  las  diferentes  de- 
pendencias de  la  Administración  civil  y 
económica,  ó  sean  los  correspondí  en  tea 
á  la  última  de  las  categorías  de  emplea- 
dos establecidas  por  el  Real  decreto  de 
18  de  Junio  de  1862. 

Art.  67.  Todas  las  cuestiones  relati- 
vas á  compatibilidad  de  haberes  pasivos 
se  consultarán  al  Presidente  de  la  Junta 
de  clases  pasivas  como  Ordenador  de 
pagos  de  la  misma  para  su  resolución, 
ó  que  proponga  lo  que  corresponda  al 
Ministerio  de  Haciendal 

Art.  68.  Quedan  derogadas  ó  modifi- 
cadas con  arreglo  á  lo  prevenido  ea  esta 
instrucción,  todas  las  disposiciones  rela- 
cionadas con  el  servicio  á  que  se  refiere, 
que  estén  en  contradicción  con  las  reglas 
que  se  establecen. 

Art.  69.    Queda  vigente,  sin  embargo. 
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en  todas  las  que  no  ee  niotliflca  por  la 
preaeDte  inatrncción,  la  de  18  de  Diciem- 
bre último  para  el  eetablecimiento  y  ró 
gimen  de  la  Contaduría  y  Pagaduría  de 
la  Junta  de  clases  pasivas  creada  por  el 
Real  decreto  de  29  de  Noviembre  ante- 
rior. 

Ditpoiición  tran$itoria, 

Al  verificarse  la  revista  anual  á  que 
hayan  de  ser  aplicadas  las  disposiciones 
de  esta  instrucción,  se  procederá  á  la  re- 
novación de  todas  las  autorizaciones  para 
cobrar  que  no  se  hubieran  otorgado  por 
los  acreedores,  con  arreglo  á  lo  preveni- 
do en  la  misma. 

Madrid  25  de  Febrero  de  1886.— Apro- 
bado por  S.  M.—Cos~Qayón.i  (Gaceta  de 
8  de  Abril). 

Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  dic- 
tando diépohicionea  para  las  clasifica^ 
ciones  y  declaraciones  de  haber  ó  pen-^ 
sión  que  deban  percibir  las  clases  pasi- 
vas civiles:  viudas,  huérfanos,  años  de 
estudios,  etc. 

{Hac.)  cArtícnlo  l.o  Para  las  clasifi- 
caciones y  declaraciones  de  haber  ó  pen- 
«ión  que  deban  percibir  las  clases  pasi- 
vas civiles,  se  tendrán  presentes  las  si- 
guientes reglas: 

1.a  A  tenor  del  art.  21  de  la  Instruc- 
<íión  de  26  de  Diciembre  de  léSl.no  pue- 
<len  volver  al  disfrute  de  sus  pensiones 
tas  viudas  que  se  casan  cuando  hayan 
•quedado  huérfanos  que  las  sucedan  en 
el  goce  de  las  mismas,  ni  tampoco  los 
huérfanos  que  sólo  las  hayan  percibido 
en  coparticipación. 

2.*  Conforme  á  la  prescripción  26 
de  la  Ley  de  Presupuestos  de  1836,  el 
abono  de  ocho  afíos  por  razón  de  estu- 
diosa los  Catedráticos  debe  limitarse  á 
los  que  desempeñen  Cátedra  de  Facultad 
en  las  Universidades. 

3.a  £1  abono  del  tiempo  de  cesantía 
por  motivos  políticos  desde  1823  á  1834 
y  desde  1843  á  1864  alcanza  solamente 
á  la  situación  personal  de  los  que  snfrie 
ron  la  cesantía  sin  transmitirse  á  sus 
cansahabientes,  en  estricta  observancia 
de  la  prescripción  19  de  la  Ley  de  Pre- 
flupuestos  de  26  de  Mayo  de  1886  y  del 
jirt.  1.0  de  la  de  26  de  Julio  de  1866. 

4.»  Conforme  al  art.  14  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  26  de  Julio  de  1866,  se 
•exigirá  el  disfrute  por  dos  años  de  un 
sueldo  en  destino  incorporado  á  Monte- 


pío, para  que  este  sueldo  sirva  de  regu- 
lador de  pensión  de  dicha  clase,  sin 
que  el  indicado  período  de  dos  afios  pue- 
da considerarse  completo  por  el  desem- 
pefio  de  cargo  que  no  tenga  incorpora- 
ción, ni  tampoco  por  el  de  destino  dota- 
do con  sueldo  menor  del  que  haya  de 
servir  de  regulador. 

6.A  Para  determinar  dicho  regulador 
de  pensión  de  Montepío  no  puede  servir 
sueldo  alguno  que  no  se  haya  comenza- 
do á  disfrutar  antes  de  publicarse  la  Ley 
de  26  de  Junio  de  1864,  en  que  quedaron 
suprimidos  dichos  establecimientos,  ó 
que  después  del  22  de  Octubre  de  1868, 
en  que  se  restablecieron,  no  se  haya  dis- 
frutado durante  los  dos  años  menciona- 
dos en  la  regia  anterior. 

6.*  líl  art.  8.0  del  proyecto  de  ley  de 
22  de  Mayo  de  1862,  puesto  en  vigor 
únicamente  para  pensiones  del  Tesoro  á 
viudas  y  huérfanos  por  las  leyes  de 
presupuestos  de  1864  y  1866,  no  es  apli- 
cable para  fijar  los  derechos  de  cesantes  ' 
y  jubilados,  cuyo  sueldo  regulador  ha  de 
haberse  disfrutado  durante  dos  afios  con 
las  demás  circunstancias  requeridas  has- 
ta el  presente. 

7.&  A  toda  solicitud  de  pensión  del 
Tesoro  se  aplicará  estrictamente  lo  dis- 
puesto en  el  art.  13  del  Decreto  ley  de  22 
de  Octubre  de  1868,  no  aceptándose  para 
regulador  de  dichas  pensiones  sueldo  al- 
guno que  se  haya  comenzado  á  disfrutar 
después  de  la  publicación  de  dicho  De- 
creto ley,  quedando  derogada  la  Keal  or 
den  de  12  de  Junio  de  1888 

S  ^  En  conformidad  con  lo  establecí 
do  en  el  art.  61  del  proyecto  de  ley  de 
clases  pasivas  de  20  de  Mayo  de  1862, 
puesto  en  vigor  por  el  16  de  la  Ley  de  20 
do  Junio  de  1864,  no  podrá  concederse 
pensión  del  Tesoro  á  la  hija  casada  en 
vida  de  su  padre,  sino  en  el  caso  de  que 
al  enviudar  ella  hubiese  éste  fallecido  y 
no  cobrase  la  pensión  la  viuda  ni  ningu- 
no de  los  hijos  del  causante. 

9.a  El  principio  general  de  incompa- 
tibilidad en  el  percibo  de  más  de  una 
pensión  no  admite  otras  excepciones  que 
las  taxativamente  marcadas  en  los  ar- 
tículos l.o  y  8.0  de  la  Ley  de  21  de  Di- 
ciembre de  1866. 

10.  En  conformidad  con  el  art.  16  de 
la  Ley  de  Presupuestos  de  26  de  Junio 
de  1864  y  párrafo  segundo  del  art.  12  del 
Decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868, 
desde  la  publicación  de  la  Ley  de  Presu- 
puestos de  1836,  sólo  por  ley  han  podi- 
do otorgarse  derechos  pasivos  ó  alterar 
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los  que  disfrutasen  los  funck>naríos  y 
clases  á  que  aquellas  disposicioDes  se  re- 
fieren, y  en  su  consecuencia  se  conside- 
rarán sin  ningún  valor  ni  efecto  las  in- 
corporaciones ó  asimiiaciones  á  cargos  in- 
corporados á  Montepío  de  fecha  poste- 
rior que  no  hayan  sido  acordadas  por  las 
Cortes. 

11.  En  cunaplímiento  del  art.  10  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero 
de  1878,  los  servicios  prestados  en  em- 
pleos de  planta  consignados  en  los  pre- 
supuestos del  Estado  con  nombramien- 
tos hechos  por  Real  delegación,  sólo  se 
abonarán  en  las  clasificaciones  cuando 
sean  anteriores  al  Decreto  ley  de  23  de 
Outubre  de  1868;  pero  los  que  fuesen  de 
fecha  posterior  no  se  tomarán  en  cuenta, 
ni  como  base  de  carrera,  ni  para  conti- 
nuación de  la  misma. 

1  a.  No  se  considerarán  comprendidos 
en  el  art.  1  /*  del  Real  decreto  de  9  de 
Mayo  de  1868,  que  autorizó  el  abono  en 
determinados  casos  de  los  servicios  pres 
tados  en  Consejos,  Juntas  y  Comisiones, 
los  de  los  agentes  de  la  Administración 
pública  nombrados  por  las  Direcciones 
generales,  por  no  serles  aplicables  las 
denominaciones  de  Consejo,  Comisión 
ni  Junta. 

1 8.  No  se  considerarán  comprendidos 
en  el  art.  6.o  de  la  Ley  de  Presupuestos 
de  28  de  Febrero  de  1878  ni  en  el  8.o  del 
Decreto  ley  del  Ministerio  Regencia  de 
14  de  Enero  do  1876,  sino  las  clases  pa- 
sivas de  la  Real  Casa  que  lo  eran  en  1868, 
con  exclusión  de  los  empleados  de  la 
misma  que  entonces  no  tuvieran  adquiri- 
do derecho  alguno,  ó  que  hayan  sido 
nombrados  en  fecha  posterior. 

Art.  2.0  La  Junta  de  clases  pasivas 
continuará  con  toda  actividad  la  revisión 
general  de  expedientes  decretada  en  22 
de  Octubre  de  1868,  dedicando  una  de 
sus  Secciones  exclusivamente  al  examen 
de  los  mismos.  Los  resultados  de  la  re- 
visión favorables  ó  contrarios  á  cada  in- 
teresado, comensarán  á  contarse  desde 
la  fecha  del  presente  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  29  de  Enero  de  1889. 
MakIa  Cristina  -  El  Ministro  de  Hacien- 
da, Venancio  González. »  (C\  L.,  t.  CXLU, 
págs.  91  á  96). 

Ley  de  é  de  Abril  de  1889,  relativa  á  los 
Maentroé  de  in9trucc%án  primaria  de 
Establecimientos  penales.  Derechos  pa  • 
sivos. 

Puede  verse  dicha  ley  en  el  artículo 


Escaelas  eu  Us  Prisiones»  pág.  286  de 

este  tomo. 

Beal  decreto  de  16  de  Marzo  de  1891. 

c  ... .  Art  82.  Las  jubilacíonea  de  los 
empleados  del  Cuerpo  de  Establecimien- 
tos penales  se  regirán  por  las  disposi- 
ciones vigentes  para  los  funcionarios  de 
la  Administración  civil  del  Estado  (1). 

Real  decreto  de  14  de  Junio  de  1891,  apro- 
batorio del  reglamento  para  el  servicio 
de  Beneficencia  y  Sanidad  de  los  pue- 
blos, 

(fiob.)     c Art.  81.  Los  facultativos 

municipales  podrán  adquirir  derechos  de 
jubilación,  y  de  pensiones  de  supervi- 
vencia en  favor  de  sus  viudas  é  hijos, 
cuando  por  sus  servicios  se  hayan  hecho 
acreedores  á  esta  recompensa,  á  juicio 
de  los  respectivos  Ayuntamientos. 

Estas  Corporaciones  se  sujetarán,  sin 
embargo,  para  el  otorgamiento  de  estas 
pensiones  y  jubilaciones  municipales,  4 
las  reglas  establecidas  por  el  Real  decre- 
to de  2  de  Mayo  de  1868 >  {(y aceta  de 

16  de  Junio). 

Real  orden  de  4  de  Febrero  de  1892,  de- 
clarando que  son  compntables  para  ju- 
bilaciones á  los  funcionarios  jyAiciaU» 
y  fiscales  los  ocho  años  de  carrera. 

{Hac)  elimo.  Sefior:  Remitido  á  in- 
forme del  Consejo  de  Estado  en  pleno  el 
expediente  promovido  por  D.  Francisco 
Orellana  y  Fernández,  Magistrado  jubi- 
lado de  Audiencia  territorial,  en  solicitad 
de  que  se  le  abone  en  clasificación  ocho 
afios  por  razón  de  carcera,  dicho  sito 
Cuerpo  lo  emite  con  fecha  18  de  Knero 
anterior  en  los  términos  siguientes-' 

Excmo.  Sefior:  Cumpliendo  el  Conse- 
jo lo  dispuesto  en  R.  O ,  ha  examinado 

el  adjunto  expediente  sobre  abono  de 
servicios;  de  él  resulta: 

Que  por  Real  decreto  de  30  de  Junio 
de  1890,  se  declaró  en  situación  de  jubi- 
lado á  D.  Francisco  Orellana  y  Fernán- 
dez, Magistrado  de  Audiencia  territorial, 
y  solicitada  su  clasificación,  la  Junta  de 
clases  pasivas,  por  acuerdo  de  24  de  Ju- 
nio próximo  pasado,  reconoció  al  mísoio 
veinte  afios,  tres  meses  y  ocho  días  de 


(1)    Puede  verse  el  Real  decreto  en  < 
pe  «le  Prlsieyes,  tomo  I,  págs.  922  á  980. 
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8erylcio0  abonables,  sefialándole  el  ha- 
ber de  8.400  pesetas  anuales,  ó  sean  los 
doB  quintos  del  sueldo  regalador  de 
8.600  pesetas.  Contra  este  acuerdo  recu- 
rre l«  representanción  lefiral  del  interesa- 
do en  el  tiempo  hábil  á  V.  E.  alegando 
qne  en  él  no  se  abonan  como  servicios 
los  ocho  afíos  á  que  el  reclamante  tiene, 
derecho  por  razón  de  carrera,  y  por  esto 
no  ee  le  ha  sefialado  el  haber  pasivo  que 
le^ti mámente  le  correspondía;  y  des- 
paée  de  los  contradictorios  informes  con 
este  motivo  emitidos  por  el  Negociado 
reepectivo  de  Secretaría  y  la  Dirección 
de  lo  Contencioso,  remite  V.  E.  el  ex- 
pediente en  consulta  á  este  Consejo  en 
pleno: 

La  cuestión  que  se  trata  en  este  expe- 
diente, se  reduce  á  determinar  sí  el  re- 
currente, que  ingresó  en  la  carrera  judi- 
cial en  1869.  tiene  ó  no  derecho  á  que  se 
le  computen  en  su  clasificación  pasiva 
loa  ocho  afios  de  carrera  á  tenor  de  lo  es- 
tablecido en  la  regla  6  *,  art.  26  de  la 
Ley  de  Presupuestos  de  26  de  Mayo 
de  1885,  y  así  planteada,  no  puede  me 
noa  de  ser  resuelta  en  sentido  favorable 
á  laa  pretensiones  del  interesado: 

£n  efecto,  aunque  inspirado  el  Decre- 
to-ley de  22  de  Octubre  de  1868  en  un 
espíritu  restrictivo,  es  lo  cierto,  que  por 
la  regla  9  a  de  su  art.  6.o  se  manda  hacer 
el  abono  de  loe  ocho  afios  de  carrera  que 
concedieron  las  Leyes  de  Presupuestos 
de  1886  y  1862  á  ios  funcionarios  de  la 
carrera  judicial  y  fiscal  que  hubiesen  des- 
empeñado en  propiedad  sus  empleos  con 
loa  requisitos  prevenidos  en  la  regla  pri- 
mera del  propio  artículo:  esto  es,  en  des- 
tinos de  planta  reglamentaria  con  sueldo 
detallado  en  los  presupuestos  generales 
del  Estado  con  nombramiento  Real,  de 
las  Cortes  ó  del  Gobierno  provisional  y 
obtenido  después  de  cumplida  la  edad 
de  diez  y  seis  afios.  De  donde  se  des- 
prende que  aun  en  el  supuesto  de  que 
loe  arts.  11  y  19  de  las  Leyes  de  Presu- 
puestos de  1866  y  1867  respectivamente 
contuviesen  la  derogación  de  las  leyes 
anteriores,  citadas  en  el  punto  concreto 
qne  nos  ocupa,  siempre  resultaría  que  el 
estado  «le  derecho  estaba  constituido  al 
promulgarse  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial  de  16  de  Septiembre  de  1870, 
por  la  mencionada  regla  9.a  del  Decreto 
ley  de  1868,  y  por  tanto  que  á  ella  tenía 
necesariamente  que  referirse  la  prescrip 
ción  contenida  en  el  art.  241  de  la  expre- 
sada ley,  al  establecer  que  á  los  Jueces  y 
Jklagistrados  se  les  compute  en  sus  clasi- 


ficacfonet 
razón  de  c 

Está,  pi 
la  disposif 
22  de  Octc 
1886  y  n 
recientemí 
gislador  a 
Ley  de  jui 
trativa  de 
abono  de  i 
tros,  Fiscf 
Contencio 
en  que  esl 
sible  si  no 
han  vigen 
dudablem< 

Sólo  en 
de  1889  se 
al  exprese 
de  tener  o 
instrucciói 
aclaraba  e 
anterior,  c 
acerca  de 
no  compre 
afios  de  i 
Institutos, 
ción  inter( 
ni  menos  < 
los  precei 
lo  ha  ente 
do  con  est 
nes,  espec 
refieren  la 
fecha  7  di 

Tiene,  i 
nión  que  i 
yo,  la  jur 
Tribunal  < 
tencias  d< 
de  Julio  d< 
mente  dec 
los  reclam 
no  de  los 
razón  de  c 
sificacione 
objetarse  i 
resados  pi 
bernativaí 
recho. 

Así,  pu 
Consejo  ei 
acuerdo  af 
sivas,  y  af 
na  y  Ferní 
servicios,  1 
razón  de  c 
tud,  el  bal 
le  corresp< 


Digitized  by 


Google 


JUB 


JUB 


Y  conformándose  S.  M.  la  Reina  Re- 
$;ente,  en  nombre  de  ao  angosto  hijo  el 
Rey  D.  Alfonso  XTII  (Q.  D.  G.),  con  el 
preinserto  dictamen,  se  ha  servido  re- 
solver como  en  el  mismo  se  propone. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  4  de  Fe- 
brero de  1S92,— Concha.  —  Sr.  Presidente 
•de  la  Junta  de  clases  pasivas.  > 

Ley  de  prempf^eslos  de  30  de  Junio 
de  1892. 

{Hac.)    c Art.  86.  Hasta  qae  se  po- 

bliqae  ana  Ley  general  de  Clases  pasi- 
vas, no  podrá  jabilarse  empleado  alguno 
civil  que  no  tenga  sesenta  y  cinco  afios 
cumplidos,  salvo  el  caso  de  imposibili- 
dad física  plenamente  acreditada. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  anterior- 
mente los  empleados  que  cuenten  más 
de  cuarenta  afios  de  servicios  efectivos 
en  destinos  abonables  para  clasificación 
y  día  por  día. 

Los  empleados  en  quienes  concurra  di- 
cha circunstancia,  podrán  optar  á  la  ju- 
bilación sin  otros  requisitos  y  en  todo 
tiempo. 

Las  jubilaciones  por  imposibilidad  fí- 
sica serán  revisables  en  todo  tiempo,  en 
cuanto  á  la  subsistencia  de  la  causa  que 
las  motive. 

Tampoco  se  declarará  derecho  á  haber 
alguno  por  cesantía  ó  jubilación,  ínterin 
dicha  ley  no  se  publique,  sino  con  estric- 
ta sujeción  á  lo  prescrito  en  las  Leyes  de 
Presupuestos  de  23  de  Mayo  de  1846  y 
26  de  Julio  de  1865  y  disposiciones  pos- 
teriores, las  cuales  se  aplicarán  á  toda 
clase  de  funcionarios  del  Estado,  con  la 
sola  excepción  sefialada  por  las  Leyes  de 
22  de  Abril  de  1866  y  80  de  igual  mes 
de  1868.>  (Gaceta  1. o  Julio). 

Real  orden  de  18  de  Agosto  de  1892  ^  de- 
clarando, con  carácter  general,  que  son 
abonables  ocho  años  por  razón  de  estu- 
dios á  los  individuos  de  las  carreras  ju- 
dicial y  fiscal,  aunque  hayan  ingresado 
en  ellas  después  de  1865, 

(Hac)  «limo.  Sr.:  Vista  la  consulta 
hecha  por  esa  Junta  á  este  Ministerio  en 
el  expediente  de  clasificación  de  D.  José 
Bigué  y  Simón,  jubilado  de  Gracia  y 
Justicia,  por  no  haber  habido  acuerdo 
unánime  entre  sus  Vocales  al  apreciar  si 
dicho  interesado  reúne  los  requisitos  ne- 
cesarios para  que  se  le  declare  con  dere- 
cho al  señalamiento  de  haber  pasivo: 

Resultando  que  jubilado  D.  José  Biguá 
por  Real  orden  de  18  de  Abril  de  1892, 


solicitó  de  esa  Junta  so  clasificacióii 
para  sefialamiento  de  haber  pasivo,  jas* 
tificando  trece  afios ,  cuatro  meses  j  seis 
días  de  servicios  en  la  carrera  judicial 
en  los  cargos  de  Promotor  fiscal,  Jaes  de 
primera  instancia  y  Secretario  de  la 
Audiencia  de  lo  criminal  de  Oastellón,  á 
cuyo  tiempo,  agregando  los  ocho  aftos 
de  carrera,  suman  veintiún  afios,  cuatro 
meses  y  seis  días: 

Resultando  que  esa  Junta,  en  sesión 
de  8  de  Junio  último,  declaró  por  mayo- 
ría de  votes  que  no  tenía  derecho  á  jo- 
bilación  el  D.  José  BIgué,  porque  siendo 
su  base  de  carrera  posterior  á  la  Ley  de 
Presupuestos  de  1866,  no  podían  ser  de 
abono  los  ocho  afios  por  rasón  de  carre* 
ra,  formulando  voto  particular  los  seño- 
res Vocales  D.  Santiago  Ballesteros  j 
D.  Serafín  de  Santiago,  eb  el  sentido  de 
que  se  abone  dicho  tiempo: 

Vista  la  Ley  de  Presupuestos  de  188*, 
la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1862,  el 
art.  11  de  la  Ley  de  Presupuestos  del  56, 
la  regla  9.&  del  art.  6.o  del  Decreto-ley  de 
22  de  Octubre  de  1868,  el  art.  241  de  la 
Ley  Provisional  de  16  de  Septiembre 
de  1870  y  las  demás  disposiciones  vigen- 
tes acerca  de  derechos  pasivos: 

Considerando  que  el  Decreto- ley  de  22 
de  Octubre  de  1868,  aun  dentro  de  su  es- 
píritu restrictivo,  manda  hacer  el  abono 
de  los  ocho  afios  de  carrera  que  conce- 
dieron las  Leyes  de  Presupuestos  de  los 
afios  1886  y  1862  á  los  funcionarios  de 
las  carreras  judicial  y  fiscal  que  reunie- 
ran los  demás  requisitos;  y  aun  en  el  en- 
puesto  de  que  los  arts.  1 1  y  1 0  de  las  Le- 
yes de  Presupuestos  de  1866  y  1867  con- 
tuviesen la  derogación  de  aquellos  pre- 
ceptos, siempre  resultaría  un  estado  de 
derecho  constituido  al  promulgarse  la 
Ley  de  Organización  del  Poder  judicial 
de  16  de  Septiembre  de  1870,  en  la  cnal, 
por  so  art.  241,  se  dispone  el  citado  abo- 
no para  las  clasificaciones  de  haber  pa- 
sivo á  dichos  funcionarios: 

Considerando  que  el  criterio  contrarío 
sentado  por  la  Real  orden  de  22  de  Marao 
de  1889,  informado  en  sentido  restrieU> 
vo,  no  puede  prevalecer  contra  las  leyea 
citadas,  por  ser  meramente  una  instruc- 
ción reglamentaría,  y  así  lo  ha  entendido 
el  Tribunal  de  lo  Contencioso  en  sus  sen* 
tencias  de  13  de  Diciembre  de  1890  y  9 
de  Julio  de  1891,  doctrina  seguida  por 
diversas  Reales  órdenes ,  bastando  citmr 
la  de  4  de  Febrero  del  corriente  afio;  ÓB 
conformidad  con  el  dictamen  del  Constt*> 
jo  de  Estado  en  pleno, 
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B.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  sa  nom- 
%>re  la  Reioa  Regente  del  Reino,  confor- 
4aaái»do«e  con  lo  propuesto  por  la  Subse- 
-«Xr^tarift  de  eate  Ministerio  y  lo  informado 
por  la  Dirección  general  de  lo  Conten- 
cioso, 86  lia  servido  revocar  el  fallo  de  la 
mayoría  de  esa  Jauta  y  declarar  de  abo- 
no en  la  olasiflcación  de  D.  José  Bigué  y 
Simón  los  ocho  afios  por  razón  de  carre- 
ra; siendo  asimismo  la  voluntad  de  8.  M. 
qae  esta  resolución  forme  jurisprudencia 
para  todos  los  casos  de  igual  naturaleza 
qae  puedan  ocurrir  en  lo  sucesivo. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  18  Agosto 
<ie  1892.—CoMcAa.— Sr.  Presidente  de  la 
Jonta  de  clases  pasivas.»  (Gaceta  de  24 
de  Septiembre)  (1), 

Meal  orden  de  9  de  Febrero  de  1894,  rela- 
tiva á  las  pagas  de  toca  y  tiempo  para 
reclamarlas, 

{Hac.)  <  Vista  la  consulta  elevada  por 
esa  Jonta  áfeste  Ministerio  relativa  á  la 
necesidad  de  fijar  un  plazo  para  la  recla- 
mación de  mesadas  de  supervivencia  á 
viodas  y  en  su  defecto  á  los  huérfanos 
<le  los  empleados  que  no  dejen  derecho 
k  pensión  y  fallezcan  en  el  ejercicio  del 
cargo  ó  perciban  haber  pasivo: 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  28  de 
Febrero  de  1820,  26  <le  Noviembre  1845, 
7  de  Octubre  de  1846  y  7  de  Marzo  1849, 
así  como  la  orden  del  Poder  ejecutivo 
<le  5  de  Junio  de  1869: 

Considerando  que,  como  se  expresa  en 
dichas  disposiciones  y  muy  especialmen- 
^  te  en  la  última  citada,  las  referidas  me« 
sadas  de  snpervivensia  ó  pagas  de  toca 
se  conceden  como  un  auxilio  á  las  fami 
lias  del  funcionario  que  mqere  sin  legar 
derecho  á  pensión,  á  fin  de  que  puedan 
dar  decorosa  sepultura  á  los  esposos  ó 
padres  y  vestirse  de  luto: 

Considerando  que  á  pesar  del  objeto  y 
flo  con  que  se  autoriza  la  concesión  de 
las  expresadas  pagas,  es  frecuente,  como 
aparece  en  lo  informado  por  esa  Junta, 
que  las  expresadas  pagas  para  luto  se 
reclaman  después  de  transcurrir  dos 
afios  desde  el  fallecimiento  del  causante, 
y  por  consiguiente,  al  hacer  la  concesión 
ya  no  responde  al  objeto  á  que  se  desti- 


(1)  Esta  misraa  doctrina  se  sostiene  en  las 
«entencias  del  Tribanal  Contencioso -admi- 
nistratÍTO  relativas  á  la  materia,  siendo  nu- 
merosos los  casos  en  que  ha  fallado  en  tal 
sentido  el  mencionado  Tribunal. 


na,  y  se  abonan  con  perjuicio  para  el  Te- 
soro público,  cuando  pasó  la  oportuni- 
dad de  aplicarlas  al  fin  benéfico  con  que 
se  establecieron: 

S.  M.  el  Rey  (Q  D.  G.)  y  en  su  nombre 
la  Reina  Regente  del  Reino,  se  ha  servi- 
do declarar,  como  resolución  á  la  enun- 
ciada consulta  de  esa  Junta,  que  el  de- 
recho á  las  dos  pagas  de  supervivencia  ó 
de  toca,  prescribe  transcurrido  un  afio 
desde  la  fecha  del  fallecimiento  del  cau- 
sante, y  que  en  su  consecuencia,  las  In 
tervenciones  de  Hacienda  en  las  provin- 
cias se  abstengan  de  admitir  ni  cursar  á 
esa  Junta  los  expedientes  que  para  re- 
clamar dichas  mesadas  presenten  las 
viudas  ó  huérfanos  de  empleados,  mien- 
tras no  aparezca  hecha  la  petición  con  los 
justificantes  necesarios,  antes  de  trans- 
currir el  afio  del  fallecimiento  del  can- 
sante. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  9  de  Fe- 
brero de  1894.— Gamcrro.  —  8r.  Presiden- 
te de  la  Junta  de  clases  pasivas. >  (Bolc' 
fin  de  Hacienda,  Diccionario  Alcubilla^ 
Apéndice  1894,  págs.  244  y  246).  « 

Real  orden  de  16  de  Enero  de  JS95,  resol" 
viendo  que  es  atribución  del  Ministerio 
de  Orada  y  Justicia  declarar  las  «cctf- 
dencias  de  los  funcionarios  dependientes 
del  mismo, 

(Presidencia  del  Consejo  de  Ministros), 
cExcmo.  8r :  Por  Real  orden  de  esta  fe- 
cha dictada  en  el  expediente  instruido  al 
efecto,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  so 
nombre  la  Reina  Regente  del  Reino,  de 
acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  Consejo 
de  Ministros,  ha  tenido  á  bien  resolver: 

l.o  Que  es  atribución  propia  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  declarar  las 
excedencias  de  los  funcionarios  depen- 
dientes del  mismo;  resolver  las  dudas  re- 
ferentes á  la  procedencia,  validez  y  efica 
cia  de  las  excedencias;  fijar  los  haberes 
que  con  arreglo  á  las  leyes  corresponde 
percibir  á  los  excedentes  y  mandar  que 
tenga  efecto  el  abono  del  haber  asignado 
de  los  que  pasan  á  tal  situación ,  sin  que 
haya  podido  modificar  su  competencia  la 
Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1893,  que 
autorizó  la  sustitución  de  la  excedencia 
forzosa  por  la  voluntaria. 

2.0  Que  los  funcionarios  de  la  carre- 
ra judicial  declarados  excedentes  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  tienen 
la  consideración  de  activos,  especialmen 
te  para  la  percepción  del  haber  asignado 
por  la  Ley  de  Presupuestos  de  6  de  Agos- 
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to  de  1893,  auu  cuando  al  s«r  declarados 
excedentes  se  hallen  en  situación  de 
electos  para  otro  cargo,  ya  por  cansa  de 
traslación  ó  permuta,  ó  bien  por  disfrute 
de  licencia  y  dentro  del  término  legal  po 
sesorio  ó  de  su  prórroga;  situación  que 
no  altera  su  condición  de  activos  para 
todos  los  efectos  de  la  excedencia  y  de 
sus  consecuencias  naturales,  una  de  las 
cuales  es  el  percibo  del  haber  asignado, 
que  procede  abonarles  á  partir  de  la  fe 
cha  de  la  declaración  de  excedencia,  y 
que  han  dejado  de  percibir  por  virtud 
del  acuerdo  improcedente  de  la  Ordena* 
ción  de  pagos  de  la  Junta  de  clases  pa 
si  vas. 

3.0  Que  en  orden  á  estas  exceden- 
cias, las  facultades  y  competencia  de  la 
expresada  Junta  están  limitadas  á  eje 
cutar  las  resoluciones  dictadas  por  el  Mi 
nisterio  de  Gracia  y  Justicia,  único  com- 
petente, sin  exigir  otros  requisitos  ni 
atemperarse  á  otras  reglas  que  á  las  6b- 
tabtecidas  en  la  Real  orden  de  17  de 
Agosto  de  ]  892,  y  á  las  dictadas  por  di- 
cho Ministerio. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  i  6  de  Ene- 
ro de  J896. — Sagaita.—Sr.  Subsecretario 
de  esta  Presidencia.  >  {Gaceta  de  7  de 
Marzo  de  1896). 

Lep  de  presupuesto»  de  30  de  Junio  1895: 
^jubilaciones  y  categorías  administrati- 
vas de  los  /uncionatHos  del  Cuerpo  de 
Penales;  abono  de  años  de  estudio  á  los 
de  los  de  Sanidad  y  Jurídico  del  Ejér^ 
cito  y  Armada. 

(Hac)  c...  Árt.  12  (Véase  este  ar 
ticulo  en  Cuerpo  de  Prisiones,  tomo  I, 
pág-.  984). 

Art.  2'é,  Se  restablece  el  art.  2.o  de 
la  Ley  de  20  de  Marzo  de  1860  para 
todos  los  que  sirvan  actualmente  y  en  lo 
sucesivo  ingresen  en  los  Cuerpos  <le  Sa- 
nidad y  Jurídico-militar  del  Ejército  y 
Armada,  quedando  sin  efecto  lo  dispues- 
to en  el  art.  11  de  la  Ley  de  presu- 
puestos de  1866  á  66  para  los  referidos 

Cuerpos >  (I). 

m 


(1)  La  meneioDada  Ley  de  Marzo  de  1860 
preceptuaba  en  su  «Art.  2.**  A  los  Jefes  y  Ofi- 
ciales del  Cuerpo  de  Sanidad  militar  que  es- 
taban sirviendo  en  el  Ejército  6  en  la  Armada 
antes  de  expedirse  el  Real  decreto  de  20  de 
Diciembre  de  1857,  se  les  abonarán  para Ta 
clasificación  de  derechos  pasivos  como  años 
de  servicio,  los  siete  que  por  razón  de  estudio 


JuBispRüDSMOU.— &a¿  decretO'Sentenekf 
de  22  de  Mayo  de  1880,  declarando  que 
para  abonar  doble  tiempo  de  camfaña  á 
los  efectos  dejubilacián  á  loa  militaren 
que  pasan  á  desempeñar  empleos  cM- 
les,  es  preciso  que  cuenten  veinticinca 
añss  de  servicios, 

{Presidencia  del  Consejo  de  Ministros^ 
«Don  Alfonso  XII ,  por  la  gracia  de  Dio«^ 
Rey  constitucional  de  Espafia. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y 
entendieren,  y  á  quienes  toca  su  obser- 
vancia y  cumplimiento,  sabed:  Que  h» 
venido  en  decretar  lo  siguiente: 

En  el  pleito  que  en  ánica  instancia- 
pende  ante  el  Consejo  de  Estado,  entre 
partes,  de  la  una  D  Lucas  Ballestero» 
Martínez,  representado  por  el  Dootor 
D.  Pedro  Gotarredona,  demandante,  y  de- 
la  otra  Mi  Fiscal,  en  nombre  de  la  Admi- 
nistración, demandada,  sobre  revocaciói» 
de  la  Real  orden  de  21  de  Septiembre 
de  1878,  expedida  por  el  Mrnisterio  de- 
Hacienda: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del 
que  resulta: 

Que  en  14  de  Marzo  de  1877  solicitó- 
D.  Lucas  Ballesteros  del  Departamento 
de  Liquidación  de  pensiones  civiles  si> 
clasificación  como  cesante  y  la  declara- 
ción del  haber  pasivo  de  348  pesetas  qa» 
debía  tomarse  como  regulador,  acompa- 
ñando al  efecto  su  partida  de  bautismo- 
y  hoja  de  servicios: 

Que  de  esta  resolución  se  aleó  el  inte- 
resado al  Ministerio  de  Hacienda,  para- 
que  se  dejase  sin  efecto  y  se  le  recono- 
cieran los  cinco  años  que  por  abonos  de 
campaña  le  asignó  la  Dirección  general 
de  Infantería,  así  como  para  que  se  le 
declarase  cesante  por  supresión  de  des- 
tino, y  por  tener  un  tutal  de  más  de  die- 
ciséis años  de  servicios,  se  le  señalase  el 
haber  pasivo  de  500   pesetas,   tercera 


se  les  declararon  de  abono  por  el  Reglamento^ 
de  *l  de  Septiembre  de  1846. 

Los  que  han  ingresado  después  de  21  de 
Diciembre  de  ISS'?,  ó  ingresaren  en  adelante^ 
tendrán  derecho  á  que  se  les  abone  como  tiem- 
po de  servicio  los  seis  años  de  estudio  que  por 
la  Ley  de  Instrucción  pública  se  exigen  para 
el  ejercicio  de  esta  Facultad.  Si  en  adelante 
por  otra  ley  se  exigiese  para  el  mismo  objeto 
mayor  número  de  aüos  de  estudios  en  las  Fa« 
cuitados  de  Medicina  y  Cirugía,  servirán  de 
abono  para  la  declaración  de  derechos  paaÍTOe 
en  este  Cuerpo  de  Sanidad  militar,» 
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f>Arie  del  aneldo  de  1 .600  qne  había  dis- 
Frotado  por  más  de  dos  afios: 

Vista  la  regla  8.»,  art.  36  del  Real  de- 
creto de  26  de  Mayo  de  1886 ,  según  el 
caal,  para  graduar  el  haber  de  los  jabila- 
doe  á  los  militares  qae  pasen  á  carreras 
civiles,  se  les  abonarán  los  afios  de  cam- 
pafis,  con  tal  qae  cuenten  veinticinco 
afios  de  servicios  efectivos,  según  pre 
viene  el  Reglamento  militar,  y  fijando  el 
inÁximom  del  abono  en  seis  afios: 

Vista  la  regla  10  del  art.  6.0  del  De- 
creto-ley de  22  de  Octubre  de  1868,  que 
dice  que  el  abono  del  tiempo  de  campafia 
será  únicamente  contado  á  los  militares 
qae  tengan  veinticinco  afios  de  servicios, 
seg^n  la  Ley  de  Mayo  de  1886: 

Considerando  que,  según  la  regla  8.&, 
art.  26de  la  Ley  de  presupuestos  de  1886, 
el  abono  de  doble  tiempo  de  campafia  á 
ios  militares  qne  pasen  á  carreras  civiles 
sólo  corresponde  cuando  los  interesados 
se  hallan  en  situación  de  jubilados  y 
raentan  veinticinco  afios  de  servicios 
efectivos: 

Considerando  que  la  Ley  de  presu 
paestos  de  29  de  Junio  de  1867,  invoca 
da  por  el  demandante,  no  derogó  esta 
disposición  de  la  de  1886,'pneBto  que 
nada  dijo  acerca  de  ella,  y  que  si  alguna 
duda  pudiera  caber  en  este  punto,  la  di- 
siparía por  completo  el  art.  6  o^  regla  10 
del  Decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868, 
qae  reproduce  en  todas  sus  partes  aque- 
lla disposición  de  la  Ley  de  1886: 

Conformándome  con  lo  consultado  por 
la  8ala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Elstado,  en  sesión  á  que  asistieron  Don 
Tomás  Retortillo,  Presidente;  D.  José 
García  Barsanallana.  el  Marqués  de  Al- 
hama,  D.  Esteban  Martínez,  D.  Juan  Ji 
menea  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas, 
D.  Fernando  Vida,  D.  Estanislao  Suárez 
Inclán,  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo, 
D.  Francisco  Rubio,  D.  José  Magsz  y 
Jaime,  el  Conde  de  Torreánaz  y  D.  Ma- 
riano Canelo  Villaamil, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración 
de  la  presente  demanda,  confirmando  la 
Real  orden  reclamada  de  21  de  Septiem- 
bre de  1878. 

Dado  en  Palacio  á  10  de  Mayo  de  1880. 
ÁLroifso. — El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. 

Publicación:  Leído  y  publicado,  etc. 
Madrid  22  de  Mayo  de  1880.— ^n^onto  de 
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fló  á  la  PeuÍDSula  en  expectaciÓD  de  la 
gracia  de  jubilado,  habiendo  verificado 
Bxx  regreso  en  virtud  de  autorización  con- 
cedida por  la  Intendencia,  que  fué  apro- 
bada por  Real  orden  de  14  de  Mayo  del 
mismo  afío,  por  el  término  de  dos  meses 
y  sin  sueldo  alguno: 

Que  por  Real  orden  de  15  de  Junio 
de  1882,  se  dispuso  que  cesara  en  el  ser- 
vicio de  la  Isla  de  Cuba,  á  partir  del  11 
de  aquel  mes. en  que  terminaban  loados 
meses  concedidos,  y  por  otra  Real  orden 
de  19  de  Septiembre  del  mismo  afio  se  le 
declaró  en  la  situación  de  jubilado: 

Que  la  Junta  de  pensiones  civiles,  en 
sesión  de  4  de  Octubre  de  1882,  acordó 
reconocer  á  González  Campos  veintiocho 
afios,  siete  meses  y  dieciséis  días  de  ser- 
vicios, y  le  declaró  con  derecho  al  haber 
pasivo  de  3.000  pesetas  anuales,  tres 
qnintas  partes  del  sueldo  de  6.000,  que 
debía  servirle  de  regulador  por  no  haber 
desempeñado  dos  años  la  plaza  de  Jefe 
de  Negociado  de  primera  clase  en  la  Isla 
de  Cuba: 

Que  contra  dicho  acuerdo  interpuso 
recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministerio 
de  Ultramar  D.  Eduardo  González  Cam 
pos,  fundándose  en  que  el  sueldo  regula- 
dor para  su  clasificación  debía  ser  el  de 
6.000  pesetas,  que,  como  Director  de  ter- 
cera cíase  del  Cuerpo  de  Telégrafos,  ha- 
bía disfrutado  desde  1.^  Octubre  de  1879 
al  19  lie  Septiembre  de  1882: 

Que  el  Negociado  correspondiente  fué 
de  opinión  que  procedía  accederse  á  lo 
solicitado  y  reformarse  la  clasificación  de 
la  Junta,  y  pedirlo  informe  á  la  Sección 
de  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  ésta 
le  evacuó  en  16  de  Marzo  de  1883,  en  el 
sentido  de  que  procedía  confirmar  la  cla- 
sificación, en  cuanto  á  que  sólo  podría 
servir  de  sueldo  regulador  en  la  clasifica- 
ción, como  jubilado,  de  D.  Eduardo  Gon- 
zález Campos,  el  de  6.000  pesetas,  y  no 
el  de  6  000  que  pretendía: 

Y  que  por  Real  orden  de  16  de  Abril 
de  1883,  de  acuerdo  con  lo  informado 
por  la  Sección  de  Ultramar  del  Consejo 
de  Estado  se  desestimó  el  recurso  inter- 
paesto,  confirmándose  el  acuerdo  apelado: 

Vistas  las  actuaciones  contencioso-ad- 
ministrativas,  de  las  que  aparece: 

Que  contra  la  referida  Real  orden  pre 
tentó  en  tiempo  demanda  ante  el  Con- 
sejo, D.  José  Rubio  y  Galiano,  en  nom- 
bre de  D.  Eduardo  González  Campos, 
cuya  demanda  amplió  después  con  la  sú- 
plica de  que  se  revocase  la  Real  orden 
que  impugnaba  y  que  se  abonasen  á 


so  representado  un  afio,  seis  meees  y 
veintiséis  días  que  se  le  habían  elimina- 
do en  sa  clasificación  de  jnbilado,  y  qa«- 
ese  abono  le  fnese  com potable,  no  sólo 
como  tiempo  de  servicio,  sino  también 
para  la  fijación  del  aneldo  regalador  de 
6.000  pesetas,  que  era  el  qne  le  correa- 
pondía: 

Que  emplazado  Mi  Fiscal,  contestó  á 
la  demanda  pidiendo  qne  se  absuelva  de 
ella  á  la  Administración  general  del  Es- 
tado, y  se  confirme  el  acuerdo  ministe- 
rial impugnado: 

Visto  el  art.  8.o  de  la  Ley  de  Preea- 
puestos  de  28  de  Mayo  de  1846,  según  el 
cual,  ningún  ascenso  de  los  actuales  em- 
pleados ó  cesantes,  dará  derecho  á  ao- 
mentó  en  el  haber  de  cesantía,  si  el  nae 
vo  empleo  se  sirve  menos  de  dos  afios, 
gozando  en  otro  caso  del  qne  por  el  an- 
terior destino  corresponda: 

Visto  el  Decreto  de  17  de  Oütabre 
de  1874,  que  dispone  se  acredite  como 
servicio  activo  para  todos  los  efectos  de 
clasificación  á  los  funcionarios  facultati- 
vos del  Cuerpo  de  Telégrafos,  el  tiempo 
que  hubiesen  permanecido  ó  que  se  ha- 
llen en  lo  sucesivo  en  situación  de  exce- 
dentes ó  supernumerarios: 

Considerando  que  las  licencias  conce- 
didas á  González  Campos  y  aprobadas 
por  Reales  órdenes  de  7  de  Mayo  1881  y 
14  de  igual  mes  de  1882,  se  otorgaron 
sin  haber  alguno,  por  lo  cual  tampoco 
pueden  ser  de  abono  para  su  clasifica- 
ción el  tiempo  invertido  en  .ellas,  toda 
vez  que  para  apreciar  el  sueldo  regula- 
dor de  los  empleos,  deben  haberse  dea- 
empeflado  éstos  por  espacio  de  dos  afios, 
con  el  goce  de  haberes  sefialados  á  loa 
mismos: 

Considerando  que  descontado  el  tiem- 
po invertido  en  las  licencias,  resulta  qae 
el  demandante  no  ha  llegado  á  comple- 
tar los  dos  afios  en  el  goce  del  sueldo  de 
6.000  pesetas,  por  lo  cual  la  Junta  de 
pensiones  civiles  se  ajustó  á  lo  pr«) veni- 
do en  la  legislación  vigente  al  asignarle 
el  de  6  000,  como  regulador  para  sa  cla- 
sificación: 

Y  considerando,  por  último,  qne  el 
tiempo  que  transcurrió  desde  11  de  Abril 
de  1882  hasta  11  de  Junio  siguiente,  no 
puede  menos  de  ser  considerado  como 
de  abono  para  la  jubilación  del  deman- 
dante, pues  qne  durante  él  estuvo  en  la 
situación  de  excedente  ó  supernume- 
rario: 

Conformándome  con  lo  consultado  por 
la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
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Balado,  en  sesión  á  qae  Riistieron:  don 
JoAD  de  la  Ooncha  Castañeda,  Presiden- 
te. D  Gabriel  Enriques,  D.  Feliciano  Pé- 
rez Zamora,  D.  Esteban  Martínez,  D.  Ra- 
món de  Campoamor,  D.  Emilio  de  Mn- 
raaga,  el  Marqués  de  la  Fuensanta,  don 
Joan  del  Rio.  D.  Enrique  Oisneros,  el 
Conde  de  Pallares  y  D.  José  Núfiez  de 
Prado: 

Vengo  en  declarar  que  á  D.  Eduardo 
Gonsález  debe  abonársele  para  su  jubi- 
lación el  tiempo  transcurrido  desde  IL  de 
Abril  de  1882  hasta  11  de  Junio  siguien- 
te, conñrmando  la  Real  orden  impugna- 
da, en  cuanto  esté  conforme  con  esta  de- 
claración y  revocándola  en  cuanto  no  lo 
esté. 

Dado  en  Palacio  á  14  de  Diciembre 
de  1886.— Mabía  Cristina.— El  Presiden- 
te del  Consejo  de  Ministros,  Práxedes 
Mateo  Sagasta, 

Pablicación:  Leído  y  publicado,  etc. 
Madrid  24  de  Diciembre  de  1886.— ^n^o 
nio  de  \€Jarano.>  (Competencias  y  sen- 
teDcias  del  C.  de  E.,  1886,  páginas  1:204 
á  1.307). 

Real  decreto-sentencia  de  30  de  Junio 
de  1888,  declarando  que  los  servicios 
prestados  por  los  Escribanos  sin  sueldo 
consignado  en  los  presupuestos  del  Es 
tado^no  son  computables  para  jubilacio- 
nes ni  pensiones. 

{^Presidencia  del  Consejo  de  Ministros). 
<Don  Alfonso  XIII,  por  la  gracia  de  Dios 
y  la  Constitución,  Rey  de  España,  y  en 
sa  nombre  y  durante  su  menor  edad,  la 
Reina  Regente  del  Reino: 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y 
entendieren,  y  á  quienes  toca  su  obser- 
vancia y  cumplimiento,  sabed:  Que  be 
venido  en  decretar  lo  siguiente: 

En  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de 
Estado  pende  entre  Dofia  Elisa  Bobea  y 
Morales,  demandante,  y  Mi  Fiscal,  á 
nombre  de  la  Administración  general, 
demandada,  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
ciei  da  en  29  de  Julio  de  1886,  relativa  á 
mejora  de  pensión  de  la  demandante: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del 
cual  resulta: 

Que  D.  Cayetano  Sola  tomó  posesión 
en  17  de  Abril  de  1866,  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  las  Vistillas,  de 
esta  Corte  (después  de  la  Latina),  de  una 
plaza  de  Escribano  criminalista,  que  des- 
empeñó con  el  sueldo  de  1.260  pesetas 
hasta  1.0  de  Enero  de  1867,  y  con  el  de 


8.000  desde  esa  fecha  hasta  l.o  de  Enero 
de  1868,  en  que  cesó  por  virtud  del  Real 
decreto  de  18  de  Diciembre  anterior,  que 
suprimió  el  cargo,  continuando  á  virtud 
de  dicho  Real  decreto  como  Escribano  de 
actuaciones  del  propio  Juzgado  hasta  su 
muerte,  ocurrida  en  28  de  Enero  de  1884; 
Que  en  27  de  Marzo  de  este  mismo 
año,  su  viuda,  Doña  Elisa  Bobea,  solicitó 
de  la  Junta  de  pensiones  civiles  que  se 
le  concediera  la  pensión  de  viudedad 
que  le  correspondiese,  y  la  Junta,  en  se- 
sión de  7  de  Marzo  de  1886,  reconoció 
como  de  abono  al  causante  los  doce  años, 
ocho  meses  y  quince  días  que  desempe 
fió  el  cargo  de  Escribano  criminalista,  y 
el  sueldo  regulador  de  3.000  pesetas;  y 
en  la  de  18  del  mismo  mes  y  año  declaró 
el  derecho  á  pensión  temporal  del  Teso- 
ro por  once  años  de  800  pesetas,  divisi- 
bles por  mitad  entre  la  viuda  Dofia  Elisa 
Bobea  y  los  hijos  del  finado  D.  Arturo, 
Dofia  Amparo,  Dofia  Dolores,  D.  Alberto 
y  Dofia  Amalia: 

Que  de  este  acuerdo  se  alzó  la  intere- 
sada para  ante  el  Ministerio  de  Hacien- 
da, suplicando  que  fuera  revocado  y  se 
declarasen  d^  abono  al  causante  los  afios 
que  sirvió  como  Escribano  de  lo  civil,  los 
cuales,  sumados  con  los  reconocidos  por 
la  Junta,  forman  más  de  veinticinco 
afios,  y,  de  consiguiente,  corresponde  á 
la  interesada  y  á  sus  hijos  los  26  cénti- 
mos del  sueldo  regulador  como  pensión 
vitalicia: 

Y  que  el  Ministerio  de  Hacienda,  de 
conformidad  con  el  dictamen  de  la  Di- 
rección general  de  lo  Contencioso,  expi- 
dió la  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1886, 
desestimando  el  recurso  de  alzada  y  con- 
firmando el  acuerdo  apelado,  fundándose 
para  ello  en  que  los  servicios  prestados 
como  Escribano  de  actuaciones  no  son 
de  abono,  según  el  art.  1 1  de  la  Ley  de 
presupuestos  de  16  de  Julio  de  1866,  y 
en  que  la  clasificación  hecha  por  la  Jun- 
ta se  ajusta  á  las  disposiciones  del  pro 
yecto  de  Ley  de  20  de  Marzo  de  1862: 

Vistas  las  actuaciones  contencioso  ad- 
ministrativas, de  las  que  aparece: 

Que  en  21  de  Octubre  de  1886,  Dofia 
Elisa  Bobea  presentó  un  escrito  ante  el 
Consejo  de  Estado,  suplicando  que  se 
revoque  la  anterior  Real  orden,  que  le 
fué  notificada  en  22  de  Agosto,  y  que  se 
declaren  de  abono  á  su  causante  los  afios 
de  servicios  que  prestó  al  Estado  como 
Escribano  de  actuaciones  del  Juzgado  de 
la  Latina  desde  que  obtuvo  dicho  cargo 
hasta  que  cesó  en   él  por  fallecimiento, 


Digitized  by 


Google 


JUB 


-  702- 


JUB 


y»  en  so  contecaencU,  qne  se  mejore  en 
lo  qne  corresponda  la  clasificación  hecha 
en  eas  derechos  pasÍTOs: 

Y  qne  nc  habiendo  ampliado  la  de- 
mandante sa  recurso,  á  pesar  de  trans* 
carrir  con  mucho  exceso  el  término  qué 
para  ello  se  le  concediera,  se  la  declaró 
decaída  de  este  derecho  y  se  emplaeó  á 
Mi  Fiscal  para  que  contestara  á  la  de> 
manda,  como  lo  verificó,  dando  por  re- 
producidos les  fundamentos  de  la  Real 
orden  impugnada  y  suplicando  que  sea 
ésta  confirmada,  absolviendo  de  la  de- 
manda á  la  Administración  general  del 
£stado: 

Visto  el  art.  11  de  la  Ley  de  presn 
puestos  de  16  de  Julio  de  1866,  cuyo  pá- 
rrafo primero  dice:  «Desde  la  publicación 
de  esta  ley  sólo  serán  de  abono  para  de- 
rechos pasivos  el  tiempo  que  se  sirva  en 
destinos  de  planta,  cuyos  sueldos  figuren 
en  el  Presupnestot: 

Visto  el  art.  46  del  proyecto  de  Ley  de 
20  de  Mayo  de  1862,  puesto  en  vigor  por 
el  art.  16  de  la  Ley  de  presupuestos  de 
26  de  Junio  de  1864,  según  el  cual  ad- 
quieren derecho  á  pensión  temporal  las 
viudas  y  huérfanos  de  los  empleados  qne 
falleciesen  sin  haber  cumplido  quince 
afios  de  servicios: 

Visto  el  art.  47  del  mismo  proyecto  de 
ley,  que  asigna  los  10  céntimos  del  suel- 
do regulador  como  pensión  temporal  por 
once  afios  á  los  empleados  que  contasen 
doce  afios  de  servicios  cumplidos: 

Visto  el  art.  18  del  -Decreto- ley  de  22 
de  Octubre  de  1868,  que  declara  en  sus- 
penso los  articules  del  proyecto  de  Ley 
de  20  de  Mayo  de  1862,  puestos  en  vigor 
por  la  Ley  de  presupuestos  de  1864,  has- 
ta que  las  Cortes  Constituyentes  resol- 
vieran lo  que  estimasen  oportuno: 

Considerando  qne  los  servicios  presta- 
dos  por  el  causante  de  la  interesada, 
como  Escribano  de  actuaciones,  no  pue 
den  ser  de  abono  para  derechos  pasivos, 
por  no  tener  dicho  cargo  sueldo  alguno 
asignado  en  los  presupuestos: 

Considerando  en  cuanto  á  los  que 
prestó  como  Escribano  criminalista  des 
de  1866  á  1868,  que  ñor  no  hallarse  di- 
cho cargo  incorporado  á  Montepío  y  ca- 
recer de  efecto  retroactivo  las  disposi 
clones  del  Decreto-ley  de  22  de  Octubre 
de  1868,  debe  regirse  la  clasificación  por 
los  artículos  del  proyecto  de  ley  de  1862, 
que  puso  en  vigor  la  Ley  de  presupues- 
tos de  1864: 

Considerando  que  el  causante  sirvió 
en  tal  concepto  más  de  doce  afios,  sin 


llegar  á  quince,  y  por  tanto,  según  el  ar- 
ticulo 46,  antes  citado,  su  viuda  y  huér- 
fanos sólo  tienen  derecho  á  pensión  tem- 
poral: 

Considerando  que  el  art.  47  sefiala 
para  dicha  pensión  los  10  céntimos  del 
sueldo  regulador  en  favor  de  la  viuda  y 
huérfanos  por  espacio  de  once  afios,  y 
siendo  esta  la  pensión  que  en  favor  de  la 
demandante  declara  la  Real  orden  im- 
pugnada, es  evidente  que  se  halla  ajus- 
tada á  derecho: 

Conformándome  con  lo  consultado  por 
la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Estado,  en  sesión  á  que  asistieron:  don 
Esteban  Martínez,  Presidente  acciden- 
tal; D.  Feliciano  Pérez  Zamora,  D.  Juan 
de  Cárdenas,  el  Marqués  de  los  Ulaga- 
res,  D.  Ángel  María  Dacarrete,-  D.  Dáma^ 
so  de  A  cha,  D.  Enrique  de  Cisneros,  don 
José  María  Valverde,  D.  Cándido  Martí- 
nez, D.  Julián  García  8an  Miguel,  don 
Juan  Facundo  Riafio,  el  Marqués  de  Ar- 
cicóllar  y  D.  Feliciano  Herreros  de  |Te* 
jada: 

En  nombre  de  mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente 
del  Reino; 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración 
general  óel  Estado  de  la  demanda  dedu- 
cida por  Dofla  Elisa  Bobea  contra  la  Real 
orden  de  29  de  Julio  de  1886,  que  queda 
firme  y  subsistente. 

Publicación:  Leído  y  publicado.,  etc. 
Madrid  9  de  Julio  de  iSSS.^ Antonio  Al- 
cántara.^  (Sentencias  del  C.  de  £.,  1888, 
páginas  683  á  686). 

Sentencia  de  31  Marzo  2  de  Abril  de  1891 , 
declarando  qtie  loa  años  de  carre^-a  ó  e§- 
tudios  sólo  son  abonables  á  los  funcio^ 
narios  que  los  tengan  reconocidos  en  las 
leyes. 

{Tribunal  Contencioso  administrativo). 
cEn  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  81 
de  Marzo  de  1891,  en  e]  pleito  que  ante 
Nos  pende,  en  única  instancia,  entre 
Dofia  Manuela  González  de  Vargas,  en 
su  propio  nomblre,  demandante,  y  el 
Fiscal  en  el  de  la  Administración  gene- 
ral del  Estado,  demandada,  sobre  revo- 
cación  de  la  Real  orden  expedida  por  el 
Ministerio  de  Hacienda  en  20  de  Agosto 
de  1886,  relativa  á  mejora  de  pensión: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero  Mi- 
nistro D.  Dámaso  de  Acha: 

Considerando  que  las  cuestiones  qne 
se  ventilan  en  el  presente  litigio  están 
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edncidas  á  determinar  si  han  debido 
iomputarae  en  las  clasificaciones  de  los 
«rvícíos  preatados  por  D.  Félix  Azpiros 
o«  afios  de  la  carrera  de  Ingenieros,  y 
li  aa  vioda  Dofia  Manaela  Qonzáles  Var- 
^s  tiene  derecho  á  la  pensión  del  Tesó- 
te qae  le  corresponde,  se  regule  por  el 
nayor  sueldo  disfrutado  por  el  causante 
lun  con  posterioridad  á  la  publicación 
leí   Decreto-ley  de  22  Octubre  de  1868: 

Fallamos:  Que  debemos  revocar  y  re 
rocanrios  la  Real  orden  de  20  de  Agosto 
le  1886,  y  en  su  lui^ar  declaramos  que 
Dofia  Manuela  Gonzáles  Vargas  tiene  de- 
recho á  que  la  pensión  del  Tesoro  que 
reclama  se  regule  por  el  sueldo  del  Inge- 
Qiero  Jefe  de  segunda  clase  del  Cuerpo 
Je  Minas,  último  que  sn  marido  D.  Félix 
Azpiroz  y  Dugiols  disfrutó  durante  dos 
Bfioa,  no  siendo  de  abono  en  la  clasifica- 
ción de  éste  los  afios  de  carrera. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  etc. — 
Félix  García  Gómez.— Ángel  María  Da- 
narrete. — Dámaso  de  A  cha.— José  María 
Valverde.— Cándido  Martínez.— Juan  F. 
Riafio. — José  Néfiez  de  Prado. 

Madrid  2  de  Abril  de  1901. — Licencia- 
do  Ricardo  Diaz  Merry  >  {Gaceta  de  19 
de  Septiembre). 

Sefhtencia  de  14  de  Febrero  de  1898^  de- 
clarando que  á  los  funcionarios  jubila- 
dos  que  vuelven  al  servicio  activo  del  Es- 
tado, no  les  son  com^utables  los  servicios 
que  presten^  después  de  la  jubilación, 

{Tribunal  Cotttencioso  administrativo). 
<Eo  la  villa  y  Corle  de  Madrid,  á  14  de 
Febrero  de  1898,  en  el  pleito  que  ante 
Nos  pende,  en  única  instancia,  entre  la 
administración  general  del  Estado,  de- 
mandante, representada  por  el  Fiscal,  y 
Dofia  María  de  las  Nieves  Simón  y  Ubier- 
na,  demandada,  sobre  revocación  de  los 
acuerdos  de  ia  Junta  de  la  Deuda  públi 
ca  de  1.0  de  Diciembre  de  1887  y  de  la 
Jnnta  de  pensiones  civiles  de  12  y  26  de 
Marzo  de  1879: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero  Mi- 
nistro D.  Pedro  de  Madrazo: 

Considerando  que  este  punto  se  halla 
claramente  resuelto  por  el  art.  11  del 
Decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  se- 
gún el  que  la  jubilación  constituye  la  se- 
paración definitiva  del  servicio,  y  todo 
funcionario  que  después  de  jubilado  hu- 
biese vuelto  al  servicio  activo  en  cual- 


quiera de  las  carreras  del  Estado  no  tíe- 
ne  derecho  á  mejorar  su  clasificación,  ya 
por  razón  de  los  nuevos  servicies  presta- 
dos, ya  por  el  sueldo  disfrutado  en  con- 
sideración á  los  mismos: 

Considerando  que,  atendido  esté  tex- 
to, se  deduce  que  los  expresados  acuer- 
dos de  12  y  26  de  Marzo  de  1879,  en  los 
cuales  se  asignó  la  pensión  vitalicia  del 
Tesoro  á  Dofia  María  Manuela  Ubierna, 
fijando  la  cuantía  de  la  misma,  atendien- 
do al  número  de  afios  de  servicios  al  Es- 
tado por  su  esposo,  inchiyendo  en  éstos 
los  prestados  despnés  de  la  primera  ja* 
bilación  de  D.  Salvador  de  Simón  -Rubio 
y  Zaldo,  lesionaron  los  intereses  de  la 
Hacienda,  y  además  infringieron  el  pre- 
cepto legal  antes  citado,  por  lo  cual  pro- 
cede su  revocación  en  vía  contenciosa; 

Visto  el  art.  1 1  del  Decreto-ley  de  22 
de  Octubre  de  1868,  que  dice:  «La  jubi- 
lación constituye  la  separación  definitiva 
del  servicio  Todo  funcionario  que  des- 
pués de  jubilado  hubiese  vuelto  al  servi- 
cio activo  en  cualquiera  de  las  carreras 
del  Estado,  no  tiene  derecho  á  mejorar 
la  clasificación  que  se  le  haya  practicado 
en  aquel  concepto,  ya  por  razón  de  los 
nuevos  servicios  prestados,  ya  por  el 
sueldo  disfrutado  en  consideración  á  los 
mismos>: 

Fallamos:  Que  debemos  absolver  y  ab- 
solvemos á  Dofia  Nieves  Simón  y  IJbier- 
na  de  la  demanda  propuesta  por  el  Fis- 
cal en  nombre  de  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  contra  el  acuerdo  de  la 
Junta  de  la  Deuda  pública  de  l.o  de  Di- 
ciembre de  1877,  y  que  debemos  declarar 
y  declaramos  haber  lugar  á  la  demanda 
en  lo  relativo  á  la  revocación  de  los 
acuerdos  de  la  Junta  de  pensiones  civi- 
les de  12  y  26  de  Marzo  de  1879;  y  en 
cnanto  por  éstos  se  determinóqne  la  pen- 
sión del  Tesoro  abonable  á  Doña  Ma- 
nuela XJbierna  había  de  ser  de  1.375  pe- 
setas, en  vez  de  1.100  pesetas,  que  es  la 
cantidad  correspondiente,  eliminando  los 
afios  de  servicios  prestaclos  por  el  can- 
sante D.  Salvador  de  Simón  Rubio  y 
Zaldo,  después  de  su  primera  jubilación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  etc.— 
Antonio  María  Fabié.- Félix  García  Gó 
mez. — Pedro  de  Madrazo. — Ángel  María 
Dacarrete. — El  Marqnés  de  la  Fuensanta 
del  Valle. -Cándido  Martínez.— José  M. 
Valverde. 

Madrid  25  de  Febrero  de  1893— Li- 
cenciado Luis  Marta  Lorente.%  {Gaceta 
de  11  de  Septiembre  de  1893). 
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Sentencia  de  28  de  Mayo  de  1894,  decía  - 
rando  que  las  viudas  y  huérfanos  de  los 
Presidentes  de  Sala  de  la  Audiencia  de 
Madrid  tienen  derecho  á  3,000  pesetas 
de  pensión. 

( Tribunal  Contencioso  administrativo) . 
«En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Mayo 
de  1894,  en  los  pleitos  acumulados  que 
ante  Nos  penden,  en  única  instancia, 
entre  partes,  en  el  primero,  de  la  una, 
como  demandante,  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  representada  por  el 
Fiscal,  y  de  la  otra,  como  demandados, 
Dofia  Paulina  y  D.  Agustín  de  Ondovilla, 
éste  en  su  propio  nombre  y  en  el  de  su 
hermana  Dofia  María,  de  quien  es  tutor, 
sobre  revocación  ó  subsistencia  del  acuer- 
do de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  26  de 
Septiembre  de  1881;  y  en  el  segundo,  de 
ana  parte  el  mismo  D.  Agustín  da  Ondo 
villa  en  el  expresado  concepto  de  repre- 
sentante legal  de  su  hermana  Dofia  Ma- 
ría, demandante,  y  de  la  otra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  y  en  su 
nombre  el  Fiscal,  sobre  revocación  ó  sub- 
sistencia de  la  Real  orden  expedida  por 
el  Ministerio  de  Hacienda  en  1 4  de  Agos- 
to de  1891 ,  ambas  resoluciones  relativas 
ádeurecho  á  pensión: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero  Mi- 
nistro D.  Ángel  María  Dacarrete: 

Considerando  que  la  cuestión  plantea- 
da por  la  demanda  del  Fiscal  se  reduce  á 
determinar  si  procede  ó  no  la  revocación 
del  acuerdo  de  la  Junta  de  pensiones  ci- 
viles de  26  de  Septiembre  de  1881.  que 
reconoció  á  Doña  María  Ana  Gatto  Du- 
ran con  derecho  á  la  pensión  de  Monte- 
pío de  8.000  pesetas,  declarando  en  su 
lugar  que  sólo  le  tenía  á  la  de  igual  clase 
de  2.600,  y  que  los  causahabientes  de 
aquélla  deben  devolver  las  cantidades 
que  percibiera  de  más,  y  la  cuestión  pro- 
movida en  la  demanda  de  D.  Agustín 
Ondovilla,  natural  é  íntimamente  ligado 
con  la  anterior,  se  reduce  á  decidir  cuál 
de  dichas  dos  pensiones  corresponde  á  la 
huérfana  que  se  halla  en  aptitud  y  con 
derecho  á  disfrutarla,  Dofia  María  de  On- 
dovilla: 

Considerando  que  el  acuerdo  de  la 
Junta  de  26  de  Septiembre  de  1881  fué 
dictado  bajo  el  imperio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  28  del  Decreto  de  10  de  Mayo 
de  1878,  el  cual  prevenía  terminante- 
mente que  la  facultad  ministerial  de  exa- 
minar y  fiscalizar  las  declaraciones  de 
derechos  pasivos  verificadas  por  la  Jun- 


ta cesaba,  salvo  los  casos  de  falsedad  d« 
documentos,  si  no  se  ejercitaba  en  el 
plazo  de  tres  meses,  y  que  por  haber  fe- 
necido este  término  sin  proceder  á  la  re- 
visión del  indicado  acuerdo,  en  la  Real 
orden  de  7  de  Noviembre  de  1887  se 
autorizó  al  Fiscal  del  Consejo  de  Estado 
para  desistir  de  la  demanda  qae  en  9  de 
Julio  de  aquel  año  había  entablado  con- 
tra el  mismo,  desistimiento  qae  se  for- 
muló y  tuvo  por  hecho,  al  par  que  el  re- 
petido acuerdo  se  declaraba  firme  en  pro- 
videncia de  la  Sección  de  lo  Contencioso 
de  16  de  Diciembre  del  mismo  año,  des- 
pués de  lo  cual  es  evidente  que  con  ma- 
yor razón  debe  estimarse  hoy  firme  ana 
resolución  no  revisada  en  término  por  la 
Administración  activa,  y  así  reconocido 
en  1887  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
tiene  en  la  actualidad  á  favor  de  su  fir- 
meza, además  de  la  propia  razón  de  ha- 
ber espirado  el  plazo  sin  revisar  el  desis- 
timiento, de  una  demanda  abandonada: 
Considerando,  en  orden  á  la  segonda 
cuestión,  que  el  derecho  de  Dofia  María 
de  Ondovilla  emana  de  sa  calidad  de 
huérfana  de  un  Presidente  de  Sala  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  que  lo  fué  por  es- 
pacio de  más  de  dos  afios.  y,  según  el 
artículo  1.0,  capítulo  II  del  Reglamento 
de  Montepío  de  Ministerios  y  Tribuna- 
les, las  viadas  y  huérfanos  de  los  Presi- 
dentes de  las  dos  Chancillerías  de  Valla- 
dolid  y  Granada  tenían  asignada  la  pen- 
sión de  12.000  reales  anuales,  que  es  la 
misma  que  vienen  disfrutando  las  viudas 
y  huérfanos  de  los  Regentes  y  Presiden- 
tes de  la  Audiencia  de  Madrid,  de  igaal 
modo  que  los  causahubientes  de  Magis- 
trados del  Tribunal  Supremo  y  Consejo 
de  Estado  gozan  la  que  les  corresponde, 
por  reputárseles  equiparados  á  otros  car- 
gos, no  obstante  ser  la  creación  de  loe 
últimos  posterior  al  Reglamento  del  ci- 
tado Montepío,  por  lo  cual,  y  hallándose 
equiparados  la  condición  y  aneldo  de  loa 
Presidentes  de  Sala  y  el  Presidente  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  que  es  de  ascenso, 
con  relación  á  las  demás  por  el  art.  143 
de  la  Ley  Orgánica  del  Poder  judicial  de 
15  de  Septiembre  de  1870,  existe  igual 
razón  que  en  los  anteriores  para  qne  sas 
viudas  y  huérfanos,  cuyo  derecho  se  ori 
gina  además  del  citado  art.  148,  paedan 
optar  á  la  referida  pensión  de  3.000  pe- 
setas, toda  vez  qne  la  observancia  de  loa 
Reglamentos  de  Montepío,  con  rigor  j  á 
la  letra  ordenada  en  el  Decreto  ley  del 
afio  1868,  no  se  dirige  á  impedir  la  apli- 
cación de  pensiones  establecidas  para 
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«argos  sapritnidoi  á  los  creados  para  sus- 
tituirlos bajo  nombre  distinto,  pero  con 
Análogas  funciones,  según  se  ha  declara- 
Jo  en  Real  decreto-sentencia  de  20  de  Ju- 
nio de  1881  y  sentencia  de  11  de  Julio 
Je  1889: 

Y  considerando,  además,  en  este  caso, 
.que,  conforme  se  había  establecido  tamr 
bien  por  la  jurisprudencia,  las  pensiones 
iransmiaibles  disfrutadas  en  primer  tér- 
tjiino  por  un  causahabiente  deben  trans- 
mitirlas integramente  á  los  sueesores  en 
íkuhI  derecho,  y  habiendo  quedado  firme 
<ei  acuerdo  que  reconoció  la  citada  pen* 
«ion  de  8.000  pesetas  á  Doña  María  Ana 
<jatto  Duran,  no  puede  ser  distinta  la 
transmitida  á  su  hija  á  eu  fallecimiento: 

Fallamos:  Que  debemos  absolver  y  ab- 
solvemos á  Doña  Paulina,  D,  Agustín  y 
Dofia  María  de  Ondovilla  de  la  demanda 
«entablada  por  el  Fiscal  contra  el  acuerdo 
<\e  la  Junta  de  pensiones  civiles  de  26  de 
Septiembre  de  1881,  que  queda  firme  y 
subsistente,  y  que  debemos  revocar  y  re- 
vocamos la  Real  orden  dictada  por  el 
Ministerio  de  Hacienda  en  14  de  Agosto 
•de  1 891  en  la  parte  en  que  ha  sido  ira- 
pugnada,  declarando  en  su  lugar  que 
Dofia  María  de  Ondovilla,  en  concepto 
<]e  huérfana  de  un  Presidente  de  Sala  de 
1h  Audiencia  de  Madrid,  tiene  derecho  á 
Ja  pensión  de  Montepío  de  Ministerios  de 
3.000  pesetas  anuales  desde  el  día  si- 
guíente  al  del  fallecimiento  de  su  madre. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  etc.— 
Félix  García  Gómez.— Ángel  María  Da- 
4íarrete.— Cándido  Martínez.  —  José  M. 
Val  verde. -Juan  F.  Riafio. 

Publicación.— Leída  y  publicada,  etc. 

Madrid  28  de  Mayo  de  1894.— Luí*  ác 
Urquiola.»  {Gaceta  de  12  de  Octubre). 

JSentencia  de  o  de  Diciembre  de  1894 ^  de- 
clarando que  son  de  abono  para  la  ju- 
bilación lo»  servidos  prestados  como 
Ayudante  y  Jefes  de  Cárceles. 

(Trib,  Cont,  Admvo).  «En  la  villa  y 
Oorte  de  Madrid,  á  6  de  Diciembre  1894, 
«n  el  pleito  que  ante  Nos  pende,  en  úni- 
ca instancia,  entre  el  Licenciado  D.  Fer- 
nando Mayoral,  que  representa  á  D.  Die- 
^o  de  Rute,  demandante,  y  el  Fiscal,  á 
nombre  de  la  Administración  general, 
<lemandada,  sobre  revocación  de  la  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
<;tenda  en  16  de  Enero  de  1891,  relativa 
Á  mejora  de  clasificación: 

Resaltando  que  D.  Diego  de  Rute  des- 


empeñó los  sigaientes  cargos:  primero, 
Ayudante  de  la  Cárcel  de  Málaga  por 
nombramiento  del  Jefe  político  de  la 
provincia,  con  el  sueldo  de  1.750  pesetas, 
desde  5  de  Mayo  de  1846  hasta  12  de 
Julio  de  1866;  según io.  Oficial  cuarto  de 
la  Administración  de  Correo»  de  Málaga 
por  nombramiento  de  la  Dirección  gene- 
ral del  ramo,  con  el  sueldo  de  1.260  pe- 
setas, desde  19  de  Octubre  de  1866  hasta 
28  de  Noviembre  siguiente;  tercero.  Ayu- 
dante de  la  Cárcel  de  Málaga  por  nom- 
bramiento del  Gobernador  de  la  provin- 
cia, con  el  sueldo  de  1.000  pesetas,  des- 
de 10  de  Marzo  de  1867  hasta  10  de  Oc- 
tubre de  1868;  cuarto,  Alcaide  de  la  cita- 
da Cárcel  por  nombramiento  del  Gobier- 
no de  la  República,  con  el  sueldo  de 
8.000  pesetas,  desde  14  de  Julio  de  1874 
hasta  11  de  Septiembre  de  1882;  quinto. 
Director  de  la  misma  Cárcel,  con  nom- 
bramiento de  Real  orden  y  sueldo  de 
3.000  pesetas,  desde  12  de  dicho  mes  y 
afio  hasta  19  de  Octubre  de  1887;  y  sex- 
to. Subdirector  de  primera  clase  del 
Penal  de  Granada,  con  sueldo  de  8.600 
pesetas,  desde  27  de  Agosto  de  1888 
hasta  4  de  Octubre  de  1889,  en  que  que- 
dó cesante : 

Resultando  que  por  Real  orden  de  27 
de  Septiembre  de  1889,  expedida  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  fué  de- 
clarado jubilado,  y  en  instancia  de  28  de 
Octubre  siguiente  pidió  su  clasificación: 

Resultando  que  la  Junta  de  clases  pa- 
sivas en  9  de  Julio  de  1890,  le  reconoció 
de  abono  veinte  afios,  ocho  meses  y  dos 
días,  y  le  declaró  sin  derecho  á  sefiala- 
miento  de  haber  pasivo,  toda  vez  que  el 
regulador  que  se  le  podría  reconocer  no 
le  disfrutó  los  dos  afios  prevenidos  en  la 
Ley  de  Presupuestos  de  1866: 

Resultando  que  interpuesto  recurso  de 
alzada  contra  este  acuerdo,  fué  desesti- 
mado por  Real  orden  de  16  de  Enero 
de  1891,  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  Dirección  general  de  lo  Con- 
tencioso: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Fer- 
nando Mayoral,  á  nombre  de  D.  Diego  de 
Rute,  dedujo  recurso  contencioso  admi- 
nistrativo contra  la  anterior  Real  orden 
y  formalizó  la  demanda,  con  la  súplica 
de  que  se  revoque  dicha  resolución  y  se 
declare:  primero,  que  son  de  abono  los 
servicios  prestados  como  Ayudante  de 
la  Cárcel  de  Málaga  y  como  Alcaide  y 
Director  de  la  misma,  los  cuales  com- 
prenden un  período  de  quince  años,  cua- 
tro meses  y  veintiséis  días,  que,  unidos 
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á  loB  veinte  afios,  ocho  meces  y  doB  días 
qoe  se  le  reconocen  en  la  Real  orden  re- 
clamada, forman  nn  total  abonable  de 
treinta  y  seis  afios,  dos  meses  y  velnti- 
ocho  días;  y  segando,  qne  se  declare  el 
derecho  qne  asiste  al  demandante  por 
■efialamiento  de  haber  pasivo,  regulado 
por  el  aneldo  de  tf  000  pesetas  anuales 
como  Director  de  la  Cárcel  de  Málaga: 

Resaltando  que  emplazado  el  Fiscal, 
contestó  á  la  demanda,  con  la  súplica  de 
que  se  absuelva  de  ella  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  y  se  confirme  la 
Real  orden  reclamada: 

Resultando  que  el  actor  ha  solicitado 
la  celebración  de  la  vista  pública,  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  el  art.  69  de  la 
Ley: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Consejero 
Ministro  D.  Ángel  María  Dacarrete: 

Vista  la  regla  6  a^  disposición  26  de  la 
Ley  de  presupuestos  de  1885,  según  la 
cual,  el  tiempo  de  servicios  se  contará 
desde  que  los  empleados  en  propiedad 
hayan  tomado  posesión  de  sus  destinos 
con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes, 
cumplida  la  edad  de  diez  y  seis  afioe: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Octubre 
de  1848,  en  la  cual  el  Gobierno  provisio- 
nal autorizó  á  los  Jefes  políticos  para 
hacer  nombramientos  en  las  vacantes 
qne  ocurrieran  en  los  Alcaides  de  las 
Cárceles  de  partido: 

Visto  el  art.  i.®  de  la  Ley  de  Prisiones 
de  26  de  Julio  de  1840,  según  el  cual,  el 
nombramiento  de  Alcaides  para  las  Cár- 
celes de  las  capitales  de  provincia  y  de 
los  partidos  judiciales  corresponde  al 
Gobierno,  á  propuesta  de  los  Jefes  polí- 
ticos, y  á  éstos  el  de  los  demás  em- 
pleados: 

Visto  el  art.  29  de  la  misma  Ley,  que 
previene  que  el  personal  y  material  de 
ios  establecimientos  penales  será  de  car- 
go del  Estado: 

Vista  la  Real  orden  de  28  Septiembre 
del  mismo  afio,  que  dispone  que  hasta 
que  el  personal  y  material  de  cárceles 
se  incluya  en  el  presupuesto  del  Estado, 
continúe  incluyéndose  en  los  provincia- 
les y  municipales  en  concepto  de  antici- 
po reintegrable  en  su  día  de  los  fondos 
del  Estado: 

Visto  el  art.  11  de  la  Ley  de  presu- 
puestos de  1866,  que  dice:  «Desde  la  pu- 
blicación de  esta  Ley  sólo  será  de  abono 
para  derechos  pasivos  el  tiempo  que  se 
sirva  en  destinos  de  planta  cuyos  suel- 
dos figuren  en  el  presupuestoi: 

Visto  el  art.  10  de  la  Ley  de  28  de  Fe- 


brero de  1878,  según  el  caal:  «Hasta  qae 
se  apruebe  una  Ley  general  de  clase» 
pasivas,  serán  estrictamente  cumplida» 
todas  las  disposiciones  del  Decreto-ley 
de  28  de  Octubre  de  1868,  á  contar  de«- 
de  la  fecha  del  mismo,  pero  sin  que  ei» 
ningún  caso  poeda  tener  en  su  aplica- 
ción efecto  retroactivo,  con  respecto  á> 
los  derechos  fundados  en  Leyes  anterio- 
res y  á  los  abonos  de  servicios  por  nono- 
bramiento  de  Autoridad  competente  de- 
legada, en  empleos  de  planta  consigna- 
dos en  los  presupuestos  del  Estado»: 

Considerando  que  el  cargo  de  Ayudan- 
te de  la  cárcel  de  Málaga,  servido  por 
D.  Diego  de  Rute  en  virtud  de  nombra* 
miento  del  Jefe  político  de  1846,  no  pue- 
de entenderse  hecho  por  Autoridad  com- 
petente delegada,  en  razón  á  que  la  Real 
orden  de  8  de  Octubre  de  1848  sólo  aa- 
torizó  á  aquellos  funcionarios  para  nom- 
brar á  los  Alcaides: 

Considerando  qne  el  nombramiento* 
del  interesado  para  el  mismo  cargo  en 
1867  ya  lo  fué  en  virtud  de  la  delegación 
^hecha  en  favor  de  los  Jefes  políticos  por 
virtud  del  art.  4.o  de  la  Ley  de  26  de 
Julio  de  1849: 

Considerando  que  según  la  jnrispm- 
dencia  constante,  el  Decreto  ley  de  22  de 
Octubre  de  1868  no  tiene  efecto  retroac- 
tivo en  cuanto  deniega  el  abono  de  ser- 
vicios prestados  por  nombramiento  de 
Autoridad  competente  delegada,  pne» 
así  lo  preceptúa  en  el  artículo  10  la  Lej 
de  presupuestos  de  1878,  y  por  consi- 
guiente, bftjo  este  concepto  son  de  abono- 
ai  demandante  los  servicios  de  qne  se 
trata: 

Considerando  qoe  la  citada  ley  de  1849^ 
en  su  art.  28,  declaró  que  el  material  y 
personal  de  cárceles  estarán  á  cargo  del 
Estado,  y  por  tanto,  el  sueldo  percibido 
por  el  demandante  debe  entenderse  con 
cargo  al  presupuesto  general  del  Estado, 
con  tanto  más  motivo  cuanto  que  la  Real 
orden  de  28  de  Septiembre  del  mismo 
año,  al  prevenir  que  mientras  las  Corte» 
aprobaran  el  crédito  necesario,  conti- 
nuarán incluyéndose  en  los  presupuestoe 
provinciales  y  municipales,  pero  en  el 
concepto  de  anticipo  reintegrable  en  en 
día  por  los  fondos  generales  del  Estado: 

Considerando  que  los  servicios  poste- 
riores de  Alcaide  y  Director  de  la  cárcel 
de  Málaga  y  Subdirector  del  penal  de 
Granada  reúnen  todo  el  requisito  de  lni<^ 
berse  prestado  á  virtud  de  nombramien* 
to  del  Gobierno  de  la  Nación  ó  de  Beel 
orden,  y  además  los  sueldos  en  so  vhfÍiMÍ 
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percibidos  lo  fueron  de  los  fondos  gene- 
rales del  Estado,  ya  en  la  forma  antes 
enunciada,  ya  mediante  consignación  en 
preenpnestos: 

Y  considerando  qae  si  bien  el  saeldo 
de  8.500  pesetas  con  qae  estaba  dotado 
el  último  de  los  destinos  expresados  no 
le  disfrotó  el  demandante  durante  dos 
afiofl,  en  observancia  de  lo  prevenido  en 
la  regla  2.a  de  las  disposiciones  de  la 
sección  6.^  de  la  Ley  de  presupuestos 
de  1865,  debe  acumularse  el  tiempo  in- 
vertido en  dicho  destino  al  del  anterior, 
y  tomar  por  consiguiente  como  regula- 
dor el  sueldo  de  8.000  pesetas  que  el  in 
teresado  disfrutó  por  mAs  de  dos  afios: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  de- 
claramos que  son  de  abono  para  jubila- 
ción los  servicios  prestados  por  el  de- 
mandante como  Ayudante  y  Alcaide  de 
la  cárcel  de  Málaga  desde  que  se  pose- 
sionó en  1857  por  todo  el  tiempo  que  sir- 
vió dichos  cargos,  así  como  también  el 
correspondiente  al  destino  de  Subdirec- 
tor del  penal  de  Granada,  debiéndose 
tomar  como  regulador  del  haber  paeivo 
qae  le  corresponda  el  sueldo  de  8.000  pe- 
setas que  disfrutó  por  más  de  dos  años: 
en  lo  que  con  estas  declaraciones  esté 
conforme  la  Real  orden  reclamada  de  16 
de  Enero  de  1891,  la  confirmamos,  y  en 
lo  que  no,  la  revocamos. 

Así  por  nuestra  sentencia,  etc.—Félix 
García  Gómez — Pedro  de  Madrazo. — 
Ángel  María  Dacarrete.— -El  Marqués  de 
la  Fuensanta  del  Valle.— Juan  F.  Riafio. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1894.— Li- 
cenciado, José  Maria  Angorta.*  (Gaceta 
de  21  de  Julio). 

Sentencia  de  31  Mayo  11  de  Junio  de  1895, 
declarando  que  los  Auxliares  de  la  Se- 
cretaria del  Ministerio  de  Orada  y  Jus- 
ticia se  hallan  incorporados  al  Montepío 
y  sus  viudas  tienen  derecho  á  pensión. 

(Tribunal  Contencioso  administrativo). 
c£n  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  81  de 
Mayo  de  1895,  en  el  pleito  que  ante  Nos 
pende,  en  ónica  instancia,  entre  partes, 
de  la  una  Dofia  Encarnación  García  On- 
ti veros,  demandante,  en  su  propio  nom- 
bre, y  de  la  otra  la  Administración  gene 
ral  del  Estado,  demandada,  representada 
por  el  Fiscal,  sobre  revocación  ó  subsis- 
tencia del  acuerdo  del  Tribunal  guberna- 
tivo del  Ministerio  de  Hacienda  de  80 
de  Enero  de  1894,  relativo  á  derecho  á 
pensión: 
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JUDICATURA. -Dignidad  6  empleo 
de  Juez,  dice  el  Dicciotmrio  de  la  lengua. 
La  Judicatara  constituye  an  ur^caniamb 
formado  por  funcionarios  dé  diferentes 
categorías;  y  se  toma  también  en  el  con- 
cepto de  carrera  profesional «  en  cuyo 
caso  suele  comprenderse  en.  ella,  no  sólo 
á  los  jueces,  sino  también  á  los  magis- 
trados encargados  de  la  administración 
de  justicia. 

A  que  ésta  se  administre  rectamente, 
á  que  Ih  ley  se  cumpla  y  á  que  sos  in- 
fractores sufran  las  currespondientei 
sanciones,  contribuyen  también  los  fun- 
cionarios del  Ministerio  fiscal. 

Concurriendo  al  mismo  fin  las  funcio- 
nes de  los  jueces,  las  de  los  magistrados 
y  las  de  los  individuos  del  Ministerio  ds* 
cal,  la  misión  de  éstos  y  el  procedimien- 
to que  siguen  son  diferentes  á  los  de 
aquéllos,  y  por  tales  rezones  es  distinta 
la  denominación  con  que  se  designa  co- 
lectivamente á  unos  y  á  otros. 

De  los  primeros  se  dice  que  pertenecen 
á  la  Judicatura;  los  últimos  constituyen 
la  carrera  fiscal. 

(V.  Fiscal  9  págs.  899  y  400  de  este 
tomo  y  Tribnnales). 


JUDÍO.^Individuo  del  pueblo  israe 
lita  ó  bebreu,  descendiente  de  la  tribu  de 
Jada,  de  la  cual  toma  el  nombre. 

Cautivos  primero  en  Babilonia,  expul- 
sados después  de  Jerusalén  por  Tito,  y 
destruida  su  ciudad,  llegaron  á  Espafia 
numerosos  individuos  de  aquella  raza, 
brillando  muchos  en  las  letras  y  contribo 
yendo  colectivamente  al  fomento  fabril, 
agrícola  y  comercial  en  los  diferentes 
períodos  de  nuestra  Historia. 

Por  razones  de  carácter  religioso  fue- 
ron objeto  de  especiales  tratamientos,  y 
basta  se  les  llegó  á  expulsar  de  la  Pe- 
nínsula. 

Nuestras  antiguas  leyes,  y  especial- 
mente la  Novísima  Recopilación,  tratan 
de  ellos  en  numerosos  y  detallados  pre- 
ceptos. 

Establecida  la  libertad  de  cultos  en  la 
Constitución  del  Estado  de  1869,  tole- 
rada en  la  de  1876.  boy  vigente,  y  some- 
tidos al  Código  penal  y  leyes  de  procedi- 
mientos los  individuos  que  delinquen  en 
territorio  español,  la  condición  de  judío 
ha  perdido  su  típico  carácter  bajo  el  pun- 
to de  vista  legal,  y  en  la  actualidad  se  ha- 
llan sometidos,  á  la  vez  que  amparados 
por  las  leyes  generales,  así  respecto  al 


caito,  como  á  los  demás  derechos  y  libei- 
tades  que  la  vigente  Constiinoión  garan- 
tiza. (Véase  CoMitltaclóii  polillea,  t.  I, 
pág.  766), 

Por  lo  que  respecta  aeí  á  los  indios 
como  á  todos  los  que  se  hallen  recíñaos 
en  las  Prisiones  y  que  profesen  religión 
distinta  de  la  del  Estado,  ó  sea  de  la  cm- 
lólica,  el  art.  61  del  Reglamento  de  la 
Prisión  celular  de  Madrid,  que,  á  nues- 
tro juicio,  es  precepto  aplicable  á  las  de- 
más, dice:  «8i  entre  los  reclusos  hubiera 
alguno  que  no  profese  la  religión  del  £«• 
tado,  el  Vocal  eclesiástico  dará  cuenta  á 
la  Junta  local,  para  que  ésta,  en  caso  M 
necesidad,  procure  al  recluso  los  auxilios 
espirituales  que  reclame>.  (Véanse  ade- 
más, arts.  68,  núm.  7.0;  199,  200  y  370 
del  mismo  Reglamento). 


JUECES. — «Los  juzgadores  han  nom- 
bre de  jueces,  que  quiere  tanto  decir  co- 
mo bornes  buenos,  que  son  puestos  para 
mandar  et  facer  Derecho»  (1) 

Juez  es  el  que  está  revestido  de  !a  po- 
testad de  administrar  justicia  á  los  par- 
ticulares, ó  sea  de  aplicar  las  leyes  en 
los  juicios  civiles  ó ^n  los  criminales. — 
(Eacriche). 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
trata  de  las  competencias,  en  el  art.  20; 
de  las  relaciones  entre  Jueces  y  Tribu- 
nales, relativas  á  suplicatorios,  exhortos 
y  mandamientos,  en  sos  arts.  183  á  196; 
desús  deberes  en  cuanto  á  la  estadística 
judicial,  en  los  247  á  267;  de  la  formación 
del  sumario,  en  los  303  y  siguientes;  de 
los  jueces  especiales,  en  el  303  á  306;  de 
la  delegación  de  los  jueces  de  instruc- 
ción en  los  municipales,  en  los  810  á  318. 
El  art.  14,  núm.  l.<>,  determina  la  compe- 
tencia de  los  jueces  municipales  en  loa 
juicios  sobre  faltas;  y  los  307,  808  y  317. 
se  ocupan  de  la  forma  en  que  dichos 
jueces  han  de  practicar  las  primeras  di- 
ligencias del  sumario,  ó  sea  la  preven- 
ción de  las  causas  criminales.  (La  citada 
Ley  de  Enjuiciamiento  queda  inserta  en 
las  págs.  1 10  á  218  de  este  tomo.  Véanse 
además  Jnrado  y  Tribunales). 


JUEGOS  PROHIBIDOS.— No  conoce- 
mos, dice  el  8r.  Viada,  ninguna  ley  qne 
los  defina;  y  en  la  dificultad  de  enome- 


(1)    Partidas.',  tít.  IV,  ley  !.• 
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mr  los  machos  conocidos,  diremos  qae 
por  tales  jnegos  d«»ben  entenderse  sqae- 
Uos  qae  no  exigen  absol atañiente,  ni 
destreza  ni  cálculo  algano,  dependiendo 
•a  resaltado  exclusivamente  de  la  casua- 
lidad ó  del  asar. 

<£ntre  los  elementos  de  corrapción 
qoe  más  desastrosas  consecuencias  pro 
dacen  en  el  seno  de  la  sociedad,  ninguno 
tan  transcendental  y  de  resaltados  tan  fu- 
nestos como  los  juegos  de  suerte,  envite 
ó  axar^  porque  no  sólo  afectan  á  la  for 
tana  y  comprometen  la  pa¿  y  la  dicha  de 
las  familias,  sino  que  relajan  las  costum- 
bres, pervierten  y  extravían  los  más  no- 
bles instintos,  y  son  el  foco  inmundo  de 
donde  sale  la  gran  parte  de  los  odios  y 
crímenes,  que  manchan  desgraciadamen- 
te los  anales  de  nuestra  época  >  (1). 

No  es  de  extrañar,  por  lo  tanto,  que  to- 
das las  legislaciones  hayan  considerado 
como  delito  semejante  clase  de  juegos. 

Al  objeto  de  nuestra  obra,  parécenos 
oportuno  dividir  en  dos  grupos  los  jue- 
gos prohibidos,  comprendiendo  en  uno 
los  qae  tienen  lugar  en  la  vida  libre,  y 
en  otro  los  que  se  practican  en  el  inte- 
rior de  las  Prisiones. 

Olasifícanse  los  juegos  en  lícitos  é  ilíci- 
tos; 7  varios  que  tienen  el  primer  carác- 
ter y  son  permitidos  ruando  se  trata  de 
personas  libres,  son  ilícitos  bajo  el  pun- 
to de  vista  legal  ó  reglamentario,  y  se 
prohiben  cuando  los  que  toman  parte  en 
ellos  son  reclusos.  De  aquí  que  estime- 
mos conveniente  la  división  que  antes 
se  indica. 

Juegos  prohibidos  en  la  vida  libre. 

De  ellos  se  han  ocupado  nuestras  le- 
yes, así  aiHiguas  como  modernas;  de 
ellos  trata  el  Código  penal  vigente,  6jan 
do  lascoriespondientes  sanciones,  y  para 
aa  persecución  y  castigo  se  han  publica- 
do repetidas  Reales  órdenes  por  los  Mi- 
nisterios de  la  Gobernación  y  de  Gracia 
y  Justicia,  y  distintas  circulares  por  la 
jPiscalía  del  Tribunal  Supremo. 

Seguidamente  insertamos  los  precep- 
tos más  pertinentes  al  caso  y  al  objeto 
de  esta  obra. 

Código  penal— De  los  juegos  y  rifas. 

Tratan  de  esta  materia,  como  consti- 

(1)  Del  preámbulo  úe  la  Real  orden  de  25 
de  Mayo  de  1853,  dictada  para  perseguir  y 
castigar  las  partidas  de  juego. 
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•08  consecaenciai,  liempre  resalta  per- 
tarbador  para  el  régimen»  como  íácil- 
meote  se  comprende,  teniendo  en  coenta 
la  índole  de  los  individoos  qae  en  él  to- 
man parte  y  el  carácter  especial  de  los 
establecimientos. 

No  se  han  dictado  disposiciones  espe- 
ciales respecto  at  particular;  pero  en  las 
promulgadas  para  regalar  los  servicios, 
se  han  inclaído  preceptos  prohibitivos 
referentes  al  jaego.  De  ellos  sacamos  y 
presentamos  aquí  reaoidos  los  slgaientes: 

IfovÍ8Íma  Becopiheión ,  libro  XII,  ti- 
tulo XXXVIII 

Ley  T.^Sn  las  Caréeles  de  ChaneUU- 
ría  no  se  consienta  á  loa  presos  juegos  de 
dados  y  naipes,  y  sus  Alcaides  lo  observen 
con  lo  demás  prevenido  en  esta  ley, 

^  €  Mandamos  á  los  nuestros  Presidentes 
y  oidores  tengan  especial  cuidado  de 
proveer  que  en  las  cárceles  de  nuestras 
Gbanci Herías  no  se  consienta  ni  dé  lugar 
que  loe  presos  ni  otras  personas  jueguen 
en  la  dicha  cárcel  á  los  dados  dinero  ni 

otra  cosa  alguna; y  mandamos  que 

tengan  cuidado  si  esto  se  guarda,  qae  ex- 
cediendo en  ello  castiguen  al  Alcaide  co- 
mo les  pareciere » (C.  L,  de  C.,  págs.  17 

y  18). 

Ordenanza  de  Presidios  de  1834, 

De  los  Comandantes  de  Presidios. 

< Art.  86.     Las  obligaciones  de  los 

Comandantes  de  Presidios,  son: 

13.    Celar  para  qne  dentro  de  su 

establecimiento,  no  se  venda  ni  conser- 
ve vino  ni  licores,  ni  se  permitan  dados, 
naipes,  ni  juego  de  interés  de  ninguna 
clase »  (C  L.  de  P.,  tomo  I,  pág.   18). 


De  los  cabos  de  vara, 

«Art.  116.  Las  obligaciones  de  los  ca- 
bos  de  vara  son: 

.,...  9.^  Estos  (los  cabos  de  vara)  en 
el  suyo  (en  su  dormitorio)  podrán  con- 
versar y  entretenerse,  pero  no  en  juegos 
de  naipes  y  otros  prohibidos,  hasta  la 
hora  de  retreta,  en  qne  serán  los  prime- 
roa  á  dar  ejemplo,  retirándose  cada  uno 
á  su  cama  á  la  voz  del  cabo  de  cuartel  y 
lo  mismo  cuando  oyesen  la  voz  de  si- 
lencio  »  (Id.  id.,  pág.  29). 


De  los  presidiarios  en  gemertd» 

<  ..^.  Art.  119*  Las  obligaeiones  de 
los  presidiarios  dentro  y  foerm  de  los  de- 
pósitos y  Presidios  son: 

10.    No  podrán  tener  en  mu  podfr 

naipes,  dados,  tabas  ni  otra  eepeete  éb 
jaegos  en  que  pueda  atravesarse  Inte- 
rés  >(Id.  id.   pág.  82). 

3  de  Marzo  de IStí.-Farteadieionélála 
Ordenanza  getieral  de  iVíSkíias.— IW- 
bajos  de  obras  públicas. 

€ Art.  46.     Evitorán  (loe  capetacet) 

el  juego,  y  procurarán  qoe  ningún  indi- 
viduo de  las  brigadas  se  detenga  en  las 
cantinas  que  sé  creyere  necesario  per- 
mitir á  las  inmediaciones  de  loa  enálte- 
les  >  (Id.  id.,  pág.  226). 

Reglamento  de  5  de  Setiembre  de  ÍBU. 

De  los  cabos  de  vara. 

« Vigilarán  con  el  majror  enMn> 

para  qae  no  haya  juegos  de  ninguna  es- 
pecie  >  (Id.  id.,  pág.  286). 

De  los  capataces. 

< Celarán  que  no  haya  joegos  ée 

ninguna  clase »  (Id.  id.,  pág.  287). 

De  los  Comandantes. 

€ Procurarán  ignalmente  qas  si 

servicio  de  puertas  y  barreras  se  liase 
con  la  más  rigurosa  exactitud;  y  asi  es 
ninguno  deben  disimular  falta  algaot, 
con  mayor  motivo  en  estos  parajes,  por- 
que consiguiendo  no  entren  bebidss  eo 
el  establecimiento,  barajas  ni  eíectoe  de 
los  prohibidos evitarán  quimeras,  «de- 
sazones y  raterías.  Con  estm  medida  y  b 
conveniente   para  que   no    haya  jae^s, 
estén  seguros  que  no   lamentarán  dei- 
graclas  en  sus  establecimientos  y  dee- 
aparecerán  de  ellos  los  incorregibles  y  k 
imposición  de  castigos  jostoe......  (Idea 

id.,  pág.  292). 

Reglamento  de  25  de  Ago9to  de  ISG, 

< Art.  64.     Se  les  prohibe  también 

(á  los  reclusos)  toda  clase  de  juegoSM^» 
(El^  Reglamento  integro,  queda  iassrtD 
en 'el  tomo  I,  págs.  261  á  266). 
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<|ae  han  de  ajustarse  laa  autoridades  y 
sus  deleg^ados  y  asentes,  ^pans*  la  perse- 
cución del  delito  de  referencia. 

Una  disposición  inás  en  el  mismo  sen- 
tido y  con  igual  propósito,  no  haría  sino 
complicar  la  materia  tratada  ya  anterior- 
mente bajo  todos  sus  aspectos. 

Lo  que  se  necesita  es  que  las  dictadas 
anteriormente  se  cumplan  por  to<lo8  con 
escrupulosa  exactitud,  penetrándose  las 
autoridades  de  que  no  son  letra  muerta, 
y  que  sagrados  intereses  sociales  recla- 
man su  rigurosa  aplicación,  para  poner 
término  á  un  mal  de  tan  funestas  conse- 
cuencias. 

La  circular  de  14  de  Septiembre  1888 
(G'ac^^a  del  16),  aclara  todas  las  dudas 
que  puedan  surgir  en  1^  práctica  de  este 
importante  servicio,  con  relación  á  la  Ley 
de  Asociaciones;  marca  el  procedimien- 
to que  corresponda  á  la  autoridad  guber- 
nativa; sefíala  la  jurisprudencia  estable- 
cida y  recopila,  en  fin,  cuanto  se  ha  le- 
gislado so^re  la  materia,  en  armonía  con 
las  leyes  generales. 

Esta  disposición,  con  las  que  le  son 
anejas,  como  también  la  circular  de  la 
Fiscalía  del  Tribunal  Supremo  de  U  de 
Octubre  de  1889  {Gaceta  del  17),  y  las 
sentencias  dictadas  posteriormente  por 
el  mismo  Tribunal,  han  de  servir  de  nor- 
ma á  las  autoridades  para  la  represión 
del  juego  ilícito,  á  fin  de  que  no  quede 
impune  en  ningún  caso. 

En  su  virtud,  recomiendo  á  V.  8.  con 
todo  encarecimiento  que,  penetrado  de 
la  misión  que  en  este  punto  le  encomien- 
dan las  leyes,  y  de  acuerdo  siempre  con 
las  autoridades  judiciales,  preste  aten- 
ción preferente  al  servicio  de  que  se  tra- 
ta, y  sin  vacilación  ni  consideraciones  de 
ningún  género  proceda  con  toda  energía 
á  la  persecución  de  los  juegos  ilícitos, 
para  que  la  acción  de  los  Tribunales  re- 
sulte eficaz  y  sea  firme  garantía,  median- 
te la  aplicación  de  las  leyes,  del  castigo 
del  delito  en  cuestión. 

Todo  esfuerzo  que  en  este  sentido  ha- 
gan las  autoridades  y  sus  agentes,  será 
motivo  de  especial  consideración  por 
parte  del  Gobierno,  que,  á  la  vez,  em- 
pleará severo  rigor  con  los  delegados  de 
iñ  autoridad  que  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  demuestren  negligencia  ú  ob- 
serven una  conducta  dudosa  que  dé  mo- 
tivo ó  pretexto  á  que  la  opinión  pública 
sefiale  inteligencias  punibles  con  los  que 
incurren  en  la  responsabilidad  que  las 
leyes  penales  determinan. 

De  Real  orden,  etc.— Madrid   25  de 


Marzo  de  1S92,^ Elduay en, -^r.  Gober- 
nador de  la  provincia  de >  lOaceta  20 

de  Mano). 

•  •  * 

t  OomiiTAaios.— Vamos  á  dedicar  bre- 
ves líneas  á  cada  una  de  las  clases  en 
que  dividimos^  los  juegos  prohibidos. 

Juegos  prohibidos  en  la  vida  libre. 
Importante9.ihan  sido  hasta  la  fecha  las 
disposiciciones  probi|)itivas  que  se  han 
dictado  y  las  sauciones  penales  en  ellas 
consignadas,  para  concluir  con  el  vicio 
del  juego;  pero  han  sido  impotentes  para 
conseguirlo  y  lo  seguirán  siendo. >  jua- 
gar por  lo  que  ensefia  una  larga  y  no  in- 
terrumpida experiencia. 

Opinamos  que  no  existe  un  pVincipio 
fijo  en  que  pueda  basarse  una  clasifica- 
ción de  los  juegos  en  lícitos  é  ilícitos, 
para  permitir  unos  y  penar  otros.  Si  el 
Estado  fuera  consecuente  y  para  prohi- 
bir los  juegos  llamados  de  suerte  ó  asar, 
atendiera  á  razones  de  moralidad,  debie- 
ra proscribir  la  lotería  que  él  ha  estable- 
cido y  dirige  y  administra,  y  en  la  cnai 
se  atraviesan  gruesas  cantidades,  con  la 
particularidad  de  que  el  Estado  se  halla 
seguro  de  no  perder  coando  se  convierte 
en  banquero,  que  á  tanto  equivale  la  lo- 
tería oficial,  y  de  antemano  calcula  con 
bastante  aproximación  sus  ganancias. 
En  perseguir  al  banquero  particular,  por- 
que ea  débil,  y  sostener  el  Estado,  por- 
que es  fuerte,  lo  mismo  que  en  el  indivi- 
duo pena,  parécenos  que  no  es  equitati- 
vo, y  que  con  tal  proceder  se  comete,  al 
mismo  tiempo  una  inconsecuencia  ma- 
nifiesta, una  arbitrariedad  evidente. 

Tampoco  puede  servir  de  base  la  can- 
tidad que  en  el  juego  se  atraviese,  por- 
que para  personas  que  disponen  de  con- 
siderables riquezas,  resulta  insignifican- 
te la  pérdida  de  determiuada  suma,  que 
tratándose  de  otras,  de  posición  modea- 
ta,  constituye  su  completa  ruina. 

Ni  la  índole  ni  el  nombre  de  los  jue- 
gos puede  servir  de  base,  pues  cabe  que 
los  llamados  de  envite  y  azar,  sólo  sirvan 
de  mero  pasatiempo  para  ciertas  per- 
sonas, y  en  los  considerados  como  lícitoa 
se  arriesgue  la  fortuna  de  individnoa  y 
familias 

Observando  lo  que  en  la  realidad  sn- 
cede,  más  contribuyen  tales  prohibicio- 
nes á  aumentar  la  inmoralidad  y  á  dea- 
prestigiar  á  los  encargados  de  persegoir 
los  referidos  juegos,  que  á  robnsteoer  la 
moral  y  mejorar  las  costumbres.  £1  deaeo 
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dinero  y  faesen  ni  calahoso.  Quisieron 
reaÍBlirse,  viiliéndoee  para  ello  de  las  ar- 
mas que  tenían  y  de  la  superioridad  del 
número,  k\  mismo  tiempo  que  del  escán- 
dalo producido  en  la  brigada.  Pero  la  se 
renidad  y  entereza  de  aquel  distinguido 
y  enérgico  funcionario,  logró,  con  no  pe 
queño  riesgo  de  su  vida,  dominar  el  al- 
boroto, y  aunque  no  extirpar  |>or  com- 
pleto, sí  disminuir  en  mucho  tan  tras- 
tornadora  corruptela.  El  premio  de  este 
■ervicio  fué  una  lluvia  de  calumniosas 
denuncias  contra  él  y  un  traslado  ó  otro 
pena!,  que  así  suele  pagarse  á  los  em- 
pleados de  establecimientos  penales  el 
exacto  y  peligroso  cumplimiento  de  su 
difícil  misión. 

Cuando  el  juego  de  naipes,  la  lotería, 
el  dominó  y   demás  análogos,  se   persi 
gnen  sin  descanso^  y  se  castigan  las  fal- 
tas con   rigor,  los  penados  inventan   y 
adoptan  otros  conocidos  sólo  en  las  Pri 
siones.  Ol  de  «La  Morra»  se  halla  bastan 
te  generalizado.  Consiste,  como  los  prác 
ticos  saben,  en   una  combinación  de  los 
dedos  de  las  manos,  con  los  números  que 
de  palabra  expresan.  Pueden  tomar  par 
te  en  él  dus  ó  más  personas  Cada  juga 
"  dor   habla   por  turno,  y  es  preciso  que 
acierte  el  número  de  dedos  que  el  con 
trario  extiende  al  mismo  tiempo  que  él 
expresa  el  número,  sin  que  nunca  pasen 
de  tres.  De  este  modo  continúan   hasta 
llegar  al  número  de  tantos  establecido 
para  ganar. 

Otras  veces  toman  como  medio  para 
juego  una  circunstancia  casual,  impre- 
vista, debida  sólo  al  asar.  El  vuelo  de 
ana  paloma  ó  de  un  gorrión  á  determi- 
nada hora,  también  les  sirve  de  suerte 
Si  crusa  el  patio  ó  sitio  donde  están  los 
▼agabundos  jugadores,  ganan  ó  pierden 
los  unos  ó  los  otros,  según  que  hayan 
puesto  á  la  aOrmativa  ó  á  la  negativa. 


JUICIO  POR  JURADOS.- Dados  el 

carácter  y  límites  trazados  á  esta  obra, 
no  cabe  en  ella  un  estudio  de  la  institu- 
ción del  Jurado.  Nos  limitamos,  pues,  á 
insertar,  juntamente  con  la  ley,  las  dis- 
posiciones que  estimamos  más  importan- 
tes, bajo  el  punto  de  vista  práctico,  en 
lo  que  atafíe  al  funcionamiento  de  la  re- 
ferida institución. 


Real  decreto  de  20  de  Ahnl  de  1888,  dic- 
tando reglas  para  el  planteamiento  y 
aplicación  de  la  Ley  del  Jurado. 

EXPOSICIÓN 

Sefiora:  Publicada  la  ley  eatablectendo 
el  juicio  por  jurados  para  determinados 
delitos,  el  Gk>bierno  de  V.  M.  necesita 
hacer  uso  de  la  antorización  que  le  ron- 
cede  la  segunda  de  las  disposiciones  es- 
peciales del  art.  132  de  la  misma,  á  fin 
de  que  dicha  ley  pueda  comenzar  á  re- 
gir todo  lo  antes  posible. 

La  formación  de  listas  de  juradoa  que 
ha  de  hacerse  previamente  á  la  consti- 
tución del  Tribunal,  exige,  con  arreglo  á 
las  prescripciones  del  caf».  IV  de  la  Isy, 
un  período  de  tiempo  que  no  puede  ba- 
jar de  siete  meses,  y  el  infrascrito  con- 
sidera que,  con  sólo  sustituir  los  que  la 
ley  pre6ja  al  efecto  mencionado  con  los 
que  restan  del  affo  actual,  aunque  sólo 
por  esta  vez  puede  no  demorar  la  apli- 
cación de  dicha  ley  y  resultar  de  este 
modo  respetados  los  términos  en  ella  es- 
tablecidos. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  el 
Ministro  que  suscribe,  de  acuerdo  con  el 
Consejó  de  Ministros,  tiene  el  honor  de 
someter  á  la  aprobación  de  V  M.  el  si- 
guiente proyecto  de  decreto. 

Madrid  20  de  Abril  de  l888.^Sefiora: 
A  los  Reales  pies  de  Vuestra  Majestad, 
Manuel  Alonso  Martínez. 

REAL  DECRETO 

En  atención  á  las  razones  expuestas 
por  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de 
Ministros;  en  nombre  de  mi  Augusto 
Hijo  el  Rey  D.  Alfonso  XIJI,  y  coooo 
Reina  Regente  del  Reino, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
Articulo  ].<>  La  ley  estableciendo  el 
juicio  por  jurados  para  determinados  de- 
litos comenzará  á  regir  en  la  forma  y  con 
sujeción  á  las  reglas  que  á  coutinnación 
se  expresan:  Regla  1.^  La  Junta  á  que 
se  refiere  el  art.  16  de  la  ley  se  reunirá 
en  la  primera  quincena  de  Junio  pr6xi> 
mo.  El  l.o  de  Julio  se  expondrán  al  pé- 
blico  las  listas  por  el  término  y  á  les 
efectos  expresados  en  el  art.  18.  La  Sala 
ó  Junta  de  Gobierno  remitirán,  antes  de 
1.®  de  Octubre,  á  los  reapectivoa  jneosa 
municipales,  los  documentos  á  que  •• 
contrae  el  art.  28.  El  juez  municipal  remi- 
tirá al  de  instrucción  del  partido,  sn  loa 
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quince  últimos  días  de  Octabre,  las  co- 
•pjas  indicadas  en  el  art.  80.  Durante  el 
mes  de  Ootabre  se  practicará  lo  dispaes- 
to  en  el  art.  SI.  Antes  de  1.®  de  Diciem- 
bre se  dará  campHrotento  á  lo  prescrito 
en  el  art.  82.  La  regla  6.^  del  art.  88  se 
entenderá  modificada  en  la  forma  si- 
guíente;  «Las  listas  definitivas  quedarán 
ultimadas  antes  del  l.o  Enero  de  1889.» 
La  primera  reunión  del  Jurado,  estable- 
cida en  el  art.  42,  se  verificará  desde  1.^ 
de  Marso  á  80  de  Abril  de  1889.  El  atar- 
de  general  que,  segán  el  art.  48,  debe 
hacerse  el  16  de  Diciembre,  se  efectuará 
en  16  de  Febrero  de  1889,  y  comprende 
rá  las  causas  que  se  bailen  en  estado  de 
someterse  al  Jarado  en  Marso  y  Abril 
del  mismo  afio.  Dorante  la  segunda 
qnincena  de  Febrero  de  1889  se  publica- 
rá  el  anuncio  prevenido  en  el  art.  48.  Re- 
gla 2  «  El  Tribunal  del  Jurado  conocerá 
de  todas  las  causas  que  sean  de  su  com- 
petencia por  los  delitos  que  se  cometan 
desde  1.*'  de  Enero  de  1889. 
.  Art.  2.0  Las  Salas  y  las  Juntas  de 
gobierno  de  las  Autliencias  consultarán 
directamente  con  el  Ministerio  de  Qra- 
cim.  y  Justicia  la  resolución  de  las  dudas 
qoese  puedan  originar  con  motivo  de  la 
ejecución  de  este  Real  decreto. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Abril  de  1888. 
MásU  Cai8TiSA.--EI  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  Manuel  Álon$o  Martmeg. 

LEY  DEL  JURADO 

Don  Alfonso  XIII,  por  la  gracia  de 
Dios  y  la  Constitución,  Rey  de  Espafía, 
y  en  su  nombre  y  durante  su  menor 
edad,  la  Reina  Regente  del  Reino, 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y 
entendieren,  sabed:  Que  las  Cortes  han 
decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

TÍTULO  PRIMERO 
Capítulo  pamsao.— />«/  Jurado. 

Artículo  1.0  El  Tribunal  del  Jurado 
•e  compondrá  de  12  jurados  y  de  tres 
magistrados  ó  jueces  de  Derecho,  y  se 
reunirá  periódicamente  para  conocer  de 
ios  delitos  que  determina  la  presente 
ley. 

Asistirán  además  á  sus  audiencias  dos 
jurados  en  calidad  de  suplentes  para  los 
casos  de  enfermedad  á  otra  imposibili- 
dad análoga  de  alguno  de  los  jurados. 

Art.  2.®  Los  jurados  declararán  la 
culpabilidad  ó  inculpabilidad  de  los  pro- 


cesados respecto  de  los  hechos  que  en 
concepto  de  delito  les  atribuya  la  acusa- 
ción, y  la  concurrencia  ó  no  de  los  demás 
hechos  circunstanciales  que  sean  modi- 
ficativos absoluta  ó  parcialmente  de  la 
penalidad. 

Art.  8.0  Los  magistrados  harán  en 
derecho  las  calificaciones  correspondien- 
tes de  los  hechos  que  los  jurados  con- 
ceptúen probados,  é  impondrán  en  su 
caso  á  los  culpables  las  penas  que  con 
arreglo  al  Código  procedan,  declarando 
asimismo  las  responsabilidades  civiles 
en  que  los  penados  ó  terceras  personas 
hubiesen  incurrido. 

Cap.  II. ^Competencia  del  Tribunal 
del  Jurado. 

Art.  4.0  El  Tribunal  del  Jurado  cono- 
cerá: 

1.**  De  las  cansas  por  los  delitos  si- 
guientes: 

Delitos  de  traición. 

Delitos  contra  las  Cortes  y  sus  indivi- 
duos y  contra  el  Consejo  de  Ministros. 

Delitos  contra  la  forma  de  gobierno. 

Delitos  de  los  particulares  con  ocasión 
del  ejercicio  de  los  derechos  individua- 
les garantisados  por  la  Constitución. 

Delitos  de  los  funcionarios  públicos 
contra  el  ejercicio  de  los  derechos  indi- 
viduales garantizados  por  la  Constitu- 
ción. 

Delitos  relativos  al  ejercicio  de  los 
cultos. 

Delitos  de  rebelión. 

Delitos  de  sedición. 

Falsificación  de  la  firma  ó  estampilla 
Real,  firmas  de  los  Ministros,  sellos  y 
marcas. 

Falsificación  de  la  moneda^ 

Falsificación  de  billetes  de  Banco,  do- 
cumentos de  crédito,  papel  sellado,  se- 
llos de  Telégrafos  y  Correos  y  demás 
efectos  timbrados,  cuya  ezpendición 
esté  reservada  al  Estado. 

Falsificación  de  documentos  públicos, 
oficiales  y  de  comercio  y  de  los  despa- 
chos telegráficos. 

Falsificación  de  documentos  privados. 

Abusos  contra  la  honestidad  cometi- 
dos por  funcionarios  públicos. 

Cohecho. 

Malversación  de  caudales  públicos. 

Parricidio. 

Asesinato. 

Homicidio. 

Infanticidio. 

Abortos. 
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Lesioneii  prodaeidM  por  castración  ó 
mutilación,  ó  cuando  de  sus  resaltas 
quedare  el  ofendido  imbécil,  impotentes 
ó  ciego. 

Duelo. 

Violación. 

Abusos  deshonestos. 

Corrupción  de  menores. 

Rapto. 

Detenciones  ilegales. 

Sustracción  de  menores. 

Robos. 

Incendios. 

Imprudencia  punible,  cuando  si  hu- 
biera mediado  malicia  el  hecho  consti- 
tuiría alguno  de  los  delitos  aquí  enume- 
rados (1). 

2.0  De  las  causas  por  delito  cometido 
por  medio  de  la  imprenta,  grabado  ú 
otro  medio  mecánico  de  publicación,  ex 
oeptuando  los  delitos  de  lesa  majestad  y 
los  de  injuria  y  calumnia  contra  parti- 
culares. 

8e  considerarán  para  este  efecto  como 
particulares  los  funcionarios  públicos 
que.  hubiesen  sido  injuriados  ó  calum- 
niados por  sus  actos  privados. 

Art.  6.^  Se  exceptúan  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior  los  delitos  cnyo 
conocimiento  corresponda  al  Tribunal 
Supremo,  según  la  Ley  Orgánica  del  Po 
der  judicial  (2). 

Art.  (l.«  La  competencia  del  Tribunal 
del  Jurado  se  determinará  por  la  Audien- 
cia ó  Sala  de  lo  criminal,  según  el  con- 
cepto que  el  hecho  hnya  merecido  á  las 
partes  acusadoras;  y  si  hubiere  diver- 
gencia entre  éstas  respecto  de  la  cali 
ficación  del  delito  imputado,  se  hará  la 
determinación  con  sujeción  á  la  más  gra- 
ve de  las  calificaciones  formuladas,  sin 
perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  art.  65. 

Contra  la  resolución  de  la  Audiencia 
ó  Sala  de  lo  criminal  no  se  dará  más  re- 
curso que  el  de  casación. 

Art.  7.0  El  Tribunal  del  Jurado  será 
competente  para  conocer,  no  sólo  de  los 
delitos  consumados  á  que  se  refiere  el 
art.  4.0,  sino  de  los  frustrados  y  tentati- 
vas, asi  como  de  la  proposición  y  cons- 
piración que  se  realicen  para  cometer 
los,  cuando  estén  penados  en  el  Código, 
y  de  la  complicidad  y  encubrimiento. 


( 1)  Los  delitos  á  que  se  refieren  este  y  otros 
artículo*,  acf  romo  el  concepto  de  autorefi, 
cómplices,  encahridores,  etc.,  pueden  consul- 
tarse en  el  C^dlaro  penal,  inserto  en  el  to- 
mo I,  pAgP.  609  á  6^8). 

(2)  Véase  en  Trlbanales,  Ltjf  Orgánica 
del  Poder  Judicial,  arvs.  281  y  284. 


,  También  conocerá  con  la  misma  ez* 
tensión  de  los  delitos  conexos  eon  lo* 
anteriores,  al  tenor  de  lo  preceptuado  en 
el  art.  17  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  (1). 

Cap.  m.—  De  la$  cireun$ianciai  neceBa- 
rias  para  $er  jurado.   ^ 

Art.  8.0  Las  funciones  de  jurado  son 
obligatorias,  y  no  pueden  ser  ejercidas 
más  que  por  españoles  de  estado  seglar. 

Art.  9.0    Para  ser  jurado  se  requiere: 

1.0    Ser  mayor  de  treii  ta  afios. 

2  o  Estar  en  el  pleno  goce  de  los  de- 
rechos civiles  y  políticos. 

8.0    Saber  leer  y  escribir. 

4.*  Ser  cabesa  de  familia  y  vecino  en 
el  término  municipal  respectivo,  con 
cuatro  ó  más  afios  de  residencia  en  el 
mismo. 

El  que  tuviera  algún  título  académico 
ó  profesional,  ó  hubiese  desempeflado 
algún  cargo  público  con  haber  de  8.000 
pesetas  ó  más.  aun  cuando  no  fuese  ca- 
beza de  familia,  podrá  ser  también  jora- 
do,  si  reúne  las  demás  condiciones. 

Tendrán  igual  capacidad  los  que  íoe- 
ren  ó  hubieren  sido  concejales,  diputa- 
dos provinciales,  diputados  á  Cortead 
senadores,  y  los  retirados  del  Ejército  6 
la  Armada. 

Art.  10.  No  tienen  capacidad  peta 
ser  jurados: 

1.0  Los  impedidos  física  ó  intelec- 
tualmente. 

2.0  Los  que  estuvieren  proceeadoe 
criminalmente. 

8.**  Los  condenados  á  penas  aflicti- 
vas ó  correccionales,  mientras  no  huble- 
ren  extinguido  la  condena  y  transcorri 
do  después  sin  delinquir  quince  afios. 

4.0  Los  que  hayan  sido  condenados 
dos  ó  más  veces  por  causa  de  delito. 

6.0    Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6  o  Los  concursados  que  no  hubieeen 
sido  declarados  inculpables. 

7.®  Los  deudores  á  fondos  públicos 
como  segundos  contribuyentes,  si  esto* 
viera  expedido  contra  ellos  mandamien- 
to de  apremio. 

8.0  Los  que  hubieren  sido  socorridos 
por  la  Beneficencia  pública  como  pobres 
de  solemnidad  durante  el  afio  en  que  se 
hiciesen  las  listas  generales  de  jurados. 
Art.  11.  El  cargo  de  jurado  ea  incom- 
patible: 


(1)    Véase  la  página  121  de  este  tonas. 
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1.0    Con  enalqniera  otro  de  U«  carro- 
raa  Jadícial  ó  fiacal. 
1.0    Oon  el  servicio  militar  activo. 
8.0    Con  loa  de  Ministro  de  la  Corona, 
anbsecretario  y  director  de  ministerio. 

4.0  Con  los  de  gobernadores  de  pro- 
f  incia,  delegados  de  Hacienda  y  secreta- 
rios de  gobierno  de  provincia. 

6.0  Con  los  de  notario,  módico  ti  ta- 
lar, farmacéutico  y  veterinario,  en  los 
pueblos  donde  no  hubiese  más  que  uno. 

6.0  Con  los  de  empleados  públicos 
de  telégrafos,  correos  y  ferrocarriles. 

7.0  Con  los  de  auxiliares  y  subalter- 
nos de  los  tribunales  y  juzgados  y  em- 
pleadoa  ó  agentes  de  orden  público  ó  de 
policía. 

8.0  Con  los  de  maestros  de  primera 
ensefianza  de  las  poblaciones  donde  no 
hubiere  audiencia  territorial  ó  de  lo  cri- 
minal. 

9.0  Con  los  de  empleados  públicos  de 
establecimientos  penitenciarios  y  car 
celes. 

Art.  12.  Tampoco  podrán  ser  jurados 
en  una  cansa: 

1.0  Los  que  hubieren  intervenido  en 
ella  como  secretarios,  oficiales  ó  agentes 
de  la  policía  judicial,  fiadores,  testigos, 
intérpretes,  peritos  ú  otro  concepto  aná- 
logo. 

2.0  Las  partes  interesadas  y  sus  pro- 
curadores ó  representantes  y  abogados, 
si  éstos  han  dejado  de  serlo  cuando  se 
celebra  el  juicio. 

8.0  Los  ascendientea  y  descendien- 
tes aunque  sean  adoptivos;  el  cónyuge  y 
los  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  de 
consanguinidad  y  segundo  de  afinidad  de 
las  partes  interesadas;  los  tutores  ó  cu- 
radorea  de  las  mismas,  y  los  parientes 
en  primer  grado  de  los  procuradores,  re- 
presentantes y  abogados  que  interven- 
gan en  el  juicio. 

4.0  Los  que  tuvieren  con  cualquiera 
de  laa  partes  amistad  íntima  ó  enemis- 
tad manifiesta. 

Los  que  tuvieren  algún  interés  direc- 
to ó  indirecto  en  la  causa. 

Art.  18.  Pueden  excusarse  de  ser  ju- 
rados: 

1.0    Los  mayorea  de  sesenta  afios. 

2.*^  Los  que  necesiten  del  trabajo  ma- 
nual diario  para  ganar  un  aalario  con 
que  atender  á  su  subsistencia. 

8.0  Los  que  hubieren  ejercido  el  car- 
go de  jurado  ó  suplente,  mientras  no 
tranacurra  el  período  de  un  afio. 

4.0  Los  senadores  y  diputados  á  Cor- 
tes, mientras  éstaa  eatén  abiertaa. 


Cip.  IV .-^Formaáán  d^  liitai  de  juradoi. 

Art.  14.  Las  primeras  listas  de  jara- 
dos  ae  formarán  por  una  Junta,  que  se 
constituirá  con  el  jues  y  fiscal  munici- 
pales, el  alcalde  ó  an  teniente,  los  tres 
mayores  contribuyentes  por  territorial  y 
el  mayor  contribuyente  por  industrial 
del  término,  que  estén  en  el  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles.  Entre  los  con- 
tribuyentes de  igual  cuota  serán  prefe- 
ridos los  que  residan  en  la  población,  y 
entre  éstos  se  turnará  anualmente  por 
orden  de  mayor  edad. 

Si  algún  contribuyente  llamado  á  la 
Junta  no  residiere  en  la  población,  se 
podrá  excusar  sin  incurrir  en  la  multa 
de  60  á  lOO  peaetaa  que  el  jues  munici- 
pal podrá  imponer  á  los  residentes  que 
rehusen  el  cargo  sin  causa  justificada  en 
sentir  del  mismo  juez. 

£1  juez  municipal,  v  en  su  defecto  el 
alcalde  ó  teniente,  presidirá  la  Junta,  y 
funcionará  como  aecretario  de  ella,  sin 
voz  ni  voto,  el  secretario  del  Juzgado. 

£1  juez  municipal  reclamará  con  la  de- 
bida anticipación  los  antecedentea  nece- 
sarios  á  la  oficina  competente,  y  desig- 
nará los  vocales  de  la  Junta  que  hayan 
de  funcionar  en  calidad  de  contribuyen- 
tes, haciendo  que  se  les  notifique  el 
nombramiento. 

Las  reclamaciones  que  surjan  sobre 
la  constitufíión  de  la  Junta  ó  sus  inci- 
dencias no  entorpecerán  las  funciones  ni 
viciarán  los  actos  de  la  Junta.  Conocerá 
de  ellaa  la  Audiencia  de  lo  criminal  en 
Junta  de  gobierno,  ó  la  Sala  de  gobierno 
de  la  Audiencia  territorial  del  respectivo 
distrito,  y  la  austanciación  se  reducirá  á 
la  queja  documentada  del  reclamante,  y 
el  informe,  con  los  justificantes  oportu- 
nos, del  juez  municipal.  Este  será  casti- 
gado por  la  Junta  ó  Sala  de  gobierno,  sin 
ulterior  recurso,  con  multa  de  160  á  600 
peaetaa,  cuando  hubiere  procedido  ilegí- 
tima ó  maliciosamente  en  la  conatituctón 
de  la  Junta  ó  «n  el  desempeño  de  la  mi- 
aión.  que  le  incumbe.  En  su  primera  reu 
nión,  las  Juntaa  municipales  formarán 
las  listaa  generales  de  cabezas  de  fami- 
lia y  de  capacidades,  con  arreglo  á  los 
arta.  8.o,  9.o,  10  y  11  de  esta  ley.  En  ios 
afios  sucesivos  acordarán  laa  inclusiones 
ó  exclusiones  que  procedan  para  recti- 
ficarlaa. 

Art.  16.  En  las  poblaciones  en  qoe 
hubiera  varios  jueces  municipal«'S,  s« 
constituirán  tantas  Juntas  cuantoa  fue- 
ren éstos,  componiéndose  cada  una  def- 
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jaes,  fisokl  y  teniente  alcaide  reapeciiyo, 
y  de  tree  mayores  contri buyentet  desig- 
nados con  sujeción  al  artículo  anterior. 

Oada  una  de  estas  Juntas  formará  las 
dos  listas  correspondientes  á  su  distrito. 

Art.  16.  Todos  los  afios  se  reunirá  la 
Junta  en  la  primera  quincena  de  Enero 
para  hacer  en  las  dos  listss  las  rectifica- 
ciones necesarias,  incluyendo  á  los  que 
deban  figurar  en  ellas,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  los  arta.  8.*  y  9.o,  y  exclu- 
yendo á  los  que  se  hallaren  en  alguno  de 
los  casos  comprendidos  en  los  arts.  10  y 
11  de  esta  ley. 

£1  cabesa  de  familia  que  tenga  las 
condiciones  que  se  exigen  para  figurar 
en  la  lista  de  capacidades,  será  incluido 
solamente  en  ella. 

Art.  17.  £1  fiscal  cuidará  de  que  no 
sean  incluidas  en  las  listas  otras  perso- 
nas que  las  que  en  «'Has  deban  figurar, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  esta 
ley^ apelando  para  ante  la  Audiencia  ó* 
Sala  de  lo  criminal  respectiva,  de  las  re 
soluciones  que  no  considere  legales. 

Las  apelaciones  quedarán  en  suspenso 
hasta  que  se  resuelvan  por  la  Junta  las 
reclamaciones  que  se  expresan  en  el  ar- 
tículo siguiente;  y  llegado  este  caso  se- 
rán sustanciadas  si  no  se  hubiese  refor- 
mado la  resolución  apelada  por  conae- 
cuencia  de  lo  dispuesto  en  el  mismo,  en 
la  forma  que  establecen  los  arts.  22,  28, 
24  y  26  de  esta  ley. 

Art.  18.  El  día  l.o  de  Febrero  se  ex- 
pondrán las  listas  al  público  por  térmi- 
no de  quince  días,  durante  los  cuales 
todos  los  vecinos  del  término  municipal 
podrán  reclamar  las  inclusiones  y  exclu- 
siones que  creyeren  procedentes. 

Los  comprendidos  en  alguno  de  los 
casos  del  art.  18  podrán  pedir  su  propia 
exclusión  de  las  listas. 

Art.  19.  Lab  reclamaciones  podrán 
hacerse  de  palabra  ó  por  escrito  ante  el 
juez  municipal,  quien  expedirá  al  recla- 
mante, si  lo  solicitase,  el  documento  ne- 
cesario para  acreditar  que  ha  hecho  la 
reclamación. 

Art.  20.  £1  reclamante  expresará  la 
causa  en  que  funda  la  inclusión  ó  exclu- 
sión que  solicita,  y  podrá  presentar,  ade- 
más, las  pruebas  que  tuviese  por  conve- 
niente. 

Art.  21.  En  los  quince  días  siguien- 
tes al  plaso  otorgado  para  las  reclama- 
ciones, resolverá  la  Junta,  después  de 
oír  á  los  interesados  y  de  haber  practica- 
do de  oficio,  ó  á  instancia  de  éstos,  las 


jQStlficaciones  necesarias  sobre  la  inclo- 
sión  ó  exclusión  reclamada,  consignando 
los  fundamentos  de  la  resolución,  que  se 
notificará  al  fiscal  y  á  los  interesados. 

£n  la  notificación  se  hará  saber  á 
quien  se  hiciere  que  puede  alzarse  de  la 
resolución  notificada  para  ante  la  Au- 
diencia de  lo  criminal  en  Junta  de  go- 
bierno ó  la  Sala  de  gobierno  de  la  del 
distrito,  y  si  en  la  diligencia  de  notifica- 
ción no  se  interpusiese  el  recurso,  se  re 
putará  renunciado.  Si  la  notificación  no 
se  hiciera  personalmente  al  interesado, 
se  entenderá  renunciado  el  recurso,  si  no 
queda  interpuesto  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas. 

Art.  22.  Guando  cualquiera  de  las 
partes  apelare,  el  juez  municipal  remiti- 
rá al  presidente  de  la  Audiencia  loa  ao- 
tecedentea  que  tuviese,  emplazando  A 
todas  ellas  para  que  puedan  concurrir  en 
el  término  de  cinco  días  á  usar  de  so  de- 
recho. 

Art.  28.  Transcorrido  este  término 
sin  haberae  personado  el  apelante,  ln 
Junta  ó  Sala  de  gobierno  declarará  desier- 
to el  recurao;  pero  si  hubiese  sido  el  fia- 
cal  el  apelante,  se  dará  vista  al  de  la  Ao- 
diencia  del  expediente  remitido,  para 
que  sostenga  la  apelación  ó  desista  de 
ella,  y  según  lo  que  exponga  se  acordará 
lo  proc^ente. 

Art.  21.  Si  el  particular  apelante  se 
hubiere  personado,  se  sefialará  inmedia- 
tamente día  para  la  vista,  dentro  de  nn 
término  que  no  podrá  exceder  de  cinco 
días,  citándosele  lo  mismo  que  al  fiscal. 
•  Durante  el  término  señalado,  se  pon- 
drán de  manifiesto  al  apelante  en  la  Se- 
cretaría del  Tribunal  los  antecedentes 
que  hubieae  remitido  la  Junta  hasta  dos 
días  antea  de  la  vista,  en  que  se  pasarán 
al  Fiscal. 

Art.  26.  En  la  vista  podrán  informar 
de  palabra  el  Fiscal  y  los  interesados,  é 
sus  defensores,  lo  que  tuvieren  por  con- 
veniente á  su  derecho,  y,  terminado  el 
acto,  ae  dictará  resolución,  mandando 
devolver  los  antecedentes  á  la  Junta, 
con  certificación  de  lo  acordado. 

Contra  la  resolución  no  se  dará  recur- 
so alguno. 

Art.  26.  La  Junta  ó  Sala  de  gobierno 
remitirá  antes  de  !.<>  de  Mayoá  los  Jae- 
ces municipales  respectivos  las  certlfloa- 
clones  y  antecedentes  expresados  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  27.  Recibidas  dichas  certifica- 
ciones y  antecedentes,  el  juez  municipal 
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convocará  á  la  Junta,  la  cnal,  en  vista  de 
laa  certiflcacionea  antedichas,  hará  las 
rectificaciones  correspondientes. 

Art.  28.  Las  resoluciones  de  la  Junta 
municipal  en  todo  caso,  se  tomarán  por 
mayoría  absoluta  de  votos,  decidiendo  el 
empate,  si  lo  hubiere,  el  Presidente. 

Art.  29.  Ultimadas  definitivamente 
las  listas,  se  sacarán  copias  certificadas 
por  el  secretario,  con  el  V.o  B.**  del  jues 
municipal,  archivándose  en  el  Juzgado 
los  originales  con  todos  los  antece- 
dentes. 

Art.  80.  £1  jues  municipal  remitirá 
en  los  quince  últimos  días  de  Mayo  al 
juez  de  instrucción  del  partido  las  copias 
mencionadas  en  el  artículo  anterior. 

El  retraso  se  castigará  con  multa  de 
100  á  200  pesetas,  que  impondrá  el  jues 
del  partido  ó  distrito,  A  la  ves  que  adop- 
te las  providenrias  más  eficaces  para  la 
pronta  subsanación  de  la  falta. 

Art.  31.  Durante  el  mes  de  Mayo,  el 
jues  de  instrucción  designará  los  ocho 
vocales  que,  bajo  su  presidencia,  han  de 
formar  la  Junta  del  partido  ó  distrito. 
Esta  se  compondrá  del  cura  párroco  y 
del  maestro  de  instrucción  primaria  más 
antiguo  de  la  población  donde  se  consti- 
tuya la  Junta,  y  de  seis  contribuyentes 
que  estuviesen  en  el  pleno  goce  de  sus 
derechos  civiles,  designados  éstos  por 
suerte,  sacando  cuatro  nombres  eníje 
los  doce  mayores  contribuyentes  por  te- 
rritorial, y  dos  nombres  entre  los  seis 
mayores  contribuyentes  por  industrial 
que  residan  en  la  población.  No  entrarán 
en  suerte  los  que  nquel  año  hayan  sido 
vocales  de  una  Junta  municipal,  según 
el  art.  14.  El  acto  del  sorteo  será  público 
y  se  anunciará  con  tres  días  de  anticipa- 
ción en  el  Boletín  oficial.  El  secretario 
del  Juzgado  lo  será  de  la  Junta,  sin  voz 
ni  voto. 

La  antigüedad  del  párroco  y  del  maes- 
tro de  escuela  se  determinará  solamente 
por  el  tiempo  que  lleven  de  residencia 
en  la  respectiva  población.  Cuando  no 
haya  párroco,  hará  sus  veces  en  la  Junta 
el  que,  como  ecónomo,  regente  la  parro- 
quia. Los  individuos  llamados  á  consti- 
luir  la  Junta,  sólo  podrán  excusarse  con 
justa  causa,  y  las  faltas  de  asistencia  no 
justificadas  se  castigarán  de  plano  por  el 
juez  del  partido,  con  multa  de  50  á  100 
pesetas.  Se  reputará  suficientemente  jus- 
ta cualquier  excusa  que  el  párroco  ale- 
gue por  razón  de  las  obligaciones  de  su 
ministerio. 

A  las  reclamaciones  que  surjan  sobre 


la  constitución  de  la  Junta  de  partido  y 
sus  incidencias,  será  enteramente  apli- 
cable el  párrafo  6.o  del  art.  14. 

Luego  que  el  juez  de  instrucción  haya 
recibido  las  copeas  certificadns  de  las  líe- 
tas  municipales,  convocará  á  la  Junta,  y 
ésta,  por  mayoría  de  votos,  decidiendo  el 
Presidente  lus  empates,  y  debiendo  asis- 
tir la  mitad  más  uno  de  sus  miembros 
para  celebrar  sesión,  elegirá  la  décima 
parte  de  los  cabezas  de  familia  compren 
didos  en  todas  las  listas  municipales  que 
considere  más  aptos  para  el  cargo  de  ju- 
rados, procurando  que  la  elección  recai- 
ga en  vecinos  de  todas  las  localidades, 
sin  desatender  las  distancias  y  los  me- 
dios de  comunicación  que  puedan  facili- 
tar la  asistencia  de  lo*  electos  á  las  se- 
siones del  Tribunal. 

Si  la  décima  parte  no  llegase  á  200  ca- 
bezas de  familia,  se  completará  este  nú- 
mero mínimo,  que  se  reducirá  á  160  allí 
donde  el  número  de  los  empadronados 
en  tal  concepto  no  llegue  á  600. 

Si  todas  las  listas  municipales  de  ca- 
pacidades contuviesen  más  de  160  nom- 
bres, la  Junta  designará  los  que  concep- 
túe más  idóneos  hasta  dicho  número,  en 
la  forma  que  indica  el  párrafo  4.<>  Si  no 
llegase  al  referido  número,  oo  se  hará  en 
esta  lista  reducción  ninguna. 

Guando  quiera  que  los  acuerdos  de  la 
Junta  de  partido  ó  distrito  no  se  adopten 
por  unanimidad,  deberán  constar  en  el 
acta,  no  sólo  las  votaciones  nominales, 
sino  también  los  motivos,  sucintamente 
expuestos,  de  los  encontrados  pareceres. 

Art.  82.  Antes  de  1.*  de  Julio  remiti- 
rá el  juez  de  instrucción  á  la  Junta  de 
gobierno  de  la  Audiencia  de  lo  criminal 
ó  Sala  de  gobierno  de  la  territorial  res- 
pectiva, las  copias  de  las  listas  recibidas 
de  los  jueces  municipales,  y  copias  cer- 
tificadas por  el  secretario,  con  su  Visto 
Bueno,  de  las  listas  formadas  por  la  Jau- 
ta del  partido  ó  distrito,  cuyo  original  ú 
originales,  con  el  acta  de  la  Junta,  que- 
darán archivados  en  el  Juzgado.  Cuando 
no  se  hubieren  tomado  por  unanimidad 
todos  los  acuerdos,  remitirá  además  co- 
pia certificada  del  acta  ó  las  actas  exten- 
didas con  arreglo  al  artículo  anterior. 

Art.  88.  La  Audiencia  de  lo  criminal, 
en  Junta  de  gobierno  ó  Sala  de  gobierno, 
de  la  Audiencia  territorial,  formará  las 
listas  definitivas  de  jurados  del  distrito 
respectivo,  con  sujeción  á  las  siguientes 
reglas: 

l.A  Para  cada  partido  judicial  del 
distrito,  se  formará  una  lista  de  cabezas 
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de  familia,  comprensiva  de  200  nombres» 
y  otra  de  capacidades  de  100.  qae  se  re- 
ducirá á  160  y  76  respectivamente, 
mando  la  lista  de  cabezas  de  familia  re- 
mitida por  la  Janta  de  partido  no  con- 
tenga más  de  200  nombres,  al  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  31,  y  á  100  y  50 
cuando  no  contenga  más  que  160.  Para 
las  poblaciones  donde  existan  dos  ó  más 
jueces  d^  instrncción,  se  formará  ana 
sola  lista  de  cabezas  de  familia  y  otra  de 
capacidades,  incluyendo  respectivamen- 
te  100  y  60  individuos,  además  del  nú- 
mero que  corresponde  á  un- solo  partido 
por  cada  uno  de  los  otros  Juzgados.  Si 
las  listas  de  capacidades  no  fuesen  su- 
ficientes para  completar  el  número,  se 
adicionarán  con  los  nombres  de  los  ma- 
yores contribuyentes  que  figuren  en  las 
listas  de  cabezas  de  familia,  donde  se 
considerarán  como  baja. 

2.A  La  Junta  ó  Sala  de  gobierno,  eo 
vista  de  las  actas  de  las  Juntas  de  par- 
tido ó  distrito,  y  de  los  otros  anteceden- 
tes que  hubiere  allegado,  podrá  acordar 
que  no  entren  en  el  sorteo  prevenido  en 
la  regla  8.*  aquellos  individuos  cuya 
idoneidad  hubiera  sido  discutida  en  las 
Juntas  de  partido  ó  distrito. 

8.*  Los  nombres  de  todos  los  indivi* 
dúos  que  figuren  en  las  listas  remitidas 
por  los  jueces,  excepto  los  que  se  hubie- 
ren excluido  en  virtud  de  la  regla  ante- 
rior, entrarán  en  suerte  para  la  designa- 
ción de  los  que  han  de  formar  las  listas 
definitivas  de  cabezas  de  familia  y  de 
capacidades,  según  la  regla  1.» 

£1  sorteo  se  hará  en  audiencia  pública 
por  la  Sala  ó  Audiencia  respectiva,  sa- 
ltando el  Presidente  una  á  una  las  pape- 
letas, previamente  insaculadas,  con  los 
nombres  de.  todos  los  que  deban  entrar 
en  suerte. 

4.»  Contra  los  actos  y  acuerdos  de 
las  Audiencias  en  la  formación  de  las 
listas  definitivas,  no  se  darán  otros  re- 
(Mirsos  qne  los  de  responsabilidad. 

6.A  Las  listas  definitivas  quedarán 
ultimadas  antes  del  día  l.o  de  Agosto  de 
cada  afío. 

6.A  Inmediatamente  se  publicarán  en 
el  Boletin  oficial  las  listas  definitivas  de 
cada  partido  judicial. 

Art.  84.  Los  Jueces  municipales  ten- 
drán obligación  de  poner  en  conocimien- 
to del  Presidente  de  la  Audiencia  de  lo 
criminal  ó  de  la  territorial  respectiva, 
tan  pronto  como  de  ello  tengan  conoci- 
miento, los  individuos  de  las  listas  de 
fínitivat  que  se  hallaren  ó  recajeren  en 


cualquiera  de  los  casos  de  incapacidad  ó 
incompatibilidad  á  qne  se  refieren  loa 
firts.  10  y  11  de  esta  ley.  Remitirán  loa 
comprobantes  de  los  becthos  que  coma- 
niquen. 

Todas  las  actuaciones  relntivas  á  la 
formación  de  listas,  rectificaciones  ó  re- 
cursos derivados  de  ellas,  ae  formaiisa- 
rán  en  papel  de  oficio,  y  ain  dereohoa  ni 
costas. 

Oaf.  V.--I>e  los  trámUeB  anteriores 
al  juicio. 

Art.  86.  Guando  en  las  causas  qae 
sean  de  la  competencia  del  Jurado  ae 
acuerde  por  la  Audiencia  abrir  el  juicio 
oral,  se  mandarán  pasar  sucesivamente 
al  fiscal  y  demáa  partes  interesadas,  á 
los  efectos  de  lo  dispuesto  en  los  ártico 
los  649  y  siguientes  de  la  l^y  de  Enjni- 
ciaraiento  criminal,  hasta  el  664  incln- 
sive  (1). 

También  se  observará  en  todas  sus 
partea  lo  dispuesto  en  el  666,  y  el  juicio 
que  hubiere  de  limitarse  á  la  prueba  y 
discusión  de  los  puntos  relativos  á  la 
responsabilidad  civil,  ae  celebrará  ante 
el  Tribunal  de  Derecho. 

Art.  86.  Si  los  procesados  no  ae  con- 
formasen con  la  pena  correceional  pedi- 
da por  la  parte  acusadora,  6  loa  letrados 
defensores  conceptuasen  necesaria  la 
continuación  del  juicio,  se  reservará  la 
causa  al  conocimiento  del  Jurado,  lo 
mismo  que  aquellas  otraa  en  que  no  pro- 
ceda el  trámite  de  la  conformidad. 

^t.  87.  En  unas  y  otras  caosaa,  tan 
to  el  Ministerio  fiscal  como  las  demás 
partes,  manifestarán  en  ana  reapeetlvos 
escritoa  de  calificación  las  pruebas  de 
que  intenten  valerse,  presentando  liatss 
de  les  (feritos  y  testigos  que  hayan  de 
declarar  á  su  instancia,  con  las  circans- 
tancias  determinadas  en  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  666(1)  de  la  Ley  de  Enjai 
ciamiento  criminal,  y  si,  por  haber  ma- 
nifestado primeramente  su  conformidad 
con  la  pena  pedida,  no  hubiese  alguno 
de  los  procesados  propuesto  la  prueba  en 
el  escrito  de  calificación,  ae  mandará  por 
la  Audiencia  que  la  presente  en  el  tér- 
mino de  segundo  día  (2). 

Art.  88.  Propueata  de  la  manera  in- 
dicada la  prueba  de  que  intenten  valerse 
las  partes,  se  observará  para  su  admí- 


(1)     Véase  págioas  179  y  180  de  e«te  tooso 
(*2)    Págs.  179  á  182  de  este  tono. 
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tión  ó  denegación  todo  lo  qae  disponen 
loe  art«.  657,  658  y  659  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  omitiéndose  úni* 
ramente  por  el  pronto  el  señalamiento  á 
que  se  refiere  el  último  párrafo  del  659(1). 

Árt.  89.  Cuando  las  causas  de  la  com- 
petencia del  Jurado  hayan  llegado  á  este 
estado,  se  suspenderá  su  curso  hasta  que 
deban  practicarse  las  diligencias  prepa* 
ratorias  para  la  constitución  del  Tribu- 
nal del  Jurado  á  que  se  refiere  el  capitu- 
lo siguiente,  mandado  que  en  su  dfa  se 
remita  con  la  pieza  de  convicción  áéste. 

Art.  40.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  artícalo  anterior,  antes  de  suspender- 
se la  tramitación  de  la  causa  podrán  las 
partes  proponer  la  recusación  de  peritos 
en  los  términos  expresados  en  el  artículo 
662  de  la  referida  Ley  de  Enjuiciamien- 
to, sustanciándose  el  incidente  de  la  ma- 
nera marcada  en  el  mismo  artículo,  sien- 
do igualmente  aplicable  lo  dispuesto  en 
el  663(1). 

Art.  41.  En  vista  de  las  calificaciones 
de  las  partes  acusadoras,  al  comunicar 
la  causa  á  los  procesados  ó  al  primero 
de  ellos,  la  Sala  expresará  si  el  juicio  re- 
solta de  la  competencia  del  Tribunal  del 
Jurado  ó  del  Tribunal  de  derecho.  8i  los 
procesados  ó  alguno  de  ellos  no  consin- 
tiere la  determinamén  del  Tribunal  com- 
petente, podrán  hacer  las  observaciones 
que  estimen  oportunas,  á  la  vez  que  eva- 
cúen el  traslado  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  los  arts.  85  y  siguientes  de  esta 
ley.  Si  resultare  impugnada  la  designa- 
ción del  Tribunal  competente,  se  señala- 
rá día  para  oir  á  las  partes  sobre  esta  in- 
cidehda  y  resolverla,  sin  que  contra  la 
resolución  quepa  otro  recurso  que  el  de 
casación  en  su  caso  y  mediante  protesta 
formulada  al  efecto  dentro  de  tercero  día. 

Si  se  formulasen  artículos  de  previo 
pronunciamiento,  se  estará  á  lo  preveni- 
do en  el  tít.  II,  libro  III  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  (1). 

Cap.  VI. — De  las  diligencias  preparato- 
rias para  la  constitución  del  JVibunal 
del  Jurado, 

Art.  42.  El  Tribunal  del  Jurado  se 
reunirá  dentro  de  las  épocas  que  se  se- 
ñalan á  continuación: 

Desde  l.o  de  Enero  á  80  de  Abril. 

Desde  l.o  de  Mayo  á  31  de  Agosto 

Desde  I. o  de  Septiembre  á  81  de  Di- 
ciembre. 


(1)    Véase  la  nota  anterior. 


Las  reuniones  se  verificarán  en  las  po- 
blaciones donde  existan  Salas  ó  Audien- 
cias de  lo  criminal,  ó  en  las  cabezas  de 
partido  cuando  por  el  número  de  proce- 
sados y  testigos,  la  índole  de  los  proce- 
sos, la  mayor  facilidad  de  las  comunica- 
ciones ú  otras  circunstancias,  pareciere 
preferible  para  la  administración  de  jus- 
ticia. En  Baleares  y  Canarias,  el  tribu- 
nal del  jurado  que  haya  de  conocer  de 
las  cansas  de  un  partido  judicial  que  no 
radique  en  la  isla  donde  tenga  su  asien- 
to la  Audiencia,  se  constituirá  en  la  ca- 
beza del  partido  respectivo. 

El  presidente  de  la  Audiencia  de  lo 
criminal,  bajo  la  inspección  del  de  la  te- 
rritorial respectiva,  y  éste,  por  lo  tocan- 
te al  distrito,  de  la  Sala  de  lo  criminal, 
señalarán  con  la  conveniente  anticipa* 
ción  los  lugares  y  los  días  en  que  hayan 
de  comenzar  las  sesiones  de  cada  perío- 
do, y  se  publicará  el  acuerdo  en  el  Bole^ 
tin  oficial  También  se  podrá  acordar  que 
las  sesiones  se  celebren  en  lugar  más 
próximo  al  en  que  se  hubiere  perpetrado 
el  delito,  cuando  circunstancias  excep- 
cionales lo  exigieren. 

Art.  48.  Para  llevar  á  efecto  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior,  las  Salaa 
ó  Audiencias  de  lo  criminal,  y  en  su  caso 
las  respectivas  secciones,  harán  en  los 
días  16  de  Diciembre,  de  Abril  y  da^ 
Agosto  un  alarde  general  de  las  causas 
de  cada  partido  que  se  hallen  en  estado 
de  someterse  al  Jurado  en  el  cuatrimes- 
tre próximo. 

Se  incluirán  en  este  alarde,  cuando 
tengan  estado,  las  causas  por  delitos  que 
competan  al  tribunal  del  Jurado,  forma- 
das con  arreglo  al  título  III  del  libro  IV 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  si 
ocurre  en  ellas  lo  previsto  en  el  párrafo 
primero  del  art.  796  de  dicha  ley  (I). 

Esto  no  obstante,  si  durante  un  cua- 
trimestre llegara  alguna  cansa  al  estado 
de  poder  verse  ante  el  Jurado,  y  las  cir- 
cunstancias de  la  misma  aconsejasen  su 
pronta  sustanciación,  podrán  los  tribu- 
nales acordar  lo  conveniente  para  que  se 
reúna  desde  luego  el  Jurado  correspon- 
diente al  partido  de  donde  proceda,  aun 
cuando  no  se  baya  verificado  el  alarde 
general. 

Art.  44.  Después  de  verificados  estos 
alardes,  ó  en  el  caso  del  párrafo  segun- 
do del  artículo  anterior,  previa  la  desig- 
nación del  lugar  y  el  día  en  que  deban 


(1)    Véase  págs.  191  y  192  de  este  tomo. 
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comenzar  las  «eiionef,  uno  de  lot  tecre- 
tartos  de  la  Andiencta  ó  Sala  de  lo  cri- 
minal de  la  aecoión  respectiva,  sacará  á 
la  suerte  veinte  jarados  de  la  lista  de  ca- 
bezas de  familia,  y  dieciseis  de  la  de  ca- 
pacidades de  cada  partido  judicial,  ex- 
trayendo una  á  una  las  papeletas,  que 
irá  entregando  al  Presidente  para  qne 
las  lea  en  alta  vos,  de  cuya  diligenciase 
extenderá  la  correspondiente  acta. 

Serán  previamente  citados  y  podrán 
asistir  el  Ministerio  fiscal  y  los  abogados 
defensores  de  los  acosados  y  de  los  acu- 
sadores particulares  en  las  cansas  co- 
rrespondientes al  partido  judicial  que 
hayan  de  ser  vistas  y  sentenciadas. 

No  entrarán  en  suerte  los  individuos 
de  las  listas  definitivas  respecto  de  los 
cuales,  por  antecedentes  que  el  juez  mu- 
nicipal hubiese  remitido  en  virtnd  del 
art.  84  de  esta  ley,  ó  por  documentos  que 
los  interesados  presenten,  si  el  Tribunal 
los  estima  bastantes,  conste  que  están 
en  alguno  de  los  casos  sefialados  en  los 
artículos  10  y  11  de  esta  ley. 

Tampoco  entrarán  en  sorteo  los  qne  se 
hubieren  excusado  justificadamente  por 
alguno  de  los  motivos  que  menciona  el 
art.  18. 

Oída  la  lectora  de  cada  papeleta,  el 
fiscal  y  los  abogados  de  las  partes  á  que 
se  refiere  el  párrafo  segundo,  cuando 
asistan  al  acto,  manifestarán  si  recusan 
al  Jorado  por  alguna  de  las  causas  enu- 
meradas en  el  art.  12,  puntualizándola 
(!on  todas  las  circunstancias  en  que  fun- 
den la  recusación. 

Así  formulada  ésta,  'si  todas  las  otras 
partes  presentes  se  mostrasen  conformes 
oon  la  certeza  del  motivo  expresado  por 
h1  recusante»  se  admitirá  la  recusación 
sin  más  pruebas.  En  defecto  de  unani 
raidad,  se  sorteará  el  sustituto,  recusable 
á  su  vez  del  jurado  recusado,  para  que 
reemplace  á  éste  en  el  caso  de  ser  admi- 
tida la  recusación  definitivamente,  en 
vista  de  las  pruebas. 

Se  continuará  extrayendo  papeletas 
hasta  completar  el  número  que  sefiala  el 
l>árrafo  primero  de  este  artículo,  de  ju- 
rados contra  los  cuales  no  penda  recusa- 
ción por  alguno  de  los  motivos  del  ar- 
tículo 12. 

Inmediatamente  se  sortearán  en  igual 
forma  seis  supernumerarios,  entre  los 
que  residan  en  el  lugar  donde  se  hayan 
(le  celebrar  las  sesiones,  cuatro  de  la  lis- 
ta de  cabezas  de  familia  y  dos  de  la  de 
capacidades. 

Terminado  el  acto  á  qae  se  refiere  este 


artículo,  las  partes  no  podrán  proponer 
recusación  fundada  en  ias  cansas  qne 
enumera  el  art.  12. 

Art.  46.  £n  el  acto  mismo  á  que  b^ 
refiere  el  artículo  anterior,  si  se  hubie- 
sen propuesto  recusaciones  no  admitidas 
de  plano,  el  Tribunal  señalará  el  día  en 
que  ha  de  oir  respecto  de  tas  mismas,  al 
recusante  y  á  las  otras  partes  que  quie 
ran  concurrir. 

Para  la  vista  no  se  harán  otras  cita 
clones  qae  las  qoe  resalten  del  conoci- 
miento que  las  partes  presentes  tomarán 
del  sefialamiento  al  suscribir  el  acta  d** 
sorteo,  donde  constará  la  providencia  de 
la  Sala. 

En  los  días  intermedios  podrán  pcapa- 
rarse  las  pruebas  pertinentes  á  las  recu- 
saciones, no  siendo  admisible  la  teetiñ- 
cal,  cuya  lista  no  quede  presentada  en 
los  días  subsigaientes  al  acto  del  sorte*». 
Contra  las  providencias  del  Tribunal  so- 
bre admisión  de  pruebas  en  estas  ínci 
dencias  no  se  dará  recurso  alguno. 

En  el  día  sefialado,  el  Tribunal  exa 
minará  á  los  testigos  oportunamente  de- 
signados, recibirá  y  verá  las  demás  pme 
bas,  y  oirá  á  las  partes  que  hubieren  con 
currido. 

Resolverá  dentro  de  las  veinticoatni 
horas  siguientes  acerca  de  las  recaen 
clones,  designando  en  su  caso  á  loe  wtm- 
ti  tatos  sorteados  de  los  que  queden  ex- 
cluidos, para  que  se  los  considere  incln- 
sos  en  la  lista  del  Jurado. 

Si  la  recusación  resaltase  arbitraria  ó 
de  mala  fe,  se  impondrá  al  recasaula 
una  multa  de  100  á  200  pesetas.  Contra 
esta  resolución  y  las  demás  qae  adopte 
el  Tribunal  en  el  carao  de  las  operacio 
nes  á  que  se  refieren  este  artículo  y  el 
anterior,  no  cabe  recurso  alguno,  síüvo 
lo  que  previene  el  art.  119,  núm.  4.^ 

Las  actuaciones  relativas  al  sorteo,  \n 
recasación,  notificación  y  citación  de  los 
jurados  y  supernumerarios  electos  des- 
pués de  ultimadas,  se  archivarán  en  la 
Secretaría  de  gobierno  del  Tribunal;  pero 
en  cada  una  de  las  causas  qne  se  hayan 
de  ver  y  sentenciar,  se  hará  constar,  p«ir 
certificación  bastante,  el  reaultado  de  las 
mismas. 

Art.  46.  Al  día  siguiente  de  haberse 
practicado  los  actos  y  diligencias  men- 
cionados en  el  artículo  anterior,  el  prts- 
sidente  del  Tribunal  expedirá  los  despa- 
chos necesarios  á  los  jueces  de  partido, 
para  qne  por  medio  de  los  jaeces  moni- 
ci pales  respectivos  hagan  saber  á  loe 
treinta  y  seis  jurados  y  seissapeniom^- 
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de  loa  designadosi  con  tal  que  concurran 
á  lo  menos  28,  entre  juradoa  y  aupernu- 
roerarioa. 

Guando  no  ae  reúna  eate  número,  ^e 
anapenderá  la  apertura  de  laa  aeaionea 
por  el  tiempo abaolutamente  precieo  para 
completar  aquél  con  otraa  peraonaa  que 
ante  loe  juecea  de  derecho  ae  aortearán 
de  la  lista  correapondiente  al  partido  á 
que  perteiiteca  la  población,  verifican 
doae  el  aorteo,  ya  por  la  liata  de  loa  ca* 
bezaa  de  familia,  ya  por  la  de  laa  capa- 
cidades, aegún  pertenecieren  á  una  ú 
otra  loa  que  falten. 

Loa  J necea  de  derecho  acordarán,  al 
miamo  tiempo,  de  plano  y  ain  máa  re- 
cureo  que  el  de  aúplica  ante  loa  mismos, 
la  impoaición  de  una  multa  de  60  á  600 
peaetaa  á  loa  que  hubieaen  dejado  de 
concurrir  ain  cauaa  legítima. 

Cuando  la  cauaa  legítima  de  no  aaia 
tir  á  la  apertura  de  laa  aeaionea  hobieae 
sobrevenido  deapuéa  de  verificada  la  ci- 
tación, ae  justificará  en  la  forma  deter- 
minada por  el  miamo  art.  ^1 ,  y  lo  máa 
tarde  en  el  momento  de  la  apertura  del 
juicio. 

Aunque  estén  preaentea  28  ó  máa  ju- 
radoa, loa  aupernumerarioa  quedarán  in- 
corporados á  la  liata ,  mientras  no  se 
complete  el  número  de  86.  Loa  que,  se- 
gún el  orden  del  sorteo,  no  cupieren  en 
este  número,  quedarán  en  libertad  de 
retirarse  desde  el  comienzo  de  laa  aeaio- 
nea á  que  ae  refiere  el  artículo  aiguiente. 

TÍT.  II.— DbL    juicio    AMTa    BL  TaiBUNÁL 
DIL  JURADO. 

Cap.  vil — Becutación  de  los  jurados. 

Art.  68.  En  el  día  del  aefialamiento 
para  la  reunión  del  Jurado,  ae  conati- 
tuirán  loa  juecea  de  derecho  con  loa  jn- 
rfldoa  y  aupernumerarioa  que  ae  hubie- 
aen presentado;  y  ai  el  número  fueae  au- 
ficiente,  con  arreglo  á  la  preaente  ley,  el 
Presidente  abrirá  la  aeaión,  y  ae  proce- 
derá á  conatitnir  el  Tribunal  que  ha  de 
ver  y  aentenciar  el  primer  proceao. 

Art.  64.  Seguidamente  mandará  leer 
loa  capítuloa  I  y  II  del  tít.  I  de  esta  ley 
y  el  auto  dictado  en  cumplimiento  de  lo 
diapueato  en  el  art.  44,  dentro  de  la  cau- 
sa para  cuyo  juicio  ae  ha  de  aortear  el 
Jurado. 

Deapuéa  ae  leerá  la  liata  de  loa  jura- 
doa presentes,  menos  los  que  de  oficio 
hubiese  excluido  la  aección,  en  virtud 
del  parte  mencionado  en  el  art.  84,  lla- 


mándoles uno  á  uno  é  interrogándole*  ai 
están  comprendido*  en  alguno  de  loa 
casos  expresados  en  loa  arta.  10,  U  y  13 
de  eata  ley. 

Art.  66.  Acto  aeguido,  el  presidente 
depositará  en  una  urna  tantaa  papeletas 
ooantoa  (ueaen  loa  juradoa  y  aupema 
merarioa  preaentea  y  admitidoa,  leyén- 
dolaa  en  alta  voz,  laa  que  habrán  de  con  • 
tener  el  nombre  y  apellido  de  cada  jora- 
do,  y  en  aeguida  procederá  al  aorteo  de 
loa  doce,  máa  loa  doa  auplentea  que  con 
loa  juecea  de  derecho  han  de  formar  el 
tribunal  para  la  cauaa  cuyo  juicio  ae  vaya 
á  celebrar  inmediatamente. 

Art.  68.  El  preaidente  irá  aacando 
una  á  una  laa  papeletaa  de  la  ama,  le- 
yendo en  alta  voz  loa  nombres  que  coo' 
tuvieren,  y  no  paaará  á  aacar  otra  basta 
que  el  procesado  ó  loa  proceaadoa  de  una 
parte,  y  de  otra  parte  el  fiacal  y  loa  acó- 
aadorea  particularea,  oáanifieaten  ai  acep- 
tan ó  recuaan  como  jurado  al  deaignado 
por  la  anorte;  y  aaí  auceaivamente,  basta 
que  haya  catorce  juradoa  no  recnaadoa 
por  nadie,  contando  ai  efecto  aquel  loa 
cnyoa  norobrea  no  hayan  aalido  de  la 
urna. 

Loa  dos  ú  I  ti  moa,  cuyoa  nombrea  sal- 
gan de  éata,  aeran  loa  que  funcionen 
como  auplentea. 

Siendo  varioa  loa  proceaadoa  ó  loa  acn 
aadorea,  y  no  poniéndoae  de  acuerdo 
para  que  uno  aolo  lleve  en  la  recusación 
la  voz  del  grupo,  turnarán  loa  no  con  ve 
nidoa  en  el  nao  del  derecho  por  el  orden 
que  aefialará  el  preaidente,  ain  ulterior 
recurao. 

Loa  actorea  civilea  y  loa  responsables 
civilmente  no  intervendrán  en  esta  re- 
cusación. 

Art.  67.  En  el  momento  en  qne  haya 
doce  jurados  no  recusados,  más  los  dos 
suplentes  ó  loa  precisos  para  formar  el 
mismo  número  con  los  de  las  últimaa 
papeletaa  que  quedaaen  en  la  urna,  el 
presidente  declarará  terminado  el  aorteo 
y  ordenará  que  se  proceda  á  recibir  el 
juramento. 

Cap.  VIII.— Deí  juramento  de  los 
jurados, 

Art.  68.  Puestos  de  pie  los  catorce 
jurados,  el  preaidente  pronunciará  lee 
aiguientea  frases:  ¡^Juráis  por  Dios  des- 
empeñar bien  y  fielmente  vu^ro  cargm^ 
eocaminando  con  rectitud  los  hechos  en  que 
se  funda  la  acusación  conti-a  N.  N.^  Qpre^ 
ciando  sin  odio  ni  afecto  las  prudm  que 
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^e  os  dieren  y  resolviendo  con  imparciali-' 
'dad  si  hon  ó  no  responsables  de  los  hechos 
-que  se  les  imputan? 

Loa  jurados,  Acercándote  de  dos  en 
«ios  á  la  mesa  del  presidente,  eobre  la 
-qae  estará  coloca<)o  un  Grnciñjo,  y  de- 
UiBte  de  él  abiertos  los  Evangelios,  se 
arrodillarán,  y  di'Spnés  de  poner  sobre 
^tos  la  mano  derecha,  contestarán  en 
alto  y  clara  vo«:  Lo  juro. 

Bi  alguno  de  los  jurados  manifestase 
^oe  por  razón  de  sus  creencias  no  podía 
prestar  el  juramento  con  las  solemnida- 
«les  del  párrafo  anterior,  se  colocará  de 
pie  delante  del  Presidente,  y  responderá 
«simisifio  4*on  alta  y  riara  voz  á  su  pre- 
gante, diciendo:  Lo  juro. 

Después  que  totlos  hayan  prestado  el 
Juramento,  permaneciendo  de  pie,  lea 
dirá  el  presidente:  Si  asi  lo  hietéreis. 
Dios  y  vuestros  conciudadanos  os  lo  pre- 
mien; y  si  fto,  os  lo  demanden. 

Seguidamente  tomarán  asiento  á  dere 
cba  é  izquiertla  de  los  magistrados,  ocu- 
pando los  dos  últimos  lugares  los  dos 
«Qplentes,  y  el  presidente  declarará  cons- 
tituido el  tribunal  y  abierto  el  juicio. 

Art.  69.  Nadie  podrá  ejercer  las  fnn- 
cioues  de  jurado  sin  prestar  antes  el  ju- 
ramento á  que  se  refiere  el  articulo  an- 
terior, y  el  que  se  negare  á  prestarlo  en 
una  de  las  formas  <lesignadas  en  el  mis 
ino,  será  conminado  con  la  multa  de  25 
á  260  pesetas,  que  ¡os  jueces  de  derecho 
le  impondrán  en  el  acto,  si  á  pesar  de  la 
conminación  continúa  negándose  á  pres 
tor  el  juramento.  Cuando  después  de  esto 
todavía  persistiese  en  su  resistencia,  se 
4e  procesará  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  366  del  Código  penal  (1),  y  en- 
trará á  desempeñar  el  cargo  uno  de  los 
suplentes. 

Cap.  IX.  —  Del  juicio. 

Art.  60.  No  podrán  ser  objeto  de  cada 
jaicio  más  que  un  solo  delito  y  los  que 
con  él  fueren  conexos  (2). 

El  presidente,  al  declarar  abierto  el 
periodo  de  las  pruebas,  manifestará  el 
objeto  del  juicio. 

Art.  61.  Seguidamente  el  secretario 
dará  cuenta  del  hecho  ó  hechos  sobre 
qoe  verse  el  juicio,  de  la  manera  expre- 
sada en  el  art.  701  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal  (2),  omitiendo  al  leer  los 


<1)    VéaMe  tomo  I,  p  g.  64 1 . 

|3)    Vétase  Us  notas  de  la  página  l\ia. 


escritos  de  calificación  la  lectura  de  las 
conclusiones  referentes  á  la  determina- 
ción de  las  penas;  y  verificado  que  sea 
el  interrogatorio  del  procesado  ó  proce- 
sados, que  estarán  en  inmediata  comu- 
nicación con  sus  d^-fensores,  se  pasará  á 
la  práctica  de  las  diligencias  de  prueba 
admitidas  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  las 
secciones  2.a,  «a,  4.a  y  6.»,  cap  III,  títu- 
lo III.  libro  Iir  de  la  men(*ionada Liey  de 
Enjuiciamiento  (1).  constituyéndose  ei 
Jurado  con  los  jueces  de  derecho  en  el 
lugar  del  suceso,  cuando  lo  estimare  ne- 
cesario el  tribunal.  Las  incidencias  sobre 
admisión  de  pruebas  á  que  se  refiere  la 
I^ey  de  Gnjuiciamientocriminal serán  de* 
cididas  por  los  jueces  de  derecho. 

Art.  62.  El  presidente,  ya  de  oficio, 
ya  á  instancia  de  cualquiera  de  las  par- 
tes, podrá  alterar  el  orden  de  las  prue- 
bas cuando  así  fuese  conveniente  para 
el  mayor  esclarecimiento  de  los   hechos. 

Art.  68.  Los  jurados,  previa  la  venia 
del  presidente,  podrán  dirigir  á  las  par- 
tes, testigos,  peritos  y  procesados,  las 
preguntas  que  estimen  conducentes  para 
aclarar  y  fijar  los  hechos  sobre  que  ver- 
se la  prueba.  Si  ¡as  preguntas  fuesen  im- 
pertinenteH  ó  capciosas,  según  parecer 
unánime  de  los  jueces  de  derecho,  el 
presidente  negará  la  venia  y  se  inserta- 
rán en  el  acta  las  preguntas  rechazadas. 

El  presidente,  antes  de  dar  principio 
á  los  interrogatorios  y  pruebas,  adverti- 
rá á  los  jurados  la  facultad  que  por  este 
artículo  ae  les  concede. 

Art.  64.  Practicadas  todas  las  prne 
has,  podrán  las  partes  reformar  bus  con- 
clusionee  escritas,  sin  determinaren  este 
estado  la  pena,  y  seguidamente  usarán 
de  la  palabra  el  Ministerio  fiscal,  el  de- 
fen80i\de1  querellante  particular  y  el  del 
actor  civil,  si  le  hubiere. 

En  sus  informes  se  limitarán  á  apre- 
ciar las  pruebas  practicadas,  á  calificar 
jurídicamente  los  hechos  que  resulten 
probados,  y  á  determinar  la  participación 
que  en  ellos  hubiese  tenido  cada  uno  de 
los  procesados,  así  como  las  circunstan- 
cias eximentes,  atenuantes  ó  agravantes 
de  la  responsabilidad  de  éstos,  cuando 
las  haya. 

Hablarán  después  los  defensores  de 
los  acusados  y  los  de  los  responsables 
civilmente  sobre  lo  mismo  que  hubiese 
sido  objeto  de  la  acusación,  y  sobre  todos 
los  hechos  ó  circunstancias  que  puedan 


(1)    Páge.  184  á  186  de  este  tomo. 
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contribuir  á  demostrar  la  irrespoiiaabili- 
dad  criminal  de  loa  procesados,  ó  la  ate- 
nuación de  su  delincuencia.  No  se  per- 
mitirán rectiOcaciones  sino  de  hechos. 

Art.  66.  81  en  las  conclusiones  refor- 
madas con  arreglo  al  párrafo  primero  del 
artículo  anterior  los  hechos  fuesen  cali- 
6cados  por  todas  las  partes  acusadoras 
como  delitos  que  no  sean  de  la  compe 
tencia  del  Jurado,  el  presidente,  antes 
de  conceder  la  palabra  al  Ministerio  fis- 
cal, preguntará  al  defensor  ó  los  defen- 
sores del  procesado  ó  los  procesados,  si 
optan  por  el  Tribunal  del  Jurado  ó  por 
el  de  derecho.  Si  el  procesado  único  ó 
todos  los  procesados,  conformes,  optasen 
por  este  último,  se  retirarán  en  el  acto 
los  jurados,  y  el  juicio  concluirá  sin  re- 
troceso ni  interrupción  ante  los  magis- 
trados, con  arreglo  á  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 

En  los  demás  casos  continuará  y  termi- 
nará el  juicio  ante  el  Tribunal  del  Jurado. 

En  las  causas  que  se  sustancien  ante 
el  Tribunal  de  dererho,  cuando  las  con 
clnsiones  definitiva*)  de  todas  las  partes 
acusadoras  califiquen  el  hecho  como  de- 
lito que  sea  de  la  competencia  del  Jura- 
do, el  presidente,  antes  de  conce<ler  la 
palabra  al  Ministerio  fiscal,  preguntará 
al  defensor  ó  los  defensores  del  procesa- 
do ó  los  procesados,  si  optan  por  el  Tri- 
bunal de  derecho  ó  por  el  del  Jurado.  Si 
el  procesado  único  ó  todos  los  procesa- 
dos conformes  optan  por  el  Tribunal  de 
derecho,  continuará  el  juicio  sin  inte- 
rrupción. Si  algún  procesado  opta  por  el 
Tribunal  del  Jurado,  quedará  sin  efecto 
lo  actuado  en  el  juicio  oral,  y  el  proceso 
se  suspenderá  para  incluirlo  en  el  alarde 
de  los  que  se  han  de  ver  y  sentenciar  en 
la  subsiguiente  reunión  del  Jurado,  por 
los  trámites  de  la  presente  ley. 

Art.  66.  Terminados  tos  informes,  el 
presidente  preguntará  á  los  procesados 
si  tienen  algo  que  manifestar  por  sí  mis 
mos  al  Tribunal. 

Si  contestasen  afirmativamente,  les 
concederá  la  palabra,  permitiéndoles  de- 
cir todo  cuanto  creyesen  conveniente 
para  su  defensa,  pero  sin  consentir  que 
ofendan  con  sus  palabras  la  moral,  ni 
falten  al  respeto  al  Tribunal,  ó  á  las  con- 
sideraciones debidas  á  las  demás  per- 
sonas. 

Art.  67.  Después  de  esto,  el  presiden- 
te preguntará  á  los  jurados  si  consideran 
necesaria  alguna  mayor  instrucción  so- 
bre cualquiera  de  los  puntos  que  sean 


objeto  del  juicio,  acordando  las  que  r^ 
clamasen,  si  fuese  posible. 

Art  68.  Enseguida  hará  el  presiden- 
te el  resumen  de  las  pruebas,  sin  entrar 
en  su  apreciación;  el  resumen  de  los  in- 
formes del  Ministerio  fiscal  y  de  los  de- 
fensores de  las  partes,  asi  como  de  lo> 
manifestado  por  los  procesados,  presen- 
tando los  hechos  con  la  mayor  precisión 
y  claridad,  y  absteniéndose  cuidadosa- 
mente de  revelar  su  propia  opinión. 

Expondrá  detenidamente  á  los  jurado» 
la  naturalesa  de  los  Lechos  sobre  qoe 
haya  versado  la  discusión,  determinan- 
do las  circunstancias  constitutivas  del 
delito  imputado  á  los  acusados. 

Expondrá  asimismo  la  índole  y  nato- 
raleza  de  las  circunstancias  eximentes, 
atenuantes  y  agravantes  que  hayan  sido 
objeto  de  prueba  y  discusión,  y  en  som*, 
todo  lo  que  pueda  contribuir  á  que  lo» 
Jurados  aprecien  con  exactitud  la  índole 
de  los  hechos  y  la  participación  que  en 
ellos  hubiesen  tenido  oada  uno  de  loe 
procesados. 

Todo  esto  lo  hará  el  presidente  con  la 
más  estricta  imparcialidad,  y  llamará  la 
atención  de  los  jurados  sobre  la  impor- 
tancia del  deber  que  van  á  cumplir,  y 
muy  especialmente  sobre  las  disposicio- 
nes de  la  ley  concernientes  á  su  delibe- 
ración y  voto. 

Art.  69.  Cuando  las  partes  acosado 
ras,  en  vista  del  resultado  de  las  prae- 
has,  soliciten  la  absolución  completa  d» 
los  procesados,  el  presidente  preguntará 
en  alta  vos  si  alguno  de  los  presente» 
mantiene  la  acusación.  Caso  negativo, 
los  jueces  de  derecho  dictarán,  sin  má» 
trámites,  auto  de  sobreseimiento  libre 
por  falta  de  acusación. 

Cuando  alguna  persona  con  capacidad 
legal  suficiente  manifestase  que  hace  en* 
ya  la  acusación,  será  tenido  por  parte 
como  tal  acosador,  si  además  estuviese 
dispuesto  á  sostener  en  el  acto  su  acnea- 
ción,  bien  por  sí  mismo  si  fuese  letrado, 
bien  valiéndose  de  uno  que  loses,  y  ee- 
continuará  en  todo  caso  el  juicio  sin  in- 
terrupción ni  retroceso,  sin  perjuicio  de 
formalizar  luego  la  representación  de 
esta  parte  para  los  trámites  olteríore» 
del  procedimiento. 

Todo  lo  que  resulte  acerca  de  este  in- 
cidente, se  consignará  en  el  acta  reepec- 
tiva. 
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Caf.  X.— Z>0  lai  cueítUmes  y  preguntai  á 
que  han  de  re»ponder  los  jurados, 

Art.  70.  Concluido  eo  so  cato  el  re- 
snmen  á  qae  se  reBere  el  trl.  68,  el  Pre- 
sidente formalará  las  preguntas  que  el 
Jarado  haya  de  contestar,  ccn  arreglo  á 
Us  conclusiones  deOnitivas  de  la  acusa- 
ción y  de  la  defensa. 

Art  71.  Cuando  las  conclusiones  de 
la  acusación  y  de  la  defensa  sean  con- 
tradictorias, de  tal  suerte  que,  resuelta 
nna  en  sentido  aBrmativo,  no  pueda  me- 
nos de  quedar  resuelta  la  otra  en  sentido 
negativo,  ó  viceversa,  se  formulará  una 
sola  pregunta. 

Art.  72.  £1  hecho  principal  será  ob- 
jeto siempre  de  la  primera  pregunta; 
pero  respecto  de  él  como  respecto  de  los 
demás  sobre  que  hayan  versado  las 
praebas  del  juicio,  podrán  hacerse  tan- 
tas preguntas  cuantas  fueren  necesarias, 
para  que  en  las  contestaciones  de  los  ju- 
rados haya  unidad  de  concepto,  y  para 
qae  no  se  acumulen  en  una  misma  pre- 
gunta términos  que  puedan  ser  contes- 
tados afirmativamente  unos  y  negativa- 
mente otros. 

Sin  perjuicio  de  la  cuestión  de  culpa 
hilidad  ó  inculpabilidad  del  agente,  so- 
bre la  cual  declaran  los  jurados  coo  li 
bertad  de  conciencia,  los  hechos  conte- 
nidos en  las  preguntas,  ya  sean  relativos 
á  elementos  morales ,  ya  materiales,  se- 
rán los  referentes  á  la  existencia  de  es- 
tos mismos  elementos  del  delito  imputa- 
do, á  la  participación  de  los  acusados, 
como  autores,  cómplices  ó  encubridores, 
al  estado  de  consumación,  frnstramien- 
to,  tentativa,  conspiración  ó  proposición 
á  que  llegó  el  delito  y  á  las  circunstan- 
cias eximentes,  atenuantes  ó  agravantes 
que  hubieren  concurrido. 

8i  por  la  acusación  ó  la  defensa  se 
suscitare  la  cuestión  de  considerarse  co- 
metido el  delito  por  imprudencia  puni- 
ble, se  formularán  las  preguntas  enca- 
minadas á  que  el  veredicto  del  Jurado 
conteste  respecto  á  si  los  hechos  ó  serie 
de  hechos  se  ejecutaron  con  intención,  ó 
con  descuido  ó  negligencia  graves,  ó  con 
simple  negligencia  ó  descuido. 

Si  en  cualquier  delito  ó  circunstancias 
del  mismo  se  contuviese  algún  concepto 
exclusivamente  jurídico  que  pueda  apre- 
ciarse independientemente  de  los  ele- 
mentos materiales  ó  morales  constituti- 
vos del  delito  ó  de  sus  circunstancias,  no 


se  formulará  sobre  él  pregunta  alguna, 
reservándose  su  apreciación  á  la  Sec- 
ción de  Derecho.  ^ 

Art.  78.  Si  el  reo  fuese  mayor  de  nue- 
ve afios  y  menor  de  quince,  se  formulará 
nna  pregunta  especial,  para  que  el  Jura- 
do resuelva  si  ha  obrado  ó  no  con  dis- 
cernimiento. 

Art  74.  Si  fueren  dos  ó  más  los  pro- 
cesados en  el  juicio,  se  formularán  pre- 
guntas separadas  por  cada  uno;  y  si  hu- 
biesen sido  objeto  del  juicio  dos  ó  más 
delitos,  se  formularán  también  respecto 
á  cada  uno  todas  las  preguntas  corres- 
pondientes. 

Árt.  76.  El  presidente  formulará  ade- 
más las  preguntas  que  resultaren  de  las 
pruebas,  aunque  no  hubieran  sido  com- 
prendidas en  las  conclusiones  de  la  acu- 
sación y  de  la  defensa. 

El  presidente  no  podrá  formular  pre- 
guntas que  tiendan  á  declarar  la  culpa- 
bilidad del  acusado  ó  acusados  por  un 
delito  más  grave  que  el  que  hubiese  sido 
objeto  de  la  acusación. 

No  se  formularán  tampoco  preguntas 
sobre  responsabilidad  civil  de  los  proce- 
sados, ni  de  otras  personas. 

Art.  76.  La  fórmula  de  las  preguntas 
será  la  siguiente:  <¿N.  N.,  es  culpable...» 
(Aquí  se  describirán  con  precisión  y  da- 
.  ridad,  ea  las  preguntas  que  se  juzguen 
necesarias,  el  hecho  ó  hechos  que  sirvan 
de  fundamento  á  las  conclusiones  de- 
finitivas de  la  acusación  y  de  la  defensa, 
y  en  su  caso  á  las  formuladas  por  el  Tri  • 
bunal  en  uso  de  las  facultades  que  le 
concede  el  art.  76,  respecto  al  hecho 
principal,  faltas  incidentales,  participa- 
ción en  ellos  de  los  acusados  y  estado  á 
que  llegó  el  delito). 

«¿En  la  ejecución  del  hecho  han  con- 
currido  >  (Aquf  se  describirán  con  pre- 
cisión y  claridad,  en  las  preguntas  que 
se  juzguen  necesarias,  los  hechos  que 
sirvan  de  fundamento  á  las  conclusiones 
definitivas  de  la  acusación  y  de  la  de- 
fensa, y  en  su  caso  á  las  formuladas  por 
el  Tribunal,  en  uso  de  la  facultad  que  le 
concede  el  art.  76,  por  lo  que  hace  rela- 
ción á  las  circunstancias  de  exención  de 
responsabilidad  criminal). 

Si  se  trata  de  un  menor  de  quince  afios, 
se  preguntará :  # 

«¿N.  N.  obró  con  discernimiento  al  eje- 
cutar el  hecho > 

Si  se  trata  de  imprudencia  punible,  se 
preguntará: 

«¿N.  N.  obró  con  intención >  (ó  oon 
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descaído,  ó  con  deecnido  ó  negligencia 
gravee,  ó  con  aimple, negligencia  ó  dee- 
coido,  eegán  loe  casos). 

«¿El  hecho  se  ha  ejecutado.».. >  (Áqaí 
se  describirán  con  precisión  y  claridad, 
en  las  pregantes  que  se  juzguen  necesa- 
rias, los  hechos  que  sirvan  de  fundamen- 
to á  las  conclusiones  definitivas  de  la 
acusación  y  de  la  defensa,  y  en  su  caso 
á  ta  formulada  por  el  Tribunal  en  aso  de 
la  facultad  que  le  concede  el  art.  76  por 
lo  que  hace  relación  á  las  circunstancias 
atenuantes  y  agravantes). 

Al  formular  estas  preguntas  se  tendrá 
presente  lo  ordenado  en  el  art.  72  de  esta 
ley,  y  se  cuidará  de  omitir  toda  denomi- 
nación jurídica. 

Art.  77.  £1  presidente  redactará  por 
escrito  las  preguntas,  leyéndolas  después 
en  alta  vos. 

8i  alguna  de  las  partes  reclamase  con- 
tra cualquiera  de  las  preguntas  formula- 
das, por  deficiente,  por  defectuosa,  por 
DO  haberse  formulado  alguna  que  proce- 
diese ó  haberse  hecho  alguna  indebida, 
la  sección  resolverá  en  el  acto  la  recla- 
mación, oyendo  antes  al  fiscal  y  á  los  de- 
fensores de  las  partes. 

Contra  esta  reclamación  no  procederá 
otro  recurso  que  el  de  casación,  si  se 
preparase  en  el  acto  por  medio  de  la  co- 
rrespon(iiente  protesta. 

Cap.  XI.— De  la  deliberadáti  de  los 
jurados  y  del  veredicto, 

Art.  78.  Acto  continuo  el  presidente 
entregará  las  preguntas  á  los  jurados, 
quedándose  con  copia  de  las  mismas,  sa 
cadas  por  el  secretario,  los  que  se  retira- 
rán á  la  sala  destinada  para  sus  delibera 
clones. 

También  se  les  entregarán,  si  lo  soli 
citan,  las  piezas  de  convicción  que  hu- 
biere, y  la  causa  sin  los  escritos  de  cm- 
lificación. 

Art.  79.  El  primero  de  los  jurados, 
por  el  orden  con  que  sus  nombres  hubie- 
sen salido  en  el  sorteo,  desempefiará  las 
fanciones  de  presidente,  á  no  ser  que  la 
oíayoría  acordase  otro  nombramiento. 

Art.  80.  La  deliberación  tendrá  lugar 
á  puerta  cerrada,  no  permitiendo  el  pre- 
sidente del  Trllunal  la  comunicación  de 
los  jurados  con  ninguna  persona  extra- 
fia,  á  cuyo  efecto  adoptará  las  disposicio- 
nes qae  considere  convenientes,  y  no  se 
interrumpirá  hasta  que  hayan  sido  con- 
testadas todas  las  preguntas. 

Art.  81.    En  el  caso  en  que  la  delibe- 


ración se  prolongue  por  tanto  tiempo 
que  no  sea  p(»sible  á  los  jurados  conti- 
nuarla» el  presidente  del  Tribunal  permi- 
tirá que  la  suspendan,  pero  nada  más 
que  por  el  tiempo  que  considere  indis 
pensabte  para  el  descanso,  sin  que  do- 
rante él  pueda  faltarse  á  la  incomtmica 
ción  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  82.  Si  cualquiera  de  los  jurados 
tuviere  duda  sobre  la  inteligencia  de  al- 
guna de  las  preguntas,  podrá  pedir  qae 
el  Tribunal  aclare  también  por  escrito  la 
palabra  ó  concepto  dudoso. 

Si  antes  de  dar  su  veredicto  creen  ne 
cesarlas  nuevas  explicaciones,  les  serán 
dadas  por  el  presidente,  después  de  vol- 
ver para  este  efecto  á  la  Sala  de  Ao- 
diencia. 

Cuando  hubiere  lugar  á  modificar  A 
completar  las  preguntas,  no  se  procederá 
á  hacerlo  sino  en  presencia  de  las  partes. 

Art.  83.  Terminada  la  deliberación, 
•6  procederá  á  la  votación  de  cada  unm 
de  tas  preguntas,  por  el  orden  en  que  se 
hubiesen  formulado  por  el  presidente 
del  Tribunal. 

Art.  84.  La  votación  será  nominal  y 
en  alta  voz,  contestando  cada  uno  de  loa 
jurados,  según  su  conciencia,  y  bajo  el 
juramento  prestado  á  cada  ana  de  las 
preguntas:  5t  ó  No, 

Art.  85.  La  mayoría  absoluta  de  vo- 
tos formará  veredicto. 

En  caso  de  empaté,  se  entenderá  vo- 
tada la  inculpabilidad.  Si  se  tratase  de 
hechos  relativos  á  circunstancias  agra- 
vantes, se  entenderá  votada  la  exclusión 
de  éstas.  Si  de  hechos  relativos  á  cir- 
cunstancias atencantes  ó  eximentes,  se 
entenderá  votada  la  existencia  de  ellae. 

Art.  86.  Ninguno  de  los  jurados  podrá 
abstenerse  de  votar. 

El  que  insistiere  en  abstenerse  des- 
pués de  requerido  tres  veces  por  el  pre- 
sidente, incurrirá  en  la  pena  señalada  en 
el  segundo  párrafo  del  art.  383  del  Códi- 
go penal  (1). 

La  abstención,  sin  embargo,  se  repu- 
tará voto  á  favor  de  la  inculpabilidad. 

Art.  87.  Concluida  la  votaci*Sn,  se  ex- 
tenderá un  acta  en  la  forma  siguiente: 
cLos  jurados  han  deliberado  sobre  las 
preguntas  que  se  han  sometido  á  sa  re- 
solución y  bajo  el  juramento  que  preata- 
ron,  declaran  solemnemente  lo  siguiente: 

A  la  pregunta...  (Aqaí  las  preguntad 
copiadas).  SióNo. 


(1)    Véase  tomo  I,  págs.  651  y  65S; 
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Y  a0<  todas  la*  preguntas,  por  al  or 
den  con  que  hablaran  sido  resneltat. 

Art.  88.  En  el  acta  no  podrá  hacerse 
eonstar  si  el  aoaerdo  se  tomó  por  mayo- 
ría ó  por  anantmídad,  y  será  firmada  por 
iodos  los  jurados. 

£1  qoe  DO  lo  hiciere  después  de  reque- 
rido tres  veces,  incurrirá  en  la  pena  á 
que  se  refiere  el  art.  86  de  esta  ley. 

Art  89.  El  Jurado  qoe  revelase  el 
voto  que  hubiere  emitido,  ó  el  qoe  bu- 
hiere  dado  cualquiera  de  sus  colegas, 
salvo  lo  que  se  dispone  en  el  art.  110, 
será  considerado  como  funcionario  pá- 
blico  para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en 
el  art  878  del  Oódigo  penal  (1). 

Art.  90.  Escrita  y  firmada  el  acta, 
volverán  los  jurados  á  la  sala  del  Tribu- 
nal; y  ocupando  sus  respectivos  asientos, 
el  que  hubiere  desempeñado  las  funcio- 
nes de  presidente  leerá  el  acta  en  alta 
vos,  entregándola  después  al  presidente 
del  Tribunal. 

En  este  estado  del  juicio,  los  suplen- 
tes cesarán  de  funcionar,  pudiendo  reti  - 
rarse;  y  mientras  que  tos  jurados  propie- 
tarios deliberen,  permanecerán  con  los 
magistrados  de  la  sección  de  derecho  por 
ai  acaso  ocurriera  cualquier  accidente 
que  exigiere  la  sustitución  de  alguno  de 
aquéllos. 

Cap.  Xll.^  Del  juicio  de  derecho, 

Art.  91.  Guando  el  veredicto  fuese 
de  culpabilidad  para  alguno  de  los  acu- 
sados, el  presidente  del  Tribunal  conce- 
derá la  palabra  al  fiscal  y  á  la  represen- 
tación de  los  actores  particulares,  para 
que  informen  lo  que  tengan  por  conve- 
niente, así  sobre  la  pena  que  debe  impo- 
nerse á  cada  uno  de  los  declarados  cul- 
pables, como  sobre  la  responsabilidad 
civil  y  su  cuantía. 

Después  del  fiscal  y  de  la  representa- 
ción (le  los  actores  particulares,  informa- 
rán las  de  los  procesados  y  las  de  las  de 
tnás  personas  civilmente  responsables. 

En  los  informes  se  limitarán  á  tratar 
ias  cuestiones  legales,  ajustándose  nece- 
sariamente á  los  hechos  establecidos  por 
el  Jurado,  sin  que  se  permita  censura 
ni  crítica  alguna  acerca  de  ellos. 

Art.  92.  Así  el  fiscal  como  las  demás 
partes,  podrán  variar  en  el  acto  sus  cali- 
ficaciones respecto  al  delito,  participa- 
ción en  él  de  los  declarados  culpables  y 
circunstancias  modificativas  de  la  pena- 


lidad, partiendo  de  las  declaraciones  con- 
tenidas en  el  veredicto. 

Es  aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  788 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  (1), 
pero  tan  sólo  en  cnanto  se  refiere  á  la 
calificación  del  delito,  sin  que  en  ningún 
easo  pueda  suspenderse  el  juicio  porque^ 
el  Tribunal  haga  uso  de  la  facultad  á 
que  se  refiere  dicho  artículo. 

Art  98.  Terminados  estos  informes  ó 
inmediatamente  después  de  pronunciado 
el  veredicto,  si  éste  hubiese  sido  de  in- 
culpabilidad, los  jueces  de  derecho  se 
retirarán  á  deliberar  y  á  dictar  la  sen 
tencia  que  proceda  en  cada  caso. 

Art.  94.  El  Secretario  del  Tribunal 
extenderá  un  acta  por  cada  sesión  diaria 

I  que  se  hubiese  celebrado,  haciendo  cons 

I  tar  sucintamente  todo  lo  importante  que 

I  hubiera  ocurrido. 

I  En  las  actas  se  insertarán  á  la  letra  las 
pretensiones  incidentales  y  las  resolu- 
ciones del  presidente  ó  de  la  sección  que 
hubieren  de  ser  objeto  del  recurso  de 
casación. 

En  el  acta  de  la  última  sesión  se  in- 
sertarán asimismo  á  la  letra  las  conclu- 
siones de  la  acusación  y  de  la  defensa. 
Art.  96.  Las  actas  se  leerán  al  termi- 
nar cada  sesión,  haciéndose  en  ellas  las 
rectificaciones  que  las  partes  reclamaren, 
y  la  sección  acordará  en  el  acto. 

El  presidente,  los  demás  magistrados, 
los  jurados,  el  fiscal,  las  partea  y  sus  re 
presentantes  y  defensores  firmarán  las 
actas. 

Gap.  XIII. — De  las  senfeticias  del 
Tribunal  de  derecho. 

Art.  96.  La  sección  de  derecho  pro- 
nunciará la  sentencia  que  corresponda 
en  vista  de  las  declaraciones  del  veredic- 
to, y  si  fuese  absolutoria,  se  mandará 
poner  inmediatamente  en  libertad  á  loe 
presos  que  hubieren  sido  declarados  in- 
culpables, á  no  ser  que  estuvieran  tam- 
bién presos  por  otro  proceso 

Art.  97.  Las  sentencias  se  acordarán 
por  mayoría  abfloluta  de  votos,  transcri- 
biéndose en  ellas  las  preguntas  y  res 
puestas  contenidas  en  el  veredicto  en 
ves  de  la  narración  y  calificación  de  he- 
chos probados,  siendo  aplicable  todo  lo 
demás  que  respecto  de  lifs  mismas  se 
dispone  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
crímitial  (2). 


(1)    Véaiie  la  nota  anterior. 


(1)  Páginas  186  y  187  de  este  tomo 

(2)  Véase  el  art.  142  de  dicha  ley,   pági- 
na 188  ídem  id. 
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Lot  magistrados  no  podrán  soapender 
la  deliberación  hasta  que  hayan  dictado 
ia  sentencia. 

Árt.  98.  Las  sentencias,  así  como  lot 
veredictos,  se  anirán  originales  á  la 
cansa. 

Art.  99.  Ni  los  Jorados  ni  el  Tribunal 
podrán  abstenerse  de  pronunciar  res- 
pectivamente veredicto  y  sentencia,  aun 
cnando  las  declaraciones  del  veredicto  se 
refieran  á  delitos  que  no  fueran  de  lacom 
petencia  del  Tribunal  del  Jurado. 

GiP.  XIV.— i>  la  $u$peniión  del  juicio. 

Art.  100.  Abierto  el  Juicio,  continua- 
rá durante  todas  las  sesiones  consecuti- 
vas  hasta  su  terminación. 

Art.  101.  Son  aplicables  al  juicio  ante 
el  Tribunal  del  Jurado  las  disposiciones 
contenidas  en  los  arta.  746,  746,  747,748 
y  749  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  crioii- 
nal  (1).  Todaa  las  providencias  á  que  se 
refieren  los  artículos  citados,  competerán 
á  los  jueces  de  Derecho. 

Art.  102.  Lo  dispuesto  en  el  núm.  4.o 
del  art.  740,  se  entiende  en  cuanto  á  los 
jnradoa,  para  el  caso  en  que  no  basten 
los  dos  suplentes  para  sustituir  á  los  en- 
fermos ó  imposibilitados  por  cualquiera 
otra  causa. 

Los  suplentes  que  asistan  á  los  deba- 
tes sustituirán  por  tu  orden  al  jurado 
que  enferme  ó  se  imposibilite  por  cual- 
quiera otra  causa. 

Di$po$icione§  eomune$. 

Art.  108.  Todas  las  sesiones  que  se 
celebren  ante  la  Sección  de  magistrados 
ó  ante  el  Tribunal  del  Jurado,  serán  pú- 
blicas. 

Exceptúanse  las  que  á  juicio  de  los 
jueces  de  Derecho  deban  ser  secretas 
por  rasones  de  pública  moralidad  ó  por 
respeto  á  la  peraona  ofendida  ó  á  au  fa- 
milia. 

Laa  partes  podrán  hacer  concurrir  á 
las  sesiones,  á  su  costa ,  taquígrafoa  que 
tengan  el  correspondiente  título,  para 
que  anoten  las  declaraciones,  los  discur- 
sos y  las  incidencias,  sin  que  en  ningún 
caso  adquiera  autenticidad  oficial  la  ver- 
sión de  las  notas  taquigráficaa. 

El  Ministro  de  Gracia  y  Juaticia  dic 
tara  las  disposiciones  oportunas  para  re- 
gular, así  el  nombramiento  de  taquígra- 


(l)    Pág.  188  de  esta  tono. 


fos  titulares  adscritos  al  Tribunal,  eomo 
la  tasación  de  aus  honorarios  ó  dietas. 

Art.  104.  Las  sesiones  durarán  en 
cada  día  el  tiempo  que  al  eonatitnirae  el 
Tribunal  hubiere  determinado  el  presi- 
dente, pudiendo  prorrogarse  para  la  ter- 
minación del  juicio  si  fuere  conveniente. 

Art.  106.  £1  presidente  del  Tribuoftl 
tendrá  todas  laa  facultades  necesarias 
para  conservar  ó  restablecer  el  orden  en 
las  sesiones,  pudiendo  corregir  en  el 
acto,  con  multa  de  26  á  260  pesetas,  la* 
faltas  que  no  constituyan  delito  ó  que  no 
tengan  señalada  en  la  ley  una  corrección 
eapecial,  y  aon  aplicablea  además  todaa 
laa  disposiciones  consignadas  en  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  en  el  capí- 
tulo referente  á  laa  facultades  de  loe 
Presidentes  del  Tribunal  (1). 

Art.  106.  El  preaidente  cuidará  asi - 
miamo  de  dirigir  con  acierto  á  loe  jara- 
doa  en  el  deaerapefio  de  sus  funcionea^ 
sin  invadir  las  atribuciones  que  les  co- 
rrespondan. 

TÍTULO  lU 

Gap.  XV.— De  lo$  recwtoi  de  reforma 
del  veredicto  y  de  reviita  de  la  canta 
por  nuevo  Jurado. 

Art.  107.  El  veredicto  podrá  aer  de- 
vuelto al  Jurado  para  que  lo  reforme  6 
lo  confirme,  en  los  casos  siguientes: 

l.o  Guando  deje  de  contestar  categó- 
ricamente alguna  de  laa  preguntaa. 

2.0  Guando  haya  contradicción  en  lee 
contestaciones  ó  no  exista  entre  ellas  la 
neceaaria  congruencia. 

8.0  Guando  el  veredicto  contenga  al- 
guna declaración  ó  reaolución  que  exce- 
da loa  límites  de  la  conteatación  categó- 
rica á  las  preguntas  formuladas  y  aome- 
tidas  al  Jurado. 

4.0  Guando  en  la  deliberación  y  vota- 
ción se  hubiere  infringido  lo  dispuesto 
en  los  artículos  desde  el  80  hasta  el  87 
inclusive. 

Art.  108.  Publicado  el  veredicto  en 
la  forma  que  eatablece  el  art.  90,  los  joe 
ees  de  derecho  podrán  acordar  de  oficio, 
y  el  fiscal,  el  acosador  privado  ó  los  de- 
fensores de  las  partes,  pedir  que  sea  de* 
vuelto  al  Jurado  para  que  lo  reforme  6 
lo  confirme,  siempre  que  concurra  algn^*» 


(1)    Véftse  ftl  libro  III,  tíL  Ul,  cap.  11,  «r* 
tículot  688  á  68*7,  paga.  18i  y  188  ^ 
tono. 
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na  de  las  circanatanciaa  enumerada!  en 
el  artículo  anterior. 

La  parte  que  eolicite  la  devolución  del 
veredicto,  expondrá  y  razonará  breve- 
mente an  pretensión,  y  ain  permitir  que 
acerca  de  ella  se  suscite  debate,  los  jue- 
ces de  derecho  acordacán  lo  que  pro- 
ceda. 

Art.  109.  Cuando  el  veredicto  fuere 
devuelto  al  Jurado  por  no  haber  aido  ca- 
tegóricamente contestada  alguna  de  laa 
preguntas,  loe  jueces  de  derecho  le  or- 
denarán que,  retirándose  á  la  sala  de  de 
libraciones,  vuelva  á  resolver  sobre  la 
pregunta. 

Si  el  veredicto  se  hubiere  devuelto  por 
haber  contradicción  ó  por  no  exiatir  con- 
gruencia entre  las  contestaciones,  los 
jueces  de  derecho  ordenarán  al  Jurado 
que  conteste  nuevamente  á  las  pregun- 
taa,  haciéndole  notar  los  defectos  de  que 
adolezcan  las  primeras  contestaciones. 

Asimismo  sefialarán  los  jueces  de  de 
recho  alJurado  las  declaraciones  ó  reso 
luciones  que  excedan  los  límites  de  la 
contestación  categórica  á  laa  preguntas 
formuladas,  ó  las  infracciones  ó  irregu- 
laridades cometidas  en  la  deliberación  y 
votación  del  veredicto,  para  que  aupri- 
man  aquéllas  y  subsanen  éstas,  proce- 
diendo á  dictarlo  de  nuevo  cuando  aea 
devuelto  por  virtud  de  lo  que  disponen 
loa  números  8  o  y  4.0  del  art.  107. 

Art.  110.  Si  despuéa  de  la  segunda 
deliberación,  el  veredicto  adoleciera  to- 
davía de  alguno  de  los  defectos  mencio- 
nados en  loR  dos  artículos  anteriores,  la 
sección  acordará  también,  de  oficio  ó  á 
instancia  de  parte,  que  vuelva  el  Jura- 
do á  deliberar  y  á  contestar  á  laa  pre- 
guntas. 

Si  en  esta  tercera  deliberación  tampo- 
co resultare  veredicto  por  la  misma  can- 
sa, el  presidente  del  Jurado,  antea  de 
volver  á  la  sala  del  Tribunal,  hará  cona- 
tar  el  voto  emitido  por  cada  uno  de  loa 
jurados  en  esta  tercera  deliberación,  en 
un  acta  especial  que  habrán  de  firmar 
todos  los  presentes. 

Vueltos  los  jurados  á  la  sala  de  au- 
«iiencia,  el  presidente  de  aquéllos  entre- 
gará el  acta  al  del  Tribunal  de  derecho.  Si 
este  Tribunal,  después  de  examinar  el 
acta,  creyera  que  no  hay  veredicto,  lo 
declarará  así  en  alta  voz  su  presidente,  y 
remitirá  la  causa  á  ni^vo  Jurado. 

£1  acta  especial  se  remitirá  al  juez  del 
partido  competente  para  que  proceda 
contra    loe    jurados  responsablea ,  con 


arreglo  al  párrafo  2."  del  art.  888  del  Có- 
digo penal  (1). 

Art.  111.  Si  el  Tribunal  de  derecha 
deaeatimara  la  petición  de  cualquiera  da 
las  partea  para  que  vuelva  el  veredicto 
al  Jurado,  podrá  prepararse  el  recurso 
de  casación  haciendo  en  el  acto  la  correa- 
pendiente  protesta. 

Art.  112.  Acordará  también  el  Tribu- 
nal de  derecho  someter  la  causa  al  cono- 
cimiento de  un  nuevo  Jurado  cuando  por 
unanimidad  declaren  los  jueces  que  lo 
constituyen  que  el  Jurado  ha  Incurrido 
en  error  grave  y  manifieato  al  pronun- 
ciar el  veredicto. 

Sólo  podrá  hacerse  esta  declaración  en 
los  casos  siguientes: 

1.0  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el 
resultado  del  juicio,  sin  que  pueda  ofre- 
cerse duda  racional  en  contrario,  la  in- 
culpabilidad del  procesado,  el  Jurado  le 
hubiere  declarado  culpable. 

2.0  Cuando  siendo  manifiesta,  por  el 
resultado  del  juicio,  sin  que  pueda  ofre- 
cer duda  racional  en  contrario,  la  culpa- 
bilidad del  proceaado,  el  Jurado  le  hu- 
biere declarado  inculpable. 

Art.  118.  La  declaración  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior  podrá  hacerse 
de  oficio  ó  á  instancia  de  parte.  Publica- 
do definitivamente  el  veredicto,  los  jue- 
ces de  derecho  podrán  acordar,  y  el  fis- 
cal, el  acusador  privado  ó  los  represen- 
tantes de  las  partes  pedir,  que  se  someta 
la  causa  á  conocimiento  de  un  nuevo  Ju- 
rado. No  se  permitirá  al  reclamante  ra- 
zonar ni  fundar  en  modo  alguno  esta 
pretensión,  ni  sobre  ella  se  tolerará  de- 
bate. Una  vez  formulada,  el  Tribunal  de 
derecho  acordará  en  el  acto  lo  que  eati- 
me  procedente. 

Art.  114.  Cuando  haya  de  remitirae 
una  causa  á  nuevo  Jurado  por  ocurrir 
cualquiera  de  los  casos  determinados  en 
el  art.  110  ó  en  el  112,  no  se  procederá 
al  juicio  de  derecho. 

una  vez  abierto  éste,  no  podrán  utili- 
zarse contra  el  veredicto,  ni  de  oficio,  ni 
á  instancia  de  parte,  los  recursos  de  re- 
forma ni  de  revista. 

Art.  116.  En  los  casos  de  los  ar- 
tículos anteriores,  cuando  la  causa  haya 
de  enviarse  á  nuevo  Jurado,  se  reprodu- 
cirá el  juicio  ante  éste  con  los  mismoa 
trámites  y  solemnidadea  que  la  presente 
ley  establece. 


(1)    Véase  el  tomo  I,  págs.  651  y  652, 
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Contra  el  veredicto  del  segando  Jara- 
do  no  procederá  el  recarao  de  revista. 

Cap.  XVI.— De  los  recHrsoi  de  eaiaeión 
contra  las  sentencias  dtl  Tribunal  del 
Jurado. 

Art.  110.  El  recarao  de  casación  po- 
drá interponerse  por  quebrantamiento 
de  forma  ó  por  infracción  de  ley. 

Art.  117.  No  será  admisible  el  recar- 
so  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  si  la  parte  qae  intente  interpo- 
nerlo no  hubiere  reclamado  la  aubeana 
ción  de  la  falta  cuando  fuere  posible,  y 
hecho  la  oportuna  protesta  con  sujeción 
á  lo  dispuesto  en  el  art  914  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  (1). 

Aft.  118.  Podrán  interponer  el  recur- 
so de  casación  las  personae  mencionadas 
en  el  art.  864  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal  (2),  y  para  su  interposición, 
sastaiiciación  y  decisión  se  estará  á  lo 
que  dicha  ley  dispone  en  cuanto  no  re- 
sulte modi6cada  por  la  presente  (8). 

Cap.  XVII. — Del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  é  infracción 
de  ley. 

Art.  119.  Procede  el  recurso  de  casa* 
ción  por  quebrantamiento  de  forma  con- 
tra laa  sentencias  pronunciadas  por  el 
Tribunal  del  Jurado,  en  los  caaos  previa 
tos  por  los  arta.  911  y  núms.  2.o  y  8.o 
del  912  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, y  además  en  los  siguientes: 

1.^  Cuando  en  la  sentencia  no  ae  ha- 
ya transcrito  literalmente  el  veredicto 
en  la  forma  que  determina  el  art.  97  (4). 

2.0  Cuando  el  recurrente  haya  pro- 
testado por  los  motivos  expuestos  en  los 
arta.  77  y  111  de  esta  ley. 

8.<^  Cuando  la  aentencia  ó  veredicto 
hayan  aido  dictadoe  por  menor  número 
de  magistrados  ó  jarados  que  el  exigido 
por  eata  ley. 

4.^^  Cuando  hayan  concurrido  á  dic- 
tar la  aentencia  ó  veredicto  algún  magia- 
trado  ó  jurado  cuya  recusación  motivada 
é  intentada  en  tiempo  y  forma  se  hnbie- 
re  desestimado  ein  anstanciarla  con  arre- 
glo á  derecho,  ó  cuando  hubiere  aido 


(1)  Pag  204  de  este  tomo. 

(2)  Pág.  197  ídem  id. 

<8)  El  procedimiento  para  el  recorso  de 
casación  se  determina  en  la  Ley  de  Bujoiela- 
miento  criminal,  arts.  878  á  909,  págs.  199 
á  208  de  este  tomo. 

(4)    Págs.  129  id.  id. 


deaeatimada  Indebidamente  algona  de 
laa  que  perentoriam«^nte  pueden  propo 
ner  contra  los  jurados  sin  alegar  cattaa. 

Art.  120.  En  loa  casos  en  que  faere 
caaada  la  sentencia,  ae  procederá  con 
arreglo  al  art.  980  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  (1);  y  si  por  rasón  de 
la  falta  cometida  tuviese  que  reunirse  de 
nuevo  el  Jurado,  ae  convocará  á  loa  mia- 
moa  juradoa  que  intervinieron  en  el  joi 
ció,  ain  neceaidad  de  nuevo  aorteo. 

Cuando  eato  fuere  absolutamente  im- 
posible por  cualquier  motivo,  se  celebra- 
rá nuevo  juicio,  con  arreglo  á  laa  pres- 
cripciones de  la  presente  ley. 

Art.  121.     £1  recurso  de  caaaciOn  por 
infracción  de  ley  procede  en  loa  miamoe 
caaoaqueen  la  de  Enjuiciamiento  criáii 
nal  ae  expreaan  (2). 

Cap.  XVIII. —/>é/  recurso  de  revinán 
contra  las  sentencias  del  Tribunal  del 
Jurado, 

Art.  122.  Contra  las  sentencias  fir- 
mee  dictadas  en  los  juicios  en  que  ho- 
hiere  intervenido  el  Jurado,  procederá  el 
recurao  de  reviaión  en  los  tres  casos  del 
art.  964  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal (8),  y  en  la  forma  que  determina  la 
uiiauía. 

Disposiciones  especiales, 

l.s  Cuando  ae  produzcan  hechoa  que 
hagan  neceaaria  la  suspensión  del  jaicio 
por  jurados  para  aeegurar  la  administra- 
ción recta  y  deaembarasada  de  la  justi- 
cia, podrá  quedar  en  auapenao  respecto 
de  todos  loa  delitoa  enumerados  en  el 
art.  4  ^,  ó  aolamente  respecto  de  algono 
ó  algunoa  de  ellos. 

En  el  caao  de  que  la  auapenaión  se 
circunacriba  al  territorio  de  ana  ó  dos 
provinciaa  ó  aolamente  ae  re6era  á  parte 
de  loa  delitos  sometidos  á  la  competen- 
cia del  Jurado,  ae  resolverá  por  Real  de 
creto  acordado  en  Consejo  de  Ministros, 
previa  conaulta  del  Tribunal  ó  Tribatta- 
lea  del  territorio  en  que  ae  haya  de  apli- 
car la  suspensión,  del  Tribunal  Supremo 
y  del  Conaejo  de  Estado  en  pleno. 

El  Gobierno  aometerá  inmediatamen- 
te au  deciaión  á  las  Cortes,  si  estuviesen 


(1)  Pñgs.  205  y  206  de  este  tomo. 

(2)  Lo  relativo  al  recurso  por  infraedóa 
de  ley  puede  veriie  en  ios  arta.  84*1  a  854,  pé* 
ginas  196  y  191  ídem  id. 

(8)    Pág.  20*7  ídem  id. 
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reanidas,  ó  en  cuanto  te  reúnan.  Para 
<|ae  la  auspensión  ae  prolongue  por  máa 
de  un  afio,  ae  requiere  autorisación  ex- 
preea  en  una  ley. 

£n  el  caao  de  que  la  auapensión  haya 
da  «xtenderae  á  todoa  loa  delitoa  ó  á  más 
de  dea  proviuciaa,  no  podrá  acordarse  si 
no  se  suspenden  á  la  vez  ó  están  anspen- 
MM  en  el  mismo  territorio  Mas  garantías 
A  que  se  refiere  el  art.  17  de  la  Constitu- 
ción (1),  entendiéndose  que  la  auapensión 
del  juicio  por  jurados  en  este  oaso  habrá 
de  sujetarse  á  laa  circunstancias,  forma- 
lidades y  limitacionea  que  dicho  artículo 
establece. 

Restablecidas  en  el  territorio  donde 
faobieren  quedaiio  en  suspenso  las  men- 
cionadas garantías  constitucionales,  vol- 
verá á  funcionar  en  el  miamo  el  Tribu- 
nal del  Jurado,  según  iae  prescripciones 
de  esta  ley. 

En  todo  caso,  durante  la  auspensión, 
la  Audiencia  de  lo  criminal  del  territorio 
reapectivo  conocerá,  con  arreglo  á  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  de  las  can- 
aaa  á  que  aquélla  ae  refiera.* 

2.a  8e  autoriza  al  Gobierno  de  S.  M. 
para  adoptar  las  diaposiciones  necesarias 
al  planteamiento  del  Tribunal  del  Jurado 
y  ejecución  de  la  presente  ley. 

8.a  A  los  jurados  que  ante's  de  termi- 
nar laa  sesiones  de  cada  período  lo  soli- 
•citen,  se  les  abonarán  dietas  por  el  tiem- 
po que  hubieran  permanecido  necesaria 
mente  fuera  de  su  habitual  reaidencia 
para  asistirá  las  reuniones  del  Tribunal. 
Loa  jurados  que  tengan  su  residencia  en 
el  Ingfar  donde  se  celebren  las  sesiones, 
podrán  reclamar  dietas  sólo  por  el  tiem- 
po que  hubiesen  durado  sus  funciones 
efectivaa. 

Caá  dietas  para  unos  y  otros  jurados 
aeran  fijadas,  así  como  la  manera  de  abo 
liarlas,  por  Real  decreto,  en  térpoinos 
<|ae,  según  laa  circunstanciaa  locales,  no 
excedan  de  la  estricta  indemnización  de 
loa  gaatos  indispensables  para  cumplir 
loa  deberes  del  cargo  de  jurados. 

También  se  regularán  por  el  Gobierno 
laa  dietas  que  hayan  de  percibir  loa  jue- 
ces de  derecho  cuando  laa  seaiones  se  ce- 
lebren fuera  de  la  residencia  ordinaria 
del  Tribunal. 

Articulo  adicional. 

Loa  arta.  146  y  158  de  la  Ley  de  12  de 


Septiembre  de  1882  sobre  Enjuiciamien- 
to criminal,  ae  redactarán  de  la  manera 
siguiente: 

c  Art.  145.  Para  dictar  autos  ó  senten- 
ciaa  en  loa  aauntoa  de  que  conozca  el 
Tribunal  Supremo,  aeran  neceaarioa  ála- 
te magistradoa,  á  no  aer  que  en  algún 
caso  de  los  previstos  en  esta  ley  baate 
menor  número. 

Para  dictar  autos  y  sentencias  en  las 
causaa  cuyo  conocimiento  corresponde  á 
las  Audienciaa  de  lo  criminal  ó  á  laa  Sa- 
laa  respectivaa  de  las  Audienciaa  territo- 
rialea,  aeran  neceaarios  tres  magistradoa 
y  cinco  para  dictar  eentencia  en  las  cau- 
sas en  que  se  hubiere  pedido  pena  de 
muerte,  cadena  ó  reclusión  perpetuaa. 

Al  efecto,  si  en  la  Sala  ó  Sección  del 
Tribunal  no  hubieae  número  auficiente 
de  magpstradoa,  se  completará:  en  laa 
Audienciaa  territorialea,  con  los  neceas 
rios  de  las  demás  Secciones  de  la  Sala  de 
lo  criminal,  y  donde  no  loa  hubiere,  con 
loa  de  Salas  de  lo  civil,  deaignadoa  res- 
pectivamente por  el  Presidente  de  la  Saín 
de  lo  criminal  ó  por  el  de  la  Audiencia; 
en  las  Audienciaa  de  lo  criminal,  con  los 
de  laa  demáa  Secciones,  á  designación  de 
au  Presidente;  y  donde  la  planta  fuese 
menor  de  cinco  magistrados,  con  los  ma- 
giatradoa  suplentes,  y  á  falta  de  éstos, 
con  los  magistradoa  de  la  Audiencia  de 
lo  criminal  máa  próxima  que  por  turno 
designe  el  Presidente  de  la  del  territorio 
á  que  ambaa  pertenezcan,  de  quien  ha- 
brá de  aolicitarlo  con  la  anticipación  de- 
bida el  de  la  de  lo  criminal  donde  ocu- 
rriese el  caao. 

Para  dictar  providencias  en  unos  y 
otros  Tribunalea  bastarán  doa  magistra- 
doa, si  estuviesen  conformes. 

Art.  15H.  Laa  providenciaa,  los  autoa 
y  laa  aentenciaa,  ae  dictarán  por  mayo 
ría  abaolnta  de  votoa,  excepto  en  loa  ca- 
aoa  en  que  la  ley  exigiere  expresamente 
mayor  número.  > 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales, 
Justiciaa,  Jefes,  Gobernadorea  y  demás 
autoridades,  así  civiles  como  militares  y 
eclesiásticaa,  de  cualquier  clase  y  dig^i 
dad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cum- 
plir y  ejecutar  la  preaente  ley  en  todas 
sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Abril  de  1888. 
Yo  LA  RaiMA  RcoiNTK.  —  EI  Miniatro  de 
Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alomo  Mar- 
tinez,  [Gacetas  de  24  y  25  de  Abril). 


(1)    Tomo  I,  pág.  167. 
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Beal  decreto  dé  17  de  Junio  de  1899  de^ 
terminando  el  importe  de  las  dietas  de 
jurades  y  magistrados. 

{Orae^  y  JuBt.)  «De  conformidad  con 
lo  prevenido  en  la  tercera  dispottción 
especial  de  la  Ley  de  20  de  Abril  de  1888, 
y  á  propuesta  del  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia; 

En  nombre,  etc.,  vengo  en  decretar  lo 
siguiente: 

Artículo  1.^  Las  dietas  de  los  jura- 
dos, así  de  los  que  tengan  su  residencia 
fuera  del  lugar  en  que  se  celebren  las 
sesiones,  como  de  los  que  habitualmen- 
te  residan  en  él,  no  serán  en  ningún 
caso  mayores  de  10  pesetas  por  día. 

Art.  2.0  Sin  exceder  de  este  tipo  má- 
ximo, y  pudiendo  llegar  como  mínimo 
al  que  estimen  justo,  los  Tribunales  de 
derecho,  dictando  providencia,  fijarán  en 
cada  caso  la  cantidad  que  en  concepto 
de  dietas  debe  abonarse  á  cada  jurado, 
teniendo  en  cuenta  los  gastos  indispen- 
sables que  les  haya  sido  preciso  hacer 
para  cumplir  los  deberes  de  su  cargo. 

Art.  8.0  Contra  esta  regulación  no 
habrá  más  recurso  que  el  de  súplica  in- 
terpuesto en  el  acto  ante  el  mismo  Tri- 
bunal que  fije  dichas  dietas,  el  cual  po- 
drá modificar  su  acuerdo  señalándola  de 
nuevo,  después  de  oir  las  raaones  que  de 
palabra  exponga  el  jurado  que  haya  in- 
terpuesto el  recurso. 

Art.  4.0  Las  dietas  de  los  jurados  se 
pagarán  por  orden  del  presidente  del 
Tribunal,  justificándose  el  pago  con  reci- 
bos que  recogerá  del  interesado,  firmado 
por  éste  y  por  el  secretario  de  la  Audien- 
cia, con  el  V.**  B.**  del  mismo  presidente 
y  el  sello  de  la  Audiencia. 

Art.  6.0  Las  dietas  de  los  magistra- 
dos que  como  jueces  de  derecho  asistan 
á  las  sesiones  del  jurado  fuera  de  la  re- 
sidencia ordinaria  del  Tribunal ,  serán 
las  señaladas  en  el  art.  217  de  la  Ley  or- 
gánica del  Poder  judicial  para  los  de  las 
Audiencias  territoriales,  y  en  la  Real  or- 
den de  22  de  Junio  de  1886  para  los  de 
las  Audiencias  de  lo  criminal,  y  se  satis- 
farán en  igual  forma  que  éstas,  median- 
te la  oportuna  reclamación  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  6.*  Los  magistrados  de  las  Au- 
diencias de  Baleares  y  Canarias,  cuando 
■algan  fuera  de  la  capital  de  su  Audien- 
cia para  la  celebración  de  juicios  orales, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  Ley  de  28 
de  Junio  de  1888,  percibirán  las  dietas 
expresadas  en  el  artículo  anterior  por 


todo  el  tiempo  que  permanecieses  faef» 
de  sos  respectivas  capitales. 

Art.  7.0  Las  dietas  satisfechas  á  lo» 
jurados  con  anterioridad  á  este  Decreto, 
se  considerarán  de  abono  en  las  eoenta» 
que  rindan  los  presidentes  de  los  Tribo- 
nales  por  haberse  hecho  el  pago  en  vir- 
tud de  disposiciones  adoptadas  poi  el* 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Junio  de  1889. 
MarU  Cbistuta. — £1  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  José  Canalizas  y  Méndez  *■ 
{Oaceta  20  Junio). 


JUICIO  ORAL  Y  PÚBLICO.-EI  ce- 

lebrado  ante   un  Tribunal  en  audiencia^ 
pública,  en  el  cual  se  practican  oralmen 
te  las  pruebas,  y  en  igual  forma  se  efec- 
túan la  acusación  y  la  defensa. 

(Véanse  Ley  de  Eujaiciainiente  eri- 
mlual,  arts.  «40  á  74d.  págs.  179  á  188^ 
de  este  tomo,  y  Jnrado). 


JUICIO  DE  FALTAS.~E1  celebrado^ 
verbalmente  ante  un  Juex  municipal. 

Del  juicio  de  faltas  trata  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  arts.  624,  626,. 
689  y  9624  982,  que  pueden  verseen 
dicha  ley,  págs.  177,  178  y  208  á  210  de* 
este  tomo. 


JUNTA* — La  reunión  de  varias  per- 
sonas para  conferenciar  y  tratar  de  al> 
gún  asunto  (1). 

Numerosas  son  las  Juntas  que  en  lo» 
distintos  ramos  de  la  vida  oficial  exiateQ» 

No  dudamos  de  la  conveniencia  de  al- 
gunas, pero  creemos  que  la  existencia  de 
tantas,  más  perjudica  que  favorece  á  )o» 
servicios. 

8ólo  incluímos  en  nuestra  obra  las  qa€^ 
más  estrechamente  se  relacionan  con  lo» 
Juzgados,  Tribunales  y  Prisiones. 


JUNTA  CALIFICADORA  DE  FÜNCIO» 
NARIOS  DE  LAS  CARRERAS  JUDl* 
CIAL  Y  FíSCAL.-Eeal decreto  de  22 
de  Septiembre  de  1836,  mandando  Jcr^ 
mar  una  Junta  para  calificar  á  los  ma- 
gistrados y  jueces  de  todos  los  Triim^ 
nales. 

{Qrac.  y  Just.)    €  Articulo  l.o  Se  for- 


( 1 )    Diceionario  de  la  lengua. 
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iiuur¿  una  Junta  oompaesta  de  cinco  aa- 
jetos  eminent68  en  virtud,  eaber  y  pa- 
trtotíamo,  para  preparar  el  arreglo  de  los 
Tribunalea  y  Juagados  del  Keino. 

Art.  2.0  £8tH  Junta  procederá  inme- 
dimUioiente  á  la  califlcaqión  de  los  ma- 
gistrados y  fiscales  del  Supremo  Tribn- 
nal  de  Justicia,  de  los  del  especial  de 
órdenes,  de  los  de  las  Audiencias,  y  de 
los  jueces  y  promotores  flachles  de  los 
Juzgados  de  primera  instancia.  A  este 
efecto  se  le  pasarán  todos  los  expedien 
tes  que  sean  conducentes  y  existan  en  la 
Secretarla  de  vuestro  cargo,  pudiendo  la 
Jmita  ampliarlos  por  medio  de  informes 
qoe  pedirá  á  los  jefes  políticos,  Uiputaclo 
nes  provinciales,  Ayuntamientos  y  otras 
personas  de  la  mayor  confianza,  quienes 
deberán  evacuarlos  sin  excusa  y  en  ma- 
nera razonada. 

An.  8  0  La  Junta  recibirá  además 
todas  las  solicitudes  y  exposiciones  de 
los  que  aspiren  á  ser  promovidos,  repues- 
tos ó  empleados  de  nuevo. 

flstá  rubricado  de  la 'Real  mano,  en 
Palacio  á  22  de  Septiembre  de  1836.—^ 
X>.  José  Landero,*  {C.  L.,  tomo  XXI.  pá- 
ginas 414  y  415) 

Decreto  de  S  de  Octubre  de  1870^  relati- 
vo ala  constitución  de  la  Junta  cal\fi- 
eadorq,  y  modo  de  funcionar, 

iOrac.  y  Jtist.)    <  Artículo  l.o  El 

Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros,  me  propon* 
drá  dos  diputados  de  las  actuales  Cor- 
tea Constituyentes  y  un  catedrático  pro 
píetario  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la 
Universidad  Central,  que  con  arreglo  á 
la  diaposición  6.a  transitoria  de  la  Ley 
provisional  sobre  organiaación  del  Poder 
judicial  (1),  han  de  ser  nombrados  por 


(1)    Es  como  sigue  la  dispoBieión  5.':  «Los 
ezpÁdieotes  de  que  trata  la  regla  anterior, 
serán  pasados  á  una  Junta  de  clasifíeaciÓD, 
qaa  se  comppndrá: 
.    Del  presidente  del  Tribunal  Supremo. 

De  un  consejero  de  Estaco  en  la  Sección  da 
Oracia  j  Justicia,  elegido  por  la  misma  Sec- 
eidn. 

Del  fiscal  del  Tribunal  Supremo. 

De  dos  dipatadoa  á  Cortes  nombrados  por  el 
Oobiemo. 

De  un  magistrado  del  Tribunal  Supremo 
nombrado  por  la  Sala  de  gobierno. 

De  un  magistrado  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid nombrado  por  su  Sala  de  gobierno. 

De  un   catedrático  de  Derecho  de  la  Uni- 


mí  para  formar  parte  de  la  Junta  de  ca- 
lificación de  los  magistrados  y  jueces 
actuales  y  cesantes. 

La  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Jus- 
ticia del  Consejo  de  £stado  y  las  Salaa 
de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  procederán  á 
elegir  los  individuos  que  con  arreglo  á  la 
disposición  mencionada  en  el  párrafo  an- 
terior han  de  formar  también  parte  de 
la  Junta. 

La  de  gobierno  del  Colegio  de  Aboga- 
dos de  Madrid  nombrará  asimismo  los 
dos  individuos  del  Colegio,  entre  todos 
los  en  él  inscritos,  tengan  ó  no  estudio 
abierto,  que  también  han  de  ser  vocales 
de  aquélla 

£1  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  nom- 
brará  el  oficial  de  este  Ministerio  que  ha 
de  desempeñar  las  funciones  de  secre- 
tario sin  voto.  * 

Art.  2.0  Los  cargos  de  vocal  y  secre- 
tario de  la  Junta  serán  gratuitos  y  hono- 
ríficos. 

Serán  obligatorios  para  el  president4)  y 
fiscal  del  Tribunal  Supremo,  para  el  con- 
sejero de  Estado  que  designe  la  Sección 
de  Estado  y  Gracia  y  Justicia,  para  los 
magistrados  del  Tribunal  Supremo  y  de 
la  Audiencia  de  Madrid  que  sean  elegi- 
dos por  las  respectivas  Salas  de  gobier- 
no, y  para  el  catedrático  que  por  mí  sea 
nombrado. 

Art.  8.0  El  presidente  del  Tribunal 
Supremo  ó  el  que  haga  aus  veces,  con 
arreglo  al  art.  591  de  la  mencionada  Ley 
orgánica,  lo  será  también  de  la  Junta. 

Art.  4.0  Esta  elegirá  entre  sus  indi- 
viduos el  que  haya  de  desempeñar  las 
funciones  de  vicepresidente. 

Art.  5.0  Cuando  no  asistieren  á  las 
sesiones  de  la  Junta  ó  de  sus  secciones 
el  presidente  ni  el  vicepresidente,  hará 
sus  veces  el  vocal  de  más  edad. 

Art.  6.0  Los  vocales  y  el  secretario 
de  la  Junta  (tesarán  en  sus  cargos  cuan- 
do perdiesen  la  calidad  ó  dejasen  de 
ejercer  el  empleo  en  cuya  virtud  hubiesen 
sido  nombrados. 

Los  que  lo  hubiesen  sido  en  concepto 


versidad  Central  nombrado  por  el  Gobierno. 

De  dos  abogados  del  Colegio  de  Madrid 
nombrados  por  la  Junta  de  gobierno  del 
mismo. 

Un  oficial  del  Ministerio  da  Oracia  y  Jus- 
ticia nombrado  por  el  Gobierno,  hará  de  Se» 
eretario  sin  voto.» 

(Véase  en  TrlbiiBales,  Ley  Orgánica  d$¡ 
Poder  Judicial). 
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de  diputados  continnarán,  sin  embargo, 
siendo  vocales  de  aquélla  después  de  la 
disolución  de  las  Corles  hasta  la  consti- 
tución definitiva  de  las  que  nuevamente 
fuesen  elegidas. 

Los  mencionados  en  el  párrafo  ante- 
rior y  los  dos  vocales  abogados  podrán 
renunciar  el  cargo. 

Se  entenderá  que  lo  renuncian  cuando 
dejasen  de  asistir  á  cinco  sesiones  con- 
secutivas de  la  Junta  en  pleno  y  de  la 
Sección  de  que  formasen  parte. 

Art.  7."  Cuando  vafeare  nlguna  plaxa 
de  vocal,  se  procederá  á  cubrir  U  vacan- 
te cun  arreglo  á  la  disposición  5.a  tran- 
sitoria de  Ih  Ley  orgánica  y  á  lo  ordena- 
do en  este  D»*(!reto. 

Art.  8.^  El  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  remitirá  á  la  Junta  los  expedien- 
tes de  todos  los  magistrados  y  jueces  ac- 
tuales y  los  de  los  cesantes  que  hayan  de 
ser  calificados,  adoptando  además  las 
medidas  necesariHS  para  facilitarla  el 
personal  auxiliar  y  el  material  preciso,  á 
fin  de  que  pueda  desempefiar  su  encar- 
go en  el  menos  tiempo  pcrsible. 

Art.  9.*'  Los  magistrados  y  jueces  ce 
san  tes  que  aspiren  á  volver  á  la  carrera 
elevarán  solicitud  al  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  en  el  término  de  los  dos  meses 
siguientes  á  la  fecha  de  este  Decreto  pi- 
diendo su  calificación. 

Los  que  no  lo  hiciesen  se  entiende  que 
renuncian  para  siempre  al  servicio  judi 
cial. 

Art.  10.  Los  magistrados  y  jueces  en 
ejercicio  que  la  Junta  calificase  con  tas 
circunstuncias  necesarias  para  gozar  de 
las  garantías  de  la  ley,  me  serán  pro- 
puestos en  el  término  de  quince  días 
desde  que  aquella  hubiese  devuelto  el 
expediente  por  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Ministros,  para^  su  confirmación  en  los 
cargos  que  desempeñasen,  á  no  ser  que 
mi  Gobierno  creyese  improcedente  la 
propuesta.  En  este  caso  se  remitirá  en 
el  mismo  término  el  expediente  al  Con- 
sejo de  Estado,  para  que  la  Sección  de 
Estado  y  Gracia  y  Justicia  emita  dicta- 
men, y,  con  su  vista,  mi  Gobierno  me 
propondrá  lo  que  estime  procedente. 

Art.  IL  Los  nihgistrados  y  jueces  ce- 
santes que  fuesen  calificados  favorable- 
mente por  la  Junta,  me  serán  propuestos 
en  la  forma  y  en  un  término  iguales  á 
los  del  articulo  anterior,  para  ser  decía- 
*  rados  en  aptitud  de  volver  al  servicio  ju- 
dicial, entrando  desde  entonces  á  ocupar 
lugar  en  el  turno  ó  turóos  que  se  les  re- 


servan en  la  (^i«|>o«icióa  B.^  transitoria 
de  la  ley. 

Árt.  12.  Los  expedientes  que  la  Jau- 
ta hubiese  devuelto  sin  calificación  favo- 
Irable,  serán  archivados  en  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  á  no  ser  que  mi  Gk>* 
bierno.  á  propuesta  del  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  creyese  procedente  el  dic- 
tamen favorable,  en  cuyo  caso  se  pasa- 
rán aquéllos  en  un  término  igual  al  sefin- 
lado  en  los  dos  artículos  anteriores,  á  in- 
forme de  la  Sección  de  Estado  y  Gracia 
y  Justicia  del  Consejo  de  Estado. 

Art.  18.  La  confirmación  en  sus  car- 
gos de  los  Magistrados  y  Jueces  en  ejer- 
cicio y  las  declaraciones  favorables  de 
tos  cesantes,  se  publicarán  en  la  Gaeein 
de  Madrid  La»  «confirmaciones  y  decía 
raciones  favorables  en  «contra  del  dicta- 
men de  la  Junta,  se  harán  en  decreto 
motivado 

Art.  14.     Los  magistrados  y  jueces  en 
I  ejercicio  que  no  sean  calificados  favora- 
I   blemente,  no  entrarán  á  gosar  de  las  ga- 
I  rantías  de  la  Ley  Orgánica,  continuando 
'  en  la  misma  situación  en  que  se  hallaban 
antes  de  su  promulgación.  Los  cesantes 
perderán  definitivamente  todo  derecho 
para  volver  al  servicio,  pero  continuarán 
gozando  de  los  haberes  pasivos  que  les 
correspondan  por  el  tiempo  que  hubie- 
sen servido. 

Art.  16.  La  Junta  funcionará  pura  el 
desempefio  de  su  encargo,  con  arreglo  al 
Reglamento  aprobado  por  mí  en  decreto 
de  esta  fecha. 

Madrid  9  de  Octubre  de  1870. — Frav- 
cisoo  SaaKAMo.—EI  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  Eugenio  Monteto  Eioi.t ^(da- 
ceta  de  6  de  Octubre). 

REGLAMENTO  interior  de  la  Juntíide 
calificación  de  magistrados  yJMeces. 

Capítulo  pamcao  —De  las  atribuciones 
de  la  Junta. 

Artículo  1.0    Corresponde  á  la  Junta: 

1.^  Examinar  los  expedientes  de  los 
magistrados  y  jueces  en  ejercicio  ^  ce- 
santes por  el  orden  y  en  la  forma  que  ae 
prescribirá  en  este  Reglamento. 

2.0  Reclamar  á  los  superiores  jetar* 
quicos  del  territorio  en  que  aqaelloa^iu- 
biesen  desempefiado  sus  funciones  loa 
datos,  noticias  é  informes  que  conslile^ 
ren  necesarios  para  la  calificación  de  loa 
mismos. 

8.<>  Proponer  al  Gobierno  loa  magls* 
trados  y  jueces  que  considere  dotados  «¿v 
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la«  circuDStaDcias  necesarias  y  aan  con* 
yenientes,  con  arreglo  á  la  sexta  disposi- 
ción transitoria  de  la  Ley  Orgánica,  para 
qoe  puedan  ser  declarados  inamovibles 
en  el  ejercicio  de  los  cargos  que  actnal- 
meote  desempefisn  ó  de  los  para  que 
faeaen  nombrados,  si  perteneciesen  á  la 
oíase  de  cesantes. 

La  Jnnta  empleará  el  rigor  y  severi- 
dad posibles  en  estas  propnestas. 

4.<>  Acordar  lo  qne  estime  oportuno 
para  el  más  pronto  y  cumplido  despacho 
de  los  expedientes  sometidos  á  su  exa- 
aien,  con  arreglo  á  la  letra  y  espíritu  de 
las  prescripciones  de  este  Reglamento. 

6.0  Devolver  por  conducto  de  su  Pre- 
sidente al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
con  an  simple  VUto,  los  expedientes  de 
los  qne  no  hubiese  calificado  favorable- 
mente. 

CapItvlo  IL — De  la  conatitución  y  sesio'' 
ne$  de  la  Junta, 

Art.  2.0  La  Junta  se  constituirá  en 
virtad  de  convocatoria  de  su  presidente, 
tan  pronto  como  hayan  sido  nombrados 
y  elegidos  por  el  Gobierno,  por  la  Sec 
ción  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado,  por  las  Salas  de  go- 
bierno del  Tribunal  Supremo  y  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  y  por  la  Jnnta  de 
gobierno  del  Colegio  de  Abogados  de 
esta  capital,  los  individuos  que  la  han  de 
componer,  con  el  presidente  y  el  tlscal 
del  mencionado  Tribunal  Supremo. 

Art.  8.0  En  la  sesión  de  constitución, 
la  Jnnta  elegirá  su  vicepresidente,  y  se 
dividirá  en  dos  secciones,  compuesta  de 
cinco  vocales  cada  una. 

Las  secciones  serán  presididas  por  el 
presidente  y  el  vicepresidente  de  la 
Jnnta. 

Los  demás  vocales  de  cada  una  de 
ellas  serán  designados  á  la  suerte. 

Art.  4."  Una  sección  tendrá  á  su  car 
go  la  calificación  de  los  magistrados,  y 
la  otra  la  de  los  jueces. 

Art.  6.0  La  Junta  en  pleno,  y  cada 
ana  de  las  secciones,  celebrarán,  por  lo 
menos,  sesión  semanal,  además  de  las 
qne  extraordinariamente  acordasen  sus 
respectivos  presidentes. 

Para  que  haya  sesión  se  necesita  la 
eoncnrrencia  de  la  mayoría  absoluta  de 
vocales. 

Las  secciones  no  podrán  celebrar  se- 
sión al  mismo  tiempo. 

Los  vocales  que  no  pudieran  asistir 
por  impedimento  legítimo  á  las  sesiones, 


deberán  participarlo  por  escrito  al  res- 
pectivo presidente,  con  la  anticipación 
posible. 

Los  vocales  de  una  sección  podrán 
asistir  á  las  sesiones  de  la  otra. 

Art.  6.0  La  Junta  y  las  secciones  po- 
drán suspender  las  sesiones  durante  la 
vacacJón  de  los  Tribunales,  sólo  en  el 
caso  en  que  no  hubiese  en  Madrid  nú- 
mero de  vocales  bastante  para  cele- 
brarlas. 

Art.  7.0  Las  sesiones  de  la  Junta  y  de 
sus  secciones  se  celebrarán  en  el  depar- 
tamento del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia que  por  el  Ministro  se  designe  al 
efecto. 

Art.  8.0  De  dos  en  dos  meses  se  hará 
nuevo  sorteo  de  secciones,  turnando  á  su 
vez  el  presidente  y  el  vicepresidente  de 
la  Jnnta  en  la  presidencia  respectiva  de 
squé'l&s. 

Art.  9.<^  El  Secretario  asistirá  con  voz 
pero  sin  voto,  á  las  sesiones  de  la  Junta 
en  pleno  y  de  las  secciones. 

Art.  10.  Tomará  también  nota  en 
cada  sesión  de  la  Junta  y  de  las  seccio- 
nes de  lo  que  en  ellas  se  acordase,  re- 
dactando la  correspondiente  acta,  que 
habrá  de  ser  leída  por  el  mismo  en  la  se 
sión  inmediata  siguiente  y  escrita  en  un 
libro  después  de  aprobada,  firmándola 
el  presidente  respectivo  y  el  secretario. 

Art.  11.  Cualquier  vocalde  la  Junta 
en  pleno  ó  de  las  secciones,  podrá  pedir 
que  quede  sobre  la  mesa,  para  instruc- 
ción, el  expediente  relativo  al  dictamen 
que  se  discuta,  hasta  la  sesión  inmediata 
siguiente,  en  la  que  se  dará  en  tal  caso 
cuenta  del  mismo,  con  preferencia  á  los 
demás  pendientes. 

Podrá,  asimismo,  pedir  que  se  amplíe 
el  expediente,  con  los  datos,  noticias  ó 
informes  que  estime  convenientes  y  que 
sea  posl|)le  obtener.  En  este  caso  se  sus- 
penderá la  discusión  del  dictamen  hasta 
que  el  expediente  haya  sido  ampliado  ó 
hasta  que  conste  no  ser  esto  posible,  dis 
cutiéndose  después  con  la  preferencia 
expresada  en  el  párrafo  anterior 

Art.  12.  El  presidente  de  la  Junta  en 
pleno  y  los  de  las  secciones,  concederán 
la  palabra  á  todos  los  vocales  que  la  pi- 
diesen acerca  del  dictamen  sometido  á 
discusión,  alternando  los  que  la  usaren 
en  pro  y  en  contra,  sin  que  ninguno 
pueda  hablar  más  de  dos  veces  en  el 
mismo  sentido,  á  no  ser  para  contestar 
á  los  que  hubiesen  combatido  el  dicta 
men  cuando  otros  vocales  no  hubieren 
pedido  la  palabra  para  defenderlo. 
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Art.  18.  TermÍDada  la  diaeoeión  so- 
bre el  dictamen,  si  la  bnbiese  habido»  ó 
leído  aquél  síd  ^ne  DÍnguno  hubiere  pe- 
dido la  palabra  en  contra,  te  procederá 
á  la  votación. 

Esta  se  hará  de  viva  vos,  á  no  ser  que 
tuviere  por  objeto  la  propuesta  á  que  se 
refiere  ej  núm.  8.<^,  atticulo  l.<>,  .cap.  I 
de  este  Reglamento,  ó  la  declaración  de 
Viito  á  que  se  refiere  el  núm.  6.0  de  di- 
cho articulo,  en  cuyos  casos  será  secreta, 
por  bolRsbl|incas  y  negras. 

Art.  14.  Los  acuerdos  de  la  Junta  en 
pleno  y  de  las  secciones,  se  adoptarán 
por  mayoría  absoluta  de  rotos  de  los  vo- 
cales de  cada  una  de  aquéllas  que  asis- 
tan á  la  sesión,  tomáúdose  razón  en  el 
acta  si  los  acuerdos  hubieran  sido  adop- 
tados por  unanimidad  ó  por  mayoría. 

Ninguno  de  los  vocales  podrá  abste- 
nerse de  votar,  á  no  ser  «cerca  de  su  pro- 
pio expediente  ó  del  de  alguno  de  sus 
descendientes,  ascendientes  ó  colstera 
les  hasta  el  cuarto  grado,  ó  afines  basta 
el  segundo.  £n  este  caso  tampoco  podrá 
asistir  á  la  sesión. 

Art.  16.  Cuando  la  Junta  en  pleno 
desechase  un  dictamen,  se  procederá  á 
segunda  votación  para  determinar  si  ha 
de  volver  el  expediente  á  la  sección  res- 
pectiva.  £n  caso  negativo,  el  presidente 
nombrará  una  comisión  que,  estudián- 
dolo de  nuevo,  proponga  el  dictamen  que 
crea  procedente. 

Capítulo  III. — Del  modo  de  proceder  en 
la  initrucción  ó  despacho  de  loa  expe^ 
dientes,  y  en  la  redacción,  discusión  y 
votación  de  los  dictámenes. 

Art.  16.  La  sección  de  calificación  de 
magistrados  hará  el  examen  de  los  ex- 
pedientes, empezando  por  los  de  los  pre- 
sidentes de  Sala  del  Tribunal  Supremo  y 
continuando  por  los  de  los  presidentes 
de  Sala  de  las  Audiencias,  incluyendo  en 
ellas  las  de  los  presidentes  de  éstas  en 
concepto  de  presidentes  de  Sala,  los  de 
los  magistrados  del  Tribunal  Suprenio  y 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  y,  finalmen- 
te, los  de  los  magistrados  de  las  Audien- 
cias de  provincia. 

Art.  17.  La  Sección  de  calificación  de 
jueces  examinará  primeramente  los  ex 
ped lentes  de  los  jueces  de  término;  des- 
pués los  de  los  de*^  ascenso,  y  finalmente 
los  de  los  de  entrada. 

Art.  18.  Las  Secciones  nombrarán  de 
su  seno  un  individuo  que  baga  las  veces 
de  ponente  para  cada  expediente,  distri- 


buyendo éstos  entre  todos  los  vocales  en 
la  proporción  más  equitativa. 

No  podrá  ser  ponente  de  on  expedien- 
te el  vocal  que  fuese  ascendiente  ó  des- 
cendiente del  interesado  ó  ou  eolaterml 
basta  el  coarto  grado,  ó  so  año  hasta  el 
segundo. 

Podrá  excusarse  de  la  ponencia  el  vo- 
cal que  bajo  su  palabra  de  honor  decla- 
re ante  la  Sección  ser  amigo  íntimo  ó  ha- 
llarse enemistado  con  el  interesado. 

Art.  1 9.  Las  deliberaciones  de  lasSec- 
ciones  habrán  de  recaer  por  necesidad 
sobre  el  proyecto  de  dictamen  que  el  po- 
nente formule. 

Art.  20.  £1  ponente  examinará  el  ex- 
pediente y  propondrá  á  la  Sección  que  ee 
amplíe  con  los  datos,  noticias  é  inf orines 
que  sea  posible  obtener  y  considere  ne- 
cesarios para  formar  juicio  acerca  de  \tm 
circunstancias  del  interesado  á  qae  el 
expediente  se  refiera,  absteniéndose  en- 
tre tanto  de  dar  dictamen  sobre  el  fondo. 

Art.  21.  Si  la  Sección  se  conformase 
con  el  dictamen  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  reclamará  desde  luego  á 
quien  corresponda,  por  conducto  del  pre- 
sidente de  la  Junta,  los  datos,  noticias  ó 
informes  acordados. 

Art.  22.  Tan  pronto  como  se  halle 
completo  en  k»  posible  el  expediente  á 
juicio  del  Ponente  ó  de  la  Sección,  lo 
examinará  aquél  á  fin  de  proponer  dic- 
tamen definitivo. 

£1  examen  recaerá  sobre  los  signien- 
tes  puntos: 

1.0  Conducta  moral  del  intereaado, 
apreciándola  por  sus  actos 4><üblicos. 

2.0  Si  concurren  en  él  alguna  ó  algn- 
nas  circunstancias  que  le  inbabili.ten 
para  el  ejercicio  de  funciones  judiciales 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  la  Ley 
orgánica,  ó  que  le  bagan  desmerecer  en 
el  concepto  público. 

8.**  Si  ha  sufrido  correcciones  disci- 
plinarias,imposicioneedecostasómoll«s. 

4.0  Si  ha  demostrado  aptitud  en  Ine 
funciones  judiciales  que  haya  desempe- 
ñado, teniendo  al  efecto  en  cuenta  an 
hoja  de  servicios,  la  confirmación,  revo- 
cación ó  casación  de  que  hayan  sido  ob- 
jeto las  sentencias  que  hubiese  diotado, 
y  los  demás  datos  que  resulten  del  ex- 
pediente. 

6.0  Si  ha  demostrado  el  celo,  rectitod 
y  energía  necesarios  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes. 

Art.  28.  Como  resultado  del  exanten 
á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  emi- 
tirá dictamen  el  ponente  acerca  de  «i 
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«onvidera  que  el  intereatdo  tiene  todas 
las  oircuDttanciat  necesarias  para  gosar 
de  las  garantías  de  la  ley. 

8i  no  creyere  procedente  el  dictamen 
favorable,  propondrá  á  la  Sección  el  des- 
pacho det  expediente,  acordando  sola- 
mente J^ibto. 

Art.  34.  La  Sección  discutirá  y  vota- 
rá el  dictamen  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  capítulo  anterior  de  este  regla- 
mento. 

Cuando  la  Sección  desechase  el  dicta- 
men de  algún  ponente,  nombrará  otro 
para  que  lo  redacte  de  nuevo  conforme 
á  la  opinión  de  la  Vhayoría. 

Art.  2ñ.  Despachado  definitivamente 
el  expediente  por  la  Sección,  el  presi- 
dente de  ésta  lo  remitirá  al  de  la  Junta 
con  una  comunicación  en  que  conste  si 
el  acuerdo  ha  sido  tomado  por  unanimi- 
dad ó  por  mayoría,  y  en  este  caso  el  nú- 
mero de  votos  que  haya  habido  en  contra. 

Art.  26.  Recibido  que  haya  sido  ei 
expediente  por  el  presidente  de  la  Junta, 
lo  someterá  éste  á  la  deliberación  y  acuer- 
do de  la  misma. 

Art.  27.  Este  habrá  de  recaer  nece 
sariamente  sobre  el  dictamen  aprobado 
por  la  Sección  ó  por  la  Oomieión  nom- 
brada con  arreglo  al  art.  16  de  este  re- 
glamento, si  el  de  aquélla  hubiese  sido 
desechado. 

Art.  28.  Resuelto  que  haya  sido  el 
expediente  por  la  Junta  en  pleno,  el  pre- 
sidente lo  devolverá  al  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia  en  el  término  de  tres  días, 
haciendo  constar  en  la  comunicación  de 
remesa  si  el  acuerdo  ha  sido  tomado  por 
unanimidad  ó  por  mayoría,  y  en  este  caso 
el  número  de  votos  que  haya  habido  en 
contra. 

Disponción  general, 

Art.  29.  £1  presidente  consultará  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  todas  las 
dudas  que  ocurran  á  la  Junta  respecto  á 
la  aplicadón  y  observancia  de  las  dispo- 
siciones de  este  reglamento,  y  que  aque- 
lla crea  que  no  puede  resolver  por  sí 
misma,  aten<lidas  la  letra  y  espíritu  de 
di(.-has  dispueicioiies. 

Madrid  3  de  Octubre  de  1870.  — Apro- 
bado por  8.  A. — Montero  Eio8.>  {Gaceta 
de  6  de  Octubre). 

Decreto  de  23  de  Enero  de  1875,  dero- 
gando la  disposición  6  ^  transitoria  de 
la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  va-- 
ríos  articulo»  de  dicha  Ley  y  dictando 


reglas  para  la  inamavUidad  y  separa^ 
cián  de  lo$  funcionarios  judiciales,  con 
arreglo  á  las  cuales  ha  de  proceder  Ul 
Junta  calificadora, 

(Qrac.  y  Just.)  «  .....  Fundado  en 
estas  consideraciones,  fel  Rey,  y  en  su 
nombre  el  Ministerio  Regencia,  decreta 
lo  siguiente: 

Artículo  1.0  Se  deroga  la  6.^  dispo- 
sición transitoria  (1)  del  título  XXIII  de 
la  Ley  provisional  sobre  la  organiaación 
del  Poder  judicial,  y  se  dejan  sin  efecto 
las  declaraciones  de  inaniovilidad  otor- 
gadas en  virtud  de  ella  á  los  magistra- 
dos y  jueces. 

Art.  2. o  La  Junta  de  clasificación 
creada  por  la  6.^  disposición  transitoria 
de  la  Ley  provisional  antes  citada  exa- 
minará: primero,  si  el  juez  ó  magistrado 
ha  ingresado  en  la  carrera  con  posterio- 
ridad á  la  publicación  de  la  Ley  provi- 
sional y  con  arreglo  á  sus  prescripciones, 
ó  lleva  el  tiempo  de  servicio  que  según 
el  presente  Decreto  se  requiere  psra  ob- 
tener la  declaración  de  ínamovilidad;  se- 
gundo, si  concurre  en  él  alguna  de  las 
circunstancias  que  le  inhabilitan  con 
arreglo  á  las  leyes  para  el  ejercicio  de 
funciones  judiciales;  tercero,  si  ha  su- 
frido correcciones  disciplinarias,  multas, 
apercibimiento  ó  imposiciones  de  costas 
que  por  su  número  y  calidad,  atendido 
el  tiempo  de  servicio,  demuestren  inep- 
titud, negligencia  ú  otro  vicio  grave; 
cuarto,  si  en  su  vida  pública  ó  en  la  pri- 
vada se  nota  alguna  falta  ó  vicio  que 


(1)  Es  como  sigue  la  diaposición  6.':  «Se 
ooDsidAfará  á  todos  los  jueces  v  magistrados 
OD  la  categoría  que  hubiesen  llegado  á  obte- 
ner en  la  carrera  judicial. 

El  examen  de  sus  condiciones  se   limitará: 

A  su  conducta  moral,  por  actos  públicos. 

Asi  concurren  en  ellos  circunstancias  que 
les  hagan  desmerecer  en  el  concepto  público^ 
6  que  les  inhabiliten  para  el  ejercicio  de  fun- 
ciones judiciales,  con  arreglo  a  lo  que  se  es» 
tablece  en  esta  Le^,  á  las  correcciones  dísei- 
plínarins,  imposiciones  de  costas  ó  de  multas 
en  que  hubiesen  incurrido,  á  la  diligencia  y 
celo  por  el  cumplimiento  de  sus  deberes  y  á 
su  aptitud  para  el  ejercicio  de  las  funciones 
judiciales.  La  Junta  pedirá  los  datos  que  es- 
time conducentes  á  los  superiores  jerárquicos 
del  territorio  en  que  hubiese  desempeñado  sus 
funciones. 

La  Junta  manifestará  al  Oobierno  su  opi- 
nión sobre  si  concurriese  en  ellos  las  circuns- 
tancias necesarias  para  gozar  desde  luego  de 
las  garantías  que  esta  Ley  establece.»  (Véase 
la  Ley  en  TrllbiUMÜes). 
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haga  desmerecer  en  el  concepto  público, 
para  lo  cual  deberá  la  Janta  pedir  direc- 
tamente informes  reservados  á  las  auto- 
ridades locales,  y  aun  á  los  particulares 
cuando  lo  juzgue  conveniente. 

La  Junta  emitirá  su  dictamen  en  vista 
de  los  antecedentes  que  estime  oporto- 
nos,  manifestando  sj  concurren  en  el  in- 
teresado las  circunstancias  necesarias 
para  gozar  de  inamovilidad. 

Art.  3.*  Los  méritos  y  servicios  para 
ser  declarado  inamovible  en  cada  cate- 
goría de  la  carrera  judicial,  y  á  los  cuales 
se  refiere  el  nám.  l.o  del  artículo  ante- 
rior, son  los  expresados  en  las  disposi- 
ciones siguientes: 

L*  Para  ser  declarado  inamovible  en 
Juzgado  (le  entrada  se  requiere  baber 
desempeñado  durante  dos  afios  con  an- 
terioridad al  nombramiento  el  cargo  de 
promotor  fiscal,  ó  durante  cuatro  un  des- 
tino que  exija  la  cualidad  de  letrado,  ó 
baber  ejercido  por  igual  tiempo  la  aboga 
cía.  pagando  contribución  por  este  con- 
cepto. 

2.^  Para  ser  declarado  inamovible  en 
Juzgado  de  ascenso  se  requiere  baber 
obtenido  Juzgado  de  entrada  con  los  re- 
quisitos establecidos  en  la  disposición 
anterior  y  haberlo  desempeñado  por  es- 
pacio de  tres  años  ó  baber  servido  antes 
de  la  fecba  del  nombramiento  promoto- 
ría  fiscal  durante  cinco  años  ó  destino 
que  exija  la  cualidad  de  letrado  durante 
ocbo,  ó  haber  ejercido  por  igual  tiempo 
la  profesión  de  abogado,  satisfaciendo 
contribución  en  tal  concepto. 

8.ft  Para  ser  declarado  inamovible  en 
Juzgado  de  término  se  requiere  haber 
obtenido  Juzgado  de  ascenso  con  los  re- 
quisitos expresados  en  la  disposición  an- 
terior y  haberlo  desempeñado  por  espa- 
cio de  tres  años,  ó  baber  servido  antes 
del  nombramiento  durante  ocho  afios 
Promotoría  fiscal  en  propiedad  ó  cargos 
que  exijan  la  cualidad  de  letrado,  hablen 
do  llegado  en  ellos  á  la  categoría  admi- 
nistrativa de  jefe  de  Negociado,  ó  haber 
ejercido  durante  diez  años  la  profesión 
de  abogado,  pagando  en  cuatro  de  ellos 
la  primera  cuota  en  capital  de  Juzgado, 
una  de  las  tres  primeras  en  población 
donde  hubiera  Audiencia  ó  una  de  las 
cinco  primeras  en  Madrid. 

4.*  Para  ser  declarado  inamovible  en 
plaza  de  magistrado  de  Audiencia  de 
provincia,  se  requiere  haber  sido  nom 
brado  juez  de  término,  con  arreglo  á  la 
disposición  antecedente,  y  haberlo  ser- 
vido durante  cuatro  afios,  ó  haber  antes 


del  nombramiento  desempefiado  dorante 
diez  afios  una  cátedra  de^perecho  en 
propiedad,  ó  cargos  administrativos  que 
exijan  la  cualidad  de  letrado,  habiendo 
llegado  á  obtener  en  ellos  la  categoría  de 
jefe  de  Administración  ó  haber  ejercido 
por  igual  tiempo  la  abogacía  en  pobla- 
ción donde  haya  Audiencia,  pagando  ana 
de  las  dos  primeras  cuotas  de  contribu- 
ción, ó  en  Madrid  pagando  una  de  Isa 
tres  primeras 

6.*  Para  ser  declarado  inamovible  en 
plaza  de  magistrado  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  se  requiere  haber  sido  nombrado 
para  plaza  de  magistrado  de  provincia, 
en  virtud  de  las  circunstancias  expresa- 
das en  la  disposición  anterior,  y  haberla 
desempefiado  durante  cuatro  años,  ó  ha- 
ber servido  con  anterioridad  al  nombra- 
miento cátedra  de  Derecho  en  propiedad 
durante  quince,  habiendo  obtenido  la  ca- 
tegoría de  término,  ó  haber  ejercido  por 
el  mismo  tiempo  la  abogacía  en  capital 
de  Audiencia,  satisfaciendo  en  cinco  de 
ellos  la  primera  ó  segunda  cuota  si  fuese 
en  Madrid,  y  la  primera  si  fuese  en  otra 
capital  de  distrito. 

6.*  Para  ser  declarado  inamovible  en 
plaza  de  magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, se  requiere  haber  sido  nombrado 
magistrado  de  Audiencia,  con  arreglo  á 
las  disposiciones  anteriores,  y  bal>er 
desempefiado  por  dos  afios  el  cargo  de 
presidente  de  Audiencia  ó  el  de  presi- 
dente de  Sala  de  Madrid,  ó  por  cuatro  el 
de  presidente  de  Sala  de  Audiencia  de 
provincia,  ó  el  de  magistrado  de  la  de 
Madrid,  ó  haber  ejercido  la  abogacía  do- 
rante quince  afios  en  Madrid  ó  veinte  en 
capital  de  Audiencia,  pagando  en  ocho 
de  ellos  la  primera  cuota. 

Art.  4.<>  Para  ser  declarado  inamovi- 
ble en  la  categoría  de  presidente  de  Sala, 
se  requiere  baber  sido  nombrado  para 
plaza  de  magistrado  del  mismo  Tribunal 
ó  de  otro  de  igual  categoría,  con  las  con- 
diciones prescritas  en  las  disposiciones 
anteriores  y  haberlo  desempefiado  dn- 
rante  tres  afios. 

Art.  6  o  A  los  que  hubiesen  servido 
en  una  categoría  más  tiempo  del. reque- 
rido en  las  disposiciones  anteriorea,  se 
les  computará  el  exceso  para  compensar 
lo  que  les  faltase  en  la  inmediata  sape- 
rior. 

También  se  estimará  para  completar 
la  antigOedad  que  les  faltase  para  asoeis- 
der  á  la  categoría  en  que  actoalmenta 
estén,  el  tiempo  que  lleven  de  servieio 
en  ella. 
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Art.  6  ^  Para  los  efectos  de  este  de- 
creto, los  servicios  en  la  carrera  fiscal  se 
convlderarán  como  prestados  eo  la  jadi- 
cial  en  cargo  de  igaal  dotación;  también 
se  apreciará,  pero  sólo  por  la  mitad,  el 
tiempo  de  servicio  en  cargos  asimilados 
á  Io9  judiciales,  según  la  10>  disposición 
transitoria  de  la  Ley  provisional;  y  el  de 
cesantía  de  los  mismos  ó  de  los  de  la  ca- 
rrera judicial  ó  fiscal,  á  los  que  hubiesen 
sido  declarados  en  esta  situación  des- 
pués de  haber  servido  durante  seis  años. 

Art.  7.0  Lo  dispuesto  en  el  art.  820 
de  la  Ley  provisional  sobre  organización 
del  Poder  judicial  respecto  á  la  libre  se- 
paración del  fiscal  del  Tribunal  Supremo 
y  de  los  fiscales  de  las  Audiencias,  será 
aplicable  á  los  tenientes,  abogados  y  pro- 
motores fiscales,  quedando,  por  tanto,  en 
suspenso  la  aplicación  de  las  disposicio- 
nes contenidas  en  los  arts.  821,  822,  828 
y  824  de  la  misma  ley  (1). 

No  procederá  el  recurso  contencioso 
contra  las  disposiciones  del  Gobierno  re- 
lativas Á  la  separación,  suspensión,  as- 
censo ó  traslación  de  los  funcionarios 
del  Ministerio  fiscal. 

Art.  8  o  El  Gobierno  dará  cuenta  á 
las  Cortes  del  presente  decreto. 

Madrid  23  de  Enero  de  1876.— El  pre- 
sidente del  Ministerio- Regencia,  Amto- 
Kio  Cínotas  dbl  Castillo.  -El  Ministro 
tle  Oracia  y  Justicia,  Francisco  de  Cár- 
denas, {(í aceta  de  24  de  Enero). 

Eeal  decí-eto  de  6  de  Febrero  de  1888,  or- 
ganizando la  Junta  que  ha  de  formular 
un  proyecto  de  Ley  Orgánica  del  Poder 
judicial  y  calificar  la  aptitud  de  los 
funcionarios. 

{Orac.  y  Just.)     c Artículo  l.o    Se 

crea  una  Junta  compuesta  del  presiden- 
te del  Tribunal  Supremo,  de  un  presi- 
dente de  Sala,  del  fiscal  y  de  dos  magis- 
trados del  mismo  Tribunal,  del  subse- 
cretario del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia y  del  decano  del  Colegio  de  Aboga- 
dos de  esta  Corte,  con  las  atribuciones 
siguientes: 

Primera.  Proponer  el  desarrollo  que, 
á  su  juicio,  convenga  dar  á  las  bases  que 
apruebe  el  Poder  legislativo  para  la  or- 
ganisación  de  Tribunales  y  Juzgados,  á 
fin  de  preparar  el  proyecto  sobre  que  se 
ba  de  oir  á  la  Comisión  general  de  Codi- 
ficación. 


Segunda.  Informar  al  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia  acerca  de  las  condicio- 
nes de  aptitud  legal,  científica  y  moral 
de  cuantos  individuos  ingresen  en  la  ca- 
rrera jsdicial  y  en  la  fiscal  de  la  Penín- 
sula, ó  vuelvan  á  ellas. 

Tercera.  Examinar  los  expedientes 
de  los  funcionarios  actuales  de  la  Admi- 
nistración de  justicia  y  del  Ministerio  fis- 
cal ej¡^  las  Audiencias  y  Juzgados,  expo- 
niendo en  su  vista  y  en  la  de  cuantas  no- 
ticias adquiera,  lo  que  considere  proce- 
dente. 

Art.  2.0  La  Junta  podrá  pedir  á  todas 
las  autoridades,  corporaciones  y  funcio 
narios  del  Estado,  y  con  carácter  público 
ó  reservado,  los  datos  ó  informes  que 
aconseje  el  más  acertado  desempeño  de 
su  cargo. 

Art.  H.^  Será  secretario  de  la  Junta, 
sin  voz  ni  voto,  el  de  gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo,  á  quien  auxiliarán  los 
empleados  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  que  se  designen. 

Art.  4.0  El  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  dictará  las  disposiciones  opor- 
tunas para  el  más  exacto  y  pronto  cum- 
plimiento de  este  decreto,  cuidando  de 
que  en  los  expedientes  personales  de  los 
funcionarios  á  que  se  refiere,  consten  to 
dos  los  datos  y  antecedentes  que  con- 
venga conocer. 

Dado  en  Palacio  á  6  de  Febrero  1888. 
María  Cristina.— El  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  Manuel  Alonso  Martínez.» 
{Gaceta  de  8  de  Febrero). 


(1)    Véase  la  ley  en  Trlbanalcs 

LioiiLAoióN  pekál  t  bc  Prisioitis  —  Tomo  n 


JUNTA  DE  CLASES  PASIVAS.— Vea 

se  en  Jubilaciones  el  Real  decreto  de  29 
de  Noviembre  de  1884,  ó  Instrucción  de 
25  de  Febrero  de  1886,  págs.  682  á  688 
de  este  tomo. 


JUNTAS  CONSTRUCTORAS  DE  PRI- 
SIONES.— En  este  artículo  incluímos  las 
disposiciones  vigentes  relativas  á  la 
construcción  de  edificios  carcelarioa.  y 
penitenciarios,  inspección,  vigilancia  y 
administración  de  las  obras,  compren- 
diendo, por  tanto,  lo  relativo  á  las  Jun- 
tas que  de  este  último  modo  se  desig- 
nan y  á  las  denominadas  de  reforma  de 
cárceles.  Además  pueden  verse  los  ar- 
tículos Arquitectora  penitenciaria,  pá- 
ginas 69  á  81,  tomo  I;  Cárceles  eu  cous- 
tmccIÓB,  págs.  430  á  414  también  del 
tomo  I,  y  Gastos  carcelarios,  páginas 
474  á  486  de  este  tomo. 
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He  aquí  las  diaposicionet  que  de  un 
modo  especial  conciernen  a)  presente  ar- 
tícalo. 

Real  orde^  de  30  de  Diciembre  de  1862, 
dictando  reglas  relativas  á  la  superficie 
y  altura  de  los  establecimientos pefiales. 

(Oob.)  <EI  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
nación dice  con  esta  fecha  al  presidente 
de  la  Junta  oonsnitiva  de  policía  urbana 
y  edificios  públicos  lo  que  sigue: 

<La  Reina  (Q,  D.  G.),  en  virtud  de  lo 
expuesto  por  su  Junta  consnltiva  al  eva- 
cuar su  dictamen  respecto  del  «proyecto 
de  la  cárcel  de  Gijón,  se  ha  servido  re- 
solver que  la  superficie  total  del  terreno 
ocnpado  por  un  establecimiento  penal  en 
relación  con  su  población,  sea  próxima- 
mente de  400  pies  cuadrados  Sl'IS  me- 
tros por  individuo,  según  está  prevenido 
en  el  programa  de  6  de  Febrero  de  1860, 
al  cual  deberán  atenerse  los  arquitectos; 
y  que  en  las  localidades  y  provincias  en 
que  el  clima  lo  permita,  puedan  cons- 
truirse edificios  de  tres  pisos,  altura  má- 
xima admisible  en  los  establecimientos 
de  que  se  trata,  si  ha  de  observarse  en 
ellos  un  buen  régimen  disciplinario  y  de 
vigilanoia. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  80  de  Di- 
ciembre de  1861. — El  subsecretario,  ^n- 
tonio  Cánovas  del  Caetillo. — 8r.  Goberna- 
dor de  la  provincia  de >  (C  Zf.,  to- 
mo LXXXVI,  pág.  668). 

Beal  decreto  de  4  de  Octubre  de  187?, 
mandando  coíistituir  en  cada  cabeza  de 
partido  judicial  una  Junta  de  construc 
ción  de  cárceles, 

{Gob,)  *  A  tendiendo  á  las  razones  que 
me  ha  expuesto  el  Ministro  de  la  Go- 
bernación, 

Vengo  en  decretar:* 

Artículo  1.0  Para  proceder  á  la  trans- 
formación de  las  actules  cárceles  de 
procesados  ó  á  la  construcción  de  otras 
nuevas,  arregladas  al  aistema  celular  ó 
de  separación  individual,  se  constituirá 
en  cada  pueblo  cabeza  de  partido  judi- 
cial una  Junta,  que  será  denominada  de 
Reforma  de  la  cárcel,  ó  de  las  cárceles, 
si  hubiese  más  de  una  en  el  distrito. 

Art.  2.*'     Compondrán  estas  Juntas: 

1.^  En  los  distritos  judiciales  forma- 
dos por  más  de  diez  pueblos: 

El  juez  tit;  primera  instancia,  presi- 
dente. 

El  alcalde  del  pueblo  cabeza  de  parti 
do,  vicepresidente. 


Los  diputados  provinciales  del  distr» 
to.  si  residieren  en  el  mismo. 

Cinco  concejales,  representantes  de- 
otros  tantos  grupos  municipales  en  que- 
se  dividirá  para  este  caso  el  partido. 

Cinco  mayores  contribuyentes,  en  re- 
presentación de  las  mismas  agrupacio- 
nes municipales. 

2.0  En  los  distritos  judiciales  forma- 
dos por  más  de  cuatro  pueblos  y  meno» 
de  once: 

El  juez  de  primera  instancia,  presi- 
dente. 

El  alcalde  del  pueblo  cabeza  de  parti- 
do, vicepresidente. 

Los  diputados  provinciales  del  distri- 
to, si  residieren  en  el  mismo. 

Un  concejal  por  cada  quince,  ó  írao- 
ción  de  quince,  de  los  que  deban  compo- 
ner cada  Ayuntamiento. 

Vecinos  mayores   contribuyentes    ei^  , 
igual  prroporción  que  los  coiu^jales. 

8.0  En  los  distritos  judiciales  forma- 
dos por  cuatro  pueblos  ó  menos: 

El  juez  de  primera  instancia,  presi- 
dente. 

El  alcalde  del  pueblo  cabeza  de  parti- 
do, vicepresidente. 

Los  diputados  provinciales  del  distri- 
to«  si  residieren  en  el  mismo. 

Un  concejal  por  cada  once,  ó  fracción' 
de  once,  de  los  que  deban  componer 
cada  Ayuntamiento. 

Vecinos  mayores  contribuyentes  ei^ 
igual  proporción  que  los  concejales. 

4.®  En  los  pueblos  que  constituyáis 
por  sí  solos  uno  ó  más  partidos  judi- 
ciales: 

El  alcalde,  presidente. 

El  juez  de  primera  instancia,  ó  el  de 
cano,  si  hubiese  más  de  uno,  vicepresi 
dente  primero. 

Los  diputados  provinciales  del  distri- 
to que  residieren  en  el  mismo. 

Los  demás  jueces  de  primera  instan- 
cia, si  hubiese  más  de  uno. 

Tres  concejales  y  tres  vecinos  mayo- 
res contribuyentes  por  cada  Juzgado. 

6.0  En  los  distritos  judiciales  cuyas 
capitales  lo  sean  á  la  vez  de  provincia: 

El  gobernador,  presidente. 

El  presidente  de  la  Diputación  pmvin- 
cial,  vicepresidente  primero. 

El  juez  de  primera  instancia,  ó  el  de- 
cano, ei  hubiese  más  de  uno,  vicepresi- 
dente segundo. 

Los  diputados  provinciales  del  distrt- 
to,  si  residieren  en  el  mismo.  ' 

Los  demás  jueces  de  primera  instan- 
cia, si  hubiese  más  de  uno. 
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Loa  concejales  y  vecinoe  mayores  con- 
tribuyentes qne  correspondieren  al  par- 
tido, según  el  número  de  los  pueblos  que 
le  compongan,  y  con  arreglo  á  las  bases 
anteriores. 

Art.  8.0  El  nombrtimiento  de  los  vo- 
cales electivos  de  las  Jnntas  correspon- 
derá á  los  gobernadores  de  provincia  en 
los  tres  primeros  casos  del  artículo  pre- 
cedente y  al  ministro  de  la  Qobernación 
en  los  dos  últimos,  y  serán  bechos  pre- 
vias propuestas  en  terna  formadas  por 
los  Ayuntamientos  y  las  asambleas  de 
vocales  asociados  (1). 

Art.  4.0  Las  Juntas  de  reforma  de  las 
cárceles  deberán  quedar  instaladas  pre- 
cisamente el  día  3 1  de  Octubre. 

Art.  6.0  Para  el  cumplimiento  de  esta 
disposición,  los  gobernadores  ordenarán 
que  en  el  día  16  de  este  mes  se  reúnan 
las  Juntas  manicipales  y  voten  tantas 
ternas  de  concejales  y  de  vecinos  mayo- 
res contribuyentes  cuantas  correspondan 
á  cada  pueblo,  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  2.o  de  este  decreto. 

£n  los  partidos  judiciales  que  consten 
de  más  de  diez  pueblos,  las  Juntas  mu- 
nicipales de  aquellas  poblaciones  que 
constituyan  grapo  con  otra  ú  otras  nom- 
brarán dos  compromisarios.  Estos  se 
reunirán  el  día  I7'de  Octubre  en  el  pue- 
blo de  mayor  vecindario  de  la  agrupa- 
ción y  bajo  la  presidencia  del  alcalde 
del  mismo,  y  formarán  las  ternas  qne 
les  correspondan. 

Art.  6.0  La  distribución  en  grupos  de 
los  partidos  judiciales  compuestos  de 
más  de  diez  Ayuntamientos,  será  atribu- 
ción de  los  gobernadores,  que  deberán 
hacerla  oyendo  á  las  Comisiones  provin- 
ciales y  teniendo  en  cuenta  la  población 
de  cada  Municipio  y  la  proximidad  de 
nnos  á  otros. 

Art.  7.0  Si  en  la  primera  reunión  de 
las  Jnntas  municipales  no  hubiere  ma- 
yoría del  total  de  concejales  y  asociados, 
se  hará  nueva  citación  para  dos  días 
después,  y  los  que  concurran  á  la  segun- 
da sesión,  cualquiera  que  sea  su  nú- 
mero, tomarán  acuerdo. 

Art.  8.0  Antes  del  día  20  de  Octubre 
enviarán  los  alcaldes  las  ternas  de  sus 
pueblos  á  los  gobernadores  de  provin- 
cia, y  éstos  al  ministro  de  la  Goberna- 
ción, las  de  aquellos  vocales  cuyo  nom- 
bramiento le  corresponden.  Las  Juntas 


(1)  Sobre  constitución  de  estas  Jantas, 
véase  el  Real  decreto  de  26  de  Mayo  de  1890 
que  insertamos  en  la  pág.  '746. 


quedarán  nombradas  en  todo  el  reino, 
menos  en  la  provincia  de  Ganarlas,  antea 
del  26  de  Octobre. 

Art.  9.0  Los  vocales  electivos  de  la» 
Juntas  de  reforma  de  las  cárceles,  sólo 
dejarán  de  pertenecer  á  ellas  por  cansa 
justificada,  aunque  pierdan  el  carácter 
qne  tenían  al  ser  nombrados. 

Art.  10.  Las  Juntas  nombrarán  sus 
secretarios,  y  serán  auxiliadas  en  sus 
trabajos  oficiales  por  los  empjeados  y 
dependientes  de  los  Ayuntamientos,  los 
Juagados  ó  las  Secretarías  de  Iod  Gobier- 
nos de  provincia,  según  lo  determinen 
los  presidentes. 

Art  11.  Las  atribuciones  de  Iss  Jun- 
tas de  reforma  de  las  cárceles  son: 

1.*  De  inspección,  vigilancia  y  admi- 
nistración de  las  obras  que  se  empren- 
dieren para  la  transformación  ó  nueva 
construcción  de  las  cárceles  de  proce- 
sados. 

2.fk  De  consulta  en  lodos  los  inciden- 
tes relativos  á  la  reforma  ó  nueva  edifi- 
cación de  aquellos  establecimientos. 

Art.  12.  Las  Prisiones  de  procesados 
serán  de  cuatro  clases,  acomodadas  á  la 
mayor  ó  menor  población  de  presos  que 
hayan  de  contener,  conforme  á  las  nece- 
sidades de  cada  partido  judicial. 

Art.  13.  El  ministro  de  la  Goberna- 
ción, dentro  del  mes  siguiente  al  de  la 
publicación  de  este  Decreto,  remitirá  á 
los  gobernadores,  y  éstos  los  repartirán 
á  las  Juntas  de  reforma  de  las  cárceles, 
modelos  ó  tipos  de  Prisiones  arreglados 
al  sistema  de  separación  individual.  A 
estos  modelos  acompafiarán  programas 
relativos  á  la  distribución,  capacidad  y 
forma  de  las  diversas  dependencias  de 
las  cárceles  de  partido,  según  sus  ciases. 

Art.  14.  Las  Juntas  de  reforma  de 
laa  cárceles,  acompañadas  del  arquitecto 
de  la  provincia,  ó  de  alguno  de  la  locali- 
dad respectiva,  si  le  hubiere,  ó  de  más 
de  uno  en  el  caso  de  que  lo  considerasen 
conveniente,  procederán  desde  luego  á 
examinar  los  edificios  destinados  en  la 
actualidad  á  Prisión  de  procesados,  y  á 
estudiar  su  transformación  con  arreglo 
al  modelo  y  programas  del  Gobierno,  si 
fuere  posible. 

Art  15.  Cuando  la  transformación  de 
una  cárcel  de  partido  en  Prisión  celular 
sea  posible  utiliaandoel  edificio  existen- 
te, la  Junta  á  quien  corresponda,  ordena- 
rá al  arquitecto  de  quien  se  haya  aseso- 
rado, la  formación  de  los  planos,  proyec- 
tos, Memorias  y  presupuestos  relativos 
á  la  obra  de  reforma,  y  los  remitirá  por 
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conducto  del  gobernador  de  la  provincia 
al  ministro  de  la  .Gobernación,  con  el 
parecer  que  dichos  dotmnientos  le  hayan 
merecido  y  con  las  observaciones  gne 
respecto  de  los  mismos  hubiesen  hecho 
todos  ó  algunos  individuos  de  la  Junta. 
Art.  16.  Cuando  la  reforma  sea  im 
posible  é  inaplicables  los  programas  al 
edificio  existente,  la  Junta  ordenará  la 
(ormacióii  de  planos  y  proyectos  de 
construcción  de  nueva  cárcel  conforme 
al  modelo  del  ministerio  de  la  Goberna- 
ción, informando  al  remitir  aquellos  tra- 
bajos, con  la  Memoria  y  presupuestos, 
sobre  los  puntos  siguientes: 

l.o     Si  hay  en   la  localidad   algán  te 
rreno  perteneciente  ai   Estado  ó  al   Mu 
nicipio,  en  el  cual   pueda  ser  construida 
la  cárcel  de  nueva  planta. 

2.0  £1  valor  aproximado  del  edificio 
en  que  se  halle  actualmente  la  cárcel  de 
partido,  y  las  probabilidades  de  su  ena- 
jenación. 

3.^  El  cálculo  del  número  de  confina 
dos  obreros  que,  como  prestación  del 
Estado,  podrian  auxiliar  los  trabajos  de 
edificación. 

4.0  El  número  y  valor  de  los  jorna- 
les, ó  su  equivalencia  en  dinero,  que  se 
podría  exigir  por  prestación  vecinal. 

6.®  Los  recursos  extraordinarios  apli- 
cables á  la  construcción  del  nuevo  edi- 
ficio. 

Y  6.0  Los  medios  ordinarios  que  por 
reparto  entre  los  pueblos  del  distrito  ju- 
dicial, podrian  ^er  consignados  anual- 
mente en  los  presupuestos  municipales. 
Art.  17.  Los  proyectos  de  transfor- 
mación de  las  actuales  cárceles,  deberán 
quedar  terminados,  lo  más  tarde,  en  todo 
el  mes  de  Noviembre,  y  los  de  cárceles 
celulares  de  nueva  planta  en  todo  el  mes 
de  Diciembre  del  afio  corriente. 

Art.  18.  El  Ministro  de  la  Goberna- 
ción, oídas  para  cada  caso  la  Junta  de 
Reforma  penitenciaria  creada  en  81  de 
Enero  de  este  año,  y  la  Real  Academia 
de  Bellas  Artes  de  San  Fernando,  si  pro 
cediere^  y  previos  los  demás  informes 
que  considere  necesarios,  dará  ó  negará 
0U  aprobación  á  los  proyectos  de  refor- 
ma ó  nuevA  construcción  de  las  cárceles 
de  partido,  y  dispondrá  lo  conveniente 
para  la  inmediata  realización  de  este  De- 
creto. 

Art.  19.  En  la  provincia  de  Canarias 
los  plazos,  presupuestos,  nombramiento 
é  instalación  de  Juntas  y  formación  de 
proyectos,  comenzarán  á  contarse  desde 
quince  días  después  que  en  la  Península. 


Art.  20.  El  Miniatro  de  la  Goberna- 
ción queda  encargado  de  la  ejecución  de 
este  Decreto 

Dado  en  Palacio  á  4  Octubre  de  1877. 
Altonho. — El  Miniatro  de  la  Goberna- 
ción. Francisco  Romero  Robledo.  {Gace- 
ta de  6  de  Octubre). 

Real  decreto  de  11  de  Junio  de  167 8  y  ¿m* 
toritando  á  la$  Direcciones  generalen 
del  Ministeiio  de  la  Oobe9^nación  (I), 
para  que  puedan  disponer  la  ejecución 
de  obras  y  adquisición  de  efectos  sin  la$ 
formalidades  de  subasta,  dentro  del  li- 
mite marcado  por  el  art  6.^  del  Real 
decreto  de  27  de  Ft'brero  de  1852  (2). 

(Oob )  «Articulo  l.o  Se  autoriza  á  la 
Dirección  general  de  Estableri miento» 
)>enales  y  á  las  demás  del  Ministerio  de 
la  Gobernación  para  que,  sin  necesidad 
de  observar  los  trámites  de  licitación  pá- 
blica,  autorización  y  dictamen  del  Con- 
sejo de  .Estado,  que  establece  el  Real  de 
creto  de  27  de  Febrero  de  1852,  puedan 
disponer  \¿l  adquisición  <lo  toda  clase  de 
efectos,  la  ejecución  de  las  obras  nuevas 
y  de  reparación  que  sean  necsarias  en 
los  edificios  que  respectivamente  admi- 
nistren, y  los  demás  servicios  que  á  laa 
mismas  sean  peculiares,  siempre  que  sn 
importe  no  exceda  del  limite  marcado 
en  el  párrafo  segundo,  art.  6  o  del  citado 
Decreto, 

Art.  2,0  Quedan  asimismo  facultadas 
las  referidas  Direcciones  para  realisar 
por  si  ó  por  medio  de  sus  órdenes  á  las 
dependencias  provinciales  respectiva», 
los  servicios  que  deban  ejecutarse  y  ser 
satisfechos  precisamente  dentro  del  afio 
en  que  se  dispongan,  sin  contraer  obli- 
gación para  los  sucesivos,  autorizando 
los  gastos  que  ocasionen  con  cargo  á  loa 
cré(litos  concedidos  en  el  presupaealo 
general  del  Estado  para  los  servicios  de 
los  ramos  que  les  están  encomendados, 
cuyo  coste  no  sea  mayor  de  1 .500  pe- 
setas. 

Dado  en  Palacio  á  11  de  Junio  de  1878. 
ALF0N80.— El  Ministro  de,  la  Goberna- 
ción, Ifrancisco  Romero  Etébledo.  (Qacc' 
ta  de  8  de  Julio). 


(!)  En  la  fecha  del  decreto,  pertenecía  & 
QoberoaciÓQ  la  Dirección  da  Peoales. 

(2)  Véase  el  Real  decreto  ^citado  en  C«n* 
Cratacl^n  de  servicios  póbllces,  tooTo  I, 
pági.  809  4  811. 
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Real  decreto  de  6  de  Junio  de  1882,  di$ 
poniendo  que  las  certificaciones  de  revi- 
»ión  de  las  obras  ejecutadas  por  este 
Mmisterio  se  expidan  en  los  modelos 
nuevamente  impresos. 

{Gob)  «limo.  8r.:  Con  objeto  de  co- 
nocer en  cada  caso  la  entidad,  cuantía  y 
condición  de  las  obras  que  se  lleven  á 
cabo  por  cuenta  de  este  Ministerio  y  sus 
dependencias,  S.  M  el  Rey  (Q  D.  G.),  ha 
tenido  á  bien  disponer  que  en  las  certi- 
ficaciones de  recepción  de  aquéllas  que 
faan  de  expedir  los  arquitectos  directo- 
res, se  exprese  en  lo  sucesivo,  no  sólo  el 
importe  con  arreglo  al  presupuesto  de 
las  ejecutadas  y  materiales  acopiados, 
«¡no  también  las  unidades  de  unas  y 
otros  que  se  hayan  ejecutado  ó  deposita- 
do, á  cuyo  efecto  deberán  adoptarse  para 
<licbas  certificaciones  nuevos  modelos 
impresos  con  las  casillas  correspon- 
<lientes. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  que, 
comunicándulo  á  los  Directores  genera- 
les, procure  su  puntual  cumplimiento  (1). 
Madrid  6  de  Junio  de  \SS2.- González. 
8r.  Subsecretario  de  este  Ministerio.» 
(Gaceta  de  10  de  Junio). 

Circular  de  la  Dirección  general  de  1.^ 
de  Febrero  de  1886,  sobre  edificaciones 
y  reformas  en  los  establecimientos  pe- 
nitenciarios. 

{Dirección  general  de  Penales,)  « Sien- 
do urgente  acordar  la  separación  de  los 
condenados  á  penas  correccionales  del 
resto  de  los  confinados,  y  deseando  uti- 
Usar  para  aquéllos  las  cárceles  que  exis 
ten  en  los  puntos  de  residencia  de  las 
Audiencias  de  lo  criminal  con  indepen- 
dencia completa  de  los  sencillamente 
detenidos,  así  como  mejorar  las  Prisio- 
nee  que  se  hallan  en  mal  estado,  debo 
recordar  á  V.  S.  el  cumplimiento  inme 
diato  del  Real  decreto  de  4  «le  Octubre 
de  1877,  referente  á  las  reformas  y  nue- 
vas construcciones  de  cárceles  de  par- 
tído. 

Se  servirá,  pues,  V.  8.  excitar  el  celo 
de  las  Juntas  de  cárceles  de  esa  provin- 
cia para  que,  sin  dilación  alguna,  y  en 
vista  de  los  modelos  ó  tipos  y  programas 


(1)  Ed  la  fecha  del  Decreto  perteneoía  á 
OoberDación  la  Dirección  de  Penales.  Creemos, 
por  tanto,  que  la  disposición  se  halle  en  vi- 

Sencia  para  este  Centro  directivo,  aunque  hoy 
spenda  y  forme  parte  de  Gracia  y  Justicia. 


de  Prisiones  arreglados  al  sistema  de 
separación  individual  que  el  Ministerio 
de  la  Gobernación  remitió  en  Octubre  y 
Noviembre  de  1877,  procedan  desde  lue- 
go á  examinar  los  edificios  destinados 
actualmente  á  Prisión  de  procesados  y  á 
estudiar  su  transformación  con  arreglo 
á  aquellos  modelos,  haciendo  al  mismo 
tiempo  extensivo  el  informe  á  las  condi- 
ciones de  capacidad  é  higiene  que  reúnan 
para  que  puedan  servir,  como  se  deja  in 
dicado,  de  Prisión  correccional,  asesorán- 
dose del  arquitecto  de  la  provincia  ó  de 
otro  si  lo  hubiese,  remitiéndome  los  pla- 
nos, proyectos,  Memorias  y  presupuestos 
relativos  á  la  obra  de  reforma  que  debe- 
rán.formar  Ibs  Juntas  con  el  parecer  y 
observaciones  que  respecto  de  dichos  do- 
cumentos hubiesen  hecho  todos  ó  algu- 
nos de  los  individuos  de  ellas,  así  como 
un  cálculo  del  número  de  penados  que  en 
el  edificio  puedan  caber  terminadas  que 
sean  las  obras  proyectadas. 

En  el  caso  de  que  la  reforma  sea  im- 
posible é  inaplicables  los  programas  del 
Ministerio  de  la  Gobernación  al  edificio 
existente,  ordene  V.  S.  á  las  Juntas  que 
dispongan  á  la  mayor  brevedad  la  for- 
mación de  planos  y  proyectos  para  cons 
trnir  nuevas  cárceles,  conforme  á  los 
modelos  también  remitidos  é  indicacio- 
nes que  quedan  hechas  respecto  á  Pri- 
sión correccional,  informando  al  mismo 
tiempo  sobre  si  hay  en  la  localidad  res- 
pectiva algún  terreno  perteneciente  al 
Estado  ó  ai  Municipio,  en  el  cual  pueda 
ser  construida  la  cárcel  de  nueva  planta; 
el  valor  aproximado  del  edificio  en  que 
se  halle  actualmente  la  cárcel  de  partido, 
y  las  probabilidades  de  su  enajenación; 
el  número  y  precio  de  los  jornales,  ó  su 
equivalencia  en  dinero,  que  se  podría 
exigir  por  prestación  vecinal;  los  recur 
sos  extraordinarios  que  puedan  aplicarse 
á  la  construcción  del  edificio,  y  los  me 
dios  ordinarios  que  por  reparto  entre  los 
pueblos  del  distrito  judicial,  podrían  ser 
consignados  anualmente  en  los  presu- 
puestos municipales, 

Espero  la  cooperación  activa  de  V.  S.,< 
tanto  para  que  las  Juntas  cumplan  con 
lo  que  dejo  prevenido,  como  para  que 
me  remitan  antes  del  15  del  corriente 
Febrero  los  proyectos  de  transformación 
de  las  actuales  cárceles,  y  durante  todo 
el  mes,  las  de  cárceles  de  nueva  planta; 
debiendo  tener  presente  para  el  cumpli- 
miento de  esta  circular  cuanto  previene 
el  Real  decreto  citado  de  4  de  Octubre 
de  1877. 
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Dios,  etc.  Madrid  l.o  Febrero  de  1886« 
El  Director  general,  Alberto  Aguilera,-^ 
Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de....> 
(Minuta  de  la  Dirección). 

Beal  decreto  de  23  de  Diciembre  de  1889; 
junta  constructora  de  obra»  en  la  colo- 
nia penitenciaria  de  Ceuta, 

(Orac.  yJust.)    c Art.  22.  Para  la 

aplicación  de  la  reforma  se  ampliarán 
ios  edificios  ezistontes  y  se  construirá 
uno  nuevo,  de  arquitectura  celular,  en  el 
sitio  que  se  designe  al  efecto.. 

Art.  28.  La  presentación  de  proyec- 
tos y  presupuestos  correspondientes  y 
la  vigilancia  y  administración  de  las 
obras,  correrá  á  cargo  de  una  Junta,  com- 
puesta del  Comandante  General ,  presi- 
dente; del  Coronel  de  ingenieros,  del  Co- 
ronel de  artillería,  del  Auditor  de  gue- 
rra, presidente  de  la  Junta  local  de  Pri- 
siones, del  Director  de  Sanidad  militar, 
del  Capitán  de  ingenieros,  Arquitecto 
municipal,  del  Alcalde  de  Ceuta  y  del 
Director  de  la  Colonia. 

Art.  24.  Esta  Junta  tendrá  las  mis- 
mas atribuciones  y  deberes  que  las  crea 
das  por  Reales  decretos  para  la  cons- 
trucción de  penitenciarias  en  Barcelona, 
Valencia  y  Sevilla >  (1). 

lUal  decreto  de  26  de  Mayo  de  1890, 
sobre  constitución  de  las  Juntas  cons- 
tructoras de  cárceles. 

{Qrac.  y  Just.)  c  Artículo  l.o  Los  vo- 
cales de  las  Juntas  de  construcción  de 
cárceles  ó  correccionales,  dejarán  de  per- 
tenecer á  ellas  cuando  cesen  en  el  des- 
empeño del  cargo  ó  función  por  cuya 
virtud  hubieren  entrado  á  formar  parte 
de  las  mismas,  sustituyéndoles,  sin  ne- 
cesidad de  nuevo  nombramiento,  aqué- 
llos que  les  hayan  reemplazado  en  el  car- 
go, siempre  que  éste  sea  de  los  que  sin- 
gularmente se  mencionen  en  los  decretos 
de  organización  de  dichas  Juntas. 

Art.  2.0  Las  vacantes  que  correspon- 
dan á  representantes  de  Corporaciones 
ó  Juntas  especiales,  serán  cubiertas  por 
individuos  de  las  mismas,  á  cuyo  fin 
éstas,  cuando  ocurran  dichas  vacantes, 
elevarán  al  Gobierno  por  conducto  de 


(I)     Bl  Real  decreto  se  inserta  íntegro  en 
Colonias    penales    y    penllenclarlaa, 

temo  I,  págs.  684  a  691.  Loa  que  se  citan  en 
el  art.  24 ,  pueden  verse  en  Cárcelea  en 
conatrnccUn,  pégs.  480  á  444. 


SU  presidente,  las  correspondientes  pro* 
puestas.  Las  vacantes  que  pertenezcan  á 
la  categoría  de  mayores  contribuyente», 
serán  provistas  también  por  el  Gobier- 
no, á  propuesta  de  la  misma  Junta  de 
construcción  de  cárceles  ó  correccionales 
á  que  correspondan.  Las  vacantes  de 
magistrados,  así  como  también  las  de 
jueces  de  primera  instancia  ó  de  instruc- 
ción, si  hubiere  más  de  uno  en  la  capital 
en  que  esté  constituida  la  Junta,  serán  ' 
provistas  en  igual  forma,  á  propuesta  del 
presidente  de  la  Audiencia. 

Art.  8.^  En  cuanto  se  opongan  al  pre- 
sente, quedan  derogados  los  Reales  de- 
cretos de  10  de  Mayo  de  1881,  29  de  Ju- 
lio de  1887,  29  de  Octubre  del  mismo 
afio  y  28  de  Diciembre  de  1889,  creando 
las  Juntas  de  construcción  de  nueva» 
cárceles  y  correccionales  en  Barcelona, 
Valencia,  Sevilla  y  Oviedo  respectiva 
mente. — Dado  en  Palacio  á  26  de  Maya 
de  1890.— MAaíÁ  CaisTiNA— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Joaquin  López 
Puigcerver,y  {Qaceta  de  Mayo). 

Comenta  Bl  o. — Dependiendo  actual* 
mente  las  cárceles  de  las  Corporaciones 
locales  en  el  orden  económico,  y  habien- 
do de  construirse  las  nuevas  con  fondo» 
provinciales  ó  municipales,  según  el  ca- 
rácter  de  los  respectivos  edificios,  esto 
es,  que  sean  Prisiones  correccionales  6 
preventivas,  estimamos  lógico  que  for- 
men parte  de  dichas  Juntas  los  presiden- 
tes de  las  Corporaciones  á  que  afectan 
los  gastos.  En  los  casos  en  que  el  Estado 
concede  subvenciones  para  las  obras,  ló- 
gico es  también  que  en  las  Juntas  cons- 
tructoras tenga  representación. 

Mas  no  vemos  la  necesidad,  y  duda- 
mos de  la  conveniencia  de  que  á  dichas 
Juntas  pertenezcan  personas  que  en  nada 
contribuyen  á  los  referidos  gastos,  y  que 
ni  por  el  miniaterio  que  ejercen,  car- 
gos que  ocupan  ó  funciones  que  desem- 
peñan, tienen  relación  propia  y  directa 
con  las  Prisiones,  ni  entienden  de  arqui- 
tectura ,  y  quizá  desconocen  por  comple- 
to el  régimen  penitenciario. 

Juntas  de  construcción  de  cárceles  hay 
que,  más  que  Juntas,  resultan  verdade- 
ras y  nutridas  asambleas,  según  puede 
verse  en  las  disposiciones  insertas  en 
este  artículo  y  en  las  que  con  él  se  relft 
clonan  más  estrechamente,  compuesta» 
de  elementos  por  extremo  heterogéneo^ 
y  antagónicos  á  veces,  que,  ó  no  acttbu»» 
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en  cayo  caso  valiera  más  saprímirlos,  ó 
acttian  para  presentar  diBcDltades,  pro* 
dUcir  asperezas  en  el  seno  de  esos  orga- 
nismos, deteniendo  6  perturbando  sa 
marcha  y  retardando  el  fin  qne  deben 
cumplir,  la  constracción  del  edificio  con 
la  mayor  rapides. 

De  ello  es  prneba  evidente  lo  qne  ocn- 
rre  en  Barcelona  y  Valencia,  especial- 
mente en  la  primera  capital.  Por  Ley  de 
10  de  Mayo  de  1881,  se  mandó  construir 
Ia  nueva  cárcel;  han  transcnrrido  quince 
aflos,  li«8  obras  se  encuentran  á  medio 
hacer,  y  transcurrirán  muchos  más  antes 
de  que  se  terminen. 

A  los  inconvenientes  qne  presenta  el 
crecido  número  de  personas  que  consti- 
tuyen las  Juntas  y  su  heterogeneidad, 
únese  la  carencia  de  principio  fijo,  la  di- 
versidad que  impera  para  formar  orga- 
nismos que  han  de  realizar  un  mismo  é 
idéntico  fin.  LiO  más  importante  en  toda 
Corporación  es  la  presidencia,  puesto 
qne  ha  de  llevar  la  dirección  de  la  mis- 
ma, dar  unidad  á  las  funciones  é  impri- 
mir impulso  y  rapidez  á  los  trabajos  que 
ha  de  ejecutar  para  cumplir  su  misión. 
Y  en  unas  Juntas,  el  presidente  es  el 
Prelado;  en  otras,  el  Gobernador" civil;  en 
algunas,  el  presidente  de  la  Audiencia. 
Tratándose  de  localidades  en  que  exis- 
ten prelado,  gobernador  y  presidente, 
parece  lógico  que  se  adoptara  un  criterio 
fijo  para  designar  al  que  hubiera  de  pre* 
sidir  las  Juntas  que  estudiamos.  No  se 
hace  así,  y  los  resultados  que  se  tocan  no 
tienen  nada  de  satisfactorios. 

El  ministerio  pastoral  de  un  Arzobispo 
ú  Obispo,  es  tan  eztrafio  al  ramo  dePri- 
•iones,  como  lo  sería  al  régimen  de  un 
cuartel,  por  ejemplo.  Confundirlo  místico 
y  lo  sacerdotal  con  lo  jurídico  y  peniten- 
ciario, nunca  será  de  resultados  eficaces, 
pprqne  entre  voluntarios  y  dóciles  feli- 
greses, y  forzados  y  díscolos  reclusos  de- 
lincuentes, siempre  existirán  profundas 
diferencias  y  habrán  de  ser  distintas  las 
personas  á  quienes  se  confíe  el  ministe- 
rio que  aquellos  piden  y  el  cometido  que 
debe  cumplir  con  éstos. 

Trati^ndose  de  cosa  tan  material  como 
la  construcción  de  una  cárcel,  destinada 
no  á  un  fin  artístico,  sino  de  seguridad  y 
corrección,  el  carácter,  la  m'isión  espiri 
tual  de  un  prelado,  no  creemos  que  ten- 
ga adecuado  sitio  en  una  Junta  construc 
tora,  siquiera  sea  en  la  presidencia  de  la 
misma. 

Guando  los  asuntos  de  Prisiones  de- 
pendían de  Gobernación,  podía  explicar- 


se que  el  Gobernador  civil  presidiera  la» 
Juntas  objeto  de  este  articnlo. 

Mas  habiendo  pasado  el  Centro  direc- 
tivo del  ramo  á  Gracia  y  Justicia,  y  ha- 
biendo sustituido  los  presidentes  de 
Audiencia  á  los  gobernadores  en  todo  lo 
que  á  Prisiones  atañe .  excepto  lo  relati- 
vo á  orden  páblico  y  traslación  de  recla- 
sos,  opinamos  que  dichos  presidentes 
son  los  llamados  á  presidir  las  Juntasen 
cuestión.  8i  así  se  hiciera,  se  evitarían 
no  pocas  asperezas,  disgustos  y  entorpe- 
cimientos fáciles  de  comprender,  tenien- 
do en  cuenta  la  categoría  de  estos  fun- 
cionarios y  el  papel  que  en  tales  cues- 
tiones desempeñan  la  vanidad  y  el  amor 
propio. 

Si  mal  «e  hallan  las  Juntas  t'especto  á 
presidencia,  no  lo  están  mejor  en  lo  que 
á  sus  miembros  ó  vocales  se  refiere.  £n 
unas  figuran  senadores  y  diputados  á 
Cortes  y  en  otras  no,  y  lo  mismo  ocnrre 
respecto  á  individuos  de  sociedades, 
Juntas  locales,  contribuyentes,  ingenie- 
ros, abogados,  etc.  Juzgamos  de  escasa 
eficacia  en  las  Juntas  constructoras  la 
acción  de  los  abogados,  individuos  de 
sociedades  del  país,  de  las  Juntas  loca- 
les y  de  la  de  los  médicos  forenses,  y 
estimamos  que  puede  ser  perturbadora 
la  de  los  ingenieros  de  las  provincias, 
habiendo  en  cuenta  que  en  los  organis- 
mos constructores  ya  existen  arquitec- 
tos, que  por  regla  general  son  los  encar- 
gados de  las  construcciones. 

Como  se  ve,  reina  en  esta  materia  la 
mayor  desarmonía,  un  ostensible  des- 
concierto, siendo  de  notar  que  una  y 
otro  se  han  producido  por  no  dar  cumpli- 
miento unas  veces,  por  proceder  otras  en 
contra  de  lo  preceptuado  en  el  Real  de* 
creto  de  4  de  Octubre  de  1877,  que  in- 
serto queda  y  que  es  la  disposición  de 
carácter  general  que  regula  estos  ser- 
vicios. 

Opinamos  qne  las  Juntas  constructo- 
ras de  cárceles  deben  ser  presididas  por 
el  presidente  de  la  Audiencia  en  los 
puntos  que  la  haya,  y  por  el  juex  de  ins- 
trucción en  los  demás;  que  debe  redu 
cirse  el  número  de  sus  vocales  á  los  es- 
trictamente precisos,  que  por  su  carác 
ter,  su  cargo  ó  conocimientos  técnicos 
tengan  puesto  apropiado  en  dicha  Junta; 
que  su  presencia  en  las  mismas  esté  jus- 
tificada por  el  especial  cometido  que  ha 
de  desempeñar  cada  uno  ó  porque  os- 
tente representación,  ya  del  Estado,  ya 
de  las  entidades  que  contribuyan  á  las 
construcciones. 
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A  nnettro  entender,  podría  redacirte 
la  Janta  al  presidente  de  la  Aadiencla  ó 
al  jaez  en  so  caso,  como  representantes 
del  £etado;  á  los  presidentes  de  la  Di- 
patación  y  Aynntamiento,  representan- 
tes de  dichas  Corporaciones  y  de  los 
pueblos  que  contri  boyen ,  y  al  arqui- 
tecto ó  arquitectos  encargados  de  las 
construcciones.  A  lomas  estaría  justifica- 
da la  presencia  en  los  referidos  organis- 
mos de  algún  contribuyente  cuando  la 
importancia  de  los  gastos  para  la  edifi- 
cación ó  razones  de  otra  índole  lo  acon- 
sejaren. 


JUNTAS  INSPECTORAS  PENALES. 

Fueron  creadas  por  Real  decreto  de  14 
de  Diciembre  de  1865.  Además  de  la 
inspección  judicial  en  las  Prisiones,  re- 
gula el  Decreto  la  manera  de  ejecutarse 
toda  clase  de  penas;  y  annqtíe  dicha 
forma  se  ha  modificado  en  la  ejecución 
de  varias,  sobre  todo  en  las  privativas  de 
libertad,  insertamos  la  parte  dispositiva 
del  citado  Decreto,  con  las  explicacio- 
nes oportunas,  por  considerarla  de  inte- 
•  res  al  objeto  y   fin  de  nuestro  trabajo. 

Además,  para  que  resalten  los  artículos 
que  á  las  Juntas  inspectoras  se  refieren, 
los  señala  IDOS  con  números  más  gruesos 
que  los  concernientes  á  ejecución  de  las 
penas. 

He  aquí  sus  preceptos: 

Beal  decteto  de  14  de  Diciembre  de  1855, 
determinando  el  modo  de  hacer  efectivas 
las  penas  impuestas  por  sentencia  ejecu- 
toriada, estableciendo  Juntas  inspecto 
ras  de  penales  y  determifiando  las  atrir- 
buciones  y  deberes  de  éstas, 

{Qrac.  y  Jtist,)  cGonformándome  con 
lo  que  me  ha  propuesto  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Ministros,  vengo  en  decretar  lo 
siguiente: 

Articulo  ]  .0  Las  penas  impuestas  por 
sentencia  ejecutoriada,  se  harán  efecti- 
vas en  la  forma  prescrita  por  la  ley, 
sin  perjuicio  de  que  se  observe  lo  que  de- 
terminen los  reglamentos  especiales  para 
el  gobierno  de  los  establecimientos  en 
que  deben  cumplirse. 

Art.  2.0  El  reo  de  muerte  será  pues- 
to en  capilla  desde  el  momento  en  qoe 
se  le  notifique  la  sentencia  que  cause 
ejecutoria,  y  la  justicia  será  cumplida 
con  las  formalidades  debidas,  en  el  día, 
hora  y  lugar  qoe  se  hayan  designado, 


con  arreglo  al  contenido  de  la  sentencia 
y  prescri  peñones  del  Código  penal  (1). 

Art.  8.0  Los  reos  condenados  á  cade- 
na, reclusión,  relegación,  eztraffamieiilo, 
presidio,  prisióti  y  oonfinamfento,  coai- 
qoiera  que  sea  la  dase  de  estas  penas, 
serán  puestos  con  sus  respectivos  testi* 
monios  de  condena,  á  disposición  .de  la 
aatoridad  superior  gubernativa  de  la 
provincia,  dentro  del  tercero  día  después 
de  haberse  notificado  la  sentencia  eje- 
cutoria, pasando  á  dicha  autoridad  el 
correspondiente  oftdo  participándoselo, 
á^fín  de  que  disponga  su  ingreso  eo  toa 
establecimientos  penales,  ó  su  condoe- 
ción  con  la  seguridad  debida,  á  los  pon- 
tos á  qoe  fuesen  destinados  (3). 

Art.  4.°  El  testimonio  de  condena 
qoe  ha  de  entregarse  con  cada  reo,  será 
extendido  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art  389  de  la  Ordenanza  general  de 
Presidios  y  en  la  Real  orden  <kd  8  de  No- 
viembre de  1889  (8) 

Art.  6.0  til  faltase  en  el  testimonio  de 
la  condena  alguna  de  las  circunstancias 
prevenidas  en  las  citadaa  disposiciones, 
el  gobernador  de  la  provincia,  ó  jefe  del 
establecimiento  penal  deberá  reclamar 
la  remisión  de  otro  para  salvar  las  faltas 
del  primero,  al  que  se  unirá. 

Art  d.o  Avisarán  el  recibo  de  Ic^a 
reos  y  de  los  testimonios  de  sus  conde- 
nas los  gobernadores  de  provincia,  y 
también  los  jefes  inmediatos  de  los  es- 
tablecimientos, á  los  ocho  días  de  so  in 
greso  en  los  mismos,  y  sus  comunica- 
ciones se  unirán  y  harán  constar  en  loa 
autos. 

Art.  7.0  Los  gobernadores  de  pro- 
vincia á  cuya  disposición  se  hayan  pues- 
to los  reos,  cuando  éstos  hubieren  sido 
condenados  á  relegación  ó  extrafiamlen- 
to  perpetuo  ó  temporal,  darán  además 
parte,. tan  pronto  con\o  tengan  noticia  dc^ 
que  los  primeros  se  encuentran  en  el 
punto  de  Ultramar  á  que  fueron  desti- 
nados, y  de  que  los  segundos  atravesa- 
ron la  frontera. 


( 1)  Véase  Capilla  de  reo»  de  niaerie^ 

tomo  I,  págs  211  á  248,  y  especiaimente  la« 
referencias  de  la  pág.  244. 

(2)  Véase  Bobre  ejeeoción  de  las  penas 
privativas  de  la  libertad,  las  disposiciones 
que  incluímos  en  el  artículo  designado  son 
este  epígrafe,  sobre  testimonios  de  condena, 
pAgs  95  á  99  del  presente  tomo. 

(8)  Véase  en  Caodaccléo  de  presoa  y 
peoados,  el  Real  decreto  de  24  de  Noviem» 
bre  de  1890,  especialmente  el  art.  4.*  y  eon- 
cordantes,  tomo  I,  págs.  *738  ¿  19ñ. 
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Art.  8.<>  Los  reos  sentenciados  á  las 
f>enas  de  arréelo  menor  y  mayor,  des- 
pués de  habérseles  notificado  la  senten- 
cia ejecQ loria,  serán  puestos  á  disposi- 
ción de  ios  respectivos*  alcaldes,  bajo 
•coya  antoridad  inmediata  están  los  de* 
póeftos  monicipales  y  cárceles,  dentro 
dei  mismo  término,  y  se  observarán  por 
la  autoridad  judicial  y  administrativa  las 
formalidades  prevenidas  en  los  arte.  8.®, 
4.\  6  o  y  6  o 

Art  9  o  Los  sentenciados  á  destierro 
«aldrán  del  radio  qae  sefiale  la  sentencia 
«^jeentoria  á  los  tres  dias  de  habérseles 
notificado,  y  se  pasará  testimonio  de  la 
^'ondena  al  gobernador  de  la  provincia, 
para  qae  lo  ponga  en  cononi miento  de 
las  autoridades  administrativas  del  pun- 
to ó  pantos  en  que  se  les  prohibe  la  en- 
trada, las  que  deberán  dar  parte  á  la 
jndicial  competente  en  caso  de  quebran- 
tamiento de  dicha  condena. 

Art.  10.  (Trata  de  la  pena  de  suje- 
ción á  la  vigilancia  de  la  autoridad,  cuya 
pena  se  ha  suprimido  en  el  vigente  Oó- 
-digo). 

Art.  11.  Cuando  los  reos  hubiesen  de 
•afrir  penas  de  inhabilitación  ó  auspen- 
aión  para  cargos  públicos,  derechos  po- 
líticos, profesión  ú  oficio,  bien  porque 
principalmente  se  les  hayan  impuesto, 
bien  porque  otras  penas  las  lleven  con- 
sigo, se  remitirá  dentro  de  los  tres  días 
stgiiientes  al  de  la  notificación  de  la  sen- 
tencia ejecutoria,  testimonio  de  la  con- 
dena al  gobernador  de  la  provincia  en 
<iae  residieren;  y  se  dará  conocimiento 
de  ella  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justi- 
cia, expresando  el  nombre  y  apellido  del 
reo^  con  las  demás  circunstancias  perso- 
nales contenidas  en  la  sentencia,  el  de 
lito  por  que  fué  procesado  y  la  inhabili- 
I ación  ó  suspensión  que  especialmente 
ae  le  ha  impuesto,  ó  qué  otra  pena,  en 
que  se  le  haya  condenado,  lleve  consigo. 

Y  tanto  dicho  Ministerio,  como  los 
otroa  á  quienes,  ó  al  que  corresponda  se- 
^n  fuese  absoluta  ó  especial  la  inhabi- 
litación, se  pasará  inmediatamente  una 
nota  circunstanciada,  formarán  un  catá- 
logo de  los  sujetos  á  quienes  se  hubiesen 
aplicado  las  referidas  penas,  á  fin  de  que 
consten  en  ellos  y  en  sus  dependencias 
la  incapacidad  y  demás  efectos  produci- 
dos por  aquellas  en  dichos  penados. 

Art.  12.  Las  multas  impuestas  á  los 
reos  se  cubrirán  en  papel,  como  está 
prevenido,  ezigiéndolss  al  mismo  tiem- 
po que  las  demás  responsabilidades  pe- 
cimiarías,  sienípre  que  los  bienes  de  los 


enlpables  sean  bastantes  para  satisfacer- 
las todas.  Al  fin  de  cada  semestre  se  re- 
mitirá al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
un  estado  de  las  multas  impuestas  du« 
ranle  el  mismo,  de*  las  que  se  hubiesen 
hecho  efectivas  y  de  las  que  no  lo  hayan 
sido,  expresando  la  causa;  y  cuando  es- 
tas se  realisasen,  se  manifestará  el  se- 
mestre á  que  correspondan. 

Art.  18.  Con  el  objeto  de  salvar  la 
responsabilidad  en  que  incurrirían  los 
Tribunales  por  no  mandar  llevar  á  ejecu- 
ción en  el  término  debido  las  penas  que 
quedan  expresadas  y  cualquiera  otra  á 
que  los  reos  fuesen  sentenciados,  harán 
constar  siempre  en  los  autos  todas  las 
diligencias  que  hubiesen  acordado  se 
practicasen  al  efecto,  y  su  resultado. 

Art.  14.  Para  que  puedan  los  Tribu- 
nales llenar  de  un  modo  más  fácil  y  ex- 
pedito el  deber  que  les  incumbe  de  hacer 
que  se  ejecute  lo  juzgado,  se  crea  en  to- 
das las  Audiencias  de  la  Península  é  is- 
las adyacentes  una  Junta  que  se  denomi- 
nará «Junta  inspectora  penal»,  compues- 
ta de  los  presidentes  de  8ala  y  Fiscales 
de  las  mismas,  con  un  secretario,  que 
será  el  del  Tribunal,  sin  voto,  bajo  la 
presidencia  dé  los  respectivos  regentea. 

Art  15*  Se  crea  asimismo  en  Ceuta 
igual  Junta,  atendidas  las  ventajas  de  su 
existencia  en  aquella  plaza,  y  se  compon- 
drá del  Comandante  general,  que  será  su 
presidente,  de  su  Auditor  ó  Asesor,  del 
alcalde  y  del  procurador  síndico  con  el 
secretario,  sin  voto,  que  aquella  autori- 
dad elija.  Y  bajo  las  órdenes  y  depen- 
dencia de  esta  Junta,  para  el  más  fácil 
desempefiode  sus  funciones,  se  consti- 
tuirán otras  subalternas  en  Melilla  y  de- 
más Presidios  de  África,  compuestas  de 
dos  individuos,  por  lo  menos,  nombrados 
por  la  referida  Junta. 

Todas  las  establecidas  en  las  Audien- 
cias se  entenderán  por  conducto  de  la  de 
Sevilla  con  la  de  Ceuta,  para  los  informes 
y  noticias  que  hayan  de  pedir  sobre  con- 
finados en  cualquiera  de  los  puntos  de 
África.  Todas  las  Juntas  inspectoras  re- 
conocerán por  superior  inmediato  al  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia  en  pleno. 

Art.  16*  Las  Juntas  resumirán  en  sí 
las  facultades  que  la  Ley  de  26  de  Julio 
de  1849  (1)  y  demás  disposiciones  vigen- 
tes conceden  á  la  autoridad  judicial  y 
fiscal;  tendrán,  por  consiguiente,  derecho  ' 


(1)    Qaeda  inserta  en  si  tomo  I,  págs.  256 
á259. 
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de  vÍBita  en  los  depósitos  y  cárceles  y 
demás  establecimientos  penales,  para  en- 
terarse «le  si  se  cumplen  con  ezactitad 
las  providencias  judiciales,  y  para  evitar 
que  los  presos  ó  detenidos,  aunqne  lo 
sean  gubernativamente,  sufran  detencio- 
nes ilegales,  como  también  para  inspec* 
clonar  si  se  cumplen  las  condenas  en  el 
modo  y  forma  con  qne  hubieren  sido  im- 
puestas, debiendo  obedecer  los  alcaides 
de  las  Prisiones  y  jefes  de  los  estableci- 
mientos las  órdenes  qne  en  esta  parte,  y 
confurine  con  el  reglamento,  les  comu- 
niquen las  Jautas. 

Art.  17.  Las  facultades  de  las  Juntas 
son  limitadas  á  la  parte  judicial,  y  no  se 
extienden  en  manera  alguna  al  régimen 
interior  y  administración  económica, 
pues  en  cnanto  á  esto,  todas  las  Prisio- 
nes civiles  continuarán  bajo  la  depen- 
dencia del  Ministerio  de  la  Gobernación 
del  Reino.  Sin  embargo,  si  notare  alguna 
Junta  males  cuyo  remedio  no  esté  al  al- 
cance de  sus  facultades,  ó  creyese  que 
pueden  introducirse  mejoras  en  dichos 
establecimientos  respecto  de  la  penali- 
dad, deberá  hacerlo  presente  por  con- 
ducto del  Supremo  Tribunal,  al  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia,  á  fin  de  qne  por 
el  de  la  Gobernación  pueda  acordarse  lo 
más  conveniente. 

A  rt.  18.  Kn  todo  el  mes  de  Enero  de 
cada  año,  los  jefes  inmediatos  de  los 
Presidios  formarán,  para  cada  Audien- 
cia que  tenga  en  ellos  reos  penados  por 
la  misma,  un  estado  que  comprenda,  no 
sólo  los  existentes,  sino  los  que  hayan 
sido  dados  de  baja  en  el  afio  anterior, 
expresando  respecto  de  cada  uno  de 
ellos,  su  filiación,  natnralesa  y  vecindad, 
delito  que  ha  cometido.  Tribunal  que  le 
ha  juzgado,  pena  impuesta,  día  en  que 
empezó  á  cumplirla  y  vicisitudes  nota- 
bles; todo  conforme  al   modelo  adjunto. 

Alt.  19.  £1  día  1  «  de  Febrero  las 
Juntas  inspectoras  visitarán  todos  los 
afios,  por  si  mismas,  los  establecimien- 
tos penales  que  existan  en  el  pueblo  de 
su  residencia  (1),  y  todos  los  demás  que 
estén  situados  en  los  partidos  judiciales 
del  territorio  de  la  Audiencia,  por  medio 
del  respectivo  juez  de  primera  instancia, 
el  más  antiguo  si  hubiere  más  de  ano, 
y  del  promotor  fiscal,  asistido  del  se- 
cretario del  Juzgado,  sin  voto. 

La  visita  de  los  establecimientos  pre- 


(I)  Este  punto  se  modiñcó  por  la  Real  or- 
den de  27  de  Güero  de  1858,  que  máa  adelante 
is  inserta. 


sidiales,  se  practicará  entregando  el  jefe- 
inmediato  de  ellos  al  Preaidente  de  ]a 
Janta,  y  en  su  caso  al  juex  de  primer» 
instancia,  el  estado  de  que  hace  mérit» 
el  artículo  anterior»  y  serán  llamado» 
ano  á  uno  los  individuos  comprendido» 
en  él,  cerciorándose  de  la  exactitud  en 
el  cumplimiento  de  las  condenas,  al  te- 
nor de  las  sentencias  ejecutoriadas  y  de- 
la  puntual  observancia  del  art.  :{98  (I)  de 
la  Ordenanza  general  de  Presidios. 

Las  visitas  de  los  que  sufren  las  pe- 
nas de  arresto  mayor  y  menor,  de  confi- 
namiento y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
Autoridad,  se  hará  respecto  á  los  prime- 
ros, presentamio  por  los  alcaides  de  la» 
cárceles  y  de  los  depósitos  municipale.» 
el  registro  que  llevan  para  ellos;  serán- 
también  llamados  uno  á  uno,  enterándo- 
se del  modo  en  que  cumplen  su  conde- 
na; respecto  de  los  segundos  se  pedirá- 
informe  de  lo  que  resulte  acerca  de  lo» 
mismos  al  gobernador  de  la  provincia,  el 
que  ejerce  ia  vigilancia  superior  sobre 
los  que  residen  en  ella. 

Art.  20.  Del  resultado  de  la  visita  se 
extenderá  la  correspondiente  acta,  con- 
signando las  faltas  que  se  hayan  obser- 
vado y  las  providencias  adoptadas  con 
tal  motivo.  ^ 

Art.  tí.  Las  Juntas  remitirán  á  lais 
Audiencias,  antes  de  concluir  el  mes  de 
Febrero,  los  estados  de  los  reos  senten- 
ciados por  las  mismas,  con  un  atestada 
en  que  consten  las  faltas  que  se  notaren 
y  las  órdenes  dadas  para  el  cumplimien- 
to de  las  condenas,  conforme  á  las  eje* 
cutorias  en  que  fueron  impuestas,  y  re- 
glamentos especiales  para  el  gobierna 
de  los  establecimientos.  Dichas  ordene» 
se  extenderán  sin  perjuicio  de  lo  que  el 
Tribunal  sentenciador,  con  presencia  de 


(n  El  art.  298  de  U  Ordenanza,  prohibe  á 
los  jefes  de  los  Presidios  rebajar  tiempo  de  la 
condena  á  loa  penados,  y  preceptúa  que  en 
loa  caso-4  de  locura,  decrepitud  extremaxUr 
ceguedad  ú  otro  semejante,  «e  formará  expe- 
diente, que  habrá  de  ser  elevado  i  la  Direc- 
ción general  de  Estableciraieutos  penales. 
Publicado  el  vigente  Código  de  IS'IO,  este 
artículo  ha  quedado  sin  efecto  en  todos  sus 
puntt.s:  en  lo  que  respecta  al  tiempo  da  las 
condenas,  porque  únicamente  puede  dismi- 
nuirse el  tiempo  mediante  indulto  (Ley  de  10 
de  Janio  de  18*70,  pigs.  606  á  608  de  eete  to- 
mo); en  lo  concerniente  á  ancianidad,  véase 
el  art.  109  del  Código,  tomo  I,  pig  624,  y  en 
lo  que  ataí^e  á  la  locura,  los  995  6  998  de  t» 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  pág.  211  de 
este  tomo.  La  ceguera  no  influye  en  nada 
para  la  ejecución  de  la  pana. 
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los  aotecedentei,  estime  qae  procede  con 
Arreglo  á  Derecbo. 

8i  K)8  defectos  ó  abnsos  notados  me- 
'  reciesen  en  concepto  de  los  Jantas  qoé 
me  exija  por  ellos  la  responsabilidad  al 
gobernador  de  la  provincia,  bajo  caya 
«Btoridad  y  dependencia  se  hallan  los 
establecimientos  que  radican  en  ella, 
elevarán  al  Supremo  Tribonal  de  Josti 
cia  á  dicho  fin,  6  al  que  corresponda, 
otro  atestado  igual  al  remitido  á  las  Au- 
diencias. 

Art.  22*  Oorreaponde  además  á  las 
Jantas: 

1.0  Visitar  en  cualquiera  época  del 
afio  en  que  las  circunstancias  lo  exijan, 
ó  lo  estimen  oportuno,  los  establecimien 
toa  penales  que  estén  situados  en  el  te- 
rritorio de  la  Audiencia,  pudlendo  valer- 
se en  cuanto  á  los  que  estén  fuera  de  la 
población  de  su  residencia,  de  los  jue- 
ces de  primera  instancia,  promotores 
fiscales  y  secretarios  del  Juzgado,  sin 
TOto,  6  de  cualesquiera  otros  comisiona- 
dos de  su  confianza. 

2.0  Dar  á  los  jefes  de  aquellos  esta 
bleci mientes  las  órdenes  que  crean  con 
docentes  para  el  solo  efecto  de  que  ten- 
ga puntSal  y  debido  cumplimiento  lo 
juzgado,  y  al  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia parte  de  los  abnsos  que  observaren 
en  el  gobierno  interior  de  los  establecí- 
oQientos,  en  cuanto  puedan  influir  en 
que  no  se  cumplan  las  condenas  confor- 
me á  las  ejecutorias,  á  fin  de  que  ha- 
ciéndolo presente  al  de  la  Gobernación, 
se  acuerde  por  éste  lo  más  conveniente 
sobre  el  particular,  y  remitir  á  dicho  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  el  estado 
de  multas  de  que  habla  el  art.  12. 

8.*  Pedir  y  dar  á  las  demás  Juntas, 
á  los  goberna<loreB  de  provincia  y  jefes 
de  establecimientos  penales,  todas  las 
noticias  é  informes  que  les  sugiera  su 
celo  por  el  buen  servicio;  entendiéndose 
onos  y  otros  jefes  dbn  aquellas  á  que  co- 
rresponda, siempre  que  tengan  que  di- 
rigirse á  las  Audiencias  ó  Tribunales  del 
fuero  común  y  de  Hacienda  sobre  reos 
sentenciados  por  los  mismos. 

4,^  £mitir  su  dictamen  acerca  de  la 
traslación  provisional  de  un  confinado  á 
punto  determinado  que  se  solicite  por 
algún  juez,  con  el  objeto  de  practicar  al- 
gún careo,  reconocimiento  en  rueda  de 
piesos  ú  otra  diligencia  que  requiera  su 
presentación  personal  (1). 

(1)  Véase  Dlllg«»aclaa  Jodlclalefi,  jSá- 
gioa  48  de  este  tomo. 


6.*  Informar,  oca  presencia  del  re- 
soltador  de  las  respectivas  cansas»  sobre 
las  propuestas  de  rebaja  de  condena  que, 
con  arreglo  á  la  Ordenanza  de  Presidios 
y  órdenes  posteriores,  remitan  los  jefe^ 
de  aquellos  al  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  sobre  las  Solicitudes  ^e  alza- 
miento de  la  cláusula  de  retención  im- 
puesta en  las  sentencias  dictadas,  según 
la  legislación  anterior  al  Código  penal,  y 
sobre  todig^Ias  de  indulto  (I). 

Estas  qtXdarán  ind<ífe(;tiblemente  siu' 
curso  en  el  expresado  Ministerio,  si  no 
las  dirigieren  los  penados  por  conducto 
de  los  jefes  inmediatos  dé  los  estableci- 
mientos en  que  estuviesen  cumpliendo 
ó  debiesen  cumplir  su  condena,  ó  por  el 
de  la  autoridad  politica  encargada  de  su 
vigilancia,  ó  por  el  de  la  judicial  qne  la 
hubiese  impuesto^  siendo  eztrafiamien- 
to,  destierro,  inhabilitación  ó  suspensión 
para  cargos  ó  derechos  politicos,  profe 
sión  ú  oficio,  multa  ó  cualquiera  otra  de 
las  demás  que  reconoce  el  Código  y  no 
privan  al  condenado  de  su  libertad  per- 
sonal, y  lo  mismo  cuando  la  pena  que  el 
reo  teme  se  le  imponga  fuese  la  capital. 

Quedan  exceptuadas  de  esta  disposi- 
ción las  instancias  puestas  en  mis  Reales 
manos  por  los  mismos  interesados,  por 
sus  cónyuges,  hijos,  padres,  hermanos  y 
afines  en  iguales  grados,  ó  por  sus  tuto- 
res ó  curadores;  las  cuales,  remitidas  á 
dicho  Ministerio,  se  dirigirán  á  informe 
de  la  respectiva  Junta;  pero  ésta  las 
mandará  archivar  sin  evacuarle,  ponién- 
dolo en  conocimiento  de  aquél,  si  de  la 
cansa  ó  por  los  datos  irrecusables  que 
adquiera,  resultase  la  imposibilidad  de 
que  las  haya  presentado  á  mi  Real  per- 
sona el  penado  ó  alguno  de  sus  deudos  ó 
sujetos  mencionados. 

6.0  Cuidar  de  que  las  condenas  de  los 
reos  no  se  prolonguen  un  solo  dia  más 
sobre  el  tiempo  prefijado  en  las  senten- 
cias; de  que  los  jetes  de  ios  estableci- 
mientos y  las  autoridades,  bajo  cuya  vi- 
gilancia se  sufriesen,  á  los  tres  días  de 
haberse  cumplido,  remitan  á  las  Juntas 
copias  de  las  licencias  para  unirlas  y  ha- 
cerlas constar  en  los  autos,  y  de  que  di- 
rijan las  originales  con  la  debida  oportu- 


(1)  De  los  tres  puntos  que  comprende  el 
párrafo — rebajas  de  condena,  alzamiento  de 
retenciones  y  solicitudes  de  indulto— los  dos 
primeros  han  sido  derogados 

Respecto  á  los  indultos,  véase  la  referencia 
de  la  nota  segunda  de  la  pág.  'ISO. 


Digitized  by 


Google 


JUN 


—  752  — 


JUN 


nidad  á  los  alcaldes  de  los  pueblos  de  la 
uatarateza  de  los  penados. 

Ari.  2S«  £1  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia ejercerá  sobre  las  Juntas  la  inspec- 
ción suprema  que  le  corresponde  sobre 
las  Audiencias;  en  su  virtud,  cuidará  de 
comunicarles  ias  órdenes  que  estime  más 
convenientes,  á  fin  de  que  las  penas 
sean  cumplidas  con  toda  exactitud,  exi- 
giendo y  baciendo  que  se  exija  la  res- 
ponsabilidad, si  hubiere  méritos  para 
ello,  á  quien  corresponda;  Relevará  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  las  obser- 
vaciones que  su  celo,  ilustración  y  expe 
riencia  le  dictaren,  y  deban  tomarse,  á  su 
juicio,  en  consideración  para  que  las  pe- 
nas produzcan  los  efectos  que  se  propu- 
so la  ley  al  decretarlas. 

Art.  24*  El  fiscal  del  mismo  Supremo 
Tribunal,  á  quien  dicha  ley  copcede  en 
todos  los  establecimientos  del  Reino  el 
derecho  de  visita  que  á  las  Audiencias  y 
Ministerio  fiscal  corresponde  en  los  de 
su  territorio,  podrá  elevar  por  sí,  con  el 
referido  objeto,  las  que  estime  condu- 
centes. 

Dado  en  Palacio  á  14  de  Diciembre 
de  1866. —  Está  rubricado  de  la  Real 
mano. — El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Manuel  de  la  Fuente  Andrés.  ^  (C.  L,  de 
P.,  tomo  II.  págs.  284  á  290). 

Real  orden  de  27  de  Enero  de  1858,  man- 
dando que  las  Juntas  inspectoras  hagan 
dos  visitas  anuales  á  los  establecimientos 
penales,  una  en  1.^  de  Mayo  y  otra  en 
1.0  de  Octubre. 

(Qrac.  y  Just.)  «Según  han  manifes- 
tado á  este  Ministerio  varios  regentes  de 
Audiencia,  las  visitas  practicadas  en  los 
Presidios  desde  \o  de  Febrero,  por  las 
Juntas  inspectoras  penales,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  14 
de  Diciembre  de  1866,  han  dado  ocasión 
á  que  algunos  de  los  individuos  que  las 
componen,  así  como  también  diferentes 
presidiarios,  contraigan  enfermedades 
con  motivo  de  la  rigidez  de  la  estación  y 
de  la  falta  de  locales  puestos  al  abrigo  de 
la  intemperie  para  celebrar  las  visitas. 
En  su  virtud,  deseando  la  Reina  (que 
Dios  guarde)  evitar  estos  males,  así  como 
también  que  sea  más  eficaz  la  vigilancia 
que  los  Tribunales  deben  ejercer  para 
que  se  ejecuten  las  sentencias  y  se  cum- 
plan las  penas  en  ellas  impuestas  con 
arreglo  á  lai  leyes,  se  ha  dignado  man- 
dar que  las  Juntas  inspectoras  hagan  dos 
visitas  anaalmente  á  ios  establecimien- 


tos penales,  una  en  l.<>  de  Mayo  y  otm 
en  1.0  de  Octubre,  sin  perjaicio  de  las 
que  en  bien  del  servicio  público  orean 
conveniente  practicar  en  cualquiera  otra 
época. 

De  Real  orden,  etc.  Madrid  27  de  Ene- 
ro de  IS5S.— Fernández  de  la  Hoz.*  (C. 
L.  de  P.,  tomo  II.  págs.  871  y  »72). 

Orden  de  10  de  Noviembre  de  1870,  decla- 
rando supHmidas  las  Juntas  inspector 
ras  penales,  y  encargando  á  las  Salas 
de  gobierno  de  las  Audiencias  cwden 
del  exacto  cumplimients  de  las  senten^ 
cias, 

{Qrac.  y  Just.)  «Enterado  S.  A.  el  Re- 
gente del  Reino  de  la  consulta  elevada  á 
este  Ministerio  sobre  si  las  Juntas  ins- 
pectoras penales  creadas  por  el  Real  de- 
creto de  14  de  Diciembre  de  1866,  han  de 
continuar  ó  cesar  en  el  ejercicio  de  sos 
funciones,  después  de  la  publicación  de 
la  Ley  provisional  sobre  organisación  del 
Poder  judicial  y  de  que  establece  reglas 
para  la  aplicación  de  la  gracia  de  iudolto, 
ha  tenido  á  bien  declarar  suprimidas  di- 
chas Juntas,  y  ordenar  que  las  Salas  de 
gobierno  de  las  Audiencias  cuiden  del 
exacto  cumplimiento  de  las  sentencias 
en  las  causas  criminales,  girando  al 
efecto  las  oportunas  visitas  ordinarias  y 
extraordinarias  á  los  establecimientos 
penales  en  \.o  de  Mayo  y  l.<>  de  Octubre, 
según  venía  haciéndose  por  aquéllas,  sin 
perjuicio  de  las  atribuciones  concedidas 
por  la  nueva  ley  al  Ministerio  fiscal. 

De  orden  de  S.  A.,  etc.— Madrid  10  de 
Noviembre  de  ISTO.^ Montero  Ríos*  (1). 
{O.  L.,  tomo  CV,  pág.  7?8). 


OoMBNTABio.  —Cuando  hace  cuaren- 
ta afios  se  publicó  el  Real  decreto  orean- 
do las  Juntas  inspe/ttoras  penales,  tf»- 
nían  justificación  estos  organismos.  Se- 
gún puede  verse  por  el  Real  decreto 
de  1866,  que  los  establece,  no  sólo  se 


(1)  La  preinserta  orden  declara  en  su  t«x« 
to  saprimides  las  Juntas  inspectoras  penales; 
pero  en  realidad,  y  segúu  el  espirita  déla 
misma  disposición ,  quedan  subsistentes,  toda 
vez  que  las  Salas  de  gobierno  de  las  Andieo* 
cias  eran  las  que  hacían  las  visitas  en  1.*  ds 
Mayo  y  1.*  de  Octubre  de  cada  afio,  y  las  mis- 
mas Salas  son  las  que  siguieron  y  vienen 
pnccticándolas  en  igual  forma  que  antes  y 
hasta  en  loe  mismos  días. 
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Imta  de  nna  entidad  qae  inapeccíone  y 
aprecie  el  tratamiento  qne  ae  da  A  loa 
qne  «xtingnen  condena,  ai  qne  también 
y  principalmente  trata  ¡a  disposición  de 
la  forma  en  qne  laa  penaa  lian  de  aer 
ejecutadas,  en  conformidad  con  el  Códi- 
go vigente  entonces;  de  loa  informes  qae 
debían  dicbaa  Juntas  emitir  reapecto  á 
r«)ba]aa  de  tiempo,  alzamiento  de  reten- 
ciones, concesión  de  indultos,  traslado 
de  reclusos,  etc.,  todo  ello  en  conformi- 
dad á  las  disposiciones  que  á  la  sazón 
regían.  Pero  derogadas  expresamente 
anaa,  caídas  en  desuso  otraa,  incompa- 
tiblea  con  el  orden  actual  de  cosas  casi 
todas,  tales  organismos  no  tienen  razón 
de  aer. 

Hoy  no  pueden  dichas  Juntas  interve- 
nir en  la  rebaja  de  las  condenas,  á  la 
manera  que  en  aquel  tiempo  lo  hacían, 
porque  estas  rebaba  se  bailan  regula-^ 
dae  por  la  ley  de  indnitod,  muy  posterior' 
al  Decreto  qne  dio  vida  á  las  Juntas 
inspectoras  qne  tratamos  (1).  El  tras- 
lado y  conducción  de  reclusos,  se  sujeta 
boy  á  procedimientoa  distintos  á  los  em- 
pleados antes  y  á  disposiciones  diferen- 
tes á  las  que  entonces  regían,  como  pue- 
de verae  en  los  correspondientes  artícn- 
tofl  de  esta  obra. 

Que  eato  ea  aeí,  consultas  oficialea  lo 
demuestran.  Véaae  la  elevada  al  Miniate- 
rio  de  Gracia  y  Justicia,  que  motivó  la 
orden  de  10  de  Noviembre  de  1870.  Las 
mismas  Audiencias  preguntan  si  deben 
cesar  ó  continuar  en  sus  funciones  los 
organismos  en  cuestión,  después  de  pu- 
blicada la  Ley  Orgánica  de  Tribunales, 
la  de  indultos  y  el  Código  penal  reforma- 
do, persuadidaa,  sin  duda,  de  lo  innece- 
sarias que  entonces  ya  resultaban  tales 
Jautas.  Puea  mucho  más  innecesariaa 
resoltan  hoy,  después  de  promulgada  la 
vigente  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
de  la  constitución  de  las  Juntas  locales 
de  Prisiones,  de  laa  que  forman  parte  laa 
mismaa  Salas  de  gobierno  de  las  Audien- 
cias, que  constituyen  dichae  Juntas  ins- 
pectoras, y  sobre  todo  deade  que  existe 
el  Cuerpo  especial  de  funcionarios  de 
Prieitmes,  conocedor  del  Derecho,  con 
conciencia  de  aua  deberea  y  de  sus  rea- 
ponsabilidadea. 

8i  atendemoa  á  la  forma  de  ejercer 
esta  inspección  las  Juntaa  de  referencia, 
aun   resalta   más  lo  innecesario  de  las 


(1)    Véase  laidvIiM,  pégs.  602  y  622  de 
este  tomo. 


mismaa,  ó  mejor,  au  completa  inutilidad. 
Sólo  en  l.o  de  Mayo  y  I."*  de  Octubre 
practican  sus  visitas,  reduciéndose  éstas 
á  una  ligeríaima  y  por  completo  formu- 
laria audición  de  nombres  de  penados  y 
de  laa  fechas  en  qne  comenzaron  á  cum- 
plir y  extinguen  bus  condenas;  revista 
sin  ningún  fin  práctico,  puesto  qne  á  los 
reclusos  los  visitan  ó  deben  visitarlos  los 
individuos  de  la  Junta  inspectora,  como 
miembroa  do  la  Junta  local,  con  más  fre- 
cuencia que  la  señalada  en  el  Decreto 
de  4866,  y  la  fecha  en  que  empezaron  á 
cumplir  la  pena  y  la  en  qne  la^xtinguen, 
la  conocen  porque  tienen  laa  causas  en 
la  Audiencia  y  porque  además,  los  jefes 
de  las  Prisiones  deben  consultar  los  li- 
cenciamientoa  con  tres  ó  cuatro  meses 
de  anticipación,  y  así  lo  hacen,  no  sólo 
porque  está  mandado,  aino  también  por 
la  grave  responsabilidad  que  aobre  los 
mismos  llevan  consigo  laa  detenciones 
indebidas,  conforme  á  los  preceptos  del 
vigente  Código  de  1870. 

Creemos,  por  tanto,  que  se  procedería 
acertadamente  suprimiendo  dicbaa  Jun- 
tas inspectoraa. 


JUNTAS  LOCALES  DE  PRISIONES. 

En  estas  Juntas  se  han  refundido  las 
económicaa  de  Preaidios  que  estableció 
la  Ordenanza  del  ramo,  y  las  de  cárce- 
les, que  se  crearon  por  disposiciones 
posteriores.  La  local  de  Madrid  ae  di- 
ferencia en  su  funcionamiento  y  cona- 
titución  de  las  que  existen  en  las  demás 
provincias.  Por  esto,  aunque  ti^atamos 
de  todas  ellaa  en  el  presente  artículo,  lo 
hacemos  con  la  separación  conveniente, 
para  mayor  claridad  y  para  facilitar  la 
consnlta  de  las  disposiciones  por  que  se 
rigen. 

Aunque  la  Junta  de  Barcelona  se  ha- 
lla comprendida  en  la  legialación  gene- 
ral, pues  no  hemos  visto  disposición  que 
especialice  au  constitución  ni  sus  atri- 
buciones, se  diferencia  en  mucho  de  las 
demás  en  cuanto  á  la  administración  de 
los  fondos  carcelarios  se  refiere.-  deaem- 
pefiando  estas  funciones  administrativaa 
en  forma  análoga,  é  idéntica  en  algunos 
puntos,  á  como  lo  hace  la  de  Madrid. 

He  aquí  la  legislación  relativa  á  dichas 
Juntas. 
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Junta§   auxiliartB   de    CAreeU»,'- 

La  primera  disposkiÓD  que  encontramoa  y  ana 
coocretamaDte  trata  de  laa  Juntaa  da  cárcelea 
as  la 

£ay  iU  PrUUmn  tfa  26  <ia  JuUo  d$  1849. 

« Art.  5  "    Para-aDjá'iar  k  la  Autoridad 

auperíor  política  de  las  capitales  da  loa  díatrí- 
tos  en  que  residan  las  Audiesciaa,  en  laaatri' 
bocioues  que  les  competen  sobre  el  régfimen 
interior  y  administración  económica  de  las 
Prisiones  de  las  mismas  capitales,  ee  e^tabla- 
ceran,  bajo.su  presidencia.  Juntas  tituladaa  de 
cárceles,  de  que  serán  individnoa  oatoa  on 
magistrado  de  la  Audiencia,  vicepresidente, 
designado  por  la  Sala  de  gobierno;  un  conse- 
jero provincial,  qoe  lo  sera  por  el  jefio  político, 
y  UD  eclesiástico  de  la  capital,  á  elección  del 
Diocesano»  (1). 

JUal  ord9n  dé  IS  dé  S9pli9fnbr$  dt  1849,  dieian- 
do  regUu  para  I»  ejecución  dé  la  Ley  dé  Pri'^ 
iionei  de  26  dé  Julio  del  miémé  aAp. 

{Qob.)  * Art.  2.*    Los  jefes  políticos  de 

las  provincias  en  que  residan  laa  Audiencias 
territoriales,  desiguar&n  un  individuo  de  la 
Dipnución  provincial,  otro  del  Ayuntamien- 
to, otro  de  la  Junta  provincial  de  Sanidad, 
y  otro  de  la  provincial  de  Beneficencia;  y  nom- 
brarán un  profesor  en  la  Facultad  de  Medici- 
na, un  arquitecto  y  cuatro  particulares  enten- 
didos en  materias  de  contabilidad,  para  que  en 
unión  con  los  vocales  natos,  formen  las  Jun- 
tas auxiliare»  de  cárceles  a  que  se  refiere  el 
artículo  5.**  de  la  ley;  teniendo  entendido  que 
semejantes  cargos  han  de  ser  honoríficos  y 
gratuitos,  y  ha  de  darse  noticia  á  este  Minis- 
teria  de  las  personas  que  los  desempeñan.» 
{C.L.de  C,  págs.  Vñ  k  1*79). 

Real  orden  de  23  de  Marzo  dé  1852,  aprobando 
él  Reglamtnto  provisional  dé  la  Junta  déCÁr- 
Céléé  de  Madrid. 

Reglamenío. 

(Gob.)  «Artículo  1."  La  Junta  de  cárceles 
auxiliar  del  Qubieroo  de  esta  provincia  se 
compondrá,  además  de  los  vocales  natos  qne 
designa  el  art.  5  *"  de  la  Ley  de  26  de  Juüo 
de  1849,  de  un  diputado  provincial,  de  un  in- 
dividuo del  Ayuntamiento  de  Madrid,  de  ün 
vocal  de  la  Junta  provincial  de  Sanidad,  ele- 
gidos por  las  Corporaciones  respectivas,  y  de 
otras  seis  personas  que  propondrá  el  goberna- 
dor á  8  M.,  según  lo  exijan  laa  necesidades 
del  servicio  público. 

Art.  8.*  Las  atribuciones  de  la  Junta 
serán : 

1.*  Vigilar  el  régimen  interior  de  las  cár- 
celes existentes  ó  que  se  establezcan  en  Ma- 
drid, conforme  á  lo  dispuesto  en  al  art.  2.^  de 
la  cita'ia  ley,  procurando  introducir  en  ellas 


(1)    Véate  la  ley  en  el  tomo  I,  págs.  256  i  86». 


iiábitos  de  laboriosidad,  y  proporcionar  trab«- 
jo  ¿  las  presos  que  carezcan  de  medios  para 
adquirir  su  subsistencia. 
2.*    Llevar  cuenta  y  razón  de  los  fondos 

3ue  administra  procedentes  de  limosnas,  pro- 
ucto  del  trabajo  de  los  mismos  presos  ó  de  la 
consignación  sefialada  para  este  servicio  en  al 
presupuesto  municipal;  rendir  la  cuenta  anual 
de  administración  y  exigir  del  depositario  la 
documentada  de  caudales,  que  con  la  censara 
do  la  Junta  se  pasar  <  al  gobernador  de  la  pro- 
vincia, para  que,  transmitiéndolas  al  alcalde, 
se  incorporen  en  la  de  éste  y  en  la  del  depo- 
sitario del  Ayuntamiento,  respectivamente, 
cuidando  tnmbién  de  presentar,  por  los  mis- 
mos trámites,  los  extractos  mensuales  de 
cuenta,  prevenidos,  respecto  de  los  fondos 
municipales,  por  Real  orden  circular  de  28  de 
Enero  último. 

8.*  Librar  el  pago  de  todos  los  servicios 
que  han  de  cubrirse  con  los  indicados  fondos^ 
siempre  que  no  exceda  su  importe  de  seis  mil 
'  realea  vellón,  pues  en  este  caso  deberá  previa- 
mente solicitar  la  autorización  del  gober- 
nador. 

4  *  Proponer  los  reglamentos  interiores  de 
las  Prisiones  en  cuanto  tengan  relación  con 
las  obligaciones  de  todos  bus  empleados,  ó  con 
el  orden  de  los  departamentos  y  talleres,  eva> 
cuando  además  los  informes  qoe  se  le  pidan. 

5.*  (Trata  del  nombramiento  de  empieadoe 
de  las  cárceles  de  Madrid,  y  preceptúa  qoe 
sea  oída  la  Junta  para  el  nombramiento  de 
jefes,  y  que  proponga  al  gobernador  el  de 
ssbalternus,  cuyo  artículo  no  ha  sido  dero- 
gado). 

6.*  Suspender  á  los  empleados  que  come- 
tan faltas  graves,  dando  cuenta  inmediata  al 
gobernador,  y  proponer  la  separación  de  los 
que  no  sean  capaces  para  desempelar  sus  res- 
pectivos cargos 

Art.  4.*  La  Junta  cuidará  del  cumplimien- 
to de  los  reglamentos  competentemente  apro- 
bados, é  inspeccionará  las  cárceles  por  medio 
de  uno  ó  más  de  sus  vocales  nombrados  se« 
manalmente  para  la  visita  diaria  de  las  mis- 
mas; los  cuales  estarán  revestidos  de  laa  fa- 
cultades de  aquélla  para  los  casos  nrgentee, 
dando  cuenta  inmediata  de  cualquier  disposi- 
ción que  adopten. 

Art  5.*  Conforme  á  lo  prevenido  en  loe 
artículos  9."  y  18  de  la  ley,  cuidará  la  Jante 
de  proporcionar  materiales  y  herramientas  á 
los  presos,  para  qoe  puedan  dedicarse  al  tra- 
bajo, y  de  reservarles,  de  una  manera  segara 
y  productiva,  la  parte  que  les  corresponda, 
para  entregársela  cuando  obtengan  su  U- 
oertad. 

Art.  6.*  La  Junta  celebrará  sesión  ordina- 
ria, por  lo  menos  cada  quince  días,  sin  perjoi» 
cío  de  las  extraordinarias  que  fueren  neoe* 
sarias. 

Art.  1*  Estas  disposiciones  serán  provisio- 
nales hasta  que  se  publique  el  reglamento 
para  la  ejecución  de  la  citada  Ley  de  86  de. 
Julio  de  1849. 

Madrid  28  de  Marzo  de  1852.— Bellr&n  da 
lAf  (C.  L,déC.,  págs.  198  á  200). 
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Semi  ordtn  éé  U  áé  Margo  d$  1856,  tf«lfroH* 
nando  4i  ptrtonal  dé  la  Junta  d*  eánélt  d§. 
Mmdr^á, 

(God.)  « S""    Qae  la  JunU  de  cárceles 

de  esta  Corte,  con  las  atribuciones  que  per^ 
reglamento  le  eatán  designadas,  y  bnlo  la  pre- 
sidencia de  V.  B.,  se  constituya  desde  luego 
con  el  personal  siguiente:  no  magistrado,  de- 
sijpaado  (jor  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audien- 
cia del  territorio,  con  el  carácter  de  vicepre- 
aidente;  de  un  diputado  proTÍneial  elegido  por 
la  Diputación;  de  tres  concejales,  propuestos 

Sor  el  Ayuntamiento;  de  un  eclesiástico,  qoe 
esigoará  el  Dioceftano;  de  un  arquitecto,  di 
rector  de  la  Academia  de  Bellas  Artes  de  San 
Fernando;  de  un  doctor  en  medicina  y  ciru- 
^Í9k^  de  dos  mayores  contribuyentes  por  con- 
tríbación  territorial,  y  otros  dofli  por  'indas* 
trial;  estos  seis  últimos  vocales  los  designará 
V.  E.  entre  las  clases  respectivas  que  más 
merezcan  so  confianza  por  su  aptitud  y  celo. 
De  Real  orden,  etc.— Madrid  U  de  Marto 
de  1856  —Bicotura  — Sr.  Gobernador  de  esta 
provincia.»  {C.  L  dé  C,  págs.  226  y  227). 

Raglamenio  dé  27  de  Enero  dé  1874,  pora  élfun- 
eiofiamiénto  dé  la  Junta  auxiliar  dé  eárcétéé 
dé  Madrid. 

En  síntesis  es  el  mismo  de  28  de  llano 
de  1852,  que  dejamos  inserto.  Se  detallan  más 
las  atribuciones  de  la  Junta,  y  en  su  personal 
se  aumenta  un  abogado  y  un  notario;  se  crean 
loe  cargns  de  tesorero  y  contador,  qua  han  de 
desempeñar  individuos  de  la  Junta,  y  ae  esta- 
blece una  plantilla  de  empleados  para  la  Se> 
cretaría  en  la  forma  siguiente: 

* Art  60.     Para  auxiliar  los  trabajos  de 

U  Junta,  habrá: 

Un  secretario  con  el  haber  anual  de  4  000 
pesetas. 

Un  oficial  con  2  000  pesetas. 

Un  auxiliar  con  1  500  pesetas. 

Un  conserje  conservador  de  efectos,  escri- 
biente da  secretaría,  con  1  500  pesetas. 

Un  ordenanza  con  7*25  pesetas 

El  aecretario  debe  ser,  por  razón  de  sus 
funciones,  de  la  especial  confianza  de  la  Jan- 
la,  y  sern  nombrado  por  el  Gobierno,  á  pro- 
puesta de  la  misma. 

Los  demás  empleados  serán  de  nombramien 
to  de  la  Junta. 

Art.  61.  El  secretario  dará  cuenta  á  la 
Junta  de  tod98  los  asuntos  que  hayan  de  so- 
meterse á  HU  deliberación,  y  tendrá  voz  eon- 
saltiva  en  la  misma. 

Art.  62.     Será  obligación  del  secretario: 

1.**  Extender  las  actas  de  las  sesiones  de  la 
Jauta  en  un  libro  de  papel  del  sello  corres- 
pondiente, foliado  y  rubricadas  sus  hojas  por 
el  vicepresidente. 

2.*  Cumplimentar  los  acuerdos  de*  la  Jau- 
ta 7  firmarlos  con  el  presidente  ó  vicepresi- 
dente. 

8."  Instruir  los  expedientes  y  llevar  la  co- 
rresnondencia  oficial. 

4.      Preparar  oportuna  y   ordenadamente 


loaMtintos  de  qoe^haja  de  darse  cuenta  á  la 
Junta. 

5.*  Llevar  los  libros  de  contabilidad  y  fir- 
mar lo9  doeumentos  de  cargo  y  data  qae  se 
expidan. 

6.*  Desempeñar  loa^ trabajos  y  comieionee 
que  le  fueren  encomendadas. 

7.°  Distribuir  los  trabajos  entre  los  em* 
pleados  de  eeeretarfa  y  formar  los  reglamen- 
tos para  el  orden  interior  de  la  misma,  some- 
tiéndolos a  la  aprobación  de  la  Junta. 

8.'  Ordenar  y  conservar  el  archivo  de  la 
Secretaría. 

9.*  Inspeccionar  las  dependencias  de  Ite 
caréeles  y  cuidar  que  haya  en  ellas  el  orden 
debido,  dando  conocimiento  de  lae  faltas  que 
observare  al  vocal  visitador  ó  al  vicepreeiden- 
te,  según  los  casos. 

10.  Llevar  la  firma  y  el  acuerdo  al  presi* 
dente  y  vicepresidente  con  los  correspondien- 
tes extractos  para  dar  cuenta. 

H.  Recibir  l»s  cuentas  á  los qne  recauden 
fondos  que  por  cualquier  concepto  correspon- 
dan á  la  Junta,  y  cuidar  que  se  entreguen  sin 
demora  al  Tesorero  con  las  formalidades  de- 
bidas. 

12  Llevar  los  inventarios  del  mobiliario  y 
efectos  de  las  cárceles  y  dependencias  de  la 
Junta,  y  hacer  sa  comprobación  cada  seis  me- 
ses, dando  cuenta  al  vocal  visitador  de  las 
faltas  que  advierta. 

18.  Amonestar  á  sua  subalternos  cuando 
falten  al  cumplimiento  de  sos  deberes,  y  dar 
parte  al  vicepresidente  si  las  faltas  fuesen 
graves. 

Art  68.  Rl  oficial  de  la  Secretaría  susti- 
tuirá al  secretario  en  ausencias  y  enfermeda- 
des, y  desempeñará,  asi  como  los  demás  em- 
pleados, los  trabajos  que  el  secretario  les  en- 
comiende. 

Art.  64.  El  auxiliar  asistirá  á  la  entrega 
de  las  raciones  de  pan  v  menestra  por  los  con- 
tratistas, cuidando  de  la  exactitud  en  el  peso, 
y  de  que  la  calidad  sea  conforme  a  las  condi- 
ciones de  la  contrata.  Si  advirtiese  falta  eo 
esto,  procurará  ^ue  se  corrija  en  el  acto,  y  lo 
pondrá  en  conocimiento  del  secretario,  como 
su  jefe  inmediato. 

Además  de  las  obligaciones  peculiares  de 
so  destino,  desempeñará  la  inspección  interior 
de  las  cárceles 

Art.  65.  Bl  conserje  tendrá  á  su  cargo  loe 
almacenes  de  la  Junta,  la  venta  de  objetos  ela- 
borados en  las  cárceles,  de  1%  que  dará  cuenta 
diariamente  al  secretario,  y  auxiliara  los  tra- 
bajos de  Secretaría  como  escribiente. 

Art.  66.  El  ordenanza  desempeñará  las 
funcionea  de  mozo  de  oficios,  y  cuidará  del 
aseo  y  limpieza  de  las  dependencias  de  la 
Junta»  (i). 


(1)  Las  disposiciones  que  insertamos  de 
este  reglamento  han  sido  modificadas  por  el 
Real  decreto  de  24  de  Junio  de  1890,  orgánico 
de  la  Junta  local  de  Madrid  y  por  el  regla- 
mento de  la  Prisión  celular,  de  24  de  Marzo 
de  1894,  que  en  sas  lugares  respectivos  pue- 
den verse. 
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Seglamtnto  d§  la  Prisión  celular  dé  S  d*  Oetu- 
tubr§  d$  1868. 

(Gob.)  < Art.  85*7.    La  actual  Junta  de 

cérceles  de  Madrid,  creada  por  virtud  de  la 
Ley  de  26  de  JoHo  de  1B49,  ae  denominará  de 
Vigitaticia  y  PatromatOf  y  formamn  parte  de 
ella,  además  de  los  sefiores'ane  en  la  actuali- 
dadla  coostituyen,  cuatro  individuos  del  Con- 
sejo penitenciario,  cuatro  de  la  Junta  de  eons- 
trucción  de  la  Prisión  celular  de  Madrid,  el 
arquitecto,  autor  j  director  de  aquéllai  J  al 
director  y  administrador  de  la  Prisión,  este 
con  el  carácter  de  secretario  con  voz,  pero 
sin  voto.  Las  atribuciones  de  dicha  Junta  se- 
rán las  consii^nadas  en  las  disposiciones  vi- 
dentes, en  cuento  no  se  opongan  al  presente 
reglamento»  (1). 

Juntas  económicaB  de. los  Presidios. — 
Creadas,  como  aotes  se  dice,  por  las  Ordenan- 
xas  de  PreHÍdioH  de  1884,  han  existido  has- 
ta 1888,  en  que  fueron  sustituidas  por  las  loca- 
les. Las  disposiciones  que  respecto  U  ellas  in- 
sertamos, no  tienen  vigencia,  y  sólo  incluímos 
algunas  de  las  mu»  importantes  para  que  pueda 
apreciarbe  la  evolución  de  dichos  organismos. 

Ordenanza  dé  PrñsidUu  d§  1884. 

«..  ..  Art.  83  Finalmente,  en  cada  Presi- 
dio ó  depósito  hahrá  una  Junta  económica,  que 
presidirá  el  subdelegado  en  la  Península  y  los 
gobernadores  en  ATrica,  compuesta  del  co- 
mandante, del  comisario  y  del  mayor,  ó  del 
que  haga  sus  veces,  para  resolver  la  parte 

fl^ubernativa,  administrativa  y  económica  de 
os  negocios  que  ocurran. 

Art.  182.  Las  Juntas  económicas  examina- 
rán estos  presnpflestos  (los  anuales  qoe  debían 
formar  los  jefes  de  las  Prisiones)  con  deten- 
ción, y  encontrándolos  conformes  ó  hechas  las 
reformas  que  consideren  oportunas,  se  pasa- 
rán a  la  Dirección  general  por  los  jefes  res- 
pectivos sin  pérdida  de  tiempo,  para  que  se 
reciban  en  la  misma  antes  de  concluir  el  in- 
dicado mes  de  Septiembre.»  {C.  L.  dé  P.,  t.  I, 
págs.  18  y  48). 

Real  orden  de  2S  de  Enero  de  1840,  determi- 
nando la  organijiaeión  y  atribtíeionee  de  ku 
Juntas  económicas. 

(Oob.)  «S  M.  la  Reina  gobernadora  ha  fijado 
su  paternal  solicitud  en  la  situación  y  mejora 
de  los  establecimientos  penales  del  reino.  Para 
dar  á  esta  reforma  la  dirección  é  impulso  que 
reclama  la  civilización  actual,  no  pierde  el 
Oobieroo  de  vista,  a  pesar  de  las  preferentes 
obligaciones  que  absorben  casi  toda  su  aten- 
ción y  su  tiempo,  los  felices  experimentos  he- 
chos por  otros  pueblos  más  adelantados  en 
esta  línea.  Pero  como  la  reforma  penitenciaria 


(1)  También  esta  parte  del  reglamento 
de  1888,  ha  sido  modificada  por  el  de  1894  y 
Real  decreto  que  se  cita  en  la  nota  anterior. 


ezig«  dispendios  muy  sttperiorea  á  los  aetiia- 
les  recursos,  ya  que  no  sea  un  estorbo  la  ctí- 
tica  situación  del  día,  parece  máci  cosTenieo- 
te  por  ahora  trabajar  en  su  preparación,  de  Ift 
cual  se  ocupa  el  Gobierno,  contando  para  ello 
con  ei  eficaz  auxilio  de  las  personas  ilustradas 
y  benéficas. 

En  este  supuesto,  8  M.  la  Reina  gobems- 

dora se  ha  servido  dictar  las  disposicionea 

siguientes: 

1/  No  obstante  lo  prevenido  en  varias  de 
las  disposiciones  de  la  Real  orden  de  80  da 
Bnero  de  1886,  laa  Juntas  económicas  de  lo« 
Presidios  situados  en  las  capitales  de  provin- 
cia, se  compondrán  del  jen  político,  preai- 
dente;  de  dos  individuos  ae  la  Diputación  pro- 
vincial; de  dos  individuos  celosos  é  inteligen- 
tes nombrados  por  el  jefe  político;  de  lan 
sacerdote  de  la  clase  de  párrocos,  nombrado 
por  el  mismo  jefe;  del  comisario  de  reviaiaa; 
del  Comandante  del  Presidio,  del  Mayor,  y,  4 
falta  de  éste,  del  Ayudante 

2."  En  Ceuta,  la  Junta,  constará:  del  Oo- 
bernador  militar  de  la  plaza;  de  dos  persona* 
celosas  é  inteligentes;  de  un  sacerdote  de  In 
clase  expresada,  elegido  también  por  el  mis- 
mo gobernador;  del  comiaario  de  reviaua: 
del  Comandante  del  Presidio,  y  del  Mayor  6 
Ayudante. 

8.*  En  los  Presidios  menores,  se  organiza- 
rá la  Junta  como  se  previene  en  la  anterior 
disposición. 

5."  En  los  Presidios  de  la  Península  aitua- 
dos  en  puntos  que  no  sean  capitales  de  pro- 
vincia, las  Junus  económicas,  sin  dejar  do 
depender  del  jefe  político,  por  cuyo  conducto 
recibirán  siempre  las  órdenes  de  la  Dirección 
general,  constarán  del  alcslde  constitucional, 
en  representación  de  dicho  jefe;  de  dos  perso- 
nas idóneas  y  un  párroco,  norobradoe  por  ol 
mismo  jefe  político  á  propuesta  del  alcalde,  y 
de  los  vocales  empleados  ya  referidos. 

7'  En  los  PresidioR  mantenidos  actoal- 
mentecon  fondos  que  no  proceden  del  Tesoro 
público,  sin  hacer  alteración  algana  en  el  par- 
ticular, se  establecerán  las  Junus  econiSmicaa 
con  arreglo  á  las  disposiciones  precedeutes  eo 
cuanto  fuere  posible. 

8/  Además  de  lo  prevenido  en  las  dispo- 
siciones 9/  y  10.*  da  la  Real  orden,  y  en  la 
Ordenanza  general  del  ramo,  velarán  las  Jun- 
tas económicas  sobre  la  puntual  observancia 
del  régimen  establecido  eu  cada  Presidio  y 
sobre  el  buen  desempeño  de  las  obliffaciooss 
de  cada  empleado,  para  que  por  conducto  do 
la  Dirección  llegue  a  conocimiento  del  Oobisr- 
no  todo  lo  que  requiera  alguna  providenoin 
especial. 

9.'  Para  deliberar  y  resolver  en  casos  ám 
esta  naturaleza,  si  el  jefe  político  lo  estinass 
conveniente,  no  tomaran  parteen  la  dslibsra- 
eión  6  en  el  fallo  definitivo,  ó  en  ambos  actos, 
los  vocales  empleados  en  el  estableeimisato 
presidia  I  respectivo. 

10.  Para  ejercer  con  majror  pontoalidsd  ▼ 
acierto  la  vigilancia  presenta  en  la  ditpos»  t 
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«ion  8.*,  cada  tiDO  de  loa  cocales  de  la  Jnnta, 
excepto  los  empleados,  '^e  encarffarán,  por 
ttitno  sema  na!,  ae  la  inspeceión  del  Presioio, 
haciendo  en  él  las  visitas  qne  estime  oporto- 
oas,  y  en  los  días  y  horas  que  juzgue  más  á 
propósito;  debiendo  hacer,  caando  menos,  una 
visita  por  semana,  y  dar  cuenta  de  lo  que  ob- 
serve en  la  próxima  sesión,  á  fin  de  que  por 
ono  de  los  inmediatos  correos,  6  á  la  mayor 
brevedad,  la  Junta  lo  participe  á  la  Dirección 
general  para  los  debidos  efectos. 

11.  Por  último,  las  Juntas  económicas, 
como  autoridad  protectora  de  los  estableci- 
mientos penales,  se  dedicarán  al  examen  de  las 
mejoras  de  que  son  susceptibles  los  presidios, 
bebiendo  desde  luego  investig-ar  y  participar 
al  Ooblemo: 

1/  Hasta  qué  pnnto  son  aplicables  á  su 
caso  respectivo  los  adelantamientos  de  los 
-otros  pueblos  en  el  sistema  nenitencial. 

2.*  Qué  ediñcios  pueden  destinarse  á  Pre- 
aidios  ó  qué  mejoras  pueden  hacerse  en  los 
actuales,  para  obtener  la  separación  individual 
de  los  confinados,  ó  al  menos  por  edades. 

8.*  Qué  obítiiculos  Impiden  la  organiza- 
ción metódica  del  trabajo,  y  cómo  pueden  re- 
moverse. 

4.*  De  qué  modo  se  puede  plantear  en  los 
Presidios  la  instrucción. 

5  *  Qué  clase  de  arbitrios  pueden  estable- 
cerse 6  idearse  para  proveer  á  los  gastos  de 
estas  mejoras. 

Y  6.**  Todo  lo  demás  que  contribuya  á  la 
introduccióu  paulatina  de  una  completa  re- 
forma penitencial,  sin  perder  por  eso  de  vista 
las  mejoras  aisladRS  6  parciales  que  puedan 
entre  tanto  hacerse  en  el  actual  sistema. 

De  Real  orden,  etc. —Madrid  28  de  Enero 
de  ISiO.  — Calderón  CollantéS.  (C,  L.  do  P., 
tomo  I,  págs   116  a  179)  . 

Jtéol  orden  dt  ]0  de  Marzo  de  1848,  determi- 
nando Á  quiénes  corresponde  ser  secretarios 
dé  las  Jimias  económicas  de  los  Prestdice. 

{Qob.)  «El  Regente  del  Reino,  conformán- 
dose con  la  propuesta  de  esa  Dirección,  se  ha 
servido  mandar  que  los  Mayores  en  loa  Presi- 
dios peninsulares,  los  ayudantes  en  los  co 
rreccionales  de  primera  clase  y  los  oficiales 
de  los  Gobiernos  políticos,  á  cuyo  cargo  esté 
el  Negociado  de  Presidios,  en  las  capitales 
donde  haya  correccional  de  segunda  clase, 
sean  secretarios  untos  de  Ihs  Juntas  económi- 
cas de  dichos  establecimientos,  sin  percibir 
Sraiifieación  ni  sueldo  alguno  por  el  expresa- 
0  cargo. 

De  orden  de  8.  A.,  etc.— Madrid  10  de  Mar- 
so  de  1848.— 5oíanoí.— Sr.  Director  general 
de  Presidios.»  (C.  L.  de  P.,  tomo  I,  páginas 
52»  y  230). 

Real  orden  de  80  de  Abril  de  1844. 

Resuelve  queden  sin  efecto  las  disposicio- 
nes por  las  cuales  se  aumentó  el  personal  de 
las  Juntas  económicas  de  los  Presidios,  y  res- 
tablece en  su  fuerza  y  vigor  al  art.  88  de  la 


Ordenanza  del  ramo,  rtferente  i  esta  materia 
(C.  L  de  P.,  tomo  I,  pág.  2*72). 

Real  orden  d$  \9  d§  ííarzo  de  1848. 

{Úob,)  « Art.  1».  «Las  Juntas  económi- 
cas de  los  Presidios  rendirán,  á  contar  des- 
de 1."  de  este  año,  una  coenta  mensual  (mo- 
delo número  6)  de  los  productos  qne  por 
cualquier  concepto  haya  tenido  el  estable- 
cimiento; las  oantidades  entregadas  en  la 
Depositaría  del  Gobierno  político;  las  sali- 
das de  efectos,  documentando  su  cargo  con 
las  relaciones  duplicadas  qne  designad  modelo 
número  8  de  la  instru'^ción  citada  de  5  de  Sep- 
tiembre; la  cuenta  del  producto  de  loa  talleres 
en  ad mi niat molón,  conforme  al  modelo  nú- 
mero 10  de  aquélla,  y  relación  detallada  de 
los  efectos  construidos;  certificación  del  pro- 
ducto de  los  talleres  arrendados,  con  expresión 
del  número  de  individuos  de  que  se  componga 
cada  uno,  persona  á  quien  est^^echo  el  arrien- 
do, y  otra  de  los  demás  conceptos  por  que  el 
Presidio  haya  obtenido  productos.  La  data  de 
esta  cuenta  se  justificará  con  las  cartas  de 
pago  dadaa  por  el  depositario  del  Gobierno  po- 
lítico, de  los  productos  que  se  le  hubiesen  en- 
tregado, y  copias  de  las  órdenes  de  autoriza- 
ción para  la  salida  de  efectos.  La  existencia 
que  de  éstos  aparezca,  pasará  como  resultáis  á 
ser  primera  partida  de  cargo  de  la  cuenta  si- 
guiente.» {C.  L.  de  P.,  tomo  II,  pags.  60  y  61). 

Real  orden  de^de  Marzo  de  1852,  aprobando  la 
Jnetrttcoidn  para  el  sistema  gubernattvo  y 
econámxeo  de  los  Presidios  menores  de  África. 

(Querrá).  «.  ...  Art.  10.  En  las  plazas  de  Me- 
lilla.  Peñón,  Alhucemas  é  islas  Cbafarinas,  se 
establecerán  Juntas  económicas  que  presidi- 
rán los  respectivos  Gobernadores  ó  Comandan- 
tes militares;  serán  miembros  de  ellas  en  Me- 
lilla  el  sargento  mayor  y  el  comisario  de  gue- 
rra, y  en  los  demás  puntos  el  ministro  inter- 
ventor y  el  ayudante.  Las  funciones  de  estas 
Juntas  será  las  marcadas  en  la  Ordenanza  de 
Presidios,  debiendo  deoender  todas  ellas  de  la 
Administración  existente  en  Granada,  que 
las  comunicará  las  instrucciones  necesarias.» 
{C.  L.  de  P.,  tomo  II,  pág.  201). 

Real  decreto  de  9  de  Mayo  de  1885,  reorga' 
nísando  las  Juntas  económicas  de  los  Pé- 
nalos. 

(Oob.)  «Artículo  1.*  Las  Juntas  económi- 
cas de  los  establecimientos  penales  se  com- 
pondrán del  gobernador  civil,  presidente,  y 
como  vocales  un  diputado  provincial,  un  con- 
cejal, dos  mayores  contribuyentes  por  terri- 
torial y  por  subsidio  comorendidos  en  el  pri- 
mer tercio  de  las  listas,  del  arquitecto  muni- 
cipal, del  jefe  del  penal  y  del  oficial  primero 
del  Gobierno  civil,  que  funcionará  como  se- 
cretario, asistiendo  á  las  deliberaciones  de  la 
Junta  con  voz,  pero  sin  vota 

Art.  2.*  En  las  poblaciones  no  capitales 
de  provincia  en  que  existan  Presidios,  serán 
individuos  de  las  Jautas  un  concejal,  dos 
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mayores  contribuyeDtoe,  el  arquitecto  muni* 
etpal,  el  cura  de  la-  parroquia  &  que  corres- 
ponda el  establecimiento  penal  j  el  jefe  de 
éete,  los  cuales  estarán  presididos  por  el  al- 
calde 6  por  el  subgobernador,  si  lo  hubiere, 
actuando  como  secretario,  con  voz  y  voto,  el 
concejal  más  moderno. 

Constituida  la  Junta  en  esta  forma,  funcie- 
nará  en  todos  los  casos  por  delegación  del  go- 
bernador civil  de  la  provincia. 

Art.  8."  Los  vocales  de  las  Juntas  econó- 
micas serán  de  Real  nombramiento,  expedido 
Sor  el  ministro  de  la  Qobernación,  en  virtud 
e  propuesta  formulada  pur  los  gobernadores 
de  las  provincias. 

Art.  4."  Las  Junta;*  económicas  se  reuni- 
rán por  lo  menos  tres  veces  al  mes,  y  cele- 
brarán sus  sesiones  en  el  local  del  Gobierno 
civil  6  en  el  del  Ayuntamiento,  si  el  Presidio 
estuviere  situado  en  población  que  no  sea 
capitMl  de  provincia  Cada  dos  meses  los  pre- 
sidentes de  las  ^ntas  económicas  remitirán 
á  la  Dirección  general  de  establecimientos 
penales  copias  certificadas  de  las  actas  de  las 
sesioiies  que  hubieren  celebrado. 

Art.  5>  Las  Juntas  económicas  ejercerán 
funciones  de  inspección  en  todo  cuanto  se  re- 
latione  con  los  establecimientos  penales. 

Cuidarán  del  exacto  cumplimiento  de  los 
servicios  de  los  citados  estaolecimientos,  así 
de  los  que  se  baci>n  por  administración,  como 
de  los  que  he  realizHn  por  contrata. 

Examinaran  loa  productos  de  los  talleres  y 
la  contabilidad  de  los  miemos,  y  vigilarán  la 
organización  dada  á  éata  y  á  aquéllos  por  el 
reglamento  de  28  de  Febrero  último,  á  fin  de 
evitar  la  infracción  de  las  disposiciones  que 
contiene. 

Art.  6.*  Será  también  de  la  competencia 
de  las  expresadas  Juntas  la  revisión,  en  pri- 
mer trámite,  de  todas  las  cuentas  que  por  di- 
ferentes conceptos  rindan  los  esta  oí  ecim  len- 
tos penales,  asi  en  los  servicios  por  contrata 
como  en  los  que  se  hacen  por  administración, 
eoyas  cuentas  ^e  remitirán  á  este  ministerio 
para  su  resolución. 

Art.  T."  A  fin  de  que  sea  verladeramente 
eficaz  la  acción  de  las  Juntas  económicas  en 
lo  relativo  á  todos  y  á  cada  uno  de  los  servi- 
cios de  los  establecimientos  penales,  el  pre- 
•idente  nombrará  un  vocal  en  turno  de  visita 
para  cada  semana. 

Art.  8.**  El  vocal  de  visita  podrá  examinar 
la  calidad  de  los  víveres,  presenciar  el  peso  y 
distribución  del  racionado,  hacer  que  se  le  ex- 
hiban los  generes  deHtinados  á  la  venta  en 
la  demandadurfa,  inspeccionar  la  enfermería, 
medicamentos,  utensilio,  talleres,  escuela,  al- 
macenes, repuesto  y  vestuario,  todo  con  ob 
Jeto  de  qtie  se  cumpla  lo  estipulado  én  los 
contrntos  y  las  órdenes  del  Centro  directivo; 
cuidando  además  de  que  la  enseñanza  se  dé 
eon  arreglo  al  programa  general  aprobado 
por  Real  orden  de  1.    de  Febrero  último,  y  de 

3ue  el  trabajo  de  los  reclusos  se  ajuste  á  las 
isposiciones  reglamentarias  vigentes. 
Art.  9."    Para  los  efectos  de  los  arts.  1.* 
y  2.*  del    Real   decreto   fecha   16   de  Mayo 
de  \B19f  así  como  para  los  de  los  arts.  24 


y  82  del  reglamento  aprobado  por  Real  ardan 
de  28  de  Febrero  próximo  pasado  dictado  para 
el  régimen  de  los  talleres  de  los  eetableei- 
mientos  penales,  el  referido  vocal  examinará 
los  libros  y  docomentacióa  eorreapoBdiente» 
á  los  productos,  y  podrá  confroiitarloi  con 
los  de  la  Delegación  de  Hacienda  y  los  de  la. 
suctirsal  de  la  Caja  de  Depósitos,  con  el  fin 
de  comprobar  si  los  ingresos  enrrespo&deo  a 
los  que  por  di^rentes  conceptoa  rinden  las 
penitenciarías. 

Art.  10  Bu  consonancia  con  lo  dispuesto- 
en  el  art.  80  del  reglamento  orgánico  de  ta-» 
llares,  el  vocal  de  visita  intervendrá  la<i  li«- 
Quidaciones  que  alcancen  al  fondo  de  ahorros 
a^  los  reclusos  á  quienes  se  expidan  licenciaa- 
de  libertad,  poniendo  al  pie  ae  aquéllas  el 
V.*  B  *,  sin  cuyo  requisito  no  podrá  hacerse^ 
efectivo  el  oportuno  libramiento  de  pago. 

La  misma  formalidad  ae  observará. euan do 
por  fallecimiento  de  un  penado  ha/a  que  en* 
tregar  el  fondo  de  ahorros  que  hubiese  dejado 
á  sus  herederos. 

Art.  11.  El  vocal  nombrado  para  la  visil& 
semanal,  preaenciará  la  recepción  y  entrega 
á  los  reclusos  de  las  prendas  ae  vestuario  que- 
remita  la  Dirección  general,  y  dispondrá  qoe- 
se  extienda  una  acta  por  triplicado,  acredi- 
tando el  reparto,  quedando  un  ejemplar  ar- 
chivado en  el  penal,  otro  «ui  el  Gobierno  ci- 
vil, y  remitiéudose  el  tercero,  por  conduato 
del  presidente  de  la  Junta,  ala  Dirección  ge- 
neral, cuyas  actas  firmarán  el  referido  voeal^ 
el  jefe  y  el  administrador  del  establecimieat» 
penitenciario. 

Art.  12.  Las  Juntaa  económicas  ó  el  vocai 
de  ellas  que  esté  nombrado  de  visita,  podr4u 
formar  expedientes  gubernativos  con  motivo 
de  Ihs  faltas  que  notaren  en  los  diferente» 
servicios  de  los  esta bleei mientos  penales,  y 
los  remitirán  al  gobernador  para  que  éste 
imponga  las  correcciones  que  considere  jus- 
tas dentro  de  sus  facultades,  dando  cuerna  á 
la  Dirección  general,  ó  enviándolos  con  mík 
informe  para  que  ésta  proponga  ó  acuerde  la 
resolución  procedente  en  lo  que  sea  de  sus 
atribuciones. 

Art.  18.  Las  Juntas  económicas  remitirán 
en  !os  diez  primeros  días  de  cada  año,  por 
conducto  de  su  presidente,  una  Memoria  ba* 
sada  tfn  los  estuaios  que  hayan  hecho  de  loa 
servicios  de  los  estitbieci mientos  penales,  de- 
fectos de  que  adolecen,  medio  de  corregirlos 
y  reformas  qne  deben  adoptarse  en  sus  rela- 
ciones con  e\  régimen  en  práctica 

Art.  14.  Las  actuales  Juntas  cesarán  eti  SO 
del  próximo  mes,  comenzando  en  I  **  de  Julio 
á  funcionar  las  nuevamente  constituidas,  á 
cuyo  fin  los  gobernadores  civiles  enviarán 
las  debidas  propuestas  para  hacer  los  nom- 
bramientos de  vocales  á  que  se  refieren  los 
arta,  l.^y  2."  en  sus  relaciones  con  el  8.* 

Art.  15.  Las  Juntas  del  correccional  ds 
Madrid  y  las  de  los  presidios  de  Cenia  y  loa 
menores  de  África,  continuarnn  funcionando 
en  la  forma  en  que  actualmente  se  hallau 
constituidas;  pero  tendrán  las  mismas  atri- 
buciones que  á  las  demás  concede  el  presenta» 
Real  decreto. 
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Art.  16  Bn  virtad  d«  la  publicación  del 
presente  Real  decreto  quedan  derogadas  las 
Reales  órdenes  de  10  de  Marzo  de  1848,  80  de 
Abri)  de  1844,  28  de  Febrero  de  1864  y  cuan- 
tas  disposiciones  anteriores  se  opongan  á  la 
ejecoeióo  del  mismo. 

Dado  en  Palacio  A  9  de  Mayo  de  1885  — 
ArPONSo  —  Bl  Ministro  de  la  Gobernación, 
jrrancUco  Rimtro  y  Robledo.*  {aae$ta  de  10 
de  Mayo). 

JUNTAS  LOCALES.— En  estas,  según 
me  dice  al  principio  del  presente  artículo, 
ae  han  refundido  las  auxiliares  de  cár- 
celes y  las  económicas  de  los  Presidios, 
por  virtud  de  las  disposiciones  que  á 
continnación  se  insertan. 

Beal  decreto  de  21  de  Agosto  de  1888y 
creando  las  Juntas  locales  de  Frisiones 
en  sustitución  de  las  auxiliares  de  cár- 
celes y  económicas  de  Presidios. 

(O'rac,  y  Just^)  cEn  atención  á  las 
rsBones  expuestas  por  el  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Ministros;  en  nombre  de  mi 
Angosto  Hijoel  Rey  D.  Alfonso  XIII,  y 
romo  Bieua  Regente  del  Reino. 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 
A  rticulo  1  .^  En  sustitución  de  las  Jun- 
tas  económicas  actuales,  se  crea  en  todas 
las  poblaciones  donde  exista  estableci- 
miento penal  (1)  una  Junta  local  de  Pri- 
siones que,  sometida  directamente  al  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia^  tendrá  facul- 
tades de  gobierno,  vigilancia  é  inspec- 
ción sobre  el  citado  establecimiento. 

Art.  2.0  Constituirán  estas  Juntas 
donde  baya  Audiencia  territorial  ó  de  lo 
criminal: 

Primero.  La  Sala  de  Gobierno  de  la 
respectiva  Audiencia. 

Segundo,    El  presidente  de  la  Comi- 
sión provincial  donde  la  hubiere. 
Tercero.    El  alcalde  de  la  localidad. 
Cuarto.    El   módico  forense  que   el 
presidente  de  la  Audiencia  designare. 

Quinto.  El  cura  de  la  parroquia  á  que 
pertenezca  el  establecimiento  penal. 

Sexto,  Dos  contribuyentes  por  con- 
cepto de  territorial  y  otros  dos  por  el  de 


(1)  Por  Real  decreto  de  22  de  Mayo  de  1899 
se  crean  Juntas  locales,  además  de  las  exis- 
tentes en  las  poblacioues  en  aue  radican  esta- 
blecimientos penales  (Penales  propiamente 
dichos  y  cárceles  correccionales),  en  todas  y 
cada  una  de  las  cabezas  de  partido  judicial 
que  antes  no  tenían  dichos  organismos.  En  el 
apéndice  correspondiente  al  citado  afio  1899, 
se  inserta  el  Real  decreto. 


industrial,  que  designará  el  Ministro,  en 
vista  de  la  propuesta  en  terna  que  le  ele^ 
vara  el  presidente  de  la  Audiencia  res- 
pectiva. 

Art.  8.<'  Funcionará  como  secretario 
de  estas  Juntas  el  de  gobierno  de  la  co- 
rrespondiente Audiencia,  el  cual  será 
también  Comisario  de  revista,  con  las 
mismas  facultades  que  tienen  actualmen- 
te en  este  punto  los  secretarios  de  los 
Gobiernos  civiles. 

Art.  4.®  Constituirán  la  Junta  local 
en  las  poblaciones  en  que  no  baya  Au- 
diencias: 

El  jues  de  instrucción  con  funciones 
de  presidente,  el  juez  municipal  y  el  al- 
calde, el  médico  forense,  el  cura  de  la 
parroquia  á  que  pertenezca  el  estableci- 
miento penal  y  dos  contribuyentes,  uno 
de  territorial  y  otro  de  industrial,  que 
nombrará  el  presidente  de  la  Audiencia 
respectiva,  á  propuesta  del  Juzgado  de 
instrucción. 

Art.  6.0  La  presidencia  de  las  Juntas 
locales  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior, se  entenderá  siempre  ejercida  por 
delegación  de  los  presidentes  de  las  Au- 
diencias de  lo  criminal,  quienes  en  todo 
caso  podrán  presidirlas  ó  delegar  su  pre- 
sidencia en  cualquiera  de  los  magistra- 
dos ó  de  los  funcionarios  del  orden  fiscal 
de  la  Audiencia. 

Art.  6.®  Será  secretario  de  estas  Jun  • 
tas  el  del  respectivo  Juzgado  de  instruc- 
ción, y  si  hubiere  más  de  uno,  el  más 
moderno. 

Art.  7.0  Las  Juntas  locales  de  Prisio- 
nes tendrán  las  obligaciones  y  facultades 
siguientes: 

Primera.  Vigilar  ó  inspeccionar  cua- 
tro veces  al  mes,  por  lo  menos,  sin  sefia 
lamieuto  de  día  ni  previo  aviso,  los  esta- 
blecimientos penales  correspondientes, 
respecto  al  régimen  interior  y  económico, 
haciendo  que  se  cumplan  los  reglamen- 
tos, sin  perjuicio  de  que  en  la  forma  que 
éstos  determinen,  pueda  cualquiera  de  los 
vocales  de  la  Junta,  siempre  que  lo  esti- 
me oportuno,  visitar  dichos  estableci- 
mientos. 

Segunda.  .  Oir  las  quejas  de  los  pena- 
dos y  poner  inmediatamente  éstas  y  las 
faltas  que  encontraren  en  conocimiento 
del  Subsecretario  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia. 

Tercera.  Tomar  en  casos  urgentes 
las  medidas  necesarias  para  la  buena 
marcha  y  el  orden  de  los  establecimien- 
tos penales,  dando  cuenta  de  todo  á  la 
Subsecretaría. 
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Coarta.  Recibir  loe  víveres  que  en- 
treguen los  contrntiatas,  levantando  qq 
acta  en  qne  coñete  la  conformidad  de  los 
efectos  entregados  con  lae  condiciones 
exigidas  por  el  pliego  qne  airvió  de  baee 
á  la  contrata,  siendo  preciso  que  al  acto 
de  la  entrega  cohcurra  el  presidente,  y 
qne  se  eleve  al  Ministerio  copia  certifi- 
cada del  acta  referida. 

Quinta.  Orear,  organizar  y  fomentar 
en  las  Prisiones  los  talleres  que  juzguen 
convenientes,  atendidos  los  recursos  de 
la  población  y  el  género  de  industrias 
qne  en  ellos  puedan  prosperar  bajo  las 
bases  siguientes: 

a)  Que  el  servicio  se  adjudique  en 
pública  subasta  y  por  un  período  de 
tiempo  que  no  podrá  exceder  de  cuatro 
afios. 

h)  Que  en  cada  ramo  de  industria  no 
haya  más  que  un  solo  contratista. 

c)  Que  el  precio  mínimo-  del  trabajo 
de  los  penados  sea  el  de  60  céntimos  de 
peseta  diarios. 

d)  Que  el  trabajo  no  exceda  de  diez 
horas. 

Ko  obstante  la  prevención  general  de 
que  los  servicios  de  talleres  en  las  pri- 
siones se  adjudique  en  pública  subasta, 
podrán  las  Juntas,  cuando  las  industrias 
que  quieran  establecer  sean  nuevas  ó  de 
resultado  poco  conocido,  hacer  la  con- 
cesión directa,  buscando  las  garantías 
necesarias  por  un  espacio  de  tiempo  que 
no  excederá  de  un  afio. 

Sexta.  Dar  cuenta  á  la  Subsecretaría 
de  las  concesiones  que  hayan  de  hacerse 
en  la  forma  que  determina  el  párrafo 
precedente,  así  como  los  demás  servicios 
que  se  adjudiquen  y  de  los  pliegos  de 
condiciones  bajo  los  cuales  se  haya  he- 
cho la  subasta. 

Séptima.  Organizar  el  servicio  de  ta- 
lleres, sin  perjuicio  de  las  mejoras  que 
en  ellos  puedan  en  adelante  introducir- 
se, en  el  término  de  máximo  tres  me- 
ses, á  contar  desde  el  día  en  que  co 
miencen  á  ejercer  sus  funciones  con 
arreglo  á  este  Real  decreto. 

Los  talleres  cuyo  trabajo  esté  ya  con* 
tratado  por  el  Estado,  continuarán  fun- 
cionando como  hasta  aquí,  pero  bajo  la 
vigilancia  absoluta  de  las  Juntas  locales, 
que  podrán  también,  respetando  los  de- 
rechos adquiridos,  crear  por  su  propia 
iniciativa,  otros  talleres  que  no  ee  des- 
tinen á  las  industrias  contratadas. 

Octava.  Inspeccionar  la  contabilidad 
de  los  establecimientos,  dando  á  la  sub- 
secretaría cuenta  trimestral  del  estado 


de  los  mismos,  é  intervenir  en  el  fondo 
de  ahorro  de  penados  en  la  forma  y  con- 
diciones qne  se  establecerán  por  el  re- 
gla mentó  correspondiente. 

Novena.  Examinar  todas  las  cuentas 
que  por  cualquier  concepto  rindan  loa 
establecimientos  penales,  así  en  ice  ser- 
vicios por  contratas  como  en  los  qoe  se 
hagan  por  administración,  y  reníittríss 
corí  su  tionformidad,  6  con  los  reparos 
que  se  les  ofrezcan,  á  este  Ministerio 
para  su  examen  y  resolución  deftnitívs;  y 

Décima.  Proponer  al  Ministerio  cuan- 
tas reformas  crean  convenientes  psra  el 
mejor  régimen  de  los  establecimientos 
sometidos  á  su  vigilancia  é  inspección. 

A  rt.  8.0  La  Junta  especial  de  cárce- 
les de  Madrid  conservará  las  atribacio- 
nes  qne  le  confiere  el  art.  d67  del  regla- 
paento  provisional  de  8  de  Octnbre  1883 
para  la  Prisión  celular  de  Madrid  (1). 

Art.  9.0  Las  Juntas  locales  de  Pri- 
siones comenzarán  á  ejercer  sus  funcio- 
nes el  día  1.0  de  Octubre  próximo,  ce- 
sando, por  consecuencia,  con  esa  fecha  la 
existencia  de  las  actuales  Juntas  econó- 
micas. 

Art.  10.'  El  Ministro  de  Grada  y  Jos- 
ticia  será  el  encargado  del  cumplimiento 
de  este  decreto,  quedando  derogadas 
cuantas  disposiciones  anteriores  s^  opon- 
gan á  las  contenidas  en  el  mismo. 

Dado  en  San  Sebastián  á  27  de  Agos- 
to de  1888— Maru  Osistima.—EI  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alon$o 
Martínez*  (2).  {Gaceta  de  4  Septieml>re). 

Real  orden  de  Ul  de  Septiembre  de  18S8, 
aprobando  el  reglamento  de  las  Junioé 
locales  de  Prisiones. 

(Qrac.  y  Just.)  <Ilmo.  ór.:  8.  M.  el 
Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nombre  la  Reina 
Regente,  se  ha  servido  aprobar  el  adjun- 
to Reglamento  de  las  Juntas  locales  de 
Prisiones,  creadas  en  virtud  del  Real  de- 
creto de  27  de  Agosto  último. 

San  Sebastián  21  de  Septiembre  1888. 
Alonso  Martinez.  —  8r.  Subsecretario  de 
este  Ministerio. >  (Gaceta  de  29  de  Sep- 
tiembre). 


(1)  Bl  Reglamento  mencionado  ha  sido 
sustituido  por  el  de  28  de  Febrero  de  1894, 

Íae  insertamos  en    Prisión  eelalar   die 
ladrld. 

(2)  Por  el  Real  decreto  qae  se  cita  eo  la 
nota  al  artículo  1  .*  de  esta  disposición  ,  se  ha 
aumentado  el  personal  de  las  Juntas  loeals^ 
pero  sus  funciones  son  las  mismas  que  en  el 
Decreto  aaúí  inserto  y  en  el  Reglamento  qsM 
signe,  se  njan  y  detallan. 
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REGLAMENTO 

Capítulo  pbimbro.— D¿  la  eonstitución  de 
las  Juntas  loealts, 

Articalo  1.*  Las  Juntas  locales  de 
Prisiones  creadas  por  Real  decreto  de  27 
de  Agosto  último,  tienen  por  objeto  la 
Tigilaocia,  iospecoión  y  gobierno  de  los 
«aiablecimlentoe  penales  enclavados  en 
Ift  localidad  donde  ejersan  sas  funciones. 
Se  entiende  por  establecimientos  pe- 
nales, para  los  efectos  de  este  reglamen- 
to, no  tan  sólo  loa  penales  propiamente 
dichos,  sino  también  las  cárceles  correc- 
cionales. 

Art.  2.0  Las  Juntas  locales  de  Prisio- 
nes se  considerarán  auxiliares  de  la  Jun- 
ta Superior  en  todo  cuanto  ésta  les  en- 
comiende, por  conducto  del  Mii^isterio 
de  Gracia  y  Justicia,  referente  al  régimen 
moral  y  material  de  los  respectivos  es- 
tablecimientos penales,  y  promoverán  la 
creación  de  asociaciones  protectoras,  de 
acuerdo  con  dicha  Junta  Superior. 

Art.  S.**  Las  Juntas  locales,  además 
de  las  obligaciones  y  facultades  que  se 
les  confieren  en  el  art.  7.o  del  Real  de- 
creto de  27  de  Agosto  último,  podráil 
easpender  de  empleo  y  sneldo  á  los  em- 
pleados de  los  establecimientos  penales 
que  tienen  á  su  cargo,  é  imponer  multas 
á  los  contratistas  que  respectivamente 
no  cumplan  con  sus  deberes. 

En  el  primer  caso  instruirán  el  .¿por 
Inoo  expediente,  oyendo  al  empleado 
snapenso  y  elevando  el  expediente,  den- 
tro del  plazo  máximo  de  treinta  días,  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  la 
resolución  definitiva,  y  en  el  segundo  le- 
vantarán la  correspondiente  acta,  que 
será  autorizada  por  el  Secretario  de  la 
Junta  con  el  V.o  B^del  presidente,  dan- 
do también  cuenta  al  ministerio. 

Estas  multas,  como  lo  demás  que  pro- 
ceda en  cuanto  á  suministro  de  víveres, 
ae  acordarán  ron  sujeción  á  los  pliegos 
de  condiciones  bajo  los  cuales  se  hayan 
celebrado  los  contratos. 

Art.  4.0  £n  los  expedientes  que  se 
instruyan  contra  los  empleados  de  pe- 
nales actuará  de  secretario  el  que  lo  sea 
de  la  Junta,  y  dictará  la  resolución  pro- 
visional el  Presidente  de  la  misma. 

Art.  6.0  También  podrán  las  Juntas 
locales  imponer  multas  á  los  contratis- 
tas de  talleres  y  acordar  la  rescisión  de 
las  concesiones,  si  procediere  con  arre- 
glo á  los  respectivos  contratos,  dando 
cuenta  á  la  Superioridad. 


Art.  6.**  En  las  concesiones  de  talle- 
res que  acordaren  con  sujeción  á  las  ba- 
ses establecidas  en  la  disposición  6.^  del 
art.  7.0  del  citado  Real  decreto  de  27  de 
Agosto  último,  igualmente  que  en  las  de 
industrias  nuevas,  oirán  el  informe  del 
director  del  establecimiento  penal  res- 
pectivo. 

Art.  7.°  Los  directores  de  los  esta- 
blecimientos penales  remitirán  mensual- 
mente  á  las  Juntas  locales  á  que  corres- 
pondan estados  por  duplicado,  suscrip- 
tos por  los  mismos  y  pof  los  administra- 
dores, del  número  de  talleres,  penados 
ocupados  en  ellos,  jornales  que  ganen  y 
demás  particulares  que  consideren  con- 
veniente consignar. 

ün  ejemplar  de  dichos  estados  lo  con- 
servará la  Junta,  y  el  otro  lo  elevará  al 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  con  las 
observaciones  que  estime  oportunas. 

Art.  8.0  Las  Juntas  locales  acordarán 
la  forma  en  que  han  de  asistir  con  sn 
Presidente  á  visitar  los  establecimientos 
penales,  haciéndolo  siempre  sin  previo 
aviso  y  por  lo  menos  cuatro  veces  al 
mes,  sin  perjuicio  de  la  visita  de  los  vo- 
cales de  turno. 

Del  resultado  de  estas  visitas  se  levan 
tara  el  acta  correspondiente,  que  se  ele-  ^ 
vara  al  Ministerio' de  Gracia   y  Justicia. 

Art.  9.0  Las  mencionadas  Juntas  lo- 
cales propondrán  á  la  Superior  de  Prisio- 
nes, cuando  lo  consideren  conveniente  y 
por  conducto  de  este  ministerio,  la  clase 
de  racionado  preferible  en  cada  estable- 
cimiento penal,  atendidas  la  producción, 
el  clima  y  las  demás  condiciones  de  cada 
localidad. 

Art.  10.  Las  Juntas  locales  elegirán 
los  vocales  de  su  seno  que  con  el  carác- 
ter de  visitadores,  y  (Turante  un  mes, 
ejercerán  las  funciones  de  inspección  y 
vigilancia  de  que  se  trata  en  el   art.   18. 

Los  vocales  que  hayan  ejercido  fun- 
ciones durante  un  mes  podrán  ser  reele- 
gidos en  el  siguiente. 

Art.  11.  Las  cuentas  mensuales  por 
servicios  afectos  al  presupuesto  general 
de  gastos  del  Estado  que  rinden  los  es- 
tablecimientos penales  se  pasarán  á  las 
Juntas  locales  correspondientes  para  que 
las  examinen. 

Examinadas  que  sean  por  dichas  Jun- 
tas, éstas  las  elevarán  al  Ministerio  con 
so  conformidad,  ó  con  los  reparos  que  se 
les  ofrezcan,  para  su  resolución  defi- 
nitiva. 

Art.  12.  El  fondo  de  ahorros  de  los 
penados  serí^  intervenido  directamente 
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por  Im  Juntas  locales,  á  cuyo  efeeto  loa 
adminiatradorea  de  loe  eatablecimrentoa 
penales,  por  conducto  del  director  rea- 
pectivo,  darán  cuenta  semanal  al  Preai- 
dente  de  la  correspondiente  Junta  de  los 
ingreaos  que  por  eete  concepto  hubieren 
tenido  lugar,  depoaitándoae  laa  cantida- 
dea  ingresadaa  en  la  aucuraal  del  Banco 
de  Espafia,  ó  en  an  defecto  en  la  Tesore- 
ría municipal  del  punto  en  que  radique 
el  establecimiento  penal. 

Art.  18.  No  podrá  bacerae  pago  al- 
guno con  cargo  al  fondo  de  ahorros  de 
loa  penadoa  sin  autoriíación  suscrita  por 
el  presidente  de  la  correspondiente  J un* 
ta  local. 

Art.  14.  Las  Juntas  locales  aproba- 
rán en  su  caso  mensualmente  el  movi- 
miento de  fondoa  procedentes  de  ahorroa 
de  los  penados,  y  elevarán  trimestral- 
mente á  este  Miniaterio  una  cuenta  de- 
tallada de  dichos  fondos. 

Art.  16.  La  m versión  de  los  ahorroa 
de  los  penadoa,  que  eatá  regulada  por -la 
ley,  no  podrá  distraerse  bajo  ningún  con- 
cepto de  las  atenciones  que  debe  llenar. 

Art.  16.  Atendida  la  organisación 
militar  de  la  placa  de  Ceuta,  la  Junta 
local  del  establecimiento  penal  enclava- 
do en  la  misma  dependerá  del  coman- 
dante general,  cuya  autoridad  será  la 
que  se  comunique  con  este  Ministerio  á 
los  efectos  del  Real  ^decreto  de  27  de 
Agosto  último  y  disposiciones  del  pre- 
sente reglamento. 

La  Presidencia  de  dicha  Junta  será 
desempefiada  por  el  Auditor  de  Guerra, 
en  concepto  de  delegado  del  Comandan- 
te General,  el  cual  podrá  presidirla  siem- 
pre que  lo  estime  conveniente. 

Compondrán  además  esta  Junta  como 
vocales:  el  alcal'de,  el  comandante  de  in- 
genieros de  la  plaza,  el  comisario  de 
Guerra,  el  jefe  de  Sanidad  militar,  dos 
oficiales  de  Administración  militar,  un 
médico  titular  que  proponga  el  alcalde 
al  comandante  general,  el  cura  párroco, 
si  lo  hubiere,  ó  en  su  defecto  un  capellán 
caatrense;  un  propietario  y  un  indus- 
trial que  designe  la  citada  autoridad  mi- 
litar. 

Desempeñará  las  funciones  de  secre- 
tario el  vocal  que  designe  el  auditor  de 
Guerra. 

Cap.  n.— De/  Presidente. 

Art.    17.     Corresponde   al  Presidente 
de  las  Juntas  locales: 
1.0    Convocar  á  aeaión  ordinaria,  que 


ae  celebrará  cuatro  vocea  al  mea,  y  á  laa 
eztraordinariaa  que  eatime  convenientea. 

2.0  Dirigir  laa  aesionea  y  al  orden  da 
diacuaión  de  laa  miamaa. 

8.**  Ejecutar  loa  acnerdoa  de  la  Junta 
en  aauntos  propios  de  ana  atribucionea. 

4.0  Proponer  á  la  misma  loa  proyec- 
toe  que  eatime  provechoaoa  al  buen  ré- 
gimen de  laa  prisiones. 

5.®  Poner  el  cúmplaae  en  loa  títoloa 
de  loa  empleadoe  de  loa  eatableeimien- 
tos  penalea  que  tengan  á  su  cargo,  y  dar 
cumplimiento  á  las  órdenes  de  nombra- 
miento, suspensión  ó  separación  do  loa 
mismos. 

Cuando  ae  trate  de  empleados  de  e«* 
tablecimientoa  penales  que  radiquen  en 
ponto  donde  exista  Audiencia,  pondrá 
el  cúmplase  el  Presidente  de  la  Audien- 
cia respectiva,  excepción  hecha  de  loa 
de  Ceuta,  en  que  el  cúmplase  se  consig- 
nará por  el  Comandante  Greneral  de  la 
plaaa. 

6.0  Viaitar  las  Prisionea  ain  previo 
aviao,  cuatro  veces  al  mea  por  lo  menoa, 
aolo  ó  acompañado,  y  laa  demáa  que 
conaidere  conveniente. 

7.0  Recibir  directamente  loa  suminia- 
troe  cuando  las  entregas  que  haga  el 
contratista  sean  al  por  mayor,  levantan- 
do la  oportuna  acta. 

8.3  Antorisar  con  eu  firma  laa  coma* 
nicacionea  que  se  eleven  á  la  Superiori- 
dad, los  decretos  dictados  en  los  expe- 
dientes que  se  instruyan,  y  poner  el 
V  o  B  o  en  laa  acUa. 

Laa  comunicacionea  de  las  Juntaa  lo-> 
calea  correapondientea  á  puntoa  donde 
haya  Juzgado  de  instrucción,  ae  coraa- 
rán  por  conducto  del  Presidente  de  Im 
Audiencia  á  que  correaponda  dicho  Jas- 
gado. 

En  casos  de  mayor  urgencia  ó  muy  ex- 
cepcionales, podrá  el  Presidente  delegar 
sus  atribuciones  en  alguno  de  loa  voca- 
les visitadores  de  torno. 

Cap.  III.— /)c  los  vocales  y  secretario. 

Art.  18.  Corresponde  á  los  vocalea 
visitadores  designados  por  las  Juntas 
locales  con  arreglo  al  art.  10: 

Observar  si  se  cumple  con  exactitad 
el  reglamento  de  la  Prisión. 

Exigir  que  los  empleados  y  dependien- 
tes de  la  misma  llenen  cumplidamente 
aus  deberes. 

Enterarse  de  la  extracción  del  racio- 
nado  diario,  proponiendo  en  viata  de  aa 
cantidad  y  calidad,  lo  que  consideran 
conveniente. 
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RecoBOcer  la  ftlimentaeión  de  loa  pe- 
nados, proponiendo  á  la  Jnota  la  impo- 
•íciÓD  de  multan  á  los  eontratiatas  ó  la 
rescisión,  en  su  caso,  sí  no  llenaran  las 
condiciones  del  contrato. 

Hacer  que  se  guarden  las  reglas  de 
higiene  y  policía  en  el  establecimiento 
penal. 

Art.  19.  Los  vocales  visitadores  po- 
drán amonestar  6  reprender  privada  ó 
páblicamente  á  los  empleados  que  falten 
á  sus  deberes,  y  en  casos  graves  darán 
cuenta  inmediatamente  á  lif  Junta,  para 
que  ésta  proceda  romo  corresponda. 

Art.  20.  Los  vocales  visitadores  oirán 
las  reclamaciones  de  los  presos  y  pena- 
dos, atenderán  en  lo  posible  á  sus  nece- 
sidades y  propondrán,  en  su  vista,  lo 
que  estimen  conveniente. 

Art.  21.  Los  expresados  vocales  visi- 
tarán también  los  talleres,  enterándose 
de  su  organización  y  del  orden  del  tra- 
bajo en  los  mismos,  proponiendo  á  la 
Junta  la  antorisación  de  los  que  no  exi- 
jan gasto  ó  modificación  esencial  en  el 
régimen  del  establecimiento. 

Art.  22.  Los  vocales  visitadores  ins- 
peccionarán el  estado  en  que  se  hallan 
las  escuelas,  acudiendo  á  la  Junta  para 
atender  en  lo  posible  al  mejoramiento 
de  las  mismas. 

Si  respecto  á  la  parte  moral  y  religio- 
sa hallaren  alguna  falta,  darán  el  opor- 
tuno aviso  al  vocal  eclesiástico,  hacién- 
dole las  observaciones  que  consideren 
necesarias. 

Art.  28.  Los  vocales  visitadores  da- 
rán cuenta  del  resultado  de  sus  visitas 
en  las  sesiones  ordinarias  de  la  Junta,  á 
no  ser  que  la  gravedad  de  los  sucesos 
reclamare  la  reunión  extraordinaria  á 
juicio  del  Presidente. 

Art.  24.  El  director  de  cada  estaole- 
cimiento  penal  cuidará  de  avisar  inme- 
diatamente á  los  vocales  visitadores  cual- 
quier síntoma  de  perturbación  que  en  el 
mismo  notase  ó  acontecimiento  extraor- 
dinario que  ocurriese,  acudiendo  en  el 
acto  á  la  Prisión,  para  adoptar  las  medi- 
das que  fueren  del  caso. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las 
atribuciones  que  correspondan  á  los  go- 
bernadores en  las  cuestiones  de  orden 
público, 

Art.  26  Todos  los  individuos  de  la 
Junta  local,  aunque  no  se  hallen  en  fun- 
ciones de  visitadores,  tendrán  el  dere- 
cho de  inspeccionar  la  Prisión  en  cual- 
quier tiempo;  y  al  efecto  de  que  sean  co- 
nocidos por  los  empleados  del  penal,  se 


fijará  en  sitio  visible  del  establecimiento 
la  lista  de  las  personas  que  constituyen 
la  indicada  Junta,  firmada  por  el  secre- 
tario y  oon  el  V.o  B.®  del  presidente. 

Artb  26.  El  secretario  estará  á  las  in- 
mediatas órdenes  del  Presidente,  autori- 
sará  laif  actas  de  las  sesiones  y  demáa 
que  se  extiendan^  y  ejecutará  los  traba- 
jos propios  de  su  cargo. 

Cap.  IV.—  De  las  sesiones  de  las  Juntas, 

Art.  27.  1^8  Juntas  locales  de  Prisio- 
nes se  reunirán  en  sesión  ordinaria  cua- 
tro veces  al  mes,  sin  perjuicio  de  las  ex- 
traordinarias que  acuerde  el  Presidente. 

Art.  28.  Las  sesiones  em pesarán  con 
la  lectura  del  acta  anterior. 

Después  de  aprobada  ésta,  los  visita- 
dores de  turno  darán  cuenta  de  su  come- 
tido, de  palabra  ó  por  escrito,  y  sobre  lo 
propuesto  por  los  mismos  deliberará  la 
Junta  local. 

Art.  29.  Las  disensiones  se  ordena- 
rán de  modo  que  no  pueda  consumirse 
más  de  un  turno  en  pro  y  otro  en  contra 
sobre  cada  materia,  ni  rectificar  más  de 
una  sola  vez. 

Kn  los  asuntos  que  por  su  excepcional 
importancia  ó  complejidad  se  considera- 
ra necesario  ampliar  los  turnos,  habrá  de 
preceder  acuerdo  de  la  Junta. 

Art.  80.  Los  asuntos  sometidos  á  la 
deliberación  de  la  Junta  local,  no  tarda— 
rán  en  resolverse,  como  regla  general, 
más  tiempo  que  el  comprendido  entre 
dos  sesiones  ordinarias 

El  prudencial  arbitrio  del  Presidente 
acordará  la  prórroga  estrictamente  ne- 
cesaria en  los  casos  que  juzgue  proce- 
dentes. 

Art.  81.  Los  acuerdos  de  las  Juntas 
locales  se  tomarán  por  mayoría  de  los 
vocales  presentes,  decidiendo  en  caso  de 
empate  el  voto  del  presidente. 

Art.  82.  Las  reuniones  en  que  haya 
de  celebrarse  subasta,  se  convocarán  por 
papeletas  en  que  se  haga  constar  esta 
circunstancia. 

San  Sebastián  21  Septiembre  de  1888. 
Aprobado  por  S.  M.— Alonso  Martínez 
{Gaceta  29  Septiembre). 

Real  orden  de  5  de  Enero  de  J894,  dispo- 
niendo que  la  repetición  de  faltas  de 
asistencia  de  los  vocales  de  las  Juntas 
de  Prisiones  á  las  sesiones  de  las  mis- 
mas, se  consideren  como  renuncia  tácita 
de  los  cargos,  y  se  provean  éstos  en  otras 
personas, 

{Qrac,  y  Just.)    <Ilmo.  Sr.:  Las  repeti- 
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das  quejas  elevadas  por  algunos  presi- 
dentes de  Juntas  locales  de  Prisiones  á 
la  Dirección  general  de  establecimientos 
penales,  con  motivo  de  la  escasa  ó  nin- 
guna puntualidad  que  en  la  asistencia  á 
las  sesiones  de  dichas  Juntas  y  en  las 
demás  funciones  encomendadas  á  las 
mismas, demuestran  los  Vocales  de  aqué- 
llas, que  no  lo  son,  pof  razón  del  cargo 
quedesempefian,  sino  por  nombramien- 
to en  virtud  de  propuesta,  obligan  á  fijar 
la  atención  en  este  punto,  por  ser  evi- 
dente que  reiteradas  tales  faltas  de  asis- 
tencia han  de  redundar  en  perjuicio  de 
la  acción  eficaz  de  las  Juntas  expresa- 
das, á  las  cuales  corresponde,  según  las 
disposiciones  qqe  las  instituyeron,  des- 
empefíar  papel  tan  importante  en  la  ins- 
pección y  vigilancia  sobre  el  régimen  de 
ios  establecimientos  peniteiiciarios. 

Como  quiera  que  los  nombramientos 
de  vo(>aIe8  de  dichas  Juntas  á  favor  de 
contribuyentes  por  territorial  ó  por  in- 
dnstrial,  no  tienen  ni  pueden  tener  otro 
objeto  que  el  de  que  aporten  su  concurso 
á  la  importante  misión  que  realizan  las 
Juntas,  personas  independientes  que  se 
hallen  en  condiciones  de  secundar  la  ac- 
ción de  los  que  por  razón  de  sus  funcio 
nes  oficiales  forman  parte  de  aquéllas, 
•contribuyendo  al  mejoramiento  del  ser- 
vicio penitenciario  y  haciendo  que  ten 
gan  verdadera  representación  social,  y 
no  exclusivamente  oficial,  las  corpora- 
ciones de  que  se  trata,  resulta  que  el 
poco  celo  desplegado  en  favor  de  los  in  - 
tereses  públicos  por  algunos  de  los  vo- 
cales que  en  este  caso  se  encuentran, 
frustra  por  completo  tal  propósito,  de- 
jando reducidas  las  Juntas  á  una  repre- 
sentación que  no  responde,  como  seria 
de  desear,  á  los  fines  de  tan  saludables 
instituciones. 

Teniendo  en  cuenta  lo  expuesto  y  la 
necesidad  de  poner  remedio  á  un  estado 
de  cosas  perjudicial  para  el  servicio  pú 
blico; 

8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  en  su  nom- 
bre la  Reina  Regente  del  Reino,  ha  teni- 
do á  bien  disponer  que  cuando  las  faltas 
de  asistencia  de  alguno  de  los  vocales 
de  libre  nombramiento  de  la  Junta  local 
de  Prisiones  que  V.  I.  preside  digna- 
mente, lleguen  á  implicar  un  abandono 
injustificado  del  cargo,  se  consideren 
como  renuncia  tácita  del  mismo  y  vacan 
te  la  plaza  que  ocupe  el  vocal  que  se 
halle  en  este  caso,  procediendo  V.  L,  en 
«a  consecuencia,  á  formular  la  oportuna 
propuesta  para  naevo  nombramiento. 


De  Real  orden,  etc.  Madrid  6  de  Enero 
de  1894.— JBtttíf  y  Capd^>4n,^6r.  Pre- 
sidente de  la  Junta  local  de  Prisiones 
de •  {Gaceta  de  21  de  £nero  de  1894). 

JUNTA  LOCAL  DE  PRISIONES  DE 
MADRID. -La  disposición  fundamental 
de  su  actual  constitución  es  el 

Real  decreto  de  2á  de  Junio  de  1890  sobre 
creación  de  la  Junta  local  de  Priaione» 
de  Madrid  y  cesación  déla  de  vigilancia 
y  patronato , 

(Presidencia  del  Consfjo  de  Ministros), 
*  Exposición. — Sefiora:  La  índole  espe- 
cial del  correccional  establecido  en  la 
Cárcel  modelo,  al  cual  concurren,  pars 
cumplir  sus  condenas  de  prisióu  correc- 
cional, no  tan  sólo  los  sentenciados  por 
las  Audiencias  enclavadas  en  la  provin- 
cia de  Madrid,  sino  también  los  conde- 
nados á  las  mismas  penas  por  Tribat 
nales  constituidos  en  las  de  Avila,  Toledo 
y  Segovia  (1),  redama  imperiosamente 
la  constitución  de  una  Junta  que,  á  par- 
tir de  1.0  de  Julio  próximo,  administre 
los  fondos  destinados  por  esas  cuatro 
provincias  á  las  atenciones  de  dicho  co- 
rreccional. 

Hasta  ahora  ha  funcionado  con  an 
carácter  semejante  la  Junta  denominada 
de  vigilancia  y  patronato,  si  bien  limita- 
da en  su  gestión  económica  á  los  recur- 
sos con  que  el  Ayuntamiento  de  Ma(j[rid 
ha  contribuido  á  sufragar  en  la  parte  qae 
le  corresponde,  los  gastos  de  la  Prisión 
celular,  y  los  de  la  cárcel  de  mujeres  de 
esta  Corte. 

Ai  mismo  tiempo  y  en  esfera  distinta, 
ha  venido  la  Junta  local  de  Prisiones 
cumpliendo  su  cometido  peculiar  de  vi- 
gilancia, inspección  y  gobierno  en  lo  qne 
se  refiere  á  las  diversas  cárceles  aquí  es- 
tablecidas. 

Sobre  la  base  de  lo  qne  hoy  existe  con- 
viene, pues,  refundir  los  elementos  anti- 
guos y  constituir  un  nuevo  organismo 
que,  unificando  su  acción  en  beneficio 
de  la  causa  pública,  concentre  y  dirija 
las  funciones  adniinistrativas  referentes 
á  los  servicios  carcelarios  de  esta  capi- 
tal, que,  de  otro  modo,  habrían  de  divi- 


(1)  Por  Real  decreto  de  10  da  Marzo 
de  1901,  qae  ee  inserta  en  el  Apéndice  corres- 
pondiente, ee  dispone  que  los  sentenciados  á. 
prisión  correccional  por  las  AUdieacias  de 
Avila,  Segovia  y  Toledo,  cumplan  dicha  psaa 
en  la  cárcel  de  la  respectiva  capital. 
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'dirse  entre  entídadea  dirersae,  á  la  vez 
<)oe  ejerza  una  saludable  fiscalización 
respecto  al  régimen  interior  de  aquellos 
•establecimientos. 

AI  reorganizar  la  nueva  Junta  local  de 
Prisiones  de  Madrid  en  la  forma  que  se 
somete  á  la  aprobación  de  V.  M.,  tiénen- 
se  muy  en  cuenta  los  intereses  que  han 
-de  ser  objeto  de  su  gestión,  procurando 
:á  todos  ellos  la  representación  debida  y 
la  conveniente  garantía  en  el  seno  de  la 
Janta  misma;  y  se  establecen  preceptos 
qae  faciliten  y  regulen  las  funciones  de 
este  nuevo  organismo,  el  cual  logrará  en 
•sa  marcha'  y  ejercicio  mayores  desen- 
volvimientos y  facilidades  tan  pronto 
<somo  se  dicte  el  reglamento  por  que  ha 
de  regirse. 

Fondado  en  estas  consideraciones,  por 
iniciativa  del  Ministro  de  Gracia  y  Justi- 
cia, y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
-oistros,  el  Presidente  que  suscribe  tiene 
le  honra  de  someter  á  la  aprobación 
de  V.  M.  el  adjunto  proyecto  de  decreto. 

Madrid  24  de  Junio  de  1890.— Señora: 
A  L.  R.  P.  de  V.  M.,  Práxedes  Mateo  Sa- 
jgaBta. 

Real  decrefo.— Conformándome  con  lo 
propuesto  por  el  Consejo  de  Ministros, 
<\e  acnerdo  con  el  mismo  Consejo; 

En  nombre  de  Mi  Augusto  Hijo  el  Rey 
D.  Alfonso  XIII,  y  como  Reina  Regente 
del  Reino: 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente; 

Artículo  l.o  Se  reorganiza  la  Junta 
local  de  Prisiones  de  Madrid,  que,  ade- 
más de  las  atribuciones  generales  de  vi- 
gilancia, in8pec(!ión  y  gobierno  señala- 
das por  el  Real  decreto  de  27  de  Agosto 
de  1888.  tendrá  en  lo  sucesivo  las  espe- 
-ciales  que  se  la  confieren  por  el  presen- 
te, de  administrar  los  fondos  proceden- 
tes de  las  Diputaciones  provinciales  de 
Madrid,  Avila,  Toledo  y  Segovia  y  del 
Ayuntamiento  de  Madrid,  destinados  á 
las  atenciones  de  las  cárceles  de  esta 
Corte,  así  como  los  legados,  mandas  y 
toda  clase  de  donativos  hechos  con  apli- 
cación á  las  mismas. 

Art.  2.0  Compondrán  la  Junta  local 
de  Prisiones  de  Madrid: 

La  Sala  de  gobierno  de  esta  Audiencia. 

£1  gobernador  civil  de  la  provincia. 

El  alcalde  presidente  del  Ayunta- 
miento. 

El  vicepresidente  de  la  Comisión  pro- 
vincial. 

Un  magistrado  de  la  A  udiencia. 

Cuatro  vocales  de  la  Junta  superior  de 


Prisiones,  que  tengan  dos  el  car^pter  de 
abogado,  uno  el  de  médico  y  otro  de  ar- 
quitecto respectivamente. 

Un  diputado  provincial,  propuesto  por 
la  Corporación. 

Tin  concejal,  propuesto  por  el  Ayun- 
tamiento. 

Un  cura  párroco. 

Un  notario. 

Un  médico  forense. 

Tres  contribuyentes  por  territorial. 

Tres  por  industrial. 

Un  representante  de  cada  una  de  las 
Diputaciones  provinciales  de  Avila,  To- 
ledo y  Segovia,  propuesto  por  las  mis- 
mas respectivamente,  que  sea  ó  haya 
sido  senador  ó  diputado  á  Cortes  por  la 
provincia,  diputado  provincial  ó  alcalde 
del  Ayuntamiento  de  la  capital. 

Art.  8.<>  Los  nombramientos  de  vo- 
cales de  dicha  Junta  se  harán  por  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia,  recayendo  en 
individuos  que  tuvieren  el  carácter  de 
que  se  deja,  hecho  mérito  en  el  artículo 
anterior. 

Art.  4.0  Los  individuos  que  por  ra- 
zón de  su  cargo  desempeñen  puestos  en 
la  Junta  local  de  Prisiones,  cesarán  en 
las  funciones  de  la  misma  cuando  per- 
dieren el  carácter  en  virtud  del  cual  ob 
tuvieron  sus  respectivos  nombramientos, 
en  cuyo  caso  la  Junta  pondrá  en  conoci- 
miento del  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
las  vacantes  que  ocurran. 

Art.  6.^  Será  Presidente  de  la  Junta 
local  de  Prisiones  de  Madrid,  el  que  lo 
sea  de  la  Audiencia,  y  vicepresidente  el 
gobernador  civil. 

Los  cargos  de  tesorero,  contador  y  se- 
cretario, de  que  también  constará  esta 
Junta,  se  elegirán  por  la  misma  entre  in- 
dividuos de  su  seno,  en  la  primera  se- 
sión que  celebre  (1). 

Art.  O.o  La  Junta  formulará  cada  afio 
un  proyecto  de  presupuesto  referente  á 
los  gastos  de  la  cárcel  correccional,  por 
los  conceptos  que  se  expresan  á  conti- 
nuación: 

LO    Personal. 

2.0     Alumbrado  por  gas. 

8.0    Víveres. 

4.0    Vestuario,  equipo  y  calzado. 

^.o  Medicamentos  y  utensilios  de  en- 
fermería. 

6.0    Higiene  y  aseo. 


(I)  Por  virtud  del  Real  decreto  de  22  de 
Mayo  de  1899,  citado  en  U  página  759  (nota), 
el  secretario  da  la  Junta,  lo  es  el  mismo  de  la 
Audiencia. 
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7.<*    Oficinas,  esonelfi  y  biblioteca. 
6/    Uiensilio,   uiobitiario   y   calefac- 
ción. 

9.0    Socorros  de  marcha. 

10.  Culto  y  sepaltnra. 

11.  Organisación  y  fomento  del  tra- 
bajo. 

12.  Servicio  de  la  Janta. 
18.  Obras  de  reparación. 
14.     Imprevistos. 

En  el  mismo  proyecto  expresará  la 
Janta  con  la  debida  separaron  las  can- 
tidades parciales  con  que  haya  de  con- 
tribuir  cada  ana  de  las  Dipntaciones 
provinciales  de  Madrid,  Avila,  Toledo  y 
Segovia  á  las  atenciones  de  este  presn- 
pnesto,  teniendo  t*n  cnenta  el  número 
de  reclnsoe  de  prisión  correccional  que, 
procedentes  de  las  Audiencias  de  dichas 
provincias,  existan  en  la  Cárcel  mode 
lo  (1). 

Art.  7.0  Para  las  demás  atenciones 
de  la  Cárcel  modelp  correspondientes  á 
los  detenidos,  presos  pendientes  de  can- 
sa, sentenciados  á  arresto  mayor  y  me 
ñor,  y  presos  y  penados  de  tránsito  que 
corren  á  cargo  del  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid, formulará  la  Junta  otro  proyecto  de 
presupuesto  de  gastos,  con  expresión  de 
los  diversos  conceptos  de  que  queda  he- 
cho mérito,  que  tengan  aplicación  á  di- 
chos servicios. 

Art.  8.0  Todos  los  gastos  de  la  car 
cel  de  mujeres  de  Madrid,  cuyo  soste- 
nimiento corresponde  al  Ayuntamiento, 
figurarán  por  separado  en  el  oportuno 
proyecto  de  presupuesto,  que  igualmen 
te  formulará  la  expresada  Junta. 

Art.  9.°  Los  proyectos  de  presupues- 
tos de  que  se  deja  hecho  mérito,  los  re 
mitirá  la  Junta  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernación, por  conducto  del  de  Gracia  y 
Justicia,  á  fin  de  que  aquél,  en  vista  de 
los  mismos,  ordene  á  las  Diputaciones 
provinciales  de  Madrid,  Avila,  Toledo  y 
Segovia,  y  al  Ayuntamiento  de  esta  Cor- 
te la  inclusión  en  sus  respectivos  presu- 
puestos de  las  cantidades  con  que  dichas 
Corporaciones  deberán  contribuir  al  sos- 
tenimiento de  los  gastos  carcelarios  que 

pesen  sobre  las  mismas  (1). 

Art.  10.     Las  diputaciones  provincia 


(1)  Han  sido  modificados  los  artícnlos  á 
que  86  refiere  esta  nota,  por  el  antes  meDcio- 
Dado  Real  decreto  de  10  áf*  Marzo  de  1901.  Bd 
su  consecuencia,  la  Junta  de  Madrid  no  inter- 
viene en  los  presupuestos  de  los  correcciona- 
les de  Avila,  Segovia  y  Toledo,  ^ue  forma  y 
administra  la  Diputación  respectiva. 


les  de  Avila,  Toledo  y  Segovia,  consii^*^ 
narán  en  la  Depositaría  provincial  de- 
Madrid, antes  del  día  20  de  cada  mea,, 
á  contar  desde  Julio  próximo,  las  canti- 
dades con  que  deben  contribuir  al  soa- 
tenimiento  de  los  gastos  del  correccional 
establecido  en  la  Cárcel  modelo  (1). 

Art.  U.  La  diputación  provincial  de- 
Madrid  entregará  mensnalmente  dichas 
cantidades  al  tesorero  de  la  Junta  local 
de  Prisiones,  igualmente  que  las  demáe 
que  á  ella  corresponde  satisfacer  por  so 
contigente  para  las  atenciones  del  citado- 
correccional. 

Art.  12.  El  Ayutitamientcrde  Madrid 
hará  también  entretira  mensual  al  teso- 
rero de  dicha  Junta  de  los  fondos  maní- 
cipales  destinados  por  la  indicada  Cor- 
poración á  cubrir  los  gastos  carcelario» 
que  corren  á  cargo  de  la  misma. 

Art.  13.  La  Junta  local  de  Prisiones, 
auxiliada  por  el  administrador  de  la  Cár- 
cel modelo  y  demás  empleados  que  estén 
bajo  su  dependencia,  llevará  cnenta  y 
razón,  por  partida  doble,  de  todos  los  in- 
gresos y  gastos,  abriendo  para  su  conta- 
bilidad los  libros  necesarios  al  efecto. 

Art.  14.  De  toda  cantidad  que  ingre- 
se se  expedirá  el  correspondiente  carga- 
reme, y  los  pagos  se  ordenarán  siempre 
en  virtud  del  oportuno  libramiento. 

Art.  15.  Los  vocales  de  la  Junta  lo- 
cal de  Prisiones  de  Madrid  á  quienes  co- 
rresponda por  razón  de  su  cargo,  forma- 
rán cada  mes  la  cuenta  detallada  y  jas- 
tificada  de  los  ingresos  y  gastos  ocurrí- 
dos  durante  dicho  período,  acomodándo- 
la á  la  estructura  de  los  presupuestos,  y 
presentándola  en  una  de  las  sesiones  det 
mes  siguiente  para  qne  puedan  exami- 
narla los  demás  individuos  de  la  Junta. 
Art.  16.  Anualmente  someterá  la  Jun- 
ta á  la  aprobación  del  Ministerio  de  la 
Gobernación,  por  conducto  del  de  Gra- 
cia y  Justicia,  la  cuenta  general,  que  de- 
berá formar,  acomodada  á  la  estructarft 
de  los  presupuestos,  de  todos  los  ingre- 
sos y  gastos  correspondientes  al  ejerci- 
cio último,  á  la  cuaK  acompañarán  lo» 
oportunos  justificantes. 

Art.  17.  La  cuenta  y  razón  de  lo» 
fondos  procedentes  de  mandas,  legado» 
y  toda  clase  de  donativos,  así  como  su 
inversión  justificada,  se  llevará  separa- 
damente, formando  la  Junta  Uxlos  lo» 
meses  la  oportuna  cuenta  detallada,  qti» 
remitirá  con  los  debidos  comprobante». 


(1)    Véase  la  nota  anterior. 
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para  sa  examen  y  aprobación»  al  Minia* 
terio  de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  18.  La  Junta  podrá  hacer  exten- 
sívoa  al  correccional  loa  contratoa  sub 
eistentea  para  el  suministro  de  víveres 
de  la  cárcel  de  partido,  ínterin  se  cele- 
bran nuevas  subastas,  ajustadas  á  las 
disposiciones  vigentes. 

Art.  19.  La  Junta  local  de  Prisiones 
de  Madrid  quedará  constituida  en  armo- 
nía con  la  nueva  organización  que  se  de- 
termina por  el  presente  decreto,  antes 
del  día  1.^  de  Julio  próximo. 

Art.  20.  £n  el  término  máximo  de 
doa  meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  su 
constitución,  la  Junta  redactará  un  pro 
yecto  de  reglamento  especial,  que  habrá 
de  someter  á  la  aprobación  del  Ministe- 
rio de  Gracia  y  Justicia  (1). 

Interinamente  se  regirá  por  las  dispo- 
siciones vigentes,  en  cuanto  no  se  opon- 
gan á  lo  preceptuado  por  el  presente  de- 
creto. 

Art.  21.  La  Junta  de  vigilancia  y  pa- 
tronato de  cárceles  cesará  en  sus  fun- 
ciones tan  pronto  como  se  constituya  la 
nneva  Junta  local  de  Prisiones  de  Ma- 
drid, á  la  cual  hará  entrega  formal  de 
todo  lo  correspondiente  á  la  misma. 

Dado  en  Palacio  á  24  de  Junio  1890. 
María  CaisTiNA.—  £1  Presidente  del  Con 
sejo  de  Ministros,  Práxedes  Mateo  Sa- 
gasta.*  [Gaceta  25  Julio). 

Véase  además:  en  lo  referente  á  las 
atribuciones  de  las  Juntas,  respecto  al 
personal  de  funcionarios,  Cnerpo  de  Pri- 
glones;  Real  decreto  de  16  de  Marso 
de  1891,  arts.  24,  36  y  38.  páginas  927 
y  928,  tomo  I:  Real  orden  de  29  y  circu- 
lar de  30  de  Marzo  del  mismo  año,  pági- 
nas 930  á  932  del  mismo  tomo.  En  lo  que 
respecta  á  expedientes  para  traslación  de 
reclusos,  la  circular  de  26  de  Diciembre 
de  1889,  que  se  inserta  en  Traslacloues 
de  penados  y  presos. 


**♦ 


CoMBMTARio.—  Segúu  eu  la  legislación 
se  consigna,  en  1888  se  establecieron  las 
Juntas  locales,  y  como  dice  el  Real  de- 
creto lie  su  creación,  han  venido  á  sos 
tituir  á  las  Juntas  económicas,  instituí 
das  por  el  art.  88  de  las  Ordenanzas  del 
ramo. 

No  ha  tenido  el  Poder  central  al  cons- 


(1)    Véase  en  au  correspoBdiente  lugar  el 
Befflamento  d$  U»  Prisión  e«lular  dé  Madrid. 


títuir  é9tO0  nuevos  organismos,  ni  el  ma- 
yor tino,  ni  el  mejor  acierto.  Tal  nove- 
dad, desconocida  en  nuestras  prácticas 
penitenciarias,  debió  su  aparición  á  im- 
presiones del  momento;  se  hizo  sin  pre- 
vio, y  detenido  estudio,  con  gran  preci- 
pitación, y  ha  producido  los  mismos  re- 
sultados que  otras  disposicionea  de  igual 
ó  análoga  índole,  por  semejantes  proce- 
dimientos dictadas  y  en  parecidas  cir- 
cunstancias llevadas  á  la  práctica. 

Un  vulgarísimo  crimen,  el  de  la  calle 
de  ^Nencarrd/,  adquirió,  sin  racional  mo- 
tivo, triste  notoriedad  y  produjo  inusi- 
tada alarma  en  la  opinión.  La  sangrienta 
tragedia  que  se  realizó  en  la  casa  del  su- 
ceso, salió  al  público  y  se  convirtió  en 
novela.  Para  dar  vuelo  á  la  imaginación 
y  exaltar  la  fantasía  de  laa  gentes,  se 
hizo  figurar  eu  ella  al  hijo  de  la  víctima, 
en  tal  sazón  prisionero,  y  al  jefe  de  la 
Cárcel  donde  extinguía  condena.  Estas 
fueron  las  personas  de  mayor  relieve  en 
tan  malhadado  episodio.  Y  como  se  ha- 
blaba de  quebrantamientos  de  condena, 
inñdelidades  en  la  custodia  de  presos  y 
otras  rail  cosas  relacionadas  con  los  Tri- 
bunales de  justicia  y  con  las  Prisiones, 
el  Departamento,  del  cual  dependían  y 
dependen  unos  y  otras,  quiso  mostrar  su 
celo  con  prontas  y  aparatosas  noveda- 
des, y  nacieron  las  Juntas  de  que  se  tra- 
ta, cuyos  organismos,  ya  desde  su  origen 
adolecían  de  vicios  esenciales. 

Del  estudio  de  la  reforma ,  al  de- 
cir de  los  que  tal  hicieron,  se  evidencia 
el  fin  á  que  se  atendió.  De  los  Tribunales 
y  de  las  Prisiones  había  hecho  blanco 
de  sus  recelos  el  pueblo;  era  preciso  sa- 
tisfacerle y  se  creyó  conseguirlo  acer- 
cando los  magistrados  á  los  presidiarios 
mediante  una  nneva  institución  en  la 
que  tomasen  parte  activa  gran  número 
de  individuos  pertenecientes  á  distintas 
clases  sociales,  sin  relación  entre  sí,  y 
en  muchos  casos,  sin  conocimiento  del 
servicio  que  iban  á  desempeñar,  ni  del 
fin  que  debieran  cumplir,  ni  de  los  me- 
dios adecuados  qfie  hubiesen  de  poner 
en  práctica  para  llenar  su  cometido.  £n 
cambio,  se  expulsó  de  estos  organismos, 
rompiendo  i'on  las  costumbres  y  tradi- 
ción dft  largo  tiempo  seguidas,  á  los  in- 
dividuos cuya  presencia  en  los  mismos 
pudiera  ser  conveniente,  útil  y  hasta  ne- 
cesaria. 

Las  suprimidas  Juntas  económicas  se 
componían,  á  raíz  de  ser  creadas,  del 
Gobernador  en  las  capitales  de  provin- 
cias y  del  alcalde  en  las  demás  pobla- 
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ciones;  del  Oomandante  (boy  director) 
del  Presidio  y  del  Mayor  (boy  adminis 
trador),  ó  del  que  hiciese  aoa  veeea.  £n 
1836  ne  aomentaron  dos  vocales;  en  1840, 
1843  y  otras  fechas  se  dictan  varias  dis- 
posiciones relativas  á  los  cargos  qae  en 
dichas  Jantas  había,  á  la  manera  de 
funcionar,  etc.,  hasta  que  en  1885  se 
promulgó  el  Real  decreto  que  ha  regido 
hasta  el  de  1888. 

Siempre  fué  reducido  el  número  de 
vocales,  y  todos  y  cada  uno  tenían  jus 
tifícada  razón  de  utilidad,  conveniencia 
y  hasta  necesidad,  para  formar  parte  de 
estos  organismos.  Fijándose  en  su  natu* ' 
ralesa  y  funciones  eapeciales,  se  llama 
á  ellos  individuos  que  ya  por  sus  cargos, 
ya  por  an  competencia,  ya,  en  fin,  por  su 
idoneidad  y  aficiones,  habian  de  desem- 
pefiar  su  misión  con  interés,  con  gusto 
y  con  acierto.  Ni  eran  tan  pocos  que  pu- 
diera imperar  en  los  acuerdos  el  egoís- 
mo, la  vanidad,  las  pasiones  ó  el  capri 
cho,  ni  eran  tantos  que  el  criterio  y  la 
acción  de  los  unos  estorbara  ó  entorpe- 
ciera la  de  los  otros  y  retardase  ó  perju 
dicara  el  servicio. 

Que  los  gobernadores,  representantes 
directos  del  Poder  central,  jefes  natos 
en  toda  la  demarcación  de  la  provincia 
respectiva,  autoridades  superiores  en  el 
orden  político  y  administrativo,  fueran 
presidentes,  cosa  era  tan  ajustada  á  ra- 
zón que  no  cabe  discutirla..  Lo  dicho  del 
gobernador  en  las  capitales  de  provin- 
cia, es  aplicable  á  los  alcaldes  en  los 
pueblos.  Que  los  jefes  de  Presidio,  res- 
ponsables personalmente  del  orden  y 
administración,  conocedores  por  necesi- 
dad de  cnanto  pudiera  ocurrir  en  el  es- 
tablecimiento, formaran  parte  de  los  di- 
chos organismos,  cosa  es  también  que 
se  halla  fuera  de  toda  racional  y  seria 
discusión.  Que  á  estas  Juntas,  por  últi- 
mo, se  las  diera  un  carácter  exclusiva- 
mente económico,  se  comprende  de  igual 
modo. 

Cierto  que  los  penales  deben  realizar 
un  fin  complejo  é  importante,  que  tienen 
múltiples  relaciones  con  entidades  de 
índole  y  carácter  muy  diversos,  y  que  no 
es  dable  negar  á  cada  uno  su  natural 
y  respectiva  intervención.  Pero  cierto 
también  que  todos  pueden  funcionar  sin 
estorbarse  ni  entorpecerse  entre  sí. 
cuando  hay  acierto  para  coordinarlos,  re- 
sultando de  este  modo  la  armonía  en  la 
función  total  que  en  conjunto  desem- 
pefian. 

Al  orear  las  Juntas  locales  que  hoy 


existen,  se  desatendieron  los  princapios 
más  rudimentarios  de  jerarquía,  eqoiJi* 
brÍQ  y  contrapeso  a^dministratívos.  6e 
procedió  todo  lo  mal  que  cabía  proeedsr. 
Por  una  parte,  se  despreció,  eon  menos- 
cabo de  la  autoridad  y  buen  régimen,  la 
cooperación  eficaz  que  prestaban  los  je- 
fes de  los  Presidios;  y  de  otro,  se  sacó  á 
los  Tribunales  de  su  función  exclusiva 
y  propia  y  de  su  especial  cometido,  obli 
gando  I  es  á  desempeñar  actos  mecánicos, 
como  el  peso,  recuento,  etc.,  de  comesti- 
bles y  otros  artículos,  actos  adecuados 
para  un  furriel,  pero  impropios,  indeeo 
rosos,  refractarios  y  reñidos  con  la  ín- 
dole, grado  jerárquico,  función  jurídica 
y  represen taorón  social  de  un  Presidente 
de  Audiencia.  Además,  en  tales  Juntas 
se  han  reunido,  pudiendo  decirse  que 
por  aluvión  y  amalgama,  indivlduoa  en 
gran  número,  pertenecientes  á  muy  dis- 
tintas clases,  de  .marcado  desnivel  en  so 
instrucción  y  desconocedores  en  absolu- 
to, muchos  de  ellos,  de  las  cuestiones 
penales. 

c Constituirán  las  Juntas  donde  haya 
Audiencia  territorial  ó  de  lo  criminal — 
dice  el  Decreto  del  88— primero,  la  sala 
de  gobierno  de  la  respectiva  Audiencia; 
segundo,  el  presiderite  de  la  Comisión 
provincial  donde  la  hubiere;  tercero,  eí 
alcalde  de  la  localidad;  cuarto,  un  médi< 
co  forense;  quinto,  un  cura  párroco;  sex- 
to, dos  contribuyentes  por  territorial,  y 
dos  por  industrial,  funcionando  como 
secretario  el  de  la  sala  de  gobierno  de 
la  Audiencia  respectiva.  En  las  pobla 
clones  en  que  no  baya  Audiencia,  el  jaes 
de  instrucción,  presidente;  el  municipal, 
el  alcalde,  el  cura,  el  forense  y  los  con- 
tribuyentes; y  secretario  el  del  Jua- 
gado. > 

Resulta,  pues,  que  la  Junta  se  compo- 
ne de  doce  á  quince  individuos  cuando 
menos,  número  más  que  suficiente  para 
dificultar  los  acuerdos  y  entorpecer  todr% 
trámite,  cuya  causa  sería  suficiente,  sí 
se  administrase  bien,  para  decretar  la 
supresión  de  todas.  No  es  del  caso  prn 
senté  referir  hechos  concretos,  pero  ran- 
chos pudiera  citar  que  evidenciarían  pie* 
ñámente  las  afirmaciones  que  hago.  XJn 
breve  análisis  de  su  constitución  dará 
clara  idea  del  desacierto  que  hubo  aI 
formarlas,  de  la  ineficacia  de  su  aceión 
y  de  la  incompatibilidad  que  de  hecho 
reina  entre  sus  individuos  por  las  o^«%* 
diciones  especiales  de  cada  uno. 

Por  de  pronto,  échase  de  ver  que  no 
es  incumbencia  propia  de  una  &^la  4íé 


Digitized  by 


Google 


JÜN 


—  769  — 


JÜN 


gobierno  de  Audiencia  de  lo  orimÍDal,  y 
mocho  tnenoe  de  territorial,  por  sa  ma- 
yor categoría,  entender  del  gobierno,  vt- 
giUmcia  é  iiupeeciéfi,  como  dice  el  De- 
creta, de  loa  Presidioa;  paea  debe  adver- 
tirse que  estas  funciones  se  refieren  al 
orden  administrativo.  Ko  negaré  la  in- 
tervención que  las  corresponde  en  el 
cumplimiento  y  manera  de  ejecatarse  las 
penas.  Para  esto  las  Audiencias,  las  mis- 
mas salas  de  gobierno,  se  oonstitnyen  en 
Juntas  inspectoras  penales.  Entonces  se 
bailan  en  su  verdadero  campo.  Ellas  que 
condenan  en  juicio,  deben  ver  cómo  se 
ejecutan  sus  fallos  y  cómo  se  trata  al 
condenado  bajo  el  punto  de  vista  del 
Derecho  penal,  pues  en  esto  desempe- 
ñan funciones  exclusivamente  judicia- 
les. Pero  obligarlas  á  que  realicen  servi- 
cios adminÍRlrativos,  como  el  examen  de 
cuentas,  ajuste  de  ahorros,  alta  y  baja 
de  prendas  de  los  presidiarios,  adquisi- 
ción de  utensilio,  venta  de  trapo  viejo 
y  de  mobiliario  inservible,  etc.,  es  obli- 
garlas á  que  desatiendan  su  importante 
misión  de  ia  justicia  y  á  que  se  distrai- 
gan en  asuntos  impropios  de  su  minis- 
terio y  por  completo  refractarios  á  sus 
condiciones  y  carácter. 

Un  respetable  Presidente  de  territo- 
rial, me  decía:  «Quieren  obligarme  á  que 
dimita  el  cargo  que  he  alcanzado  des- 
pués de  cuarenta  afios  de  servicios.  Yo 
que  lío  me  ocupo  de  las  cuentas  de  mi 
casa,  tengo  que  cuidarme  del  tiempo  que 
ha  de  durar  á  un  presidiario  la  camisa, 
del  precio  á  que  vende  los  zapatos  que 
fabrica  y  de  otras  cosas  tan  refractarias 
á  mi  manera  de  ser,  como  depresivas  del 
puesto  que  desempeño >.  Juzgue  el  lec- 
tor si  el  venerable  Presidente  aquel  te- 
nía razón  para  expresarse  así. 

Pero  no  es  todo  lo  malo,  para  los  res- 
petables miembros  de  las  Audiencias, 
lo  que  á  la  parte  administrativa,  propia- 
mente dicha,  se  refiere.  Es  lo  peor  lo  re- 
lativo á  higiene,  policía  de  las  Prisiones, 
inspección  de  suministro8,establecimien- 
to  de  industrias,  desarrollo  del  trabajo, 
etcétera,  etc.  Entre  las  obligaciones  del 
Presidente  se  halla  la  de  recibir  directa- 
mente el  suministro  de  los  contratistas  le- 
vantando actay  bien  que  sólo  se  le  obliga 
en  los  casos  de  entregas  al  por  mayor. 
Pero  en  cambio,  la  extracción  del  racio 
nado  diariOy  debe  practicarla  un  vocal 
visitador,  y  como  todos  turnan,  corres- 
ponde este  mecanismo,  propio  de  un  fu- 
rriel, al  que  auxilian  penados,  al  fiscal  y 
presidentes  de  Sala  de  la  misma  Audien- 


cia. Y  como  tales  preceptos  tienen  vi- 
gencia, y  como  loa  más  directamente  en- 
cargados de  que  Imu  leyes  y  reglamentos 
se  cumplan  son  los  Tribunales,  los  ma- 
gistrados que  correspondan  á  las  Jun- 
tas, han  de  descender  á  practicar  tales 
operaciones  ó  han  de  dejar  incumplidos 
los  mencionados  preceptos. 

Podrá  explicarse,  aunque  la  necesidad 
y  conveniencias  del  servicio  no  lo  justi- 
fiquen, que  los  presidentes  de  Comisio- 
nes provinciales  pertenezcan  á  las  refe- 
ridas Juntas  cuando  se  trate  de  estable- 
cimientos sostenidos  por  las  Diputacio- 
nes. Mas  cuando  éstos  se  hallen  á  cargo 
del  Estado  ó  de  los  Ayuntamientos,  la 
presencia  de  dichos  presidentes  en  estos 
organismos,  ni  aun  siquiera  explicación 
tiene. 

La  existencia  en  las  Juntas  de  los  fo- 
renses y  de  los  curas,  es  perfectamen- 
te inútil  y  en  muchos  casos  nociva.  Si 
en  cada  Presidio  existen  nn  módico  y  un 
capellán  de  plantilla,  ¿para  qué  estos 
nuevos  médicos  y  estos  nuevos  capella 
nes?  Para  producir  asperezas  y  conñic 
tos,  que  algunos  pudiera  citar;  pues  re- 
vestidos de  las  facultades  omnímodaa  de 
la  Junta,  creyéndose  con  la  autoridad 
del  Presidente  y  desconociendo  los  ser- 
vicios, cada  determinación  que  toman 
produce  un  desconcierto  en  el  régimen. 

Los  contribuyentes,  pueden  ser  muy 
ilustrados;  pero  el  título  por  que  se  les 
llama  no  es  la  ilustración.  Es  suficiente 
que  satisfagan  nn  pequeño  impuesto,  la 
cuota  más  mínima,  para  ser  nombrados 
y  figurar  al  nivel  de  un  fiscal  de  Audien- 
cia en  lo  que  respecta  á  cuestiones  pe- 
nales penitenciarias,  aunque  en  su  vida 
hayan  abierto  un  libro  de  Derecho.  Ade- 
más, cabe  que  estos  mismos  contribu- 
yentes sean  proveedores  del  penal.  Ko 
quiero  herir  la  susceptibilidad  de  nadie, 
pero  si  se  examinaran  las  cuentas  quizá 
resultase  cierta  la  auposición  que  hago. 
De  todas  suertes,  nn  Presidio  es  siempre 
un  gran  consumidor;  y  el  que  tiene  mu- 
chos artículos  que  expender,  su  mayor 
deseo  es  darlos  salida,  y  como  el  fin 
principal  del  comerciante  son  las  opera- 
ciones mercantiles,  tanto  más  gratas 
cuanto  más  lucrativas,  cabe  pensar  le 
satisfaga  tener  por  parroquiano  el  Presi- 
dio y  le  disguste  si  va  á  otro  comercio  á 
comprar.  Tampoco  en  este  punto  oreo 
oportuno  citar  casos  concretos. 

Así  resaltan  los  cargos  de  Presidente 
y  vocales  individualmente  examinados. 
Si  se  estudian  en  cqn junto,  aparecen  ta- 
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lea  incompatibilidades  de  hecho,  tal  he- 
terogeneidad de  elementos,  condicione! 
tan  contrapnestas  y  antagónicas,  ten- 
dencias tan  diversas  y  caracteres  tan 
varios  entre  unos  y  otros  de  los  miem 
bros,  qae  han  de  producir,  como  en  efec- 
to producen,  un  funcionamiento  de  todo 
panto  anormal. 

¿Cómo  ba  de  defender  con  razones  só- 
lidas y  con  la  autoridad  necesaria  un 
problema  penitenciario  el  mero  contri- 
buyente, si  desconoce  la  ciencia  del  De- 
recho? Puede  ser  muy  competente  en 
operaciones  de  mostrador;  pero  esto  ¿qué 
relación  tiene  ccn  las  cuestiones  penales 
y  los  diferentes  problemas  jurídicos  que 
es  necesario  resolver  en  las  Prisiones? 
¿Qué  fuerza  moral  ha  de  tener  sobre  los 
jefes  y  demás  funcionarios  de  los  esta-, 
blecimientos,  el  tendero  de  comestibles, 
el  comerciante  de  vinos  ó  el  labrador  del 
campo,  en  cuanto  se  refiere  al  régimen, 
sistemas  penitenciarios,  higiene,  admi- 
nistración, etc.? 

En  las  poblaciones  pequeñas  que  tie- 
nen penal,  como  Santofía,  Ocafía  y  Chin- 
chilla, por  ejemplo,  resulta  otra  anoma- 
lía jerárquica  de  más  grande  transcen- 
dencia y  de  tunestos  resultados  para  el 
orden  del  Piesidto.  Son  de  entrada  los 
Juzgados  de  estos  pueblos,  y,  por  ende, 
los  jueces  que  los  desempeñan  pertene- 
cen á  la  categoría  inferior  de  la  carrera, 
que  es  siempre  más  baja  que  la  corres- 
pondiente al  director  del  Presidio.  Di- 
chos jueces  van  á  desempefiar  á  tales 
puntos  por  primera  vez  sus  funciones. 
Jóvenes  generalmente,  desconocedores 
del  sistema  y  achaques  presidíales,  lle- 
nos de  ilusiones  y  ganosos  de  mando, 
pronto  dejan  sentir  su  desfavorable  ac- 
ción gubernativa  en  el  establecimiento 
como  presidentes  de  la  Junta. 

Nada  alecciona  y  ensefia  tanto  como 
la  experiencia,  y  ésta  no  puede  ser  mu 
cha  cuando  se  tienen  pocos  años,  cual 
sucede,  salvo  raras  excepciones,  á  los 
funcionarios  á  que  aludo  y  por  las  causas 
que  cito. 

£n  cambio,  los  jefes  del  penal  suelen 
ser  siempre  hombres  de  edad  madura, 
curtidos  en  los  espinosos  cargos  de  Pri 
siones,  á  quienes  los  presidiarios  no  tie- 
nen tantas  facilidades  de  engañar  con  su 
astucia  y  siis  ardides.  Este  mayor  cono- 
cimiento de  las  casas  que  dirigen  y  de 
los  reclusos  que  en  ellas  se  encierran,  al 
mismo  tiempo  que  la  mayor  categoría, 
suelen  ser  miradas  de  mal  grado  por 
parte  de  jueces  noyeles  y  producir  se- 


rios y  múltiples  disgustos,  de  lo»  cuales 
saben  los  taimados  presidiarios  sacar  el 
mayor  partido. 

Y  como  el  director  del  Presidio,  que, 
cual  en  Ocafia  acontece,  es  el  funciona 
rio  de  mayor  categoría  en  la  localidad, 
no  pertenece  á  la  Junta,  no  le  es  dable 
exponer  con  oportunidad  las  razones  jus- 
tificativas de  cualquier  disposición  que 
tome,  quedando  el  apreciarla  y  resolver- 
la á  un  presidente  de  las  condiciones  di 
chas  y  á  vocales  labradores  y  tenderos. 

Aumentan  el  mal  que  tales  Juntas  pro- 
ducen, las  amplísimas  é  inconvenientes 
atribuciones  que  se  las  ha  conferido.  An- 
tes, cony)  queda  dicho,  sólo  intervenían 
en  la  gestión  económica.  Ahora  las  com- 
pete el  gobierno,  el  régimen,  la  vigilan- 
cia, la  administración,  la  higiene,  todo, 
absolutamente  todo,  lo  que  al  penal  se 
refiere.  Pueden  establecer  y  suprimir  ta- 
lleres, multar  á  los  contratistas  y  sus- 
pender á  los  empleados. 

£1  Decreto  manda  que  oigan  las  qaejas 
de  los  presidiarios  y  las  atiendan,  y  ea 
cambio  no  dice  deban  escuchar  las  razo- 
nes de  los  funcionarios.  Para  aquéllos» 
para  los  criminales,  el  mimo;  para  éstos, 
para  fos  modestos  empleados,  que  cons- 
tantemente tienen  su  vida  en  peligro,  la 
dureza,  la  persecución,  que  no  otra  cosa 
se  desprende  de  los  varios  artículos  en 
que  se  repite  «la  Junta  ó  los  vocales  vi- 
sitarán la  Prisión  sin  previo  aviso  cuatro 
veces  al  mes,  sin  perjuicio  de  las  vece» 
que  quiera  hacerlo  cada  individuo  por 
sí.>  Después  de  esto  cabe  preguntan  8i 
las  Juntas  lo  hacen  todo,  ¿por  qué  no  su- 
primir los  empleados?  Y  si  las  Junta» 
cuentan  tantas  y  tan  incom{^ensibles  fa- 
cultades, si  pueden  tomar  las  determina 
clones  que  estimen  convenientes,  ¿por 
qué  no  exigirlas  la  responsabilidad  de 
sus  actos?  ¿No  resulta  ilógico  que  lo» 
empleados  hayan  de  obedecer  sus  man- 
datos, y  de  los  trastornos  que  por  conse- 
cuencia de  lo  mandado  acaezcan ,  hay& 
de  ser  responsable  el  personal  del  Pre- 
sidio? 

Cualquier  Junta,  cualquier  vocal,  pue- 
de suspender  á  un  empleado  porque  le 
parezca  que  éste  ó  aquél  hecho  constiio- 
ye  falta.  Y  esa  misma  Junta,  que  dej* 
por  cumplir  los  más  terminantes  precep- 
tos del  Decreto  y  reglamento,  signe  tran* 
quila,  sin  que  nadie  la  inquiete  ni  pids 
cuenta  del  modo  de  llenar  su  misión. 

Dentro  de  tres  meses,  á  contar  desde 
el  L.o  de  Octubre  del  88,  debían  haber 
organizado  los  talleres.  ¿Y  qué  han  he» 
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cho  en  esta  materia?  Nada,  ó  may  poco. 
Pero  en  cambio  han  impedido  qne  los 
jefes  de  los  Presidios  lo  hagan. 

^1  vocal  visitador  está  obligado  á  pre- 
senciar diariamente  la  extracción  del  su- 
ministro, y  será  muy  contado  el  caso  en 
que  cumpla  este  deber.  Se  dispone  que 
ha^an  cuatro  visitas  al  mes,  y  hay  pena- 
les en  que  rara  ves  aparecen.  Se  ordena 
reciban  los  víveres  directamente,  levan- 
ten acta  y  la  remitan  á  la  superioridad. 
Véanse  las  entregas  hechas  por  los  con- 
tratistas y  las  actas  remitidas,  y  la  com- 
paración dirá  si  se  ha  dado  cumplimien- 
to á  este  precepto. 

Véase  también  la  Real  orden  de  6  de 
Snero  de  1894,  que  inserta  queda,  pues 
ella  demuestra,  y  pública  y  oficialmente 
da  á  conocer,  la  acción  de  estos  organis- 
mo» y  el  interés  que  ponen  en  cumplir  su 
cometido. 

AI  hacer  esta  relación  de  hechos,  no 
es  Dcii  ánimo  molestar  á  dichas  Juntas;  y 
persuadido  de  que  su  presencia  en  las 
Prisiones  á  nada  útil  ni  práctico  condu 
ce,  tampoco  pidu  que  los  visiten.  Cito  los 
casos  para  demostrar  que  las  disposicio- 
nes impracticables,  las  novedades  preci- 
pitadas, los  preceptos  que  se  dan  en 
abierta  y  reñida  oposición  con  los  servi- 
cios que  regulan,  sólo  producen  trastor- 
nos, hasta  que  la  naturaleza  de  esos 
miemos  servicios  y  la  fuerza  de  los  he- 
chos, hacen  caer  á  tales  disposiciones  en 
desuso  ó  imponen  su  reforma  ó  sustitu- 
ción por  otras. 

A  mi  parecer  no  deben  existir  tales 
organismos,  no  ya  como  existen  hoy, 
pero  ni  aun  siquiera  como  eran  antes.  De 
esta  opinión  fué  la  Asamblea  reunida  en 
Stottgard  (Alemania)  en  1877  (1),  y  Por- 
tugal, Dinamarca,  Suecia  y  algunos  can- 
tones de  Suiza  no  las  conocen.  Pero  si  se 
quiere  que  haya  organismos  intermedios 
entre  cada  Presidio  y  la  Dirección  cen- 
tral, fórmense  con  personal  idóneo  y  dé- 
seles aquellas  atribuciones  propias  para 
el  desempeño  de  su  cometido,  qne  debe 
circunscribirse  á  la  inspección  de  los  esta- 
blecimientos y  á  prestar  ayuda  al  perso- 
nal, ó  corregirle  si  falta  á  sus  deberes, 
para  que  el  fin  penitenciario  se  cumpla. 
Alejar  de  ellos  á  los  funcionarios  de 
la9  Prisiones,  jamás  será  conveniente, 
porque  nadie  mejor  que  los  que  obser- 
van de  cerca  y  constantemente  la  Prisión 


(1)    Mr.  Pióos  Van  Amstel.  Congreso  peni- 
tenciario de  Roma. 


y  á  los  penados  y  tocan  las  necesidades 
diarias,  pueden  informar  de  aquellos  y 
proponer  remedios  eficaces  y  oportunos 
para  las  necesidades  de  éstos.  A  sí  han 
debido  entenderlo  Rusia,  Hungría  y  otrae 
naciones  qne  los  tienen,  cuando  han  lla- 
mado á  ellos  á  los  jefes,  sobre  todo  Ba- 
dén, cuya  Junta  6  Comité  de  Prisiones 
se  compone  del  director,  el  administra- 
dor y  el  capellán  de  la  Penitenciaría. 
Así  se  procede  entre  nosotros  mismos 
cuando  se  trata  de  otros  fines  adminis- 
trativos, ya  del  orden  físico,  ya  del  inte- 
lectual, moral  ó  económico.  A  las  Juntas 
sanitarias,  v.   gr.,  pertenecen  thédicos, 
farmacéuticos  y  veterinarios;  á   las  de 
instrucción  pública,  los  rectores,  direc- 
tores de  instituto  y   es(;nelas   normales, 
los  inspectores  de  ensefianza,  etc.,  y  lo 
mismo  ocnrre  en   las  demás  fases  de  la 
Administración.  Y  también  se  ha  pn»ce- 
dido  en   la  misma  de  Prisiones,   hasta 
qne  se  publicó  el  decreto  que  me  ocupa. 
Vicepresidente   de    la  Junta  respectiva 
era  el  comandante  del  Presidio,  según  el 
art.  Sa  de  las  Ordenanzas;  vicepresiden- 
te, ó  sólo  vocal  fué  lue^o;  secretario,  era 
el  Mayor,  y  secretario  ha  sido  también 
i   hasta  las  recientes  reformas,  ei  adminis- 
trador de  la  Prisión  celular. 
Tal  criterio  se  halla  robustecido  por 
'    los   acuerdos  tomados   en  el  Congreso 
I    penitenciario  de  Roma  de  1886.  Según  la 
i    ABanü>lea  citada,  Qstos  organismos,  que 
I    llama  Comités,   deben   componerse  de 
I   antiguos  funcionarios  y  personas  de  no- 
I   toria  idoneidad;  pero  su  existencia  no 
'    debe  perjudicar  á  la  autonomía  y  unidad 
de  dirección  del  establecimiento,  espe- 
cialmente en  lo  que  se  refiere  al  servicio 
penal  y  disciplinario,  cuya  responsabili- 
dad  pesa  sobre  la  Dirección.  <EI  número 
de  miembros  estará  en   relación  con  la 
importancia   del    establecimiento.*    Las 
atribuciones  de  estas  comisiones,  áiceel 
Congreso,  consistirán  en  emitir  su  opi- 
nión, bajo  la  forma  de  consejo,  sobre  las 
medidas  que  se  refieran  al  trabajo,  la 
instrucción  moral  y  religiosa  y  la  ejecu- 
ción de  los  reglamentos  relativos  á  la 
disciplina  de  los  reclusos,  y  proponer  á 
la  Administración  central  las  reformase 
mejoras  que  estime  necesarias  para  el 
buen  servicio  del  establecimiento.  Y  en 
estas  prudentes  facultades  que  se  con- 
cedían por  la  Asamblea  á  las  Juntas,  no 
hubo  unanimidad  de  opiniones,  á  pesar 
de  los  límites  á  que  quedaban  reducidas. 
Mr.  Varnier  sostuvo  en  su  di¿!tamen  que 
dichos  Comités  deberían  componerse,  la 
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mitad  de  empleados  y  la  otra  mitad  de 
personas  elegidas  pot  la  Adminifliración, 
precisando  bien  sns  atríbaciones,  con  la 
obligación  de  bacer  írecnentes  visitas, 
pero  sin  ninguna  autoridad  activa  qne 
pudiera  perturbar  el  buen  orden  y  la 
anidad  de  dirección  necesaria  en  las 
Prisiones.  Y  el  Dr.  Oarnaballi,  represen- 
tante del  Comité  de  Fenno,  se  declaró 
abiertamente  contrario  á  la  existencia 
de  estas  Comisiones,  por  ser  perjudicia- 
les al  prestigio  de  los  empleados  ^  al  vi- 
gor de- la  disciplina. 

Pues,  no  obstante,  nuestras  tradicio- 
nes, el  procedimiento  seguido  en  otros 
países  y  las  opiniones  déf  referido  Con- 
greso, aquí  se  crearon  Itia  Juntas,  hacien- 
do tabla  rnsa  en  \é  esristente  y  llevando 
la  confusión  y  et desconcierto  alas  Pri- 
siones. 


La  organización  especial  de  la  Junta 
de  Madrid ,  y  las  funciones  también  es- 
peciales en  el  orden  económico  de  ésta, 
y  de  la  de  Barcelona,  requieren  algunas 
consideraciones,  Siquiera  sean  tan  bre- 
ves cual  corresponde  al  objeto  del  pre- 
sente comentario. 

Los  inconvenientes  apuntados  respec- 
to á  la  organización  de  las  demás,  por  lo 
que  al  crecido  número  de  sus  individuos 
concierne,  han  de  aumentar  y  aumentan 
en  la  de  Madrid,  qne  cuenta  con  28  vo- 
cales. El  distinto  carácter  con  que  figu- 
ran unos  respecto  de  otros,  favorece  poco 
á  la  parte  concerniente  al  régimen  de  las 
Prisiones,  pero  favorece  menos  á  la  rela- 
tiva á  la  administración  y  al  orden  eco 
nómico. 

Que  la  administración  y  la  contabili- 
dad piden  por  modo  imperioso  unidad  de 
pensamiento,  de  plan  y  de  ejecución, 
principio  es  tan  reconocido  por  todos  los 
que  de  Derecho  administrativo  se  ocu- 
pan, que  fuera  impertinente  insistir  en 
demostrarlo.  Esto  pertenece  á  la  catego 
ría  de  axioma.  Y  tal  principio  no  puede 
aplicarse  con  el  rigor  que  la  naturaleza 
de  los  servicios  exige,  cuando  las  perso- 
nas son  tantas,  y,  por  consecuencia,  tan 
diferentes  los  criterios. 

Bastaría  esto  solo  para  modificar  el  or- 
ganismo en  cuestión;  pero,  además,  tal 
modificación  debiera  hacerse  para  dar 
cumplimiento  á  las  leyes  fundamentales 
en  lo  que  á  la  administración,  presu- 
puestos, inversión  de  consignaciones  y 
oontabilida*d  se  refiere. 


La  Ley  Municipal  y  la  Provincial,. en 
los  preceptos  dedicados  á  regular  las 
funciones  de  los  Ayuntamientos  y  Dipa- 
taciones,  considerando  á  dichas  entida- 
des como  organismos  económico -admi- 
nistrativos, disponen  que  sólo  dichas 
Corporaciones  podrán  formar  los  presu- 
puestos, invertir  las  c«)ntidades  aproba- 
das y  justificar  su  inversión;  que  el  úni- 
co ordenador  de  pagos  ha  de  ser  el  pre- 
sidente de  la  Corporación  respectiv^i; 
que  las  Corporaciones  han  de  acordar 
mensualmente  la  distribución  de  gastos; 
que  la  intervención  ha  de  practicarse 
por  los  contadores;  qne  los  fondos,  néi 
municipales  como  provinciales,  ingresen 
en  las  cajas  correspondientes  y  se  ha- 
llan bajo  la  custodia  de  los  depositarios, 
etcétera.  Y  como  los  presupuestos  carce- 
larios de  Madrid  los  forma  la  Junta  local, 
y  la  misma  administra  é  invierte  las  con- 
signaciones, se  procede  de  una  manera 
distinta  á  lo  que  la  ley  ordena. 

Cierto  que  este  proceder  tiene  en  sa 
abono  el  Real  decreto  orgánico  de  dicha 
Junta;  pero  es  principio  inconcuso  de 
Derecho  que  una  ley  no  puede  ser  modi- 
ficada por  un  Decreto,  y  al  proceder  con 
arreglo  á  éste,  evidentemente  se  está 
fuera  de  aquélla,  en  lo  qne  concierne  k 
los  extremos  de  qne  se  viene  tratando. 

La  Junta  de  Barcelona  sigue  en  esta 
materia  procedimiento  análogo  al  aplica- 
do por  la  de  Madrid,  obedeciendo,  sin 
duda,  á  costumbre  antigua,  como  ya  se 
ha  dicho,  pues  no  conocemos  disposición 
legal  que  regule  tal  procedimiento.  Y  por 
esto  y  por  cuanto  precede,  conveniente 
sería  que  dichos  organismos,  en  su  cons- 
titución y  en  sus  funciones,  estuvieran 
en  armonía  con  las  leyes  y  la  índole  de 
los  servicios. 


JUSTAS  MUNICIPALES.— TraU  de 

estas  Juntas  la  Ley  Municipal,  en  varios 
de  sus  artículos,  especialmente  en  los  29 
á  83. —  De  los  Ayuntamientos  y  de  las 
Juntas  municipales,  64  á  70. — De  la  or- 
ganización de  la  Junta  municipal.  147  4 
161. — De  los  presupuestos  municipales; 
164  á  16f). — De  la  recaudación,  distribu- 
ción y  cuenta  de  los  fondos  municipalt^ 
cuya  ley  queda  inserta  en  el  tomo  I,  fa- 
ginas 120  á  14Ó.  Pueden  verse  tambiéa 
en  la  misma  ley  los  arta.  86  y  91  al  9^ 
relativos  á  las  Juntas  administrativas'^^' 
los  pueblos  agregados,  y  los  80  y  81.  at^  • 
bre  Juntas  de  Ayuntamientos  asoci&dofi 
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{La  ley  qae<U  inserta  en  el  tomo  I,  pági- 
nas 121  á  146). 

Véase  además  los  arts.S.o,  4.o  y  7.o  del 
Real  decreto  de  11  de  Marzo  de  1886,  pá- 
gina 475  de  este  tomo,  cayos  últimos  ar 
tfcalos  tratan  de  los  gastos  carcelarios. 


JUNTAS  DE  PATBONATO.-No  co- 

Hocemos  ningona  disposición  que,  de  un 
nodo  especial,  tenga  por  fin  organizar 
las  Juntas  de  patronato  para  la  protec- 
ción de  los  reclusos,  á  la  manera  que  lo 
hacen  los  Reales  decretos  referentes  á 
las  Juntas  constructoras  de  Prisiones,  lo- 
-cales,  Superior,  etc.,  en  lo  que  atafie  á  los 
respectivos  organismos. 

Los  preceptos  que  más  concretamente 
tratan  de  esta  materia,  son  los  compren- 
didos en  el  Real  decreto  de  la  Junta  lo 
cal  de  Madrid,  dictado  para  regular  el 
función  A  miento  de  este  organismo,  ar- 
tículo 31 ,  y  los  arts.  27  á  80  del  Regla- 
mento de  la  Superior  que  se  insertan  en 
los  correspondientes  lugares  (1). 

(Véase,  además,  JóTeues  abandona- 
-dosy  delincaentes  yriciosos^  págs.  661 
á  666  de  este  tomo  y  Patronato)* 


JUNTA  SUPERIOR  DE  PRISIONES. 

La  Junta  superior  de  Prisiones  ha  veni- 
do á  sustituir  á  la  de  reforma  peniten- 
ciaria creada  por  Real  decreto  de  81  de 
Enero  de  1877,  que  por  otro  Decreto  de 
124  de  Julio  de  1881,  tomó  el  nombre  de 
Consejo  penitenciario. 

Eeal  deaeto  de  27  de  Agosto  de  1888, 
creando  la  Junta  superior  de  Frigio^ 
nes  (2). 

{Qrac.  y  Just.)  «En  atención  á  las  ra- 
sones  expuestas  por  el  Ministro  de  Gra* 
cia  y  Justicia,  de  acuerdo  con  el  Conse- 
jo de  Ministros;  en  nombre  de  mi  Au- 


(1)  Bi  Real  decreto  de  17  de  Jqdío  de  1991, 
que  crea  una  Eacoela  de  reforma  y  corrección 
para  lóveDes  delincuentes  en  Alcalá  de  Hena- 
res, diapone  también  en  sus  arts.  26  á  83.  se 
«ODStitnya  ana  sociedad  de  patronato  y  rega- 
la so  foDcionamiento. 

Véase  Apéndice  de  dicho  afio  1901. 

(2)  Por  Real  decreto  de  22  Mayo  de  1899, 
aa  introdueen  algunas  modificaciones  en  los 
preceptos  del  que  aquí  insertamos.  Pero  esen- 
cialmente, la  Junta  y  su  funcionamiento  son 
los  mismos.  En  el  Apéndice  de  1899  puede 
Terse  el  Decreto  á  que  nacemos  referencia. 


gusto  Hijo  el  Rey  D.  A  Ifonso  XIII,  y 
como  Reina  Regente  del  Reino, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Artícelo  1.0  Se  crea,  en  sustitución 
del  Consejo  penitenciario,  una  Junta  su- 
perior de  Prisiones,  cuya  misión  será: 

Primero.  Vigilar  ó  inspeccionar  los 
establecimientos  penales. 

Segundo.  Emitir  dictamen  en  todos 
los  asuntos  que  le  sean  sometidos  por  el 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia»  referentes 
á  Prisiones;  é  informar  en  los  demás  en 
que  necesariamente  deba  ser  oída  con 
arreglo  á  este  Real  decreto. 

Tercero.  Proponer  al  Ministro  las  re 
formas  que  á  su  juicio  deban  introducir- 
se, tanto  en  el  sistema  penitenciario  en 
general  comoj  en  .el  régimen  de  los  ac- 
tuales establecimientos,  asi  como  expo- 
nerle los  proyectos  que  por  iniciativa 
propia  juzgue  conveniente  presentar  á 
su  consideración. 

Cuarto.  Proteger  á  los  presos  y  á  los 
penados  cumplidos  y  fomentar  asocia- 
ciones para  estos  6nes. 

A  rt  2.°    Constituirán  esta  Junta: 

Primero.  La  sala  de  gobierno  del  Tri- 
bunal Supremo. 

Segundo.  Dos  senadores  y  dos  dipu- 
tados á  Cortes  designados  por  la  mesa 
respectiva  de  cada  uno  de  estos  Cuerpos. 

Tercero.  £1  subsecretario  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia. 

Cuarto.  El  presidente  de  la  Audien- 
cia de  Madrid. 

Quinto.  Un  catedrático  de  la  Facnl- 
tad  de  Derecho  de  la  Universidad  Cen- 
tral, un  académico  de  la  de  Ciencias  Mo- 
rales y  Políticas,  otro  de  la  Matritense  de 
Jurisprudencia  y  Legislación,  un  socio 
de  la  Económica  Matritense,  un  acadé- 
mico de  la  de  Medicina  y  Cirugía,  otro 
de  la  de  San  Fernando  de  la  clase  de  ar- 
quitectos, un  abogado  del  ilustre  Colegio 
de  Madrid  y  doce  vocales  máa  elegidos 
libremente  por  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia  entre  las  personas  de  ilustración 
reconocida. 

Art.  8.0  Las  Corporaciones  científi- 
cas y  literarias  mencionadas  en  el  ar- 
tículo anterior  designarán  en  la  forma 
que  determine  el  reglamento,  el  vocal  de 
sn  seno  que  haya  de  pertenecer  á  la  Jun- 
ta snperior  de  Prisiones. 

Art.  4.0  Será  presidente  de  la  Jnnta 
superior  de  Prisiones  el  presidente  del 
Tribunal  Supremo,  excepto  en  los  casos 
en  que  asista  á  sus  renniones  el  Minis- 
tro de  Gracia  y  Justicia. 

Art.  6.0    El  cargo  de  vocal  de  la  Juo- 


LioisLAOióH  PBirÁL  T  »■  PaiBiovis  —  Tomo  II 


7« 


Digitized  by 


Google 


JUN 


-^  774  - 


JUN 


U  tnperíor  de  Prisiones  será  honorífico 
y  no  retribuido,  pero  llevará  aneja  la 
consideración  de  jefe  saperior  de  Admi- 
DÍstración  cítíI. 

Art.  6.0  Será  secretario  de  la  Janta 
sQperior  de  Prisiones  on  oficial  de  ta  Se- 
cretaría del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia. 

Art.  7.**  La  Junta  superior  de  Prisio^ 
nes,  ejerciendo  funciones  de  vigilancia, 
podrá  inspeccionar  y  visitar  oficialmen- 
te, previo  acuerdo  del  Ministro  de  Gra- 
cia y  Justicia,  todos  los  establecimientos 
penaltis  de  España,  y  cuando  así  no  lo  ve- 
rifique, delegará  sus  facultades  en  cual- 
quiera de  sus  miembros,  6  designará  los 
que  fuer<Mi  necesarios  en  el  caso  de  que 
deba  girarse  una  visita  simultánea  en 
dos  ó  más  de  aquellos  establecimientos. 
Art.  S.^  Nombrados  porja  Junta  su- 
perior de  Prisiones  los  vocales  de  su 
seno  que  han  de  practicar  las  visitas  ofi- 
ciales á  que  se  refiere  el  artfculo  ante- 
rior, se  considerarán  éstos  desde  luego 
como  delegados  especiales  del  Ministro, 
y  podrán  imponer  á  los  empleados  que 
encontraren  en  falta  las  correcciones  que 
juzguen  indispensables,  aunque  siempre 
con  carácter  interino  y  dando  cuenta  in- 
mediatamente al  Ministro,  quien,  previo 
informe  de  la  Junta  superior  en  pleno, 
resolverá  definitivamente. 

Art.  9/^  Cualquiera  que  sea  el  resul- 
tado de  las  visitas  de  inspección  que 
haga  la  Junta  superior  de  Prisiones,  se 
pondrá  por  escrito  en  conocimiento  del 
Ministro. 

Art.  10.  La  Junta  superior  de  Prisio- 
nes redactará  los  pliegos  de  condiciones 
de  las  contratas  de  obras  y  de  suminis- 
tros, sometiendo  aquéllos  á  la  aprobación 
definitiva  del  Ministro.  Tanto  para  la 
entrega  de  las  obras  como  para  el  reco- 
nocimiento de  los  suministros,  asistirán 
siempre  dos  vocales  de  la  Junta. 

Art.  11.  La  Junta  superior  de  Prisio- 
nes, como  cuerpo  consultivo,  emitirá  dic- 
tamen en  los  asuntos  que  le  sean  some 
tídos  por  el  Ministro. 

Art.  12.  La  misma  Junta,  como  en- 
cargada de  la  reforma  penitenciaria,  pro- 
pondrá al  Gobierno  cuantos  proyectos 
considere  convenientes  sobre  el  sistema 
y  régimen  penal. 

Art.  18.  Como  encargada  de  patrona- 
to, la  Junta  superior  de  Prisiones,  fo- 
mentará el  trabajo  en  las  mismas  y  pro- 
tegerá á  los  presos  y  á  los  penados  cum- 
plidos y  nifios  abandonados. 

Art.  14.    La  Junta  se  dividirá  en  cua- 


tro secciones  que  tomarán  el  nombre  d» 
los  objetos  principales  á  que  se  dediquéis 
sus  trabajos  en  armonía  con  las  f  acuita - 
dM  que  se  les  asignan  por  el  art.  1.* 

Art.  16.  Un  reglamento  especial  es- 
tablecerá la  manera  de  constituir  la«  sec- 
ciones, la  forma  en  que  éstas  y  la  Junta 
en  pleno  han.de  delil>erar  y  las  demá» 
condiciones  necesarias  para  su  marcha 
ordenada. 

Art.  16.  La  Junta  Superior  de  Prisio- 
nes comenzará  á  ejercer  sus  funcionee  el 
día  1.0  de  Octubre  próximo,  cesando  por 
consecuencia  en  esa  fecha  la  existencia 
del  Consejo  penitenciario. 

Art.  17.  £1  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia será  el  encargado  del  cumplimiento 
de  este  decreto,  q4]edando  <lerogada» 
cuantas  disposiciones  anteriores  ae  opon- 
gan á  las  contenidas  en  el  mismo'. 

Dado  en  San  Sebastián  á  27  de  Agosto 
de  1888.— MarIa  Ckistina.— El  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  Manuel  Alonso  Mar- 
tínez.» (Qaceta  del  4  de  Septiembre). 

Real  ordefi  de  14  de  SepHnnhre  de  1888^ 
aprobando  el  adjunto  reglamento  de  Ui 
Junta  superior  de  Prisiones  (1). 

Capitulo  paiMiao. —  De  la  constitución  de 
la  Junta  huperior  de  Prisiones, 

Artículo  1.0  La  Junta  superior  de  Pri- 
siones, creada  por  Real  decreto  de  27  de 
Agosto  último,  conocerá  de  los  asunto» 
de  su  competencia  en  Junta  plena  y  en 
secciones. 

Art.  2.**    La  Junta  plena  se  reunirá  en 
sesión  ordinaria  una  vez  al  mes,  pudien- 
do  deliberar  y  tomar  acuerdos,  sea  cual- 
quiera el  número  de  Vocales  que  se  ba«^ 
lien  presentes. 

En  la  primera  reunión  fijará  el  tHaqoe 
en  cada  mes  haya  de  celebrar  sesión. 

Art.  d.o  La  Junta  se  dividirá  en  cua- 
tro secciones,  á  saber: 

lA     De  Vigilancia  ó  inspección. 

2  a     Consultiva. 

8.^     De  Reforma. 

4.'     De  Patronato. 

Art.  4.0  La  Junta  Superior  de  Prisio- 
nes, en  su  primera  sesión,  distribuirá  on- 
tre  las  cuatro  secciones  los  vocales  qae 
hayan  de  formar  cada  una  de  ellas. 

Art.  6.**    Cada  sección  tendrá  su  Pre- 


(l)  A  este  reglamento  ba  sustiVaida  el  d# 
22  de  Enero  de  1902,  que  en  nada  esencial  W 
ha  variado.  Se  inserta  en  el  Apéndic*  corres» 
pondiente  al  citado  aüo. 
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•ideóte,  nombrado  por  la  misma  en  sn 
primera  reanión. 

£n  casos  de  aassncia  6  enfermedad 
será  snstitaído  por  el  vocal  de  más  edad 
de  Ja  misma  sección,  el  cual  presidirá 
también  dicha  primera  reunión. 

Art.  6.0  £i  Presidente  de  la  Junta  So- 
perior  de  Prisiones  podrá  presidir  las 
secciones  cnando  lo  estime  conveniente. 

Art.  7.0  £1  Secretario  de  cada  una  de 
laa  secciones  será  nn  Jefe  de  Negociado 
del  Ministerio,  designado  por  el  Subse- 
cretario. 

Art.  8«o  Las  secciones  se  reunirán  en 
sesión  ordinaria  ana  ves  por  semana,  á 
no  ser  que  la  escasez  de  los  asuntos  en 
qoe  hayan  de  entender  no  baga  necesa- 
ria, á  juicio  de  los  respectivos  Presiden- 
tes, dicha  reunión  semanal;  pero  en  este 
caso  habrán  de  reunirse  dos  veces  al  me- 
nos cada  mes. 

Los  días  .y  horas  de  sesión  se  fijarán 
por  las  secciones  en  la  primera  reunión 
que  celebren. 

Art.  9.0  Las  citaciones,  tanto  ordina- 
rias como  extraordinarias,  se  circularán 
por  Subsecretaría ,  precediendo  á  las  ól 
timas  la  oportuna  indicación  de  los  Pre- 
sidentes respectivos  dirigida  al  Subse- 
cretario. 

Art.  10.  En  todas  las  Prisiones  donde 
ejersa  su  jurisdicción  la  Junta  superior, 
se  fijará  la  lista  de  los  vocales  que  la 
constitnyen,  á  fin  de  que  sean  conocidos 
por  los  empleados  en  tas  mismas. 

Art.  11.  Los  Cuerpos  Colegisladores 
designarán  los  vocales  que  hayan  de  re- 
presentarlos en  la  Junta  Superior  de  Pri- 
siones, á  cuyo  efecto,  se  pasará  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  la  corres 
pendiente  invitación. 

Art.  12.  Las  Academias  y  Corpora- 
ciones científicas  mencionadas  en  el  ar- 
tículo 2.0,  párrafo  6.o  del  Real  decreto 
de  27  de  Agosto  último,  que  hayan  de- 
signado representantes  en  el  Consejo  pe 
nitenciario,  sustituido  por  la  Junta  Supe- 
rior de  Prisiones,  tendrán  en  esta  Junta 
los  mismos  representantes  que  venían 
faneionando  en  el  suprimido  Consejo. 

Caf.  n. — Del  Presidente  de  la  Junta  Su- 
perior de  Friaione», 

Art.  13.  Corresponde  al  Presidente: 
1.0  Convocar  á  la  Junta  todas  las  ve 
ees  que  lo  estime  conveniente  para  tra- 
tar dé  los  asuntos  que  le  están  encomen 
dados,  participando  á  la  Subsecretaría 
los  días  de  sesión  ordinaria  que  haya 


fijado  la  Junta  en  pl^no,  y  autorizando  la 
citación  de  ias  extraordinarias. 

2.®  Dirigir  las  sesiones  y  mantener  el 
orden  en  la  discusión. 

8.°  £^ecatar  los  acuerdos  de  la  Jnnta 
en  asuntos  propios  desús  atribuciones. 

4.0  Autorizar  con  sn  firma  los  acuer- 
dos de  la  Jnnta  que,  en  su  nombre,  se 
eleve^i  á  la  Superioridad. 

6.**  Visitar  los  establecimientos  peni* 
tenciarios  de  £spaQa  cuantas  veces  lo 
crea  nf^esario,  sin  perjuicio  de  las  atri- 
buciones propias  de  las  autoridades  judi- 
ciales y  gubernativas. 

Art.  U.  Cuando  el  Presidente  no  pu- 
diera asistir  á  las  reuniones  de  la  Junta 
y  desempeñar  las  fujpoiones  que  le  atri- 
buye el  artículo  anterior,  será  sustituido 
por  el  más  antiguo  de  la  Sala  de  gobierno 
del  Tribunal  Supremo. 

Cap.  III.— Z)«  los  Vocales' 1/ .  Secretarios, 

Art.  16.  Los  vocales  de  la  Junta  Su- 
perior de  Prisiones,  podrán  en  todo  caso 
y  tiempo,  y  por  su  propia  cuenta,  visitar 
todos  los  establecimientos  penitenciarios 
de  £spafia. 

Art.  16.  Los  Secretarios,  tanto  el  de 
la  Junta  como  los  de  las  secciones,  lleva- 
rán un  libro  de  actas,  en  el  que  consten 
debidamente  autorizadas  por  los  mismos 
y  con  el  V.o  B.**  del  Presidente  respecti- 
vo, todas  las  de  las  sesiones  que  se  cele- 
bren. 

Los  Secretarios  no  tendrán  voz  ni  voto. 

Ca^.  IV,— Del  orden  en  las  discusiones. 

Art.  17.  Las  materias  en  que  deba 
ocuparse  la  Junta  Superior  de  Prisiones 
se  tratarán  siempre  por  el  orden  que  fije 
el  Presidente. 

Art.  18.  Las  discusiones  se  ordenarán 
de  modo  que  no  puedan  consumirse  más 
de  dos  turnos  en  pro  y  dos  en  contra  so- 
bre cada  materia,  ni  rectificar  más  de  una 
sola  vez. 

£n  los  asuntos  en  que  por  su  excepcio- 
nal complejidad  ó  superior  importancia 
se  considerara  necesario  ampliar  los  tur* 
nos,  habrá  de  preceder  acuerdo  de  la 
Junta. 

Art.  19.  Si  el  asunto  discutido  tuviere 
quepasar,  por  acuerdo  de  la  Junta  plena, 
á  informe  de  alguna  de  las  secciones,  se 
fijará  á  ésta  desde  luego  el  tiempo  en 
que  deba  evacuar  sn  cometido;  transco- 
rrido que  sea  el  plazo,  la  Junta  plena,  en* 
sn  primera  reunión,  deliberará  y  acorda- 
rá sin  el  informe. 
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Bajo  ningún  concepto  podrá  exceder 
el  tiempo  qae  se  conceda  á  las  secciones 
del  plazo  comprendido  entre  dos  sesio- 
nes ordinarias  de  la  Janta  en  ^leno. 

Art.  20.  Los  acuerdos  se  tomarán  por 
mayoría  de  los  vocales  presentes,  deci- 
diendo, en  caso  de  empate,  el  voto  del 
Presidente. 

Art.  21.  Las  votaciones  podrán  ser 
secretas  cuando  así  lo  acuerde  el  Presi- 
dente. 

Art.  22.  Lh8  disposiciones  generales 
acerca  del  orden  en  la  disensión,  consig- 
nadas en  los  artículos  anteriores,  serán 
igualmente  nplicables  á  las  seccipnes. 

Art.  23.  Coando  una  sección  lo  creye- 
re oportuno,  podrá  encomendar  el  estu- 
dio de  cualquier  asunto  á  alguno  de  sns 
vocales,  con  el  carácter  de  Ponente,  sin 
^ue  pueda  exceder  de  ocho  días  el  tiem- 
po que  se  conceda  á  éste  para  desempe- 
fiar  su  cometido. 

Transcurrido  este  tiempo,  la  sección 
podrá  deliberar  y  acordar,  sin  necesidad 
de  tener  á  la  vista  el  informe  del  Po- 
nente. 

Cap.  V.— D<?  la  Sección  de  Vigilancia 
é  inspección. 

Art.  24.  La  Sección  de  vigilancia  ó 
inspección,  como  encargada  especialmen- 
te de  todo  lo  referente  al  régimen  moral 
y  material  de  las  Prisiones,  tendrá  á  su 
cuidado: 

l,^  Preparar  las  visitas  que  hayan  de 
celebrarse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  7  o  del  Beal  decreto  de  27  de 
Agosto  último. 

2.**  Proponer  á  la  Junta  en  pleno  los 
acuerdos  y  medidas  que  en  su  juicio  de- 
ban adoptarse  por  la  Superioridad,  en 
vista  de  las  actas  levantadas  en  las  visi- 
tas de  carácter  oficial. 

8.0  Recibir  todas  las  informaciones 
de  las  que  giren  por  su  cuenta  los  voca- 
les de  la  Junta. 

4.0  Redactar  los  pliegos  de  condicio- 
nes de  las  contratas  de  obras  y  de  sumi- 
nistros. 

6."  Recibir  las  obras  y  reconocer  los 
suministros. 

Para  la  recepción  de  obras  y  reconoci- 
miento de  suministros,  designará  la  sec- 
ción dos  individuos  de  su  seno. 

Esto  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las 
atribuciones  conferidas  á  las  Juntas  lo- 
cales por  el  art.  7.»  regla  4.a  del  Beal 
decreto  de  27  de  Agosto  último,  sobre 
creación  de  dichas  Juntas. 


Cap.  VI.— />e  la  Sección  Can9i»ltwa, 

Art.  25.  La  Sección  Consultiva  infor- 
mará directamente  al  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia  en  todos  los  asnntos  que 
éste  someta  á  su  eíxamen  y  considera- 
ción, y  además  emitirá  como  Ponente  los 
dictámenes  que  le  sean  pedidos  por  la 
Junta  plena. 

Cap.  VIL— De  la  Sección  de  Reforma. 

Art.  26.  Esta  sección  tendrá  como  mi- 
sión principal  la  de  proponer  al  Miniete- 
rio,  por  conducto  de  la  Junta  plena,  to- 
das las  reformas  que  considere  conve- 
niente introdncir,  tanto  en  et  sistema  pe* 
nítenciario  como  en  los  edificios  destina- 
dos al  servicio  de  Prisiones. 

Cap.  VUL-De  la  Sección  de  Fatronato. 

Art.  27.  Esta  sección  tiene  por  prin- 
cipal objeto  atender  á  los  desgracíadoe 
que  por  el  medio  social  en  qae  viven, 
por  su  carenchi  de  recursos  ó  por  otras 
cansas,  se  sienten  y  se  bailan  más  pro- 
pensos al  crimen;  á  los  presos  de  todas 
clases  y  á  los  penados  cumplidos. 

Art.  28.  Para  reaüsar  estos  fines  pro- 
moverá la  creación  y  fomento  de  Asocia- 
ciones particulares,  allegando  cnantos  re- 
cursos excogite  su  celo,  además  de  loa 
que  el  Gobierno  le  proporcione. 

Art.  29.  Procurará  también  el  fomen- 
to del  trabajo  en  las  Prisiones,  el  esta- 
blecimiento de  colonias  agrícolas,  agen- 
cias de  colocación  de  penados,  escoelaa, 
bibliotecas  y  cuantas  instituciones  bené 
flcas  aconseje  la  experiencia,  pudiendo 
dirigirse  al  efecto  á  los  centros  oficialea 
que  estimase  conveniente,  por  condacio 
de  este  Ministerio. 

A rt.  80.  Los  fondos  que  correspondan 
á  esta  sección  estarán  á  cargo  del  Habi- 
litado del  Ministerio,  qne  tendrá  el  Ca- 
rácter de  Tesorero  de  la  misma;  y  de 
esos  fondos,  qne  se  depositarán  en  el 
Banco  de  España,  podrá  disponerse  para 
los  usos  y  fines  indicados,  por  acuerdo  de 
la  Junta  en  pleno,  con  la  firma  del  Pre- 
sidente de  la  sección  y  el  V.o  B.*  d«.t 
Subsecretario. 

nisposiciOír  TRAvaiToau 

Los  vocales  de  libre   nombramiento 
del  suprimido  Consejo  penitenciarte»  Úmm 
empeñarán  sus  cargos  en  la  Junta  fia^tf 
rior  de  Prisiones. 

Las  vacantes  de  esta  clase  qae  ocur i 
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•e  Irán  amortisando  haata  dejar  reduci- 
do* al  número  de  12  lo»  cargos  de  libre 
nombramieoto,  según  lo  establecido  en 
el  art.  2.o»  núm.  6.0  del  Real  decreto  de 
27  de  Agosto  último. 

San  Sebastián  14  Septiembre  de  1888. 
Aprobado  por  8.  U.^ Alongó  Martínez,» 
CGacetade  10  de  Septiembre^ 

♦** 

GoMBNTAaio. — Notamos  en  esta  Janta 
el  mismo  defecto  qne.  en  las  locales,  res- 
pecto al  número  de  individuos  ^tie  la 
conatitnyen.  A  S2  asciende,  según  paede 
Terse  en  el  art.  2. o  de  su  Real  decreto  or- 
gánico; número  excesivo  á  todas  Inces, 
que  ha  de  dificultar  y  dificulta,  en  ¿fec 
to,  la  rapidez  en  el  trámite  de  los  asun 
tos  que  se  la  encomiendan. 

£1  reglamento  para^  el  régimen  de  la 
Corporación,  atiende  más  á  la  parte  for- 
mal que  á  la  esencial  y  práctica,  bastan- 
do, para  convencerse  de  ello,  la  simple 
lectura  de  sus  preceptos,  pero  especial- 
mente los  que  tratan  de  las  disensiones, 
taraos  y  rectificaciones,  pues  en  presen- 
cia de  tales  casuísticos  preceptos,  más 
bien  parece  creado  el  organismo  para 
discutir  qne  para  practicar. 

Algunos  de  los  menesteres  y  servicios 
qae  á  esta  Junta  se  encomiendan,  son 
tan  impropios  de  su  carácter,  como  lo 
aon  otros  de  los  que  se  encargan  á  las 
locales,  de  cuyos  puntos  nos  hemos  ocu- 
pado en  el  correspondiente  comentario, 
podiendo  citarse,  entre  otros,  la  recep- 
ción de  obras  y  suministros,  por  ejem- 
plo, pues  bien  se  comprende  que  ni  -la 
Janta  Superior,  ni  sus  vocales,  han  de  ir 
á  recibir  dichas  obras,  ni  los  suministros 
de  los  reclusos  á  las  Prisiones  del  Reino 
en  que  aquéllas  se  hayan  ejecutado  y  en 
qae  éstos  se  reciben  diariamente. 

Faréc^nos  que,  así  en  conjunto  como 
en  detalle,  acusan  gran  desconocimiento 
de  la  realidad  las  disposiciones  qne  co- 
mentamos, y  á  esto,  sin  duda,  se  debe 
principalmente  la  ineficaz  acción  de  la 
Janta  Superior  en  lo  que  respecta  al  ré- 
gimen de  las  Prisiones,  y  muy  especial- 
mente á  la  reforma  penitenciaria  y  al 
Patronato  de  reclusos  y  cumplidos,  pues 
no  tenemos  noticia  que  de  lo  primero  se 
hayan  hecho  cosas  que  llamen  la  aten- 
ción, y  sabemos  qne,  en  cuanto  á  Patro- 
nato, no  existe  nada  práctico  en  Espafia« 
debido  á  la  acción  oficial. 

Opinamos,  por  último,  qne.  Si  ha  de 
•er  de  positivos  resaltados  la  acción  del 


alto  Cuerpo  á  que  se  refiere  el  presente 
artícnlo,  es  de  necesidad  darle  una  orga- 
nización naeya^  y  facilitarle  medios  de 
que  hoy  carece  para  cumplir  su  misión. 


JURADO.  — La  reunión  ó  junta  de 
cierto  número  de  ciudadanos  que  sin  te- 
ner carácter  público  de  magistrados,  son 
elegidos  por  sorteo  y  llamados  ante  el 
Tribunal  ó  juez  de  derecho  para  decla- 
rar, según  su  conciencia,  si  un  hecho  está 
ó  no  jostífi^cado,  á  fin  de  que  aquél  pro- 
nuncie su  sentencia  de  absolución  ó  con 
denación,  y  aplique  en  este  caso  la  pena 
con  arreglo  á  las  leyes.  Dícese  también 
jurado  cada  uno  de  los  ciudadanos  que 
componen  dicba  reunión,  los  cuales  se 
denominan  Mxm'inmo  jueces  de  hecho,  por 
que  sus  funciones  se  reducen  á  decidir 
únicamente  sobre  puntos  de  hecho  y  no 
sobre  cuestiones  que  tengan  relación  con 
puntos  de  derecho.  {Escriche), 

(Véase  Jaieio  por  Jaradosy  págs.  714 
á  734  de  este  tomo). 


JURAMENTO.  — Afirmación  ó  nega- 
ción de  una  cosa,  poniendo  á  Dios  por 
testigo  de  lo  que  se  dice  ó  se  piensa 
hacer. 

En  lo  concerniente  al  juramento  en 
causa  criminal,  véase  el  artículo  887,  re- 
lativo á  los  procesados;  los  483,  484  y 
706,  concernientes  á  los  testigos;  440  y 
442,  á  los  intérpretes  y  sordomudos;  474 
á  los  peritos;  todos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  inserta  en  las  pági 
ñas  1 1 0  y  siguientes  de  este  tomo. 

Del  juramento  de  los  jurados  tratan 
los  arts.  68  y  69,  págs.  724  á  726  también 
de  este  tomo. 

Del  que  debe  prestarse  en  causas  se- 
guidas por  el  fuero  de  guerra,  se  ocupan 
los  arts.  488,  intérpretes;  461,  testigos 
menores  y  mayores  de  catorce  afios;  462, 
del  de  los  Oficiales  por  su  honor;  y  468. 
relativo  á  los  procesados,  del  Código  de 
Jastieia  militar»  tomo  I ,  págs.  687,  688 
y  639. 


JURISCONSULTO. -r  Es  la  persona 
que,  con  el  correspondiente  título,  pro- 
fesa la  ciencia  del  Derecho,  dedicándose 
á  exponerla  y  á  resolver  las  consulta» 
que  sobre  las  leyes  se  le  hacen. 
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JURISDICCIÓN.— Poder  ó  aatoridad 
qne  tiene  ana  persona  para 'gobernar  y 
poner  en  ejecución  laa  leyea,  y  especial- 
mente la  potestad  de  qne  se  bailan  re- 
vestidos los  jueces  y  Tribunales  para  ad- 
ministrar justicia.  También  se  toma  esta 
palabra  por  el  territorio  á  que  se  extien- 
de el  poder  de  una  aatoridad,  y  por  el 
término  de  algán  lugar  ó  provincia. 


JURISDICCIÓN  ADMlNISTRáriYA. 

£s  la  potestad  que  tiene  Ih  Administra 
ción  para  decidir  sobre  el  derecho  que 
debe  aplicarse  en  un  caso  concreto  y  la 
facultad  de  obrar  con  arreglo  á  este  de- 
recho. 


JURISDICCIÓN  CONTENCieSO-AD- 
MINlSTRATiyA.-6e  ejerce  esta  juris- 
dicción en  nombre  del  Rey,  y  por  dele- 
gación suya,  por  el  Tribunal  áe  lo  con- 
tencioso administrativo,  que  forma  parte 
del  Consejo  de  Estado,  y  por  los  Tribu- 
nales provinciales,  segán  dispone  el  ar- 
tículo 8.*>  de  la  Ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888  (1). 


JURISDICCIÓN  MILITAR  Ó  DE 
GUERRA»— La  que  tienen  las  autorida- 
des militares  para  conocer,  resolver  ó 
fallar  los  asuntos  relativos  á  los  indivi- 
duos del  Ejército  y  á  los  servicios  de  gue- 
rra, y  para  juzgar  á  las  personas  que  rea- 
lizan actos  justiciables  que  afectan  al 
mismo  Ejército,  aunque  dichas  personas 
DO  pertenezcan  á  éste  (2). 


JURISDICCIÓN  MUNICIPAL.  —  La 

administrativa  propia  de  un  Ayunta- 
miento, y  también  el  término  en  que  la 
ejerce  (8), 


(1)  Véase  en  el  tomo  I,  Consejo  do  Es« 
(«do,  págs.  '755  á  '765,  y  Contencloso-od- 
■linlslrativo,  págs.  788  á  804. 

(2)  Véase  Código  de  Justicia  militar,  to- 
mo I,  pá((8.  486  y  siguientes. 

(3)  Véase  AyaodftBileiitoSy  tomo  I,  pá- 
ginas 120  y  siguientes. 


JURISDICCIÓN  ORDINARIA.  -  U 

que  reside  con  toda  amplitud  en  los  jue- 
ces y  Tribunales  establecidos  por  las  le- 
yes para  administrar  justicia.  (Escriche). 

La  Ley  Orgánica  del  Poder  judiciat 
trata  de  la  jurisdicción  ordinaria  en  sos 
arts.  267  á  269. 

Esta  jurisdicción  se  ejerce  por  loa 
jueces  municipales  en  sos  respectivos 
términos;  por  los  de  primera  instancia  é 
instrucción,  en  los  partidos  judiciales; 
por  las  Audiencias  provinciales  en  cada 
provincia;  por  las  territoriales,  en  la  pro- 
vincia ó  provincias  que  comprende  el 
respectivo  territorio,  y  por  el  Tribunal 
Supremo  en  todo  el  Reino  (1). 


JURISPRUDENCIA. -La  ciencia  del 

Derecho 

También  entienden  los  tratadistas  por 
jurisprudencia  la  serie  de  sentencias  y 
resoluciones  que  forman  doctrina  sobre 
un  mismo  punto  de  derecho,  ó  sobre  la 
inteligencia  y  aplicación  de  las  leyes,  asi 
en  el  orden  judicial  como  en  el  adminis- 
trativo. 

La  jurisprudencia  administrativa  la 
constituyen  las  Reales  órdenes  que  re- 
suelven recursos  de  alzada  ó  expedientes 
administrativos;  los  Reales  decretos  re- 
lativos á  competencias  entre  la  Adminis- 
tración y  los  Tribunales,  y  las  sentencias 
dictadas  por  el  Tribunal  de  lo  contencio- 
so*ad  ministra  ti  vo. 

La  jurisprudencia  penal  la  forman  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo. 

£n  la  edición  de  las  Partidas  hecha 
por  la  Academia,  se  requieren  20  fallos 
iguales  para  que  la  jurisprudencia  tenga 
fuerza  contra  ley;  según  la  edición  de  las 
mismas  Partidas,  de  Gregorio  López, 
bastan  dos  fallos  para  sentar  jurispru- 
dencia. 

En  materia  penal,  tienen  grande  auto- 
ridad científica  y  moral  los  fallos  que  en 
casación  dicta  el  Tribunal  Supremo;  pero 
no  puede  fundarse  un  recurso  de  casa- 
ción en  la  infracción  de  doctrina  legal, 
pues  así  lo  tiene  declarado  el  mismo 
Tribunal  Supremo  en  varias  de  sus  sen- 
tencias. 


(1)    Véase  TrUmoalos,  Ley  Orgánica 
del  Poder  judicial  y  la  adicional  a  ésta. 
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KILOGRAMO.— Palabra  griega,  com- 
paeata  del  prefijo  kilo,  que  expresa  mil 
onidades,  y  gramo,  peso  del  agaa  desti- 
lada qae  cabe  en  an  cabo  de  an  centí- 
metro cuadrado  de  lado. 

£1  kilogramo,  pues,  es  igaal  á  mil  gra- 
mos, y  es  la  onidad  de  peso  del  sistema 
métrico  decimal  qae  ordinariamente  se 
asa  en  el  comercio.  (Véase  Pesas  y  me- 
didas).   

KILÓMETRO.— Palabra  tomada  del 
griego,  compaesta  de  kilo,  qae  expresa 
mil,  y  metro,  qae  significa  medida.  £1 
kilómetro  equivale,  por  tanto,  á  mil  me- 
tros, y  es  la  unidad  lineal  que  se  asa 
para  medir  y  determinar  las  distancias. 


£n  Ahorros  queda  consignado  que  á 
cada  penado  qcíe  se  licencie  en  los  esta> 
blecimientos  se  le  abonará  &0  céntimos 
de  peseta  por  cada  ypintidós  kilómetros 
basta  el  paeblo  de  su  naturaleza  ó  el  que 
designe  para  tesidir,  distancia  que  se 
considera  como  una  jornada  (tomo  I,  pá- 
gina 18);  y  en  Coudaccióii  de  presos  j 
penados^  se  consigna  el  número  de  co- 
ches que  deben  habilitar  las  empresas 
ferroviarias  para  trasladar  á  los  reclusos, 
en  proporción  á  la  longitud  de  sus  lí- 
neas, y  el  precio  á  que  ha  de  pagar  la 
Administración  cada  kilómetro  de  reco- 
rrido. (Págs.  728  á  731  del  mismo  tomo). 
Véase  además  Jornadaf  pág.  66  de  este 
tomo. 
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ticia, á  cuyo  efecto  se  crea  una 
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y  criminal 292 

Orden  circular  de  22  de  Diciembre 
de  1897,  recordando  á  los  presi- 
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de  1888,  determinando  la  docu- 
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Etapas S16 

Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1886, 
aprobando  el  cuadro  de  etapas 
para  las  coiidnr^iones  ordinarias 

de  penados  y  presos 816 
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viniendo que  en  las  hojas  histó- 
rico penales  de  los  presidiarios  se 
exprese  el  nombre  del  escribano 
que  autorizó  el  testimonio  de  con 

dena 386 

Circular  de  13  de  Febrero  de  1846, 
mandando  que  se  redacten  con 
sumo  cuidado  las  hojas  histérico- 
penales  y  que  en  ellas  se^ezpre 
sen  con  claridad  y  precisión   los 

particulares  que  refiere 336 

Circular  de  31  Diciembre  de  1845, 
mandando  que  cuando  se  reclame 
una  hoja  histérico-penal  se  remi- 
ta fechada  y  firmada. 337 
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Instrucción  de  25  Octubre  de  1886, 
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para  cometer  este  delito 839 
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ídem  con  Frauda. 856 

ídem  con  Inglaterra 859 

ídem  con  Italia 860 

ídem  con  Paíeea  Bajoa 861 

ídem  con  Portugal 865 

ídem  con  República  Ai^entina 868 

ídem  con  Rasia 869 


Faltas .  871 

Real  decreto  de  18  de  Mayo  de- 1853, 
declarando  qué  laltaa  pueden  caá- 
tigaree  gubernativamente  y  coa- 
lee  exigen  las   formalidadea  del 

juicio...: 87 1 

Ley  Provincial  de  29  Agosto  de  1882.  872 
Ley  Municipal  de  2  Octubre  de  1882.  878 
Faltas  de  los  faneiauarios  Jodíela* 

.    les 873 
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Ferrocarriles 874 
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y  al  procedimiento 874 

Real  decreto  de  8  de  Septiembre 
de  1878,  aprobando  el  Reglamen- 
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Policía  de  ferrocarriles 877 
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Fianzas  de  empleados 893 
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uniformando  el  tipo  á  que  han  de 
admitirse  los  valores  páblicos  para 
las  fianzas  de  empleados  ó  de  ser- 
vicios públicos.  398 

Ley  de  Presupuestos  de  «11  de  Julio 

de  1877   894 

Real  orden  de  27  de  Marzo  de  1878, 
dictando  reglas  pafa  la  ejecución 
y  cumplimiento  del  preinserto  ar- 
ticulo 72  de  la  Ley  de  11  de  Julio 
de  1877,  relativo  á  la  constitución, 
intereses  y  cancelación  de  las 
fianzas  de  los  funcionarios  públi 

eos 894 

Real  orden  de  18  de  Agosto  de  1886, 
dictando  reglas  para  la  aplicación 


al  Estado  del  importe  de  fiamms 
oonatituidaa  para  aerrioioa  en  quo 
no  S9  hayan  cumplido  las  obliga- 
ciones estipuladas 897 

Real  orden  de  l.o  Octubre  de  1892» 
mandando  que  no* se  demore  el 
despacho  de  loa  expedientes  sobre 

devolución  de  fianzas 898 
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Firma 890 

Fiscal 890 
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Fondos  páblicos 400 
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Frailes. 401 

Fraaqiileia  postal ,  MtigrÁñen  j 

telefónica. 405 

Franquicia  poitaL^Reñl  orden  de  8 
de  Diciembre  de  1845  traaiadando 
el  decreto,  declarando  que  todas 
las  autoridades,  tribunales  y  Je- 
fes de  las  dependencias  del  Esta- 
do tienen  franca  la  corresponden- 
cia de  oficio..; :.,¿ 406 

Real  orden  de  21  Diciembre  de  1846, 
declarando  -  franca  la  correspon  - 
dencia  oficial  de  los  comandantes 

de  los  Presidios 407 

Real  orden  de  7  de  Marzo  de  1867, 
concediendo  franquicia  postal  á 
los  jueces  de  paz  ó  municipales. .  408 
Real  orden  de  16  de  Septiembre 
de  1863,  concediendo  franquicia 
oficial  á  las  Corporaciones  y  fun- 
cionarios que  expresa 408^ 

Real  orden  de  4  de  Julio  de  1866,  su- 
primiendo loe  sellos  especiales  y 
dejando  en  vigor  las  disposieio- 
nes  vigentes  relativas  á  franqui- 
cia postal 408 

Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1882, 
haciendo  extensiva  la  franquicia 
postal  concedida  á  los  jueces  mu- 
nicipaUs  para  los  casos  en  que  se 
dirijan  á  los  presidentes  y  fiscales 

de  las  Audiencias 408 

Real  orden  de  18  *de  Noviembre 
de  1882,  concediendo  franquieia 
oficial  á  los  alcaldes  cuando  ejer- 
san  funciones  de  comandantes  de 
armas  y  se  dirijan  á  las  autorida- 
des miHtares é09- 

Real  decreto  de  6  Octubre  de  1888, 
relativo-  á  franquicia  de  la  corres- 

pondencia oficial.... 409* 

Real  decreto  de  7  de  Mayo  de  1889, 
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aprobaoda  el  reglamento  paraei 

s«rvifi¡o  del  rano  de  Oonrooa 409 

Real  deoreto  de  J2  de  Septiembre 
de  1890,  sobre  frao^ida  de  co- 

rreapondeDeia  eleetoral <  411 

l^ey  de  Preenpoestoe  de  1892  á  98..  411 
Ltey  de  36  de  Marzo  de  1895,  reata- 
bleciendo  la  franqoida  postal  á 
los  senadores  y  dipotados.  •«....  411 
B'ranquicia  telegráfica  — Real  orden 
de  25  de  Febrero  de  1861,  apro- 
bando el  reglamento  para  el  ser- 
vicio de  la  correspondencia  tele- 
gráfica   412 

Real  orden  de  8  Noviembre  de  1862, 
concediendo  franquicia  telegráfica 
á  los  Jefes  de  fuerzas  militares  en 

casos  urgentes ,412 

Real  ofden  de  21  de  Mayo  de  1868, 
concediendo  franquicia  telegráfica 
á  los  fiscales  y  promotores  fisca- 
les en  asuntos  del  servicio 412 

Jf'ranquicia  telefónica. — Real  orden 
de  14  de  Marzo  de  1895,  conce-- 
diendo  franquicia  telefónica  á  las 

autoridades  que  expresa 418 

Fvero 418 

Decreto-ley  de  6  Diciembre  de  1868, 
refundiendo  los  fueros  especiales 

en  el  ordinario. 413 

Decreto  de  81  Diciembre  de  1868, 
para  la  ejecución  del  precedente 
relativo  á  refundición  de  fueros. .  421 
Decreto  de  8  de  Febrero  de  1869, 
para  la  ejecución  del  de  6  de  Di- 
ciembre de  1868,  que  queda  inser- 
to, referente  á  la  refundición  de 
fueros  especiales  en  el  ordinario.  422 

Fnerza  armada , 428 

Fuerza  pábliea 424 

Faga  de  penados  y  presos 424 

Constitución  de  1812 424 

Real  orden  de  25  de  Mayo  de  1824, 
mandando  que  se  dé  guardia  de 
oficial  en  las  cárceles  en  que  se 
custodien  reos  de  conspiración,  y 
que,  en  caso  de  fuga  de  éstos,  los 
comandantes  de  aquéllas  sean 
considerados  como  cómplices  en 
los  delitos  deque  fueren  acusados.  424 
Real  orden  de  7  Noviembre  de  1825, 
mandando  que  no  se  exija  res- 
ponsabilidad á  los  alcaides  de  cár- 
celes que  no  sean  seguras,  por  la 
fuga  de  reos  de  contrabando. ....  424 
Ordenanza  de  Presidios  de  1884.. . .  425 
Real  orden   de   30  de    Noviembre    . 
de  1842,  declarando  qae  la  Direo- 


ción  generar  de  Preaidioa  no  tiei^s 
facultad  para  bacer  responsables 
de  la  fuga  de  confinados  á  los  co- 
mandantes de  Jas  escoltas  que  los 
castodian 42& 

Oircnlarde  6  de  Febrero  de  1844, 
recomendando  el  cumplimiento  de 
varias  disposiciones  anteriores  so- 
bre rebajados  y  deserciones,  y 
mandando  que  coandb  éstas  ocu 
rran  se  remitan  á  la  Dirección  las 
diligencias  que  sobre  ellas  se 
formen » .^ .  j|25 

Real  orden  de  16  de  Mayo  de  1846, 
dictando  prevenciones  para 'regu- 
larizar las  salidas  del  cuartel  de 
los  confinados  y  evitar  sos  fugas.  426 

Real  orden  de  1.^  de  Noviembre 
de  1847,  disponiendo  que  cuando 
ocurra  la  fuga  de  algán  prescMl^  * 
confinado,  el  jefe  político  de  ih 
provincia  lo  noticie  sin  dilación  á 
los  de  las  limítrofes  y  á  las  auto- 
ridades que  juzgue  conveniente 
para  80  captura..... 426 

Real  orden  de   13  Agosto  de  1848, 
mandando  que  se  formen  suma- 
rios gubernativos  cuando   se  fu 
guen  presos  ó  confinados 427 

Real  orden  de  8  Noviembre  de  1848, 
determinando  que  por  las  deser 
clones  de  presos  ó  confinados  sólo. 
se  formen  sumarios  gubernativos 
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agravantes  á  juicio  de  los  jefes 
políticos,  y  que  sean  formados  por 
los  secretarios  de  éstos,  ó  por  los 
alcaldes 427 

Circular  de  28  de  Mayo  de  1855,  ex- 
citando el  celo  de  los  comandan- 
tes de  los  Presidios  para  evitar  la 
fuga  de  confinados 427 

Real  orden  de  3  de  Julio  de  1855, 
dictando  disposiciones  para  evitar 
la  fuga  de  confinados. 427 

Real  orden  de  9  de  Julio  de  1856, 
mandando  que  cuando  ocurran  fu- 
gas de  confinados,  los  comandan- 
tes de  los  Presidios  den  parte  de 
ellas  á  los  de  la  Guardia  civil,  re- 
mitiéndoles copias  de  las  medias 
filiaciones  de  los  desertores 42^ 

Real  orden  de  26  Febrero  de  1856, 
dictando  prevenciones  para  evitar 
la  fuga  de  confinados 429 

Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1860, 
dictando  disposiciones  para  evitar 
la  fuga  de  los  confinados 429 
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Oó4i^  penal  de  17  Janio  de  1870. .  481 

Circmar  de  7  de  Febrero  de  1880, 
dictando  ditposiciones  pfira  evitar 
las  fugat  de  reclutoa 48 1 

Oircnlar  de  14  de  Julio  de  1886,  dic- 
tando ditpoaicionea  para  evitar 
la«  fogas  de  reclusos  de  los  co- 
ches celulares 483 

Circular  de  26  de  Enero  de  1887, 
dictando  las  «nedfdas  gubernati- 
vas que  deben  adoptarse  con  los 
empleados  de  Penales  al  ocurrir 
evasiones  de  presos. , 432 

Oircnlar  de  6  de  Agosto  de  1887, 
dictando  disposiciones  para  evitar 
la  fuga  de  reclusos  de  los  Depósi- 
tos municipales,  recomendan- 
do que  se  ejecuten  obras  de  segu- 
ridad, mandando  practicar  minu- 
^i^Mf  registros  en  los  locales  y 
roPn  de  los  recluidos  y  prohi- 
biendo que  tengan  dinero  en  su 
poder 482 

Circular  de  81  de  Julio  de  1890,  dic- 
tando disposiciones  para  evitar  la 
fuga  de  reclusos  en  los  Penales  y 
cárceles,  previniendo  que  las  lla- 
ves de  rastrillos  las  tengan  los  em- 
pleados y  mandando  que  por  éstos 
se  registren  los  locales  y  ropas  de 
los  reclusos 488 

Comentario 484 

Fnncionario  público 441 

Real  decreto  orgánico  de  18  de  Ju- 
lio de  1862  442 

Decreto  de  26  de  Abril  de  1870,  acla- 
rando el  art.  36  del  Real  decreto 
de  18  de  Junio  de  1862,  relativo  á 
abono  de  sueldo  á  los  empleados 
trasladados  en  caso  de  prórroga..  444 

Real  orden  de  7  de  Junio  de  1876, 
resolviendo  que  debe  abonarse  al 
empleado  trasladado  el  sueldo  co- 
rrespondiente al  plazo  de  trasla- 
ción, aunque  se  encuentre  en  uso 
de  licencia  ó  prórroga  de  ella  al 
ser  trasladado.. 444 

Ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio 
de  1878. —Entre  otras  disposicio- 
nes, contiene  las  relativas  al  abo- 
no de  haberes  á  funcionarios  que 
carezcan  de  las  condiciones  lega- 
les; á  las  condiciones  para  ingre- 
so y  ascenso  en  la  Administra- 
ción civil,  para  ser  subsecretario 
y  gobernador,  para  las  plazas  de 
subalternos,  incompatibilidades, 
etcétera 446 
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Real  decreto  de  21  de  Julio  de  1876, 
fijando  los  afios  de  servicios  que 
han  de  reunir  los  funeionarios  pú- 
blicos, para  poder  obteaer  el  as- 
censo inmediato 446 

Real  orden  de  11  Octubre  de  1877, 
disponiendo  que  los  empleados 
presten  sus  servicios  en  las  ofici- 
nas á  cuyas  plantillas  correspon- 
dan: excepciones  y  .responsabili- 
dades  447 

Real  orden  de  1.*  de  Junio  de  1883, 
recordando  el  deber  que  tienen 
los  luncionarios  de  acreditar  que 
sus  hijos  reciben  la  ensefianza 
primaria 447 

Real  decreto  de  26  de  Julio  de  1884, 
determinando  la  forma  en  que  han 
de  desempeñarse  las  comisiones 
de  servicio  por  los  funcionarios 
dependientes  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia 448 

Real  orden  de  12  de  Mayo  de  1891, 
determinando  los  casos  en  que 
son  válidos  los  nombramientos  de 
funcionarios  hechos  en  perío<lo 
electoral 448 

Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1891, 
declarando  incompatible  el  ejer 
ciclo  de  la  abogacía  con  el  deseni* 
pefio  de  los  cargos  públicos 449 

Ley  de  Presupuestos  del  Estado  de 
80  de  Junio  de  1892  (excedentes). 
Tratan  de  la  reorganización  de 
servicios,  de  las  excedencias  y  de 
los  excedentes,  los  siguientes  ar- 
tículos   460 

Real  orden  de  16  de  Enero  de  1896, 
preceptuando  que  la  declaración 
de  excedencia  de  los  funcionarios 
dependientes  de  Gracia  y  Justi- 
cia, corresponde  al  Ministro  del 
ramo:  Consideración  de  los  fnn- 
cipnariosy  competencia  de  la  Jun- 
ta de  Clases  pasivas  en  las  exce- 
dencias   1. . . .  463 

Jurisprudencia. ^Sei\\enc\ñ  de  20  28 
de  Diciembre  de  1894,  declarando 
que  el  derecho  á  percibir  medio 
sueldo  los  funcionarios  exceden- 
tes del  Cuerpo  de  Penales,  conce- 
dido por  el  art.  76  de  la  Ley  de 
Presupuestos  de  1893,  sólo  favo- 
rece á  los  que  han  obtenido  el  car- 
go por  oposición 452 

Sentencia  de  18  de  Enero  de  1894, 
declarando  que  los  funcionarios 
que  han  desempeñado  destinos  en 
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nen derecho  á  figurar  en  los  esca- 
lafones de  diclios  funcionarios, 
ann  cuando  peitenezcan  á  Oaer- 
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rando que  la  suspensión  de  em- 
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oarios  inamovibles,  no  puede  im- 
pngnaree  en  la  víh  contenciosa...   466 

Fundación 456 

Furrieles 466 

•Ordenanza  de  Presidios.  —  Parte 
segunda.  — Título  II.  Sección  IV. 
Del  furriel 466 

Reglamentó  de  6  de  Septiembre 
de  1844,  para  el  orden  y  régimen 
interior  de  los  Presidios  del 
Reino.— De  loe  furrieles 467 

Heal  orden  de  30  de  Marzo  de  1862, 
declarando  que  los  ayudantes 
puedan  alternar  en  el  servicio  con 
¡os  furrieles  del  modo  que  se  ex- 
presa    468 
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«Oabiuetes  de  Ideutlfleaclóu  antro- 
pométrica y  fotográfica 469 

Departamento  antropométrico 469 

Departamento  fotográfico 467 

«eaeeia  de  Madrid 471 

Circular  de  12  de  Octubre  de  1866, 
mandando  que  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  é  instrucción  con- 
serven coleccionada  y   encuader 

nada  la  O  aceta  de  Madrid 47 1 

Real  orden  de  1 1  de  A  »(08to  de  1 886, 
aprobando  la  instrucción  para  el 
servicio  de  la  Q aceta  de  Madrid.  471 
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€lalera 472 

«laleria 473 
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Trata  del  sostenimiento  de  los  de- 
pósitos municipales  y  cárceles  de 
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nales     474 

Seal  decreto  de  16  de  Abril  de  1886, 
disponiendo  que  la  pena  de  pri* 
sión  correccional  se  sufra  en  la 

cárcel  de  cada  Audiencia 476 
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disponiendo  que  los  Ayuntamien- 
tos y  las  Diputaciones  deben  abo- 
nar las  estancias  de  los  sentencia- 
dos que  se  bailen  en  las  cárceles 
qae  corren  á  su  respectivo  cargo, 
con  derecbo  á  que  la  Diputación 
reintegre  los  gastos  de  los  senten- 
ciados á  prisión  correccional  y  el 
Estado  los  de  los  sentenciados  á 
penas  más  graves 476 

Real  orden  de  6  y  21  Marzo  de  1892, 
resolviendo  que  los  gastos  que 
originen  los  presos  pobres  puestos 
á  disposición  de  laAudiencÍa,debe 
abonarlos  la  respectiva  Diputa 
ción  provincial 476 

Real  orden  de  22  de  Abril  de  1892, 
resolviendo  un  recurso  de  alzada 
del  Ayuntamiento  de  Aróvalo  con- 
tra resolución  del  gobernador  de 
Avila,  en  el  sentido  de  que  los 
gastos  ocasiona<ios  por  los  proce- 
sados desde  que  se  bailan  á  dis- 
posición de  las  Audiencias  son  de 
cuenta  de  laa  Diputaciones  provin- 
ciales    479 

Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1892. 
Trata  de  la  formación  de  presu- 
puestos provinciales  y  plantilla  de 
Secretaría 480 

Real  orden  de  6  Diciembre  de  1894, 
resolviendo  que  el  Ayuntamiento 
del  pueblo  cabeza  de  partido  ju- 
dicial en  que  se  construya  una 
cárcel  debe  satisfacer  1^  mitad  de 
los  gastos  que  ocasione,  y  los  de- 
más pueblos  del  distrito  la  otra 
mitad 480 

Real  decreto  de  7  de  Junio  de  1896, 
resolviendo  que  los  abusos  come- 
tidos en  la  distribución  de  gastos 
carcelarios  y  la  aprejiacion  de  los 
mismos  es  de  competencia  de  la 
administración  y  no  de  la  autori- 
dad judicial 482 

Real  decreto  de  8  Diciembre  de  1896, 
estableciendo  que  las  reclamacio- 
nes á  que  dé  lugar  el  cobro  de  las 
cuotas  consignadas  para  gastos 
carcelarios  no  pueden  ser  someti- 
das á  los  Tribunales  de  justicia. .  484 

Jiift'sprudeticta.— Sentencia  de  14  de 
Junio  de  1892,  resolviendo  que  la 
base  adoptada  para  la  consigna- 
ción en  presupuesto  de  los  gastos 
de  una  cárcel  de  Audiencia  no  es 
aplicable  á  presupuestos  de  afios 
anteriores 48& 
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Comentario 486 

Gastos  públleos 488 

Gobernador  cítII 488 

Gobierno 48» 

Gobierno  de  la  plasa  de  Ceuta.  . .  489 
Real  decreto  de  4  Febrero  de  18B9, 
deelindando  laa  atribaoiones  y  la- 
coltades  del  comandante  general 
de  Ceata  y  del  gobernador  civil 
de  Cádiz  respecto  á  laa  autorida- 
des gubernativas  de  la  plasa,  en 
conformidad  á  la  Constitución,  á 
la  Ley  Municipal  y  á  la  de  Orden 

público    489 

Real  orden  de  12  Febrero  de  1890. 
Fundándose  en  el  Real  decreto  de 
4  de  Febrero  de  1889,  ^oe  prece- 
de, declara  que  el  nombramiento 
de  la  Junta  de  Sanidad  de  Ceuta 
corresponde  al  gobernador  civil  de 
Cádiz  y  no  al  comandante  general 

de  la  phHza 498 

Real  decreto  de  30  de  Mayo  de  1896, 
decidiendo  una  competencia  de 
jurisdicción  entre  el  comandante 
general  de  Ceuta  y  el  gobernador 
civil  de  Cádiz,  á  favor  de  la  Ad- 
ministración   495 

Grilletes  y  grillos 497 

Guardia  oivil 497 

Real  decreta  de  28  Marzo  de  1844, 
creando  el  Cuerpo  de  la  Guardia 

civil ; 497 

Real  decreto  de  2  Agosto  de  1862, 
aprobando  el  Reglamento  para  el 

Cuerpo  de  la  Guardia  civil 497 

Reglamento 497 

Circular  de  20  Septiembre  de  1865, 
recomendando  el  cumplimiento  de 
lo  mandado  en  el  Reglamento  del 
Cuerpo   sobre  conducción  de 

presos 604 

Disposiciones  relativas  ai  servicio 
de  guardería  rural  y  forestal.  (Adi- 
ción al  Reglamento). 604 

Real  orden  de  30  Octubre  de  1879, 
aprobando  la  cartilla  del  Guardia 

civil 608 

Cartilla  del  Guardia  civil 508 

Real  orden  de  6  Noviembre  de  1867, 
determinando  los  casos  en  que  la 
Guardia  civil  debe  hacerse  cargo 
y  entregar  á  las  autoridades  los 
objetos  qne  sean  cuerpos  del  de- 
lito y  disponiendo  el  abono  de  los 
gastos  que  el  servicio  ocasione.. .  613 
Guardia  militar  de  las  Prfsioueg.  614 
Real  orden  de  81  Octubre  de   1833, 
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mandando  que  se  paguen  de  fon- 
dos de  propios  ó  de  penas  de  cá- 
mara ol  utensilio  de  laa  guardias 
de  las  cárceles 614- 

Real  orden  de  27  Febrero  de.  1889, 
mandando  qne  se  facilite  la  tropa 
necesaria  para  custodiar  á  los  pre- 
sidiarios destinados  á  trabajar  en 
las  carreteras  de  Granada  á  Mo- 
tril y  de  Granada  á  Málaga 614^ 

Circular  de  26  de  Febrero  de  1843, 
trasladando  la  Real  orden  de  19 
de  Agosto  de  1843,  que.  determi- 
na por  quién  y  de  qué  manera  ha 
de  abonarse  el  utensilio  de  las 
guardias  de  los  Presidios. •«. 616* 

Real  orden  de  8  de  Enero  de  1847, 
suprimiendo  los  pl uses  y  gratifi 
caciones  á  los  confinados  emplea- 
dos por  los  jefes  militares,  y  los 
que  se  devengan  por  utensilio  de 
las  guardias  de  los  Presidios 615> 

Real  orden  de  23  Noviembre  ide  1847, 
mandando  que  continúe  abonán- 
dose como  hasta  aquí  por  la  Ad- 
ministración militar  el  utensilio 
de  las  guardias  de  cárceles  y  Pre 
sidios 615- 

Real  orden  de  29  Octubre  de  1853, 
mandando  qne  el  utensilio  de  las 
guardias  de  las  cárceles.  Presi- 
dios, hospitales  y  demás  eatable- 
cimientos  no  militares,  se  satisfa- 
ga por  el  Ministerio  de  la  Guerra.  61  & 

Real  orden  de  16  Diciembre  de  1867,  . 
comunicando  la  de  23  de  Diciem- 
bre de  1866,  sobre  suministro  de 
utensilio  para  las  guardias  de  los 
Presidios * 61#^ 

Comentano , 615- 

Guardia  peiiiteuciaria. , <»1^ 

H 

HabiliUdo 621 

Ordenanza  de  Presidios  de  14  de 
Abril  de  1834 62t 

Real  orden  de  80  de  Enero  de  1866, 
determinando  la  forma  de  elegir 
habilitado. 631 

Reglamento  para  el  régimen  inte 
rior  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  de  6  de  Octubre  de  1874.   621 

Real  orden  de  26  Febrero  de  1889, 
creando  una  Junta  de  gobierno  in- 
terior encargada  de  la  administra- 
ción de  los  fondos  del  material.. .   622i 

Real  decreto  de  31  de  Mayo  de  1881, 
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relativo  al  material  de  oficinas  y  á 
las  funciones  y  deberes  de  los  ha- 
bilitados     632 

Reglamento  de  24  de  Mayo  de  1891. 
orgánico  de  la  Ordenación  de  pa* 

gos  del  Estado 524 

HabUaelon 624 

Ordenanza  de  Presidios  de   14  de 

Abril  de  1884 624 

Ordenanzas  de  las  Audiencias  de  20 
de  Diciembre  de  1886.— Se  dispo- 
ne que  los  alcaides  tengan  ia  ha- 
bitación en  las  cárceles,  en  el  ar- 
ticulo 177 525 

Real   decreto  de   28  de  Diciembre 
de  1838.— Permite  que  los  alcai- 
des pnedim  tener  habitación  den- 
tro de  las  cárceles,  en  el  art.  2  o..  626 
Reglamento  de  17  de  Jnlio  de  1873.  526 
Reglamento  de  la  Prisión  celular  de 

Madrid  de  28  de  Febrero  <le  1894.  526 
Orden  de  la  Dirección  general  del 
ramo,  determinando  la  forma  en 
que  han  de  concederse  los  pabe- 
llones de  la  Prisión  celular  de  10 

de  Octubre  de   1894.; 525 

Comentario 626 

Heimanas  ó  Htjas  de  la  Caridad. . .  629 
Contenió  relativo  á  la  instalación  de 
las  Hijas  de  la  Caridad  en  la  Peni- 
tenciaría de  mujeres  de  Alcalá  de 
Henares,  celebrado  en  28  de  Sep 

tiembre  de  1880 629 

Real  orden  de  81  de  Enero  de  1882, 
aprobando  el  Reglamento  para  el 
régimen  interior  de  la  Prisión  de 
mujeres  (Galera)  de  Alcalá  de  He- 
nares  681 

Reglamento... 582 

Instrucciones  de  la  Junta  local  de 
Prisiones  de  San  Sebastián  al  jefe 
de  la  Prisión  celular  de  la  misma 
para  el  régimen  del  estableci- 
miento. ...    689 

Convenio  relativo  á  la  instalación  de 
las  Hijas  de  la  Caridad  en  la  Pri- 
sión celular  de  San  Sebastián,  ce- 
lebrado en  21  de  Marzo  de  1890..  640 
Real  orden  de  80  de  Diciembre 
de  1894,  aprobando  el  Reglamen- 
to para  ei  régimen  de  las  Hijas  de 
la  Caridad  en  la  cárcel  y  corree 

cional  de  Barcelona 542 

Reglamento 542 

Herramieuta 544 

Hierros 545 

Ordenai  za  de  Presidios 545 

Real  orden  de  11  de  Enero  de  1841, 


estableciendo  reglas  para  la  me- 
jora de  los  Presidios 646 

Reglamento  para  el  orden  y   régi- 
men interior  de  los  Presidios  del 
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Reglamento  para  las  cárceles  de  ca- 
pitales^de   provincia  de  26  de 

Agosto  de  1W7 646 

Real  orden  de  20  de  Junio  de   1861,    - 
declarando  que.  respecto  al  régi- 
men intorior  de  los  Presidios,  se 
halla  vigente  la  Ordenanza  gene- 
ral del  ramo * 645 

Orden  circular  de  12  de  Noviembre 

de  1852. — De  tos  comandantes. . .  646 
Real  orden  de  1.**  de  Agosto  de  1857, 
declarando  que  lo  dispuesto  en  el- 
Reglamento  de  5  de'  Septiembre 
de  1844  sobre  aplicación  de  hie- 
rros, se  halla  modificado   por  el 

Código  penal  vigente. 647 

Código  pena!  de  1870 547 

Cartilla  de  la  Guardia  civil  de  80  de 
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de  1882 568 
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Ley  de  1 1  de  Julio  de  1877 554 
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Jurisprudencia.  —  Sentencia  absol- 
viendo a  la  Administración  del 
Estado  en  pleito  promovido  sobre 
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